This  is  a  digital  copy  of  a  book  that  was  preserved  for  generations  on  library  shelves  before  it  was  carefully  scanned  by  Google  as  part  of  a  project 
to  make  the  world's  books  discoverable  online. 

It  has  survived  long  enough  for  the  copyright  to  expire  and  the  book  to  enter  the  public  domain.  A  public  domain  book  is  one  that  was  never  subject 
to  copyright  or  whose  legal  copyright  term  has  expired.  Whether  a  book  is  in  the  public  domain  may  vary  country  to  country.  Public  domain  books 
are  our  gateways  to  the  past,  representing  a  wealth  of  history,  culture  and  knowledge  that's  often  difficult  to  discover. 

Marks,  notations  and  other  marginalia  present  in  the  original  volume  will  appear  in  this  file  -  a  reminder  of  this  book's  long  journey  from  the 
publisher  to  a  library  and  finally  to  you. 

Usage  guidelines 

Google  is  proud  to  partner  with  librarles  to  digitize  public  domain  materials  and  make  them  widely  accessible.  Public  domain  books  belong  to  the 
public  and  we  are  merely  their  custodians.  Nevertheless,  this  work  is  expensive,  so  in  order  to  keep  providing  this  resource,  we  have  taken  steps  to 
prevent  abuse  by  commercial  parties,  including  placing  technical  restrictions  on  automated  querying. 

We  also  ask  that  you: 

+  Make  non-commercial  use  of  the  files  We  designed  Google  Book  Search  for  use  by  individuáis,  and  we  request  that  you  use  these  files  for 
personal,  non-commercial  purposes. 

+  Refrainfrom  automated  querying  Do  not  send  automated  queries  of  any  sort  to  Google's  system:  If  you  are  conducting  research  on  machine 
translation,  optical  character  recognition  or  other  áreas  where  access  to  a  large  amount  of  text  is  helpful,  please  contact  us.  We  encourage  the 
use  of  public  domain  materials  for  these  purposes  and  may  be  able  to  help. 

+  Maintain  attribution  The  Google  "watermark"  you  see  on  each  file  is  essential  for  informing  people  about  this  project  and  helping  them  find 
additional  materials  through  Google  Book  Search.  Please  do  not  remo  ve  it. 

+  Keep  it  legal  Whatever  your  use,  remember  that  you  are  responsible  for  ensuring  that  what  you  are  doing  is  legal.  Do  not  assume  that  just 
because  we  believe  a  book  is  in  the  public  domain  for  users  in  the  United  States,  that  the  work  is  also  in  the  public  domain  for  users  in  other 
countries.  Whether  a  book  is  still  in  copyright  varies  from  country  to  country,  and  we  can't  offer  guidance  on  whether  any  specific  use  of 
any  specific  book  is  allowed.  Please  do  not  assume  that  a  book's  appearance  in  Google  Book  Search  means  it  can  be  used  in  any  manner 
any  where  in  the  world.  Copyright  infringement  liability  can  be  quite  severe. 

About  Google  Book  Search 

Google's  mission  is  to  organize  the  world's  Information  and  to  make  it  universally  accessible  and  useful.  Google  Book  Search  helps  readers 
discover  the  world's  books  while  helping  authors  and  publishers  reach  new  audiences.  You  can  search  through  the  full  text  of  this  book  on  the  web 


at|http  :  //books  .  google  .  com/ 


Acerca  de  este  libro 

Esta  es  una  copia  digital  de  un  libro  que,  durante  generaciones,  se  ha  conservado  en  las  estanterías  de  una  biblioteca,  hasta  que  Google  ha  decidido 
escanearlo  como  parte  de  un  proyecto  que  pretende  que  sea  posible  descubrir  en  línea  libros  de  todo  el  mundo. 

Ha  sobrevivido  tantos  años  como  para  que  los  derechos  de  autor  hayan  expirado  y  el  libro  pase  a  ser  de  dominio  público.  El  que  un  libro  sea  de 
dominio  público  significa  que  nunca  ha  estado  protegido  por  derechos  de  autor,  o  bien  que  el  período  legal  de  estos  derechos  ya  ha  expirado.  Es 
posible  que  una  misma  obra  sea  de  dominio  público  en  unos  países  y,  sin  embargo,  no  lo  sea  en  otros.  Los  libros  de  dominio  público  son  nuestras 
puertas  hacia  el  pasado,  suponen  un  patrimonio  histórico,  cultural  y  de  conocimientos  que,  a  menudo,  resulta  difícil  de  descubrir. 

Todas  las  anotaciones,  marcas  y  otras  señales  en  los  márgenes  que  estén  presentes  en  el  volumen  original  aparecerán  también  en  este  archivo  como 
testimonio  del  largo  viaje  que  el  libro  ha  recorrido  desde  el  editor  hasta  la  biblioteca  y,  finalmente,  hasta  usted. 

Normas  de  uso 

Google  se  enorgullece  de  poder  colaborar  con  distintas  bibliotecas  para  digitalizar  los  materiales  de  dominio  público  a  fin  de  hacerlos  accesibles 
a  todo  el  mundo.  Los  libros  de  dominio  público  son  patrimonio  de  todos,  nosotros  somos  sus  humildes  guardianes.  No  obstante,  se  trata  de  un 
trabajo  caro.  Por  este  motivo,  y  para  poder  ofrecer  este  recurso,  hemos  tomado  medidas  para  evitar  que  se  produzca  un  abuso  por  parte  de  terceros 
con  fines  comerciales,  y  hemos  incluido  restricciones  técnicas  sobre  las  solicitudes  automatizadas. 

Asimismo,  le  pedimos  que: 

+  Haga  un  uso  exclusivamente  no  comercial  de  estos  archivos  Hemos  diseñado  la  Búsqueda  de  libros  de  Google  para  el  uso  de  particulares; 
como  tal,  le  pedimos  que  utilice  estos  archivos  con  fines  personales,  y  no  comerciales. 

+  No  envíe  solicitudes  automatizadas  Por  favor,  no  envíe  solicitudes  automatizadas  de  ningún  tipo  al  sistema  de  Google.  Si  está  llevando  a 
cabo  una  investigación  sobre  traducción  automática,  reconocimiento  óptico  de  caracteres  u  otros  campos  para  los  que  resulte  útil  disfrutar 
de  acceso  a  una  gran  cantidad  de  texto,  por  favor,  envíenos  un  mensaje.  Fomentamos  el  uso  de  materiales  de  dominio  público  con  estos 
propósitos  y  seguro  que  podremos  ayudarle. 

+  Conserve  la  atribución  La  filigrana  de  Google  que  verá  en  todos  los  archivos  es  fundamental  para  informar  a  los  usuarios  sobre  este  proyecto 
y  ayudarles  a  encontrar  materiales  adicionales  en  la  Búsqueda  de  libros  de  Google.  Por  favor,  no  la  elimine. 

+  Manténgase  siempre  dentro  de  la  legalidad  Sea  cual  sea  el  uso  que  haga  de  estos  materiales,  recuerde  que  es  responsable  de  asegurarse  de 
que  todo  lo  que  hace  es  legal.  No  dé  por  sentado  que,  por  el  hecho  de  que  una  obra  se  considere  de  dominio  público  para  los  usuarios  de 
los  Estados  Unidos,  lo  será  también  para  los  usuarios  de  otros  países.  La  legislación  sobre  derechos  de  autor  varía  de  un  país  a  otro,  y  no 
podemos  facilitar  información  sobre  si  está  permitido  un  uso  específico  de  algún  libro.  Por  favor,  no  suponga  que  la  aparición  de  un  libro  en 
nuestro  programa  significa  que  se  puede  utilizar  de  igual  manera  en  todo  el  mundo.  La  responsabilidad  ante  la  infracción  de  los  derechos  de 
autor  puede  ser  muy  grave. 

Acerca  de  la  Búsqueda  de  libros  de  Google 

El  objetivo  de  Google  consiste  en  organizar  información  procedente  de  todo  el  mundo  y  hacerla  accesible  y  útil  de  forma  universal.  El  programa  de 
Búsqueda  de  libros  de  Google  ayuda  a  los  lectores  a  descubrir  los  libros  de  todo  el  mundo  a  la  vez  que  ayuda  a  autores  y  editores  a  llegar  a  nuevas 


audiencias.  Podrá  realizar  búsquedas  en  el  texto  completo  de  este  libro  en  la  web,  en  la  páginalhttp  :  /  /books  .  google  .  com 


II] 
3  2044  097  749   196 


v^V» 


h 


íí- 


\' 


^\ 


I    * 


r-T 


'} 


ymA 


'\ 


"í 


•-^t 


r>>¡ 


w 


^vrv 


^^  1 


r-v* 


•  -  $ 


^cí.úu^./9ii) 


HARVARD     LAW     LIB1^\RY. 


"Ríceived 


t>^ÍC^ 


^h       ^f^ 


\ 


INSTITUCIONES 

jurídicas  y  poütícas  de  los  pueblos  modernos 


TEXTO  y  COMEHTARIOS 

CÓDIGO  CIVIL  ESPAS'OL 

Con  la  exposición  de  motivos,  legislación  comparada,  precedentes  en  la  legisla- 
ción española,  acciones  y  procedimientos  y  principios  del  derecho  internacio- 
nal aplicables,  publicado  por  la  Redacción  de  la  Revista  de  Derecho  Internacio- 
nal. Dos  tomos  voluminosos  en  4.®  mayor,  32  pesetas  en  España  y  40  en  Ul- 
tramar y  extranjero. 


COLECCIÓH  DE  LAS  IISTITUCIOHES  JUBÍDICAS  Y  POLÍTICAS 

DE  LOS  PUEBIiOS  MODERNOS . 

DIRIGIDA  SU    PUBLICACIÓN   Y   ANOTADA    POR   LOS   SEfíORES 

ROMERO   GIRÓN   Y  GARCÍA  MORENO 

Van  publicados:  Tomo  I,  Leyes  y  Códigos  de  Bélgica,  17*50  pesetas.— Tomo  II, 
Ídem  Id.  de  Alemania,  15.— Tomo  111,  Id.  id.  de  Italia,  17'50.— Tomos  IV  y  V, 
Ídem  id.  de  Francia,  30.— Tomo  VI,  Id.  id.  de  Holanda,  15.— En  preparación: 
Tomo  VIII,  Textos  legales  y  Derecho  inglés.— Los  tomos  IX,  X  y  XI,  que  con- 
tendrán las  principales  leyes  y  Códigos  de  Suiza,  Austria,  Dinamarca,  Rusia  y 
de  los  Estados  Unidos,  y  algunas  otras  Repúblicas  americanas. 


MAÍTUAL  DEL  ABOSADO  Y  DEL  INSEIÍIERO  DE  ML^AS    ' 

Colección  completa  de  las  leyes,  reglamentos,  Reales  órdenes  y  demás  resolu- 
ciones complementarias  dictadSLs  para  su  ejecución,  de  la  Jurisprudencia  civil, 
administrativa  y  contenciosa,  y  de  cuantas  disposiciones  se  refieren  á  la  ad- 
quisición, explotación,  desagüe  y  tributación  de  las  minas,  disposiciones  lega- 
les relativas  al  Cuerpo  de  Ingenieros,  etc.,  compiladas  y  anotadas,  y  con  una 
introducción  expositivo-crítica  de  los  sistemas  acerca  del  fundamento  de  esta 
propiedad, 'é  historia  de  nuestra  legislación  minera,  por  losSres.  D,  Ramón  y 
D,  Métxlmo  Sánchez;  de  Ocaña.  La  edición  es  de  todo  lujo,  y  forma  un  tomo  en 
4.°  mayor  de  unas  700  páginas.  Su  precio,  8  pesetas  en  rústica  y  10  lujosa- 
mente encuadernado  en  tela,  ó  en  pasta  española. 


CÓDIGO  CIYIL  ANOTADO 

Y 

Complemento  del  mismo  en  cuanto  á  las  leyes  especiales  y  procesales.  Un  tomo 
de  más  de  mil  páginas  en  8.^  encuadernado  en  tela,' 6  pesetas  en  Madrid,- 7  en 
provincias  y  8  en  Ultramar. 


Pasquale  Flore,— Efectos  internacionales  de  las  sentencias  en  general  y  particu- 
larmente en  España:  2  pesetas. 

Hené  y  Vincent.— £/i?c/os  de  las  sentencias  extranjeras  en  Francia ^  2  pesetas. 

Oliver  y  ^^BtéHer,— Breve  sumario  del  Proyecto  de  Código  civil  alemán^  1  pe- 
seta. 
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DE  LOS 


PUEBLOS  MODERNOS 


dirigida  sa  pablioaoión  por  el 


Excmo.  Sr.  D.  Vicente  Romero  Girón 


DOH  ALEJO  GARCÍA  MOREHO 


TOMO  SÉPTIMO 


LEYES  Y  CÓDIGOS  PORTUGUESES 


MADRID  ^^     ^ 

IMPRENTA     DE    ENRIQUE    MAROTO     Y     HERMANO       ¿   Stj 

CALLE  DE   PBLATO,    NÚM.    S4 

1891 


C^C.rTvtXA/. ^ C^  /f<¡rtí. 


CONSTITUCIÓN  POÜTICA  DE  PORTUGAL 


(1) 


Don  Pedro,  por  la  gracia  de  Dios,  Rey 
de  Portugal,  de  los  Algarbes,  etc 

Hago  saber  á  todos  mis  subditos  por- 
tugueses, que  he  tenido  á  bien  decretar, 
dar  y  mandar  jurar  inmediatamente 
por  las  tres  órdenes  del  Estado  la  Carta 
constitucional  abajo  transcrita,  la  cual 
regirá  en  adelante  en  mis  Reinos  y  do- 
minios, y  es  del  tenor  siguiente: 

CSáBTá  COITSTZTTJOXONaL 

(29  de  Abril  de  1826) 

PARA  EL  REINO  DE  PORTUGAL,  ALGARBES 
Y  SUS  DOMINIOS 


TITULO   PRIMERO 

DEL  REINO  DE  PORTUGAL,  SU  TERRITORIO, 
GOBIERNO,  DINASTÍA  Y  RELIGIÓN 

Articulo  1.^  El  Reino  de  Portugal  es 
la  sgsociación  política  de  todos  los  ciu- 
dadanos portugueses,  los  cuales  for- 
man una  nación  libre  é  independiente. 

Art.  2.®  Su  territorio  forma  el  Reino 
de  Portugal  y  los  Algarbes,  y  com- 
prende: 


(1 }  La  Constitución  de  Portugal  ha  venido  mo- 
dificándose por  una  serie  de  disposiciones  poste- 
ñores,  hasta  el  punto  de  que,  en  muchas  materias, 


1.**  En  Europa,  el  Reino  de  Portugal 
que  se  compone  de  las  provincias  de 
Minbo,  Tras-os-Montes,  Beira,  Extre- 
madura y  Alentejo,  del  reino  de  Algar- 
be,  y  de  las  islas  adyacentes,  Madeira, 
Porto  Santo  y  Azores; 

2.°  En  el  Aírica  occidental,  Bisan  y 
Chahen;  en  la  costa  de  la  Mina,  el 
Fuerte  de  San  Juan  Bautista  de  Ajuda, 
Angola,  Bengala  y  sus  dependencias, 
Cabinda  y  Molembo,  las  islas  de  Cabo 
Verde  y  las  de  Santo  Tomé  y  Príncipe 
y  sus  dependencias;  en  la  costa  orien- 
tal, Mozambique,  Río  de  Senna,  Sofa- 
11a,  Inbambane,  Quelinane  y  las  islas 
de  Cabo  Delgado; 

3.**  En  el  Asia,  Solseta,  Pardez,  Gda, 
Damaon,  Diu  y  los  establecimientos  de 
Macao  y  de  las  islas  de  Solor  y  Trinor. 

Art.  3.**  La  lición  no  renuncia  al 
derecho  que  tenga  á  cualquier  porción 
de  territorio  en  estas  tres  partes  del 
miindo,  no  comprendida  en  el  anterior 
artículo. 


como  la  constitución  de  la  Cámara  de  los  Pares 
(Senado)  y  el  sistema  electoral ,  etc.,  dista  hoy 
mucho  de  lo  que  se  consignó  en  el  texto  primi- 
tiyo.  Véase  el  Acta  adicional  y  la  ley  constitucio- 
nal de  24  de  Julio  de  1885  que  se  insertan  al  final 
de  la  Constitución,  las  leyes  electorales,  el  Có- 
digo administrativo  y  otras.  Al  pié  de  las  pági- 
nas en  que  van  las  disposiciones  derogadas  se 
indican  la  ley  y  el  artículo  que  las  han  susti- 
tuido ó  modificado. 


INSTITUCIONES  JURÍDICAS  Y  POLÍTICAS 


Art.  4.**  Su  gobierno  es  monárquico, 
hereditario  y  representativo. 

Art.  5.**  Continúa  la  dinastía  reinan- 
te de  la  Serenísima  Casa  de  Bragan- 
za  en  la  persona  de  la  Sra.  Princesa 
D.* María  déla  Gloria,  por  la  abdica- 
ción y  cesión  de  su  augusto  padre,  el 
Sr.  D.  Pedro  I,  Emperador  del  Brasil, 
legítimo  heredero  y  sucesor  del  Señor 
D.Juan  VI. 

ArU  6.°  La  Religión  católica,  apos- 
tólica, romana,  continuará  siendo  la 
religión  del  reino.  Todas  las  otras  reli- 
giones serán  permitidas  á  los  extranje- 
ros, así  como  su  culto  doméstico  ó  par- 
ticular en  cadas  destinadas  á  este  ñn^ 
sin  foripa  alguna  exterior  de  templo. 

TITULO  II 

DE  LOS  CIUDADANOS    PORTUGUESES 

Art.  7.**  Son  ciudadanos  portugue- 
ses: 

1.°  Los  que  hayan  nacido  en  Portu- 
gal ó  en  sus  dominios,  y  en  la  actuali- 
áaá  no  sean  ciudadanos  brasileños, 
aunque  el  padre  sea  extranjero,  siem- 
pre que  éste  no  resida  aquí  por  servicio 
de  su  Nación;  ^ 

2.**  Los  hijos  de  padre  portugués  y 
los  ilegítimos  de  madre  portuguesa)  na- 
cidos en  país  extranjero,  siempre  que 
establecieren  su  domicilio  en  el  Reino; 

3.®  Los  hijos  de  padre  portugués  que 
se  hallen  en  país  extranjero  al  servicio 
del  Reino,  aunque  no  vengan  á  estable- 
cer su  domicilio  en  éste; 

4."-  Los  extranjeros  naturalizados, 
cualquiera  que  sea  su  religión:  una  ley 
determinará  las  cualidades  precisas 
para  obtener  carta  de  naturaleza. 

Art.  8.**  Pierde  los  derechos  de  ciu- 
dadano portugués: 


1.**  El  que  se  naturalice  en  país  ex- 
tranjero; 

2.®  El  que  sin  licencia  del  Rey  acep- 
te empleo,  pensión  ó  condecoración  de 
cualquier  Gobierno  extranjero; 

3.*^  El  que  sea  expatriado  por  sen- 
tencia judicial; 

Art.  9.**  Queda  en  suspenso  el  ejer- 
cicio de  los  derechos  de  ciudadano: 

1.°    Por  incapacidad  física  ó  moral; 

2.**  Por  sentencia  condenatoria  á  pri- 
sión ó  destierro,  mientras  duren  sus 
efectos. 

TITULO  III 

DE  LOS  PODERES  Y  DE  LA  REPRESENTACIÓN 
NACIONAL 

Art.  10.  La  división  y  harmonía  de 
los  poderes  políticos,  es  el  principio 
conservador  de  los  derechos  de  los  ciu- 
dadanos, y  el  más  seguro  medio  de  ha- 
cer efectivas  las  garantías  que  la  Cons- 
titución ofrece* 

Art.  11.  Los  poderes  políticos  reco- 
nocidos por  la  Constitución  del  Reino  de 
Portugal  son  cuatro:  el  poder  legisla- 
tivo, el  moderador,  el  ejecutivo  y  el  ju- 
dicial. 

Art.  12.  Los  representantes  de  la  Na- 
ción portuguesa  son:  el  Rey  y  las  Cor- 
tes generales. 

TITULO  IV 

DEL   PODER  LEGISLATIVO 

CAPÍTULO  PRIMERO 

Del  poder  legislativo  y  sus  atribuciones 

Art.  13.  El  poder  legislativo  corres- 
ponde á  las  Cortes  con  la  sanción  del 
Rey. 


CONSTITUCIÓN  POLÍTICA  DE  PORTUGAL 


Art.  14.  Lcts  Cortes  se  componen  de 
(k)s  Cámaras;  la  de  los  Pares  (Senado) 
y  la  de  los  Diputados  (1). 

Art.  15.    Corresponde  á  las  Cortes: 

1.°  Recibir  juramento  al  Rey,  Prín- 
cipe Real,  Regente  ó  Regencia; 

2°  Elegir  el  Regente  ó  Regencia  y 
señalar  los  límites  de  su  autoridad  (2). 

3.<*  Reconocer  al  Príncipe  Real  como 
sucesor  á  la  Corona  en  la  primera  re- 
unión después  de  su  nacimiento; 

4.°  Nombrar  tutor  al  Rey  menor,  á 
no  ser  que  su  padre  le  haya  nombrado 
en  su  testamento; 

5.**  En  caso  de  morir  el  Rey  ó  hallar- 
se vacante  el  Trono,  examinar  la  última 
administración  y  reformar  los  abusos 
introducidos  en  ella; 

6.®  Hacer  las  leyes,  interpretarlas, 
suspenderlas  y  revocarlas; 

7.**  Velar  por  el  mantenimiento  de  la 
Constitución  y  promover  el  bien  gene- 
ral de  la  Nación; 

8.^  Fijar  anualmente  los  gastos  pú- 
blicos y  repartir  la  contribución  d^,- 
recta; 

9.°  Conceder  ó  negar  la  entrada  de 
fuerza  extranjera  de  tierra  ó  de  mar 
dentro  del  Reino  ó  sus  puertos; 

10.  Fijar  anualmente,  oyendo  el  in- 
forme del  Gobierno,  las  fuerzas  de  mar 
y  tierra  ordinarias  y  extraordinarias; 

11.  Autorizar  al  Gobierno  para  con- 
traer empréstitos; 

12.  Establecer  medios  convenientes 
para  el  pago  de  la  Deuda  pública; 

13.  Arreglar  la  administración  de 
los  bienes  del  Estado  y  decretar  su  ena- 
jenación; 


(1)  Interpretado  y  ampliado  este  artículo  por 
el  I.*  de  la  ley  constitucionat  de  24  de  Julio  de 
1885,  que  iasertainos  más  adelante. 

(2)  Derogado  y  sustituido  por  el  art.  I."  del 
Acta  adicional  de  4  de  Julio  de  1852. 


14.  Crear  ó  suprimir  empleos  públi- 
cos y  fijar  los  sueldos  que  han  de  dis- 
frutar los  que  los  desempeñen; 

15.  Determinar  el  peso,  valor,  ins- 
cripción, tipo  y  denominación  de  la 
moneda,  así  como  la  tarifa  de  los  pesos 
y  medidas. 

Art.  16.  La  Cámara  de  los  Pares 
tendrá  el  tratamiento  de  Dignos  Pares 
del  Reino,  y  la  de  los  Diputados,  de  Se- 
ñores Diputados  de  la  Nación  portu- 
guesa. 

Art.  17.  La  duración  legal  de  las 
Cortes  será  de  cuatro  años,  y  la  de  ca- 
da legislatura  anual,  de  dos  meses  (1). 

Art.  18.  La  sesión  real  de  apertura 
será  todos  los  años  el  2  de  Enero. 

Art.  19.  También  será  real  la  sesión 
en  que  se  cierren:  y  tanto  ésta  como  la 
de  apertura  será  en  Cortes  generales, 
reunidas  ambas  Cámaras,  estando  los 
Pares  á  la  derecha  y  los  Diputados  á  la 
izquierda. 

Art.  20..  Su  ceremonial  y  el  del  Men- 
saje al  Rey  se  hará  conforme  á  lo  que 
prevenga  el  Reglamento  interior. 

Art.  21.  El  nombramiento  de  Presi- 
dente y  Vicepresidente  de  la  Cámara  de 
los  Pares  compete  al  Rey;  el  de  Presi- 
dente y  Vicepresidente  de  la  Cámara  de 
los  Diputados,  será  de  elección  del  Rey 
entre  cinco  individuos  propuestos  por 
la  misma  Cámara.  El  de  Secretarios  en 
ambas,  examen  de  las  actas  y  títulos  de 
sus  miembros,  juramento  y  policía  in- 
'terior,  se  ejecutará  en  la  forma  prescri- 
ta en  sus  respectivos  Reglamentos. 

Art.  22.  En  la  reunión  de  las  dos  Cá- 
maras, dirigirá  las  sesiones  el  Presi- 
dente de  la  Cámara  de  los  Pares;  éstos 
y  los  Diputados  ocuparán  su  lugar  como 
en  la  apertura  de  las  Cortes. 


(1)    Derogado  y  sustituido  por  el  art.  2.*  do  la 
ley  de  24  de  Julio  de  1885,  antes  citada. 
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Art.  23.  Las  sesiones  de  arabas  Cá- 
maras serán  públicas,  excepto  en  los 
casos  en  que  el  bien  del  Estaxio  exija 
que  sean  secretas. 

Art.  24.  Los  asuntos  puestos  al  de- 
bate se  resolverán  por  mayoría  absolu- 
ta de  votos  de  los  miembros  presentes. 

Art.  25.  Los  miembros  de  ambas 
Cámaras  son  inviolables  por  las  opi- 
niones emitidas  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones. 

Art.  26.  Ningún  Par  ni  Diputado,  du- 
rante el  ejercicio  de  su  cargo,  puede 
ser  preso  por  Autoridad  alguna,  sino 
por  orden  de  su  respectiva  Cámara,  ex- 
cepto cuando  sean  cogidos  en  flagran- 
te delito,  castigado  con  pena  capital  (1). 

Art.  27.  Si  algún  Par  ó  Diputado 
apareciese  complicado  en  una  causa, 
el  Juez,  suspendiendo  todo  procedi- 
miento ulterior,  dará  cuenta  á  la  res- 
pectiva Cámara,  la  cual  decidirá  si  el 
proceso  debe  continuar,  y  el  individuo 
ser  ó  no  suspenso  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  (2). 

Art.  28.  Los  Pares  y  Diputados  po- 
drán ser  nombrados  para  el  cargo  de 
Ministros  ó  Consejeros  de  Estado,  con 
la  diferencia  de  que  los  Pares  continua- 
rán teniendo  asiento  en  la  Cámara  y  los 
Diputades  dejarán  vacantes  sus  pues- 
tos, precediéndose  á,  nueva  elección,  en 
la  cual  podrán  ser  reelegidos,  y  en  este 
caso  acumular  ambas  funciones  (3). 

Art.  29.    También    acumularán   las 


(1)  Está  derogado  éste  y  sustituido  por  el  ar- 
tículo 3.*  de  la  ley  conjititucional  de  24  de  Julio 
de  1885,  antes  citada. 

(2)  Derogado  también  y  sustituido  por  el  ar- 
tículo 4.*  de  la  ley  constitucional  de  24  de  Julio 
de  1885. 

(3)  Sustituido  éste  por  el  art.  5."  de  la  ley  ci- 
tada de  24  de  Julio.  También  lo  había  sido  por  el 
artículo  2.*  del  Acta  adicional  de  1852. 


dos  funciones  los  Diputados,  si  ejercían 
ya  alguno  de  los  cargos  mencionados 
cuando  fueran- elegidos. 

Art.  30.  No  se  podrá  ser  á  un  mis- 
mo tiempo  individuo  de  ambas  Cá- 
maras. 

Art.  31.  El  ejercicio  de  cualquier 
empleo,  excepto  los  de  Ministro  ó  Con- 
sejero de  Estado,  cesa  interinamente 
en  cuanto  duran  las  funciones  de  Par  ó 
Diputado  (1). 

Art.  32.  Hallándose  cerradas  las 
Cortes,  no  podrá  el  Rey  emplear  fuera 
del  Reino  á  un  Diputado,  ni  aun  irá  éste 
á  ejercer  su  empleo  cuando  el  hacerlo 
le  impida  asistir  á  la  reunión  de  las 
Cortes  generales,  ordinarias  ó  extraor- 
dinarias. 

Art.  33.  Si  por  algún  caso  imprevis- 
to de  que  dependa  la  seguridad  pública 
ó  el  bien  del  Estado  fuese  indispensa- 
ble que  algún  Diputado  vaya  á  desem- 
peñar otra  misión,  podrá  determinarlo 
la  respectiva  Cámara  (1). 

CAPÍTULO  II 
De  la  Cámara  de  los  Diputados 

Art.  34.    La  Cámara  de  los  Diputados  . 
es  electiva  y  temporal. 

Art.  35.  Pertenece  exclusivamente  á 
la  Cámara  de  los  Diputados  la  inicia- 
tiva: 

1.**    Sobre  las  contribuciones; 

2.**    Sobre  el  reemplazo  del  ejercito. 

Art.  36.  Principiarán  también  en  la 
Cámyíra  de  los  Diputados: 

1.®    El  examen  de  la  administración 


(1)  Estos  dos  artículos  han  sido  aclarados  ó 
interpretados  por  el  art.  3.*  del  Acta  adicional 
de  1852. 
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pasada  y  la  reforma  de  los  abusos  in- 
troducidos en  ella  (1); 

2.^  La  discusión  de  las  proposicio- 
nes presenUulas  por  el  poder  ejecutivo. 

Art.  37.  És  atribución  exclusiva  de 
la  misma  Cámara  decretar  que  há  lu- 
gar á  la  acusación  de  los  Ministros  y 
Consejeros  de  Estado. 

Art.  38.  Los  Diputados^  durante  las 
sesiones,  disfrutarán  de  una  retribu- 
ción que  se  ñjará  al  ñn  de  la  última  se- 
sión de  Ja  anterior  legislatura.  Además 
de  eso  se  les  señalará  una  indemniza- 
ción por  los  gastos  de  viaje  (2). 

CAPÍTULO  III  * 

De  la  Cámara  de  los  Pares  (3). 

Art  39.  La  Cámara  d^los  Pares  se 
compone  de  miembros  vitalicios  y  he- 
reditarios, nombrados  por  el  Rey,  en 
número  ilimitado  (4). 

Art.  40.  El  Príncipe  real  y  los  Infan- 
tes son  Pares  de  derecho,  y  tendrán 
asiento  en  la  Cámara  cuando  lleguen  á 
la  edad  de  veinticinco  años. 

Art.  41.  Es  de  la  atribución  exclusi- 
va de  la  Cámara  de  los  Pares: 

1.®  Conocer  de  los  delitos  individua- 
les cometidos  por  los  miembros  de  la 
familia  Real,  Ministros  de  Estado,  Con- 
sejeros de  Estado  y  Pares,  y  de  los  de- 


(1)  Ampliado  por  el  art.  14  del  Acta  adicional 
de  1852. 

(2)  V.  más  adelante  el  decreto  de  29  de  Julio 
de  1886  y  la  ley  constitucional  de  24  de  Julio 
de  1885. 

(3j  Las  disposiciones  que  siguen  han  sido  mo- 
dificadas por  las  leyes  electorales,  como  puede 
verse  más  adelante  (ley  de   1878  y  siguientes). 

(4)  Derogado  por  las  leyes  á  que  se  refiere  la 
oota  anterior,  sobre  todo  por  el  art.  6.*  de  la  úl- 
tima. 


litos  de  los  Diputados  mientras  les  dure 
la  investidura  de  tales; 

2.**  Juzgar  de  la  responsabilidad  de 
los  Secretarios  y  Consejeros  de  Estado; 

3.**  Convocarlas  Cortes,  cuando  ocu- 
rra la  muerte  del  Rey,  para  la  elección 
de  la  Regencia,  en  los  casos  en  que 
proceda,  cuando  la  Regencia  provisit)- 
nal  no  lo  hiciere. 

Art.  42.  En  los  juicios  por  los  críme- 
nes cuya  acusación  no  pertenece  á  la 
Cámara  de  los  Diputados,  acusará  el 
Procurador  del  Rey. 

Art.  43.  Las  sesiones  de  la  Cámara 
de  los  Pares  empezarán  y  acabarán  al 
mismo  tiempo  que  las  de  la  Cámara  de 
los  Diputados.  ^ 

Art.  44.  Toda  reunión  de  la  Cámara 
de  los  Pares  fuera  del  período  de  las 
sesiones  de  la  de  los  Diputados  es  ilíci- 
ta y  nula,  excepto  en  los  casos  marca- 
dos por  la  Constitución. 

CAPÍTULO  IV 

De  la  proposición,  discusión,  sanción 
y  promulgación  de-  las  leyes 

Art.  45.  La  proposición,  discusión  y 
aprobación  de  los  proyectos  de  ley 
compete  á  ambas  Cámaras. 

Art.  46.  El  poder  ejecutivo  ejerce, 
por  medio  de  cualquiera  de  los  Minis- 
tros de  Bastado,  la  iniciativa  que  le  com- 
pete para  la  formación  de  las  leyes; 
pero  sólo  después  de  examinado  el  pro- 
yecto de  ley  por  una  Comisión  de  la  Cá- 
mara de  los  Diputados,  en  que  debe  te- 
ner* principio,  podrá  convertirse  en  pro- 
yecto de  ley. . 

Art.  47.  Los  Ministros  pueden  asis- 
tir y'  discutir  el  proyecto  después  [de 
presentado  el  dictamen  de  la  Comisión, 
pero  no  podrán  votar  ni  estarán  pre- 
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sentes  á  la  votación,  excepto  el  caso  de 
que  sean  Pares  ó  Diputados. 

Art.  48.  Si  la  Cámara  de  los  Diputa- 
dos adoptare  el  proyecto,  lo  remitirá  á 
la  de  los  Pares  con  la  fórmula  siguien- 
te: «La  Cámara  de  los  Diputados  envía 
»á  la  de  los  Pares  la  adjunta  proposi- 
»&ión  del  poder  ejecutivo  (con  enmien- 
))das  ó  sin  ellas),  y  juzga  que  há  Jugar.» 

Art.  49.  Si  no  creyese  conveniente 
aceptar  la  proposición,  lo  participará 
al  Rey  por  medio  de  una  Comisión  de 
miembros  de  este  modo:  «La  Cámara 
»de  los  Diputados  manifiesta  al  Rey  su 
«reconocimiento  por  el  celo  con  que 
))vela  por  los  intereses  del  Reino,  y  le 
))Sivplica  respetuosamente  se  digne  to- 
))mar  en  ulterior  consideración  la  pro- 
))puesta  del  Gobierno.» 

Art.  50.  En  general,  las  proposicio- 
nes que  admita  y  apruebe  la  Cámara 
de  los  Diputados  serán  remitidas  á  la 
de  los  Pares  con  la  fórmula  siguiente: 
((La  Cámara  de  los  Diputados  envía  á 
»la  Cámara  de  los  Pares  la  adjunta 
»propos¡ción,  y  entiende  cyie  se  está  en 
»el  caso  de  pedir  al  Rey  su  sanción.» 

Art.  51.  Si  ía  Cámara  de  los  Pares 
no  aceptase  íntegro  el  proyecto  de  la 
Cámara  de  los  Diputados,  sino  que  lo 
alterase  6  adicionase,  lo  volverá  á  en- 
viar á  dicha  Cámara  de  los  Diputados 
su  propuesta  (tal)  con  las  enmiendas  ó 
adiciones  adjuntas,  manifestando  que 
entiende  que  con  ellas  puede  pedirse  al 
Rey  su  sanción. 

Art.  52.  Si  la  Cámara  de  los  Pares, 
después  de  haber  deliberado,  juzga  que 
no  puede  admitir  la  proposición  ó  pro- 
yecto, lo  dirá  en  los  términos  siguien- 
tes: «La  Cámara  de  los  Pares  devuelve 
»á  la  Cámara  de  los  Diputados  la  propo- 
»sición  (tal),  á  la  cual  no  ha  podido  dar 
»su  consentimiento.» 

Art.  63.    Lo  misnoo  hará  la  Cámara 


de  los  Diputados  respecta  de  la  de  los 
Pares,  cuando  el  proyecto  tenga  su 
origen  en  ésta. 

Art.  54.  Si  la  Cámara  de  los  Diputa- 
dos no  aprobase  las  enmiendas  ó  adi- 
ciones de  la  de  los  Pares,  6  viceversa, 
y,  sin  embargo,  juzgase  la  Cámara  re- 
cusante que  es  ventajoso  el  proyecto, 
se  nombrará  una  Comisión  de  igual  nú- 
mero de  Pares  y  Diputados  (mixta),  y 
ío  que  ésta  decida  servirá  para  hacer 
la  proposición  de  ley  ó  quedar,  recha- 
zado el  proyecto. 

Art.  55.  Si  cualquiera  de  las  dos  Cá- 
maras, concluida  la  discusión,  adopta- 
se íntegro*el  proyecto  que  la  otra  Cá- 
mara le  envió,  lo  reducirá  á  decreto,  y 
después  de  leído  en  sesión,  lo  remitirá 
al  Rey  en  dos  ejemplares  autógrafos, 
firmados  por  ^1  Presidente  y  dos  Secre- 
tarios, pidiéndole  su  sanción  por  medio 
de  la  fórmula  siguiente:  «Las  Cortes 
«generales  dirigen  al  Rey  el  decreto 
«adjunto,  que  juzgan  beneficioso  y  útil 
»al  Reino,  y  piden  á  S.  M.  se  digne  dar- 
»le  su  sanción.» 

Art.  56.  Esta  entrega  se  hará  por 
una  Com'isión  de  siete  miembros,  en- 
viada por  la  Cámara  que  últimamente 
haya  deliberado,  la  cual  informará  al 
mismo  tiempo  á  la  en  que  tuvo  origen 
el  proyecto,  que  ha  aceptado  su  propo- 
sición relativa  á  tal  objeto,  y  la  ha 
dirigido  al  Rey  pidiéndole  su  sanción. 

Art.  57.  Si  el  Rey  se  negase  á  dar 
su  consentimiento,  responderá  en  los 
términos  siguientes:  ((El  Rey  quiere 
«meditar  sobre  el  proyecto  de  ley  para 
«resolver  á  su  tiempo.»  A  lo  que  la  Cá- 
mara contestará  que  agradece  á  S.  M. 
el  interés  que  toma  por  la  Nación. 

Art.  58.  Esta  denegación  tiene  efec- 
to absoluto  (veto). 

Art.  59.  El  Rey  dará  ó  negará  la 
sanción  á  cada  decreto  dentro  del  tér- 
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mino  de  un  mes,  contado  desde  el  día 
en  que  se  le  presente. 

Art.  60.  Si  el  Rey  aceptase  el  pro- 
yecto de  las  Cortes  generales,  lo  ex- 
presará asi:  «el  Rey  consiente.»  Con  lo 
cual  queda  sancionado  y  puede  promul- 
garse como  ley  del  Reino.  Uno  de  los 
dos  autógrafos,  después  de  firmados 
ambos  por  el  Rey,  se  remitirá  al  archi- 
vo de  la  Cámara  que  le  envió,  y  el  otro 
servirá  para  que  por  él  haga  la  promul- 
gación de  la  ley  la  respectiva  Secretaría 
de  Estado,  y  después  se  ardiivará  en  la 
Torre  do  Tombo, 

Art.  61.  La  fórmula  para  la  promul- 
gación de  la  ley  estará  concebida  en 
estos  términos:  «D.  N.,  por  la  gracia  de 
»Dios,  Rey  de  Portugal  y  de  los  Algar-* 
»bes,  etc.,  hacemos  saber  á  todos  nues- 
))tros  subditos  que  las  Cortes  generales 
»han  decretado  y  Nos  sancionamos  lo 
«siguiente:»  (Aquí  el  texto  íntegi*o  de  la 
ley,  pero  sólo  en  su  parte  dispositiva.) 
«Por  tanto,  mandamos  á  todas  las  AÚ- 
»toridades  á  quienes  pertenezcan  el  co- 
))nocimien#  y  ejecución  de  la  referida 
»ley,  que  la  cumplan  y  hagan  cumplir 
»tín  todas  sus  partes.  El  Secretario  de 

))Estado  de  los  Negocios  de El  Mi- 

»nisterio  correspondiente  lo  hará  im- 
»primir,  publicar  y  circular.» 

Art.  62.  Firmada  la  ley  por  el  Rey, 
refrendada  por-el  correspondiente  Se- 
cretario de  Estado  y  sellada  con  el  se- 
llo real,  se  guardará  el  original  en  la 
Torre  do  Tombo,  y  se  enviarán  ejem- 
plares impresos  de  ella  á  todos  los 
Ayuntamientos  del  Reino,  Tribunales  y 
demás  lugares  donde  convenga  publi- 
carse. 

CAPÍTULO  V 

De  las  elecciones 

Art.  63  al  70.    (Derogados  por  el  últi- 


mo párrafo  del  art.  9.**  del  acta  adicio- 
nal y  por  las  leyes  electorales.) 

TITULO  V 

DEL   REY 

CAPÍTULO  PRIMERO 
Del  poder  moderador 

Art.  71.  El  poder  moderador  es  la 
base  de  toda  la  organización  política,  y 
correspondo  privativamente  al  Rey 
como  Jefe  supremo  de  la  Nación,  para 
que  vele  sin  cesar  por  el  mantenimiento 
de  la  independencia,  equilibrio  y  har- 
monía de  los  demás  poderes  políticos. 

Art.  72.  La  persona  del  Rey  es  in- 
violable y  .sagrada,  y  no  está  sujeta  á 
ninguna  responsabilidad. 

Art.  73.  Sus  títulos  son:  Rey  de -Por- 
tugal y  de  los  Algarbes,  de  aquende  y 
allende  los  mares;  en  África,  Señor  de 
Guinea  y  de  la  conquista,  navegación 
y  comercio  de  Etiopía,  de  Arabia,  Per- 
sia  é  Indias,  etc.,  y  tiene  el  tratamiento 
de  Majestad  Fidelísima. 

Art.  74.  El  Rey  ejerce  el  poder  mo- 
derador: 

1.®  Nombrando  los  Pares  sin  núme- 
ro determinado  (1); 

2."  Convocando  las  Cortes  genera- 
les eítraordinariamente  en  el  intervalo 
de  las  sesiones,  cuando  así  lo -exija  el 
bien  del  Estado; 

3.°  Sancionando  los  decretos  y  re- 
soluciones de  las  Cortes  generales  para 
que  tengan  fuerza  d^  ley,  según  el  ar- 
tículo 55; 

4.°    Prorrogando  ó  suspendiendo  tas 


(1)  Eate  número  ha  sido  derog^ado  y  sus- 
tituido por  el  art.  7.'  de  la  ley  constitucional  de 
34  de  Julio  de  1885. 
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Cortes  generales,  y  disolviendo  la  Cá- 
mara de  los  Diputados  en  los  casos  en 
que  lo  exija  la  salvación  del  Estado, 
convocando  inmediatamente  otra  que 
la  sustituya  (1); 

5.°  Nombrando  y  separando  libre- 
mente los  Ministros  de  Estado; 

6.®  Suspendiendo  á  los  Magistrados 
en  los  casos  del  art.  121; 

7.®  Perdonando  y  moderando  las  pe- 
nas impuestas  á  los  reos  condenados 
por  sentencia  (1); 

8.**  Concediendo  amnistía  en  caso 
urgente,  y  cuando  así  lo  aconsejen  la 
humanidad  y  el  bien  del  Estado. 

CAPÍTULO  II 

Del  poder  ejecutivo 

Art.  75.  El  Rey  es  el  Jefe  del  poder 
ejecutivo,  y  lo  ejerce  por  medio  de  sus 
Ministros  de  Estado.  Sus  principales 
atribuciones  son: 

1.*  Convocar  las  nuevas  Cortes  ge- 
nerales ordinarias  el  día  2  de  Marzo  del 
cuarto  año  de  la  convocatoria  de  las 
existentes  en  el  Reino  de  Portugal,  y 
en  los  dominios  de  Ultramar  el  año  an- 
terior; 

2."  Nombrar  los  Obispos  y  proveer 
los  beneficios  eclesiásticos; 

3.*    Nombrar  los  Magistrados; 

4.*  Proveer  los  demás  empleos*  civi- 
les y  políticos; 

5.*  Nombrar  los  Comandantes  de 
las  fuerzas  de  tierra  y  mar,  y  renovar- 
los cuando  así  lo  exija  el  bien  del  Es- 
tado; 

6.*    Nombrar  los  Embajadores  y  de- 


(1}  Estos  números  han  sido  derogados  y  sus- 
tituidos por  el  art.  Tí.*  de  la  ley  constitucional  de 
24  de  Julio  de  1885. 


más   Agentes   diplomáticos  y  consu- 
lares; 

.    7.*    Dirigirlas  negociaciones  políti- 
cas con  las  Naciones  extranjeras; 

8.*  Hacer  tratados  de  alianza  ofen- 
siva, de  subsidio  y  comercio,  ponién- 
dolos después  de  concluidos  en  conoci- 
miento de  las  Cortes  generales  cuando 
el  interés  y  seguridad  del  Estado  lo  per- 
mitan. Si  los  tratados  hechos  en  tiem- 
po de  paz  envolviesen  cesión  ó  cambio 
de  territorio  del  Reino,  ó  de  posesiones 
á  que  el  Reino  tenga  derecho,  no  se  ra- 
tificarán sin  haber  sido  aprobados  por 
las  Cortes  generales  (1); 

9.*  Declarar  la  guerra  y  hacer  la 
paz,  dando  á  lá  Asamblea  traslado  de 
las  comunicaciones  en  lo  que  sea  com- 
patible con  los  intereses  y  seguridad 
del  Estado; 

10.  Conceder  cartas  de  naturaleza 
en  la  forma  determinada  por  la  ley; 

11.  Conceder  títulos,  honores,  órde- 
nes militares  y  distinciones  en  recom- 
pensa de  servicios  hechos  al  Estado» 
dependiendo  las  mercedes  ^cuniarias 
de  la  aprobación  de  la  Asamblea  cuan- 
do no  estén  ya  consignadas  y  determi- 
nadas en  la  ley; 

12.  Expedir  los  decretos,  instruccio- 
nes y  reglamentos  necesarios  para  la 
debida  ejecución  de  las  leyes; 

13.  Decretar  la  aplicación  de  las 
rentas  públicas  destinadas  por  las  Cor- 
tes á  los  varios  ramos  de  administra- 
ción; 

14.  Conceder  ó  negar  el  regium  exe- 
quátur á  los  decretos  de  los  Concilios  y 
Bulas  pontificias,  y  á  cualesquiera  otras 
constituciones  eclesiásticas  que  no  se 
opongan  á  la  Constitución,  y  proce- 


(1)  Este  párrafo  ha  sido  reformado  y  am- 
pliado por  el  párrafo  10  del  Acta  adicional  de 
1852. 
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díendo  aprobación  de  las  Cortes  si  con- 
tuviesen  alguna  disposición  general  (1); 

15.  Proveer  á  todo  lo  concerniente  á 
la  seguridad  interior  y  exterior  del  Es- 
lado  en  la  forma  prescrita  por  la  Cons- 
titución. 

Art.  76.  El  Rey,  antes  de  ser  procla- 
mado^ prestará  en  manos  del  Presi- 
dente de  la  Cámara  de  los  Pares,  y  es- 
tando reunidas  ambas  Cámaras,  el  si- 
guiente juramento:  aJuro  mantener  la 
^Religión  eaióUea,  apostólica,  romana, 
y>y  la  integridad  del  Reino,  observar  y 
yihacer  observar  la  Cotvstitueión  política 
lide  la  Nación  portuguesa  y  demás  leyes 
THiel  Reino,  y  procurar  el  bien  general  de 
i>la  Nación  en  cuanto  de  mi  dependa.^» 

Art.  77.  El  Rey  no  podrá  salir  del 
Reino  de  Portugal  sin  consentimiento 
de  las  Cortes  generales;  y  si  lo  hiciere, 
se  entenderá  que  abdica  la  Corona  (2). 

CAPÍTULO  III 

De  la  familia  Real  y  de  su  dotación 

Art.  78.  El  heredero  presunto  del 
Reino  tendrá  el  titulo  de  Principe  Real, 
y  su  primogénito  el  de  Principe  de  Rei- 
rá. Todos  los  demás  tendrán  el  de  In- 
fantes. El  tratamiento  de  heredero  pre- 
sunto será  el  de  Alteza  Real  é  igual- 
mente el  del  Principe  de  Beira.  Los  In- 
fantes tendrán  el  tratamiento  de  Al- 
teza. 

Art.  79.  El  heredero  presunto,  luego 
que  cumpla  catorce  años,  prestará  en 
manos  del  Presidente  de  la  Cámara  de 


(1)  Este  párrafo  ha  sido  reformado  y  am- 
pliado por  el  párrafo  10  del  Acta  adicional  de 
1852. 

(2)  Este  artícnlo  está  derogado,  y  ha  sido  sus- 
tituido por  el  8.*  de  la  ley  constitucional  de  24 
de  Julio  de  IS85,  inserta  más  adelante. 


los  Pares,  y  estando  reunidas  ambas 
Cámaras,  el  juramento  siguiente:  fíJuro 
yymantener  la  Religión  católica,  apos* 
y^ólica,  romana,  observar  la  Constitu-, 
y>ción  política  de  la  Nación  portuguesa, 
j^y  ser  obediente  á  las  leyes  y  al  Rey,y> 

Art.  80.  Luego  que  el  nuevo  Rey  su- 
ba al  Trono,  las  Cortes  generales  le  se- 
ñalarán, igualmente  que  á  la  Reina  su 
esposa,  una  dotación  correspondiente 
al  decoro  de  su  alta  dignidad. 

Art.  81.  Las  Cortes  señalarán  tam- 
bién alimentos  al  Príncipe  Real  y  á  los 
Infantes  desde  que  nazcan. 

Art.  82.  Cuando  hayan  de  casarse 
las  Princesas  é  Infantas,  les  asignarán 
las  Cortes  su  dote,  y  con  la  entrega  de 
ésta  cesarán  los  alimentos. 

Art.  83.  A  los  Infantes  que  se  casen 
y  vayan  á  residir  fuera  del  Reino,  se  les 
entregará,  por  una  vez  solamente,  la 
cantidad  que  determinen  las  Cortes, 
con  la  cual  cesarán  todos  los  alimentos 
que  perciban. 

Art.  84.  La  dotación,  alimentos  y 
dote  de  que  hablan  los  artículos  ante- 
riores, se  pagarán  por  el  Tesoro  públi- 
co, y  se  entregarán  á  un  Mayordomo 
nombrado  por  el  Rey,  con  quien  se  po- 
drán tratar  todas  las  cuestiones  (accio- 
nes activas  y  pasivas)  concernientes  á 
los  intereses  de  la  Casa  Real. 

Art.  85.  Los  palacios  y  terrenos  rea- 
les que  hasta  ahora  ha  poseído  el  Rey, 
continuarán  perteneciendo  á  sus  suce- 
sores, y  las  Cortes  cuidarán  de  las  ad- 
.quisiciones  y  construcciones  que  juz- 
garen convenientes  para  la  decencia  y 
recreo  del  Rey. 

CAPÍTULO  IV 

De  la  sucesión  en  el  Reino 

Art.  86.    La  Sra.  D.*  María  II,  por 
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la  gracia  de  Dios,  y  formal  abdica- 
ción y  cesión  del  Sr.  D.  Pedro  I,  Empe- 
rador del  Brasil,  reinará  siempre  en 
•Portugal.  *• 

Art.  87.  Sucederá  en  el  Trono  su  des- 
cendencia legítima,  según  el  o  den  re- 
gular de  primogenitura  y  representa- 
ción, prefiriendo  siempre  la  línea  ante- 
rior á  las  posteriores;  en  la  misma  lí- 
nea, el  grado  más  próximo  al  más  re- 
moto; en  el  mismo  grado,  el  sex  >  mas- 
culino al  femenino;  y.en  el  mismo  sexo, 
la  persona  de  más  edad  á  la  de  me- 
nos. 

Art.  88.  Extinguidas  las  líneas  de 
los  deíscejidientes  legítimos  de  la  Seño- 
ra D.*  María  II,  pasará  la  Corona  á  la 
linea  colateral. 

Art.  89.  Ningún  extranjero  podrá 
suceder  en  la  Corona  del  Reino  de  Por- 
tugal. 

Art.  90.  El  casamiento  de  la  Prince- 
sa heredera  piesuntáde  la  Corona  se 
hará  á  gusto  del  Rey,  y  nunca  con  ex- 
tranjero; y  si  no  existiese  el  Rey  al 
tiempo  de  tratarse  del  consorcio,  no 
podrá  éste  efectuarse  sin  aprobación  de 
las  Cortes  generales.  Su  marido  no 
tendrá  parte  en  el  gobierno,  y  solamen- 
te se  llamará  Rey  después  que  haya  te- 
nido de  la  Reina  un  hijo  ó  hija. 

CAPÍTULO  V 

De  la  Regencia  en  la  menor  edad 
ó  impedimento  del  Rey 

Art.  91.  El  Rey  es  menor  hasta  la 
edad  de  dieciocho  años  cumplidos. 

Art.  92.  Durante  su  menor  edad  go- 
bernará el  Reino  una  Regencia,  que 
pertenecerá  al  paiiente  más  próximo 
del  Rey,  según  el  orden  de  sucesión, 
siendo  mayor  de  veinticinco  años. 

Art.  93.    Si  el  Rey  no  tuviese  ningún 


pariente  que  reúna  estas  cualidades, 
gobernará  el  Reino  una  Regencia  per- 
manente, nombrada  por  las  Cortes  ge- 
nerales, y  compuesta  de  tres  indivi- 
duos, siendo  Presidente  de  ella  el  más 
anciano. 

Art.  94.  Hasta  tanto  que  se  haya 
elegido  esta  Regencia,  gobernará  el 
Reino  una  provisional  compuesta  de  los 
dos  Ministros  de  Estado  y  de  Justicia, 
y  de  los  Consejeros  de  Estado  más  an- 
tiguos en  ejercicio,  presidida  por  la 
Reina  viuda,  y  á  falta  de  ésta,  por  el 
Consejero  de  Estado  más  antiguo. 

Art.  95.  En  el  caso  de  fallecer  la 
Reinal,  será  esta  Regencia  presidida  por 
su  marido. 

Art.  96.  Si  el  Rey,  por  causa  física  ó 
moral  evidentemente  reconocida  por  la 
mayoría  de  cada  una  de  las  dos  Cáma- 
ras, quedase  imposibilitado  para  go- 
bernar, gobernará  en  su  lugar  como 
Refeente  el  Príncipe  Real,  si  fuese  ma- 
yor de  dieciocho  años. 

Art.  97.  Tanto  el  Regente  como  la 
Regencia,  prestarán  el  juramento  men- 
cionado en  el  art.  76,  aumentando  la 
clausulado  fidelidad  al  Rey,  y  de  en- 
tregarle el  gobierno  luego  que  llegue  á 
su  mayor  edad  ó  cese  el  impedimento. 

Art.  98.  Los  actos  de  la  Regencia  y 
del  Regente  se  expedirán  en  nombre 
del  Bey,  con  la  siguiente,  fórmula: 
«Manda  la  Regencia,  en  pombre  del 
))Rey,  ó  manda  el  Príncipe  Real,  Re- 
))gente,  en  nombre  del  Rey.» 

Art.  99.  Ni  la  Regencia  ni  el  Regen- 
te serán  responsables. 

Art.  100.  Durante  la  menor  edad  del 
sucesor  á  la  Corona,  será  su  tutor 
aquél  á  quien  su  padre  hubiese  nom- 
brado en  el  testamento,  á  falta  de  éste 
la  Reina  madre,  y  si  ésta  faltase,  le 
nombrarán  las  Cortes  generales;  pero 
nunca  podrá  ser  tutor  del  Rey  menor 
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aquél  á  quien  por  su  muerte  pueda  co- 
rresponder la  sucesión  á  la  Corona. 

CAPÍTULO  VI 

Del   Ministerio 

•  Art.  101.  Habrá  diferentes  Secreta- 
rías de  Estado.  La  ley  designará  los  ne- 
gocios que  pertenezcan  á  cada  una  y 
«u  número,  separándolas  ó  uniéndolas 
como  mejor  convenga. 

Art.  102.  Los  Ministros  de  Estado 
refrendarán  ó  firmarán  todos  los  actos 
del  poder  ejecutivo,  sin  cuyo  requisito 
no  podrán  ponerse  en  ejecución. 

Art.  103.  Los  Ministros  de  Estado 
serán  responsables: 

I.**    Por  traición; 

2.**  Por  cohecho,  soborno  ó  concu- 
sión; 

3.®    Por  abuso  del  poder; 

4.**  Por  falta  de  observancia  de 
la  ley; 

5.**  Por  lo  que  hicieren  contra  la  li- 
bertad, seguridad  ó  propiedad-  de  los 
ciudadanos; 

6.°  Por  cualquiera  disipación  de  los 
bienes  públicos. 

Art.  104.  Una  ley  particular  especi- 
ficará la  naturaleza  de  estos  delitos  y 
el  modo  de  proceder  contra  ellos. 

Art.  105.  No  salva  á  los  Ministros  de 
la  responsabilidad  la  orden  del  Rey, 
verbal  ó  escrita. 

Art.  106.  Los  extranjeros,  aunque 
estén  naturalizados,  no  pueden  ser  Mi- 
nistros de  Estado. 

'  CAPÍTULO  VII 
Del  Consejo  de  Estado 
Art.  107.    Habrá  un  Consejo  de  Esta- 


do compuesto  de  Consejeros  vitalicios 
nombrados  por  el  Rey. 

Art.  108.  Los  extranjeros  no  pueden 
ser  Consejeros  de  Estado,  aunque  estén 
naturalizados. 

Art.  109.  Los  Consejeros  de  Estado, 
antes  de  tomar  posesión,  prestarán  ju- 
ramento en  manos  del  Rey  de  mante- 
ner la  Religión  católica,  apostólica,  ro- 
mana; observar  la  Constitución  y  las 
leyes,  ser  fieles  al  Rey  y  aconsejarle 
según  su  conciencia,  atendiendo  única- 
mente al  bien  de  la  Nación. 

Art.  110.  Se  oirá  á  los  Consejeros  en 
todos  los  negocios  graves  y  medidas 
generales  de  administración  pública,  y 
principalmente  sobre  declaraciones  de 
guerra,  ajustes  de  paz  y  negociaciones 
con  las  Potencias  extranjeras,  así  co- 
mo en  todas  las  ocasiones  en  que  el 
Rey  se  proponga  ejercer  alguna  de  las 
atribuciones  propias  del  poder  modera- 
dor indicadas  en  el  art.  74,  á  excepción 
del  párrafo  5.** 

Art.  111.  Los  Consejeros  de  Estado 
son  responsables  por  los  consejos  que 
dieren  contrarios  á  las  leyes  y  al  inte- 
rés del  Estado,  siendo  manifiestamente 
dolosos. 

Art.  112.  El  Principe  Real,  luego  que 
tenga  dieciocho  años,  será  de  derecho 
Consejero  de  Estado.  Los  demás  Prín- 
cipes de  la  Casa  Real  dependerán  del 
nombramiento  del  Rey  para  entrar  en 
el  Consejo. 

CAPÍTULO  VIH 

De  la  fuerza  militar 

Art.  113.  Todos  los  portugueses  es- 
tán obligados  á  tomar  las  armas  para 
sostener  la  independencia  é  integridad 
del  Reino  y  defenderle  de  sus  enemigos 
exteriores  é  interiores. 
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Art.  114.  Hasta  tanto  que  las  Ck)rtes 
generales  determinen  la  fuerza  militar 
de  mar  y  tierra,  subsistirá  la  que  en- 
tonces haya,  mientras  las  mismas 
Cortes  no  la  alteren  en  más  ó  en 
menos. 

Art.  115.  La  fuerza  militar  es  esen- 
cialmente obediente,  y  jamás  se  podrá 
reunir  sin  que  se  lo  mande  la  Autoridad 
fegítima. ' 

Art.  116.  Corresponde  privativamen- 
te al  poder  ejecutivo  emplear  la  fuerza 
armada  de  mar  y  tierra  como  le  parez- 
ca más  conveniente  para  la  seguridad 
y  defensa  del  territorio. 

Art.  117.  Una  Ordenanza  especial 
arreglará  la  organización  del  ejército, 
sus  promociones,  sueldos  y  disciplina, 
así  como  los  de  la  fuerza  naval. 

Título  vi 

DEL  PODER  JUDICIAL 

CAPÍTULO  ÚNICO 
De  los  Jueces  y  Tribunales  de  Justicia 

Art.  118.  £1  poder  judicial  es  inde- 
pendiente, y  se  compone  de  Jueces  y 
Jurados,  los  cuales  se  reunirán,  tanto 
para  lo  civil  como  para  lo  criminal,  en 
los  casos  y  del  modo  que  determinen 
los  Códigos. 

Art.  119.  Los  Jurados  pronuncian 
sobre  el  hecho  y  los  Jueces  aplican 
Ja  ley* 

Art.  120.  Los  Jueces  de  derecho  se- 
rán perpetuos;  mas  no  se  entiende  por 
esto  que  no  puedan  ser  trasladados  de 
unos  puntos  á  otros,  en  el  tiempo  y  del 
modo  que  la  ley  determine. 

Art.  121.  El  Rey  podrá  suspenderlos 
en  vista  de  quejas  que  se  den  contra 
ellos,    precediendo    audiencia  de  los 


mismos  Jueces  y  oyendo  al  Consejo  de 
Estado.  Las  causas  concernientes  á 
ellos  se  remitirán  á  la  Audiencia  del 
respectivo  distrito  para  que  se  proceda 
con  arreglo  á  la  ley. 

Art.  122.  Sólo  por  sentencia  podrán 
estos  Jueces  perder  su  empleo. 

Art  123.  Todos  los  Jueces  de  dere-  • 
cbo  y  Oficiales  de  justicia,  son  respon- 
sables por  los  abusos  de  poder  y  pre- 
varicaciones que  cometan  en  el  ejercí-  ^ 
cío  de  sus  funciones;  esta  responsabili- 
dad se  hará  efectiva  por  medio  de  una 
ley  reglamentaria. 

Art.  124.  Por  soborno,  cohecho,  pe- 
culado y  concusión,  habrá  contra  ellos 
acción  popular,  la  cual  podrá  inten- 
tarse dentro  del  año  y  día  por  el  prin- 
cipio agraviado  ó  por  cualquier  otro, 
guardándose  en  el  proceso  el  orden  es- 
tablecido por  la  ley. 

Art.  125.  Para  juzgar  las  causas  en 
segunda  y  última  instancia,  habrá  en 
las  provincias  del  Reino  las  Audiencias 
que  sean  necesarias  para  el  buen  ser- 
vicio de  los  pueblos. 

Art.  126.  En  las  causas  crimínales 
serán  públicos  desde  ahora  los  interro- 
gatorios de  los  testigos  y  demás  actos 
del  proceso  posteriores  al  sumario. 

Art.  127.  En  las  civiles  y  penales  in- 
tentadas civilmente,  podrán  las  partes 
nombrar  jueces  arbitros,  y  sus  senten- 
cias se  ejecutarán  sin  apelación,  si  asi 
lo  hubiesen  convenido  las  partes. 

Art.  128.  No  se  dará  principio  á  nin- 
gún juicio  sin  que  se  haga  constar  que 
se  ha  intentado  el  medio  de  concilia- 
ción. 

Art.  129.  Para  esté  fin  habrá  Jueces 
de  paz,  los  cuales  serán  elegidos  por  el 
mismo  tiempo  y  de  igual  modo  que  los 
Regidores  de  los  Ayuntamientos.  Una 
ley  determinará  sus  atribuciones  y  dis* 
tritos. 
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Art.  130.  En  la  capital  del  Reino, 
además  de  la  Audiencia  que  debe  ha- 
ber como  en  las  demás  provincias,  ha- 
brá también  un  Tribunal  con  la  deno- 
minación de  Supremo  Tribunal  de  Jus- 
ticia, compuesto  de  Jueces  letrados, 
sacados  de  las  Audiencias  por  antigüe- 
dad ,  y  condecorados  con  los  honores  del 
Consejo.  En  la  primera  organización 
podrán  entrar  en  este  Tribunal  los  Mi- 
nistros de  aquellos  que  hayan  de  que- 
dar abolidos. 

Art.  131.  Corresponde  á  este  Tri- 
bunal: 

1.°  Conceder  ó  negar  la  revisión  en 
las  causas,  del  modo  que  la  ley  deter- 
mine; 

2.°  Conocer  de  los  delitos  y  faltas  de 
oficio  que  cometan  sus  Magistrados, 
los  de  las  Audiencias  y  los  empleados 
en  el  Cuerpo  Diplomático; 

3.**  Conocer  y  resolver  las  contien- 
das de  jurisdicción  y  competencias  en- 
tre las  Audiencias  provinciales. 

TITULO  vn 

DE   LA   ADMINISTRACIÓN   Y   GOBIERNO 
DE  LAS   PROVINCIAS 

CAPÍTULO  PRIMERO 

Déla  administración 

•  Art.  132.  La  administración  de  las 
provincias  continuará  del  mismo  modo 
que  actualmente  se  halla,  mientras  no 
se  altere  por  una  ley  (1;. 


(1)  Este  artículo  ha  sido  completado  en  lo 
respectivo  á  las  provincias  de  Ultramar,  con  lo 
depuesto  en  el  art.  locTel  Actandirionnl  do  IR.Va. 
Tdmo  VII.— Instituciones  jirídica». 


CAPITULO  II 
De  los  Ayuntamientos 

(Los  artículos  133  y  134,  derogados 
por  el  art.  11  del  Acta  adicional.) 

Art.  135.  Una  ley  particular  deter- 
minará el  ejercicio  de  sus  funciones 
municipales,  la  formación  de  sus  Regla- 
mentos de  urbana  y  aplicación  de  sus 
rentas  (1). 

CAPÍTULO  III 

De  la  Hacienda  pública 

Art.  136.  Los  ingreso^  y  gastos  de  la 
Hacienda  pública  se  encargarán  á  un 
centro  denominado  Tesoro  público,  en 
el  cual,  repartido  en  diversas  seccio- 
nes establecidas  por  la  ley,  se  arregla- 
rá su  administración,  recaudación  y 
contabilidad  (2). 

Art.  137.  Todas  las  contribuciones 
directas,  á  excepción  de  las  destinadas 
á  los  intereses  y  amortización  de  la 
Deuda  pública,  se  establecerán  anual- 
mente por  las  Cortes  generales;  pero 
continuarán  rigiendo  hasta  que  se  pu- 
blique su  derogación  ó  se  les  sustitu- 
yan por  otras  (3). 

Art.  138.  El  Ministro  de  Hacienda, 
luego  que  reciba  de  los  demás  Minis- 
tros los  presupuestos  de  los  gastos  re- 
lativos á  sus  Ministerios,  presentará 
anualmente  á  la  Cámara  de  los  Diputa- 
dos, inmediatamente  que  se  reúnan  las 
Corles,  el  balance  general  de  ingreso^ 
y  gastos  del  Tesoro  en  el  año  anterior. 


(1)  Véase  el  Código  administrativo. 

(2)  Reformado  por  los  artículos   12  y    13  del 
Acta  adicional  de  1832. 

(3)  Kespecto  de   este  artículo,  véanse  los  ci- 
tido«  en  Ir  nntn  anterior. 
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y  el  presupuesto  general  de  todos  los 
gastos  públicos  para  el  año  siguiente, 
con  el  importe  de  todas  las  contribucio- 
nes y  rentas  públicas  (1). 

TITULO  VIII 

DE  LAS  DISPOSICIONES  GENERALES  Y  GA- 
RANTÍAS DE  LOS  DERECHOS  CIVILES  Y 
POLÍTICOS  DE  LOS  CIUDADANOS  PORTU- 
GUESES.' 

Art.  139.  Las  Cortes  generales,  al 
principio  de  sus  sesiones,  examinarán 
si  se  ha  observado  exactamente  la 
Constitución  política  del  Reino,  para 
determinar  lo  que  fuese  justo  (2). 

Art.  140.  Si  después  de  cuatro  años 
de  jurada  la  Constitución  del  Reino,  se 
conociese  que  alguno  de  sus  artículos 
merece  reformarse,  se  hará  por  escrito 
la  proposición,  la  cual  debe  tener  ori- 
gen en  la  Camarade  los  Diputados,  y 
ser  apoyada  por  la  tercera  parte  de 
ellos  (3). 

Art.  141.  La  proposición  se  leerá 
tres  veceSj  con  intervalos  de  seis  días 
de  una  á  otra  lectura,  y  después  de  la 
tercera  deliberará  la  Cámara  de  los  Di- 
putados si  puede  admitirse  á  discusión, 
siguiéndose  on  todo  lo  demás  los  trá- 
mites necesarios  para  la  formación  de 
una  ley. 

Art.  142.  Admitida  á  discusión  y  de- 
clarada la  necesidad  de  la  reforma  del 
artículo  constitucional,  se  expedirá  la 
ley,  que  será  sancionada  y  promulgada 
por  el  Rey  en  la  forma  ordinaria,  y  on 

(1)  Respecto  de  este  artículo,  véanse  los  ar- 
tículos 12  y  13  del  Acta  adicional  de  1852. 

(2)  V.  el  art.  14  del  Acta  adicional  de  1852. 

(3)  Derogfado  y  sustituido  este  artículo  por 
el  9."  de  la  ley  constitucional  de  24  de  Julio 
do  1885. 


ella  se  prevendrá  á  los  electores  de  los 
Diputados  parala  siguiente  legislatura, 
que  en  los  poderes  les  confieran  facul- 
tad especial  para  hacer  la  pretendida 
alteración  ó  reforma. 

Art.  143.  En  la  primera  sesión  de  la 
legislatura  siguiente  se  propondrá  y 
discutirá  la  materia,  y  lo  que  se  resol- 
viese prevalecerá  para  la  mudanza  ó 
adición  á  la  ley  fundamental,  y  unién- 
dose á  la  Constitución  será  solemne- 
mente promulgada. 

Art.  144.  Solamente  es  constitucio- 
nal lo  que  se  refiere  á  los  límites  y  atri- 
buciones respectivas  de  los  poderes  po- 
líticos y  á  los  derechos  políticos  é  indi- 
viduales de  los  ciudadanos. 

Todo  lo  que  no  es  constitucional 
pueden  alterarlo  las  Cortes  ordinarias 
sin  las  formalidades  referidas. 

Art.  14o.  La  Constitución  del  Reino 
garantiza  la  inviolabilidad  de  los  dere- 
chos civiles  y  políticos  de  los  ciudada- 
nos portugueses,  que  tiene  por  base  la 
libertad,  la  seguridad  indivi^lual  y  la 
propiedad,  del  modo  siguiente: 

1.**  No  puede  obligarse  á  ningún  ciu- 
dadano á  que  haga  ó  deje  de  hacer  cosa 
alguna  sino  en  virtud  de  la  ley; 

2.°  Las  disposiciones  de  la  ley  nun- 
ca tendrán  efecto  retroactivo; 

3.^  Todos  pueden  comunicar  sus 
pensamientos  de  palabra  y  por  escrito, 
y  publicarlos  por  medio  de  la  imprenta, 
sin  previa  censura,  con  tal  que  ha- 
yan de  responder  de  los  abusos  que  co- 
metieren en  el  ejercicio  de  este  dere- 
cho, en  los  casos  y  del  modo  que  la  ley 
determine; 

4.'^  Nadie  podrá  ser  perseguido  por 
motivos  de  religión,  siempre  que  res- 
pete la  del  Estado  y  no  ofenda  la  moral 
pública; 

5.^  Toda  persona  podrá  mantenerse 
dentro  del  Reino  ó  salir  de  él,  llevan- 


7^ 
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dose  sus  bienes,  según  mejor  les  con- 
venga, con  tal  que  guarden  los  Regla- 
mentos de  policía  y  no  resulte  perjui- 
cio de  tercero; 

6.^  Todo  ciudadano  tiene  en  su  casa 
an  asilo  inviolable.  De  noche  no  se  po- 
drá entrar  en  ella  sin  su  consentimien- 
to, sino  en  el  caso  de  petición  de  auxi- 
lio hecha  desde  dentro  ó  para  defen- 
derla de  incendio  ó  inundación,  y  de 
día  sólo  se  franqueará  su  entrada  en 
los  casos  y  del  modo  que  la  ley  deter- 
mine; 

7.°  Nadie  podrá  ir  preso  sino  por 
causa  de  delito,  excepto  en  los  casos 
declarados  en  la  ley,  y  en  éstos  dentro 
del  término  de  veinticuatro  horas,  con- 
tadas desde  la  entrada  en  la  prisión, 
siendo  en  ciudades,  villas  ó  poblacio- 
nes próximas  á  la  residencia  del  Juez, 
y  en  los  lugares  remotos  dentro  de  un 
plazo  razonable,  que  marcará  la  ley, 
atendiendo  á  la  extensión  del  territo- 
rio; el  Juez  notificará  al  reo,  por  medio 
de  providencia  firmada  por  él,  el  moti- 
vo de  la  prisión  y  los  nombres  de  los 
acusadores  y  de  los  testigos,  si  los  hu- 
biere; 

8.^  Aun  con  causa  no  se  condu- 
cirá á  nadie  á  la  cárcel  ni  se  le  retendrá 
en  ella  si  ya  estuviese  preso,s¡  presta- 
se la  fianza  necesaria  en  los  casos  que 
la  ley  la  admite,  y,  en  general,  en  los 
delitos  que  no  tengan  mayor  pena  que 
la  de  seis  meses  de  prisión  ó  destierro 
fuera  de  la  comarca,  podrá  ponerse  en 
libertad  bajo  fianza; 

9.®  A  excepción  del  delito  infraganti, 
no  puede  ejecutarse  la  prisión  sino  por 
orden  escrita  de  la  Autoridad  legítima. 
Si  ésta  fuese  arbitraria,  el  Juez  que  la 
dióy  el  que  la  hubiera  solicitado  serán 
castigados  con  las  penas  que  la  ley  de- 
termine. 

Lo  dispuesto  acerca  de  la  prisión  sin 


previa  formación  de  causa,  no  com- 
prende las  Ordenanzas  militares,  esta- 
blecidas como  necesarias  para  la  disci- 
plina y  reemplazo  del  ejército,  ni  los 
casos  que  no  son  puramente  crimina- 
les y  en  que  sin  embargo  determina  la 
ley  la  prisión  de  alguna  persona,  ya 
por  desobedecer  á  los  mandatos  de  la 
justicia,  ó  ya  por  no  cump'ir  alguna 
obligación  dentro  de  un  plazo  determi- 
nado; 

10  Nadie  será  sentenciado  sino  por 
la  Autoridad  competente,  en  virtud  de 
ley  anterior  y  en  la  forma  que  aquella 
prescriba; 

11.  Se  conservará  la  independencia 
del  poder  judicial.  Ninguna  Autoridad 
podrá  reclamar  las  causas  pendientes, 
entorpecerlas  ni  reproducir  los  proce- 
sos terminados; 

12.  La  ley,  bien  sea  que  proteja,  ó 
bien  que  castigue,  será  igual  para  to- 
dos y  recompensará  á  cada  uno  en  pro- 
porción á  sus  méritos; 

13.  Todo  ciudadano  puede  ser  admi- 
tido á  los  cargos  públicos  civiles,  polí- 
ticos y  militares,  según  su  mérito  y  ca- 
pacidad; 

14.  Nadie  estará  exento  de  contri- 
buir para  los  gastos  del  Estado  en  pro- 
porción de  sus  rentas; 

15.  Quedan  abolidos  todos  los  pri- 
vilegios que  no  estén  esencial  y  entera- 
mente ligados  á  los  cargos  por  utilidad 
pública; 

16.  A  excepción  de  las  causas  que 
por  su  naturaleza  pertenecen  á  juicios 
particulares,  en  conformidad  de  las  le- 
yes, no  habrá  fuero  privilegiado  ni  co- 
misiones especiales  en  las  causas  civi- 
les ó  criminales; 

17.  Se  redactará  lo  más  pronto  que 
sea  posible  un  Código  civil  y  criminal, 
fundado  en  las  sólidas  bases  de  la  jus- 
ticia y  la  equidad; 


20 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


18.  Quedan  abolidof?  desde  ahora  los 
azótesela  tortura,  la  marca  de  hierro 
candente  y  tedas  las  demás  penas 
crueles  (1); 

19.  Ninguna  pena  pasará  de  la  per- 
sona del  delincuente.  Por  lo  mismo,  no 
se  permitirá  en  ningún  caso  confisca- 
ción de  bienes,  ni  la  infamia  del  reo  se 
transmitirá  á  los  parientes,  en  cual- 
quier grado  que  lo  sean; 

20.  Las  prisiones  serán  seguras, 
limpias  y  bien  ventiladas,  habiendo  di- 
ferentes casas  para  la  separación  de 
losi  reos,  según  sus  circunstancias  y  la 
naturaleza  de  sus  delitos; 

21.  El  derecho  de  propiedad  queda 
garantido  en  toda  su  plenitud.  Si  el 
bien  público,  legalmente  comprobado, 
exigiese  el  uso  y  empleo  de  la  propie- 
dad de  un  ciudadano,  será  éste  previa- 
mente indemnizado  del  valor  de  ella. 
La  ley  marcará  los  casos  en  que  ha  de 
verificarse  esta  única  excepción,  y  dará 
las  reglas  necesarias  para  determinar 
la  indemnización; 

22.  Queda  también  asegurada  la 
Deuda  pública; 

23.  No  puede  prohibirse  ningún  gé- 
nero de  trabajo,  cultivo,  industria  ó 
comercio,  con  tal  que  no  se  oponga  á 
la  moral  pública  ó  á  la  seguridad  ó  sa- 
lud de  los  ciudadanos; 

24.  Los  inventores  tendrán  la  pro- 
piedad de  sus  descubrimientos  ó  pro- 
ducciones. La  ley  les  garantizará  un 
privilegio  exclusivo  temporal  ó  les  re- 
sarcirá la  pérdida  que  hayan  de  sufrir 
por  la  divulgación  de  su  invento; 

25.  El  secreto  de  la  correspondencia 
es  inviolable.  La  Administración  de 
Correos  será  responsable  de  cualquier 
infracción  de  este  artículo; 


(1)    Completado  por  el  art.  16  del  .\cta  adicio- 
na] de  1852. 


2Q.  Quedan  garantidas  las  recom- 
pensas concedidas  por  servicios  pres- 
tados al  Estado,  sean  civiles  ó  milita- 
res, así  como  también  los  derechos  á 
ellas  que  se  hayan  adquirido  conforme 
á  las  leyes; 

27.  Los  empleados  públicos  son  res- 
ponsables de  los  abusos  ú  omisiones 
que  cometieren  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones,  y  de  no  hacer  efectiva  la  res- 
ponsabilidad de  sus  subalternos; 

28.  Todo  ciudadano  podrá  presentar 
por  escrito  al  poder  legislativo  y  ejecu- 
tivo reclamaciones,  quejas  ó  peticiones 
y  exponer  cualquiera  infracción  de  la 
Constitución,  pidiendo  ante  la  Autori- 
dad competente  la  responsabilidad 
efectiva  de  los  infractores  (1); 

29.  La  Constitución  garantiza  tam- 
bién los  socorros  públicos; 

30.  La  instrucción  primaria  gratuita 
para  todos  los  cuidadanos; 

31.  La  nobleza  hereditaria  y  sus.  re- 
galías; 

32.  Los  colegios  y  universidades 
donde  se  enseñen  los  elementos  de  las 
ciencias,  bellas  letras  y  artes; 

33.  Los  poderes  constitucionales  no 
pueden  suspender  la  Constitución  en  lo 
relativo  á  los  derechos  individuales  si- 
no en  los  casos  y  circunstancias  espe- 
cificados en  el  párrafo  siguiente; 

34.  En  los  casos  de  rebelión  ó  inva- 
sión de  enemigos,  si  la  seguridad  del 
Estado  exigiese  que  se  dispense  por 
tiempo  determinado  alguna  de  las  ga- 
rantías que  aseguran  la  libertad  indi- 
vidual, se  podrá  hacer  asi  por  un  acto 
especial  del  poder  legislativo.  Mas  si 


(1)  El  art.  10  de  la  ley  constitucional  de  24  de 
Julio  de  1885,  que  ha  sustituido  á  éste,  aña* 
de  un  párrafo  garantizando  también  el  derecho 
de  reunión,  que  ya  estaba  consignado  en  el  de- 
creto de  15  de  Junio  de  18*70. 
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en  aquel  tiempo  no  se  bailasen  reuni- 
das las  Cortea  y  la  patria  corriese  un 
riesgo  inminente,  podrá  el  Gobierno 
ejercer  esta  misma  facultad  como  me- 
dida provisional  é  indispensable,  sus- 
pendiéndola inmediatamente  que  cese 
la  necesidad  urgente  que  la  motiva;  de- 
biendo, en  uno  y  otro  caso,  enviar  á 
las  Cortes,  luego  que  se  hallen  reuni- 
das, una  relación  motivada  de  las  pri- 
siones hechas  y  demás  medidas  de 
prevención  que  se  hayan  tomado;  y  las 
Autoridades  que  hubiesen  mandado 
proceder  á  ellas,  serán  responsables 
por  los  abusos  que  hubieren  cometido 
en  este  punto. 

Por  tanto,  mando  á  todas  las  Auto- 
ridades ú,  quienes  pertenezca  el  cono- 
cimiento y  ejecución  de  esta  Carta 
constitucional,  que  la  juren  y  hagan 
jurar,  la  cujanplan  y  hagan  cumplir  y 
guardar,  tan  enteramente  como  ella  se 
contiene.  La  Regencia  de  mis  Reinos  y 


dominios  lo  tendrá  así  entendido,  y  la 
hará  imprimir,  publicar  y  guardar  tan 
enteramente  como  en  ella  se  contiene, 
y  valdrá  como  Carta  pasada  por  la 
Chancillería,  aunque  no  ha  de  pasar 
por  ella,  sin  embargo  de  lo  ordenado 
en  contrario,  que  sólo  para  este  efecto 
tengo  á  bien  derogar,  quedando  en  to- 
do lo  demás  en  su  vigor,  y  no  obstante 
la  falta  de  refrendo  y  demás  formalida- 
des de  estilo,  que  igualmente  me  he 
servido  dispensar. 

Dado  en  Palacio  de  Río  de  Janeiro  á 
los  veinte  y  nueve  días  del  mes  de 
Abril  del  año  del  nacimiento  de  Nues- 
tro Señor  Jesucristo  de  mil  ochocientos 
veinte  y  seis.  El  Rey.— (Está  rubrica- 
da.) Francisco  Gómez  de  Silva  la  escri- 
bió. Registrada  al  folio  2."  del  libro 
competente.  Rio  de  Janeiro,  30  de 
Abril  de  1826.— Francisco  Gómez  de 
Silva,  Oficial  mayor  del  Gabinete  im-" 
perial. 
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ACTA^ADIdOlTAL 
(24  de  Julio   de    1852) 

DE  LA  CARTA  CONSTITUCIONAL 
MONARQUÍA  PORTUGUESA  DE 
ABRIL   DE  1826. 


DE 


LA 
DE 


Doña  María^  por  la  gracia  de  Dios, 
Reina  de  Portugal,  de  los  Algarbes, 
etcétera 

llago  saber  á  todos  mis  subditos, 
que  las  Cortes  generales  han  decretado 
y  Nos  sancionado  la  siguiente  Acta 
adicional  gue,  con  arreglo  á  lo  dispues- 
to en  el  art.  143  de  la  Carta  consti- 
tucional de  la  Monarquía,  forma  parte 
de  la  Constitución  del  Estado. 

ACTA  ADZCXOITAL 

DE  LA  CARTA  CONSTITUCIONAL  DE  LA 
MONARQUÍA  PORTUGUESA 

De  las  Cortea 

Artículo  1.^  Pertenece  á  las  Cortes 
reconocer  al  Regente,  elegir  la  Regen- 
cia del  Reino  en  el  caso  previsto  en  el 
artículo  9*3  de  la  Carta,  y  trazar  los  lí- 
mites de  su  autoridad. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  no  al- 
tera de  ningún  modo  lo  establecido  en 
la  ley  de  7  de  Abril  de  1846,  para  dis- 


pensar del  cumplimiento  de  los  artícu- 
los 92  y  93  de  la  Carta  constitucional  de 
la  Monarquía. 

Queda  enmendado  de  este  modo  el 
párrafo  2.°,  art.  15  de  la  Carta  constitu- 
cional. 

Art.  2.**  El  Diputado  que  habiendo 
tomado  asiento  en  la  Cámara,  ó  siendo 
electo  aceptase  merced  honorífica,  em- 
pleo ó  comisión  con  sueldo,  siendo  el 
nombramiento  de  elección  libre  por 
parte  del  Gobierno,  pierde  el  carácter 
de  Diputado,  y  para  su  reelección,  que- 
da comprendido  en  las  disposiciones 
que  deben  regular  la  elegibilidad  de  los 
empleados  públicos,  según  lo  dis- 
puesto en  el  art.  9  ®  de  la  presente  Acta 
adicional. 

Se  exceptúa  de  esta  disposición  el 
Diputado  que  obtuviere  un  cargo  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  33  de 
la  Carta. 

Queda  confirmado  y  ampliado  de  es- 
te modo  lo  dispuesto  en  el  art.  28  de 
la  Carta  constitucional. 

Art.  3.®  En  caso  de  urgente  necesi- 
dad por  causa  del  servicio  público,  po- 
drá cada  Cámara,  á  petición  del  Gobier- 
no, permitir  á  sus  individuos,  cuyo  car- 
go ó  empleo  haya  de  ser  desempeñado 
en  la  capital,  que  silmutaneen  estas 
funciones  con  las  legislativas. 

Quedan  interpretados  de  este  modo 
los  artículos  31  y  33  de  la  Carta  consti- 
tucional. 


'■'■'^3:^'^': 
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De  las  elecciones 

Art.  4.**  La  elección  de  los  Diputados 
será  directa. 

Art.  5.°  Será  elector  todo  ciudadano 
portugués  que,  además  de  hallarse  en 
posesión  de  sus  derechos  civiles  y  polí- 
ticos, acredite: 

1.**  Tener  100,000  reis  de  renta  líqui- 
da anual,  procedente  de  bienes  raíces, 
capital  mueble,  comercio,  industria  ó 
empleo  inamovible  (1); 

2.**    Ser  mayor  de  edad. 

Serán  considerados  como  mayores 
de  edad  los  que,  además  de  haber  cum- 
plido veintiún  años,  reúnan  las  siguien- 
tes condiciones: 

I.*"    Ordenados  m  sams; 

2.^    Casados; 

5.**  Ser  Oficiales  del  ejército  ó  de  la 
armada;  . 

i."  Habilitados  por  títulos  académi- 
cos con  arreglo  á  la  ley. 

Los  comprendidos  en  este  último 
caso  quedan  dispensados  también  de 
acreditar  el  pago  de  la  cuota  que  se 
exige  como  censo  electoral. 

Art.  6."    Quedan  excluidos  de  votar: 

L°  Los  criados  de  servir,  en  cuya 
clase  no  se  consideran  comprendidos 
los  tenedores  de  libros  y  dependientes 
de  casas  de  comercio,  los  criados  de  la 
Casa  Real  que  no  lleven  galón  blanco, 
y  los  administradores  de  fincas  rústicas 
y  de  fábricas; 

2.®  Los  que  tengan  intervenida  la 
libre  administración  de  sus  bienes,  y 
los  condenados  en  cualquier  causa 
criminal  por  declaración  del  Jurado  ó 
sentencia  judicial; 

3.**    Los  libertos. 

Art.  7.°    Todos  los  electores  pueden 


(1)    Modificado  portel  art.  !.•  de  la  ley  de  8  de 
Mayo  de  18*78,  que  insertamos  más  adelante. 


ser  elegidos  Diputados  sin  condiciones 
de  domicilio,  residencia  ni  otra  alguna.   - 

Exceptúanse  de  esta  disposición: 

1.°    Los  extranjeros  naturalizados; 

2.**  Los  que  no  tengan  400.000  reis 
de  renta  líquida  anual  procedente  de 
los  bienes  indicados  en  el  art.  5.** 
de  la^  presente  Acta  adicional,  ó  no  se 
hallen  habilitados  con  los  grados  y  tí- 
tulos académicos  á  que  se  refiere  el  pá- 
rrafo 2.^  de  dicho  artículo. 

Art.  8.**  Los  que  no  tienen  el  derecho 
de  votar  en  las  elecciones  para  Diputa- 
dos, tampoco  pueden  votar  en  las  que 
se  verifiquen  para  el  desempeño  de 
cualquier  otro  cargo  público. 

Art.  9.°  La  ley  electoral  determi- 
nará: 

L°  El  modo  práctico  de  hacer  las 
elecciones,  y  el  número  délos  Diputa- 
dos respecto  á  la  población  del  Reino; 

2.°  Los  empleos  incompatibles  con 
el  cargo  de  Diputado;  • 

li.°  Los  casos  en  que  algunos  ciuda- 
danos no  puedan  ser  elegibles  por  cau- 
sa del  ejercicio'de  cargos  públicos; 

4°  El  modo  de  acreditar  el  censo  en 
las  diversas  provincias  del  continente 
del  Reino,  islas  adyacentes  y  Ultramar; 

5.*^  Los  títulos  académicos  que  su- 
plen la  edad  y  dispensan  el  censo. 

Quedan  revocados  y  alterados  de  es- 
te modo  los  •  artículos  63  al  70  de  la 
Constitución. 

Del  poder  ejecutivo 

Art.  10.  Todo  tratado,  concordato  ó 
convenio  celebrado  por  el  Gobierno  con 
cualquier  Potencia  extranjera  será 
aprobado  por  las  Cortes  en  sesión  se- 
creta antes  de  obtener  la  ratificación. 

Quedan  reformados  y  ampliados  de 
este  modo  los  párrafos  8.^  y  14  del  ar- 
tículo 75  de  la  Carta  constitucional.' 
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De  los  Ayuntamientos 

Art.  11.  Habrá  en  cada  Municipio 
un  Ayuntamiento  elegido  directamente 
por  el  pueblo,  que  tendrá  á  su  cargo  la 
administración  económica  del  Munici- 
pio con  arreglo  á  las  leyes. 

Quedan  revocados  y  sustituidos  de 
este  modo  los  artículos  .133  y  134  de  la 
Carta  constitucional. 

De  la  Hacienda  públiea 

Art.  12.  Los  impuestos  serán  vota- 
dos anualmente:  las  leyes  que  los  esta- 
blecen rigen  solamente  por  un  año. 

Las  sumas  votadas  para  cualquier 
gasto  público  no  pueden  ser  aplicadas 
á  otros  fines  sino  por  una  ley  especial 
que  autorice  este  cambio. 

La  administración  y  arrendamiento 
de  las  rentas  del  Estado  pertenecen  al 
Tesoro  público,  salvo  en  los  casos  ex- 
ceptuados por  la  ley. 

Habrá  un  Tribunal  de  Cuentas,  cuya 
organización  y  atribuciones  serán  de- 
terminadas por  una  ley.* 

Quedan  reformados  y  alterados  de 
este  modo  los  artículos  136,  137  y  138  de 
la  Carta  constitucional. 

Art.  13.  En  los  primeros  quince  días 
de  la  constitución  de  la  Cámara  de  los 
Diputados,  presentará  el  Gobierno  el 
presupuesto  de  ingresos  y  gastos  para 
el  año  siguiente,  y  en  el  primer  mes, 
contado  desde  la  misma  fecha,  la  cuen- 
ta general  del  último  año,  como  tam- 
bién la  del  ejercicio  anual  últimamente 
contenido  en  la  ley. 

Quedan  reformados  de  este  modo  los 
artículos  136,  137  y  138  de  la  Carta  cons- 
titucional. 

Disposiciones  generales 

Art.  14.    Cada  Cámara  tiene  el  dere- 


cho de  proceder,  por  medio  de  Comisio- 
nes investigadoras,  al  examen  de  cual- 
quier asunto  que  sea  de  su  compe- 
tencia. 

Quedan  adicionados  y  ampliados  de 
este  modo  los  artículos  36,  en  su  párra- 
fo 1.**,  y  139  de  la  Carta  constitucional. 

Art.  15.  Las  provincias  ultramari- 
nas se  regirán  por  leyes  especiales,  se- 
gún lo  exija  la  conveniencia  de  ca- 
da una. 

En  caso  de  que  no  se  hallen  reuni- 
das las  Cortes,  el  Gobierno,  previas  las 
consultas  correspondientes,  podrá  de- 
cretar en  Consejo  las  providencias  le- 
gislativas que  se  juzgaren  urgentes. 

Asimismo  el  Gobernador  general  de 
una  provincia  ultramarina,  oído  el  pa- 
recer del  Consejo  provincial,  podrá  to- ' 
mar  las  providencias  indispensables 
para  el  remedio  de  una  necesidad  tan 
urgente  que  no  dé  lugar  á  esperar  la 
decisión  de  las  Cortes  ó  del  Gobierno. 
En  ambos  casos,  el  Gobierno  someterá 
las  providencias  tomadas  á  la  decisión 
de  las  Cortes  tan  pronto  como  se  re- 
unan. 

Queda  completada  de  este  modo  la 
disposición  del  art.  132  de  la  Carta  cons- 
titucional respecto  á  las  provincias  ul- 
tramarinas. 

Art.  16.  Queda  abolida  la  pena  de 
muerte  por  delitos  políticos,  los  cuales 
serán  determinados  por  una  ley. 

Queda  ampliado  de  este  modo  el  pá- 
rrafo 18  del  art.  145  de  la  Carta  consti- 
tucional. 

Por  Yo  tanto,  mando  á  todas  las  Auto- 
ridades á  quienes  corresponda  el  cono- 
cimiento y  ejecución  de  la  presente  Acta 
adicional ,  que  la  cumplan  y  hagan 
cumplir  y  guardar  en  todas  sus  partes. 
Los  Ministros  y  Secretarios  de  Estado 
de  los  diferentes  departamentos  la  ha- 
rán imprimir,  publicar,  circular,  cum- 
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plir  y  guardar.  Dada  en  el  Palacio  de 
las  Necesidades  á  5  de  Julio  de  1852.— 
Siguen  las  fírmas  de  S.  M.  la  Reina 
María  II  y  de  los  Ministros  de  la  Co- 
roña. 

Reforma  constitocional  de  1885 

Siguiendo  la  tendencia  progresiva 
de  la  marcha  política  de  todos  los  pue- 
blos en  sentido  liberal,  publicóse  en 
Portugal  la  ley  de  15  de  Mayo  de  1884, 
que  dice  así: 

«Don  Luis,  por  la  gracia  de  Dios 
etcétera 

>^Hacemos  saber  á  todos  nuestros 
fiúbditos  que  las  Cortes  generales  han 
decretado  y  Nos  sancionamos  la  si- 
guiente ley: 

» Artículo  1  °  Queda  reconocida  la 
necesidad  de  la  reforma  de  los  artícu- 
los 14, 17,  26, 27, 39,  párrafos  4.*»  y  6.°  del 
74,  párrafo  14  del  75,  77,  y  párrafo  28 
del  145  de  la  Carta  constitucional. 

»§  único.— La  Cámara  de  los  Diputa- 
dos, que  deberá  reunirse  inmediata- 
mente después  de  la  presente  legisla- 
tura, será  elegida  con  poderes  especia- 
les para  la  reforma  de  que  trata  el  ar- 
ticulo anterior,  la  cual  será  decretada 
por  las  Cortes  y  sancionada  por  el  Rey 
en  los  términos  ordinarios  fijados  en  la 
Constitución  para  la  promulgación  de 
las  leyes. 

»Art.  2.**  Queda  derogada  toda  le- 
gislación en  contrario. 

»Mandamos  etc.» 

En  virtud  de  esta  ley  se  dictó  el  de- 
creto de  24  de  Mayo  de  1884  indicando 
el  modo  y  fecha  en  que  habían  de  ele- 
girse y  reunirse  las  Cortes  Constitu- 
yentes. 

Reuniéronse  éstas,  en  efecto,  el  5  de 
Noviembre  del  mismo  año,  pero  la  re- 
forma constitucional  no  se  aprobó  has- 


ta Julio  de  1885,  promulgándose  la  si- 
guiente 

((Ley  de  24  de  Julio  de  1885 

Don  Luis,  por  la  gracia  de  Dios, 
etcétera 

Hacemos  saber  á  todos  nuestros  sub- 
ditos que  las  Cortes  generales  han  de- 
cretado y  Nos  sancionamos  la  siguien- 
te ley: 

Artículo  1.°  Los  Pares  y  Jos  Diputa- 
dos son  representantes  de  la  Nación  y 
no  del  Roy  que  los  nombra  ó  de  los  dis- 
tritos y  circunscripciones  queloseligen. 
§  único.— La  Constitución  no  reco- 
noce el  mandato  imperativo. 

Queda  sustituido  de  este  modo  el 
artículo  14  de  la  Carta  constitucinal. 

Art.  2.°  Las  Cortes  deberán  durar 
tres  años  y  cada  legislatura  anual  tres 
meses. 

§  único.— La  legislatura  que  dure 
menos  de  tres  meses  no  se  contará  pa- 
ra el  acto  de  duración  de  las  Cortes, 
salvo  que  vuelvan  á  reunirse  en  el  mis- 
mo año  durante  el  tiempo  que  falte  pa- 
r&.  completarla. 

Queda  sustituido  de  este  modo  el 
artículo  17  de  la  referida  Carta. 

Art.  3.**  Ningún  Par  vitalicio  ó  Di- 
putado, después  de  proclamado  en  la 
junta  general  de  escrutinio,  podrá  ser 
preso  por  Autoridad  alguna  sin  previa 
autorización  de  su  respectiva  Cámara, 
salvo  el  caso  de  flagrante  delito  á  que 
corresponda  la  pena  más  elevada  de  la 
escala. 

La  misma  disposición  es  aplicable  á 
los  Pares  electivos  desde  su  elección 
hasta  la  terminación  de  su  mandato. 

Queda  sustituido  de  estfe  modo  el  ar- 
tículo 26  de  la  Constitución. 

Art.  4.®  Si  algún  Par  ó  Diputado 
fuere  acusado  ó    procesado,  el  Juez, 
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f?uspejidiendo  todo  ulterior  procedi- 
miento, dará  cuenta  ala  respectiva  Cá- 
mara, la  cual  decidirá  si  el. Par  ó  Dipu- 
tado debe  ser  suspendido,  y  si  debe  se- 
guir el  proceso  durante  las  sesiones  ó 
después  de  terminadas  las  funciones 
del  acusado. 

Queda  sustituido  en  esta  forma  el 
artículo  27  de  la  Carta  constitucional. 

Art.  5.®  Los  Pares  y  los  Diputados 
podrán  ser  nombrados  para  los  cargos 
de  Ministro  ó  de  Consejero  de  Estado, 
sin  que  pierdan  por  esto  los  puestos  que 
ocupen  en  la  respectiva  Cámara,  por 
ser  acumulables  las  dos  funciones. 

Queda  de .  este  modo  sustituido  el 
artículo  28  de  la  Constitución. 

Art.  6.®  La  Cámara  de  los  Pares  se 
compondrá  de  cien  miembros  vitalicios, 
nombrados  por  el  Rey,  de  cincuenta 
miembros  electivos,  y  de  los  Pares  por 
derecho  propio  á  que  se  refiere  el  pá- 
rrafo 2.®  de  este  artículo  y  el  art.  40  de 
la  Constitución 

§  1.^— Los  Pares  del  Reino  que  al 
tiempo  de  la  promulgación  de  esta  ley 
formen  parte  de  la  respectiva  Cámara 
continuarán  en  ella  en  calidad  de  Pa- 
res vitalicios. 

§  2.°— Formarán  también  parte  de  la 
Cámara  de  los  Pares,  como  vitalicios, 
el  Patriarca  de  Lisboa  y  los  Arzobispos 
y  Obispos  del  continente  del  Reino. 

§  3."— La  parte  electiva  de  la  Cáma- 
ra de  los  Pares  durará  seis  años,  pero 
podrá  ser  disuelta  simultanea  ó  separa- 
damente con  la  Cámara  de  los  Dipu- 
tados. 

§  4.°— Aunque  el  número  de  los  Pa- 
res vitalicios  no  esté  reducido  á  ciento, 
sin  contar  los  Pares  de  derecho  propio, 
podrá  el  Rey  nombrar  uno  por  cada 
tres  vacantes  que  ocurran,  debiendo 
después  estar  siempre  completo  aquel 
número. 


§5.®— Sólo  podrán  ser  elegidos  Pa- 
res los  individuos  qué  estén  comprendi- 
dos en  determinadas  categorías,  que 
no  podrán  ser  diferentes  de  aquellas 
entre  las  cuales  sean  tomados  los  Pa- 
res de  nombramiento  real. 

§  6.°— La  elección  de  los  miembros 
temporales  de  la  Cámara  de  los  Pares 
será  indirecta.  Uña  ley  especial  regu- 
lará lo  referente  á  dicha  elección  (1). 

§7.®  — Los  inmediatos  sucesores  de 
los  Pares  fallecidos  y  de  los  actuales, 
que  existieren  al  tiempo  de  la  publica- 
ción de  esta  ley,  tendrán  ingreso  por 
derecho  hereditario  en  la  Cámara  de  los 
Pares,  si  llenasen  las  condiciones  de  la 
ley  de  3  de  Mayo  de  1878.  Esta  disposi- 
ción en  nada  altera  lo  dispuesto  en  el 
párrafo  4.**  de  este  artículo. 

Queda  sustituido  de  este  modo  el 
articulo  39  de  la  Constitución. 

Art.  7."  El  Rey  ejerce  el  poder  mo- 
derador bajo  la  responsabilidad  de  sus 
Ministros. 

§  1 ."  —  Nombrando  Pares  vitalicios 
de  modo  que  nunca  excedan  de  ciento, 
salvo  lo  dispuesto  en  el  párrafo  4.^  del 
artículo  anterior. 

§  2.'^^Prorrogan.lo  ó  suspendiendo 
las  Cortes  generales,  y  disolviendo  la 
Cámara  de  los  Diputados  y  la  parto 
electiva  déla  de  los  Pares,  en  los  casos 
en  que  así  lo  exija  el  bien  del  Estado. 
Cuando  esto  suceda,  serán  convocadas 
y  reunidas  las  nuevas  Cortes  en  el  tér- 
mino de  tres  meses,  no  pudiendo  ¿stas 
ser  disueltas  sin  que  haya  transcurrido 
una  legislatura  completa. 

§  3.°— Perdonando  y  moderando  las 
penas  impuestas  á  los  reos  condenados 
por  sentencia  firme,  á  excepción  de  los 
Ministros,  por  los  delitos  cometidos  en 

(I)  Véase  más  adelante  las  leyes  de  24  de  Ju- 
lio de  1885  y  de  4  de  Febrero  de  1890. 
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el  desempeño  de  sus  funciones,  res- 
pecto de  los  cuales  sólo  podrá  ejercer- 
se la  regia  prerrogativa,  previa  pe- 
tición de  una  de  las  Cámaras  legisla- 
tivas 

Queda  modificado  en  esta  forma  el 
artículo  74  de  la  Constitución  y  los 
párrafos  1.®,  4.®  y  7.°  del  mismo. 

Art.  8.**  El  Rey  no  podrá  estar  au- 
sente del  Reino  más  de  tres  meses  sin 
el  consentimiento  de  las  Cortes. 

Queda  así  sustituido  el  art.  77  de  la 
Constitución. 

Art.  9.°  Si  transcurridos  cuatro  años 
después  de  reformado  algún  articulo 
de  la  Constitución,  se  comprendiere  que 
ésta  necesita  nueva  reforma,  se  pre- 
sentará la  proposición  por  escrito,  la 
cual  deberá  tener  su  origen  en  la  Cá- 
mara de  los  Diputados,  y  ser  apoyada 
por  la  tercera  parte  de  ellos. 

Queda  así  sustituido  el  art.  140  de  la 
Carta  constitucional. 

Art.  10.  Todo  ciudadano  podrá  pre- 
sentar por  escrito  al  poder  legislativo  y 
al  ejecutivo,  reclamaciones,  quejas  y 
peticiones,  y  denunciar  cualquier  in- 
fracción de  la  Constitución,  pidiendo 
ante  la  Autoridad  competente  la  efec- 
tiva responsabilidad  de  los  infractores. 
Queda  igualmente  garantido  el  derecho 
de  reunión  y  su  ejercicio  será  regulado 
por  una  ley  (1). 

Queda  sustituido  de  este  modo  el 
párrafo  28  del  art.  145  de  la  Constitu- 
ción.» 

IiIBERTAD  DE  REUNIÓN 

Decreto  de  15  de  Junio  de  1870 

Tomando  en   consideración    lo    ex- 


(1)  No  se  ha  publicado,  que  sopamos,  otra  dis- 
posición posterior  al  decreto  de  15  de  Junio  de 
IfnOf  que  insertamos  A  contilnuación. 


puesto  por  los  Ministros  y  Secretarios 
de  Estado  de  los  diversos  departa- 
mentos, he  tenido  á  bien  ti^cretar  lo  si- 
guiente: 

Articulo  1.®  Queda  garantido  el  de- 
recho de  reunión  en  toda  su  plenitud, 
sin  necesidad  de  previa  licencia  de  Au- 
toridad alguna. 

Art.  2.°  De  toda  reunión  pública  que 
haya  de  celebrarse  deberá  darse  parte 
á  la  Autoridad  de  policía  del  Municipio 
ó  del  barrio  con  veinticuatro  horas  de 
antelación  por  lo  menos. 

Art.  3.°  El  parte  á  que  se  refiere  el 
articulo  anterior  deberá  darse  por  es- 
crito, irá  firmado  por  los  individuos  que 
hayan  de  dirigir  ó  presidir  la  reunión, 
y  se  expresará  en  él  el  local,  objeto, 
día  y  hora  de  la  reunión. 

Art.  4.®  Las  reuniones  públicas  sólo 
pueden  ser  presididas  y  dirigidas  por 
ciudadanos  que  se  hallen  en  el  pleno 
goce  de  sus.derechos  civiles  y  políticos. 

Art.  5.°  Dichas  reuniones  podrán  ser 
disueltas  por  la  Autoridad  si  se  desvia- 
ren del  fin  para  que  han  sido  convoca- 
das, ó  si  de  cualquier  modo  perturba- 
ren el  orden  público. 

Art.  6.°  La  disolución  de  la  reunión 
sólo  podrá  ser  intimada  á  la  asamblea 
cuando  la  Autoridad  haya  sido  desobe- 
decida, después  de  haber  hecho  en  voz 
alta  á  los  directores  ó  presidentes  de  la 
reunión  las  oportunas  advertencias. 

Art.  7.°  Los  que  contravengan  á  lo 
dispuesto  en  este  decreto  incurrirán  en 
las  penas  (sic)  de  desobediencia,  salvo 
que  por  la  naturaleza  del  delito  les  fue- 
ren aplicables  otras  más  graves. 

Tendranlo  asi  entendido  los  Minis- 
tros y  Secretarios  de  Estado  de  todos 
los  departamentos,  y  lo  harán  ejecu- 
tar, etc. 
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CÁMARA  DE  LOS  PARES 
Ley  de  3  de  Mayo  de  1878  (1) 

Don  Luis,  por  la  gracia  de  Dios,  Rey 
de  Portugal,  etc 

Hacemos  saber  á  todos  nuestros  sub- 
ditos que  las  Cortes  generales  han  de- 
cretado y  Nos  sancionamos  la  siguien- 
te ley: 

Artículo  1.®  La  Cámara  de  los  Pares 
se  compondrá  de  miembros  vitalicios  y 
hereditarios,  nombrados  por  el  Rey  y 
sin  número  fijo. 

Art.  2.°  El  Príncipe  Real  y  los  Infan- 
tes serán  Pares  por  derecho  propio,  y 
tendrán  asiento  en  la  Cámara  tan  pron- 
to como  cumplan  la  edad  de  veinticin- 
co años. 

Art.  3.*^  Serán  también  Pares,  por 
derecho  propio,  el  Patriarca  de  Lisboa, 
los  Arzobispos  y  Obispos  del  Reino, 
por  el  mero  hecho  de  su  elevación  á  las 
referidas  dignidades. 

Art.  4.°  Sólo  pueden  ser  nombrados 
Pares  del  Reino  los  ciudadanos  portu- 
gueses que,  habiendo  rtacido  tales,  no 
hayan  perdido  ni  interrumpido  por  acto 

(1)  Aunque  esta  ley  ha  sido  derogada  en  parte 
por  las  de  24  de  Julio  de  1885  y  20  de  Febrero 
de  1890,  la  insertamos  por  lo  que  de  ella  queda 
vigente,  y  para  que  puedan  evacuarse  las  referen- 
cias que  a  ella  se  hacen, 


Ó  omisión  propia  su  nacionalidad,  y 
prueben  que  tienen  treinta  años  cum- 
plidos, que  están  en  el  pleno  goce  de 
sus  derechos  civiles  y  políticos,  y  que 
se  hallan  comprendidos  en  alguna  de 
las  siguientes  categorías: 

L*    Consejero  de  Estado; 

2.*  Mi  nistro  de  Estado,  con  dos  años 
de  servicio  efectivo; 

3.*  Presidente  de  la  Cámara  de  Di- 
putados en  cuatro  legislaturas  ordina- 
rias (1); 

4.'  Diputado  de  la  Nación  en  ocho 
legislaturas  ordinarias  (1); 

5."  Capitán  general  de  ejército  (Ma- 
rechal)  ó  Almirante; 

6.*  General  de  división  ó  Vicealmi- 
rante; 

7."  General  de  brigada  ó  Contral- 
mirante, con  cinco  años  de  ejercicio  en 
el  cargo  (2); 

8.*    Embajador  ordinario; 

9.**  Ministro  plenipotenciario,  con 
cinco  años  de  ejercicio  ordinario; 

10.  Gobernador  gejiéral  de  posesio- 
nes ultramarinas,  con  cinco  años  de 
ejercicio; 

11.  Consejero  del    Supremo  Tribu- 

(1)  Modificados  por  el  art.  2."  del  decreto  de 
2í)  de  Febrero  de  1890. 

(2)  V.  el  art.  1.'  de  la  ley  de  24  de  .lulio  de 
1885,  que  limita  lo  dispuesto  en  estos  números. 
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nal  de  Justicia,  6  Juez  relator  del  Tri- 
bunal Superior  de  Guerra  y  Marina; 

12.  Consejero  efectivo  del  Tribunal 
de  Cuentas  ó  del  Supremo  Tribunal 
Administrativo,  con  cinco  años  de  ejer- 
cicio; 

13.  Procurador  general  de  la  Coro- 
na y  de  Hacienda  (Fiscal),  con  cinco 
años  de  ejercicio; 

14.  Magistrado  (Juez  de  segunda  ins- 
tancia) de  las  Audiencias  del  continente 
del  Reino  é  islas  adyacentes,  con  cinco 
años  de  ejercicio  (1); 

15.  Teniente  Fiscal  (Ayudante  de 
Procurador^  de  la  Corona  y  de  hacien- 
da, con  diez  años  de  ejercicio; 

16.  Director  general  de  alguno  de 
los  Ministerios,  ó  Gobernador  civil  con 
diez  años  de  ejercicio,  teniendo  además 
las  condiciones  exigidas  en  el  párra- 
fo 4.*^  del  artículo  siguiente  (1); 

17.  Decano  (lente  de  prima)  en  la 
Universidad  de  Coimbra; 

18.  Catedrático  ó  sustituto,  en  activo 
servicio  ó  jubilado,  de  la  misma  Uni- 
versidad, Profesor  propietario  ó  susti- 
tuto, efectivo  'ó  jubilado,  en  cualquier 
escuela  ó  Instituto  de  enseñanza  su- 
perior, con  diez  años  de  ejercicio  efec- 
tivo; 

19.  Propietario  ó  capitalista,  con 
una  renta  que  no  sea  inferior  á  8.000  000 
de  reis  (unas  45.000  pesetas)  anuales, 

•  probada  por  los  respectivos  recibos  de 
la  contribución  de  inmuebles  ó  por  tí- 
tulos de  la  Deuda  pública  consolidada, 
debidamente  comprobados,  y  con  tres 
años  de  anticipación,  cuando  menos,  y 
libre  de  toda  carga; 

20.  Industrial  ó  comerciante  que  en 
cada  uno  de  los  tres  últimos  años  haya 
pagado  al  Estado  1.400.000 -(cerca  de 


(1)    V.  el  artículo  7.»  de  la  ley  de  24  de  Julio 
de  1885,  ya  citada. 


8.000  pesetas)  de  contribución  indus- 
trial ó  bancaría. 

§  1.°— Fuera  de  estas  categorías,  sólo 
podrá  ser  nombrado  Par  del  Reino 
aquél  que  se  haya  hecho  digno  de  esta 
distinción  por  méritos  ó  servicios  ex- 
traordinarios y  relevantes. 

§  2.**— Los  diplomas  de  nombramien- 
to dePares  del  Reino  designarán  expre- 
samente la  categoría  ó  categorías  en 
que  se  hallen  comprendidos  los  nom- 
brados, con  arreglo  á  este  artículo,  y 
en  el  caso  del  párrafo  anterior  especi- 
ficarán los  méritos  y  servicios  que  sir- 
van de  fundamento  al  nombrado. 

Art.  5.°  Ningún  Par  será  admitido  á 
tomar  asiento  en  la  respectiva  Cámara 
por  derecho  hereditario,  sin  probar 
antes: 

1 ."  Que  es  descendiente  legítimo  por 
línea  recta  de  varón  d^  un  Par  falleci- 
do, y  que  todos  los  que  le  preceden  en 
grado  han  fallecido,  ó  que,  extinguida 
la  línea  masculina,  es  el  hijo  varón  le- 
gítimo mayor  viejo  de  la  hembra  más 
vieja  y  ya  fallecida; 

2.°  Que  el  Par  fallecido  haya  presta- 
do juramento  y  tomado  asiento  en  la 
Cámara,  ó  que  sólo  por  impedimento 
legítimo,  calificado  tal  por  la  misma 
Cámara,  haya  dejado  de  practicar  estas 
formalidades  y  de  registrar  su  carta  en 
el  caso  de  haber  sido  nombrado  y  no 
haber  entrado  en  la  Cámara  por  s'i- 
cesión; 

3.°  Que  tiene  treinta  años  cumplidos 
y  se  halla  en  el  pleno  goce  de  sus  dere- 
chos civiles  y  políticos,  justificando 
además  la  moralidad  y  buena  conducta 
con  el  testimonio  de  tres  Pares; 

4.®  Que  tenga  algún  título  de  ense- 
ñanza superior  por  la  Universidad  de 
Coimbra  ó  por  alguno  de  los  estableci- 
mientos públicos  del  país; 

5.°    Que  se  halla  comprendido  en  al- 
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guna  de  las  categorías  designadas  en 
el  art.  4.'* 

§  único.— Lo  dispueáto  en  el  núm.  5.° 
de  este  artículo  se  dispensará  cuando 
el  Par  por  derecho  hereditario  pruebe 
que  es  miembro  de  la  magistratura, 
Teniente  Fiscal  de  la  Corona, ó  de  Ha- 
cienda en  el  continente  del  Reino,  Ca- 
pitán de  ejército  del  Reino  ó  primer  Te- 
niente de  la  armada,  Decano  de  la  Uni- 
versidad de  Coimbra,  Profesor  de  algu- 
no de  los  establecimientos  Superiores 
de  instrucción  pública,  primer  Secreta- 
rio de  legación, con  cinco  años  de  ejer- 
cicio en  los  respectivos  puestos  ó  car- 
gos, ó  que  tiene  la  renta  liquida  de 
2.000.000  de  reis  (unas  11.000  pese- 
tas), procedente  de  alguno  de  los  me- 
dios enumerados  en  el  núm.  19  del  ar- 
tículo anterior,  ó  de  un  empleo  inamo- 
vible. 

Art.  6.°  El  tiempo  de  servicio  pres- 
tado en  las  diferentes  funciones  ó  car- 
gos á  que  se  refieren  los  dos  artícu- 
los anteriores,  podrá  acumularse  para 
completar  la  categoría  ó  habilitación 
correspondiente. 

Art.  7.°  Ningún  Par  podrá  ser  pri- 
vado de  esta  dignidad,  ni  impedírsele 
que  ejerza  sus  funciones  sino  por  algu- 
na de  las  causas  siguientes: 

I.**  Si  por  cualquiera  de  las  causas 
declaradas  en  las  leyes  perdiere  la  cua- 
lidad de  ciudadano  portugués; 

2.'  Si  fuere  condenado  á  cualquiera 
de  las  penas  que  llevan  consigo  la  pér- 
dida de  los  dereclios  políticos; 

3.*  Si  dejare  de  prestar  juramento  y 
tomar  asiento  en  la  Cámara  en  el  tér- 
mino de  un  año,  á  contar  desde  su  nom- 
bramiento, ó  desde  que  adquirió  las 
condiciones  exigidas  por  la  ley  para  el 
ejercicio  de  estas  funciones,  salvo  si 
hubiere  impedimento  legítimo  recono- 
cido por  la  Cámara. 


Art.  8.®  No  podrá  ejercer  las  funcio- 
nes de  Par  del  Reino: 

1.®  El  que  fuere  condenado  á  la  sus- 
pensión de  los  derechos  políticos  ó 
á  cualquier  pena  que  lleve  consigo 
esta  suspensión,  en  cuanto  duren  sus 
efectos; 

2.**  El  que  por  sentencia  firme  que- 
dare privado  de  la  administración  de 
sus  bienes; 

3-**  El  que  fuere  condenado  por  al- 
gún delito,  siendo  ratifteada  la  condena 
por  la  Cámara  con  el  efecta  d«  sus- 
pensión. 

Art.  9.^  El  que  hubiese  ya  adquirido 
el  derecho  á  suceder  en  el  cargo  de  Par 
por  muerte  de  su  antecesor  al  tiempo 
de  la  promulgación  de  la  presente  ley, 
será  admitido  con  arreglo  á  las  dispo- 
siciones de  la  legislación  anterior. 

Art.  10.  Quedan  en  vigor  las  dispo- 
siciones de  los  artículos  1."  y  3.^  al  9.° 
de  la  ley  de  II  de  Abril  de  1845  (1). 

Art.  11.  Queda  revocada  toda  la  le- 
gislación contraria. 

Ley  ae  8    de  Mayo  de  1878 

Don  Luis,  por  la  gracia  de  Dios,  etcé- 
tera.... 

Hacemos  saber  á  todos,  nuestros  sub- 
ditos que  las  Cortes  generales  han 
decretado  y  Nos  sancionamos  la  si- 
guiente ley: 

Artículo  1.**  Son  electores,  y  por  tan- 
to considerados  como  disfrutando  la 
renta  á  que  se  refiere  el  núm.  1.°  del  ar- 
ticulo b.°  del  decreto  electoral  de  30  de 
Septiembre  de  1852  (2),  los  ciudadanos 

(1)  En  la  colección  de  laa  leyes  electorales 
que  tenemoif  á  la  vista  no  se  insertan  las  disposi- 
ciones á  que  86  refiere  este  artículo,  sin  duda 
por  estar  ya  derog^adas. 

(2)  Señalaba  100.000  reis  (unas  500  pesetas). 
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portugueses  mayores  de  edad  que  se- 
pan leer  ó  escribir,  ó  que  sean  jefes  de 
familia. 

§  único. — Están  excluidos  de  votar 
los  militares  que  no  desempeñen  car- 
gos de  los  mencionados  en  el  núm.  i,^ 
del  párrafo  2."  del  art.  6.^  (1)  del  decre- 
to á  que  se  hace  referencia,  quedando 
igualmente  subsistentes  las  exclusio- 
nes establecidas  en  el  art. ^9.*^  del  mis- 
mo decreto  (2). 

Art.  2.^  El  derecho  de  votar,  origi- 
nado en  el  hecho  de  saber  leer  y  escri- 
bir, sólo  puede  ser  reconocido  cuando 
el  interesado  solicite  la  inscripción  en 
el  censo  electoral  antes  del  día  14  de 
Febrero,  en  petición  escrita  y  firmada 
por  el  interesado  y  reconocida  por  el 
escribano  en  los  términos  prescritos  en 
el  párrafo  único  del  art.  2.436  del  Códi- 
go civil. 

§  1.** — Si  contra  cualquier  inscripción 
en  el  censo  solicitada  de  conformidad 
con  lo  que  prescribe  este  artículo,  se 
presentase  alguna  reclamación  funda- 
dla en  que  el  ciudadano  inscrito  no  sabe 
leer  y  escribir,  podrá  avisarle  la  Comi- 
sión del  Censo  para  que  en  el  plazo  de 
tres  días  comparezca  ante  ella  para  es- 
cribir y  firmar  una  protesta  contra  las 
alegaciones  de  la  referida  reclama- 
ción, la  cual  se  considerará  fundada 
si,  después  de  avisado,  no  comparece 
el  ciudadano  inscrito,  ó  se  niega  á  es- 
cribir y  firmar  la  protesta. 

§  2.**— Los  avisos  á  que  se  refiere  el 
párrafo  anterior  se  comunicarán  por 
medio  de  los  funcionarios  de  la  admi- 
nistración del  Municipio,  por  los  Regi- 

(1)  De  cabo  abajo, 

(2)  Lo8  criados  de  servir,  los  que  no  tengan 
la  libre  administración  de  sus  bienes,  los  que 
<%téü  condenados  por  Juez  ó  Jurados,  los  quebra- 
dos DO  rehabilitados  y  los  libertos. 


dores  de  la  parroquia  ó  por  los  emplea- 
dos de  la  Corporación  Municipal  que 
ésta  ponga  á  disposición  de  la  Comi- 
sión del  Censo. 

§  3.^  De  las  decisiones  de  las  Comi- 
siones del  Censo  sobre  las  reclamacio- 
nes de  que  trata  el  párrafo  primero, 
podrán  interponerse  todos  los  recur- 
sos autorizados  por  la  legislación  vi- 
gente. 

Art.  3.®  Es  jefe  de  familia,  para  los 
efectos  de  esta  ley,  aquél  que  lleva  más 
de  un  año  viviendo  en  común  con  cual- 
quier ascendiente,  descendiente,  tío, 
hermano  ó  sobrino,  ó  con  su  mujer,  y 
provee  á  las  cargas  de  aquélla. 

§  1.**— Se  presume  que  es  el  jefe  de  la 
familia  el  ascendiente,  tío  ó  hermano 
maj'or  en  el  orden  indicado. 

§  2.**— La  reclamación  y  los  recursos 
contra  la  presunción  establecida  en  el 
párrafo  anterior  sólo  pueden  presen- 
tarse por  los  miembros  de  la  familia,  y 
probarse  con  las  declaraciones  de  los 
otros  miembros  de  la  misma. 

Art.  4.°  Para  complemento  de  la 
cuantía  necesaria  para  que  cualquier 
ciudadano  sea  considerado  elector,  se 
le  tendrán  en  cuenta  todas  las  contri- 
buciones directas  generales  del  Esta- 
do, las  del  distrito,  las  del  Municipio  y 
parroquia  en  que  resida. 

§  único.— Se  consideran  contribucio- 
nes generales  directas  deí  Estado  las 
que  se  incluyen  como  tales  en  el  pre- 
supuesto general  del  mismo. 

Art.  5.**  El  continente  de  Portugal, 
las  islas  adyacentes  y  las  provincias 
ultramarinas  se  dividen  para  la  elec- 
ción de  la  Cámara  de  Diputados  en  las 
circunscripciones  y  distritos  perma- 
nentes del  adjunto  cuadro,  que  forma 
parte  integrante  de  esta  ley. 

Art.  G.®  Cuando  se  proceda  á  la  for- 
mación del  censo  suplementario,  des* 
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pues  de  la  promulgación  de  esta  ley, 
las  Comisiones  del  Censo  de  los  Muni- 
cipios ó  barrios  en  que  la  nueva  cir- 
cunscripción sea  un  inconveniente 
parala  actual  división  de  las  asam- 
bleas ó  colegios  electorales,  harán  una. 
nueva  división  de  éstos,  según  las  re- 
glas establecidas  en  el  párrafo  único 
del  art.  20  de  la  ley  de  23  de  Noviembre 
de  1859. 

Art.  7.**  Á  la  nueva  división  de  los 
Círculos  en  asambleas  ó  colegios  elec- 
torales es  aplicable  lo  dispuesto  en  los 
artículos  21  al  24  de  la  ley  de  23  de  No- 
viembre de  1859,  en  todo  aquello  que  no 
sea  contrario  á  la  presente  ley  (1). 

§  único.— En  todos  los  actos  relativos 
á  esta  división  se  observarán  respecti- 
vamente los  plazos  establecidos  en  el 
artículo  19  de  la  presente  ley. 

Art.  8.^  La  elección  de  las  Comisio- 
nes ó  Juntas  del  Censo  se  verificará  el 
día  7  de  Enero. 

§  1.®— Si  la  propuesta  de  que  trata  el 
artículo  24  del  decreto  electoral  de  30 
de  Septiembre  de  1852  fuese  aprobada 
por  las  tres  cuartas  partes  de  los  indi- 
viduos presentes,  se  observará  lo  dis- 
puesto en  el  párrafo  primero  del  mismo 
artículo  para  el  caso  de  que  «ea  apro- 
bada por  la  mayoría  de  los  miembros 


(1)  Establecen  dichos  artículos:  Que  contra 
esta  división  puede  cualquier  ciudadano  interpo- 
ner recurso,  ante  el  Juez  de  derecho,  del  fallo  de 
éste  ante  la  Audiencia,  y  del  de  ésta  ante  el  Tri- 
bunal Supremo  de  .lusticia:  que  los  plazos  para 
interponer  y  resolver  estos  recursos  serán  los 
mismos  que  para  las  reclamaciones  y  recur- 
sos respecto  de  la  formación  del  censo;  que 
las  alteraciones  que  por  sentencia  de  los  Tribu- 
nales hayan  de  hacerse  en  la  división  electoral, 
se  publicarán  en  la  forma  y  días  fijados  para  las 
hechas  en  el  censo;  que  si  no  se  hiciese  ninguna 
alteración  no  podrá  variarse  la  actual  división 
bino  por  una  ley. 


presentes,  pero  que  no  llegue  á  las  tres 
cuartas  partes  (1). 

§  2.** -Si  la  propuesta  fuese  aprobada 
solamente  por  la  mitad  de  los  miem- 
bros presentes,  se  considerarán  elegi- 
dos los  cuatro  primeros  en  el  orden  de 
la  propuesta,  siendo  presidente  el  pri- 
mero de  ellos.  Los  otros  tres  serán  ele- 
gidos por  la  mitad  de  los  miembros 
presentes  que  hubieren  rechazado  la 
propuesta,  observándose  acerca  de  la 
elección  lo  dispuesto  en  el  referido  ar- 
tículo 24,  párrafo  primero  (2). 

§  3.**— La  cuarta  parte  del  número  de 
individuos  presentes  en  la  reunión,  no 
incluyendo  al  presidente,  cuando  dicho 
número  no  sea  múltiplo  de  cuatro,  es 
la  cuarta  parte  del  múltiplo  de  cuatro 
inmediatamente  inferior  sumada  con  la 
unidad.  Del  mismo  modo  se  contará  en 
todos  los  casos  análogos. 

§  4.®— Cualquier  ciudadano  elector 
del  Municipio  podrá  protestar  contra 
la  validez  de  la  elección  de  que  trata 
este  artículo. 

§5."— Las  protestas  podrán  formu- 
larse verbalmente  ó  por  escrito,  y  de- 
berán ser  presentadas  inmediatamente 
después  de  la  elección. 

§  6.®— En  el  acta  de  la  elección  se  ha- 
rá mención  de  las  protestas  presenta- 
das, y  acerca  de  ellas  podrá  la  J^unta 
alegar  lo  que  tenga  por  conveniente, 
consignándolo  en  el  acta. 

§  7.°— Para  la  conclusión. de  estos 


(1)  V.  la  nota  al  párrafo  siguiente. 

(2)  Además  de  lo  dispuesto  en  este  artículo, 
dice  el  párrafo  de  refirencia:  «Los  otros  tres  se- 
rán elegidos  por  la  minoría  á  propuesta  de  un 
individuo  de  ésta  en  el  caso  de  que  estén  de 
acuerdo  las  tres  cuartas  partes  de  sus  individuos. 
Si  hubiere  divergencia  se  hará  la  elección  por 
la  minoría  por  votación  secreta,  bastando  la  ma- 
yoría relativa. » 
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.trabajos  se  reunirá  la  asamblea,  si 
fuese  preciso  en  el  día  inmediato  al  de 
la  elección,  sin  necesidad*  de  nueva 
convocatoria. 

kn.  9.**  Cuando  la  elección  sea  im- 
pugnada con  arreglo  á  lo  prescrito 
en  el  anterior  artículo,  el  Presidente 
de  la  Corporación  MiinicipaJ,  dejando 
inopia  del  acta,  remitirá  el  original  con 
las  protestas  al  Gobernador  civil  del 
distrito,  antes  del  día  9  de  Enero,         ' 

Art.  10.  Tan  pronto  como  el  Gober- 
nador civil  reciba  el  acta  de  la  elección 
protestada,  someterá  el  asunto  al  co- 
nocimiento del  Consejo  de  distrito,  el 
cual  lo  resolverá  antes  del  día  14  de 
Enero.  ^        -  '    - 

§  único. —Para  este  casóse  óonsti- 
lairá  el  Consejo  de  distrito  en  la  forma 
que  determina  el  art.  268  del  Código 
administrativo. 

Art.  11.-  Si  el  Consejo  «de  distrito 
anulase  la  eleccióii,  se  fijará  día  para 
la  nueva  que  haya  de  verificarse,  y  que 
habrá  de  áer  antes  del  22  de  Enero. 

Art.  12.  La  resolución  del  Consejo 
de  distrito  se  comunicará  al  Presidente 
de  la  Corporación  Municipal  el  día  in- 
mediato á  aquel  en  que  se  dictase. 

Art.  13.  Las  Comisiones  ó  Juntas 
del  Censo  se  instalarán  definitivamente 
el  día  25  de  Enero. 

Art.  l4.  Antes  del .15  de  Febrero  de- 
berá estar  formado  el  libro  del  censo 
general.. 

.Art.  15.  Para  todas  las  operaciones 
y  actos  subsiguientes,  se  observarán 
los  plazos  fijados  en  la  ley  de  28  de  No- 
viembre de  1859  (1). 

Art.  16.    Contra  la  inscripción  ó  la 

(1)  Dice  .el  art.  11  de  esta  ley,  que  antes  del  10 
de  Febrero  se  fijarán  al  público  laa  copias  del 
censo;  que  lo  estarán  y  se  facilitará  el  libro  ori- 
ñnal  al  que  lo  pida  hasta  el  último  día  de  Febre* 
Tomo  VII.  — iNSTiruciOMas  jurídicas. 


exclusión  de  cualquier  ciudadano .  he- 
cha indebidamente  en  el  censo,*  podrán 
reclamar  los  electores  del  distrito  ante 
la  Comisión  respectiva,  y  recurrir  de 
ésta  ante  el  Juez  de  derecho  competen- 
te, así  como  de-éste  ante  la  Audiencia 
del  distrito  y  de  'ésta  ante  el  Supremo 
Tribunal  de  Justicia,  aunque  el  recla- 
mante no  haya  sido  parte  en  los  recur- 
sos anteriores. 

§  único.— Los  expedientes  de  recla- 
mación ó  los  recursos  no  serán'  entre- 
gados á  las  partes,. sino  que  se  enviarán 
de  oficio  al  Juez  ó  Tribunal  qompetente. 

Art. 'I?.  De  la  decisión  del  Consejo 
de  distrito  á  que  se  refiere  el  art.  10, 
procede  el  recurso  ante  el  Supremo 
Tribunal  Administrativo,  aunque  sin 
efecto  suspensivo. 

§  1.°— Si  el  Consejo  de  distrito  no 
adoptare  resolución  hasta  el  14  de 
Enero,  se  considerará  como  denegada 
la  reclamación. 

§  2.**— El  recurso  contra  la  decisión 
de  este  Consejo  ó  contra  la  falta  de 
acuerdo,  podrá  interponerse  por  cual- 
quier elector  del  Municipio  y  entregar- 


ro;  y  hasta  este  plazo  podrán  presentarse  las   re- 
clamaciones. 

El  art.  12  fija  el  plazo  de  cuarenta  y  ocho  ho- 
ras para  remitir  las  copias  ó  certificados  á  las  Au- 
toridades ú  oficinas  públicas.  Las  reclamaciones 
se  resolverán  antes  d^l  6  de  Marzo.  El  día  *1  se ' 
fijarán  por  edictos  las  reclamaciones.  El  libro 
del  censo  así  alterado,  se  facilitará  á  quien  lo  re- 
clame antes  del  Ití  de  Marzo.  Podrá  interponerse 
recurso  ante  el  Juez  de  la  comarca  hasta  el  día  21.  * 
y  éste  decidirá  antes  del  25.  Las  decisiones  se 
notificarán  antes  del  2  de  Abril;  y  antes  del  4  ha- 
rán las  Juntas  las  correspondientes  rectificacio- 
nes, y  el  5  se  publicarán  por  edictos.  Sin  embar- 
go, las  Juntas  harán  todas  las  alteraciones  que 
determinen  los  Tribunales  y  que  les  sean  presen- 
tadas antea  del  30  de  Junio,  en  cuyo  día  termina 
el  censo  que  ha  de  regir  para  el  año  siguiente 
(art.  14  al  18). 
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se  al  Gobernador  civil,  el  que,  en  el  tér- 
mino de  veinticuatro  horas,  remitirá 
oficialmente  la  petición  y  el  expediente 
alTribunfiJ  Superior,  dónde  será  juz- 
gada en  el  improrrogable  plazo  de 
quince  días,  á  contar  de  aquef  en  que 
se  verificó  la  entrada. . 

§  3.°— El  día  en  que  él  expediente  en- 
tre en  Ja  Secretaría  del  Supremo  Tribu- 
nal Administrativo,  ordenará  el  Presi- 
dente la  distribución,  dando  luego  vista 
al  Ministerio  público',  que  éa  el  término 
de"tres  días  emitirá  por  escrito  su  dic- 
tamen. 

§  4.**— Devuelto  el  expediente  por  el 
Ministerio  público,  lo  ex^minará'el  po- 
nente en  otro" plazo  igual,  dando  cuenta 
de  él  en  la  primera  sesión  siguiente  Bn 
audiencia  pública,  y  se  resolverá  en  la 
misma  lo  que  proceda. ' 

§  5.*^— La  decisión  del  Supremo  Tri- 
bunal Administrativo  será 'fundada  y 
tendrá  fuerza  ejecutiva,  siendo  ésta  in- 
dependientemente del  decreto  del  'Go- 
bierno,^  comunicada  en  el  día  inmediato 
á  la  respectiva  Corporación  Municipal 
por  copia  auténtica,  y  publicada  en  el 
periódico  oficial. 

Art.  18.  Si  contra  las  elecciones  de 
las  Juntas  del  Censó  hubiere  protestas, 
se  seguirá  el  procedimiento  prescrito 
en  los  artículos  8.®  al  12  y  16,  salvo  lo 
dispuesto  en  los  párrafos  siguientes: 

§  I."^— Se  observarán  en  el  procedi- 
miento análogos  términos  álos  estable- 
cidos para  el  primero. 

§  2.®— Las  protestas  contra  las  elec- 
ciones repetidas  no  tienen  efecto  sus- 
pensivo. 

Art.  19.  Cuando  en  virtud  de  las  de- 
cisiones dictadas  con  motivo  de  los  re- 
cursos y  protestas  de  que  tratan  los 
artículos  precedentes,  se  hubiere  de 
repetir  la.elección,  no  se  considerarán 
invalidadas  las  operaciones  del  censo 


antes  practicadas,  y  la  nueva  Comisión 
y  la  nueva  Juilta  sólo  funcionará  en 
todos  los  actosf  de  su  competencia  que 
posteriormente  hayan  de  verificarse 
hasta  fin  de  año. 

.  Art.  20.  Ocho .  días,  después  de  la 
promulgación  de  la  presente  ley  se 
reunirán  las  Juntas  del  Censo  y  darán 
principio  ala  formación  del  suplemen- 
tario de  los  ciudadanos  no  inscritos 
gue  ^ean  electores  por  las  disposicio- 
nes de  lapresente  ley.* 

§  l.°-^El  censo  suplemeixtario  se  for- 
mará en  el  plazo  de  doce  días,  á  contar 
de  la  fecha  en  que  finalice  el  estableci- 
do en  este  artículo. 

§  2.**—Las  peticiones  de  que  trata  el 
articuló  2.**  serán  presentadas  hasta  el 
penúltimo  día  del  plazo  establecido  en 
el  párrafo  anterior. 

§  3.^— Las  copias  del  censo  suple- 
mentario, se  fijarán  al  público  en  el 
plazo  de  tres  días  á  contar  de  la  fecha. 
en  que  termina  el  establecido  en  el  pá- 
rrafo primero. 

§  4.**— Para  las  operaciones  y  actos 
subsiguientes  se  observará  lo  dispues- 
to en  los  artículos  lí  al  13  de  la  ley  de 
23  de  Noviembre  de  1859,  observándose 
los  plazos  allí  establecidos"  ( I ). 

Art.  21..  Terminando  en  30  de  Junio 
el  último  de  los  plazos  á  que  se  refiere 
el  artículo  anterior,  se  considerará  de- 
finitivamente ultimado  el  censo  suple- 
mentario con  la  observancia  de  lo  pres- 
crito en  diclio  artículo. 

§único.— No  dándose  el  caso  á  que 
se  refiere  este  artículo,  es  aplicable  lo 
dispuesto  en  el  18  de  la  ley  de  23  de  No- 
viembre de  1859  (2). 

Art.  22.  Concluido  el  censo  suple- 
mentario, se  considerará  para  todos 


(1)  Véase  la  nota  al  art.  15. 

(2)  Véase  la  nota  citada  anteriormente. 
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los  efectos  come  un  apéndice  al  censo 
vigente  al  tiempo  de  concluirse. 

Art.  23.  *  L¿  nueva  división  de  los 
Círculos*  en  polegios  electorales,  que 
formarán  las  Jun  as  del  Censo,  modifi- 
cada de  conformidad  con  las  decisio- 
nes que  sobre  las  reclamaciones  recai- 
gan y  las  de  los  recursos  presentados 
dentro  de  los  phizos  fijados  para  la  for- 
mación y  exclusión  del  censo  suple- 
mentario, se  considerará  hecha  provi- 
sionalmente en  el  día  en' que  se  haya 
concluido  dicho  censo,  y  servirá  para 
la  elección  que  pueda  ocurrir  antes  de 
terminar  el  último  plazo  establecido  en 
el  art.  7.**,  párrafo  único. 

Art.  24.  '(Tansitorio.) 

Art.  25.    (Transitorio.) 

Art*.  26^   -(Derogatorio.).   . 

Ley  lie  21  de  Mayo  de  1884 

Don  Luis,  por  la  gracia  de  Dios,  Rey 
de  Portugal,  etc.... 

Hacemos  saber  á  todos  nuestros 
subditos  que  las  Cortes  generales  han 
decretado  y  Nos  sancionamos  lo  si- 
guiente: 

Seccióa  primera 

De  las  circunscripciones  electorales  y  de  los 
Diputados  por  acumulación 

Artículo  1.°  La  elección  de  los  Dipu- 
tados de  la  Nación  portuguesa  se  hará 
en  los  términos  siguientes: 

1.°  Por*  lista  en  las  circunscripcio- 
nes que  tuviesen  por  cabeza  las  capita* 
les  de  los  distritos  del  continente  é  is- 
las adyacentes.  En  este  caso  las  pape- 
letas de  votación  para  las  circunscrip- 
ciones de  tres  Diputados  contendrán 
hasta  dos  nombres,  para  las  de  cuatro 
hasta  tres  nombres,  y  para  las  de  seis 


hasta'cuatrd,  considerándose  como  no 
escritos  los  últimos  nombres  que  exccr 
diesen,  por  el  orden  en  que  estén  es- 
critos; 

2.°  Por  papeletas  innominales^en  los 
demás  distritos  del  continente; 

3.**  Por  acjimulación  de  votos,  hasta 
seis  Diputados  cuando  obtengan  por  lo 
menos  5.000  votos  cada  uno  en  el  con- 
tinente é  islas  adyacentes.- 

§  1.°— En  cada  circunscripción  ó  dis- 
trito de.los  qu^  se  fijan  en  el  cuadro 
que  forma  parte  integrante  de  está -ley, 
se  considerarán  elegidos  los  ciudada- 
nos que  más  votos  hayan  obtenido, 
hasta  el  número  de  Diputados  que  á  la 
circunscripción  corresponda. 

§'í^.°— No  se  tendrán  en  cuenta  para 
-  nada  los  nombfes  repetidos  en  las  pa- 
peletas de  votación. 

Art.  2.®  La  preferencia  en  las*  elec-' 
clones  por  circunscripciones  y  poridis- 
tritos  sé  determinará  por  las  reglas  si- 
guientes: 

1."  La  elección  por  un  distrito  ser^ 
preferida  siempre  á  la  elección  por 
acumulación; 

2."  La  elección  por  una  circunscrip- 
ción se  preferirá  siempre  á  la  hecha 
por  un  distrito.' 

§  L°— El  Diputado  electo  por  dos  ó 
más  distritos  ó  circunscripciones,  re- 
presentará: 

1.°    El  de  su  naturaleza; 

2°  '  El  de  su  residencia;  . 

3.° .  Aquel  en  dónde  hubiere  tenido 
más  votos; 

4.°    El  que  designare  la  suerte'. 

§  2."— En  caso  de  empate  entre  los 
elegidos,  ya  en  los  distritos  ó  circuns- 
cripciones, ya  por  acumulación,  se  pre- 
ferirá: 

1.**  Al  que  llevare  más  tiempo  de 
Diputado; 

2.°    Al  más  anciano; 
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3.** '  Al  que  designare  la  suerte. 
Art.  iS.^  Los  dictámenes  delasJuntas 
y  Comisiones  escrutadoras  designarán 
individualmente  á  todos  los  ciudadanos 
votados  en  el  distrito  ó  circunscripción 
y  el  número  de  votos  obtenidos,  cual- 
quiera que  éste  sea. 

Art.  4.**  Exaifninadas  todas  las  actas 
del  continente  y  de  las  islas  adyacen- 
tes, mandará  formar  la  Cámara  un 
cuadro  sinóptico  de  todos  los  ciudada- 
nos.votados  en  los  diferentes  distritos 
y  circunscripciones  del  continente  y  de 
las  islas,  excluyendo  á  los  ya  procla- 
mados, y  los  ciudadanos  que  hubieren 
obtenido  mayor  número  de  votos,  con 
tal  que  llegaren  á 5.000,  serán  proclQ.ma- 
dos.  Diputados  hasta  el  número  de  seis. 

§  1.°— Los  Ministros  de  la  Corona  no 
-son  elegibles  por  acumulación. 

§  ?.®— Si  por  cualquier  circunstancia 
inevitable  se  demorase  el  examen  de 
«  algunas  actas  referentes  á  los  distritos 
V  circunscripciones  del  continente  é 
islas  adyacentes,  podrá  la  Cámara 
mandar  que  se  forme  el  cuadro  sinópti- 
co de  que  trat%  este  artículo.  En  este 
caso,  se  hará  la  relación  de  todos  los 
ciudadanos*  votados  en  los  distritos  ó 
circunscripciones  cuyas  actas  no  hayan 
sido  examinadas  y  el  número  de  votos  ' 
obtenido  por  cada  uno;  si  esta  votación 
influye  en  la^candidatura  por  acumula- 
ción de  algún  ciudadano,  no  se  ocupará 
el  lugar  correspondiente  hasta  que  se 
haya  examinado  el  acta  respectiva  y 
comprobado  su  derecho. 

§3.**-rEn  el  término  de  ocho  días 
después  de  publicada  la  lista  de  los 
candidatos  elegidos  por  acumulación, 
cualquiera  de  los  excluidos  podrá  pedir 
á  la  Cámara  que  examine  directamente 
las  actas  de  que  se  trata,  é  impugnar  la 
validezdecualquier  operación;  la  Cáma- 
ra resolverá  estas  cuestiones  en  el  tér- 


inino  de»  ocho-  días  contados  desde  la 
fecha  de  la  reclamación.  Terminado 
este  plazo,  se  considerará  como  definiti- 
va la  resolución  adoptada  y  serán  pro- 
clamados Diputados  de  la  Nación  los  • 
que  ostentaren  esté  derecho. 

§  4.®— El  Diputado  que  expresamente 
renunciare  su  cargo  ó  que  no  compare- 
ciere para  tomar  asiento  en  la  Cámara 
en  el  primer  día  de  la  segunda  reunión 
de  las  Cortes  para  que  haya  sido  elegi- 
do, dejará  vacante  el  puesto,  que  será 
ocupado  en  la  forma  determinada  en 
los  párrafos  2.°,  3.°  y  4.°  del  artículo 
•siguiente. 

Art.  5.®  Declarada  la  vacante  de 
cualquier  cargo  de  Diputado  ó  anulada 
una  elección,  se  comunicará  inmedia- 
tamente al  Gobierno,  para  que  mande 
proceder  á  la  elección  suplementaria- 
en  el  término  dé  cuarenta-  días,  si  el 
distrito  perteneciere  á  la  parte  conti- 
nental del  Reino,  ó  en  el  más  breve  pla- 
zo que  fuere  compatible  con  las  dis- 
tancias y  los  medios  de  comunica- 
ción, si  el  distrito  perteneciere  á  las 
islas  adyacentes  ó  á  las  posesiones  de 
Ultramar. 

§l.°~Siuna  elección  se  anulase  en 
virtud  de  ilegalidades  cometidas  en  las 
operaciones  de  un  solo  colegio,  que  in- 
fluya en  el  resultado  general,  sólo  se 
repetirán  dichas  operaciones  en  el  co- 
legio de  que  se  trate. 

§  2.**— Si  la  vacante  en  las  circuns-" 
cripciones  se  refiriese  á  un  Diputado 
de  la  minoría,  será  llamada  á  ocuparla 
el  candidato  que  hubie^^e  obtenido  ma- 
yor número  de  votos  después  del  elec- 
to, en  el  mismo  Circulo,  con  tal  que  su 
votación  exceda  de  500  votos;  si  la  va- 
cante se  refiere  á  un  Diputado  de  la 
mayoría  ó  si  no  hubiese  candidato  que 
llegase  al  número  de  votos  exigido,  se 
procederá  á  nueva  elección. 
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§  3.** — Si  la  vacante  se  refiere  á  un 
distrito,  se  procederá  á  nueva  elec- 
ción. - 

§  4.**— Si  la  vacante  se  refiere  á  un  Di- 
putado por  acumulación,  será  ocupa- 
da por  el  candidato  que  haya  obtenido 
mayor  número  de  votos  después  del 
electo,  con  tal  que  su  votación  no  sea 
inferior  á.  5.000, 

.  §  5.° — En  los  d  stritos  ó  circunscrip- 
ciones declarados  vacantes  y  en  que  las 
elecciones  fuesen  anuladas,  se  conta- 
rán los  votos  obtenidos  para  acumula- 
ción, pero  estos  últimos  solamente 
en  los  colegios  en  donde  las  operacio- 
nes electorales  se  hayan  hecho  legal- 
mente. 

Sección  segunda 

De  la  elección 

Art.  6.°  Las  Mesas  de  los  colegios 
electorales  se  formarán  por  el  Presiden- 
te, dos  Vocales  escrutaderos,  dos  Secre- 
tarios y  dos  suplentes,. uno  de  los  cuí^- 
les-sustituirá  en  caso  de  necesidad  á 
cualquiera  de  los  numerarios  en  el  lu- 
gar y  cargo  que  éste  ocupe. 

Art.  7.**  Terminadas  las  dos  horas 
de  espera  á  que  se  refiere  el  art.  67  del 
decreto  de  30  de  Septiembre  de  1852  (1), 
preguntará  el  Presidente  si  queda  al- 
guien por  votar,  recibiendo  las  pape- 
letas de  los  que  inmediata  y  sucesi- 
vamente se  presentasen.  ' 


fl)  Dice  el  art.  66  que,  cuando  ya  no  se  presen- 
ten más  electores,  ordenará  el  Presidente  que  se 
llame  en  general  á  los  que  no  hubiesen  votado;  y 
el  art.  67,  que  dos  horas  después  de  este  llama- 
miento mandará  el  Presidente  contar  las  papele- 
tas que  hubiese  en  la  urna,  y  confrontar  su  nú- 
mero, etc. 


La  votación  quedará  cerrada  cuan- 
do dentro  del  colegio  no  quede  por  vo- 
tar elector  alguno. 

Art.  8.®  Está  permitido  á  cualquier 
elector  presentar  por  escritocon  su  so- 
la firma  6  con  varias,  si  todas  fueren 
.de  electores  del  distrito,  protestas  re- 
lativas á  las  actas  electorales,  debien- 
do estas  protestas  (que  irán  numeradas 
y  rubricadas  por  la  Mesa,  que  no  po- 
drá nunca  negarse  á  recibirlas,  y  con 
el  parecer  motivado  de  ésta  ó  con  la 
contra-protesta  de  cualquier  otro  ciu- 
dadano ó  ciudadanos,  también  electo- 
res, si  lo  tuvieren  por  conveniente)unir- 
se  á  las  actas,  que  deberán  ser  remiti- 
das á  la  Junta  ó  Comisión  respectiva 
para  su  examen  y  calificación,  y  por 
último,  á  la  Cámara  de  los  Diputadlos. 
En  las  actas  se  hará  mención  simple- 
mente de  las  protestas  y  contra-pro- 
testas, su  número  y  el  nombre  del  pri- 
mer ciudadano  que  las  firme,  y  el  dic- 
tamen de  la  Mesa  en  las  mismas  con- 
diciones. 

§  1.°— En  los  mismos  términos  podrán 
presentarse  protestas  ante  las  Juntas  ó 
Comisiones  depuradoras,  las  cuales  es- 
tarán también  obligadas  á  tomar  en 
cuenta  las  protestas  ó  contra-protestas 
que  las  Mesas  de  los  colegios  no  hayan 
querido  recibir. 

§  2.®— Si  las  protestas  presentadas  en 
las  Juntas  depuradoras  tuvieren  por 
objeto  las  operaciones  de  los  colegios 
electorales,  el  Presidente  de  dicha  Junta 
convocará  inmediatamente  á  los  ciuda- 
danos que  hayan  formado  parte  de  las 
Mesas  electorales,  para  que  informen 
lo  que  tengan  por  conveniente  acerca 
de  dichas  protestas,  uniendo  al  acta  la 
respuesta  que  dieren. 

§  3.**— Después  de  la  publicación  de 
los  edictos  mencionados  en  los  artícu- 
los 67,   párrafo  único,  74  párrafo  se- 
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gundo,  y  75  (1)  del  decreto  electoral 
de  30  de  Diciembre  de  1852,  las  Mesas 
de  los  colegios  estarán  obligadas  á  cer- 
tificar de  los  mismos  hechos  á  petición 
.de  cualquier  elector. 

§  4.°— Terminadas  las  actas,  la  Mesa, 
á  petición  de  cualquier  elector  del  cole- 
gio, estará  obligada  á  expedir  certifica- 
ción del  número  de  votos  obtenido  por 
cualquier  candidato,  con  arreglo  á  lo 
que  en  las  mismas  actas  conste. 

Art.  9.°  Las  actas  de  los  colegios 
podrán  ser  litografiadas  ó  impresas  en 
su  parte  general. 

Art.  10.  No  concluyéndose  la  vota- 
ción ó  el  escrutinio  en  el  primer  día,  el 
Presidente  de  la  Mesa  mandará  que  los 
dos  Secretarios  rubriquen  al  dorso  las 
papeletas  recibidas,  y  las  depositará 
con  los  demás  documentos  concernien- 
tes á  la  elección  en  un  arca  ó  cofre  con 
tres  llaves,  de  las  cuales  una  quedará 
en  su  poder  y  las  otras  dos  las  conser- 
varán los  dos  Vocales  escrutadores. 
Dicho  cofre  deberá  sellarlo  el  Presiden- 
te, pudiendo  serlo  también  por  cual- 
quiera de  los  electores  presentes,  que 
asi  lo  exijan,  guardándolo  después  en 
el  mismo  edificio  con  las  mayores  se- 
guridades, quedando  ala  vista  y  bajo 
la  custodia  de  los  electores,  si  veinte 
de  ellos  por  lo  menos  asi  lo  exigieren, 
abriéndose  al  día  siguiente  á  las  nueve 
de  la  mañana,  en  presencia  de  los  re- 
unidos, para  continuar  los  actos  electo- 
rales. 


(1)  La  primera  referencia  alude  á  los  edictos 
que  han  de  publicarse  respecto  del  resultado  del 
recuento  y  confrontación  de  las  papeletas  deposita- 
das en  la  urna;  la  segunda  al  resultado  de  la  vo- 
tación al  concluir  la  votación  de  cada  día,  cuyo 
edicto  habrá  de  fijarse  en  la  puerta  principal  del 
edificio,  y  la  tercera  á  la  lista  ó  relación  de  los 
votados,  que  se  publicará  del  mismo  modo. 


§  1.®— No  habiendo  reclamación  al- 
guna por  parte  de  los  electores,  las  pa- 
peletas, en  vez  de  rubricadas  una  por 
una,  podrán  reunirse  en  uno  ó  en  varios 
mazos  ó  paquetes,  según  la  capacidad 
del  cofre  donde  hayan  de  ser  encerra- 
das con  arreglo  á  lo  prescrito  anterior- 
mente, y  envueltas  en  un  pliego  de  pa- 
pel que  se  lacrará  y  sellará,  rubricán- 
dolo además  los  Secretarios,  pudiendo* 
hacerlo  también,  y  ponerle  un  sello, 
cualquiera  de  los  electores  presentes. 

§  2."— La  constitución  de  las  Mesas, 
la  votación,  el  recuento  de  las  papele- 
tas y  el  escrutinio,  son  operaciones 
eleótorales  que  deberán  practicarse 
siempre  antes  de  ponerse  el  sol. 

La  redacción  de  las  actas  electorales, 
la  rúbrica  de  las  papeletas  ó  de  los  pa- 
quetes de  éstas  y  su  colocación  en  el 
cofre,  podrán  efectuarse  después  de 
"ponerse  el  sol. 

Sección  tercera 

Del    Tribunal  de  actas 

Art.  11.  El  examen  <le  las  actas  *(ie 
los  Diputados  electos  continuará  veri- 
ficándose por  la  Junta  preparatoria  ó 
por  la  Cámara;  pero  si  hubiese  habido 
alguna  protesta  en  los  colegios  ó  en  las 
Juntas  de  escrutinio  general,  se  some- 
terá el  acta  al  juicio  de  un  Tribunal 
constituido  en  la  forma  prescrita  en  el 
artículo  siguiente,  cuando  así  lo  pidan 
por  lo  menos  quince  Diputados  electos 
ó  que  tengan  aprobadas  ya  sus  actas. 

Art.  12.  El  Tribunal  de  revisión  de 
actas  se  compondrá: 

1.°  Del  Presidente  del  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia,  como  Presidente,  y 
de  tres  Magistrados  del  mismo  Tribunal, 
designados  por  suerte; 

2.**    De  otros  tres  Magistrados  de  la 
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Audiencia,  de   Lisboa,  designados  del 
mismo  modo. 

§  1.**— Cuando  alguno  dé  los  funcio- 
narios de  que  tratan  los  números  1.**  y 
2.''  de  este  artículo  sea  miembro  de  cual- 
quiera de  los  Cuerpos  Colegisladores,  ó 
en  caso  de  ausencia  ó  impedimento, 
sustituirá  al  Presidente  el  Magistrado 
más  antiguo  del  Tribunal  Supremo,  y  á 
las  demás  Magistrados  los  que  le  sigan 
en  antigüedad. 

En  caso  de  necesidad  podrá  recu- 
rrirse  en  los  mismos  términos  á  los 
Magistrados  de  la  Audiencia  de  Oporto. 

§  2.^— El  sorteo  á  que  se  refieren  los 
números  1.**  y  2.**  de  este  artículo,  se  efec- 
tuará én  sesión  pública  ante  el  Tribu- 
nal Supremo  de  Justicia. 

§  3.**— El  Tribunal  deberá  constituirse 
por  iniciativa  dé  su  Presidente,  que 
comunicará  directamente  con  el  Pre- 
sidente de  la  Cámara  de  los  Diputados. 

Art.  13-  Al  enviar  al  Tribunal  de 
revisión  de  actas  las  que  estuviesen  en 
las  condiciones  indicadas  en  el  art.  11, 
fijará  la  Cámara  el  plazo  para  que  se 
dicte  el  fallo,  cuyo  plazo  no  será  menor 
de  quince  días  ni  excederá  de  un  mes. 

§  único.— Si  el  Tribunal  no  pudiese 
llenar  su  cometido  en  los  plazos  seña- 
lados, manifestará  á  la  Cámara  las 
causas  y  razones  de  la  demora  y  pedirá 
la  prórroga  que  considere  indispen- 
sable. 

Art.  14.  Las  sesiones  del  Tribunal 
de  revisión  de  actas  serán  públicas,  fi- 
jándose con  anterioridad  el  día  y  hora 
por' aviso  del  Presidente,  que  se  publi- 
cará en  el  periódico  oficial. 

§  1.**— Las  discusiones  serán  orales. 

§2.®— El  día  de  Ja  vista  se  notificará 
con  ocho  días  de  antelación,  por  aviso 
publicado  en  el  periódico  oficial,  á  los 
candidatos,  los  cuales  podrán  compa- 
recer personalmente  ó  hacerse  repre- 


sentar por  abogado  ó  presentar  nuevos 
documentos  hasta  cuarenta  y  ocho  lio- 
ras  antes  del  día  fijado  para  Ja  vista. 

Si  algún  acto  no  pudiese  ser  revisa- 
do en  la  sesión  prefijada,  se  determina- 
rá al  concluir  ésta  el  día  en  que  ha  de  • 
verificarse,  sin  necesidad  de  nueva  no- 
tificación. 

§  3.**— Se  permitirá  á  los  candidatos 
ú  á  sus  abogados  la  inspección  direc- 
ta,' en  la  Secretaría  del  Tribunal,  sde 
los  expedientes  y  actos,  y  de  cuales- 
quier  otros  documentos  que  con  ellos 
se  relacionen,  si  no  hubiesen  pasado  á 
los  Jueces  para  su  instrucción. 

§  4.°— Son  causas  de  nulidad  las  in- 
fracciones de  ley  y  Jas  faltas  de  forma- 
lidades que  afecten  á  la  esencia  del 
acta  é  influyan  en  el  resultado  de  la 
elección. 

§  5.^— En  el  continente  podrá  el  Tri- 
bunal mandar  que  se  hagan  inquisiti- 
vas dentro  de  los  plazos  marcados  por 
la  Cámara  paca  dictar  el  fallo,  dele- 
gando para  este  fin  sus  atribuciones 
en  funcionarios  judiciales,  que  tendrán 
dereciio  á  citar  testigos,  nombrar  peri- 
tos y  deferirles  juramento,  correspon- 
derse con  todas  las  Autoridades  y  pe- 
dirles la  práctica  de  las  diligencias 
necesarias  para  el  desempeño  de  su. 
cometido. 

El  Magistrado  ó  Magistrados  dele- 
gados percibirán,  á  título  de  compen- 
sación de  gastos,  la  retribución  que  el 
Tribunal  les  fije,  la  cual  no  podrá  pasar 
de  4.500  reis  por  día  (unas  25  pesetas). 

§  6.®— Las  decisiones  del  Tribunal  de- 
signarán individualmente  á  todos  los 
ciudadanos  votados  en  el  distrito  ó 
circunscripción  y  el  número  de  votos 
obtenidos,  cualquiera  que  éste  sea. 

§  7.°— Las  decisiones  del  Tribunal  se- 
rán siempre  motivadas  y  no  habrá  con- 
tra ellas  recurso  alguno. 
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§  8.°— Dichas  decisiones  serán  envia- 
das en  ei.plaio  de  cuarenta  y  ocho  ho- 
ras, después  de  dictadas,  á.  la  Cámara 
de  los  Diputados. 

§9.**— El  Tribunal  conocerá  de  las 
.  cuestiones  relativas  á  su  constitución 
y  formará  su  Reglamento.  ' 

Sección  cuarta 

Del  reclutamiento  militar 

(Esta  sección,  que  comprende  desde 
los  artículos  15  al  25  inclusive,  se  refiere 
al  modo  de  verificar  el  reclutamiento, 
apelaciones  de  los  interesados,  ante 
quién  deben  interponerse  y  procedi- 
mientos á  que  han  de  sujetarse,  recur- 
*  sos  que  caben,  penas  contra  los  infrac- 
tores, etc.,  etc.,  pero  no  vemos  que  ten- 
ga relación,  sino'muy  indirecta,  con  la 
ley  electoral  en  que  está  incluida.) 

Sección  quinta 

De  las  ejecuciones  por  falta  de  pago  de  los 
impuestos 

(Tampoco  esta  sección  tiene  relación 
directa  con  la  ley  electoral,  limitándo- 
se á  decir  que  estas  ejecuciones  se  ve- 
rificarán por  los  Tribunales  judiciales, 
indicando  además  la  manera  de  verifi- 
car la  cobranza  las  comarcas  que  están 
exceptuadas  de  este  procedimiento, 
etcétera.) 

Sección  sexta 

Del   censo   electoral 

Art.  27.  Para  la  formación  de  los 
censos  políticos  se  dfvidirán  los  barrios 
de  Lisboa  y  Oporto  cada  uno  en  cinco 


secciones,  constituidas  por  feligresías 
ó  por  grupos  de  feligresías. 

§  1.®— En  cada  sección  elegirá  la 
Asamblea  de  los  cuarenta  mayores  con- 
tribuyentes, reunida  el  día  4  de  Enero 
á  las  once  de  la  mañana,  una  Comisión 
de  cinco  miembros  honorarios  y  de  cin- 
co suplentes  entre  los  inscritos  para  los 
cargos  municipales,  que,  observando 
las  prescripciones  de  la  legislación  vi- 
gente, formará  el  censo  electoral  de  su 
respectiva  sección. 

§  2.**— La  elección  se  hará  por  seccio- 
nes y  en  votación  secreta,  separada- 
mente para  los  miembros  honorarios  y 
suplentes,  votando  cada  elector  un  solo 
individuo,  y  terminada  la  votación,  se- 
rán proclamados  los  cinco  ciudadanos 
que  hayan  obtenido  mayor  número  de 
votos. 

§3.°— Las  Comisiones  de  sección  ele- 
girán entre  sus  miembros  al  Presidente 
y  al  Secretario. 

Art.  28.  El  día  7  de  Enero,  á  las  once 
de  la  mañana,  los  miembros  numera- 
rios y  los  suplentes  de  las  Comisiones 
de  sección  de  cada  barrio,  reunidos,  y 
cualquiera  que  sea  su  número,  elegirán 
de  entre  ellos  una  Comisión  de  siete 
Vocales  y  otros  siete  suplentes. 
.  §1."— Los  miembros  numerarios  y  los 
suplentes  de  las  Comisiones  de  barrio 
serán  elegidos  de  un  modo  análogo  al 
preceptuado  en  el  párrafo  segundo  del 
artículo  anterior. 

§  2/^  —Las  Comisiones  de  barrio  bus- 
carán el  personal  y  los  medios  necesa- 
rios para  la  formación  de  los  censos, 
centralizarán  los  trabajos  de  las  Comi- 
siones de  sección  cuando  éstas  los  hu- 
biesen terminado,  no  pudiendo,  sin  em- 
bargo, incluir  ni  excluir  nombre  algu- 
no, excepto  los  duplicados,  á  no  ser 
por  reclamación  ó  recurso,  y  desempe- 
ñarán desde  aquella  féchalas  funcio- 
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nes  que  por  la  legislación  vigente  se 
atribuyen  á  las  Comisiones  del  censo. 

§  3.°— Las  Comisiones  de  barrio  ele- 
girán de  entre  sus  miembros  el  Presi- 
dente y  el  Secretario» 

gl**— Los  plazos  parala  formación 
del  censo  electoral  podrán  alterarse 
del  modo  indicado  en  los  respectivos 
cuadros  que  forman  parte  integrante 
de  esta  ley. 

Art.  29.  El  Presidente  de  la  Corpo- 
ración ó  el  individuo  elegido  para  este 
efecto  presidirá  sin  voto  la  elección  de 
las  Comisiones  de  sección  y  de  barrio. 

Art.  30.  Además  de  las  reclamacio- 
nes establecidas  en  la  legislación  vi- 
gente relativas  al  censo  electoral,  po- 
drá reclamarse  para  ante  los  respecti- 
vos Jueces  de  derecho  en  los  casos  si- 
guientes: 

1.**  Constitución  ilegal  'de  las  Comi- 
siones para  la  formación  del  censo  en 
cualquiera  de  las  secciones; 

2.**  Inobservanciadelas  formalidades 
y  plazos  legales; 

3.°  Omisión  de  inscribir  ciudada- 
nos en  el  censo,  cuando  las  Comisio- 
nes hayan  decidido  que  se  inscriban; 

4.®  Negativa  á  resolver  las  reclama- 
ciones presentadas  dentro  de  los  plazos 
legales; 

5.''  Imposibilidad  comprobada  de 
examen  de  los  libros  del  censo  en  los 
plazos  en  que  deben  estar  expuestos  al 
público. 

§  1.**— En  la  hipótesis  de  los  núme- 
ros 1.°  y  2.',  los  Jueces  de  derecho,  si 
considerasen  procedentes  las  reclama- 
ciones, deberán  declarar  nulas  las  de- 
cisiones de  la  respectiva  Comisión  del 
Censo  y  apreciar  en  seguida  dichas  de- 
cisiones, juzgando  con  arreglo  á  jus- 
ticia. 

§  2.**— En  la  hipótesis  de  los  números 
3.^  y  4.**,  se  considerarán  las  reclama- 


ciones como  no  admitidas  por  las  Co- 
misiones para  el  efecto  de  su  elección. 

§  3.°— En  la  hipótesis  del  número 
5.°,  se  presentarán  las  reclamaciones  en 
el  día  inmediato  al  en  que  termine  la 
exposición  pública  del  censo;  y  si  estu- 
viesen confirmadas  por  declaraciones 
escritas  y  firmadas  por  dos  testigos 
presenciales,  con  firmas  debidamente 
reconocidas,  ordenarán  en  el  mismo 
día  los  Jueces  de  derecho,  por  auto  no- 
tificado á  los  Secretarios  de  las  Comi- 
siones, que  autoricen  á  los  reclaman- 
tes para  que  examinen  los  libros  del 
censo  dentro  del  plazo  de  veinticuatro 
horas  y  por  este  mismo  tiempo. 

Si  no  se  cumpliese  lo  mandado,  pro- 
cederán los  Jueces  á  incautarse  de  los 
libros  en  la  forma  prescrita  en  el  ar- 
tículo 31,  á  fin  de  que  sean  examinados 
por  los  reclamantes  dentro  del  término 
de  veinticuatro  horas,  terminadas  las 
cuales  serán  devueltos. 

§  4.®— Hecho  el  examen,  podrán  los 
interesados  reclamar  directamente  an- 
te los  Jueces  de  derecho,  en  el  plazo  de 
cinco  días,  contados  desde  aquél  en  que 
el  examen  se  hubiese  efectuado,  obser- 
vándose en  la  decisión  de  las  reclama- 
ciones y  demás  operaciones  del  censo, 
los  plazos  y  las  formalidades  análogas 
alas  establecidas  en  la  legislación  vi- 
gente. 

§5. ''—Para  la  decisión  de  las  recla- 
maciones de  que  trata  este  artículo,  po- 
drán los  Jueces  exigir  de  las  Comisio- 
nes del  Censo,  de  las  Autoridades  ad- 
ministrativas y  de  los  periódicos,  los 
datos  que  juzguen  convenientes.  No 
suministrándolos  dentro  del  término 
establecido  por  los  mismos  Jueces,  se 
decidirán  las  reclamaciones  indepen- 
dientemente de  aquellos  datos,  dentro 
de  los  plazos  establecidos  en  la  legisla- 
ción vigente. 


1 

i 


42 


INSTITUCIONES  JURÍDICAS  Y  POLÍTICAS 


§  6.°— Las  reclamaciones  y  los  re- 
cursos ppdrán  interponerse  por  cual- 
quier ciudadano  que  esté  ya  incluido 
en  él  censo  electoral  en  el  año  ante- 
rior. 

§  7.°-7Todas  las  Autoridades  y  em- 
pleados administrativos  y  fiscales  que 
intervengan  en  los  repartos,  y  de  las 
que  se  soliciten  las  certificaciones  ne- 
cesarias para  la  formación  del  censo 
electoral,  ó  para  fundar  las  reclama- 
ciones y  los  recursos  de  esta  especie, 
están  obligados  á  extenderlas  y  man- 
darlas extender,  de  modo  que  sean  en- 
tregadas á  los  que  las  pidan  en  el  plazo 
de  tres  días.  Esta  obligación  es  también 
extensiva  á  los  Párrocos. 
•  §  8.**— Los  ciudadanos  inscritos  en  el 
censo  electoral  anterior  por  saber  leer 
y  escribir,  podrán  feclamar  dentro  de 
los  plazos  legales  contra  su  exclusión 
en  lo  sucesivo. 

Art.  3L  Si  las  Comisiones  del  Censo 
se  negaren  á  ejecutar  ó  cumplir  las 
sentencias  ó  autos  judiciales  en  el  tér- 
mino de  cinco  días  después  del  de  su 
notificación,  podrá  el  Juez  de  derecho, 
á  petición  de  cualquier  elector,  y  justifi- 
cado el  hecho  por  documentos  ó  prueba 
testifical,  pedir  los  libros  y  cuadernos 
del  censo,  cualquiera  que  sea  la  perso- 
na. Autoridad  ú  oficina  en  cuyo  poder 
se  hallen  ó  deban  hallarse,  procediendo 
én  caso  de  necesidad  á  incautarse  de 
ellos  y  ordenar  al  Secretario  de  la  Co- 
misión, y  en  su  defeco  á  un  Escribano 
de  actuaciones  á  costa  de  la  respectiva 
Cámara  Municipal,  que  haga  en  el  cen- 
so las  alteraciones  que  resulten  de  las 
decisiones  judiciales.  De  estadiligencia 
se  librará  testimonio,  que  firmará  el 
Juez,  el  Delegado  del  Procurador  del  Rey 
y  el  empleado  que  haya  desempeñado 
este  servicio.  Las  hojas  del  libro  del 
censo  que  contengan  las  mencionadas 


alteraciones  serán  rubricadas  por  el 
Juez  dé  derecho. 

§  único.— De  igual  modo  se  procede-, 
ra  cuando  las  Comisiones  del  Censo  no 
dieren  cumplimiento  á  sus  propias  de- 
liberaciones. 

Art.  32.  Las  Comisiones  de  sección 
y  de  barrios  en  Lisboa  y  Oporto,  y  Tas 
Comisiones  del  Censo  en  general,  darán 
á  conocer,  por  edicto,  fijado  en  la  puer- 
ta de  la  iglesia  de  la  feligresía  donde  se 
reunieren,  y  publicado  en  un  periódico 
de  la  localidad,  si  lo  hubiere,  el  local, 
día  y  hora  en  que  han  de  funcionar 
para  la  formación  del  censo  y  para  re- 
cibir las  reclamaciones. 

§  único.— Los  expedientes  de  las  re- 
clamaciones no  admitidas  serán  entre- 
gados por  la  Comisión  del  Censo  á  los 
reclamantes  para  que  interpongan  los 
recursos  que  estimen  convenientes. 

Art.  33.  El  censo  se  formará de.modo 
que  cuando  sea  expuesto  al  público 
pueda  ser  examinado  separamente  por 
grupos  de  las  feligresías  que  constitu- 
yan la  Asamblea  electoral. 

Art.  34.  No  está  permitido  á  los  em  • 
picados  civiles  establecer  su  domicilio 
político  fuera  del  Municipio  ó  barrio  en 
que  deben  ejercer  su  cargo  la  mayor 
parte  del  año. 

Art.  35.  Las  Corporaciones  Munici- 
pales remitirán  al  respectivo  Goberna- 
dor civil,  hasta  fin  de  Julio  de  cada 
año,  una  copia  auténtica  del  censo 
electoral  de  su  Municipio. 

Art.  36.  Todas  las  copias  que  se  expi- 
dan de  los  censos  electorales,  ya  para  ' 
los  fines  consignados  en  esta  ley  ó  en 
la  legislación  vigente,  ya  á  petición  de 
interesados,  podrán  ser  impresas  ó 
litografiadas,  después  que  hayan  sido 
numeradas,  rubricadas  por  lo  menos 
por  la  mayoría  de  los  miembros  de  las 
Corporaciones  ó  de  las  Comisiones  del 
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Censo,  y  selladas  en  todas  sus  hojas 
con  el  sello  de  la  Corporación  respecti- 
va ó  de  la  Comisión. 

Art.  37.  Únicamente  se  considerará 
legal  para  el  acto  de  la  elección  el  cen- 
so electoral  concluido  el  día  30  del  mes 
de  Junio  anterior  á  la  misma  elección. 

§  único. —En  caso  de  fuerza  mayor, 
debidamente  comprobado,  ó  á  falta  de 
copias  auténticas,  se  consíiderará  legal 
el  censo  original  ó  la  copia  auténtica 
de  el  del  año  anterior. 

Art.  38.  Corresponde  á  los  Secreta- 
rios de  las  Juntas  del  Censo  la  guarda 
y  depósito  de  todos  los  papeles  ó  libros 
del  censo,  sin  perjuicio  de  las  funcio- 
nes de  las  referidas  Juntas  ó  de  cual- 
quier examen  debidamente  solicitado 
por  la  Autoridad  administrativa.  Los 
papeles  y  los  libros  del  censo  no  po- 
drán salir,  bajo  pretexto  alguno,  del  po- 
der del  Secretario  de  la  Junta,  sino 
cuando  los  pida  el  poder  judicial. 

§  único.  —Cesa  la  responsabilidad  del 
Secretario  de  las  Juntas  cuando  en 
cumplimiento  de  las  disposiciones  le- 
gales entregue  el  libro  del  censo  elec- 
toral á  los  respectivos  Escribanos  de 
Cánnara,  que  seráji  depositarios  del  re- 
ferido libro  en  los  mismos  términos  y 
con  iguales  responsabilidades. 

Art.  39.  Cuando  en  algún  Municipio 
6  barrio  no  se  efectuaren  en  los  plazos 
Ifgales  las  operaciones  del  censo,  po- 
drá el  Gobierno,  oídos  los  Fiscales  de 
la  Corona  y  de  Hacienda,  fijar  nuevos 
plazos^  análogos  á  los  designados  en 
la  ley  para  la  realización  de  las  mismas 
operaciones. 

Sección  séptima 

Disposiciones   generales 
Art.  40.    Además  de  las  disposicio- 


nes penales  vigente»,  serán  aplicables, 
en  los  casos  designados  en  esta  ley,  las 
siguientes: 

§  1.*^— Los  Magistrados  administrati- 
vos y  judiciales,  los  representantes  del 
Ministerio  público,  los  empleados  ad- 
ministrativos, de  Hacienda;  de  policía 
y  judiciales,  que  en  los  Círculos  donde 
ejercieren  autorid-.d  y  donde  no  fueren* 
candidatos,  escribiesen  cartas,  distri- 
buyesen proclamas  ó  manifiestos  elec- 
torales, ó  buscasen  votos,  serán  casti- 
gado^ con  la  pérdida  del  empleo,  pri- 
sión de  uno  á  seis  meses  y  suspensión 
de  los  derechos  políticos  durante  dos 
años. 

§2.°— A  cada  miembro  de  la  Junta 
electoral  primaria  ó  de  la  rectificación 
del  censo,  que  se  opusiere  al  exacto 
cumplimiento  del  art.  8.",  se  aplicará  la 
pena  de  prisión  de  quince  días  á  seis 
meses,  y  multa  de  50.000  á  200.000  reis 
(277  y  lfi08  pesetas).  Al  Presidente  de 
la  Junta  se  aplicará  siempre  el  máxi- 
mum de  la  pena. 

§3.®— Por  la  infracción  de  lo  dispues- 
to en  el  párrafo  1.°  del  art.  19,  incurri- 
rá el  Presidente  de  la  Corporación  Mu- 
nicipal en  la  multa  indicada  en  el  pá- 
rrafo anterior. 

§  4.*^— Por  la  infracción  de  lo  dispues- 
to en  los  párrafos  5.**  y  7.*'  del  art.  30, 
son  aplicables  las  penas  expresadas  en 
el  art.  125  del  decreto  de  30  de  Septiem- 
bre de  1852  (1). 

§  S.'^— Por  la  infracción  de  lo  dis- 
puesto en  el  art.  38,  los  Secretarios 
de  las  Juntas  y  los  de  las  Corporacio- 


(1)  Las  penas  á  que  se  refiere,  son  las  de  la  multa 
que  antes  se  indica  y  la  de  suspensión  de  empleo 
por  espacio  de  sois  meses  á  un  auo,  y  si  perdiese 
aljfún  ciudadano  el  derecho  electoral  activo  6 
pai4Ívo,  la  multa  será  duplicada  y  la  pena  la  de 
prisión. 
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nes  incurrirán  en  la  multa  de  50.000 
á  200.000  reie,  pérdida  de  empleo,,  pri- 
sión de  uno  á  seis  meses  é  inhabilita- 
ción de  derechos  políticos  por  tres 
años. 

§  6.**— Las  penas  consignadas  en  éste 
artículo  se'  impondrán  por  procedi- 
miento correccional. 

Sección  octava 

Disposiciones  diversas 

Art.  41.  El  cargo  de  Diputado  es  in- 
compatible con  el  de  Director,  Admi- 
nistrador ó  funcionario  retribuido  por 
cualquier  compañía,  sociedad  é  empre- 
sa industrial  ó  comercial,  que  adminis- 
tre alguna  renta  del  Estado  ó  reciba  de 
éste  algún  subsidio  ó  beneficio  de  cual- 
quier especie,  cuando  éstos  no  hayan 
sido  concedidos  por  ley  general,  ó  pro- 
mulgados antes  de  la  elección  del  Di- 
putado, y  adjudicados  en  pública  su- 
basta. 

Art.  42.  Las  Juntas  del  Censo  que 
hayan  de  reunirse  en  Enero  do  1885, 
procederán  á  la  división  de  los  cole- 
gios electorales  del  respectivo  distrito, 
con  arreglo  á  la  legislación  vigente, 
debiendo  formarse  dichos  colegios  por 
el  número  de  500  á  1.000  electores  pró- 
ximamente. 

Art.  43.    (Transitorio.) 

Art.  41.  Quedan  modificadas  por  és- 
ta las  leyes  electorales,  las  de  recluta- 
miento y  ejecuciones  por  la  Adminis- 
tración, y  derogada  toda  disposición 
contraria  á  lo  aquí  dispuesto. 

Por  tanto  mandamos  á  todas  las  Au- 
toridades, etc 

Ley  de  24  de  Julio  de  1885 

Don  Luis, por  la  gracia  de  Dios,  etc.... 


Hacemos  saber  á  todos  nuestros  sub- 
ditos que  las  Cortes  generales  han  de- 
cretado y  Nos  sancionado  la  siguien- 
te ley:  • 

Articulo  1.°  Queda  aprobada  la  or- 
ganización electoral  de  la  parte  electi- 
va de  la  Cámara  de  los  Pares,  en  los 
términos  y  del  modo  determinado  en 
la  presente  ley. 

Art.  2.°  Queda  derogada  toda  dispo- 
sición en  contrario 

Por  tanto,  mandamos  á  todas  las  Au- 
toridades, etc.  Los  Ministros  y  Secreta- 
rios de  Estado  de  los  diversos  centros 
la  harán  imprimir,  publicar  y  circular. 

Dado  en  Palacio,  etc. 

OrganlzE>ción  electoral  déla  C&mara 
de  los  Pares  á.  que  se  refiere  la  ley 
antertor  (1). 

TÍTULO  PRIMERO 

Disposiciones  generales. 

Artículo  \P  Habrá  cincuenta  Pares 
electivos;  cuarenta  y  cinco  elegidos  por 
los  distritos  administrativos  y  cinco  por 
los  establecimientos  científicos. 

Art.  2.**  Son  elegibles  los  ciudadanos 
portugueses  que,  estandp  en  el  goce  de 
sus  derechos  civiles  y  políticos,  y  te- 
niendo más  de  treinta  y  cinco  años  de 
edad,  se  hallen  comprendidos  en  algu- 
nas de  las  categorías  mencionadas  en 
el  art.  4."  de  la  ley  de  3  de  Mayo  de  187», 
salvo  lo  dispuesto  en  el  art.  7.®  de  la 
presente. 

Art.  3.°  Los  Pares  de  los  distritos 
administrativos  serán  elegidos  por  co- 


(1)  Véase  el  decreto  de  20  de  Febrero  de  1890, 
que  modifica  en  parte  esta  ley  y  que  insertamos 
más  adelante. 
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legios  electorales,  reunidos  en  las  capi-' 
tales  respectivas. 

§1.®— En  cada  distrito  habrá  un  co- 
legio.  •  . 

§-2.*'--El  colegio  de  distrito  de  Lisboa 
elegirá  cuatro  Pare«,,tres  eí  de  Oporto, 
y  dos  cada  cual  délos  demás  distritos. 

Art.  4.**  Los  colegios  de  distrito  se 
compondrán:  •       , 

1.**  De  los  Diputados,  elegidos  en  los. 
distritos  ó  circunscripciones  respec- 
tivas; 

2.**  De  los  Compromisarios  de  las 
Juntas  generales; 

3.**  De  los  Compromisarios  ó. Dele- 
gados de  los  «elegios  municipales. 

Art.  5.°  Los  Compromisarios  ó  De- 
legados de- las  Juntas  generales  se- 
rán elegidos  cuatro  por  cada  distrito. 

§1.°— En  las  ciudades  de  Lisboa  y 
Oporto,  la^s  respectivas  Corporaciones 
Municipales,  reunidas  con  las  Juntas 
generales,  elegirán  siete  Delegados. 

§2.**— Además  de  los  Delegados  nu- 
merarios, se  elegii*án  otros  tantos  su- 
plentes, que  sustituirán  á  los  primeros 
en  caso  de  ausencia  ó  impedimento. 

Art.  6.®  Los  colegios  municipales  los 
formarán: 

1.**  Los  miembros  titulares  ó  susti- 
tutos en  ejercicio  de  la  Corporación 
Municipal  respectiva,  salvo  lo  dispues- 
to en  el  párrafo  primero  de  este  ar- 
tículo; 

2.**  Los  cuarenta  mayores  contribu- 
yentes por  territorial; 

3.°  Los  cuarenta  mayores  contri- 
buyentes por  industria,  consumos  y 
fincas  urbanas,  domiciliados  en  el  Mu- 
nicipio, acumulándose  para  cada  con- 
tribuyente las  tres  contribuciones. 

§  1.®— En  cada  Municipio  se  constitui- 
rá un  colegio  municipal,  excepto  en  las 
ciudades  de  Lisboa  y  Oporto,  d^nde  ha- 
brá un  colegio  en  cada  barrio,  consti- 


tuido por  los  electores  mencionados  en 
los  núno.eros  2.^  y  3.°  de  este  artículo. 

§  2.**— En,  los  Municipios  de  menos 
de  3.000  vecinos,  cada  colegio  elegirá  un 
Delegado  para  el  de  distrito;  en  ios  que 
tengan  más  de  3.000  vecinos,  y  los  ba- 
rrios de  Lisboa  y  Oporto,  se  elegirán 
dos  Delegados. 

§  3,**— Además  de  los  Delegados  nu- 
merarios, se  elegirán  otros  tantos  su- 
plentes, que  sustituirán  á  los  primeros 
en  caso  de  ausencia  6  impedimento. 

§  4.®— Los  cuarenta  mayores  contri- 
buyentes por  industrial,  consumos  y 
riqueza  urbana,  serán  inscritos  en  cada 
Municipio  ó  barrio  por  las  respectivas 
Comisiones  del  Cejiso,  con  las  mismas 
formalidades  con  que  lo  son  por  la  le- 
•  gislación  vigente  los  cuarenta  mayores 
contribuyentes  por  territorial,  y.  con  los 
mismos  recursos  ante  los  Tribunales, 
abriéndose  .una  sección  más  en  el  libro 
del  censo. 

§  5.^— El  ciuda<lano  inscrito  en  el 
censo  como  mayor  contribuyente  por 
territorial,  no  podrá  serlo  también  por 
las  demás  contribuciones. 

Art.  7.**  No  podrán  ser  elegidos  Pa- 
res por  los  distritos  administrativos: 

1.°  Los  Gobernadores  civiles  en  los 
respectivos  distritos; 

2.^  Los  Jueces  de  los  Tribunales  de 
segunda  instancia  en  el  territorio  de 
su  Audiencia; 

3.**  Los  Comandantes  de  divisiones 
militares  en  los  distritos  respectivos. 

Art.  8."  La  elección  de  Pares  por 
los  establecimientos  científicos  deberá 
efectuarse  por  un  colegio  especial, 
reunido  en  la  capital  del  Reino  y  for- 
mado por  Delegados  de  los  siguientes 
establecimientos:  Universidad  de  Coim- 
bra.  Escuela  politécnica  de  Lisboa, 
Academia  politécnica  de  Oporto,  Es- 
cuelas.de  medicina  de  estas  dos  ciuda- 
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des,  Curso  superior  de  letras,  Escuela 
militar.  Escuela  naval,  Instituto  gene- 
ral de  agricultura,  Institutos  industria- 
les dé  Lisboa  y  Oporto  y  Academia  • 
Reétl  de  Ciencias. 

§  1.°— La  Universidad  de  Coimbra 
elegirá  diez  Delegados,  dos  por*  cada 
facultad;  la  Escuela.politécnica  de  Lis- 
boa y  la  Academia  politécnica  de  Opor- 
to elegirán  cuatro  Delegados  cada  una; 
la  Academia  Real  de  Ciencias  elegirá 
también  cuatro  Delegados,  dos -por  ca- 
da clase;  todos  los  demás  estableci- 
mientos científicos  elegirán  dos  Dele- 
gados cada  uno. 

§  2.^— Podrán  tomar  parte  en  la  elec- 
ción de  Delegados  loa  socios  efectivos 
en  la  Academia  íleal  de  Ciencias  y  los 
Decanos  y  Profesores  numerarios  y  los 
sustitutos  en  los  demás  establecimien- 
tos cien  tifíeos. 

§  3.®— -Además  de  los  Delegados  efec- 
tivos se  elegirán  otros  tantos  suplentes, 
que  sustituirán  á  los  primeros  en  caso 
de  ausencia  ó  impedimento. 

Art.  9.°  Ningún  ciudadano  podrá  vo- 
tar en  más  de  un  colegio  ó  estableci- 
miento científico  para  la  elección  de 
Delegados. 

§  único.— El  derecho  á  votar  en  los 
colegios  primarios  se  regulará  por  el 
domicilio  político  .En  el  Municipio  del 
domicilio  del  elector  el  derecho  de  vo- 
tar eh  el  establecimiento  científico  es 
preferente  al  de  votar  en  la  Junta  ge- 
neral, y  éste  al  de  votar  en  colegio  . 
municipal. 

Art.  10.  Ningún  ciudadano  podrá 
votar  en  más  de  un  colegio  para  la 
elección  de  Pares. 

§  1.**— La  elección  de  Delegado  en  el 
colegio  especial  es  preferente  á  la  de 
Delegado  en  ia  Junta  general  y  ésta  á 
la  de  Delegado  en  colegio  municipal. 

§  2.®— Él  derecho  de  votar  como  Di- 


sputado es  preferente  al  de  votar  cómo* 
Delegado. 

§  3.®— El  Delegado  elegido  por  dos  ó 
más  colegios  de  distrito  representará: 

1.**  .El  de  su  naturaleza; 

2.®    El  de  su  residencia; 

3.®  El  en  que  hubiera  obtenido  más 
votos.      .  .  * 

Art.  11.  El  Diputado  que  fuere  ele- 
gido Par  del  Reino  'deberá,  en  el  plazo 
•de  ocho  días,  después  de  comunicada  la 
elección  á  la  Cámara  de  los  Pares,  op-r 
tar  entre  uno  y  otro  cajrgo. 

Art.  12.    El  Par  elegido  podrá  ser 
privado  *de  su  dignidad  ó  suspendido 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones  por  las ' 
mismas  causiis  designadas  en  la  ley 
para  el  Pa^  de  real  nombramiento. 

§  r.®— También-  perderá  su  cargo  el 
Par  elegidO;  por  las  mismas  causas  que 
lo  perdería  cualquier  Diputado. 

§2.°— Los  Pares  electivos  disfruta: 
rán,  durante  el  ejercicio  de  su  manda- 
to, de  los  mismos  honores  y  p^'ivilegios 
que  los  Pares  de  real  nombramiento. 

Art.  13.  La  elección  de  P^r  por  los 
establecimientos  científicos  tendrá  la 
preferencia  sobre  la  elección  por  los 
distritos  administrativos. 

Art.  14.  El  Par  elegido  podrá  renun- 
ciar su  cargo  antes  de  tomar  asiento 
en  la  Cámara,  haciéndolo  así  constar*  en 
escrito  dirigido  á  la  misma.    . 

TITULO  II 

CAPÍTULO  PRIMERO 

De  la  elección  por  los  distritos 
administrativos  (1) 

Art.  15.    La  elección  de  los  Pares 


(1)  Lo  dispuesto  en  este  capítulo  ha  sido  mo- 
dificado Qor  el  decreto  de  Febrero  ie  1890,  que  in- 
sertamos má43  adekte. 
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por  los  colegios  de  distrito  habrá  de 
verifícarse  en  el  día  que  se  fije  en  d 
respectivo  decreto  del  Gobierno,  que  se 
publicará  con  treinta  días  de  anticipa- 
ción por  lo  inenos,  de  modo  que  la  elec- 
ción se  efectúe  antes»de  la  terminación 
del  mandato  de  los  Pares  elegictos  an- 
teriormente, ó  dentro  del  plazo  de  tres 
meses  en  caso  de  disolución  ó  de  de-' 
clarada  la  vacante. por  la  Cámara  res- 
pectiva. *  '    • 

§  único.— En  caso  de  elección  simul- 
tanea deja  Cámara  de  los  Diputados  y 
d^  la  parte  electiva  de  \^  de  los  Pares, 
la  elección  de  éstos  sólo  podrá  verifi- 
carse quince  días  después  qu^  la  de 
aquéllos^ 

Art.  16.  La  elección  de  .  Delegados 
para  los  colegios  de  distrito  habrá  de 
verificarse  diez  días  ante^  del  fijado 
para  la  elección  de  los  Pares. 

Art.  lí.  Podrán  ser  elegidos  Delega- 
dos de  los  colegios  municipales  todos 
los  ciudadanos  elegibles  para  Diputa- 
dos en  el  respectivo  Municipio;  y  Dele- 
gados para  las  Juntas  generales  todos 
los  ciudadanos  elegibles  para  Diputa- 
dos en  el  respectivo  distrito. 

Art.  18.  Los  colegios  de  distrito  se- 
rán presididos  por  el  Delegado  que  la 
Junta  general  indique  para  este  cargo; 
los  colegios  municipales  por  el  Presi- 
dente de  la  Corporación  respectiva  ó 
por  quien  haga  sus  veces. 

§  único. — En  las  ciudades  de  Lisboa. 
yOpprto,   los  Presidentes  <le  los  cole- 
gios municipales  serán  designados  por 
las  Comisiones  del  Censo  entre  los  elec- 
tores del  colegio  respectivo. 

Art.  19.  Las  Comisiones  del  Censo 
enviarán,  exigiendo  recibo,  á  los  Pre- 
sidentes de  los  colegios  municipales, 
por  lo  menos  tres  días  antes  de  aquél 
en  que  debe  verificarse  la  elección  de 
los  Delegadas,  lista  por  duplicado  de 


los  ochenta  mayores    contribuyentes 
que  pueden  votar  en  sus  colegios. 

§  único.— Estas  listfis  serán  copiadas 
fielmente  del  censo  ultimado  en  30  de 
Junio  anterior  á  la  fecha  de  la  elección 
y  rubricadas  porla  Comisión,' pudiendo 
serlo  también  por  el  respectivo  Admi- 
nistrador del  Municipio. 

Art.  20.  El  colegio  municipal  deberá 
reunirse  á  las  diez  de*  la  mañana  eh  él 
edificio  del  Ayuntamiento,  constituyén- 
dose la  Mesa,  además  del  Presidente> 
con  dos  Vocales  escrutadores. y  dos  Se- ' 
cretarios. 

;  §  I.**-— Constituida  la  Mesa  definitiva, 
y  votando  primero  ésta  y  deepués  los 
individuos,  de  la  Corporación  Munici- 
pal, serán  llamados  para  votar  todos . 
los  electores  por  el  orden  indicado  en 
las  respectivas  listas. 

§2.®— Serán  admitidos  á  votar,  aunque 
no  estén  incluidos  en  las  listas,  los  ciu- 
dadanos que  se  presentaren  provistos 
de  una  sentencia  judicial  mandando 
'inscribirlos  como  mayores  contribu- 
yentes. 

§  3.**— Cada  lista  deberá  contener  por 
separado,  y  con  la  correspondiente  de- 
signación, los  nombres  de  los  ciudada- 
nos elegidos  como  Delegados  efectivos 
y  la  de  los  elegidos  como  suplentes. 

§  4.°— Una  hora  después  de  hecho  el 
llamamiento  de  los  electores,  se  proce- 
derá al  cotejo  de  las  listas  y  recuento 
de  papeletas. 

-§  5*— A  la  votación  asistirán,  el  Ad- 
ministrador del  Municipio  y  el  Escriba- 
no de  Hacienda  'para  informar  sobre  la 
identidad  de  los  votantes. 

§6^.**— En  el  acta  de  la  elección  se 
hará  constar  la  declaración  dé  que  los 
ciudadanos  que  forman  el  colegio  elec- 
toral otorgan  al  Delegado  ó  Delega- 
dos elegidos,  y  á  sus  sustitutos  en  su 
defecto,  los  poderes  necesarios  para 
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que,  reunidos  con  los  demás  miembros 
del  colegio  de  distrito,  procedan  á  la 
elección  de  los-  Pares  qíie  corres- 
pondan. 

.  §  7.**— El  acta  de  la  elección  se  hará 
*por  duplicjado,  quedando  un  ejemplar 
en  el  arcliivo  de  la  Corporación,  y  re- 
mitiendo el  otro  por  el  correo  y  certifi- 
cado, con  los  demás  papeles  de  la  elec- 
ción, al. Presi4ente  del  colegio  de  dis- 
trito. 

§  8.**^A  cada  Delegado  de  los  elegidos 
se  le  entregará  copia  auténtica  de  dicha 
acta,  que  le  servirá  de  Credencial;  y  si 
alguno  no  estuviese  presente,  se*le  re-: 
miti^rá  con  cédula  de  aviso  de  la  MQsa. 

Art.  21.  A  la  constitución  de  la  Mesa 
y  á  la  elección  serán  aplicables  las  dis- 
posiciones vigentes  en  la  parte  no  mo- 
dificada por  el  artículo. anterior. 

Art.  22.  Las  Juntas  generales  de 
'  distrito  deberán  reunirse  en  el  mismo 
día  y  á  la  misma  liora  que  los  colegios 
municipales  en  sesión  extraordinaria  é 
independientemente  déla  convocatoria, 
á  fin  de  proceder  á  la  elección  de  sus 
Delegados  por  medio  de  votación  se- 
creta, esperándose  por  espacio  de  media 
hor^  para  cerrar  la  votación  cuando  no 
estén  presentes  todos  los  miembros. 

§  1.°— De  la  elección  se  levantará  acta 
por  duplicado,  quedando  un  ejemplar 
en  el  archivo  déla  Junt  i,  y  entregándo- 
se ó  remitiendo  el  otro  al  Presidente  del 
colegio  de  distrito.  '        . 

'  §  2.^-- Son  aplicables  á  éste  las  dispo- 
siciones de  los  párrafos  S.^,  6.^  y  sy  del 
artículo  20, 

Art.  23.  El  colegio  de  distrito  se  re- 
upirá  en  la  sala  de  sesiones  de  la  Junta 
general  d^l  mismo,  ó  cuando  no  sea 
bastante  capaz,  en  el  edificio  destinada 
al' objeto  por  el  respectivo  Gobernador 
civil. 

Art.  24.    El  Delegado  numerario  que 


por  motivo  justificaxio  no  pueda  com- 
parecer á  las  reuniones  del  colegio  de 
distrito,  deberá  participarla  inmediata- 
mente al  Presidente  de  eate  colegio  y  á 
los  respectivos  Delegados  suplentes. 

Art.  23.  Los-  Delegados  -  suplentes 
sólo  formarán  parte  del  colegio  de  dis- 
trito á  falta  ó  por-  impedimento  de  los 
Delegados  numerarios,  á  los  cuales 
sustituirán  por  orden  del  número  de 
votos  que  hayan  obtenido. 

Art.  26.  Tres  días  antes  del  designa^ 
do  para  la  elección  de  los  Pai^s,.  se  re- 
unirá el  colegiorde  distrito  á  las  diez  áe 
lamañaña,  á  fin  de  proceder  á  la  consti- 
tución de  la  Mesa  y  comproljación  de 
los  poderes.de  los  Delegados  electos. 

§  úilico.-*El  Delegado  suplente  que 
hubiere  recibido  la  comunicación  á  que 
se  refiere  el  art.  24,  y  al  que  correspon- 
áa  sustituir  á. algún  Delegado  numera- 
rio, deberá  asistir  á  la  reunión, 

Art.  27.  En  la  formación  dé  la  Mesa 
de  los  colegios  de  distrito  se  observará 
lo  dispuesto  parala  de  los  municipales 
en  la  parte  que  sea  aplicable. 

Art.  28.  Constituida  la  Mesa  defini- 
tiva, presentará  el  Presidente  fechadas 
y  lacradas  las  actas  y  los  demás  docu- 
mentos que  con  arreglo  al  párrafo  7."* 
del  art.  20  y  al  L"  del  art.  22  habrán 
remitido  los  colegios  municipales  y 
la  Junta  general.  Los  Delegados  elec- 
tos presentarán  también  sus  creden- 
ciales. 

Art.  29.  Enseguida  se  procederá  á 
la  elección  de  dos  Comisiones  para  el 
examen  de  las  actas,  componiéndose 
cada  una  de  cinco  miembros. 

§  1.'^— Los  expedientes  se  distribuirán 
con  igualdad  entre  las  dos  Comisiones, 
y  de  modo  que  el  examen  de  las  actas 
de  los  individuos  de  una  Comisión  co- 
rresponda siempre  á  la  otra. 

§  2.°- Respecto  de  los  Diputados  sólo 
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se  procederá  á  la  identiñcación  de  sus 
personas. 

Si  los  Diputados  no  tuvieren  todavía 
aprobadas  sus  actas  en  la  Cámara,  de- 
berán presentar  en  el  colegio  de  distri- 
to sus  respectivos  poderes. 

Art.  30.  Las  atribuciones  de  las  Co- 
misiones habrán  de  limitarse  á  com- 
probar: 

1.**    La  identidad  de  los  Delegados; 

2°  La  autenticidad  de  sus  poderes, 
confrontándolos  con  las  actas  origi- 
nales; 

3.**  Si  las  actas  ó  poderes  de  los  De- 
legados han  sido  conferidos  por  las 
Juntas  generales  ó  por  los  colegios  mu- 
nicipales á  los  que  han  obtenido  más 
votos; 

4.^  Silos  Delegados  que  han  obteni- 
do mayor  número  de  votos  son  absolu- 
ta ó  relativamente  inelegibles  con  arre- 
glo á  los  artículos  10  y  17; 

5.^  La  ord^Q  por  la  cual  los  Delega- 
dos suplentes  deberán  •  sustituir  á  los 
numerarios  por  ausencia  ó  impedi- 
mento. 

§  único.— Cualquier  elector  del  Cole- 
gio podrá  presentar  documentos  para 
ilustrar  ala  Comisionen  sus  investi- 
gaciones. 

Art.  31.  Los  dictámenes  de  las  Co- 
misiones serán  leídos  y  aprobados  ó 
reformados  por  la  Asamblea. 

Art.  32.  Está  absolutamente  prohi- 
bido á  los  colegios  do  distrito  anular 
las  actas  ó  la  elección  de  los  Delega- 
dos, fundándose  en  que  ha  habido  al-, 
guna  nulidad  en  la  formación  del  pen- 
só, en  la  constitución  de  las  Mesas,  en 
A  procedimiento  electoral  ó  en  cual- 
quier otra  cosa  que  no  sea  la  falta  de 
autenticidad  ó  lo  expresamente  con- 
signado en  los  números  2.**  y  3.°  del 
artículo  30. 

Art.  33.  .  Si  el  colegio  de  distrito  re- 
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conociere  que  el  portador  del  poder  ex- 
pedido por  la  Junta  general  ó  por  el 
colegio  municipal  no  es  el  propio,  ó  que 
dicho  poder  no  es  auténtico,  ó  que  no 
tiene  competencia  por  no  ser  el  que 
'  mayor  número  de  votos  ha  obtenido, 
mandará  extender  nueva  acta,  que  será 
remitida  por  el  Presidente  al  Delegado 
electo. 

Art.  34.  Si  el  colegio  de  distrito  re- 
conociere que  el  Delegado  electo  es  ab- 
soluta ó  relativamente  inelegible,  man- 
dará el  Presidente  carta  ó  telegrama 
de  aviso  al  respectivo  suplente  para 
que  lo  sustituya. 

Art.  35.  De  todas  las  decisiones 
adoptadas  por  el  colegio  de  distrito 
puede  recurrí rse  ante  la  Cámara  de  los 
Pares,  sin  efecto  suspensivo. 

§  único.— Este  recurso  podrá  ser  in- 
terpuesto por  cualquiera  de  los  miem- 
bros del  colegio,  en  el  acta  ó  por  sepa- 
rado, en  forma  de  protesta,  que  se  uni- 
rá al  expediente  electoral. 

Art.  36.  Terminado  el  examen  ó 
comprobación  de  los  poderes,  se  forma- 
rá una  lista  de  todos  los  electoVes  del 
colegio  de  distrito  y  de  los  respectivos 
suplentes,  la  cual  se  extenderá  por  du- 
plicado, fijándose  un  ejemplar  en  la 
puerta  del  edificio  y  entregándose  el 
otro,  firmado  y  rubricado  por  la  Mesa 
y  por  los  electores  que  lo  pidan,  al  Pre- 
sidente del- mismo  colegio. 

Art.  37.  Se  levantará  acta  déla  cons- 
titución de  la-  Mesa  y  del  examen  de 
los  poderes,  mencionando  en  ella  todos 
los  inciderjtüs  que  hubieren  ocurrido. 

§  1.**— El  acta  se  extenderá  por  dupli- 
cado, quedando  uno  de  los  ejemplares 
en  el  archivo  de  la  Junta  general  del 
distrito,  y  el  otro  en  poder  de  uno  de 
los  Secretarios  del  colegio. 

§2."— De  todos  los  demás  papeles  re- 
cibidos de  los    colegios  municipales, 
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será  depositario  el  Presidente  del  Co- 
legio de  distrito. 

Art.  38.  El  día  señalado  para  la 
elección  de  los  Pares  se  reunirán  Jos 
electores  del  colegio  de  distrito  á  la 
misma  hora  y  en  el  mismo  local  é,ñn 
de  proceder  á  la  votación. 

Art.  39.  El  Presidente  presentará  la 
lista  á  que  se  refiere  el  art.  36,  y  por 
ella  se  hará  el  Uatnamiento  de  los  elec- 
tores para  emitir  su  voto. 

§  l.^—Terminado  el*  llamamiento  de 
los  electores  inscritos  en  la  lista,  si  al- 
guno de  los  Delegados  numerarios  hu- 
biere dado  el  parte  á  que  se  refiere  el 
artículo  24,  será  llamado  á  votar  el  res- 
pectivo suplente. 

§2.**'— La  votación  será  secreta.  La 
papeleta  que  tuviere  más  nombres  que 
Pares  deben  elegirse,  no  será  útil  más 
que  respecto  dé  los  primeros. 
,  §  3.**— Recibidas  las  papeletas  de  los 
electores  presentes,  se  esperará  media 
hora  si  faltaren  por  votar  algunos. 

§  4.°-7Terminada  la  media  hora  sin 
haber  votado  todavía  todos  los  Delega- 
dos numerarios,  serán  admitidos  á  vo- 
tar, en  lugar  de  los  .que  hubieren  falta- 
do, sin  dar  los  partes  á  que  se  refiere 
el  art.  24,  los  respectivos  suplentes,  si 
se  hallaren  presentes. 

§  b.°  —  Terminada  la  votación  co- 
menzará el  escrutinio,  observándose 
lo  dispuesto  para  los  colegios  munici- 
pales. 

Art.  40.  Sólo  podrá  ser  elegido  Par 
el  ciudadano  que  reuniere  mayoría 
absoluta  de  votos. 

Art.  41.  Si  de  la  primera  votación 
no  resultase  ningún  nombra  con  mayo- 
ría absoluta,  se  procederá  á  la  segun- 
da; y  si  tampoco  en  ésta  hubiere  mayo- 
ría absoluta,  ala  tercera,  en  la  cual  sólo 
podrán  ser  votados  los  ciudadanos  que 
hubiesen  tenido  mayor  número  de  vo- 


tos en  la  segunda,  en  número  doble  al 
de  los  Pares  que  falte  elegir. 

§  único.— En  la  segunda  y  tercera 
votación  habrán  de  observarse  las 
mismas  formalidades  que  en  la  prime- 
ra, pudiendo  votar  solamente  los  elec- 
tores que  hubiesen  tomado  parte  en 
aquélla. 

Art.  4?.  Concluida  la  elección,  ha- 
brán de  publicarse  por  edictos  los 
nombres  de  los  Pares  electos. 

Art.  43.  De  la  elección  deberá  levan- 
tarse acta,  en  que  .se  declare: 

1.**  Los  nombres  de  los  electores  que 
faltaren  por  motivo  justificado  ó  sin 
causa  legítima,  ó  que  se  ausentaren 
antes  de  concluida  la  elección; 

2.°  Los  nombres  de  los  suplentes 
que  votasen  sin  estar  inscritos  en  la 
lista  de  los  electores; 

3.®  Cuantas  votaciones  se  han  he- 
cho y  número  de  los  votantes  en  ca- 
da una; 

4,°  El  nombre  de  todos  los  votados 
y  el  número  de  votos  que  haya  obteni- 
do cada  uno; 

5."  La  declaración  de  que  los  electo- 
res que  forman  el  colegio  de  distrito 
otorgan  á  los  Pares  electos  los  poderes 
necesarios  para  que,  reunidos  con  los 
demás  Pares  del  Reino,  hagan,  dentro 
délos  límites  de  la  Constitución  y. de 
sus  actas  adicionales,  cuanto  sea  con-, 
ducente  al  bien  general  de  la  Nación. 

Art.  44.  De  esta  acta  se  entregará 
copia,  firmada  por  toda  la  Mesa,  ácada 
uno  de  los  Pares  electos,  si  estuviesen 
presentes;  si  cualquiera  de  ellos  estu- 
viere ausente,  se  le  enviará  con  oficio 
del  respectivo  Presidente. 

Art.  45.  El  acta  original  del  colegio 
de  distrito,,  juntamente  con  las  actas  y 
demás  papeles  que  hubieren  venido  de 
los  colegios  municipales,  serán  remiti- 
dos inmediatamente  al  Ministro  de  la 
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Gobernación  del  Reino  para  que  los 
entregue  á  la  Cámara  de  los  Pares. 

Art.  46.  Al  Par  elegido  por  más  de 
nn  distrito  le  será  aplicable,  én  cuanto 
á  la  opción,  lo  dispuesto  en  la  legisla- 
ción electoral  para  los  Diputados. 

CAPÍTULO  II 

De  la  elección  por  los  establecimientos 
cientíjleos 

Art.  47.  La  elección  de  Pares  por 
los  establecimientos  científicos  deberá 
efectuarse  en  el  mismo  día  designado 
para  la  elección  de  Pares  par  los  distri- 
tos administrativos. 

Art.  48.  La  elección  de  Delegados 
para  el  colegio  especial  deberá  verifi- 
carse á  la  misma  hora  y  en  el  mismo 
día  en  que  sean  elegidos  los  JDelegados 
de  los  colegios  de  distritos. 

Art.  49.  Los  Delegados  serán  elegi-' 
dos  en  reuniones  extraordinarias  de 
las  Corporaciones  ó  secciones  de  las 
mismas,  bajo  la  presidencia  dé  los  res- 
pectivos Decanos,  Directores  ó  Presi- 
dentes, en  votación  secreta,  esperando 
media  hora  antes  de  proceder  al  es- 
crutinio, cuando  no  hayan  estado  pre- 
sentes todos  los  miembros. 

Art.  50.  De  la  elección  se  levantará 
acta  por  duplicado,  quedando  un  ejem- 
plar en  el  archivo  del  establecimiento 
y  remitiendo  otro  al  Presidente  del  co- 
legio especial. 

§  único.— A  cada  Delegado  se  entre- 
gará una  copia  auténtica  del  acta,  que 
les  servirá  de  credencial. 

Art.  51.  A  los  Delegados  numerarios 
Y  suplentes  será  aplicable  lo  dispuesto 
en  los  artículos  24  y  25. 

Art.  52.  El  colegio  especial  se  reuni- 
rá on  el  local  de  la  Real  Academia  de 


Ciencias,  debiendo  comparecer  los  De- 
legados numerarios  y  los  suplentes  que 
hayan  recibido  el  oficio  á  que  se  refiere 
el  art  24. 

Art.  53.  El  colegio  especial  será 
presidido  por  el  Presidente  de  la  Real 
Academia  de  Ciencias,  observándose, 
en  cuanto  á  la  constitución  de  la  Mesa, 
comprobación  de  poderes  y  elección, 
lo  dispuesto  para  los  colegios  de  distri- 
to, salvo  lo  establecido  en  los  párrafos 
siguientes: 

§  1.°— Los  Delegados  suplentes  elegi- 
dos por  cualquier  eistablecimiento  cien- 
tífico sólo  sustituirán  á  los  numerarios 
del  mismo  establecimiento. 

§  2.^r-La  cédula  de  aviso  á  que  se 
refiere  el  art.  34  sólo  será  enviada  á 
las  Delegados  suplentes  residentes  en 
Lisboa  ó  que  hayan  elegido  donjicilio 
en  esta  ciudad,  para  recibirla  por  oficio 
dirigido  al  Presidente  del  colegio. 

TITULO  III 

l)el  examen  de  las  actas  de  los  Pares  electos 

Art.  54.  Los  Pares  electos  no  toma- 
rán asiento  en  la  Cámara  respectiva 
hasta  que  se  hayan  aprobado  por  ésta 
sus  actas. 

Art.  55.  A  la  Cámara  de  log  Pares 
corresponderá  la  decisión  definitiva  de 
todas  las  dudas  y  reclamaciones  que  se 
hayan  suscitado,  tanto  durante  la  elec- 
ción de  Pares,  como 'de  Delegados. 

Art.  56.  Son  causa  de  nulidad  las  in- 
fracciones de  ley  que  afecten  á  la  esen- 
cia del  acto  electoral  y  puedan  haber 
influido  en  el  resultado  de  la  elección. 

Art.  57.  Si  la  Cámara  de  los  Pares 
anulare  la  elección  hecha  por  los  cole- 
gios de  distrito  ó  por  el  colegio  espe- 
cial, sólo  en  esos  .colegios  se  repetirá 
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la  elección  con  los  mismos  Delegados 
anteriormente  electos. 

Art.  58.  Si  la  Cámara  de  los  Pares 
anulare  las  elecciones  de  Delegados 
hechas  en  más  de  un  colegio  primario 
ó  en  más  de  un  estatlecimiento  cientí- 
fico, se  repetirá  la  elección  de  todos 
los  Delegados  que  componen  el  colegio 
de  distrito  ó  el  especial. 

§  1.°— Si  la  anulación  sólo  compren- 
diere un  colegio  primario  ó  un  estable- 
cimiento científico,  únicamente  se  re- 
pitirá  la  elección  de  Delegados  en  el 
colegio  ó  en  el  establecimiento  de  que 
se  trate. 

§  2.°— Si  la  Cámara  de  Diputados 
anulase  la  elección  de  uno  de  éstos, 
cuyo  voto  pueda  hafier  inñuído  en  el 
resultado  de  la  elección  de  algún  Par, 
no  se  repetirá  por  este  solo  hecho  la 
elección  de  Delegados. 
•;  Art.  59. .  La  anulación  de  la  elección 
de  Delegados  hecha  en  cualquier  cole- 
gio llevará  siempre  consigo  la  repeti- 
ción del  acto  electoral  en  el  respectivo 
colegio  de  distrito  ó  en  el  colegio  es- 
pecial. , 

Art.  60.  La  Cámara  de  los  Pares  no 
podrá  resolver  sobre  cuestiones  de  cen- 
so contra  lo  decidido  porlas  respectivas 
Comisiones  ó  Juntas  del  censo  ó  contra 
las  sentencias  de  los  Tribunales  que  las 
confirmen  ó  modifiquen. 

§  único.— La  Cámara  de  los  Pares  no 
podrá  resolver  sobre  la  elección  de  Di- 
putados que  hubieren  votado  en  el  co- 
legio de  distrito,  contra  las  decisiones 
de  la  Cámara  de  los  Diputados  ó  del 
respectivo  Tribunal  de  actas. 

Art.  61.  En  el  examen  de  las  actas  y 
demás  cuestiones  interiores  se  obser- 
varán las  formalidades  que  la  Cámara 
decreta  en  su  Reglamento. 


TITULO  IV 

DISPOSICIONEJS  PENALES  Y  TRANSITORIAS 

CAPÍTULO    PRIMERO 
Disposiciones  penales 

Art.  62.  Las  acciones  ú  omisiones 
punibles  por  las  leyes  que  regulan  la 
elección  de  Diputados,  lo  serán  igual- 
mente cuando  se  refieran  á  la  elección 
de  Pares  del  Reino. 

Art.  63.  Los  Delegados  numerarios 
que  dejaren'  de  comparecer  á  las  re- 
uniones del  colegio  de  distrito  ó  del  co- 
legio especial  sin  motivo  justificado, 
pagarán  una  multa  de  50.000  á  100.000 
reis. 

§  único.— Si  hubieren  dado  los  avisos 
á  que  se  refiere  al  art.  24,  la  multa 
será  de  10,000  á  30.000  reis. 

Art.  64.  El  Delegado  que  teniendo 
motivo  justificado  para  no  asistir  no 
pasase  los  ayisos  á  que  se  refiere  el 
artículo  24,  pagará^  una  multa  de  5.000 
á  20.000  reis. 

Art.  65.  Será  aplicable  á  los  Delega- 
dos suplentes  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 63,  cuando  avisados  á  tiempo  para 
sustituir  á  los  efectivos  no  comparecie- 
ren sin  motivo  justificado. 

Art.  66.  A  los  Presidentes  de  los  co- 
legios municipales  de  distrito  ó  espe- 
ciales será  aplicable  lo  dispuesto  en  el 
artículo  124del  decreto  de 30  de  Septiem- 
bre de  1852  páralos  Presidentes  de  los 
colegios  primarios  (1). 

Art.  67.  A  los  individuos  de  los  co- 
legios de  distrito  y  del  especial,  cuan- 
do infringieren  lo  dispuesto  en  el  ar- 


(1)  En  dicho  artículo  se  les  imponía  una  mul- 
ta de  50.000  á  100.000  reí»  si  no  comparecían  á 
presidir  lai  Asambleas. 
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tículo  32,  serk  aplicable  la  penalidad 
prescrita  en  el  art.  134  del  mencionado 
decreto  (1). 

CAPÍTULO  II 

Disposiciones  transitorias 

(Se  consignan  estas  disposiciones  en 
los  artículos  68  y  69.) 

Abono  de  dietas  á.  los  Diputados 

Decreto  de  29  de  Julio  de  1886 

Atendiendo  á  las  razones  expuestas 
por  los  Ministros  y  Secretarios  de  Es- 
tado de  todos  los  departamentos,  he  te- 
nido á  bien  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  1.**  Se  fija  en  la  cantidad  de 
240.000  reis  mensuales  las  dietas  del 
Presidente  de  la  Cámara  de  los  seño- 
res Diputados  durante  las  reuniones 
de  las  Cortes  generales. 

§  1.**— Las  dietas  de  los  dos  primeros 
meses  de  la  legislatura  se  pagarán  al 
final  de  cada  uno.  El  resto,  que  no  po- 
drá exceder  de  480.000  reis^  lo  será  al 
fin  de  la  legislatura. 

§  2.**— Si  la  legislatura  excediere  de 
tres  meses  y  no  llegare  á  cuatro,  ke  abo- 
narán las  dietas  á  razón  de  8.000  reis 
diarios . 

8  3.°— La  misma  cantidad  de  8.000 
reis  diarios  se  abonarán  en  caso  de 
disolución  de  la  Cámara  antes  de  ter- 
minado el  período  de  la  legislatura  or- 
dinaria. 

Art.  2.°  Las  dietas  de  los  Diputados 
de  la  NaciOn  se  fijarán  en  100.000  reis 
mensuales  durante  las  legislaturas  de 
las  Cortes  generales. 


(1)    CoDsistía  la  p«na  en  una  multa  de  lOO.OOO 
á  l.OOO.OOO  de  rein. 


§  1.**— Las  dietas  de  los  dos  primeros 
meses  de  legislatura  se  pagarán  á  fin 
de  cada  mes.  El  resto,  que  no  podrá 
exceder  de  200.000  reis,  se  pagará  al 
terminar  la  legislatura. 

§  2.**— Si  la  legislatura  excediere  de 
tres  meses  y  no  llegare  á  cuatro,  se 
abonarán  las  dietas  á  razón  de  3.333 
reis  diarios. 

§  3.**— La  misma  cantidad  de  3.333 
reis  diarios  se  abonará  en  caso  de  di- 
solución de  la  Cámara  antes  de  termi- 
nan el  período  de  la  legislatura  ordi- 
naria. 

Art.  3.**  Para  los  efectos  de  este  de- 
creto se  contará  por  un  mes  cada  pe- 
ríodo de  treinta  días,  cualquiera  que 
sea  la  fecha  de  su  comienzo  ó  de  su 
término. 

•  Art.  4.°  En  los  casos  de  prórroga  de 
las  Cortes  se  hará  el  abono  de  dietas 
al  Presidente  y  Diputados  en  los  tér- 
minos expresados  en  los  artículos  an- 
teriores. 

Art.  5.°  Cuando  las  Cortes  sean  con- 
vocadas extraordinariamente,  el  Presi- 
dente y  los  Diputados  recibirán  res- 
pectivamente las  dietas  diarias  indica- 
das anteriormente. 

§  único.— Se  reputará  para  los  efec- 
tos de  este  decreto  continuación  de  la 
legislatura  ordinaria,  la  convocatoria 
extraordinaria  hecha  con  un  intervalo 
menor  de  quince  días,  contados  desde 
la  fecha  en  que  terminó  la  ordinaria. 

Art.  6.°  No  se  abonarán  los  gastos 
de  viaje  á  los  Diputados  cuando  haya 
entre  dos  reuniones  un  intervalo  me- 
nor (le  quince  días. 

§  único.— Nunca  se  abonarán  dietas 
de  viaje  á  los  Diputados  que  ejerzan 
cargos  públicos  en  Lisboa. 

Art.  7.**  Las  dietas  del  Presidente  y 
de  los  Diputados  quedan  sujetas  á  los 
impuestos  de  renta  y  de  sello,  y  al  pago 
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de  cuotas  para  el  Montepío  oficial  y 
Caja  de  reformas,  cuando  los  Diputa- 
dos estén  sometidos  á  ellas  por  virtud 
de  sus  empleos. 

§  1.°— Las  cuotas  para  la  Caja  de  re- 
formas se  calculan .  solfire  las  dietas 
abonadas. 

§2.°— Las  cuotas  para  el  Montepío 
oficial  se  continuarán  rigiendo  por  la 
legislación  vigente. 

Art.  8.**  Las  dietas  de  Diputado  no 
pueden  ser  acumuladas  con  otra  renta 
de  cualquier  naturaleza  ó  denomina- 
ción, pagada  por  las  arcas  del  Tesoro,  * 
quedando  expresamente  derogada  toda 
disposición  en  contrario. 

Art.  9.°  El  Gobierno,  de  acuerdo  con 
las  Mesas  de  ambas  Cámaras,  proce- 
derá á  reformar  la  plantilla  de  los  em- 
pleados de  las  mismas,  de  tal  modo 
que,  respetando  los  derechos  adquiri- 
dos, se  reduzca  cuanto  sea  posible  el 
gasto. 

§  único.— No  se  hará  promoción  ó 
nombramiento  alguno  de  empleado  de 
cualquier  categoría  hasta  que  esté  con- 
cluida la  reforma  preceptuada  en  este 
artículo* 

Art.  10.    (Derogatorio.) 

Reforma  de  la  ley  electoral  respecto 
de  la  Calmara  de  los  Pares 

Decreto  de  20  de  Febrero  de  1890 

Atendiendo  á  las  razones  expuestas 
por  los  Ministros  y  Secretarios  de  Es- 
tado de  todos  los  departamentos,  he  te- 
nido á  bien  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  1.**  La  parte  electiva  de  la 
Cámara  de  los  dignos  Pares  del  Reino 
continuará  siendo  elegida  con  arreglo 
á  la  legislación  vigente,  con  las  siguien- 
tes modificaciones. 

Art.  2.®    El  número  de  legislaturas 


ordinarias  fijada  como  condición  de 
categoría  en  las  categorías  3.*  y  4.* 
del  art.  4.°  de  la  ley  de  3  de  Mayo  de 
1878,  queda  reducida  á  tres  legislaturas 
ordinartas,  de  tres  meses  por  lo  menos 
cado  una,  respecto  de  la  tercera  cate- 
goría, y  seis  legislaturas  en  los  térmi- 
nos ya  referidos  en  la  que  respecta  á 
la  categoría  cuarta.  El  importe  de  la 
renta  fijada,  en  el  art.  1.**  de  la  ley  de 
21  de  Julio  de  1885,  queda  reducida  á 
2.000.000  de  reís,  y  el  de  la  renta  fija- 
da en  el  párrafo  único  del  art.  5.**  de 
la  ley  de  3  de  Mayo  tle  1878,  queda  re- 
ducida á  un  1.000.000  de  reis. 

Art.  3.°  Los  Pares  de  los  distritos 
administrativos  serán  elegidos  por  co- 
legios reunidos  en  las  capitales  de  los 
distritos,  y  compuestos; 

1.®  De  los  Diputados  electos  en  las 
circunscripciones  comprejididas  en 
esos  distritos; 

2.°  De  los  Delegados  elegidos  en 
cada  Municipio    - 

§1.°— En  los  Municipios  de  menos 
de  3.000  vecinos  se  elegirán  dos  Dele- 
gados; en  los  que-  pasen  de  3.000  y  en 
los  barrios  de  Lisboa  ú  Oporto,  se  ele- 
girán tres  Delegados. 

§2.°— La  elección  de  los  Delegados 
se  hará  por  los  mismos  ciudadanos 
que  tienen  derecho  á  elegir  los  Diputa- 
dos, y  en  los  mismos  colegios,  aunque 
alguno  de  ellos  pertenezca  administra- 
tivamente á  otro  distrito  ó  Municipio. 

§  3.®— Para  los  efectos  del  párrafo 
anterior  se  considerarán  las  diversas 
feligresías  como  formando  parte  del 
Municipio  en  que  se  halle  el  respectivo 
colegio  electoral. 

§  4.**— Además  de  los  Delegados  nu- 
merarios serán  elegidos  otros  tantos 
suplentes,  que  sustituirán  á  los  prime- 
ros en  caso  de  ausencia  é  impedimento. 

§  5.*'— El  derecho  á  votar  en  los  esta- 
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bieciraienlos  científicos  de  que  trata 
elart.  8.**  de  la  ley  de  24  de  Julio  de 
1885,  es  preferente  al  derecho  de  votar 
en  los  colegios  electorales  á  que  se  re- 
fiere el  párrafo  segundo  del  presente 
artículo. 

Art.  4.**  Ningún  ciudadano  podrá  vo- 
tar en  más  de  un  colegio  para  la  elec- 
ción de  Pares. 

§  1.**— El  derecho  á  votar  como  Dipu- 
tado es  preferente  al  de  votar  como 
Delegado. 

§  2.®— La  elección  de  Delegado  por  un 
establecimiento  científico  debe  prefe- 
rirse á  la  elección  de  Delegado  muni- 
cipal. 

§3.°— El  Delegado  elegido  por  dos  ó 
más  Municipios  representará:  1.**,  el 
de  su  naturaleza;  2.**,  el  de  su  residen- 
cia; 3.**,  aquél  en  que  hubiere  obtenido 
mayor  número  de  votos. 

Art.  5.°  Además  de  los  individuos 
designados  en  el  art.  7.®  de  la  ley  de  24 
de  Julio  de  1885,  tampoco  podrán  ser 
elegidos  Pares  por  los  distritos  en  que 
ejerzan  sus  respectivas  funciones,  los 
Administradores  de  Municipio,  los  Jue- 
ces de  derecho  de  primera  instancia, 
los  Directores  de  Obras  públicas  y  los 
Inspectores  de  Hacienda. 

Art.  6."  En  caso  de  elección  simul- 
tanea de  la  Cámara  de  los  Diputados  y 
de  la  parte  electiva  de  la  Cámara  de 
los  Pares,  sólo  podrá  tener  efecto  esta 
última  transcurridos  catorce  días  des- 
pués de  la  elección  de  Diputados. 

Art. .  7.**  En  el  caso  previsto  en  el  ar- 
tículo anterior,  la  elección  de  los  Dele- 
gados podrá  tener  efecto  en  el  mismo 
día  designado  para  la  de  Diputados  y 
juntamente  con  ésta. 

§  1.°-  Para  este  fin  habrá  sobre  la 
mesa,  en  cada  colegio  electoral,  dos 
urnas,  teniendo  cada  una  de  ellas  un 
renglón  perfectamente  legible  y  visible 


para  todos,  que  indique  la  elección  á 
que  la  urna  está  destinada. 

§2.'^— Los  electores  presentarán  dos 
papeletas,  una  para  cada  urna,  sin  lo 
cual  no  serán  admitidos  á  votar,  salvo 
lo  dispuesto  en  el  párrafo  quinto  del 
artículo  3."  de  este  decreto. 

§  3.°-7j)ichas  papeletas  deberán  de- 
signar, so  pena  de  nulidad,  en  la  parte 
superior  de  la  cara  interna,  el  cargo 
para  que  se  vota,  conteniendo  también 
las  que  se  refieren  á  los  Delegados,  no 
sólo  los  nombres  de  éstos,  sino  también 
los  de  los  elegidos'  para  que  le  susti- 
tuyan. 

Art.  8.**  Cuando  la  elección  de  los 
Delegados  municipales  se  hiciese  si- 
multáneamente con  la  de  Diputados,  se 
procederá  dos  días  después  de  ésta  á 
la  elección  de  los  Delegados  por  esta- 
blecimientos científicos. 

Art.  9.°  En  la  elección  y  escrutinio 
de  los  Delegados  municipales,  se  obser- 
varán las  disposiciones  legales  aplica- 
bles á  la  elección  y  escrutinio  de  los 
Diputados. 

§  1."— Del  resultado  de  la  elección  se 
ex^tenderá  acta  por  duplicado,  remitién- 
dose uno  de  los  ejemplares  inmediata- 
mente al  Presidente  de  la  Corporación 
Municipal  para  que  lo  guarde  en  el  ar- 
chivo correspondiente,  y  entregando 
el  otro  'á  los  Secretarios  de  la  Mesa 
electoral  ó  á  sus  sustitutos,  para  que 
lo  presenten  en  la  Junta  general  ó  de 
votación  definitiva,  á  cuyo  Presidente 
se  enviarán  también  los  demás  docu- 
mentos de  la  elección. 

§  2."— El  escrutinio  definitivo  se  hará 
en  la  Casa  municipal  cinco  días  des- 
pués del  fijado  para  la  elección  de  los.. 
Delegados,  presidiéndola  Mesa,  com- 
puesta de  los  referidos  Secretarios  ó 
sus  sustitutos,  el  Presidente  de  la  Co- 
misión del  Censo. 
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§  3.®—  Del  escrutinio  se  extenderá 
también  acta  por  duplicado,  guardán- 
dose uno  de  \os  ejemplares  en  el  archi- 
vo municipal,  y  enviándose  el  otro  al 
Presidente  del  Colegio  de  distrito  por 
correo  y  certificado,  con  todos  los  de- 
más documentos  de  la  elección. 

§  4.^-^En  todas  las  actas  anterior- 
mente indicadas  se  consignará  la  de- 
claración exigida  en  el  párrafo  6.°  del 
artículo  20  de  la  ley  de  24  de  Julio 
de  1885. 

§  5.®— A  cada  Delegado  de  los  elegi- 
dos se  entregará  cfipia  auténtica  del 
acta  de  escrutinio,  que  les  servirá  de 
credencial,  y  si  alguno  no  estuviere 
presente,  se  le  remitirá  con  oficio  por 
la  Mesa. 

Art.  10.  Sólo  podrán  ser  elegidos 
Delegados  los  ciudadanos  elegibles 
para  Diputados  y  que  figuren  en  el 
censo  del  distrito  en  que  hubieren  do 
ejercer  sus  funciones. 

Art.  11.  Los  colegios  de  distrito  ha- 
brán de  reunirse  dos  días  antes  del  de- 
signado para  la  elección  de  los  Pares, 
á  fin  de  proceder  á  la  constitución  de 
la  Mesa  y  comprobación  de  los  pode- 
res de  los  Delegados  electos,  á  las  diez 
de  la  mañana  en  la  Casa  Consistorial 
de  Ja  capital  del  distrito,  ó  cuando  no 


sea  suficientemente  capaz,  en  el  edifi- 
cio designado  al  objeto  por  el  Gober- 
nador civil. 

Art.  12.  Reunidos  los  Delegados  y 
constituida  la  Mesa  provisional,  que  se 
compondrá  de  un  Presidente  y  dos  Se- 
cretarios, siendo  aquél  el  más  viejo  y 
éstos  los  dos  má^  jóvenes  de  los  Dele- 
gados presentes,  se  procederá  por  vo- 
tación secreta  á  la  elección  de  la  Mesa 
definitiva,  que,  se  compondrá  también 
de  un  Presidente  y  dos  Secretarios. 

Art.  13.  Constituida  Ja  Mesa  definiti- 
va, presentará  el  Presidente,  fechadas 
y  lacradas,  las  actas  y  demás  documen- 
tos que  se  le  hubieren  remitido  con 
arreglo  al  párrafo  3."*  del  art.  9.*^  Los 
Delegados  electos  presentarán  también 
sus  credenciales. 

§  único.'— De  la  constitución  de  la 
Mesa  y  de  la  comprobación  de  los  po- 
deres en  los  términos  prescritos  por  los 
artículos  29  á  36  de  la  ley  de  24  de  Ju- 
lio de  1885,  se  extenderá  acta  por  du- 
plicado para  conservar  un  ejemplar  en 
el  archivo  del  Gobierno  civilj  quedando 
otro  en  poder  de  uno  de  los  Secretarios 
del  colegio  de  distrito. 

Art.  14.  Queda  derogada  toda  legis- 
lación en  contrario* 
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DECRETO 

Atendiendo  á  lo  que  me  han  expues- 
to los  Ministros  y  Secretarios  de  Esta- 
(io  de  todos  los  departamentos,  tengo 
á  bien  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  1.®  Queda  aprobado  con 
fuerza  de  ley  el  Código  administrati- 
vo, que  con  este  decreto  va  firmado  por 
el  Ministro  y  Secretario  de  Estado  de 
los  negocios  del  Reino. 

Art  2,^  Quedan  revocados  los  Códi- 
gos administrativos  anteriores  y  todas 
las  leyes  que  se  opongan  á  la  ejecución 
(lela  presente. 

El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ministro  y  Secretario  de  Estado 
•le  los  negocios  del  Reino,  y  los  Minis- 
tros y  Secretarios  de  Estado  de  los  di- 
versos departamentos  así  lo  tendrán 
entendido  y  harán  ejecutar.  Palacio, 
17  de  Julio  de  1886. —Yo  el  Rey.- /osé 
Luciano  de  Castro  (y  los  demás  Minis- 
tros). 

EXPOSICIÓN 

1 

Señor:— Es  urgente  la  reforma  del  ac- 
tual-Código  administrativo.  Convienen 
en  esta  idea  las  opiniones  de  las  más 
opuestas  escuelas  políticas  y  los  inte- 


reses de  los,  más  contrarios  partidos. 
Todos  se  han  convencido  de  que  la  le- 
gislación vigente  no  está  en  consonan- 
cia con  las  necesidades  de  la  admi- 
nistración, ni  es  adecuada  al  progreso 
y  desenvolvimiento  del  pueblo  lusita- 
no. La  experiencia  de  algunos  años 
bastó  para  poner  de  relieve  la  im- 
perfección é  inconveniencia  de  mu- 
chas de  sus  disposiciones,  y  las  omi- 
siones y  lagunas  que  desde  el  comien- 
zo de  su  ejecución  dieron  origen  á  una 
jurisprudencia  tan  incierta  como  fu- 
nesta al  buen  orden  .de  los  servicios  ad- 
ministrativos. 

Son  frecuentes  las  quejas  de  los  pue- 
blos, y  se  multiplican  las  reclamacio- 
nes en  Ja  prensa  y  en  la  tribuna  parla- 
mentaria. De  todas  partes  se  levantan 
clamores  contra  el  estado  presente  y 
se  formulan  votos  en  favor  de  la  refor- 
ma. Puede  decirse  que  es  unánime  la 
opinión  sensata  é  imparcial  en  consi- 
derar no  sólo  conveniente,  sino  indis- 
pensable, la  transformación  de  nues- 
tras instituciones  administrativas.  Y 
cuando  de  tal  manera  se  halla  madura- 
da una  idea  y  confundidas  todas  las 
disonancias  en  un  solo  parecer,  acon- 
seja el  buen  sentido,  y  reclama  el  inte- 
rés del  mayor  número,  que  no  se  demo- 
re indefinidamente,  ni  aun  so  color  de 
(lar  satisfacción  á  honrosos  escrúpulos 
de  legalidad,  el  cumplimiento  de  lo  que 
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á  todos  parece  indispensable  remedio 
á  los  males  públicos. 

El  Código  de  1878,  concebido  sin  du- 
da bajo  la  inspiración  de  los  más  ele- 
vados propósitos,  de  tal  modo  exageró 
las  libertades  concedidas  á  las  Corpo- 
raciones administrativas,  especialmen- 
"te  en  materia  tributaria,  que  en  vez  de 
la  vitalidad  que  pretendía  darles,  intro- 
dujo el  desorden  en  su  hacienda  por 
la  facilidad  de  crear  impuestos  y  de 
contraer  y  acumular  deudas -que  son 
ya  en  muchas  partes  ün  obstáculo  en 
el  presente  y  un  peligro  para  lo  futuro. 
La  falta  de  restricciones  en  lo  tocante 
al  establecimiento  de  impuestos,  oca- 
sionó tantas  desigualdades  é  incitó  á 
tales  abusos,  que  luego,  en  los  prime- 
ros años  de  aplicarse  el  nuevo  Código, 
se  vio  que  bajo  el  imperio  de  semejan- 
te régimen  no  podría  guardarse  buen 
orden  en  la  hacienda  local,  ni  dejarían 
de  sufrir  inminente  riesgo  las  rentas 
del  Estado,  ameníj.zadas  de  cerca  por  la 
terrible  concurrencia  de  los  pretendi- 
dos mejoramientos,  con  que  á  un  tiem- 
po, y  como  de  improviso,  pretendían 
ilustrar  su  gestión  todas  las  Corpora- 
ciones administrativas  del  Reino,  desde 
la  más  elevada  Junta  á  la  más  oscura 
Asamblea  parroquial. 

Y  tanto  estas  ideas  .se  fueron  acen- 
tuando y  penetrando  lentamente  en  el 
espíritu  público,  que  hoy  es  creencia 
general  que  no  ha  de  emprenderse  pro- 
funda y  perdurable  reorganización  de 
la  Hacienda  pública  sin  el  preliminar 
esencial  de  fijar  límites  que  restrinjan 
la  libertad  de  tributar  directa  é  indi- 
rectamente toda  la  materia  imponible 
que  actualmente  ejercen  las  Corpora- 
ciones administrativas  sin  sombra  de 
fiscalización.  Y  la  verdad,  en  medio  de 
tanto  desorden  y  con  tal  variedad. y. 
multiplicación  de  impuestos  acumula- 


dos unos  sobre  otros  y  todos  pesando 
sobre  los  mismos  objetos,  imposible 
será  descubrir  medio  de  asentar  sobre 
sólidas  bases  la  organización  de  las 
rentas  públicas.  Para  que  alcance 
buen  éxito  cualquier  tentativa  de  este 
género,  ha  de  comenzarse  por  sujetar 
la  hacienda  local  á  reglas  y  prescrip- 
ciones que  moderen  las  impaciencias 
y  contengan  las  prodigalidades  y  lar- 
guezas que  embarazan  hoy  la  acción 
tributaria  del  Estado. 

Ya  en  1880  uno  de  los  que  abajo  fir- 
man reconocía  estas  dificultades,  y 
proponía  á  las  Cortes,  en  su  cualidad 
de  Ministro  del  Reino,  los  remedios  que 
le  parecian  indispensables  para  aten- 
der á  tan  lastimosa  situación,  que  des- 
de entonces  acá  de  tal  manera  se  ha 
agravado  que,  de  no  acudir  con  salu- 
dables é  inmediatas  providencias,  .per- 
judicará sin  duda  toda  esperanza  de 
próximo  concierto  y  mejora  de  la  ad- 
ministración financiera  del  país.. 

En  largas  sesiones  y  luminosos  deba- 
tes fué  examinada  aquella  proposición, 
que  en  sus  puntos  principales  sirvió  de 
molde  al  decreto  que  tenemos  la  hoara 
de  someter  á  la  aprobación  de  V.  M.,  y 
que  llegó  á  ser  aprobada  en  su  genera- 
lidad por  la  Cámara  de  Diputados.  El 
examen  y  aceptación  que  igualmente 
mereció  de  la  Comisión  respectiva,  en 
donde  había  hombres  de  señalada  com- 
petencia, es  prenda  segura  de  que  no 
se  hará  sentir  en  la  proyectada  refor- 
ma la  falta  de  cooperación  parlamen- 
taria y  de  serio-  y  reflexivo  estudio  de 
las  necesidades  públicas. 

Consideraciones  de  otro  orden  pue- 
den ser  también  invocadas  para  defen- 
der el  acto  del  Gobierno.  Con  razón  po- 
drá decirse  que  la  excepcional  situa- 
ción creada  por  las  últimas  reformas 
llevadas  á  cabo  en  la  organización  de 


CÓDIGO  ADMINISTRATIVO 


59 


uno  de  los  Cuerpos  Colegisladores,  sin 
la  promulgación  del  nuevo  Código,  fal- 
tarían al  Gobierno  las  condiciones  in- 
dispensables para  desempeñar  su  espi- 
nosa misión,  y  tan  desiguales  serían 
los  medios  de  lucha  de  los  partidos, 
que  el  ejercicio  del  poder  se  haría  im- 
practicable, volviéndose  en  exclusivo 
provecho  de  una  sola  opinión  política. 

Y  pues  que  en  el  régimen  constitu- 
cional se  ha  de  asegurar  á  todos  los 
partidos  las  mismas  facultades  para 
gobernar,  y  no  puede  permitirse  que 
uno  solo,  después  de  usufructuar  lar- 
gos años  el  poder,  deje  preparadas  las 
leyes  y  aparejados  los  expedientes  que 
lian  de  condenar  á  sus  sucesores  á 
transitoria  y  trabajosa  existencia,  es 
evidente  que  no  podría  quedar  sin  re- 
medio tan  singular  falseamiento  de  los 
principios  que  en  los  pueblos  libres  rj- 
íien  el  equilibrio  y  turno  de  los  parti- 
dos. Para  esos  casos  extremos  inven- 
tó la  necesidad  y  legisló  la  práctica, 
nuestra  y  extraña,  el  supremo  recurso 
de  asumir  los  Gobiernos  poderes  ex- 
traordinarios, con  todas  sus  responsa- 
bilidades legales  y  morales,  oportuna- 
mente sujetas  á  la  censura  y  juicio  del 
país  y  de  la  Representación  Nacional. 

Y  tan  vulgar  ha  sido  entre  nosotros 
el  ejercicio  de  este  recurso,  tan  fre- 
cuentemente ha  sido  empicado,  no  sólo 
para  organizar  servicios  y.  decretar 
írastos  considerables,  sino  hasta  para 
sustituir  la  mayor  garantía  del  ciuda- 
dano en  los  gobiernos  constitucionales, 
—la  autorizaci6n  para  la  cobranza  de 
lo^  impuestos  por  los  representantes 
ílel  país,— que  nadie  podrá  fundada- 
mente extrañarse  que  de  igual  manera 
f?e  proceda  para  decretar  una  reforma 
requerida  por  la  <  pinión  pública,  recla- 
mada por  autorizadísimas  voces  en  el 
Parlamento  é  impuesta  por  la  inmedia- 


ta conveniencia  de  organizar  la  Ha- 
cienda nacional  y  aun  por  la  necesidad 
de  restablecer  el  equilibrio  entre  los 
partidos. 

Para  que  esta  necesidad  no  se  re- 
produzca, el  Gobierno  propondrá  opor- 
tunamente á  las  Cortes  la  modificación 
de  la  ley  que  regula  la  elección  de  los 
Pares,  con  el  objeto  de  excluir  de  este 
acto  á  las  Corporaciones  administrati-, 
vas,  dejándolas  fuera  de  las  luchas  de 
los  partidos. 

Y  no  podrá  fundadamente  decirse  que 
de  este  modo  sólo  pretende  el  Gobierno 
sustituir  las  actuales  Corporaciones 
administrativas  por  otras  que  mejor 
favorezcan  sus  intereses  electorales, 
porque  en  las  disposiciones  del  nuevo 
Código,  que  aseguran  Ja  representación 
de  las  minorías  en  la  constitución  de 
esas  Corporaciones,  y  que  aplican  á  su 
elección  las  penas  y  restricciones  de 
intervención  de  autoridad  establecidas 
para  la  elección  de  los  Diputados,  ten- 
drán todos  los  partidos  serias  garantías 
de  efectiva  influencia. 

En  vista  de  las  consideraciones  ex- 
puestas, no  vacilan  los  abajo  firmados 
en  proponer  á  V.  M.  que  sea  decretado 
el  proyecto  de  Código  administ  ativo, 
sin  el  concurso  de  las  Cortes,  como, 
providencia  de  urgentísima  utilidad 
pública. 


11 


Los  principios  fundamentales  en  que 
se  asienta  el  proyecto  jde  decreto  que  so- 
metemos á  la  aprobación  de  V.  M.,  son 
los  mismos  que  inspiraron  la  proposi- 
ción presentada  á  las  Cortes  en  la  legis- 
latura de  1880.  En  la  exposición  que  pre- 
cede á  esta  proposición  están  largamen  - 
te  expuestos  los  motivos  que  la  justifi- 
can. Inútil  sería  reproducirlos.  Bastará 
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recordar  las  más  notables  alteraciones 
que  por  el  nuevo  Código  se  hacen  en  la 
legislación  vigente.  En  los  límites  de 
este  trabajo  no  cabr.ía  más  extensa  ex- 
posición. 

Los  puntos  principales  de  la  proyec- 
tada reforma  son: 

La  reducción  del  servicio  de  las  Cor- 
poraciones administrativas  á  tres  años 
civiles  y  la  supresión  de  las  renova- 
ciones; 

La  clasificación  de  los  Municipios  en 
tres  órdenes,  según  su  población,  y  el 
establecimiento  de  algunas  condicio- 
nes de  estabilidad  para  los  Administra- 
dores del  Municipio  de  primer  orden; 

La  representación  de  las  minorías 
aplicada  á  las  elecciones  de  las  Corpo- 
raciones administrativas; 

La  organización  de  la  hacienda  lo- 
cal, sin  perjuicio  de  las  rentas  del  Es- 
tado, fijándose  límites  á  las  facultades 
tributarias  de  las  Corporaciones  admi- 
nistrativas; 

La  constitución,  en  las  capitales  de 
los  distritos,  de  Tribunales  administra- 
tivos independientes,  tanto  de  la  pre- 
sión de  los  Gobiernos,  como  delain- 
ñuencia  de  los  intereses  de  los  parti- 
dos, que  aseguren  á  todos  los  ciudada- 
nos la  recta  é  imparcial  aplicación  de 
la  justicia; 

La  organización  de  un  régimen  espe- 
cial muy  descentralizador  en  los  Muni- 
cipios de  más  de  40.000  habitantes, 
cuando  lo  requieran  las  respectivas 
Cámaras  municipales  y  dos  tercios  de 
los  ciudadanos  elegibles  para  los  car- 
gos administrativos. 

Basta  enumerar  estas  modificaciones 
en  las  leyes  que  regulan  nuestra  admi- 
nistración, para  formar  juicio  del  valor 
é  importancia  de  la  reforma  que  se 
propone. 

La  representación  de  las  minorías  en 


las  Corporaciones  que  presiden  la  ges- 
tión de  los  intereses  regionales,  mu- 
nicipales y,parroquiales,  asegurará  á 
todas  las  opiniones  el  derecho  de  ha- 
cerse oir  y  la  facultad  de  corregir,  por 
medio  de  una  eficaz  y  diligente  fiscali- 
zación, los  abusos  é  incorrecciones  de 
las  administraciones  locales.  De  este 
modo  será  imposible  la  omnipotencia, 
de  las  mayorías,  constantemente  vigi- 
ladas por  las  oposiciones,  y  éstas  sólo 
podrán  quejarse  de  su  negligencia  ó  del 
poco  celo /jon  que  ejercieren  su  man- 
dato. 

A  este  importantísimo  derecho  se 
añade'aún  otro  que  le  concede  el  nuevo 
Código.  Es  la  facultad  conferida  á  los 
Vocales  de  las  Corporaciones  adminis- 
trativas de  recurrir  contra  las  dec  sio- 
nes  de  las  mayorías,  cosa  que  no  con- 
sentía la  actual  legislación. 

La  constitución  de  Tribunales  admi- 
nistrativos compuestos  de  Jueces  de 
derecho,  independientes  de  la  acción 
de  los  Gobiernos  y  del  influjo  de  las 
pasiones  é  intereses  locales,  será  una 
seria  y  estimable  .garantía  de  escrupu- 
losa aplicación  de  la  justicia,  tanto  para 
los  ciudadanos  como  para  los  partidos. 
Lo  que  son  las  leyes  interpretadas  por 
las  actuales  Corporaciones  de  distrito, 
á  gusto  de  las  conveniencias  y  no  es 
raro  tampoco  que  á  capricho  de.  la 
estrecha  política  de  campanario,  lo 
saben  todos  los  que  no  son  extraños  á 
la  historia  de  nuestras  instituciones 
administrativas.  Nacidos  de  la  elección 
y  de  las  combinaciones  de  los  partidos, 
no  podían  esos  Tribunales  dejar  de  re- 
flejar en  sus  decisiones  las  ideas  é  in- 
tereses que  presidieran  á  su  constitu- 
ción. No  representan  la  justicia;  de- 
fienden la  política  de  sus  amigos.  No 
son  jueces;  son  sólo  instrumentos. 
No  sirven  á  las  leyes;  sirven  á  su  par- 
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tído  ó  á  su  grupo.  Hay;  sin  duda,  ex- 
cepciones, individuales  dignas  de  loa, 
mas  no  contradicen  la  regla  general, 
ni  obstan  á  las  violencias  é  injusticias 
de  las  niay orlas.  En  materia  electoral, 
la  parcialidad  y  la  injusticia  son  más 
que  vulgares,  son  tradicionales.  Elec- 
ciones hay  que  son  anuladas  tantas  ve- 
ces cuantas  sean  necesarias  para  ven- 
cer á  los  adversarios.  Y  al  revés,  son 
otras  aprobadas  cuando  son  múltiples 
sus  causas  de  nulidad,  y  cuando  saltan 
á  la  vista  sus  fraudes  y. vicios  Es  el 
interés  político  ó  el  meramente  local 
quien,  más  comunmente,  díctalas  sen- 
tencias de  estos  singulares  Tribunales. 

Á  este  lamentable  estado  pone  térmi- 
no la  presente  reforma,  organizando  en 
las  capitales  de  los  distritos  Tribunales 
que  administren  justicia  en  el  orden 
administrativo  con  la  misma  imparcia- 
lidad y  desapasionamiento  con  que  la" 
deben  aplicy  los  Tribunales  judiciales. 
Para  esto  se  asegurarán  á  sus  miem- 
bros las  indispensables  condiciones  de 
independencia,  sin  que  excedan  los 
gastos  á  los  que  actualmente  se  hacen 
con  las  Corporaciones  ó  Consejos  de 
distrito  y  con  las  Comisiones  ejecuti- 
vas, que  pasan  á  ser  cargos  gratuitos, 
como  siempre  lo  fueron  entre  nosotros 
todos  los  de  elección  popular. 

La  organización  de  la  hacienda  de 
los  distritos.  Municipios  y  parroquias, 
y  la  restricción  de  sus  facultades  tri- 
butarias son,  sin  duda,  una  de  las 
partes  más  notables  del  nuevo  Código. 
Ya  quedan  ponderados,  y  son  general- 
mente conocidos,  los  inconvenientes  de 
la  anarquía  que  en  el  estado  presente 
perturba  las  rentas  del  Estado,  desor- 
ganiza la  hacienda  de  los  Municipios  y 
hace  insoportable  la  existencia  de  los 
contribuyentes  en  muchos  puntos  del 
Reino,  donde  la  convergencia  de  con- 


tribuciones de  todo  género  y  proceden- 
cias casi  deja  exhausta  la  materia  tri- 
butaria.  Innecesario  es,  pues,  insistir 
sobre  este  punto. 

Persuádense  los  abajo  firmados  que 
el  expediente  propuesto  de  que  se  fije 
anualmente  por  las  Cortes  los  máxi- 
mum hasta  donde  pueden  llegar  los  re- 
cargos sobre  las  contribuciones  direc- 
tas, y  las  restricciones  adoptadas  so- 
bre el  establecimiento  de  contribucio- 
nes indirectas,  serán  bastantes  para 
corregir  los  defectos  de  la  legislación , 
existente  y  asegurar  á  los  contribuyen- 
tes el  alivio  de  los  gravámenes  que  les 
afligen  y  mayor  igualdad  en  el  reparto 
de  los  tributos, 

No  precisaría  más  que  esta  parte  de 
la  reforma  para  mostrar  la  urgencia  de 
que  sea  decretada.  No  la  verán  con 
buenos  ojos  las  Corporaciones  admi- 
nistrativas, que  van  á  ser  despojadas  á 
la  voz  del  interés  público  y  bajo  las  in- 
timaciones de  la  justicia,  del  derecho 
libérrimo  de  tasar  sin  restricciones  to- 
dos los  artículos  de  consumo  y  de  acu- 
mular sin  límites  recargos  sobre  las 
contribuciones  directas  del  Estado.  Mas 
se  alegrarán  los  pueblos,  que  gimen 
bajo  el  peso  de  impuestos  despropor- 
cionados á  sus  recursos,  y  que  se  sien- 
ten amenazados  por  la  tendencia  disi- 
padora de  sus  representantes.  También 
se  comprende  la  oposición  de  aquéllos, 
como  no  se  explica  el  aplausp  de  éstos. 

El  Gobierno  no  hace  más  que  cumplir 
con  su  deber  proponiendo  á  V.  M.  lo 
que  tiene  por  más  conveniente  á  la 
gran  mayoría  del  país. 

La  facultad  de  organizar  Municipios 
con  un  régimen  especial  sobre  la  base 
de  una  amplia  y  discreta  descentraliza- 
ción, concedida  á  los  Municipios  que  la 
pidan,  es  otra  relevante  innovación  de 
la  reforma  propuesta. 
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Pocas  consideraciones  bastarán  para 
evidenciar  su  utilidad. 

Es  un  error  grave  pretender  sujetar 
aun  mismo  régimen  administrativo  los, 
grandes  y  los  pequeños  Municipios.  No 
puede  la  población  rural  y  la  aldea  go- 
bernarse del  mismo  modo  que  se  rige 
la  ciudad  populosa,  industrial,  cuajada 
de  fábricas  y  oficinas,  donde  florece  el 
comercio  al  par  de  la  miseria,  donde 
la  civilización  y  la  riqueza  se  ostentan 
soberbias  al  lado  de  grandes  infortu- 
nios, que  solicitan  todos  los  instantes 
el  amparo  de  la  beneficencia,  el  auxilio 
de  la  higiene  y  la  intervención  de  la  au- 
toridad pública.  Con  la  población  cre^ 
cen  los  deberes  y  las  dificultades  deí 
Gobierno.  De  ahí  proviene  la  necesidad 
.  de  mayores  facultades  en  los  que  han 
de  presidir  la  gestión  de  los  intereses 
comunes.  Un  ciudadano,  aanque  sea 
bastante  idóneo  para  ejercer  bien  un 
cargo  quele  confió  laelección  popular  en 
un  reducido  y  oscuro  Municipio  rural, 
sucumbirá  desalentado  si  se  le  invistie- 
se del  dificilísimo  gobierno  de  una  ciu- 
dad populosa.  Un  individuo  perspicaz, 
escasamente  instruido,  pero  versado  en 
el  conocimiento  de  los  negocios  locales 
puede,  por  si  sólo,  acudir  puntualmen- 
te á  todas  las  necesidades  de  la  admi- 
nistración de  su  pueblo,  y  en  una  gran 
ciudad  serán  indispensables  los  cui- 
dados y  atenciones  de  muchos  para 
atender  á  los  servicios  del  gobierno 
municipal.  De  aquí  la  conveniencia  de 
hacer  proporcional  la  organización  de 
las  Corporaciones  administrativas  á  la 
extensión  y  población  de  las  respecti- 
vas circunscripciones. 

En  harmonía  con  este  principio,  ya  en 
el  proyecto  de  1880.se  indicó  una  orga- 
nización municipal  especial  para  Lis- 
boa y  Oporto.  La  que  se  proponía  para 
Lisboa  fué  transformada  en  ley  en  18  de 


Julio  de  1885,  hoy  vigente.  En  el  presen- 
te decreto  propónese  que  esta  organi- 
zación, debidamente  modificada,  se  ha- 
ga extensiva  á  los  Municipios  de  más 
de  40.000  habitantes  que  lo  solicitaren. 

Estos  Municipios,  así  constituidos, 
serán  administrados  por  una  Cámara, 
compuesta  de  quince  miembros,  y  por 
una  Comisión  municipal,  compuesta  de 
tres  Vocales.  Quedan  perteneciendo  á 
sus  respectivos  distritos,  mas  no  con- 
tribuyen para  sus  gastos,  ni  eligen 
Procuradores  para  lae  Juntas  genera  - 
les.  Las  decisiones  de  mayor  -impor- 
tancia, como  son  las  que  se  refieren  á 
empréstitos  é  impuestos,  además  de 
los  límites  fijados  en  el  Código,  estarán 
sujetas  á  la  inspección  de  los  Goberna- 
dores civiles,  que  las  podrán  suspender 
en  el'plazo  de  treinta  días,  oyendo  al 
respectivo  Tribunal  administrativo. 
•  Guando  las  deliberaciones  excediesen 
aquellos  límites,  la  tutela  pasaá  ser 
ejercida  por  el  Gobierno. 

De  esta  innovación  resultan  altera- 
ciones importantes  en  el  régimen  de 
los  distritos.  Así,  pues,  s6- reserva  el 
Gobierno  lo  relativo  á  las  vías  de  comu- 
nicación de  los  distritos,  y  para  costear 
el  correspondiente  gasto  propondrá  to- 
dos los  años  á  las  Cortes  el  recargo 
adicional  á  las  contribuciones  directas 
del  Estado,  en  la  proporción  que  fuese 
necesaria,  á  modo  de  lo  que,  según  la 
ley,  se  practica  con  relación  á  las  ca- 
rreteras de  primer  orden.  Gran  simpli- 
ficación en  los  trabajos  y  economía  en 
el  personal  de  construcción,  mayor 
igualdad  en  el  pago  del  impuesto^  que 
de  los  distritos  pasará  al  presu^puesto 
general,  y  mayor  rectitud  en  su  aplica- 
ción habrá  de  producir,  sin  duda,  esta 
transformación  de  servicios.  Para  apre- 
ciar esta  modificación  es  preciso  recor- 
dar que,  según  la  ley  vigente,  el  Estado 
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gabyenciona  las  carreteras  de  los  dis- 
tritos con  la  mitad  del  gasto  de  cons- 
trucción, y  en  muchos  distritos  ha  gas- 
tado mucho  más  de  lo  que  importan  los 
subsidios. 

La  administración  de  los  expósitos  y 
criaturas  desvalidas  y  abandonadas 
hasta  la  edad  de  siete  años  pasa,  en 
conformidad  con  las  disposiciones  del 
Código  civil,  á  las  Corporaciones  mu-, 
nicipales,  que  así  quedarán  aliviadas 
de  las  cuotas  que  actualmente  pa- 
gan, y  que  son  una  de  las  más  pesadas 
cargas  de  sus  presupuestos.  Interesa- 
das directamente  en  la  fiscalización  de 
este  servicio,  pondrán  sin  duda  el  ma- 
yor cuidado  para  proveer  al  sustento  de 
las  criaturas  que  pertenezcan  á  sus  Mu- 
nicipios, y  para  hacerlo  con  el  menor 
dispendio.  Por  eso  es  de  presumir  que 
de  ahí  provendrá  considerable  econo- 
mía en  los  gastos  municipales.  Y  para 
que  no  haya  negligencia  ni  discordan- 
cias en  este  ramo  de  la  administración 
municipal,  publicará  el  Gobierno  un 
Reglamento  estableciendo,  en  cuanto 
sea  posible,  la  uniformidad  de  este  ser- 
vicio, y  ordenando  las  providencias  in^ 
-dispensables  para  su  buena  fiscaliza- 
ción. 

En  cuanto  á  policía  civil,  adóptase  la 
idea  de  hacerla  obligatoria  á  los  Muni- 
cipios sujetos  á  régimen  especial.  No 
puede  admitirse  que  en  las  grandes  po- 
blaciones, como  son  las  que  tienen  de- 
recho á  este  régimen,  no  haya  policía 
civil.  Y  así  las  cargas  que  por  este  mo- 
tivo pesan  sobre  los  distritos,  podrán 
ser  reducidas  en  razón  de  los  gastos 
que  corren  á  cargo  de  aquellos  Munici- 
pios. De  esta  manera  disminuirán  con- 
siderablemente los  gastos  de  los  dis- 
tritos. 

Tampoco  amenazarán  á  la  hacienda 
de  los  distritos  los  gastos  de  construc- 


ción de  cárceles,  porque  el  Gobier'- 
no,  ó  por  medio  de  resoluciones  adop- 
tadas dentro  de  sus  atribuciones,  ó  por 
providencias  legislativas,  espera  ali- 
viar á  los  distritos  de  aquel  cargo. 

La  creación  de  Concejos  con  régi- 
men especial  no  agravará  la  situa'ción 
financiera  de  los  restantes  Municipios 
de  los  distritos,  antes  con  la  transfor- 
mación que  sufren  algunos  de  los  más 
importantes  servicios,  sentirán  aqué- 
llos grande  alivio. 

Tampoco  padecerá  nada  la  integri- 
dad de  los  distritos  donde  se  constitu- 
yan Municipios  autónomos,  porque  las 
decisiones  más  graves'  del  Gobierno 
municipal  quedarán  sujetas  á  la  tutela 
de  los  respectivos  Gobernadores  civi- 
les, que  mediante  previa  consulta  de 
los  Tribunales  administrativos  podrán 
suspenderlas.  Los  Concejos  de  las  ca- 
pitales de  los  distritos  nada  sufrirán 
tampoco;  mas  en  todo  caso  les  es  per- 
mitido adoptar  el  régimen  especial  au- 
torizado para  los  Municipios  de  más  de 
40.000  ha.bitantes. 

Así,  el  nuevo  régimen,  organizado  so- 
bre la  base  de  la  más  amplia  y  racio-. 
nal  descentralización,  permitirá  á  las 
grandes  poblaciones  una  existencia  li- 
bre y  desahogada,  en  justa  proporción 
con  sus  recursos  y  aspiraciones.  En  la 
ley  están  prevenidos  los  medios  de  co- 
rregir los  abusos.  Sobre  los  yerros  ó 
faltas  que  se  cometieren  aconsejará  la 
experiencia.  El  Gobierno'confía,  empe- 
ro, que  ésta  confirmará  sus  previ- 
siones. 


III 


Hé  aquí  los  puntos  fundamentales  de 
la  reforma  que  sometemos  á  la  apro- 
bación de  V.  M.  Muchas  otras  mejo- 
ras y  modificaciones  de  la  legislación 
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actual  se  contienen  en  ese  trabajo.  Son 
importantes  esas  alteraciones.  Por 
ellas  se  Uenan  lagunas,  se  enmiendan 
incorrecciones,  se  resuelven  dudas,  se. 
fija  la  interpretación  de  disposiciones 
ambiguas,  se  concuerdan- preceptos  di- 
fícilmente conciliables,  se  evitan  cues- 
tiones y  se  perfecciona  y  adiciona  no- 
tablemente la  codificación  de  nuestra 
.legislación  administrativa,  contradic- 
toria, desordenada,  y,  á  veces,  incom- 
prensible. No  es,  por  cierto,  éste  el  me- 
nor servicio  que  con  la  aprobación  del 
nuevo  Código  se  hace  al  país. 

Por  todas  las  precedentes  considera- 
ciones,* 3os  abajo  firmados,  al  someter 
á  la  aprobación  de  V.  M.  este  proyecto 
,de  decreto,  tienen  la  firme  convicción 
de  servir  bien  los  intereses  del  Reino. 

Palacio,  17  de  Julio  de  ISSG,— José  Lu- 
ciano de  Casif o. —Francisco  Antonio  da 
Veiga  Beirao— .Mariano  Cirilo  de  Car- 
valho, —  Vizconde  de  S,  Januario.— En- 
rique de  Macedo.-— Enrique  de  Barros 
Gómese— Emigdio  Julio  Navarro, 
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TITULO  PRIMERO 

DIVISIÓN   DEL. TERRITORIO 

Artículo  I.**  La  parte  continental 
del  Reino  de  Portugal  y  los  Algarbes  y 
las  islas  adyacentes  se  dividen,  para 
los  efectos  administrativos,  en  distri- 
tos, éstos  en  Municipios,  y  los  Munici- 
pios en  parroquias. 

§  único.— Los  Municipios  de  Lisboa 
y  Oporto  se  subdividen  en  barrios,  y 
éstos  en  parroquias. 

Art.  2.°  Las  circunscripciones  admi- 
nistrativas sólo  pueden  ser  alteradas 
por  .una  ley. 

§  1.^— Es,  empero,  de  competencia 


del  Gobierno  unir,  páralos  efectos  ad- 
ministrativos: 

1.**  Dos  ó  más  Municipios  del  mismo 
distrito,  cuya  población  total  sea,  por 
lo  menos,  de  40.000  habitantes,  cuando 
las  respectivas  Cámaras  municipales  y 
dos  tercios,  por  lo  menos,  de  los  ciuda- 
danos inscritos  en  cada  uno  de  los  Mu- 
nicipios, como  elegibles  para  los  car- 
gos administrativos,  pidiesen  la  unión 
para  constituir  un  solo  Concejo,  con 
la  organización  especial  de  que  tra- 
ta el  título  IV,  capítulo  I,  sección  se- 
gunda; 

2.°  Las  feligresías  que  no  tengan 
ciudadanos  elegibles  y  sin  incompati- 
bilidades, en  número  doble,  por  lo  me- 
nos, de  los  que  sean  precisos  para  los 
cargos  parroquiales,  ó  las  que  no  ten- 
gan recursos  suficientes  para  cubrir 
sus  gastos  indispensables. 

§  2.*'— Las  feligresías  que  estén  en 
las  circunstancias  previstas  en  el  párra- 
fo 1.°,  número  2.°,  serán  siempre  anexio- 
nadas á  otras  del  mismo  Municipio,  que 
estén  contiguas  y  con  las  cuales  ten- 
gan más  afinidad. 

§  3.°— Los  edificios  y  demás  bienes 
propios  de  los  Municipios  ó  feligresías 
unidos  pertenecerán  á  la  nueva  cir-. 
cunscripción,  pero  los  bienes  de  do- 
minio común  continúan  en  la.exclue- 
siva  posesión  de  los  moradores  de  las 
poblaciones  que- los  usufructuaban  an- 
teriormente. 

§  4.^— Es  también  de  la  competencia 
del  Gobierno  volver  á  separar  las  feli- 
gresías á  que  se  refiere  el  párrafo  1.**, 
cuando  se  pruebe  haber  cesado  los  mo- 
tivos que  determinaron  la  unión. 

§  5.^-- Habiendo  habido  separación, 
todos  los  edificios  y  bienes  propios  que 
no  hubiesen  sido  enajenados  volverán 
á  poder  de  la  feligresía  á  que  pertene- 
cían antes  de  la  unión. 
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§  6."— En  caso  de  unión  ó  separa- 
ción de  feligresías,  serán  disueltas  las 
respectivas  Juntas  de  parroquia  y  se 
procederá  á  nuevas  elecciones. 

§  7.**— Compete  igualmente  al  Gobier- 
no^ oídas  las  Corporaciones  interesa- 
das, el  Gobernador  civil  y  el  Supremo 
Tribunal  Administrativo: 

1.°-  Alterar  los  nombres  de  los  Mu- 
nicipios y  parroquias,  ó  mudar  su  ca- 
pitalidad; 

2.®  Resolver  las  dudas  acerca  de  los 
limites  de  las  circunscripciones  admi- 
nistrativas, fijándolos  cuando  sean  in- 
ciertos; 

3."  Designarla  capital  del  Municipio 
en  el  caso  del  número  1.**, párrafo  I.**; 

4.°  Alterar,  de  acuerdo  con  la  Autori- 
dad eclesiástica;  la  circunscripción  de 
las  parroquias. 

TtTULO  II 

DISPOSICIONES  COMUNES  Á  LA  ORGANIZA- 
CIÓN Y  MODO  DE  FUNCIONAR  DE  LAS  COR- 
PORACIONES ADMINISTRATIVAS. 

CAPÍTULO  PRIMERO 
Organización 

Art.  3.**  Las  Corporaciones  adminis- 
trativas son:  en  el  distrito,  la  Junta  ge- 
neral; en  el  Concejo,  la  Corporación 
municipal;  en  la  feligresía,  la  Junta  de 
parroquia. 

Art.  4.**  Las  Corporaciones  adminis- 
trativas son  elegidas  directamente  por 
los  electores  de  las  respectivas  cir- 
cunscripciones y  sirven  tres  años  civi- 
les, á  contar  desde  el  día  2  de  Enero 
inmediato  á  la  elección  general  ordi- 
nariá,    . 

Art.'é.®  Para  cada  Corporación  ad- 
ministrativa serán  elegidos  tantos  sus- 
TüMO  vil.— Instituciones  jurídicas. 


titutos  cuantos  sean  los  Vocales  efec- 
tivos. 

§  1.*— Para  completar  el  cuadro  de 
Vocales  efectivos,  cuando  no  haya  sido 
votado  el  suficiente  número  de  Vocales 
para  ello,  ó  cuando  ocurriesen  vacan- 
tes durante  el  trienio,  serán  llamados 
los  respectivos  sustitutos. 

§  2.®— Los  sustitutos  serán  llamados 
según  el  orden  de  mayor  votación,  pre- 
firiendo los  más  viejos  en  caso  de  em- 
pate. 

§  3.**— Cuando  los  sustitutos  no  bas- 
ten para  completar  el  cuadro  de  la 
Corporación,  serán  llamados  como  su- 
plentes, en  número  igual  al  de  los  lu- 
gares vacantes,  los  Vocales  efectivos  ó 
sustitutos  de  años  anteriores  por  los 
respectivos  Círculos  electorales,  siendo 
preferidos  los  del  año  más  próximo  á 
los  del  más  remoto,  los  efectivos  á  los 
sustitutos,  los  que  hubiesen  obtenido 
más  votos  á  los  que  hubiesen  obtenido 
menos,  y  los  de  más  edad  en  caso  de 
empate. 

§  4.®— En  caso  de  falta  ó  impedimen- 
to  de  Vocales  efectivos,  corresponde  á 
las  Corporaciones  administrativas  lla- 
mar á  los  respectivos  sustitutos  ó  su- 
plentes. 

Art.  6.®  Las  funciones  de  las  Corpo- 
raciones administrativas  son  gratuitas 
y  obligatorias. 

Art.  7.°  Pueden  ser  elegidos  para 
las  Corporaciones  administrativas  los 
electores  de  las  respectivas  circuns- 
cripciones que  sepan  leer,  escribir  y 
contar. 

§  l.°-No  pueden  ser  Vocales  de  las 
mismas  Corporaciones  los  individuos 
que  al  tiempo  de  la  elección  estuviesen 
comprendidos  en  alguna  de  las  siguen- 
tes  categorías: 

1.°  Los  Ministros  y  Secretarios  de 
Estado  efectivos; 

5 


m 


'.■  "i 


1^  -- 


INSTITUCIONES   JURÍDICAS  Y  POLÍTICAS 


2.°  Los  empleados  de  las  Secretarías 
de  Estado; 

3.®  Los  militares  en  activo  servicio 
en  el  ejército  ó  en  la  armada,  salvo 
cuando  sean  Profesores  ó  ejerzan  em- 
pleos civiles  que  no  inhabiliten  para  las 
funciones  administrativas; 

4.^  Los  Jueces  y  Oficiales  de  jus- 
ticia; 

5.**  Los  Magistrados  y  funcionarios 
del  Ministerio  público; 

6.**  Los  Conservadores  del  Registro 
predial  (de  hipotecas); 

7.*"  Los  miembros  de  los  Tribunales 
administrativos  y  los  Fiscales; 

-8.®  Los  Magistrados  administrativos 
y  los  funcionarios  que  les  estén  subor- 
dinados; 

9.*  Los  empleados  dependientes  de 
las  Corporaciones  administrativas,  y 
los  que  perciban  de  ellas  sus  haberes; 

10.  Los  Comisarios  y  agentes  de 
policía; 

11.  Los  empleados  en  el  servicio  de 
repartimiento,  recaudación  y  fiscaliza- 
ción de  las  contribuciones  del  Estado; 

12.  Los  Directores  de  O  bras  públicas 
y  empleados  de  su  dependencia; 

13.  Los  Clérigos  con  órdenes  sagra- 
das, á  no  ser  para  las  Juntas  de  pa- 
rroquia; 

14.  Los  facultativos  en  los  Munici- 
pios en  que  haya  uno  solo; 

15.  Los  farmacéuticos  en  los  Muni- 
cipios en  que  haya  uno  solo  y  no  tenga 
ayudante  legalmente  habilitado; 

16.  Los  que  directamente  est^n  inte- 
resados en  contratos  celebrados  con  la 
Corporación  de  cuya  elección  se  trate, 
y  los  respectivos  fiadores; 

17.  Los  ciudadanos  privados  del  uso 
de  sus  derechos  civiles  y  políticos  por 
sentencia  ó  disposición  judicial; 

18.  Los  que,  después  de  publicado 
este    Código,  sirviesen  en  la    misma 


Corporación  administrativa  como  nu- 
merarios ó  como  sustitutos  ó  suplentes 
en  ejercicio  durante  dos  trienios  suce- 
sivos, ó  la  mayor  parte  de  tiempo  de 
c?ida  uno  de  éstos  trienios,  siendo,  em 
pero,  esta  exclusión  aplicable  sola- 
mente al  trienio  inmediato; 

19.  Los  imposibilitados  por  enfer- 
medad; 

20.  Los  que  estuvieren  ejerciendo 
funciones  públicas,  que  obliguen  á  re- 
sidir fuera  de  la  respectiva  circunscrip- 
ción durante  todo  el  año  ó  la  mayor 
parte  de  él; 

21.  Cualesquiera  otros  excluidos  de 
esas  funciones  por  leyes  especiales. 

§  2.°~La  incapacidad  electoral  de  los 
funcionarios  públicos  mencionados  en 
el  párrafo  1.^  comprende  á  los  sus- 
titutos en  ejercicio  al  tiempo  de  la 
elección. 

§  3.**— La  incapacidad  electoral  á  que 
se  refiere  el  núm.  16  no  comprende  á 
los  accionistas  de  cualquier  sociedad 
ó  compañía  que  tenga  contrato  con  la 
Corporación  ni  á  los  tenedores  de  obli- 
gaciones. 

Art.  8.°  Las  funciones  de  las  Corpo- 
raciones administrativas  son  incompa- 
tibles con  las  de  los  siguientes  cargos: 

1.®  Empleados  del  Cuerpo  Diplomá- 
tico ó  Consular  portugués; 

2.°  Empleados  de  Correos  y  de  Telé- 
grafos; 

3.^  Funcionarios  de  Sanidad  marí- 
tima; 

4*^  Delegados  y  Subdelegados  de 
Sanidad; 

5.®  Maestros  de  instrucción  pri- 
maria. 

§  único.— Pueden,  sin  embargo,  per- 
tenecer á  las  Corporaciones  adminis- 
trativas, los  funcionarios  y  empleados 
de  que  se  habla  en  este  artículo,  si  en 
el  plazo  de  ocho  días,  á  contar  del  en 
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que  se  hubiese  dado  cuenta  de  feu  elec- 
ción, declararan  delante  la  respectiva 
Corporación  administrativa  que  optan 
por  el  ejercicio  del  cargo  para  que  hu- 
biesen sido  elegidos;  debiendo  conside- 
rarse haber  renunciado  por  esa  decla- 
ración el  cargo  que  ejercían. 

Art.  9.**  No  pueden  pertenecer  si- 
multáneamente á  la  misma  Corpora- 
ción administrativa,  como  Vocales 
efectivos,  los  padres  y  los  hijos, "los 
hermanos  y  los  afines  del  mismo  grado. 

§  1.® — Sí  resultasen  elegidos  para 
una  misma  Corporación  administrati- 
va, como  Vocales  numerarios,  dos  ó 
más  ciudadanos  entre  los  cuales  haya 
el  parentesco  de  que  se  habla  en  este 
artículo,  se  considerará  elegido  el  que 
hubiese  obtenido  más  votos,  y  el  más 
viejo  en  caso  de  empate.    . 

§2."— Guando  la  incompatibilidad  de 
que  trata  este  articulóse  verificase  en- 
tre Vocales  numerarios  y  sustitutos,  no 
podrán  éstos  ser  llamados  á  servir 
cuando  los  primeros  con  quien  tengan 
parentesco  estén  en  ejercicio;  pero  se- 
rán llamados  los  sustitutos  inmediatos 
en  votos,  v,  en  su  defecto,  los  suplen- 
tes, en  los  términos  del  art.  5  **,  párra- 
fos 2.°  y  3.°,  prefiriendo  siempre  los 
numerarios  á  los  sustitutos,  y  unos  y 
otros  á  los  suplentes. 
^  Art.  10.  Nadie  puede  pertenecer  al 
mismo  tiempo  á  más  de  una  Corpora- 
ción administrativa. 

§  1.**— Cuando  algún  ciudadano  fuese 
á  la  vez  elegido  para  más  de  una  Cor- 
poración administrativa,  tendrá  dere- 
cho de  optar  por  cualquiera  de  los  dos 
cargos,  debiendo  para  este  efecto  co- 
municar su  preferencia  á  las  respecti- 
vas Corporaciones  en  el  plazo  de  ocho 
días,  contados  desde  la  participación 
de  su  elección.  No  optando,  preferirá 
la  elección  para  la  Corporación  supe- 


rior en  el  orden  jerárquico;  mas  si  las 
elecciones  no  fuesen  simultaneas,  será 
.preferente  el  cargo  para  que  primero 
hubiese  sido  elegido. 

§  2.®— La  elección  para  Vocal  nume- 
rario es  siempre  preferente  á  la  elec- 
ción para  sustituto,  aunque  ésta  «eá 
para  Corporación  superior  en  el  orden 
jerárquico. 

Art.  11.  Pueden  excusarse  de  ejer- 
cer el  cargo  de  Vocal  de  Corporaciones 
administrativas: 

1.°  Los  que  en  el  último  trienio  hu- 
biesen servido  en  las  Corporaciones 
administrativas,  ejerciendo  sus  funcio- 
nes como  numerarios,  ó  hubiesen  sido 
llamados  á  servir  como  sustitutos  ó  su- 
plentes por  más  de  dos  años;  y  tam- 
*  bien  los  que  á  la  publicación  de  este 
Código  hubiesen  servido  más  de  dos 
años  en  las  referidas  condiciones; 

2.°  Los  que  tuviesen  más  de  sesenta 
y  cinco  años  de  edad; 

3.°  Los  que  padeciesen  alguna  mo- 
lestia de  que  resulte  dificultad  para  el 
ejercicio  de  esas  funciones; 

4.®  Los  Profesores  oficiales  de  ense- 
ñanza superior,  secundaria  y  especial; 

5.°  Cualesquiera  otros  á  quienes  sea 
permitido  excusarse  por  leyes  espe- 
ciales. 

Art.  12.  Los  cuadros  de  las  Corpo- 
raciones administrativas  que  no  que- 
dasen enteramente  constituidos  por 
consecuencia  de  no  haberse  elegido  el 
número  de  Vocales  suficiente,  por  anu- 
lación de  los  votos  obtenidos  por  cual- 
quiera de  los  individuos  enumerados 
en  el  art.  7.®,  ó  por  las  causas  previstas 
en  los  artículos  8.^  9,*»,  10,  párrafos  1° 
y  11,  se  completarán  llamando  al  ser- 
vicio de  sus  funciones  á  los  sustitutos, 
y,  en  su  defecto,  á  los  suplentes. 

Art.  13.  Pierde  su  puesto  en  la  Cor- 
poración administrativa  á  que  pertene- 
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ciere  el  Vocal  que  aceptase  alguno  de 
los  cargos  mencionados  en  los  artícu- 
los 7.®  y  8.**,  ó  que  estuviese  en  las  cir-  * 
cunstancias  allí  previstas,  asi  como  el 
que  hubiese  obtenido  menos  votos  ó  en 
igualdad  de  éstos  fuese  más  joven, 
si  después  de  la  elección  contrajera  el 
parentesco  por  afinidad  mencionado  en 
el  art.  9.** 

§  único.  —Los  sustitutos  de  los  Voca- 
les cuyas  funciones  les  excluyan  de  las 
Corporaciones  administrativas,  confor- 
me á  los  artículos  1°  y  8.®,  dejarán  de 
servir  en  sus  cuerpos  en  cuanto  tomen 
posesión  de  su  cargo  de  Vocal. 

Art.  14.  La  resolución  acerca  de  las 
exclusiones  previstas  en  los  artícu- 
los 7.^  8.**,  9°  y  10,  párrafo  1.^  la  con- 
cesión de  las  excusas  enumeradas  en* 
el  art.  11,  y  la  decisión  respecto  á  la 
pérdida  del  cargo  por  las  causas  desig- 
nadas en  el  art.  13,  son  de  competen- 
cia de  los  Tribunales  administrativos. 

§  único.— Los  Tribunales  administra- 
tivos no  pueden,  empero,  inmiscuirse 
en  la  apreciación  de  elegibilidad  abso- 
luta de  los  ciudadanos  votados,  la  cual 
se  testifica  y  comprueba  únicamente 
por  el  censo  electoral. 

Art.  15.  Las  Corporaciones  adminis- 
trativas tendrán  Presidentes  y  Vicepre- 
sidentes elegidos  por  los  Vocales  en 
votación  secreta  y  en  la  primera  sesión 
de  cada  año,  constituyéndose  para  este 
efecto  bajo  la  presidencia  del  Vocal  de 
más  edad,  y  prefiriendo,  én  caso  de  em- 
pate, al  más  viejo  de  los  votados. 

§1.°— En  las  faltas  ó  impedimentos 
permanentes  y  simultáneos  de  los  Pre- 
sidentes y  Vicepresidentes  se  procede- 
rá á  nueva  elección  para  estos  car- 
gos. 

§2.°— En  los  impedimentos  tempora- 
les y  simultáneos  del  Presidente  y  Vice- 
presidente, ó  cuando  éstos  no  hubiesen 


aún  sido  elegidos,  presidirá  el  de  más 
edad  de  los  Vocales  presentes. 

§  3.°— Cuando  funcionaren  Vocales 
numerarios,  no  podrán  presidir  sustitu- 
tos ni  suplentes. 

Art.  16.  Antes  de  entrar  en  ejerci- 
cio, los  Vocales  de  las  Corporaciones 
administrativas  prestarán,  en  manos 
de  quien  estuviese  haciendo  de  Presi- 
dente, juramento  de  fidelidad  al  Rey  y 
de"bbediencia  á  la  Constitución,  á  las 
Actas  adicionales  y  á  las  leyes  del 
Reino. 

§  1.°— Si  no  compareciese  el  Presi- 
dente ó  quien. deba  sustituirle,  ó  alguno 
de  ellos  se  negase  á  deferir  el  juramen- 
to, será  éste  deferido  por  la  Autoridad 
administrativa  de  la  respectiva  circuns- 
cripción. 

§  2.°-— Los  sustitutos  y  suplentes  pres- 
tarán juramento  en  manos  del  Presi- 
dente, cuando  fueren  llamados  á  ejer- 
cer sus  funciones. 

Art.l7.  Las  Corporaciones  adminis- 
trativas pueden  ser  disueltas  por  el  Go- 
bierno, previa  consulta  al  Supremo  Tri- 
bunal Administrativo: 

1.°  Cuando  no  presenten  sus  presu- 
puestos en  los  plazos  y  términos  le- 
gales; 

2.°  Cuando  no  rindan  cuentas  de  su 
gestión,  de  conformidad  con  la  ley; 

3.°  Cuando  después  de  advertidas^ 
dejen  de  tomar  los  acuerdos  indispen- 
sables al  desempeño  de  los  deberes 
que  según  las  leyes  los  incumban,  y 
que  no  puedan  ser  prontamente  supli- 
dos por  los  medios  ordinarios  previstos 
en  las  mismas  leyes; 

4.°  Cuando  por  vía  de  información, 
en  que  sean  oídas,  se  muestre  que  su 
gestión  es  perjudicial  á  los  intereses  de 
sus  administrados  y  á  las  convenien- 
cias de  la  administración  pública; 

5i®    Cuando  se  dé^  con  respecto  á  las 
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Juntas  de  parroquia,  el  caso  de  que 
trata  el  párrafo  6.**  del  art.  2.° 

§1.®— La  disolución  no  perjudica  ni 
pI  empleo  de  los  medios  administrati- 
vos, para  corregir  los  abusos  que  la 
motivaron,  ni  el  procedimiento  judicial 
contra  los  actos  que  envuelvan  crimi- 
nalidad ó  responsabilidad  civil. 

§2.**— En  el  decreto  de  disolución  se 
mencionarán  los  actos  ú  omisiones 
que  la  motivaron,  y  se  mandará  proce- 
der á  nueva  elección  dentro  de  un 
plazo  que  no  exceda  de  cuarenta  días. 

§  3.®— Cuando  el  Gobierno  decretase 
la  disolución,  contra  el  parecer  del  Tri- 
bunal ^Sapremo  Administrativo,  deberá 
publicar  dicho  parecer  con  el  decreto 
de  disolución. 

§  4.**— Los  Vocales  de  la  Corporación 
disuelta,  en  el  caso  de  ser  favorable  á 
la  disolución  el  parecer  del  Supremo 
Tribunal  Administrativo,  no  podrán  ser 
reelegidos  para  la  misma  Corporación 
en  la  primera  elección  que  se  verifique; 
quedan,  empero,  exceptuados  de  este 
precepto  los  Vocales  á  que  se  refiere 
el  núm.  5.**  de  este  artículo,  y  los  que 
hubiesen  sido  vencidos  en  las  resolu- 
riones  que  motivaron  la  disolución,  ó 
los  que  en  sesión  pública  y  en  tiempo 
oportuno  hubiesen  protestado  contra 
la  falta  de  cumplimiento  de  la  ley. 

§5.° — Cuando  no  entraren  en  ejerci- 
cio los  Vocales  electos  después  de  la 
disolución,  serán  llamados  los  sustitu- 
tos por  la  Autoridad  administrativa  de 
la  respectiva  circunscripción;  y  cuan- 
do éstos  no  basten  para  completar  el 
cuadro  de  la  Corporación,  serán  llama- 
dos los  necesarios  Vocales  efectivos  ó 
sustitutos  de  los  años  anteriores,  en 
los  términos  del  art.  5.°  Sus  poderes  se 
limitarán,  empero,  á  los  actos  ordina- 
rios de  la  administración,  y  no  les  será 
permitido  alterar  el  régimen  de  los  ser- 


vicios, formar  nuevos  presupuestos,  ni 
cambiar  el  personal  de  la  Corporación 
ó  de  los  establecimientos  por  ella  ad- 
ministrados. 

Art.  18.  Las  Corporaciones  admi- 
nistrativas elogidas  en.la  época  ordina- 
ria, se  constituirán  el  día  2  de  Enero 
inmediato  á  su  elección,  y  funcionarán 
el  tiempo  para  que  fueron  elegidas  mien- 
tras no  se  las  sustituya  legalmente. 

Art.  19.  Las  Corporaciones  admi- 
nistrativas elegidas  fuera  de  la  época 
ordinaria,  se  constituirán  el  primer  día 
útil  después  del  tercer  domingo  inme- 
diato al  de  su  elección,  pero  sólo  fun- 
cionarán el  t  empo  necesario  para  com- 
pletar el  trienio,  y  además  de  este 
tiempo,  hasta  que  sean  legalmente  sus- 
tituidas. 

CAPÍTULO  II 

Reuniones  y  acuerdos 

Art.  20.  Las  Corporaciones  adminis- 
trativas se  reunirán  y  funcionarán  en 
los  edificios  especialmente  destinados 
para  sus  sesiones,  salvo  cuando  hubie- 
re justo  impedimento,  y  anunciándose 
previamente  por  edictos  el  nu^vo  local 
de  sus  reuniones,  con  anticipación  de 
tres  días  por  lo  menos. 

Art.  21.  Las  Corporaciones  adminis- 
trativas no  pueden  funcionar  ni  delibe- 
rar válidamente  sin  que  esté  reunida 
la  mayoría  de  sus  Vocales. 

Art.  22,  Es  de  competencia  de  las 
/corporaciones  administrativas  conce- 
der licencias  á  sus  Vocales  y  conocer, 
con  recurso  para  ante  el  Tribunal  ad- 
ministrativo, sobre  la  legitimidad  de 
sus  ausencias  é  impedimentos. 

Art.  23.  En  las  ausencias  ó  impedi- 
mentos de  los  Vocales  en  ejercicio,  se 
llamará  á  los  sustitutos  y  suplentes,  en 
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los  términos  del  art.  5/,  párrafos  2.** 
y  3.**,  en  número  igual  al  de  los  Voca- 
les impedidos,  y  por  el  tiempo  que  du- 
re el  impedimento 

Art.  24.  Las  sesiones  serán  públi- 
cas; pero  á  ningijn  ciudadano  será  per- 
mitido entrometerse  en  la  discusión  de 
los  negocios  que  allí  se  trataren, 

Art.  25.  Las  resoluciones  serán  to- 
madas á  pluralidad  absoluta  de  votos 
de  los  Vocales  presentes,  y  por  vota- 
ción nominal. 

§  1.**— En  los  casos  de  empate,  el  Pre- 
sidente tiene  voto  de  calidad. 

§  2.**— Serán  siempre  secretas  las  vo- 
taciones sobre  nombramientos  y  dimi- 
siones, y  en  general  todas  aquellas  que 
impliquen  apreciación  de  mérito,  ó  de- 
mérito de  cualquier  persona. 

§  3.°— Salvo  los  casos  de  los  artícu- 
los 15  y  44,  cuando  haya  empate  en  las 
votaciones  por  escrutinio  secreto,  en 
sesión  á  que  no  asistan  todos  los  Vo- 
cales en  ejercicio,  quedará  el  asunto 
para  la  sesión  inmediata,  siendo  para 
entonces  llamados  tres  sustitutos,  y  á 
falta  de  alguno  de  ellos  el  respectivo 
suplente;  y  si  en  la  nueva  sesión,  es- 
tando presente  la  mayoría  de  los  Voca- 
les en  ejgrcicio,  se  repitiere  el  empate, 
se  procederá  á  nueva  votación,  toman- 
do en  ella  parte  los  respectivos  susti- 
tutos y  suplentes. 

§  4.**— Cuando  faltase  la  mayoría  ab- 
soluta de  votos  para  tomar  acuerdo,  se 
procederá  como  queda  dispuesto  en  el 
párrafo  precedente. 

Art.  26.  Los  Vocales  de  las  Corp  o-, 
raciones  administrativas  no  podrán 
asistir  á  las  sesiones  ó  á  la  parte  de 
ellas  en  que  se  trate  de  negocios  en  que 
ellos  estén  directamente  interesados 
ó  en  que  lo  estén  las  personas  á  quienes 
representen  ó  con  las  cuales  tengan 
parentesco  de  consanguinidad  ó  afini- 


dad dentro  del  tercer  grado  en  la  línea 
recta  ó  transversal ,^  apreciadas  según 
el  Código  civil. 

Art.  27  Ninguna  Corporación  ad- 
ministrativa puede  dejar  de  tomar 
acuerdo  sobre  asuntos  de  su  compe- 
tencia, dentro  del  plazo  de  treinta  días 
después  de  requerida;  y  no  tomándolo, 
podrán  los  interesados  reclamar  ante 
la  Corporación  ó  Autoridad  competen- 
te, para  suspender  ó  para  confirmar  los 
acuerdos  de  la  misma  Corporación 
administrativa,  la  cual,  conociendo  del 
negocio  suplirá  la  falta. 

§  único. -Ningún  Vocal  puede  excu- 
sarse de  votar  en  cualquier  negocio 
que  se  trate  en  sesión  á  que  concurra, 
no  estando  privado  de  voto  por  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  preceñente. 

Art.^8.  Al  Presidente  compete  diri- 
gir las  discusiones,  regular  el  orden  de 
los  trabajos  y  adoptar  las  providen- 
cias necesarias  para  que  la  Corpora- 
ción no  sea  perturbada  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones,  pudiendo  solicitar  de 
la  Autoridad  administrativa  el  auxilio 
de  la  fuerza  pública  que  para  ese  fin 
fuese  necesario. 

Art.  29.  Las  Corporaciones  adminis- 
trativas celebrarán  sesiones  ordinarias 
y  extraordinarias.  En  las  primeras  po- 
drán tratar  de  todos  los  asuntos  de  su 
competencia;  en  las  segundas  sólo  po- 
drán ocuparse  de  los  asuntos  para 
que«hubiesen  sido  expresamente  con- 
vocadas. 

Art.  30.  Serán  nulos  los  acuerdos 
tomados  por  las  Corporaciones  admi- 
nistrativas: 

1 ."  Sobre  obj  etos  extraños  á  su  com- 
petencia y  atribuciones; 

2.°  En  sesiones  ordinarias  celebra- 
das fuera  de  los  días  para  ellas  desig- 
nados; 

3,**    En  sesiones  extraordinarias  so- 
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bre  asuntos  no  indicados  en  la  convo- 
catoria; 

4.®  Antes  de  abrirse  ó  después  de  le- 
vantada la  sesión,  ó  fuera  del  local 
para  ella  designado; 

5.*^  Finalmente,  con  violación  de  las 
leyes  y  Reglamentos  de  administración 
pública. 

Art.  31.  De  todo  lo  que  ocurra  en  las 
sesiones  se  levantará  acta  en  libro  es- 
pecial, con  mención  de  la  apertura  y  la 
conclusión  ó  cierre,  numerado  y  rubri- 
cado por  el  Presidente. 

Art.  32.  Las  actas  serán  escritas  y 
suscritas  ó  solamente  suscritas  por  los 
Secretarios,  y  firmadas  por  los  Vocales 
que  estuvieren  presentes  en  la  respec- 
tiva sesión. 

§  1.** — Si  algún  Vocal  dejase  de  firmar 
se  declarará  la  razón  ó  el  motivo  de 
ello. 

§  2.° — El  Vocal  que  no  se  conformase 
con  algún  acuerdo,  puede  firmar  y  ex- 
plicar sumariamente  su  voto  en  el  acta 
de  la  sesión,  ó  también  reclamar  con- 
tra el  mismo  acuerdo. 

Art.  33.  Las  resoluciones  ó  acuerdos 
de  las  Corporaciones  administrativas 
sólo  pueden  probarse  por  las  respecti- 
vas actas,  cuyas  certificaciones  deben 
ser  expedidas  independientemente  del 
despacho  por  el  respectivo  Secretario, 
dentro  de  ocho  días  después  de  haber 
sido  requeridas. 

TITULO  ni 

JUNTAS    GENERALES   Dí5   DISTRITO 

CAPÍTULO  PRIMERO 

Disposiciones  especiales  sobre  organiza- 
ción, reuniones  y  acuerdos 

Art.  34.  La  Junta  general  de  distrito 
se  compone  de  Procuradores,  en  nú- 


mero que  no  bajará  de  veintiuno  ni  ex- 
cederá de  veinticinco. 

§  único.— Tres  de  estos  Procuradores 
constituirán  la  Comisión  de  distrito, 
delegada  de  la  Junta  general  y  encar- 
gada principalmente  de  ejecutar  sus 
acuerdos. 

Art  35.  Los  Círculos  electorales  en 
que  se  dividan  los  distritos  y  el  núme- 
ro de  Procuradores  que  á  cada  Círculo 
corresponda  elegir,  serán  determina- 
dos por  ley  especial. 

§  único.— Los  Municipios  de  primer 
orden  á  los  cuales  sea  aplicada  la  or- 
ganización especial  de  que  trata  la  sec- 
ción segunda,  capitulo  1,  titulo  IV,  no 
forman  parte  de  los  Círculos  electora- 
les ni  eligen  Procuradores  para  las  Jun- 
tas generales. 

Art.  36.  La  circunscripción  de  los 
Círculos  electorales  y  el  número  de 
Procuradores  pertenecientes  á  cada 
Círculo,  sólo  por  la  ley  pueden  ser  alte- 
rados. 

§  único.— Cuando  hayan  de  variarse 
los  límites  de  los  distritos  ó  Munici- 
pios, corresponde  al  Gobierno  revisar 
las  circunscripciones  electorales  en 
que  se  hiciera  la  alteración,  oídas  las 
Corporaciones  administrativas  intere- 
sadas, previa  consulta  al  Tribunal  Su- 
premo Administrativo,  y  observando 
las  reglas  siguientes: 

L*  Que  cada  Círculo  electoral  perte- 
nezca á  un  solo  distrito  administrativo; 

2."  Que  cada  Municipio  no  forme 
parte  de  más  de  un  Círculo  electoral; 

3."  Que  ningún  Círculo  esté  com- 
puesto de  Municipios  que  no  sean  co- 
lindantes; 

4.'  'Que  la  designación  de  Procura- 
dores pertenecientes  á  cada  Círculo  se 
haga  proporcional  mente  á  su  pobla- 
ción, de  la  manera  más  aproximada 
que  sea  posible; 
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5.*  Que  ningún  Círculo  elija  menos 
de  tres  Procuradores; 

6.*  Que  el  número  de  Procuradores 
pertenecientes  á  cada  distrito  esté  den- 
tro de  los  límites  fijados  en  el  art.  34. 

Art.  37.  El  Procurador  elegido  por 
más  de  un  Circulo  representará  aquél 
en  que  resida  al  tiempo  de  la  elección; 
si  en  ninguno  de  los  Círculos  tuviese 
residencia  habitual,  aquél  en  que  ob- 
tenga mayor  número  de,  votos;  y  en 
caso  de  empate,  el  que  la  suerte  desig- 
ne, debiendo  la  Junta  general  proceder 
á  este  acto  en  su  primera  reunión, 

Art.  38.  La  Junta  general  se  reuni- 
rá dos  veces  cada  año,  una  que  comen- 
zará el  1.°  de  Abril,  y  otra  el  1.°  de  No- 
viembre, y  que  podrán  durar,  según  el 
parecer  de  la  misma  Junta^  hasta  el 
último  día  de  los  referidos  meses'. 

§  1.**— Las  sesiones  de  la  Junta  gene- 
ral pueden,  á  petición  suya,  ser  prorro- 
gadas por  er  Gobierno. 

§  2.°— Además  de  las  dos  reuniones 
anuales,  se  celebrará  una  ordinaria  el 
día  2  de  Enero  del  primer  año  de  todos 
los  trienios,  y,  en  caso  de  elección  fue- 
ra de  época  ordinaria,  ia  que  hubiese 
de  efectuarse  en  los  términos  del  ar- 
tículo 19,  pudiendo  estas  reuniones  du- 
rar ocho  días  laborables. 

§  3.°— En  las  reuniones  á  que  se  re- 
fiere el  párrafo  2.^  se  probará  la  legiti- 
midad de  los  poderes  y  la  identidad  de 
las  personas  de  los  elegidos,  prece- 
diéndose á  la  constitución  de  la  Junta 
y  á  la  elección  de  la  Comisión  de  d*is- 
trito,  pero  no  podrá  tratarse  de  otro 
asunto  sin  previa  autorización  del  Go- 
bierno. 

Art.  39.  La  Junta  general  se  reunirá 
extraordinariamente  cuantas  veces  lo 
exigieren  las  necesidades  del  servicio 
público,  ó  estuviese  ordenado  por  algu- 
na disposición  de  la  ley,   terminando 


cada  una  de  estas  sesiones  con  la  reso- 
lución de  los  negocios  que  motiven  la 
reunión. 

Art.  40.  Para  las  sesiones  ordina- 
rias ó  extraordinarias  con  días  determi- 
nados por  ley  ó  Reglamento,  no  es  ne- 
cesaria la  convocatoria;  para  las  sesio- 
nes extraordinarias  la  convocatoria  se 
hará  por  decreto  del  Gobierno  ó  por 
oficio  circular  del  Gobernador  civil,  si 
la  reunión  estuviese  autorizada  por  la 
ley,  mas  sin  determinar  el  día. 

§  único.— La  Junta  se  reunirá  el  pri- 
mer día  de  cada  sesión  ordinaria  ó  ex- 
traordinaria á  las  once  de  la  mañana, 
y  en  los  demás  días  á  la  hora  que  de- 
signe la  misma  Junta. 

Art.  4L  Las  sesiones  de  la  Junta  ge- 
neral serán  abiertas  y  cerradas  por  el 
Gobernador  civil  en  nombre  del  Rey, 
sea  cual  fuere  el  número  de  Vocales 
presentes. 

Art.  42.  La  Junta  general  se  reunirá 
y  funcionará  en  el  edificio  del  Gobierno 
civil. 

Art.  43.  El  Gobernador  civil  puede 
asistir  á  las  sesiones  de  la  Junta  gene- 
ral, hacer  uso  de  la  palabra  cuando  la 
pida  y  formular  las  proposiciones  que 
tengaporconveniente,  y  tomando  asien- 
to á  la  derecha  del  Presidente 

Art.  44.  La  Junta  general  tendrá  Se- 
cretario y  Vicesecretario  por  ella  elegi- 
dos en  la  primera  sesión  de  cada  año, 
sirviendo  de  Secretario  hasta  que  se 
haya  verificado  la  elección  el  más  jo- 
ven de  los  Vocales  presentes. 

§  1.®— El  Secretario  y  Vicesecretario 
serán  elegidos  en  votación  secreta, 
siendo  preferido  el  más  joven  en  caso 
de  empate. 

§  2.''— En  las  ausencias  ó  impedimen- 
tos permanentes  del  Secretario  y  Vice- 
secretario, proced erase  siempre  á  nue- 
va elección. 
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§3."*— Durante  los  impedimentos  tem- 
porales del  Secretario  y  Vicesecretario, 
desempeñará  el  cargo  el  más  joven  de 
los  Vocales  presentes. 

Art.  45.  La  Junta  general  tendrá  los 
empleados  que  sean  necesarios. 

§  único.— El  cuadro  de  estos  emplea- 
losserá  propuesto  por  la  Junta  general 
y  fijado  por  el  Gobierno. 

Art.  46.  Á  la  Junta  general  corres- 
ponde hacer  su  Reglamento  interior, 
regulando  el  modo  de  desempeñar  sus 
trabajos  y  de  ejercer  sus  atribuciones, 
de  conformidad  con  este  Código. 

Art  47.  La  Junta  general  se  corres- 
ponderá directamente,  por  medio  de  su 
Presidente,  con  todas  las  Autoridades  y 
representaciones  públicas  de  los  distri- 
tos; con  el  Gobierno,  empero,  y  con  las 
Corporaciones  superiores,  se  corres- 
ponderá dirigiéndoles  exposiciones  Ar- 
madas por  el  Presidente,  las  cuales 
<erán  entregadas  al  Gobernador  civil 
para  que  éste  las  remita  á  su  destino 
con  los  informes  que  juzgue  necesarios. 

Art.  48.  De  los  acuerdos  tomados 
en  cada  sesión  entregará,  al  día  si- 
guiente, el  Presidente  de  la  Junta  ge- 
neral al  Gobernador  civil,  un  resumen, 
que  también  hará  publicar  en  alguno 
de  los  diarios  de  la  capital  del  distrito, 
6  fijar,  no  habiendo  diarios,  en  la  puer- 
ta del  edificio  del  Gobierno  civil;  y 
cuando  el  Gobernador  lo  exigiere,  le 
dará  copia  auténtica  del  texto  de  los 
mismos  acuerdos,  así  como  de  los  ac- 
tos y  contratos  á  que  se  refieran. 

§  L°— De  la  entrega  de  los  documen- 
tos mencionados  en  este  artículo,  de- 
berá el  Gobernador  civil  dar  recibo 
para  los  efectos  legales. 

§  2."— El  Gobernador  civil  dará  inme- 
diatamente conocimiento  de  estos  do- 
cumentos al  Ministerio  público  dentro 
de  un  plazo  de  tres  días,  y  en  seguida 


los  remitirá  al  Gobierno,  con  informe 
relativo  á  Ips  acuerdos  que  tenga  por 
¡legales  ó  contrarios  al  público  interés. 

CAPÍTULO  II 
Competencia  y  atribuciones 

Art.  49.  La  Junta  general  de  distri- 
to tiene  á  su  cargo  administrar  los 
bienes  é  intereses  particulares  del  dis- 
trito, y  promover  y  realizar  todas  las 
mejora*?  morales  y  materiales  que  por 
disposición  de  la  ley  no  sean  de  espe- 
cial incumbencia  de  otras  Corporacio- 
nes ó  Autoridades. 

Art.  50.  La  Junta  general  tiene  tam- 
brén  atribuciones,  deliberativas  y  con- 
sultivas, en  la  ejecución  de  servicios  de 
interés  general  del  Estado,  en  todos  los 
casos  declarados  en  las  leyes. 

Art.  5L  Tiene  también  1 1  Junta  ge- 
neral atribuciones  consultivas  en  todos 
aquellos  asuntos  en  que  sea  oída  por 
el  Gobierno  ó  por  el  Gobernador  civil. 

§  único.— Puede  aún  la  Junta  general 
emitir  votos  consultivos,  de  su  inicia- 
tiva, y  elevarlos  á  los  poderes  superio- 
res del  Estado,  pero  sólo  en  asuntos  de 
su  competencia. 

Art.  52.  A  la  Junta  general  pertene- 
cen, finalmente,  atribuciones  de  supe- 
rintendencia de  la  administración  mu- 
nicipal, usando  del  derecho  de  suspen- 
sión de  los  acuerdos  de  las  Corporacio- 
nes municipales  en  los  casos  señala- 
dos en  este  Código. 

Art.  53.  Los  acuerdos  tomados  por 
la  Junta  general  en  el  ejercicio  de  sus 
atribuciones  administrativas  son  dedos 
clases:  unos  definitivos,  que  pueden 
desde  luego  cumplirse;  y  otros  provi- 
sionales, los  cuales  sólo  pueden  eje- 
cutarse después  que  hayan  pasado  á 
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ser  definitivos,  según  los  términos  de 
este  Código. 

Art.  54.  La  Junta  general  deliberará 
definitivamente: 

1.**  Sobre  administración  de  los  bie- 
nes y  establecimientos  de  los  distritos 
y  su  aplicación  á  los  usos  á  que  se  des- 
tinan; 

2y  Sobre  aceptación  de  herencias, 
legados  y  donaciones  hechas  al  distrito 
ó  á  sus  establecimientos,  cuando  no 
haya  cargas,  condiciones  ni  reclama- 
ciones; 

3.®  Sobre  adquisición  de  bienes  mo- 
biliarios para  los  servicios  del  distrito 
y  la  enajenación  de  los  que  no  sean  in- 
dispensables para  esos  servicios; 

4.**  Sobre  administración  de  los  ex- 
pósitos y^menores  desvalidos  ó  aban- 
donados desde  siete  hasta  dieciocho 
años  de  edad,  y  sobre  fundación  ó  sub- 
sidios para  fundación  de  asilos  ó  es- 
cuelas de  artes  y  oficios,  donde  se  les 
suministre  la  conveniente  educación; 

5.**  Sobre  obras  de  construcción,  re- 
paración ó  conservación  de  propiedad 
de  los  distritos,  cuyo  gasto  total  no  ex- 
ceda de  1.000.000  de  reis; 

6.°  Sobre  subsidios  á  establecimien- 
tos de  beneficencia,  instrucción  y  edu- 
cación, de  que  no  sea  administradora, 
pero  que  sean  de  utilidad  para  el  dis- 
trito ó  para  una  parte  importante 
de  él; 

7.°  Sobre  inspección  de  vías  de  co- 
municación municipales,  aprobando, 
oidala  Dirección  de  Obras  públicas,  los 
planos  y  proyectos  de  las  carreteras, 
designando  las  obras  que  han  de  lle- 
varse á  cabo  anualmente  en  las  de  pri- 
mera clase,*  y  fijando  las  cuotas  con  que 
los  Municipios  deben  concurrir  para 
las  de  interés  común,  todo  de  confor- 
midad con  las  leyes  y  Reglamentos  es- 
peciales; 


.  8.*  Sóbrela  concesión  de  subsidios 
á  los  Municipios,  de  conformidad  con 
la  legislación  especial; 

9.**  Sobre  nombramiento  y  suspen- 
sión, hasta  sesenta  días  en  un  mismo 
año,  de  los  empleados  de  la  adminis- 
tración de  los  distritos,  y  de  los  que 
sean  pagados  en  totalidad  ó  en  la  ma- 
yor parte  de  sT  sueldo  por  la  Caja 
del  distrito,  cuando  por  la  ley  no  esté 
determinada  forma  especial  de  nom- 
bramiento ó  suspensión; 

10.  Sobre  comienzo  ó  defensa  de 
pleitos; 

11.  sobre  contratos  para  la  ejecu- 
ción de  obras,  servicios  y  suminis- 
tros de  interés  del  distrito,  cuando  de- 
ban tener  efecto  por  tiempo  que  no  ex- 
ceda de  un  año; 

12.  Sobre  arrendamientos  y  sus 
condiciones  por  tiempo  que  no  exceda 
de  un  año; 

13.  Sobre  Reglamentos  para  el  régi- 
men de  los  establecimientos  y  servicios 
pertenecientes  á  la  administración  de 
distrito; 

14.  Sobre  Reglamentos  para  el  dis- 
frute de  los  bienes  y  pastos  de  aprove- 
chamiento común  de  pueblos  pertene- 
cientes á  más  de  un  Municipio; 

15.  Sobre  nombramiento  y  destitu- 
ción de  los  Vocales  de  la  Comisión  de 
distrito; 

16.  Sobre  la  conveniencia  de  decre- 
tar la  utilidad  pública  ó  la  urgencia  de 
las  expropiaciones,  así  como  sobre  la 
realización  de  las  que  estuvieren  de- 
cretadas por  ley  ó  por  el  Gobierno; 

17.  Sobre  empréstitos^  sus  intereses 
y  cargas  cuando  éstas,  por  sí  ó  juntas 
con  las  de  empréstitos  anteriores,  no 
lleguen  ^  la  décima  parte  del  presu- 
puesto de  ingresos  ordinarios  autori- 
zado en  los  del  año  corriente; 

18.  Sobre  nombramiento  de  indivi- 
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,íuos  de  la  Corporación,  cuando  la  elec- 
ción no  dé  resultado; 

19.  Sobre  la  conveniencia  de  dirigir 
peticiones  al  Gobierno  para  mandar 
proceder  al  estudio  y  construcción  de 
carreteras  que  interesen  al  distrito'; 

20.  Sobre  todos  los  asuntos  de  la 
administración  del  distrito  que  sean  de 
su  competencia  y  no  estén  comprendi- 
ilos  en  el  artículo  siguiente. 

Art.  55.  La  Junta  general  deliberará 
provisionalmente: 

1.**  Sobre  aplicación  de  propiedades 
del  distrito  á  usos  diversos  de  aquéllos 
á  que  estén  destinadas; 

2.**  Sobre  dotación  de  los  servicios 
y  fijación  de  los  gastos  de  la  adminis- 
tración del  distrito; 

3.°  Sobre  establecimientos  de  im- 
puestos y  sobre  presupuestos  del  dis^ 
trito; 

4.®  Sobre  creación  de  establecimien- 
tos é  institutos  de  utilidad  para  el  dis- 
trito, su  dotación  y  extinción; 

5.^  Sobre  creación  de  empleos,  su 
dotación  y  supresión; 

e.**  Sobre  destitución  de  empleados 
y  suspensión  por  tiempo  que  exceda 
(le  sesenta  días  del  mismo  año; 

7.**  Sobre  sueldos  y  deducciones  rela- 
tivas á  ellas  en  los  vencimientos  de  los 
respectivos  empleados; 

8."  Sobre  contratos  para  la  ejecu- 
ción de  obras,  servicios  y  suministros 
de  interés  del  distrito,  cuando  deban 
tener  efecto  por  más  de  un  año; 

9.°  Sobre  arrendamientos  y  sus  con- 
dicionespor  tiempo  que  exceda  de  un 
año; 

10.  Sobre  convenios  con  otras  Cor- 
poraciones administrativas  para  larea- 
lización  de  mejoras  de  interés  común; 

11.  Sobre  Reglamentos  de  policía 
propios  de  cada  Municipio,  por  más 
que,  á  juicio  suyo,  convenga  sean  uni- 


formes en  todo  el  distrito,  oídas  pre- 
viamente las  Corporaciones  munici- 
pales; 

12.  Sobre  empréstitos,  su  amortiza- 
ción é  intereses,  cuando  éstos,  de  por 
si  ó  unidos  á  los  empréstitos  anterio- 
res, absorban  más  de  la  décima  parte 
de  los  ingresos  ordinarios  autorizados 
en  los  presupuestos  del  año  corriente; 

13.  Sobre  adquisición  de  bienes  in- 
muebles para  servicio  del  distrito  y 
enajenación  de  los  que  no  sean  indis- 
pensables para  esos  servicios; 

14.  Sobre  construcción,  reparación 
y  conservación  de  propiedades  del  dis- 
trito, cuyo  gasto  total  exceda  á  un  mi- 
llón de  reis; 

15.  Sobre  concesión  de  servidum- 
bres en  bienes  del  distrito,  las  cuales 
conservarán  siempre  la  naturaleza  de 
precarias; 

IG.  Sobre  desistimientos,  confesio- 
nes y  transacciones  de  pleitos; 

17.  Sobre  aceptación  de  herencias, 
legados  y  donaciones  hechas  al  distrito 
ó  á  sus  establecimientos,  cuando  haya 
cargos,  condiciones  ó  reclamaciones.  • 

Art.  56.  Los  acuerdos  provisionales 
se  liarán  definitivos  si  dentro  del  plazo 
de  cuarenta  días,  acontar  desde  la  en- 
trega del  recibo  á  que  se  refiere  el  pá- 
rrafo 1.**  del  art.  48,  no  fuesen  suspen- 
didos por  el  Gobierno  por  ilegales  ó 
contrarios  al  interés  público. 

§  1.^— Para  los  distritos  de  las  islas 
adyacentes,  el  plazo  es  de  sesenta  días. 

§  2.®— Puede  también  el  Gobierno, 
antes  de  transcurrir  los  plazos  marca- 
dos en  este  artículo  y  en^el  párrafo  1.®, 
y  cuando  la  Junta  lo  solicite,  declarar 
que  no  usa  de  la  facultad  que  lé  está 
conferida. 

§3.°— La  suspensión  será  motivada 
y  hecha  por  decreto  publicado  en  el 
periódico  oficial  del  Gobierno, 
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§  4.®— Ue  las  suspensiones  que  decre- 
tare dará  el  Gobierno  cuenta  á  las  Cor- 
tes, hallándose  éstas  reunidas,  y  no  es- 
tándolo,  en  la  primera  sesión  legisla- 
tiva siguiente. 

§  5.®— Puede  el  Gobierno,  directa- 
mente ó  por  medio  del  Gobernador  ci- 
vil, recomendar  á  la  Junta  general, 
antes  de  usar  del  derecho  de  suspen- 
sión, que  reforme  sus  acuerdos  en  la 
parte  que  sean  contrarios  á  las  leyes  ó 
al  interés  público,  y  si  la  Junta  los  re- 
forma, los  transmitirá  así  al  Goberna- 
dor civil,  por  lo  menos  diez  días  antes 
de  terminar  el  plazo  fijado  en  este  ar- 
tículo. 

§  6/*— Dentro  del  mismo  plazo,  conta- 
do desde  la  fecha  del  recibo  expedido 
por  el  Gobernador  civil,  podrá  el  Go- 
bierno suspender,  así  los  primeros  co- 
mo los  nuevos  acuerdos. 

§  7.**— Si  la  Junta  general  no  cumple 
lo  dispuesto  en  el  párrafo  5.**,  serán 
suspendidos  sus  acuerdos. 

§  8.**— La  Junta  general  puede  susti- 
tuir los  acuerdos  suspendidos,  decla- 
rándolos de  ningún  efecto,  y  en  este 
caso,  si  el  Gobierno  no  usa,  respecto 
de  los  nuevos  acuerdos,  del  derecho  de 
suspensión,  se  convertirán  en  defini- 
tivos. 

Art.  57.  Tanto  los  acuerdos  definiti- 
vos como  los  provisionales  que  hayan 
adquirido  el  carácter  de  definitivos  por 
no  haber  sido  suspendidos,  pueden  serlo, 
ó  revocados  por  los  medios  contencio- 
sos en  los  casos  de  nulidad  numerados 
en  el  art.  30,  y  en  los  de  perjudicar  de- 
rechos fundaclos  en  las  leyes  ó  Regla- 
mentos de  administración  pública. 

§  único.— Son  competentes  para  usar 
de  estos  medios  el  Ministerio  público  y 
las  personas  cuyos  derechos  se  hayan 
perjudicado  con  los  acuerdos. 


CAPÍTULO  III 

Hacienda  y  eoniajbtlidad  de  los  distritos 
Sección  primera 

Ingresos  y  gastos 

Art.  58.  Los  ingresos  del  distrito  sop 
ordinarios  y  extraordinarios. 

§  1.**— Constituyen  los  ingresos  ordi- 
narios: 

1.**    Las  rentas  de  bienes  propios; 

2.°  Los  intereses  de  créditos  ó  fon- 
dos consolidados; 

3.®  Los  dividendos  de  acciones  de 
Bancos  y  Compañías; 

4.**  El  rendimiento  de  los  estableci- 
mientos del  distrito; 

5.°    El  producto  de  los  impuestos; 

6.°  El  producto  de  multas  impuestas 
en  los  Reglamentos  de  policía  del  dis- 
trito ó  de  otras  cualesquiera  aplicadas 
por  la  ley  á  la  Caja  del  distrito; 

7.^    Las  deudas  activas; 

8.°  Otros  cualesquiera  rendimientos 
permanentes  destinados  por  la  ley  á 
constituir  ingreso  en  el  distrito. 

§  2.**— Constituyen  los  ingresos  ex- 
traordinarios: 

1.**  Las  herencias,  donativos,  lega- 
dos y  donaciones; 

2.*^    El  producto  de  los  empréstitos; 

3."  El  producto  de  la  enajenación 
de  bienes; 

4.°  Los  subsidios  del  Estado  para 
mejoras  del  distrito; 

5.°  Otros  cualesquiera  rendimientos 
inciertos  y  eventuales. 

§  3.**— Las  multas  á  que  se  refiere  el 
número  6.®  del  párrafo  \°  pueden  ser 
pagadas  voluntariamente,  y  en  este 
caso  serán  cobradas  por  el  máximu  m 
establecido  en  los  Reglamentos  admi- 
nistrativos. En  caso  de  reincidencia,  se 
pagará  el  duplo  de  su  importe. 


■   íiHjpp^^ 


CÓDIGO  ADMINISTRATIVO 


77 


Art.  59.  Los  impuestos  del  distrito 
consisten  en  un  recargo  sobre  las  con- 
tribuciones directas  del  Estado,  terri- 
torial, industrial,  de  renta  de  casas  y 
de  consumo,  ó  aquéllas  que  se  estable- 
ciesen. 

§  I.°— El  máximum  del  recargo  será 
fijado  anualmente  por  las  Cortes. 

§  2.**- Si  por  cualquier  motivo  las 
Cortes  no  fijaran  el  recargo  á  tiempo 
de  poder  ser  votados  los  impuestos  de 
los  distritos  en  las  épocas  consignadas 
en  este  Código,  se  considerará  autori- 
zado el  recargo  votado  en  el  año  an- 
terior. 

§  S.**— El  recargo  adicional  que  se  im- 
ponga, que  debe  ser  el  mismo  para  to- 
das las  contribuciones  directas,  será 
inmediatamente  comunicado  al  Gobier- 
no para  los  efectos  legales. 

Art.  60.  Los  impuestos  de  los  distri- 
tos se  cobran  con  los  del  Estado,  que 
se  recaudarán  en  la  primera  época  pos- 
terior á  aquélla  en  que  fueren  ejecuti- 
vos los  acuerdos  de  las  Juntas  que  los 
hubieren  votado. 

Art.  61.  Cuando  los  impuestos  acu- 
mulados fueren  por  cualquier  motivo 
incobrables,  en  todo  ó  en  parte,  los 
descubiertos  por  este  concepto  pesa- 
rán proporcionalmente  sobre  las  colec- 
tas del  Estado  y  las  de  los  distritos. 

Art.  62.  Los  gastos  de  cada  distrito 
serán  obligatorios  ó  potestativos. 

§  L**— Son  obligatorios: 

1.**  Los  de  los  establecimientos  é 
.institutos  del  distrito; 

2.'  Los  de  los  sueldos  de  los  funcio- 
narios y  empleados  pagados  por  la  Caja 
del  distrito; 

3."    Los  de  los  derechos  pasivos; 

4.*  Los  de  instrucción  pública,  con 
arreglo  á  las  leyes  especiales; 

5.^  Los  de  reparación,  conservación 
ó  arrendamiento  de  los  edificios  del  Go- 


bierno civil  y  demás  establecimientos 
del  distrito,  y  adquisición  del  mobilia- 
rio que  fuese  necesario; 

6.**  Los  de  los  expósitos  y  menores 
desvalidos  ó  abandonados  desde  la 
edad  de  siete  años  hasta  la  de  die- 
ciocho; 

7.°  Los  impuestos,  pensiones  y  car- 
gas á  que  estuviesen  sujetas  las  pro- 
piedades ó  rendimientos  del  distrito; 

8.°  Los  de  amortización  de  emprés- 
titos y  los  resultantes  de  la  ejecución 
de  otros  contratos  legalmente  cele- 
brados; 

9.°  Los  del  pago  de  las  deudas  que 
sean  exigibles; 

10.  Los  de  litigios  del  distrito; 

11.  Los  del  expediente  de  la  Junta 
general; 

12.  Los  de  la  publicación  de  las  ex- 
posiciones de  la  Comisión  del  distrito  y 
del  resumen  á  que  se  refiere  el  art.  48 
y  el  de  la  suscripción  al  periódico  ofi- 
cial del  Gobierno; 

13.  Otros  cualesquiera  que  por  la  ley 
estuvieren  á  cargo  de  la  Caja  del  dis- 
trito. 

§2.®— Son  potestativos  todos  aquellos 
gastos  no  enumerados  en  el  artículo 
precedente,  que  fueren  de  utilidad  para 
el  distrito  y  consecuencia  del  ejercicio 
de  atribuciones  legales  de  la  Junta  ge- 
neral. 

Sección  segunda 

Presupuestos  de  distrito 

Art.  63.  El  presupuesto  del  distrito 
comprende  el  cálculo  de  los  ingresos 
probables  y  el  de  los  gastos  que  deben 
hacerse  para  atender  á  las  cargas  y  ne- 
cesidades de  la  administración  del  dis- 
trito. 

Art.  64.    El  presupuesto  del  distrito 
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es  ordinario  ó  adicional  (suplemen- 
tario). 

§  1.**— -El  presupuesto  ordinario  es  el 
destinado  á  autorizar  la  cobranza  y 
aplicación,  durante  un  año  civil,  de  to- 
dos los  ingresos  del  distrito; 

§  2.**— El  presupuesto  adicional  está 
destinado: 

1.®  A  crear  ingresos  cuando  los  vo- 
tados en  el  presupuesto  ordinario  sean 
insuficientes  para  cubrir  los  gastos  au- 
torizados; 

2.*'  A  proveer  al  pago  de  gastos  ur- 
gentes que  no  hayan  sido  comprendi- 
dos en  el  presupuesto  ordinario; 

3.°  A  dar  aplicación  á  saldos  de 
cuentas  y  al  ingreso  excedente  al  cal- 
culado en  el  presupuesto  ordinario; 

4.''  A  alterar  la  aplicación  de  los 
ingresos  votados  en  el  presupuesto  or- 
dinario. 

§  3.**— Los  presupuestos,  antes  de  ser 
aprobados  por  la  Junta  general,  esta- 
rán expuestos  al  público  durante  Qcho 
días,  lo  que  será  anunciado  por  edictos 
fijados  en  los  sitios  de  costumbre  y  pu- 
blicados enuno  de  los  diarios  déla  capi- 
tal del  distrito,  con  anticipación  por  lo 
menos.de  tres  días  Pueden  los  electo- 
res del  distrito  reclamar,  singular  ó 
colectivamente,  acerca  del  presupues- 
to, bien  ante  la  Junta  general  antes  de 
que  lo  apruebe,  bien  ante  el  Goberna- 
dor civil  después  de  aprobado,  bien 
ante  el  Tribunal  administrativo  en  los 
casos  de  que  trata  el  art.  30. 

§  4.**— Cuando  la  reclamación  sea  pre- 
sentada al  Gobernador  civil,  debe  este 
Magistrado  remitirla  al  Gobierno  para 
los  efectos  legales. 

Art.  65.  La  evaluación  de  los  ingre- 
sos para  el  presupuesto  anual  será  he- 
cha sobre  la  importancia  del  ingreso 
efectivo  del  último  ano  civil,  ó  por  el 
cálculo  del  término  medio  del  producto 


líquido  de  los  tres  años  anteriores,  en 
lo  que  se  refiere  á  los  rendimientos 
que,  por  su  naturaleza  muy  variables, 
no  puedan  ser  computados  aproxima- 
damente por  los  ingresos  efectivos  de 
un  solo  año. 

Art.  66.  Los  presupuestos,  tanto  or- 
dinarios como  extraordinarios,  serán 
siempre  formados  de  manera  que  los 
gastos  votados  no  excedan  á  los  ingre- 
sos, regularmente  calculados. 

Art.  67.  El  presupuesto  deberá  con- 
tener: en  la  parte  correspondiente  á  los 
ingresos,  dos  títulos,  uno  que  compren- 
da los  ordinarios  y  otro  los  extraordi- 
narios, subdividido,  cada  uno  dé  ellos, 
en  tantos  artículos  cuantas  sean  las  di- 
versas fuentes  de  ingresos  enumeradas 
en  el  art.  58;  y  en  la  parte  de  los  gas- 
tos, dos  títulos,  uno  que  comprenda  los 
obligatorios  y  otro  los  potestativos, 
subdivididos  los  obligatorios  en  tantos 
capítulos  cuantos  sean  las  diversas 
clases  de  gastos  enumerados  en  el  ar- 
tículo 62,  y  las  potestativas  en  tantos 
capítulos  cuantas  sean  las  partidas 
destinadas  á  los  diversos  ramos  de  la 
administración  que  fueren  comprendi- 
dos en  el  presupuesto;  debiendo,  ade- 
más de  esto,  contener  cada  capitulo,  en 
artículos  separados,  cuando  sea  posi- 
ble, la  parte  destinada  al  personal  y 
la  destinada  al  material,  con  la  indivi- 
dualización necesaria  para  que  sean 
apreciados  los  diferentes  elementos 
en  que  sea  susceptible  de  descompo- 
nerse la  partida  total. 

§  1.°— Las  partidas  de  los  presupues- 
tos suplementarios  deben  ser  consigna- 
das bajo  la  misma  numeración  de  títu- 
los, capítulos  y  artículos  con  que  en  el 
presupuesto  ordinario  estuvieren  des- 
critas las  partidas  de  la  misma  natura- 
leza. 

§  2.'*— En  el  presupuesto  se  inscribí- 
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rán  en  artículos  especiales  los  saldos 
probables  de  orígenes  diversos. 

Art.  68.  Los  presupuestos  serán  pro- 
puestos por  la  Comisión  del  distrito, 
discutidos  y  votados  por  la  Junta  ge- 
neral; los  ordinarios,  en  la  reunión  or- 
dinaria del  mes  de  Noviembre,  y  los  su- 
plementarios, en  cualquier  reunión  or- 
dinaria ó  extraordinaria  convocada  á 
este  fin. 

Art.  69.  Los  acuerdos  de  carácter 
provisional,  enumerados  en  el  art.  55, 
que  puedan  influir  en  los  ingresos  ó  en 
los  gastos,  serán  tomados  en  conside- 
ración en  los  presupuestos  que  fueren 
votados  después  de  transcurridos  los 
plazos  marcados  en  el  art.  56. 

Art.  70.  Los  presupuestos  del  distri- 
to, luego  que  sean  aprobados,  serán 
remitidos  por  copia  al  Gobierno. 

Art.  71.  Cuando  la  Junta  general  de- 
je de  votarlos  presupuestos  necesarios 
al  régimen  del  distrito,  ó  cuando  en 
ellos  deje  de  incluir  gastos  obligatorios 
ó  de  votar  los  ingresos  precisos  para 
cubrir  esos  gastos,  el  Gobierno,  previa 
consulta  del  Tribunal  Supremo  Admi- 
nistrativo, suplirá  aquellas  omisiones, 
pero  dentro  de  los  límites  de  las  atri- 
buciones por  este  Código  conferidas  á 
las  Juntas  generales. 

Art.  72.  Cuando  por  cualquier  moti- 
vo el  presupuesto  ordinario  no  estuvie- 
se votado  y  en  términos  de  ser  puesto 
en  vigor  antes  de  comenzar  el  año  en 
que  haya  de  regir,  continuará  rigiendo 
el  presupuesto  del  año  anterior,  pero 
solamente  respecto  de  los  ingresos  or- 
dinarios y  de  los  gastos  obligatorios  de 
carácter  anual  y  permanente. 

Sección  tercera 

CoDtabilidad  de  los  distritos 

Art.  73.  El  Tesorero-pagador  del  dis- 
trito será  también  Tesorero  de  la  Junta 


general,  y  en  este  concepto  tendrá  á  su 
cargo : 

L°  Recaudar  todos  los  ingresos  au- 
torizados por  los  presupuestos ; 

2.**  Satisfacer  los  pagos  regularmen- 
te ordenados  por  la  Comisión  del  dis- 
trito; 

3.®  Remitir  semanalmente  á  la  Co- 
misión del  distrito  un  balance  de  la 
Caja. 

§  único.— Las  Cajas  de  las  Juntas  ge- 
nerales de  los  distritos  de  Lisboa  y 
Oporto  podrán,  según  las  resoluciones 
de  las  mismas  Juntas,  estar  á  cargo  de 
uno  ó  más  Bancos,  ó  de  Tesoreros  par- 
ticulares que  hayan  prestado  la  debida 
fianza,  con  interés  ó  sin  él. 

Art.  74.  De  los  ingresos  del  distrito 
recaudados  por  el  Tesorero-pagador 
pertenecerá  á  éste  la  gratificación  que 
fuere  acordada  por  el  Gobierno  á  pro- 
puesta de  la  Junta  general. 

Art.  75.  La  fianza  exigida  al  Tesore- 
ro-pagador por  los  Reglamentos  de  Ad- 
ministración de  Hacienda  pública,  será 
arbitrada  en  cantidad  que  comprenda 
ol  aumento  de  responsabilidad  consi- 
guiente á  las  disposiciones  de  este  Có- 
digo. 

Art.  76.  Al  fin  de  cada  año  el  Teso- 
rero-pagador presentará  á  la  Comisión 
del  distrito  las  cuentas  de  los  ingresos 
recaudados  y  de  los  pafj^os  efectuados 
durante  el  año  con  los  documentos  jus- 
tificativos correspondientes;  y  la  Comi- 
sión, si  hallare  bien  las  cuentas,  le  dará 
una  declaración  de  conformidad  para 
que  le  sirva  de  documento  en  las  cuen- 
tas que  en  cualidad  de  Tesorero-paga- 
dor hubiere  de  rendir  al  Tribunal  de 
Cuentas. 

Art.  77.  Ningún  gasto  podrá  ser  or- 
denado y  pagado  sin  que  esté  autoriza- 
do en  el  presupuesto  que  rija,  según 
los  términos  de  este  Código. 
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§  Único.— Del  producto  de  los  ingre- 
sos que  por  la  ley  estén  aplicados  á  cier- 
tos y  determinados  gastos ,  sólo  po- 
drán hacerse  pagos  por  cuenta  de  esos 
gastos. 

Art.  78.  El  servicio  fin^inciero  de  los 
distritos  se  ejecuta  en  períodos  de  ge- 
rencia, cada  uno  de  los  cuales  com- 
prende un  año  civil,  que  dará  princi- 
pio el  1.**  de  Enero  y  terminará  el  31  de 
Diciembre. 

§  único.— Terminado  el  año  civil,  ca- 
ducan todas  las  autorizaciones  de  los. 
presupuestos  y  quedan  sin  efecto  todas 
las  órdenes  de  pago  no  realizadas. 

Art.  79.  Las  órdenes  de  pago  debe- 
rán llevar  la  indicación  del  titulo,  ca- 
pítulo y  artículos  del  presupuesto  á  que 
se  refieran  los  gastos,  y  no  deben  com- 
prender gastos  referentes  á  más  de  un 
artículo. 

Art.  80.  Dentro  del  plazo  de  cuatro 
meses,  después  de  terminado  el  año 
civil,  estará  formulada  y  documentada 
la  cuenta  general  del  ejercicio,  debien- 
do ser  entregada  al  terminar  el  referido 
plazo  al  Gobernador  civil,  para  que  este 
funcionario  la  envíe  al  Tribunal  de  Cuen- 
tas, al  cual  corresponde  examinarla. 

§  único.— Antes  de  ser  remitida  al 
Gobernador,  se  presentará  la  cuenta 
poi*  la  Comisión  de  distrito  á  la  Junta 
general,  para  que  ésta  emita  su  pare- 
cer respecto  de  ella. 

Art.  81.  La  cuenta  general  del  ejer- 
cicio comprenderá  los  cobros  y  gastos 
efectuados  durante  el  año  civil,  con  to- 
dos los  comprobantes  necesarios,  des- 
cribiéndose cada  partida  por  separado 
por  el  orden  y  bajo  la  numeración  con 
que  estuvieren  consignados  en  los  pre- 
supuestos, ajustándose  en  lodo  lo  de- 
más á  lo  determinado  en  los  Reglamen- 
tos de  Contabilidad  pública  y  en  el  del 
Tribunal  de  Cuentas. 


§  1.**— En  las  observaciones  relativas 
á  cada  artículo  del  presupuesto  de  in- 
gresos deberá  especificarse: 

1.**  La  naturaleza  de  las  rentas  é  in- 
gresos; 

2.^  El  total  en  que  estaban  computa- 
dos en  los  presupuestos; 

3.**  El  total  procedente  de  la  liquida- 
ción; 

4.**  La  suma  cobrada  durante  el  ejer- 
cicio; 

5.°  La  suma  no  cobrada  que  pasa 
como  activo  al  presupuesto  siguiente. 

§  2.®— Las  observaciones  relativas  á 
cada  artículo  del  presupuesto  de  gastos 
deberán  especificarse; 

1."    La  naturaleza  de  los  gastos; 

2°    El  total  de  las  partidas  votadas; 

3."  La  cantidad  á  que  ascienden  los 
pagos  efectuados  durante  el  ejercicio; 

4.®  Las  sumas  que  se  deben  y  que 
pasan  al  ejercicio  siguiente. 

§  3.®— La  cuenta  comenzará  por  los 
saldos  y  cantidades  que  existen  en  caja, 
por  diversos  conceptos,  y  con  que  se 
hubiere  cerrado  el  ejercicio  precedente; 
se  consignarán  todas  las  operaciones 
por  ingresos  y  gastos  efectuados  du- 
rante el  año,  en  el  orden  por  que  hu- 
biesen sido  autorizadas  en  los  respec- 
tivos presupuestos,  y  terminará  con 
los  saldos  que  pasen  al  siguiente  ejer- 
cicio, cuya  existencia  en  caja  se  com- 
probará por  medio  de  un  arqueo. 

§  4.°— La  cuenta  irá  acompañada: 

l.°  De  los  documentos  originales  de 
todos  los  pagos  hechos,  clasificados 
por  capítulos  y  artículos,  correspon- 
diendo á  cada  artículo  una  relación  del 
número  é  importancia  de  los  documen- 
tos, si  hubiere  más  de  uno; 

2.^  De  una  copia  de  todos  los  con- 
tratos efectuados  durante  el  ejercicio; 

3.°  De  una  copia  de  los  contratos  de 
empréstitos; 
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4.°  De  una  relación  de  todos  los  cré- 
ditos activos  y  pasivos  del  distrito; 

5.°  De  los  presupuestos  ordinarios  y 
adicionales  que  se  refieren  al  ejercicio 
'  de  que  se  trata; 

6.°  De  un  cuadro  comprobante  de 
las  diferentes  partidas  de  gastos  auto- 
rizados» y  de  lo  que  de  cada  una  se  hu- 
biere pagado  en  el  transcurso  del  año, 
indicando  las  diferencias  en  más  ó  en 
menos; 

7.®  Del  dictamen  de  la  Junta  gene- 
ral, si  lo  hubiere; 

8.**  De  cualesquiera  otros  documen- 
tos que  sirvan  para  esclarecer  y  legali- 
zar la  administración  financiera  de  la 
Corporación. 

Art.  82.  Las  cuentas  serán  presen- 
tadas por  la  Comisión  de  distrito  en 
ejercicio,  en  harmonía  con  los  acuer- 
dos de  la  Junta  general. 

§  único:— Si  las  cuentas  comprendie- 
sen períodos  dPejercicios  pertenecien- 
tes auna  Junta  anteriol^  y  en  ellas  se 
notasen  irregularidades,  serán  invita- 
dos los  responsables  por  la  Comisión 
de  distrito  en  ejercicio  á  examinar  las 
cuentas  de  los  períodos  que  les  corres- 
pondan, alegando,  en  el  plazo  que  se 
les  fije,  lo  que  les  ocurra  acerca  de  las 
irregularidades  notadas;  y  con  las  ex- 
plicaciones que  dieron,  se  remitirá  el 
expediente  al  Tribunal  de  Cuentas. 

Art.  83i  Las  cuentas  del  ejercicio 
correspondientes  al  distrito',  antes  de 
ser  remitidas  al  Gobernador  civil,  esta- 
rán á  disposición  del  piiblico¡durante 
ocho  días,  lo  cual  se  hará  constar  por 
edictos  fijados  en  los  sitios  de  costum- 
bre y  publicados  en  uno  de  los  periódi- 
cos de  la  capital  del  distrito,  con  tres 
días  de  anticipación  por  lo  menos. 

§  único.— Todos  los  electores  del  dis- 
trito tienen  derecho  á  hacer  observa- 
ciones por  escrito  acerca  de  las  cuen- 
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tas,  y  las  que  hicieren  se  unirán  al  ex-' 
pediente. 

Art;  84.  Las  sentencias  de  los  Tribu- 
nales judiciales  que  condenaren  á  las  . 
Juntas  generales  al  pago  de  cantidades 
en  dinero,  no  podrán  ser  ejecutadas 
contra  dichas  Juntas,  con  arreglo  alas 
prescripciones  del  Código  de  procedi- 
miento civil,  sino  en  la  forma  prescrita 
en  los  párrafos  siguientes: 

§  1.°— Si  las  cantidades  fueren  líqui- 
das y  los  presupuestos  estuvie*sen  vo- 
tados, y  aun  no  pagadas  en  todo  ó 
en  parto  las  partidas  fijadas  para  el 
pago  de  deudas  exigibles,  los  interesa- 
dos pedirán  su  abono  hasta  el  total  de 
las  mismas  por  los  medios  autorizados 
en  el  párrafo  3.°  del  art.  94,  en  caso  de 
negativa  de  la  Comisión  de  distrito. 

§  2.**— Si  la  Junta  no  estuviere  habili- 
tada para  el  pago  por  las  autorizacio- 
nes del  presupuesto,  los  interesados, 
después  de  liquidadas  las  cuentas  en 
la  forma  ordinaria,  pedirán  á  la  Junta 
que  las  incluya  en  presupuestos.  Si  la 
Junta  no  atendiera  á  los  interesados, 
podrán  éstos  reclamar  ante  el  Gobier- 
no, para  que  éste  haga  uso  de  las  facul- 
tades que  le  confiere  el  art.  71. 

§  3.**— SI  las  deudas  fuesen  excesivas, 
en  relación  con  los  medios  de  que  dis- 
pone el  distrito  y  con  los  demás  cargos 
que  tenga  que  satisfacer,  tendrá  el  Go- 
bierno la  facultad,  cuando  delibere  por 
la  Junta  ó  ésta  lo  solicite,  y  con  au- 
diencia de  los  acreedores,  de  autorizar 
el  pago  en  dos  años  civiles,  devengan- 
do en  este  caso  las  deudas  el  interés  de 
5  por  100,  á  contar  de  la  fecha  del 
acuerdo  del  Gobierno. 

§  4.°— Si  el  Estado  fuere  el  acreedor, 
podrá  el  Gobierno  autorizar  el  pago  por 
plazos,  pudiendo  fijarlos  en  dos  años  y 
sin  interés  de  demora. 
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CAPÍTULO  IV 

Comisión  de  distrito 
Su  competencia  y  atribuciones  . 

Art.  85.    La  Comisión  de  distrito  se 
compondrá  de  tres  Procuradores,  nom- 
.  brados  por  la  Junta  general  en  su  pri- 
mera sesión  después  de  elegida. 

§  1.**— En  la  misma  sesión  nombrará 
la  Junta  general  tres  sustitutos,  que  se- 
tán  llamados,  por  el  orden  de  su  nom- 
bramiento, á  suplir  á  los  numerarios 
en  caso  de  ausencia  ó  impedimento. 
'  §  2.**— En  caso  de  ausencia  ó  impedi- 
mento de  los  sustitutos^  ocuparán  est« 
puesto  los  Procuríidores  que  residieren 
en  la  capital  del  distrito,  comenzando 
por  los  de  más  edad. 

Art.  86.  La  Junta  general  designará 
entre  los  miembros  de  la  Comisión  de 
distrito  el  Presidente  y  el  Secretario, 
haciendo  las  veces  de  Presidente,  á 
falta  de  esta  designación,  ó  en  caso  de 
impedimento,  el  más  anciano,  y  de  Se- 
cretario el  más  joven  de  los  nom- 
brados. 

Art.  87.  La  Junta  general,  siempre 
que  lo  juzgue  conveniente,  po'drá  susti- 
tuir, tanto  en  las  sesiones  ordinarias 
como  en  las  extraordinarias,  los  indi- 
viduos de  ía  Comisión  de  distrito. 

§  único.— Esta  Comisión  funcionará 
de  un  modo  permanente,  so  reunirá 
en  el  edificio  del  Goljiorno  civil  siempre 
que  lo  juzgue  necesario  para  el  desem- 
peño de  sus  funciones,  y  tendrá,  por  lo 
meno-,  una  sesión  por  semana. 

Art.  88.  El  despacho  de  los  a'=?untos 
de  la  Comisión  do  distrito  estará  á  car- 
go de  los  empleados  de  la  Junta  gene- 
ral, con  arreglo  al  art.  45 

Art.  89.  La  Comisión  de  distrito  co- 
rresponderá, por  medio  de  su  Presi- 


dente, con  todas  las  Autoridades  y  Cen- 
tros públicos,  lo  mismo  que  lo  hace  la 
Junta  general,  con  arreglo  al  art.  47. 

Art.  90.    De  las  sesiones  de  la  Comi- 
sión de  distrito  se  levantarán  actas  en  ' 
un  libro  especial . 

Art.  91.  En  las  reuniones  y  acuerdos 
de  la  Comisión  de  distrito  se  observa- 
rá, en  la  parte  que  sea  aplicable,  lo  dis- 
puesto en  el  capítulo  II  del  título  II,  y 
en  el  art.  48. 

Art.  92.'  No  son  válidos  ni  ejecuto- 
rios los  acuerdos  de  la  Comisión  de  dis- 
trito si  no  hay  dos -votos  conformes. 

Art.  93.  Los  individuos  de  la  Comi- 
sión de  distrito  no  tienen  derecho  á  re- 
tribución alguna. 

Art.  94.  Corresponde  á  la  Comisión 
de  distrito: 

1.**  Ejecutar  y  hacer  que  se  ejecuten 
todos  los  acuerdos  de  la  Junta  general; 

2.^    Proponer  á  la  Junta  los  presu-- 
puestos  de  distrito;        ^ 

3.®    Ordenar  fbs  gastos  con  arreglo  á  • 
Jos  presupuestos  y  acuerdos  de  la  Jun- 
ta general; 

4.''  Dirigir  el  despacho  de  los  asun- 
tos ordinarios; 

5."  Corresponder  con  todas  las  Au- 
toiMclades  ó  Corporaciones  con  las  cua- 
les haya  de  hacerlo  la  Junta; 

6.°  Presentar  las  cuentas  de  los  in- 
gresos del  distrito  en  el  correspondien- 
te ejercicio; 

7.®  Inspeccionar  todos  los  servicios 
que  sean  de  la  competencia  de  la  Junta 
general; 

8."  Presentar  á  la  Junta  proposicio- 
nes ó  proyectos  de  organización  ó  re- 
forma tic  cualquier  servicio  del  distrito; 

9.°  Ejercer,  en  ausencia  de  la  Junta 
general,  las  atribuciones  de  que  tratan 
los  artículos  50  á  52  y  121; 

10.  Ejercer,  en  ausencia  de  la  Junta 
general,  las  demás  atribuciones  que  á 
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ésta  corresponden  en  todos  los  nego- 
cios cuya  resolución  no  pueda  demo- 
rarse sin  perjuicio  para  la  administra- 
ción, y  que  no  justifiquen,  por  su  im- 
portancia, la  convocatoria  extraordi- 
naria de  la  Junta  general , 

§  1.°— Serán  siempre  de  la  exclusiva 
competencia  de  la  Junta  general  las  de- 
liberaciones acerca  de  los  asuntos  de 
que  tratan  los  números  4.°— en  la  parte 
relativa  á  lá  fundación,  ó  subsidios  para 
la  fundación  de  asilos  ó  escuelas  de  dis- 
trito—13,  14,  15,  17  del  art.  34,  y  el  ar- 
ticulo 55.  • 

§  2.*>— El  Presidente  de  la  Comisión 
de  distrito  representa  á  Ja  Junta  gene- 
ral en  juicio  ó  fuera  de  ^1,  y  en  tal  con- 
cepto designará  los  Abogados  y  Procu- 
radores que  sean  necesarios. 

§  3.°— Si  la  Comisión  de  distrito  se 
negare  á  ordenar  el  pago  de  gastos  le- 
^almente  autorizados  y  liquidados,  po- 
drán los  interesados  reclamar  ante  el 
Tribunal  administrativo,' el  cual,  des- 
pués de  o:r  á  la  Comisión,  ordenará  el 
pago  si  considerare  justa  la  reclama- 
ción. La  orden  del  Tribunal  producirá 
los  mismos  efectos  que  la  de  la  Comi- 
sión de  distrito,  y  podrá  servir  de  base 
á  la  ejecución,  quedando  el  Tesorero 
•l'.l  distrito  obligado  á  satisfacerla  con 
sus  bienes  y  los  de  su  fiador. 

Art.  95.  En  todas  las. sesiones  de  la 
Junta  general,  tanto  ordinarias, como 
extraordinarias,  presentará  la  Comi- 
sión de  distrito  una  relación  de  las  pro- 
^:denciás  y  acuerdos  que  hubiera  to- 
r.iado  desde  la  última  sesión. 

Art.  96.  Los  acuerdos  de  la  Coi^ii- 
siún  de  distrito  podrán  -ser  renovados 
[•or  la  Junta  general  en  las  sesione?  or- 
dinarias, ó  en  las  extraordinarias  con- 
vocadas al  efecto,  cuando  de  la  re- 
vocación no  resulte  daño  irreparable 
tjí  perjuicio    de  dereclips  adquiridos. 


Art.  97  Los  individuos  de  la  Comi- 
sión de  distrito  serán  solidariamente 
responsables  para^con  la  hacienda  del 
mismo  por  los  actos  que  realizaren  en 
contra  de  los  acuerdos  de  la  Junta  ó  de 
lo  dispuesto  enlas  leyes  y  Reglamentos 
de  la  administración  pública. 

Art.  98.  De  los  actos  y  acuerdos  de 
la  Comisión  de  distrito  podrá  recla- 
marse ante  la  Junta  general. 

§  único. — Si  la  Junta  no  estuviere 
reunida,  ó  no  revocase  el  acuerdo  im- 
pugnado, se  podrá  reclamar  ante  el 
Tribunal  administrativo,  si  hubiere 
perjuicio  de  derechos,  y  en  los  casos  de 
nulidad  enumerados  en  el  art.  30. 

Art.  99.  Cuando  la  Comisión  de  dis- 
trito juzgare  necesaria  la  reunión  ex- 
traordinaria de  la  Junta  general,  lo 
pondrá  en  conocimiento  del  Gobierno, 
con  la  exposición  de  los  motivos  que 
justifiquen  la  convocatoria. 

TÍTULO  IV 

CORPORACIONES  MUNICIPALES 

CAPÍTULO  PRIMERO 

Disposiciones  acerca  de  la  organiz ación ^ 
reuniones  y  acuerdos 

Sección  primera 

De  las  Corporaciones  en  general 

Art.  100.  Cada  Municipio  será  regi- 
do poi*  una  Corporación  municipal  (Cá- 
mara), compuesta  de  nueve  individuos 
en  los  Municipios  de  primer  orden,  de 
siete  en  los  de  segundo  y  de  cinco  en 
los  de  tercero. 

§  1.°— Son  Municipios' de  primer  or- 
den los  que  tengan  40.000  ó  más  habi- 
tantes, y  los  que  sean  capitales  de  dis- 
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trito,  aunque  no  lleguen  á  este  nútaero; 
de  segundo  orden  los  que  tengan 
de  15.000  á  40.000  habitantes,  y  de  ter- 
cero aquéllos  cuya  población  no  llegue 
á  dicho  número. 

§  2.''— Para  los  efectos  del  párrafo  1.** 
regirá  el  último,  censo  general  de  po- 
blación. 

§  3.**— Cuando  un  Municipio  pase  de 
una  clase  á  otra,  designará  el  Gober- 
nador civil  en  el  edicto  de  convocatoria 
de  las  Asambleas  electorales,  al  efec- 
tuar la  primera  elección,  el  número  de 
individuos  que  han  de  elegirse. 

§  4.**— No  están  comprendidos  en  lo. 
dispuesto  en  este  artículo  el  Municipio 
de  Lisboa,  el  cual  tiene  una  organiza- 
ción determinada  en  la  ley  de  18  de  Ju- 
lio de  1885,  con  las  modificaciones  con- 
tenidas en  este  Código,  ni  los  Munici- 
pios que  tejigan  un  régimen  especial,  de 
conformidad  con  lo  dispuesto  en  la 
sección  segunda  de  este  capítulo. 

§  5.°— La  Corporación  municipal  de 
Oporto,  si  no  se  constituye  aquel  Ayun- 
tamiento con  arreglo  á  la  sección  se- 
gunda de  este  capítulo,  se  compondrá 
de  once  individuos. 

Art.  101.  Cada  Municipio  constituye 
un  solo  colegio  electoral. 

Art.  102.  La  Corporación  municipal 
celebrará  una  sesión  ordinaria  por  se- 
mana, en  el  día  y  hora  que  se  designe 
en  la  primera  sesión  de  cada  año,  y  las 
extraordinarias  que  las  necesidades  del 
servicio  público  exijan. 

§  1.*^— Si  la  Corporación  lo  juzgare 
conveniente,  podrá  alterar  el  día  y  la 
hora  de  las  sesiones  ordinarias,  anun- 
ciándolo al  público  por  edictos  fijados 
en  los  sitios  de  costumbre,  por  lo  me- 
nos con  tres  días  de  anticipación. 

§  2."— Para  las  sesiones  ordinarias 
no  es  necesaria  la  convocatoria;  para 
las  extraordinarias  se  hará  ésta  por  el 


Presidente,  j^a  por  propia  iniciativa,  ya 
cuando  se  lo  pidan  dos  individuos  de 
la  Corporación  ó  se  lo  exija  el  Gober-- 
nador  civil. 

Art.  103.  El  Administrador  del  Mu- 
nicipio, ó  el  del  barrio  en  que  funcione 
la  Corporación,  cuando  no  haya  desig- 
nado otro  el  Gobernador,  asistirá  á 
las  sesiones;  será  oído  cuando  lo  pida 
y  tomará  asiento  á  la  izquierda  del  Pre- 
sidente. 

Art.  104.  La  Corporación -municipal 
se  comunicará  directamente,  por  medio 
de  su  Presidgite,  con  todas  las  Autori- 
dades y  Centros  públicos  de  los  distri- 
tos; con  el  Gobierno  y  con  las  Corpora- 
ciones superiores  lo  hará  por  medio 
de  comunicaciones,  firmadas  por  el 
Presidente  y  entregadas  al  Gobernador 
civil,  para  que  las  envíe  á  su  destino 
con  los  informes  que'  estime  conve- 
nientes. 

Art.  105.  La  Corporación  municipal 
entregará  semanalmente.  al  Adminis- 
trador del  Municipio  ó  del  barrio  en 
que  funcionare,  para  que  lo  envíe  al 
Gobernador  civil,  un  resumen  de  los 
acuerdos  tomados  en  la  semana  ante- 
rior; y  cuando  aquel  Magistrado  lo  exi- 
ja, le  dará  copia  auténtica  de  dichos 
acuerdos,  así  como  de  los  actos  y  con- 
tratos  á  que  se  refieran. 

§  I.*'— De  la  entrega  de  los  documen- 
tos mencionados  en  este'artículo  debe- 
rá dar- recibo  el  Administrador  del  Mu- 
nicipio ó  barrio,  para  los  efectos  le- 
gales. 

§  2.**— Estos  documentos  serán  remi- 
tidos por  el  mismo  Administrador  al 
líobernador  civil,  con  informe  relativo 
á  los  acuerdos  que  considerase  ilegales 
ó  contrarios  al  interés  público. 

§  3."— El  Gobernador  civil  dará  co- 
municación de  estos  documentos,  con 
el  informe  del  Administrador  del  Mu- 
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nicipio,  al  Ministerio  público  por  espa- 
cio de  tres  días,  y  los  remitirá  en  segui- 
da á  la  Junta  general,  sacando  previa- 
nipnte  una  copia  de  la  parte  relativa  á 
los  acuerdos  que  puede  suspender. 

§4.*'— En  el  mismo  día  en  que  remi- 
tiere al  Administrador  el  resumen  de 
su?  acuerdof?,  mandará  la  Corporación 
que  se  fije  una  copia  á  la  puerta  del  edi- 
íicio  municipal,  donde  permanecerá  du- 
rante ocho  horas. 

Sección  segunda 

De  la  Corporación  municipal  de  Lisboa  .y  de  otras 
que  tengan  org^anización  especial 

Art.  lOfj.  La  organización  de  la  Cor- 
poración municipal  de  Lisboa  se  regu- 
lará por  la  ley  de  18  de  Julio  de  1885  y 
por  los  artículos  103, 104  y  105  de  la  sec- 
ción anterior. 

Art.  107.  La  organización  de  la  Cor- 
p<Dración  referida,  excepto  las  Comisio- 
nes especiales,  podrá  hacerse  extensi- 
va á  los  Municipios  de  primera  clase 
con  las  modificaciones  C/ntenidas  en 
los  artículos  subsiguientes,  cuando  lo 
pidan  las  respectivas  Corporaciones 
municipales  y  dos  terceras  partes  por 
lo  m^nos  de  los  ciudadanos  inscritos 
en  el  censo  común  elegibles  para  las 
Corporaciones  administrativas. 

§  1."— Esta  organización  es  también 
extensiva  á  los  Municipios  que  con  es- 
te objeto  se  reunieren,  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  el  núm.  I.**  del  párrafo  1.** 
del  art.  2.° 

^  2.°— La  nueva  organización  será  au- 
torizada por  decreto  publicado  en  el 
peritíxJico  oficial  del  Gobierno. 

Art.  108.  ,  La  Corporación  municipal 
de  Oporto,  en  el  caso  de  constituirse 
con  oi*gani2ación  especial,  se  compon- 
drá de  veintiún  individuos. 

íí  1."— En    la  primera  sesión  que  la 


Corporación  celebre,  nombrará  una 
Comisión  compuesta  de  cinco  indivi- 
duos y  encargada  principalmente  de 
ejecutar  los  acuerdos  tomados  por 
aquélla.  Ei;i  la  misma  sesión  nombrará 
la  Corporación  cinco  Vocales  que,  por 
el  orden  de  nombramiento,  deberán 
sustituir  á  los  numerarios  en  caso  de 
ausencia  ó  impedimento. 

§  2.''— La  Comisión  municipal  podrá 
encargar  á  cualquiera  de  los  Vocales  la 
inspección  de  determinados  servicios 
para  los  que  tengan  especial  competen- 
cia, cuando  las  conveniencias  de  la  ad- 
ministración lo  exijan. 

§  S.'*— Son  meramente  auxiliares  las 
funciones  de  los  Concejales  adjuntos, 
los  cuales  no  acordarán  nada  por  auto- 
ridad propia,  sino  sólo  bajo  la  respon- 
sabilidad de  la  Comisión  municipal. 

§  4.**— La  Comisión  municipal  distri- 
buirá los  servicios  entre  sus  Vocales, 
quedando  cada  cual  responsable  de  sus 
actos  ante  la  misma  Comisión. 

Art.  109.  Las  Corporaciones  munici- 
pales de  los  demás  Municipios  de  pri- 
mer'orden  se  compondrán  de  quince 
individuos.  Éstos,  después  de  elegidos, 
nombrarán  en  la  primera  sesión  una 
Comisión  de  su  seno,  compuesta  de  tres 
miembros,  encargada  principalmente 
de  ejecutar  los  acuerdos  de  la  Corpora- 
ción respectiva. 

§  único.—Es  aplicable  á  estas  Corpo- 
raciones lo  dispuesto  en  los  párra- 
fos 2.**  al  4.**  del  artículo  anterior. 
•  Art.  110.  Las  Corporaciones  de  los 
Municipios  de  primer  orden  celebrarán 
cuatro  reuniónos  ordinarias  anuales  en 
los  primeros  dias  útiles  de  los  meses 
de  Enero,  Abril,  Julio  y  Octubre,  pu- 
diendo  durar  cada  una  ocho  dias. 

Además  de  estas  sesiones  podrá  ha- 
ber las  extraordinarias  .que  las  necesi- 
dades del  servicio  público  exijan. 
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§  1.®— La  reunión  ordinaria- de  Octu- 
bre puede  durar  quince  días  si  las  Cor- 
poraciones lo  juzgan  necesario: 

§  2.°— Cada  reunión  ordinaria  podrá 
prorrogarse  hasta  por  tres  días  útiles  si 
asi  lo  acordare  la  Corporación  muni- 
cipaL 

§3.**— -La  prórroga  que  exceda  de  tres 
días  necesita  autorización  del  Gober- 
nador civil. 

Art.  111/  Para  las  reuniones  ordina- 
rias no  es  necesaria  la  convocatoria; 
para  las  extraordinarias  se  hará  ésta 
por  el  Gobernador  civil,  cuando  asi  Jo 
exijan  las  conveniencias  del  servicio 
público  ó  lo  pidan  las  Comisiones  mu- 
nicipales. 

§  único.— A  las  reuniones  de  las  Cor- 
poraciones asistirán  los  Administrado- 
res de  los  barrios  designados  por  el 
Gobernador  civil  ó  de  los  respectivos 
Municipios,  los  cuales  serán  oídos  cuan- 
do lo  exijan,  y  tendráa  asiento  ^  la  iz- 
quierda del  Presidente.   . 

Art.  112.  Respecto  de  la  organiza- 
ción y  modo  de  funcionar  de  las  Cor- 
poraciones y  Comisiones  municipales 
de  que  trata  esta  sección,  deberán 
aplicarse,  si  no  se  determinare  otra  co- 
sa en  este  Código,  ias  disposiciones  co- 
munes contenidas  en  el  título  II,  y 
las  especiales  relativas  á  la  organiza- 
ción y  modo  de  funcionar  délas  Juntas 
generales  y  Comisiones  de  distrito, 
comprendidas  en  los  capítulos  I  y  IV 
del  título  III. 

§  úoico.— Es  aplicable  á  las  Corpora-: 
clones  municipales  y  á  las  Comisiones 
respectivas  lo  dispuesto  en  el  art.  105, 
debiendo  enviar  las  primeras  el  resu- 
men de  sus  acuerdos  al  día  siguiente 
de  aquel  en  que  fueren  tomados. 


CAPÍTULO    II 

Competencia  y  atribuciones 
Sección  primera 

De  las  Corporaciones  en  g-eneral 

Art.  113.  La  Corporación  municipal 
tendrá  á  su  cargo  la  administración  de 
los  bienes  é  intereses  peculiares  del 
Municipio,  promover  y  realizar  todas 
las  mejoras  morales  y  materiales  de 
los  pueblos  del  distrito  municipal,  y 
que  no  estén  encargadas  especialmen- 
te por  la  ley  á  otras  Corporaciones  ó 
Autoridades. 

Art.  114.  Corresponden  también  ár 
la  Corporación  municipal  atribuciones 
deliberativas  y  consultivas  para  la.eje- 
cución  de  servicios  de  interés  general, 
de  distrito  y  parroquial,  en  todos  los  ca- 
sos consignados  en  las  leyes. 

Art.  115.  Corresponden,  finalmente, 
á  la  Corporación  municipal  atribucio- 
nes consultivas  en  todos  los  asuntos 
sobre  que  deba  ser  oída  por  el  Gobier- 
no, por  el  Gobernador  civil  y  por  la 
Junta  general. 

§  único.— Podrá,  además,  la  Corpora- 
ción emitir  su  parecer  por  propia  ini- 
ciativa, y  efevarlo  á  las  Autoridades  y 
poderes,  superiores  del  Estado,  pero 
sólo  en  asuntos  de  su  competencia. 

Art.  116.  Los  acuerdos  de  la  Corpo- 
ración municipal  serán  de  dos  clases: 
unos  definitivos,  que  pueden  desde  lue- 
go ejecutarse;  y  otros  provisionales, 
que  no  podrán  ejecutarse  hasta  que 
sean  definitivos,  con  arreglo  á  las  pres- 
cripciones de  este  Código. 

Art.  117.  La  Corporación  delibera- 
rá definitivamente: 

1.?  Sobre  administración  de  los  bie- 
nes comunes  y  de  los  establecimientos 
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municipales,  y  su  aplicación  á  los  usos 
á  que  estén  destinados; 

2.°  Sobre  adquisición  de  bienes  mué-; 
bles  para  los  servicios  del  Municipio  y 
enajenación  de  los  que  no  fueren  in- 
dispensables para  estos  servicios; 

3.°  Sobre  aceptación  de  herencias, 
legados  y  donaciones  hechos  al  Munici- 
pio ó  á  los  establecimientos  municipa- 
les, cuando  no  existan  cargas,  condi- 
ciones ó  reclamaciones; 

4.°  Sobre  concesión  de  licencias  pa- 
ra el  establecimiento  de  ferrocarriles 
americanos  ó  de  otras  mejoras  en  las 
comunicaciones  ó  vías  públicas,  en  las 
calles,  caminos  ó  terrenos  del  Muni- 
cipio; 

5."  Sobre  obras  de  construcción, 
reparación  y  conservación  de  propieda- 
des municipales,  cuyo  gasto  total  no 
exceda  de  l.OOO.uOO  de  reis  en  los  Mu- 
nicipios de  primera  clase,  de  500.000 
reís  en  los  de  segunda  y  de  300.000  en 
los  de  tercera; 

6.®  Sobre  subsidios  á  establecimien- 
tos de  beneficencia,  instrucción  y  edu- 
cación de  que  no  sea  administradora, 
pero  que  sean  de  utilidad  para  el  Muni- 
cipio ó  para  una  parte  importante  del 
mismo; 

7.®  Sobre  construcción,  reparación 
y  conservación  de  las  vías  públicas  mu- 
nicipales, observando  las  formalidades 
deinúm.  7.°  del  art.  54,  y  lasdisposicio- 
nes  de  las  leyes  especiales; 

%P  Sobre  nombramiento  y  suspen- 
sión, hasta  sesenta  días  en  él  mismo 
año,  de  los  empleados  de  la  aílminis-" 
iración  municipal  y  de  los  qae  fueren 
pagados  en  todo  ó  en  parte  por  las  ar- 
cas municipales,  cuando  por  la  ley  no 
esté  determinada  la  forma  especial  de 
nombramiento  y  suspensión; 

9.**  Sobre  comienzo  y  defensa  de 
pleitos; 


10.  Sobre  contratos  para  ejecución 
de  obras,  servicios  y  suministros  que 
deban  tener  efecto  en  un  período  que 
no  exceda  de  un  año; 

11.  Sobre  arrendamientos  .y  sus 
condiciones  por  un  período  que  no  ex- 
ceda de  un  año; 

12.  Sobre  construcción  y  conserva- 
ción de  fuentes,  puentes,  zanjas  de 
desecación  y  acueductos,  cuyo  gasto 
total  no  exceda  de  los  límites  designa- 
dos en  el  núm.  5."; 

13.  Sobre  construcción  y  adminis- 
tración de  cárceles  de  la  comarca,  con 
arreglo  á  los  planos  aprobados  y  á  las 
prescripciones  de  las  leyes  especiales; 

14.  Sobre  Reglamentos  para  el  ré- 
gimen de  los  establecimientos  y  servi- 
cios pertenecientes  á  la  administrsuiión 
municipal; 

15.  Sóbrela  formación  del  catastro, 
con  descripción  exacta  de  los  bienes 
inmuebles  municipales,  yasean  propios 
del  Municipio,  ya  de  aprovechamiento 
común  de  los  vecinos; 

16.  Sobre  la  conveniencia  do  decre- 
tar la  utilidad  pública  ó  la  urgencia  de 
las  expropiaciones,  así  como  sobre  la 
realización  de^as  que  estuvieren  decla- 
radas por  la  ley  ó  decretadas  por  el 
Gobierno; 

17.  Sobre  denominación  de  calles  y 
lugares  públicos  y  numeración  de  los 
predios; 

.18.  Sobre  empréstitos,  su  interés  y 
cargas,  cuando  éstas,  solas  ó  unidas 
á  las  de  empréstitos  anteriores,  no  as- 
ciendan á  la  décima  parte  de  los  ingre- 
sos ordinarios  autorizados  en  el  presu- 
puesto del  año  corriente;  • 

19.  Sobre  organización  de  servicios 
para  la  extinción  de  los  incendios  y 
para  prevenir,  ó  atenuar  los  males  pro- 
cedentes de  las  calamidades  públicas; 

20.  Sobre  aprobación  de  los  acuer- 
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dos  de  las  Juntas  de  parroquia,  con 
arreglo  á  las  prescripciones  de  este 
Código; 

21.  Sobre  nombramiento  de  Jun- 
tas de  parroquia  y  Jueces  de  paz, 
cuando  la  elección  no  haya  dado  resul- 
tado; 

22.  Sobre  concesión  de  pensiones  á 
los  bomberos  que  se  imposibiliten  en 
el  servicio,  debiendo  cesar  la  pensión 
cuando  cese  la  imposibilidad; 

23.  Sobre  licencia  para  edificaciones 
ó  reediñcacioiies  junto  á  las  calles  y 

,  lugares  públicos,  fijando  la  alineación 
y  el  nivel,  y  pudiendo  ceder  ó  adquirir 
los  terrenos  necesarios  al  efecto,  previa 
tasación  de  peritos; 

24.  Sobre  demolición  de  edificios 
arruinados,  ó  sobre  su  reparación  con 
arreglo  á  la  legislación  respectiva,  pu- 
diendo emplear  el  mismo  procedimien- 
to especial  para  los  edificios  en  cons- 
trucción y  para  todo  lo  que  amenace  á 
la  seguridad  pública  ó  individual; 

25.  Sobre  saneamiento  de  poblacio- 
nes y  demolición  ó  reparación  de  habita- 
ciones insalubres,  según  ef  dictamen  de 
peritos,  con  las  formalidades  prescri- 
tas en  la  legislación  relativa  á  la  demo- 
lición ó  reparación  de  edificios  que 
amenacen  ruina,  de  que  pueda  resultar 
algún  peligro  para  la  seguridad  públi- 
ca ó  particular; 

?6.  Sobre  la  plantación  y  corta  de 
arbustos  ó  arbolados  municipales; 

27.  Sobre  roturación  y  siembra  de 
terrenos  municipales  incultos,  y  dese- 
cación de  pantanos  existentes  en  terre- 
nos del  Municipio; 

•  28.  Sobre  todo  lo  que  interesa  á  la 
seguridad  y  comodidad  del  tránsito  por 
las  calles,  plazas  y  demás  lugares  pú- 
blicos, incluso  la  limpieza  6  ilumina- 
ción, y  la  remoción  de  cualquier  obs- 
táculo que  pueda  perjudicar  á  los  tran- 


seúntes ó  de  objetos  que  produzcan 
emanaciones  insalubres; 
,  29.    Sobre  administración  de  expósi- 
tos y  criaturas  desvalidas  ó  abandona- 
das hasta  la  edad  de  siete  años; 

30.  Sobre  to4os  los  asuntos  de  ad- 
ministración municipal  que  sean  de  su 
competencia  y  no  estén  comprendidos 
en  el  artículo  siguiente. 

Art.  118.  La  Corporación  municipal 
deliberará  provisionalmente: 

1°  Sobre  aplicación  de  las  propie- 
dades municipales  á  usos  diversos  de 
aquéllos  para  que  estén  destinadas; 

2.**  Sobre  dotación  de  los  servicios 
y  fijación  de  gastos  municipales; 

3.**    Sobre  presupuestos  municipales; 

4.°  Sobre  creación  de  impuestos  mu- 
nicipales; 

5.**  Sobre  creación  de  establecimien- 
tos é  institutos  de  utilidad  para  el  Mu- 
nicipio, su  dotación,  su  disolución  ó 
extinción  y  sus  Reglamentos; 

6.°  Sobre  creación  de  cargos,  su  do- 
tación y  supresión; 

7.**  Sobre  creación  de  partidos  pa- 
ra facultativos,  boticarios,  matronas, 
veterinarios  y  peritos  agrónomos,  y  su 
supresión; 

8.°  Sobre  destitución  y  suspensión 
de  empleados  por  un  periodo  de  tiempo 
que  exceda  de  sesenta  días  en  el  mis- 
mo año;    *  .       < 

9.°  Sobre  contratos  para  ejecución 
de  obras,  servicios  y  suministros  de 
interés  municipal,  cuando  deban  tener 
efecto  pot*  más  de  un  año; 

10.  Sobre  arrendamiento  y  sus  con- 
diciones por  un  período  de  tiempo  que 
exceda  de  un  año; 

11.  Sobre  acuerdos  con  otras  Corpo- 
raciones administrativas  para  llevar  á 
cabo  mejoras  de  interés  común; 

12.  Sobre  empréstitos,  su  interés  y 
cargas,  cuando  éstas,  solas  ó  unidas  á 
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las  de  empréstitos  anteriores,  absor- 
ban más  de  la  décima  parte  de  los  in- 
gresos ordinarios  autorizados  en  los 
presupuestos  del  año  corriente; 

13.  Sobre  construcción  de  cemente- 
rios municip$i.les  en  la  capital  del  Mu- 
nicipio, su  ampliación  ó  supresión,  de 
conformidad  con  las  leyes  y  Reglamen- 
tos Ynunicipales,  quedando  á  salvo  los 
derechos  de  la  Corporación  respecto  de 
los  cementerios  que  haya  construido 
fuera  de  la  capital; 

14.  Sobre  establecimiento, duración, 
supresión  y  variaciones  de  ferias  y 
mercados; 

15.  Sobre  cesantías  de  los  emplea- 
dos, deducciones  de  sus  sueldos  con 
«lostino  á  aquéllas  y  pensiones  señala- 
das á  los  individuos  que  se  imposibili- 
taren en  el  servicio  del  Municipio; 

16.  Sobre  tasas  por  la  ocupación 
temporal  de  lugares  y  terrenos  de  uso 
público  y  de  común  aprovechamiento; 

17.  Sobre  Reglamentos  para  el  dis- 
frute y  explotación  de  los  bienes,  pas- 
tos y  frutos  de  aprovechamiento  co- 
mún de  los  pueblos  del  distrito  munici- 
pal, ó  pertenecientes  á  más  de  una  fe- 
ligresía de  éste,  pudiendo  establecer 
tasas  sobre  su  uso; 

18.  Sobre  Reglamentos  de  policía 
urbana  y  rural; 

19.  Sobre  Reglamentos  para  la  co- 
branza de  los  impuestos  municipa- 
les; 

20.  Sobre  adquisición  de  bienes  in- 
muebles para  los  servicios  del  Munici- 
pio y  enajenación  de  los  que  no  fueren 
indispensables  para  estos  servicios; 

21.  Sobre  desistimientos  y  transac- 
ciones en  los  pleitos; 

22.  Sobre  obras  de  construcción,  re- 
paración ó  conservación  de  propieda- 
des municipales,  y  de  fuentes,  puentes, 
zanjas  de  desagüe  y  acueductos,  cuyo 


gasto  exceda  los  límites  marcados  en 
los  números  5.®  y  12  del  art.  117; 

23.  Sobre  concesión  de  servidum- 
bres en  predios  municipales,  los  cuales 
conservarán  siempre  la  naturaleza  de 
precarios; 

24.  Sobre  construcción  de  lavado- 
ros,  establecimientos  de  1)años  públicos 
y  de  aguas  medicinales,  edificios  para 
morcados  públicos  y  mataderos; 

25.  Sobro  aceptación  de  herencias, 
logados  y  donaciones  hechos  al  Muni- 
cipio ó  establecimientos  municipales, 
cuando  existan  cargas,  condiciones  ó 
reclamacipníís; 

20.  Sobre  ventas  do  carnes  muertas, 
pudiendo  declararla  libre  ó  arrendar  su 
abastecimiento,  y  establecer  puestos 
por  cuenta  propia  cuando  la  conducta 
de  los  abastecedores  justifiquen  esta 
providencia  extraordinaria. 

Art.  119.  La  Corporación  municipal, 
antes  de  tomar  acuerdo  acerca  de  los 
objetos  designados  en  el  núm.  18  del  ar- 
tículo 117,  y  en  los  números  2.**,  3.°,  4."  y 
12  del  118,  convocará,  con  tres  días  de 
anticipación  por  lo  monos,  á  los  cua- 
renta mayores  contribuyentes  por  te- 
rritorial para  que  emitan  su  piarecer 
sobre  el  acuerdo  que  acaban  de  tomar 
en  este  punto. 

§  l.^— Si  en  la  primera  reunión  dejare 
de  comparecer  la  mayoría  de  los  referi- 
dos contribuyentes  y  no  hubiera  núme- 
ro suficiente  para  tomar  acuerdo,  serán 
convocados  nuevamente  por  lo  menos 
con  tres  días  de  anticipación  y  se  cons- 
tituirán en  Asamblea,  cualquiera  que 
sea  el  número  de  los  que  asistan. 

§  2.°— El  parecer  que  emitieren  se 
consignará  en  acta  por  el  Secretario  de 
la  Corporación  y  lo  remitirán  al  Gober- 
nador civil,  juntamente  con  el  resumen 
de  que  trata  el  art.  105;  y  si  no  compa- 
reciese ninguno  de  los  contribuyentes 
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Ó  dejaren  de  emitir  su  opinión,  se  ex- 
tenderá' el  acta  respectiva,  remitiéndo- 
la á  la  mencionada  Autoridad. 

Art.  120.  En  el  ejercicio  del  derecho 
conferido  .por  el  núm.  18  del  art.  118,  co- 
rresponde á  la  Corporación  hacer  los 
Reglamentos: 

1."  Para  la  policía  de  las  calles,  al- 
cantarillas, riberas,  caminos  y  campos, 
de  caza  y  de  pesca  en  las  aguas  muni- 
cipales y  particulares;. 

2.°  Para  el  régimen  y  policía  de  las 
aguas  comunes  municipales; 

3.°  Para  la  policía  de  los  puestos  y 
traperías,  ya  sean  ambulantes,  ya  ten- 
gan lugares,  fijos;    • 

4°  Para  la  limpieza  de  chimeneas  y 
hornos  y  para  el  servicio  de  extinción 
de  incendios  y  contra  las  inundaciones; 

b.'^  Para  impedir  que  los  animales 
dañinos  discurran  libres  por  las  calles; 

6,^  Para  i  mpedir  que  en  1  as  ve  ntanas, 
terrados  y  barandas,  se  coloquen  obje- 
tos con  peligro  de  la  seguridad  pública; 

7.**  Para  regularizar,  en  los  térmi- 
nos prescritos  por  la  ley,  la  fachada  y 
alineación  de  los  edificios  dentro  de  las 
poblaciones  ó  inmediatos  á  los  caminos 
municipales; 

8.°  Para  proveer  á  la  conservación 
y  limpieza  de  los  paseos  y  carreteras 
municipales,  plazas,  calles,  pozos  ne- 
gros, zanjas  y  vaciaderos  públicos; 

9.**  Para  reglamentar  la  policía  de 
las  ferias  y  mercados; 

10.  Para  reglamentar,  dentro  de  las 
poblaciones,  las  condiciones  de  los  de- 
pósitos de  inmundicias  y  su  limpieza, 
ya  se  haga  ésta  por  medio  de  caños 
para  el  alcantarillado  general,  ya  por 
otro  isistema  cualquiera; 

11.  Para*  reglamentar  la  policía  de 
los  carros  y  demás  vehículos; 

12..  En  general,  sobre  todos  los  obje- 
tos de  policía,  tanto  urbana  como  rural. 


§  único.— No  está  permitido,  sin  em- 
bargo, á  dichas  Corporaciones  estable- 
cer Ordenanzas  ó  Reglamentos  de  poli- 
cía sobre  asuntos  de  la  competencia  de 
otra  Autoridad  ó  Centro  público,  ó  acer- 
ca de  las  cuales  existan  prescripciones 
en  las  leyes  y  Reglamentos  de  la  admi- 
nistración general  ó  de  distrito. 

Art.  121.  Los  acuerdos  provisioftales 
enumerados  en  el  art.  118  se  converti- 
rán en  definitivos  si  dentro  del  plazo  de 
treinta  días,  á  contar  de  su  comunica- . 
ción  al  Administrador  del  Municipio  ó 
barrio,  con  arreglo  á  lo  proscrito  en  el 
artículo  105,  no  fueren  suspendidos  por 
el  Gobernador  civil,  oído  el  Tribunal  ad- 
ministrativo del  distrito,  los  de  que  tra- 
tan los  números  12, 13y  19,  ó  si  no  fueren 
suspendidos  por  la  Junta  general  den- 
tro de  igual  plazo  los  designados  en  los 
restantes  números  del  mismo  a'tículo. 

§  l.'^— Páralos  distritos  de  las  islas 
adyacentes  será  de  sesenta  días  el  pla- 
zo respecto  de  las  Corporaciones  muni- 
cipales de  las  islas  donde  no  estuviere 
la  capital  del  distrito. 

§  2.**— Podrán,  sin  embargo,  tanto  el 
Gobernador  civil  como  la  Junta  gene- 
ral, antes  de  transcurridos  los  plazos 
marcados  en  este  artículo,  y  cuando  la 
Corporación  municipal  lo  solicite,  par- 
ticipar que  no  hacen  uso  de  la  facultad 
que  les  está  conferida. 

§  3.®— La  suspensión  será  siempre 
motivada,  ya  proceda  del  Gobernador, 
ya  de  la  Junta  general. 

§  4.^— De  la  suspensión  decretada  por 
el  Gobernador  civil  ó  por  la  Junta  gene- 
ral, podrá  la  Corporación  municipal  re- 
currir ante  el  Gobierno. 

§  5.°— De  las  suspensiones  que  con- 
firmare dará  el  Gobierno  cuenta  á  las 
Cortes,  si  estuvieren  reunidas,  y  si  no 
lo  estuvieren,  en  la  primera  reunión 
que  celebren. 


CÓDIGO  ADMINISTRATIVO 


91 


§  6.°— El  Gobernador  civil  y  la  Junta 
general  podrán  recomendar  á  la  Cor- 
poración municipal,  antes  de  hacer  uso 
del  derecho  de  suspensión,  -que  refor- 
me sus  acuerdos  en  la  parte  que  sean 
contrarios  á  las  leyes  ó  al  interés  pil- 
blico;  y  si  la  Cámara  los  reformare,  los 
transmitirá  al  Administrador  del  Muni- 
cipio ó  del  barrio  antes  que  transcu- 
rran dos  terceras  partes  de  los  plazos 
fijados  en  este  artículo  para  los  efectos 
del  105. 

§  7.*^-  Dentro  de  los  mismos  plazos,  á 
contar  de  la  fecha  del  recibo  expedido 
por  el  Administrador  del  Municipio  ó 
del  barrio,  podrá  el  Gobernador  civil 
ó  la  Junta  general  suspender,  tanto 
los  primeros  como  los  nuevos  acuer- 
dos. 

§  8.**— Si  la  Corporación  municipal  no 
cumpliere  lo  dispuesto  en  el  párrafo  6.®, 
serán  suspendidos  sus  acuerdos. 

§  9.**— La  Corporación  municipal  po- 
drá sustituir  los  acuerdos  suspendi- 
dos declarándolos  sin  efecto;  y  en  es- 
te caso,  si  el  Gobernador  civil  ó  la 
Junta  no  usare,  respecto  de  los  nuevos 
acuerdos,  del  derecho  de  suspensión, 
se  convertirán  en  definitivos. 

Art.  122.  Tanto  los  acuerdos  defini- 
tivos como  los  provisionales,  después 
que  hayan  adquirido  aquel  carácter, 
podrán  ser  suspendidos  ó  revocados 
por  la  vía  contenciosa  en  los  casos  de 
nulidad  enumerados  en  el  art.  30,  y 
cuando  perjudiquen  derechos  fundados 
en  las  leyes  y  Reglamentos  de  la  admi 
nistráción  pública. 

§  único.— Son  competentes  para  acu- 
dir á  la  vía  contenciosa  el  Ministerio 
público  y  las  personas  cuyos  derechos 
hayan  sido  perjudicados  por  los  acuer- 
dos, 

Art.  123.  Corresponde  á  la  Corpora- 
ción municipal,  por  medio  de  su  Presi- 


dente, ejecutar  y  hacer  que  se  ejecuten 
sus  acuerdos. 

§  1.°— El  Presidente  de  la  Corpora- 
ción estará  especialmente  encargado: 

l.°  De  la  publicación  de  las  Ordenan- 
zas, resoluciones  y  aviaos; 

2.**    Del  proyecto  de  presupuestos; 

3.°  De  ordenar  los  gastos  con  arre- 
glo á  los  presupuestos  y  acuerdos  de  la 
Corporación; 

4.°  De  representar  en  juicio  y  fuera 
de  61  á  la  Corporación  y  elegir  los  Abo- 
gados y  Procuradores  que  sean  nece- 
sarios; 

5  °  De  firmar  la  correspondencia 
para  todas  las  Autoridades  y  Centros 
con  quienes  la  Corporación  la  tenga 
directa; 

6.**  De  la  inspección  superior  de  to- 
dos los  establecimientos  y  servicios 
municipales. 

§  2.VEstá  permitido  á  Ja  Corpora- 
ción dividir  las  funciones  de  inspección 
encomendadas  á  sus  miembros,  tenien- 
do en  cuenta  sus  especiales  aptitudes, 
excepto  en  lo  que  se  refiere  al  servicio 
de  Secretaría,  cuya  inspección  quedará 
siempre  reservada  al  Presidente. 

Secoi6n  aegaada 

De  la  Corporaeión  municipal  de  Lisboa  y  de 
otras  con  organización  especial 

Art.  124.  Las  disposiciones  de  la 
sección  anterior  no  son  aplicables  á  la 
Corporación  municipal  de  Lisboa,  cuya 
competencia  y  atribuciones  continúan 
rigiéndose  por  la  ley  de  18  de  Julio  de 
1885,  salvo  en  la.  parte  expresamente 
modificada  por  este  Código. 

§  1.®-Es  aplicable  á  los  acuerdos  que 
la  Corporación  puede  adoptar  con  arre- 
glo á  la  ley  independientemente  de  la 
confirmación  del  Gobierno  lo  que  en 
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este  Código  se  determina  sobre  los 
acuerdos  definitivos  de  las  Juntas  ge- 
nerales de  distrito. 

A  los  acuerdos  que  necesitan  la  con- 
firmación del  Gobierno  son  también 
aplicables  las  disposiciones  estableci- 
das acerca  de  los  acuerdos  provisiona- 
les de  las  referidas  Juntas. 

§  2."— Se  consideran  como  provisio- 
nales, además  de  los  acuerdos  com- 
prendidos en  el  párrafo  anterior,  los 
que  versen  sobre  los  asuntos  designa- 
dos en  los  números  21,  23,  24  y  31  del 
artículo  10  de  la  ley  de  18  de  Julio 
de  1885. 

Art.  125.  Las  Corporaciones  de  los 
Municipios  de  primera  clase,  á  las  que 
se  aplica  la  organización  especial  de- 
terminada en  la  sección  segunda,  ca- 
pítulo I,  título  IV,  acordarán  definiti- 
vamente: 

1.°  Sobre  la  elección  de  la  Comisión 
municipal; 

2.^  Sobre  todos  los  asuntos  com- 
prendidos en  el  art.  117,  excepto  los 
del  núm.  18,  y  del  art.  118,  excepto  los 
de  los  números  3.^6.°  al  11,  13  y  17 
al  20;' 

3.°  Sobre  la  contratación  de  emprés- 
titos, cuando  las  anualidades  por  sí  ó 
sumadas  con  las  existentes  no  excedan 
del  25  por  100  de  los  ingresos  ordina- 
rios de  la  Corporación; 

4.°  Sobre  la  imposición  de  un  repar- 
to adicional  á  las  contribuciones  direc- 
tas, territorial,  industrial,  por  fincas 
urbanas  y  por  consumos,  ó  á  las  que 
las  sustituyan,  hasta  el  25  por  100; 

5.°  Sobre  erimpuesto  de  igual  tanto 
por  ciento  sobre  las  rentas  á  que  no 
afecten  las  contribuciones  menciona- 
das en  el  precedente  número,  con  ex- 
cepción de  los  cupones  de  los  títulos  de 
la  Deuda  púbíica,  de  las  pagas  de  los 
militares  en  activo  servicio  en  el  ejér- 


cito ó  armada,  y  de  las  pagas  de  los  in- 
dividuos que  por  la  ley  disfruten  de  las 
ijfíismas  ventajas  que  dichos  militares. 

Art.  126.  Las  Corporaciones  muni- 
cipales de  que  trata  el  artículo  anterior 
acordarán  provisionalmente: 

1.**  Sobre  los  asuntos  comprendidos 
en  los  números  3.°,  6.**  al  11, 13  y  17  al 
20  del  art.  118; 

2.**  Sobre  el  impuesto  del  tanto  por* 
ciento  superior  al  consignado  en  los 
números  4.**. y  5.**  del  artículo  anterior; 

S°  Sobre  la  contratación  de  emprés- 
titos cuando  las  anualidades  por  sí  ó 
sumadas  con  las  existentes  excedan  del 
25  por  100  délos  ingresos  ordinarios  de 
la  Corporación; 

4.**  Sobre  el  establecimiento  de  con- 
tribuciones indirectas,  con  arreglo  á 
las  prescripciones  de  éste  Código. 

Art.  127.  Los  acuerdos  provisionales 
enumerados  en  el  artículo  anterior  se 
convertirán  en  definitivos,  si  en  el  plazo 
establecido  en  el  art.  121  no  fuesen 
suspendidos  por  el  Gobierno  ó  por  los 
Gobernadores  civiles. 

§  1.**— El  derecho  do  su^^pensión  sólo 
podrá  ejercerse  por  el  Gobierno: 

l.°  En  los  casos  determinados  en  los 
números  2.®  y  3."  del  artículo  anterior, 
en  cuanto  al  excedente  del  50  por  100; 

2.**  En  los  casos  comprendidos  en 
el  núm.  20  del  art.  118. 

§  2.^— En  todos  los  demás  casos  se 
ejercerá  por  los  Gobernadores  civiles, 
oído  el  Tribunal  administrativo  del  dis- 
trito. 

§  3."— Son  aplicables  al  ejercicio  del 
.  derecho  de  suspensión  por  el  Gobierno 
ó  por  el  Gobernador  civil  las  disposi- 
ciones del  art.  121,  con  la  diferencia  de 
elevarse  á  sesenta  días  el  plazo  en  que 
el  Gobierno  puede  usar  de  este  derecho. 

Art.  128.  Es  de  la  competencia  de  la 
Comisión  municipal: 
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1.®  Ejecutar  y  hacer  que  se  ejecuten 
los  acuerdos  de  la  Corporación; 

2.°  Presentar  á  ésta  los  presupues- 
tos municipales; 

3.°  Ordenar  los  gastos  con  arreglo  á 
los  presupuestos  y  acuerdos  de  la  Cá- 
mara; 

4.*  Dirigir  y  despachar  los  ksuntos 
ordinarios; 

5.®  Corresponderse  con  todas  las 
Autoridades  ó  Corporaciones  con  quie- 
nes haya-  de  hacerlo  la  Corporación 
municipal; 

6.**  Presentar  las  cuentas  de  la  ges- 
tión correspondiente; 

7."  Inspeccionar  todos  los  servicios 
municipales; 

8.**  Presentar  á  la  Corporación  pro- 
posiciones ó  proyectos  de  organización 
ó  reforma  de  cualquier  servicio;     • 

9.**  Ejercer,  cuando  no  esté  reunida 
la  Corporación,  las  atrilxiciones  de  que 
tratan  los  artículos  114  y  115,  y  el  núme- 
ro 20  del  117; 

10.  Ejercer,  cuando  no  esté  reunida 
la  Corporación,  las  atribuciones  que  á 
ésta  corresponden  en  todos  los  asun- 
tos cuya  resolución  no  pueda  aplazar- 
se sin  perjuicio  de  la  administración, 
y  que  por  su  importancia  no  justifiquen 
la  convocatoria  extraordinaria  de  la 
Corporación. 

Art.  129.  Serán  siempre  de  la  exclu- 
siva competencia  de  la  Corporación 
municipal  Jos  acuerdos  tomados  en  vir- 
tud de  lo  dispuesto  en  los  números 
4.°,  6.",  13,  14,  10  y  26  del  art.  117;  l.« 
al  3.^  5."  al  11,  15  al  21,  23,  24  y  2(5 
del  art.  118;  l.«  y  3."  al  S.''  del  articu- 
lo 125,  y  2.*»  al  4.**  del  i26. 

Art.  130.  Respecto  déla  compoten- 
cia y  atribuciones  de  las  Corporaciones 
municipales  á  que  esta  sección  se  re- 
fiere, deben  observarse  en  lo  que  fue- 
ren aplicables  y  no  se  determine  otra 


cosa  en  este  Código,  las  disposiciones 
comunes  contenidas  en  la  sección  pri- 
mera de  este  capítulo. 

§  1.**— En  los  Municipios  á  que  sé  re- 
fiere esta  sección  continúa  pertenecien- 
do á  las  Corporaciones  municipales  la 
facultad  de  fundar,  mantener  y  regla- 
mentar los  establecimientos  é  institu- 
ciones análogas  á  las  que  í»or  este -Có- 
digo ó  por  leyes  especiales  estén  á 
cargo  de  la  Junta  general  del  distrito. 

§  2.**—  En  estos  Municipios  podrán 
elevarse  al  18» por  100  los  impuestos 
adicionales  á  que  se  refiere  el  art.  11  de 
la  ley  de  1880.     ' 

§  3.°— Las  Corporaciones  municipa- 
les á  que  nos  referimos  no  están  obli- 
gadas á  contribuir  á  los  gastos  del  dis- 
trito, ni  tienen  derecho  á^  exigir  de  la 
Junta  general  de  éste  subsidios  para 
ayuda  de  sus  gastos. 

§  4.°— Son  obligatorios  para  dichos 
Municipios  los  gastos  de  policía  civil, 
con  arreglo  á  las  leyes  especiales.  Los 
Municipios  que  sean  capital  de  distrito, 
y  tengan  el  régimen  especial  determi- 
nado en  esta  sección,  contribuirán  sin 
embargo  á  los  gastos  de  policía  civil 
que  corran  por  cuenta  de  la  Junta  ge- 
neral con  una  cuota  proporcional  á  las 
contribuciones  por  territorial  é  indus- 
trial consignadas  en  las  respectivas 
matrices.  El  Gobernador  civil,  tomando 
por  baí^e  la  importancia  de  las  referi- 
das contribuciones  en  cada  uno  de  los 
Municipios  del  distrito,  fijará  aquella 
cuota  después  de  oído  el  Tribunal  ad- 
ministrativo, y  la  Junta  general  distri- 
buirá, con  arreglo  á  la  misma  base,  el 
resto  de  los  gastos  entre  los  demás 
Municipios  del  distrito  que  no  tengan 
régimen  especial. 
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CAPÍTULO  III 

Hacienda  y  contabilidad  municipal 

Sección  primera 

Ingresos  y  gastos 

Art.  131.  Los  ingregos  del  Municipio 
son  ordinarios  ó  extraordinarios. 

§  1.°— Constituyen  los  ingresos  ordi- 
narios: 

1°  Las  rentas  de  los  bienes  de  pro- 
pios; 

2.®  Los  intereses  dé  créditos  y  de  tí- 
tulos del  consolidado; 

3.°  ILos  dividendos  de  acciones  de 
Bancos  y  Compañías; 

4.°  Las  rentas  de  los  establecimien- 
tos municipales; 

5.°  Las  multas  por  la  transgresión  de 
las  Ordenanzas  ó  Reglamentos  de  poli- 
cía municipal; 

6.°  Las  tasas  por  la  ocupación  de 
terrenos  y  sitios  públicos  y  por  el  uso 
de  bienes  de  aprovechamiento  común; 

7.**    Los  impuestos; 

8."    Los  créditos  activos; 

9.**  El  producto  de  las  multas  im- 
puestas durante  la  veda  de  la  caza  á  los 
cazadores,  á  los  que  la  vendan,  la  com- 
pren ó  la  transporten; 

10.  Cualesquiera  otros  productos  ó 
rentas  permanentes  destinados  por  la 
ley.á  constituir  los  ingresos  munici- 
pales. 

§  2.°  —  Constitu;  en  los  ingresos  ex- 
traordinarios: 

X,^  Las  herencias ,  donativos,  lega- 
dos y  donaciones; 

2.°    El  producto  de  los  empréstitos; 

3.®  El  producto  de  la  enajenación  de 
bienes; 

4.®  Los  subsidios  del  Estado  ó  del 
distrito  para  las  mejoras  municipales; 


los  de  otros  Municipios  para  mejoras 
ó  instituciones  de  interés  común,  y  los 
procedeAjtes  de  cualesquiera  Compa- 
ñías ó  Sociedades,  ó  de  concesiones 
hechas  Á  Compañías  ó  á  particulares; 

5.®  Cualesquiera  otros  rendimientos 
inciertos  y  eventuales. 

§  3.®— Las  multas  á  que  se  refieren 
los  números  5.°  y  7.®  del  párrafo  1.%  po- 
drán pagarse  voluntariamente,  y  en 
este  caso  se  cobrará  el  máximum  esta- 
blecido en  las  Ordenanzas  ó  Reglamen- 
tos de  policía  municipal.  En  caso  de 
reincidencia  se  pagará  siemprejel  doble. 

§  4.**— La  caza  en  el  tiempo  que  se  re- 
fiere el  núm.  9.**  del  párrafo  1.*^  será 
aprehendida  en  los  caminos,  carrete- 
ras, calles,  estaciones,  mercados,  lon- 
jas de  ultramarinos,  casas  de  coniidas, 
hospederías  y  fondas,  y  en  otros  luga- 
res públicos  donde  se  hallare  expuesta 
para  la  venta  ó  destinada  al  consumo, 
y  será  entregada  á  los  asilos  y  casas  de 
beneficencia,  si  los  hay  en  el  Munici- 
pio, y  si  no  los  hubiere,  será  vendida, 
constituyendo  su  producto  un  ingreso 
municipal. 

Art,  132.    Los  impuestos  municipa- 
les son  directos  ó  indirectos. 
Art.    133.     Los     impuestos     directos 
son: 

1.^  Un  tanto  por  ciento  adicional  á 
las  contribuciones  directas  del  Estado, 
territorial,  industrial,  sobre  alquiler  de 
casas  y  consumos  ó  de  las  que  las  sus- 
tituyan; 

2.°  Igual  tanto  por  ciento  sobre  las 
rentas  exentas  de  las  contribuciones 
mencionadas  en  el  núm.  1.^,  excepto 
los  intereses  de  la  Deuda  pública,  los 
sueldos  de  los  militares  en  servicio  ac- 
tivo en  el  ejército  ó  en  la  armada,  y  de 
los  sueldos  de  los  individuos  que  por  la 
ley  disfruten  las  mismas  ventajas  que 
los  militares  en  activo  servicio; 
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3.°  La  prestación  de  trabaja  6  el  va- 
lor correspondiente  en  dinero; 

4.°    Las  tasas  sobre  los  vehículos; 

5.**  Las  tasas  sobre  licencias  para^ 
cazar  en  terrenos  municipales/ en  los 
'le  aprovechamiento  común  y  en  los 
ajenos  donde  está  permitido  el  derecho 
de  caza; 

6.**  Las  tasas  por  las  licencias  para 
pescar  en  las  aguas  municipales; 

7.°  Las  tasas  por  el  contraste  de  los 
pesos  y  medidas; 

S:°  Las  tasas  por  el  servicio  de  ce- 
menterios municipales  y  concesión  de 
sepulturas; 

9.^  La  contribución  sobre  los  perros 
y  bestias  de  carga  que  no  estén  incluí- 
dos  en  la  prestación  de  trabajo. 

Art.  134.  El  máximum  del  impuesto 
adicional  á  las  contribuciones  directas 
del  Estado,  se -fijará  anualmente  por 
una  ley. 

§  l.**--Si  por  cualquier  motivo  no  fija- 
ran las  Cortes  el  tanto  por  ciento  á 
tiempo-para  ser  votados  los  impuestos 
municipales  en  laá  épocas  designadas 
en  este  Código,  se  considerará  autori- 
zado el  tanto  por  ciento  votado  el  año 
anterior. 

§2.**— Es  aplicable  á  estos  impuestos 
lo  dispuesto  en  el  párrafo  3.**  del  art.  59, 
ven  los  artículos 6Q  y 61. 

Art.  135.  •  El  impuesto  de  prestación 
de  trabajo  comprenderá  el  servicio  de 
las  personas  y  cosas  hasta  dos  días 
cada  año. 

§  1.**— Están  obligados  á  este  iinpuos- 
ío  todos  los  jefes  de  familia  residentes 
ó  propietarios  en  el  Municipio: 

1."  Por  si  y  por  cada  uno  de  los  in- 
dividuos de  su  familia  y  por  sus  cria- 
Jos,  desde  dieciocho  á  sesenta  años 
cumplidos  que  residan  en  el  Municipio, 
sean  varones  y  no  se  hallen  impedidos; 

2°    Por  todos  los  carros,  carretas, 


bestias  de  carga,  de  tiro  y  de  feilla  que 
*  empleen  habitualmente  en  el  Munici- 
pio, en  el  servicio  de  su  familia  ó  in- 
dustria. 

§  2.®--El  individuo  que  fuere  á  traba- 
jar con  carro,  carreta  ó  animales,  no 
está  obligado  á  otro  servicio  personal. 

§  3.*^— Los  pobres  no  están  obligados 
á  este  impuesto. 

§  4.°— La  prestación  de  trabajo  no 
obligará  á  hacerla  á  distancia  mayor 
de  seis  kilómetros  de  la  residencia  del 
contribuyente. 

§  5.®— La  prestación  de  trabajo  podrá 
ser  satisfecha  por  el  propio  contribu- 
yente, por  otro  en  su  lugar,  o  redimida 
á  dinero  por  el  precio  de  las  tarifag 
que  la  Corporación  deberá  establecer 
anualmente. 

§  6.°— El  impuesto  repartido  y  exigido 
dentro  del  respectivo  año,  pero  no  sa- 
tisfecho en  el  plazo  marcado  para  su 
prestación,  será  redimido  á  dinero  por 
el  precio  de  tarifa  y  cobrado  ejecutiva- 
mente por  el  procedimiento  establecido 
para  el  cobro  de  íos  impuestos  directos 
del  Estado;  pero  ninguno  podrá  ser  exi- 
gido fuera  del  año  para  que  fué  autori* 
zado. 

Art.  136.  Las  tasas  sobre  los  vehícu- 
los se  limitan  á  las  licencias  para  su 
uso  en  el  Municipio,  y  no  pueden  recaer 
sobrede)  tránsito. 

Art.  137.  El  impuesto  municipal  que 
no  se  cobrase  acumulándolo  á  las  con- 
tribuciones generales  del  Estado,  será, 
después  de  aprobado  por  la  Corpora- 
ción, publicado  por  edictos,  y  estará  á 
disposición  de  los  contribuyentes  del 
Municipio  durante  quince  días  en  las 
Salas  Consistoriales. 

§  único.— En  los  ocho  días  siguientes 
juzgará  la  Corporación  las  reclanriacio-^ 
nes  presentadas,  salvo  el  recurso  ante 
el  Tribunal  administrativo. 
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.  Art.  138.  Los  impuestos  indirectos 
consistirán  en  un  gravamen  sobre  los 
géneros  vendidos  en  el  Municipio  para 
consumo. 

§  1.*— Sobre  los  géneros  sujetos  al 
real  de  agua  ó  al  impuesto  que  ha  de 
sustituirlo,  se  limitará  el  impuesto  mu- 
nicipal á  un  tanto  por  ciento  adicional 
al  del  Estado,  hasta  el  máximum  fijado 
anualmente  Qor  las  Cortes. 

§  2.°— De  los  géneros  que  no  es'án 
sujetos  al  real  de  agua  sólo  tributarán 
los  designados  por  el  Gobierno. 

§  3.°— Entre  estos  géneros  no  podrán 
incluirse  los  que  estuvieren  expresa- 
mente exentos  por  la  ley  del  impuesto 
para  el  Estado. 

§  4.*"— La  cuota  impuesta  sobre  los 
géneros  no  sujetos  ai  real  de  agua  no 
podrá  exceder  del  25  por  100  del  precio 
corriente  de  cada  género  en  el  mercado 
del  Municipio. 

§  5."--Ei  impuesto  municipal  no  es 
exigible: 

1.°    Sobre  los  géneros  de  tránsito; 

2.**  Sobre  los  exportados  del  Muni- 
cipio; 

3,"    Sobre  los  vendidos  para  la  reventa. 

§  6."- -Al  impuesto  adicional  al  real 
de  agua  es  aplicable  lo  dispuesto  en  ol 
párrafo  l.^del  art.  134. 

§  7."— Los  adicionales  al  real  de  aG;ua 
podrán  cobrarse  acumulándolos  con  el 
impuesto  del  Estado,  según  se  haya  de- 
terminado en  el  Reglamento  del  Gobier- 
no; para  la  cobranza  del  impuesto  so- 
bre los  demás  géneros  harán  las  Cor- 
poraciones los  Reglamentos  convenien- 
tes, pudiendo  aplicarles  las  disposicio- 
nes de  los  del  real  de  agua  y  encargar 
de  la  cobranza,  previo  acuerdo  con  el 
Gobierno,  al  personal  empleado  en  la 
fiscalización  y  recaudación  de  aquel 
Impuesto,  ó  cobrarla  por  administra- 
ción propia. 


Art.  139.  Las  rentas  y  contribucio- 
nes municipales,  áexcepción  de  aqué- 
llas para  las  que  hubiesen  prescrito  las 
leyes  y  Reglamentos  un  modo  especial 
de  recaudación,  serán  recaudadas  en 
la  misma  forma  y  con  las  mismas  for- 
malidades prescritas  para  la  cobranza 
de  las  rentas  y  contribuciones  del  Es- 
tado, y  sujetas  á  la  misma  competencia 
contengiosa. 

§  único.  Las  Corporaciones  munici- 
pales gozan  de  los  privilegios  que  por 
los  artículos  885  y  887  del  Código  civil 
pertenecen  á  la  Hacienda  pública,  pero 
sin  perjuicio  de  ésta. 

Art.  140.  Las  Corporaciones  podrán 
arrendar  las  rentas  á  que  se  refieren 
los  números  4.**  y  6.**  del  párrafo  1.** 
del  art.  131,  y  los  impuestos  indirectos 
comprendidos  ios  adicionales  al  real 
de  agua. 

Art.  141.  Lós'gastos  del  Municipio 
serán  obligatorios  ó  potestativos. 

§  1.**— Serán  obligatorios: 

1.*  Los  de  construcción,  reparación 
y  conservación  de  las  Casas  Consisto- 
riales, y  de  los  Tribunales  de  justicia 
de  primera  instancia  situados  en  el 
Municipio; 

2.*^  Los  de  reparación  y  conserva- 
ción de  las  propiedades  municipales; 

3."  Los  de  construcción,  conserva- 
ción y  reparación  délas  fuentes, i^uen- 
tes  y  acueductos; 

4.°  Los  de  los  sueldos  de  los  funcio- 
narios y  empleados  que  perciban  su 
haber  de  los  fondos  municipales; 

5.*^  Los  de  los  haberes  pasivos  de  los 
empleados  pagados  por  las  arcas  muni- 
cipales; 

.0.®    Los  de  la  instrucción  primaria 
con-.arreglo  á  las  leyes  respectivas; 

7.°  Los  de  conservación  de  los  esta- 
blecimientos de  utilidad  del  Municipio; 

8.^    Los  de  la  construcción,  repara- 
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ctón  y  conservación  de  las  calles  y  ca- 
minos vecinales,  de  conformidad  con 
las  respectivas  leyes; 

9.°  Los  de  construcción,  reparación 
y  conservación  de  los  cementerios  mu- 
nicipales; 

10.  Los  de  servicio  de  incendios; 

11.  Los  destinadlos  á  los  gastos  de  la 
administración  del  Municipio  cua.ndo 
los  emolumentos  de  éste  fueren  insufi- 
cientes, y  los  del  material  de  la  Cor- 
poración; 

12.  Los  de  la  renta  de  la  casa  y  mue- 
bles del  Archivo  cuando  en  la  casa 
municipal  no  haya  habitaciones  donde 
instalarle; 

13.  Los  de  la  casa  y  muebles  para 
la  administración  del  Municipio,  en  el 
mismo  caso  á.que  se  ha  hecho  refe- 
rencia; 

14.  Los  de  la  construcción  y  conser- 
vación de  las  escuelas,  d^  conformidad 
con  las  respectivas  leyes;  ,   , 

15.  Los  de  las  dietas  3e  los  Jueces 
representantes  del  Ministeíio  público  y 
Oficiales^  de  justicia  que  los  acompa- 
ñan con  ocasión  de  cualquier  diligen- 
cia de  servicio  público,  y  de  los  Magis- 
trados administrativos  en  diligencias 
extraordinarias; 

16.  Los  que  resulten  de  la  ejecución 
de  contratos  legalmente  celebrados; 

17.  Los  de  iluminación  de  los  pue- 
blos del  distrito  municipal  cuando  los 
jTastos  hayan  sido  incluidos  en  los  pre- 
supuestos de  los  tres  últimos  años; 

18.  Los  de  los  impuestos,  pensiones 
y  cargas  á  que  estén  sujetas  las  pro- 
piedades ó  rentas  municipales; 

19.  Los  de  los  litigios  de  la  Corpo- 
ración; 

20.  Los  de  alineación  y  lápidas  con 
los  nombres  de  las  calles  y  plazas; 

21.  Los  de  la  policía  y  seguridad  del 
Municipio; 

T(>MO  vil.— I.SSTITUOIONES  JURÍDICAS. 


22.  Los  de  la  suscripción  al  diario 
oficial  del  Gobierno; 

23.  Los  del  censo  de  población; 

24.  Los  del  censo  electoral  y  de  las 
elecciones  ^ara  los  cargos  políticos  ad- 
ministrativos y  de  los  Jueces  de  paz; 

25.  Los  de  los  libros  y  oficinas  del 
Registro  civil; 

26.  Los  de  los  registros  á  cargo  de 
la  Corporación; 

27.  Los  del  pago  de  deudas  exigi- 
bles; 

28.  Los  de  dotación  de  todos  los  ser- 
vi  «j  ios  municipales  legalmente  estable- 
cidos; 

29.  Los  de  saneamiento  de  las  po- 
blaciones y  desecación  de  pantanos  ó 
focos  de  insalubridad; 

30.  Los  de  los  expósitos  y  criaturas 
desvalidas  ó  abandonadas ,  según  el 
número  2íí  del  art.  117,  y  cualesquiera 
otros  gastos  que  por  la  ley  estén  á  car- 
go de  las  arcas  municipales, 

§  2.°  — Son  potestativos  los  gastos 
enumerados  en  el  párrafo  1.**,  que  sean 
de  utilidad  para  el  Municipio  y  conse- 
cuencia del  ejercicio  de  las  atribucio- 
nes legales  de  la  Corporación. 

Sección  segunda 

Presupuesto  municipal 

Art.  142.  Los  presupuestos  munici- 
pales serán  presentados  por  el  Presi- 
dente, discutidos  y  aprobados  por  la 
Corporación;  el  ordinario  en  el  mes  de 
Octubre,  y  los  suplementarios  ó  adicio- 
nales cuando  lo  exijan  las  aecesidades 
del  servicio.      •    . 

§  único.— Es  aplicable  á  la  organiza- 
ción de  los  presupuestos  municipales 
lo  dispuesto  en  la  sección  segunda  del 
capitulo  III,  títiilo  III,  con  las  modifica- 
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ciones  que  se  expresan  en  los  artículos 
siguientes. 

Art.  143.  Los  presupuestos,  antes  de 
aprobarse  definitivamente  por  la  Cor- 
poración, estarán  expuestos  al  público 
por  ocho  días,  lo  cual  será  anunciado 
por  edictos  fijados  en  los  sitios  de  cos- 
tumbre con  tres  días  de  anticipación 
por  lo  menos.  Los  electores  del  Muni- 
cipio podrán  individual  ó  colectivamen- 
te reclamar  contra  los  presupuestos,  ya 
ante  la  Corporación  antes  de  aprobar- 
los, ya  ante  la  Junta  general  de  distrito 
después  de  aprobarlos,  ya  ante  el  Tri- 
bunal administrativo  en  los  casos  de 
que  trata  el  art.  30. 

Art.  144.  Los  acuenlos  de  carácter 
provisional,  con  excepción  de  los  indi- 
cados en  el  núm.  4.°  del  art.  118,  que 
puedan  influir  en  los  ingresos  ó  en  los 
gastos,  sólo  podrán  ser  tomados  en 
consideración  en  los  presupuestos  vo- 
tados después  de  transcurridos  los  pla- 
zos marcados  en  el  art.  121,  á  contar 
del  día  en  que  se  hayan  tomado  los  re- 
feridos acuerdos,  ó  después  de  hecha  la 
declaración  á  que  se  refiere  el  párra- 
fo 2.°  del  mismo  artículo. 

Art.  145.  La  publicación  de  los  pre- 
supuestos municipales  en  la  prensa  es 
potestativa. 

Art.  146.  Cuando  la  Corporación  deje 
de  votar  los  presupuestos  noceísarios 
al  régimen  del  Municipio,  ó  cuando  los 
votados  no  alcancen  á  cubrir  los  gastos 
obligatorios  ó  deje  de  votar  los  ingre- 
sos necesarios  para  cubrir  dichos  gas- 
tos, suplirán  aquellas  omisiones  la 
Junta  general  ó  la  Comisión  de  distrito, 
pero  dentro  de  los  límites  de  las  atri- 
buciones conferidas  por  este  Código  a 
las  Corporaciones  municipales. 


Sección  tercera 

Contaüilidad  municipal 

Art.  147.  El  Recaudador  de  la  comar- 
ca, por  sí  ó  por  sus  representantes,  en 
los  Municipios  que  no  sean  capitales, 
será  juntamente  Tesorero  de  la  Corpo- 
ración, y  en  este  concepto  tendrá  á  su 
cargo: 

1.°  Recaudarlos  ingresos  autoriza- 
dos por  los  presupuestos  ifiunicipales; 

2."  Verificar  todos  los  pagos  legal- 
mente  ordenados  por  el  Presidente  <ie 
la  Corporación; 

3.**  Remitir  semanalmente  á  dicho 
Presidente  un  balance  del  estado  de 
fondos. 

Art.  148.  Son  aplicables  al  Recauda- 
dor de  la  comarca,  coo  relación  á  la 
Corporación  municipal,  las  disposicio- 
nes relativas  á  los  Tesoreros-pagadores 
contenidas  en  los  artículos  74,  75  y  76. 

Art.  149.  Es  aplicable  á  la  contabili- 
dad de  la  Corporación  municipal  cuanto 
se  dispone  en  la  sección  tercera  del 
capítulo  III  del  título  III,  con  las  modifi- 
caciones contenidas  en  los  artículos 
siguientes. 

Art.  150.  Todos  los  pagos  serán  or- 
denados por  el  Presidente  de  la  Corpo- 
ración. 

§  único.— Si  rehusare  el  Presidente 
ordenar  el  pago  de  gastos  legalmente 
autorizados  y  liquidados,  podrán  los 
interesados  reclamar  dicho  pago  ante 
la  Corporación,  y  si  ésta  mantuviere  la 
nogatiga,  podrán  reclamar  ante  el  Tri- 
bunal administrativo,  el  cual  ordenará 
el  pago  si  considerase  justa  la  recla- 
mación. La  orden  del  Tribunal  produ- 
cirá los  mismos  efectos  que  tendría  la 
del  Presidente  de  la  Corporación,  y  po- 
drá servir  de  base  á  la  ejecución,  que- 
dando el  Tesorero  obligado  al  pago  con 
sus  bienes  y  los  de  su  fiador. 
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Art.  151.  Dentro  de  sesenta  días 
después  de  terminado  el  año  civil,  pre- 
sentará el  Presidente  á  la  Corporación 
la  cuenta  general  del  ejercicio;  y  deli- 
berando la  Corporación  sobre  ésta,  la 
aceptará  con  modiñcacion^s  ó  sin  ellas, 
y  la  enviará  por  conducto  del  Adminis- 
trador del  Municipio  ó  del  barrio  al  Go- 
bernador civil,  dentro  de  igual  plazo,  á 
contar  de  la  presentación  de  la  cuenta 
del  Presidente. 

§  único.— Este  no  presidirá  las  sesio- 
nes en  que  la  Corporación  discuta  la 
cuenta  por  él  presentada,  ni  estará  pre- 
sente á  los  acuerdos  que  tome  la  Cor* 
poración  respecto  de  dicha  cuenta. 

Art.  152.  Las  cuentas  de  las  Corpo- 
raciones municipales  serán  juzgadas 
por  el  Tribunal  administrativo  ó  por  el 
Tribunal  de  Cuentas,  con  arreglo  á  las 
competencias  establecidas  en  las  leyes. 

§  1.**— Del  fallo  de  las  cuentas  por  el 
Tribunal  administrativo  podrá  inter- 
ponerse recurso  ante  el  Tribunal  de 
Cuentas,  tanto  por  parte  del  Ministerio 
públifcü  cuanto  por  los  interesados. 

§2.** — Las  competencias  para  enten- 
der en  las  cuentas  se  regularán  por  los 
ingresos  ordinarios  autorizados  en  el 
presupuesto  ó  presupuestos  del  año 
respectivo. 

Art.  153.  Las  sentencias  judiciales 
que  condenen  á  las  Corporaciones  al 
pago  de  cantidades,  no  podrán  ser  eje- 
cutadas contra  dichas  Corporaciones 
en  la  forma  ordinaria  del  Código  de 
procedimiento  civil,  sino  del  modo 
prescrito  en  los  párrafos  siguientes: 

§1.°— Si  las  cantidades  fuesen  líqui- 
das y  estuvieran  votadas  en  los  presu- 
puestos y  aún  no  gastadas  en  todo  ó  en 
parte  las  partidas  para  pago  de  las 
deudas  exigibles,  promoverán  los  inte- 
resados 8u  reembolso,  hasta  el  total  de 
dichas  partidas,  por  los  medios  autori- 


zados en  el  párrafo  único  del  art.  150. 

§  2.®— Si  la  Corporación  no  estuviese 
habilitada  para  el  pago  por  los  presu- 
puestos, después  de  liquidadas  las  deu- 
das en  la  forma  ordinaria,  pedirán  los 
interesados  á  la  Corporación  que  las 
incluya  en  presupuesto;  y  si  la  Corpo- 
ración no  las  incluye  en  el  término  de 
dos  meses,  podrán  los  interesados  pe- 
dir á  la  Junta  general  del  distrito  que 
use  de  la  facultad  que  le  está  conferida 
por  el  art.  146. 

§  3.°— Si  las  deudas  fueren  excesivas 
con  relación  á  los  medios  del  Municipio 
y  á  las  cargas  que  tiene  que  satisfacer, 
tendrá  la  Junta  general  la  facultad, 
cuando  delibere  por  la  Corporación  ó 
ésta  lo  solicite,  y  con  audiencia  de  los 
acreedores,  de  autorizar  el  pago  en  dos 
años  civiles,  devengando  en  este  caso 
las  deudas  el  interés  del  5  por  100  á 
contar  de  la  fecha  del  acuerdo  de  la 
Junta  general. 

§  4.**— Si  el  Estado  fuere  el  acreedor, 
corresponderá  al  Gobierno  autorizar  el 
pago,  en  prestaciones,  pudiendo  permi- 
tirlo en  más  de  dos  años  y  sin  intere- 
ses de  demora. 

Sección  cuarta 

Disposiciones  especiales  para  algunas 
Corporaciones  municipales 

Art.  154.  No  son  aplicables  las  dis- 
posiciones de  las  secciones  anterio- 
res de  este  capítulo  á  la  Corporación 
municipal  de  Lisboa,  que  continúa  en 
esta  parte  rigiéndose  por  la  ley  de  18  de 
Julio  de  1885. 

Art.  155.  Las  Corporaciones  muni- 
cipales de  Oporto  y  Villanueva  de  Gaia 
continuarán  recibiendo  por  impuesto 
de  entrada  sobre  las  bebidas  alcohóli- 
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cas  las  cuotas  que  les  fueren  destina- 
das por  las  leyes  especiales. 

§  1.®— Estas  Corporaciones  estarán 
también  autorizadas  para  cobrar  el 
impuesto  que  hoy  cobran  sobre  los  ca- 
rros que  entren  en  sus  zonas  üscales. 

§  2.®— Las  zonas  fiscales  de  los  Muni- 
cipios no  podrán  ser  alteradas  sin  la 
aprobación  del  Gobierno. 

Art.  156.  Está  permitido  á  la  Corpo- 
ración municipal  de  Oporto  continuar 
cobrando  los  impuestos  indirectos  por 
la  entrada  en  su  zona  fiscal,  con  arre- 
glo á  la  ley  especial  vigente  sobre  este 
asunto,  teniendo  en  cuenta  al  imponer 
nuevos  impuestos,  lo  preceptuado  en 
los  párrafos  1."  al  6.**  del  art.  138  de  este 
Código. 

Art.  157.  En  las  Corporaciones  mu- 
nicipales que  tengan  la  organización 
especial  de  que  trata  la  sección  segun- 
da del  capítulo  1  del  título  IV,  las 
funciones  acerca  del  ordenamiento  de 
gastos  y  presentación  de  cuentas  serán 
ejercidas  por  las  Comisiones  munici- 
pales, en  los  mismos  términos  en  que 
las  ejercen  las  Comisiones  de  distrito 
en  la  administración  respectiva. 

§  único.— En  lo  que  respecta  á  la 
hacienda  y  contabilidad  de  las  Corpo- 
raciones municipales  de  que  trata  es- 
te artículo,  deben  observarse  las  dispo- 
siciones contenidas  en  las  secciones 
anteriores  de  este  capítulo,  en  lo  que 
sean  aplicables  y' no  esté  determinado 
de  otro  modo  en  esta  sección. " 

Art.  158.  Los  presupuestos  de  las 
Corporaciones  municipales  á  que  se  re- 
fiere el  artículo  anterior,  serán  presen- 
tados por  la  Comisión  municipal  y 
discutidos  y  aprobados  por  la  Corpo- 
ración. 

§  1.°— Cuando  la  Corporación  deje  de 
votar  los  presupuestos  necesarios  para 
el  régimen  del  Municipio  ó  cuando  deje 


de  incluir  en  ellos  gastos  obligatorios 
ó  de  votar  los  ingresos  precisos  para 
atender  á  estos  gastos,  el  Gobernador 
civil,  previa  consulta  al  Tribunal  ad- 
ministrativo, suplirá  aquellas  omisio- 
nes, pero  siempre  dentro  délos  límites 
de  las  atribuciones  conferidas  por  este 
Código  á  las  Corporaciones  munici- 
pales. 

§  2.°— Cuando  por  cualquier  motivo 
no  se  hubiere  votado  el  presupuesto 
municipal  en  términos  que  pueda  ser 
ejecutado  antes  de  comenzar  el  año  en 
que  haya  de  regir,  continuará  rigiendo 
el  del  año  anterior,  pero  sólo  en  cuanto 
á  Jos  ingresos  ordinarios  y  á  los  gastos 
obligatorios. 

{¡i  3.®— Si  se  negare  la  Comisión  mu- 
nicipal á  ordenar  el  pago  de  los  gastos 
legalmente  autorizados  y  liquidados,  se 
procederá  de  conformidad  con  lo  dis- 
puesto en  el  párrafo  3,^  del  art.  94. 

Art.  159.  En  las  islas  adyacentes  los 
impuestos  indirectos  votados  en  los 
presupuestos  municipales  con  arreglo 
á  este  Código  se  cobrarán,  en  cuanto 
álos  géneros  importados,  en  el  acto 
del  despacho  por  las  Aduanas  por  don- 
de la  importación  se  verifique. 

§  1.°— Las  Corporaciones  municipales 
de  los  pueblos  á  cuyo  consumo  fueren 
destinados  los  géneros  importados  te- 
marán acuerdo  sobre  la  cuota  que  debe 
imponerse  á  cada  artículo,  la  cual  de- 
berá ser  la  misma  para  todos  esos  Mu- 
nicipios, siendo  de  la  competencia  de 
la  Junta  general  ó  de  la  Comisión  de 
distrito  fijar  la  cuota,  si  no  se  pusieren 
de  acuerdo  las  Corporaciones  intere- 
sadas. 

f^  2.''— El  producto  de  los  impuestos 
cobrados,  de  conformidad  con  lo  dis- 
puesto en  este  artículo,  será  entregado 
mensualmente  por  las  Aduanas  á  las 
Corporaciones  de  los  Municipios  inte 
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resados,  en  la  proporción  que  hubieren 
convenido  aquéllas  ó  que  determinare 
Ja  Junta  general  ó  la  Comisión  de  dis- 
trito, si  no  hubiese  habido  acuerdo. 

CAPÍTULO  IV 

Empleados  municipales 

Sección  primera 

Del  Secretario  y  demás  empleados  de  la 
Secretaría 

Art.  160.  La  Corporación  municipal 
tendrá  un  Secretario,  al  que  corres- 
ponde: 

1.°  Asistir  á  las  sesiones  de  la  Cor- 
poración, tomando  nota  de  todo  lo  que 
se  trate  y  acuerde,  y  redactando  las  ac- 
tas, cuya  minuta  someterá  á  la  apro- 
bación y  firma  de  los  Vocales  en  la  se- 
sión inmediata,  copiándolas  después  ó 
haciéndolas  copiar  en  el  libro  respec- 
tivo; 

2."  Certificar  y  legalizar  tpdos  los 
documentos  y  actos  oficiales  de  la  Cor- 
poración; 

3.**  Preparar,  el  expediente  y  los  in- 
formes necesarios  para  los  acuerdos  de 
la  Corporación; 

4.**  Ejercer  las  funciones  de  Notario 
en  todos  les  actos  y  contratos  que  otor- 
gue la  Corporación; 

5.°  Conservar  bajo  su  custodia  y  res- 
ponsabilidad, en  la  Casa  Consistorial, 
el  Archivo  municipal; 

B.'*  Dirigir  los  trabajos  de  Secretaría 
con  arreglo  á  las  órdenes  de  la  Corpo- 
ración y  de  su  Presidente; 

7."  Conservar,  bajó  su  responsabili- 
dad, los  documentos  y  libros  del  censo 
electoral  que  le  fueren  enviados  por  los 
Spcretarios  de  las  respectivas  Comisio- 
nes, y  remitir  también,  con  la  misma 


responsabilidad,  al  respectivo  Goberna- 
dor civil,  por  conducto  del  Administra- 
dor del  Municipio  ó  barrio,  antes  de  1.^ 
de  Agosto  de  cada  año,  una  copia  lega- 
lizada del  referido  censo; 

8.**  Mandar  imprimir,  bajo  su  res- 
ponsabilidad, tantos  ejemplares  del  cen- 
so electoral  cuantos  le  pidan  los  ciuda- 
danos del  Municipio  que  se  obliguen  á 
pagar  los  gastos  de  este  servicio,  de- 
biendo entregarlo»  en  el  plazo  de  trein- 
ta días,  á  contar  de  la  fecha  de  la  peti- 
ción. 

Art.  161.  El  Secretario  de  la  Corpo- 
ración será  nombrado  por  ésta  en  con- 
curso abierto  durante  treinta  días  por 
lo  menos,  y  anunciado  en  el  periódico 
oficial  del  Gobierno  y  en  algunos  de  los 
de  la  localidad  ó  de  la  capital  de  distri- 
to si  los  hubiere,  declarando  en  los 
anuncios  el  sueldo  asignado  al  cargo. 

Art.  162.  Serán  motivos  de  prefe- 
rencia para  la  provisión  del  cargo  de 
Secretario  los  buenos  servicios  presta- 
dos en  las  Secretarías  de  las  Corpora- 
ciones municipales  y  en  los  Centros 
administrativos,  y  la  superioridad  de 
títulos  científicos  y  literarios,  espe- 
cialmente los  de  la  carrera  de  Derecho 
y  los  de  los  cursos  de  Derecho  admi- 
nistrativo y  mercantil. 

Art.  163.  No  podrán  ser  nombrados 
Secretarios  de  las  Corporaciones: 

1."  Los  individuos  de  la  misma  Cor- 
poración ni  las  personas  que  tengan 
con  alguno  de  ellos  el  parentesco  indi- 
cado en  el  art.  9.°  de  este  Código; 

2."  Los  que  tengan  con  la  Corpora- 
ción pleito  judicial  ó  administrativo; 

3.**  Los  que  directa  ó  indirectamente 
estén  interesados  en  contratos  de  su- 
ministros para  servicios  de  la  Corpo- 
ración; 

4."  Los  deudores  á  ésta  y  sus  fia- 
dores. 
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§  Único.— El  cargo  de  Secretario  de 
la  Corporación  es  incompatible  con 
cualquier  otro  empleo  público. 

Art.  164.  El  Secretario  de  la  Corpo- 
ración tendrá  el  sueldo  que  se  le  asig- 
nare en  el  presupuesto  municipal,  y  los 
emolumentos  que  le  correspondan  con 
arreglo  á  los  respectivos  aranceles. 

§  único.  —  El  sueldo  nunca  bajará 
de  360.000  reis  en  los  Municipios  de 
primera  clase,  240.000  en  los  de  segun- 
da y  180.000  en  los  de  tercera. 

Art.  165.  El  Secretario  de  la  Corpo- 
ración será  sustituido,  en  caso  de  im- 
pedimento temporal,  por  el  empleado 
que  la  Cámara  designe  ó  por  persona 
extraña,  que  la  Cámara  nombrará  si  no 
hubiese  en  la  Secretaría  un  auxiliar 
habilitado  para  estas  funciones. 

Art.- 166.  La  Corporación  tendrá  los 
demás  empleados  de  Secretaría  que 
exijan  las  necesidades  del  servicio,  y 
les  asignará  los  sueldos  correspon- 
dientes y  proporcionados  á  los  traba- 
jos á  que  se  les  destine. 

Sección  segunda 

De   loa   facultativos    titulares 

Art.  167.  La  Corporación  tendrá  los 
facultativos  titulares  que  *  exijan  las 
necesidades  de  los  pueblos  y  las  del 
servicio  municipal. 

Art.  168.  Cuando  se  creen  varios 
partidos  para  un  Municipio,  se  desig- 
nará á  cada  cual  la  parte  del  Munici- 
pio en  que  el  facultativo  haya  de  pres 
tar.el  servicio  clínico,  y  dentro  déla 
cual  estará  obligado  á  residir. 

Art.  169.  No  podrán  crearse  titula- 
res exclusivamente  de  medicina  ó  de 
cirujía. 

Art.  170.    Las  plazas  facultativas  se 


proveerán  por  concurso  abierto,  con 
arreglo  á'lo  dispuesto  en  el  art.  161. 

§  único.— El  concurso  no  se  abrirá 
exclusivamente  para  los  facultativos 
de  determinadas  escuelas,  sino  para 
todos  los  que  se  hallen  legalmente  ha- 
bilitados para  ejercer  la  profesión  en 
el  Reino. 

Art.  171.  El  aumento  de  honorarios 
ó  la  mejora  de  los  partidos  en  beneficio 
de  los  agraciados  sólo  puede  hacerse 
sometiéndolos  á  nuevo  concurso. 

Art.  172.  Los  facultativos  titulares 
que  no  quisieran  sujetarse  á  nuevo 
concurso,  continuarán  sirviendo  con 
los  mismos  sueldos  y  ventajas  con  que 
los  obtuvieren. 

Art.  173.  Serán  condiciones  obliga- 
torias para  los  titulares: 

1."  La  de  curar  gratuitamente  á  los 
pobres,  á  los  expósitos  y  á  las  criatu- 
ras desvalidas  y  abandonadas; 

2."  La  de  vacunar  gratuitamente  sin 
distinción  de  clases;- 

3."  La  de  inspeccionar  á  las  meretri- 
ces en  la  forma  prescrita  por  el  respec- 
tivo Reglamento,  siendo  esta  obliga- 
ción en  Lisboa  y  en  Oporto  de  cargo  de 
los  Subdelegados  de  Sanidad; 

4.*  La  de  dar  consejo  y  auxilios  pro- 
fesional á  la  Autoridad  administrativa, 
cuando  fuese  necesario,  para  el  des- 
empeño de  sus  funciones; 

5."  La  de  auxiliarse  y  'sustituirse 
recíprocamente  los  facultativos  d.el 
mismo  Municipio; 

6."  La  de  no  salir  del  Municipio  por 
más  de  tres  días  sin  permiso  de  la  Cor- 
poración, y  si  hubiere  un  solo  faculta- 
tivo, sin  buscar  un  sustituto  aprobado 
por  la  Corporación,  y  retribuido  por 
ella  en  caso  de  licencia  por  motivo  de 
enfermedad; 

7.*  La  de  no  poderse  marchar  ha- 
biendo en  el  Municipio  un  solo  facul- 
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tativo  sin^  avisar  por  escrito  con  dos 
meses  de  antelación  por  lo  menos,  á 
no  hacerse  sustituir  durante  ese  perío- 
do por  un  facultativo  idóneo,  aproba- 
do por  la  Corporación. 

Art.  174.  La  destitución  de  los  fa- 
cultativos titulares,  las  alteraciones 
de  sueldos  y  obvenciones  con  que  se 
hubieren  provisto  las  plazas  y  la  supre- 
sión de  éstas,  no  podrán  resolverse  sin 
ser  previamente  oídos  los  interesados. 

§  único. —Es  aplicable  á  los  faculta- 
tivos de  los  Hospitales  y  Casas  de  Mi- 
sericordia, en  la  parte  que  les  corres- 
ponda, lo  dispuesto  en  esta  sección  res- 
pecto á  loa  facultativos   municipales. 

Sección  tercera 

De  los  celadores  y  guardas  de  campo 

Art.  175.  La  Corporación  tendrá  los 
celadores  y  guardas  de  campo  que  se 
consideren  indispensables  para  la  cus- 
todia del  término  municipal. 

Art.  176.  Para  estos  cargos  deberán 
nombrarse, individuos  que  hayan  sido 
militares,  aunque  se  hallen  en  la  reser- 
va, que  sean  útiles,  sepan  leer  y  escri- 
bir y  no  tengan  más  de  cuarenta  años. 

§  único.— Sólo  á  falta  de  éstos  podrán 
ser  nombrados  los  que  no  reúnan  las 
condiciones  indicadas  en  este  artículo, 

Art.  177.  Los  celadores  y  guardas  de 
campo  tendrán  á  su  cargo  fiscalizar  el 
cumplimiento  de  las  Ordenanzas  y  Re- 
glamentos de  policía  municipal  y  de 
distrito,  tanto  urbana  como  rural,  y 
desempeñar  los  servicios  municipales 
que  les  fueren  encargarlos  por  la  Cor- 
poración. 

§  único.— Los  celadores  y  guardas  de 
campo  no  podrán  ser  condonados  en 
costas  personalmente,  ni  como  repre- 
sentantes de  la  Corporación,  en  las  de- 


nuncias que  impongan  y  juicios  á  que 
citen  y  en  qué  sean  absueltos  los  de- 
mandados. 

Art.  178.  Si  la  Corporación  juzgare 
conveniente  para  el  Municipio  que  los 
celadores  y  guardas  de  campo  ejerzan 
conjuntameiite  las  funciones  de  policía 
general,  tanto  civil  como  judicial,  po- 
drán constituir  un  cuerpo  con  todos  ó 
con  parte  de  ellos,  y  en  este  caso  ten- 
drán las  atribuciones  que  la  ley  asigna 
á  los  funcionarios  de  la  policía  civil, 
poro  quedarán  inmediatamente  subor- 
dinados al  Administrador  del  Muni- 
cjpio. 

§  1.**— Lo  dispuesto  en  este  articulo 
no  es  aplicable  á  los  Municipios  que 
sean  capitales  de  distrito. 

§  2.**— Una  vez  establecido  el  cuerpo 
de  Policía  municipal,  constituirán  los 
que  ocasione  un  capítulo  de  gastos 
obligatorio  para  el  Municipio. 

Sección  cuarta 

:  «Otros  empleados  de  la  Corporación 

Art.  179.  La  Corporación  tendrá  los 
demás  empleados  que  sean  necesarios 
para  el  desempeño  do  los  servicios  mu- 
nicipales, debiendo  ser  provistos  por 
concurso,  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  respectivo  Reglamento  del  Go- 
bierno, los  que  hubieren  de  ejercer  fun- 
ciones que  exijan  aptitud  técnica. 

§  único.— Entre  estos"  empleados  se 
comprenden  los  Alcaides  de  las  cárce- 
les que  estuvieren  á  cargo  de  las  Cor- 
poraciones, á  las  cuales  compete  nom- 
brarlos y  destituirlos;  pudiendo,  sin 
embargo,  el  Juez  de  derecho  de  la  res- 
pectiva comarca,  suspenderlos  y  hacer 
qué  se  les  sustituya  en  caso  de  impedi- 
mento, cuando  la  Corporación  no  acor- 
dare acerca  del  nombramiento  provi- 
sional ó  definitivo. 
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TtTULO  V 

JUNTAS  DE  PARROQUIA 

CAPÍTULO    PRIMERO 

Disposiciones  especiales  sobre  organiza- 
ción, reuniones  y  acuerdos 

Apt.  180.    La  Junta  de  parroquia  se 

compondrá  de  tres  Vocales  en  las  feli- 

,  gresías  cuya  po"blac¡ón  no  pase  de  1.000 

habitantes,  y  de  cinco  en  las  de  mayor 

número. 

§  único. — Son  aplicables  á  las  Juntas 
de  parroquia  las  disposiciones  de  los 
párrafos  2.*>  y  3.^  dej  art.  100. 

Art.  181.  El  Párroco,  aunque  no  sea 
Vocal  de  la  respectiva  Junta,  tomará 
parte  y  votará  en  todas  las  delibera- 
ciones y  acuerdos  sobre  asuntos  rela- 
tivos á  los  intereses  eclesiásticos  de  lá 
parroquia  y  á  la  administración  de  la 
fábrica,  tomando  asiento  á  la  derecha 
del  Presidente. 

Art.  182.  El  Regidor  de  la  parroquia 
asistirá  á  las  sesiones  de  la  Junta,  será 
oído  cuando  lo  pida  y  tomará  asiento  á 
la  izquierda  del  Presidente. 

Art.  183.  La  Junta  de  la  parroquia 
celebrará  una  sesión  ordinaria  de  quin- 
ce en  quince  dí^s,  en  el  día  y  hora  que 
designe  en  la  primera  sesión  de  cada 
año,  y  las  extraordinarias  que  el  servi- 
cio exija,  pudiéndo  celebrarse  unas  y 
otras  los  domingos. 

§  único.— Si  la  Junta  de  pafc-roquia  lo 
juzga  conveniente,  podrá  cambiar  el 
día  y  la  hora  de  las  sesiones  ordina- 
rias, pero  deberá  anunciarlo  previamen- 
te al  publicar  la  alteración  que  hiciere, 
por  edictos  fijados  en  los  lugares  de 
costumbre,  con  tres  días  de  anticipa- 
ción por  lo  menos. 
Art.  184.    Para  las  sesiones  ordina-» 


rias  no  es  necesaria  la  convocatoria; 
para  las  extraordinarias  se  hará  ésta 
por  el  Presidente,  ya  por  su  iniciativa, 
6  cuando  lo  pida  el  Párroco  ó  el  Regi- 
dor, ó  lo  exija  el  Administrador  del 
Municipio. 

Art.  185.  La  Junta  de  parroquia  se 
reunirá  en  la  sacristía  de  la  iglesia  pa- 
rroquial, ó  en  cualquier  otro  lugar  que 
elija,  pero  nunca  en  la  iglesia. 

§  único,— Las  dudas  que  á  este  res- 
pecto se  promuevan  las  resolverá  el 
Administrador  del  Municipio. 

Art.  186.  La  Junta  de  parroquia  se 
comunicará  directamente  por  conducto 
de  su  Presidente  con  las  Autoridades 
y  Centros  públicos  del  Municipio  y  del 
distrito;  con  el  Gobernador  civil  y  con 
las  Autoridades  y  Centros  superiores,  se 
comunicará  por  medio  de  representa- 
ciones, que  serán  entregados  al  Admi- 
nistrador del  Municipio,  para  que  éste 
las  envíe  directamente  al  Gobernador 
civil. 

Art.  187.  La  Junta  de  parroquia  re- 
mitirá, dentro  de  tres  días  después  de 
cada  sesión,  al  Administrador  del  Mu- 
nicipio ó  barrio,  para  que  lo  envíe  al 
Gobernador  civil,  un  resumen  de  los 
acuerdos  que  hubiere  tomado,  y  cuan- 
do aquel  Magistrado  lo  exija,  le  dará 
copia  auténtica  del  tenor  de  dichos 
acuerdos  y  de  los  actos  y  contratos  á 
que  se  refiera.  En  el.  mismo  día  en  que 
se  remita  el  resumen  al  Administrador 
del  Municipio,  se  fijará  una  copia  en  la 
puerta  del  edificio  donde  funcione  la 
Junta  de  la  parroquia,  y  allí  permane- 
cerá durante  ocho  dJas. 

§  1.®— También  está  obligado  á  remi- 
tir directamente  á  la  Corporación  mu- 
nicipal copia  auténtica  de  los  acuer- 
dos que  necesiten  la  aprobación  de  di- 
cha Corporación,  y  al  Gobernador  ci- 
vil, por  medio  del  Administrador  del 
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Municipio  ó  barrio,  una  copia  auténti- 
ca de  los  que  necesiten  la  aprobación 
de  aquel  Magistrado. 

§  2.'*— Tanto  la  Corporación  munici- 
pal como  él  -Administrador  deberán 
pasar  recibo  de  los  mencionados  docu- 
mentos para  los  efectos  legales. 

§3.**— Los  documentos  remitidos  al 
Gobernador  civil  por  el  Administrador 
irán  acompañados  de.  su  informe  res- 
pecto de  los  acuerdos  que  considere 
ilegales  ó  contrarios  al  interés  pú- 
blico. 

§4.**— Del  resumen  y  de  las  copias 
auténticas  dará  el  Gobernador  cono- 
cimiento al  Ministerio  público  dentro 
lie  los  ocho  días  siguientes  al  de  su  re- 
cibo. 

CAPÍTULO  II 

Competencia  y  atribuciones 

Art.  188.  La  Junta  de  parroquia  está 
en  general  encargada  de  administrar 
los  bienes  é  intereses  peculiares  de  la 
parroquia  que  por  la  ley  no  estén  á 
cargo  de  otras  Corporaciones  ó  Autori- 
dades, y  especialmente  la  administra- 
ción de  los  bienes  y  productos  de  la  fá- 
brica de  I £M iglesia  parroquial. 

Art.  189.  Tiene  tambiéu'la  Junta  de 
parroquia  atribuciones  consultivas  en 
totfts  los  asuntos  sobre  que  fuere  oída 
por  los  Magistrados  administrativos, 
por  la  Junta  general  de  distrito  ó  por  la 
Corporación  municipal. 

§  único. — Podrá  también  la  Junta 
emitir  votos  consultivos  por  su  inicia- 
tiva, y  elevarlos  á  las  Autoridades  y  po- 
deres superiores  del  Estado,  pero  sólo 
en  asuntos  de  su  competencia. 

Art.  190..  Los  acuerdos  de  la  Junta 
de  parroquia  son  de  dos.  clases:  unos 
definitivos,  que  pueden  desde  luego  eje- 


cutarse, y  otros  provisionales,  que  sólo 
pueden  ejecutarse  después  de  aproba- 
dos por  la  superioridad,  con  arreglo  á 
lo  prescrito  en  este  Código. 

Art.  .191.  La  Junta  de  parroquia 
acuerda  definitivamente: 

1.°  Sobre  la  administración  dé  los 
bienes  comunes  y  otros  establecimien- 
tos de  la  parroquia,  y  sobre  su  aplica- 
ción á  los  usos  á  que  estén  destinados; 

2.°  Sobre  indemnización  de  los  We- 
nes  y  productos  de  la  fábrica  de  la 
iglesia  parroquial; 

3.**  Sobre  administración  de  los  bie- 
nes y  rentas  legados  ó  donados  á  la  pa- 
rroquia, con  aplicación  general  ó  espe- 
cial para  el  culto  ú  obras  piadosas; 

4.*'  Sobre  administración  de  los  bie- 
nes y  rentas  de  las  ermitas  ó  capillas 
dependientes  de  la  iglesia  parroquial  y 
de  las  Hermandades  y  Cofradías,  for- 
madas ilegalmente; 

5.**  Sobre  aceptación  de  herencias, 
legados  y  donaciones  hechos  á  la  pa- 
rroquia cuando  no  existan  cargas,  con- 
diciones ni  reclamaciones; 

6.°  Sobre  adquisición  de  bienes  mue- 
bles para  los  servicios  de  la  parroquia 
y  enajenación  de  los  que  no  sean  indis- 
pensables para  estos  servicios; 

7.°  Sobre  obras  de  construcción, 
reparación  y  conservación  de  las  pro- 
piedades de  la  parroquia,  cuyo  gasto 
total  no  exceda  de  100.000  reis; 

8.''  Sobre  construcción,  reparación 
y  conservación  de  los  caminos  vecina- 
les de  uso  exclusivo  de  la  parroquia,  y 
que  no  esté.n  clasificados  como  vías 
municipales; 

9.**  Sobre  contratos  para  la  ejecu- 
ción de  obras,  servicios  y  suministros 
que  no  duren  más  de  un  año; 

10.  Sobre  los  pleitos  que  haya  que 
incoar  ó  defender; 

11.  Sobre  la  conveniencia  de  decre- 
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tar  expropiaciones  por  causa  de  utili- 
dad pública,  ó  su  urgencia,  así  como 
también  la  realización  de  expropiacio- 
nes cuya  utilidad  pública  estuviere  de-, 
clarada  por  la  ley  ó  decretada  por  el 
Gobierno; 

12.  Sobre  nombramiento  y  suspen- 
sión, hasta  sesenta  días  en  cada  año, 
de  los  empleados  parroquiales; 

13.  Sobre  el  modo  de  disfrute  de  los 
bienes,  pastos  y  cualesquiera  otros 
productos  de  aprovechamiento  común 
y  exclusivo  de  los  habitantes  déla  pa- 
rroquia^ pudiendo  impooei*  tasas  por 
su  disfrute; 

14.  Sobre  empréstitos,  sus  intereses 
y  cargas,  cuandoé^stas,  solas  ó  unidas  á 
las  de  los  empréstitos  anteriores,  no 
absorban  la  décima  parte  de  los  ingre- 
sos ordinarios  "autorizados  en  los  pre- 
supuestos del  año  corriente; 

15.  Sobre  arrendamiento  y  sus  con- 
diciones cuando  no  excedan  de  un  año; 

1(5.  Sobre  plantación  y  corta  de  ar- 
bustos y  arbolados  de  la  parroquia; 

17.  Sobre  roturación  y  siembra  de 
terrenos  parroquiales  incultos'y  deseca- 
ción de  pantanos  existentes  en  terrenos 
de  la  parroquia; 

18.  Sobre  todos  los  asuntos  de  ad- 
ministración parroquial  que  sean  de 
su  competencia  y  no  estén  comprendi- 
dos en  el  artículo  siguiente. 

Art.  192.  La  Junta  deliberará  provi- 
sionalmente: 

l.'^  Sobre  adquisición  de  bienes  in- 
muebles para  los  servicios  de  la  parro- 
quia y  enajenación  de  los  que  no  sean 
indispensables  para  estos  servicios; 

2.**  Sobre  aplicación  de  los  bienes  y 
edificios  parroquiales  á  usos  diversos 
de  aquéllos  para  que  están  destinados; 

3.°  Sobre  dotación  do  los  servicios 
y  fijación  de  los  gastos  parroquiales; 

4.'*    De  la  distribución  de  impuestos; 


5.°  Sobre  presupuestos  parroquia- 
les; 

■  6.®  Sobre  destitución  y  suspensión 
por  más  de  sesenta  días  de  los  emplea- 
dos parroquiales; 

7.^  Sobre  contratos  para  la  ejecu- 
ción de  obras,  servicios  y  suministros 
que  hayan  de  tener  efecto  por  más  de 
un  año; 

8.°  Sobre  empréstitos,  sus  intereses 
y  cargas,  cuando  éstos  por  sí  solos,  ó 
unidos  á  la  de  empréstitos  anteriores, 
absorban  más  de  la  décima  parte  de  los 
ingresos  ordinarios  autorizados  en  los 
presupuestos  del  año  corriente; 

9°  Sobre  fundación  de  institutos  de 
utilidad  para  la  parroquia,  su  dotación 
y  supresión; 

10.  Sobre  establecimientode  cemen- 
terios fuera  de  la  capital  del  Municipio, 
su  ampliación  ó  supresión,  dé  confor- 
midad con  las  leyes  y  Reglamentos  sa- 
nitarios, quedando ,  sin  embargo ,  á 
salvo  los  derechos  de  la  Junta  de  pa- 
rroquia respecto  de  los  cementerios 
que  haya  construidos  en  dicha  ca-' 
pital; 

11.  Sobre  obras  de  construcción, 
reparación  y  conservación  de  propie- 
dades parroquiales,  cuyos  gastos  exce- 
dan de  100.000  reis; 

12.  Sobrft  desistimiento  y  transac- 
ciones de  pleitos; 

13.  Sobre  creación  de  empleos  p^ra 
los  servicios  parroquiales,  su  dotación 
y  supresión; 

14.  Sobre  arrendamientos  y  sus 
condiciones  por  tiempo  que  exceda  de 
un  año; 

15.  Sobre  acuerdos  con  otras  Cor- 
poraciones administrativas  para  la 
realización  de  mejoras  de  interés  co- 
mún; 

16.  Sobre  concesión  de  servidum- 
bres en  bienes  parroquiales,  los  cuales 
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conservarán  siempre  la  naturaleza  de 
precarias; 

17.  Sobre  imposición  de  tasas  por 
el  uso  de  los  bienes  de  aprovecha- 
miento común  parroquia); 

18.  Sobre  aceptación  de  herencias, 
legados  y  donaciones  hechas  á  la  pa- 
iToquiaó  á  establecimientos  parroquia- 
les cuando  existan  cargas,  condiciones 
6  reclamaciones. 

Art.  193.  Los  acuerdos  provisionales 
de  la  Junta  de  parroquia  sólo  pueden 
ejecutarse  después  de  aprobados:  por 
la  Corporación  municipal  los  de  que 
tratan  los  números  I.**,  2,**,  6.^  7.^  9.^ 
12,  14,  16  y  18  delart,  192,  y  por  el  Go- 
bernador  civil  los  de  que  tratan  los 
restantes  números  del  mismo  artículo. 

Art.  194.  No  están  sujetos  á  la  admi- 
nistración de  la  Junta  de  parroquia: 

!.•*  Los  bienes  y  rentas  de  Herman- 
dades y  Cofradías  legalmeñte  insti- 
tuidas; 

2.**  Los  bienes  y  rentas  de  ermitas 
ó  capillas  pertenecientes  á  particulares 
ó  á  los  habitantes  de  una  parte  de  la 
parroquia; 

3.**  Los  bienes  y  rentas  de  los  hos- 
pitales y  hospederías; 

4.^  Las  casas  donde  residan  los 
Párrocos  ó  cualeRquiera  otros  emplea- 
dos en  el  servicio  del  culto; 

5.®  L€ts  rentas  y  bienes,  y  cualesquie- 
ra otros  emolumentos  aplicados  al  sos- 
tenimiento de  los  Párrocos; 

6.®    Las  fábricas  de  las  catedrales; 

7.**  Las  fábricas  de  los  templos  que 
por  ser  monumentos  de  arte  ó  de  glo- 
ria nacional  estén  á  cargo  del  Estado; 

8.®  Las  de  los  templos  que,  sirvien- 
do de  parroquia,  estén  también  desti- 
nados á  otros  usos  religiosos. 

Art.  195.  Está  permitido  á  la  Junta 
de  parroquia  ceder  la  administración 
de  la  fábrica  de  la  iglesia  parroquial  ó 


de  sus  dependencias  á  cualquier  Her-  . 
mandad  ó  Cofradía,  fundada  en  las 
mismas  iglesias*,  que  haya  sido  autori- 
zada para  ello  por  el  Gobernador  civil, 
y  cuando  la  cesión  disminuyalas  car- 
gas de  los  feligreses  para  los  gastos  de 
fábrica. 

§  único. — La  autorización  del  Gober- 
nador civil  podrá  ser  revocada  en  todo 
tiempo.  . 

Art.  196.  A  la  Hermandad  ó  Cofradía 
que  se  encargue  déla  fábrica, con  arre- 
glo al  art.  195,  pertenecerán  los  cargos 
inherentes  á  ésta,  así  como  la  eidminis- 
tración  de  todos  sus  bienes  y  rentas, 
con  las  mismas  atribuciones  y  restric- 
ciones con  que  dicha  administración 
pertenece  á  la  Junta  de  parroquia,  pu- 
diendo  también  el  Párroco  tomar  parte 
en  las  deliberaciones  de  las  Mesas  en 
los  casos  indicados  en  el  art.  181. 

Art.  197.  La  Junta  de  parroquia,  eh 
unión  con  el  Párroco  y  con  el  Regidor, 
constituye  la  Comisión  de  Beneficencia 
de  la  feligresía,  y  en  tal  concepto  tiene 
-ásu  cargo: 

1.°  Formar  la  lista  de  todas  las  per- 
sonas necesitadas  que  carezcan  de  so- 
corros; 

2.**  Promover,  solicitar  y  distribuir 
esos  socorros  con  arreglo  á  las  nece- 
sidades de  los  socorridos; 

3.**  Fiscq.lizar  el  servicio  de  expósi- 
tos, desvalidos  y  abandonados  con 
arreglo  á  las  instrucciones  respectivas, 
dando  cuenta  á  la  Corporación  ó  á  la 
Autoridad  que  les  hubiera  dado  el  en- 
cargo, de  los  abusos  que  hayan  notado. 

Finalmente,  practicar  los  demás  ac- 
tos de  beneficencia  que  le  fueren  enco- 
mendados por  la  ley  ó  por  las  Autori- 
dades superiores  en  el  desempeño  de 
sus  funciones. 

§  único.— El  Presidente  de  esta  Co- 
misión lo  será  el  Párroco. 
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Art.  198.  Es  obligación  de  la  Junta 
de  parroquia  inventariar  todos  los  bie- 
nes pertenecientes  á  ésta  y  á  la  fábrica 
de  la  iglesia  parroquial  y  sus  dependen- 
cias. 

§  1.®— En  el  inve/itaríó  se  describirán 
por  separado  los  ornamentos,  vasos 
sagrados,  muebles  y  cualesquiera  otros 
utensilios  destinados  al  culto  religioso. 

§  2.*'— Se  hará  en  el  inventario  men- 
ción de  los  títulos  ó  cualesquiera  docu- 
mentos que  tengan  relación  con  los  ob- 
jetos inventariados. 

§  3."— El  inventario  será  revisado  y 
cotejado  después  de  constituida  la  nue- 
va Junta,  anotando  las  alteraciones 
que  hayan  ocurrido  en  él  desde  la  últi- 
ma revisión,  extendiéndose  acta  de  to- 
do eh  el  libro  correspondiente,  con  asis- 
tencia del  Regidor,  del  Tesorero  y  del 
Párroco,  en  lo  que  se  refiere  á  los  obje- 
tos del  culto. 

§  4.*^— Del  inventario  y  actas  de  revi- 
sión se  enviará  copia  al  Gobernador  ci- 
vil por  conducto  del  Administrador  del 
Municipio,  y  de  la  parte  referente  á  los 
objetos  del  culto  se  dará  copia  al  Pá- 
rroco de  la  feligresía. 

CAPÍTULO  III 

Hacienda  y  coniabilidad  parroquial 
Sección    primera 

Ingresos  y  gnstos 

Art.  199.  Los  ingresos  de  la  parro- 
quia serán  ordinarios,  y  extraordina- 
rios. 

§  1.**-— Constituyen  los  ingresos  ordi- 
narios: 

1.®  «Las  rentas  de  los  bienes  propios 
y  las  de  los  establecimientos  de  la  pa- 
rroquia; 

?,"    Los  injpuestos  ó  tasas  por  uso 


de  los  bienes  de  aprovechamiento  co- 
mún parroquial; 

3.**  Las  rentas  de  los  bienes  aplica- 
dos á' la  fábrica  de  la  iglesia  parro- 
quial ó  á  sus  dependencias; 

4.°  Los  productos  de  los  derechos 
que  por  ley  ó  por  costumbre  estuviese 
autorizada  la. fábrica  á  percibir  por  los 
bautismos,  matrimonios  ydefunciones; 

6.°  Lo  que  produzcan  los  cemente- 
rios parroquiales; 

G.**  Las  multas  impuestas  por  la  ley 
ó  los  Reglamentos  en  beneficio  de  la 
parroquia; 

7.**  Un  impuesto  adicional  á  las  con- 
tribucionef? directas  cíel  Estado:  territo- 
rial, industrial,  sobre  alquileres  de  ca- 
sas y  por  consumos,  ó  á  las  que  las 
sustituyan; 

S.**  Igual  impuesto  sobre  las  ren- 
tas que  no  paguen  las  contribuciones 
mencionadas  en  el  número  anterior, 
excepto  los  intereses  de  los  títulos  de 
la  Deuda  pública,  los  sueldos  de  los 
militares  en  activo  servicio  en  el  ejér- 
cito ó  en  la  armada,  y  los  de  los  indi- 
viduos que  por  la  ley  disfruten  de  las 
mismas  ventajas  que  los  militares  en 
activo  servicio; 

9.®    Los  créditos  activos; 

10.  Cualesquiera  otras  rentas  do 
carácter  permanente  destinadas  por  la 
ley  á  constituir  ingresos  parroquiales. 

§  2.**— Constituyen  los  ingresos  ex- 
traordinarios: 

1.**  Las  herencias,  donativos,  lega- 
dos y  donaciones; 

2.°    El  producto  de  los  empréstitos; 

S.*"  El  producto  de  la  enajenación 
de.bienes; 

4.®  Los  subsidios  del  Estado,  del 
distrito  ó  del  Municipio  para  mejoras 
parroquiales; 

h.^  Cualesquiera  otras  rentas  in- 
ciertas ó  eventuales. 
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§3.®— Son  aplicables  á  los  impues- 
tos ó  rentas  parroquiales  las  disposi- 
ciones de  los  artículos  134  y  139. 

Art.  200.  También  podrá  la  Junta  de 
parroquia  exigir  de  los  feligreses  la 
prestación  personal  de  un  día  de  tra- 
bajo cada  año,  para. el  arreglo  de  los 
caminos  vecinales,  todo  de  conformi- 
dad con  lo  dispuesto  en  el  art.  135. 

Art.  201.  Está  permitido  á  la  Junta 
parroquial  colectar  para  gastos  de  la 
fábrica  de  la  iglesia  sobre  las  Herman- 
•lades  y  las  Cofradías  que  se  formen  ó 
existan,  un  dividendo  proporcional  á 
>us  rentas  y  sin  perjuicio  de  sus  gas- 
tos obligatorios,  previa  audiencia  de 
dichas  Hermandades  y  Cofradías,  y  con 
autorización  del  Gobernador  civil. 

Art.  202.  Los  gastos  de  la  parroquia 
son  obligatorios  ó  potestativos. 
§  1.**— Son  obligatorios: 
1.**  Los  de  construcción,  reparación 
y  conservación  de  la  iglesia  parroquial, 
sus  dependencias  y  edificios  parro- 
quiales; 

2.^  Las  derreparación  de  la  casa  rec- 
toral, á  que  no  esté  obligado  el  Párroco 
como  usufructuario; 

3."  Los  del  culto,  ornamentos,  vasos 
sagrados  y  mueble??;. 

4.^  Los  de  los  sueldos  de  su  Secreta- 
rio, del  Regidor  y  de  los  empleados  de 
la  parroquia; 

5.®    Los  del  material  de  la  Junta  y  de 
la  oficina  del  Regidor  de  la  parroquia; 
6.°    Los  de  los  impuestos,  pensiones 
y  cargas  á  que  estén  sujetas  las  pro- 
pie- lad  es  y  rentas  parroquiales; 

7.^  Los  de  los  pleitos  que  necesite 
•sostener  la  parroqiiia; 

8.®  Los  del  pago  de  deudas  exigi- 
rles; 

O.**  Los  de  construcción,  reparación 
y  conservación  de  fos  cementerios  pa- 
rroquiales; 


10.  Los  de  conducción  al  cemente- 
rio de  los  cadáveres  hallados  en  cual- 
quier sitio,  así  como  los  de  los  pobres 
cuyos  parientes  no  puedan  satisfacer 
tales  gastos,  y  no  habiendo  Corpora- 
ción benéfica  obligada  á  satisfacerlas; 

11.  Los  que  resulten  de  contratos  le- 
gal mente  celebrados; 

12.  •  Los  de  compra  de  los  libros  ne- 
cesarios para  el  registro  parroquial; 

13.  Los  de  dotación  de  todos  los  ser- 
vicios parroquiales  legalmente  estable- 
cidos; 

14.  Los  de  la  instrucción  primaria, 
con  arreglo  á  las  respectivas  leyes; 

15.  Los  de  la  construcción,  repara- 
ción, conservación  y  limpieza  de  los 
caminos  vecinales; 

16.  Cualesquiera  otros  que  por  la 
ley  fuesen  impuestos  á  cargo  de  la 
Junta  de  la  parroquia. 

§  2.^— Son  potestativos  todos  los  gas- 
tos no  enumerados  en  el  párrafo  ante- 
rior que  sean  de  utilidad  para  la  pa- 
rroquia y  estén  dentro  de  las  atribucio- 
nes legales  de  la  Junta. 

Sección    segunda 

Presupuesto  parroquial 

Art.  203.  Son  aplicables  á  la  forma- 
ción del  presupuesto  parroquial  las  re- 
glas establecidas  en  los  artículos  142 
al  144,  con  la  diferencia  de  dirigirse  á 
la  Corporación  municipal  ó  al  Gober- 
nador civil,  según  los  casos,  las  recla- 
maciones á  que  se  r(?fiore  el  art.  143. 

Art.  204.  Los  acuerdos  de  carácter 
provisional  enumerados  en  el  art.  102, 
con  excepción  de  los  del  número  4.", 
que  puedan  influir  en  los. ingresos  ó 
gastos,  sólo  podrán  ser  tomados  en 
consideración  en  los  presupuestos  vo- 
tados desp:  és  de  aprobados  a«(uéIlos. 
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Art.  205.  Cuando  la  Junta  de  parro- 
quia deje  de  votar  los  empréstitos  ne- 
cesarios, ó  cuando  deje  de  CQBBÍgnar 
en  ellos  los  gastos  obligatorios,  ó  de 
votar  los  ingresos  precisos  para  aten- 
der á.  dichos  gastos,  suplirá  el  Gober- 
nador civil  aquellas  omisiones,  pero 
dentro  de  los  límites  conferidos  por 
esta  ley  á  las  Juntas  de  parroquias. 

Sección  tercera 

CoDtabilidad  parroquial 

Art.  206.  La  Junta  de  parroquia  ten- 
drá un  Tesorero,  que  nombrará  bajo 
su  responsabilidad,  entre  las  personas 
extrañas  á  la  misma  Junta,  el  cual  ten- 
drá á  su  cargo  la  recaudación  de  todos 
los  ingresos  parroquiales  y  hacer  todos, 
los  pagos  legalmente  ordenados  por  el 
Presidente  de  la  Junta. 

§  único.— La  Junta  podrá  asignar  al 
Tesorero  la  gratificación  que  entienda 
que  merece  por  su  trabajo. 

Art.  207.  En  las  parroquias  en  que 
hubiere  Tesorero  eclesiástico,  corres- 
ponderá á  éste  la  custodia  de  los  vasos 
sagrados,  ornamentos,  muebles,  ropas 
y  cualesquiera  otros  utensilios  de  fá- 
brica; lodo  lo  cual  le  será  entregado 
bajo  inventario. 

§  único.— En  la^  parroquias  en  que 
no  hubiere  Tesorero  eclesiástico,  los 
objetos  á  que  se  refiere  este  artículo 
serán  entregados  del  mismo  modo  al 
Párroco. 

Art.  208.  En  lo  demás  que  se  refiere 
ala  contabilidad  parroquial,  se  obser- 
vará, en  lo  que  fuere  aplicable,  lo  dis- 
puesto en  la  sección  tercera,  capítu- 
lo III,  título  IV, 

CAPÍTULO  IV 

Del  Secretario  y  demás  empleados  de  la 
Junta  de  parroquia 

Art.  209.    La  Junta  de  parroquia  ten- 


drá un  Secretario,  al  que  correspon- 
derá: 

1.^  Asistir  á  las  sesiones  de .  la  Jun- 
ta, tomando  nota  de  todo  lo  que  se  trate 
y  acuerde,  redactando  y  extendiendo 
las  actas  en  el  libro  corresp.ndiente; 

2.^  Certificar  y  legalizar  todos  losdo- 
cumentosy  acta^o/icialesde  la  Junta; 

3.°  Dar  los  informes  necesarios  para 
las  resoluciones  de  ésta; 

4.°  Conservar,  bajo  su  custodia  y 
responsabilidad,  en  el  local  donde  la 
Junta  celebre  sus  sesiones,  el  Archivo 
parroquial; 

5.°  Llevar  á  cabo  todos  los  trabajos 
escritos  y  de  contabilidad  que  le  enco- 
miende la  Junta  y.  su  Presidente. 

Art.  210.  El  Secretario  será  de  libre 
nombramiento  de  la  Junta,  pudiendo 
unirse  esta  función  á  la  de  Secretario 
del  Regidor. 

Art.  211.  El  Secretario  de  la  Junta 
de  parroquia  tendrá  la  gratificación  que 
se  le  asigne  en  el  presupuesto  parro- 
quial. 

Art.  212.  La  Junta  de  parroquia  ten- 
drá los  demás  empleados  que  sean  ue- 
cfesarios  para  el  desempeño  de  los  ser- 
vicios que  le  competen,  con  los  sueldos 
asignados  en  los  presupuestos. 

TÍTULO  VI 

MAGISTRADOS   Y   EMPLEADOS   ADMI- 
NISTRATIVOS 

CAPÍTULO    PRIMERO 

Gobernador  eioil  y  empleados  de  su  Se- 
ereiaria 

Sección  primera 

Del   Gobernador    civil 

Art.  213.  El  Gobernador  civil  es  el 
inmediato  delegado  y  representante  del 
Gobierno  en  el  distrito,  en  todos  los 
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asuntos  de  sus  atribuciones  y  en  los 
qué  DO  estuvieren  especialmente  éneo- 
mandados  á  otras  Autoridades  ó  fun- 
cionarios. 

§  único.--Los  Gobernadores  civiles 
tendrán  el  sueldo  de  1.600.000  réis  en 
los  distritos  de  Lisboa,  Oporto  y  Fun- 
chal;  1.400.000  reis  en  los  de  Coimbra, 
Braga  y  Vizeu,  y  1.200.000  reis  en  todos 
los  demás  distritos. 

Art.  214.  El  Gobernador  civil  es  de 
libre  nombramiento  del  Gobierno,  y 
como  inmediatamente  subordinado  al 
Ministerio,  se  comunica  directamente 
c  -n  los  Ministros,  y  recibe  de  ellos  ór- 
denes é  instrucciones  sobre  los  asun- 
tos de  sus  respectivos  Ministerios. 

Art.  215.  El  Gobernador  civil  tendrá 
un  sustituto  de  libre  nombramiento  del 
Gobierno. 

§  único!—  En  .caso  de  ausencia  é  im- 
pedimento simultaneo  del  Gobernador 
civil  y  de  su  sustituto,  si  o\  Gobierno  no 
providenciare  acerca  de  la  administra- 
ción del  distrito,  servirán  intorinamen-* 
te  este  cargo  los  delegados  ó  miem- 
bros de  la  Junta  general  residentes 
en  la  capital,  que  no  sean  individuos 
de  la  Comisión  respectiva,  comenzan- 
do por  los  de  mayor  edad,  y  no  ha- 
biéndolos, los  que  tuvieran  su  residen- 
cia en  el  punto  más  próximo  á  la  ca- 
pital. 

Art.  216.  El  Gobernador  ó  su  susti- 
tuto prestarán  juramento  personal mon- 
tf  ó  por  poder,  en  manos  del  Ministro 
de  Negocios,  interiores  (Gobernación). 

Art.  217.  Corresponde  al  Goberna- 
dor civil: 

1."^  Transmitirlas  leyes,  Rc?;iamen- 
to<?  y  órdenes  superiores  alas  Autorida- 
des subalternas,  dándoles  las  [instruc- 
ciones convenientes  para  su  ejecu- 
ción; 

2.^    Ejercer  inspección  general  y  su- 


perior sobre  todas  las  leyes  y  Regla- 
mentos de  la  administración  pública; 

3.®  Ejercer  la  superintendencia  so- 
bre todos  los  Magistrados  y  funciona- 
rios administrativos  del  distrito  en  to- 
dos los  asuntos  dé  su  competencia,  pu- 
diendo  proceder  ó  mandar  que  se  pro- 
ceda á  abrir  informaciones  sobve  su 
administración,  examinar  ó  mandar 
que  se  examine,  cuando  á  bien  lo  ten- 
ga, el  estado  de  la  caja  provincial  ó  de 
las  Corporaciones  y  establecimientos 
públicos,  dictando  las  providencias  que 
dentro  de  sus  atribuciones  estime  ne- 
cesarias; 

4.*^  Ejercer  la  superintendencia  en 
los  establecimientos  de  instrucción  pú- 
blica con  arreglo  á  las  leyes  espe- 
ciales; 

5.®  Vigilar  el  ejercicio  de  la  Autori- 
dad eclesiástica,  dando  cuenta  de  los 
abusos  que  notare; 

6.''  Ejercer,  respecto  de  los  bienes 
y  renta  de  la  Hacienda  pública,  las- di- 
versas funciones  que  le  atribuyan  las 
leyes  y  Reglamentos  especiales; 

7.°  Hacer  nombramientos  para  to- 
dos los  empleos  administrativos  para 
que  tenga  competencia  según  la  ley,  ó 
que  no  haya  en  ésta  modo  especial  de 
hacerlos; 

S°  Suspender  y  destituir  á  los 
empleados  que  sean  de  su  nombra- 
miento; 

9.°  Dar  ó  mandar  que  se  dé  posesión 
á  todos  los  funcionarios  que  estén  bajo 
su  dirección,  y  suspenderlos  de  empleo 
y  sueldo,  dando  inmediatamente  cuen- 
ta al  Gobierno,  cuando  á  éste  corres- 
ponda el  nombramiento; 

10.  Recibir  ó  mandar  que  reciban 
sus  delegados  juramento  á  los  fun- 
cionarios públicos,  cuando  la  ley  no 
designe  Autoridad  competente  para 
deferirlo; 
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11.  Conceder  licencias  á  los  emplea- 
dos que  le  estén  subordinados; 

12.  Mandar  formar  las  nóminas  de 
los  empleados  de  sus  dependencias,  de 
conformidad  con  los  Reglamentos; 

13.  Aprobar,  previa  consulta  del 
Tribunal  administrativo»  los  Estatutos 
de  las  Asociaciones  y  Centros  de  re- 
creo, de  protección  á  las  personas  ó 
animales,  de  instrucción  y  beneficen- 
cia, así  como  sus  Reglamentos  orgáni- 
cos y  los  de  los  establecimientos  ad- 
ministrados por  dichas  Corporaciones; 

14.  Fijar,  á  propuesta  del  Adminis- 
trador del  Municipio,  el  número  de 
amanuenses  y  oficiales  de  la  adminis- 
tración municipal,  previa  audiencia  de 
las  Corporaciones  correspondientes  y 
el  parecer  del  Tribunal  administrativo; 

15.  Mandar  proceder  á  las  eleccio- 
nes de  todas  las  Corporaciones  admi- 
nistrativas y  Autoridades  electivas,  en 
los  días  y  plazos  designados  al  efecto 
en  este  Código; 

IG.  Abrir  y  cerrar,  en  nombre  del 
Rey,  las  sesiones  de  la  Junta  general 
del  distrito; 

17.  Examinar  los  acuerdos  de-  las 
Corporaciones  administrativas,  pudien- 
do  usar  del  derecho  de  suspensión,  con 
arxeglo  á  lo  prescrito  en  este  Código; 
remitir  al  Gobierno  ó  á  la  Junta  gene- 
ral el  resumen  ó  copia  de  los  acuerdos 
que  puedan  suspender,  y  dar  conoci- 

.  miento  do  todos  al  Ministerio  público 
para  que  pueda  reclamar  contra  los 
que  lleven  consigo  alguna  nulidad; 

18.  Aprobar  los  acuej'do?^  de-"  las 
Juntas  (le  parroquia  con  arreglo'  á  «ste 
Código; 

19.  Remitir  al  Tribunal  de  Cuentas 
ó  á  al  Tribunal  administrativo,  según 
su  competencia,  las  de  la  gestión  de 
las  Corporaciones  administrativas  ó  de 
las  Juntas  de  beneficencia,  dentro  del 


plazo  de  quince  días,  contados  desde 
que  las  hubiere  recibido,  acompañán- 
dolas de  los  informes  <lue  juzgare  con- 
venientes; 

20.  Repartir,  oído  el  Tribunal  admi- 
nistrativo, entre  los  Municipios  del 
distrito,  las  contribuciones  directas 
del  Estado  y  los  contingentes  de  reclu- 
tamiento para  el  ejército  y  la  armada, 
cuando  la  Junta  general  ó  la  Comisión 
de  distrito  no  se  reúnan  ó  no  cumplan 
esta  obligación  por  otro  motivo  cual- 
quiera; 

21.  Promover  conflictos  de  jurisdic- 
ción  y  de  competencia  entre  las  Auto- 
ridades administrativas  y  judiciales,  de 
conformidad  con  las  leyes  y  Regla- 
mentes, especiales; 

22.  Finalmente,  ejercer  cualesquie- 
ra otras  atribuciones  que  le  confieran 
las  leyes. 

Art.  218.  En  lo  que  se  refiere  á  la 
policía  del  distrito,  corresponde  al  Go- 
bernador civil: 

*  1.°  Dictar,  ejecutar  y  hacer  ejecu- 
tar todas  las  providencias  necesaria^ 
para  mantener  el  orden  público,  prote- 
ger las  personas  y  la  propiedad,  repri- 
mir los  actos  contrarios  á  la  moral  6 
á  la  decencia  pública,  apelando  para 
estos  fines  á  la  fuerza  que  tuviere  á 
su  disposición  y  pidiendo  la  que  fuere 
necesaria;  ^   ^ 

2.°  Ejercer  la fiscalizacjóii  necesaria 
sóbrelos  extranjeros  residentes  en  su 
distrito; 

3.°  Conceder  pasaportes,  de  confor- 
midad con  los  Reglamentos; 

4.°  Conceder  licencias  para  .teatros 
y  espectáculos  públicos  en  la  capital 
del  distrito; 

5.^  Providenciar  sobre  loterías  y 
rifas  autorizadas,  casas  públicas  de  jue- 
go, hospederías,  posadas,  cafés  y  otros 
establecimientos  análogos; 
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6.®  Dictar  providencias  para  la  re- 
presión de  la  mendicidad  y  la  va- 
gancia; 

7.'*  Dictar  providencias  sobre  mur- 
gas, toque  de  campanas,  hogueras  y 
fuegos  artificiales; 

8.°  Dictar  providencias  sobre  prego- 
nes, carteles  y  anuncios  en  sitios  pú- 
blicos, exposición  en  los  mismos  sitios 
de  figuras,  cuadros,  estampas  ó  cuales - 
quieraotras representaciones  obscenas 
ú  ofensivas  á  la  moral  pública  ó  al  de- 
coro y  honra  de  los  funcionarios  y  de 
ios  particulares; 

9.**  Providenciar  acerca  de  los  es- 
tablecimientos ó  agencias  donde  se 
ofrecen  servicios; 

10.  Conceder  licencias  para  casas 
de  préstamos  ó  empeños,  con  excep- 
ción de  las  establecidas  por  Bancos, 
Montepíos,  Montes  de  Piedad,  Socie- 
dades de  socorros  mutuos  y  otros  esta- 
blecimientos cuyos  Estatutos  estén 
aprobados  por  el  Gobierno; 

11.  Conceder  licencias  á  los  estable- 
cimientos insalubres,  incómodos  ó  peli- 
grosos, de  conformidad  con  los  Regla- 
mentos; 

12.  Dictar  providencias  sobre  la  po- 
licía de  las  mujeres  públicas; 

13.  Dirigir  los  diferentes  servicios 
de  higiene  y  salubridad  pública,  de 
conformidad  con  las  leyes  y  Reglamen- 
tos especiales,  y  adoptar,  en  caso  ne- 
ífí^ario,  las  providencias  convenientes 
para  preservar  al  distrito  ó  á  alguna  de 
íus  poblaciones  de  epidemias,  enfenne- 
'.iades  irontagiosas,  focos  de  infección 
?  otros  mjales  análogos,  dando  inme-' 
■Jiaíamente  cuenta  de  ello  al  Gobierno; 

14.  Atender  á  la  seguridad  de  las 
prisiones  y  vigilar  la  alimentación  de 
los  presos; 

15.  Dirigir  los  cuerpos  de  Policía 
civil,  ejerciendo  respecto  de  ellos  y  de 
Tomo  VII.— Instituciones  jurídicas. 


SU  personal  las  atribuciones  que  le  ha- 
yan sido  conferidas  por  las  leyes  y  Re- 
glamentos especiales; 

16.  Ejecutar  y  hacer  ejecutar  todas 
las  leyes  y  Reglamentos  de  policía,  así 
como  establecer  y  hacer  ejecutar  todas 
las  providencias  que  le  parezcan  con- 
venientes para  el  libre  ejercicio  de  las' 
funciones  de  las  Autoridades  y  Centros 
públicos; 

17.  Vigilar  el  servicio  de  Sanidad 
marítima,  de  conformidad  con  las  leyes 
y  Reglamentos  especiales; 

18.  Finalmente,  ejercer  cualesquiera 
otras  atribuciones  de  policía  que  les 
confieran  las  leyes. 

Art.  219.  El  Gobernador  civil  podrá, 
con  aprobación  del  Gobierno,  tomar 
providencias  de  ejecución  permanente 
sobre  los  asuntos  de  que  trata  el  ar- 
tículo anterior  que  no  estén  regulados 
por  leyes  ó  Reglamentos  generales  de 
administración  pública. 

Art.  220.  Corresponde  al  Goberna- 
dor civil  la  inspección  superior  de  las 
Hermandades,  Cofradías  é  institucio- 
nes benéficas  que  por  la  ley  no  estén 
inmediatamente  subordinadas  al  Go- 
bierno, y  en  el  ejercicio  de  estas  funcio- 
nes le  corresponde: 

1.**,  Reglamentar  por  medio  de  ins- 
trucciones su  marcha  y  su  contabi- 
lidad; 

2."  Aprobar  los  presupuestos  y  au- 
torizar los  actos  de  la  administración 
que  puedan  influir  en  aquéllos,  excepto 
la  contratación  de  empréstitos,  adquisi- 
ción de  bienes  ineauebles,  enajenación 
de  estos  bienes  y  de  cualesquiera  otros, 
aplicación  á  los  gastos  corrientes  de 
los  capitales  que  constituyan  su  haber, 
y  de  herencias,  donaciones  ó  legados, 
si  no  se  dejaren  con  esta  cláusula;  todo 
lo  cual  depende  de  la  autorización  del 
Güliierno; 
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3.®  Disolver,  sólo  en  alguno  de  los 
casos  mencionados  en  los  cuatro  pri- 
mero^ números  del  art.  17,  previa  au- 
torización del  Gobierno,  las  Mesas  ó 
administraciones  de  estas  Asociacio- 
nes, nombrando  libremente  Comisiones 
que  administren  hasta  la  época  de  la 
elección  ordinaria,  cuando  no  juzgue 
conveniente  anticipar  la  elección; 

4.®  Ordenar  á  estas  Corporaciones 
que  formen  nuevos  Estatutos  en  harmo- 
nía con  los  Reglamentos  ó  instruccio- 
nes generales  del  Gobierno,  pudiendo 
obligar,  tanto  á  las  que  ya  existen,  co- 
mo á  las  que  de  nuevo  se  funden,  á 
aplicar  por  lo  menos  la  décima  parte 
de  sus  ingresos  ordinarios  á  actos  de 
beneficencia  en  el  Municipio,  ó  auxiliar 
la  instrucción  primaria  de  la  respecti- 
va feligresía; 

5.®  Suprimir  las  Hermandades  y  Co- 
fradías que  legalmente  formadas  no 
tengan  por  lo  menos  el  doble  del  núme- 
ro de  hermanos  necesarios  para  cons- 
tituir la  Mesa,  ó  hayan  sido  abandona- 
das por  ellos,  intimándolas  previamen- 
te á  que  se  constituyan  con  arreglo  á 
sus  Estatutos;  y  si  no  lo  hicieren,  apli- 
cando sus  bienes  v  valores  en  beneficio 
de  algún  establecimiento  de  caridad 
del  Municipio  ó  de  la  respectiva  Junta 
de  parroquia,  previa  la  aprobación  del 
Gobierno; 

6.*^  Suprimir  las  Hermandades  y  Co- 
fradías formadas  ilegalmente  ó  sin  Es- 
tatutos debidamente  aprobados,  incor- 
porando sus  bienes  y  valores  á  la  res- 
pectiva Junta  de  parroquia  cuando, 
después  de  intimados  sus  gerentes,  no 
se  constituyan  legalmente; 

•7.**  Enviar  al  Ministerio  público  del 
Tribunal  administrativo  las  copias 
auténticas  de  los  acuerdos  de  las  Her- 
mandades, Cofradías  é  instituciones  de 
beneficencia  que  sean  contrarios  á  las 


leyes  ó  Reglamentos  de  la  administra- 
ción pública,  ó  de  sus  compromisos  ó 
Estatutos,  á  fin  de  reclamar  su  nulidad. 

§1.^— Ninguna  de  estas  Corporacio- 
nes podrá  hacer  gastos  que  no  estén 
autorizados  en  presupuesto  debidamen- 
te aprobado  por  el  Gobernador  civil. 

§  2.°— El  presupuesto  será  ordinario 
ó  suplementario  (adicional).  El  ordina- 
rio está  destinado  á  autorizar  la  co- 
branza y  aplicación  de  las  rentas  de  la 
Corporación  durante  el  año  económico, 
que  se  contará  desde  1.°  de  Julio  á  fin 
de  Junio  siguiente.  El  suplementario  ó 
adicional,  estará  destinado:  1.*^,  á  pro- 
veer al  pago  de  gastos  urgentes  no 
consignados  en  el  presupuesto  ordina- 
rio; 2.°,  á  aplicar  los  saldos  de  cuentas 
y  los  ingresos  excedentes  de  los  calcu- 
lados en  el  presupuesto  ordinario;  3."*, 
á  variar  la  aplicación  de  Jos  ingre- 
sos votados  en  el  presupuesto  ordi- 
nario. 

§  3."— Antes  de  ser  remitidos  al  Admi- 
nistrador del  Municipio,  estarán  los 
presupuestos  á  disposición  de  los  her- 
manos durante  ocho  días,  lo  cual  se 
anunciará  por  edicto  fijado  á  la  puerta 
del  edificio  donde  la  Corporación  fun- 
cione, con  tres  días  de  anticipación  por 
lo  menos.  Todos  los  hermanos  ó  aso- 
ciados tienen  derecho  .á  hacer  por  es- 
crito observaciones  acerca  de  los  pre- 
supuestos, é  irán  las  que  hicieren  uni- 
das á  éstos  ó  serán  presentadas  al  Go- 
bernador civil. 

§  4.'^— La  designación  de  ingresos  del 
presupuesto  ordinario  comenzará  por 
los  saldos  probables  de  orígenes  diver- 
sos, siendo  calculadas  las  rentas  por 
los  ingresos  efectivos  del  último  año 
civil  y  por  el  cálculo  del  término  medio 
del  producto  liquido  de  los  tres  años 
anteriores,  respecto  de  las  rentas  que 
por  su   naturaleza  variable  no  puedan 
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compatarse  aproxiraadamente  por  in- 
gresos efectivos  de  un  solo  ano. 

§  .*>.*'— Los  presupuestos,  tanto  ordi- 
nario como  adicional,  se  formarán 
siempre  de  modo  que  los  gastos  vota- 
dos no  excedan  á  los  ingresos,  regular- 
mente calculados. 

§  6.®— Los  ingresos  se  dividirán  en 
tres  clases:  1.*,  ordinarios,  ó  que  pro- 
cedan de  rentas  permanentes  ó  perió- 
dicas; 2.*,  extraordinarios  y  eventuales, 
ó  que  dependan  de  hechos  inciertos; 
3.*,  créditos  activos  que  es  probable  se 
cobren  durante  el  año. 

§  7.**— Los  ingresos  no  deberán  men- 
cionarse en  globo,  sino  divididos  en 
tantos  artículos  cuantos  sean  sus  di- 
versos orígenes,  explicando  en  notas 
su  procedencia. 

§  8.°— Todas  las  rentas  recibidas  en 
especie  se  mencionarán  en  el  presu- 
puesto, calculándose  su  importancia 
en  dinero  por  los  precios  de  la  tarifa 
del  Municipio. 

§9.°— Los  gastos  se  dividirán  tam- 
bií^n  en  tres  clases:  L*,  obligatarios  ó 
determinados  por  las  cargas  impues- 
tas por  los  Estatutos;  2.',  potestati- 
vos, aun  cuando  no  sean  indispensa- 
bles para  satisfacer  los  fines  de  la  ins- 
titución; 3.',  los  créditos  pasivos  á 
pagar  en  el  transcurso  del  año  eco- 
nómico. 

§  10. — Las  partidas  de  gastos  debe- 
rán explicarse  en  notas  especiales,  con- 
?ií:nándose  en  artículos  separados,  en 
cuanto  sea  posible,  la  parte  destinada 
al  personal  y  la  destinada  al  material, 
con  la  individualización  necesaria  para 
que  puedan  apreciarse  los  diferentes 
elementos  en  que  sea  posible  descom- 
poner la  partida  total. 

§  11.— Las  partidas  de  los  presupues- 
tos adicionales  se  describirán  bajo  la 
misma  numeración  de  t'tulos,  capítulos 


y  artículos  con  que  en  el  presupuesto 
ordinario  estén  descritas  las  partidas 
d6  la  misma  naturaleza. 

§  12.— Los  gastos  propuestos  para 
obras  se  justificarán  con  presupuestos 
parciales  formados  por  peritos,  consig- 
nándose por  artículos  los  gastos  de 
materiales  y  de  mano  de  obra. 

§  13.— Todas  las  autorizaciones  con- 
cedidas en  los  presupuestos  caducarán 
con  el  año  económico  á  que  se  refie- 
ren, y  todos  los  gastos  presupuestados 
y  no  hechos  dentro  del  respectivo  año, 
y  que  sea  necesario  efectuar,  serán  re- 
producidos en  nuevo  presupuesto  para 
ser  debidamente  autorizados. 

§  14.— Hasta  fin  de  Abril  remitirán 
las  administraciones  de  las  Hermanda- 
des y  establecimientos  á  que  se  refiere 
este  artículo  sus  presupuestos  ordina- 
rios al  Administrador  del  Municipio, 
para  que  éste  los  envíe  antes  del  15  de 
Mayo  al  Gobernador  civil,  con  su  infor- 
me acerca  de  la  conveniencia  de  que 
sean  autorizados  los  gastos  propuestos 
y  sobre  la  apreciación  dé  los  ingresos. 

§  15.— Los  presupuestos  se  remitirán 
por  duplicado  é  irán  acompañados  df 
los  siguientes  documentos:  1.°,  acta  de 
la  sesión  de  la  Mesa  en  que  hayan  sido 
discutidos  y  aprobados;  2.^  relación  de 
los  créditos  activos  y  pasivos,  con  de- 
claración de  su  naturaleza  y  origen,  y 
años  económicos  á  que  se  refieren;  3.®, 
estado  del  producto  líquido  de  cada  una 
de  las  rentas  en  los  tres  años  anterio- 
res; 4.°,  presupuestos  especales  de  las 
obras  propuestas;  5.°,  cualesquiera 
otros  documentos  que  sirvan  para  di- 
lucidar el  presupuesto. 

§  16.— Si  el  presupuesto  ordinario  no 
hubiera  sido  aprobado  antes  dé  comen- 
zar el  respectivo  año  económico,  las 
administraciones  de  las  Hermandades 
y    demás  Corporaciones  continuarán 
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rigiéndose  por  el  último  presupuesto 
aprobado,  excepto  en  lo  relativo  á  los 
gastos  extraordinarios  ó  potestativos, 
los  cuales  sólo  podrán  ser  autorizados 
en  el  presupuesto  del  mismo  año,  des- 
pués de  aprobado. 

§  17.— Los  presupuestos  adicionales 
se  formarán  y  serán  sometidos  á  la 
aprobación  del  Gobernador  civil  con 
las  mismas  formalidades  prescritas 
para  los  presupuestos  ordinarios  en 
cuanto  les  pueda  ser  aplicable. 

§  18.— En  las  disposiciones  de  este 
artículo  no  están  comprendidos  los 
Montepíos  ni  las  demás  Asociaciones 
fundadas  exclusivamente  en  el  princi- 
pio de  mutualidad,  las  cuales,  estarán, 
sin  embargo,  sujetas  á  la  vigilancia  é 
inspección  del  Gobernador  civil,  que 
dará  parte  al  Gobierno  de  los  abusos 
>  que  notare. 

Art.  221.  El  Gobernador  civil  visita- 
rá, siempre  que  le  sea  posible,  el  distri- 
to, atendiendo  las  necesidades  públicas 
hasta  donde  alcancen  sus  atribuciones, 
y  dando  cuentaal  Gobierno  del  estado 
de  aquél  y  de  las  mejoras  indispen- 
sables. 

« 

Art.  222.  No  puede  modificar  ó  revo- 
car el  Gobernador  civil  sus  resolucio- 
nes cuando  sean  declaratorias  de  dere- 
chos ó  hayan  servido  de  base  á  alguna 
sentencia  judicial  ó  decisión  de  los  Tri- 
bunales administrativos. 

§1.*'— Todos  los  actos  del  Goberna- 
dor civil  podrán  ser  modificados  6  re- 
vocados por  eí  Gobierno  en  cualquier 
tiempo,  salvo  si  se  perjudicasen  dere- 
chos adquiridos. 

§2.**— De  los  actos  del  Gobernador 
civil  podrá  recurrirse  siempre  ante  el 
Supremo  Tribunal  Administrativo  por 
parte  de  los  interesados  en  los  casos 
de  incompetencia,  de  exceso  de  atribu- 
ciones, violación  de  ley  ó  perjuicio  de 


derechos,  yante  el  Tribunal  adminis- 
trativo en  los  casos  expresamente  de- 
terminados en  las  leyes  y  Reglafhentos 
de  la  administración  pública. 

Sección  segunda 

Del  Secretario  general  y  demáH  empleados  del 
Gobierno  civil 

Art.  223.  En  cada  Gobierno  civil  ha- 
brá un  Secretario  general  nombrado 
por  decreto  del  Gobierno,  previo  con- 
curso documental  y  pruebas  escritas, 
según  se  determine  en  los  Reglamentos. 

§  único.— Los  Bachilleres  en  Derecho 
y  los  individuos  habilitados  con  el  curso 
de  Derecho  administrativo,  que  hubie- 
ren ejercido  el  cargo  de  Secretario  ge- 
neral por  lo  menos  durante  dos  años, 
podrán  ser  nombrados  de  nuevo  para 
este  cargo,  independientemente  del 
concurso. 

*  Art.  224.  Son  candidatos  al  cargo  de 
Secretario  general  los  Bachilleres  en 
Derecho  y  los  individuos  que  tuvieren 
el  curso  de  Derecho  administrativo. 

§  único.— Son  motivos  de  preferencia 
los  servicios  prestados  en  cargos  admi- 
nistrativos y  la  superioridad  de  grado 
en  ciencias  ó  letras. 

Art.  225.  Compete  al  Secretario  ge- 
neral: 

1."  Dirigir,  bajo  las  órdenes  del  Go- 
l)ernador,  los  trabajos  de  Secretaría,  y 
preparar  los  negocios  para  las  resolu- 
ciones que  aquel  Magistrado  haya  de 
tomar; 

2°  Certificar  y  legalizar  todos  los 
documentos  y  actas  del  Gobierno  civil; 

3.'  Suscribir  todas  las  actas  y  edic- 
tos oficiales  del  Gobierno  civil; 

4.**  Conservar  bajo  su  custodia  y  res- 
ponsabilidad el  Archivo  de  dicho  Go- 
bierno; 
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5.®  Ejercer  las  funciones  del  Minis- 
terio público  en  ausencia  ó  impedi- 
mento del  funcionario  respectivo. 

§  único.— El  Secretario  general  se 
comunicará,  en  nombre  y  de  orden  del 
Gobernador  civil,  con  todas  las  Auto- 
ridades y  Centros  públicos  que  le  estén 
subordinados. 

Art.  226.  Las  Secretarías  de  los  Go- 
biernos civiles  tendrán  los  demás  em- 
pleados que  se  fijen  por  la  ley. 

Art.  227.  Los  empleados  de  las  Se- 
cretarías de  los  Gobiernos  civiles,  salvo 
lo  dispuesto  en  el  art.  228,  serán  nom- 
brados por  el  Gobierno  en  concurso  do- 
cumental, según  se  determino  en  el  Re- 
glampnto. 

§  único.— Son  motivos  de  preferen- 
cia para  estos  cargos  los  servicios 
prestados  en  cargos  administrativos  y 
la  superioridad  de  títulos  científicos  ó 
literarios. 

Art.  228.  El  Gobernador  civil* nom- 
brará, previo  concurso  documental,  los 
escribientes  de  Secretaría,  é  indepen- 
«lientemente  del  concurso,  al  portero, 
ordenanzas,  etc.  ♦ 

Art.  229.  El  Secretario  general  y  de- 
más empleados  del  (iobierno  civil  pres- 
tarán juramento  ante  el  Gobernador. 

Art.  230.  El  Secretario  general  po- 
drá ser  trasladado  por  el  Gobierno  de 
un  distrito  á  otro,  lo  mismo  que  los  de- 
más empleados  de  la  Secretaría,  para 
puestos  idénticos  ó  análogos  por  el 
sueldo  si  los  cargos  fuesen  distintos. 

Art.  231.  En  las  ausencias  ó  impedi- 
mentos del  Secretario  general,  si  el 
Gobierno  no  dispusiere  otra  cosa,  hará 
sus  veces  el  Oficial  de  mayor  categoría 
de  la  Secretaría,  ó  el  que  el  Goberna- 
dor civil  designare  si  hubiere  más  de 
uno  de  igual  grado. 

Art.  232.  En  las  ausencias  é  impedi- 
mentos de  los  Oficiales  6  Jefes  de  nopo- 


ciado,  harán  sus  veces  los  empleados 
de  la  clase  inmediatamente  inferior 
que  el  Gobernador  civil  designare. 

§  único.— En  las  ausencias  é  impedi- 
mentos de  los  empleados  inferiores  no 
se  harán  nombramientos  interinos. 

Art.  233.  Los  porteros  son  sustituí- 
dos,  en  ausencias  6  impedimentos,  por 
los  empleados  que  le  siguen,  y  éstos 
por  los  de  las  administraciones  de  los 
Municipios  6  de  policía  que  el  Goberna- 
dor civil  designare 

CAPÍTL^LO  II 

Administración  del  Municipio  6  barrio 
//  empleados  de  esta  administración 

Sección  primera 

Administración  del  Miiuiripio  ó  barrio 

Art.  234.  El  Administrador  del  Muni- 
cipio es  el  delegado  y  representante 
del  Gobierno  en  todos  los  asuntos  que 
sean  de  su  compotoncia  y  en  los  que 
no  estén  especialmente  sometidos  á 
otras  Autoridades  ó  funcionarios;  será 
nombrado  por  decreto  á  propuesta  del 
Gobernador  civil,  y  estará  inmediata- 
mente subordinado  á  este  Magistrado. 

Art.  235.  Para  los  Municipios  de 
primera  cíase  sólo  puedon  ser  nombra- 
dos Administradores  los  individuos  que 
tengan  un  curso  de  enseñanza  superior 
y  hayan  ejercido  por  más  de  un  año  el 
mismo  cargo  en  otro  Municipio  de 
cualquier  clase. 

Art.  230.  El  Administrador  del  Mu- 
nicipio tendrá  el  sueldo  que  le  haya  si- 
do asignado  en  el  presupuesto  muni- 
cipal, y  los  emolumentos  que  le  corres- 
pondan ron  arreglo  á  los  respectivos 
aranceles. 

§  único.— Dicho  sueldo  no  bajará  de 
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400.000  reis  en  los  Municipios  de  prime- 
ra clase,  300.000  en  los  de  segunda  y 
200.000  en  los  de  tercera. 

Art.  237.  El  Administrador  del  Mu- 
nicipio tendrá  un  sustituto,  nombrado 
por  decreto  á  propuesta  del  Goberna- 
dor civil. 

Art.  238.  En  las  ausencias  y  enfer- 
medades simultaneas  del  Administra- 
dor del  Municipio  y  del  sustituto,  cuan- 
do el  Gobernador  civil  no  haya  nombra- 
do quien  interinamente  sirva  el  cargo, 
hará  sus  veces  el  Presidente  de  la  Cor- 
poración municipal. 

§  único.— El  Presidente  de  dicha  Cor- 
poración, cuando  sustituya  al  Adminis- 
trador del  Municipio,  no  ejercerá  las 
funciones  de  individuo  de  la  misma.' 

Art.  239.  El  Administrador  del  Mu- 
nicipio y  su  sustituto  prestarán  jura- 
mento personalmente  ó  por  apoderado 
ante  el  Gobernador  civil. 

Art.  240.  El  Administrador  del  Mu- 
nicipio y  su  sustituto  podrán  ser  sus- 
pendidos por  el  Gobernador  civil,  pero 
sólo  por  decreto  podrán  ser  traslada- 
dos ó  destituidos. 

§  1.°— Los  Administradores  efectivos 
de  los  Municipios  de  primera  clase  po- 
drán ser  sustituidos  por  algunos  de  los 
motivos  siguientes: 

1.°  Por  infracción  manifiesta  de  la 
ley  en  sus  actos  ó  decisiones; 

2.**  Por  desobediencia  ó  por  falta  de 
acatamiento  á  las  órdenes  de  sus  supe- 
riores; 

3.°  Por  negligencia  ú  omisión  de  que 
resulte  perjuicio  para  los  servicios  que 
les  están  confiados  ó  para  el  interés  pú- 
blico; 

4.®  Por  mala  conducta,  que  los  im- 
posibilite para  ejercer  decorosamente 
sus  funciones. 

§  2.**— La  destitución  de  los  Adminis- 
tradores de  los  Municipios  de  primera 


clase  no  podrá  llevarse  á  cabo  sin  pre- 
via audiencia  de  los  interesados,  y  en 
el  decreto  de  destitución  habrá  de  de- 
clararse en  cuál  de  las  causas  enume- 
radas en  el  párrafo  1.®  se  funda. 

§  3.°— Estos  Administradores  podrán 
ser  trasladados  por  conveniencia  del 
servicio  á  otros  Municipios  de  la  mis- 
ma clase. 

§4.'^  — Estos  mismos  Administrado- 
res, después  de  cuatro  años  deservi- 
cio, serán  preferidos,  en  igualdad  de 
circunstancias,  para  la  provisión  de  los 
cargos  vacantes  en  la  Secretaría  del 
Ministerio  de  Gobernación,  del  Supre- 
mo Tribunal  Administrativo  y  de  los 
Gobiernos  civiles. 

§  5.°  — Los  Administradores  de  los 
Municipios  de  cualquier  clase  no  po- 
drán ser  suspendidos  por  el  Goberna- 
dor civil  por  más  de  treinta  días  cada 
año,  ó  por  noventa  días  con  autoriza- 
ción del  Gobierno,  terminados  los  cua- 
les entrarán  de  nuevo  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones  si  en  ese  tiempo  no  hu- 
bieran sido  trasladados  ó  destituidos. 

Art.  ^41.  El  Administrador  del  Mu- 
nicipio, bajo  la  autoridad  del  Goberna- 
dor civil,  ejecutará  y  hará  eje<5utar  don- 
tro  de  su  distrito  las  leyes  y  Reglamen- 
tos déla  administración  pública,  te- 
niendo á  su  cargo  en  el  desempeño  de 
estas  funciones: 

1.*^  Velar  por  la  ejecución  de  todos 
los  servicios  administrativos,  de  confor- 
midad con  las  leyes  y  Reglamentos  co- 
rrespondientes; 

2.°  Delegar  en  sus  subalternos,  con 
autorización  del  Gobernador  civil,  algu- 
na de  sus  atribuciones,  cuando  las  ne- 
cesidades del  servicio  asi  lo  exijan; 

3.°  Examinar  anualmente  el  estado 
de  las  escuelas  de  instrucción  prima- 
ria, públicas  y  particulares,  el  estado 
de  los  Archivos,  do  las  arcas  municipa- 
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les,  de  las  Juntas  de  parroquia,  Her- 
mandades, Cofradías,  casas  de  asilo, 
hospitales  y  demás  establecimientos 
benéficos,  examinando  si  los  libros  y 
documentos  de  estas  Corporaciones  es- 
tán sellados  con  arreglo  al  respectivo 
Reglamento,  y  enviando  á  íin  de  año  al 
Gobernador  civil  una  Memoria  circuns- 
tanciada, en  la  cjue  proponga  las  provi- 
dencias que  tenga  por  conveniente; 

4."  Dar  cuenta  al  Gobernador  civil 
de  los  actos  ejecutados  por  las  Corpo- 
raciones municipales  y  Juntas  de  pa- 
rroquia que  considere  nulos  ó  sean 
contrarios  alinterés  público; 

5."  Dar  parte  al  Gobernador  civil  de 
los  actos  de  las  Administraciones,  de 
las  Hermandades  y  Asuciaciones  bené- 
íicas  que  sean  contrarios  á  las  leyes  ó 
Reglamentos  de  la  administración  pú- 
blica, ó  á  sus  compromisos  y  Estatu- 
tos, enviando  á  dicho  Magistrado  copia 
auténtica  de  los  respectivos  acuerdos; 

6.**  Remitir,  con  informe  circunstan- 
ciado, ar  Gobernador  civil  los  presu- 
puestos de  las  Hermandades,  Cofra- 
días, asilos,  hospitales  y  cualesquiera 
otios  institutos  benéficos,  cuya  aproba- 
ción corresponda  á  aquel  Magistrado; 

7.^  Remitir,  con  informe  circunstan- 
ciado, al  Gobernador  civil,  para  que  las» 
mande  al  Tribunal  de  Cuentas  ó  al  ad- 
ministrativo, las  del  respectivo  ejerci- 
cio de  las  Corporaciones  municipales, 
de  las  Juntas  de  parroquia  y  demás 
institutos  á  que  se  refieie  el  número  3." 
de  este  articulo,  debiendo  efectuar  el 
envío  dentro  del  plazo  de  quince  días, 
contados  desde  el  en  que  los  hubiere 
recibido; 

8.**  Fiscalizar  el  servicio  de  expósi- 
tos y  criaturas  desvalidas  ó  abandona- 
das, de  conformidad  con  las  leyes  y  Re- 
glamentos; 

9."    Fiscalizar  el  servicio  de  los  esta- 


blecimientos de  instrucción  pública  y 
de  educación,  con  arreglo  á  las  leyes 
especiales; 

10.  Remitir  al  Gobernador  civil,  lue- 
go que^los  reciba,  los  resúmenes  y  co- 
pias auténticas  de  los  acuerdos  de  las 
Corporaciones  municipales  y  Juntas  de 
parro(|UÍa,  de  conformidad  con  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  105  y  187; 

11.  Prestar  á  la  Corporación  muni; 
cipal,  á  las  Juntas  de  parroquia,  á  los 
Presidentes  Je  estas  Corporaciones  y  á 
todas  las  Autoridades,  el  auxilio  que  ne- 
cesiten para  cumplir  sus  deberes  ofi- 
ciales; 

12.  Nombrar  los  escribientes  y  auxi- 
liares de  la  administración  del  Munici- 
pio, y  después  de  oídos,  y  con  previa 
autorización  del  Gobernador  civil,  sus- 
penderlos ó  destituirlos; 

13.  Suspender,  después  de  oídos,  á 
los  demás  funcionarios  administrativos 
que  les  estén  inmediatamente  subordi- 
nados, precediendo  autorización  del  Go- 
bernador civil; 

14.  Recibir  juramento  á  los  emplea- 
dos públicos  del  Municipio,  cuando  la 
ley  no  designe  Autoridad  competente 
para  ello; 

15.  Conceder  licencia  á  los  emplea- 
dos administrativos,  sus  subordinados; 

16.  Abrir  y  registrar  los  testamen- 
tos con  arreglo  al  Código  civil; 

17.  Admitir  las  excusas  de  los  tes- 
tamentarios con  arreglo  al  mismo  Có- 
digo; 

18.  Recibir  cuentas  acerca  del  cum- 
plimiento de  los  legados  destinados  á 
fundaciones  ó  á  aplicaciones  piadosas 
ó  de  utilidad  pública,  de  conformidad 
con  la  legislación  especial,  correspon- 
diendo esta  atribución  al  Administra- 
dor del  respectivo  Municipio,  en  que  no 
sea  el  de  la  capital  de  la  comarca; 

19.  Finalmente,   ejercer  las  demás 
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atribuciones  que  le  confieran  las  leyes. 

Art.  242.  Corresponde  al  Adminis- 
trador del  Municipio  como  Autoridad 
de  policía: 

1.**  La  ejecución  de  las  leyes  y  Re- 
glamentos de  la  policía  general,  de  dis- 
trito y  municipal; 

2.^  La  concesión  de  cédulas  de  ve- 
cindad, de  conformidad  con  los  Regla- 
mentos; 

3.°  Velar  por  la  seguridad  de  las 
cárceles  y  el  sustento  de  los  presos; 

4.°  La  policía  relativa  á  las  casas 
públicas  de  juego,  hospederías,  posa- 
das, cafés  y.  otros  establecimientos 
análogos; 

5.®  La  concesión  de  licencias  para 
fabricar,  importar,  vender  ó  usar  ar- 
mas blancas  ó  de  fuego,  y  la  policía 
respectiva; 

6.°  La  policía  relativa  á  las  mujeres 
públicas; 

7.**  La  policía  sobre  la  mendicidad, 
las  murgas  y  los  vagabundos; 

8.°  La  policía  sanitaria,  de  confor- 
midad con  los  Reglamentos; 

9.®    La  policía  sobre  anuncios; 

10.  El  mantenimiento  del  orden  en 
los  templos  y  festividades  religiosas; 

11.  La  policía  de  las  fiestas  y  diver- 
siones públicas; 

12.  La  concesión  de  licencias  para 
teatros  y  espectáculos  públicos  fuera 
de  la  capital  del  distrito,  y  á  la  policía 
respectiva; 

13.  Las  providencias  para  impedir 
que  discurran  por  las  calles  personas 
enajenadas,  debiendo  ordenar  que  se 
las  recoja-  y  conduzca  á  un  estable- 
cimiento apropiado,  ó  entregarlas  á 
quien  según  la  ley  corresponda  su  cus- 
todia; 

14.  Impedir  que  discurran  libres  los 
animales  dañinos,  y  dictar  providen- 
cias para  su  extinción; 


15.  Las  providencias  necesarias  para 
la  protección  y  seguridad  de  las  perso- 
nas y  de  las  cosas  en  casos  de  incen- 
dio, inundaciones,  naufragios  y  otros 
análogos,  y  promover  la  prestación  y 
distribución  de  socorros  en  los  casos 
de  calamidades  públicas; 

16.  La  protección  de  la  libertad,  pro- 

Siedad  y  seguridad  de  los  habitantes 
el  Municipio; 

17.  Las  providencias  para'la  preven- 
ción y  represión  de  actos  contrarios  al 
orden  y  á  la  moral  ó  á  la  decencia  pú- 
blica, pidiendo  para  este  fin  la  fuerza 
armada  que  juzgue  necesaria; 

18.  La  concesión  de  licencias  á  los 
establecimientos  insalubres,  incómo- 
dos ó  peligrosos,  de  conformidad  con 
los  Reglamentos; 

19.  La  fiscalización  de  pesas  y  me- 
didas; 

20.  Incoar  los  procesos  en  todos  los 
delitos  públicos  de  que  tuviere  conoci- 
miento ó  se  le  diere  parte,  buscando 
testigos,  tomando  declaraciones,  reco-* 
giendo  documentos  y  cualquier  otra 
prueba  que  pueda  ilustrar  á  los  Tribu- 
nales, y  remitiendo  dichos  autos  con  su 
informe  al  Ministerio  público; 

21.  Dar  parte  al  Ministerio  público 
de  todas  las  contravenciones  en  que 
éste  deba  ser  parte  acusadora; 

22.  Prender  ó  mandar  prender  á  los 
inculpados  cuando  la  Autoridad  judi- 
cial lo  pida,  y  en  los  casos  en  que  no  se 
exija  previa  formación  de  causa,  po- 
niéndolos inmediatamente  á  disposi- 
ción del  Juez  competente; 

23.  Proceder  á  la  busca  y  captura  de 
individuos  para  la  investigación  de  he- 
chos criminales,  observando  las  forma- 
lidades exigidas  cuando  son  practica- 
dos dichos  actos  por  las  Autoridades 
judiciales; 

24.  La  concesi<>n  de  licencias  de  po 
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licía,  que  por  disposición  legal  no  co- 
rresponden á  otra  Autoridad; 

25.  Prestar  auxilio  á  los  funciona- 
rios judiciales,  á  Jos  de  la  Hacienda  pú- 
blica ó  municipal  y  á  los  arrendatarios 
de  impuestos  del  Estado  ó  del  Munici- 
pio, cuando  lo  pidan; 

26.  Finalmente,  ejercer  otras  atri- 
buciones de  policía  que  las  leyes  ó  los 
Reglamentos  de  administración  públi- 
ca les  confieran, 

§  único.— La  licencia  para  uso  de  ar- 
mas es  válida  en  todo  el  Reino  durante 
p1  tiempo  por  que  hubiere  sido  conce- 
dida. 

Art.  243.  En  los  Municipios  de  Lis- 
boa y  Oporto  la  concesión  de  cédulas 
de  residencia,  de  licencias  para  espec- 
táculos, para  fabricación,  importación, 
venta  y  uso  de  armas  blancas  ó  de  fue- 
íro,  para  hospederías,  fondas,  cafés,  ca- 
sas de  juego  y  otras  análogas,  corres- 
ponde al  Gobernador  civil. 

Art.  244.  En  Lisboa  y  Oporto  y  en  los 
Municipios  en  que  funcionen  cuerpos 
de  Policía  civil,  los  Administradores  de 
los  barrios  y  de  los  Municipios,  que  no 
span  también  Comisarios  de  policía, 
ejercerán,  á  la  vez  que  estos  funciona- 
rios, las  atribuciones  mencionadas  en 
este  Código,  prefiriendo,  sin  embargo, 
álos  Comisarios  cuando  concurran  si- 
multáneamente. 

Sección  segunda 

Empleados  de  la  administración  municipal 

Art.  245.  El  Administrador  del  Mu- 
nicipio tendrá  un  Secretario  propuesto 
por  él  y  nombrfiuio  por  el  Gobernador 
civil. 

Art.  246.  El  Secretario  de  la  admi- 
nistración del  Municipio  sólo  puede  ser 


destituido,  oído  previamente,  por  aban- 
dono, error  de  oficio  ó  mala  conducta, 
siendo  su  destitución  de  la  competen- 
cia del  Gobernador  civil. 

§  1.°— De  la  destitución  podrá  recu- 
rrir ante  el  Gobierno. 

§  2.°— El  Secretario  de  la  adminis- 
tración podrá  sor  trasladado  á  otro 
Municipio  del  mismo  distrito. 

Art.  247.  El  Secretario  de  adminis- 
tración será  sustituido,  en  caso  de  im- 
pedimento temporal,  por  el  funcionario 
de  la  misma  que  el  Administrador  de- 
signare, ó  por  persona  extraña  si  no 
hubiese  en  la  Secretarla  un  empleado 
habilitado  para  estas  funciones. 

§  único.— Los  nombramientos  interi- 
nos necesitan  la  conformación  del  Go- 
bernador civil,  si  han  de  producir  efec- 
to por  más  de  treinta  días. 

Art.  248.  Corresponde  al  Secretario 
de  la  administración  municipal: 

1.**  Certificar  y  legalizar  todos  los 
documentos  y  actos  oficiales  de  la  ad- 
ministración; 

2.°  Preparar  el  expediente  y  los  in- 
formes necesarios  para  las  resolucio- 
nes del  Administrador; 

3.°  Extender  todas  las  actas  y  docu- 
mentos oficiales  de  la  administración 
del  Municipio; 

4.®  Conservar,  bajo  su  custodia  y 
responsabilidad,  en  la  casa-administra- 
ción del  Municipio,  el  Archivo  de  la 
misma; 

5.°  Dirigir  los  trabajos  de  la  "Secre- 
tarla, de  conformidad  con  las  órdenes 
del  Administrador. 

.  Art.  249.  El  Secretario  de  la  admi- 
nistración tendrá  el  suejdo  que  se  le 
asignare  en  el  presupuesto  municipal  y 
los  emolumentos  que  le  correspondan 
según  las  respectivas  tarifas. 

§  único. —Dicho  sueldo  no  será  nunca 
inferior  á  360.0ÍK)  rois  en  los  Municipios 
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de  primera  clase,  240.000  en  los  de  se- 
gunda y  180.000  en  los  de  tercera. 

Art.  250.  Habrá  los  escribientes  ne- 
cesarios para  la  ejecución  y  pronto 
despacho  de  los  negocios  que  corres- 
pondan á  la  administración  del  Muni- 
cipio, teniendo  estos  empleados  los 
sueldos  que  se  les  asignen  en  el  presu- 
puesto municipal. 

§  único.— El  número  de  escribientes 
se  fijará  por  el  Gobernador  civil,  á  pro- 
puesta del  Administrador  del  Munici- 
pio, con  audiencia  de  lá  Corporación 
municipal  y  el  parecer  del  Tribunal  ad- 
ministrativo 

Art.  251.  Habrá  tambié^i  los  auxilia- 
res necesarios  para  el  servicio  de  la 
administración,  los  cuales  disfrutarán 
los  sueldos  asignados  en  el  presupues- 
to municipal. 

§  único.— Es  aplicable  á  estos  em- 
pleados lo  dispuesto  en  el  párrafo  úni- 
co del  artículo  anterior. 

Art.  252.  Los  amanuenses  y  auxilia- 
res serán  nombrados  por  el  Adminis- 
trador del  Municipio,  y  tanto  (^stos  co- 
mo el  Secretario,  prestarán  juramento 
ante  aquel  Magistrado. 

Art.  253  Los  auxiliares  están  obli- 
gados á  cumplir  las  órdenes  del  Admi- 
nistrador del  Municipio  en  el  desempe- 
ño de  sus  funciones  y  son  competentes 
para  denunciar  las  transgresiones  de 
las  Ordenanzas  y  Reglamentos  de  poli- 
cía, pero  no  puede»  ser  condenados  en 
costas'  aun  cuando  no  prospere  la  de- 
nuncia. 

CAPÍTULO  111 

Del  Regidor  de  la  parroquia  y  sus 
empleados 

Art.  254.  En  cada  parroquia  ó  í^rupo 
de  parroquias  unidas  administrativa- 


mente habrá  un  Regidor  nombrado  por 
el  Gobernador  civil,  á  propuesta  del 
Administrador  del  Municipio ,  y  que 
será  su  inmediato  delegado  y  repre- 
sentante en  todos  los  asuntos  de  sus 
atribuciones  y  en  los  que  no  estuvieren 
especialmente  encomendados  á  otras 
Autoridades  ó  funcionarios. 

Art.  255.  Sólo  puede  ser  Regidor  de 
parroquia  el  individuo  que  tuviere  en 
ella  su  residencia  con  un  año  de  ante- 
rioridad y  supiere  leer,  escribir  y  con- 
tar. 

Art.  256.  El  cargo  de  Regidor  de  pa- 
rroquia es  obligatorio,  pero  el  nombra- 
do no  podrá  ser  obligado  á  servirlo  por 
más  de  un  año,  y  sólo  después  de  un 
año  de  intervalo  podrá  obligársele  á 
aceptar  un  nuevo  nombramiento. 

Art.  257.  El  Regidor  de  parroquia  no 
tiene  sueldo,  pero  sí  los  emolumentos 
que  por  las  leyes  le  correspondan,  y 
mientras  ejerza  su  cargo  estará  exento 
del  servicio  de  jurado,  de  alojamiento 
en  tiempo  de  paz  y  del  impuesto  de 
prestación  de  trabajo  establecido  en 
este  Código. 

Art.  258.  Las  funciones  de  Regidor 
de  parroquia  son  incompatibles  con  las 
de  cualquier  otro  cargo  público,  ex- 
cepto con  las  de  Juez  de  paz. 

Art.  259.  El  Regidor  de  parroquia 
tendrá  un  sustituto  nombrado  por  el 
Gobernador  civil,  á  propuesta  del  Ad- 
ministrador del  Municipio. 

Art.  260.  El  Regidor  de  parroquia  ó 
su  sustituto  podrán  ser  suspendidos  por 
el  Administrador  del  Municipio,  que  da- 
rá cuenta  de  su  suspensión  al  Goberna- 
dor civil,  pero  sólo  podrán  ser  destituí- 
dos  por  este  Magistrado. 

Art.  261.  El  Regidor  de  parroquia 
y  su  sustituto  prestarán  juramento  per- 
sonalmente ó  por  apoderado  ante  el 
Administrador  del  Municipio. 
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Art.  262.    Corresponde  al  Regidor  de  I 
parroquia: 

1.°  Dar  parte  al  Administrador  del 
Municipio  de  las  faltas  é  ilegalidades 
que  cometa  la  Junta  de  parroquia; 

2°  Dar  cuenta  al  mismo  Adminis- 
trador de  las  faltas  ó  ilegalidades  que 
existan  en  la  administración  de  las 
Hermandades,  Cofradías  y  estableci- 
mientos de  caridad  y  beneficencia; 

3.°  Dar  cuenta  circunstanciada  al 
Administrador  del  Municipio  de  los  ac- 
tos criminales  de  que  tuviere  noticia  y 
de  las  pruebas  que  pueden  allegarse 
para  descubrir  á  los  delincuentes; 

4.^  Vigilar  la  ejecución  de  las  provi- 
dencias de  policía  relativas  á  los  ce- 
menterios de  la  parroquia,  y  ejercer 
las  funciones  de  policía  sanitaria  que 
le  estuvieren  encomendadas  por  las  le- 
yes y  por  los  Reglamentos; 

5.**  Proveer  á  que  se  halle  expedito 
el  paso  por  las  calles  y  caminos  de  la 
parroquia; 

6.**  Abrir  los  testamentos,  de  confor- 
midad con  lo  dispuesto  en  el  Código 
civil; 

7.®  Ejercer  las  funciones  que  le  sean 
delegadas  por  el  Administrador  del 
Municipio,  de  conformidad  con  lo  pres- 
crito en  este  Código; 

8.*'  Finalmente,  ejercer  cualesquie- 
ra otras  atribuciones  que  le  confieran 
las  leyes  y  los  Reglamentos. 

Art.  263  El  Regidor  de  parroquia 
tendrá  un  Secretario  propuesto  por  él 
y  nombrado  por  el  Administrador  del 
Municipio. 

Art.  264.  El  Secretario  del  Regidor 
tendrá  la  gratificación  que  le  fuere 
asignada  en  el  presupuesto  de  la  pa- 
rroquia. 

Art.  265.  El  Secretario  del  Regidor 
podrá  ser  suspendido  por  éste  hasta 
[H)r  treinta  días  cada  año,  pero  sólo  po- 


drá serlo  por  más  tiempo,  ó  destituido, 
por  el  Administrador  del  Municipio. 

Art.  266.  El  Regidor  de  parroquia 
será  auxiliado  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  por  los  cabos  de  policía. 

§  1."— El  nombramiento  de  los  cabos 
de  policía  se  hará  por  los  Administra- 
dores del  Municipio,  á  propuesta  del 
Regidor  de  parroquia. 

§  2.**— Los  cabos  de  policía  sólo  po- 
drán ^er  nombrados: 

1.°  Entre  los  soldados  licenciados 
para  la  reserva  residentes  en  la  feli- 
gresía, sin  perjuicio  del  servicio  mili- 
tar á  que  eventualmente  puedan  ser 
llamados; 

2.^  Entre  los  mozos  residentes  en  la 
feligresía,  alistados  y  sorteados  para 
el  servicio  militar,  que  no  hayan  sido 
necesarios  para  llenar  los  contingen- 
tes, ó  que,  pudiendo  serlo,  no  hayan 
sido  llamados; 

3.*'  A  falta  de  individuos  de  las  dos 
clases  anteriores,  entre  cualesquiera 
otros  de  la  parroquia  que  sean  varones 
y  útiles  y  no  excedan  de  la  edad  de  cin- 
cuenta años. 

§  3.°— El  servicio  de  cabo  de  policía 
es  obligatorio  para  los  individuos  de  la 
primera  clase,  de  que  trata  el  párrafo 
anterior,  durante  el  tiempo  que  perma- 
necieran en  dicha  clase;  para  los  de  la 
segunda,  durante  el  plazo  de  cinco 
años,  y  para  los  de  tercera  durante 
un  año. 

§  4.**— El  servicio  de  cabo  de  policía 
podrá  prestarlo  un  sustituto  ofrecido 
por  el  individuo,  que  tenga  las  condi- 
ciones exigidas  á  cualquiera  de  las  cla- 
ses designadas  en  el  párrafo  2° 

§  5.°— Los  cabos  de  policía  no  podrán 
ser  obligados  á  prestar  servicio  fuera 
de  la  feligresía,  excepto  para  la  captu- 
ra de  criminales  ó  conducción  de  pre- 
sos. En  el  primer  caso,  sólo  podrán  ser 
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obligados  á  ir  hasta  los  limites  del  res- 
pectivo Municipio,  y  en  el  segundo,  has- 
ta la  capital  de  la  feligresía  más  próxi- 
ma del  Municipio  confinante. 

§  6.°— El  número  de  cabos  de  policía 
para  cada  parroquia  y  para  cada  sec- 
ción de  ella,  según  las  conveniencias 
del  servicio,  será  fijado  por  el  Gober- 
nador civil,  á  propuesta  del  Adminis- 
trador del  Municipio,  pero  nunca  podrá 
exceder  en  las  poblaciones  urbanas  de 
un  cabo  de  policía  por  cada  cien  habi- 
tantes, y  en  las  rurales,  de  uno  por 
cada  cincuenta. 

§  7.*^— Los  nombramientos  de  cabos 
de  policía  sólo  podrán  hacerse  en  el 
mes  de  Enero  de  cada  año,  excepto 
para  cubrir  las  vacantes  que  ocurran, 
no  siendo  por  suspensión  ó  destitución. 

§  8.°— Los  cabos  de  policía  están  in- 
mediatamente subordinados  al  Regidor 
de  la  parroquia,  y  de  él  reciben  ins- 
trucciones para  la  ejecución  de  los 
servicios  que  se  les  encarga. 

§  9.®— Los  cabos  de  policía  podrán  ser 
suspendidos  por  el  Regidor  de  la  parro- 
quia, pero  sólo  podrán  ser  destituidos 
por  el  Administrador. 

Art.  267.  El  Secretario  del  Regidor 
y  los  cabos  de  policía  prestarán  ante 
éste  el  respectivo  juramento. 

TÍTULO  VII 

TRIBUNAL  ADMINISTRATIVO 

CAPÍTULO  PRIMERO 
Organización  y  modo  de  funcionar 

Art.  268.  En  la  capital  del  distrito 
funcionará  un  Tribunal  administrativo 
compuesto  de  tres  Magistrados  nom- 
brados por  decreto  del  Gobierno. 

Art.  269.    Los  Vocales  del  Tribunal 


administrativo  serán  nombrados  por 
el  Ministro  de  la  Gobernación,  á  pro- 
puesta, en  lista  triple,  del  Ministro  de 
Justicia,  entre  los  candidatos  legales 
á  la  magistratura  judicial. 

§  único.— Los  Jueces  de  derecho  de 
tercera  clase  podrán,  á  propuesta  del 
Ministro  de  Justicia,  ser  trasladados  á 
estos  cargos  si  lo  solicitaren. 

Art.  270.  Los  candidatos  á  la  magis- 
tratura judicial  nombrados  Vocales 
del  Tribunal  administrativo  serán  por 
este  solo  hecho,  y  para  todos  los  efec- 
tos, considerados  Jueces  de  derecho  de 
tercera  clase. 

§  único.— En  cuanto  pertenezcan  al 
Tribunal  administrativo,  no  podrán  sus 
Vocales  recibir  mercedes  honoríficas 
ni  aceptar  cargo  público  de  elección  ni 
de  nombramiento,  salvo  los  que  les 
correspondieren  por  promoción,  esca- 
la, antigüedad  ó  concurso. 

Art.  27L  Cada  Vocal  de  los  del  Tri- 
bunal administrativo  servirá  durante 
tres  años,  pero  podrá  ampliársele  el 
plazo  por  otro  tanto  tiempo. 

Art.  272.  Los  Vocales  del  Tribunal 
administrativo  podrán  ser  trasladados, 
á  su  instancia,  á  otros  distritos  ó  colo- 
cados en  distritos  judiciales  de  tercera 
clase  (1). 

Art.  273.  Los  Vocales  numerarios 
del  Tribunal  administrativo  tendrán  su 
residencia  permanente  en  la  capital  de 
distrito.  La  misma  residencia  deberán 
tener  los  sustitutos  cuando  sean  llama- 
dos á  desempeñar  la  plaza  del  numera- 
rio por  impedimento  conocido,  cuya 
duración  exceda  de  treinta  días. 

§  único.— Los  Vocales  del  Tribunal 
no  podrán  ejercer  como  Abogados  en 


(l)  Modificado  en  esta  forma  por  el  art.  2.", 
reprla  primera,  de  la  ley  de  1.*  de  Septiembre 
de  imi. 
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el  distrito  en  que  ejerzan  jurisdicción, 
ni  fuera  de  éste,  en  los  litigios  en  que 
estén  interesados  el  Estado,  las  Corpo- 
raciones administrativa:^  ú  otro£  esta- 
blecimientos sujetos  á  la  jurisdicción 
ilel  Tribunal  á  que  pertenece. 

Art.  274.  Los  Vocales  de  los  Tribu- 
nales administrativospercibirán  600.000 
reis  anuales  de  sueldo  en  los  distritos 
de  Lisboa,  Oporto  y  las  islas,  y  500.000 
en  los  demás  distritos. 

§  único,— Además  del  sueldo,  percibí" 
rán  los  Vocales  de  los  Tribunales  ad- 
ministrativos los  emolumentos  que  les 
estén  fijados  en  los  respectivos  aran- 
celes. 

Art.  275.  En  las  ausencias  é  impe- 
dimentos de  los  Vocales  del  Tribunal 
administrativo,  serán  llamados  los  sus- 
titutos, que  en  número  de  tres  deberán 
ser  nombrados  por  decreto  del  Gobier- 
no, y  á  falta  de  éstos  los  sustitutos  de 
los  años  anteriores,  prefiriendo  los  de 
los  más  próximos,  y  entrp  éstos  á  los 
primeros,  por  orden  de  sus  nombra- 
mientos. 

§  1.**— Los  sustitutos  servirán  por  pe- 
ríodos trienales;  podrán  ser  reelegidos 
por  otro  tanto  tiempo,  y  para  todos  los 
efectos  serán  equiparados  á  los  susti- 
tutos de  los  Jueces  de  derecho. 

§  2.'— Los  sustitutos  no  tendrán 
sueldo,  pero  cobrarán  el  que  les  co- 
rresponda cuando  estén  en  ejercicio, 
según  las  reglas  generales  estableci- 
das en  este  Código. 

Art.  276.  Los  Vocales  del  Tribunal, 
numerarios  ó  sustitutos,  prestarán  ju- 
ramento,-personalmente  ó  por  apodera- 
do, ante  el  Presidente  de  la  Audiencia. 

§  único.— La  posesión  de  estos  cargos 
la  dará  el  Presidente  del  Tribunal,  ó 
quien  haga  sus  veces;  pero  respecto  de 
los  primeros  nombramientos  posterio- 
res á  la  publicación  de  este  Código,  la 


dará  el  Gobernador  civil  del  respectivo 
distrito. 

Art.  277.  El  Presidente  del  Tribunal 
será  uno  de  los  Vocales  numerarios 
designados  por  el  Gobierno,  y  á  falta 
de  designación  ó  caso  de  impedimento 
del  Presidente,  el  Vocal  más  antiguo 
en  la  magistratura  judicial;  no  habien- 
do Vocales  que  hayan  pertenecido  á 
esta  magistratura,  el  más  antiguo  del 
Tribunal,  y  en  caso  de  igualdad  de  ser- 
vicios, el  de  mayor  edad. 

Art.  278.  El  Tribunal  tendrá  un  Se- 
cretario, designado  por  el  Gobernador 
civil  entre  los  empleados  de  la  Secreta- 
ría respectiva,  el  cual  percibirá  la  gra- 
tificación anual  de  600.000  reis. 

§  1.**— El  Secretario  ejercerá  también 
las  funciones  de  Contador  y  será  susti- 
tuido en  ausencias  ó  impedimentos  por 
el  empleado  de  la  Secretaría  que  el  Go- 
bernador civil  designare,  y  percibirá  la 
parte  de  gratificación  proporcionada 
al  tiempo  que  sirviere. 

8  2.?— Los  demás  empleados  de  la  Se- 
cretaría del  Gobierno  civil  estarán  obli- 
gados á  desempeñar  el  servicio  necesa- 
rio para  el  despacho  del  Tribunal. 

Art.  279.  Las  funciones  del  Ministe- 
rio público  cerca  del  Tribunal  adminis- 
trativo serán  desempeñadas  por  Un 
Agente  especial,  nombrado  por  decreto 
expedido  por  el  Ministerio  de  la  Gober- 
nación del  Reino  entre  los  Delegados 
del  Procurador  del  Rey  que  lo  solicita- 
ren, entre  los  habilitados  en  concurso 
para  aquellos  lugares  y  entre  los  Ba- 
chilleres en  Derecho  que  hayan  ejerci- 
do bien,  durante  dos  años  por  lo  me- 
nos, las  funciones  de  Administradores 
del  Municipio,  ó  hayan  sido  Abogados 
durante  cuatro  años  por  lo  menos,  con 
buenos  informes,  de  los  Jueces  de  las 
respectivas  comarcas. 

Art.    280.     Después    de    nombrados 
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Agentes  del  Ministerio  público  admi- 
nistrativo, los  candidatos  á  los  cargos 
de  Delegados  y  los  que  fueren  habilita- 
dos en  concurso  para  estos  cargos  que- 
dan, por  este  solo  hecho,  y  para  todos 
los  efectos,  considerados  como  Delega- 
dos del  Procurador  del  Rey. 

Art.  281.  Los  representantes  del  Mi- 
nisterio público  cerca  del  Tribunal  ad- 
ministrativo percibirán  un  sueldo  de 
360.000  reis  anuales  en  los  distritos  de 
Lisboa,  Oporto  y  las  islas,  y  de  300.000 
en  los  demás  distritos. 

§  1."— Además  del  sueldo  tendrán  los 
representantes  del  Ministerio  público, 
cerca  del  Tribunal  administrativo,  de- 
recho á  los  emolumentos  fijados  en  el 
arancel  respectivo. 

§  2.°— Es  aplicable  á  dichos  represen- 
tantes lo  dispuesto  en  los  artículos  273 
y  276. 

Art.  282.  Las  funciones  del  Ministe- 
rio público  administrativo  son  incom- 
patibles con  cualquier  otro  empleo. 

Art.  283.  Los  representantes  del  Mi- 
nisterio público  son  amovibles,  á  vo- 
luntad del  Gobierno,  y  pueden  ejercer 
la  abogacía  ante  los  Tribunales  de  jus- 
ticia, excepto  los  asuntos  en  que  estén 
interesados  el  Estado,  las  Corporacio- 
nes administrativas  ó  cualquier  esta- 
blecimiento sujeto  á  la  jurisdicción  de 
lo  contencioso-administrativo. 

Art.  284.  Los  sueldos  de  los  Vocales 
de  los  Tribunales  administrativos  y  de 
los  respectivos  representantes  del  Mi- 
nisterio público  y  la  gratificación  del 
Secretario  serán  pagados  por  el  Go- 
bierno, que  propondrá  anualmente  á 
las  Cortes,  como  presupuesto  adicional 
á  las  contribuciones  directas  del  Esta- 
do, la  cantidad  necesaria  para  satisfa- 
cer estos  gastos. 

§  único.— Los  emolumentos  fijados 
en  el  arancel  adjunto  á  este  Código  se 


dividirán  entre  los  Vocales  del  Tribunal 
administrativo  y  el  representante  del 
Ministerio  público,  después  de  satisfe- 
chos Iqs  gasto^de  oficina. 

Art.  285.  El  Tribunal  funcionará  en 
el  edificio  del  Gobierno  civil  y  celebra- 
rá dos  sesiones  ordinarias  por  semana 
en  los  días  que  designará  al  efecto  en 
la  primera  reunión  de  cada  año  y  las 
extraordinarias  que  las  necesidades  del 
servicio  exijan,  debiendo  unas  y  otras 
comenzar  á  las  diez  de  la  mañana. 

§  1.°— Cuando  alguno  de  los  días  se- 
ñalados para  las  sesiones  ordinarias 
sea  feriado,  se  celebrará  la  sesión  en  el 
primer  día  que  no  lo  sea. 

§  2.°— Son  feriados  solamente  los  do- 
mingos y  días  festivos.  Carnaval,  miér- 
coles de  Ceniza,  Semana  Santa,  los  días 
de  gran  gala  y  los  que  fueren  declara- 
dos por  decreto  especial. 

CAPÍTULO    II 

Competencia  y  atribuciones 

Art.  286.  El  Tribunal  administrativo 
fallará  en  primera  instancia  las  cues- 
tiones contenciosas  de  la  administra- 
ción pública  en  el  distrito,  excepto 
aquéllas  que  por  la  ley  estén  sujetas  á 
jurisdicción  de  otros  Tribunales  ó  Au- 
toridades. 

Art.  287.  El  Tribunal  administrativo 
tendrá  también  atribuciones  consulti- 
vas en  todos  los  asuntos  en  que  este 
Código  ó  las  leyes  especiales  exigen  su 
informe  ó  en  que  sea  consultado  por  el 
Gobernador  civil. 

Art.  288.  En  el  ejercicio  de  sus  atri- 
buciones contenciosas  corresponde  al 
Tribunal  administrativo  juzgar: 

1."  Sobre  reclamaciones  contra  los 
acuerdos  de  las  Corporaciones  admi- 
nistrativas por  algunos  de  los  motivos 
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de  nulidad  enumerados  en  el  art.  30,  ó 
por  perjudicar  derechos  fundados  en 
las  leyes  y  Reglamentos  de  administra- 
ción; 

2."  Sobre  reclamaciones  contra  los 
actos  de  los  Administradores  del  Muni- 
cipio por  incompetencia,  exceso  de  atri- 
buciones, infracción  de  ley  ó  perjuicio 
de  derechos,  sin  menoscabo  de  la  com- 
petencia del  Gobernador  civil  para  re- 
formar los  actos  impugnados; 

3.°  Sobre  reclamaciones  relativas  á 
elecciones  de  las  Corporaciones  admi- 
nistrativas y  de  los  Jueces  de  paz; 

4.°  Sobre  inelegibilidad  de  los  elec* 
tos,  por  no  estar  comprendidos  en  el 
censo  respectivo,  sobre  exclusión  de 
las  funciones  de  las  Corporaciones  ad- 
ministrativas; pérdida  de  cargos  de  sus 
Vocales  por  las  causas  de  incompatibi- 
lidad consignadas  en  este  Código,  y  re- 
clíimaciones  sobre  la  legitimidad  de  las 
ausencias  ó  impedimentos  á  que  se  re- 
fiere el  art.  22; 

5.°  Sobre  la  comprobación  de  faltas 
cometidas  en  la  elección  de  las  Corpo- 
raciones administrativas  y  en  el  proce- 
dimiento consiguiente,  con  arreglo  á  lo 
prescrito  en  este  Código; 

6.''  Sobre  excusas  de  los  elegidos 
paralas  Corporaciones  administrativas; 

7.°  Sobre  reclamaciones  relativas  á 
la  constitución  de  los  colegios  electo- 
rales para  la  elección  de  las  Corpora- 
ciones administrativas; 

S.^  Sobre  reclamaciones  relativas  á 
las  elecciones  de  las  Hermandades,  Co- 
fradías y  otras  Asociaciones  benéficas, 
á  la  admisión  ó  exclusión  de  hermanos 
ó  asociados  y  á  los  actos  de  las  respec- 
tivas Juntas'  ó  Direcciones  que  lleven 
consigo  violación  de  ley  ó  Reglamentos 
de  la  administración  pública,  de  sus 
compromisos  ó  Estatutos,  ó  perjudi- 
quen derechos; 


9,®  Sobre  reclamaciones  de  los  so- 
cios de  los  Montepíos  y  Asociaciones 
de  socorros  mutuos,  contra  los  actos 
de  las  respectivas  Direcciones,  por  de- 
negación de  socorros  ó  subsidios  auto- 
rizados por  los  Estatutos,  así  como  so- 
bre reclamaciones  relativas  á  la  elec- 
ción de  dichas  Direcciones  y  admisión 
y  exclusión  de  socios; 

10.  Las  cuestiones  que  sobre  el  sen- 
tido de  las  cláusulas  de  los  contratos 
&e  susciten  entre  la  administración  del 
distrito,  Municipio  ó  parroquia,  y  los 
empresarios  ó  arrendatarios  de  obras, 
suministros  ó  rentas; 

1!.  Las  cuestiones  sobre  servidum- 
bres, di-tribución  de  aguas  y  uso  de  los 
bienes  y  frutos  de  común  aprovecha- 
miento de  los  habitantes  del  Municipio 
ó  de  las  parroquias; 

12.  Las  cuentas  de  la  gestión  de  las 
Corporaciones  administrativas,  Her- 
mandades, Cofradías,  Asociaciones  y 
establecimientos  benéficos, -cuyo  exa- 
men no  corresponda  al  Tribunal  de 
Cuentas; 

13.  Las  reclamaciones  sobre  reclu- 
tamiento para  el  ejército  ó  armada; 

14.  Las  reclamaciones  en  materia  de 
contribuciones  directas  del  Estado  con 
arreglo  á  las  leyes  especiales; 

15.  Las  reclamaciones  sobre  imposi- 
ción, repartición  y  recaudación  de  con- 
tribuciones municipales  y  parroquiales; 

16.  Finalmente,  las  demás  cuestiones 
ó  asuntos  de  índole  contenciosa  que 
las  leyes  especiales  le  encomendaren  ó 
encomienden  á  los  Municipios  de  dis- 
trito. 

§  único— No  está  permitido  al  Tribu- 
nal administrativo  resolver  en  el  fondo 
ó  incídentalmente  cuestiones  sobre  tí- 
tulos de  propiedad  ó  de  posesión,  ni 
ninguna  otra  relativa  al  ejercicio  de  los 
derechos  civiles. 
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Art.  289.  Es  de  lá  competencia  del 
Presidente  del  Tribunal: 

1.°  Dirigir  los  trabajos  de  éste,  re- 
glamentar y  mantener  el  orden  en  las 
discusiones,  pudiendo  dirigir  adverten- 
cias á  las  partes,  á  sus  Abogados  ó 
Procuradores,  cuando  por  escrito  ó  de 
palabra  falten  al  respeto  debido  á  las 
leyes  ó  al  Tribunal,  y  hasta  retirarles  la 
palabra  en  los  informes  orales  y  man- 
dar retirar  ó  borrar  cualquier  expre- 
sión ofensiva,  todo  sin  perjuicio  de  lo 
dispuesto  en  las  leyes  penales; 

2."  Firmar  las  órdenes  del  Tribunal 
y  la  correspondencia  con  las  Autorida- 
des y  Centros  públicos; 

3.°  Distribuir  entre  los  individuos 
del  Tribunal,  con  igualdad  y  sin  ex- 
cluirse á  sí  propio,  los  negocios  que 
aquél  haya  de  entender; 

4.^  Mandar  que  se  formen  las  nómi- 
nas de  los  Vocales,  del  representante 
del  Ministerio  público  y  del  Secretario 
del  Tribunal,  y  arreglar  los  gastos  de 
oñcina; 

5.**  Suspender  de  empleo,  hasta  por 
tres  meses,  al  Secretario  y  á  los  demás 
auxiliares  del  Tribunal  que  dejaren  de 
cumplir  sus  obligaciones. 

§1.**— El  Presidente  tendrá  las  mis- 
mas facultades  que  corresponden  á  los 
Presidentes  de  los  Tribunales  civiles  y 
criminales  para  hacer  que  se  conserve 
el  orden  durante  las  sesionen. 

§  2.**— Las  órdenes  expedidas  á  las 
Autoridades  y  oficinas  subordinadas  al 
Gobernador  civil  necesitan  el  V.**B.®de 
este  funcionario,  el  cual  podrá  negarlo 
cuando  para  ello  encuentre  razones  de 
conveniencia  pública,  exponiendo  al 
Tribunal  los  motivos  de  su  negativa. 

§  3.*^— Si  el  Tribunal  insistiese  en  su 
orden,  se  elevará  el  asunto,  sin  proce- 
dimiento, al  Supremo  Tribunal  Admi- 
nistrativo, el  cual  resolverá  en  el  tér- 


mino de  diez  días  la  cuestión  de  que  se 
trata,  por  acuerdo  consignado  en  el 
mismo  expediente,  devolviéndolo  en 
seguida  al  Tribunal  por  conducto  del 
Gobernador  civil. 

Art.  290.  Corresponde  al  Secretario 
del  Tribunal: 

1.**  Redactar,  leer  y  firmar  las  actas 
de  las  sesiones; 

2.®  Redactar  y  firmar  todos  los  au- 
tos y  providencias  de  los  pleitos,  excep- 
to los  despachos  y  acuerdos,  que  lo  se- 
rán por  los  Relatores; 

3.°  Firmar  y  expedir  las  comunica- 
ciones de  las  órdenes  y  otros  actos  del 
Tribunal; 

4.°  Despachar  todo  lo  relativo  á  la 
Secretarla,  conservar  el  Archivo  en  el 
edificio  del  Gobierno  civil  y  expedir  las 
certificaciones  que  se  le  pidan. 

§  único.— Los  actos  practicados  por 
el  Secretario  quedan  equiparados  en 
todos  sus  efectos  á  los  que  practican 
los  Escribanos  de  los  Jueces  de  de- 
recho. 

Art.  291.  Al  representante  del  Minis- 
terio público  incumbe: 

1.®  Asistir  á  las  sesiones  del  Tribu- 
nal, pudiendo  tomar  parte  en  la  discu- 
sión de  todos  los  asuntos  y  firmar  los 
acuerdos  respectivos  con  la  declara- 
ción de  haberse  hallado  presente; 

2.®  Ejercer  ante  el  Tribunal  las  fun- 
ciones que  en  materias  de  contribucio- 
nes directas  del  Estado  desempeña, 
cerca  del  Consejo  de  distrito,  el  Dele- 
gado del  Tesoro,  sin  perjuicio  de  los  re- 
cursos que  también  éste  puede  interpo- 
ner en  favor  de  la  Hacienda  pública; 

3°  Reclamar  ante  el  Tribunal  con- 
tra los  actos  y  acuerdos  de  las  Corpo- 
raciones administrativas  que  considere 
nulos,  pudiendo  asistir  á  las  sesiones 
de  la  Junta  general  del  distrito; 

4.**    Reclamar  ante  el   Tribunal  con- 
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tra  los  actos  de  las  administraciones 
délas  Hermandades  y  Asociaciones  be- 
Défícas,  que  considere  contrarios  á  la 
ley  ó  á  los  Reglamentos  de  la  aximinis- 
tración  pública  óá  sus  compromisos 
y  Estatutos; 

5.^  Reclamar  ante  el  Tribunal  contra 
las  nulidades  ó  la  inobservancia  de  los 
preceptos  legales  en  las  elecciones  de 
las  Corporaciones  administrativas  y  de 
los  Jueces  de  paz; 

6.*^  Reclamar  ante  el  Tribunal  contra 
la  exclusión  de  funciones  de  las  Cor- 
poraciones administrativas  y  la  decla- 
ración de  vacantes  que  resulten  de  la 
pérdida  de  los  empleos; 

7.°  Responder,  so  pena  de  nulidad, 
en  todas  las  cuestiones  de  la  competen- 
cia del  Tribunal,  aunque  no  sea  parte, 
Y  promover  en  ellas  todo  lo  necesario 
para  el  exacto  cumplimiento  de  las 
leyes,  pudiendo  exigir  por  medio  del 
Gobernador  civil  cuantos  documentos 
crea  indispensables; 

8.**  Recurrir  ante  los  Tribunales  su- 
periores de  los  fallos  del  Tribunal  que 
considere  contrarios  á  las  leyes; 

9."  Reeui'rir  ante  el  Tribunal  admi- 
nistrativo contra  los  actos  de  cualquier 
Corporación  administrativa  del  distrito, 
pudiendo  asistir  á  sus  sesiones; 

10.  Ejercer  cerca  del  Gobernador 
civil  las  funciones  de  Ministerio  públi- 
co en  todos  los  actos  en  que  por  la  ley 
se  exige  la  intervención  del  Delegado 
del  Procurador  del  Rey; 

11.  Dar  cuenta  al  respectivo  Delega- 
do del  Procurador  del  Rey  de  todas  las 
infracciones  ó  delitos  de  que  tuviere 
noticia  por  los  expedientes  que  hubiere 
en  el  Tribunal,  y  cuyo  CDnocimiento  y 
fallo  sean  de  la  competencia  de  los 
Tribunales  ordinarios; 

12.  Dar  cuenta  al  Gobernador  civil 
de  todos  los  abusos  é  ilegalidades  co- 
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metidos  por  las  Autoridades  y  Centros, 
administrativos  de  que  tuviera  noticia, 
por  los  expedientes  que  obren  en  el  Tri- 
bunal; 

13.    Promover  la  ultimación  de  los 
expedientes. que  se  hallen  en  el  Tribu- , 
nal  y  ejercer  las  demás  atribuciones 
que  la  ley  le  confiere. 

CAPÍTULO  111 

Procedimiento  y  sentencia 

Art.  292.  Los  Vocales  del  Tribunal 
administrativo  están  imposibilitados  de 
juzgar,  y  pueden  ser  recusados  por  los 
motivos  que  lo  son  ó  pueden  serlo  los 
Jueces  de  los  Tribunales  ordinarios. 

Art.  293.  En  cuanto  al  modo  de  de- 
clarar los  impedimentos,  de  proponer  y 
fallar  las  recusaciones,  son  aplicables  , 
los  preceptos  del  Código  de  procedi- 
miento civil  relativos  á  los  impedimen- 
tos de  los  Jueces  de  segunda  instancia. 

§  l.**-r-Lás  recusaciones  deben  ser 
siempre  motivadas,  sin  lo  cual  no  serán 
admitidas. 

fcj  2.°— Los  Vocales  del  Tribunal  de- 
signados como  recusables  no  quedan 
imposibilitados  de  tomar  parte  en  el 
juicio  de  recusación  propuesta  contra 
i5us  colegas  cuando  no  hayan  confesa- 
do ^u  incapacidad,  ó  ésta  no  haya  sido 
roconocida,  salvo  si  el  motivo  de  la 
recusación  propuesta  contra  sus  cole- 
gas es  el  mismo  que  el  de  la  propia. 

§  3.®— Contra  la  decisión  que  recaiga 
en  este  juicio  no  procederá  recurso  al- 
guno. 

Art.  294.  Cuando  la  recusación  sea 
opuesta  contra  los  Vocales  del  Tribu- 
nal, serán  llamados  los  sustitutos  que 
fueren  necesarios.  Si  la  recusación 
opuesta  comprendiere  también  á  éstos, 
ó  á  tantos  de  ellos  que  no  sea  posible 
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que  funcione  el  Tribunal,  remitirá  el 
Presidente,  de  oficio,  los  autos  al  Tribu- 
nal administrativo  del  distrito  cuya  ca- 
pital estuviere  más  próxima,  para  re- 
solver acerca  de  las  recusaciones  pro 
puestas. 

§  único.— Este  Tribunal  fallará  defini- 
tivamente el  proceso  cuando  Jas  recu- 
saciones fueren  procedentes  ó  abraza- 
ren tantos  Vocales  numerarios  y  susti- 
tutos que  el  tribunal  no  pueda  funcio- 
nar legal  mente. 

Art.  295.  Las  sesiones  serán  públi- 
cas; los  acuerdos,  sin  embargo,  se  to- 
marán por  votación  secreta  ó  pública, 
según  se  determine  en  el  respectivo 
Reglamento. 

Art.  296.  Los  litigantes,  sus  Aboga- 
dos ó  Procuradores,  podrán  dirigirse  al 
Tribunal,  de  palabra  ó  por  escrito,  du- 
rante la  discusión. 

Art.  297.  El  Ti*ibunal  no  podrá  ne- 
garse á  juzgar  fundándose  en  falta  de 
precepto  legal  ó  en  la  oscuridad  del 
mismo. 

Art.  298.  A  los  fallos  del  Tribunal 
deberá  preceder  siempre  juicio  contra- 
dictorio de  las  partes  interesadas,  salvo 
cuando  en  una  ley  especial  ó  en  lo»  Re- 
glamentos de  la  administración  pública 
se  hubiere  determinado  otra  forma  de 
procedimiento. 

Art.  209-  Las  reclamaciones  ante  el 
Tribunal  administrativo  no  impiden  la 
ejecución  de  los  actos  ó  acuerdos  con- 
tra los  que  so  han  hecho;  pero  el  Tribu- 
nal puede  perjuicio  interlocutorio  sus- 
pen  der  la  ejecución  cuando  las  par- 
tes lo  pidan  y  aquella  pueda  traer 
daño  irreparable  ó  de  difícil  repara- 
ción. 

§  1.®— Las  reclamaciones  para  la  re- 
vocación ó. reforma  de  actos  de  admi- 
nistración prescribirán,  transcurridos 
dos  años,  contados  desde  que  se  ejecu- 


tó el  acto,  salvo  los  casos  en  que  la  ley 
establezca  otro  plazo. 

§  2.*'— La  prescripción  se  interrumpe 
por  requerimiento  firmado  por  la  parte 
ofendida  ó  por  su  Procurador,  pidiendo 
la  revocación  ó  reforma  del  acto  que 
perjudica  los  derechos  ó  infringe  la  ley, 
y  entregada  á  la  Autoridad  ó  Corpora- 
ción que  la  haya  efectuado. 

§  3.^— Desechado  el  requerimiento, 
continuará  corriendo  la  prescripción 
desde  que  la  inadmisión  fuere  notifica- 
da al  requirente. 

Art.  300.  Los  acuerdos  del  Tribunal 
que  resolvieren  definitivamente,  debe- 
rán contener  el  objeto  del  litigio,  los 
nombres  y  cualidades  de  las  partes,  el 
extracto  de  sus  alegaciones  y  los  moti- 
vos en  que  la  decisión  se  funde. 

Art.  301.  El  Tribunal  no  podrá  fun- 
<íionar  sin  que  se  hallen  presentes  tres 
Vocales,  y  sus  resoluciones  serán  in- 
timadas á  las  partes  por  los  auxilia- 
res de  las  administraciones  munici- 
pales. 

Art.  302.  Los  fallos  del  Tribunal  ad- 
ministrativo, una  vez  firmes,  tienen  la 
fuerza  de  las  sentencias  y  lleva  apare- 
jada ejecución. 

Art.  303.  A  excepción  de  los  casos 
expresamente  designados  en  las  leyes 
y  Reglamentos  de  administración  pú- 
blica, de  todos  los  fallos  definitivos  é 
interlocutorios  con  fuerza  de  definiti- 
vos poílrá  recurrirso  ante  el  Supremo 
Tril)unal  Administrativo,  ó  ante  el  Tri- 
bunal de  Cuentas  si  los  fallos  se  refirie- 
sen á  cuentas  sujetas  á  la  competencia  * 
del  Tribunal  administrativo,  y  en  mate- 
ria de  reclamaciones  sobre  el  recluta- 
miento del  ejército  ó  armada,  se  inter- 
pondrán los  recursos  ante  la  Audiencia 
del  distrito. 

§  único.— De  todas  las  decisiones  en 
que  sea  condenado  el  Estado  interpon* 
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drá  siempre  recurso  el  Ministerio  pú- 
blico. 

Art.  304.  Los  recursos  interpuestos 
contra  los  acuerdos  del  Tribunal  admi- 
nistrativo no  tendrán  efecto  suspensi- 
vo, salvo  en  los  casos  en  que  el  Tribu- 
nal superior  ordene  la  suspensión  ó  ésta 
se  halle  determinada  por  disposición 
especial  de  la  ley  ó  por  un  Reglamento 
(le  administración  pública. 

Art.  305.  En  los  litigios  incoados 
ante  el  Tribunal  administrativo,  sólo  es 
admisible,  por  regla  general,  la  prueba 
(iocumentall 

§  único.— El  Tribunal  podrá,  sin  em- 
bargo, ordenar  do  oficio  ó  á  petición  dp 
parte,  que  se  examinen  testigos  ó  se 
hagan  inspecciones  de  lugares  ó  se 
practiquen  otras  diligencias,  que  se  en- 
cargarán á  los  Administradores  muni- 
cipales que  el  Tribunal  designare,  se- 
gún las  circunstancias. 

Art.  30G.  Los  recursos  ante  el  Su- 
premo Tribunal  Administrativo  y  ante 
el  Tribunal  de  Cuentas,  se  interpondrán 
nempre  en  el  plazo  de  quince  días,  á 
contar  del  de  la  notificación  y  prece- 
diendo despacho  del  Presidente  del  Tri- 
bunal; y  ante  la  Audiencia  del  distrito 
?erán  interpuestos  en  la  forma  deter- 
minada en  el  respectivo  Reglamento. 

§  I.**— Las  partes  podrán  interponer 
los  recursos  libremente  ante  el  Tril)U- 
nal  administrativo  ó  ante  el  Supremo 
Tribunal  Administrativo  ó  de  Cuentas. 

§  2.** — Los  autos  serán  remitidos  en 
e!  término  de  cinco  días  por  el  Presi- 
íh^ntedel  Tribunal  superior,  con  la  con- 
íí'^tación  (leí  Tribunal  recurrido,  si  so 
iiubifre  instruido  el  procoso,  ó  sin  olla 
-i  la  instrucción  estuviere  reservada  á 
ia  instancia  superior. 

g.^.**— Los  interesados  podrán  protes- 
tar ante  el  Tribunal  superior  de  las  de- 
moras que  hubiere  en  los  fallos  ó  en  la 


instrucción  y  remesa  de  los  autos,  con 
tal  que  se  pruebe  que  ha  espirado  el 
plazo  designado  para  el  fallo,  para  la 
instrucción  ó  para  la  remisión  indi- 
cada . 

§  4.**  —  En  cualquiera  de  los  casos 
mencionados  en  el  párrafo  anterior  or- . 
denará  el  Tribunal  superior  que  el  ad- 
ministrativo informe  sobre  el  objeto  de 
la  reclamación  en  el  término  de  cua- 
renta y  ocho  horas. 

§  5.**-  Si  la  reclamación  fuere  moti- 
vada por  demora  en  la  instrucción  ó  en 
el  fallo  del  pleito,  y  se  probare  haber 
terminado  el  plazo  para  esos  actos,  se-» 
ñalaráel  Tribunal  superior  nuevos  pla- 
zos, que  nunca  excederán  de  cinco 
días. 

§  G.**-~Si  la  reclamación  fuere  moti- 
vada por  demora  en  la  remesa,  el  Tri- 
bunal superior  ordenará  que  se  le  re- 
mitan inmediatamente  los  autos. 

§  7.°— Cuando  los  autos  se  remitieren 
por  medio  de  recurso  ál  Tribunal  su- 
perior, y  por  ellos  se  viniere  en  conoci- 
mionto  deque  ha  habido  alguna  omi- 
sión de  las  mencionadas  en  los  párra- 
fos anteriores,  dará  parte  de  ella  el 
Presidente  del  Tribunal  al  Ministro  de 
la  Gobernación,  que  la  comunicará  al 
de  Justicia,  para  que  se  tomen  en  con- 
sideración estos  informes  y  se  adopten 
las  medidas  ó  providencias  necesarias 
respecto  de  los  Vocales  de  los  Tribuna- 
Ios  administrativos  que  fueron  negli- 
gentes en  el  cumplimiento  de  sus  de- 
beres. 

j?  8."— El  Tribunal  superior  podrá  de- 
terminar también,  ú  instancia  de  los 
intorosndos,  que  se  le  remitan  Ips  au- 
tos para  resolver  con  vista  de  ellos, 
una  voz  que  se  pruebe  haber  espirado 
el  plazo  en  que  el  Tribunal  administra- 
tivo debió  dictar  su  fallo. 

Art.  307.    Un  Reglamento  del  Gobier- 
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no  determinará,  en  harmonía  con  las 
disposiciones  de  este  Código,  el  modo 
cómo  las  partes  deben  deducir,  justifi- 
car y  seguir  sus  reclamaciones  y  re- 
cursos, el  procedimiento  de  las  infor- 
maciones y  diligencias  necesarias  para 
la  instrucción  de  los  negocios,  los  pla- 
zos para  los  diversos  actos  del  procedi- 
miento y  la  forma  de  las  sentencias,  su 
notificación  y  ejecución. 

TlTÜLO  VIH 

ELECCIONES 

CAPÍTULO  PRIMERO 

Actos  preparatorios  y  votación  en  las 
Asambleas  primarias 

Art.  308.  Son  electores  de  las  Corpo- 
raciones administrativas  y  de  las  Auto- 
ridades electivas  los  que  lo  sean  de 
los  Diputados  según  el  censo  formado 
con  arreglo  á  las  leyes  electorales. 

§  1.*^— Son  elegibles  los  electores  de 
las  respectivas  circunscripciones  que 
sepan  leer,  escribir  y  contar. 

§  2.°--En  el  censo  electoral  habrá  una 
casilla  en  que  se  designe  los  electores 
que  se  hallen  en  las  condiciones  á  que 
a'ude  el  párrafo  anterior. 

Art.  309.  Las  elecciones  ordinarias 
de  las  Corporaciones  administrativas 
se  harán  en  el  mes  de  Noviembre  del 
último  año  del  trienio  del  ejercicio;  las 
de  Procuradores  de  la  Junta  general  y 
las  de  Regidores,  en  el  primer  domin- 
go, y  las  de  Vocales  de  las  Juntas  de 
parroquia,  en  el  último. 

Art.  310.  Se  harán  en  los  días  de- 
signados por  el  Gobernador  civil: 

1.®  Las  elecciones  á  que  hubiere  de 
procederse,  en  virtud  de  disolución  ó 


de  procesamiento  del  Tribunal  admi- 
nistrativo; 

2.°    Las  elecciones  de  Jueces  de  paz. 

§1,"— Paralas  elecciones  á  que  hu- 
biere de  procederse  en  virtud  de  diso- 
lución, se  designará  un  domingo  den- 
tro del  plazo  fijado  en  el  párrafo  2.°  del 
artículo  17,  cuando  no  se  hubiere  de- 
signado día  en  el  decreto  de  disolu- 
ción. 

§2.°— Para  las  elecciones  á  que  se 
hubiere  de  proceder  en  virtud  de  proce- 
samiento del  Tribunal  administrativo, 
se  designará  un  domingo  dentro  del 
plazo  de  treinta  días,  á  contar  de  la  fe- 
cha del  acuerdo. 

§  3.''— Para  las  elecciones  de  Jueces 
de  paz  se  designará  un  domingo  del 
mes  de  Diciembre  ó  de  Noviembre, 
siendo  en  Círculos  ó  colegios  electora- 
les que  coincidan  con  los  distritos  de 
Jueces  de  paz. 

Ari.  311.  Las  elecciones  se  harán 
por  Asambleas  de  los  electores  del  dis- 
trito, habiendo  un  solo  colegio  en  elec- 
ciones parroquiales,  aun  en  caso  de  ha- 
ber dos  ó  más  feligresías  unidas,  y  uno 
ó  varios  en  las  elecciones  municipales 
y  de  distrito,  observándose  las  reglas 
siguientes: 

1."  En  los  distritos  electorales  que 
comprendan  colegios  completos  para 
las  elecciones  de  Diputados,  serán 
aquéllos  los  mismos  y  estarán  consti- 
tuidos en  la  misma  forma; 

2.*  En  los  distritos  que  no  compren- 
dan colegios  completos  para  las  elec- 
ciones de  Diputados,  se  constituirán 
aquéllos  por  una  ó  más  feligresías  con-, 
tiguas,  reuniéndose  en  la  más  céntri- 
ca, y  por  un  número  de  electores  que 
no  bajará  de  200  ni  excederá  de  1.500. 

§  1.°— Una  Vez  constituidos  los  cole- 
gios electorales,  de  conformidad  con 
las  reglas  que  preceden,  no  podrá  ha- 
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cense  en  ellos  modificación  alguna  á 
no  ser  por  consecuencia  de  alteracio- 
nes hechas  en  la  división  territorial  ó 
de  aumento  ó  disminución  del  número 
de  electores  de  las  Asambleas  fuera  de 
los  límites  fijados  en  la  regla  anterior. 

§  2.**— La  constitución  de  los  colegios 
electorales,  la  designación  de  los  pun- 
tos y  edificios  en  que  de!)en  reunirse,  y 
las  modificaciones  permitidas  por  este 
artículo,  son  de  la  competencia  de  las 
Corporaciones  municipales,  que  debe- 
rán publicar  por  edictos,  fijados  en  los 
sitios  de  costumbre,  los  acuerdos  que 
tomaren  respecto  de  estas  materias, 
pudiendo  los  electores  del  distrito,  en 
el  término  de  ocho  días,  á  contar  de  la 
fecha  de  la  publicación,  reclamar  con- 
tra dichos  acuerdos  ante  el  Tribunal 
administrativo. 

§  3.°— Cualquier  alteración  relativa  á 
los  asuntos  de  que  trata  el  párrafo  an- 
terior sólo  tendrá  efecto  para  las  elec- 
ciones que  se  hicieren,  transcurridos 
quince  días  después  de  terminado  el 
plazo  para  las  reclamaciones,  si  no  se 
hubiere  presentado  ninguna,  ó  después 
del  fallo  del  Tribunal  si  se  hubiese  he- 
cho alguna. 

Art.  312.  Los  colegios  electorales 
serán  convocados  por  edicto  del  Gober- 
nador civil,  fijado  en  los  sitios  de  cos- 
tumbre en  todas  las  feligresías  del  dis- 
trito, publicado  en  alguno  de  los  perió- 
dicos de  los  Municipios  en  él  compren- 
didos, si  los  hubiere,  ocho  días  antes 
del  fijado  para  la  elección,  y  leído  por 
los  Párrocos  en  las  Misas  conventuales 
que  se  celebren  hasta  el  día  de  la  elec- 
ción. 

§  único.— En  el  edicto  de  convocato- 
ria deberá  declararse: 

1.®  E!  día  de  la  elección  y  la  hora  á 
que  comience; 

2.®    Los    colegios  que  son  convoca- 


dos, feligresías  de  que  se  componen  y 
lugares  donde  se  reúnen; 

3,**  Los  cargos  para  que  se  hace  la 
elección,  número  de  Vocales  que  deben 
elegirse  y  período  durante  el  cual  han 
de  desempeñar  sus  cargos. 

Art.  313.  Publicado  el  edicto  del  Go- 
bernador civil,  convocará  inmediata- 
mente el  Administrador  del  Municipio 
la  Comisión  del  Censo  electoral,  para 
que  ésta  mande  sacar  por  duplicado 
copias  auténticas  del  censo  respectivo, 
y  formar  tres  cuadernos,  también  lega- 
lizados por  la  Comisión,  para  extender 
en  ellos  las  actas  electorales,  remitién- 
dolo todo  á  los  individuos  que  han  de 
presidir  los  colegios,  por  lo  menos  cua- 
renta y  ocho  horas  antes  de  la  designa- 
da para  la  reunión  de  los  mismos. 

§  único.  -Para  las  actas  de  las  elec- 
ciones parroquiales  y  para  las  de  los 
distritos  de  un  solo  colegio,  bastará 
con  dos  cuadernos. 

Art.  314.  Las  actas  electorales  se 
verificarán  en  la  forma  determinada  en 
la  legislación  correspondiente  para  las 
elecciones  de  Diputados,  salvo  lo  dis- 
puesto en  contrario  en  este  Código. 

Art.  315.  En  las  elecciones  parro- 
quiales se  compondrá  la  Mesa  de  la 
Asamblea,  además  del  Presidente,  de 
un  escrutador,  un  Secretario  y  de  sus 
respectivos  suplentes',  estando  repre- 
sentada la  Autoridad  administrativa 
por  el  Regidor  de  la  parroquia. 

Art.  316.  Si  en  algún  colegio  electo- 
ral, hasta  dos  horas  después  de  la  fija- 
da para  la  elección,  no  comparecieren 
electores  en  número  suficiente  para  for- 
mar la  Mesa,  el  Presidente  levantará  ó 
mandará  levantar  acta  en  que  se  haga 
constar  esto,  y  que  será  firmada  por  él, 
por  el  Párroco  y  por  la  Autoridad  ad- 
ministrativa. 

§  único.-  El  acta  de  que  se  trata  en 
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este  artículo  se  enviará  luego  al  Presi- 
dente de  la  Junta  general  del  distrito,  ó 
al  Gobernador  civil,  si  no  hubiere  más 
que  un  colegio. 

Art.  317.  Cuando  en  el  mismo  díase 
procediere  á  la  elección  para  diversos 
cargos,  habrá  sobre  la  mesa  déla  Asam- 
blea tantas  urnas  cuantas  fueren  las 
clases  de  aquéllos,  teniendo  cada  urna 
un  rótulo,  en  forma  visible  para  todos, 
que  indique  la  elección  para  que  está 
destinada. 

§  1.®— En  las  elecciones  de  que  trata 
este  artículo  estarán  obligados  los  elec- 
tores á  presentar  papeletas  para  las  di- 
versas urnas,  sin  cuyo  requisito  no  se- 
rán admitidos  á  votar. 

§  2.®— En  estas  elecciones  deberán 
contener  las  papeletas,  so  pena  de  nu- 
lidad, en  la  parte  interior  y  en  lo  alto  de 
aquéllas,  la  designación  del  cargo  ó  car- 
gos para  que  se  vota. 

Art.  318.  La  votación  será  secreta, 
debiendo  contener  las  papeletas  por  se- 
parado y  con  la  designación  correspon- 
diente, los  nombres  de  los  ciudadanos 
que  se  votan  para  Vocales  efectivos  y 
los  de  los  que  se  votan  para  suplentes. 

§  1.**— Las  papeletas  á  que  falte  este 
requisito  quedarán  anuladas. 

§  2.®— Cada  papeleta  deberá  contener, 
tanto  respecto  de  los  numerarios  como 
de  los  suplentes,  dos  nombres  cuan<lo 
deban  ser  tres  los  elegidos;  tres  nom- 
bres cuando  deban  ser  cuatro  ó  cinco 
los  elegidos;  cuatro  nombres  cuando 
deban  elegirse  seis;  cinco  nombres 
cuando  deban  ser  ocho  los  elegidos; 
seis  cuando  deban  ser  nueve;  siete 
cuando  deban  ser  diez  ú  once;  diez 
cuando  deban  ser  quince,  y  catorce 
cuando  deban  ser  veintiuno  los  ele- 
gidos. 

§  3.°— No  serán  nulas  las  papeletas 
que  contengan!  nombres  de  más  ó  de 


menos;  pero  sólo  se  contarán  los  que 
correspondan  á  los  designados  en  este 
artículo. 

Art.  319.  En  las  elecciones  simulta- 
neas para  cargos  diversos,*  la  lectura 
de  las  papeletas  y  el  recuento  de  los 
votos  comenzarán  por  los  cargos  de  la 
circunscripción  superior,  y  por  los  ad- 
ministrativos con  preferencia  á  los  de 
los  Jueces  de  paz. 

Art.  320.  No  dejarán  de  contarse  los 
votos  á  nombre  alguno  de  los  inscritos 
en  las  listas  en  debida  forma,  sin  tener 
en  cuenta  la  elegibilidad  ó  inelegibili- 
dad  de  los  votados,  ni  las  causas  de  ex- 
clusión que  puedan  existir  respecto  do 
los  mismos. 

Art.  321.  Del  resultado  de  la  elec- 
ción se  levantará  acta  en  uno  de  los 
cuadernos  remitidos  al  efecto  por  la 
Comisión  del  Censo,  y  se  sacarán  co- 
pias auténticas  en  los  otros  dos  cua- 
dernos. 

§  1.*^— Las  actas  originales  se  entre- 
garán á  los  escrutadores  para  que  és- 
tos las  presenten  en  los  colegios  de 
distrito. 

§2.'— Una  de  las  copias,  uno  délos 
cuadernos  de  los  electores  y  los  demás 
documentos  relativos  á  la  elección,  se 
remitirán,  en  el  término  ele  veinticuatro 
horas,  por  medio  de  un  propio  ó  por 
el  correo,  según  las  distancias,  al  Pre- 
sidente de  la  Comisión  del  Censo  del 
Municipio,  si  la  elección  se  hiciere  sólo 
para  cargos  municipales  ó  juntamente 
para  municipales  y  de  distrito,  ó  al 
Presidente  de  la  Comisión  del  Censo 
del  Municipio  que  fuere  la  cabeza  del 
distrito,  si  se  hiciere  la  elección  para 
cargos  de  distrito  únicamente. 

§  3.**— La  otra  copia  del  acta  y  el  otro 
cuaderno  de  electores  se  remitirán  en 
la  misma  forma  y  en  el  mismo  día  al 
Administrador  del  Municipio  respecti- 
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vo,  según  los  casos  previstos  en  el  pá- 
rrafo anterior. 

§  4.°— En  las  elecciones  de  parroquia 
y  en  las  de  los  Círculos  que  tengan  un 
solo  colegio,  las  actas  originales  y  los 
demás  documentos  se  remitirán  en  el 
término  de  veinticuatro  horas  al  Admi- 
nistrador del  Municipio,  para  que  éste 
los  envíe  dentro  del  mismo  plazo  al  Go- 
bernador civil;  la  copia  del  acta  y  uno 
(le  los  cuadernos  de  los  electores  se 
remitirán  á  la  Corporación  municipal 
para  que  queden  alli  archivados,  salvo 
si  son  precisos  para  apreciar  la  vali- 
dez de  la  elección,  cuando  el  Tribunal 
administrativo  por  su  iniciativa  ó  á 
instancia  de  los  interesados  ordenare 
dicha  unión  y  renriesa. 

CAPÍTULO  11 

Del  escrutinio  definitivo 

Art.  Z'i2,  El  escrutinio  definitivo  en 
las  elecciones  paralas  Corporaciones 
administrativas  se  hará  del  modo  de- 
terminado en  la  legislación  electoral 
para  el  escrutinio  de  las  elecciones 
para  Diputados,  salvo  lo  dispuesto  en 
contrario  en  este  Código. 

Art.  323.  En  las  elecciones  parro- 
quiales y  en  las  de  los  distritos  en  que 
sólo  haya  un  colegio,  la  Mesa  de  la 
Asamblea  ó  colegio  primario  hará  el 
escrutinio  definitivo,  proclamará  como 
electos  á  los  individuos  que  hubieren 
sido  legalmente  votados  hasta  el  núme- 
ro que  el-colegio  esté  llamado  á  elegir, 
y  participará  su  elección  á  cada  uno 
de  los  elegidos. 

§  único.— En  caso  de  empate,  se  pro- 
clamará al  <le  más  edad. 

Art.  324.  En  las  elecciones  en  que 
hubiere  más  de  un  colegio,  el  escrutinio 
definitivo  se  verificará  en  el  domingo 


inmediato  al  de  la  elección,  si  ésta  se 
hiciere  únicamente  para  cargos  de  una 
sola  Corporación  administrativa,  ó 
conjuntamente  para  cargos  diversos, 
siendo  los  distritos  idénticos;  pero  de 
otro  modo  deberá  efectuarse  en  el  do- 
mingo inmediato  al  de  la  elección  el  es- 
crutinio definitivo  para  los  cargos  mu- 
nicipales, y  en  el  segundo  domingo 
para  los  cargos  de  distrito. 

Art.  325.  El  Presidente  de  la  Comi- 
sión del  Censo  del  Municipio  que  fuere 
cabeza  del  distrito  electoral  pafa  los 
cargos  de  distrito,  cuando  éste  se*  com- 
ponga de  más  de  un  Municipio,  será 
elPresidente  de  la  Mesa  para  el  escru- 
tinio definitivo. 

Art.  326.  La  Mesa  para  el  escrutinio 
definitivo  proclamará  á  los  elegidos 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 323. 

Art.  327.  En  las  elecciones  simulta- 
neas para  cargos  municipales  y  de  dis- 
trito en  colegios  idénticos,  y  en  las  que 
sólo  se  Ijjcieren  para  una  de  dichas 
clases  de  cargos,  el  acta  del  escrutinio 
definitivo  se  enviará,  en  el  término  de 
veinticuatro  horas,  al  Gobernador  ci- 
vil, con  las  actas  originales,  los  cuader- 
nos y  demás  documentos  que  hubieren 
servido  para  la  elección  en  los  colegios 
primarios. 

§  único. —Las  copias  de  las  actas 
presentadas  por  el  Presidente  de  la 
Comisión  del  Censo  y  por  el  Adminis- 
trador del  Municipio  serán  archivadas: 
la  primera,  en  el  do  la  Corporación 
municipal,  y  la  segunda,  en  el  de  la 
administración  del  Municipio  ,  salvo 
cuando  sean  precisas  para  la  aprecia- 
ción de  la  validez  del  procedimiento 
electoral,  si  el  Tribunal  administrativo, 
de  oficio  ó  á  instancia  de  los  interesa- 
dos, ordenare  su  unión  al  expediente. 

Art.  328.     En  las  elecciones  simulta- 
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neas  para  cargos  municipales  y  de  dis- 
trito en  colegios  que  no  sean  idénticos, 
el  acta  del  escrutinio  definitivo  para 
los  cargos  municipales  será  enviada 
al  Gobernador  civil  en  el  término  de 
veinticuatro  horas;  las  actas  originales 
de  los  colegios  primarios  serán  entre- 
gadas á  los  portadores  de  las  mismas; 
el  expediente  electoral  presentado  por 
el  Presidente  de  la  Comisión  del  Censo 
será  enviado  al  de  la  capital  de  la  cir- 
cunscripción electoral  para  la  elección 
de  distrito,  y  la  copia  y  cuaderno  pre- 
sentados poF  el  Administrador  del  Mu- 
nicipio serán  igualmente  enviados  al 
de  la  residencia  de  la  capital  del  mismo 
distrito  para  presentarlo  todo  en  el  do- 
mingo inmediato  á  la  Mesa  para  el  es- 
crutinio definitivo,  para  cargos  de  dis- 
trito. 

§  único.— La  Mesa  de  escrutinio  defi- 
tivo  para  cargos  de  distrito  dará  á 
las  actas  y  demás  documentos  relati- 
vos á  la  elección  el  destino  que  en  el 
artículo  anterior  se  indica. 

Art.  329.  El  Administrador  del  Mu- 
nicipio dará  inmediatamente  cuenta 
al  Gobernador  civil  del  resultado  de 
todas  las  eleciones  que  se  hicieren  en 
su  Municipio,  declarando: 

1.®    Los  nombres  de  los  elegidos; 

2.®  El  número  de  votos  obtenido  por 
cada  uno  de  ellos; 

.  3.°  Si  los  elegidos  están  ó  no  en  el 
censo  como  elegibles,  ó  comprendidos 
en  algunas  de  las  causas  de  exclusión 
previstas  en  los  artículos  7.^  al  10. 

Art.  330.  No  se  proclamará  á  los 
electos  ni  se  considerará  hecha  la  elec- 
ción cuando  se  pruebe  en  el  escrutinio 
definitivo  que  el  número  de  votantes  de 
todo  el  distrito  electoral  fué  inferior  al 
duplo  del  de  los  Vocales  efectivos  que 
deben  formar  las  Mesas  de  los  colegios 
primarios. 


§  1.^— Del  resultado  de  esta  compro- 
bación se  levantará  acta,  que  se  envia- 
rá, en  el  término  de  veinticuatro  horas, 
al  Gobernador  civil,  dándose  á  los  de- 
más documentos  el  destino  que  se  indi- 
ca en  el  art.  327. 

§2.®— Si  no  se  votasen  tantos  Vocales 
efectivos  como  sean  necesarios  para 
constituir  la  mayoría  de  la  Corporación 
administrativa,  se  procederá  á  nueva 
elección  de  todos  los  Vocales  numera- 
rios y  sustitutos. 

CAPÍTULO  ni 

.  Réelamaccones 

Art.  331.  Todo  elector  del  distrito 
tiene  derecho  á  reclamar  contra  la  va- 
lidez de  los  actos  electorales  y  la  legiti- 
midad de  los  elegidos. 

Art.  332.  Las  reclamaciones  podrán 
presentarse  en  el  acto  de  la  votación, 
en  el  del  escrutinio  definitivo  ó  después 
de  éste  hasta  el  sábado  siguiente. 

Art.  333.  Las  reclamaciones  en  el 
acto  de  la  elección  ó  en  el  del  escruti- 
nio definitivo,  podrán  hacerse  verbal- 
mente  ó  por  escrito;  en  el  primer  caso, 
se  insertarán  en  las  actas  en  la  forma 
que  las  dicten  los  reclamantes;  en  el 
segundo,  se  hará  simple  mención  de 
ellas  en  las  actas  y  se  unirán  al  expe- 
diente las  reclamaciones  originales  con 
todos  los  documentos  á  que  se  refieran, 
rubricado  todo  por  la  Mesa  y  por  tres 
de  los  electores  que  lo  pidan. 

Art.  334.  Las  Mesas  de  los  colegios, 
ante  las  que  se  reclamará,  emitirán  su 
dictamen  ó  informe  acerca  del  objeto 
de  las  reclamaciones. 

§  único.— Si  no  emitieran  dicho  infor- 
me, se  fallará  prescindiendo  de  éste. 

Art.  335.  Las  reclamaciones  poste- 
riores al  escrutinio  definitivo  se  harán 
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por  escrito  é  irán  firmadas  por  los  re- 
clamantes, entregándolas  en  el  plazo 
marcado  en  el  art.  332  al  Gobernador 
civil,  que  las  enviará  inmediatamente 
al  Administrador  del  Municipio,  para 
quo  éste,  en  los  dos  días  siguientes  al 
en  que  las  recibiere,  convoque  á  los 
Vocales  de  la  respectiva  Mesa  para 
examinarlas  en  la  administración  del 
Municipio  y  presentar,  antes  del  tercer 
dia  después  de  la  convocatoria,  los  in- 
formes que  tenga  por  conveniente. 

§  1.**— No  informando  dentro  del  pla- 
zo designado  en  este  artículo,  se  proce- 
derá con  arreglo  á  lo  dispuesto  on  el 
párrafo  único  del  art.  334. 

§  2.**— Dentro  de  las  veinticuatro  ho- 
ras después  de  espirar  el  referido  pla- 
zo, remitirá  el  Administrador  del  Mu- 
nicipio al  Gobernador  civil  las  recla- 
maciones con  los  informes  que  hul)iere 
recibido. 

CAPÍTULO  IV 

Juicio  de  las  elecciones 

Art.  336.  El  Gobernador  civil,  luego 
que  reciba  los  expedientes  electorales, 
yá  medida  que  los  vaya  recibiendo, 
mandará  examinar  las  aptas  y  los  res- 
pectivos informes  de  los  Administrado- 
res de  los  Municipios  á  que  se  refiere 
el  art.  329,  y  someterá,  en  el  plazo  de 
cinco  días,  al  conocimiento  del  Tribu- 
nal administrativo: 

1.°  Los  expedientes  respecto  de  los 
cuales  hubiera  reclamaciones; 

2."  Los  relativos  á  elecciones  no 
efectuadas  por  las  faltas  previstas  en 
los  artículos  316  y  330; 

3.**  Aquéllos  por  los  cuales,  ^.Q^\\n 
informes  de  los  Administradores  de  los 
Municipios  ú  otros  oficialmente  recibi- 
dos, hubieren  sido  elegidos  individuos 


no  incluidos  en  el  censo  como  elegi- 
bles, ó  comprendidos  en  alguna  de  las 
causas  de  exclusión  de  que  tratan  los 
artículos  7.^  al  10.    • 

§  1.®— Si  hubiese  reclamaciones  pos- 
teriores al  escrutinio  definitivo,  las  so- 
meterá el  Gobernador  civil,  con  el 
respectivo  expediente,  al  conocimien- 
to del  Tribunal  administrativo  en  el  pla- 
zo de  cinco  días,  á  contar  desde  el  en 
que  le  fueron  entregados  por  el  Admi- 
nistrador del  Municipio,  con  arregló  á 
lo  prescrito  en  el  párrafo 2.** del  art.  335. 
§  2."— De  los  demás  expedientes  elec- 
torales dará  vista  el  Go})ernador  civil 
al  representante  del  Ministerio  público, 
para  que  éste  los  examine  y  reclame 
ante  el  Tribunal  administrativo,  cuan- 
do encuentre  en  ellos  aJguna  infraoción 
legal  que  pueda  influir  en  el  resultado 
general  de  la  votación. 

§  3.**— El  Gobernador  civil  participará 
á  las  Corporaciones  administrativas  en 
ejercicio  los  nombres  de  los  Vocales 
definitivamente  electos. 

Art.  337.  Corresponde  al  Tribunal 
administrativo  resolver  las  cuestiones 
relativas  á  los  actos  electorales  y  cons- 
titución de  las  Corporaciones  adminis- 
trativas, con  arreglo  á  lo  prescrito  en 
el  art.  288. 

Art.  338.  Serán  nulas  las  elecciones 
en  que  se  haya  prescindido  del  cumpli- 
miento de  las  formalidades  ó  preceptos 
legales,  cuya  inobFíervancia  pueda  ha- 
ber influido  en  el  resultado  general  de 
la  votación. 

Art.  339.  Anulada  la  elección,  se  re- 
petirá ésta  en  todos  los  colegios  del  dis- 
trito. 

Art.  3-10.  Cuando  no  hubiese  habido 
elección,  corresponde  al  Tribunal  man- 
dar que  se  proceda  de  nuevo  á  ella,  si 
comprendiere  que  la  falta  fué  motivada 
por  inobservancia  de  algún  precepto 
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legal,  ó  declarar  que  se  debe  proceder 
al  nombramiento  para  los  respectivos 
cargos,  supliendo  así  la  falta  de  elec- 
ción. 

§  1.**— Cuando  no  haya  tenido  efecto 
la  elección,  corresponde  al  Gobernador 
civil,  oído  previamente  el  Tri])unal  ad- 
ministrativo, el  nombramiento  para  los 
cargos  municipales,  y  ala  Corporación 
municipal  el  de  los  cargos  parroquiales 
y  Jueces  de  paz. 

S2.**— No  procederán  estos  nombra- 
miento* sin  haber  hecho  Segunda  con- 
vocatoria de  los  electores. 

Art.  311.  Las  reclamaciones  relati- 
vas á  los  actos  electorales  serán  re- 
sueltas dentro  de  los  veinticinco  días 
siguientes,  á  contar  de  aquél  en  que  se 
reciban  los  expedientes  en  el  Gobierno 
civil. 

§  1.**— La  falta  de  resolución  de  las 
reclamaciones  será  considerada  como 
una  negativa  para  los  efectos  del  re- 
curso. 

§  2.°— El  Gobernador  civil  dará  cuen- 
ta al  Gobierno  de  lodas  las  faltas  de  re- 
solución dentro  de  los  plazos  legales, 
informando  si  dichas  faltas  son  debi- 
das ó  no  á  obstáculos  insuperables. 

CAPÍTULO  V 

Excusas 

Art.  342.  Los  ciudadanos  elegidos 
para  los  cargos  administrativos  que 
tengan  motivos  legales  para  excusarse 
de  desempeñar  las  funciones  respecti- 
vas y  los  quieran  hacer  valer,  deberán 
reclamar  ante  el  Tribunal  administra- 
tivo, en  el  término  de  ocho  días,  á  con- 
tar de  la  fecha  en  que  oficialmente  se 
le  haya  participado  su  elección. 

Art.  343.  La  excusa  deberá  presen- 
tai^  e  en  petición  fechada,  firmada  y  en- 


tregada en  el  Gobierno  civil,  dándose  al 
reclamante  recibo  de  la  entrega,  si  le 
pidiere. 

Art.  344.  La  participación  de  la  elec- 
ción irá  unida  á  la  petición  menciona- 
da, so  pena  de  no  tramitarse  la  preten- 
sión. 

TÍTULO  IX 

SERVICIO  DE  LOS  MAGISTRADOS  Y  DEMÁS 
FUNCIONARIOS  ADMINISTRATIVOS  Y  SUS 
HABERES  PASIVOS. 

Art.  345.  Los  Magistrados  y  demás 
funcionarios  administrativos  estarán 
obligados  á  presentarse  personalmente 
y  á  servir  los  empleos  para  que  sean 
nombrados,  promovidos  6  trasladados, 
en  el  plazo  de  treinta  días,  á  contar  de 
la  comunicación  de  las  órdenes  corres- 
pondientes, si  no  so  les  marcare  menor 
plazo  en  la  misma  comunicación. 

§  1.®— Los  nombramientos,  promocio- 
nes ó  traslaciones,  para  las  islas  adya- 
centes, de  individuos  que  residan  en  la 
parte  continental  del  Reino,  ó  vicever- 
sa, solamente  obligan  á  posesionars<i 
en  el  plazo  de  sesenta  días,  á  contar  de 
la  comunicación  de  las  órdenes. 

§  2.®— La  Autori<lad  que  hiciera  el 
nombramiento,  promoción  ó  traslación, 
habiendo  motivo  justificado,  podrá  con- 
ceder una  prórroga  del  término  poseso- 
rio por  otros  treinta  días  ó  por  el  tiem- 
po que  fuese  necesario,  si  hubiere  im- 
pedimento por  causa  de  enfermedad. 

§  3.**— La  prórroga  del  plazo  por  tiem- 
po que  exceda  de  noventa  días  sólo  po- 
drá concederse  por  el  Gobierno. 

§  4.®— Los  nombramientos,  promo- 
ciones y  traslaciones  hechas  por  el  Go- 
bierno, se  considerarán  comunicados 
por  su  publicación  en  el  periódico  ofi- 
cial. 
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XtL  S46,  El  servicio  Je  los  funcio- 
níirios  administrativos  st^rá  RÍcnipre 
pe rson al ,  y  só  1  o  e o in  e n  z a r á  á  con tars t? 
desilc  [a  fecha  de  ía  posesión. 

Art.  3íT.  Ningún  funcionario  atlini- 
nistrativo  podrá  an Sismarse  de  :?u  em- 
pleo sin  licencia  de  su  isuperioi-  inme- 
diato, que  podrá  concederlo  hasta  por 
treinta  días  cada  año. 

§1."— Las  Ifcencias  por  tiempo  que 
exceda  de  treinta  días  cada  año,  sólo 
pcklrán  concederse  por  el  superior  in- 
mediato al  que  es  competente  para  con- 
cederlas por  menor  tiempo. 

§2.°— Las  licencias  á  los  empleados 
í>ubord¡nados  á  las  Corporaciones  ad- 
ministrativas son  siempre  de  la  com- 
petencia de  éstas,  cualquiera  que  sea  el 
tiempo  por  que  fueren  concedidas. 

§3.**— Las  licencias  para  salir  del  Rei- 
no serán  siempre  de  la  competencia  del 
Gobierno. 

Art.  348.  Los  funcionarios  adminis- 
trativos tendrán  derecho  á  sus  sueldos, 
siempre  que  estuvieran  imposibilitados 
por  enfermedad,  mientras  ejercieren 
sus  funciones,  ó  estuvieren  desempe- 
ñando comisiones  del  servicio  público 
que  no  tuvieran  remuneración. 

§  único.— Cuando  el  impedimento  por 
enfermedad  excediera  de  treinta  días 
y  el  puesto  del  impedido  fuera  desem- 
peñado por  el  sustituto  ó  interino,  el 
funcionario  impedido  sólo  cobrará  dos 
tercios  de  su  sueldo. 

Art.  349.  Los  sustitutos  ó  interinos 
que  ya  tuviesen  algún  sueldo,  tendrán 
derecho  á  percibir  de  lo  que  dejaren 
de  cobrar  los  propietarios,  lo  que  fal- 
tare para  completar  el  sueldo  que  á 
éstos  corresponde;  los  sustitutos  ó  in- 
terinos que  no  tuviesen  sueldo  tendrán 
derecho  al  del  propietario  ó  á  la  parte 
que  éste  tuviere  derecho  á  percibir  y 
no  percibiese  por  cualquier  motivo. 


Art.  350.  En  todos  los  casos  de  im- 
pedimento ó  de  licencia  no  especifica- 
dos en  los  artículos  anteriores,  no  ha- 
brá derecho  á  los  sueldos. 

Art.  35L  Los  funcionarios  adminis- 
trativos tienen  derecho  á  su  sueldo 
desde  la  fecha  de  su  posesión. 

§  único.— En  los  casos  de  ascenso, 
promoción  ó  traslación,  los  nuevos 
sueldos  se  contarán  desde  la  fecha  de 
la  orden  correspondiente,  siempre  que 
se  tome  posesión  de  los  nuevos  em- 
pleos dentro  del  término  legal;  de  otro 
modo,  sólo  se  contará  hasta  el  lin  de 
dichos  plazos,  y  después  se  partirá  de 
la  fecha  de  la  posesión  <ie  los  nuevos 
cargos, 

Art.  352.  Para  todos  los  efectos  le- 
gales se  considerarán,  como  servicio 
efectivo  en  cualquier  empleo,  las  comi- 
siones extraordinarias  de  servicio  pú- 
blico para  que  sea  nombrado  el  funcio- 
nario ó  le  corresponda  desempeñar. 

Art.  353.  Los  emolumentos  pertene- 
cen á  quien  desempeñe  efectivamente 
el  empleo,  aunque  el  servicio  sea  inte- 
rino y  sea  cualquiera  el  impedimento 
del  propietario. 

§  único.— Los  sustitutos  ó  interinos 
que  tengan  ya  emolumentos  en  los  em- 
pleos que  ejerzan,  sólo  tendrán  dere- 
cho á  los  de  los  cargos  que  desempeña- 
ren interinamente  hasta  el  total  que 
pertenece  al  cargo  del  sustituido. 

Art.  354.  Sólo  se  tiene  derecho  á  los 
emolumentos  taxativamente  fijados  en 
los  aranceles  respectivos,  sin  que  en 
la  aplicación  de  éstos  sea  admisible  la 
interpretación  extensiva,  ni  aun  por 
identidad  de  razones. 

§  único.— Los  emolumentos  que  han 
de  recibirse  en  la  Secretaria  de  las  Jun- 
tas generales,  Corporaciones  munici- 
pales. Juntas  de  parroquia.  Gobiernos 
civiles,  administraciones  de  los  Muni' 
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cipios  Ó  barrios,  Alcaldías  y  Tribunales 
administrativos,  serán  los  fijados  en 
los  respectivos  aranceles. 

ArL  355.  En  las  diligencias  practica- 
das para  instrucción  de  expedientes  ad- 
ministrativos, ya  por  orden  de  los  Tri- 
bunales ,  ya  de  las  Autoridades  ,  los 
emolumentos  debidos  á  los  funciona- 
rios, peritos  y  testigos  que  en  ellos  in- 
tervengan serán  los  fijados  en  los  aran- 
celes judiciales  para  idénticas  diligen- 
cias practicadas  en  los  juicios  ordina- 
rios. 

Art.  356.  No  podrán  continuar  ocu- 
pando sus  puestos,  en  los  respectivos 
escalafones,  los  empleados  administra- 
tivos que  estuvieren  imposibilitados  fí- 
sica y  moralmente  para  ejercer  sus 
funciones,  previa  la  justificación  opor- 
tuna. 

Art.  357.  Comprobada  la  imposibili- 
dad de  que  trata  el  artículo  anterior, 
podrán  ser  jubilados: 

l'.°  Los  empleados  de  las  Secretarías 
de  los  Gobiernos  civiles; 

2,°'  Los  empleados  de  las  Secreta- 
rías de  las  Juntas  generales; 

3.**  Los  empleados  de  las  Secretarías 
de  las  administraciones  de  los  Munici- 
pios ó  barrios; 

4.**  Los  empleados  de  las  Secretarías 
de  las  Corporaciones  municipales; 

5.°  Los  empleados  de  las  Bibliotecas 
municipales,  los  facultativos  titulares 
y  demás  empleados  superiores  munici- 
pales que  hayan  pagado  impuesto  por 
su  título  (1). 

§  único. —  Para  los  efectos  de  esta  ju- 
bilación sólo  se  considerarán  emplea- 
dos los  que  tuvieren  nombramiento  vi- 
talicio ó  por  tiempo  ilimitado,  y  suel- 


(1)    Así  modificado  por  la  ley  de  1.®  de  Sep- 
tiembre de  ISS*:. 


dos  anuales  permanentes  fijados  en  los 
respectivos  presupuestos. 

Art.  358.  Los  empleados  cuyos  suel- 
dos sean  pagados  por  las  Corporacio- 
nes administrativas,  sólo  podrán  ser 
jubilados  con  las  ventajas  que  corres- 
pondan á  los  cargos  que  ejerzan  cuan- 
do en  ellos  tengan  cinco  años  efectivos; 
de  otro  modo  sólo  podrán  serlo  con  las 
ventajas  que  correspondan  al  último 
empleo  que  antes  hubieren  servido. 

Art.  359.  El  pago  de  las  jubilaciones 
será  de  cuenta  de  las  Tesorerías  que 
pagaban  los  sueldos  en  activo  al  tiem- 
po de  la  jubilación;  y  para  este  efecto 
sólo  se  cuenta  el  tiempo  de  servicio  pa- 
gado por  estas  Tesorerías. 

Art.  360.  Los  individuos  del  Tribu- 
nal administrativo  y  los  respectivos  re- 
presentantes del  Ministerio  público  no 
podrán  ser  jubilados  como  funciona- 
rios administrativos. 

Art.  361.  Además  de  las  precedentes 
disposiciones,  son  aplicables  á  los  em- 
pleados de  que  trata  el  art.  357,  los  pre- 
ceptos relativos  á  las  jubilaciones  de 
los  empleados  civiles. 

TÍTULO  X 

DISPOSICIONES   PENALES 

Art.  362.  El  que  se  negare  á  ejercer 
el  cargo  de  Vocal  de  cualquier  Corpo- 
ración administrativa  para  que  haya 
sido  elegido,  y  de  que  no  se  haya  excu- 
sado legalmente,  incurrirá  en  la  mul- 
ta de  10.000  á  100.000  reis  y  suspensión 
de  los  derechos  políticos  por  dos  años. 

Art.  363.  El  que  se  negare  á  ejercer 
las  funciones  de  cualquier  cargo  admi- 
nistrativo obligatorio  para  que  haya 
sido  nombrado  competentemente,  in- 
currirá en  las  penas  indicadas  en  el  ar- 
tículo anterior. 
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Art.  364.  Los  representantes  en  la 
Junta  general  de  distrito,  que  sin  moti- 
vo justificado  dejen  de  concurrir  á  las 
sesiones,  incurrirán  en  la  multa  de  5.000 
reís  porcada  sesión  diaria  á  que  falten. 

§  único.— Si  las  faltas  fueren  más  de 
diez  en  cada  año,  ó  menos  de  diez,  pero 
excediendo  de  las  de  una  reunión  ordi- 
naria ó  extraordinaria,  además  de  las 
multas  correspondientes  á  los  días  de 
las  faltas,  incurrirán  también  dichos 
representantes  en  la  pena  de,  suspen- 
sión de  los  derechos  políticos  por  dos 
años. 

Art.  365.  Los  Vocales  de  la  Comi- 
sión de  distrito  y  de  la  Comisión  muni- 
cipal que  dejaren  de  reunirse  en  sesión 
por  lo  menos  una  vez  por  semana,  in- 
currirán en  la  multa  de  2  000  reis  por 
cada^sión  á  que  faltaren. 

§  único.— Si  las  faltas  fuesen  más  de 
diez,  incurrirán  en  las  penas  consigna- 
das en  el  párrafo  único  del  artículo  an- 
terior. 

Art.  366.  Los  Concejales  que  sin 
motivo  justificado  dejaren  de  asistirla 
las  sesiones  de  la  Corporación,  incurri- 
rán en  la  multa  de  2.000  reis  por  cada 
falta. 

§  único.— Si  las  faltas  fueren  más  de 
diez,  incurrirán  además  en  la  pena  con- 
signada en  el  párrafo  único  del  artícu- 
lo 364. 

Art.  367.  Los  Vocales  de  la  Junta  de 
parroquia  que  sin  motivo  justificado  de- 
jaren de  asistir  á  las  respectivas  se- 
siones, incurrirán  en  la  multa  de  1.000 
reis  por  cada  falta. 

§  único.— Si  las  faltas  fueren  más  de 
diez,  incurrirán  además  en  la  pena  con- 
signada en  el  párrafo  único  del  artícu- 
lo 364. 

Art.  368.  Los  Vocales  de  las  Corpo- 
raciones administrativas  y  de  sus  Co- 
misiones delegabas  que  se  negaren  á 


deliberar  y  á  votar  en  los  asuntos  tra- 
tados en  las  sesiones  á  que  asistan,  y 
los  que  no  estuvieren  incapacitados 
para  tomar  parte  por  las  disposiciones 
de  este  Código  ó  á  firmar  las  respecti- 
vas actas,  S9  considerará  que  han  fal- 
tado á  dichas  sesiones  sin  causa  justi- 
ficada. 

Art.  369.  En  los  casos  en  que  deba 
aplicarse  alguna  de  las  multas  mencio- 
nadas en  los  artículos  anteriores,  man- 
darán los  Magistrados  administrativos 
y  los  Presidentes  de  las  Corporaciones 
levantar  acta,  en  que  se  referirán  todas 
las  circunstancias  del  caso,  y  se  remi- 
tirán al  Delegado  del  Procurador  del 
Rey. 

§  1.°— De  las  actas  que  se  levantaren 
en  dicha  forma  se  remitirá  copia  al 
Gobernador  civil. 

§  2.®— Si  el  Presidente  de  cualquier 
Corporación  administrativa  no  cum- 
pliese lo  dispuesto  en  este  artículo,  ó 
no  pudiese  mandar  levantar  el  acta  por 
no  haberse  reunido  la  Corporación,  co- 
rresponde al  Magistrado  respectivo 
mandarla  levantar  y  remitirla  al  men- 
cionado representante  del  Ministerio 
público. 

Art.  37p.  El  Magistrado  ó  empleado 
administrativo  que  se  ausentare  del  lu- 
gar donde  ejerce  funciones  sin  licen- 
cia de  la  Autoridad  competente,  incu- 
rrirá en  la  pena  de  suspensión  ó  desti- 
tución, según  la  gravedad  del  caso. 

Art.  371.  La  suspensiónde  funciones 
lleva  consigo  la  pérdida  del  sueldo 
mientras  la  suspensión  dure.     ' 

§  único.— Sin  eml^argo,  si  se  resolvie- 
se que  la  suspensión  había  sido  impues- 
ta ilegalmente,  el  empleado  suspenso 
tendrá  derecho  al  sueldo  que  dejó  de 
percibir  durante  la  suspensión. 

Art.  372.  Los  Vocales  de  las  Corpo- 
raciones administrativas  y  de  las  Co- 
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misiones  delegadas  por  ellas  asumirán, 
por  el  hecho  del  juramento  y  de  la  po- 
sesión, la  responsabilidad  solidaria  por 
la  gestión  de  fondos  y  de  la  hacienda 
de  la  administración  respectiva. 

Art.  373.  Las  Corporaciones  admi- 
nistrativas, sus  Comisiones  delegndas 
y  las  administraciones  de  estableci- 
mientos obligadas  por  este  Código  á 
rendir  cuentas  de  sus  gestiones,  que  no 
las  presentaren  en  la  época  y  del  modo 
que  exigen  las  leyes  y  Reglamentos, 
incurrirán  en  la  multa,  graduada  según 
las  circunstancias,  de  10.000  á  400.000 
reis,  sin  embargo  de  las  demás  penas 
en  que  hayan  podido  incurrir  por  cual- 
quier otro  abuso. 

§  único.— A  los  Gerentes  que  incu- 
rrieren en  la  multa  consignada  en  este 
artículo  se  señalará  nuevo  plazo  para 
la  presentación  de  las  cuentas;  y  si 
también  á  éste  faltaren,  incurrirán  en 
el  duplo  de  la  multa  y  se  formalizarán 
las  cuentas  con  vista  de  los  elementos 
que  existieren  en  las  oficinas  públicas. 

Art.  374.  Los  Gerentes  que  hicieren 
dispendios  y  gastos  sin  autorización  ó 
se  excediesen  de  aquello  para  que  es- 
taban autorizados,  serán  condenados  á 
restituir  las  cantidades  así  gastadas  ó 
al  pago  de  una  multa  de  10.000  á400.000 
reis,  según  la  gravedad  de  la  falta. 

§  1.**— La  multa  á  que  se  refiere  este 
artículo  nunca  podrá  exceder  de  la  can- 
tidad gastada  ilegalmente. 

§  2.^— Lo  dispuesto  en  este  artículo 
no  obsta  4  la  aplicación  de  otras  penas 
cuando  proceda  la  acción  criminal. 

Art.  375.  Los  Secretarios  de  las  Cor- 
poraciones administrativas,  do  sus  Co- 
misiones delepjadas  y  do  las  Corpora- 
ciones benéficas  que  dejen  de  expedir 
en  el  plazo  designado  en  el  art.  33  las 
certificaciones  pedidas,  incurrirán  en  la 
multa  de  50.000  á  100.000  reis. 


Art.  376.  El  Secretario  de  la  Corpo- 
ración que  dejare  de  cumplir  las  obli- 
gaciones prescritas  en  los  númerqs  7.** 
y  8.*»  del  art.  160,  incurrirá  en  la  multa 
de  100.000  á  200.000  reis;  y  si  persistiere 
en  estas  omisiones,  podrá  ser  desti- 
tuido. 

Art.  377.  Las  Corporaciones  admi- 
nistrativas, sus  Comisiones  delegadas 
y  las  Corporaciones  benéficas  incurri- 
rán en  la  multa  de  50.000  á  200.000  reis: 

1.°  Por  violación  manifiesta  de  la 
ley  en  sus  actos  ó  acuerdos; 

2.**  Por  falta  de  cumplimiento  de  las 
órdenesydecisiones délas  Autoridades, 
Corporaciones  yTribunales  superiores; 

3."  Por  cualquier  malversación  ó 
extravío  de  fondos,  títulos  y  valores  de 
la  Corporación,  ó  por  negligencia  de 
que  resulte  perjuicio  para  los  intereses 
y  servicios  que  les  estén  encomen- 
dados. 

§  1.°— No  se  impondrán  estas  multas 
cuando  haya  de  aplicarse  pena  más 
grave. 

§  2.°— Las  multas  serán  pagadas  por 

los  Vocales  que  hubieren  incurrido  en 

las  omisiones  ó  tomado  parte  en  los 

actos  ó  acuerdos  ilegales,  si  no  se  de- 

.  claran  vencidos. 

§  3.^— Las  multas  consignadas  en  es- 
te artículo  son  aplicables  á  los  Presi- 
dentes de  las  Corporaciones  que  deja- 
ren de  cumplir  las  obligaciones  espe- 
ciales que  les  impone  este  Código. 

Art.  378.  Todas  las  Corporaciones, 
Magistrados  y  demás  funcionarios  que 
dejaren  de  cumplir,  dentro  de  los  pla- 
zos legales,  las  obligaciones  que  por 
este  Código  les  fueren  impuestas,  que- 
darán sulidariamente  responsables  de 
cualquier  perjuicio  que  pueda  resultar 
de  su  omisión  ó  nogiigoncia. 

§  único.— Los  Vocales  de  las  Corpo- 
raciones administrativas  y  de  las  Co- 
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misiones  delegadas  que  dejen  de  cum- 
plir lo  dispuesto  en  el  art.  27,  incurri- 
rán también  en  la  multa  de  10.000  á 
100.000  reis. 

Art,  379.  Los  Gerentes  de  las  Cor- 
poraciones administrativas  y  de  los  es- 
tablecimientos de  piedad  y  beneficen- 
cia serán  responsables  de  las  malver- 
saciones ó  extravio  de  fondos,  títulos  6 
valores  de  la  respectiva  Corporación, 
cuando  estos  hechos  provengan  de  ne- 
gligencia ó  falta  de  celo  en  el  desempe- 
ño de  su  cargo. 

■Vrt.  380.  Son  competentes  para  la 
imposición  de  las  penas  consignadas 
on  este  título: 

1.**  Los  Tribunales  administrativos, 
con  relación  á  las  multas  impuestas  á 
los  Gerentes  que  no  presenten  cuentas 
en  debida  forma  ó  gasten  sin  autoriza- 
ción, cuando  la  revisión  y  aprobación 
•le  cuentas  sea  de  la  competencia  de 
dichos  Tribunales; 

2.**  Los  Tribunales  de  justicia  res- 
pecto de  las  multas  no  comprendidas 
en  el  número  anterior,  á  la  pena  de 
suspensión  de  los  derechos  políticos  ó 
á  cualesquiera  otras  consignadas  en  la 
ley  general; 

3.**  El  Gobierno,  los  Magistrados  ad- 
ministrativos, las  Corporaciones  admi- 
nistrativas y  las  Comisiones  delegadas, 
con  relación  á  las  penas  disciplinarias 
<le  suspensión  ó  destitución  en  que  por 
ausencia  ilegal  ó  por  otros  abusos  in- 
curran los  empleados  nombrados  por 
.'lias. 

Art.  381.  Las  multas  mencionadas 
en  este  título  podrán  pagarse  volunta- 
riamente, y  en  este  caso  se  cobrarán 
por  ti  ipáxinium  establecido.  Si  hubie- 
r^^  reincidencia,  se  pagará  el  doble. 

Arí.  382.  El  producto  de  las  multas 
con  que  se  conmina  en  este  título  á  los 
miembros  de  las  Corporaciones  admi- 


nistrativas ó  á  otros  Gerentes,  y  el  de 
las  multas  consignadas  en  los  artíce- 
los 375  y  376,  constituye  un  ingreso  en 
las  arcas  respectivas. 

Art.  383.  El  Gobernador  civil  dará 
parte  al  Ministerio  público,  cerca  del 
Tribunal  administrativo  ó  de  los  Tribu- 
nales de  justicia,.de  las  faltas  ó  irregu- 
laridades que,  con  arreglo  á  esta  ley, 
motivaren  la  imposición  de  penas  de  la 
competencia  de  dichos  Tribunales,  á 
fin  de  que  los  respectivos  Agentes  pro- 
muevan los  procedimientos  que  corres- 
pondan. 

Art.  384.  Las  disposiciones  penales 
establecidas  en  la  legislación  electoral, 
serán  aplicables  á  las  elecciones  de  las 
Corporaciones  administrativas. 

§  único.— A  toda  infracción  de  los 
preceptos  de  este  Código,  relativos  á 
elecciones,  que  no  sea  castigada  con 
pena  especial,  será  aplicable  el  art.  127 
del  decreto  electoral  de  30  de  Septiem- 
bre de  1852  (1). 

TÍTULO  XI 

DISPOSICIONES  GENERALES 

Art.  385.  El  distrito,  el  Municipio  y 
la  parroquia  serán  considerados  como 
personas  morales  para  todos  los  efec- 
tos declarados  en  las  leyes. 

Art.  386.  El  Ministerio  público,  cer- 
ca de  los  Tribunales  de  justicia,  será 
competente  para  proponer,  como  parte 
principal,  las  acciones  necesarias  para 
hacer  valer  los  derechos  dol  distrito, 


(1)  Dispone  el  artículo  de  relerencia  que,  t-m- 
to  los  individuos  como  las  Corporaciones  que  de- 
jaren de  cumplir  las  obli<^aciones  impuestas  en 
aquel  decreto,  pagarán  una  multa  de  40.000  á 
100.000  reis,  cuando  por  disposición  especial  no 
se  les  imponga  mayor  pena. 
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Municipio  ó  parroquia,  en  los  casos  en 
que  'todos  ó  la  mayor  parte  de  los  Vo- 
cales en  ejercicio  deban  ser  demanda- 
dos, ya  para  hacer  que  ingresen  en  las 
arcas  de  las  respectivas  Corporaciones 
las  cantidades  en  que  los  Gerentes  sean 
condenados,  ó  de  que  fueren  responsa- 
bles, ya  para  que  se  les  impongan  las 
multas  á  que  se  refieren  los  artículos 
375  al  377. 

Art.  387.  Será  permitido  á  cualquier 
ciudadano  incoar,  en  Hombre  y  en  in- 
terés de  la  Corporación  administrativa 
en  cuyo  distrito  sea  elector,  las  accio- 
nes judiciales  correspondientes  para 
reivindicar  y  recobrar  bienes  y  dere- 
chos que  las  respectivas  administra- 
ciones hayan  usurpado. 

§  1.°— Las  acciones  concedidas  por 
este  articulo  sólo  podrán  intentarse 
cuando! a  respectiva  Corporación  no 
las  propusiese  en  el  plazo  de  tres  me- 
ses, después  de  haberle  presentado  una 
exposición  detallada  acerca  del  dere- 
cho que  se  pretende  hacer  valer,  y  de 
los  medios  de  que  se  dispone  para  ha- 
cerlo efectivo. 

§  2.*'— Los  individuos  que  triunfasen, 
en  todo  ó  en  parte  en  las  acciones  de 
que  se  trata,  tendrán  derecho  á  ser  in- 
demnizados de  los  gastos  que  en  los 
pleitos  iiicieren,  siempre  qt^e  no  ex.ce* 
dan  del  valor  de  los  bienes  y  derechos 
recobrados. 

Art.  388.  Los  funcionarios  adminis- 
trativos, los  Vocales-délas  Corporacio- 
nes administrativas  y  los  Gerentes  de 
cualquier  establecimiento  sujeto  á  la 
inspección  de  aquéllas,  no  podrán  en 
modo  alguno  tomar  parte  ó  interesarse 
en  los  contratos  estipulados  con  la  ad- 
ministración ó  inspección  de  su  cargo. 

Art.  389.  Los  contratos  de  enajena- 
ción, remate  de  rentas,  arrendamien- 
tos, empréstitos  y  suministros  en  que 


estén  interesadas  las  Corporaciones 
administrativas  y  las  benéficas,  se  ha- 
rán en  subasta  pública,  precediendo 
los  anuncios  con  veinte  días  de  inter- 
valo, por  lo  menos. 

§  1.**— Están  dispensados  de  la  su- 
basta: 

1.°  Los  suministros  cuyo  valor  no 
exceda  de  50.000  reís  y  los  de  objetos 
ordinarios  de  oficina,  de  los  estableci- 
mientos y  Centros  públicos; 

2.°  Los  suministros  de  objetos  cu- 
yos proveedores  sean  únicos  ó  estén 
provistos  de  privilegios; 

3.**  Los  contratos  para  obras  de  ar- 
te, objetos  ó  instrumentos  que  sólo 
pueden  ser  suministados  por  artistas  ó 
productores  experimentados  y  de  con- 
fianza; 

4.®  Los  contrato  4  de  obras,  suminis- 
tros, transportes  y  empresas  que  no 
tengan  oferta  en  la  plaza,  no  debiendo 
en  este  caso  los  contratos  exceder  de 
la  base  de  la  licitación. 

§  2.^— No  habiendo  licitádores  se 
abrirá  nueva  licitación  para  la  misma 
obra,  suministro,  transporte  ó  empre- 
sa con  un  aumento  del  5  por  100  sobre 
la  base  de  la  licitación  primitiva;  y  si 
aún  no  los  hubiere,  podrán  realizarse 
estos  servicios  por  contrata  ó  ajuste 
particular  ó  por  administración  directa 
de  la  Corporación. 

§  3.**— No  habiendo  licitádores,  ó 
siendo  el  precio  ofrecido  en  la  plaza 
inferior  al  de  la  base  de  la  licitación, 
podrán  ser  dispensados  de  la  subasta 
pública  los  contratos  sobre  arrenda- 
mientos y  rentas,  con  tal  que  se  hagan 
por  precio  superior  al  de  la  referida 
base. 

Art.  390.  Ni  las  Corporaciones  admi- 
nistrativas, ni  las  Comisiones  delega- 
das, ni  las  Corporaciones  benéficas, 
podrán  efectuar  obra  alguna,  de  cons- 
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trucción  ó  reparación,  sin  que  previa- 
mente hayan  sido  aprobados  el  pro- 
yecto y  presupuestos  respectivos. 

Art.  391.  Los  Vocales  de  las  Corpo- 
raciones administrativas,  de  las  Comi- 
siones delegadas  y  de  las  Corporacio- 
nes benéficas  asumirán,  por  el  hecho 
del  juramento  y  posesión,  la  responsa- 
bilidad solidaria  por  la  gerencia  de  los 
fondos  y  valores  que  les  estén  con- 
fiados. 

§  1.^— Los  Vocales  que  no  tomen  par- 
te en  los  actos  ó  acuerdos  de  que  re- 
sulte aquella  responsabilidad,  ó  que, 
tomando  parte  hicieren  constar  su  voto 
en  contra,  estarán  libres  de  la  respon- 
sabilidad solidaria. 

§  2.**— Los  miembros  de  las  Corpora- 
ciones administrativas  y  de  las  bené- 
ficas serán  solidariamente  re<?ponsa- 
bles  por  la  falta  ó  insuficiencia  de  la 
fianza  de  sus  Tesoreros. 

Art.  392.  Las  disposiciones  de  este 
Código  relativas  á  la  enajenación  de 
los  bienes  pertenecientes  á  las  Corpo- 
raciones administrativas  ó  á  las  bené- 
ficas, no  perjudicarán  lo  dispuesto  res- 
pecto de  los  mismos  bienes  en  las  leyes 
de  desamortización. 

Art.  393.  Las  Corporaciones  admi- 
nistrativas, las  Comisiones  delegadas. 
Corporaciones  benéficas  y  los  Magis- 
trados y  demás  funcionarios  adminis- 
trativos de  que  trata  este  Código,  están 
obligados  á  cumplir,  so  pena  de  desobe- 
diencir^,  todas  las  decisiones  y  órdenes 
legales  de  sus  superiores,  salVo  el  de- 
recho de  respetuosa  oposición  ó  al- 
zada. 

§  único.— Cimndo  después  de  la  pri- 
mera y  segunda  advertencia  no  se  cum- 
plieren estas  decisiones  ú  órdenes,  po- 
drán los  superiores  legítimos  mandar- 
las cumplir  por  Delegados  especiales. 

Art.  391.    No  existe  ninguna  otra  in- 

TuMO  vil.— LnSTITUCIONBS  JÜBÍDIOAS. 


compatibilidad  para  el  servicio  de  las 
Corporaciones  administrativas  fuera  de 
las  consignadas  expresamente  en  esta 
ley. 

Art.  395.  Los  Gobernadores  civiles, 
Administradores  municipales.  Regido- 
res de  parroquia  y  Comisarios  de  poli- 
cía podrán  ser  demandados  civil  ó  cri- 
minalmente por  actos  relativos  á  sus 
funciones ,  sin  autorización  del  Go- 
bierno. 

§  único.— Si  fueren  condenados  por 
dichos  actos,  la  sentencia  respectiva 
no  surtirá  ninguno  de  sus  efectos  sin 
que  sea  previamente  notificada  y  quede 
firme. 

Art  396.  Los  Magistrados  y  demás 
funcionarios  administrativos  á  que  se 
refiere  el  artículo  anterior,  condenados 
por  sentencia  firme,  quedan  por  este 
hecho  suspensos  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones. 

Art.  397.  Ningún  Magistrado  ni  otro 
funcionario  administrativo  podrá  ser 
perturbado  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones por  la  Autoridad  judicial  ni  por 
otra  alguna. 

Art.  398.  Los  Magistrados  adminis- 
trativos ó  sus  Delegados,  que  estando 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones  fuesen 
amenazadosóinsultados,deberán  man- 
dar prender  inmediatamente  al  culpa- 
ble, levantando  acta,  que  en  el  término 
de  veinticuatro  horas  remitirán  al  re- 
presentante del  Ministerio  público. 

Art.  309.  Los  Magistrados  adminis- 
trativos tendrán  el  primer  lugar  en  to- 
dos los  actos  y  solemnidades  públicos, 
según  su  jürartjuia,  y  de  conformidad 
con  las  leyes  y  Reglamentos  del  Go- 
bierno. 

Art.  400.  Los  empleados  de  las  Cor- 
poraciones administrativas  y  los  de  1-as 
Secretainas  de  los  Gobiernos  civiles  y 
administraciones  de  los  Municipios  ó 
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barrios  que  tuvieren  nombramientos 
vitalicios  ó  por  tiempo  ilimitado,  y  suel- 
dos anuales  permanentes,  sólo  podrán 
sersuspendidos  y  destituidos,  previa  au- 
diencia, por  abandono,  desconocimien- 
to de  la  materia  ó  mala  conducta. 

Art.  401.  Ningún  empleado  nombra- 
do por  los  Magistrados  ó  Corporacio- 
nes administrativas  podrá  ejercer  sus 
funciones  sin  haber  prestado  juramen- 
to en  manos  de  la  persona  que  hubiere 
expedido  el  título  de  su  nombramiento, 
ó  de  quien  haga  sus  veces. 

Art.  402.  El  nombramiento  de  los 
empleados  de  las  Corporaciones  admi- 
nistrativas es  un  título  fundado  en  el 
acuerdo  en  que  se  hubiere  hecho  aquél, 
y  expedido,  respecto  de  los  empleados 
de  las  Corporaciones  municipales  y 
Juntas  de  parroquia,  por  los  respecti- 
vos Presidentes,  y  respecto  de  los  fun- 
cionarios de  las  Juntas  generales  (Di- 
putaciones) y  de  los  Municipios  con  or- 
ganización especial  por  sus  Comisiones 
delegadas.  Respecto  de  los  funciona- 
rios nombrados  por  los  Magistrados 
administrativos,  su  título  será  una  cer- 
tificación expedida  por  el  respectivo 
Magistrado. 

§  1.**— Estos  títulos  llevarán  el  sello 
de  la  oficina  correspondiente,  y  no  se 
expedirán  sin  pagar  previamente  el  im- 
puesto del  sello  y  sin  mostrar  que  el  in- 
teresado ha  satisfecho,  ó  está  autoriza- 
do para  satisfacer,  en  prestaciones,  los 
derechos  de  gracia  (mercé)  correspon- 
dientes. 

§  2.*^— Las  Comisiones  de  distrito  y 
las  municipales,  los  Presidentes  de  las 
Corporaciones  y  de  las  Juntas  de  parro- 
quia, y  los  administradores  del  Munici- 
pio y  Regidores  parroquiales,  darán 
parte  al. Gobernador  civil  de  los  nom- 
bramientos de  sus  empleados,  con  de- 
claración de  los  sueldos  y  obvenciones   | 


de  los  empleos.  Los  partes  de  las  Jun- 
tas de  parroquia  y  de  los  Regidores  se 
darán  por  medio  del  Administrador  del 
Municipio. 

Art  403.  A  los  dependientes  de  la 
administración  del  Municipio,  celado- 
res y  guardas  de  campo  corresponderá 
la  mitad  del  producto  délas  multas  por 
las  transgresiones  cometidas  contra  las 
Ordenanzas  y.  Reglamentos  de  policía, 
cuando  hayan  sido  impuestas  por  de- 
nuncia de  aquéllos.  La  otra  mitad  co- 
rresponderá á  la  Junta  general  ó  á  la 
Corporación  municipal,  según  que  las 
referidas  Ordenanzas  ó  Reglamentos 
sean  de  una  ú  otra  de  estas  Corporacio- 
nes, ó  tendrá  eldestino  marcado  en  los 
Reglamentos  especiales  que  se  hayan 
establecido  por  el  Gobierno  ó  por  el  Go- 
bernador civil. 

§  único.— Las  Ordenanzas  y  Regla- 
mentos de  policía  de  las  Corporaciones 
y  Autoridades  administrativas  comen- 
zarán á  obligar,  tres  días  después  de 
publicados  por  medio  de  edictos,  fijados 
-en  los  sitios  de  costumbre,  si  no  se 
consignare  otro  plazo  en  las  mismas 
Ordenanzas  ó  Reglamentos. 

Art.  404.  El  Gobierno  dictará  los  Re- 
glamentos necesarios  para  la  ejecución 
de  este  Código  y  codificará  toda  la  le- 
gislación relativa  á  los  asuntos  trata- 
dos en  el  mismo. 

TITULO  XII 

DISPOSICIONES  TRANSITORIAS 

Art.  405.  A  los  Tribunales  admi- 
nistrativos corresponderán  todas  las 
atribuciones  contenciosas  ó  consulti- 
vas sometidas  por  leyes  especiales  á. 
los  suprimidos  Consejos  de  distrito. 

§  único.— Las  atribuciones  que  no 
sean  contenciosas  ó  consultivas,  so- 
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metidas  por  leyes  especiales  á  los  su- 
primidos Consejos  de  distrito,  pertene- 
cerán en  adelante  á  las  Juntas  genera- 
les ó  á  las  Comisiones  de  distrito  si 
aquéllas  no  estuvieren  reunidas. 

Art.  406.  Después  de  publicado  este 
Código,  mandará  el  Gobierno  proceder 
á  la  elección  general  de  todas  las  Cor- 
poraciones administrativas  en  los  días 
que  para  este  ñn  designare. 

§  1.°— Esta  disposición  no  es  aplica- 
ble al  Municipio  de  Lisboa. 

§  2.**— Las  Corporaciones  administra- 
tivas elegidas  en  virtud  de  lo  dispuesto 
en  este  artículo,  entrarán  en  ejercicio 
eJ  día  2  de  Enero  del  año  próximo. 

Art  407.  Sólo  después  de  constituí- 
dos  los  Tribunales  y  las  Corporaciones 
administrativas  que  se  elijan,  en  virtud 
lie  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior, 
tendrá  plena  ejecución  este  Código. 

Art.  408.  En  todo  lo  que  no  afecte  á 
la  división  de  los  Círculos  electorales 
y  á  la  designación  del  número  de  Pro- 
curadores de  cada  uno  de  ellos,  con 
arreglo  al  art.  35,  subsistirá  la  división 
y  designación  antigua. 

§  único.— Si  al  tiempo  de  la  primera  ^ 
elección  después  de  la  publicación  de 
este  Código,  se  hubieren  constituido 
algunos  Municipios  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  la  sección  segunda  del  ca- 
pítulo I  del  título  IV,  no  se  elegirán  en 
dichos  Municipios  Procuradores  por  la 
Junta  general,  y  su  número  se  deducirá 
del  lijado  en   el  art.  34.   Si  alguno  de 


esos  Municipios  formase  distrito  con 
otro,  elegirá  éste  un  Procuraáor! 

Art.  409.  En  cuanto  no  estuvieren 
fijados  por  ley  los  impuestos  adiciona- 
les y  establecida  la  norma  á  que  se  re- 
fieren los  artículos  59, 134,  138  y  párra- 
fo 3."  del  199,  no  podrán  aumentarse 
dichos  presupuestos  ni  normas  de  im- 
puestos indirectos  actualmente  en  vi- 
gor, salvo  lo  dispuesto  en  el  párrafo  2.^ 
del  art.  130. 

Art.  410.  El  año  civil  corriente  al 
tiempo  de  la  ejecución  de  este  Código 
se  considera  el  primero  del  trienio  del 
ejercicio  de  los  Tribunales  administra- 
tivos para  todos  los  efectos  de  este 
mismo  Código. 

Art.  411.  Hasta  que  el  Gobierno 
decrete  los  Reglamentos  determina- 
dos en  este  Código,  continuarán  ri- 
giendo provisionalmente  los  que  estén 
en  vigor. 

Art.  412  Aunque  el  Gobierno  no  pu- 
blique la  edición  oficial  de  este  Código 
con  la  legislación  codificada  á  que  se 
refiere  el  art.  104,  no  dejarán  por  eso 
de  tener  fuerza  y  vigor  las  disposicio- 
nes del  mismo  Código. 

(Los  artículos  siguientes, hasta  el  424, 
con  que  termina  el  Código  administra- 
tivo, continúan  siendo  meras  disposi- 
ciones transitorias  que  no  tienen  ya 
valor  alguno  sustantivo,  y  considera- 
mos inútil  reproducirlas.) 

Palacio, .  17  de  Julio  de  1886.— Tose 
Lúe  ¿ano  de  Castro. 


1 
t 

•.t 


ARANCEL  ó  cuadro  de  los  emolumentos  del  Tribunal  administrativo. 


KeíB. 


1.**  Certificaciones  á  petición  de  parte,  no  exce^ 
I  diendo  de  una  página 

2.^  Por  cada  página  que  exceda  de  la  primera,  te- 
;  niendo  veinticinco  líneas,  y  cada  línea  treinta  hetras . 
I  3."  Por  cada*auo  de  busca,  exceptuando  el  co- 
I  rriente 

4.°  En  el  examen  de  cuentas  de  las  Corporaciones 
'  administrativas,  benéficas  y  otras  Asociaciones  que 

i  estén  obligadas  á  rendirlas,  hasta  100.000  reis 

i      De  100.000  hasta  1.000.000  de  reis 


400  I 

I 

200  ' 
200 


500 
1.000 


Desde  1.000.000  de  reis  en  adelante,  además  de  lo  respectivo  á  esta  cantidad, 
500  reis  por  cada  millón  ó  fracción  de  él.* 
.  Palacio,  17  de  Julio  de  1886.—./.  Luciano  de  Castro, 


LEY 

APROBANDO  EL  PROYECTO  DE  CÓDIGO  CIYIL 


Don  Luis,  por  la  gracia  de  Dios,  Rey 
de  Portugal  y  de  los  Algarb«^s,  etc 

Hacemos  saber  á  todos  nuestros  sub- 
ditos, que  las  Cortes  generales  han  de- 
cretado y  Nos  sancionado  la  ley  si- 
guiente: 

Artículo  1."  Queda  aprobado  el  pro- 
vecto de  Código  civil,  que  forma  part(í 
de  la  presente  ley. 

Art.  2.^t  Las  disposiciones  de' dicho 
Código  se  considerarán  vigontes  en  to- 
do el  continente  del  Reino  é  islas  ad- 
yacentes, seis  meses  después  de  la 
publicación  de  la  presente  ley  en  el 
Diario  de  Lisboa. 

Art.  S.**  Para  todos  los  efectos  pre- 
vistos en  el  mismo  Código,  se  con- 
siderará como  día  de  su  promulga- 
ción aquél  en  que  comience  á  regir 
según  los  términos  del  artículo  prece- 
dente. 

Art.  4.®  Todas  las  disposiciones  del 
Código  civil  cuya  aplicación  dependa 
absolutamente  de  la  existencia  de  ofi- 
cinas públicas  ó  de  otras  instituciones 
no  creadas  aún,  sólo  obligarán  desde 
el  momento  en  que  éstas  comiencen  á 
funcionar. 

Art.  5.^  Una  vez  vigente  el  Código 
civil,  se  tendrá  como  revocada  toda  la 
legislación  anterior  que  se  refiera  á  las 
materias  que  el  mismo  Código  com- 
prenda, sin  distinción  entre  las  legisla- 


ciones generales  y  las  que  sean  de  ín- 
dole especial. 

Art.^  6.**  Toda  modificación  que  en 
épocas  posteriores  pueda  hacerse  en 
las  materias  contenidas  en  el  Código 
civil,  se  supondrá  que  forma  parte  del 
mismo,  insertándose  en  el  lugar  co- 
rrespondiente, ya  sustituyendo  los  ar- 
tículos alterados,  ya  suprimiendo  los 
inútiles  ó  adicionando  los  que  sean  ne- 
cesarios. 

Art.  1°  El  Gobierno  nombrará  una 
Comisión  de  jurisconsultos,  la  cual  fun- 
cionará durante  los  primeros  cinco 
años  de  la  aplicación  del  Código,  y  cuya 
misión  consistirá  en  recibir  y  estudiar 
todas  las  representaciones,  informes  de 
los  Tribunales  y  cualesquiera  observa- 
ciones relativas  á  la  perfección  del 
mismo  Código,  y  á  la  resolución  de  las 
dificultades  que  en  su  ejecución  puedan 
presentarse.  La  Comisión  propondrá 
al  Gobierno  los  medios  que  para  este  fin 
considere  necesarios  ó  convenientes. 

Art.  8."  El  Gobierno  dictará  los  Re- 
glamentos necesarios  para  la  aplicación 
de  la  presente  ley. 

Art.  9.®  Queda  el  Gobierno  autoriza- 
do para  nacer  extensivos  los  efectos 
del  Código  civil  á  las  provincias  de  Ul- 
tramar, previos  los  informes  y  modifi- 
caciones! que  exijan  las  circunstancias 
especiales  de  las  mismas  provincias. 
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Art.  10.  Queda  derogada  toda  legis- 
lación en  contrario. 

Mandamos,  por  tanto,  á  todas  las 
Autoridades  á  quienes  competa  el  co- 
nocimiento y  aplicación  de  la  presenté 
ley,  que  la  cumplan  y  hagan  cumplir  y 
guardar  tal  como  es  y  cuanto  en  ella 
se  contiene. 


Quedan  encargados  de  imprimirla  y 
publicarla  los  Ministros  y  Secretarios 
de  Estado  de  Justicia  y  de  Negocios 
secleiásticos,  de  Marina  y  de  Ultramar. 

Dada  en  nuestro  Palacio  de  Ajuda, 
en  1.*»  de  Juíio  de  1867. -El  Rey.— Au- 
gusto César  Barjona  de  Freifas,— Viz- 
conde de  Praia  Grande. 


DECEETO 


HACIENDO  EXTENSIVO  EL  CÓDIGO  A  LAS  PROVINCIAS  DE  ULTRAMAR 


Tomando  en  consideración  el  infprrae 
del  Ministro  y  Secretario  de  Estado  de 
ios  asuntos  de  Marina  y  Ultramar,  y 
usando  de  la  autorización  que  me  con- 
cede el  art.  9.°  de  la  ley  de  1.°  de  Julio 
de  1867; 

Oídos  el  Consejo  de  Ministros  y  la 
Junta  ConsuJtiva  de  Ultramar,  he  teni- 
do á  bien  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  lv°  Se  consideran  extensi- 
vos á'  las  provincias  de  Ultramar  los 
efectos  del  Código  civil  aprobado  por  la 
ley  de  1.°  de  Julio  de  1867,  así  como  los 
Reglamenios  del  Consejo  de  Tutela  y 
Causas  de  divorcio  de  12  de  Marzo  de 
1868(1)  y  el  registro  predial  de  14  de 
Mayo  del  mismo  año. 

Art.  2°  El  Código  y  los  Reglamentos 
se  observarán  independientemente  de 
la  publicación  en  los  respectivos  Bole- 
tines Oficiales  en  todas  las  provincias 
de  Ultramar  desde  1.**  de  Julio  de  1870. 

Por  el  Ministerio  de  Marina  y  Ultra- 
mar se  remitirán  á  los  Gobernadores 
de  las  provincias  ultramarinas  ejem- 
plares del  Código  y  de  los  respectivos 
Reglamentos,  para  que  los  repartan 
entre  los  funcionarios  á  quienes  en  la 
actualidad  se  remiten  los  Boletines. 


(I)    BstOR  Reglamentos  van   reapeclivamenie 
'•^nno  Apéndices  al  final  del  Código  civil. 


Art.  3.**  Continuará  vigente  la  legis- 
lación provincial  relativa  á  las  personas 
de  los  esclavos  declarados  libres  por 
el  decreto  de  25  de  Febrero  último. 

Art.  4.®  El  matrimonio  celebrado 
conforme  al  rito  religioso  de  los  con- 
trayentes no  católicos,  producirá  todos 
los  efectos  civiles  que  el  Código  reco- 
noce á  los  matrimonios  católicos  y  ci- 
viles. 

Art.  5.°  Continuará  siendo  obligato- 
rio en  Ultramar  el  Registro  de  la  Pro- 
piedad en  los  términos  del  art.  10  del 
Código  predial  aprobado  por  decreto 
de  17  de  Octubre  de  1865. 

Art.  6.°  Todas  las  disposiciones  del 
Código  civil,  cuyo  cumplimiento  depen- 
da de  instituciones  que  aún  no  se  hu- 
bieren constituido,  obligarán  única- 
mente desde  el  momento  en  que  éstas 
funcionen. 

Art.  7.°  Los  Boletines  Oficiales  de 
las  provincias  ultramarinas  sustituirán 
á  la. Gaceta  de  las  Audiencias,  en  cuanto 
á  las  publicaciones  á  que  el  Código  se 
refiere. 

Art.  8.®  Una  vez  en  vigor  el  Código 
civil,  quedará  derogada  toda  legislación 
anterior  que  esté  relacionada  con  las 
materias  civiles  que  el  Código  com- 
prende. 

§  1.**— Se  exceptuarán,  sin  embargo: 
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a)  En  la  India,  los  usos  y  costum- 
bres de  las  Nuevas  conquistas  y  los  de 
Damao  y  Diu  coleccionados  en  sus  res- 
pectivos Códigos,  siempre  que  no  se 
opongan  á  la  moral  ó  al  orden  pú- 
blico; 

b)  En  Macao,  los  usos  y  costum- 
bres de  los  chinos  en  los  litigios  de  la 
competencia  del  Procurador  de  los  ne- 
gocios de  aquéllos; 

c)  En  Timor,  los  usos  y  costumbres 
de  los  indígenas  en  las  cuestiones  que 
entre  si  tengan; 

d)  En  Guinea,  los  usos  y  costumbí  es 
de  los  individuos  denominados  Grume- 
tes, respecto  de  las  cuestiones  que  entre 
los  mismos  se  susciten; 

e)  En  Mozambique,  los  usos  y  cos- 
tumbres de  los  Ranéanos,  Bathías,  Par- 
sos,  Moros  é  Indígenas,  en  sus  respecti- 
vas cuestiones. 

§  2.®— En  los  casos  en  que  las  partes, 
á  quienes  favorezca  la  excepción  del 
párrafo  1.°,.  optaren  de  común  acuerdo 
por  la  aplicación  del  Código  civil,  se 
aplicará  éste. 

§  3.°— Los  Gobernadores  de  las  pro- 
vincias ultramarinas  mandarán  inme- 


diatamente, valiéndose  al  efecto  de  per- 
sonas competentes,  codificar  los  usos  y 
costumbres  exceptuados  en  el  párra- 
fo 1.**,  sometiendo  sus  respectivos  pro- 
yectos á  la  aprobación  del  Gobierno. 

Art  9.®  Una  Comisión  de  juriscon- 
sultos, nombrada  por  el  Gobierno,  se 
encargará,  durante  los  primeros  cinco 
añoB  en  que  el  Código  esté  vigente,  de 
recibir  todas  las  representaciones,  in- 
formes de  los  Tribunales  y  cualesquie- 
ra observaciones  relativas  á  la  reforma 
del  mismo  Código  y  ala  resolución  de 
las  dificultades  á  que  la  aplicación  del 
mismo  pueda  dar  lugar.  Esta  Comisión 
propondrá  al  Gobierno  lo  que  para  el  fin 
indicado  juzgare  necesario  ó  conve- 
niente. 

Art.  10.  El  Gobierno  dictará  los  Re- 
glamentos precisos  para  el  cumplimien- 
to del  presente  decreto. 

Art.  11.  Queda  derogada  toda  legis- 
lación en  contrario. 

El  Ministro  y  Secretario  de  Estado  de 
los  negocios  de  Marina  y  Ultramar  lo 
tendrá  entendido  y  hará  ejecutar.  Pa- 
lacio, 18  de  Noviembre  de  1869.— El 
Rey.— Lw2«  Augusto  Rebello  de  Silva. 
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PARTE  PEIMERA 
DE   LA  CAPACIDAD  CIVIL 

LIBRO  ÚNICO 


TÍTULO  PRIMERO 

DE  LA  CAPACIDAD  CIVIL  Y  DE    LA  LEY  QUE 
LA  REGULA  EN  GENERAL 

Artículo  \°  Únicamente  el  hombre 
es  susceptible  de  derechos  y  obligacio- 
nes. En  esto  consiste  su  capacidad  ju- 
riMica,  ó  su  personalidad. 

Art.  2.®  Entiéndese  por  dei  echo,  en 
este  sentido,  la  facultad  mdral  de  prac- 
ticar ó  dejar  de  practicar  ciertos  actos; 
y  por  obligación,  la  necesidad  moral  de 
realizarlos  6  dejarlos  de  realizar. 

Art.  3.**  Si  los  derechos  y  obligacio- 
nes se  limitan  á  las  relaciones  recípro- 
cas de  los  ciudadanos  entre  sí,  como 
meros  particulares,  ó  entre  los  ciuda- 
danos y  el  Estado,  en  cuestiones  de 
propiedad  ó  de  derechos  puramente  in- 
dividuales, semejantes  derechos  y  obli- 
gaciones constituyen  la  capacidad  civil 
de  los  ciudadanos,  se  denominan  civi- 
les, y  están  regidos  por  el  derecho  pri- 
vado contenido  en  este  Código,  excepto 
en  la  parte  regulada  por  leyes  espe- 
ciales. 


Art.  4.°  Estos  derechos  y  obligacio- 
nes tienen  su  origen: 

1.®  En  la  propia  naturaleza  del  hom- 
bre; 

2°  En  el  hecho  y  voluntad  propia, 
con  independencia  de  cooperación 
ajena; 

3.®  En  el  hecho  y  voluntad  propia  y 
de  un  tercero  conjuntamente; 

4.°  En  el  mero  hecho  y  voluntad  de 
un  tercero; 

5."    En  la  disposición  de  la  ley. 

Art.  5.°  La  ley  civil  reconoce  y  es- 
pecifica todos  estos  derechos  y  obliga- 
ciones; mantiene  y  asegura  el  goce  de 
los  primeros  y  el  cumplimiento  de  las 
segundas;  declara  los  casos  en  que  el 
ciudadano  puede  estar  dispensado  del 
ejercicio  de  sus  derechos,  y  determina 
el  modo  de  suplir  su  incapacidad. 

Art.  6.°  La  capacidad  jurídica  se 
adquiere  por  el  nacimiento;  pero  el  in- 
dividuo, una  vez  procreado,  queda  bajo 
la  protección  de  la  ley,  y  se  considera 
como  nacido  á  los  efectos  declarados 
en  el  prosente  Código. 

Art.  7.®    La  ley  civil  es  igual  para  tO' 
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dos^  y  no  distingue  personas  ni  sexos, 
excepto  en  los  casos  en  que  especial- 
mente lo  declare. 

Art.  8.®  La  ley  civil  no  tiene  efecto 
retroactivo.  Exceptúanse  las  leyes  in- 
terpretativas, las  cuales  se  aplicarán 
retroactivamente,  excepto  en  los  casos 
en  que  de  su  aplicación  resulte  perjui- 
cio de  derechos  adquiridos. 

Art.  9.°  Nadie  está  exento  de  cum- 
plir las  obligaciones  impuestas  por  la 
ley,  á  pretexto  de  ignorancia  ó  desuso 
de  ésta  (1). 

Art.  10.  Los  actos  realizados  en  opo- 
sición á  la  ley,  ya  sea  ésta  prohibitiva 
ó  preceptiva,  son  nulos,  excepto  en  los 
casos  en  que  la  misma  ley  ordenare  lo 
contrario. 

§  único.— Esta  nulidad  puede,  sin  em- 
bargo, subsanarse  por  el  consentimien- 
to de  los  interesados,  si  la  ley  infringi- 
da no  se  refiera  al  orden  ó  al  interés 
público. 

Art.  11.  Las  leyes,  que  sean  excep- 
ción de  las  reglas  generales,  no  pueden 
ser  aplicadas  á  los  casos  que  en  las 
mismas  no  esténespecificados. 

Art.  12.  Toda  ley,  que  reconozca  un 
derecho,  legitima  los  medios  indispen- 
sables para  su  cumplimiento  (2). 

Art.  13.  El  que  con  arreglo  á  la  ley 
ejercite  su  propio  derecho  no  es  res- 
ponsable de  los  perjuicios  que  puedan 
resultar  de  ese  mismo  ejercicio. 

Art.  14.  El  que  ejerciendo  su  pro- 
pio derecho  busca  intereses,  debe,  en 
caso  de  conflicto  y  á  falta  de  providen- 
cia especial,  ceder  al  que  pretenda  evi- 
tar perjuicios. 


(1)  Véase  el  art.  2.406  del  Código  portugués. 

(2)  Este  artículo,  que  contiene  únicamente 
una  teoría,  se  complementa  en  las  disposiciones 
de  lo8  48(?,  2.ÍÍ54  al  2.356.  2.961,  2.310  v  2  535  al 
2.53'7, 


Art.  15.  Si  concurren  derechos  igua- 
les ó  de  la  misma  especie,  deben  los 
interesados  ceder  recíprocamente  lo 
necesario,  para  que  aquellos  derechos 
produzcan  su  efecto  sin  mayor  detri- 
mento para  una  parte  que  para  la 
otra. 

Art.  16.  Si  las  cuestiones  sobre  de- 
rechos y  obligaciones  no  pudieran  ser 
resueltas  ni  por  el  texto  de  la  ley,  ni 
por  su  espíritu,  ni  por  casos  análogos 
previstos  en  otras  leyes,  se  decidirán 
conforme  á  sus  circunstancias  especia- 
les por  los  principios  del  derecho  na- 
tural. 

Art.  17.  Únicamente  los  ciudadanos 
portugueses  pueden  disfrutar  plena- 
mente de  todos  los  derechos  que  la  ley- 
civil  reconoce  y  garantiza  (1). 

TITULO  n 

DEL    MODO  DE  ADQUIRIR   LA  CUALIDAD 
DE  CIUDADANO  PORTUGUÉS 

Art.  18.  Son  ciudadanos  portugue- 
ses: 

1.°  Los  nacidos  en  el  Reino,  de  padre 
y  madre  portugueses,  ó  únicamente  de 
madre  portuguesa,  siendo  hijos  ilegí- 
timos; 

2.®  Los  nacidos  en  el  Reino,  de  padre 
extranjero,  siempre  que  la  residencia 
de  éste  tenga  por  origen  el  servicio  de 
su  Nación,  excepto  si  declarasen  por  sí, 
después  de  su  mayor  edad  ó  emancipa- 
ción, ó  por  medio  de  sus  padres  ó  tuto- 
res, si  estuvieren  todavía  dentro  de  la 
menor  edad,  que  no  quieren  ser  ciuda- 
danos portugueses; 

3.°  Los  hijos  de  padre  portugués, 
aun  cuando  éste  haya  sido  expulsado 
del  Reino,  ó  los  hijos  ilegítimos  de  ma- 


(1)     Véanse  los  artículos  26,  30  y  1.96(>. 
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dre  portuguesa  que,  aunque  nacidos  en 
país  extranjero,  establezcan  su  domi- 
cilio en  el  Reino  ó  declaren  por  sí,  sien- 
do mayores  ó  emancipados,  ó  por  me- 
dio de  sus  padres  ó  tutores,  siendo  me- 
nores, que  quieren  ser  portugueses; 

L°  Los  que  nazcan  en  el  Reino,  de 
padres  ignorados  6  de  nacionalidad 
desconocida; 

5.*  Los  extranjeros  naturalizados, 
cualquiera  que  sea  su  religión; 

6.°  La  mujer  extranjera  que  contrai- 
ga matrimonio  con  ciudadano  portu- 
gués. 

§  1.**— La  declaración  exigida  en  el 
número  2.**  se  hará  ante  la  municipali- 
dad del  lugar  en  que  el  declarante  ten- 
ga su  residencia;  y  la  exigida  en  el  nú- 
mero 3.°,  ante  los  respectivos  Agentes 
consulares  portugueses,  ó  la  Autoridad 
extranjera  competente. 

§  2.®— El  menor,  quellegue  á  la  mayor 
edad  ó  se  emancipe,  podrá,  por  medio 
de  nueva  declaración,  hecha  ante  la 
municipalidad  del  lugar  que  elija  para 
su  domi<;ilio,  reclamar  contra  la  decla- 
ración que  durante  su  menor  edad  hu- 
biesen hecho  respectivamente  su  padre 
ó  tutor  en  los  términos  del  número  2.° 

Art.  19.  Pueden  ser  naturalizados 
los  extranjeros  mayores  de  edad  ó  re- 
putados cómo  tales,  conforme  á  las  le- 
yes de  su  país  y  á  las  portuguesas: 

1.**  Teniendo  capacidad  para  obte- 
ner salarios  por  medio  de  su  trabajo,  ú 
otro  recurso  para  subsistir; 

2.®  Habiendo  residido  un  año  por  lo 
menos  en  territorio  portugués. 

§  único —Pueden,  sin  embargo,  na- 
turalizarse, prescindiendo  de  la  cláusu- 
la del  número  2.°,  los  extranjeros  que> 
descendiendo  de  portugueses  por  línea 
masculina  ó  femenina,  se  domiciliasen 
fxi  el  Reino. 

Art.  20.    El  Gobierno  puede  dispen- 


sar todo  ó  parte  del  tiempo  de  la  resi- 
dencia, exigido  en  el  número  2.**  del  ar- 
tículo precedente,  al  extranjero  que, 
casado  con  mujer  portuguesa,  haya 
hecho  ó  sea  llamado  á  hacer  á  la  Na- 
ción algún  servicio  eminente. 

Art.  21.  Las  cartas  de  naturaliza- 
ción producirán  únicamente  efecto  des- 
de que  se  hayan  registrado  en  el  Ar- 
chivo de  la  Cámara  municipal  del  con- 
cejo en  el  que  establezca  su  domicilio 
el  extranjero. 

TtTUliO  in 

DtS  LA  MANERA    DE    PERDERSE   LA    CUALI- 
DAD DE  CIUDADANO  PORTUGUÉS 

Art.  22.  Pierde  la  cualidad  de  ciuda- 
dano portugués: 

1."  El  que  se  naturaliza  en  país  ex- 
tranjero; puede,  sin  embargo,  recobrar 
aquel  carácter  regresando  al  Reino  con 
ánimo  de  domiciliarse  en  él  y  declarán- 
dolo asi  ante  la  municipalidad  del  lu- 
gar que  eligiere  para  su  domicilio; 

2,^  El  que  sin  licencia  del  Gobierno 
acepte  funciones  públicas,  gracias, 
pensión  ó  condecoración  de  cualquier 
Gobierno  extranjero;  puede,  sin  em- 
bargo, rehabilitarse  por  medio  de  gra- 
cia especial  del  Gobierno; 

3.°  Los  expulsados  del  Reino  en  vir- 
tud de  sentencia,  mientras  durasen  los 
efectos  de  ésta; 

4.°  La  mujer  portuguesa  que  con- 
traiga matrimonio  con  extranjero,  á  no 
ser  en  el  caso  en  que,  por  virtud  de  su 
matrimonio  no  adquiera  naturalización 
en  el  país  de  su  marido.  Pero  disuelto 
el  matrimonio,  puede  recuperar  su  an- 
tigua cualidad  de  portuguesa,  siempre 
que  cumpla  lo  dispuesto  en  la  segunda 
parle  del  número  1.°  de  este  artículo. 

§  I."*— La  naturalización  en  país  ex- 
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tranjero  de  portugués,  casado  con  por- 
tuguesa, no  implica  la  pérdida  de  la 
cualidad  de  ciudadano  portugués  en 
cuanto  á  la  mujer,  á  no  ser  que  la  mis- 
ma declarase  que  quiere  seguir  la  na- 
cionalidad de  su  marido. 

§2."— Del  mismo  modo  la  naturali- 
zación en  país  extranjero  de  un  por- 
tugués, aunque  esté  casado  con  mujer 
extranjera,  no  implica  la  pérdida  de  la 
ciudadanía  portuguesa  con  relación  á 
los  hijos  menores  nacidos  antes  de  la 
naturalización,  á  no  ser  que  éstos,  des- 
pues  de  su  mayor  edad  ó  emancipa- 
ción, declararen  que  quieren  seguir  la 
nacionalidad  de  su  padre. 

Art.  23.  Las  personas  que  recobra- 
ren la  cualidad  de  ciudadano  portugués 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo precedente,  sólo  podrán  aprovechar- 
se de  este  derecho  desde  el  día  de  su 
rehabilitación. 

TÍTULO  IV 


DE     LOS     CIUDADANOS    PORTUGUESES    EN 
PAÍS  EXTRANJERO 

Art.  24.  Los  portugueses  que  viajen 
ó  residan  en  país  extranjero  permane- 
cen sujetos  á  las  leyes  portuguesas  re- 
lativas á  su  capacidad  civil,  á  su  estado 
y  á  su  propiedad  inmobiliaria  situada 
en  el  Reino  en  cuanto  á  los  actos  que 
deban  producir  en  éste  sus  efectos:  la 
forma  externa  de  los  actos  se  regirá, 
sin  embargo,  por  la  ley  del  país  en  que 
se  celebren,  excepto  en  los  casos  en 
que  haya  disposición  legal  en  con- 
trario. 

Art.  25.  Los  portugueses  que  con- 
traigan obligaciones  en  país  extranje- 
ro, pueden  ser  demandados  en  el  Reino 
por  los  nacionales  ó  extranjeros  con 


quienes  hayan  contratado,  si  aquéllos 
tuvieren  en  él  su  domicilio. 

TITULO  V 

DE  LOS  EXTRANJEROS  EN  PORTUGAL 

Art.  26.  Los  extranjeros  que  viajen 
ó  residan  en  Portugal,  tienen  los  mis- 
mos derechos  y  obligaciones  civiles  que 
los  ciudadanos  portugueses  en  cuanto 
á  los  actos  que  hayan  de  producir  sus 
efectos  en  este  Reino,  excepto  en  los 
casos  en  que  la  ley  expresamente  de- 
termine lo  contrario,  ó  si  existe  trata- 
do ó  convención  especial  que  regule  en 
otra  forma  sus  derechos. 

Art.  27.  El  estado  y  la  capacidad  ci- 
vil de  los  extranjeros  se  regularán  por 
las  leyes  de  su  país. 

Art.  28.  Los  extranjeros  que  se  en- 
cuentren en  el  Reino  pueden  ser  deman- 
dados ante  los  Tribunales  portugueses 
respecto  del  cumplimiento  de  las  obli- 
gaciones contraídas  en  país  extranjero 
con  subditos  de  Portugal. 

Art.  29.  Los  extranjeros  que  se  en- 
cuentren en  el  Reino  pueden  igualmen- 
te ser  demandados  por  otros  extranje- 
ros ante  los  Tribunales  portugueses  en 
cuanto  alas  obligaciones  contraídas  en 
Portugal. 

Art.  30.  Lo  dispuesto  en  los  dos  ar- 
tículos procedentes  se  entenderá  sin 
perjuicio  de  lo  que  se  preceptúa  en  la 
última  parte  del  art.  26. 

Art.  31.  Las  sentencias  pronuncia- 
das por  los  Tribunales  extranjeros  so- 
bre derechos  civiles  entre  extranjeros 
y  portugueses,  se  cumplirán  por  los  Tri- 
bunales de  Portugal  en  los  términos 
prescritos  en  el  Código  de  procedi- 
mientos. 
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%   TÍTUX-O  VI 

DB  LAS  PERSONAS  MORALES 

Art.  32.  Llámanse  personas  mora- 
les las^Asociaciones  ó  Corporaciones 
temporales  ó  perpetuas,  fundadas  con 
algún  fin  6  por  algún  motivo  de  utilidad 
pública,  6  de  utilidad  pública  y  particu- 
lar conjuntamente,  que  en  sus  relacio- 
nes civiles  representan  una  individuali- 
dad jurídica. 

Art.  33.  Ninguna  Asociación  ni  Cor- 
poración puede  representar  esta  indivi- 
dualidad jurídica  si  no  está  para  ello 
legalmente  autorizada. 

Art.  34.  Las  Asociaciones  ó  Corpo- 
raciones que  disfruten  ^e  individuali- 
dad jurídica  podrán  ejercer  todos  los 
derechos  civiles  relativos  á  los  intere- 
ses legítimos  de  su  instituto. 

Art.  35.  Las  Asociaciones  ó  Corpo- 
raciones perpetuas  no  pueden,  sin  em- 
bargo, adquirir  por  título  oneroso  bie- 
nes inmuebles,  no  siendo  fondos  con- 
solidados; y  los  que  se  adquieran  por 
títulos  gratuitos,  no  siendo  de  esta 
especie,  se  convertirán  en  ella  en  el  tér- 
mino de  un  año,  y  salvas  las  disposicio- 
nes de  las  leyes  especiales,  bajo  pena' 
de  que  recaigan  en  beneficio  de  la  Ha- 
cienda nacional. 

§  1.**— Lo  dispuesto  en  la  segunda 
parte  de  este  artículo  no  se  refiere  álos 
bienes  inmuebles  que  sean  indispensa- 
bles para  el  desempeño  de  los  deberes 
délas  Asociaciones  ó  Corporaciones 

§  2."— Se  considerarán  á  los  efectos 
de  este  artículo  como  perpetuas: 

1.®  Las  Asociaciones  ó  Corporacio- 
nes por  tiempo  ilimitado; 

%,^  Las  Corporaciones  ó  Asociacio- 
nes que,  aunque  limitadas  en  su  tiem- 


po, no  tengan  por  objeto  intereses  ma- 
teriales (1). 

Art.  36.  Si  alguna  de  las  Corpora- 
ciones ó  Asociaciones  á  que  se  refiere 
el  artículo  anterior  se  extinguieren  por 
cualquier  motivo,  se  incorporarán  sus 
bienes  á  la  Hacienda  nacional,  si  no 
hubieren  recibido  otro  destino  en  virtud 
de  una  ley  especial. 

Art.  37.  El  Estado,  la  Iglesia,  las 
Corporaciones  municipales,  las  Juntas 
de  parroquia  y  cualesquiera  fundacio- 
nes ó  establecimientos  de  piedad,  be- 
neficencia ó  instrucción  pública,  se  re- 
putarán, en  cuanto  al  ejercicio  de  los 
derechos  civiles  respectivos^,  como  per- 
sonas morales,  excepto  en  la  parte  en 
que  la  ley  ordenare  lo  contrario. 

Art.  38.  Ni  el  Estado,  ni  cualquiera 
otra  Corporación  ó  establecimiento  pú- 
blico, tienen  derecho  al  privilegio  de 
restitución  in  ¿ntegrum. 

Art.  39.  LasAsociaciones  de  interés 
particular  se  regirán  por  las  disposicio- 
nes referentes  al  contrato  de  sociedad. 

TÍTULO  VII 

DEL    DOMICILIO 

CAPÍTULO    PRIMERO 
Disposiciones  generales 

Art.  40.  El  domicilio  del  ciudadano 
determina,  en  los  diversos  casos  pre- 
vistos por  la  ley,  el  ejercicio  de  los  de- 
rechos y  el  cumplimiento  de  las  obliga- 
ciones civiles. 

Art.  41.    Se  entiende  por  domicilio  el 

(1)  Véanse  los  artículos  lA'il,  1.554,  núme- 
ro 3.%  1.561,  1.604,  1.669,  núm.  1.°,  1  0*79,  1,7'75, 
l.'lSl  y  1.836. 
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lugaren  que  el  ciudadano  tiene  su  resi- 
dencia permanente. 

.§  único.— Con  relación  á  las  Corpo- 
raciones ó  Asociaciones,  el  lugar  don- 
de esté  la  admioistración  sustituye  la 
residencia. 

Art.  42.  El  domicilio  pueda  ser  vo- 
luntario ó  necesario:  es  voluntario  el 
que  depende  del  libre  arbitrio  del  ciu- 
dadano, y  necesario  el  que  le  designan 
las  leyes. 

CAPÍTULO  II 
Del  domicilio  voluntario 

Art.  43.  Si  el  ciudadano  tuviese  di- 
versas residencias  en  que  viva  alterna- 
tivamente, se  le  considerará  domicilia- 
do en  aquélla  en  que  se  hallare,  excepto 
si  hubiere  declarado  ante  la  respectiva 
municipalidad  que  prefería  tener  el  do- 
micilio en  una  de  aquellas  residencias. 

Art.  4  J.  El  ciudadano  podrá,  cuando 
le  conviniere,  cambiar  sU  domicilio, 
dando  conocimiento  de  su  traslación  á 
las  Corporaciones  municipales  del  con- 
cejo que  abandona  y  de  aquél  en  que 
va  á  residir. 

§  único.— Esta  manifestación  produ- 
cirá sus  efectos  desde  el  momento  en 
que  el  que  la  haga  estableciere  su  mo- 
rada en  el  concejo  en  cuya  jurisdicción 
va  á  residir. 

Art.  45.  Se  considerará  como  domi- 
ciliado en  el  lugar  donde  se  hallare  al 
ciudadano  que  no  tuviere  residencia 
permanente. 

Art.  46.  Los  ciudadanos  pueden  ele- 
gir domicilio  particular  para  el  cumpli- 
miento de  actos  determinados  respecto 
de  los  cuales  la  ley  no  haya  fijado  do- 
micilio cierto,  y  ejercitar  este  acto  por 
medio  de  documento  público;  no  pue- 


den, sin  embargo,  dejar  aquella  elec- 
ción al  arbitrio  de  un  tercero. 

§  único.— En  el  caso  de  fallecer  algu- 
no de  los  contratantes,  la  obligación 
conservará  sus  efectos  respecto  de  los 
herederos,  siempre  que  no  haya  decla- 
ración en  contrario. 

CAPÍTULO  111 

Del  domicilio  necesario 

Art.  47.  Los  menores  no  emancipa- 
dos tienen  por  domicilio  el  de  su  padre 
ó  madre  á  cuya  autoridad  estén  suje- 
tos, y  en  defecto  ó  en  caso  de  impedi- 
mento legal  de  aquéllos,  el  del  tutor. 

Art.  48.  Los  mayores  sujetos  á  tute- 
la tienen  por  domicilio  el  del  tutor. 

Art.  49.  La  mujer  casada  tiene  por 
domicilio  el  del  marido,  siempre  que  no 
se  halle  separada  judicialmente,  en 
cuanto  á  la  persona  y  los  bienes,  sal- 
va la  disposición  del  párrafo  2.^  del  ar- 
ticulo 53. 

Art.  50.  Los  mayores  de  edad  ó  me- 
nores emancipado?  que  sirvan  ó  traba- 
jen habitualmente  en  casa  de  otro,  tie- 
nen por  domicilio  el  de  su  amo  ó  prin- 
cipal, si  con  él  habitan,  y  salvo  lo  dis- 
puesto en  los  dos  artículos  preceden- 
tes. 

Art.  5L  Los  empleados  públicos  que 
ejercen  sus  funciones  en  lugar  deter- 
minado,  tendrán  en  éste  su  domicilio 
necesario.  El  domicilio  se  determinará 
por  la  posesión  del  empleo  ó  por  el  ejer- 
cicio de  las  respectivas  atribuciones. 

§  único.— No  ejerciéndose  el  empleo 
en  un  lugar  cierto,  se  aplicaj'án  las  dis- 
posiciones del  artículo  anterior  para 
determinar  el  domicilio  del  empleado. 

Art.  52.  Los  militares  que  presten 
su  servicio  en  un  cuerpo,  tienen  su  do- 
micilio en  el  sitio  en  que  estén  de  guar-  ^ 
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oicióD.  Los  que  no  estuvieren  agrega- 
dos á cuerpo  algano,  tendrán  su  domi- 
cilio en  el  lugar  en  que  presten  su  ser- 
vicio, si  no  se  encontraren  en  algún  es- 
tablecimiento ó  morada  permanente; 
porque,  en  este  caso,  en  ellos  tendrán 
su  domicilio. 

§  único.— Los  marinos  pertenecientes 
á  la  armada  nacional,  tienen  su  domi- 
cilio eñ  Lisboa.  Los  que  formaren  par- 
te de  la  tripulación  de  buques  mercan- 
tes ó  de  cabotaje,  tendrán  su  domicilio 
en  las  poblaciones  de  la  matrícula  de 
aquéllos,  á  no  ser  que  por  otra  causa  lo 
tuvieren  diferente. 

Art.  53.  Los  condenados  á  prisión  ó 
confinamiento,  tendrán  como  domicilio 
el  lugar  en  que  estuvieren  extinguiendor 
la  pena  impuesta,  excepto  en  lo  que 
respecta  á  las  obligaciones  contraídas 
antes  del  delito,  conservando  con  rela- 
ción á  éstas  su  antiguo  domicilio. 

§  L°— Los  reos  sentenciados,  mien- 
tras no  sean  trasladados  al  sitio  en  que 
hubieren  de  extinguir  su  condena,  ten- 
drán como  domicilio  el  lugar  en  que  se 
hallen  detenidos. 

§  2.°— La  mujer  y  los  hijos  del  senten- 
ciado á  confinamiento,  que  no  acompa- 
ñasen á  aquél  al  lugar  del  cumplimien- 
to de  la  pena,  no  tendrán  por  domicilio 
el  del  marido  ó  padre,  sino  el  suyo  pro- 
pio, conforme  á  las  reglas  establecidas 
en  los  artículos  anteriores. 

Art.  54.  El  domicilio  necesario  cesa 
desde  el  momento  en  que  concluye  el 
hecho  de  que  depende  (1). 


(I)  Ed  la  edición  oficial  que  tenemos  á  la 
vUta  se  incierta  este  artículo  á  la  cabeza  del  títu- 
lo y  capítulo  que  signen;  pero  esto  es  sin' duda 
una  errata,  porque  la  materia  de  que  trata  es 
evidentemente  la  de  que  el  capítulo  en  que  In  in- 
RertamoB  se  viene  ocupando. 


TÍTULO  VIH 

DE   LA    AUSENCIA 

CAPÍTULO    PRIMERO 

De  la  curaduría  provisional  de  los  bienes 
del  ausente 

Art.  55¿  Si  desapareciere  cualquier 
persona  del  lugar  de  su  domicilio  ó  re- 
sidencia sin  haber  dejado  procurador  ó 
quien  legalmente  administre  sus  bie- 
nes y  sin  que  de  la  misma  se  tengan 
noticias,  el  Juez  competente,  cuando 
haya  de  proveerse  á  estas  necesidades, 
nombrará  un  curador. 

§  1.®— En  estos  asuntos  se  considera- 
rá competente  el  Juez  del  domicilio  del 
ausente. 

§  2.®— Lo  dispuesto  en  el  párrafo  que 
antecede,  no  servirá  de  obstáculo  á  las 
providencias  de  conservación  que  se 
hagan  indispensables  en  cualquiera 
otra  parte  en  que  el  ausente  tenga 
bienes. 

Art.  56.  Podrán  reclamar  la  curadu- 
ría mencionada,  el  Ministerio  público  y 
todos  aquéllos  que  tengan  interés  en 
la  conservación  de  los  bienes  del  au- 
sente. 

Art.  57.  En  los  nombramientos  de 
curador  preferirá  el  Juez  á  los  herede- 
ros presuntos,  y  á  falta  de  éstos,  á  los 
que  tengan  mayor  interés  en  la  conser- 
vación de  los  bienes  del  ausente. 

Art.  58.  El  curador  nombrado  reci- 
birá por  inventario  los  bienes  del  au- 
sente, y  prestará  fianza  suficiente  se- 
gún la  importancia  de  los  valores  mobi- 
liarios y  la  renta  líquida  anual  de  los 
bienes  inmuebles. 

§  único.— Si  el  curador  nombrado  no 
pudiese  prestar  la  fianza  mencionada, 
el  Juez  mandará  depositar  los  valores 
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mobiliarios  que  seaD  susceptibles  de 
conservación  útil,  vendiendo  los  de- 
más en  pública  subasta  y  haciendo  em- 
plear su  producto,  como  el  de  los  de- 
más capitales,  en  valores  productivos 
que  ofrezcan  suficiente  seguridad. 

Art.  59.  Los  poderes  del  curador  pro- 
visional se  limitarán  á  los  actos  de 
mera  administración^  de  la  cual  rendi- 
rá cuenta  anualmente;  pero  aquél  debe- 
rá proponer  también  en  juicio  las  accio- 
nes de  conservación  que  no  puedan  re- 
tardarse sin  perjuicio  del  ausente,  es- 
tando además  facultado  para  represen- 
tar á  éste  en  las  acciones  que  contra  el 
mismo  se  intenten. 

Art.  60.  Si  se  entablare  algún  pleito 
contra  el  ausente,  que  no  tenga  cura- 
dor ó  quien  le  represente  legalmente, 
se  le  nombrará  un  curador  especial  que 
le  defienda  en  el  litigio. 
•  Art.  61.  El  curador  provisional  ten- 
drá derecho  á  un  5  por  100  de  las  ren- 
tas líquidas  que  realice. 

Art.  62.  El  Ministerio  público  es  el 
encargado  de  velar  por  los  intereses 
del  ausente,  y  será  siempre  oído  en  los 
actos  judiciales  que  á  éste  se  refieran. 

Art.  63.  La  curaduría  provisional 
termina: 

1.°  Por  la  vuelta  del  ausente,  ó  por 
la  certeza  de  su  existencia; 

2.°  Por  la  comparecencia  de  Procu- 
rador con  poder  bastante,  ó  de  persona 
que  represente  al  ausente; 

3.**  Por  la  certeza  de  la  muerte  del 
ausente; 

4.°  Por  la  constitución  de  la  curadu- 
ría definitiva. 


CAPÍTULO  II 

De  la  curaduría  dejinitioa  del  ausente 
soltero 

Sección   primera 

Do  la  constitución  de  la  curaduría  definitiva 
y  de  sus  efectos 

Art.  64.  Transcurridos  cuatro  años 
desde  el  día  en  que  desapareció  el  au- 
sente, sin  que  de  él  se  tengan  noti- 
cias, ó  desde  la  fecha  de  las  últimas  re- 
cibidas, podrán  las  personas  reputadas 
como  herederos  al  tiempo  de  la  au- 
sencia ó  de  las  últimas  noticias,  ya 
*sean  legítimos  ó  testamentarios,  y  una 
vez  justificada  la  ausencia  con  asisten- 
cia del  Ministerio  público,  reclamar  la 
entrega  de  los  bienes  del  ausente,  ex- 
cepto cuando  éste  hubiere  dejado  po- 
der bastante,  pues  en  este  caso  única- 
mente podrá  hacerse  la  reclamación, 
desde  que  hayan  pasado  diez  años, 
á  contar  del  día  de  la  desaparición  ó  úl- 
timas noticias  del  ausente. 

§  único.— Los  herederos  podrán,  sin 
embargo,  una  vez  pasados  tres  años, 
en  los  términos  ya  expresados,  pedir 
que  el  Procurador  preste  fianza  su- 
ficiente, si  hay  justa  sospecha  de  insol- 
vencia; y  cuando  aquél  no  pueda  ó  no 
quiera  prestarla,  se  presumirá  la  nuli- 
dad de  sus  poderes. 

Art.  65.  La  decisión  que  constituye 
la  curaduría  definitiva,  no  puede  pro- 
nunciarse sin  que  se  haya  llamado  al 
ausente  por  edictos  publicados  en  los 
periódicos  oficiales,  con  anticipación 
de  seis  meses,  y  fijados  en  la  puerta  de 
la  iglesia  parroquial  del  lugar  de  su  úl- 
timo domicilio;  ni  puede  tampoco  darse 
cumplimiento  al  fallo  sin  que  se  publi- 
que éste  durante  cuatro  meses  en  la 
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misma  forma  intlicada  para  los  edictos. 

g  único. —Estas  publicaciones  se  ha- 
rán en  extracto,  cuya  exactitud  com- 
probará el  Juez,  quien  lo  rubricará  en 
el  caso  de  hallarlo  conforme. 

Art.  66.  Si  el  ausente  hubiere  dejado 
testamento  cerrado,  el  Juez,  antes  de 
dictar  su  resolución,  mandará  proceder 
á  su  apertura,  á  fin  de  tener  en  cuenta 
sus  cláusulas  y  proveer  en  su  virtud  á 
la  curaduría. 

Art.  67.  Cons^tuída  la  curaduría  de- 
finitiva, tanto  los  legatarios  como  todos 
aquéllos  que  por  muerte  del  ausente  tu- 
viesen derecho  fundado  á  alguna  parte 
de  los  bienes  de  éste,  podrán  pedir  que 
Je  sea  entregada. 

§  único.— En  el  plazo  expresado  en  el 
artículo  64,  podrán  los  interesados,  á 
quienes  este  artículo  se  refiere,  recla- 
mar la  entrega  de  los  bienes  á  que  ten- 
gan derecho,  una  vez  justificada  la  au- 
sencia en  la  forma  legal. 

Art.  68.  Si  aun  después  de  estableci- 
da la  curaduría  definitiva,  se  presen- 
tase algún  heredero  que  en  el  orden  de 
sucesión  deba  excluir  al  que  se  nom- 
bró curador,  podrá  utilizar  los  medios 
oportunos  paral^yjul ación  del  primi- 
tivo nombramiento  y  la  designación, 
para  el  cargo,  de  persona  competente. 

Sección  segunda 

Del  inventario  y  de  la  fianza  de  los  bienes 
del  ausente 

Art.  69.  Los  bienes  del  ausente  úni- 
camente podrán  ser  entregados  ^  los 
herederos  y  demás  interesados,  me- 
diante inventario  y  fianza  bastante. 

Art.  70.  Si  los  herederos  ó  los  inte- 
resados no  prestaren  la  referida  cau- 
ción, continuará  la  administración  de 
los  bienes  del  ausente  durante  el  tiem- 
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po  en  que  a.quélla  sea  necesaria;  pero 
les  será  permitido,  justificando  su  falta 
de  medios,  reclamar  la  adjudicación  de 
la  mitad  de  las  rentas  á  que  tendrían 
derecho  si  estuviesen  á  su  cargo  los 
bienes  referidos. 

Sección  tercera 

De  los  derechos  y  obligaciones  de  los  curadores 
definitivos  y  domas  interesados 

Art.  71;  Los  curadores  definitivos 
pueden  exigir  la  entrega  de  todos  los 
bienes  y  ejercitar  todos  los  derechos 
que  pertenecían  al  ausente  hasta  el  día 
que  desapareció  ó  hasta  aquél  en  que 
se  recibieron  sus  últimas  noticias. 

Art.  72.  Los  bienes  y  derechos  que 
eventualmente  adquiera  el  ausente  des- 
de su  desaparición  ó  últimas  noticias, 
y  que  dependan  de  la  condición  de  su 
existencia,  pasarán  á  los  que  habrían 
sido  llamados  á  sucederle,  si  hubiese 
fallecido. 

§  1.®— En  este  caso,  los  curadores  de- 
finitivos, ó  en  su  defecto  el  Ministerio 
público,  podrán  reclamar  el  inventario 
de  los  bienes  referidos,  y  que  los  que 
los  retengan  ó  arrienden  presten  fianza 
bastante  por  espacio  de  diez  años,  con- 
tados desde  el  momento  en  que  los  bie- 
nes indicados  entren  en  su  poder. 

§ 2°  El  derecho  que  el  ausente  ten- 
ga á  estos  bienes  se  extingue  conforme 
á  las  reglas  generales  de  prescripción; 
pero  los  poseedores  de  buena  fe  ten- 
drán derecho,  en  caso  de  restitución,  á 
los  frutos  percibidos. 

Art.  73.  Los  curadores  definitivos  y 
demás  interesados  harán  suya,  con  la 
excepción  del  artículo  precedente  y  des- 
de ol  día  de  la  entrega  de  los  bienes 
respectivos,  la  cuarta  parte  de  sus  pro- 
ductos, si  se  presentan  el  ausente  ú 

.    11 
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Otros  herederos  en  el  plazo  de  diez  años; 
si  la  presentación  se  verifica  dentro  de 
un  plazo  de  diez  á  veinte  años^  percibi- 
rán la  mitad.  Pasados  veinte  años,  ha- 
rán suyos  todos  los  productos. 

Art.  74.  Los  curadores  definitivos 
pueden  pedir  cuentas  á  los  provisiona- 
les, no  siendo  ellos  mismos  ó  no  ha- 
biéndose rendido  aquéllas  debidamen- 
te; podrán  también  recibir  los  frutos  y 
rentas  que  quedaron  de  la  anterior  ad- 
ministración, y  demandar  y  ser  deman- 
dados como  legítimos  herederos  del 
ausente. 

Art.  75.  Los  curadores  definitivos 
no  están  obligados  á  rendir  cuentas  de 
su  administración,  excepto  al  ausente  ó 
á  sus  herederos,  si  se  habilitasen  otros. 

Art.  76.  Los  curadores  definitivos 
no  pueden  enajenar  los  bienes  inmue- 
bles, á  no  ser  que  no' pudieran  en  otra 
forma  pagar  cualquier  deuda  del  au- 
sente, evitar  el  deterioro  ó  ruina  de  al- 
guna propiedad,  costear  ¡as  mejoras 
necesarias  ó  útiles  que  exijan  los  bie- 
nes del  ausente,  ó  atender  á  cualquier 
otra  necesidad  urgente. 

§  único.— En  estos  casos  precederá 
la  autorización  del  Juez  competente  y 
se  hará  la  venta  en  subasta  pública, 
con  asistencia  del  Ministerio  público. 

Art.  77.  Los  referidos  curadores  no 
pueden  tampoco  transigir  sin  autoriza- 
ción judicial,  ni  repudiar  herencias  á 
que  el  ausente  tuviere  derecho  antes  de 
su  desaparición  ó  de  la  fecha  de  las  úl- 
timas noticias  que  de  61  se  tuvieren; 
pero  deben  aceptarlas  á  beneficio  de 
inventario. 

Sección  cuarta 

Del  término  de  la  curaduría  definitiva 

Art.  78.  La  curaduría  definitiva  ter- 
mina: 


1.**    Por  la  vuelta  del  ausente; 

2.®    Por  la  noticia  de  su  existencia; 

3.®    Por  la  certidumbre  de  su  muerte; 

4.®    Por  el  lapso  de  veinte  años; 

5.®  Si  el  ausente  cuenta  noventa  y 
cinco  años  de  edad. 

§  único.— En  el  caso  del  número  2.^ 
los  curadores  definitivos  se  considera- 
rán como  provisionales  mientras  no 
comparezca  el  ausente  ó  quien  legal- 
mente  le  represente. 

Art.  79.  En  cualquiera  de  los  tres  últi- 
mos casos  referidos  en  el  artículo  ante- 
rior, quedan  libres  los  herederos  y  de- 
más interesados  de  la  fianza  que  hu< 
hieren  prestado,  y  pueden  disponer  co- 
mo suyos  de  los  bienes  del  ausente. 

Art.  80.  Si  después  de  transcurridos 
veinte  años  de  ausencia  ó  de  haber 
cumplido  sus  noventa  y  cinco  de  edad, 
el  ausente  apareciere,  ó  se  presenta- 
ren ascendientes  ó  descendientes  su- 
yos, éstos  ó  aquél  percibirán  los  bienes 
existentes  en  el  estado  en  que  se  halla- 
ren, ó  aquéllos  por  que  se  hubieren 
permutado,  ó  el  precio  que  los  herede- 
ros y  demás  interesados  hubieran  reci- 
bido por  los  enajenados  después  de 
aquel  tiempo. 

§  único.— Este  derecho,  concedido  á 
los  ascendientes  y  descendientes,  pres- 
cribe pasados  diez  años  desde  el  térmi- 
no de  la  curaduría  definitiva. 

Art.  8L  Apareciendo  otros  herede- 
ros que  no  sean  los  designados  en  el 
artículo  anterior,  sólo  podrán  exigir 
los  bienes  del  ausente  cuando  no  ha- 
yan pasado  los  vointo  años  expresados 
en  el  número  4.**  del  art.  78. 


CÓDICO  CIVIL  PORTUGUÉS 


163 


CAPÍTULO  III 

De  la  administración  de  los  bienes  del 
ausente  casado 

Sección  primera 

De  la  administración  de  los  bienes  del  ausente 
casado  que  no  tenga  hijos 

Art.  82.  Si  el  ausente  estuviere  ca- 
sado, justifícada  su  ausencia  en  los 
términos  declarados  en  el  artículo  an- 
terior, se  procederá,  con  citación  de  los 
herederos  presuntos,  al  inventario  y 
partición,  ó  á  la  separación  de.bienes 
con  arreglo  á  la  naturaleza  del  contra- 
to de  matrimonio. 

Art.  83.  Si  el  ausente  no  dejare  hi- 
jos, el  cónyuge  presente  conservará  la 
administración  de  todos  los  bienes  de 
la  sociedad  conyugal  por  espacio  de 
veinte  años,  contados  desde  el  tiempo 
de  la  desaparición  ó  de  las  últimas  no- 
ticias del  ausente  ó  durante  los  que 
falten  para  que  éste  cumpla  los  noven- 
ta y  cinco  años  de  edad,  en  la  forma 
prescrita  en  el  núm.  5.*^  del  art.  78. 

Art.  84.  El  cónyuge  presente  puede 
disponer  libremente  de  sus  bienes  una 
vez  hecho  el  inventario,  partición  y  se- 
paración de  aquéllos. 

Art  85.  El  cónyuge  presente  tendrá, 
respecto  de  los  bienes  del  ausente,  los 
mismos  derechos  y  obligaciones  de  los 
curadores  definitivos,  con  la  circuns- 
tancia especial  de  pertenecerle  todos 
los  frutos  y  rentas. 

Art.  86.  Si  regresare  el  cónyuge  au- 
sfínte  antes  de  terminar  el  plazo  fijado 
en  o]  art.  83,  continuará  la  sociedad 
conyugal  en  los  términos  en  que  se  hu- 
biere constituido. 

Art.  87.  Pasados  veinte  años  ó  cum- 
plida la  edad  mencionada  en  el  núme- 


ro 5.°  del  art.  78,  ó  teniendo  certeza  de 
lá  muerte  del  ausente,  pueden  los  he- 
rederos habilitados  hacerse  cargo  de 
los  bienes  de  aquél  y  disponer  de  eüos 
libremente. 

§  único.— El  cónyuge  administrador 
tiene  en  este  caso  derecho  á  alimentos 
conforme  á  los  términos  del  art  1.231. 

Art.  88.  Si  falleciere  el  cónyuge  pre- 
sente antes  del  plazo  establecido  en  el 
artículo  anterior,  los  bienes  del  ausen- 
te se  entregarán  en  la  misma  forma  á 
sus  herederos,  á  los  cuales  se  conside- 
rará como  curadores  definitivos,  pa- 
sándoles en  cuenta  el  tiempo  de  admi- 
nistración de  los  bienes  del  cónyuge  fa- 
llecido. 

Art.  89.  Si  el  cónyuge  ausente  re- 
gresare pasado  el  plazo  establecido  en 
el  art.  83,  recobrará  sus  bienes  en  la 
forma  expresada.en  el  art.  80;  pero  si 
el  cónyuge  presente  viviera  aún,  no  se 
considerará  que  esta  circunstancia  res- 
tablece la  comunidad  de  bienes,  á  no 
ser  que  los  cónyuges  lo  convinieran  asi 
nuevamente  por  medio  de  escritura  pú- 
blica. 

§  único.— Son  aplicables  á  los  ascen- 
dientes ó  descendientes  sucesivos  que 
aparezcan  en  el  plazo  mencionado  en 
este  artículo,  las  disposiciones  del  ar- 
tículo 80. 

Sección  segunda 

De  la  administración  de  los  bienes  del  ausente 
casada  que  tuviere  hijos 

Art.  90.  Si  el  ausente  hubiere  dejado 
consorte  é  hijos  comunes,  se  procederá 
en  la  forma  ya  indicada  al  inventario, 
partición  ó  separación  de  bienes,  con 
la  única  diferencade  que  los  que  co- 
rrespondieren á  la  porción  del  ausente 
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66  8ubdividiré.n  entre  sus  referidos 
hijos. 

Art  91.  Si  los  hijos  fueren  mayores 
de  edad  ó  emancipados^  podrán  hacer- 
se cargo  de  los  bienes  que  se  les  adju- 
diquen y  administrarlos  como  suyos; 
pero  no  pudiendo  enajenarlos  hasta 
qué  transcurran  diez  años  desde  la 
desaparición  ó  últimas  noticias  del  au- 
sente, excepto  en  los  casos  especifica- 
dos y  prescritos  en  el  art.  76. 

§  único.— Los  bienes  expuestos  á  pe- 
recer ó  á  depreciarse,  y  los  de  dispen- 
diosa conservación,  podrán  ser  enaje- 
nados mediante  estas  causas  y  antes 
del  plazo  mencionado.  El  precio  de  la 
venta  se  empleará  productivamente. 

Art.  92.  Si  los  hijos  fueran  menores 
se  observarán  las  reglas  prescritas  en 
los  artículos  137  y  siguientes,  pon  rela- 
ción lo  mismo  á  aquéllos  que  á  los  bie- 
nes que  les  fueren  adjudicados. 

Art.  93.  Si  el  ausente  hubiere  dejado 
otros  hijos  que  tuvieran  derecho  á  su- 
cederle,  se  aplicarán  con  relación  á  los 
mismos  las  disposiciones  de  los  artícu- 
los anteriores. 

*Art.  94.  Si  regresare  el  ausente  pa- 
sado el  plazo  fijado  en  el  art.  91,  podrá 
recobrar  únicamente  los  bienes  que 
existieren  aún  en  poder  de  sus  hijos,  y 
los  que  hubiesen  permutado  por  los 
mismos  ó  sido  adquiridos  con  el  precio 
de  los  enajenados. 

Sección  tercera 

De  la  auseDcia  simultanea  ó  sucesiva 

Art.  95.  Si  ambos  cónyuges  desapa- 
reciesen simultanea  ó  sucesivamente, 
dejando  hijos  mayores,  se  li«n,rán  éstos 
cargo,  justificada  la  ausencia,  en  los 
términos  del  art.  64,  de  los  bienes  de 
sus  padres,  los  cuales  administrarán 
libremente  en  la  forma  que  entre  sí 


convinieren;  pero  no  podrán  enajenar- 
los, excepto  en  los  casos  y  plazos  Indi- 
cados en  el  art.  91. 

Art.  96.  Si  los  hijos  fueren  meno- 
res, se  procederá  al  inventario  y  par- 
tición, como  si  los  ausentes  hubiesen 
fallecido,  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto 
en  la  última  parte  del  articulo  prece- 
dente. 

TÍTULO  IX 

DE  LA  INOAPACIDAD  POR  MENOR  EDAD 
Y  DE  LA  FORMA  DE  SUPLIRLA 

CAPÍTULO  PRIMERO 
Disposiciones  generales 

Art.  97.  Son  menores  las  personas 
de  uno  y  otro  sexo  qu^B  no  hayan  cum- 
plido la  edad  de  veintiún  años 

Art.  98.  Los  menores  son  incapaces 
de  ejercer  derechos  civiles,  y  sus  actos 
y  contratos  no  pueden  adquirir  el  ca- 
rácter de  obligación  jurídica,  salvo  en 
los  casos  expresamente  exceptuados 
por  la  ley. 

Art.  99.  Los  contratos  celebrados 
ilegítimamente  por  los  menores,  no 
podrán,  sin  embargo,  ser  impugnados 
por  los  otros  contrayentes  á  pretexto 
de  la  incapacidad  del  menor. 

Art.  100.  La  incapacidad  de  los  me- 
nores se  suple  por  la  patria  potestad,  y, 
á  falta  de  ésta,  por  la  tutela. 

CAPÍTULO  II 

De  la  patria  potestad 
Sección  primera  • 

De  los  hijos  legítimos 

Art.  101.  Se  consideran  como  legíti- 
mos los  hijos  nacidos  de  matrimonio      ■ 
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legitimamente  contraído,  pasados  cien- 
to ochenta  días  de  su  celebración,  ó 
dentro  de  los  trescientos  días  siguien- 
tes á  su  disolución  ó  á  la  separación 
de  los  cónyuges,  decretada  judicial- 
mente. 

Art.  102.  La  legitimidad  del  hijo  na- 
cido dentro  de  los  ciento  ochenta  días 
siguientes  á  la  celebración  del  matri- 
monio, no  puede,  sin  embargo,  ser  im- 
pugnada: 

1.**  Si  el  marido,  antes  de  casarse, 
tuviese  conocimiento  del  estado  de  em- 
barazo en  que  se  encontraba  su  mujer; 

2.**  Si  estando  presente  consintió  que 
al  registrarse  el  nacimiento  se  decla- 
rase como  suyo  el  hijo,  ó  si  en  cual- 
quier otra  forma  reconociese  que  era 
suyo  el  hijo  nacido  en  aquellas  circuns- 
tancias. • 

Art.  103.  La  presunción  de  legitimi- 
dad de  los  hijos  nacidos  durante  el  ma- 
trimonio, pasados  los  ciento  ochenta 
días  siguientes  á  su  celebración,  ó  den- 
tro de  los  trescientos  que  transcurriesen 
desde  su  disolución  ó  separación  de  los 
cónyuges,  únicamente  puede  impug- 
narse probando  que  el  marido  estuvo 
físicamente  imposibilitado  de  cohabitar 
con  la  mujer  en  los  primeros  ciento 
veintiún  días  ó  más  de  los  trescientos 
que  hubiesen  precedido  al  nacimiento 
del  hijo. 

Art.  104.  La  presunción  de  que  el 
hijo,  nacido  después  de  los  trescientos 
días  siguientes  á  la  separación  de  los 
cónyuges,  no  pertenece  al  marido  sepa- 
rado, podrá  impugnarse  probándose 
que  el  hijo  es  efectivamente  del  marido. 

§  único.— Esta  prueba  puede  hacerse 
en  la  forma  establecida  en  el  art.  119, 
números  1.**  y  2.^  y  párrafos  L®  y  2.® 

Art.  105.  La  impotencia  del  marido, 
anterior  al  matrimonio,  no  puede  ale- 
garse para  impugnar    la  legitimidad 


del  hijo;  pero  sí  la  posterior,  siempre 
que  no  se  alegue  como  fundamento  la 
vejez. 

Art.  106.  Únicamente  pueden  impug- 
nar la  legitimidad  de  los  hijos  el  padre 
ó  sus  herederos  en  los  términos  de  los 
artículos  siguientes. 

Art.  107.  Únicamente  el  padre  puede 
impugnar  la  legitimidad  de  los  hijos, 
en  los  casos  permitidos  por  la  ley,  enta- 
blando al  efecto  acción  judicial,  si  se 
encontrare  en  el  lugar  del  nacimiento, 
dentro  de  sesenta  días  contados  desde 
este  hecho,  y  si  no  se  encontrare  en 
aquel  sitio,  dentro  de  los  ciento  veinte 
días  siguientes  á  su  regreso. 

§  único.— Si  se  hubiese  ocultado  el 
nacimiento  del  hijo,  podrá  proponerse 
la  acción  dentro  de  los  ciento  veinte 
días  siguientes  al  conocimiento  del 
fraude. 

Art.  108.  Los  herederos  del  marido, 
únicamente  podrán  impugnar  la  legiti- 
midad de  los  hijos  nacidos  en  el  matri- 
monio: 

1.**  Si  el  marido,  hallándose  presen- 
te, dio  comienzo  á  la  acción  competente 
y  desistió  de  ella; 

2J^  Si  falleciese  antes  de  cumplir  los 
plazos  fijados  para  la  interposición  de 
la  acción; 

3.**  Si  el  hijo  naciese  después  de  la 
.muerte  del  marido. 

Art.  '109.  La  acción  de  los  herederos, 
prescribe,  pasados  sesenta  días  conta- 
dos desde  aquél  en  que  el  hijo  haya  en- 
trado en  posesión  de  los  bienes  del 
presunto  padre,  ó  desde  aquél  en  que 
los  herederos  fuesen  perturbados  en  la 
posesión  de  la  herencia  por  el  hijo  re- 
ferido. 

Art.  110.  Únicamente  se  tendrá  por 
hijo,  á  los  efectos  legales,  aquél  de 
quien  se  pruebe  que  nació  con  vida  y 
con  figura  humana. 
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Art.  111.  Es  imprescriptible  el  dere- 
cho que  los  hijos  legítimos  tienen  para 
reclamar  el  estado  que  les  pertenece. 

Art.  112.  Los  herederos  de  los  hijos 
pueden  proseguir  las  acciones  de  rei- 
vindicación de  estado  que  estén  pen- 
dientes; pero  únicamente  pueden  inten- 
tarlas de  nuevo,  si  hubiese  fallecido  el 
hijo  ó  se  hubiese  puesto  demente  antes 
de  transcurridos  cuatro  años  después 
de  su  emancipación  ó  mayor  edad  y  ha- 
biendo fallecido  en  aquel  estado. 

§  único.— -Esta  acción  prescribe  en  el 
espacio  de  cuatro  años,  contados  desde 
el  fallecimiento  del  hijo. 

Art.  113.  En  todos  los  casos  en  que 
se  impugnare  en  juicio  la  presunción 
de  legitimidad  del  hijo,  siendo  éste  me- 
nor se  le  proveerá  de  un  tutor  esco- 
gido entre  los  parientes  de  la  madre, 
si  los  tuviere,  y  será,  siempre  ésta 
oída  enjuicio. 

§  único.— El  nombramiento  de  tutor 
se  hará  en  consejo  de  familia,  compues- 
to de  parientes  de  la  madre,  ó  en  defec- 
to de  éstos  de  personas  de  su  amistad. 

Sección  segunda 

De  la  prueba  de  la  fíliación  legítima 

Art.  114.  La  filiación  legítima  se 
prueba  por  los  registros  del  nacimiento 
ó  en  su  defecto  por  cualquier  documen- 
to público,  y  á  falta  de  éste,  por  la  po- 
sesión de  estado,  probada  por  escrito  ó 
por  testigos. 

Art.  115.  La  posesión  de  estado  en 
este  caso,  consiste  en  el  hecho  de  ha- 
ber sido  alguno  reputado  y  tratado  co- 
mo hijo  tanto  por  los  padres  como  por 
las  familias  de  éstos  y  por  el  público. 

Art.  116.  En  defecto  del  registro  de 
nacimiento,  documento  público  y  pose- 
sión de  estado,  la  filiación    legítima 


puede  probarse  por  cualquier  medio 
habiendo  principio  de  prueba  por  es- 
crito procedente  de  ambos  padres,  con- 
junta ó  separadamente. 

Art.  117.  Nadie  puede  reivindicar  un 
estado  contrario  al  que  resulte  de  los 
registros  de  nacimiento  si  éstos  se  ha- 
llan confirmados  con  la  posesión  de 
estado;  así  como  tampoco  nadie  puede 
impugnar  el  estado  referido. 

Art.  118.  A  la  reivindicación  de  es- 
tado puede  oponerse  cualquier  especie 
de  prueba  escrita  ó  testifical. 

Sección  terecina 

De  lo»  hijos  legitimados 

Art.  119.  El  matrimonio  legitima  los 
hijos  nacido^antes  de  efectuarse  entre 
las  personas  que  lo  contraen: 

1.°  Si  los  hijos  mencionados  son  re- 
conocidos por  sus  padres  al  registrar 
su  matrimonio;  al  llenar  este  requi- 
sito respecto  del  nacimiento  de  los  mis- 
mos hijos,  ó  en  testamento  ó  escritura 
pública  anteriores  ó  posteriores  al  ma- 
trimonio; 

'  2.®  Si  los  hijos  probaren  su  filiación 
por  medio  de  acción  y  sentencia  judi- 
cial. 

§  1.**— El  reconocimiento  de  que  trata 
el  núm.  1.°  puede  ser  impugnado  por 
todos  aquéllos  que  en  el  mismo  tuvie- 
ran interés. 

§  2."— A  las  acciones  á  que  se  refiere 
el  núm.  2.°  son  aplicables  las  dispo- 
siciones de  los  artículos  130  y  133. 

§  3.^— Los  efectos  de  la  legitimación 
principian  en  todo  caso  desde  la  feclia 
del  matrimonio. 

Art.  120.  La  legitimación  aprovecha 
no  sólo  á  los  hijos  sino  á,  sus  descen- 
dientes si  aquéllos  no  existieran. 

Art.  121.    Los  legitimados  por  sub- 
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siguiente  matrimonio  se  considerarán 
en  todo  equiparados  á  los  hijos  legí- 
timos. 

Sección  cuarta 

De  los  hijos  recronocidos 

Ar.  122.  Pueden  ser  reconocidos  to- 
dos los  hijos  ilegítimos,  excepto: 

1.**    Los  hijos  adulterinos; 

2.®    Los  hijos  incestuosos; 

§  L°— Hijos  adulterinos  son  los  teni- 
dos por  cualquier  persona,  casada  al 
tiempo  de  la  concepción,  de  otra  que 
no  esté  unida  á  aquélla  en  matrimonio. 

§  2.®— Entiéndese  por  incestuoso  al 
efecto  indicado: 

1.®  Los  hijos  de  parientes  por  con- 
sanguinidad 6  afinidad  en  cualquier 
grado  de  la  línea  recta; 

2.°  Los  hijos  de  parientes  por  con- 
sanguinidad hasta  el  segundo  grado 
inclusive  de  la  linea  trasversal. 

Art.  123.  El  reconocimiento  puede 
ser  hecho  por  ambos  padres  de  común 
acuerdo  ó  por  cualquiera  de  ellos  sepa- 
radamente, ya  sea  al  registrar  el  naci- 
miento, ó  por  medio  de  escritura,  tes- 
tamento ó  acto  público. 

Art.  124.  Cuando  el  padre  ó  la  ma- 
dre hicieren  el  reconocimiento  separa- 
damente, no  pueden  revelar,  en  el  do- 
cumento que  al  efecto  hagan,  el  nombre 
de  la  persona  de  quien  hubieren  tenido 
el  hijo  reconocido,  ni  indicar  circuns- 
tancias en  virtud  de  las  cuales  pudiera 
conocérsele. 

Art.  125.  Para  que  uno  de  los  padres 
haga  separadamente  el  reconocimiento, 
bastará  que  tenga  capacidad  para  con- 
traer matrimonio  en  los  primeros  cien- 
to veinte  días  de  los  trescientos  que 
hayan  precedido  al  nacimiento  del  hijo. 

Art.  126.    El  hijo  mayor  de  edad  no 


puede  ser  reconocido  sin  su  consenti- 
m  ento. 

Art.  127.  Si  el  reconocido  fuese  me- 
nor de  edad,  podrá  impugnar  su  reco- 
nocimiento dentro  de  los  cuatro  años 
inmediatos  á  su  emancipación  ó  mayor 
edad. 

Art.  128.  Lo  mismo  el  reconocimien- 
to de  los  padres  que  la  oposición  del 
hijo,  pueden  ser  impugnados  por  todos 
aquéllos  que  en  ello  tengan  interés. 

Art.  129.  Los  reconocidos  exponta- 
neamente  ó  por  sentencia,  adquieren 
derecho: 

1.°  De  usar  de  los  apellidos  de  los 
padres; 

2.**  De  ser  alimentados  por  los  mis- 
mos; 

3.°  Do  sucederles  6  tener  parte  en 
su  herencia  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  los  artículos  1.989  á  1.992. 

Sección  quinta 

De  la  investigación  de  la  paternidad   ilegítima 

Art.  130.  Queda  prohibida  la  acción 
de  investigación  de  la  paternidad  ilegí- 
tima, excepto  en  los  casos  siguientes: 

1.°  Existiendo  escrito  del  padre  en 
que  expresamente  declare  su  pater- 
nidad; 

2.**  Hallándose  el  hijo  en  posesión 
de  estado,  conforme  á  los  términos  del 
artículo  115; 

3.°  En  los  casos  de  estupro  violento 
ó  rapto,  coincidiendo  la  época  del  na- 
cimiento con  la  del  hecho  criminal,  en 
los  términos  indicados  en  el  art.  101. 

Art.  131.  La  acción  de  investigación 
de  maternidad  está  permitida;  pero  el 
hijo  debe  probar  por  cualquiera  de  los 
medios  ordinarios,  que  es  el  mismo  que 
se  dice  nacido  de  la  presunta  madre. 

Art.  132.    La  acción  de  investigadón 
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de  paternidad  ó  maternidad  no  puede 
ser  admitida  en  juicio  en  los  casos  en 
qucicstá  prohibido  el  reconocimiento. 

Art.  133,  Las  acciones  de  investiga- 
ción de  paternidad  ó  maternidad  única- 
mente pueden  ser  intentadas  en  vida 
délos  presuntos  padres,  salvas  las  si- 
guientes excepciones: 

1."  Si  los  padres  fallecieren  durante 
la  menor  edad  de  los  hijos;  porque  en 
este  caso  tienen  éstos  derecho  para 
intentar  la  acción  aun  después  de  la 
muerte  de  los  padres,  siempre  que  lo 
hagan  antes  de  que  espiren  los  prime- 
ros cuatro  años  de  su  emancipación  ó 
mayor  edad; 

2."  Si  el  hijo  hallare  después  docu- 
mento escrita  y  firmado  por  los  padres, 
en  que  éstos  revelaran  su  paternidad; 
porque  en  efete  caso  puede  proponer  la 
acción  en  cualquier  tiempo  en  que  haya 
obtenido  dicho  documento;  todo  sin 
perjuicio  de  las  reglas  generales  acer- 
ca de  la  prescripción  de  bienes. 

Sección  sexta 

De  los  hijos  espúreos 

Art.  134.  Llámanse  hijos  espúreos 
los  que  no  pueden  ser  reconocidos. 

Art.  135.  Los  hijos  espúreos  sólo 
tienen  derecho  á  exigir  de  sus  padres 
los  alimentos  necesarios;  en  todo  lo 
demás,  serán  considerados  como  ex- 
traños para  los  padres  y  para  la  fami- 
lia de  éstos. 

Art.  136.  El  hijo  espúreo  sólo  podrá 
demandar  á  sus  padres  al  efecto  indi- 
cado, cuando  el  hecho  de  paternidad  ó 
maternidad  se  hubiese  probado  en  pro- 
ceso civil  ó  criminal  seguidos  entre 
sus  padres  ú  otras  partes;  ó  en  el  caso 
del  núm.  3.°  del  art.  130,  si  el  hecho 
se  hubiese  probado  judicialmente. 


Sección  séptima 

De  la  patria  potestad  dentro  del  matrimonio 

Art.  137.  A  los  padres  coríipete  diri- 
gir las  personas  de  sus  hijos  menores; 
protegerlos  y  administrar  sus  bienes; 
el  conjunto  de  estos  derechos  constitu- 
ye la  patria  potestad. 

Art.  138.  Las  madres  participan  de 
la  patria  potestad,  y  dgben  ser  oídas  en 
todo  lo  que  se  refiera  á  los  intereses  de 
los  hijos;  pero  al  padre  es  á  quien  es- 
pecialmente corresponde  durante  el 
matrimonio,  como  jefe  de  la  familia, 
dirigir,  representar  y  defender  á  sus 
hijos  menores,  tanto  en  juicio  como 
fuera  de  él. 

Art.  139.  En  el  caso  de  ausencia  ú 
otro  impedimento  del  padre,  hará  sus 
veces  la  madre. 

Art.  140.  Los  padres  deben  dar  á  sus 
hijos  los  alimentos  necesarios  y  ocupa- 
ción conveniente,  conforme  á  su  posi- 
ción social. 

Art.  141.  El  poder  de  los  padres  res- 
pecto á  las  personas  de  los  hijos  meno- 
res no  está  sujeto  á  caución  alguna 
preventiva;  pero  en  caso  de  abuso,  los 
padres  podrán  ser  castigados  conforme 
á  la  ley  general,  é  inhabilitados  para 
regir  las  personas  y  bienes  de  sus  hi- 
jos á  instancia  de  los  parientes  ó  del 
Ministerio  público. 

§  único.— -En  el  caso  de  inhabilitación 
del  padre,  para  regir  la  persona  y  bie- 
nes del  menor,  el  Consejo  de  familia 
nombrará  al  hijo  un  tutor  ó  adminis- 
trador. 

Art.  142.  Lds  hijos*  deben-  siempre 
honrar  y  respetar  á  sus  padres,  y  cum- 
plir durante  su  menor  edad  sus  manda- 
tos en  todo  lo  que  no  fuere  ilícito. 

Art.  143.  Si  el  hijo  fuere  desobedien- 
te é  incorregible,  podrán  sus  padres  re- 
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currir  á  la  Autoridad  judicial,  la  cual 
hará  ingresar  á  aquél  en  las  casas  de 
corrección  al  efecto  destinadas,  por  el 
tiempo  que  se  considere  justo,  no  ex- 
cediendo la  detención  del  plazo  de  trein- 
ta días. 

§  único. —El  padre  tiene  la  facultad 
de  hacer  cesar  la  prisión  acordada. 

Art.  144.  Pertenece  á  los  padres  la 
propiedad  y  usufructo  de  los  bienes  que 
adquieran  los  hijos  mientras  estén  en 
su  compañía,  y  empleando  medios  ó  ca- 
pitales pertenecientes  á  los  padres  mis- 
mos, salvo  el  derecho  de  remujierarles, 
dándoles  alguna  parte  de  los  referidos 
bienes. 

Art.  145.  Pertenece  á  los  padres  el 
usufructo  únicamente  de  los  bienes  que 
los  hijos  que  están  en  su  compañía  ad- 
quiriesen por  su  trabajo,  industria  y  re- 
cursos propios,  ó  por  cualquier  título 
gratuito. 

Art.  146.  Pertenece  á  los  padres  úni- 
camente la  administración: 

1.°  De  los  bienes  dados  ó  dejados  á 
los  hijos  con  exclusión  del  usufructo 
de  los  padres; 

2."  De  los  bienes  procedentes  de  he- 
rencia, de  la  que  los  padres  fuesen  ex- 
cluidos por  causa  de  indignidad.  Pero 
esta  disposición  no  se  refiere  al  cónyu- 
ge que  no  haya  sido  declarado  indigno. 

Art.  147.  No  pertenece  á  los  padres 
ni  el  usufructo  ni  la  administración: 

1.**  De  los  bienes  que  sus  hijos  ad- 
quieren por  su  trabajo  ó  industria, 
cuando  vivan  aparte  con  permiso  de 
sus  padres; 

2.®  De  los  bienes  que  los  hijos  ad- 
quieran en  el  ejército  ó  por  medio  de 
las  letras  ó  artes  liberales,  vivan  ó  no 
en  compañia  de  los  padres; 

3.®  De  los  bienes  que  fueren  dados  ó 
dejados  á  los  hijos,  con  exclusión  de  la 
administración  de  los  padres. 


Art.  148.  Las  obligaciones  que  el 
usufructo  concedido  álos  padres  impo- 
ne á  los  mismos  son: 

1."  Todas  aquéllas  á  que  en  general 
están  sujetos  los  usufructuarios,  ex- 
cepto la  fianza; 

2.°  La  decente  manutención  y  edu- 
cación de  los  hijos  conforme  á  su  esta- 
do y  haberes; 

3.°  El  pago  de  cualquiera  prestacio- 
nes ó  intereses  atrasados  que  adeuden 
los  bienes  usufructuados. 

§  único.— La  excepción  hecha  en  el 
número  1.®  relativamente  á  la  fianza, 
cesará  para  el  padre  si  éste  contrajere 
segundas  nupcias. 

Art,  149.  El  derecho  de  usufructo 
concedido  á  los  padres  se  extingue: 

1.**  Por  la  emancipación  ó  mayor 
edad  de  los  hijos; 

2.°  Por  condena  criminal  de  los 
padres  que  lleve  consigo  interdicción 
de  la  patria  potestad; 

3.®    Si  la  madre   contrae  segundas  , 
nupcias; 

4.**  Si  el  padre  ó  madre,  por  muerte 
del  otro  cónyuge,  no  promueve  inven- 
tario dentro  del  plazo  establecido  en  el 
artículo  156; 

5.®    Por  la  renuncia. 

§  único.— La  renuncia  hecha  en  fa- 
vor del  hijo  se  tendrá  en  cuenta  como 
donación. 

Art.  150.  Los  padres  no  pueden  ena- 
jenar, hipotecar,  ú  obligar  en  cualquier 
otra  forma,  los  bienes  délos  hijos  si  son 
meros  usufructuarios  óadministradores 
de  los  mismos,  excepto  en  los  casos  de 
urgente  necesidad  ó  de  evidente  utili- 
dad para  el  menor,  y  aun  entonces  de- 
berán obtener  autorización  judicial, 
con  audiencia  del  Ministerio  público. 

Art.  151.  Si  durante  el  ejercicio  de  la 
patria  potestad  recayeren  algunos  bie- 
nes en  los  hijos,  si  la  herencia  consis- 


170 


INSTITUCIONES  JURÍDICAS  Y  POLÍTICAS 


te  en  valores  mobiliarios  de  gran  im- 
portancia, estarán  obligados  los  padres 
á  prestar  fianza  cuando  se  juzgue  ne- 
cesario. 

§  único.— Si  los  padres  no  pudiesen 
prestar  la  caución  referida,  se  deposi- 
tarán los  valores,  ó  si  aquéllos  lo  re- 
clamaren, se  convertirán  en  otros  va- 
lores ó  se  colocarán  productivamente 
con  la  posible  seguridad,  recibiendo 
los  padres  sus  productos. 

Art.  152.  Los  padres  no  están  obli- 
gados á  dar  cuentas  de  su  gestión,  ex- 
cepto en  lo  que  se  refiere  á  los  bienes 
de  que  fueren  meros  administradores. 

§  único.— Estas  cuentas  se  presenta- 
rán ante  eIJuez  competente  de  cuatro  en 
cuatro  años,  y  se  observará  respecto 
de  su  producto  líquido  ó  alcances  lo 
dispuesto  en  los  artículos  253,  254  y  255. 
.  Art.  153.  Si  entre  los  padres  y  sus 
hijos  menores  surgiesen  conflictos  de 
intereses  cuya  resolución  dependa  de 
la  Autoridad  pública,  el  Juez  competen- 
te nombrará  un  tutor  especial  que  de- 
fienda á  los  hijos. 

Art.  154.  Los  padres  deben  entregar 
á  sus  hijos  cuando  se  emancipen  ó  lle- 
guen á  la  mayor  edad  y  no  sean  por 
otra  causa  incapaces,  todos  los  bienes 
y  rentas  que  les  pertenezcan  en  la  for- 
ma declarada  en  los  artículos  ante- 
riores. 

§  único.— Los  muebles  que  usufruc- 
tuare el  padre  serán  restituidos  en  el 
estado  en  que  se  hallaren;  no  existien- 
do, pagará  aquél  su  valor,  excepto  si 
se  hubiesen  consumido  en  un  uso  co- 
mún á  los  hijos,  ó  si  pereciesen  por 
caso  fortuito. 

Secci6n  octava 

De  la  patria  potestad,  disuelto  el  matrimonio 
Art.  155.    Disuelto  el  matrimonio  por 


muerte  de  uno  de  los  cónyuges,  el  que 
sobreviva  continuará  ejerciendo  la  pa- 
tria potestad;  pero  ajustándose  á  las 
siguientes  disposiciones. 

Art.  156,  El  cónyuge  supérstite  está ' 
obligado  á  reclamar,  dentro  de  sesenta 
días,  contados  desde  el  fallecimiento 
del  otro  cónyuge,  que  se  proceda  al  in- 
ventario de  los  bienes  que  pertenezcan 
al  menor  ó  que  con  él  deban  repar- 
tirse. 

§  único.— El  cónyuge  que  no  llenase 
este  requisito,  perderá  el  usufructo  de 
los  bienes  del  hijo. 

Art.  157.  Si  al  tiempo  de  la  muerte 
del  marido  la  mujer  quedare  embara- 
zada, dará  parte  de  su  estado  dentro  de 
veinte  días,  ó  cuando  conozca  su  em- 
barazo, al  Juez  de  loa  huérfanos  compe- 
tente, para  que  éste  nombre  curador  al 
vientre,  y  el  nombrado  se  hará  cargo 
de  los  bienes  correspondientes  al  pos- 
tumo. 

§  único.— Esta  cúratela  durará  úni- 
camente el  tiempo  de  la  gestación. 

Art.  158.  El  curador  de.  los  huérfa- 
nos promoverá  la  prosecución  y  con- 
clusión del  inventario,  y  reclamará  lo 
que  perteneciere  de  derecho  á  los  me- 
nores, bajo  pena  de  daños  y  perjuicios. 

Art.  159.  El  padre  puede  nombrar 
en  su  testamento  uno  ó  varios  aseso- 
res que  dirijan  y  aconsejen  á  la  madre 
viuda  en  ciertos  casos,  ó  en  todos  aque- 
llos en  que  el  bien  de  los  hijos  lo  exi- 
giere. 

§  único.— No  gozará  de  esta  facultad 
el  padre  que,  al  tiempo  de  su  falleci- 
miento, estuviere  privado  de  la  patria 
potestad. 

Art.  160.  Únicamente  podrán  ser 
nombrados  asesores  los  individuos  que 
tengan  capacidad  para  ser  tutores. 

Art.  161.  La  madre  que,  en  perjui- 
cio de  sus  hijos,  dejare  de  seguir  el 
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parecer  del  consejero  nombrado  por  el 
padre,  ó  en  cualquier  forma  abusase 
de  su  autoridad  materna,  podrá,  á  ins- 
tancia del  asesor  curador,  ó  de  cual- 
quier pariente  de  los  hijos  y  por  acuer- 
do del  consejo  de  familia,  ser  privada 
de  la  dirección  de  las  personas  y  bie- 
nes de  sus  hijos. 

§  único.— En  este  caso,  designará  el 
consejo  de  familia  persona  que  sirva 
de  tutor  á  los  hijos  menores  en  los  tér- 
minos de  los  artículos  193  y  siguien- 
tes (1). 

Art,  162.  La  madre  que  contrajere 
segundas  nupcias,  perderá,  no  sólo  el 
usufructo  de  los  bienes  de  sus  hijos, 
sino  la  administración  de  los  mismos, 
á  no  ser  que  el  consejo  de  familia,  por 
resolución  especial,  se  la  conserve;  no 
perderá,  sin  embargo,  los  demás  dere- 
chos inherentes  á  la  patria  potestad,  y 
podrá  exigir  del  consejo  de  familia  la 
asignación  de  las  mensualidades  á  que 
tenga  derecho. 

§  único.— La  madre  binuba  que  con- 
servare, en  virtud  de  resolución  del 
consejo  de  familia,  la  administración 
de  los  bienes  de  sus  hijos,  deberá  pres- 
tar la  fíanza  que  dicho  consejo  conside- 
re necesaria,  excepto  en  el  caso  en  que 
el  mismo  dispensare  aquella  forma- 
lidad. 

Art.  163.  Si  la  madre  que  hubiere 
contraído  segundas  nupcias  conserva- 
re la  administración  indicada,  el  mari- 
do responderá  solidariamente  con  ella 
de  los  perjuicios  que  aquella  gestión 
ocasionare. 

§  único.— Si  la  madre  fuese  privada 


(1)  La  edición  oficial  consi^rna  en  esta  refe- 
rencia el  art.  183,  otra  que  tenemos  á  la  vista, 
el  n5;  pero  nos  hemos  permitido  corregir  ambas, 
por  estar  indudablemente  equivocadas,  como  po- 
dra notarse  evacuando  las  citas  ó  referencias. 


de  la  administración  de  los  bienes  á 
que  se  refieren  los  artículos  anteriores, 
el  consejo  de  familia  designará  perso- 
na que  desempeñe  aquel  cargo,  atribu- 
yéndole los  mismos  derechos  y  obliga- 
ciones que  tienen  los  tutores  relativa- 
mente á  los  bienes  de  los  menores. 

Art.  164.  Si  la  madre  volviese  á  en- 
viudar, recobrará  el  usufructo  y  admi- 
nistración de  los  bienes  de  los  hijos,  si 
estuviere  privada  de  ella. 

Art.  165.  En  el  caso  de  nulidad  del 
matrimonio  ó  de  separación  judicial, 
se  observará,  respecto  de  los  hijos,  lo 
dispuesto  en  los  títulos  respectivos. 

Sección  novena 

De  la  patria  potestad   con  relación  á  los  hijos 
ilegítimos 

Art.  166.  Los  hijos  menores  recono- 
cidos están  sujetos  á  la  patria  potestad 
en  la  misma  forma  que  los  legítimos, 
excepto  en  el  caso  en  que,  habiendo 
negado  los  padres  su  paternidad,  tuvie- 
sen que  reconocerla  en  virtud  de  fallo 
judicial.  Los  padres  no  tendrán,  sin 
embargo,  á  su  favor  el  usufructo  de  los 
bienes  que  pertenezcan  á  los  hijos  re- 
conocidos. 

§  único.— En  el  caso  excepcional  in- 
dicado en  este  artículo,  se  proveerá  á 
la  tutela  del  menor,  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  279,  280  y  281, 
si  los  padres  no  pudiesen  ejercer  la  pa- 
tria potestad. 

Art.  167.  Los  hijos  menores  no  re- 
conocidos no  estarán  sujetos  á  la  pa- 
tria potestad,  y  serán  provistos  de  tuto- 
res en  la  forma  que  se  indicará  en  los 
artículos  275  y  siguientes. 
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Sección  décima 

De  la  suspenstón  y  término  de  la  patria  potestad 

Art.  168.  La  patria  potestad  se  in- 
terrumpe: 

1.®  Por  la  incapidad  de  los  padres 
reconocida  judicialmente; 

2.**  Por  la  ausencia  de  los  mismos 
con  arreglo  á  los  términos  del  art.  82; 

3.°  Por  sentencia  pronunciada  con- 
tra los  padres,  que  contenga  en  sus  de- 
cisiones la  interdicción  temporal  de 
aquel  poder. 

Art.  169.  Los  padres  conservarán, 
sin  embargo,  sus  derechos  al  ustifructo 
de  los  bienes  pertenecientes  al  hijo  me- 
nor, si  la  suspensión  de  su  potestad  tu- 
viese por  origen  la  demencia. . 

Art.  170.  La  patria  potestad  con- 
cluye: 

1.**  Por  la  muerte  de;.los  padres  ó  de 
los  hijos; 

2.°  Por  haber  sido  condenados  los 
padres  en  causa  criminal,  seguida  con- 
tra los  mismos,  á  la  interdicción  perpe- 
tua de  aquel  poder; 

3.°  Por  la  emancipación  ó  mayor 
edad  de  los  hijos. 

Sección  undécima 

De  los  alimentos 

Art.  171.  Entiéndese  por  alimentos 
todo  lo  que  es  indispensable  para  el 
sustento,  habitación  y  vestido. 

§  único.— Los  alimentos  comprenden 
también  la  educación  é  instrucción  del 
alimentado  cuando  éste  es  menor. 

Art.  172.  La  obligación  de  los  ali- 
mentos es  recíproca  entre  descendien- 
tes y  ascendientes,  y  entre  hermanos^ 
en  los  siguientes  términos. 

Art.  173.    En  defecto  de  los  padres, 


si  éstos  careciesen  de  medios  para 
prestar  los  alimentos  debidos,  ó  si  és- 
tos medios  no  fuesen  suficientes,  pue- 
den los  hijos  legítimos  ó  legitimados 
pedirlos  á  los  ascendientes  más  próxi- 
mos de  cualquiera  de  las  líneas,  con- 
forme á  su  derecho  de  sucesión. 

Art.  174.  En  defecto  de  los  padres  ó 
de  otros  ascendientes,  podrán  los  hijos 
legítimos  ó  legitimados  pedir  alimentos 
á  sus  hermanos  legítimos,  uterinos  ó 
consanguíneos;  pero  subsidiariamente 
y  en  el  orden  en  que  van  nombrados. 

Art.  175.  Los  hijos  reconocidos  sólo 
pueden  pedir  alimentos  á  sus  padres, 
madres>  ó  hermanos,  según  las  reglas 
establecidas  en  el  artículo  precedente. 

Art.  176.  La  obligación  de  prestar 
alimentos,  si  éstos  se  han  pedido  ó  con- 
cedido judicialmente,  se  transmite  con 
la  herencia. 

Art.  177.  Los  hijos  legítimos  que  no 
tuviesen  padres,  abuelos  ó  hermanos 
que  puedan  prestarles  alimentos,  s^- 
rán  alimentados  hasta  la  edad  de  diez 
años  por  cualesquiera  otros  parientes 
comprendidos  dentro  del  décimo  gra- 
do, en  cuya  obligación  antecederán  los 
más  próximos  á  los  más  remotos. 

Art,  178.  Los  alimentos  serán  pro- 
porcionados á  los. medios  del  que  hu- 
biere de  prestarlos  y  á  las  necesida- 
des del  que  hubiere  de  percibirlos. 

Art.  179.  La  obligación  de  prestar 
alimentos  cesa: 

1.°  Cuando  aquél  que  los  proporcio- 
na se  ve  en  la  imposibilidad  de  conti- 
nuar prestándolos  ó  cuando  termina  la 
necesidad  del  que  los  recibía; 

2.**  En  los  casos  en  que  procede  la 
desheredación. 

Art.  180.  Cesa  también  la  obliga- 
ción de  alimentar,  cuando  la  necesidad 
de  los  alimentos  resulta  de  la  conducta 
reprensible  del  que  los  percibe,  y  cuan- 
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do  la  enmienda  del  mismo  pueda  ser 
causa  de  que  no  se  necesiten.  Pero  si 
esta  enmienda  es  tardía  y  los  alimentos 
se  necesitan  de  todos  modos,  el  acto 
reprensible  mencionado  se  apreciará 
únicamente  para  señalar  alimentos  de 
menor  cuantía  ó  reducir  los  que  ya 
estuviesen  acordados. 

Art.  181.  Los  alimentos  fijados  pue- 
den reducirse  si  se  aminorasen  la  po- 
sibilidad de  prestarlos  6  la.  necesidad 
de  recibirlos. 

Art.  182.  El  derecho  á  los  alimentos 
noes  reminciable,  aunque  pueden  dejar 
depedirse  y  renunciar  á  los  ya  vencidos. 

Art.  183..  Si  el  obligado  á  prestar  los 
alimentos  justificase  que  no  puede  pres- 
tarlos como  pensión,  sino  solamente 
en  su  casa  y  compañía,  se  acordará 
esta  forma.  La  misma  regla  se  obser- 
vará si  el  alimentado  se  ausentare,  sin 
justa  causa  de  la  casa  y  de  la  compa- 
ñía del  que  facilitaba  la  alimentación. 

Art.  184.  Los  alimentos  de  cuota  fija 
ó  que  consistan  en  prestaciones  perió- 
dicas^ se  pagarán  al  principio  de  los 
respectivos  plazos  de  vencimiento. 

CAPÍTULO  III 

De  la  tutela  de  los  hijos  legítimos 
é  ilegítimos 

Sección   primera 

Disposiciones  generales 

Art.  185.  En  los  casos  de  faltas  ó  de 
hallarse  impedidos  los  padres,  la  patria 
potestad  serásustituída  por  la  tutela. 

Art.  186.  La  tutela  es  un  cargo  de 
que  nadie  puede  excusarse  sino  en  los 
casos  previstos  en  la  ley. 


Art.  187.  La  tutela  se  ejerce  por  un 
tutor,  un  protutor,  un  curador  y  un 
consejo  de  familia. 

Art.  188.  El  Juez  en  cuyo  distrito  es- 
tuviese domiciliado  el  menor  es  el  com- 
petente para  proveer  acerca  de  su  per- 
sona y  bienes. 

§  1.®— La  doctrina  de  este  artículo  no 
se  opone  á  las  providencias  de  conser- 
vación que  se  consideren  necesarias  en 
cuanto  á  los  bienes  que  el  menor  pue- 
da tener  en  otros  Juzgados. 

§  2.**— En  este  caso  las  providencias 
que  se  adopten  se  comunicarán  oficial- 
mente al  Juez  competente  y  al  curador 
del  menor. 

Art.  189.  Si  falleciese  alguna  perso- 
na cuyos  herederos  sean  menores,  es- 
tén ausentes  ó  incapacitados  para  ad- 
ministrar sus  bienes,  estará  obligado 
el  que  quedase  como  cabeza  de  familia, 
ó  cualquiera  persona  que  habitase  en 
la  casa  en  que  ha  ocurrido  ladefunción, 
á  dar  parte  de  ésta  en  un  plazo  de  diez 
días  al  curador  de  los  huérfanos,  bajo 
pena  de  5.000  á  100.000  reis  de  multa. 

Art.  190.  El  curador  de  los  huérfa- 
nos solicitará  del  respectivo  Juez  que 
provea  provisionalmente  y  en  lo  que 
fuere  de  urgencia  respecto  á  las  perso- 
nas y  bienes  de  los  menores,  si  no  fue- 
re posible  convocar  con  rapidez  para 
este  fin  al  consejo  de  familia;  y  aun  en 
este  caso,  pedirá  que  se  comience  el 
inventario,  á  lo  más  dentro  de  un^es, 
contándose  este  plazo  desde  el  aviso 
mencionado  en  el  artículo  anterior, 
uniéndose  aquél  á  la  solicitud. 

Art.  191.  Si  no  se  hiciese  ante  el  Juez 
la  oportuna  reclamación  y  tuviese  no- 
ticia aquel  funcionario  de  que  había 
llegado  el  caso  de  proceder  de  oficio, 
así  lo  ordenará  desde  luego,  con  cita- 
ción del  curador  de  los  huérfanos,  que 
pedirá  lo  que  proceda  en  justicia  contra 
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el  que  no  hubiere  dado  los  oportunos 
avisos. 

§  único.— Si  el  Juez  considerara  que 
la  negligencia  procedía  del  curador 
de  los  huérfanos,  lo  pondrá  en  cono- 
cimiento del  respectivo  Procurador 
del  Rey. 

Art.  192.  El  curador  de  los  huérfa- 
nos que  no  promoviese  el  inventario  y 
el  Jaez  que  después  de  haber  sido  re- 
querido no  procediese  en  los  términos 
indicados,  serán  responsables  de  todos- 
los  perjuicios  que  por  su  culpa  ó  negli- 
gencia experimentasen  los  menores. 

Sección  segunda 

De  la  tutela  testamentaría 

Art.  193.  El  padre  puede  nombrar, 
en  testamento  ó  por  escritura  pública, 
tutor  al  hijo  menor  ó  incapacitado,  si 
la  madre  hubiere  fallecido  ó  estuviere 
imposibilitada  para  ejercitar  la  patria 
potestad. 

§  único.— En  defecto  del  padre,  ó  si 
éste  ?e  encontrara  impedido,  tiene  la 
madre  la  misma  facultad;  pero  si  de- 
signase al  que  con  ella  hubiere  contraí- 
do segundas  nupcias,  deberá  aprobar 
el  nombramiento  el  consejo  de  familia. 

Art.  194.  Tanto  el  padre  como  la 
madre,  en  su  defecto,  pueden  nombrar 
un  splo  tutor  para  todos  los  hijos  ó  un 
tutor  diferente  para  cada  uno  de  ellos. 

Art.  195.  Cuando  la  madre  nombra- 
re tutor  á  sus  hijos  por  impedimento 
del  padre  y  cesara  la  causa  del  nom- 
bramiento, quedará  óste  sin  efecto. 

Art.  Ido.  Si  el  padre  ó  la  madre 
nombraran  varios  tutores  para  que  en- 
tre sí  se  sustituyan,  recaerá  la  tutela 
en  cada  uno  de  los  nombrados  por  el 
orden  de  su  nombramiento,   si  su  pro- 


cedencia no  se  hubiese  especiñcádo  en 
otra  forma. 

Art.  197.  Las  personas  que  dejaren 
al  menor  cualquier  herencia  ó  legado 
podrán  nombrarle  tutor,  si  los  padres 
no  lo  hubiesen  nombrado  y  si  la  heren- 
cia ó  legado  referidos  excediesen  del 
valor  que  represente  el  patrimonio  del 
menor.  Este  nombramiento,  sin  embar- 
go, deberá  ser  aprobado  por  el  consejo 
de  familia. 

§  único.— No  obstante,  el  que  por  su 
testamento  dejare  algunos  bienes  al 
menor,  podrá  nombrar  persona  que  los 
administre,  especialmente  mientras 
dure  la  menor  edad. 

Art.  198.  Los  tutores  testamentarios 
desempeñarán  su  cargo  mientras  dure 
la  menor  edad  ó  la  interdicción. 

Sección  tercera 

De  la  tutela  legítima 

Art.  199.  Tendrá  lugar  la  tutela  le- 
gítima: 

1.®  En  los  casos  de  impedimento, 
suspensión  ó  pérdida  de  la  patria  po- 
testad; 

2.**  En  defecto  del  tutor  testamen- 
tario. 

Art.  200.  La  tutela  legítima  corres- 
ponde á  los  parientes  del  menor  por  el 
orden  siguiente: 

1.^    Al  abuelo  paterno; 

2,^    Al  abuelo  materno; 

3.®  A  los  demás  ascendientes  en  lí- 
nea recta,  prefiriendo  siempre  el  pater- 
no en  igualdad  de  grado; 

4."  A  los  hermanos  varones,  siendo 
preferidos  los  carnales  á  los  consan- 
guíneos, éstos  á  los  uterinos,  y  en  ca- 
da una  de  estas  clases  ios  de  mayor 
edad; 

5.°    A  los  hermanos  del  padre  ó  de  la 
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madre,  prefiriendo  siempre  los  de  la 
linea  paterna,  excepto  si  fuesen  menos 
idóneos.  En  igualdad  de  circunstancias 
será  preferido  el  de  mayor  edad. 

Art.  201.  Los  tutores  legítimos  lo 
serán  mientras  dui^e  la  menor  edad. 

§  1.* — Si  hubiere  distintos  parientes, 
en  el  mismo  grado  y  en  igualdad  de 
circunstancias,  cada  uno  de  ellos  des- 
empeñará el  cargo  por  espacio  de  tres 
años. 

§  2.®— La  tutela  legitima  necesita  la 
aprobación  del  consejo  de  familia. 

Sección  cnarta 

De   la  tutela  dativa 

Art.  202.  La  falta  de  los  tutores  tes- 
tamentarios y  legítimos  se  suple  con  la 
tutela  dativa. 

Art.  203.  Los  tutores  dativos  serán 
nombrados  por  el  consejo  de  familia. 

Art.  204.  Los  tutores  dativos  no  es- 
tán obligados  á  desempeñar  su  cargo 
por  más  de  tres  años. 

Sección  quinta 

De   los  protutores 

Art.  205.  En  todos  los  casos  de  tu- 
tela habrá  un  protutor,  nombrado  por 
el  consejo  de  familia  en  la  misma  se- 
sión en  que  so  nombrare  el  tutor  ó  se 
confirmare  su  nombramiento. 

Art.  206.  Si  el  tutor  fuese  pariente 
del  menor,  no  podrá  designarse  el  pro- 
tutorentre  losde  la  misma  línea,  excep- 
to si  fuese  hermano  carnal. 

§  único.— Si  no  hubiese  parientes  más 
que  en  una  sola  línea,  y  de  ellaformara 
parte  el  tutor,  se  nombrará  protutor  á 
un  extraño. 


Sección  sexta 

De  la  foroiactón  del  consejo  de  familia 

Art.  207.  El  consejo  de  familia  se 
compondrá  de  los  cinco  parientes  más 
próximos  del  menor,  residentes  en  el 
territorio  de  la  jurisdicción  del  Juez 
que  haya  hecho  el  inventario,  tres  de 
la  línea  paterna  y  dos  de  la  materna, 
prefiriéndose  los  de  mayor  edad  en 
igualdad  de  grado. 

§  1.°— Si  no  hubiese  parientes  más 
que  en  una  de  las  líneas,  se  nombra- 
rán los  otros  Vocales  entre  los  amigos 
de  los  padres  del  menor,  con  la  diferen- 
cia de  que,  en  este  caso,  aunque  aque- 
lla línea  sea  materna,  proporcionará 
tres  Vocales. 

§2.°— Los  hermanos  carnales  y  los 
maridos  de  las  hermanas  carnales  del 
menor  pueden  pertenecer  todos  éon- 
juntamente  al  consejo  de  familia,  aun- 
que sean  más  de  cinco;  pero  si  forma- 
ren número  par,  será  llamado  un  pa- 
riente más. 

§  3."— La  nulidad  que  tenga  su  origen 
en  la  inobservancia  de  lo  expuesto  en 
este  artículo,  podrá  subsanarse  por  los 
Tribunales,  si  no  mediase  dolo  ó  no 
resultare  perjuicio  para  los  menores. 

Art.  208.  Si  en  el  territorio  del  Juz- 
gado en  que  el  inventario  se  hubiera 
hecho  no  existiese  el  número  de  pa- 
rientes necesario  para  formar  el  conse- 
jo de  familia,  serán  llamadas  personas 
que  hubiesen  tenido  relaciones  de  amis- 
tad con  los  padres  del  menor,  y  en  su 
defecto  otras  personas  de  probidad. 

Art.  209.  Es  potestativo  en  los  pa- 
rientes que  residan  en  diversa  juris- 
dicción, formar  parte  del  consejo  de  fa- 
milia. 

Art.  210.  El  consejo  de  familia  se 
convocará  de  oficio  en  el  término  de 
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ocho  dias^  contados  desde  la  noticia 
del  hecho  de  la  orfandad  ó  de  la  vacan- 
te de  la  tutela,  y  en  los  demás  casos  en 
el  plazo  que  parezca  necesario. 

Art.  211.*  El  Juez  declarará  siempre 
en  el  auto  de  convocatoria  el  asunto 
principal  que  haya  de  someterse  á  la 
deliberación  del  consejo  de  familia. 

Art.  212.  El  pupilo  mayor  de  catorce 
años  tiene  derecho  á  asistir  á  las  deli- 
beraciones del  consejo  de  familia,  y  á 
emitir  su  opinión  cuando  se  traten  ne- 
gocios de  cierta  importancia,  y,  no  es- 
tando ausente,  se  le  convocará  en  la 
forma  que  los  artículos  precedentes  de- 
terminan, para  que  pueda,  si  quiere, 
usar  de  aquel  derecho. 

Art.  213.  Los  Vocales  del  consejo 
están  obligados  á  asistir  á  él  personal- 
mente. 

Art.  214.  El  que  no  compareciere  en 
el  día  y  hora  designado,  no  alegando 
en  tiempo,  causa  legítima  de  excusa  ó 
impedimento,  será  condenado  por  el 
Juez  á  una  multa  de  500  á  5.000  reis,  que 
se  destinarán  á  los  establecimientos  de 
beneficencia  pupilar. 

Aft.  215.  Los  curadores  de  los  huér- 
fanos y  los  tutores  deben  siempre  asis- 
tir á  los  consejos  de  familia,  pero  ten- 
drán en  ellos  únicamente  voto  consul- 
tivo. 

Art.  216.  El  Juez  presidirá,  sin  voto, 
el  consejo  de  familia. 

Art.  217.  El  consejo  de  familia  no 
puede  tomar  acuerdos  sin  la  asistencia 
de  tres  de  sus  individuos  por  lo  menos. 

Art.  218.  Ningún  Vocal  del  consejo 
de  familia  tendrá  voto  ni  podrá  asistir 
á  los  acuerdos  que  recaigan  en  nego- 
cios en  que  ellos,  sus  ascendientes, 
descendientes  ó  consortes  tengan  inte- 
rés propio  y  opuesto  al  interés  de  los 
menores;  pero  puede  ser  oído  si  el  con- 
sejo lo  juzga  conveniente. 


Art.  219.  Las  decisiones  del  conse- 
jo de  familia  se  tomarán  por  mayo- 
ría absoluta  de  votos  de  los  Vocales 
presentes. 

Sección  séptima 

De  los  curadores  de  los  huérfanos 

Art.  220.  Los  curadores  generales  de 
los  huérfanos  y  los  representantes  del 
Ministerio  público  que  hagan  sus  ve- 
ces, deberán  velar  por  los  [intereses  y 
derechos  dejos  menores. 

Art.  221.  Los  curadores  deben  ser 
oídos  en  todo  lo  que  se  relacione  con 
los  derechos  é  intereses  de  los  meno- 
res, y  pueden  exigir  de  los  tutores  y 
protutores  todos  los  antecedentes  de 
que  carezcan. 

Art.  222,  El  curador  será  responsa-' 
ble,  solidariamente  con  el  Juez,  de  Jas 
pérdidas  y  daños  que  resulten  al  menor 
á  consecuef  cia  de  las  providencias  dic- 
tadas por  el  segundo,  pedidas  ilegal- 
mente  por  el  primero  y  ordenadas  por 
el  Juez,  y  de  aquellas  otras  que  el  Juez 
hubiese  dictado  con  la  aprobación  y 
aquiesícencia  del  curador. 

Art.  223.  El  Juez  que  no  oyese  al  cu- 
rador en  los  términos  indicados  en  el 
artículo  221,  será  responsable  por  error 
en  el  desempeño  de  su  cargo,  aunque 
de  su  providencia  no  resultase  perjui- 
cio á  los  menores. 

Sección  octava 

De  las  atribuciones  del  consejo  de  familia 

Art.  224.  Corresponde  al  consejo- de 
familia: 

1.®  Confirmar  á  la  madre  que  con- 
trajo segundas  nupcias  en  la  adminis- 
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tración  de  los  bienes  del  hijo  menor  é 
incapacitado; 

2°  Confirmar  á  los  tutores  legíti- 
mos; 

3.°    Nombrar  los  tutores  dativos^ 

4,®  Nombrar  protutor  en  los  casos 
en  que  proceda  áqüel  nombramiento; 

5.**  Confirmar  la  tutela  confiada  por 
la  madre  en  testamento  al  segundo  ma- 
rido; 

6."  Remover  al  tutor  en  los  casos 
mencionados  en  los  artículos  236  y  si- 
guientes; 

t.^  Determinar  la  profesión,  oficio  6 
servicio  á  que  hubiere  de  dedicarse  el 
menor,  y  resolver,  si  el  padre  ó  la  ma- 
dre de  aquél  ejerciese  alguna  industria 
ó  comercio,  si  el  menor  ha  de  conti- 
nuar dedicado  á  ellos  en  el  caso  en  que 
los  padres  no  hubiesen  dispuesto  nada 
acerca  de  este  punto,  ó  surgiesen  gra- 
ves inconvenientes  para  el  cumplimien- 
to de  su  voluntad; 

8."  Fijar,  al  comenzar  la  tutela,  las 
cantidadeis  que  e]  tutor  podrá  gastar 
con  motivo  del  menor  ó  de  la  adminis- 
tración de  sus  bienes,  sin  perjuicio  de 
Jos  aumentos  y  disminuciones  que  las 
circunstancias  exigiesen; 

9."  Especificar  el  valor  de  la  hipote- 
ca que  ha  de  pesar  sobre  los  bienes  del 
tutor,  teniendo  en  cuenta  la  importan- 
cia de  los  muebles  y  rentas  que  el  mis- 
mo hubiese  de  percibir  y  poder  acumu- 
lar hasta  el  fin  de  la  tutela;  designar 
los  bienes  á  que  aquélla  debe  referirse 
y  fijar  un  plazo  razonado,  dentro  del 
cual  se  haga  el  registro,  y  cuando  lo  juz- 
gue conveniente  podrá  dispensar  tam- 
bién al  tutor  de  la  hipoteca,  ó  única- 
mente del  registro  y  demás  formalida- 
des previas,  para  que  pueda  desde  luego 
entrar  en  el  ejercicio  de  la  tutela; 

10.  Comprobar  la  legitimidad  de  las 
deudas  pasivas  del  menor  y  regular  su 
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pago,  no  habiendo  oposición  de  parte 
de  los  interesados; 

11.  Designar  la  aplicación  que  debe 
darse  al  metálico,  alhajas  y  otros  ob- 
jetos preciosos  de  la  propiedad  del 
menor; 

12.  Autorizar  al  tutor  para  proceder 
contra  el  menor  en  los  términos  indi- 
cados en  el  art.  143; 

13.  Autorizar  al  tutor  para  proceder 
á  la  venta  de  los  muebles  cuya  conser- 
vación no  fuese  conveniente,  y  delibe- 
rar sobre  la  aplicación  que  se  les  deba 
dar  no  presentándose  comprador; 

14.  Autorizar  al  tutor  para  realizar 
mejoras  extraordinarias  y  para  arren- 
dar los  inmuebles  por  más  de  tres  años, 
siempre  que  este  plazo  no  exceda  de  la 
época  en  que  alcance  el  menor  la  ma- 
yor edad; 

15.  Autorizar  al  tutor  para  redimir 
los  censos  del  menor; 

16.  Autorizar  al  tutor  para  contraer 
empréstitos,  prestar  dinero  del  menor 
é  hipotecar  ó  vender  los  bienes  inmue- 
bles en  casos  de  urgente  necesidad  ó 
de  utilidad  reconocida; 

17.  Autorizar  al  tutor  para  aceptar 
las  donaciones  que  se  hagan  al  menor, 
interponer  acciones  persecutorias,  ha- 
cer arreglos  amigablemente,  transi- 
gir ó  adquirir  compromisos  en  forma 
determinada; 

18.  Autorizar  el  matrimonio  y  las 
estipulaciones  antenupciales  del  me- 
nor, excepto  en  el  caso  en  que  el  abue- 
lo desempeñe  la  tutela; 

19.  Arbitrar,  si  no  hubiese  oposi- 
ción, las  pensiones  ó  alimentos  que  de- 
ben pagarse  por  cuenta  del  menor  á 
sus  hermanos  ó  ascendientes; 

20.  Examinar  y  aprobar  las  cuentas 
de  la  tutela  en  los  plazos  que  el  mis- 
mo consejo  designare,  y  que  no  podrán 
exceder  de  cuatro  años; 

18 
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21.  Autorizar  la  sustitución  ó  reduc- 
ción de  la  hipoteca  á  que  estuvieren 
afectos  los  bienes  del  tutor; 

22.  Emancipar  al  menor  en  defecto 
del  padre  ó  de  la  madre. 

Art.  225.  El  consejo  de  familia  no 
puede  nombrar  al  menor  simultanea- 
mente  más  que  un  tutor.  Si  el  menor 
poseyese  bienes  á  gran  distancia  podrá 
nombrarse  para  los  mismos  un  admi- 
nistrador, que  será  designado  por  el 
Juez  de  los  huérfanos  en  la  localidad, 
previo  exhorto  del  Juez  del  inventario. 

Art.  226.  Contra  las  decisiones  del 
consejo  de  familia  podrán  recurrir  ante 
el  consejo  de  tutela  el  tutor,  el  pro- 
tutor, el  curador  de  los  huérfanos  y 
cualquier  pariente  del  menor  ó  extraño 
interesado  en  la  decisión,  excepto  el 
caso  especifícadr)  en  el  art.  1.062. 

§  L'^—El  consejo  do  tutela  se  com- 
pondrá del  Juez  de  derecho  del  distrito, 
de  sus  dos  sustitutos  inmediatos  y  del 
curador  de  los  huérfanos,  siendo  el 
voto  del  último  puramente  consultivo. 

§  2.®— No  cabrá  recurso  alguno  contra 
ta  decisión  del  consejo  de  tutela  que 
confirmare  la  del  consejo  de  familia. 

§  3.**— Si  la  decisión  del  consejo  de  fa- 
milia no  fuese  confirmada,  podrá  recu- 
rrirse  para  ante  la  Audiencia  del  terri- 
torio, que  resolverá  definitivamente. 

§  4/^— Estos  recursos  tendrán  efecto 
suspensivo,  salvo  en  los  casos  en  que 
la  ley  expresamente  ordene  lo  con- 
trario. 

Sección  novena 

De  las  personas  que  pueden  excusarse  de  ser  tuto- 
res, protutores  y  vocales  del  consejo  de  fa- 
milia. 

Art.  227.  Pueden  excusarse  de  la  tu- 
tela y  protutela: 


1.°  Los  Ministros  del  Estado  en  ejer- 
cicio; 

2.°  Los  empleados  de  nombramiento 
del  Gobierno; 

3.°  Los  militares,  aunque  no  tengan 
real  despacho;  pero  no  podráq  excu- 
sarse los  retirados  que  no  e*;tuviesen 
en  activo  servicio; 

4.°  Los  eclesiásticos  que  tuvieren  á 
su  cargo  cura  de  almas; 

5.**  Los  que  ya  estuvieren  desempe- 
ñando el  cargo  de  tutor; 

6.*^  aquellas  personas  á  quienes  vi- 
vieren cinco  hijos  legítimos; 

7.®  Los  que  tuvieren  setenta  años  de 
edad; 

8."^  Los  que  padecieren  una  enfer- 
medad crónica  que  los  imposibilitepara 
salir  de  su  casa  y  para  ocuparse  perso- 
nalmente de  sus  propios  negocios; 

9."  Los  que  fuesen  tan  pobres  que 
no  puedan  ocuparse  de  la  tutela  ó  pro- 
tutela sin  grave  perjuicio  para  ellos. 

Art.  228.  Los  que  no  fueren  parien- 
tes del  menor  no  estarán  obligados  á 
aceptar  la  tutela,  si  en  el  territorio  del 
Juzgado  existiesen  parientes  que  pue- 
dan desempeñar  aquel  cargo. 

Art.  229.  No  será  admisible  la  ex- 
cusíi  si  el  tutor  ó  el  protutor  no  la  ale- 
garen, estando  presentes  en  la  misma 
sesión  en  que  fueron  nombrados,  y  no 
ostándolo,  dentro  de  los  seis  días  si- 
guientes á  la  notificación  del  nombra- 
miento. 

g  único.  —Si  las  causas  de  excusaTue- 
sen  posteriores  á  aquellos  hechos,  de- 
berán alegarse  dentro  de  los  treinta 
días  siguientes  á  aquel  en  que  fueron 
conocidas  del  reclamante;  pasado  este 
plazo  no  serán  atendidas. 

Art.  230.  Los  que  fueren  excluidos 
de  la  tutela  ó  de  la  protutela  pueden 
ser  obligados  á  aceptarlas,  expresando 
el  motivo  de  la  excusa. 
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Art.  231 .  Si  el  consejo  de  familia  re- 
chazase la  excusa  del  tutor  ó  del  protu- 
tor en  ejercicio,  y  éstos  apelasen  de  la 
decisión,  quedarán  obligados  á  conti- 
nuar ejerciendo  sus  cargos,  mientras 
no  se  resuelva  el  recurso.  Si  no  cum- 
pliesen este  deber,  el  consejo  de  fami- 
lia nombrará  un  sustituto,  quedando  el 
propietario  responsable  de  la  geren- 
cia de  este  último,  si  no  obtuviere  pro- 
videncia favorable. 

Art.  232.  El  tutor  testamentario  que 
se  excuse  de  la  tutela  ó  sea  removido 
por  su  mala  gestión,  perderá  el  dere- 
cho á  lo  que  se  le  hubiese  dejado  en  el 
testamento,  si  el  testador  no  hubiese 
determinado  nada  en  contrario. 

Art.  233.  A  las  excusas  de  los  vo- 
cales del  consejo  de  familia  serán  apli- 
cables las  disposiciones  de  los  núme- 
ros 7.^  y  8.°  del  art.  227,  y  las  de  los  ar- 
tículos 228  y  229. 

Sección  décima 

.'"'  las  personas  que  no  pueden  ser  tutores,  protu- 
tores, ni  vocales  del  consejo  de  familia 

Art.  234.  No  pueden  ser  tutores,  pro- 
tures,  ni  vocales  del  consejo  de  fa- 
milia: 

1.^    Los  interdictos; 

2.°    Los  menores  no  emancipados; 

3.®  Las  mujeres,  excepto  ias  que 
sí*an  ascendientes  del  menor; 

4.^  Los  que  adeudaren  sumas  consi- 
ierables  al  menor; 

•V  Los  que  tuvieren  litigio  con  el 
menor  ó,  en  asunto  importante,  sus  pa- 
ire?, hijos  ó  mujeres,  y  los  que  fuesen 
coiíocidos  como  enemigos  del  menor  ó 
ie  «:us  padres; 

0."  Las  personas  de  mala  conducta 
y  que  no  tuvieren  manera  de  vivir  co- 
nocida; 


7.°  Los  que  hubieren  sido  removidos 
de  otra  tutela  por  faltar  al  cumplimien- 
to de  ^s  obligaciones; 

8.**  Los  Jueces  especiales  y  el  cura- 
dor de  los  huérfanos  en  los  Juzgados  á 
que  pertenezca  el  domicilio  del  menor 
ó  en  los  que  radicasen  sus  bienes. 

Sección  undécima 

De  los  que  pueden  ser  removidos  de  la  tutela 

Art.  235.  Pueden  ser  removidos  de 
la  tutela: 

1.°  El  tutor  testamentario  ó  legítimo 
que  comenzare  á  ejercer  su  cargo  antes 
de  la  convocatoria  del  consejo  de  fami- 
lia ó  del  nombramiento  de  protutor; 

2.**  Los  que  no  reclamaren  ó  no  pro- 
movieren el  inventario  en  los  términos 
de  la  ley; 

3.°  Los  que  desempeñasen  mal  su 
gestión,  tanto  respecto  á  las  personas 
como  con  relación  á  los  bienes  de  los 
pupilos; 

4.®  Aquéllos  sobre  quienes  sobrevi- 
niesen algunos  de  los  motivos  de  exclu- 
sión indicados  en  la  sección  prece- 
dente. 

Sección  duodécima 

De  la  exclusión  ó  remoción  de  los  tutores 
y  protutores 

Art.  236.  Al  consejo  de  famih'a  co- 
rresponde resolver  la  exclusión  ó  la  re- 
moción del  tutor  y  protutor,  examinan- 
do las  causas  6  impedimentos  legales 
con  audiencia  del  interesado,  siempre 
que  ('sta  pueda  concederse  sin  grave 
inconveniente. 

Art.  237.  La  resolución  del  consejo 
de  familia  será  siempre  fundada. 

Art.  238.    Si  el  interesado  consintie- 
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se  la  resolución  del  consejo  de  familia, 
se  procederá  inmediatamente  á  sy  sus- 
titución. 

Art.  239.  Si  el  interesado  apelare  de 
la  resolución  del  consejo,  se  sostendrá 
ésta  á  costa  del  menor.  El  consejo  úni- 
camente podrá  ser  condenado  en  las 
costas  en  el  caso  de  calumnia  mani- 
fiesta. 

Art.  240.  En  caso  de  exclusión,  pro- 
veerá el  consejo  provisionalmente  acer- 
ca de  la  persona  y  bienes  del  menor, 
.hasta  que  se  resuelva  definitivamente 
el  recurso. 

Art.  241.  Cuando  se  verifique  la  re- 
moción, si  el  removido  estuviere  en  el 
ejercicio  de. sus  funciones  y  hubiere 
grave  inconveniente  en  que  continúe 
desempeñando  su  cargo,  durante  la  sus- 
tanciación  del  recurso  podrá  el  curador 
pedir  al  Juez  que  dicte  la  providencia 
provisional  que  se  considere  indispen- 
sable. 

Art.  242.  El  tutor  ó  protutor  removi- 
do quedará  ¿pso  fado  incapacitado 
para  ser  vocal  del  consejo  de  familia. 

Sección  décimatercera 

De  los  derechos  y  obligaciones  del  tutor 

Art.  243.    Corresponde  al  tutor: 

1.®  Dirigir  y  defender  la  persona  del 
menor  y  administrar  sus  bienes,  como 
buen  padre  de  familia,  representándolo 
en  todos  los  actos  civiles,  excepto  en  el 
matrimonio  y  en  la  disposición  de  últi- 
ma voluntad; 

2.°  Educar  ó  liacer  educar,  alimen- 
tar y  tratar  al  menor  con  arreglo  á  su 
condición  y  en  la  forma  determinada 
por  el  consejo  de  familia; 

3.**  Reprender  y  corregir  moderada- 
mente en  sus  faltas  al  menor,  recu- 


rriendo, si  éste  no  se  enmendase,  al 
consejo  de  familia,  el  cual  procederá 
en  los  términos  previstos  en  el  art.  143; 

4.*^  Reclamar,  dentro  de  los  ocho 
días  siguientes  al  de  su  juramento,  la 
formación  del  inventario  de  los  bienes 
del  menor,  activándolo  después  con 
toda  solicitud; 

5.®  Pedir  la  convocación  y  autoriza- 
ción del  consejo  de  familia  en  todos  los 
casos  en  que  la  última  sea  necesaria; 

6.°  Arrendar  los  inmuebles  del  me- 
nor por  un  término  que  no  exceda  de 
tres  años; 

7.^  Proveer  á  los  reparos  y  gastos 
ordinarios  de  los  inmuebles,  y  hacer 
cultivar  los  predios  rústicos  que  no  es- 
tuvieren arrendados; 

8.®  Recibir  las  rentas,  foros,  censos 
y  juros  del  menor,  y  activar  ó  percibir 
el  pago  de  cualquiera  deuda,  sin  per- 
juicio de  lo  dispuesto  en  el  art.  224,  nú- 
mero 15; 

9.**  Proponer  acciones  conservato- 
rias y  las  persecutorias  que  autorice  el 
consejo  de  familia,  y  defender  al  menor 
en  todos  los  litigios  que  contra  el  mis- 
mo se  promoviesen; 

10.  Pagar  las  deudas  del  menor,  si 
para  ello  estuviere  autorizado; 

11.  Aceptar,  á  beneficio  de  inventa- 
rio, las  herencias  que  al  menor  corres- 
pondieren; 

12.  Promover  la  venta  de  los  bienes 
muebles  del  menor,  si  no  pudieren  con- 
servarse, y  la  enajenación  de  los  in- 
muebles en  los  casos  en  que  proceda. 

Art.  244.  Está  absolutamente  prohi- 
bido al  tutor: 

1.°  Disponer,  á  título  gratuito,  de 
los  bienes  del  menor; 

2.°  Arrendar,  comprar  y  rematar 
los  mismos; 

3.°  Convertirse  en  cesionario  de  los 
derechos  ó  créditos  contra  su  pupilo. 
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exwpto  en  los  casos  de  subrogación 
legal; 

\P  Recibir,  por  acto  íntervívos  6  por 
testamento,  donaciones  del  menor  ó  del 
que  fué  pupilo  y  esté  ya  emancipado  ó 
sea  mayor  de  edad,  mientras  no  haya 
dado  cuenta  de  su  administración  y  ob- 
tenido el  finiquito  general; 

5.**  Hacer  contratdl  en  nombre  del 
pupilo,  que  obliguen  á  éste  personal- 
mente á  practicar  ciertos  actos,  excep- 
to en  el  caso  en  que  la  obligación  sea 
necesaria  para  darle  educación,  esta- 
blecerlo ó  darle  ocupación. 

Art.  245.  La  disposición  del  núme- 
ro 4.°  del  artículo  anterior  no  es  apli- 
cable á  los  tutores  que  sean  ascen- 
dientes ó  hermanos  del  menor. 

Art.  246.  El  tutor  está  obligado  á  de- 
clarar en  el  inventario  lo  que  el  menor 
le  deba;  si  no  lo  hiciere,  no  podrá  exi- 
gir el  pago  durante  la  tutela;  y  si  lo  re- 
clamare después,  deberá  probar  que 
anteriormente  no  tenía  conocimiento 
de  la  deuda. 

Art.  247.  El  tutor  tiene  derecho  á 
una  gratificación,  y  si  ésta  no  la  hubie- 
sen fijado  los  padres  del  menor  en  su 
testamento,  deberá  fijarse  por  el  con- 
sejo de  familia,  siempre  que  no  exceda 
de  la  vigésima  parte  de  los  productos 
líquidos  de  los  bienes  del  menor. 

Art.  248.  El  tutor  será  responsable 
de  los  perjuicios  que  por  su  dolo,  culpa 
«i  negligencia  se  causen  al  pupilo. 

Sección   décimacuarta 

De  las  cuentas  de  la  tutela 

Art.  249.  El  tutor  deberá  dar  cuenta 
de  su  gestión,  ya  sea  al  consejo  de  fa- 
milia ó  bien  al  pupilo,  si  éste  se  eman- 
cipa ó  llega  á  la  mayor  edad. 

Art.  250.    Las  cuentas  presentadas 


al  consejo  de  familia  serán  examina- 
das por  una  ó  dos  personas  inteligen- 
tes, designadas  por  el  mismo  consejo 
de  entre  sus  niiembros,  siendo  esto  po- 
sible, y  serán  aprobadas  ó  desechadas  * 
en  todo  ó  en  parto,  según  proceda. 

Art.  251.  A  las  cuentas  deberán 
acompañar  los  documentos  justificati- 
vos, excepto  en  lo  relativo  á  los  gastos 
en  que  no  hay  costumbre  de  exigir  re- 
cibo. 

Art.  252.  Se  abonarán  al  tutor  to- 
dos los  gastos  legalnnente  hechos,  aun 
aquéllos  en  que  no  resultare  beneficia- 
do el  menor,  siempre  que  aquél  no  ten- 
ga culpa  de  este  hecho. 

Art.  253.  Si  en  vista  de  las  cuentas 
resultase  alcanzado  el  tutor,  el  saldo 
devengará  el  interés  legal  desde  la 
aprobación  de  las  mismas  cuentas. 

Art.  254.  El  saldo  á  favor  del  tutor 
se  satisfará  con  los  primeros  rendi- 
mientos pertenecientes  al  menor  que 
el  tutor  recibiese;  pero  si  ocurriesen 
gastos  urgentes  que  impidan  él  reinte- 
gro, devengará  intereses  el  importe  de 
éste,  si  el  consejo  de  familia  no  prove- 
yese en  otra  forma  al  pronto  pago  de 
la  deuda. 

Art.  255.  No  teniendo  el  tutor  alcan- 
zado bienes  para  indemnizar  al  menor, 
incurrirá  en  el  castigo  que  ia  ley  penal 
le  imponga,  sin  perjuicio  de  quedar  su- 
jeto á  la  indemnización  cuando  ésta 
sea  posible. 

Art.  .256.  En  los  easos  de  muerte, 
ausencia  ó  interdicción  del  tutor,  ren- 
dirán las  cuentas  sus  herederos  ó  S'e- 
presentantes. 

Art.  257.  En  el  caso  de  emancipa- 
ción ó  mayor  edad,  se  darán  las  cuen- 
tas al  emancipado»  ó  mayor  con  asis- 
tencia del  curador  y  delprotutor. 

§  único.— El  saldo  que  de  estas  cuen- 
tas resulte  devengará  intereses  legales 
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en  favor  ó  en  contra  del  tutor;  en  el 
primer  caso,  desde  que  el  ex-pupilo  fue- 
ra requerido  al  pago,  previa  entrega  de 
sus  bienes;  en  el  segundo,  desde  la 
aprobación  de  las  cuentas. 

Sección  décimaquinta 

De  los  derechos  y  obligaciones  del  protutor 

Art.  258.  Corresponden  al  í)rotutor, 
además  de  otras  atribuciones  expresa- 
das en  este  Código: 

1.*  Sustentar' y  defender  los  dere- 
chos del  menor  en  juicio  y  fuera  de  él, 
siempre  que  se  hallaren  en  oposición 
con  los  intereses  del  tutor; 

2.**  Vigilar*  la  administración  del  tu- 
tor y  poner  en  conocimiento  del  cura- 
dor y  del  consejo  de  familia  todo  cuan- 
to le  parezca  perjudicial  á  la  persona  ó 
á  los  interes.es  del  menor; 

3.^  Asistir  al  inventario  y  á  la  venta 
de  los  bienes  del  menor; 

4.*'  Promover  la  reunión  del  consejo 
de  familia  en  los  casos  en  que  queda 
abandonada  ó  vacante  la  tutela,  y  en 
todos  aquellos  en  que  deban  verificarse 
la  exclusión  ó  remoción  del  tutor. 

Art.  259.  El  protutor  puede  asistir  á 
las  deliberaciones  del  consejo  de  fami- 
lia y  tomar  parte  en  ellas,  pero  sin 
voto. 

Art.  260.  El  protutor  puede  exigir  del 
tutor,  en  el  mes  de  Enero  de  cada  año, 
una  nota  del  estado  de  la  administra- 
ción de  los  bienes  del  menor,  y,  en  todo 
tiempo,  que  aquél  le  exhiba  su  libro,  ó 
cuaderno  de  gerencia,  y  le  suministre 
los  antecedentes  que  respecto  á  este 
extremo  necesite. 

•  Art.  261.  El  protulor  no  puede  acep- 
tar representación  del  tutor  en  objeto 
relativo  á  la  gerencia  de  éste. 

Art.  262.    Son  aplicables  al  protutor 


las  disposiciones  del  art,  244,  números 
2.^  3.**  y  4.^  y  del  art.  248. 

Sección  décimasexta 

Del  arrendamiento  y  de  la  venta  de  los  bienes 
de  los  menores 

Art.  263.  LosToienes  inmuebles  per- 
tenecientes á  los  menores  se  arrenda- 
rán, si  el  consejo  de  familia  no  resol- 
viese, por  considerarlo  más  convenien- 
te, que  sean  administrados  por  el  tutor. 

Art.  264.  Los  arrendamientos  cuya 
duración  no  exceda  de  tres  años,  serán 
hechos  por  el  tutor  en  la  forma  que  pa- 
rezca más  conveniente  á  los  intereses 
de  los  menores. 

Art.  265.  Los  arrendamientos  por 
más  de  tres  años  se  harán  siempre  en 
subasta  pública,  con  asistencia  del  pro- 
tutor y  del  curador. 

Art.  266.  Lo  dispuesto  en  los  tres  ar- 
tículos anteriores  no  es  aplicable  á  los 
arrendamientos  de  bienes  de  menores 
que  estén  sujetos  á  la  patria  potestad, 
pues  en  este  caso  se  harán  al  prudente 
arbitrio  del  padre,  salvo  en  lo  que  se 
refiera  al  plazo  establecido  en  el  núme- 
ro 14  del  art.  224. 

Art.  267.  La  venta  de  los  bienes 
muebles,  en  los  casos  en  que  deba  rea- 
lizarse, se  hará  en  subasta  pública  con 
asistencia  del  protutor  ó  curador,  á  no 
ser  que,  por  su  escaso  valor,  los  venda 
particularmente  el  tutor,  mediante  or- 
den del  consejo  de  fafnilia. 

Art  268.  La  venta  de  los  bienes  in- 
muebles de  los  menores  se  hará  siem- 
pre en  subasta  pública,  en  la  forma 
que  depués  se  indica. 

Art.  269.  Si  los  bienes  muebles  ó 
inm\iebles  estuvieren  en  Juzgado  dife- 
rente del  que  hubiera  conocido  del  in- 
ventario, la  venta  se  efecturá.  en  subas- 
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ta  pública  en  el  Juzgado  en  que  radi- 
quen, en  virtud  de  exhortes  del  Juez  de 
la  tutela,  y  con  asistencia  del  respecti- 
vo curador  y  de  la  persopa  á  quien  el 
consejo  de  familia  autorice,  si  lo  tiene 
por  conveniente,  para  reclamar  en 
aquel  acto  todo  cuanto  pueda  producir 
beneficio  para  los  menores. 

§  único.—Lo  dispuesto  en  este  artícu- 
Jo  no  deroga  la  excepción  contenida  en 
el  267. 

Art.  270.  Siempre  que  haya  que  pro- 
ceder en  subasta  pública  á  la  venta  de 
los  bienes  de  menores,  se  tasarán  pre- 
viamente, y  el  consejo  de  familia  esta- 
blecerá el  precio  de  venta,  que  no  po- 
drá ser  iifferior  al  valor  de  tasación. 

Art.  271.  Silos  bienes  salieren  á  la 
venta  con  precio  superior  al  del  avalúo 
y  no  hubiese  postor^  se  procederá  á 
segundo  remate  por  el  importe  de  la 
tasación. 

Art.  272.  Si  los  bienes  saliesen  á  re- 
mate por  el  importe  en  que  fueron  ta- 
sados y  no  hubiese  postor,  no  se  hará 
segunda  licitación  por  el  mismo  pre- 
cio, y  el  consejo  de  familia  determinará 
si  se  ha  de  desistir  de  la  venta  ó  rema- 
tar los  bienes  por  un  precio  inferior. 

Art.  273.  En  todo  lo  demás  se  obser- 
varán las  formalidades  ordinarias  de 
la  subasta. 

Art,  274.  Lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los anteriores  es  aplicable  á  la  venta 
de  bienes  de  los  menores  que  se  halla- 
ren bajo  la  patria  potestad,  siendo,  sin 
embargo,  en  este  caso  las  atribuciones 
del  consejo  de  familia  ejercidas  por  el 
Juez,  con  asistencia  del  curador  de  los 
huérfanos. 

Sección  décimaséptima 

De  la  tutela  de  los  hijos  naturales  reconocido» 

.\rt.  275,    A  la  tutela  de  lo^  hijos  na- 


turales se  aplicarán  las  mismas  reglas 
de  la  tutela  de  los  hijos  legítimos,  con 
las  siguientes  modificaciones. 

Art.  276.  El  coní^ejo  de  familia  será 
sustituido  por  un  consejo  especial,  com- 
puesto de  cinco  vecinos,  que  el  Juez  de 
los  huérfanos  designará  entre  los  ami- 
gos ó  parientes  del  padre  ó  de  la  madre 
que  hubiere  reconocido  al  hijo  menor. 

Art.  277.  Si  el  padre  ó  la  madre  que 
hubiesen  reconocido  un  hijo  ilegítimo 
le  nombrara  tutor,  este  nombramiento 
producirá  efecto,  aunque  el  hijo  sea 
posteriormente  reconocido  por  aquel 
que  no  hubiese  llenado  este  requisito 
con  anterioridad. 

Art.  278.  La  tutela  legítima  no  será 
extensiva  á  los  hijos  naturales. 

Sección  décimaoctava 

De  la  tutela  de  los  hijos  espúreos 

Art.  279.  El  padre  ó  la  madre  del 
hijo  espúreo  menor  podrá  nombrarle 
tutor  por  acto  intervivos  ó  en  su  testa- 
mento, en  los  casos  en  que  esté  obliga- 
do á  darle  alimentos. 

Art.  280.  En  defecto  del  padre  y  de 
la  madre,  el  Juez  de  los  huérfanos  nom- 
brará persona  idónea  que  se  encargue 
del  menor  y  provea  á  su  educación  y 
porvenir  cori  los  medios  que  para  este 
ñíi  hubieren  aplicado  los  padres. 

Art.  281.  Si  los  padres  no  hubieren 
adoptado  las  medidas  necesarias  para 
proveer  á  los  alimentos  del  hijo,  el  tu- 
tor, que  en  este*  caso  será  nombrado 
por  el  Juí^z,  promoverá,  ron  asistencia 
del  curador  de  los  huérfanos,  las  ac- 
ción os  que  deban  proponerse  contra 
los  ptídres  ó  sus  herederos. 

Art.  282.  En  esta  tutela  especial,  el 
Juez  ejercerá  todas  las  atribuciones 
del  consejo  de  familia,  y  el   curador  de 
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los  huérfanos  las  que  competen  al  pro- 
tutor.  De  las  decisiones  del  Juez  podrá 
apelarse,  cuando  proceda,  ahte  la  Au- 
diencia del  territorio. 

Art.  283.  Si  el  padreóla  madre  del 
menor  fallecieren  insolventes,  se  con- 
siderará al  menor  como  abandonado,  y 
se  observará,  respecto  del  mismo,  lo 
que  se  determina  en  la  sección  siguien- 
te acerca  de  los  expósitos. 

Sección  déctmanovena 

De  la  tutela  de  los  menores  abandonados 

Art.  284.  Los  expósitos  y  los  meno- 
res abandonados,  cuyos  padres  no 
fuesen  conocidos,  mientras  no  lleguen 
á  la  edad  de  siete  años  estarán  bajo  la 
tutela  y  administración  de  las  respecti- 
vas municipalidades  ó  de  las  personas 
que  voluntaria  ó  gratuitamente  se  hu- 
bieran encargado  de  sus  cuidados. 

§  único.— Lo  dispuesto  en  este  ar- 
ticulo no  se  opone  al  cumplimiento  de 
los  Reglamentos  especiales  de  cualquier 
establecimiento  público  de  beneficencia 
pupilar  autorizado  por  la  ley. 

Art.  285.  Luego  que  los  expósitos  ó 
abandonados  sean  mayores  de  siete 
años,  serán  puestos  á  disposición  del 
Consejo  de  beneficencia  pupilar  ó  de 
cualquier  otra  magistratura  á  la  que  la 
ley  administrativa  encomendare  aquel 
ministerio. 

Art.  286.  El  Consejo  de  beneficencia 
pupilar  ó  la  magistratura  que  lo  susti- 
tuya, dará  á  los  expósitos  ó  abandona- 
dos la  profesión  que  les  fuf  se  más  ven- 
tojosa,  haciéndolos  entrar  en  algún 
establecimiento,  ó  entregándolos,  me- 
diante contrato,  á  las  personas  que 
quieran  encargarse  de  su  educación  y 
sustento. 

Art.  287.    Las  personas  que  tomaren 


á  su  cargo  expósitos  ó  abandonados 
quedarán  por  este  hecho  como  tutores 
de  los  mismos,  salva  la  inspección  del 
Consejo  ó  de  la  magistratura  que  le 
sustituya,  que  puede  hacer  rescindir  el 
contrato  y  dar  nuevo  destino  al  menor 
en  caso  de  abuso  ó  de  falta  de  cumpli- 
miento denlas  obligaciones  estipuladas. 

Art.  288.  El  Consejo  de  beneficencia 
pupilar  ó  la  magistratura  que  lo  susti- 
tuya no  pueden  imponer  al  expósito  ó 
abandonado,  ni  estipular  en  su  nom- 
bre, obligaciones  que  se  refieran  á. 
época  posterior  de  aquella  en  que  cum- 
pla quince  años 

Art.  289.  Llegando  el  expósito  ó 
abandonado  á  esta  edad,  podrá  ser 
emancipado  por  el  Consejo  referido  ó 
por  la  magistratura  que  lo  sustituya, 
si  demostrase  que  tiene  capacidad  bas- 
tante para  gobernarse  por  sí  mismo. 

Art.  290.  Corresponderá  al  expósito 
ó  abandonado  en  propiedad  y  usufructo 
todo  lo  que  adquiriese  por  cualquier 
título  durante  su  menor  edad. 

Art.  291.  Luego  que  el  expósito  ó 
abandonado  cumpla  dieciocho  años, 
quedará  de  derecho  emancipado  y  se  le 
dará  de  baja  en  el  libro  correspondiente. 

Art.  292.  Si  el  expósito  ó  abandona- 
do falleciese  intestado  ó  sin  descen- 
dientes, heredará  sus  bienes  el  esta- 
blecimiento de  beneficencia  pupilar. 

Art.  293.  En  todo  lo  demás  que  se 
refiera  á  los  derechos  del  expósito 
abandonado  se  observará,  en  lo  que 
fuese  aplicable,  lo  dispuesto  relativa- 
mente álos  demás  menores. 

Sección  vit^ésima 

De  la  tutela  de  los  hijos  de  pobres  de  solemnidad  ■ 

Art.  294.  Los  hijos  menores  de  po- 
bres de  solemnidad  que  por  muerte. 
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avanzada  edad,  enfermedad  de  sus  pa- 
dres ó  por  cualquier  otro  motivo  justi- 
ficado no  puedan  ser  alimentados  y  so- 
corridos por  ellos,  serán  entregados  al 
cuidado  y  protección  de  la  respectiva 
municipalidad,  que  los  hará  criar,  ali- 
mentar y  educar  á  costa  de  sus  rentas 
y  hasta  la  edad  en  que  puedan  atender 
por  sí  á  sus  necesidades. 

Art  295.  Si  los  padres  mejoraren  de 
condición  y  adquiriesen  medios  sufi- 
cientes, pagarán  los  gastos  hechos  por 
el  Municipio,  que  les  entregará  sus  hi- 
jos cuando  lo  soliciten. 

Art.  296.  El  Ayuntamiento  será  con- 
siderado como  el  legítimo  tutor  de  los 
mencionados  menores  mientras  estu- 
vieran á  su  cargo,  en  todo  lo  que  se  re- 
fiera á  su  alimentación  y  educación, 
sin  perjuicio  de  los  derechos  paternos, 
que  en  todo  lo  demás  subsistirán  en  la 
forma  general  de  la  ley. 

Sección  vigéslmaprimera 

D«  la  rescisión  de  los  actos  practicados  por  los 
menores. 

Art.  297.  Los  menores  no  disfruta- 
rán del  beneficio  «le  restitución  m  inte- 
fjrum. 

Art.  298.  Los  actos  y  contratos  que 
el  menor  pueda  legalmente  ejecutar  y, 
los  que  fuesen  realizados  con  la  debida 
aatonzacíón,  tanto  por  el  menor  como 
por  el  tutor,  no  podrán  ser  rescindidos 
por  los  menores  sino  en  los  casos  en 
que  alguna  disposición  general  ó  espe- 
cial de  la  ley  lo  permita. 

Art.  299.  Los  actos  realizados  por  el 
menor  sin  la  debida  autorización  serán 
nulos,  excepto  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos L058  y  L059;  pero  no  podrá  el 
menor  utilizar  esta  nulidad  en  los  ca- 
S'  s  siguientes: 


1.^  En  las  obligaciones  que  hubiese 
contraído  sobre  cosas  del  arte  ó  profe- 
sión en  que  sea  perito; 

2.°  Si  hubiese  usado  de  dolo  para 
fingirse  mayor. 

§  único.— La  simple  declaración  ó  in- 
dicación de  mayor  edad  ó  de  emancipa- 
ción no  será  suficiente  en  este  caso 
para  caracterizar  el  dolo. 

Sección  vigésimasegunda 

Del  registro  de  las  tutelas 

Art.  300.  En  todos  los  Juzgados  ha- 
brá un  libro  foliado,  rubricado  y  sella- 
do por  el  respectivo  Juez,'  para  registrar 
en  él  las  tutelas  de  los  menores  inter- 
dictos. 

'  §  único.— El  Actuario  decano  del  Juz- 
gado se  encargará  de.  este  libro,  en  el 
cual  anotará,  no  sólo  las  tutelas  de  su 
oficina,  sino  también  las  de  los  demás, 
para  lo  cual  deberán  proporcionarle 
las  respectivas  notas  los  otros  Escri- 
banos. 

Art.  301.  Las  páginas  de  este  libro 
se  dividirán  en  columnas  y  en  casillas, 
en  que  se  declare: 

L°  La  filiación,  edad  y  domicilio  del 
menor  ó  del  interdicto; 

2.**  La  importancia  de  su  patrimonio 
en  bienes  muebles  é  inmuebles; 

3."  Las  fechas  en  que  se  hubiese 
principiado  y  concluido  el  inventario; 

4.**  El  nombre,  profesión,  edad,  esta- 
do y  domicilio  del  tutor,  y  si  es  testa- 
mentario legítimo  ó  dativo; 

5.**  Si  el  tutor  tiene  hipoteca  ó  pres- 
tó otra  garantía; 

6.°  Las  fechas  en  que  principió  y 
concluyó  la  gerencia  del  tutor; 

7.°  La  fecha  de  las  cuentas  que  éste 
prestare,  si  hubo  alcance,  y  su  entidad; 

8.®    Las  observaciones  oportunas.  , 
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Art.  302.  Al  libro  mencionado  en  los 
precedentes  artículos  acompañará  un 
índice  alfabético  con  los  nombres  de 
los  tutores  y  de  Ips  pupilos. 

Art.  303.  El  Escribano  y  el  Juez  que 
dej^en  de  cumplir  lo  dispuesto  en  esta 
sección,  incurrirán  en  responsabilidad 
por  error  en  el  ejercicio  de  su  cargo  y 
en  la  indemnización  de  las  pérdidas  y 
daños  que  causen. 

Sección  vigésimatercera 

•  De  la  emancipación 

Art.  304.  El  menor  podrá  emanci- 
parse: 

1.®    Por  medio  del  matrimonio; 

2.°    Por  autorización  del  padre,  de  la 
madre  en  su  defecto,  ó  del  consejo  de  ' 
familia  á  falta  de  ambos. 

Art.  305.  La  emancipación  habilita- 
rá al  menor  para  regir  su  persona  y 
bienes  como  si  fuese  mayor  de  edad. 

Art.  306.  La  emancipación  por  ma- 
trimonio producirá  únicamente  sus 
efectos  legales,  cuando  tenga  el  varón 
dieciocho  años  cumplidos  y  la  qfiujer 
dieciseis,  y  habiendo  sido  autorizado 
en  forma  el  casamiento. 

§  único.— Si  el  menor  se  hubiese  ca- 
sado sin  la  competente  autorización, 
continuará  siendo  considerado  como 
menor  en  lo  relativo  á  la  administra- 
ción de  sus  bienes,  hasta  que  llegue  á 
la  mayor  edad;  pero  de  dichos  bienes 
se  le  proporcionará  lo  necesario  para 
atender  á  su  nueva  situación! 

Art.  307.  La  emancipación  mencio- 
nada en  el  núm.  2."  del  art.  304,  sola- 
mente puede  verificarse  con  la  aproba- 
ción del  menor  y  después  que  éste  haya 
cumplido  dieciocho  años. 

Art.  308.  La  emancipación  otorgada 
por  el  padre  ó  la  madre  deberá  hacerse 


en  escrito  presentado  ante  el  Juez  del 
domicilio  del  emancipante,  y  la  otorga- 
da por  el  consejo  de  familia  se  consig- 
nará en  el  acta  del  acuerdo,  tomado  en 
la  forma  ordinaria. 

§  único.— El  Juez  mandará  extender 
inmediatamente  la  respectiva  autori- 
zación, que  sólo  producirá  efecto  con 
relación  á  tercero  desde  el  momento  en 
que  se  registrare  en  el  libro  de  Tutelas. 

Art.  309.  En  el  caso  previsto  en  el 
número  1.^  del  art.  304,  el  menor  eman- 
cipado se  dirigirá  al  Juez  competente 
acompañando  los  comprobantes  de  su 
matrimonio,  edad  y  licencia  respectiva 
que  le  permita  entrar  en  la  administra- 
ción de  sus  bienes;  el  Juez  proveerá  en 
Justicia  sin  traslados  ni  providencias 
previas. 

§  único.—La  providencia  que  dispon- 
ga la  entrega  de  la  administración, 
únicamente  producirá  efecto  con  rela- 
ción á  terceros  desde  el  momento  en 
que  se  registré  en  el  libro  de  Tutelas. 

Art.  310.  La  emancipación^  una  vez 
concedida,  es  irrevocable. 

Sección  vigéslmacuarta 

De  la  mayor  edad 

Art.  3[\.  La  época  de  la  mayor  edad 
se  fija,  sin  distinción  de  sexo,  en  los 
Veintiún  años  cumplidos.  El  mayor  de 
edad  puede  disponer  libremente  de  su 
persona  y  bienes.    . 

Art.  312,  El  mayor  de  edad,  acom- 
pañando la  justificación  oportuna,  de- 
berá pedir  que  se  le  entreguen  los  bie- 
nes que  hubiesen  estado  en  adminis- 
tración, y  que  se  le  dé  de  baja  en  el 
registro  de  Tutelas. 

Art.  313.  El  Juez,  sin  embargo,  apla- 
zará la  entrega  de  los  bienes  existiendo 
sentencia  de  interdicción  pronunciada 
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contra  el  requirente  ó  procedimiento 
entablado  para  obtenerla. 

TÍTULO  X 

DE  LA  INCAPACIDAD  POR  DEMENCIA 

Art.  314.  Quedarán  incapacitados 
para  el  ejercicio  de  sus  derechos  los 
imbéciles  y  todos  aquellos  que  por  el 
estado  anormal  de  sus  facultades  men- 
tales sean  incapaces  de  regir  sus  per- 
sonas y  bienes. 

§  único. — Esta  interdicción  será  apli- 
cable á  los  mayores  ó  álos  menores  de 
edad,  siempre  que  en  este  último  caso 
sea  pedida  dentro  del  año  anterior  á  la 
mayor  edad. 

Art.  315.  La  interdicción  puede  ser 
solicitada  por  cualquier  pariente  que 
tenga  la  cualidad  de  heredero  forzoso 
del  interesado  ó  por  el  cónyuge  de  este 
último. 

§  único.— En  este  caso  el  Ministerio 
público  será  el  defensor  de  aquel  cuya 
interdicción  se  pida. 

Art.  316.  La  interdicción  ó  declara- 
ción de  incapacidad  se  solicitará  por  el 
Ministerio  público: 

1.®  En  defecto  de  las  personas  men- 
cionadas en  el  artículo  precedente; 

2."  En  el  caso  de  demencia  furiosa  ó 
teniendo  el  presunto  demente  hijos  me- 
nores, si  las  referidas  personas  no  lo 
solicitaren. 

§  único.— En  este  caso  nombrará  el 
Juez  defensor  al  interesado. 

Art.  317.  La  acción  de  interdicción 
se  propondrá  ante  el  Juez  de  derecho 
del  domicilio  del  presunto  interdicto  en 
la  forma  expresada  en  los  párrafos  si- 
guientes: 

§  1.**— El  demandante  presentará  al 
Juez  su  demanda  articulada,  y  con  ella 


la  lista  de  los  testigos  y  los  documentos 
que  deban  comprobar  la  demencia. 

§  2."— El  Juez,  después  de  oir  al  Mi- 
nisterio público  ó  al  defensor  nombra- 
do en  su  caso,  convocará  al  consejo  de 
familia  para  que  emita  su  dictamen. 

§  3.®— Si  en  vista  de  esto  y  de  las  de- 
más circunstancias,  considerase  infun- 
dada la  petición,  la  desestimará. 

§  4.°— Si  el  pare^or  del  consejo  de  fa- 
milia fufara  favorable  á  la  solicitud,  el 
Juez  mandará  dar  copia  al  demandado 
ó  á  su  d«^fcnsor  de  aquel  dictamen,  de 
la  solicitud  y  de  los  demás  documentos 
presentados,  y  procederá  al  interroga- 
torio del  interesado  y  á  su  reconoci- 
miento por  dos  facultativos,  á  cuyo 
acto  asistirá  también  la  competente  re- 
presentación del  Ministerio  público. 

§  5.**— Si  el  interrogatorio  y  recono- 
cimiento no  produjesen  prueba  comple- 
ta de  la  demencia,  procederá  el  Juez  al 
examen  de  los  testigos  con  citación  del 
demandado  ó  su  defensor,  que  á  su  vez 
podrá  presentar  en  su  defensa  prueba 
testifical  y  documental.  , 

§  6.°  Inmediatamente  el  Juez  pro- 
nunciará sentencia  y  conferirá  la  tute- 
la, si  procediese,  á  quien  corresponda. 

!5  T.*'— El  Ministerio  público  apelará 
siempre  para  ante  la  Audiencia  del  te- 
rritorio, de  la  sentencia  en  que  se  de- 
crete la  interdicción. 

§  8.°— Se  admitirá  la  apelación  única- 
mente en  el  efecto  devolutivo;  pero  la 
tutela  conferida  en  este  caso  deberá  li- 
mitarse, mientras  no  se  decida  el  recur- 
so, á  los  actos  de  mera  protección  de  la 
persona  del  interdicto  y  de  la  conserva- 
ción de  sus  bienes  y  derechos,  á  no  ser 
que  una  urgente  necesidad  justifique 
otros  actos,  á  los  cuales  debe  preceder 
autorización  del  Juez  con  audiencia  del 
Ministerio  público. 

§  9.**— Si  el  Tribunal  de  alzada  decre- 
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tase  la  interdicción,  el  Juez  conferirá 
inmediatamente  la  tutela  aunque  se  in- 
terponga el  recurso  de  revista. 

Art.  318.  El  consejo  de  familia  se 
constituirá  conforme  á  lo  dispuesto  en 
el  título  precedente,  artrculos  207  y  si- 
guientes; pero  no  podrán  formar  parte 
de  él  las  personas  que  hubieran  solici- 
tado la  interdicción,  aunque  podrán 
asistir  á  las  deliberaciones  como  meros 
informantes. 

Art.  319.  Pronunciada  la  sentencia 
de  interdicción,  ya  sea  en  primera  ó  se- 
gunda instancia,  se  registrará  en  el  li- 
bre^ de  Tutelas  del  domicilio -del  inter- 
dicto, y  se  publicará  por  extracto,  en  el 
pritner  caso,  en  algunos  de  los  periódi- 
cos del  partido  y  por  edictos  en  el  lugar 
del  referido  domicilio,  y  en  el  segundo 
caso,  en  la  Gaceta  Oficial  de  la  Audien- 
cia respectiva. 

§  único.— Este  registro  y  publica- 
ción estarán  á  cargó  del  Escribano  que 
haya  intervenido  en  el  ex{)ediente. 

Art.  320.  La  tutela  del  interdicto  se 
conferirá  por  el  orden  siguiente: 

1.**  Siendo  casado,  al  otro  cónyuge, 
excepto  si  estuviere  separado  de  él  ju- 
dicialmente ó  de  hecho,  ó  fuese,  por 
otra  causa,  legalmente  incapaz; 

2.°  Al  padre  ó  á  la  madre  en  su  de- 
fecto; 

3.**  A  los  hijos  mayores,  si  los  tuvie- 
re, prefiriéndose  el  de  más  edad,  salvo 
si  el  Juez,  oyendo  al  Ministerio  público, 
creyese  que  algunos  de  los  otros  tuvie- 
ra mejores  condiciones  para  desempe- 
ñar el  cargo; 

4.**  A  la  persona  que  fuere  nombra- 
da por  el  consejo  de  familia.  En  este 
caso  no  podrán,  sin  embargo,  ser  nom- 
brados los  herederos  del  interdicto. 

§  único.— No  podrá  ser  nombrado  tu- 
tor quien  por  sus  actos  criminales  ó 
puramente  reprensibles,  practicados  en 


perjuicio  del  interdicto,  hubiese  causa- 
do la  demencia  de  éste. 

Art.  321.  Los  interdictos  están  equi- 
parados á  los  menores  de  edad,  y  les 
son  aplicables  las  reglas  que  á  estos  úl- 
timos se  refieren,  salvas  las  disposicio- 
nes de  los  artículos  siguientes. 

Art.  322.  En  el  caso  en  que  la  tutela 
recaiga  en  el  padre  ó  la  madre,  ejerce- 
rán éstos  la  patria  potestad  conforme 
á  lo  dispuesto  en  los  artículos  101  y  si- 
guientes. 

Art.  323.  Si  la  tutela  recayese  en  el 
marido  ó  la  mujer,  se  observarán  las 
siguientes  disposiciones. 

Art.  324.  No  se  procederá  al  inven- 
tario si  el  matrimonio  se  rige  por  el 
principio  de  comunidad  de  bienes;  y 
aun  en  el  caso  en  que  éstos  se  separen, 
si  los  pertenecientes  al  interdicto  figu- 
ran en  documento  auténtico. 

Art.  325.  El  cónyuge  no  está  obliga- 
do á  la  prestación  de  cuentas. 

Art.  323.  Siendo  tutor  el  marido,  con- 
tinuará ejerciendo  respecto  de  su  mu- 
jer interdicta  los  derechos  conyugales, 
salvo  las  siguientes  modificaciones. 

§  1.°— En  los  casos  en  que  los  actos 
del  marido  dependan  del  consentimien- 
to de  la  mujer,  será  éste  suplido  por  el 
Juez,  con  audiencia  del  Ministerio  pú- 
blico y  del  pariente  más  próximo  de 
aquélla. 

§  2.°— En  los  casos  en  que  la  mujer 
esté  facultada  para  reclamar  contra  los 
actos  del  marido  ó  demandarle  para 
asegurar  sus  derechos  violados  ó  pues- 
tos en  peligro,  será  representado  por 
su  protutor  ó  por  cualquiera  de  sus  pa- 
rientes. 

Art.  327.  En  los  casos  en  que  la  tu- 
tela se  encomiende  á  la  mujer  del  in- 
terdicto, ejercerá  ésta  los  derechos  que 
la  competan,  como  jefe  de  la  familia, 
salvas  las  siguientes  modificaciones. 
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§  1.**— No  podrá  vender  los  bienes  ia- 
muebles  del  interdicto,  sin  autoriza- 
ción y  en  la  forma  indicada  en  el  pá- 
rrafo 1.°  del  artículo  anterior. 

§2.**— En  los  casos  de  malos  trata- 
mientos, negligencia  en  los  cuidados 
debidos  al  interdicto  6  de  ruinosa  ge- 
rencia de  sus  bienes,  podrá  la  mujer 
ser  removida  de  la  tutela  á  instancia 
del  protutor  ó  de  cualquier  pariente  del 
interdicto,  previa  audiencia  del  con- 
sejo de  familia. 

Art.  328.  Siendo  tutor  del  interdicto 
alguna  de  las  personas  indicadas  en 
los  números  3.°  y  4.°  del  art.  320,  se  ob- 
servarán las  reglas  relativas  á  la  tutela 
de  los  menores  en  todo  aquello  en  que 
sean  aplicables. 

Art.  329.  Si  el  interdicto  fuese  solte- 
ro ó  viudo,  y  tuviese  hijos  menores  le- 
gítimos ó  reconocidos,  será  tutor  de 
ellos  el  que  se  nombre  para  el  interdic- 
to mismo. 

Art.  330.  En  todos  los  casos  de  in- 
terdicción, excepto  si  el  interdicto  se 
halla  al  cuidado  de  sus  padres,  será 
nombrado  por  el  consejo  de  familia  un 
protutor  para  que  vele  por  sus  dere- 
chos y  buen  tratamiento,  é  informe  al 
Ministerio  público,  á  fin  de  que  éste  re- 
clame lo  más  conveniente  al  interdicto 
dentro  de  los  limites  legales. 

Art.  331 .  La  tutela  de  los  cónyuges, 
de  los  ascendientes  y  de  los  descen- 
dientes, durará  mientras  continúe  la 
interdicción. 

Art.  332.  Las  rentas  del  interdicto  y 
hasta  sus  bienes,  si  fuese  necesario,  se 
aplicarán  con  preferencia  á  mejorar  su 
estado. 

Art.  333.  EJ  incapacitado  no  podrá 
ser  privado  de  su  libertad  personal,  ni 
detenido  en  una  casa  particular,  ni  es- 
tablecimiento público»  cualquiera  que 
sea  su  naturaleza^  ni  ser  trasladado 


fuera  del  Reino  ó  de  la  provincia  sin 
que  preceda  autorización  judicial,  dic- 
tada después  de  oir  al  Ministerio  públi- 
co y  al  consejo  de  familia. 

§  único.— -Lo  dispuesto  en  este  ar- 
tículo deberá  entenderse  en  forma  que 
no  impida  utilizar  la  fuerza  cuando  sea 
necesario  emplearla  para  contener  al 
demente  furioso;  ^ero  este  recurso  se 
limitará  al  tiempo  absolutamente  in- 
dispensable para  pedir  auxilio  á  la  Au- 
toridad competente. 

Art.  334.  Todos  los  actos  y  contra- 
tos celebrados  por  el  incapacitado  des- 
de el  día  en  que  sé  publique  y  registre 
la  sentencia  de  interdicción,  serán  nu- 
los de  derecho  si  dicha  sentencia  se 
consiente  y  pasa  en  autoridad  de .  cosa 
juzgada. 

Art.  335.  Los  actos  y  contratos  cele- 
brados por  el  incapacitado  antes  de  la 
sentencia,  sólo  podrán  ser  anulados 
probándose  que  en  ese  tiempo  ya  exis- 
tia y  era  notoria  la  causa  de  la  inter- 
dicción ó  era  conocida  del  otro  estipu- 
lante. * 

Art.  336.  Cesando  la  causa  de  la  in- 
terdicción, se  levantará  ésta  por  una 
decisión,  en  la  que  deberán  observarse 
las  mismas  formalidades  prescritas 
para  su  establecimiento. 

TlTÜJLO  XI 

DE  LA  INCAPACIDAD  DE  LOS  SORBO-MUDOS 

Art.  337.  Los  sordo-mudos  que  no 
tuvieren  la  capacidad  necesaria  para 
regir  sus  bienes  serán  puestos  bajo  tu- 
tela. % 

Art.  338.  La  extensión  y  límites  de 
esta  lutela  se  especificarán  en  la  sen- 
tencia que  la  establezca  conforme  al 
grado  de  incapacidad  del  sordo-mudo. 

Art.  339.    Esta  tutela  puede  ser  soli- 
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citada  por  las  personas  designadas  en 
los  artículos  315  y  316,  núm.  1.",  ob- 
servándose en  todo  lo  demás,  y  en  la 
parte  en  que  sean  aplicables,  las  dispo- 
siciones del  título  precedente. 

TÍTULO  XII 

DE  LA  INCAPACIDAD  DE  LOS  PRÓDIGOS 

Art.  340.  Las  personas  mayores  de 
edad  ó  emancipadas  que  por  su  habi- 
tual prodigalidad  fuesen  incapaces  pa- 
ra administrar  sus  bienes,  podrán  ser 
privadas  de  la  administración  de  los 
mismos  si  fuesen  casadas  ó  tuviesen 
ascendientes  ó  descendientes  legíti- 
mos. 

§  único.— Quedará  al  prudente  arbi- 
trio de  los  Jueces  emitir,  conforme  á 
las  circunstancias,  si  los  hechos  que  se 
alegan  son  ó  no  suficientes  para  carac- 
terizar la  prodigalidad. 

Art.  341.  Esta  interdicción  puede 
ser  reclamada  por  los  ascendientes  ó 
descendientes  del  pródigo  ó  su  mujer, 
por  cualquier  pariente  de  ésta  ó  por  el 
Ministerio  público,  teniendo  el  pródigo 
descendientes  menores  ó  interdictos. 

Art.  342.  La  interdice  ón  se  pedirá 
ante  el  Juez  de  derecho  del  distrito  en 
que  el  pródigo  estuviere  domiciliado. 

Art.  343.  La  acción  de  interdicción 
se  sustanciará  sumariamente  sin  cita- 
ción del  interesado,  y  no  podrá  ser  ob- 
jeto de  confesión. 

§  único. — Son  aplicables  á  esta  ac- 
ción las  disposiciones  de  los  párrafos 
1.^2.^*y3.mel  art.  317. 

Art.  341.-  El  Juez,  en  su  sentencia, 
conforme  á  la  gravedad  de  los  hechos 
que«resulteii  de  las  pruebas,  privará  al 
pródigo  de  la  administración  general 
de  sus  bienes  ó  le  conservará  en  ella, 
prohibiéndole  simplemente  ciertos  ac- 


tos, á  los  que  deberá  preceder  la  apro- 
bación del  curador. 

§  único.— Esta  sentencia  se  registra- 
rá en  el  libro  áe  Tutelas,  y  se  publicará 
en  extracto  en  un  periódico  del  parti- 
do, ó,^no  pudiéndose  utilizar  este  me- 
dio, por  edictos  fijados  en  el  lugar  del 
domicilio  del  incapacitado. 
.  Art:  345.  El  pródigo  conservará,  sin 
embargo,  la  libre  disposición  de  su  per- 
sona y  sus  demás  derechos  civiles; 
podrá  oponerse  á  la  sentencia  que  le 
prive  de  la  administración  de  sus  bie- 
nes ó  de  realizar  ciertos  actos,  y  ape- 
lar de  ella  aun  sin  la  aprobación  del 
curador. 

§  1.**— Estos  actos  no  suspenderán  la 
ejecución  de  la  sentencia,  admitién- 
dose la  apelación  únicamente  en  el 
efecto  devolutivo. 

§  2.°— Contra  la  sentencia  en  que  no 
se  admita  la  solicitud  del  pródigo,  po- 
drá también  éste  interponer  el  recurso 
de  apelación. 

Art.  346.  Cuando  la  sentencia  ad- 
quiera autoridad  de  cosa  juzgada  y  se 
halle  en  ella  ordenada  la  administra- 
ción de  los  bienes,  será  ésta  entregada 
al  padre  del  pródigo  ó  á  su  madre,  si 
aquél  no  existiese;  pero  en  este  último 
caso  se  oirá  el  consejo  de  familia.  Si 
no  tuviese  padres,  nombrará  un  admi- 
nistrador el  consejo  de  familia  y  el  Mi- 
nisterio público. 

§  único.—Si  el  pródigo  administra 
bienes  de  sus  hijos  menores  ó  interdic- 
tos, se  comprenderán  aquéllos  en  la 
administración  referida. 

Art.  347.  Si  el  pródigo  fuere  casado, 
con  separación  de  bienes,  la  mujer 
conservará  la  administración  de  los  su- 
yos propios,  no  pudiendo  enajenarlos, 
sin  la  autorización  judicial,  en  los  ca- 
sos en  que  sea  necesario  el  consenti- 
miento del  marido. 
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Art.  348.  En  el  caso  de  interdicción 
general,  se  pondrán  á  disposición  del 
incapacitado  las  cantidades  que  se  juz- 
guen necesarias  para  sus  gastos  ordi- 
narios, conforme  á  su  estado  y  posi- 
ción. 

§  l.°— Estas  cantidades  se  fijarán  por 
el  prudente  arbitrio  del  Juez,  oído  el 
Ministerio  público  y  el  consejo  de  fa- 
milia. 

§2.'^— El  interdicto  podrá,  sin  embar- 
go, cuando  ocurran  necesidades  impre- 
vistas, recurrir  de  nuevo  al  Juez,  que 
proveerá  en  los  términos  referidos, 
como  estimare  justo. 

Árt.  349.  Publicada  la  sentencia  ge- 
neral ó  especial  de  interdicción,  se 
nombrará  al  interdicto  un  curador  pro- 
visional queie  autorice  para  los  actos 
que  por  sí  no  pudiese  ejercitar  y  que 
sean  necesarios,  pudiendo  el  incapaci- 
tado, si  el  curador  negase  su  aproba- 
ción, recurrir  al  Juez,  que  resolverá 
definitivamente,  oído  el  Ministerio  pú- 
blico. Los  actos  que  el  interdicto  ejíí- 
cutesin  la  debida  autorización,  serán 
nulos  de  derecho,  si  la  sentencia  de  in- 
terdicción fuese  firme. 

.\rt.  350.  El  incapacitado  podrá  re- 
currir al  Juez  cuando  viese  que  sus  cu- 
radores abusasen  de  su  cargo;  el  Juez 
decidirá  con  arreglo  á  derecho,  oído  el 
Ministerio  público  y  el  consejo  de  fa- 
milia, si  procediese.  De  este  fallo  podrá 
recurrirse  para  la  Audiencia  del  terri- 
torio, que  resolverá  definitivamente. 

Art.  351.  Los  administradores  (le  los 
hienes  del  pródigo  tienen  los  mismos 
derechos  y  están  sujetos  á  idíínticas 
obligaciones  que  los  curadores  provi- 
sionales de  los  bienes  de  los  ausontos, 
salvas  las  siguientes  modificaciones: 

1.**  Hallándose  la  cúratela  á  cargo 
del  padre  ó  de  la  madre,  no  se  prestará 
fianza; 


2.®  Las  cuentas  anuales  se  presta- 
rán con  asistencia  del  interdicto. 

Art.  352,  El  pródigo,  pasados  cinco 
años,  podrá  pedir  que  la  interdicción 
le  sea  levantada,  y  así  se  ordenará,  con- 
viniendo en  ello  el  consejo  de  familia  y 
el  Ministerio  público. 

§  único.— Si  el  pródigo  no  obtuviese 
resolución  favorable,  podrá  renovar  su 
solicitud  hasta  que  le  sea  concedida, 
con  tal  que,  entre  cada  negativa  y  la 
nueva  petición,  transcurra  el  mismo 
intervalo. 

TÍTULO  XIII 

DE  LA  INCAPACIDAD  ACCIDENTAL 

Art.  353.  Los  actos  y  contratos  ce- 
lebrados por  personas  que  accidental- 
mente se  hallen  privadas,  ai  tiempo  de 
otorgarse,  del  uso  de  la  razón  por  deli- 
rio, embriaguez  ú  otra  causa  semejan- 
te, podrán  ser  rescindidos  si,  dentro  de 
los  diez  días  siguientes  á  su  restableci- 
ipiento,  aquellas  personas  protestasen 
ante  Escribano  y  en  presencia  de  dos 
testigos,  é  intentasen  la  correspondien- 
te acción  dentro  de  los  veinte  días  si- 
guientes. 

§  único.— Esta  acción  únicamente  po- 
drá beneficiar  á  los  herederos  de  las 
personas  mencionadas,  si  éstas  falle- 
cieren sin  recobrar  su  razón  ó  antes 
que  bayan  transcurrido  los  diez  días  en 
que  deben  protestar,  siempre  que  se 
proponga  dentro  de  los  veinte  días  si- 
guientes al  fallecimiento. 

Art.  354.  Lo  dispuesto  bn  el  artículo 
anterior  no  impide  otras  acciones  que 
puedan  intentarse  contra  la  validez  de 
los  actos  y  contratos  en  él  mencio- 
nados. 
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TÍTULO  xiy 

DE  LA  INCAPACIDAD  POR  EFECTO  DE  SEN- 
TENCIA PENAL  CONDENATORIA 

Art.  355.  Los  delincuentes  no  pue- 
den ser  privados  de  ninguno  de  los  de- 
rechos civiles,  sino  en  virtud  de  senten- 
cia fírme. 

Art.  356.  Al  que  se  halle  privado  de 
los  derechos  civiles  en  virtud  de  sen- 
tencia pronunciada  en  causa  criminal 
ordinaria,  se  le  nombrará  un  curador. 

§  único.— Esta  cúratela  se  conferirá 
por  el  orden  de  la  tutela  de  los  de- 
mentes. 


Art.  357.  La  extensión  y  efectos  de 
esta  cúratela  se  deducirán  de  la  natu- 
raleza de  los  derechos  que  hayan  sido 
comprendidos  en  la  interdicción. 

Art.  358.  La  referida  cúratela  ten- 
drá la  misma  duración  que  la  pena. 

§  único.— Si  la  pena  se  extinguiese 
por  efecto  de  revisión  y  anulación  de 
sentencia,  serán  válidos  los  actos  que 
el  sentenciado- hubiese  ejecutado  en  la 
época  en  que  la  interdicción  produjo 
efectos,  siempre  que  de  esa  validez  no 
resulte  perjuicio  para  derechos  adqui- 
ridos. 


PARTE  SEGUNDA 

DE  LA  ADQUISICIÓN  DE  LOS  DERECHOS 


LIBRO  PRIMERO 


de  los  derechos  originarios  y  de  los  que  se  adquieren 

por  hechos  y  voluntad  propia 

independíemete    de  la  cooperación  ajena 


TÍTULO  PRIMERO 

DE  LOS  DERECHOS  ORIGINARIOS 

Art.  359.  Llámanse  derechos  origi- 
narios los  que  resultan  de  la  propia  na- 
turaleza del  hombre,  y  que  la  ley  civil 
reconoce  y  protege  como  fuente  y  ori- 
nen de  los  demás. 

Estos  derechos  son: 

I.**    El  derecho  á  la  existencia; 

t^    El  derecho  de  libertad; 

3.°    El  derecho  de  asociación; 

4.®    El  derecho  de  apropiación; 

5.°    El  derecho  de  defensa. 

Art.  360.  El  dorecho  á  la  existencia 
:.o  sólo  comprende  la  vida  é  integridad 
:••  r^onal  del  hombre,  sino  tambión  su 
l'U^n  nombre  y  reputación,  en  los  íjue 
'•oiií;iste  su  dignidad  moral. 

Art.  361.  El  derecho  de  libertad  con- 
-^i^^teen  el  libre  ejercicio  de  las  faculta- 
íes  físicas  é  intelectuales,  y  compren- 
de el  pensamiento,  su  manifestación  y 
la  acción. 
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Art.  362.    El   pensamiento  del  hom 
bre  es  inviolable. 

Art.  363.  El  derecho  de  manifesta- 
ción es  libre  como  el  pensamiento;  pero 
el  que  de  él  abusare  en  perjuicio  de  la 
sociedad  ó  de  otro  será  responsable 
con  arreglo  á  las  leyes. 

Art.  364.  El  derecho  de  acción  con- 
siste en  la  facultad  de  practicar  libre- 
mente cualquier  acto;  pero  el  que  abu- 
se de  él  atentando  contra  los  derechos 
de  otro  ó  de  la  sociedad,  será  respon- 
sable con  arreglo  á  la  ley. 

Art.  365.  El  derecho  de  asociación 
consiste  en  la  facultad  de  poner  en  co- 
mún los  medios  ó  esfuerzos  individua- 
les para  cualquier  fin  que  no  perjudi- 
que á  los  derechos  de  otro  ó  de  la  so- 
ciedad. 

Art.  366.  El  derecho  de  apropiación 
consiste  en  la  facultad  de  adquirir  todo 
lo  que  sea  conducente  á  la  conserva- 
ción de  la  existencia,  á  la  manutención 
y  á  la  mejora  de  la  propia  condición^ 
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Este  derecho ,  considerado  objetiva- 
mente, se  llama  propiedad. 

§  único.— El  derecho  civil  únicamen- 
te reconoce  la  apropiación  cuando  ésta 
se  apoya  en  un  título  ó  forma  legíti- 
ma (Ij. 

Arl.  367.  El  derecho  de  defensa  con- 
siste en  la  facultad  de  oponerse  á  la 
violación  de  los  derechos  naturales  ó 
adquiridos. 

Art.  368.  Los  dereclios  originarios 
son  inalienables  y  únicamente  pueden 
ser  limitados  por  ley  formal  y  expresa. 
La  violación  produce  el  deljer  de  repa- 
rar la  ofensa  (2). 

TtTUJLO  II 

DE  LAS  COSAS  QUE  PUEDEN  SER  OBJETO  DE 
APROPIACIÓN  Y  DE  SUS  DIFERENTES  ES- 
PECIES, CON  RELACIÓN  Á  LA  NATURALE- 
ZA DE  LAS  MISMAS  COSAS  Ó  DE  LAS  PER- 
SONAS Á  QUIENES  PERTENEZCAN. 

Art.  369.  Se  entiende  en  derecho  por 
cosa  todo  aquello  que  carezca  de  per- 
sonalidad. 

Art.  370,  Pueden  ser  objeto  de  apro- 
piación todas  las  cosas  que  no  estén 
fuera  del  comercio. 

Art.  37L  Las  cosas  puedon  estar 
fuera  del  comercio  por  su  naturaleza  ó 
por  disposición  de  la  ley. 

Art.  372.  Están  fuera  del  comercio, 
por  su  naturaleza,  aquéllas  que  no  pue- 
den ser  poseídas  por  un  iinHviduo  ex- 
clusivamente; y  por  disposición  de  la 


(1)  Véanse  los  artículos  5(31  á  569,  2.16"  á 
2.1'75,  2.18^,  2.188,  2.28(1.  2.287,  2.315,  2.316, 
2.33Ü  y  2.35'7  al  2.359  de  este  Código. 

(2)  Véanse  lo.s  artículos  439,  537,  565.  599, 
2.361,  2.882  y  2.383. 


ley,  aquéllas  que  ésta  declara  irreduc- 
tibles á  propiedad  particular  (1). 

Art.  373.  Las  cosas  son  inmuebles  ó 
muebles. 

Art.  374.  Son  inmuebles ,  natural- 
mente ó  mediante  la  acción  del  hom- 
bre, los  predios  rústicos  y  urbanos. 

§  único.— Por  predio  rústico  se  en- 
tiende solamente  el  terreno,  y  por  pre- 
dio urbano  cualquier  edificio  levantado 
sobre  el  suelo. 

Art.  375.  Son  inmuebles  por  disposi- 
ción de  la  ley: 

1.°  Los  productos  y  partes  integran- 
tes de  los  predios  rústicos  ó  de  los  pre- 
dios urbanos  que  no  pueden  ser  sepa- 
rados sin  perjuicio  del  servicio  útil  que 
deben  prestar,  á  no  ser  que  del  mismo 
lo  distraiga  el  dueño  del  predio; 

2.°  Los  derechos  inherentes  á  los 
inmuebles  mencionados  en  el  artículo 
precedente; 

3,*^  Los  fondos  consolidados  que  se 
hallaren  inmovilizados  perpetua  ó  tem- 
poralmente. 

§  único.— Lo  dispuesto  en  este  ar- 
tículo no  se  opone  á  las  inmovilizacio- 
nes decretadas  por  ley  especial  para 
ciertos  y  determinados  fines. 

Art.  376.  Son  muebles  por  naturale- 
za todos  ios  objetos  materiales  no  com- 
prendidos en  los  dos  artículos  prece- 
dentes, y  por  disposición  de  la  ley  to- 
dos los  derechos  no  comprendidos  en 
el  núm.  :¿"  del  artículo  anterior. 

Art.  377.  Cuando  en  la  ley  civil  ó  en 
los  actos  y  contratos  se  use  de  la  ex- 
presión (cbienes  ó  cosas  inmobiliarias,^) 
sin  otra  calificación,  se  comprenderán 
en  ella,  tanto  los  que  sean  inmuebles 
por  naturaleza  ó  mediante  la  acción 

(1)  Véanse  los  articules  479.  482,  núm.  '.i.", 
506,  593,  615,  671,  núm.  1.  ,  856,  8Í?9,  1.5r.:), 
1.633  V  1.811,  núm.  2." 
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liel  hombre,  como  los  que  lo  sean  por 
disposición  de  la  ley.  Cuando  se  use 
simplemente  de  la  expresión  (cinraue- 
bles,  cosas  ó  bienes  inmuebles,»  signi- 
íicará  aquélla  los  que  lo  sean  por  natu- 
raleza ó  mediante  la  acción  del  hombre. 

§  único.— De  la  misma  manera  la 
(expresión  «bienes  ó  cosas  mobiliarias,» 
comprenderá  los  muebles  que  lo  sean 
por  naturaleza,  como  los  que  deban  su 
nombre  á  disposición  de  la  ley;  y  por 
las  palabras  «muebles,  cosas  6  bienes 
muebles,»  se  entenderán  únicamente 
los  objetos  materiales  que  por  naturale- 
za sean  muebles. 

Art.  378.  Siempre  que  en  los  actos 
y  contratos  se  use  de  la  expresión 
'imuebles  de  tal  casa  ó  predio,»  se  com- 
prenderán en  ella  únicamente  lo  que 
^n  términos  vulgares  recibe  los  nom- 
hres  de  mobiliario,  utensilios  ó  mena- 
je, á  no  ser  que  conocidamente  sea  otra 
la  intención  de  las  partes. 

Art.  379.  Las  cosas  con  relación  á 
liis  personas  á  quienes  su  propiedad 
pertenezca  ó  que  puedan  aprovecharse 
ríe  ellas  libremente,  se  llaman  públicas, 
comunes  y  particulares. 

Art.  380.  Son  públicas  las  cosas  na- 
turales ó  artificiales,  apropiadas  ó  pro- 
■lucidas  por  el  Estado  ó  Corporaciones 
públicas  y  mantenidas  l)ajo  su  admi- 
nistración, de  las  cuales  es  lícito  á  to- 
llos, individual  ó  colectivamente,  utili- 
zarse con  las  restricciones  impuestas 
por  la  ley  ó  por  los  Reglamento^;  admí- 
iiistrativos.  Pertenecen  á  esta  cate- 
L'oría: 

1.^  Los  caminos,  puentes  y  viadiir- 
tos  construidos  y  mantenidos  ú  ex[»('ri- 
=^as  de  la  administración  general,  mu- 
nicipal ó  parroquial; 

2."*  Las  aiiuas  saladas  de  las  costas, 
íiíisenadas,  bahías,  ríos,  embocaduras 
y  lechos  de  los  mismos; 


3.^  Los  lagos  y  lagunas,  y  los  cana- 
les y  cursos  de  agua  dulce  navegables 
ó  flotables  con  sus  respectivos  lechos  ó 
álveos,  y  las  fuentes  públicas. 

)5  L^— Seentiende  porcurso  navegable 
el  que  durante  todo  el  año  es  á  propósi- 
to para  la  navegación  comercial  en 
barcos  de  cualquier  forma,  construc- 
ción y  dimensiones;  y  por  corriente 
flotable,  aquellapor  laque  al  promulgar 
este  Código  fuese  costumbre  conducir 
con  fines  comerciales,  objetos  flotables, 
ó  la  que  en  lo  sucesivo  la  Autoridad 
competente  declare  utilizable  para 
este  uso. 

§  2.°— Cuando  únicamente  fuese  na- 
vegable ó  flotable  una  parte  del  río,  á 
ésta  se  referirá  sólo  la  correspondiente 
calificación. 

§  S.**— Entiéndese  por  lecho  ó  álveo  la 
porción  de  superficie  que  la  corriente 
cubre  sin  pasar  al  suelo  natural  y  or- 
dinariamente enjuto. 

§  4.° — Los  taludes  ó  rampas,  estribos, 
vallados,  paredes  de  piedra  y  cemento 
levantados  artificialmente  sobre  la  su- 
perficie natural  de  las  orillas  ó  márge- 
nes, no  pertenecen  al  lecho  ó  álveo  de 
la  corriente  ni  son  del  dominio  público 
si  á  la  fecha  de  la  promulgación  del 
Código  civil  no  hubieran  entrado  en 
aquel  dominio  en  forma  legal. 

Art.  381.  Son  comunes  las  cosas 
naturales  ó  artificiales  no  apropiadas 
individualmente,  de  las  cuales  única- 
mente es  permitido  aprovecharse  con- 
forme á  los  Reglamentos  administrati- 
vos, á  los  individuos  comprendidos  en 
cinrtacircunscripción  administrativa,  ó 
que  forman  parte  de  determinada  Cor- 
poración pública. 

Pertenecen  á  esta  categoría: 

1.°  Los  terrenos  baldíos  municipales 
y  parroquiales; 

2."    Las  corrientes  de  aj^ua  no  nave- 
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gables  ni  flotables  que,  atravesando  te- 
rrenos municipales  ó  parroquiales,  ó 
predios  particulares,  desembocan  en 
el  mar  en  corriente  navegable  6  flota- 
ble; los  lagos  ó  lagunas  sitos  en  terre- 
nos municipales  ó  parroquiales  y  los 
estanques,  fuentes  6  pozos  construidos 
á  costa  de  los  Ayuntamientos  ó  parro- 
quias. 

§  1.®— -La  corriente  navegable  que 
durante  cinco  años  consecutivos  no 
sirva  para  la  navegación,  pasará  á  la 
categoría  de  corriente  flotable. 

§  2.''— La  corriente  flotable  que  du- 
rante cinco  años  consecutivos  no  sir- 
va para  la  flotación,  se  incluirá  en  la  ca- 
tegoría de  las  corrientes  de  uso  común. 

§  3.^— El  lecho  ó  álveo  del  torrente  ó 
corriente  de  uso  común  que  atraviesa 
un  predio  particularó  nace  en  él,  forma 
parte  integrante  de  dicho  predio. 

§  4.**— La  propiedad  del  lecho  ó  álveo 
de  cualquier  torrente  ó  corriente  de  uso 
común  que  pase  entre  dos  ó  más  pre- 
dios, pertenece  á  éstos  con  las  limita- 
ciones y  servidumbres  que  en  este  Có- 
digo se  expesan. 

§  5."-  A  cada  predio  pertenece,  en 
virtud  de  la  ley,  la  porción  del  lecho  ó 
álveo  comprendido  entre  la  orilla  ó 
margen  y  la  línea  media  del  lecho,  ter- 
minando en  la  superficie  y  en  él,  con 
relación  al  curso  del  fondo,  por  dos 
líneas  perpendiculares  de  la  extremi- 
dad de  la  línea  del  margen  del  predio 
sobre  la  línea  media. 

§  G.^— Las  porciones  de  lechos  ó  ál- 
veos de  los  torrentes  ó  corrientes  de 
uso  común  atribuidos  á  los  predios  co- 
lindantes con  las  orillas,  quedan  suje- 
tos á  todas  las  servidumbres  que  los 
Reglamentos  de  policía  general  les  im- 
pongan para  la  conservación  y  limpieza 
de  los  mismos  lechos. 

§  7.«>— Se  aplicarán  á  los  lagos  natu- 


rales de  agua  dulce  rodeados  de  predios 
particulares,  ó  de  fincas  particulares  y 
terrenos  incultos  públicos,  municipales 
ó  parroquiales,  las  disposiciones  de» 
todos  los  párrafos  precedentes  que  sean 
compatibles  con  la  naturaleza  de  sus 
aguas  no  corrientes. 

Art.  382.  Son  particulares  las  cosas 
cuya  propiedad  pertenece  apersonas 
singulares  ó  colectivas,  y  de  que  nadie 
puede  beneficiarse  sino  aquellas  perso- 
nas úotraspor  las  mismas  autorizadas. 

§  único.— El  Estado,  los  Municipios 
y  las  parroquias,  considerados  como 
pei'sonas  morales,  son  capaces  de  ad- 
quirir y  poseer  propiedad  particular. 

TtTULO  III 

DE    LA    OCUPACIÓN 

CAPÍTULO     PRIMERO 

Disposición  fjeneral 

Art.  383.  Es  lícito á  cualquiera  apro- 
piarse, por  medio  de  la  ocupación, 
los  animales  y  otras  cosas  que  nunca 
h  yan  tenido  dueño  y  que  estén  aban- 
donadas ó  perdidas,  salvas  las  declara- 
ciones y  restricciones  contenidas  en 
los  capítulos  siguientes. 

CAPÍTULO  11 

De  ¿a  ocupación  de  los  animales 

Sección   primera 

De  la  caza 

Art.  384.  Es  lícito  á  todos,  sin  distin- 
ción de  personas,  cazar  los  animales 
bravios,  conforme  á  los  Reglamentos 
administrativos,  que  determinan  la  for- 
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ma  y  el  tiempo  en  que  puede  hacerse: 

1."  En  los  terrenos  propios  cultiva- 
dos é  incultos; 

2.'*  En  los  terrenos  públicos  ó  muni- 
cipales, no  cultivados  ni  murados  ó  no 
exceptuados  administrativamente; 

3."  En  los  terrenos  particulares  no 
cultivados  ni  cercados. 

§  único.— La  disposición  del  número 
primero  se  refiere  al  propietario  y  á 
todos  los  que  del  mismo  tuvieren  li- 
cencia. 

Art.  385.  En  los  terrenos  cultivados, 
abiertos,  bien  sean  públicos,  munici- 
pales ó  particulares,  que  estén  sembra- 
dos de  cereales  ó  contengan  cualquiera 
otra  sementera  ó  plantación  anual,  úni- 
camente será  licito  cazar  después  de 
hecha  la  recolección. 

Arl.  386.  En  los  terrenos  en  que  hu- 
biere viñas  ú  otras  plantas  fructíferas, 
de  pequeña  altura,  únicamente  será 
lícito  cazar  ^en  el  tiempo  que  medie 
desde  la  recolección  á  aquel  en  que  las 
plantas  comiencen  á  brotar.  Los  Muni- 
cipios fijarán  los  límites  del  período  en 
que  anualmente  debe  cesar  la  libertad 
de  cazar. 

Art.  387.  En  los  terrenos  abiertos, 
plantados  de  olivos  ó  de  árboles  fruta- 
les de  gran  altura,  se  podrá  cazar  en 
todo  tiempo,  excepta  en  el  que  media 
desde  la  madurez  de  los  frutos  hasta  la 
recolección. 

Art.  388.  El  cazador  hará  suyo  el 
animal  por  el  solo  hecho  de  la  aprehen- 
sión, y  tendrá  además  derecho  sobre 
el  que  hiera  mientras  vaya  en  su  per- 
sprución,  salvo  lo  dispuesto  en  el  ar- 
titulo  siguiente. 

§  único.— Se  considera  cogido  el  ani- 
mal que  el  cazador  haya  muerto  duran- 
te' el  acto  venatorio,  y  aquel  que  haya 
f-aido  en  sus  redes  ó  lazos. 

Art.  389.     Si  el  animal  heridlo  se  gua- 


reciese en  terreno  cercado  con  muro, 
valla  ó  setos,  no  podrá  el  cazador  se- 
guirlo dentro  de  dicho  predio  sin  licen- 
cia del  dueño.  Pero  si  en  aquel  sitio  ca- 
yera el  animal  muerto,  podrá  el  caza- 
dor exigir  que  el  propietario  ó  quien  lo 
represente  se  lo  entregue  ó  permita  que 
él  solo  vaya  á  buscarlo. 

Art.  390.  En  todo  caso  el  cazador 
será  responsable  por  el  daño  que  cau- 
se, pagándolo  duplicado  si  el  hecho  ha 
tenido  lugar  en  ausencia  del  propieta- 
rio ó  (le  quien  lo  represente. 

§  1.*^-  Si  los  cazadores  son  varios,  se- 
rán todos  solidariamento  responsables 
por  dichos  daños. 

§  2."*— El  hecho  de  la  entrada  de  los 
perros  de  caza  en  predio  cercado,  á  pe- 
sar de  la  voluntad  del  cazador,  en  per- 
secución del  animal  que  haya  penetra- 
do en  la  finca,  sólo  producirá  una  obli- 
gación de  mera  reparación  por  los  da- 
ños que  causaren. 

§  3."— La  acción  para  la  reparación 
del  daño  prescribe  á  los  treinta  días, 
contados  desde  aquel  en  que  se  ocasio- 
nó el  perjuicio. 

Art.  301.  El  propietario  ó  poseedor 
de  predios  cercados,  en  los  cuales  no 
puedan  salir  y  entrar  libremente  los 
animales,  podrán  darles  caza  en  cual- 
quier tiempo  y  forma. 

Art.  392.  Es  permitido  á  los  propie- 
tarios y  labradores  destruir  en  cualquier 
tiempo,  en  sus  tierras,  los  animales 
bravios  que  perjudiquen  sus  semente- 
ras y  plantaciones. 

§  único.— Igual  facultad  tienen  los 
propietarios  y  labradores  con  relación 
á  las  aves  domésticas  en  el  tiempo  en 
que  en  los  campos  tuviesen  tierras 
sembradas,  cereales  ú  otros  frutos  pen- 
dientes en  que  aquéllas  puedan  causar 
perjuicio. 

Art.  39:í.    Queda  absolutamente  pro* 
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hibido  destruir  en  los  predios  ajenos  j 
nidos,  huevos  ó  crías  de  aves  de  cual-  j 
quier  especie.  ! 

Art.  394.  Las  leyes  y  Reglamentos 
administrativos,  además  de  los  muni- 
cipales, fijarán  el  tiempo  en  (jue  la  caza 
en  general  ó  alguna  en  particular  doba 
ser  prohibida  en  absoluto  ó  en  forma 
determinada,  asi  como  las  multas  (pie 
deban  imponerse,  ya  sea  por  contrave- 
nir á  aquellas  disposiciones  ó  por  violar  , 
los  derechos  que  en  este  título  se  con- 
signan. 


Sección  segunda 

De  la  pesca 

Art.  395.  A  todos,  sin  distinción  de 
personas,  es  permitido  pescar  en  las 
aguas  públicas  y  comunes,  salvas  las 
restricciones  consignadas  en  los  Re- 
glamentos administrativos. 

Art.  396.  Nadie  puede  valerse  de  los 
terrenos  margmales  para  el  ejercicio 
de  su  derecho  de  pesca  sino  en  los  mis- 
mos casos  en  que  en  ellos  se  permita 
la  caza,  conforme  á  lo  preceptuado  en 
los  artículos  384,  385,  386  y  387. 

Art.  397.  El  derecho  de  pesca  en  las 
aguas  particulares  pertenece  exclusi- 
vamente á  los  dueños  de  los  predios  en 
los  que  aquéllas  se  encuentren  ó  por 
los  cuales  corran. 

Art.  398.  La  pesca,  en  cuanto  á  la 
forma,  tiempo  y  multas  correccionales, 
se  regulará  administrativamente  en  lo 
que  se  refiera  á  las  aguas  piiblicas,  y 
por  los  Ayuntamientos  en  lo  que  se  re- 
fiera á  las  aguas  comunales  ó  particu- 
lares. 

Art.  399.  La  pesca  en  los  estanques 
y  viveros  particulares,  en  los  que  no 
pueda  tener  entrada  ni  salida  libre  el 


pescado,  no  está  sujeta  á  los  Regla- 
mentos administrativos  ó  municipales. 

Sección  tercera 

üe  la  ocupación  de  los  aninuilos  bravios  que  ya 
teñirán  dueuo 


Art.  400.  Es  lícito  á  cualquiera  apro- 
piarse los  animales  bravios  que,  ha- 
biendo tenido  dueño,  vuelvan  á  su  na- 
tural libertad,  sin  perjuicio  de  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  384  y  siguientes, 
y  de  las  restricciones  y  declaraciones 
expresadas  en  la  presente  sección. 

Art.  401.  Los  animales  bravios  ha- 
bituados á  determinada  guarida,  cons- 
truida por  la  industria  del  hombre,  que 
se  trasladen  á  guaridas  pertenecientes 
á  otro  dueño,  quedarán  en  poder  de 
éste  si  no  pudieran  ser  reconocidos, 
pues  en  el  caso  contrario,  puede  el  an- 
tiguo dueño  recuperarlos,  siempre  que 
lo  haga  sin  perjuicio  de  otro. 

§  único.— Probándose,  sin  embargo, 
que  los  animales  fueron  atraídos  por 
fraude  ó  artificio  de  la  persona  á  cuyo 
poder  llegaron,  estará  ésta  obligada  á 
entregarlos  al  antiguo  dueño  ó  á  pa- 
garle el  duplo  de  su  valor  si  no  pudiese 
restituirlos,  todo  sin  perjuicio  de  las 
penas  correccionales  que  sean  aplica- 
bles. 

Art.  402.  Es  lícito  á  cualquiera  ocu- 
par los  enjambres  que  encontrase  el 
primero: 

L°  No  siendo  perseguidos  por  el 
dueño  de  la  colmena  de  que  procedan; 

2.**  No  habiéndose  pasado  á  predio 
perteneciente  al  dueño  de  la  misma 
colmena,  ó  á  cualquier  edificio,  ó  den- 
tro de  finca  en  que  no  sea  permitido  el 
cazar. 

§  único.— Si  el  enjambre  fuera  perse- 
guido por  el  dueño  de  la  colmena,  esta- 
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rá  obligado  el  propietario  del  predio  á 
permitirle  que  lo  recoja  ó  á  pagarle  su 
valor. 

Art.  403.  Los  animales  bravios  y  da- 
ñinos que  se  evadieren  del  sitio  en  que 
su  dueño  los  tuviere  encerrados,  po- 
drán ser  destruidos  ú  ocupados  libre- 
monte  por  cualquier  persona  que  los 
encuentre. 

Sección  cuarta 

Oc  la  ocupación  de  los  ammalos  domésticos 
abandonados,  perdidos  6  extraviados 

Art.  104.  Los  animales  domésticos 
que  su  dueño  abandonare,  podrán  ser 
ocupados  libremente  por  el  primero 
que  los  encuentre. 

Art.  405.  Los  animales  perdidos  ó 
f^xtraviados,  únicamente  pueden  ser 
ocupados  en  los  términos  siguientes. 

Art.  406.  Si  el  que  encuentre  cual- 
quier animal  perdido  ó  extraviado  su- 
p¡<'se  á  quién  pertenece,  deberá  resti- 
tuirlo (i  su  dueño  ó  poner  en  su  cono- 
cimiento el  hallazgo,  á  lo  sumo  dentro 
"if^  tres  días,  si  el  propietario  está  do- 
miciliado ó  reside  en  el  mismo  Munici- 
pio en  que  se  encontró  lo  perdido. 

Art  407.  Si  el  dueño  no  residiese  ó 
••atuviese  domiciliado  en  el  mismo  Mu- 
nicipio y  el  inventor  no  pudiese  cum- 
plir lo  dispuesto  en  el  precedente  ar- 
íi'Ulo,  pondrá  el  hallazgo,  dentro  del 
plazo  de  tres  días,  en  conocimiento  de 
la  Autoridad  administrativa  del  distri- 
to, á  fin  de  que  lo  participe  al  dueño. 

Art.  408.  Si  el  que  encontrare  cual- 
quier animal  perdido  ó  extraviado  ig- 
norase la  persona  á  quien  pertenece, 
'i»'berá  presentarlo  sin  demora  á  la 
Autoridad  administrativa  del  distrito, 
•n  que  el  hallazgo  tuvo  lugar. 

??  I.**— La  Autoridad  administrativa  | 


mandará  tomar  nota  de  la  calidad,  se- 
ñas, estado  y  valor  aparente  del  ani- 
mal y  del  lugar  en  qu(i  fué  hallado,  y  lo 
hará  depositar  en  poder  del  inventor  ó 
de  otro,  si  aquél  se  excusase. 

§  2.^— Si  el  animal  encontrado  fuese 
volátil,  la  Autoridad  lo  hará  pregonar 
en  el  domingo  siguiente  en  la  puerta  de 
la  iglesia  parroquial,  pocos  momentos 
antes  de  la  Misa  mayor,  y  si  dentro  de 
los  quince  días  siguientes  no  pareciese 
el  dueño,  quedará  aquél  como  propie- 
dad de  la  persona  que  lo  encontró. 

§  3.^— SiCRdo  el  animal  hallado  oveja, 
cabra,  puerco  ó  cualquier  otro  cuadrú- 
pedo de  especie  análoga  ó  de  otra,  si  su 
valor  no  excede  de  6.000  reis,  se  ob- 
servará k)  dispuesto  en  el  párrafo  an- 
terior, con  la  diferencia  de  qufe  el  pla- 
zo será  de  treinta  días,  y  se  repetirán 
de  ocho  en  ocho  los  pregones. 

§  4."— Si  el  animal  halla<lo  fuese  de 
ganado  mayor,  cuyo  valor  exceda  de 
6.000  reis,  se  observará  igualmente  lo 
dispuesto  en  los  párrafos  1.°  y  2.^,  con 
las  siguientes  modificaciones: 

1.*    Además  de  los  pregones,  hará  el 

inventor  insertar  la  noticia  del  hallazgo 

en  la  Gaceta  de  la  respectiva  Audiencia; 

2.*    El  animal  hallado  pt^rtenecerá  al 

ocupante  pasados  tres  meses. 

§  5.^— Los  plazos  indicados  se  conta- 
rán desde  el  día  de  los  primeros  pre- 
gones. * 

§  6.*^— Las  diligencias  que  se  practi- 
quen serár^siempre  gratuitas,  excepto 
los  pregones,  que  serán  satisfechos  por 
el  propietario ,  ó  por  el  ocupante  si 
aquél  no  se  presentase  en  tiempo  útil. 
§  7.°— Si  la  persona  en  cuyo  poder 
fuese  depositado  el  animal  no  tuviere 
medios  para  sustentarlo  ó  hubiere  ries- 
go de  deterioro,  podrá  pedir  que  aquél 
se  venda  en  pública  subasta,  depositán- 
dose su  producto. 
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g  8.°— En  este  caso  se  aplicará  á  la 
cantidad  depositada  lo  que  queda  dis- 
puesto en  los  párrafos  anteriores. 

Art.  409.  El  dueño  del  animal  perdi- 
do ó  extraviado  estará  obligado  á  pa- 
gar los  gastos  hechos,  salvo  lo  que  se 
dispone  en  el  artículo  precedente,  si  no 
prefiriese  abandonarlo. 

Art.  410.  El  inventor  que  no  cum- 
pliese con  las  obligaciones  expresadas 
deberá,  además  de  la  responsabilidad 
penal  y  civil  en  que  incurra,  restituir 
el  animal  ó  su  valor  al  dueño,  en  cual- 
quier tiempo  en  que  éste  afftirezca,  sin 
derecho  á  indemnización  alguna  por 
los  gastos  que  se  le  hayan  ocasionado. 

CAPÍTULO  ill 

De  la  ocupación  de  las  cosas  inanimadas 

Sección   primera 

De  la  ocupación  de  las  cosas  muebles 
abaudonada.s 

Art.  411.  Las  cosas  muebles  aban- 
donadas podrán  ser  ocupadas  libre- 
mente por  la  primera  persona  que  las 
halle. 

Art.  412.  En  la  ocupación  y  entrega 
de  las  cosas  muebles  abandonadas  en 
las  estaciones  de  transporte  ó  viajeros, 
en  Aduanas  ó  en  cuales'quiera  otras 
oficinas  fiscales,  se  observará  lo  dis- 
puesto en  los  respectivos  Reglamentos 
de  los  Caminos  de  hierro,  Correos,  Si- 
llas de  posta,  Aduanas,  etc. 

Sección  segunda 

De  la  ocupación  de  laa  cosas  muebles  perdidas 

Art.  413.  Las  cosas  muebles  perdi- 
das pueden  ser  ocupadas  en  los  rasos 


y  forma  declarados  en  los  artículos  si- 
guientes. 

Art.  414.  Quien  hallare  una  cosa 
perdida  cuyo  dueño  conociese,  se  aten- 
drá á  lo  dispuesto  en  los  artículos  406 
y  407. 

Art.  415.  Quien  hallare  una  cosa 
perdida,  cuyo  dueño  se  ignore,  debe,  en 
el  plazo  de  tres  días,  poner  el  hecho  en 
conocimiento  de  la  Autoridad  adminis- 
trativa de  la  parroquia  en  que  el  ha- 
llazgo se  verificó,  declarando  la  natu- 
raleza del  objeto  ó  su  valor  aproxima- 
do, y  el  día  y  lugar  del  hallazgo,  para 
que  la  referida  Autoridad  mande  fijar 
en  las  puertas  de  la  iglesia  parroquial 
el  anuncio  correspondiente. 

§  único.— Existirá  en  poder  de  la  Au- 
toridad mencionada  un  cuaderno  folia- 
do, rubricado  y  sellado,  en  el  cual  se 
copien  los  anuncios,  declarándose  ol 
día  en  que  se  fijen,  y  poniéndole  la  Au- 
toridad su  visto  bueno  y  firma. 

Art.  416.  Si  el  valor  de  la  cosa  exce- 
diese de  3.000  reis,  la  Autoridad  admi- 
nistrativa parroquial,  al  disponer  la 
fijación  de  los  anuncios,  mandará  que 
se  publique  una  copia  de  los  mismos 
en  la  Gaceta  de  la  Audiencia  territorial 
correspondiente. 

Art.  417.  Las  diligencias  menciona- 
das en  los  dos  artículos  anteriores  se 
practicarán  de  oficio  y  gratuitamente. 

Art.  418.  El  dueño  de  la  cosa  pagarai 
todos  los  gastos  hechos  por  el  inventor 
en  la  conservación  de  la  misma,  á  no 
ser  que  prefiera  abandonarla. 

Art.  419.  El  inventor  hará  suya  la 
cosa  hallada  en  la  forma  y  plazos  si- 
guientes.       ^ 

§  1.°— Si  la  cosa  no  excediese  del  va- 
lor de  3.000  reis,  y  no  pareciese  su  due- 
ño dentro  del  plazo  de  cuarenta  y  cinco 
días,  contados  desde  la  fecha  de  la  pu- 
blicación de  los  anuncios. 
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§2.**— Si  la  cosa  excediese  del  valor 
de  3.00o  reis  y  no  pasase  del  de  6.000, 
y  no  pareciese  su  dueño  en  el  plazo  de 
ires  meses,  contados  desde  la  publica- 
ción del  anuncio  en  la  Gaceta, 

§3.°-Si  excediese  del  valor  de  6.000 
reis  y  no  llegase  al  de  12.000,  no  pare- 
ciendo el  dueño  en  el  plazo  de  medio 
año,  contado  desde  la  misma  fecha. 

g  1.**— Si  la  cosa  excediese  del  valor 
«le  12.000  reis,  sólo  podrá  pertenecer 
al  inventor  pasado  un  año,  contado 
liesde  la  misma  fecha;  pero  debiendo 
reservar  la  torcera  parte  del  valor,  de- 
'lucidos  ti  dos  los  gastos,  para  el  Con- 
cejo de  beneficencia  pupilar  del  distrito 
«»n  que  la  cosa  fué  hallada,  ó  para  la 
magistratura  que  lo  sustituya. 

Art.  420.  Los  que  hallaren  objetos 
perdidos  y  no  cumpliesen  con  las  obli- 
iraciones  indicadas,  estarán  obligados 
á  restituir,  sin  abono  de  gastos,  la  cosa 
hallada  á  su  dueño,  6  incurrirán  ade- 
más en  la  responsabilidad  penal  civil 
correspondiente. 

Art.  421.  Cuando  no  se  supiese  de 
cierto  si  la  cosa  ha  sido  perdida  ó  aban- 
donada, se  presumirá  perdida. 

Sección  tercera 

.>p  la  ocupación   de  tesoros  \    c^as    escondidas 

Art.  ^422.  El  que  encontrare  enterra- 
do 6  escondido  algún  depósito  ác^  oro, 
plata  ó  cualquier  otro  objeto  de  valor, 
'uyo  dueño  sea  conocido,  observará  lo 
'li^spuesto  en  los  artículos  406  y  107. 

Art.  423.  Si  el  que  hallare  el  indica- 
'io  depósito  ignorase  quién  era  su  due- 
ño y  no  se  conociera  de  un  modo  evi- 
'ipnte  que  la  antigüedad  de  aquél  ex- 
í^^edía  de  treinta  años,  hará  anunciar 
p1  hallazgo  en  la  Gaceta  del  respectivo 
•listrito;  si  transcurridos  otros  íop  años 


no  apareciere  el  verdadero  dueño,  ad- 
quirirá el  inventor  la  propiedad  parcial 
ó  totalmente,  en  la  forma  preceptuada 
en  el  siguiente  artículo. 

§  único.— Además  de  la  obligación 
anterior,  deberá  el  inventor,  dentro  de 
los  tres  días  siguientes  al  del  hallazgo, 
participar  éste  á  la  Autoridad  adminis- 
trativa local.  La  Autoridad  en  cuya  no- 
ticia se  pusiese  el  hecho  hará  anunciar 
el  hallazgo  por  medio  de  edictos  inser- 
tos en  los  periódicos,  para  que  las  per- 
sonas que  se  creyeren  con  derecho  se 
presenten  á  ejercitarlo  en  el  término 
de  dos  añosfbajo  la  pena  de  perderlo 
en  la  forma  prevenida  en  la  primera 
parte  de  este  artículo. 

Art.  424.  Si  el  dueño  de  la  cosa  ha- 
llada fuese  desconocido,  y  las  mismas 
condiciones  del  depósito  evidenciaren 
que  se  había  hecho  más  de  treinta  años 
antes,  se  adjudicará  interinamente  al 
dueño  del  predio  en  que  la  cosa  se  en- 
contró enterrada  ó  escondida,  si  el  pro- 
pietario realizó  personalmente  el  ha- 
llazgo; mas  si  intervino  en  éste  otra 
persona,  corresponderá  ala  misma  un 
tercio  de  lo  que  se  encontrare,  reser- 
vándose las  dos  terceras  partes  restan- 
tes al  dueño  de  la  finca. 

§  único.— Si  el  predio  en  que  el  depó- 
sito se  encontró  fuera  enfitéutico  ó  sub- 
enfitéutico,  el  enñteuta  ó  subenfiteuta 
serán  equiparados,  en  cuanto  á  los  efec- 
tos de  este  artículo,  á  los  propietarios 
de  pleno  dominio. 

Art.  425.  A  nadie  está  permitido 
buscar  tesoros  en  predio  particular 
ajeno,  sin  permiso  del  dueño;  el  con- 
traventor perderá,  en  beneficio  del  pro- 
pietario, cuanto  hallare,  y  será  además 
responsable  de  los  daños  y  perjuicios 
que  ocasione. 

Art.  426.  A  nadie  está  permitido 
buscar  tesoros  en  predios  municipales 
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Ó  del  Estado  y  de  modo  que  pueda  de- 
teriorar esta  propiedad,  sin  licencia 
del  Municipio  ó  de  la  administración 
pública  respectiva,  incurriendo,  en  caso 
de  contravención,  en  las  responsabili- 
dades prescritas  en  el  articulo  anterior. 
Art.  127.  El  que  se  apropiare  un  teso- 
ro ó  cosa  escondida  en  perjuicio  de  los 
derechos  de  tercero,  definidos  en  los 
anículos  precedentes,  perderá  la  parte 
que  pudiera  corresponderle,  destinán- 
dose ésta  á  los  establecimientos  de  be- 
neficencia pupilar  de  la  comarca  en  la 
cual  fuese  encontrado  el  tesoro. 

Sección  cuarta 

De  la  ocupación  de  las  embarcaciones  y  d^í  otros 
objetos  procedentes  de  naufragios 

Art.  428.  Todo  lo  relativo  á  buques 
náufragos,  á  su  cargamento  ó  á  cual- 
quier objeto  de  dominio  particular  que 
el  mar  arroje  á  la  orilla,  ó  que  se  reco- 
ja en  alta  mar,  se  regulará  por  las  dis- 
posiciones contenidas  en  el  Código 
mercantil  y  en  las  leyes  administra- 
tivas. 

CAPÍTULO  IV 

De  la  ocupación  de  objetos  //  productos 
naturales,  comun.es  ó  no  apropiados 

Sección  primera 

DisjHisición  general 

Art.  420.  La  ocupación  do  las  sus- 
tancias animales  de  cualquier  natura- 
leza, que  criadas  en  las  aguas  públicas 
ó  en  las  comunes  fuesen  arrojadas  á 
las  orillas  ó  playas,  se  regulará  por  lo 
que  se  determina  en  los  articulas  408 


y  469  acerca  de  las  sustancias  vegetales 
acuáticas. 

Art.  430.  Es  lícito  á  todos  ocupar 
cualquier  objeto  ó  producto  natural  que 
no  sea  propiedad  exclusiva  de  otro,  sal- 
vas la^  declaraciones  y  restricciones  in- 
sertas en  el  presante  Código. 

Sección  segunda 

De  las  ajruas 
SUBSEUCIÓN    PRIMERA 

De  las  aguas  públicas,  y  particularmente 
de  las  navegables  y  Jlotables. 

♦ 

Art.  431.  Todos  podrán  usar  de  cua- 
lesquiera aguas  públicas  conforme á  los 
Reglamentos  administrativos. 

§  1.°— Si  las  mencionadas  aguas  fue- 
sen navegables  ó  flotables,  deberán 
aprovecharse  sin  perjuicio  de  los  inte- 
reses de  la  navegación  ó  notación. 

§  2.**— Los  conflictos  que  se  promue- 
van entre  los  intereses  generales  de  la 
navegación  ó  flotación  y  los  de  la  agri- 
cultura ó  industria,  s^rán  resueltos  ad- 
ministrativamente. 

Art.  432.  Si  el  uso  que  se  pretenda 
hacer  de  las  aguas  públicas  navegables 
ó  flotables  dependiese  de  obra  ó  cons- 
trucción permanente,  no  podrá  hacerse 
ésta  sin  obtener  antes  licencia  de  la  Au- 
toridad administrativa  competente. 

Art.  433.  Cuando  fu  ese  necesario  ha- 
cer obras  permanentes  para  hacer  efec- 
tivo el  derecho  de  ocupación,  y  se  aban- 
donare el  uso  de  éstas  por  más  de  cinco 
años,  prescribirá  aquella  facultad  en  be- 
neficio del  que  hiciere  obras  análogas 
incompatibles  con  aquéllas. 
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SUBSECCIÓN  SEGUNDA 

/>  las  corrientes  de  agua  no  navegables 
ni  foiables 

Art.  434.  Los  que  tengan  en  propie- 
ila<l  ó  posesión  predios  por  los  que  pa- 
s:iNen  corrientes  de  agua  no  navejíables 
ni  flotables,  tendrán  derecho  á  usar  de 
i  l"a?  en  beneficio  de  las  mismas  fincas, 
<irmpre  que  no  resulte,  por  su  deten- 
r;.»n  6  reflujo,  perjuicio  á  los  predios 
superiores,  y  que  por  la  parte  inferior 
no  se  altere  el  punto  de  salida  de  las 
aguas  sobrantes. 

§  único.— Entiéndese  por  punto  de  sa- 
liila  aquel  en  que  una  de  las  márgenes 
leí  cauce  principia  á  dejar  de  pertene- 
'  f-r  á  la  finca. 

Art.  135.  El  propietario  cuyo  predio 
afraviese  la  corriente,  tendrá  el  dere- 
cho de  alterar  ó  mudar  el  cauce  de  la 
misma,  observando,  sin  embargo,  las 
niismas  condiciones  establecidas  en  (d 
articulo  anterior  para  el  uso  de  las 
ai^uas. 

Art.  436.  Cuando  las  corrientes  pa- 
-en  entre  dos  ó  más  predios,  el  uso  de 
¡a>  aguas  se  ejercitará  en  la  forma  si- 
L'-uiente: 

§  1.°— Si  el  agua  fuese  sobrante,  cada 
':ual  de  los  dueños  ó  poseedores  de  los 
predios  colindantes  á  la  corriente  en 
i.mbas  orillas  podrá  utilizar  la  porción 
:ue  pueda  convenirle. 

§2."— Si  el  agua  uo  fuera  sobrante, 
'  ada  cual  de  los  dueños  ó  poseetiores 
i"  los  predios  fronterizos  tendrá  dere- 

'¡0  á  utilizar  una  parte  de  agua  propor- 
'  ional  á  la  extensión  y  necesidades  de 
>u  finca. 

§3.°— Cada  uno  de  los  dueños  ó  po- 
seedores de  los  predios  de  que  trata  el 
párrafo  anterior  podrá  derivar  la  por- 
•  ion  de  agua  que  le  corresponda  en 


cualquier  punto  de  su  Itnea  marginal, 
sin  que  el  otro,  á  pretexto  de  derivarla 
en  punto  superior,  pueda  privarle  de  su 
porción  en  todo  ni  en  parte. 

§  4." — Los  preceptos  contenidos  en  el 
articulo  434  son  aplicables  á  la  salida 
de  las  aguas  sol)rantes,  si  las  hubiere. 

Art.  437.  Los  dueños  ó  poseedores 
de  predios  contiguos  á  las  corrientes,  ó 
atravesados  por  las  mismas,  cuando 
posean  además  otras  /incas  que  no  go- 
cen del  mismo  derecho,  no  podrán  dis- 
traer aguas  para  ellas,  si  al  hacerlo  per- 
judican los  derechos  que  sobre  las  mis- 
mas tuviesen  sus  vecinos. 

Arl.  438.  Lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los anteriores  no  perjudicará  los»  dere- 
chos adquiridos  á  la  promulgación  de 
este  Código,  sobre  ciertas  y  determina- 
das aguas,  por  ley,  uso  y  costumbre,  ó 
bien  por  concesión  expresa,  sentencia 
ó  prescripción.  ^ 

§  único.— La  prescripción,  sin  embar- 
go, sólo  tendrá  lugar,  á  los  efectos  de 
este  artículo,  cuando  se  refiera  t  opo- 
sición no  continuada  ó  á  construcción 
de  obras  en  el  predio  superior,  de  las 
que  pueda  inferirse  el  abandono  del  pri- 
mitivo dsrecho. 

Art.  439.  Á  pesar  de  esto,  el  derecho 
que  tengan  los  propietarios  al  uso  de 
las  aguas  que  atraviesen  ó  fertilicen  sus 
finca«^  será  en  lo  sucesivo  imprescrip- 
tible y  únicamente  podrá  ser  enajena- 
do en  virtud  de  escritura  ó  documento 
público. 

Ai*t.  440.  Los  propietarios  de  las 
márgenes  de  cuahiuiera  corriente  di» 
agua  no  podrán  impeilir  á  sus  vecinos 
aprovechar  la  necesaria  para  sus  gas- 
tos domi^sticos,  siempre  que  les  sea  in- 
demnizado el  perjuicio  que  el  paso  por 
sus  predios  les  ocasione. 

§  L" — Sólo  se  prestará  esta  servidum- 
bre cuando  los  mencionados  vecinos  no 
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puedan  utilizar  agua  de  otra  parte  sin 
gran  molestia  ó  dificultad. 

§2.**— Se  resolverán  administrativa- 
mente, excepto  en  lo  relativo  á  indem- 
nizaciones, las  cuestiones  que  con 
aquel  motivo  se  suscitaren. 

§  3.®— El '  derecho  al  uso  de  aguas  á 
que  este  artículo  se  refiere  no  es  sus- 
ceptible de  prescripción;  pero  cesa  des- 
de el  momento  en  que,  por  la  construc- 
ción de  alguna  fuente  pública,  las  per- 
sonas que  lo  ejercitaban  puedan  adqui- 
rir sin  dificultad  el  agua  de  que  care- 
cían. 

Art.  411.  Los  que  tengan  derecho 
á  servirse  de  las  aguas  corrientes  no 
pueden  alterar  ni  corromper  las  que 
no  cdíisuman,  de  modo  que  las  con- 
viertan en  insalubres,  inútiles  ó  perju- 
diciales para  aquellos  que  también  ten- 
gan derecho  á  su  uso. 

Art^442.  Los  propietarios  ó  posee- 
dores de  fincas  atravesadas  6  bañadas 
por  aguas  corrientes  deben  abstener- 
se de^acer  cosa  alguna  que  estorbe 
el  libre  curso  de  dichas  aguas,  y  están 
obligados  á  «remover  los  obstáculos 
que  á  él  se  opongan,  cuando  procedie- 
ren de  sus  predios,  de  forma  que  en 
ningún  caso  resulten  pt^rjudicados  sus 
vecinos,  ya  sea  por  haberse  estancado 
las  aguas,  por  su  reflujo,  por  su  retar- 
do ó  pérdida;  á  no  ser,  en  estos  dos 
últimos  casos,  á  causa  de  su  lícita 
aplicación. 

§  único.— La  legislación  administra- 
tiva determinará  la  forma  de  remcíción 
del  obstáculo  que  se  oponga  al  libre 
curso  de  las  aguas,  siempre  que  no  pro- 
ceda dé  determinado  predio  marginal  ó 
de  hechos  de  su  dueño. 

Art.  443.  Si  los  propietarios  faltaren, 
en  perjuicio  de  tercero,  á  los  deberes 
que  les  imponen  los  dos  artículos  pre. 
ceden  tes,  se  harán  á  su  costa  los  tra- 


bajos necesarios,  tanto  á  la  salubridad 
como  á  la  conservación,  y  los  mismos 
serán  también  responsables  de  las  pér- 
didas y  daños,  sin  perjuicio  de  las  mul- 
tas á  que  estuviesen  sujetos. por  Orde- 
nanzas municipales. 

SUBSECCIÓN   TERCERA 

De  ios  fuentes  y  manantiales 

Art.  444.  El  dueño  de  la  finca  donde 
exista  alguna  fuente  ó  manantial  po- 
drá servirse  de  ellos  y  disponer  libre- 
mente de  su  uso,  salvo  el  derecho  que 
al  mismo  tenga  adquirido  un  tercero 
por  justo  titulo. 

§  único.— Son  aplicables  á  las  aguas 
de  que  trata  este  artículo  las  disposi- 
ciones de  los  artículos  438  y  439. 

Art.  445.  Si  las  mencionadas  aguas 
fuesen  medicinales,  podrá  regularse  su 
uso  administrativamente,  como  exige 
el  interés  público,  pero  indemnizando 
al  propietario  del  perjuicio  que  por 
aquel  concepto  experimente. 

Art.  446.  El  propietario  que,  median- 
te investigación  propia,  descubra  en 
su  predio  algún  nuevo  manantial,  sólo 
podrá  dirigir  sus  vertientes  sobre  pre- 
dios ajenos  contra  la  voluntad  de  sus 
dueños,  cuando  le  autorice  á  ello,  previa 
indemnización,  una  sentencia  judicial. 

Art.  447.  No  podrá  el  propietario  de 
un  manantial  alterar  su  curso  ordina- 
rio, si  de  aquél  se  sirviesen  los  habi- 
tantes de  cualquier  población  ó  ca- 
serío. 

Art.  448.  Si  los  habitantes  expresa- 
dos en  el  artículo  que  antecede  no  hu- 
bieran adquirido  por  tituló  justo  el  uso 
de  las  aguas  en  cuestión,  podrá  el  pro- 
pietario exigir  que  se  le  indemnice  de- 
bidamente. 

§  único.— Esta   indemnización    será 
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proporcionada  al  perjuicio  que  resulte 
al  dueño  de  privársele  del  libre  uso  de 
las  aguas,  sin  consideración  al  benefi- 
cio que  de  tal  uso  pueda  obtener  la  po- 
blación. 

Art.  449.  Si  el  propietario  de  la  finca 
pn  que  las  aguas  nacen  cambiare  el 
curso  que  hubieren  seguido  durante 
los  últimos  cinco  años,  dirigiéndolas  á 
predios  de  otros  vecinos,  podrán  éstos 
obligarles  á  restituir  las  aguas  á  su 
curso  anterior. 

§  único.— Esta  acción  sólo  podrá  in- 
tentarse durante  dos  años,  contados 
desde  el  día  de  la  innovación 

Art.  450.  Es  lícito  á  cualquier  per- 
sona proporcionarse  agua  en  sus  fin- 
cas por  medio  de  pozos,  minas  ó  exca- 
vaciones, siempre  que  no  perjudique 
•lerechos  de  tercero,  adquiridos  por 
justo  título  sobre  aguas  del  mismo 
predio. 

Art.  451.  El  que  en  cualquier  forma 
altere  ó  disminuj'a  las  aguas  de  fuente 
ó  depósito  de  uso  público,  deberá  re- 
poner las  cosas  en  su  primitivo  estado. 

Art.  152.  Es  permitido  á  todos  hacer 
minas  ó  pozos  en  los  terrenos  públicos, 
municipales  ó  parroquiales,  en  inves- 
tigación de  aguas  subterráneas,  previa 
licencia  de  la  A  itoridad  municipal  ó 
administrativa. 

SUBSECCTÓN   CUARTA 

De  las  aguas  pluviales 

Art.  453.  Las  aguas  pluviales  de  los 
torrentes  ó  arroyos  que  corran  por  te- 
rrenos, caminos  ó  vías  públicas,  pue- 
den ser  ocupadas  á  su  paso  por  cual- 
•-luier  propietario  colindante  en  la  for- 
ma que  determinen  los  Reglamentos 
administrativos. 

§  único.  —Este  derecho  sólo  prescri- 


be con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 438. 

Art.  454.  Las  aguas  pluviales  que 
caen  directamente  sobre  cualquier  pre- 
dio rústico  ó  urbano  pueden  ser  libre- 
mente ocupadas  y  usufructuadas  por 
los  dueños  de  dichas  fincas;  pero  éstos 
no  tienen  derecho  á  desviarlas  de  su 
curso  natural  para  darles  otro,  sin  ex- 
preso consentimiento  de  los  dueños  de 
los  predios  á  que  esta  mudanza  perju- 
dicare. 

Art.  455.  Los  dueños  de  los  predios 
sirvientes  no  pueden  adquirir  por  pres- 
cripción la  facultad  de  recibir  las  men- 
cionadas aguas. 

SUBSECCIÓN  QUINTA 

De  los  canales,  acueductos  particulares 
y  otras  obras  relativas  al  uso  de  las 
aguas. 

Art.  456.  Es  permitido  á  cualquiera 
encauzar,  subterráneamente  ó  al  des- 
cubierto, las  aguas  á  que  tenga  dere- 
cho, á  través  de  los  predios  rústicos 
ajenos,  no  siendo  éstos  quintas  cerca- 
das ó  cortijos,  jardines,  huertas  ó  pa- 
tios adyacentes  á  predios  urbanos, 
previa  indemnización  de  los  perjuicios 
que  de  la  obra  resultaren  á  los  predios 
expresados. 

§  único.— Los  dueños  de  los  predios 
sirvientes  tendrán  también  derecho  á 
obtener  indemnización»  por  los  perjui- 
cios que  de  futuro  puedan  causarles  la 
filtración  ó  avenidas  de  las  aguas,  ó 
por  el  deterioro  que  experimenten  sus 
fincas,  á  consecuencia  de  las  obras 
construidas  para  la  conducción. 

Art.  457.  Las  cuestiones  relativas  á 
la  dirección,  naturaleza  y  forma  del 
acueducto  y  al  importe  de  la  indemni- 
zación, serán  resueltas  sumariamente 
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por  el  poder  judicial,  si  las  partes  no 
se  avinieren  amistosamente. 

Art.  458.  Pertenece  á  los  dueños  de 
los  predios  sirvientes  todo  lo  que  na- 
furalm  nte  produzcan  las  obras  de  tie- 
rra hechas  para  el  encauzara iento  de 
las  aguas;  pero  están  obligados  á  con- 
ceder paso  para  la  inspección  del  acue- 
ducto, ó  para  que  se  hagan  en  él  las 
reparaciones  necesarias;  y  asimismo, 
á  no  hacer  cosa  alguna  qué  en  cual- 
quier forma  pueda  perjudicar  al  acue- 
ducto ó  al  curso  de  las  aguas. 

Art.  459.  Los  dueños  de  los  predios 
sirvientes  pueden,  además,  exigir  en 
cualquier  tiempo  que  el  acueducto  se 
traslade  á  otro  sitio  del  predio  quo  el 
que  ocupe,  si  les  conviene  el  cambio  y 
no  perjudica  los  intereses  del  dueño 
del  cauce;  pero  han  de  hacer  á  su  cos- 
ta las  obras  necesarias. 

Art.  460.  Si  construido  el  acueduc- 
to sus  aguas  no  fueren  todas  necesa- 
rias á  sus  dueños,  y  otro  propietario 
quisiese  aprovechar  parte  de  la  sobran- 
te, se  le  concederá  ésta,  previa  indem- 
nización y  pagando  una  cuota  propor- 
cional de  los  gastos  hechos  para  la 
conducción  de  las  aguas  hasta  el  sitio 
en  que  se  pretendan  derivar. 

§  único.— Cuando  sean  varios  los  que 
soliciten  las  aguas  sobrantes,  serán 
preferidos  los  dueños  de  los  predios 
sirvientes. 

Art.  461.  Los  dueños  do  los  predios 
inferiores  á  atifuel  á  que  se  dirige  ol 
acueducto,  están  obligados  á  recibir 
las  aguas  vertientes  y  á  darles  paso, 
siempre  que  sean  indemnizados  de  los 
perjuicios  que  de  ello  se  les  originen. 

§  ún  co.— A  estos  predios  es;  taml)ién 
aplicable  la  disposición  del  párrafo  úni- 
co del  art.  456. 

Art.  462.  Las  disposiciones  de  los 
artículos  procedentes  se  refieren  tam- 


bién á  las  aguas  que  tengan  su  origen 
en  filtraciones,  falsos  caños,  fosos,  es- 
paldones, regueras,  acequias,  atarjeas 
ó  cualquier  otro  medio  que  sirva  de 
desagüe  á  losxjredios,  cuando  las  aguas 
hayan  de  atravesar  tierras  de  diferen- 
tes dueños,  hasta  llegar  á  alguna  co- 
rriente ó  vía  de  desagüe. 

Art.  463.  Cuando  el  poseedor  de  un 
predio  sito  en  la  margen  de  una  co- 
rriente, al  uso  de  cuyas  aguas  tenga 
derecho,  únicamente  pudiera  aprove- 
charlas construyendo  presa,  azud  ú 
obra  semejante  que  penetre  en  un  pre- 
dio vecino,  no  podrá  el  dueño  de  éste 
oponerse  á  la  obra,  siempre  que  sea 
previamente  indemnizado  del  perjuicio 
que  se  le  irrogue. 

§  único.— Los  predios  urbanos  no 
están  sujetos  á  la  servidumbre  mencio- 
nada en  este  artículo. 

Art.  464.  Si  el  vecino  obligado  á  la 
servidumbre  establecida  en  el  artículo 
anterior  quisiere  aprovecharse  de  la 
obra  que  se  construya,  podrá  hacerla 
común  pagando  la  parte  de  gasto  pro- 
porcional al  beneficio  que  reportare. 

Sección  tercera 

De  los  minerales 

Art.  465.  Los  poseedores  de  predios 
rústicos  tienen  derecho  á  hacer  en  sus 
fincas  trabajos  de  investigación  y  labo- 
reo de  minas  sin  necesitar  para  ello 
autorización  del  Gobierno. 

Art.  466.  También  se  concede  el  <Jg- 
recho  de  investigación  en  predios  rús- 
ticos ajenos  con  el  consentimiento  de 
los  dueños,  el  cual,  en  caso  de  ser 
negado,  podrá  ser  suplido  legal  mon- 
te. Sin  embargo,  en  este  caso  se  hará 
depender  el  laboreo  de  la  concesión 
previa. 
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Art.  467.  La  designación  de  las  sus- 
tancias que  deban  considerarse  como 
minerales,  para  que  su  investigación  y 
labor  se  rijan  por  la  legislación  relativa 
A  este  ramo;  las  limitaciones  de  los  de- 
rechos expresados  en  los  artículos  an- 
teriores; la  designación  de  las  formali- 
dades previas  y  de  las  condiciones  para 
su  ejercicio,  asi  como  la  especificación 
de  los  derechos  de  los  poseedores  del 
suelo  y  de  los  denunciantes  do  las  mi- 
nas, en  caso  de  concesión,  quedan  re- 
servados á  las  leyes  especiales. 

Sección  cuarta 

De  las  sustancias  vegetales,  acuáticas 
ó  terrestres 

SUBSECCIÓN  PRIMERA 

De  las  sustancias  acuáticas 

Art.  468.  Las  sustancias  vegetales, 
de  cualquier  especie  que  sean,  produci- 
das en  aguas  públicas,  bien  se  encuen- 
tren dentro  de  éstas  ó  se  hallen  arro- 
jadas á  las  márgenes  ó  playas,  pueden 
sei*  libremente  ocupadas  por  cualquier 
persona  que  de  ellas  quiera  aprove- 
charse, sin  perjuicio  de  lo  diepuesto  en 
los  Reglamentos  administrativos. 

Art.  469.  Las  sustancias  vegetales 
producidas  en  aguas  comunes,  bien  se 
encuentren  dentro  de  éstas  ó  en  sus 
márgenes,  sólo  pueden  ser  utilizadas 
por  los  vecinos  del  re«?pectivo  Munici- 
pio ó  parroquia,  á  no  ser  que  haya  con- 
cesión ó  permiso  otorgado  por  la  Cor- 
poración municipal,  ó  uso  ó  costumbre 
en  contrario. 

Art.  470.  Las  sustancias  vegetales 
expresadas  en  los  dos  artículos  ante- 
riores, que  las  aguas  arrastraren  y  de- 


positaren en  algún  predio  particular, 
pertenecerán  al  dueño  de  éste. 

Art.  471.  El  Gobierno  ó  las  Corpora- 
ciones municipales,  si  las  aguas  son  de 
dominio  público  ó  de  dominio  común, 
harán  respectivamente  los  Reglamen- 
tos necesarios,  á  fin  de  que  el  derecho 
de  ocupación  se  ejercite  de  modo  que 
las  dichas  sustancias  vegetales  sean 
convenientemente  beneficiadas,  sin 
perjudicar  la  conservación  y  propaga- 
ción de  la  pesca,  ni  cualquier  otro  inte- 
rés público. 

SUBSECCIÓN  SEGUNDA 

De  las  sustancias  vegetales  terrestres 

Art.  472.  Los  pastos,  matas,  leñas  y 
demás  sustancias  vegetales  producidas 
en  terrenos  del  Estado  sólo  pueden  ser 
ocupadas  con  permiso  del  Gobierno  y 
en  la  forma  prescrita  en  los  Reglamen- 
tos del  ramo. 

Art.  473.  Los  pastos,  matas,  leñas  y 
otras  sustancias  vegetales  producidas 
en  los  baldíos,  ó  terrenos  municipales 
ó  parroquiales,  pertenecen  exclusiva- 
mente á  los  vecinos  de  los  respectivos 
concejos  ó  parroquias;  pero  sólo  pue- 
den ser  ocupados  conforme  á  los  anti- 
guos usos  y  costumbres,  ó  á  los  Re- 
glamentos que  formen  las  Corporacio- 
nes municipales. 

TtTULO  IV 

DE  LOS  DERECHOS  QUE  SE  ADQUIEREN  POR 
MERA  POSESIÓN  Y  PRESCRIPCIÓN 

CAPÍTULO  PRIMERO 
De  la  posesión 
Art.  474.     Llámase  posesión  la  reten- 
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ción  Ó  disfrute  de  cualquier  cosa  ó  de- 
recho. 

§  1.®— IiOs  actos  potestativos  ó  de 
mera  tolerancia  no  constituyen  po- 
sesión. 

§  2."~ Consérvase  la  posesión  mien- 
tras dura  le  retención  ó  disfrute  de  la 
cosa  ó  derecho,  ó  la  posibilidad  de  con- 
tinuar en  ellos. 

Art.  475.  La  posesión,  como  modo 
de  adquirir,  puede  ser  de  buena  ó  de 
mala  fe. 

Art.  476.  Posesión  de  buena  fe  es  la 
quo  procede  de  un  título,  cuyos  vicios 
no  sean  conocidos  del  poseedor.  Pose- 
sión de  mala  fe  es  la  que  se  verifica  en 
la  hipótesis  contraria. 

Art.  477.  La  posesión  produce  en 
favor  del  poseedor  la  presunción  de 
propiedad  que  las  circunstancias  po- 
drán hacer  más  ó  menos  atendibles. 

Art.  478.  La  posesión  se  presume  de 
buena  fe  mientras  no  se  pruebe  lo  con- 
trario, excepto  en  los  casos  en  que  la 
ley  expresamente  no  admita  semejante 
presunción. 

Art.  479.  Únicamente  pueden  ser 
objeto  (le  posesión  las  cosas  y  dere- 
chos ciertos,  determinados  y  que  sean 
susceptibles  de  apropiación. 

Art.  480.  Pueden  adquirir  la  pose- 
sión todos  los  que  tengan  uso  de  razón, 
y  aun  ios  que  carezcan  de  él  en  las  co- 
sas que  puedan  ocuparse  libremente. 

§  único.— En  cuanto  á  las  cosas  apro- 
piadas, pueden,  los  que  carecen  de  uso 
de  razón,  llegar  á  poseerlas  por  medio 
de  las  personas  que  legalmente  los  re- 
presenten. 

Art.  18L  Puede  adquirirse  y  ejerci- 
tarse la  posesión,  tanto  en  el  propio 
nombre  como  en  el  de  otro. 

§  1.**— En  caso  de  duda,  se  presume 
que  el  poseedor  lo  es  en  su  propio 
nombre. 


§  2.®— Se  presume  que  la  posesión 
continúa  en  nombre  de  quien  la  co- 
menzó. 

Art.  482.  El  poseedor  puede  perder 
la  posesión: 

1.°    Por  abandono; 

2.°  Por  cesión  á  otro,  á  título  onero- 
so ó  gratuito; 

3.**  Por  la  destrucción  ó  pérdida  de 
la  cosa,  ó  por  quedar  ésta  fuera  del  co- 
mercio; 

4.°  Por  la  posesión  de  otro,  aunque 
sea  contra  la  voluntad  del  antiguo  po- 
seedor, si  la  nueva  posesión  hubiese 
durado  más  de  un  año. 

§  único.— El  año  deberá  contarse 
desde  el  hecho  de  haberse  tomado  pú- 
blicamente la  nueva  posesión;  ó  si  so 
hubiese  tomado  clandestinamente,  des- 
de que  el  hecho  conste  al  expropiado. 

Art.  483.  Por  muerte  del  poseedor, 
pasa  su  posesión,  en  virtud  de  la  ley  y 
cnn  las  mismas  condiciones  que  si  fue- 
se efectiva,  á  sus  herederos,  contándo- 
se desde  el  momento  en  que  aquel  fa- 
lleciere. 

Art.  484.  El  poseedor  tiene  derecho 
á  ser  amparado  en  su  posesión  contra 
cualquier  perturbación  ó  despojo  en  los 
términos  siguientes. 

Art.  485.  El  poseedor  que  tema  fun- 
dadamente ser  perturbado  ó  despojado 
por  otro,  puede  pedir  la  intervención 
de  la  justicia,  á  fin  de  que  se  intime  al 
que  le  amenaza  para  que  se  abstenga  de 
inferirle  agravio,  bajo  la  pena  de  10.000 
á  30.000  reis  de  multa,  además  délos 
daños  y  perjuicios. 

Art.  486.  El  poseedor  que  sea  per- 
turbado ó  despojado  puede  amparar  su 
posesión  ó  restituirse  por  su  propia 
fuerza  y  autoridad,  siempre  que  su  acto 
sea  consecutivoal  déla  agresión,  ó  acu- 
dir á  los  Tribunales  para  que  éstos  le 
amparen  ó  hagan  que  se  les  restituya. 
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Art.  487.  Si  el  poseedor  fuese  despo- 
jado violentamente,  tiene  derecho  á  la 
restitución  siempre  que  la  pida  dentro 
del  plazo  de  un  año;  el  despojante  no 
será  oído  en  juicio  mientras  que  la  res- 
titución no  se  haya  efectuado. 

Art.  488.  Si  la  posesión  fuere  de  me- 
nos de  un  año,  nadie  podrá  ser  mante- 
nido en  ellaó  restituido  judicialmente, 
«ino  contra  aquellos  cuya  posesión  no 
sea  mejor. 

§  único.— Llámase  mejor  la  posesión 
fundada  en  título  legítimo;  á  falta  de  és- 
te, ó  cuando  existan  títulos  ¡guales,  tie- 
ne preferencia  la  posesión  más  anti- 
gua; si  las  posesiones  fuesen  iguales, 
debe  preferirse  la  actual;  si  ambas  fue- 
sen dudosas,  se  depositará  el  objeto 
de  que  se  trate  mientras  no  se  decida 
á  quién  pertenece. 

Art.  489.  Si  la  posesión  hubiere  du- 
rado más  de  un  año,  será  el  poseedor 
sumariamente  mantenido  ó  restituido, 
mientras  no  sea  vencido  en  la  cuestión 
de  propiedad. 

Art.  490.  Las  acciones  mencionadas 
en  los  artículos  anteriores  no  son  apli- 
cables á  las  servidumbres  continuas  no 
aparentes,  ni  á  las  discontinuas,  á  no 
ser  que  la  posesión  se  funde  en  un  títu- 
lo que  proceda  del  propietario  del  pre- 
dio sirviente,  6  de  aquéllos  de  quien 
estelo  adquirió. 

Arl.  491.  Se  reputa  como  no  pertur- 
bado ni  despojado  de  su  posesión,  al 
que  en  ella  fué  amparado  ó  restituido 
judicialmente. 

Art.  492.  Al  amparado  ó  restituido 
io'jerán  indemnizársele  los  perjuicios 
que  le  hubiere  causado  la  perturbación 
6  el  despojo,  según  se  establece  en  los 
artículos  siguientes. 

Art.  493.    La  restitución  se  realizará 
á  costa  del  despojante  en  el  lugar  mis- 
mo del  despojo. 
Tjiío  VIL— Instituciones  jurídicas. 


Art.  494.  El  poseedor  de  buena  te  no 
responde  del  deterioro  ó  pérdida  de  la 
cosa,  si  no  dio  motivo  para  ello. 

Art.  495.  El  poseedor  de  buena  fe 
hace  suyos  los  frutos  naturales  ó  indus- 
triales producidos  por  la  cosa,  cogidos 
antes dol  día  en  que  cesó  la  buena  fe,  y 
los  frutos  civiles  correspondientes  á  la 
duración  de  la  misma  posesión  de  bue- 
na fe;  pero  si  en  el  momento  en  que  ésta 
cesare  hubiese  pendientes  frutos  natu- 
rales ó  industriales,  tendrá  el  poseedor 
derecho  al  resarcimiento  de  los  gastos 
hechos  para  aquella  producción,  y 
además  á  una  parte  del  producto  líqui- 
do proporcional  al  tiempo  de  su  pose- 
sión, relacionado  con  el  de  la  cosecha. 
§  1.^— Las  cargas  se  prorratearán 
igualmente  entre  los  dos  poseedores. 

§  2.**— El  propietario  de  la  cosa  pue- 
de, si  esta  es  su  voluntad,  conceder  al 
poseedor  de  buena  fe  el  derecho  de  ter- 
minar el  cultivo  y  recolección  de  los 
frutos  pendientes,  como  indemnización 
de  parte  de  los  gastos  de  labranza  y 
del  producto  líquido  que  le  pertenezca; 
el  poseedor  de  buena  fe  que,  por  cual- 
quier motivo,  se  negase  á  aceptar  esta 
concesión,  perderá  el  derecho  de  ser 
indemnizado  en  otra  forma. 

§  3."— Llámanse  frutos  naturales  los 
que  la  cosa  produzca  expontaneamen- 
te;  industriales,  los  que  produzca  me- 
diante la  industria  del  hombre;  civiles, 
las  rentas  ó  intereses  procedentes  de  la 
misma  cosa. 

§  4.*^— Se  considera  que  ha  cesado  la 
buena  fe  desde  el  momento  en  que  los 
vicios  de  la  posesión  han  sido  denun- 
ciados judicialmente  al  poseedor  por  la 
interposición  de  la  acción  ó  proban- 
do ([ue  eran  conocidos  del  mismo  po- 
seedor. 

§  5.°— Siempre  se  presume  de  mala  fe 
al  expoliador  violento. 
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Art.  490.  El  poseedor  de  mala  fe  res- 
ponde de  los  daños  y  perjuicios,  á  no 
ser  que  pruebe  que  no  proceden  de  ne- 
gligencia ó  culpa  suya,  y  también  es 
responsable  de  las  pérdidas  y  daños 
accidentales,  si  se  prueba  que  éstos 
no  se  habrían  realizado  de  hallarse  la 
cosa  en  posesión  del  que  obtuvo  fallo 
favorable  en  el  juicio. 

Art.  497.  El  poseedor  de  mala  fe  está 
obligado  á  la  restitución  de  los  frutos 
que  la  cosa  haya  producido  ó  podido 
producir  mientras  la  retuvo  en  su  poder. 

Art.  498.  Tanto  eJ  poseedor  de  buena 
como  el  de  mala  fe,  tienen  derecho  á 
ser  indemnizados  de  los  gastos  que  hu- 
biesen hecho  para  la  conservación  de 
la  cosa;  pero  únicamente  el  poseedor 
de  buena  fe  goza  del  derecho  de  reten- 
ción mientras  no  se  le  pague. 

§  1.**  Del  importe  de  los  referidos 
gastos  se  deducirá  el  rendimiento  lí- 
quido de  los  frutos  recibidos. 

§  2."— -Si  la  restitución  comprende  di- 
versas cosas,  sólo  procede  la  retención 
respecto  de  las  que  hayan  recibido  me- 
joras. 

Art.  499.  Lo  mismo  el  poseedor  de 
buena  que  el  de  mala  fe,  tienen  derecho 
á  retirar  las  mejoras  útiles  que  hayan 
hecho  en  la  cosa,  siempre  que  puedan 
hacerlo  sin  detrimento  de  ésia. 

§  1.**— Llámanse  mejoras  útiles  las 
que,  no  siendo  indispensables  para  la 
conservación  de  la  cosa,  aumentan  su 
valor. 

§  2.**— Cuando  pueda  ocasionarse  de- 
trimento por  retirar  las  mejoras,  satis- 
fará el  que  haya  ganado  el  pleito  á  su 
contrario  el  valor  de  aquéllas  en  el  mo- 
mento de  hacerse  la  entrega;  no  ha- 
ciéndolo, si  el  vencido  poseyó  de  buena 
fe,  tiene  el  derecho  de  retención. 

§  3."— La  posibilidad  del  detrimento 
será  apreciada  por  el  vencedor. 


§  4.°— El  valor  de  los  beneficios  ó  me- 
joras será  calculado  por  su  coste,  si  no 
excediese  éste  del  valor  real  de  aquéllas 
al  tiempo  de  la  entrega.  En  caso  con- 
trario, no  puede  el  vencido  percibir  más 
que  aquel  valor. 

Art.  500.  El  poseedor  de  buena  fe 
puede  retirar  las  mejoras  de  lujo  que 
haya  hecho,  siempre  que  en  la  opera- 
ción no  se  deteriore  la  cosa.  En  el  caso 
contrario,  no  puede  retirarlas  ni  re- 
clamar su  valor. 

§"!."— -Se  entienden  mejoras  de  lujo 
aquellas  que,  sin  aumentar  el  valor  de 
la  cosa  á  que  se  adhieren,  sirven  sólo 
para  recreo  del  poseedor. 

§2.^— La  posibilidad  del  detrimento 
será  apreciada  por  peritos,  nombrados 
de  acuerdo  por  las  partes. 

Art.  501.  Las  mejoras  se  compensan 
con  los  deterioros. 

Art.  502.  El  poseedor  de  mala  fe  per- 
derá, en  beneficio  del  que  le  haya  ven- 
cido en  juicio,  las  mejoras  de  lujo  que 
hubiese  hecho  en  la  cosa  litigiosa. 

Art.  503.  Las  mejoras  independien- 
tes de  la  voluntad  del  vencido  redun- 
dan en  beneficio  del  vencedor. 

Art.  504.  La  acción  de  conservación 
y  de  restitución  en  la  posesión  puede 
intentarse  por  el  perturbado  ó  despoja- 
do, ó  por  sus  herederos  y  representan- 
tes; la  primera  sólo'contra  el  perturba- 
dor, salva  la  acción  de  daños  y  perjui- 
cios contra  sus  herederos  ó  represen- 
tantes; la  segunda,  no  sólo  contra  el  ex- 
poliador, sino  también  contra  sus  here- 
deros y  representantes,  ó  contra  terce- 
ro, á  quien  hubiese  transferido  la  cosa 
por  cualquier  título. 

§  único.— La  acción  de  conservación 
prescribe  al  año,  contado  desde  el  he- 
cho que  la  dio  origen;  y  la  de  restitu- 
ción en  el  mismo  tiempo,  contado  des- 
de el  hecho  del  despojo  ó  desde  que  de 
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él  tuvo  noticia  el  interesado,  en  el  ca- 
so de  haberse  practicado  clandestina- 
mente. 

CAPÍTULO  II 

De  la  prescripción 

Sección  primera 

De   la  prescripción  en  general 

Art.  505.  En  virtud  del  hecho  de  la 
posesión,  se  adquieren  las  cosas  y  de- 
rechos, así  como  se  extinguen  las  obli- 
uaciones  por  el  de  no  exigirse  su  cum- 
plimiento. La  ley  determina  las  condi- 
ciones y  lapso  de  tiempo  que  son  nece- 
sarios, tanto  para  lo  uno  como  para  lo 
otro.  Esto  se  denomina  prescripción. 

§  único.— Llámase  prescripción  posi- 
tiva la  adquisición  de  cosas  ó  derechos 
<m  virtud  de  la  posesión;  se  denomina 
prescripción  negativa  la  liberación  de 
las  obligaciones  por  no  haberse  exigido 
!jU¡cumplimiento. 

Aft.  506.  Pueden  ser  objeto  de  pres- 
cripción todas  las  cosas,  derechos  y 
ol)íigaciones  que  estén  en  el  comercio 
y  que  no  hayan  sido  exceptuadas  por 
la  ley. 

Art.  507.  La  prescripción  extiende 
^us  efectos  á  todos  los  que  pueden  ad- 
quirir, y  aun  á  los  incapaces,  siendo 
negativa. 

^  único. — En  el  caso  de  prescripción 
positiva,  los  incapaces  pueden  arlqui- 
rir  por  medio  de  las  personas  que  le- 
í:almente  lofe  representen. 

.\rt.  508.  No  es  permitido  renunriür 
por  anticipado  al  derecho  de  ad(¡uirir 
nal  de  descargarse  por  la  prescripción; 
»'?  renunciable,  sin  embargo,  el  dere- 
cho adquirido  por  medio  de  ella. 

Art.  509.    Los  acreedores  y  todos  los 


que  tengan  legítimo  interés  en  que  la 
prescripción  .se  haga  efectiva,  pueden 
hacerla  valer,  aunque  el  deudor  ó  pro- 
pietario hayan  renunciado  al  derecho 
en  su  virtud  adquirido. 

Art.  510.  El  que  posea  á  nombre  de 
otro  no  puede  adquirir  por  prescripción 
la  cosa  poseída,  á  no  ser  que  se  halle 
invertido  el  título  de  posesión,  bien  por 
hecho  de  tercero,  bien  por  oposición 
realizada  por  el  poseedor  al  derecho  de 
aquel  en  cuyo  nombre  poseía,  no  sien- 
do impugnada  por  éste;  pero  en  tal  ca- 
so, la  prescripción  comenzará  á  correr 
desde  la  mencionada  inversión  del  tí- 
tulo. 

§  único.— Denomínase  invertido  el  tí- 
tulo que  es  sustituido  por  otro,  capaz 
de  transmitir  la*  posesión  ó  el  dominio. 

Art.  511.  La  prescripción  adquirida 
por  un  eoposeedor  con  relación  al  obje- 
to principal  de  la  posesión  y  á  los  ac- 
tos extensivos  de  la  misma,  aprovecha 
á  los  demás  coposeedores. 

Art.  512  En  la  misma  forma  apro- 
vecha á  los  demás  condueños  la  pres- 
cripción adquirida  por  un  copropieta- 
rio con  relación  á  los  actos  extensivos 
de  propiedad. 

Art.  513.  La  prescripción  adquirida 
por  un  codeudor  solidario  aprovechará 
á  los  demás,  excepto  á  aquellos  en  quie- 
nes no#concurran  todas  las  condicio- 
nes necesarias  para  la  prescripción.  De 
esto,  sin^embargo,  sólo  puede  el  acree- 
dor exigir  la  prestación  de  la  obliga- 
ción, excluyendo  la  parte  que  cabría  al 
<leudor  á  quien  perjudique  la  prescrip- 
ción, si  la  deuda  se  prorrateara. 

§  único.— La  prescripción  adquirida 
por  el  deudor  principal  aprovecha  siem- 
pi-e  á  los  íiadores. 

Art.  511.  Sólo  podrá  alegarse  la 
prescripción  como  medio  de  defensa 
por  vía  de  excejición,   y    en   los  térmi- 
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nos  que  indique  el  Código  de  procedi- 
mientos. 

Art.  515.  No  pueden  los  Jueces  apli- 
car de  oficio  lá  prescripción  si  las  par- 
tes no  la  invocan. 

Art.  516.  El  Estado,  las  Corporacio- 
nes municipales  y  cualesquiera  esta- 
blecimiento público  ó  personas  mora- 
les serán  considerados  como  particu- 
lares relativamente  á  la  prescripción 
de  los  bienes  y  derechos  susceptibles 
de  dominio  privado. 

Sección  segunda 

De  la  prescripción  positiva 
SUBSECCIÓN    PRIMERA 

De  la  prescripción  de  las  cosas  inmue- 
bles y  de  los  derechos  inmobiliarios 

Art.  517.  La  posesión  para  el  efecto 
de  prescribir  debe  ser: 

1.°    Titulada; 

2.^    De  buena  fe; 

3.°    Pacífica; 

4."    Continua; 

b°    Pública. 

§  único.— La  disposición  de  este  ar- 
tículo no  tiene  más  excepciones  que 
las  consignadas  expresamente  en  la  ley. 

Art.  518  Es  posesión  titulad^  la  que 
se  funda  en  justo  título;  y  llá*iase  jus- 
to titulo  cualquier  modo  legítimo  de 
adquirir,  independientemente  del  dere- 
cho del  transmitente. 

Art.  5lf.  El  título  no  se  presume;  su 
existencia  debe  ser  probada  por  aquel 
que  lo  invoca. 

Art.  520.  La  buena  fe  es  únicamen- 
te necesaria  en  el  momento  de  la  ad- 
quisición. 

Art.  521.  Posesión  pacífica  es  la  que 
se  adquiere  sin  violencia. 


Art.  522.  Posesión  continua  es  la 
que  no  ha  sido  interrumpida  en  la  for- 
ma prevista  en  los  artículos  552  y  si- 
guientes. 

Art.  523.  Llámase  posesión  pública 
la  que  ha  sido  debidamente  registrada 
ó  ha  sido  ejercida  de  modo  que  los  in- 
teresados pudieran  conocerla, 

Art.  524.  La  mera  posesión  sólo  pue- 
de ser  registrada  en  vista  de  resolución 
ejecutoria,  á  la  que  haya  precedido  au- 
diencia del  Ministerio  público,  y  de  los 
interesados  inciertos  citados  por  edic- 
tos, en  que  conste  que  el  poseedor  lo 
ha  sido  pacífica,  pública  y  continuada- 
mente por  espacio  de  cinco  años. 

Art.  5i5.  El  registro  de  la  mera  po- 
sesión podrá  hacerse  provisionalmente 
cuando  se  intentare  lá  justificación, 
convirtiéndose  en  definitivo  por  la  pu- 
blicación de  la  resolución,  cuyos  efec- 
tos se  retrotraerán  á  la  fecha  del  regis- 
tro provisional. 

Art.  526.  Serán  susceptibles  de  pres- 
cripción los  inmuebles  y  los  derechos 
inmobiliarios: 

1.°  Si  se  ha  registrado  la  mera  po- 
sesión por  el  tiempo  de  cinco  años; 

2."  En  el  caso  de  registro  del  título 
de  adquisición,  por  tiempo  de  diez  años, 
contados  en  ambos  casos  desde  la  fe- 
cha del  registro. 

Art.  527.  Tanto  en  el  uno  como  en 
el  otro  de  los  casos  especificados  en 
el  artículo  anterior,  si  la  posesión  hu- 
biere durado  diez  ó  más  años,  además 
de  los  plazos  establecidos  en  el  mismo 
artículo,  darase  la  prescripción,  sin  que 
pueda  alegarse  mala  fe  ó  falta  de  titulo, 
salvo  lo  dispuesto  en  el  art  510. 

Art.  528.  Los  inmuebles  ó  los  dere- 
chos inmobiliarios,  á  los  que  falte  el 
registro  de  posesión  ó  del  título  de  ad- 
quisición, sólo  se  prescribirán  por  la 
posesión  de  quince  años. 
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Arl.  529.  Sin  embargo,  cuando  la 
posesión  de  los  inmuebles  ó  derechos 
inmobiliarios  mencionados  en  el  artícu- 
lo anterior  hubiese  durado  treinta  años, 
darase  la  prescripción  sin  que  pueda 
alegarse  en  su  contra  falta  de  título  ó 
mala  fe,  salvo  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 510  (1). 

Art.  530  Las  disposiciones  de  los 
artículos  anteriores  con  relación  á  la 
prescripción  de  los  derechos  inmobilia- 
rios sólo  pueden  ser  exceptuados  en 
los  casos  en  que  la  ley  lo  declare  ex- 
presamente. 

Art.  531.  Los  derechos  que  por  su 
naturaleza  se  ejercitan  raras  veces  po- 
lirán  presciibir  en  la  forma  y  en  el  pla- 
zo designados  para  la  prescripción, 
probándose  que  durante  ese  tiempo  se 
ejercitaron  sin  oposición,  siempre  que 
fué  necesario  para  el  disfrute  normal  y 
completo  de  aquello  para  que  la  cosa 
servia,  con  arreglo  á  su  naturaleza. 

SbBSECCIÓN   SEGUNDA 

De  la  prescripción  de  las  cosas  muebles 

Art,  532.  Las  cosas  muebles  podrán 
prescribir  por  la  posesión  de  tres  años, 
siendo  continua,  pacífica,  con  justo  tl- 
lulo  y  buena  fe;  y  por  diez  años,  aun 
cuando  no  concurran  estos  dos  últimos 
requisitos. 

§  único.  -El  justo  título  y  la  buena  fe 
siempre  se  presumen. 

Art.  533.  Si  la  cosa  mueble  fuese  per- 
iifla  por  su  dueño  ú  obtenida  mediante 
un  delito,  y  pasase  después  á  poder  de 
un  tercero  de  buena  fe,  sólo  prescribi- 
rá en  favor  de  éste  una  vez  transen rri- 
los  seis  años. 

Ij     Véanse   ios  artículo»  í»52,  994,   2.241,   nn- 


Art.  534.  El  que  exija  la  cosa  en  el 
plazo  en  que  puede  hacerlo  de  aquel 
que  la  compró  en  mercado  ó  plaza  pú- 
blica, ó  del  comerciante  que  negocie  en 
objetos  del  mismo  género  ó  análogos, 
está  obligado  á  pagar  al  tercero  de  bue- 
na fe  el  precio  que  éste  hubiera  dado 
por  ella,  sin  perjuicio  de  la  acción  que 
le  competa  contra  el  autor  del  hurto  ó 
de  la  violencia  ó  contra  el  inventor. 

Sección  tercera 

De  la  prescripción    negativa 

Art.  535.  El  que  haya  contraído  con 
otro  la  obligación  de  prestar  6  hacer 
alguna  cosa,  podrá  librarse  del  cumpli- 
miento de  aquélla  si  no  se  le  hubiese 
exigido  por  espacio  de  veinte  años  y 
no  se  le  probase  mala  fe  al  finalizar 
el  tiempo  de  la  prescripción;  ó  por  trein- 
ta años  sin  distinción  de  buena  ni  de 
mala  fe,  salvo  en  los  casos  en  que  la  ley 
establece  prescripciones  especiales. 

§  único.— La  buena  fe,  en  la  prescrip- 
ción negativa,  consiste  en  la  ignoran- 
cia de  la  obligación.  Esta  ignorancia 
no  se  presume  en  los  que  originaria- 
mente hayan  contraído  la  obligación. 

Art.  536.  El  tiempo  de  esta  prescrip- 
ción se  cuenta  desde  el  momento  en 
que  la  obligación  era  exigible,  salvo 
en  los  casos  en  que  la  ley  designe  espe- 
cialmente otra  fecha  para  comenzar  á 
contar  el  plazo. 

Art.  537.  No  son  prescriptibles  las 
obligaciones  que  correspondan  á  dere- 
chos inalienables  ó  que  no  estén  suje- 
tas á  limitación  de  tiempo. 

Art.  538.  Prescriben  por  el  lapso  de 
seis  meses:  * 

\°  Las  deudas  en  posadas,  hospede- 
rías;, casas  de  comida,  carnicerías  ó 
tiendas  de  comestibles,  y  que  procedan 
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de  hospedaje,  alimentos  ó  bebidas 
nadas; 

2.®  El  estipendio  de  los  trabajadores 
y  oficiales  mecánicos  que  trabajen  á 
jornal; 

3.®  Los  salarios  de  ios  criados  á 
quienes  se  pague  monsualmente  (1). 

Art.  539.  Prescriben  por  el  lapso  de 
un  año: 

1.°  La  retribución  de  los  Profesores 
y  Maestros  particulares  de  cualesquie- 
ra artes  ó  ciencias  á  quienes  se  pague 
mensualmente; 

2.**  Los  honorarios  de  los  Médicos 
y  Cirujanos,  por  sus  visitas  y  opera- 
ciones; 

3.®  Los  emolumentos  de  los  funcio- 
narios públicos; 

4.°  Las  deudas  de  comerciantes  al 
por  menor  por  objetos  vendidos  á  per- 
sonas que  no  fueren  comerciantes; 

5.°  Los  salarios  de  los  criados  que 
sirven  por  ajuste  anual; 

6.*  La  obligación  de  reparación  ci- 
vil por  injuria  hecha  de  palabra  ó  por 
escrito,  ó  por  cualquier  daño  causado 
por  animal  ó  persona  de  los  que  sea 
responsable  el  deudor; 

7.^  El  deber  de  reparar  el  daño  cau- 
sado por  infracción  de  las  Ordenanzas 
municipales. 

§  1.°— La  prescripción  en  cuanto  á  los 
honorarios  de  Módicos  y  Cirujanos  por 
visitas  consecutivas  y  relativas  á  una 
misma  persona  y  dolencia,  se  cuenta 
desde  el  día  de  la  última  visita,  y  la 
prescripción  de  las  visitas  aisladas, 
desde  la  fecha  de  cada  una. 

§  2."— La  prese:  ipción  por  los  emo- 
lumentos de  los  funcionarios  públicos 
empieza  á  contarse  desde  la  sentencia 


(1)     Véanse    los   artículos    1.H8':,   1.388,    1.391 
y  1.3Í»3. 


Ó  decisión  final,  ó  desde  el  acto  respec- 
tivo si  fuese  aislado. 

§  3.®-— La  prescripción  relativa  á  los 
salarios  de  los  criados  que  sirven  por 
ajuste  anual  se  cuenta  desde  el  día  en 
que  el  criado  deje  de  servir. 

Art.  540.  Prescriben  á  los  dos  años 
los  honorarios  de  los  Abogados  y  Pro- 
curadores judiciales  y  los  adelantos 
suplidos  por  éstos. 

§  único.— Empieza  á  contarse  esta 
prescripción  desde  el  día  en  que  cese 
el  apoderamiento. 

Art.  541.    Prescriben  á  los  tres  años: 
'  1.°    Las  retribuciones  de  los  Maes- 
tros y  Profesores  particulares  de  cual- 
quier arte  ó  ciencia  que  cobren  un  esti- 
pendio anual; 

2.°  Los  sueldos  y  otras  retribucio- 
nes auuales  por  la  prestación  de  cua- 
lesquiera servicios,  salvo  en  los  casos 
en  que  procediere  una  prescripción  es- 
pecial. 

Art.  542.  Aquel  á  quien  se  opusiere 
alguna  de  las  prescripciones  mencio- 
nadas en  los  presentas  artículos,  podrd 
pedir  que  la  persona  que  la  oponga  do 
clare  bajo  juramento  si  la  deuda  fué 
6  no  pagada,  y  en  este  caso  se  juzgará 
con  arreglo  al  juramento,  sin  que  éste 
pueda  ser  deferido. 

Art.  543.  Prescriben  por  el  lapso  de 
cinco  años: 

1.®  Las  pensiones  enfitéuticas,  sub- 
enfitéuticas,  rentas,  alquileres,  intere- 
ses y  cualesquiera  prestaciones  venci- 
da-s  que  se  acostumbren  á  pagar  en 
ciertos  y  determinados  plazos; 

2°  Las  pensiones  alimenticias  ven- 
cidas; 

3.**  La  obligación  de  reparar  los  per- 
juicios deriva4os  de  delitos  correccio- 
nales, ó  de  pagar  toda  clase  de  multas 
judiciales. 

Art.  541.     Contra  la*^  prescripciones 
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mencionadas  en  los  artínilos  538  y  si- 
guientes no  podrá  oponerse  la  mala  fe, 
una  vez  transcurridos  los  plazos  mar- 
cados en  ellos  y  un  tercio  más  de  loa 
mismos  plazos  (1). 

Art.  545.  En  las  obligaciones  con  in- 
terés ó  renta,  el  tiempo  de  la  prescrip- 
ción comienza  á  contarse  desde  el  día 
ijel  último  pago. 

Art.  546.  La  prescripción  de  la  obli- 
gación de  rendir  cuentas  empieza  á 
correr  desde  el  día  en  que  los  obligados 
cesan  en  su  gestión,  y  la  prescripción 
por  el  resultado  líriuidode  dichas  cuen- 
tas desde  el  día  de  la  1  quidación,  he- 
cha de  común  acuerdo  ó  en  sentencia 
ejecutoria. 

Art.  547.  Lo  dispuesto  en  esta  sec- 
ción debe  entenderse  sin  perjuicio  de 
cualquiera  otra  prescripción  especial 
establecida  en  la  ley  (Z). 

Sección  cuarta 

Disposiciones  relativas   á  ambas  prencripciones 
SUBfeECCIÓN    PRIMERA 

De  la  suspensión  de  la  prescripción 

Art.  548.  La  prescripción  puede  co- 
menzar y  correr  contra  cualquiera  per- 
sona, salvas  las  siguientes  restric- 
ciones. 

Art.  549.  La  prescripción  no  puede 
comenzar  ni  correr  contra  los  menores 
ni  dementes  mientras  no  tengan  quien 
los  represente  ó  administre  sus  bienes. 

Art.  550.    La    prescripción    produce 

(l)     Véanse  los  artículos  1.642,  l.()«4  y   1.69Ó. 

[2]  Véanse  los  artículos  635,  68H  a  690,  1.045, 
ü'imHro  2.'  del  art.  1.201,  1. 1>^0.  1.Í90,  1  503, 
io'2¿.  J.59rt.  l.«84  y  LOfiT. 


efecto  contra  los  menores,  tínicamente 
conforme  á  las  siguientes  reglas: 

§  L*^— La  prescripción  positiva  no  se 
completa  hasta  pasado  un  año  después 
de  concluido  el  impedimento  de  la  me- 
nor edad. 

§  2.®— La  prescripción  negativa  no  se 
completa,  excepto  en  los  casos  de  los 
artículos  538,  539,  510,  541  y  543,  hasta 
pasado  un  año  después  de  terminado  el 
impedimento  de  la  menor  edad. 

§  3.**— Lo  dispuesto  en  los  párrafos 
anteriores  es  aplicable  á  los  dementes, 
con  la  diferencia  de  que  se  considerará 
terminado  el  impedimento, para  el  efec- 
to de  la  prescripción,  pasados  tres  años 
después  de  transcurrido  el  plazo  ordi- 
nario de  la  misma,  si  el  impedimento 
no  hubiese  cesado  antes. 

Art.  551.  La  prescripción  no  puede 
comenzar  á  correr: 

L"    Entre  casados; 

2.**  Entre  los  sometidos  á  tutela  ó 
administración,  y  sus  tutores  y  admi- 
nistradores, mientras  aquéllas  duren, 
ni  subsistiendo  la  patria  potestad  en 
los  casos  en  que  se  concede  al  menor 
acción  contra  sus  padres; 

3.**  Entre  tercero  y  mujer  casada: 
primero,  relativamente  á  los  bienes 
dótales,  si  la  prescripción  no  hubiese 
comenzado  á  correr  antes  del  matri- 
monio; segundo,  en  cuanto  á  los  bienes 
inmuebles  de  la  sociedad  conyugal  ena- 
jenados por  el  marido  sin  consenti- 
miento de  la  mujer,  pero  únicamente 
en  la  parte  que  á  ésta  correspondiere 
en  los  citados  bienes;  tercero,  en  los 
casos  en  que  la  acción  de  la  mujer  con- 
tra tercero  proceda  contra  el  marido; 

4.**  Contra  aquellos  que  se  .hallen 
ausentes  del  reino  en  servicio  de  la 
Nación; 

5.^  Contra  los  militares  en  servicio 
activo,  en  tiempo  de  guerra,  tanto  fue- 
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ra  como  dentro  del  reino,  excepto  en 
los  casos  mencionados  en  los  artícu- 
los 538,  539,  540,  541  y  543; 

6.®  Entre  la  herencia  y  el  heredero  á 
beneficio  de  inventario  que  se  halle  en 
posesión  efectiva  de  aquélla  mientras 
el  inventario  no  se  concluya. 

SUBSECCIÓN   SEGUNDA 

De  la  interrupción  de  la  prescripción 

Art.  552.  Se  interrumpe  la  prescrip- 
ción: 

1.®  Si  el  poseedor  fuese  privado,  por 
el  espacio  de  un  año,  de  la  posesión  de 
la  cosa  ó  del  derecho; 

2.°  Por  citación  judicial  hecha  al 
poseedor  ó  deudor,  salvo  si  el  actor  de- 
sistiese de  la  acción  intentada,  ó  si  el 
reo  fuese  absuelto  de  la  instancia,  ó  la 
acción  hubiese  prescrito; 

3.°  Por  embargo,  citación  para  con- 
ciliación ó  protesta  judicial,  contándo- 
se desde  el  día  en  que  ocurrieren,  si 
dentro  de  un  mes,  contado  desde  el 
acto  ó  término  respectivo,  el  actor  pro- 
pusiese la  acción  en  el  juicio  conten- 
cioso; 

4.°  Por  el  reconocimiento  expreso, 
ya  sea  de  palabra,  ya  por  escrito,  del 
derecho  de  la  persona  á  quien  la  pres- 
cripción pueda  perjudicar,  ó  por  he- 
chos de^os  que  necesariamente  se  de- 
duzca el  reconocimiento. 

Art.  553.  Si  la  citación  mencionada 
en  el  artículo  anterior  fuese  anulada 
por  incompetencia  del  juicio  ó  por  vicio 
de  forma,  no  dejará  de  producir  su 
efecto  si  la  nulidad  fuese  subsanada 
dentro  de  un  mes,  contado  desde  el  día 
en  que  se  haya  reconocido  legalmente 
el  defecto. 

Art.  551.  Las  causas  que  interrum- 
pen la  prescripción  con  relación  á  un 


deudor  solidario,  la  in  errumpen  res- 
pecto de  los  demás  codeudores. 

§  único.— Pero  si  el  acreedor,  consin- 
tiendo en  la  división  de  la  deuda  con 
relación  á  uno  de  los  deudores  solida- 
rios, exigiere  de  él  únicamente  la  parte 
que  le  corresponda,  no  se  tendrá  por 
interrumpida  la  prescripción  respecto 
de  los  demás  codeudores. 

Art.  555.  Lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior  es  aplicable  á  los  herederos 
del  deudor,  sea  ó  no  solidario  (1). 

Art.  556.  La  interrupción  de  la  pres- 
cripción contra  el  deudor  principal  pro- 
duce iguales  efectos  contra  su  fiador. 

Art.  557.  Para  que  la  prescripción 
de  cualquier  obligación  se  interrumpa, 
con  relación  á  todos  los  deudores  no 
solidarios,  es  necesario  el  reconoci- 
miento ó  la  citación  de  todos  ellos. 

Art.  558.  La  interrupción  de  la  pres- 
cripción en  favor  de  alguno  de  los  acree- 
dores solidarios  aprovecha  igualmente 
á  todos. 

Art.  559.  El  efecto  de  la  interrupción 
es  inutilizar  para  la  prescripción  todo 
el  tiempo  transcurrrido  anteriormente. 

SUBSECCIÓN   TERCERA 

De  la  forma  en  que  se  ha  de  contar  el 
tiempo  para  la  prescripción 

Art.  560.  El  tiempo  de  la  prescrip- 
ción se  cuenta  por  años,  meses  y  días, 
y  no  de  momento  á  momento,  excepto 
en  los  casos  en  que  la  ley  lo  determine 
expresamente. 

§  1.°— El  año  se  regula  por  el  Calen- 
dario Gregoriano. 

§  2.° -El  mes  siempre  se  computa 
como  de  treinta  días. 

Art.  561.    Cuando  la  prescripción  se 


( 1 )     Véanse  los  artículos  551,  "751  y  2. 1 15. 
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cuente  por  días,  se  entenderá  que  éstos 
son  de  veinticuatro  horas,  comenzán- 
dose á  contar  desde  la  primera  hora 
posterior  á  la  media  noche. 

Art.  562.  El  día  en  que  comience  á 
correr  la  prescripción  ee  cuenta  ¡)or  en- 
tero, aunque  no  sea  completo;  pero  el 
día  en  que  termine  debe  completarse. 

Art.  563.  Si  el  último  día  de  la  pres- 
cripción es  feriado,  ésta  no  se  conside- 
ra terminada  hasta  el  día  siguiente  no 
feriado. 

SUBSECCIÓN   CUARTA 

Disposiciones  transitorias 

Art.  564.  Las  prescripciones  que  hu- 
biesen comenzado  á  correr  antes  de  la 
promulgación  de  este  Código  serán  re- 
guladas por  las  leyes  anteriores  con 
las  siguientes  modifícaciones. 

Art.  565.  No  procede  la  prescripción 
cuando  el  derecho  comenzado  á  pres- 
cribir esté  declarado  imprescriptible. 

Art.  566.  Si,  para  completarse,  las 
prescripciones  anteriores  á  este  Código 
exigieren  respectivamente  plazo  mayor 
que  el  que  en  él  se  consigna,  se  com- 
pletará conforme  á  sus  disposiciones. 

§  único.— -Si  las  prescripciones  co- 
menzadas exigiesen  menos  tiempo, 
nunca  podrán  concluirse  sin  que  por  lo 
menos  pasen  tres  meses,  contados  des- 
de la  promulgación  del  mismo  Código. 

TÍTULO  V 

DEL     TRABAJO 

CAPÍTULO    PRIMERO 

Disposiciones  generales 

Art.  567.  Es  lícito  á  todos  aplicar  su 
trabajo  é  industria  á  la  producción,  á 


la  transformación  y  al  comercio  de 
cualquier  objeto. 

§  único. -—Este  derecho  sólo  puede  ser 
limitado  por  ley  expresa  ó  por  los  Re- 
glamentos administrativos  autorizados 
por  la  ley. 

Art.  568.  Pero  si  cualquiera  en  el 
ejercicio  de  su  derecho  de  trabajo  ó  in- 
dustria lesionare  los  derechos  de  otro, 
será  responsable  con  arreglo  á  la  ley 
de  los  daños  que  cause. 

Art.  569.  El  producto  ó  valor  del  tra- 
bajo ó  industria  lícitos  de  cualquiera 
persona  es  propiedad  suya  y  se  rige  por 
las  leyes  relativas  ala  propiedad  en  ge- 
neral, no  existiendo  excepción  expresa 
en  contrario. 

CAPÍTULO  11 

Del  trabajo  literario  y  artistieo 

Sección   primera 

Del  trabajo  literario  en  general 

Art,  570.  Es  lícito  á  todos  publicar 
por  medio  de  la  imprenta,  litografía, 
arte  escénico  ú  otro  semejante,  cual- 
quier trabajo  literario  suyo,  indepen- 
dientemente de  censura  previa,  de  fian- 
za 6  de  toda  restricción  que  directa  ó 
indirectamente  embarace  el  libre  ejer- 
cicio de  este  derecho,  sin  perjÉicio  de 
las  responsabilidades  á  que  queden  su- 
jetos con  arreglo  á  la  ley. 

§  único.— Lo  dispuesto  en  este  ar- 
tículo es  aplicable  al  derecho  de  traduc- 
ción. 

Art.  571.  Está  permitido  á  todos  pu- 
blicar leyes  y  Reglamentos  y  cuales- 
quiera otros  actos  públicos  oficiales, 
con  sujeción  estricta  á  la  edición  autén- 
tica, si  aquéllos  hubiesen  sido  ya  publi- 
cados por  el  Gobierno. 
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Art.  572.  Quedan  comprendidos  en 
la  disposición  del  artículo  anterior  los 
discursos  pronunciados  en  las  Cámaras 
legislativas  ó  cualesquiera  otros  de  ca- 
rácter oficial.  Sin  embargo,  la  colec- 
ción de  los  discursos  ó  de  parte  de  los 
discursos  de  cierto  y  determinado  ora- 
dor, sólo  podrá  ser  hecha  por  éste  ó  con 
licencia  suya. 

Art.  573.  Las  lecciones  de  los  Maes- 
tros y  Profesores  públicos  y  los  sermo- 
nes no  pueden  ser  reproducidos  por  na- 
die más  que  por  su  autor,  á  no  ser  en 
forma  de  extractos,  nunca  íntegramen- 
te, á  no  mediar  su  permiso. 

Art.  574.  La  obra  manuscrita  es  pro- 
piedad de  su  autor  y  no  puede,  en  nin- 
gún caso,  ser  publicada  sin  su  consen- 
timiento. 

Art.  575.  Las  cartas  misivas  no  pue- 
den ser  publicadas  sin  consentimiento 
de  sus  autores  ó  de  los  que  los  repre- 
senten, excepto  si  fuere  para  unirlas  á 
algún  proceso. 

Art.  57(i.  El  autor  portugués  de  un 
escrito  publicado  por  medio  de  la  im- 
prenta, litografía  ó  por  cualquier  otro 
semejante,  en  territorio  portugués,  go- 
za durante  su  vida  de  la  propiedad  y 
del  derecho  exclusivo  de  reproducir  ó 
negociar  su  obra. 

§  1.**-  Los  autores  de  cualquier  escri- 
to tienen,  sin  embargo,  el  derecho  de 
citarse  reciprocamente  y  de  copiar  los 
artículos  ó  pasajes  que  convengan  á  su 
propósito,  siempre  que  indiquen  el  au- 
tor, el  libro  ó  el  periódico  á  que  los  ar- 
tículos citados  pertenecen. 

§  2."— Los  artículos  insertos  privati- 
vamente en  los  periódicos,  ó  como  par- 
te de  alguna  obra  ó  colección,  pueden 
ser  reimpresos  por  sus  autore^i,  siem- 
pre que  no  se  hayan  obligado  á  no  ha- 
cerlo. 

Art.  577.     En  los  derechos  de  autor  á 


que  se  refiere  el  artículo  precedente, 
compréndese  también  el  derecho  de 
traducción.  Pero  si  el  autor  fuese  ex- 
tranjero, no  gozará  en  Portugal  de  este 
derecho  sino  durante  diez  años,  conta- 
dos desde  la  publicación  de  su  obra,  y 
siempre  que  su  uso  comience  antes  de 
concluido  el  tercer  año  de  la  publi- 
cación. 

§  L"— En  caso  de  cesión,  todos  los  de- 
rechos del  autor  se  transmiten  al  tra- 
ductor, salvo  estipulación  en  contrario. 

§  2.®— El  traductor  portugués  ó  ex- 
tranjero de  una  obra  que  sea  del  domi- 
nio público,  goza  durante  treinta  años 
del  derecho  exclusivo  de  reproducir  su 
traducción,  quedando  á  salvo  á  cual- 
quier otro  individuo  la  facultad  de  tra- 
ducir de  nuevo  la  misma  obra. 

Art.  578.  Se  equipararán  á  los  auto- 
res portugueses  los  escritores  extranje- 
ros en  cuyo  país  el  autor  portugués  go- 
cen de  los  mismos  derechos  que  los 
nacionales. 

Art.  579.  A  la  muerte  de  cualquier 
autor,  conservarán  por  espacio  de  cin- 
cuenta años  sus  herederos,  cesionarios 
ó  representantes,  el  derecho  de  propie- 
dad á  que  se  refiere  el  art.  576. 

Art.  580.  El  Estado,  ó  cualquier  es- 
tablecimiento público  que  hiciere  pu- 
blicar por  su  cuenta  alguna  obra  lite- 
ria,  gozará  del  indicado  derecho  por 
espacio  de  cincuenta  años,  contados 
desde  la  publicación  del  volumen  que 
complete  la  ol)ra. 

§  único.  -Si  ésta  consistiere  en  una 
colección  de  escritos  ó  memorias  sobre 
varios  asuntos,  los  cincuenta  años  se 
contarán  desde  la  publicación  de  cada 
tomo. 

Art.  58L  Cuando  una  obra  sea  de 
varios  autores  y  cada  uno  de  ellos  co- 
labore en  las  mismas  condiciones  y  en 
su  propio  nombre,  permanecerá  la  pro- 
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piedad  de  la  obra  en  las  personas  de 
todos  sus  coautores,  y  el  primer  perio- 
do de  duración  de  esta  propiedad  se 
extenderá  hasta  la  muerte  del  último 
colaborador  que  sobreviva  á  los  de- 
más, prorrateando,  sin  embargo,  éste 
los  beneficios  de  dicha  propiedad  con 
los  herederos  de  los  colaboradores  fa- 
llecidos; el  segundo  período  comenzará 
í-uando  fallezca  el  último  colaborador. 

§  único,  —Si  la  obra  colectiva  en  cuya 
redacción  tomase  parte  más  de  un  es- 
critor se  emprendiese,  dirigiese  y  pu- 
blicase por  una  sola  persona,  y  en 
nombre  de  ésta,  sólo  por  su  muerte  co- 
menzará á  contarse  el  segundo  período 
á  que  este  artículo  se  refiere. 

Art.  582.  Lo  determinado  en  los  ar- 
tículos precedentes  con  relación  á  los 
autores,  es  aplicable  á  los  editores  á 
quienes  hubiesen  cedido  aquéllos  la 
propiedad  de  sus  obras,  con  arreglo  á 
los  respectivo??  contratos. 

§  único.— En  este  caso,  sin  embargo, 
el  período  á  que  se  refiere  el  artícu- 
lo 579  se  contará  desde  la  muerte  del 
autor. 

Art.  583.  Las  disposiciones  que  se 
refieren  á  las  obras  publicadas  con  el 
nombre  de  su  autor  son  aplicables, 
tanto  á  las  obras  anómimas  como  á  las 
pseudónimas,  cuando  se  reconozca  y 
pruebe  la  existencia  del  autor  ó  la  de 
«US  herederos  y  representantes. 

Art.  584.  El  aumento  concedido  por 
ol  art.  579  á  la  duración  de  la  propiedad 
literaria  después  de  la  muerte  del  autor, 
íluración  que  era  menor  en  las  leyes 
anteriores  al  presente  Código,  redunda- 
rá en  beneficio  de  los  herederos  del 
mismo  autor  aun  cuando  haya  sido 
transmitida  á  otro,  en  todo  ó  en  parte, 
la  propiedad  literaria  de  sus  escritos. 

Art.  .585.  El  editor  de  la  obra,  postu- 
ma de  un  autor  cierto  disfrutará  de  los 


derechos  de  autor  por  tiempo  de  cin- 
cuenta años,  contados  desde  la  publi- 
cación de  la  obra. 

Art.  586.  El  editor  decualquieraobra 
inédita,  cuyo  propietario  no  sea  conoci- 
do ni  se  dé  á  conocer  legalmente,  dis- 
frutará de  los  ílerechos  de  autor  por  es- 
pacio de  treinta  años,  contados  desde 
la  completa  publicación  de  la  obra. 

Ari.  587.  Aun  cuando  una  obra  no 
haya  caíd>  en  el  dominio  público,  es 
lícito  expropiarla  si  sus  ediciones  es- 
tuviesen agotadas  y  no  quisieran  reim- 
primirla el  autor  ó  sus  herederos. 

§  único.— Sólo  el  Estado  tiene  facul- 
tad para  expropiar  un  escrito  en  virtud 
de  una  ley  que  al  efecto  le  autorice,  y 
conformándose  en  todo  lo  demás  á  los 
principios  generales  de  la  expropiación 
por  causa  de  utilidad  pública. 

Art.  588.  Ei  editor  de  una  obra,  ya 
sea  inédita,  ya  impresa,  pero  que  no 
haya  caído  todavía  en  el  dominio  pú- 
blico, no  puede  alterar  ó  modifiéar  su 
texto  durante  la  vida  del  autor  ó  de  sus 
herederos,  y  debe  conservar  el  título  de 
la  obra  y  el  nombre  del  autor,  salvo  es- 
tipulación en  contrario. 

Art.  5S0.  El  editor  que  contratase  la 
publicación  de  una  obra  quedará  obli- 
gado, salvo  estipulación  en  contrario,  á 
publicarla  dentro  de  un  año,  contado 
desde  la  fecha  del  contrato,  y  á  prose- 
guirla con  regularidad,  bajo  la''{)ena  de 
pagar  daños  y  perjuicios  á  la  persona 
con  quien  haya  contratado. 

§  único.— El  editor  (¡ue  haya  contra- 
tado ediciones  sucesivas  de  una  obra, 
no  podrá  interrumpir  su  publicación  á 
no  ser  que  pruebe  la  existencia  de  un 
obstáculo  insuperable  para  su  expen- 
dición. 

Art.  590.  La  propiedad  literaria  tie- 
ne el  mismo  carácter  y  obedece  á  las 
mismas  reglas  que  la  propiedad  mué- 


220 


INSTITUCIONES  JURÍDICAS  Y   POLÍTICAS 


ble,  con  las  modificacciones  que,  por 
su  naturaleza  especial,  establece  la  ley 
acerca  de  ella. 

Art.  591.  En  los  casos  de  herencia 
yacente,  no  sucede  el  Estado  en  la  pro- 
piedad de  los  escritos,  que  todos  po- 
drán imprimir  y  publicar,  salvos  los 
derechos  de  los  acreedores  de  la  he- 
rencia. 

Art.  592.  La  propiedad  literaria  es 
imprescriptible. 

Art.  593.  No  se  reconocerá  la  pro- 
piedad literaria  de  los  escritos  prohibi- 
dos por  la  ley  ó  que  seíin  mandados  re- 
tirar de  la  circulación  en  virtud  de  sen- 
tencia judicial. 

Sección  segunda 

De  los  derechos  de  los  autores  dramáticos 

Art.  594.  Los  autores  dramáticos 
gozan,  además  de  la  propiedad  litera- 
ria de  sus  escritos  en  la  forma  ya  ex- 
presada en  artículos  anteriores,  de  los 
siguientes  derechos. 

Art.  595.  Ninguna  obra  dramática 
podrá  ser  representada  en  teatro  pú- 
blico en  que  se  pague  entrada  sin  con- 
sentimiento escrito  del  autor,  ó  sus  he- 
rederos, cesionarios  ó  representantes, 
en  la  siguiente  forma: 

§  L'^—Si  la  obra  está  impresa  y  el 
autor  ha  fallecido,  sólo  será  necesario 
este  consentimiento  durante  el  tiempo 
en  que  sus  herederos,  cesionarios  ó  re- 
presentantes, tengan  la  propiedad  de  la 
misma. 

§  2.**— Si  la  obra  es  postuma,  no  po- 
drá ser  representada  sin  consentimien- 
to del  heredero  ó  persona  á  quien  per- 
tenezca la  propiedad  del  escrito. 

§  3.**— La  autorización  para  represen- 
tar una  obra  dramática  puede  ser  ili- 
mitada ó  restringida  á  cierto  plazo,  á 


cierta  localidad  ó  á  cierto  número  de 
teatros. 

Art.  596.  Cuando  la  autorización  sea 
restringida  y  la  obra  se  representare 
en  teatro  no  autorizado,  se  aplicará  el 
producto  líquido  de  la  entrada  en  bene- 
ficio de  la  persona  de  quien  debiera  ha- 
berse obtenido  el  permiso  necesario. 

Art.  597.  La  parto  que  en  las  entra- 
das corresponda  al  autor  no  podrá  ser 
embargada  por  los  acreedores  de  la 
empresa  teatral. 

Art.  598.  El  autor  dramático  que 
contratare  larepresentaciónde  su  obra 
disfrutará  los  siguientes  derechos,  si 
no  hubiese  hecho  de  los  mismos  renun- 
cia expresa: 

1.°  De  hacer  en  su  obra  las  altera- 
ciones y  enmiendas  que  considere  iie- 
cos;»rias;  pero  no  podrá,  sin  consenti- 
miento del  empresario,  alterar  alguna 
parte  esencial  de  aquélla; 

2.°  De  exigir  que,  estando  ía  obra 
manuscrita,  no  se  comunique  á  perso- 
nas extrañas  al  teatro. 

Art.  599.  El  autor  que  contrate  con 
cualquiera  empresa  la  representación 
de  su  obra,  no  podrá  ceder  ésta  ni  una 
imitación  de  la  misma  á  otra  empresa 
mientras  dure  el  contrato. 

Art.  600.    Si  la  obra  no  se  pusiere  en . 
escena  en  el  tiempo  convenido,  ó  den- 
tro de  un  año,  si  sobre  aquel  particular 
no  existe  acuerdo,  podrá  el  autor  reti- 
rarla libremente. 

Art.  601.  Todas  las  cuestiones  que 
entre  empresarios  y  autores  se  susci- 
ten serán  resueltas  por  los  Tribunales 
civiles. 

Sección  tercera 

De  la  propiedad  artística 

Art.  602.    El  autor  de  cualquier  obra 
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de  música,  dibujo,  pintura,  escultura  ó 
grabado,  tiene  el  derecho  exclusivo  de 
reproducirla  por  medio  de  moldes,  lito- 
grafía, grabado  ó  en  cualquier  otra  for- 
ma, de  acuerdo  con  lo  dispuesto  para 
la  propiedad  literaria. 

§  único. — Las  disposiciones  en  favor 
(lelos  autores  dramáticos  contenidas 
en  la  sección  precedente,  son  integra- 
mente aplicables  á  los  autores  de  obras 
musicales,  en  cuanto  alo  que  se  rela- 
cione con  §u  ejecución  en  los  teatros  ó 
en  otros  sitios  en  que  el  público  pague 
la  entrada. 

Sección  cuarta 

I>e  algunas  oV>li ilaciones  comunes  á  los  autores 
de  obran  literarias,  dramáticas  y  artísticas 

Art.  603.  Para  poder  disfrutar  del 
beneficio  concedido  en  este  capítulo,  el 
autor  ó  propietario  de  cualquier  obra 
reproducida  por  la  litografía,  tipogra- 
fía, grabado  ó  por  cualquier  otro  me- 
•lio,  está  obligado  á  observar  las  dispo- 
siciones siguientes: 

Art.  604.  Antes  de  verificarse  la  pu- 
blicación de  una  obra  literaria  por  la 
distribución  de  sus  ejemplares,  se  de- 
positarán dos  de  éstos  en  la  Biblioteca 
pública  de  Lisboa,  de  los  que  dará  re- 
cibo el  Bibliotecario,  registrándolos, 
sin  exigir  emolumento  alguno,  en  los 
libros  que  á  este  efecto  se  lleven. 

§  1.®— Si  la  obra  fuese  diamática, 
musical,  ó  versare  sobre  literatura  dra- 
mática ó  sobre  arte  music  il,  la  entre- 
ga y  registro  de  los  ejemplares  se  efec- 
tuará en  el  Conservatorio  Real  de  Lis- 
boa en  la  forma  indicada. 

§  2."— Si  la  obra  fuese  de  litografía, 
grabado  ó  molduras,  ó  versare  sobre 
alguna  de  estas  artes,  la  entrega  y  re- 
gistro se  harán  en  la  Academia  de  Be- 


llas Artes  de  Lisboa.  En  este  caso,  el 
autor  podrá  sustituir  los  dos  ejempla- 
res indicados  por  dos  dibujos  origi- 
nales. 

Art.  605.  La  Biblioteca  pública  de 
Lisboa  y  los  demás  establecimientos 
públicos  indicados  en  los  artículos  an- 
teriores, están  obligados  á  publicar 
mensualmente  una  hoja  oficial  de  sus 
respectivos  registros. 

Art.  606.  Las  certificaciones  saca- 
das de  los  registros  mencionados  en 
esta  sección  harán  presumir  la  propie- 
dad de  la  obra  con  todos  sus  efectos, 
salvo  la  prueba  en  contrario. 

Sección  quinta 

De  la  responsabilidad  de  los  falsificadores  6  usur- 
padores de  la  propiedad  literaria  6  artística 

Art.  607.  Los  que  lesionen  los  dere- 
chos reconocidos  y  garantidos  en  este 
capítulo,  responderán  en  los  términos 
siguientes  por  las  usurpaciones  litera- 
rias ó  artísticas  que  cometan. 

Art.  608.  El  que  publique  una  obra 
inédita,  ó  reproduzca  la  que  esté  publi- 
cada ó  para  publicarse,  perteneciente 
á  otro  y  sin  autorización  de  éste,  per- 
derá, en  beneficio  del  autor  ó  propieta- 
rio de  la  obra,  todos  los  ejemplares  de 
reproducción  fraudulenta  que  le  fueren 
aprehendidos,  y  le  pagará  el  valor  de 
toda  la  edición,  exceptuando  todos  los 
volúmenes  recogidos,  por  el  precio  en 
que  hubiesen  salido  á  la  venta  ó  por  el 
en  que  se  evalúen  los  ejemplares  legí- 
timos. 

§  único.— No  siendo  conocido  el  nú- 
mero de  ejemplares  impresos  fraudu- 
lentamente ni  el  de  los  repartidos,  paga- 
rá el  autor  del  fraude  el  valor  de  LOOO 
ejemplares  además  del  de  los  aprehen- 
didos. 
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Art.  609.  El  que  venda  ó  ponga  á  la 
venta  una  obra  impresa  fraudulenta- 
mente, será  responsable  solidariamen- 
te con  el  editor  en  los  términos  expre- 
sados en  el  artículo  anterior;  y  si  la 
obra  estuviere  impresa  fuera  del  Reino, 
tendrá  el  vendedor  la  misma  responsa- 
bilidad señalada  para  los  editores. 

Art.  610.  El  que  publique  un  manus- 
crito comprensivo  de  cartas  particu- 
lares sin  permiso  de  su  autor,  durante 
la  vida  de  éste  ó  de  sus  herederos  ó  re- 
presentantes, re^ponderá  de  los  daños 
y  perjuicios. 

§  único.  -  La  disposición  de  este  ar- 
tículo no  se  opone  á  la  facultad  conce- 
dida en  el  575  sobre  cartas  particulares. 

Art.  611.  El  autor  ó  propietario  cuya 
obra  se  reproduzca  fraudulentamente, 
luego  que  tenga  conocimiento  del  he- 
cho reclamará  el  embargo  de  los  ejem- 
plares reproducid' »s,  sin  perjuicio  de  la 
indemnización  que  procedas!  no  se  en- 
contrase ninguno  de  aquéllos. 

Art.  612.  Lo  dispuesto  en  esta  sec- 
ción, relativamente  á  la  indemnización 
civil,  no  obsta  á  las  acciones  crimina- 
les procedentes  que  el  autor  ó  propieta- 
rio pueda  intentar  contra  el  falsificador 
ó  usurpador. 

CAPÍTULO  III 

De  la  propiedad  de  los  inoentos 

Sección     primera 

Disposiciones  generales 

Art.  613.  El  que  invente  un  artefacto 
ó  producto  material  mercantil,  perfec- 
cione ó  mejore  algúa  producto  ó  arte- 
facto conocido,  de  la  misma  naturale- 
za, ó  descubra  algún  medio  más  fácil  y 
menos  dispendioso  de  fabricación,  dis- 


frutará de  la  propiedad  de  su  invención 
ó  descubrimiento  por  espacio  de  quince 
años,  en  los  términos  expresados  en 
este  capitulo. 

§  único. —Todo  inventor  que  en  país 
extranjero  obtuviere  privilegio  no  po- 
drá obtenerlo  en  el  Reino,  sino  en  los 
términos  de  este  Código  y  por  el  tiempo 
que  en  el  país  falte  al  invento  para  ser 
de  dominio  público. 

Art.  614.  De  la  propiedad  del  inven- 
to se  deriva  el  derecho  exclusivo  de  pro- 
ducir ó  de  fabricar  los  objetos  que  cons- 
tituyen aquél  ó  en  los  que  se  manifieste. 

Art.  615.  No  serán  susceptibles  de 
legalización  ó  privilegio  los  inventos  ó 
descubrimientos  relativos  á  industrias 
ú  objetos  ilícitos. 

Art.  616.  La  duración  de  la  propie- 
dad exclusiva  del  invento  comenzará  é, 
contarse  desde  la  fecha  de  la  concesión 
del  privilegio.    - 

Art.  617.  La  propiedad  exclusiva  se 
limitará  al  objeto  especificado,  y  nunca 
podrá  extenderse  á  otros,  á  pretexto  de 
íntima  conexión  ó  relación  con  aquéL 

Art.  ,618.  La  expropiación  de  los  in- 
ventos sólo  podrá  ser  decretada  por 
una  ley  y  por  causa  de  utilidad  pública. 

Sección  segunda 

De  las  adiciones  á  los  inventos 

Art.  619.  El  privilegiado  ó  sus  repre- 
sentante podrán,  durante  la  existencia 
de  su  privilegio,  añadir  á  sus  inventos 
las  modificaciones  ó  mejoras  que  qui- 
sieren. 

Art.  020.  El  adicionador  gozará  en 
lo  relativo  á  las  mejoras  adicionales 
de  los  mismos  derechos  que  le  confiere 
el  privilegio  principal;  pero  sólo  por  el 
tiempo  que  éste  dure 

Art.  621.    El  autor  de  la  adición  po- 
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drá,  sin  embargo,  pedir  nuevos  privile- 
gios por  las  mejoras,  sujetándose  alas 
disposiciones  que  regulen  el  privilegio 
principal. 

Art.  622.  La  concesión  del  privilegio 
de  mejora  no  podrá  hacerse  durante  el 
primer  año  del  privilegio  concedido  al 
invento  correlativo,  sino  á  aquel  que 
hava  obtenido  dicho  privilegio. 

Art.  623.  El  tercero  que  pretenda  se- 
Diejante  privilegio  podrá,  antes  de  fin 
de  año,  entregar  su  solicitud,  cerrada  y 
lacrada,  en  la  oficina  correspondiente, 
donde  se  tomará  nota  de  la  entrega. 

§  único.— El  depósito  mencionado  en 
este  artículo  servirá  para  conferir  al 
depositante  preferencia  sobre  cualquier 
otro  que  se  presente  con  posteriori- 
dad, á  no  ser  privilegiado,  el  cual  será 
preferido  siempre  que  hágala  reclama- 
ción dentro  del  mismo  año. 

Art.  624.  El  tercero  que  pida  patente 
de  mejora  será  considerado,  para  la  ex- 
pedición de  título,  como  principal  in- 
ventor. 

Art.  625.  Corresponde  á  las  leye'^  y 
Reglamentos  adminiátrativos  legitimar 
y  asegurar  la  propiedad  exclusiva  de 
ios  inventos. 

Sección  tercera 

IV  la  transmisión  de  la  propiedad  de  los  inventoR 

Art.  626.  La  propiedad  de  los  inven- 
tos se  regirá  por  las  leyes  general-es 
que  regulan  la  propiedad  mueble,  sal- 
vas las  siguientes  aclaraciones. 

Art.  627.  La  cesión  del  privilegio, 
bien  sea  á  título  gratuito  ú  oneroso,  sólo 
podrá  hacerse  por  escritura  pública. 

Art.  628.    Los  cesionarios  de  cual 
quier  privilegio  principal    disfrutarán 
del  adicional  concedido  al  autor  ó  á  sus 
representantes,    y  recíprocamente  en 


los  casos  en   que  esto   pueda  ocurrir, 
salvo  estipulación  en  contrarío. 

Sección  caarta 

De  la  publicación  de  los  invep1^i4s 

Art.  629.  Las  descripciones,  d  i  bu  jos , 
modelos  y  especificaciones  exigidas  pa- 
ra la  concesión  del  diploma  serán  ex- 
hibidas gratuitamente  á  todas  las  per- 
sonas que  lo  soliciten,  así  cumo  les  die- 
ran facilitadas  copias  pagando  su  im- 
porte. El  Gobierno  hará  sobre  esto  los 
Reglamentos  necesarios. 

Art.  630.  Concluido  el  segundo  año 
del  privilegio,  se  publicarán  los  dibujos 
y  descripciones  íntegramente  ó  en  ex- 
tracto. 

Art.  631.  Incumbe  al  Gobierno  decla- 
rar oficialmente  los  inventos  que  se  ha- 
gan de  dominio  público. 

Sección  quinta 

De  la  nulidad  y  pérdida  del  privilegio 

Art.  632.  Serán  nulos  los  privilegios 
concedidos  en  los  casos  siguií/n les: 

L**  Si  los  inventos  ó  descLkbrimien- 
tos  fuesen  conocidos  del  público  prác- 
tica ó  teóricamente  por  alguna  descrij.>- 
ción  técnica  divulgada  en  escrttog  na- 
cionales ó  extranjeros  ó  en  ciialquiei  a 
otra  forma; 

2."  Si  existiese  ya  diploma  anterior- 
mente concedido  sobre  el  niísnjo  ob- 
jeto; 

3."  Si  el  invento  ó  descubrimiento 
fuese  juzgado  perjudicial  á  la^f^í^uridad 
ó  salud  públicas,  ó  contraiío  á  las 
leyes; 

4.**  Si  el  titulo  dado  al  i^^^enio  en- 
cubriese fraudulentamente  ol^jeto  dis- 
tinto; 


224 


INSTITUCIONES  JURÍDICAS  T   POLÍTICAS 


5."  Si  la  descripción  presentada  no 
indicase  todo  lo  que  es  necesario  para 
ia  aplicación  del  invento,  ó  los  verda- 
deros medios  del  inventor; 

6.**  Si  el  privilegio  se  adquiriese  omi- 
tiendo las  formalidades  legales; 

7."  Si  el  privilegio  de  perfección  ó 
mejora  no  consistiese  en  algo  que  fa- 
cilite el  trabajo  y  amplíe  su  utilidad, 
sino  simplemente  en  cambio  de  forma 
ó  de  proporciones  en  los  adornos. 

Art.  633.  El  que  no  pusiese  en  prác- 
tica su  invento  en  el  plazo  de  dos  años, 
contados  desde  el  día  en  que  se  firmó 
el  privilegio,  ó  cesase  de  utilizar  éste 
por  dos  años  consecutivos,  excepto  si 
justifica  legítimo  impedimento,  perde- 
rá dicho  privilegio. 

Sección  sexta 

De  las  acciones  de  nulidad  y  rescisión  del 
privilegio 

Art.  634.  Tanto  el  Ministerio  público 
como  las  personas  que  tuviesen  interés 
directo  en  la  rescisión  del  privilegio, 
podrán  intentar  las  acciones  proceden- 
tes. Siendo  la  acción  propuesta  por  el 
Ministerio  público,  la  parte  interesada 
será  adihitida  á  intervenir  como  coad- 
yuvante; pero  el  Ministerio  público  de- 
berá siempre  intervenir  en  las  acciones 
que  los  interesados  propusieren. 

Art.  635.  La  acción  de  nulidad,  en  el 
caso  del  núm.  2.°  del  art.  632,  pres- 
cribe por  el  lapso  de  un  año  sin  oposi- 
ción de  los  interesados;  en  los  demás 
casos  durará  mientras  subsista  lo  ex- 
clusivo de  la  invención. 

Seccibn  séptima 

De  la  r^ponsabilidad  de  los  falsificadores 

Art.  636.    El  que  durante  el  tiempo 


concedido  para  utilizar  el  privilegio  le- 
sione al  privilegiado  en  el  ejercicio  de 
su  derecho,  repiroduciendo,  sin  su  au- 
torización, el  objeto  de  lá misma  inven- 
ción, ó  vendiendo,  ocultando  ó  introdu- 
ciendo, con  propósito  deliberado,  obras 
de  la  misma  especie  fabricadas  fuera 
del  Reino,  será  responsable  por  la  re- 
paración de  los  daños  causados,  ade- 
más de  quedar  sujeto  á  las  prescripcio- 
nes del  Código  penal. 

Art.  637.  Los  privilegiados  ó  sus  re- 
presentantes podrán  solicitar,  en  caso 
de  sospecha  de  falsificación,  el  embargo 
de  los  objetos  falsificados  ó  de  los  ins- 
trumentos cuyo  empleo  no  pueda  ser 
otro  que  el  de  su  fabricación,  siempre 
que  presten  fian¿a  previa. 

§  único.  -En  este  caso,  si  el  que  pi- 
dió el  embargo  no  propone  su  acción  en 
el  término  de  quince  días,  queda  aquél 
nuío  de  derecho  y  puede  el  embargado 
demandar  al  ejecutante  por  daños  y 
perjuicios. 

Art.  638.  Si  la  acción  expresada  fue- 
se en  definitiva  estimada  como  proce- 
dente en  procedimiento  civil  ó  criini- 
nal,  se  adjudicarán  los  objetos  embar- 
gados al  querellante  á  cuenta  de  la 
indemnización  que  se  le  deba;  pero  si  la 
adjudicación  se  hizo  en  causa  criminal, 
sólo  podrá  el  querellante  pedir,  por 
acción  civil,  lo  que  le  falte  para  com- 
pletar su  indemnización. 

Art.  639.  El  lesionado  por  la  falsifi- 
cación podrá  usar,  ó  de  la  acción  crimi- 
nal, ó  simplemente  de  la  acción  civil 
de  daños  y  perjuicios;  y  en  ambos  ca- 
sos será  oído  el  Ministerio  público. 

Art.  640  El  Tribunal  que  conociere 
de  la  causa  por  falsificación,  determi- 
nará sobre  las  excepciones  que  el  pro- 
cesado propusiere,  como  fundamento 
de  nulidad  ó  de  pérdida  del  derecho  del 
autor. 


LIBRO  SEGUNDO 


DE  LOS  DKRECHOS  QUE  SE  ADQUIEREN  POR  HECHO  Y  VOI.UNTAD 
PROPIA  y  DE  OTRO  CONJUNTAMENTE 


TtTULO  PRIMERO 

DE  LOS  CONTRATOS  Y  OBLIGACIONES 
EN  GENERAL 

CAPÍTULO  PRIMERO 
Disposiciones  preliminares 

Art.  641.  Contrato  es  el  acuerdo  en 
cuya  virtud  dos  ó  más  personas  se 
transfieren  algún  derecho  ó  se  sujetan 
á  alguna  obligación. 

Art.  642.  El  contrato  es  unilateral  ó 
írratuíto,  bilateral  ú  oneroso.  Es  unila- 
teral ó  gratuito  cuando  una  parte  pro- 
mete y  la  otra  acepta;  es  bilateral  ú 
oneroso  cuando  las  partes  se  transfie- 
ren mutuamente  algunos  derechos  y 
mutuamente  los  aceptan. 

Art.  643.  Para  que  el  contrato  se  re- 
pute válido,  debe  reunir  las  siguientes 
condiciones. 

1.'    Capacidad  de  los  contratantes; 

2.*    Mutuo  consentimiento; 

3.*    Objeto  posible. 

CAPÍTULO    II 
De  la  capacidad  de  los  eontraiantes 
Art.  644.    Son  hábiles  para  contratar 
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todas  las  personas  no  exceptuadas  por 
la  ley. 

Art.  645.  Los  contratos  pueden  ser 
hechos  personalmente  por  los  otorgan- 
tes ó  por  medio  de  persona  debidamen- 
te autorizada. 

Art.  646.  Los  contratos  hechos  en 
nombre  de  otro  sin  la  debida  autoriza- 
ción, producen  su  efecto  si  son  ratifi- 
cados antes  que  la  otra  parte  se  re- 
tracte. 

CAPÍTULO  III 

Del  mutuo  consentimiento 

Art.  647.  El  consentimiento  de  los 
estipulantes  debe  ser  claramente  ma- 
nifestado. 

Art.  648.  La  manifestación  del  con- 
sentimiento puede  hacerse  de  palabra, 
por  escrito  ó  por  hechos  de  los  cuales 
necesariamente  se  deduzca. 

Art.  649.  En  el  momento  de  ser  acep- 
tada una  proposición,  queda  perfecto 
el  contrato,  excepto  en  los  casos  en 
que  la  ley  exija  mayores  formalidades. 

Art.  650.  Si  los  estipulantes  estuvie- 
sen presentes,  á  la  proposición  seguirá 
inmediatamente  la  aceptación,  salvo 
si  entre  si  acordasen  otra  cosa. 

Art.  651.  Si  los  estipulantes  no  estu- 
viesen presentes,  la  aceptación  se  hará 
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dentro  del  plazo  fijado  por  el  propo- 
nente. 

Art.  652.  A  falta  de  plazo  designado, 
se  considerará  como  no  hecha  la  pro- 
posición, si  la  otra  parte  no  respondie- 
se dentro  del  plazo  de  ocho  días,  ade- 
más del  tiempo  necesario  para  contes- 
tar por  el  correo,  ó  no  habiendo  correo, 
dentro  del  tiempo  que  parezca  razona- 
ble, dadas  las  distancias  y  la  mayor  ó 
menor  facilidad  de  las  comunicaciones. 

Art.  653.  El  proponente  está  obliga- 
do á  mantener  su  proposición  mientras 
no  reciba  contestación  de  la  otra  parte 
en  los  términos  declarados  en  el  artícu- 
lo anterior,  y  será  responsable  de  los 
daños  y  perjuicios  que  puedan  resultar 
de  su  retractación. 

Art.  654.  Cuando  la  respuesta  en- 
vuelva modificación  de  lo  propuesto  se 
considerará  como  una  nueva  proposi- 
ción. 

Art.  655.  Si  al  tiempo  de  la  acepta- 
ción hubiese  fallecido  ol  proponente  y 
no  lo  supiese  el  aceptante,  estarán  los 
herederos  obligados  á  mantener  la  pro- 
posición en  los  términos  del  art.  653, 
salvo  si  resultare  lo  contrario  de  la  na- 
turaleza de  la  convención. 

Art.  656.  El  consentimientoprestado 
por  error  ó  coacción  produce  la  nulidad 
del  contrato  en  los  términos  siguientes. 

Art.  657.  El  error  del  consentimiento 
puede  recaer: 

1.®    Sobre  la  causa  del  contrato; 

2°  Sobre  el  objeto  ó  las  cualidades 
del  objeto  del  contrato; 

3.°  Sobre  la  persona  con  quien  se 
contrata  ó  en  consideración  de  la  cual 
se  contrata, 

Art.  G58.  El  error  respecto  de  la  cau- 
sa del  contrato  puede  ser  de  derecho  ó 
de  hecho. 

Art.  659.  El  error  de  derecho  acerca 
de  la  causa  produce  nulidad,  salvo  en 


los  casos  en  que  la  ley  ordene  lo  con- 
trario. « 

Art.  660.  Si  el  error  acerca  de  la 
causa  fuese  de  hecho,  sólo  producirá 
nulidad  si  el  contratante  engañado  hu- 
biese declarado  expresamente  que  sólo 
contrató  por  razón  de  aquella  causa,  ;y 
esta  declaración  hubiese  sido  aceptada 
por  la  otra  parte. 

Art.  661.  El  error  sobre  el  objeto  del 
contrato  ó  sobre  las  cualidades  del 
mismo  objeto  sólo  produce  nulidad  de- 
clarando el  engañado  ó  probándose  por 
las  circunstancias  del  mismo  contrato, 
conocidas  de  la  otra  parte,  que  única- 
mente contrató  por  aquella  razón  y  no 
por  otra. 

Art.  662.  Siendo  el  error  relativo  á 
la  persona  con  quien  se  contrata,  se 
observará  lo  que  con  relación  al  objeto 
dispone  el  articulo  anterior;  pero  si  el 
error  se  refiriese  á  persona  que  no 
figure  en  el  contrato,  se  observará  lo 
dispuesto  en  el  art.  660. 

Art.  663.  También  produce  nulidad 
el  error  que  procede  de  dolo  ó  de  mala 
fe  de  uno  de  los  dos  contratantes,  ó  de 
tercero  que  tenga  interés  directo  en  el 
contrato. 

§  único.— Entiéndese  por  dolo  en  los 
contratos  cualquier  sugestionó  artificio 
empleado  para  inducir  á  error  ó  man- 
tener en  él  á  alguno  de  los  contratan- 
tes; y  por  mala  fe  el  disimulo  del  error 
del  otro  contratante,  después  de  cono- 
cido. 

Art.  664.  El  error  común  y  general 
no  produce  nulidad. 

Art.  G65.  Los  simples  errores  de  cál- 
culo aritmético  ó  de  escritura  sólo  dan 
lugar  á  una  rectificación. 

Art.  666.  Es  nulo  el  contrato  en  el 
que  el  consentimiento  ha  sido  arranca- 
do por  coacción  de  alguno  de  los  con- 
tratantes ó  de  tercero. 
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§  único.— La  coacción  consiste  en  el 
empleo  de  la  fuerza,  física  ó  de  cuales- 
I  quiera  medios  que  produzcan  daños  ó 
fundados  recelos  de  ellos,  relativamen- 
te á  la  persona,  honra  ó  hacienda  del 
contratante  ó  de  •terceros. 

Art.  667.  Las  consideraciones  vagas 
6  generales  que  los  contratantes  hagan 
entre  sí  acerca  de  los  beneficios  ó  per- 
juicios que  naturalmente  puede  produ- 
cir la  celebración  ó  no  celebración  del 
contrato,  no  deben  considerarse  como 
iolos  ó  coacciones. 

Art.  668.  No  será  lícito  renunciar 
previamente  á  la  nulidad  futura  proce- 
dente de  dolo  ó  coacción.  Pero  si  ha- 
biendo cesado  la  violencia  ó  después  de 
conocido  el  dolo,  el  contrato  fuese  rati- 
ficado por  el  cohibido  ó  engañado,  éste 
no  podrá  desde  entonces  impugnarlo 
por  aquellos  vicios. 

CAPÍTULO  IV 

Del  objeto  de  los  contratos 

Art.  669.  Es  nulo  el  contrato  cuyo 
objeto  no  sea  física  y  legalmente  po- 
sible. 

Art.  670.  En  los  contratos  solóse 
considera  como  físicamente  imposible 
lo  que  lo  sea  con  relación  absoluta  al 
objeto  del  contrato,  pero  no  á  la  perso- 
na que  se  obliga. 

Art  671.  No  pueden  legalmente  ser 
objeto  del  contrato: 

1.**  Las  cosas  que  estén  fuera  del  co- 
luercio  por  disposición  de  la  ley; 

2.®  Las  cosas  ó  actos  que  no  se  pue- 
dan reducir  á  un  valor  exigible, 

S.**  Las  cosas  cuya  especie  no  sea  ó 
no  pueda  ser  determinada; 

4.°  Los  actos  contrarios  á  la  moral 
pública  ó  á  las  obligaciones  impuestas 
pop  la  ley. 


CAPÍTULO  V 

De  las  condiciones  y  clausulas  de  los  contratos 

Art.  672.  Los  contrayentes  pueden 
añadir  á  sus  contratos  las  condiciones 
ó  cláusulas  que  tuvieren  por  conve- 
niente. Estas  condiciones  y  cláusulas 
forman  parte  integrante  de  los  mismos 
contratos  y  se  rigen  por  las  mismas 
reglas,  excepto  en  los  casos  en  que  la 
ley  ordene  lo  contrario. 

§  único.— Exceptúase  de  la  regla  de 
este  artículo  el  caso  previsto  en  el  ar- 
tículo L671  (1). 

Art.  673.  Si  los  contratantes  estipu- 
laran cierta  prestación  como  pena  de 
incumplimiento  del  contrato,  semejan- 
te estipulación  no  producirá  efecto  si 
el  contrato  fuese  nulo;  pero  la  nulidad 
de  la  pena  no  produce  la  del  contrato. 

Art.  674.  La  importancia  de  la  con- 
dición 6  de  la  cláusula  penal  dependerá 
del  acuerdo  de  las  partes,  salvo  lo  dis- 
puesto en  el  párrafo  único  del  art.  672. 

Art.  675.  Si  la  obligación  fuere  cum- 
plida en  parte,  puede  la  multa  ser  mo- 
dificada proporcionalmente. 

Art.  676.  El  contratante  que  satisfa- 
ga aquello  á  que  se  obligó,  podrá  exigir 
del  que  no  cumplió,  no  sólo  lo  que  por 
su  parte  prestara  ó  la  correspondiente 
indemnización,  sino  también  la  multa 
convencional  estipulada. 

S  1.°— Si  ninguna  de  las  partes  hubie- 
re cumplido  el  contrato  y  una  de  ellas 
estuviese  pronta  ó  se  prestase  á  cum- 
plirlo, ésta  podrá  exigir  de  la  otra,  ó  la 
ejecución  del  contrato,  ó  la  indemniza- 
ción, ó  la  multa  convencional,  pero 
nunca  todas  estas  cosas  simultanea- 
mente. 


(1)     Véanse  los  artículos    108,  1.649,  1.652  y 
1.611. 
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§  2.°— El  derecho  de  exigir  la  multa 
convencional  nace  de  la  simple  demora 
en  el  cumplimiento  del  contrato  (1). 

Art.  677.  La  pena  no  puede  hacerse 
efectiva  si  el  que  contrajo  la  obligación 
estuviese  imposibilitado  para  cumplir- 
la, por  causa  del  acreedor,  por  caso  for- 
tuito, ó  por  fuerza  mayor. 

Art.  678.  Si  el  cumplimiento  del  con- 
trato quedó  dependiente  de  una  condi- 
ción de  hecho  ó  de  tiempo,  una  vez  rea- 
lizada la  condición  se  considerará  per- 
fecto el  contrato  desde  su  celebración; 
pero  en  el  momento  en  que  se  adquiera 
la  certidumbre  de  que  aquélla  no  puede 
verificarse,  se  tendrá  por  no  realizada. 

Art.  679.  Se  considerará  nula  la  con- 
dición que  no  se  realice  por  causa  de 
aquel  que  se  obligó  condicionalmente, 
salvo  si  éste  obrase  dentro  de  los  limi- 
tes de  su  derecho. 

Art.  6S0.  Si  el  contrato  se  hiciere 
con  la  condición  de  que  desde  cierto  ac- 
to ó  acontecimiento  se  tendrá  por  no 
hecho,  realizada  la  condición  recobra- 
rá cada  uno  de  los  contrayentes  los  de- 
rechos que  tuviese  en  el  momento  de  la 
otorgación,  si  nada  se  hubiese  estipu- 
lado en  contrario. 

Art.  681.  Si  la  resolución  del  contra- 
to dependiese  de  tercero  y  éste  proce- 
diese con  dolo,  se  tendrá  como  no  re- 
suelto. 

Art.  682.  Los  contratantes  cuyos 
contratos  dependen  dealgunacondición 
pueden,  aun  antes  de  realizarse  aqué- 
lla, ejercitar  los  actos  lícitos  necesarios 
á  la  coiisorvación  de  su  derecho. 

Art.  683.  La  nulidad  de  la  condición, 
por  imposibilidad  física  ó  legal  produ- 
ce la  nulidad  de  la  obligación  depen- 
diente de  aquélla. 


(1)    Véanse  los  artículos  709, 1.37",  1.425,1. 512 
y  1.610  de  este  Código. 


CAPÍTULO  VI 
De  la  interpretación  de  los  contratos     • 

Art.  684.  Es  nulo  el  contrato  siempre 
que  de  sus  términos,  naturaleza  y  cir- 
cunstancias, ó  del  uso,  costumbre  ó  ley, 
no  pueda  deducirse  la  intención  ó  vo- 
luntad de  los  contratantes  sobre  el  ob- 
jeto principal  del  mismo  contrato  (1). 

Art.  685.  Si  la  duda  recayese  sobre 
los  accidentes  del  contrato  y  no  pudiere 
ser  resuelta  por  la  regla  establecida  en 
el  artículo  anterior,  se  observarán  las 
siguientes: 

1."  Si  el  contrato  fuere  gratuito,  se 
resolverá  la  duda  por  la  menor  trans- 
misión de  derechos  é  intereses; 

2."  Si  el  contrato  fuese  oneroso,  se 
resolverá  la  duda  por  la  mayor  recipro- 
cidad de  intereses. 

CAPÍTULO  VII 

De  la  forma  externa  de  los  contratos 

Art.  686.  La  validez  de  los  contratos 
no  depende  de  más  formalides  externas 
que  de  las  que  la  ley  establece  para  su 
prueba  ó  declara  sustanciales  por  dis- 
posición especial  (2).  I 

CAPÍTULO  VIII  I 

De  la  rescisión  de  los  contratos 

Art.  687.    La  acción  de  rescisión  por 


(1)  Véanse  los  artículos  "04,  l.()23.  1.628  y 
2.212. 

(2;  Véanse  los  artículos  627,  826,  829,  858,  88, 
«'75,912,  1.085,  1.097,  l.ns,  1.244,  1  250,  1.32C  al 
1.329,1.355,  1.434,1.458,1.459,1  534,1.589,  1.590, 
1.594,1.643,1.616.1.655,1.712,1.713,1.714,2.013, 
2.184,  2.407,  2.428,  2.438,  2.441,  2.442  y  2.506  de 
•ste  Códi{fo. 
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nulidad,  procedente  de  la  incapacidad 
de  los  contratantes,  en  los  casos  en  que 
es  permitida  por  este  Código,  es  admisi- 
ble en  la  forma  establecida  en  el  articu- 
lo siguiente. 

Art.  688.  La  acción  de  rescisión  por 
incapacidad  prescribe  contra  los  inca- 
paces por  el  lapso  de  cinco  años,  los 
cuales  principian  á  contarse: 

1.**  En  caso  de  incapacidad  por  me- 
nor edad,  desde  el  día  en  que  el  inca- 
pazllega  4  la  mayor  edad  ó  se  emancipa; 
2.®  En  el  caso  de  incapacidad  por  in- 
terdicción, desde  el  día  en  que  ésta  cesa. 
Art.  689.  La  acción  de  rescisión  por 
causa  de  error  prescribe  en  el  plazo  de 
un  año,  contado  desde  el  día  en  que 
el  engañado  tuviere  conocimiento  del 
error. 

Art.  690.  La  acción  de  rescisión,  por 
causa  de  coacción,  prescribe  si  el  co- 
hibido no  la  interpone  en  el  término  de 
un  año,  contado  desde  el  momento  en 
que  la  coacción  haya  cesado. 

Art.  691.  La  acción  do  rescisión  por 
nulidad,  procedente  de  hallarse  la  cosa 
objeto  del  contrato  fuera  del  comercio, 
es  imprescriptible  excepto,  enlos  casos 
en  que  la  ley  disponga  expresamente  lo 
contrario. 

Art.  692.  Si  el  contrato  tuviere  por 
causa  ó  fin  algún  hecho  punible  ó  re- 
probado en  que  hayan  convenido  las 
'ios  partes,  ninguna  de  ellas  será  oída 
t  n  juicio  acerca  del  contrato;  pero  si 
uno  sólo  fuese  de  mala  fe,  no  estará  el 
otro  obligado  á  cumplir  lo  prometido, 
ni  á  restituir  lo  recibido,  pudiendo  exi- 
gir lo  que  hubiese  prestado. 

§  único.— En  la  hipótesis  de  la  prime- 
ra parte  de  tste  artículo,  y  siendo  la 
causa  ó  fin  del  contrato  un  hecho,  la  re- 
compensa dada  ó  prometida  se  aplicará 
en  favor  de  los  establecimientos  de  be- 
neficencia pupilar. 


Art.  693.  La  nulidad  del  contrato 
pucíle  oponerse  por  vía  de  excepción  en 
todo  tiempo  en  que  se  pida  la  ejecución 
del  contrato  nulo. 

Art.  694.  Puede  proponerse  la  ac- 
ción ó  deducirse  la  excepción  de  nuli- 
dad, tanto  por  los  querellantes  ó  apode- 
rados, como  por  sus  fiadores,  excepto 
en  los  casos  en  que  la  ley  expresamen- 
te ordenase  lo  contrario. 

Art.  695.  Ningún  contratante  puede 
alegar  nulidad  procedente  de  incapaci- 
dad del  otro  ni  fundar  su  queja  en  error 
ó  coacción  á  que  haya  contribuido. 

Art.  696.  El  contrato  nulo  por  inca- 
pacidad, error  ó  coacción,  podrá  ser  ra:- 
tificado  después  que  haya  cesado  el  vi- 
cio ó  el  motivo  de  nulidad,  y  no  repro- 
duciéndose aquéllos  en  forma  que  inva- 
lide la  ratificación. 

Art.  697.  Rescindido  el  contrato,  re- 
cobrará cada  uno  de  los  contratantes 
lo  que  hubiere  desembolsado,  ó  su  va- 
lor si  no  fuese  posible  la  restitución  en 
especie. 

§  1.®— En  los  casos  de  error,  que  no 
proceda  de  dolo  ó  mala  fe,  no  hay  obli- 
gación de  restituir  frutos  é  intereses. 

§  2.**— Si  ha  existido  dolo  ó  mala  fe, 
debe  indemnizarse. 

Art.  698.  Procediendo  la  nulidad  del 
contrato  de  la  incapacidad  de  alguno 
de  los  contratantes,  no  estará  éste  obli- 
gado á  restituir  más  que  lo  que  conser- 
ve en  su  poder  ó  le  haya  sido  bene- 
ficioso. 

Art.  699.  Si  se  rescindiese  el  contra- 
to por  no  estar  autorizado  para  otorgar- 
lo el  representante  del  incapaz,  sólo  ca- 
brá recurso  contra  el  contratante  de 
buena  fe  cuando  los  bienes  de  su  apo- 
derado no  basten  á  indemnizar  al  inca- 
paz, pero  aun  en  este  caso,  podrá  el 
contratante  optar  por  la  indemnización 
ó  por  la  restitución  de  la  cosa. 
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§  Único.— Este  recurso  no  procede 
contra  los  adquirentes  posteriores,  á 
no  ser  que  se  pruebe  su  mala  fe. 

Art.  700.  La  rescisión  por  incapaci- 
dad no  aprovecha  á  los  cointeresados 
capaces,  excepto  si  fuera  indivisible  el 
objeto. 

Art.  701.  Si  un  cónyuge  sin  permiso 
del  otro  da  lugar  á  la  rescisión  del  con- 
trato, se  observará  lo  dispuesto  en  los 
artículos  1.189  y  siguientes. 

CAPÍTULO  IX 

De  los  efectos  y  eumplimienio  de  los 
contratos 

Sección  primera 

Disposiciones  generales 

Art.  702.  Los  contratos  legalmente 
celebrados  deben  ser  puntualmente 
cumplidos;  no  pueden  ser  revocados  ó 
alterados  sino  pormutuo  consentimien- 
to de  los  contratantes,  salvas  las  excep- 
ciones especificadas  en  la  ley. 

Art.  703.  Los  derechos  y  obligacio- 
nes procedentes  de  los  contratos  pue- 
den ser  transmitidos  entre  vivos  ó  por 
causa  de  muerte,  excepto  si  esos  dere- 
chos y  obligaciones  fuesen  puramente 
personales  por  su  naturaleza,  por  efec- 
to del  contrato  ó  por  disposición  de 
la  ley. 

Art.  704.  Los  contratos  obligan  tan- 
to á  lo  que  expresan  como  á  sus  conse- 
cuencias usuales  y  legales. 

Art.  705.  El  contratante  que  falta  al 
cumplimiento  del  contrato  responde  de 
los  perjuicios  que  cause  á  la  otra  parte, 
á  no  ser  que  hayan  sido  causa  de  sus 
actos,  hechos  del  otro  contratante, 
fuerza  mayor  ó  caso  fortuito,  en  el  que 
de  ningún  modo  haya  intervenido. 


Art.  706.  La  indemnización  puede 
consistir  en  la  restitución  de  la  cosa,  en 
la  del  valor  debido,  en  la  de  la  cosa  y 
valor  y  en  la  de  los  beneficios  obtenidos 
por  el  contratante;  en  este  último  caso 
se  denomina  indemnización  de  daños  y 
perjuicios. 

Art.  707.  Únicamente  pueden  ser 
apreciadas  como  daños  y  perjuicios  las 
pérdidas  que  necesariamente  resulten 
de  la  falta  de  cumplimiento  del  con- 
trato. 

Art.  708.  La  responsabilidad  civil 
puede  regularse  por  acuerdo  de  las 
partes  si  la  ley  no  ordenase  expresa- 
mente lo  contrario. 

Art.  709.  Si  el  contrato  fuese  bilate- 
ral y  alguno  de  Iqs  contratantes  dejase 
de  cumplirlo  por  su  parte,  podrá  el  otro 
considerarse  desligado  ó  exigir  que 
el  moroso  sea  judicialmente  compelido 
á  cumplir  aquello  á  que  se  obligó  ó  á 
indemnizar  daños  y  perjuicios. 

Art.  710.  El  contrato  se  resuelve  ó 
en  la  prestación  de  hechos  ó  en  la  de 
cosas. 

Sección   seganda 

De  la  prestación  de  hechos 

Art.  711.  El  que  se  obligó  á  prestar 
algún  hecho,  y  dejó  de  prestarlo  ó  no 
lo  prestó  conforme  á  lo  estipulado,  res- 
•ponderá  con  la  indemnización  de  daños 
y  perjuicios  en  los  términos  siguientes: 

1.°  Si  la  obligación  fuese  con  plazo 
y  día  cierto,  la  responsabilidad  es  exi- 
gible  desde  que  espira  el  plazo  ó  el  día 
designado; 

2.°  Si  la  obligación  no  depende  <le 
plazo  cierto,  principíala  responsabili- 
dad en  el  día  en  que  se  intima  ó  in'  er- 
pela  al  obligado. 

§  t."— Llámase  interpelación  ó  acto 
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de  intimación  el  que  el  acreedor  hace 
ó  manda  hacer  al  obligado  para  que 
cumpla  la  obligación. 

§  2.°— Esta  intimación  puede  hacerse 
judicialmente  ó  por  el  mismo  acreedor 
ante  dos  testigos  (1). 

Art.  712.  El  acreedor  de  una  presta- 
ción d^  hechos  podrá  pedir,  en  vez  de 
daños  y  perjuicios,  autorización  para 
Jlevar  á  cabo,  por  medio  de  un  tercero, 
el  objeto  de  la  obligación,  á  costa  del 
obligado,  si  este  medio  fuese  posible  y 
no  se  hubiese  estipulado  nada  en  con- 
trario. 

Art.  713.  El  que  se  hubiere  obligado 
á  no  realizar  algún  hecho,  incurre  en 
la  responsabilidad  de  daños  y  perjuicios 
desde  el  momento  de  la  contravención, 
y  puede  el  acreedor  exigir  que  la  obra 
hecha,  si  la  hubiere,  sea  demolida  á 
costa  del  que  se  obligó  á  no  hacerla. 

Sección  tercera 

De  la  prestación  de  cosa.s 

Art.  714.  La  prestación  de  cosas  por 
efecto  del  contrato  puede  consistir: 

1."    En  la  venta  de  la  propiedad  de* 
cierta  cosa; 

2."  En  la  venta  temporal  del  uso  ó 
usufructo  de  cierta  cosa; 

3."  En  la  restitución  de  la  cosa  ajena 
ó  en  el  pago  de  la  cosa  debida. 

Art.  715.  En  las  ventasde  cosas  cier- 
tas y  determinadas,  la  transmisión  de 
la  propiedad  se  efectúa  entre  los  con- 
tratantes por  mero  efecto  del  contrato, 
?in  dependencia  de  la  tradición  ó  pose- 
sión material  ó  simbólica,  salvo  si  hay 
acuerdo  de  las  partes  en  contrario. 

Art.  716.  En  las  ventas  de  cosas  in- 
determinadas de  cierta  especie,  la  pro- 


1,     VcirHf»    los  artículoH  T,i2,     1.518  y  1.533. 


piedad  sólo  se  transmite  desde  el  mo- 
mento en  que  la  cosa  se  convierte  en 
cierta  y  determinada  con  conocimiento 
del  acreedor. 

§  único.— Si  no  se  hubiese  designado 
cualidad,  no  deberá  el  deudor  ni  entre- 
gar la  cosa  mejor  ni  podrá  dar  la  peor. 

Art.  717.  Si  4a  cosa  transmitida  por 
efecto  del  contrato  se  deteriorase  ó  per- 
diese en  poder  del  vendedor,  será  el 
riesgo  de  cuenta  del  adquirente,  á  no 
ser  que  en  la  pérdida  ó  deterioro  hubie- 
se culpa  ó  negligencia  por  parte  de 
aquél. 

§  I.''— La  pérdida  puede  realizarse: 

1.°    Pereciendo  la  cosa; 

2."    Siendo  puesta  fuera  de  comercio; 

3.**  Desapareciendo  de  modo  que  no 
se  pueda  recuperar  ó  se  ignore  su  pa- 
radero. 

§  2.**— Hay  culpa'  ó  negligencia  cuan- 
do el  obligado  practica  actos  contrarios 
á  la  conservación  de  la  cosa. 

§  3.°— La  calificación  de  la  culpa  ó  de 
la  negligencia  depende  del  prudente 
arbitrio  del  Juez,  conforme  á  las  cir- 
cunstancias del  hecho,  del  contrato  y 
de  las  personas. 

Art.  718.  Si  la  cosa  transmitida  por 
el  contrato  fuese  enajenada  de  nuevo 
por  el  transmitente,  puede  el  lesionado 
reivindicarla  en  los  términos  expresa- 
dos en  los  artículos  1.579  y  1.580. 

Art.  719.  En  los  contratos  en  que  la 
prestación  de  lacosa  no  envuelve  trans- 
misión de  propiedad,  el  riesgo  de  la 
cosa  corre  siempre  por  cuenta  de  su 
dueño,  excepto  si  hay  culpa  ó  negli- 
gencia de  la  otra  parte. 

Art.  720.  Si  la  prestación  se  limitara 
al  pago  de  cierta  cuantía  en  dinero,  los 
daños  y  perjuicios  resultantes  de  la  fal- 
ta de  cumplimiento  del  contrato  no  po- 
drán exceder  de  los  intereses  conveni- 
lios  ó  establecidos  por  la  ley,  salvo  en 
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el  caso  de  fianza,  conforme  á  lo  ordena- 
do en  el  art.  838  (1), 

Art.  721.  La  prestación  debe  hacerse 
íntegramente  y  no  por  partes,  si  no  se 
estipulase  otra  cosa  ó  se  determinase 
por  ía  ley. 

Art.  722.  Si  la  prestación  fuese  en 
parte  líquida  y  en«pa  te<ilíquida,  podrá 
el  acreedor  reclamar  la  parte  líquida 
mientras  no  se  pueda  verificar  la  entre- 
ga del  resto. 

Art.  723.  Las  prestaciones  en  dine- 
ro se  harán  en  la  forma  convenida. 

Art.  724.  Cuando  se  estipule  -que  el 
pago  se  haga  en  metálico  y  en  cierta  y 
determinada  moneda,  se  efectuará  así, 
siempre  que  la  clase  de  moneda  exista 
legal  mente  y  no  haya,  como  resultado 
de  una  disposición  legal,  variado  de  va- 
lor, durante  el  tiempo  comprendido  en- 
tre la  fecha  del  contrato  y  la  designada 
para  el  pago. 

Art.  725.  No  existiendo  ya  legalmen- 
te  la  clase  de  moneda  en  que  se  hubiere 
convenido  el  pago,  será  éste  hecho  en 
moneda  corriente  en  el  día  en  que  deba 
tener  lugar,  calculándose  para  este  fin 
el  valor  que  la  clase  de  moneda  estipu- 
lada tuviese  en  el  acto  en  que  la  misma 
dejó  de  circular  oficialmente. 

Art.  726.  No  es  aplicable  lo  dispues- 
to en  los  dos  artículos  anteriores,  cuan- 
do sobre  los  mismos  objetos  que  regu- 
lan hubieran  estipulado  otra  cosa  los 
contratantes,  porque  en  tal  caso  debe 
observarse  la  estipulación. 

Art.  727.  Consistiendo  la  prestación 
en  reis,  satisfará  el  deudor  pagando 
la  misma  suma  numérica,  aunque  el 
valor  de  la  moneda  hubiere  sido  altera- 
do después  del  contrato. 

§  único. —Si  la  estipulación  en  reis  se 


(1)    Véanse  los  artículos  "732, 838, 1.533,  1.640, 
1.64T  y  1840. 


refiere  al'  metal  de  la  moneda  en  que 
deba  hacerse  el  pago,  sin  designar  su 
especie,  el  deudor  abonará  moneda  co- 
rriente en  la  fecha  en  que  aquél  debe 
hacerse,  siempre  que  sea  del  metal  es- 
tipulado. 

Art.  728.  Si  el  deudor  por  diversas 
deudas  al  níismo  acreedor,  se  propusie- 
se pagar  algunas  de  ellas,  es  potestati- 
vo en  él  designar  á  cuál  debe  referirse 
el  pago. 

Art.  729.  Si  el  deudor  no  declarase 
su  intención,  se  entenderá  que  el  pago 
es  á  cuenta  de  la  deuda  más  onerosa; 
en  igualdad  de  circunstancias,  á  cuen- 
ta de  la  más  antigua,  y  siendo  todas  de 
la  mismafecha,  se  prorrateará  entre  tu- 
das lo  que  se  entregue. 

Art.  730.  No  se  entenderá  que  las 
cantidades  prestadas  por  cuenta  de  deu- 
das con  intereses  se  pagan  á  cuenta 
del  capital  mientras  existan  intereses 
vencidos. 

Art.  731.  Siendo  varios  los  obligados 
á  prestar  la  misma  cosa,  responderá 
cada  uno  de  ellos  proporcionalmente, 
excepto: 

1.**  Si  cada  uno  es  responsable  soli- 
dariamente; 

2.°  Si  la  prestación  consistiese  en 
cosa  cierta  y  determinada  que  se  halle 
en  poder  de  alguno  de  ellos,  ó  dependie- 
se de  hecho  que  solamente  uno  pueda 
prestar; 

3.**  Si  se  hubiese  estipulado  otra  cosa 
en  el  contrato. 

Art.  732.  Es  aplicable  á  la  Obliga- 
ción de  prestación  de  cosas  lo  que  dis- 
pone el  art.  711,  excepto  lo  que  se  re- 
lacione con  los  pagos  en  metálico  sin 
intereses,  á  los  que  sólo  se  acumularán 
daños  y  perjuicios  en  la  forma  del  ar- 
tículo 720,  desde  el  día  en  que  se  hicie- 
sen reclamaciones  al  deudor. 
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Sección  cuarta 

De  la  prestación  alternativa 

Art.  733.  Si  el  deudor  estuviese  obli- 
gado á.  uno  de  dos  hechos  ó  á  una  de 
dos  cosas,  á  su  elección,  cumplirá  eje- 
cutando cualquiera  de  esos  actos  ó  dan- 
do una  de  esas  cosas,  mas  no  podrá, 
contra  la  voluntad  del  acreedor,  reali- 
zar parte  de  una  cosa  y  parte  de  otra  (1). 

Art.  734.  Si  una  de  las  cosas  se  per- 
diese, siendo  á  elección  del  acreedor, 
se  distinguirá  si  la  perdió  por  culpa  ó 
negligencia  del  deudor  ó  sin  la  existen- 
cia de  estas  dos  causas.  En  el  primer 
caso,  podrá  el  acreedor  elegir  entre  la 
restante  y  el  valor  de  la  otra;  en  el 
segundo,  estará  obligado á  aceptarla 
existente. 

Art.  735.  Si  ambas  cosas  se  hubiesen 
perdido  por  culpa  ó  neglicencia  del  deu- 
dor, podrá  el  acreedor  pedir  el  valor  de 
una  de  ellas  con  daños  y  perjuicios  ó  la 
rescisión  del  contrato. 

Art.  736.  Si  ambas  cosas  se  perdie- 
sen sin  intervenir  culpa  ni  negligencia 
del  deudor,  se  hará  la  siguiente  distin- 
ción; 

1.**  Si  la  elección  ó  designación  se 
hubiese  hecho,  la  pérdida  será  de  cuen- 
ta del  acreedor; 

2.®  Si  la-elección  no  se  hubiese  rea- 
lizado, quedará  sin  efecto  el  contrato. 

Art.  737.  Si  una  de  la  cosas  se  hu- 
biese perdido  por  culpa  ó  negligencia 
del  acreedor,  se  considerará  á  éste  pa- 
gado. 

Art.  738.  Las  disposiciones  de  esta 
sección  son  aplicables  á  la  prestación 
de  hechos  con  alternativa. 


•1)    Véanse  loa  artículos  •JSS,  1.06dl  y  1 .829. 


Sección  quinta 

Del  lugar  y  del  tiempo  de  la  prestación 

Art.  739.  La  prestación  se  hará  en  el 
lugar  y  tiempo  designados  en  el  contra- 
to, excepto  en  los  casos  en  que  la  ley  es- 
tablezca expresamente  cosadistinta(l). 

Art.  740,  El  plazo  para  el  pago  siem- 
pre se  presume  estipulado  á  favor  del 
deudor,  excepto  si  de  los  mismos  tér- 
minos del  contrato  ó  de  las  circunstan- 
cias que  le  acompañen  se  deduce  que  la 
estipulación  del  plazo  se  hizo  también 
en  favor  del  acreedor. 

Art.  741.  El  cumplimiento  de  la  obli- 
gación, aun  cuando  tenga  plazo  esta- 
blecido, se  hace  exigible  por  falleci- 
miento del  deudor,  ó  si  por  hecho  de  éste 
disminuyesen  las  garantías  que  en  el 
contrato  se  hubiesen  estipulado  en  fa- 
vor del  acreedor. 

Art.  742.  En  las  deudas  que  hayan 
de  pagarse  en  prestaciones,  la  falta  de 
pago  de  una  de  éstas  dará  al  acreedor 
el  derecho  de  exigir  el  de  todas  las  que 
aún  se  le  adeuden. 

Art.  743.  Si  el  tiempo  de  la  presta- 
ción no  fuese  determinado,  tendrá  lu- 
gar ésta  cuando  el  acreedor  la  exija, 
salvo  el  lapso  de  tiempo  que  depende 
de  la  naturaleza  del  contrato. 

§  único.— Si  el  tiempo  de  la  presta- 
ción dependiese  de  la  posibilidad  en  que 
el  deudor  se  encuentra  para  realizarla, 
no  podrá  apremiarle  el  acreedor,  á  no 
ser  que  pruebe  la  existencia  de  la  posi- 
bilidad. 

Art.  744.  Si  no  se  hubiese  designado 
el  lugar  de  la  prestación  y  ésta  consis- 
tiese en  objeto  mueble  determinado,  de- 
berá hacerse  en  el  lugar  donde  exista 


(1)    Véanse  los  artículos  ^43,  744,  1.447,  1.529, 
1.58S,  l.«60,  1.661  y  1.848. 
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el  objeto  al  tiempo  del  contrato.  En 
cualquier  otro  caso  se  realizará  en  el 
domicilio  del  deudor. 

§  único.— Si  después  del  contrato  e! 
deudor  mudase  de  domicilio,  deberá  in- 
demnizar al  acreedor  por  los  gastos  que 
haga  de  más  con  motivo  de  esta  mu- 
danza. 

Art.  745.  Se  consideran  entragados 
los  inmuebles  con  la  entrega  de  sus  res- 
pectivos títulos. 

Art.  746.  Los  gastos  de  entrega  se- 
rán de  cuenta  del  deudor  si  no  se  hu- 
biese estipulado  otra  cosa. 

Sección    sexta 

De  las  personas  que  pueden  realizar  la  prestación 
y  de  aquéllas  á  quienes  debe  hacerse 

Art.  747.  Laprestación  podrá  hacerse 
por  el  mismo  deudor  ó  por  sus  represen- 
tantes ó  cualquiera  otra  persona  intere- 
sada ó  no  en  la  misma.  Pero  en  este  úl- 
timo caso,  realizándose  sin  consenti- 
miento del  deudor,  no  quedará  éste  obli- 
gado, respecto  de  la  persona  que  haya 
realizado  el  acto  en  su  nombre,  excepto 
si  hubiere  estado  ausente  y  recibido  con 
aquel  motivo  manifiesto  beneficio. 

5^  único.— No  estará,  sin  embargo, 
obligado  el  acreedor  á  recibir  la  pres- 
tación de  tercero,  si  habiendo  declara- 
ción contraria  expresa  en  el  contrato 
fuese  perjudicado  por  aquel  acto. 

Art.  748.  La  prestación  debe  hacer- 
se al  mismo  acreedor  ó  á  su  legítimo 
representante. 

Art.  749.  La  prestación  hecha  á  ter- 
cero no  extínguela  obligación,  excepto: 

1.°  Si  asi  se  hubiere  estipulado  ó 
fuese  consentido  por  el  acreedor; 

2,°  En  los  casos  en  que  la  ley  lo  de- 
termine. 

Art.  750.  Siendo  diversos  los  acree- 


dores, con  derecho  igual  á  recibir  ínte- 
gramente la  prestación,  podrá  el  deu- 
dor satisfacer  á  cualquiera  de  ellos, 
si  no  hubiese  sido  requerido  judicial- 
mente por  el  otro. 

Art.  75L  El  acreedor  solidario  po- 
drá librar  al  deudor,  tanto  por  el  pago 
que  éste  haga  de  la  deuda  como  por 
compensación,  novación  ó  pérdida,  sal- 
va su  responsabilidad  para  con  los  de- 
más acreedores. 

Art.  752.  El  acreedor  de  una  presta- 
ción, á  la  que  estén  obligados  solida- 
riamente varios  deudores,  podrá  exi- 
girla de  todos  conjuntamente  ó  sólo  de 
alguno  de  ellos,  sin  que  el  demandado 
pueda  utilizar  el  beneficio  de  división. 

Art.  753.  El  acreedor  que  exigiese 
de  alguno  de  los  codeudores  solidarios 
.la  totalidad  ó  parte  de  la  prestación  de- 
bida, no  perderá  el  derecho  de  proce- 
der contra  los  demás  en  el  caso  de  in- 
solvencia del  mismo. 

Art.  754.  El  deudor  solidario  que  pa- 
gase por  los  demás,  será  indemnizado 
por  cada  uno  de  ellos  en  su  parte  res- 
pectiva, y  si  alguno  fuera  insolvente, 
se  repartirá  entre  todos  su  porción. 

Art.  755.  Si  la  cosa  que  es  objeto  de 
prestación  se  perdiese  por  culpa  de  al- 
guno de  los  codeudores  solidarios,  no 
quedarán  libres  de  responsabilidad  los 
demás;  pero  el  autor  de  la  pérdida  será 
el  único  que  pague  daños  y  perjuicios. 

Art.  756.  El  deudor  solidario  deman- 
dado puede  defenderse  por  todos  los 
medios  que  personalmente  le  competen 
ó  que  sean  comunes  á  todos  los  codeu- 
dores. 

Art.  757.  Los  herederos  del  deudor 
solidario  responderán  colectivamente 
'  por  la  totalidad  de  la  deuda.  Cada  uno 
de  ellos,  sin  embargo,  responderá  sólo 
por  una  cuota  proporcional  al  número 
de  herederos  y  á  la  parle  que  cada  uno 
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de  ellos  tuviere  en  la  herencia  del  deu- 
dor solidario,  salvft  en  el  caso  mencio- 
nado en  el  núm.  2.®  del  art.  731. 

Art.  758.  Cuando  por  error  de  hecho 
6  de  derecho,  en  los  términos  de  los  ar- 
tículos 657  y  siguientes,  alguno  pague 
lo  que  realmente  no  deba,  podrá  reco- 
brar lo  que  hubiese  dado  en  los  siguien- 
tes términos: 

§  1.**— El  que  de  mala  fe  reciba  cosa 
indebida,  deberá  restituirla  con  daños 
y  perjuicios.  Si  la  transmitió  á  otro  que 
igualmente  fuese  de  mala  fe,  podrá  re- 
cobrarla el  perjudicado.  Pero  si  el  ad- 
quirente  fuese  de  buena  fe,  sólo  podrá 
reivindicarla  el  lesionado  si  fué  trans- 
ferida á  título  gratuito  y  siendo  el 
vendedor  insolvente. 

§  2.**— En  cuanto  á  las  mejoras,  se 
observará  la  disposición  de  los  articu- 
les 499  y  siguientes. 

Sección  séptima 

De  la  proposición  de  pago  y  de  la  consignación 
en  depósito 

Art.  759.  El  deudor  podrá  librarse 
haciendo  depositar  judicialmente,  con 
citación  del  acreedor,  la  cosa  debida,  en 
los  casos  siguientes: 

1.''    Si  el  acreedor  rehusase  recibirla; 

2.®  Si  el  acreedor  no  la  recibiese  ó 
mandase  recibir  en  la  época  del  pago 
ó  en  el  lugar  para  éste  designado; 

3.**  Si  el  acreedor  no  quisiera  otor- 
gar carta  de  pago; 

4.®  Si  estuviese  incapacitado  para 
recibir; 

5.°    Si  el  acreedor  fuese  incierto. 

§  único.— En  el  caso  del  núm.  5.**  de 
este  artículo,  queda  dispensada  la  cita- 
ción del  acreedor. 

Art.  760.  Si  los  acreedores  fuesen 
conocidos,  pero  dudosos  sus  respecti- 


vos derechos,  podrá  el  deudor  hacer 
depositar  la  cosa  debida,  haciéndolos 
citar  para  que  hagan  cierto  su  derecho 
por  los  medios  procedentes. 

Art.  761.  Si  el  depósito  no  fuese  im- 
pugnadp,  la  cosa  será  de  riesgo  del 
acreedor  y  se  considerará  extinguida 
la  obligación  desde  la  fecha  del  mismo 
depósito;  pero  si  hubiese  impugnación, 
aquellos  efectos  no  principiarán  sino 
desde  la  fecha  de  la  sentencia  firme  que 
apruebe  el  depósito. 

Art.  762.  Mientras  el  acreedor  no 
acepte  la  cosa  dada  en  depósito  ó  no 
se  discuta  éste  en  juicio,  puede  retirar- 
la el  deudor. 

Art.  763-  Una  vez  principiado  el  liti- 
gio, sólo  podrá  el  depositante  retirar  la 
cosa  con  permiso  del  acreedor;  pero 
entonces  pierde  este  último  cualquier 
derecho  de  preferencia  que  sobre  la 
misma  tuviere  y  desaparece  toda  obli- 
gación de  parte  de  los  codeudores  y  fia- 
dores. 

Art.  764.  Los  gastos  hechos  con  mo- 
tivo del  depósito  serán  de  cuenta  del 
acreedor,  salvo  si  en  caso  de  oposición 
fuese  en  definitiva  vencido  el  deudor. 

Sección  octava 

De  la  compensación 

Art.  765.  El  deudor  puede  librarse  de 
su  deuda  por  medio  de  compensación, 
con  otra  que  el  acreedor  le  deba,  en  los 
términos  siguientes: 

1.°    Si  una  y  otra  fueran  líquidas; 

2.°  Si  ambas  fueran  igualmente  exi- 
giblos; 

3,°  Si  las  deudas  consistiesen  en 
cantidades  en  metálico  ó  en  cosas  fun- 
gibles  de  la  misma  especie  y  calidad,  ó 
si  las  unas  fuesen  cantidades  ylas  otras 
cosas  cuyo  valor  sea  susceptible  de  li- 
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quidación,  con  arreglo  alo  dispuesto  en 
la  última  parte  del  párrafo  1.**  del  pre- 
sente artículo. 

§  1.°— Se  denomina  deuda  líquida 
aquélla  cuya  importancia  se  halle  de- 
terminada ó  pueda  determinarse  den- 
tro del  plazo  de  nueve  días. 

§  2.°— Se  llama  deuda  exigible  aqué- 
lla cuya  pago  pueda  pedirse  en  juicio. 
Art.  766.    Si  las  deudas  no  fuesen  de 
igual  suma,  procederá  la  compensación 
en  la  parte  correspondiente. 

Art.  767.  No  procederá  la  compen- 
sación: 

1.°  Cuando  alguna  de  las  partes  hu- 
biese renunciado  de  antemano  al  dere- 
cho de  compensación; 

2.**  Cuando  la  deuda  consistiese  en 
cosa  de  que  el  propietario  haya  sido 
despojado;  • 

3.°  Cuando  la  deuda  fuere  de  alimen- 
tos ó  de  otra  cosa  que  no  puede  pigno- 
rarse, ya  por  disposición  de  la  ley  ó  por 
su  origen,  excepto  si  ambas  deudas 
fuesen  de  la  misma  naturaleza; 

4.°  Cuando  la  deuda  procede  de  de- 
pósito; 

5.**  Cuando  las  deudas  fuesen  del  Es- 
tado ó  municipales,  excepto  en  los  ca- 
sos en  que  la  ley  lo  permita. 

Art.  768.  La  compensación  produce 
de  derecho  sus  efectos  y  extingue  am- 
bas deudas  con  todas  las  obligaciones 
correlativas  desde  el  momento  en  que 
se  realizan. 

Art.  769.  El  que  paga  una  deuda 
susceptible  de  compensación  no  podrá, 
cuando  exija  el  crédito  que  pctiía  ser 
compensado,  prevalerse,  con  perjuicio 
de  tercero,  de  los  privilegios  é  hipote- 
cas que  asegurasen  aquel  crédito,  ex; 
cepto  si  prueba  que  ignoraba  su  exis- 
tencia. 

Art.  770.  Si  fuesen  varias  las  deudas 
compensables  se  cumplirá,  á  falta  de 


declaración,  la  orden  indicada  en  el 
artículo  729.'  • 

Art.  771.  El  derecho  de  compensa- 
ción puede  renunciarse,  no  sólo  expre- 
samente, sino  también  por  hechos,  de 
los  que  se  deduzca  necesariamente  la 
renuncia. 

Art.  772.  El  fiador  no  podrá  compen- 
sar su  crédito  con  la  deuda  del  deudor 
principal,  ni  el  deudor  solidario  podrá 
pedir  compensación  con  la  deuda  del 
acreedor  á  su  codeudor. 

Art.  773.  El  deudor  que  consienta  en 
la  cesión  hecha  por  el  acreedor  en  fa- 
vor de  tercero,  no  podrá  oponer  al  ce- 
sionario la  compensación  que  podría 
oponer  al  cedente. 

Art.  774.  Si  el  acreedor  diese  cono- 
cimiento de  la  cesión  al  deudor  y  éste 
no  consintiese  en  ella,  podrá  oponer  al 
cesionario  la  compensación  de  los  cré- 
ditos que  tuviese  contra  el  cedente  y 
que  fueren  anteriores  á  la  cesión. 

Art.  775.  La  compensación  no  es  ad- 
misible con  perjuicio  de  derechos  de 
tercero. 

Art.  776.  No  obsta  á  la  compensa- 
ción la  circunstancia  de  ser  las  deu- 
das pagaderas  en  distintos  lugares, 
siempre  que  se  abone  el  exceso  de  gas- 
tos necesarios  para  realizarlas. 

Art.  777,  Si  la  cesión  se  hiciere  sin 
dar  conocimiento  al  deudor,  podrá  éste 
oponer  al  cesionario  la  compensación 
de  los  créditos  que  tuviese  contra  el 
cedente,  ya  sean  anteriores  ó  posterio- 
res á  la  cesión. 

Sección  novena 

De   la    subrogaciÓD 

Art.  778.  El  que  pague  por  el  deudor 
con  su  consentimiento,  manifestado  ex- 
presamente ó  por  hechos,  de  los  que 
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aquél  se  deduzca  claramente,  queda 
subrogado  á  los  derechos  del  acreedor. 

Art.  779.  El  que  pague  por  el  deu- 
dor, sin  su  consentimiento,  sólo  ad- 
quiere los  derechos  del  acreedor  en  los 
casos  siguientes: 

1.°  Si  la  persona  que  hizo  el  pago 
es  fiador  ó  está  interesado  en  otra  for- 
ma en  que  aquel  se  haga; 

2.®  Si  el  aerador  que  recibe  el  pago 
cede  sus  derechos  en  los  términos  que 
expresa  la  siguiente  sección,  ó  subro- 
ga á  quien  hubiere  pagado  su  derecho, 
siempre  que  se  haga  expresamente  la 
subrogación  en  el  acto  del  pago. 

Art.  780.  Si  la  deuda  fuese  satisfe- 
cha por  el  mismo  deudor,  con  dinero 
que  le  facilitase  un  tercero  para  este 
fin,  éste  únicamente  podrá  quedar  sub- 
rogado en  los  derechos  del  acreedor, 
si  el  préstamo  constase  en  documento 
público  en  que  se  declare  que  se  pidió 
el  dinero  para  el  pago  de  aquélla. 

Art.  781.  El  subrogado  puede  ejerci- 
tar cuantos  derechos  correspondan  al 
acreedor,  tanto  contra  el  deudor  como 
contra  sus  ñaddres. 

Art.  782.  El  acreedor  á  quien  sólo  se 
pagó  en  parte,  podrá  ejercitar  sus  de- 
rechos con  preferencia  al  subrogado 
por  el  resto  de  la  deuda. 

§  único. -Esta  preferencia,  sin  em- 
bargo, compete  únicamente  á  los  acree- 
dores originarios  y  á  sus  conciudada- 
nos; pero  no  á  los  demás  subrogados. 

Art.  783.  No  puede  otorgarse  sub- 
rogación parcial  en  deudas  cuya  solu- 
ción es  indivisible. 

Art.  784.  El  pago  á  los  subrogados 
en  diyersas  porciones  del  mismo  cré- 
dito, no  pudiendo  ser  satisfechos  todos 
aJ  mismo  tiempo,  se  hará  por  el  or- 
den sucesivo  de  las  diversas  subroga- 
ciones. 


Sección  décima 

De  la  cesión 

Art.  785.  El  acreedor  puede  transmi- 
tir á  otro  su  derecho  ó  su  crédito,  por 
título  gratuito  ú  oneroso,  independien- 
temente del  consentimiento  del  deu- 
dor (1). 

§  único.— Pero  si  los  derechos  ó  los 
créditos  fuesen  litigiosos,  no  podrán 
ser  cedidos  en  cualquier  forma  á  Jue- 
ces singulares  ó  colectivos,  ni  á  otras 
Autoridades,  si  esos  derechos  ó  crédi- 
tos se  discutiesen  en  los  distritos  en 
que  ejerciesen  jurisdicción.  La  cesión 
hecha  en  contravención  á  lo  dispuesto 
en  este  párrafo,  será  nula  de  derecho. 

Art.  786.  El  deudor  de  cualquiera 
obligación  litigiosa,  cedida  por  titulo 
oneroso,  puede  librarse  satisfaciendo 
al  cesionario  el  valor  que  éste  hubiese 
dado  por  ella  con  sus  intereses  á  más 
de  los  gastos  hechos  en  la  adquisición, 
excepto  si  la  cesión  se  hubiese  hecho: 

1.°  En  favor  del  heredero  ó  del  co- 
propietario del  derecho  cedido; 

2.**  En  favor  del  poseedor  del  inmue- 
ble que  es  objeto  de  este  derecho; 

3.°    Al  acreedor  en  pago  de  su  deuda. 

Art.  787.  La  forma  de  solución  per- 
mitida en  el  artículo  anterior  sólo  pue- 
de darse  en  cuanto  el  litigio  no  sea  re- 
suelto por  sentencia  firme. 

Art.  788.  Se  considerará  derecho  li- 
tigioso para  los  efectos  expresados, 
aquel  que  sea  impugnado  en  el  fondo 
en  juicio  contencioso  por  algún  intere- 
sado. 

Art.  789.  En  lo  relativo  al  cedente, 
el  derecho  cedido  pasa  al  cesionario 
por  el  hecho  del  contrato;  pero  en  rela- 


(1)     Véanse  los  artículos  ' 
1.635. 


i47,    1.55",   1.563   y 
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ción  al  deudor  ó  á  tercero,  la  cesión 
sólo  puede  producir  su  efecto  desde  que 
se  notifique  al  primero  ó  se  ponga  por 
otro  medio  en  su  conocimiento ,  siem- 
pre que  sea  en  forma  solemne. 

Art.  790.  Verificándose  en  el  mismo 
día  la  notificación  ó  conocimiento  de 
Tarias  cesiones,  serán  considerados  los 
diversos  cesionarios  como  iguales  en 
derechos,  excepto  si  se  declarare  pre- 
cisamente la  hora  de  la  notificación, 
porque  en  este  caso  se  preferirá  la  pri- 
mera. 

Art.  791.  En  cuanto  no  se  realice  la 
notificación  ó  el  conocimiento,  es  lícito 
al  deudor  librarse,  pagando  al  cedente, 
y  á  éste  ejercitar  contra  aquél  todos 
sus  derechos.  El  cesionario  sólo  puede 
en  este  intervalo  proceder  respecto  del 
cedente  á  los  actos  necesarios  á  la 
conservación  de  su  derecho. 

Art.  792.  Los  acreedores  del  cedente 
pueden  asimismo  ejercitar  sus  dere- 
chos sobre  la  deuda  cedida,  en  cuanto 
no  se  notificase  la  cesión  ó  se  conocie- 
se en  la  forma  antes  indicada. 

Art.  793.  El  crédito  cedido  pasa  al 
cesionario  con  todos  los  derechos  y 
obligaciones  accesorias,  no  existiendo 
estipulación  en  contrario. 

Art.  794.  El  cedente  queda  obligado 
á  asegurar  la  existencia  y  legitimidad 
del  crédito  al  tiempo  de  la  cesión;  pero 
no  la  solvencia  del  deudor,  salvo  si  así 
se  estipulase. 

Art.  795.  Si  el  cedente  hubiese  res- 
pondido de  la  solvencia  del  deudor  y  no 
se  declarara  el  tiempo  que  dicha  res- 
ponsabilidad hubiere  de  durar,  se  limi- 
tará ésta  á  un  año,  contado  desde  la 
fecha  del  contrato,  si  ladeuda  estuviese 
vencida,  y  si  no  estuviese,  desde  la  fe- 
cha del  vencimiento. 

§  único.— Si  la  cesión  fuese  de  rentas 
ó  de  prestaciones  perpetuas,  la  respon- 


sabilidad del  cedente  será  durante  diez 
años,  excepto  si  hay  estipulación  en 
contrario. 

Sección  undécima 

De  la  confusión  de  derechos  y  obligaciones 

Art.  796.  Confundiéndose  en  una 
misma  persona  la  cualidad  de  acreedor 
y  deudor,  por  la  misma  causa  se  extin- 
gue el  crédito  y  la  deuda. 

Art.  797.  La  confusión  que  se  verifi- 
ca en  la  persona  del  principal  deudor 
aprovecha  á  su  fiador. 

Art.  798.  La  confusión  que  se  da  en 
las  cualidades  de  fiador  y  de  acreedor, 
no  extingue  la  obligación. 

Art.  799.  La  confusión  que  se  opera 
en  la  persona  del  acreedor  ó  del  deudor 
solidario  sólo  produce  sus  efectos  en 
la  parte  proporcional  á  su  crédito  ó 
deuda. 

Art.  800.  No  hay  confusión  cuando 
la  concurrencia  en  una  misma  persona 
de  las  cualidades  de  acreedor  y  deudor 
se  realice  por  título  de  herencia  acepta- 
da á  beneficio  de  inventario. 

Art.  801 .  Si  la  confusión  se  deshicie- 
se, renacerá  la  obligación  con  todos 
sus  accesorios,  aun  con  relación  á  ter- 
cero, si  el  acto  tiene  efecto  retroactivo. 

Sección  duodécima 

De  la  novación 

Art.  802.    Se  efectúa  la  mivación: 
1.**    Cuando  el  deudor  contrae,  res- 
pecto del  acreedor,  una  nueva  deuda 
en  lugar  de  la  antigua  que  queda  extin- 
guida; 

2.°  Cuando  sustituye  un  nuevo  deu- 
dor al  antiguo,  quedando  éste  sin  de- 
rechos; 
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3.**  Cuando  un  nuevo  acreedor  susti- 
tuye al  antiguo,  obligándose  con  él  el 
antiguo  deudor. 

Arl.  803.  La  novación  no  se  presu- 
me; es  necesario  que  sea  expresamente 
estipulada  ó  que  se  deduzca  claramente 
de  los  términos  del  nuevo  contrato. 

Art.  804.  La  novación  por  sustitu- 
ción del  deudor  no  pu^de  hacerse  sin 
consentimiento  del  acreedor;  pero  pue- 
de hacerse  sin  intervención  del  deudor 
antiguo,  en  los  términos  en  que  sin  con- 
sentimiento del  deudor  puede  hacerse 
el  pago 

Art.  805.  El  acreedor  que  librase  por 
la  novación  al  antiguo  deudor,  acep- 
tando otro  en  su  lugar,  no  tendrá  ac- 
ción contra  aquél  en  caso  de  insolven- 
cia del  sustituido,  excepto  en  el  caso  de 
estipulación  en  contrario. 

Art.  806.  La  simple  indicación  hecha 
por  el  deudor  de  la  persona  que  debe 
pagar  en  su  lugar,  ó  por  el  acreedor 
respecto  del  que  haya  de  sustituirle,  no 
produce  novación. 

Art.  807.  Extinguida  la  deuda  anti- 
gua por  la  novación,  quedan  igual- 
mente extinguidos  todos  los  derechos  y 
obligaciones  accesorias,  no  habiendo 
reserva  expresa. 

§  único.  -Si  la  reserva  estuviese  re- 
lacionada con  tercero,  será  también 
necesario  el  consentimiento  de  éste. 

Art.  808.  Cuando  la  novación  se 
efectúe  entre  el  aóreedor  y  un  deudor 
sohdario,  los  privilegios  é  hipotecas 
del  antiguo  crédito  sólo  pueden  ser  re- 
servados con  relación  á  los  bienes  del 
deudor  que  contrae  la  nueva  deuda. 

Art.  809.  Por  la  novación  hecha  en- 
tre el  acreedor  y  alguno  de  los  deudo- 
res solidarios,  quedan  libres  todos  los 
demás  codeudores. 

Art.  SlO.  Si  la  primera  obligación  se 
hallase  extinguida  al  tiempo  en  que  se 


contrajese  la  segunda,  quedará  sin 
efecto  la  novación. 

Art.  811.  Aunque  la  obligación  ante- 
rior esté  subordinada  á  una  condición 
suspensiva,  sólo  quedará  la  novación 
dependiente  de  su  cumplimiento,  en 
el  caso  en  que  así  se  haya  convenido. 

Art.  812.  Si  la  obligación  primitiva 
fuese  completamente  reprobada  por  la 
ley,  ó  de  tal  naturaleza  que  no  pueda 
subsanarse  ó  confirmarse,  será  nula  la 
obligación  que  la  sustituya. 

Art.  813.  Si  la  novación  fuese  nula, 
subsistirá  la  antigua  obligación. 

Art.  Sl4.  El  deudor  sustituido  no 
puede  oponer  al  /acreedor  las  excep- 
ciones que  podría  oponer  el  primer  deu- 
dor; pero  puede  intentar  las  que  per- 
sonalmente tenga  contra  el  mismo 
acreedor. 

Sección  décimatercera 

De    la   pérdida    y    de    la   renuncia 

Art.  815.  Es  licito  á  cualquiera  re- 
nunciar su  derecho  ó  remitir  y  perdo- 
nar las  prestaciones  que  le  son  debi- 
das, excepto  en  los  casos  en  que  la  ley 
lo  prohibe. 

Art.  816.  El  perdón  concedido  al  deu- 
dor principal  aprovecha  al  fiador;  pero 
el  concedido  á  éste  no  aprovechará  á 
aquél. 

Art.  817.  Habiendo  más  de  un  fia- 
dor, ó  siendo  todos  solidarios,  no  apro- 
vecha á  los  otros  el  perdón  que  fuera 
concedido  sólo  á  alguno  de  ellos  en  la 
parte  respectiva  á  su  responsabilidad. 
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CAPÍTULO  X 

De  la  caución  ó  garantía  de  lo8  contratos 

Sección  primera 

De  la  fianza 
SUBSECCIÓN   PRIMERA 

De  la  fianza  en  general 

Art.  818.  El  cumplimiento  de  las 
obligaciones  que  resultan  de  los  con- 
tratos puede  ser  asegurado  por  un  ter- 
cero que  responda  por  el  deudor,  si  di- 
chas obligaciones  no  fueren  cumplidas. 
Esto  se  denomina  fianza. 

Art.  819.  Pueden  afianzar  todos  los 
que  pueden  contratar,  excepto  las  mu- 
jeres que  no  sean  comerciantes. 

Art.  820.  Es  válida,  f=in  embargo,  la 
fianza  prestada  por  mujeres,  aunque  no 
sean  comerciantes: 

1.°  En  el  caso  de  fianza  de  dote  para 
matrimonio; 

2,^  Si  hubieren  procedido  con  dolo 
en  perjuicio  del  acreedor; 

3.®  Si  hubiesen  recibido  del  deudor 
la  cosa  ó  cantidad  sobre  que  recaiga 
la  fianza; 

4.°  Si  se  obligasen  por  cosa  que  les 
pertenezca,  ó  en  favor  de  sus  ascen- 
dientes ó  descendientes. 

Art.  821.  La  fianza  podrá  estipularse 
entre  acreedor  y  fiador,  aun  sin  consen- 
timiento del  deudor  ó  del  primer  fiador 
si  se  refiriese  á  éste. 

Art.  822.  Es  nula  la  fianza  que  re- 
caiga sobre  obligación  que  no  sea  vá- 
lida, excepto  si  la  nulidad  de  la  obliga- 
ción procediese  únicamente  de  incapa- 
cidad personal. 

§  1.°— En  este  último  caso  la  fianza 


subsiste,  aun  cuando  el  deudor  princi- 
pal haga  rescindir  su  obligación. 

§  2/»— Esta  excepción  no  es  extensi- 
va á  la  fianza  por  empréstito  hecho  al 
hijo  de  familia,  como  se  dirá  en  el  titu- 
lo respectivo,  artículos  1.535  y  1.536. 

Art.  823.  La  fianza  no  puede  exce- 
der de  la  deuda  principal,  ni  contraer- 
se en  condiciones  más  onerosas.  Pue- 
de,  sin  embargo,  contraerse  por  canti- 
dad menor  y  con  condiciones  menos 
onerosas. 

Si  excediese  de  la  deuda,  ó  sus  cir- 
cunstancias fuesen  más  gravosas,  la 
fianza  no  será  nula,  pero  deberá  redu- 
cirse á  los  precisos  términos  de  la  deu- 
da afianzada. 

Art.  824.  Cuando  algún  deudor  esté 
obligado  á  dar  fiador,  no  puede  obligar- 
se al  acreedor  á  aceptar  como  tal  al 
que  no  tenga: 

1.°    Capacidad  para  obligarse; 

2.^  Bienes  inmuebles  libres  y  des- 
embargados, que  basten  á  asegurar  la 
obligación  y  estén  situados  en  el  terri- 
torio en  que  debe  hacerse  el  pago. 

Art.  825.  Si  la  fortuna  del  fiador  va- 
riara de  modo  que  haga  temer  la  insol- 
vencia, podrá  el  acreedor  exigir  otro 
fiador. 

Art.  826.  Tanto  la  fianza  como  su 
extinción  se  prueban  por  los  medios 
establecidos  en  la  ley  para  probarse  el 
contrato  principal. 

Art.  827.  Pueden  una  ó  más  perso- 
nas responder  de  la  solvencia  del  fia- 
dor. Este  hecho  se  denomina  abono. 

Art.  828.  Para  que  el  abono  exista 
es  necesario  que  se  dé  en  términos  cla- 
ros, expresos  y  positivos. 

Art.  829.  El  abono  puede  probarse 
por  los  mismos  medios  que  sirven  de 
prueba  á  la  fianza,  y  queda  además  en 
todo  sujeto  á  las  disposiciones  que  re- 
gulan la  última,  excepto  cuando  la  ley 
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expresamente    determine    lo    contra- 
rio. 

SUBSECCIÓN  SEGtjNDA 

De  los  efeetos.de  la  fianza  con  relación 
al  fiador  y  al  acreedor 

Art.  830.  El  fiador  no  puede  ser  com- 
pftlido  á  pagar  al  acreedor  sin  previa 
excusión  de  todos  los  bienes  del  deudor, 
pxcepto: 

1.°  Si  el  fiador  se  obligó  como  prin- 
cipal pagador; 

2.°  Si  renunció  al  beneficio  de  excu- 
sión; 

3.®  Si  el  deudor  no  puede  ser  deman- 
'iado  dentro  del  Reino. 

Art.  831.  El  acreedor  puede  deman- 
<lar  simultáneamente  al  deudor  princi- 
pal y  al  fiador,  salvo  el  derecho  que  á 
»'ste  quede  contra  aquel  por  quien  res- 
pondía. 

Art.  832.  Siendo  demandado  el  fia- 
dor bien  como  tal  ó  como  principal  pa- 
gador, puede  hacer  citar  al  deudor  para 
iefenderse  con  él  ó  ser  condenados 
conjuntamente. 

Art.  833.  Condenados  conjuntamen- 
tp  el  deudor  y  el  principal  pagador,  si 
♦ste  es  compelido  á  pagar,  tiene  facul- 
tad de  designar  bienes  del  deudor,  si 
los  tuviese  libres,  desembargados  y  si- 
tos en  la  comarca  donde  debe  hacorse 
el  pago. 

Art.  831.  La  transacción  hecha  en- 
tre el  fiador  y  el  acreedor  no  cómpren- 
le al  deudor  principal,  ni  la  transac- 
•'¡6n  de  éste  con  el  acreedor  se  refiere 
ai  fiador,  salvo,  en  uno  ú  otro  caso,  el 
':onsentimiento  de  tercero. 

Art.  835.  Siendo  varios  los  fiadores 
leí  mismo  deudor  y  por  la  misma  deu- 
Ja,  cada  uno  de  éstos  responderá  por 
la  totalidad,  no  habiendo  declaración 
Tomo  VIL-^lNariTUCiONia  jübídica.8 


en  contrario;  pero  siendo  demandado 
sólo  alguno  de  ellos,  podrá  hacer  citar 
á  los  otros  para  defenderse  ó  ser  con- 
denados conjuntamente  cada  uno  por 
su  parte,  y  sólo  en  este  caso  responde- 
rá en  defecto  de  los  demás. 

§  único.— El  beneficio  de  división  en- 
tre los  cofiadores  no  se  verifica  en  los 
casos  en  que  no  procede  la  excusión 
contra  el  principal  deudor. 

Art.  836.  El  fiador  que  pida  el  bene- 
ficio de  división  sólo  responderá  pro- 
porcional mente  por  la  insolvencia  de 
los  demás  fiadores,  anterior  á  la  divi- 
sión, y  no  por  consecuencia  de  ésta  si  el 
acreedor  voluntariamente  hubiese  he- 
cho el  prorrateo,  sin  que  éste  haya  sido 
impugnado  por  el  fiador. 

Art.  837.  El  abonador  del  fiador  goza 
del  beneficio  de  excusión,  tanto  contra 
el  fiador  como  contra  el  deudor  prin- 
cipal. • 

SUBSECCIÓN   TERCERA 

De  los  efectos  de  la  fianza  con  relación 
al  deudor  y  al  fiador 

Art.  83S.  El  fiador  á  quién  se  obligue 
á  pagar  por  el  deudor,  tendrá  derecho 
de  ser  indemnizado  por  éste: 

1 .°    De  la  deuda  principal ; 

2.°  De  los  intereses  respectivos  á  la 
cuantía  satisfecha,  contados  desde  que 
la  pagó,  aunque  la  deuda  no  venciese 
para  el  acreedor; 

3.®  De  los  daños  y  perjuicios  que  se 
le  hayan  ocasionado  por  causa  del 
deudor. 

§  único.— Lo  dispuesto  en  este  artícu- 
lo se  cumplirá  aun  cuando  la  fianza 
haya  sido  prestada  sin  conocimiento 
del  deudor,  pero  en  este  caso  los  intere- 
ses sólo  se  contarán  desde  que  el  fiador 
notificase  el  pago  al  deudor. 

16 
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Art.  839.  El  fiador  que  pague  al 
acreedor,  queda  subrogado  en  todos  los 
derechos  que  éste  tuviera  contra  el 
deudor. 

§  único.— Si  el  ñador,  sin  embargo, 
transigió  con  el  acreedor,  no  podrá  exi- 
gir del  deudor  sino  lo  que  en  realidad 
desembolsara,  excepto  si  el  acreedor  le 
hubiese  hecho  donación  de  la  rebaja 
acordada  en  la  deuda. 

Art.  840.  Siendo  dos  ó  más  los  deu- 
dores solidarios  de  una  misma  canti- 
dad, puede  el  fiador  exigir  de  cualquie- 
ra de  ellos  la  totalidad  de  lo  que  pagó. 

Art.  841.  El  deudor,  en  cuanto  no 
consienta  el  pago  voluntariamente  he- 
cho por  el  fiador,  puede  oponerle  todas 
las  excepciones  que  al  tiempo  del  pa- 
go hubiese  tenido  expeditas  contra  el 
acreedor. 

§  único.— Lo  mismo  puede  hacer  si  el 
fiadof,  habiendo  pagado  en  consecuen- 
cia de  la  acción  contra  él  intentada  por 
el  acreedor,  no  hiciere  citar  al  deudor 
para  esa  acción. 

Art.  842.  Si  el  deudor  pagó  de  nue- 
vo, ignorando  que  ya  se  hubiese  hecho, 
por  falta  de  aviso  del  fiador,  no  podrá 
éste  proceder  contra  él  y  sí  sólo  contra 
el  acreedor. 

Art.  843.  Si  la  deuda  era  á  plazo  y  el 
fiador  pagó  antes  del  vencimiento,  nada 
podrá  exigir  al  deudor  hasta  que  aquél 
cumpla. 

Art.  844.  El  fiador  puede  antes  del 
pago  exigir  que  e)  deudor  lo  efectúe  ó 
le  libre  de  la  fianza  en  los  siguientes 
casos: 

1.°  Si  fuere  demandado  judicialmen- 
te para  el  pago; 

2."  Si  la  fortuna  del  deudor  disminu- 
yese ó  hubiese  peligro  de  insolvencia; 

3.®  Si  el  deudor  pretendiese  ausen- 
tarse del  Reino; 

4.°    Si  el  deudor  se  hubiese  obligado 


á  librar  al  fiador  en  tiempo  determina- 
do, ya  transcurrido; 

5.°  Si  la  deuda  se  hubiese  hecho  exi- 
gible  por  el  vencimiento  del  plazo; 

6.°  Si  hubieren  pasado  diez  años,  no 
teniendo  término  fijo  la  obligación  prin- 
cipal, y  el  fiador  no  lo  fuese  por  título 
oneroso. 

§  único.  —  En  el  caso  del  núm.  5.** 
podrá  también  el  fiador  exigir  que  el 
acreedor  proceda  contra  el  deudor,  6 
contra  el  mismo,  admitiéndole  el  bene- 
ficio de  excusión;  y  si  el  acreedor  no  lo 
hiciese  así  no  responderá  el  fiador  por 
la  insolvencia  del  deudor. 

SUBSECCIÓN  CUARTA 

De  los  efectos  de  lafmnxa  con  relación 
á  los  fiadores  entre  sí 

Art.  845.  Siendo  dos  ó  más  los  fiado- 
res del  mismo  deudor  y  por  la  misma 
deuda,  el  que  hubiese  pagado  la  deuda 
en  su  totalidad  podrá  exigir  de  cada 
uno  de  los  otros  la  parte  que  proporcio- 
nalmento  le  corresponde. 

§  1.°— Si  alguno  fuese  insolvente,  re- 
caerá su  cuota  proporcional  mente  sobre 
los  demás. 

§  2.®— La  disposición  de  este  artículo 
sólo  será  aplicable  cuando  se  reclame 
judicialmente  el  pago  ó  cuando  haya 
quebrado  el  deudor  principal. 

Art.  846.  En  el  caso  del  artículo  an- 
terior, pueden  los  cofiadores  oponer  al 
fiador  que  pagó  la  deuda  las  excep- 
ciones que  el  principal  deudor  podría 
alegar  contra  el  acreedor,  á  no  ser  que 
fuesen  meramente  personales. 

Art.  847.  El  que  haya  abonado  al  fia- 
dor es  responsable  para  con  los  demás 
cofiadores,  en  caso  de  insolvencia  del 
fiador  á  quien  abonó,  en  los  mismos 
términos  en  que  lo  sería  éste. 
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SUBSBCCIÓN    QUINTA 

De  la  extinción  de  la  flanea 

Art.  848.  La  obligación  del  ñador 
se  extingue  á  la  vez  que  la  obliga- 
ción principal  y  por  las  mismas  causas 
que  ésta  puede  extinguirse,  salvo  lo 
dispuesto  en  el  párrafo  1.®  del  artícu- 
lo 822. 

Art.  849.  Si  se  confundiesen  la  obli- 
gación del  deudor  y  la  del  fiador  here- 
tiando  uno  de  otro,  no  se  extinguirá  por 
eso  la  obligación  del  abdnador,  si  lo 
hubiese. 

Art.  850.  Si  el  acreedor  voluntaria- 
mente aceptase  cualquier  cosa  en  pago 
de  la  deuda,  quedará  libre  el  fiador, 
aunque  el  acreedor  pierda  después,  por 
evicción,  la  cosa  prestada. 

Art.  851.  Si  el  acreedor  librase  á  al- 
guno de  los  fiadores  sin  consentimien- 
to de  los  demás,  quedarán  todos  ellos 
libres  en  proporción  de  la  obligación 
remitida. 

Art.  852.  La  moratoria  concedida  al 
deudor  por  el  acreedor*,  sin  consenti- 
miento del  fiador,  extingue  la  fianza. 

Art.  853.  Los  fiadores,  aunque  sean 
•solidarios,  quedarán  exentos  de  su  obli- 
gación, si  por  algún  hecho  del  acreedor 
DO  pudiesen  quedar  subrogados  en  los 
derechos,  privilegios  é  hipotecas  del 
mismo  acreedor. 

Art.  854.  El  fiador  puede  oponer  al 
acreedor  todas  las  excepciones  extin- 
titívas  de  la  obligación  que  competan 
aJ  deudor  principal  y  no  le  sean  mera- 
mente personales. 

Sección  segunda 

De  la  preitia 
Art.  855.     El  deudor  puede  asegurar 


el  cumplimiento  de  su  obligación  en- 
tregando al  acreedor,  ó  á  quien  le  re- 
presente, algún  objeto  mueble  para  que 
le  sirva  de  garantía.  Esto  es  lo  que  se 
denomina  prenda. 

Art.  856.  Podrán  darse  en  prenda 
todos  los  objetos  muebles  que  sean 
susceptibles  de  enajenación. 

Art.  857.  Cuando  se  empeñaren  títu- 
los de  crédito  particular,  que  no  sean 
acciones  de  alguna  compañía,  deberá 
notificarse  la  prenda  al  deudor  origi- 
nario. 

Art.  858  El  contrato  de  prenda  úni- 
^  camente  puede  producir  sus  efectos  en- 
tre las  partes  por  la  entrega  de  la  cosa 
empeñada;  pero,  con  relación  á  terce- 
ros, es  necesario  que,  además  de  esto, 
conste  de  documento  público  la  suma 
debida  y  la  especie  y  naturaleza  del 
objeto  de  la  prenda. 

Art.  859.  La  prenda  puede  consti- 
tuirse por  el  propio  deudor  ó  por  ter- 
cero, aun  sin  el  consentimiento  de 
aquél. 

Art.  860.  El  acreedor  adquiere,  me- 
diante la  prenda,  el  derecho: 

1.^  De  cobrar  su  deuda  por  el  valor 
de  la  prenda,  con  preferencia  á  los  de- 
más acreedores  del  deudor;  ^ 

2.**  De  utilizar  todos  los  medios  con- 
servatorios de  su  posesión  y  de  incoar 
procedimiento  criminal  contra  el  que 
le  hurtare  la  cosa  dada  en  prenda,  aun- 
que sea  su  mismo  dueño; 

3.**  De  ser  indemnizado  de  los  gas- 
tos necesarios  y  útiles  que  hiciese  en  el 
objeto  dado  en  prenda; 

4.**  De  exigir  del  deudor  otra  prenda 
ó  el  cumplimiento  de  la  obligación,  aun 
antes  del  plazo  convenido,  si  el  objeto 
de  la  prenda  se  pierde  ó  disminuye  sin 
culpa  suya,  ó  fuese  exigido  por  tercero 
á  quien  pertenezca  y  que  no  haya  con* 
sentido  pn  la  prenda. 
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Art.  861.    El  acreedor  está  obligado: 

1.®  A  conservar  la  cosa  empeñada 
como  si  fuejra  suj'a,  y  á  responder  dé 
los  deterioros  y  perjuicios  que  la  mis- 
ma sufriese  por  culpa  ó  negligencia 
suya; 

2.**  A  restituir  la  cosa  empeñada 
luego  que  se  cumpla  totalmente  la  obli- 
gación, siéndole  satisfechos  todos  los 
gastos  de  conservación  que  haya  he- 
cho (1). 

Art.  862.  El  deudor  puede  exigir  que 
el  acreedor  preste  fianza  por  la  prenda 
ó  que  la  cosa  sea  depositada  en  poder 
de  otro,  si  el  acreedor  usase  de  aquélla  ^ 
en  forma  que  pueda  ocasionar  su  pérdi- 
da ó  deterioro. 

Art.  863.  Si,  en  el  plazo  convenido, 
el  deudor  no  efectuase  el  pago,  ó  no 
existiendo  plazo  estipulado,  el  deudor 
no  pagase  al  requerirle  el  acreedor,  po- 
drá éste  hacer  vender  judicialmente  la 
cosaempeñada,  con  citación  del  deudor. 

Art.  864.  El  acreedor  no  puede  que- 
darse con  el  objeto  pignorado  en  pago 
de  la  d^uda  sin  hacerlo  tasar,  ó  si  la 
tasación  es  hecha  exclusivamente  por 
el  mismo;  pero  pueden  las  partes  con- 
venir que  la  venta  se  haga  extrajudi- 
cialmente  ó  que  el  acreedor  se  quede 
con  la  cosa  empeñada,  mediante  valua- 
ción que  hiciesen  peritos  nombrados  de 
común  acuerdo. 

Art.  865.  En  cualquiera  de  los  casos 
mencionados  en  los  dos  artículos  pre- 
cedentes puede  el  deudor  hacer  sus- 
pender la  venta,  ofreciéndose  á  pagar 
dentro  de  veinticuatro  horas. 

Art.  856.  Si  hubiese  excedente  en  el 
producto  de  la  venta,  será  entregado  al 
deudor;  pero  si  el  producto  no  bastase 
para  pagar  íntegramente  al  acreedor, 


(1)    Véanse  los  artículos  870,  893  y  1.435.  (Có- 
digo portugués.) 


podrá  éste  demandar  al  deudor  por  lo 
que  faltare. 

Art.  867.  Los  productos  de  la  cosa 
empeñada  serán  compensados  en  los 
gastos  hechos  con  ella  y  en  los  intere- 
ses vencidos,  y  no  venciendo  intereses 
serán  incluidos  en  el  capital  debido. 

Art.  868  Las  partes  pueden  estipu- 
lar recíproca  compensación  de  inte- 
reses. 

Art.  869.  El  acreedor  no  responde 
por  la  evicción  de  la  prenda  vendida, 
excepto  si  hubiese  dolo  por  su  parte  ó 
si  hubiese  comtraído  expresamente  obli- 
gación sobre  este  extremo. 

Art.  870.  El  deudor  no  tiene  derecho 
de  exigir  al  acreedor  la  entrega  del  ob- 
jeto de  la  prenda,  en  todo  ó  en  parte, 
sin  haber  pagado  íntegramente  la  deu- 
da, á  no  haber  estipulación  en  con- 
trario. 

Art.  871.  La  restitución  de  la  cosa 
empeñada  presupone  la  remisión  del 
derecho  á  la  prenda,  si  el  acreedor  no 
probase  la  contrario. 

Art.  872.  De  la  remisión  de  la  pren- 
da no  se  deduce  la  presunción  de  la  re- 
misión de  la  deuda. 

Sección  tercera 

De  la  conf3Íffnaci6n  de  rentas 

Art,  873.  Se  verifica  el  contrato  de 
consignación  de  rentas  cuando  el  deu- 
dor estipula  el  pago  sucesivo  de  la  deu- 
da y  sus  intereses,  ó  sólo  del  capital,  ó 
únicamente  de  los  intereses,  por  medio 
de  la  aplicación  á  aquel  fin  de  las  ren- 
tas de  ciertos  y  determinados  bienes 
inmuebles. 

Art.  874.    Los  contratantes  pueden 
convenir: 

1.**    Que  los  bienes,  cuyas  rentas  se 
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consignen,  continúen  en  poder  del 
deudor; 

2.°    Que  pas^n  á  poder  del  acreedor; 

3.**  Que  pasen  á  poder  de  tercero  por 
título  de  arrendamiento  ó  por  otro. 

§  1.°— La  consignación,  sin  embargo, 
en  cualquiera  de  estos  casos,  no  impi- 
de que  el  deudor  disponga,  en  cualquier 
forma,  de  los  bienes  consignados,  de- 
jando salvos  los  derechos  de  los  acree- 
dores. 

§  2.°  — En  el  caso  del  núm.  2."*  de 
este  articulo,  el  consignatario  quedará 
equiparado  al  arrendatario,  para  apli- 
carle lo  que  el  Código  dispone  acerca 
del  contrato  de  arrendamiento,  en  la 
parle  posible. 

Art,  875.  Cuando  este  contrato  recai- 
ga sobre  bienes  inmuebles,  sólo  podrá 
otorgarse  en  escritura  pública,  y  para 
producir  efecto  respecto  de  tercero  debe 
ser  registrado  debidamente. 

Art.  876.  La  consignación  de  rentas 
puede  hacerse: 

1.®    Pordetermidado  número  de  año?; 

2.®  Sinnúmero  determinado  de  añop, 
pero  hasta  el  pago  de  la  cantidad  debi- 
da, que  en  este  caso  se  especificará,  y 
también  de  sus  intereses  si  se  debiesen. 
^  único.— En  el  caso  del  núm.  2.°  de 
este  artículo,  la  consignación  sólo  po- 
dráhacerse  determinándose  previamen- 
te la  cuantía  que  en  cada  año  debe  com- 
putarse en  cuenta  del  pago,  ya  sea  la 
renta  superior  ó  inferior  á  dicha  can- 
tidad. *  * 

Art.  877.  Este  contrato  termina  al 
vencer  el  plazo  estipulado,  en  la  hipóte- 
sis del  núm.  1.°  del  articulo  preceden- 
te, y  por  el  íntegro  pago  de  la  deuda  é 
intereses,  si  se  debiesen,  en  el  caso  del 
número  2."  del  mú^mo  artículo. 


Sección  ouax*ta 

De  los  privilegios  de  créditos  y  de  las  hipotecas 
SUBSECCIÓN  PRIMERA 

De  los  privilegios  de  créditos 

División  primera 

De  los  privilegios  de  créditos  en  general  y  de 
sus  diversas  especies 

Art.  878.  Privilegio  de  crédito  es  la 
facultad  que  la  ley  concede  á  ciertos 
acreedores  de  ser  pagados  con  prefe- 
rencia á  otros,  independientemente  del 
registro  de  sus  créditos. 

Art.  879.  Hay  dos  especies  de  privi 
legios  dé  crédito:  mobiliarios  é  inmobi- 
liarios. 

§  1.°— Los  mobiliarios  se  subdivi- 
den  en: 

1  .**  Especiales,  que  se  refieren  única- 
mente al  valor  de  ciertos  y  determina- 
dos bienes  muebles; 

2."  Generales,  que  comprenden  el 
valor  de  todos  los  bienes  muebles  del 
deudor. 

§  2.^—  Los  inmobiliarios  son  siempre 
especiales. 

División  segunda 

De  los  privilegios  mobiliarios 

Art.  880.  Gozan  de  privilegio  mobi- 
liario especial,  en  los  frutos  de  los  pre- 
dios rústicos  respectivos,  constituyen- 
do una  clase: 

1."  El  crédito  por  deuda  de  foros, 
censos  ó  quiñones  relativo  á  los  dos  úl- 
timos años  y  al  año  corriente; 

2.^  El  crédito  por  deuda  de  renta  re- 
lativo al  último  año  y  al  corriente; 
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3.®  El  crédito  por  simientes  ó  por 
empréstitos  para  gastos  de  cultivo  ru- 
rales, relativo  sólo  al  último  año,  ó  sólo 
al  corriente; 

4.°  El  crédito  por  salarios  délos  cria- 
dos de  labor  relativo  á  un  año,  ó  por 
deudas  de  jornalesde  operarios  relativo 
á  los  últimos  tres  meses; 

5."  El  crédito  por  premio  del  seguro 
relativo  al  último  año  y  al  corriente. 

§  1.**— Para  ser  aplicable  el  privilegio 
de  que  hacen  mención  los  números  1.® 
y  2.°  de  este  artículo,  es  necesario  que 
los  títulos  respectivos  de  enfiteusis, 
censo,  quiñón  ó  arrendamiento  se  ha- 
llen registrados. 

§  2.^— El  privilegio  data  de  la  fecha 
del  registro,  sin  que  pueda  retrotraerse 
á  la  del  crédito,  si  éste  fuera  más  an- 
tiguo. 

§  3.®— Para  ser  aplicables  los  privile- 
gios de  que  tratan  los  números  3.®  y  4,'' 
de  este  artículo,  es  necesario  que  se 
haya  declarado  á  qué  predio  ó  predios 
rústicos  se  han  de  aplicar  esos  créditos. 

Art.  881.  Gozan  de  privilegio  mobi- 
liario especial  sobre  la  renta  de  los  pre- 
dios urbanos  respectivos,  constituyendo 
una  clase: 

1.^  El  crédito  por  deuda  de  foros  y 
censos  relativos  á  los  dos  últimos  años 
y  al  corriente; 

2.°  El  crédito  por  premio  de  seguro, 
relativo  al  último  año  y  al  corriente. 

§  único.— Al  privilegio  de  que  hace 
mención  el  núm.  1.°,  es  aplicable  la 
disposición  del  párrafo  1.®  del  artículo 
anterior. 

Art.  882.  Gozan  de  privilegio  mobi- 
liario especial,  constituyendo  una  clase: 

1.®  El  crédito  por  los  gastos  de  trans- 
porte por  tierra  ó  agua  sobre  el  valor  de 
los  objetos  transportados; 

2.°  El  crédito  por  gastos  de  posada 
ó  all)ergue  sobre  el  valor  délos  equipa- 


jes que  el  deudor  tuviere  en  la  posada; 

3."*  El  crédito  por  el  precio  de  cual- 
quier mueble  ó  máqu¡nafe,ó  por  los  gas- 
tos de  composición,  tanto  de  aquéllos 
como  de  éstas, sobre  el  valor  délos  mis- 
mos muebles  ó  máquinas; 

4.®  El  crédito  por  deuda  de  renta  ó 
daño  causado  por  el  inquilino,  ó  proce- 
dentede  cualquier  carga,  sobre  el  arren- 
damiento de  predio  urbano,  relativo  al 
último  año  y  al  corriente  sobre  el  valor 
de  los  muebles  existentes  en  el  predio; 

5.°  El  crédito  procedente  de  premio 
de  seguros  de  muebles  ó  mercaderías, 
relativo  al  último  año  y  al  corriente  so- 
bre el  valor  dejos  objetos  asegurados. 

§  I,*"— El  privilegio  de  que  trata  el  nú- 
mero l.°  de  este  artículo  acaba  cuando 
los  objetos  transportados  salen  de  po- 
der del  porteador. 

§  2."*— El  del  núm.  2."  concluye  cuan- 
do los  objetos  salen  de  la  posada. 

§  3.*»— El  del  núm.  3.<*  cuando  los  mue- 
bles ó  máquinascomprados  ó  compues- 
tos salen  de  manos  del  deudor. 

§  4.'— El  del  núm  4.®  cuando  los  mue- 
bles salgan  del  respectivo  predio. 

§5.*^— El  del  núm.  5.°  cuando  los  mue- 
bles ó  mercaderías  pasen  á  poder  de 
tercero. 

§6.^— No  es,  sin  embargo,  aplicable 
lo  que  dispone  el  párrafo  precedente, 
si  se  probase  que  en  la  salida  de  los  re- 
feridos objetos  hubo  dolo,  no  sólo  por 
parte  del  deudor  sino  también  de  las 
personas  para  quienes  fuesen  sucesi- 
vamente dados  dichos  objetos,  habien- 
do sido  por  título  oneroso. 

Art.  883.  Gozan  también  de  privile- 
gio mobiliario  especial,  constituyendo 
una  clase: 

1."  El  crédito  por  el  valor  de  las  pri- 
meras materias,  sobre  el  valor  de  los 
productos  fabricados,  aunque  no  sean 
los  mismos  que  se  fabricaron  con  las 
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materias  no  pagadas,  siempre  que  sean 
del  mismo  género  de  lasque  con  ellas 
se  puedan  producir; 

2.'*  El  crédito  por  salarios  de  ope- 
rarios fabriles  relativo  á  los  últimos 
tres  meses  sobre  el  valor  délos  mismos 
productos; 

V  El  crédito  por  el  premio  del  segu- 
ro relativo  al  último  año  y  al  corriente 
sobre  el  valor  do  los  productos  asegu- 
rados. 

§  1.^— Para  que  pueda  concederse  el 
privilegio  á  que  se  reflere  el  núm.  1.^,  es 
necesario  que  los  objetos  se  conserven 
en  poder  del  deudor,  ó,  no  conserván- 
dose, que  hayan  salido  con  dolo  en 
perjuicio  del  acreedor  y  en  los  términos 
expresados  en  el  párrafo 6.**  del  articulo 
anterior. 

§  2.**— Este  privilegio  se  extingue  s¡ 
no  se  aplica  dentro  de  un  año. 

Art.  884.  Gozan  del  privilegio  gene- 
ral sobre  los  muebles: 

1."  El  crédito  por  gastos  de  funeral 
del  deudor  conforme  á  su  condición  y  á 
la  costumbre  del  país; 

2.**  El  crédito  por  gastos  motivados 
por  el  luto  de  la  viuda  é  hijos  del  falle- 
cido, conformes  á  su  condición; 

3."  El  crédito  por  gastos  de  asisten- 
cia médica  y  remedios  empleados  en  la 
dolencia  del  deudor  y  relativo  á  los  úl- 
timos seis  meses; 

V  El  crédito  para  alimentos  del  deu- 
dor y  do  aquellas  personas  de  su  fami- 
lia á  quien  tenga  el  deber  de  prestar 
aquéllos,  y  relativo  á  los  últimos  seis 
meses; 

5.°  El  crédito,  relativo  á  un  año,  por 
salarios  de  criados  y  otros  familia- 
res; 

6.**  El  crédito,  por  los  seis  últimos 
meses,  procedente  de  honorarios  debi- 
dos á  Maestros  de  ciencias  ó  artes  que 
hayan  onseñado  á  los  hijos  del  deudor 


ó  á  las  personas  á  quienes  éste  deba 
educar. 

Art.  §85.  Los  créditos  por  impuestos 
adeudados  á  la  Hacienda  nacionsd  go- 
zan en  todas  las  clases  de  privilegio 
mobiliario. 

Art.  886.  El  acreedor  pignoraticio  tie- 
ne el  privilegio  sobre  el  precio  del  ob- 
jeto ú  objetos  empeñados  hasta  donde 
alcance  el  mismo,  siendo  considerado 
por  el  resto  como  acreedor  común. 

División  tercera 

De  los  privileg'ios  inmobiliarios 

Art.  887.  Son  créditos  privilegiados 
sobre  los  inmuebles  del  deudor,  aun 
cuando  éstos  se  hallen  gravados  con 
hipoteca: 

1.®  Los  créditos  por  impuestos  debi- 
dos á  la  Hacienda  nacional  por  los  últi- 
mos tres  años  sobre  el  valor  de  los  bie- 
nes sobre  que  hayan  recaído  aquéllos; 

2."  Los  créditos  procedentes  de  gas- 
tos hechos  en  los  últimos  tres  años  pa- 
ra la  conservación  de  los  predios  con 
relación  á  aquellos  á  que  los  gastos  se 
aplicaren,  no  excediendo  de  la  quinta 
parte  del  valor  de  los  mismos  predios; 

3.**  Los  créditos  procedentes  de  cos- 
tas judiciales,  hechas  en  interés  común 
de  los  acreedores  sobre  el  valor  del  pre- 
dio con  relación  al  cual  se  hicieren 

SUBSECCIÓN  SEGUNDA 

De  las  hipotecas  en  general 

Art.  888.  Hipoteca  es  el  derechocon- 
cedido  á  ciertos  acreedores  de  cobrarse 
en  el  valor  de  determinados  bienes  in- 
muebles del  deudor,  y  con  preferencia 
á  otros   acreedores,  siempre  que  sus 
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créditos  se  hallen  debidamente  regis- 
trados. 

Art.  889.  La  hipoteca  sólo  puede  re- 
caer en  bienes  inmuebles  que  no  estén 
fuera  del  comercio. 

§  único.— Siempre  que  fueren  hipo- 
tecados predios  sujetos  á  derechos  rea- 
les, no  comprenderá  la  hipoteca  sino 
el  valor  de  los  mismos  predios,  deduci- 
da la  importancia  de  los  derechos  re- 
gistrados anteriormente. 

Art  890.  Sólo  pueden  ser  hipoteca- 
dos: 

1.°  Los  bienes  inmuebles  y  los  in- 
movilizados de  que  se  hace  mención  en 
los  números  1.°  y  2.'*  del  art.  375; 

2.^  El  usufructo  de  los  mismos 
bienes; 

3.®  El  dominio  directo  y  el  útil  en  los 
bienes  enfitéuticos. 

Art.  891.    La  hipoteca  comprende: 

1.°    Las  accesiones  naturales; 

2.°  Las  mejoras  hechas  á  costa  del 
deudor,  salvo  el  derecho  de  tercero,  en 
la  parte  en  que  el  valor  del  predio  hu- 
biese sido  por  ellas  aumentado; 

3."  Las  indemnizaciones  debidas  por 
los  aseguradores; 

4,°  Las  indemnizaciones  en  virtud 
de  expropiaciones  ó  perjuicios. 

Art.  892.  La  hipoteca  grava  los  bie- 
nes sobre  que  recae  y  los  sujeta  direc- 
ta é  inmediatamente  al  cumplimiento 
de  las  obligaciones  á  que  sirve  de  ga- 
rantía, sea  quien  fuere  el  poseedor  de 
los  mismos  bienes. 

Art.  893»  La  hipoteca  es  por  natura- 
leza indivisible;  subsiste  sobre  todos  y 
cada  uno  de  los  predios  hipotecados,  y 
sobre  cada  una  de  las  partes  que  los 
constituyen,  salvo  el  caso  de  designarse 
en  el  correspondiente  título  constitutivo 
de  la  hipoteca  la  parte  del  predio  ó  de 
los  predios  que  con  la  misma  queda 
gravada. 


Art.  894.  Sólo  puede  hipotecar  quien 
puede  venderf  y  solamente  son  suscep- 
tibles de  hipoteca  Jos  bienes  enajena- 
bles. 

§  único.— La  forma  de  hipotecar  los 
bienes  puestos  en  administración  está 
regulada  en  los  títulos  respectivos  de 
este  Código. 

Art.  895.  La  hipoteca  puede  ser  cons- 
tituida por  el  deudor  ó  por  otro  en  su 
favor. 

Art.  896.  Quien  posea  condicional- 
mente  ó  con  derecho  resoluble,  sólo 
puede  hipotecar  bajo  las  mismas  con- 
diciones. 

§  único.— El  propietario  condicional 
deberá  declarar  en  el  contrato  la  natu- 
raleza de  su  derecho,  si  le  conociese,  y 
no  haciéndolo,  incurrirá  en  la  pena  im- 
puesta al  delito  de  engaño,  además  de 
la  responsabilidad  por  daños  y  per- 
juicios. 

Art.  897.  De  las  obligaciones  del  he- 
redero por  ningún  caso  resulta  hipote- 
ca sobre  los  bienes  de  la  herencia  en 
perjuicio  de  los  acreedores  del  testador, 
aunque  sean  comunes. 

Art.  898.  Para  constituirse  hipoteca 
del  dominio  útil  comprensivo  de  la  to- 
talidad del  predio,  no  es  necesario  el 
consentimiento  del  dueño  directo,  ol 
cual,  por  otra  parte,  conserva  todos 
sus  derechos. 

Art.  899.  Cuando  el  dueño  directo 
consiguiese  la  consolidación  de  los  dos 
dominios,  cualquiera  que  sea  la  forma 
de  éste,  la  hipoteca  que  grave  el  domi- 
nio útil  pesará  sobre  el  predio. 

Art.  900.  La  hipoteca  relativa  al  cré- 
dito con  intereses  vencidos,  comprende 
los  del  último  año  y  del  corriente  para 
el  efecto  de  percibirlos  independiente- 
mente del  registro. 

§  único.— Los  intereses  de  años  an- 
teriores tendrán  hipoteca,  como  crédi- 
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to  distinto,  si  como  tales  se  hubiesen 
registrado. 

Art.  901.  Cuando  por  cualquier  mo- 
tivo la  hipoteca  llegase  á  ser  insufi- 
ciente para  la  seguridad  de  la  obliga- 
ción contraída,  el  acreedor  tiene  el  de- 
recho de  pedir  que  el  deudor  la  amplíe, 
\  no  haciéndolo  éste  puede  el  acreedor 
periir  el  pago  íntegro  de  la  deuda  como 
si  estuviera  vencida. 

Art.  902.  Dándose  el  caso  de  des- 
truirse el  predio  hipotecado,  y  de  tener 
en  efite  concepto  que  recibir  alguna  in- 
demnización su  dueño,  los  derechos 
deJ  acreedor  recaerán  en  el  valor  de 
esta  ó  en  el  predio  cuando  sea  reedifi- 
cado á  costa  de  quien  haya  de  indem- 
nizar. 

Art.  903.  El  acreedor  no  puede,  por 
falta  de  pago,  apropiarse  el  predio  hi- 
potecado, excepto  si  lo  remata  ó  le  es 
adjudicado:  pero  este  remate  ó  adjudi- 
cación se  hará  siempre,  cualquiera  que 
fuese  el  valor  del  predio  y  el  de  la  deu- 
da asegurada  por  la  hipoteca,  salvo  si 
el  acreedor  consmtiese  en  otra  cosa. 

Art.  904.  Las  hipotecas  son  legales 
ó  voluntarias. 

SUBSECCIÓN  TERCERA 

De  l<i8  hipotecas  legales 

Art.  905.  Las  hipotecas  legales  re- 
sultan inmediatamente  de  la  ley,  sin 
depender  de  la  voluntad  de  las  partes, 
y  existen  por  el  hecho  de  existir  la  obli- 
íración  á  que  sirven  de  garantía. 

Art.  906.  Los  acreedores  que  tienen 
hipoteca  legal  para  seguridad  del  pago 
de  sus  deudas,  son: 

1.®  La  Hacienda  nacional,  las  Cor- 
poraciones municipales  y  los  estable- 
cinaientos  públicos,  sobre  los  bienes  de 
lo^  respectivos  funcionarios  responsa- 


bles y  sobre  los  de  sus  fiadores,  de  con- 
formidad con  las  leyes  fiscales  y  admi- 
nistrativas, para  pago  de  las  sumas  en 
que  resulten  alcanzados,  ó  de  las  cua- 
les aparezcan  responsables; 

2.^  El  menor,  el  ausente,  el  interdic- 
to, y  en  general  todas  las  personas  pri- 
vadas de  la  administración  de  sus  bie- 
nesi  sobre  los  de  sus  tutores,  curadores 
ó  administradores,  para  papo  délos  va- 
lores á  que  dejasen  de  dar  aplicación 
debida,  que  no  entreguen  oportuna- 
mente, ó  que  dejen  perder  por  culpa  ó 
dolo; 

3.°  La  mujer  casada  por  contrato 
dotal,  sobre  los  bienes  del  marido,  para 
pago  de  los  valores  mobiliarios  dótales 
ó  de  las  asignaciones  estipuladas; 

4.''  El  cónyuge  supétstite,  sobre  los 
bienes  del  cónyuge  fallecido,  para  pago 
de  la  parte  á  que  tenga  derecho; 

5.°  El  acreedor  por  alimentos,  sobre 
los  bienes  cuyo  rendimiento  se  designe 
para  satisfacerlos,  ó  sobre  cualesquiera 
bienes  del  deudor,  cuando  no  haya  de- 
signación; 

6."  Los  establecimientos  de  crédito 
hipotecario,  para  pago  de  sus  títulos, 
sobre  los  bienes  que  estos  títulos  de- 
signen. 

7.®  Los  coherederos,  para  pago  de 
las  respectivas  porciones,  sobre  los  bie- 
nes de  la  herencia  afectos  á  este  objeto; 

8."    Los  legatarios  de  cantidad  ó  va- 
lor determinado,  ó  de  prestaciones  pe- 
riódicas, sobre  los  bienes    sujetos   al 
pago  del  legado. 

Art.  907.  Los  créditos  que  tengan 
privilegio  de  cualquier  especie  gozarán 
de  hipoteca  legal  siempre  que  se  hallen 
registrados  como  créditos  hipotecarios, 
reuniendo  al  efecto  los  necesarios  re- 
quisitos. 

§  único.— Los  créditos  registrados  en 
la  forma  de  este  artículo  no  pierden 
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por  este  hecho  el  privilegio,  y  pueden 
obtener  en  el  concurso  hipotecario  el 
pago  que  en  el  concurso  de  créditos 
privilegiados  no  hayan  podido  al- 
canzar. 

Art.  908.  Las  hipotecas  menciona- 
das en  el  art.  906,  números  l.°,  2.°y  3.«, 
no  pueden  ser  renunciadas,  pero  pue- 
den ser  sustituidas  ó  dispensadas  en  los 
casos  expresamente  declarados  en  la 
ley. 

Art.  909.  Las  hipotecas  legales  pue- 
den ser  registradas  con  relación  á  to- 
dos los  bienes  del  deudor,  cuando  no  se 
especifiquen  en  el  título  respectivo  los 
inmuebles  hipotecados;  el  deudor,  no 
obstante,  puede  exigir  que  el  registro 
se  limite  á  los  bienes  necesarios  para 
el  cumplimiento'de  la  obligación,  y  tie- 
ne facultad  para  designar  lo  que  quisie- 
re al  objeto  expresado. 

SUBSECCIÓN  CUARTA 

De  las  hipotecas  voluntarias 

Art.  910.  Las  hipotecas  voluntarias 
tienen  origen  en  un  contrato  ó  en  una 
disposición  de  última  voluntad. 

Art.  911.  Estas  hipotecas  sólo  pue- 
den recaer  sobre  bienes  ciertos  y  deter- 
minados, ó  por  cantidad  cierta,  al  me- 
nos aproximadamente. 

Art.  912.  Las  hipotecas  voluntarias 
procedentes  de  contratos  pueden  pro- 
barse por  escritura  ó  documento  públi- 
co, ó  si  el  valor  asegurado  por  hipoteca 
no  excediese  de  50.000  reis,  por  docu- 
mento particular  escrito  y  firmado  por 
la  persona  constituyente,  ó  si  ésta  no 
supiese  ó  no  pudiese  escribir,  por  otro 
á  su  ruego,  con  las  firmas  de  dos  tes- 
tigos, siendo  en  todo  caso  las  firmas 
legalizadas  por  Notario. 

.\rt.  913.     La  hipoteca  puede  estipu- 


larse por  tiempo  indeterminado  y  con 
las  condiciones  que  los  estipulantes 
acordasen,  salvos  los  efectos,  las  for- 
malides  y  restricciones  establecidas  ex- 
presamente en  la  ley. 

Art.  914.  El  deudor  no  queda  imposi- 
bilitado, por  el  hecho  de  la  hipoteca, 
para  hipotecar  de  nuevo  el  predio;  pero 
en  este  caso,  realizándose  el  pago  do 
cualquiera  de  las  deudas,  el  predio  que- 
da hipotecado  á  las  restantes,  no  en 
parte,  sino  por  su  totalidad. 

Art.  915.  El  predio  común  de  diver- 
sos propietarios  no  puede  ser  hipoteca- 
do en  su  totalidad  sin  consentimiento 
de  todos;  pero  si  fuese  divisible,  cada 
uno  puede  hipotecar  separadamente  la 
parte  que  en  él  tuviese,  y  sólo  respecto 
de  esa  parte  es  indivisible  la  hipoteca. 

SUBSECCIÓN   QUINTA 

De  la  constitución  de  las  hipotecas 

Art.  916.  La  hipoteca  mencionada  en 
el  art.  906,  núm,.  I.**,  se  constituye 
por  el  nombramiento  del  funcionario  en 
los  términos  de  las  leyes  fiscales  y  ad- 
ministrativas. 

§  único.— Esta  hipoteca  puede  ser  sus- 
tituida por  depósito  en  dinero  ó  en  tí- 
tulos. 

Art.  917.  Cuando  no  hubiese  depósi- 
to ni  bienes  designados  para  garantía 
de  la  Hacienda  pública,  municipal  6  de 
los  establecimientos  á  que  se  refiere  el 
número  1.**  del  art.  906,  podrá  la  respec- 
tiva hipoteca  ser  registrada  con  rela- 
ciona cualesquiera  bienes  del  responsa- 
ble, salvo  siempre  el  derecho  que  tiene 
de  pedir  que  se  reduzca  á  los  justos  li- 
mites en  los  términos  del  art.  909. 

Art.  918.  La  hipoteca  á  favor  del  nne- 
nor  y  de  las  demás  personas  mencio- 
nadas en  el   núm.  2."  del  art.  906,   se 
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constituye  por  el  nombramiento  de  tu- 
tor, curador  ó  administrador. 

Art.  919.  Hecho  el  nombramiento  de 
que  trata  el  artículo  anterior,  el  conse- 
jo de  familia,  teniendo  en  cuenta  la  im- 
portancia de  los  muebles  y  rentas  que 
p1  nombrado  haya  de  recibir  y  pueda 
acumular  en  sus  manos,  determinará  el 
valor  de  la  hipoteca  y  designará  los  bie- 
nes en  relación  á  los  cuales  la  misma 
havade  ser  registrada  y  el  plazo  en  que 
•lebe  hacerse  el  registro,  motivando  el 
acuerdo. 

§  único.— En  los  casos  en  que,  de  con- 
formidad con  la  ley,  no  hubiese  nom- 
bramiento por  parte  del  consejo  de  fami- 
iía,  las  atribuciones  de  éste  se  ejercerán 
por  el  Juez  de  derecho,  oído  el  curador 
general. 

Art.  920.  Si  el  consejo  de  familia  no 
hiciese  la  designación  de  bienes,  podrá 
el  nombrado  practicarla  en  el  plazo  de 
diez  días,  y  no  haciéndola,  ó  siendo  in- 
suficiente la  hecha,  el  Juez  designará 
cualesquiera  bienes  que  le  conste  per- 
tenecen al  nombrado,  para  hacer  el  re- 
gistro de  la  hipoteca  con  relación  á  los 
mismos. 

Art.  921.  Será  lícito  al  consejo  de  fa- 
milia, cuando  lo  juzgase  conveniente, 
excusar  al  tutor,  curador  ó  administra- 
dor nombrado,  de  la  hipoteca  ó  sólo  del 
registro  y  demás  actos  previos  para  que 
entre  desde  luego  en  su  gestión,  llenán- 
dose después  estas  formalidades, y  tam- 
bién admitir  hipoteca  de  bienes  cuyo 
valor  sea  inferior  al  de  los  muebles  y 
rentas,  cuando  el  nombrado  no  los  tu-* 
viese  suficientes  y  el  consejo  no  prefie- 
ra nombrar  otro. 

Art.  922.  Se  requerirá  al  nombrado 
para  que  dentro  del  plazo  fijado  por  el 
'^onsejo  de  familia  haga  el  registro  de 
ía  hipoteca  y  presente  en  juicio  el  res- 
pectivo certificado,  y  si  no  lo  hiciese,  ó 


no  probase  la  excusa  que  el  consejo 
admita  como  suficiente,  el  Juez  le  im- 
pondrá una  multa  de  10.000  á  100.000 
reis,  y  mandará  hacer  de  oficio  y  á  cos- 
ta del  nombrado  el   oportuno  registro. 

Art.  923.  Los  recursos  que  los  nom- 
brados ó  el  protutor  y  el  curador  gene- 
ral interpusieren  de  los  acuerdos  toma- 
dos por  el  consejo  de  familia  ó  de  los 
autos  del  Juez  en  los  términos  de  los 
artículos  anteriores,  nunca  suspende- 
rán los  efectos  de  aquéllos  ó  de  éstos. 

Art.  924.  Cuando  hubiese  más  de  un 
pupilo  ó  administrado,  el  tutor  ó  admi- 
nistrador, á  medida  que  vaya  haciendo 
á  cada  uno  entrega  de  sus  respectivos 
bienes  y  obteniendo  la  aprobación  de 
las  cuentas  generales,  podrá  pedir  al 
consejo  de  familia  autorización  para 
cancelar  el  registro  hipotecario  por  el 
valor  correspondiente  á  la  responsabi- 
lidad terminada. 

Art.  925.  La  hipoioca  á  favor  de  la 
mujer  casada,  de  que  habla  el  núme- 
ro 3.®  del  art.  906,  está  constituida  por 
la  respectiva  escritura  dotal. 

§  único.— Cuando  esta  hipoteca  no 
hubiese  sido  registrada  antes  del  ma- 
trimonio, podrá  ^erlo  durante  él  ó  aun 
después  de  disuelto,  sin  perjuicio  del 
derecho  de  terceros  anteriormente  ins- 
crito. 

Art.  926.  La  hipoteca  de  que  trata  el 
artículo  anterior,  cuando  consiste  en 
bienes  expresamente  designados  para 
seguridad  de  la  dote,  sólo  con  relación 
á  esos  mismos  bienes  podrá  ser  regis- 
trada. 

§  1.°— Si  por  cualquier  motivo  esta 
hipoteca  se  hiciese  ineficaz,  tanto  la 
mujej"  como  aquellos  que  la  doten  po- 
drán pedir  la  ampliación  de  la  garantía. 

§  2.®— En  defecto  de  designación  de 
bienes  ó  de  ampliación  de  la  hipoteca 
será  ésta  registrada  con  relación  á  cua- 
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lesquiera  bienes  pertenecientes  al  ma- 
rido, salvo  el  derecho  que  éste  tenga  de 
pedir  su  reducción  á  los  justos  límites. 

Art.  927.  La  hipoteca  constituida  por 
escritura  dotal,  si  originariamente  hu- 
biere sido  registrada  en  la  totalidad  de 
los  bienes  del  marido,  puede  después, 
por  reclamación  de  éste,  ser  reducida 
á  sus  debidas  proporciones,  subsistien- 
do la  inscripción  en  el  registro  única- 
mente respecto  de  los  bienes  que  bas- 
ten para  la  garantía,  y  quedando  libres 
los  demás  que  constituyan  el  patrimo- 
nio del  marido. 

Art.  928.  Es  nula  la  renuncia  del  de- 
recho de  registrar  ó  de  cualquier  otro 
que  proceda  de  inscripción  hecha  por 
la  mujer  á  favor  del  marido  ó  de  ter- 
ceros. 

Art.  929.  Para  el  casamiento  de  me- 
nores por  contrato  dotal  no  se  otorgará 
el  consentimiento  sin  que,  además  de 
otros  documentos  que  la  ley  exija,  se 
presenten  con  la  solicitud  la  certifica- 
ción de  la  inscripción  provisional  de  la 
dote,  existiendo  bienes  inmuebles,  y  de 
la  hipoteca  para  seguridad  de  los  valo- 
res mobiliarios  dótales,  si  los  hubiere. 
El  Escribano  que  sin  estos  requisitos 
otorgase  el  documento  pedido  perderá 
su  cargo  y  será  responsable  de  los 
daños  y  perjuicios. 

Art.  930.  No  es  admisible  la  solici- 
tud para  la  entrega  de  bienes,  en  la  hi- 
pótesis de  matrimonio  del  menor,  sin 
que  le  acompañe  testimonio  del  regis- 
tro provisional  de  la  dote  y  de  la  hipo- 
teca si  la  hubiese. 

§  único.— El  tutor  que,  sin  manda- 
miento judicial,  hiciese  la  mencionada 
entrega  de  bienes  ó  rentas,  respopderá 
de  ellos  como  si  la  entrega  no  se  hu- 
biese realizado. 

Art.  931.  La  hipoteca  en  favor  de  la 
viuda,  de  que  trata  el  núm.  2."  del  ar- 


tículo 906,  queda  constituida  por  el  títu- 
lo promisorio  de  asignaciones  ó  arras. 

Art.  932.  La  hipoteca  á  favor  de  la 
persona  que  tenga  derecho  á  los  ali- 
mentos de  que  trata  el  núm.  5.°  del  ar- 
tículo 906,  se  constituye  en  virtud  del 
título  de  donde  resulte  la  obligación  de 
prestarlos. 

§  único.— Habiendo  bienes  expresa- 
mente gravados  con  esa  obligación,  se 
hará  el  registro  con  relación  á  los  mis- 
mos; pero  si  no  se  designaren  bienes 
algunos  ó  se  señalare  la  totalidad  de 
un  patrimonio,  puede  la  mencionada 
hipoteca  ser  registrada  con  relación  á 
todos  los  bienes  inmuebles  del  deudor 
ó  á  los  que  compusiesen  la  totalidad 
del  patrimonio,  salvo  siempre  el  dere- 
cho de  pedir  reducción  en  los  términos 
del  art.  909. 

Art.  933.  La  hipoteca  mencionada 
en  los  títulos  de  los  establecimientos 
de  crédito  predial  será  registrada  con 
relación  á  los  bienes  que  en  aquellos 
documentos  se  designaren. 

Art.  934.  La  hipoteca  mencionada 
en  el  núm.  7.**  del  art.  906,  se  constitui- 
rá por  el  título  legal  de  la  partición  y 
se  registrará  con  relación  á  los  bienes 
respectivos. 

Art.  935.  La  hipoteca  mencionada 
en  el  núm.  8."*  del  art.  906,  se  constitui- 
rá por  el  testamento  y  se  inscribirá  con 
relación  á  los  bienes  sujetos  al  pago 
del  legado. 

Art.  936.  Las  hipotecas  voluntarias 
se  constituyen  por  los  respectivos  con- 
•  tratos  ó  disposiciones  de  última  volun- 
tad, y  pueden  ser  registradas  sólo  con 
relación  á  los  bienes  que  aquellos  títu- 
los específicamente  designaren,  ó  á 
cualesquiera  bienes  del  deudor  6  del 
testador  en  defecto  de  designación,  sal- 
vo el  derecho  de  reducción,  conforme 
al  art.  90.'í. 
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Art.  937.  Cuando  ocurra  duda  acor- 
ra del  valor  de  los  bienes  para  consti- 
tuir la  hipoteca,  podrá  hacerse  tasa- 
f'ión  previa  de  ios  mismos;  pero  no  se 
practicará  judicialmente  sin  haberse 
probado  la  inscripción  provisional  de 
la  hipoteca. 

SUBSECCIÓN   SEXTA 

De  la  liberación  de  las  hipotecas 

Art.  938.  El  que  adquiriese  de  hue- 
vo un  predio  hipotecado  y  quiera  con- 
seguir la  liberación  de  la  hipoteca  ó  hi- 
potecas, puede  obtener  su  objeto  por 
cualquiera  de  los  medios  siguientes: 

1.**  Pagando  íntegramente  á  los 
aí^recdores  hipotecarios  las  deudas  á 
que  estuviere  afecto  el  predio  referido; 

2.'*  Depositando  ei  precio  del  rema- 
te del  predio  cuando  su  adquisición  se 
haya  hecho  en  subasta  pública; 

3.°  Declarando  en  juicio  que  está 
pronto  á  entregar  á  los  acreedores, 
para  pago  de  sus  deudas,  hasta  la  can- 
tidad en  que  adquirió  el  predio,  ó  aque- 
lla en  que  lo  estime  cuando  su  adqui- 
sición no  hubiese  sido  hecha  por  titulo 
oneroso. 

§  único.— Las  disposiciones  de  este 
anícuio  sin  aplicables  al  caso  previsto 
en  el  art.  1.484,  párrafo  1.** 

Art,  939.  En  cualquiera  de  las  hipó- 
tesis del  artículo  anterior,  el  nuevo  po- 
seedor del  predio  mandará  citar  á  to- 
'ius  los  acree<lores  hipotecarios  inscri- 
tos para  que  comparezcan  en  juicio  á 
»omar  la  porción  que  en  el  precio  les 
corresponda,  considerándose  en  defi- 
nitiva el  predio  libre  de  las  hipotecas 
con  que  se  hallai»a  gravado. 

Art.  940.  Consistiendo  la  obligación 
garantida  por  hipoteca  en  prestaciones 
periódicas,  no  siendo  de  aquellas  que 


constituyen  un  derecho  real  sobre  la 
propiedad,  se  verifica  la  extinción  por 
el  depósito  de  un  capital  correspon- 
diente á  esas  prestaciones,  el  cual  de- 
berá hacerse  en  metálico,  en  fondos 
públicos  ó  en  acciones  de  Bancos  le- 
galmente  constituidos. 

§  1.°— El  capital  depositado  vuelve  á 
poder  del  depositante  ó  de  sus  repre- 
sentantes después  que  en  cualquier  for- 
ma se  haya  extinguido  la  obligación 
que  motivó  el  depósito. 

§  2.*"— Mientras  dure  el  depósito,  el 
acreedor  recibirá  los  intereses  ó  divi- 
dendos de  los  títulos  depositados,  cuya 
elección  es  dependiente  de  la  voluntad 
del  depositante  si  éste  asegura  al  acree- 
dor la  integridad  de  la  prestación. 

Art.  941.  Cualquiera  de  los  interesa- 
dos puede  pedir  que  el  predio  sea  saca- 
do á  subasta  por  el  mayor  precio  que 
se  obtuviese  sobre  aquel  que  el  nuevo 
poseedor  hubiese  dado  por  él  ó  en  que 
lo  estimase  en  los  casos  siguientes: 

1.°  Cuando  el  nuevo  poseedor  no  ex- 
tinguiese la  hipoteca  por  los  rrffedios  es- 
tablecidos en  el  art.  938; 

2.°  Cuando  pretendiendo  el  nuevo 
poseedor  extinguir  la  hipoteca  en  la 
forma  establecida  en  el  núm.  3.°  del 
artículo  938,  la  cantidad  que  ofreciese 
para  pago  de  los  acreedores  fuese  infe- 
rior al  cómputo  de  los  créditcns  privile- 
giados ó  hipotecarios  y  de  íos  derechos 
reales  inscritos  con  anterioridad  á  las 
hipotecas,  y  á  los  cuales  estaba  sujeto 
el  predio. 

Art.  942.  Cuando,  en  la  hipótesis  del 
artículo  anterior,  el  valor  de  que  se  tra- 
tase no  fuera  cubierto,  los  derechos  de 
los  interesados  se  ejercerán  sobre  ese 
mismo  valor,  salva  la  acción  contra  el 
deuílor  originario  por  lo  quedase  de- 
biendo. 

§  único.— En  cuanto  á  la  parte  cuyo 
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reintegro  no  obtuviesen  con  el  producto 
de  la  hipoteca,  serán  considerados  co- 
mo acreedores  comunes  (1). 

Art,  943.  Aunque  el  acreedor  que 
pide  el  remate  del  predio  desista  de  es- 
te propósito,  no  se  interrumpirán  los 
términos  regulares  del  remate  cuando 
alguno  de  los  otros  acreedores  se  opon- 
ga al  desistimiento. 

Art.  944.  El  derecho  de  los  acreedo- 
res que,  habiendo  sido  citados  no  com- 
pareciesen en  juicio,  será  juzgado  en 
rebeldía,  depositándo-e  la  suma  que  en 
virtud  de  la  sentencia  les  correspon- 
diese. 

Art.  945.  Cuando  la  suma  referida 
no  fuera  bastante  para  el  completo  pa- 
go de  capitales  é  interesí.  s  debidos  á  di- 
chos acreedores,  éstos  conservarán 
siempre,  como  acreedores  comunes  re- 
lativamente á  lo  no  satisfecho,  todos 
sus  derechos  contra  el  deudor. 

Art.  946.  Una  vez  realizado  el  pago 
de  los  acreedores  que  hubiesen  compa- 
recido en  juicio  y  hecho  el  depósito  con 
relación^  los  que  dejen  de  compare- 
cer, se  considerará  el  predio  libre  de 
hipotecas  y  se  cancelarán  las  respecti- 
vas inscripciones. 

Art.  947.  No  se  pronunciará  en  este 
sentido  la  sentencia  sin  que  conste  que 
han  sido  citados  todos  los  acreedores 
que  aparezcan  en  la  certificación  expe- 
dida por  el  Registrador. 

Art.  948.  El  acreedor  cuyo  crédito 
estuviese  inscrito  y  no  hubiese  sido  in- 
cluido por  cualquier  motivo  en  la  cer- 
tificación expresada  en  el  anterior  ar- 
tículo, ó  que  habiendo  sido  incluido  no 
fuese  citado,  no  perderá  sus  derechos 
como  acreedor  hipotecario,  cualquiera 
que  sea  la  sentencia  pronunciada  res- 
pecto de  los  demás  acreedores. 


(1)     Véanse  los  artículos  945,  1.014  y  1.016. 


SUBSECCIÓN  SÉPTIMA 

Del  registro 
División  primera 

Del   registro  en  general 

Art.  949.  Están  sujetos  á  inscrip- 
ción: 

1.*^    Las  hipotecas; 

2.°    Las  cargas  reales; 

3.°  Las  acciones  reales  sobre  deter- 
minados bienes  inmuebles  ó  cuales- 
quiera otras  que  persigan  su  domiaio 
ó  posesión;  las  acciones  sobre  nulidad 
del  registro  ó  de  su  cancelación,  y  las 
sentenciáis  firmes  sobre  cualquiera  de 
estas  acciones; 

4.®  Las  transmisiones  de  propiedad 
inmueble  por  titulo  gratuito  ú  oneroso; 

5.®  La  posesión  en  los  términos  del 
artículo  524; 

6.*^    La  prenda  en  bienes  inmuebles. 

§  1."— Puede  también  tener  lugar  la 
inscripción  de  dominio  á  solicitud  del 
propietario. 

§  2.*^— Sólo  se  reputan  cargas  rea- 
les para  los  efectos  del  núm.  2.'*  de 
este  artículo: 

1.**    La  servidumbre; 

2.°  El  uso,  la  habitación  y  el  usu- 
fructo; 

3°    La  enfiteusis  y  la  subenfiteusis; 

4."    El  censo  y  quiñón; 

S.*»    La  dote;    ' 

6.®  El  arrendamiento  por  más  de  un 
año  habiendo  adelanto  de  rentas,  y 
por  más  de  cuatro  años  no  habiendo; 

7."  La  consignación  de  rendimien- 
tos para  pago  de  cantidad  determinada 
ó  por  cierto  número  de  años. 

Art.  950.  La  inscripción  debe  ha- 
cerse en  el  registro  en  cuyo  distrito 
esté  situado  el  predio  á  que  se  refirie. 
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sen  y  no  en  otro,  bajo  pena  de  nulidad. 

§  único.— Si  el  predio  estuviese  situa- 
do en  territorio  en  que  hubiese  más  de 
unaofícina  de  las  indicadas,  se  hará  la 
inscripción  en  ambas. 

Art.  951.  Aunque  no  se  hayan  regis- 
trado los  títulos  y  derechos  sujetos  á 
inscripción,  pueden  aquéllos  invocarse 
en  juicio  éntrelas  partes,  sus  herede- 
T09.  y  representantes;  pero  sus  efectos, 
respecto  de  terceros,  sólo  se  aprecian 
desde  el  momento  de  la  inscripción. 

§  único. —Exceptúase  de  lo  dispuesto 
pn  la  última  parte  de  este  artículo  la 
transmisión  de  la  propiedad  inmueble, 
cuando  ésta  fuere  indeterminada. 

Art.  952.  La  posesión  no  puede  invo- 
carse en  jui^íio  como  prueba  de  propie- 
dad cuando  no  esté  inscrita;  pero 
después  de  llenado  este  requisito,  su 
comienzo,  para  los  efectos  legales,  de- 
be contarse  de  conformidad  á  las  dis- 
posiciones de  este  Código. 

§  único.  —Para  incoar  acciones  mera- 
mente posesorias,  no  es  necesario  cer- 
tificado del  registro  de  la  posesión. 

Art.  953.  La  inscripción  en  el  regis- 
tro de  un  título  traslativo  de  propiedad, 
sin  condición  suspensiva,  envuelve,  in- 
dependientemente de  alguna  otra  for- 
malidad, la  transmisión  de  la  posesión 
para  la  persona  á  favor  de  quien  fué 
hecha  esa  inscripción. 

Art.  954.  La  entrega  y  posesión  judi- 
cial íle  los  bienes  inmuebles  no  excep- 
tuados en  el  párrafo  único  del  art.  951 
no  puede  en  ningún  caso  darse,  bajo 
pena  de  nulidad,  sin  que  se  haya  hecho 
el  registro  del  acto  jurídico  en  que  la 
solicitud  se  funde. 

Art.  955.  Los  actos  de  que  resulte 
mo'Jifícación  ó  transmisión  de  propie- 
dad, realizados  por  cualquier  persona 
en  favor  de  quien  haya  sido  hecha  la 
transmisión,  en  la  forma  indicada  en 


el  párrafo  único  del  art.  951,  ó  por  sus 
herederos  ó  representantes,  son  nulos, 
con  relación  á  terceros,  si,  hallándose 
determinados  los  bienes,  la  transmisión 
no  fuese  registrada. 

Art.  956.  La  prioridad  de  las  ins- 
cripciones está  determinada  por  la  fe- 
cha del  día  en  que  se  hagan,  y  se  consi- 
deran de  la  misma  fecha  todas  las  soli- 
citadas en  idéntico  día. 

§  1.*—  Concurriendo  diversas  inscrip- 
ciones de  la  misma  especie  y  de  la  mis- 
ma fecha,  su  prioridad  se  regulará  por 
el  orden  del  número  que  tuvieren;  sien- 
do las  inscripciones  de  la  misma  fecha, 
pero  de  diferentes  especies,  su  prioridad 
se  regulará  por  el  orden  de  presentación 
conforme  á  lo  que  conste  del  Diario. 

§  2.*— Exceptúanse  de  las  disposicio- 
nes del  articulo  anterior  las  inscripcio- 
nes hipotecarias  que  concurran  entre 
sí,  á  lascuales,  si  fueren  registradas  en 
la  misma  fecha,  es  aplicable  la  disposi- 
ción del  art.  L017. 

Art.  957.  Para  el  registro  debe  haber 
en  cada  oficina: 

1.**    Diario; 

2,^    Libro  de  descripciones; 

3.®    Libro  de  inscripciones; 

4.°    Libro  de  hipotecas; 

5."    Libro  de  transmisiones. 

§  1.**— El  libro  indicado  en  el  núm.  1." 
está  destinado  á  anotar  las  inscripcio- 
nes que  en  cada  día  se  solicitasen,  lo 
cual  se  hará  sumariamente  en  ol  orden 
en  que  se  presentaren. 

§  2.**—El  libro  indicado  en  el  núm.  2.® 
está  destinado  á  la  descripción  de  pre- 
dios que  por  primera  vez  se  sometan  á 
registro,  y  ala  indicación  de  las  adicio- 
nes, divisiones  ú  otras  modificaciones 
de  ios  mismos  predios  que  ocurriesen 
posteriormente. 

§  3."— El  libro  indicado  en  el  núm.  3." 
está  destinado  á  la  inscripción  de  todos 
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los  hechos  mencionados  en  el  artícu- 
lo 955,  á  excepción  de  las  hipotecas  y 
transmisiones. 

§  4.°~El  libro  indicado  en  el  núm.  4.*^ 
está  destinado  á  la  inscripción  de  las 
hipotecas. 

g  5."— El  libro  indicado  en  el  núm.  5.® 
está  destinado  al  registro  de  las  trans- 
misiones del  todo  ó  parte  de  cada  uno 
de  los  predios  descritos  en  el  libro  co- 
rrespondiente, cualquiera  que  sea  la 
forma,  admitida  en  derecho,  en  que  se 
verifiquen. 

§  6.*— La  relación  de  lasdescripciones 
hechas  en  el  libro  indicado  en  el  núme- 
ro 2.®  con  las  inscripciones  hipotecarias 
ó  con  otras,  y  con  las  transmisiones  y 
viceversa,  se  hará  por  medio  de  notas 
sumarias  hechas  al  margen  de  cada  uno 
délos  registros  en  la  forma  indicada 
en  los  Reglamentos  respectivos. 

Art.  958.  Los  registros  se  llevarán 
por  extracto  en  el  libro  correspondien- 
te, á  medida  que  se  soliciten,  de  confor- 
midad con  el  artículo  anterior. 

Art.  959.  El  extracto,  en  cuanto  á  la 
descripción  predial,  debe  contener: 

1.°    Un  número  de  orden; 

2.®  La  fecha  en  que  se  realizó  por 
año,  mes  y  día; 

3.°  El  nombre,  cualidad  y  situación  y 
la  confrontación  y  medición,  habiendo 
las  del  predio  á  que  el  registro  se  refiere; 

4.''  La  tasación  del  predio,  si  se  hizo, 
y  en  su  defecto  el  valor  en  venta,  renta 
anual  ó  producción  que  el  que  registre 
atribuya  al  predio,  declarándolo  por  es- 
crito ó  en  forma  que  se  deduzca  del  tí- 
tulo ó  documento  que  presentase; 

5.^  El  número  del  legajo  del  respec- 
tivo año  en  que  queda  el  título  ó  decla- 
ración en  cuya  virtud  se  hizo  la  ins- 
cripción ó  la  designación  del  archivo 
público  ó  protocolo  en  que  el  título  ra- 
diíjue. 


Art.  960.  El  extracto,  en  cuanto  á  la 
inscripción  predial,  además  del  número 
de  orden  y  de  la  fecha  por  año,  mes  y 
día,  asi  del  título  como  de  su  presenta- 
ción, debe  contener: 

§  1.°— El  nombre,  estada*,  profesión  y 
domicilio: 

1.**  Del  poseedor,  en  las  hipotecas, 
cargas  reales  y  posesiones; 

2.®  Del  transmitente,  en  los  títulos 
de  transmisión; 

3.®  Del  demandado,  en  as  acciones 
y  sentencias; 

4."    Del  ejecutado,  en  las  prendas. 

§  2.**— El  nombre,  estado,  profesión  y 
domicilio: 

L**  De  las  personas  á  cuyo  favor  se 
constituyan  las  hipotecas  y  las  cargas 
reales  ó  la  designación  de  los  predios 
dominantes  en  las  servidumbres; 

2.°  De  la  persona  á  cuyo  favor  se 
hizo  la  transmisión  en  las  dé  bienes 
inmuebles; 

3.**  Del  actor,  en  las  acciones  y  sen- 
tencias; 

4.°    Del  ejecutante,  en  las  prendas. 

§  3.**— La  cantidad  garantida  por  hi- 
poteca y  mediante  la  cual  se  hizo  la 
transmisión,  ó  para  cuyo  pago  se  dio 
la  prenda. 

§  4.®— Las  condiciones  que  se  impon- 
gan á  la  hipoteca,  transmisión  ó  carga 
real. 

§  5.®— El  número  del  legajo  del  res- 
pectivo año  en  que  quede  el  titulo,  ó 
declaración  en  cu  Na  virtud  se  hizo  la 
inscripción  ó  la  designación  del  proto- 
colo, ó  archivo  público  en  que  exista 
el  título. 

Art.  961.  El  Registrador  que  omitiere 
cualquiera  de  las  declaraciones  á  que 
se  refiere  el  art.  959  será  suspenso  por 
el  término  de  un  año,  además  de  incu- 
rrir en  responsabilidad  por  los  daños  y 
perjuicios  que  resulten  de  la  omisión. 
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Art.  962.  De  las  declaraciones  de 
que  trata  el  art.  980^  sólo  está  obligado 
el  Registrador  á  hacer  las  que  consten 
del  titulo  registrado.  Cuando  se  omitie- 
Tf  alguna,  el  procedimiento  que  hul>ie- 
re  de  adoptarse  contra  el  Registrador 
se  graduará  por  la  gravedad  de  la  omi- 
sión ó  por  el  grado  de  culpa  ó  dolo  que 
en  ella  hubiese  mediado. 

Art.  963.  El  Registrador  entregará  á 
la  persona  que  hubiere  solicitado  el  re- 
gistro una  certificación  de  éste  confron- 
tada con  el  original  y  firmada,  la  cual 
será  admitida  en  juicio  como  prueba 
de  la  inscripción. 

§  único.— En  el  caso  de  destrucción 
fortuita  ó  de  extravío  de  la  certifica- 
ción, el  acreedor  puede  pedir  una  nue- 
va al  Registrador,  teniendo  ésta  la  mis- 
ma fuerza  que  la  destruida  ó  extra- 
viada. 

Art.  964.  Las  hipotecas  contraídas 
en  país  extranjero  sobre  bienes  existen- 
tes en  el  Reino  sólo  producen  sus  efec- 
tos desde  el  día  en  que  sean  inscritas 
í^n  los  respectivos  registros  nacionales. 

Art.  965.  Los  efectos  de  la  inscrip- 
ción subsisten  mientras  ésta  no  se 
cancela  (1). 

División  segunda 

De  la  inscripción  provisional 

Art.  966.  Se  hará  una  inscripción 
provisional,  que  se  consignará  en  el 
mismo  libro  en  que  se  consignen  las 
■lefinitivas. 

Art.  967.  Serán  objeto  de  inscripción 
provisional: 

\.^  Todas  las  hipotecas  voluntarias 
V  las  legales  mencionadas  en  los  nú- 
meros 3.**  y  6.**  de!  art.  906; 


íl)    Véase  el  art.  974. 
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2.°    Las  cargas  reales; 

3.°  Las  transmisiones  por  efecto  de 
contrato; 

4.*^    Las  acciones; 

b.'^  En  general,  todos  ios  actos  men- 
cionados en  el  art  949  á  que  el  Regis- 
trador rehusare  la  inscripción  definiti- 
va, en  los  términos  del  art.  98L 

Art.  968.  La  inscripción  provisional 
es  obligatoria  paralas  dotes,  hipotecas 
dótales  y  asignaciones  en  el  caso  del 
artículo  929,  y  para  las  acciones.  En 
todos  los  demás  casos  es  potestati- 
va (1). 

Art.  969.  La  inscripción  provisional 
mencionada  en  los  números  L**,  2.°  y  3.** 
del  art.  967,  ron  excepción  de  la  hipote- 
ca tratada  en  el  núm.  3.**  del  art,  906, 
podrá  hacerse  en  vista  de  simples  de- 
claraciones escritas  y  firmadas  por  el 
poseedor  del  predio  después  que  la  letra 
y  firma  sean  debidamente  legalizadas. 
Si  el  poseedor  no  supiere  ó  no  pudiese 
escribir,  será  la  declaración  escrita  por 
tercera  persona,  á  ruego  del  declarante 
y  firmada  por  la  misma  y  dos  testigos 
á  presencia  del  declarante  y  un  Escri- 
bano que  certifique  y  que  legalize  las 
firmas  en  el  mismo  documento.  Las 
mencionadas  declaraciones  deberán  in- 
dividualizarse lo  bastante  para  que  pue- 
da hacerse  la  inscripción  y  la  descrip- 
ción, si  ésta  aún  no  apareciere. 

§  1." — La  inscripción  provisional 
mencionada  en  el  núm.  4.°,  se  hará  en 
vista  de  certificación  que  pruebe  que  la 
respectiva  acción  se  ha  propuesto  en 
juicio  contencioso,  debiendo  el  repre- 
sentante dar  al  mismo  tiempo,  por  es- 
crito, las  declaraciones  necesarias  para 
el  registro,  ó  hacerse  en  vista  de  la 
certificación  que  pruebe  la  anulación 
del  litigio. 

(1)     Véase  el  art.  1.025.  < 
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§  2.®— La  inscripción  provisional  á  que 
se  refiere  el  núm.  5.®  se  hará  en  vista 
de  la  negativa  de  la  inscripción  defini- 
tiva, si  así  lo  pidiese  la  persona  que  lo 
hubiere  solicitado. 

Art.  970.  La  inscripción  provisional 
de  los  actos  jurídicos  á  que  se  refieren 
los  números  l.^  2.^  3.**  y  5."  del  artícu- 
lo 967,  conviértese  en  definitiva  por  la 
presentación  al  registro  del  testimonio 
del  título  relativo  al  acto  que  haya  de 
inscribirse;  la  de  las  acciones  conviér- 
tese tanjbién  en  definitiva,  en  virtud  de 
testimonio  de  la  respectiva  sentencia 
firme. 

Art.  971.  La  inscripción  provisional 
de  dotes,  hipotecas  legales  y  asignacio- 
nes, sólo  podrá  hacerse  en  vista  de  cer- 
tificaciones ó  testimonios  de  los  respec- 
tivos contratos  antenupciales,  y  con- 
viértese en  definitiva  por  el  testimonio 
del  acta  de  casamiento. 

Art.  972.  La  inscripción  provisional 
se  rige  por  las  disposiciones  estableci- 
das en  la  división  precedente,  respecto 
de  la  forma  de  la  definitiva. 

Art.  973.  Cuando  la  inscripción  pro- 
visional se  convierta  en  definitiva,  con- 
serva su  primitivo  orden  de  prioridad. 

Art.  974.  La  inscripción  provisional 
que  en  el  plazo  de  un  ano,  contado  des- 
de su  fecha,  no  fuese  convertida  en  de- 
finitiva ó  no  se  renovase  como  provisio- 
nal, quedará  extinguida. 

§  único.— Exceptúase  la  inscripción 
provisional  mencionada  en  el  artícu- 
lo 97(3. 

Art.  975.  VA  registro  provisional  de 
las  acciones  puede  ser  renovado,  pro- 
bándose por  testimonio  que  el  pleito 
esté  en  tramitación. 

§  único.— También  puede  renovarse 
esta  inscripción  en  vista  de  certifica- 
ción que  pruebe  la  anulación  del  litigio; 
pero  en  este  caso  caducará  si  la  acción 


no  se  intenta  de  nuevo  en  el  plazo  de 
sesenta  días. 

Art  976.  Es  también  admisible  la 
inscripción  provisional  de  las  hipote- 
cas convenidas  en  pago  d^  gastos  de 
construcción,  reparo  ó  mejora  de  edi- 
ficios, de  roturación,  plantación  ó  de- 
secación de  predios,  rústicos,  siempre 
que  se  especifiquen  los  inmuebles  en 
que  hayan  de  hacerse  semejantes  gas- 
tos, su  importancia  y  el  plazo  estable- 
cido para  cumplimiento  del  contrato. 

§  único.— Esta  inscripción  se  hará 
en  vista  del  respectivo  contrato  y  po- 
drá convertirse  en  definitiva  hasta  el 
fin  del  plazo  estipulado  y  aun  un  aies 
después,  por  medio  de  documento  que 
pruebe  que  el  contrato  se  ha  cumplido 
por  parte  del  empresario  y  que  todavía 
se  le  debe  todo  el  precio  convenido  ó 
parte  de  él.  En  este  último  caso  se  de- 
clarará la  cuantía  de  la  deuda,  y  sólo 
respecto  de  ella  producirá  electos  el  re- 
gistro. 

Art.  977.  La  inscripción  provisional 
de  que  trata  el  art.  971  puede  ser  re- 
novada, sin  limitación,  hasta  que  no  se 
convierta  en  definitiva. 

División  tercera 

De  los  títulos  que  pueden  ser  admitidos  en    el 
reofistro 

Art.  978.  Solamente  se  admitirán  en 
el  registro  definitivo: 

1."    Testimonio  de  sentencia; 

2.''    Actas  de  conciliación; 

3.**  Certificaciones  de  acuerdos  del 
consejo  de  faínilia  ó  de  mandamientos 
judiciales  en  los  casos  en  que  éstos 
proceden; 

4.®  Escrituras,  testamentos  ó  cua- 
lesquiera otros  documentos  públicos; 

b.'^    Títulos  de    establecimientos   de 
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crédito  territorial  debidamente  autori- 
zados; 

6,**  Escritos  particulares  de  contra- 
tos cuyo  valor  no  exce*da  de  50.000  reis, 
en  los  casos  en  que  el  Código  los  per- 
mita y  siempre  que  reúnan  los  requisi- 
tos en  el  mismo  consignados; 

1.°  Contratos  de  arrendamientos  de 
bienes  inmuebles  por  más  de  cuatro 
años,  ó  por  más  de  uno  si  hubiese  ade- 
Jauto  (le  renta. 

Art.  979.  La  inscripción  de  las  hi- 
potecas convenidas  en  país  extranjero 
sólo  podrá  hacerse  en  el  Reino,  hallán- 
^lose  debidamente  legalizado  el  respec- 
tivo título. 

Art.  980.  Los  títulos  de  que  trata  el 
artículo  978  no  se  admitirán  en  el  re- 
gistro sin  que  se  demuestre  que  están 
pagados  ó  asegurados  los  derechos  que 
por  el  respectivo  acto  se  deban  á  la 
Hacienda  nacional;  y  siendo  deuda  hi- 
potecaria con  estipulación  de  intereses, 
sin  que  se  haya  hecho  la  correspon- 
diente manifestación. 

§  único.— El  Registrador  que  los  ad- 
mitiese quedará  suspenso  por  un  año, 
y  si  alguno  de  los  interesados  obtuvie- 
se sentencia  que  anulase  la  inscripción, 
responderá  aquél  de  los  daños  y  per- 
juicios. 

Art.  981.  Los  Registradores  pueden 
negarse  á  inscribir  definitivamente  tí- 
tulos manifiestamente  nulos  ó  ilegales, 
y  siendo  documentos  privados  también 
podrán  extender  su  negativa  á  aque- 
les á  que  falte  el  reconocimiento  de 
las  firmas  cuando  éstas  sean  dudosas. 
En  este  caso,  hecha  la  declaración  del 
motivo  de  la  negativa,  el  Registrador 
hará  la  inscripción  con  el  carácter  de 
provisional. 

§  1.**— Si  la  negativa  se  fundase  en  la 
falta  de  reconocimiento  de  firmas,  la 
inscripción  se  convertirá  en  definitiva 


por  la  presentación  del  documento  de- 
bidamente reconocido  ó  acompañado 
de  la  prueba  de  la  autenticidad  de  las 
firmas. 

§  2.^— Si  la  negativa  se  funda  en  la 
nulidad  ó  ilegalidad  del  título,  será  esta 
cuestión  resuelta  por  los  Tribunales, 
oído  el  Ministerio  público,  y  la  inscrip- 
ción se  convertirá  en  definitiva  cuando 
la  decisión  que  así  lo  determine  sea 
firmey  fuese  presentada  al  Registrador. 

Art.  982.  El  Registrador  no  incurrirá 
en  responsabilidad  por  la  negativa,  aun 
cuando  su  causa  no  se  estime  proce- 
dente, excepto  si  se  probase  que  hubo 
dolo  en  su  proceder. 

Art.  983.  El  título  que  haya  de  re- 
gistrarse se  presentará  por  duplicado 
al  Registrador,  quien  lo  confrontará  en 
forma,  excepto  si  el  original  ó  copia 
auténtica  del  título  estuviera  en  forma 
permanente  ó  en  algún  archivo  ó  pro- 
tocolo público. 

Art.  984.  Quien  quisiere  inscribir 
cualquiera  de  los  actos  mencionados 
en  el  art.  919  sin  que  exista  jurídica- 
mente, será  responsable  por  los  daños 
y  perjuicios,  y  cuando  lo  hiciere  dolo- 
samente, incurrirá  en  las  penas  seña- 
ladas para  el  delito  de  falsedad  (1).* 

División  cuarta 

De  la  publicidad  del  registro  y  de  la  responsabi- 
lidad de  loa  Registradores 

Art.  985,  Los  Registradores  deben 
permitir  ver  los  libros  á  cualquier  per- 
sona que  lo  pretenda,  y  extender  las 
certificaciones  positivas  ó  negativas 
que  se  les  pidan,  tanto  de  las  descrip- 
ciones como  de  las  inscripciones  y  de 
las  notas  existentes  relativas  á  toda 


(1)     V.  el  art.  2.458. 
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clase  de  predios  situados  en  el  territo- 
rio de  los  respectivos  registros. 

Art.  986.  Los  Registradores  son  res- 
ponsables, sin  perjuicio  de  las  penas 
en  que  puedan  incurrir,  de  los  daños  y 
perjuicios  que  ocasionaren: 

1.**  Si  rehusaren  ó  retardaron  la  re- 
cepción de  los  documentos  que  les  fue- 
ren presentados  para  su  inscripción; 

2,^  Si  no  hiciesen  las  inscripciones 
y  descripciones  solicitadas  en  forma 
legal; 

3.®  Si  rehusaren  expedir  inmediata- 
mente las  certificaciones  que  se  les  pi- 
dierep; 

4.°  Por  las  omisiones  que  cometie- 
sen en  las  referidas  certificaciones. 

§  único.— En  los  casos  de  los  núme- 
ros 1.®  y  3.°,  los  interesados  harán  in- 
mediatamente consignar  el  acto  de  la 
negativa  por  declaración  de  dos  testi- 
gos en  documento  otorgado  por  Nota- 
rio ó  Escribano  de  Juzgado  para  que 
les  sirva  de  prueba  en  el  litigio  corres- 
pondiente. 

Art.  987.  La  organización  de  los  re- 
gistros, los  derechos  y  demás  obliga- 
ciones de  los  Registradores,  se  determi- 
narán en  Reglamento  especial. 

División  quinta 

De  la  cancelación  del  reg-istro  provisional 
y  del  registro  definitivo 

Art.  988.  Los  registros  de  inscripcio- 
nes pueden  cancelarse  por  consenti- 
miento de  las  personas  á  quienes  inte- 
resan ó  por  disposición  de  la  ley. 

Art.  989.  La  cancelación  consiste  en 
la  declaración  hecha  por  el  Registrador 
al  margen  de  la  respectiva  inscripción, 
expresando  que  ésta  queda  extinguida 
en  todo  ó  en  parte. 

Art.  990.    Si  la  inscripción  fuese  pro- 


visional, podrá  ser  cancelada  en  vista 
de  la  declaración  auténtica  de  los  inte- 
resados, siendo: 

L*^    De  hipoteca; 

2.^    De  derecho  real; 

3."    De  transmisión  por  efecto  de  con  - 

trato. 

§  1.**— La  inscripción  provisional  de 
acción  puede  cancelarse  en  vista  del  do- 
cumento que  pruebe  la  absolución  ó  de- 
sistimiento da  la  misma  acción,  ó  la  ab- 
solución de  la  instancia,  salvo  el  caso 
del  párrafo  único  del  art.  975. 

§  2.°— La  inscripción  provisional  por 
efecto  de  negativa  de  la  definitiva  pue- 
de ser  cancelada  en  vista  de  la  decisión 
definitiva  del  Poder  judicial,  que  juzgue 
procedentes  las  razones  que  el  Registra- 
dor tuviese  para  la  expresada  nega- 
tiva (1). 

Art.  99L  La  inscripción  provisional 
se  cancelará  por  disposición  de  la  ley, 
cuando  haya  transcurrido  el  plazo  que 
esté  concedido  para  ser  renovada  ó  con- 
vertida en  definitiva,  sin  que  se  haya  so- 
licitado la  conversión  ó  renovación. 

Art.  992.  La  cancelación  de  la  ins- 
cripción definiva  puede  ser  pedida  por 
la  persona  en  favor  de  quien  se  consti- 
tuyera, ó  aun  por  la  persona  contra 
quien  se  hiciera  ó  por  la  que  en  ello 
tenga  interés,  probando  por  documento 
auténtico  la  extinción  completa  de  la 
obligación  ó  la  cesación  del  hecho  que 
diese  lugar  á  la  inscripción. 

Art.  993.  Los  padres,  como  adminis- 
tradores de  los  bienes  de  sus  hijos,  ó  tu- 
tores de  menores  é  interdictos,  ó  cua- 
lesquiera otros  administradores,  aun- 
que estén  autorizados  para  recibir  y  dar 
cartas  de  pago,  sólo  pueden  consentir 
en  la  cancelación  de  la  inscripción  rela- 


(1)     Véanse  los  artículos  SIQ  y  1.011. 
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tiva  á  sus  pupilos  ó  administrados,  en  el 
caso  de  pago  efectivo. 

Art.  994.  Si  la  cancelación  de  la  ins- 
cripción definitiva  se  pidiese  fundándo- 
se en  la  prescripción,  sólo  podrá  reali- 
zarse en  vista  de  la  sentencia  firme  que 
hubiese  declarado  prescritos  los  dere- 
chos de  la  persona  á  quien  la  inscrip- 
ción aprovecha. 

Art.  995.  Cuando  se  hiciese  una  ins- 
cripción indebida  ó  falsamente,  su  can- 
celación se  realizará  en  virtud  de  ac- 
ción al  efecto  intentada. 

Art.  996.  Para  conocer  de  esta  ac- 
ción será  competente  el  Juez  en  cuya 
jurisdicción  radicase  el  registro  en  que 
se  hubiese  hecho  la  inscripción. 

Art.  997.  Si  la  inscripción  proceden- 
te del  mismo  título  se  hubiese  verificado 
en  distintos  registros,  se  intentará  la 
acción  en  el  Juzgado  en  cuyo  territorio 
estuviere  sita  la  mayor  parte  de  los  bie- 
nes gravados;  es  decir,  en  el  que  pa- 
guen mayor  contribución  directa,  ó  en 
el  Juzgado  del  domicilio  del  registrante, 
si  en  él  existiesen  algunos  de  esos 
bienes. 

Artl  998.  La  cancelación  de  la  ins- 
cripción definitiva  es  nula  faltando  al- 
guno de  los  requisitos  siguientes: 

1.**  Declaración  expresa  del  respec- 
tivo Registrador  de  que  reconoce  la 
identidad  de  la  persona  que  solicite  la 
cancilación,  ó  de  dos  testigos  que  la  ro- 
conozcan; 

2.®  Averiguación  del  derecho  que  esa 
p^^rsona  tenga  para  pedir,  en  presencia 
M  documento  en  que  se  apoye  la  peti- 
ción; 

3.^  Declaración  de  los  nombres  de 
todos  los  interesados  y  designación  de 
la  fecha  de  la  inscripción  cancelada  y 
'U'  su  naturaleza. 

Art.  999.    Será  declarada  nula  la  rtin- 

í^lación: 


1.°  Cuando  se  juzgue  nulo  ó  falso  el 
título  en  cuya  virtud  se  hizo; 

2.^  Cuando  aparezca  error  que  no 
pueda  ser  enmendado,  ó  cuando  se  pro- 
bare que  hubo  fraude;  pero  en  estos  ca- 
sos la  nulidad  sólo  perjudicará  á  terce- 
ros, si  ya  existiese  en  juicio,  respecto 
de  ella,  acción  cpmpetentemente  regis- 
trada. 

División  sexta 

De  la  inscripción  de  las  hipotecas  anteriores 

Art.  1.000.  Las  hipotecas  que  por  la 
legislación  anterior  á  este  Código  no  es- 
taban sujetas  á  inscripción  ó  no  lo  eran 
con  relación  á  ciertos  y  determinados 
bienes,  y  que  aún  subsistan  al  tiempo 
de  promulgarse  la  misma  ley,  serán  ad- 
misibles á  la  inscripción  en  los  térmi- 
nos siguientes. 

Art.  1.001.  Si  dichas  hipotecas  fuesen 
especiales,  solamente  podrán  ser  ins- 
critas sobre  los  bienes  en  que,  especifi- 
cadamente,  hubiesen  sido  constituidas; 
si  fueran  generales,  podrán  ser  inscri- 
tas sobre  cualesquiera  bienes  del  deu- 
dor, salvo  él  derecho  que  éste  tenga 
para  la  reducción.  # 

Art.  1.002.  La  hipoteca  destinada  á 
garantir  la  responsabilidad  del  tutor, 
curador  ó  administrador,  después  de 
determinado  su  valor,  en  los  términos 
del  art.  919,  puede  s^r  mandada  inscri- 
bir por  el  curador,  por  los  individuos 
del  consejo  de  familia  ó  por  los  parien- 
tes del  menor  ó  interdicto,  salvo  lo  dis- 
puesto en  el  art.  984. 

Art.  1.003.  La  hipoteca  destinada  á 
garantir  la  restitución  de  la  dote,  ó  de 
otros  bienes  de  la  mujer  casada,  ó  el 
pjiíio  de  las  arras,  puede  ser  mandada 
iriscrildr  por  la  rniijor  sin  el  consenti- 
miento del  marido  ó  por  cualquier  pa- 
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Tiente  de  aquélla,  y  aun  por  un  extraño, 
si  hubiese  sido  el  dotante,  salvo  lo  dis- 
puesto en  el  art.  984. 

Art.  1.004.  Estas  inscripciones  se  ri- 
gen por  las  disposiciones  de  esta  sub- 
sección  en  cuanto  le  sean  aplicables. 

^  SUBSECCIÓN  QCTAVA 

De  la  concurrencia  de  créditos  privile- 
giados é  hipotecarios,  tj  de  la  orden  de 
pago  de  los  mismos, 

Art.  1.005.  En  el  pago  de  los  acreedo- 
res por  el  precio  de  los  bienes  del  deu- 
dor no  puede  haber  preferencia  que  no 
sea  fundada: 

1.®    En  privilegio; 

3.°    Eh  hipoteca. 

Art.  1.006.  Los  privilegios  dan  dere- 
cho de  preferencia  independientemente 
de  la  inscripción;  las  hipotecas  única- 
mente producen  prelación  estando  re- 
gistradas. 

División  primera 

Del  concurso  de  créditoH  mobiliarios 

Art.  1.007.  Lostacreedores  que  ten- 
gan privilegio  especial  sobre  ciertos  y 
determinados  muebles  son  preferidos 
á  los  que  tengan  privilegio  general  so- 
bre todos  los  muebles  del  deudor. 

Art.  1.008.  El  privilegio  mobiliario  de 
la  Hacienda  nacional,  de  que  trata  el  ar- 
tículo 885,  tiene  preferencia  sobre  todos 
los  demás  acreedores  privilegiados,  es- 
pecial ó  generalmente. 

Art.  1.009.  En  el  concurso  de  privile- 
gios mobiliarios  especiales  de  la  misma 
clase,  se  regulará  la  preferencia  por  el 
orden  en  que  cada  uno  de  los  créditos 
se  numere  en  sus  respectivas  clases. 

§  único.— La  misma  regla.se  aplicará 


á  los  privilegios  mobiliarios  generales 
de  la  misma  clase  y  con  igual  nume- 
ración. 

Art.  1.010.  Cuando  concurran  acree- 
dores, que  tengan  todos  privilegio  mo- 
biliario especial  sobre  los  mismos  obje- 
tos, teniendo  también  sus  respectivos 
créditos  la  misma  numeración,  el  pago 
se  hará  prorrateando  entre  todos  ellos 
el  valor  del  objeto  ú  objetos  sobre  que 
recaen  los  privilegios. 

§  único.— La  mismaregla  es  aplicable 
á  los  privilegios  mobiliarios  generales 
de  la  misma  clase  y  con  igual  nume- 
ración. 

Art.  l.Oll.  En  todos  los  concursos  de 
acreedores  privilegiados,  de  cualquier 
clase  que  sean,  la  preferencia  se  dará 
sobre  el  producto  líquido,  después  de 
pagar  las  respectivas  costas,  los  gastos 
de  transporte  ó  cualquier  otro  que  fue- 
se inherente  á  la  liquidación  que  se  hi- 
ciese, para  satisfacer  el  pago  de  los 
acreedores. 

División  segunda 

Del  concurso  de  los  créditos  inmobiliarios 

Art.  1.012.  Con  el  valor  de  los  bienes 
inmuebles  del  deudor  se  pagarán  pre- 
ferentemente: 

1.°  Los  acreedores  que  tengan  pri- 
vilegio inmobiliario;  m 

2.®  los  acreedores  que  tengan  hipo- 
teca registrada. 

Art.  1.013.  En  el  concurso  de  privi- 
legios, inmobiliarios  entre  sí,  los  crédi- 
tos se  graduarán  por  el  orden  de  su 
enumeración  en  este  Código. 

Art.  1.014.  Cuando  concurran  diver- 
sos acreedores  por  gastos  hechos  para 
la  conservación  de  la  cosa,  de  confor- 
midad con  el  núm.  2."  del  art.  887,  si  la 
importancia  total  de  los  créditos  de  to- 
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dos  excediese  del  valor  de  la  quinta 
parte  á  que  se  refiere  el  mencionado 
número,  la  cuantía  que  se  deberá  pascar 
por  dichos  gastos  será  prorrateada  en- 
tre todos  en  la  debida  proporción,  y  res- 
pecto de  la  parte  que  dejen  de  reembol- 
sarse, serán  acreedores  comunes  (1). 

Art.  1.015.  En  las  hipotecas  no  pue- 
de haber  concurso  sino  entre  aquellas 
que  recaigan  sobre  el  mismo  predio, 
tenga  ó  no  el  deudor  otros  bienes  libres 
6  con  cargas. 

Art.  1.016.  El  acreedor  ó  acreedores 
que  habiendo  concurrido  en  los  térmi- 
nos del  articulo  precedente,  dejen  de 
cobrarla  totalidad  ó  una  parte  de  sus 
créditos  con  el  producto  de  la  hipoteca, 
seguirán  siendo  acreedores  comunes 
respecto  de  la  cantidad  de  que  no  se 
hubiesen  reintegrado,  aunque  el  deudor 
tenga  todavía  otros  bienes  libres. 

Art.  1.017.  En  el  concurso  de  hipote- 
cas entre  sí,  el  pago  se  hará  por  el  orden 
de  inscripción  en  el  registro,  y  8i  la  an- 
tigüedad de  éste  fuera  la  misma,  se 
hará  á  prorrata. 

Art.  1.018.  Las  hipotecas  legalmente 
constituidas,  pero  q%ie  no  se  hallan  re- 
gistradas, serán  únicamente  admitidas 
al  pago  en  los  mismos  términos  en  que 
Jo  fuesen  los  acreedoros  comunes  del 
deudor,  sea  cual  fuere  la  procedencia 
de  los  créditos  ó  el  documento  que  los 
pruebe. 

Art.  1.019.  Las  hipotecas  de  que  tra- 
trael  art.  l.OOO  pueden  ser  admitidas 
f^fí  concurso,  independientemente  de  la 
inscripción,  dentro  del  plazo  de  un  ano, 
contado  desde  la  promulgación  de  este 
Código;  y  si  fuesen  registradas  dentro 
le  este  plazo,  se  preferirán,  en  concur- 
so, á  todas  las  hipotecas  constituidas 


(1)    Véanse  los  artículos  1.040,  1.041,   1.040, 
número  3.",  1.469  y  1.4*70. 


después  de  la  citada  fecha,  aun  cuando 
hayan  sido  inscritas  anteriormente. 

§  único.— El  concurso  de  las  hipote- 
cas, de  que  trata  el  art.  1.000,  se  regirá 
por  la  legislación  á  que  estaban  sujetas 
antes  déla  promulgación  de  este  Có- 
digo. 

Art.  1.020.  Las  hipotecas  menciona- 
da? en  el  art.  1.000,  que  sean  definitiva- 
mente inscritas  fuera  del  plazo  estable- 
cido en  el  articulo  precedente,  sólo  po- 
drán entrar  en  concurso  con  las  demás 
en  la  forma  señalada  en  el  art.  1.017. 

Art.  1.021.  La  subasta,  adjudicación 
ó  transmisión  de  un  predio  en  cualquier 
forma  en  que  se  haya  hecho,  no  perju- 
dica á  los  privilegios  mobiliarios  es- 
peciales que  á  la  sazón  se  hallen 
constituidos  sobre  frutos,  rentas  ó  mue- 
bles del  predio  subastado,  adjudicado 
ó  transmitido. 

Art.  1.022.  Las  cargas  reales,  con 
inscripción  anterior  á  la  de  la  hipoteca 
de  que  resultó  la  expropiación,  ó  al  de 
la  transmisión  de  que  se  habla  en  el  ar- 
tículo anterior,  van  siempre  unidas  al 
predio  enajenado,  y  de  su  valor  total  se 
deducirá  el  importe  de  las  cargas  refe- 
ridas (1). 

Art  1.023.  Las  cargas  reales,  con 
inscripción  posterior  á  la  de  la  hipoteca 
ó  á  la  de  la  transmisión,  no  siguen  al 
predio. 

§  único.— Se  exceptúan  de  lo  dispues- 
to en  este  artículo  las  cargas  reales 
constituidas  antes  de  la  promulgación 
de  este  Código,  que  sean  inscritas  den- 
tro del  plazo  de  un  año,  contado  desde 
su  promulgación. 

Art.  1 .024.  La  expropiación,  sea  cual- 
quiera el  motivo  por  que  se  verifique, 
hace  exigibles  desde  su  fecKa  todas  las 


(1)     Véanse  los  artículos  1.055,   1.142,    1.143, 
1.252,  1.468,  1.581,  1.606,  2.218  y  2.159. 
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obligaciones  que  pesen  sobre  el  predio 
expropiado. 

Art.  1.025.  No  hay  diferencia  en  el 
concurso  entre  los  créditos  representa- 
dos por  cualquiera  de  los  títulos  que 
puedan  ser  admitidos  á  inscripción. 

SUBSECCIÓN  NOVENA 

De  la  extinción  de  los  privilegios 
y  de  las  hipotecas 

Art.  1.026.  Los  privilegios  se  extin- 
guen: 

1.°  Por  la  extinción  déla  obligación 
principal; 

2.®    Por  la  renuncia  del  acreedor; 

3.®    Por  prescripción; 

4.®  en  los  casos  citados  en  los  párra- 
fos l.^  2.°,  3.^  4.«  y  5.°  del  art.  882,  y  en 
los  párrafos  1.°  y  2.*^  del  art.  883,  salvo 
lo  que  dispone  el  párrafo  6.**  del  articu- 
lo 882. 

Art.  1.027.  Las  hipotecas  se  extin- 
guen: 

1.®    Por  la  liberación; 

2.**  Por  sentencia  pasada  en  autori- 
dad de  cosa  juzgada; 

3.°  Por  cualquiera  de  los  modos  ex- 
pecificados  en  los  números  1.%  2.°  y  3.° 
del  artículo  anterior  para  la  extinción 
de  los  privilegios. 

Art.  1.028.  La  extinción  de  las  hipo- 
tecas sólo  comenzará  á  tener  efecto 
después  de  ser  anotada  en  el  registro 
y  ser  atendida  en  juicio  cuando  se  pre- 
sente la  certificación  correspondiente. 

Art.  1.029.  En  el  caso  de  extinción 
de  la  obligación  principal  por  pago  de 
ella,  si  éste  fuese  anulado,  renacerá  la 
hipoteca;  pero  si  la  inscripción  hubiere 
sido  cancelada,  renacerá  sólo  desde  la 
fecha  de  la  nueva  inscripción,  salvo  el 
derecho  que  asiste  ^1  acreedor  de   ser 


indemnizado  por  el  deudor  de  los  per- 
juicios que  por  ello  se  le  irroguen. 

CAPÍTULO  XI 

De  los  actos  y  contratos  celebrados  con 
perjuicio  de  tercero 

Art.  1.030.  Los  actos  ó  contratos  ce- 
lebrados con  perjuicio  de  tercero  po- 
drán ser  rescindidos  á  instancia  de  los 
interesados  en  los  términos  siguientes. 

Art.  1.031.  Los  actos  ó  contratos  ce- 
lebrados simuladamente  por  los  con- 
tratantes con  el  ñn  de  defraudar  los 
derechos  de  tercero,  podrán  ser  anula- 
dos ó  rescindidos  en  todo  tiempo  á  ins- 
tancia de  los  perjudicados. 

§  único.— Llámase  simulado  el  acto 
ó  contrato  en  que  las  partes  declaran  ó 
confiesan  falsamente  alguna  cosa,  que 
no  es  cierto  hubiese  sucedido  ó  que  en- 
tre ellos  no  ha  sido  convenida. 

Art.  h032.  Rescindido  el  acto  ó  con- 
trato simulado,  será  restituida  la  cosa 
ó  el  derecho  á  quien  pertenezca,  con 
sus  frutos  y  lucros,  si  los  hubiere. 

Art.  1.033.  El  acto  ó  contrato  verda- 
dero, pero  celebrado  por  el  deudor  en 
perjuicio  de  su  acreedor,  podrá  ser  res- 
chidido  á  instancia  del  mismo  acree- 
dor si  el  crédito  fuese  anterior  á  dicho 
acto  ó  contrato  y  de  éste  resultare  in- 
solvencia del  deudor. 

Art.  1.034.  Si  el  acto  ó  contrato  fueso 
oneroso,  sólo  podrá  ser  rescindid©  ha- 
biendo mala  fe  tanto  por  parte  del  deu- 
dor como  por  la  otra  parte. 

Art.  1.035.  Si  el  acto  ócontrato  fuesf» 
gratuito,  procederá  la  rescisión,  aunque 
los  estipulantes  no  hayan  obrado  de 
mala  fe. 

Art.  1.036.  Declárase  la  insolvencia 
cuando  la  suma  de  los  bienes  ó  créditos 
del  deudor,  estirnados  en  sujusto  valor, 
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no  iguala  al  total  de  sus  deudas.  La 
mala  fe,  en  tal  caso,  consiste  en  el  co- 
nocimiento de  este  estado. 

Art.  1.037.  Si  el  primer  adquirente 
hubiese  transmitido  á  un  tercero  la  co- 
sa adquirida,  aprovechará  á  éste  su 
buena  fe,  en  los  términos  antedichos, 
salvo  el  recurso  del  acreedor  contra  el 
transmitente. 

Art.  1.038.  La  rescisión  podrá  hacer- 
se, tanto  en  los  casos  en  que  el  deudor 
enajena  los  bienes  que  efectivamente 
posee,  como  en  aquellos  en  que  renun- 
cia á  derechos  que  le  correspondan  y 
no  sean  exclusivamente  personales. 

Art.  1.039.  Podrá  igualmente  rescin- 
dirse el  pago  hecho  por  el  deudor  insol- 
vente antes  del  plazo  del  vencimiento 
de  la  obligación. 

Art.  1.040.  La  acción  de  rescisión 
mencionada  en  el  art.  1.033,  cesará  en 
cuanto  el  deudor  satisfaga  su  deuda  ó 
adquiera  bienes  con  que  poder  respon- 
der de  ella. 

Art.  1,041.  El  adquirente  demandado 
podrá  también  hacer  cesar  la  acción 
satisfaciendo  el  importe  de  la  deuda. 

Art.  1.042.  En  el  fraude  ocasionado 
por  preferencia  indebida,  obtenida  por 
algún  acreedor,  sólo  se  perderá  este 
derecho. 

Art.  1.043.  Si  la  parte  que  alega  la 
insolvencia  del  deudor  prueba  á  cuánto 
ascienden  las  deudas  de  éste,  al  deudor 
corresponderá  probar  que  posee  bienes 
de  igual  ó  mayor  valor. 

Art.  1.044.  Rescindido  el  acto  ó  con- 
trato, los  valores  enajenados  vuelven 
al  acervo  de  los  bienes  del  deudor  en 
beneficio  de  sus  acreedores. 

Art.  1,045.  Esta  acción  prescribe  no 
siendo  intentada  dentro  de  un  año,  con- 
lado  desde  el  día  en  que  la  insolvencia 
del  deudor  haya  ^do  judicialmente  de- 
clarada. 


CAPÍTULO  XII 
De  la  eviceión 

Art.  1.046.  Si  aquel  que  ha  adquirido 
una  cosa  por  contrato  oneroso  fuese 
privado  de  ella  por  un  tercero  que  tenga 
derecho  sobre  la  misma,  el  que  la  hu- 
biese enajenado  está  obligado  á  indem- 
nizarle en  los  términos  siguientes. 

Art.  1 .047.  El  vendedor,  aunque  haya 
procedido  de  buena  fe,  está  obligado  á 
pagar  íntegramente: 

1.®  El  precio  ó  lo  que  haya  recibido 
del  adquirente  eviccionado; 

2.®  Los  dispendios  que  al  mismo  ad- 
quirente se  le  hayan  ocasionado  por  el 
contrato,  ó  con  motivo  de  la  querella 
de  eviceión,  salvo  la  excepción  del  ar- 
tículo 1.053; 

3.**  Todos  los  gastos  útiles  y  necesa- 
rios que  no  sean  abonados  al  adqui- 
rente. 

§1.**— Siel  adquirente  fuese  conde- 
nado á  restituir  las  rentas,  podrá  exigir 
del  vendedor  los  rendimientos  ó  intere- 
ses de  la  cosa,  ó  Is^  suma  entregada 
por  ella. 

§  2.°— Si  el  adquirente  no  fuese  con- 
denado á  dicha  restitución,  se  reputarán 
compensados  los  rendimientos  con  los 
intereses. 

§  3.**— Si  el  adquirente  hubiese  saca- 
do de  la  cosa  algún  provecho  por  dete- 
rioros, á  cuya  indemnización  no  fuese 
condenado,  se  acumulará  esa  cantidad 
á  las  que  deba  recibir  del  que  enajena. 

§  4."— Si  el  adquirente  fuese  condena- 
do por  deterioros,  no  responderá  de 
ellos  el  vendedor,  salvo  si  hubiesen  su- 
cedido por  su  culpa. 

§  5.®— Si  el*que  enajena  hubiese  be- 
neficiado la  cosa  antes  de  la  enaje- 
nación y  este  beneficio  fuese  abonado 
por  el  vendedor,  su  importe  se  descon- 
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tara  de  Ja  cantidad  que  el  primero  tu- 
viese que  pagar. 

§  6.**— -El  vendedor  no  responde  de 
los  gastos  voluntarios  que  el  evicciona- 
do  haya  hecho  (1). 

Art.  1.048.  Si  el  que  enajena  hubiese 
procedido  de  mala  fe,  estará  obligado 
á  indemnizar  al  eviccionado  en  los  tér- 
minos antedichos,  con  las  diferencias 
siguientes: 

\°  Si  el  valor  de  la  cosa,  al  tiempo 
de  la  evicción,  fuese  superior  al  valor 
recibido,  responderá  el  que  enajena  de 
esa  diferencia; 

2.^  Será  responsable  el  enajenante 
de  todos  los  daños  y  perjuicios  que  re- 
sultasen de  la  evicción,  sin  exceptuar 
los  gastos  voluntarios. 

Art.  1.049.  Si  el  adquirente  fuese  so- 
lamente privado  de  parte  de  la  cosa  ó 
de  parte  del  derecho  transferido,  se  ob- 
servarán las  mismas  disposiciones  con 
relación  á  la  parte  eviccionada,  siendo 
lícito  también  al  eviccionado  rescindir 
el  contrato  ó  exigir  indemnización  por 
la  parte  perdida,  en  los  términos  refe- 
ridos. 

Art.  1.050.  La  disposición  del  articu- 
lo anterior  es  aplicable  al  caso  en  que 
dos  ó  más  cosas  hayan  sido  juntamente 
transmitidas  y  alguim  de  ellas  fuese 
eviccionada. 

Art.  1.051.  El  que  enajena  no  res- 
ponderá por  la  evicción: 

1 .®  Si  así  estuviese  estipulado,  ó  si, 
advertido  el  adquirente  del  riesgo  de  la 
evicción,  lo  tomó  á  su  cargo; 

2.°  Si  conociendo  el  adquirente  el 
derecho  del  eviccionador  lo  hubiese 
ocultado  cautelosamente  al  enajenante; 

3.®  Si  la  evicción  procediese  de  cau- 
sa posterior  al  acto  de  la^transmisión, 
no  imputable  al  que  enajenó,  ó  como 


(1)    Véanse  los  artículos  1.053  y  2.219. 


consecuencia  de  uñ  hecho  del  adqui- 
rente, posterior  ó  anterior  al  mismo 
acto; 

4.°  Si  el  adquirente  no  hubiese  re- 
clamado contra  el  enajenador. 

Art.  1.052.  El  enajenador  responde- 
rá, sin  embargo,  de  la  evicción,  aunque 
no  se  reclame  contra  él: 

1.*^  Si,  pareciendo  indudable  el  dere- 
cho del  que  evicciona,  el  adquirente 
abandonare  la  cosa  con  conocimiento 
y  aquiescencia  del  que  enajena; 

2°  Si  el  adquirente  sucede  en  los  de- 
rechos que  un  tercero  tenga  en  la  evic- 
ción; 

3.**  Si  el  adquirente,  para  conservar 
la  cosa,  pagó  á  los  acreedores  el  crédi- 
to hipotecario  inscrito,  que  no  había 
contraído. 

Art.  1.053.  Si  el  que  enajena,  una 
vez  demandado,  ó  teniendo,  de  cual- 
quier modo,  conocimiento  de  la  apari- 
ción del  eviccionador,  se  ofreciese,  re- 
conociendo el  derecho  de  éste,  á  in- 
demnizarle hasta  donde  alcance  su  res- 
ponsabilidad,-no  responderá  de  los  gas- 
tos á  que  pueda  dar  origen  la  insisten- 
cia del  adquirente. 

Art.  1.054.  El  enajenador  que  al 
tiempo  de  la  transmisión  de  la  cosa  no 
fuese  realmente  dueño  de  ella,  no  podrá 
intentar  la  acción  de  evicción  contra  el 
adquirente,  aunque  adquiera  después 
esa  cualidad. 

Art.  1.055.  Los  contratantes  podrá,n 
aumentar  ó  disminuir,  convencional- 
mente,  los  efectos  de  la  evicción,  pero 
nunca  renunciar  á  la  responsabilidad 
de  su  dolo  ó  mala  fe. 
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TITULO  II 

DÉLOS  CONTRATOS  EN  PARTICULAR 

CAPÍTULO  PRIMERO 

Del  matrimonio 

Sección  primera 

Diaposiciones   generales 

Art.  1.056.  El  matrimonio  es  un  con- 
trato perpetuo  hecho  entre  dos  perso- 
nas de  sexo  diferente,  con  el  fin  de 
constituirse  legítimamente  en  fami- 
lia (1). 

Art.  1.057.  Los  católicos  celebrarán 
el  matrimonio  en  la  forma  establecida 
por  la  Iglesia  católica.  Los  que  no  pro- 
fesen esta  religión  celebrarán  el  matri- 
monio ante  el  Oficial  del  Registro  civil 
con  las  condiciones  y  en  la  forma  esta- 
blecida por  la  ley  civil. 

Sección  seipunda 

Disposiciones  comunes  á  las  dos  clases  del 
matrimonio 

Art.  1 .058.  Está  prohibido  el  matri- 
monio; 

1."  Á  los  menores  de  veintiún  años 
y  á  los  mayores  incapacitados  para  go- 
bernar sus  personas  y  bienes,  mientras 
no  obtengan  el  consentimiento  de  sus 
padres  ó  de  aquellos  que  los  represen- 
ten, en  los  términos  que  prescribe  el  ar- 
tículo 1.06Í^ 

2.°  Al  tutor  y  á  sus  descendientes 
con  la  pupila,  mientras  no  termine  la 
tutela  y  las  cuentas  de  ésta  no  se  hayan 


(1)    Véanse  los  artículos    1.069,    l.O'ÍO,    1.0*72 
V  1.090. 


aprobado,  excepto  si  el  padre  ó  la  ma- 
dre, fallecidos,  lo  hubiesen  permitido 
en  su  testamento  ó  en  otro  documento 
auténtico; 

3.°  Al  cónyuge  adúltero  con  su  cóm- 
plice, condenado  como  tal; 

4.°  Al  cónyuge  condenado  como  au- 
tor ó  como  cómplice  del  crimen  de  ho- 
micidio ó  de  tentativa  <le  homicidio 
contra  su  consorte,  con  la  persona  que, 
como  autor  ó  como  cómplice,  haya  per- 
petrado aquel  crimen  ó  haya  tomado 
parte  en  él; 

5.°  Á  los  que  tengan  impedimento  de 
Orden  ó  se  hallen  ligados  por  voto  so- 
lemne reconocido  por  la  ley. 

Art.  1.059.  La  infracción  de  las  dis- 
posiciones contenidas  en  el  artículo  an- 
terior no  producen  otro  efecto  que  su- 
jetar á  los  infractores  á  las  penas  de- 
claradas más  adelante. 

Art.  1.060.  El  menor  no  emancipado, 
ó  el  mayor  que  esté  bajo  tutela,  si  se 
casare  sin  licencia  de  sus  padres  ó  de 
las  personas  que  lo  representen,  incu- 
rrirá en  las  penas  siguientes: 

§  1.°— El  menor  no  emancipado  no 
podrá  pedir  la  entrega  de  la  adminis- 
tración de  sus  bienes  hasta  la  mayor 
edad,  quedándole  sólo  el  derecho  de  pe- 
dir los  alimentos  necesarios  hasta  don- 
de alcanzasen  los  productos  de  sus 
bienes. 

§  2.°— Los  mayores  de  edad  que  aún 
estén  bajo  tutela  sólo  podrán  tener  la 
administración  de  sus  bienes  cesando 
la  causa  de  la  interdicción,  observán- 
dose en  cuanto  á  lo  demás  lo  que  queda 
dispuesto  respecto  de  los  menores. 

§  3.®— Los  matrimonios  contraídos  en- 
tre menores  no  emancipados  ó  entre 
mayores  bajo  tutela  sin  el  consenti- 
miento necesario,  se  consideran  siem- 
pre como  contratos  hechos  con  separa- 
ción de  bienes.  • 
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Art.  1.061.  Habiendo  disentimiento 
éntrelos  padres  sobre  la  concesión  deli- 
cencia para  el  matrimonio,  prevalecerá 
la  opinión  del  padre.  Si  existiese  sólo 
uno  de  ellos  ó  el  otro  se  hallase  legal- 
mente  impedido,  bastará  el  consenti- 
miento del  que  sobreviva  ó  no  esté  im- 
pedido, excepto  si,  sobreviviendo  la  ma- 
dre, contrajese  segundas  nupcias  y  no 
fuese  confirmada  en  la  administración 
de  los  bienes  de  su  hijo,  porque  en  tal 
caso  esta  facultad  corresponderá  al 
consejo  de  familia. 

§  1.**— Si  por  la  falta  ó  impedimento  de 
los  padres  ejerciese  el  abuelo  la  tutela, 
á  éste  pertenecerá  la  concesión  ó  lade- 
^      negación  de  la  licencia. 

§  2.**— Por  falta  ó  impedimento  de  los 
padres  y  los  abuelos,  corresponderá 
esta  facultad  al  consejo  de  familia. 

Art.  1 .062.  En  ningún  caso  procederá 
el  recurso  contra  la  concesión  ó  dene- 
gación de  la  licencia. 

Art.  1.063.  El  tutor  ó  su  descendien- 
te que  se  casase  con  la  pupila,  en  contra 
de  lo  dispuesto  en  el  art.  1.058,  núme- 
ro 2.°,  quedará  incapacitado  para  recibir 
de  ella  cosa  alguna  por  donación  ó  por 
testamento,  y  el  casamiento  será  consi- 
derado como  contraído  con  separación 
de  bienes. 

§  único.-^El  tutor  quedará,  después 
de  esto,  privado  de  la  administración  de 
los  bienes  de  la  pupila  durante  la  me- 
nor edad  de  ésta. 

Art.  1.064.  Lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo anterior  es  aplicable  á  todas  las  per- 
sonas mencionadas  en  el  art.  1.058,  nú- 
meros 3.^  y  4.°,  que  contraigan  matrimo- 
nio contra  lo  que  dispone  el  citado  ar- 
tículo. 

Art.  1.065.  El  matrimonio  contraído 
en  país  extranjero  entre  portugueses, 
no  producirá  efectos  civiles  en  este  Rei- 
no si  no  se  contrajo  de  conformidad 


con  la  ley  portuguesa,  salvo  lo  que  que- 
da prescrito  en  la  segunda  parte  del  ar- 
tículo 24  en  cuanto  á  la  forma  externa 
del  contrato. 

Art.  1.066.  El  matrimonio  contraído 
en  país  extranjero  entre  portugués  y 
extranjera,  ó  entre  extranjero  y  portu- 
guesa, producirá  efectos  civjles  en  este 
Reino  si  se  verifica,  por  lo  que  respecta 
al  cónyuge  portugués,  con  las  condicio- 
nes requeridas  por  la  ley  portuguesa. 

Art.  1.067.  El  consentimiento  de  los 
contrayentes  para  el  matrimonio  sólo 
puede  prestarse  en  el  mismo  acto  de  la 
celebración.  Son,  por  lo  tanto,  nulos 
los  contratos  en  que  las  partes  se  obli- 
guen para  lo  futuro,  bajo  título  de  es- 
ponsales, desposorios  ó  cualquier  otro, 
á  contraer  matrimonio,  tengan  ó  no 
cláusulas  penales. 

§  único.— La'  disposición  de  este  ar- 
tículo no  obsta,  á  pesar  de  todo,  para 
que  la  persona  que,  bajo  promesa  de 
casamiento,  reciba  en  este  sentido  cual- 
quier donación  ó  autorice  gastos,  esté 
obligada  á  la  restitución  de  aquélla  ó  á 
la  indemnización  de  éstos,  si  le  fuese 
reclamada. 

Art.  1.063.  El  consentimiento  para  ol 
matrimonio  puede  otorgarse  por  medio 
de  apoderado;  pero  la  autorización  ha 
de  ser  especial  y  á  de  designar  expresa- 
mente la  persona  con  quien  el  matrimo- 
nio ha  de  contraerse. 

SUBSECCIÓN  PRIMERA 


Disposiciones  especiales  mlativas 
al  matrimonio  católico 

Art.  1.069.  El  matrimonio  católico 
sólo  producirá  efectos  civiles,  cuando 
se  celebre  de  conformidad  con  las  leyes 
canónicas  admitidas  en  este  Reino  ó  sea. 
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aprobado  por  ellas,  salvo  las  siguientes 
disposiciones. 

Art.  1.070.  La  ley  canónica  define  y 
regula  las  condiciones  y  los  efectos  es- 
pirituales del  matrimonio:  la  ley  civil 
define  y  regula  sus  condiciones  y  sus 
efectos  temporales. 

Art,  1.071.  El  Sacerdote  que  celebre 
algún  matrimonio  contra  lo  que  dispo- 
ne el  art.  1.058,  incurrirá  en  la  responsa- 
bilidad establecida  por  la  ley  penal. 

SÜBSEOCIÓN  SEGUNDA 

Disposiciones  especiales  relativas  al  ma- 
trimonio veriflcado  en  la  forma  esta- 
blecida por  la  ley  civil, 

Art.  1.072.  El  matrimonio  entre  sub- 
ditos portugueses  no  católicos  produ- 
cirá también  efectos  civiles  si  hubiesen 
eido  observados  los  requisitos  ^esencia- 
les de  los  contratos,  las  disposiciones 
del  art.  1.058  y  las  siguientes. 

Art.  1.073.  No  podrán  contraer  ma- 
trimonio: 

1.°  Los  parientes  por  consanguini- 
dad ó  afinidad  en  línea  recta: 

2."  Los  parientes  de  segundo  grado 
en  línea  colateral; 

3.**  Los  parientes  de  tercer  grado  en 
linea  colateral,  salvo  si  obtuvieren  dis- 
pensa; 

4.**  Los  varones  menores  de  catorce 
años  y  las  hembras  menores  de  doce; 

5.**  Los  ligados  por  vinculo  matrimo- 
nial no  disuelto. 

§  único.— La  dispensa  á  que  se  refiere 
el  núm.  3.**,  será  concedida  por  el  Go- 
bierno cuando  concurran  motivos  pode- 
rosos. 

Art.  1.074.  La  infracción  de  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  anterior  produci- 
rá la  nulidad  del  matrimonio. 

Art.  1.075.    El  que  desee  cgntraer  ma- 


trimonio en  la  forma  establecida  por  la 
ley  civil,  presentará  al  Oficial  del  Re- 
gistro civil  de  su  domicilio  ó  de  su  resi- 
dencia una  declaración  firmada  por 
ambos  contrayentes,  especificando: 

1.°  Los  nombres  y  apellidos,  edad^ 
profesión  y  domicilio  ó  residencia  de 
los  contrayentes; 

2."  Los  nombres  y  apellidos,  profe- 
sión y  domicilio  ó  residencia  de  sus  pa- 
dres. 

§  1."— Si  el  Oficial  del  Registro  civil 
elegido  para  la  celebración  del  contra- 
to no  fuere  el  del  domicilio  de  ambos 
contrayentes,  la  declaración  menciona- 
da se  presentará  ai  Oficial  del  Registro 
civil  del  domicilio  de  cada  uno,  con  la 
designación  del  que  se  haya  elegido 
para  la  celebración  del  contrato. 

§  2.®— Á  la  declaración  deberán  tam- 
bién acompañar  las  partidas  de  naci- 
miento de  los  contrayentes  y  los  docu- 
mentos que  prueben  el  consentimiento 
de  las  personas  que  deban  prestarlo,  si 
de  ello  tuviesen  necesidad,  así  como  de 
la  dispensa  á  que  se  refiere  el  núm.  3." 
y  el  párrafo  único  del  art.  1.073,  cuando 
sea  precisa. 

Art.  1.076.  Los  Oficíales  del  Registro 
civil  ante  quienes  fuese  presentada  la 
declaración  mencionada  en  el  artículo 
anterior  harán  fijar  al  público,  á  la  en- 
trada de  sus  oficinas,  un  edicto  en  que 
se  anuncie  lo  solicitado  por  los  contra- 
yentes, con  todas  las  indicaciones  refe- 
ridas en  dicho  artículo,  invitando  á  los 
que  tengan  conocimiento  de  alguno  de 
los  impedimentos  legales  anotados  en 
los  artículos  1.058, 1.073,  para  que  lo  de- 
claren en  el  plazo  de  quince  días. 

§  único.— Los  impedimentos  legales 
mencionados  en  el  art.  1.058,  núm.  1.", 
sólo  podrán  interponerse  por  aquellos 
cuyo  consentimiento  es  necesario  para 
la  celebración  del  contrato. 
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Art.  1.077í  Transcurridos  quince 
días  sin  que  hay^  resultado  impedimen- 
to legal,  y  no  teniendo  el  Oficial  del  Re- 
gistro civil  conocimiento  de  ninguno, 
procederá  á  la  celebración  del  matri- 
monio en  los  términos  declarados  en  el 
artículo  1.081. 

§  l.®-Cuando  se  ha>an  expuesto  pro- 
clamas en  dos  ó  más  oficinas  del  Regis- 
tro civil,  el  Oficial  en  cuya  dependencia 
se  haya  de  celebrar  el  contrato  exigirá 
certificación  de  no  haber  denunciado  im- 
pedimento en  las  oficinas  donde  se  ex- 
pusieron las  proclamas,  y  de  que  los 
Oficiales  respectivos  no  conocen  de  nin- 
guno legal  que  demore  el  matrimonio 
de  que  se  trata. 

§  2.®  —En  todo  caso,  cuando  pase  un 
año  desde  la  publicación  del  matrimo- 
nio sin  que  éste  se  efectúe,  no  podrá  ce- 
lebrarse sin  nuevas  proclamas. 

Art.  1.078.  Si  durante  el  plazo  en  que 
estén  expuestas  las  proclamas  ó  antes 
de  la  celebración  del  matrimonio,  se 
denunciase  algún  impedimento  legal, 
ó  tuviese  conocimiento  de  él  el  Oficial 
del  Registro,  que  en  tal  caso  lo  declara» 
rá  por  escrito,  no  podrá  celebrarse  el 
matrimonio  sin  í|ue  dicho  impedimen- 
to sea  declarado  improcedente,  en  los 
plazos  y  forma  establecida  en  el  Códi- 
go de  procedimientos. 

Art.  1.079.  La  declaración  de  que  tra- 
tan los  artículos  anteriores  deberá  con- 
tener, especificado,  el  impedimento,  el 
domicilio  óresidencia  de  la  persona  que 
la  presenta,  y  estar  fechada  y  firmada. 

§  único.— La  firma  estará  legalizada 
por  Escribano. 

Art.  1.080.  Las  declaraciones  de  im- 
pedimento declaradas  falsas,  obligan  al 
declarante  á  la  reparación  de  daños  y 
perjuicios,  á  más  de  las  penas  en  que 
incurra  si  ha  procedido  dolosamente. 

Art.   1.081.    Para  la  celel)ración  del 


matrimonio  deberán  los  contrayentes  ó 
sus  apoderados  comparecer  en  la  ofici- 
na del  Registro  civil  cuyo  Oficial  haya 
de  extender  el  contrato,  á  no  ser  que, 
por  motivode  enfermedad,  alguno  de  los 
contrayentes  no  compareciese  personal- 
mente y  no  se  hiciese  representar,  en 
cuyo  caso  pasará  el  Oficial  del  Regis- 
tro al  lugar  donde  se  encuentre.  En  pre- 
sencia de  los  contrayentes,  ó  de  sus  re- 
presentantes y  los  testigos,  el  Oficial 
leerá  los  artículos  1.056  y  1.057  del  Códi- 
go, y  preguntará,  acto  seguido,  á  cada 
uno  de  los  contrayentes  si  mantiene  su 
resolución  de  celebrar  el  matrimonio,  y 
obtenida  que  sea  la  respuesta  afirmati- 
va, procederá  á  extender  el  acta  del  ma- 
trimonio con  las  formalidades  prescri- 
tas en  este  Código,  sin  que  pueda  obli- 
garse á  los  contrayentes  á  declarar  pre- 
viamente su  religión. 

fcí  único.— En  el  departamento  del  Re^ 
gistro  civil  se  celebrará  el  matrimonio 
ante  dos  testigos,  y  fuera  de  él  ante 
seis. 

Art.  1.082.  Los  Oficiales  del  Registro 
civil  que  celebren  contratos  de  matri- 
monio contra  lo  dispuesto  en  esta  sec- 
ción, en  la  parte  que  á  ellos  se  refiere, 
incurrirán  en  las  penas  conminadas  á. 
los  Ministros  de  la  Iglesia  en  el  articu- 
lo 1,071. 

Sección  tercera 

De  la  prueba  del  matrimonio 

Art.  1 .083.  La  celebración  del  matri- 
monio contraído  en  el  Reino  sólo  puede 
probarse  por  certificación  sacada  del 
Registro  competente,  excepto  cuando  se 
pruebe  la  pérdida  de  éste,  en  cuyo  caso 
será  admisible  cualquier  prueba. 

Art.  1.084.  No  se  puede,  por  lo  tanto, 
impugnar  q1  casamiento  de  personas  fa- 
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llecidas  en  este  ca<5o,en  perjuicio  de  sus 
hijos,  fundándose  en  la  falta  de  certifi- 
cación de  matrimonio,  si  los  fallecidos 
no  declaran  el  lugar  donde  lo  hayan  ce- 
lebrado, á  no  ser  que  se  pruebe  por 
otra  certificación  que  alguno  de  los  cón- 
yuges estaba  casado  con  otra  persona. 
Art.  1.085.  El  matrimonio  contraído 
en  país  extranjero  podrá  probarse  por 
cualquier  medio,  si  en  dicho  país  estos 
actos  no  estuviesf^n  sujetos  á  un  regis- 
tro determinado  y  auténtico. 

Sección  cnarta 

De  la  nulidad  del  matrimonio  y  sus  efectos 

Art.  1.086.  El  matrimonio  católico 
sólo  puede  ser  anulado  en  juicio  ecle- 
siástico y  en  los  casos  previstos  en  las 
leyes  de  la  Iglesia  admitidas  en  el  Reino. 

Art.  1.087.  La  jurisdicción  del  Juez 
eclesiástico  se  limita  al  conocimiento  y 
juicio  de  la  nulidad,  y  todas  las  diligen- 
cias ó  actos  de  la  investigación  se  prac- 
ticarán por  el  Poder  judicial. 

Art.  1.088.  Dictada  en  el  juicio  ecle- 
siástico la  sentencia  que  anule  el  ma- 
trimonio, será  ejecutada  por  la  Autori- 
dad civil,  á  quien  se  comunicará  oficial- 
mente, y  á  la  Autoridad  eclesiástica  sólo 
competirá  transmitir  al  Párroco  ante 
quien  se  haya  celebrado  el  matrimonio, 
una  certificación  de  la  sentencia,  de 
que  se  tomará  nota  al  margen  del  res- 
pectivo Registro. 

ArX.  1.089.  La  nulidad  del  matrimo- 
nio contraído  entre  subditos  portuírue- 
ses,  según  la  forma  de  la  ley  civil,  sólo 
podrá  ser  dictada  por  los  Tribunales  ci- 
viles. 

Art.  1.090.  Este  matrimonio  no  po- 
drá ser  anulado  por  causa  de  religión 
entre  los  contrayentes. 

Art.  1.091.     El  matrimonio,   aunque 


sea  anulado,  producirá  efectos  civiles 
desde  el  día  de  su  celebración,  tanto 
con  relación  á  los  cónyuges  como  á 
sus  hijos,  siempre  que  haya  sido  con- 
traído de  buena  fe. 

Art.  1.092.  Si  uno  solo  de  los  cónyu- 
ges hubiese  obrado  de  buena  fe,  única- 
mente á  él  y  á  sus  hijos  podrán  apro- 
vechar los  efectos  civiles  expresados. 

Art.  1.093.  Si  los  cónyuges  separa- 
dos no  llegasen  á  un  acuerdo  respecto 
de  los  hijos,  se  convocará  un  consejo 
de  familia,  según  los  términos  del  ar- 
tículo 1.206.  Al  consejo  competirá  deci- 
dir, á  tenor  délo  que  determina  el  nú- 
mero 3."  del  art.  1.207. 

Art.  1.094.  Si  los  cónyuges  separa- 
dos hubiesen  obrado  de  buena  fe,  no 
podrá  el  padre  separar  las  hijas  de  la 
compañía  de  su  madre  contra  la  volun- 
tad de  ésta. 

Art.  1.095.  La  nulidad  del  matrimo- 
nio produce,  respecto  de  los  bienes  de 
los  cónyuges,  los  mismos  efectos  que 
la  disolución  por  fallecimiento. 

Sección  qolata 

De  los  pactos  de  los  cónyuges  respecto  de  sus 
bienes 

SUBSECCrÓN   PRIMERA 

Disposiciones   generales 

Art.  1.096.  Es  licito  á  los  esposos  es- 
tipular, antes  de  la  celebración  del  ma- 
trimonio y  dentro  de  los  límites  de  la 
ley,  cuanto  les  plazca  relativamente  á 
sus  bienes. 

Art.  1.097.  Estas  estipulaciones  no 
serán  válidas  si  no  se  elevan  á  escritu- 
ra pública. 

Art.  1.098.  A  falta  de  contrato,  se 
entenderá  que  el  matrimonio  se  ha  He- 
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vado  á  cabo  según  la  costumbre  del 
Reino,  excepto  si  fuere  contraído  en 
contra  de  las  disposiciones  del  artícu- 
lo 1.058,  números  1.**  y  2.°,  porque  en 
este  caso  se  entenderá  que  entre  los 
cónyuges  existe  comunidad  de  bienes. 

Art.  1.099.  Si  los  esposos  declarasen 
expresamente  en  su  contrato  que  pre- 
tenden casarse  según  la  costumbre  del 
Reino,  se  atendrán  á  lo  dispuesto  en 
los  artículos  1.108  á  1.124. 

Art.  1.100.  Si  los  esposos  declara- 
sen expresamente  que  desean  casarse 
con  comunidad  de  bienes,  se  atendrán 
á  lo  dispuesto  en  los  artículos  1.130 
á  1.133. 

Art.  1.101.  Si  los  esposos  declaran 
expresamente  que  desean  casarse  con 
separación  de  bienes,  se  atendrán  á  lo 
que  disponen  los  artículos  1.125  á  1.129. 

Art.  1.102.  Si  los  esposos  pretenden 
casarse  instituyendo  dote,  se  atendrán 
á  lo  que  disponen  los  artículos  1.134 
á  1.165(1). 

Art.  1.103.  Se  tendrá  por  nulo  cual- 
quier pacto  que  altere  el  orden  legal  de 
sucesión  de  los  herederos  legítimos,  ó 
los  derechos  y  las  obligaciones  pater- 
nales y  conyugales  consagrados  por 
la  ley. 

Art.  1.104.  La  mujer  no  podrá  pri- 
var al  marido,  en  pacto  ante  nupcias, 
déla  administración  de  los  bienes  del 
peculio  matrimonial;  pero  puede  hacer 
valer  su  derecho  para  reservarse  una 
parte  de  los  rendimientos,  á  título  de 
alfileres,  y  disponer  de  ella  libremente, 
mientras  no  exceda  de  la  tercera  par- 
te de  los  rendimientos  líquidos. 

Art.  1.105.  Los  pactos  ante  nupcias 
no  podrán  ser  revocados  ni  alterados 
por  otro  pacto  posterior  á  la  celebra- 
ción del  matrimonio. 

(1)  Véanse  los  artículos  1.108,  1.125  al  1. 12':, 
1.180,  1.134  y  1.153  al  1.155. 


Art.  1.106.  Los  pactos  ant^  nupcias 
estipulados  en  país  extranjero  entre 
subditos  portugueses,  se  rigen  por  los 
artículos  de  esta  sección,  pudiendo  ex- 
tenderse en  la  forma  legal  establecida 
en  el  país  ó  ante  los  Agentes  consula- 
res por  quienes  el  Gobierno  portugués 
se  halle  representado. 

Art.  1.107.  Si  el  matrimonio  fuese 
contraído  en  país  extranjero  entre  por- 
tugués y  extranjera  ó  entre  extranjero 
y  portuguesa  y  no  declarasen  ni  es- 
tipulasen nada  los  contrayentes  res- 
pecto de  sus  bienes,  se  entenderá  que 
se  casan  conforme  al  derecho  común 
del  país  del  cónyuge  varón,  sin  perjui- 
cio de  lo  que  se  establece  en  este  Códi- 
go en  lo  tocante  á  los  bienes  inmue- 
bles. 

SUBSECCIÓN  SEGUNDA 

Del  matrimonio^  según  la  costumbre  del 
Reino 

Art.  1.108.  El  matrimonio,  según  la 
costumbre  del  Reino,  establece  entre 
los  cónyuges  la  comunidad  de  bienes 
presentes  y  futuros  no  exceptuados  por 
la  ley  (1). 

Art.  4.109.  Se  exceptúan  de  esta  co- 
munidad: 

1.®  Los  censos,  mientras  no  hayan 
adquirido  la  calidad  de  perpetuos,  co- 
mo se  dirá  en  el  título  respectivo; 

2.^  Los  bienes  donados  ó  legados  á 
condición  de  no  entrar  en  comunidad  6 
los  subrogados  en  su  lugar; 

3.°  Los  bienes  heredados  por  el  pa- 
dre ó  la  madre  viudos,  por  muerte  de 
un  hijo  de  otro  matrimonio,  existiendo 
hermanos  carnales  del  hijo  fallecido; 


(1)     Véause  los  artículos  1.188,  1.285  al  1.2dt^, 
1  697  al  l.'/OO,  1.993  y  2.001. 
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4.°  Las  dos  terceras  partes  de  los 
bienes  que  poseyere  el  cónyuge  que 
pase  asegundas  nupcias  ó  de  los  que 
heredase  de  sus  parientes,  teniendo  del 
matrimonio  anterior  hijos  ú  otros  des- 
cendientes; 

^°  Los  vertidos  y  ropas  de  uso  per- 
sonal de  los  esposos  y  las  joyas  espon- 
salicias entregadas  por  el  esposo  antes 
del  matrimonio. 

§  único.— Las  excepciones  de  comu- 
nidad de  bienes  mencionadas  en  este 
artículo  no  alcanzan  á  los  frutos  y  ren- 
tas de  dichos  bienes,  al  importe  de  las 
mejoras  ni  al  valor  del  precio  del  cen- 
so comprado  durante'el  matrimonio. 

Art.  1.110.  Se  exceptúan  también  de 
la  comunidad  de  bienes  las  deudas  de 
los  esposos  anteriores  al  matrimonio, 
salvo: 

1.°  Si  el  otro  consorte  estuviese  per- 
sonalmente obligado  ó  quisiese  obli- 
garse al  pago  de  ellas; 

2.°  Si  hubiesen  sido  aplicadas  á  be- 
neficio común  de  los  dos  cónyuges. 

Art.  l.lll.  Se  incluirán  entre  las  deu- 
das mencionadas  las  que  procedan  de 
cualquier  hecho  anterior  de  los  cónyu- 
ges, aunque  la  obligación  de  pagar 
sólo  se  haga  efectiva  durante  el  matri- 
monio. 

Art.  1.112.  Los  acreedores  de  las 
deudas  mencionadas  en  los  artículos 
precedentes  podrán,  no  obstante,  ha- 
cerse pagar  de  la  mitad  de  los  bienes 
adquiridos,  siempre  que  no  basten  d 
cubrir  el  crédito  los  aportados  al  pecu- 
lio matrimonial  por  el  deudor,  pero  sólo 
Jespués  de  disuelto  el  vínculo  ó  cuan- 
'lo  sobrevenga  separación  (1). 

Art.  1.113.  Son  comunes  las  deudas 
contraídas  durante  el  matrimonio  por 
acto  ó  contrato  de  ambos  cónyuges, 


(l;    VéaQse  los  artículos  1.129,    1.133yl.'24G. 
Tomo  VU.  — Instituciones  jurídicas. 


por  el  marido  con  autorización  de  la 
mujer,  por  la  mujer  con  autorización 
del  marido,  ó  por  la  mujer  solamente, 
en  los  casos  á  que  se  refiere  el  artícu- 
lo 1.116. 

§  1.°— Cuando  los  bienes  comunes  no 
sean  suficientes  para  el  pago  de  las 
deudas  de  que  trata  este  articulo,  que- 
darán á  él  sujetos  los  bienes  propios 
de  cualquiera  de  los  cónyuges. 

§  2.®— El  cónyuge  á  quien  se  obligue  á 
pagar  de  sus  bienes  propios  cualquiera 
de  las  deudas  referidas  ó  la  mayor  par- 
te de  ellas,  podrá  proceder  contra  el 
otro  para  que  le  indemnice,  con  los 
bienes  propios  de  éste,  si  los  tuviera,  de 
lo  que  abonó  demás  de  la  mitad  de  lo 
que  le  correspondía. 

Art.  1.114.  A  las  deudas  contraídas 
por  el  marido  durante  el  matrimonio, 
sin  anuencia  de  la  mujer,  quedarán 
obligados  los  bienes  propios  del  ma- 
rido. 

§1."— A  falta  de  bienes  propios  del 
marido,  estas  deudas  se  pagarán  de  la 
masa  común.  En  este  caso,  sin  embar- 
go, el  pago  no  podrá  ser  exigido  hasta 
después  de  disuelto  el  matrimonio  ó 
cuando  haya  separación  de  bienes  entre 
los  cónyuges. 

§  2.**-  Si  las  deudas  se  hubiesen  con- 
traído en  provecho  de  ambos  cónyuges 
ó  durante  la* ausencia  ó  incapacidad  de 
la  mujer,  siempre  que  el  objeto  de  la 
obligación  no  consienta  esperar  su  re- 
greso ó  la  cesación  de  la  incapacidad, 
quedarán  los  bienes  comunes  sujetos  á 
la  obligación. 

Art.  1.115.  Lo  que  disponed  artículo 
anterior  es  también  aplicable  tanto  res- 
pecto del  marido  como  de  la  mujer: 

1."  A  las  deudas  que  procedan  de 
crímenes  ó  de  actos  ilícitos  ejecutados 
por  alguno  de  los  cónyuges; 

:¿."     A  las  deudas   que  pesen  sobre 

IB 
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bienes  no  sujetos  á  la  comunidad,  no 
siendo  perjuro,  foro,  censo  ó  quiñón 
vencidos  después  de  la  adquisición  de 
dichos  bienes. 

Art.  1.116.  La  mujer  no  podrá  con- 
traer deudas  sin  la  autorización  del 
marido,  excepto  cuando  él  esté  ausente 
ó  impedido,  y  si  el  ohj»  to  que  obliga  á 
contraer  la  deuda  no  permite  la  demora 
hasta  BU  regreso  ó  hasta  que  cese  el 
impedimento. 

Art.  1.117.  El  dominio  y  posesión  de 
los  bienes  comunes  pertenecerá  á  los 
dos  cónyuges  durante  el  matrimonio;  la 
administración  de  todos  los  bienes,  sin 
exceptuar  los  propios  de  la  mujer,  per- 
tenece al  marido. 

§  único.— La  mujer  sólo  podrá  admi- 
nistrar con  el  consentimiento  del  ma- 
rido, ó  durante  su  ausencia  ó  incapa- 
cidad, i 

Art  1.118.  El  marido  podrá  disponer 
libremente  de  los  bienes  muebles  del 
peculio  matrimonial;  pero  si  los  enaje- 
nase ó  gravase  por  contratos  gratuitos 
sin  el  consentimiento  de  la  mujer,  el 
total  de  los  bienes  asi  enajenados  se 
le  descontará  de  su  porción. 
^  Art.  1.119.  Los  bienes  inmuebles,  ya 
propios  de  alguno  de  los  cónyuges,  ya 
comunes,  no  podrán  ser  enajenados  ó 
gravados  en  cualquier  forma,  sin  el 
consentimiento  y  acuerdo  común. 

§  único.— En  los  casos  de  desacuerdo 
y  oposición  inmotivada,  el  consenti- 
miento del  consorte  disidente  podrá  su- 
plirse por  el  mandato  judicial  (1). 

Art.  1.120.  El  marido  no, podrá  re- 
nunciar una  herencia  sin  el  consenti- 
miento de  la  mujer,  y  la  responsabili- 
lidad  de  la  aceptación  pura  sin  consen- 

(1)  Véanse  los  artículos  1.128,  1.148,  1.191  al 
1.193,1.200.1.201,1.215,  1.216,  1.471  al  1.480 
y  1.068. 


'  tirniento  de  la  mujer,  sólo  pesará  sobre 
la  porción  de  sus  bienes  propios  (1). 

Art.  1.121.    La  comunidad  de  bienes 
termina  con  la  disolución  del  matrimo- 
nio, ó  por  la  separación,  de  conformi- 
dad con  la  ley. 
I      Art.  1.122.    Cuando  falleciese  uno  de 
:  los  cónyuges,  el  que  sobreviva  conti- 
nuará en  la  posesión  y  administración 
del  peculio  matrimonial  hasta  que  se 
ultimen  las  particiones,  excepto: 
1.®    En  lo  referente  á  los  bienes  del 
¡  fallecido  que  no  entraron  en  la  comu- 
,  nidad.   En  este  caso,  sin  embargo,  si 
,  el  legítimo  sucesor  fuese  menor,  conti- 
nuarán el  padre  ó  madre  encargaxios 
de  la  administración; 

2.**  En  los  casos  en  que  pueda  haber 
derecho  de  retención  por  mejoras  ó  co- 
municación de  precio  (2). 

Art.  1.123.  Los  bienes  de  la  coniuni- 
dad  se  repartirán  entre  los  cónyuges 
ó  sus  herederos  con  la  debida  igualdad, 
colacionando  cada  cual  lo  que  deba  á 
la  masa  común. 

Art.  1.124.  La  mujer  se  reintegrará 
de  sus  créditos  antes  que  el  marido;  y 
si  los  bienos  comunes  no  bastasen  pa- 
ra ser  indemnizada  íntegramente,  res- 
ponderá el  marido  con  sus  bienes  pro- 
pios, á  no  ser  que  esté  exento  de  res- 
ponsabilidad por  la  deuda.  El  marido 
no  goza  de  igual  derecho  contra  los 
bienes  propios  de  la  mujer. 

SUBSECCIÓN  TKRCERA 

De  la  separación  de  bienes  ó  de  la  simple 
comunidad  de  los  adquiridos 

Art.  1.125.    Cuando  los  esposos   de- 

(I)     Véase  (*1  art.  2.024. 

(2;     VéauMf  los  artículos  2.061  al  2.082. 
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claren  que  desean  casarse  con  separa- 
ción de  bienes,  no  se  tendrá  por  exclui- 
da la  comunidad  en  ]os  adquiridos  sin 
expresa  declaración. 

Art..  1.126.  Son  aplicables  á  este  con- 
trato las  disposiciones  de  los  artícu- 
los 1.130, 1.131  y  1.132. 

Art.  1.127.  En  los  matrimonios  con- 
traídos con  separación  de  bienes,  cada 
cónyuge  conserva  el  dominio  de  lo  que 
le  pertenece,  pudiendo  disponer  libre- 
mente de  sus  respectivos  bienes,  ate- 
niéndose á  las  restricciones  impuestas 
en  el  articulo  siguiente. 

Art.  1.128.  Es  aplicable  á  la  mujer, 
por  lo  que  respecta  á,  sus  bienes  mue- 
bles separados  de  la  comunidad  y  á  la 
tercera  parte  de  sus  productos,  lo  que 
dispone  el  art.  1.118  relativamente  al 
marido,  acerca  de  los  bienes  muebles 
comunes. 

§  único.— Exceptúanse  de  esta  dispo- 
sición los  capitales  dados  á  préstamo, 
á  los  cuales,  así  como  á  las  dos  terce- 
ras partes  de  los  productos  y  á  los  bie- 
nes inmuebles,  es  aplicable  lo  que  que- 
'ia  dispuesto  en  el  art.  1.119. 

Art.  1.129.  Acerca  de  las  deudas  de 
los  cónyuges,  se  observará  lo  siguiente: 

1.°  Las  deudas  anteriores  al  matri- 
monio, se  pagarán  de  los  bienes  del 
rónyuge  deudor; 

2.®  Las  deudas  contraídas  durante 
el  matrimonio,  se  pagarán  por  ambos 
cónyuges  siempre  se  hayan  obligado  á 
ello  mancomunadamente; 

3.**  Si  se  hubiese  obligado  sólo  el 
marido,  ó  sólo  la  mujer  con  su  autori- 
zación, responderán  de  las  obligaciones 
contraídas  todos  los  bienes  propios  del 
cónyuge  que  se  obligó; 

4.^  Si  la  mujer  se  hubiese  obligado 
sin  autorización  del  marido,  sólo  res- 
ponderán de  las  obligaciones  contraí- 
das los  bienes  propios  de  ella,  cuya  li- 


bre enajenación  le  esté  permitida  se- 
gún el  art.  1.128. 

Art.  1.130.  Si  los  esposos  declarasen 
que  desean  casarse  con  simple  comu- 
nidad de  bienes  adquiridos,  los  que  tu- 
viese cada  uno  al  tiempo  de  verificarse 
el  matrimonio^  ó  recibiese  después  por 
herencia  ó  por  otro  cualquier  título 
gratuito,  ó  por  derecho  propio  anterior, 
serán  considerados  y  regidos  como  los 
bienes  propios  cuando  el  matrimonio 
se  contrae  según  la  costumbre  del 
Reino. 

Art.  1.131.  Los  esposos  casados,  con 
simple  comunidad  de  bienes  adquiri- 
dos, deberán,  antes  del  matrimonio, 
inventariar  en  el  contrato  antenupcias, 
ó  en  escritura  pública,  los  bienes  que 
aportan  al  peculio  matrimonial,  so  pe- 
na de  que  sean  incluidos  en  la  comu- 
nidad. 

§  único.—La  disposición  anterior 
comprenderá  los  bienes  futuros  men- 
cionados en  el  artículo  que  antecede, 
si  el  inventario  de  ellos  no  se  hiciera  en 
el  término  de  seis  meses,  á  contar  des- 
de que  viniesen  á  poder  del  cónyuge  á 
quien  pertenezcan. 

Art.  1.132.  La  comunidad  de  los  bie- 
nes adquiridos  termina  en  los  mismos 
casos  en  que  la  comunidad  universal . 

Art.  1.133.  Las  deudas  de  los  cónyu- 
ges casados  con  comunidad  de  bienes 
adquiridos,  cuando  sean  anteriores  al 
matrimonio,  si  fuesen  satisfechas  de 
esta  clase  de  bienes,  se  tomarán  en 
cuenta  en  la  parte  correspondiente  al 
cónyuge  deudor, 

SUBSECCIÓN  CUARTA 

Del  régimen  dotal 

Art-  1.134.  Si  los  esposos  desean  ca- 
sarse según  el  régimen  dotal,  y  así  lo 
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declarasen  en  su  contrato,  observarán 
las  siguientes  disposiciones. 

Art.  1. 135.  La  mujer  podrá  dotarse  á 
sí  propia  con  sus  bienes,  ó  ser  dotada 
por  sus  padres  ú  otra  persona,  cuando 
los  interesados  intervengan  por  sí  ó 
por  medio  de  apoderado  en  dicho  con- 
trato. 

Art.'  1.136.  Podrán  ser  objeto  de  dote 
tanto  Jos  bienes  muebles  como  los  in- 
muebles, y  tanto  los  bienes  que  la  mu- 
jer ya  posea,  como  los  que  haya  de  ad- 
quirir en  su  día  por  testamento  ó  abin- 
testato. 

Art.  1.137.  Cuando  consiste  la  dote 
en  bienes  presentes  saneados,  se  espe- 
cificará así  en  el  contrato  de  matrimo- 
nio, ó  en  cualquier  documento  ó  escri- 
tura pública  anterior  al  mismo  contra- 
to; cuando  no  estuviesen  saneados,  se 
mencionará  también  en  el  contrato  el 
derecho  que  sobre  ellos  pese,  debiendo 
en  este  caso  especifícarlo  así  cuando 
se  saneasen,  para  que  no  se  consideren 
como  bienes  comunes. 

§  único. —Cuando  consista  la  dote  en 
bienes  futuros,  se  hará  constar  así  en 
el  término  de  seis  meses,  á  contar  des- 
de que  viniesen  á  poder  del  dotado;  de 
lo  contrario,  se  cons  derarán  como  bie- 
nes comunes. 

Art.  1.138.  Si  la  dote  consistiere  en 
bienes  muebles,  se  declarará  su  valor 
en  el  contrato  dotal,  so  pena  de  consi- 
derarlos como  bienes  comunes  lo  mis- 
mo que  los  indicados  en  el  articulo  pre- 
cedente. 

Art.  1.139.  Los  esposos  podrán  esti- 
pular fianza  en  la  escritura  dotal,  ó 
cualquier  otra  caución,  ó  designar  los 
bienes  sobre  que  deba  recaer  la  hipo- 
teca. 

Art.  1.140.  Si  en  la  dote,  ya  consti- 
tuida por  la  mujer,  por  el  marido,  ó  por 
otra  persona,  se  incluyera  metálico,  se 


invertirá,  en  el  plazo  de  tres  meses,  á 
contar  desde  la  fecha  del  casamiento, 
en  bienes  inmuebles,  inscripciones  in- 
transferibles, acciones  de  compañías, 
ó  se  dará  á  préstamo,  por  escritura  pú- 
blica con  hipoteca.  La  dote  en  metálico 
que  no  fuese  convertida  en  la  forma 
mencionada,  se  tendrá  como  existente 
y  entrará  á  formar  parte  de  la  comu- 
nidad. 

Art.  1.141.  Durante  el  matrimonio 
no  podrá  constituirse  dote  ni  aumen- 
tarse la  constituida,  á  no  ser  que  lo 
fuese  por  accesiones  naturales. 

Art,  1.142.  Si  la  dote  hubiere  sido 
constituida  por  los  padres  ó  abuelos  de 
la  dotada,  los  dotantes  serán  respon- 
sables de  su  importe  en  caso  de  evic- 
ción. 

Art.  1 .143.  Si  la  dote  se  hubiere  cons- 
tituido por  un  extraño,  sólo  responderá 
éste  de  la  evicción  cuando  hubiese  pro- 
cedido de  mala  fe  ó  si  sé  hubiese  esti- 
pulado su  responsabilidad. 

Art.  1.144.  La  dote  estipulada  tendrá 
efecto,  con  todos  sus  rendimientos,  des- 
de la  celebración  del  matrimonio,  si  no 
se  hubiese  acordado  nada  en  contrario. 

Art.  1.145.  Si  el  casamiento  durase 
diez  años,  contados  desde  el  venci- 
miento de  los  plazos  concedidos  para 
el  pago  de  la  dote,  la  mujer  ó  sus  he- 
rederos podrán  exigir  del  marido  la 
restitución  de  aqu(:»lla,  en  el  caso  de  di- 
solución del  matrimonio  ó  separación 
de  bienes,  sin  que  estén  obligados  á. 
probar  que  la  dote  fué  realmente  en- 
tregada, excepto  si  probase  el  marido 
que  hizo  diligencias  inútiles  para  ad- 
quirirla. 

Art.  1.146.  Si  la  dote  fuese  consti- 
tuida juntamente  por  el  padre  y  la  ma- 
dre, sin  indicación  de  la  parte  con  que 
cada  uno  contribuye,  se  entenderá,  que 
ambos  se  obligan  por  mitad. 
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Art.  1.147.  Si  los  padres  no  declara- 
sen que  dotan  por  sus  tercios,  la  dote 
será  tomada  en  cuenta  en  la  legítima 
de  la  dotada  y  sólo  se  deduciré,  del  ter- 
cio de  los  padres  aquello  en  que  dicha 
dote  excediese  de  la  legítima  (1). 

Art.  1.148.  El  marido  puede  dispo- 
ner libremente  de  los  bienes  muebles 
dótales  si  no  se  estipulase  nada  en 
contrario;  pero  responderá  de  su  valor. 

Art.  1.149.  Los  bienes  inmuebles  no 
son  enajenables,  excepto  en  los  casos 
siguientes: 

1.®  Para  dotar  y  establecer  los  hijos 
comunes  con  el  consentimiento  de  am- 
bos cónyuges; 

2.^  Para  atender  al  sustento  de  la 
familia,  cuando  no  se  pueda  de  otro 
modo; 

3.**  Para  pago  de  las  deudas  de  la 
mujer  ó  de  quien  la  dotó,  anteriores  al 
matrimonio,  si  apareciesen  en  docu- 
mento legal  y  no  pudiesen  ser  satisfe- 
chas con  otros  bienes; 

4.**  Para  reparación  indispensable 
de  otros  bienes  dótales; 

5.°  En  caso  en  que  fuesen,  por  su 
naturaleza,  inseparables  de  otros  bie- 
nes no  dótales; 

^.^  Para  cambio  de  otros  bienes  de 
igual  ó  mayor  valor,  quedando  los  bie- 
nes subrogados  en  lugar  de  los  enaje- 
nados; 

7.°  En  los  casos  de  expropiación  por 
causa  de  utilidad  pública. 

§  1.®— Lo  que  se  dispone  en  este  ar- 
tículo, números  1.®  al  4.°,  es  aplicable  A 
los  bienes  inmuebles  dótales,  quedan- 
do en  estos  casos  el  marido  libre  de 
toda  responsabilidad,  como   también 

cuando  el  producto  de  la  enajenación 

délos  bienes  muebles  dótales,  que  por 


(1)    Véanse  los  artículos  1.492  al  1.500,  l.WJ. 
I."90y2.10"l  al  2.111. 


el  articulo  anterior  es  permitida  al  ma- 
rido, tuviese  aplicación  á  alguno  de  los 
objetos  designados  en  dichos  números. 

§  2.° -En  los  casos  citados  en  los  nú- 
meros 1.®  al  6.",  no  podrá  tener  lugar 
la  enajenación  sin  la  autorización  ju- 
dicial. 

§  3.**— La  venta  de  los  bienes  dótales', 
en  el  caso  en  que  llegue  á  hacerse,  se 
efectuará  en  pública  subasta. 

§  4.— La  enajenación  de  que  trata  el 
número  1.®  no  excederá  á  la  legítima 
del  hijo  que  se  quisiese  dotar  ó  esta- 
blecer, acumulando  á  esa  legítima  el 
tercio  de  sus  padres,  todo  calculado' en 
relación  á  la  época  en  que  la  enajena- 
ción hubiera  de  hacerse,  según  se  ha- 
ría si  por  fallecimiento  de  los  padres 
se  disolviese  entonces  el  matrimonio. 

§  5.**— En  los  casos  de  los  números 
5.°  y  7.",  el  producto  de  los  bienes  ena- 
jenados será  aplicado  á  la  adquisición 
de  otros  de  igual  valor,  que  les  queda- 
rán subrogados. 

Art.  1.150.  Los  bienes  inmuebles  do- 
tales  enajenados  en  contra  de  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  anterior  podrán 
ser  reclamados  por  la  mujer  durante 
el  matrimonio  y  después  de  la  separa- 
ción y  disolución,  aunque  ella  hubiese 
autorizado  la  enajenación. 

§  1.**— Si  los  bienes  enajenados  fue- 
sen muebles,  la  reivindicación  de  que 
trata  este  artículo  sólo  será  admitida 
en  los  casos  siguientes: 

1.**  Cuando  no  tuviese  el  marido  bie- 
nes con  qué  responder  del  valor  de  los 
enajenados,' 

2.®  Cuando  las  enajenaciones  ya  se 
hayan  efectuado  por  el  marido,  ya  des- 
pués entre  terceras  personas,  se  hubie- 
sen llevado  á  cabo  por  titulo  gratuito 
ó  de  mala  fe. 

§  2.'*— El  derecho  de  reivindicación 
pasa  á  los  herederos  de  la  mujer. 
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Art.  1.151.  El  marido  que  enajene  ó 
grave  los  bienes  dótales  en  los  casos 
en  que  no  le  esté  permitido  hacerlo, 
quedará  responsable  de  los  daños  y 
perjuicios,  tanto  para  con  la  mujer 
como  respecto  de  terceras  personas  á 
quienes  no  haya  declarado  la  natura- 
leza de  los  bienes  enajenados. 

Art.  1.152.  Los  bienes  inmuebles  do- 
tales  no  prescriben  durante  el  matri- 
monio, de  conformidad  con  lo  dispues- 
to en  el  art.  551.  Los  bienes  muebles 
dótales  si  prescriben,  pero  responde 
de  ellos  el  marido. 

Art.  1.153.  Los  bienes  que  la  mujer, 
casada  bajo  régimen  dotal,  posea  ó  ad- 
quiera después,  y  no  sean  considerados 
como  dótales,  seguirán  perteneciendo 
exclusivamente  á  la  mujer  como  pro- 
pios; pero  sus  productos  serán  comu- 
nes, salvo  estipulación  en  contrario. 

Art.  1.154.  La  mujer  no  goza  del  de- 
recho de  hipoteca  respecto  de  los  bie- 
nes mencionados  en  el  artículo  ante- 
rior, ni  de  privilegio  que  no  le  corres- 
ponda por  derecho  común. 

Art.  1.155.  Los  bienes  del  marido, 
cagado  bajo  el  régimen  dotal,  serán 
considerados  como  propios. 

Art.  1.156.  Disuelto  el  matrimonio, 
ó  verificada  la  separación,  la  dote  se- 
rá restituida  á  la  mujer  ó  á  sus  herede- 
ros, con  cualesquiera  otros  bienes  que 
les  perteneciesen. 

Art.  1.157.  El  marido  ó  sus  herede- 
ros no  serán  responsables  por  la  resti- 
tución mencionada  en  el  artículo  ante- 
rior, si  los  bienes  de  la  m«jer  se  per- 
diesen por  accidente  que  no  pueda  im- 
putárseles. 

Art.  1.158.  Si  formasen  parte  de  la 
dote  bienes  inmuebles,  se  restituirán 
en  cualquier  tiempo  en  que  fuesen  re- 
clamados; pero  los  bienes  muebles  que 
formasen  parte  de  dicha  dote  sólo  po- 


drán reclamarse  pasado  un  año  desde  la 
disolución  del  matrimonio,  ó  desdeque 
se  efectúe  legal  mente  la  separación. 
§  único.— Este  plazo  no  se  refiere  á 
los  bienes  muebles  conservados  en  po- 
der del  marido. 

Art.  1.159.  La  mujer  ósus  herederos 
podrán,  sin  embargo,  exigir  los  intere- 

I  ses  legales  de  las  cantidades  aplazadas 

I  en  la  forma  antedicha. 

I      Art.  1.160.    Si  la  dote  consistiese  en 

,  usufructos,  censos,  foros  ó  quiñones,  la 
restitución  se  hará  con  la  entrega  de 
los  respectivos  títulos,  cesando  de  per- 
cibir las  prestaciones. 

§  único.— A  esta  clase  de  bienes  no 
es  aplicable  la  moratoria  concedida  en 
la  última  parte  del  art.  1.158. 

Art.  1.161.  Si  la  dote  consistiere  en 
deudas  activas,  responderá  el  marido 
de  las  cantidades  recibidas  y  del  impor- 
te de  aquellas  que  se  perdieren  ó  hubie- 
sen prescrito  por  su  culpa  ó  negligen- 
cia. En  cuanto  á  las  demás,  bastará 
con  que  restituya  los  títulos  que  tenga 
en  su  poder. 

Art.  1.162.  Los  frutos  pendientes  y 
los  rendimientos  de  los  bienes  dótales 
se  partirán  entre  el  marido  y  la  mujer 
ó  sus  herederos,  en  proporción  del 
tiempo  que  hubiese  durado  el  matrimo- 
nio, en  el  último  año. 

Art.  1.163.  El  marido  ó  sus  herede- 
ros tienen  derecho  á  ser  reintegrados 
por  la  mujer  ó  sus  herederos  da  las 
mejoras  necesarias  ó  útiles;  pero  sólo 
por  el  importe  del  valor  aumentado  al 
tiempo  de  la  restitución.  Las  mejoras 
voluntarias  sólo  podrán  reclamarse  por 
el  marido  ó  sus  herederos  en  los  térmi- 
nos que  marca  el  art.  500. 

Art.  1.164.  Los  gas  los  y  las  cargas 
ordinarias  de  los  bienes  dótales  queda- 
rán compensados  con  el  producto  de 
los  mismos  bienes. 
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Art.  1.165.  Las  reglas  para  la  resti- 
tución de  los  bienes  dótales  son  apli- 
cables á  la  restitución  de  los  bienes 
propios  de  la  mujer. 

SUBSECCIÓN    QUINTA 

De  las  donaciones  entre  esposos 

\.vL  1.166.  Es  licito  á  los  esposos 
estipuhir  en  su  contrato  antenupcial,  á 
favor  de  uno  de  ellos  ó  de  ambos,  las 
donaciones  ó  mandas  que  tuvieren  por 
conveniente,  con  las  siguientes  restric- 
cionps. 

Art.  1.167.  Si  el  marido  ó  la  mujer 
tuviesen,  al  tiempo  de  efectuarse  el  ma- 
trimonio, ascendientes  ó  descendientes 
con  derecho  á  legítima,  y  alguno  de  és- 
tos viviese  cuando  se  efectuase  la  diso- 
lución de  aquél,  no  podrá  dicha  dona- 
ción ó  manda  exceder  del  importe  del 
tercio  de  los  bienes  que  en  este  tiem- 
po poseyese  (1). 

Art.  1.168.  Las  donaciones  ó  mandas 
estipuladas  en  el  contrato  antenupcial 
quedarán  sin  efecto  no  efectuándose  el 
matrimonio  ó  quedando  anulado,  salvo 
lo  que  dispone  el  art.  1.091. 

Art.  1.169.  Las  donaciones  antenup- 
cias no  pueden  ser  anuladas: 

1.®   Por  falta  de  aceptación  expresa; 

2.*   Por  nacimiento  de  los  hijos; 

3."    Por  causa  de  ingratitud. 

Art.  1Í170.  Si  la  donación  fuese  de 
bienes  presentes  y  determinados  será 
irrevocable,  aunque  el  donatario  fallez- 
ca antes  que  el  donante,  si  otra  cosa 
no  se  estipulase  en  contrario. 

Art.  1.171.  Si  la  donación  fuese  de 
parte  ó  de  la  totalidad  do  la  herencia, 
no  podrá  el  donante  revocar  ó  perjudi- 

(1)    Véanse  los  artículos  1.114.  l."<84  al  l.'ÍS". 


car  la  donación  disponiendo  por  titulo 
gratuito  de  los  bienes  donados. 

Art  1.172.  El  derecho  á  la  donación 
mencionada  en  el  artículo  anterior,  sea 
ó  no  recíproca,  no  es  transmisible  á  los 
herederos  del  donatario,  cuando  fallez- 
ca éste  antes  que  el  donante. 

Art.  1.173.  Los  menores  podrán  ha- 
cer donaciones  por  contrato  aqtenup- 
cias  siempre  que  intervenga  la  autori- 
zación de  aquellas  personas  á  quienes 
competa  autorizar  el  matrimonio,  se- 
gún lo  determinado  en  el  art.  1.061. 

Art.  1.174.  Son  aplicables  á  las  do- 
naciones entre  desposados  las  reglas 
generales  establecidas  en  el  capítulo  de 
las  donaciones,  en  todo  lo  que  no  sea 
contrario  á  lo  que  queda  dispuesto  en 
la  presente  sección. 

Secció.i  sexta 

De  las  donaciones  hechas  á  los  desposados  por 
tercera  persona 

Art.  1.175.  Cualquiera  podrá  dispo- 
ner en  favor  de  los  futuros  esposos,  ó 
de  alguno  de  ellos,  de  parte  de  sus  bie- 
nes ó  de  todos,  en  vida  ó  por  causa  de 
muerte,  en  tanto  que  lo  haga  en  el  mis- 
mo contrato  antenupcial,  ó  en  escritura 
pública  separada,  salvo  lo  dispuesto 
acerca  de  las  donaciones  inoficiosas. 

Art.  1.176.  Si  las  donaciones  permi- 
tidas por  el  artículo  anterior  fuesen 
hechas  en  el  contrato  antenupcial,  se- 
rán válidas  sin  necesidad  de  la  acepta- 
ción expresa  de  los  donatarios;  pero 
si  fuesen  hechas  por  escritura  separa- 
da, no  tendrán  efecto  mientras  no  sean 
expresamente  aceptadas. 

Art.  1.177.  Las  donaciones  hechas  á 
favor  de  los  esposos,  ó  de  alguno  de 
ellos,  aprovecharán  á  los  hijos  que  pro- 
cp;lan  del  mismo  matrimonio,  aunque 
el  donatario  ó  donatarios  falleciesen  an- 
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tes  que  el  donante,  y  solamente  cadu- 
carán si  el  donante  sobreviviese  á  todos 
Jos  descendientes  de  los  donatarios.  ^ 

Seccióa  séptima 

De  las  donaciones  entre  cónyuges 

Art.  1.178.  El  marido  y  la  mujer  pue- 
den hacerse  mutuamente  donaciones 
de  sus  bienes  presentes,  ya  intervivos, 
ya  por  testamento. 

Art.  1.179.  Las  donaciones  intervl- 
vos  se  regirán  por  lo  que  queda  dis- 
puesto en  el  capítulo  de  donaciones,  y 
las  hechas  por  testamento,  conforme  á 
lo  que  se  dispone  en  el  titulo  de  testa- 
mentos. 

Art.  1.180.  Los  cónyuges  no  pueden 
hacerse  mutuamente  donaciones  en  el 
mismo  acto  (1). 

Art.  1.181.  Las  donaciones  entre 
desposados  pueden  ser  revocadas  libre- 
mente y  en  todo  tiempo  por  lo9  do- 
nantes. 

§  l.°~La  mujer  no  necesita  en  este 
acto  la  autoíización  del  marido  ni  la 
judicial. 

§2.**— La  revocación  debe  ser  expresa. 

Art.  1.182.  Estas  donaciones  no  son 
revocables  por  nacimiento  de  hijos,  pe- 
ro pueden  ser  disminuidas  por  inoficio- 
sidad. 

Art.  1.183.  Los  bienes  donados  ad- 
quirirán la  naturaleza  de  propios  del 
donatario,  sea  cual  fuere  el  contrat  o 
antenupcial. 

Sección  octava 

De  los  derechos  y  obligaciones  generales  de  los 
cónyuges 

Art.  1.184.  Los  cónyuges  están  obli- 
gados: 

(l)     Véanse  los  artículos  1.496,  l.'TS.S  y  1.809. 


1.**  A  guardarse  mutuamente  fideli- 
dad conyugal; 

2.**    A  vivir  juntos; 

3.®  Á  socorrerse  y  ayudarse  recípro- 
camente. 

Art.  1.185.  Al  marido  incumbe  espe- 
cialmente la  obligación  de  pro  tejer  y 
defender  la  persona  y  los  bienes  de  la 
mujer,  y  áésta  la  de  prestar  obediencia 
al  marido. 

Art-  1.186.  La  mujer  tiene  la  obliga- 
ción de  seguir  á  su  marido,  excepto  á 
país  extranjero. 

Art.  1.187.  La  mujer  escritora  no  po- 
drá publicar  sus  escritos  sin  consenti- 
miento del  marido;  pero  podrá  acudir  á 
la  Autoridad  judicial  en  caso  de  negati- 
va injusta. 

Art.  1.188.  La  mujer  goza  de  los  ho- 
nores del  marido  mientras  no  sean  in- 
herentes al  cargo  que  éste  ejerce  ó  haya 
ejercido,  y  los  conserva  siempre  que 
no  pase  á  segundas  nupcias. 

Art.  1.189.  La  administración  de  to- 
dos los  bienes  del  peculio  matrimonial 
pertenece  al  marido,  y  sólo  correspon- 
derá á  la  mujer  cuando  éste  falte  ó  se 
halle  incapacitado. 

Art.  1.190.  La  mujer  administradora, 
en  ausencia  ó  durante  incapacidad  del 
marido,  no  puede  enajenar  bienes  in- 
muebles sin  autorización  del  consejo  de 
familia,  con  asistencia  del  Ministerio 
público;  y  si  el  valor  de  dichos  bienes  ex- 
cediese de  100.000  reis,  la  enajena- 
ción sólo  podrá  hacerse  en  la  forma  es- 
tablecida por  los  artículos  268  y  si- 
guientes. 

§  único.— Las  enajenaciones  hechas 
contra  lo  dispuesto  en  este  artículo  se- 
rán nulas,  y  los  compradores  sólo  po- 
drán recuperarel  precio  de  la  cosa  com- 
prada, de  los  bienes  propios  de  la  mu- 
jer vendedora,  si  los  tuviere,. ó  délos 
del    peculio    matrimonial,   cuando    se 
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pruebe  que  el  precio  deque  se  trata  vino 
¿aumentar  dicho  peculio,  y  sólo  hasta 
el  valor  de  este  aumento. 

Art.  1.191.  No  es  lícito  al  marido  ena- 
jenar bienes  inmuebles  ni  comparecer 
en  juicio  por  causa  de  litigios  de  pro- 
piedad ó  posesión  de  bienes  inmuebles 
sin  consentimiento  de  la  mujer. 

§  1.®— Este  consentimiento  puede  su- 
plii^e  judicialmente  si  la  mujerío  nega- 
se sin  justa  causa,  ó  si  estuviese  impo- 
sibilitada para  otorgarle. 

§  2.®— Las  enajenaciones,  sin  embar*- 
?o,de  bienes  propios,  hechas  por  el  ma- 
rido contra  las  disposiciones  de  este  ar- 
tículo, sólo  pueden  ser  anuladas  á  ins- 
tancia de  la  mujer  ó  de  sus  herederos, 
hallándose  el  marido  constituido  en  res- 
ponsable para  con  ella  ó  para  con  los 
dichos  herederos,  y  no  teniendo  otros 
bienes  con  que  responder. 

§  S.**— Si  las  citadas  enajenaciones 
fuesen  de  bienes  comunes,  la  mujer  ó 
sus  herederos,  ó  los  herederos  legi limos 
del  marido,  podrán,  en  todo  caso,  pedir 
que  sean  anuladas. 

Art.  1.192.  La  mujer  casada  no  po- 
drá comparecer  en  juicio  sin  autoriza- 
ción del  marido,  excepto: 

l.°  En  las  causas  criminales  en  que 
sea  reo; 

2.'^  En  sus  demandas  contra  el  ma- 
rido; 

3"  En  los  actos  que  tengan  única- 
mente por  objeto  la  conservación  y  se- 
guridad de  sus  derechos  propios  y  ex- 
clusivos; 

4.''  En  los  casos  en  que  haya  de  ejer- 
cM-r  los  derechos  y  deberes  inherentes  á 
la  patria  potestad,  relativamente  á  sus 
hijos  legítimos  ó  á  los  naturales  que  de 
otro  hubiere  tenido. 

Art.  1.193.  La  mujer  no  podrá,  sin  la 
autorización  del  marido,  adquirir  ó  ena- 
jenar bienes  ni  contraer  obligaciones, 


excepto  en  los  casos  en  que  la  ley  espe- 
cialmente lo  permita. 

§  único. —Si  el  marido  negase  indebi- 
damente la  autorización  pedida  por  la 
mujer,  podrá  ésta  pedir  que  sea  suplida 
por  el  Juez,  quien,  oído  el  marido,  la 
concederá  ó  negará,  según  proceda  en 
justicia. 

Art.  1.194.  La  autorización  del  mari- 
do debe  ser  especial  para  cada  uno  de 
los  actos  en  que  la  mujer  ne  esite  com- 
parecer, excepto  cuando  es  para  comer- 
ciar, pues  en  este  caso  puede  la  mujer 
llevar  á  cabo  todos  los  actos  consiguien- 
tes á  su  comercio,  en  virtud  de  la  auto- 
rización general,  y  hasta  hipotecar  sus 
bienes  inmuebles  y  ejercitar  acciones, 
siempre  que  sea  con  motivo  de  dicho 
comercio. 

Art.  I.i95.  La  autorización  del  mari- 
do podrá  ser  concedida  de  palabra,  por 
escrito  ó  por  hechos  de  que  necesaria- 
mente se  deduzca. 

Art.  1.196.  Sin  embargo,  la  autoriza- 
ción para  comerciar,  hipotecar  ó  ena- 
jenar bienes  inmuebles  ó  para  ejercitar 
acciones  en  juicio,  sólo  podrá  ser  otor- 
gada por  escritura  pública. 

Art.  1.107.  El  marido  podrá  rev(ícar 
la  autorización  mientras  el  acto  para 
que  fué  concedida  no  haya  comenzado; 
pero  si  éste  hubiera  tenido  principio, 
sólo  se  podrá  revocar  ^reparando  cual- 
quier perjuicio  de  tercero  que  resulte 
de  la  revocación. 

Art.  1.198.  El  marido  responderá  de 
las  obligaciones  que  la  mujer,  casada 
según  la  costumbre  del  Reino  ó  con  sim- 
ple comunidad  de  bienes  adquiridos, 
contrajo  con  autorización  suya,  pero 
no  de  las  obligaciones  que  la  mujer,  ca- 
sada en  otra  forma,  contrajo  sobre  bie- 
nes ó  intereses  exclusivamente  suyos. 

Art.  l.ino.  Cuando  la  autorización 
sea  suplida  por  el  Juez,  el  marido  sólo 
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responderá  de  los  actos  de  la  mujer  que 
procedan  de  obligacionescomunes  ó  re- 
dunden en  beneficio  común. 

Art.'  1.200.  La  nulidad  por  falta  de 
autorización  sólo  podrá  ser  alegada  por 
el  marido  ó  por  sus  herederos  ó  repre- 
sentantes. 

Art.  1.201.  La  nulidad  por  falta  de 
autorización  puede  salvarse: 

1.°  Por  la  confirmación  del  marido, 
si  no  se  hubiese  propuesto  en  juicio, 
por  un  tercero,  alguna  acción  respecto 
de  este  punto; 

2.^  Si  no  se  hiciese  la  reclamación 
dentro  de  un  año,  á  contarde  la  disolu- 
ción del  matrimonio; 

3.®  Si  el  acto  hubiese  prescrito  con- 
forme á  las  reglas  generales. 

Art.  1.202.  La  acción  concedidaá  los 
cónyuges  en  los  casos  citados  no  es  ad- 
misible respecto  de  los  matrimonios  ce- 
lebrados en  país  extranjero  y  no  publi- 
cados en  el  Reino  con  arreglo  á  la  ley. 

Sección  novena 

De  líi  interrupción  de  la  sociedad   conyugal 

Art.  1.203.  La  sociedad  conyugal  po- 
drá ser  interrumpida  con  relación  á  las 
personas  y  bienes  de  los  cónyuges,  ó 
sólo  con  relación  á  los  bienes. 

SUBSECCIÓN    PRIMERA 

De  la  separación  de  persona  y  bienes 

Art.  1.204.  Pueden  ser  causa  legíti- 
ma de  la  separación  de  persona  y  bie- 
nes: 

1.®    El  adulterio  de  la  mujer; 

2."  El  adulterio  del  marido  con  es- 
cándalo público,  ó  con  desamparo  com- 


pleto de  la  mujer,  ó  con  concubina  te- 
nida y  mantenida  dentro  del  domicilio 
conyugal; 

3.**  La  condena  del  cónyuge  á  pena 
perpetua; 

4.**    Las  sevicias  ó  injurias  graves  (1). 

Art.  1.205.  La  separación  sólo  puede 
ser  solicitada  por  el  cónyuge  inocente. 

Art.  1.20().  El  cónyuge  que  pretenda 
la  separación  acudirá  al  Juez  á  quien 
corresponda  su  domicilio  ó  residencia, 
para  que  éste  convoque  el  consejo  de 
familia,  que  se  compondrá  de  los  seis 
parientes  más  próximos  de  uno  y  de 
otro  cónyuge,  tres.de  cada  parte,  y  del 
competente  representante  del  Ministe- 
rio público,  que  tendrá  voto  meramente 
consultivo. 

§  1.**— La  falta  de  parientes  será  supli- 
da con  los  amigos  de  la  familia,  y  la 
de  éstos  con  vecinos  honrados. 

§  2.°— En  caso  de  empate  decidirá  el 
Juez. 

§  3.°— Nombrado  el  consejo  de  fami- 
lia, se  oirá  las  dos  partes  acerca  de  su 
constitución,  y  podrán  solicitar  la  sus- 
titución de  los  individuos  en  quienes 
concurran  las  circunstanciasmenciona- 
das  en  los  números  1.°  al  6.°  del  art.  234. 
Igual  protesta  podrá  hacerse  cuando  se 
pruebe  que,  á  falta  de  estas  circunstan- 
cias, concurre  alguna  de  las  siguientes: 

1.®    Soborno; 

2.°    Interés  en  la  separación. 

§  4.°— La  mujer  podrá  solicitar  al 
mismo  tiempo  el  depósito  provisional, 
ya  sea  ella  la  querellante  ya  el  marido. 

Art.  1.207.  El  consejo  de  familia, 
oído  el  Ministerio  público  y  las  partes, 
y  no  habiéndose  reconciliado  éstas, 
examinará  las  pruebas  que  se  aleguen 
acerca  de  la  cuestión,  y  resolverá: 

(1)     Véase  el  Apéndice  2.-  al  fiual  de  este  C^^- 


dijro. 
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\.^  Si  se  debe  ó  no  autorizar  la  sepa- 
ración de  las  personas; 

2/  Qué  cantidad  debe  señalarse 
para  alimentos,  si  alguno  de  los  cónyu- 
ges separados  los  necesitase  y  el  otro 
tuviera  medios  para  facilitarlos; 

3.*'  Y,  finalmente,  el  modo  de  aten- 
der á  1««  hijos  cuando  los  haya,  si  los 
cónyuges  no  vinieren  á  un  acuerdo 
amistoso  acerca  de  este  punto. 

Art.  1.208.  Los  acuerdos  del  consejo 
<le  familia  serán  autorizados  por  el 
Juez,  y  no  podrá  apelarse  de  ellos,  ex- 
'^epto  en  el  caso  del  núm.  2.®  del  artícu- 
lo anterior,  en  cuanto  á  la  cláusula  de 
alimentos. 

Art.  1.209.  En  el  caso  de  los  núme- 
ros 1.*»  y  2.**  del  art.  1.204,  será  lícito  al 
í'únyuge  ofendido  convocar  el  consejo 
de  familia,  ó  intentar  contra  el  otro 
cónyuge  la  competente  acción  cri- 
minal. 

§  1.®— Sin  embargo,  si  el  cónyuge 
ofensor  reincidiese,  podrá  el  ofendido 
intentarla  acción  crimina]  aun  después 
de  haber  acudido  al  consejo  de  familia. 

5  2.**--Cuando  en  esta  acción  quede  t 
absuelta  la  mujer,  se  tendrá,  de  dere- 
cho, por  separada  de  persona  y  de  bie- 
nes, y  podrá  reclamar,  sin  más  título 
que  la  sentencia  de  absolución,  que  se 
proceda  ejecutoriamente  á  la  separa- 
ción y  entrega  de  los  bienes  que  la  per- 
tenezcan. 

§  3.°— Si  el  cónyuge  recurriese  á  la 
acción  criminal,  se  observará  lo  dis- 
puesto en  el  núm.  3.°  del  art.  1.207, 
convocándose  para  ello  al  consejo  de 
familia  en  los  términos  que  marca  el 
artículo  1.206. 

Art.  1.210.  La  separación  de  perso- 
nas lleva  consigo  necesariamente  la 
s**paración  de  bienes. 

5  único.— Exceptúase  el  caso  de  adul- 
tí^rio  de  la  mujer,  en  el  cual,  sea  el  que 


quiera  el  régimen  en  que  el  matrimo- 
nio se  haya  contraído,  la  mujer  no  ten- 
drá derecho  á  la  separación  de  bienes 
y  si  sólo  á  los  alimentos,  salvo  cuando 
se  probase  que  al  tiempo  en  que  se  co- 
metió el  adulterio  podía  reclamar  la 
separación  contra  el  marido  ¡Sor  algu- 
na de  las  causas  mencionadas  en  el 
número  2.®  del  art.  1.201. 

Art.  1.211.  En  todos  los  casos  en  qué 
se  declare  la  separación  de  bienes,  se 
procederá  á  formar  el  inventario  y  á 
hacer  la  partición  como  si  el  matrimo- 
nio estuviese  disuelto. 

Art.  1.212.  Cuando  los  hijos  queden 
al  cuidado  y  guarda  de  uno  de  los  cón- 
yuges, el  otro  no  se  considerará  por 
esto  exento  de  sus  obligaciones,  ni  pri- 
vado de  los  derechos  en  aquello  que 
no  se  oponga  al  desempeño  del  cargo 
especialmente  encomendado  al  otro 
cónyuge. 

Art.  1.213.  El  cónyuge  que  dé  moti- 
vo para  la  separación  perderá  todo  lo 
que  hubiese  recibido  del  otro  cónyuge, 
ó  que  otra  persona,  por  consideración 
á  éste,  le  hubiese  dado  ó  prometido. 

Art.  1.214.  La  separación  de  bienes 
en  nada  perjudica  los  derechos  ante- 
riormente adquiridos  por  los  acreedo- 
res del  peculio  matrimonial  (1). 

Art.  1.215.  Los  cónyuges  podrán  dis- 
poner libremente  de  los  bienes  muebles 
que  después  de  la  separación  pertenez- 
can á  cada  uno  de  ellos,  salvo  el  dere- 
cho de  los  hijos. 

Art.  1.216.  La  facultad  de  disponer 
entre  vivos  de  los  bienes  inmuebles  que 
pertenezcan  á  cada  uno  de  los  cónyu- 
ges después  de  la  separación,  depende- 
rá del  consentimiento  de  ambos,  pu- 
diendo  ser  judicialmente  sustituido  el 
de  aquel  que  lo  negase  sin  justa  causa. 

(1)     V.  el  art.  1.228. 


284 


INSTITUCIONES  JURÍDICAS  Y  POLÍTICAS 


Art.  1.217.  La  separación  de  bienes 
no  autoriza  á  los  cónyuges  á  ejercer 
anticipadamente  derechos  dependien- 
tes de  la  disolución  del  matrimonio. 

Art.  1.218.  Sea  cualquiera  la  forma 
en  que  se  verifique  la  separación,  será 
siempre  lícito  á  los  cónyuges  restable- 
cer la  sociedad  conyugal  en  los  térmi- 
nos en  que  hubiera  sido  constituida, 
siempre  que  lo  hagan  en  juicio  de  con- 
ciliación ante  el  respectivo  Juez  de  paz. 

§  único.— Esta  reconciliación  en  nada 
perjudicará  los  derechos  de  tercero  ad- 
quiridos durante  la  separación. 

SUBSECCIÓN   SEGUNDA 

De  la  simple  separación  judicial  de 
bienes 

Art.  1.219.  La  mujer  casada,  con  co- 
munidad de  bienes  ó  sin  ella,  que  se 
halle  en  peligro  de  perder  lo  que  sea 
suyo  por  la  mala  administración  del 
marido,  podrá  solicitar  la  separación 
de  bienes  en  Ja  siguiente  forma. 

Art.  1.220.  Si  la  mujer  estuviese  ca- 
sada según  la  costumbre  del  Reino,  la 
separación  sólo  podrá  recaer  sobre  los 
bienes  que  hubiese  aportado  al  peculio 
matrimonial,  ó  que  después  recibiese, 
.  y  en  la  mitad  de  los  que  hubiese  adqui- 
rido juntamente  con  el  marido. 

Art.  1.221.  Si  la  mujer  estuviese  ca- 
sada según  el  régimen  dotal,  ó  con  otra 
especie  de  separación  de  bienes,  sólo 
se  le  concederá  la  separación  judicial 
cuando  sean  los  bienes  dótales  ó  sepa- 
rados susceptibles  de  pérdida,  y  no  esté 
la  restitución  de  la  dote  suficientemen- 
te asegurada  por  alguno  de  los  modos 
establecidos  en  el  art.  1.139. 

Art.  1.222.  Si  el  matrimonio  se  hu- 
biese contraído  según  la  costumbre  del 
Reino,  se  entenderá  que  los  cónyuges 


renuncian  á  la  comunidad  de  bienes 
desde  la  presentación  de  la  querella 
para  la  separación,  si  ésta  llega  á  rea- 
lizarse. 

Art.  1.223.  Declarada  la  separación 
por  sentencia  del  Juez,  se  entregará,  á 
la  mujer  la  administración  de  sus 
bienes.  ^ 

Art.  1.224.  Después  de  la  separa- 
ción, los  bienes  dótales  conservarán  su 
misma  naturaleza;  los  demás  serán 
considerados  como  propios. 

Art»  1.225.  La  solicitud  para  la  se- 
paración y  la  sentencia  dictada  se 
anunciarán  en  el  plazo  de  ocho  días  en 
cualquiera  de  los  periódicos  que  se  pu- 
bliquen en  la  comarca,  y  cuando  no  los 
hubiese,  por  edictos  en  el  lugar  del  do- 
micilio de  los  cónyuges. 

§  1.®— El  plazo  de  ocho  días  se  prin- 
cipiará á  contar:  en  el  primer  caso,  des- 
de el  día  de  la  presentación  de  la  que- 
rella en  la  oficina  del  Escribano  res- 
pectivo, y  en  el  segundo,  desde  el  día 
en  que  la  sentencia  sea  ejecutoria. 

§  2.°— Las  deudas  que  el  marido  con- 
f  traiga  después  del  primer  anuncio   no 
podrán  recaer  sobre  los  bienes  que  que- 
den separados  por  efecto  de  la  sen- 
tencia. 

Art.  1.226.  La  separación  de  bienes 
no  exime  á  la  mujer  de  concurrir,  para 
los  gastos  del  peculio  matrimonial,  con 
los  rendimientos  de  sus  bienes  en  pro- 
porción de  sus  haberes,  relativamente 
á  los  del  marido. 

Art.  1.227.  Esta  separación  de  bie- 
nes no  podrá  hacerse  por  convenio. 

Art.  1.228.  Los  acreedores  especia- 
les (le  cualquiera  de  los  cónyuges  po- 
drán intervenir  oponiéndose  á  la  de- 
manda de  separación. 

Art.  1.229.  Los  efectos  de  la  separa- 
ción podrán  ser  anulados  por  convenio 
entre  los  cónyuges  siempre  que  se  ce- 
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lebre  por  escritura  pública,  y  anuncia- 
da en  la  misma  forma  determinada 
para  la  querella  y  sentencia  de  sepa- 
ración. 

§  único.— Los  efectos  de  este  conve- 
nio, en  lo  que  respecta  á  terceras  per- 
sonas, sólo  comenzarán  á  tener  efecto 
desde  la  fecha  de  los  referidos  anun- 
cios. 

Art.  1.230.  Aunque  no  haya  separa- 
ción judicial  de  bienes,  la  mujer  tendrá 
siempre  derecho,  sin  necesidad  de  au- 
torización del  marido,  á  impedir  la  eje- 
cución intentada  por  un  tercero  contra 
los  productos  de  sus  bienes  dótales  ó 
propios,  administrados  por  el  marido, 
si  por  esa  ejecución  fuese  privada  de 
los  alimentos  necesarios. 

Sección  décima 

De  los  alimentos  del  cónyuge  viudo 

Art.  1.231.  Cualquiera  quesea  el  con- 
trato de  la  disolución  del  matrimonio, 
el  cónyuge  que,  por  muerte  de  otro,  se 
quedase  sin  medios  de  subsistencia, 
tendrá  derecho  á  reclamar  alimentos 
de  los  productos  de  los  bienes  que  dejó 
el  fallecido,  de  cualquier  naturaleza 
que  sean. 

§  único.— Esta  disposición  no  alcan- 
zará á  los  bienes  de  que  el  cónyuge  fa- 
llecido haya  sido  mero  usufructuario. 

Art.  1.232.  Los  alimentos  durarán 
el  tiempo  que  de  ellos  necesite  el  cón- 
yuge viudo,  en  tanto  que  no  pase  á 
segundas  nupcias,  y  serán  determina- 
dos por  el  Juez  en  proporción  á  los  ren- 
dimientos de  los  bienes  y  conforme  á 
las  necesidades  y  condición  del  recla- 
mante, salvo  si  las  partes  se  avinieren 
amistosamente. 

.:j  único.— Lo  dispuesto  en  este  artícu- 
lo tendrá  lugar  existan  ó  no  hijos  del 


matrimonio  y  aun  cuando  el  cónyuge 
difunto  los  haya  dejado  de  otro  matri- 
monio anterior. 

Sección  undécima 

De  las  segundas  nupcias 

Art.  1.233.  La  viuda  que  desee  con- 
traer segundas  nupcias  antes  de  trans- 
curridos trescientos  días  después  de  la 
muerte  del  marido,  estará  obligada  á 
declarar  si  está  ó  no  en  cinta. 

Art.  1.234.  La  viuda  que  se  casase 
en  contra  de  lo  que  queda  dispuesto  en 
el  artículo  anterior,  perderá  todos  los 
beneficios  nupciales  que  por  ley  ó  con- 
venio haya  recibido  y  tenga  que  recibir 
por  parte  del  marido  anterior,  los  cua- 
les pasarán  á  los  herederos  legítimos 
de  éste;  y  el  segundo  marido  no  podrá 
rechazar  su  paternidad  respecto  del  hi- 
jo que  naciere  pasados  ciento  ochenta 
días  después  de  su  casamiento,  salvo, 
sin  embargo,  el  derecho  del  hijo  para 
reclamar,  si  así  le  conviniese,  la  pater- 
nidad del  marido  anterior,  pudiendo 
probarla. 

Art.  1.235.  El  varón,  ó  la  mujer,  que 
contrajese  segundas  nupcias  teniendo 
hijos  ú  otros  descendientes  del  matri- 
monio anterior,  no  podrá  formar  co- 
munidad con  el  otro  cónyuge  ni  donarle 
por  ningún  título  más  de  la  tercera  par- 
te de  los  bienes  que  tuviese  al  tiempo 
del  matrimonio  ó  que  adquiera  después 
por  donación  ó  herencia  de  sus  ascen- 
dientes ú  otros  parientes. 

Art.  1.236.  Si  al  referido  varón  ó  mu- 
jer (|uedasen,  de  alguno  de  los  hijos  de 
cualquiera  de  los  matrimonios,  bienes 
que  éste  liijo  haya  heredado  de  su  pa- 
dre ó  madre  difunto  y  existiesen  her- 
manos germanos  de  aquel  hijo  falleci- 
do, á  éstos  pertenecerá  la  propiedad  de 
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dichos  bienes,  y  el  padre  ó  la  madre 
sólo  tendrá  el  usufructo. 

Art.  1.237.  La  mujer  que  contraiga 
segundas  nupcias  después  de  cumplir 
cincuenta  años,  no  podrá  enajenar  por 
ningún  título,  desde  el  día  en  que  haya 
contraído  el  segundo  matrimonio,  la 
propiedad  de  las  dos  terceras  partes  de 
los  bienes  mencionados  en  el  art.  1.235, 
mientras  tenga  hijos  ó  descendientes  á 
quienes  les  correspondan. 

Art.  1.238.  El  varón,  ó  la  mujer,  con 
hijos  de  matrimonio  anterior,  que  ca- 
sare con  persona  que  no  los  tenga,  se 
entenderá  como  casado  según  la  cos- 
tumbre del  Reino,  no  habiendo  pacto 
en  contrario,  y  salvo  lo  que  queda  dis- 
puesto en  esta  sección,  que  será  respe- 
tado siempre. 

Art.  1.239.  Es  aplicable  al  segundo 
matrimonio  todo  lo  demás  que  queda 
dispuesto  relativamente  al  primero. 

CAPÍTULO  II 

Del  contrato  de  sociedad 

Sección  primera 

Disposiciones   generales 

Art.  1.240.  Es  lícito  á  todos  los  que 
pueden  disponer  de  sus  bienes  é  indus- 
tria asociarse  con  otro  poniendo  en  co- 
mún sus  bienes  ó  parte  de  ellos,  su 
industria  sólo,  ó  sus  bienes  é  industria 
juntamente,  con  objeto  de  repartirse 
entre  sí  las  ganancias  ó  pérdidas  que 
puedan  resultar  de  esacomunidad.  Esto 
es  lo  que  se  llama  sociedad. 

Art.  1.241.  La  sociedad  puede  existir 
por  convenio  expreso  ó  por  hechos  de 
que  se  deduzca  necesariamente  su  exis- 
tencia. 

Art.  1.242.    Será  nula  la  sociedad  en 


la  cual  se  estipule  que  todas  las  ganan- 
cias habrán  de  pertenecer  á  uno  ó  va- 
rios socios  y  á  otro  ó  varios  todas  las 
pérdidas. 

Sección  segunda 

De  la  sociedad  universal 

Art.  1.243.  En  la  sociedad  universal 
pueden  entrar  todos  los  bienes  muebles 
é  inmuebles,  presentes  ó  futuros,  ó  sólo 
los  muebles,  frutos  y  rentas  de  los  in- 
muebles presentes,  y  todos  los  bienes 
que  se  adquieran  en  lo  futuro. 

§  único. —En  esta  segunda  especie 
de  sociedad  no  entran  los  bienes  adqui- 
ridos por  título  gratuito,  salvo  estipu- 
lación en  contrario  (1). 

Art.  1.244.  La  sociedad  universal  de 
todos  los  bienes  presentes  y  futuros 
sólo  podrá  constituirse  por  escritura 
pública. 

Art.  1 .245.  Los  bienes  adquiridos  por 
los  socios  en  la  segunda  especie  de  la 
sociedad  universal  se  entenderá  que 
son  de  la  sociedad  en  tanto  que  no  se 
pruebe  que  fueron  adquiridos  con  el 
producto  ó  por  permuta  de  bienes  que 
no  entraron  en  la  comunidad. 

Art.  1.246.  Todas  las  deudas  ante- 
riores ó  posteriores  al  contrato,  y  todos 
los  gastos  de  los  socios,  excepto  los  que 
procedan  de  delitos  ó  actos  fuera  de 
ley,  quedan  á  cargo  de  la  sociedad, 
siendo  ésta  de  todos  los  bienes  presen- 
tes y  futuros. 

Art.  1.247.  Si  la  sociedad  fuese  sólo 
de  bienes  adquiridos,  quedarán  única- 
mente á  su  cargo  no  habiendo  declara- 
do nada  en  contrario: 

1.®  Las  deudas  contraídas  por  los 
socios  por  causa  de  la  misma  sociedad; 


(1)    Véase  el  art.  2. 179. 
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2.®  Los  desembolsos  y  gastos  nece- 
sarios para  ia  manutención  de  los  so- 
cios y  sus  familias. 

§  único.— Entiéndese  por  gastos  de 
manutención  la  habitación,  el  alimento, 
el  vestido  y  la  curación  de  las  enferme- 
dades (1).   . 

Art.  1.248.  Disuelta  la  sociedad  uni- 
versal, se^  partirán  por  igual  entre  los 
socios  los  respectivos  bienes  no  ha- 
biendo estipulado  nada  en  contrario. 

Sección  tercera 

De  la  sociedad  particular 

Art.  1.249.  Sociedad  particular  es 
aquella  que  pomprende  ciertos  y  deter- 
minados bienes,  los  frutos  y  rentas  de 
éstos,  ó  cierta  y  determinada  industria. 

Art,  1.250.  La  sociedad  particular  en 
cuyo  capital  se  incluya  la  propiedad  de 
algún  inmueble,  sólo  podrá  constituirse 
por  escritura  pública. 

SÜBSECCIÓN  PRIMERA 

-De  los  derechos  y  de  las  obligaciones 
recíprocas  de  los  socios 

Art.  1.251.  El  socio  es  responsable 
para  con  la  sociedad  por  todo  aquello 
á  que  se  hubiese  obligado  para  con 
ella  (2). 

Art.  1.252.  Si  el  socio  aportase  á  la 
sociedad  alguna  cosa  determinada,  de 
que  la  sociedad  viniese  á  ser  evicciona- 
(la, será  responsable  paracon  ella  como 
lo  sería  cualquier  vendedor  para  con  el 
comprador. 

Art.  1.253.  El  socio  que  no  aporte  á 
la  sociedad  la  cantidad  de  metálico  por 

(1)    Véase  el  art.  1.285. 

['¿]    Véanse  los  artículo»  1.337.  l.:W()  y  1,900. 


que  se  hubiese  obligado,  será  respon- 
sable para  con  ella  de  los  intereses  de 
aquella  suma,  contados  desde  el  día  en 
que  la  prestación  sea  debida. 

Art.  1.254.  Enlamisma  responsabili- 
dad incurrirá  el  socio  que,  sin  autoriza- 
ción, distrajere  de  los  fondos  comunes 
alguna  cantidad  para  su  provecho  par- 
ticular. 

Art.  1.255.  El  que  se  asocie  para  ejer- 
cer en  común  una  industria,  será  res- 
ponsable para  con  la  sociedad  de  todos 
los  productos  que  obtuviese  en  ella. 

Art.  1.256.  El  socio  administrador 
que  reciba  alguna  cantidad  de  cual- 
quier persona  obligada  para  con  él  y 
para  con  la  sociedad  simultáneamente, 
deberá  repartir  proporcional  mente  en- 
tre ambos  créditos  esa  cantidad,  aun- 
que extiendael  recibo  sólo  en  su  nombre. 

§  1.**— Sin  embargo,  si  hubiese  exten- 
dido el  recibo  á  cuenta  de  la  sociedad, 
toda  la  suma  se  incluirá  en  el  crédito 
de  ésta. 

§  2.®— Exceptúanse  las  disposiciones 
del  art.  728,  pero  sólo  en  el  caso  de  que 
el  crédito  personal  del  socio  sea  más 
oneroso. 

Art.  1.257.  El  socio  que  hubiese  reci- 
bido por  entero  su  parte  en  un  crédito 
social  quedará  obligado,  si  el  deudor 
se  declara  insolvente,  á  incluir  en  la 
masa  social  lo  que  recibió,  aunque  haya 
extendido  el  recibo  sólo  en  su  nombre. 

Art.  1.258.  El  socio  será  responsable 
para  con  la  sociedad  de  los  perjuicios 
que  la  irroge  por  su  culpa  ó  negligencia 
y  no  podrá  compensarlos  con  los  bene- 
ficios que  le  hubiese  ocasionado  por  su 
industria  ú  otro  cualquier  motivo. 

Art.  1.259.  Si  el  socio  hubiese  apor- 
tado cosas  determinadas  no  fungibles, 
colocando  en  la  sociedad  sólo  los  frutos 
y  el  uso  de  ellas,  el  riesgo  de  la  pérdida 
ó  el  deterioro  de  las  cosas  correrá  por 
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cuenta  de  dicho  socio;  si  hubiese  con- 
tribuido con  la  propiedad  de  losobjetos, 
el  riesgo  será  á  cuenta  de  la  sociedad. 

Art.  1.260.    Si  el  socio  hubiese  con-, 
tribuido  con  cosas  fungibles,  el  riesgo 
será  de  cuenta  de  la  sociedad. 

Art.  1.261.  La  sociedad  será  respon- 
sable para  con  el  socio  tanto  de  las  can- 
tidades que  éste  gaste  en  beneficio  de 
ella,  como  de  las  obligaciones  que  con- 
traiga de  buena  fe  en  asuntos  de  la  so- 
ciedad, y  también  de  los  riesgos  inhe- 
rentes á  la  gerencia  que  estuviese  á 
cargo  del  mismo  socio. 

Art.  1.262.  La  parte  de  los  socios  en 
los  beneficios  ó  en  las  pérdidas  será 
proporcional  á  su  aportación,  si  otra 
cosa  no  se  hubiese  estipulado  en  con- 
trario. 

Art.  L263.  Si  alguno  de  los  socios 
entrase  solo  con  su  industria,  sin  valor 
estimado  previamente,  ó  sin  previa  de- 
signación de  la  cuota  que  debe  percibir 
y  no  viniese  á  un  acuerdo  con  los  otros 
socios,  tendrá  en  tal  caso  la  parte  que 
por  arbitros  le  sea  asignada. 

Art.  1.264.  Si  algún  socio,  además 
del  capital  con  que  contribuyó,  se  hubie- 
se también  obligado  á  ejercer  alguna 
industria,  los  derechos  que  tenga  por 
razón  de  ésta  no  deberán  ser  confundi- 
dos con  los  que  tuviese  por  razón  del 
capital  con  que  contribuyó. 

Art.  1.265.  Habiendo  convenido  los 
socios  en  que  la  partición  se  haga  por 
un  tercero,  no  podrán  impugnar  las  de- 
cisiones de  éste,  salvo  lo  que  se  hubie- 
se estipulado  en  contrario. 

Art.  1.266.  El  socio  encargado  de  la 
administración  por  cláusula  expresa 
del  contrato  podrá  ejercer  todos  los 
actos  correspondientes  á  su  cargo  sin 
necesidad  de  la  aprobación  de  los  de- 
más socios,  excepto  cuando  procediese 
dolosamente. 


§  único.— Los  poderes  del  socio  admi- 
nistrador durarán  lo  que  dure  la  so- 
ciedad, y  sólo  podrán  ser  revocados  por 
causa  legítima. 

Art.  1.267.  Los  poderes  conferidos 
por  acto  posterior  á  la  constitución  de 
la  sociedad  podrán  ser  revocados  como 
simple  mandato. 

Art.  1.268.  Cuando  sean  varios  los 
socios  encargados  de  la  administra- 
ción, indistintamente,  ó  sin  declaración 
de  que  deberán  proceder  de  acuerdo, 
podrá  cada  uno,  separadamente,  llevar 
á  efecto  los  actos  administrativos  que 
le  parezcan  oportunos. 

Art.  1.209.  Si  se  hubiese  convenido 
que  un  socio  administrador  no  haga 
nada  por  sí  sin  el  concurso  de  otro  ú 
otros  socios,* sólo  podrá  proceder  de 
otro  modo  mediante  nuevo  convenio,  ó 
en  el  caso  en  que  se  siga  perjuicio  gra- 
ve é  irreparable. 

Art.  1.270.  La  falta  de  convenio  ex- 
preso sobre  la  forma  de  la  adminis- 
tración se  suplirá  con  las  reglas  si- 
guientes: 

L"  Todos  los  socios  están  revesti- 
dos de  igual  poder  para  administrar; 
los  actos  llevados  á  cabo  por  cualquie- 
ra de  ellos  obligan  á  los  otros,  salvo  su 
derecho  de  oposición,  en  tanto  que  esos 
actos  no  produzcan  efectos  legales; 

2.°  Cualquiera  de  los  socios  podrá 
servirse,  en  la  forma  de  costumbre,  de 
cosas  de  la  sociedad,  mientras  ésta  no 
sea  perjudicada,  ó  los  demás  socios 
privados  del  uso  á  que  también  tengan 
derecho; 

3.^  Cada  socio  tendráderecho  á  obli- 
gar á  los  otros  á  concurrir  con  él  á  los 
gastos  necesarios  para  la  conservación 
de  los  objetos  de  la  sociedad; 

4.**  Ninguno  de  los  socios  podrá,  sin 
consentimiento  de  los  demás,  hacer  al- 
teraciones en  los  inmuebles  de  la  so- 
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ciedad,  aunque  le  parezcan  útiles,  ni 
obligar  ó  enajenar  los  objetos  muebles 
ó  inmuebles  de  la  sociedad; 

5.°  Si  hubiese  divergencia  entre  los 
íiocios,  decidirá  la  mayoría,  sea  cual 
fuere  la  desproporción  de  las  cuotas 
por  que  contribuyeron  á  su.entrada;  en 
caso  de  empate,  el  asunto  quedará  en 
tal  estado  hasta  ulterior  resolución. 

Art.  1.271 .  No  tendrá  necesidad  cada 
socio  del  consentimiento  de  los  demás 
para  asociarse  con  un  tercero  respecto 
de  la  parte  que  lleva  en  la  sociedad.  No 
podrá,  sin  embargo,  aunque  sea  admi- 
nistrador, hacer  que  entre  como  socio 
en  la  sociedad. 

SÜBSECCIÓN    SEGUNDA 

De  las  obligaciones  de  los  socios  con 
relación  á  tercera  persona 

Art.  1.272.  Los  socios  no  quedan 
obligados  solidariamente  por  las  den- 
las de  la  sociedad,  ni  tampoco  en  la 
parte  que  les  corresponda  del  fondo  so- 
cial, excepto  cuando  haya  convenio 
expreso  en  contrario. 

Art.  1.273.  Los  socios  serán  respon- 
sables para  con  sus  acreedores  por 
lividendos  proporcionales  á  sus  res- 
pe, tivas  partes  en  la  sociedad,  salvo  lo 
que  en  contrario  se  haya  convenido. 

Art.  1.274.  Los  acreedores  do  la  so- 
'  iedad  serán  preferidos  á  los  acreedo- 
•^es  de  cada  uno  de  los  socios,  en  lo  que 
se  refiere  á  los  bienes  sociales;  poro 
puí.'den  los  acreedores  particulares  de 
■ala  socio  proceder  ejecutivamente 
'  onlra  la  parte  social  del  deudor. 

§  único.— En  este  último  caso  que<iu- 
i'A  disuelta  la  sociedad,  y  el  ejecutado 
responderá  de  los  daños  y  perjuicios 
respecto  de  los  demás  socios,  si  se  ve- 
r.iío  VII.  —Instituciones  jurídicas. 


riflca  la  disolución  fuera  del  tiempo 
oportuno. 

Sección  cuarta 

De  la  duración  y  de  la  extinción  de  la  sociedad 

Art.  1.275.  La  sociedad  comienza 
desde  la  celebración  del  contrato,  en 
los  términos  que  marca  el  art.  1.240,  si 
otra  cosa  no  se  hubiese  acordado;  no 
obstante,  quedará  sin  efecto  si,  habien- 
do prometido  alguno  de  los  socios  en- 
tregar la  propiedad  ó  el  uso  de  alguna 
cosa  esencial  á  la  existencia  de  la  so- 
ciedad, la  entrega  de  esa  propiedad  ó 
de  ese  uso  no  llegara  á  realizarse. 

Art.  1.276.    La  sociedad  termina: 

1.°  Cuando  vence  el  plazo  por  que  se 
hizo  el  contrato; 

2.®    Por  la  extinción  de  su  objeto; 

3.^  Por  haberse  realizado  el  objeto 
de  ella; 

4.®  Por  muerte  ó  inhabilitación  de 
alguno  de  los  socios; 

5.**  Por  renuncia  de  alguno  de  los 
socios  y  en  el  caso  del  art.  1.274,  párra- 
único  (1). 

Art.  1.277.  La  sociedad  continuará  á 
pesar  de  todo,  aunque  fallezca  alguno 
de  los  socios,  si  se  hubiese  pactado  que 
en  ese  caso  la  sociedad  continúe  con 
sus  herederos  ó  con  los  socios  exis- 
tentes. 

§  único.— En  este  último  caso  los  he- 
rederos del  fallecido  sólo  tendrán  de- 
recho á  la  parte  que  á  éste  pertenecie- 
ra en  el  momento  de  su  muerte,  con- 
forme á  la  situación  de  la  sociedad,  y 
sólo  pariiciparan  de  los  derechos  y 
obligaciones  posteriores  que  fuesen  ne- 
cesariamente resultado  de  los  derechos 
ad(iuiridos  por  el  fallecido. 


(1)     Véanse  los  artículos  1.363  y  1.428. 
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Art.  1.278.  La  disolución  de  la  so- 
cledaíi  por  la  renuncia  de  alguno  de 
los  socios  sólo  está  permitida  en  las 
sociedades  de  duración  ilimitada,  salvo 
lo  que  se  dispone  en  el  artículo  si- 
guiente. 

§  1.**— Esta  renunpia  sólo  produce 
efecto  cuando  se  hace  de  buena  fe,  en 
tiempo  oportuno  y  se  notifica  á  los  so- 
cios. 

§  2.°— La  renuncia  será  de  mala  fe 
cuando  el  socio  renunciante  pretenda 
apropiarse  exclusivamente  los  benefi- 
cios que  los  socios  se  proponian  reco- 
ger en  común. 

§  3.**— La  renuncia  será  inoportuna 
cuando  las  cosas  no  estuviesen  en  su 
estado  integral,  ó  si  la  sociedad  se  per- 
judicase con  la  disolución  en  aquel 
momento. 

Art.  1.279.  La  sociedad  instituida 
por  tiempo  determinado  no  podrá  ser 
disuelta  por  efecto  de  renuncia  de  uno 
de  los  socios,  sino  resultando  causa  le- 
gítima. 

§  único.— Es  causa  legítima  la  que 
resulta  de  la  incapacidad  de  alguno  de 
los  socios  para  los  asuntos  de  la  socie- 
dad, ó  de  la  falta  de  cumplimiento  de 
sus  obligaciones,  ó  de  otro  hecho  seme- 
jante de  que  pueda  resultar  un  perjui- 
cio irreparable  para  la  sociedad. 

Art.  1.280.  Son  aplicables  á  las  par- 
ticiones entre  socios  las  reglas  genera- 
les que  regulan  las  particiones  entre 
colierederos. 

Sección  quinta 

De  la  sociedad  familiar 

Art.  1.2S1.  Sociedad  familiar  es  la 
que  puede  formarse  entre  hermanos  ó 
entre  padres  é  hijos  mayores.  Esta  so- 
ciedad es  expresa  ó  tácita. 


Art.  1.282.  Sociedad  familiar  expre- 
sa es  laque  resulta  del  convenio  expre- 
so, y  tácita  es  la  que  resulta  del  hecho 
de  haber  vivido  los  interesados  más  de 
un  año  en  comunidad  de  mesa  y  habita- 
ción, de  rentas  y  gastos,  de  ganancias 
y  pérdidas. 

Art.  1.283.  Cuando fal fe  convenio  ex- 
preso se  regirá  este  contrato  por  las  dis- 
posiciones siguientes. 

Art.  1.284.  La  sociedad  familiar 
abarca  el  uso,  los  productos  de  los  bie- 
nes de  los  socios,  el  producto  de  su  tra- 
bajo é  industria  y  los  bienes  que  los  so- 
cios tuvieren  indivisamente. 

Art.  \r¿So.  Corresponden  á  la  so- 
ciedad; 

i.**  Los  gastos  de  manutención ,  con- 
forme á  lo  que  se  dispone  en  el  artícu- 
lo 1.278,  párrafo  único; 

2.**  Las  deudas  contraídas  en  benefi- 
cio común; 

3."  Los  adelantos  y  gastos  ordina- 
rios que  trae  consigo  el  cultivo,  y  los 
extraordinarios  verificados  en  los  pre- 
dios indivisos; 

4.**  Las  cargas  inherentes  al  usu- 
fructo de  aquellos  bienes  cuyo  producto 
entre  en  la  sociedad. 

§  único.— El  socio  que  contraiga  deu- 
das, necesita  probar  que  las  contrae  en 
provecho  común. 

Art.  1.286.  Las  adquisiciones  mue- 
bles que  los  socios  hiciesen  se  presu- 
mirán hechas  en  su  nombre  si  no  fup- 
sen  aplicadas  al  uso  común. 

Art.  1.2'^7.  Las  adquisiciones  inmue- 
bles que  los  socios  hiciesen  serán  de  su 
propiedad,  aunque  declaren  que  la  com- 
pra se  ha  hecho  en  común,  si  para  ello 
no  hubieren  sido  especialmente  autori- 
zados por  los  otros  socios,  salva  la  in- 
demnización de  la  sociedad,  si  esas  ad- 
quisiciones se  hiciesen  con  fondos  co- 
munes. 
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Art.  1.288.    Los  daños  y  perjuicios 

que  por  caso  fortuito  sufran  los  bienes 
de  alguno  de  los  socios  recaerán  sobre 
el  propietario. 

Art.  1.289.  Disuelta  la  sociedad  se 
hará  la  partición  en  la  forma  siguiente, 
salvo  lo  que  se  hubiese  estipulado  en 
contrario. 

Art.  1.290,  Si  hubiese  bienes  inmue- 
bles indivisos  al  tiempo  de  comenzar  la 
sociedad,  se  repartirán  igualmente  por 
parcelas  ó  por  su  valor  entre  todos  los 
socios,  si  alguno  no  tuviese  derecho 
cierto  á  mayor  porción. 

Art.  1.291.  Si  existiesen  frutos  ó  uti- 
lidades como  resultado  del  cultivo  de 
¡os  inmuebles  en  que  algunos  de  los  so- 
cios hubiesen  trabajado  y  otros  no,  se 
formarán  dos  parles:  la  primera  se  re- 
partirá entre  los  propietarios  de  los  in- 
muebles, en  proporción  de  su  capital; 
la  segunda  se  repartirá  individualmen- 
le  entre  los  que  hayan  trabajado. 

Art.  1.292.  Si  alguno  de  los  socios  tu- 
viese hijo  ó  mujer  que  igualmente  hu- 
biese trabajado,  se  observará  lo  si- 
íruíente:  las  mujeres  cobrarán  la  mitad 
de  los  salarios  del  hombre  y  los  hijos  lo 
que  merezcan,  y  que,  según  las  circuns- 
tancias, les  fuese  asignado. 

Art.  1.293.  Si  alguno  de  los  hijos,  sin 
haber  trabajado  en  el  cultivo  hubiese 
contribuido  en  otra  forma  industrial, 
sprá  equiparado  á  los  que  trabajen. 

Art.  1.294.  Si  hubiese  en  la  sociedad 
ganado  empleado  en  el  cultivo,  y  fuese 
de  la  propiedad  de  alguno  de  los  socios, 
^.  entregará  al  propietario  el  estipen- 
'lioque  pareciese  razonable,  sacado  de 
ia  segunda  parte  de  las  dos  de  que  hace 
mención  el  art.  1.291. 

Art.  1.295.  Si  hubiese  bienes  adqui- 
ridos, se  repartirán  conforme  á  la  regla 
de  proporción  prescrita  en  el  art.  1.290. 

Art.  1.296.    Si  los  socios  hubiesen 


cultivado  haciendas  ajenas,  el  lucro  se 
repartirá  en  la  forma  prescrita  entre 
los  que  trabajen. 

Art.  1.297.  Si  los  socios  hubiesen 
trabajado  simultáneamente  en  hacien- 
das prop  as  y  ajenas,  se  hará  la  sepa- 
ración délos  productos  de  unas  y  de 
otras,  y  después  la  división,  conforme  á 
las  reglas  anteriormente  consignadas. 

§  único.  -Cuando  estén  confundidos 
los  frutos,  se  calcularán  proporcional- 
mente. 

Sección  sexta 

De  la  aparcería  rural 

Art.  1.298.  La  aparcería  rural  com- 
prende la  aparcería  agrícola  y  la  pe- 
cuaria. 

SUBSECCIÓN  PRIMERA 

De  la  aparcería  agrícola 

Art.  1.299.  Hay  aparcería  agrícola 
cuando  una  persona  entrega  á  otra  un 
predio  rústico  para  que  lo  cultive,  me- 
diante el  pago  de  una  cuota  en  frutos, 
del  modo  que  entre  sí  lo  hayan  acor- 
dado. 

Art.  1  300.  Si  mientras  dure  el  con- 
trato falleciese  alguno  délos  contratan- 
tes, ni  el  que  sobreviviese,  ni  los  here- 
deros del  difunto,  quedarán  obligados 
á  mantener  y  cumplir  el  contrato. 

§  único. —Pero  si  al  tiempo  de  la 
muerte  del  arrendador,  el  arrendatario 
tuviese  la  heredad  labrada,  la  viña  po- 
dada, ó  hechos  algunos  trabajos  de  cul- 
tivo ó  adelantos,  subsistirá  el  contrato 
todo  el  tiempo  necesario  para  resarcir- 
se.de  estos  gastos  y  trabajos,  si  el  pro- 
pietario no  prefiriese  abonarlos  (1). 

(1)  Véanse  los  artículos  1.385,  1.403,  1.404, 
1.480  y  1.619. 
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Art.  1.301.  Los  labradores  que  lleva- 
sen en  aparcería  predios  rústicos  no 
podrán  sacar  el  trigo  de  la  era,  ni  el 
vino  del  lagar,  ni  recolectar  cualquiera 
clase  de  frutos  de  los  que  tengan  que 
entregar  una  parte,  sin  hacérselo  saber 
al  propietario  ó  á  quien  haga  sus  veces, 
si  habitaren  en  la  misma  parroquia. 

§  1.**— :Si  el  propietario  ó  su  represen- 
tante no  se  hallase  en  la  parroquia,  po- 
drá el  labrador  hacer  medir  los  frutos 
en  presencia  de  dos  testigos  pdedignos. 

§  2."— Si  así  no  lo  hiciese,  pagará  el 
doble  de  la  parte  que  tenía  que  en- 
tregar. 

§  3.°— Las  simientes  se  deducirán  del 
quiñón  del  labrador,  si  otra  cosa  no  se 
hubiese  estipulado. 

Art.  1.302.  El  aparcero  que  déjase  el 
predio  sin  cultivar,  ó  no  lo  cultivase 
conforme  á  lo  estipulado,  ó  por  lo  me- 
nos en  la  forma  de  costumbre,  será  res- 
ponsable de  los  daños  y  perjuicios  á 
que  diese  lugar  (I). 

Art.  1.303.  Son  aplicables  á  los  apar- 
ceros las  disposiciones  de  los  artículos 
relativos  á  los  derechos  y  obligaciones 
de  los  inquilinos  y  arrendatarios,  en 
todo  aquello  que  no  esté  regulado  por 
disposiciones  especiales. 

SUBSECCIÓN  SEGUNDA    . 

De  la  aparcería  pecuaria 

Art.  1.304.  Existe  contrato  de  apar- 
cería pecuaria  cuando  una  ó  más  per- 
sonas entregan  á  otra  ú  otras  cierto  nú- 
mero de  animales  para  que  los  críe, 
apaciente  y  cuide,  con  la  condición  de 
rf'partirse  entre  sí  las  ganancias  en  de- 
terminada proporción. 


(1)     Véanse  loa  artículos  1  H06,  1  336  y  l.62'7. 


Art.  1.305.  Las  condiciones  de  este 
contrato  quedan  á  voluntad  de  los  inte- 
resados, y  cuando  no  haya  convenio  se 
observará  la  costumbre  establecida  en 
el  país,  salvo  las  siguientes  disposi- 
ciones. 

Art.  1.30G.  El  aparcero  apacentadur 
queda  obligado  á  emplear  en  lacustodia 
y  trato  de  los  animales  aquel  cuidado 
que  ordinariamente  tiene  con  sus  cosas, 
y  si  así  no  lo  hace  responderá  de  los 
daños  y  perjuicios  á  que  diese  origen. 

Art.  1.307.  El  aparcero  propietario 
está  obligado  á  asegurar  al  aparcero  in- 
dustrial la  posesión  y  el  uso  de  los  ani- 
males sobre  que  se  contrató,  y  en  caso 
de  evicción  á  sustituir  por  otros  los  evic- 
cionados,  respondiendo  además  de  los 
daños  y  perjuicios  á  que  diese  lugar  por 
la  falta  de  cumplimiento  de  su  contrato. 

Art.  1.308.  Si  los  animales  perecie- 
sen por  caso  fortuito,  la  pérdida  será 
de  cuenta  del  propietario. 

Art.  1.309.  El  aprovechamiento  de 
los  animales  muertos  corresponderá  al 
propietario,  siendo  responsable  de  ello 
el  aparcero  apacentador. 

Art.  1.310.  Queda  sin  efecto  el  con- 
trato en  que  seestipule  que  las  pérdidas 
ocasionadas  por  caso  fortuito  correrán 
á  cargo  del  aparcero  apacentador. 

Art.  1.311.  El  aparcero  apacentador 
no  podrá  disponer  de  ninguna  cabeza 
de  ganado,  tanto  del  que  se  le  entregó 
como  del  nacido  después,  sin  consenti- 
miento del  propietario, del  mismo  modo 
que  éste  no  podrá  hacer  nada  sin  con- 
sentimiento del  otro. 

Art.  1.312.  El  aparcero  apacentador 
de  ganado  lanar  no  podrá  principiar  el 
es(iuiIeo  sin  prevenirlo  al  propietario; 
si  lo  hiciese,  pagará  el  duplo  del  valor 
•  le  la  parte  que  pueda  corresponder  á 
éste. 

Art.  1.313.    La  aparcería  durará    o¡ 
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tiempo  convenido,  y  cuando  no  hubiese 
pacto,  el  tiempo  que,  conforme  aJ  uso 
común  en  el  país,  duren  las  aparcerías. 

Art.  1.314.  En  todo  caso,  el  propie- 
tario podrá  rescindir  el  contrato  si  el 
apacentador  no  cumpliese  sus  obliga- 
ciones. 

Art.  1.315.  Los  acreedores  del  pro- 
pietario sólo  podrán  embargar  lo  que 
por  derecho  les  pertenezca,  quedando 
á  salvo  las  obligaciones  contraidas  fen- 
ire  aquél  y  el  socio  apacentador. 

Art.  1.3IG.  Los  acreedores  del  apa- 
centador no  podrán  embargar  los  ani- 
males de  la  aparcería,  pero  sí  el  dere- 
cho que  éste  tenga  adquirido  6  pueda 
adquirir  por  su  contrato. 

Art.  1.317,  El  propietario  cuyo  gana- 
do sea  indebidamente  enajenado  por 
el  apacentador,  tendrá  derecho  á  la 
reivindicación,  excepto  cuando  se  haya 
vendido  en  el  mercado;  pero  podrá 
siempre  proceder  contra  el  apacenta- 
'lor  que  no  le  haya  avisade  á  tiempo,  en 
demanda  de  que  le  abone  daños  y  per- 
juicios. 

CAPÍTULO  III 
Del  mandato  ó  procuraduría 

Sección    primera 

Disposiciones   peñérales 

Art.  1.318.  Existe  contrato  de  man- 
dato ó  procuraduría,  cuando  alguna 
persona  se  encarga  de  dar  ó  hacer  al- 
guna cosa  por  mandato  y  en  nombre  de 
otro.  El  mandato  puede  ser  verbal  ó 
í^^ícrito  (1). 

Art.  1.319.  Llámase  poder  el  docu- 
mento en  que  el  comitente  expresa  su 


l)    Véan«€  los  artículos  1.330  al  1 .333. 


mandato.  El  poder  puede  ser  público  ó 
particular. 

Art.  L320.  Es  poder  público  el  que 
se  hace  por  el  Notario  ó  por  el  Escriba- 
no respectivo. 

Art.  1  321.  Poder  particulares  el  que 
queda  escrito  y  firmado  por  el  comiten- 
te, ó  escrito  por  otra  persona  y  firmado 
por  el  comitente  y  dos  testigos. 

Art.  1.322.  Se  tienen  por  públicos: 
el  poder  escrito  y  firmado  por  el  comi- 
tente, siempre  que  sea  la  letra  y  la  fir- 
ma legalizadas  por  Notario,  y  el  poder 
escrito  por  tercera  persona,  pero  firma- 
do por  el  comitente  y  dos  testigos,  si 
las  firmas  se  pusiesen  ante  Notario  que 
así  lo  certificase  en  el  mismo  docu- 
mento. 

Art.  1.323.  El  poder  será  general  ó 
especial. 

Art.  1.324.  Poder  general  es  el  que 
se  confiere  para  toda  clase  de  actos  sin 
especificarlos.  Poder  especial  es  el  que 
se  confiere  para  ciertos  y  determinados 
asuntos. 

Art.  1.325.  El  poder  general  sólo 
puede  autorizar  actos  de  mera  adminis- 
tración. 

Art.  1.326.  El  mandato  verbal  se 
prueba  en  cualquier  forma;  el  escrito; 
cuando  la  ley  lo  exige,  sólo  por  los  me- 
dios establecidos  en  los  artículos  1  320, 
1.321  y  1.322. 

Art.  1.327.  Es  necf^sario  poder  pú- 
blico ó  tenido  por  tal,  para  los  actos 
que  han  de  verificarse  en  forma  legal, 
ó  para  cuya  prueba  se  exija  documento 
auténtico. 

Art.  1.328.  Es  suficiente  el  poder 
particular  para  los  actos  cuya  prueba 
depende  de  documentos  particulares. 

Art.  1.329.  En  los  actos  no  compren- 
didos en  los  dos  artículos  anteriores,  es 
admisible  la  prueba  de  simple  mandato 
verbal . 
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Art.  1.330.  El  mandato  puede  confe- 
rirse á  ausentes,  pero  no  es  válido  sin 
la  aceptación  del  mandatario. 

Art.  1.331.  El  mandato  se  supone 
gratuito  no  iiabiendo  estipulado  remu- 
neración, excepto  si  su  objeto  fuera  de 
aquellos  en  que  el  mandatario  intervie- 
ne con  actos  consiguientes  á  una  pro- 
fesión lucrativa  á  que  se  dedica. 

Sección  segunda 

Del  objeto  riel  mandato  y  de  l^is  persoriüs  que 
pueden  conferirlo  y  aceptarlo 

Art.  1.332.  Cuaiquierapuedemandar 
hacer  á  otro  todos  los  actos  jurídicos 
que  por  sí  puede  prai  ticary  que  no  fue- 
ren meramente  personales. 

Art.  1 .333.  El  mandatario  podrá  acep- 
tar poder  para  cualquier  acto  que  no 
esté  prohibido  por  la  ley. 

Art.  1.334.  Las  mujeres  casadas  y 
los  menores  no  emancipados  podrán 
ser  mandatarios,  salvo  lo  dispuesto  en 
el  art.  1.354;  pero  el  comitente  sólo  ten- 
drá acción  contra  el  menor  ó  la  mujer 
casada  en  conformidad  con  las  reglas 
generales  que  regulan  la  responsabi- 
lidad de  los  actos  de  estas  personas, 
excepto  si  el  mandato,  siendo  escrito, 
estuviese  autorizado  por  el  marido  ó 
por  el  tutor  del  mandatario. 

Sección  tercera 

De  las  obligaciones  del  mandatario  con  relación 
al  comitente 

Art  1.335.  El  mandatario  está  obli- 
gado á  cumplir  su  mandato  en  los  tér- 
minos y  por  el  tiempo  por  que  fué  con- 
ferido. 

Art.  1.336.  El  mandatario  debe  dedi- 
car á  la  gerencia  de  que   está  encarga- 


do la  diligencia  y  el  cuidado  de  que  es 
capaz  para  el  buen  desempeño  del  man- 
dato; si  así  no  lo  hiciese,  responderá 
de  los  daños  y  perjuicios  á  que  diese 
lugar. 

Art.  1.337.  El  mandatario  no  podrá 
alegaren  compensación  de  los  perjui- 
ciosá  que  diese  lugar,  los  beneficios 
que,  por  otro  concepto,  hubiera  repor- 
tado a]  comitente. 

Art.  1.338.  El  mandatario  que  se  ex- 
cedieí^e  de  las  facultades  conferidas  en 
el  poder  será  responsable  de  los  daños 
y  perjuicios  áque  diese  lugar,  tanto  con 
relación  al  comitente  como  con  rela- 
ción á  un  tercero  con  quien  hubiese 
contratado. 

Art.  1.339.  El  mandatario  está  obli- 
gado á  dar  cuentas  exactas  de  su  ge- 
rencia. 

Art.  1.340.  Si  el  mandatario  distra- 
jese en  provecho  suyo  dinero  del  comi- 
tente, responderá  de  los  intereses  des- 
de que  se  constituyese  en  mora,  si  ese 
dinero  no  se  le  adeudase  por  otro  con- 
cepto. 

Art.  1.341.  Cuando  se  encargan  va- 
rias personas  del  mismo  mandato,  cada 
una  responderá  de  sus  actos,  si  otra 
cosa  no  se  hubiese  estipulado. 

§  único.— En  caso  de  inejecución  del 
mandato,  la  responsabilidad  se  repar- 
tirá por  igual  entre  los  m.andatarios. 

Art.  1.342.  El  mandatario  no  puede 
encargar  á  un  tercero  el  cumplimiento 
del  mandato,  sí  para  ello  no  se  le  hu- 
biesen conferido  poderes,  y  si  se  los 
hubiesen  dado  sin  designación  de  per- 
sona, responderá  por  el  sustituto  cuan- 
do aparece  éste  notoriamente  inhabili- 
tado ó  insolvente. 

Art.  1.313.  El  mandatario  sustituto 
tendrá  para  con  el  comitente  los  mis- 
mos derechos  y  obligaciones  que  tenía 
el  primer  mandatario. 
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Sección  cuarta 


De  Ihs  oblig^c'ones  del  comitente  en  relación 
con  el  mandatario 


Art.  1.344.  El  comitente  tendrá  obli- 
gación de  indemnizar  al  mandatario  de 
todos  los  gastos  que  éste  hiciese  y  de 
todos  los  perjuicios  que  le  irrogase  el 
cumplimiento  del  mandato,  en  tanto 
que  dicho  mandatario  no  se  exceda  de 
sus  atribuciones  y  proceda  de  buena  fe. 

Art.  1.345.  El  comitente  no  podrá 
excusarse  de  cumplir  ninguna  de  las 
obligaciones  que  el  mandatario  hubie- 
se contraído  en  su  nombre,  dentro  de 
los  límites  del  mandato. 

An.  1.346.  No  es  lícito  al  comitente 
eximirse  de  cumplir  lo  que  queda  orde- 
nado en  los  artículos  anteriores,  á  pre- 
texto de  no  haber  obtenido  los  benefi- 
cios que  esperaba  del  mandato. 

Art.  1.347.  El  comitente  estará  obli- 
eado  á  pagar  al  mandatario  los  hono- 
rarios estipulados  ó  que  sean  justos, 
conforme  á  lo  que  queda  dispuesto  en 
el  art.  1.331,  aunqueel  mandato  no  haya 
reportado  ventajas  á  dicho  comitente, 
excepto  cuando  esto  suceda  por  culpa 
ó  negligencia  del  mandatario. 

.\rt.  1.348.  Si  muchas  personas  hu- 
biesen constituido  un  solo  mandatario 
para  algún  negocio  común,  será  cada 
uno  de  los  comitentes  solidariamente 
responsable  de  todas  las  obligaciones 
que  resulten  de  la  ejecución  del  man- 
dato, salvo  el  recurso  del  comitente 
que  haya  pagado,  contra  los  otros,  por 
la  parte  correspondiente  á  cada  uno  de 
ellos. 

Art.  1.349.  El  mandatario  tiene  de- 
recho de  retención  sobre  el  objeto  del 
mandato  hasta  que  se  le  haya  satisfe- 
'^holo  que  en  razón  de  ^«te  se  le  deba. 


Sección  quinta 

De  los  derechos  j  de  las  obligaciones  del  comi- 
tente y  del  mandatario,  con  relación  á  tercero 

Art.  1 .350.  El  comitente  será  respon- 
sable para  con  cualquier  persona,  en 
los  términos  que  marca  el  art.  1.345,  de 
lo  que  el  mandatario  haya  hecho  como 
tal  con  relación  á  dicha  persona;  pero 
el  mandatario  no  tendrá  acción  para 
exigir  de  ella,  en  nombre  del  comiten- 
te, el  cumplimiento  de  las  obligaciones 
contraídas  por  la  misma  persona.  Este 
derecho  compete  al  comitente. 

Art.  1.351.  Los  actos  que  el  manda- 
tario practique  en  nombre  de  su  comi- 
tente, pero  fuera  de  los  limites  marca- 
dos en  el  mandato,  serán  nulos  con  re- 
lación al  mismo  comitente,  si  éste  no 
los  Tatifica  de  una  manera  expresa  ó 
tácita. 

Art.  1.352.  El  tercero  que  hubiese 
contratado  en  c^ta  forma  con  el  man- 
datario, no  tendrá  acción  contra  él  si 
dicho  mandatario  le  hubiese  hecho  co- 
nocer cuáles  eran  sus  poderes,  y  si  no 
se  hubiese  hecho  responsable  perso- 
nalmente por  el  comiten'e. 

Art.  1.353.  No  se  tendrán  por  lega- 
les, aunque  sean  de  la  misma  natura- 
leza que  éstos,  los  actos  abiertamente 
contrarios  al  ñn  del  mandato. 

Sección  sexta 

Del    mandato    judicial 

Art.  1.354.  No  pueden  ser  procura- 
dores en  juicio: 

i.**    Los  menores  no  emancipados; 

2.**  Las  mujeres,  excepto  en  causa 
propia,  ó  de  sus  ascendientes  ó  descen- 
dientes,  ó  de  su  marido,  hallándose  és- 
tos impedidos; 
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3.**  Los  Jueces  en  ejercicio  dentro  de 
su  término  jurisdiccional; 

4.**  Los  Escribanos  y  Oficiales  de 
justicia  en  los  respectivos  Juzgados, 
excepto  en  causa  propia; 

5.**  Los  representantes  del  Ministe- 
rio público  en  cualquier  causa  en  que 
puedan  intervenir  de  oficio,  dentro  de 
los  límites  desús  respectivos  distrito*^; 

6.**  Los  que  hubiesen  sido  inhabili- 
tados por  sentencia  para  representar 
en  juicio  ó  de  ejercer  oficio  público; 

7.°  Los  ascendientes,  descendientes 
6  hermanos  del  Juez; 

8.°  Los  descendientes  contra  los  as- 
cendientes y  viceversa,  excepto  en 
causa  propia. 

Art.  1.355.  El  mandato  judicial  sólo 
puede  ser  conferido  por  poder  público 
ó  tenido  por  tal. 

Art.  1.356.  No  será  admitido  en  jui- 
cio poder  á  dos  ó  más  Procuradores 
con  la  cláusula  de  que  uno  no  puede 
hacer  nada  sin  los  otros;  pero  pueden 
conferirse  los  mismos  poderes  á  dife- 
rentes personas  simultáneamente. 

Art.  1.357.  Si  los  Procuradores  judi- 
ciales, por  atención  á  la  parte  contra- 
ria, rehusasen  el  poder  conferido,  de- 
berá el  Juez,  á  instancia  del  comitente, 
nombrar  alguno  que  lo  acepte,  so  pena 
de  suspensión  por  seis  meses,  no  pro- 
bando excusa  legítima. 

Art.  1.358.  Será  nulo  todo  contrato 
que  las  partes  hagan  con  sus  Aboga- 
dos ó  Procuradores,  concediéndoles  al- 
gún tanto  de  lo  pedido  en  la  acción. 

§  único.— Los  Procuradores  ó  los 
Abogados  que  infringieren  lo  que  se 
dispone  en  este  artículo,  serán  inhabi- 
litados por  espacio  de  un  año  de  pro- 
curar ó  de  abogar  en  juicio. 

Art.  1.359.  Los  Procuradores  y  los 
Abogados  cobrarán  los  honorarios 
usuales  en  la  respectiva  Audiencia,  á 


más  de  los  gastos  que  hiciesen  por  esta 
causa. 

Art.  1.350.  El  Procurador  ó  su  Abo- 
gado que  hubiese  aceptado  el  mandato 
de  una  de  las  partes,  no  podrá  procu- 
rar ó  abogar  por  la  otra  en  la  misma 
causa,  aunque  deje  de  serlo  de  la  pri- 
mera. 

§  único.— El  Procurador  ó  Abogado 
que  así  no  lo  hiciera,  será  inhabilitado 
de  procurar  ó  de  abogar  por  espacio  de 
un  año. 

Art.  1.361.  El  Procurador  ó  el  Abo- 
gado que  revelase  á  la  parte  contraria 
los  secretos  de  su  comitente,  ó  le  sumi- 
nistrase documentos,  ó  cualquier  dato, 
será  inhabilitado  para  siempre  de  pro- 
curar ó  de  abogar  en  juicio  (1). 

Art.  1.362.  El  Procurador  ó  el  Abo- 
gado que  tuviese  impedimento  legal 
para  continuar  en  la  procuraduría,  no 
podrá  abandonarla  sin  dejar  sustituto, 
teniendo  poderes  para  ello,  ó  avisar 
con  tiempo  á  su  comitente  para  que 
nombre  otro;  además  responderá  de  los 
daños  y  perjuicios. 

Sección  séptima 

Del  término  del  mandato 

Art.  1.363.    El  mandato  espira: 

L°    Por  revocación; 

2.®    Por  la  renuncia  del  mandatario; 

3.®  Por  muerte  ó-  interdicción  del 
mandante  ó  del  mandatario; 

4.**  Por  insolvencia  ó  cambio  de  es- 
tado del  mandante  ó  del  mandatario, 
si  por  tal  cambio  resultase  inhábil  para 
conferir,  ó  éste  para  aceptar  el  man- 
dato; 

5.**  Por  la  terminación  del  plazo  del 
mandato  ó  conclusión  del  asunto. 


(1)     V.  el  art.  2.511. 
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Art.  1.3G4.  El  mandante  podrá  revo- 
car como  y  cuando  le  plazca  el  mandato 
conferido,  sin  perjuicio  de  cualquier 
condición  ó  pacto  en  contrario. 

S  único.— Si  el  mandato  fuese  por  es- 
crito, podrá  el  comitente  exigir  la  de- 
volución del  documento  cuando  el 
mandatario  lo  tuviese  en  su  poder. 

Art.  1.365.  El  nombramiento  de  un 
nuevo  Procurador  con  el  mismo  objeto 
equivale  á  la  revocación  de  ios  poderes 
del  primero,  habiéndolo  participado  el 
comitente  al  anterior  mandatario. 

Art.  1.366.  Aunque  el  mandato  espi- 
ra por  muerte  del  comitente,  deberá  en 
tal  caso  el  mandatario  continuar  con 
la  gerencia  cuando  los  herederos  no 
hayan  acordado  cosa  alguna  respecto 
del  negocio,  si  de  no  hacerlo  les  pudie- 
se resultar  algún  perjuicio. 

Art,  1.367.  Si,  como  consecuencia 
de  la  muerte  del  mandatario  espirase 
p]  mandato,  deberán  sus  herederos  avi- 
«^ar  al  comitente,  poniendo,  entre  tan- 
to, de  su  parte  cuanto  fuese  posible 
para  evitarle  cualquier  perjuicio. 

Art.  1.368.  En  caso  de  renuncia  del 
mandatario  estará  éste  obligado  á  con- 
tinuar con  la  gerencia,  si  de  no  hacer- 
lo se  siguiese  algún  perjuicio  al  comi- 
tente, en  el  caso  de  que  á  éste  no  se  le 
hubiese  avisado  ó  no  tuviese  el  tiempo 
necesario  para  arreglar  sus  asuntos. 

Art.  1.3G9.  Los  actos  llevados  á  cabo 
por  el  mandatario  desp'iés  de  la  termi- 
nación del  mandato  no  obligan  al  man- 
dante, ni  para  con  el  mandatario  ni 
para  con  tercera  persona,  excepto: 

1."  En  el  caso  de  los  artículos  1.366, 
1.367y  1.36S; 

2.°  Si  el  mandatario  ignorase  la  ter- 
minación del  mandato; 

3."  Si  el  mandatario,  autorizado  á 
•ratar  con  cierta  y  determinada  perso- 
na, hubiese  contratado  con  ella,  igno- 


rando ésta  la  terminación  del  mandato, 
aunque  dicho  m'indatario  no  la  igno- 
rase. 

§  único.— En  este  último  caso,  sin 
embargo,  el  mandatario  será  responsa- 
ble para  con  el  comitente  de  todos  los 
daños  y  perjuicios  de  que  fuese  causa. 

CAPÍTULO  IV 

Del  contrato  de  prestación  de  servicios 
Sección    primera 

Del  servicio  doméstico 

Art.  1.370.  Servicio  doméstico  es  el 
que  presta  temporalmente  un  individuo 
á  otro  que  habita  en  su  compañía,  me- 
diante una  retribución. 

Art.  1.371.  El  contrato  de  prestación 
de  servicio  doméstico  estipulado  por 
toda  la  vida  de  los  contratantes,  ó  de 
alguno  de  ellos,  es  nulo,  y  puede  ser 
rescindido  en  todo  tiempo  por  cualquie- 
ra de  las  partes. 

Art.  1.372.  El  contrato  de  prestación 
de  servicio  se  hará  á  voluntad  de  las 
partes,  salvas  las  siguientes  disposi- 
ciones. 

Art.  1.373.  A  falta  de  convenio  ex- 
preso acerca  del  tiempo  de  duración 
del  servicio,  se  entenderá  que  el  contra- 
to queda  hecho  por  un  año  en  el  servi- 
cio rural,  y  por  un  mes  en  cualquier 
otro  servicio,  salvo  si  hubiese  en  el  país 
costumbre  en  contrario. 

Art.  1.374.  A  falta  de  convenio  ex- 
preso acerca  de  la  retribución  que  el 
criado  debe  percibir,  se  seguirá  la  cos- 
tumbre del  país,  teniendo  en  cuenta  el 
sexo,  la  edad  y  el  oficio  del  criado. 

Art.  1.375.  No  habiendo  sido  el  cria- 
do ajustado  para  cierto  y  determinado 
servicio,  se  entenderá  que  queda  oblí- 
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gado  á  emplearse  en  cualquiera,  com- 
patible con  sus  fuerzas  y  condición. 

Art.  1.37B.  El  criado  ajustado  por 
determinado  tiempo  no  puede  ausen- 
tarse ni  despedirse  hasta  que  termine 
el  plazo,  si  no  hay  causa  justa  (1). 

Art.  1.377,  Entiéndese  por  causa 
justa: 

1.**  La  necesidad  de  cumplir  obliga- 
ciones legales  incompatibles  con  la 
continuación  del  servicio; 

2.^  El  peligro  manifiesto  de  algún 
daño  ó  mal  considerable; 

3.®  La  falta  de  cumplimiento  por 
parte  del  amo  de  las  obligaciones  á  que 
se  haya  comprometido  para  con  el 
criado; 

4.°  La  enfermedad  que  imposibilite 
al  criado  para  cumplir  con  su  obliga- 
ción; 

5.**  La  variación  de  residencia  del 
amo  á  lugar  que  no  convenga  al  criado. 

Art.  1.378.  El  criado  que  se  despidie- 
se con  justa  causa,  tiene  derecho  á  que 
se  le  satisfagan  los  salarios  vencidos. 

Art.  1.379.  El  criado  que  abandone 
inmotivadamente  á  su  amo  antes  de  que 
termine  el  plazo  del  ajuste,  perderá  el 
derecho  á  los  jornales  vencidos  y  no 
satisfechos  hasta  ese  d.^a. 

Art.  1.380.  No  podrá  el  amo  despe- 
dir, sin  justa  causa,  al  criado  contra- 
tado por  tiempo  determinado  hasta 
que  espire  el  pla7o. 

Art.  1.381.  Será  justa  causa  de  des- 
pedida: 

1.®  La  inutilidad  del  criado  para  el 
servicio  ajustado; 

2.°  Sus  vicios,  enfermedades  ó  mal 
comportamiento; 

3.°  La  quiebra  ó  falta  de  recursos 
del  amo. 


Art.  1.382.  El  amo  que  despidiese  al 
criado  sin  justa  causa  antes  que  venza 
el  plazo  del  ajuste,  quedará  obligado  á 
satisfacerle  su  salario  por  entero. 

Art.  1.383.    El  criado  esta  obligado: 

I.**  A  obedecer  al  amo  en  todo  lo 
que  no  sea  ilícito  ó  contrario  á  las  con- 
diciones del  contrato; 

2.®  A  desempeñar  el  servicio  que  le 
corresponda  con  la  diligencia  compati- 
ble con  sus  fuerzas; 

3.®  A  velar  por  las  cosas  del  amo  y 
evitar,  cuando  pudiese,  cualquier  daño 
á  que  estuviesen  expuestas; 

4.°  A  responder  de  los  daños  y  per- 
juicios que  por  su  culpa  el  amo  experi- 
mentase. 

Art.  1.384.    El  amo  está  obligado: 

1.®  A  corregir  al  criado,  siendo  me- 
nor, como  si  fuera  tutor  suyo; 

2.®  A  indemnizar  al  criado  de  los 
daños  y  perjuicios  que  sufriese  por 
su  culpa; 

3."  A  asistir  ó  curar  al  sirviente  du- 
rante cualquier  enfermedad  á  costa  do 
su  jornal,  si  no  lo  quisiere  hacer  por 
caridad,  no  pudiendo  el  criado  hacer 
nada  por  sí  y  no  teniendo  familia  en  el 
lugar  donde  sirva  ni  ninguna  clase  de 
recursos. 

Art.  1.385.  El  contrato  de  servicio 
doméstico  termina  por  muerte  del  amo 
ó  del  criado.  En  el  primer  caso  tendrá 
éste  derecho  á  cobrar  el  salario  venci- 
do y  quince  dias  más;  en  el  segundo, 
sólo  podrán  los  herederos  exigir  los  sa- 
larios vencidos. 

Art.  1.386.  El  legado  que  deje  el  amo 
en  testamento  al  criado  no  se  entende- 
rá que  es  á  cuenta  de  su  salario,  si  no 
lo  expresase  terminantemente  (1). 

Art.  1.387.     En  la  demanda  por  sala- 


(1)     Vóause    los    artículos     sijíuientes     hasta 
el  1.382,  y  los  1.392,  1.394  y  1.429. 


!   --  -  - 

I       (l)     Véanse  los  artículoí*  1.818  y  1.820. 
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rio  no  satisfecho,  á  falta  de  otra  prue- 
ba bastará  el  juramento  del  amo. 

§  único.— Esta  acción  prescribe  en  ei 
tiempo  y  forma  declarados  en  los  ar- 
tículos 538  y  539. 

Art.  1.388.  El  amo  puede  descontar 
fie  los  salarios  del  criado  el  importe  de 
los  daños  y  perjuicios  que  éste  le  haya 
pausado,  salvo  el  derecho  del  criado  de 
oponerse  al  descuento  en  caso  de  in- 
justicia. 

§  único.— Si  el  amo  no  hiciese  el  des- 
f'uonto  en  el  momento  del  pago,  no  ten- 
Irá  acción  contra  el  crido  sino  durante 
un  mes  después  de  su  despedida  ó  de  la 
terminación  del  contrato. 

Art.  1.389.  El  contrato  de  servicio  de 
menores  sólo  puede  celebrarse  con  las 
personas  á  cuyo  cargo  estuviesen. 

Art.  1.390.  Cuando  el  menor  no  tu- 
viese quien  le  represente,  se  observará 
lo  que  sigue: 

I.**  Si  el  menor  no  excediese  de  diez 
años  de  edad,  siendo  varón,  y  de  doce 
«iendo  hembra,  el  amo  sólo  estará  obli- 
írado  á  darle  los  alimentos; 

2."  Si  pasase  de  esta  edad,  se  regirá 
por  lo  que  fuese  costumbre  en  el  país, 
relativamente  á  los  servicios  de  la  mis- 
ma edad  y  condiciones. 

Sección  segunda 

Del    servicio    asalariado 

Art.  1.391.  Servicio  asalariado  es  el 
•iue  presta  cualquier  individuo  áotro, 
üa  por  día,  ú  hora  por  hora,  mediante 
'  íerta  retribución  relativa  á  cada  día 
ó  á  cada  hora,  que  se  llama  salario. 

Art.  1.392.  El  asalariado  queda  obli- 
l?ado  á  trabajar  en  lo  que  se  obligue, 
conforme  á  las  órdenes  y  dirección  de 
«u  principal.  Si  así  no  lo  hiciese,  podrá 
«er  despedido  antes  que  termine  el  día, 


pagándole  las  horas  que  haya  traba- 
jado. 

Art.  1.393.  El  principal  está  obligado 
á  satisfacer  la  retribución  convenida 
al  fín  de  cada  semana  ó  al  ñn  de  cada 
día,  conforme  á  las  necesidades  del  asa- 
lariado. 

§  único.— El  precio  de  la  retribución 
se  presume  estipulado  on  dinero,  salvo 
lo  que  se  convenga  en  contrario. 

Art.  1.394.  El  asalariado  por  día,  ó 
por  los  días  necesarios  para  concluir 
determinado  trabajo,  no  puede  abando- 
,  narle,  ni  el  principal  despedirle  sin  jus- 
ta causa  antes  de  que  espire  el  plazo. 

§  único.— Si  el  asalariado  ó  el  princi- 
pal hiciesen  lo  contrario,  aquél  perderá 
el  salario  vencido  y  éste  lo  pagará  por 
entero  como  si  hubiese  terminado. 

Art.  1.395.  Si  el  trabajo  ajustado  por 
determinado  número  de  días,  ó  por  lo 
que  durase  la  obra,  fuese  suspendido 
por  caso  fortuito  ó  fuerza  mayor,  el 
principal  tendrá  que  pagar  el  trabajo 
hecho. 

Sección  tercera 

De  las  contratas 

Ari.  1.396.  Existe  estecontrato  cuan- 
do uno  ó  varios  individuos  se  encargan 
de  hacer  una  obra  para  otro  con  mate- 
riales suministrados,  ya  por  eldueño  de 
la  obra,  ya  por  el  contratista,  mediante 
cierta  retribución  proporcionada^^  tra- 
bajo ejecutado. 

Art.  1 .397.  Si  el  contratista  ó  contra- 
tistas se  obligasen  á  suministrar  el  tra- 
bajo y  los  materiales,  todo  el  riesgo  de 
la  obra  correrá  por  su  cuenta  hasta  el 
acto  de  la  entrega,  salvo  si  hubiese  de- 
morado el  dueño  de  la  obra  su  recibo  ó 
hubiese  convenio  expreso  en  contrario. 

Art.  1.308.     Si  la  contrata  fuese  úni- 
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camente  de  trabajo,  todo  riesgo  será  por 
cuenta  del  dueño,  excepto  si  hubiese 
mora,  culpa  ó  torpeza  en  los  contratis- 
tas, ó  si,  conociendo  la  mala  calidad  de 
los  materiales,  no  hubiesen  prevenido 
al  dueño  de  la  obra  el  riesgo  á  que  em- 
pleándolos quedaría  expuesta. 

Art.  1.399.  En  los  contratos  de  cons- 
trucción de  edificios  ú  otras  obras  de 
consideración,  el  contratista  de  mate- 
riales y  do  ejecución  será  responsable, 
durante  cinco  años,  de  la  seguridad  y 
solidez  de  la  obra,  tanto  en  razón  de  la 
calidad  de  los  materiales  como  en  la  fir- 
meza de  la  planta,  excepto  si  hubiese 
prevenido  con  tiempo  al  dueño  de  la 
obra  de  que  no  que  ^aba  suficientemen- 
te firme. 

Art.  1.400.  No  habiendo  fijado  plazo 
para  la  conclusión  de  la  obra,  el  con- 
tratista tiene  obligación  de  concluirla 
en  un  término  razonable. 

Art.  1.401.  El  contratista  que  se  en- 
cargase de  construir  planta,  proyecto  ó 
plano  de  cualquier  obra  por  una  canti- 
dad alzada,  no  tendrá  derecho  á  exigir 
aumento  aunque  subiese  el  precio  de 
los  materiales  ó  jornales,  ó  aunque  se 
haga  alguna  alteración  en  la  obra  con 
relación  á  la  planta,  proyecto  ó  plano, 
si  esa  alteración  y  su  coste  no  fuesen 
convenidos  de  antemano  por  escrito 
entre  el  contratista  y  el  dueño. 

Art.  1.402.  El  dueño  de  una  obra  co- 
menzada puede  hacerla  parar,  con  tal 
que  j^emnice  al  contratista  de  su  tra- 
bajo  y  gastos  y  del  provecho  que  pu- 
diese haberle  reportado. 

Art.  1.403.  Si  el  contratista  fallecie- 
se, podrá  rescindirse  el  contrato;  pero 
deberá  el  dueño  indemnizar  á  los  here- 
deros de  los  trabajos  y  gastos  he- 
chos. 

§único.  — Se  aplicará  esta  disposición 
al  caso  en  que  el  contratista  no  pudiese 


terminar  la  obra  por    circunstancias 
ajenas  á  su  voluntad. 

Art.  1.404.  La  contrata  no  se  rescin- 
dirá por  fallecimiento  del  dueño  de  la 
obra;  sus  herederos  quedan  obligados 
á  cumplir  el  convenio. 

Art.  1.405.  Los  que  trabajen  por 
cuenta  del  contratista  ó  le  suminis- 
tren materiales  para  la  obra,  sólo  ten- 
drán acción  contra  el  dueño  de  ella 
hasta  el  importe  de  que  éste  fuese  deu- 
doral  contratista.  Si  el  dueño  de  la  obra 
anticipase  al  contratista  las  épocas  de 
pago  estipuladas  en  el  convenio,  tanto 
los  que  suministraron  materiales  como 
los  operarios  tendrán  acción  contra 
el  dueño  de  la  obra  por  lo  que  se  les 
adeudase,  hasta  el  importe  del  pago 
que  se  anticipó. 

Art.  1.406.  El  precio  de  la  contrata 
se  pagará  al  entregar  la  obra,  salvo  la 
costumbre  del  país  ó  cualquier  conve- 
nio en  contrario.. 

Art.  1.407.  El  contratista  <le  cual- 
quier obra  mueble  tiene  d'^recho  á 
retenerla  mientras  no  se  le  abone  el 
precio. 

Art.  1.408.  El  contratista  de  trabajo 
solamente,  que  por  su  torpeza  inutili- 
zase ó  deteriorase  los  materiales  sumi- 
nistrados, ó  no  hiciese  la  obra  con 
arreglo  al  plano  que  se  le  diese,  respon- 
derá de  todos  los  perjuicios  que  cause, 
aunque  la  obra  no  le  sea  rechazada. 

Sección  cuarta 

De  los  servicios  prestados  en  el  ejercicio  de  la« 
profesiones  y  artes  liberales 

Art.  1. 109.  Las  retribuciones  de  los 
que  ejercen  profesiones  y  artes  libera- 
les se  darán  por  ajuste  entre  los  que 
presten  esa  especie  de  servicios  y  los 
que  los  reciban. 
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§  único.— Cuando  no  haya  ajuste,  los 
I  ribunales  determinarán  la  retribución 
con  arreglo  á  la  costumbre  del  país.  La 
cláusula  de  la  retribución  ajustada  á 
esta  costumbre  podrá,  sin  embargo,  ser 
modificada,  teniendo  en  cuenta  la  im- 
portancia especial  del  servicio,  la  repu- 
tación del  que  le  hubiese  prestado  y  las 
condiciones  del  que  le  hubiese  recibido. 

Sección  quinta 

De  los  tmnsportes 

Art.  1.410.  Llám ase  transporte  ("reco- 
rajem,  bareajemy  alquilaría)  el  contra- 
to por  el  que  cualquiera  se  obliga  á 
conducir  de  un  punto  á  otro,  por  tierra 
ó  por  agua,  pasajeros,  ganado,  muebles 
y  mercancías  de  otra  persona. 

Art.  1.411.  Este  contrato  se  regirá 
por  las  leyes  comerciales  y  Reglamen- 
tos administrativos  si  los  conductores 
sp  hubiesen  constituido  en  compañía 
permanente  y  legal.  En  cualquier  otro 
caso  se  observarán  las  reglas  generales 
de  los  contratos  civiles,  con  las  modifi- 
caciones designadas  en  la  presente  sec- 
ción. 

Art.  1.412.  Los  conductores  y  bar- 
queros serán  tenidos,  para  todos  los 
efectos,  por  depositarios  de  los  objetos 
conducidos  desde  el  momento  en  que 
se  les  entreguen . 

Art.  1.413.  El  conductor  ó  barquero 
tendrá  derecho  á  percibir  en  el  acto  de 
la  entrega  délas  mercancías,  ó  cuando 
termine  el  servicio,  el  precio  convenido 
ú  que  fuese  de  costumbre,  y  cualquier 
gasto  á  que  la  conducción  hubiese  dado 
origen,  si  por  convenio  ó  costumbre  no 
be  incluyese  en  el  flete. 

Art.  1.414.  El  conductor  ó  barquero 
pozan  del  derecho  de  retención  de  los 
objetos  conducidos. 


Art.  1.415.  El  conductor  ó  barquero 
está  obligado  á  hacer  el  servicio  en  el 
tiempo  convenido,  y  responderá,  si  asi 
no  lo  hiciese,  de  los  daños  y  perjui- 
cios, excepto  en  caso  fortuito  y  fuerza 
mayor. 

Art.  1.416.  El  alquilador  debe  decla- 
rar los  vicios  y  defectos  de  las  caballe- 
rías, y  responderá  de  los  daños  y  per- 
juicios que  resulten  de  la  falta  de  esta 
declaración. 

Art.  1.417.  Si  las  caballerías  murie- 
sen ó  se  estropeasen  durante  el  servi- 
cio, la  pérdida  correrá  á  cargo  del  al- 
quilador en  tanto  que  no  se  probase  que 
hubo  culpa  por  parte  del  que  las  utilizó. 

Art.  1.418.  Si  el  alquilador  tuviese 
para  el  servicio  caballerías  que  no  pu- 
diesen prestarle  por  sus  defectos,  ya  co- 
nocidos de  61,  pero  no  del  que  las  alqui- 
lase, responderá  de  los  daños  y  perjui- 
cios á  que  hubiera  dado  causa  por  su 
mala  fe. 

Sección  sexta 

Del  contrato  de  hospedería  ó  posada 

Art.  1.419.  Existe  contrato  de  hospe- 
dería cuando  uno  presta  á  otro  albergue 
y  comida,  ó  sólo  albergue,  mediante  la 
retribución  ajustada  ó  de  costumbre. 

§  único.— Este  contrato  se  deduce  de 
actos,  sin  necesidad  de  convenio  expre- 
so, cuando  el  que  presta  albergue  es 
hospedero  de  oficio. 

Art.  1.420.  El  que  hospeda  es  respon- 
sable, como  si  fuese  depositario,  del 
equipaje  ó  muebles  que  el  huésped  haya 
traído  á  la  posada. 

§  único.— Sin  embargo,  si  fuesen  ob- 
jetos do  poco  valor  y  fáciles  de  ocultar, 
deberá  el  huésped  confiarlos  á  la  custo- 
dia del  posadero;  de  lo  contrario  no  res- 
ponderá éste  de  su  extravío  ó  deterioro, 
no  probándose  culpa  por  su  parte. 
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Art.  1.421.  El  que  da  hospedaje  res- 
ponde igualmente  de  los  daños  que  los 
criados  ó  los  otros  huéspedes  causen, 
quedándole  recurso  contra  ellos. 

Art.  1.422.  El  que  hospeda  no  es  res- 
ponsable de  los  daños  acaecidos  por 
culpa  del  huésped,  fuerza  mayor  ó  caso 
fortuito,  en  los  cuales  no  tenga  parte 
alguna. 

Art.  1.423.  Cuando  no  haya  confor- 
midad entre  el  posadero  y  el  huéped  so- 
bre el  precio  que  éste  debe  abonar  por 
el  albergue,  depositará  el  referido  hués- 
ped el  total  de  la  cantidad  exigida  ante 
la  competente  Autoridad  judicial  del  Ju- 
gar donde  esté  situada  la  posada. 

§  único. —La  contienda  será  dirimida 
teniendo  en  cuenta  los  precios  corrien- 
tes en  el  país,  los  objetos  suministrados 
y  los  servicios  prestados  al  huésped,  y 
el  importe  se  pagará  de  la  suma  depo- 
sitada. El  remanente,  cuando  lo  haya, 
se  aplicará  á  lo  que  el  huésped  hubiese 
indicado,  y  si  no  lo  indicara  continuará 
en  depósito  hasta  que  se  presente  ó 
mande  entregarlo. 

Sección  séptima 

Del  aprendizaje 

Art.  1.424.  Llámase  contrato  de 
aprendizaje  (ou  de  préstamo  de  servico 
de  ensino)  aquel  que  se  celebra  entre 
mayores,  ó  entre  mayores  y  menores 
debidamente  autorizados,  por  el  cual 
una  He  las  partes  se  obliga  á  enseñar  á 
otra  una  industria  ó  un  oficio. 

Art.  1.425.  Este  contrato  sólo  puede 
ser  rescindido  en  los  casos  siguientes: 

1."  Por  falta  de  cumplimiento  de  las 
obligaciones  contraidas  por  una  ú  otra 
parte; 

2."    Por  mal  tratamiento  del  maestro; 


3.®  Por  mal  comportamiento  del 
aprendiz. 

§  único.— En  los  diversos  casos  de 
este  articuló  procederá  acción  de  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios  con- 
tra el  que  diese  motivo  á  la  rescisión 
del  contrato. 

Art.  1.426.  Puede  ser  rescindido  todo 
contrato  en  que  el  aprendiz  se  haya 
obligado  á  trabajar  cierto  tiempo,  du- 
rante el  cual  su  trabajo  venga  á  valer 
más  del  doble  de  la  retribución  que  ra- 
zonalmente  debería  dar  al  maestro,  pa- 
gando dinero  por  la  enseñanza. 

Art.  1.427.  Ningún  aprendiz,  antes 
de  los  catorce  años,  puede  quedar  obli- 
gado á  trabajar  más  de  nueve  horas 
cada  veinticuatro,  ni  antes  de  los  die- 
ciocho más  de  doce . 
.  Art.  1.421  El  miestro  no  puedp  re- 
tener al  aprendiz  más  que  el  tiempo 
convenido,  ó  según  costumbre.  Si  lo  hi- 
ciese, sin  nuevo  convenio, quedará  obli- 
gado á  abonarle  el  exceso  del  ajuste. 

Art.  1.429.  Si  el  aprendiz  abandona- 
se al  maestro  sin  justa'  causa  antes  de 
terminar  el  plazo  del  ajuste,  podrá  de- 
mandar el  maestro  á  la  persona  que  le 
garantice,  ó  con  quien  haj-a  contrata- 
do, por  la  indemnización  del  perjuicio 
que  le  resulte  de  la  falta  de  cumplimien- 
to del  contrato. 

Art.  1.430.    Este  contrato  termina: 

1."  Por  muerte  del  maestro  ó  del 
aprendiz; 

2.°  Por  llamamiento  del  maestro  ó 
del  aprendiz  á  un  servicio  público,  im- 
puesto por  la  ley,  y  que  sea  incompati- 
ble con  la  continuación  del  aprendizaje. 
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Sección  octava 

Del  contrato  de  'lepósito 
SUBSECCIÓN     PRIMERA 

Del  eoniraio  de  depósito  en  general 

Art.  1.431.  Llámase  contrato  de  de- 
pósito aquel  por  el  que  uno  se  obliga  á 
guardar  y  á  restituir,  cuando  le  sea  exi- 
cido,  cualquier  objeto  mueble  que  de 
otro  reciba. 

Art.  1.432.  Este  contrato  es,  por  na- 
turaleza, gratuito;  lo  que  no  impide,  sin 
embargo, que  el  depositante  pueda  con- 
venir en  dar  una  gratificación. 

Art.  1.433.  Pueden  depositaq^  y  ser 
depositarios,  todos  los  que  pueden  con- 
tratar, observando  las  reglas  siguientes: 

1 .'  La  incapacidad  de  uno  de  los  esti- 
pulantes no  exime  al  que  aceptó  el  de- 
pósito de  las  obligaciones  á  que  los  de- 
positarios están  sujetos; 

2.'  El  incapacitado  que  acepte  el  de- 
pósito podrá,  siendo  demandado  por 
daños  y  perjuicios,  defenderse  de  ello 
con  la  nulidad  del  contrato,  pero  no 
valerse  de  esta  incapacidad  para  exi- 
mirse de  la  restitución  de  la  misma 
«osa  depositada  cuando  se  halla  en  su 
poder,  ó  del  lucro  cuando  la  haya  ena- 
jen^ído; 

I."  Si  el  incapacitado  no  estuviese 
falto  de  toda  inteligencia,  podrá  ser 
condenado  por  daños  y  perjuicios  ha- 
biendo procedido  con  dolo  ó  mala  fe. 

Art.  1.434-  El  depósito  cuyo  valor 
í^xcediese  de  50.000  reis  sólo  puede  ser 
probado  por  escrito  fif mado  por  el  de- 
positario ó  reconocido  como  legal,  y  si 
excediese  de  100.000  reis,  sólo  por  es- 
critura pública. 

¡i  1.®— Exceptúase  el  depósito  hecho 
necesariamente  con  ocasión  de  alguna 


calamidad,  el  cual  podrá  ser  probado 
en  cualquier  forma,  cualquiera  que  sea 
RU  valor. 

§  2.°— La  no  existencia  del  depósito 
podrá  probarse  por  los  mismos  medios 
por  que  la  prueba  de  depósito  es  admi- 
tida. 

SUBSECCIÓN   SEGUNDA 

De  los  derechos  tj  obligaciones  del  depo- 
sitario y  del  depositante 

Art.  1.435.  El  depositario  está  obli- 
gado: 

1.°  A  prestar,  en  la  guarda  y  con- 
servación de  la  cosa  depositada,  el  cui- 
dado y  diligencia  de  que  es  capaz  para 
el  buen  desempeño  del  depósito; 

2.°  A  restituir  el  depósito,  cuando  le 
fuere  exigido,  con  todos  sus  frutos  y 
aumentos. 

Art.  1.436.  El  depositario  responde- 
rá del  perjuicio  ocasionado  al  depósito 
por  caso  fortuíio  ó  fuerza  mayor: 

1.**  Cuando  á  ello  se  hubiese  obliga- 
do expresamente; 

2."  Cuando  se  halle  constituido  en 
mora  al  tiempo  de  sobrevenir  el  per- 
juicio. 

Art.  1.437.  El  depositario  no  puede 
servirse  de  la  cosa  depositada  sin  per- 
miso expreso  del  depositante;  en  otro 
caso  responderá  de  daños  y  perjuicios. 

Art.  1.43S.  Si  las  cosas  depositadas 
se  entregasen  cerradas  y  selladas,  de- 
berá el  depositario  restituirlas  en  el 
mismo  estado. 

Art.  1.430.  Si  el  depositario  violase 
el  secreto  del  depósito  iiecho  en  esta 
forma,  quedará  obligado  á  restituir  el 
contenido,  según  juramento  del  deposi- 
tante, salvo  si  el  dppositario  no  tuviese 
parteen  ella. 

Art.  1.440.     La  violación  se  presume 
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hecha  por  culpa  del  depositario  cuan- 
do éste  no  pruebe  lo  contrario. 

§  único.— Probado  esto,  al  depositan- 
te incumbe  probar  el  valor  del  depó- 
sito. 

Art.  1.441.  La  restitución  debe  ha- 
cerse al  depositante  ó  al  que  le  repre- 
sente. 

Art.  1.442-  Si  el  depositario  viniese 
en  conocimiento  de  que  la  cosa  depo- 
sitada era  robada,  deberá  participárse- 
lo al  dueño,  sabiendo  quién  es,  y  si  no 
al  Ministerio  público.  Y  si  en  el  plazo 
de  quince  días,  contados  desde  la  fecha 
del  aviso,  la  cosa  depositada  no  fuese 
retenida  judicialmente  6  reclamada 
por  su  dueño,  podrá  ser  entregada  al 
depositante,  sin  que  el  depositario  que- 
de sujeto  á  responsabilidad. 

Art.  1.443.  Si  fuesen  varios  los  de- 
positantes, pero  no  solidarios,  y  si  la 
cosa  depositada  admitiese  división,  no 
podrá  el  depositario  entregar  á  cada 
uno  de  ellos  más  que  su  respectiva 
parte. 

Art.  1.444.  Si  los  depositantes  fue- 
sen solidarios  ó  la  cosa  fuese  indivisi- 
ble, se  observará  lo  que  queda  dispues- 
to eu  los  artículos  750  y  751. 

Art.  1.445.  Si  el  depósito,  hecho  en 
nombre  de  algún  incapacitado  por  su 
legítimo  representante,  subsistiese 
cuando  la  incapacidad  cesase,  será  res- 
tituida la  cosa  depositada  á  la  persona 
en  cuyo  nombre  se  hubiera  verificado 
el  depósito. 

Art.  1.446.  Si  el  depositante  se  inca- 
pacitase, ó  siendo  mujer  se  casase,  la 
cosa  depositada  se  entregará,  en  el 
primer  caso,  al  que  legítimamente  re- 
presente al  incapaz,  y  en  el  segundo  al 
marido  ó  á  la  mujer,  con  autorización 
de  éste. 

Art.  1.447.  La  cosa  depositada  debe 
ser  entregada  en  el  lugar  donde  el   de- 


pósito se  hubiera  verificado,  salvo  pac- 
to en  contrario. 

Art.  1.448.  El  depositario  debe  devol- 
ver la  cosa  depositada  en  cualquier 
tiempo  en  que  su  devolución  le  sea  exi- 
gida por  el  depositante  ó  por  su  repre- 
sentante legítimo,  aunque  el  depósi- 
to fuese  estipulado  por  determinado 
tiempo,  salvo  si  fuese  judicialmente 
embargada  la  cosa  ó  el  depositario  in- 
timado para  que  no  la  entregue. 

Art.  1.449.  El  depositario  puede  de- 
volver la  cosa  depositada  antes  de  ter- 
minar el  plazo  convenido,  cuando  so- 
brevenga justa  causa;  y  si  el  depositan- 
te no  la  aceptase,  tendrá  derecho  á  exi- 
gir que  quede  en  depósito  judicial. 

Art.  1.450.  El  depositante  tiene  obli- 
gación de  indemnizar  al  depositario  de 
todos  los  gastos  que  haya  hecho  en  la 
conservación  de  la  cosa  depositada  ó 
por  causa  de  ella. 

§  único.— El  depositario  podrá  rete- 
ner la  cosa  depositada  mientras  no  co- 
bre estos  gastos. 

Art.  1.451.  El  depositario  que  fuese 
perturbado  ó  desposeído  de  la  cosa  de- 
positada, dará  aviso  inmediatamente 
al  depositante,  tomando  la  defensa  de 
los  derechos  de  éste  hasta  que  dispon- 
ga lo  que  debe  hacerse;  y  si  no  diese 
aviso  ó  no  tomase  dicha  defensa,  que- 
dará responsable  de  daños  y  perjui- 
cios. 

CAPÍTULO  V 

De  las  donaciones 

Sección  primera 

De   las  donaciones    en  g'eneral 

Art.  1.452.  Donación  es  un  contrato 
por  el  que  una  persona  transfiere  á  otra 
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gratuitamente  una  parte  ó  la  totalidad 
de  sus  bienes  presentes. 

Art.  1.453.  En  la  donación  no  se 
comprenden  los  bienes  futuros. 

§  único.— Por  bienes  futuros  se  en- 
tienden aquellos  que  no  se  hallan  en 
poder  del  donante,  ó  á  los  que  no  tiene 
derecho  al  tiempo  de  la  donación. 

Art.  1  454.  La  donación  puede  ser 
pura,  condicional,  onerosa  ó  remune- 
ratoria. 

§  1.°— Pura  es  la  donación  perfecta- 
mente graciosa  é  incondicional. 

§2.®— Donación  condicional  es  la  que 
depende  de  una  circunstancia. 

§  3.**--Donaciün  onerosa  es  la  que 
implica  alguna  obligación. 

§  4.°— Donación  remuneratoria  es  la 
que  se  hace  en  atención  á  servicios  re- 
cibidos por  el  donante,  que  no  revisten 
la  naturaleza  de  deudas  exigibles. 

Art.  1.455.  La  donación  onerosa  sólo 
puede  considerarse  como  donación  en 
la  parte  que  exceda  al  valor  de  las  obli- 
gaciones impuestas. 

Art.  1.456.  Las  donaciones  inier  vivos 
son  irrevocables  desde  su  aceptación, 
excepto  en  los  casos  admitidos  por 
la  Jey. 

Art.  1 .457.  Las  donaciones  por  causa 
de  muerte  toman  el  carácter  de  las  dis- 
posiciones de  últimavoluntad,  y  quedan 
sujetas  á  las  reglas  establecidas  en  el 
titulo  de  testamentos. 

§  único.— Lo  dispuesto  en  este  artícu- 
lo no  alcanza  á  las  donaciones  por  ma- 
trimonio ,  aunque  hayan  de  producir 
efecto  después  de  la  muerte  del  do- 
nante. 

Art.  1.458.  La  donación  puede  hacer- 
se verbal  mente  ó  por  escrito. 

§  I.**— La  donación  verbal  sólo  puede 
hacerse  entregando  al  propio  tiempo  la 
cosa  donada,  si  es  mueble. 

§  2.®— La  donación  de  cosas  muebles, 
Tomo  VIL— -Institución b8  jurídicas. 


no  siendo  acompañada  de  la  entrega, 
sólo  puede  hacerse  por  escrito. 

Art.  1.459.  La  donación  de  bienes 
inmuebles,  si  el  valor  de  ellos  no  exce- 
diese de  50.000  reís,  podrá  hacerse  por 
documento  privado  con  la  firma  del  do- 
nante, ó  de  otro,  á  su  ruego,  si  no  sa- 
be escribir,  y  á  más  dos  testigos  que 
pongan  su  firma  entera;  si  excediese  de 
aquella  cantidad,  se  hará  por  escritura 
pública. 

§único.— Estas  donaciones  sólo  pro- 
ducirán efecto  con  relación  á  tercera 
persona  desde  que  sean  inscritas,  se- 
gún se  dispone  en  el  título  respec- 
tivo. 

Art.  1.460.  Es  nula  la  donación  que 
comprenda  la  totalidad  de  los  bienes 
del  donante  sin  reserva  de  usufructo,  ó 
que  le  deje  sin  medios  de  subsistencia. 

Art.  1.461.  Si  el  donante  hiciese  do- 
nación de  todos  los  bienes  muebles  é 
inmuebles,  se  entenderá  que  la  dona- 
ción comprende  los  derechos  y  las  ac- 
ciones. 

Art.  1.462.  Si  el  donante  hiciese  do- 
nación en  contrato  de  matrimonio  de 
sus  bienes  por  muerte,  sin  reserva  al- 
guna, ó  reservando  algunos  de  ellos, 
pero  sin  determinar  cuáles  sean,  ni  la 
porción  que  los  comprenda,  se  enten- 
derá querse  reserva  el  tercio  de  la  do- 
nación. 

Art.  1.463.  Si  el  donante  dispusiese 
en  contrato  de  matrimonio  de  su  tercio 
legal,  se  entenderá  que  se  reserva  el 
tercio  del  tercio. 

Art.  1.464.  Si  el  donante  muriese  sin 
disponer  de  la  reserva  legal,  pertene- 
cerá ésta  al  donatario. 

§  único.— Sin  embargo,  cuando  la  re- 
serva hubiese  sido  hecha  por  estipula- 
ción expresa  en  el  acto  de  la  donación 
y  el  donante  muriese  sin  disponer  de 
ella,  pasará  á  sus  herederos  legítimos 
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dentro  ti  el  cuarto  grado,  y  pó^o  á  falta 
de  éstos  irá  á  poder  del  donatario. 

Art.  1.465.  La  donación  caduca  no 
siendo  aceptada  en  vida  del  donante, 
salvo  la  disposición  del  art.  1.478. 

Art.  1.466.  Si  la  donación  no  fuese 
aceptada  en  el  mismo  acto  y  la  acepta- 
ción no  se  insertase  en  el  contexto  del 
documento  en  que  se  hace  constar  la 
donación,  se  anotará  después  en  el  es- 
crito. 

Art.  1.467.  Cuando  la  donación  se 
hace  á  varias  personas  conjuntamente, 
no  se  dará  entre  ellas  el  derecho  de 
acrecer,  salvo  si  el  donante  expresa- 
mente hubiese  declarado  lo  contrario. 

Art.  1.468.  El  donante  no  responderá 
de  la  evicción  de  la  cosa  donada,  si  á 
ello  no  se  obligase  expresamente,  salvo 
las  disposiciones  de  los  artículos  1.142 
y  1.143. 

§  único.— El  donatario  quedará,  sin 
embargo,  subrogado  cu  todos  los  dere- 
chos que  puedan  corresponder  al  do- 
nante, verificándose  la  evicción. 

Art.  1.469.  Si  la  donación  fuese  he- 
cha con  encargo  de  pagar  las  deudas 
del  donante,  se  entenderá  esa  cláusula, 
mientras  no  haya  otra  declaración,  co- 
mo obligando  al  pago  de  las  que  exis- 
tieren al  tiempo  de  la  donación  con  fe- 
cha auténtica  ó  legalizada.       » 

Art.  1.470.  Á  falta  de  convenio  res- 
pecto de  las  deudas  del  donante  se  ob- 
servará lo  siguiente: 

§  1.**— Si  la  donación  fuere  de  ciertos 
y  determinados  bienes,  el  donatario  no 
responderá  de  las  deudas  del  donante, 
excepto  en  caso  de  hipoteca  ó  de  fraude 
en  perjuicio  de  los  acreedores. 

§  2  °— Si  la  donación  fuese  de  la  tota- 
lidad (le  los  bienes,  responderá  el  dona- 
tario de  todas  las  deudas  del  donante 
anteriormente  contraidas,  salvo  si  hu- 
biese declaración  en  contrario. 


Art.  1.471.  Las  donaciones  de  mue- 
bles ó  metálico  hechas  por  el  marido 
sin  consentimiento  de  la  mujer  se  to- 
marán en  cuenta  en  la  porción  que  le 
corresponda,  excepto  cuando  sean  re- 
muneratorias ó  de  poca  importancia. 

Art.  1  472.  La  donación  legal  mente 
hecha,  sea  de  la  cuantía  que  quiera,  pro- 
ducirá todos  los  efectos  jurídicos  inde- 
pendientemente del  registro  ó  de  cual- 
quier otra  formalidad  posterior  al  acto 
de  la  donación,  salvo  lo  que  queda  dis- 
puesto en  el  párrafo  único  del  artícu- 
lo 1.459. 

Art.  1.473.  El  donante  puede  estipu- 
lar la  reversión  de  la  cosa  donada  sien- 
do á  su  favor,  pero  no  al  de  tercera  per- 
sona, salvo  los  casos  en  que  se  permite 
la  sustitución  testamentaria. 

Art.  1.474.  La  reversión  estipulada 
por  el  donante  á  favor  de  tercero  en 
contra  de  lo  que  dispone  el  artículo  an- 
terior, es  nula;  pero  no  produce  la  nuli- 
dad de  la  donación. 

Art.  1.475.  Los  bienes  donados,  al 
pasar  por  cláusula  de  reversión  á  poder 
de  la  persona  ó  personas  á  favor  de 
quien  dicha  cláusula  se  estipuló,  pasan 
libres  de  las  cargas  que  les  hayan  sido 
impuestas  en  el  tiempo  que  estuvieron 
en  poder  del  donatario. 

Sección  segunda 

Quiénes  puedeu  hacer  y  recibir  donaciones 

Art.  1.476.  Podrán  hacer  donaciones 
todos  los  que  pueilen  contratar  y  dispo- 
ner de  sus  bienes. 

Art.  1.477.  Pueden  aceptar  donacio- 
nes todos  los  quo  no  estén  especialmen- 
te inhabilitados  para  ello  por  disposi- 
ción de  la  ley. 

Art.  1.478.  Las  personas  que  no  pue- 
dan contratar  no  pueden  aceptar,  sin 
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autorización  de  las  personas  á  quien  in- 
cumbe concederla,  donaciones  condi- 
cionales ú  onerosas.  Sin  embargo,  las 
donaciones  puras  y  simples  hedías  á 
esta  clase  de  personas  producirán  efec- 
to, independientemente  de  la  acepta- 
ción; en  todo  lo  que  fuere  provechoso 
para  los  donatarios. 

Art.  1.470.  Los  postumos  pueden  ad- 
quirir por  donación,  siempre  que  estén 
concebidos  al  tiempo  de  ella  y  nazcan 
con  vida. 

Art.  I.I80.  Son  nulas  las  donaciones 
hechas  por  hombre  casado  á  su  concu- 
bina.  Esta  nulidad  sólo  puede  declarar- 
se á  instancia  de  la  mujer  del  donante 
údo  los  herederos  legítimos  de  ella,  no 
pudendo,  sin  embargo,  intentarse  la 
acción  sino  dentro  do  dos  años  después 
(le  disuel  toel  matrimonio. 

Art.  1.481.  Las  donaciones  hechas  á 
p-LTsonas  inhábiles,  ya  simuladamente, 
ya  con  apariencia  de  otro  contrato  ó 
por  persona  medianera,  no  producen 
Infecto  alguno. 

§  único. — Son  tenidas  como  personas 
medianeras  los  descendientes,  ascen- 
dientes ó  consortes  de  los  inhábiles  (1). 

Sección  tercera 

De  la  revocación  y  reducción  de  las  donaciones 

Art.  1482.  Las  donaciones  consu- 
madas son  revocables,  además  de  los 
cisos  en  que  lo  puede  ser  cualquier 
contrato: 

1."  Por  sobrevenir  después  hijos  le- 
gísimos, siendo  el  donante  casado  al 
liompo  de  verificarse  la  donación; 

2."    Por  ingratitud  del  donatario; 

3.°    Por  inoficiosidad. 


Art.  1.4^3.  La  donación  no  será  re- 
vocada por  sobrevenir  hijos: 

1.^  Si  el  donante  ya  tuviese  algún 
hijo  ó  descendiente  legítimo,  vivo,  al 
tiempo  de  la  donación; 

2.®  Siendo  la  donación  hecha  por 
causa  de  matrimonio. 

Art.  1.484.  Rescindida  la  donación 
por  superveniencia  de  hijos,  serán  res- 
tituidos al  donante  los  bienes  donados, 
ó  su  valor,  si  el  donatario  Jos  hubiese 
enajenado. 

§  1."— Si  los  bienes  se  hallaren  hipo- 
tecados, subsistirá  la  hipoteca;  pero  po- 
drá ser  levantada  por  el  donante,  que- 
dándole el  recurso  de  proceder  contra 
el  donatario  por  los  gastos  causados  al 
donante  por  tal  motivo. 

§  2.'*— Cuando  los  bienes  no  pudieran 
ser  restituidos  en  especie,  el  valor  exi- 
gible  será  el  que  tuviesen  al  verificarse 
la  donación. 

Art.  1.485.  Pertenecen  al  donatario 
los  frutos  ó  rendimientos  de  los  bienes 
donados  hasta  el  día  en  que  se  intente 
la  acción  de  revocación  por  superve- 
niencia de  hijos  del  donante  (1). 

Art.  1.48Ü.  El  donante  no  puede  re- 
nunciar al  derecho  de  revocación  por 
sobrevenir  hijos. 

Art.  1.487.  La  acción  de  revocación 
por  este  motivo  sólo  se  transmite  á  los 
hijos  ó  á  sus  descendientes  legítimos. 

Art.  1.488.  La  donación  puede  ser  re- 
vocada por  ingratitud: 

1."  Si  el  donatario  cometiese  algún 
crimen  contra  la  persona,  bienes  ú 
honra  del  donante; 

2."  Si  el  donatario  acusase  judicial- 
mente al  donante  por  crimen  en  que  el 
Ministerio  público  tenga  acción,  salvo 
si  hubiese  sido  cometido  contra  el  pro- 


.1)    Véanse  tos  artículos  1.561,  1.599  y  l.^HS. 


(I)    Vcause  los  artículos  1.489,   1.502,  1.504, 
1.505  y  2.106. 
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pío  donatario.»  su  mujer  ó  sus  hijos,  es- 
tando bajo  la  patria  potestad; 

3.°  Si  habiendo  quedado  pobre  el  do- 
nante»  el  donatario  rehusase  socorrerle 
en  una  forma  proporcionada  á  la  im- 
portancia que  tuviese  la  donación,  de- 
ducidas las  cargas  (1). 

Art.  1.489.  Es  aplicable  á  la  revoca- 
ción de  las  donaciones  por  ingratitud 
lo  que  queda  dispuesto  en  los  artículos 
1.483,  núm.  2.^  1.484  y  1.485. 

Art.  1.490.  La  acción  de  revocación 
por  ingratitud  no  puede  renunciarse 
anticipadamente;  y  prescribe  al  año, 
contado  desde  el  hecho  que  la  dio  ori- 
gen, ó  desde  que  se  tuvo  noticia  de  él. 

Art.  1.491.  Esta  acción  no  puede  ser 
intentada  ni  contra  los  herederos  del 
donatario  ingrato  ni  por  los  del  donan- 
te; pero  será  transmisible  si  por  casua- 
lidad se  hallase  pendiente  al  tiempo  de 
la  muerte  del  donante. 

Art.  1.492.  La  donación,  cualquiera 
que  sea  el  donatario,  podrá  revocarse 
6  reducirse  por  inoficiosa,  siempre  que 
ocasione  perjuicio  á  la  legitima  de  los 
herederos  legítimos  del  donante. 

§  ].°— Pero  si  el  perjuicio  de  la  legíti- 
ma no  alcanza  al  valor  total  de  la  do- 
nación, se  reducirá  ésta  lo  necesario 
para  que  quede  satisfecha  aquélla. 

§  2."— Se  calculará  el  tercio,  para  co- 
nocer si  hay  ó  no  inoficiosidad,  por  las 
reglas  establecidas  en  el  título  de  su- 
cesiones. 

Art  1.493.  En  la  reducción  de  las 
donaciones  inoficioS'iS  se  acudirá  pri- 
meramente á  las  testamenlariHS  ó  le- 
gados, y  sólo  se  extenderá  la  acción  á 
las  donaciones  inter  vivos  cuando  no 
bastasen  los  bienes  legados. 

Art.  1.494.  Si  fuese  suficiente  la  re- 
ducción parcial  de  los  legados,  será 

(1)     Véanse  los  artículos  l.Slo  al  1.8'79. 


ésta  prorrateada  entre  los  legatarios, 
salvo  si  el  testador  hubiese  ordenado 
que,  para  este  efecto,  sea  preferido  uno 
de  ellos,  ó  que  otro  quede  libre  de  esta 
carga. 

Art.  1.495.  Si  fuese  necesario  acudir 
á  las  donaciones  inter  t)ivo8,  se  comen- 
zará por  la  última,  en  todo  ó  en  parte; 
y  si  no  bastase,  se  pasará  á  la  inmedia- 
ta, y  así  sucesivamente  á  cuantas  do- 
naciones hubiese. 

Art.  1.496.  Cuando  existan  diversas 
donaciones  verificadas  en  el  mismo  ac- 
to, ó  en  la  misma  fecha,  se  prorratearán 
para  el  caso  de  la  reducción. 

Art.  1.497.  Cuando  consistiese  la 
donación  en  objetos  muebles,  para  ha- 
cer la  reducción  se  tendrá  en  cuenta  su 
valor  al  tiempo  de  verificarse  la  dona- 
ción. 

§  único.— No  será  responsable  el  do- 
natario de  la  pérdida  ó  deterioro  de  los 
objetos  muebles  si  hubiesen  desapare- 
cido ó  estuviesen  deteriorados  por  caso 
fortuito  ó  fuerza  mayor. 

Art.  1.498.  Cuando  consista  la  dona- 
ción en  objetos  inmuebles,  la  reducción 
se  hará  en  especie. 

§  1.°— A  estas  donaciones  es  aplicable 
lo  dispuesto  en  el  párrafo  único  del  ar- 
ticulo anterior. 

§  2.''— El  valor  de  los  bienes  inmue- 
bles será  calculado  con  relación  á  la 
época  en  que  se  hubiese  de  hacer  la  re- 
ducción, no  incluyendo  en  el  cálculo  ni 
el  aumento  de  valor  producido  por  me- 
joras que  el  donatario  hizo,  ni  tampoco 
la  disminución  de  ese  valor,  procedente 
de  los  deterioros  imputables  al  dona- 
tario. 

Art.  1.499.  Si  nlgún  inmueble  no 
pudiera  dividirse  buenamente,  se  ob- 
servará lo  que  sigue: 

§  1.®— Si  la  importancia  de  la  reduc- 
ción excediese  de  la  mitad  del  valor. 
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recibirá  el  donatario  el  resto  en  dinero. 

§  2.°-  Si  la  reducción  no  excediese  de 
dicha  mitad,  entregará  el  donatario  el 
importe  de  la  reducción. 

Art.  1.500.  Cuando  el  donatario  fue- 
se también  coheredero,  podrá  retener 
ei  inmueble  donado  si  su  valor  no  exce- 
ilie<?e  al  de  la  legítima  del  coheredero, 
acumulado  con  el  de  la  donación  redu- 
cida. En  caso  contrario,  el  donatario 
aportará  el  inmueble  donado  al  peculio 
hereditario,  y  cobrará  de  la  legítima  y 
i'^  la  donación  reducida,  de  conformi- 
ilail  ron  las  reglas  generales  de  la  par- 
tición. 

Art.  1.501.  Es  aplicable  á  la  revoca- 
ción ó  reducción  por  inoficiosidad  lo 
üspuesto  en  los  artículos  1.483,  núme- 
ro 2.^  y  1.484. 

Art.  1.502.  Si  los  inmuebles  no  se 
hallasen  en  poder  del  donatario  al  tiem- 
po Je  la  renovación  ó  reducción,  será 
éste  responsable  por  el  valor  que  tuvie- 
sen al  tiempo  de  la  donación. 

Art.  1.503.  Esta  acción  prescrilie  á 
los  dos  años,  contados  desde  el  día  en 
que  el  heredero  legitimo  haya  aceptado 
la  herencia. 

Art.  1.504.  Si  la  donación  consistiese 
en  muebles  y  el  donatario  fuese  insol- 
vente, sólo  podrán  los  interesados  de- 
mandar al  inmediato  adquirente  por  el 
valor  de  esos  muebles  al  tiempo  de  su 
adquisición,  habiendo  sido  transmiti- 
dos gratuitamente  y  no  obstante  la 
prescripción. 

Art.  1.505.  El  donatario  sobre  quien 
rei-aiga  revocación  ó  reducción  de  do- 
nación por  inoficiosidad,  sólo  responde 
'le  los  frutos  é  intereses  desde  que  se  le 
aaya  demandado,  á  no  ser  que  fuese 
coheredero,  porque  en  este  caso  res- 
ponderá de  ellos  desde  la  muerte  del 
'lonante. 


CAPÍTULO  VI 

Del  préstamo 
Sección  primera 

Disposiciones  generales 

Art.  1.506.  El  contrato  de  préstamo 
es  la  cesión  gratuita  de  una  cosa  para 
que  la  persona  á  quien  se  entrega  se 
sirva  de  ella,  con  la  obligación  de  res- 
tituirla en  especie  ó  cosa  equivalente. 

Art.  1.507.  El  préstamo  es  comodato 
cuando  versa  sobre  cosa  que  deba  ser 
restituida  enla  misma  especie,  y  mutuo 
cuando  verse  sobre  cosa  que  deba  ser 
restituida  por  otra  del  mismo  género, 
calidad  y  cantidad  (1). 

Art.  1.508.  El  préstamo  es  esencial- 
mente gratuito.  Cuando  el  comodato  ó 
mutuo  es  retribuido,  toma  aquél  el  ca- 
rácter de  alquiler  y  éste  el  de  usura. 

Art.  1.509.  Los  derechos  y  las  obli- 
gaciones que  result  m  del  préstamo  son 
transmisibles  á  los  herederos  de  ambas 
partes. 

Sección  segunda 

Del  comodato 

Art.  1.510.  El  comodatario  está  obli- 
gado á  restituir  la  cosa  prestada  cuan- 
do termina  el  plazo  convenido. 

Art.  1.511.  Si  no  hubiese  nada  con- 
venido acerca  del  plazo  del  préstamo, 
se  entenderá  que  ha  de  durar  el  tiempo 
indispensable  para  el  uso  concedido. 

Art.  1.512.  Si  el  uso  de  la  cosa  pres- 
tada no  se  hubiese  determinado,  podrá 
el  comodante  exigirla  cuando  le  pa- 
rezca. 


(l)     Véanselos  artículos  1.528,    1.524  y  l.( 
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§  Único.— Cualquier  duda  que  se  pre- 
sente en  este  sentido  se  resolverá  por 
declaración  del  comodante. 

Art.  1.513.  El  comodante  podrá  exi- 
gir Ja  cosa  antes  que  termine  el  plazo 
convenido,  cuando  sobreviniese  necesi- 
dad urgente  6  cesase  la  que  motivó  el 
préstamo. 

Art.  1.514.  El  comodatario  tiene  la 
obligación  de  velar  por  la  cosa  presta- 
da como  si  fuera  suya  propia. 

Art.  1.515.  El  comodatorio  queda 
también  sujeto,  por  lo  que  respecta  á 
la  cosa  prestada,  á  las  mismas  obliga- 
ciones que  el  art  1.451  impone  ol  de- 
positario con  relación  á  la  cosa  depo- 
sitada. 

Art.  1.516.  Si  la  cosa  pereciese  ó  se 
deteriorase  en  el  uso  que  le  es  propio, 
ó  por  caso  fortuito  ó  fuerza  mayor,  no 
habiendo  sido  destinada  á  uso  diferen- 
te de  aquel  para  que  fué  prestada,  la 
pérdida  correrá  á  cargo  del  dueño,  sal- 
vo lo  que  se  hubiese  estipulado  en  con- 
trario. 

§  único.  -No  obstante,  si  en  el  caso 
fortuito  ó  fuerza  mayor  el  comodatario, 
pudiendo  salvar  la  cosa  prestada  salvó 
ó  prefirió  salvar  las  suyas,  dejando 
perderse  aquélla,  toda  la  pérdida  será 
de  su  cuenta. 

Art.  1.517.  Si  el  caso  fortuito  ó  fuer- 
za mayor  fuese  de  tal  naturaleza  que 
no  hubieran  acontecido  si  la  cosa  estu- 
viese en  poder  de  su  dueño,  responde- 
rá el  comodatario,  por  mitad,  de  los 
daños  y  perjuicios. 

Art.  1.518.  El  comodatario  respon- 
derá de  daños  y  perjuicios  desde  el  mo- 
mento en  que  se  haya  constituido  en 
mora. 

Art.  1.519.  El  comodatario  estará 
obligado  á  pagar  los  gastos  que  natu- 
ralmente exija  la  conservación  de  la 
cosa. 


Art.  1.5C0.  Cuando  sean  dos  ó  más 
los  comodatarios,  quedan  solidaria- 
mente sujetos  á  las  mismas  obliga- 
ciones. 

Art.  1.521.  El  comodante  está  obli- 
gado: 

1.®  A  indemnizar  al  comodatario  de 
los  gastos  extraordinarios  é  inevitables 
que  hiciese  con  motivo  de  la  cosa  pres- 
tada, sin  que  por  esto  el  comodatario 
adquiera  el  derecho  de  retención; 

2.°  A  compensar  los  perjuicios  qu^^ 
el  comodatario  sufriese  por  razón  de 
defectos  ocultos  de  la  cosa  prestada,  si 
el  comodante  no  lo  hubiese  prevenido 
teniendo  conocimiento  de  ello. 

Art.  1.522.  La  acción  de  daños  y  per- 
juicios ó  gastos  hechos  con  motivo  de 
la  cosa  prestada  prescribe  dentro  de 
un  mes  contado  desde  la  entrega  de  la 
cosa. 

Sección    tercera 

Del  mutuo 

Art.  1.523.  El  mutuario  adquiere 
la  cosa  prestada,  y  por  su  cuenta  co- 
rrerá todo  el  riesgo  desde  el  momento 
en  que  la  cosa  se  le  entregue. 

Art.  1.524.  El  mutuario  está  obli- 
gado á  restituir  la  cosa  por  otra  equi- 
valente en  número,  cantidad  y  calidad, 
dentro  del  plazo  convenido. 

Art.  1.525.  Si  no  hubiere  declara- 
ción acerca  del  plazo  de  la  devolución, 
se  observará  lo  siguiente. 

Art.  1.528.  Si  el  préstamo  se  hiciese 
á  un  labrador,  en  cereales  ó  cualquier 
otro  producto  agrícola,  se  entenderá 
heciio  hasta  la  siguiente  recolección  de 
frutos  análogos. 

§  único.— La  misma  disposición  es 
aplicable  á  los  mutuarios  que,  no 
siendo  labradores,  rocolectan  produc- 
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tos  agrícolas  por  rcnla  de  tierras  pro- 
pias. 

Art.  1.527.  Si  el  préstamo  fuese  en 
meiálico,  nunca  se  entenderá  hecho 
por  menos  de  treinta  días. 

Art.  1.528.  Siendo  el  préstamo  en 
cualquier  otra  especie,  el  tiempo  de  Ja 
duración  será  determinado  por  la  de- 
claración del  mutuante. 

Art.  1.529.  La  devolución  del  présta- 
mo se  verificará  en  el  lugar  que  se  con- 
venga. Cuando  no  haya  convenio  en 
estp  sentido,  si  el  mutuo  consiste  en  gé- 
neros, se  devolverán  donde  hubiesen 
sido  recibidos,  y  si  consiste  en  metáli- 
co, en  el  domicilio  del  mutuante. 

Art.  1.53 ).  Si  no  fuese  posible  al  mu- 
tuario verificar  la  devolución  en  es- 
pecie, lo  hará  abonando  el  valor  del 
mutuo,  al  tiempo  del  vencimiento,  en 
el  lugar  en  que  el  préstamo  se  hubiera 
verificado. 

Art.  1.531.  La  devolución  de  los  prés- 
tamos hechos  en  metálico  se  regirá 
por  lo  que  disponen  los  artículos  721  y 
siguientes. 

Art.  1.532.  El  mutuante  es  responsa- 
ble de  los  perjuicios  que  al  mutuario 
se  le  irroguen,  en  los  términos  que 
marca  el  art.  1.521,  núm.  2.° 

Art.  1.533.  El  mutuario  está  obli- 
gado á  pagar  intereses  desde  el  mo- 
mento en  que  se  constituya  en  mora. 

Art.  1.531.  El  mutuo  que  excediese 
de  200.000  reis  sólo  puede  ser  probado 
por  documento  firmado  por  el  mutua- 
rio ó  reconocido  como  auténtico,  y  si 
excediese  de  40).000  reis,  sólo  puede 
probarse  por  escritura  pública. 

§  único.— A  la  prueba  de  estar  sol- 
ventado el  mutuo,  es  aplicable  cuan- 
to queda  dispjiesto  para  la  de  su  exis- 
tencia. 


Sección  cuarta 

Dol  préstamo  hecho  á  los  hijos  de  íiimilia 

Art.  1.535.  El  préstamo  hecho  al  me- 
nor sin  la  debida  autorización,  no  pue- 
de exigirse  al  mutuario  ni  al  fiador, 
si  le  hubiese. 

§  único.— No  obstante,  si  el  menor 
hubiese  pagado  todo  ó  parte  de  lo  que 
pidió,  no  tendrá  derecho  á  la  restitu- 
ción. 

Art.  1.536.  Lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 1.535  no  producirá  efecto: 

1.**  Si  el  préstamo  fuese  ratificado 
por  aquellos  cuya  autorización  era  en- 
tonces necesaria,  ó  por  el  mutuario, 
después  de  su  emancipación  ó  mayor 
edad; 

2.°  Si  el  menor  tuviese  bienes  con 
libre  administración,  que  puedan  res- 
ponder del  préstamo,  hasta  donde  di- 
chos bienes  alcancen; 

3.'^  Si  el  menor,  hallándose  ausentes 
las  personas  á  quienes  competía  la  au- 
torización, se  vio  obligado  á  contraer 
el  préstamo  para  atender  á  sus  ali- 
mentos. 

CAPÍTULO  VII 

De  los  eontraios  aleatorios 

Art.  1.537.  El  contrato  aleatorio  es 
aquel  por  el  cual  una  persona  se  obliga 
para  con  otra,  y  ambas  recíprocamen- 
te, á  prestar  ó  hacer  una  cosa,  para  el 
caso  de  que  suceda  cierto  aconteci- 
miento futuro. 

Art.  1.538.  Si  la  prestación  es  siem- 
pre obligatoria  para  una  de  las  partes, 
y  la  01  ra  sólo  está  obhgada  á  hacer  una 
cosa  como  retribución,  dado  un  aconte- 
cimiento incierto,  el  contrato  aleatorio 
se  llama  de  seguro. 
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Art.  1.539.  Si  la  obligación  de  hacer 
alguna  cosa  es  común,  pero  recayese 
solamente  en  una  de  las  partes,  en  el 
caso  de  verificarse  cierto  acontecimien- 
to, el  contrato  aleatorio  recibe  el  nom- 
bre áe  juego  ó  apuesta. 

Art.  1.540.  El  contrato  de  seguro  que 
no  versare  sobre  objetos  comerciales, 
se  regirá  por  las  reglas  generales  de 
los  contratos  establecidas  en  el  presen- 
te Código. 

Art.  1.541.  El  contrato  de  juego  no 
es  permitido  como  medio  de  adquirir. 

Art.  1.542.  Las  deudas  de  juego  no 
pueden  ser  reclamadas  judicialmente, 
aunque  se  disfracen  con  las  aparien- 
cias de  otro  cualquier  contrato.  Pero  si 
el  jugador  hubiese  pagado  lo  que  per- 
diera, no  podrá  pedir  lo  que  así  pagó, 
excepto: 

1.**  En  el  caso  de  dolo  ó  fraude  de 
la  otra  parte,  ó  cuando  concurriese  al- 
guna otra  circunstancia  de  las  que, 
conforme  á  las  reglas  generales,  impi- 
den que  los  contratos  produzcan  efecto; 

2.^  Si  la  cantidad  ó  la  cosa  hubiese 
sido  pagada  por  pérdida  en  juego  de 
azar. 

§  1.**— Llámase  juego  de  azar  aquel 
en  que  la  pérdida  ó  ganancia  depende 
únicamente  de  la  suerte  y  no  de  las 
combinaciones,  cálculo  ó  destreza  del 
jugador. 

§  2.°— La  devolución  del  dinero  pres- 
tado para  el  juego  de  azar  en  el  acto 
mismo  del  juego  tampoco  puede  ser 
exigida. 

Art.  1.543.  Lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos anteriores  es  aplicable  á  las 
apuestas. 


CAPÍTULO  VIII 

Del  contrato  de  eompra-oenta 

Sección    primera 

De  la  compra-venta  en  g-eneral 

Art.  1.544.  El  contrato  de  compra- 
venta es  aquel  en  que  una  de  las  par- 
tes se  obliga  á  entregar  cierta  cosa  y 
la  otra  á  pagar  por  ella  cierta  cantidad 
en  dinero. 

Art.  1.545.  Si  el  precio  de  la  cosa 
consistiese,  parte  en  dinero  y  parte  en 
otra  cosa,  el  contrato  será  de  venta 
cuando  la  porción  en  dinero  fuese  la 
mayor,  y  de  cambio  ó  permuta  cuando 
fuese  la  menor  (1). 

§  único.— Cuando  el  valor  de  ambas 
partes  sea  igual,  se  entiende  que  el 
contrato  es  de  venta. 

Art.  1.546.  Los  estipulantes  pueden 
convenir  en  que  el  precio  de  la  cosa  sea 
el  que  tuviere  en  cierto  día  ó  en  tal 
mercado  ó  lugar. 

Art.  1.547.  Pueden  también  los  esti- 
pulantes convenir  en  que  la  determina- 
ción de  la  cosa  vendida  quede  pendien- 
te de  elección,  ya  se  haga  por  uno  de 
ellos  ya  por  un  tercero. 

§  único.— Cuando  la  elección  haya  de 
hacerla  un  tercero  y  éste  no  se  preste 
á  ello  porque  no  quiera  ó  pueda,  que- 
dará el  contrato  sin  efecto  si  no  se  hu- 
biese estipulado  otra  cosa, 

Art.  1.548.  La  simple  promesa  recí- 
proca de  compra-venta,  acompañada 
del  ajuste  y  determinación  de  la  cosa, 
constituye  un  convenio  de  prestación 
de  hecho  que  se  regirá  por  las  reglas 
generales  de  los  contratos,  con  la  di- 
ferencia, sin  embargo,  de  que  si  hubie- 


(1)    Véanse  los  artículos  1.592  y  1.594. 
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se  señal,  la  pérdida  de  ésta,  ó  su  devo- 
lución duplicada,  quedará  como  com- 
pensación de  daños  y  perjuicios. 

Art.  1  549.  Desde  el  momento  en  que 
se  celebre  el  contrato,  la  cosa  compra- 
da pertenecerá  al  comprador,  y  el  ven- 
dedou  tendrá  derecho  á  exigir  de  aquél 
el  precio  estipulado;  pero  con  relación 
á  tercero,  la  venta  de  bienes  inmuebles 
sólo  producirá  efecto  desde  que  se  re- 
gistre en  los  términos  marcados  en  el 
título  respectivo. 

Art.  1.550.  El  riesgo  de  la  cosa  ven- 
dida se  regulará  por  lo  que  se  dispone 
en  los  artículos  714  y  siguientes. 

Art.  1.551.  Las  ventas  á  satisfacción 
de  cosas  que  se  acostumbran  probar, 
pesar,  medir  ó  experimentar  antes  de 
recibirlas,  se  tienen  siempre  hechas 
bajo  condición  suspensiva. 

Art.  1.552.  Los  gastos  de  escritura  y 
registro  son  de  cuenta  del  comprador, 
á  falta  de  declaración  en  contrario. 

Sección  segunda 

Del  objeto  de  la  compra-venta 

Art.  1.553.  Puede  ser  objeto  de  com- 
pra-venta todo  lo  que  es  objeto  de  co- 
mercio y  no  está  prohibido  por  la  ley  ó 
por  los  Reglamentos  administrativos. 

Art.  1.554.  Sólo  pueden  ser  vendidos 
en  los  casos  y  en  la  forma  establecida 
en  la  ley: 

1.**  Los  bienes  de  los  menores  y  de 
los  incapacitados,  ycualesquiera  otros 
sujetos  á  administración; 

2.°   Los  bienes  dótales; 

3°  Los  bienes  nacionales,  municipa- 
les ó  parroquiales,  ó  de  cualquier  de- 
pendencia pública; 

4/   Los  bienes  hipotecados. 

Art.  1.555.  Nadie  puede  vender  sino 
lo  que  es  de  su  propiedad  ó  derecho,  y 


si  vendiese  cosa  que  pertenece  á  otra 
persona  se  tendrá  por  nulo  el  contrato, 
respondiendo  el  vendedor  de  daños  y 
perjuicios  siempre  que  hubiese  proce- 
dido de  mala  fe. 

§  único.— El  contrato  será  revalidado, 
no  obstante,  y  quedará  el  vendedor  li- 
bre de  la  responsabilidad  criminal  en 
que  hubiese  incurrido,  si  antes  de  pro- 
ducirse la  evicción  ó  la  denuncia  dicho 
vendedor  adquiriese  por  cualquier  títu- 
lo legítimo  la  propiedad  de  la  cosa  ven- 
dida. 

Art.  1.556.  No  puede  ser  objeto  de 
compra-venta  el  derecho  á  la  herencia 
cuyo  dueño  viva,  aunque  dé  su  consen- 
timiento, ni  lo  pueden  ser  los  alimentos 
por  derecho  de  familia. 

Art.  1.557.  La  venta  de  una  cosa  ó 
de  un  derecho  en  litigio  no  está  prohi- 
bida, pero  si  el  vendedor  no  hubiese  de- 
clarado el  estado  de  la  cosa,  responde- 
rá de  daños  y  perjuicios  cuando  aquélla 
fuese  eviccionada  ó  cuando  en  el  litigio 
se  probase  que  no  tenía  derecho  sobre 
ella. 

Art.  1.558.  Esnulalaventadelacosa 
que  no  exista  ó  no  pueda  existir,  y  el 
vendedor  responderá  de  daños  y  perjui- 
cios si  hubiese  procedido  con  dolo  ó 
mala  fe. 

§  único.— No  obstante,  si  la  cosa  ven- 
dida hubiese  perecido  sólo  en  parte, 
quedará  al  arbitrio  del  comprador  des- 
hacer el  contrato  ó  aceptar  la  parte  res- 
tante, reduciendo  proporcionalmente  el 
precio. 

Sección  tercera 

De  quiénes  pueden  celebrar  el  contrato  de 
compra-venta 

Art.  1.559.  Puede  vender  todo  aquel 
que  no  se  halle  legalmente  impedido  de 
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(Jisponer  de  sus  bienes  por  razón  de 
su  estado  ó  de  la  naturaleza  de  la 
cosa. 

Art.  1.5G0.  Podrá  comprar  todo  el 
que  pueda  contratar,  salvo  las  siguien- 
tes excepciones. 

Art.  1.561.  No  pueden  comprar  bie- 
nes inmuebles  las  sociedades  ó  corpo- 
raciones perpetuas,  sino  en  los  casos  y 
en  la  forma  en  que  por  la  ley  se  les  au- 
toriza. 

Art.  1.562.  No  pueden  ser  comprado- 
res, ni  directamente  ni  por  interme- 
diario: 

1.**  Los  mandatarios  ó  Procuradores 
y  las  dependencias,  respecto  de  los  bie- 
nes cuya  venta  ó  administración  les 
esté  encomendada; 

2.®  Los  tutores  ó  protutores,  respec- 
to de  los  bienes  de  los  menores, durante 
la  tutela  ó  protutela; 

3.®  Los  testamentarios,  respecto  de 
los  bienes  de  la  herencia,  mientras  dure 
la  testamentaría; 

4."  Los  funcionarios  públicos,  res- 
pecto de  los  bienes  en  cuya  venta  inter- 
vienen, ya  sean  nacionales,  municipa- 
les ó  parroquiales,  de  menores,  incapa- 
citados ó  cualquiera  otra  persona. 

Art.  1.563.  No  podrán  comprar,  en 
estado  de  litigio,  los  que  no  están  auto- 
rizados para  ser  cesionarios,  según  lo 
que  dispone  el  párrafo  único  del  artícu- 
lo 785,  excepto  en  el  caso  de  venta  de 
acciones  hereditarias,  siendo  los  com- 
pradores coherederos,  ó  si  los  compra- 
dores hipotecasen  bienes  para  fianza 
del  derecho. 

Art.  1.564.  No  podrán  comprar  ni 
vender,  recíprocamente,  los  casados, 
excepto  cuando  se  hallen  judicialmente 
separados  de  persona  y  bienes. 

§  único.— No  se  tendrá  como  venta 
prohibida  entre  casados  la  cesión  ó  do- 
nación hecha  por  el  cónyuge  deudor  á 


su  consorte  en  pago  de  alguna  deuda 
legítima. 

Art.  1.565.  No  podrán  vender  á  hijos 
ó  nietos,  los  padres  ó  los  abuelos,  sin  el 
consentimiento  de  los  hijos  ó  nietos  res- 
tantes. 

§  único.— Cuando  alguno  de  ellps  no 
diese  su  coní=^entimiento,  podrá  ser  su- 
plido por  un  consejo  de  familia,  reunido 
al  electo. 

Art.  1.566.  No  podrán  los  copropieta- 
rios de  cosa  indivisible  vender  á  extra- 
ños su  respectiva  parte  si  uno  de  ellos 
la  quisiese  por  el  mismo  precio.  El  co- 
propietario á  quien  no  se  diese  conoci- 
miento de  la  venta  puede,  depositando 
el  precio,  retener  la  parte  vendida  á  un 
extraño,  siempre  que  lo  reclame  en  el 
plazo  de  seis  meses. 

§  único.— Si  fuesen  muchos  los  copro- 
pietarios, se  preferirá  el  que  tuviese 
mayor  parte.  Si  las  partes  fuesen  igua- 
les, quedará  para  todos,  ó  para  los  que 
la  deseen,  la  parte  vendida,  haciendo 
previamente  el  depósito  del  precio  (1). 

Art.  1.567.  Los  contratos  de  compra- 
venta hechos  directamente  ó  por  inter- 
mediario en  contra  de  lo  dispuesto  en 
los  artículos  anteriores,  quedarán  sin 
efecto. 

§  único.— Entiéndese  que  la  compra 
se  hace  por  intermediario: 

1.**  Cuando  se  hace  por  el  consorte 
del  incapacitado  ó  por  persona  de  quien 
éste  sea  heredero  presunto; 

2.^  Cuando  se  hace  por  tercero,  de 
acuerdo  con  el  incapacitado,  con  el  fin 
de  transmitir  á  éste  la  cosa  comprada. 

Sección  cuarta 

De  las  obligaciones  de  los  vendedores 

Art.  1.568.    El vendedorestá  obligado: 


(1)     Véanse  los  artículos  1.598,  1.669,  1.678  al 
1.683,  l.-^oa  al  L^OS,  2.n6,  2.1T7,  2.191  y  2.195. 
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1.**  Á  entregar  al  comprador  la  cosa 
vendida; 

2.°  Á  responder  de  las  condiciones 
de  la  cosa; 

3.^   Á  responder  de  la  evicción. 

SUBSECCIÓN   PRIMERA 

De  la  entrega  de  la  cosa  vendida 

Art.  1.5r»9.  La  entrega  de  las  cosas 
muebles  se  efectúa  por  su  transmisión 
á  poder  del  comprador  ó  por  el  acto  de 
ponerlas  á  su  disposición. 

Art.  1.570.  Los  gastos  de  la  entrega 
de  la  cosa  vendida  serán  de  cuenta  del 
vendedor  no  habiendo  estipulado  nada 
en  contrario. 

Art.  1.571.  La  entrega  de  los  bienes 
inmuebles  y  de  los  derechos  se  entien- 
de hecha  luego  que  el  vendedor  entrega 
al  comprador  los  títulos  respectivos,  de- 
jándole el  libre  goce  de  la  cosa  ó  de  los 
derechos  si  no  se  ha  estipulado  nada 
en  contrario. 

Art.  1.572.  Si  el  vendedor  dejase  de 
iiacer  la  entrega  en  el  lugar  y  tiempo 
convenidos  por  causa  que  pudiera  im- 
putársele, tendrá  derecho  el  comprador 
á  reclamar  la  entrega  de  la  cosa,  con 
daños  y  perjuicios,  ó  á  la  rescisión  del 
contrato. 

Art.  1.573.  Si  la  venta  fuese  hecha  á 
condición  de  entregar  el  precio  con  fe- 
cha posterior,  podrá  el  vendedor  pedir 
intereses  de  demora  si  no  se  entregase 
en  el  plazo  marcado,  pero  nunca  la  res- 
cisión del  contrato. 

Art.  1.574.  El  vendedor  no  estará 
obligado  á  entregar  la  cosa  vendida  sin 
haber  recibido  el  precio,  salvo  pacto  en 
contrario. 

Art.  1.575.  El  vendedor  deberá  en- 
tregar lo  vendido  en  el  estado  en  que 


se  encontraba  al  tiempo  del  contrato,  y 
también  sus  frutos,  rendimientos,  acce- 
siones y  títulos,  si  otra  cosa  no  se  hu- 
biese estipulado. 

Art.  1 .570.  Si  la  cosa  se  vendiese  por 
número,  peso  ó  medida,  podrá  rescin- 
dirse el  contrato  por  el  comprador 
cuando  aparezca  en  la  entrega  falta 
considerable  ó  exceso  que  no  pueda  se- 
gregarse  sin  perjuicio  de  aquélla;  pero 
si  el  comprador  quisiese  mantener  el 
contrato,  tendrá  derecho  á  exigir  la  re- 
ducción del  precio,  en  proporción  de  la 
falta,  así  como  deberá  aumentarle  en 
proporción  del  exceso. 

Art.  1.577.  Cuando  se  rescinda  un 
contrato,  de  conformidad  con  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  precedente,  el  ven- 
dedor quedará  obligado  á  devolver  el 
precio,  si  le  hubiese  recibido,  y  á  satis- 
facer todos  los  gastos  que  el  comprador 
hubiese  hí  chocon  motivo  del  contrato. 

Art.  1.578.  Cuando  una  cosa  se  ven- 
diese por  una  misma  persona  á  varios 
sujetos,  se  observará  lo  siguiente:  si  la 
cosa  vendida  fíiese mueble,  prevalecerá 
la  venta  de  fecha  más  antigua;  y  si  no 
fuese  posible  determinar  la  prelación 
de  las  fechas,  se  adjudicará  al  que  haya 
tomado  posesión  de  ella. 

Art.  1.579.  En  cualquiera  de  los  ca- 
sos mencionados  en  el  articulo  ante- 
rior, responderá  el  vendedor  del  precio 
que  indebidamente  haya  recibido  y  de 
los  daños  y  perjuicios,  á  más  de  la  res- 
ponsabilidad criminal  en  que  hubiese 
incurrido. 

Art.  1.5^0.  Si  la  cosa  vendida  fuese 
inmueble,  subsistirá  la  venta  inscrita 
en  el  registro  primeramente;  y  si  nin- 
guna lo  estuviese,  se  observará  lo  que 
queda  dispuesto  en  el  art.  1.578. 


316 


INSTITUCIONES  JURÍDICAS   Y   POLÍTICAS 


SUBSECCIÓN    SEGUNDA 

De  la  garantía  y  de  la  evieción 

Art.  1.581.  El  vendedor  está  obliga- 
do á  asegurar  la  propiedad  y  posesión 
pacífica  del  Comprador  y  á  responder 
de  la  evicción  en  los  términos  señalados 
en  los  artículos  l.(>46  y  siguientes. 

Art.  1.582.  El  contrato  de  compra- 
venta no  podrá  ser  rescindido  bajo  pre- 
texto de  lesión  ó  de  vicios  de  la  cosa, 
de  los  llamados  redhibitorios,  salvo  si 
esa  lesión  ó  esos  vicios  llevasen  consi- 
go error  que  anule  el  consentimiento, 
según  lo  dispuesto  en  los  artículos  656 
al  668  y  687  al  701,  ó  si  hubiese  conve- 
nio en  contrario. 

Sección  quinta 

De  las  obligaciones  del  compptxdor 

Art.  1.583.  El  comprador  está  obliga- 
do á  cumplir  todo  aquello  que  estipuló, 
y  especialmente  á  pagar  el  precio  de  la 
cosa  en  el  tiempo,  lugar  y  forma  con- 
venidos. 

§  1.°— No  habiéndose  determinado 
tiempo  ni  lu^ar,  se  entenderá  que  son 
los  de  la  entrega  de  la  cosa  vendida. 

§  2. **— Cuando  hubiese  dudas  acerca 
de  lo  que  se  hará  primero,  si  la  entrega 
de  la  cosa  ó  el  abono  del  precio,  tanto 
aquélla  como  éste  se  depositarán  en 
poder  de  un  tercero. 

Art.  1.584.  Cuando  el  que  haya  com- 
prado una  cosa  á  condición  de  entregar 
el  precio  en  cierto  día  sea  perturbado 
en  su  derecho  y  posesión,  ó  tenga  sos- 
pecha fundada  de  serlo,  de  modo  que 
tenga  ó  venga  á  tener  derecho  á  deman- 
dar al  vendedor  por  evicción,  podrá  de- 
positar judicialmente  el  precio  mientras 
el  vendedor  no  haga  desaparecer  el  te- 


mor ó  le  dé  caución,  salvo  lo  que  se 
haya  estipulado  en  contrario. 

Art.  1.585.  Después  de  la  entrega  de 
la  cosa  vendida,  ya  sea  mueble  ó  in- 
mueble, no  podrá  el  vendedor  pedir  la 
rescisión  del  contrato  por  falta  de 
pago. 

Sección  sexta 

De  la  venta  á   retro 

Art.  1.586.  Llámase  retro-venta  la 
que  se  hace  con  la  cláusula  ó  condición 
de  que  el  vendedor  pueda  deshacer  el 
contrato  y  recobrar  la  cosa  vendida, 
restituyendo  el  precio  recibido. 

Art.  1.587.  Queda  prohibido  para  lo 
futuro  el  contrato  de  retro-venta. 

Art.  1.588.  En  los  contratos  de  retro- 
venta  verificados  con  anterioridad  á  la 
promulgación  de  este  Código,  cuando 
no  se  haya  estipulado  plazo  alguno  pa- 
ra el  retracto  se  fijará  este  plazo  en 
cuatro  años,  contados  desde  dicha  pro- 
mulgación (1). 

Sección  séptima 

De  la  forma  del  contrato  de  compra-venta 

Art.  1.589.  El  contrato  de  compra- 
venta de  bienes  muebles  no  depende  de 
formalidad  alguna  especial. 

Art.  1.590.  El  contrato  de  compra- 
venta de  bienes  inmuebles  se  hará 
siempre  por  escrito. 

§  1.°— Si  el  valor  de  los  bienes  no  ex- 
cediese de  50.000  reis,  podrá  hacerse  la 
venta  por  documento  privado,  con  la 
firma  del  vendedor  ó  de  otro  á  su  rue- 
go, cuando  él  no  sepa  escribir,  y  ade- 
más dos  testigos  que  pongan  su  firma 
entera. 

I       (1)     Véanse  los  artículos  1.701,  LIOI  y  2.196. 
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§  2.^*— Si  el  mencionado  valor  pasase 
de  50.000  reis,  lávenla  sólo  podrá  ha- 
cerse por  escritura  pública. 

Art.  1.591.  La  venta  de  bienes  inmue- 
bles no  producirá  efecto  con  relación  á 
tercero  mientras  no  sea  registrada  en 
los  términos  prescritos  por  la  ley. 

CAPÍTULO  IX 

Del  cambio  ó  permuta 

Art.  L592.  Cambio  ó  permuta  es  un 
contrato  en  virtud  del  que  se  da  una 
cosa  por  otra,  ó  una  moneda  por  otra 
de  diferente  especie. 

§  único.— El  contrato  de  dar  dinero 
por  una  cosa  será  de  venta  6  cambio, 
según  lo  que  disponen  los  artículos 
1.544  y  L545. 

Art.  1.593.  El  permutante  contra 
quien  resultase  eviccionada  la  cosa 
que  recibió  á  cambio,  podrá  reclamar 
la  que  entregó  si  se  hallase  aún  en  po- 
der de  la  otra  parte,  ó  exigir  el  valor 
de  ella. 

§  único.— Si  la  cosa  dada  á  cambio 
por  el  permutante  hubiera  sido  grava- 
da por  la  otra  parte  con  cargas  inscri- 
tas, quedarán  éstas  subsistentes;  pero 
el  permutante,  al  hacerse  cargo  de  ella 
nuevamente,  tendrá  derecho  á  ser  in- 
demnizado de  la  disminución  del  valor 
que  la  cosa  haya  sufrido  por  efecto  de 
estas  cargas. 

Art.  1.594.  Son  aplicables  á  este  con- 
trato las  reglas  del  de  compra-venta, 
pxcepto  en  la  parte  relativa  al  precio. 


CAPITULO  X 

Del  contrato  de  locación 

Sección  primera 

Disposiciones  genérale  ti 

Art.  1.595.  Existe  contrato  de  loca- 
ción cuando  uno  traspasa  á  otro  por 
cierto  tiempo,  y  mediante  una  retribu- 
ción, el  uso  ó  el  usufructo  de  una  cosa. 

Art.  1.596.  La  locación  se  llama 
arrendamiento  cuando  versa  sobre  co- 
sas inmuebles,  y  alquiler  cuando  se  re- 
fiere á  cosas  muebles  (1). 

Art.  1.597.  Pueden  arrendar  todos 
aquellos  á  quienes  es  permitido  con- 
tratar y  disponer  del  uso  ó  usufructo 
de  la  cosa  arrendada. 

Art.  1.598.  No  podrá,  sin  embargo, 
arrendar  el  copropietario  de  la  cosa  in- 
divisa sin  el  consentimiento  de  las 
otras  partes,  ó  de  quien  las  represente, 
excepto  lo  que  acerca  de  quiñones  se 
establece  en  el  art.  2.191. 

Art.  1.599.  Pueden  aceptar  la  loca- 
ción todos  los  que  pueden  contratar, 
salvo  las  disposiciones  siguientes: 

1.*  Está  prohibido  á  los  Magistra- 
dos, Jueces  y  á  cualquier  empleado  pú- 
blico, tomar  en  alquiler  ó  en  arrenda- 
miento, por  sí  ó  por  intermediario,  bie- 
nes en  cuyo  arrendamiento  intervenga 
el  Tribunal  ó  dependencia  donde  ejer- 
zan sus  funciones; 

2."  Está  prohibido  á  los  individuos 
de  cualquier  dependencia  pública  to- 
mar en  alquiler  ó  arrendamiento,  por 
si  ó  por  intermediario,  bienes  pertene- 
cientes á  dicha  dependencia. 

§  único.— Son  intermediarios  los  que 


(1)     Véanse  los  artículos  1.60o,    1.603,    1.634, 
1.654  al  1.658. 
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determinad  arí.  1.567,  párrafo  único. 

Art.  l.GOO.  El  arrendamiento  podrá 
hacerse  por  el  tiempo  que  determinen 
los  contratantes,  salvo  las  disposicio- 
nes de  los  artículos  siguientes. 

Art.  1  601.  Los  administradores  de 
bienes  dótales  y  los  usufructuarios  vi- 
talicios fideicomisarios  podrán  arren- 
dar por  el  tiempo  que  sea  su  voluntad; 
pero  si  ol  arrendamiento  estuviese  en 
pié  al  tiempo  de  terminar  la  adminis- 
tración de  la  dote,  usufructo  ó  fideico- 
miso, terminará  con  ellos  (1). 

§  único.— El  usufructuario  por  tiempo 
limitado  no  podrá  arrendar  por  plazo 
que  exceda  al  del  usufructo;  pero  si  lo 
hiciese,  no  quedará  nulo  el  arrenda- 
miento sino  en  lo  que  exceda  á  la  dura- 
ción del  usufructo. 

A  rt.  1 .602.  En  los  arrendam ientos  de 
bienes  de  menores  ó  incapacitados  se 
observará  lo  que  queda  dispuesto  en 
los  artículos  243,  núm.  6.",  y  263  al  266. 

Art.  1.603  El  precio  de  la  locación 
ó  renta  puede  consistir  en  metálico  ó 
en  cual(|uier  otra  cosa  que  lo  valga, 
con  tal  quo  sea  determinada  y  cierta. 

Art.  1.601.  La  forma  del  arrenda- 
miento de  los  bienes  del  Estado  ó  de 
cualquier  dependencia  pública  se  rige 
por  la  legislación  administrativa. 

Art.  1.605.  Si  en  el  contrato  no  hu- 
biese cláusula  alguna  que  prohiba  el 
subarriendo,  el  arrendatario  podrá  ha- 
cerlo libremente,  quedando  siempre  res- 
ponsable para  con  el  propietario,  del 
pago  de  los  alquileres  y  demás  obliga- 
ciones derivadas  del  contrato. 


(1)     Véanse  los  artículos  2.20"  y  2.224. 
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Sección  secunda 

Del  arrendamiento 
SUBSECCIÓN     PRIMERA 

De  los  derechos  tj  de  las  obligaciones  de 
los  dueños  y  de  los  arrendatarios 

Art.  1.606.     El  dueño  está  obligado: 

!.•  A  entregar  al  arrendatario  el  pre- 
dio convenido,  con  sus  dependencias,  y 
en  estado  de  prestar  el  uso  para  que 
esté  destinado; 

2.°  A  conservar  la  cosa  arrendada 
en  el  mismo  estado  durante  el  arrenda- 
miento; 

3."  A  no  impedir  ni  embarazar  de 
ningún  modo  el  uso  de  la  cosa  arren- 
dada, á  no  ser  por  causa  de  reparoi^ 
urgentes  6  indispensables;  en  este  ca<o 
podrá  el  arrendatario  exigir  indemni- 
zación del  perjuicio  que  sufra  por  no 
poder  servirse  de  la  cosa  como  tenía 
derecho; 

4.°  A  asegurar  el  uso  de  la  cosa 
arrendada  contra  los  obstáculos  y  te- 
mores que  resulten  del  derecho  que  un 
tercero  tenga  con  relación  á  la  misma 
cosa;  pero  no  contra  los  obstáculos  y 
perturbacíonesproducidospor  un  hecho 
de  tercera  persona; 

5.®  A  responder  de  los  perjuicios  que 
padeciese  el  arrendatario  como  coníNC- 
cuencia  de  los  defectos  ó  vicios  oculto« 
de  la  cosa,  anteriores  al  arrendamiento. 

Art.  1.607.  El  propietario  podrá,  á 
pesar  de  todo,  despedir  al  arrendatario 
antes  de  terminar  el  arrendamiento,  en 
los  casos  siguientes: 

1.°  Si  el  arrendatario  no  pagase  la 
renta  en  los  plazos  convenidos; 

2.°  Si  el  arrendatario  utilizase  el 
predio  para  fin  distinto  del  que  le  es 


CÓDIGO  CIVIL   PORTUGUÉS 


319 


propio  ó  de  aquél  para  qué  le  fué  arren- 
dado. 

Art.  1;608.  El  arrendatario  está  obli- 
gado: 

1.**  A  satisfacer  la  renta  en  el  tiem- 
po y  forma  convenidos,  y,  cuando  falte 
ajuste,  según  la  costumbre  del  país; 

2.°  A  responder  de  los  daños  que 
sobrevengan  á  la  cosa  arrendada  por 
su  culpa  ó  negligencia,  ó  la  de  sus  cria- 
dos ó  subarrendatarios; 

3.**  A  servirse  de  la  cosa  solamente 
para  el  uso  convenido,  ó  conforme  á  su 
naturaleza; 

4.**  A  dar  parte  al  propietario  de  las 
usurpaciones  intentadas  ó  consumadas 
por  un  tercero,  y  á  defender  los  dere- 
chos del  propietario  en  los  términos 
marcados  en  la  segunda  parte  del  ar- 
ticulo 1.451; 

5.**  A  entregar  la  cosa,  cuando  ter- 
mine el  arrendamiento,  sin  deterioros, 
salvo  los  que  fuesen  inherentes  á  su 
uso  ordinario. 

Art.  1.609.  El  arrendatario  no  está 
obligado  á  pagar  las  cargas  del  predio, 
excepto  en  los  casos  en  que  la  ley  ex- 
presamente lo  determine,  y  aun  así  las 
pagará  por  cuenta  de  la  renta,  si  otra 
cosa  no  hubiera  sido  estipulada  (1). 

Art.  1.610.  Si  el  dueño  no  hiciese  en- 
trega de  la  cosa  al  arrendatario  en  el 
plazo  convenido  ó  de  costumbre,  podrá 
éste  demandarle  por  dañe  s  y  perjuicios, 
rescindiendo  ó  no  el  contrato,  según  su 
voluntad. 

Art.  l.tíll.  Si  el  dueño,  después  de 
requerido  por  el  arrendatario,  no  hicie- 
se en  el  predio  arrendado  las  obras  ne- 
cesarias a!  uso  para  que  esté  destinado, 
podrá  el  arrendatario  rescindir  el  con- 
trato y  exigir  indemnización  de  danos 
y  perjuicios,  ó  mandar  hacer  dichas 


(1)     Véanse  los  artículos  l.C'IS,  2.288  y  2.239. 


obras  por  cuenta  del  dueño,  previo  avi- 
so, con  plazo  cierto. 

Art.  1.G12.  Si  el  arrendatario  fuese 
molestado  ó  privado  del  uso  del  predio 
por  caso  fortuito  ó  fuerza  mayor,  rela- 
tiva al  mismo  predio  y  no  á  la  persona 
del  arrendatario,  podrá  exigir  que  se  le 
rebaje  en  la  renta  el  valor  proporcio- 
nal al  perjuicio  sufrido,  si  otra  cosa  no 
se  hubiera  estipulado  (1). 

Art.  1.613.  Si  la  privación  de  uso 
proviniese  de  evicción  del  predio,  se 
tendrá  presente  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo anterior,  excepto  si  el  arrenda- 
dor hubiese  procedido  de  mala  fe,  por- 
que en  ese  caso  responderá  también  de 
daños  y  perjuicios. 

Art.  1.614.  El  arrendatario  no  podrá 
detener  la  entrega  del  predio  una  vez 
terminado  el  arrendamiento.  Sólo  en 
el  caso  de  haber  hecho  mejoras  expre- 
samente consentidas  por  escrito,  ó  au- 
torizadas por  el  art.  1.611,  tendrá  dere- 
cho de  retención  hasta  cobrar  el  impor- 
te probado  de  esas  mejoras. 

Art.  1.615.  En  el  arrendamiento  de 
predio  rústico  por  menos  de  veinte 
años,  el  arrendatario  tendrá  derecho, 
después  del  desahucio,  á  cobrar  del 
dueño  el  valor  de  las  mejoras  agríco- 
las, tanto  las  necesarias  como  las  úti- 
les, aunque  no  hayan  sido  expresamen- 
te consentidas,  salvo  estipulación  en 
contrario. 

§  único.— En  este  caso,  sin  embargo, 
el  valor  de  las  mejoras  y  los  intereses 
de  este  valor  se  pagarán  i»or  el  aumen- 
to de  renta  anual  que  de  ellas  resultó 
en  el  predio  en  que  fueron  hechas. 

Art.  1.610.  El  arrendaario  que  inde- 
bidamente retuviese  el  predio  arrenda- 
do, responderá  de  daños  y  perjuicios. 

Art.  1.017.    Cuando  consista  la  renta 


(l)     Véanse  los  artículos  1.630,  IMl  y  1.G88. 
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en  frutos»  y  no  haya  sido  pagada  en  el 
plazo  debido,  será  satisfecha  en  dinero 
al  precio  corriente  al  tiempo  del  venci- 
miento, con  intereses  de  mora. 

Art.  1.618.  Cuando  después  de  ter- 
minar el  arrendamiento  el  arrendatario 
continuase  sin  oposición  usando  del 
predio,  se  entenderá  que  queda  renova- 
do el  contrato:  por  un  año,  en  los  pre- 
dios rústicos;  y  un  año  ó  seis  meses,  en 
los  urbanos,  ó  menos  tiempo,  conforme 
á  la  costumbre  del  país. 

Art.  1  619.  El  contrato  de  arrenda- 
miento cuya  fecha  esté  expresamente 
declarada  en  documento  auténtico  ó  le- 
galizado, no  se  rescindirá  por  muerte 
del  dueño  ó  del  arrendatario,  ni  por 
transmisión  de  la  propiedad,  ya  sea  por 
título  universal  ó  singular,  salvo  lo  que 
se  dispone  en  los  artículos  siguientes. 

Art.  1.G20.  Si  la  transmisión  provi- 
niese de  expropiación  por  causa  de  uti- 
lidad pública,  se  rescindirá  el  contrato 
indemnizando  previamente  al  arrenda- 
tario. 

Art.  1.621.  Si  la<  transmisión  provi- 
niese de  ejecución,  se  tendrá  presente 
lo  que  sigue: 

§  1.^— Los  arrendamientos  sujetos  á 
inscripción  subsistirán  si  estuviesen 
inscritos  con  antelación  al  registro  del 
acto  ó  documento  que  produjo  la  eje- 
cución. 

§  2."— Los  arrendamientos  no  sujetos 
á  inscripción  subsistirán,  á  pesar  de  la 
ejecución,  por  todo  el  tiempo  estipula- 
do, salvo  si  se  hubiese  convenido  otra 
cosa. 

Art.  1.622.  Están  sujetos  á  inscrip- 
ción los  arrendamientos  que  excedan 
de  un  año,  cuando  la  renta  se  pague 
anticipadamente,  y  en  el  caso  contrario 
los  que  pasen  de  cuatro  años. 


SUBSECCIÓN  SEGUNDA 

Disposiciones  especiales  á  los  arrenda- 
mientos de  predios  urbanos 

Art.  1.623.  Cuando  el  tiempo  del 
arrendamiento  de  los  predios  urbanos 
no  haya  sido  determinado  en  el  contra- 
to, se  entenderá  que  queda  hecho  por 
semestre  ó  por  año,  ó  por  menos  tiem- 
po, conforme  á  la  costumbre  del  país. 

§  único.— Si  hubiese  costumbre  de 
arrendar,  tanto  por  año  como  por  se- 
mestre, se  entenderá  el  arrendamiento 
hecho  en  este  último  plazo. 

Art.  1.624.  Se  entenderá  renovado  el 
contrato  cuando  el  arrendatario  no  se 
haya  despedido  ó  el  arrendador  no  le 
despida  en  el  tiempo  y  forma  acostum- 
brados en  el  país. 

Art.  1.625.  En  el  país  donde  se  acos- 
tumbrase á  hacer  escrituras,  se  tendrá 
por  despedido  el  arrendatario  que  las 
retuviese,  y  quedará  obligado  á  ense- 
ñar el  interior  de  la  casa  al  que  preten- 
da verla. 

Art.  1.626.  En  el  país  donde  no  haya 
esta  costumbre,  .debe  el  arrendatario 
avisar  al  dueño,  ó  éste  á  aquél,  la  ter- 
minación del  arrendamiento  con  cua- 
renta días  de  antelación. 

SUBSECCIÓN   TERCERA 

Disposiciones  especiales  de  los  arrenda- 
mientos de  predios  rústicos 

Art.  1.627.  El  arrendatario  de  pre- 
dios rústicos  está  obligado  á  cultivar- 
los de  modo  que  no  sufran  deterioro;  de 
lo  contrario  podrá  ser  despedido  y  res- 
ponderá de  daños  y  perjuicios. 

Art.  1.628.  No  habiéndose  determi- 
nado plazo  para  el  arrendamiento,  se 
entenderá  que  éste  se  hace  por  el  tiem- 
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po  acostumbrado  en  el  país;  y,  en  caso 
de  duda  acerca  de  cuál  es  la  costum- 
bre, por  no  ser  ésta  uniforme,  nunca  se 
entenderá  hecho  por  menos  tiempo  del 
necpsario  para  una  sementera  ó  reco- 
lección, conforme  al  cultivo  á  que  haya 
sido  aplicado. 

Art.  1.629.  El  arrendatario  por  tiem- 
po indeterminado  que  no  quiera  conti- 
nuar con  el  arriendo  del  predio,  deberá 
prevenir  al  dueño  con  la  anticipación 
acostunibrada  en  el  país,  y,  á  falta  de 
esta  costumbre,  sesenta  días  antes  de 
que  termine  el  año  agrícola,  también 
según  la  costumbre  del  país  y  el  géne- 
ro de  cultivo.  El  mismo  aviso  dará  el 
dueño  al  arrendatario  si  no  le  convi- 
niese la  continuación  del  contrato. 

Art.  1.630.  El  arrendatario  no  puede 
exigir  que  se  le  rebaje  la  renta  fundán- 
dose en  esterilidad  extraordinaria  de  la 
tierra,  ó  pérdida  considerable  de  frutos 
pendientes,  por  cualquier  causa  for- 
tuita, salvo  si  otra  cosa  se  hubiese  es- 
tipulado. 

Art.  1.631.  Quedan  sujetos  á  lo  dis- 
puesto en  el  presente  Código  todos  los 
contratos  de  predios  rústicos  de  los 
distritos  ó  provincias  del  Reino,  cuyos 
contratos  se  rijan,  antes  de  la  promul- 
üación,  por  leyes  especiales. 

SUBSECCIÓN   CUARTA 

Del  desahucio 

Art.  1.632.  La  acción  de  desahucio 
•'í  siempre  sumaria. 

Sección  tercera 

Del  alquiler 

Art.  1.633.  Son  susceptibles  de  al- 
quiler todas  las  cosas  muebles  no  fun- 
gibles  que  se  hallen  en  el  comercio. 

TjJíO    vil.  — iNSTITTrCIOMBS  lUttÍDlCAS. 


Art.  1.634.  Son  aplicables  al  contra- 
to de  alquiler  las  disposiciones  de  la 
sección  anterior  en  aquello  que  tenga 
congruencia  con  la  índole  de  las  cosas 
muebles. 

Art.  1.635.  La  transferencia  del  de- 
recho de  percibir  por  tiempo  y  precio 
determinados,  cualquier  prestación  ó 
renta,  se  rige  por  las  disposiciones  con- 
tenidas en  los  artículos  785  á795,  salvo 
lo  que  las  leyes  fiscales  ordenen  con  re- 
lación á  las  rentas  del  Estado. 

CAPÍTULO  XI 

De  la  usura 

Art.  1  636.  Existe  contrato  de  usura 
cuando  alguno  cede  á  otro  dinero  ó 
cualquier  objeto  fungible,  con  la  obli- 
gación de  devolver  una  suma  equiva- 
lente ó  un  objeto  que  lo  valga,  median- 
te cierta  retribución  en  dinero  ó  en 
cosas  de  otra  especie 

Art.  1.637.  Si  el  objeto  del  contrato 
fuese  cosa  fungible,  no  siendo  dinero, 
y  el  obligado  no  restituyese  la  cosa  en 
el  plazo  convenido,  la  restituirá  en  di- 
nero al  precio  corriente  en  esa  época. 

Art.  1.638.  Si  el  contrato  versare  so- 
bre moneda  determinada  y  cierta,  la 
devolución  se  hará  en  moneda  de  la 
misma  especie,  y  cuando  no  la  hubiese, 
se  tendrá  presente  lo  dispuesto  en  los 
artículos  724  y  725. 

Art.  1.639.  Lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos anteriores  no  obsta  para  que 
las  partes  estipulen  otra  cosa  en  con- 
trario. 

Art.  1.640.  Las  partes  podrán  con- 
venir la  retribución  que  les  parezca 
conveniente. 

§  único.- En  los  casos  en  que  hubie- 
re de  hacerse  computación  ó  cálculo  de 
intereses,  á  falta  de  estipulación    se 

21 
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calcularán  éstos  en  un  5  por  100  anual. 

Art.  1.641.  El  contrato  de  usura  pue- 
de rescindirse  al  arbitrio  del  deudor, 
salvo  si  hubiese  sido  contraído  por 
tiempo  determinado,  porque  en  este 
caso  se  cumplirá  lo  que  se  haya  esti- 
pulado. El  mismo  derecho  tiene  el 
acreedor,  pero  con  la  restricción  de  no 
poder  usar  de  él  sin  prevenir  al  deudor 
con  treinta  días  por  lo  menos  de  anti- 
cipación. 

Art.  1.642.  No  podrán  exigirse  los 
intereses  vencidos  de  más  do  cinco 
años,  ni  intereses  de  intereses,  pero 
podrán  las  partes  capitalizar  por  nue- 
vo contrato  los  intereses  vencidos. 

Art.  1.643.  En  la  prueba  de  este  con- 
trato es  aplicable  lo  que  queda  dispues- 
to en  el  art.  1.534  y  su  párrafo. 

CAPÍTULO  XII 

De  la  renta  ó  censo  consignati'vo 

Sección   primera 

De  la  renta  6  censo  consig^nulivo  de  futuro 

Art.  1.644.  Contrato  de  censo  con- 
signativo  ó  renta  es  aquel  por  el  cual 
uno  presta  ó  otro  cierta  suma  ó  capí-- 
tal  para  siempre,  obligándose  el  que  lo 
recibe  á  pagar  un  interés  anual  en  es- 
pecie ó  en  metálico,  consignando  en 
determinados  inmuebles  la  obligación 
de  satisfacer  la  carga. 

Art.  1.645.  La  naturaleza  de  este 
contrato  exige  la  cesión  perpetua  del 
capital  prestado;  pero  la  obligación  de 
pagar  el  interés  estipulado  puede  ser 
perpetua  ó  temporal. 

Art.  I.G46.  Este  contrato  sólo  puede 
celebrarse  mediante  escritura  pública, 
y  para  producir  efecto  con  relación  á 
tercero  tiene  que  hallarse  inscrito. 


Art.  1 .647.  Son  aplicables  á  este  con- 
trato las  disposiciones  de  los  artículos 
1.640  y  1.662. 

Art.  1.648.  El  censo,  ya  perpetuo,  ya 
por  más  de  veinte  años,  podrá  rescin- 
dirse al  fin  de  este  plazo  á  voluntad  del 
censuario»  devolviendo  la  suma  pres- 
tada. 

Art.  1.649.  Si  el  rentero  ó  censuario 
dejase  de  pagar  el  interés  durante  tres 
años  consecutivos,  podrá  el  acreedor 
exigir  la  devolución  del  capital. 

Sección  seganda 

Del  censo  consignativo  existente  á  la  promulga- 
ción de  este  Código 

Art.  1.650.  Los  censos  consignativos 
existentes  á  la  fecha  de  la  promulga- 
ción de  este  Código  podrán  ser  redimi- 
dos por  el  censuario  en  los  términos 
siguientes: 

1.°  Si  hubieren  sido  estipulados  por 
tiempo  determinado,  que  exceda  de 
veinte  años,  podrán  ser  redimidos  al 
terminar  el  plazo  fijado; 

2."  Si  hubieren  sido  estipulados  por 
más  de  veinte  años,  sólo  podrán  ser  re- 
dimidos al  terminar  este  plazo; 

3."  Si  hubiesen  sido  estipulados  sin 
limitación  de  tiempo  y  no  hubieren 
transcurrido  veinte  años,  sólo  podrán 
ser  redimidos  al  terminar  este  plazo; 

4."  En  el  caso  del  número  anterior, 
si  á  la  lecha  de  la  promulgación  de  este 
Código  hubiesen  transcurrido  veinte  ó 
más  años,  se  redimirá  cuando  el  cen- 
súa: io  quiera  (1). 

Art.  1.Ü51.  La  redención  consistirá 
en  la  restitución  del  capital;  pero  si  no 
constase  su  importe,  se  hará  á  razón 
de  veinte  por  uno. 


(I)     Véanse  los  artículos  2.2(56  y  2.308. 
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Art.  1.652.  A  los  censos  de  que  se 
trata  es  aplicable  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 1.649. 

CAPÍTULO   XIII 

Del  contrato  enfttéutieo 

Sección  primera 

Del  contrato  enfitéutico  posterior  á  la  promulga- 
ción de  este  Código 

SUBSECCIÓN   PRIMERA 

Disposiciones   generales 

Art  1.653.  Existe  contrato  de  enfl- 
teusis  cuando  el  propietario  de  un  pre- 
dio transfiere  el  dominio  útil  á  otra  per- 
sona, obligándose  ésta  á  pagarle  anual- 
mente cierta  pensión  determinada  lla- 
mada loro  6  canon  (1). 

Art.  1.654.  El  contrato  de  enfiteusis 
es  perpetuo.  Los  contratos  que  se  cele- 
bren bajo  el  nombre  y  en  la  forma  de 
enfiteusis,  pero  por  tiempo  limitado,  se- 
rán considerados  como  arrendamien- 
tos, y  como  tales  se  regirán  por  la  legis- 
lación respectiva. 

Art.  1.655.  El  contrato  enfitéutico  se 
celebrará  por  escritura  pública,  y  sólo 
producirá  efecto  con  relación  á  tercero 
cuando  se  halle  debidamente  regis- 
trado. 

Art.  1.656.  La  calidad  y  cantidad  de 
la  pensión  se  determinará  á  voluntad 
líalas  partes,  siempre  que  seaconcieta 
V'lf^terminada. 

Art.  1.657.  No  podrán  pactarse  re- 
cargos extraordinarios  y  fortuitos  á  tí- 
tulo de  luctuosa,  laudemio,  etc.  (2). 

i\)    Véanse  los  artículos  1.651),  1.673   y   1.692. 
■:i)    Véase  el  art.  1.693.  , 


Art.  1.658.  Si  el  contrato  de  enfiteu- 
sis fuere  de  predio  urbano  ó  de  solar 
para  edificar,  la  pensión  consistirá 
siempre  en  dinero. 

Art.  1.659.  El  predio  objeto  de  la  en- 
fiteusis se  deslindará  detalladamente, 
de  modo  que  sus  linderos  no  puedan 
nunca  confundirse  con  los  predios,  ve- 
cinos. 

Art.  1.660.  La  pensión  se  pagará  en 
el  tiempo  y  lugar  convenidos. 

Art.  1.661.  No  habiendo  declaración 
acerca  del  lugar  y  tiempo  en  que  haya 
de  verificarse  el  pago  de  la  pensión,  se 
observará  lo  siguiente: 

§  1.°— Se  pagará  en  casa  del  dueño,  si 
vive  éste  dentro  de  la  parroquia  en  que 
el  predio  se  halle  situado. 

jí  2."— Si  el  dueño  no  residiese  en  la 
parroquia  ó  no  tuviese  en  ella  Procura- 
dor, se  pagará  la  pensión  en  casa  del 
enfiteuta. 

§  3.**— Cuando  consista  la  pensión  en 
frutos,  se  pagará  al  fin  de  la  respectiva 
recolección,  y  cuando  consista  en  dine- 
ro, al  fin  del  año,  contado  desde  la  fe- 
cha del  contrato. 

Art.  1.662.  Los  predios  objeto  de  la 
enfiteusis  son  hereditarios,  como  los 
bienes  alodiales;  no  podrán,  sin  embar- 
go, dividirse  en  lotes,  excepto  si  al  due- 
ño le  conviniese. 

§  1.**— La  repartición  del  valor  entre 
los  herederos  se  hará  por  avalúo,  enca- 
bezándose el  objeto  de  la  enfiteusis  en 
uno  de  ellos,  conforme  convenga  en- 
tre sí. 

§  2.''— Si  no  pudieran  avenirse,  el  ob- 
jeto de  la  enfiteusis  será  puesto  á  licita- 
ción. 

§  3."— Si  ninguno  de  los  herederos 
quisiese  el  objeto  de  la  enfiteusis,  se 
venderá,  repartiéndose  loa  herederos  el 
precio. 

¿j  4/>— Si  el  dueño  permitiese  la  divi- 
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calcularán  éstos  en  un  5  por  100  anual. 

Art.  1.641.  El  contrato  de  usura  pue- 
de rescindirse  al  arbitrio  del  deudor, 
salvo  si  hubiese  sido  contraído  por 
tiempo  determinado,  porque  en  este 
caso  se  cumplirá  lo  que  se  haya  esti- 
pulado. El  mismo  derecho  tiene  el 
acreedor,  pero  con  la  restricción  de  no 
poder  usar  de  él  sin  prevenir  al  deudor 
con  treinta  días  por  lo  menos  de  anti- 
cipación. 

Art.  1.642.  No  podrán  exigirse  los 
intereses  vencidos  de  más  do  cinco 
años,  ni  intereses  de  intereses,  pero 
podrán  las  partes  capitalizar  por  nue- 
vo conti-ato  los  intereses  vencidos. 

Art.  1.G43.  En  la  prueba  de  este  con- 
trato es  aplicable  lo  que  queda  dispues- 
to en  el  art.  1.534  y  su  párrafo. 

CAPÍTULO  XII 

De  la  renta  ó  censo  consignatiro 

Sección   primera 

De  la  renta  6  ceuso  cousijjnativo  de  futuro 

Art.  1.644.  Contrato  de  censo  con- 
signativo  ó  renta  es  aquel  por  el  cual 
uno  presta  ó  otro  cierta  suma  ó  capi-- 
tal  para  siempre,  obligándose  el  que  lo 
recibe  á  pagar  un  interés  anual  en  es- 
pecie ó  en  metálico,  consignando  en 
determinados  inmuebles  la  obligación 
de  satisfacer  la  carga. 

Art.  1.645.  La  naturaleza  de  esto 
contrato  exige  la  cesión  perpetua  del 
capital  pn'stado;  poro  la  oi)ligación  de 
pagar  el  interés  estipulado  puede  sor 
perpetua  ó  temporal. 

Art.  l.()46.  Kste  contrato  sólo  puede 
celebrarse  mediante  escritura  pública, 
}  para  producir  efecto  con  relación  á 
tercero  tiene  que  hallarse  inscrito. 


Art.  1 .647.  Son  aplicables  á  este  cud- 
trato  las  disposiciones  de  los  articulo» 
1.640  y  1.662. 

Art.  1.648.  El  censo,  ya  perpetuo,  \a 
por  más  de  veinte  años,  podrá  rescin- 
dirse al  fín  de  este  plazo  á  voluntad  J^l 
censuario,  devolviendo  la  suma  pr*^-- 
tada. 

Art.  1.649.  Si  el  rentero  6  censuar  o 
dejase  de  pagar  el  interés  durante  ir  •- 
años  consecutivos,  podrá  el  acreeio 
exigir  la  devolución  del  capital. 

Sección  seganda 

Del  censo  consignativo  existente  á  la  pron.ui^'  - 
ción  de  este  Código 

Art.  1 .650.  Los  censos  consignati\o< 
existentes  á  la  fecha  de  la  promulL'^.- 
ción  de  este  Código  podrán  ser  rediin.- 
dos  por  el  censuario  en  los  térmir.  •- 
siguientes: 

1.°  Si  hubieren  sido  estipulados  \>ck 
tiempo  determinado,  que  excoda  le 
veinte  años,  podrán  ser  redimidos  a 
terminar  el  plazo  fijado; 

2."  Si  hubieren  sido  estipulados  p«-r 
más  de  veinte  años,  sólo  podrán  ser  n  ■ 
dimidos  al  terminar  este  plazo; 

3."  Si  hubiesen  sido  estipulados  í^  i 
limitación  de  tiempo  y  no  hubiern 
transcurrido  veinte  años,  sólo  podrán 
ser  redimidos  al  terminar  este  plazo; 

4.''  En  el  caso  del  número  anterior 
si  á  la  fecha  de  la  promulgación  de  »  í** 
Código  hubiesen  transcurrido  vein'«  • 
más  años,  se  redimirá  cuantío  el  c: "  • 
suaiio  quiera  (1). 

Art.  1.651.    La  redencióa  eoosísü'  • 
en  la  restitución  del  capital;  Éj^fOni  i> 
constase  su  importe,  se  ImMHÍ't^'  < 
de  veinte  por  uno.  , 

(1)     Véanse  los 
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8ión  por  lotes,  cada  uno  quedará  cons- 
tituyendo una  enfiteusis  distinta,  y  el 
dueño  sólo  podrá  exigir  el  canon  res- 
pectivo de  cada  uno  de  los  censuarios, 
conforme  á  la  distribución  que  se  hu- 
biera hecho. 

§  5.°— La  división  no  es  válida  mien- 
tras no  se  haga  por  acto  legal  en  que 
conste  el  consentimiento  escritodel  pro- 
pietario. 

g  6.*^— En  este  caso  podrá  la  pensión 
que  corresponde  á  cada  heredero  au- 
mentarse con  la  cuota  que  el  propieta- 
rio deba  percibir  por  la  incomodidad  de 
cobrar  particularmente  á  cada  indivi- 
duo (1). 

Art.  1.663.  Á  falta  de  herederos  tes- 
tamentarios ó  legítimos  del  último  cen- 
suario, volverá  el  predio  á  su  dueño. 

SUBSECCIÓN  SEGUNDA 

De  los  bienes  que  pueden  ser  objeto 
de  enfiteusis 

Art.  1.664.  Sólo  pueden  ser  objeto  de 
enfiteusis  los  bienes  inmuebles  enajena- 
bles, salvo  las  siguientes  disposiciones. 

Art.  1.665.  Lo  que  queda  dispuesto 
en  los  artículos  267  y  siguientes  es  apli- 
cable á  las  enfiteusis  de  bienes  de  me- 
nores é  incapacitados. 

Art.  1.G66.  Lo  que  queda  dispuesto 
en  los  párrafos  2."  y  3 /*  del  art.  1.149  es 
aplicable  á  la  enfiteusis  de  los  bienes 
dótales. 

SUBSECCIÓN  TERCERA 

De  quiénes  pueden  celebrar  contrato  de 
enfiteusis 

Art.   1.667.    Todos   los  que   pueden 


(I)    Vés  ose  los  artículos  1.694  y  1.G96. 


enajenar  sus  bienes,  pueden  también 
gravarlos  con  censo  enñtéutico. 

Art.  1.668.  Los  casados  no  pueden, 
á  pesar  de  todo,  gravar  sus  bienes  con 
la  enfiteusis  sin  común  acuerdo,  sea 
como  quiera  el  contrato  de  matrimonio. 

Art.  1.669.  Pueden  aceptar  la  enfi- 
teusis todos  los  que  pueden  contratar, 
excepto: 

1.°  Las  entidades  jurídicas,  á  no 
ser  en  los  términos  en  que  les  está  per- 
mitida la  adquisición  de  bienes  inmue- 
bles por  el  art.  35; 

2.°  Los  que  no  pueden  comprar  con- 
forme á  lo  que  queda  dispuesto  en  los 
artículos  1.562,  1.564, 1.565  y  1.566. 

SUBSECCIÓN   CUARTA 

De  los  derechos  y  obligaciones  de  los 
dueños  directos  y  de  los  censuarios 

Art.  1.670.  El  dueño  directo  está  obli- 
gado á  inscribir  la  enfiteusis  para  que 
produzca  efectos  con  relación  á  tercero, 
y  á  quedarse  con  el  privilegio  mobilia- 
rio para  pago  de  las  pensiones  que  lle- 
garan á  adeudársele,  en  los  términos 
que  marcan  los  artículos  880  y  881. 

Art.  1.671.  En  la  falta  de  pago  de  pen- 
siones, el  dueño  directo  no  tendrá  otro 
derecho,  aunque  lo  estipule,  sino  el  de 
percibir  las  que  se  le  adeuden  y  los  in- 
tereses desde  la  mora. 

Art.  1.672.  Si  el  censuario  deteriora- 
se el  predio  de  modo  que  el  valor  de 
éste  no  sea  equivalente  al  del  capital 
correspondiente  á  la  pensión,  mas  un 
quinto,  el  dueño  directo  podrá  recobrar 
dicho  predio  sin  indemnizar  al  cen- 
suario. 

Art.  1.673.  El  censuario  tiene  dere- 
cho á  usufructuar  el  predio  y  disponer 
de  él  como  cosa  suya,  salvo  las  restric- 
ciones marcadas  por  la  la  ley. 


CÓDIGO  CIVIL  Portugués 


325 


Art.  1.674.  Si  el  censuario  fuese  per- 
turbado en  su  derecho  por  tercera  per- 
sona que  dispute  el  dominio  directo  y 
la  validez  de  la  enfiteusis,  deberá  pro- 
ceder contra  el  dueño  directo,  si  quisie- 
se tener  derecho  para  reclamar  daños 
Y  perjuicios,  que  quizás  pueda  sufrir 
en  caso  de  evicción. 

Art.  1.675.  El  censuario  queda  obli- 
gado á  satisfacer  todas  las  cargas  y  tri- 
butos que  se  exijan  al  predio  ó  á  la  per- 
sona con  relación  al  mismo. 

;5  único.  — El  dueño  directo  deberá, 
sin  embargo,  abonar  al  censuario  las 
contribuciones  referentes  á  la  pensión. 
Art.  1.676.  El  censuario  podrá  hipo- 
tecar el  predio  y  gravarle  con  cargas  y 
servidumbres  sin  consentimiento  del 
«lueño  directo,  en  tanto  que  la  hipoteca 
6  la  carga  no  exceda  á  la  parte  de  valor 
del  predio  que  corresponde  á  la  pen- 
sión, mas  un  quinto. 

Art.  1.677.  El  censuario  podrá  donar 
6  cambiar  libremente  el  predio;  pero  en 
Kstp  caso  deberá  hacérselo  saber  al 
fliieño  directo  en  el  plazo  de  sesenta 
'lia«,  contados  desde  el  acto  de  la  trans- 
misión. Si  así  no  lo  hiciese,  quedará 
solidariamente  responsable  para  con 
el  cesionario  por  el  pago  de  las  pres- 
taciones. 

Art.  1.678.  Si  el  censuario  quisiese 
vender  6  dar  en  pago  el  predio  objeto 
de  la  enfiteusis,  deberá  avisarlo  al  due- 
ño directo,  declarándole  el  precio  defi- 
nitivo que  se  le  ha  ofrecido  ó  en  que 
pretende  enajenarlo,  y  si  dentro  de 
treinta  días  dicho  dueño  no  prefiriese 
quedarse'  con  el  predio,  podrá  el  cen- 
suario realizar  la  enajenación. 

§l.°— El  derecho  de  preferencia  com- 
p^'te  igualmente  al  censuario  en  caso 
'W  querer  el  dueño  directo  vender  la 
pensión  ó  darla  en  pago.  Para  este 
«ífecto,  quedará  dicho  dueño  sujeto  á  la 


misma  obligación  que  en  este  articulo 
se  impone  al  censuario  en  análogas 
circunstancias. 

§  2."— Si  el  dueño  directo  ó  el  censua- 
rio prefiriesen  quedarse  con  el  predio  y 
lo  pagasen,  quedará  entonces  extingui- 
da la  enfiteusis. 

§  3.°— Este  derecho  de  preferencia  no 
será  admitido  en  las  expropiaciones 
forzosas  por  causa  de  utilidad  pública. 

Art.  1.679.  Lo  dispuesto  en  el  articu- 
lo precedente  no  es  aplicable  á  las  en- 
tidades jurídicas  que  no  disfruten  del 
derecho  de  preferencia;  pero  el  trans- 
mitente  deberá  avisar  al  dueño  directo 
la  transmisión,  para  no  incurrir  en  la 
responsabilidad  conminada  en  el  ar- 
tículo 1.677. 

Art.  1.680.  Cuando  se  hallen  inclui- 
dos en  la  enfiteusis  diversos  predios,  no 
podrá  el  dueño  directo  preferir  unos  y 
rehusar  otros. 

Art.  1.681.  Si  el  censuario  no  cum- 
pliese con  lo  dispuesto  en  el  art.  1.678, 
el  dueño  directo  podrá  usar  en  todo 
tiempo  del  derecho  de  preferencia,  que- 
dándose con  el  predio  del  adquirente 
por  el  precio  de  la  venta. 

§  1.°— Igual  derecho  compete  al  cen- 
suario en  el  caso  del  párrafo  1.®  del  ar- 
tículo 1.678. 

§  2.°— Este  derecho  prescribe  cuando 
determinan  las  reglas  generales. 

Art.  1.682.  Si  el  predio  enfitéutico 
fuese  embargado  por  deudas  del  cen- 
suario, no  podrá  sacarse  á  subasta  pú- 
blica sin  que  sea  citado  para  el  día  del 
remate  el  dueño  directo,  el  cual  tendrá 
la  preferencia  si  desea  quedarse  con 
el  predio. 

Art.  1.683.  Si  el  predio  sacado  á  su- 
basta no  tuviese  licitador,  y  lo  quisiese 
el  dueño  directo,  se  le  dará  la  preferen- 
cia en  la  adjudicación  por  el  valor  en 
que  ósta  haya  de  hacerse,  para  lo  cual. 
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dentro  de  tres  días,  contados  desde  el 
último  del  remate,  declarará  que  quiere 
usar  de  su  derecho;  y  dentro  de  otros 
tres,  contados  desde  aquel  en  que  le  fué 
concedido,  pagará  el  precio  de  la  adju- 
dicación. 

§  único— Esta  disposición  no  es  apli- 
cable á  los  que  no  tienen  el  derecho  de 
preferencia. 

Art.  1.684.  El  dueño  directo  no  pue- 
de exigir  las  pensiones  atrasadas  de 
más  de  cinco  años  sino  por  obligación 
de  deuda,  firmada  por  el  censuario  con 
dos  testigos,  ó  toda  escrita  de  su  puño 
y  letra,  ó  reconocida  judicial  mente. 

Art.  1.685.  La  acción  por  deudas  de 
pensiones  es  sumaria.  La  ejecución, 
cuando  recayese  en  los  bienes  corres- 
pondientes á  la  enfiteusis,  podrá  hacer- 
se tanto  sobre  los  rendimientos  como 
sóbrelos  bienes  raíces,  conforme  con- 
venga al  dueño. 

Art.  1.6^0.  La  prescripción  es  apli- 
cable á  la  enfiteusis  en  la  misma  forma 
que  á  los  demás  bienes  inmuebles. 

Art.  1.6^7.  Si  el  predio  se  destruyese 
ó  inutilizase  totalmente  por  fuerza  ma- 
yor ó  caso  fortuito,  quedará  extinguido 
el  contrato. 

Art.  L688.  Si  por  fuerza  mayor  ó 
caso  fortuito,  el  predio  enfitéutico  se 
destruyese  ó  inutilizase  sólo  en  parte, 
de  modo  que  su  valor  quede  siendo  in- 
ferior al  que  tenía  en  la  época  de  la  en- 
fiteusis, podrá  el  censuariosolicitarque 
el  dueño  directo  le  reduzca  la  pensión  ó 
rescinda  el  contrato,  si  se  opusiere  á  la 
reducción. 


Sección  segunda 

De  los  contratos  de  enfiteusis  anteriores  á  la 
promulgación  de  este  Código 

SUbSECCIÓN    PRIMERA 

Di'sposieiones    generales 

Art.  L689.  Las  enfiteusis  de  bienes 
particulares,  anteriores  á  la  promulga- 
ción del  presen^  Código  constituidas 
por  contrato  ó  en  virtud  de  otro  título 
cualquiera,  se  cumplirán  en  la  forma 
en  que  se  hallan  establecidas,  con  las 
modificaciones  marcadas  en  la  presen- 
te sección. 

Art.  L690.  Las  enfiteusis  menciona- 
das en  el  artículo  anterior  podrán  pro- 
barse por  los  medioslegales  ordinarios. 

Art.  1.69L  Cuando  se  estipule  qup 
las  pensiones  se  paguen  en  una  ó  en 
otra  especie,  ésta  quedará  á  la  elección 
del  censuario  no  habiendo  estipulación 
en  contrario. 

Art.  L692.  Todas  las  pensiones  que 
consistan  en  prestaciones  indetermina- 
das podrán  reducirse  á  prestaciones 
ciertas,  á  instancia  del  censuario. 

Art.  L693.  El  laudemio  de  las  enfi- 
teusis ya  estipuladas  se  conservará  en 
la  forma  de  la  estipulación.  Este  laude- 
mio será  de  cuarenta  días  si  no  se  hu- 
biese determinado  otra  cosa. 

§  único.— La  obligación  de  pagar  el 
laudemio  corresponde  al  adquirente. 

Art.  L694.  Son  aplicables  á  las  enfi- 
teusis ya  establecidas  lo  dispuesto  en 
los  artículos  L631,  L 632  y  1.663,  y  la 
subsección  cuarta  de  la  sección  an- 
terior. 

Art.  L695.  Las  pensiones  vencidas 
al  tiempo  de  la  promulgación  de  esto 
Código  podrán  reclamarse,  á  pesar  de 
lo  que  dispone  el   art.  I  6S1,  siempre  y 
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cuando  se  haga  la  reclamación  en  el 
plazo  de  un  año,  contado  desde  dicha 
promulgación. 

SUBSECCIÓN   SEGUNDA 

De  las  enfiteusis  hereditarias 

Arí.  1.696.  Todas  las  enfiteusis  exis- 
tentes al  tiempo  de  la  promulgación  de 
pstp  Código  son  declaradas  heredita- 
rias puras,  y  á  su  transmisión  se  apli- 
í^arán  las  reglas  establecidas  en  los  ar- 
tículos 1.662  y  1.663. 

SUBSECCIÓN    TERCERA 

De  las  enfieusís  vitalicias  y  de  elección 

Art.  1.697.  Todas  las  enfiteusis  vita- 
licias ó  transmisibles,  ya  sea  la  trans- 
misión libre,  va  limitada  ó  de  pacto  y 
providencia,  tomarán  el  carácter  de 
hereditarias  puras  en  poder  de  los  enfi- 
toutas  que  lo  fuesen  al  tiempo  de  la  pro- 
mulgación de  este  Código,  salvo  las  dis- 
posiciones de  los  artículos  siguientes 

Art.  1.698.  Las  enfiteusis  que  al  tiem- 
po de  la  promulgación  de  este  Código 
?=e  hallen  transmitidas  irrevocablemen- 
te y  por  instrumento  público,  pero  con 
reserva  de  usufructo,  sólo  tomarán  el 
carácter  de  hereditarias  cuando  vinie- 
sen á  poder  de  los  designados  ó  de 
aquellos  á  quienes  la  enfiteusis  haya 
sido  transmitida. 

Art.  1.699.  Si  la  transmisión  hecha 
í'f'gún  se  ha  dicho,  por  instrumento 
público,  fuese  revocable,  producirá  el 
mismo  efecto  si  el  transmitente  no  la 
revocase. 

Art.  1.700.  Las  enfiteusis  á  que  se 
refiere  el  art.  1.698  continuarán  rigién- 
fiose  por  la  legislación  anterior  á  este 
^^^\p)y  mientras,  según  los  términos 


del  mismo  artículo,  no  tomen  el  carác- 
ter de  hereditarias. 

Sección  tercera 

Del  contrato  de  subeníiteusis 

Art.  1.701.  Queda  prohibido  para  en 
adelante  el  contrato  de  subenfiteusis. 

Art.  1.702.  Los  contratos  subenfitéu- 
ticos  existentes  subsistirán  de  aquí  en 
adelante,  sujetándose  á  lo  dispuesto  en 
los  artículos  1.689  á  1.695  sobre  la  enfi- 
teusis posterior  á  la  promulgación  de 
este  Código,  con  las  modificaciones  si- 
guientes. 

Art.  1.703.  Cuando  algún  predio  sub- 
enfitéutico  fuese  vendido  ó  entregado 
en  pago  de  una  deuda,  el  derecho  de 
preferencia  pertenecerá  al  dueño  di- 
recto, y  sólo  no  queriendo  usar  de  él 
corresponderá  al  enfiteuta. 

§  I.**— Cuando  fuese  vendido  ó  entre- 
gado en  pago  de  una  deuda  el  dominio 
directo,  el  derecho  de  preferencia  co- 
rresponderá al  subenfiteuta,  y  sólo  no 
queriendo  éste  usar  de  él  corresponde- 
rá al  enfiteuta. 

§  2.'*— En  el  caso  de  ser  vendido  ó  en- 
tregado en  pago  el  dominio  enfítéutico, 
el  derecho  de  preferencia  pertenecerá 
al  dueño  directo,  y  sólo  no  queriendo 
éste  usar  de  él  corresponderá  al  sub- 
enfiteuta. 

Art.  1.704.  Para  que  pueda  cumplir- 
se lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior, 
el  subenfiteuta  que  quiera  vender  ó  dar 
enpagoolprediosubenfitéutico,  además 
del  aviso  que  de  este  acto  está  obliga- 
do á  dar  al  dueño  directo,  en  los  térmi- 
nos que  marca  el  art.  1.678,  deberá, 
cuando  dicho  dueño  no  use  del  dere- 
cho de  preferencia,  dar  igual  aviso  al 
enfiteuta  en  la  misma  forma. 

íj  únií^o.     Idéntico  procedimiento  de- 
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berá  emplear  el  dueño  directo,  en  el 
caso  de  ser  vendido  ó  dado  en  pago  el 
dominio  directo,  y  lo  mismo  el  enfiteu- 
ta,  en  el  caso  de  enajenación  del  domi- 
nio enfltéuiico,  en  cualquiera  de  las 
formas  mencionadas. 

Art.  1.705.  En  caso  de  enajenación 
del  predio  subenfitéutico  se  observará, 
respecto  del  laudemio,  lo  que  con 
anuencia  del  dueño  directo  se  haya  es- 
tipulado en  el  contrato  de  enfiteusis. 

CAPÍTULO  XIV 

Del   censo   reservativo 

Art.  1.706.  Llámase  censo  reservati- 
vo el  contrato  por  el  cual  una  persona 
cede  algún  predio,  á  reserva  de  cobrar 
cierta  pensión  anual,  que  debe  ser  pa- 
gada de  los  frutos  y  rendimientos  del 
mismo  predio. 

Art.  1.707.  Quedan  prohibidos  para 
en  adelante  los  contratos  de  censo  re- 
servativo; los  que  se  contraigan  bajo 
este  nombre,  serán  tenidos  por  enfitéu- 
ticos. 

Art.  1.70S.  Es  aplicable  á  los  censos 
reservativos  estipulados  antes  de  la 
promulgación  de  este  Código,  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  1.678  al  1.681. 

Art.  1.709.  Cuando  haya  duda  acerca 
de  si  el  contrato  es  de  censo  ó  enfitéuti- 
co,  se  entenderá  que  es  de  censo  mien- 
tras no  se  pruebe  lo  contrario. 

CAPÍTULO  XV 

De   la  transacción 

Art.  1.710.  Transacción  es  un  con- 
trato por  el  cual  las  partes  dirimen  ó 
terminan  un  litigio,  cediendo  una  de 
ellas  ó  ambas  parte  de  sus  pretensio- 


nes, ó  prometiendo  una  á  otra  cierta 
cosa  á  cambio  del  reconocimiento  del 
derecho  disputado. 

Art.  1.711.  La  transacción  puede  ser 
judicial  ó  extrajudicial,  conforme  la 
contienda  se  hubiese  ó  no  elevado  á 
juicio. 

Art.  1.712.  La  transacción  extraju- 
dicial puede  hacerse  por  documento 
privado  ó  público,  ó  en  juicio  de  conci- 
liación; pero  si  versare  sobre  un  dere- 
cho inmueble,  sólo  podrá  hacerse  por 
escritura  pública  ó  en  juicio  de  conci- 
liación. 

Art.  1.713.  La  transacción  judicial 
se  hará  por  escritura  pública  unida 
á  los  autos,  ó  por  diligencia  en  los 
mismos. 

Art.  1.714.  La  transacción  judicial 
no  producirá  efecto  hasta  que  no  re- 
caiga auto  de  aprobación. 

Art.  1.715.  Aquel  que  transija  sobre 
derecho  propio  y  adquiera  después,  en 
cualquier  forma,  otro  derecho  seme- 
jante, no  quedará  obligado,  respecto  de 
éste,  por  la  anterior  transacción. 

Art.  1.716.  La  transacción  hecha  por 
uno  de  los  cointeresados  no  obligará 
á  los  demás  ni  podrá  ser  revocada  por 
ellos. 

Art.  1.717.  La  transacción  sobre  ac- 
ción civil  proveniente  de  delito  no  per- 
judicará la  del  Ministerio  público. 

Art.  1.718.  La  transacción  produci- 
rá, respecto  de  las  partes,  efecto  de 
cosa  juzgada. 

Art.  1.719.  La  transacción  no  puedo 
ser  rescindida  por  error  de  derecho, 
pero  puede  serlo  por  error  de  hecho,  ó 
por  causa  de  dolo  ó  de  violencia,  en  los 
términos  generales  del  derecho. 

Art.  1.720.  El  descubrimiento  de  tí- 
tulos nuevos  no  invalídala  transacción 
hecha  de  buena  fe,  excepto  cuando  se 
pruebe  que  alguna  de  las  partes  no  te- 
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nía  ningún  derecho  sobre  el  objeto  de 
la  transacción. 

Art.  1.721.  Lo  dispuesto  en  la  última 
parte  del  artículo  anterior  no  tiene 
aplicación  á  las  transacciones  genera- 
If's  que  comprenden  diversos  objetos, 
si  en  lo  locante  á  ellos  la  transacción 
piuüpse  subsistir. 


CAPÍTULO  XVI 

De  la  inscripción  de  la  transmisión  de 
bienes  y  derechos  inmobiliarios 

Art.  1.722.  Todas  las  transmisiones 
^le  bienes  ó  derechos  inmobiliarios  es- 
tán sujetas  á  inscripción,  que  se  regirá 
por  las  disposiciones  establecidas  en 
los  artículos  949  y  siguientes. 


LIBRO   TERCERO 

DE  LOS  DERECHOS  QUE  SE  ADQUIEREN  POR  ACTO  DE  OTRA  PERSONA 
Y  DE  LOS  QUE  SE  ADQUIEREN  POR  DISPOSICIÓN  DE  LA  LEY 


TÍTULO  PRIMERO 

DE   LA    GESTIÓN   DE  NEGOCIOS 

Art.  1.723.  Aquel  que  sin  autoriza- 
ción y  voluntariamente  se  entromete 
en  la  gestión  de  los  negocios  de  otro, 
adquier(^  responsabilidad  para  con  el 
interesado  y  para  con  aquellos  con 
quienes  contratase  en  su  nombre  (1). 

Art.  1.724.  Si  el  interesado  ó  aquel 
á  quien  pertenece  el  negocio  ratificase 
la  gestión  y  quisiese  aprovecharse  de 
las  ventajas  que  de  ella  resulten,  que- 
dará obligado  á  indemnizar  al  agente 
los  gastos  necesarios  que  hubiese  he- 
cho y  los  perjuicios  que  se  le  hubiesen 
irrogado  por  causa  de  dicha  gestión. 

Art.  1.725.  Si  el  interesado  no  ratifi- 
case la  gestión,  y  ésta  tuviese  por  ob- 
jeto no  obtener  un  lucro,  pero  sí  evitar 
algún  perjuicio  inminente  y  manifiesto, 
deberá  en  todo  caso  indemnizar  al 
agente  los  gastos  hechos  en  ese  sen- 
tido. 

Art.  1.726.  La  ratificación  de  la  ges- 
tión producirá  los  mismos  efectos  que 
el  mandato  expreso. 

Art.  1.727.  En  el  caso  de  que  el  inte- 
resado se  niegue  á  aprobar  la  gestión, 
deberá  el  agente,  á  su  costa,  dejar  las 

fl)     Véanse  los  artículos  l.TdO  y  l.'THS. 


cosas  en  el  estado  en  que  se  hallaban, 
indemnizando  al  interesado  del  perjui- 
cio que  resulte  por  la  diferencia  que 
exista. 

Art.  1.728.  Si  las  cosas  no  pudiesen 
volver  á  su  primitivo  estado,  y  los  be- 
neficios excediesen  á  los  perjuicios,  el 
interesado  tomará  á  su  cargo  unos  y 
otros. 

Art.  1.729.  Si  los  beneficios  no  exce- 
diesen álos  perjuicios,  podrá  el  intere- 
sado obligar  al  gestor  á  tomar  sobre  sí 
foda  la  responsabilidad  del  asunto,  exi- 
giendo de  él  la  debida  indemnización. 

Art.  1.730.  Si  aquel  á  quien  el  asun- 
to pertenece  tuviese  conocimiento  do 
la  gestión,  y  no  se  opusiese  á  ella  antes 
de  que  llegue  á  su  término,  se  entende- 
rá que  la  consiente;  pero  no  quedará 
obligado  para  con  el  agente  si  no  re- 
sultase provecho  manifiesto. 

Art.  1.731.  Aquel  que  interviniese  en 
asuntos  de  otro,  abiertamente  en  con- 
tra de  su  voluntad,  responderá  de  todos 
los  daños  y  perjuicios,  aunque  sean 
accidentales,  mientras  no  se  prueb** 
que  hubieran  sucedido  lo  mismo  si  no 
hubiese  habido  tal  intervención;  pero 
si  el  interesado  quisiera  aprovecharse 
de  la  gestión,  quedará  en  vigcy  lo  dis- 
puesto en  el  art.  1.724. 

Art.  1.732.  El  gestor  del  asunto  dará 
cuenta  exacta  v  fiel  de  todos  sus  acto?; 
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y  de  los  gastos  y  desembolsos  que  le 
hubiese  ocasionado  la  gestión. 

Art.  1.733.  Aquel  que  se  entrometie- 
se en  la  gestión  de  un  asunto  ajeno, 
(juedará  obligado  á  concluirlo,  mien- 
tras el  interesado  no  se  oponga  á  ello. 

Art.  1.734.  Cuando  una  persona  se 
entrometiese  en  asuntos  ajenos,  por 
hallarse  éstos  de  tal  forma  unidos  con 
los  suyos  que  no  pudiese  hacerse  la 
cp^ítión  separadamente,  quedará  como 
socio  de  aquel  cuyos  asuntos  gestiona- 
sp  al  par  que  los  suyos. 

i?  único.— En  este  caso  el  interesado 
sólo  queda  obligado  on  proporción  de 
las  ventajas  que  obtuviese. 

TtTULO  II 

DE  LAS  SUCESIONES 

Dispos  i  dones  prelim  ¿nares 

Art.  1.735.  Cualquiera  puede  heredar 
por  muerte  de  otra  persona,  todos  sus 
>)ienes  ó  parte  de  ellos,  lo  m  smo  por 
•lisposición  de  última  volun  ad  que  en 
virtud  de  la  ley.  En  el  primer  caso,  la 
sucesión  se  llama  testamentaria,  en  el 
segundo,  legítima  (1). 

Art.  1.736.  Llámase  heredero  aquel 
enquien  recae  la  totalidad  ó  parte  de 
la  herencia,  sin  determinación  de  valor 
ni  objeto.  Llámase  legaturio  aquel  en 
cuyo  favor  el  testador  deja  cantidades 
ú  objetos  determinados  (2). 

Art.  1  737.  La  herencia  abraza  todos 
los  bienes,  derechos  y  obligaciones  del 
üfunto,  que  no  sean  meramente  perso- 
nales ó  exceptuados  por  su  voluntad,  ó 
por  disposición  de  la  ley. 

(l)    V.  el  art.  1.968. 

(*¿)    Véanse  los  artículoH   l.~91,  l.~96,    1.8o5, 
1>1";,  1.84.5  V  1.885. 


Art.  1.738.  Si  el  que  era  dueño  de  la 
herencia  y  sus  herederos  ó  legatarios 
pereciesen  en  determinado  momento  ó 
en  el  mismo  día,  sin  que  se  pueda  ave- 
riguar cuáles  fueron  los  que  perecieron 
primero,  se  tendrán  como  fallecidos  al 
mismo  tiempo  y  no  se  verificará  entre 
ellos  la  transmisión  de  la  herencia  ó 
del  legado. 

CAPÍTULO  11 

De  la  sucesión  testamentaria 

Sección  primera 

De  los  testamentos  en  general 

Art.  1.739.  Llámase  testamento  el 
acto  por  el  cual  uno  dispone,  para  des- 
pués de  la  muerte,  de  todos  ó  de  parte 
de  sus  bienes. 

Art.  1.740.  El  testamento  es  acto 
personal  que  no  puede  hacerse  por  Pro- 
curador, ni  dejarse  al  arbitrio  de  otra 
persona,  ni  por  lo  que  toca  á  la  insti- 
tución de  herederos  y  legatarios,  ni  al 
objeto  de  la  herencia,  ni,  finalmente,  al 
cumplimiento  del  testamento. 

§  único.— El  testador,  sin  embargo, 
podrá  encomendar  á  tercero  la  repar- 
tición de  la  herencia  cuando  entren  á 
percibirla  varias  personas. 

Art.  1.741.  No  producirá  efecto  al- 
guno la  disposición  que  dependióse  do 
instrucciones  ó  recomendaciones  he- 
chas á  otro  secretamente,  ni  la  que  se 
refiriese  á  documentos  sin  legalizar  ó 
no  escritos  ni  firmados  por  el  testador, 
ni,  por  último,  la  que  se  hiciera  á  favor 
de  personas  indeterminadas  ó  que  no 
puedan  designarse  con  certeza. 

Art.  1.742.  La  disposición  hecha  á 
favor  de  los  parientes  del  testador  ó  de 
los  dfí  otra  persona,   .sin   designaoión 
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expresa,  se  tomará  como  referente  A 
los  más  próximos  del  testador  ó  de  la 
persona  indicada,  conforme  al  orden 
de  sucesión  legal. 

Art.  1.743.  El  testador  puede  dispo- 
ner, ya  pura  y  simplemente,  ya  con 
ciertas  condiciones,  mientras  éstas  no 
sean  imposibles,  absoluta  ó  relativa- 
mente, ó  contrarias  á  la  ley. 

§  único. —Las  condiciones  imposi- 
bles, absoluta  6  relativamente,  ó  con- 
trarias á  la  ley,  se  tienen  por  no  escri- 
tas, y  no  perjudican  á  herederos  ni  le- 
gatarios, aunque  el  testador  disponga 
lo  contrario. 

Art.  1.744.  Si  el  cumplimiento  de  la 
condición  fuese  impedido  por  alguien 
que  tenga  interés  en  que  no  se  cumpla, 
se  tendrá  por  cumplida. 

Art.  1.745.  La  disposición  en  que  se 
invoque  una  causa  falsa  se  tendrá  por 
no  escrita,  excepto  si  del  propio  testa- 
mento resultase  que  el  testador  no  ha- 
bría hecho  tal  disposición  si  hubiera 
conocido  la  falsedad  de  la  causa. 

Art.  1.746.  La  causa  falsa  ó  verda- 
dera, pero  contraria  á  la  ley,  produce 
siempre  la  nulidad  de  la  disposición. 

Art.  1.747.  La  designación  del  tiem- 
po en  que  deba  comenzar  ó  cesar  el 
efecto  de  la  institución  de  heredero  se 
tendrá  por  no  escrita  (1). 

Art.  1.748.  Es  nulo  el  testamento 
otorgado  por  violencia,  dolo  ó  fraude. 

Art.  1.749.  El  que  por  dolo,  fraude  ó 
violencia,  impida  que  una  persona 
disponga  libremente  su  última  volun- 
tad, será  castigado  con  arreglo  á  la  ley 
penal,  y  si  fuese  heredero  abiniestato, 
quedará  además  privado  de  su  derecho 
á  la  herencia,  que  pasará  á  las  perso- 
nas á  quien  correspondería  si  tal  he- 
redero no  existiera. 

ÍD     Véanw  los   artículos    1.822.  1.823  y  i. 84í». 


Art.  1.750.  La  Autoridad  administra- 
tiva que  tuviese  noticia  de  que  alguno 
impedía  á  otro  testar  libremente,  se 
presentará  inmediatamente  en  casa  del 
testador  con  un  Escribano  y  los  nece- 
sarios testigos,  y  probada  la  coacción, 
se  formará  el  oportuno  atestado  para 
ser  remitido  al  Ministerio  público,  po- 
niendo en  lugar  seguro  á  la  persona 
que  desea  testar  para  que  lo  haga  li- 
bremente. 

Art.  1.751.  Es  nulo  el  testamento  en 
que  el  testador  no  exprese  cumplida  y 
claramente  su  voluntad;  pero  vale 
cuando  por  signos  ó  monosílabos  diese 
respuesta  á  las  preguntas  que  se  le  hi- 
cieran. 

Art.  1.752.  El  testador  no  puede  pro- 
hibir que  se  impugne  el  testamento  en 
los  casos  en  que  haya  nulidad  declara- 
da por  la  ley. 

Art.  1.753.  No  podrán  testar  en  el 
mismo  acto  dos  ó  más  personas,  ni  en 
provecho  común  ni  en  provecho  de  ter- 
cero. 

§  único.— Esta  prohibición  no  com- 
prende los  testamentos  mancomuna- 
dos que  tuviesen  fecha  legal  anterior  á 
la  publicación  de  este  Código  y  no  fue- 
sen revocados. 

Art.  1.754.  El  testamento  podrá  ser 
revocado  libremente  en  todo  ó  en  parte 
por  el  testador,  sin  que  pueda  renun- 
ciarse este  derecho. 

Art.  1.755.  Sin  embargo,  la  revoca- 
ción del  testamento,  en  todo  ó  en  parte, 
sólo  puede  hacerse  en  otro  testamento 
con  las  solemnidades  legales  por  es- 
critura pública,  ó  por  el  acto  de  enaje- 
nar el  testador,  antes  de  su  muerte,  los 
objetos  de  que  se  trate. 

§  único.— Si  el  testamento  revocato- 
rio contuviese  también  disposición  de 
los  bienes,  y  esta  parte  fuese  anulada 
por  falta  de  alguna  solemnidad,   la  re- 
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vocación  surtirá  su  efecto  sí  pudiese 
valer  como  escritura  pública. 

Art.  1.756.  Cuando  en  el  segundo  tes- 
tamento no  se  mencione  el  primero,  só- 
lo revocará  éste  en  la  parte  que  le 
?ea  contraria. 

§  único.— Si  apareciesen  dos  testa- 
mentos de  la  misma  fecha,  sin  que 
pueda  señalarse  cuál  sea  posterior,  y 
estuviesen  en  contradicción,  se  tendrán 
en  arabos  por  no  escritas  las  disposi- 
ciones contradictorias. 

Art.  1.757.  La  revocación  producirá 
su  efecto  aunque  el  segundo  testamento 
caduque  por  la  incapacidad  del  herede- 
ro ó  de  los  legatarios  nuevamente  nom- 
brados, ó  por  la  renuncia  de  aquél  ó  de 

éstos. 

Art.  1.758.  El  testamento  anterior 
recobrará,  sin  embargo^  su  fuerza  si  el 
testador,  revocando  el  posterior,  decla- 
rase que  es  su  voluntad  que  subsista 
el  primero. 

.Art.  1.759.  Las  disposiciones  testa- 
mentarias caducarán  y  quedarán  sin 
efecto  en  relación  á  los  herederos  y  á 
los  legatarios: 

1.®  Cuando  fallezcan  éstos  antes  que 
el  testador; 

2.°  Cuandola  institución  de  heredero 
ó  legatario  dependa  de  una  condición  y 
éstos  mueran  antes  de  que  ésta  se  ve- 
rifique; 

V  Si  los  herederos  ó  los  legatarios 
se  incapacitasen  para  adquirir  la  he- 
r<»ncia  ó  el  legado; 

4.'^  Si  el  heredero  ó  el  legatario  re- 
nunciaren su  derecho. 

Art.  1.760.  Existiendo  hijos  ú  otros 
'lescendientes  del  testador,  que  éste  no 
conozca  ó  crea  muertos,  ó  teniendo 
el  testador  hijos  que  nazcan  después 
de  su  muerte,  ó  ames  de  ésta,  pero  des- 
pués de  hecho  el  testamento,  éste  sólo 
será  válido  en  cuanto  al  tercio. 


Art.  1.761.  En  caso  de  duda  sobre  la 
interpretación  de  la  disposición  testa- 
mentaria, se  practicará  lo  que  estuviese 
más  en  harmonía  con  la  intención  del 
testador,  conforme  al  contexto  del  tes- 
tamento (1). 

Art.  1.762.  Los  testamentos  con  fe- 
cha legal  anterior  á  la  promulgación 
del  presente  Código,  que  no  estén  con- 
formes con  lo  dispuesto  en  él  respecto 
á  las  fórmulas  ó  solemnidades  exter- 
nas, producirán  efecto,  no  siendo  revo- 
cados, si  tuviesen  los  requisitos  exigi- 
dos por  la  legislación  vigente  en  la  épo- 
ca en  que  fueron  hechos. 

Sección  segunda 


De  los  que  pueden  testar  y  de  los  que  puedi 
adquirir  por  testamento 


len 


Art.  1.763.  Pueden  testar  todos  aque- 
llos á  quienes  la  ley  no  se  lo  prohibe 
expresamente. 

Art.  1.764.    Está  prohibido  testar: 

1.®  A  los  que  no  estén  en  su  sano 
juicio; 

2.**  A  Jos  que  sufran  condena,  en  los 
términos  del  art.  355; 

3.**  A  los  menores  de  catorce  años 
de  uno  y  otro  sexo; 

4.°  A  las  religiosas  profesas  mien- 
tras no  se  secularicen  ó  sus  comunida- 
des no  sean  suprimidas. 

§  único.— Los  ciegos  y  los  que  no  sa- 
ben ó  no  pueden  leer,  no  consignarán 
sa  voluntad  en  testamento  cerrado. 

Art.  1.765.  La  capacidad  del  testador 
seráregulada  por  el  estado  en  que  se  ha- 
llase en  la  época  en  que  hizo  testa- 
mento. 

Art.  1.766.  Los  casados  según  la 
costumbre  del  Reino,  no  podrán  dispo- 


(1)     Véase  el  art.  l.SS". 
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ner  de  ciertos  bienes  del  peculio  matri- 
monial, salvo  si  esos  bienes  les  tocasen 
en  partición  ó  no  hubiesen  entrado  en 
comunidad. 

Art.  1.767.  El  menor  no  podrá  testar 
en  beneficio  de  su  tutor,  salvo  si  estu- 
viese emancipado  ó  el  tutor  hubiera 
rendido  cuentas. 

§  único.— Esta  prohibición  no  com- 
prende los  testamentos  en  favor  de  los 
ascendientes  ó  de  los  hermanos  del 
menor. 

Art.  1.768.  Del  mismo  modo  está 
prohibido  á  los  menores  testar  en  favor 
de  sus  maestros  ó  de  las  personas  á 
cuyo  cuidado  estén  sometidos. 

Art.  1.769.  No  producirán  efecto  las 
disposiciones  testamentarias  del  enfer- 
mo en  favor  de  los  módicos  que  le  asis- 
tieren ó  de  los  confesores  que  le  auxi- 
liaren en  los  últimos  momentos  si  mu- 
riese de  aquella  enfermedad. 

Art.  1.770.  La  prohibición  de  los  ar- 
tículos anteriores  no  comprende: 

1.°  Los  legados  remuneratorios  de 
los  servicios  recibidos  por  el  menor  ó 
por  el  enfermo; 

2.°  Las  disposiciones,  ya  por  título 
universal,  ya  por  título  particular,  en 
favor  de  los* parientes  del  testador  has- 
la  el  cuarto  grado  inclusive,  no  exis- 
tiendo herederos  legítimos. 

Art.  1.771.  El  cónyuge  adúltero  no 
podrá  disponer  á  favor  de  su  cómpli- 
ce si  el  adulterio  hubiese  sido  probado 
judicialn^ente  antes  de  la  muerte  del 
testador. 

Art.  1.772.  El  testador  no  podrá  dis- 
ponei*  en  favor  del  Notario  que  exten- 
diore  el  testamento  público  ó  el  acta  de 
aprobación  del  testamento  cerrado,  ni 
de  la  persona  que  lo  escriba,  ni,  final- 
mente, de  los  testigos  que  intervengan 
en  el  testamento  público  ó  en  el  auto  de 
aprobación  del  testamento  cerrado. 


Art.  1.773.  Lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 1.767, 1.768,  1.769,  1.771  y  1.772, 
sólo  produce  Ja  nulidad  de  la  parte  de 
las  disposiciones  testamentarias  á  que 
los  mismos  artículos  se  refieren. 

Art  1 .77  í.  Las  personas  obligadas  á 
la  prestación  de  legítima  sólo  podrán 
disponer  de  la  cuota  por  que  la  ley  les 
permite  testar. 

Art.  1.775.  Nadie  podrá  disponer  que 
se  invierta  en  sufragios  para  su  alma 
más  de  la  tercera  parte  del  tercio  de  los 
bienes  relictos. 

Art.  1.776.  Sólo  podrán  adquirir  por 
testamento  los  que  ya  existan,  entre  los 
cuales  se  cuenta  el  postumo. 

§  único.— Se  entiende  que  existe  el 
postumo,  cuando  nace  con  vida  y  figura 
humana,  dentro  de  los  trescientos  días, 
contados  desde  la  muerte  del  testador. 

Art.  1.777.  Á  pesar  de  todo,  será  vá- 
lida la  disposición  testamentaria  hecha 
á  favor  de  los  postumos  descendientes 
en  primer  grado  de  ciertas  y  determi- 
nadas personas,  vivas  al  tiempo  de  la 
muerte  del  testador,  aunque  el  futuro 
heredero  ó  legatario  nazca  fuera  del 
plazo  de  los  trescientos  días. 

Art.  1.778.  La  capacidad  de  adquirir 
por  testamento  es  la  que  el  adquirente 
tenga  en  la  época  de  la  muerte  del  tes- 
tador; pero  en  el  caso  de  institución  de 
heredero  ó  de  legado,  ambos  subcondi- 
tione,  se  atenderá  también,  para  la  ca- 
pacidad, al  tiempo  del  cumplimiento  de 
la  condición. 

Art.  1.779.  No  podrán  adquirir  por 
testamento,  salvo  á  título  de  alimentos, 
ó  por  legado  en  dinero,  ó  en  cosas  mue- 
bles: 

1.*^  Las  religiosas  profesas, mientras 
no  se  secularicen  ó  se  supriman  sus  co- 
munidades; 

2.®  Los  que  sufren  condena,  en  los 
términos  del  art.  355. 
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Art.  1.780.  Perderán  lo  que  se  les  de- 
je en  testamento,  el  testamentario  ó  el 
tutor  testamentario  que  se  excusen  ó 
sean  removidos  por  los  motivos  especi- 
ficados en  el  núm.  3.**  del  art.  235. 

Art.  1.781.  Las  personas  morales 
podrán  suceder  por  testamento,  tanto  á 
título  de  herederos  como  de  legatarios. 

S  único.— Exceptúanse  las  corpora- 
ciones de  institución  eclesiástica,  las 
cuales  sólo  pueden  suceder  hasta  el  va- 
lor de  la  tercera  parte  del  tercio  de  la 
herencia. 

Art.  1.782.  Los  que  sufrieren  conde- 
na por  haber  atentado  contra  la  vida 
'leí  testador,  ó  concurrido  en  cualquier 
forma  para  llevar  á  cabo  el  delito,  y  los 
que  impidan  por  violencia,  amenaza  ó 
fraude  que  el  testador  revoque  su  testa- 
mento, no  podrán  aprovecharse  de  las 
(liííposiciones  hechas  á  su  favor. 

§  único.— Sin  embargo,  en  el  caso  de 
tentativa  contra  la  vida  del  testador, 
sobreviviendo  éste,  será  válida  la  dis- 
P'>5ición  posterior  al  crimen,  si  el  testa- 
'lor  tuviese  conocimiento  de  él;  tam- 
bién podrá  surtir  efecto  si  el  testador 
declarase  expresamente  que  persistía 
en  ella. 

Art.  1.783.  Es  aplicable  á  las  dispo- 
siciones testamentarias  lo  que  se  esta- 
blece en  el  art.  1.481. 

Sección  tercera 

De  la  legítima  y  de  las  disposiciones 
teatamentarias  inoficio8:is 

.Vrt.  1.784.  Legítima  es  la  porción  de 
bienes  de  que  el  testador  no  puedo  dis- 
poner, por  ser  aplicada,  según  ley,  á  los 
herederos  en  línea  recta  ascendente  ó 
d^^scendente. 

§  único.— Esta  porción  consiste  en 
dos  terceras  partes  de  los  bienes  del 


testador,  salvo  la  disposición  del  artícu- 
lo 1.787. 

Art.  1.785.  Si  el  testador  tuviese  al 
mismo  tiempo  hijos  legítimos  ó  legiti- 
mados, é  hijos  adoptivos,  se  observará 
lo  siguiente: 

1."  Si  los  hijos  adoptivos  lo  eran  al 
tiempo  en  que  el  testador  contrajo  ma- 
trimonio, del  que  tuvo  después  hijos  le- 
gítimos, la  porción  de  aquéllos  será 
igual  á  la  legítima  de  éstos,  menos  un 
tercio; 

2.°  Si  la  adopción  se  verificase  des- 
pués de  haber  contraído  matrimonio, 
su  porción  no  excederá  ala  legítima  de 
los  otros,  menos  un  tercio,  y  sólo  será 
de  la  tercera  parte  disponible  de  la  he- 
rencia. 

Art.  1.786.  Si  el  testador  al  tiempo 
de  su  muerte  no  tuviese  hijos,  pero  si 
padre  ó  madre  vivos,  la  legítima  de  és- 
tos consistirá  en  dos  tercios  de  la  he- 
rencia. 

Art.  1.787.  Si  el  testador,  en  la  época 
de  su  muerte  tuviese  herederos  ascen- 
dientes, pero  que  no  fuesen  sus  padres, 
su  legítima  consistirá  en  la  mitad  de  los 
bienes  de  la  herencia. 

.\rt.  1.71^*8.  Si  el  testador  dispusiese 
de  un  usufructo,  ó  de  alp;una  pensión 
vitalicia,  cuyo  valor  no  exceda  de  la  cuo- 
ta disponible,  los  herederos  legítimos 
podrán  cumplir  el  legado  ó  entregar  al 
legatario  solamente  di(dia  cuota. 

Art.  L780.  Si  el  testador  hubiese  do- 
nado, ó  dispuesto  i\o  más  bienes  que 
a(iuellos  do  que  le  es  permitido  dispo- 
ner, podrán  los  herederos  legítimos  pe- 
dir, en  la  doclaracióri  do  la  herencia, 
que  la  donación  ú  legado  sea  reducida 
en  los  términos  marcados  por  los  ar- 
tíulos  1.493  y  1.491. 

Art.  1.790.  El  cálculo  del  tercio  para 
el  efecto  de  la  reducción  se  hará  de  la 
manera  siguiente: 
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§  1.**— Se  sumará  el  valor  de  todos  los 
bienes  que  el  testador  haya  dejado,  de- 
duciendo las  deudas;  se  unirá  á  la  suma 
el  valor  de  los  bienes  que  el  fallecido 
haya  donado,  y  la  cuota  disponible  se 
calculará  con  relación  á  esta  suma 
total. 

§  2.°— El  valor  de  los  bienes  donados 
será  el  que  tuvieren  en  la  época  en  que 
la  donación  produzca  sus  efectos. 

§  3.°— Si  la  cosa  donada  hubiera  pe- 
recido sin  que  el  donatario  tenga  culpa 
directa,  no  será  comprendida  en  la  ma- 
sa general  de  la  herencia  para  el  cálculo 
de  las  legitimas. 

Sección  cuarta 

De  la  institución  de  heredero,  del  nombramiento 
de  legatarios  y  de  sus  derechos  y  obligaciones 

Art.  1.791.  Podrán  ser  instituidos  he- 
rederos una  ó  más  personas,  y  no  deja- 
rán de  ser  tenidos  por  tales  aunque  se 
les  asignen  sus  cuotas  en  distinta  pro- 
porción. 

Art.  1.792.  El  heredero  responderá 
de  todas  las  deudas  y  legados  del  testa- 
dor, hasta  con  sus  propios  bienes,  salvo 
si  aceptase  la  herencia  á  beneficio  de 
inventario. 

Art.  1.793.  El  legatario,  sin  embargo, 
no  responderá  de  las  cargas  del  legado, 
sino  hasta  donde  el  mismo  alcance  (1). 

Art.  1.794.  Si  la  herencia  fuese  dis- 
tribuida en  legados,  las  deudas  y  car- 
gas de  la  misma  serán  prorrateadas  en- 
tre todos  los  legatarios,  en  proporción 
de  sus  legados,  salvo  si  el  testador  hu- 
biese ordenado  lo  contrario. 

Art.  1.795.  Si  los  bienes  de  la  heren- 
cia no  alcanzasen  para  pagar  los  lega- 

(1)  Véanse  los  artículos  1.800,  2.0 lí<,  2.019, 
2.051,  2.053,  2.231  y  2.5¿33. 


dos,  se  pagarán  á  prorrata,  salvo  los 
que  se  dejen  en  recompensa  de  servi- 
cios, pues,  en  este  caso,  se  considera- 
rán como  deuda  de  la  herencia. 

Art.  1.796.  Si  el  testador  sólo  hubie- 
se dispuesto  de  cierta  y  determinada 
parte  de  la  herencia,  esta  parte  será 
considerada  como  legado. 

Art.  1.797.  Si  el  testador  nombrase 
algunos  herederos  individual  y  otros 
colectivamente,  diciendo,  por  ejemplo: 
«instituyo  herederos  á  Pedro  y  á  Pablo 
y  á  los  hijos  de  Francisco,»  se  tendrán 
como  nombrados  individualmente  los 
que  lo  fueran  en  forma  colectiva. 

Art.  1.798.  Si  el  testador  instituyese 
en  general  á  sus  hermanos  y  los  tuvie- 
se germanos,  consanguíneos  y  uteri- 
nos, se  repartirá  la  herencia  como  si 
fuese  abintestato. 

Art.  1.799.  Si  el  testador  llamase  á 
la  herencia  á  determinada  persona  y 
sus  hijos,  se  entenderá  que  están  to- 
dos instituidos,  no  sucesiva,  sino  si- 
multáneamente. 

Art.  1.800.  El  heredero  ó  herederos 
que  hubiesen  administrado  la  herencia 
absorbida  por  los  legados,  sólo  tendrán 
derecho  á  que  se  les  indemnice  por  los 
legatarios  de  los  gastos  que  se  les  haya 
ocasionado  con  tal  motivo,  si  hubiesen 
aceptado  la  herencia  á  beneficio  de  in- 
ventario. 

Art.  1.801.  Es  nulo  el  legado  de  cosa 
ajena;  pero  si  del  testamento  se  des- 
prendiese que  el  testador  ignoraba  que 
no  le  pertenecía,  deberá  el  heredero 
adquirirla  para  cumplir  la  disposición, 
y,  si  esto  no  fuese  posible,  pagará  al 
legatario  el  valor  de  ella. 

Art.  1.802.  Si  la  cosa  legada,  que  no 
pertenecía  al  testador  en  el  momento 
de  testar,  después  llegase  á  ser  suya 
por  cualquier  título,  tendrá  efecto  la 
disposición  que  á  ella  se  refiere,  como 
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si  al  tiempo  del  testamento  pertenecie- 
nte al  testador. 

Art.  1.803.  Si  el  testador  ordenare 
que  el  heredero  ó  legatario  habrá  de 
entregar  á  otro  cosas  que  les  pertenez- 
can, quedarán  obligados  á  hacerlo  ó  á 
^^ntregar  su  valor;  de  lo  contrario,  teñ- 
irían que  renunciar  á  la  herencia  ó  al 
legado  (1). 

Art.  l.8()4.  Si  el  testador,  el  herede- 
ro ó  el  legatario  fuese  dueño  solamente 
Ip  parte  de  la  cosa  legada,  ó  sólo  tu- 
viese algún  derecho  á  la  cosa,  no  será 
válido  el  legado  sino  en  lo  relativo  á 
•'í?a  parte  ó  derecho,  salvo  si  constase 
que  el  testador  estaba  persuadi<lo  de 
que  la  cosa  le  pertenecía  íntegramente 
d  heredero  ó  al  legatario;  pero  en  este 
•  aso  se  observará  lo  dispuesto  en  el 
artículo  1.801. 

Art.  1.805.  El  legado  de  cosa  mueble 
indoterminada,  incluida  en  cierto  gé- 
nero ó  especie,  será  válido,  aunque  la 
■  oí^a  no  exista  entre  los  bienes  del  tes- 
tador al  tiempo  de  su  muerte. 

Art.  1.81)6.  Si  el  testador  legase  una 
osa  suya  propia,  designándola  particu- 
larmente, será  nulo  el  legado  si  al  tiem- 
po de  su  muerte  no  apareciese  la  cosa 
en  la  herencia. 

Art.  1.807.  Si  la  cosa  á  que  se  refie- 
re el  artículo  anterior  existiese  en  la 
iiHiencia,  pero  no  en  la  cantidad  ó  por- 
«:iún  designada,  recibirá  estrictamente 
^-l  legatario  lo  que  exista. 

Art.  1.80^.  Se  tendrá  por  no  escrita 
la  condición  que  obligase  ó  impidiese 
íjI  heredero  ó  legatario  contraer  inatri- 
Mionio,  excepto  cuando  se  impone  por 
el  cónyuge  fallecido,  ó  por  los  ascen- 
.'.iiies  ú  descendientes  de  osle  al  viu- 
¡ü  ó  viuda  con  hijos.  El  mismo  efecto 


;i)    V.  el  art.  1. sil. 
r<jiío  vil.— Instituciones  jurídicajs. 


producirá  la  condición  que  obligue  á 
tomar  ó  dejar  de  tomar  estado  eclesiás- 
tico, ó  cierta  y  determinada  profe- 
sión. 

Art.  1.809.  Es  nula  la  disposición  he- 
cha bajo  condición  de  que  el  heredero 
ó  legatario  deje  igualmente  en  su  tes- 
tamento alguna  disposición  en  favor 
del  testador  ó  de  otra  persona. 

Art.  1.810.  La  condición  que  suspen- 
diese por  cierto  tiempo  la  ejecución  de 
la  disposición  testamentaria,  no  impe- 
dirá que  el  heredero  ó  legatario  adquie- 
ra derecho  á  la  herencia  ó  legado  y  lo 
pueda  transmitir  á  sus  herederos. 

Art.  l.SU.  El  legado  quedará  sin 
efecto: 

1."  Si  el  testador  enajenase  en  cual- 
quier forma  la  cosa  legada; 

2.^  Si  la  cosa  legada  no  fuera  objeto 
de  comercio; 

3.®  Si  el  testador  transformase  la 
cosa  legada  de  modo  que  no  conserve 
ni  su  forma  ni  la  denominación  que 
tenía; 

4.°  Si  la  cosa  legada  fuese  eviccio- 
nada  ó  pereciese  totalmente  durante  la 
vida  del  testador,  ó  si  fuese  evicciona- 
da  y  pereciese  después,  no  teniendo 
culpa  de  ello  el  heredero. 

§  único.— Aquel  que  esté  obligado  á 
dar  la  cosa  legada,  responderá  de  la 
evicción  si  la  cosa  no  hubiere  sido  de- 
terminada en  especie. 

Art.  1.8)2.  Si  fuesen  legadas  dos  co- 
sas alternativamente  y  pereciese  una 
de  ellas,  subsistirá  el  legado  en  la  res- 
tante. Pereciendo  sólo  parte  de  una 
cosa,  suljsistirá  el  legado  en  lo  que 
exista. 

Art.  1.813.  El  legatario  no  podrá 
aceptar  una  parte  del  legado  y  repu- 
diar otra,  ni  rehusar  un  legado  oneroso 
y  aceptar  otro  que  no  lo  sea;  pero  el 
heredero  que  sea  al  mismo  tiempo  le- 
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gatario,  podrá  aceptar  una  cosa  y  de- 
jar la  otra  (1). 

Art.  1.814.  La  institución  de  herede- 
ro hecha  por  persona  que  no  tenía  hi- 
jos en  la  época  del  testamento,  ó  que 
ignoraba  tenerlos,  se  invalida  por  la 
superveniencia  de  éstos  ó  de  otros  des- 
cendientes, aunque  sean  postumos,  ó 
por  la  legitimación  de  los  ilegítimos,  en 
virtud  de  subsiguiente  matrimonio. 

§  1.°— La  adopción,  posterior  al  tes- 
tamento, de  hijos  ilegítimos,  habidos 
antes  ó  después  de  él,  no  anulará  la 
institución  de  heredero,  pero  la  limita- 
rá al  tercio  de  la  herencia. 

§  2.°— El  legado  no  se  invalidará  por 
ninguna  de  las  causas  anteriores,  pero 
puede  ser  reducido  como  inoficioso. 

Art.  1.815.  Si  los  hijos  que  sobreven- 
gan falleciesen  antes  que  el  testador, 
la  disposición  producirá  sus  efectos  si 
no  ha  sido  revocada  por  éste. 

Art.  1.816.  Si  la  cosa  legada  se  ha- 
llase empeñada,  se  desempeñará  por 
cuenta  de  la  herencia  (2). 

Art.  1.817.  El  legado  de  cosa  ó  can- 
tidad que  exista  y  deba  recibirse  en  si- 
tio determinado,  sólo  podrá  tener  efec- 
to hasta  donde  alcance  la  porción  que 
se  encuentre  en  ese  mismo  lugar. 

Art.  1.818.  Si  el  testador  legase  cier- 
ta cosa  ó  cierta  suma  como  adeudada 
por  él  al  legatario,  será  válido  el  lega- 
do aunque  no  exista  realmente  esa 
deuda,  á  no  ser  que  el  legatario  se  halle 
incapacitado  para  recibir  donaciones. 

Art.  1.819.  Si  se  fijase  un  término 
para  pagar  la  deuda,  el  legatario  no 
estará  obligado  á  esperar  que  llegue 
ese  término  para  exigir  el  pago. 

§  único.— El  legado  quedará  sin  efec- 

(1)  Véanse  lo8  artículos  1.9"72,  2.020  al  2.022, 
y  2.033  al  2.043. 

(2)  V.  el  art.  2.234. 


to  si  el  testador,  siendo  deudor  en  la 
época  del  testamento,  pagase  la  deuda 
después. 

Art.  1.820.  El  legado  hecho  á  un 
acreedor  sin  que  se  reñera  á  la  deuíla, 
no  será  considerado  como  compensa- 
ción de  ésta. 

Art.  1.821.  Si  el  testador  legase  al- 
gún crédito  que  tenga,  ya  contra  ter- 
cero, ya  contra  el  mismo  legatario,  ó 
dejase  á  éste  libre  de  la  deuda,  el  hero- 
dero  la  satisfará  entregando  al  legata- 
rio los  documentos  respectivos. 

§  único.— Si  el  crédito  apareciese 
compensado  en  todo  ó  en  parte,  podrá 
el  legatario  exigir  del  heredero  el  equi- 
valente del  crédito  >ó  de  la  parte  com- 
pensada; pero  si  el  finiquito  de  la  deu- 
da proviniese  de  otra  causa,  no  podrá 
exigir  cosa  alguna. 

Art.  1.822.  Si  el  heredero  fuese  ins- 
tituido bajo  condición  suspensiva,  será 
puesta  la  herencia  en  administración 
hasta  que  se  cumpla  la  condición  ó  se 
evidencie  que  no  puede  cumplirse. 

§  único.— La  administración  se  entre- 
gará al  coheredero  testamentario  in- 
condicional, si  entre  éste  y  el  condi-    | 
cional    pudiera   darse  el    derecho   de    i 
acrecer. 

Art.  1.823.  Si  el  heredero  sub  eondi- 
iione  no  tuviese  coherederos,  ó  si,  te- 
niéndolos, no  pudiera  darse  entre  ellos 
el  derecho  de  acrecer,  se  encargará  de 
la  administración  el  heredero  legítimo 
presunto,  salvo  si  el  heredero  sub  con- 
diíione  se  opusiese  con  motivo  justo. 

§  único.— El  heredero  sub  condríione 
podrá  hacerse  cargo  de  la  herencia 
prestando  caución. 

Art.  1.824.  Lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos anteriores  es  aplicable  á  las  he- 
rencias que  se  dejan  á  los  postumos. 

Art.  1.825.  Los  administradores  de 
que  tratan  los  artículos  anteriores  ten- 
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drán  los  mismos  derechos  y  obligacio- 
:ie«?  que  los  curadores  provisionales  de 
bienes  de  ausentes. 

Art.  1.826.  El  legado  puro  y  simple 
iaal  legatario  derecho  de  transmisión, 
contado  desde  el  día  en  que  el  testador 
úlleciese. 

Art.  1.827.  Cuando  el  legado  fuese 
le  cosa  indeterminada,  comprendida 
entreoirás  de  la  misma  especie,  perte- 
necerá la  elección  de  ella  á  quien  deba 
prestarla,  debiendo  ajustarse  á  un  tér- 
mino medio  por  lo  que  toca  á  la  calidad 
le  la  cosa. 

Art.  1.828.  Si  la  elección  fuese  con- 
f' riila  al  legatario  por  disposición  ex- 
presa del   testador,  elegirá  entre  las 

o^as  de  la  misma  especie  la  que  le  pa- 
r^riose  bien,  y  si  no  hubiese  otra  de  la 
n.isma  especie,  corresponderá  al  here- 

»rola  elección,  cuidando  de  que  no 
-a ni  la  mejor  ni  la  peor. 

Art.  1.829.  Si  el  legado  fuese  alter- 
riitivo,  pertenecerá  al  heredero  laelec- 

i-'H,  si  ésta  no  fuese  conferida  expre- 
<  tíllente  al  legatario. 

Art.  1.830.  Si  el  heredero  ó  el  lega- 
tario no  pudiesen  hacer  la  elección  en 
/:<  casos  en  que  es  de  sus  atribucio- 
n-s  pa.sará  este  derecho  á  sus  herede- 
r 'S,  y  una  vez  hecha  será  irrevocable. 

Art.  1.831.  El  legado  de  alimentos 
•rnpn.'nde  la  alimentación  propiamen- 
'^'lícha,  el  vestido  y  la  habitación,  y 
v-rnio  menor  el  legatario,  la  educa- 
•■'  ri. 

i  1.°— La  obligación  respecto  de  la 

•  iit  ación  durará  hasta  que  el  alimen- 

•  lo  haya  adquirido  capacidad  ó  tenga 
*  iu<!  suficiente  en  el  oficio  ó  profe- 

'  n  que  hubiese  adoptado.* No  habién- 
'>"«l(?dicado  á  ningún  oficio  ó  profe- 

^ón,  cesará  esta  obligación. 
^  2.°— Dicha  obligación  es  aplicable  á 

o  que  queda  dispuesto  en  el  art.  181. 


§  3.®— La  doctrina  consignada  en  los 
párrafos  anteriores  es  aplicable  al  le- 
gado instituido  únicamente  para  gastos 
de  educación. 

Art.  1.832.  Cuando  se  lega  una  casa 
con  todo  lo  que  se  halla  dentro  de  ella, 
no  se  entenderá  que  se  legai)  las  deu- 
das activas,  aunque  en  la  casa  se  en- 
cuentren las  escrituras  y  los  documen- 
tos referentes  á  dichas  deudas. 

Art.  1.833.  El  legado  de  usufructo, 
sin  determinación  de  tiempo,  se  enten- 
derá hecho  para  mientras  dure  la  vida 
del  legatario. 

Art.  1  834.  Si  el  legatario  de  usufruc- 
to sin  determinación  de  tiempo  fuese 
alguna  corporación  perpetua,  el  usu- 
fructo se  entenderá  por  espacio  de 
treinta  años  (1). 

Art.  1835.  El  legado  hecho  á  un 
menor  para  cuando  llegue  á  la  mayor 
edad,  no  podrá  exigirse  antes  de  que 
llegue  ese  tiempo,  aunque  sea  emanci- 
pado. 

Art.  1.836.  El  legado  para  obras  pías 
sin  otra  declaración,  se  entenderá  he- 
cho para  obras  de  beneficencia  y  ca- 
ridad. 

Art.  1.837.  La  equivocación  del  tes- 
tador respecto  de  la  persona  del  lega- 
tario ó  de  la  cosa  legada  no  anulará  el 
legado,  si  se  pudiese  demostrar  clara- 
mente cuál  era  la  intención  del  tes- 
tador. 

Art.  1.838.  El  legatario  exigirá  al 
heredero  el  cumplimiento  del  legado  si 
no  se  hallase  en  posesión  de  la  cosa  le- 
gada. 

§  1."— Si  los  herederos  demorasen  el 
hacerse  cargo  de  la  herencia,  podrán 
sor  citaílos  para  que  la  acepten  ó  re- 
nuncien. 

§  2.'^  -Si  los  herederos  renunciasen  la 

(1)    Véase  el  art.  2.244. 


340 


INSTITÜCIONBS    jurídicas   Y  POLÍTICAS 


r^ 


h 


herencia,  podrán  los  legatarios  solici 
tar  que  se  nombre  curador  á  la  heren. 
cia  vacante,  y  á  éste  pedirán  la  entrega 
del  legado, 

§  3.°  -  Si  el  legado  recayese  como  car- 
ga sobre  otro  legado,  deberá  ser  pedido 
al  legatario  de  éste. 

Art.  1.839,  Si  toda  la  herencia  hu- 
biese sido  distribuida  en  logados  y  el 
testador  no  hubiese  nombrado  testa- 
mentario, hará  sus  veces  el  legatario 
más  beneficiado.  En  igualdad  de  cir- 
cunstancias lo  será  el  que  designen  los 
legatarios;  y  si  no  pudiesen  venir  á  un 
acuerdo,  ó  si  hubiese  entre  los  legata- 
rios algún  menor,  ausente  ó  incapaci- 
tado, se  nombrará  judicialmente. 

Art.  1.840.  El  legatario  tiene  dere- 
cho, desde  la  muerte  del  testador,  á  los 
frutos  ó  rendimientos  de  la  cosa  lega- 
da, excepto  si  se  hubiese  ordenado  lo 
contrario. 

Art.  1.841.  Si  el  testador  legase  cual- 
quier prestación  periódica,  principiará 
acontarse  el  primer  periodo  desde  el 
fallecimiento  de  dicho  testador,  y  ten- 
drá el  legatario  derecho  á  dicha  pres- 
tación apenas  empiece  el  periodo  si- 
guiente, aunque  fallezca  antes  de  que 
termine. 

§  único.— El  legado,  sin  embargo,  no 
podrá  exigirse  hasta  el  fin  de  cada  pe- 
ríodo, excepto  cuando  sea  á  título  de 
alimentos,  según  el  art.  184. 

Art.  1.842.  Los  gastos  que  se  hicie- 
sen con  motivo  de  la  entrega  de  la  cosa 
legada  quedarán  á  cargo  de  la  heren- 
cia, si  el  testador  no  hubiese  dispuesto 
lo  contrario. 

Art.  1.813.  Lacosa  legada  deberá  ser 
entregada,  con  sus  accesorios,  en  el 
lugar  y  en  el  estado  en  que  estuviese  al 
tiempo  de  la  muerte  del  testador. 

§  único.— Si  el  legado  consistiese  en 
dinero,  en  joyas  ó  en  otros  valores  re- 


presentados por  títulos,  cualquiera  que 
sea  la  especie  de  éstos,  se  entregará  en 
el  lugar  donde  se  hiciese  la  declara- 
ción de  la  herencia,  salvo  habiendo  dis- 
posición del  testador  y  convenio  de  las 
partes  en  contrario. 

Art.  1.844.  Si  aquel  que  legase  algu- 
na propiedad  la  aumentase  después 
con  nuevas  adquisiciones,  éstas,  aun- 
que se  hallen  al  lado,  no  formarán  par- 
te del  legado  sin  otra  declaración  del 
testador. 

§  único.— Esto  no  se  entenderá,  sin 
embargo,  respecto  de  las  mejoras,  úti- 
les ó  de  mero  recreo,  hechas  en  el  pre- 
dio legado. 

Art.  1.845.  Si  la  cosa  legada  se  ha- 
llase gravada  con  algún  censo,  quiñón, 
servidumbre  ú  otra  carga  aneja,  pasa- 
rá con  la  misma  carga  al  legatario. 

§  único.— No  obstante,  cuando  la  co- 
sa esté  cargada  con  pensiones,  quiño- 
nes ú  otros  censos  atrasados,  éstos  se 
pagarán  por  cuenta  de  la  herencia. 

Art.  1.846.  Los  inmuebles  que  los 
herederos  adquieran  del  testador  que- 
darán, según  lo  dispuesto  en  el  núme- 
ro 8.°  del  art.  90G,  obligados  con  hipo- 
teca al  pago  de  los  legados. 

§  único  —Si  alguno  de  los  herederos 
estuviese  especialmente  obligado  á  ese 
pago,  sólo  podra  el  legatario  ejercer  su 
derecho  hipotecario  sobre  los  inmue- 
bles que  entren  en  la  partición  de  dicho 
heredero. 

Art.  1.847.  Si  el  testador  legase  cosa 
de  alguno  de  los  coherederos,  los  de- 
más quedarán  obligados  á  indemnizar- 
le proporci.-nalmente,  si  no  hubiese 
dispuesto  el  testador  otra  cosa. 

Art.  1.848.  Si  la  herencia  ó  el  legado 
se  instituyese  bajo  condición  de  que  el 
heredero  ó  legatario  no  dé  ó  no  haga 
tal  cosa,  podrá  obligárseles»  á  instancia 
de  los  interesados,  á  prestar  caución 
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Je  que  así  lo  cumplirán,  salvo  lo  que 
queda  dispuesto  en  el  art.  1.808. 

Art.  1.849.    Si  el  legado  se  instituyese 

ondicionalmente  ó  sólo  para  tener 
píeeto  pasado  cierto  tiempo,  podrá  el 
legatario  exigir  caución  de  quien  deba 
entregar  el  legado  para  seguridad  de 
-sie. 

Art.  1.850.  Si  el  testamento  fuese 
fleclarado  nulo  después  de  la  entrega 
'lo]  legado,  cuando  se  haya  entregado 
:e  buena  fe,  el  heredero  reputado  como 
ral  quedará  en  paz  para  con  el  verda- 
h'TO  heredero  entregándole  el  resto  de 
la  herencia,  salvo  el  derecho  de  éste 
•ontra  el  legatario. 

í?  único. — La  misma  disposición  es 
aplicable  á  los  legados  con  cargas. 

Art.  1.851.  Si  el  legatario  con  cargas 
nu  recibiese,  por  culpa  suya,  todo  el  le- 
gado, la  carga  se  reducirá  proporcio- 
nalmente;  y  si  hubiese  evicción  en  la 
cnsa  legada,  podrá  el  legatario  recla- 
mar lo  que  hubiese  pagado. 

Art.  1.852.  Si  alguno  de  los  cohere- 
'leros  instituidos  falleciese  antes  que 
•::  testador  repudiase  la  herencia  ó  se 
incapacitase  para  recibirla,  su  parte 
acrecerá  la  de  los  otros  coherederos, 
salvo  si  el  testador  hubiese  dispuesto 
oira  cosa. 

Art.  1.853.  El  derecho  de  acrecer 
'ambién  corresponderá  á  los  herederos 
^i  los  legatarios  no  quisieren  ó  no  pu- 
Mtnen  recibir  su  respectivo  legado. 

Art.  1.854.  Entre  legatarios  no  habrá 
•trecho  de  acrecer;  pero  si  la  cosa  íe- 
-*at]a fuese  indivisible  ó  no  pudiese  di- 
viijrsosin  perjuicio,  tendrá  el  colega- 
'ario  opción  á  conservarla,  entregando 
r!  los  herederos  el  valor  de  la  parte  que 
no  corresponda  á  su  legado,  ó  á  recla- 
Tcarde  ellos  el  valor  de  su  parte,  entre- 
gándoles la  cosa  legada. 

fuñico.— Cuando  la  carga  correspon- 


diente á  un  legado  caduque,  quedará  á 
beneficio  del  legatario  el  provecho  que 
de  ahí  le  resulte  si  el  testador  no  hu- 
biese dispuesto  lo  contrario. 

Art.  1.855.  Los  herederos  que  hayan 
hecho  uso  del  derecho  de  acrecer  se 
harán  cargo  de  todos  los  derechos  y 
obligaciones  que,  de  haberlo  aceptado, 
corresponderían  á  aquel  que  no  quiso 
ó  no  pudo  recibir  legado. 

Art.  1.856.  Los  herederos  á  quienes 
acreciese  dicha  porción,  podrán  repu- 
diarla si  tuviese  cargas  especiales  im- 
puestas por  el  testador,  y,  en  este  caso, 
la  porción  pasará  á  la  persona  ó  perso- 
nas á  favor  de  quienes  esas  cargas  ha- 
yan sido  constituidas. 

Art.  1.857.  Los  legatarios  tendrán 
derecho  á  reclamar  de  un  tercero  la 
cosa  legada,  mueble  ó  inmueble,  siendo 
determinada  y  cierta. 

Sección  quinta 

De  la8  sustituciones 

Art.  1.858.  Puede  el  testador  nom- 
brar una  ó  más  personas  que  sustitu- 
yan á  los  herederos  ó  legatarios  insti- 
tuidos, para  el  caso  de  que  éstos  no 
puedan  ó  no  quieran  aceptar  la  heren- 
cia ó  el  legado;  esto  es  lo  que  se  llama 
sustitución  vulgar  ó  directa. 

§  único.— Estasustitución desaparece 
cuando  el  heredero  acepta  la  herencia. 

Art.  1.859.  El  testador  que  tenga  hi- 
jos ú  otros  descendientes  bajo  la  patria 
potestad,  los  cuales  no  hayan  de  quedar 
á  la  muerte  del  testador  dependientes 
de  otro  ascendiente,  podrá  nombrar 
herederos  ó  legatarios  que  le  sustitu- 
yan, para  el  caso  en  que  los  referidos 
hijos  ú  otros  descendientes  fallezcan 
antes  de  los  catorce  años  de  edad,  sin 
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distinción  de  sexo;  esto  se  llama  sus- 
titución pupilar. 

Art.  1.860.  La  sustitución  pupilar 
quedará  sin  efecto  cuando  el  sustituido 
cumpla  ¡acedad  mencionada  en  el  ar- 
tículo anterior  ó  fallezca  dejando  des- 
cendientes que  puedan  heredarle. 

Art.  1.861.  Lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 1.859  es  aplicable,  sin  distinción  de 
edad,  al  caso  en  que  el  hijo  ú  otro  des- 
cendiente se  halle  en  estado  de  demen- 
cia, con  tal  que  ésta  haya  sido  decla- 
rada judicialmente;  esto  se  llama  sus- 
titución cuasi-pupilar. 

Art.  1.862.  La  sustitución  mencio- 
nada en  el  artículo  anterior  quedará 
sin  efecto  si  el  demente  recobrase  su 
juicio. 

Art.  1.863.  La  sustitución  de  que 
tratan  los  artículos  1.859  y  1.861,  sólo 
comprende  los  bienes  de  que  el  sustitu- 
to podría  disponer  no  hallándose  impe- 
dido al  tiempo  de  su  muerte,  y  que  ha- 
ya adquirido  por  conducto  del  testa- 
dor. 

Art.  1.864.  Los  llamados  á  sustituir 
recibirán  la  herencia  ó  el  legado  con  las 
mismas  cargas,  excepto  lo  que  fuese 
puramente  personal,  con  las  que  recibi- 
rían los  herederos  ó  los  legatarios  sus- 
tituidos, salvo  si  se  hubiera  determina- 
do otra  cosa. 

Art.  L865.  Cuando  los  coherederos  ó 
los  legatarios  sean  sustituidos  recípro- 
camente por  partes  iguales,  se  enten- 
derá que  lo  son  en  la  misma  propor- 
ción. 

§  único.— Si  los  llamados  á  sustituir 
fuesen  más  que  los  instituidos,  y  nada 
se  hubiese  declarado,  se  entenderá  que 
sustituyen  por  partes  iguales. 

Art.  L866.  La  disposición  testamen- 
taria por  la  cual  un  heredero  legatario 
queda  obligado  á  conservar  la  herencia 
ó  el   legado,   y   transmitirlos   por   su 


muerte  á  un  tercero,  se  llama  sustitu- 
ción fideicomisaria  ó  fideicomiso. 

Art.  L867.  Quedan  prohibidas  par?, 
en  adelante  las  sustituciones  fideicoi .  - 
sarias,  excepto: 

1.**  Cuando  se  hagan  por  el  pa  Ir- 
la madre,  respecto  de  los  bienes  di<i 
nibles  en  beneficio  de  los  nietos  na 
dos  ó  por  nacer; 

2.**  Cuando  se  haga  en  favor  dp  1  - 
descendientes,  en  primer  grado,  do  1  -  r 
manos  del  testador. 

Art.  1 .868.  El  fideicomisario  adqui-  • 
derecho  de  sucesión  desde  el  nioner' 
de  la  muerte  del  testador,  aunque  nc  ^ 
breviva  el  fiduciario.  Este  derecho  pa^ 
á  sus  herederos. 

Art.  1.869.    La  nulidad  de  la  susli'. 
ción  fideicomisaria  no  envolverá  la  r. 
lidad  de  la  institución  ó  del  legado,  y  : 
tendrá  otro  efecto  que  el  de  quedar  ■  - 
mo  no  escrita  la  cláusula  fídeicom 
saria. 

Art.  1.870.  No  se  reputará  con i-» 
deicomiso  la  disposición  por  la  cual  : 
testador  deja  el  usufructo  de  una  o"»- 
á  una  persona  y  la  propiedad  á  otn 
en  tanto  que  el  usufructuario  ó  el  pr 
pietario  no  esté  encargado  de  transm; 
tir  á  otro,  por  su  muerte,  dicho  u<- 
fructo  ó  dicha  propiedad. 

Art.  1.871.  Se  tendrán  como  fidei  • 
misarías,  y  como  tales  prohibidas: 

1.°    Las  disposiciones    con  prol.. 
ción  de  enajenar; 

2.°    Las  disposiciones  en  que  s*^  : 
mea  un  tercero  á  loque   reste  .1»^ 
herencia  ó  del  legado  por  muerte     ' 
heredero  ó  del  legatario; 

3.**    Las  disposiciones  que  iniponi: 
al  heredero  ó  al  legatario  la  carga 
entregar  á  varias  personas,  suresl^^ 
mente,  cierta  renta  ó  pensión  (1). 

(1)     Véanse  los  artículos  2.199  y  2.250. 
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Art.  1.872.  La  prohibición  del  artícu- 
lo anterior  no  comprende  las  presta- 
ciones de  cualquier  cuantía  impuestas 
á  los  herederos  ó  á  los  legatarios  á  fa- 
vor de  los  indigentes,  para  dote  de  don- 
cellas pobres,  ó  á  favor  de  un  estable- 
cimiento ó  fundación  de  utilidad  pú- 
blica. 

§  1.**— En  este  caso,  sin  embargo,  la 
carga  deberá  consignarse  en  ciertos  y 
determinados  predios,  y  será  siempre 
lícito  al  heredero  ó  al  legatario  grava- 
do amortizar  esta  prestación. 

§  2."— Los  herederos  ó  los  legatarios 
obligados  á  tales  cargas  no  quedarán 
después  de  esto  sujetos  á  ningún  orden 
especial  de  sucesión  que  no  se  halle 
comprendido  en  la  ley  general. 

Art.  1.873.  Los  herederos  ó  los  lega- 
tarios cuyas  herencias  ó  cuyos  lega- 
dos estén  sujetos  á  sustituciones  fidei- 
comisarias, serán  considerados  como 
meros  u  ufructuarios. 

Art.  1.874.  Los  fideicomisos  tempo- 
rales anteriores  á  la  publicación  do 
pste  Código  sólo  producirán  su  efecto 
en  el  primer  grado  de  la  sustitución, 
hallándose  declarados,  por  muerte  del 
testador,  al  tiempo  de  la  promulgación 
de  este  Código. 

Sección  sexta 

De    la  desheredación 

Art.  1.875.  Los  herederos  forzosos 
pOíirán  ser  pr. vados  de  su  legítima  por 
id  testador,  ó  desheredados,  en  los  ca- 
sos en  que  la  ley  expresamente  lo  per- 
mite. 

Art.  1.876.  Puede  ser  desheredado 
por  sus  padres: 

1.**  El  hijo  que  contra  ellos  cometa 
delito,  sobre  el  que  recaiga  pena  supe- 
rior á  seis  meses  de  prisión; 


2.°  El  hijo  que  judicialmente  acuse 
ó  denuncie  á  sus  padres  por  delito  que 
no  fuese  contra  su  persona  ó  contra  las 
de  su  cónyuge,  ascendientes,  descen- 
dientes ó  hernyinos; 

3.**  El  hijo  que,  sin  justa  causa,  se 
excuse  de  dar  á  sus  padres  los  alimen- 
tos debidos. 

Art.  1.877.  Los  descendientes  de  los 
desheredados  que  sobrevivan  al  testa- 
dor tendrán  la  legítima  de  que  sus  as- 
cendientes fueron  privados,  pero  no 
podrán  éstos  gozar^  del  usufructo  de 
ella. 

Art.  1.878.  Los  padres  podrán  ser 
desheredados  por  el  hijo,  cuando  con- 
tra él  incurrieren  en  la  falta  previs- 
ta en  el  art.  1,876,  aplicando  á  los  pa- 
dres lo  que  allí  se  dice  acerca  de  los 
hijos,  y  lo  mismo  al  padre  si  atentase 
contra  la  vida  de  la  madre,  ó  ésta  con- 
tra la  de  aquél,  no  habiendo  subsiguien- 
te reconciliación. 

Art.  1.879.  Las  disposiciones  de  los 
artículos  1.876  y  l.«78  son  aplicables 
tanto  á  los  padres  como  á  los  demás 
ascendientes,  y  tanto  á  los  hijos  como 
á  sus  descendientes. 

Art.  1.880.  La  desheredación  sólo 
podrá  ordenarse  en  testamento  y  con 
declaración  expresa  de  la  causa. 

Art.  1.881.  Cuando  se  impugne  la 
exactitud  de  la  causa  de  la  deshereda- 
ción, corresponderá  su  prueba  á  los 
interesados  en  que  la  desheredación  se 
verifique. 

Art.  1.882.  La  desheredación  hecha 
sin  causa  expresa,  ó  que  no  se  pruebe, 
ó  por  causa  ilegítima,  invalidará  sola- 
mente las  disposicion(»s  del  testador 
que  perjudiquen  á  la  legítima  del  des- 
heredado. 

Art.  1.883.  El  que  aproveciie  los  bie- 
nes de  que  el  desheredado  haya  sido 
excluido,  quedará  obligado  á  darle  al¡- 
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mentos,  si  careciese  de  otros  medios 
de  subsistencia,  pero  no  más  que  de 
los  rendimientos  de  dichos  bienes,  sal- 
vo si  por  otra  causa  lo  debiese  estos 
alimentos. 

Art.  1.884.  La  acción  del  deshereda- 
do para  impugnar  la  desheredación 
prescribirá  á  los  dos  años,  contados 
desde  la  apertura  del  testamento. 

Sección  séptima 

Dü    los    testamentarios 

Art.  1.885.  El  testador  podrá  nom- 
brar una  ó  n.ás  personas  que  queden 
encargadas  de  hacer  cumplir  su  testa- 
mento en  todo  ó  en  parte;  estas  perso- 
nas se  llaman  testamentarios. 

Art,  1.886.  Sólo  podrán  ser  testa- 
mentarios los"  que  puedan  contraer  obli- 
gaciones. 

Art.  1.887.  La  mujer  casada  no  po- 
drá ser  testamentaria  sin  autorización 
del  marido,  salvo  cuando  se  halle  ju- 
dicialmente separada  de  persona  y  «le 
bienes.  Esta  autorización  podrá  suplir- 
se judiciahTiente  cuando  la  mujer  está 
casada  con  separación  de  bienes. 

Art.  1.888.  Los  menores  no  emanci- 
pados no  podrán  ser  testamentarios, 
aunque  les  autoricen  para  ello  sus  pa- 
dres ó  tutores. 

Art.  1.889.  Los  testamentarios  po- 
drán excusarse  de  serlo;  pero  si  en  la 
testamentaría  tuviesen  un  legado,  no 
les  quedará  el  derecho  de  exigirlo. 

Art.  1.890.  El  testamentario  que  no 
quiera  aceptar  el  cargo,  deberá  hacer- 
lo presento  dentro  de  los  tres  días  si- 
guientes á  aquel  en  que  tenga  conoci- 
miento del  testamento  ante  la  Autori- 
dad competente,  bajo  pena  de  daños  y 
perjuicios. 

Art.    1.891.     El    testamentario   que 


aceptase  el  cargo  no  podrá  dimitirlo 
sin  motivo  justificado,  oídos  previa- 
mente los  interesados  y  con  auto  del 
Juez  respectivo;  de  otro  modo,  respon- 
derá por  daños  y  perjuicios. 

Art.  1.892.  El  cargo  de  testamenta- 
rio es  gratuito,  á  no  ser  que  el  testador 
le  haya  asignado  alguna  retribución. 

Art.  1.893.  Cuando  exista  impedi- 
mento ó  excusa  del  testador,  corres- 
ponderá á  los  herederos  el  cumplimien- 
to del  testamento,  con  las  siguientes 
declaraciones: 

1.*  Si  las  porciones  hereditarias  fue- 
sen desiguales,  pertenecerá  el  cargo  al 
más  beneficiado; 

2.*  Si  fuesen  iguales,  se  encarga- 
rá de  la  testamentaría  uno,  designado 
por  los  demás,  y  no  viniendo  éstos  á  un 
acuerdo,  ó  siendo  alguno  de  los  here- 
deros menor,  incapacitado  ó  ausente, 
corresponderá  el  nombramiento  al 
Juez. 

Art.  1.894.  Los  testamentarios  ten- 
drán las  atribuciones  que  el  testador 
les  haya  conferido  dentro  de  los  límites 
de  la  ley.  ' 

Art.  1.895.  Si  el  testador  dejase  he- 
rederos legítimos,  no  podrá  autorizar 
al  testamentario  para  hacerse  cargo  de 
la  herencia;  pero  podrá  autorizar  á  los 
herederos  para  que  tomen  posesión  de 
ella,  previo  inventario,  y  con  citación 
del  testamentario. 

Art.  1.896.  Si  el  testador  dejase  he- 
rederos no  legítimos,  podrá  autorizar 
al  testamentario  para  que  se  haga  car- 
go de  la  herencia,  pero  no  dispensarlo 
del  inventario. 

Art.  1.897.  Los  herederos  menciona- 
dos en  el  artículo  anterior  podrán  evi- 
tar que  el  testamentario  se  haga  cargo 
de  la  herencia,  entregándole  las  sumas 
necesarias  para  suplir  los  gastos  de  su 
cargo. 
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Art.  1.89^.  Si  no  hubiese  en  la  he- 
rencia metálico  suficiente  para  aten- 
der á  los  gastos  que  lleva  anejos  el  car- 
go de  testamentario,  y  no  quisiesen  ó 
no  pudiesen  los  herederos  adelantar  las 
sumas  necesarias,  será  licito  al  testa- 
mentario promover  la  venta  de  los 
muebles;  y  no  bastando  esto,  la  de  uno 
ovarios  inmuebles;  pero  siempre  con 
anuencia  de  los  herederos. 

§  único. —Si  alguno  de  los  herederos 
fuese  menor,  estuviera  ausente  ó  inca- 
pacitado, la  venta,  tanto  de  los  mue- 
bles condo  de  los  inmuebles,  se  hará  en 
pública  subasta  (1). 

Art.  1.899.  Si  el  testador  no  determi- 
nase las  obligaciones  del  testamentario, 
consistirán  éstas  en  lo  siguiente: 

1.°  En  cuidar  del  entierro  y  funeral 
del  testador,  y  en  pagar  los  gastos  y  su- 
fragios respectivos,  conforme  á  lo  que 
iejase  dispuesto  en  testamento,  y  á  fal- 
ta de  disposición,  según  la  costumbre 
'leí  país; 

2."  En  hacer  registrar  competente- 
mente el  testamento,  si  lo  tuviese  en  su 
poder,  en  el  plazo  de  ocho  días,  conta- 
dos desde  el  en  que  tuviese  conocimien- 
to de  la  muerte  del  testador; 

3."  En  velar  por  la  ejecución  de  las 
ii^posiciones  testamentarias,  y  en  sos- 
tener, si  fuese  necesario,  la  validez  de 
ellas  en  juicio  y  fuera  de  él; 

4.^  En  facilitar  á  los  interesados  el 
examen  del  testamento  si  lo  tuviese  en 
su  poder,  y  en  permitir  que  se  saquen 
las  copias  legales  necesarias  (2). 

Art.  1.900,  Cuando  los  herederos 
^ean  mayores  de  edad,  el  testamentario 
no  procederá  á  formar  el  inventario  ju- 


íl;    V.  el  art-  1.902. 

;2;  Este  artículo  concuerda  en  parte  con  el  902 
i:l  Código  civil  español,  aunque  el  contenido  de 
i'^rJuns  números  es  difarente. 


dicial  á  no  ser  que  así  lo  solicitase  al- 
guno de  los  interesados. 

§  único.— El  testamentario  no  se  hará 
cargo  de  los  bienes  del  testador  sin 
que  los  haga  inventariar  por  Escriba- 
no ó  Notario,  en  presencia  de  los  inte- 
resados. 

Art.  1.901.  Cuando  haya  herederos  ó 
legatarios  menores,  incapacitados  ó  au- 
sentes, dará  el  testamentario  conoci- 
miento lie  la  herencia  ó  del  legado  al 
Juez  respectivo. 

Art.  1.902.  Si  el  testador  hubiese  en- 
cargado al  testamentario  emplear  el 
producto  de  cierta  parte  de  la  herencia 
en  alguna  fundación  ú  objeto  piadoso, 
ó  de  utilidad  pública,  el  testamentario 
quedará  igualmente  obligado  á  proce- 
der al  inventario  y  ventado  dichos  bie- 
nes en  subasta  pública,  con  citación  de 
los  interesados,  ó  de  sus  representan- 
tes legítimos,  é  intervención  del  Minis- 
terio público. 

Art.  1.903.  Cuando  en  el  testamento 
no  se  haya  señalado  plazo  para  su 
cumplimiento,  deberá  el  lestamentario 
cumplirlodentrodeun  año,  contado  des- 
de el  día  en  que  se  hiciese  cargo  de  él, 
ó  desde  aquel  en  que  termine  el  litigio, 
si  se  hubiese  suscitado  acerca  de  la  va- 
lidez ó  nulidad  del  testamento. 

§  1.°— El  testamentario  conservará 
siempre  el  derecho  de  velar  por  la  eje- 
cución de  las  disposiciones  no  cumpli- 
das, y  de  adoptar  las  medidas  que,  para 
conservación  de  los  bienes,  le  parecie- 
sen oportunas. 

§  2.''— El  testamentario  podrá  tam- 
bién, en  el  caso  del  art.  1.902,  prolongar 
la  ejecución  del  testamento  el  tiempo 
que  sea  necesario  para  cumplir  el  lega- 
do ó  legados,  si  así  lo  hubiese  determi- 
nado el  testador. 

§  3.**— Cuando,  pudiendo,  el  testamen- 
tario no  cumpliese  su  encargo  en  el 
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Art.  1.924.  El  sordo-mudo  podrá  ha- 
cer testamento  cerrado  siempre  que 
esté  todo  escrito  y  firmado  de  su  mano, 
y  al  presentarlo  al  Notario,  ante  cinco 
testigos,  el  testador  escriba  en  presen- 
cia de  todos,  sobre  la  cara  externa  del 
testamento,  que  aquella  es  su  última 
voluntad  y  que  está  escrita  y  firmada 
por  él. 

§  único.— El  Notario  declarará  en  el 
acta  de  aprobación  cómo  el  testador 
así  lo  escribió,  observándose  además 
todo  lo  que  queda  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 1.922. 

Art.  1.925.  El  testamento  cerrado  en 
que  faltasen  algunas  de  las  formalida- 
des mencionadas,  quedará  sin  efecto  y 
será  responsable  el  Notario  en  los  tér- 
minos que  marca  el  art.  1.919. 

Art.  1.926.  Aprobado  y  cerrado  el 
testamento,  se  entregará  al  testador,  y 
estampará  el  Notario  el  lugar,  día,  mes 
y  año  en  que  el  testamento  haya  sido 
aprobado  y  entregado. 

Art.  1.927.  El  testador  podrá  conser- 
var el  testamento  en  su  poder,  enco- 
mendar su  guarda  á  persona  de  su  con- 
fianza, ó  depositarlo  en  el  archivo  de 
testamentos  de  cualquier  distrito  admi- 
nistrativo. 

Art.  1.928.  Con  el  fin  mencionado  en 
el  artículo  anterior,  habrá  en  la  Secre- 
taría de  cada  Gobierno  civil  una  caja 
fuerte  con  dos  llaves,  una  de  las  cuales 
estará  en  poder  del  Gobernador  civil  y 
la  otra  en  el  del  Secretario  general. 

Art.  1.929.  El  testador  que  quisiere 
depositar  su  testamento  en  ei  archivo 
testamentario,  se  presentará  con  él 
ante  el  Gobernador  civil,  y  éste  hará 
tomar  nota  en  un  libro  de  registro  que 
se  llevará  á  este  efecto,  el  término  de 
la  entrega  y  depósito,  que  será  firmado 
por  el  Gobernador  civil,  Secretario  ge- 
neral y  testador. 


§  único.— La  presentación  y  el  depó- 
sito podrán  hacerse  por  Procurador,  y, 
en  este  caso,  quedará  unido  al  testa- 
mento el  poder  correspondiente. 

Art.  1.930.  El  testador  podrá  retirar, 
cuando  le  convenga  su  testamento, 
cuyo  acto  se  hará  con  las  mismas  for- 
malidades con  que  se  hizo  el  depósito. 

Art.  1.931.  La  autorización  para  re- 
tirar el  testamento  se  hará  por  Notario 
y  será  firmada  por  cuatro  testigos,  que- 
dando registrada  en  el  libro  correspon- 
diente. 

Art.  1.932.  El  testamento  cerrado  se 
abrirá  ó  publicará  en  la  forma  si- 
guiente. 

Art.  1.933.  Verificada  la  muerte  del 
testador,  ó  en  el  caso  del  art.  66,  si  el 
testamento  cerrado  existiese  en  poder 
de  algún  particular  ó  apareciere  en  el 
domicilio  del  finado,  se  llevará  al  Admi- 
nistrador del  Municipio,  quien,  en  pre- 
sencia del  que  lo  presenta  y  de  dos  tes- 
tigos, hará  extender  el  acta  de  publica- 
ción, donde  se  declarará  el  estado  en 
que  se  presenta  el  testamento  y  si  está 
ó  no  en  los  términos  indicados  en  la 
cubierta. 

§  único.— Cuando  por  cualquier  cir- 
cunstancia no  fuese  posible  acudir  en 
el  acto  al  Administrador  del  Municipio, 
podrá  llevarse  el  testamento  al  Regidor 
de  la  parroquia,  el  que,  para  el  efecto 
de  este  artículo,  hará  las  veces  del  Ad- 
ministrador de  aquél. 

Art.  1.934.  El  acta  mencionada  en  el 
artículo  anterior  será  sentada  en  un  li- 
bro numerado,  rubricado  «y  guardado 
por  el  Gobernador  civil. 

§  único.— Cuando  el  testamento  se 
abra  ante  el  Regidor  de  la  parroquia, 
el  acta  se  anotará  en  la  hoja  exterior 
del  documento,  ó  no  habiendo  espacio 
en  ésta,  en  otra  hoja  unida,  y  será  re- 
mitido en  esta  forma,  dentro  de  las 
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veinticuatro  horas  siguientes,  al  Admi- 
nistrador del  Municipio  para  hacer  su 
asiento  en  el  libro  oportuno  y  demás 
efectos  de  que  trata  el  art.  1.935. 

Art.  1.935.  Sentada  en  el  libro  el  ac- 
ta de  publicación,  hará  el  Administra- 
dor del  Municipio  registrar  el  testamen- 
to en  el  libro  correspondiente  y  devol- 
verlo á  los  interesados  con  la  nota  ru- 
bricada por  el  mismo  Administrador  de 
cómo  fué  abierto  y  registrado,  y  si 
apareció  ó  no  alguna  cosa  que  ofrecie- 
se duda. 

§  único.— Si  no  hubiese  interesados 
que  reclamen  el  testamento,  se  archi- 
vará éste  en  la  administración  del  Mu- 
nicipio con  la  debida  seguridad  y  bajo 
la  responsabilidad  del  Administra- 
dor . 

Art.  1.936.  Si  el  testamento  hubiese 
sido  depositado  en  el  archivo  del  Go- 
bierno civil,  en  este  caso,  una  vez  ocu- 
rrida la  muerte  del  testador,  se  abrirá 
en  presencia  del  Gobernador  civil,  del 
que  solicitase  la  declaración  y  dos  tes- 
tigos, observándose  además  lo  que  que- 
da anteriormente  dispuesto. 

Art.  1.937.  Toda  persona  que  tenga 
en  su  poder  un  testamento  cerrado,  y, 
en  el  caso  del  art.  66,  no  lo  presen- 
tare, ó  habiendo  fallecido  el  testador 
no  lo  exhibiese  en  el  término  de  tres 
días,  contados  desde  aquel  en  que  tenga 
noticia  del  fallecimiento,  será  respon- 
sable de  daños  y  perjuicios.  Cuando  de- 
jase de  presentar  el  testamento  por 
cau«5a  de  dolo,  perderá  además  todo 
derecho  á  la  herencia,  si  lo  tuviera, 
quedando  sujeto  á  la  responsabilidad 
criminal. 

Art.  1  938.  También  quedará  sujeto 
á  esta  indemnización  de  daños  y  perjui- 
cios, pérdida  de  la  herencia  y  respon- 
sabilidad criminal  el  que  sustrajese, 
dolosamente,  el  testamento  del  domici- 


lio del  testador  ó  de  poder  de  cualquier 
persona  que  lo  tenga  depositado. 

Art.  1.939.  Si  el  testamento  estuviese 
abierto,  ya  en  el  domicilio  del  testador, 
ya  en  poder  de  un  tercero,  pero  sin  nin- 
gún otro  vicio,  no  serás  anulado  por 
esta  sola  circunstancia. 

§  único.— En  este  caso  se  exhibirá,  se- 
gún se  encuentre,  en  la  administración 
del  respectivo  Municipio,  donde  se  ex- 
tenderáel  auto  correspondiente  y  se  ob- 
servará, además,  lo  que  queda  dispues- 
to en  los  artículos  1.933, 1.934  y  1.935. 

Art.  1.940.  Cuando  el  testamento 
apareciese  abierto,  con  algún  vicio,  ó 
roto,  se  tendrá  presente  lo  que  sigue; 
si  el  documento  estuviese  inutiliza- 
do, borrado  ó  roto,  ya  en  el  domici- 
lio del  testador,  ya  en  poder  de  ter- 
cero, de  modo  que  no  pueda  leerse  la 
primitiva  disposición,  se  tendrá  por 
no  escrito;  pero  probado  que  el  vicio  no 
proviene  del  testador  y  sí  de  otra  per- 
sona, se  aplicará  á  ésta  lo  que  dispone 
el  art.  1.037  respecto  de  los  que  dolosa- 
mente ocultan  ó  sustraen  estus  docu- 
mentos. 

Art.  1.941.  El  vicio  se  entenderá  que 
procede  de  la  persona  á  cuyo  cuidado 
estuviere  encomendado  el  testamento, 
mientras  otra  cosa  no  se  pruebe. 

Art.  1.942.  No  se  anulará  el  testa- 
mento que  se  halle  sólo  enmendado  en 
parte,  de  letra  del  testador,  siempre  que 
estuviese  firmado  y  salvadas  las  en- 
miendas, y  éstas  valdrán  como  si  fue- 
sen parte  del  mismo  documento. 

Art.  1.943.  Si  el  testamento  se  halla- 
se roto  ó  hecho  pedazos,  se  tendrá  por 
no  escrito,  aunque  se  puedan  unir  los 
fragmentos  y  leerse  la  disposición,  ex- 
cepto cuando  se  probase  que  esto  suce- 
dió después  de  la  muerte  del  testador  ó 
que  lo  llevó  á  cabo  en  estado  de  de- 
mencia. 
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SUBSECCIÓN  CUARTA 

Del  iestamenio  militar 

Art.  1.944.  Testamento  militar  es  el 
q^  pueden  hacer  los  militares  ó  los 
empleaéo^civües  del  ejército  en  cam- 
paña, fuera  del  Reina  y  aun  dentro  de 
éste,  estando  en  plaza  sitiada  ó  resi- 
diendo en  lugar  cuyas  comunicaciones 
estén  cortadas,  si  donde  se  encuentra 
no  hubiera  Notario. 

Art.  1.945.  El  militar  ó  el  empleado 
civil  del  ejército  que  quisiese  hacer  tes- 
tamento, declarará  su  última  voluntad 
en  presencia  de  tres  testigos  idóneos  y 
del  Auditor  de  la  división  respectiva,  ó, 
á  falta  de  éste,  de  algún  Oficial  sustitu- 
to. El  Auditor  ó  el  Oficial  sustituto  es- 
cribirá la  disposición  testamentaria, 

§  1.**— Si  el  testador  se  hallase  herido 
ó  enfermo,  la  falta  del  Auditor  ó  del  sus- 
tituto podrá  suplirse  con  el  Capellán  ó 
el  Médico  del  hospital  donde  se  encon- 
trase. 

§2.**— La  disposición  será  leída,  fe- 
chada y  firmada  conforme  á  lo  dispues- 
to en  los  artículos  1.914  y  1.915. 

§  3.**  -  Este  testamento  se  remitirá, 
con  la  posible  brevedad,  al  cuartel  ge- 
neral y  de  allí  al  Ministerio  de  la  Gue- 
rra, que  lo  hará  depositar  en  el  archivo 
de  testamentarías  del  distrito  adminis- 
trativo donde  haya  de  producir  efecto. 

§  4.**— En  caso  de  muerte  del  testador, 
el  Gobierno  lo  hará  saber  por  el  perió- 
dico oficial,  designando  el  archivo  ílon- 
de  el  testamento  esté  depositado. 

§  5.®— El  testamento  quedará  sin  efec- 
to un  mes  después  de  haber  regresado 
el  testador  al  Reino,  ó  de  haber  cesado 
els  tío  ó  la  incomunicación  con  el  la- 
gar donde  el  testamento  se  hizo. 

Art.  1.946.  Si  el  militar  ó  el  emplea- 
do civil  supiese  escribir,  podrá  hacer 


testamento  de  su  puño  y  letra,  siempre 
que  lo  feche  y  firme  con  su  nombre  y 
apellido,  y  lo  presente,  abierto  ó  cerra- 
do, con  asistencia  de  dos  testigos,  al 
Auditor  ó  al  Oficial  que  para  ese  fin  le 
sustituyese. 

§  1.°— El  Auditor  ó  el  sustituto  á  quien 
se  presente  este  testamento,  pondrá 
una  nota  del  lugar,  día,  mes  y  año  en 
que  fué  presentado;  firmará  esta  nota 
con  los  testigos,  y  se  hará  luego  con  el 
documento  lo  marcado  en  el  párra- 
fo 3.°  del  artículo  anterior. 

§2.°— Si  el  testador  estuviese  enfer- 
mo ó  herido,  podrá  el  Capellán  ó  el  Mé- 
dico hacer  las  veces  del  Auditor  ó  del 
Oficial. 

§  3."— Es  aplicable  á  este  testamento 
lo  que  queda  dispuesto  en  los  párra- 
fos 4.**  y  5.**  del  artículo  anterior. 
.  Art.  1.947.  No  producirá  efecto  algu- 
no el  testamento  militar  en  que  se  note 
la  falta  de  alguna  de  las  formalidades 
prescritas  en  los  artículos  1.945  y  1.946, 
párrafos  1.°  y  2.*» 

SUBSECCIÓN    QUINTA 

Del  testamento  marit¿mo 

Art.  1.948.  Testamento  marítimo  es 
el  que  se  hace  en  alta  mar  á  bordo  de 
los  buques  del  Estado,  por  militares  ó 
empleados  civiles  del  servicio  público. 

Art.  1.949.  La  disposición  será  es- 
crita por  el  Sobrecargo  de  la  embarca- 
ción ó  por  quien  haga  sus  veces,  en 
presencia  de  tres  testigos  idóneos  y  del 
Comandante,  y  será  leída,  fechada  y 
firmada  según  queda  dispuesto  en  el 
artículo  1.914. 

Art.  1.950.  Si  el  Comandante  y  el  So- 
brecargo quisiesen  otorgar  testamento, 
harán  sus  veces  los  que  deban  susti- 
tuirlos. 
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Art.  1.951.  Si  el  militar  ó  el  emplea- 
Jo  civil  supiese  escribir,  podrán  hacer 
el  testamento  de  su  puño  y  letra,  siem- 
pre que  lo  fechen  y  pongan  su  ñrma 
entera,  entregándolo,  abierto  ó  cerra- 
do, en  presencia  de  dos  testigos  y  del 
Comandante  de  la  embarcación,  al  Ofi- 
cial administrativo  de  ésta  ó  á  quien 
hiciera  sus  veces. 

§  ún¡co.~El  Sobrecargo  de  la  embar- 
cación pondrá  una  nota  en  el  mismo 
documento  expresando  el  sitio,  día, 
mes  y  año  en  que  fué  presentado,  cuya 
nota  firmará  con  dos  testigos,  rubri- 
cándola el  Comándate. 

Art.  1.952.  El  testamento  marítimo 
deberá  hacerse  por  duplicado,  guardar- 
se entre  los  papeles  de  á  bordo  y  ser 
mencionado  en  el  diario  de  la  embarca- 
ción. 

Art.  1.953.  Si  ésta  arribase  á  algún 
puerto  extranjero  donde  haya  Cónsul  ó 
Vicecónsul  portugués,  hará  el  Coman- 
dante depositar  en  poder  de  aquél  uno 
de  los  ejemplares  del  testamento,  fe- 
chado y  sellado,  con  una  copia  de  la 
nota  que  debe  haberse  extendido  en  el 
diario  de  la  embarcación, 

Art.  1.954.  Cuando  arribe  la  embar- 
cación á  territorio  portugués,  el  ejem- 
plar restante,  ó  ambos  si  no  se  hubiese 
entregado  ninguno,  pasará  á  poder  de 
la  Autoridad  marítima  local  en  la  for- 
ma declarada  en  el  artículo  anterior. 

Art.  1.955.  En  cualquiera  de  los  ca- 
sos mencionados  en  los  artículos  pre- 
cedentes, el  Comandante  de  la  embar- 
cación se  quedará  con  recibo  de  la  en- 
trega, y  lo  hará  constar  por  nota  sen- 
tada en  el  lugar  oportuno  del  diario. 

Art.  1.956.  Los  referidos  Cónsules, 
Vicecónsules  ó  Autoridades  marítimas, 
luego  que  reciban  los  ejemplares  men- 
cionados, extenderán  un  acta  de  la 
entrega,  y,  con  la  posible  brevedad,  la 


remitirán,  acompañada  de  los  ejempla- 
res del  testamento,  al  Ministerio  de  Ma- 
rina (i). 

Art.  1.957.  Este  Ministerio  mandará 
depositar  el  testamento  en  la  forma 
prescrita  en  la  última  parte  áel  parra'- 
fo  3.°  del  art  1.945. 

Art.  1.958.  El  testamento  marítimo 
sólo  producirá  efecto  falleciendo  el  tes- 
tador en  el  mar,  ó  en  el  término  de  un 
mes,  contado  desde  que  desembarque 
dicho  testador  en  territorio  portugués. 

Art.  1.959.  Si  el  testad-  r  falleciese 
en  el  mar,  se  observará  lo  dispuesto  en 
el  párrafo  4.*'  del  art.  1.945. 

Art.  1.960.  El  testamento  marítimo 
á  que  faltase  alguna  de  las  solemnida- 
des exigidas  en  los  artículos  1.949, 1.950 
y  1.951,  no  producirá  efecto  alguno. 

SUBSECCIÓN   SEXTA 

Del  testamento  hecho  en  país  extranjero 

Art.  1.961.  Los  testamentos  hechos 
por  portugueses  en  país  extranjero 
producirán  efecto  en  el  Reino,  cuando 
se  hagan  en  forma  legal  y  en  conformi- 
dad con  la  ley  del  país  en  que  se  re- 
dacten. 

Art.  1.962.  Los  Cónsules  ó  Vicecón- 
sules portugueses  podrán  servir  de  No- 
tarios para  hacer  y  aprobar  testa- 
mentos de  subditos  portugueses,  siem- 
pre que  estén  en  harmonía  con  la  ley 
portuguesa,  excepción  hecha  de  lo  que 
se  refiere  á  la  nacionalidad  de  los  tes- 
tigos, que  podrán  ser  extranjeros. 

Art.  1.963.  Los  Cónsules  ó  Vicecón- 
sules, cuando  extiendan  un  testamento 
público,  remitirán  copia  al  Ministerio 
de  Negocios  extranjeros,  el  cual  dará 
á  áka  el  curso  indicado  en  el  párra- 
fo 3.«  del  art.  1.945. 


(1)     Véanse  los  artículos  2.4T1  al  2.473. 
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Art.  1.064.  Si  el  testamento  fuese 
cerrado,  el  Cónsul  ó  el  Vicecónsul  que 
le  hubiese  autorizado  pondrá  en  la 
respectiva  nota  una  copia  del  acta  de 
aprobación,  y  así  lo  participará  al  Go- 
bierno por  el  Ministerio  de  Negocios 
extranjeros. 

§  único.— Si  el  Cónsul  ó  el  Vicecónsul 
fuese  encargado  de  guardar  el  testa- 
mento, el  interesado  hará  mención  de 
esta  circunstancia  y  exigirá  recibo  de 
la  entrega. 

Art.  1.965.  El  testamento  otorgado 
por  subdito  extranjero  fuera  de  Portu- 
gal producirá  en  este  Reino  efectos  le- 
gales, con  relación  á  los  bienes  exis- 
tentes dentro  de  su  territorio,  siempre 
que  se  haya  hecho  con  arreglo  á  las 
disposiciones  de  la  legislación  del  país 
donde  haya  sido  otorgado. 

SÜBSECCIÓN  SÉPTIMA 

Disposiciones  comunes  á  las  diversas 
formas  de  (estamento 

Art.  1.966.  No  pueden  ser  testigos 
en  testamento: 

1.°    Los  extranjeros; 

2.°    Las  mujeres; 

3.®  ,  Los  demontes; 

4.°    Los  menores  no  emancipados; 

5.**  Los  sordo-mudos  y  ciegos  y  los 
que  no  entiendan  el  idioma  en  que  se 
escriba  el  testamento,  siendo  público, 
ó  el  acta  de  aprobación  siendo  cerrado; 

6.°  Los  hijos  y  los  amanuenses  del 
Notario  que  escribiese  ó  autorizase  el 
testamento; 

7."  Los  que,  en  virtud  de  sentencia, 
estón  declarados  inhábiles  para  ser^s- 
tigos  instrumentales. 

§  único.-  La  edad  legal  para  ser  tes- 
tigo de  un  testamento,  ó  de  su  autori- 


zación, se  computará  en  el  momento 
de  verificarse  el  acto. 

Art.  1  967.  La  acción  de  nulidad  del 
testamento,  por  vicio  en  sus  formalida- 
des ó  solemnidades  externas,  prescribe 
á  los  tres  años,  contados  desde  que  el 
testamento  haya  sido  registrado,  en  los 
términos  que  marca  el  art.  1.935,  ó  des- 
de que  se  haya  puesto  en  ejecución,  si 
no  estuviera  sujeto  á  registro. 

CAPÍTULO  III 

De  la  sucesión  legítima 
Sección     primera 

Disposiciones  generales 

Art.  1.961  Si  falleciese  una  persona 
sin  disponer  de  sus  bienes,  ó  dispusie- 
se sólo  en  parte,  ó  si,  habiendo  dispues- 
to, el  testamento  fuese  anulado  ó  cadu- 
care, los  herederos  legítimos  tendrán 
derecho  á  estos  bienes  ó  á  la  parte  de 
que  el  testador  no  dispusiese. 

Art.  1.959.  La  sucesión  legítima  se 
confiere  por  el  orden  siguiente: 

1.®    A  los  descendientes; 

2,°  A  los  ascendientes,  salvo  el  caso 
del  art.  1.236; 

3.°  A  los  hermanos  y  sus  descen- 
dientes; 

4.**    Al  cónyuge  que  sobreviva; 

5."  A  los  parientes  colaterales  no 
comprendidos  en  el  núm.  3.°,  hasta  el 
décimo  grado; 

6.^    Al  Estado  (1). 

Art.  1.970.  El  pariente  en  grado  más 
próximo  excluirá  al  más  lejano,  salvo 
el  derecho  de  representación. 

Art.  1.971.  Los  parientes  que  se  ha- 
llen en  el  mismo  grado,  heredarán  in 
capita  ó  por  partes  iguales. 


(1)     Véanse  los  artículos  1.985,  1.993  y    l.líí^tí. 
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Art.  1.972.  Si  los  parientes  más  pró- 
ximos repudiasen  la  herencia  ó  sé  ha- 
llasen incapacitados,  pasará  ésta  á  Jos 
parientes  del  grado  posterior;  pero 
fajando  sólo  alguno  de  los  coherederos 
repudiase  su  parte,  ésta  acrecerá  á  los 
demás. 

.\rt  1,973.  Cada  generación  forma 
un  grado,  y  la  serie  de  grados  constitu- 
ye lo  que  se  llama  linea  de  parentesco. 

Art.  1.974.  La  línea  puede  ser  recta 
ó  transversal;  la  rocta  se  halla  forma- 
da por  una  serie  de  grados  entre  per- 
sonas que  descienden  unas  de  otras,  y 
la  transversal  por  una  serie  de  grados 
entre  personas  que  no  descienden  unas 
de  otras,  siempre  que  procedan  de  un 
tronco  común 

Art.  1.975.  La  línea  recta  es  ascen- 
dente ó  descendente;  descendente  cuan- 
do se  considera  como  partiendo  del 
progenitor  para  los  que  de  él  proceden; 
ascendente  cuando  se  considera  como 
partiendo  del  que  procede  hacia  el  pro- 
L^í^  nitor. 

Art.  1.976.  En  la  linea  recta  los  gra- 
dos se  cuentan  por  el  número  de  gene- 
raciones, excluyendo  al  progenitor. 

Art.  1.977.  En  la  línea  transversal 
los  grados  se  cuentan  por  el  número  de 
ireneraciones,  subiendo  al  tronco  por 
una  de  las  líneas  y  descendiendo  por  la 
otra,  pero  sin  contar  al  progenitor. 

Art.  1.978.  Las  personas  incapacita- 
bas de  adquirir  por  testamento,  tam- 
poco pueden  adquirir  por  sucesión  le- 
giiima. 

Art.  1.979.  La  incapacidad  del  here- 
dero termina  con  él.  Sus  hijos  ó  dtís- 
■-^'ii'iientes,  cuando  los  haya,  suceden 
lomo  sucederían  si  el  incapacitado  hu- 
biese fallecido,  ó  como  si  no  hubiese 
f'xistido  tal  incapacidad. 


T'jUO    VII.  — iNSTITrfCIONES  JUUÍDICA8. 


Sección  seganda 

Del  derecho  de  representación 

Art.  1.980.  Existe  derecho  de  repre- 
sentación cuando  la  ley  llama  á  los 
parientes  determinados  de  una  persona 
que  hubiese  fallecido,  para  suceder  en 
todos  los  derechos  en  que  esa  persona 
sucedería  si  viviese. 

Art.  1.981.  El  derecho  de  represen- 
tación existe  siempre  en  la  línea  recta 
descendente,  pero  nunca  en  la  ascen- 
dente. 

Art.  i. 982.  En  la  línea  transversal 
sólo  existe  derecho  de  representación 
en  favor  de  los  hijos  de  los  hermanos 
del  fallecido,  cuando  concurriesen  á  la 
herencia  con  algún  hermano  de  aquél. 

Art.  1.983.  Los  representantes  sólo 
pueden  heredar,  como  tales,  lo  que  he- 
redaría el  representado  si  viviese. 

Art.  1.984.  Siendo  varios  los  repre- 
sentantes de  la  misma  persona,  repar- 
tirán entre  sí  por  igual  lo  que  corres- 
pondería al  representado  si  viviese. 

Sección  tercera 

De  la  sucesión  de  los  descendientes 
SUBSECCIÓN  PRIMERA 

De  la  sucesión  de  los  descendientes 
legítimos 

Art.  1.985.  Los  hijos  legítimos  y  sus 
descendientes  sucederán  á  los  padres 
y  demás  ascendientes,  sin  distinción 
de  sexo  ni  edad,  aunque  procedan  de 
diverso  matrimonio. 

Art.  L98G.  Si  todos  los  descendien- 
tes se  hallasen  en  el  primer  grado,  su- 
cederán m  capita,  dividiendo  la  heren- 
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cia  en  tantas  partes  cuantos  sean  los 
herederos. 

Art.  1.987.  Si  concurriesen  todos,  ó 
parte  de  ellos,  en  representación,  suce- 
derán por  extirpes  ó  formando  ramas, 
entre  las  cuales  se  distribuirá  la  heren- 
cia y  se  subdividirá  en  las  ramas  en 
que  haya  más  de  un  heredero,  obser- 
vándose siempre  el  mismo  criterio  de 
igualdad. 

Art.  1.988.  Se  considerarán  como  hi- 
jos legítimos  los  legitimados  por  sub- 
siguiente matrimonio,  conforme  á  lo 
que  qued^  dispuesto  en  el  art.  119. 

SUBSECCIÓN   SEGUNDA 

De  la  sucesión  de  los  hijos  ilegítimos 

Art.  1.989.  Para  que  los  hijos  ilegí- 
timos sucedan  abintestato  á  sus  pa- 
dres, deberán  sor  adoptados  ó  recono- 
cidos legalmente. 

Art.  1.990.  Si  el  hijo  ilegítimo  adop- 
tado ó  reconocido,  no  concurriere  con 
descendientes  legítimos,  heredará  to- 
dos los  bienes  de  sus  padres. 

Art.  1.991.  Si  el  hijo  ilegítimo  concu- 
rriese á  la  herencia  con  otros  legíti- 
mos, heredará  en  la  proporción  y  en 
los  términos  marcados  en  el  art.  1.785. 

Art.  1.992.  Cuando  sean  muchos  los 
hijos  ilegítimos  y  no  alcance  el  tercio 
á  satisfacer  las  porciones  asignadas  en 
el  párrafo  2.°  del  art.  1.7S5,  dicho  tercio 
será  prorrateado  entre  todos,  sin  que 
tengan  derecho  á  percibir  otra  cosa. 


Sección  cuarta 

De  la  sucesión  de  los  ascendientes 
SUBSECCIÓN   PRIMERA 

De  la  sucesión  de  los  padres  legítimos 

Art.  1.993.  Si  el  hijo  legítimo  falle- 
ciese sin  descendencia,  le  sucederán 
sus  padres  por  partes  ¡guales,  ó  en  la 
totalidad  de  la  herencia  si  existiese 
sólo  alguno  de  ellos. 

§  único.— Exceptúase  de  lo  dispues- 
to en  este  artículo  lo  que  establece 
el  1.236. 

SUBSECCIÓN  SEGUNDA 

De  la  sucesión  de  los  padres  ilegítimos 

Art  1.994.  Si  el  hijo  ilegítimo  falle- 
ciese sin  descendencia  y  sin  dejar  cón- 
yuge que  le  sobreviva,  pasará  toda  la 
herencia  á  los  padres  que  lo  hayan  re- 
conocido. 

Art.  1.995.  El  cónyuge  viudo  del  hijo 
ilegítimo  que  falleciere  sin  dejar  des- 
cendencia, tendrá,  mientras  viva,  el 
usufructo  de  la  herencia. 

SUBSKCCTÓN   TERCERA 

De  la  sucesión  de  los  ascendientes  de 
segundo  y  posteriores  grados 

Art.  1.996.  A  falta  de  padres,  pasará 
la  herencia  del  que  hubiese  falleci«k)  á 
los  ascendientes  de  segundo  grado  y  de 
los  siguientes. 

Art.  1.997.  Si  fos  ascendientes  qu»» 
sobrevivan  lo  fueran  todos  en  el  mismo 
grado,  la  herencia  se  repartirá  entre 
todos  por  partes  iguales,  sea  la  que 
quiera  la  linea  á  que  pertenezcan. 
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Art.  1,998.  Sí  los  ascendientes  no  se 
hallaren  en  el  mismo  grado,  la  heren- 
cia se  conferirá  al  más  próximo  sin 
distinción  de  línea. 

Art.  1.999.  Lo  que  queda  dispuesto 
en  esta  se.ción  es  aplicable  á  la  he- 
rencia del  hijo  adoptado  ó  reconocido, 
salvo  la  limitación  del  art.  1.996. 

SecciÓQ   quinta 

De  la  sucesión  de  los  hermanos  y  sus  descen- 
dientes 

Art.  2.000.  Si  el  fallecido  no  dejare 
•iescendientes  ó  ascendientes,  y  no  hu- 
t'iese  dispuesto  de  sus  bienes,  hereda- 
lán  los  hermanos  legítimos  y  los  des- 
«•'ndientes  de  éstos. 

Art.  2.001.  Si  el  fallecido  dejare  al 
mismo  tiempo  hermanos  germanos  y 
consanguíneos  ó  uterinos,  aquéllos 
percibirán  doblada  la  parte  de  la  he- 
rencia que  les  corresponda. 

§  único. — El  mismo  criterio  se  obser- 
vará cuando  concurran  descendientes 
•1'-^  hermanos  germanos  con  descendien- 
tes de  hermanos  consanguíneos  ó  ute- 
rinos. 

Art.  2.002.  A  falta  de  hermanos  le- 
gítimos ó  descendientes  suyos,  hereda- 
ran del  mismo  modo  los  hermanos 
üloptivos  ó  reconocidos. 

Sección  sexta 

'-  la  sucesión  del   cónyuge  supérstite  y  de  los 
colaterales 

Art.  2.003-    A  falta  de  descendientes, 

impendientes    y  hermanos,  ó  dcscen- 

'•ntes  de  éstos,  sucederá  el  cónyuge 

'Udo,  excepto  cuando  se  hallase  judi- 

cíijlmente  separado  de  persona  y  bie- 

íj«  ?  por  culpa  suya. 


Art.  2.004.  A  falta  de  todos  los  pa- 
rientes mencionados  en  el  artículo  an- 
terior, y  del  cónyuge  viudo,  serán  lla- 
mados á  heredar  los  colaterales  no 
mencionados  hasta  ahora,  hallándose 
dentro  del  décimo  grado. 

Art.  2.005.  Los  hijos  ilegítimos,  aun- 
que estén  adoptados  ó  reconocidos,  no 
suceden  ah  ¿ntestato  á  los  colaterales 
de  sus  padres,  ni  estos  parientes  á  los 
hijos  ilegítimos,  excepto  en  ambos  ca- 
sos, cuando  no  hay  más  parientes  den- 
tro del  décimo  grado. 

Sección  séptima 

De  la   sucesión  del   Estado 

Art.  2.006.  A  falta  de  herederos  tes- 
tamentarios y  legítimos  sucederá  el 
Estado. 

Art.  2.007.  Los  derechos  y  obliga- 
ciones del  Estado  con  relación  á  la  he- 
rencia, serán  los  mismos  que  los  de 
cualquier  otro  heredero. 

Art.  2.008.  El  Estado  no  podrá  tomar 
posesión  de  la  herencia  sin  previa  sen- 
tencia que  declare  su  derecho  en  los 
términos  que  marca  el  Código  de  pro- 
cedimientos. 

CAPÍTULO  IV 

Disposiciones  comunes  á  la  sucesión 
testamentaria  y  á  la  legitima 

Sección  primera 

De   la  apertura   y   transmisión  de  la   herencia 

Art.  2.009.  La  herencia  se  abrirá  á 
la  muerte  del  testador;  respecto  del  lu- 
gar en  que  esto  haya  de  verificarse,  se 
tendrán  en  cuéntalas  disposiciones  si- 
guientes: 
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§  1.**— En  su  domicilio,  cuando  el  fina- 
do lo  tuviese. 

§  2.**— A  falta  de  domicilio,  en  el  punto 
donde  el  testador  tenga  bienes  inmue- 
bles. 

§  3.'*-— Si  tuviera  bienes  inmuebles  en 
diversos  puntos,  donde  se  hallen  la  ma- 
yor parte  de  éstos,  calculándose  esta 
parte  por  la  respectiva  contribución  di- 
recta. 

§  4.°— En  donde  haya  fallecido,  si  no 
tiene  domicilio  ni  bienes  inmuebles. 

Art  2.010.  Cuando  exista  justo  te- 
mor de  que  se  extravíen  valores  mue- 
bles de  la  herencia,  podrá  cualquier 
Autoridad  judicial,  á  instancia  de  los 
interesados  ó  del  Curador  general,  y 
hasta  de  oficio,  ordenar  la  imposición, 
de  sellos  conforme  se  determina  en  el 
Código  de  procedimientos. 

Art.  2.011.  La  transmisión  del  do- 
minio y  posesión  de  la  herencia  se  dará 
á  los  herederos,  ya  testamentarios,  ya 
legitimes,  desde  el  momento  en  que 
ocurra  la  muerte  del  testador. 

Art.  2.012.  Si  el  heredero  se  hallase 
ausente,  fuese  menor  ó  estuviera  inca- 
pacitado, se  procederá  judicialmente  á 
formar  el  inventario  de  la  partición, 
cuando  ésta  haya  de  hacerse. 

Art.  2.013.  Si  todos  los  herederos 
fuesen  mayores  de  edad  y  no  hubiese 
entre  ellos  ninguno  ausente  ó  incapaci- 
tado, harán  la  partición  por  avenencia, 
siempre  que  se  eleve  á  escritura  pú- 
blica. 

Art.  2.014.  Los  herederos  sucederán 
en  todos  los  derechos  y  obligaciones  al 
testador,  mientras  no  sean  puramente 
personales,  ó  exceptuados  por  la  ley  ó 
por  el  finado. 

Art.  2.015.  Cuando  sean  varias  las 
personas  llamadas  simultáneamente  á 
heredar,  su  derecho  será  indivisible, 
tanto  respecto  de  la  posesión  como  del 


dominio,  mientras  no  se  haga  la  parti- 
ción. 

Art.  2.016.  Cada  coheredero  podrá 
reclamar  la  totalidad  de  la  herencia  á 
que  tuviese  derecho,  juntamente  con 
otros,  sin  que  al  demandado  sea  lícito 
oponer  la  excepción  de  que  la  heren- 
cia no  le  pertenece  por  entero. 

Art.  2.017.  El  derecho  de  petición  de 
herencia  prescribe  en  la  misma  forma 
y  tiempo  que  los  derechos  inmuebles. 

Sección  segunda 

De  la  aceptación  ó  repudiación  de  la  herencia 

Art.  2.018.  La  herencia  podrá  acep- 
tarse pura  y  simplemente,  ó  á  beneficio 
de  inventario. 

Art.  2.019.  El  heredero  no  está  obli- 
gado á  satisfacer  las  cargas  que  supe- 
ren al  caudal  hereditario. 

§  único.— Si  la  herencia  se  aceptase 
pura  y  simplemente,  corresponderá  al 
heredero  probar  que  el  caudal  no  alcan- 
za á  pagar  las  cargas.  Si  se  aceptase  á 
beneficio  de  inventario,  cuando  éste  se 
haga  corresponderá  á  los  acreedores 
probar  que  la  herencia  tiene  más  bienes 
que  los  inventariados. 

Art.  2.020.  El  que  repudie  una  he- 
rencia no  quedará  por  eso  inhabilitado 
para  aceptar  una  nueva  que  le  corres- 
ponda por  otra  parte. 

SUBSECCIÓN     PRIMERA 

De  la  aceptación  simple  y  de  la  repudia- 
ción de  la  herencia 

Art.  2.021.  La  aceptación  ó  repudia- 
ción de  la  herencia  es  un  acto  entera- 
mente voluntario  y  libre. 

Art.  2.022.    No  se  podrá  aceptar  ó  re- 
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pudiar  una  herencia  en  parte,  á  plazo  ó 

condición  almente. 
Art.  2.023.    Podrán  aceptar  ó  repu- 

liar  una  herencia  todos  los  que  tengan 

;a  libre  administración  de  sus  bienes. 
Art.  2.024.    La  mujer  casada  no  po- 

irá  válidamente  aceptar  ó  repudiar  una 

lierencia  sin  autorización  del  marido, 

ni  el  marido  sin  el  consentimiento  de 
la  mujer.  La  autorización  del  marido  y 
p!  consentimiento  de  la  mujer  podrán 
suplirse  judicialmente. 

Art.  2.025.  La  herencia  que  se  deje  á 
!os  menores  ó  á  los  incapacitados  sólo 
:t( 'irá  aceptarse  á  beneficio  de  inven- 
ario  por  aquellos  que  los  representen. 
Art.  2.026.  Los  sordo- mudos  que  no 
<•'  presenten  bajo  tutela  y  sepan  escri- 
1-ir,  aceptarán  ó  repudiarán  la  herencia 

'T  si  ó  por  su  Procurador;  pero  si  no 
-ipiesen  escribir,  la  aceptarán  á  bene- 
ü^io  «le  inventario  por  Procurador,  que 
>»»'  nombrará  en  consejo  de  familia. 

Art.  2.027.  La  aceptación  puede  ser 
»ní»resa  ó  tácita. 

í;  l.^— Expresa,  cuando  el  heredero  se 
[•resenta  como  tal  en  algún  acto  públi- 

)  6  privado. 

í  2.®— Tácita,  cuando  el  heredero  ve- 

.*if^a  un  acto  del  que  necesariamente 
«»•  deduce  la  intención  de  aceptar,  ó 

'le  no  podría  practicar  sino  como  tal 

^^re*lero. 

A  ri.  2.028.  Los  actos  puramente  con- 
-"r\af oríes  ó  de  mera  administración  y 
"i-todia  provisional  no  suponen  acep- 
ta, ion  de  la  herencia. 

Art.  2.029.  La  cesión  de  la  herencia 
^/>  llevará  consigo  la  aceptación,  siem- 
''*'  que  se  haga  gratuitamente  en  favor 
>  lodos  los  coherederos  á  quienes  co- 

'"^<pondería  si  faltase  el  cedente. 

Art.  2.030.  El  que  sea  declarado  he- 
: •lero  por  sentencia  firme,  ó  condena- 
' '  expresamente  en  ese  senti<io,  se  le 


considerará  como  tal,  tanto  en  relación 
á  los  acreedores  ó  á  los  legatarios,  ha- 
yan ó  no  figurado  en  el  expediente,  co- 
mo en  relación  á  cualquier  otro. 

Art.  2.031.  Si  los  herederos  no  se 
aviniesen  para  aceptar  ó  repudiar  la 
herencia,  podrán  aceptarla  unos  y  re- 
pudiarla otros;  y  si  tampoco  hubiese 
avenencia  respecto  de  la  forma  de  la 
aceptación,  se  entenderá  que  queda 
aceptada  á  beneficio  de  inventario. 

Art.  2.032.  Si  el  heredero  falleciese 
sin  aceptar  ó  repudiar  la  herencia,  pa- 
sará á  los  suyos  este  derecho. 

Art.  2.033.  El  heredero  que  haya 
aceptado  la  herencia  de  un  finado,  po- 
drá repudiar  la  que  éste  no  tuviera  ya 
aceptada  al  tiempo  de  su  muerte;  pero 
la  repudiación  de  la  primera  implica  la 
de  cualquier  otra  que  le  fuese  aneja. 

Art.  2.034.  La  repudiación  deberá 
hacerse  en  documento  firmado  por  el 
interesado  ó  por  su  Procurador  ante  el 
Juez  que  entienda  en  la  declaración  de 
la  herencia. 

§  1.**— De  estos  documentos  se  toma- 
rá razón  en  un  libro  foliado,  rubricado 
y  guardado  por  el  Juez. 

§  2.**— Si  la  repudiación  fuese  hecha 
por  Procurador,  el  documento  en  que 
se  confiera  se  archivará  debidamente. 

Art.  2.035.  El  heredero  que  repudie 
una  herencia  se  entenderá  que  nunca 
fué  heredero,  y  en  tal  caso,  no  podrá 
tener  derecho  de  representación;  pero 
la  repudiación  no  privará  al  interesado 
de  los  legados  que  le  correspondan. 

Art.  2.03Ü.  Nadie  podrá  reclamar 
contra  la  aceptación,  una  vez  declara- 
da, á  no  ser: 

1.®    En  caso  de  violencia; 

2.°  Cuando  haya  sido  inducido  á  la 
aceptación  dolosamente; 

3.®  Cuando  por  consecuencia  de  un 
testamento  desconocido  al  tiempo  de  la 
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aceptación,  resulte  que  el  pasivo  as- 
ciende á  más  de  la  mitad. 

Art.  2.037.  La  disposición  del  artícu- 
lo anterior  es  aplicable  á  la  repudia- 
ción, excepto  el  núm.  3.® 

Art.  2.038.  El  heredero,  llamado  por 
testamento  y  ab  iniesiaio,  que  repudie 
la  herencia  por  el  primer  concepto,  se 
supondrá  que  la  repudia  igualmente 
por  el  segundo;  pero  si  la  repudiase 
como  heredero  ab  intestato  sin  tener 
noticia  del  testamento,  podrá  aceptarla 
por  este  título,  no  obstante  la  repudia- 
ción anterior. 

Art.  2.039.  De  la  repudiación  de  la 
herencia  del  testador,  que  disponga  de 
Ja  parte  que  la  ley  le  deja  libre,  no  se 
deducirá  la  repudiación  de  la  legítima, 
que  debe  hacerse  expresamente. 

Art.  2.040.  Los  acreedores  del  que 
repudie  la  herencia  en  perjuicio  de 
ellos,  podrán  ser  autorizados  judicial- 
mente para  aceptarla  en  nombre  del 
deudor;  pero  el  remanente,  reintegra- 
dos los  acreedores,  no  pasará  al  que  la 
repudió,  sino  á  los  herederos  inme- 
diatos. 

Art.  2.041.  Cuando  alguno  tenga  in- 
terés en  que  el  heredero  declare  si 
acepta  ó  repudia  la  herencia,  podrá  so- 
licitar, pasados  nueve  días  desde  la  de- 
claración de  ella,  que  el  Juez  á  que  per- 
tenezca el  domicilio  del  heredero  fije 
á  éste  un  plazo  razonable,  que  no  exce- 
da de  treinta  días,  para  que  dentro  de 
él  haga  la  oportuna  declaración;  de  lo 
contrario,  se  tendrá  la  herencia  por 
aceptada. 

Art.  2.042.  No  se  podrá,  ni  aun  por 
contrato  antenupcias,  renunciar  la  su- 
cesión de  persona  que  vive,  ó  enajenar 
ú  obligar  los  derechos  que  eventual- 
mente  pueda  tener  á  su  herencia. 

Art.  2.043.  Los  efectos  de  la  acepta- 
ción ó  de  la  repudiación  de  una  heren- 


cia se  retrotraerán  al  día  de  su  aper- 
tura. 

SUBSECCIÓN     SEGUNDA 

De  la  aceptación  á  beneficio  de 
inventario 

Art.  2.044.  El  heredero  mayor  de 
edad  ó  emancipado,  en  cuyo  poder  estt^ 
la  herencia  ó  parte  de  ella,  y  que  quie- 
ra aceptarla  á  beneficio  de  inventario, 
pedirá  al  Juez  competente,  dentro  do 
diez  días  desde  la  muerte  del  testador, 
si  éste  falleciese  en  su  compañía,  ó 
dentro  de  veinte  días  después  de  tenor 
noticia  del  fallecimiento,  en  el  caso 
contrario,  que  mande  formar  el  corres- 
pondiente inventario. 

§  único.— Si  el  heredero  fuese  testa- 
mentario, este  plazo  principiará  acon- 
tarse desde  que  conozca  el  testamento. 

Art.  2.045.  Si  el  heredero  no  tuviese 
en  su  poder  la  herencia  ó  parte  de  ella, 
no  perderá  su  derecho  al  beneficio  de 
inventario  mientras  no  se  vea  obligad* 
á  hacer  la  declaración  que  marca  el  ar- 
tículo 2.041,  ó  no  transcurriesen  veinte 
días  desde  que  se  hizo  cargo  de  la  he- 
rencia ó  de  parte  de  ella,  ó  no  prescri- 
biese su  derecho  en  conformidad  con 
lo  que  establece  el  art.  2.017. 

Art.  2.046.  Si  todos  ó  alguno  de  los 
herederos  fuesen  menores  ó  interdic- 
tos, se  observará  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 2.025. 

Art.  2.047.  Cuando  sean  varios  los 
herederos,  si  unos  quisiesen  aceptar  la 
herencia  á  beneficio  de  inventario  y 
otros  no,  se  atendrán  á  lo  dispuesto  en 
el  art.  2.031. 

Art.  2.048.  El  Juez  que  intervengaen 
el  inventario  citará  por  edictos  de  trein- 
ta días  á  los  acreedores  del  finado  y  á 
los  legatarios  desconocidos  ó    domici- 
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lia<ios  fuera  de  la  comarca,  citando 
personalmente  á  los  acreedores  y  le- 
catarios  conocidos  y  domiciliados  á 
•  orto  distancia^  para  que  asistan,  si  lo 
desean,  á  la  formación  del  inventario. 

Art.  2.049.  El  inventario  principiará 
A  formarse  dentro  de  treinta  días,  con- 
'a.los  desde  aquel  en  que  espire  el  plazo 
rijaílo  á  los  acreedores  y  legatarios,  y 
sp  líTminará  dentro  de  sesenta. 

Art.  2.050.  Si  por  hallarse  los  bienes 
.iíirandí^s  distancias,  por  ser  cuantio- 
so-, ó  por  cualquier  causa  justa,  pare- 
'i'^en  insuficientes  los  sesenta  días 
mnicionados,  podrá  el  Juez  prorrogar 
eí^ie  plazo  el  tiempo  que  necesario 
fue.«o. 

Art.  2.051.  Cuando  no  se  empiece  ó 
concluya  el  inventario  en  los  plazos 
flpterminados  por  culpa  del  heredero 
'í"'rieíiciario,  se  entenderá  que  acepta  la 
luTenciii  pura  y  simplemente. 

Art.  2.052.  El  heredero  beneficiario 
'i'ip  tenga  la  posesión  efectiva  de  la 
li- ¡encía  será  respetado  como  tal;  pero 
^i  "\isle  peligro  de  extravío  podrá  exi- 
iíirsele  caución;  y  si  no  la  prestase,  el 
Jiii'z  entregará  á  otro  la  administra- 
ción, oídos  los  interesados. 

púnico.— Si  el  heredero  beneficiario 
no  tuviese  la  posesión  efectiva  de  la 
ierenria,  el  Juez,  en  el  caso  de  ser  re- 
lu^^rido,  proveerá  sobre  su  administra- 
ción y  custodia. 

Art.  2.053.  Los  hercileros  que  ocul- 
tan en  el  inventario  alguno  de  los  bienes 
ií' la  herencia,  perderán  el  derecho  á 
^te  beneficio. 

.Art.  2.054  El  administrador  de  la 
:i»^renc¡a,  ya  sea  el  propio  heredero,  ya 
otra  persona,  no  podrá  ejercer,  sin  au- 
torización judicial,  actos  que  no  sean 
-♦  mera  administración. 

Art.  2.055.  Si  se  hubiera  de  proceder 
Ala  venta  de  ])ienos   hereditarios,   se 


hará  ésta  en  subasta  pública,  salvo  si 
todos  los  herederos,  acreedores  y  lega- 
tarios, acordasen  lo  contrario. 

Art.  2.056.  Durante  la  formación  del 
inventario,  podrán  pagarse  por  el  ad- 
ministrador de  la  herencia  los  legados 
y  las  deudas  pasivas,  cuando  acordasen 
el  pago  todos  los  herederos,  acreedores 
y  legatarios. 

§  1.**— No  accediendo  al  pago  alguno 
de  estos  interesados,  podrán,  tanto  los 
acreedores  como  los  legatarios,  deman- 
dar judicialmente  á  los  herederos;  y  si 
después  de  dictada  sentencia  y  ser  ésta 
firme,  aún  no  se  hubiese  concluido  el 
inventario,  percibirán  lo  que  les  corres- 
ponde, debiendo  en  tal  caso  los  legata- 
rios prestar  caución. 

§  2.°— El  pago  de  la  deuda  y  la  entre- 
ga del  legado  verificados  en  forma  dis- 
tinta de  lo  establecido  en  este  artículo 
y  su  párrafo  1.",  son  nulos,  y  el  admi- 
nistrador de  la  herencia  que  los  hicie- 
se responderá  del  déficit  que  la  deuda 
ó  el  legado  hayan  de  sufrir  en  el  caso 
de  que  la  herencia  no  alcance  para  pa- 
gar por  entero  las  deudas  y  legados. 

Art.  2.057.  En  caso  de  ejecución,  los 
acreedores  podrán  acudir  con  sus  cré- 
ditos, y  se  les  pagará  por  el  orden  en 
que  se  gradúen. 

Art.  2.058,  Si  no  compareciesen 
acreedores  que  hayan  obtenido  senten- 
cia ejecutoria  contra  la  herencia,  y  los 
bienes  de  ésta  alcanzasen  á  pagar  á  to- 
dos ellos,  se  les  abonarán  sus  créditos 
en  el  orden  en  que  se  vayan  presentan- 
do, y  después  de  hallarse  todos  reinte- 
grados, se  entregarán  los  legados,  de- 
clarándose caducadas  las  cauciones 
prestadas  por  los  legatarios  que  cobra- 
ron anteriormente. 

Art.  2.059.  No  alcanzando  los  bienes 
al  pago  de  las  deudas  y  los  legados,  de- 
berá el  administrador  dar  cuenta  de  su 
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gerencia  á  los  acreedores  y  legatarios, 
y  será  responsable  de  los  perjuicios 
irrogados  á  la  herencia  por  culpa  y  ne- 
gligencia suya. 

§  1.°— En  este  caso  mandará  el  Juez 
satisfacer  las  deudas,  formando  una 
porción  con  la  totalidad  de  los  legados 
ó  con  la  cuota  de  cada  uno  de  ellos,  en 
proporción  á  lo  que  falte. 

§  2.**— Si  aun  de  este  modo  no  fuese 
suficiente  esta  porción  para  pago  de  los 
acreedores,  y  éstos  no  se  aviniesen  á 
cobrar  á  prorrata,  podrán  recurrrir  á 
los  medios  ordinarios  para  obtener  el 
pago. 

Art.  2.060.  Pagados  los  acreedores  y 
los  legatarios,  quedará  el  heredero  be- 
neficiario en  el  libre  goce  del  remanente 
de  la  herencia,  y  si  ésta  hubiese  sido 
administrada  por  otra  persona,  estará 
ésta  obligada  á  rendir  cuentas  bajo  la 
responsabilidad  impuesta  en  el  artícu- 
lo 2.059. 

Art.  2.061.  Sidcspués  de  pagados  los 
legatarios  apareciesen  nuevos  acreedo- 
res, éstos  sólo  tendrán  recurso  contra 
dichos  legatarios,  si  no  quedan  ya  déla 
herencia  bienes  suficientes  para  cobrar- 
se de  ellos. 

Art.  2.062.  El  inventario  que  haya 
sido  hecho  por  el  heredero  en  primer 
grado,  y  que  después  repudie  la  heren- 
cia, aprovechará  á  los  sustitutos  y  á  los 
herederos  ab  ¿niestato;  pero  éstos  ten- 
drán un  mes  de  término  para  deliberar, 
contado  desde  el  día  en  que  tuviesen 
conocimiento  de  la  repudiación. 

Art.  2.063.  Las  costas  del  inventa- 
rio, de  las  cuentas  y  de  las  demandas 
que  el  heredero  hubiese  intentado,  ó 
hubiesen  sido  propuestas  contra  él  por 
causa  de  la  herencia,  quedarán  á  cargo 
de  ella,  excepto  si  el  heredero  hubiese 
sido  condenado  personalmente  por  su 
dolo  ó  mala  fe. 


Sección  tercera 

Del  inventario 

Art.  2.064.  Es  forzoso  formar  inven- 
tario cuando  alguno  de  los  herederos 
fuese  menor  ó  desconocido,  ó  estuviese 
ausente  ó  incapacitado. 

§  1."— En  este  caso,  el  inventario  j^e 
terminará  dentro  de  sesenta  días,  con- 
tados desde  aquel  en  que  se  haya  prin- 
cipiado, salvo  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 2.050. 

§  2."— Cuando  cese  la  causa  que  mo- 
tiva el  inventario,  éste  no  proseguirá, 
á  no  ser  que  lo  reclanrxe  alguno  de  los 
coherederos. 

Art.  2.065.  Entre  mayores,  que  ten- 
gan la  libre  administración  de  sus  bie- 
nes ó  que  no  estén  comprendidos  en  el 
artículo  anterior,  sólo  podrá  liacerse  el 
inventario  judiial  cuando  lo  solicite  al- 
guno de  los  coherederos. 

Art.  2.065.  Cuando  el  inventario  ha- 
ya de  producir  efecto  en  la  aceptación 
de  la  herencia  con  este  beneficio,  sh 
tendrá  presente  lo  que  queda  dispuesto 
en  los  artículos  2.044,  2.048,  2.049,  2.050 
y  2.051. 

&UBSECCIÓN  PRIMERA 

Del  cabesa  de  la  herencia  y  de  la  forma 
en  que  ha  de  hacerse  la  relación  y  des- 
cripción de  los  bienes. 

Art.  2.067.  Llámase  cabeza  de  la  he- 
rencia,la  persona  encargada  de  formar 
la  relación,  descripción  y  partición  del 
caudal. 
Art.  2.068.  Este  cargo  corresponde: 
1.^  Al  cónyugue  supérstite  en  los 
matrimonios  verificados  con  comuni- 
dad de  bienes,  y  respecto  de  los  demás, 
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sólo  eii  la  parte  en  que  pueda  tener  par- 
ticipación; 

2.°  Á  falta  de  cónyuge  supérslite.  y 
en  los  casos  en  que  éste  no  pueda  ser 
cabeza  de  herencia,  al  hijo  ó  coherede- 
ro que,  no  estando  incapacitado,  vivie- 
se con  el  finado; 

3.^  Cuando  ninguno  de  los  hijos  ó 
herederos  viviese  con  el  finado  ó,  por 
ol  contrario,  cuando  viviesen  todos,  lo 
será  el  hijo  varón  ó  heredero  de  más 
edad,  y  á  falta  de  éstos,  la  hermana  ó 
heredera  que  se  encuentre  en  este  caso, 
no  estando  incapacitada; 

4.°  Cuando  algunos  de  los  hijos  ó 
herederos  viviesen  con  el  fallecido  y 
otros  no,  lo  será  aquel  de  entre  los  pri- 
meros á  quien  fuese  aplicable  lo  dis- 
puesto en  el  número  que  antecede. 

Art.  2.069.  No  existiendo  hermano, 
hermana,  ni  coheredero  mayor,  ó  cuan- 
do estén  todos  incapacitados,  hará  de 
cabeza  de  la  herencia  el  tutor. 

Art.  2.070.  Los  coherederos  que  tu- 
viesen la  posesión  de  ciertos  bienes  del 
raudal,  serán  considerados  como  ca- 
bezas de  la  herencia  respecto  de  esos 
bienes. 

Art.  2.071.  El  cabeza  de  la  herencia, 
cuando  haya  coheredero  menor  ó  inca- 
pacitado, procederá  al  inventario  en  los 
términos  que  marcan  los  artículos  157 
y  189. 

Art.  2.072.  El  cabeza  de  la  herencia 
deberá  declarar: 

I.**  El  nombre  del  finado,  su  estado, 
día,  mes,  año  y  lugar  en  que  haya  fa- 
llecido; 

2.**  El  nombre,  est€uio,  edad  y  capa- 
cidad de  los  herederos  testamentarios 
ó  legítimos,  sin  excluir  los  que  puedan 
existir  como  postumos; 

3.°  Si  el  finado  hizo  testamento;  y 
en  este  caso  se  exhibirá  original  ó  co- 
pia auténtica; 


4.®  Si  el  fallecido  era  casado,  exhi- 
biendo copia  auténtica  de  la  partida  de 
matrimonio  cuando  exista. 

Art.  2.073.  El  cabeza  de  la  herencia 
presentará  una  relación  de  todos  los 
bienes  del  caudal  bajo  juramento. 

Art.  2.074.  Los  bienes  muebles  se  de- 
signarán con  señales  concretas,  y  de 
manera  que  no  puedan  confundirse  con 
otros. 

Art.  2.075.  Los  bienes  inmuebles  se 
describirán  con  sus  linderos,  denomi- 
naciones ó  números,  dependencias  y 
servidumbres,  y  cuando  debiesen  en- 
tregarse necesariamente  á  un  herede- 
ro, se  relacionarán  las  mejoras  que  hu- 
biesen recibido  y  que  fuesen  partibles. 

Art.  2.076.  Los  edificios  se  describi- 
rán especificando  su  naturaleza  y  los 
números  que  tuviesen. 

Art.  2.077.  Á  la  relación  de  las  deu- 
das activas  y  pasivas  se  acompañará  la 
declaración  de  los  títulos  en  que  se 
fundan. 

Art  2.078.  Si  existiesen  en  la  heren- 
cia algunos  bienes  que  pertenezcan  á 
tercero,  ó  que  deban  pasar  necesaria- 
mente á  algún  heredero,  se  relaciona- 
rán por  separado,  acompañando  los  res- 
pectivos títulos. 

§  único.— Los  bienes  que  pertenezcan 
á  tercero,  no  se  le  entregarán  cuando 
exista  duda  sin  que  pruebe  su  derecho. 

Art.  2.079.  Cuando  haya  ocultación 
en  los  bienes  de  la  herencia,  el  cabeza 
perderá,  en  beneficio  de  los  coherede- 
ros, el  derecho  que  pueda  tener  sobre 
los  bienes  ocultos,  y  si  no  fuese  herede- 
ro, incurrirá  en  el  delito  de  hurto. 

Art.  2.080.  El  cabeza  de  la  herencia 
que  dolosamente  relacione  créditos,  de- 
rechos ó  cargas  que  se  funden  en  títu- 
los simulados,  falsos  ó  falsificados, 
quedará  obligado  á  reparar  el  perjuicio 
causado,  y  será  castigado  con  la  pena 
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de  hurto  ó  falsificación,  según  el  caso. 

Art.  2.081.  El  cabeza  de  la  herencia 
que  dolosamente  oculte  títulos  necesa- 
rios para  el  conocimiento  de  la  natura- 
leza ó  (le  las  cargas  de  bienes  divisi- 
bles, será  responsable  de  los  perjuicios 
que  resulten  de  esa  omisión. 

Art.  2.082.  El  cabeza  de  la  herencia 
continuará  en  la  administración  de 
ésta  hasta  que  se  ultimen  las  particio- 
nes, excepto  en  los  bienes  no  partibles 
que  hubiesen  de  pasar  necesariamente 
á  otros  herederos  ó  sucesores. 

Arl.  2  0S3.  El  cabeza  de  la  herencia 
usará  de  todos  los  derechos  conserva- 
tivos y  procederá  ala  recaudación  délas 
deudas  activas,  cuando  dicha  recauda- 
ción pueda  perjudicarse  con  la  mora. 

§  único.— Si  para  la  recaudación  de 
las  deudas  de  que  se  trata  en  este  ar- 
tículo, el  cabeza  de  la  herencia  iniciase 
alguna  acción  ó  promoviese  alguna  eje- 
cución, cualquiera  de  los  coherederos 
podrá  intervenir  en  las  diligencias. 

Art.  2.084.  *  Los  acreedores  del  cau- 
dal hereditario  podrán,  en  contra  del 
cabeza  de  la  herencia,  atender  á  la  con- 
servación de  la  misma,  pero  nunca  de- 
mandarlo en  cuestiones  de  dominio  y 
deudas  de  la  referida  herencia,  sin 
anuencia  de  todos  los  coherederos. 

Art.  2.085.  El  cabeza  de  la  herencia, 
como  administrador  de  ésta,  percibirá 
todos  los  frutos  y  rentas  de  los  bienes 
cuya  posesión  tenga,  y  satisfará  las 
cargas  ordinarias,  con  obligación  de 
rendir  cuentas  si  el  usufructo  de  di- 
chos bienes  no  le  perteneciese;  pero  no 
podrá  enajenar  ninguno  de  los  bienes 
de  la  herencia,  excepto  los  frutos  y  ob- 
jetos que  no  puedan  conservarse  sin 
peligro  de  deterioro. 

Art.  2.086.  El  cabeza  de  la  herencia 
tiene  derecho  á  reintegrarse  de  los  gas- 
tos que  hiciese  á  su  costa  por  cuenta 


de  la  herencia,  de  los  que  puede  exif^ir 
intereses;  pero  no  está  obligado  á  pa- 
garlos de  las  sumas  que  recibiese  por 
cuenta  de  la  herencia,  mientras  no  se 
constituyese  en  mora. 

Art.  2.087.  Las  cuestiones  que  se 
suscitasen  sobre  la  capacidad  de  los 
herederos  designados  por  el  cabeza  de 
la  herencia,  ó  de  los  que  concurriesen 
al  inventario,  ó  acerca  de  la  propiedad 
de  los  bienes  hereditarios  ó  de  su  con- 
dición de  no  partibles,  serán  resueltas 
por  las  vías  ordinarias,  sin  perjuicio  de 
continuar  el  inventario  y  partición, 
cuando  no  puedan  resolverse  particu- 
larmente en  vista  de  los  documentos 
legales. 

Art.  2.088.  El  cabeza  de  la  herencia 
que  dolosamente  demorare  la  forma- 
ción del  inventario  podrá  ser  removi- 
do, á  instancia  de  los  interesados,  en- 
tregando á  otro  la  administración  de  la 
herencia,  para  lo  que  será  preferido  el 
coheredero  más  idóneo. 

SUBSKCCION   SEGUNDA 

De  las  tasaciones 

Art.  2.089.  Los  bienes  del  inventa- 
rio entre  mayores  de  edad  serán  valo- 
rados por  tasadores  nombrados  de  co- 
mún acuerdo. 

§  único.— Cuando  no  haya  aveiienci-i 
para  el  nombramiento  de  todos  los  ta- 
sadores, ó  de  alguno  de  ellos,  los  que 
falten  serán  designados  por  el  Juez, 
cuidando  de  que  no  sea  ninguno  de  los 
propuestos  por  los  herederos. 

Art.  2.090.  Si  el  inventario  corres- 
pondiese á  menores  solamente,*  los  ta- 
sadores se  nombrarán  por  el  consejo 
de  familia. 

Art.  2.091.  Si  el  inventario  corres- 
pondiese á  mayores  y  menores,  se  nom- 
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brará  un  tasador  por  el  consejo  de  fa- 
milia, otro  por  los  mayores  de  edad  y 
un  tercero  por  el  Juez  para  el  caso  de 
empate. 

§  único.— El  tasador  que  decida  el 
empate  estará  obligado  á  conformarse 
con  el  parecer  de  uno  de  los  otros  dos. 

Art.  2.092.  Las  joyas  y  los  objetos 
de  oro  y  plata  se  tasarán  por  los  con- 
trastes y  ensayadores  en  su  valor  in- 
trínseco, n cumulando  la  mitad  del  va- 
lor del  trabajo  si  mereciesen  conser- 
varse. 

Art.  2  093.  Los  objetos  especiales 
que  los  tasadores  no  pudiesen  valorar 
se  apreciarán  por  peritos  ó  personas 
competentes,  nombrados  por  el  Juez, 
salvo  si  se  opusiesen  legítimamente 
los  interesados  ó  sus  representantes. 

Art.  2.094.  Los  predios  rústicos  y  ur- 
banos serán  valorados  por  los  tasado- 
res, teniendo  en  cuenta  su  renta  media 
durante  el  tiempo  que  puedan  conti- 
nuar produciéndola,  las  condiciones  de 
Ja  localidad  donde  están  enclavados, 
sus  cargas,  gastos  de  labor  y  conser- 
vación, declarando  siempre  la  base  so- 
bre que  fundasen  su  tasación. 

Art.  2.095.  El  valor  del  dominio  útil 
de  la  enfiteusis  se  calculará  en  conso- 
nancia con  las  reglas  establecidas  en 
el  articulo  anterior,  aparte  del  importe 
del  dominio  directo. 

Art.  2.096.  El  valor  del  dominio  di- 
recto se  equiparará  al  importe  de  veinte 
pensiones  anuales,  y  si  además  com- 
prendiese alguna  prestación  eventual, 
se  acumulará  á  aquél. 

§  único.— Si  el  valor  de  la  prestación 
no  fuese  conocido,  ni  estuviese  previs- 
to por  la  ley,  se  valorará  según  la  cos- 
tumbre del  país. 

Art.  2.097.  Las  mejoras  á  que  hace 
referencia  el  art.  2.075  serán  sólo  aque- 
lla*? que  hubiesen  aumentado  el  valor 


de  los  predios,  y  se  valorarán  con  re- 
lación á  este  aumento. 

SUBSKCCIÓN    TERCERA 

De  las  colaciones 
División    primera 

De  las  colaciones  referentes  álos  humes  partible.s 

Art.  2.098.  Llámase  colación  la  apor- 
tación que  los  herederos  legítimos  que 
pretenden  entrar  en  la  sucesión  deben 
hacer  al  cuerpo  de  la  herencia,  de  los 
valores  que  les  hu])iesen  sido  donados 
por  el  testador,  formando  de  este  modo 
el  tercio  y  la  igualdad  de  las  parti- 
ciones. 

Art.  2.099.  La  colación  puede  dispen- 
sarse entre  herederos  legítimos  si  el 
donante  lo  hubiera  manifestado  ó  si  el 
donatario  repudiase  la  herencia,  salvo 
el  derecho  de  reducción  en  el  caso  de 
inoficiosidad. 

Art.  2.100.  Cuando  los  nietos  suce- 
dan á  los  abuelos  en  representación 
de  sus  padres,  traerán  á  colación  todo 
lo  que  sus  padres  deban  colacionar, 
aunque  no  lo  hayan  heredado. 

Art.  2.10L  Los  padres  no  están  obli- 
gados á  colacionar  en  la  herencia  de 
sus  ascendientes  lo  que  éstos  hayan 
donado  á  sus  hijos,  ni  los  hijos  lo  que 
les  haya  sido  donado  por  sus  ascen- 
dientes, sucediéndoles  en  representa- 
ción. 

Art.  2.102.  Los  ascendientes  que 
concurran  á  la  sucesión  del  descen- 
diente que  les  haya  hecho  alguna  do- 
nación, no  están  obligados  á  cola- 
cionar. 

Art.  2.103.  Las  donaciones  hechas  al 
consorte  del  hijo  no  entran  á  colación; 
pero  si  se  hubiesen  hecho  juntamente  á 
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los  dos  cónyuges,  el  hijo  queda  obliga- 
do á  colacionar  la  mitad  del  valor  de  la 
cosa  donada. 

Art,  2.104.  Entrará  á  colación  todo 
gasto  que  el  finado  hubiera  hecho  en 
favor  de  sus  hijos,  con  motivo  de  dote 
para  boda  ó  profesión  religiosa,  de  es- 
tudios mayores,  servicio  militar,  para 
establecerse  ó  pagar  sus  deudas. 

§  1.°— Al  computarse  estos  gastos  se 
tendrán  en  cuenta,  para  rebajarse,  los 
ordinarios  á  que  los  padres  vienen  ade- 
más obligados,  pudiendo  éstos  dispen- 
sar la  colación,  mientras  no  exceda  de 
la  cuota  disponible. 

§  2.**— Deberán  también  rebajarse  de 
lo  colacionado  las  cantidades  que  los 
hijos  hayan  prestado  á  sus  padres,  no 
siendo  en  concepto  de  donación. 

Art.  2.105.  Los  gastos  de  alimentos 
y  las  donaciones  remuneratorias  de 
servicios,  ó  hechas  para  indemnizar  á 
los  hijos  de  bienes  distraídos  por  los 
padres,  no  estarán  sujetas  á  colación. 

Art.  2.106.  Los  frutos  é  intereses  de 
la  cosa  donada  se  contarán,  para  los 
efectos  de  la  colación,  desde  el  día  en 
que  se  abra  la  herencia. 

Art.  2.107.  La  colación  no  se  hará 
en  sustancia  sino  por  el  valor  que  las 
cosas  donadas  ó  dotadas  tengan  al 
tiempo  de  la  donación  ó  de  la  dote, 
aunque  no  sean  estimadas,  á  no  ser 
que  los  interesados,  siendo  mayores, 
acordaren  que  se  haga  en  la  cosa 
misma. 

§  único.— El  aumento  ó  deterioro  que 
tengan  las  cosas  donadas  ó  dotadas 
con  posterioridad  á  la  dote  ó  á  la  dona- 
ción será  de  cuenta  del  donatario,  y 
aun  la  pérdida  total  de  la  cosa,  excep- 
to si  procediese  de  fuerza  mayor,  caso 
fortuito  ó  del  uso  natural  de  la  cosa. 

Art.  2.108.  Cuando  la  donación  se 
haga  entre  ambos  cónyuges,  se  cola- 


cionará la  mitad  en  el  inventario  de 
cada  cónyuge,  y  si  la  donación  se  hu- 
biese hecho  por  uno  de  ellos,  se  cola- 
cionará en  su  respectivo  inventario. 

Art.  2.109.  Los  coherederos  del  do- 
natario percibirán  su  parte  en  bienes 
de  la  misma  especie  y  naturaleza,  si 
fuese  esto  posible. 

Art.  2.110.  Cuando  no  pueda  pagar- 
se á  los  coherederos  en  la  forma  men- 
cionada, si  los  bienes  donados  fuesen 
inmuebles,  tendrán  dichos  coherederos 
derecho  á  ser  indemnizados  en  dinero, 
y  no  habiéndolo  en  la  herencia,  se  ven- 
derán en  pública  subasta  tantos  bienes 
cuantos  sean  necesarios  para  solventar 
estos  créditos.  Si  los  bienes  "donados 
fuesen  muebles,  tendrán  los  coherede- 
ros opción  á  reintegrarse  en  otros  mue- 
bles de  la  herencia  de  la  misma  espe- 
cie y  por  su  justo  valor. 

Art.  2.111.  Cuando  el  valor  de  los 
bienes  donados  excediese  á  la  porción 
legítima  del  donatario,  el  exceso  se 
computará  con  el  tercio  de  los  donan- 
tes, y  si  aun  así  no  bastase,  el  donata- 
rio queda  obligado  á  devolver  el  ex- 
ceso. 

§  1.*— Si  hubiese  diversos  donatarios 
y  el  tercio  no  alcanzase  para  reinte- 
grarlos, se  tendrá  presente  lo  dispuesto 
en  los  artículos  1.495  y  1.496. 

§  2.°— En  este  caso,  si  el  testador  hu- 
biese dispuesto  de  la  herencia  en  pro- 
vecho de  otro,  no  tendrá  efecto  la  cita- 
da disposición. 

Art.  2.112.  Aunque  no  hubiese  ave- 
nencia entre  los  coherederos  acerca  de 
la  obligación  de  colacionar  ó  sobre  los 
objetos  de  la  colación,  seguirá  su  curso 
la  partición,  prestando  el  que  colaciona 
la  oportuna  caución. 
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División  sei^unda 

De  las  colacioDes  referentes  á  los  bienes 
indivisibles 

Art.  2.113.  El  sucesor  de  bienes  que 
hubiesen  de  pasar  necesariamente  á 
otro,  queda  obligado  á  colacionar  los 
beneficios  por  lo  que  hubiesen  hecho 
aumentar  el  valor  de  los  predios. 

Art.  2.114.  Si  los  bienes  que  hayan 
de  pasar  necesariamente  á  otros  hubie- 
sen sido  adquiridos  á  titulo  oneroso,  se 
colacionará  su  valor  ó  su  precio  á  vo- 
luntad del  sucesor. 

SUBSECCIÓN  CUARTA 

Del  pago  de  las  deudas 

Art.  2.115.  La  herencia  responderíi 
al  pago  de  las  deudas  del  finado,  y  des- 
pués de  hechas  las  particiones  respon- 
derán los  coherederos  en  proporción  á 
la  parte  que  les  haya  tocado. 

Art.  2.116.  Los  gastos  de  funeral  se 
abonarán  de  la  herencia,  aunque  se  ha- 
lle pro-indiviso,  haya  ó  no  herederos 
legítimos,  no  quedando  obligado  ni  el 
tercio  de  ella  á  ningún  otro  gasto  en 
sufragio  del  alma  del  fallecido>  si  no  se 
ha  ordenado  en  testamento,  según  los 
términos  que  marca  el  art.  1.775. 

Art.  2.117.  En  los  inventarios  entre 
mayores  de  edad  se  pagarán  las  deu- 
das, acordándolo  así  todos  los  intere- 
sados. 

Art.  2.118.  En  los  inventarios  entre 
menores,  incapacitados  ó  ausentes, 
sólo  se  pagarán  las  deudas  que  acuer- 
de el  consejo  de  familia,  no  oponiéndo- 
se ningún  coheredero  mayor. 

§  único.— Los  acreedores  que  concu- 
rran al  inventario  solicitando  el  pago 
de  sus  créditos,  deberán  presentar  los 


documentos  en  que  se  funda  su  de- 
recho. 

Art.  2. 1 19.  El  pago,  cuando  esté  au- 
torizado, se  hará,  en  los  inventarios  en- 
tre mayores,  en  dinero  ó  en  bienes  des- 
tinados á  ese  objeto. 

§  único.— Si  el  acreedor  no  quisiese 
recibir  estos  bienes,  se  venderán  en  su- 
basta pública  y  se  le  pagará  con  el  pro- 
ducto de  su  venta. 

Art.  2.120.  En  los  inventarios  de  me- 
nores ó  de  incapacitados,  el  pago  se 
hará  en  dinero,  y  no  habiéndolo,  en 
muebles  ó  inmuebles;  en  este  caso,  se 
sacarán  los  bienes  á  subasta,  y  no  ha- 
biendo postor,  se  adjudicarán  al  acree- 
dor, si  éste  quiere  recibirlos  por  el  pre- 
cio de  tasación  (1). 

Art.  2.121.  Si  los  inmuebles  de  la  he- 
rencia se  hallasen  gravados  con  hipo- 
tecas ó  con  censos  que  puedan  redimir- 
se, los  coherederos  podrán  exigir,  ha- 
biendo metálico  disponible,  que  dichas 
cargas  se  rediman  antes  de  la  parti- 
ción. 

Art  2.122.  Si  los  inmuebles  entrasen 
en  partición  con  las  cargas  antedichas, 
ó  con  otra  cualquiera,  se  estimarán 
como  si  no  las  tuviesen;  después  se  de- 
ducirá el  capital  correspondiente  á  la 
carga,  y  el  heredero  que  se  quede  con 
el  inmueble  tendrá  obligación  de  abo- 
narla. 

Art.  2.123.  El  coheredero  que  por 
efecto  de  hipoteca,  cuya  carga  no  sea 
descontada,  pague  más  de  lo  que  le  co- 
rrespondiese en  el  dividendo  común, 
só  o  tendrá  acción  contra  los  otros  co- 
herederos por  la  parte  que  á  cada  uno 
dp  ellos  corresponda  en  proporción  de 
su  cuota  hereditaria,  aun  cuando  el  co- 
heredero que  hubiese  pagado  se  hubie- 


(1)     Véanse  los  artículos  2.151  y  2.152. 


366 


INSTITUCIONES  JURÍDICAS   Y  POLItíCAS 


se  hecho  subrogar  en  los  derechos  del 
acreedor. 

§  único.— En  caso  de  insolvencia  de 
alguno  de  los  coherederos,  se  repartirá 
proporcional  mente  su  parte  entre  to- 
dos, si  al  tiempo  de  la  partición  era 
desconocida  la  carga  ó  puesta  en  duda 
su  existencia. 

Art.  2.124.  La  ejecución  dirigida  con- 
tra el  testador  tendrá  la  misma  fuerza 
aun  contra  los  herederos;  pero  no  po- 
drán los  acreedores  proseguir  la  ejecu- 
ción sin  que  los  herederos  estén  habili- 
tados como  tales  y  citados  con  plazo  de 
diez  días,  á  fin  de  que  satisfagan  el  cré- 
dito. 

Art.  2.125.  Si  las  deudas  ci^o  pago 
se  acordase  rebasasen  el  total  de  la 
herencia,  y  los  acreedores  se  avinie- 
sen á  un  prorrateo  ó  á  una  convenien- 
te prelación,  se  solventarán  según  el 
acuerdo;  pero  si  no  se  aviniesen,  acu- 
dirán á  los  medios  consiguientes. 

SUBSECCIÓN   QUINTA 

De  la  lieUación  y  de  las  particiones 

Art.  2.126.  Hecha  la  descripción  y 
tasación  de  los  bienes  en  los  términos 
prescritos,  se  oirá  el  parecer  de  los  in- 
teresados para  formar  las  particiones, 
y  si  alguno  de  éstos  presentase  una  li- 
citación para  quedarse  con  algún  pre- 
dio ú  otro  objeto,  lo  declarará  termi- 
nantemente. 

Art.  2.127.  Esta  declaración  se  liará 
antes  que  la  partición,  citándose  á  to- 
dos los  interesados,  y  se  procederá  en- 
tre ellos  á  hacer  la  adjudicación  soli- 
citada, como  si  fuera  un  acto  de  re- 
mato (1). 

Art.  '^.128.     Si  la  declaración  de  que 

(1)     Véause  loa  artículos  2.132  al  2.138. 


trata  el  art.  2.126  reci^Qse,  ya  en  cosa 
que  por  su  naturaleza  ó  ski,  detrimento 
no  pudiera  partirse,  teniendo  algún  co- 
heredero la  mayor  parte,  ya  er*cosa 
que  necesariamente  haya  de  corres- 
ponderle,  dicho  coheredero  podrá  im- 
pugnar la  licitación  hecha,  solicitando 
que  se  rectifique  el  avalúo. 

Art.  2.129.  Si  la  declaración  recaye- 
se en  cosas  cuyo  valor  excediese  á  la 
porción  (jue  el  solicitante  debe  percibir 
de  los  bienes  partibles,  y  no  quisiese 
obligarse  á  depositar  el  valor  exceden- 
te, las  cosas  solicitadas  se  sacarán  á 
pública  subasía,  y  rematadas  al  mejor 
postor  cuya  oferta  exceda  ala  tasación. 

§  único.— No  habiendo  proposición  en 
este  sentido,  no  será  válida  la  licita- 
ción, y  seguirán  su  curso  las  particio- 
nes como  si  no  hubiese  habido  tal  lici- 
tación. 

Art.  2.130.  En  los  inventarios  de  me- 
nores ú  otros  semejantes  se  admitirá 
la  licitación  de  ést  s  cuando  se  hallen 
representados  por  sus  tutores  y  cura- 
dores, debidamente  autorizados  por  el 
respectivo  consejo  de  familia,  en  los 
casos  en  que  deba  existir. 

Art.  2.131.  No  puede  una  persona 
retractarse  de  una  licitación  legalmen- 
te  hecha. 

Art.  2.132.  Si  alguno  de  los  intere- 
sados creyese  que  es  excesiva  la  tasa- 
ción, lo  declarará  en  el  acto  de  emitir 
su  dictamen  acerca  de  la  forma  en  que 
ha}  a  de  hacerse  la  partición,  declaran- 
do también  el  mayor  valor  que,  en  su 
juicio,  debe  tener  la  cosa. 

Art.  2.133.  Si  los  interesados  todos, 
siendo  mayores  de  edad,  se  aviniesen 
respecto  del  valor  declarado,  éste  y  no 
el  de  la  tasación  figurará  en  las  parti- 
ci-'nes. 

Art.  2.134.  Si  alguno  de  los  interesa- 
dos fuese  menor,  ó  siendo  todos  mayo- 
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res,  no  viüiesen  á  un  acuerdo  sobre  el 
valor  declarado,  la  cosa  á  que  se  refie- 
ra la  declaración  se  sacará  á  pública 
subasta  por  dicho  valor  y  se  adjudicará 
al  mejor  postor,  aunque  no  haya  pos- 
tura que  llegue  al  precio  marcado. 

Art.  2.135.  Si  alguno  de  los  interesa- 
dos, siendo  mayor,  declarase  que  acep- 
ta la  cosa  á  que  la  declaración  se  refie- 
ra por  el  valor  de  tasación,  y  óste  su- 
perase á  la  porción  que  deba  perci- 
bir de  los  bienes  divisibles,  ó,  no  supe- 
rándolo, se  obligare  á  entregar  el  re- 
manente, en  caso  de  que  no  hubiese 
avenencia  no  se  procederá  á  subasta  y 
seguirán  las  particiones  como  si  no 
f*xi«itiese  ninguna  declaración;  lo  mis- 
mo se  hará  cuando,  siendo  todos  ma- 
yores, acuerden  que  se  le  adjudique  sin 

dopÓSitO. 

Art.  2.136.  En  la  hipótesis  de  los  ar- 
tículos 2.129  y  2.134,  todos  los  interesa- 
dos se  admitirán  en  el  remate,  inclusos 
lo^  menores  ú  otros  que  se  les  asimi- 
len, representados  en  los  términos  del 
artículo  2.130. 

Art.  2.137.  Si  la  adjudicación  se  hi- 
ciese á  un  oxtraño,  depositará  éste  en 
c]  mismo  acto  ol  precio  del  remate  ó 
pro^ítará  caución;  si  se  hiciere  á  alguno 
do  los  interesados,  quedará  también 
obligado  á  constituir  depósito  ó  prestar 
cmic'iOn  sólo  por  la  parte  que  exceda  á 
la  porción  que  aproximadamente  haya 
dpí'orresponderlo  en  los  bienes  divi-i- 
blo^. 

§  único.— El  precio  del  remate,  depo- 
sitado ó  no  entrará  en  la  masa  de  l>ie- 
ur^  partibles. 

Art.  2.13S.  Terminadas  las  licitacio- 
nes proseguirá  la  partición,  separa n- 
doí;e,  en  primer  lugar,  los  bienes  nece- 
sarios para  el  pago  de  las  deudas  que 
se  hallen  en  condiciones  de  ser  aíen- 
dida«í  con  preferencia,  y  luego  se  sepa- 


rará otra  porción  para  completar  la 
mitad  del  cónyuge  sobreviviente  ó  del 
tercio  si  se  hubiese  de  hacer  esta  se- 
paración. 

Art.  2.139.  Cuando  existan  licitacio- 
nes ó  colaciones  éntrelos  coherederos, 
los  que  no  hayan  tomado  parte  ni  cola- 
cionado percibirán  otro  tanto,  según 
disponen  los  artículos  2.109  y  2.1 10. 

Art.  2.140.  Los  bienes  restantes  se 
repartirán  á  la  suerte  entre  los  cohere- 
deros por  lotes  iguales. 

Art.  2.141.  Si  alguno  de  los  herede- 
ros no  tuviese  derecho  á  porción  igual, 
se  formarán  tantos  lotes  cuantos  sean 
necesarios  para  que  cada  uno  pueda 
percibir  su  parte. 

Art."  2.142.  Los  lotes  se  formarán 
con  la  mayor  equidad,  entrando,  cuan- 
to posible  sea,  en  cada  uno  de  ellos 
igual  porción  de  bienes  del  mismo  gé- 
nero ó  de  la  misma  especie. 

Art.  2.143.  Habiendo  división  de  pre- 
dios que  haga  imlispensables  nuevas 
servidumbres,  se  harán  constar  éstas 
debidamente  (1). 

Art.  2.144.  Una  vez  formados  los  lo- 
tes, podrán  los  interesados  interponer 
las  reclamaciones  oportunas  respecto 
de  la  igualdad  de  los  lotes. 

Art.  2. 145.  Si  hubiese  entre  los  bie- 
nes partibles  algún  objeto  que  no  haya 
entrado  en  licitación  y  que  no  quepa  en 
los  lotes  ni  pueda  dividirse  por  su  na- 
turaleza ó  sin  perjuicio,  determinarán 
los  interesados,  ó  sus  representantes, 
si  debe  venderse  ó  adjudicarse  á  alguno 
de  los  herederos,  respondiendo  de  la 
debida  restitución,  ó,  finalmente,  si  pre- 
fieren usufructuarlo  en  común. 

Art.  2  116.  Si  alguno  de  los  intere- 
sa<l()s  declar  ise  í|ue  no  quiere  devolver 
el    exc(»(lente,     no    podrá    obligárs;ele 

(1)     V.  ol  art.  2  31!. 
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cuando  dicho  excedente  supere  á  su 
lote  en  una  tercera  parte,  y  se  procede- 
rá á  la  venta  de  la  cosa  en  subasta  pú- 
blica. 

§  único.— A  este  remate  se  aplicará 
lo  dispuesto  en  el  art.  2.137. 

Art.  2.147.  Si  la  cosa  no  tuviese  com- 
prador y  el  inventario  fuese  de  mayo- 
res, se  avendrán  amistosamente,  y  si 
fuese  de  menores,  se  hará  lo  que  deci- 
da el  consejo  de  familia  (1). 

Art.  2.148.  Si  en  una  herencia  en 
partición  entre  herederos  legítimos, 
menores  ó  asimilados,  hubiese  un  lega- 
do que  consistiese  en  una  pensión  anual 
y  vitalicia  que  deba  pagarse  de  la  por- 
ción disponible,  sin  que  esté  á  cargo 
especial  de  un  heredero  ó  legatario,  de- 
berá segregarse  un  capital  equivalente 
á  veinte  pensiones,  que  serán  entrega- 
■  das  al  legatario,  el  cual  quedará  sujeto 
á  todas  las  obligaciones  de  mero  usu- 
fructuario, precediéndose  á  la  partición 
de  ese  capital  entre  los  interesados. 

Art.  2.149.  Si  la  pensión  legada  fue- 
se cargada  á  Ja  herencia  que  ha  de  re- 
partirse entre  varios  herederos  mayo- 
res, y  éstos  no  eligiesen  uno  que  tome 
á  su  cargo  el  satisfacer  la  mencionada 
pensión,  se  atendrán  á  lo  dispuesto  en 
el  artículo  anterior. 

Art.  2.150.  En  el  caso  del  art.  2.148, 
si  los  bienes  de  la  porción  disponible 
no  alcanzasen  para  la  formación  del 
capital  á  que  se  hace  referencia,  se  en- 
tregará al  legatario  dicha  cuota  como 
usufructuario,  y  quedará  como  pensión 
lo  que  dicha  porción  produjese. 

Art.  2.151.  Cuando  se  separen  bie- 
nes para  pago  de  deudas,  en  inventario 
de  menores,  se  preferirán  los  bienes 
muebles,  y  dentro  de  éstos  los  de  me- 
nos valor  ó  de  más  difícil  conservación. 


(1)    Véanse  los  artículos  2.n9  y  2.188. 


Art.  2.152.  En  los  inventarios  de  ma- 
yores, la  separación  para  pago  de  deu- 
das se  hará  á  voluntad  de  los  interesa- 
dos, y  cuando  no  se  avengan,  se  obser- 
vará la  misma  regla. 

Art.  2.153.  Terminada  la  partición, 
deberán  entregarse  á  cada  uno  de  los 
coherederos  los  títulos,  si  los  hubiese, 
de  los  objetos  que  le  hayan  correspon- 
dido. 

Art.  2.154.  Los  títulos  de  las  propie- 
dades divididas  se  entregarán  al  que 
llevase  mayor  parte,  con  obligación  de 
mostrarlos  en  caso  necesario  á  los  co- 
partícipes. 

Art.  2.155.  Cuando  todos  llevasen 
partes  iguales  ó  comunes  en  la  heren- 
cia, los  títulos  quedarán  en  poder  del 
que  los  interesados  elijan,  ó  del  que  de- 
signe el  Juez,  si  no  hubiere  avenencia. 

Art.  2.156.  En  el  inventario  se  pon- 
drá una  diligencia  referente  á  la  entre- 
ga de  títulos,  que  firmará  el  Juez  y  el 
que  los  reciba  (1). 

Art.  2.157.  Las  costas  del  inventario 
se  pagarán  por  el  cabeza  de  la  heren- 
cia ó  por  quien  lo  forme,  descontándo- 
las al  entregar  las  rentas  á  los  herede- 
ros, y  si  no  las  percibirá  por  medio  de 
ejecución. 

SUBSECCIÓN   SEXTA 

De  los  efectos  de  las  particiones 

Art.  2.158.  La  partición  hecha  legal- 
mente  confiere  á  los  coherederos  la 
propiedad  exclusiva  de  los  bienes  re- 
partidos. 

Art.  2.159.  Los  coherederos  quedan 
recíprocamente  obligados  á  indemni- 
zarse mutuamente  en  caso  de  evicción 
de  los  objetos  repartidos. 


(1)    V.  el  art.  2.186. 
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Art.  2.160.  Esta  obli|íaci6n  cosa 
cuando exíslioraconvonio  en  contrarío, 
u  cuando  Ja  eviceiOn  provenga  do  fulpa 
líel  inleriísado  ó  df^  causa  postprior  á 
k  parUción. 

ArU2.l6t  El  eviecionado  será  in- 
4enm izado  por  ]or  coherederos  en  pro- 
[lorción  de  sus  cuotas  heredítariaF^;  pe- 
ro ^i  alguno  de  ellos  fuRse  ya  i  n  sol  ven* 
h\  responderán  los  demás  por  la  parte 
lie  éste  en  dicha  proporeiún,  dedo  cid  a 
Iflt'unta  <|ue  eorreíípoijderla  al  íntíem- 
niziiíio. 

Art.  2.162,  La  acción  de  esta  garan- 
da prescribe,  conforme  á  las  rpglas 
generales,  desde  el  di  a  de  la  evícción. 

subsecciOn  séptima 

RescT'»íon  dt  Im  parfieionea 

Art,  2Aiüi.    Laíí  particiones,  beclia^ 


cxtrajmlicial  mente,  sólo  pueden  rescin- 
dirse en  los  casos  en  que  lo  pueden 
serlos  contratos, 

Art.  2.164.  Lasparticiones  judiciales 
y  autorizadas  por  sentencia  firme  sólo 
podrán  rí^seindir^e  en  el  caso  de  nulidad 
del  procedimiento. 

Art.  2.  1(j5.  Si  las  particiones  se  hi- 
ciesen con  preierici-ju  de  alguno  de  los 
coherederos,  no  se  rescindirán  mien- 
tras no  se  pruebe  dolo  ó  mala  fe  por 
parte  de  los  demás  interesados^  pero 
quedamn  obligados  á  entregar  á  aquél 
la  parte  que  le  corresponda, 

Art,  2A&}.  La  omisión  de  objetos  en 
las  partii^iones  no  las  anula,  pero  se  tn* 
el u irán  en  una  partición  adicional  íle 
los  mismos. 
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PARTE  TERCERA 

DEL    DERECHO    DE    PROPIEDAD 


LIBRO  ÚNIOO 


Título  primero 

DISPOSICIONES  PRELIMINARES 

Art.  2.167.  Llámase  derecho  de  pro- 
piedad la  facultad  que  tiene  el  hombre 
de  aplicar  á  la  conservación  de  su  exis- 
tencia y  al  mejoramiento  de  sus  condi- 
ciones todo  cuanto  para  ese  fin  adqui- 
rió legítimamente,  pudiendo  disponer 
de  ello  con  entera  libertad. 

Art.  2.168.  La  propiedad  puede  ser 
absoluta  ó  condicional,  singular  ó  co- 
mún, perfecta  ó  imperfecta. 

Art.  2.169.  El  derecho  de  propiedad 
comprende: 

1.**    El  derecho  de  disfrute; 

2.®    El  derecho  de  transformación; 

3.°  El  derecho  de  exclusión  y  prohi- 
bición; 

4.**  El  derecho  de  restitución  é  in- 
demnización en  los  casos  de  violencia, 
daño  ó  usurpación; 

5.®    El  derecho  de  enajenación. 

Art.  2.170.  El  derecho  de  propiedad, 
y  cada  uno  de  los  derechos  que  com- 
prende, se  encierran  dentro  ríe  los  lími- 
tes que   les  designan  la   naturaleza  de 


las  cosas,  la  voluntad  del  propietario  ó 
la  disposición  expresa  de  la  ley. 

TÍTULO  II 

DE  LA  PROPIEDAD  ABSOLUTA    Y  DE  LA 
CONDICIONAL 

Art.  2.171.  Propiedad  absoluta  es  la 
que,  según  el  título  de  su  constitución, 
no  puede  anularse  sino  por  voluntad 
del  propietario,  excepto  en  el  caso  de 
expropiación  por  causa  de  utilidad  pú- 
blica; propiedad  condicional  es  la  que, 
según  el  título  de  su  constitución,  puede 
anularse  independientemente  de  la  vo- 
luntad del  propietario. 

Art.  2.172.  La  propiedad  se  entiende 
que  es  absoluta  cuando  no  se  pruebe 
lo  contrario. 

Art.  2.173.  La  propiedad  de  los  dere- 
chos adquiridos  se  manifiesta  por  el 
ejercicio  ó  posesión  de  ellos,  conforme 
con  lo  declarado  por  la  ley. 

Art.  2.174.  Los  derechos  de  la  pro- 
piedad condicional  se  consignarán  en 
los  títulos  relativos  á  su  constitución . 
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TÍTULO  in 

DE  LA  PROPIEDAD  SINGUI.AR  Y  DE  LA 
PROPIEDAD   COMÚN 

Art.  2.175.     Propiedad  singular  es  la 
iue  pertenece  á  una  sola  persona;  co- 
iiún  la  que  pertenece  á  dos  ó  más  per- 
donas simultáneamente.  , 
Art.  2.176.    El   propietario  singular 
-j>r(  e  sus  derechos  sólo  en  los  términos 
-iK-Iarados  en  los  títulos  anteriores;  el 
:ropíetario  en  común,  consorte  ó  co- 
ropietario,  ejerce  juntamente  con  los 
í -üiás  todos  los  derechos  quo  pertene- 
vn  al  propietario,  singular,   en  propor- 
i'n  á  la  parte  que  le  corresponde. 
Art.  2.177.    El  copropietario  no  puede 
í-[  oner  determinadamente  de    cual- 
jUitT  parte  del  objeto  común  sin  que 
'-  haya  sido  asignada  en  partición,  y  la 
"  e-;ún  del  derecho  que  tiene  á  la  parte 
Míe  hava  de  corresponderé  será  limi- 
vUa  (le  conformidad  con  la  ley. 
Art.  2.178.    Todo  copropietario  tiene 
M  i'cho  á  obligar  á  los  partícipes  á  con- 
iriltuir  á  los  gastos  de  la  conservación 
!  lacosaód^l  derecho  común,  salvo 
•^:  Ostos  renunciasen  á  la  parte  que  pue- 
'pertenecerles. 

Art.  2.179.    El  uso  y  la  administra- 

•On  (le  la  cosa  ó  del  derecho  común  se 

, untarán  alo  dispuesto  en  los  artícu- 

!'.:?  UM9  y  siguientes. 

A't.  2  180.     Ningún  copropietario  es- 

1  obligado  á  permanecer  en  la  indi- 

^^.Oii,  y  podrá  en  todo  tiempo  solicitar 

^  í  irtición,  excepto: 

1"   En  los  casos  de  matrimonio  ó 

•  '.'.  lad,  de  conformidad  con  las  ros- 

'  tivas  disposiciones  de  este  Código; 

- '   Si  la  cosa  ó  el  derecho  no   fuese 

•unible  por  su  naturaleza. 

Art.  2.181.     La  división  de  la  cosa  co- 

'^-  n  podrá  hacerse  privadamente  ó  por 


arbitros  nombrados  á  voluntad  de  fas 
partes,  no  hallándose  éstas  incapaci- 
tadas. 

Art.  2.182.  En  caso  de  hacerse  la  di- 
visión por  arbitros,  éstos  deberán  for- 
mar los  lotes  con  perfecta  igualdad, 
tanto  en  relación  á  la  cantidad  como  á 
la  calidad  de  las  cosas,  evitando,  en  lo 
que  sea  posible,  las  compensaciones  en 
dinero. 

Art.  2.183.  Si  la  cosa  no  pudiese  di- 
vidirse en  sustancia  y  los  partícipes  no 
se  aviniesen  en  que  se  adjudique  á  al- 
guno de  ellos,  compensando  á  los  de- 
más en  dinero,  se  venderá,  repartién- 
dose su  importe. 

Art.  2.184.  La  división  de  los  bienes 
inmuebles  es  nula  si  no  se  hace  en  es- 
critura pública. 

Art.  2.185.  Los  copropietarios  no  po- 
drán renunciar  el  derecho  á  exigir  la 
división,  pero  podrán  convenir  en  que 
la  cosa  quede  pro-indivisa  por  cierto 
tiempo  si  no  excede  de  cinco  años; 
este  plazo  podrá  prorrogarse  por  otro 
convenio. 

Art.  2.180.  El  copropietario  á  quien 
toque  en  suerte  la  cosa  común  ó  parte 
de  ella  gozará  de  los  derechos  de  que 
disfrutan  los  herederos  en  la  partición 
de  herencia. 

TÍTULO    IV 

DE  LA  PROPIEDAD  PERFECTA  Y  DE  LA 
IMPERFECTA 

CAPÍTIXO  PRIMERO 

Disposiciones   generales 

Art.  2.187.  La  propiedad  perfecta 
consiste  en  el  disfrute  de  todos  los  de- 
rechos comprendidos  en  el  de  propie- 
dad; lapropiodad  imperfecta  consiste  en 
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el  disfrute  de  parte  de  estos  derechos. 

Art.  2.188.  Aquel  á  quien  pertenezca 
cualquier  fracción  del  derecho  de  pro- 
piedad gozará  plenamente  de  éste  en 
la  parte  que  posea,  salvas  las  restric- 
ciones establecidas  por  la  ley  ó  en  el 
título  constitutivo  de  la  misma  pro- 
piedad. 

Art.  2.189.  Son  propiedades  imper- 
fectas las  siguientes: 


2.* 
3.« 
4.* 
ción; 
5.* 
6.* 


La  eníiteusis  ó  subenfiteusis; 

El  censo; 

El  quiñón; 

El  usufructo,  el  uso  y  la  habita- 


La  comunidad  de  pastos; 

Las  servidumbres. 
§  único. — Las  reglas  relativas  á  cada 
una  de  estas  propiedades  ó  derechos  se 
consignan  más  adelante,  salvo  lo  que 
se  refiero  á  la  enfiteusis  y  al  censo,  que 
queda  regulado  en  los  artículos  1  .B44  y 
siguientes. 

CAPÍTULO  II 

Del  quiñón 

Art.  2.190.  Llámase  quiñón  el  dere- 
cho que  tiene  una  persona  á  percibir 
una  renta  de  un  predio  indiviso  cuando 
alguno  (le  los  copropietarios  del  mismo 
predio  lo  tiene  vinculado  ó  en  posesión. 

§  1.**— Llámase  al  copropietario  en 
quien  el  predio  está  vinculado,  posee- 
dor, y  á  los  otros,  copropietarios  quiño- 
neros. 

§  2.°— Las  cuotas  de  las  rentas  pue- 
den ser  iguales  para  todos  los  quiñone- 
ros, ó  mayores  para  unos  que  para 
otros,  según  la  parte  que  tengan  en  el 
predio  indiviso. 

Art.  2.191.  Sólo  el  poseedor  podrá 
administrar  ó  arrondar  el  predio  indi- 
viso; pero  cualquiera  de  los  quiñoneros 


tendrá  derecho  á  exigir  que  el  predio 
se  arriende  cuando  se  halle  adminís;- 
trado  por  cuenta  del  poseedor,  ó  que 
se  arriende  en  subasta  pública  cuando 
lo  estuviera  particularmente,  si  com- 
prendiese que  eso  era  necesario  para 
aumentar  la  renta  que  percibe. 

§  único.— Si  no  hubiese  avenencia  en- 
tre los  quiñoneros,  se  observará  (»1 
acuerdo  de  la  mayoría,  y  si  hay  empa- 
te, no  se  tomaráningunadeterminación 
hasta  nuevo  acuerdo. 

Art.  2. 192.  El  aumento  de  rentas  que 
sea  resultado  de  mejoras  hechasácosta 
del  poseedor  del  predio  indiviso  cede  en 
su  beneficio;  pero  si  las  mejoras  hubie- 
sen sido  hechas  por  un  arrendatario, 
recaerá  en  provecho  de  todos  los  qui- 
ñoneros. 

Art.  2.193.  Cualquier  acción  relativa 
á  la  propiedad  del  predio  indiviso,  ó 
que  pueda  tener  por  efecto  disminuiré! 
valor  de  los  quiñones,  deberá  ser  inten- 
tada contra  todos  los  quiñoneros. 

Art.  2.194.  Cada  quiñonero  puede 
gravar  su  respectivo  quiñón;  pero  el 
predio  indiviso  no  podrá  ser  gravado 
sin  el  consentimiento  de  todos  ellos. 

Art.  2. 195.  Todos  los  quiñoneros  ten- 
drán derecho  á  enajenar,  en  todo  ó  en 
parte,  sus  respectivos  quiñones,  y  el 
poseedor  su  posesión,  ateniéndose  á  lo 
siguiente: 

§  1.°— Cuando  alguno  de  los  quiñone- 
ros quisiese  vender  ó  dar  en  pago  su 
quiñón  ó  parte  de  él,  tendrá  la  prefe- 
rencia el  poseedor,  y  á  falta  de  éste,  los 
demás  quiñoneros.  Si  dos  ó  más  quiño- 
neros quisiesen  utilizar  este  derecho, 
el  vendedor  se  decidirá  por  quien  más 
le  convenga. 

§2.°— Igual  preferencia  tendrán  los 
quiñoneros  cuando  el  poseedor  quisiere 
enajenar  su  posesión  ó  su  respectivo 
quiñón  ó  parte  de  él. 
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Í3."-Esta  preferencia  se  ejercitará 
«cgijn  lo  que  dispone  respecto  de  la  en- 
nteusisel  art.  1.678. 

Art.  2.196.  Queda  prohibida  para  en 
alélamela  constitución  de  quiñones. 
La  propiedad  á  que  por  cualquier  modo 
*é  le  diese  esta  forma,  se  atendrá  á  lo 
iispueslo  en  los  artículos  2.210  y  si- 
guientes, que  hacen  referencia  á  la  pro- 
piedad común. 

CAPÍTULO  III 

M  usufructo,  del  uso  y  de  la  habitación 

Sección  primera 

Del  usufructo 

SUBSECCIÓN  PRIMERA 

Disposiciones  generales 

Art.  2.197.  Usufructo  es  el  derecho 
ie  convertir  en  utilidad  propia  el  nso  ó 
producto  de  la  cosa  ajena,  mueble  ó 
irmiueble  (1). 

Art.  2.198.  El  usufructo  podrá  cons- 
tituirse por  acto  inier  vivos,  por  última 
voluntad  ó  por  disposición  de  la  ley  (2). 

Art.  2.199.  El  usufructo  podrá  esta- 
t  lecerse  en  favor  de  una  ó  más  perso- 
nas simultanea  ó  sucesivamente,  siem- 
bre que  existan  al  tiempo  de  hacerse 
afectivo  el  derecho  del  primer  usufruc- 
tuario. 

Art.  2.200.  El  usufructo  podrá  cons- 
'iiuirse  pura  ó  condicionalmente. 

Art.  2.201.  Los  derechos  y  las  obli- 
gaciones del  usufructuario  se  regirán 

i;   Véanse  los   artículos  2.20H.    2.254,   2.257 
¿Wl,  y  2  290. 

•¿^  Vííanse  lo«  artículos  2  200,  2  201,  2.255, 
¿.2:1  y  2.275. 


por  el  título  constitutivo  del  usufructo, 
y  á  falta  ó  por  insuficiencia  de  éste,  se 
observará  lo  que  establecen  las  dispo- 
siciones siguientes. 

SUBSECCIÓN  SEGUNDA 

De  los  derechos  del  usufructuario 

Art.  2.202.  El  usufructuario  tiene  el 
derecho  de  percibir  todos  los  frutos  que 
la  cosa  usufructuada  produzca,  ya  sean 
naturales,  industriales  ó  civiles. 

§  único.— Los  frutos  naturales,  in- 
dustriales ó  civiles,  se  calificarán  con 
arreglo  á  lo  que  determina  el  art.  495, 
párrafo  3.° 

Art.  2.203.  Los  frutos  agrícolas,  na- 
turales ó  industriales  pendientes  al  tiem- 
po en  que  comience  el  usufructo,  per- 
tenecerán al  usufructuario;  los  pen- 
dientes al  tiempo  de  la  extinción  del 
usufructo  pertenecerán  al  propietario. 

§  1.®— En  estos  casos,  el  usufructua- 
rio, al  comenzar  el  usufructo,  no  estará 
obligado  á  abonar  al  propietario  gasto 
alguno;  pero  el  propietario  tendrá  obli- 
gación de  abonar  á  aquél,  al  finalizar 
el  usufructo,  los  gastos  del  cultivo,  se- 
mentera y  otros  análogos  hechos  por 
el  usufructario  para  la  producción  de 
los  frutos  aún  pendientes. 

§  2.®— Lo  dispuesto  en  el  párrafo  an- 
terior no  perjudicará  los  derechos  de 
tercero  adquiridos  al  comenzar  ó  al  ter- 
minar el  usufructo. 

Art.  2.20^^1.  Respecto  de  los  productos 
industrialesfabriles,  losquenosehallen 
terminados  al  comenzar  el  usufructo 
pertenecerán  al  usufructuario,  sin  obli- 
gación de  abonar  gasto  alguno,  y  los 
que  no  lo  estén  al  extingirse  el  usufruc- 
to pertenocerán  al  propietario,  con  obli- 
gación de  abonar  al  usufructario,  ó  á 
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SUS  herederos  Ó  representantes,  los  gas- 
tos hechos  con  tal  motivo. 

§  único. -Es  aplicable  á  los  casos 
previstos  en  este  artículo  lo  dispuesto 
en  el  párrafo  2.®  del  artículo  anterior. 

Art.  2.205.  Los  frutos  civiles  perte- 
necen al  usufructuario,  día  por  día,  en 
proporción  al  tiempo  que  dure  el  usu- 
fructo. 

Art.  2.206.  El  usufructuario  tiene  de- 
recho á  gozar  las  cosas  que  acrezcan, 
las  servidumbres  y  todos  los  derechos 
inhererentes  á  la  cosa  usufructuada. 

Art.  2.207.  El  usufructuario  podrá 
aprovecharse  personalmente  déla  cosa, 
prestarla,  arrendarla  y  hasta  enajenar 
su  derecho;  pero  los  contratos  que  haga 
no  producirán  efecto  sino  mientras  el 
usufructo  exista. 

Art.  2.208.  Si  el  usufructo  compren- 
diese objetos  susceptibles  de  deterioro 
por  el  uso,  no  quedará  obligado  el  usu- 
fructuario más  que  á  restituirlos  como 
se  encontrasen  al  terminar  el  usufruc- 
to, salvo  si  se  deteriorasen  por  desti- 
narlos á  uso  distinto  del  que  les  era  pro- 
pio, ó  por  culpa  ó  negligencia  del  usu- 
fructuario. 

§  único.— Si  el  usufructuario  no  los 
presentase,  responderá  por  el  valor  que 
tenían  al  tiempo  de  constituirse  el  usu- 
fructo, salvo  si  se  probase  que  se  con- 
sumieron en  uso  legítimo. 

Art.  2.209.  Si  el  usufructo  compren- 
diese cosas  fungibles,  podrá  el  usufruc- 
tuario consumirlas;  pero  está  obligado 
á  restituir  su  valor,  terminado  el  usu- 
fructo, si  estas  cosas  hubiesen  sido  es- 
timadas; si  no  lo  fueran,  podrá  hacer 
la  restitución  con  la  entrega  de  otras 
del  mismo  género,  calidad  y  cantidad, 
ó  por  el  valor  de  ellas  al  finalizar  el 
usufructo. 

Art.  2.210.  El  usufructuario  de  viñas, 
olivares  6  de  cualquier  claso  de  árboles 


ó  arbustos,  sean  ó  no  fructíferos,  podrá 
aprovecharse  de  las  plantas  que  perez- 
can naturalmente;  pero  las  que  caigan, 
ó  sean  arrancadas  ó  quebradas  por  ac- 
cidente, pertenecerán  al  propietario, 
pudiendo  el  usufructuario  aplicarlas  á 
las  reparaciones  que  estuviese  obligado 
á  hacer,  ó  exigir  que  el  propietario  las 
retire  desocupando  el  terreno. 

Art.  2.211.  El  usufructuario  de  so- 
tos ó  de  monte  bajo  y  árboles  madera- 
bles está  obligado  á  observar  el  orden 
y  práctica  usada  por  los  propietarios 
del  país;  pero  no  podrá  pedir  indemni- 
zación por  lo  que  haya  dejado  de  cor- 
tar durante  el  usufructo. 

Art.  2.212.  El  usufructuario  de  plan- 
tas de  vivero  estará  obligado  á  no 
arrancarlas  sino  como  se  acostumbre 
en  el  país,  tanto  por  lo  que  se  refiero  al 
tiempo  y  forma  de  hacerlo,  como  en  lo 
referente  al  tiempo  y  forma  de  la  re- 
plantación. 

Art.  2.213.  El  usufructuario  no  po- 
drá abrir  nuevas  minas  ó  canteras. 

§  único.— Lo  dispuesto  en  este  ar- 
tículo no  comprende  las  obras  de  bus- 
ca de  aguas  ó  abonos  minerales  para 
aplicarlos  á  los  respectivos  predios,  lo 
mismo  que  las  canteras  para  las  obras 
de  reparación  que  sean  necesarias  ó  á 
que  el  usufructuario  esté  obligado. 

Art.  2.214.  Si  el  usufructuario  de  un 
establecimiento  fabrirabriese  otro  del 
mismo  género,  no  podrá  emplear  en  el 
nuevo  establecimiento  las  marcas,  mo- 
delos y  diseños  de  la  fábrica,  distinti- 
vos, rótulos,  señales  y  firma  comercial, 
privativos  del  anterior,  salvo  lo  que  se 
haya  estipulado  en  contrario. 

Art.  2.215.  La  patente  de  adición  á 
un  invento  pedida  por  el  usufructuario 
del  mismo  invento  antes  de  enajenar  el 
usufructo,  pero  obtenida  después,  apro- 
vechará de  derecho  al  comprador. 
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Art.  2.216.  Si  el  usufructuario  descu- 
briese en  el  predio  usufructuado  algún 
tpsoro,  se  tendrán  presentes  las  dispo- 
'íiciones  de  este  Código  acerca  de  los 
tesoros  encontrados  en  terreno  ajeno. 

Art.  2.217.  El  usufructuario  podrá 
hacer  en  la  cosa  las  mejoras  útiles  ó  de 
recreo  que  estime  oportunas  mientras 
no  altere  la  forma  ó  la  sustancia  de  la 
rosa,  pero  no  tendrá  sobre  esto  dere- 
'•ho  á  la  indemnización;  podrá,  sin  em- 
bars^o,  hacerlas  desaparecer  sin  per- 
juicio de  la  cosa. 

Art.  2.218.  El  usufructuario  del  in- 
vento que  obtuviese  patente  de  adición 
al  mismo  no  podrá  impedir  que  el  pro- 
jijetario  se  utilice  de  esta  adición  cuan- 
do el  usufructo  termine;  pero  en  este 
raso  tendrá  derecho  á  ser  previamen- 
te indemnizado. 

Art.  2.219.  El  usufructuario  podrá 
'itilizar  todos  los  medios  que  corres- 
pondan al  dueño  para  ser  respetado  en 
su  usufructo. 

§1.^— Las  costas  del  litigio  serán  de 
cuenta  del  usufructuario  solamente 
cuando  se  haya  constituido  el  usufruc- 
to á  título  gratuito. 

§  2."— Si  se  ha  constituido  á  título 
oneroso,  se  tendrá  presente  lo  dispues- 
to acerca  de  la  evicción. 

Art.  2.220.  El  usufructuario  podrá 
compensar  los  deterioros  de  la  cosa 
íon  las  mejoras  que  haya  hecho. 

SUBSECCIÓN    TERCERA 

/>e  las  obligaciones  del  usufructuario 

Art.  2.221.  El  usufructuario,  antes  de 
hacerse  cargo  de  los  bienes,  deberá: 

1."  Proceder,  con  citación  ó  asisten- 
cia del  propietario,  á  inventariar  dichos 
bienes,  declarando  su  estado  y  el  valor 

le  los  muebles  si  los  hubiera.  Este  in- 


ventario podrá  hacerse  privadamente; 
pero  será  judicial  cuando  alguno  délos 
interesados  sea  menor  ó  esté  ausente 
ó  incapacitado; 

2."  Prestar  caución,  si  le  fuese  exi- 
gida, tanto  para  la  restitución  de  los 
bienes  ó  de  su  valor,  siendo  fungibles, 
como  para  la  reparación  de  los  dete- 
rioros que  puedan  sufrir  por  culpa  del 
usufructuario. 

§  1.**— Lo  dispuesto  en  el  núm.  2.**  no 
es  aplicable  al  vendedor  ó  donante  con 
reserva  de  usufructo,  ni  á  los  padres 
usufructuarios  de  los  bienes  de  los  hi- 
jos, salvo  lo  dispuesto  en  el  art.  148.  ni 
al  marido  por  el  usufructo  de  los  bienes 
de  la  mujer,  salvo  lo  que  queda  dis- 
puesto acerca  de  la  hipoteca  de  los  bie- 
nes dótales. 

§2.°— El  usufructuario  por  donación 
ó  por  testamento  podrá  ser  dispensado 
por  el  donante  ó  el  testador  de  inventa- 
riar ó  prestar  caución,  no  habiendo 
perjuicio  de  derecho  de  tercero. 

Art.  2.222.  Si  el  usufructuario  no 
prestase  la  caución  ordenada  en  el  ar- 
tículo anterior,  podrá  el  propietario 
exigir  que  los  inmuebles  se  arrienden 
ó  pongan  en  administración,  que  los 
muebles  se  vendan,  y  que  los  capitales, 
como  el  importe  del  precio  de  las  ven- 
!  tas,  se  den  á  interés  ó  se  empleen  en 
fondos  públicos  ó  en  acciones  de  com- 
pañías con  garantía;  en  este  caso,  las 
rentas,  intereses  ó  frutos  de  los  bienes 
administrados  se  entregarán  al  usu- 
fructuario. 

Art.  2.223.  El  usufructuario  debe 
usar  de  la  cosa  como  lo  haría  un  pro- 
pietario prudente. 

Art.  2.224.  El  usufructuario  que  ena- 
jene por  cualquier  medio  el  usufructo, 
responderá  de  los  daños  que  los  bienes 
sufran  por  culpa  de  la  persona  que  le 
sustituya. 
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Art  2.225.  Si  el  uííufructo  se  consti- 
tuj'ese  en  ün  rebaño  Ó  en  determinada 
porción  de*  animales,  el  usufructuario 
está  oblifiado  á  sustituir  con  las  nuevas 
crias  las  cabezas  que  desaparezcan  por 
cualquier  causa. 

§  1.**— Si  el  ganado  se  perdiese  en 
todo  ó  en  parte  por  caso  fortuito,  sin 
producir  otro  que  le  sustituya,  el  usu- 
fructuario queda  sólo  obligado  á  entre- 
gar las  cabezas  restantes, 

§  2,^— El  usufructuario  será  respon- 
sable de  los  despojos  de  ios  animales 
si  se  hubiera  aprovechado  de  ellos. 

Art.  2.22^,  El  usufructuario  de  viñas, 
de  olivares  ó  de  otros  árboles  ó  arbus- 
tos fructi  foros  estará  obligado  á  plantar 
tantos  cuantos  perezcan  naturalmente, 
ó  á  sustituir  un  cultivo  por  otro,  igual- 
mente útil  para  el  propietario,  si  fuese 
imposible  ó  perjudicial  la  renovación 
de  plantas  del  mismo  género. 

Art.  2.227.  El  usufructuario  tendrá 
obligación  de  permitir  al  propietario 
hacer  cualquiera  obra  ó  mejora  de 
í]ue  sea  susceptible  Ja  cosa  usufructua- 
da, lo  mismo  que  nuevas  plantaciones 
bí  el  usufructo  recayese  en  predios  rús- 
ticos, en  cuanto  de  esas  obras  no  re- 
sulte disminución  en  el  valor  del  usu- 
fructo, 

Art.  2.2i?8.  Eí  usufructuario  deberá 
hacer  los  reparos  ordinarios  é  indis- 
pensaldes  para  la  conservación  de  la 
cosa, 

§1-"— Son  reparos  ordinarios  aque- 
llos que  en  el  año  en  que  se  ve  su  nece- 
sidad no  exceden  de  dos  íf^rcios  del 
rendivnienio  Ijquidtj  ile  una  anualidad. 

%  5."— B!  usufructuario  i»odrá  eximir- 
se de  estos  reparos  renunciando  al  usu- 
fructo, 

Art,  ^.320,  Respecto  de  los  reparos 
extraordinarios,  sólo  está  obligado  el 
usufructuario  á  avisar  con   tiempo  al 


dueño,  quien  podrá,  si  quiere,  mandar- 
los hacer. 

§  1.**— Si  el  dueño  no  los  hiciera  y 
fuesen  de  utilidad  real,  podrá  el  usu- 
fructuario hacerlos  á  su  costa  y  exigir 
el  pago  al  fin  del  usufructo. 

§  2.°— En  este  caso  no  podrá  el  usu- 
fructuario variar  la  antigua  forma  de 
la  obra  ni  su  plano. 

Art.  2.230.  Si  el  propietario  hiciese 
los  reparos  mencionados  en  el  artículo 
anterior,  tendrá  el  usufructuario  dere- 
cho al  usufructo  de  ellos,  sin  que  pue- 
da obligársele  á  pagar  intereses  por 
las  cantidades  desembolsadas  por  el 
dueño.  En  el  caso  de  aumentar,  con 
esos  reparos,  los  rendimientos  líquidos 
de  la  cosa  usufructuada,  el  aumento 
corresponderá  al  propietario. 

Art.  2.231.  El  usufructuario  univer- 
sal de  la  herencia  estará  obligado  á 
pagar  por  entero  el  legado  de  alimen- 
tos ó  de  cualquier  pensión  vitalicia. 

Art.  2.232.  El  usufructuario  de  una 
parte  de  la  herencia  estará  obligado  á 
contribuir  al  pago  de  estos  alimentos  ó 
pensiones  vitalicias  en  proporción  de 
su  cuota. 

Art.  2.233.  El  usufructuario  de  una 
ó  más  cosas  determinadas  no  estará 
obligado  á  contribuir  al  pago  de  dichos 
alimentos  ó  pensiones  si  no  se  le  ha 
impuesto  expresamente  esta  carga. 

Art.  2.234.  El  usufructuario,  á  título 
singular,  de  un  predio  ya  hipotecado, 
no  está  obligado  á  pagar  al  acreedor 
de  la  hipoteca. 

§  único.— Si  el  predio  fuese  por  esta 
causa  embargado  ó  vendido  judicial- 
mente, el  dueño  responderá  de  las  pér- 
didas que  el  usufructuario  experimente. 

Art.  2.235.  Cuando  el  usufructo  com- 
prenda la  totalidad  ó  parte  de  la  heren- 
cia, podrá  el  usufructuario  adelantar 
las  sumas  necesarias,  conforme  á  los 
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bienes  que  usufructúe,  para  pago  de  las 
deudas  hereditarias,  quedándole  el  de- 
recho de  exigir  del  propietario,  termi- 
nado el  usufructo,  la  rescisión,  sin  in- 
tereses, de  las  cantidades  que  haya 
adelantado. 

Art.  2,236.  Si  el  usufructuario  no  qui- 
siese hacer  el  adelanto  mencionado  en 
el  articulo  anterior,  podrá  el  propieta- 
rio hacer  que  vendan  los  bienes  usu- 
fructuados ó  los  que  sean  necesarios 
para  el  pago  de  las  deudas,  ó  pagarlas 
por  cuenta  suya,  quedando  en  este  últi- 
mo caso  con  derecho  á  percibir  del 
usufructuario  los  intereses  correspon- 
dientes. 

Art.  2.237.  El  usufructuario  de  un 
capital  puesto  á  interés  ó  en  fondos 
públicos,  ó  en  acciones  de  compañías, 
no  puede  sacarle  sino  para  canjearle 
por  otro. 

§1.°— El  usufructuario  podrá  canjear 
el  capital  usufructuado: 

1.°  Si  dicho  capital  se  hubiere  dado 
á  cierto  plazo  ó  puesto  en  determinado 
negocio,  que  se  halle  concluido  ó  no 
pueda  continuar  por  falta  de  cumpli- 
miento de  las  respectivas  condicio- 
nes; 

2.**  Si  el  capital  corriese  riesgo  de 
perderse. 

§  2.**— Aun  en  estos  casos,  el  usufruc- 
tuario no  sacará  el  capital  sin  previo 
consentimiento  del  propietario.  Cuando 
exista  oposición,  podrá  este  consenti- 
miento suplirse  judicialmente;  pero  de 
lodos  modos  no  lo  hará  sin  prestar 
caución,  si  no  la  tuviese  suficiente. 

§  3.°— El  derecho  establecido  en  los 
párrafos  anteriores  pasará  al  dueño 
cuando  el  usufructuario  no  quiera  usar 
de  él. 

§  I**— El  usufructuario,  una  vez  saca- 
fio  el  capital,  podrá  retenerle  en  su  po- 
«ler  para  usufructuarlo  como  le  parezca 


mejor,  prestando  la  correspondiente 
fianza. 

§5.**— Sino  quisiese  hacerlo,  podrá 
el  propietario  tomar  el  capital,  prestan- 
do caución,  siempre  que  no  se  perjudi- 
que al  usufructuario,  y  si  no  lo  quisie- 
ra, se  negociará,  ya  destinándolo  á 
un  préstamo  con  garantía,  ya  em- 
pleándolo en  fondos  públicos,  ya  en 
acciones  de  compañías  que  ofrezcan 
seguridad. 

Art.  2.238.  Los  tributos  ordinarios, 
generales  ó  especiales,  ó  cualquiera 
otra  carga  anual,  impuestos  sobre  el 
producto  ó  renta  de  los  bienes  usufruc- 
tuados, recaerán  sobre  el  usufructuario 
mientras  exista  el  usufructo. 

Art.  2.239.  Las  contribuciones  im- 
puestas directamente  sobre  el  capital  ó 
la  propiedad  recaerán  durante  el  usu- 
fructo sobre  el  dueño  ó  sobre  el  usu- 
fructuario, á  tenor  de  lo  siguiente: 

§  l.®~Corres pondera  al  dueño,  y  el 
usufructuario  se  lo  abonará  mientras 
subsista  el  usufructo,  el  pago  de  los  in- 
tereses de  las  sumas  que  éste  desem- 
bolsase. 

§  2.°— Si  estas  sumas  se  pagasen  por 
el  usufructuario,  podrá  éste  repetirlas 
del  dueño  al  ñn  del  usufructo,  pero  sin 
intereses. 

Art.  2.240.  El  usufructuario  estará 
obligado  á  poner  en  conocimiento  del 
dueño  cualquier  acto  de  tercero  que 
pueda  lesionar  su  derecho,  si  de  ello 
tuviera  noticia,  y  si  así  no  lo  hiciera, 
responderá  de  daños  y  perjuicios. 

SUBSECCIÓN  CUARTA 

De  la  exiineión  del  usufructo 

Art.  2.241.    El  usufructo  acaba: 
1.®    Por  muerte  del  usufructuario  ó 
cuando  termine  el  plazo  por  que  el  usu- 
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fructo  fué  conferido,  si  éste  no  es  vita- 
licio; 

2.**  Por  la  anulación  del  derecho  que 
otorgó  el  usufructo  ó  del  derecho  del 
usufructuario; 

3.**  Por  la  confus'ón  del  usufructo 
con  la  propiedad; 

4."    Por  la  prescripción; 

5.**  Por  la  renuncia  del  usufruc- 
tuario; 

6.**  Por  la  pérdida  total  de  la  cosa 
usufructuada,  excepto  en  el  caso  previs- 
to on  ol  núm.  1.®  del  art.  2.246. 

Art.  2.242.  Los  acreedores  del  usu- 
fructuario, on  caso  de  renuncia  podrán 
pedir  la  rescisión  de  ésta  cuando  se 
haya  hecho  en  perjuicio  de  sus  de- 
rechos. 

Art.  2.243.  Si  la  cósase  perdiese  sólo 
en  parte,  continuará  el  usufructo  en  lo 
restante. 

Art.  2.244.  No  podrá  establecerse 
usufructo  á  favor  de  un  establecimien- 
to, corporación  ó  sociedad  por  más  de 
treinta  años;  pero  si  aun  antes  de  termi- 
nar este  plazo  se  extinguiere  la  socie- 
dad, terminará  igualmente  el  usufruc- 
to, quedando  á  favor  del  dueño  respec- 
tivo. 

Art.  2.245.  El  usufructo  concedido  á 
uno  hasta  que  un  tercero  cumpla  cierta 
edad,  durará  el  tiempo  marcado,  aun- 
que ese  tercero  fallezca  antes,  salvo 
si  el  usufructo  hubiera  sido  concedido 
expresamente  .sólo  en  atención  á  la 
existencia  de  esa  persona. 

Art.  2.246.  Si  el  usufructo  fuese  cons- 
tituido sobre  un  edificio  y  éste  se  des- 
truyese por  cualquier  causa,  no  tendrá 
el  usufructuario  derecho  á  disfrutar, 
ni  el  solar,  ni  los  materiales  que 
queden. 

§  1."— Si  el  usufructuario  hubiera 
contribuido  con  el  propietario  al  seguro 
dol  predio,  el  usufructo  continuará,  en  I 


caso  de  siniestro,  en  el  predio  reedifi- 
cado, si  lo  fuese,  ó  en  el  valor  del  se- 
guro, si  la  reedificación  no  conviniese 
al  dueño. 

§  2  °— Si  el  propietario,  instado  por 
el  usufructuario,  rehusare  contribuir  al 
seguro,  y  el  usufructuario  lo  verificase, 
le  quedará  á  éste  el  derecho  de  perci- 
bir por  entero,  en  caso  de  siniestro,  ol 
precio  del  seguro. 

§  3."^— Si  el  usufructuario,  instndo  por 
el  dueño,  hubiera  rehusado  contribuir 
al  seguro,  y  el  propietario  lo  verificase, 
le  quedará  á  éste  el  derecho  de  perci- 
bir por  entero,  en  caso  de  siniestro,  el 
precio  dol  seguro. 

Art.  2.247.  Si  el  usufructo  se  consti- 
tuyese en  alguna  propiedad  rústica  de 
que  forme  parte  el  edificio  destruido, 
podrá  el  usufructuario  disfrutar  del 
suelo  y  de  los  materiales. 

Art.  2.248.  Si  la  cosa  objeto  del  usu- 
fructo fuese  expropiada  por  causa  de 
utilidad  pública,  en  todo  ó  en  parte,  la 
indemnización,  á  falta  de  convenio  en- 
tre los  interesados,  se  aplicará  á  com- 
prar títulos  de  la  Deuda  pública  conso- 
lidada, ó  se  dará  á  interés  con  hipoteca, 
según  el  propietario  quisiera,  oyendo 
en  el  segundo  caso  previamente  al  usu- 
fructuario sobre  la  suficiencia  de  la  hi- 
poteca, al  cual  pertenecerán  los  inte- 
reses mientras  dure  el  usufructo. 

Art.  2.249.  El  usufructo  no  se  extin- 
gue aunque  el  usufructuario  haga  mal 
uso  de  la  cosa  usufructuada;  pero  si  el 
abuso  perjudicase  al  propietario,  podrá 
éste  solicitar  la  entrega  de  la  cosa, 
obligándose  á  pagar  anualmente  al 
usufructuario  el  producto  líquido  de 
dicha  cosa,  después  do  deducidos  los 
gastos  y  la  retribución  que  por  admi- 
nistrarla se  le  hubiera  designado. 

Art.  2.250.  El  usufructo  constituido 
á  favor  de  varias    personas  acabani 
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por  muerte  de  la  última  que  sobreviva. 

Art.  2.251.  Terminado  el  usufructo, 
volverá  la  cosa  al  propietario,  salvo  el 
derecho  de  retención  que  el  usufructua- 
rio ó  sus  herederos  tengan  por  desem- 
bolsos de  que  deban  reembolsarse. 

Art.  2.252.  Si  el  usufructuario  ven- 
diese los  frutos  próximos  á  la  madurez 
y  falleciese  antes  de  ser  arrancados, 
subsistirá  la  venta,  pero  el  precio  lo 
cobrará  el  propietario,  deducidos  los 
castos  fiechos  con  el  producto  de  aqué- 
llos, y  si  la  recolección  se  hallase  he- 
cha en  parte,  el  precio  total  se  dividirá 
pntre  el  dueño  y  los  herederos  del  usu- 
fructuario, en  proporción  á  la  parte  que 
hava  sido  recolectada. 

Art.  2.253.  El  usufructuario  reí=?pon- 
derá  de  los  frutos  que  con  intención  co- 
giese prematuramente;  pero  si  dejase 
sin  recolectar  otra  parte  en  estado  de 
madurez,  se  procederá  á  la  compensa- 
ción, computándose  los  valores  respec- 
tivos. 

Sección  segunda 

Del  uso   y  de   la  habitación 

Art.  2.254.  El  derecho  de  uso  consis- 
te en  la  facultad  concedida  á  una  ó  va- 
rias personas  de  servirse  de  una  cosa 
ajena  solamente  en  cuanto  lo  exijan 
sus  necesidades  personales  diarias. 

§  único.— Cuando  este  derecho  se  re- 
fiere á  la  casa  que  se  habita,  se  llama 
derecho  de  habitación. 

Art.  2.255.  El  derecho  de  uso  y  de 
habitación  se  constituye  y  extingue  del 
mismo  modo  que  el  usufructo,  y  se  ri- 
ge por  su  título  constitutivo;  á  falta  ó 
insuficiencia  de  él,  se  observará  lo  si- 
guiente. 

Art.  2.256.  El  usuario  está  obligado 
á  formar  inventario  y   prestar  caución 


en  la  misma  forma   que    el  usufruc- 
tuario. 

Art.  2.257.  El  usuario  de  los  frutos 
de  un  predio  no  podrá  utilizar  más  de 
los  que  sean  necesarios  para  sus  gas- 
tos y  los  de  su  familia,  sea  ó  no  nume- 
rosa. 

Art.  2.258.  El  usuario  no  podrá  ven- 
der, alquilar  ni  traspasar*  por  ningún 
modo  su  derecho. 

Art.  2.250.  Si  el  usuario  consumiese 
todos  los  frutos  del  predio  ú  ocupase 
todo  el  edificio,  quedará  sujeto  á  los 
crastos  de  cultivo,  á  los  reparos  de  con- 
servación y  al  pago  de  las  contribucio- 
nes del  mismo  modo  que  el  usufruc- 
tuario. 

Art.  2.260.  Si  el  usuario  percibiese 
sólo  parto  de  los  frutos  ú  ocupase  sólo 
parte  del  edificio,  contribuirá  á  los  gas- 
tos de  que  trata  el  artículo  anterior  en 
proporción  de  su  goce 
;  Art.  2.261.  Son  aplicables  al  derecho 
'  de  uso  las  disposiciones  de  los  artícu- 
los 2.203,  2.217,  2.210  á  2.217  inclusive, 
y  2.253. 

CAPÍTULO  IV 

Del  derecho  de  pastos 

Art.  2.262.  El  derecho  de  pastos  con- 
siste en  la  comunidad  de  pastos  en  pre- 
dios pertenecientes  á  diversos  propie- 
tarios. 

Art.  2.203.  La  comunidad  de  pastos 
en  terrenos  públicos,  ya  pertenecientes 
á  parroquias,  ya  á  los  Municipios  ó  al 
Estado,  se  rige  por  las  leyes  adminis- 
trativas. 

Art.  2.264.  Queda  abolido  el  derecho 
de  pastos  establecido  en  predios  par- 
ticulares por  concesión  tácita  anterior 
á  la  promulgación  de  este  Código.  En 
adelante  sólo  podrá    constituirse  por 


380 


INSTITUCIONES  JURÍDICAS  Y  POLÍTICAS 


concesión  expresa  de  los  propietarios. 

§  único.— Concesión  expresa  es  la 
que  resulta  de  contrato  ó  de  disposi- 
ción de  última  voluntad. 

Art.  2.265.  Queda  igualmente  aboli- 
do el  derecho  de  pastos,  anterior  á  la 
publicación  de  este  Código,  establecido 
entre  varios  individuos  sobre  una  por- 
ción indeterminada  de  bienes,  aunque 
se  haya  establecido  por  convenio  ex- 
preso. En  adelante  sólo  se  permitirá 
establecer  este  derecho  sobre  predios 
ciertos  >  conocidos  por  convenio  expre- 
so entre  determinados  individuos. 

§  único.— Los  pastos  establecidos  se- 
gún lo  dispuesto  en  este  artículo  se  re- 
girán por  el  título  de  su  institución. 

Art.  2.266,  Las  propiedades  gravadas 
con  carga  perpetua  de  pastos  por  algún 
título  particular  podrán  amortizarla  me- 
diante el  pago  de  su  justo  valor. 

CAPÍTULO  V 

De   las   servidumbres 

Sección  primera 

Disposiciones  generales 

Art.  2.267.  Servidumbre  es  una  car- 
ga impuesta  á  un  predio  en  provecho  ó 
servicio  de  otro  predio  perteneciente  á 
distinto  dueño;  el  predio  sujeto  á  ser- 
vidumbre se  llama  sirviente,  y  el  que 
se  utiliza  de  ella  dominante. 

Art.  2.268.  Las  servidumbres  son  in- 
separables de  los  predios  á  que,  activa 
ó  pasivamente,  pertenecen. 

Art.  2.269.  Las  servidumbres  son  in- 
divisibles; si  el  predio  sirviente  fuera 
dividido  entre  varios  dueños,  cada  por- 
ción quedará  sujeta  á  la  parte  de  ser- 
vidumbre que  le  corresponda;  y  si  el 
predio  dominante  fuera  dividido,  po- 


drán los  condueños  utilizar  la  servi- 
dumbre sin  variación  alguna. 

Art.  2.210.  Las  servid  umbres  pueden 
ser  continuas  ó  discontinuas,  aparen- 
tes ó  no  aparentes. 

§  1.°— Continuas  son  aquellas  cuyo 
uso  es,  ó  puede  ser,  incesante,  sin  ne- 
cesidad del  hecho  del  hombre. 

§  2.**— Discontinuas  son  las  que  de- 
penden de  actos  del  hombre. 

S  3  °— Aparentes  son  las  que  se  reve- 
lan por  obras  ó  signos  exteriores. 

§  4.'^— No  aparentes  son  las  que  no 
presentan  indicio  alguno  exterior. 

Art.  2.271.  Las  servidumbres  pueden 
constituirse  por  un  hecho  del  hombre, 
por  la  naturaleza  de  la  cosa  ó  por 
la  ley. 

Sección  segunda 


De  las  servidumbres  constituidas  por  hecho  del 
hombre 


Art.  2.272.  Las  servidumbres  conti- 
nuas aparentes  pueden  constituirse  por 
cualquiera  de  los  modos  de  adquirir 
declarados  en  el  presente  Código. 

Art.  2.273.  Las  servidumbres  conti- 
nuas no  aparentes,  y  las  discontinuas, 
aparentes  ó  no,  también  pueden  adqui- 
rirse por  cualquier  forma,  excepto  por 
prescripción. 

§  único.— Lo  dispuesto  en  este  artícu- 
lo no  perjudicará  á  las  servidumbres 
adquiridas  anteriormente  á  la  promul- 
gación de  este  Código,  conforme  la  cos- 
tumbre y  uso  del  país. 

Art.  2.274.  Si  en  dos  predios  del  mis- 
mo dueño  hubiese  señales  aparentes  y 
permanentes,  puestas  por  él,  en  uno  ó 
en  ambos,  que  demuestren  servidumbre 
del  uno  para  el  otro,  esas  señales  se 
tendrán  como  prueba  de  servidumbre 
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cuando  los  dos  predios  pasasen  á  poder 
(le  (Jistinto  dueño,  salvo  si  al  tiempo  de 
la  separación  se  hubiera  dispuesto  otra 
cosa. 

Art.  2.275.  Las  servidumbres  esta- 
blecidas por  contrato  ó  por  testamento 
se  regirán  por  su  título  constitutivo,  y 
á  falta  de  declaración  se  observará  lo 
siguiente. 

Art.  2.276.  El  dueño  del  predio  domi- 
nante tendrá  el  derecho  de  hacer  en  el 
predio  sirviente  todas  las  obras  nece- 
sarias para  el  uso  y  conservación  de  la 
servidumbre,  pero  de. modo  que  no  la 
altere  ni  la  haga  más  onerosa. 

§  i.o—Si  fuesen  varios  los  predios  do- 
minantes, todos  los  dueños  estarán 
obligados  á  contribuir,  en  proporción, 
al  beneficio  que  á  cada  cual  reportase, 
á  los  gastos  de  que  trata  este  artículo, 
de  lo  cual  podrá  eximirse  el  que  lo  de- 
see, dejando  la  servidumbre  en  prove- 
cho de  los  demás. 

§2.®— Si  el  dueño  del  predio  sirviente 
se  utilizase  de  la  cosa  sobre  que  recae 
la  servidumbre,  quedará  obligado  á 
contribuir  en  la  forma  establecida  en  el 
párrafo  anterior. 

Art.  2.277.  Si  el  dueño  del  predio  sir- 
viente se  hubiese  obligado  en  el  título 
respectivo  á  costear  las  obras  necesa- 
rias, podrá  eximirse  de  esta  carga  en- 
tregando su  predio  al  dueño  del  predio 
dominante. 

Art.  2.278.  El  dueño  del  predio  sir- 
viente no  podrá  en  manera  alguna  es- 
torbar el  uso  de  la  servidumbre  consti- 
tuida; pero  si  ésta,  en  el  sitio  en  que  se 
instaló,  perjudicase  al  dueño  del  predio 
sirviente  ó  le  impidiese  hacer  reparos 
ó  mejoras  importantes,  podrá  variarse, 
en  tanto  que  el  dueño  del  predio  domi- 
nante no  salga  perjudicado. 

§  único.— Las  cuestiones  que  se  sus- 
citen sobre  este  asunto  se  resolverán 


sumariamente  en  la  forma  prescrita 
por  el  Código  de  procedimientos. 

Art.  2.279.  Las  servidumbres  termi- 
nan: 

1.°  Por  la  reunión  de  los  predios,  do- 
minante y  sirviente,  bajo  el  dominio  del 
mismo  dueño; 

2.^  Por  el  no  uso  durante  el  tiempo 
necesario  para  la  prescripción; 

3.°  Por  la  renuncia  ó  cesión  del  due- 
ño del  predio  dominante. 

Art.  2.280.  La  prescripción  princi- 
piará á  contarse,  en  las  servidumbres 
discontinuas,  desde  el  día  en  que  se 
deje  de  usar,  y  en  las  continuas,  desde 
el  día  en  que  comience  la  interrupción 
de  la  servidumbre. 

S  único.— En  cuanto  á  la  forma  de  la 
servidumbre,  se  aplicará  la  prescrip- 
ción en  los  mismos  términos. 

Art.  2.281.  Si  el  predio  dominante 
perteneciese  á  varios,  estando  sin  divi- 
dir, el  uso  que  uno  de  ellos  hiciera  de 
la  servidumbre  impedirá  que  se  cuente 
la  prescripción  respecto  de  los  demás. 

§  único.— Si,  por  excepción  legal,  la 
servidumbre  no  pudiese  prescribir  res- 
pecto de  alguno  de  los  propietarios  do- 
minantes, aprovechará  el  favor  de  la 
ley  á  los  demás. 

Sección  tercera 

De  XsLñ  servidunbres  constituidas  por  la  naturaleza 
de  la  cosa   ó  por  la   ley 

Art.  2.282.  Los  predios  inferiores  es- 
tán obligados  á  recibir  las  aguas  que 
corran  naturalmente,  sin  el  acto  del 
hombre,  de  los  predios  superiores,  así 
como  la  tierra  y  todo  lo  que  arrastra  en 
su  corriente.  Ni  el  dueño  del  predio  in- 
ferior podrá  hacer  obras  que  estorben 
esta  servidumbre,  ni  el  dueño  del  predio 
superior  obras  que  puedan  perjudicarla. 
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Art.  2.283.  El  dueño  del  predio  don- 
de haya  obras  defensivas  para  contener 
las  aguas,  .ó  donde  sea  necesario,  por 
la  variación  de  curso  de  éstas,  cons- 
truirlas de  nuevo,  quedará  obligado  á 
hacer  los  reparos  precisos  ó  tolerar  que 
los  hagan,  no  siendo  en  perjuicio  suyo, 
los  dueños  de  los  predios  que  padezcan 
ó  se  hallen  expuestos  á  peligros  inmi- 
nentes por  falta  de  estos  reparos. 

Art.  2.284.  Lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo anterior  será  aplicable  á  los  casos 
en  que  se  haga  necesario  desembara- 
zar algún  predio  de  materiales  cuya 
acumulación  estorbe  el  curso  de  las 
aguas  con  perjuicio  ó  riesgo  de  tercero. 

Art.  2.285.  Todos  los  propietarios 
que  participen  del  beneficio  que  resulte 
de  las  mencionadas  obras,  quedan  obli- 
gados á  contribuir  al  gasto  en  propor- 
ción del  beneficio,  sin  perjuicio  de  la 
responsabilidad  que  pueda  pesar  sobre 
el  causante  del  daño  en  los  casos  de 
culpa  ó  dolo. 

Art.  2.286.  Todas  las  demás  servi- 
dumbres, denominadas  de  interés  pú- 
blico ó  particular,  son  verdaderas  res- 
tricciones del  derecho  de  propiedad  y 
como  tales  están  reguladas  en  el  lugar 
oportuno. 

TÍTULO  V 

DEL     DERECHO    DE     DISFRUTE 

CAPÍTULO    PRIMERO 
Disposiciones  generales 

Art,  2.287.  El  derecho  de  disfrute 
comprende: 

1.**  El  derecho  de  percibir  todos  los 
frutos  naturales,  industriales  ó  civiles, 
de  la  cosa  propia; 

2.°    El  derecho  de  accesión; 


3.**    El  derecho  de  paso. 

Art.  2.288.  El  derecho  de  disfrute  ó 
goce  del  suelo  comprende,  además  de 
éste,  en  toda  su  profundidad,  salvo  las 
disposiciones  de  la  ley  relativamente  á 
las  minas,  el  espacio  aéreo  correspon- 
diente al  mismo,  en  la  altara  suscepti- 
ble de  ocupación. 

CAPITULO    II 

DE  LA  ACCESIÓN 

Sección    primera 

Disposición  general 

Art.  2.289.  Existe  accesión  cuando 
se  une  é  incorpora  á  una  cosa,  propie- 
dad de  alguno,  otra  cosa  que  no  le  per- 
tenecía. 

§  único.— La  accesión  puede  ser  pro- 
ducida por  la  acción  de  la  naturaleza 
ó  por  la  industria  del  hombre. 

Sección  seg^uuda 

De   la    accesión   natural 

Art.  2.290.  Pertenece  al  dueño  de  la 
cosa  ó  del  predio  todo  lo  que  por  efecto 
de  naturaleza  ó  casualmente  se  una  á 
la  misma  cosa  ó  al  mismo  predio. 

Art.  2.291.  Pertenece  á  los  dueños 
de  los  predios  colindantes  con  los  ríos, 
arroyos  ó  cualquier  corriente  de  agua, 
todo  lo  que  por  la  acción  de  ella  se 
le  una. 

Art.  2.292.  Pero  si  la  corriente  arran- 
case una  planta  ó  se  llevase  ciialtjuier 
objeto  ó  porción  conocida  de  terreno, 
arrojándolo  sobre  los  predios  ajenos, 
conservará  el  dueño  de  ello  su  derecho 
y  podrá  exigir  su  devolución,  siempre 
que  lo  haga  dentro  del  plazo  de   tres 
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meses^  si  antes  no  se  le  intimase  para 
que  haga  lo  retire  del  predio  en  el  pla- 
zo que  judicialmente  se  le  haya  fijado. 

Art.  2.293.  Si  la  corriente  mudase 
(le  dirección,  los  dueños  de  los  predios 
invadidos  adquirirán  derecho  al  terre- 
no que  ocupa  el  álveo  antiguo,  cada 
uno  en  proporción  del  terreno  perdido 
por  la  variación  de  la  corriente. 

Art.  2.294.  Las  islas  y  lerreros  que 
se  formen  en  los  mares  adyacentes  á 
territorio  portugués  ó  en  los  ríos  nave- 
gables ó  flotables,  pertenecerán  al  Es- 
tado, y  sólo  podrán  ser  adquiridos  por 
los  particulares  en  virtud  de  concesión 
legitima  ó  prescripción. 

S  único.— Si  con  ocasión  de  la  forma- 
ción de  terreros  ó  isietas  en  los  ríos, 
alguno  de  los  predios  ribereños,  ó  más 
de  uno,  sufriesen  disminución,  los  te- 
rreros ó  isietas  pertenecerán  á  los  pro- 
pietarios de  los  terrenos  donde  la  dis- 
minución hubiera  ocurrido,  en  propor- 
ción de  ésta. 

Art.  2.295.  Los  terreros  ó  isietas  que 
se  formasen  en  los  ríos  que  no  son  na- 
vegables ni  flotables,  pertenecerán  á 
los  propietarios  ribereños  de  la  orilla 
en  que  la  isla  se  haya  formado,  tirando 
una  línea  divisoria  por  medio  del  cauce 
lie!  río. 

§  único.— A  estas  isietas  es  aplicable 
lo  dispuesto  en  el  párrafo  único  del  ar- 
ticulo anterior. 

Art.  2.29(5.  Si  la  corriente  se  dividie- 
ra en  'dos  brazos,  sin  abandonar  el 
cauce  antiguo,  el  dueño  ó  los  dueños 
'íe  los  predios  invadidos  conservarán 
los  derechos  que  tenían  en  el  terreno 
que  les  í)erteneció  y  que  fué  invadido 
por  la  corriente. 

Art.  2.297.  Lo  dispuesto  en  los  ar- 
liculos  anteriores  es  aplicable  á  los  la- 
gos y  lagunas  en  los  casos  análogos 
ijue  puedan  ocurrir. 


Sección  tercera 

De  la  accei^ión  industrial  ó  por  hecho  del  hombre 

Art.  2.298.  Existe  accesión  indus- 
trial cuando,  por  hecho  del  hombre,  se 
confunden  objetos  pertenecientes  á  di- 
versos dueños,  ó  cuando  un  individuo 
aplica  su  trabajo  á  materia  que  perte- 
nece á  otro,  confundiendo  el  resultado 
de  ese  trabajo,  propiedad  suya,  con  la 
propiedad  ajena. 

§  único.— Esta  accesión  puede  ser 
mueble  ó  inmueble,  según  la  naturaleza 
de  los  objetos. 

SÜBSECCIÓN     PRIMERA 

De  la  accesión  mueble 

Art.  2.299.  Si  alguno  uniese  ó  con- 
fundiese de  buena  fe  objetos  propios  y 
ajenos,  de  modo  que  la  separación  no 
sea  posible,  ó,  siéndolo,  resulte  de  ella 
perjuicio  para  alguna  de  las  partes,  ha- 
rá suya  la  cosa  el  dueño  de  aquella  que 
fuese  de  mayor  valor,  siempre  que  in- 
demnice al  otro  ó  le  entregue  cosa  equi- 
valente. 

§  1.**— El  que  sea  responsable  de  la 
fusión  estará  obligado  á  quedarse  con 
la  cosa  unida,  aunque  sea  de  mayor 
valor,  si  el  dueño  de  ella  prefiriese  la 
indemnización. 

§  2.**— Si  ambas  cosas  fuesen  de  igual 
valor  y  los  dueños  no  se  aviniesen,  se 
abrirá  entre  ellos  una  licitación,  adju- 
dicándose el  objeto  al  que  mayor  pre- 
cio ofreciera  por  él.  Estimado  el  valor, 
cuya  acción  corresponderá  á  otro,  el 
adjudicatario  tendrá  la  obligación  de 
abonarlo. 

§  3.**— Si  los  interesados  no  quisieran 
entrar  en  licitación,  se  venderá  la  cosa, 
y  cada  uno  percibirá  el  producto  de  la 
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venta  en  la  parte  que  le  correspon- 
diese. 

Art.  2.300.  Si  la  fusión  hubiera  sido 
hecha  de  mala  fe  y  la  cosa  pudiese  se- 
pararse sin  deterioro,  se  restituirá  á 
su  dueño,  abonándole  daños  y  per- 
juicios. 

§  único.  Si  la  cosa  no  pudiera  sepa- 
rarse sin  deterioro,  el  que  aparezca  res- 
ponsable de  la  fusión  estará  obligado 
á  restituir  su  valor  con  daños  y  perjui- 
cios, cuando  el  dueño  de  la  cosa  unida 
no  quisiese  quedarse  con  ambas,  pa- 
gando al  otro  el  valor  de  la  que  le  per- 
tenecía. 

Art.  2.301.  Si  la  fusión  se  efectuase 
casualmente,  y  las  cosas  asi  unidas  ó 
confundidas  no  se  pudieran  separar 
sin  perjuicio  de  alguna  de  ellas,  queda- 
rán perteneciendo  al  dueño  de  la  que 
más  valiera,  quien  pagará  el  justo  va- 
lor de  la  otra,  y  si  no  la  quisiera,  co- 
rresponderá este  derecho  al  otro  dueño. 

§  1.°— Si  ninguno  de  ellos  quisiera 
quedarse  con  la  cosa,  se  venderá,  y  cada 
uno  percibirá  la  parte  del  precio  que 
le  corresponda. 

§  2,°— Si  ambas  cosas  fuesen  de  igual 
valor,  se  observará  Jo  que  queda  dis- 
puesto en  los  párrafos  2.^  y  3.°  del  ar- 
tículo 2.299. 

Art.  2.302..  Si  alguno,  de  buena  fe, 
diese  nueva  forma,  por  medio  de  su  tra- 
bajo é  industria,  á  cualquier  objeto 
mueble  perteneciente  á  otro,  hará  suyo 
ei  objeto  transformado  si  la  cosa  no 
pudiera  restituirse  á  su  forma  primera 
ó  no  lo  pudiera  ser  sin  pérdida  del  nue- 
vo valor  que  ahora  tuviese. 

§  1.**— En  este  último  caso  tendrá  el 
dueño  de  la  materia  el  derecho  de  que- 
darse con  el  objeto  si  el  valor  del  tra- 
bajo no  excediese  al  de  aquélla. 

§  2.°— En  los  casos  c'tados,  el  que  se 
quede  con  la  cosa  está  obligado  á  in- 


demnizar al  otro  del  valor  que  directa- 
mente le  pertenece. 

Art.  2.303.  Si  el  trabajo  hubiera  sido 
hecho  de  mala  fe,  la  cosa  se  restituirá 
á  su  dueño  en  el  estado  en  que  se  en- 
contrase, con  abono  de  daños  y  perjui- 
cios, sin  que  el  dueño  esté  obligado  á 
dar  indemnización  alguna  mientras  el 
valor  del  trabajo  no  haya  aumentado 
en  más  de  una  tercera  parte  el  valor  de 
la  cosa,  pues  en  este  caso  deberá  el 
dueño  abonar  lo  que  exceda  de  dicha 
tercera  parte. 

SUBSECCIÓN  SEGUNDA 

De  la  accesión  inmueble 

Art.  2.304.  Cuando  alguno  hiciese 
una  construcción  en  su  terreno  con 
materiales  ajenos,  se  hará  dueño  de 
ellos  pagando  su  importe  y  los  daños  y 
perjuicios. 

Art.  2.305.  Cuando  alguno  siembre  ó 
plante  en  su  terreno  semillas  ó  plantas 
ajenas,  se  hará  dueño  de  ellas,  á  tenor 
de  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior; 
si  el  dueño  de  las  plantas  prefiriese  la 
entrega  de  éstas,  le  serán  restituidas; 
pero  en  este  caso  no  tendrá  derecho  á 
indemnización,  salvo  la  acción  crimi- 
nal que  pueda  intentar. 

Art.  2.306.  Si  el  dueño  de  materia- 
les, semillas  ó  plantas  hubiera  hecho 
en  terreno  ajeno  obras,  sementeras  ó 
plantaciones  poseyendo  ese  terreno  en 
su  propio  nombre,  de  buena  fe  y  con 
justo  titulo,  se  observará  lo  siguiente: 

§  1.°— Si  el  valor  que  las  obras,  se- 
menteras ó  plantaciones  hubiesen  dado 
á  la  totalidad  del  predio  fuese  mayor 
del  que  antes  tenía,  el  verdadero  dueño 
sólo  percibirá  el  antiguo  valor,  ó  el 
que  tuviese  al  tiempo  de  la  evicción,  se- 
gún prefiera. 
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§2.°— Si  el  valor  fuese  el  mismo  des- 
pués de  las  obras,  sementaras  ó  plan- 
taciones, se  haré  una  licitación  entre 
los  dos  poseedores  en  la  forma  estable- 
cida en  el  art.  2.301. 

§3.°— Si  el  valor  del  predio  después 
le  las  obras,  sementeras  ó  plantacio- 
nes fuese  menor,  pertenecerán  éstas  al 
dueño  del  terreno,  con  obligación  de 
indemnizar  al  que  las  llevó  á  cabo  del 
valor  que  tuvieran  al  tiempo  de  la  evic- 
ciún. 

Art.  2.307.  Si  se  hicieren  de  mala 
fe  obras,  sementeras  ó  plantaciones 
.n  terreno  ajeno,  podrá  el  dueño  exigir 
que  se  restituya  el  terreno  á  su  estado 
primitivo  á  costa  del  que  le  varió.  Pue- 
de el  dueño  quedarse  con  dichas  obras) 
sementeras  ó  plantaciones,  abonando 
iil  tjue  las  llevó  á  cabo  el  valor  que  tu- 
\if'ran  al  mismo  tiempo,  ó  el  de  Iq«  ma- 
teriales y  trabajo  empleado  en  ollas. 

Art.  2.308.  El  dueño  del  predio  don- 
dt'  existiesen  árboles  ajenos  podrá  ad- 
quirirlos pagando  su  vnlor,  excepto  si 
po;  efecto  de  contrato  se  hubiera  obli- 
írado  á  conservar  el  dominio  ajeno  por 
'  ierto  número  de  años,  que  no  podrá 
t^xceder  de  treinta. 

CAPÍTULO  III 

Del  derecho  de  paso 

Art.  2.309.  Los  propietarios  de  terre- 
nos enclavados  dentro  de  otros  y  que 
¡lO  tengan  comunicación  alguna  con 
■^^^  vías  públicas,  podrán  reclamar  un 
paso  á  través  de  los  predios  contiguos, 
lalemnizando  el  perjuicio  que  con  esto 
:  a«o  ocasionaren. 

Art.  2.310.  El  paso  se  concederá  por 
' '  lado  que  menos  perjudique  á  los  due- 
ños (le  las  tincas  que  hayan  de  gra- 
varse. 

T  MO  VII.— 1N3TITDCI0NB8  JURÍDICAS, 


Art.  2.311.  Si  el  predio  enclavado 
hubiera  sido  transmitido  por  el  dueño 
de  alguno  de  los  predios  colindantes 
por  donde  pueda  abrirse  paso,  recaerá 
la  preferencia  de  la  servidumbre  sobre 
las  fincas  del  que  hubiera  hecho  la 
transmisión. 

§  único.— Si  la  situación  del  predio 
enclavado  proviniese  do  particiones, 
sin  tener  en  cuenta  lo  dispuesto  en  el 
articulo  2.143,  la  servidumbre  recaerá 
en  el  predio  ó  predios  de  que  formaba 
parte. 

Art.  2.312.  Al  adquirente  del  derecho 
de  paso  no  pertenecerá  la  propiedad 
del  terreno,  sino  solamente  la  servi- 
dumbre, que  se  regirá  por  lo  precep- 
tuado on  los  artículos  2.267  á  2.285. 

Art.  2.313.  La  servidumbre  de  paso 
podrá  cesar  á  instancia  del  propietario 
del  predio  sirviente  cuando  ceso  la  ne- 
cesidad de  la  servidumbre,  ó  cuando  el 
dueño  del  predio  dominante  tenga  por 
cualquier  parte  posibilidad  de  comuni- 
caciones igualmente  cómodas,  por  su 
terreno,  con  la  vía  pública,  en  cuyo 
caso  el  primero  restituirá  la  indemni- 
zación recibida. 

Art.  2.314.  Si  fuese  indispensable 
para  reparar  algún  edificio  levantar  an- 
damios  ó  colocar  objetos  sobre  el  pre- 
dio ajeno,  ó  hacer  pasar  por  él  mate- 
riales para  la  obra,  el  dueño  de  este 
predio  está  obligado  á  consentirlo,  re- 
cibiendo la  indemnización  correspon- 
diente al  perjuicio  que  se  le  irrogue. 

TÍTULO  IV 

DKL    DEUtCHO   DK   TRANSFORMACIÓN 

CAPÍTULO  PRIMERO 
Disposícionea   generales 
Art.  2.315.     El  derecho  de  transfor- 
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mación  comprenderá  la  facultad  de 
modificar  ó  alterar  por  cualquier  me- 
dio, en  todo  ó  en  parte,  y  hasta  de  des- 
truir la  sustancia  de  la  cosa  propia. 

§  único.— Este  derecho  pertenecerá  al 
dueño  de  la  cosa,  ya  sea  ésta  mueble  ó 
inmueble. 

Art.  2.316  El  derecho  de  transfor- 
mación sólo  podrá  limitarse  por  volun- 
tad del  dueño  de  la  cosa  ó  por  disposi- 
ción de  la  ley. 

CAPÍTULO  II 

De  las  restricciones  impuestas  á  la  pro- 
piedad en  favor  de  la  propiedad  ajena 

Sección  primera 

De  la  plantación  de  árboles  y  arbustos 

Art.  2.317.  Es  licita  la  plantación  de 
árboles  ó  arbustos  á  cualquier  distan- 
cia de  la  línea  divisoria  que  separe  del 
predio  colindante  aquel  en  que  se  hi- 
ciese la  plantación;  pero  el  dueño  del 
otro  predio  puede  arrancar  y  cortar 
las  raíces  que  se  introduzcan  en  su  te- 
rreno y  las  ramas  que  pendiesen  sobre 
él,  mientras  no  traspase  la  línea  divi- 
soria referida,  si  el  dueño  del  árbol, 
avisado  oportunamente,  no  lo  hubiera 
hecho  en  ol  término  de  tres  días  (1). 

Art.  2.318.  El  propietario  del  árbol  ó 
del  arbusto  confinante  ó  contiguo  al 
predio  de  otro,  tiene  el  derecho  de  exi- 
gir que  el  dueño  de  dicho  predio  le  per- 
mita hacer  la  recolección  de  los  frutos 
que  no  pudiesen  cogerse  desde  su  pre- 
dio; pero  será  responsable  de  cualquier 
perjuicio  que  con  esto  le  ocasione. 

Art.  2.319.  Cuando  haya  contienda 
acerca  de  la  propiedad  de  los  árboles  ó 


{!)    Véase  el  art.  2.353. 


arbustos  situados  en  la  línea  divisoria, 
se  entenderá  que  son  comunes  mien- 
tras no  se  pruebe  lo  contrario. 

Art.  2.320.  Si  alguno  de  los  propieta- 
rios del  árbol  ó  del  arbusto  común  lo 
quisiese  arrancar,  no  podrá  el  otro  opo- 
nerse; pero  tendrá  derecho  á  percibir 
la  mitad  de  su  valor  ó  la  mitad  déla 
leña  ó  madera  que  produjese,  según  le 
conviniese  mejor. 

§  1.°— Si  el  árbol  ó  el  arbusto  sirviese 
de  señal  divisoria,  no  podrá  arrancarse 
sino  de  común  acuerdo. 

§  2.**— El  árbol  ó  el  arbusto  arranca- 
do no  podrá  ser  sustituido  por  otro  sino 
con  mutuo  consentimiento. 

§3.**— Los  frutos  del  árbol  ó  del  arbus- 
to común  y  los  gastos  de  su  cultivo  se  re- 
partirán de  conformidad  con  lo  dispues- 
to en  los  artículos  2.175  y  siguientes. 

Sección  segunda 

De  las  excavaciones 

Art.  2.321.  El  propietario  puede  abrir 
en  su  predio  minas,  pozos  ó  hacer  las 
excavaciones  que  tenga  por  convenien- 
te, salvo  las  siguientes  disposiciones. 

Art.  2.322.  Ningún  propietario  podrá 
extender  sus  minas  y  excavaciones  más 
allá  de  la  línea  perpendicular  divisoria 
sin  consentimiento  del  dueño  colin- 
dante. 

Art.  2.323.  En  su  propia  finca  no 
puede  abrir  uno  pbzos,  zanjas,  vallas  ó 
canales  de  desagüe  junto  al  muro  co- 
mún ó  ajeno,  sin  guardar  la  distancia 
ó  hacer  las  obras  necesarias  para  que 
no  se  perjudique  el  muro. 

§  1."— Se  tendrá  presente  lo  que  dis- 
ponen los  Reglamentos  municipales  ó 
administrativos. 

§  2.®— Si  el  vecino  sufriese  algún  per- 
juicio por  estas  obras,  se  le  dará  la 
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dfibida  indemnización,  á  no  seí*  que 
exista  acuerdo  expreso  en  contrario. 

Sección  tercera 

De  i&s  construcciones  y  ediiicaciones 

Art.  á.324.  Es  lícito  á  todo  propieta- 
rio edificar  en  su  solar,  conforme  con 
los  Reglamentos  municipales  ó  admi- 
nistrativos, salvo  las  siguientes  dispo- 
siciones. 

Art.  2.325.  El  propietario  que  levante 
un  muro,  pared  ó  cualquier  otra  cons- 
trucción junto  al  lindero  de  su  terreno, 
no  podrá  abrir  en  él  ventanas  ó  hacer 
íerrados  y  poner  barandas  que  den  so- 
bre el  predio  vecino,  sin  dejar  una  dis- 
rancia de  un  metro  cinco  decímetros. 

§1.°— Lo  dispuesto  en  este  artículo  no 
comprende  las  lumbreras,  claraboyas 
6  tragaluces. 

§  2.°— Los  tragaluces  mencionados 
en  el  párrafo  anterior  no  prescriben 
nunca;  pero  el  propietario  vecino  podrá 
en  todo  tiempo  edificar,  aunque  tapie  ó 
¡natílice  los  referidos  tragaluces. 

Art.  2.326.  Lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo anterior  no  es  aplicable  á  los  predios 
reparados  por  cualquier  camino,  calle, 
travesía,  callejón  ó  vía  pública. 

Art.  2.327.  El  propietario  debe  edifi- 
car de  modo  que  el  borde  de  su  tejado 
no  vierta  sobre  el  predio  vecino,  dejan- 
Jo  un  espacio  de  cincodecímetros,  si  de 
'tro  modo  no  se  puede  evitar. 

Seccióa  cuarta 

De  los  muros  y  raedianeríafi 

Art.  2.328.  Todo  propietario  colin- 
-anie  con  pared  ó  muro  ajeno,  podrá 
a/Jquirir  el  condominio  rn  todo  ó  en 
['arte,  pagando  la  mitad  de  su   valor  ó 


la  mitad  del  valor  del  suelo  sobre  que 
estuviese  edificado  el  muro. 

§  único.— Pero  si  en  este  muro  exis- 
tiesen terrados,  ventanas  ú  otras  vistas 
á  que  el  propietario  tenga  derecho,  sólo 
podrá  verificarse  el  condominio  si  el 
propietario  lo  consintiere. 

Art.  2.329.  El  propietario  á  quien 
pertenezca  algún  muro  ó  pared  en  co- 
mún, no  podrá  abrir  en  él  lumbreras 
ni  ventanas,  ni  hacer  ninguna  altera- 
ción sin  consentimiento  del  condueño. 

Art.  2.330.  Cualquiera  de  los  con- 
dueños podrá,  sin  embargo,  edificar 
sobre  el  muro  común,  introduciendo  en 
él  los  maderos  y  barrotes  que  quisie- 
ra, mientras  no  traspase  la  línea  media 
de  la  pared. 

Art.  2.331.  El  condueño  puede  tam- 
bién elevar  la  pared  común  en  tanto 
que  lo  haga  á  su  costa  y  no  edifique  ó 
introduzca  maderos  y  barrotes  más  que 
hasta  el  centro  de  la  pared,  aunque  al 
alzarla  construya  la  otra  mitad. 

Art.  2.332.  Si  el  muro  ó  pared  común 
no  estuviera  en  estado  de  sostener  la 
obra  nueva,  deberá,  el  que  quisiera  le- 
vantíirle,  construirlo  por  entero  á  su 
costa,  y  si  quisiese  aumentar  espesor, 
el  espacio  necesario  para  ello  lo  toma- 
rá de  su  lado. 

Art.  2.333.  El  condueño  que  no  haya 
contribuido  á  levantar  el  muro,  podrá 
adquirir  condominio  en  la  parte  aumen- 
tada pagando  la  mitafi  de  lo  que  hubie- 
ra costailo,  y  en  el  caso  de  aumento  de 
espesor,  la  mitad  del  valor  del  espacio 
aumentado. 

Art.  2.334.  La  reparación  y  construc- 
ción del  muro  común  se  hará  por  cuenta 
de  los  condueños  en  proporción  de  su 
respectiva  parte. 

§1.^— Si  el  muro  fuese  simplemente 
una  cerca,  el  gasto  se  dividirá  entre  los 
condueños  por  partes  iguales. 


Instituciones  jurídicas  y  políticas 


§  2.**— Si  además  de  cerca,  alguno  de 
los  condueños  aprovechase  el  muro 
para  un  objeto  que  no  fuese  común  al 
otro  dueño,  ó  á  varios  si  los  hubiera, 
el  gasto  será  prorrateado  entre  todos 
en  proporción  al  provecho  que  cada 
cual  sacase. 

§  3.®— Si  el  hundimiento  del  muro 
proviniese  exclusivamente  de  un  acto 
del  que  uno  de  los  consortes  sacase 
provecho,  sólo  éste  estará  obligado  á 
construirlo  ó  repararlo. 

Art.  2.335.  Si  los  diferentes  pisos  de 
una  finca  pertenecieren  á  diversos  pro- 
pietarios, y  la  forma  de  la  reparación 
y  arreglo  no  se  hallase  determinada 
en  los  títulos  respectivos,  se  observará 
lo  siguiente: 

§  1."— Las  paredes  comunes  y  los  te- 
chos serán  reformados  por  todos  en 
proporción  del  valor  que  corresponde 
á  cada  uno. 

§  2.**— El  propietario  de  cada  piso  pa- 
gará el  importe  del  suelo  y  del  techo. 

§  3."— El  propietario  del  primer  piso 
abonará  el  gasto  de  la  escalera  de  que 
se  sirviese,  y  así  sucesivamente  los  de- 
más propietarios,  á  partir  de  la  meseta 
del  primer  tramo 

Art.2.33G.  Cuando  hubiese  duda  acer- 
ca de  si  el  muro  ó  pared  divisoria  entre 
dos  predios  es  6  no  común,  se  entende- 
rá común  en  toda  su  altura  siendo 
iguales  los  edificios,  y  hasta  la  altura 
del  inferior  si  no  lo  fuesen,  salvo  cual- 
quier prueba  en  contrario. 

Art.  2.337.  Los  muros  entre  predios 
rústicos,  ó  entre  patios  de  posesiones 
urbanas,  se  entiende  que  son  comunes, 
no  existiendo  prueba  ó  señal  en  con- 
trario. 

§  L**— Son  señales  que  excluyen  la 
presunción  de  comunidad: 

1.°  La  existencia  de  vertientes  sólo 
á  uno  de  los  predios; 


2.°  '  El  sostener  el  muro  en  toda  su 
extensión  cualquier  construcción  que 
esté  construida  sólo  á  uno  de  los  lados; 

3°  Aparecer  en  la  pared,  sólo  de  un 
lado,  guardacantones  de  piedra,  encla- 
vados en  toda  la  extensión  de  la  pared; 

4.°  No  hallarse  el  predio  contiguo 
igualmente  cercado  por  otra  parte. 

§  2.**— En  el  caso  del  núm.  i.*'  se  en- 
tenderá que  el  muro  pertenece  á  aquel 
para  cuyo  lado  se  inclina  la  vertiente, 
ó  se  hallan  las  construcciones  ó  seña- 
les mencionadas. 

Sección  quinta 

De  la  construcción  de  depósitos  de  materias  no- 
civas y  de  otras  edificaciones  análogas 

Art.  2.338.  Todo  el  que  quiera  abrir 
alcantarillas,  fosos  6  canales  de  des- 
agüe junto  á  cualquier  muro,  ya  sea 
éste  común,  ya  enteramente  ajeno,  ú 
construir  chimeneas,  estufas,  fogones, 
hornos,  depósitos  de  sal  ó  sustancias 
corrosivas  ó  que  produzcan  filtraciones 
nocivas,  estará  obligado  á  guardar  la< 
distancias  y  á  tomar  las  medidas  de- 
terminadas en  los  Reglamentos  locales; 
y  si  éstos  no  existiesen,  podrán  los  in- 
leresados  solicitar  que  se  tomen  todas 
las  precauciones  que  por  declaración 
de  peritos  se  juzguen  necesarias. 

TÍTULO  VII 

DKL  DERECHO  DE  EXCLUSIÓN  Y  DE  DEFENSA 

Art.  2.339.  El  propietario  tiene  dere- 
cho á  gozar  de  la  cosa,  con  exclusión 
de  cualquier  otra  persona,  y  á  em- 
plear para  ese  fin  todos  los  medios  que 
las  leyes  permitan;  este  derecho  com- 
prende los  de  deslinde,  de  cerca  y  de 
defensa. 
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CAPÍTULO    PRIMERO 

Del  derecho  de  deslinde 

Art.  2.340.  El  propietario,  el  usufruc- 
íiiario  ó  cualquier  poseedor  en  nombre 
propio,  tendrá  derecho  para  obligar  á 
lo-^  dueños  de  los  predios  colindantes  á 
marcarlos  linderos  entre  sus  predios 
respectivos. 

Art.  2.341.  El  deslinde  se  hará  de 
conformidad  con  los  títulos  de  cada 
uno,  y  en  caso  de  insuficiencia  de  éstos, 
por  lo  que  resulte  de  la  situación  en 
que  estén  los  colindantes. 

Art.  2.342.  Si  los  títulos  no  determi- 
nasen el  límite  ó  área  perteneciente  á 
cada  propietario,  y  ia  cuestión  no  pu- 
liera resolverse  por  la  situación  ó  por 
otro  medio  de  prueba  ante  el  Juez,  el 
ií^^linde  se  hará  distribuyendo  el  te- 
rreno, objeto  de  la  querella,  en  partes 
iguales. 

Art.  2.343.  Si  los  títulos  de  los  colin- 
íarites  indicasen  un  espacio  mayor  ó 
menor  del  que  comprende  la  totalidad 
iel  terreno^  el  aumento  ó  la  falta  se 
díjítribuirá  proporcionalmente  entre 
ambos. 

Art.  2.344.  Si  el  deslinde  hubiera  si- 
do hecho  en  virtud  de  un  título  común 
no  protestado,  habiendo  error  en  la  co- 
lo'ración  de  los  mojones  se  subsanará, 
sin  que  pueda  valer  la  prescripción. 
Art.  2.345.  El  derecho  de  exigir  el 
If  alinde  no  prescribe  nunca^  salvo  la 
prF'scripción  correspondiente  á  la  pro- 
piniad. 

CAPÍTULO  ÍI 

Del  derecho  de  cerca 

Art.  2.Mñ.     Todo   propietario  puede 
poner  muros,  vallas  ó  setos  á  su  propie- 


dad, ó  cercarla  de  cualquier  modo,  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  esta  sección. 

Art.  2.347.  El  propietario  que  quiera 
colocar  valla  alrededor  de  su  posesión, 
estará  obligado  á  poner  mojones  exte- 
riores de  iguales  dimensiones  que  la 
profundidad  de  la  valla,  y  si  pusiese 
cerca,  dejará  por  la  parte  de  afuera  re- 
gueras ó  alcorques,  salvo  la  costumbre 
del  país  en  contrario. 

Art.  2.348.  Las  cercas  y  regueras  en- 
tre predios  de  diferentes  dueños,  sin  las 
condiciones  determinadas  en  el  núme- 
ro anterior,  se  entenderá  que  son  co- 
munes, no  existiendo  prueba  ó  señal 
en  contrario. 

Art.  2.319.  Conceptúase  como  señal 
de  que  la  valla  ó  reguera  sin  mojones 
exteriores  no  es  común,  el  hallarse  las 
excavaciones  ó  trabajos  de  limpieza 
sólo  por  un  lado,  durante  más  de  un 
año,  en  cuyo  caso  la  valla  pertenecerá 
al  propietario  de  esta  parte. 

Art.  2.350.  La  conservación  y  lim- 
pieza de  la  valla  ó  reguera  común  se 
regirá  por  lo  dispuesto  en  el  art.  2.17S. 

Art.  2.351.  Si  dos  predios  estuvieran 
cercados  por  seto  vivo,  se  entenderá 
que  éste  es  del  que  más  le  necesite,  y 
si  ambos  se  hallasen  en  el  mismo  caso, 
se  reputará  común,  si  no  hubiera  cos- 
tumbre en  el  país  para  determinar  la 
propiedad  de  los  setos. 

Art.  2  352.  El  seto  vivo  común  se 
conservará  y  replantará  á  costa  de  los 
condueños,  conforme  al  art.  2.178. 

Art.  2.353.  Las  vallas,  secas  ó  esta- 
cadas podrán  colocarse  en  el  linde  de 
los  predios  en  tanto  que  no  rebasen  la 
línea  divisoria. 

CAPÍTULO  III 

Del  derecho  de  defensa 

Art.   2.351.     Todo  propietario    tiene 
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derecho  de  defender  su  propiedad,  rer 
chazando  la  fuerza  por  la  fuerza,  ó  acu- 
diendo á  las  Autoridades  competentes. 
Art.  2.355.  Si  la  violación  proviniese 
de  cualquier  obra  nueva  que  un  extra- 
ño comience,  podrá  el  dueño  prevenir- 
se y  asegurar  su  derecho  impidiendo  la 
obra. 

TÍTULO  VIII 

DEL  DERECHO  DE  RESTITUCIÓN  Y  DE  LA 
INDEMNIZACIÓN  POR  DERECHOS  VIO- 
LADOS. 

Art.  2.356.  Todo  aquel  cuya  propie- 
dad ó  cuyos  derechos  fuesen  violados 
ó  usurpados,  será  restituido  é  indem- 
nizado en  los  términos  declarados  en 
el  presente  Código  y  en  el  de  procedi- 
mientos. 

TtTULO  IX 

DEL  DERECHO  DE  ENAJENACIÓN 

Art.  2.357.    El  propietario  puede  ena- 


jenar su  propiedad  por  cualquiera  de 
los  modos  por  que  -ésta  puede  ser  ad- 
quirida. 

Ari.  2.358.  La  enajenación  no  se  pre- 
sume, salvo  los  casos  en  que  la  ley  es- 
tablece expresamente  esta  presunción. 

Art.  2.359.  El  derecho  de  enajena- 
ción es  inherente  á  la  propiedad,  y  á 
nadie  puede  prohibirse  ú  obligarse  á 
enajenar  sino  en  los  casos  en  que  la  ley 
lo  establece. 

Art.  2.360.  El  propietario  sólo  puede 
ser  privado  de  su  propiedad  en  cumpli- 
miento de  obligaciones  contraídas  con 
otro  ó  por  causa  de  utilidad  pública. 

§  único.— Los  casos  en  que  es  permi- 
tida la  expropiación  por  causa  de  utili- 
dad pública  y  el  modo  de  llevarla  á 
efecto,  se  rigen  por  legislación  especial. 


PARTE  CUARTA 

DE  LA  VIOLACIÓN  DE  LOS  DERECHOS  Y  DE  SU  HEPARACIÓH 


LIBRO  PRIMERO 


DE    LA    RESPONSABILIDAD    CIVIL 


TÍTULO  PRIMERO 

DISPOSICIONES  PRELIMINARES 

Art.  2.361.  Todo  aquel  que  viola  ú 
ofende  los  derechos  de  otro  se  constitu- 
ye en  la  obligación  de  indemnizar  al 
agraviado  por  los  perjuicios  que  se  le 
causen. 

Art.  2.362.  El  derecho  puede  violar- 
le por  actos  ó  por  omisión  de  actos. 

Art.  2.363.  Estos  actos  ú  omisiones 
pueden  producir  responsabilidad  crimi- 
na], ó  sólo  civil,  ó  una  y  otra  simultá- 
neamente. 

Art.  2.364.  La  responsabilidad  crimi- 
nal consiste  en  la  obligación  en  que  se 
f^onstituve  el  autor  del  hecho  ó  de  la 
oniisión  de  someterse  á  ciertas  penas 
establecidas  por  la  ley,  como  repara- 
ci(3n  del  daño  causado  á  la  sociedad  en 
el  orden  moral.  La  responsabilidad  ci- 
vil consiste  en  la  obligación  en  que  se 
constituye  el  autor  del  hecho  ó  de  la 
omisión  de  restituir  á  la  persona  lesio- 
nada al  pstado  anterior  ala  lesión,  y  de 


abonar  las  pérdidas  y  daños  que  le  haya 
causado. 

Art.  2.365.  La  responsabilidad  cri- 
minal va  siempre  acompañada  de  la 
responsabilidad  civil,  pero  no  vicever- 
sa. Los  casos  en  que  la  responsabilidad 
criminal  va  acompañada  de  la  civil  es- 
tán determinados  por  la  ley. 

Art.  2.366.  El  derecho  de  exigir  re- 
paración y  la  obligación  de  prestarla 
es  hereditario,  excepto  en  los  casos  en 
que  la  ley  establece  lo  contrario. 

TITULO  II 

DE  LA  RESPONSABILIDAD  CIVIL  ANEJA  Á  LA 
RESPONSABILIDAD  CRIMINAL 

CAPÍTULO  PRIMERO 

De  la  ¿mputación  de  la  responsabilidad, 

Art.  2.367.  El  que  fuese  acometido 
por  otro  con  violencia  que  pueda  lesio- 
nar sus  derechos  naturales  ó  ser  priva- 
do del  goce  de  sus  derechos  adquiridos, 
ó  perturbado  de  cualquier  forma  en  ese 
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goce,  está  autorizado  á  rechazar  ía  fuer- 
za con  la  fuerza,  míaiUraa  no  traí^ípase 
los  límiles  fíe  la  justa  defensa. 

Art.  2MS.  Los  que  presenciaren  la 
agresión  deberán  auxiliar  al  agrediilo, 
no  exceiiíí:ndü  tíimpoíjo  Ioíí  limites  de 
la  justa  defensa  de  éste;  >  si,  no  co- 
rriendo peligro,  dejasen  de  prestarle 
auxilio^  ser^n  responsables  de  daños  y 
perjuicios. 

Art  2.3(iJí,  Los  Tribunales  son  !íis 
encargados  de  apreciar  y  declarar  si  id 
acometido  y  sus  defensores  excedieron 
ó  no  los  limites  de  la  justa  defensa. 

Art,  2.370,  Lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 2.367  y  2MS  sólo  tiene  aplica- 
ción cuando  no  sea  posible  al  que  sufre 
la  agresíiún,  ni  á  sus  defensoreSi  recu- 
rrir a  la  fuerza  pública,  á  ñn  de  evitar 
el  daño  del  momento  ó  prevenir  el  in- 
minente, 

Art.  2.37L  Los  encargados  de  vigi- 
lar por  la  seguridad  pública^  que,  estan- 
do avisados,  dejasen  perpetrar  el  aten  la- 
do, quedarán  responsables  por  daños  y 
perjuicios  solidariamente  eon  los  agre- 
sores, pudiendo  después  proceder  se 
contra  ellos. 

Art.  2*372.  Si  la  transgresión  del  de- 
reclio  se  llevase  á  cabo  por  tnág  de  un 
individuo,  serán  todos  responsables 
solidariamente,  salvo  eldererliodel  que 
pague  por  otros,  &  percibir  de  ellos  las 
cantidades  respectivas, 

§  1.*— Es  las  cuotas  serán  proporcio- 
nadas á  la  responsabilidad  criminal  de 
cada  uno  de  los  delincuentes,  si  esa 
responsabilidad  no  fuese  igual  para  to- 
dos ellos. 

§  2*^— Esta  proporción  se  determina- 
rá por  los  Tribunales  en  el  mismo  acto 
en  que  se  declare  la  responsabilidad,  si 
el  lesionado  hubiera  solicitado  la  debi- 
da indemnización. 

Art.  2.373,    La  indemnización  civil, 


aneja  á  Ja  responsabilidad  criminal, 
puede  determinarse  privadamente;  pero 
no  podrá  exigirse  en  el  terreno  judicial, 
sin  que  el  acto  criminal  se  haya  llevado 
acabo  por  medios  adecuados,  en  lo?; 
casos  en  que  la  acción  pública  deba  in- 
tervenir. 

Art.  2.374.  Si  el  lesionado  no  se  hu- 
biera mostrado  parte  en  el  proceso  cri- 
minal, no  quedará  imposibilitado  de  í=ío- 
licitar  la  reparaciónxivil;  pero  en  este 
caso  sólo  podrá  acudir  á  los  medios  ci- 
viles ordinarios. 

Art.  2.375.  Los  bienes  del  delincuen- 
te responden  al  cumplimiento  de  la  obH- 
gación  de, reparar  el  daño. 

Art.  2.376.  Si  el  delincuente  estuvie- 
ra casado,  ninguno  de  los  bienes  del 
otro  cónyuge,  de  cualquier  clase  que 
sean,  quedan  obligados  á  la  reparación 
proveniente  del  delito. 

Art.  2.377.  Si  aquel  que  causase  el 
perjuicio  fuese  relevado  de  responsabi- 
lidad criminal  por  estado  de  embria- 
guez ó  demencia,  no  quedará  exento  de 
la  responsabilidad  civil,  excepto  cuan- 
do se  halle  bajo  tutela  ó  vigilancia  le- 
gal de  otro.  En  tal  caso,  la  obligación 
recaerá  sobre  el  tutor  ó  curador,  salvo 
si  se  probase  que  no  hubo  por  su  parte 
culpa  ó  negligencia. 

§  único.— Si  la  responsabilidad  del 
tutor  ó  curador  se  probase,  subsistirá 
la  obligación  del  agresor. 

Art.  2.378.  En  los  casos  en  que  deba 
existir  reparación,  con  bienes  de  un  de- 
mente, se  le  reservarán  los  alimentos 
necesarios,  conforme  á  su  estado  y  con- 
dición. 

Art.  2.379.  La  menor  edad  no  releva 
de  responsabilidad  civil;  pero  si  el  que 
causare  el  daño  no  estuviese  por  su 
edad  sujeto  á  responsabilidad  criminal, 
responderán  civilmente  sus  padres  ó 
aquel  bajo  cuya  guarda  y  dirección  es- 
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t^  excepto  si  probasen  que  no  hubo 
por  parte  do  ellos  culpa  ó  negligencia. 

§  único.  -  Es  aplicable  á  los  menores 
lo  dispuesto  en  el  art.  2.377. 

\rt.  2.380.  De  los  perjuicios  causa- 
<\f)<  por  criados  ó  por  personas  encar- 
piílas  de  ciertos  servicios  ó  comisio- 
nes, en  su  desempeño,  responderán  .!i- 
rhos  criados  ó  personas  solidariamente 
rou  sus  amos  ó  comitentes,  salvo  el 
(lerocho  de  éstos  para  proceder  contra 
aquNlos  cuando  no  se  hayan  atendi- 
do las  órdenes  ó  instrucciones  reci- 
bidas. 

Art.  2.381.  Si  los  perjuicios  se  oca- 
ííionasen  en  hostería  ó  en  cualquier 
•  tra  vivienda  donde  se  dé  hospedaje  por 
dinero,  responderán  solidariamente  los 
du<  ños  del  establecimiento,  silos  per- 
juicios mencionados  se  hicieren  por 
[i^rsona  que  hayan  hospedado  sin  cum- 
plir los  Reglamentos  de  policía. 

CAPÍTULO  II 

Del  grado  de  responsabilidad  proceden- 
te de  hechos  criminales 

Art.  :'.382.  Los  perjuicios  que  resul- 
ten de  una  ofensa  podrán  ser  relativos 
á  los  derechos  naturales  y  á  los  dere- 
chos adquiridos. 

Art.  2.383.  Los  perjuicios  que  se  de- 
riven de  la  violación  de  derechos  natu- 
rales podrán  ser  respecto  á  la  persona- 
lidad física  ó  á  la  moral;  los  perjuicios 
lolativos  á  los  derechos  adquiridos  se 
rí^íieren  á  los  intereses  materiales  y 
f'xternos. 

Art.  2.384.  La  indemnización  de  da- 
nos y  perjuicios  en  los  casos  de  homi- 
ilio  cometido  voluntariamente,  con- 
H<tirá: 

I "   En  el  pago  de  todos  los  gastos  de 


curación  que  hubiere  ocasionado  el 
después  fallecido,  y  su  funeral; 

2.'*  En  la  prestación  de  alimentos  á 
la  viuda  mientras  viva  y  los  necesite,  á 
no  ser  que  pnso  á  segundas  nupcias  ó 
haya  sido  cómplice  en  el  delito; 

*¿S  En  la  prestación  de  alimentos  á 
los  descpndientes  ó  ascendientes,  se- 
gún á  quien  los  debiera  dar  el  falleci- 
do, excepto  si  hubic^sen  sido  cómplices 
en  el  delito. 

§  único.— Fuera  de  los  casos  mencio- 
nados, ningún  pariente  podrá  solicitar 
indemnización  por  homicidio. 

Art.  2.385.  Si  el  homicidio  ha  sido 
cometido  involuntariamente,  pero  con 
circunstancias  que  aun  así  lo  hagan 
punible,  de  conformidad  con  la  ley, 
sólo  podrá  existir  indemnización  por 
alimentos  en  favor  de  los  hijos  meno- 
res, ó  do  los  ascendientes  imposibilita- 
dos que  los  necesiten. 

Art.  2.386.  En  los  casos  de  heridas 
hechas  voluntariamente,  estará  obliga- 
do el  agresor  á  indemnizar  al  herido 
los  gastos  de  curación  y  los  perjuicios 
que  le  hayan  sobrevenido  por  causa  de 
la  agresión;  y  si  de  las  heridas  le  pro- 
viniese algún  defecto  corporal  ó  defor- 
midad, el  herido  deberá  ser  indemniza- 
do de  los  perjuicios  que  por  ello  le  re- 
sulten. 

Art.  2.387.  En  caso  de  heridas  he- 
chas involuntariamente,  pero  punibles, 
sólo  habrá  indemnización  por  los  gas- 
tos de  curación  y  por  los  perjuicios 
que  al  herido  sobrevengan  por  esa  cau- 
sa; y  si  le  resultase  defecto  corporal  ó 
cualquier  otro  daño  irreparable,  tendrá 
derecho  á  la  mitad  de  la  indemnización 
determinada  en  el  artículo  anterior,  si 
tuviera  necesidad  de  ello. 

Art.  2.388.  Laindemnización  motiva- 
da por  hechos  ofensivos  á  la  libertad 
l»ersonal,  consistirá   en  la  reparación 
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de  los  daños  y  perjuicios  sufridos  por 
esta  causa. 

Art.  2.389.  La  indemnización  por  in- 
juria ó  por  cualquier  otra  ofensa  con- 
tra el  buen  nombre  y  reputación,  con- 
sistirá en  la  reparación  de  la  pérdida 
que  por  esta  causa  el  ofendido  haya 
sufrido  realmente,  y  en  ser  condenado 
el  agresor  en  virtud  de  sentencia. 

Art.  2.390.  En  los  casos  en  que  la 
ofensa  resulte  por  imputación  ó  acusa- 
ción de  crimen  hecha  judicialmente, 
probándose  que  hubo  dolo  en  la  impu- 
tación ó  acusación,  consistirá  la  indem- 
nización en  la  reparación  de  daños  y 
perjuicios;  pero  si  no  hubiese  dolo, 
consistirá  solamente  en  el  pago  de  las 
costas. 

§  único.— La  manera  de  hacer  efec- 
tivas estas  disposiciones  se  regulará 
en  el  respectivo  Código  de  procedi- 
miento. 

Art.  2.39L  La  indemnización  por  vio- 
lación ó  estupro  consistirá  en  la  dote 
que  el  agresor  deberá  dar  á  la  persona 
ofendida,  conforme  á  la  condición  y 
estado  de  la  misma,  si  con  ella  no  se 
casase. 

Art.  2.392.  La  indemnización  por 
ofensa  á  derechos  adquiridos  consisti- 
rá, si  hubiese  usurpación  ó  despojo,  en 
la  restitución  del  derecho  usurpado, 
con  daños  y  perjuicios;  y  sólo  en  este 
último  concepto  cuando  hubiese  sola- 
mente daño  ó  deterioro. 

§  1.**-— Si  la  restitución  de  la  cosa 
no  fuese  posible,  abonará  el  agresor 
el  valor  de  ella. 

§  2.**— Si  este  valor  no  pudiera  apre- 
ciarse, se  estará  á  loque  en  declaración 
jurada  diga  el  lesionado. 


TÍTULO  in 

DE  LA  RESPONSABILIDAD  PURAMENTE  CIVIL 

CAPÍTULO  PRIMERO 

De  la  responsabilidad  proveniente  d^ 
falta  de  cumplimiento  de  una  obligación 

Art.  2.393.  La  responsabilidad  pro- 
cedente de  la  falta  de  cumplimiento  de 
un  contrato  se  regirá  por  lo  dispuesto 
en  los  artículos  7n2  y  siguientes;  la  res- 
ponsabilidad que  se  derive  de  cualquier 
otra  obligación  será  juzgada  con  arre- 
glo á  los  mismos  principios  en  todo 
aquello  que  le  puedan  ser  aplicables. 

CAPÍTULO  II 

De  la  responsabilidad  por  perjuicios 
causados  por  animales  ó  por  cosas 
de  dominio  particular 

Art.  2.394.  Aquel  cuyos  animales  ó 
cosas  perjudiquen  á  otro,  será  respon- 
sable del  daño  ó  perjuicio,  excepto 
cuando  se  pruebe  que  no  hubo  de  su 
parte  culpa  ó  negligencia. 

Art.  2.395.  Si  algún  edificio  que  ame- 
nace ruina,  cayese  y  perjudicase  á  al- 
guno, responderá  del  daño  el  dueño  de 
dicho  edificio,  probándose  que  hubo 
negligencia  por  su  parte  en  repararlo 
ó  en  tomar  las  precauciones  necesarias. 

CAPÍTULO  III 

De  la  responsabilidad  por  daños  y  per- 
juicios hechos  para  evitar  otro  daño 

Art.  2.390?  Si  para  evitar  algún  per- 
juicio inminente  que  no  se  pueda  impe- 
dir por  otro  medio  se  ocasionase  algún 
daño  en  la  propiedad  ajena,  ese  daño 
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tendrá  la  debida  indemnización  por 
parte  del  que  le  haya  hecho. 

§  único.— Si  el  daño  se  hiciese  en 
provecho  de  varios,  la  indemnización 
se  pagará  por  todos  ellos  en  propor- 
ción del  beneficio  recibido. 

Art.  2.397.  Cuando  el  beneficio  se 
extienda  á  una  población  entera,  ó 
cuando  el  daño  sea  ordenado  por  la  Au- 
toridad pública  en  el  ejercicio  de  sus 
atribuciones,  la  indemnización  se  pa- 
gará por  las  personas  en  favor  de  las 
cuales  el  daño  se  haya  hecho,  siendo 
distribuida  y  pagada  de  conformidad 
con  los  Reglamentos  administrativos. 

TlTtJLO  IV 

DE  LA  RliSPONSABILIDAD  POR  DANOS  Y 
PERJUICIOS  PROVENIENTES  DE  LA  FALTA 
DE  CUMPLIMIENTO  DE  LOS  REGLAMEN- 
TOS, Ó  PQR  IMPRUDENCIA. 

Art.  2.398.  Los  que  levanten  un  edi- 
ficio, ya  como  propietarios,  ya  como 
contratistas,  los  dueños  de  estableci- 
mientos industriales,  comerciales  ó 
agrícolas  y  los  individuos  ó  compañías 
constructoras  de  carreteras  y  caminos 
de  hierro,  ó  de  otras  obras  públicas  y 
empresarios  de  cualquier  medio  de 
transporte,  serán  responsables,  no  sólo 
de  los  daños  y  perjuicios  causados  en 
la  propiedad  ajena,  sino  también  de  los 
accidentes  que,  por  culpa  suya  ó  de 
sus  agentes  ocurriesen  á  alguno,  ya 
procedan  de  hechos,  ya  de  omisiones, 
si  los  primeros  fuesen  contrarios  á  los 
Reglamentos  generales  ó  á  los  particu- 
lares de  estas  obras,  industrias  ó  em- 
presas, y  los  segundos  exigidos  por  di- 
chos Reglamentos. 

§  1.®— En  esta  misma  responsabilidad 
incurrirá  aquel  que  al  llevar  á  cabo  una 
obra,  ó  en  la  ejecución  de  las  empre- 


sas ó  ejercicio  de  las  profesiones  indi- 
cadas en  este  artículo  cause  á  la  pro- 
piedad ajena  ó  á  las  personas  cualquier 
daño  ó  perjuicio,  cuando  so  pruebe  que 
voluntariamente  dejó  de  observar  6  de 
hacer  observar  las  reglas  comunes  y 
puestas  en  práctica  para  evitar  tales 
inconvenientes. 

§  2.**— Si  en  el  caso  del  daño  ó  perjui- 
cio hubo  culpa  ó  negligencia  de  la  per- 
sona perjudicada  ó  do  otro,  la  indemni- 
zación se  disminuirá  en  el  primer  con- 
cepto, y  en  el  í^egundo  se  hará  un  pro- 
rrateo en  proporción  de  esa  culpa  ó 
negligencia,  como  queda  dispuesto  en 
el  art.  2.372,  párrafos  1.**  y  2." 

TtTULO  V 

DE  LA  RESPONSABILIDAD  POR  DANOS  Y 
PERJUICIOS  CAUSADOS  POR  EMPLEADOS 
PÚBLICOS  EN  EL  EJERCICIO  DE  SUS  FUN- 
CIONES. 

Art.  2.399.  Los  empleados  públicos, 
de  cualquier  orden  ó  categoría,  no  son 
responsables  de  los  daños  y  perjuicios 
que  ocasionen  en  el  desempeño  de  las 
obligaciones  que  les  impone  la  ley,  ex- 
cepto cuando  se  excediesen  ó  no  cum- 
pliesen estas  obligaciones. 

Art.  2.400.  Si  estos  empleados,  ex- 
cediéndose de  sus  atribuciones  legales, 
practicasen  actos  de  que  resulten  da- 
ños y  perjuicios,  serán  responsables  de 
ellos  lo  mismo  que  cualquier  ciudadano. 

Art.  2.401.  Los  Jueces  son  irrespon- 
sables por  sus  sentencias,  excepto  en 
los  casos  en  que,  competentemente, 
sus  sentencias  fuesen  anuladas  ó  refor- 
madas porilegalidad  y  se  autorice  á  la 
parte  lesionada  para  pedir  daños  y  per- 
juicios, ó  si  los  mismos  Jueces  fuesen 
multados  ó  condenados  en  costas,  de 
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conformidad  con  el  Código  de  procedi- 
mientos. 

Art.  2.402.  Lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo anterior  no  obsta  á  las  acciones  que 
puedan  intentarse  contra  los  Jueces  por 
los  delitos,  abuses  y  errores  que  co- 
metan en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

Art.  2.403.    Si  ejecutada  una  senten- 


cia se  probara  después,  por  medios  le- 
gales, que  fué  injusta,  tendrá  el  conde- 
nado ó  sus  herederos  el  derecho  á  la 
reparación  de  daños  y  perjuicios,  que 
se  abonarán  por  el  Estado,  previa  sen- 
tencia en  procedimiento  ordinario,  en 
que  intervendrá  el  Ministerio  público 


LJBRO  SEGUNDO 


DE  LA  PRUEBA  Y  DE  LA  RESTITUCIÓN  DE  DERECHOS 


TtTULO  PRIMERO 

DB  LAS  PRUEBAS 

CAPÍTULO    PRIMERO 

De  las  pruebas  en  general 

Art.  2.404.  Prueba  es  la  demostra- 
ción de  la  verdad  de  los  hechos  alega- 
ílos  en  juicio. 

Art.  2.405.  La  obligación  de  probar 
incumbe  á  aquel  que  alega  el  hecho, 
excepto  si  tuviese  en  su  favor  alguna 
presunción  de  derecho. 

Art.  2.406.  En  los  casos  en  que  se 
invoí|ue  algún  Reglamento,  Ordenanza 
nmnicipal  de  este  país  ó  ley  extranjera 
cuya  existencia  sea  impugnada,  estará 
obligado  á  probar  su  existencia  el  que 
ha>a  alegado  tal  Reglamento,  Orde- 
nanza ó  ley. 

Art.  2.407.    Los    únicos    medios  de 
prueba  admitidos  en  este  Código  son: 
1.^    La  confesión  de  parte; 

El  reconocimiento  y  examen; 

Los  documentos; 

La  sentencia  firme; 

La  declaración  de  testigos; 

El  juramento; 

Las  presunciones. 


2.^ 
3." 


CAPÍTULO  II 
De  la  confesión  de  parte 

Art.  2.408.  La  confesión  de  parte  es 
el  reconocimiento  expreso  que  hace 
uno  del  derecho  de  la  parte  contraria  ó 
de  la  verdad  del  hecho  alegado  por 
ésta. 

Art.  2.409.  La  confesión  puede  ser 
judicial  ó  extrajudicial  (1). 

Art.  2.410.  Confesión  judicial  es  la 
que  se  hace  en  juicio  por  la  parte  inte- 
resada ó  por  su  Procurador  con  pode- 
res especiales,  en  diligencia  de  autos. 

Art.  2.4n.  La  confesión  judicial  pue- 
de ser  espontanea  ó  solicitada  por  la 
otra  parte;  esto  sólo  puede  exigirse: 

L^  De  las  personas  que  pueden  com- 
parecer en  juicio; 

2,°  Sobre  hechos  personales  ciertos 
y  determinados,  relativos  al  objeto  en 
cuestión,  ó  de  que  el  declarante  tenga 
conocimiento. 

§  único.— La  parte  requerida  para 
declarar,  bajo  pena  de  ser  considerada 
como  confesa,  st^rá  tenida  como  tal  si 
lo  rehusase  sin  justa  causa  (2). 

Art.    2.412.     La    confesión    judicial 


(1)  Véanse  los  artículos  2.412  y  2.523. 

(2)  Véanse  los  artículos  2.415,  2.520  y  2.526. 
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constituye  prueba  plena  contra  el  que 
la  hace ,  excepto: 

1."  Si  la  confesión  fuese  declarada 
por  la  ley  insuficiente,  ó  recayese  so- 
bre un  hecho  cuya  investigación  ó  re- 
conocimiento esié  prohibido; 

2.*'  Si  produjese  la  pérdida  de  dere- 
chos que  el  confitente  no  pueda  renun- 
ciar ó  sobre  los  cuales  no  se  pueda  tran- 
sigir. 

Art.  2.413.  La  confesión  judicial  sólo 
puede  ser  revocada  por  error  de  hecho. 

Art.  2.414.  Confesión  extrajudicial 
es  la  que  se  hace  de  un  modo  distinto 
del  establecido  en  el  art.  2.410. 

Art.  2.415.  La  confesión  extrajudi- 
cial puede  ser  auténtica  ó  particular. 
Auténtica  es  la  que  se  hace  en  escritu- 
ra pública  ó  diligencia  legal;  particular 
la  que  se  hace  verbalmente  ó  por  do- 
cumento privado. 

Art.  2.416.  La  confesión  extrajudi- 
cial meramente  verbal  es  inadmisible 
en  los  casos  en  que  no  puede  admitirse 
prueba  testifical;  en  los  casos  en  que 
pueda  ser  admitida  queda  al  prudente 
arbitrio  del  Juez  apreciar  sus  efectos 
conforme  á  las  circunstancias  y  demás 
pruebas  de  los  autos.  La  confesión  por 
documento  privado  se  apreciará  con- 
forme álodispuesloenlosartículos2.431 
á  2.440. 

Art.  2.417.  La  confesión  es  indivisi- 
ble; por  esto  no  podrá*  aprovecharse  la 
parte  contraria  de  lo  que  le  sea  favora- 
ble y  rechazar  lo  que  le  perjudique,  sal- 
vo si  comprendiese  la  declaración  he- 
chos cuya  falsedad  esté  bien  demos- 
trada. 

CAPÍTULO  111 

Del  reconocimiento  y  examen 

Art.  2.418.    La  prueba  por  reconoc^- 


Iniento  ó  examen  es  aplicable  á  los  he- 
chos que  han  dejado  vestigios  6  que 
puedan  sujetarse  á  inspección  ó  exa- 
men ocular. 

Art.  2.419.  La  prueba  que  resulte 
del  reconocimiento  ó  examen  será 
apreciada  por  el  Juez  conforme  á  las 
circunstancias  y  demás  pruebas  de  los 
autos. 

CAPÍTULO  IV 

De  la  prueba  documental 

Art.  2.420.  ^Prueba  documental  es  la 
que  resulta  de  documento  escrito. 

Art.  2.421.  Los  documentos  para  el 
efecto  de  la  prueba  pueden  ser  auténti- 
cos ó  privados. 

Sección  primera 

De  los  documentos  auténticos 

Art.  2.422.  Es  documento  auténtico 
el  que  está  extendido  por  funcionario 
público  ó  con  intervención  de  éste,  exi- 
gida por  la  ley  (1). 

Art.  2.423.  Los  documentos  auténti- 
cos son  oficiales  ó  extraoficiales. 

§  1.°— Son  documentos  auténticos  ofi- 
ciales los  que  están  extendidos  6  ex- 
pedidos por  las  dependencias  del  Esta- 
do ó  municipales,  Autoridades  eclesiás- 
ticas nombradas  para  la  administra- 
ción de  las  diócesis,  los  autos  judicia- 
les y  los  documentos  sentados  en  los 
registros  de  las  oficinas  públicas  supri- 
midas ó  existentes. 

§  2.°— Se  consideran  como  registros 
públicos  para  la  calificación  de  autenti- 
cidad de  documentos,  los  protocolos  de 
las  Corporaciones  eclesiásticas  extin- 


(1)     V.  el  art.  2.431. 
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guidas,  conservados  en  cualquier  ofici- 
na pública,  cuando  hayan  sido  archiva- 
dos en  virtud  de  Reales  despachos  y  en 
la  forma  establecida  por  ellos. 

§  3.**— Son  documentos  auténticos  ex- 
traofíciales  los  instrumentos,  actas  ó 
escrituras  extendidos  por  funcionarios 
públicos,  ó  con  su  intervención  en  los 
casos  exigidos  por  la  ley,  destinados  á 
legalizar  contratos  ó  á  la  conservación 
6  transmisión  de  derechos. 

Art.  2.424.  Los  documentos  incom- 
pletos guardados  en  el  Archivo  general 
del  Reino  denominado  Torre  do  Tombo 
ó  en  otras  dependencias,  sólo  pueden 
tener  la  calificación  de  auténticos  ha- 
llándose en  las  circunstancias  de  los 
mencionados  en  el  párrafo  1.°  del  ar- 
tículo anterior  (1). 

Art.  2.425.  Los  documentos  auténti- 
cos oficiales  constituyen  generalmente 
prueba  plena. 

Art.  2.426.  Los  documentos  auténti- 
cos extraoficiales  constituyen  prueba 
plena  respecto  de  la  existencia  del  he- 
cho á  que  se  refieren,  excepto  en  aque- 
llo en  que  puedan  envolver  ofensa  de 
derechos  de  tercero  que  no  sea  parle 
en  el  mencionado  hecho. 

Art.  2.427.  La  prueba  que  resulta  do 
los  documentos  auténticos  no  compren- 
de las  declaraciones  que  no  se  refieran 
directamente  al  objeto  del  hecho. 

Art.  2.42S.  La  falta  de  documentos 
auténticos  no  podrá  suplirse  por  otra 
especie  de  prueba,  salvo  los  casos  en 
que  la  ley  así  lo  determine  expresa- 
mente. 

Art.  2.429.  Los  instrumentos  que  se 
extravíen  ó  pierdan  podrán  suplirse  ju. 
dicialmente. 

Art.  2.430.  Los  documentos  auténti- 
cos extendidos  en  país  extranjero,  en 

(1)    Véase  el  art.  2.497. 


conformidad  con  la  ley  alH  vigente « 
constituyen  prueba  en  el  Reino,  como 
la  constituirían  documentos  de  la  mis- 
ma naturaleza  extendidos  ó  expedidos 
en  él. 

Sección  seifunda 

De  los  documeDtos  privados 

Art.  2.431.  Son  documentos  privados 
los  escritos  ó  firmados  por  cualquier 
persona  sin  intervención  de  funciona- 
rio público. 

Art.  2.432.  Los  documentos  privados 
escritos  y  firmados  por  la  persona  en 
cuyo  nombre  están  extendidos,  que 
sean  reconocidos  por  las  partes  ó  teni- 
dos judicialmente  como  reconocidos, 
tendrán,  entre  los  firmantes  y  sus  he- 
rederos y  representantes,  la  misma 
fuerza  legal  que  los  documentos  autén- 
ticos, excepto  en  los  casos  en  que  la 
ley  ordene  otra  cosa. 

Art.  2.433  Los  documentos  privados 
firmados  solamente  por  la  persona  en 
cuyo  nombre  estén  extendidos,  consti- 
tuyen prueba  únicamente  contra  el  fir- 
mante, siendo  reconocidos  por  él  ó  por 
sus  herederos  y  representantes;  pero 
si  se  hallan  también  firmados  por  dos 
testigos,  cuyos  nombres  hayan  sido 
declarados  en  el  documento,  constitui- 
rán principio  de  prueba,  que  podrá 
completarse  con  la  declaración  en  jui- 
cio de  dichos  testigos. 

Art.  2.434.  Lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo anterior  es  aplicable  á  los  documen- 
tos privados  firmados  á  ruego  ó  con 
una  cruz  (1). 

Art.  2.435.  Aquel  á  quien  se  opusie- 
se en  juicio  un  escrito  firmado  al  pa- 
recer por  él,  tiene  la  obligación,  exí- 


(1)    Véase  el  art.  2.508. 
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giéndolo  la  parte  contraria,  de  declarar 
si  el  escrito  ó  la  firma  le  pertenecen. 

Art.  2.436.  Los  documentos  privado  s 
se  consideran,  con  relación  á  tercero, 
como  fechados  en  el  día  en  que  se  ha- 
ya efectuado  alguno  de  los  hechos  si- 
guientes: 

I.'*  El  reconocimiento  auténtico  del 
escrito; 

2.^  La  muerte  de  alguno  de  los  fir- 
mantes; 

3.**  La  presentación  del  documento 
en  juicio  ó  en  alguna  dependencia  pú- 
blica. 

§  único.— Reconocimiento  auténtico 
es  el  que  se  hace  por  Notario  en  pre- 
sencia de  las  partes  y  de  los  testigos. 

Art.  2.437.  El  documento  privado  no 
constituye  prueba  contra  la  persona 
que  lo  escribió  y  firmó,  cuando  ésta  lo 
haya  tenido  siempre  en  su  poder. 

Art.  2.438.  La  nota  escrita  por  el 
acreedor  en  el  margen,  ó  al  lado  de 
cualquier  escritura  ú  obligación,  aun- 
que no  esté  fechada  ni  firmada,  consti- 
tuye prueba  en  favor  del  deudor. 

Art.  2.439.  Los  asientos,  registros  ó 
cualquier  otro  documento  privado  no 
constituyen  prueba  en  favor  de  su  au- 
tor; pero  sí  en  contra  de  él  si  declara- 
son  expr(»samente  el  recibo  de  una  can- 
tidad. 

Art.  2.440.  En  el  caso  del  artículo 
anterior,  las  personas  que  quisiesen 
valerse  de  estos  asientos,  registros  ó 
escritos,  tienen  que  aceptarlos  igual- 
mente en  la  parte  que  les  perjudique. 

Sección  tercera 

De  la  prueba  do  nacimiento,  matrimonio  y 
(iefunri(3n 

Art.  2.411.  El  nacimiento,  matrimo- 
nio y  defunción  se  prueban  por  el  Re- 


gistro público  instituido  para  ese  fin. 

Art.  2.442.  No  habiendo  Regiatro,  no 
hallándose  inscritos  los  actos  mencio- 
nados, ó  no  estándolo  en  la  debida  for- 
ma, podrá  admitirse  cualquier  prueba, 
salvo  lo  dispuesto  en  los  artículos  114 
á  118. 

Art.  2.443.  Los  nacimientos,  matri- 
monios y  defunciones  anteriores  á  la 
promulgación  de  este  Código  y  al  esta- 
blecimiento del  Registro  ordenado  en  ól, 
podrán  probarse  por  los  documentos 
admitidos  hasta  el  presente  en  tales 
actos. 

Art.  2.444.  En  las  certificaciones  que 
se  expidan  de  los  libros  del  Registro  ci- 
vil, deberán  incluirse  siempre  Jas  no- 
tas marginales. 

SUBSECCIÓN    PRIMERA 

Del  Rey  ¿siró  civil 
DiviaJón   primera 

Disposiciones  generales 

Art.  2.445.  El  Registro  civil  com- 
prende: 

1.**    El  registro  de  nacimientos; 

2.°    El  registro  de  matrimonios; 

3.°    El  registro  de  defunciones; 

4.**  El  registro  de  reconocimiento  y 
legitimación  de  los  hijos. 

Art.  2.446.  Á  los  asientos  de  cada 
uno  de  estos  registros  se  les  dará  un 
número  de  orden.  Esta  numeración  se 
abrirá  todos  los  años. 

Art.  2.447.  Cada  inscripción,  antes 
de  firmarse,  se  leerá  en  presencia  do 
las  partes  que  la  hayan  de  firmar,  de  lo 
cual  se  hará  mención  en  el  acta.      , 

Art.  2.448.  En  todas  las  inscripcio- 
nes del  Registro  civil  debe  mencio- 
narse: 
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1.°  El  lugar  donde  se  hacen,  y  la  ho- 
ra, día,  mes  y  año  de  la  inscripción; 

2."  Los  nombres,  apellidos,  estado, 
profesión,  naturaleza  y  residencia  de 
las  partes  y  de  los  testigos; 

3.^  Todas  las  declaraciones  que  exi- 
ge la  ley  con  relación  á  cada  clase  de 
inscripciones. 

Art.  2.449.  Ninguna  inscripción  de- 
berá contener  más  ni  menos  declara- 
ciones que  las  determinadas  por  la  ley. 
Estas  declaraciones  se  harán  de  con- 
formidad con  los  informes  de  las  perso- 
nas interesadas  en  el  registro,  de  los 
ilocumenCos  presentados  por  ellas  ó  de 
las  observaciones  del  Oficial  del  Regis- 
tro, siempre  que  la  ley  no  determine  lo 
contrario. 

Art.  2.450.  No  podrá  hacerse  en  los 
libros  del  Registro  civil  ninguna  decla- 
ración, enmienda,  rectificación,  nota  ó 
alteración,  sino  en  virtud  de  sentencia 
dictada  po;r  los  Tribunales  de  justicia, 
salvo  el  caso  de  que  trata  el  art.  1.088. 

§  único.— Al  margen  de  las  respecti- 
vas inscripciones  se  anotará  la  senten- 
cia en  un  extracto  que  debe  contener  el 
resumen  del  juicio,  la  fecha  de  la  sen- 
tencia, el  Tribunal  que  la  ha  dictado  y 
la  escribanía  donde  radica  el  proceso. 

Art.  2.451.  Todos  los  documentos 
presentados  serán  rubricados  por  el 
Oficial  del  Registro  y  archivados  con 
un  número  de  orden  igual  al  del  regis- 
tro respectivo. 

Art.  2.452.  El  registro  se  hará  por 
duplicado. 

Art.  2.453.  Cuando  se  llene  un  libro 
le  registro,  el  duplicado  se  mandará  á 
la  corporación  del  respectivo  Munici- 
pio, donde  se  archivará. 

Art.  2.454.  Todos  los  actos  del  esta- 
do civil  hechos  fuera  del  domicilio  de  las 
partes  interesadas  podrán,  á  instancia 
de  éstas,  inscribirse  en  el  Registro  civil 
Tomo  VII.  —  In»titücionb«  jurídicas. 


de  sus  respectivos  domicilios  en  vista 
de  certificaciones  expedidas  por  la  ofi- 
cina competente  (1). 

Art.  2.455.  Las  inscripciones  del  Re- 
gistro civil  podrán  extenderse  en  pre- 
sencia de  los  interesados,  cuando  éstos 
lo  soliciten  de  los  Oficialesdel  Registro. 
*  Art.  2  456.  Los  actos  del  estado  civil 
de  los  extranjeros  residentes  en  Portu- 
gal podrán  inscribirse  en  el  Registro 
civil,  si  lo  solicitaren,  observando  las 
disposiciones  de  este  Código  en  la  par- 
te que  les  sea  aplicable. 

Art.  2.457.  La  parte  orgánica  de  las 
oficinas  del  Registro  civil,  las  obligacio- 
nes de  los  encargados  del  mismo  y  la 
forma  de  éste  se  determinarán  en  Re- 
glamentos especiales. 

Art.  2.458.  Las  penas  que  deban  im- 
ponerse á  los  empleados  públicos  ó  á 
cualquier  ciudadano  que  infrinja  las  re- 
glas establecidas  para  llevar  á  cabo  el 
registro  civil,  se  determinarán  en  la 
respectiva  legislación  penal. 

División  segunda 

Del  reí^istro  de  nacimientos 

Art.  2.459.  Cuando  ocurra  algún  na- 
cimiento en  territorio  portugués,  el  re- 
cién nacido  será  presentado  en  el  plazo 
que  establece  el  Reglamento  del  Regis- 
tro civil,  al  Oficial  de  éste,  para  hacer 
la  respectiva  inscripción. 

§  único.— En  caso  de  enfermedad  del 
recién  nacido,  ó  en  cualquiera  otra  cir- 
cunstancia grave  de  que  para  éste  re- 
sulte peligro  al  ser  llevado  á  presencia 
del  Oficial  del  Registro  civil,  deberá  di- 
cho empleado  acudir  al  sitio  donde  esté 

(1)  Véanse  los  artículos  2.462,  2.470,  2.4':4 
al  76,  2.482  y  2.484. 
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el  recién  nacido  y  extender  allí  la  ins- 
cripción de  nacimiento. 

Art.  2.460.  Están  obligados  á  hacer 
la  declaración  de  nacimiento:  en  primer 
lugar  el  padre,  y  en  su  defecto  la  ma- 
dre; á  falta  de  ambos,  el  pariente  más 
próximo  del  recién  nacido,  siendo  ma- 
yor de  edad  y  residiendo  en  el  mismo 
punto  en  que  el  nacimiento  haya  ocu- 
rrido; á  falta  de  éste,  ó  por  impedimen- 
to, el  Médico  y  la  partera  que  haya  asis- 
tido al  parto;  en  último  caso,  el  dueño 
ó  la  dueña  de  la  casa  donde  acontecie- 
se el  casó,  cuando  éste  haya  sobreveni- 
do fuera  del  domicilio  de  la  madre. 

§  único.— Si  el  parto  aconteciese  en 
algún  establecimiento  del  Estado  ó  per- 
teneciente á  alguna  corporación,  la  per- 
sona á  cuyo  cargo  estuviese  la  direc- 
ción del  establecimiento  queda  también, 
subsidiariamente  y  en  último  lugar,  su- 
jeta á  la  obligación  impuesta  en  este 
articulo. 

Art.  2.461.  La  declaración  de  exis- 
tencia de  los  expósitos  y  abandonados 
se  hará  respecto  de  los  primeros  por  el 
Administrador  del  establecimiento,  y 
respecto  de  los  segundos  por  las  perso- 
nas que  los  encuentren,  las  cuales  es- 
tán obligadas  á  presentarlos  al  Oficial 
del  Registro  con  los  vestido^  y  señales 
con  que  fuesen  encontrados. 

Art.  2.462.  Es  competente  para  to- 
mar la  declaración  de  nacimiento  el 
Oficial  del  Registro  civil  del  lugar  don- 
de haya  nacido  la  criatura,  donde  fuese 
encontrado  ó  depositada,  ó  donde  sus 
padres  habiten,  cuando  sean  cono- 
cidos. 

Art.  2.463.  La  inscripción  de  naci- 
miento deberá  firmarse  por  el  Oficial 
del  Registro,  por  el  declarante  y  dos 
testigos.  Cuando  el  declarante  no  sepa 
firmar,  lo  hará  otro  testigo  á  su  ruego. 

Art.  2.464.    En  las  inscripciones  de 


nacimiento,  además  de  las  declaracio- 
nes mencionadas  en  el  art.  2.448,  debe- 
rá especificarse: 

1.**  La  hora,  día,  mes,  año  y  lugar 
del  nacimiento; 

2.°    El  sexo  del  recién  nacido; 

3.°    El  nombre  que  haya  de  tener; 

4.®  Los  nombres,  apellidos,  profe- 
sión, naturaleza  y  domicilio  de  los  pa- 
dres, madres  y  abuelos,  cuando  los 
nombres  de  todos  hubiesen  sido  incluí- 
dos  en  la  declaración,  y  los  de  los  tes- 
tigos; 

5.**  Si  el  recién  nacido  es  hijo  legiti- 
mo ó  ¡legítimo. 

§  l.°--En  caso  de  nacimiento  de  ge- 
melos se  extenderán  las  inscripciones 
separadamente,  siguiéndose  el  orden 
de  numeración  conforme  al  de  su  na- 
cimiento. 

§  2.**— Si  el  recién  nacido  hubiera  te- 
nido uno  ó  más  hermanos  del  mismo 
nombre,  se  declarará  esta  circuns- 
tancia. 

Art.  2.465.  En  las  inscripciones  del 
nacimiento  de  los  expósitos  se  hará 
mención: 

1.®  Del  dia,  hora  y  lugar  en  que  fué 
encontrado; 

2.°    De  su  edad  aparente; 

3.**  De  cualquier  señal  ó  defecto  de 
conformación  que  le  distinga; 

4."  De  cualquier  declaración  quo  le 
acompañe; 

5.°  De  los  vestidos  y  ropas  en  que 
estuviera  ó  hubiese  estado  envuelto; 

6."  Finalmente,  de  cualquier  otra  cir- 
cunstancia digna  de  hacerse  notar. 

Art.  2.466.  Si  se  presentara  el  cadá- 
ver de  un  recién  nacido  que  se  declare 
ha  fallecido  inmediatamente  después 
de  nacer,  el  Oficial  del  Registro  civil  ex- 
tenderá la  inscripción  de  nacimiento 
con  todas  las  circunstancias  determi- 
nadas en  este  Código,  haciendo  cons- 
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tar  que  la  criatura  Je  fué  presentada 
sin  vida. 

§  único.— Acto  continuo  se  extenderá 
en  el  libro  correspondiente  la  inscrip- 
ción de  defunción. 

Art.  2.467.  No  será  admitida  en  el 
Registro  civil  declaración  de  paterni- 
lad,  maternidad  ó  descendencia  de  hi- 
jos ilegítimos,  salvo  cuando  el  padre  ó 
madre  personalmente  ó  por  Procura- 
ilor  hiciesen  esta  declaración  y  la  fir- 
masen. 

Art.  2.468  Cuando  el  hijo  nazca  du- 
rante el  matrimonio,  no  será  admitida 
en  el  Registro  civil  declaración  en  con- 
trario, aunque  la  madre  diga  que  el 
hijo  no  es  del  marido,  ó  éste  que  no  es 
suyo,  salvo  si  existiese  separación  que 
date  por  lo  menos  de  trescientos  días 
antes  del  alumbramiento. 

Art.  2.469.  La  legitimación  de  los 
hijos  por  subsiguiente  matrimonio  de 
los  padres  y  el  reconocimiento  de  los 
ilegítimos,  hecho  por  escritura  pública, 
tiestamente  ó  cualquier  otro  acto  so- 
lemne, serán  anotados  al  margen  de 
las  respectivas  inscripciones  de  naci- 
miento, precediendo  auto  del  Juez  que 
así  Jo  determine. 

§  1.''— En  la  misma  forma  se  tomará 
nota  de  todas  las  sentencias  dictadas 
en  las  demandas  de  afiliación,  obser- 
vando las  prescripciones  del  párrafo 
único  del  art.  2.450. 

§  2.®— La  obligación  de  solicitar  es- 
tas diligencias  incumbe: 

1."  En  el  caso  de  legitimación  por 
subsiguiente  matrimonio,  al  marido; 

z.°  En  el  caso  de  reconocimiento  por 
escritura  pública,  ó  por  cualquier  otro 
medio  solennne,  al  que  procede  á  la  le- 
gitimación; 

3.°  En  caso  de  reconocimiento  por 
última  voluntad,  al  hijo  reconocido,  si 
fuesp  mayor,  ó  siendo  menor,  al  tutor; 


4.*^  Las  acciones  de  descendencia,  al 
interesado  ó  á  su  tutor. 

División  tercera 

Del  regiRtro  de  nacimientos  en  caHOS  especiales 

Art.  2.470.  Si  en  los  lazaretos  ocu- 
rriese algún  nacimiento,  los  Inspecto- 
res ó  Directores  de  esos  establecimien- 
tos extenderán,  en  el  término  de  vein- 
ticuatro horas,  la  respectiva  inscrip- 
ción, observando  las  prescripciones  de 
este  Código  en  todo  aquello  que  puedan 
aplicarse. 

§  único.— La  inscripción  se  hará  en 
un  libro  de  registro,  sacándose  una  co- 
pia auténtica,  que,  en  el  plazo  de  vein- 
ticuatro horas,  se  remitirá  oficialmen- 
te al  encargado  del  Registro  del  lugar 
donde  el  lazareto  estuviese  situado, 
para  hacerla  registrar  inmediatamente. 

Art.  2.471.  Si  durante  un  viaje  por 
mar  ocurriese  algún  nacimiento,  el  Ofi- 
cial administrativo  en  los  buques  de 
guerra,  y  el  Capitán  ó  el  patrón  en  los 
mercantes,  extenderán,  en  el  plazo  de 
veinticuatro  horas,  en  presencia  del 
padre,  si  estuviese  á  bordo,  la  inscrip- 
ción del  nacimiento  por  duplicado,  con 
todas  las  formalidades  y  declaraciones 
exigidas  en  este  Código,  añadiendo  la 
altura  en  que  hubiera  ocurrido  el  naci- 
miento y  cualquier  otra  circunstancia 
que  deba  mencionarse. 

Art.  2.472.  Cuando  la  embarcación 
tocase  en  puerto  extranjero,  donde  re- 
sida Agento  diplomático  ó  consular 
portugués,  el  Comandante  le  entregará 
una  de  las  inscripciones,  y  otra  al  Ofi- 
cial del  Registro  civil  del  primer  puerto 
nacional  donde  arribe. 

§  único. —Si  la  embarcación  arribase 
primero  á  puerto  nacional,  ó  si  en  el 
puerto  extranjero  donde  liaya  tocado 
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no  existiese  Agente  diplomático  ó  con- 
sular portugués,  los  dos  ejemplares  se 
entregarán  al  Oficial  del  Registro  civil, 
según  lo  que  determina  este  artículo. 

Art.  2.473.  El  Oficial  del  Registro  ci- 
cil  á  quien  fuese  entregado  ó  remitido 
algún  documento  6  ejemplar  de  inscrip- 
ción de  nacimiento,  lo  transcribirá  in- 
mediatamente al  libro  respectivo,  ar- 
chivándolo con  el  correspondiente  nú- 
mero de  orden. 

Art.  2.474.  Si  el  nacimiento  ocurrie- 
se durante  un  viaje  por  tierra,  la  ins- 
cripción se  hará  por  el  Oficial  del  Re- 
gistro del  lugar  donde  la  madre  se  de- 
tuviese veinticuatro  horas. 

División  cuarta 

Del  registro  de  matrimonios 

Art.  2.475.  Los  asientos  de  matrimo- 
nio deberán  extenderse  en  el  Registro 
del  lugar  donde  aquél  se  celebre. 

Art.  2.476.  Cuando  el  matrimonio  se 
celebre  ante  el  Párroco,  transmitirá 
éste  el  acta,  de  oficio,  en  el  plazo  de 
cuarenta  y  ocho  horas;  al  Oficial  del 
Registro  civil,  y  se  registrará  por  éste, 
archivándose  el  original. 

§  único.— Cuando  por  determinación 
de  la  Autoridad  eclesiástica,  el  matri- 
monio religioso  se  celebre  ante  un 
Sacerdote  que  no  sea  el  Párroco,  el 
acta  será  extendida  por  el  Párroco  do 
uno  de  los  contrayentes  y  remitida  al 
Registro  en  los  términos  que  marca 
este  articulo. 

Art.  2.477.  Cuando  el  matrimonio  se 
celebre  ante  el  Oficial  del  Registro  ci- 
vil, éste  extenderá  la  inscripción  del 
contrato,  que  firmarán,  con  el  Oficial 
encargado,  los  contrayentes  y  los  tes- 
tigos. I 

§  único,— Cuando  alguno  de  los  con-  j 


trayentes,  ó  ambos,  no  supiesen  escri- 
bir, concurrirá  un  testigo  más  por  cada 
uno,  que  firmará  á  su  ruego. 

Art.  2.478.    La  inscripción  de  matri 
nionio,  á  más  de  las  declaraciones  men- 
cionadas en  el  art.  2.448,  deberá  conte- 
ner las  circunstancias  siguientes: 

1.*  La  hora,  día,  mes,  año  y  lugar 
del  matrimonio; 

2."  Si  fué  celebrado  en  edificio  públi- 
co ó  particular,  designándose  éste; 

3.*  Si  los  contrayentes  son  hijos  le- 
gítimos, ilegítimos  ó  expósitos,  y  su 
estado  civil  anterior; 

4.'  Los  nombres,  apellidos  y  natu- 
raleza de  los  padres  y  abuelos  de  los 
contrayentes,  siendo  conocidos. 

§  1.°— Cuando  haya  dispensa  de  pro- 
clamas ó  de  edad,  se  hará  mención  do 
la  presentación  de  estas  dispensas. 

§  2.°— Lo  mismo  se  hará  con  la  certi- 
ficación de  consentimiento  cuando  al- 
guno de  los  contrayentes  sea  menor. 

§3.®— Si  alguno  de  los  contrayentes 
fuese  viudo,  se  declarará  el  nombre  del 
cónyuge  difunto  y  el  lugar  donde  fa- 
lleció. 

Art.  2.479.  Todo  portugués  que  con- 
traiga matrimonio  en  país  extranjero 
deberá,  en  el  plazo  de  tres  meses,  con- 
tados desde  el  día  en  que  volviese  al 
Reino,  hacer  la  inscripción  de  su  ma- 
trimonio en  el  Registró  civil  del  lugar 
donde  esté  domiciliado,  presentando  al 
Oficial  el  documento  auténtico  en  que 
se  pruebe  que  el  matrimonio  se  cele- 
bró íegalmente. 

Art.  2.480.  Si  el  matrimonio  fuese 
anulado,  la  respectiva  sentencia  .se  ex- 
tractará al  lado  de  la  inscripción,  de- 
clarando su  fecha,  el  Tribunal  que  la 
pronunció  y  el  protocolo  donde  se  halle 
archivada. 
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Divlsidn  quinti^ 

Del  registro  de  defunciones 

Art.  2.481.  Ningún  cadáver  será  se- 
pultado sin  extender  su  partida  de  de- 
función en  el  libro  correspondiente. 

Art.  2.482.  Cuando  fallezca  una  per- 
sona, el  pariente  más  próximo,  y  á  fal- 
ta de  parientes  los  amigos,  y  en  últi- 
mo caso  los  vecinos,  harán  la  declara- 
riún  de  la  defunción  ante  el  Oficial  del 
Ri^gistro  del  lugar  donde  hubiera  acon- 
tecido 6  donde  se  hallase  el  cadáver. 

§  único. — La  forma  de  legalizar  estas 
•lo.Iaraciones  se  determinará  en  su  Re- 
L'laniento  respectivo. 

Art,  2.483.  La  inscripción,  además 
le  todas  las  declaraciones  mencióna- 
las en  el  art.  2.448  que  sea  posible  ob- 
tener, comprenderá: 

1.°  El  día,  hora  y  lugar  del  falleci- 
miento; 

2."  El  nombre,  sexo,  apellido,  edad, 
profesión  y  domicilio  del  difunto; 

V  Los  nombres,  domicilio,  natura- 
leza y  profesión  de  los  padres  y  abue- 
los del  fallecido,  si  se  supiesen; 

4.**  El  nombre  del  otro  cónyuge  sien- 
io  el  difunto  casado  ó  viudo; 

5.°  La  enfermedad  ó  causa  de  la 
n.iierte,  siendo  conocida. 

§  L°— La  inscripción  se  firmará  por 
las  personas  que  hiciesen  la  declara- 
ción de  la  defunción,  y  á  falta  de  éstas, 
por  los  testigos,  que  serán,  con  prefe- 
rencia, parientes  ó  vecinos  del  difunto. 

§2/~Si  hubiese  hecho  testamento, 
>e  hará  mención  de  esta  circunstancia 
^n  la  inscripción,  designando  la  perso- 
na en  cuyo  poder  quedó  el  documento. 

Art.  2.484.  Cuando  ocurriese  una  de- 
función en  los  hospitales  civiles  y  mili- 
tares, en  las  cárceles,  en  los  estableci- 
mientos de  expósitos  ó  en  los  lazaretos, 


los  Directores  6  Administradores  ex- 
tenderán la  inscripción  con  todas  las 
declaraciones  exigidas  en  este  Código, 
ó  las  que  posible  fuesen,  en  un  libro 
que  llevarán  para  ese  objeto;  y  en  el 
plazo  de  veinticuatro  horas,  después  de 
extendida  la  inscripción,  remitirán  co- 
pia certificada  al  Oficial  del  Registro 
civil  donde  se  hallen  situados  el  hospi- 
tal, cárcel,  lazareto  ó  establecimiento, 
para  que  tome  razón  en  su  respectivo 
registro. 

§  único.— Estos  documentos  se  archi- 
varán con  número  de  orden. 

Art.  2.485-  Si  se  encontrase  el  cadá- 
ver de  una  persona  cuya  identidad  no 
fuese  posible  reconocer,  en  la  inscrip- 
ción se  deberá  declarar: 

1.®  El  lugar  donde  fué  hallado  el  ca- 
dáver; 

2.^    Su  estado; 

3.°    El  sexo  y  la  edad  que  representa; 

4°  El  vestido  que  tuviera  y  cual- 
quier otra  circun.stancia  que  deba  men- 
cionarse. 

§  único.— Si  después  se  llegase  á 
identificar  la  persona  del  difunto,  se 
completará  la  inscripción  consignando 
al  margen  los  datos  nuevamente  obte- 
nidos. 

Art.  2.486.  Cuando  ocurra  en  viaje 
por  mar  una  defunción,  se  obser- 
vará lo  dispuesto  en  los  artículos  2.471, 
2.472  y  2.473,  en  todo  lo  que  pueda  apli- 
carse. 

Art.  2.487.  Cuando  ocurra  la  defun- 
ción durante  un  viaje  por  tierra,  la  ins- 
cripción se  hará  por  el  Oficial  del  lugar 
donde  ocurriese  ó  por  el  del  lugar  don- 
de el  cadáver  fuese  sepultado. 

División  sexta 

Del    rejj^istro    de    reconocimiento  y  legitimación 

Art.  2.488.     Existirá  un  libro  especial 
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para  las  inscripciones  de  reconocimien- 
to y  legitimación, 

Art.  2.489.  En  este  libro  se  extende- 
•  rán  las  inscripciones  de  todos  los  re- 
conocimientos y  legitimaciones  de  hi- 
jos, ya  provenga  este  acto  de  subsi- 
guiente matrimonio,  ya  de  adopción 
hecha  en  escritura,  testamento  ó  docu- 
mento público  que  no  sea  la  inscrip- 
ción de  nacimiento  de  hijos  adoptivos. 

Art.  2.490.  Estas  inscripciones  debe- 
rán contener,  á  más  de  lo  que  queda 
dispuesto  en  el  art.  2.448: 

1.®  Los  nombres,  apellidos,  estado 
civil,  naturaleza  y  domicilio  de  los  que 
verifican  la  legitimación  6  adopción; 

2.°  Los  nombres,  apellidos,  estado 
civil,  naturaleza  y  domicilio,  siendo  co- 
nocido, del  legitimado  ó  adoptado; 

3.**  Declaración  del  documento  por 
el  cual  se  hace  la  legitimación  ó  adop- 
ción. 

§  l.**-En  el  caso  de  legitimación  por 
subsiguiente  matrimonio,  se  anotará 
el  libro  donde  éste  se  halle  inscrito  y 
su  número  de  orden.  Si  la  inscripción 
estuviera  en  distinta  dependencia  ó  en 
registro  anterior  á  la  creación  de  éste, 
se  tomará  la  oportuna  nota  y  las  indi- 
caciones correspondientes,  en  vista  de 
la  certificación  que  quedará  archivada. 

§  2.^— Si  el  reconocimiento  ó  adopción 
se  hiciera  por  testamento,  se  declarará 
el  lugar  donde  está  registrado;  si  fuese 
por  escritura,  el  protocolo  del  Notario 
que  la  haya  hecho,  y  si  fuese  por  otra 
clase  de  documento  público,  el  Tribu- 
nal ó  dependencia  donde  se  haya  exten- 
dido. 

Art.  2.491.  La  toma  de  razón  de  es- 
tas inscripciones  se  hará  en  la  forma 
declarada  en  el  art.  2.469. 


Sección  coarta 

De  los  testigos  instnimentaleA 

Art.  2,492.  No  pueden  ser  testifiop 
en  actos  ínter  vivos  aquellos  que  no  lo 
pueden  ser  en  actos  de  última  voluntad, 
conforme  al  art.  1.966. 

Sección  quinta 

De  los  vicios   que  pueden  destruir  la  fuerza  pro- 
batoria de  los  documentos 

Art.  2.493.  La  fuerza  probatoria  de 
los  documentos  legales  puede  ser  des- 
truida, ó  por  la  falta  de  alguno  de  los 
requisitos  que  la  ley  exige  para  su  otor- 
gamiento, ó  por  su  falsedad. 

Art.  2.494.  La  nulidad  de  los  docu- 
mentos oficiales  resulta  de  su  falta  de 
conformidad  con  las  disposiciones  do 
las  leyes  y  de  los  Reglamentos  que  de- 
terminan el  modo  como  deben  exten- 
derse y  expedirse. 

Art.  2.495.  Hacen  que  sean  nulos  los 
documentos: 

1.**  La  incompetencia  del  Oficial  pú- 
blico respecto  del  objeto  ó  del  lugar; 

2.®  Su  cualidad  de  interesado  en  d 
acto,  ya  proceda  el  interés  del  mismo, 
de  sus  ascendientes,  descendientes, 
hermanos,  cónyuge  suyo  ó  de  alguno 
de  aquéllos; 

3."  La  falta  de  fecha,  día,  mes,  aiio 
y  lugar; 

4.®  La  falta  de  firma  de  las  partes,  ó 
de  otras  personas  á  su  ruego,  cuando 
aquéllas  no  saben  ó  no  pueden  firmar; 

5.®  La  falta  de  firma  de  dos  testigos 
idóneos,  por  lo  menos,  cuando  la  ley 
no  exigiese  mayor  número; 

6.**  La  falta  de  reconocimiento  de  la 
identidad  de  los  otorgantes; 

7."    La  falta  de  mención  de  los  pode- 
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res  cuando  el  acto  sea  celebrado  por 
apoderado; 

8.°  El  hecho  de  no  salvar  las  en- 
miendas, entrelineas  ó  raspaduras; 

9.'*  La  falta  de  firma  y  signo  del  Ofi- 
ciiil  público. 

§  único.— Lo  dispuesto  en  este  ar- 
tículo no  se  opone  á  la  observancia  de 
cualquier  determinación  que  señale  la 
leven  este  sentido  respecto  de  casos 
especiales. 

Art.  2.496.    La  falsedad  del  documen- 
to puede  consistir: 
1.'^   En  la  suplantación  total  de  él; 
2.°   En  la  de  alguna  de  las  personas 
interesadas  como  partes  ó  testigos; 

t3.**  En  dar  por  supuesto,  en  el  acto 
<ie  su  celebración,  un  hecho  que  real- 
mente no  existió; 

4.**  En  vicio  de  la  fecha,  contexto  ó 
íirruas  del  documento. 

Art.  2.497.  Los  documentos  anterio- 
res al  siglo  XVí,  cuya  autenticidad 
fuese  protestada  en  juicio,  no  podrán 
presentarse  como  medio  de  prueba  sin 
previo  examen  hecho  en  la  Torre,  do 
Tombo,  del  cual  resulte  dicha  autenti- 
dílad. 

15  único.— Este  examen  será  ordenado 
pr^rel  Jefe  principar  del  Archivo,  en 
virtud  de  comunicación  del  Juez  donde 
»I  documento  haya  sido  presentado. 

Seccidn  sexta 

De  las  copian  y  certificados 

Art.  2.498.  Las  copias  y  certificados 
sacados  en  debida  forma  de  documen- 
M^  auténticos  y  originales,  ya  oficiales, 
\a  extraoficiales,  tendrán  la  fuerza  pro- 
batoria de  los  propios  originales.. 

Art.  2.499.  Cuando  en  los  documen- 
0^  originales  se  hiciese  mención  de  pó- 
lenes, según  el  art.  2.495,  núm.  7.°,  otra 


copia  del  poder  acompañará  á  la  del 
documento,  sin  la  cual  no  hará  fe. 

Art.  2.500.  En  caso  de  sospecha  de 
falsedad,  podrán  los  interesados  solici- 
tar que  las  copias  y  certificaciones  sean 
compulsadas  en  su  presencia. 

Art.  2.50L  Las  copias  y  certificacio- 
nes de  documentos  originales  auténti- 
cos sólo  harán  fe: 

1.**  Cuando  aquellos  documentos  sean 
oficiales  y  las  copias  ó  certificaciones 
expedidas  por  Oficial  público  compe- 
tente, en  conformidad  con  las  leyes  y 
Reglamentos  respectivos; 

2.^  Cuando  aquellos  documentos  fue- 
sen extraoficiales  y  los  traslados  ó  cer- 
tificaciones extendidas  por  el  Oficial 
público,  que  por  sí  ó  mediante  su  inter- 
vención hubiera  extendido  los  origina- 
les, ó  por  aquel  que  le  hubiera  sucedi- 
do, y  en  la  forma  establecida  en  la  épo- 
ca en  que  hayan  sido  expedidos. 

§  único.— Los  documentos  referidos 
sólo  constituyen  prueba  cuando  se  sa- 
can con  citaciónde  la  parte  contra  quien 
fuesen  presentados,  ú  ofreciéndose  el 
que  los  presenta  á  exhibir  las  matrices 
de  que  se  hubiesen  sacado,  si  así  se  le 
pidiera,  con  arreglo  al  art.  2.500. 

CAPÍTULO  V 

De  la  sentencia  firme 

Art.  2.502.  La  sentencia  firme  es  el 
caso  juzgado  en  que  se  declara  legal- 
mente  cierto  y  sin  recurso  un  hecho  ó 
un  derecho, 

Art.  2.503.  La  sentencia  firme  puede 
ser  invocada  como  prueba,  dándose  las 
siguientes  condiciones: 

1."  La  identidad  del  objeto  sobre  que 
versa  el  juicio; 

2.*  La  identidad  del  derecho  ó  causa 
de  pedirlo; 
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3/  La  identidad  de  los  litigantes  y 
de  ííus  condÍeionr*s  juri<iicas. 

g  único. —La  sentencia  firme  en  cues- 
tiones de  capacidad,  descendencia  ó 
matrimonio,  siendo  legal  monte  impug- 
nada cons;títuirá  prueba  contra  cual- 
quier otra  persona. 

AtL  2-554.  La  sentencia  ejecutoria 
en  materia  criminal,  coní^tituye  pre- 
sunción legal  no  civil  en  cuanto  ésta 
no  fuese  destruida  por  prueba  en  con- 
trario. 

Art.  2.505.  La  absolución  del  reo,  por 
los  Tribunales  criminalí^ís  ó  correccio- 
nales, no  obsta  á  la  a<n^iún  de  daños  y 
perjuicíOíí,  salvo  lo  i^ue  fjueda  dispues- 
to en  los  artículos  2.368  y  siguientes. 

CAl'ÍTULO  VI 

De  la  prueba  testiñeal 

Árt.  2  506.  La  prueba  de  testigos  se 
admitirá  en  todos  los  casos  en  que  no 
se  halle  expresamente  prohibida. 

Art,  2,507.  Es  inadmisible  la  prueba 
de  testigos  en  contrario,  ó  por  más  de 
lo  conten  ido  en  los  documentos  autén- 
ticos, excepto  cuando  sean  tachados  de 
falsedad, 

Arl,  2.508.  Es  inadmisible  la  prueba 
de  testigos  en  contrario,  ó  por  más  del 
contenido  en  escritos  particulares  le- 
galizados, según  los  artículos  2.432  y 
2.43:í,  excepto  cuando  dichos  escritos 
sean  ímpuírnados  por  faLsedad,  error, 
dolo  ó  violencia. 

Art.  g.íjíJíJ.  Pueden  ser  testigos  todas 
las  personas  de  uno  y  otro  sexo  que  no 
sean  inhábiles  por  incapacidad  natural 
ó  por  disposición  déla  ¡ey. 

Art.  2.510,  No  podrán  ser  testigos  por 
incapaciílad  natural; 

L*    Los  fl ementes; 

i?."    Los  ciegos  y  sordos,  en  las  cosas 


cuyo  conocimiento  depende  de  estos 
sentidos; 

3.°    Los  menores  de  catorce  años. 

Art.  2.511.  No  pueden  ser  testigos 
por  disposición  de  la  ley: 

1.**  Los  que  tengan  interés  directo 
en  el  pleito; 

2.°  Los  ascendientes,  en  los  pleitos 
de  los  descendientes  y  viceversa; 

3.**  Los  padres  políticos,  en  los  plei- 
tos Aq\  yerno  ó  la  nuera,  y  viceversa; 

4.®  El  marido,  en  los  pleitos  de  la 
mujer  y  viceversa; 

5.®  Los  que  por  su  estado  ó  profesión 
están  obligados  á  guardar  secreto  en 
los  asuntos  relativos  á  dicho  estado  ó 
profesión; 

6.°  Los  que  están  especialmente  in- 
capacitados para  testificar  en  ciertos 
actos. 

§  único.— Lo  dispuesto  en  los  núme- 
ros 2.^  3.®  y  4.**,  no  es  aplicable  á  los 
casos  en  que  se  trate  de  comprobar  el 
nacimiento  ó  defunción  de  los  hijos. 

Art.  2  512.  La  declaración  de  un  solo 
testigo,  destituida  de  otra  prueba,  no 
hará  fe  en  juicio,  excepto  en  los  casos 
en  que  la  ley  expresamente  ordene  lo 
contrario. 

Art.  2.513.  Si  las  declaraciones  sin- 
gulares ó  sobre  diversos  hechos  ten- 
diesen á  probar  el  mismo  aserto,  que- 
da al  prudente  arbitrio  del  Juez  apre- 
ciar la  prueba  que  pueda  resultar  de 
estos  diferentes  conceptos  de  la  decla- 
ración. 

Art.  2.514.  La  fuerza  probatoria  de 
las  declaraciones  se  apreciará,  tanto 
por  el  conocimiento  que  los  testigos  de- 
muestren tener  de  los  hechos,  cuanto 
por  la  fe  que  mereciese  su  estado,  vida 
y  costumbres,  por  el  interés  que  puedan 
tener  en  el  litigio,  ó,  finalmente,  por  su 
parentesco  ó  relaciones  con  las  partes. 

Art.  2.515.     Siendo  de  igual  fuerza  la 
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prueba  testiñcal  de  una  y  otra  parte, 
prevalecerá  la  que  ofrezca  el  acusado. 

CAPÍTULO  VII 

De  las  presunciones 

Art.  2.516.  Presunciones  son  las 
consecuencias  que  la  ley  6  el  Juez  de- 
duce de  un  hecho  conocido  para  ave- 
riguar un  hecho  desconocido. 

Art.  2.517.  El  que  tenga  á  su  favor 
la  presunción  legal  no  necesita  probar 
el  hecho  en  que  se  funda. 

Art.  2.518.  Las  presunciones  esta- 
blecidas por  la  ley  pueden  destruirse 
por  la  prueba  en  contrario,  excepto  en 
los  casos  en  que  la  ley  expresamente 
lo  prohiba. 

Art.  2.519.  Las  presunciones  no  es- 
lablecidas  por  la  ley  quedan  al  pru- 
dente arbitrio  del  Juez;  pero  sólo  pue- 
Tlon  admitirse  en  los  casos  en  que  se 
admita  la  prueba  testifical. 

CAPÍTULO    VIH 

Del  juramento 

Seco  ion  primera 

Disposiciones    generales 

Art.  2.520.  El  juramento,  como  me- 
dio de  prueba,  no  puede  prestarse  por 
apoderado  ni  recaer  sobre  actos  que 
correspondan  personalmente  á  la  parte 
á  quien  se  defiere. 

Art,  2.521.  El  juramento  puede  ser 
decisorio  ó  supletorio. 

Art.  2.522.  Juramento  decisorio  es 
el  que  una  de  las  partes  otorga  ó  pide 
á  la  otra  para  decidir  el  litigio;  supleto- 
rio es  el  que  pide  el  Juez  á  una  de  las 
partes  para  completar  la  prueba. 


Sección  segunda 

Del  jurameDto  decisorio 

Art.  2.523.  El  juramento  decisorio 
puede  tomarse  en  cualquier  dependen- 
cia civil,  aunque  no  sobre  hechos  cali- 
ficados de  criminales  por  la  ley,  ni  so- 
bre convenios  que  sólo  deban  probarse 
por  instrumento  público,  ni  sobre  cues- 
tiones acerca  de  las  cuales  las  partes 
no  pueden  transigir. 

Art.  2.524.  El  juramento  decisorio 
puede  otorgarse  en  todo  el  curso  del 
litigio,  aunque  no  haya  comenzado  la 
prueba. 

Art.  2.525.  El  que  rehusare  prestar 
el  juramento  referido  ó  deferirlo  á  la 
parte  contraria,  quedará  imposibilitado 
para  presentar  otra  prueba. 

Art.  2.526.  El  juramento  no  puede 
referirse  cuando  el  hecho  á  que  hace 
relación  es  puramente  personal  del  que 
ha  de  prestarle. 

Art.  2.527.  Después  de  prestado  el 
juramento  deferido  ó  referido,  no  podrá 
la  otra  parte  ser  admitida  á  probar  su 
falsedad. 

§  único.—Pero  si  la  falsedad  del  ju- 
ramento fuese  probada  por  acción  cri- 
minal, tendrá  la  parte  derecho  á  la  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios. 

Art.  2.528.  La  parte  que  defiera  ó 
refiera  el  juramento,  no  podrá  retrac- 
tarse después  de  mostrar  la  otra  parte 
su  aquiescencia  á  prestarlo. 

Art.  2.529.  El  juramento  prestado 
sólo  constituirá  prueba  á  favor  ó  en 
contra  de  las  partes  que  lo  otorguen, 
pidan  ó  presten,  ó  sus  herederos  y  re- 
presentantes. 

Art.  2.530.  El  juramento  deferido  por 
uno  délos  acreedores  solidarios  del  deu- 
dor no  eximirá  á  éste  sino  por  lo  que 
toca  á  su  parte, 
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Art.  2.531.  Exceptúanse  de  la  dispo- 
sición del  art.  2.529: 

1.**  El  juramento  deferido  al  deudor 
principal,  el  cual  exime  igualmente  á 
sus  fiadores; 

2.°  El  juramento  deferido  á  uno  de 
los  deudores  solidarios,  el  cual  exime 
á  los  demás; 

3.^  El  juramento  deferido  al  fiador, 
el  cual  aprovecha  al  deudor  principal. 

Art.  2.532.  En  los  casos  menciona- 
dos en  los  números  2.**  y  3.®  del  artículo 
anterior,  el  juramento  del  deudor  soli- 
dario ó  del  fiador  no  aprovechará  á  los 
otros  deudores  ó  al  deudor  principal 
si  no  se  otorga  sobre  la  deuda,  sobre 
el  hecho  de  la  solidaridad  ó  sobre  el  de 
la  fianza. 

Sección  tercera 

Del  juramento  supletorio 

Art.  2.533.  El  juramento  supletorio, 
tanto  sobre  la  acción  como  sobre  la 
prohibición,  ya  sea  pedido  por  el  Juez, 
ya  á  instancia  de  parte,  sólo  se  admiti- 
rá cuando  concurran  las  circunstan- 
cias siguientes: 

1."  Halla'. dose  probada  la  acción  ó 
la  contestación,  y  habiendo  solamente 
duda  acerca  de  la  cantidad  objeto  del 
litigio; 

2.*  Si  esta  cantidad  no  se  pudiese 
probar  de  otro  modo; 

3.*    Si  la  persona  á  quien  se  defiere 


el  juramento  está  en  concepto  de  ser 
de  buena  fe; 

4.*  Si  la  cantidad  no  excediese  de 
50.000  reis,  excepto  cuando  la  obliga- 
ción proviniese  de  delito,  culpa  ó  dolo. 

§  único.— En  este  último  caso  podrá 
el  Juez  reducir  la  cuantía  objeto  del  ju- 
ramento si,  oídas  las  partes,  pareciese 
excesiva. 

Art.  2.534.  El  juramento  pedido  por 
el  Juez  á  una  de  las  partes  no  podrá 
pedirse  por  ésta  á  la  contraria. 

TÍTULO  II 

DE   LAS    ACCIONES 

Art.  2.535.  Nadie  podrá  reintegrarse 
en  el  uso  de  los  derechos  por  autoridad 
propia,  salvo  los  casos  declarados  por 
la  ley. 

Art.  2.536.  La  ley  establece  los  me- 
dios por  los  cuales  los  que  hayan  sufri- 
do lesión  ó  perturbación  en  sus  dere- 
chos podrán  ser  restituidos,  indemniza- 
dos ó  asegurados  en  el  goce  pacífico  de 
ellos. 

Art.  2.537.  Estos  medios  son  los  Tri- 
bunales y  las  acciones. 

Art.  2.538.  La  organización  y  juris- 
dicción de  los  Tribunales  se  rigen  por 
leyes  especiales.  Las  reglas  relativas  á 
las  acciones  pertenecen  al  Código  de 
procedimientos. 

Palacio,  1.**  de  Julio  de  1867.— Aucus- 

I    TO  CÉSAR   BaRJONA  DE  FrEITAS, 


APÉNDICE  PRIMERO 

REGLAMENTO   DEL    CONSEJO    DE    TUTELA 


(CÓDIGO  CIVIL,  ART.    226) 


Artículo  1.*^  El  Consejo  de  tutela  se 
compondrá  del  juez  de  derecho  del  dis- 
trito, de  sus  dos  sustitutos  inmediatos  y 
M  Curador  de  huérfanos,  que  tendrá 
voto  consultativo. 

§  único.— Los  Jueces  sustitutos  que 
('ntren  en  la  constitución  del  Consejo 
fie  tutela,  serán  en  los  distritos  de  Lis- 
l>oa,  de  Oporto  y  de  Funchal  los  desig- 
nados para  las  demás  comarcas  del 
Reino  en  la  última  parte  del  párrafo  1.** 
del  art.  87  de  la  Novísima  reforma  judi- 
cial. 

Art.  2.®  Los  Jueces  de  derecho  de  los 
distritos  del  Reino  en  cuya  jurisdicción 
hayan  de  hacerse  los  inventarios,  pre- 
sidirán el  Consejo  de  tutela. 

§  único.— El  Secretaro  á  cuyo  cargo 
esté  el  inventario  será  el  áe\  expediente 
en  todos  los  actos  del  Consejo  de  tutela. 

Art.  3.®  El  recurso  contra  los  acuer- 
dos del  consejo  de  familia  ante  el  de  tu- 
tela se  interpondrá  en  el  mismo  acto 
en  que  se  tomaren,  ó  dentro  de  los  tres 
días  siguientes  si  los  interesados  estu- 
viesen presentes  por  sí  ó  por  apodera- 
do, y  si  estuviesen  ausentes,  en  igual 
plazo  contado  desde  la  notificación. 

S  I."*— Los  recurrentes  deberán  expo- 
ner en  resumen  los  fundamentos  de  la 


queja  en  las  peticiones  que  hicieren  al 
Juez  presidente  para  admitirles  el  re- 
curso, que  no  les  será  arlmitido  de  otro 
modo. 

§  2.^— Cuando  el  recurso  se  interpu- 
siese en  inventario  por  diligencia  ante 
los  Jueces  ordinarios  (si  existen),  se  re- 
mitirán oficialmente  las  diligencias  en 
el  término  de  cinco  días  por  el  Secreta- 
rio al  Juez  de  derecho  del  distrito,  con 
citación  del  recurrido  si  no  estuviese 
presente  al  interponer  el  recurso. 

Art.  4.**  Los  recursos  en  los  inventa- 
rios formados  ante  el  Juez  de  derecho 
serán  fallados  por  el  Consejo  de  tutela 
en  el  término  de  cinco  días,  contados 
desde  la  interposición,  y  en  los  inventa- 
rios formados  ante  el  Juez  ordinario  se 
resolverán  en  igual  plazo,  á  contar  des- 
de el  día  en  que  se  presentasen  en  la 
cabeza  de  distrito. 

§  1.**— El  Secretario  presentará  las  di- 
ligencias inmediatamente  al  Juez  presi- 
dente para  que  designe  el  día  y  hora  del 
juicio,  el  cual  ^rá  notificada  á  los  Jue- 
ces sustitutos  y  al  Curador  de  huérfanos . 

§  2.**— Si  los  Jueces  sustitutos  no  com- 
parecieren el  día  designado  á  la  hora 
señalada,  aplazará  el  juicio  el  Juez  pre- 
sidente, señalando  otro  día  dentro  de 
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giéndolo  la  parte  contraria,  de  declarar 
si  el  escrito  ó  la  firma  le  pertenecen. 

Art.  2.436.  Los  documentos  privado  s 
se  consideran,  con  relación  á  tercero, 
como  fechados  en  el  día  en  que  se  ha- 
ya efectuado  alguno  de  los  hechos  si- 
guientes: 

1."  El  reconocimiento  auténtico  del 
escrito; 

2.^  La  muerte  de  alguno  de  los  fir- 
mantes; 

3.^  La  presentación  del  documento 
en  juicio  ó  en  alguna  dependencia  pú- 
blica. 

§  único.— Reconocimiento  auténtico 
es  el  que  se  hace  por  Notario  en  pre- 
sencia de  las  partes  y  de  los  testigos. 

Art.  2.437.  El  documento  privado  no 
constituye  prueba  contra  la  persona 
que  lo  escribió  y  firmó,  cuando  ésta  lo 
haya  tenido  siempre  en  su  poder. 

Art.  2.438.  La  nota  escrita  por  el 
acreedor  en  el  margen,  ó  al  lado  de 
cualquier  escritura  ú  obligación,  aun- 
que no  eMé  fechada  ni  firmada,  consti- 
tuye prueba  en  favor  del  deudor. 

Art.  2.439.  Los  asientos,  registros  ó 
cualquier  otro  documento  privado  no 
constituyen  prueba  en  favor  de  su  au- 
tor; pero  sí  en  contra  de  él  si  declara- 
sen expresamente  el  recibo  de  una  can- 
tidad. 

Art.  2.410.  En  el  caso  del  artículo 
anterior,  las  personas  que  quisiesen 
valerse  fie  estos  asientos,  registros  ó 
escritos,  tienen  íjue  aceptark'S  igual- 
mente en  la  parte  que  los  perjudique. 

Sección  tercera 

Do  la  prueba  do  narimionlo,  matrimonio  y 
(lofunrión 

Art.  2.411.  El  nacimiento,  matrimo- 
nio y  defunción  se  prueban  j)or  el  Re- 


gistro público  instituido  para  ese  ñri 
Art.  2.442.  No  habiendo  Registro,  i . 
hallándose  inscritos  los  actos  menii  - 
nados,  ó  no  estándolo  en  la  debida  foi 
ma,  podrá  admitirse  cualquier  prutb  , 
salvo  lo  dispuesto  en  los  artículos  \\\ 
á  118. 

Art.  2.443.  Los  nacimientos,  matri- 
monios y  defunciones  anteriores  á  la 
promulgación  de  este  Código  y  al  e>Ti- 
blecimientodel  Registro  ordenado  en- 1 
podrán  probarse  por  los  documentr- 
admitidos  hasta  el  presente  en  t:il<- 
actos. 

Art.  2.444.  En  las  certificaciones  q-.- 
se  expidan  de  los  libros  del  Registrn  i  •■ 
vil,  deberán  incluirse  siempre  las  n«  - 
tas  marginales. 

SUBSECCIÓN     PRIMKRA 

Del  Registro  civil 
División   primera 

Disposiciones  g-enerales 

Art.  2.445.  El  Registro  civil  com- 
prende: 

1.°    El  registro  de  nacimientos; 

2.°    El  registro  de  matrimonios; 

3.®    El  registro  de  defunciones; 

4.®  El  registro  de  reconocimiento  > 
legitimación  de  los  hijos. 

Art.  2.446.  Á  los  asientos  de  ca  In 
uno  de  estos  registros  se  les  dará  un 
número  de  orden.  Esta  numeración  n» 
abrirá  todos  los  años. 

Art.  2.447.  Cada  inscripción,  aritf^ 
de  firmarse,  se  leerá  en  presencia  't^ 
las  partes  que  la  hayan  de  firmar,  de  !•• 
cual  se  hará  mención  en  el  acta. 

Art.  2.148.  En  todas  las  inscrip<  io- 
nes del  Registro  civil  debe  men^^io- 
narse: 
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1.®  El  lugar  donde  se  hacen,  y  labo- 
ra, día,  mes  y  año  de  la  inscripción; 

2.^  Los  nombres,  apellidos,  estado, 
profesión,  naturaleza  y  residencia  de 
las  partes  y  de  los  testigos; 

3.®  Todas  las  declaraciones  que  exi- 
ge la  ley  con  relación  á  cada  clase  de 
inscripciones. 

Art.  2.449.  Ninguna  inscripción  de- 
berá contener  más  ni  menos  declara- 
ciones que  las  determinadas  por  la  ley. 
Estas  declaraciones  se  harán  de  con- 
formidad con  los  informes  de  las  perso- 
nas interesadas  en  el  registro,  de  los 
documentos  presentados  por  ellas  ó  de 
las  observaciones  del  Oñcial  del  Regis- 
tro, siempre  que  la  ley  no  determine  lo 
contrario. 

Art.  2.450.  No  podrá  hacerse  en  los 
libros  del  Registro  civil  ninguna  decla- 
ración, enmienda,  rectificación,  nota  ó 
alteración,  sino  en  virtud  de  sentencia 
dictada  po;*  los  Tribunales  de  justicia, 
salvo  el  caso  de  que  trata  el  art.  1.088. 

§  único.— Al  margen  de  las  respecti- 
vas inscripciones  se  anotará  la  senten- 
cia en  un  extracto  que  debe  contener  el 
resumen  del  juicio,  la  fecha  de  la  sen- 
tencia, el  Tribunal  que  la  ha  dictado  y 
la  escribanía  donde  radica  el  proceso. 

Art.  2.451.  Todos  los  documentos 
presentados  serán  rubricados  por  el 
Oficial  del  Registro  y  archivados  con 
un  número  de  orden  igual  al  del  regis- 
tro respectivo. 

Art.  2.452.  El  registro  se  hará  por 
duplicado. 

Art.  2.453.  Cuando  se  llene  un  libro 
de  registro,  el  duplicado  se  mandará  á 
la  corporación  del  respectivo  Munici- 
pio, donde  se  archivará. 

Art.  2.454.  Todos  los  actos  del  esta- 
do civil  hechos  fueradel  domicilio  de  las 
partes  interesadas  podrán,  á  instancia 
de  éstas,  inscribirse  en  el  Registro  civil 
Tumo   VII.  — Inmtitucionbi»  jvüídicjlH, 


de  sus  respectivos  domicilios  en  vista 
de  certificaciones  expedidas  por  la  ofi- 
cina competente  (1). 

Art.  2.455.  Las  inscripciones  del  Re- 
gistro civil  podrán  extenderse  en  pre- 
sencia de  los  interesados,  cuando  éstos 
lo  soliciten  de  los  Oficialesdel  Registro. 
*"  Art.  2  456.  Los  actos  del  estado  civil 
de  los  extranjeros  residentes  en  Portu- 
gal podrán  inscribirse  en  el  Registro 
civil,  si  lo  solicitaren,  observando  las 
disposiciones  de  este  Código  en  la  par- 
te que  les  sea  aplicable. 

Art.  2.457.  La  parte  orgánica  de  las 
oficinas  del  Registro  civil,  las  obligacio- 
nes de  los  encargados  del  mismo  y  la 
forma  de  éste  se  determinarán  en  Re- 
glamentos especiales. 

Art.  2.458.  Las  penas  que  deban  im- 
ponerse á  los  empleados  públicos  ó  á 
cualquier  ciudadano  que  infrinja  las  re- 
glas establecidas  para  llevar  á  cabo  el 
registro  civil,  se  determinarán  en  la 
respectiva  legislación  penal. 

División  segunda 

Del  regifltro  de  nacimientos 
« 

Art.  2.459.  Cuando  ocurra  algún  na- 
cimiento en  territorio  portugués,  el  re- 
cién nacido  será  presentado  en  el  plazo 
que  establece  el  Reglamento  del  Regis- 
tro civil,  al  Oficial  de  éste,  para  hacer 
la  respectiva  inscripción. 

§  único.— En  caso  de  enfermedad  del 
recién  nacido,  ó  en  cualquiera  otra  cir- 
cunstancia grave  de  que  para  éste  re- 
sulte peligro  al  ser  llevado  á  presencia 
del  Oficial  del  Registro  civil,  deberá  di- 
cho empleado  acudir  al  sitio  donde  esté 


(1)    Véanse   loa  artículos  2.462,    2.470,  2.4'74 
al  76, 2.482  y  2.484. 
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los  cinco  siguientes,  y  les  condenará  en 
los  gastos  que  se  ocasionaren,  y  en  una 
multa  de  20.000  á  30.000  reis  á  cada  uno 
para  la  Hacienda  nacional. 

§  3.°— Si  alguno  de  los  Jueces  sustitu- 
tos tuviese  impedimento  legal,  deberá 
declararlo  por  escrito  en  el  acto  de  la 
notificación,  y  en  su  lugar  será  notifi- 
cado el  sustituto  inmediato. 

§  4.®— En  el  caso  en  qi^e  el  sustituto 
notificado  no  haya  comparecido,  sin  ex- 
cusa legal,  en  el  nuevo  plazo  que  se  fija- 
se, será  condenado  al  duplo  de  la  mul- 
ta además  de  Jas  costas  que  se  hubie- 
sen ocasionado,  y  se  llamará  al  susti- 
tuto inmediato  para  el  juicio  que  debe- 
rá, tener  lugar  dentro  de  los  tres  días 
siguientes. 

Art.  5.®  Estará  permitido  á  cualquie- 
ra de  las  partes  unir  aí  rollo,  mientras 
esté  en  poder  del  Secretario  ó  en  el 
acto  del  juicio,  las  alegaciones  y  docu- 
mentos que  le  parezcan  convenientes, 
los  cuales  podrán  ser  examinados  por 
la  otra  parte,  suspendiéndose,  en  su 
caso,  la  vista  de  los  autos. 

Art.  6.**  El  Consejo  de  tutela  resolve- 
rá el  recurso  y  su  decisión  será  funda- 
da y  fijada  en  acta  extendida  por  el  Se- 
cretario y  firmada  por  todos  los  indivi- 
duos del  Consejo. 

§  único.— Esta  decisión  será  publica- 
da acto  continuo  en  el  tablón  de  edic- 
tos colocado  en  la  sala  del  Tribunal,  y 
el  Secretario  dará  fe  de  la  publicación 
en  los  autos. 

Art.  7.°  Si  las  partes  no  recurrieren 
ante  la  Audiencia  del  distrito  contra  la 
decisión  del  Consejo  de  tutela,  en  los 
casos  en  que  les  está  permitido  hacer- 
lo, con  arreglo  al  párrafo  3.®  del  artícu- 
lo 226  del  Código  civil,  los  inventarios 
formados  en  juicio  ordinario  serán  re- 
mitidos de  oficio  al  Secretario  respec- 
tivo. 


Art.  8.**  El  recurso  ante  la  Audien- 
cia, en  el  caso  en  que  la  ley  lo  conce- 
de, será  de  agravio  de  petición  si  tu- 
viere su  residencia  en  el  distrito  en  que 
se  dictó  la  decisión  recurrida;  y  de 
agravio  de  instrumento,  si  residiere  en 
otro  distrito. 

§  1.**— La  interposición  de  estos  re- 
cursos deberá  hacerse  por  conducto 
del  Juez  que  presidió  el  Consejo  de  tuto- 
la,  y  unida  á  los  autos  en  el  término  de 
tres  días,  contados  desde  la  publicación. 

§  2.^— El  Juez  presidente  denegará  el 
recurso  si  el  recurrente  no  consigna- 
re en  su  petición  los  fundamentos  del 
agravio. 

Art.  9.®  Si  el  recurso  interpuesto  fue- 
re de  agravio  de  petición,  el  Secretario 
remitirá  inmediatamente  los  autos  con 
vista  por  tres  días  al  recurrido  para 
contestar  al  agravio,  y  por  el  mismo 
plazo  al  Curador  de  huérfanos,  que  ale- 
gará, en  último  lugar  por  los  menores, 
excepto  cuando  sea  recurrente. 

Terminados  los  plazos  antes  indica- 
dos, recogerá  el  Secretario  los  autos  y 
los  remitirá  sin  acuerdo  compulsorio 
á  la  Audiencia  con  los  emolumentos 
respectivos,  so  pena  de  suspensión  por 
diez  á  treinta  días.  El  importe  de  estos 
emolumentos  será  entregado  al  Secre- 
tario en  el  acto  de  devolver  el  recurso. 
Si  se  negare  á  ello  el  recurrente  se  le 
considerará  como  desistido. 

Art.  10.  Si  el  recurso  interpuesto 
fuere  de  agravio  de  instrumento,  dará 
el  Secretario  vista  de  los  autos  al  re- 
currente, al  recurrido  y  al  Curador,  á 
cada  uno  de  ellos  por  cinco  horas,  para 
que  indiquen  las  piezas  que  deben  co- 
piarse en  el  instrumento,  debiendo  ha- 
cerse la  copia  en  el  término  de  veinti- 
cuatro horas,  dando  á  este  servicio  el 
carácter  de  preferente. 

§  único.— En  caso  de  imposibilidad 
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notoria,  podrá  el  Juez  prorrogar  este 
plazo. 

Art.  11.  El  Secretario  dará  después 
por  tres  días  vista  del  instrumento  á 
cada  parte  y  al  Curador,  que  alegará 
en  último  lugar  si-  no  fuere  recu- 
rrente. 

§  1.**— Acto  continuo  recogerá  el  Se- 
cretario los  autos  y  los  remitirá  de  ofi- 
cio por  el  correo  al  Mayor  de  la  Audien- 
cia, con  los  emolumentos  respectj^vos, 
en  los  términos  indicados  en  la  última 
parte  del  párrafo  único  del  art.  9.® 

§  2.**— Las  partes  que  no  representen 
álos  menores  podrán  desistir  del  re- 
curso, tanto  en  el  juicio  recurrido 
como  en  el  superior. 

Art.  12.  Todos  los  recursos  en  que 
estén  interesados  menores  pobres  se 
escribirán  en  papel  común,  en  la  parte 
que  á  éstos  corresponde  exclusiva- 
mente. 

§  1.**— En  los  recursos  interpuestos  en 
beneficio  de  menores  pobres  no  se  pa- 
garán honorarios,  siendo  expedidos  de 
oficio  y  juzgados  sin  gastos. 

§  2.°— Se  consideran  menores  pobres 
para  los  efectos  del  recurso  los  intere- 
sados en  los  inventarios  cuya  cuantía 
no  exceda  de  300.000  reis. 

§  3.^— Si  los  recursos  fuesen  inter- 
puestos por  el  Curador  de  huérfanos,  se 
extenderán  en  papel  común  en  la  parte 
que  les  corresponda,  sean  ó  no  pobres, 
y  serán  tramitados  y  juzgados  en  la 
Audiencia  sin  previo  pago  de  emolu- 
mentos. 

Art.  13.  Los  recursos  de  agravio,  de 
petición  y  de  instrumento  serán  presen- 
tados por  el  Mayor  al  Presidente  de  la 
Audiencia  en  la  primera  sesión,  y  falla- 
dos en  la  forma  prescrita  en  el  art.  3." 
y  párrafos  I.*»  y  2.*»  de  la  ley  de  11  de 
Julio  de  1843. 

§1.'^ -Los  acuerdos  de  la  Audiencia 


en  estos  recursos  serán  siempre  fun- 
dados. 

§  2.°— Los  Jueces  condenarán  en  cos- 
tas á  la  parte  vencida,  comprendiendo 
esta  condena  los  emolumentos  y  sellos 
respectivos  en  los  recursos  interpues- 
tos por  el  Curador  de  huérfanos,  excep- 
to si  los  menores  fuesen  pobres. 

Art.  14.  Fallado  el  recurso  y  forma- 
da la  nota  de  las  costas  hechas  en  el 
Tribunal,  se  entregarán  los  autos  ó  se 
remitirán  de  oficio  á  los  respectivos  Se- 
cretarios del  Juzgado  de  donde  proce- 
dan. 

§  1.®— Los  Secretarios  que  hayan  ac- 
tuado en  el  juicio  recurrido,  en  cuanto 
reciban  los  autos  de  agravio,  deberán 
entregarlos  al  Juez  que  presidió  el  Con- 
sejo de  tutela  para  mandar  cumplir  lo 
acordado. 

§  2."— Los  Secretarios  del  distrito  en 
que  residiere  la  Audiencia  cobrarán  de 
los  tutores  ó  de  los  administradores  de 
los  bienes  de  los  menores  los  emolu- 
mentos correspondientes  á  los  Jueces 
superiores,  y  los  entregarán  al  Mayor 
de  la  Audiencia  en  el  plazo  de  quince 
días,  contra  recibo  puesto  al  margen  de 
la  cuenta,  so  pena  de  quedar  suspensos 
hasta  que  verifiquen  la  entrega. 

§  3.**— Los  Secretarios  de  los  demás 
recursos  y  de  los  Jueces  ordinarios  co- 
brarán estos  emolumentos  y  los  remi- 
tirán en  igual  plazo  por  medio  del  co- 
rreo al  Mayor  de  la  Audiencia. 

§  4."— El  Mayor  mandará  de  oficio 
recibo  por  el  correo  á  los  Secretarios 
que  hiciesen  la  remesa,  y  éstos  debe- 
rán unirlo  á  los  autos  en  el  término  de 
veinte  días,  so  pena  de  suspensión  im- 
puesta por  el  Juez  hasta  que  lo  unan. 

(Artículo  transitorio.) 

Secretaría  de  Estalo  de  los  Negocios 
eclesiásticos  y  de  justicia,  12  de  Marzo 
de  1868.— Vizconde  de  Seabra. 


APÉNDICE  SEGUKDO 

REGI.AMEHTOPAHA  EL  PROCEDIMIEHTO  EN  LOS  PLEITOS 

DE  SEPARACIÓN 


(CÓDIGO    CIVIL,    ARTÍCULOS    1.204    A    1.208) 


Artículo  1.°  Los  pleitos  de  separa- 
ción de  cuerpo  y  bienes  de  los  cónyuges 
se  tramitarán  ea.  secreto  hasta  el  acto 
del  juicio. 

Art.  2.®  El  cónyuge  inocente  hará 
por  duplicado  su  demanda  al  Juez  de 
derecho  del  distrito  en  que  aquél  se 
halle  domiciliado  ó  residiere,  alegando 
los  hechos  que  constituyen  los  motivos 
de  separación  y  pidiendo  que  se  le  au- 
torice á  vivir  separado  del  otro  cónyu- 
ge; que  se  determinen  los  alimentos 
que  deben  prestársele,  si  los  necesitare; 
que  resuelva,  en  cuanto  á  los  hijos  me- 
nores, lo  que  estime  conveniente, si  los 
cónyuges  no  lo  acordaren  amigable- 
mente; y,  por  último,  que  el  otro  cón- 
yuge sea  citado  para  poder  fallar  el  li- 
tigio en  la  primera  audiencia. 

§  1."— Si  la  demanda  se  formulase 
por  la  mujer,  podrá  ésta  pedir  al  mis- 
mo tiempo  que  se  la  deposite  provisio- 
nalmente. 

g  2/'— El  cónyuge  demandante  desig- 
nará en  la  demanda  á  tres  de  sus  pa- 
rientes más  próximos,  que  en  la  forma 
indicada  en  el  art.  1.206  del  Código  ci- 
vil deberán  entrar  en  la  constitución 


del  consejo  de  familia;  y,  á  falta  de 
éstos,  tres  personas  que  reúnan  los  re- 
quisitos marcados  en  el  párrafo  1.°  de 
dicho  artículo. 

§3.®— Ala  demanda  deberán  acom- 
pañarse los  documentos  comprobato- 
rios que  se  tengan  y  la  lista  de  los  tes- 
tigos, que  no  pasará  de  cinco  para  cada 
hecho. 

Art.  3."  La  primera  audiencia  se 
verificará  previa  citación,  y  se  fijarán 
dos  audiencias  al  cónyuge  demandado 
para  que  conteste,  y  se  le  dará  el  du- 
plicado de  la  citación  con  las  declara- 
ciones mencionadas  en  el  artículo  an- 
terior, quedando  los  documentos  en  la 
escribanía  para  que  los  pueda  exami- 
nar el  demandado  ó  su  Procurador. 

§  único.— Luego  quesea  citada,  podrá 
la  mujer  demandada  pedir  al  Juez  que 
se  la  deposite  provisionalmente. 

Art.  4.**  El  cónyuge  demandado  pre- 
sentará en  la  segunda  audiencia  la 
contestación  por  duplicado,  con  los  do- 
cumentos que  crea  pertinentes  y  la  lista 
de  los  testigos,  hasta  el  número  de  cin- 
co para  cada  hecho,  designando  tam- 
bién tres  personas  que  reúnan  los  re- 
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quisitos  legales  para  la  constitución 
del  consejo  de  familia. 

§  1.®— El  duplicado  será  entregado  al 
cónyuge  querellante  con  arreglo  á  lo 
prescrito  en  el  art.  3.° 

§2.**— Si  el  cónyuge  demandado  incu- 
rriere en  rebeldía  ó  no  designare  los 
tres  vocales  que  deben  entrar  en  la  for- 
mación del  consejo  de  familia,  serán 
nombrados  por  el  Juez,  observando  en 
el  nombramiento  la  disposición  del  ci- 
tado art.  1.206  del  Código  civil,  para 
lo  que  se  abrirán  escrupulosamente 
las  informaciones  necesarias. 

Art.  5.°  Acto  seguido  mandará  el 
Juez  citar  á  los  cónyuges  para  que  de- 
cidan respecto  de  la  formación  del 
consejo  de  familia,  en  término  de  vein- 
ticuatro horas,  contadas  desde  la  cita- 
ción, y  si  en  este  plazo  no  se  alzaren 
recusando  á  las  personas  designadas, 
pe  entenderá  que  las  aprueban  y  que- 
dará constituido  el  consejo. 

.:?  1.°— Si  los  cónyuges  recusaren  á 
las  personas  nombradas  para  el  conse- 
jo de  familia  por  alguna  de  las  causas 
mencionadas  en  los  números  2.®  y  3.° 
del  párrafo  3."  del  art.  1.206  del  Código 
civil,  deberán  promover  la  recusación 
en  el  término  de  tres  días,  mediante  pe- 
tición escrita,  á  la  que  unirán  los  do- 
cumentos comprobantes  y  la  lista  de 
tí^stigos,  que  no  pasarán  de  tres  por 
cada  hecho. 

§  2.**— El  Juez  mandará  unir  la  peti- 
ción á  las  actuaciones  y  que  ol  otro 
cónyuge  conteste  en  el  término  de  vein- 
ticuatro horas;  y  si  éste  no  estuviese 
conforme  con  lo  alegado  para  la  recu- 
sación, examinará  á  los  testigos  y  re- 
solverá acto  continuo. 

§3."— Si  estuviese  conforme  con  la 
recusación  ó  se  aprobase  y  se  declara- 
se procedente,  las  personas  recusadas 
«serán  sustituidas  por  otras  designadas 


por  el  cónyuge  que  hubiese  nombrado 
las  primeras;  y  si  éste  no  lo  hiciese,  las 
nombrará  el  Juez  entre  aquellas  que 
reúnan  los  requisitos  que  la  ley  exige 
y  quedará  definitivamente  constituido 
el  consejo  de  familia. 

§  4.**— Los  vocales  nombrados  en  sus- 
titución de  los  primeros  no  podrán  ser 
recusados,  salvo  el  caso  de  incapacidad 
probada  incontinenti. 

Art.  6.**  El  Juez  designará  el  día  y 
hora  de  la  vista  ante  el  Tribunal,  me- 
diando siempre  cinco  días  por  lo  me- 
nos entre  aquel  en  que  se  fije  y  el  en 
que  se  juzgue  el  litigio. 

§  único.— Deberá  permitirse  á  las  par- 
tes que  tomen  de  los  autos  en  la  escri- 
banía los  apuntes  ó  notas  que  estimen 
convenientes. 

Art.  7.°  Los  cón>  uges,  los  vocales 
del  consejo  de  familia  y  el  Ministerio 
público  deberán  comparecer  ante  el 
Tribunal  en  el  día  y  hora  designados 
para  el  juicio,  debiendo  ser  citados 
personalmente. 

§  único.-— Se  permitirá  á  los  cónyuges 
unir  hasta  el  día  mismo  del  juicio  los 
documentos  que  tengan  por  objeto  ilus- 
trar al  consejo  de  familia,  los  cuales 
serán  leídos  y  podrán  ser  examinados 
acto  continuo  por  el  otro  cónyuge. 

Art.  8.°  Si  el  cónyuge  demandante 
no  compareciese  el  día  del  juicio,  sin 
excusa  justificada,  se  levantará  acta 
de  la  no  comparecencia,  que  equival- 
drá al  desistimiento. 

§  1.**— Si  el  otro  cónyuge  no  compa- 
reciere ni  se  excusare  legítimamente, 
se  fallará  el  litigio  en  rebeldía. 

§  2."— Son  motivos  legítimos  de  excu- 
sa los  designados  en  el  art.  173  de  la 
Novísima  reforma  judicial. 

Art.  9.**  Si  alguno  de  los  vocales  del 
consejo  de  familia  no  compareciere  en 
el  día  y  hora  designados  para  el  juicio, 
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ó  si  faltare  alguno  de  los  testigos  de 
que  las  partes  no  prescindan,  aplazará 
el  Juez  la  vista  por  esta  sola  vez,  y  fija- 
rá otro  día  para  el  juicio,  pero  dentro 
de  los  cinco  siguientes. 

Art.  10.  Los  vocales  del  consejo  de 
familia  ó  los  testigos  que  no  compare- 
cieren sin  motivo  legítimo,  incurrirán 
en  la  pena  consignada  en  el  art.  189  del 
Código  penal. 

§  único.— El  Facultativo  que  les  expe- 
diere una  certificación  falsa  incurrirá 
en  las  penas  fijadas  en  el  art.  224,  núme- 
ro l°y  párrafo  único  del  Código  penal. 

Art.  11.  En  el  día  de  la  vista,  el  Juez, 
el  consejo  de  familia  y  el  Ministerio 
público  procurarán,  por  medios  pru- 
dentes, conciliar  á  los  cónyuges,  pero 
sin  emitir  opinión  sobre  la  procedencia 
ó  improcedencia  de  la  demanda,  y  si  lo 
consiguieren,  se  consignará  la  concilia- 
ción en  el  acta,  que  será  firmada  por 
todos,  pero  serán  condenados  en  las 
costas  y  gastos  ocasionados  por  la  de- 
manda. 

§  1.°— Si  no  fuese  posible  conciliar  á 
las  partes,  procederá  el  Juez  al  examen 
de  los  testigos  sobre  los  hechos  alega- 
dos, tomando  declaración  primeramen- 
te á  los  presentados  por  el  cónyuge  de- 
mandante; sin  embargo,  las  declara- 
ciones sólo  se  escribirán  en  lo  relativo 
á  las  rentas  para  la  pensión  por  ali- 
mentos, si  fuese  necesaria. 

§  2.®— Los  vocales  del  consejo  de  fa- 
milia y  el  Ministerio  público  podrán 
hacer  á  los  testigos  las  preguntas  que 
juzguen  necesarias. 

§  3."— Las  partes  podrán  también  pe- 
dir que  se  haga  alguna  pregunta,  que 
el  Juez  admitirá  si  no  la  considera  im- 
pertinente. 

Art.  12.  Acto  seguido,  el  Juez,  el  Mi: 
nisterio  público,  el  Secretario  y  el  con- 
sejo de  familia  se  retirarán  para  delibe- 


rar, y  el  mismo  consejo,  teniendo  en 
cuenta  las  pruebas  y  oído  el  dictamen 
del  Ministerio  público,  resolverá  lo  que 
su  conciencia  le  dicte  respecto  de  la 
separación  y  sobre  los  alimentos,  en  la 
forma  determinada  en  los  números  1.*' 
y  2.*»  del  art.  1.207  del  Código  civil. 

§  1.®— Tomadas  estas  resoluciones  se- 
rán oídos  los  cónyuges  acerca  del  cui- 
dado y  guarda  de  los  hijos,  y  si  no  es- 
tuvieren de  acuerdo,  decidirá  el  conse- 
jo de  familia  lo  que  deba  hacerse  res- 
pecto de  ellos. 

§  2.®— En  caso  de  empate  en  las  reso- 
luciones que  son  de  la  competencia  del 
consejo,  decidirá  el  Juez. 

Art.  13.  El  Secretario  extenderá  en 
seguida  el  acta  y  entregará  los  autos  al 
Juez,  el  cual  aprobará  acto  continuo  las 
decisiones  del  consejo  de  familia  y  el 
acuerdo  de  los  cónyuges,  si  lo  hubiere, 
con  relación  á  los  hijos,  y  condenará  en 
costas  al  vencido  en  el  juicio. 

§  único.— La  sentencia  será  notifica- 
da personalmente  á  las  partes  en  el  tér- 
mino de  tres  días  si  no  presenciaren  la 
publicación,  las  cuales  podrán  apelar 
ante  la  Audiencia  en  igual  plazo,  sólo 
en  el  caso  en  que  concede  el  recurso  el 
artículo  1.208  del  Código  civil. 

Art.  14.  La  demanda  de  separación 
y  la  sentencia  se  anunciarán  en  la  for- 
ma determinada  en  el  art.  1.225  del  Có- 
digo civil. 

§  único.— La  Gaceta  en  que  se  inser- 
te el  anuncio  ó  la  copia  de  los  edictos, 
con  la  certificación  de  que  han  estado 
al  público  durante  treinta  días,  irán  uni- 
das á  los  autos. 

Art.  15.  La  decisión  del  consejo  de 
familia,  aprobada  por  el  Juez,  servirá  de 
título  ejecutorio  para  el  inventario  y 
partición  de  bienes  entre  los  cónyuges, 
en  la  forma  indicada  en  los  artículos 
1.210  y  1.211  del  Código  civil. 
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§  Único.— El  inventario  formará  par- 
te de  los  autos  en  que  se  acordó  la  se- 
paración. 

Art.  16.  Si  los  cónyuges  se  concilia- 
ren  restableciendo  la  sociedad  conyu- 
gal, según  prescribe  el  art.  1.218  del  Có- 
digo civil,  se  unirá  la  conciliación  á  los 
autos  de  separación,  y  el  Juez  declara- 
rá ésta  nula  para  todos  los  efectos  ju- 
rídicos. 

§  único.— La  conciliación  y  la  senten- 


cia que  declare  nula  la  separación  se 
anunciarán  en  la  forma  determinada  en 
el  art.  14  del  presente  decreto. 

Artículo  transitorio.  Las  causas  de 
separación  pendientes  el  día  que  co- 
mience á  regir  el  Código  se  tramitarán 
con  arreglo  á  la  legislación  anterior. 

Secretaría  de  Estado  de  los  Negocios 
eclesiásticos  y  de  justicia,  12  de  Marzo 
de  1868.— VjzcoNDE  de  Seabra. 
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aOüIGO  DE  COMERCIO  DE  PORTUGAL 

TRADUCIDO  Y  CONCORDADO 


CON   LOS 


DE  LOS  PRINCIPALES  ESTADOS  DE  EUROPA  Y  AMÉRICA 


por 


GUSTAVO  LA  IGLESIA 


LEY  DE  28  DE  JUNIO  DE  1888 


Don  Luis,  por  la  gracia  de  Dios,  Rey 
.ie  Portugal  y  de  los  Algarbes,  etc. 

Hacemos  saber  á  todos  nuestros  sub- 
ditos, que  las  Cortes  generales  han 
•ipcrotado  y  Nos  hemos  sancionado  la 
^i::uiente  ley: 

Artículo  I.**  Queda  aprobado  el  Co- 
ligo de  Comercio,  que  forma  parte  de 
la  presente  ley. 

Art.  2.**  Se  considerarán  como  pro- 
mulgadas las  disposiciones  del  citado, 
Tí )i ligo,  y  comenzarán  á  regir  en  el  con- 
lii.ente  é  islas  adyacentes  el  día  1.**  de 
Enero  de  1889. 

Art.  3.**  Desde  esta  fecha  quedarán 
Irrogadas  todas  las  disposiciones  refe- 
rientes á  las  materias  comprendidas  en 
h1  nuevo  Código,  así  como  toda  la  legis- 
liif-ión  mercantil  anterior  al  mismo  (1). 

§1.®-Se  exceptúa,  sin  embargo,  la 

.r.    Son  las  principales:  El  Códig"o  de  Coraer- 

."  le  18  de    Septiembre  de  1833;  el   decreto  do 

isív.i]  fpcha  mandando  constituir  los  Tribunales  de 

[  iii.era  y  segunda   instancia  de  Comercio  eata- 

"t'-ilos  por  el  Coligo;  y  entre  otras  disposicio- 

■:'^i•ie  menor   importancia,  la  Novísima  reforma 

i'i-i.il  de  21  de  Mayo  de  1841,  que  modificó   los 

j-tirulos  relativos  al  procedimiento    mercantil; 

:i  !»^y  de  8  de  Noviembre  de  1841,  sobre  Jurados 

i-  Comercio;  la  ley  de  íl  de  Julio  de  1850,  deter- 

'  mando  los  actos  de  comercio;  la  ley  de  1861,  so- 

r*»  admisión  de  sociedades  anónimas  y  otras  aso- 

*;.i'  ¡«.nes    extranjeras;  la  ley  de    22  de  Junio  de 

^u.  acerca  de  las  sociedades  anónimas,  y  el  de- 

-*■!<'  <le  23  de  Junio  de  18'70  suprimiendo  el  Tri- 

:   <^-  'i**  segunda  instancia  de  Comercio. 


legislación  procesal  que  no  resulte  en 
oposición  con  las  disposiciones  del 
nuevo  Código,  y  la  que  regula  el  co- 
mercio entre  los  puertos  de  Portugal, 
islas  y  dominios  portugueses  en  cual- 
quier parte  del  mundo  en  materia  de 
exportación  é  iipportación  entre  unos 
y  otros. 

§  2.°— El  Gobierno  podrá  suspender 
por  un  período  de  tiempo  más  ó  menos 
largo  lo  que  se  dispone  en  eí  final  del 
párrafo  anterior  con  respecto  á  la  isla 
de  Madera,  si  bien  dará  cuenta  alas 
Cortes  del  uso  que  haga  de  esta  auto- 
rización. 

Art.  4.®  Cuantas  modificaciones^  se 
introduzcan  en  lo  sucesivo  en  el  Código 
de  Comercio,  se  considerarán  parte 
del  mismo  y  como  insertas  en  el  lugar 
correspondiente,  bien  sea  por  la  susti- 
tución de  los  artículos  modificados,  por 
la  supresión  de  los  derogados  ó  por  la 
adición  de  los  nuevamente  aprobados. 

Art.  5.°  Durante  los  cinco  primeros 
años,  á  contar  desde  1889,  una  Comi- 
sión de  Jurisconsultos  y  comerciantes, 
por  encargo  del  Gobierno,  oirá  y  toma- 
rá nota  de  todas  las  opiniones,  infor- 
mes de  los  Tribunales  y  todo  género 
de  observaciones  encaminadas  á  la  co- 
rrección y  mejora  del  Código  de  Comer- 
cio y  á  la  solución  de  las  dificultades  á 
que  pueda  dar  origen  su  aplicación. 

§  único.— Esta  Comisión  presentará 
anualmente   al  Gobierno  una  Exposi- 
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ción,  proponiendo  en  ella  las  modifica- 
ciones que  estime  oportunas  ó  conve- 
nientes al  expresado  fin. 

Art.  6.°  El  Gobierno  dictará  las  dis- 
posiciones necesarias  para  el  cumpli- 
miento de  la  presente  ley. 

Art.  7.**  Queda  autorizado  el  Gobier- 
no para  1  acer  extensivo  el  Código  de 
Comercio  á  las  provincias  de  Ultramar, 
oídos  los  informes  correspondientes, 
previa  la  introducción  de  las  modifica- 
ciones que  exijan  las  circunstancias 
especiales  de  dichas  provincias. 

Art.  8.°  Queda  asimismo  autorizado 
el  Gobierno  para,  después  de  oídas  las 
Comisiones  especiales  de  las  Cámaras, 
revisar  el  mismo  Código  con  el  objeto 
de  corregir,  cuando  se  crea  necesario, 
los  errores  que  aparezcan  cometidos  en 
su  redacción,  coordinar  la  numeración 
de  los  artículos,  suprimir  las  referen- 
cias á  las  disposiciones  derogadas,  á 
fin  de  que  se  pueda  proceder  ala  publi- 
cación oficial  del  mismo  Código. 

Art.  9.**  Quedan  derogadas  por  la 
presente  ley  cuantas  disposiciones  pue- 
dan aparecer  contrarias  á  lo  que  se  es- 
tablece en  el  nuevo  Código  de  Comercio. 

Por  tanto,  mandamos  á  todas  las  Au- 
toridades á  quienes  competa  el  cono- 
cimiento y  aplicación  de  ejsta  ley,  que 
la  cumplan  y  guarden  y  hagan  cumplir 
y  guardar  en  todas  sus  partes. 

Los  Ministros  y  Secretarios  de  Esta- 
do, de  Negocios  eclesiásticos  y  de  jus- 
ticia, de  Marina  y  Ultramar,  de  Nego- 
sios  extranjeros,  de  Obras  públicas. 
Comercio  é  Industria,  la  harán  impri- 
mir, publicar  y  observar. 

Dada  en  el  Palacio  da  Ajuda,k  28  de 
Junio  de  1888.— El  Rey.- Rúbrica  y  se- 
llo.—Francisco  Antonio  da  Veiga  Bei- 


RÁo.— Henrique  de  Macedo.— Henri- 
QUE  DE  Barros  Gomes.— Emygdio  Julio 
Navarro. 

Ley  por  la  cual  Su  Majestad,  habien- 
do sancionado  el  decreto  de  las  Cortes 
generales  de  19  del  corriente,  por  el 
que  se  aprueba  el  nuevo  Código  de  Co- 
mercio, cuyas  disposiciones  se  consi- 
deran promulgadas  y  comenzarán  ¿re- 
gir en  todo  el  Reino  é  islas  adyacentes 
el  1.**  de  Enero  de  18?9,  y  en  el  que  se 
insertan  diversas  prescripciones  refe- 
rentes ai  mismo  Código,  manda  cum- 
plir y  guardar  el  citado  decreto  por  la 
fórmula  arriba  expresada. 

A  L.  R.  P.  de  V.  M.— Caetano  Ribei- 

RO  VlANA. 


DEORETO 

El  Gobierno,  en  virtud  de  la  autori- 
zación que  le  ha  sido  conferida  por  el 
artículo  8.°  de  la  ley  de  28  de  Junio  del 
presente  año,  ha  tenido  á  bien,  en  nom- 
bre del  Rey,  disponer  la  publicación  dol 
Código  de  Comercio  para  los  efectos 
del  presente  decreto,  suscrito  por  el 
Ministro  y  Secretario  de  Estado  de  Ne- 
gocios eclesiásticos  y  de  justicia. 

El  citado  Ministro  y  Secretario  de 
Estado,  el  de  Negocios  extranjeros,  el 
interino  de  Marina  y  Ultramar,  los  de 
Obras  públicas.  Comercio  é  Industria, 
entiéndanlo  y  háganlo  ejecutar.  Pala- 
cio, 23  de  Agosto  de  1888.— Príncipíí 
Regente.— Francisco  Antonio  da  Vei- 
ga Beiráo.— Henrique  de  Barros  Go- 
mes.—Emygdio  Julio  Navarro  (1). 


(1)     Diario  do  Governo  de    6   de    Septiembre 
de  1888. 
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TÍTULO  PRIMERO 

DISPOSICIONES   GENERALES 

Artículo  1.®  Los  actos  de  Comercio 
«e  regirán  por  la  ley  mercantil,  sean  ó 
no  comerciantes  las  personas  que  en 
ellfis  intervengan  (1). 

Arl.  2.°    Sé  considerarán  actos   de 

omercio  todos  aquellos  que  se  hallen 
,  especialmente  regulados  en  el  presente 
fúíligo,  y  además  todos  los  contratos 
Y  obligaciones  de  los  comerciantes  que 
no  fueren  de  naturaleza  exclusivamen- 
te' civil,  si  del  mismo  acto  no  resulta  lo 
'■nntrario  (2). 

Art.  3."  Si  las  cuestiones  sobre  de- 
rechos y  obligaciones  mercantiles  no 
puilieren  ser  resueltas  por  el  texto  de 


1)  Este  mismo  principio  se  consigna  en  el 
rtirulo  6.*  del  Código  de  Giia¿<»/na/a,  que  dice: 
•Las  personas  que  accidentalmente  hagan  alg-u- 
n.i  operación  de  Comercio,  aunque  no  son  en  de- 
r-  f  h<>  cometciantes,  quedan  sujetos,  en  cuanto  á 
".ia  se  refíera,  á  las  leyes  mercantiles. 

\'¿]  La  mayor  parte  de  los  Códigos  enumeran, 
1'.:  lo  general,  los  que  consideran  como  actos  de 

mprcio.  y  las  más  extensas  son  la  del  art.  3.' 
\>'\  f'odigo  i//>/fanode  1882  y  13  del  de  Méjico. 


la  ley  comercial,  ni  por  su  espíritu,  ni 
por  los  casos  análogos  en  ella  previs- 
tos, serán  decididas  con  arreglo  al  de- 
recho civil. 

Art.  4."  Los  actos  de  comercio  se 
regirán: 

1."  En  cuanto  á  la  esencia  y  efectos 
de  las  obligaciones,  por  la  ley  vigente 
en  el  lugar  donde  se  celebrep,  salvo 
pacto  en  contrario; 

2.®  En  cuanto  al  modo  de  cumplirse, 
por  la  misma  ley  del  lugar  donde  el 
acto  se  haya  de  realizar; 

3.°    En  cuanto  á   sus  formalidades 
^externas,  por  la  del  lugar  donde  se  ce 
lebren,  excepto  en  los  casos  en  que  la 
ley    disponga   expresamente   lo   con- 
trario. 

§  único.— Lo  dispuesto  en  el  núm.  1.® 
de  este  artículo  no  se  aplicará,  cuan- 
do de  su  ejecución  resultare  lesionado 
el  derecho  público  portugués  ó  ataque 
á  Jos  principios  de  orden  público. 

Art.  5."  Los  portugueses  que,  entre 
sí  ó  con  extranjeros,  contrajeren  obliga- 
ciones de  comercio  fuera  de  Portugal, 
y  los  extranjeros  que  entre  sí  ó  con 
portugueses  las  contrajeren  en  el  Rei- 
no, podrán  ser  demandados  ame  los 
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Tribunales  competentes  del  mismo  por 
los  nacionales  ó  extranjeros  con  quie- 
nes las  hubieren  contraído,  si  tuvieren 
su  domicilio  en  el  Reino. 

Art.  6.°  Todas  las  disposiciones  de 
este  Código  serán  aplicables  alas  rela- 
ciones de  comercio  con  extranjeros, 
excepto  en  los  casos  en  que  la  ley  de- 
termine expresamente  lo  contrario,  ó 
si  existiere  tratado  ó  convenio  especial 
que  de  otra  manera  las  determine  y 
regule. 

TÍTULO  II 

DE  LA    CAPACIDAD  MERCANTIL    Y   DE    LOS 
COMERCIANTES 

CAPÍTULO  PRIMERO 
De  la  capacidad  mercantil 

Art.  7,°  Toda  persona,  natural  del 
Reino  ó  extranjera,  capaz  ^e  obligarse 
civilmente,  podrá  realizar  actos  de  co- 
mercio ^  cualquier  punto  de  estos  Rei- 
nos y  de  sus  dominios,  en  los  términos 
y  salvas  las  excepciones  del  presente 
Código. 

Art.  8.®    El  menor  de  edad  que  haya 
sido  habilitado  por  la    emancipación 
para  administrar    sus  bienes,   podrá  ( 
ejercer  el  comercio  como  si  fuese  ma- 
yor de  edad. 

Art.  9.°  La  mujer  que  realice  cual- 
quier acto  de  comercio  por  cuenta  pro- 
pia ó  asociada  con  otras  personas  en 
los  casos  que  la  ley  lo  permite,  no  pue- 
de reclamar  ningún  beneficio  concedido 
por  la  ley  nacional  ó  extranjera  á  las 
personas  de  su  sexo  contra  el  resulta- 
do de  los  actos  de  comercio  realizados 
por  ella  (1). 

(1)  Concuortla  cotí  p1  art.  1'2  del  Código  de  In 
República  Ar>jontinB. 


Art.  10.  El  pago  de  las  deudas  mer- 
cantiles del  marido,  que  haya  de  ser 
satisfecho  Con  bienes  propios  de  éste, 
podrá  exigirse  antes  de  disuelto  el  ma- 
trimonio ó  de  la  separación,  siendo,  no 
obstante,  la  mujer  citada  para  pedir  si 
quiere  separación  judicial  de  bienes, 
dentro  de  los  diez  días  siguientes  al 
embargo. 

§  1.°— Si  la  mujer  pidiese  separación 
judicial  de  bienes,  se  acumulará  esta 
petición  á  los  autos  ejecutivos,  man- 
teniéndose éstos  en  suspenso  hasta  la 
partición,  efectuándose  el  pago  sólo  des- 
pués de  terminada  ésta  y  únicamen- 
te con  los  bienes  propios  del  .marido, 
quedando  sin  efecto  el  secuestro  que 
hubiere  recaído  en  los  bienes  pertene- 
necientes  á  la  mujer. 

§2®- El  importe  de  cualquier  pago 
realizado  con  arreglo  á  lo  prescrito  en 
este  artículo,  cuando  la  mujer  no  haya 
pedido  la  separación  ni  asumido  expre- 
samente la  responsabilidad  de  la  deuda 
exigida,  será  de  cuenta  del  marido 
mientras  dure  la  separación  de  bienes. 

Art.  11.  Por  las  obligaciones  mer-  • 
CÉWitiles  que  contraiga  el  cónyuge  se- 
parado judicialmente  de  cuerpo  y  bie- 
nes ó  simplemente  de  bienes,  quedan 
obligados  todos  sus  bienes  no  dótales, 
pudiendo  empeñarlos,  venderlos,  hipo- 
tecarlos y  enajenarlos  en  cualquier  for- 
ma, para  actos  de  comercio,  sin  autori- 
zación del  otro  cónyuge. 

Art.  12.  La  capacidad  mercantil  de 
los  portugueses  que  contraigan  obliga- 
ciones comerciales  en  país  extranjero 
y  la  de  los  extranjeros  que  las  contrai- 
gan en  territorio  portugués,  se  regirá 
por  la  ley  del  país  de  cada  uno,  excep- 
tuándose, respecto  de  los  últimos,  totlo 
aquello  que  se  oponga  al  derecho  pú- 
blico portugués. 
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CAPÍTULO  11 
De  los  comerciantes 

Art.  13.    Son  comerciantes: 

1.°  Las  personas  que,  teniendo  ca- 
pacidad para  realizar  actos  de  comer- 
rio,  ejerzan  esta  profesión; 

2."  Las  sociedades  ó  compañías  mer- 
cantiles (1). 

Art.  14.  Se  prohibe  ejercer  el  comer- 
cio: 

1.**  A  las  asociaciones  ó  corporacio- 
nes cuyo  objeto  no  verse  sobre  intere- 
ses materiales; 

2.^  A  aquellos  que  por  la  ley  ó  por 
•lisposiciones  especiales  no  puedan  co- 
merciar. 

Art.  15.  Las  deudas  activas  con- 
traídas por  el  marido  en  actos  de  co- 
mercio, y  en  el  caso  de  que  sólo  él  sea 
comerciante,  se  entiende  que  se  con- 
trajeron en  provecho  de  ambos  cón- 
yuges. 

Art.  16.  La  mujer  casada,  autoriza- 
da debidamente  según  la  ley  civil  para 
ejercer  el  comercio,  puede,  sin  autori- 
zación especial  del  marido,  comparecer 
enjuicio,  empeñar  bienes  muebles  ó 
hipotecarlos  suyos  propios  nodotales^^ 


(Ij  Artículo  !.•  del  Códig'o  espnñol.  Kl  artíou- 
If  II  del  C6á\fgo  pctrhjgvés  de  1833,  disponía  que 
para  *íer  comerciante  es  preciso  hacer  del  comer- 
'U'  la  profesión  habilujil,  tener  la  capacidad  le^al 
y  estar  matriculado  en  el  Rejí-istro.  Lo  mismo 
s»-  disponía  en  el  art.  4.*.  párrafo  1  •.  del  5.",  del 
«'.yugo  de  Wtirtemberg,  y  el  art.  1."  del  de  Uun- 
9''ia,  cuyo  Código,  en  el  art.  2.",  enumera  las 
f/t^rsonaa  que  no  pueden  ser  inscritas  como  co- 
fuí^rciantes.  Kl  que  anotamos  concuerda  con  el  H." 
''"•  Italia,  y  el  niim.  I."  con  el  art.  5."  d^l  CóHij^ro 
■if  Guatem.iüi. 


siempre  que  no  sea  por  razón  de  su 
tráfico  (1). 

§  único.—La  mujer  casada  que  sea 
comerciante  no  podrá  asociarse  para 
realizar  actos  de  comercio,  asumiendo 
responsabilidad  ilimitada,  sin  autoriza- 
ción especial  del  marido. 

Art.  17.  El  Estado,  el  distrito,  el  Mu- 
nicipio  y  la  parroquia  no  pueden  ser 
comerciantes,  pero  sí,  dentro  de  sus 
atribuciones,  ejecutar  actos  de  comer- 
cio, quedando  sujetos,  en  cuanto  á  és- 
tos, á  las  disposiciones  del  presente  Có- 
digo. 

§  único.— Lo  mismo  se  observará 
cuando  se  trate  de  Casas  de  misericor- 
dia, Asilos  y  demás  establecimientos  de 
beneficencia  y  caridad. 

Art.  18.  Los  comerciantes  están  obli- 
gados: 

1.**  Á  adoptar  una  firma  ó  razón  co- 
mercial; 

2.®  Á  tener  una  escritura  de  constitu- 
ción de  sociedad  mercantil; 

3."  Á  inscribir  en  el  Registro  mer- 
cantil los  documentos  y  actos  sujetos  á 
este  requisito; 

4.°  Á  presentar  balances  y  rendir 
cuentas  (2). 

TtTUlO  ni 

De  la  razón  comercial  (firma) 

Art.  19.  Todo  comerciante  ejercerá 
el  comercio  y  firmará  los  documentos 
con  él  relacionados,  de  cualquier  clase 
que  sean,  con  un  nombre  que  constitui- 
rá su  firma  ó  razón  comercial. 


(1)  El  art.  6."  del  Código  de  Dinnniarcn 
exige  la  autorización  expresa,  y  lo  mismo  el  5." 
del  francés,  406  del  prusiano  y  26  del  portugués 
antitnio. 

{'¿}     Concuerda  cr.n  el  art.  H."  de  Méjico. 
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§  único.  — Las  sociedades  anónimas 
se  designarán  sin  necesidad  de  firma, 
por  una  denominación  particular,  sien- 
do no  obstante  aplicables  á  las  mismas 
las  disposiciones  del  presente  Código 
relativas  á  este  punto. 

Art.  20.  El  comerciante  que  no  for- 
me con  otro  sociedad  no  podrá  adoptar 
como  firma  sino  su  nombre,  completo 
ó  abreviado,  según  sea  preciso  para  la 
perfecta  identificación  de  su  personali- 
dad, añadiendo,  si  le  conviniere,  lacla- 
se de  comercio  que  ejerce. 

Art.  21.  La  razón  social  de  una  so- 
ciedad colectiva,  ya  que  no  individuali- 
ce todos  los  socios,  deberá  contener  el 
nombre  ó  la  firma  de  uno  de  ellos,  con 
el  aditamento  abreviado  ó  por  extenso 
«y  compañía.» 

Art.  22,  La  razón  social  de  una  so- 
ciedad en  comandita  debe  contener,  por 
lo  menos,  el  nombre  de  uno  de  los  so- 
cios que  sea  de  responsabilidad  ilimita- 
da y  un  aditamento  que  indique  que  la 
sociedad  es  de  esta  clase. 

§  único.— Los  nombres  de  los  socios 
en  comandita  no  pueden  figurar  en  la 
razón  social. 

Art.  23.  La  denominación  de  las  so- 
ciedades anónimas  deberá,  en  cuanto 
sea  esto  posible,  df#  á  conocer  su  obje- 
to, no  pudiendo,  en  caso  alguno,  conte- 
ner nombres  de  socios  ó  de  otras  perso- 
nas, y  debe  siempre  ir  seguida  ó  prece- 
dida de  las  palabras  ((sociedad  anóni- 
ma, responsabilidad  limitada.» 

Art.  24.  El  que  suceda  al  antiguo 
dueño  de  un  establecimiento  de  comer- 
cio puede  continuar  empleando  la  mis- 
ma firma,  si  en  ello  convienen  los  inte- 
resados, añadiendo  la  declaración  de 
que  es  sucesor  y  salvas  las  disposicio- 
nes de  los  artículos  precedentes. 

§  único. -Queda  prohibida  la  adqui- 
sición V  uso  de   una  firma  sin  la  del 


establecimiento   á   que    corresponda. 

Art.  25.  Cuando  en  una  sociedaxi 
OQurran  modificaciones  por  la  entrada, 
salida  ó  muerte  de  alguno  de  los  socio  s, 
podrá,  no  obstante,  continuar  empleán- 
dose la  misma  razón  social,  siempre 
que  preceda  la  conformidad,  si  figura 
en  ella  el  nombre  del  socio  que  se  retira 
ó  fallece,  de  aquél  ó  de  los  herederos 
de  éste,  consignándose  por  escrito  y  pu- 
blicándose el  acuerdo  tomado. 

Art.  26.  Todo  comerciante  deberá, 
para  disfrutar  los  derechos  que  este  Có- 
digo le  concede  y  de  la  protección  que 
dispensa  á  la  firma  inscribir  ésta  en  el 
Registro  mercantil  de  las  circunscrip- 
ciones en  que  tenga  su  principal  esta- 
blecimiento y  sucursales. 

Art.  27.  La  firma  que  adopte  cada 
comerciante  debe  ser  distinta  de  las 
que  ya  se  hall  aren  registradas  en  la  res- 
pectiva circunscripción. 

Art.  28.  El  uso  ilegal  de  una  firma 
de  comercio  da  derecho  á  pedir  por 
parte  de  los  interesados  la  prohibición 
de  su  empleo,  la  indemnización  por  da- 
ños y  perjuicios,  y,  si  hubiere  lugar,  á 
la  acción  criminal. 

Título  iv 

« 

ÜE  LA  CONTABILIDAD 

Xvi.  29.  Todo  comerciante  está  obli- 
gado á  llevar  los  libros  necesarios  para 
conocer  fácil,  clara  y  exactamente,  sus 
operaciones  mercantiles  y  el  estado  de 
su  fortuna. 

Art.  30.  El  número  y  clase  de  estos 
libros  y  manera  de  llevarlos  queda  en- 
teramente á  su  discreción,  con  tal  que 
no  deje  de  llevar  los  que  la  ley  conside- 
ra indispensables  (1). 

(I)     Concuerda  cou  el  art.  218  del  antiguo. 
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Art.  31.  Son  indispensables  á  todo 
comerciante  los  libros  siguientes: 

De  Inventario  y  Balances, 

Diario, 

Mayor, 

Copiador. 

§  único.— Las  sociedades  necesitan, 
además  de  estos  libros,  otros  para  la 
consignación  de  sus  actas  (1). 

Art.  32.  Los  libros  de  Inventario  y 
Diario  se  presentarán  con  antelación  al 
Juez  presidente  del  Tribunal  de  Comer- 
cio de  la  circunscripción  en  que  resida 
el  comerciante,  para  que  éste  ó  cual- 
quiera de  los  Escribanos  en  quien  dele- 
gue, folien  y  rubriquen  las  hojas  y  con- 
signen en  la  primera  la  fórmula  de 
apertura  de  los  citados  libros  y  otras 
de  cierre  en  la  última,  refrendadas  am- 
bas por  el  Juez  (2). 

§  1.**— En  las  comarcas  de  Lisboa  y 
Oporto,  estos  reqiíisitos  podrán  llenar- 
se por  un  Notario. 

§  2.''— Si  una  vez  comenzada  la  nu- 
meración y  rúbrica  de  las  hojas  por  el 
Juez  ó  la  persona  en  quien  delegue  no 
pudieran  terminarse  estas  operaciones, 
se  terminarán  por  el  que  lo  sustituya 
legalmenie  ó  por  la  persona  á  quien 
nuevamente  comisione,  y  el  Escribano 
hará  mención  de  esta  circunstancia  en 
la  cláusula  final. 

Art.  33.  El  libro  de  Inventario  y  Ba- 
lances se  empezará,  consignando  el 
activo  y  pasivo  del  comerciante,  fijan- 
do !a  diferencia  entre  aquél  y  éste,  ó 
sea  el  capital  con  que  empieza  sus  ope- 
raciones, y  en  él  se  insertarán  los  ba- 
lances que  dentro  de  los  plazos  legales 
está  obligado  á  efectuar  el  comer- 
ciante (3). 

(l)    Concuerda  con  el  art.  83  del  Códig-o  es- 

['¿)    ídem  con  el  36  del    id. 
;3)    ídem  con  el  3T  del   id. 


Art.  34.  El  Diario  servirá  para  re- 
gistrar día  por  día  y  por  orden  de  fe- 
chas, en  asiento  separado,  cada  una  de 
las  operaciones  que  modifiquen  ó  pue- 
dan modificar  su  fortuna. 

§  1.**— Cuando  las  operaciones  rela- 
tivas á  determinadas  cuentas  sean 
muy  numerosas  ó  cuando  se  hayan  eje- 
cutado fuera  del  domicilio  comercial, 
podrán  los  respectivos  asientos  con- 
signarse en  el  Diario  por  resúmenes  se- 
manales, 'quincenales  ó  mensuales, 
siempre  que  por  el  comerciante  se  lle- 
ven otros  libros  auxiliaras,  en  los  que 
estén  consignadas  con  toda  claridad  y 
orden  de  fechas  las  operaciones  par- 
ciales. 

§  2."— Los  comerciantes  al  por  menor 
(de  reialho)  no  están  obligados  á  ano- 
tar en  el  Diario  todas  y  cada  una  de 
sus  ventas,  sino  el  producto  diario  de 
las  mismas  y  los  géneros  ó  valores  fia- 
dos (1). 

Art  35.  En  el  libro  Mayor  se  anota- 
rán todas  las  operaciones,  clasificadas 
por  débitos  y  créditos,  según  las  respec- 
tivas cuentas  del  Diario,  con  objeto  de 
poder  conocer  el  estado  y  situación  de 
cualquiera  de  las  operaciones,  ^in  ne- 
cesidad de  recurrir  al  examen  y  sepa- 
ración de  todos  los  asientos  hechos  por 
orden  de  fechas  en  el  Diario. 

Art.  36.  El  copiador  servirá  para 
conservar  en  él  íntegra,  cronológica- 
mente y  sin  interrupción,  toda  la  co- 
rrespondencia postal  y  telegráfica  que 
el  comerciante  expida,  pudiéndose  ha- 
cer la  traslación  al  mismo  á  mano  ó 
por  un  medio  mecánico  cualquiera. 

Art.  37.  En  los  libros  de  actas  que 
deben  llevar  las  sociedades  se  inserta- 
rán los  acuerdos  tomados  en  las  jun- 


(1)     Concuerda  con  el  art.  5H  del  Código  de  la 
República  Argentina, 
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tas  ó  reuniones  de  socios  ó  en  la  de  sus 
administradores,  expresándose  la  fe- 
cha de  su  reunión,  los  nombres  de  los 
asistentes,  el  total  de  votos  emitidos, 
los  acuerdos  tomados  y  todo  cuanto 
pueda  servir  para  claridad  y  justifica- 
ción de  los  mismos,  firmándose  por  la 
Mesa,  cuando  la  hubiere,  y  cuando  no 
por  los  asistentes  á  la  reunión  (1). 

Art.  38.  Todo  comerciante  puede 
llevar  sus  libros  por  sí  mismo  ó  por  la 
persona  á  quien  autorice  para  ello  (2)^ 

§  único.— Cuando  el  comerciante  no 
lleve  los  libros  por  sí  mismo,  se  presu- 
mirá que  ha  autorizado  á  la  perso-na 
que  los  lleva. 

Art.  39.  Enlos  libros  de  comercio  no 
deben  dejarse  espacios  en  blanco,  ni  es- 
cribir entre  líneas,  raspar  ni  hacer  ano- 
taciones en  las  márgenes  (3). 

§  único.— Si  se  hubiere  cometido 
cualquier  error  ú  omisión,  se  salvará 
por  medio  de  un  asiento  de  rectifica- 
ción y  una  nota  al  margen  del  asiento 
equivocado  (4). 

Art.  40.  Todo  comerciante  está  obli- 
gado á  conservar,  por  espacio  de  vein- 
te años,  la  correspondencia  y  telegra- 
mas qije  reciba,  documentos  que  acre- 
diten los  pagos  hechos  y  los  libros  de 
que  trata  el  presente  título  (5). 

(1)  Concuerda  este  artículo  con  el  40  del  Có- 
digo espafiol. 

(2)  ídem  con  el  35  id. 

(3)  ídem  con  el  art.  25  del  Código  ilnliano, 
25  del  mejicano  y  con  el  19  del  belga. 

(4)  ídem  con  los  artículos  43  y  44  del  Có- 
digo espai'iol 

(5)  Los  Códigos /*rancfi.s-  (art.  11),  6e/flfa  fl9), 
nU'mán  é  italiano  (26),  disponen  que  se  conserven 
diez  años;  el  holandés  (art.  3.')  y  el  portugués 
de  1833  (art.  223)  treinta  años,  el  español  (artícu- 
lo 20)  y  el  de  Cundinamarca  (art.  46),  ordenan  la 
conservación  de  libros  y  documentos,  pero  no  se- 
ñalan tiempo,  y  el  art.  20  del  Código  ruso  manda 


Art.  41.  Ninguna  Autoridad,  Juez 
ni  Tribunal  podrá  efectuar,  ni  ordenar 
que  se  efectúe,  pesquisa  ó  diligencia  al- 
guna para  investigar  si  el  comerciante 
lleva  ó  no  sus  libros  conforme  á  de- 
recho. 

Art.  42.  La.  exhibición  judicial  de 
todos  los  libros  de  comercio  y  docu- 
mentos análogos  con  él  relacionados 
sólo  puede  ordenarse  á  favor  de  los  in- 
teresados en  cuestiones  de  sucesión 
universal,  comunidad  ó  sociedad,  en  el 
caso  de  quiebra  (1). 

Art.  43.  Fuera  de  los  casos  previs- 
tos en  el  artículo  anterior,  sólo  podrá 
precederse  al  examen  de  los  libros  y 
documentos  de  comerciantes,  á  instan- 
cia de  parte,  ó  de  oficio,  cuando  la  per- 
sona á  quien  pertenezcan  tenga  interés 
ó  responsabilidad  en  la  cuestión  en 
que  la  representación  de  aquéllos  fuere 
exigida. 

§  único.— El  examen  de  los  libros  y 
documentos,  á  ser  posible,  se  efectua- 
rá en  el  escritorio  del  comerciante  y  á 
su  presencia,  limitándose  á  averiguar 
y  copiar  lo  relativo  á  los  puntos  espe- 
cificados y  que  tengan  relación  con  la 
cuestión  (2). 

Art.  44.  Los  libros  de  comercio  po- 
drán presentarse  como  prueba  en  jui- 
cio, entre  comerciantes,  en  cuestiones 
sobre  actos  de  comercio,  en  los  térmi- 
nos siguientes: 

l.^  Los  asientos  hechos  en  libros  de 
comercio,  aun  cuando  éstos  no  se  lle- 
ven con  arreglo  á  derecho,  harán  prue- 


que  se  conserven,  y,  en  caso  de  insolvencia,  ser.i 
obligatoria  la  presentación  de  los  correspondien- 
tes á  los  diez  últimos  años. 

(1)  Esto  último  disp:.nen  el  Código  ruso  en  el 
artículo  14,  el  18  del  Brasil  y  21  del  belga, 

(2)  Concuerda  con  el  art.  47  del  Código  espa- 
■ñol^  \báe\  [ranees^  226  d^l  portugués  antiguo  y 
4'«  del  de  ]Vurtemberg. 
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ba  contra  los  comerciantes  á  quienes 
pertenezcan;  pero  los  litigantes  que  de- 
seen aprovecharse  de  tales  asientos 
deberán  aceptar  igualmente  aquellos 
que  les  sean  perjudiciales; 

2.°  Los  asientos  hechos  en  libros  de 
comercio,  llevados  conforme  á  dere- 
cho, constituyen  prueba  en  favor  de 
sus  propietarios  respectivos,  siempre 
que  no  presente  el  otro  litigante  asien- 
tos opuestos  en  libros,  llevados  en  los 
mismos  términos  ó  medie  prueba  en 
contrario; 

3.**  Cuando  de  la  comparación  de  li- 
bros de  comercio,  llevados  con  arreglo 
á  derecho  por  uno  y  Otro  litigante,  re- 
sulte prueba  contradictoria,  el  Tribu- 
nal decidirá  la  cuestión  por  el  valor  de 
cualquiera  de  las  pruebas  del  proce- 
so (1); 

4.°  Si  entre  los  asientos  de  los  libros 
de  un  comerciante  y  los  de  los  del  otro 
hubiera  discrepancia,  si  los  de  uno  se 
llevan  en  debida  forma  y  ios  del  otro 
no,  aquéllos  harán  fe  contra  éstos,  sal- 
vo demostración  en  contrario  por  me- 
dio de  otras  pruebas  admitidas  en  de- 
recho (2). 

§  único-— Si  un  comerciante  no  lleva 
los  libros  que  previene  la  ley  6  rehusa 
presentarlos,  harán  fe  contra  él  los  del 
otro  litigante,  si  los  lleva  conforme  á 
derecho,  excepto  cuando  la  falta  de  los 
libros  sea  debida  á  fuerza  mayor,  y  que- 
jando siempre  á  salvo  la  prueba  con- 
tra los  asientos  exhibidos  por  los  me- 
dios admitidos  en  juicio. 


(1)  Concuerda  con  el  12  del  francés ,  47  de 
Wurí.,  10  del  holandés,  262,  69  y  Ti  del  prusia- 
no, 106,  14  y  15  del  húngaro,  y  reghi  4.'  del  ar- 
tículo 48  del  Código  español. 

(2)  Concuerda  con  la  regla  2."  del  art.  48  del 
Código  español. 


TtTULO  V 

Del  Registro  mercantil 

Art.  45.  En  la  Secretarla  de  rodos  los 
Tribunales  de  Comercio  se  establece- 
rá un  Registro  mercantil,  á  cargo  del 
Secretario  respectivo,  que  en  este  con- 
cepto merecerá  fe  pública  (1). 

Art.  46.  El  Registro  mercantil  abra- 
zará: 

1.°  La  matrícula  de  los  comercian- 
tes en  nombre  individual; 

2.°  La  matrícula  de  las  sociedades 
mercantiles; 

3.°  La  matrícula  de  las  naves  mer- 
cantes, en  las  Secretarias  de  los  Tribu- 
nales de  Comercio  que  radiquen  en  po- 
blaciones previamente  designadas  por 
el  Gobierno; 

4.**  La  inscripción  de  los  actos  de  co- 
mercio sujetos  á  Registró. 

Art.  47.  La  matrícula  de  los  comer- 
ciantes en  nombre  individual  es  oolun- 


(1)  Casi  todos  los  Códigos,  menos  el  francés  y 
el  belga,  que  suponen  ya  constituido  el  Registro 
mercantil,  lo  establecen  de  modo  expreso  á  cargo 
de  los  Tribunales  de  Comercio  y  un  Registro  de 
naves.  Códig-o  alemán,  artículos  12  y  432;  italia- 
no, 24;  holandés,  28,  38  y  309,  y  el  antiguo  portu- 
gués, 209  y  1.318.  Kn  cumplimiento  de  lo  dispues- 
to en  este  artículo,  se  dictó  en  15  de  Noviembre 
do  1888  el  decreto  de  igual  fecha  aprobando  el 
Reglamento  del  Registro  mercantil,  que  consta  de 
nueve  títulos,  cuyo  índice  es  el  siguiente:  I.',  de  la 
organización  del  Registro  y  de  los  respectivos  fun- 
cionarios; 2.*,  de  los  libros  del  Registro;  3.»,  del 
servicio  del  Registro;  4.",  délas  personas  legítimas 
para  pedir  el  Registro;  5.*,  del  Registro  y  modo 
de  efectuarse,  rectificarse  y  cancelarse;  6.",  de  la 
recusación  del  Registro  y  de  las  reclamaciones  al 
poder  judicial;  1.',  de  las  certificaciones;  S.**,  arau' 
celes  del  Registro,  forma  de  su  cobro  y  contabili- 
dad, y  9.%  disposición  general. 
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tarta;  la  de  las  sociedades  y  naves,  obli- 
gatoria (í). 

Art.  48.  Los  comerciantes  en  nom- 
bre individual,  no  matriculados,  care- 
cen de  derecho  para  exigir  la  inscrip- 
ción de  acto  alguno  en  el  Registro  (2). 

Art.  49.    Estarán  sujetos  á  registro: 

1."  La  escritura  por  la  que  se  auto- 
riza á  la  mujer  para  comerciar  ó  para 
que  entre  á  formar  parte  de  una  socie- 
dad, asumiendo  responsabilidad  ilimi- 
tada; la  habilitación  judicial  para  que 
ésta  administre  sus  bienes  durante  la 
ausencia  ó  incapacidad  de  su  marido,  y 
la  revocación  de  la  autorización  pri- 
mera; 

2.**  Las  cartas  dótales  y  capitulacio- 
nes matrimoniales  de  los  comercian- 
tes (3); 

3.**  Las  acciones  de  separación  y  de 
interdicción  que  se  refieran  á  comer- 
ciantes; 

4.**  Los  poderes  escritos  otorgados  á 
cualquier  mandatario  mercantil  y  las 
respectivas  modificaciones,  renuncias 
y  revocaciones; 

5.**  Las  escrituras  y  documentos  de 
constitución  y  prórroga  de  sociedades, 
cambio  de  la  razón  social,  objeto,  resi- 
dencia ó  domicilio  social,, modificación 
de  los  estatutos,  aumento,  reducción  ó 
reintegración  de  capitales,  disolución  y 
fusión,  cesión  de  parte  de  un  socio  en 
nombre  colectivo  á  otro,  y  en  general 
toda  clase  de  alteraciones  en  el  contra- 
to de  sociedad; 

6.**  Las  emisiohes  de  acciones,  obli- 
gaciones, cédulas  ó  escritos  de  obliga- 


(1)  Concuerda  con  el  art.  47  del  Código  es- 
pañol. 

(2)  ídem  con  el  48  id. 

(3;     ídem  con  el  núm.  4."  del  art.  41   del  Có- 
digo de  la  República  Argenlin&. 


cíón  general  de  sociedades  6  de  parti- 
culares; 

7.**  Las  emisiones  de  billetes  de 
Bancos; 

S.°  Los  contratos  de  construcción, 
reparaciones  importantes,  adquisición, 
transmisión,  h  potoca  de  naves  y  las  al- 
teraciones y  revocaciones  que  en  aqué- 
llos se  hagan; 

9.**   El  embargo  y  secuestro  de  naves. 

§  único.— Puede  también  efectuarse 
el  registro  de  las  cartas  dótales  y  ca- 
pitulaciones matrimoniales  de  cualquie- 
ra de  los  cónyuges,  aunque  no  sean  co- 
merciantes. 

Art.  50.  Los  libros  que  hayan  de  ser- 
vir para  el  Registro  mercantil  se  lega- 
lizarán, previamente,  en  los  términos 
prescritos  en  el  art.  32. 

Art.  51.  En  el  libro  de  matrícula  de 
comerciantes  se  registrará  la  firma 
mercantil  del  matriculado,  la  clase  de 
comercio  que  ejerce,  la  fecha  en  que 
comenzó  ó  debe  comenzar  sus  operacio- 
nes y  su  domicilio,  con  expresión  de  las 
sucursales  que  tenga  establecidas,  sin 
perjuicio  de  inscribir  cada  una  de  ellas 
en  el  Registro  de  la  localidad  corres- 
pondiente (1). 

§  1.**— En  el  caso  de  que  un  comer- 
ciante se  haya  matriculado  en  el  Regis- 
tro mercantil  y  no  satisfaga  contribu- 
ción industrial,  el  Secretario  del  Tribu- 
nal de  Comercio  dará  parte  al  respec- 
tivo Escribano  de  Hacienda. 

§  2.°— Toda  modificación,  cambio  6 
extinción  de  firma  mercantil  debe  ins- 
cribirse con  referencia  á  la  matrícula 
correspondiente. 

Art.  52.  En  el  libro  de  Registro  de 
naves  se  indicará  el  nombre  del  buque, 
su  tonelaje  bruto,  clase  de  aparejo,  sis- 


(1)     Números   1.'  á  4.»  del  art.  21  del  Código 
español. 
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tema  y  fuerza  de  8us  máquinas^  si  es 
<le  vapor;  la  materia  de  su  casco,  di- 
mensiones principales,  pabellón  distin- 
tivo que  tiene  en  el  Código  Internacio- 
nal de  Señales)  y  los  nombres  y  domi- 
cilio del  propietario  y  de  los  copartíci- 
pes, si  los  hubiere  (1). 

§  único.— Si  la  nave  estuviere  asegu- 
rada ó  clasificada,  se  presentarán  los 
documentos  correspondientes  para  ser 
extractados  en  el  Registro. 

Art.  53.  Las  matriculas  é  inscrip- 
ciones se  harán  por  extracto  y  con  re- 
ferencia á  los  respectivos  documentos 
y  declaraciones,  por  turno  riguroso  de 
presentación. 

§  1.*'— Las  inscripciones  relativas  á 
comerciantes  y  naves  se  harán  siem- 
pre con  referencia  á  las  correspondien- 
tes matrículas;  y  las  relativas  á  perso- 
nas que  no  sean  comerciantes,  con  re- 
ferencia á  la  indicación  de  sus  nom- 
bres, estado,  profesión  y  domicilio. 

§  2.°  Los  documentos  y  declaracio- 
nes presentados  se  archivarán  en  la 
respectiva  Secretaría  del  Tribunal  de 
Comercio  en  que  el  Registro  se  halle 
establecido. 

Art.  54.  Las  sociedades  constituidas 
en  país  extranjero,  que  traten  de  esta- 
blecer sucursales  ú  otra  clase  de  repre- 
sentación social  en  el  Reino,  presenta- 
rán al  Registro  mercantil,  además  de 
los  documentos  exigidos  alas  naciona- 
les, un  certificado  del  Agente  consular 
portugués,  de  que  se  hallan  constituidas 
y  funcionando  con  arreglo  á  las  leyes 
•leí  respectivo  país. 

Art.  55.  Se  establecerá  un  Registro 
provisional,  cuyas  inscripciones  se  ha- 
rán en  el  mismo  libro  que  los  registros 
definitivos. 


(1)    Núm.  1.*  del  art.  22  del   Códitro   cspaüol. 


§  Único.— Podrán  registrarse  provi- 
sionalmente: 

1.®  Las  cartas  dótales  y  capitulacio- 
nes matrimoniales; 

2.**  Las  acciones  mencionadas  en  el 
número  3.°  del  art.  49; 

3.**  Los  instrumentos  de  transmisión 
y  de  hipoteca  de  naves; 

4."  Los  títulos  de  constitución  pro- 
visional de  sociedades  por  acciones; 

5.**  Las  actas  de  las  sociedades  que 
contengan  los  acuerdos  tomados  sobre 
reducción  del  capital  social  ó  prórroga 
de  la  sociedad; 

6.^  En  general,  todos  los  actos  men- 
cionados en  el  art.  49,  acerca  de  cuya 
legalidad  para  ser  registrados  definiti- 
vamente dudare  el  Secretario. 

Art.  56.  Los  registros  hechos  provi- 
sionalmente, en  los  términos  del  artícu- 
lo anterior,  se  convertirán  en  definiti- 
vos en  la  siguiente  forma: 

El  del  núm.  1.®  por  la  presentación 
de  la  partida  de  casamiento; 

El  del  núm.  2.°  por  la  presentación  de 
la  sentencia  firme  del  Juzgado; 

El  del  núm.  3.°  por  la  del  título  por 
que  se  efectuó  el  contrato; 

El  del  núm.  4.**  por  lo  de  los  docu- 
mentos exigidos  en  el  párrafo  8.**  del 
artículo  164; 

El  del  núm.  5.°  por  la  de  la  certifica- 
ción en  que  se  compruebe  no  haber  ha- 
bido oposición  á  los  acuerdos  ó  haber 
sido  declarada  improcedente  la  dedu- 
cida en  los  términos  del  art.  116,  párra- 
fo único; 

El  del  núm.  6.**  por  la  de  la  sentencia 
firme  del  Juzgado  declarando  impro- 
cedente la  duda  del  Secretario. 

§  1.**— Los  registros  provisionales, 
una  vez  convertidos  en  definitivos,  con- 
servarán el  orden  de  prioridad  que  te- 
nían como  provisionales. 

§    2.°— Los    registros    provisionales 
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que  en  el  plazo  de  seis  meses,  contados 
desde  la  fecha  de  inscripción,  no  ha- 
yan sido  convertidos  en  definitivos, 
quedarán  caducados. 

§  3.°— Se  exceptúa  de  lo  dispuesto  en 
el  párrafo  anterior: 

1."  El  registro  provisional  de  una 
acción,  el  cual  producirá  todos  sus  efec- 
tos mientras  dure  el  pleito; 

2.®  El  registro  provisional  de  actos 
acerca  de  cuya  legalidad  dudare  el  Se- 
cretario para  registrarlos  definitiva- 
mente, el  cual  producirá  todos  sus  efec- 
tos mientras  no  se  resuelva  en  defini- 
tiva la  reclamación  interpuesta,  siem- 
pre que  se  haya  registrado,  dentro  de 
los  treinta  días,  la  certificación  de  que 
tal  reclamación  se  ha  interpuesto. 

Art.  57.  Los  actos  sujetos  al  Regis- 
tro mercantil  únicamente  producirán 
efectos  para  con  tercero  desde  la  fe- 
cha de  la  inscripción  (1),  yen  el  orden 
por  que  ésta  aparezca  hecha. 

§  1.**— No  obstante,  si  los  actos  cita- 
dos fueran  de  los  sujetos  al  Registro  de 
la  propiedad  (predial),  y  estuviesen  ya 
inscritos  en  éste,  producirán  efecto  en 
los  términos  der  presente  articulo,  en 
materia  comercial  desde  la  fecha  de  ese 
registro,  independientemente  de  que  se 
hallen  ó  no  inscritos  en  el  mercantil. 

§  2.**— Las  cartas  dótales  y  capitula- 
ciones matrimoniales  de  personas  que 
no  sean  comerciantes  producirán,  en 
los  términos  de  la  ley  civil  y  en  materia 
mercantil,  todos  sus  efectos,  indepen- 
dientemente del  registro  que  de  ellas 
puede  hacerse,  según  el  párrafo  único 
del  art.  49,  excepto  desde  la  fecha  en 
que  se  dediquen  al  comercio,  si  es  que 
llega  este  caso. 


(1)     Esto  mismo  dispone  el  urt.  26   del  Código 
español. 


Art.  58.  Podrán  pedir  el  registro  de 
los  actos  á  él  sujetos: 

L°  Los  comerciantes  matriculados, 
el  de  los  actos  relacionados  con  su  co- 
mercio; 

2.°  La  esposa  ó  la  mujer  casada,  sin 
dependencia  en  este  caso  de  autoriza- 
ción del  marido,  padres,  hermanos, 
hijos  mayores  de  edad  y  demás  parien- 
tes y  representantes  legales  ó  que  lo 
hayan  sido,  el  de  las  respectivas  cartas 
dótales  y  capitulaciones  matrimoniales; 

3.**  Los  propietariqs  y  compradores 
de  naves,  ó  sus  consignatarios  y  co- 
rresponsales, el  relativo  á  la  matricula 
y  transmisión  de  aquéllas; 

4.°  Los  acreedores  con  hipoteca, 
prenda  ó  embargo  de  naves,  en  lo  qu«* 
respecta  á  la  suscripción  de  estos  actos. 

§  único.— En  los  casos  previstos  en 
los  números  2.**  y  4."  de  este  artículo,  el 
registro  se  efectuará  inscribiendo,  si 
no  lo  estuviese,  la  matricula  del  comer- 
ciante ó  de  la  nave,  ó  consignándose  la 
indicación  de  las  personas  no  comer- 
ciantes, á  quienes  se  refiera,  en  vista 
de  cualesquiera  documentos  y  declara- 
ciones presentados  por  los  registrantes. 

Art.  59.  Los  registros  podrán  cau- 
celarse  total  ó  parcialmente,  cuando  se 
pruebe  por  medio  de  documento  co- 
rrespondiente la  extinción  completa  do 
la  obligación  ó  del  encargo  ó  la  cesa- 
ción del  hecho  que  dio  origen  al  re- 
gistro. 

§  1.°— La  cancelación  consistirá  en 
una  declaración  hecha  por  el  Secreta- 
rio, al  margen  del  respectivo  registro, 
de  que  éste  queda  extinguido  en  todo  6 
en  parte. 

§  2.**— Es  aplicable  á  las  cancelacio- 
nes lo  dispuesto  en  el  párrafo  2.**  del  ar- 
tículo 53. 

Art.  60.  Los  Secretarios  de  los  Tri- 
bunales de  Comercio  no  pueden  i  rape- 
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diría  inspección  de  los  registros,  do- 
cumentos y  declaraciones  archivadas  á 
la  persona  que  lo  solicite,  y  están  obli- 
gados á  expedir,  con  independencia  de 
cualquier  despacho,  las  certífícaciones 
que  se  les  exijan. 

Art.  61.  En  los  casos  en  que  los  Se- 
cretarios de  los  Tribunales  de  Comer- 
cio duden  ó  rehusen  proceder  á  cual- 
quier registro  ó  cancelación,  podrá  re- 
currirse  al  Juez  correspondiente. 

TÍTULO  VI 

Del  balance  y  de  la  presentación  de 
cuentas 

Art.  62.  Todo  comerciante  debe  ha- 
cer el  balance  anual,  ó  sea  el  de  su  ac- 
tivo y  pasivo,  dentro  de  los  tres  prime- 
ros meses  del  año  inmediato,  consig- 
nándolo en  el  libro  de  Inventario  y  Ba- 
lances con  las  formalidades  debidas. 

Art.  63.  Es  obligatoria  para  los  co- 
merciantes la  presentación  de  cuentas: 
en  las  negociaciones,  al  Analizar  cada 
una  de  ellas;  en  las  transacciones  mer- 
cantiles continuas,  al  final  de  cada  año; 
y  en  el  contrato  de  cuenta  corriente, 
^n  la  época  de  su  clausura. 

TÍTULO  VII 

De  los  corredores 

Art.  64.  El  cargo  de  corredor  es  per- 
sonal, público,  exclusivo  del  hombre,  y 
el  nombramiento  será  de  Real  orden. 

Art.  65.  El  nombramiento  de  corre- 
Jor  sólo  podrá  recaer  en  ciudadano 
portugués,  natural  ó  naturalizado  que, 
alemas  de  tener  capacidad  para  ejer- 
cer el  comercio,  goc©  de  buena  re- 
roMo  vn.— Instituoionb»  jurídica*. 


putación  y  se  halle  habilitado  previo 
examen  (1). 

§  único.— El  nombrado  corredor  po- 
drá tener  un  representante,  aprobado 
por  el  Gobierno,  para  que  lo  sustituya 
en  caso  de  impedimento  justificado  y 
de  cuyos  actos  será  responsable. 

Art.  66.  Son  operaciones  propias  de 
los  corredores: 

1.**  La  compra  y  venta,  para  sus  co- 
mitentes, de  mercaderías,  naves,  fon- 
dos públicos,  acciones  de  sociedades 
legalmente  constituidas,  títulos  de  ries- 
gos marítimos,  letras  de  cambio,  libran- 
zas, mandatos  de  pago  (cheques)  y  toda 
clase  de  créditos  y  obligaciones  mer- 
cantiles; 

2.®  El  hacer  negociaciones  en  des- 
cuentos, seguros,  fletamentos  y  présta- 
mos; 

3.°  Proceder  ala  venta  de  fondos 
públicos,  acciones  ú  obligaciones  de 
Bancos  ó  compañías  ordenadas  por  la 
Autoridad  de  la  comarca  respectiva; 

4.**  En  general,  prestar  sus  servicios 
para  toda  clase  de  operaciones  de  Bolsa 
y  en  todos  aquellos  casos  en  que  la  ley 
exija  su  intervención. 

§  único. —Los  corredores  de  cualquier 
plaza  procederán  también  á  la  venta 
de  los  títulos  mencionados  en  el  núme- 
ro 3.®  de  este  artículo,  cuando  les  fuese 
encomendada  por  la  Autoridad  judicial 
competente  de  cualquier  comarca. 

Art.  67.  Los  corredores  deberán 
prestar,  antes  de  entrar  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones,  fianza  para  respon- 
der del  buen  desempeño  de  su  cargo. 

§  1.®— Esta  fianza  quedará  especial- 
mente obligada  alas  responsabilidades 

(l)  El  Código  portugués  antiguo  exigía  para 
ser  corredor  la  práctica  del  comercio  por  tres 
años  en  una  casa  de  comercio  ó  con  un  corredor 
domiciliado  en  plaza  donde  haya  Tribunal  de  Co- 
mercio. 

2U 
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en  que  incurran  los  corredores  en  las 
operaciones  en  que  intervengan. 

§  2."— No  queda  sujeta  la  fianza  á  las 
responsabilidades  contraídas  por  los 
corredores  antes  6  después  de  prestar- 
la, y  que  procedan  de  contratos  en  que 
hayan  intervenido  sin  esta  cualidad. 

Art.  68.  Los  corredores  estarán  obli- 
gados: 

1.°  A  certificar  de  la  identidad  y  ca- 
pac  dad  legal  para  contratar  de  las 
personas  en  cuyos  negocios  interven- 
gan, y  cuando  llegueel  caso,  de  la  legi- 
timidad de  las  firmas  de  los  contra- 
tantes; 

2.**  A  proponer  con  exactitud  y  cla- 
ridad los  negocios  que  se  les  encar- 
guen, procediendo  de  modo  que  no 
puedan  inducir  á  error  á  los  contra- 
tantes; 

3."  A  guardar  completa  reserva  de 
todo  lo  que  respecte  á  las  negociacio- 
nes de  que  se  encarguen  (1); 

4.**  A  no  revelar  los  nombres  de  sus 
comitentes,  cuando  la  naturaleza  del 
negocio  no  exija  tal  revelación  ó  la  ley 
no  autorice  para  ello; 

5.**  A  responder  de  la  autenticidad 
de  la  firma  y  rúbrica  del  último  firman- 
te en  las  negociaciones  de  títulos  endo- 
sables; 

e.*"  A  exigir  al  cedente  en  las  nego- 
ciaciones de  que  trata  el  número  ante- 
rior, los  respectivos  títulos,  á  hacer 
entrega  de  ellos  al  cesionario,  á  recibir 
de  éste  el  precio  y  entregarlo  á  aquél, 
salvo  si  fuera  otro  el  uso  de  la  plaza  ó 
si  los  contratantes  hubiesen  estipulado 
hacer  estas  entregas  de  otro  modo; 

7.**  A  presenciar  la  entrega  de  las 
cosas  vendidas  por  intervención  suya, 


(1)    Números  1.%  2.'»  y  3."  del  art.  95    del  Có- 
digo e^pafíoZ,  y  art.  115  del  portugués  antiguo. 


siempre  que  asi  se  exija  por  cualquiera 
de  las  partes  ó  fuese  este  el  uso  de  la 
plaza; 

8.°  A  expedir,  á  costa  de  los  intere- 
sados y  según  conste  en  sus  libros,  co- 
pias de  los  asientos  referentes  á  los 
contratos  de  aquéllos,  y  las  que  se  le  or- 
denen por  la  Autoridad  competente. 

Art.  69.    Los  corredores  tendrán: 

Un  cuaderno  de  notas,  en  que  asen- 
tarán, aunque  sea  con  lápiz,  todas  las 
operaciones  hechas  por  su  intervención 
en  el  momento  de  ultimarse,  indican- 
do, por  extracto,  el  objeto  y  condicio- 
nes principales  de  las  mismas; 

Un  protocolo  legalizado  en  los  térmi- 
nos prescritos  en  el  art.  32,  en  que  re- 
gistrarán por  extenso,  día  por  día,  v 
por  orden  de  fechas,  en  asiento  separa- 
do, sin  abreviaturas  ni  cifras,  las  con- 
diciones en  que  se  hayan  efectuado  las 
ventas,  compras,  seguros,  negociacio- 
nes, y  en  general  todas  las  operaciones 
en  que  los  mismos  intervengan  (1). 

Art.  70.  Los  corredores  entregarán 
á  las  partes,  cuando  el  contrato  se  per- 
feccione, una  copia  de  los  asientos  he- 
chos en  su  cuaderno,  y  si  aquéllas  lo 
exigieren,  una  copia  del  contrato,  se- 
gún el  original  registrado  en  el  proto- 
colo, firmada  por  el  corredor  y  por  las 
partes,  si  en  ello  convinieren. 

§  único.— Quedan  exceptuadas  de  lo 
que  previene  este  artículo,  las  disposi- 
ciones especiales  á  las  operaciones  de 
cobro  (2). 

Art.  71.  Los  protocolos  de  los  co- 
rredores, llevados  con  arreglo  á  dere- 
cho y  que  estén  conformes  con  las  no- 
tas de  su  cuaderno,  así  como  las  copias 


(1)    Concuerda  con  el  art.  84  del  Código   ita- 
liano. 

(2}     ídem  con  el  párrafo  2.*  del  art.  33  de  idem. 
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fielmente  sacadas  de  ellos,  harán  prue- 
ba en  juicio  entre  los  contratantes, 
cuando  la  validez  de  los  respectivos 
contratos  no  dependa  de  otra  formali- 
dad externa  exigida  por  la  ley,  y  en 
los  mismos  términos  en  que  lo  hacen 
los  documentos  auténticos  extraoficia- 
les. 

Art.  72.  Los  asientos  del  cuaderno  y 
los  de  los  protocolos  de  los  corredores 
no  servirán  á  éstos  de  medio  de  prueba 
en  juicio. 

Art.  73.  Los  asientos  4  que  se  refie- 
re el  artículo  anterior  y  toda  clase  de 
notas  expedidas  por  los  corredores  so- 
bre negociaciones  en  que  hayan  inter- 
venido, constituirán  prueba  contra  ellos 
en  caso  de  reclamación. 

Art.  74.  Los  libros  de  los  corredo- 
res estarán  sujetos  al  examen  de  los 
Tribunales  de  Comercio  y  al  de  los  ar- 
bitros cuando  dicho  examen  sea  orde- 
nado judicialmente. 

Art.  75.  Los  corredores  no  podrán, 
sin  motivo  legal,  negarse  á  prestar  los 
servicios  propios  de  su  profesión  á  cual- 
quier persona  que  los  reclame  y  que 
esté  dispuesta  á  prestar  las  garantías 
que  aquéllos  tengan  derecho  á  exigir, 
bajo  pena  de  quedar  obligados  á  res- 
ponder de  los  daños  y  perjuicios  á  que 
Jé  origen  su  negativa. 

§  único.— Se  exceptúan  de  esta  dispo- 
sición las  operaciones  sobre  descuento 
de  letras,  pudiendo  los  corredores,  con 
relación  á  éstas,  negarse  á  prestar  sus 
servicios,  cuando  las  firmas  que  inter- 
vengan sean  desconocidas  en  la  plaza, 
ó  cuando  no  tengan  conocimiento  algu- 
no de  sus  circunstancias  ó  de  la  solven- 
cia de  las  mismas. 

Art.  76.  El  corredor  que  no  revelare 
á  uno  de  los  contratantes  el  nombre  del 
otro,  será  responsable  de  la  ejecución 
del  contrato,  quedando,  desde  que  lo 


ejecute,  subrogado  en  los  derechos  de 
aquél  con  relación  á  éste  (1). 

§  i.**— En  los  casos  previstos  en  este 
articulo,  el  corredor  podrá  exigir  de  su 
comitente  las  garantías  que  juzgue  ne- 
cesarias para  salvar  su  responsabi- 
lidad. 

§2.°— Cuando  la  negociación  sea  so- 
bre fondos  públicos,  á  plazo,  si  durante 
éste  hubiere  alteración  en  los  respecti- 
vos cambios  ó  cotizaciones,  el  corredor 
podrá  exigir  mayor  suma  de  garantías, 
y  cuando  esto  no  sea  posible,  proceder 
desde  luego  á  la  liquidación.    . 

§  3.®— Para  que  pueda  certificarse  en 
juicio  ó  fuera  de  él  que  los  contratan- 
tes tenían  conocimiento  de  la  persona 
por  cuenta  de  la  cual  se  hizo  la  nego- 
ciación, el  corredor  podrá  exigir  de  ella 
las  declaraciones  escritas  que  estime 
necesarias  para  dejar  á  salvo  su  res- 
ponsabilidad. 

Art.  77.  Los  corredores,  además  de 
la  responsabilidad  en  que,  como  tales, 
incurran  por  falta  de  cumplimiento  de 
alguna  de  las  obligaciones  que  les  im- 
ponen los  artículos  68  y  76,  quedarán 
sujetos  á  la  que  resulte  de  los  contratos 
de  mandato  y  de  comisión,  en  la  parte 
aplicable  á  las  negociaciones  en  que  in- 
tervengan, teniendo  asimismo  contra 
los  comitentes  los  derechos  que  de 
aquellos  contratos  se  originen. 

Art.  78.  La  responsabilidad  de  los 
corredores  por  negocios  en  que  hayan 
intervenido  con  esta  consideración 
prescribirá  á  los  seis  meses,  contados 
desde  la  conclusión  del  contrato. 

Art.  79.  La  insolvencia  de  los  corre- 
dores se  presumirá  siempre  fraudu- 
lenta (2). 

(1)  Concuerda  con  el  art.  31  del  Códig-o  ita- 
liano. 

(2)  Igual  presunción  se  establecía  en  el  CódU 
go  de  1833. 
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Arl,  80,    Se  prohibe  á,  los  corredoras: 

1.°  Ejercer  el  comercio  por  cuenta 
propia  (1); 

2.*  Constituirse  en  aseguradores  de 
riesgos  mercantiles  (2); 

3.*  Adquirir  para  si  valores  ó  ti  lu- 
los de  cuya  ne;:oc ¡ación  estuvieren  en- 
cargados, excepto  en  el  caso  de  que 
tengan  que  responder  por  faltas  del 
comprador  para  con  ni  vendedor  (3); 

4*  Prestar  caución,  >a  en  el  mismo 
contrato  Iieclio  por  intervención  suya, 
ya  por  separado; 

5,°  Expedir  certificaciones  que  no 
ge  refieran  á  heclines  que  consten  en  los 
asientos  de  ^ub  libro?,  debiendo,  no 
obstante,  aunque  no  lo  tengan  regis- 
trado, declarar  lo  que  sepan,  por  ha- 
berío presenciado  y  oído,  siempre  que 
para  eílo  sean  requeridos  por  la  Auto- 
ridad competente  (4); 

6."  Y  en  general  todo  lo  que  sea  con- 
trario á  las  disposiciones  legales  y  á 
l06  intereses  de  sus  comitentes  (5). 

Art.  81.  Los  corredores  tendrán  de- 
reclio  A  una  comisión,  como  corretaje, 
que  se  fijará  con  arreglo  al  arancel. 

§  I,**-" Cuando  ¡ntí^rvenga  en  la  nego- 
ciación un  solo  corredor,  recibirá  éste 
e]  corretaje  de  cada  una  de  las  partes; 


(IJ  Núm*  l.**  dfil  arl,  9fj  del  Cí^mIi^'^íí  e^pafiíif, 
y  1."  del  1  SI  de  M^jicn. 

(2)    Ídem  a/  del  urt.  UiS  il(*l  CfidíjíM  ,*it}j.iñoL 

(9¿    ídem  4."  del  avU  96  idt^m, 

Í4J     Ídem  5.'  del  íin.  OÜ  idcm. 

(5)  KUrl.  1Í7  del  Código  de  lH3:i  cftííti¡^'íibft 
coa  la  pérdida  del  oüeio  y  la  nulidad  ó  ínefieacia 
dd  raD trato  cuíiDdíí  tú  corredor  conirHV<?iifa  ii  lo 
que  le  est  üim  prühibido,  ú.  diferencia  del  ahmáJU 
que  eo  el  art.  üO  reconüce  ln  VüHdcz  de  eatos 
nej^pcios. 

Kl  antiguo  I  eu  harmonía  con  e!  art.  S5  del  /Vart- 
úés,  diapjüía  en  el  Art.  128  que  ol  corredor  no 
[ludifai^e  njcLblr  ni  patíJir  p«r  cueuUi  de  auá  co- 
miientea. 


pero  interviniendo  mág  de  uno,  cada 
cual  lo  recibirá  de  su  respectivo  comi- 
tente. 

§  2," — No  mediando  pacto  en  contra- 
riOj  el  corretaje  se  abonará  al  corredor 
que  principie  la  negociación,  aunque 
el  comitente  la  concluya  por  si,  ó  por 
otro,  6  deje  de  uUimarse  por  accidente 
imprevisto,  ó  culpa  de  alguna  de  ]-¿b 
partes,  excepto  si  en  alguno  de  estos 
casos  mediare  negligencia  por  parle 
deJ  corredor. 

TÍTULO  VIH 
DÉLOS  LUGAaES  DEíiTlNAOOSALCOMEaClQ 

CAPÍTULO  PRIMERO 

De  las  Bolsix^ 

É 

SeccióQ  primera 

Biápósicioiié»    ^HÉrñl^i 

Art.  82.  Los  establecimientos  públi- 
cos legal  mente  autorizados,  en  los  cua- 
les se  reúnen  los  comerciantes  y  los 
agentes  de  comercio  para  concertar  ó 
cumplimentar  las  operaciones  mercan- 
tiles que  se  expresan  en  el  titulo  Vlll 
del  libro  II,  tonmn  la  denominación  ge- 
ni:^rica  de  Bolsas  y  la  especial  de  la  pla- 
zú.  en  que  se  hallen  situadas,  así  como 
la  de  la  clase  de  operaciones  á  que  se 
destinen,  cuando  sólo  para  alguna  é 
algunas  de  éstas  hubiesen  sido  cr  eados. 

Art.  83.  Para  la  creación  de  Bolinas 
se  requiere  autorización  del  Gobieroo, 
al  cual  compete  la  formación  de  los  Re- 
glamentos necesarios  para  el  régimen, 
policía  y  servicio  de  bis  mismas. 

Art  8L  La  administra': ion  superior 
de  cada  Bolsa  estará  confiada  á  la  Aso- 
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ciación  Mercantil  (1)  (associagao  eom- 
mercial),  donde  exista;  habiendo  más 
lie  una,  á  la  más  antigua,  y  no  habien- 
do ninguna,  al  Secretario  del  respecti- 
vo Tribunal  de  Comercio. 

Art.  85.  En  las  localidades  en  que 
pxista  Bolsa  se  prohibe  toda  reunión 
pública  que  tenga  por  objeto  tratar  de 
las  operaciones  que  se  refieran  á  este 
género  de  establecimientos. 

§  único.— Los  contratos  celebrados 
en  cualquier  reunión  pública  contra  lo 
dispuesto  en  este  artículo,  no  tendrán 
valor  alguno  en  juicio. 

Art.  86.  Las  disposiciones  de  los  ar- 
tículos precedentes  no  impiden  al  co- 
merciante hacer  fuera  del  local  de  la 
Bolsa  cualquier  negociación  de  esta 
clase  por  si  ó  por  medio  de  tercera 
persona. 

Art.  87.  En  las  Bolsas  en  que  hubie- 
re suficiente  número  de  corredores,  se 
organizará  un  Colegio  (Cámara)  com- 
puesto de  cinco  de  éstos,  elegidos 
anualmente  en  junta  general  (Assem- 
blóa  geral)  de  corredores,  por  mayoría 
absoluta  de  votos,  debiendo  éstos  ele- 
gir de  entre  ellos  un  Sindico,  que  será 
el  Presidente,  y  además  un  Secretario 
y  un  Tesosero. 

Sección  segunda 

De  la»  cotizaciones  de  Bolsa 

Art.  88.  El  precio  del  cambio  de  las 
negociaciones  sobre  fondos  públicos  y 
otros  valores  se  fijará  todos  los  días 
ames  de  que  se  cierre  la  Bolsa,  formán- 
'lose  un  Boletín  de  cotí x ación, 

§  único.—  Con  referencia  á  los  cam- 
bios, la  cotización  se  hará  en  vista  de 

[\]    Institución  análoga  á  las  Cámaras  de  Co- 


los  partes  que  los  establecimientos  de 
crédito  están  obligados  á  remitir  al  Sín- 
dico del  Colegio  de  corredores  donde 
lo  haya,  y  donde  no,  al  Secretario  del 
Tribunal  de  Comercio. 

Art.  89.  El  Colegio  de  corredores 
formará  el  Boletín  de  cotización,  con 
asistencia  de  aquellos  que  hayan  inter- 
venido en  las  respectivas  operaciones 
y  con  declaración  expresa: 

1.*^  Del  movimiento  de  alza  y  baja 
que  hayan  tenido  los  títulos  negocia- 
dos, indicando  la  especie  y  valor  de 
cada  uno; 

2.**  Los  precios  máximos  y  mínimos 
de  las  especies  metálicas  y  de  los  valo- 
res de  comercio  que  se  hayan  nego- 
ciado.    • 

Art.  90.    El  Boletín  de  cotización  se 
redactará  por  el  corredor  que  desem- 
peñe el  cargo  de  Secretario  del  Cole- 
gio, el  cual  será  responsable  de  su  le-  ^ 
galidad  y  exactitud. 

Art  91.  El  Boletín  de  cotización  se 
registrará  fielmente  en  un  libroc^ue  con 
este  objeto  estará  numerado  y  rubri- 
cado en  cada  folio  por  el  Síndico  de  la 
Bolsa. 

§  único.— El  registro  se  efectuará  por 
el  Secretario  del  Colegio  y  suscribirá 
por  los  corredores  que  hubiesen  hecho 
la  cotización. 

Art.  92.  De  cada  Boletín  se  sacarán 
tres  copias,  firmadas  por  el  Síndico  del 
Colegio  de  corredores,  una  de  las  .cua- 
les se  remitirá  al  Ministerio  de  Obras 
públicas,  otra  al  de  Hacienda  y  la  ter- 
cera se  fijará  en  el  lugar  más  público 
de  la  Bolsa. 

CAPÍTULO  II 

De  los  mercados,  ferias,  almacenes 
y  lonjas 

Art.  93.    Los  mercados  y  las  ferias 
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se  establecerán  en  el  lugar,  tiempo  y 
modo  que  prescriban  la  legislación  y 
Reglamentos  administrativos. 

Art.  94.  Se  considerarán,  para  los 
efectos  de  este  Código,  y  especialmen- 
te para  las  operaciones  que  se  citan 
en  el  título  XIV  del  libro  II,  como  al- 
macenes generales  de  comercio,  todos 
aquellos  que  el  Gobierno  autorice  para 
recibir  en  depósito  géneros  y  merca- 
derías mediante  caución,  por  el  precio 
ñjado  en  las  respectivas  tarifas. 

Art.  95.  Se  considerarán,  para  los 
efectos  de  este  Código,  como  almace- 


nes ó  despachos  de  venta  abiertos  al 
público: 

1.**  Los  que  establezcan  los  comer- 
ciantes matriculados; 

2,^  Los  que  establezcan  los  comer- 
ciantes no  matriculados,  siempre  que 
estén  abiertos  al  público  ocho  días  con- 
secutivos ó  hayan  sido  anunciados  por 
medio  de  prospectos,  carteles  ó  perió- 
dicos, ó  tengan  letreros  usuales  (1). 


(1)    Concuerda  con  el  párrafo  1.*  del  art.  85  d»*l 
Código  español. 


LIBRO  SEGUNDO 


DE  LOS  CONTRATOS  ESPECIALES  DE  COMERCIO 


TÍTULO  PRIMERO 

DISPOSICIONES  GENERALES 

Art.  96.  Los  títulos  comerciales  se- 
rán válidos,  cualquiera  que  sea  el  idio- 
ma en  que  estén  redactados. 

Art.  97.  La  correspondencia  telegrá- 
fica es  admisible  en  el  comercio,  en  los 
términos  y  para  los  efectos  siguientes: 

§  1.**— Los  telegramas  cuyos  origina- 
les estén  escritos  y  suscritos,  ó  sola- 
mente suscritos  ó  firmados  por  el  remi- 
tente, y  aquellos  que  se  pruebe  que  han 
sido  expedidos  por  la  persona  señalada 
como  remitente,  tendrán  la  fuerza  pro- 
batoria que  la  ley  atribuye  á  los  docu- 
mentos particulares. 

§2.°— El  mandato  y  toda  prestación 
'le  consentimiento,  aunque  sea  judicial, 
transmitidos  telegráficamente  con  la 
firma  reconocida  como  auténtica  por 
un  Notario,  serán  válidos  y  harán  prue- 
ba en  juicio. 

§  3.° — Cualquier  error,  alteración  ó 
'iemora  en  la  transmisión  de  telegra- 
mas será,  habiendo  responsabilidad, 
imputable  en  los  términos  generales  de 
derecho  á  la  persona  que  los  motive. 

§4.°— Se  presumirá  exento  de  respon- 
sabilidad al  expedidor  de  un  telegrama 
que  lo  haya  hecho  transmitir  en  los  tér- 
minof?  resl  amentar  ios. 


§  5.**— La  fecha  del  telegrama  será 
salvo  prueba  en  contrario,  el  día  y  hora 
en  que  fué  efectivamente  transmitido 
ó  recibido  en  las  respectivas  estaciones. 

Art.  98.  Caso  de  existir  diferencias 
entre  los  ejemplares  de  los  contratos 
presentados  por  las  partes,  y  habiendo 
intervenido  corredor  en  la  estipulación, 
prevalecerá  lo  que  de  los  libros  de  éste 
resulte,  siempre  que  los  lleve  conforme 
á  las  prescripciones  de  la  ley. 

Art.  99.  Aunque  el  acto  sólo  sea  mer- 
cantil con  relación  á  una  de  las  partes, 
se  regirá  por  las  disposiciones  de  la  ley 
comercial  en  cuanto  á  los  contratantes 
en  general,  menos  las  que  únicamente 
sean  aplicables  á  aquel  ó  á  aquellos 
para  quienes  el  acto  sea  mercantil,  y 
quedando,  no  obstante,  todos  sujetos  á 
esta  jurisdicción. 

Art.  100.  En  las  obligaciones  mer- 
cantiles, Ic^  coobligados  serán  solida- 
rios, salvo  pacto  en  contrario. 

§  único.— Esta  disposición  no  será  ex- 
tensiva á  los  comerciantes  en  aquellos 
contratos  que,  con  relación  á  éstos,  no 
constituyan  actos  de  comercio. 

Art.  101.  Todo  fiador  de  obligación 
mercantil,  aun  cuando  no  sea  comer- 
ciante, será  solidario  con  la  persona 
por  quien  presta  la  fianza. 

Art.  102.  Se  devengarán  intereses 
en  todos  los  actos  de  comercio  en  que, 
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fuera  de  convenio  ó  derecho  vencieren, 
y  en  los  demás  'casos  especiales  señala- 
dos en  el  presente  Código. 

§  1.**— Los  intereses  mercantiles  sólo 
podrán  fijarse  por  escrito. 

§  2.**— Cuando  el  interés  se  haya  pac- 
tado, pero  sin  fijar  su  cuantía,  ó  cuando 
aquél  sea  debido  por  disposición  legal, 
será  el  de  5  por  100. 

Art.  103.  Los  contratos  especiales 
de  comercio  marítimo  se  regirán  espe- 
cialmente por  lo  que  dispone  el  libro  III 
de  éste  Código. 

TÍTULO  n 

DE  LAS  SOCIEDADES 

CAPÍTULO  PRIMERO 

Disposiciones  generales 

Sección  primera 

De  la  naturaleza  y  clases  de  las  sociedades 

Art.  104.  Son  condiciones  esenciales 
para  que  una  sociedad  se  considere 
mercantil: 

1.®  Que  tenga  por  objeto  practicar 
uno  ó  más  actos  de  comercio; 

2.**  Que  se  constituya  en  harmonía 
con  los  preceptos  de  este  Código. 

Art.  105.  Las  sociedades  mercanti- 
les podrán  ser  de  una  de  las  clases  si- 
guientes (1); 

Sociedad  colectiva  (2); 

Sociedad  anónima  (3); 


(1)  Conc'jerda  con  el  art.  'TC  del  Código  Usl- 
liano. 

(2)  Art.  20  del  Código  francps,   16  del  holan- 
dés y  181  del  de  Wurt. 

(3)  ídem  10  ídem,  14  y  19  ídem,  526  del  por- 
tuffués  antiguo  y  1.*,  tít.   18  del  húngaro. 


Sociedad  en  comandita  (^    ^.  > 

§  1.**— La  sociedad  colectiva  se  carac- 
teriza por  la  responsabilidítá  ^qlj^aría 
é  ilimitada  de  todos  los  socios. 

§  2  ®— Sociedad  anónima  es  aquella 
en  que  los  socios  limitan  su  responsa- 
bilidad al  valor  que  representan  las 
acciones  suscritas  para  capital  social. 

§  3.''— Llámase  sociedad  en  coman- 
dita cuando  uno  ó  varios  de  los  socios 
responden  como  si  la  sociedad  fuese 
colectiva^<%*trtr  ú  otros  responden  por 
una  cantidad  determinada,  limitando  á 
ésta  su  respon^abitid^  (g^  .      ^ 

Art.  106.  Las  s6«Md^es  civiles  po- 
drán constitmfse  Tj'ajcfCTffiífiquiera  áe 
las  formas  establecidas  en  el  articulo 
anterior,  quedando,  sin  embargo,  suje- 
tas á  las  disposiciones  del  presente 
Código,  excepto  en  lo  relativo  á  la  quie- 
bra y  á  la  jurisdicción. 

Art.  107.  Se  consideran  como  no 
existentes  las  sociedades  que  tengan  un 
fin  mercantil  y  no  estén  constituidas  en 
los  términos  y  con  arreglo  á  los  trámi- 
tes señalados  en  el  presente  Código, 
quedando  todos  los  que  en  nombre  de 
las  mismas  contrataren  obligados  por 
los  respectivos  actos,  personal,  ilimita- 
da y  solidariamente. 

Art.  108.  Las  sociedades  mercanti- 
les representan,  con  relación  á  tercero, 
una  personalidad  jurídica  distinta  de 

^la  de  los  socios. 
"*  Art.  109.    Las  sociedades  legalmente 
constituidas  en  país  extranjero  que  no 

(1)  .\rt.  38  y  39  del  francés;  «sociedad  eu 
forma  de  desembolso  de  dinero»  llama  á  esta 
clase  el  holandés 

(2)  Compañía,  sejrún  el  Código  portugués  an- 
tiguo, es  «Asociación  de  accionistas  sin  firma  so- 
cial, califícada  por  la  desig^nación  del  objeto  de 
su  empresa  y  administrada  por  mandatarios  tem- 
porales, amovibles,  accionistas  ó  uo,  asalariadas 
6  gratuitos.» 
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tengan  domicilio,  sucursal  ó  cualquie- 
ra otra  clase  de  representación  social 
en  el  Reino,  podrán,  á.  pesar  de  esto, 
practicar  en  él  los  actos  de  comercio 
que  no  sean  contrarios  á  la  ley  na- 
rional. 

Art.  110.  Las  sociedades  que  traten 
de  constituirse  en  país  extranjero,  pero 
que  deban  tener  en  el  Reino  su  domici- 
lio y  ejercer  en  él  sus  principales  ope- 
raciones, se  considerarán,  para  todos 
sus  efectos,  como  sociedades  naciona- 
les, quedando  sujetas  á  todas  las  dis- 
posiciones del  presente  Código. 

Art.  111.  Las  sociedades  legalmente 
constituidas  en  país  extranjero,  que 
establezcan  sucursal  en  el  Reino  ó 
cualquiera  otra  clase  de  representación 
social  en  el  mismo,  quedan  sujetas  á 
las  disposiciones  de  este  Código  en 
cuanto  al  registro  y  publicación  de  los 
actos  sociales  y  mandatos  de  los  res- 
pectivos representantes,  en  iguales  tér- 
minos que  las  correspondientes  socie- 
dades nacionales;  y,  en  cuanto  á  laquie- 
bra,  en  los  términos  del  párrafo  único 
del  art.  745. 

§  único.— Los  representantes  de  las 
sociedades  á  quf-  se  refieris  este  artícu- 
lo ontrfiwn,  para  con  tercero,  la  mis- 
ma responsabilidad  que  los  administra- 
dores de  las  sociedades  nacionales. 

Art.  112.  Las  sociedades  constitui- 
das en  país  extranjero,  que  no  hayan 
cumplido  las  prescripciones  de  los  dos 
artículos  precedentes  quedarán  sujetas 
á  las  penalidades  de  la  ley  portuguesa; 
y  sus  representantes,  de  cualquierclase 
que  sean,  responderán  personal  y  soli- 
dariamente por  todas  las  obligaciones 
sociales  contraídas  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones. 


Sección  segunda 

De  la  forma  del  contrato  de  8ocieda<l 

Art.  113.  El  contrato  de  sociedad 
debe  consignarse  siempre  por  escrito. 

§  único.— Las  sociedades  anónimas 
y  en  comandita  por  acciones  solamen- 
te podrán  constituirse  por  medio  de  es- 
critura pública  (1). 

Art.  1 14.  El  título  constitutivo  de  las 
sociedades  especificará: 

1.°  Los  nombres  ó  firmas  y  los  do- 
micilios de  los  socios  con  responsabi- 
lidad ilimitada  y  los  de  los  de  respon- 
sabilidad limitada,  el  número  y  el  valor 
nominal  de  las  acciones; 

2.^  La  firma  ó  razón  mercantil,  do- 
micilio, establecimientos  y  sucursales 
de  la  sociedad; 

3.®    El  objeto  de  la  sociedad; 

4.*»    Su  duración  (2); 

5.°  La  organización  de  la  adminis- 
tración y  fiscalización,  declarándose, 
cuando  la  facultad  de  usar  de  la  razón 
social  no  pertenezca  á  todos  los  socios, 
quién  podrá  usar  de  ella; 

6.®  Las  ventajas  ó  derechos  especia- 
les otorgados  á  algunos  socios; 

7.®  Los  poderes  de  las  juntas  gene- 
rales, las  condiciones  necesarias  para 
su  reunión  y  manerade  funcionar  y  para 
el  ejercicio  del  voto,  y  la  forma  en  que 
podrán  hacerse  representar  los  socios; 

8.°  El  modo  de  proceder  á  la  liquida- 
ción y  partición  en  el  caso  de  disolu- 
ción. 

§  I.**— En  la  escritura  constitutiva  de 
las  sociedades  colectivas  y  de  las 
en  comandita  simple  se  especificará 
además: 

(1)  Concuerda  con  el  art.  HT  del  Código  üh- 
liano. 

(2)  Números  1.",  2.%  H.%  4."  y  6."  del  art.  88 
del  ídem. 
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1.*'  La  cuota  que  aporta  cada  uno 
de  los  socios  en  dinero,  créditos  úotra 
clase  de  bienes,  el  valor  que  se  les  atri- 
buye y  manera  en  que  han  de  evaluar- 
se, y  los  plazos  en  que  ha  de  efectuar- 
se la  entrega; 

2°  La  proporción  en  que  han  de  re- 
partirse las  ganancias  y  pérdidas. 

§  2.**— En  }a  escritura  de  constitución 
de  las  sociedades  anónimas  y  de  las  en 
comandita  por  acciones  se  especifica- 
rá además: 

I.**  El  importe  del  capital  social  en 
dinero,  créditos  ú  otros  bienes,  valor 
que  se  atribuye  á  los  mismos  y  manera 
de  hacer  su  evaluación,  distinguiendo 
el  suscrito  y  el  real  zado; 

2."  Las  ventajas  especiales  concedi- 
das á  los  socios  fundadores  (1); 

3.°  Si  las  acciones  son  nominativas 
ó  al  portador,  recíprocamente  conver- 
tibles ó  no,  y  los  plazos  é  importe  de 
los  desembolsos  que  además  haya  que 
efectuar  (2). 

Art.  115.  Si  la  sociedad  se  constitu- 
yese por  un  título  particular,  se  exten- 
derán tantos  ejemplares  cuantos  sean 
los  socios,  y  todos  serán  firmados  por 
éstos,  debiendo  las  respectivas  firmas 
reconocerse  auténticamente. 

Art.  116.  Toda  prórroga  de  la  socie- 
dad, toda  variación  de  razón  social,  ob- 
jeto, domicilio  ó  gestión,  modificación 
de  los  Estatutos,  aumento,  reducción  ó 
reintegro  del  capital,  disolución  ó  fu- 
sión, y,  en  general,  toda  alteración  en 
el  pacto  social,  deberá  efectuarse  en  la 
forma  prescrita  para  la  constitución  de 
la  respectiva  sociedad. 

§  único.— Sin  embargo,  la  escritura 


(1)  Concuerda  con  el  núm.  T."  del  art.  89  del 
Codifico  itMiftnn. 

(2)  ídem  ron  la  última   parte   del    núm.   4/ 
del  ídem. 


de  fusión  ó  prórroga  de  cualquier  so- 
ciedad y  la  de  reducción  del  capital  so- 
cial sólo  podrá  extenderse  después  de 
registrado  provisionalmente  y  publica- 
do el  respectivo  acuerdo  y  si  no  ha 
mediado  oposición  á  estos  actos  ó  ha- 
berse declarado  ésta  improcedente. 

Art.  117.  En  todos  los  contratos  re- 
lativos á  las  sociedades,  en  toda  la  co- 
rrespondencia, publicaciones,  anun- 
cios, y,  en  general,  en  todos  y  cua- 
lesquiera actos  análogos,  deberán  in- 
dicarse claramente  la  clase  y  el  domi- 
cilio de  la  sociedad. 

§  único.— El  capital  de  las  sociedades 
anónimas  y  en  comandita  por  acciones 
que  se  esté  realizando  y  conforme  con 
el  último  balance  aprobado,  se  indicará 
en  los  términos  prescritos  en  este  ar- 
tículo. 

Sección  tercera 

De  las  obligaciones  y  derechos  de  los  socios 

Art.  118.    Todo  socio  estará  obligado: 

1.°  A  contribuir  para  la  sociedad 
con  su  capital  ó  industria; 

2.**  A  participar  de  las  pérdidas  en 
la  proporción  convenida,  y,  á  falta  de 
convenio,  en  la  de  su  aportación; 

3.°  A  desempeñar  los  cargos  para 
que  sea  designado  por  la  sociedad; 

4.*^  A  rendir  cuentas  justificadas  dol 
mandato  social. 

£  1.®— El  capital  á  que  se  refiere  el 
número  1.°  de  este  artículo  puede  con- 
sistir en  dinero,  títulos  de  crédito,  bie- 
nes ó  valores  realizables  á  dinero. 

§  2.®— El  capital  representado  por  tí- 
tulos de  crédito,  que  sean  cotizables,  se 
reputará  efectivo  y  con  arreglo  á  la  co- 
tización al  tiempo  de  la  aportación 
cuando  la  sociedad  no  los  haya  acepta- 
do por  precio  inferior;  el  capital  repn  - 
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sentado  por  otros  títulos  de  crédito 
sólo  se  reputará  efectivo  y  formando 
parte  de  él,  después  de  cobrados  por 
cuenta  y  á  costa  del  socio,  y  bajo  su 
responsabilidad  particular. 

§  3.°— Los  bienes  ó  valores  presenta- 
dos ú  ofrecidos  por  los  socios  y  que 
formen  parte  integrante  del  capital  so- 
cial se  especificarán  y  evaluarán  debi- 
damente en  el  contrato  de  sociedad,  y 
por  tal  evaluación  responderán  los  so- 
cios interesados  cuando  sea  preciso 
realizarlos. 

§4.**— La  industria  con  que  cualquier 
socio  contribuya  á  la  formación  de  la 
sociedad  se  estimará  en  conformidad 
con  lo  que  dispone  el  art.  1.263  del  Có- 
digo civil. 

§  5."— Los  socios  que  no  entreguen  el 
capital  con  que  deben  contribuir  en 
los  plazos  y  en  la  forma  estipulados, 
responderán,  además  del  capital  ven- 
cido, de  los  respectivos  intereses  y  de 
los  perjuicios  que  por  su  omisión  re- 
sultaren á  la  sociedad,  salvo  lo  que  en 
í^ste  Código  se  determina  acerca  de  los 
accionistas  morosos. 

§6.®— Quedan  exceptuados  de  lo  dis- 
puesto en  el  núm.  2."  de  este  artículo, 
los  socios  industriales  que,  salvo  pacto 
en  contrario,  no  respondan  de  las  pér- 
didas sociales. 
Art.  119.  Todo  socio  tiene  derecho: 
I.**  Á  percibir  su  parte  en  el  dividen- 
do de  las  ganancias,  en  los  términos  es- 
tablecidos en  el  núm.  2.°  del  artículo 
anterioc; 

2.®  Á  elegir  los  administradores  de 
la  sociedad  y  exigirles  cuentas  en  la 
época  y  formas  designadas  en  el  con- 
trato social  ó  en  la  ley,  y  á  falta  de  uno 
Y  otra,  siempre  que  la  mayoría  de  los 
socios  lo  estime  conveniente; 

'V  Á  examinar  la  contabilidad  y  do- 
cumentos relativos  á  las  operaciones 


mercantiles  de  la  sociedad,  en  las  épo- 
cas en  que  el  convenio  ó  la  ley  se  lo 
permitan,  y,  á  falta  de  uno  y  otra,  siem- 
pre que  lo  desee; 

4.*  Á  hacer  las  reclamaciones  y  pro- 
puestas que  juzgue  convenientes,  en  los 
términos  del  número  anterior. 

§  único.— Estará  prohibida  toda  esti- 
pulación por  la  cual  deba  alguno  de  los 
socios  recibir  intereses  ó  cuota  fija 
como  retribución  de  su  capital  ó  indus- 
tria. 

Sección  cuarta 

De  la  disolución 

Art.  120.  Las  sociedades  mercanti- 
les se  disolverán: 

1.**  Transcurrido  el  tiempo  por  que 
hayan  sido  constituidas,  no  mediando 
prórroga; 

2.°  Por  la  extinción  ó  cesación  de  su 
objeto; 

3.**  Por  haberse  real  izado*  el  fin  pro- 
puesto ó  no  ser  posible  realizarlo; 

4."    Por  quiebra  de  la  sociedad; 

5.**  Por  la  disminución  del  capital  en 
más  de  dos  terceras  partes,  si  los  so- 
cios no  efectuasen  nuevas  aportaciones 
que  mantengan  por  lo  menos  en  un  ter- 
cio el  capital  social; 

6.°    Por  acuerdo  de  los  socios; 

7.°  Por  la  fusión  con  otras  socieda- 
des (1). 

§  1.**— Las  sociedades  colectivas  se  di- 
suelven por  muerte  ó  interdicción  de 
cualquiera  de  los  socios;  y  siendo  su 
constitución  por  tiempo  indeterminado, 
por  la  simple  voluntad  de  uno  de  los 
socios. 

§2.*"— Las  sociedades  en  comandita 

(1)  Las  mismas  causas  de  disolución  enumera 
el  Códijío  italiATio  en  su  art   189, 
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se  disolverán,  por  la  muerte  ó  interdic- 
ción de  cualquiera  de  los  socios  de  res- 
ponsabilidad ilimitada  (1). 

§  3.°— Las  sociedades  anónimas  se  di- 
solverán cuando  por  más  de  seis  meses 
hubieran  existido  con  un  número  de 
accionistas  inferior  á  diez  y  cualquier 
interesado  exija  la  disolución. 

g  4.'  —Los  acreedores  de  una  socie- 
dad anónima  podrán  exigir  su  disolu- 
ción probando  que  posteriormente  á  la 
época  de  sus  contratos  la  mitad  del  ca- 
pital social  se  ha  perdido;  pero  la  socie- 
dad podrá  oponerse  á  la  disolución 
siempre  que  preste  las  garantías  nece- 
sarias para  el  pago  á  siis  acreedores. 

§  5.°— Las  disposiciones  de  los  párra- 
fos 1.®  y  2.**  se  entienden  sin  perjuicio 
de  cualquier  pacto  en  contrario. 

Art.  121.  Disuelta  la  sociedad,  todas 
las  operaciones  iniciadas  por  los  admi- 
nistradores se  reputarán  individuales, 
quedando  éstos  sujetos  á  responsabi- 
lidad personal  y  solidaria. 

§  único.— Esta  disposición  producirá 
efecto  desde  los  plazos  siguientes: 

1.**  Una  vez  finalizado  el  término 
por  que  la  sociedad  fué  constituida  ó 
prorrogada; 

2.**  Desde  el  día  en  que  se  realice  el 
fin  de  la  misma; 

3.**  Desde  el  día  de  la  muerte  ó  del 
registro  de  la  sentencia  de  interdicción 
del  socio  que  haga  imposible  su  con- 
tinuación; 

4.**  Desde  la  fecha  en  que  sea  de- 
clarada en  liquidación  por  los  socios  ó 
por  el  Tribunal. 

Art,  122.  Disuelta  la  sociedad,  ésta 
sólo  conservará  su  existencia  jurídica 
para  la  liquidación  y  partición. 

§  único.— Los  administradores  de  la 

(1)  Concuerda  con  ol  párrafo  1."  del  art.  191 
del  Código  italiano 


sociedad  continuarán  representándola 
mientras  los  liquidadores  no  asuman  el 
ejercicio  de  sus  atribuciones,  y,  en  el 
caso  de  disolución  por  quiebra,  hasta 
la  conclusión  de  ésta. 

Art.  123.  La  disolución  de  toda  so- 
ciedad se  publicará  debidamente. 

Sección  quinta 

De  la  fusión 

Art.  124.  A  la  fusión  de  dos  ó  más 
sociedades  deberá  preceder  el  acuerdo 
por  parte  de  cada  una  de  ellas  (I). 

§  único.— Este  acuerdo  se  publicará 
debidamente. 

Art.  125.  La  fusión  sólo  tendrá  efec- 
to transcurridos  que  sean  tres  meses 
desde  la  fecha  de  la  publicación  del 
.  respectivo  acuerdo,  á  no  ser  que  conste 
de  modo  auténtico  que  se  hallan  satis- 
fechas todas  las  deudas  de  cada  una 
de  las  sociedades  que  tratan  de  refun- 
dirse, ó  que  se  haconsignado  el  valor  de 
ellas  en  la  Caja  General  de  Depósi- 
tos (2). 

Art.  126.  Durante  el  plazo  fijado  en 
el  artículo  anterior,  puede  oponerse  á 
la  fusión  cualquier  acreedor  de  las  so- 
ciedades que  hayan  de  entrar  en  la  fu- 
sión. 

§  único.— Esta  oposición  suspenderá 
la  realización  de  la  fusión  hasta  que  se 
resuelva  judicialmente. 

Art.  127.  Transcurrido  el  término 
fijado  en  el  art.  125,  ó  satisfechas  las 
otras  prescripciones. del  mismo,  se  ten- 
drá por  efectuada  definitivamente  la  fu- 
sión, y  la  sociedad  que  se  constituya 

(1)  Concuerda  con  el  art  193  del  Códig-o  ihi- 
*liano. 

(2)  Kl  art.  195  dfil  Código  italiano  añade  ade- 
más: «ó  el  connentiraiento  de  todos  los  acreedores.» 
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asumirá  todos  los  derechos  y  obligacio- 
nes de  las  sociedades  extinguidas  (1). 

Sección  sexta 

De  la  prórroga 

Art.  128.  Transcurrido  el  término 
marcado  en  el  contrato  para  la  dura- 
ción de  la  sociedad,  y  no  mediando  nin- 
gún otro  motivo  de  disolución,  podrá 
prorrogarse  este  plazo  si  los  socios 
convinieren  en  ello  por  unanimidad,  ó 
silos  que  se  retiran  no  representan 
más  de  un  tercio  del  capital  social  y 
los  socios  restantes  les  liquidasen  su 
parte  en  los  términos  legales. 
•  §  único.— La  prórroga  se  publicará 
debidamente. 

Art.  129.  Los  acreedores  particula- 
res de  cualquier  socio  de  responsabi- 
lidad ilimitada,  habilitados  por  senten- 
cia firme  del  Juzgado,  podrán  oponerse 
á  la  prórroga  de  la  sociedad. 

§  único.— Esta  oposición  habrá  de 
presentarse,  para  que  produzca  efecto, 
dentro  de  los  diez  días  siguientes  á  la 
fincha  en  que  se  haya  publicado  el 
acuerdo  autorizando  la  prórroga. 

Sección  séptima 

De  la  liquidación  y  partición 

Art.  130.  El  modo  de  proceder  á  la 
liquidación  y  partición  de  cualquier  so- 
ciedad mercantil  se  regirá,  en  todo 
cuanto  no  se  halle  previsto  en  el  con- 
trato social,  por  los  acuerdos  tomados 
en  reuniones  ó  juntas  generales  de  so- 
cios, con  tal  que  no  se  hallen  en  oposi- 
ción con  las  disposiciones  del  presente 
Código. 

Art.  131.    El  nombramiento  de  liqui- 


(l)    Concuerda    con  el  art. 
italiano 


136  del    Códifro 


dadores  corresponderá  á  los  socios  re- 
unidos debidamente,  salvas  la  excep- 
ción del  párrafo  2.°  de  este  artículo  y 
las  disposiciones  especiales  en  caso  de 
quiebra. 

§  1.**— El  nombramiento  de  liquida- 
dores solamente  será  válido  cuando 
esté  hecho  á  lo  menos  por  la  mitad  de 
los  socios  que  posean  tres  cuartas  par- 
tes del  capital  social. 

§  2.**— Cuando  la  sociedad  sea  decla- 
rada judicialmente  como  no  existente 
por  nulidad  esencial  de  su  constitución, 
ó  en  el  caso  de  no  reunirse  el  número 
de  votos  prescritos  en  el  párrafo  ante- 
rior, se  procederá  por  el  Juez  al  nom- 
bramiento de  liquidadores. 

§  3.°— La  sustitución  de  cualquier  li- 
quidador por  otro  se  efectuará  en  los 
términos  prescritos  en  este  artículo 
y  sus  párrafos. 

Art.  132.  Disuelta  la  sociedad,  los 
administradores  someterán  á  la  apro- 
bación de  los  socios  reunido^?  en  junta 
general,  el  inventario,  balance  y  cuen- 
tas de  su  gestión  final,  con  los  trámites 
y  en  la  forma  en  que  lo  deberían  ha- 
cer si  se  tratase  de  inventarios,  balan- 
ces y  cuentas  anuales. 

Art.  133.  Aprobadas  las  cuentas  de 
la  gestión,  así  como  el  inventario  y 
balance,  los  administradores  efectua- 
rán la  entrega  á  los  liquidadores  de  to- 
dos los  documentos,  libros,  papeles, 
fondos  y  haberes  de  la  sociedad,  á  fin 
de  dar  comienzo  á  la  liquidación. 

•Art.  134.  Salvas  las  estipulaciones 
y  declaraciones  en  contrario,  compete 
á  los  liquidadores: 

1.°  Representar  á  la  sociedad  en  jui- 
cio y  fuera  de  él; 

2."  Promover  y  realizar  el  cobro  de 
las  deudas  á  favor  de  la  sociedad; 

3."  Vender  los  valores  mobiliarios 
de  la  sociedad; 
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4.®  Pactar  con  los  deudores  ó  acree- 
dores, en  juicio  ó  fuera  de  él,  sobre  el 
modo  de  realizar  el  pago  de  sus  res- 
pectivas deudas,  pudiendo  con  este  ob- 
jeto librar,  endosar  y  aceptar  letras  de 
cambio  ó  títulos  de  crédito; 

5.°  Dividir  los  haberes  líquidos  de 
la  sociedad. 

§1.*-  Sin  autorización  expresamente 
concedida  en  junta  general  de  socios, 
no  podrán  los  liquidadores: 

1.**  Continuar  oon  el  comercio  de  la 
sociedad  hasta  Ja  liquidación  de  ésta, 
y  proseguir  hasta  su  cpoclusión  las 
operaciones  pendientes; 

2.°  Tomar  dinero  á  préstamo  para 
el  pago  de  deudas  de  la  sociedad; 

3.°  Obligar,  hipotecar  ó  enajena? 
bienes  inmuebles  y  transigir  sobre 
ellos; 

4.**  Desistir  de  cualquier  pleito  en 
'  que  la  sociedad  sea  parte. 

§  2.**— La  enajenación  de  bienes  in- 
muebles deberá  efectuarse  en  pública 
subasta,  á  no  ser  que  pueda  hacerse 
particularmente  por  una  autorización 
social. 

Art.  135.  Los  socios,  en  el  acto  del 
nombramiento  de  los  liquidadores,  fija- 
rán el  plazo  en  que  la  liquidación  debe 
terminarse. 

§  1.'— Cuando  los  liquidadores  no 
sean  nombrados  por  los  socios,  ó  éstos 
no  fijen  el  plazo  en  que  hade  terminar- 
se la  liquidación,  se  fijará  éste  por  el 
Juez,  oídos  los  socios,  que  á  este  fin  se- 
rán llamados  por  el  plazo  de  diez  días, 
por  medio  de  edictos,  que  se  insertarán 
en  el  periódico  oficial. 

§  2.**— Si  la  liquidación  no  pudiera 
terminarse  en  el  plazo  marcado  por  los 
socios  ó  por  el  Tribunal,  podrá  prorro- 
garse, por  una  vez  solamente,  y  por 
tiempo  que  no  exceda  de  la  mitad  del 
primitivamente  marcado. 


($  3.0— Transcurrido  el  término  conve- 
nido para  la  liquidación  sin  que  ésta  se 
halle  terminada,  se  continuará  judicial- 
mente con  arreglo  al  art.  138,  párrafo 
único, 

Art.  136.  Los  liquidadores  exigirán 
de  los  socios  el  pago  de  las  sumas  por 
que  resulten  en  descubierto  para  con 
la  sociedad  y  que  sean  necesarias  para 
satisfacer  de  los  respectivos  compro- 
misos y  gastos  originados  por  la  li- 
quidación. 

Art.  137.  Los  acreedores  de  la  so- 
ciedad serán  preferidos  á  los  de  cada 
uno  de  los  socios  en  lo  referente  á  los 
bienes  sociales,  pero  si  no  se  pudiera  pa- 
gar á  éstos  con  la  parte  que  en  el  resto  * 
quedase  á  favor  del  respectivo  deudor, 
quedarán  subrogados  en  los  derechos 
de  éste  contra  los  otros  exsocios  por 
cualquier  cantidad  excedente  con  que 
hubiera  c(»ntribuído  para  la  sociedad. 

Art.  138.  Una  vez  satisfechas  las 
deudas  ó  consignadas  las  sumas  nece- 
sarias para  su  pago,  se  procederá  á  la 
partición  de  los  valores,  los  «cuales  se 
liquidarán  en  la  proporción  debida  á 
cada  uno  de  los  socios. 

§  único.— Son  aplicables  á  las  parti- 
ciones entre  socios  mercantiles  las  re- 
glas generales  que  rigen  las  particio- 
nes entre  coherederos. 

Art.  139.  Los  liquidadores  presenta- 
rán cada  mes  un  balance  parcial  (6a- 
lancette)  de  las  operaciones  por  ellos 
realizadas  (1),  y  rendirán  cuentas  todos 
los  años  en  los  términos  prescritos 
para  los  administradores  de  las  socie- 
dades. 

Art.  140.  Terminada  la  liquidación, 
los  liquidadores  someterán  á  lá  apro- 
bación de  aquellos  á  quienes  deban  su 


(1}    Concuerda  con  el  núm.  2."  del  art.  230  del 
Código  español. 
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nombramiento,  las  cuentas  finales  y  un 
informe  explicativo  del  desempeño  de 
su  mandato»  acompañado  de  todos  los 
documentos  que  lo  deban  exclarecer  y 
justificar  su  gestión. 

Art.  14t.  La  responsabilidad  de  los 
liquidadores  subsistirá,  según  las  re- 
glas generales  del  mandato,  hasta  la 
aprobación  definitiva  de  sus  cuentas 
de  liquidación  y  partición,  salvas  las 
acciones  á  que  los  exsocios  tengan  de- 
recho por.  los  errores  ó  fraudes  que 
contuvieren  y  que  se  descubran  con 
posterioridad. 

Art.  142.  El  acta  de  aprobación  final 
le  las  cuentas  de  liquidación  y  parti- 
ción ó  la  sentencia  judicial  dictada  so- 
bre ella,  se  publicará  é  inscribirá  en  el 
respectivo  Registro,  como  fijando  el 
u^rmino  de  la  existencia  jurídica  de  la 
sociedad. 

Art.  143.  En  la  última  reunión  ó  jun- 
ta general  de  socios,  designarán  éstos 
on  poder  de  quién  han  de  quedar  los  li- 
bros, papeles  y  documentos  de  la  so- 
f'iedad  para  todos  los  efectos  legales. 

§  1.°— Si  la  liquidación  hubiera  sido 
h'cha  por  el  Juzgado  ó  faltase  la  desig- 
nación de  depositario  á  que  se  refiere 
este  artículo,  se  depositarán  en  el  ar- 
chivo existente  en  donde  se  haya  sus- 
tanciado el  juicio  respectivo. 

§2.^  Los  libros,  papeles  y  documen- 
tos á  que  se  refiere  este  artículo  se 
conservarán  durante  cinco  años. 

Art.  144.  A  las  sociedades  en  liqui- 
dación son  aplicables  todas  las  disposi- 
ciones que  rigen  á  las  sociedades  en 
SU;; 'funciones  ordinarias,  que  no  sean 
iucompatibles  con  la  liquidación  y  sal- 
vo las  disposiciones  especiales. 

§  1.°— El  poder  de  los  administradores 
se  transmitirá  á  los  liquidadores  con 
la  misma  responsabilidad. 

§  2.**— La  liquidación  no  liberará  á  los 


socios,  ni  será  obstáculo  para  la  decla- 
ración de  quiebra. 

§  3/*— En  caso  de  liquidación,  la  ra- 
zón social  ha  de  ir  siempre  seguida  de 
las  palabras  «en  liquidación.» 

Sección  octava 

De    las    publicaciones 

Art.  145.  Las  publicaciones  socia- 
les ordenadas  en  este  Código  se  efec- 
tuarán: 

1."  En  el  Diario  Oficial  del  Gobierno 
y  en  uno  de  los  periódicos  de  más  cir- 
culación de  la  localidad,  cuando  la  so- 
ciedad tenga  el  domicilio  en  la  parte 
continental  del  Reino; 

2.®  En  el  Diario  Oficial  de  la  locali- 
dad, ó,  en  su  defecto,  en  uno  de  los  pe- 
riódicos allí  más  leídos,  cuando  el  do- 
micilio de  la  sociedad  estuviere  en  al- 
guna de  las  islas  adyacentes  ó  en  las 
provincias  de  ultramar. 

§  1.°— Siempre  que  un  tercio  ó  más 
del  capital  social  sea  aportado  ó  sus- 
crito por  socios  residentes  en  la  parte 
continental  del  Reino,  cuando  la  publi- 
cación haya  de  hacerse  en  los  térmi- 
nos del  núm.  2.°  de  este  artículo,  ó  en 
alguna  de  las  islas  adyacentes  ó  de  las 
provincias  de  Ultramar  cuando  haya 
de  observarse  el  núm.  1.°,  deberán  las 
publicaciones  respectivas,  á  ser  posi- 
ble, verificarse  también  en  el  Diario 
Oficial  del  Gobierno  ó  en  el  Diario  Ofi- 
cial de  la  localidad,  según  el  caso. 

§  2.""— Estas  publicaciones  se  harán  á 
expensas  de  la  sociedad. 

Secció.-!  novena 

De  las  accione» 

Art.  146.    Todo  socio  ó    accionista 
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que  haya  protestado  en  reunión  ó  junta 
general  de  socios  contra  cualquier 
acuerdo  tomado  en  ella,  y  que  lo  consi- 
dere en  oposición  á  las  disposiciones 
expresadas  en  la  ley  ó  en  el  contrato 
social  podrá,  en  el  término  de  veinte 
días,  elevar  su  protesta,  con  las  prue- 
bas que  tenga,  al  Tribunal  d^  Comercio 
respectivo,  y  pedir  que  se  declare  nulo 
el  acuerdo,  oída  la  representación  de 
la  sociedad. 

Art.  147.  El  Gobierno  podrá  promo- 
ver eo  los  Tribunales  de  Comercio,  por 
la  intervención  del  Ministerio  público, 
las  acciones  necesarias  para  declarar 
que  se  consideran  como  no  existentes 
las  sociedades  que  funcionen  ó  se  esta- 
blezcan contraviniendo  á  las  disposi- 
ciones de  este  Código. 

Art.  148.  Los  acreedores  de  cual- 
quier sociedad  podrán: 

I.**  Ejercitar  los  derechos  de  la  so- 
ciedad relativos  á  las  aportaciones  de 
capital  no  realizadas,  que  sean  exigi- 
bles  en  virtud  de  contrato,  acuerdo  de 
la  sociedad  ó  sentencia  judicial; 

2.^  Pedir  judicialmente  las  aporta- 
ciones de  capital  estipuladas  en  el  con- 
trato social  que  sean  necesarias  á  la 
conservación  de  sus  derechos. 

§  1."— Incumbe  á  los  administradores 
de  la  sociedad  promover  el  cumpli- 
miento de  las  decisiones  que  los  Tribu- 
nales dicten  en  los  términos  del  núme- 
ro anterior. 

§  2.°—La  sociedad  puede,  no  obs- 
tante, eludir  la  petición  de  los  acreedo- 
res, satisfaciéndoles  sus  créditos  con 
los  intereses  de  mora  cuando  estén  ven- 
cidos, ó  mediante  el  respectivo  des- 
cuento cuando  estén  por  vencer,  y  con 
los  gastos  ocasionados. 

Art.  149.  En  las  sociedades  en  que 
haya  representación  de  capital  por  ac- 
ciones, podrán  los  accionistas  que  po- 


sean la  quinta  parte  de  ellas  pedir  al 
Juez  competenteque.oídoslos  represen- 
tantes de  esas  sociedades,  haga  proce- 
der á  un  examen  judicial  de  sus  libros, 
documentos,  cuentas  y  papeles,  corres- 
pondiendo á  aquéllos  designar  las  cues- 
tiones de  hecho  sobre  que  debe  versar 
la  indagación. 

Sección  décima 

De  las  prescripciones 

Art.  150.  Prescribirán  á  los  cinco 
años  las  acciones  resultantes  del  con- 
trato social  ó  de  actos  sociales,  si  se 
han  verificado  los  registros  y  publica- 
ciones prescritos  en  este  Código. 

§  único.— El  término  para  esta  pres- 
cripción comenzará  á  contarse: 

1.°  Desde  el  vencimiento  de  la  res- 
pectiva obligación; 

2.^  Desde  la  última  publicación  de 
la  disolución  de  la  sociedad,  cuando 
ésta  se  efectúe  antes  del  vencimiento 
de  la  obligación; 

3.°  Desde  la  aprobación  del  balance 
final  presentado  por  los  liquidadores, 
en  cuanto  á  obligaciones  resul  tantes  de 
la  liquidación; 

4.®  Desde  la  inscripción  de  las  accio- 
nes transmitidas,  en  cuanto  á  la  res- 
ponsabilidad del  que  las  transmite,  y, 
en  las  sociedades  cooperativas,  desde 
la  de  la  exclusión  ó  exoneración  del 
socio. 

CAPÍTULO  II 

De  las  sociedades  colectivas 

Art.  151.  A  los  socios  de  una  socie- 
dad colectiva,  reunidos  en  la  forma 
prescrita  en  el  contrato  social,  compete 


CÓDIGO  DE  COMERCIO  PORTUGUÉS 


449 


la  decisión  y  fiscalización  superior  de 
los  negocios  é  intereses  sociales. 

§  1.°— Los  acuerdos  de  la  sociedad  se 
lomarán  por  mayoría  de  votos. 

§  2.°— La  mayoría  de  socios  no  podrá 
hacer  operaciones  diversas  de  la^s  ex- 
presamente especificadas  en  el  contrato 
íiocial,  ni  variar  ni  modificar  la  clase  de 
la  sociedad  ó  cláusulas  del  contrato  de 
constitución  en  contra  de  la  opinión, 
aun  cuando  sea  de  un  solo  socio,  á  no 
ser  que  exista  pacto  en  contrario. 

§  3.®— Las  deliberaciones  sociales  se 
consignarán  en  el  libro  de  actas,  siem- 
pre que  constituyan  acuerdo  expreso 
lie  los  socios. 

Art.  152.  Sólo  podrán  usar  la  firma 
<le  la  sociedad  colectiva,  y  como  tal 
obligar  á  ésta  y  á  los  respectivos  aso- 
ciados, el  socio  ó  socios  debidamente 
autorizados  en  el  contrato  social  (1). 

§  I.*'— Los  socios  no  autorizados  para 
usar  la  firma  social,  no  obligarán  á  la 
sociedad  por  actos  realizados  por  ellos 
f'R  nombre  y  con  la  firma  de  la  socie- 
dad, incurriendo  no  obstante  en  la  co- 
rrespondiente responsabilidad  civil  y 
criminal  (2). 

§  2.°— Cuando  en  el  contrato  social 
no  se  exprese  nada  acerca  de  este  par- 
íifular,  todos  los  socios  podrán  usar  la 
firma  social  en  los  términos  de  este 
artículo. 

Art.  153.  Todo  socio  colectivo  res- 
ponderá solidariamente  por  todas  las 
operaciones  sociales,  aunque  sólo  uno 
le  ellos  las  suscribiera,  una  vez  que  lo 
haya  hecho  con  la  firma  social  y  para 
ello  tenga  poderes  (3). 

§  1.**— No  obstante,  Ips  acreedores  de 

(1)    Concuerda  con  el  art.  128    del  Código  cs- 

[i]    Ídem  con  el  128  (última  parte)  del  id. 
;:{)    ídem  con  el  12'7  del  id. 

Toao    VII.  —  iNflTITÜClONEa  JtJUÍDICAS. 


una  sociedad  colectiva  no  podrán  re- 
clamar el  pago  por  los  bienes  particu- 
lares de  los  socios  mientras  no  se  haya 
ejercitado  antes  la  acción  contra  el  ca- 
pital social. 

§  2.**— Si  alguien,  no  siendo  socio  co- 
lectivo, incluyese  su  nombre  ó  firma  en 
la  firma  de  una  sociedad  de  esta  clase, 
quedará  sujeto  á  la  responsabilidad  so- 
lidaria impuesta  en  este  articulo,  ade- 
más de  la  criminal  en  que  pueda  haber 
incurrido  (1). 

§  3.**— La  facultad  de  administrar  lle- 
va consigo  el  uso  exclusivo  de  la' firma 
social,  y  sólo  por  delegación  expresa 
de  la  sociedad  podrá  cualquier  socio 
que  no  sea  administrador  usar  de  ella 
en  actos  que  en  eJ  respectivo  poder  le 
hayan  sido  encomendados  especial- 
mente. 

Art.  1.54.  Los  socios  encargados  déla 
administración  de  una  sociedad  colee- 
tiva  tendrán  las  mismas  facultades  que 
á  los  administrsulores  de  las  sociedades 
civiles  concede  el  Código  civil  en  sus 
artículos  1.268  á  1.270. 

Art.  155.  La  administración  social 
conferida  á  un  socio  por  cláusula  espe- 
cial del  contrato  no  podrá  revocarse. 

§  único.  —No  obstante,  si  el  socio  ad- 
ministrador hiciere  mal  uso  de  la  facul- 
tad que  se  le  concedió  en  el  contrato 
social,  en  los  términos  de  este  artículo, 
y  de  su  gestión  resultare  perjuicio  ma- 
nifiesto al  acervo  común,  los  demás  so- 
cios podrán  nombrar  un  coadministra- 
dor que  intervenga  en  todos. los  actos 
sociales  ó  promover  judicialmente  la 
rescisión  del  contrato  (2). 

Art.  156.  Si  la  facultad  de  adminis- 
trar hubiere  sido  concedida  por  acto 


(1)  Concuerda  con  el  párrafo  3."  del   art.  126 
del  Código  español. 

(2)  ídem  con  el  art.  132  del  id. 
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posterior  al  contrato  ile  sociedad  colec- 
tiva, será  revocable  como  simple  man- 
datOj  por  volunlad  de  los  socios, 

§  único. — Esla  revocación  habrá  de 
acordarse  por  mayoría  do  socios  no  ad- 
ministradores, 

Árt.  157-  Losmiembrosdeunasocíe- 
dad  colectiva  para  la  €ual  no  se  haya 
determinado  expresamente  el  objeto  de 
8US  operaciones j  no  podrán  practicar 
actos  de  comercio  sin  previo  consenti- 
miento de  la  sociedad,  bajo  pena  de 
perder,  en  beneíicio  detesta,  las  ganan- 
cias obtenidas  y  responder  individual- 
mente por  los  perjuicios  su  Tridos  (Ij, 

Art  l&iS.  Cuando  la  sociedaíl  colec- 
tiva haya  sido  constituida  para  deicr' 
minada  clase  de  operaciones  mercanti- 
les, podrán  los  socios  realizar  libreíuen- 
te  toda  ciase  de  actos  de  comercio  di- 
versos de  los  de  la  sociedad,  salvo  esti- 
pulación en  contrario  (2). 

Art.  159.  Ningún  socio  cú lectivo  po- 
drá retirar  6  distraer  del  fondo  común 
cantidad  superior  á  la  que  se  le  hubie- 
re asignado  para  sus  gastos  particula- 
res, bajo  pena  de  reintegrar  e¡  exceso 
retirado  ó  distraído,  conjosi  no  hubiese 
aportado  por  complctü  su  parte  corres- 
pondiente al  acervo  común,  y  de  res- 
ponder por  daños  y  perjuicios  (3), 

Art.  160.  En  las  sociedades  colecti- 
vas, los  socios  tienen  derecho  á  que  se 
les  indemnice; 

1.*'  Por  la  sociedad,  por  los  desern- 
boisos  hechos  en  su  beneficio,  adeuiás 
del  capital  á  que  se  obliga  y  los  intere- 
ses respectivos,  por  las  obligaciones 
conlrakhiy  de  buena  fe  para  benelicio 
común  social,  por  los  danos  y  perjui- 
cios sulVidos  con  ocasión  del  ejercicio 

(iji  Coa  cuerda  cüu  el  iítI.  |¿fü  d^j]  C6tlij|f>í>  e«- 
¡iñiioí. 

{%}  Itlem  con  lil  arl.   ]3~(iel  id. 

{*4}  ídem  Gon  el  ait,   143  il(?l  Jd* 


de  actos  practicados  como  socio  y  por 
gastos  de  viaje,  manutención  y  otros  re- 
sultantes de  la  operación  social; 

2.®  Por  los  consocios,  salvo  pacto  en 
contrario,  por  los  desembolsos  con  que, 
por  virtud  de  su  responsabilidad  solida- 
ria, hayan  concurrido  para  las  pérdidas 
de  la  sociedad,  superiores  á  los  que^ 
guardadas  las  debidas,  proporciones,  les 
correspondería  satisfacer. 

Art.  161.  Para  que  un  socio  pueda 
ceder  á  otro  la  parte  que  le  correspon- 
de en  la  sociedad  colectiva,  es  precisa 
la  autorización  para  ello  de  los  demás 
socios. 

CAPÍTULO  III 

De  las  sociedades  anónimas 

Sección    primera 

De  la  constitución  de  las  sociedades  anónimas 

Art.  162.  Las  sociedades  anónimas 
sólo  podrán  constituirse  definitivamen- 
te, previo  el  cumplimiento  de  las  con- 
diciones siguientes: 

L*  Que  el  número  de  asociados  no 
sea  inferior  á  diez; 

2.*  Que  el  capital  social  se  halle  sus- 
crito por  completo; 

3.**  Haber  los  suscritores  satisfecho 
el  10  por  100  en  metálico  del  capital  sus- 
crito por  ellos  y  hallarse  depositado  el 
importe  en  la  Caja  General  de  Depósi- 
tos á  la  orden  de  la  administración  res- 
pectiva, con  declaración  expresa  de  lo 
suscrito  por  cada  asociado; 

4.*  Haber  adopta^io  una  denomina- 
ción social  distinta  de  las  de  las  socie- 
dades ya  constituidas  y  que  por  su  for- 
ma no  pueda  dar  lugar  á  error  ó  confu- 
sión (1). 

(1)  Concuerda  con  el  art.  152  del  Códijfo  e«- 
pañol. 

E\  Códij^o  portugués  de  1833,  en  su  art.  54ti.  en 
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§  1.®— Las  sociedades  anónimas  de 
seguros,  y  todas  aquellas  cuyo  capi- 
tal no  se  destine  inmediata  y  directa- 
mente á  la  realización  de  su  objeto, 
sino  ¿  servir  tan  sólo  de  garantía  sub- 
sidiaria de  las  operaciones  sociales, 
podrán  constituirse  con  el  depósito 
del  5  por  100  del  capital  inscrito. 

§  2.°— Las  sociedades  que  tengan  por 
objeto  adquirir  bienes  inmuebles  para 
conservarlos  en  su  dominio  y  posesión 
por  más  de  diez  años,  sólo  podrán  cons- 
tituirse mediante  autorización  de  los 
Poderes  Ejecutivo  y  Legislativo,  según 
las  leyes  vigentes. 

§  3/— Para  el  más  fácil  cumplimiento 
de  la  condición  4.*  de  este  artículo,  con- 
tinuará funcionando  en  el  Ministerio  de 
<.)bras  públicas.  Comercio  é  Industria, 
el  Registro  especial  de  denominaciones 
le  las  sociedades  anónimas. 

§  4/— El  depósito  de  que  trata  la  con- 
dición 3.*  de  este  artículo  sólo  podrá 
levantarse  por  la  respectiva  adminis- 
tración después  de  hecho  el  registro 
definitivo  de  la  escritura  de  sociedad; 
y  caso  de  no  estar  ésta  definitivamente 
constituida  en  los  términos  del  párra- 
fo 6.*  del  art.  164,  podrá  cada  suscritor, 
justificado  este  hecho,  retirar  su  parte 
entregada. 

Art.  163.  Cuando  los  que  traten  de 
fundar  una  sociedad  anónima  hayan 
suscrito  el  capital  por  completo,  po- 
drán, una  vez  cumplidas  las  condicio- 
nes exigidas  en  el  artículo  anterior, 
constituir  definitivamente  la  sociedad, 
otorgando  la  correspondiente  escri- 
•ura. 

Art.  164.  Cuando  para  la  constitu- 
ción definitiva  de  las  sociedades  anóni- 


Ltrraonía  con  el  36  del  holandés,  exigía  autori- 
zación real  para  el  establecimiento  de  sociedades 
.DÓnimas- 


mas  se  recurra  á  la  suscripción  públi- 
ca, los  fundadores  deberán  constituir 
provisionalmente  la  sociedad,  proce- 
diendo á  otorgar  la  escritura  corres- 
pondiente. 

§  I.*— La  escritura  otorgada  en  las 
formas  prescritas  en  este  artículo  se 
publicará  y  registrará  provisionalmen- 
te en  la  Secretaría  del  respectivo  Tri- 
bunal de  Comercio. 

§2.*— Cumplidos  los  requisitos  exigi- 
dos en  el  párrafo  anterior,  podrá  for- 
mularse el  plan  para  la  suscripción, 
que  deberá  expresar: 

1.*  La  fecha  de  la  constitución  pro- 
visional hecha  por  los  socios  fundado- 
res, y  el  lugar  en  que  la  respectiva  es- 
critura fué  otorgada,  publicada  y  re- 
gistrada; 

2.®  El  objeto  de  la  sociedad,  el  capi- 
tal social  y  el  número  de  acciones; 

3."  Las  aportaciones  y  condiciones 
en  que  deben  efectuarse; 

4."  Las  ventajas  especiales  concedi- 
das á  los  socios  fundadores; 

5.®  Los  nombres  y  domicilios  de  los 
Directores  que  con  este  objeto  estén 
nombrados  para  la  primera  adminis- 
tración de  la  sociedad; 

6."  Convocación  á  los  suscritores 
para  junta  general,  que  se  verificará  en 
el  término  de  tres  meses,  para  la  cons- 
titución definitiva  de  la  sociedad; 

7.**  Indicación  de  la  persona  que 
haya  de  presidir  la  junta  de  que  trata 
el  número  anterior. 

§  3.°— Se  prohibe  terminantemente 
reservar  acciones  ú  obligaciones  de  be- 
neficio, permitiéndose  tan  sólo  á  los 
socios  fundadores  una  participación 
que  no  exceda  do  la  décima  parte  de 
las  ganancias  líquidas  de  la  sociedad, 
por  tiempo  que  no  pase  de  un  tercio  del 
período  de  la  duración  social,  y  nunca 
superior  á  diez  años,  y  la  cual  no  se  pa- 
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gara  sin  que  se  haya  aprobado  el  ba- 
lance anual. 

§  4.°— Recaudado  el  producto  de  la 
suscripción,  los  fundadores  presenta- 
rán en  el  día  fijado  para  la  junta  los 
documentos  justificativos  de  haber 
cumplido  con  las  condiciones  exigidas 
en  el  art.  162. 

§  5."— En  esta  junta,  cada  suscritor 
no  tendrá  derecho  más  que  á  emitir  un 
solo  voto,  cualquiera  que  sea  el  núme- 
ro de  las  acciones  por  él  suscritas. 

§6.**— Si  la  mayoría  de  los  suscrito- 
res  presentes,  excepto  los  fundadores, 
acordasen  la  constitución  definitiva  de 
la  sociedad,  se  tendrá  ésta  por  consti- 
tuida, procediéndose  inmediatamente  á 
la  elección  de  dirección,  si  no  estuviese 
designada  en  la  escritura,  y  de  ello  se 
extenderá  el  acta  correspondiente. 

§  7.®— La  sociedad  custodiará  en  su 
archivo  la  inscripción,  con  todos  los 
demás  documentos  necesarios  á  la  jus- 
tificación de  que  se  trata  en  el  art.  162, 
debidamente  legalizados. 

§  8."— El  registro  provisional  del  con- 
trato social  se  convertirá  en  definitivo 
por  la  presentación  del  acta,  extendida 
en  los  términos  del  párrafo  6.®  de  este 
artículo,  y  de  los  documentos  compro- 
bantes de  haberse  cumplido  las  condi- 
ciones consignadas  en  el  art.  162. 
'  Art.  165.  Los  socios  fundadores  de 
cualquier  sociedad  anónima  serán  res- 
ponsables ilimitada  y  solidariamente 
por  los  actos  practicados  hasta  la  cons- 
,  litución  definitiva  de  la  sociedad,  salvo 
la  repetición  contra  ella  si  hubiere  lugar. 

§  único. — Si  la  sociedad  no  estuviere 
constituida  definitivamente  en  lós  tér- 
minos del  párrafo  6."  del  artículo  ante- 
rior, las  consecuencias  y  gastos  de  los 
actos  practicados  con  este  objeto  por 
los  fundadores  serán  de  su  cargo,  sin  re- 
petición contra  los  simples  suscritores. 


Sección  segunda 

De  las  acciones 

Art.  166.  El  capital  de  las  sociedades 
anónimas,  constituido  en  dinero  ó  en 
valores  de  cualquier  naturaleza,  estará 
siempre  representado  y  dividido  en  ac- 
ciones de  igual  valor,  pudiendo,  no  obs- 
tante, un  mismo  título  representar  más 
de  una  acción. 

§  1.**— Las  acciones  serán  siempre  no- 
minativas, hasta  que  su  valor  nominal 
no  se  halle  satisfecho  en  su  totalidad. 

§  2.°— Una  vez  satisfecho  por  comple- 
to el  valor  nominal  de  las  acciones,  los 
interesados  podrán  exigir  que  se  les 
exiiendan  títulos  al  portador,  siempre 
que  en  los  Estatutos  no  se  determine 
expresamente  lo  contrario  (1). 

§  3.°— Antes  de  la  entrega  de  las  ac- 
ciones á  los  suscritores,  las  sociedades 
podrán  extenderles  títulos  provisiona- 
les representativos  de  las  suscripcio- 
nes hechas,  los  cuales  quedarán  para 
todos  los  efectos  equiparados  á  las  ac- 
ciones. 

Art.  167.  Las  acciones  irán  suscri- 
tas por  uno  ó  más  Directores,  y  debe- 
rán expresar: 

1.°    La  denominación  de  la  sociedad; 

2°  Las  fechas  de  constitución  y  pu- 
blicación; 

3°  La  indicación  del  capital  social, 
las  clases  de  valores  en  que  está  reali- 
zado y  el  número  de  las  acción  es; 

4.°  El  valor  nominal  del  título  y  Ioí^ 
desembolsos  efectuados. 

Art.  168.  En  el  domicilio  de  la  socie- 
dad deberá  llevarse  un  libro  de  regis- 
tro, que  podrá  inspeccionar  todo  accio- 
nista, y  donde  se  consignarán: 

1.®    Los  nombres  de  los  suscritores 

(1)  «Las  acciones  podrán  ser  nominativas  ó  iil 
portador,»  art.  161  del  Códi^^o  eapafiol 
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y  los  números  de  las  acciones  suscritas 

por  cada  uno  de  ellos; 
?.°   Los  desembolsos  efectuados  por 

rada  suscritor; 
V   La  transmisión  de  las  acciones 

nominativas,     con    indicación    de    su 

fecha; 
4."   La  especificación  de  las  acciones 

que  se  conviertan  al  portador  y  la  de 

los  títulos  correspondientes  que  se  ex- 
tiendan; 

o."  El  número  de  acciones  consigna- 
das como  garantía  del  buen  desempeño 

le  los  cargos  de  la  sociedad. 
§  1,°— La  propiedad  y  la  transmisión 

le  las  acciones  nominativas  no  produ- 
» ir.l  efectos  para  con  la  sociedad  y  para 
íon  terceros,  sino  desde  la  fecha  de  la 
respectiva  inscripción  de  que  trata  este 
articulo. 

§  2.°— Cuando  diferentes  personas 
vf  n,£ran  á  ser  copropietarias  de  una  ac- 
'sum  ó  de  un  titulo  al  portador,  la  socin- 
'iíi'l  no  está  obligada  á  registrar  ni  á 
iKonocer  la  respectiva  transmi>ión 
[iiientras  aquéllas  no  elijan  una  que  las 
ii  presente  cerca  de  la  sociedad  en  el 
ejercicio  de  sus  derechos  y cumplimien- 
h>  de  sus  obligaciones. 

Arl.  169.  Las  acciones  no  podrán 
tomarse  parte  en  suscripción  particu- 
lar Y  parte  en  suscripción  pública,  y  no 
>' rán  negociables  sino  después  de  la 
'  onstitución  definitiva  de  la  sociedad  y 
:»•  lja)»erse  satisfecho  el  30  por  100  de 
^\i  valor  nominal. 

§1.'  — Se  exceptúan  las  acciones  de 
1;  s  sociedades  citadas  en  el  párrafo  1.** 
1"!  art.  102,  que  serán  negociables  tan 
pionto  como  se  halle  realizado  el  pago 
'i'-l  10  por  Id  de  su  valor  nominal. 

§  2."— La  adquisición  de  acciones 
propias  y  las  operaciones  sobre  ellas 
'^"lo  podrán  hacerse  por  la  respectiva 
^'  Piedad,  quedando,  en  el  caso  de  no 


expresarse  nada  acerca  de  este  par- 
ticular, absolutamente  prohibidas. 

Art.  170.  Mientras  las  acciones  no 
estén  completamente  liberadas,  los  ac- 
cionistas suscritores  serán  responsa- 
bles por  la  importancia  de  la  suscrip- 
ción. 

§  1."— Los  pagq¿;  de  atrasos  podrán 
exigirse  á  los  suscritores  primitivos  y 
á  todos  aquellos  á  quienes  las  acciones 
se  hayan  ido  transfiriendo  sucesiva- 
mente. 

§  2.''— Aquel  que,  por  virtud  de  la  obli- 
gación impuesta  en  este  artículo,  haya 
de  efectuar  un  pago  por  cuenta  de  una 
acción  de  que  ya  no  sea  propietario, 
conservará  la  copropiedad  en  ella  por 
la  cantidad  que  hubiese  satisfecho. 

§3.°— Los  Estatutos  podrán  estable- 
cer las  penalidades  en  que  los  accionis- 
tas y  suscritores  morosos  incurrirán, 
salvo,  sin  embargo,  siempre  los  dere- 
chos do  los  acreedores,  consignados  en 
el  art.  148. 

§  4.^— En  el  caso  especial  de  socieda- 
des á  que  so  refiere  el  párrafo  í°  del 
artículo  162,  podrán  los  respectivos  Es- 
tatutos pedir  la  exención  de  responsa- 
bilidad de  los  transmitentes  de  las  ac- 
ciones, probada  la  solvencia  de  los  ad- 
quirentes,  y  sin  perjuicio  del  derecho  de 
los  que  en  esta  época  fueran  acreedo- 
res de  la  sociedad. 

Sección  tercera 

De  la  administración  y  fiscalización 

Art.  171.  La  admininistración  de  las 
sociedades  anónimas  estará  confiada  á 
una  dirección,  y  la  fiscalización  de  ésta 
á  un  Consejo  fiscal  (1),  elegidos  por  la 
junta  general. 

§  único.~La  primera  dirección  puede 

(l)  Kl  Códi{»'o  itíiliano  lo  llama  Conufjn  dp  Vi- 
flilnncín  (artículos  1h3  á  185). 
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designarse  en  el  instrumento  de  consti- 
tución de  la  sociedad,  no  pudiendo,  sin 
embargo,  durar  más  de  tres  años,  y  sin 
perjuicio  del  derecho  de  revocación  en 
los  términos  del  artículo  siguiente. 

Art.  172.  La  elección  de  Directores 
se  efectuará  de  entre  los  mismos  socios 
por  tiempo  fijo  y  determinado,  que  no 
exceda  de  tres  años,  sin  perjuicio  de 
revocación  del  mandato,  siempre  que 
este  acuerdo  se  tome  en  junta  general. 

§  1.®— Los  Estatutos  determinarán 
si,  transcurrido  el  término  del  manda- 
to, podrá  precederse  á  la  reelección,  y 
caso  de  que  no  lo  determinen,  se  enten- 
derá que  está  prohibida. 

§  2.^— Los  Estatutos  indicarán  asi- 
mismo el  modo  de  suplir  las  ausencias 
temporales  de  los  Directores,  y  no  indi- 
cándolo, competirá  al  Consejo  fiscal,  ó 
en  defecto  de  éste  á  la  Mesa  de  la  junta 
general,  el  nombramiento  de  los  Direc- 
tores, hasta*  que  la  junta  se  reúna. 

Art.  173.  Los  Directores  de  las  so- 
ciedades no  contraen  obligación  alguna 
personal  ni  solidaria  por  las  operacio- 
nes de  la  sociedad;  pero  responderán 
personal  y  solidariamente  para  con  ella 
y  para  con  tercems,  por  la  inejecución 
del  mandato  y  por  la  violación  de  los 
Estatutos  y  preceptos  legales. 

§  1.**— De  esta  responsabilidad  queda- 
rán exentos  los  Directores  que  no  hayan 
tomado  parte  en  la  respectiva  resolu- 
ción ó  hubieren  protestado  contra  los 
acuerdos  de  la  mayoría,  antes  de  serles 
exigida  la  correspondiente  responsabi- 
lidad. 

§  2.®— Los  Directores  de  cualquier  so- 
ciedad anónima  no  podrán  hacer  por 
cuenta  de  la  misma  operaciones  de  ín- 
dole diferente  á  su  objeto  ó  fin,  consi- 
derándose los  actos  contrarios  á  este 
precepto,  como  violación  expresa  del 
mandato. 


§3.®— Queda  expresamente  prohibido 
á  los  Directores  de  estas  sociedades 
negociar  por  cuenta  propia  directa  ó 
indirectamente  con  la  sociedad  cuya 
gestión  les  esté  confiada. 

§  4."— Los  Directores  de  cualquier  so- 
ciedad anónima  no  podrán  ejercer  per- 
sonalmente comercio  ó  industria  igua- 
les á  los  de  la  sociedad,  á  no  ser  en  los 
casos  en  que  medie  autorización  espe- 
cial, expresamente  concedida  en  junta 
general. 

Art.  174.  Los  Directores  prestarán 
garantía  de  su  gestión  en  la  forma  esta- 
blecida en  los  Estatutos,  y  cuando.éstos 
nada  dispongan,  en  la  que  se  determine 
en  junta  general;  requisito  sin  el  cual 
no  podrán  entrar  en  el  ejercicio  de  su 
cargo. 

Art.  175.  El  Consejo  fiscal  se  com- 
pondrá á  lo  menos  de  tres  socios,  ele- 
gidos por  la  junta  general. 

§  1."— Los  Estatutos  deberán  indicar 
el  modo  de  suplir  las  ausencias  tempo- 
rales de  cualquiera  de  los  miembros  del 
Consejo  fiscal,  y  caso  de  no  estar  pre- 
visto en  aquéllos,  competirá  á  la  Me^a 
de  la  junta  general  el  nombramiento 
hasta  la  reunión  de  la  expresada  Junta. 
^  2.'— Al  Consejo  fiscal  es  aplicable  lo 
dispuesto  en  el  art.  172  y  su  párrafo  1." 
Art.  176.  Son  atribuciones  del  Con- 
sejo fiscal: 

1.*  Examinar,  siempre  que  lo  juzgue 
conveniente,  y  por  lo  menos  una  vez 
cada  tres  meses,  los  libros  y  la  conta- 
bilidad de  la  sociedad; 

2/  Convocar  á  junta  general  ex- 
traordinaria cuando  lo  estime  necesa- 
rio, exigiéndose  en  este  caso  el  votn 
unánime  del  Consejo  cuando  esté  com- 
puesto de  tres  miembros,  y  de  dos  ter- 
ciosde  los  vocales  cuando  estuviere  for- 
mado por  mayor  número; 
3.*    Asistir  á  las  sesiones  de  la  dírec- 
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ción  siempre  que  lo  crea  conveniente; 

4.*  Fiscalizar  la  administración  de 
la  sociedad,  haciendo  con  frecuencia 
arqueos  en  la  caja  y  comprobando  la 
pxistencia  de  los  títulos  6  valores  de 
cualquier  clase  confiados  á  la  sociedad 
para  su  guarda; 

5."  Comprobar  el  cumplimiento  de 
los  Estatutos  en  lo  relativo  á  las  condi- 
ciones establecidas,  para  que  los  socios 
puedan  intervenir  en  las  juntas  gene- 
rales; 

6."  Vigilar  las  operaciones  de  la  li- 
-|uidación  de  la  sociedad; 

7."  Emitir  su  parecer  sobre  el  balan- 
ce, inventario  é  informe  presentados 
por  la  dirección; 

8.**  Y,  en  general,  velar  por  el  cum- 
plimiento, por  parte  de  la  dirección,  de 
las  disposiciones  de  la  ley  y  de  los  Es- 
tatutos. 

§  único— Cada  cial  do  los  miembros 
(iel  Consejo  fiscal  puede  ejercer  separa- 
<lamente  la  facultad  consignada  en  el 
número  3.**  de  este  artículo. 

Art.  177.  Las  funciones  de  los  miem- 
tiros  de  la  Dirección  y  del  Consejo  fis- 
cal serán  nemuneradas,  salvo  disposi- 
ción en  contrario  de  los  Estatutos. 

§  único  —Si  esta  remuneración  no  es- 
tuviese fijada  en  los  términos  de  este 
artículo,  se  fijará  por  la  junta  f^eneral. 

Art.  178.  Las  sociedades  anónimas 
que  exploten  concesiones  hechas  por 
el  Estado  ó  por  cualquier  corporación 
administrativa,  ó  que  tengan  constitui- 
do on  su  favor  cualquier  privilegio  ó  ex- 
cepción, podrán  hallarse  fiscalizadas, 
^pgún  los  casos,  por  agentes  del  Gobier- 
no ó  de  la  respectiva  corporación,  aun- 
que en  el  título  de  constitución  de  la  so- 
ciedad no  se  establezca  expresamente 
tal  fiscalización, 

f  1.°— Esta  fiscalización  se  limitará  á 
YPlar  por  el  cumplimiento  de  las  dispo- 


siciones de  la  ley  y  de  los  Estatutos,  y 
especialmente  al  modo  como  han  de 
cumplirse  las  condiciones  con  arreglo 
á  las  que  la  concesión  ?e  ha  hecho,  y 
cumplirse  las  obligaciones  estipuladas 
en  favor  del  público,  pudiendo  para  ello 
procederse  á  toda  clase  de  investiga- 
ciones en  los  archivos  y  contabilidad 
de  la  sociedad. 

§  2.°— Los  agentes  especiales  de  que 
trata  este  artículo  podrán  asistir  á  to- 
das las  sesiones  de  la  dirección  y  de  la 
junta  general,  y  hacer  insertar  en  las 
actas  las  reclamaciones  que  crean 
conveniente  hacer  para  los  efectos  opor- 
tunos. 

§  3.**— Los  agentes  especiales  infor- 
marán siempre  al  Gobierno  ó  á  la  cor- 
poración administrativa  correspondien- 
te de  las  faltas  en  que  hayan  incurrido 
las  sociedades,  y  presentarán  al  fin  de 
cada  año  un  informe  circunstanciado. 

Sección  cuarta 

De  las  juntas  generales 

Art.  179.  Las  juntas  generales  de  los 
accionistas  serán  ordinarias  ó  extraor- 
dinarias. 

§  único.— La  junta  ordinaria  se  re- 
unirá, á  lo  menos  una  vez  cada  año, 
en  los  primeros  cuatro  meses  (1),  des- 
pués de  terminado  el  ejercicio  anterior, 
y  deberá: 

1.°  Discutir,  aprobar  ó  modificar  el 
balance  y  el  informe  del  Consejo  fiscal; 

2°  Reemplazar  á  los  Directores  y 
Vocales  del  Consejo  fiscal  cuyo  man- 
dato haya  terminado  (2); 

(1)  El  Código  italUino  dice  A  los  tres  meses 
(artículo  154). 

(2)  Números  l.^y  8."  del  art.  154  del  Códig^o 
it  Alieno. 
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3.**  Tratar  de  cualquier  otro  asunto 
para  que  haya  sido  convocada. 

Art.  180.  Las  juntas  generales  ex- 
traordinarias se  convocarán  siempre 
que  la  dirección  ó  el  Consejo  fiscal  las 
juzgue  necesarias,  ó  cuando  se  pida  su 
convocatoria  por  accionistas  que  re- 
presenten la  vigésima  parte  del  capital 
suscrito,  á  no  ser  que  los  Estatutos 
exijan  mayor  representación  del  ca- 
pital. 

§  único.— En  la  hipótesis  de  que  se 
pida  la  convocatoria  por  accionistas  y 
no  se  haya  efectuado  dentro  de  los 
ocho  días  siguientes,  se  ordenará  por 
el  Juez  del  correspondiente  Tribunal  de 
Comercio  y  tendrá  lugar  tan  luego  co- 
mo estén  cumplidas  las  condiciones  de 
los  Estatutos. 

Art.  181.  La  convocatoria  á  junta 
general  se  hará  por  medio  de  anuncios 
publicados  con  un  mes  de  anticipación 
por  lo  menos,  y  por  los  demás  medios 
prevenidos  en  los  Estatutos,  debiendo 
mencionarse  el  asunto  sobre  que  se 
deba  resolver. 

§  único.— Será  nulo  todo  acuerdo  to- 
mado sobre  objeto  extraño  á  aquel  para 
cuya  resolución  se  haya  convocado  la 
junta  general,  excepto  en  el  caso  de 
que  se  haya  comunicado  á  los  accionis- 
tas ausentes  al  hacer  la  convocatoria  y 
no  haber  mediado  protesta  eii  el  térmi- 
no de  los  treinta  días  siguientes  (1). 

Art.  182.  La  junta  general  elegirá 
cada  dos  años,  salvo  convenio  en  con- 
trario, un  Presidente,  un  Vicepresiden- 
te, dos  Secretarios  y  dos  Vicesecreta- 
rios de  entre  los  accionistas. 

§  1.°— Está  permitida  la  reelección 
para  estos  cargos. 

§  2.°— En  caso  de  ausencia  ó  impedi- 


(1)     EhUx  excepción   no  la    reconoce  el   C6.lig-o 
italiano. 


mentó  del  Presidente  y  Vicepresidente, 
los  reemplazará  el  mayor  accionista,  6 
cuando  éste  no  acepte  ó  no  pueda  acep- 
tar ese  cargo,  lo  sustituirá  el  que  lo 
siga  en  número  de  acciones,  y  así  suco- 
sivamente^  prefiriéndose,  en  igualdad 
de  circunstancias,  el  de  más  edad  al  de 
menos. 

,  §  3.®— En  caso  de  ausencia  ó  impedi- 
mento de  los  Secretarios  y  Vicesecre- 
tarios, el  Presidente  ofrecerá  estos  car- 
gos á  los  dos  accionistas  que  estime  do 
más  idoneidad. 

Art.  183.  El  Presidente  convocará  y 
dirigirá  las  discusiones  de  la  junta  ge- 
neral. 

§  I.**— La  contabilidad  relativa  á  la 
junta  general  compete  á  los  Secre- 
tarios. 

§  2.°— Los  acuerdos  se  tomarán  siem- 
pre por  simple  mayoría  de  votos,  ex- 
cepto en  los  casos  en  que  los  Estatutos 
exijan  mayor  número. 

§  3.**— Ningún  accionista,  cualquiera 
que  sea  el  número  de  las  acciones  que 
posea,  podrá  representar  más  de  la  do- 
cima  parte  de  los  votos  por  el  total  de 
acciones  emitidas,  ni  más  de  una  qiiin- 
ta  parte  de  los  que  se  emitan  en  la  jun- 
ta general. 

§  4.*^— Siempre  que  los  Estatutos  exi- 
jan un  determinado  número  de  accio- 
nes para  poder  emitir  voto  en  junta 
general,  podrán  los  accionistas  posee- 
dores de  un  número  inferior  al  señala- 
do, agruparse  de  modo  que  completen 
el  número  exigido  y  hacerse  represen- 
tar por  uno  de  ellos. 

§  5.**— Las  actas  de  las  sesiones  se- 
rán suscritas  por  el  Presidente  y  Secre- 
tarios y  extendidas  en  el  libro  respec- 
tivo. 

Art.  184.  Cuando  una  junta  general, 
regularmente  convocada,  según  las  re- 
glas prescritas  en  los  Estatutos,  no  sea 
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válida  por  falta  de  número  de  accionis- 
tas ó  por  falta  de  representación  sufl- 
ciente  del  capital,  se  convocará  á  los 
interesados  inmediatamente  para  una 
nueva  reunión,  que  se  celebrará  dentro 
lio  treinta  días  siguientes,  pero  no  an- 
tes «le  quince,  considerándose  como  vá- 
lidos los  acuerdos  tomados  en  esta  se- 
gunda reunión,  cualquiera  que  sea  el 
mimero  de  accionistas  presentes  y  la 
cuantía  del  capital  representado. 

§  único.— Se  exceptúa  de  lo  dispues- 
to en  este  artículo,  el  caso  de  junta  ge- 
neral para  nombramiento  de  liquidado- 
res, en  que  se  observará  lo  dispuesto 
en  el  art.  131,  párrafo  2." 

Art.  185.  Los  accionistas  que  no  ten- 
gan voto  y  los  poseedores  de  obligacio- 
nes podrán  asistir  á  las  juntas  genera- 
les y  discutir  los  asuntos  presentados 
f^omo  orden  del  día,  sin  tomar  parte  en 
los  acuerdos  si  los  Estatutos  no  deter- 
minan lo  contrario. 

Art.  186.  Todo  accionista  tiene  de- 
recho á  protestar  contra  los  acuerdos 
tomados  y  que  él  considere  contrarios 
á  las  disposiciones  consignadas  en  la 
ley  y  en  los  Estatutos,  y  pedir  al  respec- 
tivo Juez  presidente  del  Tribunal  de 
Comercio  que  suspenda  la  ejecución  de 
tales  acuerdos,  con  previa  notificación 
á  los  Directores. 

§  1.°— Los  acuerdos  de  las  juntas  ge- 
nerales tomados  en  contra  de  los  pre- 
ceptos de  la  ley  ó  de  los  Estatutos,  con- 
vierten la  sociedad  en  otra  de  responsa- 
bilidad ilimitada;  pero  únicamente  res- 
pecto á  los  accionistas  que  hubiesen 
aceptado  tales  acuerdos. 

§2.**— Las  resoluciones  adoptadas  y 
actos  ejecutados  por  la  Dirección  en 
oposición  á  la  ley  ó  á  los  Estatutos,  ó 
contra  los  acuerdos  de  las  juntas  gene- 
rales, no  obligarán  álasociedad,  y  todos 
loe;  que  hayan  tomado  parto  en  tales 


actos  ó  acuerdos  quedan  para  sus  efec- 
tos personal  y  solidariamente  respon- 
sables, salvo  en  el  caso  de  protesta,  en 
los  términos  del  presente  Código. 

Art.  187.  Cuando  de  una  sociedad 
anónima  formen  parte  accionistas  re- 
sidentes en  país  extranjero,  que  repre- 
senten por  lo  menos  el  25  por  100  del 
capital  suscrito,  podrán  celebrar  re- 
uniones con  los  fines  siguientes: 

1.°  Para  el  examen  y  discusión  del 
informe  y  cuentas  anuales  presentadas 
por  la  dirección,  y  el  parecer  emitido 
por  el  Consejo  fiscal  sobre  estos  docu- 
mentos; 

2.**  Para  nombrar  de  su  seno  uno  ó 
más  accionistas  que  se  trasladen  al  do- 
micilio de  la  sociedad,  con  objeto  de 
que  los  represente  en  la  junta  general 
ordinaria  en  que  haya  de  discutirse  el 
parecer  del  Consejo  fiscal. 

§  1.°— Los  accionistas  elegidos  en  vir- 
tud del  núm.  2.°  de  este  artículo  serán 
admitidos  en  la  junta  general,  previa 
la  presentación  del  acta  de  la  conferen- 
cia, debidamente  legalizada,  y  que  ha- 
brá de  contener: 

1.**  indicación  nominal  de  los  accio- 
nistas reunidos; 

2.**  Declaración  de  que  tienen  cono- 
cimiento de  los  documentos  á  que  se 
refiere  el  núm.  1."  de  este  artículo; 

3.°  Indicación  de  los  representantes 
nombrados  y  de  los  poderes  otorgados 
á  los  mismos. 

§  2.''— Estos  representantes  tendrán 
en  la  junta  general  tantos  votos  como 
con  arreglo  á  los  Estatutos  correspon- 
dan á  los  accionistas  comitentes. 

§  3.**— Para  dar  cumplimiento  á  lo  dis- 
puesto en  este  artículo,  los  accionistas 
residentes  en  país  extranjero  á  que  el 
mismo  artículo  se  refiere,  elegirán  de 
su  seno  uno  para  que  reciba  de  la  ad- 
ministración central  los  ejemplares  del 
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informe,  cuentas  y  parecer,  proceda  á 
su  distribución,  convoque  la  reunión,  y 
sostenga  correspondencia  con  el  Presi- 
dente de  la  directiva. 

§  4.'*— La  dirección,  tan  pronto  como 
el  informe  y  documentos  á  que  se  refie- 
re este  artículo  hayan  sido  examina- 
dos por  el  Consejo  fiscal,  está  obligada 
á  remitir  una  copia  de  ellos  al  accio- 
nista nombrado  en  los  términos  y  para 
los  fines  expresados  en  el  párrafo  an- 
terior. 

§  5.°— Las  disposiciones  anteriores 
se  entenderán  sin  perjuicio  del  derecho 
que  con  arreglo  á  los  Estatutos  tengan 
los  accionistas,  de  que  se  trata  de  to- 
mar parte  personalmente  en  los  traba- 
jos de  la  junta  general  ó  de  enviar  Pro- 
curador especial  que  los  represente 
cuando  no  hayan  querido  aprovechar- 
se de  las  concesiones  de  este  artículo. 

§  6.^— Cuando  ocurra  el  caso  previsto 
en  este  artículo,  el  término  entre  la 
presentación  del  parecer  del  Consejo 
fiscal  y  su  discusión  se  fijará  de  modo 
que  estas  disposiciones  puedan  cum- 
plirse en  todas  sus  panes. 

§  7.°— Salvo  el  caso  á  que  se  refiere 
este  artículo,  los  accionistas  residentes 
en  país  extranjero  se^equipararán  en 
todo  y  para  todos  los  efectos  á  los  ac- 
cionistas residentes  en  Portugal. 

Sección  quinta 

De  los  inventarios,   balances,  cuenta»,  fondos  de 
reserva  y  dividendos 

Art.  188.  Cada  semestre  presentarán 
al  Consejo  fiscal  los  Directores  de  las 
sociedades  anónimas  un  resumen  del 
balance  (balaneette)  mensual  de  la  so- 
ciedad. 

Art.  189.  Al  final  de  cada  año  la  di- 
rección presentará  al  Consejo  fiscal: 


1.®  El  inventario  detallado  del  activo 
y  pasivo  dé  la  sociedad; 

2.°    Cuenta  de  ganancias  y  pérdidas; 

3.®  Informe  de  la  situación  mercan- 
til, financiera  y  económica  de  la  socie- 
dad, con  indicación  sucinta  de  las  ope- 
raciones realizadas; 

AP  Proyecto  de  dividendo  y  de  cons- 
titución del  fondo  de  reserva. 

§  1.**— Dentro  de  los  quince  días  si- 
guientes á  la  presentación  de  los  docu- 
mentos citados  en  este  artículo  al  Con- 
sejo fiscal,  deberá  éste  formular  su  pa- 
recer sobre  ellos,  escrito  y  fundamen- 
tado. 

§  2.°— Transcurrido  este  término,  (es- 
tarán de  manifiesto  en  las  oficinas  do 
la  sociedad,  por  otros  quince  días,  los 
documentos  á  que  se  refiere  este  artícu- 
lo, así  como  la  lista  de  los  accionistas 
que  deban  constituir  la  junta  general. 

§  3.°— El  balance,  con  el  parecer  del 
Consejo  fiscal,  se  remitirá  á  todos  los 
accionistas  poseedores  de  títulos  nomi- 
nativos ó  al  portador  que  los  hayan  de- 
positado en  la  caja  de  la  sociedad,  con 
ocho  días  de  anticipación  al  plazo  fija- 
do para  reunión  de  junta  general. 

§  4  **— Únicamente  después  de  trans- 
curridos los  términos  fijados  por  este 
artículo  y  sus  párrafos,  y  de  cumplidas 
las  prescripciones  de  los  mismos,  po- 
drán los  documentos  expresados  pre- 
sentarse á  la  discusión  de  la  junta  ge- 
neral. 

Art.  190.  La  aprobación  del  balance 
y  cuenta  de  la  gestión  administrativa 
por  la  junta  general  libera  á  los  Direc- 
tores y  á  los  individuos  del  Consejo 
fiscal  de  su  responsabilidad  para  con  la 
sociedad,  tan  luego  como  hayan  trans- 
currido seis  meses,  salvo  si  se  proba- 
se que  en  los  inventarios  y  balances  se 
incurrió  en  omisiones  ó  se  hicieron  in- 
dicaciones falsas,  con  objeto  de  ocultar 
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la  verdadera  situación  de  la  sociedad. 

Art.  191.  Se  destinará  á  la  constitu- 
ción de  un  fondo  de  reserva  una  canti- 
dad no  inferior  á  la  vigésima  parte  de 
las  ganancias  liquidas  de  la  sociedad, 
hasta  que  dicho  fondo  represente,  por 
lo  menos,  la  quinta  parte  del  capital  so- 
cial. 

§  único.— El  fondo  de  reserva  habrá 
de  reintegrarse  cuantas  veces  se  ha- 
llare reducido  por  cualquier  causa. 

Art.  192.  Se  prohibe  expresamente 
la  estipulación  en  los  Estatutos  de  in- 
tereses fijos  y  determinados  para  las 
aí'ciones,  las  cuales  únicamente  darán 
riprecho  á  la  parte  proporcional  (jue  les 
corresponda  en  las  ganancias  líquidas 
que  resulten  de  las  operaciones  de  la 
sociedad,  comprobadas  como  efectivas 
por  los  balances. 

§  1."— La  distribución  de  dividendos 
ficticios  se  considera  como  violación 
del  mandato  por  parte  de  los  Directo- 
res que  consientan  en  la  misma. 

§  2.**— Sin  embargo,  pueden  los  Esta- 
tutos, por  excepción  á  la  disposición 
anterior,  cuando  las  sociedades  nece- 
siten inmovilizar  en  construcciones 
grandes  capitales,  conceder  á  los  ac- 
cionistas un  interés  determinado  sobre 
el  capital  por  ellos  suscrito,  y  á  pagar 
por  un  término  que  no  exceda  de  tres 
años  y  en  cantidad  que  no  sea  superior 
al  5  por  100. 

§  3.°— En  el  caso  previsto  en  el  párra- 
fo anterior,  se  considerarán,  sin  em- 
bargo, los  intereses  como  gastos  de  ad- 
ministración y  quedarán  á  cargo  de  los 
balances  sucesivos  que  acusen  dividen- 
dos reales  superiores  á  aquella  can- 
tidad. 


Sección  sexta 

De  las  publicaciones  obligatorias 

Art.  193.  Los  Estatutos  de  la  socie- 
dad se  publicarán  tan  luego  como  ésta 
se  halle  constituida. 

§  I.**— Toda  alteración  que  con  poste- 
rioridad se  introduzca  en  los  Estatutos 
habrá  de  publicarse  igualmente. 

§  2®— En  caso  de  disolución,  los  re- 
presentantes de  la  sociedad  Harán  que 
el  acta  de  disolución  se  publique  inme- 
diatamente. 

§  3."— Todos  estos  documentos  se  ex- 
pondrán en  el  escritorio  de  la  sociedad 
par?\  que  puedan  examinarse  por  los  in- 
teresados. 

Art.  194.  Los  balances  de  las  socie- 
dades anónimas,  después  de  presenta- 
dos y  discutidos  en  junta  general,  se 
publicarán  juntamente  con  los  infor- 
mes de  la  administración  y  el  parecer 
del  Consejo  fiscal. 

§  único.— Una  copia  de  todos  estos 
documentos,  con  la  lista  general  de  los 
accionistas,  indicando  las  aportaciones 
hechas  y  las  que  hay  derecho  á  exigir 
por  cuenta  de  la  sociedad,  se  deposita- 
rá en  la  Secretaría  del  Tribunal  de  Co- 
mercio del  domicilio  de  la  sociedad,  en 
donde  cualquier  individuo  podrá  pedir 
y  obtener  copia  autorizada  de  los  mis- 
mos. 

Sección  sép'ima 

De  la  emisión  de  oblififaciones 

Art.  19.5.  Las  sociedades  anónimas 
que  emitan  obligaciones  publicarán  en 
los  primeros  quince  días  de  cada  mes 
un  balance  parcial  referente  al  últi- 
mo día  del  mes  anterior. 

Art.  196.    Las  sociedades  anónimas 
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pueden  emitir  obligaciones,  nominati- 
vas ó  al  portador,  hasta  el  valor  del  ca- 
pital ya  realizado  y  existente,  en  los 
términos  del  último  balance  aprobado. 

§  único.— Serán  considerados  como 
obligaciones  toda  clase  de  documentos 
de  obligación  general,  sea  cual  fuere 
su  denominación. 

Art.  197.  Aunque  la  emisión  de  obli- 
gaciones se  prevenga  en  el  titulo  cons- 
titutivo, sólo  podrá  realizarse  median- 
te voto  afirmativo  de  la  junta  general. 

Art.  198.  La  emisión  y  transmisión 
de  obligaciones  se  hará  en  los  términos 
prescritos  para  la  de  las  acciones,  y  en 
los  siguientes: 

1°  El  tipo  de  las  obligaciones  debe 
ser  idéntico  en  cada  emisión,  pudien- 
do,  no  ol)stante,  diferir  una  emisión  de 
otra  en  cuanto  á  los  intereses  y  plazo 
de  amortización; 

2.®  No  podrá  hacerse  una  nueva 
emisión  sin  que  esté  suscrita  y  realiza- 
da la  anterior,  ni  aun  con  prima  distri- 
buida por  sorteo. 

^  único.— La  adquisición  de  obliga- 
ciones propias  y  las  operaciones  sobre 
ellas  sólo  podrán  hacerse  por  la  socie- 
dad que  las  emitió,  en  los  términos 
prescritos  en  el  art.  169,  párrafo  2.°,  ó 
cuando  se  trate  de  conversiones  ó 
amortizaciones. 

CAPÍTULO  IV 

De  las  sociedades  en  comandiía 

Art.  199.  La  sociedad  en  comandita 
puede  constituirse  en  comandita  sim- 
ple cuando  el  capital  no  está  represen- 
tado por  acciones;  y  en  comandita  por 
acciones  que  representen  el  capital  so- 
cial, comprendiendo  tanto  las  aporta- 
ciones de  los  socios  en  nombre  colecti- 


vo como  los  fondos  prestados  por  los 
socios  comanditarios. 

Art.  200.  En  la  asociación  coman- 
ditaria son  elementos  distintos  la  so- 
ciedad en  nombre  colectivo  y  la  co- 
mandita de  fondos. 

Art.  201.  En  todo  aquello  que  no  se 
halle  especialmente  preceptuado  en 
este  capítulo,  las  sociedades  en  coman- 
dita se  regirán  por  las  disposiciones 
aplicables  de  los  capítulos  II  y  III  de 
este  título. 

Art.  202.  El  socio  comanditario  que 
consienta  que  su  nombre  figure  en  la 
firma  social,  y  aquéllos  que  hagan  uso 
de  la  misma,  serán  responsables  per- 
sonal, ilimitada  y  solidariamente  por 
los  actos  en  que  haya  intervenido  la 
firma. 

Art.  203.  Sólo  podrán  ser  gerentes 
efectivos  los  socios  en  nombre  colecii- 
vo  que  estén  designados  en  el  contrato. 

§  i.*"— Los  actos  de  administración 
practicados  por  socios  comanditarios, 
sin  delegación  de  los  gerentes  autori- 
zada en  reunión  de  socios  ó  por  la  jun- 
ta, no  obligan  á  la  sociedad,  y  la  res- 
ponsabilidad queda  exclusiva  y  perso- 
nalmente para  el  que  los  practique. 

§  2."*— Salvo  pacto  en  contrario,  ol 
Consejo  fiscal  podrá,  en  caso  de  impe- 
dimento ó  ausencia  temporal  de  los  ge- 
rentes efectivos,  designar  de  entre  los 
socios  comanditarios  los  que  deban 
sustituirlos  en  los  actos  urgentes  ó  do 
mera  tramitación,  pidiendo  inmediata- 
mente la  convocatoria  de  socios  ó  de 
la  junta  general,  con  objeto  de  confir- 
marlos en  la  designación  provisional  ó 
procoder  al  nombramiento  de  otros. 

§  S.**— Los  gerentes  interinos  sólo 
responderán  por  la  ejecución  de  su 
mandato,  sin  asumir  responsabilidad 
ilimitada. 

Art.  204.    La  responsabilidad  de  los 
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socios  comanditarios  se  limita  al  valor 
de.  los  fondos  por  que  se  bayan  obliga- 
do, y  sólo  en  el  caso  de  dolo  ó  fraude 
pueden  ser  compelidos  á  devolver  los 
dividendos  que  hayan  recibido. 

Art.  205. .  En  las  sociedades  coman- 
ditarias por  acciones,  el  gerente  podrá 
ser  destituido  del  cargo  por  acuerdo 
de  los  socios  ó  de  la  junta  general  en 
que  estén  representadas  tres  cuartas 
partes  del  capital  social,  y  con  voto  fa- 
vorable de  la  mitad  de  ese  capital. 

§  1.**— Los  socios  destituidos  en  vir- 
tud de  este  acuerdo  podrán  retirarse 
de  la  sociedad,  obteniendo  el  reembol- 
so de  su  capital  en  la  proporción  del 
último  balance  aprobado. 

§2.**— Si  el  reembolso  que  se  faculta 
en  el  párrafo  anterior  significara  re- 
ducción del  capital  social,  ésta  sólo 
podrá  llevarse  á  efecto  «n  los  términos 
del  párrafo  único  del  art.  116. 

§3.®-Si  la  destitución  no  estuviere 
justificada,  el  gerente  tiene  derecho  á 
exigir  los  daños  y  perjuicios. 

Art.  206.  La  junta  general  do  la  so- 
ciedad comanditaria  por  acciones  po- 
drá sustituir,  en  la  forma  prescrita  en 
el  artículo  anterior,  al  gerente  desti- 
tuido, fallecido  ó  sujeto  á  interdicción; 
pero  en  el  caso  de  haber  más  de  uno, 
esta  sustitución  ha  de  ser  aprobada  por 
los  otros  gerentes. 

§  único.— El  gerente  que  viene  en 
sustitución  del  destituido,  se  considera 
como  socio  (le  responsabilifiafl  ilimi- 
tada. 

CAPÍTULO  V 

Disposiciones  especiales  á  las  sociedades 
cooperativas 

Art.  207.  Las  sociedades  cooperati- 
vas se  caracterizan  por  la  variabilidad 


del  capital  social  é  ilimitación  del  nú- 
mero de  socios  (1). 

S  1.**— Las  sociedades  cooperativas  " 
deberán  adoptar  para  su  constitución 
una  de  las  formas  preceptuadas  en  el 
artículo  105,  y  regirse  por  las  disposi- 
ciones que  regulen  la  clase  de  socie- 
dad cuya  forma  hayan  adoptado,  y  con 
las  modificaciones  que  se  expresan  en 
el  presente  capítulo. 

§  2.®— Cualquiera  que  sea,  sin  embar- 
go, la  forma  social  que  una  sociedad 
cooperativa  haya  adoptado,  quedará 
sujeta  á  las  disposiciones  relativas  á 
las  sociedades  anónimas  en  lo  que  res- 
pecta á  la  publicación  del  título  consti- 
tutivo y  las  alteraciones  que  en  éste  se 
introdujeren,  así  como  á  las  obligacio- 
nes y  responsabilidad  de  los  adminis- 
tradores. 

§  3.°— Las  sociedades  cooperativas 
deberán  hacer  que  preceda  ó  siga  á  su 
firma  ó  denominación  las  palabras: 
«sociedad  cooperativa  de  responsabili- 
dad limitada»  ó  «ilimitada,»  según  ésta 
sea. 

Art.  208.  Las  sociedades  cooperati- 
vas no  podrán  constituirse  con  menos 
de  diez  socios. 

Art.  209.  El  título  constitutivo  de  la 
sociedad  deberá,  además  de  las  indi- 
caciones exigidas  en  el  art.  114,  según 
la  clase  de  sociedad,  especificar: 

1.°  Las  condiciones  para  la  admi- 
sión, destitución  ó  exclusión  de  los  so- 
cios y  las  en  que  éstos  podrán  retirar 
sus  cuotas; 

2.®    El  mínimum  del  capital  social  y 


(1)  Las  sociedades  cooperativas  son,  según  la 
ley  beUja^  las  que  se  componen  de  socios  cuyo 
^úmero  y  aportaciones  son  variables  y  cuyas 
participaciones  son  ina.sequibles  para  tercera 
persona,  y  han  de  componerse,  por  lo  menos,  de 
.sí>í(>  socios. 
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la  forma  en  que  éste  haya  sido  ó  haya 
de  ser  constituido. 

§  único.— El  registra  y  la  publicación 
de  los  actos  de  estas  sociedades  en  el 
Diario  Oficial  del  Gobierno  serán  gra- 
tuitos. 

Art.  210.  A  las  sociedades  coopera- 
tivas no  son  aplicables  las  disposicio- 
nes de  la  parte  final  del  núm,  5.°  del  ar- 
ticulo 120,  del  núm.  2.°  del  art.  162  y  del 
número  3.°  del  art.  167. 

Art.  211.  Será  lícito  estipular  que  la 
entrega  del  capital  se  haga  por  cuotas 
semanales,  mensuales  ó  anuales,  y  que, 
además  de  éstas,  satisfaga  el  socio  una 
cuota  de  admisión,  destinada  á  consti- 
tuir el  fondo  de  reserva. 

Art.  212.  Ningún  socio  podrá  tener 
en  una  sociedad  cooperativa  intereses 
que  asciendan  á  más  de  500.000  reís. 

Art.  213.  Las  acciones  no  podrán  ser 
cada  una  de  más  de  100.000  reis;  serán 
nominativas  y  sólo  transmisibles  por 
inscripción  en  el  respectivo  libro  con 
autorización  de  la  sociedad. 

§  único.— El  contrato  social  podrá 
conferir  á  la  dirección  el  derecho  de 
aprobar  las  transferencias  de  acciones. 
Art.  214-.  Cada  socio  tendrá  un  solo 
voto,  cualquiera  que  sea  el  número  de 
sus  acciones,  y  no  podrá  representar 
más  de  la  quinta  parte  de  los  votos  pre- 
sentes en  la  junta  general. 

Art.  215.  Aunque  la  responsabilidad 
del  socio  fuere  limitada,  nunca  será,  sin 
embargo,  inferior  á  la  cantidad  por  él 
suscrita,  incluso  el  caso  en  que,  por 
virtud  (le  su  destitución  ó  exclusión  no 
llegase  á  hacerla  efectiva. 

Art.  21G.  En  el  domicilio  de  la  so- 
ciedad habrá  un  libro,  que  podrá  ser 
examinado  por  quien  lo  desee,  en  el 
cual  constará: 

1.**  El  nombre,  profesión  y  domicilio 
de  cada  socio; 


2.^  La  fecha  de  la  admisión,  destitu' 
ción  ó  exclusión  de  cada  uno; 

3.**  La  cuenta  corriente  de  las  apor- 
taciones hechas  ó  retiradas  por  cada 
socio. 

Art.  217.  La  admisi6n  de  los  socios 
se  verificará  mediante  la  firma  de  los 
mismos  en  d  libro  de  que  trata  el  ar- 
ticulo anterior. 

Art.  218.  A  los  socios  se  les  entrega- 
rán títulos  nominativos,  que  conten- 
gan, además  del  contrato  de  sociedad, 
las  declaraciones  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo 216  en  la  parte  que  respecte  á 
cada  uno,  las  cuales  deberán  ser  firma- 
das por  ellos  y  por  los  representantes 
de  la  sociedad. 

§  único.— Las  indicaciones  de  las 
aportaciones  satisfechas  ó  retiradas 
por  los  socios  serán  sucesivamente 
hechas  y  firmadas  p^  orden  de  sus 
fechas,  sirviendo  la  firma  de  los  repre- 
sentantes de  la  sociedad  en  el  primer 
caso,  y  del  respectivo  socio  en  el  se- 
gundo, de  recibo  de  esas  aportaciones. 

Art.  219.  Los  socios  admitidos  des- 
pués de  constituida  la  sociedad  respon- 
den por  todas  las  operaciones  sociales 
anteriores  á  su  admisión,  de  conformi- 
dad con  el  contrato  social. 

Art.  220.  Salvo  expreso  pacto  en 
contrario,  tendrán  los  socios  derecho 
de  separarse  de  la  sociedad  en  las  épo- 
cas convenidas  para  ello,  y  á  falta  de 
convención,  al  fin  de  cada  año  social, 
participándolo  con  ocho  días  de  antici- 
pación. 

Art.  221.  La  exclusión  de  los  socios 
sólo  podrá  acordarse  en  junta  general, 
y  concurriendo  las  circunstancias  exi- 
gidas para  ello  en  el  contrato  de  so- 
ciedad. 

Art.  222.  La  exoneración  y  la  exclu- 
sión de  un  socio  se  hará  por  registro 
del  acuerdo  en  el  respectivo  libro  y  se- 
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rá  firmado  por  él  ó  por  notiñeación  ju- 
dicial, hecha,  en  el  primer  caso  á  la 
sociedad,  y  en  el  segundo,  al  socio. 

§  único. -El  socio  exonerado  ó  ex- 
cluido, sin  perjuicio  de  la  responsabili- 
dad que  le  alcance,  tiene  derecho  á 
retirar  la  parte  que  le  corresponda  se- 
gún el  último  balance  y  con  arreglo  Á 
su  cuenta  corriente,  no  incluyéndose  en 
ese  capital  el  foudo  de  reserva. 

Art.223.  Las  sociedades  cooperati- 
vas quedan  exentas  del  impuesto  del 
sello  y  de  toda  contribución  sobre  las 
¿ganancias  que  obtengan. 

TÍTULO    III 

DE  LAS  CUENTAS  EN  PARTICIPACIÓN 

Art.  224.  Llámase  cuenta  en  partici- 
pación aquella  #i^que  el  comerciante 
interesa  á  una  ó  más  personas  ó  so- 
ciedades en  sus  beneficios  y  pérdidas, 
trabajando  uno,  varios  ó  todos,  en  su 
nombre  individual  solamente  (1). 

§  úkiico.— La  cuenta  en  partid  pación 
puede  ser  momentánea,  relativa  y  de- 
terminada á  uno  ó  más  actos  de  co- 
mercio, y  sucesiva,  comprendiendo  por 
completo  el  comercio  que  ejerce  el  que 
da  la  participación. 

Art.  22^.  La  cuenta  en  participación 
puede  formarse  entre  un  comerciante  y 
persona  que  no  lo  sea,  si  bien  ésta  no 
podrá  celebrar  ningún  gen to  de  tran- 
sacciones. 

Art.  220.  La  cuenta  en  participación 
no  representa  para  con  terceros  perso- 

(1)  El  Código  alemán  las  llama  sociedades  tá- 
'■das  (art.  250).  Kl  portugués  de  1833,  en  su  ar- 
tículo 5T1,  decía  que  las  asociaciones  en  cuenta 
'ie  participación  (sociedad  momentánea  y  anó- 
nima] son  verdaderas  sociedades  mertsantiles; 
concuerda  con  el  816  de  Cundinainarca  y  2^6  del 
de  Wurtemberg, 


nalidad  jurídica  distinta  de  la  de  aque- 
llos que  la  forman,  y  no  tiene  firma  ó 
denominación  social,  patrimonio  colec- 
tivo ni  domicilio. 

Art.  227.  La  cuenta  en  participación 
se  regirá,  salvo  lo  dispuesto  en  este 
titulo,  porlo  convenido  entre  las  partes. 

Art.  228.  La  formación,  modifica- 
ción, disolución  y  liquidación  de  la 
cuenta  en  participación  podrán  probar- 
se por  los  libros  de  contabilidad,  por  la 
correspondencia  y  por  testigos. 

Art.  229.  Por  loS  actos  de  la  cuenta 
en  participación  es  responsable,  para 
con  terceros,  únicamente  la  persona 
que  los  realice. 

TÍTULO  IV 

DE  LAS  EMPRESAS 

Art.  230;  Se  tendrán  por  mercantiles 
las  empresas  singulares  ó  colectivas 
que  se  propongan: 

1.^  Transformar,  por  medio  de  fábri- 
cas ó  manufacturas,  las  primeras  ma- 
terias, empleando  para  este  objeto,  ó 
solamente  operarios,  ú  operarios  y  má- 
quinas; 

2.**  Suministrar,  en  épocas  diferen- 
tes, géneros,  bien  á  particulares,  bien 
al  Estado,  mediante  precio  convenido; 

3.°  Agenciar  negocios  ó  ventas  por 
cuenta  de  otro  en  oficina  abierta  al  pú- 
blico y  mediante  honorarios  estipula- 
dos; 

4.^^  Explotar  todo  género  de  espec- 
táculos públicos; 

5.**  Editar,  publicar  ó  vender  obras 
científicas,  literarias  ó  artísticas; 

G."  Edificar  ó  construir  edificios  para 
otro  con  materiales  suministrados  por 
empresario; 

7.°  Transportar  regular  y  continua- 
mente por  agua  ó  por  tierra  personas, 
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animales,  muebles  ó  mercaderías  de 
otro. 

§  1.**— No  se  estimará  comprendido  en 
el  núm.  1.°  el  propietario  ó  el  cultivador 
rural  que  tan  sólo  fabrica  ó  manufac- 
tura los  productos  del  terreno  que  cul- 
tiva como  s^ccesorios  á  su  cultivo  agrí- 
cola, ni  el  artista,  industrial,  maestro 
ú  oficial  mecánico  que  ejerce  directa- 
mente un  arte,  industria  ú  oficio,  aun- 
que para  ello  emplee  sólo  operarios,  ú 
operarios  y  máquinas. 

§  2.®— No  se  considerará  comprendi- 
do en  el  núm.  2.°  al  propietario  ó  culti- 
vador rural  que  haga  suministros  de 
productos  de  su  respectiva  propiedad. 

§  3.°— No  se  considerará  comprendi- 
do en  el  núm.  5."  al  autor  que  edite, 
publique  ó  venda  sus  obras. 

TÍTULO  V 

DEL  MANDATO 

CAPÍTULO    PRIMERO 
Disposiciones   generales 

Art.  231.  Existe  el  mandato  mer- 
cantil, cuando  alguna  persona  se  en- 
carga de  practicar  uno  ó  más  actos  de 
comercio  por  encargo  de  otra. 

§  único.— El  mandato  mercantil,  aun- 
que contenga  poderes  generales,  sólo 
puede  autorizar  actos  no  mercantiles 
por  declaración  expresa. 

Art.  232.  El  mandato  mercantil  no 
se  presume  gratuito,  y  todo  mandata- 
rio tiene  derecho  á  una  remuneración 
por  su  trabajo. 

§  1.°— La  remuneración  se  regulará 
por  acuerdo  de  las  partes,  y,  cuando 
no  medie  éste,  por  los  usos  de  la  plaza 
donde  el  mandato  se  ejecute. 

§  2."— Si  el  comerciante  no  quisiere 


aceptar  el  mandato,  y,  no  obstante,  tu- 
viese que  practicar  las  diligencias  que 
se  mencionan  en  el  art.  234,  tendrá 
siempre  derecho  á  una  remuneración 
proporcionada  á  su  trabajo. 

Art.  233.  El  mandato  mercantil  que 
contuviere  instrucciones  especiales 
para  aspectos  determinados  del  nego- 
cio, se  presumirá  ampliado  para  las 
demás;  y  aquel  que  sólo  otorgue  pode- 
res para  un  negocio  determinado,  com- 
prenderá todos  los  actos  necesarios  á 
su  ejecución,  aun  cuando  no  los  especi- 
fique. 

Art.  224.  El  comerciante  que  quisie- 
re rehusar  el  mandato  mercantil  que 
se  le  confiere,  deberá  comunicar  su  ne- 
gativa al  mandante,  en  el  plazo  más 
breve  posible,  quedando,  á  pesar  do 
todo,  obligado  á  practicar  las  diligen- 
cias indispensables  'pÉira  la  conserva- 
ción de  las  mercaderías  que  le  hayan 
sido  remitidas,  hasta  que  el  mandante 
provea. 

§  L**— Cuando  el  mandante  nada  hi- 
ciere después  de  recibir  el  aviso,  el  co- 
merciante á  quien  se  hayan  remitido 
las  mercaderías  recurrirá  al  Juez  co- 
rrespondiente para  que  se  ordene  el 
depósito  y  custodia  de  ellas  por  cuenta 
de  su  propietario  y  la  venta  de  las  que 
no  sea  posible  conservar  ó  de  las  nece- 
sarias para  satisfacer  los  gastos  oca- 
sionados. 

§  2.^— La  falta  de  cumplimiento  de  lo 
que  se  dispone  en  este  artículo  y  su 
párrafo,  obliga  al  comerciante  á  la  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios. 

Art.  235.  Si  las  mercaderías  que  el 
mandatario  recibiere  por  cuenta  del 
mandante  presentasen  señales  visibles 
de  deterioro  sufridos  durante  el  trans- 
porte, «deberá  aquél  practicar  las  dili- 
gencias y  realizar  los  act'^s  necesarios 
para  que  queden  á  salvo  sus  derechos, 
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bajo  pena  de  incurrir  en  responsabili- 
dad por  Jas  mercaderías  recibidas,  se- 
írún  constaren  en  los  respectivos  docu- 
mentos. 

§  único.— Si  los  deterioros  fuesen  de 
tal  naturaleza  que  exijan  providencias 
urgentes,  el  mandatario  podrá  enage- 
uar  las  mercaderías  por  medio  de  co- 
rredor ó  judicialmente. 

Art.  236-  El  mandatario  será  res- 
ponsable, mientras  dure  la  guarda  y 
conservación  de  las  mercaderías  del 
mandante,  por  los  perjuicios  que  no 
^nan  resultado  del  transcurso  del  tiem- 
po, caso  fortuito,  fuerza  mayor  ó  vicio 
inlu'rente  á  la  naturaleza  de  la  cosa. 

íí  único.— El  mandatario  deberá  ase- 
gurar contra  incendio  las  mercaderías 
M  mandante,  quedando  éste  obligado 
;\  satisfacer  la  respectiva  prima  y  los 
2astos,  dejando  solamente  de  ser  res- 
ponsible  por  la  falta  y  continuación 
leí  seguro,  habiendo  recibido  orden 
formal  del  mandante  para  no  efectuar- 
lo, ó  habiendo  él  rehusado  la  remisión 
■U'  fondos  para  el  pago  de  la  prima. 

Art.  237.  El  mandatario,  sea  cual 
fupre  la  causa  de  los  perjuicios  ([ue  so- 
i  1  revé n í»an  á  las  mercaderías  que  ten- 
sa en  su  poder  por  cuenta  del  mandan- 
te, está  obligado  á  hacer  constar  en 
formar  legal  la  alteración  perjudicial 
ocurrida  y  avisar  al  mandante. 

Art.  238.  El  mandatario  que  no  cum- 
[lael  mandato  de  conformidad  con  las 
iiiítrucciones  recibidas,  y,  á  falta  de 
►l'.as  ó  insuficiencia  de  las  mismas,  con 

irrpclo  álos  usos  del  comercio,  respon- 
derá de  los  daños  y  perjuicios. 

Art.  239.  El  mandatario  estará  obli- 
trado  á  participar  al  mandante  todos  los 
h'-chosque  puedan  conducir  á  modifi- 
car 6  á  revocar  el  mandato. 

Art.  240.  El  mandatario  deberá  avi- 
sar, sin  demora,  al  mandante  de  la  eje- 

i'^^Mi)  VIL— Instituciones  jouídica&. 


cución  del  mandato,  y  cuando  éste  no 
conteste  inmediatamente,  se  presumirá 
ratificado  el  negocio,  aunque  el  manda- 
tario se  haya  excedido  de  los  poderos 
que  se  le  confieran  en  el  mandato. 

Art.  241.  El  mandatario  está  obliga- 
doá  satisfacer  los  intereses  de  las  can- 
tidades pertenecientes  al  mandante,  á 
contar  desde  el  día  en  que,  conforme  á 
la  orden,  las  debía  haber  entregado  ó 
expedido. 

§  único.— Si  el  mandatario  distrajere 
del  deslino  ordenado  las  cantidades  re- 
mitidas, empleándolas  en  beneficio  pro- 
pio, responderá,  á  contar  desde  el  día 
en  que  las  reciba,  de  los  daños  y  de 
los  perjuicios  que  resulten  de  la  falta 
de  cumplimiento  de  la  orden,  salva  la 
acción  criminal,  si  hubiere  lugar  áella. 

Art.  242.  El  mandatario  deberá  ex- 
hibir, cuando  se  le  exija,  el  mandato 
escrito  á  loí^  terceros  con  quienes  con- 
trate, y  no  podrá  oponerlos  las  instruc- 
ciones que  hubiese  recibido  por  sepa- 
rado del  mandante,  salvo  si  probase 
que  tenían  conocimiento  de  ellas  al 
tiempo  del, contrato. 

Art.  243.  El  mandante  está  obligado 
á  facilitar  al  mandatario  los  medios  ne- 
cesarios para  la  ejecución  del  mandato, 
salvo  pacto  en  contrario. 

§  1.**— No  será  obligatorio  el  desempe- 
ño del  mandato  que  exija  remesa  de 
fondos,  aunque  haya  sido  aceptado, 
mientras  el  mandante  no  ponga  á  dis- 
posición del  mandatario  las  cantidades 
que  sean  necesarias. 

§  2.°— Aun  on  el  caso  de  que  hayan 
sido  recibidos  los  fondos  parala  ejecu- 
ción del  mandato,  si  fuese  necesaria 
nueva  remesa  y  el  mandante  rehusare 
hacerla,  podrá  el  mandatario  suspen- 
der sus  gestiones. 

§  3.®— Estipulado  el  anticipo  de  fon- 
dos por  parte  del  mandatario,  queda 
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éste  obligado  á  suplirlos,  excepto  en  el 
caso  de  suspensión  de  pagos  ó  quiebra 
del  mandante. 

Art.  244.  Siendo  varias  las  personas 
encargadas  del  mismo  mandato,  sin 
que  se  declare  que  deben  obrar  conjun- 
tamente, se  presumirá  que  deben  obrar 
una  en  defecto  de  otra,  y  por  el  orden 
de  su  nombramiento. 

§  único.— Cuando  medie  la  declara- 
ción de  que  deben  obrar  conjuntamen- 
te, y  el  mandato  no  sea  aceptado  por 
todos,  los  que  lo  acepten,  si  constitu- 
yen mayoría,  quedan  obligados  á  cum- 
plirlo. 

Art.  245.  La  revocación  y  renuncia 
del  mandato,  no  justificadas,  dan  ori- 
gen, á  falta  de  pena  convencional,  á 
indemnización  de  daños  y  perjuicios. 

Art.  246.  Terminado  el  mandato  por 
muerte  ó  interdicción  de  uno  de  los 
contratantes,  el  mandatario  y  sus  he- 
rederos ó  representantes  tendrán  dere- 
cho á  una  compensación  proporcional 
á  lo  que  habrían  de  recibir  en  el  caso 
de  ejecución  total  del  mandato. 

Art.  247.  El  mandatario  mercantil 
goza  de  los  siguientes  privilegios  y  de- 
rechos especiales: 

1.**  Por  los  adelantos  y  gastos  que 
hubiere  hecho,  por  los  intereses  de  las 
cantidades  desembolsadas  y  por  remu- 
neración de  su  trabajo  sobre  las  mer- 
caderías que  le  sean  remitidas  de  pla- 
za distinta  para  su  venta  por  cuenta 
del  mandante  y  que  estuvieren  á  su 
disposición  en  sus  almacenes  ó  en  de- 
pósito público,  y  sobre  aquellas  que 
probare  con  la  carta  de  porte  haberle 
sido  expedidas,  y  á  que  tales  créditos 
afecten; 

2°  Por  el  precio  de  las  mercaderías 
compradas  por  cuenta  del  mandante, 
sobre  las  mismas  mercaderías,  en 
cuanto  se  hallaren  á  su  disposición  en 


sus  almacenes  ó  en  depósito  publico; 

3.°  Por  los  créditos  que  »€  citan  en 
los  dos  números  anteriores  sobre  el 
precio  de  las  mercaderías  pertenecien- 
tes al  mandante,  cuando  éstas  hayan 
sido  vendidas. 

§  único.— Los  créditos  citudos  en  el 
número  1.®  son  de  carácter  preferente  á 
todos  los  créditos  contra  el  mandante, 
salvo  los  que  provengan  de  gastos  de 
transporte  ó  de  seguro,  bien  hayan  sido 
constituidos  antes  ó  bien  después  de 
que  las  mercaderías  hayan  llegado  ¿ 
poder  del  mandatario. 

CAPÍTULO  II 

De  los  factores,  dependientes  y  mancebos 

Art.  248.  Es  factor  de  comercio  todo 
aquel  que,  bajo  cualquier  denomina- 
ción, en  consonancia  con  los  usos  roer- 
cantiles,  se  halla  habilitado  para  tra- 
tar del  comercio  de  otro  en  el  lugar 
donde  éste  lo  ejerce  ó  en  otro  cual- 
quiera (1). 

Art.  249.  El  mandato  conferido  al 
factor  verbal  mente  ó  por  escrito,  aun- 
que no  esté  registrado,  se  presumirá 
general  y  comprensivo  de  todos  los  ac- 
tos pertenecientes  y  necesarios  ai  ejer- 
cicio del  comercio  para  que  hubiese 
sido  dado,  sin  que  el  proponente  pueda 
oponer  á  terceros  limitación  alguna  de 
los  respectivos  poderes,  salvo  si  se 
prueba  que  tenían  conocimiento  de  ello 
al  tiempo  de  contratar. 

Art.  250.  Los  factores  tratarán  ;  ne- 
gociarán en  nombre  de  sus  poderdan- 
tes; en  los  documentos  que  en  los  nego- 
cios de  éstos  suscriban,  deben  declarar 

(1)  Concuerda  con  el  art.  141  del  Códi^^o  por- 
tugués antifíuo. 
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que  firman  con  poder  de  la  persona  ó 
sociedades  que  representan  (1). 

Art.  251.  Procediendo  los  factores 
en  los  términos  del  artículo  anterior, 
todas  las  obligaciones  contraídas  por 
ellos  recaerán  sobre  los  poderda  ntes  (2). 

§1.°— Si  los  proponentes  fueren  va- 
rios, cada  uno  de  ellos  será  responsa- 
ble solidariamente. 

§2.°— Si  el  proponente  fuese  una  so- 
ciedad mercantil,  la  responsabilidad  de 
los  asociados  se  regulará  de  conformi- 
dad con  su  naturaleza. 

Art.  252.  Fuera  del  caso  previsto  en 
el  articulo  anterior,  todo  contrato  cele- 
brado por  un  factor  en  su  nombre, 
obliga  directamente  á  éste  para  con  la 
persona  con  quien  contrate. 

§  único.— No  obstante,  si  la  negocia- 
ción fuese  hecha  por  cuenta  del  poder- 
lante  y  el  contratante  lo  prueba,  ten- 
drá opción  á  entablar  acción  contra  el 
factor  ó  contra  el  poderdante,  pero  no 
podrá  demandar  á  ambos  (3). 

Art.  253.  Ningún  factor  podrá  nego- 
'  iar  por  cuenta  propia,  ni  interesarse 
en  nombre  propio,  ni  en  el  ajeno,  para 
nf'frnriación  del  mismo  género  de  las 
<\no  hiciere  á  nombre  de  sus  princi- 
pales, á  menos  que  éstos  los  autoricen 
expresamente  para  ello  (4). 

i:  único. — Si  el  factor  infringiese  la 
disposición  de  este  artículo,  quedará 
obligado  á  indemnizar  por  darlos  y  per- 
juicios al  proponente,  [ludiendo  éste  re- 
rlamar  para  sí  la  respectiva  operación 


;i;  Concuerda  con  el  ¿irt.  ll"  del  C6di;^o  fie 
'j'.v/e» fía/a,  el  137  del  de  ln  RcinihUcn  Aríjo.nf'mn 
y  t  ■.  2S4  del  espafKÁ. 

''¿i  Análoga  disposición  se  contiene  en  el  :ir- 
U.ulo '¿.Sijdel  Código  eupafiol. 

['i]    Concuerda  con  el  art.  28"  del  í'l. 
i]    ídem   con   el  ^2'3  del  pnisinno,   148    del 
¡j'i'-ingués  antiguo  y  445  del  ruso. 


cuando  se  haya  hecho  en  su  nombre(l). 
Art.  254.     El  gestor  podrá  entablar 
acciones  en  nombre  del  proponente  y 
ser  demandado  como  representante  de 
'  éste  por  las  obligaciones  resultantes 
'  del  comercio  que  le  haya  sido  confiado. 
i      Art.  255.     Las  disposiciones  prece- 
I  dentes  serán  aplicables  á  los  represen- 
tantes de  casas  de  comercio  ó  socieda- 
des constituidas  en  país  extranjero  que 
contraten  habitualmente  en  el  Reino, 
en  nombre  de  aquéllas,  en  negocios  de 
su  comercio. 

Art.  '<!5tí.  Los  comerciantes  podrán 
encargar  á  otras  personas,  además  de 
sus  gerentes,  el  desempeño  constante, 
en  su  nombre  y  por  su  cuenta,  alguno 
ó  varios  de  los  ramos  del  tráfico  á  que 
se  dedican,  debiendo  los  comerciantes, 
en  nombre  individual,  participarlo  á 
sus  corresponsales. 

§  único.— Las  sociedades  que  quieran 
aprovecharse  do  la  facultad  concedida 
en  este  artículo,  deberán  consignarlo 
en  sus  Estatutos. 

Art.  257.  El  comerciante  podrá  igual- 
mente enviar  á  localidad  distinta  de 
aquella  en  que  tonga  su  domicilio  uno 
de  sus  factores,  autorizándole  por  me- 
dio de  cartas,  avisos,  circulares  ú  otros 
documentos  análogos,  para  efectuar 
operaciones  de  su  comercio. 

Art.  258.  Los  actos  de  los  mandata- 
rios mencionados  en  los  dos  artículos 
precedentes  no  obligan  al  mandante 
sino  en  lo  relativo  al  neí?ocio  de  que 
éste  los  hubiere  encargado. 

Art.  259.  Los  mancebos  encargados 
de  vender  al  por  menor  en  almacenes 
se  reputarán  autorizados  para  cobrar 
el  importo  do  las  ventas  (jue  hagan;  sus 
recibos  serán  válidos  cuando  sean  ex- 


(I)     Esto  mismo  se  dispone  en  el   art.  288  del 
Código  español. 
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tendidos    en  nombre  del  proponente. 

§  único.— La  misma  facultad  tienen 
los  mancebos  que  venden  en  almacenes 
al  por  mayor,  siendo  las  ventas  en  di- 
nero al  contado  y  efectuándose  el  pago 
en  el  mismo  almacén;  sin  embargo, 
cuando  los  cobros  se  hacen  fuera  ó  pro- 
ceden de  ventas  hechas  á  plazo,  los  re- 
cibos serán  necesariamente  firmados 
por  el  principal  ó  su  factor,  ó  por  apo- 
derado legítimamente  autorizado  para 
cobrar  (1). 

Art.  260.  Cuando  un  comerciante  en- 
cargare á  un  mancebo  el  recibo  de  los 
géneros  comprados,  ó  que  por  cual- 
quier otro  título  deban  pasar  á  su  pro- 
piedad, y  el  mancebo  los  reciba  sin  ob- 
jeción ó  reparo,  la  entrega  se  tendrá 
por  buena  en  perjuicio  del  poderdan- 
te (2);  y  no  admitirán  otras  reclamacio- 
nes que  aquellas  que  podrían  tener  lu- 
gar si  el  poderdante  los  hubiese  recibi- 
do personalmente. 

Art.  261.  La  muerte  del  poderdante 
no  pone  término  al  mandato  conferido 
al  factor. 

Art.  262.  La  revocación  del  mandato 
conferido  al  factor  se  entiende  siempre 
sin  perjuicio  de  cualquier  derecho  que 
pueda  resultarle  de  la  prestación  de  sus 
servicios. 

Art.  263.  No  habiéndose  acordado 
plazo  alguno  en  el  contrato  celebrado 
entre  el  principal  y  el  mancebo,  cual- 
quiera de  los  contratantes  podrá  darlo 
por  vencido, poniéndolo  en  conocimien- 
to de  la  otra  parte  con  un  mes  de  anti- 
cipación. 

§  único. —El  factor  ó  mancebo  tendrá 
derecho  al  sueldo  que  corresponda  á 


(1)  Concuerda  con  el  art.  294  del  Códif^o  es- 
pañol. 

(2)  ídem  con  el  art.  295  del  id. 


esa  mesada,  quedando  el  principal  re- 
levado de  conservarlo  en  su  estableci- 
miento ó  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones. 

Art.  264.  Si  el  contrato  entre  el 
principal  y  su  mancebo  .se  hubiese  ce- 
lebrado por  tiempo  fijo,  ninguna  de  las 
partes  podrá  separarse  arbitrariamen- 
te, bajo  pena  de  indemnización  á  la  otra 
de  daños  y  perjuicios  (1). 

§  1.**— Se  juzgará  arbitraria  la  inob- 
servancia del  contrato  cuando  no  se 
funde  en  ofensa  hecha  por  una  de  las 
partes  á^a  honra,  dignidad  ó  intereses 
de  la  otra,  quedando  al  Juez  la  califica- 
ción prudencial  del  hecho,  teniendo  en 
cuenta  el  carácter  de  las  relaciones  de 
inferior  con  superior. 

§  2.®— Se  consideran  como  ofensas 
para  los  efectos  del  párrafo  anterior: 

1.°  Con  respecto  al  principal,  cual- 
quier fraude  ó  abuso  de  confianza  en  la 
gestión  encargada  al  mancebo,  así  co- 
mo toda  negociación  de  comercio  he- 
cha por  cuenta  propia  ó  ajena  sin  co- 
nocimiento y  permiso  del  principal  (2j; 

2.**  Con  respecto  á  los  mancebos,  la 
falta  del  pago  puntual  de  su  respectivo 
salario  ó  estipendio,  ó  el  no  cumpli- 
miento de  cualquiera  de  las  cláusulas 
del  contrato  estipulada  en  favor  de  di- 
cha remuneración,  así  como  los  malos 
tratamientos  (3). 

Art.  265.  Los  accidentes  imprevistos 
ó  fortuitos  que  impidieren  el  ejercicio 
de  sus  funciones  á  los  mancebos,  no 
privarán  á  Ostos  del  salario  correspon- 
diente,   salvo    pacto   en    contrario,  y 


(1)  Concuerda  con  el  art.  133  del  Código  de  la 
República  de  Guatenialaj  82  del  Brasil^  164  del 
antigfuo  de  Portugal  y  299  del  español, 

(2)  ídem  con  el  300  del  español, 

(3)  ídem  con  el  art.  301   del  id. 
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siempre  que  la  imposibilidad  no  exceda 
de  tres  meses  consecutivos  (1). 

§  único.— Si  por  efecto  inmediato  y 
directo  del  servicio  hiciere  el  mancebo 
algún  gasto  extraordinario  ó  experi- 
mentare alguna  pérdida,  no  habiendo 
mediado  sobre  ello  pacto  expreso  entre 
él  y  su  principal,  estará  éste  obligado 
á  indemnizarle  en  lo  que  fuere  justo  (2). 

CAPÍTULO  III 

De   la   comisión 

Art.  266.  Hay  contrato  de  comisión 
ruando  el  mandatario  ejecuta  el  man- 
dato mercantil  sin  mención  ó  alusión 
alguna  al  mandante,  contratando  en 
nombre  propio  ó  en  el  de  éste  como 
principal  y  único  contratante. 

Art.  267.  Entre  el  comitente  y  el  co- 
misionista mediarán  los  mismos  dere- 
chos y  obligaciones  que  entre  el  man- 
íante y  el  mandatario,  con  las  modifi- 
caciones que  este  capítulo  introduco. 

Art.  268.  El  comisionista  queda  di- 
rectamente obligado  con  las  personas 
con  quienes  contrate,  como  si  el  negocio 
fuera  suyo,  no  teniendo  éstas  acción 
contra  el  comitente,  ni  éste  contra 
ellas,  quedando,  sin  embargo,  á  salvo 
siempre  las  que  puedan  competir  entre 
sí  al  comitente  y  al  comisionista. 

Art.  269.  El  comisionista  no  respon- 
derá por  el  cumplimiento  de  las  obli- 
gaciones contraídas  por  la  persona  con 
quien  contrató,  salvo  pacto  ó  uso  con- 
trarios. 
§  1.**— El  comisionista  sujeto  á  tal  res- 

t'l)  Concuerda  con  el  art.  "79  del  Códiíjo  del 
Bfííil,  el  85  del  de  Wurtemberg  y  el  168  del  por- 
tilles antiguo. 

(i)  ídem  con  el  80  del  Brasil.  109  del  por- 
tugués de  1833  y  298  del  español. 


ponsabilidad  queda  obligado  personal- 
mente para  con  el  comitente  por  el 
cumplimiento  de  las  obligaciones  pro- 
vinientes  del  contrato. 

§  2.®— En  el  caso  especial  previsto  en 
el  párrafo  anterior,  el  comisionista  tie- 
ne derecho  á  cargar  en  cuenta,  además 
de  la  remuneración  ordinaria,  la  comi- 
sión de  garantía  (del  credere),  que  se 
determinará  por  lo  convenido,  y,  en  su 
defecto,  por  los  usos  de  la  plaza  donde 
la  ejecución  de  la  comisión  haya  de  ve- 
rificarse. 

Art.  270.  Todas  las  consecuencias 
perjudiciales  derivadas  de  un  contrato 
hecho  contra  las  instrucciones  ó  con 
abuso  de  sus  facultades  serán,  por  más 
que  el  contrato  surta  sus  efectos,  de 
cuenta  del  comisionista,  en  los  térmi- 
nos siguientes: 

1.°  El  comisionista  que  concertare 
una  operación,  por  cuenta  de  otro,  á 
precios  ó  condiciones  más  onerosas 
de  las  que  le  fueren  marcadas,  ó  en  de- 
fecto de  esto,  á  las  corrientes  en  la 
plaza,  abonará  al  comitente  la  diferen- 
cia de  precio,  salva  la  prueba  de  la  im- 
posibilidad de  efectuar  la  venta  por 
otro  precio,  y  que  de  este  modo  evitó 
perjuicio  al  comitente; 

2.°  Si  el  comisionista  encargado  de 
efectuar  una  compra  la  hiciese  por 
precio  más  alto  de  aquel  que  le  fué  fija- 
do por  el  comitente,  queda  al  arbitrio 
de  éste  aceptar  el  contrato,  ó  dejarlo 
de  cuenta  del  comisionista,  salvo  si 
éste  se  conformase  con  recibir  sola- 
mente el  precio  marcado; 

3.^*  Consistiendo  el  abuso  del  comi- 
sionista en  no  ser  de  la  calidad  enco- 
mendada la  cosa  comprada,  el  comiten- 
te no  estará  obligado  á  recibirla. 

Art.  271.  El  comisionista  que  sin  au- 
torización del  comitente  hiciese  prés- 
tamos ,  anticipos  ó  ventas  á  plazo,  co- 
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rrerá  el  riesgo  del  cobro  y  pago  de  las 
camidadef?  prestadas?,  anlieipadas  ó 
fladas,  pudiendo  ol  comitente  exígiríe 
su  pago  al  contado,  dejando  á  Tavordel 
comisionista  cualquier  interús,  benefi- 
cio ó  ventaja  que  resulte  de  dicho  r*ré- 
dito  á  plazo. 

§  único.— Se  exceptúa  el  uso  en  con- 
trarío de  las  plazas,  en  el  caso  de  no 
mediar  orden  expresa  para  no  liaci»r 
adelantos  ni  vender  á  plazos, 

Art.  2T2.  Auní[ue  el  comisión  isla 
tenga  auiorizaciórj  para  vender  á  pla- 
zos, no  podrá  hacerlo  con  las  personas 
de  insolvencia  notoria,  ni  exponer  los 
intereses  del  comitente  á  riesgo  mani- 
ñestOj  bajo  pena  de  responsabilidad 
personal. 

Art.  273-  Si  el  comisionista/  con  la 
debida  autoriraciún  vendiese  á  plazos, 
deberá,  salvo  el  caso  de  comisión  de 
garantía,  expresar  en  his  cuentas  y 
avisos  que  dé  al  comitente,  los  nom- 
bres de  los  compradores;  de  lo  contra- 
río, se  entenderá  que  la  venta  fué  heclia 
al  contado  (I)- 

g  único.  -Esto  mismo  practicará  el 
comisionista  en  toda  clase  de  contra- 
tos fjUe  hiciere  por  cuenta  de  otro,  si em* 
pre  que  los  interesados  asi  lo  exijan, 

Art.  274-  En  ías  comisiones  do  com- 
pra y  venta  de  letras,  fondos  públicos 
y  títulos  de  crédito  que  tenf^an  cur^o 
en  el  comercio,  ó  de  cualquier  mercíi- 
dería  ó  gCnero  que  se  coticen  en  BoUa 
ó  en  eJ  mei'ca<lo,  pue<le  el  comisionista, 
salvo  pacto  en  contrarío,  ofrecer  al  co 
mitente,  como  vendedor,  las  cosas  que 
haya  de  comprar  ó  adquirir  para  si, 
<íomo  comprador,  las  que  haya  de  ven- 
der, quedando  siempre  á  salvo  su  dere- 
cho á  la  retribución, 

[l]     Cñuríwt-Tfin  crm  el  drt.   21}  'i(*!   CAfli^ñ  fts^ 


§  Único,— Si  el  comisionista,  al  |mi . 
cípar  iil  comitente  la  ejecución  dt- U 
comisión  en  cualquiera  de  ios  f^^^t*^ 
mencionados  en  este  articulo,  n<j  i;i 
case  el  nombre  de  la  personacon  «lu  ■ 
contrató,  el  comitente  tendrA  el  f**^  - 
clio  de  juzgar  que  él  hizo  la  venían  . 
cotnpra  por  cuenta  propia  y  de  exiíri  - 
el  cumplimiento  del  contrato- 

Art.   27íj.    Los  comisión! sta-^i  no  ;-•- 
(irán  tener  en  su  poder  mi^rcadena-v, 
una  misma  especie,  per  te  necient**^ 
distintos  dueños,  bajo  una  misma  m-.*- 
ca,  sin  distinguirlas  por  una  eontraii.í  - 
ca,  que  designe  la  propiedad  resperl/- 
de  cada  comitente. 

Art.  27(i.    Cuando  en  una  misma fi» 
gociación  se  comprendan  géneros   '* 
comitentes  distintos  ó  ílel  mismo  chü  * 
sionista  coa  los  de  algún  comitente,  - 
berá  hacerse  en  las  facturan?  la  di^t^i-^ 
distinción,  con  indicación  de  las  Ht.c- 
cas  y  contramarcas  que  designan  "i 
procedencia  do  cada  género  y  Im*  ^ 
constar  en  los  libros,  en  articules  >k- 
rados,  lo  que  pertenece  á  cada  tino, 

Art,  277.  El  comisionista  que  f'iv: 
se  crétlitos  contra  una  misma  pe rsíoii^ 
procedentes  de  operaciones  hechas  p»"*^ 
cuenta  de  distintos  comitentes^ó  \'' 
cuenta  propia  y  ajena,  anotará  en  to ' -* 
las  entregas  que  e]  deudor  hicíen* 
noriibre  del  interesado  á  cuenta  ^*' 
cual  recibe,  y  otro  tanto  hará  en  W  ('- 
cilio  (jne  expida. 

3  único.— Cuando  en  recibos  y  lih  ^ 
se  omita  la  expresión  de  la  aplicac:  - 
de  la  entrega  hecha  por  el  deudo?  '^ 
operaciones  y  de  propií'tarios  distiní--. 
la  aplicación  se  hará  á  prorrata  *\'-  ' 
que  importe  cada  crédito. 
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TtTULÓ  VI 

DE    LAS    LETRAS    DE    CAMBIO,    LIBRANZAS 
Y  MANDATOS  DE  PACO  (chcques) 

CAPÍTULO  PRIMERO 

De  las  letras  de  cambio 

Sección  primera 

De  la  naturaleza  y  forma  de  las  letras  de  cambio. 

Art.  278.  La  letra  de  cambio  deberá 
contener: 

1.**  La  indicación  de  la  cantidad  á 
pagar; 

2.®  El  nombre  y  apellido,  razón  so- 
cial ó  título  de  aquel  que  la  debe  pagar; 

3.®  La  indicación  de  la  persona  ó  de 
la  razón  mercantil  á  quién  ó  á  la  orden 
de  quién  debe  ser  satisfecha; 

4.°    La  firma  del  librador  (1). 

Art.  279.  Cuando  la  designación  de 
la  cantidad  á  pagar  se  halle  en  letra  y 
en  cifra  y  hubiese  diferencia  entre  una 
y  otra,  prevalecerá  la  que  estuviese 
consignada  en  letra.. 

§  único.— Si  la  indicación  de  la  canti- 
dad á  pagar  estuviera  hecha  más  de 
una  vez  en  letra,  ó  más  de  una  vez  en 
cifras,  y  hubiese  divergencias  éntrelas 
diferentes  indicaciones,  prevalecerá  la 
hecha  por  la  cantidad  inferior. 

Art.  280.  La  simple  denominación  de 
«letra»  indica,  salva  declaración  en 
contrario,  que  es  á  la  orden. 

Art.  281.  El  documento  en  que  falte 
alguno  de  los  requisitos  exigidos  en  el 
artículo  278  no  producirá  efecto  como 
letra  de  cambio. 

(1)  Números  3.%  4.",  7.-  y  8.*  del  art.  444  del 
Código  expañol^  110  del  francés^  100  del  holandés, 
2{>5  del  rum,  551  del  dp  XViirtemborq  y  321  del 
poyf.ngués  auti^j^iio. 


Art.  282.  La  letra  de  cambio  deberá 
estar  fechada  é  indicar  la  época  y  lu- 
gar en  que  ha  de  pagarse  (1). 

§  L®— En  el  caso  de  que  la  letra  de 
cambio  no  esté  fechada,  corresponderá 
al  portador,  en  caso  de  cuestión,  la 
prueba  de  la  fecha. 

§  2.®— Si  la  letra  de  cambio  no  espe- 
cificare la  época  de  su  vencimiento, 
será  pagadera  á  la  vista. 

§  3.°— Si  la  letra  de  cambio  no  expre- 
sa el  lugar  en  que  ha  de  pagarse,  será 
pagadera  en  el  del  domicilio  del  li- 
brado. 

Seccióa  segunda 

Del  giro 

Art.  283.  El  librador  es  responsable 
personalmente  para  con  el  tomador  de 
la  aceptación  y  pago  de  la  letra  de  cam- 
bio que  libre. 

Art.  2^4.     Entre  comerciantes,  y  por 
deudas  que  provengan  de  actos  de  co- 
mercio, el  acreedor,  salvo  pacto  en  con-     « 
trario,  tiene  derecho  á  librar  contra  su 
deudor  hasta  el  importe  de  su  crédito. 

§  1.**— tía  aceptación  hecha  por  el  li- 
brado se  le  imputará  como  pago  á  cuen- 
ta de  la  cantidad  que  deba  al  librador. 

§  2.°— Cuando  el  libramiento  no  se 
haga  con  acuerdo  previo  del  deudor, 
deberá  ser  á  plazo  no  inferior  á  aquel 
por  el  cual  las  transacciones  á  que  el 
mismo  libramiento  se  refiera  hayan  de 
hacerse. 

Art.  285.  El  librador  podrá  girar  la 
letra  de  cambio: 

1.°    A  su  propia  orden; 

2.°  A  cargo  de  una  persona  y  á  pa- 
gar en  el  domicilio  de  un  tercero; 


(1)     Números  I.*»  y  2.»  del  art    444  del  Código 
ftApar)ol. 
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rrerá  el  riesgo  del  cobro  y  pago  de  las 
eamidades  prestadas,  anticipadas  ó 
fiadas,  pudiendo  el  comitente  exigirle 
su  pago  al  contado,  dejando  á  favor  del 
comisionista  cualquier  interés,  benefi- 
cio ó  ventaja  que  resulte  de  dicho  cré- 
dito á  plazo. 

§  único.— Se  exceptúa  el  uso  en  con- 
trario de  las  plazas,  en  el  caso  de  no 
mediar  orden  expresa  para  no  hacer 
adelantos  ni  vender  á  plazos. 

Art.  272.  Aunque  el  comisionista 
tenga  autorización  para  vender  á  pla- 
zos, no  podrá  hacerlo  con  las  personas 
de  insolvencia  notoria,  ni  exponer  los 
intereses  del  comitente  á  riesgo  mani- 
fiesto, bajo  pena  de  responsabilidad 
personal. 

Art.  273.  Si  el  comisionista,'  con  la 
debida  autorización  vendiese  á  plazos, 
deberá,  salvo  el  caso  de  comisión  de 
garantía,  expresar  en  las  cuentas  y 
avisos  que  dé  al  comitente,  los  nom- 
bres de  los  compradores;  de  lo  contra- 
rio, se  entenderá  que  la  venta  fué  hecha 
al  contado  (1). 

§  único.  -Esto  mismo  practicará  el 
comisionista  en  toda  clase  de  contra- 
tos que  hiciere  por  cuenta  de  otro,  siem- 
pre que  los  interesados  asi  lo  exijan. 

Art.  274.  En  las  comisiones  de  com- 
pra y  venta  de  letras,  fondos  públicos 
y  títulos  de  crédito  que  tengan  curso 
en  el  comercio,  ó  de  cualquier  merca- 
dería ó  género  que  se  coticen  en  Bolsa 
ó  en  el  mercado,  puede  el  comisionista, 
salvo  pacto  en  contrario,  ofrecer  al  co- 
mitente, como  vendedor,  las  cosas  que 
haya  de  comprar  ó  adquirir  para  sí, 
-como  comprador,  las  que  haya  de  ven- 
der, quedando  siempre  á  salvo  su  dere- 
cho á  la  retribución. 

(1)  Conciiprrla  con  el  art,  'iTl  del  CMigo  ps- 
pañol. 


§  Único.— Si  el  comisionista,  al  parti- 
cipar al  comitente  la  ejecución  de  la 
comisión  en  cualquiera  de  los  casos 
mencionados  en  este  artículo,  no  indi- 
case el  nombre  de  la  persona  con  quien 
contrató,  el  comitente  tendrá  el  dere- 
cho de  juzgar  que  él  hizo  la  venta  ó  la 
compra  por  cuenta  propia  y  <le  exigirlo 
el  cumplimiento  del  contrato. 

Art.  275.  Los  comisionistas  no  po- 
drán tener  en  su  poder  mercaderías,  de 
una  misma  especie,  pertenecientes  á 
distintos  dueños,  bajo  una  misma  mar- 
ca, sin  distinguirlas  por  una  contramar- 
ca, que  designe  la  propiedad  respectiva 
de  cada  comitente. 

Art.  276.  Cuando  en  una  misma  ne- 
gociación se  comprendan  géneros  de 
comitentes  distintos  ó  del  mismo  comi- 
sionista con  los  de  algún  comitente,  de- 
berá hacerse  en  las  facturas  la  debida 
distinción,  con  indicación  de  las  mar- 
cas y  contramarcas  que  designen  la 
procedencia  de  cada  género  y  hacer 
constar  en  los  libros,  en  artículos  sepa- 
rados, lo  que  pertenece  á  cada  uno. 

Art.  277.  El  comisionista  que  tuvie- 
se créditos  contra/ una  misma  persona, 
procedentes  de  operaciones  hechas  por 
cuenta  de  distintos  comitentes,  ó  por 
cuenta  propia  y  ajena,  anotará  en  todas 
las  entregas  que  el  deudor  hiciere  el 
nombre  del  interesado  á  cuenta  del 
cual  recibe,  y  otro  tanto  hará  en  el  re- 
cibo qne  expida. 

§  único.— Cuando  en  recibos  y  libros 
se  omita  la  expresión  de  la  aplicación 
de  la  entrega  hecha  por  el  deudor  de 
operaciones  y  de  propietarios  distintos, 
la  aplicación  se  hará  á  prorrata  de  lo 
que  importa  cada  crédito. 
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TtTULÓ  VI 

DE  LAS    LETRAS    DE   CAMBIO,    LIBRANZAS 
Y  MANDATOS  DE  PAGO  (cheqUCS) 

CAPÍTULO  PRIMERO 

De  las  letras  de  cambio 

Sección  primera 

r'^"  la  naturaleza  y  forma  de  Ia8  letras  de  cambio. 

Art.  278.  La  letra  de  cambio  deberá 
contener: 

1.**  La  indicación  de  la  cantidad  á 
paíiar; 

2.**  El  nombre  y  apellido,  razón  so- 
í'ial  ó  título  de  aquel  que  la  debe  pagar; 

V  La  indicación  de  la  persona  ó  de 
!a  razón  mercantil  á  quién  ó  á  la  orden 
<ie  quién  debe  ser  satisfecha; 

V  La  fírma  del  librador  (1). 

Art.  279.  Cuando  la  designación  de 
la  cantidad  apagar  se  halle  en  letra  y 
pn  cifra  y  hubiese  diferencia  entre  una 
y  otra,  prevalecerá  la  que  estuviese 
(^onsignada  en  letra. 

§  único.— Si  la  indicación  de  la  canti- 
•^ad  á  pagar  estuviera  hecha  más  de 
una  vez  en  letra,  ó  más  de  una  vez  en 
'  ifras,  y  hubiese  divergencias  entre  las 
iiferentes  indicaciones,  prevalecerá  la 
hecha  por  la  cantidad  inferior. 

Art.  280.    La  simple  denominación  de 

letra»  indica,  salva  declaración  en 
'  entrarlo,  que  es  á  la  orden. 

Art.  281.  El  documento  en  que  falte 
alguno  de  los  requisitos  exigidos  en  el 
¡irticulo  278  no  producirá  efecto  como 
l^'tra  de  cambio. 

i;  Números  3.»,4.',  7.*  y  «.•  del  art.  444  del 
rídi^o  esqtaliol^  IlO  del  francés,  100  del  holandés, 
'i%  AA  m^,  551  del  de  Wurtomborq  y  321  del 
/"'  't/f/uM  anliffuo. 


Art.  282.  La  letra  de  cambio  deberá 
estar  fechada  é  indicar  la  época  y  lu- 
gar en  que  ha  de  pagarse  (1). 

§  L°— En  el  caso  de  que  la  letra  de 
cambio  no  esté  fechada,  corresponderá 
al  portador,  en  caso  de  cuestión,  la 
prueba  de  la  fecha. 

§  2.®— Si  la  letra  de  cambio  no  espe- 
cificare la  época  de  su  vencimiento, 
será  pagadera  á  la  vista. 

§  3.°— Si  la  letra  de  cambio  no  expre- 
sa el  lugar  en  que  ha  de  pagarse,  será 
pagadera  en  el  del  domicilio  del  li- 
brado. 

Seccióa  seganda 

Del  giro 

Art.  283.  El  librador  es  responsable 
personalmente  para  con  el  tomador  de 
la  aceptación  y  pago  de  la  letra  de  cam- 
bio que  libre. 

Art.  2^4.  Entre  comerciantes,  y  por 
deudas  que  provengan  de  actos  de  co- 
mercio, el  acreedor,  salvo  pacto  en  con- 
trario, tiene  derecho  á  librar  contra  su 
deudor  hasta  el  importe  de  su  crédito. 

§  1.**— *La  aceptación  hecha  por  el  li- 
brado se  le  imputará  como  pago  á  cuen- 
ta de  la  cantidad  que  deba  al  librador. 

§  2.**— Cuando  el  libramiento  no  se 
haga  con  acuerdo  previo  del  deudor, 
deberá  ser  á  plazo  no  inferior  á  aquel 
por  el  cual  las  transacciones  á  que  el 
mismo  libramiento  se  refiera  hayan  de 
hacerse. 

Art.  285.  El  librador  podrá  girar  la 
letra  de  cambio: 

L®    A  su  propia  orden; 

2.''  A  cargo  de  una  persona  y  á  pa- 
gar en  el  domicilio  de  un  tercero; 


(l)     Números  1."  y  2.'  del  art    444  del  Códig^o 
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3.**  Por  orden  y  por  cuenta  de  un 
tercero. 

§  único.— La  letra  de  cambio  pagade- 
ra á  la  orden  del  libradop,  sólo  se  per- 
fecciona por  la  aceptación  ó  por  el  en- 
doso. 

Art.  286.  La  letra  de  cambio  podrá 
ser  librada  por  uno  ó  varios  ejemplar  (3s. 

§  1."— Si  la  letra  de  cambio  fuese  li- 
brada por  varios,  deberá  cada  uno  de 
los  ejemplares  mencionar  el  número, 
bajo  pena  de  responder  el  librador  de 
daños  y  perjuicios. 

§  2.°— En  el  caso  previsto  en  el  párra- 
fo anterior,  cada  ejemplar  de  la  letra 
de  cambio  vale  por  todas  las  que  hubie- 
ren sido  libradas. 

Sección  tercera 

De  la  aceptación 
SUBSECCIÓN     PRIMERA 

De  la  aceptación  por  el  tomador 

Art.  287.  La  presentación  ó  la  acep- 
tación sólo  es  obligatoria  para  las  le- 
tras de  cambio  pagaderas  á  plazo  con- 
tado desde  la  vista. 

§  único.— El  portador  de  una  letra  de 
cambio  pagadera  á  plazo  contado  desde 
la  vista  debe,  bajo  pena  de  perder  su 
derecho  de  recambio,  presentarla  al 
aceptante  en  el  plazo  fijado  en  la  letra, 
y,  á  falta  de  esto,  dentro  de  los  cuatro 
meses  siguientes  á  la  fecha,  si  la  letra 
de  cambio  se  librase  en  el  mismo  conti- 
nente, y  de  ocho  meses  si  en  otro. 

Art.  288.  La  aceptación  debe  escri- 
birla de  su  puño  y  letra  el  aceptante  y 
estampar  debajo  su  firma,  valiendo,'  no 
obstante,  como  aceptación  la  simple 
firma  del  librado  estampada  en  el  re- 
verso. 

§  1.**— La  aceptación  de  una  letra  de 


cambio  deberá  hacerse  dentro  de  las 
veinticuatro  horas  desde  la  presenta- 
ción (1),  no  pudiendo  hacerse  condicio- 
nalmente,  puesto  que  puede  restringir- 
se á  la  cantidad  librada. 

§  2.**— Si  la  letra  de  cambio  fuese  li- 
brada á  un  plazo  contado  desde  la  vista, 
deberá  fecharse  la  aceptación,  bajo 
pena  de  convertirse  en  exigible,  en  los 
términos  prescritos  en  el  párrafo  único 
del  art.  310.     • 

§  3.**— El  librado  puede,  si  ha  retenido 
la  letra  de  cambio,  anular  ó  borrar  su 
aceptación,  mientras  el  término  ríe 
veinticuatro  horas  concedido  en  este 
artículo  no  haya  espirado. 

§  4.°— El  que  retuviere  la  letra  dt^ 
cambio  presentada,  además  de  lo  que 
determina  este  artículo,  será  responsa- 
ble para  con  el  portador  de  los  daños  y 
perjuicios. 

§  5.®— En  el  caso  de  que  el  librador 
quisiere  retener  la  letra  de  cambio  las 
veinticuatro  horas  de  que  tratan  este 
artículo  y  sus  párrafos,  y  el  portador  lo 
consienta,  deberá  aquél' expedir  el  re- 
cibo correspondiente,  poniendo  en  este 
caso  la  fecha  del  día  y  la  hora  en  que 
la  letra  de  camljio  fué  presentada. 

Art.  289.  Si  la  letra  de  cambio  hu- 
biera de  pagarse  en  plaza  distinta  de 
la  del  domicilio  del  librado,  éste  debe- 
rá, á  falta  de  indicación  de  la  letra  de 
cambio,  designar  en  el  acto  de  la  acep- 
tación la  persona  que  ha  de  pagarla, 
bajo  pena  de  quedar  él  mismo  obligado 
á  efectuar  el  pago  personalmente  en  la 
plaza  indicada. 

Art.  290.  El  aceptante  de  una  letra 
de  cambio  contrae  por  la  aceptación  la 
obligación  de  pagar  el  importe  de  la 
misma. 


(1)     Concuerda  con  ol  art.  125  del  franeéf*,  112 
del  holandés  y  333  del  portugués  antiguo. 
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§  Único.— La  obligación  del  aceptan- 
te subsiste  en  el  caso  de  que  el  libra- 
dor quiebre  antes  de  la  aceptación, 
aunque  aquél  lo  ignorase. 

Art.  291.  La  falta  de  aceptación  to- 
tal ó  parcial  deberá  comprobarse  en  el 
domicilio  del  librado  por  un  protesto. 

Art.  292.  Notificado  el  protesto,  los 
oiidosantes,  el  librador  y  el  que  presta 
A  aval  quedan  solidaria  y  respoctiva- 
menie  obligados  á  prestar  caución  deJ 
pago  de  ¡a  letra  á  su  vencimiento,  ó  á 
efectuar  el  reembolso  de  ella,  gastos 
de]  protesto  y  los  legítimos  á  que  haya 
lugar. 

§  único.— Esta  caución  solamente 
asegura  las  obligaciones  del  que  la 
prestó. 

Art.  293.  Si  el  portador  de  la  letra 
de  cambio  á  plazo  contado  desde  su 
vista  no  la  presentase  para  su  acepta- 
ción en  los  plazos  marcados  ó  no  la 
protestase  dentro  del  término  de  ocho 
días,  pierde  todo  derecho  á  exigir  de 
los  endosantes  la  caución,  el  depósito 
ó  el  pago,  conservando  solamente  su 
derecho  contra  el  librador,  salvo  en  el 
caso  de  fuerza  mayor. 

SUBSECCIÓN  SEGUNDA 

De  la  aceptación  por  intervención 

Art.  294.  La  letra  de  cambio  que  no 
fuere  aceptada  por  la  persona  á  cuyo 
cargo  estuviese  girada,  podrá  serlo  por 
un  tercero  que  intervenga  por  el  libra- 
dor ó  por  cualquiera  de  los  endosantes, 
al  tiempo  de  protestarse  por  el  no  acep- 
tante, en  virtud  de  mandato  hecho  en 
la  propia  letra  de  cambio  por  alguno 
de  aquéllos  (1). 


(1)    Concuerda  con  el  art.  511  del  Código  ps- 


Art.  295.  Si  la  letra  de  cambio  no 
fuere  aceptada  por  el  librado  ni  por  las 
personas  en  ella  indicada,  para  su  caso 
podrá  serlo  por  un  tercero,  aunque  no 
haya  sido  indicado  para  ello. 

Art.  296.  Cuando  se  presenten  va- 
rias personas  dispuestas  á  aceptar  una 
letra  de  cambio,  por  intervención,  se 
preferirán  en  el  orden  siguiente: 

1.°  Las  que  estuviesen  indicadas 
para  ello  en  la  misma  letra  de  cambio; 

2.**  Las  que  se  presenten  á  interve- 
nir no  reuniendo  esta  circunstancia. 

§  l.^—La  preferencia  entre  las  perso- 
nas que  se  presenten  á  aceptar,  en  vir- 
tud de  mandato,  y  entre  aquéllas  que  se 
presenten  sin  estar  indicadas  para  ello, 
se  otorgará  á  las  que  eximan  de  res- 
ponsabilidad á  mayor  número  de  obli- 
gados. 

{^  2.^— La  regla  prescrita  en  el  párra- 
fo anterior  no  obliga  al  portador,  sino 
únicamente  á  las  personas  que  se  pre- 
senten á  aceptar  por  intervención. 

§  3."-  Cuando  se  presenten  varias  per- 
sonas en  igualdad  de  circunstancias, 
el  portador  elegirá  entre  ellas  la  que 
ha  de  hacer  la  aceptación. 

§  4.°— Podrán  intervenir  como  terce- 
ros para  la  aceptación,  el  librado  y  el 
indicado  para  el  caso  de  ser  necesario, 
aunque  se  hubiesen  negado  á  aceptar 
en  aquel  concepto  (1). 

Art.  297.  En  el  caso  de  que  el  librado 
acepte  la  letra  de  cambio,  el  portador 
conserva  todos  sus  derechos  contra  el 
librador  y  endosantes,  no  obstante 
cualquier  aceptación  por  intervención. 


(1)  «si  He  presentaren  varias  personas  á  pres- 
tar Ku  intervención,  será  preferido  al  que  lo  hi- 
riere por  el  librador;  y  si  todos  quisieren  inter- 
venir por  endosantes,  será  preferido  el  que  lo  ha- 
g-a  por  el  de  fecha  anterior.»  Ultima  parte  del 
artículo  511  del  Código  español. 
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Art  298.  La  intervención  se  mencio- 
nará en  el  instrumento  del  protesto  por 
falta  de  aceptación  y  se  firmará  por 
el  interviniente. 

§  único.— Cuando  no  se  exprese  la 
persona  en  cuyo  honor  se  acepta,  se 
presumirá  aceptada  en  honor  al  li- 
brador. 

Art.  299.  Todo  interviniente  estará 
obligado  á  participar  su  intervención  á 
la  persona  por  la  cual  interviene,  bajo 
pena  de  responder  por  daños  y  perjui- 
cios si  á  ello  hubiere  lugar. 

§  único.— Esta  participación  deberá 
hacerse,  á  lo  menos  por  corresponden- 
cia registrada,  puesta  en  el  correo  den- 
tro de  las  cuarenta  y  ocho  horas  si- 
guientes. 

Sección  cuarta 

Del  endoso 

Art.  300.  El  endoso  debe  escribirse 
en  la  letra  de  cambio,  ó,  cuando  sea 
necesario,  en  una  hoja  unida  á  la  mis- 
ma, y  en  la  cual  esté  íntegramente 
transcrita,  ó  por  otro  medio  suficiente- 
mente individualizado. 

§  1.°— Para  que  el  endoso  sea  válido, 
basta  que  el  endosante  haya  estampa- 
do su  nombre  ó  su  firma  en  el  dorso  de 
la  letra  de  cambio  ó  de  la  hoja  unida  á 
aquélla. 

§  2.**— El  portador  podrá  redactar  el 
endoso  hecho  en  los  términos  del  pá- 
rrafo anterior,  ó  transmitirlo  sin  ha- 
cerlo. 

§3.®— El  endoso  ha  de  ser  fechado; 
si  no  lo  fuere,  corresponde  al  portador, 
en  caso  de  cuestión,  señalar  la  fe- 
cha (1). 


(1)     Requisito  1."  del  art.  361  del    Código  del 
Brasil.   Concuerda  también  con   el   art.   566  del 


Art.  301.  El  endoso  transfiere  la  pro- 
piedad de  la  letra  de  cambio  (1)  con  to- 
das las  garantías  personales  ó  reales 
que  la  aseguran. 

§  único.— Las  cláusulas  restrictivas 
que  un  endosante  añada  al  endoso 
aprovecharán  á  todos  los  endosantes 
posteriores. 

Art.  302.  El  endoso  de  letras  de  cam- 
bio posterior  al  vencimiento  tiene  el 
simple  efecto  de  cesión  de  créditos  (2), 
salvas  las  estipulaciones  entre  el  ce- 
dente  y  el  cesionario,  pero  sin  per- 
juicio de  terceros  ni  de  su  naturaleza 
mercantil. 

Art.  303.  Si  la  letra  de  cambio  hu- 
biese sido  endosada  antes  de  su  venci- 
miento, todos  los  endosantes  quedan, 
no  obstante,  obligados  para  con  el  por- 
tador. 

Sección  quinta 

Del  aval 

Art.  304.  Independientemente  de  la 
aceptación  y  endoso,  el  pago  de  la  le- 
tra puede  ser  garantizado  en  todo  ó  en 
parte  por  el  aval  (3). 

Art.  305.  El  aval  puede  ser  escrito 
en  la  misma  letra  de  cambio  ó  prestar- 
se en  documento  separado  (4)  y  aun 
por  carta. 

de  Wurtemberg,  310,  311  y  núm.  3.-  del  312  del 
ruso,  y  números  1."  y  8."  del  30  del  húngaro. 

(1)  Concuerda  con  el  art.  441  del  de  Cundina- 
Tí  larca. 

(2)  ídem  con  el  art.  360  del  Código  portu- 
gués antiguo,  el  576  del  Código  de  Wuríem- 
berg^  el  139  del  holandés,  el  40  del  6eí<7a  y  364  del 
Brasil. 

(3)  Ídem  con  el  art.  450  del  Código  de  Cun- 
diría marca. 

(4)  Ídem  con  el  art.  856  del  Código  de  la 
República  Argentina,  el  451  de  Cundinamarca^ 
142  del  francés,  131  del  holandéSy  63*7  del  do 
]\(Hrtemberg  y  811  del  de  M^ico. 
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§  Único.— La  simple  firma  de  un  ter- 
cero en  el  dorso  de  la  letra  de  cambio 
representa  prestación  de  aval. 

Art.  306.  El  que  preste  el  aval  queda 
sujeto  á  las  mismas  obligaciones  ,y  po- 
drá utilizar  las  mismas  acciones  que  la 
persona  afianzada  (1). 

Art.  307.  Si  no  se  expresase  la  per- 
sona por  la  que  se  presta  el  aval,  se 
presumirá,  estando  la  letra  de  cambio 
aceptada,  que  lo  es  por  el  aceptante,  y, 
no  estándolo,  que  lo  es  por  librador. 

Art.  308.  La  persona  que  presta  el 
aval  y  que  paga  la  letra  de  cambio 
una  vez  vencida,  queda  subrogada  en 
los  derechos  que  correspondían  al  por- 
tador contra  la  persona  á  favor  de  la 
que  el  aval  fué  prestado  y  contra  los 
obligados  con  anterioridad. 

Sección  sexta 

Del    vencimiento 

• 

Art.  .309.  Si  la  letra  de  cambio  ex- 
presa el  día  de  su  pago,  vencerá  en 
este  día;— si  fuese  á  la  mitad  de  un 
mes,  vencerá  el  día  quince  de  ese  mes; 
-si  fuese  al  principio  ó  al  fín  de  un 
mes  ó  de  un  año,  vencerá  el  día  prime- 
ro ó  el  último  del  mes  ó  año  fijadofe. 

Art.  310.  La  letra  de  cambio  á  la 
vista  vencerá  el  mismo  día  de  la  presen- 
tación; el  vencimiento  de  las  de  á  tan- 
tos días  ó  meses  vista,  se  fijará  por  la 
fecha  de  la  aceptación  ó  por  la  del  pro- 
testo á  falta  de  aceptación;  y  las  g¡ ra- 
bias á  una  feria  vencerán  el  último  día 
de  ésta. 

§  único.— Si  la  aceptación  de  la  letra 
de  cambio  girada  á  cierto  tiempo  vista 
no  fuese  fechada,  vencerá  en  el  térmi- 

(l)  Concuerda  con  el  art.  142  del  francés^  132 
del  holandés  y  638  del  de  Wurtpmberg. 


no  señalado  en  ella,  á  contar  de  la  fe- 
cha de  su  libramiento,  y  una  vez  venci- 
da, será  exigible  al  día  siguiente  de  la 
presentación. 

Art.  311.  Se  entenderá  por  día  el  es- 
pacio de  veinticuatro  horas,  contándo- 
se la  primera  después  de  la  media  no- 
che; los  años  se  determinarán  con  arre- 
glo al  Calendario  Gregoriano,  y  los  me- 
ses se  computarán  de  treinta  días. 

§  único. —En  el  término  de  determi- 
nado número  de  días  no  se  cuenta  el 
día  en  que  comienza,  sino  aquel  en  que 
termina. 

Art.  312.  La  letra  de  cambio  se  juz- 
gará vencida  desde  el  momento  en  que 
quiebre  la  persona  á  cuyo  cargo  fué 
girada,  pudiendo  el  portador  protestar- 
la desde  luego.  • 

Art.  313.  En  el  caso  previsto  en  el 
artículo  anterior,  el  librador  y  endo- 
santes pueden,  prestando  fianza,  dife- 
rir el  pago  hasta  el  día  del  vencimiento 
ordinario  de  la  letra. 

Sección  séptima 

Del  pa^o 
SUbSECCIÓN    PRIMERA 

Disposiciones   generales 

Art.  314.     El  tenedor  de  una  letra  de 
cambio  deberá  presentarla  al  pago  el  • 
día  de  su  vencimiento. 

§  1."— La  letra  de  cambio  será  paga- 
dera el  día  de  su  vencimiento,  durante 
las  horas  de  Bolsa,  donde  la  haya,  y 
hasta  la  puesta  del  sol  donde  no  la  hu- 
biere. 

§  2.°— Cuando  el  vencimiento  recaiga 
en  día  festivo,  el  pago  se  efectuará  en 
el  día  laborable  siguiente. 

§3." -Si  la  letra  de  cambio  debe  pa  - 
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garse  á  la  vista  no  mediando  indicación 
especial,  se  presentará  a!  librado  den- 
tro de  los  plazos  señalados  en  el  art.287. 

§  4.°— Si  la  letra  de  cambio  contuvie- 
se la  indicación  de  una  persona  para 
satisfacerla  en  caso  de  necesidad,  úni- 
camente deberá  serle  presentada  si  tal 
persona  tuviere  domicilio  en  la  misma 
localidad  que  resida  el  librado. 

§  5.®— Si  la  letra  de  cambio  no  fuese 
pagada  á  su  vencimiento,  el  portador 
estará  obligado  á^  hacerla  protestar, 
bajo  pena  de  perder  el  derecho  y  acción 
contra  el  librador  y  los  endosantes, 
quedándole  tan  sólo  el  derecho  de  de- 
mandar al  aceptante. 

Art.  315.  La  letra  de  cambio  deberá 
pagarse  en  la  clase  de  moneda  que  la 
misma  designe  (1). 

§  1.**— Cuando  la  moneda  sea  extran- 
jera, sin  curso  legal  en  el  Reino,  el  pago 
se  efectuará  en  moneda  nacional,  con 
arreglo  al  cambio  fijado  por  la  letra,  ó, 
á  falta  de  esto,  por  el  cambio  corriente 
á  la  vista  en  la  víspera  del  vencimiento. 

§  2.®--No  mediando  la  expresión  ni 
tipo  de  cambio  que  se  citan  en  el  párra- 
fo anterior,  el  pago  deberá  hacerse  en 
moneda  nacional  con  arreglo  al  cam- 
bio corriente  de  la  plaza  más  próxima 
al  lugar  en  que  ha  de  efectuarse  sobre 
la  del  libramiento,  y  no  habiéndolo  so- 
bre éste,  sobre  el  de  la  plaza  que  más 
próxima  á  ellos  se  halle. 
•  §3.°— Lo  dispuesto  en  los  párrafos 
anteriores  no  tendrá  lugar  cuando  el 
librador  haya  prescrito  expresamente 
que  el  pago  se  haga  en  la  moneda  ex- 
tranjera que  la  letra  indica. 

Art.  316.  Si  en  el  espacio  de  tiempo 
comprendido  entre  la  fecha  del  libra- 
miento y  la  del  vencimiento  de  la  letra 


(1)     Concuerda  con  el  art.  143  del  Código  /ran- 
ees y  156  del  holandés. 


de  cambio,  sufre  alteración  el  valor 
legal  de  la  moneda  especificada  en 
aquélla,  ó  deja  legalmente  de  existir, 
se  observarán  las  disposiciones  de  los 
artículos  724  á  726  del  Código  civil. 

Art.  317.  El  tenedor  de  una  letra  de 
cambio  podrá  ser  obligado  á  recibir  el 
importe  de  ella  antes  de  su  vencimien- 
to (1). 

Art.  318.  Si  la  persona  á  cuyo  cargo 
se  gira  la  letra  de  cambio  la  paga  ó 
descuenta  antes  de  su  vencimiento, 
responderá  por  la  validez  del  pago. 

Art  319.  La  persona  que  paga  una 
letra  de  cambio  á  su  vencimiento  y  sin 
oposición  de  tercero,  se  presume  váli- 
damente desobligado. 

§  único.— La  oposición  mencionada 
en  este  artículo  solamente  es  admisible 
en  los  casos  de  pérdida  de  la  letra  de 
cambio  ó  incapacidad  del  tenedor. 

Art.  320.  El  deudor  que  pagó  la  letra 
de  cambio  tiene  el  derecho  de  exigir 
que  el  tenedor  se* la  entregue  con  el  co- 
rrespoYidiente  recibí. 

í  1.®— Cuando  deunal^trade  cambio 
se  expidan  varios  ejemplares,  la  perso- 
na á  cuj  o  cargo  se  gira  sólo  queda  li- 
berada para  con  el  portador,  pagando 
sobre  el  ejemplar  en  que  conste  su 
aceptación,  cuando  ésta  haya  tenido 
lugar. 

§  2.°— En  el  caso  de  no  mediar  acep- 
tación, el  librado  se  liberará  pagando 
el  primer  ejemplar  de  la  letra  de  cam- 
bio que  le  sea  presentado  en  forma. 

Art.  321.  El  tenedor  de  una  letra  de 
cambio  no  podrá  rehusar  un  pago  par- 
cial por  cuenta  de  la  misma,  aunque  la 
aceptación  haya  sido  por  la  suma  total. 

§  1.®— En  el  caso  previsto  en  este  ar- 
tículo, el  tenedor  recibirá  la  cantidad 


(1)    No  está  obligado  según  el  art.  146  del  Có- 
digo francés  y  153  del  holandés. 
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parcial  en  descargo  del  librador  y  en- 
dosantes, debiendo  protestar  por  el 
resto. 

§  2.®— El  aceptante  puede  exigir  del 
tenedor  que  haga  constar  en  la  letra  lo 
ocurrido  y  que  le  extienda  por  separa- 
do recibo  de  la  cantidad  pagada,  pero 
no  tiene  derecho  á  exigir  que  le  entre- 
gue la  letra  de  cambio. 

Art.  322.  El  simple  tenedor  de  una 
letra  de  cambio  puede  protestarla  en 
los  casos  en  que  la  ley  exige  el  protesto 
Y  exigir  el  pago  prestando  fianza,  siem- 
pre que  pruebe  que  la  letra  le  fué  remi- 
tida para  ser  cobrada  por  él. 

SUBSECCTÓN  SEGUNDA 

Del  pago  por  intervención 

Art.  323.  La  letra  de  cambio  protes- 
tada puede  ser  pagada  por  un  tercero 
interviniente,  por  cuenta  y  honor  de 
uno  de  los  firmantes,  en  los  mismo  tér- 
minos en  que  puede  ser  aceptada  por 
intervención. 

§  1.°— Si  la  persona  á  cuyo  cargo  fué 
girada  la  letra  de  cambio  y  contra  la 
cual  se  sacó  el  protesto  por  falta  de 
aceptación  se  presentase  á  pagarla, 
será  preferida  á  todas  las  demás. 

§  2.**— La  intervención  y  el  pago  se 
harán  constar  en  el  instrumento  del 
protesto. 

Art.  324.  El  que  intervenga  en  el 
paso  de  una  letra  quedará  subrogado 
<ni  los  derechos  del  portador  con  inde- 
pendencia de  cualquier  acto  de  cesión, 
quedando  asimismo  obligado  á  llenar 
todas  las  formalidades  que  le  incumben 
al  portador. 

Art.  325.  Si  el  pago  por  intervención 
se  hubiere  hecho  por  cuenta  y  honor  del 
librador,  todos  lo  endosantes  quedan 
liberados;  si  ha  sido  hecho  por  cuenta 


y  honor  de  uno  de  los  endosantes,  que- 
darán los  siguientes  según  el  orden  de 
los  endosos. 

Sección  octava 

Del  protesto 

Art.  326.  La  letra  de  cambio  deberá 
ser  protestada  en  el  lugar  ó  domicilio 
que  en  ella  se  exprese  para  la  acepta- 
ción ó  pago,  y,  á  falta  de  esta  indica- 
ción, en  el  domicilio  del  aceptante  ó  del 
librado. 

§  L**— Si  éste  no  fuere  hallado  en  el 
lugar  designado  en  la  letra  de  cambio, 
fuese  desconocido  ó  no  fuera  posible 
averiguarlo,  el  protesto  se  hará  ante 
cualquier  Escribano  ó  Notario  del  lu- 
gar donde  se  halle  el  portador  al  tiem- 
po en  que  debía  hacerse  la  aceptación  ó 
el  pago. 

§  2."— Si  hubiere  designación  de  per- 
sona para  aceptar  en  caso  de  necesi- 
dad ó  aceptantes  por  intervención,  el 
protesto  se  hará  en  los  términos  de  este 
artículo  y  párrafo  1.° 

Art.  327.  El  protesto  por  falta  de  pa- 
go deberá  hacerse  al  día  siguiente  ál 
del  vencimiento,  ó  en  el  inmediato  á 
éste,  y  el  protesto  por  falta  de  acepta- 
ción en  el  plazo  marcado  en  el  artícu- 
lo 293  (1). 

§  único.— Los  días  festivos  y  feriados 
no  se  computarán  en  este  plazo. 

Art.  328.  Los  protestos  por  falta  de 
aceptación  y  de  pago  deberán  hacerse 
ante  Escribano  ó  Notario  (2). 

(1)  Kl  protesto  puede  ser  por  falta  de  acepta- 
ci5ii  y  por  fíilta  de  puf,'o  (art.  522  del  Código  de 
CiLudinamarca).  Concuerda  tíimbién  con  el  162 
del  francés  y  n9  del  holandés. 

(2)  Concuerda  con  el  art.  173  del  Códi«í:()  fran- 
cés V  182  del  holandés. 
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§  1.®— El  instrumento  del  protesto  de- 
berá contener: 

1.®  Copia  literal  de  la  letra  de  cam- 
bio, aceptación,  endosos,  aval  y  demás 
indicaciones; 

2.°  Declaración  de  presencia  ó  de 
ausencia  de  la  persona  que  debe  acep- 
tar ó  pagar,  y  las  excusas  dadas,  si  al- 
guna hubiese,  para  no  aceptar  ó  pagar; 

3.®  Intimación  para  que  se  firme  el 
documento  y  los  motivos  por  que  se  ha 
rehusado  hacerlo; 

4.**  Declaración  de  que  el  Escribano 
hizo  el  protesto  por  falta  de  aceptación 
ó  pago,  el  requerimiento  de  quién  lo 
hizo  contra  quién,  y  con  qué  motivo; 

5."  La  ñrma  del  Escribano,  fecha  y 
hora  en  que  el  protesto  se  haya  hecho. 

§2.** -Todo  lo  prescrito  en  este  ar- 
tículo y  su  párrafo  1.°  se  cumplirá  bajo 
pena  de  insuficiencia  del  protesto  y  de 
responsabilidad  del  Escribano  por  los 
daños  y  perjuicios,  además  de  las  pe- 
nas impuestas  por  la  ley  por  ignorancia 
inexcusable  (erro  de  offleio)  si  hubiere 
lugar  á  ello. 

Art.  3<¿9.  El  Escribano  que  haga  el 
protesto  deberá  trasladarlo  por  copia 
á*un  registro  especial,  por  orden  de  fe- 
chas, en  el  cual  no  se  dejarán  espacios 
en  blanco  ni  harán  enmiendas  ni  raspa- 
duras, y  que  se  legalizará  de  igual  modo 
que  los  libros  del  Registro  mercantil,  so 
pena  de  responder  de  los  daños  y  per- 
juicios, además  de  la  pena  que  le  co- 
rresponda por  ignorancia  inexcusable. 

§  único.— De  este  registro  dará  á  los 
interesados  las  certificaciones  que  se 
le  exijan. 

Art.  330.  La  muerte  ó  quiebra  del  li- 
brado y  el  protesto  por  falta  de  acepta- 
ción no  eximen  al  portador  de  la  letra 
de  cambio  de  la  obligación  de  hacer 
constar  la  falta  de  pago  en  la  forma  es- 
tablecida en  los  artículos  precedentes. 


Art.  331.  La  cláusula  «sin  protesto» 
ó  (csin  gastos,)»  ó  cualquiera  otra  que 
releve  de  la  obligación  de  protestar, 
consignada  por  cualquiera  de  loa  fir- 
mantes, se  tendrá  por  no  puesta. 

Sección  novena 

De  la  resaca 

Art.  332.  El  tenedor  de  la  letra  de 
cambio  no  satisfecha  á  su  vencimiento 
podrá  reembolsarse  girando  una  nueva 
letra  de  cambio  á  la  vista  sobre  el  li- 
brador ó  cualquiera  de  los  endosantes 
del  principal  de  la  letra  protestada  y 
gastos  del  protesto,  según  el  cambio 
corriente  el  día  del  giro  (1). 

§  1.®— Aquel  que  pagó  la  letra  de  re- 
cambio podrá  reembolsarse  resacando 
á  su  vez  sobre  cualquiera  de  los  coobli- 
gados anteriores. 

§  2.°— Aquel  que  pagare  la  letra  de 
cambio  original  tendrá  el  derecho  de 
anular  ó  borrar  su  endoso  y  los  poste- 
riores. 

Art.  333.  El  recambio  deberá  ir 
acompañado  de  la  letra  de  cambio  ori- 
ginal del  protesto  y  de  una  cuenta  de 
resaca  (2). 

§  único  — La  cuenta  de  resaca  in- 
d  cara: 

1.**  El  capital  de  la  letra  protestada, 
intereses,  gastos  del  protesto  y  demás 
legítimos,  tales  como  comisión  de  ban- 
ca, corretaje,  sello  y  gastos  de  corres- 
pondencia; 


(1)  Concuerda  con  el  art.  168  del  Código /iiin- 
í/aro,  el  'iS  del  de  Wurtemberg^  18T  del  holandés^ 
m  y  178  del  francés,  415  del  Brasilj  40T  del  por- 
tugués de  1838,  527  del  español  y  522  del  de 
Cutidinarriarca. 

(2)  ídem  cou  el  art.  905  del  Código  de  la  Re- 
pública Argentina,  416  del  Bra«i7,  180  y  181  del 
francés,  191  del  de  Holanda,  165  del  de  Hun- 
gría y  527  del  español. 
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2.°  La  persona  contra  quien  se  gira 
la  resaca; 

3."    El  precio  del  cambio  certificado 
por  el  corredor  correspondíen  te,  y,  en 
su  defecto,  por  dos  comerciantes. 
I  Art.  334.     El  recambio   6  precio  del 

cambio  á  que  se  haya  hecho  su  nego- 
ciación se  regulará  con  arreglo  á  los 
siguientes  términos: 

1.®  El  recambio  debido  al  tenedor  se 
regulará  con  arreglo  al  cambio  co" 
rriente  en  la  plaza  donde  la'  letra  de 
cambio  debía  pagarse  sobre  la  del  do- 
micilio de  la  persona  contra  quien  se 
resaca; 

2°  El  recambio  debido  al  endosante 
que  pagó  la  letra  de  cambio,  por  e] 
cambio  corriente  de  la  plaza  donde  se 
resaca  sobre  la  del  domicilio  de  la  per- 
sona contra  quien  se  resaca. 

§  1.®— No  habiendo  cambio  corriente 
entre  una  y  otra  plaza,  el  recambio  se 
regirá  con  arreglo  al  párrafo  2.°  del  ar- 
tículo 315. 

§  2."— Los  recambios  no  pueden  acu- 
mularse, debiendo  cada  uno  de  los  co- 
obligados, así  como  el  librador,  sopor- 
tar uno  solamente  (1). 

Sección  décima 

Pe  las  obligaciones  y  accione» 

Art.  335.  Todos  aquellos  que  firman 
una  letra  de  cambio  son  para  con  el 
portador  solidariamente  garantes  de 
ella. 

§  único.— Esta  obligación  comprende 
el  capital  de  la  letra  de  cambio,  intere- 
ses, gastos  del  protesto  y  otras  legí- 
timas. 


(1)  Concuerda  con  el  art.  901  del  Código  de  la 
RtfpúUica  Argentina,  183  del  francés,  104  del  fio- 
Undf's.  Ah)  del  Branil  y  113  del  portugués  antiguo. 


Art.  336.  Toda  firma  puesta  en  una 
letra  de  cambio  sujeta  al  firmante  á  la 
obligación  que  la  misma  implica,  á  pe- 
sar de  la  nulidad  de  cualquiera  otra 
obligación  ó  de  la  falsedad  de  alguna 
de  las  firmas. 

§  único.— Sin  embargo,  al  dador  del     ' 
aval  aprovecha  la  nulidad  de  la  obliga- 
ción del  afianzado,  excepto  en  el  caso 
de  que  la  nulidad  esté  fundada  en  la  in- 
capacidad personal  de  éste. 

Art.  337.  El  tenedor  de  la  letra  de 
cambio  protestada  por  falta  de  acepta- 
ción ó  de  pago  está  en  la  obligación  de 
participarlo  á  su  respectivo  cedente,  y 
do  acompañar  al  aviso  la  certificación 
del  protesto  bajo  pena  de  responder  de 
los  daños  y  perjuicios. 

§  1.**— Esta  participación  deberá  ha- 
cerse en  los  términos  del  párrafo  único 
del  art.  299. 

§  2.**— Cada  uno  de  los  endosatarios, 
desde  el  cedente  del  portador,  estará 
obligado,  dentro  del  mismo  plazo  y  con 
la  misma  responsabilidad,  á  transmitir 
el  protesto  recibido  á  su  respectivo  en- 
dosante, hasta  el  librador. 

Art.  338.  El  tenedor  de  una  letra  de 
cambio  protestada  por  falta  de  pago 
podrá  pedir  su  importe  á  todos  los  fir- 
mantes, colectiva  ó  separadamente. 

^  único.— El  mismo  derecho  tendrá 
cualquiera  de  los  endosatarios  que  ha- 
ya pagado  la  letra  de  cambio,  excepto 
contra  los  endosatarios  posteriores  y 
sus  respectivos  dadores  de  aval. 

Sección    audécima 

De  las  prescripciones 

Art.  339.  Todas  las  acciones,  relati- 
vas á  letras  de  cambio,  prescribirán  á 
los  cinco  años,  á  contar  del  vencimien- 
to ó  de  la  última  diligencia  judicial,  si 
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no  media  sentencia  condenatoria  ó  si  la 
deuda  no  ha  sido  reconocida  por  docu- 
mento auténtico  ó  legalizado  hecho  por 
separado. 

CAPÍTULO  II 

De  las  libranzas  y  mandatos 
de  pago  (cheques) 

Art.  340.  La  libranza  es  un  docu- 
mento particular  de  deuda^  que  debe 
contener: 

1.®    Indicación  de  la  cantidad; 

2.®  El  nombre  ó  firma  mercantil  de 
la  persona  á  quién,  ¿  A  la  orden  de 
quién,  debe  efectuarse  el  pago; 

3.®    La  fecha  de  éste; 

4.°  La  firma  del  que  expide  la  li- 
branza; 

5.^    La  fecha  (1). 

Art.  341.  Toda  persona  que  tenga 
cantidades  disponibles  en  un  estable- 
cimiento de  crédito  ó  en  poder  de  un 
comerciante,  puede  disponer  de  ellas 
en  su  propio  favor  ó  en  el  de  un  tercero 
por  medio  del  mandato  de  pago  llama- 
do cheque  (2). 

§  1.**— El  mandato  de  pago  será  fecha- 
do y  suscrito  por  el  librador  é  indicará 
la  cantidad  que  ha  de  pagarse  (3). 

§  2.°— El  mandato  de  pago  podrá  ser 
al  portador,  á  la  vista  ó  á  un  término 
que  no  deberá  exceder  de  diez  días, 
contados  desde  su  presentación. 

§  3.°— El  poseedor  del  mandato  de 
pago  está  obligado  á  presentarlo  al 
cobro  dentro  del  término  de  ocho  días 


(1)  Números  2.*,  3.»,  4.",  5."  y  8."  del  art.  531 
del  Códig-o  español . 

(2)  ídem  con  el  art.  534  del  id. 

(3)  ídem  c;)U  el  art.  535  del  id. 


si  se  hubiese  librado  en  la  plaza  en  que 
es  pagadero,  y  en  el  de  quince  en  caso 
contrario  (1). 

Art.  342.  .  El  tenedor  del  mandato  de 
pago,  que  dentro  de  los  términos  fija- 
dos en  el  artículo  precedente  no  lo  pre- 
sentare, ó  no  exigiese  el  pago  á  su  ven- 
cimiento, pierde  su  acción  contra  el  en- 
dosante, perdiéndola  también  contra  el 
librador  si  transcurridos  dichos  térmi- 
nos no  estuviese  disponible  la  cantidad 
por  falta  de  la  persona  que  debía  satis- 
facerla. 

Art.  343.  A  las  libranzas  y  mandatos 
de  pago  son  aplicables  todas  las  dis- 
posiciones relativas  á  las  letras  de 
cambio  que  no  sean  contrarias  á  su 
naturaleza. 

TtTüu>  vn 

DE  LA   CUENTA  CORRIENTE 

Art.  344.  Hay  contrato  de  cuenta 
corriente  siempre  que  dos  personas, 
teniendo  que  entregar  valores  una  á 
otra,  se  obligan  á  convertir  sus  crédi- 
tos en  partidas  de  «debe»  y  «haber,»  de 
manera  que  solamente  resulte  exigible 
la  diferencia  final  procedente  de  su  li- 
quidación. 

Art.  345.  Toda  clase  de  negociacio- 
nes entre  personas  residentes  ó  no  en 
la  misma  plaza  comercial  y  todo  géne- 
ro de  valores  transmisibles  en  propie- 
dad, pueden  ser  objeto  de  cuenta  co- 
rriente. 

Art.  346.  El  contrato  de  cuenta  co- 
rriente produce  los  siguientes  efectos: 

1.**  La  transferencia  de  la  propiedad 
del  crédito  sentado  en  cuenta  corrien- 

(1)  Según  el  Código  español,  en  el  término  de 
cinco  y  ocho  días  respectivamente. 
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te  en  favor  de  la  persona  que  se  obli- 
ga (1); 

2."  La  novación  entre  el  remitente 
ílel  crédito  y  el  que  lo  recibe  de  la  obli- 
gación anterior  de  la  cual  resultó  el 
crédito  en  cuenta  corriente; 

3.°  La  compensación  recíproca  en- 
tre las  partes  hasta  la  concurrencia  de 
Jos  respectivos  crédito  y  débito  en  el 
momento  de  cerrar  la  cuenta; 

L°  El  poderse  exigir  solamente  la 
diferencia  resultante  de  la  cuenta  co- 
rriente; 

5.°  El  interés  de  las  cantidades  ano- 
tadas en  cuenta  corriente  que  ha  de 
pagar  el  que  recibió  el  crédito  á  contar 
iesde  el  día  en  que  lo  haya  recibido. 
§  único.— El  asiento  en  cuenta  co- 
rriente de  mercaderías  ó  créditos  se 
presume  siempre  hecho  bajo  lacláusu-' 
la  «salvo  su  cobro.» 

Art.  347.  La  existencia  del  contrato 
«le  cuenta  corriente  no  excluye  el  dere- 
í'ho  á  cualquier  remuneración  y  al 
reembolso  de  los  gastos  de  las  nego- 
ciaciones á  ella  referentes  (2). 

Art.  348.  La  cuenta  corriente  se  ce- 
rrará y  se  liquidará  la  diferencia  al 
fm  del  plazo  fijado  en  el  contrato,  y,  á 
falta  de  convención,  en  fin  de  Diciem- 
l>re  de  cada  año- 

§  único. — Los  intereses  de  la  diferen- 
cia correrán  desde  la  fecha  de  la  liqui- 
dación (3). 

Art.  349.  El  contrato  de  cuenta  co- 
rriente terminará  por  haber  espirado 
el  plazo  de  la  convención,  y,  en  su  de- 
Wto,  por  voluntad  de  cualquiera  de  las 

■1)  Concuerda  con  el  núm.  1.'  del  art.  845  del 
CíiJigo  italiano. 

■•2)  Ídem  con  el  núm.  3.*  del  art.  491  del  Có- 
¡i;fo  de  Guatemala  y  con  el  art.  346  del  Códiiro 
iíawa7io. 

Í3}    Art.  347  del  id. 
Tomo  Vil.  —  iNSTiTiroiONES  jurídicas. 


partes,  ó  por  muerte  ó  interdicción  de 
una  de  ellas  (1). 

Art.  350.  Antes  de  que  la  cuenta 
corriente  se  cierre,  ninguno  de  los  in- 
teresados será  considerado  como  acree- 
dor ó  deudor  del  otro,  y  únicamente  una 
vez  cerrada  es  cuando  se  fija  el  estado 
de  las  relaciones  jurídicas  entre  las 
partes,  nace  el  derecho  á  la  compensa- 
ción del  débito  con  el  *c rédito  y  se  de- 
termina la  persona  del  acreedor  y  del 
deudor. 

TtTULO  vni 

DE  LAS  OPERACIONES   DE  BOLSA 

Art.  351.  Son  objeto  especial  de 
contratos  en  las  Bolsas: 

i.**  Los  fondos  públicos  nacionales 
ó  extranjeros; 

2.°  Las  letras  de  cambio,  libranzas, 
mandatos  de  pago,  acciones  y  obliga- 
ciones do  sociedades  legalmente  cons- 
tituidas y  toda  clase  de  valores  co- 
merciales procedentes  de  personas  que 
tengan  capacidad  legal  para  contratar; 

3.**  La  ventade  metales  amonedados 
ó  en  barra; 

4.**  La  venta  de  cualquier  clase  de 
mercaderías; 

5.°  Los  seguros,  de  cualquier  natu- 
leza  que  sean; 

6.**  El  precio  de  los  transportes  por 
tierra,  canales,  ríos  ó  por  mar; 

1°  El  flete,  fletamento,  venta  é  hipo- 
teca de  naves; 

8.**  La  enajenación  de  bienes  inmue- 
bles ó  de  derechos  á  ellos  inherentes; 


(1)  Concuerda  con  el  art.  496  del  Código  de 
Gwüt'niHlaj  que  jideiníís  enumera  la  demencia, 
quiebra  ó  cualquier  otro  suceso  que  prive  á  al- 
guno de  los  contratantes  de  la  libre  disposición 
de  sua  bienes,  y  con  el  348  del  ilaliano. 
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9.'*  Las  ventas  hechas  con  interven- 
ción de  corredores. 

§  único.— Se  consideran  como  fondos 
públicos  páralos  efectos  del  núm.  1.°  de 
este  artículo: 

1.°  Los  emitidos  por  los  Gobiernos 
ó  corporaciones  administrativas,  na- 
cionales ó  extranjeras; 

2.®  Los  emitidos  por  establecimien- 
tos públicos  ó  empresas  particulares, 
con  garantía  del  Gobierno  portugués  ó 
corporaciones  administrativas  nacio- 
nales. 

Art.  352.  Los  fondos  públicos  serán 
admitidos  á  cotización  tan  luego  como 
se  hallen  legalmente  reconocidos  como 
negociables;  los  otros  títulos,  por 
acuerdo  de  la  respectiva  Junta  de  co- 
rredores, que  únicamente  los  tomará 
afirmativos  cuando  considere  que  e  stán 
legalmente  emitidos  y  suficientemente 
garantidos. 

Art.  353.  La  cotización  hecha  por  la 
Junta  de  corredores,  determina  el  cam- 
bio corriente  y  legal,  único  que  será 
reconocido  en  juicio. 

Art.  354.  Todas  las  operaciones  de 
Bolsa  pueden  hacerse  al  contado  ó  á 
plazo. 

§  único.— El  plazo,  en  las  operaciones 
sobre  fondos  públicos,  no  podrá  exce- 
der del  fin  del  mes  siguiente  á  aquel  en 
que  la  operación  sea  hecha. 

Art.  355.  En  las  negociaciones  á 
plazo  sobre  fondos  públicos,  el  compra- 
dor estará  obligado,  en  todo  caso,  al 
pago  íntegro  del  precio,  y  el  vendedor 
á  la  entrega  de  los  tí  tulos. 

§  único.— En  el  caso  de  que  se  falte 
al  cumplimiento  del  contrato,  los  daños 
y  perjuicios  que  de  esto  resulten  al  ven- 
dedor ó  al  comprador  no  se  considera- 
rán in  Jemnizados  por  el  simple  pago 
de  la  diferencia  en  la  cotización. 

Art.  356.     Las  operaciones  á  plazo 


sobre  fondos  públicos  no  producirán 
acción  en  juicio  á  favor  del  vendedor, 
si  en  el  momento  en  que  debieran  con* 
sumarse  no  existieran  en  su  poder  los 
títulos  vendidos  y  á  favor  del  compra- 
dor, si  éste  en  el  momento  en  que  aqué- 
llas debieran  consumarse  no  estuviese 
dispuesto  á  satisfacer  el  precio  de  la 
compra. 

Art.  357.  Todo  género  de  negocia- 
ciones sobre  fondos  públicos  se  anun- 
ciarán por  un  pregonero  que  habrá  en 
cada  Bolsa,  para  lo  cual  el  corredor 
encargado  de  la  negociación  le  entre- 
gará una  nota  firmada,  declarando  si 
la  operación  es  ó  no  á  plazo. 

§  único.— La  nota  de  que  trata  este 
artículo  se  entregará  después  al  Síndi- 
,co  de  la  Junta  de  corredores,  el  cual 
deberá  conservarla  hasta  que  la  nego- 
ciación se  consume. 

Art.  358.  Las  negociaciones  sobre 
fondos  públicos  que  hayan  de  verifi- 
carse en  Bolsa  sólo  podrán  hacerse 
por  intervención  de  corredor. 

Art.  359.  Las  negociaciones  á  plazo 
se  publicarán  en  la  Bolsa  y  registrarán 
en  un  libro  destinado  á  este  objeto,  pu- 
blicación y  registro  que  se  harán  por 
el  corredor  que  haya  intervenido  en  la 
negociación. 

§  único.— El  corredor  que  falte  al 
cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo anterior,  será  condenado  á  las 
penas  que  determine  el  Reglamento,  y 
responderá  de  indemnización  de  los 
perjuicios  causados  por  su  omisión  á 
sus  comitentes  ó  á  cualquier  interesa- 
do en  la  negociación. 

Art.  360.  No  habrá  acción  en  juicio 
para  exigir  el  cumplimiento  de  las  obli- 
gaciones contraídas  en  las  negociacio- 
nes á  plazo  hechas  por  intervención  de 
corredor,  si  no  están  publicadas  y  re- 
gistradas en  los  términos  que  dispone 
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el  artículo  anterior,  excepto  en  el  caso 
>ie  que  la  acción  deba  ejercitarse  direc- 
tamente contra  el  corredor  por  la  res- 
ponsabilidad del  mismo,  en  los  térmi- 
nos de  este  Código. 

Art.  361.  Los  empréstitos  con  ga- 
rantía de  fondos  públicos  que  hayan 
le  ser  contratados  en  Bolsa  sólo  lo 
podráa  ser  por  intervención  de  co- 
rredor. 

Título  ix 

DE  LAS  OPERACIONES   DE    BANCA 

Art.  362.  Son  mercantiles  todas  las 
npf^raciones  de  banca  que  tiendan  á 
n  alizar  lucros  sobre  numerario,  fon- 
ios  públicos  ó  títulos  negociables,  y  en 
¡articular  las  de  cambio,  arbitrios, 
empréstitos,  descuentos,  cobros,  aper- 
:urusdo  créditos,  emisión  y  circulación 
ie  billetes  pagaderos  á  la  vista  y  al 
portador. 

Art.  363.  Las  operaciones  de  banca 
se  regirán  por  las  disposiciones  espe- 
'iales  relativas  á  los  contratos  que  re- 
presenten ó  ^n  que  á  su  término  se 
onviertan. 

Art.  364.  La  creación,  organización 
y  manera  de  funcionar  de  los  estableci- 
•üientos  de  crédito,  así  conio  la  facul- 
lal  de  emitir  billetes  pap:aderos  á  la 
N.sta  y  ai  portador,  so  regirán  por  leyes 
•Kpeciales. 

Art.  365.  El  banquero  que  suspenda 
sj<;  pagos  se  le  presumirá  en  quiebra 
ritudulenta,  salvo  su  derecho  de  de- 
í'^nsa. 

Título  x 

DEL  TRANSPORTE 

Art.  366.    El  contrato  de  transporte 


por  tierra,  canales  ó  ríos,  se  considera 
mercantil  cuando  los  conductores  es- 
tén constituidos  en  empresa  ó  compa- 
ñía regular  y  permanente. 

§  L°— Se  considerará  constituida  una 
empresa,  para  los  efectos  de  este  ar- 
tículo, tan  luego  como  una  ó  varias 
personas  se  propongan  ejercer  la  in- 
dustria de  hacer  transportar  por  vías 
terrestres  ó  fluviales  personas  ó  ani- 
males, muebles,  ó  mercaderías  de 
otros. 

§  2.®— Las  compañías  de  transportes 
se  constituirán  en  la  forma  prescrita 
en  el  presente  Código  para  las  socieda- 
des mercantiles,  ó  conforme  á  lo  esta- 
blecido en  la  ley  de  su  creación. 

§  3.°— Las  empresas  y  compañías 
mencionadas  en  este  articulo  se  desig- 
narán en  el  presente  Código  con  la  de- 
nominación de  ((porteador»  {transpor- 
tador), 

§  4."— Los  transportes  marítimos  se 
regirán  por  las  disposiciones  aplica- 
bles del  libro  III  de  este  Código. 

Art.  367.  El  porteador  podrá  efec- 
tuar el  transporte  por  sí  mismo,  por 
sus  empleados  é  instrumentos,  ó  por 
empresa,  personas  ó  compañía  dife- 
rente. 

§  único.— En  el  caso  de  que  el  trans- 
porte se  efectúe  por  personas,  empre- 
sas ó  compañías  diversas  del  portea- 
dor, el  que  primitivamente  contrató 
con  el  cargador  (expedidor)  conservará 
para  con  éste  la  consideración  origina- 
ria, y  asumirá  para  con  la  empresa, 
persona  ó  compañía  con  quien  ajustó 
después  el  transporte,  la  de  cargador. 
Art.  3Ó8.  El  porteador  deberá  llevar 
libros,  en  los  cuales  registrará  por  or- 
den (le  números  y  fechas,  la  reseña  de 
todos  los  transportes  de  que  se  encar- 
gue, con  expresión  de  su  clase,  de  la 
persona  que  los  expide,  del  destino  que 
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llevan,  del  nombre  y  domicilio  del  desti- 
natario, del  modo  como  se  efectúa  el 
transporte,  y  finalmente,  el  precio  de 
transporte  6  porte  (1). 

Art.  369.  El  porteador  deberá  entre- 
gar al  cargador,  si  éste  lo  exigiere,  una 
carta  de  porte  fechada  y  firmada  por  él. 

§  1.°— El  cargador  deberá  entregar  al 
porteador,  cuando  éste  lo  exija,  un  du- 
plicado de  la  carta  de  porte  firmada 
por  él. 

§  2.°— La  carta  de  porte  podrá  ser  á  la 
orden  ó  al  portador. 

Art.  370.  La  carta  de  porte  deberá 
contener  lo  que  prescriban  los  Regla- 
mentos especiales  del  porteador,  y,  en 
su  defecto,  lo  siguiente: 

1.°  Los  nombres,  apellidos  y  domici- 
lios del  cargador,  porteador  y  destina- 
tario; 

2.°  Designación  de  la  naturaleza, 
peso,  medida  ó  número  de  los  objetos 
que  han  de  transportarse,  y  cuando 
éstos  se  hallen  en  fardos  ó  embalados, 
de  la  calidad  de  los  mismos  y  del  nú- 
mero, signos  ó  marcas  de  las  envol- 
turas; 

3.**  Indicación  del  lugar  en  que  debe 
hacerse  la  entrega; 

4.**  El  precio  del  transporte,  con  de- 
claración de  si  so  haya  ó  no  satisfecho, 
así  como  cualquier  clase  de  anticipos 
á  que  se  hubiese  obligado  el  porteador; 

5.°  Determinación  del  plazo  dentro 
del  cual  deba  efectuarse  la  entrega,  y 
si  el  transporte  hubiera  de  hacerse  por 
vía  férrea,  si  habrá  de  hacerse  en  gran- 
de ó  en  pequeña  velocidad; 

6.°  La  indemnización  que  haya  de 
abonar  el  porteador,  si  sobro  este  pun- 
to mediare  algún  pacto  (2); 


(1)  Concuerda  con  el  art.  3^8  del  Código  es- 
pañol. 

(2)  ídem  con  el  art  350   del   id. 


7.**  Las  demás  estipulaciones  cele- 
bradas entre  el  cargador  y  porteador. 

Art.  371.  El  cargador  podrá  desig- 
narse á  sí  mismo  como  destinatario. 

Art.  372.  El  cargador  entregará  al 
porteador  las  facturas  y  demás  docu- 
mentos necesarios  para  el  despacho  en 
las  Aduanas  y  para  el  pago  de  cuales- 
quiera derechos  fiscales,  por  la  exacti- 
tud de  los  cuales  queda  sujeto  á  res- 
ponsabilidad en  todo  caso. 

Art.  373.  Todas  las  cuestiones  acer- 
ca del  transporte  se  decidirán  con  arre- 
glo á  la  carta  de  porte,  no  admitiéndo- 
se contra  la  misma  ninguna  excepción, 
salvo  la  de  falsedad  ó  error  involunta- 
rio de  redacción  (1). 

§  único.— A  falta  de  carta  de  porte  ó 
de  alguna  de  las  condiciones  exigidas 
en  el  art.  370,  todas  las  cuestiones  refe- 
rentes á  transportes  se  resolverán  por 
los  usos  de  comercio,  y  á  falta  de  és- 
tos, en  los  términos  generales  del  de- 
recho. 

Art.  374.    Si  la  carta  de  porte  os  á  la     i 
orden  ó  al  portador,  el  endoso  ó  la  tra-     ¡ 
dición  transfiere  la  propiedad  de  los 
objetos  .transportados. 

Art.  375.  Toda  clase  de  estipulacio- 
nes privadas  que  no  se  consignen  en  la 
carta  de  porte  no  producirán  efecto 
alguno  con  respecto  al  destinatario  y 
para  con  las  personas  á  quienes  la  car- 
ta se  haya  endosado  en  los  término^^ 
del  artículo  anterior. 

Art.  376.  Si  el  porteador  aceptare 
sin  reserva  los  objetos  que  hayan  de 
transportarse,  se  presumirá  que  no  tie- 
nen vicios  aparentes. 

Art.  377.  El  porteador  responderá 
por  sus  dependientes,  por  las  demás 
personas  que  ocupe  en  el  transporte  «l*^ 


(1)     Concuerda  con  el  art.   353  del  C6di«fo  <'"5- 
pañol. 
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los  objetos,  y  por  los  porteadores  á 
quien  con  posterioridad  encargue  el 
transporte. 

§  1.°— Los  porteadores  sucesivos  tie- 
nen derecho  á  pedir  que  se  declare  en 
la  carta  de  porte  duplicada  el  estado  de 
ios  objetos  que  deban  transportarse, 
<m  el  momento  de  serles  entregados,  y 
«o  presumirá,  á  falta  de  esta  declara- 
fión,  que  los  han  recibido  en  buen  es- 
tado y  de  conformidad  con  das  indica- 
riones  del  duplicado  de  la  carta  de 
porte. 

§  2.°— Los  porteadores  sucesivos  que- 
larán  subrogados  en  los  derechos  y 
obligaciones  del  primer  porteador. 

Art.  378.  El  porteador  expedirá  los 
objetos  que  hayan    de    transportarse 

on  arreglo  al  orden  en  que  le  fueron 
'•niregados,  que  sólo  podrá  alterarse  si 
!n  convenido,  la  naturaleza  ó  destino 
•le  los  objetos  obligaren  á  ello,  ó  cuan- 
lo  impidan  su  observancia  caso  fortui- 
to 6  fuerza  mayor. 

Art.  379  Si  impidiese  ó  retrasase  ex- 
traordinariamente el  transporte  el  caso 
fortuito  ó  de  fuerza  mayor,  el  porteador 
lo  pondrá  inmediatamente  en  conoci- 
uionto  del  cargador,  el  cual  tendrá  el 
!•  recho  de  rescindir  el  contrato,  abo- 
nando al  porteador  los  gastos  que  hu- 
;':^se  hecho  y  devolviéndole  la  carta 
le  porte. 

§  único.— Si  acaeciese  el  accidente 
Inrante  el  transporte,  el  porteador  ten- 
irá  derecho  al  pago  del  porte  en  propor- 
^iOn  del  trayecto  recorrido. 

Art.  380.    El  cargador  tendrá  dere- 

•  ií^salvo  pacto  en  contrario,  á  cambiar 
a  consignación  de  los  objetos  duran- 
te el  transporte,  debiendo  el  porteador 

•  umplimentar  la  nueva  orden;  pero  si 
la  ejecución  de  esta  orden  exigiese  que 
\f^>  objetos  vayan  por  distinto  camino 
'-•  'lue  se  lleven  á  punto  más  lejano  del 


designado  en  la  carta  de  porte,  será  pre- 
ciso que  se  consigne  la  alteración,  y, 
en  caso  contrario,  el  porteador  estará 
obligado  tan  sólo  á  hacer  la  entrega  en 
el  lugar  convenido  primeramente. 

§  1.®— Esta  obligación  del  porteador 
cesará  desde  el  momente  en  que,  llega- 
dos los  objetos  á  su  destino  y  siendo  el 
destinatario  el  portador  de  la  carta  de 
porte,  exigiese  la  entrega  de  los  ob- 
jetos. 

§  2.°— Si  la  carta  de  porte  fuese  á  la 
orden  ó  al  portador,  el  derecho  indica- 
do en  este  artículo  corresponde  á  su 
poseedor,  que  deberá  presentarla  al  . 
porteador,  al  cual  se  le  permitirá  exigir 
nueva  carta  de  porte  en  el  caso  de  que 
se  variase  el  destino  de  los  objetos 
transportados. 

Art.  381.  Mediando  pacto  expreso 
acerca  de  la  ruta  que  se  ha  de  seguir 
en  el  tgansporte,  no  podrá  el  porteador 
variarla,  bajo  pena  de  responder  por 
cualquier  daño  que  sobrevenga  á  los 
objetos,  y  del  pago,  además,  de  la  in- 
demnización convenida. 

§  único.— A  falta  de  pacto  en  contra- 
rio, el  porteador  podrá  transportar  los 
objetos  por  la  vía  que  más  le  convenga.    • 

Art.  382.  El  porteador  está  obligado 
á  entregar  los  objetos  en  el  término  fija- 
do por*el  pacto  entre  las  partes  ó  por 
las  disposiciones  reglamentarias,  y,  en 
su  defecto,  con  arreglo  á  los  usos  co- 
merciales, bajopenade  indemnización. 

§  1."— Cuando  la  mora  exceda  de  do- 
ble tiempo  del  marcado  en  este  artícu- 
lo, además  de  la  indemnización,  abo- 
nará el  porteador  los  daños  y  perjui- 
cios que  aquélla  ocasione. 

§  2.°— El  porteador  no  responderá  del 
retraso  que  resulte  de  caso  fortuito  ó 
fuerza  mayor,  culpa  del  cargador  ó  del 
destinatario. 

%  3." -La  falta  de  medios  suficientes 
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de  transporte  no  exime  de  responsa- 
bilidad por  el  retraso  al  porteador. 

Art.  383.  Desde  el  momento  en  que 
el  porteador  recibe,  hasta  que  entrega 
los  objetos,  responde  por  la  pérdida  ó 
deterioro  de  los  níismos,  excepto  cuan- 
do éstos  provengan  de  caso  fortuito, 
fuerza  mayor,  vicio  del  objeto  ó  culpa 
del  cargador  ó  del  destinatario. 

§  1.°— El  porteador  podrá,  respecto  á 
los  objetos  que  por  su  naturaleza  se 
hallan  sujetos  á  una  disminución  de 
peso  ó  de  medida  durante  el  transpor- 
te, limitar  su  responsabilidad  hasta  la 
concurrencia  de  un  tanto  por  ciento  ó 
á  una  cierta  parte  por  volumen. 

§  2.°— No  habrá  lugar  á  la  limitación 
si  el  cargador  ó  el  destinatario  probase 
que  la  disminución  no  sobrevino  como 
consecuencia  de  la  naturaleza  de  los 
objetos,  ó  que  por  las  circunstancias 
que  concurrieron  no  podía  llegar  al 
grado  establecido  (1). 

Art.  384.  Los  deterioros  sufridos 
desde  la  entrega  de  los  objetos  al  por- 
teador se  comprobarán  y  evaluarán 
por  lo  convenido,  y,  en  su  defecto  ó  in- 
suficiencia de  la  convención,  en  los  tér- 
minos generales  del  derecho,  tomando 
como  base  el  precio  corriente  en  el  lu- 
gar y  época  de  la  entrega,  pudiendo,  no 
obstante  durante  el  proceso  de  su  ave- 
riguación y  evaluación,  efectuarse  la 
entrega  de  los  objetos  á  quien  perte- 
nezcan, previo  mandamiento  judicial, 
y  con  ó  sin  garantía. 

5^  I.'*— Igual  base  servirá  para  el  cálcu- 
lo de  la  indemnización  en  el  caso  de  pér- 
dida de  objetos. 

§  2.°-— La  indemnización,  en  el  caso  de 
pérdida  del  equipaje  de  un  viajero,  en- 
tregado al  porteador  sin  declaración  de 

(1)  Concuí'rda  con  el  art.  404  (1«>1  Código  í7a- 
liano. 


SU  contenido,  se  determinará  con  arre- 
glo á  las  circunstancias  especiales  del 
caso  (1). 

§  3.**— Al  cargador  no  se  le  admitirá 
prueba  de  que  entre  los  géneros  decla- 
rados se  encontraban  otros  de  mayor 
valor. 

Art.  385.  El  destinatario  tendrá  el  de- 
cho  de  comprobar,  á  sus  expensas,  el 
estado  de  los  objetos  transportados, 
aun  en  el  caso  de  que  no  presenten  so- 
nales  exteriores  de  avería  (2). 

§  1.°— En  caso  de  desacuerdo  acerca 
del  estado  de  los  objetos,  se  procerierá 
al  depósito  de  los  mismos  en  almacén 
asegurado,  y  las  partes  acudirán  á  ha- 
cer valer  sus  derechos  ante  los  Tribu- 
nales. 

§  2.^— La  reclamación  contra  el  por- 
teador por  averías  ocurridas  durante  el 
transporte  no  puede  deducirse  después 
de  recibidos  los  objetos,  haber  mediado 
comprobación,  ó  siendo  el  vicio  apa- 
rente, y,  fuera  de  estos  casos,  solamen- 
te puede  deducirse  dentro  de  los  ocho 
días  siguientes  al  de  la  entrega. 

§3."— El  porteador  no  podrá  abando- 
nar los  objetos  aun  en  el  caso  de  ave- 
ría, pero  responderá  por  daños  y  per- 
juicios para  con  el  cargador  ó  destina- 
tario, según  los  casos,  por  el  deterioro 
ó  pérdida  de  los  objetos  transportados. 

Art.  386.  El  porteador  será  respon- 
sable para  con  el  cargador  por  cual- 
quier omisión  en  el  cumplimiento  de  la<í 
leyes  fiscales,  durante  el  transporte  y 
á  la  entrada  del  lugar  de  destino  de  los 
objetos. 

Art.  387.  No  tendrá  derecho  el  por- 
teador á  investigar  el  título  por  que  el 
destinatario  recibe  los  objetos  trans- 

(1)  Concuerda  con  el  párrafo  3.'  del  art.  ln'> 
del  Códig^o  italiano. 

(2)  ídem  con  el  art.  409  del  id. 
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portados,  debiendo  entregárselos  inme- 
diatamente y  sin  obstáculos,  bajo  pena 
de  responder  por  los  perjuicios  que  re- 
sulten de  la  demora,  una  vez  presenta- 
da la  carta  de  porte  en  términos  le- 
gales. 

Art.  388.  No  encontrándose  el  desti- 
natario en  el  domicilio  señalado  en  el 
duplicado  de  la  carta  de  porte,  ó  si  se 
negase  á  recibir  los  objetos,  el  portea- 
dor podrá  pedir  el  depósito  judicial  de 
los  mismos  á  disposición  del  cargador  ó 
de  quien  lo  represente,  sin  perjuicio  de 
tercero. 

Art.  389.  Transcurrido  el  término  en 
que  debían  entregarse  al  destinatario 
los  objetos  transportados,  queda  éste 
subrogado  en  los  derechos  resultantes 
del  contrato  de  transporte,  pudiendo 
exigir  la  entrega  de  los  objetos  y  de  la 
carta  de  porte. 

Art.  390.  No  estará  obligado  el  por- 
teador á  entregar  al  destinatario  los 
objetos  transportados  mientras  éste  no 
cumpla  las  obligaciones  contraídas. 

§  l.^—En  caso  de  controversia,  si 
el  destinatario  satisface  al  porteador  lo 
que  estima  deberle  y  deposita  el  resto 
le  la  cantidad  exigida,  no  podrá  éste 
rehusar  la  entrega. 

§  2."— Cuando  la  carta  de  porte  sea  á 
la  orden  ó  al  portador,  podrá  el  por- 
teador negarse  á  efectuar  la  entrega 
mientras  no  se  le  devuelva  aquélla. 

§  3.**— No  conviniendo  al  porteador 
retener  en  su  poder  los  objetos  trans- 
portados hasta  que  el  destinatario 
cumpla  las  obligaciones  contraídas,  po- 
drá pedir  el  depósito  y  la  venta  de  aque- 
llos objetos  necesarios  para  el  cobro 
de  lo  que  se  le  adeude. 

§  4.**— La  venta  se  hará  con  interven- 
ción de  corredor  ó  judicialmente. 

Art.  391.  El  porteador  tiene  privile- 
m  por  los  créditos  resultantes  del  con- 


trato de  transporte  sobre  los  objetos 
transportados. 

§  1.**— Este  privilegio  cesará  con  la 
entrega  de  los  objetos  al  destinatario. 

§  2.**— Cuando  haya  varios  porteado- 
res, el  último  ejercitará  el  derecho  de 
privilegio  por  los  demás. 

Art.  392.  El  cargador  tiene  privile- 
gio por  el  valor  de  los  objetos  transpor- 
tados, sobre  los  instrumentos  principa- 
les y  accesorios  que  emplee  el  conduc- 
tor en  el  transporte. 

Art.  393.  Los  transportes  por  ferro- 
carril se  regirán  por  las  reglas  genera- 
les de  este  Código  y  por  las  disposicio- 
nes especiales  de  las  respectivas  con- 
cesiones ó  contratos,  siendo,  por  tanto, 
nulos  y  de  ningún  efecto  toda  clase  de 
Reglamentos  de  las  administraciones 
correspondientes  en  que  éstas  limiten  ó 
excluyan  las  obligaciones  impuestas  en 
este  artículo. 

TtTULO  XI 

DEL    PRÉSTAMO 

Art.  394.  Para  que  el  contrato  de 
préstamo  se  considere  mercantil,  es 
preciso  que  la  cosa  cedida  se  destine  á 
cualquier  acto  de  comercio  (\). 

Art.  395.  El  préstamo  mercantil  se- 
rá siempre  retribuido  (2), 

§  único.  -La  retribución  consistirá,  á 
falta  de  convenio,  en  la  tasa  legal  del 
interés  calculado  sobre  el  valor  de  la 
cosa  cedida. 

Art.  396.    El  préstamo  mercantil  en- 

(1)  Requisito  3."  del  art  311  del  Código  e«- 
paiiol. 

(2)  Difiere  del  CMijío  español,  que  en  .su  artícu- 
lo 314  dice  que  los  préstamos  no  devengarán  in- 
terés ai  no  se  hubiese  pactado  lo  contrario. 
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tre  comerciantes  admite,  sea  cual  fuere 
su  valor,  toda  clase  de  prueba. 

TÍTULO    XII 

DE  LA  PRENDA 

Art.  397.  Para  que  el  contrato  do 
prenda  se  considere  mercantil,  es  pre- 
ciso que  la  deuda  por  la  que  se  presta 
la  garantía  proceda  de  un  acto  de  co- 
mercio. 

Art.  398.  Podrá  pactarse  la  entrega 
de  la  prenda  mercantil  á  tercera  per- 
sona. 

§  único.— La  entrega  puede  ser  sim- 
bólica, y  en  este  caso  se  efectuará: 

1.®  Por  declaraciones  ó  anotaciones 
en  los  libros  de  los  centros  públicos  en 
los  que  las  cosas  se  hallen  depositadas^ 

2.®  Por  la  entrega  de  la  carta  de 
porte  ó  del  conocimiento  de  carga  de 
los  objetos  transportados; 

3.®  Por  endoso  del  resguardo  (cau- 
tela) d«  los  géneros  y  mercaderías  de- 
positados en  los  almacenes  generales. 

Art.  399.  La  prenda  consistente  en 
letras  de  cambio  ó  en  títulos  á  la  orden 
podrá  constituirse  por  medio  de  endo- 
so, con  la  correspondiente  declaración, 
según  los  osos  de  la  plaza;  y  la  prenda 
consistente  en  acciones,  obligaciones 
ú  otros  títulos  nominativos,  por  medio 
de  la  declaración  respectiva  en  el  Re- 
gistro coi'respondiente. 
'  Art.  400.  Para  que  el  contrato  de 
prenda  mercantil  entre  comerciantes 
por  cantidad  superior  á  :¿00.000  reis 
produzca  efectos  con  relación  á  terce- 
ros, bastará  que  se  pruebe  por  e»s- 
crito  (1). 

Art.  40L    Debiendo  precederse  á  la 


(l)     Requisil(j  2."   del  art.   303  del  Códitro   es- 
pañol. 


venta  de  la  prenda  mercantil  por  falta 
de  pago,  podrá  ésta  efectuarse  por  in- 
tervención del  corredor,  notificando  al 
deudor. 

Art.  402.  Quedan  subsistentes  las 
disposiciones  especiales  que  rigen  los 
anticipos  y  préstamos  sobre  prendas 
hechos  por  Bancos  ú  otros  estableci- 
mientos autorizados  para  ello. 

TÍTULO  XIII 

DKL  DEPÓSITO 

Art.  403.  Para  que  el  depósito  se  con- 
sidere mercantil  es  necesario  que  con- 
sista en  géneros  ó  mercaderías  destina- 
das á  actos  de  comercio  (1). 

Art.  404.  El  depositario  tendrá  dere- 
cho á  una  gratificación  por  el  depósito, 
si  expresamente  no  se  hubiese  estipu- 
lado lo  contrario. 

§  único.— Si  la  cuota  de  la  gratifica- 
ción no  se  hubiere  estipulado  previa- 
mente, se  regulará  por  los  usos  de  la 
plaza  en  que  se  halle  constituido  el  de- 
pósito (2),  y,  á  falta  de  éstos,  por  arbi- 
traje. 

Art.  405.  Cuando  el  depósito  consis- 
ta en  títulos  de  crédito  con  intereses,  el 
depositario  está  obligado  á  realizar  su 
cobro  y  á  todas  las  demás  diligencias 
precisas  para  la  conservación  del  valor 
y  efectos  legales  (3),  bajo  pena  de  in- 
currir en  responsabilidad  personal. 

Art.  406.  Mediando  autorización  ex- 
presa del  depositante  para  que  el  depo- 
sitario pueda  servirse  de  la  cosa,  ya 
para  sí  ó  sus  negociaciones,  yk  para 
operaciones  recomendadas  por  aquél, 

( J )     Superior  á  500  liras,  dice  el  Códijío  italiano. 

(2)  Concuerda  con  el  art.  301  del  Códig-o  rs-ym- 
ñol  y  "722  del  de  la  Itrjtahliea  Argentina. 

(3)  Ídem  con  el  308  del  etípañol. 
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resarán  los  derechos  y  obligaciones 
propias  del  depositante  y  depositario,  y 
se  observarán  las  reglas  aplicables  del 
préstamo  mercantil  de  la  comisión  ó 
del  contrato  que,  en  sustitución  del  de- 
p<')sito  se  haya  celebrado,  según  corres- 
ponda en  cada  caso  (1). 

Art.  407.  Los  depósitos  hechos  en 
Bancos  ó  sociedades  se  regirán  por  los 
Estatutos  respectivos  en  todo  aquello 
que  no  se  encuentre  previsto  en  este 
rapítulo  y  demás  disposiciones  legales 
aplicables  al  caso. 

TÍTULO  XIV 

DEL  DEPÓSITO  DE  GÉNEROS  YMERCADERÍ AS 
EN  LOS  ALMACENES  GENERALES 

Art.  408.  El  resguardo  (eonheeinten- 
to)  de  depósito  de  géneros  y  mercade- 
rías en  los  almacenes  generales  expre- 
sará: 

I.**  El  nombre,  condición  (estado)  y 
domicilio  del  depositante; 

2."*    El  lugar  del  depósito; 

3.**  La  naturaleza  y  cantidad  de  la 
cosa  depositada,  con  todas  las  circuns- 
tancias oportunas  para  establecer  su 
identidad  y  evaluación; 

4.*'  La  declaración  de  haberse  ó  no 
satisfecho  los  impuestos  correspon- 
'lientes  y  de  si  se  ha  hecho  ó  nct  el  se- 
guro de  los  objetos  depositados. 

^  1.*'— Al  resguardo  de  depósito  irá 
aneja  una  nota  de  prenda,  en  que  se  re- 
petirán las  anteriores  indicaciones. 

§  2.** -El  título  referido  será  talonario 
y  la  matriz  se  conservará  en  el  estable- 
cimiento correspondiente. 

Art.  409.  El  resguardo  de  depósito  y 
la  nota  de  prenda  podrán  extenderse  á 
nombre  del  depositante  ó  de  un  tercero 
indicado  por  éste. 

(1)  Concuerda  con  el  art.  309  del  Códiyo  es- 
pañol. 


Art.  410.  El  poseedor  (portador)  del 
resguardo  de  depósito  y  de  la  nota  de 
prenda  tendrá  derecho  á  exigir,  á  sii 
costa,  la  división  de  la  cosa  depositada, 
y  que  por  cada  una  de*  las  partes  se  le 
expidan  títulos  parciales  en  sustitución 
del  único  y  total,  que  deberá  anularse. 

Art.  411.  El  resguardo  de  depósito  y 
la  nota  de  prenda  son  transferiblos, 
unidos  ó  separados  por  endoso,  con  ex- 
presión de  la  fecha  del  día  en  que  se 
haga. 

§  único.— El  endoso  «producirá  los 
efectos  siguientes: 

1.**  Siendo  de  los  dos  títulos,  trans- 
ferirá la  propiedad  de  los  géneros  ó 
mercaderías  depositados; 

2.®  .  Siendo  únicamente  de  la  nota  de 
prenda,  conferirá  al  endosatario  el  de- 
recho de  prenda  sobre  los  géneros  ó 
mercaderías  depositados; 

3.®  Siendo  tan  sólo  del  resguardo 
de  depósito,  transmitirá  la  propiedad 
de  los  géneros  ó  mercaderías  deposita- 
dos, quedando  á  salvo  los  derechos  del 
poseedor  de  la  nota  de  prenda. 

Art.  412.  El  primer  endoso  de  la 
nota  de  la  prenda  enunciará  la  canti- 
dad del  crédito  por  cuya  virtud  se  h£b- 
ce,  los  intereses  que  deban  abonarse  y 
época  del  vencimiento. 

§  único.— Este  endoso  deberá  trans- 
cribirse en  el  certificado  de  depósito, 
y  suscribirse  la  transcripción  por  el  en- 
dosatario. 

Art.  413.  El  resguardo  de  depósito 
y  la  nota  de  prenda  podrán  endosarse 
conjuntamente  en  blanco,  confiriendo 
este  endoso  al  portador  los  mismos  de- 
rechos del  endosatario. 

§  único.— Los  endosos  de  los  títulos 
mencionados  no  quedan  sujetos  á  nu- 
lidad alguna  fundada  en  la  insolvencia 
del  endosatario,  á  menos  que  se  prue- 
be que  el  endosante  tenía  conocimien- 
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to  de  esta  circunstancia  6  se  presuma 
que  lo  tenía  con  arreglo  á  las  disposi- 
ciones especiales  de  la  quiebra. 

Art.  414.  Los  géneros  y  mercade- 
rías depositados  en  los  almacenes  ge- 
nerales no  podrán  secuestrarse,  em- 
bargarse, ser  dados  en  prenda  ni  obli- 
gados en  cualquiera  otra  forma,  excep- 
to en  los  casos  de  pérdida  del  resguar- 
do del  depósito  y  de  la  nota  de  prenda, 
de  contestación  sobre  derechos  de  su- 
cesión  y  de  quiebra. 

Art.  415.  El  poseedor  de  un  resguar- 
do de  depósito  separado  de  la  nota  de 
prenda  podrá  retirar  los  géneros  ó 
mercaderías  depositados,  aun  antes 
del  vencimiento  del  crédito  para  cuya 
seguridad  se  constituyó  la  prenda,  de- 
positando en  el  establecimiento  corres- 
pondiente el  capital  y  los  intereses  del 
crédito  calculados  hasta  el  día  del  ven- 
cimiento. 

§  único.— La  cantidad  depositada  se 
abonará  al  poseedor  de  la  nota  de  pren- 
da mediante  la  entrega  de  ésta. 

Art.  416.  Tratándose  de  géneros  ó 
mercaderías  homogéneos,  el  poseedor 
del  respectivo  resguardo  de  depósito 
reparado  de  la  nota  de  prenda  podrá, 
bajo  la  responsabilidad  del  competente 
establecimiento,  retirar  una  parte  tan 
sólo  de  aquéllos,  mediante  el  depósito 
de  una  cantidad  proporcional  al  crédi- 
to total  asegurado  por  la  nota  de  pren- 
da y  á  la  cantidíid  de  los  géneros  ó 
mercaderías  extraídos. 

Art.  417.  El  poseedor  de  una  nota 
de  prenda  no  pagada  en  la  época  de  su 
vencimiento  puede  hacerla  protestar, 
como  las  letras  de  cambio,  y  diez  días 
después  proceder  á  la  venta  de  la  pren- 
da en  los  términos  generales  del  de- 
recho. 

§  único.— El  endosante  que  hubiese 
pagado  al  poseedor,  quedará  subroga- 


do en  los  derechos  de  éste  y  podrá  exi- 
gir que  se  proceda  á  la  venta  de  la 
prenda  en  los  términos  indicados. 

Art.  418.  La  venta  por  falta  de  pago 
no  se  suspende  en  los  casos  del  artícu- 
lo 414,  depositándose,  sin  embargo,  el 
precio  respectivo  hasta  resolución  de- 
finitiva. 

Art.  419.  El  poseedor  de  la  nota  de 
prenda  tendrá  derecho,  en  caso  de  si- 
niestro, sobre  el  valor  del  seguro. 

Art.  420.  Los  derechos  de  Aduanas 
(alfandega),  impuestos  y  cualesquiera 
otros  sobre  la  venta  y  los  gastos  de  do- 
pósito,  salvamento,  conservación,  se- 
guro y  custodia,  tienen  preferencia  so- 
bre el  crédito  con  prenda. 

Art.  421.  Satisfechos  los  gastos  in- 
dicÉidos  en  el  artículo  anterior  y  paga- 
do el  crédito  pignoraticio,  el  resto  que- 
dará á  disposición  del  poseedor  del  cer- 
tificado de  depósito. 

Art.  422.  El  poseedor  de  la  nota  de 
prenda  no  podrá  proceder  contra  los 
bieneíi  del  deudor  ni  contra  los  endo- 
santes sin  que  se  haya  extinguido  el 
valor  de  la  prenda. 

Art.  423.  La  prescripción  de  las  ac- 
ciones contra  los  endosantes  comenza- 
rá á  correr  desde  el  día  de  la  venta  de 
los  géneros  ó  mercaderías  depositados. 

Art.*424.  El  poseedor  de  la  nota  de 
prenda  pierde  todo  el  derecho  contra 
los  endosantes  si  no  hace  el  protesto 
correspondiente  ó  no  manda  proceder 
á  la  venta  de  los  géneros  ó  mercaderías 
dentro  del  término  legal,  pero  conser- 
va acción  contra  el  deudor. 
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TtTUI-O  XV 

DE   LOS  SEGUROS 

CAPÍTULO  PRIMERO 
Disposceíones  generales 

Art.  425.  Todos  los  seguros,  excepto 
los  mutuos,  serán  mercantiles  con  res- 
pecto al  asegurador,  sea  cual  fuere  su 
objeto;  y  con  relación  á  los  demás  con- 
tratantes, cuando  recaigan  sobre  géne- 
ros ó  mercaderías  destinados  á  actos 
(le  comercio  ó  sobre  establecimiento 
de  esta  clase. 

§  I.**— Los  seguros  mutuos  se  regirán, 
no  obstante,  por  las  disposicitnes  de 
este  Código  en  cuanto  á  los  actos  de 
comercio  extraños  á  la  mutualidad. 

§  2.®— Los  seguros  marítimos  se  re- 
girán por  las  disposiciones  aplicables 
«leí  libro  III  de  este  Código. 

Art.  426.  El  contrato  de  seguro  se 
deberá  consignar  por  escrito  en  un  do- 
cumento que  Constituirá  la  póliza  de 
seguro  (1). 

§  único.— La  póliza  de  seguro  irá  fe- 
chada y  suscrita  por  el  asegurculor,  y 
expresará: 

1.''  El  nombre  ó  firma,  residencia  ó 
domicilio  del  asegurador; 

2.°  El  nombre  ó  firma,  cualidad,  re- 
sidencia ó  domicilio  de  la  persona  que 
contrata  el  seguro  (do  que  f cu  8egura.r); 

3.**  El  objeto  del  seguro  y  su  natura- 
leza y  valor; 

4.®  Los  riesgos  contra  los  que  el 
seguro  se  hace;  • 

5.®  El  tiempo  en  que  comienzan  y  en 
que  terminan  los  riesgos; 

6."    La  cantidad  asegurada; 

(1)    Concuerda  con  el  art.  382  del  Códi^ji-o  en- 


7.°    La  prima  (premio)  del  seguro; 

8.°  Y,  en  general,  todas  las  circuns- 
tancias cuyo  conocimiento  pueda  inte- 
resar al  asegurador,  así  como  todas  las 
condiciones  estipuladas  por  las  par- 
tes (1). 

Art.  427.  El  contrato  de  seguro  se  re- 
girá por  las  estipulaciones  de  la  res- 
pectiva póliza  que  no  estén  prohibidas 
por  la  ley,  y,  en  su  defecto  ó  insuficien- 
cia, por  las  disposiciones  de  este  Códi- 
go (2). 

Art.  428.  El  seguro  podrá  contratar- 
se por  cuenta  propia  ó  por  cuenta  de 
otro. 

§  1.°— Si  la  persona  por  quien  ó  en 
nombre  de  quien  se  ha  hecho  el  seguro 
no  tuviera  interés  en  la  cosa  asegura- 
da, el  seguro  será  nulo. 

§  2.**— Si  no  se  expresase  en  la  póliza 
que  el  seguro  se  contrata  por  cuenta 
de  otro,  se  considerará  contratado  por 
quien  lo  hizo. 

§  3.**— Si  el  interés  del  asegurado  se 
limita  á  una  parte  de  la  cosa  asegurada 
en  su  totalidad  ó  del  derecho  relativo  á 
ella,  el  seguro  se  considerará  hecho  por 
cuenta  de  todos  los  interesados,  que- 
dando á  favor  de  aquél  el  derecho  ó  la 
parte  proporcional  de  la  prima, 

Art.  429.  Toda  declaración  falsa  ó 
reticencia  de  hechos  ó  circunstancias 
conocidas  por  la  persona  que  contrata 
el  seguro  ó  por  el  asegurado,  y  que  hu- 
bieran podido  influir  sobre  la  existencia 
ó  condiciones  del  contrato,  hacen  nulo 
el  seguro. 

§  único.— Si  por  parte  de  quien  hizo 
las  declaraciones  hubo  mala  fe,  el  ase- 


(1)  Concuerda  con  el  art.  644  del  Código  de 
\tí.  República  Argentina  y  con  los  númeroa  1.", 
3.*,  4.",  5.%  1."  y  9.'  del  art.  383  del  español. 

(2)  ídem  con  el  385  del  id. 
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gurador  tendrá  derecho  á  la  prima  del 
seguro. 

Art.  430.  El  asegurador  podrá  hacer 
asegurar  por  otro  las  cosas  por  él  ase- 
guradas, y  el  asegurado  podrá  asegurar 
por  otro  la  prima  del  seguro. 

Art.  431.  Cambiando  el  objeto  ase- 
gurado de  propietario  durante  el  tiempo 
del  contrato,  el  seguro  pasa  á  poder 
del  nuevo  dueño  por  la  transferencia 
del  objeto  asegurado,  excepto  si  entre 
el  asegurador  y  el  primitivo  asegurado 
se  hubiese  pactado  otra  cosa. 

CAPÍTULO  II 

De  los  seguros  contra  los  daños 

Sección  primera 

Disposiciones  generales 

Art.  432.  El  seguro  contra  los  daños 
puede  hacerse: 

1.**  Sobre  lá  totalidad  conjunta  de* 
varios  objetos; 

2.^  Sobre  la  totalidad  individual  de 
cada  objeto; 

3.°  Sobre  parte  de  cada  objeto,  con- 
junta ó  separadamente; 

4.®    Sobre  el  lucro  esperado; 

5.**    Sobre  los  frutos  pendientes. 

Art.  433.  Si  el  seguro  contra  los  da- 
ños es  inferior  al  valor  del  objeto  ase- 
gurado, sufrirá  el  asegurado,  salvo  pac- 
to en  contrario,  la  parte  proporcional 
délos  daños  y  perjuicios. 

§  1.°— Si  el  seguro  fuese  inferior  al  va- 
lor del  objeto  asegurado,  podrá  asegu- 
rarse la  diferencia,  y  el  asegurador  de 
la  misma  sólo  responderá  por  lo  que 
exceda,  teniendo  en  cuenta  la  fecha  de 
los  contratos. 

§  2.'— Si  todos  los  seguros  tuvieran  la 
misma  fecha,  tendrá  efecto  hasta  la 


concurrencia  del  valor  total  en  propor- 
ción dé  la  cantidad  asegurada  en  cada 
contrato. 

Art.  434.  El  asegurado  no  podrá, 
bajo  pena  de  nulidad,  asegurar  nueva- 
mente por  los  mismos  tiempo  y  riesgos 
objetos  ya  asegurados  por  todo  su  va- 
lor, excepto  en  los  casos  siguientes: 

1.®  Cuando  el  segundo  seguro  fuere 
á  condición  de  la  nulidad  del  primero  ó 
de  la  insolvencia  total  ó  parcial  del  res- 
pectivo asegurador; 

2.°  Cuando  se  hiciese  cesión  de  los 
derechos  del  primer  seguro  al  segundo 
asegurador,  ó  si  se  hubiese  hecho  re- 
nuncia de  los  mismos  á  favor  de!  pri- 
mero. 

Art.  '1S5.  El  seguro  por  cantidad  su- 
perior al  valor  del  objeto  asegurado 
sólo  es  válido  hasta  la  concurrencia  de 
tal  valor. 

Art.  436.  El  seguro  es  nulo  si,  al 
tiempo  de  concluir  el  contrato,  el  ase- 
gurador conocía  la  cesación  del  riesgo 
ó  si  el  asegurado  ó  la  persona  que  con- 
trató el  seguro  tenía  conocimiento  de 
la  existencia  del  siniestro. 

§  único.— En  el  primer  caso  de  este 
artículo,  el  asegurador  no  tendrá  dere- 
cho á  recibir  la  prima;  y  en  el  segundo, 
no  estará  obligado  á  indemnizar  al  ase- 
gurado, pero  tiene  derecho  á  la  prima*. 

Art.  437.  El  seguro  quedará  sin 
efecto: 

1.**  Si  la  cosa  asegurada  no  llega  á 
correr  riesgo; 

2."  Si  el  siniestro  proviniese  de  vi- 
cio propio  de  la  cosa  conocida  por  el 
Asegurado  y  del  cual  no  hizo  denuncia 
al  asegurador; 

3.®  Si  el  siniestro  hubiera  sido  oca- 
sionado por  el  asegurado  ó  por  perso- 
na por  quien  sea  civilmente  respon- 
salde; 

4.°    Si  el  siniestro  ha  sido  causado 


CÓDIGO  DE  COMERCIO  PORTUGUÉS 


493 


por  guerra  ó  tumulto,  por  que  el  asegu- 
rador no  hubiese  admitido  el  riesgo. 

§  1.**— En  ol  caso  del  núm.  1.^  de  este 
artículo,  el  asegurador  tendrá  derocho 
á  la  mitad  de  la  prima,  la  cual  nunca 
podrá'  exceder  del  medio  por  ciento  de 
la  cantidad  asegurada. 

§2.°— El  asegurado,  en  los  ocho  días 
siguientes  á  aquel  en  que  tuviese  cono- 
cimiento del  vicio  propio  de  la  cosa  ase- 
gurada sin  esta  declaración,  deberá 
participarlo  al  asegurador,  y  éste  podrá 
declarar  sin  efecto  el  seguro,  restitu- 
yéndole la  mitad  de  la  prima  no  ven- 
cida. 

Art.  438.  Si  el  asegurado,  antes  de 
terminar  los  riesgos,  quebrase  y  debie- 
se la  prima,  el  asegurador  podrá  exigir 
garantía,  y  cuando  ésta  no  se  preste, 
la  anulación  del  contrato. 

§  único.— Al  asegurado  asistirá  el 
mismo  derecho  cuando  el  asegurador 
se  declare  en  quiebra  ó  en  lic^uidación. 

Art.  439.  Correrán  á  cargo  del  ase- 
gurador todos  los  daños  y  perjuicios 
que  sobrevengan  á  los  objetos  asegu- 
rados y  que  sean  originados  por  caso 
fortuito  ó  de  fuerza  mayor,  de  que  tu- 
viese asegurados  los  riesgos. 

§1.°— La  indemnización  debida  por 
el  asegurador  se  regulará  atendiendo 
al  valor  del  objeto  al  tiempo  de  ocurrir 
el  siniestro,  salvo  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 448  y  en  los  términos  siguientes: 

1."  Si  el  valor  se  ha  fijado  por  arbi- 
tros nombrados  por  las  partes,  el  ase- 
gurador no  lo  podrá  impugnar; 

2.**  Si  no  se  ha  fijado,  podrá  com- 
probarse por  todos  los  medios  de  prue- 
ba admitidos  en  derecho. 

§  2.**— El  .asegurado  no  tiene  derecho 
para  abandonar  al  asegurador  los  ob- 
jetos salvados  del  siniestro,  y  el  valor 
de  éstos  no  se  incluirá  en  la  indemni- 
zación debida  por  el  asegurador. 


Art.  440.  El  asegurado  tendrá  obli- 
gación, bajo  pena  de  responder  por  da- 
ños y  perjuicios,  de  participar  al  ase- 
gurador el  siniestro  dentro  de  los  ocho 
días  siguientes"  á  aquel  en  que  haya 
ocurrido  ó  en  que  tuvo  conocimiento 
del  mismo. 

Art.  441.  El  asegurador  que  haya 
indemnizado  el  daño  ó  pérdida  de  los 
objetos  asegurados,  quedará  subroga- 
do en  todos  los  derechos  del  asegurado 
contra  tercero  por  causa  del  daño,  res- 
pondiendo el  asegurado  de  todo  acto . 
que  pueda  perjudicar  tales  derechos.  , 

§  único. —Si  la  indemnizaciónhubiera 
sido  de  parte  del  daño  ó  pérdida,  el  ase- 
gurador y  el  asegurado  concurrirán 
juntos  á  hacer  valer  sus  derechos  en 
proporción  á  la  cantidad  que  les  fuere 
debida. 

Sección  segunda 

Del  Hejjfuro  contra  incendios 

Art.  442.  Las  pólizas  del  seguro  con- 
tra incendios  deberán,  además  de  lo 
prescrito  en  el  art.  426,  expresar: 

1.®  El  nombre,  calidad,  situación  y 
límites  de  los  predios; 

2.**    Su  destino  y  uso; 

3.°  La  naturaleza  y  destino  de  las 
construcciones  adyacentes,  siempre 
que  estas  circunstancias  puedan  inlluir 
en  el  contrato; 

4.°  El  lugar  en  que  se  hallen  coloca- 
dos ó  almacenados  los  objetos  muebles 
asegurados  contra  incendios  (1). 

Art.  413.  El  seguro  contra  incendios 
comprenderá: 

\.°  Los  daños  causados  por  la  ac- 
ción del  incendio,  aunque  sea  origina- 

(1)  Concuerda  con  el  art.  (Ha  del  Códi^m  de  la 
fít'páblicn  Arffmlinn. 
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do  por  hecho  no  punible  del  asegurado 
ó  de  persona  por  quien  sea  civilmente 
responsable; 

2.**  Los  daños  y  perj  uicios  resultantes 
inmediatamente  del  incendio,  asi  como 
los  causados  por  el  calor,  humo  ó  va- 
por, por  los  medios  empleados  para  ex- 
tinguir ó  combatir  el  incendio,  por  la 
traslación  de  los  objetos  y  por  las  de- 
moliciones practicadas  en  virtud  de  ór- 
denes de  la  Autoridad  competente; 

3.**  Los  daños  y  perjuicios  que  resul- 
ten de  vicio  propio  del  edificio  asegura- 
do, aunque  no  se  hubiese  manifestado, 
á  menos  que  se  pruebe  que  el  asegura- 
do tenía  conocimiento  del  mismo; 

4.*'  Los  daños  sufridos  por  la  acción 
del  rayo,  explosiones  ú  otros  acciden- 
tes análogos,  ya  vayan  ó  no  acompa^ 
nados  de  incendio. 

Art  444.  Al  asegurado  corresponde 
la  prueba  del  perjuicio  sufrido  y  la  jus- 
tificación de  la  existencia  de  los  obje- 
tos asegurados  al  ocurrir  el  incen- 
dio (1),  cuando  el  seguro  recaiga  sobre 
predios  ó  sobre  géneros  ó  mercaderías 
destinados  á  actos  de  comercio. 

§  único.  Queda  siempre  á  salvo  toda 
convención  en  contrario. 

Art.  445.  El  contrato  de  seguro, 
cuando  el  asegurado  no  satisfaga  en  el 
término  estipulado  la  prima  corres- 
pondiente, se  considerará  insubsisten- 
te si,  después  de  avisado  el  asegurado 
por  cédula  talonaria  ó  por  otro  medio 
empleado  en  derecho,  no  abonase  éste 
la  prima  dentro  de  los  treinta  días  si- 
guientes al  aviso. 

§  único.— Si  el  asegurador  no  hace 
uso  de  la  facultad  que  le  concede  este 
artículo,  se  considerará  subsistente  el 
contrato,  quedando  á  salvo  su  derecho 

(1)  Concuerda  con  el  art.  405  del  Códitro  ef*- 
pañol. 


á  la  prima  del  retraso  y  á  los  intereses 
de  mora. 

Art.  446.  El  asegurador  podrá  decla- 
rar sin  efecto  el  seguro  desde  el  mo- 
mento en  que  al  edificio  ú  objetos  ase- 
gurados se  les  da  otro  destino  ó  sé  tras- 
laden á  un  lugar  en  que  estén  más  ex- 
puestos al  riesgo  por  consideración  al 
que  el  asegurador  no  los  tendría  ase- 
gurados, ó  exigirla  otras  condiciones 
si  hubieran  tenido  aquel  destino  ó  lugar 
antes  de  efectuarse  el  seguro. 

§  1.**— El  asegurado,  tan  pronto  como 
concurra  cualquiera  de  las  circunstan- 
cias indicadas  en  este  artículo,  deberá 
participarlo  al  asegurador  en  el  térmi- 
no de  ocho  días,  para  que  éste  pueda, 
en  igual  plazo,  á  contar  de  la  fecha  en 
que  se  le  haya  participado,  usar  de  la 
facultad  que  le  confiere  este  artículo. 

§  2.*^— De  la  falta  de  participación  por 
parte  del  asegurado  ó  de  la  de  declara- 
ción por  el  asegurador  dentro  de  los 
términos  señalados  en  el  párrafo  ante- 
rior, resultará  respectivamente  la  anu- 
lación ó  la  subsistencia  del  seguro. 

Sección  tercera 

Del  seg-uro  de  cosechas 

Art.  447.  En  el  contrato  de  seguro 
contra  los  riesgos  á  que  están  sujetos 
los  productos  del  suelo,  la  póliza  debe- 
rá, además  de  lo  prescrito  en  el  art.  426, 
expresar: 

1°  La  situación,  extensión  y  limites 
del  terreno  cuyo  producto  se  asegura; 

2:®  La  designación  de  ese  producto 
y  la  época  ordinaria  de  su  recolección; 

3.®  Si  está  hecha  ó  no  la  siembra  ó 
plantación  que  ha  de  dar  el  producto; 

4.**  El  local  del  depósito  si  el  seguro 
se  hiciera  sobre  frutos  ya  recolectados; 
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S.**  El  valor  medio  de  los  frutos  ase- 
gurados. 

Art.  448.  En  los  seguros  de  que  trata 
esta  sección,  la  indemnización  se  deter- 
minará con  arreglo  al  valor  que  los 
frutos  de  una  producción  ordinaria  ten- 
drían al  tiempo  en  que  debían  recoger- 
se si  no  hubiera  ocurrido  el  siniestro. 

Art.  449.  El  asegurador  de  produc- 
tos del  suelo  responderá  por  los  daños 
Y  perjuicios  de  los  frutos,  pero  no  por 
su  producción  y  cantidad  de  la  misma. 

Sección  coarta 

Del  seg-uro  de  transportes  por  tierra,    canales 
6  ríos 

Art.  450.  El  seguro  de  los  objetos 
transportados  por  tierra,  canales  ó 
ríos,  puede  tener  por  objeto  el  valor  de 
los  mismos,  aumentado  con  los  gastos 
de  conducción  y  el  lucro  esperado. 

S  único.— Si  el  lucro  esperado  no  hu- 
biera sido  valuado  con  separación  en  la 
póliza,  no  se  considerará  comprendido 
en  el  seguro. 

Art.  451.  La  póliza,  además  de  lo 
prescrito  en  el  art.  426,  deberá  enun- 
ciar: 

1.°  El  tiempo  en  que  el  transporte 
ha  de  efectuarse; 

2.^  Si  el  transporte  ha  de  hacerse  ó 
no  sin  interrupción; 

3.**  El  nombre  del  porteador  encar- 
gado del  transporte; 

4.°    La  ruta  que  se  ha  de  seguir; 

b.^  La  indicación  de  los  puntos  en 
que  los  objetos  han  de  entregarse  y  re- 
cibirse; 

B.''    La  forma  del  transporte. 

Art.  452.  «Los  riesgos  del  asegurador 
comenzarán  desde  el  momento  en  que 
los  objetos  se  entreguen  al  porteador,  y 
acabarán,  una  vez  entregados  por  el 
mismo,  en  el  lugar  de  destino. 


Art.  453.  El  asegurador  responderá 
por  los  daños  y  perjuicios  causados  por 
falta  ó  fraude  de  los  encargados  del 
transporte  de  los  objetos  asegurados, 
salvo  su  derecho  de  repetición  contra 
los  causantes. 

Art.  454.  Se  observará  en  este  con- 
trato, en  general  y  según  las  circuns- 
tancias, lo  que  este  Código  dispone 
acerca  de  los  seguros  marítimos  y  lo 
referente  al  abandono. 

CAPÍTULO  III 
Del  seguro  sobre  la  vida 

Art.  455.  Los  seguros  sobre  la  vida 
comprenderán  cuantas  combinaciones 
sean  posibles,  pactando  entregas  de 
cuotas  ó  capitales  en  cambio  de  la  cons- 
titución de  una  renta,  ya  vitalicia,  ya 
desde  cierta  edad,  ó  del  pago  de  cierta 
cantidad  desde  el  fallecimiento  de  una 
persona  al  asegurado,  á  sus  herederos 
ó  representantes,  ó  á  un  tercero,  y  toda 
otra  clase  de  combinaciones  semejan- 
tes ó  análogas. 

§  único.— El  asegurador  podrá,  con 
arreglo  á  lo  prescrito  en  este  artículo, 
tomar  sobre  sí  el  riesgo  de  la  muerte 
del  asegurado  dentro  de  cierto  tiempo, 
ó  el  de  la  prolongación  de  la  vida  del 
mismo  más  allá  de  un  término  prefi- 
jado. 

Art.  456.  La  vida  de  una  persona 
puede  asegurarse  por  la  misma  ó  por 
otra  interesada  en  su  conservación. 

§  único.  En  el  segundo  caso  previsto 
en  este  artículo,  el  asegurado  es  la 
persona  en  beneficio  de  quien  se  esti- 
pula el  seguro  y  quien  paga  la  prima. 

Art.  457.  En  el  seguro  sobre  la  vida, 
además  de  las  prescripciones  aplica- 
bles del  art.  426,  la   póliza  expresará 
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la  edad,  profesión  y  el  estado  de  salud 
de  la  persona  cuya  vida  se  asegura. 

Art.  458.  El  asegurador  cesa  en  la 
obligación  de  satisfacer  la  cantidad 
asegurada: 

1."  Si  la  muerte  de  la  persona  cuya 
vida  se  aseguró  es  resultado  de  duelo, 
condena  judicial,  suicidio  voluntario, 
crimen  ó  delito  cometido  por  el  asegu- 
rado (1),  ó  si  le  dieren  muerte  sus  he- 
rederos; 

2.°  Si  la  persona  que  reclama  la  in- 
demnización fué  autor  ó  cómplice  del 
crimen  de  la  muerte  de  la  persona  cuya 
vida  estaba  asegurada. 

§  único.— La  disposición  del  núme- 
ro 1.^  de  este  artículo  no  es  aplicable 
al  seguro  sobre  la  vida  contratado  por 
un  tercero.  • 

Art.  459.  Los  cambios  deocupación, 
de  estado  y  género  de  vida  por  parte 
de  la  persona  asegurada  no  harán  ce- 
sar los  efectos  del  seguro  cuando  no 
transformen  ó  agraven  los  riesgos  por 
la  alteración  de  alguna  circunstancia 
esencial,  de  tal  modo,  que  si  el  nuevo 
estado  de  cosas  hubiera  existido  al  ha- 
cer el  contrato,  el  asegurador  no  ha- 
bría convenido  en  el  seguro  ó  habría 
exigido  otras  condiciones,  ó  cuando 
conociendo  el  asegurador  estos  cam- 
bios, no  exija  la  modificación  del  con- 
trato. 

§  único.— En  el  caso  de  anulación,  el 
asegurador  restituirá  la  mitad  de  la 
prima  recibida. 

Art.  460.  En  el  caso  de  muerte  ó  de 
quiebra  del  que  hace  asegurar  sobre  su 
propia  vida  ó  sobre  la  de  un  tercero 
una  cantidad  que  deberá  pagarse  á 
otro  que  le  haya  de  suceder,  el  seguro 
subsistirá  en  beneficio  exclusivo  de  la 

(1)  Concuerda  con  el  nrt.  423  del  Códiffo  es- 
pafml. 


persona  designada  en  el  contrato,  sal- 
vo respecto  de  las  cantidades  recibidas 
por  el  asegurador,  las  disposiciones 
del  Código  civil  relativas  á  colaciones, 
inoficiosidad  en  los  testamentos  y  re- 
vocación de  los  actos  realizados  en 
fraude  de  acreedores. 

Art.  461.  Si  la  persona  cuya  vida  se 
asegura  hubiese  fallecido  al  tiempo  de 
la  celebración  del  contrato,  éste  no  po- 
drá subsistir  aunque  el  asegurado  igno- 
rase el  fallecimiento,  á  no  mediar  pacto 
en  contrario. 

Art.  462.  La  ausencia  de  la  persona, 
cuya  vida  se  aseguró,  de  su  domicilio  ó 
residencia,  sin  tener  noticia  alguna 
de  la  misma,  sólo  constituirá,  salvo  pac- 
tó en  contrario,  al  asegurador  en  la 
obligación  de  abonarla  indemnización, 
en  el  caso  en  que,  según  derecho,  debe- 
ría terminar  la  curaduría  definitiva. 

TITULO  XVI 

DE  LA  COMPRA  Y  VENTA 

Art.  463.    Se  consideran  mercantiles: 

1.°  Las  compras  de  cosas  muebles 
para  su  reventa,  en  bruto  ó  trabajadas, 
ó  para  darlas  en  alquiler; 

2.°  Las  compras,  para  revenderlos, 
de  fondos  públicos  y  toda  clase  de  títu- 
los de  crédito  negociables; 

3.°  Las  ventas  de  cosas  muebles,  en 
bruto  ó  trabajadas,  y  las  de  fondos  pú- 
blicos y  toda  clase  de  títulos  de  crédito 
negociables,  cuando  la  adquisición  se 
hubiese  hecho  con  objeto  de  reven- 
derlas; 

4.°  Las  compras  y  reventas  de  bie- 
nes inmuebles  ó  derechos  inherentes  á 
los  mismos,  cuando  aquéllas  hubiesen 
sido  hechas  para  éstas; 

5.^    Las  compras  y  ventas  de  partici- 
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paciones  ó  de  acciones  de  sociedades 
mercantiles. 

Art.  464.  No  se  considerarán  mer- 
cantiles: 

1.**  Las  compras  de  cosas  muebles 
•iestinadas  al  uso  ó  consumo  del  com- 
prador ó  de  su  familia,  ni  las  reventas 
quede  esos  objetos  se  hagan  (1); 

2°  Las  ventas  que  el  propietario  ó 
cultivador  rural  haga  de  los  productos 
de  su  propiedad  ó  de  la  cultivada  por 
•  I,  y  de  los  géneros  en  que  se  les  hayan 
pagado  algunas  rentas  (2); 

3.''  Las  compras  que  los  artistas, 
industriales,  maestros  y  oficiales  de 
arles  mecánicas  que  ejerzan  directa- 
mente su  oficio,  arte  ó  industria,  hagan 
ílf  objetos  para  transformarlos  ó  per- 
accionarlos  en  sus  establecimientos, 
y  las  ventas  de  tales  objetos  hechas 
después  de  transformados  ó  perfeccio- 
nados; 

V  Las  compras  y  ventas  de  aní- 
males hechas  por  los  que  se  dedican  á 
!íu  cría  ó  por  los  ganaderos. 

Art.  465.  El  contrato  de  compra  y 
venta  mercantil  de  cosa  mueble  puede 
¡lacerse  directamente  y  por  las  perso- 
nan; que  después  han  de  designarse. 

Art.  466.  Podrá  pactarse  que  el  pre- 
'io  de  la  cosa  se  convierta  en  cierto 
por  cualquier  medio  que  se  establece- 
rá desde  luego  ó  quedará  al  arbitrio  de 
tercero,  señalado  en  el  contrato. 

§  único.— Cuando  el  precio  haya  de 
íijarse  por  tercero  y  éste  no  quiera  ó 
no  pueda  hacerlo,  quedará  el  contrato 
sin  efecto  si  no  se  convino  otra  cosa. 

Art.  467.  Están  permitidas  en  el  co- 
mercio: 

1°  La  compra  y  venta  de  cosas  in- 
ciertas y  futuras,  salvo  siempre  lo  di*- 

(1)    Núm.  !.•  del  art.  320  del  Código  español. 
':¿]    ídem  2.*  id.  í  1. 
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puesto  en  los  artículos  1.556  y  1.557  del 
Código  civil; 

2.®    La  venta  de  cosa  ajena  (1). 

§  único.— En  el  caso  del  núm.  2.^  de 
este  artículo,  quedará  obh'gado  el  ven- 
dedor á  adquirir  por  título  legítimo  la 
propiedad  de  la  cosa  vendida  y  entre- 
garla al  comprador,  so  pena  de  respon- 
der por  daños  y  perjuicios. 

Art.  468.  Al  vendedor  que  se  obligue 
á  entregar  la  cosa  vendida  antes  de  re- 
cibir el  precio,  se  le  considerará  rele- 
vado de  esta  obligación  si  el  compra- 
dor quebrase  antes  de  la  entrega,  ex- 
cepto si  se  prestase  garantía  del  pago 
correspondiente. 

Art.  469.  Las  ventas  hechas  sobre 
muestras  del  género  ó  expresándose 
solamente  una  calidad  conocida  en  el 
comercio,  se  considerarán  siempre 
como  hechas  bajo  condición  de  que  la 
cosa  sea  igual  á  la  muestra  ó  tenga  la 
calidad  convenida. 

Art.  470.  Las  compras  de  cosas  que 
no  se  tengan  á  la  vista,  ni  puedan  de- 
terminarse por  una  calidad  conocida 
en  el  comercio,  se  considerarán  siem- 
pre como  hechas  bajo  condición  de  po- 
der rescindir  el  comprador  el  contrato, 
en  el  caso  de  que  al  examinarlas  no  le 
conviniesen  (2). 

Art.  471.  Las  condiciones  mencio- 
nadas en  los  dos  artículos  anteriores 
se  tendrán  como  cumplidas  y  los  con- 
tratos como  perfectos,  si  el  comprador 
examinase  las  cosas  compradas  en  el 
acto  de  la  entrega  y  no  reclamase  con- 
tra la  calidad,  ó  no  examinándolas,  no 
reclamase  dentro  de  los  ocho  días  si- 
guientes. 

(1)  Igual  principio  consigna  el  Código  e«pa- 
ñol  y  el  art.  59  del  italiano. 

(2)  Concuerda  con  el  art.  328  del  Código  e«- 
pañoL 
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§  Único.— El  vendedor  podrá  exigir 
que  el  comprador  proceda  al  examen 
de  los  objetos  en  el  acto  de  la  entrega, 
salvo  en  ol  caso  de  imposibilidad,  bajo 
pena  de  considerarse  como  hecho  para 
todos  los  efectos. 

Art.  472.  Las  cosas  no  vendidas  á 
riesgo  6  por  partida  entera,  sino  por 
número,  peso  ó  medida,  serán  de  cuen- 
ta y  riesgo  del  vendedor  hasta  que  sean 
contadas,  pesadas  ó  medidas,  excepto 
si  no  se  contaron,  pesaron  ó  midieron 
por  culpa  del  comprador. 

§  1.**— Se  considerará  hecha  la  venta 
á  riesgo  ó  por  partida  entera  cuando 
las  cosas  se  hayan  vendido  por  un  solo 
precio  determinado,  sin  atender  al  nú- 
mero, peso  ó  medida  de  las  mismas,  ó 
cuando  se  atienda  á  cualquiera  de  estos 
elementos  únicamente  para  determinar 
el  precio. 

§  2.**— Cuando  la  venta  se  haga  por  nú- 
mero, peso  ó  medida,  y  las  cosas  se  en- 
treguen sin  contar,  pesar  ó  medir,  la 
entrega  al  comprador  suple  la  cuenta, 
el  peso  ó  la  medida. 

Art.  473.  Si  no  se  hubiera  convenido 
el  plazo  para  la  entrega  de  las  cosas 
vendidas,  deberá  el  vendedor  ponerlas 
á  disposición  del  comprador,  dentro  de 
las  veinticuatro  horas  siguientes  al 
contrato,  si  la  compra  se  hubiese  hecho 
á  la  vista. 

§  único.— Si  la  venta  de  las  cosas  no 
se  hizo  á  la  vista  y  el  plazo  para  la  en- 
trega no  se  estipuló,  podrá  el  compra- 
dor exigir  que  se  fije  judicialmente. 

Art.  474.  Cuando  el  comprador  de 
una  cosa  mueble  no  cumpla  sus  com- 
promisos, podrá  el  vendedor  depositar 
la  cosa  con  arreglo  á  derecho  por  cuen- 
ta del  comprador  ó  solicitar  su  reventa. 

§  1.**— La  venta  se  hará  en  pública  su- 
basta ó  al  precio  corriente,  si  la  cosa 
tuviere  precio  de  cotización  en  la  Bolsa 


ó  en  el  mercado,  por  medio  de  corredor, 
quedando  á  salvo  al  vendedor  el  dere- 
cho al  abono  de  la  diferencia  entre  los 
precios  obtenido  y  estipulado  y  los  da- 
ños y  perjuicios. 

§  2.°— El  vendedor  que  utilice  la  facul- 
tad concedida  en  este  artículo  deberá, 
en  todo  caso,  ponerlo  en  conocimiento 
del  comprador. 

Art.  475.  Los  contratos  de  compra  y 
venta  celebrados  al  contado  en  feria  ó 
en  mercado  se  cumplirán  en  el  mismo 
día  de  su  celebración,  ó,  lo  más  tardo, 
al  día  siguiente. 

§  único.— Transcurridos  los  términos 
fijados  en  este  artículo  sin  que  ninguna 
de  las  partes  haya  exigido  el  cumpli- 
miento del  contrato,  se  tendrá  éste  por 
no  efectuado,  y  cualquier  señal  entrega- 
da quedará  á  favor  de  quien  la  haya  re- 
cibido. 

Art.  476.  El  vendedor  no  podrá  ne- 
gar al  comprador  la  factura  de  las 
cosas  vendidas  y  entregadas,  así  como 
tampoco  el  recibo  del  precio  ó  de  la 
parte  del  precio  que  hubiere  recibido. 

TÍTULO  XVII 

DE  LA  RETRO  VENTA  (reporte)  (1) 

Art.  477.  La  retroventa  consiste  en 
la  venta,  al  contado  y  en  dinero,  de  tí- 
tulos de  créditos  negociables  y  en  la 
reventa  simultanea  de  títulos  de  la 
misma  especie  á  plazo,  pero  por  un  pre- 
cio determinado,  siendo  la  compra  y  la 
venta  hechas  á  la  misma  persona. 

§  único.— Es  condición  esencial  para 
la  validez  del  contrato  de  retroventa  la 
entrega  real  de  los  títulos. 

(1)  Véase  la  nota  al  núm.  4.'  del  art.  3.'  del 
Código  de  Comercio  del  Reino  de  Italia,  traduc- 
ción de  Gracia  y  Parejo,  pá^^ina  427  del  tomo  111 
de  la  presente  Colección. 
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Art.  478.  La  propiedad  de  los  títulos 
objeto  de  la  retroventa  se  transmite 
para  el  comprador  revendedor,  siendo 
líc¡*o  á  las  partes  convenir  en  que  los 
premios,  amortizaciones  é  intereses 
correspondientes  á  los  títulos  durante 
el  término  de  la  retroventa  queden  á 
favor  del  primitivo  vendedor. 

Art.  479.  Las  partes  podrán  prorro- 
i:ar  el  término  de  la  retroventa-por  una 
úmás  veces  sucesivas. 

§  único. —Si  al  vencimiento  del  térmi- 
no de  la  retroventa  las  partes  liquida- 
ren las  diferencias,  para  de  ellas  efec- 
tuar pagos  separados,  y  renovaren  la 
retroventa  sobre  títulos  de  cantidad  ó 
especie  diferentes  6  precio  distinto,  se 
considerará  la  renovación  como  un 
nuevo  contrato. 

TITULO  XVIII 

DE  LA  PERMUTA  (escambo  ó  troca) 

Art.  480.  La  permuta  se  considerará 
mercantil  en  los  mismos  casos  en  que 
lo  es  la  compra  y  venta,  y  se  rige  por 
la»?  mismas  reglas  establecidas  para 
»'«ta,  en  .todo  lo  que  sean  aplicables  á 
las  condiciones  ó  circunstancias  de 
aí[uel  contrato  (1). 

TÍTULO  XIX 

BEL  ALQUILER  (ülugerj 

Art.  48L  El  alquiler  se  considerará 
mercantil  cuando  la  cosa  haya  sido 
comprada  para  ceder  su  uso. 

Art.  482.  El  contrato  de  alquiler 
mercantil  se  regirá  por  las  disposicio- 
nes del  Código  civil  relativas  á  este 

í¡)  Concuerda  con  el  art.  225  del  Código  del 
í>  i'¿í.3r>4delde  Wurtemlmrgy  1.582  dü  Ilolanfln. 


contrato  y  las  demás  aplicables  de  este 
Código,  salvo  las  prescripciones  relati- 
vas á  los  fletamentos  de  naves. 

TÍTULO  XX 

DÉLA  TRANSMISIÓN  É  INEFICACIA    DE    TÍ- 
TULOS DE  CRÉDITO  MERCANTIL 

Art.  483.  La  transmisión  de  los  títu- 
los á  la  orden  se  efectuará  por  medio 
de  endoso;  la  de  los  títulos  al  portador 
por  la  entrega  real;  la  de  los  títulos  pú- 
blicos negociables,  en  la  forma  esta- 
blecida por  la  ley  de  su  creación  ó  en  la 
que  fije  la  autorización  de  su  emisión 
respectiva,  y  la  de  los  no  endosables  ni 
al  portador,  en  los  términos  señalados 
en  el  Código  civil  para  la  cesión  de  cré- 
ditos. 

Art.  484.  Las  letras  de  cambio,  ac- 
ciones, obligaciones  y  demás  títulos 
mercantiles  transferibles  por  endoso 
que  hayan  sido  destruidos  ó  perdidos, 
podrán  anularse  judicialmente  á  pe- 
tición de  su  dueño  respectivo,  justi- 
ficando su  derecho  y  el  hecho  que  mo- 
tiva la  anulación. 

§  1.**— La  anulación  se  solicitará  ante 
el  Tribunal  de  Comercio  del  lugar  en 
que  deba  verificarse  el  pago  del  título, 
ó  ante  el  domicilio  de  la  sociedad  que 
hubiere  emitido  la  acción  ú  obligación, 
y  no  podrá  decretarse  sin  previo  lla- 
mamiento por  edictos  y  citación  de  to- 
dos los  coübligados  en  el  título  ó  de  los 
representantes  de  la  sociedad  respec- 
tiva. 

§  2.^-  Cuando  la  acción  ú  obligación 
sea  nominativa,  se  citarán  igualmente 
á  aquellos  á  cujo  nombre  esté  extendi- 
da, y  á  los  demás  interesados  que  sean 
conocidos. 

§  3.**— Distribuida  la  acción,  puede  el 
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autor  ejercitar  todos  los  madios  para  la 
conservación  de  sus  derechos. 

§  4.®— Firme  que  sea  la  sentencia  au- 
torizando la  anulación,  deberán  los  co- 
obligados en  el  título,  ó  la  sociedad  res- 
pectiva, entregar  al  autor  nuevo  título, 
bajo  pena  de  quedarse  como  tal  la  co- 
pia de  la  sentencia. 

§  5.**— El  aceptante  y  demás  coobliga- 
dos al  pago  de  la  letra  de  cambio  y  las 
sociedades  que  hayan  emitido  las  ac- 
ciones, obligaciones  y  demás  títulos,  so- 
lamente están  obligados  al  pago  de  las 
cantidades  respectivas,  y  sus  intereses 


ó  dividendos,  una  vez  vencidos,  y  pres- 
tando el  dueño  ael  nuevo  título  cau- 
ción bastante,  que  restituirá  lo  que  re- 
cibiere. 

§  6.*^— Cesará  esta  caución  pasados 
cinco  años  (1),  si  en  este  período  no  se 
hubiese  intentado  judicialmente  acción 
pidiendo  la  restitución  contra  el  que  la 
prestó,  ó  si  la  acción,  en  este  supuesto, 
no  ha  sido  declarada  improcedente. 


^1)    Á  los  (los  años  dispone  el  art.  553  del  Códi- 
go español. 


LIBRO  TERCERO 


DEIL    COMERCIO    MARÍTIMO 


TÍTULO  PRIMERO 

DE  LAS  NAVES 

CAPÍTULO   PRIMERO 
Disposiciones  generales 

Art.  485.  Las  naves  se  consideran 
bienes  muebles  (1)  para  todos  los  efec- 
tos jurídicos,  salvo  las  modificaciones 
6  restricciones  del  presente  Código. 

§  único. —Forman  parte  de  la  nave 
los  botes,  lanchas,  escaleras,  aprestos, 
aparejos,  armas,  provisiones  y  demás 
objetos  destinados  á  su  uso;  y  si  el  bu- 
que es  de  vapor,  la  máquina  y  acceso- 
nos  de  la  misma. 

Art.  486.  Se  consideran  como  nacio- 
iuiles,  para  los  efectos  de  este  Código, 
las  naves  que,  como  tales,  estén  matri- 
'uladas  en  los  términos  del  Acta  espe- 
cial de  nacegaeión  (2). 


'1)    Concuerda  con  el  art.  480  del  Codifico  i/a- 
ía».  190  del  franr.és,  309  del  holandés  y  1.287  del 
¡"'-iHíjués  antig-uo. 

['1]  Llámase  Acta  de  Jiavcgación^  la  declaración 
i  !tíy  g^eneral  que  una  Nación  promulga  acerca  de 
iort^lativoá  su  nave j¿f ación  general;  así  pe  llamó 
'a  ley  de  21  de  Septiembre  de  lltíS  de  Francia, 
i'H*  ratiüi-ó  los  tratados  con  las  Potencias  con  las 
ii>^  nn  se  hallaba  en  guerra;  la  declaración  de  lo 
:  Jp  se  entendía  por  navio  francés,  prodviccionefs 


Art.  487.  La  posesión  de  una  pave 
sin  título  de  adquisición  no  implica  pro- 
piedad (1). 

Art.  488.  Las  cuestiones  sobre  pro- 
piedad de  la  nave,  privilegios  é  hipote- 
cas que  la  graven  se  regirán  por  la  ley 
del  país  á  que  la  misma  pertenezca  en 
el  momento  en  que  se  adquirió  el  dere- 
cho objeto  de  la  cuestión. 

§  1.**— Lo  mismo  se  observará  en  las 
cuestiones  relativas  á  privilegios  sobre 
el  flete  ó  carga  de  la  nave. 

§  2."— El  cambio  de  nacionalidad  no 
perjudicará  los  derechos  anteriormente 
adquiridos  sobre  la  nave,  salvo  los  tra- 
tados internacionales. 

Art.  489.  ;  Los  contratos  para  la  cons- 
trucción de  naves  deberán  hacerse  por 
escrito. 

§  1.°— El  dueño  de  la  nave  en  cons- 
trucción podrá  rescindir  el  contrato  por 
impericia  ó  fraude  manifiesto  en  la 
construcción  por  parte  del  constructor 
ó  empresario. 


que  podían  6  no  importarse  en  Francia  en  naves 
francesas  ó  extranjeras,  etc.— Ferreira  Borges.  Dic- 
cionario juridico-commercial,  pág.  319. 

(1)  Concuerda  con  el  apartado  1.°  del  art.  513 
del  Código  español;  el  1.292  del  porhigvés  antiguo 
decía  que  la  posesión  sin  título  no  atribuye  la 
propiedad  si  no  ha  sido  continua  por  *»spaci«i  de 
treinta  nflos. 
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§  2.**— El  contrato  de  construcción  de 
una  nave  expresará  el  precio  que  se 
deba. 

§  3.'*— Las  disposiciones  de  este  ar- 
tículo y  SUS  párrafos  son  aplicables  á 
los  contratos  de  reparaciones  impor- 
tantes de  naves  y  á  todos  los  que  modi- 
fiquen, alteren,  sustituyan  ó  revoquen 
los  de  construcción  y  reparaciones  im- 
portantes. 

§  4.**— Se  considerará  contrato  de  re- 
paraciones importantes  de  la  nave  todo 
aquel  cuyo  coste  exceda  de  la  mitad  de 
su  valor. 

Art.  490.  Todo  contrato  de  enajena- 
ción de  naves  debe  celebrarse  por  do- 
cumento auténtico  ó  reconocido  legal - 
mente  (1). 

§  1.°— A  estos  contratos  es  aplicable 
la  disposición  del  párrafo  2.®  del  artícu- 
lo anterior. 

§  2."— Si  la  enajenación  se  verifica  en 
país  extranjero,  el  título  se  registrará 
en  la  Agencia  consular  de  la  circuns- 
cripción en  que  se  encuentre  la  nave  al 
tiempo  de  celebrarse  el  contrato,  ó  en 
la  del  primer  puerto  á  que  arribe  si  el 
contrato  se  hiciese  donde  no  haya  Agen- 
te consular  portugués. 

§  3.°— El  Agente  consular  portugués 
deberá  remitir  por  el  primer  correo  á  la 
Secretaría  del  Tribunal  de  Comercio  en 
que  esté  matriculada  la  nave,  una  copia 
del  registro  hecho  en  la  respectiva 
Agencia. 

§  4.**— El  contrato  áe  enajenación  se 
anotará  en  el  acta  de  nacionalidad  (pas- 
saporte  real)  (2). 

Art.  491.  La  nave  en  viaje  no  puede 
embargarse  ni  secuestrarse  á  no  ser 


(1)  El  art.  195  del  Código  francés  exige  este 
requisito  para  toda  traslación  de  dominio  de  una 
nave. 

(2)  Concuerda  con  el  art.  48H  del  Código  ila- 
liano. 


por  deuda  contraída  con  motivo  del 
equipo  para  ese  mismo  viaje  (1),  ó  para 
garantía  de  la  responsabilidad  por 
abordaje. 

§  único.—El  embargo  y  secuestro  do 
géneros  ó  mercaderías  ya  embarcados 
en  la  nave  que  se  encuentre  en  las  cir- 
cunstancias previstas  en  este  artículo, 
no  autoriza  á  su  descarga  sino  en  los 
términos  en  que  el  propio  cargador 
tendría  el  derecho  de  exigirlo,  pagan- 
do el  interesado  el  flete,  los  gastos  de 
Í;arga,  descarga  y  distribución,  y  pres- 
ando caución  del  valor  de  los  géneros. 

CAPÍTULO  lí 

Del  propietario 

Art.  492.  El  propietario  de  la  nave 
es  civilmente  responsable: 

1."  Por  los  actos  y  omisiones  del 
Capitán  y  gente  de  la  tripulación; 

2.^  Por  las  obligaciones  contraídas 
por  el  Capitán  en  lo  relativo  á  la  nave 
ó  á  la  expedición; 

3.®  Por  los  perjuicios  ocasionados 
durante  y  con  ocasión  de  cualquier  re- 
paro (reboque); 

4.®  Por  las  faltas  de  los  Pilotos  ó 
Prácticos  recibidos  á  bordo  (2). 

§  1.®— La  responsabilidad  impuesta 
en  el  núm.  2.°  de  este  artículo  cesa  por 
el  abandono  de  la  nave  y  del  flete  co- 
brado ó  que  haya  de  cobrarse  (3),  ex- 
cepto en  el  caso  de  obligaciones  con- 
traídas para  el  pago  de  los  salarios  á 
las  personas  de  la  tripulación. 

(1)  Concuerda  con  el  art.  2l5  del  C6di|ío  fran- 
cés, 1.409  del  prusiano  y  1.312  del  porluguéfi  an- 
tiguo. 

(2)  ídem  con  el  art.  491  del  Ct^igo  ita- 
liano. 

(3)  ídem  con  el  21(5  del  francés  y  321  ílel  h» 
lanilés. 
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§  2.**— La  obligación  impuesta  en  el 
número  3.**  de  este  artículo  cesará 
cuando  por  la  naturaleza  misma  de  la 
reparación  la  dirección  de  la  nave  co- 
rresponda exclusivamente  al  Capitán, 
porque  en  este  caso  el  propietario  tan 
sólo  es  responsable  de  la$  faltas  del 
Capitán  y  tripulación  de  su  nave. 

§3.®— Cesará  la  responsabilidad  im- 
puesta en  el  núm.  4.°  de  este  articulo 
si  la  admisión  del  Piloto  ó  Práctico  ha 
sido  ordenada  por  la  respectiva  ley 
local. 

Art.  493.  El  propietario  podrá  des- 
pedir al  Capitán  antes  de  empezar  el 
viaje  y  no  se  le  deberá  indemnización 
alguna,  á  no  ser  que  tenga  por  contra- 
to el  derecho  de  exigirla  (1). 

§  único.— Si  el  Capitán  fuere  copro- 
pietario de  la  nave,  puede,  en  caso  de 
ser  despedido,  renunciar  su  participa- 
ción en  la  misma  y  exigir  el  reembol- 
so del  capital  correspondiente  (2). 

Art.  494.  Los  diferentes  interesados 
en  cualquier  especulación  marítima 
podrán  reunirse  bajo  la  denominación 
de  Compañía  (aparcería). 

§  1.®— Pueden  formar  esta  reunión 
los  armadores;  éstos  con  la  tripulación; 
unos  y  otros  con  los  cargadores. 

§  2.®— Son  armadores  los  propieta- 
rios ó  fletantes  que  hicieren  aprestar 
la  nave. 

Art.  495.  A  las  compañías  maríti- 
mas es  aplicable  lo  dispuesto  sobre  las 
sociedades  en  comandita  y  la  cuenta 
en  participación,  en  consonancia  con 
la  forma  en  que  la  misma  se  haya  cons- 
tituido, en  todo  lo  que  no  se  oponga  á 
su  naturaleza  y  salvas  las  disposicio- 
nes de  los  párrafos  siguientes: 

ÍI}    Concuerda  con  el  art  4U4  del   Códií^fo  ita- 
h»»o  y  219  del  francés. 
;2j    ídem  con  el  2lH  del  francés. 


§1.°— A  falta  de  nombramiento  será 
gestor  (eaixaj  de  la  compañía  el  Capi- 
tán, si  aquélla  está  formada  por  los 
armadores  y  la  tripulación;  si  lo  estu- 
viese también  por  los  cargadores,  el 
mayor  interesado  que  estuviese  á  bor- 
do ó  su  representante,  y  á  falta  de  és- 
tos, el  Capitán. 

§  2.''— Los  beneficios  y  pérdidas  en  la 
compañía  marítima  se  distribuirán,  no 
mediando  pacto  en  contrario,  en  la 
proporción  en  que  cada  armador  esté 
interesado;  siendo  propietario  de  la  em- 
barcación, en  la  época  del  contrato,  y 
siendo  fletante,  ál  hacer  los  preparati- 
vos; en  la  del  valor  que,  con  arreglo  al 
precio  corriente  en  la  época  y  lugar 
del  contrato  tuviere  la  carga  corres- 
pondiente á  cada  cargador,  y  en  la  de 
los  emolumentos  y  salarios  de  cada  in- 
dividuo de  la  tripulación. 

§  3."— El  gestor  no  podrá,  sin  autori- 
zación de  la  mayoría  de  los  interesa- 
dos, emprender  viajes,  contratar  nue^ 
vo  fletamento  de  la  nave,  asegurarla 
ni  hacer  calafateos  ú  otros  gastos  de 
los  que  pueda  resultar  obligación  per- 
sonal de  la  compañía. 

§  4.''— El  gestor  reúne,  entre  otras 
atribuciones,  las  siguientes: 

1.®  Ajustar  y  despedir  al  Capitán 
aunque  sea  copropietario; 

2."  Determinar  los  gastos  para  ei 
apresto,  abastecimiento  y  tripulación 
del  buque  durante  el  viaje  y  las  condi- 
cioi  es  del  fletamento; 

3.*^  Asegurar  los  gastos  del  calafa- 
teo hecho  durante  el  viaje  y  el  flete  que 
haya  de  cobrarse; 

4.°  Dar  cuenta  del  estado  de  la  com- 
pañía  á  los  interesados  al  fin  de  cada 
viaje,  y  hacer  la  distribución  de  los  be- 
neficios ó  pérdidas  (1)  • 

(1)  Lo  dispuesto  en  este  número  es  obli^^-ato- 
rio  del  gestor,  según  el  art.  495  del   Código  del 
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§  5.®— La  compañía  responderá  á  los 
acreedores  y  lesionados  en  el  viaje  de 
que«e  trate,  por  los  actos  del  gestor, 
del  Capitán  y  de  la  tripulación,  con  re- 
curso contra  éstos. 

§  6.**— Esta  responsabilidad  podrá  ha- 
cerse efectiva  en  las  respectivas  parti- 
cipaciones de  los  que  sean  copropieta- 
rios y  en  los  emolumentos  y  salarios 
de  los  que  no  lo  sean. 

CAPÍTULO  III 
Del  Capitán 

Art.  496.  El  Capitán  es  la  persona 
encargada  del  mando  y  dirección  de  la 
nave;  y  en  este  concepto  será  respon- 
sable por  las  faltas  que  cometa  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones  (1). 

§  único. —La  responsabilidad  del  Ca- 
pitán cesará  cuando  el  hecho  proceda 
de  caso  fortuito  ó  de  fuerza  mayor  (2). 

Art.  497.  El  Capitán  responderá  para 
Gon  los  cargadores  de  las  cosas  car- 
gadas y  que  consten  en  los  correspon- 
dientes conocimientos  y  de  Jos  daños 
que  sufran  las  cosas  cargadas  en  la 
cubierta  de  la  nave  sin  consentimiento 
escrito  del  cargador;  pero  no  de  los  ob- 
jetos preciosos,  dinero  y  títulos  de  cré- 
dito que  no  se  hayan  declarado  en  los 
conocimientos. 

§  único.— La  simple  declaración  con- 
signada en  los  conocimientos  de  la  car- 
ga de  que  las  mercaderías  van  en  la  cu- 

fírasü,  338  y  339  del  hola.ndés,  16.  18  y  10  del 
belga,  en  concordimcia  del  1.358  del  portugués 
antiguo.  • 

(1)  Concuerda  con  el  art.  223  del  Código  fran- 
cés, 664  del  ruso,  49í)  del  Brasil,  343  del  holandés 
y*  ]f36  del  portugués  antiguo. 

(2)  ídem  con  el  art.  496  del  Código  italiano 
y  230  del  frRncéis. 


bierta,  supone  el   consentimiento  del 
cargador,  salvo  protesta  inmediata. 

Art.  498.  Corresponde  al  Capitán 
formar  y  ajustar  la  tripulación,  oídos 
los  armadores  ó  propietarios  de  la 
nave,  si  se  hallaren  en  la  localidad,  ó 
los  consignatarios  si  existen  (1). 

§  único.— El  Capitán  no  podrá  ser 
obligado  á  tomar,  contra  su  voluntad, 
tripulante  alguno  al  servicio  de  la  na- 
ve (2). 

Art.  499,  El  Capitán  debe  llevar  á 
bordo; 

1.**    Librode  pasajeros  y  cargamento; 

2.®    Libro  de  contabilidad; 

3."    Diario  de  navegación; 

4.**    Inventario  á  bordo  (3). 

§  único.— El  libro  de  pasajeros  y  car- 
gamentos podrá  sustituirse  por  los  ma- 
nifiestos y  relaciones  equivalentes,  con 
tal  que  cumplan  los  requisitos  exigidos 
en  el  art.  501. 

Art.  500.  Los  libros  expresados  se 
numerarán  y  rubricarán  por  la  Autori- 
dad marítima  del  puerto  en  que  esté 
matriculada  la  nave. 

§  único.— Cuando  sea  preciso  renovar 
alguno  de  los  libros  hallándose  la  nave 
en  viaje  ó  en  cualquier  puerto  de  car- 
ga distinto  del  de  la  matrícula,  podrá 
hacerse  la  numeración  y  rúbrica  por  la 
Autoridad  de  este  puerto  ó  por  el  Agen- 
te consular  portugués. 

Art.  501.  El  libro  de  pasajeros  y 
cargamento  deberá  contener:  los  nom- 
bres, procedencia  y  destino  de  los  pa- 
sajeros; calidad  y  cantidad  de  los  obje- 
tos cargados,  designando    los  bultos 


(1)  Concuerda   con   el  art.  221  del  francés  > 
párrafo  1.'  del  478  del  alemán. 

(2)  Ideui    con    el    art.    50()   del     Código   dfl 
Brasil. 

(3)  Estos  mismos  libros  se  ordenan  oh   el  ar- 
tículo 500  del  C6dip:o  italiano. 
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por  sus  números  y  marcas;  los  puertos 
de  su  carga  y  descarga;  nombres  de 
los  cargadores  y  destinatarios  ó  con- 
signatarios, y  las  demás  declaraciones 
íjue  el  Capitán  estime  necesarias  acer- 
ca de  las  personas  6  cosas  de  á  bor- 
do (1). 

Art.  502.  El  libro  de  contabilidad  de- 
berá expresar  los  ingresos  y  gastos  re- 
lativos á  la  nave,  comprendiendo  los 
salarios  de  la  tripulación,  los  gastos  por 
arribada,  el  dinero  tomado  á  riesgo  y 
tolas  las  demás  partidas  de  crédito  y 
•lébito  de  responsabilidad  del  Capitán. 

Art.  503.  En  el  diario  de  navegación 
se  expresarán:  el  puerto  de  salida,  ma- 
niobras ejecutadas,  camino  recorrido, 
las  observaciones  geográficas,  mete- 
reológicas  y  astionómicas,  particulari- 
dades del  viaje,  averías  sufridas,  la  de- 
signación de  los  objetos  perdidos  ó 
abandonados,  el  registro  de  los  naci- 
mientos y  defunciones  ocurridos  á  bor- 
do, acuerdos  tomados  en  consejo  y  los 
demás  acontecimientos  ordinarios  y 
extraordinarios  de  la  derrota  y  nave- 
;;aci6n. 

Art.  504.  El  inventario  deberá  conte- 
ner: la  relación  de  los  aparatos,  mue- 
bles, instrumentos  y  demás  objetos  de 
que  esté  provista  la  nave,  con  expresión 
de  las  variaciones  que  ocurran  en  los 
*  mismos  (2). 

Art.  505.  El  Capitán  debe  hacer  ins- 
peccionar la  nave  antes  de  emprender 
«ualquier  viaje,  á  fin  de  conocer  el  es- 
tado en  que  se  halla  para  navegar  (3),  á 
menos  que  no  hubiesen  transcurrido 

(1)    Concuerda   con  el  art.  502  d«»l    Códi^"  del 

['¿)    ídem  con  el  apartado    6."  del  art.  500  del 
''Ó4ijj(>  itHliawt. 
'31    ídem   con  el    art.   225  del   Códi^ro  fran- 
éí.  347  del  holandés.  1.474  del  prusidino    v  1.3H6 
f  1  j>ortuf}ué8  antipfuo.  • 


seis  meses  desde  la  última  inspección. 

§  1.®— La  disposición  de  este  artículo 
eom prende  á  las  naves  extranjeras 
surtas  en  los  puertos  del  Reino  y  sus 
dominios. 

§  2.® — En  la  inspección  á  que  deberá 
procederse  en  los  términos  de  este  ar- 
tícuFo,  se  presentará  el  inventario  de 
á  bordo  para  comprobar  la  existencia 
de  los  objetos  de  repuesto  indicados 
en  el  mismo. 

§  3.**— La  inspección  será  presidida 
por  el  Juez  del  Tribunal  de  Comercio, 
y,  en  su  defecto,  por  la  Autoridad  ma- 
rítima del  puerto.' 

§  4.*^— La  inspección  establece  pre- 
sunción de  buenas  condiciones  de  na- 
vegación de  la  nave,  y  su  falta  hace 
responsable  al  Capitán  para  con  los 
interesados  en  la  nave  y  cargamento. 

§  5.**— La  inspección  no  exime  de  res- 
ponsabilidad al  fletador,  si  los  interesa- 
dos probasen  que  la  nave  emprendió 
'el  viaje  en  condiciones  imposibles  de 
navegación  por  efecto  de  vicios  ocultos. 

Art.  506.  El  Capitán  deberá,  dentro 
de  las  veinticuatro  horas  siguientes  á 
su  llegada  al  puerto  de  destino,  presen- 
tar el  diario  de  navegación  á  la  Autori- 
dad encargada  de  legalizarlo  para  que 
lo  vise;  y,  en  caso  de  arribada,  naufra- 
gio ó  accidente  extraordinario  que  ori- 
gine demora  en  el  viaje  ó  avería  en  la 
nave,  carga  ó  pasajeros,  deberá  pre- 
.sentar  en  el  mismo  plazo  u«n  informe 
(relatorio  de  mar)  ante  dicha  Autori- 
dad (1),  y  completarse  con  la  informa- 
ción sumaria  prestada  por  la  tripula- 
ción y  pasajeros,  si  fuese  posible  in- 
terrogarlos. 

§  1.**— Los  interesados  y  los  que  los 
representen,  aunque  no  tengan  manda- 


(1)    Concuerda  con   el   art.  244  áe\  francés    y 
:i80  del  holandés. 
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to  como  gestores  de  negocios,  serán  ad- 
mitidos á  las  diligencias. 

§  2.^--Los  informes  confirmados  por 
la  información  sumaria  harán  fe  en 
juicio,  salvo  prueba  en  contrario  (1). 

§  3."— Será  suficiente  el  interrogato- 
rio al  Capitán  para  que  produzca  el 
mismo  efecto  su  informe  ó  protesta, 
cuando  sea  el  único  salvado  del  nau- 
fragio, al  presentarse  en  el  lugar  don- 
de haga  el  informe. 

§  4.^— El  informe  deberá  contener  el 
puerto  y  día  de  salida  de  la  nave,  el  ca- 
mino recorrido,  riesgos  6  peligros  su- 
fridos, desperfectos  causados  á  la  nave 
ó  al  cargamento,  y,  en  general,  todos 
los  sucesos  importantes  del  viaje. 

Art.  507.  El  Capitán  no  podrá,  salvo 
casos  de  urgencia  ó  de  fuerza  mayor, 
comenzar  á  descargar  la  nave  antes 
de  haber  hecho  y  de  que  se  haya  com- 
probado su  informe. 

Art.  508.  Son  obligaciones  del  Ca- 
pitán: 

1."  Hacer  la  estiva  de  modo  conve- 
niente, colocación,  guarda  y  entrega 
del  cargamento; 

2.^  Levar  anclas  en  el  primer  mo- 
mento favorable,  tan  pronto  como  ten- 
ga á  bordo  todo  lo  necesario  para  el 
viaje; 

3.**    Conducir  la  nave  á  su  destino: 

4.^  Permanecer  á  bordo  todo  el  tiem- 
po que  dure  el  viaje,  cualquiera  que 
sea  el  peligro; 

5.®  Valerse  de  Piloto  práctico  en  to- 
das las  barras,  costas  y  parajes  donde 
la  ley.  usos  locales  ó  la  prudenciarlo 
exijan,  observando  los  Reglamentos 
del  puerto; 

6.°  Llamar  á  consejo  á  los  Oficiales, 
armadores,  gestores  y  cargadores  pre- 

(1)  ConcTierda  ron  los  artículos  246  y  -i"  del 
Código  francés,  y  383  y  81  del  holnndi^s. 


sentes  á  bordo,  ó  á  quien  los  repre5?en- 
te,  en  cualquier  acontecimiento  impor- 
tante del  cual  pudiera  sobrevenir  per- 
juicio á  la  embarcación  ó  al  carga- 
mento; 

7.®  Emplear  la  mayor  diligencia  para 
salvar  y  conservar  el  dinero,  mercade- 
rías y  objetos  de  valor,  y  las  cartas  v 
papeles  de  á  bordo,  siempre  que  hava 
de  abandonarse  la  nave; 

8.®  Sacrificar,  si  hay  que  aligerar  la 
nave,  los  objetos  de  menos  valor,  los 
menos  necesarios  á  la  nave,  los  de  ma- 
yor peso  y  los  que  obstruyan  la  cu- 
bierta; 

9.**  Observar  en  las  arribadas  forzo- 
sas lo  dispuesto  en  el  título  VI  de  este 
libro,  en  todo  lo  que  sea  aplicable; 

10.  Tomar  las  medidas  necesarias 
para  la  conservación  de  la  nave  ó  car- 
gas apresadas,  embargadas  ó  dete- 
nidas; 

11.  Aprovechar  durante  el  viaje  to- 
das las  ocasiones  de  dar  á  los  armado- 
res, gestores  ó  representantes,  en  los 
puertos  de  arribada,  noticia  de  los  su- 
cesos del  viaje,  de  los  gastos  extraor- 
dinarios hechos  en  beneficio  de  la  em- 
barcación y  de  los  valores  tomados  con 
ese  objeto; 

12.  Exhibir  los  libros  de  á  bordo  á 
los  interesados  que  soliciten  examinar- 
los, permitiendo  que   saquen  de  ellos  * 
copias  ó  extractos. 

Art.  509.  El  Capitán  es  la  persona 
competente  para  en  cualquier  Nación 
representar  en  juicio  á  los  propietarios 
ó  armadores  de  la  nave,  ya  como  actor, 
ya  como  demandado,  y  es  también  su 
mandatario  en  todo  lo  relativo  á  la  ges- 
tión y  expedición  de  la  nave,  pudiendo 
proceder  libremente  durante  el  viaje  y 
en  el  extranjero. 

§  único.— En  presencia  de  cualquiera 
de  los?  propietarios  ó  armadores  de  la 
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nave  ó  representante  de  los  mismos, 
no  puede  el  Capitán,  sin  autorización 
suya,  ajustar  reparaciones,  comprar 
velamen,  cordaje  y  otros  aprestos,  ni 
tomar  dinero  á  cuenta  del  carga- 
mento. 

Art.  510.  Durante  el  viaje,  si  fuera 
preciso  al  Capitán  servirse  de  los  obje- 
tos que  se  encuentren  á  bordo  para  uso 
(le  la  nave,  podrá  hacerlo,  oídos  previa- 
mente los  principales  de  la  tripula- 
ción. 

Art.  511.  Si  en  el  curso  del  viaje  el 
Capitán  tuviese  necesidad  de  dinero 
para  obras  de  reparación,  compra  de 
\jtuallas  ú  otra  necesidad  urgente  de 
la  nave,  deberá  inmediatamente  dar 
aviso  á  los  armadores,  fletantes  y  des- 
tinarlos, para  quo  le  autoricen  á  hacer 
estos  gastos;  y  no  pudiendo  dar  este 
aviso  ó  no  siendo  posible  esperar  la 
respuesta  y  las  órdenes  de  los  intere- 
sados, pedirá  para  tales  gastos  y  para 
tomar  el  dinero  preciso  autorización  al 
Juez  presidente  del  Tribunal  de  Comer- 
cio, y  en  su  defecto  al  funcionario  judi- 
cial del  puerto. 

§  1.*^-  Ocurriendo  este  caso  en  el  ex- 
tranjero, la  autorización  se  pedirá  al 
Apente  consular  portugués,  y,  en  su 
ílefecto,  á  la  Autoridad  jucMcial  lo- 
cal. 

§2.'*— Estas  obligaciones  se  consig- 
narán en  el  diario  de  navegación,  men- 
cionándose toda  clase  de  circunstan- 
cias y  los  títulos  de  obligación. 

§3.°— El  Capitán,  antes  de  partir  de 
un  puerto  en  que  haya  hecho  gastos 
extraordinarios  ó  contraído  obh'gacio- 
nes,  sin  intervención  directa  de  los  pro- 
pietarios ó  armadores  de  la  nave,  remi- 
tirá á  éstos  una  cuenta  de  tales  gastos, 
con  expresión  de  los  documentos  justi- 
ficativos de  éstos  y  de  las  obligaciones 
contraidas,  expresando,  respecto  á  és- 


tas, los  nombres  y  residencia  de  los 
acreedores  (1). 

Art.  512.  La  responsabilidad  para 
con  los  cargadores  respecto  de  las  co- 
sas vendidas  comprende  el  valor  que 
las  mismas  tendrían  en  el  lugar  y  épo- 
ca de  la  descarga  de  la  nave. 

Art.  513.  El  Capitán  no  puede  vender 
la  nave  sin  autorización  especial  del 
propietario,  excepto  en  el  caso  en  que 
se  haya  inutilizado  para  navegar. 

§  1."— La  declaración  relativa  á  la 
inutilización  y  la  autorización  para  pro- 
ceder á  la  venta  deberán  decretarse 
por  el  Presidente  del  Tribunal  de  Co- 
mercio ó  Magistrado  en  quien  delegue; 
y  en  el  extranjero  por  el  Agente  consu- 
lar portugués,  y,  en  su  defecto,  por  la 
Autoridad  judicial  local. 

§  2.®— Si  la  nave  ha  sido  declarada 
inútil  para  la  navegación,  correspon- 
derá al  Capitán  procurarse  y  fletar  otra 
nave  para  conducir  las  cosas  cargadas 
al  lugar  de  su  destino  (2). 

§  3."— Cesa  la  obligación  de  que  trata 
el  párrafo  anterior  cuando  se  exija 
mayor  flete,  á  no  ser  que  los  interesa- 
dos en  la  carga  convengan  en  transi- 
gir con  el  aumento,  en  cuyo  caso  será 
este  aumento  de  cuenta  de  ellos. 

Art.  514.  El  Capitán  podrá  exigir  el 
pago  de  sus  emolumentos  y  el  reembol- 
so de  los  gastos  que  él  hubiese  satisfe- 
cho, tan  luego  como  haya  presentado 
las  cuentas. 

§iinico.— Si  surgiera  duda  en  la  li- 
quidación de  las  cuentas,  el  pago  del 
saldo  se  hará  mediante  caución  (3). 

(1)  Lo  dispuesto  en  este  párrafo  so  connif^a 
igualmente  en  el  art.  511  del  Códifro  italiano. 

(2)  Concuerda  con  el  párrafo  2."  del  art.  514 
del  Códig-o  italiano. 

(3)  ídem  rou  el  art.  380  del  Código  ho- 
landés, 535  del  Brasil  (última  parte)  y  1.413  del 
¡xtrlugw's  antiguo. 
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Art.  515  Los  mismos  derechos  y  de- 
beres son  inherentes  á  la  persona  que 
reemplace  al  Capitán. 

CAPÍTULO  IV 

De   la    tripulación 

Art.  516.  Las  personas  que  constitu- 
yen la  tripulación  de  una  nave  son:  el 
Capitán  ó  patrón,  los  Oficiales,  los  ma- 
rineros y  dependientes  de  á  bordo  que 
forman  parte  del  rol  de  la  tripulación, 
organizada  conforme  á  los  Reglamen- 
tos, y  también  los  maquinistas,  fogo- 
neros y  demás  personas  empleadas  en 
los  buques  de  vapor. 

§  1.*^— El  rol  de  la  tripulación  deberá 
expresar  el  nombre,  calidad  y  domicilio 
de  cada  uno  de  los  ajustados,  su  sala- 
rio y  demás  condiciones  del  contrato. 

§2.**— Este  contrato  deberá  hacerse 
por  escrito  ante  el  Jefe  marítimo  corres- 
pondiente ó  sus  delegados,  y  en  el  ex- 
tranjero ante  el  Agente  consular  por- 
tugués, precediéndose  acto  seguido  á  la 
matrícula  de  la  tripulación. 

§  3.**— Si  el  contrato  fuese  hecho  en 
puerto  extranjero  en  que  no  haya 
Agente  consular  portugués,  se  inscribi- 
rá y  firmará  en  el  diario  de  navegación. 

Art.  517.  Los  marineros  y  demás 
gente  de  la  tripulación  continuarán  al 
servicio  de  la  nave,  aunque  haya  venci- 
do el  término  de  su  ajuste,  basta  el  re- 
greso de  aquélla  al  punto  de  salida, 
siempre  que  aquél  se  haga  directamen- 
te y  sólo  con  las  escalas  indispensables. 

§  1.''— En  el  caso  previsto  en  este  ar- 
tículo, las  personas  de  la  tripulación 
tendrán  derecho  á  un  aumento  de  sa- 
lario proporcional  á  la  mayor  duración 
del  servicio. 

§  2.®— El  contrato  se  considera  termi- 
nado, sin  embarpro,  aun  antes  de  espi- 


rar el  término  convenido,  cuando  la 
nave  regrese  al  puerto  de  salida  ha- 
biendo verificado  el  viaje  en  menos 
tiempo  del  calculado  (1). 

Art.  518.  Si  el  contrato  con  la  tripu- 
lación fuese  por  tiempo  indeterminado 
ó  por  todos  los  viajes  que  la  nave  haya 
de  emprender,  podrá  el  individuo  ajus- 
tado pedir  su  licénciamiento  transcu- 
rridos que  sean  tres  años  de  servicio, 
y  salvo  lo  dispuesto  en  el  artículo  an- 
terior (2). 

§  1.*— Si  en  esta  época  la  nave  estu- 
viese en  el  extranjero  sin  haberse  co- 
menzado ni  ordenado  el  viaje  de  regre- 
so, tendrá  derecho,  además  del  pago 
de  los  salarios  vencidos,  á  que  se  le 
abonen  los  gastos  de  su  vuelta  al  puer- 
to de  matrícula  si  el  Capitán  no  le  pro- 
cura otro  embarque. 

§  2.**— Sin  embargo,  el  licénciamiento 
no  podrá  efectuarse  en  puerto  de  escala 
ó  de  arribada  ,  sino  únicamente  en 
aquel  en  que  se  termina  el  viaje. 

Art.  519.  Terminado  el  contrato  ó 
considerado  terminado  con  la  despedi- 
da del  individuo  de  que  se  trata,  el  Ca- 
pitán entregará  á  éste  la  licencia  por 
escrito,  expresando  en  ella  el  nombre 
y  clase  de  la  nave  y  el  tiempo  de  em- 
barque, cuyo  documento  se  anotará  en 
el  diario  de  navegación. 

Art,  520.  Ni  el  Capitán  ni  la  gente  de 
la  tripulación  podrá  cargar  en  la  nave 
mercadería  alguna  por  su  cuenta  sin 
consentimiento  de  los  propietarios  ó  ar- 
madores y  sin  pagar  el  ñele,  á  no  ser 
que  estuvieren  autorizados  por  las  con- 
diciones del  ajuste. 

(1)  Concuerda  con  el  art.  524  del  Códig-o  Un- 
liana. 

(2)  Seirim  ol  art.  518  del  Código  italiano,  basta 
que  h»yan  transcurrido  dos  años  desde  que  entr^ 
en  servicio. 
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Art.  521.  Los  derechos  y  deberes  en- 
tre el  Capitán  y  la  gente  de  la  tripula- 
ción comenzarán  desde  que  se  ñrme  el 
contrato. 

Art.  522.  Si  el  viaje  no  se  lleva  á  efec- 
to por  causa  del  propietario,  Capitán  ó 
fletantes,  la  gente  de  la  tripulación  re- 
tendrá como  indemnización  los  antici- 
pos hechos  á  cuenta  de  sus  salarios. 

§  único.— Si  no  se  hubiesen  pagado 
los  anticipos,  la  gente  de  la  tripulación, 
ajustada  por  meses,  recibirá  por  vía  de 
indemnización  la  mesada  del  salario 
convenido;  si  el  contrato  es  por  el  viaje, 
recibirá  la  cantidad  correspondiente  á 
un  raes  de  su  duración  probable,  cuan- 
do ésta  se  calcule  que  excederá,  y  todo 
el  salario  convenido  en  caso  contrario. 

Art.  523.  Si  el  viaje  no  se  llevara  á 
efecto  después  de  comenzado,  la  gente 
de  la  tripulación  contratada  para  el  via- 
je recibirá  el  salario  íntegro  como  si 
éste  se  realizara;  si  el  ajuste  fué  por 
meses,  tendrá  derecho  á  los  meses  ven- 
cidos, y,  además,  á  una  indemnización 
proporcionada  á  la  duración  calculada 
del  viaje;  y  en  uno  y  otro  caso  derecho 
álos  gastos  de  regreso  al  puerto  de  ma- 
tricula, á  menos  que  el  Capitán  les  pro- 
porcione otro  medio  de  embarque. 

Art.  524.  Si  el  comercio  con  el  puer- 
to de  destino  de  la  nave  estuviese  pro- 
hibido en  virtud  de  providencia  sanita- 
ria ó  de  policía,  ó  si  la  nave  fuere  em- 
bargada por  orden  del  Gobierno  antes 
(le  comenzar  el  viaje,  la  gente  de  la  tri- 
pulación no  tendrá  derecho  sino  al  sa- 
lario de  los  días  empleados  en  aprestar 
la  nave. 

Art.  525.  Si  la  prohibición  del  co- 
mercio ó  el  embargo  de  la  nave  acae- 
ciesen durante  el  viaje,  las  personas 
de  la  tripulación  tendrán  derecho,  en  el 
primer  caso,  al  pago  de  los  salarios  en 
proporción  á  la  duración  del  servicio. 


y  en  el  segundo,  á  la  mitad  del  salario 
durante  el  tiempo  del  embargo,  si  el 
ajuste  es  por  meses,  y  si  fuera  por  via- 
je, al  total  del  salario  convenido. 

Art.  526.  Si  el  viaje  se  prolongase  en 
interés  de  los  fletadores  y  fuese  condu- 
cida la  nave  á  puerto  distinto  del  de  su 
destino,  el  salario  ajustado  por  viaje  se 
aumentará  en  proporción  del  tiempo 
por  que  se  prolongue  aquél. 

§  único. —Si  la  descarga  de  la  nave  se 
verifícase  en  un  punto  más  próximo  al 
convenido  en  el  contrato  de  fletamento, 
los  salarios  de  la  gente  de  la  tripula- 
ción no  sufrirán  por  este  motivo  dismi- 
nución alguna. 

Art.  527.  Si  la  gente  de  la  tripula- 
ción se  contrató  por  una  participación 
en  los  beneficios  ó  en  el  flete  (á  partes) 
no  tendrá  derecho  á  indemnización  por 
cualquier  acontecimiento  que  ocurra 
en  el  viaje,  salvo  sus  derechos  de  com- 
pañía (1). 

Art.  528.  En  el  caso  de  apresamiento 
ó  naufragio,  con  pérdida  entera  de  la 
nave  y  del  cargamento,  no  tendrá  la 
gente  de  la  tripulación  derecho  á  nin- 
gún salario  si  no  está  adelantado  el 
flete;  pero  si  hubiesen  recibido  cual- 
quier anticipo  no  están  obligados  á  de- 
volverlo. 

§  1.°— Si  se  pudiese  salvar  alguna 
parte  de  la  nave,  los  salarios  que  estu- 
viesen vencidos  se  pagarán,  con  prefe- 
rencia, con  los  restos  de  aquélla  ó  con 
los  objetos  salvados  ó  recogidos;  pero 
si  estos  objetos  no  fuesen  suficientes  ó 
si  sólo  se  hubiesen  salvado  mercade- 
rías, se  les  pagará  subsidiariamente 
con  el  flete. 

§2.**— Sea  cualquiera  la  naturaleza 


(1)  Concuerda  con  el  art.  257  del  Código  frnn- 
c¿s,  553  del  Braun,  18  del  fifí/r/a,  441  del  holandés 
Y  1.461  del  poríw^?i¿/{  anticuo. 
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fiel  contrata,  la  gente  de  la  tripulación 
tendrá  derecho  al  pago  de  los  salarios 
correspondjentes  á  los  días  empleados 
en  ol  salvamento  de  la  nave  y  cosas 
ñau  fraguad  as. 

Art.  529.  El  marinero  que  fuese  he- 
rido ó  sufra  lesí6n  ó  contraiga  enfer- 
medad durante  el  viaje  en  servicio  de 
la  nave,  tendrá  derecho  á  que  se  le  pa- 
guen los  salarios  por  todo  el  tiempo 
qUÉ*  dure  el  impedimento  y  recibirá  las 
mí^dicínas  por  cuenta  de  la  nave. 

§  1.^— Si  el  servicio  á  que  se  refiere 
este  articulo  se  hubiere  verificado  para 
el  í;alvamenío  de  la  nave,  los  gastos 
del  tratamiento  correrán  por  cargo  de 
ésta  y  del  cargamento. 

§  2.*"— Sí  el  tratamiento  exige  que  el 
marinero  desembarque,  el  Capitán  en- 
tregará al  Agente  consular  portugués 
la  cantidad  preeií^a  para  la  curación  y 
regreso  del  marinero  al  puerto  de  ma- 
tricula; donde  no  haya  Agente  consular, 
el  Capitán  cuidará  de  que  se  admita  al 
marinero  en  algún  hospital  ó  casa  de 
beneficencia,  satisfaciendo  el  anticipo 
necesario  para  su  curación. 

§  3."— Los  gastos  de  curación  y  pago 
de  salarios  del  marinero  desembarcado 
no  podrán  exceder  de  cuatro  meses. 

Art-  530.  Si  el  marinero  fuese  herido 
6  enfermare  por  culpa  suya  ó  hallán- 
dose en  tierra  sin  autorización  del  Ca- 
pitán, serán  de  su  cuenta  los  gastos  de 
curación,  por  más  que  el  Capitán  esta- 
rá ohíigado  á  íiacerle  los  anticipos  ne- 
eesanoíi  si  el  marinero  lo  exigiese,  y 
deberá,  cuando  éste  ^e  vea  precisado  á 
depembarcar,  proceder  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  sal- 
vo su  derecho  al  reembolso. 

§  único.— Eíi  los  casos  de  herida,  en- 
fermedad ó  lesión  por  culpa  del  mari- 
nero, no  podrá  este  exigir  más  sala- 
rios que  los  correspondientes  ai  tiem- 


po que  prestó  sus  servicios  en  la  nave. 

Art.  531.  Si  falleciese  algún  marine- 
ro durante  el  viaje,  sus  herederos  ten- 
drán derecho  á  los  salarios  debidos 
hasta  el  día  de  su  muerte,  si  el  contra- 
to fué  hecho  por  meses  (1),  á  lá  mitad 
del  salario,  si  el  ajuste  fué  por  viaje  y 
el  fallecimiento  ocurrió  en  la  ida  ó  en 
el  punto  de  destino,  y  á  la  totalidad  del 
salario  si  la  defunción  ocurriese  duran- 
te el  viaje  de  regreso  (2). 

§  1.**— Si  el  marinero  fué  ajustado  por 
una  participación  en  el  beneficio  ó  en 
el  flete  {á  partes),  se  deberá  á  los  he- 
rederos la  participación  de  aquél  si  el 
fallecimiento  ocurre  después  de  comen- 
zado el  viaje. 

§  2.^  ~  Si  el  marinero  murió  en  defen- 
sa de  la  nave,  se  pagará  por  entero  y 
por  el  viaje  completo  el  salario  ajusta- 
do, siempre  que  la  nave  arribe  á  buen 
puerto  (3). 

Art.  532.  Apresada  la  nave,  los  sa- 
larios se  deberán  hasta  el  día  en  que 
ocurrió  el  apresamiento. 

§  1.°— Si  el  marinero  fué  cogido  y  he- 
cho prisionero  en  alguna  expedición 
hecha  para  el  servicio  de  la  nave,  ten- 
drá derecho  á  todo  el  salario  hasta  el 
día  en  que  habría  debido  terminar  el 
contrato. 

(1)  El  salario  de  un  marinero  ajustado  por 
meses  se  adquiere  día  por  día,  y  de  aquí  el  dere- 
cho (le  los  herederos;  pero  el  ajustado  por  viaje 
recibe  una  cantidad  determinada,  que  no  sería 
justo  pagar  á  sus  herederos  si  muriese  antes  de 
terminarlo;  por  esto  se  divide  el  viaje  en  dos 
partes,  ida  y  vuelta,  adquiriendo  el  marinero  hi 
mitad  de  la  suma  al  empezar  el  viaje  de  ida  y  la 
otra  mitad  al  empezar  el  de  regreso. 

(2)  Concuerda  con  el  art.  36  del  Código  belga , 
l\Qáe\rusoj  561  de\  Brasil,  431  del  holandés  y 
IA14:  á  1  416,  y  1.490  del  portugués  antiguo. 

(3)  ídem  con  el  art.  265  del  francés,  431 
del  holandés,  562  del  Brasil  y  1.476  del  portu- 
gués antiguo. 
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§2.°— El  cargamento  deberá  contri- 
buir a]  pago  de  esta  cantidad  si  la 
expedición  fué  hecha  en  interés  del 
mismo. 

Art.  533.  Si  la  nave  se  vendiese  du- 
rante el  tiempo  de  ajuste  con  la  gente 
de  la  tripulación,  ésta  tendrá  derecho  á 
ser  cond'ucida  al  puerto  de  matrícula 
á  costa  de  la  nave  y  á  recibir  los  sala- 
rios convenidos. 

Art.  534.  El  Capitán  podrá  despedir 
al  marinero,  antes  del  término  del  ajus- 
te, sin  obligación  de  probarle  la  causa 
de  la  despedida,  debiendo,  no  obstante, 
entregarle  la  licencia  escrita  y  sumi- 
nistrarle los  medios  precisos  para  re- 
gresar al  puerto  de  matrícula  ó  procu- 
rarle embarque  en  otra  nave  que  se  di- 
rija al  mismo  punto. 

§  1.**— El  marinero  que  fuere  licencia- 
do después  de  cerrado  el  rol,  sin  justa 
causa,  tendrá  derecho  á  dos  mesadas 
de  indemnización  además  del  pago  de 
los  salarios  correspondientes  á  los  ser- 
vicios que  hubiere  prestado. 

§  2.'— En  ninguno  délos  casos  expre- 
sados puede  el  Capitán  exigir  el  reem- 
bolso á  los  propietarios  ó  armadores 
de  la  nave  de  las  indemnizaciones  pa- 
gadas, si  el  licénciamiento  no  se  hizo 
de  acuerdo  con  los  mismos. 

Art.  535.  Los  marineros  tendrán  de- 
recho á  que  se  les  mantenga  á  bordo 
hasta  que  se  les  abonen  por  completo 
sus  salarios  ó  su  participación  en  el 
beneficio,  según  el  ajuste. 

§  único.— Aun  después  de  terminado 
el  ajuste  tendrán  los  marineros  obliga- 
ción de  continuar  prestando  sus  servi- 
cios en  la  nave  hasta  que  ésta  sea 
pupsta  en  seguro,  admitida  á  libre  plá- 
tica y  descargada,  y  tendrán  derecho  á 
que  se  les  mantenga  á  bordo  y  se  les 
paguen  los  salarios  correspondientes  á 
e?te  aumento  de  trabajo. 


Art.  536.  Si  hallándose  sujeta  la 
nave  á  cuarentena  debiera  salir  para 
otro  viaje,  el  marinero  que  no  quiera 
ajustarse  para  el  mismo  tiene  derecho 
á  ser  desembarcado  en  el  lazareto, 
siendo  de  cuenta  de  la  nave  los  gastos 
que  esto  origine  y  los  salarios  por  el 
tiempo  que  se  demore. 

Art.  537.  Los  salarios  y  emolumen- 
tos de  los  marineros  no  podrán  ceder- 
se ni  secuestrarse  ó  embargarse  sino 
pon  causa  de  alimentos  debidos  por  la 
ley  ó  por  deudas  de  los  mismos  para 
con  la  nave. 

§  único.— En  el  caso  de  deuda  por 
alimentos,  la  cesión,  el  secuestro  ó  el 
embargo  no  podrá  exceder  del  tercio 
de  su  importe,  sin  que  sea  lícito  al  ma- 
rinero estipular  lo  contrario. 

CAPÍTULO  V 
Del  eonoeimiento 


Art.  538.  En  el  conocimiento  deberá 
expresarse: 

1.**  Nombre  y  domicilio  del  propie- 
tario, del  cargador,  del  Capitán  ó  fle- 
tante y  del  destinatario,  siendo  persona 
cierta; 

2.**  El  nombre,  nacionalidad  y  porte 
de  la  nave; 

3.**  Designación  de  la  naturaleza, 
clase  y  cantidad  de  los  objetos  carga- 
dos, sus  marcas,  contraseñas  y  nú- 
meros; 

4.°  Los  puntos  de  partida,  escala  y 
destino; 

5."    El  flete; 

0.^  La  fecha  en  que  el  conocimiento 
se  haya  firmado; 

7."    El  número  de  ejemplares. 

§  1."— El  conocimiento  podrá  ser  á  la 
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orden,  al  portador  ó  á  persona  deter- 
minada (1). 

§  2.^— El  Capitán  deberá  extender 
tantos  ejemplares  del  conocimiento 
como  exija  el  cargador,  no  pudiendo 
su  número  ser  inferior  á  cuatro:  uno 
para  el  cargador,  otro  para  el  destina- 
tario, otro  para  el  Capitán  y  otro  para 
el  armador  (2). 

§  3.®— En  cada  uno  de  los  ejemplares 
del  conocimiento  se  indicará  la  perso- 
na á  quien  se  destina  (3). 

§  4.**~E1  Capitán  suscribirá  todos  los 
conocimientos,  excepto  los  á  él  desti- 
nados, que  habrán  de  ir  firmados  por  el 
cargador. 

Art.  539.  Las  mercaderías  se  entre- 
garán por  el  Capitán  en  el  lugar  de 
destino  á  bordo  ó  en  la  Aduana,  según 
los  usos  locales  6  con  arreglo  á  lo  pac- 
tado en  el  contrato  de  fletamento,  ó 
con  conocimiento  á  la  persona  desig- 
nada en  el  mismo. 

§  único.— Si  se  presentaran  varios 
portadores  de  conocimiento  de  las  mis- 
mas mercaderías,  quedarán  éstas  de- 
positadas (á  la  orden  en  la  Aduana) 
hasta  que  las  Autoridades  competentes 
decidan  á  quién  han  de  entregarse,  sin 
perjuicio  de  los  derechos  fiscales  y  de 
otras  obligaciones  que  graven  por  la 
ley  dichas  mercaderías. 

Art.  510.  El  conocimiento  que  con- 
tenga los  requisitos  exigidos  en  el  ar- 
tículo 538  hará  prueba  entre  ios  intere- 
sados en  el  cargamento  y  entre  éstos 
y  los  aseguradores  y  el  cargador,  á  no 


(1)  Concuerda  con  el  art.  281  del  /Vancéa,  507 
del  holandés  y  1.553  del  portugués  antiguo. 

(2)  ídem  con  el  240  del  Código  de  Colombia, 
(8)     ídem  con  el  art.  556  del  Código  italiano, 

282  del    francés,  510  del  liolandés  y   1.555  del 
portugués  antiguo. 


ser  que  se  pruebe  la  existencia  de 
dolo  (1). 

§  1.**— Al  tercer  poseedor  no  se  puede 
oponer  el  dolo  del  cargador. 

§  2.**— Los  terceros,  extraños  al  con- 
trato de  fletamento,  y  especialmente  los 
aseguradores,  podrán  probar  la  false- 
dad del  conocimiento  por  cualquier  me- 
dio reconocido  en  derecho. 

CAPÍTULO   VI 

Deljletamenío 

Art.  541.  El  contrato  de  netamente 
deberá  consignarse  por  escrito  en  un 
instrumento  que  constituirá  la  póliza 
(carta  partida)  (2)  de  fletamento,  de- 
biendo expresarse  en  ella: 

1.*^  El  nombre,  nacionalidad  y  porte 
de  la  nave; 

2.^    El  nombre  del  Capitán; 

3.*^  Los  nombres  del  fletante  y  del 
fletador  ó  cargador; 

á.'^  El  punto  y  época  convenidos 
para  la  carga  y  descarga; 

5.**    El  precio  del  flete; 

6.®  Si  el  fletamento  es  total  6  par- 
cial; 

7.^  La  indemnización  convenida  en 
caso  de  tardanza  (3). 

Art.  .542.  El  contrato  de  fletamento 
puede  ser: 

(1)  Concuerda  con  el  art.  253  de  Colombia. 

(2)  Carta  partida  es  un  nombre  particular  que 
se  da  á  las  convenciones  relativas  á  la  locación 
de  naves:  significa  lo  mismo  que  carta,  de  neta- 
mentó;  llamóse  así  porque  al  principio  se  partía 
por  mitad  y  cada  contratante  se  quedaba  con  una 
parte,  que  reunían  en  caso  de  duda,  y  con  el  fin 
de  evitar  falsificaciones. 

(H)  Concuerda  con  el  art.  561  del  Código  del 
Brasil,  núm.  ].*  á  7.",  129  del  ruso,  455  del  holan- 
dés, 218  del  francés,  1.500  y  1.501  del  portugués 
antiguo,  y  541  del  italiano. 
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1.®   Total,  por  toda  la  nave; 

2.°   Por  una  parte  de  la  misma; 

3.®    Por  uno  ó  más  viajes; 

4.°  A  granel,  cuando  el  Capitán  ad- 
mite, de  todos  los  que  se  presentan,  los 
jiéneros  que  le  parece  conveniente  para 
cargarlos  y  conducirlos  al  punto  de  des- 
tino; 

S.""  Por  objetos  determinados  ó  de- 
signados solamente  por  su  número, 
peso  y  volumen. 

§  1.**— A  falta  de  declaración  expresa, 
ei  contrato  se  presumirá  de  fletamento 
total. 

§  2.®— Si  el  fletante  declarase  tener  la 
nave  un  porte  superior  ó  inferior  al 
efectivo,  y  la  diferencia  excediese  de  la 
vigésima  parte  de  ésta,  el  fletador  ten- 
drá dei^cho  á  indemnización  por  daños 
y  perjuicios. 

Art.  543.  El  fletante  deberá  entregar 
al  Capitán,  dentro  de  las  veinticuatro 
horas  después  de  haberse  cargado  la 
nave,  los  documentos  relativos  al  car- 
gamento. ^ 

Art.  544.  La  variación  ó  cambio  de 
Capitán  no  impedirá  que  subsista  el 
contrato  de  fletamento,  salvo  estipula- 
ción en  contrario. 

Art.  545.  Si  en  la  póliza  de  fletamen- 
to no  se  fijó  la  duración  de  la  carga  y 
descarga,  se  entenderá  la  estadía,  si  la 
nave  fuese  de  vapor,  á  razón  de  ciento 
veinte  toneladas  de  peso  al  día,  y  la  mi- 
tad si  la  nave  fuese  de  vela. 

§  1.^— Corriendo  el  interés  de  mora  se 
pagará  á  razón  de  cien  reís  por  cada  to- 
nelada en  los  buques  de  vapor,  y  de 
cincuenta  reís  por  cada  una  en  los  de 
vela. 

§  2.°— En  el  tiempo  regulado  en  este 
articulo  y  su  párrafo  I.**,  no  se  cuentan 
los  domingos  y  demás  días  festivos  de 
la  Iglesia. 

Art.  546.    Si  el  contrato  de  fletamen- 

TuMO    VII.  —  iNSTITTtClONBS  JUUÍDICA8. 


to  fuese  por  meses  ó  por  períodos  de 
tiempo  determinado,  se  computará  su 
duración  desde  el  día  en  que  la  nave 
se  halle  dispuesta  para  la  carga  hasta 
el  en  que  termine  la  descarga. 

Art.  547.  Si  la  partida  de  la  nave  pa- 
ra el  punto  de  su  destino  fuese  imposi- 
ble por  causa  de  fuerza  mayor,  guerra, 
bloqueo  ó  interdicción  de  comercio,  ha- 
brá lugar  ala  rescisión  del  fletamen- 
to (1). 

§  único.— En  los  casos  previstos  en 
este  articulo,  el  fletante  no  tendrá  de- 
recho á  indemnización  y  los  gastos 
de  descarga  correrán  por  cuenta  del 
mismo. 

Art.  548.  Si  el  obstáculo  sobrevinie- 
se durante  el  viaje,  habrá  derecho  al 
flete  por  el  camino  recorrido. 

§  único.— Si  el, obstáculo  fuese  tempo- 
ral, podrá  el  fletante  descargar  las 
mercaderías  á  su  costa,  y  con  la  con- 
dición de  volverlas  á  cargar  ó  de  in- 
demnizar al  Capitán,  prestando  en  uno 
y  en  otro  caso  caución  si  le  fuere  exi- 
gida* 

Art.  549.  Si  estuviese  bloqueado  el 
puerto  de  destino  de  la  nave  ó  la  en- 
trada de  la  misma  en  ese  puerto  fuese 
impedida  por  fuerza  mayor,  el  Capitán 
la  conducirá  áotro  puerto  ó  retrocede- 
rá al  de  salida,  según  estime  más  pro- 
vechosp  al  fletante. 

§  1.®— En  el  caso  de  regresar  la  nave 
al  punto  de  partida,  devengará  el  f\pte 
de  ida  y  un  tercio  por  el  regreso. 

§  2.°— Si  la  nave  arribase  á  otro  puer- 
to, se  cobrará,  además  del  flete  de  ida,  . 
un  tercio  por  este  aumento  de  camino. 

§  3.**— El  Capitán  podrá  también  ex- 
pedir en  otra  nave  las  mercaderías  á 

(1)  Números  3."  y  4.'  del  art,  571  del  Código 
del  Brasil,  art.  41  del  belga,  499  del  holandés  y 
1.544  del  portugués  antiguo. 
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SU  destino,  y  en  este  caso  el  flete  co- 
rrerá á  cargo  de  los  fletantes. 

§  4.°--Lo  dispuesto  en  este  artículo  y 
sus  párrafos  se  entiende  á  falta  de  ór- 
denes recibidas  ó  en  el  caso  de  no  ser 
éstas  practicables. 

Art.  550.  Son  lugares  reservados, 
para  el  efecto  de  no  considerarse  com- 
prendidos en  el  fletamento,  la  cámara 
del  Capitán  y  los  departamentos  desti- 
nados al  personal  y  material  de  la 
nave. 

Art.  551.  Cuando  en  la  póliza  de  fle- 
tamento no  se  hubiese  designado  la 
época  en  que  la  nave  deba  estar  dis- 
puesta á  recibir  la  carga,  podrá  fijarla 
el  fletador. 

§  único.— El  fletador  que  no  presen- 
tase la  nave  dispuesta  en  la  época  fija- 
da, responderá  por  daños  y  perjuicios. 

Art.  552.  Si  se  fletase  la  nave  por 
entero  y  el  fletante  no  completase  la 
carga,  no  podrá  el  Capitán  cargar  nin- 
guna cosa  sin  conocimiento  del  fle- 
tante. 

§  único.— El  flete  de  las  mercaderías 
que  completen  el  cargamento  corres- 
ponde al  fletante. 

Art.  553.  El  fletante  que  renuncie  al 
contrato  antes  de  comenzar  á  cargar 
la  nave,  deberá  abonar  la  nnitad  del 
flete  (1). 

§  1.*^— Cargando  menos  de  lo  conve- 
nido, pagará  el  flete  por  entero. 

§2.*"— Si  cargase  mayor  cantidad,  pa- 
gará el  flete  correspondiente  al  exceso. 

Art.  554.  El  fletante  podrá  retirar  de 
á  bordo  cualquiera  de  los  objetos  car- 
gados si  pagase  el  flete  por  entero  y 
los  gastos  de  la  entrada  á  bordo,  estiva 


(1)  Concuerda  con  el  art.  503  del  Código  del 
Brasilj  V¿  del  belga,  465  del  holandés,  288  del  fran- 
cés V  ^758  del  ruso. 


y  descarga,  y  restituyese  los  conoci- 
nnientos. 

Art.  555.  El  flete  de  los  objetos  sa- 
crificados para  salvamento  de  la  nave 
y  de  la  carga  se  incluirá  por  entero  en 
la  cuenta  de  avería  común. 

§  1.®— También  se  pagará  por  entero 
el  flete  de  las  cosas  que  perezcan  en  el 
viaje  por  vicio  propio  ó  vendidas  en  su 
beneficio,  salva  la  deducción  de  los 
gastos  que  por  causa  de  esto  el  Capi- 
tán estuviese  relevado  de  efectuar. 

§2."— Igualmente  se  pagará  por  en- 
tero el  flete  de  las  cosas  destinadas  á 
las  necesidades  de  la  nave,  si  éste  lle- 
gase á  buen  puerto,  salva  la  obligación 
de  pagar  con  cargo  á  la  nave  á  los  due- 
ños de  tales  objetos  el  valor  que  hubie- 
ran alcanzado  en  el  punto  de  descarga. 

Art.  556.  .  Si  el  Capitán  se  viese  obli- 
gado á  reparar  la  nave  durante  el  via- 
je por  caso  fortuito  ó  de  fuerza  mayor, 
y  el  fletante  no  quisiese  esperar  á  la 
terminación  de  las  obras  y  por  este 
motivo  hiciese  descargar  los  objetos, 
pagará  el  flete  por  entero,  prestando, 
sin  embargo,  caución  por  la  cuota  de 
avería  gruesa  á  que  pudiesen  estar 
obligados  aquéllos. 

Art.  557.  No  se  deberá  el  flete,  si  el 
fletante  probase  que  la  nave  carecía  de 
condiciones  para  navegar  en  el  mo- 
mento de  emprender  el  viaje  para  que 
fué  fletada. 

Art.  558.  No  se  deberá  el  flete  por 
el  tiempo  que  duren  las  reparaciones 
de  la  nave,  si  ésta  fué  fletada  por  meses 
ó  por  tiempo  determinado,  ni  aumento 
de  flete  si  el  fletamento  fuese  por  viaje. 

§  único.— Tampoco  se  deberá  flete  ó 
aumento  de  flete  si  nave  la  fuese  dete- 
nida por  bloqueo  del  puerto  ó  por  otro 
caso  de  fuerza  mayor. 

Art.  559.  Si  el  destinatario  ó  el  con- 
signatario de  los  objetos  se  negase  á 


CÓDIGO  DE  COMERCIO  PORTUGUÉS 


515 


hacerse  cargo  de  ellos,  e}  Capitán  de- 
lira pedir  aJ  Juez  presidente  del  Tribu- 
nal de  Comercio  que  nombre  un  con- 
signatario, promoviendo  la  venta  de 
aquellos  que  sean  necesarios  para  el 
|)ago  del  flete,  averías  y  gastos  á  que  se 
hallasen  sujetos. 

§i^¡co.  — Si  los  objetos  fuesen  sus- 
ceptibles de  deterioro,  promoverá  dicho 
•  onsignatario  la  venta  de  todos,  con- 
signando en  depósito  su  producto  á  la 
orden  del  Juez,  y  presentando  cuenta 
'h^  la  venta,  incluyendo  en  ésta  la  co- 
riiisión  de  la  misma,  según  lofi  usos  lo- 
i'ales. 
Art.  560.    Si  las  cosas  se  hubieren 
argado  para  entregar  á  la  orden,  el 
i'iipitán  deberá  llamar  al  destinatario 
íor  anuncios,  que  se  insertarán  en  tres 
f! rimeros  sucesivos  del  mismo  periódi- 
' '»,  si  lo  hubiere,  y  donde  no  lo  haya  se 
ijarán  en  los  sitios  de  costumbre. 
§  único.— Si  no  se  presentase  nadie  á 
aclamar  las  mercaderías,  el  Capitán 
procederá  en  los  términos  del  artículo 
ii.terior. 

Art.  501      El  Capitán  no  podrá,  para 
-•  iiuridad  del  flete,  averías  y  gastos, 
retener  las  mercaderías  á  bordo,  sién- 
^le  lícito  únicamente,  durante  la  des- 
arga, pedir  el  depósito  de  aquellas  que 
V  an  necesarias  para  dicho  pago. 

Art.  562.  No  se  podrá  pedir  la  reduc- 
'i"n  del  flete  ni  abandonar  por  éste 
lis  cosas  cargadas  por  causa  de  tar- 
i'inza,  disminución  de  valor  ó  dete- 
I  ioro. 

§  único.— En  el  caso  de  que  las  vasi- 
i;l^^  que  contengan  líquidos  se  hayan 

[vaciado  más  de  la  mitad,  podrán  aban- 
lonarse  por  el  flete  dichas  vasijas  y  su 
-on  tenido. 


CAPÍTULO  Vil 

De  los  pasajeros 

Art.  563.  El  transporte  de  pasajeros 
se  regirá,  á  falta  de  pactos  especiales, 
por  las  disposiciones  de  este  capítulo. 
Art.  564.  Aunque  el  pasajero  no  se 
encuentre  á  bordo  á  su  debido  tiempo, 
se  deberá  el  pasaje  por  entero  (1). 

§  1.**— Si  la  no  presentación  es  debida 
á  muerte,  enfermedad  ú  otro  caso  de 
fuerza  mayor  relativo  al  interesado,  ó 
si  éste  declara  que  desiste  del  viaje,  se 
deberá  abonar  la  mitad  del  pasaje  (2). 
§  2.®— Si  el  viaje  no  se  llevare  á  cabo 
por  causa  del  Capitán,  tendrá  derecho 
el  viajero,  no  sólo  á  la  devolución  in- 
mediata del  pasaje,  sino  también  á  la 
indemnización  por  daños  y  perjuicios. 
§  3.°— Si  no  se  efectuase  el  viaje  por 
caso  fortuito  ó  fuerza  mayor  relativo  á 
la  nave,  se  rescindirá  el  contrato  con 
restitución  del  pasaje,  pero  sin  derecho 
á  indemnización  por  ninguna  de  las 
partes  (3;. 

Art.  565.  Si  durante  el  curso  del  via- 
je el  pasajero  prefiriese  desembarcaren 
un  puerto  que  no  sea  el  de  su  destino, 
pagará  el  pasaje  por  entero. 

§  1.**— Si  el  pasajero  se  viese  obligado 
á  desembarcar  en  otro  puerto  que  el  de 
su  destino  por  acto  ó  culpa  del  Capitán, 
tendrá  derecho  aquél  á  la  indemniza- 
ción de  daños  y  perjuicios 

§  2.**— Si  el  desembarque  fuere  motiva- 
do por  caso  fortuito  ó  fuerza  mayor  re- 
lativa á  la  nave  ó  al  pasajero,  so  deberá 
el  pasaje  proporcionado  al  camino  re- 
corrido. 

(1)  Concuerda  con  el  art.  522  del  Código /lo- 
landéa,   629  del  Brasil  y  262  de  Colombia. 

(2)  ídem  523  del  Código  holandés  y  630  del 
Brasil. 

(3)  ídem  631  del  Códijfo  del  BrasiL 
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Art.  566.  Si  el  pasajero  falleciese  en 
naufragio,  no  se  restituirá  el  pasaje  á 
los  herederos  si  estuviese  satisfecho; 
pero  no  se  les  podrá  exigir  si  estuviese 
por  pagar. 

Art.  567.  Si  por  otra  causa  que  la  de 
caso  fortuito  ó  fuerza  mayor  la  nave 
retrasase  su  salida,  el  pasajero  tendrá 
derecho  á  permanecer  á  bordo  y  á  ser 
alimentado  mientras  dure  el  retraso, 
así  como  á  la  indemnización  de  daños 
y  perjuicios. 

Art.  568.  Si  la  tardanza  excediese 
de  diez  días,  podrá  el  pasajero  rescin- 
dir el  contrato,  en  cuyo  caso  se  le  de- 
volverá el  pasaje  si  lo  tuviese  adelan- 
tado. 

§  único.— Si  el  retraso  fuese  ocasio- 
nado por  el  mal  tiempo,  la  restitución 
será  únicamente  de  los  dos  tercios  del 
pasaje. 

Art.  569.  La  nave  que  haya  sido  fle- 
tada exclusivamente  para  el  transporte 
de  pasajeros,  deberá  conducirlos  al 
puerto  de  destino  sin  hacer  más  esca- 
las que  las  anunciadas  ó  las  que  sean 
de  uso  general. 

Art.  570.  Si  la  nave  se  separase  de 
la  ruta  por  acto  ó  culpa  del  Capitán, 
los  pasajeros  continuarán  recibiendo 
alojamiento  y  manutención,  mientras 
dure  ese  desvío,  á  costa  de  la  nave, 
tendrán  derecho  á  indemnización  por 
daños  y  perjuicios,  y  podrán  rescindir 
el  contrato. 

Art.  571.  Si  la  nave  condujese  mer- 
caderías además  de  los  pasajeros,  el 
Capitán  podrá  arribar  en  cualquier 
puerto  que  sea  preciso  para  verificar  la 
descarga. 

Art.  572.  Cuando  el  viaje  sufra  re- 
traso por  necesidad  de  reparaciones, 
podrá  el  pasajero  rescindir  el  contrato 
pagando  el  pasaje  á  razón  del  camino 
recorrido. 


§  único.— Si  prefiriese  esperar  á  que 
la  nave  prosiga  su  viaje,  no  pagará  au- 
mento de  pasaje,  pero  la  alimentación 
será  á  costa  suya  durante  el  tiempo 
que  dure  la  reparación. 

Art.  573.  Los  alimentos  del  pasajero 
durante  el  viaje  se  presumen  compren- 
didos en  el  pasaje.  • 

§  l.«— Si  se  hubiesen  excluido,  corres- 
ponderá al  Capitán  facilitarlos  por  su 
justo  precio  al  pasajero  que  los  nece- 
site. 

§  2.°— En  los  viajes  para  fuera  de  la 
parte  continental  del  Reino,  los  pasaje- 
ros tendrán  derecho  á  permanecer  á 
bordo  y  ser  alimentados  por  todo  el 
tiempo  que  la  nave  se  retrase  en  salir 
del  puerto  de  destino,  siempre  que  no 
exceda  de  veinticuatro  horas. 

CAPÍTULO  VIH 

De  los  créditos  privilegiados  y  de  las 
hipotecas 

Sección  primera 

De  los  créditos  privilegiados 

Art.  574.  Los  créditos  designados  en 
esta  sección  serán  prefereptes  á  cual- 
quier privilegio  general  ó  especial  so- 
bre bienes  muebles  establecido  en  el 
Código  civil. 

Art.  575.  En  caso  de  que  la  nave  6 
cualquiera  de  los  objetos  sobre  que  re- 
caiga el  privilegio  sufran  deterioro  ú 
disminución  de  valor,  el  privilegio  sub- 
sistirá sobre  lo  restante  de  lo  que  se 
haya  puesto  á  salvo  ó  recobrado. 

Art.  576.  Si  el  producto  de  la  nave  ó 
de  los  objetos  sujetos  al  privilegio  no 
fuese  suficiente  para  pagar  á  los  acree- 
dores privilegiados  de  un  mismo  grado, 
se  distribuirá  á  prorrata. 
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Art.  577.  El  endoso  de  un  título  de 
crédito  privilegiado  transfiere  igual- 
mente ese  privilegio. 

Art.  578.  Las  deudas  con  privilegio 
sobre  la  nave  se  graduarán  por  el  or- 
Hen  siguiente: 

I.**  Las  costas  y  gastos  judiciales 
hechos  en  interés  común  de  los  acree- 
dores; 

2^  Los  salarios  debidos  por  asisten- 
cia }•  salvamento; 

3."*  Los  salarios  de  los  Prácticos  y 
<1p  remolque  á  la  entrada  en  el  puerto; 

\°  Los  derechos  de  tonelaje,  faros, 
fondeadero,  sanidad  y  cualesquiera 
otros  de  puerto; 

5.**  Los  gastos  hechos  con  la  guarda 
■]o  la  nave  y  almacenaje  de  lo  que  le 
pertenezca; 

6.°  Los  salarios  del  Capitán  y  de  los 
I      marineros; 

7.°  Los  gastos  de  guarda  y  repara- 
.  'ion  de  la  nave  y  de  sus  aprestos  y  apa- 
rnjos; 

S."  El  reembolso  del  precio  do  las 
'Tsas  cargadas  que  por  precisión  hu- 
f>iose  vendido  el  Capitán; 

9.°    Las  primas  del  seguro; 

10.  El  precio  de  la  nave  que  aún  se 
leba  al  vendedor; 

11.  Los  gastos  para  reparaciones  de 
'h  nave  y  sus  aprestos  y  aparejos  en 
los  tres  últimos  años  anteriores  al  via- 
/» y  ^  contar  desde  e!  día  en  que  se 
lí^rminó  la  reparación; 

12.  Las  deudas  que  provengan  de 
'  onlratos  para  la  construcción  de  la 
nave; 

13.  Las  primas  de  los  seguros  he- 
f  líos  sobre  la  nave,  si  se  aseguró  por 
A  lodo,  ó  sobre  la  parte  ó  accesorios 
'iue  hayan  sido  asegurados  no  com- 
íTcndidos  en  el  núm.  9.°; 

II.  La  indemnización  debida  i'i  los 
•:  arpad  ores  por  falta  de  la  entrega  de 


las  cosas  cargadas  ó  por  las  averias 
sufridas  por  las  mismas. 

§  único.— Las  deudas  mencionadas 
en  los  números  )  °  á  9.°  son  las  contraí- 
das en  el  último  viaje  y  por  causa  del 
mismo. 

Art.  579.  Los  privilegios  délos  acree- 
dores sobre  la  nave  se  extinguen: 

1."  Del  rppdo  que  generalmente  se 
extinguen  las  obligaciones; 

2."  Por  la  venta  judicial  de  la  nave 
y  después  que  se  deposita  su  importe, 
en  cuyo  caso  el  privilegio  y  acción  de 
los  acreedores  recaerá  sobre  dicho  im- 
porte; 

3.**  Por  la  venta  voluntaria  hecha 
con  citación  de  los  acreedores  privile- 
giados, una  vez  que  hayan  transcurri- 
do tres  me^es  sin  que  éstos  hayan  he- 
cho valer  sus  privilegios  ó  impugnado 
el  precio  de  la  venta. 

Arl.  580.  Las  deudas  con  privilegio 
sobre  las  cosas  cargadas  en  la  nave  se 
graduarán  por  el  orden  siguiente: 

L"  Los  gastos  judiciales  hechos  en 
interés  común  de  los  acreedores; 

2.®  Los  gastos  debidos  por  razón  de 
salvamento; 

3."  Los  derechos  fiscales  debidos  en 
el  puerto  de  descarga; 

4.**  Los  gastos  de  transporte  y  des- 
carga; 

5.°    Los  gastos  de  almacenaje; 

6.**    Las  cuotas  de  contribución   por 
las  averías  comunes; 
.    7."    Las  cantidades  dadas  á   riesgo 
con  esa  caución; 

8."    Las  primas  del  seguro. 

§  único.-  Los  privilegios  de  que  tra- 
ta este  artículo  pueden  ser  generales, 
comprensivos  de  todo  el  cargamento  ó 
es[)eciales,  comprendiendo  sólo  parte 
fie  él,  S(»gún  que  los  eréditos  afecten  á 
todo  ó  purte  del  mismo. 

Art.  581.     Los  privilegios  sobre  las 
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Gosas  cargadas  en  la  nave  cesarán  si 
los  acreedores  no  los  hacen  valer  an- 
tes de  verificarse  la  descarga  ó  en  los 
diez  días  siguientes,  siempre  que  du- 
rante este  término  no  pasen  los  objetos 
cargados  á  poder  de  tercero. 

Art.  582.  Las  deudas  con  privlJegio 
sobre  el  flete  se  graduarán  por  el  or- 
den siguiente: 

1.®  Los  gastos  judiciales  hechos  en 
interés  común  de  los  acreedores; 

2.®  Los  emolumentos  y  salarios  del 
Capitán  y  gente  de  la  tripulación; 

3.®  Las  cuotas  de  contribución  por 
averías  comunes; 

4.^    Las  cantidades  dadas  á  riesgo 
bajo  esa  caución; 
•  5.°    Las  primas  del  seguro; 

6/  El  valor  de  la  indemnización  de- 
bida por  falta  de  entrega  de  las  cosas 
cargadas. 

Art.  583.  Los  privilegios  sobre  el 
flete  cesarán  tan  pronto  como  se  satis- 
faga éste,  excepto  el  caso  del  art,  523, 
en  que  el  privilegio  por  los  salarios  de 
la  gente  de  la  tripulación  solamente  se 
extingue  transcurridos  seis  meses,  á 
contar  desde  la  fecha  en  que  el  viaje 
deja  de  llevarse  á  efecto. 

Sección  segunda 

De    la    hipoteca    naval 

Art.  584.  Podrán  constituirse  hipo- 
tecas sobre  naves  por  disposición  de  la 
ley  ó  acuerdo  de  las  partes  (1). 

(1)  En  el  Brasil  las  naves  no  son  objeto  de  hi- 
poteca, según  el  aviso  del  Ministro  de  Negocios 
de  justicia,  de  5  de  Marzo  de  18(56,  al  Presidente 
del  Tribunal  de  Comercio  de  Rio  de  Janeiro.  Se- 
gún el  art.  134  del  Código  belga^  €las  naves  pue- 
den ser  hipotecadas  por  convenio  entre  partas.» 
También  pueden  serlo  según  el  art.  94H  del  de 
Méjico. 


Art.  585.  Las  hipotecas  sobre  naves, 
sean  legales  ó  voluntarias,  producirán 
los  mismos  efectos  y  se  regirán  por  las 
mismas  disposiciones  que  las  hipote- 
cas sobre  predios  en  todo  aquello  qup 
sea  compatible  con  su  naturaleza  espe- 
cial y  salvas  las  modificaciones  de  la 
presente  sección. 

Art.  586.  La  hipoteca  naval  sólo  po- 
drá constituirse  por  el  propietario  re*í- 
pectivo  ó  por  apoderado  especial. 

§  1."— Cuando  la  nave  pertenezca  á 
varios  podrá  ser  hipotecada  en  su  tota- 
lidad para  gastos  de  armamento  y  na- 
vegación, por  consentimiento  expreso 
de  la  mayoría  de  los  copropietarios, 
con  tal  que  represente  más  de  la  mitad 
de  su  valor. 

§2.® -El  copropietario  de  una  nave 
no  puede  hipotecar  separadamente  su 
parte  correspondiente  sino  con  asenti- 
miento de  la  mayoría,  expresada  en  p1 
párrafo  anterior. 

Art.  587.  Se  permite  igualmente  la 
hipoteca  sobre  naves  en  construcción  ó 
que  estén  para  construir,  para  el  pago 
de  los  gastos  respectivos,  con  tal  qu»? 
en  el  instrumento  en  que  la  hipoteca  s»^ 
constituya  se  especifique,  por  lo  menos, 
el  arqueo  de  la  quilla  y  aproximada- 
mente sus  principales  dimensiones,  el 
tonelaje  probable  y  el  astillero  en  que 
se  construye  ó  en  el  que  ha  de  cons- 
truirse. 

Art.  588.  La  hipoteca  naval  se  cons- 
tituirá por  instrumento  público,  salva 
la  hipótesis  del  párrafo  2.**  del  artícu- 
lo 591  (1). 

Art.  589^.  La  hipoteca  naval  relativa 
á  créditos  con  interés  comprenderá, 
además  del  capital,  los  intereses  por 
cinco  años. 

(1)  Fsto  mismo  dispone  el  art.  L35del  Cód.^n 
hrlga . 
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Arl.  590.  Las  hipotecas  sobre  naves 
se  inscribirán  en  la  Secretaría  del  Tri- 
bunal de  Comercio  del  puerto  de  matrí- 
cula deja  nave. 

§  1.°— En  el  caso  de  que  la  hipoteca 
se  constituya  sobre  naves  en  construc- 
ción ó  que  hayan  de  construirse,  la  Se- 
cretaría correspondiente  será  la  del  lu- 
gar en  que  se  encuentre  el  astillero. 

§  2.^  En  la  matrícula  de  naves  que 
ha)'a  de  hacerse  en  Secretaría  distinta 
«le  la  correspondiente  al  lugar  en  que 
la  nave  fué  construida,  se  deberá  pre- 
sentar certificación  expedida  en  ésta  de 
que  existe  ó  no  hipoteca  sobre  la  nave, 
y,  en  caso  afirmativo,  las  hipotecas  res- 
pectivas se  transcribirán  asimismo  con 
relación  á  la  matrícula  de  la  nave. 

Art.  591.  El  propietario  de  la  nave 
podrá  registrar  provisionalmente  la  hi- 
poteca especificando  la  cantidad  ó  can- 
tidades que  pueden  tomarse  sobre  la 
nave  durante  el  viaje. 

§  1.°— La  escritura  de  constitución  de 
hipoteca,  siendo  fuera  del  Reino,  se 
hará  por  el  respectivo  Agente  consular 
portugués. 

§2.°— Si  no  hubiese  Agente  consular 
en  el  lugar  en  que  trate  de  constituirse 
la  hipoteca,  podrá  efectuarse  por  escri- 
to, hecho  á  bordo,  entre  los  respectivos 
otorgantes,  con  presencia  de  dos  lesti- 
eos  é  inserto  en  el  libro  de  contabi- 
lidad. 

Art.  592.  A  los  acreedores  hipotéca- 
nos se  les  abonarán  sus  créditos,  des- 
pués de  satisfechos  los  créditos  privile- 
giados sobre  la  nave,  por  el  orden  de 
prioridad  del  Registro  mercantil. 

§  único.— Si  diversas  inscripciones 
hipotecarias  tienen  la  misma  fecha,  el 
pago  se  hará  é.  prorrata, 

Art.  593.  Las  hipotecas  navales  es- 
tán sujetas  á  modificación  con  arreglo 
'^  derecho. 


Art.  594.  En  el  cíaso  de  pérdida  ó  im- 
posibilidad  absoluta  de  la  nave  para 
navegar^  los  derechos  de  los  acreedo- 
res hipotecarios  se  ejercerán  sobre  lo 
que  reste  de  la  misma  (1)  y  sobre  la  res- 
pectiva indemnización  debida  por  los 
aseguradores. 

TÍTULO  II 

DEL  SEGURO  CONTRA  LOS  RIESGOS  DE  MAR 

Art.  595.  Al  contrato  de  seguro  con- 
tra los  riesgos  de  mar  son  aplicables 
las  reglas  establecidas  en  el  capítulo  I  y 
en  la  sección  primera  del  capítulo  II 
del  título  XV  del  libro  II  que  no  sean  in- 
compatibles con  la  naturaleza  especial 
de  los  seguros  marítimos  ó  alteradas 
por  las  disposiciones  del  presente  titulo. 

Art.  596.  La  póliza  de  seguro  marí- 
timo, además  de  lo  prescrito  en  el  ar- 
tículo 426,  deberá  enunciar: 

1."  El  nombre,  especie,  clasificación, 
nacionalidad  y  tonelaje  de  la  nave; 

2.°    El  nombre  del  Capitán  (2); 

3."  El  punto  en  que  las  mercaderías 
hayan  sido  ó  deban  ser  cargadas  (3); 

4.°  El  puerto  de  donde  haya  partido 
la  nave  ó  deba  partir  (4); 

5.°  Los  puertos  en  los  cuales  la  nave 
debe  cargar,  descargar  ó  entrar  (5). 

(1}     Concuerda  con  el  art.  149  del  Cód¡«;o  belga. 

(2)  Número  2."  del  art.  667  del  Código  del 
Brasil,  núm.  2.'  del  592  del  holandés,  núm  'ó."  del 
505 del  de  Wurtemherg,  núm.  2." del  894  del  ruso, 
número  1."  del  1.685  áe\  portugués  antiguo  y  1.* 
del  4:n  de  Colombia. 

(3)  ídem  4.*'  del  art.  607  del  Cócligo  del 
Brasil  y  art.  332  del  francés. 

(1)  ídem  6."  del  art.  C67  del  Código  del  Bra- 
sil,  núm.  5."  del  894  del  Cótligo  ruso,  núm.  S.** 
del  592  del  holandés  ,  núm.  3."  del  1.685  del  por- 
lugués  de  1H33. 

(5)  I<l(?m  5."  del  art.  667  del  Braf*U,  núme- 
ros 4.'  y  o."-  del  holandés,  j  4.°  del  481  del  de 
Colombia. 
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§  único.— Si  las  indicaciones  pres- 
critas en  este  artículo  no  pudieran  efec- 
tuarse, ya  por  ignorarlas  la  persona 
que  hace  el  seguro,  ya  por  la  natura- 
leza especial  de  éste,  deberán  susti- 
tuirse por  otras  que,  de  manera  clara, 
determinen  el  objeto  del  seguro. 

Art.  597.  El  seguro  contra  los  ries- 
gos de  mar  podrá  tener  por  objeto  to- 
das las  cosas  y  valores  estimables  ex- 
puestos á  aquel  riesgo. 

Art.  598.  El  seguro  contra  los  ries- 
gos de  mar  podrá  hacerse,  en  tiempo 
de  paz  ó  de  guerra,  antes  del  viaje  ó 
durante  el  mismo,  por  viaje  completo, 
ó  por  tiempo  determinado,  por  ida  y 
vuelta,  ó  por  ida  <J  por  vuelta  separada- 
mente. 

Art.  599.  De  la  carga  asegurada  por 
el  Capitán  ó  por  el  propietario  de  la 
nave  solamente  podrán  asegurarse  nue- 
ve décimas  de  su  justo  valor. 

Art.  600.  Será  nulo  el  seguro  que 
tenga  por  objeto: 

1.°  Los  salarios  y  vencimientos  de 
la  gente  de  la  tripulación  (1); 

2.**  Las  cosas  obligadas  al  contrato 
de  préstamo  á  la  gruesa  por  su  valor 
integro  y  sin  excepción  de  riesgo  (2); 

3.°  Las  cosas  cuyo  tráfico  esté  pro- 
hibido por  las  leyes  del  Reino,  y  las  na- 
ves nacionales  ó  extranjeras  emplea- 
das en  su  transporte. 

Art,  601.  Las  cosas  cargadas  podrán 
asegurarse  por  todo  su  valor,  según 
el  precio  de  adquisición,  con  los  gastos 
de  carga  y  flete,  ó  según  el  precio  co- 
rriente en  el  lugar  de  destino,  á  su  lle- 
gada sin  averías. 


(1)  Número  I.*  del  art.  411  del  Código  de 
Colombia  y  I."  del  60"  del  italiano. 

(2)  Concuerda  con  el  núm.  3."  del  art.  34  del 
Código  belgít^  el  434  del  de  Wurlemhcrg,  el  252 
del  holandéii,  el  núm.  6."  del  GT?  do.l  fií-nsil  y  2." 
del  60*7  del  italiano. 


§  Único.— La  evaluación  hecha  en  la 
póliza  sin  más  declaraciones  podrá  re- 
ferirse á  cualquiera  de  los  casos  previs- 
tos en  este  artículo,  y  no  procederá  la 
aplicación  del  art.  435  sino  cuando  ex- 
ceda del  mayor  de  los  precios  mencio- 
nados. 

Art.  602  No  expresándose  en  la  pó- 
liza el  tiempo  durante  el  que  se  han 
de  correr  los'  riesgos  por  cuenta  del 
asegurador,  se  observarán  las  reglas 
siguientes: 

1."  En  cuanto  á  la  nave  y  sus  perte- 
nencias, comenzarán  en  el  momento 
de  levar  anclas  para  salir  del  puerto,  y 
terminarán  al  estar  anclado  y  amarrado 
en  el  puerto  de  destino; 

2.*  En  cuanto  á  la  carga,  desde  el 
instante  en  que  las  cosas  se  hayan  car- 
gado en  la  nave  ó  en  las  embarcaciones 
destinadas  á  transportarlas  á  ésta, 
hasta  el  de  depositarlas  en  tierra  en  el 
punto  de  destino. 

fi  1.°— Si  el  seguro  se  hace  una  vez 
comenzado  el  viaje,  los  riesgos  se  co- 
rren desde  la  fecha  de  la  póliza. 

§  2.*^— Si  la  descarga  se  ha  demorado 
por  culpa  del  destinatario,  los  riesgos 
terminan  para  el  asegurador  treinta 
días  después  de  la  llegada  de  la  nave  al 
punto  de  destino. 

Art.  603.  La  obligación  del  asegura- 
dor se  limita  á  la  cantidad  asegurada. 

§  único.— Si  los  objetos  asegurados 
sufrieren  durante  el  tiempo  del  seguro 
varios  siniestros  sucesivos,  el  asegura- 
dor deberá  imputar  siempre,  aun  en  el 
caso  de  abandono,  las  cantidades  que 
se  le  hayan  pagado  ó  se  le  adeuden  en 
cuenta  por  los  siniestros  anteriores. 

Art.  604.  Correrán  á  cargo  del  ase- 
gurador, salvo  pacto  en  contrario,  los 
daños  y  perjuicios  que  experimenten 
las  cosas  aseguradas  por  tempestad, 
naufragio,   varada,  abordaje,  cambio 
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forzoso  de  ruta,  de  viaje  6  de  nave, 
echazón,  incendio,  saqueo,  explosión, 
inundación,  piratería,  cuarentena,  etcé- 
tera, que  sobrevengan,  y,  en  general, 
por  todos  los  demás  accidentes  de  mar, 
salvo  los  casos  en  que  por  la  naturale- 
za de  la  cosa,  por  la  ley  ó  por  cláusula 
expresa  inserta  en  la  póliza,  el  asegura- 
•lor  quedare  exento  de  responsabi- 
lidad. 

§  l.°— El  asegurador  no  responderá 
lie  las  prevaricaciones  del  Capitán,  sal- 
vo pacto  en  contrario,  el  cual  quedai*á 
'íin  efecto  si  un  Capitán  designado  nom  i - 
naimente  en  el  contrato  fuese  sustitui- 
do sin  conocimiento  ni  consentimiento) 
ilel  asegurador. 

§  2.®— El  asegurador  que  pactó  expre- 
samente asegurar  los  riesgos  de  gue- 
rra sin  determinación  precisa,  respon- 
derá por  los  daños  y  perjuicios  sufri- 
dos por  las  cosas  aseguradas  por  hos- 
tilidad, represalia,  embargo  decretado 
por  otra  Potencia,  apresamiento  ó  vio- 
lencia de  cualquier  especie  hecha  por 
un  Gobierno  amigo  ó  enemigo,  de  de- 
recho ó  de  hecho,  reconocido  ó  no  re- 
•  onocido,  y,  en  general,  por  todos  los 
hechos  y  accidentes  de  la  guerra. 

§  3.°— El  aumento  de  prima  estipula- 
do para  caso  de  una  guerra  casual,  ó 
de  otro  evento,  cuya  cuota  no  estuviese 
•ieterminada  en  el  contrato,  se  regulará 
en  atención  á  los  riesgos,  circunstan- 
cias y  estipulaciones  de  la  póliza. 

Art.  605.  En  el  caso  de  duda  sobre 
la  causa  que  originó  la  pérdida  de  las 
fosas  aseguradas,  se  presumirá  que 
han  perecido  por  accidentes  de  mar, 
quedando  responsable  el  asegurador. 

Art.  606.  La  sentencia  de  buena  pre- 
^a  pronunciada  por  Tribunal  extranje- 
ro supone  la  mera  presunción  de  la  va- 
lidez de  la  misma  en  cuestiones  relati- 
vas á  seguros. 


Art.  607.  No  son  de  cuenta  del  ase- 
gurador los  gastos  de  navegación,  pi- 
lotaje, remolque,  cuarentena  y  demás 
efectuados  con  motivo  de  la  entrada  ó 
salida  de  la  nave,  ni  los  derechos  de 
»  tonelaje,  faros,  fondeadero,  sanidad  y 
otros  gastos  análogos  que  pesen  sobre 
la  nave  y  la  carga,  salvo  cuando  en- 
tren en  la  categoría  de  averías  gruesas. 

Art.  608.  Todo  cambio  voluntario 
de  rula,  de  viaje  ó  de  nave  por  par- 
te del  asegurado,  en  el  caso  de  seguro 
sobre  la  nave  ó  sobre  el  flete,  extingui- 
rá la  obligación  del  asegurador. 

§  1.°— Mediando  consentimiento  del 
asegurado,  se  observará  lo  dispuesto 
en  este  artículo  tratándose  de  la  carga. 

§  2.°— El  asegurador,  en  los  casos  pre- 
vistos en  este  artículo  y  su  párrafo  pri- 
mero, tendrá  derecho  á  la  prima  por 
entero  si  comenzó  á  correr  los  riesgos. 

Art.  609.  Cuando  el  seguro  haya  sido 
hecho  sobre  mercaderías  por  ida  y 
vuelta,  y  la  nave,  habiendo  arribado  al 
primer  destino  no  cargó  las  mercade- 
rías á  la  vuelta  ó  no  completó  el  carga- 
mento, el  asegurador  recibirá  solamen- 
te dos  tercios  de  la  prima,  salvo  pacto 
en  contrario. 

Art.  610.  Habiéndose  efectuado  en 
debida  forma  el  seguro  de  cosas  que 
hubieren  de  cargarse  en  varias  naves 
indicadas,  con  expresión  de  la  cantidad 
asegurada  sobre  cada  una,  y  las  mer- 
caderías se  embarcasen  en  menor  nú- 
mero de  naves  que  el  expresado  en  el 
contrato,  el  asegurador  responderá  so- 
lamente por  la  cantidad  asegurada  en 
la  nave  ó  naves  que  hubieren  recibido 
el  cargamento. 

§  único.— Sin  embargo,  el  asegura- 
dor, en  el  caso  previsto  en  este  artícu- 
lo, recibirá  la  mitad  de  la  prima  conve- 
nida con  respecto  á  las  cosas  cuyos  se- 
guros hayan  quedado  sin  efecto,  no  pu- 
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dierido  esta  indemnización  exceder  del 
medio  por  ciento  del  valor  de  ellas. 

Art.  611.  Si  el  Capitán  tiene  faculta- 
des para  hacer  escala  con  objeto  de 
completar  ó  tomar  carga,  el  asegurador 
no  correrá  los  riesgos  de  los  objetos 
asegurados  sino  desde  que  se  hallen 
á  bordo,  no  mediando  convención  en 
contrario. 

Art.  612.  Si  el  asegurado  enviase  la 
nave  á  un  punto  más  lejano  del  indica- 
do en  el  contrato,  el  asegurador  no  es- 
tará obligado  á  responder  por  los  ries- 
gos ulteriores  (1). 

§  único.— No  obstante,  si  se  abrevia- 
se el  viaje  conduciendo  la  nave  á  un 
puerto  donde  pudiera  hacer  escala,  el 
seguro  producirá  todos  sus  efectos. 

Art.  613.  La  cláusula  (dibre  de  ave- 
ria» exime  al  asegurador  de  responder 
por  averías  comunes  y  particulares,  ex- 
cepción hecha  de  los  casos  que  dan  lu- 
gar al  abandono  (2). 

Art.  614.  Si  el  seguro  recayese  sobre 
líquidos  ó  géneros  sujetos  á  liquefac- 
ción ó  expuestos  á  derramarse,  el  ase- 
gurador no  responderá  de  las  pérdidas, 
á  menos  que  sean  causadas  por  emba- 
tes, naufragio  ó  varada  de  la  nave,  así 
como  por  la  descarga  ó  recarga  en 
puerto  de  arribada  forzosa. 

§  único.  -En  el  caso  de  que  el  asegu- 
rador esté  obligado  á  pagar  los  daños 
indicados  en  este  artículo,  deberá  ha- 
cerse la  deducción  de  la  disminución  ó 
pórdida  ordinaria. 

Art.  615.    El  asegurado  debe  poner 

(l)  Concuerda  con  el  art.  351  del  Código  /ran- 
ees, 89  y  90  del  belga,  Q'SS  y  639  del  holandés,  nú- 
mero 1.'  del  art.  71 1  del  Brasil,  1.753  y  1.754  del 
portugués  de  1833,  y  causa  3.' del  art.  433  del  de 
Colombia. 

(2;  ídem  con  el  art.  409  del  Códig-o  fran- 
cés, 666  del  holandés^  714  del  Brasil ,  1.764  del  por- 
tugiiés  antiguo  y  449  del  de  Otfoinbin. 


en  conocimiento  del  asegurador,  en  los 
cinco  días  siguientes  á  su  recibo, los  do- 
cumentos justificativos  de  quelas  cosas 
aseguradas  han  corrido  los  riesgos  y  se 
han  perdido. 

TÍTULO    III 

DE  I.     ABANDONO 

Art.  616.  Podrá  hacerse  abandono 
dé  las  cosas  aseguradas,  en  los  casos: 

1.°    De  presa; 

2.®  De  embargo  por  orden  de  una 
Potencia  extranjera  (1); 

3."  De  embargo  por  orden  del  Go- 
bierno, una  vez  comenzado  el  viaje  (2j; 
•4.**  De  pérdida  total  de  las  cosas 
aseguradas  (3); 

b.*^  En  los  demás  casos  convenidos 
por  las  partes. 

§  único.— La  nave  no  susceptible  de 
reparación  se  equipara  á  la  totalmen- 
te perdida. 

Art.  617.  El  asegurado  podrá  efec- 
tuar el  abandono  al  asegurador  sin 
necesidad  de  probar  la  pérdida  de  la 
nave,  si  á  contar  de  la  fecha  de  salida 
ó  de  las  últimas  noticias  no  ha  vuelto 
á  tenerse  ninguna,  transcurridos  seis 
meses  para  viajes  en  Europa  y  un  año 
en  los  de  larga  navegación. 

§  1.**— Si  el  seguro  fué  hecho  por  tiem- 
po limitado,  transcurridos  que  sean 
los  plazos  señalados  en  este  artículo, 
la  pérdida  de  la  nave  se  presumirá 
acaecida  dentro  del  tiempo  del  seguro. 

§  2."— Existiendo  varios  seguros  su- 

(1)  Números  1.%  5."  y  7."  del  art.  369  del  Có- 
díg-o  francé»  y  1."  y  2.'  del  art.  753  del  portuguén 
antiguo. 

(2)  Núm.  3.*  del  art.  789  del  Código  español. 

(3)  ídem  4."  id.  id. 
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cesivos,  la  pérdida  se  presumirá  acae- 
cida al  día  siguiente  á  aquel  á  que  se 
refieran  las  últimas  noticias. 

§3.**— Sin  embargo,  si  posteriormen- 
te se  probase  que  la  pétdida  ocurrió 
fuera  del  tiempo  del  seguro,  la  indem- 
nización pagada  deberá  ser  restituida 
con  los  intereses  legales. 

Art.  618.  Una  vez  acaecida  la  pérdi- 
da total  de  la  nave,  se  podrá  hacer  el 
abandono  de  las  cosas  aseguradas  car- 
dadas en  ella  si  en  el  término  de  tres 
meses,  á  contar  del  suceso,  no  se  en- 
contró nave  para  recargarlas  y  condu- 
cirlas ásu  destino. 

§  único.— -En  el  caso  previsto  en  el 
presente  artículo,  si  las  cosas  asegura- 
das se  cargasen  en  Qtra  nave,  el  ase- 
gurador responderá  por  los  daños  su- 
fridos, gastos  de  carga  y  recarga,  de- 
pósito y  custodia  en  los  almacenes,  ex- 
ceso de  flete  y  demás  gastos  de  salva- 
mento hasta  la  concurrencia  de  la 
cantidad  asegurada,  y  si  no  se  hubiese 
llegado  á  este  límite,  continuará  co- 
rriendo los  riesgos  por  el  resto. 

Art.  619.  El  abandono  de  las  cosas 
aseguradas,  apresadas  ó  embargadas, 
sólo  podrá  hacersci  á  los  tres  meses  de 
la  notificación  de  la  presa  ó  del  embar- 
go, si  hubiesen  ocurrido  en  los  mares 
de  Europa,  y  á  los  seis  meses  si  hubie- 
ra sido  en  otro  punto. 

§  único.— Si  fee  trata  de  objetos  suje- 
tos á  destrucción,  se  reducirán  á  la  mi- 
tad los  términos  señalados  en  este  ar- 
tículo. 

Art.  620.  Podrá  hacerse  el  abando- 
no á  los  aseguradores  en  el  plazo  de 
tres  meses,  á  contar  de  la  notificación 
delsiniestro,  si  éste  hubiese  ocurrido  en 
ios  mares  de  Europa;  en  el  de  seis  me- 
ses si  en  los  mares  de  África,  occiden- 
tales y  meridionales  de  Asia  y  orienta- 
les de  América,  y  en  el  de  un  año  caso 


de  que  el  siniestro  haya  ocurrido  en 
otros  iñares. 

§  l.°-En  los  casos  de  apresamiento, 
de  embargo  por  orden  de  una  Potencia 
extranjera,  estos  plazos  se  contarán 
desde  el  día  en  que  hayan  vencido  los 
establecidos  en  el  artículo  anterior. 

§  2.*'— No    se   admitirá    el  abandono 
que  hiciere  el  asegurado  una  vez  trans- 
curridos dichos  términos,  salvo  su  de- 
recho para  entablar  la  acción  de  ave-' 
ría. 

Art.  621.  El  asegurado,  notificando 
al  asegurador  las  noticias  recibidas, 
podráefectuar  el  abandono,  requiriendo 
ai  asegurador  para  que  le  abone  la  can- 
tidad asegurada  en  el  término  estable- 
cido en  el  contrato  ó  en  la  ley,  pudien- 
do  asimismo  reservarse  hacer  este  re- 
querimiento en  los  términos  legales. 

§  l.**"-Si  efectuase  el  abandono,  esta- 
rá en  la  obligación  de  declarar  todos 
los  seguros  contratados  ó  que  haya  or- 
denado contratar  y  los  préstamos  á  la 
gruesa  que  haya  recibido  sobre  las  co- 
sas cargadas;  de  lo  contrario,  el  térmi- 
no para  hacer  el  pago  no  correrá  sino 
desde  la  fecha  en  que  esta  declaración 
se  notifique,  sin  que  por  esto  se  entien- 
da prorrogado  el  establecido  por  la  ley 
para  efectuar  el  abandono. 

§  2.°— En  el  caso  de  declaración  frau- 
dulenta, perderá  el  asegurado  los  dere- 
chos procedentes  del  seguro. 

Art.  622.  El  abandono  comprenderá 
únicamente  las  cosas  que  sean  objeto 
del  seguro  y  del  riesgo,  no  pudiendo 
ser  parcial  ni  condicional. 

Art.  623.  Los  objetos  asegurados 
pertenecen  al  asegurador  desde  el  día 
en  que  el  abandono  sea  requerido  y 
aceptado  por  el  asegurador  ó  declara- 
do válido. 

§  único.— El  asegurado  deberá  entre- 
gar al  asegurador  todos  los  documen- 
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tos  concernientes  á  los  objetos  asegu- 
rados. 

Art.  624.  La  petición  de  abandono 
no  producirá  efectos  jurídicos  si  los 
hecliQs  sobre  que  se  funda  no  se  com- 
probasen ó  no  existiesen  al  tiempo  de 
hacerse  al  asegurador. 

§  único.— No  obstante,  la  petición  de 
abandono  prpducirá  todos  sus  efectos 
aunque  sobrevengan  posteriormente 
circunstancias  que,  de  haber  ocurrido 
con  anterioridad,  excluyeren  el  derecho 
al  abandono. 

Art.  625.  En  el  caso  de  apresamien- 
to, sí  el  asegurado  no  pudiere  dar  noti- 
cia del  mismo  al  asegurador,  podrá 
rescatar  las  cosas  apresadas  sin  espe- 
rar órdenes  de  éste,  quedando,  sin  em- 
bargo, en  este  caso,  obligado  á  notificar 
al  asegurador  el  convenio  realizado  tan 
pronto  como  le  sea  posible. 

§  1.**— El  asegurador  podrá  elegir  en- 
tre hacer  suj^o  dicho  convenio  ó  renun- 
ciar á  él,  y  su  resolución  deberá  notifi- 
carla al  asegurado  en  el  plazo  de  vein- 
ticuatro horas. 

§  2.^— Si  declarase  aceptar  por  su 
cuenta  el  convenio,  deberá  contribuir 
sin  dilación  al  pago  del  rescate  con 
arreglo  á  aquel  y  en  proporción  á  su 
interés,  y  continuará  corriendo  los  ries- 
gos del  viaje  según  el  contrato  de  se- 
guro. 

§  3.°— Si  declarase  que  renuncia  al 
convenio,  quedará  obligado  al  pago  de 
la  cantidad  asegurada  y  perderá  su  de- 
recho á  reclamar  cosa  alguna  de  las 
rescatadas. 

§  4.°— Cuando  el  asegurador  deje  de 
dar  conocimiento  de  su  resolución  en 
el  término  señalado  en  este  artículo,  se 
reputará  que  renuncia  al  convenio. 

§  5.®— Rescatada  la  nave,  si  el  asegu- 
rado entra  en  posesión  de  sus  merca- 
derías, se  reputarán  averias  los  dete- 


rioros sufridos,  quedando  la  indemni- 
zación á  cuenta  del  asegurador;  pero 
si  en  virtud  de  represa  los  objetos  pa- 
sasen á  poder  de  tercero,  podrá  el  ase- 
gurado hace**  abandono  de  ellos. 

TÍTULO  IV 

DEL  PRÉSTAMO  Á  LA   GRUESrA 

Art.  626.  El  contrato  de  préstamo  á 
1  ai  gruesa  (contrato  de  riseoj  se  celebra- 
rá por  escrito  y  deberá  ^expresar: 

1°    La  cantidad  prestada; 

2.°    El  interés  (premio)  convenido; 

3."  Los  objetos  sobre  que  recae  el 
préstamo; 

4.®  El  nombre^clase,  tonelaje  y  na- 
cionalidad de  la  nave; 

5.°    El  nombre  del  Capitán; 

6.**  Los  nombres  y  domicilios  de  la 
persona  que  da  el  préstamo  y  de  la  quo 
lo  recibe  (1); 

7."  La  enumeración  particular  y  es- 
pecificada de  Jos  riesgos; 

8.^  Si  el  préstamo  se  hace  por  uno  ó 
más  viajes,  y  su  duración; 

9.°    La  época  y  lugar  del  pago  (2). 

§  1.^— El  instrumento  se  fechará  con 
la  del  día  y  el  punto  en  que  el  préstamo 
se  haj^a  hecho,  y  se  firmará  por  los 
contratantes,  declarando  bajo  qué  con- 
cepto lo  hacen. 

§2.°— El  contrato  de -préstamo  á  la 
gruesa  no  consignado  por  escrito  en 
los  términos  de  este  artículo,  quedará 
reducido  á  simple  préstamo  y  obligará 
al  que  lo  recibe  personalmente  al  pago 
del  capital  é  intereses. 

(1)  Concuerda  con  el  art.  590  del  Código  ita- 
liano y  "21   leí  Código  espaüol. 

(2)  ídem  con  el  art.  G:i4  del  Códi^'O  del  lira- 
sil,  5'70  del  holandés,  3ll  del  francéf^  y  1.622 
del  portugués  fintigno.  364  del  de  Colombia  y  1.23;J 
del  de  Méjico. 
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Art.  627.  El  documento  de  préstamo 
á  la  gruesa,  á  la  orden,  es  transferibJe 
por  endoso  en  los  mismos  términos  y 
con  los  mismos  derechos  y  acciones  en 
garantía  que  la  letra  de  cambio. 

§  único.— El  endosado  se  coloca  en 
lugar  del  endosante  en  lo  respectivo 
al  interés  y  á  las  pérdidas;  pero  la  ga- 
rantía del  pago  del  deudor  se  limita  al 
capital  sin  comprender  el  interés,  salvo 
pacto  en  contrario. 

Art.  028.  El  contrato  de  préstamo  á 
la  gruesa  podrá  únicamente  recaer 
sobre  toda  la  carga,  parte  de  ella  6  so- 
bre el  flete  vencido  conjunta  6  separa- 
demente,  y  sólo  puede  celebrarse  por 
el  Capitán  durante  el  viaje,  cuando  no 
haya  otro  medio  de  continuarlo  (1). 

Art.  629.  El  contrato  de  préstamo  á 
la  gruesa  hecho  por  cantidad  que  exce- 
da del  valor  real  de  los  objetos  sobre 
que  se  haya  constituido,  es  válido  has- 
ta la  concurrencia  de  este  valor;  por 
el  exceso  de  la  cantidad  prestada,  res- 
ponde personalmente  el  tomador  sin 
prima,  y  solamente  con  los  intereses 
legales. 

§  l.°— Si  por  parte  del  prestatario  hu- 
biese habido  fraude,  podrá  el  presta- 
mista pedir  que  se  anule  el  contrato  y 
se  le  restituya  la  cantidad  prestada  con 
el  interés  expresado. 

§  2.®— El  beneficio  que  se  espera  ob- 
tener de  los  objetos  cargados  no  se 
considerará  como  exceso  de  valor  si 
se  hubiese  evaluado  con  separación  en 
el  titulo. 

Art.  630.  Cuando  los  objetos  sobre 
que  recaiga  el  préstamo  á  la  gruesa  se 
pierdan  por  caso  fortuito  ó  de  fuerza 
mayor  en  la  época,  lugar,  y  por  los  ries- 
gos aceptados  por  el  prestamista,  que- 

(1)  Rata  última  parte  concuerda  con  el  ar- 
tículo 156  del  Código  belga. 


dará  exento  de  toda  obligación  el  pi'es- 
tatario  (1). 

§  1."— Si  la  pérdida  hubiere  sido  par- 
cial, el  pago  de  las  cantidades  presta- 
das se  reducirá  al  valor  de  los  objetos 
obligados  al  préstamo  que  se  hayan 
salvado,  sin  perjuicio  de  los  créditos 
privilegiados. 

§2.®— Si  el  préstamo  estuviere  cons- 
tituido sobre  el  flete,  el  pago  de  la  can- 
tidad prestada  se  reducirá,  en  caso  de 
siniestro,  á  la  cantidad  debida  por  los 
fletadores,  sin  perjuicio  de  los  créditos 
que  tengan  preferencia. 

§  3.**— Estando  asegurado  el  objeto 
sobre  el  que  se  constituyó  el  préstamo 
á  la  gruesa,  el  valor  de  lo  salvado  se 
dividirá  proporcionalmente  entre  el 
capital  prestado  y  la  cantidad  asegu- 
rada. 

§  4.** -Si  al  ocurrir  el  siniestro,  parte 
de  los  objetos  sobre  que  se  constituyó 
el  préstamo  estuviesen  ya  depositados 
en  tierra,  la  pérdida  del  prestamista  se 
limitará  á  los  que  queden  en  la  nave,  y 
continuará  corriendo  los  riesgos  sobre 
los  objetos  salvados  si  fueren  transpor- 
tados en  otra  nave. 

§  5.°— Si  el  total  de  los  objetos  sobre 
los  que  se  constituya  el  préstamo  es- 
tuviese descargado  antes  de  ocurrir  el 
siniestro,  el  prestatario  pagará  la  can- 
tidad total  del  préstamo  y  su  prima. 

Art.  631.  El  que  presta  á  la  gruesa 
contribuirá  á  las  averías  comunes  en 
beneficio  del  que  hubiere  tomado  el 
préstamo,  siendo  nulo  todo  pacto  en 
contrario. 

§  único.— Las  averías  particulares  no 
serán  de  cargo  del  que  preste  á  la  grue- 
sa, salvo  pacto  en  contrario;  pero  si 
por  efecto  de  una  avería  de  esta  clase 

(1)  Concuerda  con  el  art.  104  del  Códij^o 
belya 
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los 'objetos  obligados  no  bastasen  para 
completar  la  cantidad  debida  y  su  pri- 
ma, el  prestamista  sufrirá  el  perjuicio 
resultante  de  la  avería  (1). 

Art.  632.  Cuando  en  el  curso  del 
viaje  se  contratasen  varios  préstamos 
á  la  gruesa,  el  último  tendrá  preferen- 
cia sobre  los  precedentes  (2). 

§  único.— Los  préstamos  á  la  gruesa 
que  se  contraten  en  el  mismo  viaje  y 
en  el  mismo  puerto  de  arribada  forzo- 
sa durante  la  misma  permanencia,  en- 
trarán en  concurso. 

Art.  633.  Las  disposiciones  de  este 
Código  acerca  de  los  seguros  maríti- 
mos y  averías  son  aplicables  al  contra- 
to de  préstamo  á  la  gruesa  en  lo  que  no 
se  opongan  á  su  esencia  y  no  estén 
modificadas  en  el  presente  título. 

TÍTULO  V 

DE   LAS   AVERÍAS 

Art.  634.  Se  consideran  averías  to- 
dos los  gastos  extraordinarios  hechos 
con  la  nave  ó  con  el  cargamento,  uni- 
da ó  separadamente,  y  toda  clase  de 
daños  que  sufran  la  nave  y  el  carga- 
mento desde  el  momento  que  empiezan 
á  correr  los  riesgos  de  mar  hasta  que 
acaban  (3). 

§  1,®— No  se  reputan  averías,  sino  me- 
ros gastos  á  cargo  de  la  nave,  los  que 
se  efectúan  para  su  entrada  y  salida, 

(1)  Concuerda  con  el  uvi.  161  del  Códifro  bel- 
ga y  T32  del  espafíol. 

(2)  ídem  con  el  159  id.,  .S23  del  francés,  1.651 
del  portugués  antig^uo  y  1.249  del  de  Méjico. 

(3)  ídem  con  el  art.  806  del  Códiíjfo  espa- 
7loZ  y  217  del  de  Colombia,  1.813  del  portugués 
de  1833,  387  del  francés,  696  del  tiplandés;  igual 
concepto  representa  en  Inglaterra  la  palabra  ave- 
rag es:  I  Al'¿áe\  de  \íi  República  Argentina  y  958 
del  do  Guatemalu. 


así  como  el  pago  de  los  derechos  y 
otros  impuestos  de  navegación,  de  igual 
modo  que  los  que  tengan  por  objeto 
aligerarla  para  salvar  los  bajos  ó  ban- 
cos de  arena  conocidos  á  la  salida  de 
los  puertos  (1). 

§  2.°— Las  averías  se  regulan  por  con- 
venio de  las  partes,  y,  á  falta  de  éste, 
ó  caso  de  insuficiencia,  por  las  disposi- 
ciones del  presente  Código. 

Art.  635.  Las  averías  son  de  dos  es- 
pecies: ¿verlas  gruesas  ó  comunes,  y 
avenas  simples  ó  particulares  (2). 

§  1.®— Son  averías  gruesas  ó  comunes 
todos  los  gastos  extraordinarios  y  los 
daños  voluntariamente  sufridos  con 
objeto  de  evitar  un  peligro,  por  el  Capi- 
tán, ó  por  orden  suya,  para  la  seguri- 
dad común  de  la  nave  y  del  cargamen- 
to, desde  su  carga  y  salida  hasta  su  re- 
torno y  descarga. 

§  2.°— Son  averías  simples  ó  particu- 
lares los  gastos  originados  y  daños  su- 
fridos solamente  por  la  nave  ó  por  el 
cargamento. 

Art.  636.  Las  averías  comunes  se 
repartirán  proporcionalmente  entre  la 
carga  y  la  mitad  del  valor  de  la  nave  y 
del  flete. 

Art.  637.  Las  averías  simples  se  so- 
portarán y  pagarán,  ó  solamente  por  la 
nave,  ó  sólo  por  la  cosa  que  sufrió  el 
daño  ú  ocasionó  el  gasto. 

Art.  638.  El  examen  y  estimación  de 
la  avería  sufrida  por  la  carga,  cuando 
el  daño  sea  apreciable  á  simple  vista, 
se  harán  antes  de  la  entrega;  en  caso 


(1)  Concuerda  con  el  art.  807  del  Código  espa- 
ñol y  278  del  de  Colombia. 

(2)  Ídem  con  el  808  del  id.,  280  id.  id.,  1.815 
del  portugués  antig-uo,  698  del  holandés^  390 
del  francés,  808  del  ruso,  1.474  del  de  la  Repú- 
blica Argentina,    962  del   de  Guatemala  y    1.342 

j    del  de  Méjico. 
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contrarío,  el  exaroen  podrá  efectuarse 
después  de  Ja  misma,  siempre  que  no 
exceda  del  plazo  de  cuarenta  y  ocho 
horas,  y  sin  perjuicio  de  otra  prueba. 
§  único. —En  la  estimación  á  que  se 
refiere  este  artículo,  se  determinará 
cuál  habría  sido  el  valor  de  la  carga 
de  no  haber  llegado  con  avería,  y  cuál 
es  su  valor  actual,  todo  con  indepen- 
dencia de  la  estimación  del  lucro  espe- 
rado, sin  que  pueda  ordenarse  en  nin- 
gún caso  la  venta  del  cargamento  para 
la  fijación  de  su  valor,  excepto  el  en 
que  la  requiriese  el  respectivo  dueño. 
Art.  639.  Habrá  repartición  de  ave- 
ría gruesa  por  contribución  siempre 
que  la  nave  y  el  cargamento  se  salven 
en  todo  ó  en  parte. 

§  1.**— El  capital  contribuyente  se 
compondrá: 

1."  Del  valor  líquido  completo  que 
los  objetos  sacrificados  tuviesen  en  el 
lugar  y  tiempo  de  la  descarga; 

2.®  Del  valor  líquido  completo  que 
tuviesen  en  el  mismo  lugar  y  tiempo 
los  objetos  salvados  y  también  de  la 
importancia  del  perjuicio  que  hubiesen 
sufrido  para  el  salvamento  común; 

3.**  Del  flete  á  vencer,  deducidos  los 
gastos  que  habrían  dejado  de  efectuar- 
se si  la  nave  y  el  cargamento  se  hu- 
biesen perdido  en  el  momento  de  ocu- 
rrir la  avería. 

§?."— Los  objetos  de  uso  y  equipo, 
los  salarios  de  los  marineros,  los  equi- 
pajes de  los  pasajeros  y  las  municio- 
nes de  boca  y  guerra  en  la  cantidad  ne- 
cesaria para  el  viaje,  puesto  que  paga- 
das por  contribución  no  forman  parte 
(iel  capital  contribuyente. 

Art.  640.  Los  objetos  colocados  so- 
bre cubierta  contribuirán  en  la  ave- 
ría gruesa  si  se  salvan. 

§  único.— Siendo  estos  mismos  obje- 
tos arrojados  ó  si  hubiesen  sufrido  da- 


ños por  aligerar  la  nave,  no  contribui- 
rán, y  únicamente  darán  lugar  á  la  ac- 
ción de  indemnización  contra  el  Capi- 
tán, nave  y  flete  si  se  hubiesen  carga- 
do en  la  cubierta  sin  consentimiento 
del  dueño;  pero  en  el  caso  de  que  éste 
medie,  habrá  lugar  á  una  contribución 
especial  entre  la  nave,  el  flete  y  los 
demás  objetos  cargados  en  igualdad  de 
circunstancias,  fein  perjuicio  de  la  con- 
tribución general  para  las  averías  co- 
munes de  todo  el  cargamento. 

Art.  642.  Si  no  obstante  el  aligera- 
miento la  nave  no  se  salvase,  no  habrá 
contribución  alguna,  y  los  objetos  sal- 
vados no  responderán  por  ningún  pago 
en  contribución  de  averías  de  los  ob- 
jetos echados  ó  averiados. 

§  1.°— Si  por  el  aligeramiento  ó  echa- 
zón la  nave  se  salvase,  y  continuando 
el  viaje  pereciere,  los  objetos  salvados 
contribuirán  solamente  por  sí  en  la 
echazón  con  arreglo  á  su  valor  en  el 
estado  en  que  se  encuentren,  deducidos 
los  gastos  de  salvamento. 

§  2.*^— Los  objetos  aligerados  no  con- 
tribuirán en  caso  alguno  para  el  pago 
de  los  daños  sufridos,  después  de  la 
echazón,  por  los  objetos  salvados. 

§  3-**— La  carga  no  contribuirá  para 
el  pago  de  la  nave  perdida  ó  declarada 
inútil  para  la  navegación. 

Art.  643.  Las  disposiciones  acerca 
de  las  averías  gruesas  y  de  las  averías 
simples  serán  aplicables  igualmente  á 
las  barcas  y  á  los  objetos  cargados  en 
ellas  que  fuesen  empleadas  para  aliviar 
la  nave. 

§  1."— Cuando  á  bordo  de  las  barcas 
se  pierdan  mercancías  descargadas 
para  aliviar  la  nave,  la  repartición  de 
su  pérdida  se  hará  entre  la  nave  y  todo 
el  cargamento  de  la  misma. 

§  2.**— Si  la  nave  se  perdiere  con  el 
resto  de  la  carga,  no  contribuirán  las 


528 


INSTITUCIONES  JURÍDICAS   Y   POLÍTICAS 


mercancías  descargadas  en  las  barcas, 
aun  cuando  lleguen  á  su  destino. 

Art.  644.  No  contribuirán  en  las 
pérdidas  sufridas  por  la  nave,  para 
cuyo  cargamento  estuviesen  destina- 
das, las  mercancías  que  aún  permane- 
cieran en  tierra. 

Art.  645.  Si  aconteciese  durante  el 
trayecto,  ya  á  las  barcas,  ya  á  las  mer- 
cancías cargadas  en  ellas,  daño  repu- 
tado como  avería  gruesa,  este  daño  se 
soportará  por  las  barcas  en  un  tercio,  y 
en  dos  por  los  objetos  cargados  en  las 
mismas. 

Art.  646.  Si  después  de  hecha  la  re- 
partición, los  objetos  aligerados  fue- 
sen recobrados  por  sus  dueños,  éstos 
devolverán  al  Capitán  y  á  los  interesa- 
dos la  contribución  recibida,  deducidos 
el  daño  causado  por  el  aligeramiento 
y  gastos  de  recobro,  repartiéndose  pro- 
porcionalmente  entre  los  interesados. 

§  único.— Si  el  dueño  de  los  objetos 
aligerados  los  recobrase  sin  reclamar 
indemnización  alguna,  estos  objetos 
no  contribuirán  en  las  averías  sobre- 
venidas al  resto  de  la  carga  después 
del  aligeramiento. 

Art.  647.  La  nave  contribuirá  por  su 
valor  en  el  lugar  de  la  descarga,  ó  por 
su  precio  en  venta,  deducido  el  importe 
de  las  averías  particulares,  aun  cuando 
hayan  ocurrido  con  posterioridad  á  la 
avería  gruesa. 

Art.  648.  Las  mercaderías  y  demás 
objetos  que  deban  contribuir,  así  como 
las  cosas  aligeradas  ó  sacrificadas,  se- 
rán estimadas  según  su  valor,  deducido 
ol  flete,  derechos  de  entrada  y  demás 
de  descarga,  teniéndose  en  considera- 
ción los  conocimientos,  facturas,  y,  en 
su  defecto,  cualesquiera  otros  medios 
de  prueba. 

§  1.°— Cuando  en  los  conocimientos 
se  indiquen  la  calidad  y  valor  de  las 


mercaderías,"  si  fueren  de  mayor  valor, 
contribuirán  por  el  suyo  real  si  se  sal- 
vasen, y  serán  pagadas  por  ese  valor; 
pero  en  caso  de  aligeramiento  ó  avería, 
se  atenderá  al  valor  designado  en  el  co- 
nocimiento. 

f$  2.®— Si  las  mercaderías  valiesen  me- 
nos, contribuirán  según  el  valor  indica- 
do si  se  salvaran;  pero  se  atenderá  á 
su  valor  real  si  fuesen  arrojadas  ó  es- 
tuviesen averiadas. 

Art.  649.  La  estimación  de  las  mer- 
caderías cargadas  se  hará  con  arreglo 
á  su  valor  en  el  lugar  de  la  descarga, 
d,educidos  el  flete,  los  derechos  de  en- 
trada y  demás  de  descarga  (1). 

§  1.°— Si  la  repartición  hubiere  de 
efectuarse  en  un  punto  del  Reino  del 
cual  hubiera  salido  la  nave  ó  hubiere 
de  salir,  el  valor  de  los  objetos  carga- 
dos se  determinará  según  el  precio  do 
la  compra,  añadidos  los  gastos  hasta 
á  bordo,  pero  sin  comprender  la  prima 
del  seguro  (2). 

§  2.°—Si  los  objetos  estuviesen  ave- 
riados, se  hará  la  estimación  por  su 
valor  real. 

§  3.®— Si  se  desistiese  del  viaje  ó  las 
mercaderías  se  vendieran  fuera  de  I  Rei- 
no y  no  se  pudiera  regular  la  avería,  se 
tomará  por  capital  contribuyente  el  va- 
lor de  las  mercaderías  en  el  punto  en 
que  se  desistió  del  viaje,  ó  el  producto 
líquido  que  se  haya  obtenido  en  el  lugar 
de  la  venta. 

Art.  650.  Las  averías  gruesas  ó  co- 
munes se  regularán  y  repartirán  según 
la  ley  del  lugar  en  que  la  carga  sea  en- 
tregada (3). 

(1)  Concuerda  con  el  art.  1.499  del  Códifro  de 
la  Rt'pühlica  Argentina. 

(2)  ídem  con  el  párrafo  !.•  del  art.  1.499  de 
ídem  id. 

(.3)  ídem  con  el  art.  787  del  Código  del  Bra- 
sil Y  1.49.5  del  de  la  República  Argentina. 
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Art,  651.  Todas  las  averías  gruesas 
sucesivas  se  repartirán  simultanea- 
mente  al  acabar  el  viaje  como  si  cons- 
tituyesen una  sola  y  misma  avería. 

§  único.— Lo  preceptuado  en  este  ar- 
ticulo no  se  aplicará  con  relación  á  las 
mercaderías  embarcadas  ó  desembar- 
cadas en  un  puerto  de  escala,  sino  úni- 
í-amente  en  lo  que  á  ellas  se  refiere. 

Art.  652.  La  regulación  y  reparti- 
ción de  las  averías  gruesas  se  harán  á 
instancia  del  Capitán,  y  no  pidiéndolas 
rste,  á  instancia  de  los  propietarios  de 
h\  nave  ó  del  cargamento,  sin  perjuicio 
«If  la  responsabilidad  que  pueda  caber 
á  aquél. 

j5  único.— El  Capitán  presentará  jun- 
tamente con  su  informe  y  protesto  to- 
los los  libros  de  á  bordo  y  demás  do- 
cumentos referentes  al  siniestro,  á  la 
nave  y  al  cargamento. 

Art.  653.  No  habrá  lugar  á  la  acción 
por  averias  contra  el  fletador  y  el  con- 
signatario del  cargamento  si  el  Capi- 
tán rocibió  el  flete  y  entregó  las  mer- 
caderías sin  protesto,  aunque  el  pago 
(iol  flete  fuese  anticipado. 

TÍTULO  VI 

Di%    LAS   ARRIBADAS    FORZOSAS 

Art.  654.  Son  justas  causas  de  arri- 
l>ada  forzosa: 

\°  La  falta  de  víveres,  agua  ó  com- 
bustible; 

2.''    El  temor  fundado  de  enemigos; 

3.''  Cualquier  accidente  que  inhabi- 
lito la  nave  para  continuar  la  navega- 
ción (i). 

Art.  655.  En  cualquiera  de  los  casos 
previstos  en  el  artículo  anterior,  oídos 


'\]    Concuerda  con  el  art.  "741  del  Código  del 
Br.iü¡l  y  1.610  del  portugués  antiguo. 
íwMu  Vil. — Inhtitucionm  jurídicas. 


los  Oficiales  del  buque  y  extendida  y 
ñrmada  la  resolución  en  el  diario  de 
navegación,  el  Capitán  podrá  proceder 
á  efectuar  la  arribada. 

§  1.**— Los  interesados  en  la  carga 
que  se  hallaren  á  bordo  podrán  protes- 
tar contra  el  acuerdo  tomado  de  proce- 
der á  efectuar  la  arribada. 

§  2.®— Dentro  de  las  cuarenta  y  ocho 
horas  siguientes  á  la  enirada  en  el 
puerto  de  arribada,  deberá  hacer  su  re- 
lación el  Capitán  ante  la  Autoridad 
competente. 

Art.  656.  Son  de  cuenta  del  arma- 
dor ó  fletador  los  gastos  ocasionados 
por  la  arribada  forzosa. 

Art.  657.  Se  considerará  legitima  la 
arribada  que  no  proceda  de  dolo,  negli- 
gencia ó  culpa  del  dueño,  del  Capitlán 
ó  de  la  tripulación. 

Art  658.  Se  considerará  ilegítima  la 
arribada: 

1.**  Si  la  falta  de  víveres,  aguada  ó 
combustible  fuere  debida  á  no  haber 
hecho  las  provisiones  necesarias  ó  ,de 
haberse  perdido  por  mala  disposición 
ó  descuido; 

2°  Si  el  temor  de  enemigos  no  estu- 
viese justiflcado  por  hechos  positivos; 

3."  Si  el  accidente  que  inutilizó  á  la 
nave  para  continuar  la  navegación 
proviniese  de  falta  de  buen  gobierno, 
cuidado,  estiva  y  mala  colocación  de  la 
carga,  ó  resultase  de  disposiciones  des- 
acertadas ó  falta  de  cuidado  del  Capi- 
tán (1). 

Art.  659.  Cuando  la  arribada  sea 
legítima,  ni  el  dueño  ni  el  Capitán  res- 
ponderán de  los  perjuicios  que  do  la 
misma  puedan  resultar  á  los  cargado- 
res ó  propietarios  de  la  carga. 

§  único.— En  el  caso  de  que  fuere  ¡le- 

(1)  C<»ncuerda  con  el  art.  742  del  Códitío  del 
BrHí<¡l  y  1.615  del  portutfués  antiguo. 
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gítima  la  arribada,  el  Capitán  y  el  due- 
ño serán  conjuntamente  responsables 
hasta  la  concurrencia  del  valor  .de  la 
nave  y  del  flete  (1). 

Art.  660.  Solamente  podrá  autori- 
zarse la  descarga  en  el  puerto  de  arri- 
bada cuando  sea  indispensable  para 
reparaciones  de  la  nave  ó  reparo  de  la 
averia  sufrida  por  el  cargamento  (2), 
debiendo  en  estos  casos  preceder,  en 
el  Reino  y  sus  dominios,  autorización 
del  Juez  competente,  y  en  el  extranje- 
ro, autorización  del  Agente  consular, 
si  lo  hubiere,  y,  á  falta  de  éste,  de  la 
Autoridad  local. 

Art.  661.  El  Capitán  responderá  de 
la  custodia  y  conservación  del  carga- 
mento descargado,  salvo  los  accidentes 
de  fuerza  mayor  (3). 

Art.  662.  El  cargamento  averiado  se 
reparará  ó  venderá  según  las  circuns- 
tancias, precediendo  la  autorización 
mencionada  en  el  art.  660  (4),  estando 
obligado  el  Capitán  á  comprobar  al 
cargador  ó  consignatario  la  legitimidad 
de  su  procedimiento,  bajo  pena  de  res- 
ponder por  el  precio  que  tendría  en  el 
lugar  de  destino  sin  averia. 

Art  663.  El  Capitán  responderá  por 
los  perjuicios  que  resulten  de  toda  de- 
mora injustificada  en  el  puerto  de  arri- 
bada; pero  si  se  ha  procedido  á  ésta 
por  temor  á  enemigos,  la  salida  se 
acordará  en  consejo  de  Oficiales  é  inte- 
resados en  la  carga  que  se  hallaren  á 
bordo,  en  los  mismos  términos  que  lo 
dispuesto  para  efectuar  la  arribada. 


(1)  Concuerda  con  el  art.  745  del  Brasil  y  1.C13 
del  portugués  anticuo. 

(2)  ídem  con  el  746  del  Brasil. 

(3)  ídem  con  el  746  id.,  y  1.716  del  portugués 
de  1833. 

(4)  ídem  con  el  747  id.,  y  1.618  <lel  portugués 
antiguo. 


TÍTULO    VII 


DEL  ABORDAJE 


Art.  66i.  Cuando  ocurra  abordaje 
de  naves  por  accidente  puramente  for- 
tuito ó  debido  á  fuerza  mayor,  no  habrá 
derecho  á  indemnización  (1). 

Art  665.  Si  el  abordaje  fuere  causa- 
do por  culpa  de  una  de  las  naves,  los 
perjuicios  sufridos  serán  soportados 
por  la  nave  abordante  (2). 

Art.  666.  Cuando  exista  culpa  por 
parte  de  ambas  naves  se  formará  un 
total  de  los  perjuicios  sufridos,  que  se- 
rán indemnizados  por  las  naves  respec- 
tivas en  proporción  á  la  gravedad  de  la 
culpa  de  cada  una. 

Art.  667.  Cuando  el  abordaje  sea 
motivado  por  falta  de  una  tercer  nave 
y  no  pudiera  prevonirse,  ésta  será  la 
que  responda. 

Art.  668.  Si  hubiere  duda  sobre  cuál 
de  las  naves  dio -origen  al  abordaje, 
cada  una  de  ellas  soportará  los  daños 
que  haya  sufrido,  pero  todas  responde- 
rán solidariamente  por  los  perjuicios 
causados  á  los  cargamentos  y  por  las 
indemnizaciones  debidas  á  las  perso- 
nas (3). 

Art.  669.  El  abordaje  se  presumi- 
rá fortuito  excepto  en  el  caso  de  no 
haber  sido  observados  los  Reglamentos 
generales  de  navegación  y  los  especia- 
les del  puerto. 


(1)  Concuerda  con  el  art.  830  del  Código  es- 
pañol. 

(2)  ídem  con  el  art.  749  del  Código  del 
firasí/,  407  del  /"ranees,  834  del  nisOy  1.567  del 
portugués  antiguo  y  82tJ  del  español^  y  322  del  de 
Colombia. 

(3)  ídem  con  el  art.  750  del  Código  del 
Brasil,  1.663  del  portugués  antiguo,  827  y  828 
del  español,  y  325  del  de  Colombia. 
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Art.  670.  Si  una  nave  averiada  por 
abordaje  se  perdiera  buscando  puerto 
(le  arribada  para  hacer  las  convenien- 
tes reparaciones,  la  pérdida  se  presu- 
mirá resultante  del  abordaje  (1). 

Art.  671.  La  responsabilidad  délas 
Daves  establecida  en  los  artículos  an- 
teriores no  exime  á  los  causantes  de  la 
culpa  para  con  los  perjudicados  y  pro- 
pietarios de  las  mismas. 

Art.  672.  En  cualquier  caso  en  que 
la  responsabilidad  recaiga  sobre  el  Ca- 
pitán, si  la  nave,  al  ocurrir  el  abordaje 
}  en  observancia  de  los  Reglamentos, 
estuviese  bajo  la  dirección  del  Piloto 
leí  puerto  ó  Práctico  de  la  costa  el  Ca- 
pitán tepdrá  derecho  á  ser  indemniza- 
ilo  por  el  Piloto  ó  corporación  respec- 
tiva si  existiese. 

Art.  673.  La  reclamación  por  daños 
\  perjuicios  resultantes  de!  abordaje 
^i'  naves  se  presentará  en  el  término 
lo  tres  días  ante  la  Autoridad  del  lugar 
en  que  éste  haya  ocurrido  ó  del  primer 
punto  á  que  arribe  la  nave  abordada, 
bajo  pena  de  no  ser  admitida  (2). 

§  único.  La  falta  de  reclamación, 
en  cuanto  á  lo^  daños  causados  á  las 
personas  y  mercaderías,  no  perjudica 
á  los  interesados  que  no  estuviesen  á 
lH>rdo  ó  que  se  hallasen  imposibilita- 
«ios  de  expresar  su  voluntad  (3). 

Art.  674.  Las  cuestiones  sobre  abor- 
ílajes  se  regularán: 

1.°  En  los  puertos  y  aguas  territo- 
riales, por  la  respectiva  ley  local; 

2.^  En  alta  mar.  entre  naves  de  la 
niisnna  nacionalidad,  por  la  de  ésta; 


\1)  Concuerda  coii  el  art.  "751  del  Código  del 
Ü'-a.-q/.  539  del  holandés  y  d'Zl  del  de  Colombia. 

(2)  Dentro  de  laa  veinticuatro  horas  determi- 
üü  el  Código  español. 

■3)  Concuerda  con  «1  art.  83()  del  Código  es- 
piñ.)l. 


3.®  En  alta  mar,  entre  naves  de  na- 
cionalidad distinta,  cada  una  de  ellas 
estará  sujeta  á  la  ley  de  su  pabellón,  no 
pudiendo  recibir  más  de  lo  que  ésta  le 
conceda 

Art.  675.  La  acción  por  daños  y  per- 
juicios resultantes  de  abordaje  podrá 
intentarse,  tanto  ante  el  Tribunal  local 
del  punto  en  que  éste  ocurra,  como  en 
el  del  domicilio  del  propietario  de  la 
nave  abordante,  ó  en  el  del  lugar  á  que 
pertenezca  ó  haya  sido  encontrada  la 
misma. 

TÍTULO  VIII 

DEL   SALVAMENTO    Y    ASISTENCIA 

Art.  676.  No  es  lícito  á  nadie  apro- 
piarse por  la  ocupación,  de  embarca- 
ciones náufragas  ó  de  sus  restos,  car- 
gamento ó  cualesquiera  mercaderías 
ú  objetos  del  dominio  particular  que  el 
mar  arroje  á  las  playas  ó  se  recojan 
en  alta  mar. 

Art.  677.  El  que  salve  una  nave  ú 
objetos  procedentes  de  naufragio  y  no 
haga  inmediatamente  entrega  al  pro- 
pietario ó  á  quien  lo  represente,  sién- 
dole pedidos  y  prestando  éste  garantía 
suficiente  para  los  gastos  de  salvamen- 
to, perderá  todo  derecho  á  cualquier 
remuneración  por  la  asistencia  ó  sal- 
vamento, respondiendo  por  los  daños 
ocasionados  por  la  retención,  sin  per- 
juicio de  la  acción  criminal,  si  á  ella 
hubiese  lugar. 

Art.  678.  Aquel  que  salve  ó  recoja 
una  nave  ó  mercaderías  en  el  mar  ó  en 
las  costas,  en  ausencia  del  propietario 
ó  quien  le  represente,  no  siendo  éste 
conocido,  transportará  y  entregará  in- 
mediatamente á  la  Autoridad  fiscal  del 
punto  más  próximo  los  objetos  salva- 
dos; y,  no  haciéndolo,  perderá  todo  de- 
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recho  que  tuviese  á  cualquier  remune- 
ración de  asistencia  ó  salvamento,  y 
responderá  asimismo  por  daños  y  pér- 
didas, sin  perjuicio  de  la  acción  crimi- 
nal, si  á  ésta  hubiere  lugar. 

Art.  679.  El  salvamento  de  naves  en- 
calladas, en  peligro  ó  náufragas,  así 
como  los  objetos  arrojados  á  la  costa, 
ya  se  halle  el  Capitán  presente,  ya  au- 
sente, se  sujetará  á  fiscalización  de  la 
Autoridad  á  quien  corresponda. 

§  único.— Incumbe  á  la  Autoridad  que 
presida  el  salvamento: 

1.®  Poner  bajo  custodia  los  objetos 
salvados,  procediendo  á  su  inventario; 

2.®  Ordenar,  no  mediando  reclama- 
ción, la  venta  pública  de  los  objetos  ex- 
puestos á  pérdida  inmediata  ó  cuya 
conservación  sea  evidentemente  perju- 
dicial á  los  intereses  del  propietario; 

3.**  Anunciar,  dentrode  los  ocho  días 
siguientes  al  del  salvamento,  en  uno  de 
los  periódicos  de  la  localidad  ó  de  la 
más  próxima,  todos  los  pormenores  del 
siniestro,  con  expresión  de  las  marcas 
y  números  de  los  objetos,  invitando  á 
los  interesados  á  hacer  sus  reclama- 
ciones: 

4.®  Dar  cuenta  á  la  superioridad  del 
suceso  y  de  las  providencias  tomadas; 

5.®  Ejecutar  todo  lo  demás  que  pres- 
criban los  Reglamentos  especiales. 

Art.  680.  Presentándose  el  propie- 
tario ó  su  legítimo  representante  á  re- 
clamar, le  serán  entregados,  probando 
su  derecho,  los  objetos  salvados  ó  su 
producto,  pagando  la  remuneración  de- 
bida y  demás  gastos  ó  prestando  su- 
ficiente garantía. 

§  1."— Habiendo  duda  sobre  *el  dere- 
cho del  reclamante,  oposición  de  ter- 
ceros ó  cuestión  sobre  el  salvamento, 
serán  las  partes  citadas  á  juicio. 

§  2."— No  presentándose  reclamación 
alguna  después  de  los  anuncios  men* 


'  clonados  en  el  núm.  3.*  del  artículo 
precedente,  los  objetos  salvados  se 
venderán  en  pública  subasta,  y  su  pro- 
ducto, descontados  los  gastos  de  sal- 
vamento, se  consignará  en  la  Caja  Ge- 
neral de  Depósitos. 

Art.  681.  Se  deberá  remuneración 
de  salvamento: 

1.°  Cuando  las  naves  ú  objetos  en- 
contrados sin  dirección  en  alta  maro 
en  las  playas  sean  salvados  y  recupe- 
rados; 

2.°  Salvándose  objetos  de  una  nave 
encallada  en  la  costa  ó  varada  en  las 
rocas,  en  peligro  tal  que  no  puoás. 
ofrecer  seguridad  al  cargamento  ni 
asilo  á  la  tripulación; 

3.®  Retirándose  objetos  de  una  nave 
destrozada; 

4."  Cuando  la  nave  en  peligro  inmi- 
nente y  sin  seguridad,  abandonada  por 
la  tripulación  ó  no  hallándose  ésta  pre- 
sente, sea  ocupada  por  los  que  intentan 
salvarla  y  conducida  al  puerto  con  todo 
ó  parte  del  cargamento; 

5.°  Cuando  la  nave  y  el  cargamento, 
junta  ó  separadamente,  sean  salvados 
en  el  mar  ó  conducidos  á  buen  puerto 
con  auxilio  de  tercero  (1). 

Art.  G82.  Se  deberá  remuneración 
por  asistencia: 

1.°  Cuando  la  nave  encallada  ó  va- 
rada sea  puesta  á  flote  con  su  carga- 
mento en  el  mar  con  auxilio  de  terceros; 

2.°  Cuando  la  nave,  encontrándose^ 
en  el  mar  con  avería,  sea  auxiliada  y 
conducida  á  puerto  seguro  con  ayud:i 
de  terceros. 

Art.  683.  No  tendrán  derecho  á  re- 
muneración por  salvamento  ó  asisten- 
cia: 

1.®  Las  personas  pertenecientes  á  la 
tripulación  de  la  nave; 

(1)  Números  !.•  ú  5."  del  art.  355  del  CMpj 
de  ("olornbia. 
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2"  Aquellos  que  impongan  sus  ser- 
vicios. 

Art.  684.  Todo  contrato  hecho  du- 
rante el  peligro  podrá  impugnarse  por 
abusivo,  y  ser  reducidos  por  el  Juez 
coinpetentelos  derechos  de  salvamento. 

Art.  685.  A  falta  de  pacto,  la  remu- 
neración por  salvamento  ó  asistencia 
<?c  fijará  por  el  Juez  competente,  regu- 
lándose según  las  reglas  de  la  equidad 
\  teniendo  en  cuenta  principalmente 
las  circunstancias  siguientes: 

1.*    La  naturaleza  del  servicio; 

2.*    El  celo  con  que  se  haya  procedido; 

3.'    El  tiempo  empleado; 

i."  Los  servicios  prestados  á  la  na- 
v(',  á  las  personas  y  á  las  cosas; 

5.'    Los  gastos  ocasionados; 

t).*  Las  pérdidas  sufridas  por  los 
salvadores  ó  asistentes; 

7.^  El  número  de  personas  que  ha- 
}an  intervenido  de  una  manera  activa; 

8.'  El  peligro  á  que  se  hayan  ex- 
pu^^sto  esas  personas,  su  respectiva 
nave  y  el  valor  de  la  misma; 

0.*  El  peligro  que  amenazaba  ala 
nave,  á  las  personas  y  á  las  cosas  sal- 
vadas; 

lO.  El  valor  actual  de  los  objetos 
«calvados,  deducidos  los  gastos. 

Art.  686.  La  remuneración  de  salva- 
üiento  ó  asistencia  comprenderá  todos 
ios  gastos  hechos  por  les  salvadores  ó 
asistentes;  pero  no  los  honorarios,  cos- 
'a«,  derechos  é  impuestos,  ni  los  gas- 
ios  de  custodia,  conservación,  avalúo  y 
vpnta  hechos  con  1^  objetos  salvados. 

§  1.°— La  remuneración  por  asistencia 
^e  fijará  siempre  en  menos  que  la  de 
salvamento. 

§  2.**— El  valor  de  los  objetos  salvados 
>Jlo  podrá  influir  secundariamente  para 
la  fijación  de  la  remuneración. 

Art.  687.  Cuando  varios  indivirluos 
hayan  tomado  parte  en  los   servicios 


prestados  á  la  nave  ó  su  cargamento, 
la  remuneración  debida  se  repartirá  en 
proporción  al  servicio  de  cada  persona 
y  al  suministro  de  objetos  empleados 
en  aquellos  servicios. 

§  1.°-— En  caso  de  duda  se  dividirá  por 
igual  entre  todos  los  individuos. 

§  2.^— Los  que  se  hayan  expuesto  al 
peligro  para  salvamento  de  personas 
serán  admitidos  á  la  partición  de  la  re- 
muneración en  las  condiciones  mencio- 
nadas. 

Art.  688.  Cuando  el  servicio  de  sal- 
vamento ó  asistencia  sea  prestado  por 
otra  nave,  corresponderá  la  mitad  de  la 
remuneración  al  armador,  una  cuarta 
parte  al  Capitán  y  otra  cuarta  parte  al 
resto  de  la  tripulación,  en  la  propor- 
ción de  sus  respectivas  soldadas,  salvo 
pacto  en  contrario. 

Art.  689.  El  dueño  de  los  objetos  sal- 
vados no  responderá  personalmente  de 
la  remuneración  por  salvamento  ó  asis- 
tencia. 

§  único.— El  destinatario  que  tuviese 
conocimiento  de  la  deuda  responderá 
personalmente  por  olla  hasta  donde  lle- 
gue el  valor  de  los  objetos  que  se  le  ha- 
yan entregado. 

Art.  690.  El  salvamento  ó  asistencia 
en  los  puertos,  ríos  y  aguas  jurisdiccio- 
nales se  remunerarán  con  arreglo  á  la 
ley  del  punto  donde  se  presten  aquellos 
servicios,  y  en  alta  mar  en  los  términos 
de  la  ley  de  la  nacionalidad  de  la  nave 
salvadora  ó  asistente. 

Art.  691.  La  reclamación  sobre  re- 
muneraciones debidas  por  salvamento 
ó  asistencia  podrá  intentarse  ante  el 
Tribunal  en  cuya  jurisdicción  haya 
ocurrido  el  suceso,  ó  ante  el  Juez  del 
domicilio  de  los  propietarios  de  los  ob- 
jetos salvados  ó  del  lugar  á  que  perte- 
nezca, ó  en  que  haya  sido  encontrada  la 
nave  socorrida. 


LIBRO  CUARTO 

DE  LAS  QUIEBRAS 


TÍTULO  PRIMERO 

DE   LA    QUIEBRA    Y   SU   DECLARACIÓN 

Art.  692.  El  comerciante  que  cese  en 
los  pagos  de  sus  obligaciones  mercan- 
tiles se  presumirá  en  estado  de  quie- 
bra, que  deberá  declararse  judicial- 
mente (1). 

§  único.— Antes  de  la  suspensión  de 
pagos  podrá  también  decíararse  la 
quiebra,  con  asistencia  del  quebrado, 
justificando  previamente  la  insuficien- 
cia manifiesta  del  activo  para  satisfa- 
cer el  pasivo. 

Art.  693.  La  quiebra  puede  declarar- 
se aunque  hayan  transcurrido  dos  años 
desde  la  suspensión  de  pagos  respecti- 
va, aunque  durante  este  tiempo  el  co- 
merciante haya  fallecido  ó  abandona- 
do el  ejercicio  del  comercio  (2). 

§  único.— La  declaración  de  quiebra 
hecha  después  de  la  muerte  del  comer- 

(1)  Concuerda  con  el  art.  68H  del  Código  ita- 
fmnoy  437  iel  francés,  ley  francesa  de  28  de  Ma- 
yo de  1838,  761  del  holandés,  1.005  del  de  Wtirt., 
1.380  del  ruso,  ITi  del  Braml,  1.511  del  de  la  Rp- 
pública  Argentina,  I A9Q  del  de  Gua/ona/a,  556 
dolde  Cuntiinaniarca,  1.121  del  portugués  •duúguo 
y  8.",  tít.  XV,  del  prusiano. 

(2)  El  art.  (590  del  Código  ilafiitno  seímUí  un 
aiio  para  el  caso  de  muerte  >  cinco  j»ara  el  de  Jui- 
berse  el  comerciante  retirado  del  comercio. 


ciante  suspenderá,  en  cuanto  á  los  bio- 
nes,  toda  prosecución  del  inventario 
judicial  á  que  se  procediere  en  razón 
de  ese  fallecimiento,  hasta  que  la  mis- 
ma quiebra  se  suspenda  ó  termine. 

Art.  694.  Para  declarar  la  quiebra 
es  competente  el  Tribunal  de  Comercio 
de  la  circunscripción  en  que  el  comer- 
ciante tenga  su  principal  estableci- 
miento (1),  y,  á  falta  de  éste,  el  de  su 
domicilio. 

§  único. — La  sentencia  declaratorÍH 
de  la  quiebra  tendrá  inmediata  ejecu- 
ción, debiendo  registrarse  y  publicarse 
en  extracto  en  Lisboa  en  el  Periódico 
Oficial  del  Gobierno,  y  en  las  otras  lo- 
calidades en  algún  periódico  de  la  pro- 
vincia, ó,  caso  de  no  haberlo,  por  edic- 
tos fijados  á  la  puerta  del  domicilio,  re- 
sidencia ó  principal  establecimiento 
del  quebrado,  según  el  lugar  en  que 
hubiere  sido  requerida  la  quiebra,  > 
siempre  en  la  puerta  del  Tribunal,  eva- 
cuándose estas  diligencias  en  el  térmi- 
no de  tres  días. 

Art.  695.  El  Trmunal  que  declare  la 
quiebra  continuará  siendo  oí  único 
competente  para  la  exigencia  del  pago 
y  graduación  de  cualesquiera  créditos 
contra  el  quebrado 


(1)     Coücucrda  con  el  art.  685  del  Código  //.'- 
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I  §  Qnicc— Exceptúanse  de  esta  dispo- 
sición los  créditos  pignoraticios  é  hi- 
potecarlos y  los  de  los  acreedores  con 
prenda  antes  de  la  declaración  dé  la 
I  quiebra,  pero  únicamente  por  el  pro- 
ducto de  los  secuestros  y  de  los  bienes 
hipotecados  ó  empeñados. 

Art.  696.  El  Tribunal  podrá  declarar 
la  apertura  de  la  quiebra: 

1.°    Por  declaración  del  quebrado; 

2.°  A  solicitud  de  uno  ó  más  acree- 
dores (1). 

§  único. — No  serán  admitidos  .á  re- 
querir la  declaración  de  la  quiebra  de 
un  comerciante,  su  cónyuge,  ascen- 
dientes ó  descendientes. 

Art.  697.  La  presentación  del  estado 
de  quiebra  por  el  propio  quebrado  es 
obligatoria  y  habrá  de  hacerla  dentro 
de  los  diez  días  siguientes  á  la  cesación 
le  pagos,  bajo  pena  de  presumirse 
rulpa  en  la  quiebra  (2). 

Art.  698.  Los  acreedores  que  pidie- 
ren la  declaración  de  quiebra  deberán 
desde  luego  justificar  la  existencia  de 
sus  créditos,  y  que  provienen  de  acto 
de  comercio,  y  especificar  los  funda- 
mentos de  su  petición  y  de  la  conve- 
niencia, si  existiere,  de  que  la  decla- 
ración se  haga  sin  asistencia  del  que- 
brado. 

Art.  699.  El  Tribunal,  salva  la  dis- 
posición del  párrafo  único  del  artícu- 
lo 692,  puede  declarar  la  quiebra,  á  pe- 
tición de  los  acreedores,  sin  mandar 
oir  al  quebrado  ó  después  de  haber  ci- 

{1}  La  quiebra  puede  también  ser  flfclarada 
tp  oficio,  según  fil  art.  684  del  Códipro  italiano. 
Concuerda  con  el  art.  875  del  Códig-o  español, 
i;i><y439  del  francéf*,  1.381  del  ruso,  130  del 
^''mgaro,  1.445  del  portugués  antig-uo,  "798  del 
ñra*;/,  1.209  del  tle  Guatemala  y  569  del  de  Cuji- 
•■'/'íarndrca. 

[V¡  El  art.  803  del  Brasil  señala  el  término  de 
'-f.^  días  y  el  1.210  del  de  Gualeniala  cinco   días. 


tado  á  éste  para  responder,  si  quiere, 
en  el  término  de  veinticuatro  horas. 

§  1."— La  falta  de  contestación  equi- 
valdrá al  reconocimiento  del  estado  de 
quiebra. 

§  2."— Los  acreedores  que  hayan  pe- 
dido la  declaración  de  quiebra  sin  asis- 
tencia del  quebrado,  responderán  para 
con  él  de  los  daños  y  perjuicios  cuan- 
do se  pruebe  la  falta  de  fundamento  de 
su  petición,  salvo  siempre  la  acción 
criminal  si  hubiere  lugar  á  ella. 

Art.  700.  La  declaración  de  la  quie- 
bra es  causa  inmediata  de  la  interdic- 
ción civil  del  quebrado  en  lo  relativo  á 
sus  bienes  presentes  ó  futuros  (1). 

§1.'*-La  incapacidad  del  quebrado 
se  suplirá  por  el  administrador  y  cura- 
dores fiscales,  que  ló  representarán  en 
juicio  y  fuera  de  él  para  todos  los  efec- 
tos, excepto  en  el  ejercicio  de  sus  de- 
rechos exclusivamente  personales  ó 
extraños  á  la  quiebra. 

§  2."— Juntamente  con  el  administra- 
dor y  curadores  fiscales  deberá  ser 
siempre  demandado  el  quebrado,  el 
cual,  además  de  esto,  tendrá  derecho  á 
ser  oído  en  todas  las  enajenaciones 
voluntarias,  transacciones  y  acuerdos 
que  hayan  de  tomarse. 

Art.  70L  De  la  administración  de 
los  bienes  del  quebrado  y  déla  liquida- 
ción y  gestión  de  su  comercio  deberá 
encargar  el  Tribunal  á  persona  idónea 
tan  luego  como  declare  la  quiebra. 


(1)  Por  i'l  art.  999  del  Código  italuuio  se  pri- 
vai  a,  por  ministerio  de  la  ley,  de  la  administra- 
ción de  sus  bienes  y  de  los  que  puedan  ser  de  su 
propiedid  durante  el  curso  de  la  quiebra;  el  ar- 
tículo 8*8  del  Cüdig"o  español  inhabilita  para  la 
administración  de  sus  bienes  al  quebrado.  Con- 
cuerda con  el  442  del  francés,  110  dol  holandés, 
1.019  del  de  l^uW.,  826del  Brasil,  1.399  del  ruso 
V  7)SS  del  de  Cundinaniarca. 
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INSTITUCIONES  JURÍDICAS   Y    POLÍTICAS 


§  Único.— El  administrador  podrá 
practicar  todos  los  actos  propios  de  la 
administración  general,  quedando,  sin 
embargo,  dependiente  siempre  de  la 
expresa  resolución  del  Tribunal  la  con- 
cesión de  poderes  especiales. 

Art.  702.  El  administrador  será  ele- 
gido de  entre  personas  extrañas  á  los 
acreedores,  exceptuándose  también  los 
parientes  del  quebrado  por  consangui- 
nidad ó  afinidad  hasta  el  cuarto  grado, 
y  sus  honorarios  se  fijarán  por  el  Tri- 
bunal (1). 

§  i.**— Las  Asociaciones  mercantiles, 
donde  existan,  podrán  formar  una  lis- 
ta de  personas  idóneas  que  deseen 
desempeñar  la  administración  de  las 
quiebras,  y  que  se  revisará  cada  trie- 
nio. 

§  2."— Donde  exista  la  lista  menciona- 
da en  el  párrafo  anterior,  el  adminis- 
trador deberá  ser  elegido  de  entre  las 
personas  que  la  forman,  salvo  si  el  Tri- 
bunal, en  resolución  fundada,  estimase 
conveniente  el  nombramiento  de  otra 
persona,  cuando  fuere  requerido  en  los 
términos  en  que  puede  exigirse  la  re- 
moción del  administrador. 

§  3.®— Las  personas  inscritas  en  la 
lista  de  que  trata  el  párrafo  1.®  de  este 
artículo,  podrán  ser  incluidas  en  la  de 
los  trienios  siguientes. 

§4.°— El  administrador  de  cualquier 
quiebra  no  cesará  en  sus  funciones 
aunque,  pasado  el  trienio,  dejare  de  ser 
incluido  en  la  nueva  lista  (2). 

Art.  703.  El  administrador  de  la 
masa  de  la  quiebra  deberá  entrar  inme- 
diatamente en  ejercicio,  señalando  tér- 
mino, practicando  cuanto  sea  conve- 


(1)  Concuerda  con  el  art.  "?14  del  Códitjo  ita- 
liano. 

(2)  ídem  id.  715  id. 


niente  para  la  conservación  de  los  bie- 
nes y  derechos  del  quebrado,  en  interés 
de  éste  y  de  sus  legítimos  acreedores,  y 
averiguar  escrupulosamente  el  estatlo 
de  la  masa,  condiciones  en  que  se  ejer- 
ció el  comercio  y  causas  (^etei  minantes 
de  la  quiebra. 

§  1.°— El  administrador  podrá  recibir 
del  quebrado  particularmente,  pero 
siempre  por  balance,  los  bienes  y  valo- 
res pertenecientes  al  mismo,  ó  hacer 
la  entrega  judicial  por  medio  de  inven- 
tario.. 

§  2.*'— El  Tribunal,  para  seguridad  de 
los  bienes  de  la  masa  de  la  quiebra 
podrá,  á  instancia  de  dos  ó  más  acree- 
dores, ó  bajo  petición  del  Ministerio 
público,  ordenar  que  la  entrega  se  ve- 
rifique de  oficio. 

§  3.°— La  fijación  de  sellos  en  el  escri- 
torio, establecimiento  y  morada  del 
quebrado  solamente  será  obligatoria 
cuando  la  entrega  haya  de  ser  hecha 
judicialmente  y  en  el  caso  del  pá- 
rrafo 5.** 

§  4."— De  la  incautación  y  posesión  de 
los  bienes  del  quebrado  por  la  adminis- 
tración se  exceptúan  los  mencionados 
en  los  números  11  y  12  del  art.  815,  y. nú- 
meros 1.^  y  2.°  del  art.  816  del  Código  de 
procedimiento  civil. 

%  5."— El  administrador  que  en  el  pla- 
zo de  veinticuatro  horas  no  entre  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones  después  de 
haberle  sido  comunicado  el  nombra- 
miento, será  inmediatamente  sustitui- 
do por  el  Tribunal,  que  en  este  caso 
ordenará  la  fijación  de  sellos. 

Art.  704.  La  contabilidad  del  quebra- 
do se  presentará  por  él,  y,  en  su  defecto, 
por  el  administrador,  en  laSecretaiía 
del  Tribunal,  para  que  el  Juez  presiden- 
te ponga  una  nota  de  cierre  y  la  rubri- 
que, entregándose  después  al  adminis- 
trador, quien  no  podrá  impedir  su  exa- 
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raen  á  los  interesados  y  sus  represen- 
tantes (1). 

§  único.— Bajo  pena  de  incautación 
judicial,  la  presentación  ordenada  en 
este  artículo  deberá  efectuarse  en  el 
plazo  de  veinticuatro  horas,  que  se  em- 
pezarán á  contar,  para  el  quebrado, 
desde  la  sentencia  declaratoria  de  la 
quiebra,  y  para  el  administrador,  desde 
la  fecha  en  que  entre  en  ejercicio. 

Art.  705.  El  quebrado,  á  petición  su- 
ya ó  con  anuencia  del  administrador, 
podrá  encargarse  de  auxiliar  la  admi- 
nistración y  de  practicar  determinados 
actos  de  ella  por  el  plazo  que  el  Tribu- 
nal estime  conveniente,  oídos  los  cu- 
radores fiscales. 

§  único.— No  existiendo  presunción 
•le  fraude  ó  culpa  en  la  quiebra,  el  dQU- 
•ior,  si  fuere  comerciante  matriculado, 
tendrá  derecho  á  la  prestación  de  ali- 
mentos por  ía  masa  de  la  quiebra. 

Art.  706.  El  Tribunal,  en  la  senten- 
íia  declaratoria  de  la  quiebra,  nom- 
brará, además  del  administrador  de  la 
masa  de  la  quiebra,  dos  ó  más  curado- 
res fiscales  de  entre  los  acreedores  del 
quebrado,  y  fijará  el  plazo  para  la  re- 
clamación de  los  créditos  contra  éste. 

§  único.— El  plazo  mencionado  en 
pste  artículo  no  podrá  bajar  de  treinta 
'lías  ni  exceder  de  noventa. 

Art.  707.  Los  curadores  fiscales  de- 
berán: 

1.°  Ser  consultados  acerca  de  los 
asuntos  relativos  á  la  quiebra  en  que 
<'l  Tribunal  quiera  oírlos; 

2.**  Aconsejar  al  administrador  de 
la  raasa  de  la  quiebra; 

3.**  Velar  por  el  riguroso  cumpli- 
miento de  las  obligaciones  del  admi- 
nistrador, debiendo  informar  al  Tribu- 


il)    Concuerda  con  el  art.  TSl  del  Código  ita- 


nal.  de  cualquier  irregularidad  que 
crean  haya  cometido"; 

4.®  Pedir  la  destitución  y  sustitución 
del  administrador; 

b.°  Ejercer  las  demás  atribuciones 
que  les  están  señaladas  por  la  ley. 

Art.  708.  Declararla  la  quiebra,  el 
deudor  que  no  haya  pedido  ó  reconoci- 
do su  declaración  puede,  dentro  de  los 
diez  días  siguientes  á  la  publicación  de 
la  respectiva  sentencia,  oponer  reparos. 

§  1.®— Sólo  pueden  servir  de  funda- 
mento á  los  reparos: 

1.°    No  ser  el  quebrado  comerciante; 

2.®  Hallarse  en  concurso  ó  morato- 
ria legal,  siendo  anterior  el  motivo  de 
la  quiebra; 

3.**  No  haber  cesado  en  los  pagos  de 
obligaciones  mercantiles  vencidas  ó 
tenidas  como  tales; 

4.**  Tener  justo  y  legal  motivo  para 
no  haber  efectuado  los  pagos  á  que  se 
refiera  la  declaración  de  la  quiebra; 

5.®    Ser  su  activo  superior  al  pasivo. 

§  2.°— El  fundamento  citado  ^  el  nú- 
mero 1.®  del  párrafo  anterior  sólo  po- 
drá alegarse  por  el  comerciante  que 
no  se  halle  matriculado. 

§  3.**— Alegando  los  reparos  de  con- 
curso ó  moratoria  no  consignada,  se 
pronunciará  una  sola  decisión  sobre 
los  dos  incidentes. 

§  4.'*— Los  reparos  no  suspenderán 
el  curso  del  procedimiento  de  la  quie- 
bra hasta  la  graduación  de  los  acree- 
dores. 

Art.  709.  El  Tribunal,  cualquiera 
que  sea  el  estado  de  la  causa  hasta  el 
momento  de  apreciar  los  reparos,  po- 
drá autorizar  la  presentación  de  las 
pruebas  ofrecidas  y  demás  diligencias 
judiciales  que  crea  indispensables  á  la 
resolución  de  la  causa. 

§  único.— Estimando  el  Tribunal  in- 
necesaria   ó     impertinente    cualquier 
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prueba  presentada  por  los  interesados, 
así  lo  deberá  declarar. 

Art.  710.  La  declaración  de  la  quie- 
bra producirá  el  vencimiento  inmedia- 
to de  todos  los  créditos  y  la  suspensión 
de  intereses  contra  la  masa  de  la  quie- 
bra, y  exige  necesariamente  la  repjira- 
ción  de  los  bienes  comunes  del  comer- 
ciante casado,  á  menos  que  en  la  res- 
ponsabilidad del  otro  cónyuge  se  com- 
prenda toda  la  parte  de  bienes  que  le 
corresponde. 

§  1.®— De  los  créditos  no  vencidos, 
que  solamente  por  efecto  de  la  quiebra 
sean  exigibles,  se  descontarán  los  in- 
tereses que  se  hallen  acumulados  ó  ca- 
pitalizados en  ellos,  correspondientes 
al  plazo  que  faltaba  para  su  regular 
vencimiento. 

§  2.®-  Revocada  la  declaración  de  la 
quiebra,  quedarán  nulos  cualesquiera 
efectos  de  la  misma. 

Art.  711.  El  administrador  y  los  cu- 
radores fiscales  nombrados  podrán  ser 
removidas  libremente  por  el  Tribunal 
de  primera  instancia  de  Comercio,  á 
petición  suya,  del  quebrado  ó  de  los 
acreedores,  cuando  éstos  representen 
dos  tercios  del  pasivo,  ó,  on  número 
superior  á  dos  tercios,  representen  más 
do  la  mitad  clel  pasivo. 

§  1."— Antes  de  resolverse  la  sustitu- 
ción ó  remoción  del  administrador  ó 
de  los  curadores  fiscales,  tendrán  dere- 
cho á  que  se  les  oiga,  y  deberán  conti- 
nuar en  el  ejercicio  y  cumplimiento  de 
sus  deberes  hasta  la  toma  de  posesión 
por  los  nuevamente  nombrados. 

§2.^— Es  aplicable  á  la  entrega  de 
bienes  y  valores  al  nuevo  administra- 
dor por  el  anterior,  lo  dispuesto  en  el 
artículo  703. 

Art.  712.  En  la  sentencia  declarato- 
ria de  la  quiebra,  ó  una  vez  pronuncia- 
da, en  cualquier  estado  que  se  halle  el 


procedimiento,  puede  el  Tribunal  decre- 
tar la  prisión  del  quebrado  y  de  los  que 
le  hayan  servido  de  encubridores  si 
estimare  que  procedieron  con  culpa  ó 
fraude,  sin  perjuicio  de  los  ulteriores 
términos  para  la  definitiva  clasificación 
de  la  quiebra. 

§  1.**— Lo  dispuesto  en  este  artículo 
no  altera  las  reglas  de  admisión  de 
fianza  para  evitar  la  prisión  preventi- 
va, que  de  otro  modo,  sin  estas  garan- 
tías, sufrirán  los  reos  hasta  la  senien- 
cia  final,  sin  perjuicio  del  recurso  déla 
decisión  que  ordene  la  captura. 

§  2.*^— La  resolución  del  Tribunal  de- 
cretando la  prisión  del  quebrado  y  de 
los  que  le  hayan  auxiliado,  equivaldrá 
para  todos  los  efectos  al  auto  de  pro- 
cesamiento. 

TÍTULO  n 

DEI.     RECONOCIMIENTO    Y    COMPROBACIÓN 
DE     CRÉDITOS 

Art.  713.  El  quebrado,  al  tiempo  de 
presentar  su  estado  de  quiebra,  ó  el 
administrador  de  la  masa  en  su  defec- 
to, y  antes  de  transcurrir  la  mitad  del 
plazo  fijado  para  la  reclamación  de  los 
créditos,  debe  añadir  al  proceso  una 
relación  de  éstos,  acompañada  de  los 
documentos  justificativos,  observacio- 
nes y  explicaciones  que  conduzcan  al 
reconocimiento  del  pasivo  (1). 

Art.  714.  Los  acreedores  del  quebra- 
do, publicada  que  sea  la  sentencia  de- 
claratoria de  la  quiebra,  y  dentro  del 
plazo  marcado  por  el  Tribunal,  recla- 
marán, con  independencia  de  cual- 
quiera otra  citación  ó  aviso,  el  recono- 
cimiento y  clasificación  de  sus  crédi- 

(1)  Análoga  dispo.sición  se  contiene  eu  el  ar- 
tículo 1.509  del  Código  déla  Ri^páblica  Argentina. 
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tos,  comprobando  en  debida  forma  la 
existencia,  naturaleza,  clasificación  y 
circunstancias  de  los  mismos,  y  ale- 
sando  todo  aquello  que  estimen  conve-  . 
niente  á  su  defensa. 

§1.**— La  prueba  documental  deberá 
acompañar  á  la  reclamación  de  crédi- 
tos, y  las  pruebas  testificales  deberán 
también  indicarse  para  que  se  verifi- 
quen oportunamente,  á  menos  quesean 
ilispensadas  por  innecesarias  para  el 
reconocimiento. 

§  2."— Si  algún  acreedor  alegare  en 
el  requerimiento  en  que  reclame  su 
crédito  justas  causas  para  excusar- 
se de  presentar  por  entonces  algún  do- 
cumento, podrá  el  Tribunal  concederle 
un  plazo  razonable  hasta  aquel  en  que 
(leba  abrir  el  juicio. 

§  3."— No  se  admitirán  los  documen- 
tos que  en  el  plazo  legal  no  sean  pre- 
sentados con  el  requerimiento  y  las  de- 
más pruebas  por  que  no  se  protestaron, 
con  la  designación  necesaria  á  su  pre- 
sentación. 

Art.  715.  Extinguido  el  plazo  señala- 
do para  la  reclamación  de  créditos,  po- 
drán los  acreedores  impugnar  por  escri- 
to el  reconocimiento  ó  clasificación  de 
cualesquieracréditosreclamados,  siem- 
pre que  lo  hagan  dentro  de  los  quince 
días  siguientes. 

§  único.— A  esta  impugnación  es  apli- 
cable lo  dispuesto  en  los  párrafos  del 
artículo  anterior. 

Art.  716.  Deatro  de  los  quince  dias 
siguientes  al  plazo  señalado  para  la 
impugnación  do  los  créditos  ó  de  su 
naturaleza,  el  administradorde  la  masa 
emitirá  parecer  breve,  pero  fundamen- 
tado, sobre  cada  uno  de  los  créditos  re- 
damados, especificando  lo  que  respecto 
délos  mismos  resultede  la  contabilidad 
V  documentos  del  quebrado,  y  prestan- 
do ante  el  Tribunal  las  declaraciones 


conducentes  á  la  justa  decisión  del 
asunto  y  la  fecha  desde  la  cual  conside- 
ra existente  la  quiebra. 

§  1.°— El  administrador  de  la  masa 
podrá  exigir  de  cualquier  acreedor  los 
informes  y  pruebas  que  estime  necesa- 
rias para  el  parecer  que  debe  emitir 
sobre  el  pasivo  de  la  quiebra. 

§  2.°— Constándole  al  administrador 
la  existencia  de  créditos  no  reclamados 
y  que  considere  reales  y  verdaderos, 
hará  mención  de, ellos  por  separado,  y 
emitirá  asimismo  su  parecer. 

Art.  717.  El  procedimiento  seguido 
en  el  reconocimiento  de  créditos  es 
igualmente  aplicable  al  reconocimiento 
del  derecho  de  restitución  á  sus  legíti- 
mos propietarios  de  mercaderías  ú 
otros  bienes  que  formen  parte  de  la 
masa  y  de  que  el  quebrado  fuere  con- 
signatario, comisario,  ó,  por  otro  títu- 
lo, mero  poseedor,  ó  que  pertenezcan 
al  cónyuge  como  propios  ó  en  comu- 
nidad. 

Art.  718.  Reclamados  los  créditos  y 
la  restitución  de  bienes,  deducidas  las 
impugnaciones  y  emitido  parecer  por 
el  administrador  de  la  masa,  ó  trans- 
curridos los  términos  señalados  por  la 
ley,  se  continuará  el  procedimiento  con 
vista  por  cinco  días  al  Ministrerio  públi- 
co, que  emitirá  dictamen  en  lo  relativo 
al  interés  general  de  los  acreedores  y 
especial  de  la  Hacienda  nacional,  y 
promoverá  el  juicio. 

§  I  .'^— Se  consideran  reconocidos  to- 
dos los  créditos  reclamados  y  el  dere- 
cho á  la  entrega  de  bienes,  que  no  sean 
impugnados;  ac(írca  de  los  demás,  el 
Tribunal  resolverá  en  una  sola  au- 
diencia. 

§  2.^— Los  testigos  serán  interroga- 
dos en  el  juicio;  mas  si  se  hubiere  de 
proceder  á  examen  ú  otra  diligencia 
cualquiera  que  liaya  sido  pedida  y  el 
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Tribunal  no  la  haya  declarado  imper- 
tinente, suspenderá  éste  el  juicio  pol*  el 
tiempo  indispensable. 

§  3.^— La  elección  de  peritos  para  el 
examen  es  común  á  todos  los  acreedo- 
res á  quienes  afecte. 

§  4.*'— El  juicio  comprenderá  todos 
los  créditos,  teniéndose  por  confesados 
los  que  no  hayan  sido  impugnados,  re- 
solverá las  impugnaciones,  reclama- 
ciones y  peticiones  de  bienes,. y  fijará 
la  fecha  de  la  quiebra. 

Art.  ,719.  El  protesto  por  acción  in- 
coada ó  ya*  pendiehte  producirá  los 
mismos  efectos  que  en  concurso  de 
prelación,  si  fu^re  aquélla  entablada 
dentro  del  término  de  treinta  días,  y  si 
tanto  en  el  caso  de  entablarse  como  de 
estar  pendiente  la  acción,  no  hubiere 
prescripción  de  la  instancia. 

§  único. — Esta  acción  deberá  dirigir- 
se ó  continuarse  contra  los  administra- 
dores y  curadores,  que  representarán 
á  todos  los  acreedores  y  el  quebrado, 
sin  perjuicio  del  derecho  de  aquéllos  á 
intervenir  en  la  causa,  de  que  no  ten- 
drán vista  ni  podrán  prorrogar  los 
plazos. 

Art.  720.  Pasando  en  autoridad  de 
cosa  juzgada  la  sentencia  que  fije  la 
fecha  de  la  quiebra  y  resuelva  sobre  la 
entrega  de  bienes  y  reconocimiento  de 
créditos  ó  expedido  el  recurso  que  de 
ella  se  interponga,  se  determinará  in- 
mediatamente la  graduación  según  las 
disposiciones  del  Código  civil  y  las  es- 
peciales de  éste  de  Comercio  (1). 

§  1.*^— La  graduación  de  los  acreedo- 
res será  general  para  los  bienes  de  la 
masa,  y,  al  mismo  tiempo,  particular 
para  determinados  bienes,  á  los  que  se 
refieran    los  privilegios  ó  prelaciones 


(I)     Concuerda  con  el   art.  1.685   del    Código 
de  la  República  Argentina. 


de  que  sé  trate  y  sobre  los  que  haya  dp 
resolverse. 

§  2.°—  El  recurso  de  la  sentencia  de 
graduación  como  el  de  la  que  fije  la 
fecha  de  la  quiebra  y  resuelva  sóbrela 
entrega  de  bienes  y  reconocimiento  de 
créditos  no  producirá  efecto  suspen- 
sivo. 

Art.  72L  La  determinación  de  la 
fecha  de  la  quiebra  establecerá  presun- 
ción legal  de  insolvencia  contra  terce- 
ros, ajenos  al  procesamiento  de  la 
quiebra,  y  constituirá  prueba  plena  de 
ese  hecho  contra  los  acreedores  que  á 
la  misma  hayan  concurrido. 

§  único.— Los  pagos  de  créditos  no 
vencidos  y  toda  clase  de  actos  perjudi- 
ciales á  los  acreedores,  realizados  por 
el  quebrado  en  los  cuarenta  días  ante- 
riores á  la  fecha  de  la  sentencia  decla- 
ratoria de  la  quiebra,  se  presumen 
practicados  de  mala  fe  por  los  interesa- 
dos que  en  ellos  hayan  intervenido. 

Art.  722.  Las  obligaciones,  deudas 
y  responsabilidades  contraídas  por  el 
administrador  de  la  masa  y  que  estén 
debidamente  autorizadas  ó  aprobadas, 
son  extrañas  al  reconocimiento  del  pa- 
sivo y  gozan  de  preferencia  sobre  los 
derechos  \  créditos  contra  el  quebrado. 

TÍTULO    III 

DE    LA     VALORACIÓN    Y    LIQUIDACIÓN    DEL 
ACTIVO 

Art.  723.  El  balance  del  quebrado, 
bien  sea  presentado  por  él,  ya  por  el 
administrador,  irá  acompañado  de  una 
descripción  circunstanciada  de  las  di- 
ferentes partidas  del  activo. 

§  único.— La  falta  ó  insuficiencia  de 
la  enumeración  hecha  por  el  quebrarlo 
se  suplirá  por  el  administrador  ante? 
de    terminarse  el    reconocimiento    dé 
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créditos  pasivos  (oerifleacao  do  passioo.) 

Art.  724.  EJ  administrador  que  dis- 
crepe en  cuanto  al  valor  atribuido  por 
♦'1  quebrado  á  cualquier  partida  del 
activo,  informará  al  Tribunal,  pudien- 
ilo  promover  la  tasación  judicial  por 
ftxamen  de  los  bienes  si  lo  creyese  ne- 
cesario. 

§  único.— El  Tribunal  podrá  igual- 
mente decretar,  á  petición  de  los  acree- 
dores ó  del  Ministerio  público,  que  se 
proceda  á  las  tasaciones  por  examen. 

Art.  725.  Los  créditos  á  favor  del 
quebrado  deberán  cobrarse  con  toda 
solicitud  por  el  administrador  conforme 
vaya  llegando  su  vencimiento,  proce- 
íliendo  según  las  circunstancias  parti- 
cular ó  judicialmente,  y  pudiendo  el 
Tribunal  autorizar,  para  el  pago,  que 
se  conceda  á  los  deudores  los  pla- 
zos que  sean  convenientes  para  mayor 
exactitud  en  la  liquidación. 

§  único.— Las  concesiones  de  plazos, 
sus  condiciones  y  garantías,  dependen 
de  la  petición  del  administrador,  sin  la 
que  no  podrán  decretarse. 

Art.  726.  Terminado  el  reconoci- 
miento de  créditos  y  no  habiendo  sus- 
pensión de  la  quiebra,  el  administrador 
promoverá  la  venta  y  liquidación  de 
todo  el  activo  hasta  la  completa  extin- 
ción déla  masa  de  la  quiebra. 

§  1.**— Á  la  venta  de  los  bienes  y  de- 
rechos de  la  masa  son  aplicables  las 
'lisposiciones  del  Código  de  procedi- 
miento civil  relativas  á  las  ejecuciones 
en  ios  términos  posteriores  á  la  tasa- 
ción. 

§2.**— El  Tribunal,  on  inter(''s  dolos 
acreedores  y  á  petición  del  administra- 
'lor,  podrá  ordenar  la  anticipación  de 
la  venta,  autorizándola  antes  del  reco- 
nocimiento de  créditos,  siempre  que  la 
demora  pueda  ser  perjudicial;  y  asimis- 
mo podrá  autorizar  la  suspensión,  por 


menos  de  un  año,  de  la  venta  de  cua- 
lesquiera bienes  ó  derechos. 

§3.''— El,  Tribunal  podrá  también,  á 
petición  del  administrador,  autorizar  á 
éste  para  continuar  la  gestión  mercan- 
til del  quebrado,  si  fuese  conveniente 
para  la  más  exacta  salvación  del  ac- 
tivo. 

Art.  727.  El  administrador  ultimará, 
bajo  pena  de  destitución,  la  liquidación 
de  la  masa  en  el  plazo  improrrogable 
que  haya  fijado  el  Tribunal. 

§  único.— En  la  venta  de  los  derechos 
de  la  masa  se  comprenderán  todos  los 
créditos,  aunque  sean  litigiosos. 

Art.  728  El  producto  de  toda  la  li- 
quidación se  consignará  en  la  Caja  Ge- 
neral de  Depósitos  ó  en  la  Delegación 
correspondiente,  y  se  reXirará  por  los 
acreedores  en  los  términos  precisos  de 
la  graduación. 

§  1.®— Mientras  existan  recursos  pen- 
dientes ó  acciones  por  derecho  de  pre- 
lación,  ningún  acreedor  á  quien  la  de- 
cisión pueda  interesar  podrá  retirar 
cantidad  alguna  sin  prestar  caución. 

§  2.°— Los  suplicatorios  de  devolución 
para  pago  íntegro  ó  á  prorrata  á  cual- 
quier acreedor,  deberán  comunicarse 
con  la  mayor  brevedad,  pero  nunca  en 
proporción  inferior  al  5  por  100,  salvo 
en  el  caso  de  ser  la  última  distribución 
general  de  la  masa  ó  particular  de  los 
bienes  especialmente  obligados  á  deter- 
minados pagos. 

Art.  729.  Los  bienes  que  hayan  de 
pertenecer  al  cónyuge  del  quebrado 
como  propios  ó  de  su  porción,  así  como 
cualesquiera  otros  bienes  de  terceros, 
se  entregarán  á  sus  respectivos  dueños. 

g  único.— Si  para  los  efectos  de  este 
artículo  fuere  necesaria  ejecución  ju- 
dicial, se  promoverá  como  anejo  al 
procedimiento  de  la  quiebra,  proce- 
diéndose  de  igual  modo  en  cualquier 
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otra  ejecución  de  sentencia,  aunque  sea 
dictada  fuera  de  aquel  procedimiento. 

TtTÜLO  IV 

DE  LA   SUSPENSIÓN    DE  LA   QUIEBRA 

Art.  730.  Antes  de  la  declaración  de 
la  quiebra,  ó  después,  y  en  cualquier 
estado  de  la  misma,  podrán  conceder 
espera  ó  celebrar  cualquier  otro  con- 
venio con  el  deudor  los  legítimos  acree- 
dores, en  número  no  inferior  á  dos  ter- 
cios de  los  no  privilegiados  ni  con  pre- 
ferencia, y  que  representen  dos  tercios 
por  lo  menos  del  total  de  los  créditos 
también  no  privilegiados  ni  prefe- 
rentes (1). 

§  1.°— La  espera  no  podrá  exceder  de 
un  año  ni  prorrogarse  por  más  de 
otro  (2). 

§  2.**— El  convenio  no  podrá  ser  acep- 
tado en  participación  inferior  al  50 
por  100,  que  habrá  de  pagarse  en  plazo 
que  no  exceda  de  cinco  años. 

§  3/— Los  acreedores  que  acepten  la 
espera  ó  el  convenio  pierden  todo  dere- 
cho á  cualquier  preferencia  ó  privilegio 
de  graduación  de  que  gocen,  salvo  si 
prestasen  su  anuencia  en  contrario  la 
mayoría  de  los  demás  acreedores, 
siempre  que  éstos  representen  la  ma- 
yor parte  de  los  créditos. 

Art.  731.  La  espera  y  el  convenio 
solamente  pueden  estipularse  en  título 
auténtico  ó  legalizado,  y  deberán  ser 
sometidas  á  confirmación  del  Tribunal 
para  reconocer  las  condiciones  legales 
de  su  concesión. 


(1)  Concuerda  con  el  art.  1.620  del  Códig-o  de 
la,  República  Argentina. 

(2)  Seis  meses  dice  el  art.  822  del  Códig-o  ita- 
liano. Concuerda  este  artículo  con  el  1.136  de  la 
República  Argentina. 


§  único.— La  aceptación  de  la  espera 
y  el  convenio  por  los  acreedores  resi- 
dentes fuera  del  juicio  de  la  quiebra  se 
prueba  por  cualquiera  de  las  documen- 
tales, con  tal  que  sea  expresa  y  ante- 
rior á  la  legalización  del  respectivo  tí- 
tulo, en  el  que  el  Notario  que  en  ella 
intervenga  deberá  hacer  especial  men- 
ción de  ese  hecho. 

Art.  732.  Los  acreedores  ciertos  é 
inciertos  que  no  hayan  aceptado  la  es- 
pera ó  el  convenio,  serán  llamados  por 
edictos  por  treinta  días  para  que  opon- 
gan lo  que  consideren  ser  de  su  dere- 
cho (1). 

§  1.*^— El  Ministerio  público,  en  inte- 
rés general  de  los  acreedores  y  como 
fiscal  del  cumplimiento  de  la  ley,  será 
oído  sobre  el  convenio  ó  la  espera,  aun- 
que la  Hacienda  nacional  no  sea 
acreedora,  y  para  ello  tendrá  vista  del 
proceso  por  cinco  días,  terminado  que 
sea  el  plazo  de  los  edictos. 

§  2.°— La  confirmación  ó  anulación 
de  la  espera  ó  del  convenio  se  dictará 
por  el  Tribunal  dentro  de  los  diez  días 
siguientes  á  los  edictos. 

Art.  733.  Habiendo  cuestión  sobre 
el  número  de  los  legítimos  acreedores, 
importancia  de  sus  créditos,  legalidad 
de  las  cláusulas  de  la  espera  ó  el  con- 
venio y  participación  de  éste,  el  Tribu- 
nal decidirá. 

TtTULO  V 

DE  LA  CLASIFICACIÓN  DE   LA   QUIEBRA 

Art.  734.    Suspenso  que  sea  el  pro- 


(1)  Dentro  de  ocho  días  perentorios  dice  el 
artículo  1.622  del  Código  de  la  República  Argen- 
tina, y  treinta  para  la  sustauciación  de  la  opo- 
sición (1.623). 
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eedimiento  de  la  quiebra  por  espera  ó 
convenio,  ó  tan  luego  como  haya  co- 
menzado el  prorrateo  y  principiado  el 
pago  á  los  acreedores  en  la  liquidación 
del  activo  de  la  masa  de  la  quiebra  ó 
en  el  caso  de  prisión  del  quebrado,  de- 
ben el  Ministerio  público  y  el  adminis- 
trador, y  podrá  cualquier  acreedor,  pe- 
dir la  clasificación  de  la  quiebra  en 
el  término  de  ocho  días. 

Art.  735.  La  quiebra  se  clasificará, 
sejrún  las  circunstancias,  como  fortui- 
ta, culpable  ó  fraudulenta  (1 ). 

Art.  736,  La  quielíra  es  fortuita 
cuando  el  quebrado,  habiendo  procedi- 
do en  la  gestión  de  su  comercio  con 
solicito  cuidado  (honrada  soltcitude)  se 
haya  visto  precisado  á  suspender  los 
pagos  por  causa  independiente  de  su 
voluntad  (2). 

Art.  737.  La  quiebra  se  reputará 
culpable  cuando  provenga  de  incuria 
manifiesta,  dilapidación  ó  prodigalidad 
del  quebrado,  ó  cuando  éstn  haya  de- 
jado de  cumplir  los  preceptos  ó  las  for- 
malidades que  la  ley  establece  para  la 
[»erfecta  regularidad  de  la  contabilidad 
y  de  las  transaccionos  mercantiles  (3). 

fcí  único.  -La  prescripción  de  culpa 
resultante  de  la  falta  de  comparecen- 
cia voluntaria  ante  el  Tribunal  en  los 
diez  días  siguientes  á  la  suspensión  de 
pagos  ó  al  reconocimiento  de  la  insol- 

{!)  Concuerda  con  el  art.  986  del  Cód'i^n  rfi- 
]^if}ol,  19S  del  Brañl,  438  del  francés,  130  del 
/í^mf/aro,  1.145  del  por/»i/7U¿«  de  181^3,  l.IWl  del 
rtiAi,  1.200  del  de  Guafeinnla,  1.513  de  la  Rcpñ- 
Uina  Argentina  y  1.461  del  de  Méjico. 

(2)  Seg-ún  el  art.  199,  cuando  la  insolvencia 
procede  de  accidentes  de  caso  fortuito  6  fuerza 
m  lyor. 

(3}  Concuerda  con  el  art.  537  del  Ci'xli^ro 
f rn iicés  (núm.  3.*),  núin.  8."  del  13ü  del  húngnro. 
numero  l.*del  1.M8  del  portucjué»  nnúirm^  y  nñ- 
!i>ero  1."  del  801  del  Brasil. 


vencía  sólo  podrá  destruirse  por  prue- 
ba Inequívoca  de  legítimo  y  continuo 
impedimento,  alegado  con  claridad  y 
plenamente  demostrado  (1). 

Art.  738.  La  quiebra  será  fraudulen- 
ta, siempre  que  el  quebrado,  conocien- 
do la  insuficiencia  de  su  activo  para  la 
solución  de  sus  responsabilidades,  pa- 
gue á  cualesquiera  acreedores  ó  les  fa- 
cilite medio  de  obtener  preferencia  so- 
bre otros. 

§  único.— Es  siempre  elemento  cons- 
titutivo de  fraude  en  la  quiebra,  y  no  de 
mera  culpa,  la  celebración  de  cualquier 
acto  ó  contrato  simulado  ó  realizado  en 
perjuicio  de  tercero,  ó  criminal,  por  al- 
gún otro  motivo,  como  son,  por  ejem- 
plo, la  negociación  de  capitales  por  le- 
tras llamadas  de  favor,  las  compras 
para  revender  inmediatamente  antes  de 
satisfacer  su  precio,  con  perjuicio,  y 
otras  prácticas  abusivas  contrarias  á  la 
buena  fe  propia  ^  indispensable  en  el 
comercio. 

Art.  739.  Deducida  la  clasificación 
por  cualquiera  de  las  personas  legíti- 
mas para  ello  que  primeramente  lo  ha- 
ga, se  intimará  á  las  demás  que  deban 
hacerlo,  para  que  se  deduzcan  sus  de- 
rechos antes  de  la  primera  audiencia. 

§  único.— Durante  el  plazo  fijado  en 
este  articulo  se  admitirán  aquéllos  y 
cualesquiera  otros  deducidos  por  los 
acreedores. 

Art.  740.  Transcurrido  el  plazo  para 
la  deducción  de  derechos  de  clasifica- 
ción de  la  quiebra,  se  citará  al  quebra- 
do para  contestar  hasta  la  tercera  au- 
diencia, continuando  el  procedimiento 
sus  trámites  ordinarios  sin  nuevos  in- 
cidentes. 

(I)  Sftrúnel  Códi^fo  del  Brasil,  en  el  caso  de 
no  pre.sentarse  en  el  tiempo  y  forma  debida,  po- 
drá declararse  la  quiebra  rulpnhle. 
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Art.  741.  La  sentencia  de  clasifica- 
ción de  la  quiebra  aplicará  al  quebrado 
las  penas  correspondientes  á  cada  caso, 
según  el  Código  penal  y  demás  leyes 
vigentes,  siendo  ejecutoria  como  cri- 
minal. 

§1.**— En  el  juicio  deberá  siempre  com- 
parecer personalmente  el  quebrado, 
para  'o  cual  será  citado  nuevamente. 

§  2.°— El  juicio  podrá  ser  prorrogado 
por  espacio  que  no  exceda  de  trein- 
ta días,  para  conseguir  la  prisión  del 
quebrado,  si  no  asistiese  á  la  audiencia 
correspondiente. 

g  3.**— No  pudiendo  efectuarse  la  cap- 
tura del  quebrado,  será  juzgado  en  re- 
beldía, citándosele  previamente  por 
edictos  de  treinta  días  con  esta  conmi- 
nación. 

Art.  742.  Resultando  del  procedi- 
miento de  la  quiebra  y  sus  incidentes 
que  en  la  culpa  ó  fraude  hubiere  terce- 
ros, coautores  ó  cómplices  en  el  delito, 
contra  los  que  el  Tribunal  no  haya 
usado  de  la  facultad  que  le  concede  el 
artículo  712,  deberá  la  sentencia  de  cla- 
sificación indicarlos  para  que  sean  acu- 
sados y  juzgados  criminalmente. 

§  1."— La  sentencia  de  clasificación  de 
la  quiebra  tendrá  para  con  estos  terce- 
ros los  efectos  de  auto  de  procesamien- 
to {despacho  de  pronuncia) , 

§  2.°— La  acción  criminal  contra  ter- 
ceros que  sean  comerciantes,  seguirá 
unida  al  procedimiento  de  la  quiebra 
ante  el  mismo  Tribunal,  aplicándosele 
la  legislación  del  procedimiento  cri- 
minal. 

§  3.°— No  indicándose  en  la  sentencia 
de  la  clasificación  otros  autores  del  de- 
lito de  quiebra  culpable  ó  fraudulenta 
además  del  quebrado,  podrán  los  acree- 
dores ó  el  Ministerio  público  proceder 
contra  ellos  separadamente  ante  el 
Tribunal  ordinario. 


TÍTULO  VI 

DEL  LEVANTAMIENTO  DE  LA  INTERDIC- 
CIÓN Y  DE  LA  REHABILITACIÓN  DEL  QUE- 
BRADO. 

Art.  743.  La  interdicción  del  quebra- 
do será  levantada  á  petición  suya  cuan- 
do haya  obtenido  espera  ó  aprobación 
definitiva  de  convenio,  debidamente 
confirmados  por  el  Tribunal;  y  su  re- 
habilitación será  igualmente  decretada 
á  consecuencia  de  la  clasificación  de  la 
quiebra  como  casual,  ó  del  hecho  de 
haber  cumplido  ó  haberle  sido  perdona- 
da la  pena  en  que  incurrió  por  ser  cul- 
pable ó  fraudulenta  la  quiebra  (1). 

§  único.— Anulada  la  espera  ó  el  con- 
venio^ surtirá  nuevamente  sus  efectos 
la  interdicción. 

Art.  744.  Fuera  de  los  casos  mencio- 
nados en  la  primera  parte  del  artículo 
anterior,  el  levantamiento  de  la  inter- 
dicción del  quebrado  sólo  podrá  conce- 
derse en  los  casos  siguientes: 

1.®  Obteniéndolo  por  pago  completo 
ó  perdón  por  parte  de  todos  los  acree- 
dores que  hayan  reclamado  el. pago; 

2.°  Habiendo  transcurrido  más  de 
diez  años,  y  acreditándose  lá  extin- 
ción de  la  masa  de  la  quiebra,  la  ca- 
rencia absoluta  de  bienes  y  el  pago 
del  50  por  100,  á  lo  menos,  á  todos  los 

(1)  En  Inglaterra  no  se  reconoce  la  rehabilita- 
ción por  no  sufrir  modificación  la  capaci^lad  civil 
6  política  del  quebrado  (banhrupt  Zaw  coíisolida- 
tion  act.);  pero  existe  de  hecho,  ya  que  no  de  de- 
recho^ y  la  otorga  la  opinión  de  los  compatriota;» 
del  quebrado  por  medio  de  los  llamados  certifica- 
dosj  que  pueden  ser  de  tres  clases,  por  lo  demás, 
este  artículo  concuerda  con  el  1.144  del  Códig-o 
de  Wurt.,  893  del  holandés,  894  del  belga,  1.2<)e 
del  por£uí7ués  antiguo,  1.719  del  de  la  Repúblia 
Argentina,  1.315  del  de  Guatemala  y  604  del 
/ranees. 
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acreedores  que  hubiesen  reclamado  el 
pago; 

3."  Habiendo transcurridocloble  tiem- 
po y  satisfecho  el  25  por  100  de  los 
créditos  y  cumplidas  las  demás  condi- 
ciones del  número  anterior. 

TÍTULO  VII 

DISPOSICIONES  ESPECIALES   RELATIVAS   Á 
LAS  QUIEBRAS   DE  LAS  SOCIEDADES 

Art.  745.  Para  la  declaración  de 
quiebra  de  cualquier  sociedad  mercan- 
til es  competente  el  Tribunal  de  Comer- 
no  de  la  circunscripción  donde  radi- 
que su  principal  establecimiento,  ó  en 
otro  caso  su  domicilio  (1). 

§  único.— La  disposición  de  este  ar- 
tículo es  igualmente  aplicable  á  cual- 
quier sucursal  ó  representación  esta- 
hlmda  en  el  Reino  de  una  sociedad  le- 
galmente  constituida  en  país  extranje- 
ro, en  lo  relativo  á  actos  ó  contratos 
f-elebrados  en  Portugal. 
Art.  746.  La  sentencia  declaratoria 
le  la  quiebra  de  una  sociedad  colectiva 
úen  comandita,  declarará  igualmente 
la  de  todos  los  socios  de  responsabili- 
fiad  ilimitada  (2). 

§  1.'— En  el  caso  previsto  en  este  ar- 
tículo, habrá  una  sola  administración, 
p^íro  los  bienes  de  la  sociedad  serán  in- 


(l;    Concuerda  con  el  art.  846  del  Códig-o  Un- 
li-rno. 
?'    Ídem  con  el  art.  1,199  del  Código  de  dua- 


ventariados  y  custodiados  con  separa- 
ción de  los  de  los  socios  (1). 

§  2.'—Los  acreedores  de  la  sociedad 
habrán  de  ser  oídos  con  respecto  al 
patrimonio  social,  y  éstos  y  los  acree- 
dores personales  de  los  socios  con  re- 
lación á  los  bienes  de  los  últimos. 

Art.  747.  Los  tenedores  de  obliga- 
ciones de  una  sociedad  en  estado  de 
quiebra  concurrirán  á  la  respectiva 
masa  activa  por  el  valo»'  de  la  emisión 
de  las  obligaciones,  deducción  hecha  de 
todo  lo  que  se  haya  amortizado  (2). 

Art.  748.  Si  los  socios  de  responsa- 
bilidad limitada  no  hubieren,  al  tiempo 
de  la  declaración  de  la  quiebra,  concu- 
rrido con  todo  ó  cuanto  se  obligaron,  de- 
berán ser  compelidos  á  ello  por  laadmi- 
nistración  de  la  masa  de  la  quiebra  (3). 

Art.  749.  En  las  sociedades  colecti- 
vas ó  en  comandita  podrán  los  acreedo- 
res conceder  celebración  de  convenio 
sólo  á  uno  ó  más  socios  de  responsabi- 
lidad ¡limitada  (4). 

§  único. — En  el  caso  previsto  en  este 
artículo,  los  bienes  particulares  del  so- 
cio convenido  salen  de  la  masa  de  la 
quiebra,  no  respondiendo  ésta  por  las 
obligaciones  del  convenio  y  quedando 
aquél  libre  de  responsabilidad  solidaria 
para  con  los  acreedores  de  la  sociedad. 

Palacio,  á  23  de  Agosto  de  1888.— 
Francisco  Antonio  da  Veiga  Beirao. 


(1)  Concuerda  con  el  art.  923  del  Códig-o  esjia- 
ñol  y  841  del  italiano. 

(2)  ídem  con  el  art.  851  del  Código  italiano. 

(3)  ídem  con  el    art.  925  del   Códig-o  eapañol 
y  ^^52  leí  italiano. 

(1)     ídem  con  el  art.  854  del  Código   italiano. 
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CÓDIGO    PENAL 

TRADUCCIÓN  Y  NOTAS 


DE 


GUSTAVO  LA  IGLESIA 


LEY  DE  14  DE  JUNIO  DE  1884 


Don  Luis,  por  la  gracia  de  Dios,  Rey 
do  Portugal  y  de  los  Algarbes,  etc.  Ha- 
cemos saber  á  todos  nuestros  subditos, 
que  las  Cortes  generales  han  decretado 
y  Nos  sancionado  la  siguiente  ley: 

Artículo  1.®  Queda  aprobada  la  nue- 
va reforma  penal  que  subsigue  y  for- 
ma parte  de  la  presente  ley. 

Art.  2.°  Las  disposiciones  de  la  nue- 
va reforma  penal  serán  de  observan- 
cia común  tan  pronto  como  la  presente 
ley  sea  promulgada,  guardándose,  para 
su  más  exacta  aplicación,  en  todo  lo 
que  favorezca  á  los  reos,  las  reglas  sl- 
guií^ntes: 

!.■  En  los  procesos  pendientes  de 
sentencia,  ya  en  primera,  ya  en  segun- 
da instancia,  los  Jueces  aplicarán  las 
citadas  disposiciones  en  las  respectivas 
«entencias; 

2.*  Cuando  se  haya  dictado  senten- 
cia en  segunda  instancia,  aun  cuando 
no  sea  firme,  los  Jueces,  aunque  se 
liaya  interpuesto  recurso,  harán,  á  pe- 
tición del  Ministerio  público  ó  de  parte, 
igual  aplicación  por  auto  acordado,  des- 
pachándose después  el  recurso; 

3  *  Sin  embargo,  si  el  recurso  se  ha- 
llase ya  despachado  ó  el  Tribunal  Su- 
premo (le  Justicia  no  encontrare  fun- 
damento de  nulidad  sobre  qué  proveer, 
dispondrá  igualmente  por  auto  acor- 
dado, y  á  petición  del  Ministerio  pú- 
blico ó  de  parte,  que  los  autos  se  re- 
mitan al  Tribunal  correspondiente  para 


que  se  proceda  en  los  términos  de  la 
regla  anterior. 

§  único.— Contra  los  autos  de  que  se 
trata  en  este  artículo  procede  siempre 
el  recurso  de  revisión  en  los  términos 
de  la  ley. 

Art.  3.**  Contra  la  sentencia  conde- 
natoria dictada  en  procedimiento  de 
policía  correccional  cabe  siempre  el 
recurso  con  efecto  suspensivo  ante  el 
Tribunal  Supremo,  cuando  la  pena  apli- 
cable al  delito  excediere  de  la  jurisdic- 
ción del  Juez,  si  no  se  hubiere  prescin- 
dido del  recurso  al  comenzar  el  jui- 
cio. 

§  l.°~El  Juez  podrá,  aun  en  este  caso, 
exigir  del  apelante  fianza,  que  nunca 
excederá  de  50.000  reis,  sin  lo  cual  po- . 
drá  el  procesado  ser  detenido  preven- 
tivamente. 

§  2.°— Queda  interpretado  y  restrin- 
gido en  esta  forma  el  art.  95  del  Código 
penal. 

Art.  4.®  En  la  imposición  de  la  pena 
de  prisión  correccional,  el  Juez,  en  la 
sentencia,  abonará  siempre  al  reo  el 
tiempo  de  prisión  preventiva  que  haya 
sufrido. 

S  único.— La  prisión  preventiva  se 
considerará  como  simple  circunstancia 
atenuante  para  el  efecto  de  imposición 
de  pena  mayor. 

Art.  5.®  Queda  autbrizado  el  Gobier- 
no para  publicar  una  nueva  edición 
oficial  del  Códigc^  penal,  en  que  debe- 
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rán  insertarse  las  disposiciones  de  la 
presente  ley. 

Art.  6.®— Queda  derogada  la  legisla- 
ción en  contrario. 

Por  tanto,  mandamos  á  todas  las  Au- 
toridades á  quienes  competa  el  conoci- 
miento y  ejecución  de  la  citada  ley, 
que  la  cumplan  y  guarden  y  hagan 
cumplir  y  guardar  en  todas  sus  partes. 

El  Ministro  y  Secretario  de  Estado, 
de  Negocios  eclesiásticos  y  de  justicia, 
la  harán  imprimir,  publicar  y  circular. 

Dado  en  el  Palacio  da  Ajada,  á  14  de 
Junio  de  1884.— El  Rey,  con  rúbrica  y 
sello.  —  Lopo  Vas  de  Sampaio  e  Mello. 

(Lugar  del  gran  sello.) 

Carta  de  ley  por  la  cual  Su  Majestad, 
habiendo  sancionado  el  decreto  de  las 
Cortes  generales  de  9  de  Mayo  próxi- 
mo pasado,  que  aprueba  la  nueva  re- 
forma penal,  establece  varias  reglas 
para  el  procedimiento  y  juicio,  y  auto- 
riza al  Gobierno  para  hacer  una  nueva 
edición  oficial  del  Código  penal,  con 
expresión  de  estás  disposiciones,  man- 
da cumplir  y  guardar  el  mismo  decre- 


to según  en  ella  se  contiene,  por  la  fór- 
mula arriba  expresada. 

A  L.  R.  P.  de  V.  M.— Caetano  Ribei- 
RO  ViANNA  la  hizo- 

DECBÜTO  DE  16  DE  SETISVBBE  DE  1886 

Usando  de  la  autorización  concedi- 
da al  Gobierno  por  el  art.  5.°  de  la  ley 
de  14  Junio  de  1884:  he  tenido  á  bien,  en 
nombre  del  Rey,  aprobar,  para  todos  los 
efectos,  la  publicación  oficial  del  Códi- 
go penal,  por  este  decreto,  firmado  por 
el  Ministro  y  Secretario  de  Estado,  de 
Negocios  eclesiásticos  y  de  justicia. 

El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ministro  y  Secretario  de  Estado, 
de  Negocio  ^  del  Reino,  etc.,  entiéndan- 
lo así  y  háganlo  ejecutar.  Palacio,  16  de 
Setiembre  de  1886.  — Príncipe  Regente. 
—José  Luciano  de  Castro. —Francisco 
Antonio  da  Veirja  Beirdo.  — Mariano 
Cyrillo  de  Caroalho.—Visconde  de  Sn. 
Januario.—fíenrique  de  Barros  Gomes. 
—Emygdio  Julio  Navarro  ( 1 ) 


( l)    Diario  do  (iovcrno  de  20  de  Setiembre  1886. 
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TÍTULO  PRIMERO 

DE    L08    DELITOS  EN   GENERAL    Y    DE   LOS 
DELINCUENTES 

CAPÍTULO  PRIMERO 
Disposiciones  preliminares 

Artículo  1.**  Crimen  ó  delito  es  el 
hecho  voluntario  declarado  punible  por 
la  ley  penal  (1). 


(1]  Este  mismo  coucepto  merece  cI  delito  al 
legislador  español  de  18*70,  y  con  él  concuerdan 
el  art.  4."  y  5  •  del  Código  de  la  B&ja  Califor- 
nia^ 2.'  del  de  Baviera^  12  y  13  del  de  Guanajua- 
to,  4."  del  de  Méjico,  1."  del  de  Veracruz,  5.»  y  6.» 
del  de  Tiícaíán,  5.®  y  6."  del  de  Campeche,  1." 
del  de  .4u5£na,  1.*  del  de  Chiles  1.*  del  de  Di- 
namarca: por  otra  parte,  loa  sig-uientes  Códigos 
definen  así  el  delito:  el  art.  1."  del  de  Ncufchatel 
dice  que  la  infracción  que  se  casti^^a  con  pena 
aflictiva  6  infámente  es  un  crimen,  con  pena  co- 
rreccional delito,  y  con  pena  de  policía  coníraren- 
ción;  y  con  él  crjucuerdan  el  art.  2.'  del  de  Fri- 
bourgOf  1."  de  Tierna^  1.°  de  ValaiSf  1."  del  de 
Francia,  !.•  del  ác.  Bélgica,  y  el  6  **  del  español  vi- 
ífent^  los  llama  respectivamente  delitos  graven, 
menos  graves  y  faltas. 


Art.  2.°  El  castigo  de  la  negligen- 
cia, en  los  casos  especiales  señalados 
porlaley,  se  funda  en  la  omisión  vo- 
luntaria de  un  deber. 

Art.  3.**  Se  considera  falta  {contra- 
rencao)  el  hecho  voluntario  punible, 
que  consiste  únicamenteen  la  violaci(5n 
6  en  la  inobservancia  de  las  disposicio- 
nes preventivas  de  las  leyes  y  Regla- 
mentos, independientemente  de  toda 
intención  maliciosa. 

Art.  4.°  En  las  faltas  se  castiga 
siempre  la  negligencia. 

Art.  5.®  Ningún  hecho,  ya  consista 
en  acción,  ya  en  omisión,  puede  juzgar- 
se criminal  sin  que  una  ley  anterior  lo 
califique  de  tal  (1).  ' 

Art.  C.*'    La  ley  penal  no  tiene  efecto 


(1)  Concuerda  con  el  art.  4."  del  Códig-o  fran- 
cés, 6."  del  austríaco^  1."  del  Brasil,  2."  de\  pru- 
siano, 5  •  del  portugués  antiguo,  2.*  del  belga,  1." 
del  italiano^  22  del  español,  11  del  de  Guatema- 
la, 1."  del  de  los  Países  Bajos,  5."  del  de  los  Esta- 
dos í' nidos  de  Colombia,  i."  de  Dinamarca  y 
uhi  non  est  lex  nec  praevnricntio.  {Digesto,  De 
regulis  juris.) 
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retroactivo  (1),  salvo  las  excepcíiones 
siguientes: 

1."  El  hecho  punible  por  ley  vigente 
en  el  tiempo  en  que  fué  cometido,  deja 
de  serlo  si  una  ley  posterior  lo  elimina 
del  número  de  las  infracciones. 

Habiendo  mediado  condena  en  juicio, 
queda  extinguida  la  pena,  haya  ó  no 
comenzado  su  cumplimiento; 

2/  Cuando  la  pena  establecida  en 
la  ley  vigente  al  tiempo  en  que  se  co- 
metió la  infracción  sea  diferente  de  las 
establecidas  por  leyes  posteriores,  se 
aplicará  siempre  al  culpable  la  pena 
más  leve  si  no  estuyiere  condenado  por 
sentencia  firme; 

3.*  Las  disposiciones  legales  sobre 
los  efectos  de  la  pena  tienen  efecto  re- 
troactivo en  todo  lo  que  sea  favorable 
á  los  delincuentes,  aunque  estén  conde- 
nados por  sentencia  firme,  al  tiempo 
de  la  promulgación  de  la  misma  ley, 
salvo  los  derechos  de  tercero. 

Art.  7.®  La  mayor  edad  establecida 
por  el  art.  311  del  Código  civil,  produci- 
rá todos  sus  efectos  en  las  relaciones 
de  la  ley  penal  cuando  la  menor  edad 
fuere  la  base  para  la  determinación 
del  delito  y  siempre  que  la  misma  ley 
se  refiera  en  general  á  mayor  ó  menor 
edad. 

CAPÍTULO  II 

De  la  criminalidad 

Art.  8.^  Son  punibles,  no  sólo  el  de- 
lito consumado,  sino  también  el  frus" 
trado  y  la  tentativa  (2). 

•  (I)  Concuerda  con  el  art.  23  Jelespaflo/,  ley  1.", 
título  V,  libro  IV  del  Fuero R(;al,  CMigo belgn,  Có- 
digo portugyésiie  1852,  art.  60,  y  00  del  de  Nñpoloa. 
(2)  Ídem  con  el  art.  d."  del  Código  c^pn- 
fiol.  2.'  del  de  Guatemala,  10  del  de  r/»/7f,  69 
de  y  upóles  y  11  del  de  iTuminnrra. 


Art.  9.**  Siempre  que  la  ley  designe 
la  pena  aplicable  á  un  delito,  sin  decla- 
rar si  se  trata  de  delito  consumado,  de 
delito  frustrado  ó  de  tentativa,  entién- 
dese que  la  impone  al  delito  consu- 
mado. 

Art.  10.  Existe  delito  frustrado, 
cuando  el  agente  practica  con  inten- 
ción todos  los  actos  de  ejecución  que 
deberían  producir  como  efecto  el  deli- 
to consumado,  y,  sin  embargo,  no  lo 
producen  por  circunstancias  indepen- 
dientes de  su  voluntad  (1). 

Art.  11.  Ha}'  tentativa  cuando  con- 
curren los  siguientes  requisitos  (2): 

1.®    Intención  del  agente; 

2."  Ejecución  comenzada  é  incom- 
pleta de  los  actos  que  deberían  produ- 
cir el  delito  consumado; 

3.*^  Haberse  suspendido  la  ejecución 
por  circunstancias  independientes  de 
la  voluntad  del  agente,  excepto  eh  los 
casos  previstos  en  el  art.  13; 

4.°  Castigarse  el  delito  consumado 
con  pena  mayor,  salvo  los  casos  espe- 
ciales en  que  siendo  aplicable  pena  co- 
rreccional al  delito  consumado,  la  ley 
declare  punible  expresamente  la  tenta- 
tiva de  ese  delito. 

Art.  12.  Aunque  la  tentativa  no  sea 
punible,  los  actos  que  entran  en  su 
constitución    son   punibles,  si   fuesen 


(1)  Concuerda  con  el  art.  3.°  del  Código  espa^ 
fiol  de  1870,  con  la  ley  2.",  tít.  XXXI,  Parí.  VII; 
con  el  2."  del  Código  francASj  párrafo  31  del  Pru- 
siano, 6."  del  porluduéi*  de  IK52  y  51  del  belga,— 
Corjilátioniíi  pcnatn  nemo  pat'dnr.  Ley  18,  títu- 
lo XIX,  lib.  XLVIll,  Digvxto  58  del  de  Baviera. 
10  del  de  las  Dos  S'uúUas  y  61  del  italiano  noví- 
simo. 

(2)  «La  tentativa  de  un  delito  es  la  manifes- 
tación del  designio  de  delinquir  hecha  por  medio 
de  algún  hecho  exterior  que  dé  principio  á  la 
ejecución  del  delito  ó  la  prepare.»  Art.  o  "  del 
Código  español  de  1822. 
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clasificados  como  delitos  por  la  ley  ó 
como  faltas  por  ley  ó  Reglamento. 

Art.  13.  En  los  casos  especiales  en 
que  la  ley  califica  como  delito  consu- 
mado la  tentativa  de  un  delito,  la  sus- 
pensión déla  ejecución  del  mismo  por 
la  voluntad  del  delincuente  no  es  causa 
de  justificación. 

Art.  14.  Se  consideran  actos  prepa- 
ratorios los  hechos  externos  condu- 
centes á  facilitar  ó  preparar  la  ejecu- 
ción del  delito,  que  no  constituyen  to- 
«íavía  principio  de  ejecución.  Los  actos 
preparatorios  no  serán  punibles,  pero 
á  los  actos  que  entran  en  su  constitu- 
ción es  aplicable  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 12. 

Art.  15.  No  son  delitos  los  actos  que 
no  se  califican  por  este  Código  como 
tales. 

§  único.— Se  exceptúa  de  lo  dispues- 
to en  este  artículo: 

1.°  Los  actos  calificados  de  delito 
por  legislación  especial  en  las  mate- 
rias que  no  son  objeto  de  este  Códi^ro 
ó  en  aquellas  en  que  se  haga  referen- 
cia á  legislación  especial; 

2.**    Los  delitos  militares. 

Art.  16.  Son  delitos  militares  los  he- 
chos que  van  directamente  contra  la 
disciplina  del  ejército  ó  de  la  marina  y 
que  la  ley  militar  califica  y  manda  cas- 
tigar como  violación  del  deber  militar, 
siendo  cometidos  por  militares  ú  otras 
personas  pertenecientes  al  ejército  ó  á 
la  marina  (1). 

§  único.-  Los  delitos  comunes  come- 
tidos por  militares  ú  otras  personas 
pertenecientes  al  ejército  ó  marina  se 
castigarán  siempre  con  las  penas  de- 
terminadas en  la  ley  común,  pero  se- 
rán juzgados  por  los  Tribunales  mili- 
tares. 

(1,     I.pij  frnurpMn  de  '¿I  dr  Marzo  le  ]f<'.i'2. 


Art.  17.  Las  disposiciones  de  las  le- 
yes civiles  que  por  la  ejecución  ú  omi- 
sión de  ciertos  hechos  modifiquen  el 
ejercicio  de  ciertos  derechos  civiles  ó 
establezcan  penas  relativas  á  los  inte- 
reses particulares  y  únicamente  den  lu- 
gar á  la  acción  é  instancia  ordinarias, 
no  se  consideran  modificadas  por  este 
Código  sin  derogación  expresa. 

Art.  18.  No  es  admisible  la  analogía 
ó  inducción  a  parí  ó  a  fortfori  para 
calificar  cualquier  hecho  como  delito; 
siendo  necesario  siempre  que  concu- 
rran los  elementos  esenciales  constitu- 
tivos del  hecho  criminal,  que  declare 
expresamente  la  ley  (1). 

CAPÍTULO  III 

De  los  agentes  del  delito 

Art.  19.  Los  agentes  del  del  ito(crí  me) 
son  autores,  cómplices  ó  encubrido- 
res (2). 

Art.  20.    Son  autores: 

1.**    Los  que  ejecutan  el  delito  ó  to- 


{!)  Concuerda  con  el  art.  4."  dfel  de  BruiiH- 
wiríí,  l."del  de  W^rtínrihenj^  1."  de  Snjonia  y 
IH  del  portuguéa  de  1852. 

(2)  ídem  con  el  art.  GH  del  Códiiro  de  I)i- 
nsitnnrrn^  61  del  de  Valnis,  6(5  del  holgn,  2.5  del 
portuo'iés  antig-uo;  cap.  III,  párrafo  I.",  del 
de  Suf'cin:  4.'  del  de  PriiMa^  4.*  del  fímsil,  9."  de 
(inalt'mala,  13  de  los  pupnñolos  do  1822  y  1870; 
ley  10,  tít.  IX,  ParL  VII;  14  de  rhih\  el  do  las 
Dos  Sicilins  sólo  distinírne  los  nutoros  y  rnmpU- 
rcít,  el  de  Anstrin  entre  la  participación  fiirortn  y 
la  indirerta,  v  el  dePmsin  los  autores  irnm'dintos 
y  los  sé'riiwlarios  \utoros.  cómplictvs  y  nuxilin- 
í/orí'.s,  dice  el  "78  del  de  (^Aonihin;  concuerdan 
con  el  que  anotamos,  el  4K  del  Códitro  de  la  Bnjn 
(^.nlifnrninj  4r»  did  do  harn-ra^  v2  del  do  (innna- 
jtintit^  43  del  de  Vt'rarrn:^  40  del  de  Méjico,  56 
dol  Eximio  (ir  ¡íifi.ilgo  y  48  do  los  de  Yttmfnn  y 
<\iin}Wi  hc^  6m  y  (51  del  frantcÑ,  y  4"  de  .V,»/K)/í'.><, 
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man  parte  directa  en  su  ejecución  (1); 

2.^  Los  que  por  violencia  física^ 
amenaza,  abuso  de  autoridad  ó  de  su- 
perioridad (poder),  fuerzan  (^onsirange- 
ram)  á  otro  á  cometer  el  delito,  sea  ó 
no  resistible  la  fuerza  (2); 

3.°  Los  que  por  precio,  dádiva,  pro- 
mesa, orden,  exigencia  ó  cualquier 
otro  medio  fraudulento  y  directo  deter- 
minan á  otro  á  la  ejecución  del  delito; 

4.°  Los  que  aconsejan  ó  instigan  á 
otro  á  cometer  el  delito,  en  los  casos 
en  que  á  no  haber  mediado  ese  consejo 
ó  instigación  no  se  hubiera  efectuado; 

5.*"  Los  que  concurran  directamente 
á  facilitar  ó  preparar  la  ejecución  en 
los  casos  en  que  sin  este  concurso  no 
se  habría  cometido  el  delito  (3). 

§  único.— La  revocación  del  mandato 
deberá  considerarse  como  circunstan- 
cia atenuante  especial,  no  habiendo 
comenzado  la  ejecución  del  delito,  y 
como  simple  circunstancia  atenuante, 
cuando  ya  se  hubiese' dado  comienzo  á 
la  ejecución  del  hecho. 

Art.  21.  El  autor,  mandante  ó  insti- 
gador se  considera  también  autor: 

1.°  Délos  actos  necesarios  para  la 
comisión  del  delito,  aun  cuando  no 
constituyan  actos  de  ejecución; 

2.**  Del  exceso  del  ejecutor  en  la  per- 
petración del  delito,  en  los  casos  en  que 
debiese  tenerlo  previsto  como  conse- 
cuencia probable  del  mandato  ó  ins- 
tigación; 

Art.  22.    Son  cómplices: 

1.°  Los  que  directamente  aconseja- 
ren ó  instigaran  á  otro  á  cometer  el 
delito  y  no  se  hallen  comprendidos  en 
el  art.  20; 


(1)  Concuerda  con  el  núm.   l."del  art.   13  del 
Código  eí*pañol. 

(2)  ídem  id.  2."  id.  id. 
(3}     ídem  id.  U.'  }d.  id. 


2.**.  Los  que  concurran  directamente 
á  facilitar  ó  preparar  la  ejecución,  en 
los  casos  en  que,  sin  ese  concurso,  pu- 
diera haberse  cometido  el  delito. 

Art.  23.     Son  encubridores  (1): 

1."  Los  que  alteren  ó  hagan  desapa- 
recer los  vestigios  del  delito  con  el  pro- 
pósito de  impedir  la  aprehensión  del 
cuerpo  del  delito; 

2.^  Los  que  ocultan  ó  inutilizan  las 
pruebas,  instrumentos  y  objetos  del  de- 
lito con  ánimo  de  coadyuvar  á  la  im- 
punidad; 

3.**  Los  que,  estando  obligados  por 
razón  de  su  profesión,  empleo,  arte  ú 
oficio  á  efectuar  cualquier  examen  re- 
lativo á  un  delito,  alteran  ú  ocultan  en 
dicho  examen  la  verdad  del  hecho  con 
el  propósito  do  favorecer  á  algún  delin- 
cuente; 

4.®  Los  que  por  compra,  ganancia, 
dádiva  ó  cualquier  otro  medio  se  apro- 
vechan, ó  auxilian  al  delincuente  para 
que  se  aproveche  de  los  productos  del 
delito,  con  conocimiento  en  el  acto  de 
la  adquisición  de  su  origen  criminal; 

5.°  Los  que  dan  albergue  (coito)  al 
delincuente  ó  le  facilitan  la  fuga  con 
ánimo  de  sustraerlo  á  la  acción  de  la 
justicia. 

§  único.— No  se  consideran  encubri- 
dores el  cónyuge,  ascendientes,  des- 
cendientes y  los  colaterales  ó  afines  al 
delincuente  hasta  el  tercer  grado  civil, 
que  realicen  cualquiera  de  los  hechos 
señalados  en  los  números  1.°,  2."  y  5.** 
de  este  artículo  (2). 

(1)  Concuerda  con  el  art.  16  del  Código  espa- 
ñol de  18*70,  con  el  17  del  de  1822,  68  del  de  Bél- 
gica, párrafo  9.**,  capítulo  III,  del  de  Swecia,  198 
del  portugués  de  1852,  párrafo  3*7  del  de  Prusia, 
84  del  de  Baviern  j  193  del  de  Austria. 

(2)  El  art.  1*7  del  Código  español  sólo  excep- 
túa al  núm.  l.*y  sólo  admite  el  2."  ^rrado;  con- 
cuerda con  el  20  de  1822.  con  el  párrafo  3.'  del  19'7 
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Art.  24.  No  hay  encubridor  ni  cóm- 
plice sin  haber  autor;  pero  el  castigo 
de  cualquier  autor,  cómplice  ó  encubri- 
dor no  está  subordinado  al  de  los  demás 
agentes  del  delito. 

Art.  25.  En  las  faltas  no  son  puni- 
bles la  complicidad  niel  encubrimien- 
to (1). 

CAPÍTULO  IV 

De  la  responsabilidad  criminal 

Art.  26.  Solamente  pueden  ser  de- 
lincuentes los  individuos  que  tienen  la 
necesaria  inteligencia  y  libertad  (2). 

Art.  27.  La  responsabilidad  criminal 
consiste  en  la  obligación  de  reparar  el 
daño  causado  en  el  orden  moral  de  la 
sociedad,  cumpliendo  la  pena  estable- 
cida en  la  ley  y  aplicada  ,por  el  Tribu- 
nal competente. 

Art.  28.  La  responsabilidad  criminal 
recae  única  é  individualmente  en  los 
autores  de  los  delitos  ó  de  las  faltas. 

Art.  29.  No  eximen  de  responsabili- 
dad criminal: 

1.°    La  ignorancia  de  la  ley  penal  (3); 


(leiportuguéH  antiguo,  párrafo  11  del  capítulo  III 
del  SuecOf  104  del  de  Dinamarca  y  90  de  los  Paí- 
ses Bajos. 

(1)  Kl  art.  11  del  Código  español  hace  respon- 
sables de  las  falUis  á  los  autores  y  á  los  cóm- 
plices. 

(2)  Concuerda  con  los  artículos  41  y  51  del  06- 
dipro  de  Jíanñoüer,  9T  y  103  del  de  Badén,  y  31 
y  32  del  de  Sajonia. 

(3)  ídem  con  el  art.  3."  del  Código  de  Aus- 
tria, 121  de  Baviera,  68  de  Sajonia,  31  del  de 
Brunswick,  41  del  de  llesse  y  44  del  italiano  noví- 
simo, 2."  del  de  la  Baja  California,  4."  del  de  Gua- 
najualo,  5.*  del  de  Veracri¿z,  3,  del  de  Yucatán. 
3.'de  Campeche;  ley  15,  tít.  I, Parí.  I,  ley  2.',  títu- 
lo II,  libro  III.  Nuera  Rccop.,  y  ley  4.%  tít.  VI, 
libro  1,  Fuero  Real. 


2.*  La  apreciación  (illussao)  sobre  la 
criminalidad  del  hecho; 

3.**  El  error  acerca  de  la  persona  ó 
cosa  á  que  se  dirigía  el  hecho  punible; 

4.°  La  persuasión  personal  de  la  le- 
gitimidad, del  fin  ó  de  los  motivos  que 
determinaron  el  hecho; 

5.°  El  consentimiento  del  ofendido, 
salvo  en  los  casos  especificados  en  la 
ley  (1): 

6.°  La  intención  de  cometer  delito 
distinto  del  cometido, aunque  el  proyec- 
tado fuese  de  menor  gravedad; 

7."  En  general,  cualesquiera  hechos 
ó  circunstancias,  cuando  la  ley  no  de- 
clare expresamente  que  eximen  de  res- 
ponsabilidad criminal. 

§  1."— Las  circunstancias  señaladas 
en  los  números  1.''  y  2.®  de  este  artículo 
no  atenúan  nunca  la  responsabilidad 
criminal. 

§  2.®— El  error  acerca  de  la  persona  á 
que  se  dirija  el  hecho  punible  agrava  ó 
atenúa  la  responsabilidad  criminal,  se- 
gún las  circunstancias. 

§  3.®— La  circunstancia  señalada  en  el 
número  6.°  no  puede  dirimir  en  caso  al- 
guno la  intención  criminosa, no  pudien- 
do,  por  consecuencia,  clasificarse  el  de- 
lito por  esta  causa  como  mera  impru- 
dencia. 

Art.  30.  La  responsabilidad  crimi- 
nal se  agrava  ó  atenúa,  cuando  concu- 
rren en  el  delito  ó  en  el  agente  del  mis- 
mo circunstancias  agravantes  ó  ate- 
nuantes. 

A  esta  agravación  ó  atenuación  es  co- 
rrelativa la  agravación  ó  atenuación  de 
la  pena. 

Art.  31.  Las  circunstancias  agravan- 
tes ó  atenuantes  inherentes  al  agente 


(1)     Conctierda  con  ol   art.  123  del  Códif^o  de 
Ba^ñrra  v  4,"  del  de  Aunlrin. 
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sólo  agravan  é  atenúan  la  responsabi- 
lidad del  mismo. 

Art.  32.  Las  circunstancias  agra- 
vantes relativas  al  hecho  imputable  so- 
lamente agravan  la  responsabilidad  de 
los  agentes  que  tuvieran  conocimiento 
de  las  mismas  ó  que  debieran  haberlas 
previsto,  antes  del  delito  ó  durante  su 
ejecución. 

Art.  33.  La  responsabilidad  criminal 
por  faltas  no  está  sujeta  á  atenuación 
ni  agravación,  salvo  lo  dispuesto  en  el 
articulo  36. 

Art.  34.  Se  consideran  circunstan- 
cias agravantes: 

!.■  Haberse  cometido  el  delito  con 
premeditación  (1); 

2.*  Haberse  cometido  el  delito  por 
dádiva  ó  promesa  (2); 

3.*  Haberse  cometido  el  delito  á  con- 
secuencia de  no  haber  practicado  ó 
consentido  el  ofendido  que  se  practica- 
se cualquier  acción  ú  omisión  contraria 
al  derecho  ó  á  la  moral; 

4.'  Haberse  cometido  el  delito  como 
medio  de  realizar  otro; 

5."  Haber  precedido  al  delito  ofen- 
sas, amenazas  ó  condiciones  de  hacer 
ó  no  hacer  alguna  cosa; 

6.*  Haber  precedido  al  delito  el  de- 
lito frustrado  ó  la  tentativa; 

?.■  Haberse  pactado  el  delito  entre 
dos  ó  más  personas; 

8.'    Haber  mediado  concurrencia  de 

(1)  Concuerda  con  la  T."  del  art.  10  del  Código 
pspaflol,  6.'  del  8.°  del  Código  de  Gunlemala, 
3."  del  106  del  español  de  1822,  8."  del  18  del  Bra- 
^sií,  146  del  de  Bariera-,  tít.  XV,  párrafo  no  del 
prusiano:  párrafo  1.',  capítulo  XIV  del  de  Su^cia: 
594  del  de  Bélgica,  1 .'  del  10  del  portufjués  de  1852, 
296  y  97  del  francés. 

(2)  Ídem  con  la  3.'  del  art.  8.  del  Código 
dií  Guatemala^  3."  del  10  del  cspnfíol;  ley  3.",  títu- 
lo XXVII,  Part.  Vil;  11  del  H  del  Brasil  1."  del 
lí)  del  portugués  de  1852  y  2."  del  12  de  ('hile. 


otra  ú  otras  personas  para  la  perpetra- 
ción del  delito; 

9.*  Haberse  cometido  el  delito  con 
auxilio  de  personas  que  pudiesen  faci- 
litar ó  asegurarla  impunidad; 

10.  Haberse  cometido  el  delito  por 
dos  ó  más  personas; 

11.  Haberse  cometido  el  delito  con 
acecho,  emboscada,  disfraz  (1),  sor- 
presa, traición,  alevosía  (2),  abuso  de 
superioridad  (3),  de  confianza  (4)  ó  cual- 
quier fraude; 

12.  Haberse  cometido  el  delito  con 
violencia  en  las  cosas,  escalamiento  (5) 
ó  llaves  falsas; 

13;  Haberse  cometido  el  delito  por 
medio  del  veneno,  la  inundación,  in- 
cendio, explosión,  descarrilamiento  de 
locomotora,  naufragio  ó  avería  de  na- 
ve (6),  instrumento  ó  arma  cuya  pose- 
sión ó  uso  estuviere  prohibido; 

14.  Haberse  cometido  el  delito  me- 
diante el  empleo  simultaneo  de  diver- 
sos medios  ó  con  insistencia  de  consu- 


(1)  Concuerda  con  la  8.'  del  art.  10  del  Códi- 
go español,  9.'  del  art.  16  del  /íra.-<i/,  2."  del  19  del 
portugués  antiguo  y  5."  del  12  de  ('hile. 

(2)  ídem  con  la  2.'  del  10  del  español,  2.'  del 
8.*  de  Guatemala,  artículos\296  y  298  del  francés, 
2.*  del  19  del  portugués  antiguo,  12  del  16  del 
Brasil;  ley  3.'j  título  XXVlI,  Partida  Vil;  ley  2.% 
título  XVII,  libro  IV  del  Fuero  Real.  Ley  1.',  tí- 
tulo XVIII,  libro  XLVIII  del  Digeslo,  y  1.'  del  12 
de  Chile. 

(3)  ídem  con  la  9.'  del  8.*  de  Guatemala. 

(4)  ídem  con  la  10  del  16  del  Brasil,  artículos 
406,  40';  y  408  del  Código  francés  y  10  del  10  del 
español. 

(5)  ídem  con  la  21  del  10  del  español,  381  del 
Código  francés  y  15  del  19  del  Brasil. 

(6)  ídem  con  la  4."  del  art.  10  del  español,  ley 
*7.",  título  VIII,  Partida  VII;  circunstancia  2."  del 
16  del  Brasil,  art.  4ín  del  de  Bélgica,  15  del  19 
dol  portugués  de  1852,  artículos  301  y  302  del 
francés,  y  3.'  del  12  de  (Vi  He. 
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mar  después  de  no  haber  dado  resulta- 
do los  primeros  esfuerzos; 

15.  Haberse  cometido  el  delito  en- 
trando ó  tratando  de  entrar  en  la  mo- 
rada del  ofendido; 

16.  Haberse  cometido  el  delito  en  el 
domicilio  del  agente  y  no  mediando 
provocación  por  parte  del  ofendido; 

17.  Haberse  cometido  el  delito  en 
ugar  sagrado,  ante  los  Tribunales  ó  en 
departamentos  ú  oficinas  públicas  (1); 

18.  Haberse  cometido  el  delito  en 
camino  ó  en  despoblado; 

19.  Haberse  cometido  el  delito  de 
noche,  si  la  gravedad  del  hecho  no  au- 
mentase en  razón  del  escándalo  prove- 
niente de  la  publicidad  (2); 

20.  Haberse  cometido  el  delito  por 
cualquier  medio  de  publicidad  ó  en  for- 
ma que  su  ejecución  pueda  ser  presen- 
ciada, en  los  casos  en  que  la  gravedad 
del  delito  aumente  con  el  escándalo  de 
su  publicidad; 

21.  Haberse  cometido  el  deJito  con 
desprecio  de  funcionario  público  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones  (3); 

22.  Haberse  cometido  el  delito  con 
ocasión  de  incendio,  naufragio,  terre- 
moto, inundación,  muerte,  cualquier 
calamidad  pública  (4)  ó  desgracia  par- 
ticular del  ofendido; 

23.  Haberse  cometido  el  delito  me- 
diante actos  de  crueldad,  despojo  ó  des- 


(1)  Circunstancia  19  del  art.  10  del  Código  es- 
pañol, y  párrafo  4.",  capítulo  XX  del  sueco. 

(2)  ídem  15  del  10  del  español,  14  del  16  del 
Brasil  y  12  del  12  del  de  Chile. 

(3)  Idera  con  la  13  del  12  de  Chile. 

(4)  Concuerda  con  el  párrafo  6.*,  capítulo  XX 
del  Código  de  Suecia,  circunstancia  14  del  19  del 
portugués  antiguo,  ley  8.",  título  111,  Partida  VII, 
circunstancia  6."  del  art.  106  del  Código  español 
de  1822  y  13  del  10  del  de  1810,  10  del  12  de 
Chile. 


trucción  innecesarios   para  la  consu- 
mación del  delito; 

24.  Haberse  cometido  el  delito  pre- 
valiéndose el  agente  de  su  condición 
de  autoridad  (1); 

25.  Haberse  cometido  el  delito  te- 
niendo el  agente  prohibición  especial 
de  cometerlo,  encargo  de  impedir  que 
seacometido  ó  de  concurrirá  su  castigo; 

26.  Haberse  cometido  el  delito  cuan- 
do el  agente  hubiere  recibido  benefi- 
cios del  ofendido,  ó  éste  no  hubiera 
provocado  la  ofensa  que  haya  origina- 
do la  perpetración  del  hecho; 

27.  Haberse  cometido  el  delito  sien- 
do el  ofendido  ascendiente,  descendien- 
te, cónyuge,  pariente  ó  afín,  dentro  del 
segundo  grado  civil,  maestro  ó  discí- 
pulo, tutor  ó  pupilo,  amo  ó  criado,  ó  le- 
gítimo superior  ó  inferior  del  agente 
en  cualquier  concepto; 

28.  Haberse  cometido  el  delito  con 
superioridad  manifiesta  por  razón  de 
edad,  sexo  ó  armas; 

29.  Haberse  cometido  el  delito  con 
desprecio  del  respeto  debido  al  sexo, 
edad  ó  enfermedad  del  ofendido  (2); 

30.  Haberse  cometido  el  delito  ha- 
llándose el  ofendido  bajo  la  protección 
inmediata  de  la  Autoridad  pública; 

31.  Originarse  del  delito  otro  mal 
además  del  que  aquél  Jleva  consigo; 

32.  Aumentarse  el  mal  del  delito  con 
alguna  circunstancia  de  ignominia  (3); 


(1)  Concuerda  con  la  4.'  del  art.  106  del  espa- 
ñol de  1822,  11  del  10  del  español  de  1870,  ar- 
tículo 2'75  del  Brasil,  46'7  del  belga,  3."  del  19  del 
portugués  de  1852,  art.  198  del  francés  y  8.'  del 
12  del  de  Chile. 

(2)  Circunstancia  20  del  art.  10  del  Código  es- 
pañol, 5."  del  19  del  Brasil,  11  del  19  del  portu- 
gués de  1852  y  18  del  12  del  de  Chile. 

(3)  ídem  12  del  art.  12  del  Código  español, 
3.-  del  17  del  BrasU  y  9.'  del  12  del  de  Chile. 


^^-£^' 
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33.  Mediar  reincidencia  ó  sucesión 
de  delitos  (1); 

34.  Mediar  acumulación  de  delitos. 
Art.  35.     Existe  reincidencia  cuando 

el  agente,  habiendo  sido  condenado 
por  sentencia  firme  por  algún  delito, 
comete  otro  de  la  misme^  naturaleza, 
antes  que  hayan  transcurrido  ocho 
años  desde  la  condena,  aunque  la  pena 
impuesta  por  razón  del  primer  delito 
haya  prescrito  ó  le  haya  sido  perdo- 
nada. 

§  1.®— Cuando  hubiere  sido  por  am- 
nistía, no  hay  reincidencia. 

§  2.**-- Si  uno  de  los  delitos  fué  inten- 
cional y  el  otro  cometido  por  impru- 
dencia, no  se  aprecia'  la  reincidencia. 
§  3.®— Los  delitos  pueden  ser  de  la 
misma  naturaleza  aunque  no  hayan 
sido  consumados  ambos  ó  alguno  de 
ellos. 

§  4.**— No  se  computarán  para  apre- 
ciar la  reincidencia  por  delitos  previs- 
tos y  penados  en  el  Código  penal  las 
condenas  impuestas  por  los  Tribunales 
militares  por  delitos  militares  no  pre- 
vistos en  el  mismo  Código,  ni  las  de  los 
Tribunales  extranjeros. 

§  5.®— La  reincidencia  no  excluye  la 
circunstancia  de  haber  sido  el  agente 
autor  de  uno  de  los  delitos  y  cómplice 
del  otro. 

Art.  36.  En  las  faltas  se  aprecia  la 
reincidencia  cuando  el  agente,  conde- 
nado por  una  falta,  comete  otra  idénti- 


(1)  Los  motivos  g-enerales  de  f aumentar  la 
pena  son  la  reiteración  y  la  reincidencia,  párra- 
fo 1.*  del  art.  115  del  Código  de  la  República  Ar- 
gentina) es  circunstancia  agravante  la  de  ser  el 
reo  reincidente  de  la  misma  especie  de  delito, 
circunstancia  17  del  art.  8.°  del  Código  de  Guate- 
mala, 18  del  10  del  español,  16  del  12  de  Chile, 
13  del  21  de  Guanajuaío,  19  del  de  Veracruz,  29 
del  de  yucaí.-íAi,  29  del  do  f 'a m/wc/i<?,  25  del  de 
Méjico  y  29  del  de  la  Baja  California. 


ca  antes  de  transcurrir  seis  meses, 
contados  desde  la  fecha  del  primer  cas- 
tigo. 

Art.  37,  Existe  sucesión  de  delitos 
en  los  térmiaos  expresados  en  el  ar- 
tículo 35,  siempre  que  los  delitos  no 
sean  de  la  misma  naturaleza,  y  sin  aten- 
der al  tiempo  que  medió  entre  la  pri- 
mera condena  y  el  segundo  delito,  ó 
siempre  que,  siendo  de  la  misma  natu- 
raleza, hayan  transcurrido  más  de  ocho 
años  entre  la  sentencia  firme  condena- 
toria del  primero  y  la  perpetración  del 
segundo. 

§  único.— A  los  efectos  de  lo  dispues- 
to en  el  art.  101  y  sus  párrafos,  es  apli- 
cable «á  la  sucesión  de  delitos  lo  que 
para  la  reincidencia  establecen  los  pá- 
rrafos 2.**  y  5.^  del  art.  35. 

Art.  38.  Existe  acumulación  de  deli- 
tos cuando  el  agente  comete  más  de 
uno  en  la  misma  ocasión  ó  cuando  ha- 
biendo perpetrado  uno  comete  otro  an- 
tes de  haber  sido  condenado  por  el  an- 
terior por  sentencia  firme. 

§  único.— Cuando  el  mismo  hecho  se 
haya  previsto  y  penado  en  dos  ó  más 
disposiciones  legales,  como  constituti- 
vo de  delitos  diversos,  no  existe  acu- 
mulación. 

Art.  39.  Son  circunstancias  ate- 
nuantes  de  la  responsabilidad  criminal 
del  agente: 

1.*    Su  buena  conducta  anterior; 

2.'  La  prestación  de  servicios  rele- 
vantes á  la  sociedad; 

3.*  Ser  menor  de  catorce  años  (pu- 
diendo  ser  sujeto  pasivo  de  la  pena)  (1), 
dieciocho  (2)  ó  veintiún  años,  ó  mayor 
de  sesenta; 

(1)  (Sendo  punivel)  dice  el  texto  del  Código. 

(2)  Concuerda  con  el  art.  18  del  Código  del 
Brasil,  lA  v  '75  del  de  Bélgica^  párrafo  3."  del 
ftiu'co,  66  del  de  Ñapóles,  circunstancia  1.'  del  39 
de  Auslria,  y  art.  9."  del  es¡jauol  de  1850. 
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4.*  Ser  provocado,  si  el  delito  ha 
sido  perpetrado  acto  continuo  á  la  pro- 
vocación, pudiendo  ésta,  cuando  cons- 
tituya ofensa  directa  á  la  honra  de  la 
persona,  considerarse  como  violencia 
grave  para  los  efectos  de  lo  dispuesto 
en  el  art.  370  de  este  Código; 

5.*  La  intención  de  evitar  un  mal  ó 
la  de  producir  un  mal  menor; 

6.*  El  conocimiento  imperfecto  del 
mal  propio  del  delito; 

7.'  La  violencia  fisica,  no  siendo  in- 
superable (1); 

8.*  La  imprevisión  ó  conocimiento 
imperfecto  de  ios  malos  resultados  del 
delito; 

9/  La  confesión  espontanea  del 
crimen; 

10.  La  reparación  espontanea  del 
daño; 

IL  El  mandato  ó  el  consejo  del  as- 
cendiente, tutor,  maestro  ó  amo,  cuan- 
do el  agente  sea  menor  y  no  se  halle 
emancipado; 

12.  El  cumplimiento  de  una  orden 
del  superior  jerárquico  del  agente, 
cuando  no  baste  para  su  justificación; 

13.  Haber  el  agente  cometido  el  de- 
lito en  vindicación  de  alguna  injuria, 
deshonra  ú  ofensa  inferida  contra  él, 
su  cónyuge,  ascendientes,  descendien- 
tes, hermanos,  tios,  sobrinos  ó  afines 
en  los  mismos  grados,  inmediatamen- 
te después  de  inferida; 

14.  El  arrebato  producido  por  alguna 
causa  que  excite  la  justa  indignación 
pública;    . 

15.  El  miedo  superable; 


(1)  Concuerda  con  el  núm.  9."  del  art.  8."  del 
Código  español  de  1850,  TI  del  belga,  núm.  2.» 
del  H  del  portugués  antiguo,  párrafo  40  del  de 
Pi-usia,  núm.  !.•  del  121  del  de  Daviera,  10  del 
BrasUf  62  de  Piápoles,  núm.  5"  del  2."  de  Austria 
y  64  del  francés. 


16.  La  resistencia  á  la  orden  del  su- 
perior jerárquico,  si  la  obediencia  no 
fuere  debida  y  si  el  cumplimiento  de 
la  orden  constituyese  delito  más  grave; 

17.  El  exceso  de  la  legítima  defensa, 
sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 378; 

18.  La  presentación  voluntaria  á  las 
Autoridades  (1); 

19.  Lanaturaleza  reparable  del  daño 
causado  ó  la  poca  gravedad  del  mismo; 

20.  El  descubrimiento  de  otros  agen- 
tes, de  los  instrumentos  del  delito  ó  del 
cuerpo  del  mismo,  cuando  la  revelación 
sea  verdadera  y  útil  á  la  acción  de  la 
justicia; 

21.  La  embriaguez  cuando  sea:  l.^ 
incompleta  é  imprevista,  sea  ó  no  pos- 
terior al  proyecto  de  la  comisión  del 
delito;  2.^  no  habitual,  procurada  sin 
propósito  criminal  y  no  posterior  al 
proyecto  de  ejecución;  3.°,  completa, 
procurada  sin  intención  criminal  y  pos- 
terior al  proyecto  de  cometer  el  deli- 
to (2); 

22.  Las  que  fueren  expresamente 
calificadas  como  tales  en  los  casos  es- 
peciales previstos  en  la  ley; 

23.  En  general,  cualesquiera  otras 
circunstancias  que  precedan,  acompa- 
ñen ó  sigan  al  delito,  si  redujeren  la 
culpabilidad  del  agente  ó  disminuyeren 
por  cualquier  motivo  la  gravedad  del 
hecho  criminal  ó  de  sus  efectos. 

Art.  40.  Las  circunstancias  señala- 
das como  agravantes,  dejan  de  serlo: 


(1)  Concuerda  con  el  art.  114,  núm.  5.*,  del  Có- 
digo de  Dinamarca,  circunstancia  5.'  del  ar- 
tículo 101  del  de  los  Países  Bajos  y  «.'  del  artícu- 
lo U  deldeC/iiíe. 

(2)  ídem  con  la  ley  5.',  tít.  VIII,  Part.  Vil, 
artículo  18  del  Código  del  Brasil,  20  del  portu- 
gués de  1852,  26*7  del  de  Austria  y  2G  del  nspafiol 
de  1822. 
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1.*  Cuando  la  ley  las  considera  ex- 
presamente como  elementos  constituti- 
vos del  delito; 

2.**  Cuando  sean  de  tal  manera  inhe- 
rentes al  delito,  que  sin  ellas  no  pueda 
practicarse  el  hecho  criminal  penado 
por  la  ley; 

3/  Cuando  declara  expresamente  la 
ley,  ó  las  circunstancias  y  naturaleza 
especial  del  delito  indiquen  que  no  de- 
ben agravar  ó  que  deben  atenuar  la 
responsabilidad  criminal  délos  agentes 
en  que  concurran. 

§  único.— Cuando  cualquiera  de  las 
cincunstancias  indicadas  en  el  art.  30 
constituya  delito,  no  agravará  la  res- 
ponsabilidad criminal  del  agente  sino 
por  el  hecho  de  la  acumulación  de  de- 
litos. 

Art.  41.  Son  circunstancias  eximen- 
tes de  la  responsabilidad  criminal: 

1."    Lafaltade  imputabilidad; 

2.*    La  justificación  del  hecho. 

Art.  42.  No  son  susceptibles  de  im- 
putación: 

1.°    Los  menores  de  diez  años; 

2.**    Los  locos  sin  intervalos  lúcidos. 

Art.  43.    Carecen  de  responsabilidad: 

1.**  Los  menores  que.  teniendo  más 
de  diez  años  y  menos  de  catorce,  hayan 
obrado  sin  discernimiento; 

2.**  Los  locos  que,  aunque  tengan 
intervalos  lúcidos,  ejecuten  el  hecho 
en  estado  de  locura; 

3.**  Los  que,  por  cualquier  otro  mo- 
tivo independiente  de  su  voluntad,  se 
hallen  accidentalmente  privados  del 
ejercicio  de  sus  facultades  intelectua- 
les en  el  momento  de  la  comisión  del 
hecho  punible. 

§  único.— La  negligencia  ó  culpa  se 
considera  siempre  como  acto  ú  omi- 
sión dependiente  de  su  voluntad. 

Art.  44.    Justifican  el  hecho: 

1.°    Los  que  lo  ejecutan  violentados 


por  cualquier  fuerza  extraña,  física  é 
irresistible; 

2  ®  Los  que  lo  cometen  dominados 
por  miedo  insuperable  de  un  mal  igual 
ó  mayor,  inminente  ó  en  principio  de 
realización; 

3.**  Los  inferiores,  que  lo  realizan  en 
virtud  de  obediencia  legalmente  debida 
á  sus  superiores  legítimos,  salvo  si  hu- 
biere exceso  en  los  hechos  ó  en  la  for- 
ma de  ejecución; 

4.°  Los  que  lo  realizan  en  virtud  de 
autorización  legal,  en  el  ejercicio  de  un 
derecho  ó  en  el  cumplimiento  de  una 
obligación,  si  hubiesen  procedido  con 
la  diligencia  debida,  ó  el  hecho  fuere 
un  resultado  meramente  casual; 

5.®  Los  que  ejecutan  el  acto  en  legí- 
tima defensa  propia  ó  ajena; 

6.°  Los  que  ejecutan  un  hecho  cuya 
criminalidad  proviene  solamente  de  las 
circunstancias  especiales  que  concu- 
rren en  la  victima  ó  en  el  acto,  si  igno- 
rasen ó  no  tuviesen  obligación  de  cono- 
cer esas  circunstancias  especiales; 

7.^  En  general,  los  que  hayan  pro- 
cedido sin  intención  criminal  y  sin  im- 
prudencia. 

Art.  45.  Sólo  podrá  justificarse  el 
hecho  en  los  términos  del  núm.  2."  del 
artículo  anterior,  cuando  concurran  los 
requisitos  siguientes: 

1.''    Realidad  del  mal; 

2.®  Imposibilidad  de  recurrir  á  la 
fuerza  pública; 

3.*^  Imposibilidad  de  la  legítima  de- 
fensa; 

4.^  Falta  de  otro  medio  menos  per- 
judicial que  el  hecho  realizado; 

5.°  Probabilidad  de  la  eficacia  del 
medio  empleado. 

Art.  46.  Solamente  podrá  justificar- 
se el  hecho  en  los  términos  del  núme- 
ro 5.®  del  art.  44,  cuando  concurran  los 
requisitos  siguientes: 
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1.®  Agresión  ilegítima  (1)  efectiva  ó 
inminente,  que  no  sea  motivada  por 
provocación,  ofensa  ó  cualquier  delito 
actual  ejecutado  por  el  que  se  defiende; 

2."  Imposibilidad  de  recurrir  á  la 
fuerza  pública; 

3.^  Necesidad  racional  del  medio 
empleado  para  impedir  ó  repeler  la 
afrresión. 

Art.  47  Los  locos  que,  habiendo 
realizado  el  hecho,  estén  exentos  de 
responsabilidad  criminal,  serán  entre- 
gados á  sus  familias  para  su  guarda,  ó 
recluidos  en  un  manicomio  si  la  ma- 
nía^ fuere  criminal  ó  si  el  estado  de  los 
mismos  lo  exigiere  para  mayor  segu- 
ridad. 

Art.  48.  Los  menores  que  realizaren 
el  hecho,  siendo  después  declarados 
exentos  de  responsabilidad  criminal 
por  no  haber  cumplido  diez  años  ó  por 
haber  obrado  sin  discernimiento  sien- 
do mayores  de  dicha  edad,  y  menores 
(ie  catorce  años,  serán  entregados  á 
sus  padres  ó  tutores,  ó  detenidos  en 
cualquier  establecimiento  de  correc- 
ción ó  colonia  penitenciaria  si  existie- 
se en  el  continente. 

Art.  49.  Los  menores  á  que  se  refie- 
re el  articulo  anterior  solamente  serán 
entregados  á  un  establecimiento  de  co- 
rrección en  alguno  de  los  siguientes 
casos: 

I.**    Siendo  vagos; 

2."    No  teniendo  padres  ó  tutores; 

3.®    No  siendo  éstos  idóneos; 

4.^  Careciendo  ésjos  de  los  medios 
indispensables  ó  negándose  á  darles 
educación  conveniente; 

5."    Dando  éstos  su  consentimiento; 

G.**    Si  ha  cometido  el  menor  otro  de- 

(1)    Concuerda  con  el  art.  8.",  núin.  4.**,  del  Có- 
digo español  de   1850,  821,  328  y  '¿2d  del  francés, 
416  y  \\1  del  DcUja^y  párrafo  41  del  de  Prusia. 
Tomo  VII.— Instituciones  jurídicas 


lito  justificado  únicamente  por  la  edad. 

Art.  50.  La  privación  voluntaria  y 
accidental  del  ejercicio  de  la  inteligen- 
cia, inclusa  la  embriaguez  voluntaria 
,  y  completa,  en  el  momento  de  la  per- 
petración del  hecho  punible  no  exime 
de  responsabilidad  criminal,  á* pesar 
de  que  no  se  haya  adquirido  con  el  pro- 
pósito de  perpetrarlo,  pero  constituye 
circunstancia  atenuante  de  naturaleza 
especial,  en  cualquiera  de  los  siguien- 
tes casos: 

I.*'  Ser  la  privación  ó  la  embriaguez 
completa  y  no  habitual,  sea  ó  no  pos- 
terior al  propósito  de  cometer  el  de- 
lito; 

2."  Ser  completa,  no  haberse  em- 
briagado con  intención  criminal  y  ser 
posterior  al  proyecto  de  ejecutar  el  de- 
lito. 

Art.  51.  La  exención  de  responsabi- 
lidad criminal  no  supone  la  de  la  res- 
ponsabilidad civil,  cuando  proceda.     . 

Art.  52.  Están  sujetos  á  la  respon- 
sabilidad criminal  todos  los  que  ejecu- 
ten hechos  punibles,  en  quienes  no  con- 
curra alguna  circunstancia  eximente 
de  la  misma,  en  los  términos  del  ar- 
tículo 41  y  siguientes,  salvas  las  excep- 
ciones consignadas  en  las  íeyes. 

Art.  53.  La  ley  penal  es  aplicable  no 
existiendo  tratado  en  contrario: 

1.**  A  todas  las  infracciones  cometi- 
das en  territorios  ó  dominios  portu- 
gueses, sea  cualquiera  la  nacionalidad 
del  infractor; 

2.*^  A  los  delitos  cometidos  á  bordo 
de  naves  portuguesas  en  alta  mar,  de 
buque  de  guerra  portugués  surto  en 
puerto  extranjero  ó  de  nave  mercante 
portuguesa  surta  en  puerto  extranjero, 
cuando  los  delitos  tengan  lugar  entre 
gente  de  la  tripulación  únicamente  y 
no  hayan  perturbado  la  tranquilidad 
del  puerto; 

36 
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3.®  A  los  delitos  cometidos  por  por- 
tugueses en  país  extranjero  contra  la 
seguridad  interior  ó  exterior  del  Esta- 
do, falsificación  de  sellos  públicos,  mo- 
nedas portuguesas,  documentos  de  cré- 
dito público  ó  billetes  del  Banco  Nacio- 
nal, de  compañías  ó  establecimientos 
autorizados  legalmente  para  la  emisión 
de  los  mismos,  cuando  los  delincuen- 
tes no  hayan  sido  juzgados  en  el  país 
en  que  delinquieron; 

4.°  A  los  extranjei*os  que  cometan 
cualquiera  de  estos  delitos,  cuando 
se  encuentren  en  territorio  portugués  6 
pueda  obtenerse  su  entrega; 

5.°  A  cualquier  otro  delito  ó  crimen 
cometido  por  portugués  en  país  extran- 
jero, concurriendo  los  requisitos  si- 
guientes: 

aj  Siendo  el  criminal  ó  delincuente 
hallado  en  Portugal; 

b)  Siendo  el  hecho  calificado  de  cri- 
men ó  delito  también  por  la  legislación 
del  país  en  que  se  ejecutó; 

€j  No  habiendo  el  criminal  ó  delin- 
cuente sido  juzgado  en  el  país  en  que 
cometió  el  delito  ó  crimen. 

§  1.*"— Se  exceptúan  de  la  regla  esta- 
blecida en  el  núm.  1."  de  este  articu- 
lo las  infracciones  cometidas  á  bordo 
de  nave  de  guerra  extranjera  en  puer- 
to ó  aguas  jurisdiccionales  portugue- 
sas, ó  á  bordo  de  nave  extranjera 
cuando  tengan  lugar  entre  la  tripula- 
ción solamente  y  no  perturben  la  tran- 
quilidad del  puerto. 

§  2."— Cuando  á  los  delitos  de  que  tra- 
ta el  núni.  5.**  solamente  fueren  apli- 
cables penas  correccionales,  el  Minis- 
terio público  no  promoverá  la  forma- 
ción del  proceso  correspondiente,  á  no 
mediar  queja  de  la  parte  ofendida  ó  no- 
tificación oficial  de  la  Autoridad  del 
país  en  que  se  hubiesen  cometido  los 
delitos  mencionados. 


§  3."— Si  en  los  casos  de  los  números 
3.**  y  5."  el  criminal  ó  delincuente  que 
haya  sido  condenado  en  el  lugar  del 
crimen  ó  delito,  se  hubiese  sustraído  al 
cumplimiento  de  toda  ó  parte  de  su 
condena,  se  instruirá  nuevo  proceso 
ante  los  Tribunales  portugueses,  que, 
si  estimaren  probado  el  crimen  ó  deli- 
to, le  aplicarán  la  pena  correspondien- 
te según  la  legislación  portuguesa,  esti- 
mando la  parte  de  condena  que  ya  hu- 
biese cumplido  el  reo. 

TlTULO  11 

DE  LAS  PENAS    Y  SUS   EFECTOS 

Art.  54.  Las  penas  establecidas  en 
este  Código  son  las  que  se  expresan  en 
los  artículos  siguientes  (1). 


(1)  Las  penas  establecidas  en  el  anterior  Có- 
digo penal  portugués  (de  10  de  Diciembre  de 
1852)  eran  las  siguientes: 

Penas  mayores:  1.'.  muerte  (que  consistía,  se- 
gún el  mismo  Código,  en  la  simple  privación  de 
la  vida);  fué  abolida,  así  como  la  siguiente,  por 
la  Reforma  penal  de  I.^  de  Julio  de  1857;  2.*, 
trabajos  públicos;  3.',  prisión  mayor,  con  trabajo, 
6  simple;  4.',  deportación  á  posesiones  ultramari- 
nas; 5.%  expulsión  del  Reino;  6.*,  pérdida  de  los 
derechos  p(d»'ticos  (art  29). 

Penas  correccionales:  I.*,  prisión  correccional; 
2.',  destierro;  3.',  suspensión  temporal  del  ejer- 
cicio de  loa  derechos  políticos;  4.',  multa;  5.*.  re- 
prensión (art.  30). 

Penas  especiales  para  empleados  públicos:  1.', 
dimisión  2.",  suspensión;  3.',  censura  (art.  31). 

No  admiten  la  pena  de  muerte  el  Código  italia- 
no novísimo,  el  de  Seufchatelj  el  de  los  Paise.s  Ba- 
jos (art.  9/),  ni  el  de  Colombia  (art.  27),  Veracruz 
(77),  Yucatán  y  Campeche  art.  69). 

La  establecían  la  ley  4.',  título  XXXI  de  la 
Partida  Vil,  el  art.  28  del  Código  español  de 
1822,  el  24  del  de  1850  y  el  portugués  de  1852. 

La  conservan  el  art.  26  del  Código  español 
de  1870,  el  7."  de  Francia^  el  9.*  del  de  Austria^ 
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Art.  55.  Las  penas  majores,  según 
el  sistema  penitenciario,  son  (1): 

1."  La  de  prisión  mayor  celular  por 
ocho  años,  seguida  de  deportación  (de- 
yredoj  por  veinte,  con  prisión  en  el  lu- 
gar de  la  deportación  hasta  dos  años, 
ó  sin  ella,  según  estime  el  Juez; 

2.*  La  de  prisión  mayor  celular  por 
ocho  años,  seguida  de  deportación  por 
íloce; 

3.*  La  de  prisión  mayor  celular  por 
seis  años,  seguida  de  deportación  por 
tiiez; 

4.*  La  de  prisión  mayor  celular  por 
cuatro  años,  seguida  de  deportación 
por  ocho; 

5."  La  de  prisión  mayor  celular  de 
dos  á  ocho  años. 

Art.  56.  La  pena  de  prisión  mayor 
celular  es  la  establecida  en  la  ley 
de  L"  de  Julio  de  1«67(2). 

el  3.*  del  tle  iV;ipo/<'.s,  4."  de  Jiavicrn;  cjipílulo  11, 
párrafo  1.",  del  do  Suecin]  1°  del  de  fíéluira^  el  1 1, 
uúmero  1.",  del  de  Fribiirffo,  el  20  del  de  Vnlnia. 
92  del  de  la  Dnjn  Californin.  36  de  (¡naanjuaiOj 
102  del  de  Hidalgo  y  21  de  Chile. 

Kl  de  Dcrnn  (art.  6.")  In  conserva,  si  bien  no  se 
impondrá  al  menor  de  dieciocho  anos,  ni  al  que 
tenfifa  setenta;  el  de  Vautí  dice  que  no  se  api  cara 
á  los  «lelitos  políticos:  el  de  Gnotemaln  (art.  22) 
dice  que  el  condeijodo  á  ella  será  pasado  por  las 
armas,  pero  sólo  la  admite  mientras  se  e.stablece 
f  I  sistema  penitenciario. 

Kl  argentino,  en  su  art  95.  dice  que  niníruua 
mujer  será  ejecutada;  la  que  cometiere  crimen 
que  merezca  esta  pena,  sutrini  In  de  penitencia- 
ría por  tiempo  indefinido,  con  opción  á  la  reduc- 
ción de  que  se  habla  en  su  lu^^-ar;  el  de  Májir<> 
sólo  la  admite  mientras  no  se  halle  establo<'ida  la 
reforma  peniten^-iaria:  el  19  del  Códifro  de  16  de 
Octubre  de  1M58  de  Dinninnrci.  que  la  admi- 
tía, ha  sido  derojrado  por  el  de  2*7  de  Noviembre 
de  IB"*;,  que  en  su  art.  12  la  proscribe. 

(1)  El  Código  de  D'-mn,  art.  12,  estiiblece  tam- 
bién la  prisión  celular. 

(2)  Ksta  ley  lleva  por  título  .So/^re  la  mforma 
¡jininl  II  íl*'  pr/K/o/iPs.  y  dice  el  art     1.":    «Queda 


Art.  57.  Las  penas  aplicables  alter- 
nativamente según  el  art.  129  (1),  son 
las  siguientes: 

L*  La  pena  fija  de  deportación  por 
veintiocho  años  con  prisión  en  el  lugar 
de  la  deportación,  por  ocho  á,  diez 
años  (2); 

2.'  La  pena  fija  de  deportación,  por 
veinticinco  años; 

3."  La  pena  fija  de  deportación,  por 
veinte  años; 

4.'  La  pena  flja  de  deportación,  por 
quince  años; 

5."    La  prisión  mayor  temporal; 

6.*    La  deportación  temporal; 

7."  La  de  expulsión  del  Reino  sin  li- 
mitación de  tiempo;  ¿ 

8.'  La  de  expulsión  del  Reino  por 
tiempo  determinado; 

9/  La  pena  fija  de  suspensión  de  los 
derechos  políticos,  por  quince  ó  veinte 
años. 

Art.  58.  Las  penas  correcciona- 
les son: 

L"    La  pena  de  prisión  correccional; 

2."    La  de  destierro; 

3."  La  de  suspensión  temporal  de  los 
derechos  políticos; 

4.*    La  de  multa; 

5."    La  de  reprensión  (3). 

Art.  59.  Las  penas  especiales  aplica- 
bles á  los  funcionarios  públicos  son: 

1.*    La  pena  de  destitución; 

abolida  la  pena  de  muerte,  y  á  los  delitos  á  que 
fuere  aplicaVde,  sej^únel  Código  penal,  se  impon- 
drá la  de  prisión  celular  perpetua  (art.  3.") 

(1)  Véase  este  artículo. 

(2)  La  deportación  la  establecen  el  art.  1 1 1  del 
Código  os¡)afiol,  la  ley  3.',  tít.  XVllI,  Parí.  VII,  el 
libro  XLVIIl,  tít.  XIX,  ley  2.'  del  DigestO)  el  ar- 
tículo 50  del  Código  espafiol  de  1822,  el  35  del 
portugués  de  líTjá,  el  54  del  Ura.st/,  el  12  de  .Vá- 
polesj  el  ll  del  francéftj  el  18  del  italiano  y  el  102 
del  español  de  1850. 

(3;     Véase  la  nota  al  art.  68. 
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2.*    La  de  suspensión; 

3/    La  de  reprensión  ó  censura. 

Art.  60.  La  pena  de  deportación,  sea 
fija  ó  témpora],  obliga  al  condenado  á, 
residir  y  trabajar  en  el  presidio  ó  colo- 
nia penitenciaria  de  Ultramar,  con  arre- 
glo á  su  organización,  cuando  existan 
en  la  posesión  á  que  fuere  destinado. 

§  1.®— Lo  dispuesto  en  este  artículo 
es  extensivo  á  los  casos  en  que  la  de- 
portación se  aplique  como  complemen- 
taria de  la  prisión  mayor  celular. 

§  2."— La  pena  de  deportación  tendrá 
lugar  en  África  y  le  es  aplicable  lo  dis- 
puesto en  el  párrafo  único  del  art.  4.° 
de  la  ley  de  1.°  de  Julio  de  1867  (1). 

í$  3.°— La  deportación  temporal  no 
podrá  ser  menor  de  tres  años  ni  exce- 
der de  doce. 

Art.  6L  La  pena  de  prisión  mayor 
temporal  obliga  al  condenado  á  traba- 
jar dentro  de  la  fortaleza,  cárcel  ó  es- 
tablecimiento público  en  que  cumpla 
la  pena,  con  arreglo  á  sus  disposicio- 
nes y  aptitud,  y  su  producto  se  aplicará 
según  lo  dispuesto  en  el  art.  23  de  la 
ley  de  1.^  de  Julio  de  1867  (2). 

(1)  Art.  4."  de  esta  ley:  «A  los  delitos  que  se- 
jrún  el  Código  penal  (derogrado)  debiera  aplicarse 
la  pena  de  trabajos  públicos  perpetuos  (que  el  ar- 
tículo i."  de  esta  ley  declara  abolidos),  se  impon- 
drá la  de  oclio  años  de  p.'isión  mayor  celular,  se- 
guida de  deportación  en  África  por  doce. 

§  único. — Kl  (robierno  distribuirá  por  clases, 
en  Kefrlamento  especial,  las  diferentes  posesiones 
en  que  debacumpl-rse  la  última  de  las  referidas 
pena<,  y  en  H  sentencia  condenatoria  únicamente 
se  expresará  la  clase. 

(2)  Art.  23.  Kl  producto  del  trabnjo  de  cada 
preso  se  diviilirA  en  cuatro  partes  iguales,  una 
para  el  Estado,  otra  para  la  indemnización,  si 
hubiera  lugar,  de  la  parte  ofendida,  otra  para 
socorrer  á  la  mujer  é  hijos  del  reo  si  lo  necesita- 
ren, y  la  cuarta,  últimamente,  para  constituir  un 
fondo  de  reserva,  que  se  le  entregará  cuando  cum- 
pla su  condena. 


§  L®— -Es  aplicable  á  los  sentenciaic- 
á  prisión  mayor  lo  dispuesto  en  .  ♦ 
artículos  24,  párrafo  único,  y  25  i»  . 
ley  de  1.^  de  Julio  de  1867  (1) 

§  2.°— La  prisión  mayor  temporal  u 
podrá  bajar  de  tres  años  ni  exceda 
doce. 

§3.°— En  tanto  que  no  existan  p-^ - 
blecim lentos  propios  para  el  trabajo 
los  penados,  la  prisión  con  trabajo «. 
sustituirá  por  la  de  deportación  a^T 
vada. 

Art.  62.  El  sentenciado  á  la  pena  - 
expulsión  del  Reino  sin  limitación  . 
tiempo,  se  entenderá  que  es  por  v*ii;: 
añof?,  si  antes  no  le  fuera  rebajaba  ii 
pena  por  el  Poder  moderador  ó  pro.  ? 
gado  el  término  de  su  duración  por  ♦ 
Poder  ejecutivo,  pero  siennprela  dur 
ción  total  de  la  pena  no  excederá  < » 
treinta  años  (2). 


§  único— Cuando  el  preso  no  tuviere  mu- 
hijos  ó  ni  una  ni  otros  lo  nece^^itaren,  ni  h  .  : 
lucrar  á  la  indemnización,  6  el  condenado  :-..i   - 
bienes  con  que  satisfacerla,   la  parte  quf  . . 
de  corresponder  á  estos  objetos  pasará  a  p*  ; 
dad  del  Estado. 

(1)  Art.  24.     Los  presos  que  no  ten.-.r.  . 
ni  oficio  alg'uno,  recibirán  en  el  estable 'i  m  >  * 
la  instrucción  necesaria  y  relativa  al  tr..!- 
preparación  de  los  medios  de  subsistencia  !    - 
ta  después  de  extinguida  la  condena,  aten<ii  : 
á  su  posición  social  anterior  al  delito. 

§  único.— Se  dará  también   la   insinicrióc 
maria  á  los  que  carezcan  de  ella,  y  á  sor  r  - 
las  nociones  científicas  más  necesarias  y  ut:. - 
ejercicio  de  su  oficio  6  profesión. 

Art.  25.     Todos  los  reos  recibirán  en  *• 
blecimiento  la  educación  necesaria  é  in«'í!.' 
moral  y  relijíio^a,  que  estará  á  cargo  de  1".» 
llanes  y  profesores  respectivos,    aaí  rom  • 
personas  caritativas  dedicadas  á  esa  mi*!'- 
néfíca. 

(2)  Concuerda  con  el   art.   36  del  /'<'• 
antiguo,  15  del  de  Friburgoy  19  del   de  Vv. '. 
de  Baviera,  50  del  Brasil,   13  de  .Vápu/«**,  ^^ 
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§  único.— La  pena  de  expulsión  del 
Reino  por  tiempo  determinado  no  po- 
drá ser  menor  de  tres  años  ni  exceder 
de  doce. 

Art.  63.  La  pena  fija  de  suspensión 
de  los  derechos  políticos  consiste  en  la 
incapacidad  de  tomar  parte  en  cual- 
quier forma,  en  el  ejercicio  ó  en  el  esta- 
blecimiento del  poder  público  ó  funcio- 
nes públicas  por  tiempo  de  quince  ó  de 
veinte  años. 

Art.  64.  La  prisión  correccional  se 
cumplirá  en  cárcel  ó  establecimiento 
público  destinado  á  este  objeto. 

§  único.— Esta  pena  no  lleva  consigo 
el  trabajo  y  no  podrá  exceder  de  dos 
años. 

Art.  65.  La  pena  de  destierro  obliga 
al  reo  á  permanecer  en  un  lugar  seña- 
lado en  la  sentencia,  en  el  continente 
ó  en  la  isla  en  que  cometió  el  delito,  ó 
á  salir  de  la  comarca  por  un  espacio 
de  tiempo  que  no  excederá  de  tres 
años. 

Art.  66.  La  suspensión  temporal  de 
los  derechos  políticos  consiste  en  la 
privación  del  ejercicio  de  todos  ó  de  al- 
gunos de  ellos  por  un  período  de  tiem- 
po que  no  bajará  de  tres  años  ni  podrá 
exceder  de  doce. 

Art.  67.  El  condenado  á  pago  de 
multa  está  obligado  á  satisfacer  para 
el  Estado  una  cantidad  proporcional  á 
su  haber,  hasta  por  tres  años,  señalada 
en  la  sentencia,  de  modo  que  no  baje 
de  100  reís  por  día  ni  exceda  de  2.000; 
salvo  los  casos  en  que  la  ley  fije  canti- 
dades determinadas. 

Art.  68.  La  pena  de  reprensión  obli- 
ga al  sentenciado  á  comparecer  en  au- 


Uistria,  32  del  fr:mccs,  y  el  art.  49  del  Códiffo  de 
ninaninrcn  dispone  que  esta  pena  no  podra  ex- 
ceder de  doce  anos. 


diencia  pública  en  el  juicio  correspon- 
diente para  sufrirla  allí  mismo  (1). 

Art.  69.  Estarán  sujetos  á  la  vigilan- 
cia especial  de  la  Autoridad  los  que  á 
ella  queden  condenados  por  sentencia, 
en  virtud  de  determinación  expresa  de 
la  ley. 

Art.  70.  Por  la  sujeción  á  vigilancia 
especial  de  la  Autoridad  está  obligado 
el  reo  á  no  residir  en  los  lugares  que  el 
Gobierno  designe,  é  igualmente,  antes 
de  ser  puesto  en  libertad,  á  declarar  el 
lugar  en  que  pretende  fijar  su  residen- 
cia, para  que  se  le  entregue  un  pasa- 
porte (ijuia)  regulando  el  itinerario,  y  el 
cual  habrá  de  presentar  á  la  Autoridad 
administrativa  correspondiente,  y  ha- 
cer ante  ella  la  misma  manifestación; 
todo  lo  cual  se  observará  igualmente 
en  el  caso  de  que  pretenda  mudar  de 
residencia  (2). 

Art.  71.  La  pena  de  destitución  ó 
pérdida  del  empleo  puede  ser  con  de- 
claración de  incapacidad  para  volver  á 
desempeñar  cualquier  cargo,  y  sin  esta 
declaración. 

§  único.— Procederá  la  destitución 
del  funcionario  público  siempre  que 
éste,  fuera  del  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes, sea  encubridor  de  la  cosa  hurtada 
ó  robada,  ó  cometa  en  la  misma  forma 
el  delito  de  falsedad,  ó  el  de  hurto,  de 
robo,  fraude  ó  abuso  de  confianza,  y 
que  la  pena  impuesta  por  la  ley  sea  la 
de  prisión  correccional  en  los  casos  en 
que  el   Ministerio    público  es  el  que 


(1)  Concuerda  con  el  art  IH  del  Código  e«/wi- 
tíol,  42  del  portugués  de  1852,  31  del  de  Vaudj  22 
del  de  Bnrwrn,  41  de  yápofcs,  2*7  del  itnliano.  132 
del  de  Veracruz,  'íH  y  "79  del  de  YucatArif  113  y 
114  del  Estado  de  Hidalgo^  yí^T  y  88  del  de  Méjico. 

(2)  ídem  con  el  art.  42  del  Códiíro  italia- 
nn  }  óH  del  d»'  DinamurLa. 


566 


INSTITUCIONES  JURÍDICAS   Y  POLÍTICAS 


acusa,  con  independencia  de  Ja  acusa- 
ción privada. 

Art.  72.  La  suspensión  del  ejercicio 
de  funciones  públicas  no  podrá  exce- 
der de  tres  años. 

Art.  73.  La  pena  de  reprensión  á  los 
empleados  públicos  puede  ser,  ó  senci- 
lla ó  severa,  con  las  formalidades  se- 
ñaladas en  la  ley  disciplinaria  corres- 
pondiente. 

CAPÍTULO  11 

De  los  efectos  de  las  penas 

Art.  74.  La  sentencia,  tan  luego 
como  sea  firme,  tiene  únicamente  los 
efectos  declarados  en  los  artículos  si- 
guientes. 

Art.  75.  El  reo  condenado  por  sen- 
tencia firme,  cualquiera  que  sea  la 
pena,  incurre: 

!.•  En  la  pérdida,  en  beneficio  del 
Estado,  de  los  instrumentos  del  delito, 
siempre  que  el  ofendido,  ó  tercera  per- 
sona, no  tengan  derecho  á  su  restitu- 
ción (1); 

2.®  En  la  obligación  de  restituir  al 
ofendido  los  objetos  de  que  se  vio  pri- 
vado por  el  delito,  ó  de  satisfacerle  su 
valor,  previa  estimación  legal  si  la  res- 
titución no  fuera  posible  y  el  ofendido 
ó  sus  herederos  reclamasen  el  pago; 

3.®  En  la  obligación  de  indemnizar 
al  ofendido  del  daño  causado,  si  el  ofen- 
dido ó  sus  herederos  exigiesen  tal  in- 
demnización; 

4.®  En  la  obligación  de  pagar  las 
costas  del  proceso  y  demás  gastos. 

Art.  76.    El  reo  condenado  por  sen- 


il) Concuerda  con  el  art.  63  del  Código  espa- 
rto/ de  ISIO,  90  del  de  1822,  42  del  de  lieUji:a, 
44  de  y  apotas  j  33  del  de  Baciera,  párrafo  19  del 
de  Pi'usia  y  64  del  de  Portugal  de  1H52. 


tencia  firme  á  cualquiera  de  las  penas 
mayores  incurre: 

L"  En  la  pérdida  de  todo  empleo  6 
funciones  públicos,  dignidades,  títulos, 
nobleza  ó  condecoraciones; 

2.®  En  la  incapacidad  para  elegir, 
ser  elegido  ó  nombrado  para  cualquier 
cargo  público; 

3.*  En  la  de  ser  tutor,  curador.  Pro- 
curador en  negocios  judiciales,  ó  indi- 
viduo del  consejo  de  familia  (1), 

Art.  77.  El  reo  condenado  por  sen- 
tencia firme  á  la  pena  de  prisión  co- 
rreccional, de  suspensión  temporal  del 
ejercicio  de  los  derechos  políiicos  ó  de 
destierro,  incurre: 

1.**  En  la  suspensión  de  cualquier 
empleo  ó  funciones  públicas; 

2.""  En  las  incapacidades  estableci- 
das en  los  números  2.*^  y  3."  del  artícu- 
lo anterior. 

Art.  78.  Las  incapacidades  de  que 
trata  el  art.  76,  números  2.^  y  3.*",  y  el  ar- 
tículo 77,  núm.  2.°,  y  la  suspensión  esta- 
blecida en  este  último  artículo,  núm  I.'*, 
cuasi  ipso  /acto,  por  la  extinción  de  la 
pena  principal. 

Arí.  79.  Fuera  del  caso  de  suspen- 
sión del  ejercicio  de  todos  los  derechos 
políticos,  la  suspensión  de  honores  y 
distinciones  de  nobleza,  del  uso  de  cual- 
quier condecoración,  del  uso  de  armas, 
del  de  dedicarse  á  la  enseñanza  ó  dirigir 
ó  concurrir  á  la  dirección  de  cualquier 
establecimiento  de  instrucción,  de  la 
capacidad  de  ser  tutor  ó  curador,  ó  in- 
dividuo del  consejo  de  familia,  de  ser 
Procurador  en  juicio,  de  ser  testigo  en 


(1)  De  estos  derechos,  entre  otro?,  priva  el  ar- 
tículo 43  del  Código  eapafiol  al  que  sufra  la  inter- 
dicción civil,  así  como  el  43  del  español  de  1850, 
di  del  portugués  antiguo,  párrafos  12,  21  y  22  del 
prusiano,  31  y  32  del  Delga,  42  del  francés,  15  del 
napolHanú  y  22  del  Bávaro. 
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cualquier  acto  solemne  y  auténtico,  así 
como  la  suspensión  del  ejercicio  de  pro- 
fesión que  exija  título  sólo  tendrá  lu- 
gar cuando  la  ley  lo  declare  expresa- 
mente. 

Art.  80.  La  suspensión  de  cualquie- 
ra de  los  derechos  políticos  por  tiempo 
determinado  produce,  con  relación  á 
los  empleados  públicos,  la  suspensión 
del  ejercicio  del  cargo  por  el  tiempo 
que  aquélla  dure. 

Art.  81.  El  sentenciado  á  la  pena  de 
destitución  del  cargo  incurre: 

i.**  En  la  incapacidad  de  volver  á 
desempeñar  el  mismo  empleo; 

2.°  En  la  pérdida  del  derecho  á  jubi- 
lación, á  pensión,  retiro,  etc.,  por  servi- 
cios públicos  anteriores  á  la  imposi- 
ción de  la  pena. 

Art.  82.  Las  penas  eclesiásticas  no 
producirán  ningún  efecto  civil. 

Art.  83.  Los  efectos  de  las  penas 
son  en  virtud  de  la  ley  é  independien- 
tes de  la  declaración  en  la  sentencia 
condenatoria. 

TÍTULO   in 

DE    LA    APLICACIÓN    Y    EJECUCIÓN    DE   LAS 
PliNAS 

CAPÍTULO  PRIMERO 
De  la  aplicación  de  las  penas  en  general 

Art. -84.  No  podrá  ejecutarse  pena 
alguna  que  no  se  halle  declarada  por 
la  ley  (1). 

Art.  85.  No  podrá  sustituirse  una 
pena  por  otra,  salvo  en  Ifcs  casos  en 
que  la  ley  lo  autorice. 

(1)  Concuerda  con  el  art.  68  del  C6d i g-o  por- 
tugu^s  de  1852,  00  del  de  las  Dos  SicHi/is,  27  del 
de  Aujilrin,  3.S  del  Brnfiil,  247  dol  de  la  Baja  Cnfi- 
fomiñ . 


Art.  86.  Cuando  sean  aplicables  cua- 
lesquiera de  las  penas  fijas  estableci- 
das en  los  números  2.",  3.**  y  4.®  del  ar- 
tículo 55,  y  en  los  números  2.",  3.**  y  4.** 
del  57,  el  Juez  impondrá  estas  penas  sin 
aumentar  ni  disminuir  el  término  legal 
'  de  su  duración,  excepto  en  los  casos 
en  que  la  ley  lo  autorice  expresamente. 

§  único.— Lo  dispuesto  en  este  artícu- 
lo es  igualmente  extensivo  á  todos  los 
casos  especiales  en  que  la  ley  fije  taxa- 
tivamente la  duración  de  la  pena. 

Art.  87.  Cuando  las  penas  aplica- 
bles sean  las  establecidas  en  el  núme- 
ro L°  del  art.  55,  y  en  el  núm.  1."  del 
57,  el  Juez  se  atendrá  á  !o  dispuesto  en 
el  artículo  anterior;  pero  atendiendo  á 
la  gravedad  del  delito  puede,  aunque 
no  haya  circunstancias  agravantes, 
disponer  en  la  sentencia,  con  respecto 
de  la  primera  de  estas  pena«;,  que  el 
reo  cumpla  en  la  prisión,  en  el  lugar 
de  la  deportación,  hasta  dos  aiios  del 
tiempo  de  la  misma,  y  en  relación  á  la 
segunda,  que  la  duración  de  la  prisión, 
en  el  lugar  de  la  deportación,  se  eleve 
hasta  diez  años. 

Art.  8S.  Cuando  la  pena  aplicable 
sea  cualquiera  temporal  (de  duración 
variable  entre  el  máximum  y  mínimum 
fijados  por  la  ley),  el  Juez  determinará 
en  la  sentencia  condenatoria  la  dura- 
ción do  la  pena  dentro  del  máximo  y 
mínimum  legales,  atendiendo  á  la  gra- 
vedad del  delito. 

§  único.— Cuando  las  penas  mayores 
temporales  de  prisión  ó  de  deportación 
no  excedan  de  tres  años,  el  condenado 
no  estará  sujeto  á  la  obligación  de  tra- 
bajar, á  menos  que  no  cuente  con  me- 
dios para  proveer  á  su  subsistencia. 

Art.  80.  Para  el  efecto  de  las  conde- 
nas en  la  pona  de  prisión  mayor  celu- 
lar y  en  alternativa  en  las  penas  mayo- 
res temporales,  los  Jueces  tendrán  en 
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cuenta  el  siguiente  cuadro  de  equiva- 
lencias: 

1.®  La  duración  de  la  prisión  celu- 
lar será  igual  á  las  dos  terceras  partes 
del  tiempo  de  la  prisión  mayor  tem- 
poral; 

2.°  El  tiempo  de  la  prisión  mayor 
celular  no  será  inferior  á  las  seis  déci- 
mas partes,  ni  superior  alas  dos  terce- 
ras de  la  duración  de  la  deportación 
temporal. 

§  1.**— Lo  dispuesto  en  el  núm.  2.®  del 
cuadro  de  que  trata  este  artículo  es 
aplicable  á  la  agravación  ó  atenuación 
de  las  penas  fijas. 

§  2.°— La  multa  acumulada  con  la 
pena  fijada  en  alternativa,  se  acumula 
siempre  igualmente  con  la  del  sistema 
penitenciario. 

Art.  90.  Cuando  algún  individuo,  que 
no  goce  ó  no  ejerza  derechos  políticos, 
cometiere  algún  delito,  si  la  pena  seña- 
lada por  la  ley  fuere  la  fija  de  suspen- 
sión del  ejercicio  de  los  derechos  polí- 
ticos por  veinte  años,  se  sustituirá  por 
la  de  prisión  correccional.  Si  fuere  la 
de  suspensión  temporal  del  ejercicio  de 
todos  ó  de  algunos  de  estos  derechos, 
se  sustituirá  por  la  de  prisión  hasta  un 
año. 

CAPÍTULO  II 

De  la  aplicación  de  las  penas  concu- 
rriendo circunstancias  agravantes  ó 
atenuantes 

Art.  91.  Si  en  los  casos  en  que  fuere 
aplicable  la  pena  de  que  trata  el  ar- 
tículo 55,  núm.  1.**,  ó  en  alternativa  la 
establecida  en  el  núm.  1.*"  del  57, 
concurriesen  circunstancias  atenuan- 
tes ó  agravantes  que  no  estén  consig- 
nadas expresa  y  especialmente  en  la 


ley,  para  calificar  la  mayor  ó  menor 
gravedad  del  delito,  determinando  la 
pena  correspondiente,  se  observará,  se- 
gún la  mayor  ó  menor  influencia  en  la 
culpabilidad  del  reo,  lo  dispuesto  en 
los  párrafos  siguientes: 

§  L°— La  pena  consignada  en  el  ar- 
tículo 55,  núm.  L",  se  agravará  en  los 
términos  declarados  en  el  art.  87,  6 
además  de  esto  se  aumentará  en  cuan- 
to á  la  duración  de  la  prisión  mayor 
celular,  que  podrá  elevarse  á  diez  años. 

§2.*' -La  misma  pena  se  atenuará, 
ya  aplicándose  sin  prisión  en  el  lugar 
de  la  deportación,  ó  siendo  además  de 
esto  disminuida  en  cuanto  á  la  dura- 
ción de  la  prisión  mayor  celular,  que 
en  todo  caso  no  será  inferior  á  seis 
años. 

§  3.®— La  pena  consignada  en  'el  nú- 
mero 1.**  del  art.  57  se  agravará  ó  ate- 
nuará dentro  del  máximum  y  del  míni- 
mum de  la  duración  de  la  prisión  en  el 
lugar  de  la  deportación,  ó  siendo,  ade- 
más de  esto,  aumentada  ó  disminuida 
en  cuanto  á  la  duración  en  tres  años 
más  ó  menos  de  deportación. 

Art.  92.  Las  penas  fijas  de  deporta- 
ción por  veinticinco,  veinte  y  quince 
años,  se  agravarán  ó  atenuarán  en 
cuanto  á  su  duración,  que  puede  ser 
aumentada  ó  reducida  en  tres  años. 

Art.  93.  Las  penas  temporales  de 
prisión  mayor  y  deportación  se  agra- 
varán ó  atenuarán  solamente  en  cuan- 
to á  la  duración  dentro  del  máximum  y 
mínimum  de  las  mismas,  excepto  lo 
dispuesto  en  el  núm.  2.^  del  articulo  si- 
guiente. 

Art.  94.  #odrán  extraordinariamen- 
te los  Jueces,  considerando  el  número 
y  la  importancia  de  las  circunstancias 
atenuantes: 

1  ,^  Sustituir  las  penas  fijas  más  gra- 
ves por  las  fijas  menos  graves,  ó  aun 
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por  las  mayores  temporales  de  prisión 
ó  de  deportación  (degredo); 

2.**  Reducir  las  penas  mayores  tem- 
porales de  prisión  y  de  deportación  á 
dos  años  de  prisión  mayor,  y  la  de  pri- 
sión mayor  celular  á  un  año,  ó  susti- 
tuirlas por  prisión  correccional  no  in- 
ferior á  dieciocho  meses. 

§  único.— Los  Jueces  podrán,  en  los 
términos  de  este  artículo,  y  con  rela- 
ción á  las  penas  fijas  señaladas  en  los 
números  l.^ 2.°, 3" y 4.** de!  art.  55,  sus- 
tituir las  penas  más  graves  por  las  me- 
nos graves,  ó  aun  por  la  de  prisión  ma- 
yor celular  de  dos  á  ocho  años. 

Art.  95.  La  gravedad  de  las  penas 
del  sistema  penitenciario  se  considera, 
en  general,  según  el  siguiente  orden  de 
precedencia: 

1.°  La  pena  establecida  en  el  art.  55, 
número  1.°; 

2.°  La  pena  de  prisión  mayor  celu- 
lar por  ocho  años,  seguida  de  deporta- 
ción por  doce; 

3.^  La  de  prisión  mayor  celular  por 
seis  años,  seguida  de  deportación  por 
diez; 

4.®  La  de  prisión  mayor  celular  por 
cuatro  años,  seguida  de  deportación 
por  ocho; 

5.®    La  de  prisión  mayor  celular; 

6.®    La  de  prisión  correccional. 

Art.  96.  La  gravedad  de  las  penas 
no  comprendidas  en  el  artículo  ante- 
rior se  ajustarán  en  general  al  siguien- 
te orden  ó  escala: 

1.**  La  pena  íija  de  deportación  por 
veintiocho  años  con  prisión  en  el  lugar 
de  la  misma,  por  ocho  á  diez  años; 

2.*^  La  pena  fija  de  deportación,  por 
veinticinco  años; 

3.®  La  pena  fija  de  deportación,  por 
veinte  años; 

4.**  La  pena  fija  de  deportación,  por 
quince  años; 


5.°  La  pena  de  prisión  mayor  tem- 
poral; 

6."    La  de  deportación  temporal; 

7.°    La  de  prisión  correccional. 

Art.  97.  En  los  casos  en  que  la  ley 
imponga  la  pena  inmediatamente  in- 
ferior ó  superior,  se  observará  el  orden 
establecido  en  los  artículos  anteriores, 
salvo  lo  dispuesto  en  el  párrafo  si- 
guiente: 

§  único.— La  pena  de  prisión  correc- 
cional Si.  considerará  inmediatamente 
inferior  á  cualquiera  de  las  penas  de 
prisión  mayor  temporal  ó  de  deporta- 
ción temporal,  y  la  de  deportación  por 
quince  años  como  inmediatamente  su- 
perior á  cualquiera  de  las  penas  tenj- 
porales  de  prisión  mayor  ó  de  deporta- 
ción. 

Art.  98.  La  reducción  de  las  penas 
correccionales  en  los  delitos  tendrá  lu- 
gar sin  que  la  pena  pueda  descender  de 
los  términos  siguientes: 

1.°  La  prisión  correccional  y  la  mul- 
ta á  menos  de  tres  tiías; 

2.'*  El  destierro  y  la  suspensión  de 
empleo  á  menos  de  tres  meses; 

3.**  La  suspensión  del  ejercicio  de 
los  derechos  políticos  á  menos  de  dos 
años. 

§  único.— En  los  casos  señalados  en 
este  artículo  podrá  también,  en  lugar 
de  la  reducción  mencionada,  sustituir- 
se cualquiera  de  las  penas  correccio- 
nales por  la  de  multa;  y  asimismo  po- 
drá aplicarse  únicamente  la  pena  de 
multa  cuando  se  señale  conjuntamen- 
te con  otra. 

Art.  99.  Concurriendo  simultanea- 
mente  circunstar.cias  agoavantes  y  ate- 
nuantes, según  predominen  unas  ú 
otras,  se  atenuará  ó  agravará  la  pena. 
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CAPITULO  III 

De  la  aplicación  de  las  penas  en  los  ca- 
sos de  reincidencia,  sucesión  y  acu- 
mulación de  delitos  y  complicidad,  de- 
lito frustrado  y  tentativa, 

Art.  100.  En  el  caso  de  reincidencia 
se  observará  lo  siguiente: 

l.*^  Si  las  penas  aplicables  fuesen 
las  consignadas  en  el  art.  55,  núme- 
ro 1.^  y  en  alternatiya  la  del  núme- 
ro 1.'*  del  art.  57,  se  aplicará  la  prime- 
ra de  ellas  con  prisión  en  el  lugar  de 
la  deportación  por  doce  años,  y,  en 
alternativa,  la  segunda  con  prisión 
en  el  lugar  de  la  misma  por  veinte 
años; 

2° ,  Si  ía  pena  fuere  la  de  deporta- 
ción por  veinticinco  años,  se  aplicará 
la  misma  pena  con  prisión  en  el  lugar 
de  ésta  por  seis  años; 

3."  Si  la  pena  fuere  la  de  deporta- 
ción por  veinte  años,  se  aplicará  con 
prisión  en  el  lugar  de  la  misma  por  cin- 
co años; 

4.°  Si  la  pena  fuere  la  de  deportación 
por  quince  años,  se  aplicará  la  misma 
pena  con  prisión  en  el  lugar  de  la  de- 
portación por  cuatro  años; 

b.^  Si  la  pena  fuere  la  de  prisión  ma- 
yor temporal  ó  la  de  deportación  tem- 
poral, la  condena  nunca  bajará  de  dos 
-  tercios  de  la  pena  por  la  primera  rein- 
cidencia, y  se  aplicará  el  máximum  de 
la  pena  por  la  segunda. 

Art.  101.  En  el  caso  de  sucesión  de 
delitos,  si  fuere  aplicable  pena  más 
grave  de  la  establecida  en  la  ley  pa- 
ra el  delito  por  el  cual  ya  se  hubiese 
dictado  sentencia  condenatoria  firme, 
se  observarán  las  reglas  estable- 
cidas para  la  reincidencia  en  el  ar- 
tículo anterior  y  en  los    artículos  14 


y  15  de  la  ley  de  1.**  de  Julio  de 
1867  (1). 

§  1.0— Cuando  sea  aplicable  la  misma 
penase  impondrá  en  su  máximum  de 
agravación,  si  fuera  pena  fija,  y  agra- 
vada según  las  reglas  generales,  pero 
nunca  inferior  á  un  tercio  de  su  dura- 
ción máxima,  si  fuere  temporal. 

§  2.®— Siendo  aplicable  pena  más  gra- 
ve, se  aplicará  ésta,  agravándola  según 
las  reglas  generales. 

Art.  102.  La  acumulación  de  delitos 
se  castigará  según  las  siguientes  re- 
glas generales,  aplicables  igualmente 
en  las  penas  del  sistema  penitenciario 
y  en  las  que,  en  alternativa,  les  corres- 
pondan: 

§  I. O— Cuando  concurran  dos  ó  más 
delitos  á  que  sea  aplicable  la  misma 
pena,  se  impondrá  la  inmediatamente 
superior  si  aquélla  fuere  fija,  y  la  mis- 
ma pena,  pero  nuncainferior  á  la  mitad 
de  su  duración  máxima,  si  fuere  tem- 
poral. 

§  2.° — Cuando  sean  aplicables  penas 


(1)  .\rt.  U.  Rn  el  caso  de  reincidencia,  se- 
gún el  art.  85  (•)  del  Código  penal,  si  la  pena 
correspondiente  fuere  cualquiera  de  las  de  pri- 
sión seguida  de  deportación,  se  agravará  sufrien- 
do el  reo  la  mitad  del  tiempo  de  la  deportación 
en  prisión  en  el  lugar  de  ésta. 

Art.  ]  5.  Si  la  pena  aplicable  fuere  la  de  pri- 
sión mayor  celular  de  dos  á  ocho  años,  por  la  pri- 
mera reincidencia  la  condena  no  será  nunca  infe- 
rior á  los  dos  tercios  de  la  pena,  y  por  la  segun- 
da se  aplicará  necesariamente  el  máximum  de  la 
misma. 

(•)  Disponía  este  artículo:  «Hay  reincidencia 
siempre  que  el  delincuente,  condenado  por  sen- 
tencia firme  por  algún  delito,  comete  otro  de  la 
misma  naturaleza  antes  de  los  diez  años  desde  la 
fecha  de  la  condena  y  aunque  la  per.a  le  hubiera 
sido  perdonada. 

§  I."— No  se  aprecia  la  reincidencia  cuando  lo 
haya  sido  por  amnistía  ó  haya  sido  rehabilitado. 

§  2.*— En  las  faltas  el  término  es  de  un  nrio,  y  no 
se  requiere  que  la  segunda  sea  de  la  misma  na- 
turaleza.» (VcHse  el  Jirt.  y5  del  presente  Código.) 
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diversas,  se  impondrá  la  mayor  agra- 
vándose, según  las  leglas  generales, 
atendiendo  á  la  acumulación  de  deli- 
tos. Lo  mismo  se  observará  cuando 
una  de  las  penas  sea  la  del  art.  55,  nú- 
mero 1.**,  ó  en  alternativa  la  del  núme- 
ro 1.**  del  57. 

§3.°— Se  exceptúa  de  lo  dispuesto  en 
este  articulo  y  párrafos  1/  y  2S,  la  pena 
ó  penas  de  mulla,  que  se  acumularán 
con  las  demás. 

Art.  103.  La  pena  correspondiente  á 
los  cómplices  del  delito  consumado  es 
la  misma  que  se  impondría  á  los  auto- 
res del  delito  frustrado. 

La  de  los  cómplices  de  delito  frustra- 
do la  misma  que  la  impuesta  á  les  au- 
tores de  tentativa. 

La  de  los  cómplices  de  tentativa  el 
grado  mínimum  de  la  correspondiente 
á  los  autores  de  aquélla. 

Art.  104.  En  el  caso  de  delito  frustra- 
do se  oljservarán  las  reglas  siguien- 
tes: 

1.*  Cuando  las  penas  aplicables,  su- 
poniendo el  delito  consumado,  sean 
cualesquiera  de  las  fijas  señaladas  en 
los  números  1.^  2.**  y  3.°  del  art.  57,  se 
impondrán  respectivamente  las  penas 
fijas  inmediatamente  inferiores; 

2.'  Siendo  ías  del  núm.  4.**  del  art.  55, 
y  del  núm.  4.**  de?  57,  se  impondrán  res- 
pectivamente las  del  núm.  5.**  del  ar- 
tículo 55  y  núm.  6.**  del  57; 

3.*  Siendo  la  de  prisión  mayor  celu- 
lar de  dos  á  ocho  años,  ó  las  de  prisión 
mayor  temporal  ó  deportación  tempo- 
ral, se  impondrán  respectivamente  las 
mismas  penas,  pero  no  excediendo 
nunca  de  cuatro  años  la  duración  de  la 
primera  de  aquéllas  ni  de  seis  la  de 
cualquiera  de  las  otras  dos. 

Art.  105.  A  los  autores  de  tentativa 
se  aplicará  la  misma  pena  que  corres- 
pondería á  los  autores  del  delito   frus- 


trado, si  únicamente  concurrieren  en  él 
circunstancias  atenuantes. 

CAPÍTULO  IV 

De  la  apUcactón  de  las  penas  en  algunos 
casos  especiales 

Art.  106  El  encubridor  será  casti- 
gado en  los  términos  siguientes: 

1."  Si  al  delito  fuese  aplicable  cual- 
quiera de  las  penas  fijas  establecidas 
en  el  art.  55,  ó,  en  alternativa,  cual- 
quiera de  las  fijas  señaladas  en  el  57,  se 
le  impondrá  la  pena  de  prisión  correc- 
cional; 

2.®  Si  fuere  la  de  prisión  mayor  ce- 
lular, ó,  en  alternativa,  una  de  las  pe- 
nas temporales  de  prisión  mayor  y  de 
deportación,  se  le  impondrá  la  de  pri- 
sión correccional  de  seis  meses  á  tm 
año; 

3.**  Si  la  pena  correspondiente  al  de- 
lito fuese  la  de  prisión  correccional,  se 
le  impondrá  esta  misma,  atenuada,  y 
sin  que  exceda  de  tres  meses. 

Art.  107.  Si  el  delincuente  fuere  me- 
nor de  veinticinco  años  al  tiempo  de 
perpetrar  cualquier  delito,  no  se  le 
impondrán  nunca  penas  más  graves 
que  la  de  prisión  celular  por  seis  años, 
seguida  de  deportación  por  diez,  ó  en 
alternativa,  la  de  deportación  por  vein- 
te años. 

Art.  108.  Si  el  delincuente  tuviese 
menos  de  dieciocho  años  al  cometer  el 
delito,  no  se  le  castigará  nunca  con 
pena  más  grave  á  la  de  prisión  mayor 
celular  por  dos  á  ocho  años,  ó,  en  alter- 
nativa, á  la  de  prisión  mayor,  temporal 
ó  deportación  temporal. 

Art.  109.  Cuando  el  reo  tenga  menos 
de  catorce  años  al  tiempo  de  perpetrar 
el  delito,  se  observará  lo  siguiente: 

1.**    Si  al  delito  fuese  aplicable  cual- 
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quiera  de  las  penas  fijas  establecidas 
en  el  art.  55,  ó,  en  alternativa,  alguna 
de  las  fijas  señaladas  en  el  57,  se  le 
impondrá  la  de  prisión  mayor  celular, 
sin  que  exceda  de  cuatro  años,  ó,  en 
alternativa,  la  de  prisión  mayor  tem- 
poral ó  deportación  temporal  por  el 
tiempo  correspondiente; 

2°  Si  fuere  aplicable  la  de  prisión 
mayor  celular  por  dos  á  ocho  años,  ó, 
en  alternativa,  cualquiera  de  las  penas 
temporales  de  prisión  mayor  y  de  de- 
portación, se  le  impondrán  las  mismas 
reducidas  al  mínimum  ó  la  de  prisión 
correccional. 

Art.  lio.  En  el  caso  de  delito  por  im- 
prudencia (culposo)  nunca  se  aplicarán 
penas  superiores  á  la  de  prisión  correc- 
cional y  multa  correspondiente. 

Art.  111.  Lo  dispuesto  en  el  articulo 
anterior  es  extensivo  á  los  delincuentes 
en  quienes  concurra  alguna  de  las  cir- 
cunstancias señaladas  en  el  art.  50. 

Art.  112.  Las  disposiciones  de  los  ar- 
tículos 100,  101,  102, 103,  104,  105  y  106, 
se  entienden  salvo  los  casos  en  que  la 
ley  señale  penas  especiales. 

CAPÍTULO  V 

De  la  ejecución  de  las  penas, 

Art.  113.  Respecto  de  la  mujer  que 
se  halle  en  cinta  no  se  ejecutará  pena 
alguna  corporal,  excepto  la  de  prisión 
correccional,  hasta  que  haya  pasado 
un  mes  después  del  alumbramiento  (1). 


(1)  El  art.  105  del  Códig'o  español  dispone  que 
no  se  ejecutará  la  pena  de  muerte  ni  se  le  notifi- 
cará la  sentencia  en  que  se  le  imponga  hasta  que 
hayan  transcurrido  cuarenta  días:  concuerda  tam- 
bién este  artículo  con  el  68  del  Códifjo  español 
de  1822,  con  la  ley  11,  tít.  XXXI,  Parí.  VII;  li- 
hro  1,  tít.  V;  ley  18,  libro  XLVIIl,  tít.  XIX,  ley  3." 
del Digcslo, art.  1 1  del  Belga,  cap.  II, párrafo  3."  del 


Art.  114.  Tratándose  de  locos  que 
cometieren  el  delito  en  un  intervalo  lú- 
cido, se  ejecutará  la  sentencia  en  uno 
de  estos  intervalos  (1). 

§  único.— Respecto  de  los  que  sean 
atacados  de  enajenación  después  de 
cometido  el  delito,  se  sobreseerá  el  pro- 
cedimiento de  ejecución,  ó  la  ejecución 
de  la  pena,  hasta  que  recobren  sus  fa- 
cultades intelectuales  (2). 

Art.  115.  La  pena  del  delito  cometido 
durante  el  cumplimiento  de  la  primera 
condenase  ejecutará,  si  el  cumplimien- 
to de  ambas  fuere  compatible,  ya  si- 
multanea ya  sucesivamente,  y,  en  caso 
contrario,  se  agravará  la  pena  mayor. 

Art.  116.  Todas  las  penas  comien- 
zan á  correr  desde  el  día  en  que  queda 
firme  la  sentencia  condenatoria  (3). 

Art.  117.    Las  penas  del  sistema  pe- 
nitenciario se  ejecutarán  de  conformi 
dad  con  las    disposiciones   de  la  ley 
de  l.°de  Julio  de  1867. 

Art.  118.  Si  algún  condenado  á  pri- 
sión con  trabajos  se  negare  á  trabajar 
por  algún  tiempo,  no  se  le  contará  éste 


Sueco^  43  del  Brasil,  iSl  de  Ñapóles,  27  del  /ran- 
ees, 66  del  del  Guatemala,  93  del  español  de  1850  y 
38  del  de  Dinamarca. 

(1)  Á  no  ser  que  hubiere  prescrito  la  pena, 
añade  el  párrafo  1."  del  art.  101  del  español. 

(2)  Dispone  el  art.  101  del  Código  español  que 
en  este  caso  se  suspenda  la  ejecución  tan  sólo  en 
cuanto  á  la  pena  personal,  y  que  se  observe  lo  dis- 
puesto en  el  núm.  1."*,  párrafos  2.°  y  3.°  del  ar- 
tículo 8.",  que  previene  que  se  recluya  al  imbécil 
ó  al  loco  en  un  hospital  destinado  al  efecto,  si  se 
trata  de  un  delito  grave,  y  si  de  menos  grave  ó  lo 
anterior,  ó  que  se  entregue  á  su  familia  si  ésta  die- 
re suficiente  fianza  de  custodia.      , 

(3)  Concuerda  con  el  art.  95  del  portugués  an- 
tiguo, 28  del  español  de  1850,  52  del  napolitano  y 
23  del  francés;  el  Código  belga  cuenta  desde  la 
detención  del  procesado  y  el  194  del  argentino  des- 
de el  día  en  que  se  cometió  el  delito. 
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para  el  cumplimiento  de  la  pena^  y  será 
compelido  al  trabajo  con  las  penas  dis- 
ciplinarías establecidas  por  el  Go- 
bierno. 

Art,  119.  Los  establecimientos  desti- 
nados á  la  ejecución  de  la  pena  de  pri- 
sión con  trabajos  forzados  serán  distin- 
tos de  las  cárceles  en  que  deba  cum- 
plirse la  pena  de  prisión  simple,  y  unos 
y  otras  distintos  de  las  destinadas  para 
el  cumplimiento  de  la  de  prisión  co- 
rreccional y  para  la  prisión  de  los  pro- 
cesados. 

Art.  120.  La  separación  conveniente 
de  los  reclusos  y  la  policía  de  las  prisio- 
nes, así  como  las  penas  disciplinarias 
para  los  reos  que  incurran  en  amena- 
zas, injurias  ó  violencias  contra  sus 
carceleros  ó  sus  sustitutos,  ó  contra 
otros  presos,  ó  que  por  otro  cualquier 
motivo  infrinjan  los  Reglamentos  délas 
prisiones,  se  determinarán  en  los  Re- 
glamentos administrativos  del  Gobier- 
no, salvo  la  acción  en  juicio  que  pueda 
tener  lugar. 

Art.  121.  Si  en  la  ejecución  de  cual- 
quier pena  se  suscitare  algún  incidente 
contencioso,  se  resolverá  por  los  Jueces 
que  hayan  dictado  la  sentencia. 

Art.  122.  Cuando  la  ley  imponga  la 
pena  de  multa,  si  el  delito  fuese  come- 
tido por  varios  correos,  á  cada  uno  de 
ellos  deberá  imponerse  esta  pena,  sal- 
vo los  casos  en  que  la  ley  declare  que 
una  sola  multa  deba  satisfacerse  por 
todos. 

§  1.**— Todos  los  autores  ó  cómplices 
del  mismo  delito  ó  falta  que  sean  con- 
denados á  una  sola  multa  en  una  mis- 
ma sentencia,  sin  que  en  ella  se  expre- 
se la  parte  correspondiente  á  cada  uno, 
responderán  solidariamente  del  pago 
de  aquélla  (1). 

(1)  Concuerda  con  el  art.  26  del  Códig^o  de 
^eufehaíel  y  24  del  de  Berna. 


%  2.^— La  obligación  de  satisfacer  la 
multa  se  transmite  á  los  herederos  del 
condenado  cuando  la  sentencia  conde- 
natoria haya  quedado  ñrme  en  vida  de 
éste. 

§  3.®— A  falta  de  bienes  suficientes  y 
libres  para  el  pago  de  la  multa,  se  sus- 
tituirá ésta  por  prisión  por  el  tiempo 
correspondiente.  Cuando  la  multa  sea 
de  cantidad  fijada  por  la  ley  y  el  con- 
denado no  posea  bienes  suficientes  y 
libres,  se  sustituirá  por  la  pena  de  pri- 
sión á  razón  de  500  reis  diarios  (1). 

Art.  123.  Las  penas  no  producen 
efecto  en  ningún  caso  más  que  en  la 
persona  del  delincuente  (2). 

Art.  124.  Con  relación  á  las  penas 
no  es  admisible  la  transacción  ni  la 
compensación. 

CAPÍTULO  VI 

De  la  extinción  de  la  responsabilidad 
criminal 

Art.  125.  Todo  procedimiento  crimi- 
nal y  toda  pena  se  extinguen,  no  sola- 
mente en  los  casos  previstos  en  el  ar- 
tículo 6.°,  sino  también: 

1.°    Por  la  muerte  del  delincuente, 


(1)  No  podrá  bajar  de  200  francos,  ni  exceder 
dfe  5.000,  dice  el  art.  26  del  Código  de  Friburgo, 
de  3.000  dice  el  43  del  de  Valoi.s,  y  ser  menor  de 
un  franco,  ni  pasar  de  6.000,  dice  el  21  del  de  Vand, 
y  la  prisión  será  á  razón  de  2  francos  diarios  y  no 
podrá  pasar  de  seis  meses.  Según  el  Código  de 
Guntemalaj  no  podrá  exceder  de  3.000  pesos,  ni  de 
l.OOO  liras,  ni  bajar  de  una  según  el  art.  19  y  24 
del  italiano. 

(2)  Concuerda  con  el  art.  21  del  de  la  Baja  Ca^ 
lifornia,  26  del  portugués  de  1852,  49  del  de  Ba- 
viera  y  1.°  del  de  Guanajuato,  26  y  21  del  de  Méji- 
coj  2.' del  de  Voracruz,  32  del  de  Yucatán  y  38  del 
Estado  de  Hidalgo. 


574 


INSTITUCIONES  JURÍDICAS   Y  POLÍTICAS 


salvo  lo  dispuesto  en  el  art.  122,  párra- 
fo 2.«; 

2.**  Por  la  prescripción,  aunque  no 
sea  alegada  por  el  reo,  ó  ésle  conserve 
cualquier  objeto  por  efecto  del  delito; 

3.*^    Por  la  amnistía; 

4.**  Por  el  perdón  de  la  parte  ofendi- 
da, cuando  tenga  lugar  (1). 

§  1.°— La  muerte  del  criminal  y  la 
amnistía  no  perjudican  la  acción  civil 
por  daños  y  perjuicios,  ni  tienen  efecto 
retroactivo  por  lo  que  respecta  á  los 
derechos  legítimamente  adquiridos  por 
un  tercero. 

§  2.°— El  procedimiento  judicial  cri- 
minal prescribe  á  los  quince  años  si  al 
delito  fuere  aplicable  pena  de  las  ma- 
yores; pasados  cinco  años,  si  se  casti- 
gase con  pena  correccional,  y  pasado 
un  año,  si  fuere  aplicable  pena  que  co- 
rresponda á  la  jurisdicción  del  Juez  de 
derecho  en  materia  correccional. 

§  3.°— Si  para  incoar  el  procedimien- 
to criminal  fuere  indispensable  la  que- 
rella del  ofendido  ó  de  sus  parientes, 
prescribirá  este  derecho  de  querella  á 
los  dos  años  si  al  delito  correspondiere 
pena  de  las  mayores,  y  pasado  un  año 
si  la  pena  aplicable  al  delito  fuese  co- 
rreccional. 

§  4."— La  prescripción  de  que  tratan 
los  párrafos  anteriores  se  cuenta  siem- 
pre desde  el  día  en  que  se  cometió  el 
delito  ó  desde  el  último  acto  judicial 
relativo  al  mismo. 

§  5.*^— Los  edictos  interesando  la  cap- 
tura del  delincuente  que  no  se  halle 

(1}  Concuerda  cou  el  arl.  86  del  Código  belga, 
85  del  italiano,  1 19  y  122  del  portugués  de  1852,  ca- 
pítulo V,  párrafo  13,  del  8ueco,  138 del  báraro,  76 
del  áe.Fribiirgo,  132  del  espafiol,  84  del  de  Gua- 
temala, "78  del  de  Dinamarca^  253  del  de  la 
Baja  California,  113  del  de  Guanajuato,  255  del 
Kstado  de  Hidalgo,  200  y  201  del  de  Campeche, 
20"  del  de  Méjico  y  9íJ  de  Chile. 


preso  ni  en  libertad  bajo  fianza,  no  se 
reputan  actos  judiciales  para  los  efec- 
tos del  párrafo  anterior. 

§  (>.^— Las  penas  mayores  prescriben 
á  los  veinte  años,  las  correccionales  á 
los  diez  años  y  las  penas  correspon- 
dientes á  faltas  al  año. 

§  7.°— La  prescripción  se  cuenta,  para 
el  efecto  de  lo  que  dispone  el  párra- 
fo 6.°,  desde  el  día  en  que  queda  firme 
la  sentencia  condenatoria;  pero  si  se 
evadiese  el  condenado  después  de  es- 
tar cumpliendo  la  pena,  se  cuenta  des- 
de el  día  de  la  evasión. 

§  8."— No  corre  prescripción  alguna 
en  tanto  que  no  queda  firme  la  sen- 
tencia correspondiente. 

§  9.°— Acerca  de  la  acción  civil  resul- 
tante del  delito  se  observará,  en  lo  que 
sea  aplicable,  lo  dispuesto  en  los  pá- 
rrafos 2.°,  3.°,  4."  y  8."  de  este  artículo, 
si  hubiera  sido  acumulada  con  la  cri- 
minal, pero  en  todos  los  demás  casos 
prescribirá,  así  como  la  restitución  ó 
reparación  civil  decretada  por  senten- 
cia firme  en  lo  criminal,  según  las  re- 
glas de  derecho  civil. 

§  10.— Aquel  á  quien  haya  aprovecha- 
do la  prescripción  de  la  pena  no  podrá 
residir  en  la  comarca  en  que  resida  el 
ofendido,  ó,  si  éste  hubiere  muerto,  su 
cónyuge  sobreviviente,  ascendientes  ó 
descendientes,  siempre  que  no  haya 
transcurrido  después  de  la  prescrip- 
ción tanto  tiempo  como  el  fijado  en  la 
ley  para  esa  prescripción. 

§  IL— El  perdón  de  la  parte  ofendida 
sólo  extingue  la  responsabilidad  crimi- 
nal del  reo  cuando  no  se  incoa  procedi- 
miento criminal  sin  denuncia  6  sin  acu- 
f^ación  paiticular,  salvo  los  casos  espe- 
ciales previstos  en  la  ley,  y  para  que 
produzca  efecto  es  necesario  que  la 
parte  esté  autorizada  legalmente,  si 
fuere  menor  no  emancipado. 
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Art.  126.    También  concluye  la  pena: 

1.**    Por  sa  cumplimiento; 

2.®    Por  el  indulto  (perdáo  real)] 

3.**    Por  la  rehabilitación. 

§  1.**— Se  reputa  cumplida  la  pena 
cuando  el  condenado  la  ha  expiado  por 
el  tiempo  impuesto  en  la  sentencia  con- 
denatoria y  en  la  forma  señalada  en  la 
ley. 

§  2.*'— El  indulto  podrá  comprender  el 
perdón  total  ó  parcial  de  la  pena. 

§  3.*— La  extinción  parcial  de  la  pena 
impuesta  en  la  sentencia  se  verifíca 
en  los  términos  del  párrafo  anterior 
por  alguno  de  los  modos  siguientes: 

1.®  Reduciendo  la  pena  impuesta  en 
la  sentencia; 

2.**  Sustituyéndola  por  otra  menos 
grave  y  de  duración  igual  ó  menor  á  la 
de  la  parte  de  la  pena  no  cumplida. 

§  4.**— La  aceptación  del  indulto  es 
obligatoria  para  el  condenado,  salvo 
los  incidentes  contenciosos  que  so  fun- 
den en  la  inobservancia  de  las  disposi- 
ciones del  párrafo  anterior. 

§  5.*'— La  rehabilitación,  que  consiste 
en  la  reintegración  del  condenado  de- 
clarado inocente  como  resultado  de  la 
revisión  extraordinaria  de  la  sentencia 
condenatoria  en  su  estado  de  derecho 
anterior  á  la  sentencia,  se  deducirá  in- 
mediatamente de  la  sentencia  de  revi- 
sión tan  luego  como  ésta  quede  firme. 

§  6.°— La  sentencia  absolutoria  de 
revisión  arbitrará  al  rehabilitado  (si 
éste  lo  exigiere)  la  justa  indemniza- 
ción del  perjuicio  sufrido  con  el  cumpli- 
miento de  la  pena  si  ésta  no  fuere  la 
de  multa.   Si  fuere  ésta  v  se  hubiese 


cumplido,  ordenará  su  restitución. 
Tanto  esta  restitución  como  aquella 
indemnización  incumben  al  Estado. 

§  T.'^—La  sentencia  absolutoria  de 
revisión  se  publicará  en  el  Diario  del 
Gobierno  por  tres  días  consecutivos,  y 
se  fijará  á  la  puerta  del  Tribunal  del 
territorio  del  domicilio  ó  residencia  del 
rehabilitado  y  á  la  del  Tribunal  sen- 
tenciador. 

Art.  127.  La  imputación  y  gradua- 
ción de  la  responsabilidad  civil  conexa 
con  los  hechos  criminosos  se  regirán 
por  el  Código  civil. 

Art.  128.  Ningún  reo  será  obligado 
al  pago  de  costas  en  causa  criminal 
siendo  absuelto,  ni  le  será  exigido 
siendo  condenado,  sin  que  quede  firme 
la  sentencia. 

TtTULO  rv 

DISPOSICIONES  TRANSITORIAS 

Art.  129.  La  condena  en  alternativa 
impone  á  los  reos  que  sean  condenados 
antes  de  estar  en  completa  ejecución 
el  sistema  penitenciario,  la  obligación 
de  cumplir  en  su  totalidad  cualquiera 
de  las  penas  impuestas  alternativa- 
mente en  la  sentencia. 

§  único.— En  tanto  que  no  se  halle  en 
completa  ejecución  el  sistema  peniten- 
ciario, serán  aplicables  á  los  reos  en 
las  respectivas  sentencias  condenato- 
rias las  penas  de  que  trata  el  art.  55; 
pero  en  dichas  sentencias  se  les  con- 
denará también,  en  alternativa,  á  las 
penas  correspondientes  del  art.  57. 


LIBRO  SEGUNDO 


DE    LAS    DIVERSAS    ESPECIES    DE    DELITOS 


TÍTULO  PRIMERO 

DE  LOS  DELITOS  CONTRA  LA  RELIGIÓN 
DEL  REINO  Y  DE  LOS  COMETIDOS  POR 
ABUSO   DE  FUNCIONES   ECLESIÁSTICAS 

CAPÍTULO  PRIMERO 

De  ¿os  delitos  contra  la  religión  del 
Reino 

Art.  130.  El  que  faltare  al  respeto  á 
la  religión  del  Reino,  católica,  apostó- 
lica, romana,  será  condenado  á  la  pena 
de  prisión  correccional  de  uno  á  dos 
años,  y  á  la  de  multa,  conforme  á  su 
haber,  de  tres  meses  á  tres  años,  en 
cada  uno  de  los  casos  siguientes: 

1."  Injuriando  la  misma  religión  pú- 
blicamente en  cualquier  dogma,  acto  ú 
objeto  de  su  culto,  con  hechos  ó  pala- 
bras ó  por  escrito  publicada ú  otro  me- 
dio de  publicidad; 

2,^  Intentando  por  los  mismos  me- 
dios propagar  doctrinas  contrarias  á 
los  dogmas  católicos  definidos  por  la 
Iglesia; 

3.*^  Intentando  por  cualquier  medio 
hacer  prosélitos  ó  conversiones  á  reli- 
gión distinta  ó  secta  reprobada  por  la 
Iglesia; 

4.**    Celebrando  actos  públicos  de  un 


culto  que  no  sea  el  de  la  religión  cató- 
lica. 

§  1.®— Si  el  criminal  fuere  extranjero, 
en  estos  casos  se  sustituirán  las  penas 
de  prisión  y  de  multa  por  la  de  ex- 
pulsión del  Reino  hasta  por  doce  años. 

§  2.**— Si  únicamente  se  hubiesen  co- 
metido faltas  de  respeto,  ó  las  palabras 
injuriosas  ó  blasfemias  fueren  proferi- 
das de  viva  voz  en  público,  pero  sin  in- 
tención de  escarnecer  ó  ultrajar  la  re- 
ligión del  Reino,  ni  de  propagar  doc- 
trinas contrarias  á  sus  dogmas,  se  apli- 
cará solamente  la  pena  de  reprensión, 
pudiendo  añadirse  la  de  tres  á  quince 
días  de  arresto. 

§  3.**— Si  la  injuria  consistiere  en  el 
desacato  y  profanación  de  las  Sagra- 
das Formas  de  la  Eucaristía,  la  pena 
será  la  de  dos  á  ocho  años  de  prisión 
mayor  celular,  ó  en  alternativa,  la  de 
prisión  mayor  temporal. 

Art.  131.  La  misma  pena  se  aplicará 
á  aquel  que  por  actos  de  violencia  per- 
turbe ó  trate  de  impedir  el  ejercicio  del 
culto  público  de  la  religión  del   Reino. 

Art.  132.  La  injuria  y  ofensa  profe- 
ridas contra  un  Ministro  de  la  religión 
del  Reino,  en  el  ejercicio  ó  con  ocasión 
del  ejercicio  de  sus  funciones,  se  casti- 
garán con  las  penas  que  se  imponen  á 
los  mismos  delitos  cometidos  contra 
las  Autoridades  públicas. 
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Art.  133.  El  que  por  actos  de  violen- 
cía  ó  amenazas  impida  ó  moleste  á 
otro  en  el  ejercicio  del  culto  de  la  reli- 
gión del  Reino,  será  condenado  á  pri- 
sión hasta  seis  meses,  salvo  si  tiubiere 
incurrido  en  pena  ma^^or  por  la  vio- 
lencia. 

Art.  134.  El  que  fingiéndose  Minis- 
tro de  la  religión  del  Reino,  ejerza  cua- 
lesquiera actos  de  la  misma,  que  sola- 
mente puedan  ser  practicados  por  sus 
Ministros,  incurrirá  en  la  pena  de  dos 
áocho  años  de  prisión  mayor  celular 
ó  en  alternativa,  en  la  de  deportación 
temporal. 

Art.  135.  Todo  portugués  que,  pro-, 
fesando  la  religión  del  Reino,  faltp.se  al 
respeto  á  la  misma  religión,  apostatan- 
do ó  renunciando  á  ella  públicamente, 
será  condenado  á  lapena  fija  de  suspen- 
sión de  ios  derechos  políticos  por  vein- 
te años. 

§  1.°— Si  el  delincuente  fuere  Clérigo 
de  órdenes  sagradas,  será  expulsado 
del  Reino  ilimitadamente. 

§  2.°— Estas  penas  cesarán  tan  pron- 
to como  los  criminales  vuelvan  á  en- 
trar de  nuevo  en  el  gremio  de  la  Iglesia. 

CAPÍTULO  II 

De  los  delitos  cometidos  por  abusos  de 
funciones  eclesiásticas 

Art,  136.  Todo  Ministro  eclesiástico 
que  se  sirva  de  sus  funciones  para  al- 
gún fin  temporal  reprobado  por  las  le- 
yes del  Reino,  será  condenado  á  pri- 
sión correccional  y  multa  de  un  mes  á 
tres  años  de  su  sueldo. 

§  1.°— El  que  abuse  de  sus  funciones 
eclesiásticas,  si  el  abuso  consistiere  en 
la  revelación  de  secreto  sacramental  ó 
en  seducción  de  persona  penitente  suya 
para  fin  deshonesto,  será  condenado  á 
Tumo  VIL— Isstitücionbjj  jueídicaéj. 


la  pena  de  prisión  ma3'or  celular  por 
cuatro  años,  seguida  de  deportación 
por  ocho,  ó,  en  alternativa,  á  la  fija  de 
deportación  por  quince  años. 

§  2.**— Si  el  abuso  consistiere  en  pro- 
ceder ó  mandar  proceder  á  la  celebra- 
ción del  matrimonio,  sin  que  hayan  te- 
nido lugar  previamente  las  formalida- 
des exigidas  por  las  leyes  civiles,  será 
condenado  á  prisión  correccional  de 
uno  á  dos  años  y  multa  de  un  mes'á  un 
año  de  sueldo. 

Art.  137.  Todo  Ministro  eclesiástico 
que,  en  el  ejercicio  de  sus  funciones, 
en  sermón  ó  cualquier  discurso  públi- 
co, verbal  ó  escrito,  publicado,  injuriare 
á  cualquier  Autoridad  pública  ó  ataca- 
se alguno  de  sus  actos  ó  la  forma  de 
gobierno  ó  las  leyes  del  Reino,  ó  nega- 
re ó  pusiere  en  duda  los  derechos  de  la 
Corona  acerca  de  materias  eclesiásti- 
cas ó  provocase  á  cualquier  delito,  será 
castigado  con  la  pena  de  uno  á  dos  años 
de  prisión  y  multa  de  tres  meses  á  tres 
años  de  su  sueldo. 

Art.  138.  Será  condenado  á  la  pena 
de  multa,  según  su  haber,  de  uno  á 
tres  años,  el  Ministro  de  la  religión  del 
Reino  que  abusare  de  sus  funciones: 

1.°  No  dando  debido  cumplimiento  á 
las  decisiones  con  autoridad  de  cosa 
juzgada  de  los  Tribunales  civiles  en 
los  recursos  de  la  Corona; 

2.®  Ejecutando  bulas  ú  otras  dispo- 
siciones de  la  Curia  Romana  sin  ha- 
ber obtenido  el  rerjium  exequátur  (bene- 
plácito regio)  en  la  forma  prevenida 
por  las  leyes  del  Reino,  salvo  en  los 
casos  en  que  este  delito,  por  sus  cir- 
cunstancias, tenga  carácter  más  grave. 

Art.  139.  La  pena  de  tres  meses  á 
dos  años  de  prisión  se  impondrá  á  cual- 
quier Ministro  de  la  religión  del  Reino 
que  cometa  alguno  de  los  delitos  si- 
guientes: 
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1.**  Si  hallándose  legalmonte  inhabi- 
litado para  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes ó  alguna  de  ellas,  las  ejerciere; 

2.®  Si  se  negare,  sin  motivo  legiti- 
mo, á  administrar  los  Sacramentos  ó 
practicar  cualquier  acto  de  su  minis- 
terio. 

Art.  110.  Toda  persona  que,  contra 
la  prohibición  de  la  ley,  ingrese  como 
miembro  de  alguna  sociedad  ó  comu- 
nidad religiosa  autorizada  por  la  ley  ó 
por  el  Gobierno,  ó  que  admita  ó  concu- 
rra á  la  admisión  de  alguien,  con  vio- 
lación do  lo  prevenido  en  la  ley,  será 
condenada  á  la  pena  de  multa  de  un 
mes  á  un  año  de  sueldo,  según  su 
haber. 

TÍTULO  II 

DE  LOS    DEUTOS    CONTRA     LA   SEGURIDAD 
DEL  ESTADO 

CAPÍTULO  PRIMERO 

De  los  delitos  contra  la  seguridad  exte- 
rior del  Estado 

Art.  141.  El  portugués  que,  bajo  las 
banderas  de  una  Nación  extranjera 
enemiga  tomase  las  armas  contra,  su 
patria,  incurrirá  en  la  pena  de  prisión 
mayor  celular  por  ocho  aííos,  seguida 
de  deportación  por  veinte,  con  prisión 
en  el  lugar  de  la  deportación  hasta  dos 
años,  ó  sin  ella,  según  estimase  el  Juez, 
ó,  en  alternativa,  en  la  pena  fija  de  de- 
portación por  veintiocho  años  con  pri- 
sión en  el  lugar  de  la  misma  por  ocho 
á  diez  años. 

§  único.— Si  antes  de  la  declaración 
de  la  guerra  el  delincuente  estuviese 
al  servicio  de  la  Nación  enemiga  con 
autorización  del  Gobierno,  la  pena  será 
la  de  prisión  mayor  celular  por  seis 


años,  seguidadediez  de  deportación,  ó, 
en  alternativa,  la  fija  de  deportación 
por  veinte  años. 

Art.  142.  Todo  portp  jués  que  se  con- 
cierte con  cualquier  Potencia  extranje- 
ra para  declarar  la  guerra  á  Portugal, 
ó  que  la  induzca  ó  trate  de  inducir 
para  este  fin,  manteniendo  con  ella  ó 
con  sus  agentes  comunicaciones  ver- 
bales ó  por  escrito,  entrando  en  nego- 
ciaciones, tramando  maquinaciones 
(enredos),  ó  procurando  preparar  los 
medios  por  cualquier  hecho,  será 
condenado  si  la  guerra  ó  las  hostili- 
dades se  declarasen,  á  la  pena  de  pri- 
sión mayor  celular  por  seis  años,  segui- 
da de  diez  de  deportación,  ó,  en  alter- 
nativa, á  la  fija  de  deportación  por  vein- 
te años;  y  si  la  guerra  no  se  declarase, 
á  la  de  prisión  mayor  celular  por  cua- 
tro años,  seguida  de  deportación  por 
ocho,  ó,  en  alternativa,  á  la  fija  de  de- 
portación por  quince. 

Art.  143.  El  portugués  que  ayude  ó 
intente  ayudar  á  una  Potencia  extran- 
jera enemiga  en  la  ejecución  de  medi- 
das hostiles  al  Estado,  teniendo  con 
ella  ó  con  sus  agentes,  ya  directamen- 
te, ya  por  medio  de  intermediario,  co- 
rrespondencia con  objeto  de  facilitar 
esa  ejecución,  ó  empleando  cuales- 
quiera otros  medios  ó  practicando  he- 
chos encaminados  á  este  fin,  será  con- 
denado á  la  pena  de  prisión  mayor  ce- 
lular por  seis  años,  seguida  de  depor- 
tación por  diez,  ó,  en  alternativa,  á  la 
pena  fija  de  deportación  por  veinte 
años. 

§  único.  -  En  cualquiera  de  los  casos 
previstos  en  este  artículo  y  en  el  ante- 
rior, sucediéndose  la  guerra  ó  las  hos- 
tilidades, si  el  delincuente  fuese  Minis- 
tro de  Estado,  corrompido  por  dádivas 
ó  promesas,  ó  Agente  diplomático,  en- 
cargado por  razón  de  su  cargo  de  ne- 
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gocios  con  la  misma  Potencia  extran- 
jera, corrompido  de  igual  modo,  será 
condenado  á  ocho  años  de  prisión  ma- 
yor celular,  seguida  de  deportación  por 
veinte  años  con  prisión  en  el  lugar  de 
la  deportación  hasta  dos  años,  ó  sin 
ella,  según  estimase  el  Juez,  ó,  en  al- 
ternativa, á  la  pena  fija  de  deportación 
por  veintiocho  años,  con  prisión  por 
ocho  á  diez  en  el  lugar  de  la  misma. 

Art.  144.  El  portugués  que  conspire 
contra  la  seguridad  exterior  del  Estado 
concertándose  con  otra  ú  otras  perso- 
nas y  fijando  su  resolución  de  cometer 
cualquiera  de  los  delitos  declarados  en 
los  dos  artículos  anteriores,  será  con- 
denado, si  la  conspiración  fuere  segui- 
da de  algún  acto  preparatorio  de  eje- 
cución, á  la  pena  de  prisión  mayor  ce- 
lular por  cuatro  años,  seguida  de  ocho 
de  deportación,  ó,  en  alternativa,  á  la 
pena  fija  de  deportación  por  quince 
años. 

§  único.— Si  no  fuere  seguida  de  acto 
preparatorio  de  ejecución,  será  conde- 
nado á  prisión  mayor  celular  de  dos  á 
ocho  años,  ó,  en  alternativa,  á  la  de 
deportación  temporal. 

Art.  145.  Todo  portugués  que,  con 
cualquiera  subdito  de  Potencia  enemi- 
ga, sostenga  correspondencia  prohibi- 
da por  la  ley  ó  por  el  Gobierno  sin  que 
su  objeto  sea  el  declarado  en  el  ar- 
tículo 143,  y  en  ella  envolviere  algún 
informe  ó  revelación  perjudicial  á  los 
intereses  del  Estado,  ó  que  pueda  apro- 
vechar á  los  proyectos  hostiles  del  ene- 
migo, será  castigado  con  la  pena  de 
prisión  correccional  de  seis  meses  á 
dos  años. 

§  único.— La  violación  de  la  prohibi- 
ción, no  concurriendo  la  referida  cir- 
cunstancia, sorá  castigada  con  prisión 
hasta  seis  meses  y  multa  hasta  de  un 
mes  de  haber. 


Art.  146.  Todo  portugués  que,  sin 
autorización  del  Gobierno,  se  pase  á 
una  Nación  enemiga,  ya  abandonando 
el  territorio  portugués,  ya  saliendo  con 
este  objeto  voluntarianfente  de  terri- 
torio extranjero,  sin  que  á  pesar  de 
esto  ayude  ó  trate  de  ayudar  de  cual- 
quier modo  al  enemigo  en  la  guerra 
contra  su  patria,  será  condenado  á  pri- 
sión correccional  de  uno  á  dos  años  y 
multa  de  un  mes  á  un  año  de  su  haber. 

§  único.— La  tentativa  de  este  delito, 
hallándose  el  delincuente  en  territorio 
portugués,  será  castigada  según  las 
reglas  generales. 

Art.  147.  El  portugués  que  hallán- 
dose antes  de  la  declaración  de  la  gue- 
rra al  servicio  de  la  Nación  enemiga, 
con  autorización  ó  sin  ella  del  Gobier- 
no, continuare  al  servicio  de  la  misma 
una  vez  declarada  la  guerra,  será  con- 
denado á  la  pena  de  expulsión  del  Rei- 
no por  tiempo  ilimitado. 

Art.  148.  El  portugués  que  por  cual- 
quier acto  no  autorizado  por  el  Gobier- 
no exponga  al  Estado  á  una  declara- 
ción de  guerra  ó  á  los  portugueses  á 
represalias  por  parte  dé  una  Potencia 
extranjera,  será  condenado,  si  siguie- 
ran la  guerra  ó  las  represalias,  á  pri- 
sión mayor  celular  de  dos  á  ocho  años, 
ó,  en  alternativa,  á  deportación  tem- 
poral, y  en  caso  contrario,  á  prisión 
correccional  de  uno  á  dos  años,  salvo 
la  pena  más  grave  en  que  pueda  haber 
incurrido  si  el  hecho  practicado  fuere 
así  castigado  por  la  ley. 

Art.  149.  El  portugués  que  hospede 
ó  haga  hospedar  á  cualquier  espía  ene- 
migo, teniéndole  por  tal,  será  condena- 
do á  la  pena  de  prisión  mayor  celular 
por  seis  años,  Sí^guida  de  diez  de  depor- 
tación, ó,  en  alternativa,  á  la  pona  fija 
de  deportación  por  veinte  años. 

Art.  150.    En  las  mismas  penas  incu- 
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rrirán  los  extranjeros  que  se  hallen  al 
servicio  de  Portugal  si  cometieren  al- 
guno de  los  delitos  señalados  en  los  ar- 
tículos anteriores. 

Art.  151.  Salvas  las  disposiciones 
especiales  de  las  leyes  militares  sobre 
el  espionaje  en  los  campamentos  y  pla- 
zas de  guerra^  y  salvo  lo  que  se  halla 
establecido  por  derecho  internacional 
acerca  de  los  Ministros  diplomáticos, 
todo  extranjero  residente  en  territo- 
rio portugués  que  cometa  el  delito  pre- 
visto en  el  art.  143  ó  el  de  conjuración 
para  el  mismo,  ó  los  delitos  señalados 
en  los  artículos  145  y  149,  será  conde- 
nado á  la  pena  inmediatamente  infe- 
rior á  la  señalada  en  cada  uno  de  di- 
chos artículos. 

CAPÍTULO  II 

De  los  delitos  contra  los  intereses  del 
Estado  en  relación  con  las  Naciones 
extranjeras, 

Art.  152.  El  que,  ejerciendo  funcio- 
nes oficiales  relativas  á  negocios  con 
Potencia  extranjera,  abuse  de  sus  fun- 
ciones, ofendiendo  ó  dando  motivo  á 
que  sea  ofendida  la  dignidad,  la  fe  ó 
los  intereses  de  la  Nación  portuguesa 
ó  tomando  cualesquiera  compromisos 
en  nombre  del  Gobierno  ó  de  la  Nación, 
para  los  que  no  se  halle  debidamente' 
autorizado,  será  con.lenado  á  la  pena 
de  dos  á  ocho  años  de  prisión  mayor 
celular,  ó,  en  alternativa,  á  la  de  de- 
portación temporal. 

Art.  153.  El  portugués  que  revele  á 
cualquier  Potencia  extranjera,  amiga  ó 
neutra!,  el  secreto  de  cualquier  nego- 
ciación ó  expedición,  ó  le  entregue  los 
planos  de  cualesquiera  medios  de  de- 
fensa del  Estado,  hallándose,  por  ra- 
zón de  sus  funciones,  instruido  oficial- 


mente de  ese  secreto  ó  encargado  del 
depósito  de  esos  planos,  ó  estando  en 
posesión  de  ellos  por  medios  ilícitos, 
será  condenado  á  la  pena  de  dos  á 
ocho  años  de  prisión  mayor  celular,  ó, 
en  alternativa,  á  prisión  mayor  tempo- 
T»al,  y  multa,  en  ambos  casos,  conforme 
á  su  haber,  de  uno  á  tres  años. 

Art.  154.  Incurrirá  en  la  pena  de  pri- 
sión correccional  y  multa  correspon- 
diente: 

1.**  El  que  maliciosamente  arranque 
ó  por  cualquier  medio  suprima  mojo- 
nes, valizas  ú  otras  señales  que  indi- 
quen los  límites  del  territorio  portu- 
gués; 

2°  El  que,  siendo  portugués  y  vio- 
lando las  leyes,  decretos  ó  Reglamen- 
tos, se  pase  en  tiempo  de  guerra  á 
país  extranjero,  neutral,  ó  amigo,  cuan- 
do la  pena  de  prisión  correccional  no 
deba  exceder  de  un  año.  Si  no  fuera 
en  tiempo  de  guerra,  la  pena  aplicable 
será  la  de  multa  hasta  seis  meses. 

§  único.— Lo  dispuesto  en  el  núme- 
ro 2."  de  este  artículo  es  aplicable  so- 
lamente al  caso  de  no  haber  lugar,  por 
disposición  especial,  á  pena  más  grave. 

Art.  155.  El  portugués  que  se  natu- 
ralice en  país  extranjero  ó  que  acepte 
condecoración  ó  empleo  de  una  Poten- 
cia extranjera,  sin  autorización  del  Go- 
bierno, será  condenado  á  la  pena  fija  de 
suspensión  de  los  derechos  políticos 
por  veinte  años. 

§  1.*^— 8¡  aceptare  el  servicio,  sin  au- 
torización del  Gobierno,  en  nave  de 
guerra  ó  mercante  extranjeras,  ade- 
más de  esta  pena  incurrirá  en  la  de 
prisión  correccional. 

§  2."— Si  estando  ausente  del  territo- 
rio portugués  entrase  al  servicio  de 
alguna  nave  mercante  extranjera,  dan- 
do parte  al  Agente  consular  portugués 
correspondiente  cesará  la  disposición 
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df»I  párrafo  anterior,  si  después  de  ha- 
ber podido  obtener  autorización  del 
Gobierno  dejare  el  servicio. 

Art.  156.  El  que,  sin  autorización 
del  Gobierno,  reclutare  ó  hiciere  reclu- 
tar,  asalariare  ó  hiciere  asalariar  gen- 
te para  el  servicio  militar  ó  naval  ex- 
tranjero, ó  procurase  armas,  barcos 
ó  municiones  para  este  fin,  será  con- 
denado al  máximum  de  la  pena  de  pri- 
sión correccional  y  al  de  la  multa. 

§  único.— Si  el  delincuente  fuese  ex- 
tranjero, será  expulsado  del  Reino  por 
tres  años  hasta  doce. 

Art.  157.  Incurrirá  en  la  pena  de 
destitución  ó  suspensión,  según  las 
circunstancias,  y  en  la  de  prisión  co- 
rreccional y  multa  hasta  seis  meses  de 
su  haber,  cualquier  Agente  diplomático 
que  no  preste  la  protección  ordenada 
por  las  leyes  al  portugués  residente 
en  país  extranjero. 

Art.  158.  Los  delitos  de  prolonga- 
ción ilegal  de  funciones  ó  de  abandono 
de  empleo  negándose  á  continuar  las 
respectivas,  que  sean  cometidos  por  un 
Agente  diplomático,  se  castigarán  con 
la  pena  fija  de  suspensión  de  los  de- . 
rechos  políticos  por  veinte  años,  ade- 
más de  las  generalmente  señaladas  á 
estos  delitos. 

Art.  159.  El  que  cometiere  de  hecho 
cualquier  ofensa  contra  una  persona 
real  extranjera,  residente  en  Portugal, 
ó  contra  la  persona  de  cualquier  diplo- 
mático extranjero,  ó  de  su  familia,  ó 
violen  su  domicilio  ó  las  preeminencias 
de  que  goza,  según  el  derecho  público 
de  las  Naciones,  ó  atente  contra  la  se- 
guridad de  los  enviados  ó  de  cualquier 
delegado,  ó  dol  que  goce  de  salvocon- 
ducto, será  castigado  con  el  máximum 
de  la  pena  correspondiente  al  delito  co- 
metido. 

Art.  160.     El  que  ofpnda  públicamen- 


te por  medio  de  palabras,  escrito  ó  di- 
seño publicados,  ú  otro  medio  de  pu- 
blicación, á  un  Soberano  ó  Jefe  de  Na- 
ción extranjera,  será  condenado  á  la 
pena  de  prisión  correccional  hasta  seis 
meses  y  multa  hasta  un  mes  de  su 
haber. 

Art.  161.  El  portugués  que,  teniendo 
el  mando  de  alguna  nave  de  guerra 
extranjera,  con  autorización  del  Go- 
bierno portugués,  hostilice  en  tiempo 
de  paz  á  alguna  nave  portuguesa,  será 
condenado  á  la  pena  de  dos  á  ocho  años 
de  prisión  mayor  celular,  ó,  en  alter- 
nativa, á  la  de  prisión  mayor  temporal, 
y  en  ambos  casos  al  máximum  de  la 
de  multa. 

§  único.— Si  el  mando  lo  tuviese  sin 
autorización  del  Gobierno  portugués  é 
incurriere  en  este  delito,  será  castigado 
con  la  pena  de  seis  años  de  prisión 
mayor  celular,  seguida  de  diez  de  de- 
portación, ó,  en  alternativa,  con  la  fija 
de  deportación  por  veinte  años,  y  en 
ambos  casos  con  el  máximum  de  la 
multa,  salvo  si  con  tales  hostilidades- 
cometiere  delito  castigado  con  pena 
más  grave. 

Art.  162.  El  que  incurra  en  respon- 
sabilidad por  el  delito  de  piratería  man- 
dando una  nave  armada  y  recorriendo 
el  mar  sin  comisión  de  ningún  Prínci- 
pe ó  Estado  soberano  con  objeto  de  co- 
meter robos  ú  otras  violencias,  será 
condenado  á  la  pena  de  ocho  años  de 
prisión  mayor  celular,  seguida  de  doce 
de  deportación,  ó,  en  alternativa,  á  la 
fija  de  deportación  por  veinticinco 
años,  y  en  uno  y  otro  caso  al  máximum 
de  la  multa. 

§  l.°— Si  de  tales  violencias  resultare 
la  muerte  de  alguna  persona,  será  con- 
denado á  prisión  mayor  celular  por 
ocho  años,  seguida  do  veinte  de  depor- 
tación, con  prisión   en  el  lugar  de  la 
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misma  hasta  dos  años,  ó  sin  ella,  se- 
gún estime  el  Juez,  ó,  en  alternativa,  á 
la  pena  fija  de  deportación  por  veinti- 
ocho años,  con  prisión  en  el  lugar  de  és- 
ta de  ocho  á  diez  años. 

§  2.**— Las  personas  que,  con  conoci- 
miento del  delito,  formen  parte  de  la 
tripulación,  serán  condenadas  áocho 
años  de  prisión  mayor  celular,  seguida 
de  doce  de  deportación,  ó,  en  alternaii- 
va,  á  la  fija  de  veinticinco  años  de  de- 
portación. 

§  3.°— En  todos  los  casos  en  que  leyes 
especiales  consideren  algún  hecho  co- 
mo constitutivo  del  delito  de  piratería, 
se  observarán  sus  disposiciones. 

CAPÍTULO  III 

De  los  delitos  contra  la  seguridad  inte- 
rior del  Estado 

Sección  primera 

Atentado  y  ofensas  contra  el  Rey  y  su  familia 

Art.  163.  El  atentado  contra  la  vida 
del  Rey  ó  Reina  reinantes  ó  del  sucesor 
inmediato  de  la  Corona  será  castigado 
con  la  pena  de  prisión  mayor  celular 
por  ocho  años,  seguida  de  veinte  de 
deportación  con  prisión  en  el  lugar  de 
la  misma  hasta  dos  años,  ó  sin  ella,  se- 
gún estime  el  Juez,  ó,  en  alternativa, 
con  la  fija  de  deportación  por  veinti- 
ocho y  prisión  en  el  lugar  de  ésta  por 
ochoá  diez  años. 

§  1.**— El  atentado  consiste  en  la  eje- 
cución ó  en  la  tentativa. 

§  2.*— El  homicidio  consumado  ó 
frustrado  del  Regente  ó  Regentes  del 
Reino  será  castigado  con  la  pena  con- 
signada en  este  artículo,  y  la  tentativa 
con  la  de  prisión  mayor  celular  por 
seis  años,  seguida  de  diez  de  deporta- 


ción, ó,  en  alternativa,  con  la  fija  de 
deportación  por  veinte  años. 

Art.  164.  El  que  tome  la  resolución 
de  cometer  cualquiera  de  los  delitos 
declarados  en  el  articulo  anterior,  si 
realizase  algún  acto  para  preparar  la 
ejecución,  será  condenado  á  la  pena 
de  dos  á  ocho  años  de  prisión  mayor 
celular,  ó,  en  alternativa,  á  la  de  de- 
portación temporal. 

Art.  165.  Si  dos  ó  más  individuos 
concertaren  entre  si  y  fijaren  su  reso- 
lución de  cometer  alguno  de  los  delitos 
señalados  en  el  art.  163,  y  esta  conjura- 
ción fuere  seguida  de  algún  acto  rea- 
lizado para  preparar  la  ejecución,  serán 
condenados  á  cuatro  años  de  prisión 
mayor  celular,  seguidos  de  ocho  de 
deportación,  ó  en  alternativa,  á  la  pena 
fija  de  deportación  por  quince  años. 

§  único.— Si  no  se  hubiere  realiza- 
do ningún  acto  para  preparar  la  eje- 
cución, serán  castigados  con  la  pena 
de  dos  á  ocho  años  de  prisión  mayor 
celular,  ó,  en  alternativa,  á  deportación 
temporal. 

Art.  166.  El  homicidio  consumado  ó 
frustrado  de  cualquier  miembro  de  la 
familia  real  será  castigado  con  ocho 
años  de  prisión  mayorcelular,  seguidos 
de  veinte  de  deportación  con  prisión  en 
el  lugar  de  la  misma  hasta  dos  años,  ó 
sin  ella,  según  estime  el  Juez,  ó,  en  al- 
ternativa, con  la  pena  fija  de  deporta- 
ción por  veintiocho  años,  con  prisión 
en  el  lugar  de  ésta  de  ocho  á  diez  años. 

Art.  167.  Toda  ofensa  material  con- 
tra la  persona  del  Rey  ó  Reina  reinan- 
tes, ó  del  inmediato  sucesor  á  la  Coro- 
na, ejecutada  por  actos  de  violencia, 
será  castigada  con  seis  años  de  prisión 
mayor  celular,  seguidos  de  diez  de  de- 
portación, ó,  en  alternativa,  con  la  pena 
fija  de  deportación  por  veinte  años. 

§  único.  -Si  esta  ofensa  fuese  ejecu- 
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tada  en  la  persona  de  cualquier  miem- 
bro de  la  real  familia  ó  en  la  persona 
del  Regente  ó  Regentes  del  Reino,  la 
pena  será  la  de  cuatro  años  de  prisión 
mayor  celular,  seguidos  de  ocho  de  de- 
portación, ó,  en  alternativa,  la  fija  de 
quince  años  de  deportación. 

Art.  I6S.  La  entrada  violenta  en  la 
morada  de  las  personas  citadas  en  el 
articulo  anterior  será  castigada  con 
prisión  celular  de  dos  á  ocho  años,  ó, 
en  alternativa,  con  deportación  tempo- 
ral. La  injuria  ú  ofensa  contra  las  mis- 
mas personas  y  en  su  presencia,  será 
castigada  con  prisión  correccional  y 
multa  correspondiente. 

§  único.— Si  únicamente  hubiere  fal- 
ta de  respeto,  que  deba  considerarse 
leve  por  sus  circunstancias,  se  impon- 
drá solamente  la  pena  de  prisión  co- 
rreccional hasta  un  mes. 

Art.  169.  La  ofensa  inferida  públi- 
camente, de  viva  voz  ó  por  escrito  ó 
diseño  publicados,  ó  por  otro  medio  de 
publicación,  al  Rey  ó  Reina  reinantes, 
será  castigada  con  prisión  correccio- 
nal hasta  seis  meses  y  multa  hasta  un 
mes. 

§  1.°— El  delito  previsto  en  este  ar- 
tículo, cometido  contra  las  personas 
señaladas  en  los  artículos  anteriores, 
será  castigado  con  prisión  correccio- 
nal hasta  seis  meses. 

§  2.°— En  el  caso  previsto  en  este  ar- 
tículo no  es  admisible  prueba  sobre  la 
verdad  de  cualquier  hecho  á  que  la 
ofensa  se  refiera. 

Sección  aegunda 

Rebelión 

Art.  170.  El  que  intente  destruir  ó 
cambiar  la  forma  de  Gobierno  ó  el 
orden  de  sucesión  á  la  Corona,  ó  des- 


tronar ó  privar  de  su  libertad  personal 
al  Rey  ó  Regente  ó  Regentes  del  Reino, 
serk  castigado  con  la  pena  de  seis  años 
de  prisión  mayor  celular,  seguida  de 
diez  de  deportación,  ó,  en  alternativa, 
con  la  fija  de  deportación  por  veinte 
años. 

Art.  171.  Serán  castigados  con  la 
misma  pena  del  artículo  anterior: 

1.**  Los  que  atenten  contra  la  inte- 
gridad del  Reino; 

2.®  Los  que  exciten  á  los  habitantes 
del  territorio  portugués  á  la  guerra  ci- 
vil y  deban  ser  considerados  como  au- 
tores, según  las  reglas  generales  de 
la  ley; 

3.°  Los  que  exciten  á  los  habitantes 
del  territorio  portugués  ó  á  los  milita- 
res al  servicio  de  Portugal  de  tierra  ó 
mar,  á  levantarse  contra  la  Autoridad 
Real  ó  contra  el  libre  ejercicio  de  las 
facultades  constitucionales  de  los  Mi- 
nistros de  la  Corona  y  deban  ser  con- 
siderados como  autores,  según  las  re- 
glas generales  de  la  ley; 

4.°  Los  que  por  actos  de  violencia 
impidan  ó  traten  de  impedir  la  re- 
unión y  libre  deliberación  de  alguna 
de  las  Cámaras  legislativas. 

Art.  172.  La  conjuración  para  co- 
meter cualquiera  de  los  delitos  señala- 
dos en  los  dos  artículos  anteriores  será 
castigada  con  las  penas  establecidas 
en  el  art.  144,  conforme  ala  distinción 
en  él  establecida. 

Art.  173.  El  que  tenga  la  dirección  ó 
ejerza  algún  mando  en  motín,  suble- 
vación, cuerpo  ó  partida  organizada, 
que  tenga  por  objeto  cualquiera  de  los 
delitos  previstos  en  esta  sección,  será 
castigado  con  la  pena  de  seis  años  de 
prisión  mayor  celular,  seguidos  de  diez 
de  deportación,  ó,  en  alternativa,  con 
la  pena  fija  de  deportación  por  veinte 
años. 
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§  1.°— La  misma  pena  se  aplicará  á  los 
autores  que  exciten  al  motín  ó  levanta- 
miento ú  organicen  el  cuerpo  ó  partida. 

§  2.°— A  los  demás  co-reos  se  les  im- 
pondrá la  pena  de  cuatro  años  de  pri- 
sión mayor  celular,  seguidos  de  ocho 
de  deportación  ó  la  de  prisión  mayor 
celular  de  dos  á  ocho  años,  ó,  en  alter- 
nativa, la  fija  de  quince  de  deporta- 
ción ó  la  de  deportación  temporal,  sp- 
gún  las  circunstancias. 

Art.  174.  A  los  co-reos  de  los  delitos 
penados  en  los  artículos  anteriores  se 
les  aplicarán  las  penas  más  graves  en 
las  que  hayan  incurrido  por  los  otros 
delitos  cometidos. 

§  único.— La  pena  de  ocho  años  de 
prisión  mayor  celular,  seguida  de  vein- 
te de  deportación  con  prisión  en  el  lu- 
gar de  ésta  hasta  dos  años,  ó  sin  ella 
según  estimación  del  Juez,  ó,  en  alter- 
nativa, la  fija  de  veintiocho  de  depor- 
tación con  prisión  en  el  lugar  de  ésta 
por  ocho  á  diez  años,  se  impondrá  úni- 
camente á  los  que,  según  las  reglas  ge- 
nerales establecidas  por  la  ley,  sean 
considerados  como  autores  de  homici- 
dio premeditado  ó  agravado,  en  los  tér- 
minos señalados  en  el  art.  351. 

Art.  175.  Los  delincuentes  «lencio- 
nados  en  el  párrafo  2.°  del  art.  173,  que 
voluntariamente  abandonen  el  cuerpo 
ó  partida  organizada,  ó  el  motín  ó  su- 
blevación, antes  de  la  advertencia  de 
las  Autoridades  ó  inmediatamente  des- 
pués de  ella,  quedarán  exentos  de  pena 
por  estos  delitos.  Pero  podrán  quedar 
sometidos  en  este  caso  á  la  vigilancia 
especial  de  la  policía  por  el  tiempo  que 
estimen  conveniente  los  Jueces. 

§  único.— A  los  comprendidos  en  la 
disposición  del  referido  art.  173,  y  en 
su  párrato  1.**,  será,  en  identidad  de  cir- 
r^unstancias,  sustituida  la  pena  señala- 
da por  la  de  prisión  oorrecnional. 


Art.  176.  Todos  los  co-reos  de  conju- 
ración prevista  en  los  artículos  144, 
165  y  172,  que  de  ella  y  sus  circunstan- 
cias dieren  conocimiento  á  laAutoridad 
pública  descubriendo  los  autores  6 
cómplices  de  que  tuvieren  noticia  antes 
de  que  hayan  sido  descubiertos  por 
otro,  ó  antes  de  incoarse  el  procedi- 
miento judicial,  quedarán  exentos  de 
pena. 

§  único.— Aquel  que,  hallándose  com- 
prendido en  la  disposición  del  artícu- 
lo 161,  diere  parte  á  la  Autoridad  públi- 
ca desistiendo  expontaneamente,  que- 
dará también  exento  de  pena. 

TÍTULO  III 

DE  LOS  DELITOS  CONTRA  EL  ORDEN  Y  Í.A 
TRANQUILIDAD  PÚBLICA 

CAPÍTin.O   PRIMERO 

Reuniones  criminales,  sedición  y  aso- 
nada 

Sección  primera 

DispORÍci6n  llenera] 

Art.  177.  En  toda  reunión  del  pueblo 
celebrada  en  contra  de  las  prescripcio- 
nes legales  á  que  esté  sometida,  los 
promovedores  ó  convocadores  de  la 
misma  serán  castigados  como  desobe- 
dientes. 

§  1  .**— En  la  misma  responsabilidad 
incurrirán  aquellos  que,  ordenada  por 
la  Autoridad  competente  la  disolución 
de  la  reunión,  ya  sea  convocada  ó  ca- 
sual, no  se  retiren;  y  cuando  se  trate 
de  los  promovedores  ó  convocadores  de 
la  misma,  se  les  aplicará  la  pena  de 
desobediencia  cualificada. 

§  2.**— En  cualquípr  reunión  dp  las  qu*^ 
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trata  este  artículo  y  párrafo  1.",  queda- 
rán exentos  de  responsabilidad  crimi- 
nal los  que,  no  siendo  promovedores  ó 
convocadores,  se  retiren  voluntaria- 
mente después  de  la  advertencia  de  la 
Autoridad  6  antes  de  ejecutar  cualquier 
hecho. 

§  3.°— Si  en  alguna  reunión  de  las 
comprendidas  en  este  capítulo  se  ejecu- 
tasen actos  para  los  que  haya  estable- 
cida pena  más  grave  de  las  señaladas 
para  la  misma  reunión,  los  que  los  rea- 
licen serán  condenados  según  las  re- 
glas generales  establecidas  para  la  acu- 
mulación de  delitos. 

Art.  178.  En  general  se  considera 
reunión  armada  aquella  en  que  más  de 
dos  personas  tienen  armas  ofensivas. 
Cuando  estén  provistas  de  armas  ofen- 
sivas una  ó  dos  personas  solamente, 
habrá  lugar,  con  respecto  á  éstas,  á  la 
aplicación  de  la  pena  como  si  la  re- 
unión fuese  armada,  así  como  en  todas 
las  que  fuesen  encontradas  cpn  armas 
ocultas',  aunque  ninguna  otra  estuvie- 
se armada. 

§  1.®— Se  presumirá  que  está  armado 
aquel  que  tenga  cualquier  arma  en  el 
momento  de  cometer  el  delito;  excepto 
cuando  se  pruebe  que  la  tenía,  ó  acci- 
dentalmente, ó  para  usos  ordinarios  de 
la  vida  y  sin  designio  de  hacer  con  ella 
mal  alguno. 

§  2.''— Todos  los  instrumentos  cor- 
tantes, perforantes  ó  contundentes,  se 
comprenden  bajo  la  denominación  de 
armas. 

§  3.''— Aquellos  objetos  que,  sin  em- 
bargo, sirvan  habitualmente  para  los 
usos  ordinarios  de  la  vida,  serán  consi- 
derados como  armas  únicamente  en  el 
caso  de  que  se  hayan  empleado  para 
matar,  herir  ó  golpear. 


Sección  sobanda 

Sedición 

Art.  179.  Los  que  sin  atentar  contra 
la  seguridad  interior  del  Estado  pro- 
muevan algún  motín,  tumulto  ó  alboro- 
to, empleando  violencias,  amenazas  ó 
injurias,  ó  tratando  de  invadir  cual- 
quier edificio  público,  ó  la  morada  de 
algún  funcionario  público:  1.®,  para  im- 
pedir la  ejecución  de  alguna  ley,  decre- 
to, reglamentó  ú  orden  legítima  de  la 
Autoridad;  2.^  para  violentar,  impediró 
perturbar  en  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes á  alguna  corporación  que  ejerza 
autoridad  pública,  Magistrado,  agente 
de  la  Autoridad  ó  funcionario  público; 
3.",  para  eximirse  del  cumplimiento  de 
cualquier  obligación;  4.*',  para  ejercer 
algún  acto  de  odio,  venganza  ó  despre- 
cio contra  cualquier  funcionario  ó 
miembro  del  Poder  Legislativo,  serán 
condenados  á  la  pena  de  prisión  correc- 
cional hasta  un  año  si  la  sedición  no 
fuere  armada. 

§  1.**— Cuando  la  sedición  sea  arma- 
da, la  pena  aplicable  será  la  de  prisión 
correccional. 

g  2.°— No  mediando  violencias,  ame- 
nazas ó  injurias,  ni  tentativa  de  inva- 
sión de  los  edificios  públicos  ó  de  la 
morada  de  funcionario  público,  la  pri- 
sión correccional  no  excederá  de  seis 
meses,  en  la  hipótesis  del  artículo,  y 
de  un  año,  en  la  del  párrafo  anterior. 

§  3.°— Si  los  delincuentes  consiguie- 
ren la  realización  del  fin  sedicioso,  se- 
rán castigados  con  la  pena  de  prisión 
mayor  celular  de  dos  á  ocho  años,  ó, 
en  alternativa,  con  la  de  deport:íción 
temporal,  si  aquélla  no  constituyese 
delito  á  que  sea  aplicable  por  la  ley 
pena  más  grave. 

§  4.'^— Los  que  excitpn,  provoquen  ó 
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dirijan  la  sedición,  serán  condenados 
al  máximum  de  la  pena  que,  en  virtud 
de  lo  dispuesto  en  este  articulo  y  pá- 
rrafos l.°y  2.^  sea  aplicable  al  delito, 
y  de  dos  á  ocho  años  de  prisión  mayor 
celular,  ó,  en  alternativa,  á  prisión  ma- 
yor temporal,  en  el  caso  previsto  en  el 
párrafo  3.*^ 

§  5.°— La  conjuración  para  la  sedi- 
ción se  castigará  con  prisión  correc- 
cional hasta  tres  meses  y  multa  co- 
rrespondiente, si  la  sedición  no  se  ve- 
rificase. Efectuándose  la  sedición,  la 
Conjuración  se  considerará  circuns- 
tancia agravante,  con  relación  á  los 
delincuentes,  á  que  se  refiere  el  párra- 
fo 4.°  de  este  artículo. 

Sección  tercera 

Asonada 

Art.  180.  Los  que  se  reúnan  en  cual- 
quier sitio  público  para  ejercer  algún 
acto  de  odio,  venganza  ó  desprecio  con- 
tra cualquier  ciudadano,  ó  para  impe- 
dir ó  perturbar  el  libre  ejercicio  ó  goce 
de  los  derechos  individuales  ó  para  co- 
meter algún  delito,  no  mediando  prin- 
cipio de  ejecución,  sino  únicamente 
cualquier  acto  preparatorio  ó  solamen- 
te motín,  tumulto,  alboroto  ú  otra  per- 
turbación del  orden  público,  serán  con- 
denados á  la  pena  de  prisión  correc- 
cional hasta  seis  meses,  si  la  reunión 
fuese  armada,  y  á  la  de  prisión  correc- 
cional hasta  tres  meses,  en  caso*  con- 
trario. 

§  único.— La  conjuración  únicamen- 
te será  punible  cuando  haya  existido 
reunión  ú  otro  acto  preparatorio,  en 
cuyo  caso  la  pena  aplicable  será  la  de 
prisión  hasta  tres  meses. 


CAPÍTULO  II 

Injurias  y  oíoleneias  á  las  Autoridades 
públicas,  resisieneia  y  desobediencia 

Sección  primera 

Injurias  á  las  Autoridades  públicas 

Art.  181.  El  que  faltase  directamen- 
te de  palabras  ó  con  amenazas  ó  actos 
ofensivos  á  la  consideración  debida  á. 
la  Autoridad,  á  algún  Ministro  ó  Con- 
sejero de  Estado,  miembro  de  las  Asam- 
bleas legislativas  ó  Diputaciones  de  las 
mismas.  Magistrado  judicial,  adminis- 
trativo ó  del  Ministerio  público,  Profe- 
sor ó  examinador  público.  Jurado  ó  Jefe 
de  fuerza  pública,  en  presencia  y  en  el 
ejerció  de  las  funciones  del  ofendido, 
aunque  la  ofensa  no  se  refiera  á  éstas, 
ó  fuera  de  tales  funciones,  pero  por 
causa  de  ellas,  será  condenado  á  la 
pena  de  prisión  correccional  hasta  un 
año.  Si  este  delito  no  se  cometiese  con 
publicidad,  la  prisión  no  excederá  de 
seis  meses. 

§  1."*— El  funcionario  público  que  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones  ofendiere 
á  un  superior  jerárquico  con  palabras, 
amenazas  ó  acciones  en  presencia  del 
mismo,  ó  por  escrito  dirigido  á  él,  aun- 
que en  este  caso  lo  haga  en  el  ejerci- 
cio de  sus  funciones,  ó  aunque  se  refi- 
riera á  un  acto  del  servicio,  haya  ó  no 
publicidad  en  la  ofensa,  será  condena- 
do á  prisión  correccional  hasta  un  año 
y  multa  correspondiente. 

§  2."— La  ofensa  inferida  en  sesión 
pública  de  cualquiera  de  las  Cámaras 
legislativas  contra  alguno  de  sus  miem- 
bros ó  Ministros  del  Gabinete,  no  es- 
tando presente,  ó  contra  la  misma  Cá- 
mara, así  como  en  sesión  pública  de 
algún  Tribunal  de  justicia  ó  adminis- 
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tralivo,  ó  corporación  que  ejerza  au- 
toridad pública  contra  alguno  de  sus 
miembros,  aunque  no  esté  presente,  ó 
contra  el  mismo  Tribunal  ó  corpora- 
ción, será  castigada  con  la  pena  seña- 
lada en  el  párrafo  1.**  de  este  artículo. 
Art.  182.  El  delito  penado  en  el  ar- 
tículo anterior,  cometido  por  algún 
agente  de  la  Autoridad  ó  fuerza  públi- 
ca, perito  ó  testigo,  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones,  será  castigado  con  la 
pena  de  prisión  correccional  hasta  tres 
meses. 

Sección  segunda 

Actos  de  violencia  contra  las  Autoridades  públicas 

Art.  183.  La  ofensa  corporal  contra 
cualquiera  de  las  personas  designadas 
en  el  art.  181,  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  ó  con  motivo  de  las  mismas, 
será  castigada  con  la  pena  de  prisión 
correccional  hasta  un  año  y  multa  co- 
rrespondiente. 

§  1.*^— Si  la  ofensa  consistiere  en  ame- 
nazas con  armas,  ó  fuere  inferida  por 
una  reunión  de  más  de  tres  individuos 
dispuestos  á  causar  un  mal  inmediato, 
la  pena  que  se  impondrá  será  la  de  pri- 
sión correccional  y  multa. 

§2.**-  Si  resultase  cualquiera  de  los 
efectos  especificados  en  el  art.  360,  nú- 
meros l.^  2.",  3.**  y  4.^  la  pena  aplica- 
ble será  la  de  dos  á  ocho  años  de  pri- 
sión mayor  celular,  ó,  en  alternativa, 
la  de  deportación  temporal. 

§  3.®— Cuando  el  efecto  producido  por 
la  ofensa  sea  alguno  de  los  señalados 
e.r  el  núm.  5°  del  art.  360  ú  otro  cual- 
quiera de  mayor  gravedad,  se  impon- 
drá la  pena  señalada  para  el  delito  co- 
metido como  si  en  él  concurriesen 
circunstancias  agravantes. 

Art.  184.    Si  las  ofensas  corporales 


de  que  trata  el  artículo  anterior  fueren 
inferidas  contra  las  personas  designa- 
das en  el  art.  182,  se  castigarán  con  las 
penas  establecidas  en  general  en  los 
artículos  359  y  siguientes,  pero  siempre 
agravadas. 

Art.  185.  El  que  alterare  el  orden  ó 
alborotare  ante  cualquier  Magistrado 
del  orden  judicial  ó  administrativo,  ó 
Profesor  público  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones,  ó  en  sesión  de  cualquiera  de 
las  Cámaras  legislativas,  Corporación 
administrativa  ó  Jurado  de  exámenes, 
será  castigado  con  la  pena  de  prisión 
correccional  hasta  seis  meses. 

§  1."— El  que  perturbare  el  orden  en 
los  actos  públicos,  en  cualquier  esta- 
blecimiento, espectáculo,  solemnidad  ó 
reunión  pública,  será  condenado  á  pri- 
sión correccional  hasta  por  tres  meses. 

§2.**- El  que  en  cualquier  sitio  pú- 
blico profiriese  gritos  subversivos  con- 
tra la  seguridad  del  Estado,  el  orden  ó 
la  tranquilidad  pública,  será  castigado 
con  la  pena  establecida  en  el  párrafo 
anterior. 

§  3.®— El  que  se  presentare  en  mani- 
fiesto estado  de  embriaguez  en  cual- 
quier sitio  público,  será  castigado,  co- 
mo contraventor,  á  multa  hasta  de 
ocho  días  de  su  haber. 

La  primera  reincidencia  será  casti- 
gada con  prisión  por  diez  días,  la  se- 
gunda con  prisión  por  quince  días,  las 
subsiguientes  con  prisión  por  un  mes 
y  multa. 

§4.**— Si  alguien  rompiese  ó  levantase 
los  sellos  puestos  por  orden  del  Gobier- 
no ó  de  la  Autoridad  judicial  ó  admi- 
nistrativa en  cualquier  sitio  ó  mueble,  ó 
arrancare,  ó  en  otra  forma  inutilizare 
los  edictos  de  dichas  Autoridades,  será 
condenado  á  la  pena  de  prisión  correc- 
cional hastatres  meses  en  los  casos  en 
que  la  ley  no  señale  pena  diferente. 
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§  5.®— La  rotura  ó  levantamiento  de 
sellos  colocados  por  orden  del  Gobierno 
ó  de  la  Autoridad  judicial  ó  adminis- 
trativa en  papeles  ú  otros  objetos  per- 
tenecientes á  cualquier  individuo  acu- 
sado de  delito,  á  que  corresponda  pena 
de  las  mayores,  será  castigado  con  el 
máximum  de  la  pena  de  prisión  correc- 
cional. 

Sección  tercera 

Resistencia 

Art.  186.  El  que,  empleando  violen- 
cias ó  amenazas,  se  opusiere  al  libre 
ejercicio  de  las  funciones  de  la  Autori- 
dad ó  á  que  las  órdenes  de  la  misma  se 
cumplan,  ya  tenga  lugar  la  oposición 
inmediatamente  contra  la  misma  Auto- 
ridad, ya  contra  cualqu'era  de  sus  su- 
bordinados ó  agentes,  conocido  como 
tal  y  en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
para  la  ejecución  de  las  leyes  ó  de  di- 
chas órdenes,  será  condenado: 

1.®  A  prisión  correccional  bastados 
años  y  multa  hasta  dos  años  de  haber 
si  la  oposición  produgere  sus  efectos, 
impidiendo  el  ejercicio  ó  ejecución,  y 
hubiere  sido  hecha  con  armas  ó  por 
más  de  dos  personas; 

2.°  A  prisión  correccional  hasta  dos 
años  y  multa  hasta  seis  meses  de  ha- 
ber si  en  el  caso  previsto  en  el  núme- 
ro 1.®  de  este  artículo,  la  oposición  hu- 
biere sido  hecha  sin  armas  ó  por  me- 
nos de  tres  personas; 

3.°  A  prisión  correccional  hasta  un 
año  en  todos  los  demás  casos. 

§  único.— Si  los  medios  empleados 
para  la  resistencia,  ó  el  objeto  de  ésta 
constituj^eran  delito  á  que  deba  apli- 
r'arse  pena  más  grave  que  las  estable- 
ridas  en  este  artículo,  se  observarán 


las  reglas  generales  para  la  acumula- 
ción de  delitos. 

Art.  187.  Todo  acto  de  violencia 
para  obligar  á  cualquier  empleado  pú- 
blico á  practicar  algún  acto  relativo  é, 
sus  funciones,  á  que  la  ley  no  le  obli- 
gue, si  llegare  á  tener  efecto,  será  cas- 
tigado aplicando  las  disposiciones  so- 
bre el  delito  de  resistencia. 

Sección  cuarta 

Desobediencia 

Art.  188.  Aquel  que  rehuse  ó  deje  de 
prestar  cualquier  servicio  de  interés 
público  para  que  haya  sido  nombrado 
ú  obligado,  ó  que  falte  á  la  obediencia 
debida  alas  órdenes  ó  mandatos  legíti- 
mos de  la  Autoridad  pública  ó  de  sus 
Agentes,  será  condenado  á  la  pena  de 
prisión  correccional  hasta  tres  meses, 
si  por  ley  ú  otra  disposición  de  igual 
fuerza  no  se  estableciere  pena  distinta. 

§  1."— Se  comprenden  en  esta  dispo- 
sición todos  los  que  infrinjan  las  dispo- 
siciones de  edictos  emanados  de  la  Au- 
toridad competente  y  que  hayan  sido 
pubicados  en  debida  forma. 

§  2.®— La  pena  establecida  en  este  ar- 
tículo se  agravará  con  la  de  seis  meses 
de  multa  si  la  desobediencia  fuere  ca- 
liñcada. 

§  3.**— La  desobediencia  se  entiende 
calificada,  cuando  consista  en  rehusar 
ó  dejar  de  realizar  los  'servicios  ó  pres- 
tar los  socorros  que  se  exijan  en  caso 
de  flagrante  delito  ó  para  impedir  la 
evasión  de  cualquier  delincuente,  ó  en 
caso  de  tumulto,  naufragio,  inunda- 
ción, incendio  ú  otra  calamidad,  ó  de 
cualesquiera  accidentes  en  que  pueda 
peligrar  la  tranquilidad  pública. 

Art.  189.  Se  considerará  desobedien- 
cia calificada   la  que  se  efectúe  con  la 
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calidad  de  Jurado,  testigo,  perito,  intér- 
prete, tutor  ó  vocal  del  consejo  de  fa- 
milia. 

CAPÍTULO  III 

De  la  liberación  violenta  y  evasión  de 
presos,  y  del  quebrantamiento  de  con- 
dena. 

Sección  primera 

Liberación  violenta  y  evasión  de  presos 

Art.  190.  Si  aiguien  libertase  ó  tra- 
tare de  libertar  á  cualquier  preso  por 
medio  de  violencias  ó  con  amenazas  á 
la  Auvoridad  pública,  á  los  subordina- 
dos ó  agentes  de  la  misma,  ó  á  cual- 
quier particular,  en  los  casos  en  que 
éste  puede  detener  á  los  delincuentes, 
será  castigado  con  las  mismas  penas 
que  las  señaladas  á  la  resistencia. 

§  único.— Si  la  libertad  del  preso  se 
llevara  á  cabo  por  medio  de  algún  ar- 
tificio fraudulento,  la  prisión  correccio- 
nal no  podrá  exceder  de  un  año. 

Art.  191.  El  preso  que  antes  de  la 
sentencia  firme  se  evadiere,  será  cas- 
tigado con  las  penas  disciplinarias  es- 
tablecidas en  los  Reglamentos  de  la  pri- 
sión ó  casa  de  detención  ó  custodia,  sin 
perjuicio  de  la  responsabilidad  en  que 
incurra  por  los  delitos  cometidos  para 
conseguir  la  fuga;  pero  si  fuere  conde- 
nado, la  evasión  se  tendrá  en  cuenta 
para  apreciarla  como  circunstancia 
agravante. 

Art.  192.  El  empleado  ó  agente  en- 
cargado de  la  custodia  de  cualquier 
preso,  que  haya  procurado  ó  facilitado 
dolosamente  la  evasión  del  mismo,  si 
éste  estuviese  acusado  de  delito  á  que 
la  ley  imponga  pena  más  grave  que  la 
de  prisión  mayor  temporal,  será  conde- 


nado á  prisión  mayor  celular  de  dos  á 
ocho  años,  ó,  en  alternativa,  á  depor- 
tación temporal,  que  no  bajará  de  seis 
años. 

§  único.— En  el  caso  de  ser  la  prisión 
mayor  temporal,  ó  cualquiera  otra 
menos  grave  la  pena  correspondiente 
al  delito,  ó  que  la  prisión  sea  por  otro 
motivo,  el  empleado  ó  agente  será  con- 
denado á  prisión  mayor  celular  de  dos 
á  ocho  años,  ó,  en  alternativa,  á  la  de 
deportación  temporal  ó  al  máximum  de 
la  de  prisión  correccional,  según  las 
circunstancias. 

Artv  193.  Si  la  evasión  se  verificase 
sin  que  concurran  por  parte  de  los  em- 
pleados ó  agentes  mencionados  en  el 
artículo  anterior  las  circunstancias  re- 
feridas, y  si  los  mismos  agentes  no 
probasen  el  caso  fortuito  ó  de  fuerza 
mayor  que  excluya  toda  imputación  de 
negligencia,  serán  castigados  con  la 
pena  de  un  mes  á  un  año  de  prisión  en 
el  caso  del  artículo  anterior,  y  con  la 
de  quince  días  á  seis  meses  de  prisión 
en  el  del  párrafo  único  del  mismo  ar- 
tículo. 

§  1.°— Cesará  la  pena  impuesta  en 
este  artículo  desde  el  momento  en  que 
el  preso  sea  capturado,  no  habiendo 
cometido  con  posterioridad  á  la  eva- 
sión ningún  nuevo  delito  por  el  que 
deba  ser  preso. 

§  2.®— Cuando  los  agentes  de  que  tra- 
tan los  artículos  anteriores  sean  mili- 
tares, la  presunción  legal  de  la  negli- 
gencia no  será  extensiva  más  que  al 
jefe  de  la  fuerza  armaday  su  superior 
inmediato,  salvo  prueba  en  contrario  y 
lo  que  especialmente  determinen  las 
leyes  militares  en  los  casos  de  prisión 
de  militares,  y  sobre  quebrantamiento 
de  disciplina. 

Art.  194.  Si  la  fuga  de  la  prisión  ó 
del  lugar  de  custodia  ó  detención  se 
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verificase  con  derribo  (arrumbamen- 
io),  escalamiento  ó  llave  falsa,  ó  cual- 
quier otra  violencia,  todo  empleado 
ó  agente  encargado  de  la  guarda  del 
preso  que,  ya  sea  autor  del  derribo, 
escalamiento  ó  violencia,  ó  suminis- 
trare ó  concurriere,  ó  dolosamente  no 
impidiere  el  que  se  facilitasen  instru- 
mentos ó  armas  para  aquel  ñn,  será 
condenado  á  la  pena  de  cuatro  años 
de  prisión  mayor  celular,  seguida  de 
ocho  de  deportación,  ó  á  la  de  dos  á 
ocho  años  de  prisión  mayor  celular,  ó, 
en  alternativa,  á  la  pena  fija  de  quince 
años  de  deportación,  ó  á  la  de  prisión 
mayor  celular,  según  las  circunstan- 
cias. 

§  1.**— Si  cualesquiera  otros  indivi- 
duos efectuaren  el  derribo,  escala- 
miento, apertura  de  puerta  ó  de  ven- 
tana con  llave  falsa  ú  otra  violencia 
para  procurar  ó  facilitar  la  evasión  del 
preso,  serán  castigados  con  la  pena  de 
dos  á  ocho  años  de  prisión  mayor  ce- 
lular, ó,  en  alternativa,  á  deportación 
temporal. 

§  2."— Los  individuos  expresados  en 
el  párrafo  anterior,  que  hayan  sumi- 
nistrado al  preso  armas  ú  otros  instru- 
mentos para  realizar  la  evasión,  serán 
condenados  á  la  pena  de  dos  á  ocho 
años  de  prisión  mayor  celular,  ó,  en 
alternativa,  á  la  de  deportación  tempo- 
ral si  la  evasión  se  verificare,  y  á  la 
de  prisión  correccional  en  caso  contra- 
rio; mas  si  se  trata  de  ascendientes, 
descendientes,  cónyuges,  hermanos  ó 
hermanas,  ó  afines  en  los  mismos  gra- 
dos del  preso,  únicamente  incurrirán 
en  responsabilidad  criminal  cuando 
éste  haya  hecho  uso  de  las  armas  ó 
instrumentos  contra  alguna  persona. 

Art.  195.  En  los  casos  señalados  en 
esta  sección,  excepto  en  el  del  art.  193, 
habrá  lugar  á  la  vigilancia  especial  de 


la  Autoridad  por  el  tiempo  que  deter- 
minen los  Jueces. 

Sección  segunda 

Del  quebrantamiento  de  condena 

Art.  196.  Al  que  estando  condenado 
por  sentencia  firme  se  ovada  sin  ha- 
ber cumplidq  la  pena,  le  será  prolon- 
gada la  impuesta  en  la  sentencia  por 
el  duplo  del  tiempo  que  dure  la  eva- 
sión, salvo  lo  dispuesto  en  los  párrafos 
siguientes: 

§1.''— El  aumento  de  duración  de  la 
pena  de  la  sentencia  no  podrá,  en  nin- 
gún caso,  exceder  de  la  mitad  de  la 
misma. 

§  2.*»— Cuando  la  pena  sea  mixta,  el 
aumento  de  que  trata  el  párrafo  ante- 
rior se  calculará  solamente  con  rela- 
ción á  la  clase  de  pena  que  el  condena- 
do estuviere  cumpliendo  al  tiempo  de 
la  evasión. 

CAPÍTULO  IV 

De  la  ocultación  de  malhechores  {Dos 
que  acolhen  malhechores) 

Art  197.  El  que  reciba,  oculte  ó  en- 
cubra, ó  haga  recibir,  ocultar  ó  encu- 
brir en  su  domicilio,  ó  en  otro  lugar,  á 
algún  individuo  condenado  á  cualquie- 
ra de  las  penas  mayores,  teniendo  co- 
nocimiento de  ello,  será  castigado  con 
la  pena  de  prisión  hasta  dos  años  6  á 
la  de  multa,  según  las  circunstancias. 

§  1.**— Si,  en  el  caso  señalado  en  este 
artículo,  mediare  únicamente  procesa- 
miento, la  pena  correspondiente  será 
la  de  prisión  hasta  un  año,  ó  la  multa, 
según  las  circunstancias. 

§2.°~ Se  exceptúan  de  lo  dispuesto 
en  este  artículo,  y  su  párrafo  1.°,  los  as- 
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i-endientes  ó  descendientes  del  ocultado 
ó  encubierto,  el  esposo  ó  esposa,  los 
hermanos  ó  hermanas,  y  los  parientes 
por  afinidad  en  los  mismos  grados. 

Art.  198.  El  que,  voluntaria  y  habi- 
tualmente,  acogiese  ó  diere  posada  á 
malhechores,  teniendo  conocimiento 
de  que  han  cometido  delitos  contra 
la  seguridad  del  Estado,  contra  la 
tranquilidad  y  orden  públicos,  ó  contra 
las  personas  ó  propiedad,  bien  sea  dan- 
do repetidamente  éste  albergue,  bien 
facilitándoles  sitio  para  que  se  reúnan, 
será  castigado  como  cómplice  de  los 
delitos  que  con  posterioridad  á  su  pri- 
mer hecho  de  darles  albergue  cometan 
aquéllos. 

CAPÍTULO  V 

De  los  delitos  contra  el  ejercicio  de  los 
derechos  políticos 

Art.  199.  Si  se  impidiera  á  cualquier 
junta  ó  colegio  electoral  ejercer,  en 
cumplimiento  de  la  ley,  sus  unciones 
en  el  tiempo  y  en  el  lugar  designados 
competentemente,  y  este  impedimento 
fuere  ocasionado  por  tumulto  ú  otra 
violencia,  serán  castigados  los  autores 
ó  jefes  con  la  pena  de  dos  á  ocho  años 
de  prisión  mayor  celular,  ó,  en  alter- 
nativa, con  la  de  deportación  temporal. 
Los  demás  reos  se  castigarán  con  la 
de  seis  meses  á  dos  años  de  prisión  co- 
rreccional y  suspensión  de  los  derechos 
políticos  por  cinco  años. 

Art.  200.  Si  se  impidiese  á  algún  in- 
dividuo, ya  por  tumulto  ú  otra  violen- 
cía,  ya  por  amenazas,  ejercitar  sus  de- 
rechos políticos,  el  reo  ó  reos  serán 
castigados  con  la  pena  de  tres  meses  á 
dos  años  de  prisión  y  suspensión  por 
cinco  de  sus  derechos  políticos. 

§  único.— Si  el  acto  de  violencia  me- 


reciere pena  más  grave,  se  impondrá 
ésta. 

Art.  201.  En  cualquiera  de  los  casos 
señalados  en  los  artículos  anteriores, 
si  el  tumulto  ó  reunión  fueran  á  conse- 
cuencia de  complot  entre  varias  perso- 
nas para  cometer  alguno  de  los  mis- 
mos delitos  en  más  de  un  colegio  elec- 
toral, se  aplicarán  las  disposiciones 
penales  señaladas  para  el  delito  de  se- 
dición. 

Art.  202.  Si  en  algún  colegio  electo- 
ral ó  junta,  durante  el  acto  de  la  elec- 
ción, fuere  injuriado  ú  ofendido  el  Pre- 
sidente ó  cualquiera  de  los  individuos 
de  la  Mesa,  se  observará  lo  prevenido 
sobre  injurias  y  violencias  inferidas 
contra  los  miembros  de  corporaciones 
administrativas. 

Art.  203.  Si  durante  las  operaciones 
de  la  junta  ó  colegio  electoral  se  des- 
cubriere alguna  falsedad  en  cualquiera 
de  las  listas  que  contienen  los  votos 
emitidos  por  los  ciudadanos  en  el  ejer- 
cicio de  su  derecho  ó  sustracción  de 
alguna  de  ellas,  ó  adiciones  ó  alteracio- 
nes de  algún  voto,  si  el  delincuente  fue- 
se individuo  de  la  Mesa  será  castigado 
con  la  pena  de  suspensión  de  los  dere- 
chos políticos  por  veinte  años  y  prisión 
hasta  un  año. 

§  único.  -Si  el  delito  previsto  y  cas- 
tigado en  este  artículo  se  cometiere 
por  otra  persona,  la  pena  correspon- 
diente será  la  de  cinco  años  de  suspen- 
sión de  los  derechos  políticos  y  prisión 
hasta  un  año. 

Art.  ¿04.  El  que  en  una  elección 
comprare  ó  vendiere  votos  por  cual- 
quier precio,  será  suspendido  en  todos 
sus  derechos  políticos  hasta  diez  años 
y  pagará  de  multa  el  duplo  del  precio. 

Art.  205.  En  todos  los  casos  no  com- 
prendidos en  los  artículos  anteriores 
se  observarán  las  disposiciones  de  las 
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leyes  especiales  referentes  á  las  elec- 
ciones. 

CAPÍTULO  VI 

De  las  falaijieae iones 

Sección  primera 

De  la  falsificación  de  moneda,  billetes  de  Banco 
y  ciertos    títulos  del   Estado 

Art.  206.  El  que  falsifique  moneda 
de  oro  ó  plata  de  las  que  tienen  curso 
legal  en  el  Reino,  y  la  pasare  haciendo 
uso  de  ella  por  cualquier  modo  ó  la  ex- 
pendiere, así  como  el  que,  por  conve- 
nio con  el  falsificador  ó  siendo  cómplice 
suyo  realice  cualquiera  de  estos  actos 
ó  tome  parte  en  ellos,  será  castigado 
con  ocho  años  de  prisión  mayor  celular, 
seguidos  de  doce  de  deportación,  ó,  en 
alternativa,  con  la  fija  de  veinticinco 
años  de  deportación. 

§  1.°— En  la  misma  pena  incurrirán 
los  que  falsifiquen  talones  ó  billetes 
(notas)  de  Bancos  nacionales  ó  inscrip- 
ciones ú  obligaciones  de  la  Deuda  pú- 
blica portuguesa. 

§2.®— Si  se  trata  únicamente  de  la 
fabricación,  la  pena  será  la  de  prisión 
mayor  celular  por  cuatro  años,  seguida 
de  ocho  de  deportación,  ó,  en  alter- 
nativa, la  fija  de  deportación  por  quin- 
ce años. 

Art.  207.  El  que  sin  connivencia  con 
el  falsificador  ni  ser  cómplice  suyo 
cambiase  ó  expendiese  dichas  mone- 
das, billetes,  inscripciones  ú  obligacio- 
nes falsas,  será  castigado  con  la  pena 
de  prisión  mayor  celular  de  dos  á  ocho 
años,  ó,  en  alternativa,  con  la  de  de- 
deportación temporal. 

Art.  208.  La  pena  de  dos  á  ocho  años 
de  prisión  mayor  celular,  ó,  en  alterna- 


tiva, la  de  deportación  temporal,  se  im- 
pondrá: 

1.^  Al  que  sin  autorización  legal  fa- 
brique, pase  ó  expenda  cualquier  mo- 
neda de  oro  ó  de  plata  del  mismo  valor 
que  las  legítimas; 

2.^  Al  que  cercene  ó  de  otro  modo 
disminuya  el  valor  de  cualquiera  de  di- 
chas piezas  de  monedas  legítimas  y 
cambie  ó  expenda  la  moneda  así  fal- 
sificada; 

3,°  Al  que,  por  connivencia  ó  com- 
plicidad con  el  falsificador,  realice  al- 
guno de  los  actos  señalados  en  este 
artículo  ó  tome  parte  en  ellos. 

§  1.®— Si  la  moneda  así  falsificada  no 
ha  sido  puesta  á  la  venta  ó  no  ha  lle- 
gado á  pasarse,  la  pena  será  la  de 
prisión  correccional. 

§  2."— El  que  cambie  dicha  moneda 
falsificada  por  cualquiera  de  los  medios 
declarados  en  este  artículo  ó  la  expen- 
da, sin  connivencia  ni  complicidad  con 
el  falsificador,  será  castigado  con  el 
máximum  de  prisión  correccional  y 
con  el  de  la  multa. 

Art.  209.  Si  en  cualquiera  de  los  ca 
sos  declarados  en  los  artículos  anterio- 
res, el  que  pasa  la  moneda  tuviere  co- 
nocimiento de  la  falsedad  de  la  misma, 
pero  después  de  haberla  recibido  como 
verdadera,  la  pena  aplicable  será  la  de 
multa  conforme  á  su  haber,  de  quince 
días  á  un  año,  pero  nunca  inferior  al 
duplo  del  valor  representado  por  las 
piezas  de  moneda  falsa  que  pasó. 

Art.  210.  Las  penas  impuestas  en 
los  artículos  de  esta  sección  para  los 
que  pasan  la  moneda,  billetes,  inscrip- 
ciones ú  obligaciones  falsificadas,  se 
aplican  á  los  que  las  introduzcan  en 
territorio  portugués. 

§  1.**— La  pena  de  dos  á  ocho  años  de 
prisión  mayor  celular,  ó,  en  alternati- 
va, la  de  deportación  temporal,  se  im- 
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pondrá  al  que  fabrique,  importe,  ex- 
penda, ponga  á  la  venta,  ó  de  otro  mo- 
do suministre,  facilite,  posean  retenga 
cuños  para  moneda  y  otros  útiles  que 
sirvan  exclusivamente  para  la  falsifi- 
cación de  monedas,  billetes  ó  cuales- 
quiera títulos  del  Estado,  de  Deuda  6 
representativos  de  moneda. 

§  2.®— La  pena  de  prisión  correccio- 
nal y  multa  se  impondrá  á  aquel  que, 
sin  permiso  del  Gobierno  fabrique, 
importe,  ponga  á  la  venta,  expenda,  ó 
de  otro  modo  facilite,  suministre,  posea 
ó  retenga  volantes  (balancés)  ó  prensas 
de  acuñar  y  otros  útiles  que  sirvan  para 
falsificación  de  monedas,  billetes  ó  tí- 
tulos especificados  en  el  párrafo  an- 
terior. 

§  3.^— Lo  dispuesto  en  los  párrafos 
precedentes  no  es  aplicable  á  los  Ban- 
cos, compañías  ó  establecimientos  con 
relación  á  la  fabricación  de  la  moneJa, 
billetes. ú  otros  documentos  que  por 
leyes  especiales  les  esté  encomendada 
ó  permitida,  ni  á  Jos  particulares  que 
para  este  objeto  contraten  con  el  Go- 
bierno ó  con  los  Bancos,  compañías  ó 
establecimientos  citados. 

Art.  211.  En  los  diferentes  casos  se- 
ñalados en  los  artículos  anteriores,  si 
la  moneda  no  fuese  de  oro  ó  de  plata, 
sino  de  otro  metal,  se  introducirán  en 
las  penas  las  siguientes  modificaciones: 

1.®  Si  la  pena  aplicable  fuera  la  de 
ocho  años  de  prisión  mayor  celular, 
seguida  de  doce  de  deportación,  ó,  en 
alternativa,  la  fija  de  veinticinco  de  de- 
portación, se  impondrá  la  de  dos  á  ocho 
años  de  prisión  mayor  celular,  ó,  en  al- 
ternativa, la  de  deportación  temporal; 

2.'  Si  fuera  la  de  dos  á  ocho  años  de 
prisión  mayor  celular,  ó,  en  alternativa, 
la  de  deportación  temporal,  se  impon- 
drá el  máximun  de  prisión  correccional 
con  ó  sin  multa; 
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3."  Si  fuera  el  máximum  de  prisión 
correccional,  se  impondrá  la  de  pri- 
sión correccional  hasta  un  año; 

4.®  Si  fuera  la  de  prisión  correccio- 
nal, se  impondrá  la  misma  hsksta  seis 
meses. 

Art.  212.  El  que  cometa  en  territorio 
portugués  cualquiera  de  los  delitos  de 
que  trata  esta  sección,  falsificando, 
pasando,  ó  introduciendo  moneda  ex- 
tranjera falsificada,  sin  curso  legal  en 
el  Reino,  será  condenado  conforme  á 
las  reglas  establecidas  en  el  artículo 
anterior. 

Art.  213.  Quedará  exento  de  pena 
el  co-reo  que,  antes  de  consumarse 
cualquiera  de  los  delitos  enumerados 
en  los  artículos  anteriores  y  antes  de 
incoarse  el  procedimiento,  diere  cono- 
cimiento á  la  Autoridad  pública  del 
mismo  delito  y  de  sus  circunstancias, 
así  como  de  los  demás  co-reos.  Pero 
podrá,  sin  embargo,  quedar  sujeto  á  la 
vigilancia  especial  de  la  Autoridad  por 
el  tiempo  que  determinen  los  Jueces. 

§  único.— En  todos  los  casos  señala- 
dos en  esta  sección,  el  comprador  será' 
castigado  como  cómplice  del  que  ex- 
pende la  moneda. 

Art.  214.  El  que  rechace  moneda  que 
tenga  curso  legal  en  el  Reino,  será 
condenado  á  multa  de  nueve  veces  el 
valor  de  la  moneda  rechazada. 

Sección  segUDda. 

De  la  falsificación  de  documentos 

Art.  215.  El  que  falsifique  mandatos 
de  pago  (cheques)  de  Bancos  ó  estable- 
cimientos de  crédito  ú  otros  títulos 
análogos  no  especificados  en  los  ar- 
tículos anteriores,  cuya  emisión  esté 
legalmente  autorizada  en  el  Reino,  ó 
los  introduzca  ó  ponga  en  circulación 
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en  el  territorio  portugués  ó  haga  uso 
de  ellos,  será  condenado  á  cuatro  años 
de  prisión  mayor  celular,  seguidos  de 
ocho  de  deportación,  ó,  en  alternativa, 
á  la  pena  ñja  de  quince  años  de  depor- 
tación. 

§  1.**— Si  la  emisión  estuviere  legal- 
mente  autorizada  sólo  en  país  extran- 
jero, y  el  delito  fuere  cometido  en  terri- 
torio portugués,  la  pena  aplicable  será 
la  de  dos  á  ocho  años  de  prisión  mayor 
celular,  ó,  en  alternativa,  la  de  depor- 
tación temporal. 

§  2.°— Si  en  la  introducción,  cambio  ó 
uso  de  los  citados  títulos  no  mediare 
connivencia  con  el  falsificador  ó  con 
otro  introductor  ó  dedicado  al  cambio, 
la  pena  que  deberá  imponerse  será  la 
de  prisión  correccional  y  multa. 

Art.  210.  Será  castigado  con  la  pena 
de  dos  á  ocho  años  de  prisión  mayor 
celular,  ó,  en  alternativa,  con  la  de  de- 
portación temporal,  el  que  cometa  por 
cualquiera  de  los  medios  siguientes, 
falsificación  que  perjudique  ó  pueda 
por  su  naturaleza  perjudicar  á  tercera 
persona  ó  al  Estado: 

1.°  Redactando  disposiciones,  obli- 
gaciones ó  liberaciones  de  obligación 
en  cualquier  escritura,  título,  diploma, 
auto  ó  escrito,  que  por  la  ley  deba  me- 
recer la  misma  fe  que  las  escrituras 
públicas; 

2.°  Falsificando  en  dichos  documen- 
tos alguna  firma  ó  haciendo  suposición 
de  persona; 

3°  Declarando  con  falsedad  en  cual- 
quier acto  que  deban  los  citados  do- 
cumentos certificar  y  legalizar,  ó  que 
sea  esencial  para  la  validez  de  los 
mismos; 

4.**  Añadiendo,  alterando  ó  redu- 
ciendo en  alguna  parte  estos  documen- 
tos, después  de  terminados,  de  modo 
que  se  altere  la  sustancia  ú  objeto  de 


ellos  por  la  adición,  reducción  ó  cam- 
bio de  las  disposiciones,  obligaciones 
ó  liberaciones  de  obligación  ó  de  los 
hechos  que  tales  documentos  tienen 
por  objeto  certificar  ó  autentificar; 

5.**  Haciendo  alguno  de  estos  docu- 
mentos enteramente  falso. 

§  único.— Si  se  probase  que  cualquie- 
ra de  las  falsedades  señaladas  en  este 
artículo  fué  cometida  por  mera  negli- 
gencia, descuido  ó  inobservancia  de 
las  reglas  por  que  se  rigen,  la  pena  apli- 
cable será  la  de  prisión  correccional 
en  todos  los  casos. 

Art  217.  Incurrirá  en  la  misma  pena 
el  que,  por  cualquier  modo  de  los  enun- 
ciados en  el  artículo  anterior,  falsifica- 
re letras  de  cambio  ú  otro  documento 
mercantil  transmisible  por  endoso. 

Art.  218.  Será  condenado  á  la  pena 
de  dos  á  ocho  años  de  prisión  mayor 
celular,  ó,  en  alternativa,  á  la  de  pri- 
sión mayor  temporal,  el  empleado  pú- 
blico que,  en  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes, cometa  alguna  falsificación  que 
perjudique  ó  pueda  perjudicar  á  terce- 
ro ó  al  Estado,  en  escritura  pública, 
título,  diploma,  auto  ó  escrito  de  igual 
fuerza: 

1.**  Haciendo  un  documento  entera- 
mente falso; 

2.®  Imitando  ó  fingiendo  la  letra,  fir- 
ma, rúbrica  ó  signo  de  otra  persona; 

3.**  Suponiendo  en  un  acto  la  inter- 
vención de  personas  que  no  la  han  te- 
nido; 

4.°  Atribuyendo  á  los  que  han  inter- 
venido en  un  acto  declaraciones  que  no 
han  hecho  ó  distintas  de  las  que  han 
prestado; 

5.°  Faltando  á  la  verdad  en  la  na- 
rración ó  declaración  de  los  hechos 
esenciales  para  la  validez  de  un  docu- 
mento ó  en  la  de  aquellos  que  éste  ten- 
ga por  objeto  certificar; 
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6.**    Alterando  las  fechas  verdaderas; 

7.°  Haciendo  en  documento  verda- 
dero cualquier  alteración  ó  interca- 
lación que  haga  variar  su  sentido  ó 
valor; 

8.**  Certificando  ó  reconociendo  como 
verdaderos  hechos  falsos; 

9°  Dando  traslado,  certificación, 
copia  fehaciente  ó  forma  pública  de 
documento  supuesto  ó  en.que  se  decla- 
re cosa  diferente  de  la  que  consta  en  el 
original; 

10.  Intercalando  cualquier  acto  en 
protocolo,  libro  ó  registro  oficial,  ó  re- 
gistrando,  sin  que  tenga  existencia  ju- 
rídica, algún  acto  de  naturaleza  de 
aquellos  para  los  que  la  ley  establece 
el  registro,  ó  cancelando  el  que  deba 
subsistir. 

§  único.— Si  se  probase  que  cualquie- 
ra de  las  falsedades  enumeradas  en 
este  artículo  se  cometió  por  mero  des- 
cuido, negligencia  ó  inobservancia  de 
las  reglas  por  que  se  rigen,  la  pena  apli- 
cable será  la  de  prisión  correccional  y 
multa. 

Art.  219.  El  que  por  cualquier  mo- 
do de  los  señalados  en  el  art.  218,  fal- 
sificare escrito  de  los  no  comprendidos 
en  el  mismo  articulo,  será  condenado 
á  la  pena  de  prisión  correccional  y 
multa. 

Art.  220.  Con  las  mismas  penas  se 
castigará  la  falsificación  cometida  por 
cualquier  modo  de  los  señalados  en  los 
artículos  anteriores,  encima  de  una 
firma  en  blanco,  aunque  haya  sido  en- 
tregada voluntariamente  por  el  fir- 
mante. 

Art.  221.  Se  impondrán  las  penas  de 
complicidad  al  testigo  de  documento 
público  ó  privado  que  interviniere  con 
conocimiento  en  la  falsedad,  excepto 
cuando  deba  ser  considerado  como 
autor. 


Art.  222.  El  que  haga  modelos  de  los 
documentos  falsos  enumerados  en  los 
artículos  anteriores  ó  haga  registrar 
dolosamente  algún  acto  ó  cancelar 
cualquier  inscripción,  será  castigado 
como  s'i  fuera  autor  de  la  falsificación. 

Art.  223.  Las  reglas  establecidas  en 
los  artículos  anteriores  tienen,  con 
respecto  á  los  certificados,  pasaportes 
(guías)  ó  itinerarios,  las  excepciones 
que  se  expresan  en  los  artículos  si- 
guientes. 

Art.  224.  Serán  castigados  con  las 
penas  de  prisión  correccional  y  multa: 

1.^  Todo  Facultativo  ó  persona  com- 
petentemente autorizada  por  la  ley  para 
expedir  certificados  de  enfermedad  ó 
lesión  que,  con  objeto  de  que  alguien 
se  exima  ó  sea  dispensado  de  cualquier 
servicio  público,  certifique  en  falso  que 
padece  la  enfermedad  ó  lesión  que  deba 
producir  tal  resultado; 

2.*  El  que,  tomando  el  nombre  de 
cualquier  Facultativo  ó  persona  habili- 
tada por  la  ley,  dé  algún  certificado  de 
naturaleza  análoga; 

3.°  El  que  expida,  en  nombre  de  un 
empleado  público,  cualquier  certificado 
de  recomendación,  testimoniando  al- 
guna circunstancia  en  favor  de  la  per- 
sona que  en  él  se  exprese,  así  como  el 
que  altere  con  la  variación  de  nombre 
de  la  persona  designada  el  certificado 
de  un  empleado  público  verdadero  en 
su  origen; 

4.®  Todo  funcionario  público  que, 
faltando  á  la  verdad  generalmente  co- 
nocida, asevere  ó  certifique  con  false- 
dad cualesquiera  hechos  ó  circunstan- 
cias que  puedan  interesar  ó  perjudicar 
á  persona  en  favor  de  quién  ó  contra 
quién  fueren  expedidos  estos  testimo- 
nios ó  certificados,  excepto  si  estuviese 
comprendido  en  el  art.  218; 

5.*^    Todo  aquel  que  haga  uso  de  cual- 
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quiera  do  estos  certificados  sabiendo 
gueson  falsios; 

6.*^  El  funcionario  público  encarga- 
do dol  servicio  de  telégrafos  que  supon- 
ga ó  falsifique  cualquier  despacho  tele- 
gráfico recibido  ó  para  transmitir^  ó 
el  que  no  siendo  funcionario  competen- 
te cometa  este  delito  ó  haga  uso  del 
despacho  falso  con  conocimiento  de 
que  lo  es, 

§  1,*— El  fondista  ó  dueño  de  cualquier 
otra  casa  en  que  se  dé  albergue  por 
dinero,  que  en  el  respectivo  libro  de  re- 
gistro hiciere,  con  conocimiento  de  cau- 
sa, alguna  inscripción  falsa  ó  supuesta, 
será  castigailo  con  la  pena  de  prisión 
correccional  y  multa  hasta  dos  meses 
de  haber. 

§  2.^—E\  que  no  hallándose  com- 
prendido en  este  artículo  ni  en  ninguno 
de  los  anteriores,  expida  testimonio  ó 
certificación  falsos,  así  como  el  que 
haga  uso  di!  ellos  con  conocimiento  de 
su  falsedad,  será  condenado  á  prisión 
correccional  hasta  tres  meses  y  multa 
corresponíliíMite. 

§  3,"— Lo  dispuesto  en  este  artículo  y 
sus  párrafos  se  entiende  sin  perjuicio 
de  pena  más  grave  si  los  hechos  puni- 
bles constituyen  otro  delito.  Los  per- 
juicios producidos  inmediatamente  por 
eldespacho  telegráfico  falsificado  serán 
considerados  para  los  efectos  de  este 
párrafo  y  de  los  artículos  que  regulan 
la  responsabilidad  de  los  autores  y 
cómplices  como  sustracción  fraudulen- 
ta de  bienes  ajenos. 

Art.  ^25.  El  empleado  público  encar- 
gado de  expedir  pasaportes,  que  con 
intención  de  sustraer  á  alguien  de  la 
vigilancia  legal  de  la  Autoridad  expi- 
diere cualquier  pasaporte  con  suposi- 
ción de  nomlire,  será  condenado  á  las 
penas  de  destitución  del  empleo  y  de 
uno  á  dos  años  de  prisión. 


§  único.— El  que  no  conociendo  á  Ja 
persona  á  favor  de  quien  expidió  el  pa- 
saporte, no  exigió  el  abono  de  los  dere- 
chos que  las  leyes  y  Reglamentos  seña- 
lan, será  castigado  con  la  penado  mul- 
ta de  un  mes  á  un  año  de  su  sueldo. 

Art.  226.  Todo  el  que  usare  nombre 
supuesto,  falsificare  un  pasaporte,  al- 
terase sustancial  mente  el  verdadero  ó 
hiciere  uso  de  uno  falsificado  por  cual- 
quiera de  estos  modos,  será  condenado 
á  la  pena  de  dos  meses  á  dos  años  de 
prisión. 

§  único.— Los  testigos  que  hayan  con- 
currido para  expedir  el  pasaporte  con 
nombre  supuesto  serán  castigados  co- 
mo cómplices. 

Art.  227.  Las  penas  señaladas  en 
los  dos  artículos  anteriores  son  aplica- 
bles á  los  casos  de  falsedad  de  las  cé- 
dulas con  la  declaración  de  que  si  en 
virtud  de  aquélla  el  portador  recibió  de 
la  Hacienda  pública  alguna  cantidad, 
será  castigado  con  la  pena  señalada  en 
el  art.  216,  así  como  de  igual  modo  lo 
será  el  empleado  que  con  este  objeto 
haya  cometido  la  falsificación. 

Sección  tercera 

De  la  falsificación  de  sellos,  cuuos  y  marcas 

Art.  228.  El  que  falsifique  sellos,  cu- 
ños, marcas  ó  estampilla  de  cualquier 
Autoridad  ú  oficina  pública,  los  intro- 
duzca en  el  Reino  ó  haga  de  ellos  uso 
que  no  esté  penado  especialmente  en 
otro  articulo,  será  condenado  á  la  pena 
de  dos  á  ocho  años  de  prisión  ma- 
yor celular,  ó,  en  alternativa,  á  la  de 
prisión  mayor  temporal. 

Art.  220.  En  la  misma  pena  incurri- 
rá el  que  falsifique  papel  sellado  ó  se- 
llos de  comunicaciones  ú  otros  efectos 
timbrados,  cuya  fabricación    se  haya 
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reservado  el  Estado,  y  los  que  dolo- 
samente los  introduzcan  en  el  Reino, 
emitan,  expendan  ó  hagan  uso  de  ellos. 

Art.  230.  El  que  cometa  alguna  fal- 
sificación usando  las  marcas,  sellos  ó 
cuños  falsos,  de  fiel  contraste  ó  tasado- 
res, cuyas  certificaciones  tengan  por  la 
ley  fe  en  juicio,  serán  con<íenados  á  la 
pena  de  prisión  de  un  mes  á  seis,  sin 
perjuicio  de  cualquier  otra  pena  si  á 
ella  hubiere  lugar. 

§  1."— Si  las  marcas,  sellos  ó  cuños 
falsificados  fueren  de  algún  estableci- 
miento industrial  ó  de  comercio,  la 
pena  aplicable  será  la  de  uno  á  tres 
meses  de  prisión,  sin  perjuicio  de  pena 
mayor  si  á  ella  hubiere  lugar,  y  salva 
la  reparación,  según  las  reglas  gene- 
rales. 

§  2.°— La  misma  pena  se  impondrá 
al  que  expenda  ó  ponga  en  circulación 
objetos  marcados  con  nombres  supues- 
tos ó  alterados,  ó  que  haya  puesto  ó 
hecho  aparecer  de  cualquier  modo  so- 
bre objetos  fabricados,  el  nombre  ó  fir- 
ma de  fábrica  diversa  de  aquella  en 
que  se  verifique  la  fabricación. 

§3.°— También  se  impondrá  la  mis- 
ma pena  al  que  haga  desaparecer  de 
pólizas  ó  jJe  sellos  de  comunicaciones, 
ó  de  billetes  para  el  transporte  de  per- 
sonas ó  cosas,  la  señal  de  que  ya  han 
servido,  ó  hagan  uso  de  ellos  en  este 
estado. 

§4.**— Aquel  que  en  billetes  ó  con- 
traseñas de  entrada  de  un  sitio  ó  es- 
tablecimiento público,  ó  en  billetes  de 
lotería  ó  lista  respectiva,  y  con  el  fin 
fraudulento  de  obtener  para  sí  ó  para 
otro  cualquier  lucro,  ó  de  perjudicar  á 
tercero,  falsifi(]ue  la  numeración,  fecha 
ó  valor,  ó  haga  de  ellos  uso,  ó  los  ex- 
penda ó  ponga  á  la  venta,  será  conde- 
nado á  ^a  pena  de  prisión  corre^ícional. 

Art.  231.    Las  penas  señaladas  en  los 


artículos  anteriores  de  esta  sección  son 
aplicables,  según  los  diferentes  casos 
en  ellos  expresados,  al  que,  para  veri- 
ficar cualquier  falsificación  en  perjui- 
cio del  Estado  ó  de  tercero,  haga  uso 
de  los  instrumentos  legítimos  que  le  ha- 
yan sido  confiados  ó  que  por  cualquier  ^ 
motivo  haya  tenido  en  su  poder. 

Sección  cuarta 

Disposición  común  a  h;stres  secciones  anteriores 
de  eRte  capítulo 

Art.  232.  Las  penas  señaladas  en  los 
artículos  de  las  secciones  anteriores 
de  este  capítulo  contra  el  uso  de  la  cosa 
falsificada,  no  tendrán  aplicación  en  el 
caso  de  que  el  que  las  usó  no  tuviere 
conocimiento  de  la  falsificación. 

§  L°— En  los  delitos  de  falsedad  será 
siempre  circunstancia  atenuante  la  de 
no  haberse  hecho  uso  del  documento 
público  ó  privado  ú  objeto  falsificado, 
ó  la  de  no  haber  resultado  de  ese  uso 
el  perjuicio  ó  provecho  que  determinó 
la  falsificación,  y  en  el  caso  en  que  el 
que  presente  un  documento  falso  en 
juicio  haja  declarado  desistir  de  él  en 
los  términos  de  la  .ley  civil  después  de 
ser  impugnado. 

§  2.®— En  todos  los  delitos  de  falsedad 
se  ordenará  en  la  sentencia  condena- 
toria la  destrucción  de  los  instrumen- 
tos especialmente  destinados  á  la  co- 
misión délos  mismos,  si  fueren  halla- 
dos, y  la  pérdida  á  favor  del  ofendido, 
cuando  proceda,  de  los  objetos  de  los 
mismos  delitos  que  hayan  sido  apre- 
hendidos. 

Sección  quinta 

De  la  Huposición  6  usurpación  de  nombres,  trajes, 
empleos  y  títulos 

Art.  233.     El  que   tomando  un  nom- 
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bre  falso,  intente  sustraerse  de  cual- 
quier modo  á  la  vigilancia  legal  de  la 
Autoridad  publica  ó  realice  algo  perju- 
dicial al  Estado  ó  á  los  particulares, 
será  castigado  con  la  pena  dfe  quince 
días  á  seis  meses  de  prisión  ó  con  mul- 
ta de  un  mes  de  haber,  salvo  lo  dis- 
puesto sobre  el  uso  de  nombres  supues- 
tos en  los  diferentes  casos  enumerados 
en  este  Código. 

§  único.— El  uso  de  un  nombre  su- 
puesto podrá  ser  autorizado  temporal- 
mente por  la  Autoridad  administrativa, 
mediando  justa  causa. 

Art.  234.  El  que  cambie  de  nombre, 
sin  que  lo  verifique  con  autorización 
legal  y  con  las  solemnidades  requeri- 
das por  la  ley  civil,  será  castigado  con 
la  pena  de  un  mes  de  multa  de  su  ha- 
ber, salvo  la  reparación  á  que  queda 
obligado  de  los  perjuicios  que  por  ello 
haya  originado. 

Art.  235.  El  que  use  trajes  que  no 
sean  los  de  su  sexo,  públicamente  y 
con  intención  de  hacer  creer  que  es  del 
sexo  que  parece,  ó  el  que  de  igual  modo 
use  uniforme  propio  de  un  empleo  pú- 
blico ó  cualquier  condecoración  que 
no  le  pertenezca,  será  castigado  con  la 
pena  de  prisión  hasta  seis  meses  y  mul- 
ta hasta  un  mes  de  haber. 

Art.  236.  El  que  sin  título  ó  causa 
legítima  ejeuciere  funciones  propias 
de  un  empleado  público,  arrogándose 
esta  calidad,  será  condenado  á  la  pena 
de  uno  á  dos  años  de  prisión  y  multa 
correspondiente,  sin  perjuicio  de  las 
penas  de  falsedad  si  hubiere  lugar  á  ello. 
§  1.°— Si  las  funciones  fueran  de  jefe 
militar  del  ejército  ó  de  la  marina,  se 
observarán  las  disposiciones  de  las  le- 
yes militares,  aunque  el  reo  no  sea  mi- 
litar, en  tiempo  de  guerra,  y  se  aplica- 
rá lo  dispuesto  en  el  párrafo  único  del 
articulo  307. 


S  2.^— El  que  ejerciere  actos  propios 
de  una  profesión  que  exija  título,  arro- 
gándose, sin  razón  ó  causa  legítima,  la 
calidad  de  profesor  ó  perito,  será  con- 
denado á  la  pena  de  seis  meses  á  dos 
años  de  prisión  y  multa  correspon- 
diente. 

Art.  237.  .El  que  se  arrogare  cual- 
quier título  de  nobleza  ó  usurpare  es- 
cudo de  armas  que  no  le  pertenezca, 
será  castigado  con  la  pena  de  prisión 
hasta  seis  meses  y  multa  hasta  un  mes. 

Sección  sexta 

Del  falso  testimonio  y  otras  declaraciones  fñHss 
prestadas  ante  la  Autoridad  pública 

Art.  238.  El  que  en  causa  criminal  y 
sobre  las  circunstancias  esenciales  del 
hecho  objeto  de  la  acusación  declare 
en  falso  contra  el  acusado,  será  casti- 
gado con  ht  pena  de  dos  á  ocho  años  de 
prisión  mayor  celular,  ó,  en  alternati- 
va, con  la  de  prisión  mayor  temporal. 

§  1.**— Sin  embargo,  si  el  acusado  fué 
condenado  y  sufrió  pena  más  grave, 
será  aquél  condenado  á  la  misma  pena. 

§  2.®— El  que  preste  falso  testimonio 
á  favor  del  acusado  será  castigado  á 
prisión  mayor  celular  de  dos  á  ocho 
años,  ó,  en  alternativa,  á  deportación 
temporal. 

§  3.°— Cuando  el  delito  se  castigue 
sólo  con  pena  correccional,  la  corres- 
pondiente al  falso  testimonio,  en  con- 
tra ó  á  favor  del  acusado,  será  la  de 
dos  á  ocho  años  de  prisión  mayor  celu- 
lar, ó,  en  alternativa,  la  de  deporta- 
ción temporal. 

§  4.**— El  falso  testimonio  prestado  en 
el  sumario  de  la  causa  se  castigará  con 
las  penas  inmediatamente  inferiores. 

§  5.°—El  falso  testimonio  en  materia 
civil  se  castigará  con  la  pena  de  dos  á 


CÓDIGO  PENAL  PORTUGUÉS 


599 


ocho  años  de  prisión  mayor  celular,  ó, 
en  alternativa,  con  deportación  tem- 
poral. 

Art.  239.  No  habrá  lugar  á  la  pena 
del  falso  testimonio  cuando  el  autor 
se  retracte  antes  de  pronunciarse  la 
sentencia. 

§  único.— Si  el  falso  testimonio  fué 
prestado  en  el  sumario  de  la  causa,  so- 
lamente cesará  la  pena  si  el  autor  se 
retracta  antes  de  concluido. 

Art.  240.  En  todos  los  casos  consig- 
nados en  los  artículos  anteriores,  si  el 
que  haya  declarado  en  falso  ha  sido 
sobornado  con  dádivas  ó  promesas,  la 
pena  que  hubiera  de  aplicársele  se 
agravará. 

§1.**— Loqjie  se  recibió  se  perderá 
en  beneficio  del  Estado. 

§  2.**— El  sobornador  será  castigado 
con  las  mismas  penas. 

§  3.**— La  tentativa  de  soborno  se  cas- 
tigará según  las  reglas  generales  de 
la  ley. 

Art.  241.  Las  penas  señaladas  en 
los  artículos  anteriores  serán  aplica- 
bles á  los  peritos  que  presten,  con  jura- 
mento, declaraciones  falsas  en  juicio. 

Art.  242.  El  que  declare  en  falso  en 
cualquier  procedimiento  no  contencio- 
so, así  como  el  que  estando  obligado 
legalmente  á  dar  informes  ó  prestar 
declaraciones,  con  ó  sin  juramento, 
ante  la  Autoridad  pública,  sobre  algún 
hecho  relativo  á  otras  personas  ó  al 
Estado,  lo  hiciere  con  falsedad,  será 
castigado  con  la  pena  de  suspensión 
temporal  de  los  derechos  políticos  y 
prisión  hasta  seis  meses. 

Art.  243.  Cuando  sea  deferido  el 
juramento  supletorio,  el  que  jurare  en 
falso  será  condenado  á  la  pena  fija  de 
suspensión  de  los  derechos  políticos 
por  veinte  años. 

§  único.  —  Cuando    sea  deferido  el 


citado  juramento,  será  castigado  con 
la  misma  pena  que  el  que  juró  en  falso, 
pero  la  querella  y  acusación  solamente 
podrá  sostenerse  por  el  Ministerio  pú- 
blico. 

Art.  214.  Si  alguien  se  querellase 
maliciosamente  contra  determinada" 
persona,  será  condenado  á  la  pena  de 
dos  á  ocho  años  de  prisión  mayor  celu- 
lar, ó,  en  alternativa,  á  la  de  deporta- 
ción temporal. 

§  único.— Si  la  querella  fuere  de  deli- 
to que  sólo  se  castigue  con  pena  cor- 
poral, ó  la  acusación  se  hiciere  en  los 
casos  en  que  no  hay  lugar  á  la  quere- 
lla, será  condenado  á  la  pena  de  seis 
meses  á  dos  años  de  prisión  y  multa 
correspondiente. 

Art.  245.  El  que  por  escrito,  con  fir- 
ma ó  sin  ella,  haga  denuncia  calumnio- 
sa contra  tercero  directamente  á  la  Au- 
toridad pública,  será  castigado  con  la 
pena  de  un  mes  á  un  año  de  prisión,  y 
suspensión  por  cinco  de  los  derechos 
políticos. 

CAPÍTULO  Vil 

De  la  violación  de  las  leyes  sobre  inhu- 
maciones, de  la  profanación  de  sepul- 
turas y  de  los  delitos  contra  la  salud 
pública. 

Sección  primera 

De  la  violación  de  las  leyes  sobre  inhumaciones 
y  profanación  de   sepulturas 

Art.  246.  El  enterramiento  de  cual- 
quier individuo,  contraviniendo  á  las  le- 
yes ó  Reglamentos,  en  cuanto  al  tiem- 
po, lugar  y  demás  formalidades  pres- 
critas sobre  inhumaciones,  se  castigará 
con  prisión  correccional. 

§  único.— La  misma  pena,  agravada 
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con  multa,  se  impondrá  al  Facultativo 
que,  sin  intención  criminal,  expida  cer- 
tifícado  de  defunción  de  una  persona 
que  después  resulte  que  no  ha  fallecido. 

Art.  217.  El  que  cometiere  profana- 
ción de  sepulturas,  practicando  antes 
ó  después  de  la  inhumación  cualesquie- 
ra hechos  que  tiendan  directamente  á 
faltar  al  resjíeto  debido  á  la  memoria 
de  los  muertos,  será  castigado  con  la 
pena  de  prisión  correccional  hasta  un 
año  y  multa  correspondiente. 

§  1.**— No  se  entienden  comprendidos 
en  lo  dispuesto  en  este  artículo  los  ca- 
sos en  que,  en  los  términos  de  las  leyes 
ó  Reglamentos,  y  en  virtud  de  orden  de 
la  Autoridad  competente,  se  proceda  á 
la  traslación  de  un  cadáver  de  una  á 
otra  sepultura  del  mismo  ó  distinto  ce- 
menterio, ó  lugar  de  enterramiento,  la 
reparación  del  túmulo  ó  sepultura,  y 
otros  semejantes. 

§  2.°— El  que  ejecute  cualquier  acto 
que  tienda  directamente  á  faltar  al  res- 
peto debido  á  la  memoria  del  muerto  ó 
muertos,  sin  profanación  de  sepultura, 
será  castigado  con  la  pena  de  prisión 
correccional  hasta  un  año. 

§  S.*^— Si  el  delito  previsto  en  el  párra- 
fo anterior  consistiera  en  hecho  que, 
ejecutado  contra  persona  viva,  consti- 
tuya  el  delito  de  que  se  trata  en  la  úl- 
tima parte  del  art.  395,  será  castigado 
con  la  pena  de  dos  á  ocho  años  de  pri- 
sión mayor  celular,  ó,  en  alternativa, 
con  la  de  deportación  temporal.  La  pro- 
fanación de  sepultura  se  considerará 
para  este  efecto  como  circunstancia 
agravante  del  delito  consumado. 

Sección  segunda 

Delitos  contra  la  salud  pública 

Art.  248.  El  que  exponga  á  la  venta, 
expenda  ó  suministro  sustancias  vene- 


nosas ó  abortivas,  sin  legitima  autori- 
zación y  sin  las  formalidades  requeri- 
das por  las  respectivas  leyes  ó  Regla- 
mentos, será  condenado  á  la  pena  de 
prisión  correccional,  no  inferior  á  trí*s 
meses,  y  multa  correspondiente. 

Art.  249.  La  pena  de  prisión  correc- 
cional que  no  baje  de  un  mes,  y  multa 
correspondiente,  se  impondrá  al  boti- 
cario ó  farmacéutico  que,  vendiendo  ó 
suministrando  cualquier  medicamento, 
sustituya,  ó  altere  de  otro  modo,  lo  que 
se  halle  prescrito  en  la  receta  compe- 
tentemente suscrita,  ó  venda  ó  suminis- 
tre medicamentos  deteriorados. 

Art.  250.  El  Facultativo  que,  en  caso 
'de  urgencia,  rehuse  prestar  el  auxilio 
de  su  profesión,  así  como,  el  que  debi- 
damente llamado  ó  intimado  para  ejer- 
cer actos  de  su  profesión,  necesarios, 
según  la  ley,  para  el  desempeño  de  las 
funciones  de  la  Autoridad  pública,  se 
niegue  á  ello,  será  castigado  con  la 
pena  de  dos  meses  á  un  año  de  prisión 
correccional  y  multa  correspondiente. 

§  único.— La  falta  de  comparecencia 
«in  legitima  excusa  en  el  sitio  y  hora 
para  que  fué  llamado  ó  intimado,  será 
considerada  como  negativa  para  to- 
des  los  efectos  de  lo  que  dispone  este 
articulo 

Ari.  251.  El  que  de  cualquier  modo 
altere  géneros  destinados  al  consumo 
público,  de  manera  que  resulten  noci- 
vos á  la  salud,  y  los  exponga  á  la  ven- 
ta así  alterados,  así  como  el  que  del 
mismo  modo  altere  géneros  destinados 
al  consumo  de  alguna  ó  varias  perso- 
nas, ó  venda  géneros  corrompidos,  ó 
fabrique  ó  venda  objetos  cuyo  uso  sea 
necesariamente  nocivo  á  la  salud,  será 
castigado  con  la  pena  de  dos  meses  á 
dos  años  de  prisión  y  multa  correspon- 
diente, sin  perjuicio  de  pena  mayor  si 
hubiere  lugar  á  pila. 
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§  1.®— En  cualquier  parte  que  se  en- 
cuentren los  géneros  deteriorados,  ó 
los  citados  objetos,  serán  aprehendi- 
dos é  inutilizados. 

§  2.®— Será  castigado  con  la  misma 
pena: 

1.°  El  que  oculte,  sustraiga,  ven- 
da ó  compre  efectos  destinados  á  ser 
destruidos  ó  desinfectados; 

2.®  El  que  arroje  en  fuente,  ci«terna, 
río,  arroyo  ó  lago,  cuyas  aguas  se  des- 
tinen al  consumo  de  los  habitantes  y 
ganados,  cualquier  objeto  que  convier- 
ta el  agua  en  impura  ó  nociva  á  la 
salud. 

Art.  252.  En  todos  los  casos  no  pre- 
vistos en  este  capítulo,  en  que  haya 
violación  de  los  Reglamentos  de  Sani- 
dad, se  observarán  sus  disposiciones 
especiales. 

CAPÍTULO  VIII 

De  1(18  armas,  casa  y  pesca  en  tiempo  de 
veda 

Sección  primera 

Arma»  prohibidas 

Art.  253.  El  que  fabrique  ó  importe, 
venda  6  suministre,  ó  tenga  en  su  poder 
cualquier  mecanismo  que  pueda  produ- 
cir explosión  y  servir  para  la  destruc- 
ción de  personas  ó  edificios,  será  casti- 
gado con  la  pena  de  cuatro  años  de 
prisión  mayor  celular,  seguida  de  quin- 
ce de  deportación,  sin  perjuicio  de  la 
agravación  que  pueda  corresponderle 
por  complicidad  en  cualquier  delito  de 
esta  naturaleza. 

§  1.°— El  que  sin  licencia  de  la  Auto- 
ridad administrativa  fabrique,  impor- 
te ó  venda,  ó  suministre  cualesquiera 
armas  do  fuego  ó  blancas,  así  como  el 


que  las  use  sin  la  licencia  citada  ó  sin 
autorización  legal,  será  condenado  á  la 
pena  de  prisión  correccional  hasta  seis 
meses  y  multa  correspondiente. 

§  2.®— A  la  misma  pena  serán  conde- 
nados los  individuos  comprendidos  en 
el  párrafo  anterior  á  quienes  les  hubie- 
re sido  anulada  la  respectiva  licencia, 
y,  que,  no  obstante,  continuaren  ha- 
ciendo uso  de  ella  como  si  estuviese  en 
vigor. 

§  3.**— Si  el  dueño  ó  poseedor  las  tu- 
viese en  su  domicilio  ó  en  otro  local  sin 
hacer  uso  de  ellas,  será  castigado  con 
multa  de  ocho  días  á  un  mes. 

§  4.^— No  se  entienden  comprendidas 
en  las  disposiciones  de  este  artículo  y 
sus  párrafos  las  armas  que  deban  con- 
siderarse objetos  de  arte  ó  de  orna- 
mentación. 

§  5.°— En  todos  los  demás  casos  se- 
ñalados en  este  artículo  y  sus  párrafos, 
las  armas  serán  decomisadas  y  queda- 
rán en  favor  del  Estado. 

Sección  segunda 

Caza  y  pesca  en  tiempo  de  veda 

Art.  254.  El  que  cace  en  los  meses 
en  que  por  las  Ordenanzas  municipales 
ó  por  los  Reglamentos  ad».  inistrativos 
esté  prohibido  el  ejercicio  de  la  caza,  ó 
que,  en  los  meses  en  que  i  o  haya  veda, 
cace  de  modo  prohibido  en  las  Orde- 
nanzas y  Reglamentos  citados,  será 
castigado  con  la  pena  de  tres  á  treinta 
días  de  prisióny  mulla  correspondiente. 

§  único.— Con  las  mismas  penas  será 
castigado,  pero  sólo  á  instancia  del 
dueño,  el  que  entre  á  cazar  en  terrenos 
murados  ó  cercados  sin  consentimien- 
to del  mismo. 

Art.  255.  Será  castigado  con  las  mis- 
mas penas: 
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1.**  El  que  pesque  en  Jos  meses  de- 
clarados de  veda  por  las  Ordenanzas 
municipales  ó  Reglamentos  de  la  ad- 
ministración pública; 

2."*  El  que  pesque  con  anzuelo  ó  red 
de  malla  más  estrecha  que  la  señalada 
por  el  Ayuntamiento,  ó  por  cualquier 
otro  medio  prohibido  por  las  Ordenan- 
zas ó  Reglamentos  municipales; 

3.®  El  que  arroje  en  los  ríos  ó  lagu- 
nas, en  cualquier  época  del  año,  plan- 
tas, hierbas  nocivas,  coca,  cal  ú  otras 
materias  con  que  se  destruya  la  pesca. 

CAPÍTULO  IX 

De  los  vagos  y  mendigos,  y  de  las  aso- 
ciaciones de  malhechores 

Art.  256.  El  que  no  tenga  domicilio 
fijo  en  el  cual  resida,  ni  medios  de  sub- 
sistencia, ni  ejerza  habitualmente  al- 
guna profesión  ú  oficio,  ó  tenga  cual- 
quier otro  medio  de  ganarse  la  vida,  no 
probando  necesidad  de  fuerza  mayor 
que  justifique  el  hallarse  en  estas  cir- 
cunstancias, será  competentemente 
juzgado  y  declarado  vago,  y  castigado 
con  la  pena  de  prisión  correccional 
hasta  seis  meses,  y  puesto  á  la  dispo- 
sición del  Gobierno  para  que  le  facili- 
te trabajo  por  el  tiempo  que  estime 
conveniente. 

Art.  257.  Si  después  de  la  sentencia 
firme  el  vago  prestase  caución  sufi- 
ciente, podrá  el  Gobierno  admitírsela, 
señalándole  residencia  en  el  lugar  que 
indique  el  fiador. 

fí  1.°— La  admisión  de  la  fianza  extin- 
guirá la  pena. 

§  2.°— En  cualquier  tiempo  podrá  el 
fiador  exigir  su  liberación,  presentan- 
do al  vago  ante  la  Autoridad  competen- 
te para  que,  por  el  resto  del  tiempo  que 


le  falte,  se  ejecate  la  sentencia  conde- 
natoria. 

§  3.°—  Si  el  condenado  se  ausentare 
del  lugar  que  le  fuere  señalado  para  re- 
sidencia, cumplirá  toda  la  pena  impues- 
ta en  la  sentencia  como  si  no  hubiere 
prestado  fianza. 

Art.  258.  Si  el  vago,  sin  motivo  que 
lo  justifique,  entrase  en  habitación  ó 
lugar  cerrado  dependiente  de  la  misma, 
ó  fuere  hallado  disfrazado  de  cualquier 
modo,  ó  teniendo  en  su  poder  objetos 
de  valor  superior  á  lO.OOO  reis,  y  no  jus- 
tificare la  causa  de  su  posesión,  será 
condenado  á  la  pena  de  uno  á  dos  años 
de  prisión  y  entregado  á  disposición 
del  Gobierno  con  arreglo  á  lo  prevenido 
en  el  art.  256,  y  sin  que  pueda  tener  lu- 
gar la  fianza  de  que  trata  el  art.  257. 

Art.  259.  Si  el  vago  fuere  extranjero 
será  puesto  á  disposición  del  Gobierno 
para  que  lo  expulse  del  territorio  por- 
tugués, caso  de  que  rehuse  el  trabajo 
que  se  le  facilite. 

Sección  segnnda 

Mendigos 

Art.  260.  Todo  individuo  capaz  de 
ganarse  el  sustento  por  medio  del  tra- 
bajo, que  resulte  dedicado  á  mendigar 
habitualmente,  será  considerado  y  cas- 
tigado como  vago. 

Art.  261.  Se  castigarán  con  la  pena 
de  dos  meses  á  dos  años  de  prisión 
todos  los  mendigos  que  por  señales  os- 
tensibles simulen  enfermedades  ó  que 
hayan  empleado  amenazas  ó  injurias, 
ó  mendiguen  por  grupos,  excepto  ma- 
rido y  mujer,  padre  ó  madre  y  sus  hijos 
impúberes,  el  ciego  y  el  lisiado  que  no 
se  pueda  mover  sin  auxilio,  cada  uno 
con  su  respectivo  lazarillo. 

Art.  262.    Es  aplicable  á  los  mendi- 
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gos  lo  que  determina  el  art.  258,  y  se  ob- 
servarán las  disposiciones  de  las  leyes 
y  Reglamentos  de  policía. 

Sección  tercera 

Asociaciones  de  malhechores 

Art.  263.  Los  que  formen  parte  de 
cualquier  asociación  formada  para  la 
comisión  de  delitos,  y  cuya  organiza- 
ción ó  existencia  se  manifieste  por  con- 
vención ó  cualquier  otro  hecho,  serán 
condenados  á-  la  pena  de  dos  á  ocho 
años  de  prisión  mayor  celular,  ó,  en 
alternativa,  á  la  de  deportación  tempo- 
ral, salvo  si  fueren  autores  de  la  aso- 
ciación ó  ejercieren  en  ella  dirección 
ó  mando,  á  los  cuales  se  les  aplicará 
la  pena  de  dos  á  ocho'años  de  prisión 
mayor  celular,  ó,  en  alternativa,  la  de 
prisión  mayor  temporal. 

§  único.— Serán  castigados  como 
cómplices  los  que  á  estas  asociacio- 
nes ó  á  cualesquiera  divisiones  de  ellas 
suministren  voluntaria  y  consciente- 
mente armas,  municiones,  instrumen- 
tos del  delito,  guarida  ó  local  para  re- 
unirse. 

CAPÍTULO  X 

De  los  juegos,  loterías,  convenciones  ¿lí- 
citas sobre  fondos  públicos  y  abusos 
en  casas  de  préstamos  sobre  prendas. 

Sección  primera 

.Tue^oH 

Art.  264.  Todo  jugador  que  viva  del 
juego,  haciendo  de  él  su  principal  ocu- 
pación, será  juzgado  y  castigado  como 
vago. 

Art.  265.     El  que  fuere  encontrado 


jugando  á  uno  de  los  de  azar  será  cas- 
tigado, por  la  primera  vez,  con  la  pena 
de  reprensión,  y  en  el  caso  de  reinci- 
dencia, con  la  de  multa,  según  su  ha- 
ber, de  quince  días  á  un  mes. 

Art.  266.  El  que  jugare  á  uno  de  los 
de  azar  con  un  menor  de  veintiún  años 
ó  hijo  de  familia,  será  castigado  con  la 
pena  de  uno  á  seis  meses  de  prisión  y 
multa  de  un  mes. 

§  único. —La  misma  pena  se  impon- 
drá al  que  excite  al  menor  ó  hijo  de  fa- 
milia al  juego,  á  contraer  hábitos  vi- 
ciosos ó  á  faltar  á  la  obediencia  debi- 
da á  sus  padres  ó  tutores,  si  éstos  le 
acusaren. 

Art.  267.  Los  que  en  cualquier  sitio 
establezcan  juego  de  azar,  y  los  encar- 
gados de  la  dirección  del  juego,  aunque 
no  lo  sean  habitualmente,  asi  como 
cualquier  administrador,  representante 
ó  agente,  serán  castigados  con  la  pena 
de  dos  meses  á  un  año  de  prisión,  y 
multa  correspondiente. 

§  único.— El  dinero  y  efectos  desti- 
nados al  juego,  ios  muebles  de  la  habi- 
tación, los  instrumentos,  objetos  y 
utensilios  destinados  al  servicio  del  jue- 
go serán  aprehendidos  y  perdidos  mi- 
tad en  favor  del  Estado  y  mitad  en  be- 
neficio de  los  aprehensores. 

Art.  268.  El  que  emplee  violencias  ó 
amenazas  para  obligar  á  otro  á  que 
juegue  ó  para  continuar  el  juego,  será 
castigado  con  la  pena  de  dos  meses  á 
un  año  de  prisión  y  multa  correspon- 
diente, sin  perjuicio  de  pena  más  gra- 
ve si  á  ella  hubiere  lugar. 

Art.  269.  A  los  que  empleen  medios 
fraudulentos  para  asegurar  la  suerte 
les  serán  impuestas  las  penas  del  hurto. 
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Sección  segunda 

Rifas 

Art.  270.  Queda  prohibida  toda  rifa 
que  no  se  halle  autorizada  por  la  ley, 
salvo  lo  dispuesto  en  el  art.  272. 

§  1.°— Se  considera  rifa  y  se  prohibe 
como  tal,  toda  operación  ofrecida  al 
público  para  hacer  germinar  la  espe- 
ranza de  una  ganancia  obtenida  por 
medio  de  la  suerte. 

§  2.*^— Los  autores,  empresarios  y 
agentes  de  cualquier  rifa  nacional  ó  de 
cualquier  operación  considerada  como 
tal,  serán  castigados  con  la  pena  de 
multa  de  uno  á  seis  meses,  según  su 
haber. 

§  3.®— Los  objetos  rifados  serán  apre- 
hendidos y  se  perderán  en  beneficio  del 
Estado. 

§  4.°— Cuando  la  rifa  sea  de  alguna 
propiedad  inmueble,  la  pérdida  en  be- 
neficio del  Estado  se  sustituirá  por  una 
multa  impuesta  al  propietario,  que,  se- 
gún las  circunstancias,  podrá  elevarse 
hasta  el  valor  de  la  propiedad,  acumu- 
lándose la  señalada  en  el  párrafo  se- 
gundo de  este  artículo. 

§  5.®— Quedan  á  salvo  las  disposicio- 
nes especiales  referentes  á  la  venta  de 
billetes  y  cédulas  de  loterías  extranje- 
ras de  la  ley  de  28  de  Julio  de  1885  (1). 


(1)  Esta  ley  trata  de  loa  Aranceles  del  impuesto 
del  timbre,  y  únicamente  dice  relación  á  este  pun- 
to el  art.  7.*,  por  el  cual  se  permite  la  venta  de  bi-" 
Uetes  y  cédulas  de  rifas  extranjeras  con  ariet^lo 
á  las  siguientes  condiciones: 

1."  Sólo  podrán  venderse  en  establecimientos 
autorizados  á  esto  fin,  por  medio  de  licencia  espe- 
cial, que  servirá  para  un  año,  si  bien  podrá  reno- 
varse y  que  se  halla  sujeta  al  impuesto  del  timbre 
de  50.000  reis.  La  2."  consiste  en  la  sujeción  al 
impuesto  del  15  por  100  del  valor  nominal  de  los 
billetes  vendidos  en  tales  establecimientos;  cas- 


Art.  271.  Los  que  negocien'los  bille- 
tes ó  los  repartan,  ó  que  por  cualquier 
medio  hayan  hecho  pública  la  existen- 
cia de  la  lotería,  ó  facilitado  la  emisión 
ó  distribución  de  los  billetes,  serán  cas- 
tigados con  la  pena  de  multa,  según 
su  haber,  de  quince  días  á  tres  meses. 

Art.  272.  Podrán  autorizarse  por  el 
Gobierno  las  rifas  de  efectos  muebles 
ó  dinero  destinadas  exclusivamente  á 
actos  de  beneficencia  ó  á  protección  de 
las  artes.  » 

§  único.— El  que  contravenga  á  los 
Reglamentos  dictados  por  el  Gobierno 
para  estas  rifas  será  castigado  con  las 
penas  del  artículo  anterior. 

Sección  tercera 

Convenciones  ilícitas  sobre  fondos  públicos 

Art.  273.  El  que  convenga  en  la  ven- 
ta ó  entrega  de  fondos  del  Gobierno, 
ó  extranjeros,  de  establecimientos  pú- 
blicos ó  de  compañías  anónimas,  si  no 
probase  que  al  tiempo  de  la  conven- 
ción tenía  los  fondos  á  su  disposición, 
ó  que  debía  tenerlos  en  la  época  de  la 
entrega,  será  castigado  con  la  pena  de 
quince  días  á  seis  meses  de  prisión  y 
multa  correspondiente. 

§  único.— El  comprador  que  tenga 
conocimiento  de  las  circunstancias 
enumeradas  en  este  artículo  será  cas- 
tigado con  la  mitad  de  aquellas  penas. 

Sección  cuarta 

Abusos  en  casas  de  préstamos  sobre  prendas 
Art.   274.    El  que  sin  la  correspon- 

ti^'ando  con  mulUí  y  pérdida  de  los  premios  de  los 
billetes  aprehendidos,  mitad  á  favor  (Jel  Estado  y 
mitad  á  los  establecimientos  de  Benefacencia,  h 
infracción  de  estas  disposiciones. 
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diente  autorización  tenga  abierto  un 
establecimiento  en  que  habitualnriente 
se  hagan  préstamos  sobre  prendas,  asi 
como  el  que  en  establecimiento  autori- 
zado no  lleve  libro  en  debida  forma, 
en  que  se  anoten  unas  á  continuación 
de  otras,  y  sin  interlineados,  las  canti- 
dades ú  objetos  empeñados,  los  nom- 
bres, domicilio  y  profesión  de  los  deu- 
dores, naturaleza,  clase  y  valor  de  los 
objetos  empeñados,  será  castigado  con 
quince  días  á  tres  meses  de  prisión  y 
multa  de  un  mes. 

CAPÍTULO  XI 

Del  monopolio  y  del  contrabando 

Sección  primera 

Monopolio 

Art.  275.  El  comerciante  que  dedi- 
cándose á  la  venta  pública  de  géneros 
necesarios  para  el  sustento  diario, 
ocultare  sus  provisiones  ó  so  negare  á 
venderlas  á  cualquier  comprador,  será 
castigado  con  la  pena  de  uno  á  seis 
meses  de  multa,  según  su  haber. 

Art.  276.  El  que  por  algún  medio 
fraudulento  consiga  alterar  los  precios 
que  resultarían  de  la  natural  y  libre 
concurrencia  de  las  mercaderías,  gé- 
neros, fondos  ó  cualesquiera  otras  co- 
sas que  sean  objeto  del  comercio,  será 
castigado,  según  su  haber,  con  uno  á 
tres  años  de  multa. 

§  único.— Si  el  medio  fraudulento  em- 
pleado para  cometer  este  delito  fuere 
la  confabulación  con  otros  individuos, 
tendrá  lugar  la  pena  tan  luego  como 
haya  principio  de  ejecución. 

Art,  277.  Será  castigado  con  uno  á 
seis  meses  de  prisión  y  multa  de  5.000 
á  200.000  reis: 


1.°  Toda  confabulación  entre  los 
que  emplean  trabajadores,  que  tenga 
por  objeto  producir  abusivamente  la 
disminución  del  salario,  si  fuere  segui- 
da de  principio  de  ejecución; 

2.°  Toda  confabulación  entre  los  in- 
dividuos de  una  profesión  ó  de  emplea- 
dos en  cualquier  servicio,  ó  de  cuales- 
quiera trabajadores  que  tenga  por  ob- 
jeto suspender  ó  impedir  ó  hacer  subir 
el  precio  del  trabajo,  regulando  sus 
condiciones,  ó  de  otro  cualquier  modo 
si  hubiere  principio  de  ejecución. 

§  único.— Los  que  hayan  promovido 
la  confabulación  ó  la  dirijan,  así  como 
los  que  empleen  amenazas  ó  violencias 
para  asegurar  la  ejecución,  serán  cas- 
tigados con  uno  á  dos  años  de  prisión 
y  podrá  decretarse  la  sujeción  á  la  vi-# 
gilancia  especial  de  la  policía,  sin  per- 
juicio de  pena  más  grave  si  los  actos 
do  violencia  la  merecieren. 

Art.  278.  Aquel  que  en  cualquier  su- 
basta autorizada  por  la  ley  ó  por  el  Go- 
bierno, haya  conseguido  por  dádivas  ó 
promesas  que  alguien  no  puje,  así 
como  el  que  perturbe  ó  impida  la  liber- 
tad del  acto  por  medio  de  violencia 
ó  de  amenazas,  será  castigado  con  dos 
meses  á  dos  años  de  prisión  y  multa 
correspondiente,  sin  perjuicio  de  pena 
más  grave  si  los  actos  de  violencia  la 
merecieren. 

Sección  segnnda 

Contrabando  y  defraudación 

Art.  279.  Contrabando  es  la  impor- 
tación ó  exportación  fraudulenta  de 
mercaderías  cuya  entrada  ó  salida  se 
halle  absolutamente  prohibida. 

Art.  280.  Defraudación  es  todo  y 
cualquier  acto  fraudulento  que  tenga 
por  objeto  evitar,  en  todo  ó  en  parte, 
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el  pago  de  los  derechos  ó  impuestos  es- 
tablecidos sobre  la  entrada,  salida  ó 
consumo  de  las  mercaderías. 

Art.  281.  Sobre  la  materia  de  esta 
sección  se  observarán  las  disposiciones 
de  las  leyes  especiales. 

CAPÍTULO  Xll 

De  las  asociaciones  ¿licitas 

Sección  primera 

Asociaciones  ilícitas  por  &lta  de  autorización 

Art.  282.  Toda  asociación  de  más  de 
veinte  personas,  aunque  esté  dividida 
en  secciones  de  menor  número,  que 
I  sin  preceder  autorización  del  Gobierno 
con  las  condiciones  que  estime  conve- 
nientes, se  reúna  para  tratar  de  asun- 
tos religiosos,  políticos,  literarios  ó  de 
cualesquiera  otra  naturaleza,  será  di- 
suelta, y  los  que  la  dirijan  y  adminis- 
tren serán  castigados  con  la  pena  de 
uno  á  seis  meses  de  prisión.  Los  otros 
miembros  serán  castigados  con  la  de 
prisión  hasta  un  mes. 

§  1.°— Las  mismas  penas  se  aplicarán 
en  el  caso  de  infracción  de  las  condi- 
ciones impuestas  por  el  Gobierno. 

§  2°  -Las  personas  que  residan  en  la 
casa  en  que  se  reúna  la  asociación 
no  se  entienden  comprendidas  en  el 
número  de  las  señaladas  en  este  ar- 
tículo. 

§  3.**— Se  castigará  como  cómplices  á 
aquellos  qué  consientan  que  la  reunión 
se  verifique  en  la  casa  de  que  dispon- 
gan. 

Sección    segunda 

Asociaciones  secretas 

Apt.  283.     Es  ilícita,  y  no  puede  auto- 


rizarse, cualquier  asociación  cuyos 
miembros  se  impongan,  con  juramento 
ó  sin  él,  la  obligación  de  ocultar  á  la 
Autoridad  pública  el  objeto  de  sus  re- 
uniones ó  su  organización  interior,  y  los 
que  en  la  misma  ejerzan  dirección  6 
administración  serán  castigados  con 
la  pena  de  dos  meses  á  dos  años  de 
prisión,  y  los  otros  miembros  con  la 
mitad  de  esta  pena. 

§  L®— Es  aplicable  lo  dispuesto  en  el 
párrafo  3.°  del  artículo  anterior  sobre 
la  complicidad. 

§  2.®— Si  algún  miembro  de  la  asocia- 
ción declarase  espontáneamente  ante 
la  Autoridad  pública  lo  que  supiese 
sobre  el  objeto  ó  planes  de  la  asocia- 
ción, aunque  no  declare  los  nombres  de 
los  otros  asociados,  quedará  exento  de 
pena. 

CAPÍTULO  XIII 

De  los  delitos  cometidos  por  los  emplea- 
dos públicos  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones. 

Sección  primera 

Prevaricación 

Art.  284.  El  Juez  que  dicte  sentencia 
definitiva,  notoriamente  injusta,  por  fa- 
vor ó  por  odio,  será  castigado  con  la 
pena  fija  de  suspensión  de  los  derechos 
políticos  por  quince  años. 

§  1."— Si  la  sentencia  fuese  condena- 
toria en  causa  criminal,  la  pena  seña- 
lada en  este  artículo  se  acumulará  con 
la  de  prisión  mayor  celular  de  dos  á 
ocho  años,  ó,  en  alternativa,  con  la  de 
deportación  temporal. 

§  2."— Si  la  sentencia  definitiva  se 
dictó  en  pleito  civil,  la  pena  impuesta 
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en  este  articulo  se  acumulará  con  la 
de  multa  mayor. 

§  3.*»— Si  la  sentencia  no  fuere  defini- 
tiva, la  pena  aplicable  será  la  suspen- 
sión temporal  de  todos  los  derechos 
políticos. 

§  4.''-~La  misma  pena  se  impondrá  al 
que  aconseje  á  cualquiera  de  las  partes 
sobre  el  litigio  que  penda  ante  él. 

§  5.**— Las  disposiciones  de  este  ar- 
ticulo y  sus  párrafos  2.**,  3.®  y  4.®  son 
aplicables  á  todas  las  Autoridades  pú- 
blicas que,  en  virtud  de  sus  funciones, 
decidan  ó  juzguen  cualquier  asunto 
contencioso  sometido  á  su  conoci- 
miento, 

Art.  285.  El  empleado  público  que 
estando  obligado  por  la  naturaleza  de 
sus  funciones  á  dar  consejo  ó  dictamen 
á  la  Autoridad  superior,  informe  dolo- 
samente con  falsedad  de  hecho,  será 
condenado  á  las  penas  de  destitu- 
ción y  prisión  correccional  hasta  seis 
meses. 

Art.  286.  Todos  los  Jueces  ó  Autori- 
dades administrativas  que  se  nieguen 
á  administrar  justicia  después  de  haber  , 
sido  requerida  por  las  partes  y  después 
de  advertencia  ó  mandato  de  sus  supe- 
riores, serán  castigados  con  la  pena  de 
suspensión. 

Art.  287.  El  empleado  público  que, 
faltando  á  sus  obligaciones,  deje  dolo- 
samente de  promover  el  procedimiento 
ó  el  castigo  de  los  delincuentes,  ó  de 
emplear  los  medios  que  estén  en  su 
mano  para  impedir  ó  prevenir  la  per- 
petración de  cualquier  delito,  será  des- 
tituido, sin  perjuicio  de  pena  más  grave 
en  el  caso  de  encubrimiento  ó  compli- 
cidad. 

Art.  288.  Si  el  agente  del  Ministerio 
público  procediese  criminalmente  con- 
tra determinada  persona,  teniendo  co- 
nocimiento de  que  las  pruebas  son  fal- 


sas, será  castigado  como  autor  del  de- 
lito de  falsedad,  si  la  de  la  prueba  re- 
sultare necesariamente  de  la  falsedad 
del  título  constitutivo,  y  á  las  penas  de 
destitución  y  de  prisión  correccional 
hasta  seis  meses  en  cualquier  otro  caso. 

Art  289.  Será  castigado  con  suspen- 
sión temporal  y  multa  correspondiente 
de  tres  meses  hasta  dos  años: 

1.**  El  Abogado  ó  Procurador  judi- 
cial que  descubra  los  secretos  de  su 
cliente  de  que  haya  tenido  conocimien- 
to en  el  ejercicio  de  su  profesión; 

2.**  El  que  habiendo  recibido  de  cual- 
quiera de  las  partes  dinero  ú  otro  efec- 
to por  abogar  ó  procurar  su  acción  y 
demanda,  ó  habiendo  aceptado  la  pro- 
cura y  tenido  conocimiento  délos  se- 
cretos de  la  causa,  abogue,  procure 
ó  aconseje  en  público  ó  en  secreto  en 
favor  de  la  otra  parteen  el  mismo  li- 
tigio; 

3.®  El  que  acepte  alguna  cosa  de  la 
parte  contra  quien  abogue  ó  procure; 

4.^  El  agente  del  Ministerio  público 
que  incurra  en  cualquiera  de  los  deli- 
tos mencionados  en  este  artículo,  será 
destituido  y  condenado  en  la  referida 
multa,  salvo  si  por  la  corrupción  se  le 
debe  imponer  pena  más  grave. 

Art.  i?90.  Será  condenado  á  prisión 
correccional  hasta  seis  meses  y  multa 
correspondiente,  el  funcionario: 

1.°  Que  revele  el  secreto,  del  cual  sea 
único  depositario,  por  razón  del  ejer- 
cicio de  su  cargo; 

2.°  Que  indebidamente  entregue  do- 
cumento ó  copia  del  mismo  que  no 
deba  tener  publicidad  y  le  esté  confia- 
do  ó  exista  en  la  respectiva  oficina,  ó 
dé  de  él  conocimiento  sin  la  debida 
autorización. 

§  1.^— Esta  disposición  es  aplicable 
igualmente  á  todos  los  que  ejerciendo 
cualquier  profesión,  que  requiera  titu- 
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lo,  y  siendo  por  razón  de  la  misma  de- 
positarios de  secretos  que  les  sean  con- 
fiados, revelen  aquéllos  de  que  tengan 
conocimiento  en  virtud  del  ejercicio  de 
su  ministerio. 

^  §  2.**— Las  disposiciones  precedentes 
se  entenderán  sin  perjuicio  de  la  pena 
de  injuria  ó  difamación,  si  hubiere  lu- 
gar á  ella. 

Sección  segunda 

Abuso    de   Autoridad 

Art.  291 .  Será  castigado  con  la  pena 
de  tres  meses  á  dos  años  de  prisión, 
que  podrá  agravarse  con  la  multa  co- 
rrespondiente, según  las  circunstan- 
cias: 

1.**  Cualquier  empleado  público  que 
prenda  ó  haga  prender  por  su  orden  á 
alguna  persona  sin  tener  facultades 
para  ello; 

2."  El  que,  teniéndolas,  las  ejerza 
fuera  de  los  casos  señalados  en  la  ley 
ó  contra  cualquier  persona  cuya  pri- 
sión sea  atribución  exclusiva  de  otra 
Autoridad; 

3.®  El  que  retenga  á  un  preso  que 
deba  ser  puesto  en  libertad  por  virtud 
de  la  ley  ó  sentencia  firme,  cuya  ejecu- 
ción le  competa  ó  por  orden  de  un  su- 
perior competente; 

4.°  El  que  ordene  ó  prolongue  ilegal- 
mente  la  incomunicación  de  un  preso 
ó  el  que  oculte  un  preso  que  deba  pre- 
sentar; 

5.°  El  Juez  que  rehuse  dar  conoci- 
miento al  que  esté  preso  por  su  orden 
de  los  motivos  de  la  prisión,  del  acusa- 
dor y  de  los  testigos,  después  de  ser  re- 
querido con  este  objeto. 

§  1."— Por  prisión  se  entiende  tam- 
bién toda  detención  ó  custodia. 

§  2.°— Si  el  Juez  dejase  de  dar,  en  el 


plazo  legal,  el  conocimiento  de  que  tra- 
ta el  núm.  5.^  de  este  artículo,  única- 
mente por  negligencia,  incurrirá  en  la 
pena  de  censura,  salvo  la  indemniza- 
ción del  perjuicio  que  pueda  haber  ori- 
ginado. 

Art.  292.  Será  castigado  con  la  pena 
de  suspensión  hasta  un  año,  que  podrá 
agravarse  con  la  multa  correspondien- 
te, según  las  circunstancias: 

1.**  Cualquier  empleado  público  que 
ordene  ó  lleve  á  cabo  la  prisión  de  al- 
guna persona,  dejando  de  observar  las 
formalidades  prescritas  en  la  ley; 

2.**  El  que  arbitrariamente  retenga 
ó  mande  que  se  retenga  á  cualquier 
preso  fuera  de  la  cárcel  pública  ó  del 
lugar  señalado  por  la  ley  ó  por  el  Go- 
bierno; 

3.®  El  que  siendo  competente  para 
expedir  ó  mandar  que  se  expida  certi- 
ficación de  la  prisión,  la  negare  ó  rehu- 
sare presentar  el  registro  de  la  prisión, 
en  el  caso  de  ser  requerido  competen- 
teniente; 

4.*»  El  que,  estando  encargado  de  la 
policía  judicial  ó  administrativa,  y  te- 
niendo conocimiento  de  alguna  deten- 
ción arbitraria,  no  dé  parte  á  la  Autori- 
dad superior  correspondiente; 

5.*»  Todo  agente  de  la  Autoridad  pú- 
blica encargado  de  la  custodia  de  pre- 
sos, que  recibiere  alguno  sin  orden  es- 
crita de  dicha  Autoridad. 

Art.  293.  Todo  agente  de  la  Autori- 
dad pública,  encargado  de  custodiar  al- 
gún preso,  que  tenga  para  con  él  otro 
rigor  que  el  legítimo,  será  castigado 
con  la  pena  de  prisión  hasta  seis  meses, 
y,  si  los  hechos  se  castigaren  por  las 
leyes  con  pena  mayor,  ésta  le  será  im- 
puesta. 

Art.  294.  Todo  empleado  público 
que,  en  este  concepto,  y  abusando  de 
sus  funciones,  entrase  en  la  morada  de 
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cualquier  persona  sin  su  consentimien- 
to fuera  de  los  casos  ó  sin  las  formali- 
dades que  prescriben  las  leyes,  será, 
castigado  con  la  pena  de  uno  á  seis  me- 
ses de  prisión  y  multa  correspondiente 
á  un  mes. 

Art.  295.  Cualquier  empleado  del 
servicio  público  de  Correos  que  deten- 
ga, sustraiga  6  abra  alguna  carta  con- 
fiada al  servicio,  ó  concurra  á  ello,  será 
condenado  á  la  pena  de  prisión  correc- 
cional y  multa  correspondiente,  salvas 
las  mayores  en  que  pueda  incurrir,  si 
por  la  sustracción,  detención  ó  aper- 
tura cometiere  algún  otro  delito  califi- 
cado por  la  ley. 

§  1."— Si  el  delito  fuere  cometido  por 
cualquier  otro  funcionario  público  ó 
agente  de  la  Autoridad,  la  pena  de  pri- 
sión señalada  en  este  artículo  no  podrá 
exceder  de  un  año. 

§  2.°— Las  disposicionos  de  este  ar- 
tículo y  del  párrafo  1.**  no  comprenden 
los  casos  en  que  la  Autoridad  compe- 
tente proceda  para  la  formación  de 
causa  criminal  á  las  investigaciones  ne- 
cesarias y  con  las  formalidades  pres- 
critas en  la  ley. 

Art.  296.  Todo  empleado  público 
que,  en  este  concepto,  y  abusando  de 
sus  funciones,  impida  de  cualquier 
modo  á  un  ciudadano  el  ejercicio  legal 
de  sus  derechos  políticos,  será  suspen- 
dido en  los  mismos  por  tiempo  que  no 
bajará  de  cinco  años,  salvo  las  penas 
mayores  en  que  pueda  haber  incurrido 
en  los  casos  previstos  en  el  capítulo  V 
del  presente  título,  que  le  í  eran  aplica- 
das según  las  reglas  generales. 

Art.  297.  El  funcionario  público  que, 
siendo  competente  para  requerir  ú  or- 
denar el  empleo  de  la  fuerza  pública, 
requiera  ú  ordene  este  empleo  para  im- 
pedir la  ejecución  de  alguna  ley,  man- 
dato judicial  ú  orden  legal  de  cual- 
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quier  Autoridad  pública,  será  castiga- 
do con  la  pena  de  prisión  correccional 
hasta  un  año  y  multa  correspondiente. 

§  l.°-Si  el  impedimento  no  se  consu- 
mare, pero  la  requisitoria  ú  orden  ha 
sido  seguida  de  algún  efecto,  la  pena 
aplicable  será  la  de  prisión  correccio- 
nal y  multa  correspondiente. 

§  2.°— Si  el  impedimento  se  consuma- 
re, la  pena  será  la  de  dos  á  ocho  años 
de  prisión  mayor  celular,  ó,  en  alter- 
nativa, la  de  deportación  temporal  si 
el  impedimento  no  constituye  delito  á 
que  según  la  ley  deba  aplicársele  pena 
más  grave. 

Art.  298.  Si  algún  empleado  público 
fuese  acusado  de  haber  cometido  cual- 
quiera de  los  actos  abusivos,  califica- 
dos de  delitos  en  los  artículos  anterio- 
res de  esta  sección,  y  probase  que  el 
superior  á  quien  deba  directamente 
obediencia  le  había  dado,  en  materia 
de  su  competencia,  la  orden  en  forma 
legal  para  practicar  aquel  acto,  queda- 
rá exento  de  pena,  la  cual  se  impondrá 
al  superior  de  quien  recibió  la  orden. 

Art.  299.  Cualquier  empleado  públi- 
co que,  en  el  ejercicio  ó  con  ocasión 
del  ejercicio  de  sus  funciones,  emplee 
ó  haga  emplear,  sin  motivo  legítimo, 
contra  cualquier  persona,  violencias 
que  no  sean  necesarias  para  la  ejecu- 
ción del  acto  legal  que  debe  ejecutar, 
será  castigado  con  la  pena  de  uno  á 
seis  meses  de  prisión,  salva  la  mayor 
en  que  haya  podido  incurrir  silos  actos 
de  violencia  fuesen  calificados  como 
delitos. 

Art.  300.  Si  cualquier  empleado  pú- 
blico ó  corporación  investida  de  Au- 
toridad pública  conviniese,  por  cual- 
quier modio,  con  otros  empleados  ó 
corporaciones  en  adoptar  medidas  para 
impedir  la  ejecución  de  alguna  ley  ú 
orden  del  Poder  ejecutivo,  será  casti* 
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gado  cada  uno  de  los  delincuentes  á  la 
pena  de  uno  á  seis  meses  de  prisión  y 
ser&  destituido. 

Sección  tercera 

Abu^o  de  atribuciones  y  desobediencia 

Art.  301.  Será  condenado  á]las  pe- 
nas de  destitución  y  de  dos  á  ocho  años 
de  prisión  mayor  celular,  ó,  en  alter- 
nativa, á  la  de  deportación  temporal  ó 
á  la  de  prisión  correccional,  según  la 
gravedad  del  delito: 

h'  El  empleado  público  que  se  in- 
giera en  el  ejercicio  del  Poder  Legisla- 
tivo, suspendiendo  cualesquiera  leyes 
ó  arrogándoí^e  alguna  de  las  atribucio- 
nes que  exclusivamente  competen  á 
las  Cortes  con  la  sanción  del  Rey; 

2,^  El  Juez  que  reglamente  en  mate- 
rias de  la  exclusiva  competencia  de 
Autoridades  administrativas  ó  que 
prohiba  la  ejecución  de  los  mandatos 
de  la  administración; 

3.°  Todo  funcionario  público  que 
cometa  el  delito  previsto  en  el  art.  291, 
número  I."*,  contra  cualquier  miembro 
del  Poder  Legislativo,  asi  como  el  que 
contra  esa  persona  ejecute  la  orden  á 
que  se  reflere  el  citado  núm.  1.°,  no 
teniendo  lu^ar  en  ningún  caso  en  esta 
hipótesis  la  exención  establecida  en  el 
artículo  298; 

4,"  La  Autoridad  administrativa  que 
con  cualesquiera  órdenes  ó  prohibi- 
ciones intente  impedir  ó  perturbar  las 
funciones  del  poder  judicial. 

Art,  302.  Será  condenado  á  suspen- 
sión hasta  un  año  y  multa  hasta  dos: 

L"  El  Juez  que  después  de  presenta- 
da en  juicio  ía  resolución  que  en  los 
términos  legales  origine  conflicto  posi- 
tivo entre  la  Autoridad  administrativa 
V  judicial,  no  suspenda  el  procedimien-  , 


to  en  cualquier  estado  en  que  se  en- 
cuentre ó  continúe  hasta  resolver  la 
cuestión,  sin  que  la  ley  lo  autorice  ex- 
presamente después  de  haberle  reque- 
rido para  la  suspensión; 

2.°  La  Autoridad  administrativa  que 
después  de  la  reclamación  de  cualquie- 
ra de  las  partes  interesadas  decida  en 
materia  de  la  competencia  del  poder 
judicial,  sin  que  la  Autoridad  compe- 
tente haya  juzgado  la  reclamación  ó  la 
haya  juzgado  procedente. 

Art.  303.  Los  miembros  de  los  Tri- 
bunales de  justicia  ó  administrativos,  y 
cualesquiera  Jueces  que  se  nieguen  á 
dar  el  debido  cumplimiento  á  las  sen- 
tencias, decisiones  ú  órdenes  revesti- 
das de  las  formalidades  legales  y  ema- 
nadas de  la  Autoridad  superior,  dentro 
de  los  límites  de  la  jurisdicción  que  tu- 
viesen en  el  orden  jerárquico,  serán 
suspendidos  por  tiempo  de  tres  meses 
á  tres  años. 

§  1.®— Cualquier  otro  empleado  públi- 
co que  rehuse  dar  el  debido  cumpli- 
miento á  las  órdenes  que  el  superior  á 
quien  deba  directamente  obediencia  le 
dé  en  forma  legal  en  materia  de  su 
competencia,  será  castigado  con  la 
pena  de  destitución  ó  suspensión,  se- 
gún las  circunstancias. 

§  2.''— Si  fuere  en  el  caso  en  que,  se- 
gún la  ley,  pueda  tener  lugar  la  repre- 
sentación del  empleado  inferior  con 
suspensión  de  la  ejecución  de  la  orden, 
sólo  tendrá  lugar  la  aplicación  de  la 
pena  si  después  de  desaprobada  la  sus- 
pensión por  el  superior  y  repetida  la 
orden  se  rehusare  la  ejecución. 

§  3.°— Queda  á  salvo  lo  que  se  deter- 
mina en  las  leyes  militares  sobre  la  su- 
bordinación militar,  como  está  decla- 
rado en  el  art.  15,  párrafo  2.®  y  art.  16. 

Art.  304.  Todo  empleado  público,  ci- 
vil ó  militar,  que  habiendo  recibido  re- 
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quisitoria  legal  de  la  Autoridad  compe- 
tente para  prestar  la  debida  coopera- 
ción en  Ja  administración  de  justicia  ó 
cualquier  servicio  público,  se  negare 
á  prestarla,  6  sin  motivo  legítimo  no  la 
prestare,  será  condenado  á  la  pena  de 
dos  meses  á  un  año  de  prisión  correc- 
cional, y,  además,  si  del  delito  resultare 
perjuicio  grave  para  la  administración 
(le  justicia  ó  para  el  servicio  público,  á 
la  pena  de  destitución. 

Art.  305.  El  que  se  niegue  á  ejercer 
un  empleo  público  electivo  sin  que  pre- 
sente ante  la  Autoridad  competente  sus 
excusas  legítimas,  ó  habiendo  éstas 
sido  desechadas,  será  castigado  con 
una  multa  de  10.000  á  100.000  reis  y  sus- 
pensión de  los  derechos  políticos  por 
dos  años. 

Sección  cuarta 

Aaticipación,  prolongación  y  abandono  ileg'a)  de 
funciones  públicas 

Art.  306.  Todoempleado  público  que 
ejerza  las  funciones  de  su  cargo  ha- 
biendo omitido  voluntariamente  el  ju- 
ramento exigido  por  la  ley,  será  conde- 
nado á  la  pena  de  multa  de  2.000  á  10.000 
reis. 

Art.  307.  El  que  continúe  en  el  ejer- 
cicio de  las  funciones  de  un  empleo 
público  después  de  haberle  sido  oficial- 
mente intimada  su  destitución  ó  sus- 
pensión, ó  después  de  estar  legalmente 
sustituido,  será  castigado  con  la  pena 
de  uno  á  dos  años  de  prisión,  salvo  las 
penas  de  falsedad  si  á  ellas  hubiere 
lugar. 

§  único.— Si  las  funciones  fueren  de 
mando  militar,  el  que  continúe  en  el 
ejercicio  de  las  mismas,  en  los  casos 
declarados  en  este  artículo  ó  en  el  caso 
de  que  fuere  licenciada  la  fuerza  mili- 


tar ó  cesare  en  su  mando  de  cualquier 
otro  modo,  será  castigado  con  la  pena 
de  destitución,  y  con  uno  á  dos  años 
de  prisión,  salvo  lo  que  determinan  las 
leyes  militares  para  el  estado  de  gue- 
rra, y  salvos  los  casos  en  que  deban 
aplicarse  penas  más  graves  señaladas 
para  los  delitos  contra  la  seguridad 
interior  del  Estado. 

Art.  308.  Todo  empleado  público  del 
orden  judicial  ó  administrativo  que 
abandone  el  empleo,  rehusando  conti- 
nuar en  el  ejercicio  de  sus  funciones, 
será  castigado  con  la  suspensión  de 
los  derechos  políticos  por  cinco  años. 

§  1.®— El  que  sin  licencia  se  ausenta- 
re por  más  de  quince  días  ó  se  excedie- 
re en  el  disfrute  de  licencia  sin  justo 
motivo  por  igual  espacio  de  tiempo, 
será  suspendido  por  dos  años  en  el  ejer- 
cicio de  sus  derechos  políticos,  ó  será 
castigado  con  multa  correspondiente  á 
un  mes,  según  las  circunstancias. 

§  2.'— Si  estos  delitos  fueren  cometi- 
dos por  no  impedir  ó  no  repeler  algún 
delito  contra  la  seguridad  interior  ó 
exterior  del  Estado,  serán  castigados 
con  las  penas  de  complicidad. 

Art.  309.  En  las  deserciones  milita- 
res se  observará  lo  dispuesto  en  las 
leyes  militares. 

§  único.— El  delito  de  seducción  (alli- 
eiacao)  para  la  deserción  militar,  se- 
guido del  hecho,  será  castigado  con  las 
mismas  penas  de  la  deserción  si  el  se- 
ductor fuere  juzgado  autor,  según  las 
reglas  generales  de  la  ley,  ó  con  las  de 
la  complicidad  si  únicamente  fuere 
considerado  como  cómplice,  según  las 
mismas  reglas.  Si  no  tuviere  efecto, 
será  la  seducción  castigada  con  las 
penas  de  la  tentativa. 
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Sección  quinta 

Qnebrantamiento  de  sellos  y  pérdida  de  papeles 
en  los  depósitos  públicos  6  confiados  con  mo- 
tivo de  cargo  público. 

Art.  310.  Los  empleados  públicos 
encargados  de  la  custodia  de  papeles, 
títulos  ú  otros  objetos  sellados  por  or- 
den de  la  Autoridad  competente,  que 
abran  ó  rompan  los  sellos,  serán  con- 
denados á  la  pena  de  dos  á  ocho  años 
de  prisión  mayor  celular,  ó,  en  alter- 
nativa, á  la  de  pi  isión  mayor  temporal. 

§  1.**— El  hurto  con  fractura  de  los  se- 
llos, cometido  por  los  mismos  emplea- 
dos públicos,  será  castigado  con  cua- 
tro años  de  prisión  mayor  celular,  se- 
guida de  deportación  por  ocho,  ó,  en 
alternativa,  con  la  pena  fija  de  quince 
años  de  deportación. 

§  2.®— Si  cualquier  otra  persona  co- 
metiere los  delitos  declarados  en  este 
articulo  y  párrafo  1.**,  será  condenada 
en  el  primer  caso  á  prisión  correccio- 
nal, y  en  el  segundo  á  prisión  mayor 
celular  de  dos  á  ocho  años,  ó,  en  alter- 
nativa, á  deportación  temporal. 

Art.  311.  Será  condenado  á  prisión 
mayor  celular  de  dos  á  ocho  años,  ó, 
en  alternativa,  á deportación  temporal, 
todo  empleado  público  encargado  de  la 
custodia  y  conservación  de  documen- 
tos y  papeles  existentes  en  los  archi- 
vos, notarías  ú  otros  depósitos  públi- 
cos, que  sustraiga,  destruya  ó  pierda 
alguno  de  estos  documentos  ó  papeles, 
ó  parte  de  los  mismos. 

§  único.— Si  á  los  empleados  de  que 
trata  este  artículo  y  el  anterior  se  les 
imputase  únicamente  y  probase  la 
negligencia,  en  los  casos  en  que  los  de- 
litos declarados  en  los  mismos  artícu- 
los fuesen  cometidos  por  otra  persona. 


la  pena  de  la  negligencia  será  la  de 
suspensión  hasta  por  seis  meses. 

Art.  312.  Todo  empleado  público  que 
voluntariamente  extravíe,  destruya  ó 
sustraiga  cualesquiera  documentos  ó 
títulos,  ó  parte  de  los  mismos,  cuya  pér- 
dida ó  destrucción  pueda  perjudicar  á 
tercero  ó  al  Estado,  y  que  le  hayan  sido 
confiados  en  virtud  del  cargo  que  des- 
empeña, será  condenado  á  la  pena  de 
dos  á  ocho  años  de  prisión  mayor  ce- 
lular, ó,  en  alternativa,  á  deportación 
temporal. 

§  único.— La  misma  pena  se  impon- 
drá en  el  caso  de  este  artículo  á  cual- 
quier persona  encargada  de  la  custodia 
de  los  documentos  ó  títulos  en  el  mismo 
citados,  por  la  Autoridad  legítima  ó 
por  comisión  de  empleado  público  á 
quien  hubieren  sido  confiados. 

Sección  sexta 

Peculado  y  concusión 

Art.  313.  Todo  empleado  público  que 
por  razón  de  sus  funciones  tuviese  en 
su  poder  dinero,  títulos  de  crédito  ó 
efectos  muebles  pertenecientes  al  Es- 
tado ó  á  particulares  para  su  custodia, 
administración,  ó  para  darles  el  destino 
legal,  y  hurtare  alguna  de  estas  cosas 
ó  maliciosamente  se  la  apropiare,  con- 
sintiese á  otro  apropiársela  ó  hurtarla, 
ó  las  aplicare  á  uso  propio  ó  ajeno, 
faltando  á  la  aplicación  ó  entrega  le- 
gal, será  condenado  á  la  pena  de  dos  á 
ocho  años  de  prisión  mayor  celular,  ó, 
en  alternativa,  á  la  de  deportación  tem- 
poral: 

1.®  Si  la  cosa  hurtada  excediere  en 
valor  á  600.000  reis,  cuando  el  empleo 
no  esté  sujeto  á  fianza  ó  caución,  ó  no 
hubiese  sido  aún  prestada,  ó  si  la  cosa 
apropiadaó  hurtada  excediese  deSOO.OOO 
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reis,  el  valor  de  la  flanza  6  caución 
cuando  haj'a  sido  prestada; 

2.**  Si  igualare  ó  excediere  al  tercio 
de  producto  del  ingreso  ó  depósito,  tra- 
tándose de  efectos  ó  dinero,  una  vez 
recibidos  y  depositados; 

3.®  Si  igualare  ó  excediere  al  tercio 
del  producto  ordinario  del  ingreso  de 
un  mes,  tratándose  de  ingresos  proce- 
dentes de  entradas  sucesivas  y  no  su- 
jetas á  lianzas. 

§  1.°— Cuando  el  valor  sea  inferior  á 
los  señalados  en  este  artículo,  la  pena 
aplicable  será  la  de  dos  á  ocho  años  de 
prisión  mayor  celular,  ó,  en  alternati- 
va, la  de  deportación  temporal,  la  cual 
se  impondrá  siempre  en  el  grado  míni- 
mo si  el  valor  de  la  ñanza  ó  caución, 
cuando  la  haya,  excede  ó  iguala  al  de 
la  cosa  hurtada. 

§  2.**— En  todos  los  casos  enumerados 
en  este  artículo  y  párrafo  será  el  reo 
condenado  también  á  la  pena  de  uno  á 
dos  años  de  multa. 

§  3.**— Si  diere  el  dinero  á  réditos  ó  lo 
prestare  ó  pagare  antes  del  vencimien- 
to, ó  si  estando  encargado  de  la  recau- 
dación ó  cobranza  de  alguna  cosa  per- 
teneciente al  Estado,  diere  tregua  ó  es- 
pera al  deudor,  será  condenado  á  pri- 
sión correccional,  que  no  bajará  de  un 
año  y  multa  correspondiente. 

§  4.**— Si  diere  al  dinero  público  un 
destino  para  uso  público  diferente  de 
aquel  para  que  se  hallare  destinado, 
será  suspendido  hasta  seis  meses  y 
condenado  á  multa  de  60.000  reis. 

§5.**- Las  disposiciones  de  este  ar- 
tículo y  sus  párrafos  son  extensivas  á 
toda  clase  de  personas  que  por  la  Au- 
toridad legitima  fueren  constituidas 
en  depositarios,  cobradores  ó  recauda- 
dores, relativamente  á  las  cosas  de  que 
fueren  depositarios  públicos,  cobrado- 
res ó  recaudores. 


Art.  314.  Todo  el  empleado  público 
que  exija  de  alguna  persona,  por  sí  ó 
por  otro,  dinero,  servicios  ó  cualquiera 
otra  cosa  que  no  le  sea  debida,  em- 
pleando violencias  ó  amenazas,  será 
castigado  con  la  pena  de  ocho  años  de 
prisión  mayor  celular,  seguida  de  de- 
portación por  doce,  ó,  en  alternativa, 
con  la  pena  fija  de  deportación  por 
veinticinco  años. 

§  único.— Sin  embargo,  esta  pena  po- 
drá ser  atenuada,  sustituyéndose  la  de 
prisión  por  la  correccional,  según  las 
circunstancias. 

Art.  315.  Todo  empleado  público 
que  sin  autorización  legal  impusiere 
arbitrariamente  una  contribución,  re- 
cibiere por  sí  ó  por  otro  cualquier  can- 
tidad de  ella  con  destino  al  servicio  pú- 
blico, así  como  todo  el  emp?eado  públi- 
co encargado  de  la  cobranza  ó  recau- 
dación de  impuestos,  rentas,  dinero  ó 
cualquiera  otra  cosa  perteneciente  al 
Estado  ó  á  establecimientos  públicos, 
que  recibiese  con  el  mismo  destino  lo 
que  no  fuese  debido  ó  más  de  lo  que  lo 
fuese,  teniendo  de  ello  conocimiento, 
será  castigado  con  la  pena  de  suspen- 
sión de  uno  á  tres  años  y  multa  corres- 
pondiente. 

§  1.**— Los  sustitutos  ó  encargados 
de  la  recaudación  por  comisión  de 
los  empleados  públicos,  de  que  trata 
este  artículo,  si  incurrieren  en  este  de- 
lito serán  castigados  con  la  pena  de 
multa  de  uno  á  dos  años. 

§  2.**— Si  las  cosas  recibidas,  cobra- 
das ó  recaudadas  indebidamente,  fue- 
sen aplicadas  por  el  delincuente  en 
provecho  propio,  se  le  impondrán,  aten- 
diendo al  valor  de  las  mismas,  las  pe- 
nas señaladas  en  el  art.  313  y  párra- 
fo l.«» 

Art.  316.  Los  empleados  públicos 
no  autorizados  por  la  ley  para  exigir 


'^■^»*«OT!r  ■ 


614 


INSTITUCIONES  JURÍDICAS    Y  POLÍTICAS- 


de  las  partes  emolumentos  ú  honora- 
rios, así  como  aquellos  á  quienes  la  ley 
autoriza  á  llevar  únicamente  los  emo- 
lumentos ú  honorarios  fijados  por  la 
misma,  si  llevasen  maliciosamente  por 
algún  acto  de  sus  funciones  lo  que  no 
les  está  permitido  ó  más  de  lo  que  les 
esté,  aunque  las  partes  consientan  en 
darlo,  serán  castigados  con  la  pena  de 
destitución  ó  suspensión,  según  las 
circunstancias,  y  multa  de  un  mes  á 
tres  años,  salvo  las  penas  de  corrup- 
ción si  hubiere  lugar. 

Art.  317.  Todo  empleado  público  que 
en  cosa  ó  negocio  de  cuya  disposición, 
administración,  inspección,  físcaliza- 
ción  ó  custodia  estuviera  encargado, 
por  razón  de  sus  funciones,  ó  que  igual- 
mente se  halle  encargado  de  efectuar 
ú  ordenar  algún  cobro,  recaudación, 
liquidación  ó  pago,  tomar  ó  aceptar 
por  sí  ó  por  tercero  cualquier  cantidad 
por  compra  ó  por  cualquier  otro  título 
ó  modo,  será  castigado  con  la  pena  de 
uno  á  dos  años  de  prisión  y  multa  co- 
rrespondiente. 

§  1.°— Lo  mismo  se  observará  respec- 
to de  aquel  que  por  comisión  ó  nombra- 
miento legal  de  empleado  público  ó  de 
la  Autoridad  competente  sea  encarga- 
do de  cualquiera  de  los  objetos  de  que 
trata  este  artículo. 

§  2.**— Las  mismas  penas  se  impon- 
drán á  los  peritos  tasadores,  arbitros, 
repartidores  y  depositarios  nombrados 
por  la  Autoridad  pública,  así  como  á 
los  tutores,  curadores  ó  testamenta- 
rios que  contravengan  á  las  disposicio- 
nes de  este  artículo,  con  respecto  á  las 
cosas  ó  negocios  en  que  deban  ejercer 
sus  funciones.* 


Sección  séptima 

Soborno  y   corrupción 

Art.  318.  Todo  empleado  público  que 
cometa  el  delito  de  soborno  ó  corrup- 
ción, recibiendo  dádiva  ó  presente,  por 
sí  ó  por  medio  de  otra  persona,  con  su 
autorización  ó  ratificación,  para  ejecu- 
tar algún  hecho  propio  de  sus  funcio- 
nes, si* este  acto  fuese  injusto  será 
castigado  con  la  pena  de  dos  á  ocho 
años  de  prisión  mayor  celular,  ó,  en  al- 
ternativa, con  la  de  prisión  mayor  tem- 
poral, y,  en  ambos  casos,  multa  corres- 
pondiente aun  año;  cuando  este  acto 
no  se  ejecute  será  condenado  á  la 
pena  de  uno  á  tres  años  de  suspensión 
y  á  la  misma  muita. 

§  1.°— Si  el  hecho  injusto  y  ejecutado 
constituye  un  delito,  á  que  la  ley  seña- 
le pena  más  grave,  se  impondrá  la  pena 
correspondiente  según  la  ley. 

§  2.®— Si  fuere  un  acto  justo  que  el 
empleado  esté  obligado  á  ejecutar,  será 
castigado  hasta  un  año  de  suspensión 
y  condenado  en  multa  correspondiente 
á  un  mes. 

§  3.®— Si  la  corrupción  tuviere  por  ob- 
jeto la  abstención  de  un  acto  de  las  fun- 
ciones del  mismo  empleado,  la  pena 
imponible  será  la  de  destitución  ó  la 
de  suspensión  de  uno  á  tres  años,  y 
multa  correspondiente,  según  las  cir- 
cunstancias. 

§  4.°--La  aceptación  de  ofrecimiento 
ó  promesa  será  castigada  atendiendo 
á  las  reglas  generales  sobre  la  tentati- 
va; pero  siempre  habrá  lugar  á  la  pena 
de  destitución  si  el  acto  fuere  injusto  y 
llegare  á  ejecutarse. 

§  5.®— Si  el  empleado  rechazó  libre- 
mente el  ofrecimiento  ó  promesa  de 
que  aceptara  ó  restituyóla  dádiva  ó  pre- 
sente que  recibiera,  y  libremente  dejó 


CÓDIGO  PENAL  PORTUGUÉS 


615 


de  ejecutar  el  acto  injysto,  sin  que  fue- 
re impedido  por  motivo  alguno  inde- 
pendiente de  su  voluntad,  no  tendrá 
efecto  lo  dispuesto  en  este  artículo. 

§  6.®— Las  disposiciones  de  este  ar- 
tículo y  sus  párrafos  también  tendrán 
lugar  en  los  casos  en  que  el  empleado 
público,  arrogándose  dolosamente,  ó 
simulando  atribuciones  para  realizar 
cualquier  acto,  aceptare  ofrecimiento  ó 
promesa,  ó  recibiere  dádiva  ó  presente 
para  verificar  ó  no  aquel  hecho,  salvo 
las  penas  más  graves  de  la  falsedad  si 
hubiere  lugar. 

§  7  °— Son  igualmente  aplicables  á  los 
arbitros  las  disposiciones  de  este  ar- 
tículo y  sus  párrafos. 

§  8.°— Las  penas  señaladas  en  los  ar- 
tículos anteriores  serán  impuestas  á  los 
peritos  y  cualesquiera  otros  que  ejer- 
cieren alguna  profesión,  con  respecto 
á  los  actos  que  sean,  según  la  ley,  exi- 
gidos para  el  desempeño  del  servicio 
público,  excepto  cuando  la  ley  los  auto- 
rice para  arreglar  sus  honorarios  con 
las  partes. 

§  9.**— En  los  casos  de  los  dos  párra- 
fos anteriores,  la  pena  de  destitución  ó 
la  de  suspensión  será  sustituida  por  la 
suspensión  de  los  derechos  políticos, 
no  inferior  á  dos  años,  salvo  lo  dispues- 
to en  el  art.  241,  y  sin  perjuicio  de  la 
pena  más  grave  en  que  puedan  haber 
incurrido  por  causa  de  los  actos  men- 
cionados. 

Art.  319.  Los  Jueces  y  Jurados  que 
hayan  sido  corrompidos  para  juzgar  ú 
ordenar,  ó  pronunciar  un  veredicto  en 
materia  criminal,  á  favor  ó  en  contra  de 
alguna  persona,  antes  ó  después  de  la 
acusación,  serán  condenados  á  cuatro 
años  de  prisión  mayor  celular,  seguida 
de  deportación  por  ocho  años,  ó,  en  al- 
ternativa, á  la  pena  de  deportación  por 
quince  años,  y,  en  ambos  casos,  en  la 


multa  de  1.000.000  de  reis,  distribuida 
entre  todos  los  co-reos. 

Art.  320.  Si  por  efecto  de  la  corrup- 
ción hubiere  lugar  á  condena  más  gra- 
ve que  la  declarada  en  el  artículo  an- 
terior, será  impuesta  al  Juez  ó  Jurado 
que  se  dejare  corromper  esapena  más 
grave  y  la  multa  señalada  en  el  artícu- 
lo anterior. 

Art.  321.  El  que  corrompiere  con  dá- 
divas, presentes,  ofrecimientos  ó  pro- 
mesas á  cualquier  empleado  público, 
solicitando  una  injusticia,  comprando 
un  voto  ó  procurando  conseguir  ó  ase- 
gurar por  la  corrupción  el  resultado  de 
sus  pretensiones,  será  castigado  con 
las  mismas  penas  que  se  impongan  al 
empleado  corrompido,  con  la  declara- 
ción de  que  las  penas  de  destitución  ó 
suspensión  serán  sustituidas  por  la  de 
suspensión  de  los  derechos  políticos,  no 
inferior  á  dos  años. 

§  único.- Cuando  el  soborno  tenga 
efecto  en  causa  criminal  á  favor  del 
reo,  por  parte  del  mismo,  de  su  cónyu- 
ge ó  de  algún  ascendiente  ó  descen- 
diente, ó  hermano  ó  afin  en  los  mismos 
grados,  la  pena  será  la  de  multa  de  uno 
á  seis  meses  de  su  haber. 

Art.  322.  Si  el  empleado  público 
aceptare  por  sí  ó  por  medio  de  otra  per- 
sona ofrecimiento  ó  promesa,  ó  recibie- 
re dádiva  ó  presente  de  persona  que  pi- 
da el  despacho  de  asuntos  ó  pretensio- 
nes dependientes  del  ejercicio  de  sus 
funciones  públicas,  se  le  aplicarán  las 
disposiciones  del  art.  318  y  sus  párrafos. 

Art.  323.  En  todo  caso  se  perderán 
en  favor  del  Estado  las  cosas  recibidas 
por  efecto  de  la  corrupción  ó  su  valor. 

Sección  octava 

Disposicionefl  generales 
Art.  324.    Todo  empleado  público  se- 
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rá  considerado  cómplice  y  castigado 
según  las  regías  generales  sobre  la 
complicidad,  en  el  caso  en  que  teniendo 
conocimiento  de  un  delito  cometido  por 
un  empleado  subalterno  que  le  deba 
directamente  obediencia,  no  emplease 
loE5  medios  que  la  ley  concede  para  que 
sea  castigado. 

Art,  325,  En  Jos  casos  en  que  la  ley 
no  determine  especialmente  las  penas 
correspondientes  á  los  delitos  de  cual- 
quier naturaleza  cometidos  por  funcio- 
narios públicos,  se  impondrá  la  pena 
correspondiente  al  delito,  agravada  res- 
pecto del  empleado  público  que  de 
cualquiera  de  los  modos  declarados  en 
el  art.  22  sea  cómplice  de  un  delito  con- 
tra el  cual  esté  encargado  de  velar  é 
impedir  que  se  cometa  ó  de  concurrir 
[jíira  su  castigo. 

Art.  326.  En  todos  los  demás  casos 
no  señalados  en  este  capítulo,  en  los 
cuales  las  leyes  ó  disposiciones  por  que 
se  rijan  los  respectivos  funcionarios 
impongan  penas  correccionales  ó  espe- 
cialts  por  la  violación  ó  inobservancia 
desús  disposiciones^  se  impondrán  es- 
tas penas  con  las  siguientes  aclara- 
ciones: 

L'*  Mediando  únicamente  negligen- 
cia no  se  impondrá  por  la  falta  la  pena 
de  destitución,  y  se  sustituirá  esta  pena 
por  la  de  suspensión; 

2.*  Mediando  en  cualquier  caso  y  en 
cualquier  tiempo  segunda  reincidencia, 
el  empleado  que  hubiere  sido  condena- 
do dos  veces  será  destituido; 

3,*  Las  disposiciones  anteriores  se 
aplicarán  á  los  hccbos  de  la  competen- 
cia de  la  jurisdicción  disciplinaria. 

Art.  327.  Para  los  efectos  de  lo  dis- 
puesto en  este  capitulo  se  considerará 
empleado  público  todo  aquel  que,  ó  au- 
torizado inmediatamente  por  dispo- 
sición de  la  ley,  ó  nombrado  por  elec- 


ción popular  ó  por  el  Rey,  ó  por  Auto- 
ridad competente,  ejerce  funciones  pú- 
blicas civiles  de  cualquier  naturaleza. 

TÍTULO  IV 

DE    LOS    DELITOS  CONTRA    LAS     PERSONAS 

CAPÍTULO   PRIMERO 

De  los  delitos  contra  ¿a  libertad  de  las 
personas 

Secoión  primera 

Violencias  contra  la  libertad 

Art.  328.  Todos  los  que  secuestren 
(sometan  á  cautiverio)  á  algún  hombre 
libre,  serán  condenados  á  la  pena  de 
dos  á  ocho  años  de  prisión  mayor  ce- 
lular, ó,  en  alternativa,  á  la  de  prisión 
mayor  temporal,  y  en  ambos  casos  al 
máximum  de  la  de  multa. 

Art.  329.  Todo  particular  que  sin  es- 
tar legítimamente  autorizado  realice 
actos  de  violencia  corporal  para  obli- 
gar á  otro  á  que  haga  ó  impedir  que 
haga  alguna  cosa,  será  castigado  con 
la  pena  de  un  mes  á  un  año  de  prisión, 
pudiendo  ser  también  condenado  á  la 
de  multa  correspondiente. 

Sección  segunda 

Detención  privada 

Art.  330.  El  particular  que  cometa 
este  delito  reteniendo,  directamente  ó 
por  medio  de  otra  persona,  hasta  vein- 
ticuatro horas,  á  alguno  como  preso  en 
alguna  casa  ó  en  otro  lugar  en  que  se 
halle  retenido  ó  custodiado  de  tal  modo 
que  no  goce  de  su  completa  libertad, 
aunque  no  se  halle  en  ninguna  cárcel, 
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será  condenado  á  la  pena  de  un  mes  á 
un  año  de  prisión. 

§  1.**— La  simple  detención  por  menor 
espacio  de  tiempo  se  considera  como 
ofensa  corporal  y  se  castiga  según  las 
reglas  de  la  ley  en  tales  casos. 

§  2.**— Si  la  detención  durase  más  de 
veinticuatro  horas,  será  castigado  el 
delincuente  con  la  pena  de  tres  meses 
á  dos  años  de  prisión. 

§3."— Si  en  ol  término  de  tres  días  el 
delincuente  diere  libertad  al  detenido 
sin  que  haya  conseguido  el  objeto  que 
se  propusiere  con  la  detención,  y  antes 
del  comienzo  de  cualquier  procedimien- 
to contra  él,  la  pena  será  atenuada. 

§  4.*'— Sin  embargo,  si  la  detención 
durare  más  de  veinte  días,  la  pena  apli- 
cable será  la  de  dos  á  ocho  años  de 
prisión  mayor  celular,  ó,  en  alternati- 
va, la  de  deportación  temporal,  y  en 
ambos  casos  el  máximum  de  la  multa. 

Art.  331.  En  cualquiera  de  los  casos 
en  que  se  cometa  el  delito  de  que  trata 
esta  sección,  la  pena  será  la  de  dos  á 
ocho  años  de  prisión  mayor  celular,  ó, 
en  alternativa,  la  de  prisión  mayor 
temporal,  y  en  ambos  casos  el  máxi- 
mum de  la  multa,  concurriendo  alguno 
délos  requisitos  siguientes: 

1.®  Si  el  delincuente  cometiere  el  de- 
lito simulando  de  cualquier  forma  estar 
revestido  de  Autoridad; 

2."  Si  el  delito  hubiere  ido  acompa- 
ñado de  amenazas  de  muerte,  de  tortu- 
ra ó  de  cualquier  otra  ofensa  corporal 
á  que  no  corresponda  pena  más  grave. 

Art.  332.  Si  el  que  cometiere  el  delito 
de  que  trata  esta  sección  no  probase 
que  dio  libertad  al  ofendido  ó  dónde  se 
encuentra  éste,  será  condenado  á  ocho 
añosdeprisión  celular,  seguidos  de  doce 
de  deportación,  ó,  en  alternativa,  ala 
pena  fija  de  deportación  por  veinticinco 
años. 


Art.  333.  Las  disposiciones  de  los 
artículos  anteriores  son  aplicables á  los 
funcionarios  públicos  que  cometan  este 
delito  fuera  del  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones. 

Art.  334.  Excepto  los  casos  en  que 
la  ley  permite  á  los  particulares  la  de- 
tención de  alguien,  todo  el  que  prenda 
á  cualquier  persona  para  presentarla 
á  la  Autoridad  será  castigado  con  la 
pena  de  tres  á  treinta  días  de  prisión. 

Art.  335.  En  los  casos  en  que  la  ley 
permite  la  detención  de  cualquier  per- 
sona, si  se  empleasen  actos  de  violencia 
calificados  por  la  ley  de  delitos,  se  cas- 
tigarán esos  actos  de  violencia  con 
las  penas  correspondientes. 

CAPÍTULO  II 

De  los  delitos  contra  el  estado  civil 
de  las  personas 

Sección   primera 

Usurpación  del  estado  civil   y  matrimonioH   su- 
puestos é  ilegales 

Art.  336.  Los  que  dolosamente  usur- 
paren el  estado  civil  de  otro;  los  que, 
para  perjudicar  los  derechos  de  cual- 
quiera, usurpen  los  derechos  conyuga- 
les por  medio  de  falso  casamiento,  ó  los 
que  con  el  mismo  objeto  se  fingieren 
casados  ó  usurparen  cualesquiera  dere- 
chos de  familia,  serán  condenados  á  la 
pena  de  dos  á  ocho  años  de  prisión  ma- 
yor celular,  ó,  en  alternativa,  á  deporta- 
ción temporal. 

Art.  337.  El  varón  ó  la  mujer  que 
contrajera  segundo  ó  ulterior  matri- 
monio sin  que  se  halle  legítimamente 
disuelto  el  anterior,  será  castigado  con 
la  pena  de  dos  á  ocho  años  de  prisión 
mayor  celular,  ó,  en  alternativa,  con 
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prisión  mayor  temporal,  y  en  ambos 
casos  con  el  máximum  de  la  multa. 

Art.  338.  Si  el  varón  ó  la  mujer  que 
contragere  matrimonio  tuviera  cono- 
cimiento de  que  es  casada  la  persona 
con  que  lo  contrae,  será  castigado  por 
las  reglas  de  la  complicidad. 

Art.  339.  Las  disposiciones  especia- 
les que  las  leyes  existentes  establecen 
con  respecto  á  los  matrimonios  ilega- 
les y  de  contravenciones  á  los  Regla- 
mentos sobre  los  actos  del  estado  civil, 
se  observarán  en  todo  aquello  que  no 
se  halle  previsto  en  este  Código. 

Sección    segunda 

Suposición  de  parto 

Art.  340.  La  mujer  que,  sin  haber 
dado  á  luz,  diere  el  parto  ajeno  por 
suyo,  ó  que  habiendo  dado  á  luz  un  hijo, 
vivo  ó  muerto,  lo  sustituya  por  otro, 
será  condenada  á  la  pena  de  dos  á 
ocho  años  de  prisión  mayor  celular,  ó, 
en  alternativa,  á  deportación  temporal. 

§  L°— La  misma  pena  se  impondrá  al 
marido  que  tenga  de  ello  conocimiento 
y  lo  consienta. 

§  2.**— Los  que  concurran  á  la  comi- 
sión de  este  delito  serán  castigados 
como  autores  ó  cómplices,  según  las 
reglas  generales. 

Art.  341.  Será  castigado  con  prisión 
mayor  celular  de  dos  á  ocho  años,  ó, 
en  alternativa,  con  deportación  tempo- 
ral, y  en  ambos  casos  con  multa,  el 
falso  testimonio  de  los  padres  de  un 
niño  prestado  con  consentimiento  ó  sin 
él  de  los  mismos  ante  la  Autoridad 
competente  y  con  el  fin  de  perjudicar 
los  derechos  de  alguna  persona,  así 
como  el  falso  testimonio  prestado  ante 
la  misma  Autoridad  y  con  el   mismo 


objeto  acerca  del  nacimiento  y  muerte 
de  un  niño  que  nunca  existió. 

Sección  tercera 

Kapto  y  ocultación  de  menores 

Art.  342.  El  que  por  violencia  ó  por 
engaño  sacase  ó  llevase,  ó  hiciere  sa- 
car ó  llevar  á  un  menor  de  siete  años 
de  la  casa  ó  del  lugar  en  que  con  au- 
torización de  las  personas  encargadas 
do  su  guarda  ó  dirección  se  hallase, 
será  condenado  á  la  pena  de  dos  á  ocho 
años  de  prisión  mayor  celular,  ó,  en  al- 
ternativa, á  prisión  mayor  temporal. 

Art.  343.  El  que  obligase  por  violen- 
cia ó  indujere  con  engaño  á  un  menor 
de  veintiún  años  á  abandonar  la  casa 
de  sus  padres  ó  tutores,  ó  de  los  encar- 
gados de  su  persona,  ó  á  abandonar  el 
lugar  en  que  por  mandato  de  los  mis- 
mos se  hallare  ó  lo  sacare  ó  llevare, 
será  condenado  á  la  pena  de  prisión 
correccional,  sin  perjuicio  de  la  pena 
mayor  de  la  detención  privada  si  hu- 
biere lugar. 

§  único.— Si  el  menor  tuviere  menos 
de  diecisiete  años,  la  pena  será  el  má- 
ximum de  la  de  prisión  correccional. 

Art.  344.  El  que  oculte  ó  haga  ocul- 
tar, cambiar  ó  hacer  cambiar  por  otro, 
ó  extravíe  ó  hiciere  extraviar  un  me- 
nor de  siete  años,  será  condenado  á  la 
pena  de  dos  á  ocho  años  de  prisión 
mayor  celular,  ó,  en  alternativa,  á  pri- 
sión mayor  temporal. 

§  1.**— Si  fuere  mayor  de  siete  años  y 
menor  de  dieciocho,  será  condenado 
á  la  pena  de  dos  á  ocho  años  de  prisión 
mayor  celular,  ó,  en  alternativa,  á  de- 
portación temporal,  salvo  las  penas 
más  graves  de  detención  privada  si 
hubiere  lugar  á  ellas. 

§  2.°— En  todos  los  ceisos  hasta  aquí 
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enumerados  en  la  presente  sección, 
aque]  que  no  pruebe  dónde  se  encuen- 
tra el  menor  será  condenado  á  ocho 
años  de  prisión  mayor  celular,  segui- 
íios  de  doce  de  deportación,  ó,  en  alter- 
nativa, á  la  pena  fija  de  veinticinco 
años  de  deportación. 

§  3.**— El  que  hallándose  encargado 
de  la  persona  de  un  menor  no  lo  pre- 
sentare á  los  que  tienen  derecho  para 
reclamarlo,  ni  justificare  su  desapari- 
ción, será  castigado  con  la  pena  de 
dos  á  ocho  años  de  prisión  mayor  ce- 
lular, ó,  en  alternativa,  con  la  de  de- 
portación temporal,  excepto  si  se  en- 
contrase incluido  en  la  disposición  de 
este  artículo. 

SecciÓD  cuarta 

Exposición  y  abandono  de  niños 

Art.  345.  El  que  expusiere  ó  aban- 
donare á  un  menor  de  siete  años  en 
cualquier  lugar  que  no  sea  estableci- 
miento público  destinado  á  recibirlos, 
será  condenado  á  la  pena  de  prisión 
correccional  y  multa  correspondiente. 

§  1.**— Si  la  exposición  ó  abandono 
fuere  *en  lugar  solitario,  será  condena- 
do á  la  pena  de  dos  á  ocho  años  de  pri- 
sión mayor  celular,  ó,  en  alternativa,  á 
la  de  prisión  mayor  temporal. 

§  2.®— Si  este  delito  fuere  cometido 
por  el  padre  ó  madre  legítimos,  ó  tutor 
ó  persona  encargada  de  la  guarda  ó 
educación  del  menor,  se  agravará  la 
pena  con  el  máximum  de  la  multa. 

§  3.°— Si  con  la  exposición  ó  abando- 
no se  pusiere  en  peligro  la  vida  del 
menor,  ó  si  resultó  lesión  ó  muerte,  la 
pena  aplicable  será  la  de  ocho  años  de 
prisión  mayor  celular,  ó,  en  alternati- 
va, la  de  doce  años  de  prisión  mayor 
temporal. 


Art.  346.  El  que  hallando  expuesto 
en  cualquier  lugar  un  recién  nacido,  ó 
encontrando  en  lugar  solitario  un  me- 
nor de  siete  años  abandonado  no  lo 
presentare  á  la  Autoridad  administra- 
tiva más  próxima,  será  castigado  con 
la  pena  de  un  mes  á  un  año  de  prisión. 

Art.  347.  La  persona  que  estando 
encargada  de  criar  ó  educar  un  menor 
de  siete  años,  lo  entregase  á  un  estable- 
cimiento público  ó  á  otra  persona  sin 
consentimiento  de  aquella  que  se  lo 
confió  ó  de  la  Autoridad  competente, 
será  condenada  á  la  pena  de  un  mes  á 
un  año  de  prisión  y  multa  correspon- 
diente. 

Art.  348.  Los  padres  legítimos  que, 
contando  con  medios  para  sustentar  á 
los  hijos,  los  expongan  fraudulenta- 
mente en  establecimientos  públicos  de 
esta  clase,  serán  condenados  ala  pena 
de  multa  de  un  mes  á  un  año. 

CAPÍTULO  1 11 

De  los  delitos  contra  las  personas 

Sección  primera 

Homicidio  voluntario,  simple  y  agravado,  y 
envenenamiento 

Art.  349.  Toda  persona  que  volunta- 
riamente mate  á  otra  será  castigada 
con  la  pena  de  ocho  años  de  prisión 
mayor  celular,  seguidos  de  doce  de  de- 
portación, ó,  en  alternativa,  con  la  pe- 
na fija  de  veinticinco  años  de  depor- 
tación. 

Art.  350.  Se  castigará  como  tentati- 
va de  homicidio  ó  como  delito  frustra- 
do, según  las  circunstancias,  toda  cla- 
se de  heridas,  golpes  ó  lesión  corporal 
hechas  con  intención  do  matar,  en  los 
casos  en  que  no  siga  la  muerte,  ó  en 
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aquellos  en  que  la  muerte  sobrevenga 
por  efecto  de  causa  accidental  y  no  á 
consecuencia  del  hecho  criminoso. 

Art.  351.  Será  castigado  con  la  pena 
de  ocho  años  de  prisión  mayor  celular, 
seguida  de  veinte  de  deportación,  con 
prisión  hasta  dos  años  en  el  lugar  de  la 
misma,  ó  sin  ella,  según  el  arbitrio  del 
Juez,  ó,  en  alternativa,  con  la  pena  ñja 
de  veintiocho  años  de  deportación,  con 
prisión  de  ocho  á  diez  años  en  el  lugar 
de  la  misma,  el  delito  de  homicidio  vo- 
luntario señalado  en  el  art.  349,  cuando 
concurra  cualquiera  de  las  siguientes 
circunstancias: 

1."    Premeditación; 

2.*  Cuando  se  empleen  torturas  ó 
actos  de  crueldad  para  aumentar  el  su- 
frimiento del  agredido; 

3.*  Cuando  el  delito  de  que  se  trata 
tenga  por  objeto  preparar,  facilitar  ó 
ejecutar  cualquier  otro  delito  ó  asegu- 
rar su  impunidad; 

4."  Cuando  fuere  precedido,  acom- 
pañado 6  seguido  de  otro  delito  al  que 
corresponda  pena  superior  á  la  de  dos 
años  de  prisión; 

5."  En  los  delitos  á  que  se  refieren 
los  dos  números  anteriores  no  se 
comprenden  aquellos  que  son  califica- 
dos por  la  ley  como  delitos  contra  la 
seguridad  interior  ó  exterior  del  Esta- 
do, sin  conexión  con  otro  cualquiera. 

Art.  352.  La  premeditación  consiste 
en  el  designio  formado,  á  lo  menos  con 
veinticuatro  horas  de  anterioridad  de 
la  acción,  de  atentar  contra  la  persona 
de  un  individuo  determinado  ó  en  el 
mismo  de  aquel  que  fuere  hallado  ó  en- 
contrado, aunque  este  designio  sea  de- 
pendiente de  alguna  circunstancia  ó  de 
alguna  condición,  ó  aunque  después  en 
la  ejecución  del  delito  haya  error  ó  en- 
gaño respecto  de  esa  persona. 

Art.  353.    El  que  cometiere  el  delito 


de  envenenamiento  será  castigado  con 
la  pena  de  ocho  años  de  prisión  mayor 
celular,  seguidos  de  veinte  de  deporta- 
ción, con  prisión  hasta  dos  años  en  el 
lugar  de  la  misma,  ó  sin  ella,  según  es- 
timase el  Juez,  ó,  en  alternativa,  con  la 
pena  fija  de  veintiocho  de  deportación, 
con  prisión  de  ocho  á  diez  ^n  el  lugar 
de  ella. 

§  único.— Se  considerará  delito  de  en- 
venenamiento todo  atentado  contra  la 
vida  de  cualquier  persona  por  efecto 
de  sustancias  que  puedan  producir  la 
muerte  más  ó  menos  prontamente,  sea 
cualquiera  el  modo  de  emplearlas  ó  ad- 
ministrarlas y  sus  consecuencias. 

Art.  354.  Será  castigado  con  la  pena 
de  prisión  correccional  todo  el  que 
preste  ayuda  á  alguien  para  suicidarse. 

§  único.— Si  con  objeto  de  prestar 
ayuda  llegase  el  mismo  á  ejecutar  la 
muerte,  será  castigado  con  la  pena  de 
cuatro  años  de  prisión  mayor  celular, 
seguidos  de  ocho  de  deportación,  ó,  en 
alternativa,  con  la  pena  fija  de  quince 
años  de  deportación. 

Sección  segunda 

Homicidio  voluntario  agravado  por  la  calidad 
de  las  personas 

Art.  355.  El  que  dé  muerte  volunta- 
ria á  su  padre  ó  á  su  madre,  legítimos 
ó  naturales,  ó  á  cualquiera  de  sus  as- 
cendientes legítimos,  será  castigado, 
como  parricida,  con  la  pena  de  ocho 
años  de  prisión  mayor  celular,  segui- 
dos de  veinte  de  deportación,  con  pri- 
sión hasta  dos  años  en  el  lugar  de  la 
misma,  ó  sin  ella,  según  estimare  el 
Juez,  ó,  en  alternativa,  con  la  pena  fija 
de  veintiocho  años  de  deportación,  con 
prisión  de  ocho  a  diez  años  en  el  lugar 
de  la  misma. 
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%  1.**— Si  no  hubiere  premeditación 
podrá  atenuarse  la  pena,  probándose 
la  provocación  en  la  forma  que  se  de- 
termina en  el  art.  375. 

§  2.**— Si  mediare  premeditación,  no 
podrá  apreciarse  ninguna  circunstan- 
cia para  la  atenuación  de  la  pena  del 
parricidio. 

§  3."— La  tentativa  de  parricidio  pre- 
meditado se  castigará  con  la  pena  de 
seis  años  de  prisión  mayor  celular,  se- 
guidos de  diez  de  deportación,  ó,  en  al- 
ternativa, con  la  fija  de  veinte  años  de 
deportación. 

Art.  356.  El  que  cometa  el  delito  de 
infanticidio  matando  voluntariamente 
á  un  niño  en  el  acto  de  su  nacimiento, 
6  en  el  término  de  ocho  días  siguien- 
tes, será  castigado  con  la  pena  de  ocho 
años  de  prisión  mayor  <'.elular,  segui- 
dos de  veinte  de  deportación,  con  pri- 
sión hasta  dos  años  en  el  lugar  de  ésta, 
ó  sin  ella,  según  el  prudente  arbitrio 
del  Juez,  ó,  en  alternativa,  con  la  pena 
fija  de  veintiocho  años  de  deportación, 
con  prisión  de  ocho  á  diez  años  en  el 
lugar  de  la  misma. 

§  único.— En  el  caso  de  infanticidio 
cometido  por  la  madre  para  ocultar  su 
deshonra  ó  por  los  abuelos  maternos 
para  ocultar  la  deshonra  de  la  madre, 
la  pena  correspondiente  será  la  de  dos 
á  ocho  años  de  prisión  mayor  celular, 
ó,  en  alternativa,  la  de  prisión  mayor 
temporal. 

Art.  357.  Si  en  alguno  de  los  casos 
previstos  en  esta  sección  y  en  la  ante- 
rior concurrieren  otras  circunstancias 
agravantes,  se  observarán  las  reglas 
generales. 

Sección  tercera 

Aborto 
Art.  358.    El  que  de  propósito  hiciere 


abortar  á  una  mujer  embarazada,  em- 
pleando con  este  objeto  violencias,  be- 
bidas, medicamentos  ó  cualquiera  otro 
medio,  si  el  delito  fuese  cometido  sin 
consentimiento  de  la  mujer,  será  con- 
denado á  la  pena  de  dos  á  ocho  años 
de  prisión  mayor  celular,  ó,  en  alter- 
nativa, á  la  de  prisión  mayor  temporal. 

§  1."— Si  el  delito  se  cometiere  con 
consentimiento  de  la  mujer,  será  casti- 
gado con  la  pena  de  dos  á  ocho  años 
de  prisión  mayor  celular,  ó,  en  alter- 
nativa, con  la  de  prisión  mayor  tem- 
poral. 

§2.®— Será  castigada  con  la  misma 
pena  la  mujer  que  consienta  y  haga 
uso  de  los  medios  suministrados  ó  que 
voluntariamente  se  procure  ella  el 
aborto,  cuando  efectivamente  se  siga. 

§  3.**— Sin  embargo,  si  la  mujer,  en  el 
caso  del  artículo  anterior,  cometiere  el 
delito  para  ocultar  su  deshonra,  se  im- 
pondrá la  pena  de  prisión  correccional. 

§  4.®— El  Médico,  Cirujano  ó  Farma- 
céutico que,  abusando  de  su  profesión, 
hubiere  concurrido  voluntariamente  á 
la  ejecución  de  este  delito,  indicando  ó 
suministrando  los  medios,  incurrirá 
respectivamente  en  las  mismas  penas, 
agravadas  según  las  reglas  generales. 

Sección  cuarta 

Lesiones,  contusiones  y  otros  daños   corporales 
voluntarios 

Art.  359.  El  que  voluntariamente 
maltratare  á  alguna  persona  con  cual- 
quier daño  corporal,  no  concurriendo 
ninguna  de  las  circunstancias  enume- 
radas en  los  artículos  siguientes,  será 
condenado  á  prisión  correccional  hasta 
tres  meses. 

Art.  360.  La  ofensa  corporal  volun- 
taria, de  que  resulte  como  efecto  nece- 
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sario  de  la  misma,  dolencia  6  imposibi- 
lidad para  el  trabajo  profesional  ó  cual- 
quiera otro,  se  castigará: 

1.®  Si  la  dolencia  ó  imposibilidad 
para  el  trabajo  no  excediere  de  diez 
días,  con  prisión  correccional  hasta 
seis  meses  y  multa  hasta  de  un  mes; 

2.**  Si  la  dolencia  ó  imposibilidad 
para  el  trabajo  se  prolongare  por  más 
de  diez  días  y  no  excediere  de  veinte, 
ó  produjese  deformidad  poco  notable, 
con  prisión  correccional  hasta  un  año 
y  multa  hasta  dos  meses; 

3.®  Si  la  dolencia  ó  imposibilidad 
para  el  trabajo  se  prolongare  por  más 
de  veinte  días,  sin  exceder  de  treinta,  ó 
produjese  deformidad  notabte,  con  pri- 
sión correccional  y  multa; 

4.**  Si  la  dolencia  ó  imposibilidad 
para  el  trabajo  se  prolongare  más  de 
treinta  días,  con  prisión  correccional, 
que  no  bajará  de  dieciocho  meses  y 
multa  superior  á  un  año; 

5.**  Si  de  la  lesión  resultare  amputa- 
ción, pérdida  ó  inutilidad  de  algún 
miembro  ú  órgano  del  cuerpo,  con  pri- 
sión celular  de  dos  á  ocho  años,  ó,  en 
alternativa,  con  la  pena  de  deportación 
temporal. 

Art.  361.  Si  por  efecto  necesario  de 
la  lesión  quedase  el  ofendido  privado 
de  la  razón  ó  imposibilitado  toda  su 
vida  para  el  trabajo,  la  pena  será  de 
dos  á  ocho  años  de  prisión  mayor  celu- 
lar, ó,  en  alternativa,  la  de  prisión  ma- 
yor temporal. 

§  único. —La  misma  pena,  agravada, 
se  impondrá  si  la  ofensa  corporal  se 
cometió  voluntariamente,  pero  sin  in- 
tención de  producir  la  muerte,  y  sin 
embargo  la  hubiere  ocasionado. 

Art.  362.  Si  la  lesión,  golpe  ú  ofensa 
no  fué  mortal  ni  agravó  ó  produjo  en- 
fermedad mortal,  y  se  probare  que  cual- 
quier circunstancia  accidental  indepen- 


diente de  la  voluntad  del  agente,  y  que 
no  fué  consecuencia  de  su  acción,  fué 
lo  que  produjo  la  muerte,  no  se  agra- 
vará por  el  hecho  de  seguirse  ésta,  la 
pena  correspondiente  al  delito. 

Art.  363.  El  disparo  de  arma  de  fue- 
go ó  empleo  de  arma  ofensiva  contra 
cualquier  persona,  aunque  cualquiera 
de  estos  hechos  no  sea  calificado  como 
tentativa  de  homicidio  ni  resulten  de 
ellos  lesiones  ó  contusiones,  así  como 
la  amenaza  con  cualquiera  de  las  refe- 
ridas armas  en  disposición  de  ofender, 
ó  hecha  por  tres  ó  más  individuos  si- 
multáneamente en  disposición  de  cau- 
sar daño  inmediato,  se  consideran 
ofensa  corporal  y  serán  castigados: 

1.°  El  disparo  de  arma  de  fuego  ó  el 
empleo  de  cualquier  arma  ofensiva,  con 
la  pena  de  prisión  correccional  hasta 
seis  meses; 

2."  La  amenaza  con  arma  de  fuego 
ú  otra  cualquiera  ofensiva  en  disposi- 
ción de  ofender,  ó  hecha  por  tres  ó  más 
individuos  en  disposición  de  causar 
mal  inmediato,  con  la  de  prisión  correc- 
cional hasta  tres  meses. 

Art.  364.  Las  disposiciones  de  los 
artículos  anteriores  de  esta  sección  son 
aplicables  á  los  que  voluntariamente  y 
con  intención  de  causar  daño  suminis- 
traren á  otro,  de  cualquier  modo,  sus- 
tancias que,  no  siendo  en  general  por 
su  naturaleza  mortíferas,  sin  embargo 
sean  nocivas  á  la  salud. 

Art.  365.  Si  cualquiera  de  los  delitos 
previstos  en  los  artículos  anteriores 
de  esta  sección  fuere  cometido  contra 
la  persona  del  padre  ó  de  la  madre,  le- 
gítimos ó  naturales,  6  contra  la  de  al- 
gún ascendiente  legítimo,  el  autor  será 
condenado: 

1.*^  Si  la  pena  aplicable  al  delito  fue- 
re la  de  prisión  correccional  por  tiem- 
po que  no  exceda  de  tres  meses,  con  la 
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de  prisión  correccional,  que  en  ningún 
caso  bajará  de  un  año; 

2.®  Con  la  de  dos  á  ocho  años  de 
prisión  mayor  celular,  ó,  en  alternati- 
va, con  la  de  deportación  temporal  en 
todos  los  demás  casos  en  que  la  pena 
correspondiente  al  delito  sea  la  de  pri- 
sión correccional; 

3/  Si  la  pena  aplicable  al  delito  fue- 
re la  del  número  anterior,  con  la  mis- 
ma, agravada,  y  nunca  inferior  á  seis 
años; 

4.**  Si  la  pena  correspondiente  al  de- 
lito fuere  la  de  dos  á  ocho  años  de  pri- 
sión mayor  celular,  ó,  en  alternativa, 
la  de  prisión  mayor  temporal,  con  la 
misma,  agravada,  y  nunca  inferior  á  la 
mitad  de  cualquiera  de  éstas,  ó  con  la 
de  prisión  mayor  celular  por  cuatro 
años,  seguidos  de  ocho  de  deportación, 
ó,  en  alternativa,  con  la  pena  fija  de 
quince  años  de  deportación,  según  la 
gravedad  del  mal  causado. 

Art.  366.  El  que  amputare  á  otro 
cualquier  órgano  necesario  para  la  ge- 
neración, será  condenado  á  la  pena  de 
dos  á  ocho  años  de  prisión  mayor  ce- 
lular, ó,  en  alternativa,  á  la  de  prisión 
mayor  temporal. 

§  único.— Si  acaeciese  la  muerte  del 
ofendido  dentro  de  los  cuarenta  días 
siguientes  á  la  comisión  del  delito,  por 
efecto  de  las  lesiones  causadas,  la  pena 
correspondiente  será  la  de  ocho  años 
de  prisión  mayor  celular,  seguidos  de 
doce  de  deportación,  ó,  en  alternativa, 
I^  pena  fija  de  veinticinco  de  deporta- 
ción. 

Art.  3t)7.  El  que  se  mutilare  volunta- 
riamente para  eximirse  del  servicio 
militar,  será  castigado  con  la  pena  de 
tres  meses  á  un  año  de  prisión  correc- 
cional. 

§  único.— Si  el  cómplice  fuere  Médi- 
co, Cirujano  ó  Farmacéutico,  será  con- 


denado á  la  misma  pena  y  multa  co- 
rrespondiente. 

Sección  quinta 

Homicidio,  lesiones  y  otras  ofensan   corporales 
involuntarias 

Art.  368.  El  homicidio  involuntario 
que  cometa  cualquier  persona  ó  de  que 
sea  causa  por  su  impericia,  impreme- 
ditación, negligencia,  falta  de  destreza 
ó  inobservancia  de  Reglamentos,  será 
castigado  con  la  pena  de  un  mes  á  dos 
años  de  prisión  y  multa  correspon- 
diente. 

§  único.— El  homicidio  involuntario 
que  fuere  consecuencia  de  un  acto  ilí- 
cito ó  de  un  hecho  lícito,  practicado  en 
tiempo,  lugar  ó  de  modo  ilícito,  se  cas- 
tigará con  la  misma  pena,  excepto  si  el 
acto  ¡lícito  mereciere  pena  más  grave, 
que  será  la  que  se  aplique. 

Art.  369.  Si  por  idénticos  motivos  y 
en  las  mismas  circunstancias  cualquie- 
ra cometiera  ó  involuntariamente  fue- 
re causa  de  alguna  lesión  ó  de  cual- 
quiera de  los  efectos  de  los  daños  cor- 
porales señalados  en  la  sección  ante- 
rior, será  castigado  con  la  pena  de  tres 
días  á  seis  meses  de  prisión,  ó  sola- 
mente quedará  obligado  á  la  repara- 
ción, según  las  circunstancias,  salvo 
la  pena  de  la  falta  si  á  ella  hubiere 
lugar. 

Sección  sexta 

Causas  de  atenuación  en  los  delitos  de  homicidio 
voluntario,  lesiones  y  otras  ofensas  corporales 

Art.  370.  Si  el  homicidio  voluntario 
ó  las  lesiones,  golpes  ú  otro  daño  cor- 
poral fuesen  cometidos  sin  premedita- 
ción, siendo  provocados  por  golpes  ú 
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otras  violencias  graves  para  con  las 
personas,  se  atenuarán  las  penas  co- 
rrespondientes de  este  modo: 

1.**  Si  la  pena  del  delito  fuere  la  de 
ocho  años  de  prisión  mayor  celular,  se- 
guidos de  veinte  de  deportación,  con 
prisión  en  el  lugar  de  ésta  hasta  dos 
años,  según  el  arbitrio  prudente  del 
Juez,  ó,  en  alternativa,  la  fija  de  vein- 
tiocho de  deportación,  con  prisión  de 
ocho  á  diez  en  el  lugar  de  la  misma, 
ó  cualquiera  otra  fija,  se  reducirá  ésta 
á  la  de  uno  á  dos  años  de  prisión  co- 
rreccional y  multa  correspondiente; 

2.°  Toda  pena  temporal  se  reducirá  á 
la  de  seis  meses  á  dos  años  de  prisión; 

3.**  La  pena  correccional  se  reducirá 
ala  de  trefe  días  á  seis  meses  de  pri- 
sión. 

Art.  371.  La  atenuación  decretada 
en  el  artículo  anterior  tendrá  lugar  si 
aquellos  hechos  fueren  practicados  re- 
peliendo de  día  el  escalamiento  ó  perfo- 
ración de  muros  de  una  casa  habitada 
6  sus  dependencias,  que  sirvan  para 
dar  acceso  á  la  misma,  ó  repeliendo  al 
ladrón  ó  agresor  que  se  introdujere  en 
ella. 

Art.  372.  El  marido  que  sorprendie- 
re á  su  mujer  en  el  delito  de  adulterio, 
cuya  acusación  no  le  esté  prohibida  en 
los  términos  del  art.  404,  párrafo  2.®,  y 
en  este  acto  diere  muerte  á  ella  ó  al 
adúltero,  ó  á  ambos,  ó  les  infiriese  al- 
guna de  las  ofensas  corporales  señala- 
das en  los  artículos  360,  números  3.®  á 
5.°,  361  y  366,  será  desterrado  fuera  de 
la  comarca  por  seis  meses. 

§  1.®— Si  las  ofensas  inferidas  fueren 
menores,  no  sufrirá  pena  alguna. 

§  2.^— Las  mismas  disposiciones  se 
aplicarán  á  la  mujer  casada  que  en  el 
acto  señalado  en  este  artículo  diere 
muerte  á  la  concubina  tenida  y  mante- 
nida por  el  marido  en  la  casa  conyugal, 


ó  á  éste  ó  á  ambos,  ó  les  infiera  las  re- 
feridas ofensas  corporales. 

§  3.°— Igualmente  se  aplicarán  las  re- 
feridas disposiciones,  en  igualdad  de 
circunstancias,  á  los  padres  con  res- 
pecto de  sus  hijas  menores  de  veintiún 
años  y  de  sus  corruptores,  mientras 
éstos  se  hallen  bajo  la  patria  potestad, 
excepto  cuando  los  mismos  padres  ha- 
yan excitado,  favorecido  ó  facilit€ido  la 
corrupción. 

Art.  373.  La  pena  correspondiente 
al  delito  de  castración  únicamente  po- 
drá atenuarse,  según  lo  dispuesto  en 
el  art.  370,  en  el  caso  de  que  la  violen- 
cia grave  consistiere  en  un  ultraje  vio- 
lento contra  el  pudor. 

Art.  374.  Las  injurias  de  palabra, 
difamaciones  ó  imputaciones  injurio- 
sas y  las  amenazas  no  calificadas  en 
el  art.  363,  no  se  consideran  comprendi- 
das en  las  causas  de  provocación  enu- 
meradas en  el  art.  370,  para  el  objeto 
de  la  atenuación  especial  en  él  decla- 
rada, salvo  lo  dispuesto  en  el  art.  39, 
número  4.° 

§  único.— En  los  casos  señalados  en 
este  artículo,  así  como  en  todos  aque- 
llos en  que  concurran  circunstancias 
atenuantes,  se  observarán  las  reglas 
generales  sobre  la  atenuación  de  las 
penas. 

Art.  375.  No  tiene  lugar  la  atenua- 
ción señalada  en  el  art.  370  de  esta  sec- 
ción en  el  delito  de  parricidio;  pero  no 
habiendo  mediado  premeditación,  si  se 
verificase  la  provocación  estando  en 
peligro,  en  el  momento  de  la  comisión 
del  delito,  por  las  violencias  del  ascen- 
diente, la  vida  del  criminal,  podrá  ate- 
nuarse la  pena  según  las  reglas  gene- 
rales. 


CÓDIGO  PENAL  PORTUGUÉS 


625 


Sección  séptima 

Homicidio,  lesiones  y  otros  actos  de  fuei*za  que 
no  se  consideran  deHtos 

Art.  376.  No  son  delitos  el  homici- 
dio, las  lesiones,  golpes  ú  otros  actos 
ó  medios  de  fuerza  que  tenga  lugar 
concurriendo  las  circunstancias  seña- 
ladas en  cada  uno  de  los  números  del 
articulo  41.  según  las  reglas  de  Jos  ar- 
tículos ^13  á  46. 

Art.  377.  La  regla  establecida  en  el 
artículo  44,  núm.  5.",  comprende  los 
casos  en  que  el  homicidio  ó  las  lesio- 
nes sean  cometidos  ú  otros  medios  vio- 
lentos empleados: 

1.**  Repeliendo  de  noche  el  escala- 
nniento  ó  perforación  de  los  muros  de 
una  casa  habitada  ó  de  sus  dependen- 
cias, que  puedan  dar  acceso  á la  misma; 

2.**  Defendiéndose  contra  los  auto- 
res de  robos  ó  destrucciones  ejecuta- 
das con  violencia. 

Art.  378.  Si  en  el  caso  del  art.  44,  nú- 
mero 5.",  alguno  excediere  los  límites 
señalados  en  el  art.  46,  será,  según  la 
clase  y  circunstancia  del  exceso,  ó  cas- 
tigado con  la  pena  correccional  de  pri- 
sión ó  absuelto  de  la  pena,  quedando 
únicamente  sujeto  á  la  reparación  ci- 
vil de  la  falta. 

Sección  octava 

Amenazas  y  allanamiento  de  morada 

Art.  379.  El  que  por  medio  de  escri- 
to firmado  ó  anónimo,  ó  verbalmente, 
amenazase  á  otro  con  causarle  algún 
mal  que  constituya  delito,  ya  le  impon- 
ga ó  no  cualquier  mandato  ó  condi- 
ción, será  condenado  á  la  pena  de  pri- 
sión correccional  hasta  tres  meses  y 
multa  hasta  un  mes. 
Tomo   Vil.  —Instituciones  juuíoicajs. 


§  único.— El  que  por  cualquier  me- 
dio amenace  ó  intimide  á  otro  para 
obligarle  á  que  haga  ó  deje  de  hacer 
alguna  cosa  á  que  no  está  obligado  por 
la  ley,  será  castigado  con  la  pena  de 
prisión  hasta  dos  meses  si  no  se  ha- 
llare comprendido  en  lo  dispuesto  en 
este  artículo,  ni  al  medio  empleado  co- 
rrespondiere pena  más  grave  por  dis- 
posición especial. 

Art.  380.  El  que  fuera  de  los  casos 
en  que  la  ley  lo  permite,  se  introdujere 
en  la  casa-habitación  de  cualquier  per- 
sona, contra  la  voluntad  de  ésta,  será 
castigado  con  la  pena  de  prisión  co- 
rreccional hasta  seis  meses. 

§  1.**— Si  mediare  violencia  ó  amena- 
za ó  se  hubiere  empleado  escalamien- 
to, rotura  ó  llaves  falsas,  se  impon- 
drá la  pena  de  prisión  correccional. 

§  2."--En  el  caso  del  párrafo  ante- 
rior, es  siempre  punible  la  tentativa, 
según  las  reglas  generales. 

Í§  3.°— El  que  fuera, de  los  casos  per- 
mitidos por  la  ley  persistiere  en  que- 
dar en  la  casa-habitación  de  cualquier 
persona  contra  la  voluntad  de  la  mis- 
ma, sin  liaber  cometido  el  delito  seña- 
lado en  este  artículo  y  su  párrafo  1.**, 
será  condenado  á  prisión  correccional 
hasta  tres  meses,  no  mediando  violen- 
cia ó  amenaza,  y  hasta  seis  en  el  caso 
contrario. 

Sección  novena 

Duelo 

Art.  381.  La  provocación  al  duelo 
será  castigada  con  la  pena  de  uno  á 
tres  meses  de  prisión  y  multa  hasta 
un  mes. 

Art.  382.  Con  la  misma  pena  serán 
castigados  los  que  públicamente  des- 

40 
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acrediten  ó  injurien  á  cualquier  perso- 
na por  no  haber  aceptado  un  duelo. 

Art.  383.  El  que  excite  á  otro  para 
batirse  en  desafio,  así  como  el  que  por 
cualquier  injuria  diere  margen  á  la 
provocación  al  duelo,  será  castigado 
con  la  pena  de  un  mes  á  un  año  de  pri- 
sión y  multa  correspondiente. 

Art.  384.  El  que  en  un  duelo  haga 
armas  contra  su  adversario,  sin  que 
resulte  homicidio  ni  lesiones,  será  cas- 
tigado con  la  pena  de  dos  meses  á  un 
año  y  multa  correspondiente. 

Art.  385.  Si  en  un  duelo  uno  de  los 
combatientes  diere  muerte  al  otro,  será 
castigado  con  la  pena  de  uno  á  dos 
años  de  prisión  y  el  máximum  de  la 
multa,  pudiendo  elevarse  el  tiempo  de 
la  prisión  al  duplo  con  los  únicos  efec- 
tos de  la  prisión  correccional. 

§  1.®— Si  del  duelo  resultó  alguno  de 
los  efectos  señalados  en  los  núme- 
ros 3.**  al  5.®  del  art.  360  y  en  el  artícu- 
lo 361,  la  pena  correspondiente  será  la 
de  seis  meses  á  dos  años  de  prisión  y 
multa  correspondiente. 

§  2.°--Si  resultaron  lesiones,  fuera 
de  los  casos  señalados  en  el  párrafo 
anterior,  la  pena  será  de  tres  á  dieci- 
ocho meses  de  prisión  y  multa  corres- 
pondiente. 

Art.  386.  Se  castigará  con  prisión 
hasta  seis  meses  y  multa  hasta  uno,  á 
los  padrinos,  cuando,  según  las  reglas 
generales,  no  deban  ser  castigados 
como  autores  ó  cómplices  del  delito. 

Art.  387.  Las  penas  generalmente 
establecidas  por  la  ley  serán  siempre 
aplicables,  en  el  homicidio  ó  lesiones 
que  resulten  de  duelo,  en  los  siguientes 
casos: 

1.°  Cuando  el  duelo  so  verifique  sin 
asistencia  de  padrinos; 

2.°  Cuando  haya  engaño  ó  des- 
lealtad; 


3.**  Contra  cualquier  persona  que 
por  intereses  pecuniarios  provoque, 
excite  ó  dé  motivo  voluntariamente  al 
duelo. 

Art.  388.  Si  alguno  de  los  delincuen- 
tes fuese  -  empleado  público,  se  podrá 
añadir  la  pena  de  destitución,  según 
las  circunstancias. 

Sección  décima 

Disposición  común  á  las  secciones  de  este 
capítulo 

Art.  389.  Si  en  el  caso  de  homicidio 
ó  de  muerte  á  consecuencia  de  lesio- 
nes ú  otras  ofensas  corporales  de  que 
se  trata  en  este  capítulo,  alguno  oculta- 
re el  cadáver,  será  castigado  con  la 
pena  de  tres  meses  á  dos  años  de  pri- 
sión, excepto  cuando  deba  imponerse 
pena  más  grave  por  haber  tenido  par- 
ticipación en  el  delito. 

CAPÍTULO  IV 

De  los  delitos  contra  la  honestidad 

Sección  primera 

ultraje  público  al  pudor 

Art.  390.  El  ultraje  público  al  pu- 
dor cometido  por  un  acto  ó  la  publici- 
dad resultante  del  lugar  ó  de  otras  cir- 
cunstancias de  que  el  delito  vaya  acom- 
pañado, aunque  no  haya  ofensa  indi- 
vidual á  la  honestidad  de  ninguna  per- 
sona determinada,  será  castigado  con 
prisión  hasta  seis  meses  y  multa  hasta 
de  un  mes. 
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Sección  segunda 

Atentado  al  pudor,  estupro  voluntario  y 
violación 

Art.  391.  Todo  atentado  (lontra  el 
pudor  de  una  persona,  de  uno  ú  otro 
sexo,  cometido  con  violencia,  va  sea 
para  satisfacer  pasiones  lascivas,  ya 
por  cualquier  otro  motivo,  será  casti- 
gado con  prisión  correccional. 

§  único.— Si  la  persona  ofendida  fue- 
re menor  de  doce  años,  la  pena  será  la 
misma  en  todo  caso,  aunque  no  se 
pruebe  la  violencia. 

Art.  392.  El  que  por  medio  de  seduc- 
ción estuprare  á  una  mujer  virgen,  ma- 
yor de  doce  años  y  menor  de  dieciocho, 
será  castigado  con  la  pena  de  dos  á 
ocho  años  de  prisión  mayor  celular,  ó, 
en  alternativa,  con  la  do  deportación 
temporal. 

Art.  393.  El  que  yaciere  ilícitaníente 
con  cualquier  mujer  contra  la  voluntad 
de  ésta,  por  medio  de  violencia  física, 
de  vehemente  intimidación  ó  de  cual- 
quier engaño  que  no  constituya  seduc- 
ción, ó  encontrándose  la  mujer  privada 
de  la  razón  ó  de  los  sentidos  cometiere 
el  delito  de  violación,  se  castigará  con 
la  pena  de  dos  á  ocho  años  de  prisión 
mayor  celular,  ó,  en  alternativa,  la  de 
prisión  mayor  temporal. 

Art.  394.  El  que  violare  á  una  me- 
nor de  doce  años,  aunque  no  se  pruebe 
ninguna  de  las  circunstancias  señala- 
das en  el  articulo  anterior,  será  conde- 
nado á  cuatro  años  de  prisión  mayor 
(•elular,  seguidos  de  ocho  de  deporta- 
ción, ó,  en  alternativa,  á  la  pena  fija 
(le  quince  de  deportación. 

Art.  395.  El  rapto  de  cualquier  mu- 
jer con  mira  deshonesta  por  medio  de 
violencia  física,  de  vehemente  intimi- 
dación ó  de  cualquier  engaño  que   no 


constituya  seducción,  ó  encontrándose 
la  mujer  privada  del  uso  de  la  razón  ó 
de  los  sentidos,  será  castigado  como 
atentado  al  pudor  con  violencia  si  no  se 
consumó  el  estupro  ó  violación,  y  se 
considerará  como  circunstancia  agra- 
vante del  delito  consumado. 

§  1.**— El  rapto  de  una  menor  de  doce 
años  con  miras  deshonestas,  se  consi- 
dera siempre  como  violento. 

§2.**— Si  por  el  delito  de  detención 
privada  ó  de  cualquier  otro  debieran 
imponerse  al  delincuente  penas  más 
graves,  éstas  serán  las  que  se  apliquen. 

Art.  396.  Se  considerará  como  cir- 
cunstancia agravante  del  estupro  ó 
rapto  de  cualquier  mujer  virgen,  mayor 
de  doce  años  y  menor  de  dieciocho,  de 
la  casa  ó  lugar  en  que  con  la  debida 
autorización  se  hallare,  cometido  con 
su  consentimiento;  sin  embargo,  si  el 
estupro  no  llegare  á  consumarse,  se 
castigará  el  rapto  por  seducción  con 
prisión  correccional  hasta  un  año. 

Art.  397.  En  todos  los  casos  en  que 
exista  rapto,  es  aplicable  lo  dispuesto 
en  los  artículos  332  y  344,  párrafo  2.** 

Art.  398.  En  los  delitos  de  que  trata 
esta  sección,  las  penas  se  sustituirán 
por  las  inmediatamente  superiores,  si 
el  crimina  fuere: 

1.°  Ascendiente  ó  hermano  de  la 
persona  ofendida; 

2.**  Tutor,  curador  ó  maestro  de  esa 
persona,  ó  por  cualquier  titulo  tuviere 
autoridad  sobre  ella  ó  estuviere  encar- 
gado de  su  educación,  dirección  ó  guar- 
da, ó  fuese  Eclesiástico  ó  Ministro  de 
cualquier  culto,  ó  empleado  público,  de 
cuyo  cargo  esté  pendiente  negocio  ó 
pretensión  de  la  peí  sona  ofendida; 

3.°  Criado  ó  doméstico  de  la  persona 
ofendida  ó  de  su  familia,  ó  que  por  ra- 
zón de  profesión  que  exija  título  tuvie- 
re influencia  sobre  dicha  persona; 
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4.**  Si  hubiere  comunicado  á  la  per- 
sona ofendida  afección  sifílitica  ó  ve- 
nérea. 

Art.  399.  En  los  delitos  previstos  en 
los  artículos  anteriores,  no  se  incoará 
procedimiento  criminal  sin  previa  de- 
nuncia del  ofendido  ó  de  sus  padres, 
abuelos,  marido,  hermanos,  tutores  ó 
curadores,  excepto  en  los  casos  si- 
guientes: 

1.^  Si  la  persona  ofendida  fuere  me- 
nor de  doce  años; 

2.®  Si  se  cometió  cualquiera  violen- 
cia calificada  por  la  ley  como  constitu- 
tiva de  delito,  cuya  acusación  no  depen- 
da de  la  denuncia  ó  de  la  querella  de  la 
parte  ofendida; 

3.°  Tratándose  de  una  persona  des- 
valida (miseravel)  ó  que  se  encuentre 
en  un  establecimiento  de  beneficencia. 

§  único.— Después  de  presentada  la 
denuncia  é  incoado  el  procedimiento 
criminal^  el  perdón  ó  desistimiento  de 
la  parte  ofendida  no  suspenderá  éste. 

Art.  400.  En  los  casos  de  estupro  y 
en  los  de  violación  de  mujer  virgen,  el 
delincuente  esrtá  obligado  á  dotar  á  la 
ofendida.  \ 

§  único. —En  cualquiera  de  los  casos 
á  que  se  refiere  este  artículo  y  en  todos 
los  demás  previstos  en  los  anteriores, 
se  suspenderá  todo  procedimiento  y 
toda  pena  cuando  el  reo  se  case  con  la 
ofendida. 

Sección  tercera 

Adulterio 

Art.  401.  El  adulterio  de  la  mujer 
será  castigado  con  la  pena  de  dos  á 
ocho  años  de  prisión  mayor  celular,  ó 
en  alternativa,  con  la  de  deportación 
temporal. 

§  1.°— El  co-reo  de  adulterio  que  tu-  | 


viere  conocimiento  de  que  la  mujer  era 
casada,  será  castigado  con  la  misma 
pena,  respondiendo  además  de  los  da- 
ños y  perjuicios  que  oportunamente  se 
fijen. 

§  2.**-*-Únicamente  son  admisibles 
contra  el  co-reo  de  adulterio,  las  prue- 
bas de  flagrante  delito  ó  las  resultan- 
tes de  cartas  ñ  otros  documentos  es- 
critos por  él. 

§  3.°— No  se  impondrá  pena  por  el  de- 
lito de  adulterio,  sino  en  virtud  de  que- 
rella y  acusación  del  marido  agraviado. 

§  4.**— El  marido  no  podrá  querellar- 
se sino  contra  ambos  presuntos  reos, 
si  uno  y  otro  vivieren. 

Art.  402.  El  marido  no  podrá  quere- 
llarse si  perdonó  á  cualquiera  de  los 
co-reos  ó  si  se  hubiere  reconciliado 
con  la  mujer. 

§  único.— Todo  procedimiento  se  sus- 
penderá cuando  cese  la  acusación  del 
marido,  y  asimismo  los  efectos  de  la 
pena  impuesta  á  ambos  co-reos  cesa- 
rán si  personare  el  marido  á  cualquie- 
ra de  ellos  ó  volviese  á  hacer  vida  co- 
mún con  la  mujer. 

Art.  403.  La  sentencia  firme  en  cau- 
sa de  divorcio  por  adulterio,  siendo  ab- 
solutoria, producirá  todos  sus  efectos 
en  lo  criminal. 

§  único.— Si  fuere  condenatoria,  no 
perjudicará  á  la  causa  criminal  (1). 

Art.  404.  El  hombre  casado  que  ten- 
ga y  mantenga  en  la  casa  conyugal  á 
su  manceba,  será  condenado  á  multa 
de  tres  meses  á  tres  años. 

§  1.**— Del  delito  castigado  en  este  ar- 
tículo solamente  podrá  querellarse  la 
mujer. 

§  2.°— El  marido  convicto  de  este  de- 
lito, ó  del  de  excitación  á  la  corrupción 


(1)    Es  decir,  que  será  necesario  nuevo  juicio 
para  la  imposición  de  pena. 
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de  SU  mujei^  en  los  términos  del  ar- 
tículo 405,  párrafo  1.°,  no  podrá  quere- 
llarse del  adulterio  de  ésta. 

§  3.*— Lo  dispuesto  en  el  párrafo  4.' 
del  art.  401  y  en  los  artículos  402  y  403^ 
será  aplicable  al  caso  del  presente. 

Sección  cuarta 

Lenocinio 

*  Art.  405.  Si,  para  satisfacer  los  de- 
seos deshonestos  de  otro,  un  ascen- 
diente excitare,  favoreciere  ó  facilitare 
la  profílitución  ó  corrupción  de  cual- 
quier persona  de  su  descendencia,  será 
condenado  á  la  pena  de  uno  á  dos  años 
de  prisión  y  multa  correspondiente, 
con  suspensión  de  los  derechos  políti- 
cos por  doce  años. 

§  1.**— El  marido  que  cometiere  el 
mismo  delito  con  respecto  de  su  mu- 
jer será  condenado  al  máximum  del 
destierro  y  multa  de  tres  meses  á  tres 
años  de  su  haber,  con  suspensión  de 
los  derechos  políticos  por  doce  años. 

§  2.°— El  tutor  ó  cualquiera  otra  per- 
sona encargada  de  la  educación,  direc- 
ción ó  guarda  de  algún  menor  de  vein- 
tiún años  que  cometiere  el  mismo  de- 
lito respecto  (ie  este  menor,  será  casti- 
gado con  la  pena  de  seis  meses  á  dos 
años  de  prisión  y  multa  correspondien- 
te, y  suspensión  por  doce  años  del  de- 
recho de  ser  tutor  ó  miembro  de  cual- 
quier consejo  de  familia,  y  del  de  ense- 
ñar, dirigir  ó  concurrir  á  la  dirección 
de  cualquier  establecimiento  de  ins- 
trucción. 

Art.  406.  La  persona  que  habitual- 
mente  excite,  favorezca  ó  facilite  la  di- 
solución ó  corrupción  de  cualquier  me- 
nor de  veintiún  años  para  satisfacer 
los  deseos  deshonestos  de  otro,  será 
castigada  con  la  pena  de  tres  meses  á 


un  año  de  prisión  y  multa  correspon- 
diente, con  suspensión  de  los  derechos 
políticos  por  cinco  años. 

CAPÍTULO  V 

Delitos  contra  la  honra,  difamaeión, 
calumnia  é  injuria 

Art.  407.  Si  alguien  difamare  á  otro 
públicamente  de  palabra,  por  escrito  ó 
dibujo  publicados,  ó  por  cualquier  otro 
medio  de  publicidad,  imputándole  un» 
hecho  ofensivo  á  su  honra  y  conside- 
ración, ó  reproduciendo  la  imputación, 
será  condenado  á  la  pena  de  prisión 
correccional  hasta  cuatro  meses  y  mul- 
ta hasta  uno. 

Art.  408.  No  se  admitirá  prueba  al- 
guna sobre  la  verdad  de  los  hechos  im- 
putados, excepto  en  los  dos  casos  si- 
guientes: 

1.^  Cuando  los  hechos  imputados  á 
los  empleados  públicos,  responsables 
de  ellos,  sean  relativos  á  sus  fun- 
ciones; 

2.**  Cuando  se  impute  á  un  particu- 
lar ó  empleado  público,  fuera  del  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  un  hecho  puni- 
ble sobre  el  que  hubiere  recaído  conde- 
na y  ésta  no  se  hubiere  comenzado  á 
cumplir,  ó  acusación  pendiente  en  jui- 
cio; pero  en  uno  y  otro  caso  será  admi- 
sible solamente  la  prueba  de  la  senten- 
cia ejecutoria  en  materia  penal.  En  el 
caso  de  estar  pendiente  la  acusación, 
se  sobreseerá  el  proceso  por  difama- 
ción hasta  que  se  resuelva  sobre  el 
hecho  punible. 

§  único.— Para  los  efectos  tan  sólo  de 
lo  dispuesto  en  este  artículo,  se  equi- 
paran á  los  empleados  públicos  los  in- 
dividuos responsables  de  cualquier 
corporación  que  ejerza  autoridad  pú- 
blica. 
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Art,  409,  Si  en  cualquiera  de  los  ca- 
sos declarados  en  el  artículo  anterior 
el  acusador  probase  la  verdad  de  los 
hechos  imputados  en  los  términos 
prescritos,  quedará  exento  de  pena.  Si 
no  probase  la  verdad  de  las  imputacio- 
nes, será  castigado,  como  calumnia- 
dor, con  la  pena  de  prisión  correccio- 
nal hasta  un  año  y  multa  correspon- 
diente. * 

Art.  410.  El  deíito  de  injuria,  pero 
sin  imputación  de  hecho  alguno  deter- 
•minado,  si  se  cometiere  públicamente 
contra  cualquier  persona  por  gestos, 
de  palabra  ó  por  dibujo  ó  escrito  publi- 
cado, ó  por  otro  medio  de  publicidad, 
se  castigará  con  prisión  correccional 
hasta  dos  mesfes  y  multa  hasta  un  mes. 

§  único.— En  la  acusación  pot  injuria 
no  se  admitirá  prueba  acerca  de  la  ver- 
dad del  hecho  á  que  la  injuria  pueda 
referirse. 

Art.  411.  Si  los  delitos  castigados  en 
los  artículos  407  y  410  fueren  cometidos 
contra  corporación  que  ejerza  autori- 
dad pública,  la  pena  será  la  de  prisión 
correccional  hasta  seis  meses  en  el 
primer  caso,  y  la  del  art.  407  en  el  se- 
gundo. 

§  único.— Si  se  cometieren  contra 
cualquiera  de  las  Cámaras  legislativas, 
la  pena  correspondiente  será  la  de  pri- 
sión correccional  hasta  seis  meses  y 
multa  hasta  uno. 

Art.  412.  Si  en  los  delitos  previstos 
en  los  artículos  anteriores  no  mediare 
publicidad,  la  pena  será  la  de  multa 
hasta  dos  meses. 

Art.  413.  Si  se  cometiere  alguna 
ofensa  corporal  contra  cualquier  per- 
sona públicamente  con  intención  de  in- 
juriarla, se  castigará  con  la  misma  pe- 
na que  la  difamación  cometida  con 
circunstancias  agravantes,  salvo  si  á 
la  ofensa  correspondiere  pena  más  gra- 


ve, que  en  este  caso  se  aplicará  como 
si  en  el  delito  concurriesen  circunstan- 
cias agravantes. 

Art.  414.  La  pena  de  la  difamación 
se  aplicará  á  aquel  que  maliciosamente 
cometiere  cualquier  hecho  ofensivo  á 
la  consideración  debida  á  la  Autoridad 
pública  con  el  fin  de  injuriar,  excepto 
cuando  la  ofensa  merezca,  según  la 
ley,  pena  más  grave,  que  será  entonces 
la  que  se  aplique,  como  si  en  el  deli- 
to concurriesen  circunstancias  agra- 
vantes. 

Art.  415.  Los  delitos  previstos  en 
este  capitulo  cometidos  contra fel  padre 
ó  la  madre  legítimos  ó  naturalesy»ó  cual- 
quiera de  los  ascendientes  legítimos,  se 
castigarán  siempre  con  el  máximum 
de  la  pena,  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto 
en  el  art.  365. 

§  único.— Si  estos  delitos  fueren 
acompañados  de  otras  circunstancias 
agravantes,  se  observarán  las  reglas 
generales. 

Art.  416.  No  podrá  incoarse  proce- 
dimiento judicial  por  los  delitos  de  di- 
famación y  de  injuria  sino  á  instancia 
de  parte,  cuando  se  trate  de  un  particu- 
lar ó  empleado  público  individualmente 
difamado  ó  injuriado,  excepto  en  los  ca- 
sos señalados  en  el  capítulo  II  del  títu- 
lo III  de  este  libro. 

§  único.— Lo  dispuesto  en  este  ar- 
tículo no  se  aplicará  en  el  caso  de  que 
el  delito  se  cometa  en  presencia  de  Au- 
toridades públicas  ó  Ministros  eclesiás- 
ticos en  el  ejercicio  de  su  cargo  ó  en 
los  edificios  destinados  al  servicio  pú- 
blico ó  al  culto  religioso,  ó  en  los  pala- 
cios reales. 

Art.  417.  El  delito  de  difamación  ó  de 
injuria  cometido  contra  una  persona 
ya  fallecida,  se  castigará  si  acusare  el 
ascendiente  ó  descendiente,  cónyuge, 
hermano  ó  heredero  de  esta  persona. 
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Art.  418.  Quedará  exento  de  pena 
el  que  en  juicio  diere  explicación  satis- 
factoria de  la  difamación  ó  injuria  de 
que  fué  acusado,  si  el  ofendido  acepta- 
re esta  satisfacción. 

Art.  419.  Si  los  discursos  pronun- 
ciados en  juicio  ó  los  escritos  en  él  pro- 
ducidos contuviesen  difamación  ó  in- 
juria, podrán  los  Jueces  ante  quienes 
penda  la  causa  suspender  hasta  por 
seis  meses,  y  en  caso  de  reincidjencia 
por  doble  tiempo,  á  los  Abogados  ó 
Procuradores  que  hubiesen  cometido 
la  difamación  ó  injuria.  Podrán  tam- 
bién mandar  tachar  en  los  escritos  las 
expresiones  difamatorias  ó  injuriosas. 

§  único.— Si  estas  expresiones  fueren 
relativas  á  hechos  extraños  á  la  causa, 
ó  si  la  difamación  ó  la  injuria  fueran  de 
tal  naturaleza  ó  acompañadas  de  tales 
circunstancias  que  los  Jueces  ordenen 
que  debe  imponerse  pena  más  grave, 
ordenarán  provisionalmente  la  suspen- 
sión mencionada  en  este  artículo  y  re- 
mitirán las  parles  al  Juez  competente. 

Art.  42o.  El  ultraje  á  la  moral  come- 
tido públicamente  con  palabras  será 
castigado  con  prisión  hasta  tres  meses 
y  multa  hasta  uno. 

§  único.— Si  se  cometiere  este  delito 
por  escrito  ó  dibujo  publicado  ó  cual- 
quier otro  medio  de  publicidad,  la  pena 
correspondiente  será  la  de  prisión  hasta 
seis  mesos  y  multa  hasta  un  mes. 

TÍTULO  V 

DK    LOS  DELITOS    CONTRA    LA     PROPIEDAD 

CAPÍTULO  PRIMERO 

Del  hurto  y  del  robo,  y  de  la  usurpación 
de  cosa  inmueble 

Sección  primera 

Hurtí» 

.\rt.  121.     Rl   que  romotierp  el   delito 


de  hurto  sustrayendo  fraudulentamente 
una  cosa  que  no  le  pertenezca,  será 
condenado: 

1.**  Á  la  pena  de  prisión  hasta  seis 
meses  y  multa  hasta  un  mes,  si  el  valor 
de  la  cosa  hurtada  no  excediere  de 
10.000  reís; 

2°  Á  la  de  prisión  hasta  un  año  y 
multa  hasta  dos  meses,  si  excediere  de 
esta  cantidad  y  no  pasare  de  10.000  reis; 

3.^  Á  la  de  prisión  correccional  has- 
ta dos  años  y  multa  hasta  seis  meses, 
si  excediese  de  40.000  reis  y  no  pasare 
de  100.000; 

4."  Á  la  de  prisión  mayor  celular  de 
dos  á  ocho  años,  ó,  en  alternativa,  á  la 
de  deportación  temporal  con  multa 
hasta  un  año,  en  ambos  casos,  si  exce- 
diere de  100.000  reis. 

§  1.®— La  tentativa  de  hurto  será 
siempre  castigada. 

§  2.**— La  reincidencia  se  castigará 
con  la  pena  de  prisión  correccional  y 
multa  correspondiente,  si  la  pena  apli- 
cable fuera  la  del  núm.  L"  del  presente 
artículo;  con  la  de  dos  á  ocho  años  de 
prisión  mayor  celular,  ó,  en  alternati- 
va, con  la  de  deportación  temporal,  si 
fuere  alguna  de  las  señaladas  en  los 
números  2.**  y  3°;  con  la  de  cuatro  años 
de  prisión  mayor  celular,  seguidos  de 
ocho  de  deportación,  ó,  en  alternativa, 
con  la  pena  fija  de  deportación  por 
quince  años,  si  fuese  la  del  núm.  4.** 

Art.  422.  Las  penas  de  hurto  se  im- 
pondrán al  que  sustraiga  fraudulenta- 
mente una  cosa  de  su  pertenencia,  que 
se  halle  en  prenda  ó  depósiio  en  poder 
de  tercera  persona,  ó  que  la  destruya 
ó  extravie,  hallándose  en  su  poder  em- 
peñada ó  depositada,  de  orden  judicial. 

Art.  423.  Los  que  habiendo  hallado 
cualquier  objeto  perteneciente  á  otro, 
dejasen  fraudulentamente  de  entregár- 
selo á  su  dueño  ó  de  practicar  la?  dili- 
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gencias  que  la  ley  prescribe,  cuando  se 
ignore  quién  es  el  dueño  de  la  cosa  en- 
contrada, serán  condenados  á  las  pe- 
nas de  hurto,  si  bien  atenuadas. 

Art.  424.  El  que  hurtare  algún  pro- 
ceso ó  parte  del  mismo,  libro  de  regis- 
tro ó  parte  de  él,  ó  cualquier  otro  docu- 
mento, será  castigado  con  la  pena  de 
dos  á  ocho  años  de  prisión  mayor  ce- 
lular, ó,  en  alternativa,  con  la  de  de- 
portación temporal  y  multa  hasta  un 
año,  en  ambos  casos. 

§  1.°— La  misma  pena  se  aplicará  al 
que  sustraiga  un  título  ó  documento  ó 
pieza  del  proceso  que  se  hubiere  pro- 
ducido enjuicio  en  cualquier  causa. 

§  2.°— Si  el  proceso  fuere  criminal,  y 
en  él  se  tratase  de  delito,  á  que  la  ley 
imponga  cualquiera  de  las  penas  ma- 
yores, el  hurto  se  castigará  con  la  de 
dos  á  ocho  años  de  prisión  mayor  ce- 
lular, ó,  en  alternativa,  con  la  de  de- 
portación temporal  y  multa  hasta  un 
año,  en  ambos  casos,  y  si  la  pena  fue- 
re cualquiera  otra,  se  castigará  con 
prisión  hasta  dos  años  y  multa  hasta 
tres  meses. 

§  3.**— Si  el  hurto  fuere  de  papeles  ó 
cualesquiera  documentos  depositados 
en  oficinas  públicas  ó  establecimientos 
señalados  por  la  ley  para  la  custodia 
de  los  mismos,  se  agravará  la  pena  se- 
gún las  reglas  generales. 

§  4.**— Lo  dispuesto  en  este  artículo  y 
sus  párrafos  es  aplicable  al  que  extra- 
vie ó  destruya  los  papeles  ú  objetos  re- 
feridos. 

Art.  425.  Serán  castigados  con  la  pe- 
na de  dos  á  ocho  años  de  prisión  mayor 
celular,  ó,  en  alternativa,  con  la  de  de- 
portación temporal  y  multa  hasta  un 
año,  en  ambos  casos,  cuando  el  hurto 
exceda  de  40.000  reis: 

1.®  Los  criados  que  hurten  alguna 
cosa  perteneciente  á  sus  dueños; 


2.®  Los  criados  que  hurten  alguna 
cosa  perteneciente  á  cualquier  persona 
en  casa  de  sus  amos,  ó  en  la  casa  en 
que  los  acompañaren  al  tiempo  de  co- 
meter el  hurto; 

3.**  Cualquier  servidor  asalariado  ó 
cualquier  individuo  que  trabaje  habi- 
tualmente  en  la  casa,  oficina  ó  estable- 
cimiento en  que  cometa  el  hurto; 

4.**  Los  posaderos  ó  cualesquiera 
otraíi  personas  que  hospedan  y  agasa- 
jan por  dinero  á  otros,  y  sus  represen- 
tantes, los  barqueros,  cosarios  ó  cua- 
lesquiera conductores,  ó  los  que  los  sus- 
tituyan, que  hurten  todo  ó  parte  de  lo 
que  por  este  título  se  les  confíe. 

§  L°— Cuando  el  valor  de  lo  hurtado 
no  exceda  de  40.000  reis  ni  sea  inferior 
á  10.000,  la  pena  correspondiente  será 
la  de  prisión  hasta  dos  años  y  multa 
hasta  seis  meses. 

§  2.**— Cuando  el  valor  de  la  cosa  hur- 
tada sea  inferior  á  10.000  reis,  la  pena 
aplicable  será  la  de  prisión  hasta  ün 
año  y  multa  hasta  un  mes. 

§  3.**— En  el  caso  de  hurto  de  objetos 
confiados  para  su  transporte,  si  éstos 
se  alterasen  con  sustancias  perjudicia- 
les á  la  salud,  se  impondrá  también  la 
prisión  en  el  lugar  de  la  deportación 
por  el  tiempo  que  estimen  los  Jueces. 

Art.  426.  El  hurto  se  castigará  con- 
forme á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
siguientes  cuando  fuere  calificado,  se- 
gún las  reglas  establecidas  en  los  mis- 
mos, por  la  concurrencia  de  alguna  ó 
varias  de  las  siguientes  circunstancias: 

1.*  Llevando  el  delincuente  ó  cual- 
quiera de  ellos,  si  fueren  varios,  armas 
á  la  vista  ú  ocultas  en  el  momento  del 
delito; 

2.'  Cometiéndose  de  noche  ó  en  des- 
poblado; 

3.*    Por  dos  ó  más  personas; 

4.*    En  casa  habitada  ó  destinada  á 
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habitación,  en  edificio  público  ó  desti- 
nado al  culto  religioso,  ó  en  cemen- 
terio; 

5.*  En  carretera  ó  camino  público, 
tratándose  de  objetos  transportados 
por  ellas; 

6.'  Con  usurpación  de  título,  uni- 
forme ó  insignia  de  cualquier  emplea- 
do público,  civil  ó  militar,  ó  presentan- 
do orden  falsa  de  cualquier  Autoridad 
pública; 

7."  Con  fractura,  escalamiento  ó  lla- 
ves falsas,  en  casa  deshabitada. 

Art.  427.  Cuando  el  hurto  se  come- 
ta con  cualquiera  de  las  circunstancias 
señaladas  en  los  números  6»**  y  7.®  del 
arUculo  aniprior,  se  castigará-  con  la 
pena  del  núm.  2^  ó(ú  art.  421  si  ol  va- 
lor de  lo  li arlado  fuere  el  declarado  en 
el  núm,  l,^  del  mismo  articulo: 

I.*"  Con  la  del  núrn.  3.^,  si  fupr*^  p1 
del  núm,  2,"; 

2,°  Con  la  del  núni.  I.",  ^í  fufare  f^l 
del  núm.  3°; 

3,"  Con  la  del  núm.  ÍJ\  a^íravada, 
si  fuere  el  del  mismo  núm.  4,*^ 

Art*  42H.    El  hurto  cometido  dn  no- 


che en  casj 
habilacién  A 
I  irnndo  al  c" 
,  í»»nOt  ó  i 
I ando  %e 
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^cío  público  ó  des- 

^o,  ó  en  cemen- 
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quR  por  pila  se 

pafmdo  de 

nstancias 

e  ra«^ti- 

liel  ar- 
hurta- 
m.  1/' 

valor 


,vada, 

prisión  I 
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cinco  años  de  deportación,  si  fuere  la 
del  núm.  3.*»; 

4.°  Con  ocho  años  de  prisión  mayor 
celular,  ó,  en  alternativa,  iiocr  á<'  de- 
portación, si  fuere  el  del  vñm.  1.' 

§  único.— Las  disposiciones  de  este 
artículo  serán  aplicables  al  hurto  co- 
metido por  dos  ó  más  personas,  con  la 
concurrencia  de  dos  ó  más  cirruní^tan- 
cias  de  las  restantes  que  ^e  enumeran 
en  el  art.  426. 

Art.  429.  La  aplicación  de  las  reírlas 
generales  tendrá  siempre  lugar  ruan- 
do en  cualquiera  de  los  casos  declara- 
dos en  los  artículos  anteriores  concu- 
rra alguna  ó  varias  circunstancias 
agravantes. 

Art,  430.  Eñ  lodos  los  casos  previs- 
tos en  esta  s<^cción,  cuando  el  hurto  no 
exceda  de  500  reis,  ni  sea  habitual,  sólo 
habr;^L  1  tifiar  á  la  pena,  á  petición  del 
ofendido. 

^  1,"— El  que  entrare  en  terreno  aje- 
no para  comr  frutos  y  comerlos  allí 
mismo,  será  castigado,  rjucrellándose 
el  ofendido,  con  la  pena  Hr-  reprensión. 

§  2."— EJ  que  del  mismo  niocio  entre 
en  terreno  ajeno  para  rebuscar  ó  espi- 
gar, no  estaniloaún  recogidos  ¡os  f*"*** 
tos,   RuTrirá    prisión  hasta  seis  dí«í*' 
cuando  se  querellase  el  ofendido- 

§  3.''-En  los  casos  de  lo^  dos  P*"** 
fos  antorioros,  la  pena  corr#?po»**íWMJ 
será  la  de  prisión  correar rortAÍ*^ 
caso  de  reincidencia  ó  hi*t*it"*****^^ 
los  delitos  expresados.  .   . 

Art.  431.    La  acción  cñiüimü  ^ 
to  no  tiene  lugar  por  la-* 
nes  cometidas: 

1.^    Por(iocí>nyué?een 
otro,  salvo  en  ef  caso  de  SH 

dicíafdcp^r^í**^^'*^'^"'*^ 
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en  estos  casos  tenga  participación  en 
el  hecho  quedará  sujeta  ala  responsa- 
bilidad penal,  según  la  naturaleza  de 
la  participación. 

§  2.°— La  acción  sólo  tendrá  lugar,  á 
instancia  de  parte,  cuando  él  hurto  se 
cometa  por  el  criminal  contra  sus  as- 
cendientes, hermanos,  cuñados,  sue- 
gros ó  yernos,  padrastros,  madrastras 
ó  hijastros,  tutores  ó  maestros,  y  cesa- 
rá el  procedimiento  tan  pronto  como 
los  perjudicados  lo  requieran. 

Sección  segunda 

Robo 

Art.  432.  Se  califica  de  robo  la  sus- 
tracción de  cosa  ajena  que  se  comete 
con  violencia  ó  amenaza  «contra  las 
personas. 

§  único.— La  entrada  en  casa  habita- 
da, con  fractura,  escalamiento  ó  llaves 
falsas,  se  considera  violencia  contra 
las  personas  cuando  efectivamente  se 
encuentren  dentro  de  la  habitación. 

Art.  433.  Cuando  en  el  robo  ó  la  ten- 
tativa del  mismo  concurra  el  delito  de 
homicidio,  se  aplicará  á  los  delincuen- 
tes la  pena  de  ocho  años  de  prisión  ma- 
yor celular,  seguida  de  veinte  de  depor- 
tación, con  prisión  hasta  dos  años  en 
el  lugar  de  ésta,  ó  sin  ella,  según  el  pru- 
dente arbitrio  del  Juez,  ó,  en  alternati- 
va, la  pena  fija  de  deportación  por 
veintiocho  años,  con  prisión  en  el  lugar 
de  su  cumplimiento  deocho  á  diez  años. 

Art.  434.  La  pena  de  seis  años  de 
prisión  mayor  celular,  seguidos  de  diez 
de  deportación,  ó'  en  alternativa,  la  de 
veinte  años  de  deportación,  se  aplicará 
cuando  se  cometiere  el  robo  concu- 
rriendo el  delito  de  secuestro  ó  el  de 
violación,  ó  cualquiera  de  las  ofensas 


corporales  señaladas  en   el  art.  361  y 
su  párrafo. 

§  L"— Cuando  el  robo  se  haya  come- 
tido en  paraje  yermo  por  dos  ó  más 
personas,  llevando  armas  á  la  vista  ú 
ocultas  cualquiera  de  los  criminales,  si 
de  la  violencia  resultaron  lesiones,  con- 
tusiones ó  vestigio  de  cualquier  sufri- 
miento, se  castigará  según  la  gravedad 
'  de  los  efectos  de  la  violenciacon  prisión 
mayor  celular,  nunca  inferior  á  cinco 
años  y  cuatro  meses,  ó,  en  alternativa, 
con  prisión  mayor  temporal,  que  no 
bajará  de  ocho  años,  ó  con  prisión  ma- 
yor celular  por  cuatro  años,  seguidos 
de  ocho  de  deportación,  ó,  en  alterna- 
tiva, conla  pena  fija  de  deportación  por 
quince  años. 

§  2,**-~Las  tentativas  de  robo,  en  los 
casos  previstos  en  este  artículo  y  pá- 
rrafo L",  se  castigarán  como  delitos 
consumados  con  circunstancias  ate- 
nuantes. 

Art.  435.  La  pena  de  dos  á  ocho  años 
de  prisión  mayor  celular,  ó,  en  alterna- 
tiva, la  de  prisión  mayor  temporal,  se 
impondrán: 

1.°  Cuando  se  cometa  el  robo  por 
una  sola  persona  con  armas  en  paraje 
yermo; 

2.**  Cuando  el  robo  se  cometa  por 
dos  ó  más  personas  fuera  de  los  casos 
señalados  en  el  artículo  anterior  y  su 
párrafo  1.° 

Art.  436.  El  co-reo  que  haya  reunido 
ó  inducido  á  los  demás  ó  dado  instruc- 
ciones para  la  comisión  del  robo,  ó  di- 
rigido la  ejecución,  será  condenado: 

1.**  En  el  caso  previsto  en  el  art.  433, 
á  ocho  años  de  prisión  mayor  celular, 
seguidos  de  veinte  de  deportación,  con 
prisión  bastados  años  en  el  lugar  de  su 
cumplimiento,  ó  sin  ella,  según  el  pru- 
dente arbitrio  del  Juez,  ó,  en  alternati- 
va, á  la  pena  fija  de  deportación   por 
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veintiocho  años,  con  prisión  en  el  lugar 
de  la  misma  por  ocho  á  diez  años  en  el 
máximum  de  su  agravación; 

2.^  En  el  caso  previsto  en  el  ar- 
tículo 434,  á  la  de  ocho  años  de  prisión 
mayor  celular,  seguida  de  doce  de  de- 
portación, ó,  en  alternativa,  á  la  fija  de 
d  portación  por  veinticinco  años,  pero 
agravada; 

3."  En  el  caso  previsto  en  el  pá- 
rrafo L^'  del  art.  434,  á  la  de  cuatro  años 
de  prisión  mayor  celular,  seguidos  de 
ocho  de  deportación,  ó  á  seis  años  de 
prisión  mayor  celular,  seguidos  de  diez 
de  deportación,  ó,  en  alternativa,  á  una 
de  las  penas  fijas  de  deportación  por 
quince  ó  veinte  años,  según  la  grave- 
dad de  los  efectos  de  la  violencia; 

4.**  En  el  caso  previsto  eli  el  pá- 
rrafo 1.^  del  art.  134,  á  las  penas  del 
delito  consumado; 

5.**  En  el  caso  previsto  en  el  nú- 
mero 2.^  del  art.  435,  á  la  de  prisión 
mayor  celular,  que  no  bajará  de  cinco 
años  y  cuatro  meses,  ó,  en  alternativa, 
á  la  de  prisión  mayor  temporal  no  in- 
ferior á  ocho  años. 

Art.  437.  Fuera  de  los  casos  decla- 
rados en  los  artículos  anteriores  de 
esta  sección,  el  robo  se  castigará  con 
la  pena  de  dos  á  ocho  años  de  prisión 
mayor  celular,  ó,  en  alternativa,  con 
la  de  deportación  temporal,  y  en  am- 
bos casos  con  multa  hasta  un  año. 

Art.  438.  Es  extensivo  á  los  delitos 
de  robo  lo  dispuesto  en  el  art.  431  y  sus 
números  y  párrafos  en  la  parte  apli- 
cable. 

Art.  439.  Si  el  acreedor  hurtase  ó 
robase  alguna  cosa  perteneciente  á  su 
deudor  para  pago  de  la  deuda,  esta  cir- 
cunstancia no  justificará  el  hecho  cri- 
minoso; pero  se  considerará  como  ate- 
nuante. 

Art.  440.     El  que  por  medio  de  vio- 


lencia ó  amenaza  obtuviere  de  alguien 
la  firma  ó  entrega  de  cualquier  docu- 
mento ó  título  que  contenga  ó  produz- 
ca obligación,  disposición  ó  libi^ración, 
será  castigado  con  las  penas  señaladas 
al  delito  de  robo,  según  las  circunstan- 
cias del  hecho. 

Art.  411.  Si  las  cosas  hurtadas  ó  ro- 
badas en  edificio  destinado  al  culto  ó 
en  acto  religioso  fuesen  objeto^  sagra- 
dos, se  aplicarán  las  penas  respectivas 
del  hurto  ó  del  robo  en  el  máximum  de 
su  agravación. 

Art.  442.  Es  fractura  la  rotura  ó  des- 
trucción, total  ó  parcial,  de  cualquier 
construcción  destinada  á  cerrar  ó  ini- 
pedir  la  entrada  exterior  ó  interior- 
mente en  ]|i  casa  ó  lugar  cerrado  de- 
pendiente de  la  misma,  ó  en  muebles 
destinados  á  guardar  algún  objeto.  Es 
escalamiento  la  introducción  en  casa 
ó  lugar  cerrado  dependiente  de  la  mis- 
ma por  cima  de  tejados,  puertas,  pare- 
des ó  cualesquiera  construcciones  des- 
tinadas á  cerrar  el  paso  ó  la  entrada, 
así  como  por  abertura  subterránea  no 
destinada  para  entrada. 

Se  consideran  llaves  falsas:  1.^  las 
imitadas  y  falsificadas;  2.^  las  verda- 
deras, encontrándose  fortuita  ó  subrep- 
ticiamente fuera  del  poder  de  la  perso- 
na que  tenga  derecho  á  usarlas;  3.", 
las  ganzúas  ó  cualesquiera  instrumen- 
tos que  puedan  servir  para  abrir  ce- 
rraduras. 

§  único.— La  sustracción  de  un  mue- 
ble cerrado  de  los  efectos  en  él  conte- 
nidos y  cometida  dentro  de  casa  ó  edi- 
ficio, se  considerará  hecha  con  la  con- 
currencia de  fractura,  aunque  el  mue- 
ble sea  abierto  ó  destruido  en  otro  sitio. 

Art.  443.  Cuando  no  hubiere  lugar  á 
pena  más  grave  por  el  delito  cometido, 
será  condenado: 

1."    A   prisión    hasta    trps    mesps   y 
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multa  hasta  un  mes,  aquel  á  quien  le 
sea  encontrada  ganzúa  ú  otro  útil  des- 
tinado á  la  apertura  de  cerraduras; 

2.**  A  prisión  correccional  hasta  un 
año  y  multa  hasta  dos  meses,  el  que  en 
perjuicio  de  alguien  hubiere  hecho  uso 
de  la  ganzúa  ó  instrumento  de  que  se 
trate. 

Art.  444.  El  que  construya  ganzúas 
ó  instrumentos  de  los  referidos  en  el 
artículo  anterior,  asi  como  el  que  falsi- 
ficare ó  imitare  llaves,  será  condenado 
á  la  pena  de  prisión  correccional,  que 
no  bajará  de  un  año,  y  á  la  de  multa 
hasta  seis  meses. 

^  §  único.— Si  fuere  herrero  de  profe- 
sión, sufrirá  el  máximum  de  la  prisión 
correccional  y  multa  hasta  |eis  meses. 

Sección  tercera 

Usurpación  de  cosr  inmueble  y  destrucción  de 
linderos 

Art.  445.  Si  alguien  por  medio  de 
violencias  ó  amenazas  á  las  personas 
ocupase  cosa  inmueble  arrogándose  el 
dominio  ó  la  posesión,  ó  el  uso  de  la 
misma  sin  pertenecerle,  será  castigado 
con  la  pena  de  prisión  correccional. 

Art.  446.  Cualquier  persona  que,  sin 
mandato  de  la  Autoridad  ó  consenti- 
miento de  las  partes  á  que  pertenez- 
can, destruyere  lindero  que  señale  los 
límites  de  cualquier  propiedad,  ó  de 
cualquier  otro  modo  lo  haga  desapare- 
cer ó  lo  altere,  será  condenado  á  la 
pena  de  un  mes  á  un  año  de  prisión  y 
multa  correspondiente. 

§  único.— Se  considerarán  linderos 
toda  clase  de  construcciones  ó  señales 
destinadas  á  establecer  los  límites  en- 
tre diferentes  propiedades,  así  como  los 
árboles  plantados  con  este  objeto  ó  re- 
conocidos como  tales. 


CAPÍTULO  II 

De  las  quiebras,  estafas  y  otras  defrau' 
daciones 

Sección  primera 

Quiebras 

Art.  447.  Los  que  en  los  casos  pre- 
vistos en  el  Código  de  Comercio  sean 
declarados  autores  del  delito  de  quie- 
bra fraudulenta,  serán  castigados  con 
la  pena  de  cuatro  años  de  prisión  ma- 
yor celular,  seguidos  de  ocho  de  depor- 
tación, ó,  en  alternativa,  con  la  pena 
fija  de  quince  años  de  deportación. 

§  1.°— Si  la  quiebra  fuese  declarada 
culpable,*la  pena  será  la  de  prisión  co- 
rreccional. 

§  2.°— La  misma  pena  se  aplicará  á 
los  cómplices. 

Art.  448.  Los  corredores  declarados 
culpables  del  delito  de  quiebra  ó  insol- 
vencia fraudulenta  serán  castigados 
con  la  pena  de  cuatro  años  de  prisión 
mayor  celular,  seguidos  de  ocho  de  de- 
portación, ó,  en  alternativa,  con  la  fija 
de  quince  años  de. deportación,  agra- 
vada con  algún  tiempo  de  prisión  en 
el  lugar  de  su  cumplimiento,  según  el 
prudente  arbitrio  de  los  Jueces. 

Art.  449.  Todo  deudor  no  comercian- 
te, que  se  declare  insolvente,  ocultan- 
do ó  enajenando  maliciosamente  sus 
bienes,  será  castigado  con  la  pena  de 
tres  meses  á  dos  años  de  prisión. 

Sección  secfunda 

Estafas 

Art.  450.  Se  castigará  con  prisión 
correccional  por  más  de  seis  meses, 
pudiendo  agravarse  con  multa  y  con 
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suspensión  de  los  derechos  políticos 
por  dos  años,  según  las  circunstan- 
cias: 

1.**  Al  que  fingiéndose  dueño  de  una 
cosa  la  enajenare,  arrendare,  grava- 
re ó  empeñare; 

2.®  Al  que  vendiese  una  cosa  dos 
veces  á  diferentes  personas,  sea  mue- 
ble ó  inmueble  la  cosa  de  que  se  trate; 

3.®  Al  que  especialmente  hipotecare 
una  cosa  á  dos  personas,  estando  obli- 
gado al  primer  acreedor  ó  no  encon- 
trándose liberado  suficientemente  al 
tiempo  de  constituir  la  segunda  hipo- 
teca especia],  para  satisfacer  ambas, 
mediando  intención  fraudulenta; 

4.°  Al  que,  de  cualquier  modo,  ena- 
jenare como  libre  una  cosa,  obligada 
especialmente  á  un  tercero,  ocultando 
maliciosamente  la  obligación. 

Art.  451.  Se  castigará  con  las  penas 
de  hurto,  según  el  valor  de  la  cosa  hur- 
tada ó  del  perjuicio  causado  á  aquel 
que  defraudare  á  otro,  haciendo  que  se 
le  entregue  dinero  ó  muebles  ú  otros 
fondos  ó  títulos  por  alguno  de  los  me- 
dios siguientes: 

1.**  Usando  nombre  falso  ó  atribu- 
yéndose cualidad  que  no  posea; 

2.°    Empleando  documento  falso; 

3.°  Empleando  artificio  fraudulento 
para  persuadir  de  la  existencia  de  al- 
guna empresa  falsa,  ó  de  bienes,  ó  de 
créditos  ó  poder  supuestos,  ó  para  con- 
seguir la  esperanza  en  algún  accidente. 

§  único.— Si  hubiere  lugar  á  ello  se 
aplicará  la  pena  más  grave  de  la  fal- 
sedad. 

Art.  452.  El  que  amenazare  por  es- 
crito ó  verbal  mente  con  hacer  revela- 
ciones ó  imputaciones  injuriosas  ó  di- 
famatorias, ó,  con  pretexto  de  no  ha- 
cerlas, exigiere  á  otro  valores  ú  obli- 
gare á  escribir,  firmar,  entregar,  des- 
truir y  falsificar,  ó,  de  otro  modo,  inuti-  | 


lizar  escrito  ó  título  que  constituya, 
produzca  ó  pruebe  obligación  ó  libera- 
ción, será  condenado  á  las  penas  del 
^ hurto,  agravadas;  pero  sólo  tendrá  lu- 
gar el  procedimiento  criminal  median- 
do querella  de  la  parte  ofendida. 

§  1.**— Si  los  valores  no  fueron  entre- 
galios  ni  el  documento  ó  título  firma- 
do, entregado,  escrito,  destruido,  falsi- 
ficado ó  de  otro  modo  inutilizado,  la 
pena  apiicable  será  la  del  párrafo  úni- 
co del  art.  379. 

§  2.**— El  que  con  el  pretexto  de  cré- 
dito ó  influencia  suya  ó  ajena  para  con 
alguna  Autoridad  pública  recibiere  de 
otro  alguna  cosa  ó  aceptase  promesa 
con  pretexto  de  remuneración  ó  pre- 
sente á  cualquier  empleado  público, 
será  castigado  con  el  máximum  de  pri- 
sión correccional  y  multa  hasta  un 
año,  sin  perjuicio  de  la  acción  que  com- 
peta al  empleado  público  por  el  delito 
de  injuria. 

Sección  tercera 

Abusos  de  confianza,  simulaciones  y  otras  espe- 
cies de  fraudes 

Art.  453.  El  que  extraviare  ó  malver- 
sare, en  perjuicio  del  propietario  ó  po- 
seedor, dinero  ó  cosa  mueble,  títulos  ú 
otros  documentos  que  le  hayan  sido 
entregados  en  calidad  de  depósito, 
arrendamiento,  mandato,  comisión,  ad- 
ministración, comodato,  ó  haya  recibi- 
do para  un  trabajo  ó  para  uso  ó  empleo 
determinados,  ó  por  cualquier  otro  tí- 
tulo que  produzca  obligación  de  resti- 
tuir ó  presentar  la  misma  cosa  recibida 
ó  un  valor  equivalente,  será  castigado 
con  las  penas  de  hurto. 

Art.  154.  El  que  abusare  de  la  impe- 
ricia, necesidades  ó  pasiones  de  un  me- 
nor no  emancipado,  ó  de  un  individuo 
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sujeto  á  interdicción  por  efecto  de  enfer- 
medad mental  ó  prodigalidad,  obligán- 
dole á  contraer,  en  perjuicio  suyo,  obli- 
gación verbal  ó  escrita,  ó  á  suscribir 
liberación  ó  transmisión  de  derechos 
por  préstamo  de  dinero  ó  bienes  mue- 
bles, aunque  se  celebre  revistiendo  otra 
forma,  será  castigado  á  la  pena  de  pri- 
sión correccional  y  multa  correspon- 
diente. 

Art.  455.  Los  que  celebren  algún  con- 
trato simulado  en  perjuicio  de  tercero 
ó  del  Estado,  serán  castigados  con  la 
pena  de  uno  á  dos  años  de  prisión  y 
multa  de  50.000  á  300.000  reís,  que  se  di- 
vidirá entre  los  co-reos. 

Art.  456.  Será  castigado  con  la  pena 
de  un  mes  á  un  año  de  prisión  y  multa 
correspondiente: 

1.**  El  que  engañe  al  comprador  en 
la  naturaleza  de  la  cosa  vendida; 

2.®  El  que  engañe  al  comprador  ven- 
diéndole mercaderías  falsificadas  ó  gé- 
neros alterados  con  cualquier  sustan- 
cia, aunque  no  sea  nociva  á  la  salud, 
para  aumentar  el  peso  ó  volumen; 

3.®  El  que  engañe  al  comprador 
usando  pesos  ó  medidas  falsos. 

§  1.°— Si  fuere  platero  el  que  cometa 
Ja  falsificación,  poniendo  en  las  obras 
que  ejecute  para  la  venta  liga  que  alte- 
re la  ley,  bondad  y  valor  del  oro  ó  plata, 
ó  engastando  ó  poniendo  piedras  falsas 
ó  imitadas,  ó  que  engañe  al  comprador 
sobre  el  peso  ó  ley  del  oro  ó  plata,  ó  so- 
bre la  calidad  de  algunapiedra,  la  pena 
aplicable  será  la  de  tres  meses  á  dos 
años  de  prisión  y  multa  correspon- 
diente. 

§  2.^— El  simple  hallazgo  de  pesos  ó 
medidas  falsos  en  los  almacenes,  fábri- 
cas, casas  de  comercio  ú  otro  lugar  en 
que  las  morcadurias  estén  expuestas  á 
la  venta,  se  castigará  con  multa  de  1.000 
á  5.000  reis. 


§  3.^— Se  considerarán  falsos  los  pesos 
y  medidas  no  autorizados  por  la  ley. 

§  4.**-  Los  instrumentos  del  delito,  si 
pertenecieren  al  vendedor,  se  perderán 
en  favor  del  Estado,  así  como  los  pesos 
y  medidas  falsos  se  perderán  é  inutili- 
zarán. 

Art.  457.  El  que  cometiere  el  delito 
de  reproducción  fraudulenta  {eontra- 
feigao),  total  ó  parcial,  contraviniendo 
á  las  disposiciones  de  las  leyes  y  Regla- 
mentos relativos  álapropiedaddelos  au- 
tores de  cualquier  obra  escrita  ó  de  mú- 
sica, dibujo,  pintura,  escultura  ó  cual- 
quiera otra  producción,  será  castigado 
con  multa  de  30.000  á  300.000  reis  y 
pérdida  de  los  ejemplares  de  la  obra 
reproducida,  así  como  de  los  objetos 
que  hayan  servido  para  su  confec- 
ción. 

§1.**— La  misma  multa,  con  pérdida 
de  los  ejemplares  de  la  obra,  se  impon- 
drá al  que  introdujere  en  territorio  por- 
tugués una  obra  producida  en  Portugal 
é  imitada  en  el  extranjero. 

§  2.°~E1  que  vendiere  ó  expusiere  á 
la  venta  cualquier  obra  de  esta  clase 
será  condenado  al  pago  de  10  000  á 
lOO.OíX)  reis  y  pérdida  de  los  ejempla- 
res de  la  misma. 

Art.  458.  Todo  empresario  ó  direc- 
tor de  espectáculos  ó  compañía  de  ar- 
tistas que  hiciere  representar  en  un 
teatro  cualquier  obra  dramática  ó  eje- 
cutar composición  musical,  contravi- 
niendo á  las  leyes  y  Reglamentos  refe- 
rentes á  la  propiedad  de  los  autores, 
será  castigado  con  la  multa  de  10.000  á 
100.000  reis  y  pérdida  del  producto  de 
la  entrada. 

Art.  459.  Toda  defraudación  de  los 
derechos  de  los  propietarios  de  inven- 
tos nuevos,  contraviniendo  á  las  leyes 
y  Reglamentos  respectivos,  se  castiga- 
rá con  multa  de  30.000  á  300.000  reis 
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y  pérdida  de  los  instrumentos  del  de- 
lito. 

Art.  460.  En  los  casos  previstos  en 
los  artículos  anteriores  se  adjudicarán, 
á  título  de  indemnización  ,  al  propieta- 
rio perjudicado  por  el  delito  los  obje- 
tos y  entradas  perdidos,  y  si  no  llegare 
á  completarse  se  podrá  pedir  por  los 
medios  ordinarios. 

CAPÍTULO  III 

Apertura  de  eorrespondeneia  y  revela- 
eión  de  secretos 

Art.  461.  El  que  abriere  maliciosa- 
mente cualquier  carta  ó  pliego  cerrado 
perteneciente  á  otra  persona,  será  con- 
denado á  la  pena  de  prisión  hasta  un 
año  y  multa  hasta  tres  meses  si  se  en- 
terase de  los  secretos  y  los  revelare,  á 
la  de  prisión  hasta  seis  meses  si  no 
los  revelaré  ni  de  ellos  se  enterase, 
sin  perjuicio  de  las  penaír  de  hurto  si 
hubiere  lugar  á  ellas. 

§  1.°— Lo  dispuesto  en  este  artículo 
no  es  aplicable  á  los  maridos,  padres  y 
tutores  con  relación  á  las  cartas  ó  pa- 
peles de  sus  mujeres,  hijos  ó  menores 
que  se  hallen  bajo  su  autoridad. 

§  2.®— Si  el  delincuente  fuere  criado,  ó 
cualquier  otra  persona  habitualmente 
empleada  en  el  servicio  del  ofendido, 
la  prisión  correspondiente  será  ol  má- 
ximum del  tiempo  marcado  «n  este  ar- 
tículo. 

§  3.®— Si  las  cartíis  ó  papales  abiertos 
pertenecieren  al  servicio  [)ú})lif'oy  fue- 
ren dirigidos  á  alguna  Autoridad  pú- 
blica ó  de  ella  emanados,  ó  instrumen- 
tos ó  autos  judiciales,  la  [>ona  será  la 
de  prisión  correccional  y  multa  que  no 
bajará  de  un  año. 

Art.  462.  Todo  empleado  ú  operario 
en  fábrica  ó  establecimiento  industrial, 


ó  encargado  de  su  administración  ó  di- 
rección,  que  con  perjuicio  del  propie- 
tario descubriese  los  secretos  relativos 
á  su  industria,  será  castigado  con  la 
pena  de  tres  meses  á  dos  años  de  pri- 
sión y  multa  correspondiente. 

CAPÍTULO  IV 

Del  incendio  y  de  los  daños 

Sección   primera 

Incendio 

Art.  463.  Será  condenado  á  ocho 
años  de  prisión  mayor  celular,  segui- 
dos de  doce  de  deportación,  ó,  en  al- 
ternativa, á  la  pena  fija  de  veinticinco 
de  deportación,  el  que  voluntariamen- 
te prendiere  fuego  y  por  este  medio 
destruyere  total  ó  parcialmente: 

1.**  Fortificación,  arsenal,  almacén, 
archivo,  fábrica,  embarcación  pertene- 
ciente al  Estado  ó  edificio  ú  otro  lugar 
que  contenga  ó  se  destine  á  contener 
objetos  á  él  pertenecientes; 

2.**    Edificio  ú  otro  lugar  habitado; 

3.**  Edificio  ó  local  destinado  legal- 
mente  á  reunión  de  ciudadanos; 

4.**  Edificio  destinado  á  habitación 
dentro  de  poblado,  aunque  no  se  halle 
ordinariamente  habitado. 

§único.— Para  los  efectos  de  lo  dis- 
puesto en  el  núm.  2.®  de  este  artículo, 
se  considerará  lugar  habitado  los  tre- 
nes y  convoyes  en  marcha,  ó  en  el  mo- 
mento de  ponerse  en  marcha,  destina- 
dos al  transporte  de  pasajeros,  cual- 
quiera de  los  carruajes  del  mismo,  aun 
cuando  los  pasajeros  vayan  en  distinto 
carruaje. 

Art.  46L  La  pena  aplicable  será  la 
de  cuatro  años  de  prisión  mayor  celu- 
lar, seguidos  de  ocho  de  deportación, 
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Ó,  en  alternativa,  la  fija  de  quince  de 
deportación  si  el  objeto  del  delito 
fuere: 

1.°  Embarcación,  almacén  ú  otro 
edificio  dentro  ó  fuera  de  poblado  no 
habitados  ni  destinados  á  habitación; 

2.°  Plantación,  floresta,  matorral  ó 
arbolado. 

Art.  465.  Las  penas  señaladas  en  los 
dos  artículos  anteriores  se  impondrán 
al  que  ocasionare  el  incendio  de  cual- 
quiera de  los  objetos  que  en  los  mis- 
mos se  enumeran,  prendiendo  volun- 
tariamente fuego  á  otros  colocados  de 
modo  que  la  comunicación  tuviera  que 
ser  efecto  natural  del  incendio  de  estos 
objetos  sin  accidente  imprevisto. 

Art.  466.  Se  castigará  con  la  pena 
de  ocho  años  de  prisión  ma^or  celular, 
seguidos  de  veinte  de  deportación,  con 
prisión  hasta  dos  años  en  el  lugar  de  la 
misma,  según  el  prudente  arbitrio  del 
Juez,  ó,  en  alternativa,  con  la  pena  fija 
de  veintiocho  años  de  deportación,  con 
prisión  de  ocho  á  diez  años  en  el  lugar 
de  la  misma,  al  que  cometiere  el  delito 
de  incendio  en  cualquiera  de  los  casos 
enumeradps  en  los  artículos  anterio- 
res, ocasionando  la  muerte  de  alguna 
persona  que  en  el  momento  de  iniciarse 
el  fuego  se  encontrare  en  el  lugar  in- 
cendiado. 

Art.  467.  Se  aplicarán  las  penas  del 
delito  frustado  cuando  el  incendio  no 
llegue  á  desarrollarse  y  producir  daño, 
salvo  cuando  el  delincuente  intente 
prender  fuego  más  de  una  vez  ó  de  que 
éste  haya  sido  concertado  entre  varios, 
porque  en  estos  casos  se  impondrán  las 
penas  de  los  artículos  463  y  464. 

Art.  468.    So  castigará  al  propietario 
que  prenda  fuego  á  su  propia  casa,   en 
los   casos  y  con  las    distinciones  si- 
guientes: 
1 ."     Si  el  objeto  incendiado  fuere  edi- 


ficio ó  lugar  habitado,  con  la  pena  se- 
ñalada en  el  art.  463; 

2.^  En  cualquiera  de  los  demás  casos 
que  se  enumeran  en  los  artículo  463 
y  464,  si  el  propietario,  por  el  incendio 
de  su  propia  casa,  causare  voluntaria- 
mente perjuicios  en  cualquier  propie- 
dad de  otra  persona,  con  las  penas  del 
artículo  464: 

§  1.®— Cuando  el  perjuicio  ó  el  pro- 
pósito de  causarlo  consistiere  en  origi- 
nar un  caso  de  responsabilidÉui  para 
tercero  ó  en  defraudar  los  derechos  de 
alguien,  la  pena  aplicable  será  la  de 
uno  á  dos  años  de  prisión  y  multa  co- 
rrespondiente. 

§  2.°— Queda  á  salvo  en  todos  los  ca- 
sos, además  de  los  enumerados  en  esta 
sección,  la  responsabilidad  del  propie- 
tario que  incendie  su  propia  casa  por 
los  daños  y  la  violación  de  los  Regla- 
mentos de  policía. 

Art.  469.  Si  el  valor  de  cualquiera  de 
los  objetos  existentes  fuera  de  poblado, 
enumerados  en  el  art.  464,  no  excediere 
de  20.000  reis,  y  el  incendio  hubiese  sido 
causado  voluntariamente,  aunque  sin 
peligro  ni  propósito  de  propagarlo,  la 
pena  aplicable  será  la  de  un  mes  á  ua 
año  de  prisión  y  multa  correspondiente. 

Art.  470.  El  incendio  de  objetos  no 
comprendidos  en  esta  sección  se  casti- 
gará aplicándose  las  disposiciones  re- 
lativas á  destrucciones  y  daños,  con  cir- 
cunstancia agravante,  según  las  reglas 
generales. 

Art.  471.  Las  reglas  establecidas  en 
los  artículos  anteriores  serán  igualmen- 
te aplicables  en  los  casos  de  sumersión 
ó  varamiento  de  embarcación,  explo- 
sión de  mina  ó  de  máquina  de  vapor  ú 
otro  agente  ó  motor  análogo. 
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Sección  segunda 


Daños 


Art.  472.  El  que  por  cualquier  medio 
derrumbare  ó  destruyere  voluntaria- 
mente, en  todo  ó  en  parte,  ediñcio 
ó  cualquier  construcción  concluida  ó 
comenzada,  perteneciente  á  otro  ó  al 
Estado,  será  condenado: 

1.**  A  la  pena  de  prisión  correccio- 
nal hasta  dos  años  y  multa  hasta  seis 
meses,  si  el  valor  del  perjuicio  exce- 
diere de  100.000  reis; 

2.**  A  la  de  prisión  hasta  un  año,  con 
multa  hasta  tres  meses,  si  no  excedie- 
re de  100.000  reis  y  pasare  de  40.000; 

3.*  A  la  de  prisión  hasta  seis  meses 
y  multa  hasta  un  mes,  si  excediere  de 
10.000  reís  y  no  llegare  á  40.000; 

4.®  A  la  de  prisión  hasta  tres  meses 
y  multa  hasta  quince  dias,  si  no  exce- 
diere de  10.000  reis. 

§  1.®— Sólo  habrá  lugar  á  la  pena,  me- 
diando queja  del  ofendido,  cuando  el 
valor  del  daño  no  exceda  de  500  reis. 

§  2.^ — La  reincidencia  se  castigará  en 
el  caso  del  núm.  4.°,  con  la  pena  del 
número  3.**;  en  el  del  núm.  3.**,  con  la 
del  núm.  2.®;  en  el  del  núm.  2.°,  cf»n.  la 
del  núm.  1.°;  en  el  del  núm.  1.**,  con  la 
de  dos  á  ocho  años  de  prisión  mayor 
celular,  ó,  en  alternativa,  con  la  de  de- 
portación temporal. 

§  3.**— El  que  voluntariamente  destru- 
yere ó  arrancare  total  ó  parcialmente 
una  vía  férrea,  ó  colocase  sobre  ella 
algún  objeto  que  obstruya  la  circula- 
ción ó  pueda  producir  un  deí?carrila- 
miento,  será  condenado  á  la  pena  de 
dos  á  ocho  años  de  prisión  mayor  celu- 
lar, ó,  en  alternativa,  á  la  de  deporta- 
ción temporal. 

§  4.**—Si  de  alguno  de  los  hechos  se- 
ToMO  VIL— Instituciones  jurídicas. 


ñalados  en  el  párrafo  anterior  resulta- 
re la  muerte  de  cualquier  persona,  la 
pena  correspondiente  será  la  de  ocho 
años  de  prisión  mayor  celular,  segui- 
dos de  veinte  de  deportación,  con  pri- 
sión hasta  dos  años  en  el  lugar  de  la 
misma,  ó  sin  ella,  según  el  prudente 
arbitrio  del  Juez,  ó,  en  alternativa,  la 
pena  fija  de  veintiocho  años  de  depor- 
tación, con  prisión  de  ocho  á  diez  años, 
agravada,  en  el  lugar  de  su  cumpli- 
miento; si  resultare  alguna  de  las  ofen- 
sas corporales  especificadas  en  el  ar- 
ticulo 361,  la  pena  aplicable  será  la  de 
seis  años  de  prisión  mayor  celular, 
seguidos  de  diez  de  deportación,  ó, 
en  alternativa,  la  fija  de  veinte  de  de- 
portación; si  fuere  alguna  de  las  seña- 
ladas en  el  art.  360,  la  pena  correspon- 
diente será  la  de  prisión  mayor  celular, 
nunca  inferior  á  tres  años,  siete  meses 
y  seis  días,  ó,  en  alternativa,  la  de  de- 
portación temporal,  nunca  inferior  á 
seis  años. 

§  5.**— La  destrucción  ó  corte  de  hilos, 
postes  ó  aparatos  telegráficos  ó  telefó- 
nicos, ó  la  oposición  con  amenaza  ó 
violencia  á  su  restablecimiento,  se 
castigará  con  prisión  correccional  y 
multa. 

Art.  473.  Se  comprenderán  en  las 
disposiciones  del  artícalo  anterior  y 
sus  párrafos: 

1."  El  que  derribe  puerta,  ventana, 
techo  ó  pared  de  cualquier  casa  ó  edi- 
ficio; 

2.**  El  que  destruya,  total  ó  parcial- 
mente, pared,  foso,  valla  ú  otro  cer- 
cado. 

Art.  474.  El  que  destruya,  ó  de  cual- 
quier otro  m^.do,  cause  daños  en  esta- 
tua ó  cualquier  otro  oi)jeto  deslinarlo  á 
utiliílad  ú  ornato  público  y  colocado 
por  la  Autoridad,  ó  con  su  autoriza- 
ción, será  castigado  con  la  pena  de  dos 
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meses  á  dos  años  de  prisión  y  multa 
correspondiente. 

.  Art.  475.  Se  castigará  con  las  mis- 
mas penas  establecidas  en  el  artículo 
anterior,  y  salvas  las  de  resistencia/ si 
hubiere  lugar: 

1.°  Al  que  con  violencia  se  opusiere 
á  la  ejecución  de  trabajos' autorizados 
por  el  Gobierno; 

2.®  Al  que  causare  daños  con  el  fin 
de  impedir  el  libre  ejercicio  de  la  Auto- 
ridad pública  ó  por  venganza  contra 
los  que  hubieren  contribuido  á  la  eje- 
cución de  las  leyes. 

Art.  476.  El  que  corte  ó  destruya 
cualquier  árbol  fructífero,  maderable 
ó  de  adorno,  ó  ingerto,  perteneciente  á 
otro,  ó  lo  inutilizare  ó  deteriore  de  tal 
modo  que  lo  haga  perecer,  será  cunde- 
nado  á  la  pena  de  tres  á  treinta  días 
de  prisión  y  multa  hasta  un  mes. 

§  I.**-— Si  fuere  más  de  un  árbol  ó  in- 
gerto, la  pena  se  impondrá  multipli- 
cándola por  el  número  de  árboles  ó  in- 
gertos destruidos,  siempre  que  no  ex- 
ceda del  máximum  de  la  de  prisión  co- 
rreccional y  multa  correspondiente. 

§  2.®— Si  los  árboles  estuvieren  plan- 
tados en  lugar  público,  en  carretera, 
camino  público  ó  vecinal,  las  penas 
serán  del  duplo  de  la  señalada  en  este 
artículo,  sin  que  nunca  puedan  exce- 
der del  máximum  de  la  de  prisión  co- 
rreccional y  multa. 

Art.  477.  El  que  destruyere,  total  ó 
parcialmente,  plantación,  vina,  huerto, 
vivero  ó  sementera  perteneciente  á 
otro,  será  castigado  con  las  penas  del 
artículo  472. 

Art.  478.  La  destrucción  ó  damnifi- 
cación de  efectos  ó  propiedades  mue- 
bles ó  de  cualesquiera  animales  perte- 
necientes á  otra  persona  ó  al  Estado, 
que  se  cometan  voluntariamente: 

1.®    En  motín  ó  asonada; 


2.°  Empleando  sustancias  veneno- 
sas ó  corrosivas; 

3.®    Con  violencia  en  las  personas, 

Se  castigará  con  la  pena  de  dos  á 
ocho  años  de  prisión  mayor  celular,  ó, 
en  alternativa,  con  la  de  deportación 
temporal. 

Art.  479.  El  que  voluntariamente 
diere  muerte  ó  hiera  cualquier  bestia 
de  silla,  de  tiro  ó  de  carga,  ó  alguna 
cabeza  de  ganado  de  cualquier  especie, 
de  un  rebaño  perteneciente  á  otra  per- 
sona ó  cualquier  animal  doméstico  de 
las  especies  referidas,  también  pertene- 
ciente á  otro,  será  condenado  á  la  pena 
de  un  mes  á  un  año  de  prisión  y  multa 
correspondiente. 

§  único.  — Si  este  delito  se  cometiere 
en  terreno  de  que  sea  propietario, 
arrendatario  ó  colono  el  dueño  del  ani- 
mal, la  pena  se  agravará,  y  se  impon- 
drá en  su  grado  máximo  en  el  caso  dp 
escalamiento  ú  otra  circunstancia  agra- 
vante. 

Art.  480.  El  que  dé  muerte  ó  hiera 
sin  necesidad  cualquier  animal  domés- 
tico ajeno,  en  terreno  de  que  sea  pro- 
pietario, arrendatario  ó  colono  el  due- 
ño del  mismo,  será  condenado  á  la 
pena  de  seis  días  á  dos  meses  de  pri- 
sión y  multa  hasta  un  mes,  6  á  la  de 
destierro  hasta  seis  meses  y  la  misma 
multa. 

Art.  481.  Fuera  de  los  casos  especi- 
ficados en  este  capítulo,  toda  clase  de 
daños  causados  voluntariamente  en 
propiedad  ajena,  mueble,  inmueble  ó 
semoviente,  se  castigará  con  prisión 
hasta  seis  meses  y  multa  hasta  un  mes. 

§  único.— Cuando  no  concurran  cir- 
cunstancias agravantes,  la  pena  co- 
rrespondiente será  la  de  multa  hasta 
un  mes,  que  se  impondrá  previa  quere- 
lla del  ofendido,  y  salva  la  pena  de  fal- 
ta si  hubiere  lugar  á  ella. 
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Sección  tercera 

Incendio  y  daños  con   infracción  de  los  Regla* 
mentos  • 

Art.  482.  Si  por  la  infracción  6  in- 
observancia de  las  Ordenanzas  de  poli- 
cía y  disposiciones  de  carácter  admi- 
nistrativo^ contenidas  en  las  leyes  y 
Reglamentos,  y  sin  intención  malicio- 
sa, cualquiera  incendiare  ó  causare  da- 
ños en  propiedad  ajena,  mueble,  se- 
moviente ó  inmueble,  será  castigado 
según  su  haber,  con  multa  de  un  mes, 
sin  perjuicio  de  las  penas  que  determi- 
nen las  mismas  leyes  ó  Reglamentos 
por  la  falta. 

TÍTULO  VI 

DÉLA    PROVOCACIÓN  PÚBLICA    AL   DELITO 

Art.  483.  El  que  con  discursos  ó  pa- 
labras proferidas  públicamente  y  en 
alta  voz,  ó  por  escrito  publicado  ú  otro 
medio  de  publicidad,  provocare  á  un 
delito  determinado  sin  que  se  siga 
efecto  alguno,  será  castigado  con  la 
pena  de  prisión  correccional  y  multa 
de  tres  meses  á  tres  años,  salvo  si  al 
delito  á  que  provocó  se  impusiera  por 
la  ley  una  pena  menos  grave,  la  cual 
se  impondrá  en  este  caso  al  provo- 
cador. 

§  único. — Si  produjese  efecto  la  pro- 
vocación, se  considerará  al  provocador 


como  cómplice,  imponiéndosele  única- 
mente la  pena  de  la  complicidad. 

TITULO    VII 

DE   LAS   FALTAS    DE   POLICÍA 

ArV  484.  Se  observarán  en  todas 
sus  partes,  excepto  en  aquello  en  que 
estén  variadas  por  el  presente  Códi- 
go, lasleyesy  Reglamentos'administra- 
tivos  y  de  policía  actualmente  vigentes, 
que  señalan  las  penas  de  las  contraven- 
ciones ásus<3isposiciones. 

Art.  485.  Las  multas  por  los  daños 
ocasionados  en  un  campo  por  anima- 
les {coimas)  se  regularán,  en  todos  los 
casos  en  que  se  hallen  establecidas, 
por  las  Ordenanzas  y  Reglamentos  mu- 
nicipales actualmente  vigentes  y  dic- 
tados en  conformidad  con  las  leyes. 

Art.  48Q.  Después  de  la  publicación 
de  este  Código  no  podrá  decretarse  en 
los  Reglamentos  administrativos  y  de 
policía  general  ó  municipal,  ó  rural, 
ó  en  las  Ordenanzas  municipales,  sin 
ley  especial  que  lo  autorice,  pena  más 
grave  que  las  de: 

1."    Prisión  hasta  un  mes; 

2/    Multa  hasta  20.000  reis. 

§  único.— La  pérdida  de  los  objetos  é 
instrumentos  aprehendidos  con  oca- 
sión de  falta  sólo  podrá  decretarse 
cuando  la  ley  expresamente  lo  deter- 
mine. 

Palacio,  16  de  Septiembre  de  1886.— 
Francisco  Antonio  da  Veioa  Beirao. 
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Don  Luis,  por  la  gracia  de  Dios,  Rey 
de  Portugal  y  de  los  Algarbes,  etc. 

Hacemos  saber  á  todos  nuestros  sub- 
ditos que  las  Cortes  generales  han  de- 
cretado y  Nos  sancionado  la  siguien- 
te ley: 

Articulo  1.**  Se  aprueba  el  Código  de 
procedimiento  civil,  que  forma  parte  de 
la  presente  ley. 

Art.  2.°  Las  disposiciones  de  dicho 
Código  comenzarán  á  regir  en  todo 
el  continente  del  Reino  y  en  las  islas 
adyacentes  seis  meses  después  de  ter- 
minada su  publicación  en  el  diario 
oficial. 

Art.  3.^  Para  todos  los  electos  pre- 
vistos en  el  Código  se  tendrá  como  día 
de  su  publicación  aquel  en  que  comien- 
ce á  regir,  con  arreglo  al  artículo  ante- 
rior. 

Art.  4.''  Desde  el  día  en  que  comien- 
ce á  regir  el  Código  quedará  derogada 
toda  la  legislación  anterior  sobre  pro- 
cedimiento civil,  lo  mismo  las  leyes 
generales  que  las  especiales. 

Art.  5.**  Los  litigios  á  que  se  refiere 
el  art.  38  de  este  Código,  que  al  tiempo 
déla  promulgación  estén  pendientes  en 
el  Tribunal  de  primera  instancia  de 
Comercio  de  Lisboa,  serán  fallados  por 
dicho  Tribunal,  con  arreglo  á  la  legisla- 
ción anterior. 

Art.  e.**  Para  la  distribución  en  el 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  además 


de  las  Salas  designadas  en  el  art.  1.156 
de  este  Código,  habrá  otra  que  com^ 
prenda  los  recursos  de  remisión  de  las 
causas  criminales. 

§  único.— Las  causas  de  que  trata  el 
número  5.**  del  art.  20  de  la  Novísima 
reforma  judicial  corresponderán  á  la 
Sala  primera;  las  revisiones  de  pro- 
cesos criminales  á  la  segunda,  y  los 
agravios  en  negocios  de  comercio  ó 
criminales  á  la  quinta. 

Art.  7.**  Para  la  distribución  en  las 
Audiencias  habrá  dos  Salas  además 
de  las  designadas  en  el  art.  1.029,  sien- 
do una  la  de  las  apelaciones  en  nego- 
cios de  comercio  y  otra  para  las  apela- 
ciones en  procesos  criminales. 

§  único.— Los  litigios  de  que  trata  el 
número  1.**  del  art.  43  de  la  Novísima 
reforma  judicial  corresponderán  á  la 
Sala  octava,  y  los  agravios  de  instru- 
mento ó  testimonios  en  asuntos  co- 
merciales ó  criminales  á  la  Sala  sép- 
tima. 

Art.  8.**  Lo  dispuesto  en  el  párra- 
fo 2.°  del  art.  1.040  de  este  Código  es 
aplicable  á  los  asuntos  de  comercio  ó 
criminales,  aunque  el  Juez  relator  cam- 
bie de  sección. 

Art.  9.®  Toda  modificación  que  se 
haga  en  adelante  en  la  materia  conte- 
nida en  este  Código  formará  parte  de 
él  y  se  insertará  en  su  lugar  correspon- 
diente, ora  sustituyendo  los  artículos 
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altersidos,  ora  suprimiendo  los  inútiles 
ó  adicionando  aquellos  que  lo  nece- 
siten. 

Art.  10.  La  Comisión  creada  por  el 
artículo  7.®  de  la  ley  de  1.°  de  Julio 
de  1867  queda  encargada  de  recibir  to- 
das las  observaciones,  dictámenes  de 
los  Tribunales  y  cualesquiera  otras  re- 
lativas á  la  reforma  del  Código  de  proce- 
dimiento civil  y  á  la  solución  de  las  di- 
ficultades á  que  su  ejecución  pueda  dar 
origen.  Esta  Comisión  propondrá  al  Go- 
bierno todas  aquellas  providencias  que 
le  parezcan  necesarias  ó  convenientes 
para  el  indicado  objeto. 


Art.  11.  El  Gobierno  queda  autoriza- 
do para  hacer  extensivo  el  Código  de 
procedimiento  civil  á  las  provincias 
de  Ultramar,  oídas  las  corporaciones 
competentes  y  haciendo  en  él  las  modi- 
ficaciones que  exijan  las  circunstan- 
cias especiales  de  dichas  provincias. 

Disposición  transitoria.  Quedaauto- 
rizado  el  Gobierno,  etc. 

Art.  12.  Queda  revocada  toda  la  le- 
gislación contraria  á  las  disposiciones 
de  este  Código. 

Mandamos,  etc. 

Palacio  da  Ajuda,  8  de  Noviembre 
de  1876. 
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TITULO  ÚNICO 

CAPÍTULO  PRIMERO 
Disposiciones  generales 

Articulo  1.®  El  Código  de  procedi- 
miento civil  determina  las  reglas  por 
que  se  rigen  los  derechos  civiles  en  los 
Tribunales  competentes  y  asegura  el 
ejercicio  de  los  mencionados  derechos. 
Su  forma  es  el  procedimiento. 

§1.®— Es  contencioso  el  procedimiento 
cuando  mantiene  los  derechos  cuestio- 
nables, de  oficio  (gracioso)  cuando  re- 
gulan los  actos- jurídicos  sin  interven- 
ción de  la  parte. 

§  2.°— Los  medios  en  el  procedimien- 
to contencioso  son  las  acciones  y  las 
excepciones;  en  el  de  oficio  los  estable- 
cidos en  este  Código. 

Art.  2/*  En  cuanto  á  su  objeto,  las 
acciones  son  reales  y  personales;  en 
cuanto  al  fin  que  se  proponen,  conser- 
vatorias y  persecutorias. 

§  L®— Las  acciones  reales  tienen  por 
objeto  la  restitución  de  las  cosas  mue- 
bles ó  inmuebles. 

§  2.®— Las  acciones  personales  tienen 


por  objeto  el  cumplimiento  de  obliga- 
ciones. 

§  3.**— Las  acciones  conservatorias 
tienen  por  objeto  mantener  la  posesión 
ó  el  goce  de  los  derechos  amenazados. 

§  4.°— Las  acciones  persecutorias  tie- 
nen por  objeto  la  restitución  de  cosas 
ó  el  cumplimiento  de  obligaciones. 

§  5.**— Las  acciones  persecutorias  re- 
visten, para  todos  los  efectos,  la  natu- 
raleza de  conservatorias,  cuando  de  la 
tardanza  en  incoarlas  pueda  resultar 
la  extinción  del  derecho. 

Art  3.°    Son  excepciones: 

1.**  La  incompetencia  del  Juez,  ya 
sea  por  razón  de  la  materia  ó  por  ra- 
zón de  las  personas; 

2.**    La  litispendencia; 

3.°    La  cosa  j  uzgada; 

4.®    La  prescripción; 

5.°  La  nulidad  del  contrato  ó  del  ti-  • 
lulo  en  que  se  funde  la  acción. 

§  L°— La  excepción  de  incompeten- 
cia por  razón  de  las  personas  será  pro- 
puesta y  juzgada  con  arreglo  á  los  ar- 
tículos 306  á  309. 

§  2.**— La  excepción  de  incompeten- 
cia por  razón  de  la  materia,  por  no  po- 
der el  Juez  conocer  de  aquella  clase  de 
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litigios,  será  propuesta  en  cualquier  es- 
tado del  juicio,  y  si  hubiere  fundamen- 
to para  ello,  deberán  declararse  incom- 
petentes los  Tribunales,  aunque  no 
haya  sido  deducida  la  excepción. 

§  S.*»— Podrán  ser  deducidas,  en  cual- 
quier estado  del  juicio,  en  primera  ó  en 
segunda  instancia: 

1."  Las  excepciones  de  litispenden- 
ciayde  cosa  juzgada,  aunque  el  inte- 
resado no  sea  ó  no  haya  sido  parte  en 
el  otro  juicio; 

2.°    La  prescripción. 

§  4.^— En  cualquier  otro  caso  se  pro- 
pondrán las  excepciones  en  la  contes- 
tación á  la  demanda. 

§  5.®— Las  excepciones  de  que  tratan 
los  números  2.°,  3.^  4.**  y  5.^  y  la  de  in- 
competencia por  razón  de  la  materia, 
serán  resueltas  en  la  sentencia  ó  acuer- 
do definitivo. 

Art..4.°  La  demanda  será  ordinaria 
ó  especial. 

§  único.— La  demanda  especial  sólo 
será  adnntida  en  los^casos  previstos  en 
este  Código. 

Art.  5.**  Será  permitido  acumular 
entre  las  mismas  personas,  y  en  la  mis- 
ma acción,  diversas  peticiones  cuando 
sea  la  misma  la  forma  del  juicio  es- 
tablecida para  ellas. 

§  único.— Las  peticiones  que  por  la 
ley  ó  por  convención  pertenezcan  aun 
Juez  especial  sólo  podrán  acumularse 
con  otras  que  pertenezcan  al  mismo 
Juez. 

Art.  6.**  Con  relación  á  los  derechos 
y  obligaciones  que  tengan  el  mismo 
origen  podrá  el  demandado  serlo  por 
diferentes  actores,  y  podrá  el  actor  de- 
mandar á  diferentes  personas,  injusta- 
mente y  en  el  mismo  litigio,  en  los  tér- 
minos prescritos  por  el  artículo  ante- 
rior. 

§  único.  —También  se  permitirá  pro» 


poner  conjuntamente  y  en  el  mismo 
juicio,  pero  en  una  sola  demanda  con- 
tra diversas  personas,  con  arreglo  al 
artículo  anterior,  cuando  una  de  las  de- 
mandas sea  á  consecuencia  de  la  otra. 

Art.  7."  Está  permitido  formular  de- 
mandas alternativas  respecto  de  los 
derechos  y  obligaciones  que  tengan  ese 
mismo  carácter  ó  que  puedan  resolver- 
se alternativamente. 

§  único.— También  está  permitido 
formular  demandas  genéricas  siempre 
que  puedan  determinarse  por  medio  de 
inventario  ó  liquidación  al  ejecutarse 
la  sentencia;  y  tratándose  de  frutos, 
juros,  rentas,  foros  ó  cualesquier  otras 
prestaciones,  podrán  comprenderse  en 
la  demanda  y  en  la  sentencia  condena- 
toria tanto  los  vencidos  como  los  que 
estén  por  vencer,  mientras  subsista  la 
obligación. 

Art.  8.**  Está  permitido  á  cualquiera 
de  los  interesados  pedir  separadamen- 
te la  parte  que  le  corresponda  en  la  res- 
ponsabilidad común,  ó  la  anulación  de 
cualquier  acto  en  la  parte  que  le  corres- 
ponda. 

Art.  9.°  Únicamente  los  que  tengan 
capacidad  legal  podrán  acudir  en  per- 
sona á  los  Tribunales  ó  ser  llamados  á 
ellos. 

§  1.**— Los  incapaces  sólo  podrán  com- 
parecer en  juicio  representados  legal- 
mente,  excepto  en  los  actos  en  que  sean 
admitidos  á  hacerlo  en  persona. 

§  2."— Cuando  el  incapaz  no  tenga  re- 
presentante debidamente  nombrado, 
podrá  cualquier  interesado  pedir  que  se 
le  nombre  en  la  forma  que  proceda. 

§  3.°— Los  menores  no  emancipados 
que  tengan  más  de  catorce  años  y  los 
interdictos  por  prodigalidad  serán  cita- 
dos conjuntamente  con  sus  represen- 
tantes. 

Art.  10.     El  Estado  estará  represen- 
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tado  por  los  funcionarios  del  Ministerio 
público  que  actúan  en  el  Tribunal  res- 
pectivo. 

Art.  11.  Las  corporaciones  colecti- 
vas estarán  representadas  por  sus  je- 
fes, síndicos  6  fiscales,  ó  por  quien 
haga  sus  veces. 

§  1.**— Las  juntas  generales  de  distri- 
to, en  los  intervalos  de  sus  reuniones, 
por  los  respectivos  Gobernadores  ci- 
viles. 

§  2.**— Las  sucursales,  agencias  ó  es- 
tablecimientos análogos  de  cualquier 
Banco,  sociedad  ó  compañía,  estarán 
representados  por  sus  respectivos  jefes 
en  el  lugar  donde  la  administración  se 
halle. 

Art.  12.  El  demente  que  no  esté  de- 
clarado incapaz  será  representado  por 
un  curador  nombrado  por  el  Juez,  con 
arreglo  á  lo  que  prescribe  el  art.  193. 

§  1.^— Cesará  esta  representación 
cuando  el  Juez,  á  petición  del  que  esta- 
ba considerado  como  demente,  oída  la 
parte  contraria,  y  precediendo  justifica- 
ción testifical  ó  documental,  juzgue  in- 
necesaria la  curaduría,  ó  cuando  acuer- 
de que  se  presente  certificación  que 
pruebe  haber  sido  declarada  en  juicio 
la  interdicción. 

§  2.®— Una  vez  probado  que  se  ha  de- 
cretado la  interdicción,  proseguirá  el 
juicio  después  de  citado  personalmente 
el  tutor. 

§  3.®T-Contra  las  decisiones  dictadas 
por  el  Juez  con  arreglo  al  párrafo  1.°, 
cabe  recurso  de  agravio  con  efecto  sus- 
pensivo. 

Art.  13.  El  Juez  nombrará  Abogado 
á  los  ausentes  y  á  los  incapaces  cuan- 
do no  lo  hayan  designado  sus  represen- 
tantes, ó  nombrará  un  Procurador  si 
en  el  juicio  no  hubiere  Abogado,  salvo 
en  los  litigios  en  que  intervenga  el  cu- 
rador de  huérfanos, 


§  1."— Cesará  este  nombramiento 
cuando  compareciere  el  ausente  ó 
cuando  el  representante  del  incapaz 
nombre  Abogado. 

§2.®— Las  disposiciones  de  este  ar- 
tículo  son  igualmente  aplicables  al  de- 
mente representado  por  curador,  con 
arreglo  á  los  artículos  12  y  193. 

Art.  14.  Las  personas  inciertas  que 
sean  parte  en  el  juicio,  que  no  compa- 
recieren después  de  citadas,  con  arre- 
glo á  los  artículos  195  á  197,  serán  re- 
presentadas por  el   Ministerio  público. 

§  1.°— Si  el  Ministerio  público  fuere 
parte  en  el  pleito,  nombrará  el  Juez 
como  representante  especial  del  Minis- 
terio público,  en  representación  de  las 
personas  inciertas,  un  Abogado  ó  un 
Procurador  en  los  juicios  en  que  aquél 
no  fuere  necesario. 

§  2.°— Cesará  esta  representación  tan 
pronto  como  el  citado  se  presente  y 
sea  reconocida  su  legitimidad  por  la 
otra  parte  ó  por  sentencia,  con  arreglo 
al  art.  199. 

Art.  15.  Si  una  persona  no  encon- 
trare quien  voluntariamente  acepte  la 
defensa  de  su  causa  podrá  recurrir  al 
Juez,  y  éste  le  nombrará  Procurador  y 
Abogado. 

§  1.**— Cuando  los  nombrados  aleguen 
excusa  decidirá  el  Juez,  en  vista  de  las 
pruebas,  si  aquélla  es  ó  no  legitima. 

§  2.**— El  nombrado  que  se  negare  á 
aceptar,  no  alegando  excusa,  en  el  pla- 
zo de  cuarenta  y  ocho  horas  ó  después 
de  haber  sido  ésta  declarada  improce- 
dente, será  suspendido  hasta  por  seis 
meses,  al  arbitrio  del  Juez. 

§  3.^ — Contra  las  decisiones  del  Juez 
cabrá  recurso  de  agravio,  y  este  recurso 
suspenderá  la  ejecución  de  la  acor- 
dada sólo  en  la  parte  relativa  á  la  sus- 
pensión del  Procurador  ó  del  Abogado, 
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CAPÍTtJLO   II 

De  la  competencia 
Sección  primera 

De  la  competeucia  en  g^Bueral 

Art.  16.  La  demanda  deberá  presen- 
tarse ante  el  Juez  del  domicilio  del  de- 
mandado. 

§  único.— Habiendo  más  de  un  de- 
mandado en  el  mismo  litigio,  deberán 
comparecer  todos  ante  el  Juez  del  do- 
micilio del  mayor  número,  y  siendo 
igua:l  el  número  en  diferentes  domici- 
lios, podrá  el  actor  elegir  el  Juez  de 
cualquiera  de  éstos. 

Art.  17.  Acumulándose  en  el  mismo 
juicio  varias  peticiones  ó  demandas 
contra  diversas  personas,  con  arreglo 
al  párrafo  único  del  art.  6.**,  se  determi- 
nará la  competencia  por  el  domicilio 
del  demandado  contra  quien  se  deduz- 
ca la  demanda  principal. 

Art.  18.  Las  corporaciones  serán 
demandadas  ante  el  Juez  donde  esté  su 
administración. 

§  1.°— El  Juez  del  domicilio  de  las  su- 
cursales, agencias  ó  establecimientos 
análogos,  de  cualquier  Banco,  sociedad 
ó  compañía,  será  competente  para  co- 
nocer de  los  negocios  intentados  con- 
tra ellas  cuando  se  refieran  á  contra- 
tos celebrados  ú  obligaciones  contraí- 
das por  las  mismas  sucursales,  agen- 
cias ó  establecimientos  análogos. 

§  2.°— La  disposición  del  párrafo  an- 
terior será  también  aplicable  á  las  su- 
cursales, agencias  ó  establecimientos 
análogos  de  Bancos,  sociedades,  com- 
pañías ó  cualquier  otra  clase  de  aso- 
ciaciones que  tengan  su  domicilio  en 
país  extranjero,  por  los  actos  ó  contra- 
tos celebrados  en  Portugal. 


Art.  19.  El  Estado  será  demandado 
en  el  distrito  donde  se  haya  celebrado 
el  acto  jurídico  ó  haya  ocurrido  el  he- 
cho en  que  se  funde  el  pleito. 

Art.  20.  El  portugués  ó  extranjero 
que  tenga  su  domicilio  fuera  del  Reino 
podrá  ser  demandado  ante  los  Jueces 
portugueses  del  lugar  en  donde  se  ha- 
lle, fundándose  la  demanda  en  obliga- 
ción contraída  por  él  en  el  Reino  ó  con 
portugués  en  país  extranjero. 

Art.  21.  Exceptúanse  de  las  reglas 
establecidas  en  los  artículos  ante- 
riores: 

1.**  Los  negocios  para  que  las  partes 
hayan  estipulado  Juez  ó  domicilio  de- 
terminado, los  cuales  deberán  propo- 
nerse ante  el  Juez  que  deba  entender 
de  ellos,  según  lo  estipulado; 

2.®  Los  negocios  que  se  refieran  á 
obligaciones  ó  actos  para  cuyo  cumpli- 
miento hubiere  designado  domicilio 
particular  por  la  ley  ó  por  convenio, 
porque  éstos  serán  propuestos  ante  el 
Juez  del  domicilio  en  que  deba  exigirse 
el  cumplimiento  del  acto  ó  de  la  obli- 
gación contraída; 

3.**  Las  acciones  de  desahucio,  de 
prevención  contra  un  daño,  de  expro- 
piación por  utilidad  pública  ó  particu- 
lar, de  cesación  ó  cambio  de  servidum- 
bre, de  demarcación,  de  división  de 
aguas  ó  de  cosa  común;  las  en  que  se 
trate  de  posesión,  registro  ó  cancela- 
ción, las  de  aumento  ó  reducción  de 
hipoteca  y  las  de  redención  de  foros  y 
censos,  las  cuales  serán  propuestas 
ante  el  Juez  del  lugar  donde  esté  situa- 
do el  predio  respectivo,  ó  ante  el  de 
aquel  en  que  esté  situado  cualquiera  de 
ellos,  cuando  sean  varios,  ó  cuando,  el 
mismo  predio  lo  esté  en  más  de  un 
distrito,  en  cualquiera  de  éstos; 

4.^  Las  acciones  de  separación  de 
persona  y  bienes  de  los  cónyuges,  para 
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ios  que  será  competente  el  Juez  dei  do- 
micilio ó  el  de  la  residencia  del  actor; 

5.**  La  ejecución  de  sentencias,  in- 
cluso los  inventarios  para  la  separa- 
ción de  bienes  entre  los  cónyuges,  que 
será  promovida  ante  los  Jueces  que 
en  primera  instancia  hayan  conocido 
de  las  acciones; 

6.®  Los  incidentes  de  los  juicios  que, 
sea  cual  fuere  su  naturaleza,  se  trata- 
rán ante  el  Juez  que  entienda  en  el  ne- 
gocio á  que  se  refiera; 

7."  Cualesquiera  otros  casos  espe- 
cialmente previstos  en  la  ley. 

§  1.®— No  será  aplicable  lo  dispuesto 
en  el  núm,  1."  cuando  por  la  naturaleza 
del  negocio  no  fuere  competente  para 
conocer  de  él  el  Juez  que  se  hubiere 
estipulado. 

§  2."— Tampoco  será  aplicable  lo  dis- 
puesto en  el  núm.  1.''  y  en  el  2."  cuando 
el  actor  prefiera  presentar  una  deman- 
da en  el  domicilio  del  demandado  y 
éste  no  se  oponga  con  arreglo  á  lo  pres- 
crito en  el  art.  24. 

§3."— No  tendrá  lugar  lo  dispuesto 
en  el  núm.  3.°: 

1."  En  las  acciones  de  inscripción 
ó  registro  cuando  sean  acumuladas  á 
otra  demanda  ó  deducidas  como  con- 
secuencia de  ella,  porque  en  este  caso 
se  ventilarán  ante  el  Juez  competente 
para  conocer  de  la  cuestión  principal; 

2/*  En  las  acciones  de  cancelación 
y  en  las  de  aumento  ó  reducción  de  hi- 
poteca, cuando  se  haya  estipulado  do- 
micilio particular  para  el  cumplimien- 
to de  la  obligación  respectiva. 

§  i.**— De  lo  dispuesto  en  el  núm.  5.** 
se  exceptúan: 

1.°  Las  sentencias  de  los  Tribunales 
de  Comercio,  que  se  ejecutarán  en  el 
lugar  donde  se  haya  resuelto  el  nego- 
cio en  primera  instancia; 

2.*    Las  sentencias  de  los  Tribuna- 


les extranjeros,  que  serán  ejecutadas 
ante  el  Juez  del  domicilio  del  demanda- 
do ó  del  lugar  en  que  los  bienes  estén 
situados,  con  arreglo  al  art.  1.087,  y 
(Miando  la  competencia  se  determine 
por  la  situación  de  los  bienes  y  éstos 
se  hallen  en  varias  comarcas,  el  actor 
podrá  ejecutar  la  sentencia  en  cual- 
quiera de  ellas; 

.  3.**  La  sentencia  de  los  Tribunales 
eclesiásticos,  que  s.erán  ejecutadas  por 
el  Juez  del  domicilio  del  demandado; 

4."  Las  sentencias  del  Tribuna]  de 
Cuentas  serán  ejecutadas  ante  el  Juez 
del  domicilio  del  demandado,  ó  si  estu- 
viere ausente  del  Reino,  por  el  Juez 
del  domicilio  donde  ejerciera  las  fun- 
ciones de  que  la  responsabilidad  pro- 
ceda, y  si  éstas  fueren  ejercidas  en  país 
extranjero,  en  el  distrito  de  Lisboa. 

§  5.®— Las  disposiciones  del  art.  46  del 
Código  civil  serán  igualmente  aplica- 
bles, ora  se  estipule  un  Juez  ó  domi- 
cilio particular  para  el  negocio,  ora  un 
domicilio  particular  para  el  cumpli- 
miento de  la  obligación  ó  del  con- 
trato. 

Art.  22.  Es  competente  para  el  in- 
ventario el  Juez  del  lugar  donde  se 
abra  la  herencia. 

§  único.— Es  también  competente  el 
Jaez  del  lugar  donde  los  bienes  se  hallen 
situados: 

i."    Para  la  imposición  de  sellos; 

2.^  Para  las  providencias  que  sean 
indispensables  parala  conservación  de 
la  herencia  yacente,  ó  cuando  hubiere 
algún  heredero  menor,  ausente  ó  inter- 
dicto. 

Art.  23.  El  Juez  del  lugar  donde  se 
proceda  á  hacer  el  inventario  por  faMe- 
cimiento  de  alguno  de  los  cónyuges, 
será  el  competente  para  el  inventario  á 
que  baya  de  precederse  por  falleci- 
miento del  otro,  aunque  sea  distinto  el 
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lugar  donde  se  haya  abierto  la  he- 
rencia. 

§  l.^—Cuando  se  haya  procedido  á 
inventario  por  fallecimiento  sucesivo 
de  dos  ó  más  cónyuges  del  causante  d« 
la  herencia,  se  determinará  la  compe- 
tencia por  el  último  de  dichos  inven- 
tarios. 

§  S.^—Cuando  el  causantede  la  heren- 
cia tuviese  su  domicilio  en  otro  distri- 
to, será  competente  el  Juez  de  éste  para 
proceder  al  inventario  si  para  ello  fuere 
requerido  y  no  se  opusiera  ninguna  de 
las  partes,  con  arreglo  á  lo  prescrito  en 
el  art.  307. 

Art.  24.  Será  competente  el  Juez  del 
lugar  donde  se  propusiere  la  demanda 
si  ninguna  de  las  partes  propone  excep- 
ción de  incompetencia,  con  arreglo  á  lo 
prescrito  en  los  artículos  306  y  307. 

§  único.— Cesará  lo  dispuesto  en  este 
artículo  cuando  el  Juez  no  sea  compe- 
tente para  entender  en  los  negocios  de 
la  índole  del  de  que  se  trata. 

Art.  25.  Para  justificar  el  derecho 
de  una  persona  como  heredero  ó  repre- 
sentante de  otra,  será  competente  el 
Juez  del  lugar  donde  se  haya  abierto  la 
herencia,  salvo  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 38. 

§  único.— Si  la  herencia  se  hubiere 
abierto  fuera  del  Reino,  será  Juez  com- 
petente el  del  lugar  donde  se  hallen  si- 
tuados los  bienes;  si  lo  estuvieren  en 
diversos  lugares,  será  competente  cual- 
quiera de  los  Jueces  respectivos;  y  si 
no  hubiere  bienes  dentro  del  Reino,  se 
determinará  la  competencia  por  el  do- 
micilio del  presunto  heredero. 

Art.  26.  Para  la  curaduría  provisio- 
nal ó  definitiva  de  los  bienes  del  ausen- 
te será  competente  el  Juez  de  su  últi- 
mo domicilio. 

§  único.— Para  las  providencias  con- 
servatorias que  sean    indispensables, 


será  también  competente  el  Juez  del 
lugar  donde  estén  situados  los  bienes. 

Art.  27.  A  falta  de  inventario,  co- 
rresponde también  al  Juez  que  sería 
competente  para  formarlo: 

1.®  Nombrar  testamentario  con  arre- 
glo al  art.  660; 

2."  Examinar  sus  cuentas,  salvo  las 
atribuciones  del  art.  1.905  del  Código 
civil,  párrafo  único,  y  en  lo  que  se  re- 
fiere al  cumplimiento  de  los  legados 
pi6ulosos; 

3."  Autorizar  la  venta  de  bienes 
cuando  sea  exigida; 

4.°  Conocer  de  la  excusa  ó  remoción 
del  testamentario,  con  arreglo  á  los 
artículos  661  y  662. 

Art.  28.  Siendo  el  menor  interesado 
en  más  de  un  inventario,  será  exclusi- 
vamente competente  para  proveer 
acerca  de  la  administración  de  todos 
los  bienes  que  le  pertenecieran: 

1.**  El  Juez  del  inventario  paterno  ó 
materno; 

2.**  El  Juez  del  inventario  más  anti- 
guo cuando  no  se  hubiere  hecho  por 
fallecimiento  del  padre  ó  de  la  madre, 
ó  cuando  hubieren  sido  distintos  los 
Jueces. 

Art.  29.  Para  proveer  respecto  de  la 
persona  del  menor  sujeto  á  tutela  será 
exclusiva,  aun  antes  de  la  partición,  la 
competencia  del  Juez  que  deba  prefe- 
rirse, según  las  reglas  del  artículo  ante- 
rior, y  á  falta  de  inventario,  será  com- 
petente el  Juez  del  domicilio  del  menor. 

§  único.— Estando  sujeto  el  menor  á 
la  patria  potestad,  será  competente  el 
Juez  del  domicilio,  salvo  lo  dispuesto 
en  el  párrafo  I,*'  del  art.  607. 

Art.  30.  Respecto  de  las  acciones  de 
interdicción,  será  competente  el  Juez 
del  domicilio  del  que  ha  de  ser  declara- 
do incapaz. 

§  único.— El  Juez  de  la  interdicción 
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será  el  único  competente  para  proveer 
acerca  de  la  persona  del  interdicto  y  de 
la  administración  de  todos  sus  bienes, 
incluso  los  que  después  de  la  partición 
le  pertenezxan  por  cualquier  inven- 
tario. 

Art.  31.  Los  negocios  en  que  sea 
parte  el  Juez  de  derecho,  su  mujer  ó 
algún  ascendiente  ó  descendiente  por 
consanguinidad,  no  podrán  proponerse 
ni  proseguirse  en  el  distrito  en  donde 
aquél  ejerza  jurisdicción. 

§!.•— En  cualquiera  de  estas  hipóte- 
sis deberá  entablarse  el  negocio  en 
el  distrito  más  próximo. 

§  2.®— Entiéndese  por  distrito  más 
próximo  aquel  cuya  capital  esté  más 
cerca  déla  del  otr.)  distrito. 

§  3.^— Las  disposiciones  de  este  ar- 
tículo no  serán  aplicables  á  las  pobla- 
ciones donde  haya  más  de  un  Juez. 

Art.  32.  Para  los  negocios  en  que 
sea  parte  el  Juez  ordinario,  su  mujer 
ó  algún  ascendiente  ó  descendiente  por 
consanguinidad,  y  que  deban  tramitar- 
se en  el  juzgado  servido  por  el  Juez, 
será  competente  el  de  derecho  de  la 
respectiva  comarca. 

Sección  segunda 

De  la  competencia  de  los  diferentes  Jueces  y 
Tribunales 

Art.  33.  Corresponde  á  los  Jueces  de 
paz  dirigir  los  actos  de  conciliación, 
con  arreglo  á  lo  prescrito  en  este  Có- 
digo. 

Art.  34.  Corresponde  á  los  Jueces 
ordinarios: 

1."  Tramitar  y  fallar,  en  primera 
instancia,  los  negocios  ó  acciones  so- 
bre bienes  inmuebles  cuyo  valor  no  ex- 
ceda de  10.000  rois; 

2.°    Conocer  de  las  cuestiones  sobre 


¡  daño  causado  dentro  del  respectivo  dis- 
trito, hasta  el  valor  de  10.000  reís; 

3.°  Conocer  de  las  ejecuciones  has- 
ta el  valor  de  10.000  reís,  salvo  cuando 
la  prenda  haya  de  verificarse  en  bienes 
inmuebles,  porque  en  este  caso  se  re- 
mitirán los  autos  al  Juez  ée  derecho, 
que  continuará  las  actuaciones; 

4."  Proceder  á  la  imposición  de  se- 
llos; 

S.'*  Tomar  las  providencias  conser- 
vatorias que  sean  indispensables  para 
evitar  el  extravío  de  los  bienes  que  per- 
tenezcan á  las  herencias  yacentes,  á 
los  menores,  ausentes  ó  interdictos, 
mandando  extender  auto,  que  remitirán 
al  Juez  del  distrito  en  el  término  de 
veinticuatro  horas,  y  dando  parte,  den- 
tro del  mismo  plazo,  al  Juez  y  curador 
del  menor  ó  interdicto,  cuando  lo  hu- 
biere; 

6."  Practicar  por  delegación  del 
Juez  de  derecho  del  respectivo  distrito 
las  diligencias  que  le  encargare,  tales 
como  deferir  juramento  á  los  arbitros, 
tutores  y  curadores,  presidir  los  con- 
sejos de  familia,  el  inventario  y  la  va- 
loración de  bienes,  la  subasta  de  mue- 
bles y  otros  actos  análogos,  salvo  los 
que  se  refieran  á  la  prueba; 

7."  Dar  cumplimiento  á  las  órdenes 
y  exhortos  de  los  jueces  de  igual  ó  su- 
perior categoría  para  citación  ó  inti- 
mación; así  como  á  los  exhortos  de  los 
Jueces  de  igual  clase,  para  cualquier 
acto  del  procedimiento; 

8 "  Proceder  al  interdicto  de  obra 
nueva,  y  á  la  ratificación  del  mismo 
que  se  haya  hecho  extrajudicialmente, 
y  á  los  embargos  cuyo  valor  no  exceda 
de  50.000  reis,  remitiéndolos  antes  en 
el  término  de  veinticuatro  horas  al  Juez 
de  derecho  para  confirmarlos  ó  anular- 
los y  que  sigan  ante  éste  las  restantes 
actuaciones. 
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§  1.**— Los  arbitros,  tutores  y  curado- 
res prestarán  siempre  juramento  ante 
el  Juez  ordinario  cuando  residan  á  diez 
kilómetros  ó  más  de  la  cabeza  de  par- 
tido, á  no  ser  que  se  presentaren  volun- 
tariamente ó  se  hallaren  presentes  en 
el  acto  del  liombramiento. 

§  2."— El  Escribano  y  el  Oficial  mayor 
del  juzgado  serán  competentes  para 
funcionar  en  los  actos  que  les  sean  de- 
legados por  el  Juez  ordinario. 

§  3/*— Los  Escribanos  y  Oficiales  ma- 
yores de  los  respectivos  juzgados  serán 
competentes  para  efectuar  las  citacio- 
nes y  notificaciones  ordenadas  por  el 
Juez  del  distrito,  sin  necesidad  de  vista 
ó  de  la  autorización  del  Juez  ordinario. 

§  4.°— En  las  ciudades  .en  que  hubiere 
más  de  un  Juez,  podrá  cada  uno  de  és- 
tos delegar  en  el  ordinario  del  juzgado 
donde  hubiere  de  practicarse  la  diligen- 
cia, aunque  ese  juzgado  corresponda  á 
otra  jurisdicción. 

Art.  35.  De  las  sentencias  del  Juez 
ordinario  podrá  siempre  recurr irse  ante 
el  Juez  de  derecho  del  distrito. 

Art.  36.  Corresponde  á  los  Jueces  de 
derecho: 

I.**  Tramitar  y  fallar  en  primera  ins- 
tancia todos  los  negocios  y  conocer 
de  las  ejecuciones  que  no  sean  de  la 
competencia  de  los  Jueces  ordinarios 
ni  pertenezcan  á  un  Juez  especial; 

2."  Conocer  de  los  inventarios  y  de- 
terminar y  aprobar  las  particiones; 

3."  Conocer  de  las  acciones  por  da- 
ños y  perjuicios  contra  los  Escribanos 
y  otros  funcionarios  judiciales  de  los 
respectivos  distritos,  contra  los  Jueces 
ordinarios  y  de  paz  de  los  mismos,  y 
contra  los  Escribanos  y  demás  funcio- 
narios de  dicho  juzgado;  ^ 

4.**  Dar  cumplimiento  á  las  cartas- 
órdenes  y  exhortos  de  otros  Jueces  y 
Tribunales,  sobretodo  cuando  sean  por 


simples  citaciones  ó  notificaciones,  ó 
cuando  tengan  por  objeto  alguna  dili- 
gencia que  no  lleve  consigo  acto  alguno 
de  ejecución; 

5."  Conocer  de  los  recursos  inter- 
puestos contra  las  sentencias  y  autos 
de  los  Jueces  ordinarios  y  de  los  inter- 
dictos ordenados  por  los  mismos  Jue- 
ces, con  arreglo  al  núm.  8.°  del  art.  34; 

6.**  Conocer  de  los  recursos  de  los 
Registradores; 

7.°  Conocer  de  los  conflictos  de  ju- 
risdicción ó  competencia  entre  los  Jue- 
ces ordinarios  y  los  de  paz  del  respec- 
tivo distrito; 

8.°  Conocer  de  los  recursos  inter- 
puestos por  cualquier  Autoridad  ecle- 
siástica que  no  sea  la  diocesana^  sobre 
recursos  de  fuerza  en  conocer  ó  extra- 
limitación  de  atribuciones  ó  jurisdic- 
ción, ó  de  ejercicio  ilegítimo  de  fun- 
ciones; 

9.**  Condenar  en  costas  á  los  Jueces 
ordinarios  y  á  todos  los  empleados  ju- 
diciales del  distrito,  é  imponer  multas 
con  arreglo  á  la  ley. 

Art.  37.  La  competencia  de  los  Jue- 
ces de  derecho  alcanza  á  50.000  reis  en 
los  negocios  que  versan  sobre  bienes 
muebles,  y  á  30.000  reis  en  los  qu^  se 
refieren  á  bienes  inmuebles. 

Art.  38.  Son  de  la  exclusiva  compe- 
tencia del  Juez  del  primer  distrito  de 
Lisboa: 

1.^  Las  habilitaciones  acerca  de  las 
herencias  causadas  en  las  provincias 
de  Ultramar,  ya  consistan  en  bienes 
allí  existentes,  ya  en  el  producto  de  los 
mismos,  remitido  para  depositarlo  en 
establecimiento  público; 

2.°  Las  h^.bilitaciones  relativas  á 
herencias  liquidadas  por  los  Cónsules 
portugueses,  cuando  el  productodeellas 
ha.\a  entrado  como  depósito  en  un  es- 
tablecimiento público; 
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3.^  Todos  los  negocios  que  tengan 
por  objeto  conseguir  el  pago  del  pro- 
ducto que  haya  entrado  como  depósito 
en  un  establecimiento  público,  y  que 
provenga  de  bienes  situados  en  las 
provincias  de  Ultramar  ó  liquidados 
por  Cónsules  portugueses. 

Art.  39.  Corresponde  á  las  Audien- 
cias: 

1.**  Conocer  de  los  recursos  inter- 
puestos contra  las  sentencias  dictadas 
por  los  Jueces  de  derecho  ó  por  arbi- 
tros en  los  negocios  que  excedan  de  la 
cantidad  para  que  sean  competentes; 

2.®  Conocer  de  los  recursos  en  ne- 
gocios eclesiásticos  interpuestos  por 
Obispos^  Arzobispos,  Vicarios  genera- 
les ó  de  cualesquiera  otras  Autoridades 
eclesiásticas  diocesanas,  y  de  Jos  Tri- 
bunales eclesiásticos  de  segunda  ins- 
tancia (relojioes  eelesiásiieas)  sobre 
fuerza  en  conocer,  exceso  de  jurisdic- 
ción ó  ejercicio  ilegítimo  de  funciones; 

3.®    Conocer  de  los  negocios  por  da- 

^  ños  y  perjuicios  propuestos  contra  los 

Jueces  de  derecho  ó  representantes  del 

Ministerio  público  en  los  distritos  del 

respectivo  territorio; 

4.®  Decidir  los  conflictos  de  juris- 
dicción ó  competencia  entre  los  Jueces 
de  derecho  del  territorio  respectivo  ó 
entre  otras  Autoridades  judiciales  de 
diversos  distritos  del  mismo  territorio; 

5.®  Resolver  las  cuestiones  que  sur- 
jan respecto  de  las  habilitaciones  ó  ac- 
titudes propuestas  en  negocios  pen- 
dientes de  recurso  cuando  sean  confe- 
sados como  desistimientos,  transaccio- 
nes, etc.,  y  decidir  cualesquiera  otros 
incidentes  en  los  mismos  negocios; 

6.°  Revisar  las  sentencias  pronun- 
ciadas por  Tribun§,les  extranjeros  y 
confirmarlas  cuando  proceda; 

7.®  Condenar  en  costas  á  los  Jueces 
de  derecho  ú  ordinarios  y  á  todos  los 
Tomo  Vil.  — In8titucionbs  jubídicab. 


empleados  judiciales  del  respectivo 
distrito,  é  imponer  multas  con  arreglo 
á  la  ley. 

§  1.**— Corresponde  exclusivamente  á 
la  Audiencia  de  Lisboa  el  conocimiento 
de  todos  los  pleitos  ó  recursos  proce- 
dentes de  las  Audiencias  de  Oporto,  de 
las  Azores,  de  Goa  ó  Loanda,  cuando 
por  sospecha  ó  por  cualquier  otro  mo- 
tivo no  hubiere  en  el  respectivo  Tribu- 
nal Magistrados  suficientes  para  dictar 
sentencia. 

§  2.°— Corresponde  exclusivamente  á 
la  Audiencia  de  Oporto  el  conocimien- 
to de  los  negocios  ó  recursos  pertene- 
cientes á  la  de  Lisboa,  cuando  ocurrie- 
re respecto  de  ésta  la  hipótesis  del  pá- 
rrafo anterior. 

Art.  40.  La  cantidad  hasta  la  cual 
pueden  conocer  las  Audiencias  es  la 
de  400.000  reis,  cualquiera  que  sea  la 
naturaleza  de  los  bfenes  sobre  que  ver- 
se el  litigio. 

Art.  41.  Corresponde  al  Tribunal 
Supremo  de  Justicia: 

L®  Conocer  de  los  fallos  dictados 
por  las  Audiencias,  previo  el  recurso 
legal  correspondiente; 

2.®  Designar  la  Audiencia  á  que  se 
han  de  remitir  los  autos  cuando  acceda 
á  la  revista  anulando  la  sentencia  por 
haber  fallado  contra  derecho; 

3.°  Conocer  de  las  acciones  por  da- 
ños y  perjuicios  ejercitadas  contra  los 
Magistrados  del  Supremo  Tribunal  de 
Justicia,  contra  los  de  las  Audiencias  ó 
contra  los  representantes  del  Ministe- 
rio público  cerca  de  cualquiera  de  es- 
tos Tribunales; 

4.°  Conocer  de  los  conflictos  de  ju- 
risdicción ó  competencia  entre  las 
Audiencias  ó  entre  cualesquiera  otras 
Autoridades  judiciales  del  territorio  de 
distinta  Audiencia; 

5.®    Juzgar  acerca  de  las  habilitación 
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nes  deducidas  en  cuestioneB  pendien- 
tes de  recurso  cuando  sean  confesados 
como  desistimientos,  transacciones, 
etcétera,  y  decidir  cualesquiera  otros 
incidentes  de  los  mismos  negocios; 

6.°  Condenar  en  costas  con  arreglo 
á  lo  prescrito  en  el  art.  104. 

Art.  42.  Procede  siempre  el  recurso 
ante  el  Tribunal  Supremo  acerca  de 
las  cuestiones: 

!.■  De  competencia  y  jurisdicción 
de  las  Autoridades; 

2.'  Del  estado  de  las  personas  y  de 
separación  de  persona  y  bienes  entre 
los  cónyuges; 

S.'  De  habitación,  ya  se  deduzca 
ésta  como  incidente  del  pleito,  ya  como 
cuestión  separada; 

4.'  De  multas,  cuando  se  impongan 
por  sentencia  á  los  litigantes  de  mala  fe. 

Art.  43.  Los  Tribunales  civiles  serán 
competentes  para  practicar  los  actos  y 
pruebas  pedidos  por  los  Tribunales 
eclesiásticos  y  para  ejecutar  sus  sen- 
tencias, con  arreglo  á  lo  prescrito  en 
los  artículos  1.087  y  1.088  del  Código 
civil. 

Sección  tercera 

Del  juicio  arbitral 

Art.  44  A  toda  persona  que  tenga 
la  libre  disposición  de  sus  bienes,  le  es 
permitido  hacer  que  se  decidan  por  uno 
ó  más  arbitros  de  su  elección  las  cues- 
tiones sobre  que  pueda  transigirse, 
aunque  ya  estén  sometidas  á  los  Tri- 
bunales ordinarios. 

Art.  45.  El  compromiso  deberá  con- 
traerse por  escritura  ó  documento  pú- 
blico, declarándose,  so  pena  de  nuli- 
dad, el  objeto  del  litigio,  los  nombres 
y  domicilio  de  los  arbitros  y  el  plazo 


dentro  del  cual  deben  dictar  su  deci- 
sión. 

§  I.**— En  el  compromiso  podrán  las 
partes  renunciar  á  los  recursos,  elegir 
para  que  funcionen  en  el  procedimien- 
to uno  de  los  Escribanos  y  uno  de  los 
Oficiales  de  diligencias  del  distrito  don- 
de haya  de  dictarse  el  juicio  arbitral, 
designar  la  forma  del  procedimiento  y 
elegir  cualquier  arbitro  de  los  nombra- 
dos para  que  prepare  y  haga  las  dili- 
gencias que  hayan  de  preceder  al  fallo. 
§  2.**— Los  arbitros  en  el  juicio  de  que 
se  trata  deberán  ajustarse  á  las  leyes; 
pero  podrán  juzgar  ex  cequo  et  bono  si 
para  ello  estuvieren  autorizados  en  el 
compromiso  y  las  partes  hubieren  re- 
nunciado á  la  apelación. 

Art.  46.  En  el  compromiso  podrán 
las  partes  designar  el  distrito  donde  ha 
de  instalarse  el  Juez  ó  Tribunal  ar- 
bitral. 

§  1.®— Cuando  alguno  de  los  arbitros 
sea  encargado  de  las  diligencias  pre- 
paratorias, se  tendrá  por  instalado  el^ 
Tribunal  arbitral  en  el  distrito  donde 
resida  ese  arbitro. 

§  2.®— No  verificándose  cualquiera  de 
las  hipótesis  anteriores,  el  Tribunal 
arbitral  se  instalará  en  el  distrito  don- 
de debería  proponerse  la  demanda  ante 
los  Jueces  ordinarios. 

Art.  47.  Nadie  podrá  ser  obligado  á 
funcionar  como  arbitro. 

§  único.— Verificado  el  compromiso, 
no  es  permitido  á  las  partes  recusar  á 
los  arbitros,  aunque  sea  por  motivos 
que  posteriormente  sobrevengan. 

Art.  48.  Nombrados  los  arbitros,  el 
Juez  del  distrito  donde  resida  cada  uno 
le  tomará  juramento,  á  petición  de 
cualquiera  de  las  partes,  y  en  vista  del 
compromiso  ó  de  copia  auténtica  del 
mismo. 
Art.  49.    Estos    pleitos    seguirán    el 
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¡^ocedimiento  establecido  en  este  Có- 
digo cuando  las  partes  no  hayan  esti- 
pulado otra  cosa  en  el  compromiso. 

Art.  50.  El  Juez  del  distrito  donde  el 
Tribunal  arbitral  se  reúna  será  compe- 
tente para  practicar  las  diligencias 
preparatorias  hasta  el  acto  del  juicio, 
cuando  no  haya  arbitro  nombrado  al 
efecto. 

§  único.— El  arbitro  á  quien  se  enco- 
mendare la  práctica  de  dichas  diligen- 
cias ejercerá  para  ese  fin  jurisdicción 
igual  á  la  del  Juez  de  derecho. 

Art.  51.  Si  las  partes  no  hubieran 
designado  Escribano  y  Oficial  de  dili- 
gencias, ó  caso  de  impedimento  de  los 
elegidos,  servirán  los  de  la  respectiva 
comarca  que  sean  nombrados  por  los 
arbitros. 

Art.  52.  De  las  decisiones  y  senten- 
cias de  los  arbitros  podrá  recurrirse 
ante  la  Audiencia  del  territorio,  lo  mis- 
mo que  de  los  Jueces  de  derecho,  cuan- 
do en  el  compromiso  no  hayan  renun- 
ciado las  partes  á  estos  recursos. 

Art.  53.  Las  decisiones  de  los  arbi- 
tros se  reducirán  á  acuerdo  escrito  y 
fechado  por  uno  de  ellos  y  firmado  por 
todos,  ó  serán  proferidas  por  medio  de 
laudos,  y  en  este  caso  cada  cual  es- 
cribirá, fechará  y  firmará  el  suyo. 

§  único.— La  decisión  de  la  mayoría 
será  ejecutoria,  y  si  no  hubiese  mayo- 
ría, quedará  sin  efecto  el  compromiso. 

Art.  54.  Las  decisiones  de  los  arbi- 
tros serán  ejecutorias,  como  las  sen- 
tencias judiciales  ordinarias. 

Art.  55.  El  compromiso  quedará  sin 
efecto: 

1."  Si  falleciere  alguno  de  los  arbi- 
tros ó  de  las  partes; 

2."  Si  los  arbitros  no  dictasen  su 
decisión  en  el  plazo  designado; 

3.**  Si  cualquiera  de  los  arbitros  que- 
dase inhabilitado  para  ser  Juez,  con 


arreglo  á  los  números  1.^  y  2.®  del  ar- 
tículo 292. 

Art.  56.  Lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los 47  y  55  no  será  aplicable  cuando  el 
juicio  arbitral  fuese  impuesto  por  una 
ley  especial. 

§  1.**— En  este  caso  podrá  cualquiera 
de  las  partes  pedir  la  citación  de  la 
otra  para  nombrar  arbitros  en  la  se- 
gunda Audiencia,  acusándose  en  ésta 
la  citación. 

§  2.°— No  habiendo  disposición  en 
contrario,  se  instalará  el  Tribunal  ar- 
bitral en  el  distrito  donde  debería  in- 
coarse el  litigio  ante  los  Jueces  ordina- 
rios, correspondiendo  al  Juez  del  dis- 
trito proceder  al  nombramiento. 

§  3.**— El  nombramiento  de  los  arbi- 
tros habrá  de  efectuarse  entre  las  per- 
sonas residentes  en  el  distrito,  obser- 
vándose lo  dispuesto  en  los  párrafos 
1.",  2.^,  3."  y  4.®  del  art.  237,  correspon- 
diendo al  Juez  nombrar  un  tercero  en 
discordia  cuando  las  partes  no  se  pon- 
gan de  acuerdo  para  su  nombramiento 
ni  hubiere  disposición  especial  en  con- 
trario. • 

§  4.®— El  arbitro  nombrado  como  ter- 
cero en  discordia  estará  obligado  á 
unirse  á  uno  de  los  otros,  de  modo 
que  siempre  resulte  mayoría  en  cada 
punto  de  aquellos  en  que  hubiere  diver- 
gencia. 

§  5.®— Será  aplicable  á  estos  arbitros 
lo  dispuesto  en  los  artículos  239  y  240, 
y  en  el  núm.  3.°  del  art.  292,  y  el  Juez  co- 
nocerá del  impedimento  ó  excusa  como 
recurso  de  agravio. 

§  6.®— El  plazo  para  que  los  arbitros 
dicten  su  decisión  será  designado  por 
el  Juez  en  el  acto  del  nombramiento 
ó  antes  de  la  primera  audiencia  si- 
guiente. 

§  7.**— Sólo  el  arbitro  tercero  en  dis- 
cordia podrá  ser  recusado  como  sospe- 
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choso  de  parcialidad,  con  arreglo  al  ar- 
ticulo 293,  pudiendo  interponerse  la  re- 
cusación en  el  acto  de  la  prinnera  au- 
diencia siguiente.  • 

§  8."— Corresponde  al  Juez  recibir  la 
recusación  y  conocer  de  ella  en  recur- 
so de  agravio,  mandando  que  el  arbi- 
tro conteste  en  el  término  de  cuarenta 
y  ocho  horas,  y  observándose,  en  la 
parte  que  sea  aplicable,  lo  demás  que 
disponen  los  artículos  294  y  siguientes. 

g  9.®— De  la  recusación  deducida  en 
el  acto  del  nombramiento  podrá  cono- 
cer el  Juez  en  ese  mismo  acto. 

§  10.— TMientras  se  halle  pendiente  la 
recusación,  corresponde  al  Juez,  en 
caso  de  empate,  resolver  fas  cuestio- 
nes que  no  puedan  aplazarse  sin  que 
sobrevenga  un  perjuicio  irreparable. 

Art.  57.  El  compromiso  de  que  tra- 
ta el  artículo  anterior  subsistirá  aun- 
que sobrevenga  cualquiera  de  las  hipó- 
tesis de  que  hace  mención  el  art.  55. 

§  l.**-Si  falleciere  alguna  de  las  pin- 
tes, conocerá  el  Juez  de  la  habilitación, 
suspensión  ó  plazo  fijado  en  el  com- 
promiso, y,  una  vez  resuelto  esto,  pro- 
seguirán las  actuaciones  del  procedi- 
miento arbitral. 

§  2.°— Si  alguno  de  los  arbitros  falle- 
ciere ó  quedara  sin  efecto  su  nombra- 
miento, será  sustituido  por  otro,  con 
arreglo  á  lo  que  prescribe  el  art.  242. 

§  3.°— Si  terminase  el  plazo  sin  haber 
dictado  los  arbitros  su  decisión,  fijará 
el  Juez  un  nuevo  plazo,  imponiendo  la 
multa  de  25.000  reis  á  cada  arbitro  que, 
sin  motivo  justificado,  haya  sido  la 
causa  del  aplazamiento,  y  de  100.000 
reis  por  cualquier  nueva  falta  de  cum- 
plimiento, 

Art.  58.  Lo  dispuesto  en  esta  sec- 
ción no  será  aplicable  á  los  arbitros 
nombrados  para  conocer  de  la  recusa- 
ción. 


CAPÍTULO  III 
De  las  actuaciones  y  términos  judiciales 

Art.  59.  Las  actuaciones  judiciales 
practicadas  en  Audiencia  ó  fuera  de 
los  despachos  de  los  Escribanos  serán 
públicas  y  deberán  llevarse  á  cabo  des- 
de la  salida  hasta  la  puesta  del  sol. 

§  1.**— Las  audiencias  y  sesiones  de 
los  Tribunales  durarán  seis  horas  dia- 
rias, siendo  necesarias  para  el  despa- 
cho de  los  negocios  que  hayan  de  tra 
tar,  y  podrán  prorrogarse  cuando  el 
Juez  ó  el  Presidente  del  Tribunal  lo 
considere  necesario. 

§  2.**— En  los  casos  declarados  en  este 
Código  ó  por  consideraciones  de  inte- 
rés público  que  lo  justifiquen,  las  au- 
diencias ó  sesiones  serán  secretas,  no 
admitiéndose  en  ellas  má«í  personas 
que  las  convocadas  oficialmente. 

Art.  60.  A  los  Jueces  y  Presidentes 
de  los  Tribunales  incumbe  reglamen- 
tar los  trabajos  y  mantener  el  orden, 
amonestando  á  los  perturbadores  y 
aun  mandándoles  salir  del  Tribunal  si 
fuere  necesario. 

Art.  61.  A  los  Escribanos  y  Secreta- 
rios corresponde  escribir  todas  las  pie- 
zas y  diligencias  de  los  autos. 

§  único.— Las  certificaciones,  trasla- 
dos y  actuaciones  del  procedimiento  á 
que  no  asistiere  el  Juez  ó  el  represen- 
tante del  Ministerio  público,  podrán 
inscribirse  por  auxiliares  ó  amanuen- 
ses y  firmarse  por  los  Escribanos  ó  los 
Secretarios  y  bajo  la  responsabilidad 
de  éstos. 

Art.  62.  En  las  actuaciones  y  térmi- 
nos judiciales  no  podrá  sustituirse  su 
materia  por  referencias  á  los  requeri- 
mientos ó  demandas,  ó  á  cualesquiera 
otras  piezas  ó  diligencias  de  los  autos. 
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Art.  63.  Las  diligencias  judiciales 
irán  siempre  fechadas  por  extenso  y 
ñrmadas  por  las  personas  que  en  ellas 
intervengan. 

§  único.— Las  actuaciones  y  diligen- 
cias escritas  á  presencia  del  Juez  serán 
válidas  con  tal  que  estén  firmadas  por 
éste  y  por  el  Escribano,  aunque  no  lo 
estén  por  la  parte,  si  ésta  no  supiere  ó 
no  pudiere  firmar,  salvo  los  casos  es- 
pecialmente previstos  en  la  ley;  pero  si 
la  parte  rehusare  firmar  ó  si  la  diligen- 
cia no  fuere  escrita  á  presencia  del 
Juez,  y  la  parte  no  supiere,  no  pudiere 
ó  no  quisiere  firmar,  intervendrán  dos 
testigos  que  pondrán  su  firma  comple- 
ta y  que  conozcan  á  la  parte. 

Art.  64.  Los  Escribanos  y  los  Secre- 
tarios podrán  extender  certificaciones 
de  todos  los  actos  judiciales  sin  que 
proceda  orden  alguna. 

§  1."— Exceptuánse: 

1.**  Las  actuaciones  para  la  inter- 
dicción por  prodigalidad  antes  de  pu- 
blicada la  sentencia,  las  de  embargo 
antes  de  haberse  verificado,  y  otras 
análogas,  salvo  cuando  la  certificación 
se  pida  por  quien  haya  incoado  el  liti- 
gio, y  en  este  caso  procederá  auto  del 
Juez; 

2.**  Los  pleitos  de  separación  de  per- 
sona y  bienes  de  los  cónyuges,  de  los 
que  podrá  sacarse  por  certificación, 
precediendo  auto  del  Juez,  la  relativa  á 
alimentos,  ó  los  acuerdos  del  consejo 
de  familia,  y  á  la  sentencia  que  apruebe 
los  acuerdos  ó  falle  el  litigio,  ó  resuelva 
alguno  de  sus  incidentes. 

No  se  comprende  en  esta  excepción 
lo  relativo  al  inventario. 

§2.®— Cuando  el  Escribano  ó  el  Secre- 
tario nieguen  ó  retrasen  la  expedición 
de  la  certificación  pedida,  recurrirá  la 
parte  al  Juez,  y  éste  obligará  al  Escri- 
bano ó  Secretario  á  expedirla,  so  pena 


de  suspensión,  ó  la  mandará  expedir 
por  otro  Escribano  ó  por  algún  emplea- 
do que  pueda  sustituir  al  Secretario,  y 
en  cualquiera  de  los  casos  fijará  el  pla- 
zo para  /\ue  la  certificación  sea  expe- 
dida. 

Art.  65.  Todas  las  hojas  de  los  autos 
en  que  no  haya  firma  del  Escribano  ó 
Secretario  serán  rubricadas  por  ellos. 

§1.**— Los  Jueces  rubricarán  las  hojas 
de  las  diligencias  en  que  intervengan, 
excepto  aquellas  en  que  firmen. 

§  2.**— Las  partes,  sus  Abogados  ó 
Procuradores,  podrán  rubricar  las  ho- 
jas de  los  autos  cuando  lo  estimen  con- 
veniente. 

Art.  66.  No  podrán  practicarse  dili- 
gencias judiciales  en  días  festivos  ó  fe- 
riados, ni  durante  las  ferias. 

§  1.**— Son  festivos  los  días  de  Carna- 
val y  el  Miércoles  de  Ceniza,  los  días  de 
gran  gala  y  los  demás  que  sean  decla- 
rados tales  por  decreto  especial. 

§  2.**— Son  de  feria  los  días  que  trans- 
curren desde  el  Domingo  de  Ramos 
hasta  el  de  Pascua,  desde  la  víspera  de 
Navidad  hasta  el  día  de  Reyes,  y  el  mes 
de  Septiembre. 

§  3.**— Durante  las  ferias  y  días  de 
fiesta  ó  feriados,  podrán  practicarse  las 
subastas  y  las  diligencias  indispensa- 
bles para  interrumpir  la  prescripción  ó 
evitar  cualquier  daño  irreparable. 

§  4.°— Durante  las  ferias  y  en  los  días 
feriados  que  no  sean  festivos  (saníi/l' 
eados),  podrán  incoarse  y  proseguirse 
las  actuaciones  que  correspondan  al 
repartimiento  orfanológico  ó  especial, 
y  cualesquiera  otras  exceptuadas  por 
leyes  especiales,  así  como  también  po- 
drá procederse  á  la  tasación  y  eva- 
luación para  la  expropiación  por  causa 
de  utilidad  pública. 

Art.  67.  Los  Escribanos  ó  Secreta- 
rios no  podrán  negar  á  cualquier  per- 
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sona  el  examen  del  respectivo  archivo 
de  los  pleitos  pendientes  ó  archivados. 

§  único.— Exceptúanse  los  pleitos  de 
separación,  que  sólo  podrán  ser  mos- 
trados á  las  partes  y  á  sus  Procurado- 
res, y  los  de  interdicción  por  prodiga- 
lidad antes  de  publicada  la  sentencia, 
los  de  embargo  antes  de  haberse  efec- 
tuado éste,  y  otros  análogos,  los  cuales 
sólo  podrán  ponerse  de  manifiesto  á  las 
partes  ó  á  los  Procuradores. 

Art.  68.  El  término  judicial  se  fijará 
por  la  ley  ó  por  auto  del  Juez. 

í^  1.®— El  plazo  ó  término  judicial  es 
continuo,  perentorio  é  improrrogable, 
salvo  los  casos  de  fuerza  mayor  y  las 
disposiciones  especiales  de  este  Có- 
digo. 

§  2.°— Aunque  el  plazo  dependa  de 
citación  ó  de  intimación,  correrá  sin 
necesidad  de  que  se  haya  notificado  en 
audiencia. 

§  3.'— No  se  contará  el  día  en  que  co- 
mience á  correr  el  término,  pero  sí 
aquel  en  que  concluya. 

§  4.**— El  plazo  correrá  durante  las 
ferias  y  los  días  feriados  ó  festivos; 
mas  cuando  el  último  día  sea  feria- 
do ó  festivo,  ó  esté  comprendido  en 
las  ferias,  y  el  acto  de  que  se  trata  no 
pueda  por  su  naturaleza  practicarse 
en  ese  día,  concluirá  el  término  en  el 
primer  día  útil  que  siga. 

§  5.®— El  término  de  año  correrá  des- 
de el  día  en  que  comience  hasta  igual 
día  del  mismo  mes  del  año  en  que  deba 
terminar,  con  arreglo  al  párrafo  3.°  El 
término  de  meses  será  siempre  de 
treinta  días. 

§  6.**— Los  efectos  de  la  terminación 
de  cualquier  plazo  no  dependerán  de  la 
notificación  ni  de  otra  formalidad'  al- 
guna. 


CAPÍTULO  IV 

De   las   cartas-órdenes,   suplieatorios , 
exhortas  y  mandamienlos 

Sección  primera 

Disposiciones  generales 

Art.  69.  Las  actuaciones  ó  diligen- 
cias que  hayan  de  practicarse  fuera  de 
la  jurisdicción  del  Juez  de  derecho  ú 
ordinario,  ó  fuera  de  la  residencia  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia  ó  del  te- 
rritorio de  la  Audiencia  que  las  ordene, 
serán  requeridas  por  medio  de  carta- 
orden  cuando  se  dirijan  por  el  Tribunal 
Supremo  ó  por  alguna  délas  Audiencias 
á  Juez  ó  Tribunal  inferior;  por  medio 
de  suplicatorios  {preeaíorios)  cuando 
se  dirijan  por  un  Juez  de  derecho  ú  or- 
dinario á  otro  Juez  ó  Tribunal,  ó  por  al- 
guna de  las  Audiencias  á  otro  Tribunal 
de  igual  ó  superior  categoría,  y  por  me- 
dio de  exhortos  (carias  rogatoriéts)  (1) 
cuando  vayan  dirigidas  á  un  Juez  ó  Tri- 
bunal de  otra  Nación. 

Art.  70.  Deberá  expedirse  manda- 
miento para  las  actuaciones  ó  diligen- 
cias que  hayan  de  practicarse  dentro 
de  la  jurisdicción  del  Juez  de  derecho  ú 
ordinario,  ó  dentro  del  territorio  del 
Tribunal  Supremo  ó  de  la  Audiencia 
que  los  ordene. 

§  único.— Se  practicarán  sin  necesi- 
dad de  mandamiento: 

1.®  Las  diligencias  ordenadas  por 
despachos  incluidos  en  requerimientos 
que  no  estén  en  los  autos; 


(1)    nuestra  ley  de  Enjuiciamiento  no  tiene 
término  especial  para  los  despachos  que  han  de 
dirigirse  al  extranjero,  denominándolos  exhortos 
I   ó  suplicatorios,  seg^ún  los  casos. 
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2.°  En  las  diligencias  practicadas 
por  el  Escribano  ó  Secretario  que  actúe 
en  el  pleito. 

Art.  71.  El  oficio  para  simple  cita- 
ción ó  notificación,  ó  para  fijación  de 
edictos,  se  dirigirá  al  Juez  ordinario 
donde  la  diligencia  haya  de  practicarse 
ó  al  Juez  de  dereciio  del  respectivo  dis- 
trito. 

§  1."-- Podrá,  sin  embargo,  cumpli- 
mentarse dicho  oficio  por  el  Juez  de 
cualquier  distrito  donde  se  encuentre 
la  persona  que  debTB  ser  citada  ó  notifi- 
cada. 

§  2.**— El  exhorto  para  la  citación  ó 
notificación  á  un  Juez  de  derecho  en 
funciones,  á  su  mujer  ó  á  cualquiera 
de  sus  descendientes  ó  ascendientes 
por  consanguinidad,  ó  para  la  fijación 
de  edictos  relativos,  á  cualquiera  de 
ellos,  se  dirigirá  al  Juez  de  derecho  de 
la  comarca  más  próxima,  con  arreglo 
á  lo  prescrito  en  el  art.  31. 
'  Lo  mismo  se  procederá  respecto  de 
los  Jueces  ordinarios,  debiendo  dirigir- 
se en  este  caso  el  oficio  al  Juez  del  dis- 
trito más  próximo. 

Art.  72.  El  exhorto  para  cualquiera 
otra  diligencia  que  deba  practicarse 
por  el  Juez  de  primera  instancia  se  di- 
rigirá al  de  derecho  de  la  respectiva 
comarca,  salvo  si  emanare  de  Juez  or- 
dinario en  negocio  de  su  competencia, 
porque  en  este  caso  se  dirigirá  al  Juez 
ordinario  del  juzgado  ea  que  deba  prac- 
ticarse esta  diligencia. 

Art.  73.  El  despacho  contendrá  úni- 
camente lo  que  sea  indispensable  para 
que  pueda  practicarse  la  diligencia, 
observándose  lo  siguiente: 

1."  Cuando  se  trate  de  una  citación 
al  incoarse  un  procedimiento  ó  acción, 
contendrá  sólo  la  petición  inicial,  con 
indicación  de  los  días  de  la  semana  y 
del  local  en  que  se  efectúan  las  audien- 


cias, y  llevará  los  duplicados  necesa- 
rios; 

2.*'  Cuando  se  trate  de  cualquier 
otra  citación  ó  notificación  sólo  con- 
tendrá el  requerirpiento  en  que  se  pidió 
y  el  auto  en  que  se  ordenó,  con  indica- 
ción de  los  días  de  la  semana  y  del  lo- 
cal en  que  se  verifiquen  las  audiencias, 
cuanéo  el  citado  ó  notificado  haya  de 
comparecer,  ó  en  caso  contrario,  con 
la  indicación  del  día,  hora  y  lugar  de  la 
comparecencia,  declarándose,  además, 
si  el  citado  ó  notificado  puede  incurrir, 
caso  de  falta,  en  alguna  pena; 

3.°  Cuando  tenga  por  objeto  la  fija- 
ción de  edictos,  contendrá  sólo  el  mo- 
delo de  éstos  y  la  declaración  del  plazo 
durante  el  cual  deben  estar  fijados,  y 
con  arreglo  á  este  modelo  se  mandará 
extender  los  edictos  y  serán  firmados 
por  el  Juez  á  quien  se  hubiere  remitido 
la  diligencia; 

4.**  Cuando  tenga  por  objeto  la  de- 
claración de  la  parte  ó  la  de  los  testi- 
gos, contendrá  sólo  los  nombres  de 
aquélla  y  de  éstos,  con  las  indicaciones 
que  consten  en  los  autos  respecto  de 
sus  profesiones,  domicilio  y  otras  cir- 
cunstancias que  tiendan  á  fijar  su  iden- 
tidad, y  las  de  los  extremos  sobre  que 
deben  declarar; 

5.**  Cuando  tenga  por  objeto  el  exa- 
men, la  tasación  ó  avalúo,  sólo  conten- 
drá los  nombres  y  residencia  de  los  pe- 
ritos, si  hubieren  sido  nombrados,  y  la 
declaración  especificada  del  objeto  so- 
bre que  ha  de  versar  la  diligencia; 

6.°  Cuando  tenga  por  objeto  el  ava- 
lúo en  inventario,  contendrá  sólo  el 
nombre  del  que  inventarla  ó  confiere,  y 
los  de  los  arbitros,  si  han  sido  nombra- 
dos, y  hará  á  continuación  la  relación 
de  los  bienes; 

7."  Cuando  se  trate  de  remates,  sólo 
contendrá  la  descripción  de  los  bienes. 
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con  la  declaración  del  valor  por  que  de- 
ben subastarse,  los  nombres  de  los 
acreedores  que  deben  ser  admitidos  en 
la  subasta,  con  la  declaración  del  valor 
de  sus  respectivos  créditos,  inscribien- 
do á  continuación  los  títulos  que  exis- 
tan en  la  escribanía; 

8.*^  Cuando  se  trate  de  prenda,  con- 
tendrá sólo  la  indicación  concreta  de 
ésta,  si  se  ha  constituido,  ó  en  caso 
contrario,  la  indicación  de  los  bienes 
que  han  de  ser  pignorados; 

9.**  Cuando  se  trate  de  evaluación  ó 
remate,  contendrá  sólo  el  acta  de  cons- 
titución de  prenda  y  los  nombres  de  los 
acreedores  que  puedan  ser  admitidos  á 
la  subasta,  con  la  declaración  del  valor 
de  los  respectivos  créditos,  y  se  con- 
signarán  á  continuación  los  títulos  que 
existan  en  la  escribanía. 

§  1.®— En  los  exhortos  para  declara- 
ción de  parte,  deposición  de  testigos, 
examen  ó  peritaje,  podrán  copiarse 
también  los  demás  extremos  ó  cual- 
quier otro  documento,  cuando  las  par- 
tes consintieren  expresamente  en  ello 
ó  alguna  de  ellas  lo  pidiere  á  su 
costa. 

§  2.°— En  las  cartas-órdenes  para  la 
evaluación  de  muebles  no  se  especifi- 
carán éstos,  salvo  si  hubiere  anuencia 
de  las  partes  ó  á  petición  de  una  de 
ellas,  con  la  condición  prescrita  en  el 
párrafo  anterior. 

Art.  74.  Si  existiere  en  los  autos 
algún  documento  autógrafo  que  deba 
presentarse  en  el  acto  de  practicar  la 
diligencia,  á  fín  de  que  sea  examinado 
por  las  partes,  por  los  peritos  ó  por  los 
testigos,  se  remitirá  dicho  documento 
con  la  carta-orden,  quedando  copia  en 
los  autos  y  haciéndose  mención  de  esta 
circunstancia  en  dicha  carta. 

§  único.— En  este  caso  se  remitirá  la 
orden  oficialmente  al  Juez  que  ha  de 


proceder  á  la  diligencia,  y  se  devolverá 
del  mismo  modo. 

Art.  75.  En  los  exhortos  para  cita- 
ción ó  nptificación  se  consignará  el 
plazo  dentro  del  cual  deba  comparecer 
el  citado  ó  intimado,  ó  desde  cuando  han 
de  contarse  las  audiencias  ó  el  término 
que  le  haya  asignado. 

§  1.*^— Este  plazo  correrá  desde  la  fe- 
cha de  la  citación  ó  notificación,  y  no 
puede  prorrogarse. 

§  2.®— Los  efectos  de  la  citación  ó  in- 
timación sólo  coménzai*án  á  contarse 
desde  el  día  en  que  termine  el  plazo. 

Art.  76.  En  los  exhortos  para  cual- 
quier diligencia  que  no  sea  citación  ó 
notificación,  se  declarará  el  plazo  den- 
tro del  que  deba  dárseles  cumplimiento. 

§  1.®— Este  plazo  correrá  desde  la  pu- 
blicación ó  intimación  de  la  providen- 
cia que  mande  expedir  el  exhorto,  y  no 
se  contarán  en  él  las  ferias  ni  los  días 
santificados  ó  feriados. 

^  2.**— Cuando  por  certificación  se  de- 
muestre la  imposibilidad  de  practicar 
la  diligencia  para  poder  presentar  cum- 
plimentado el  exhorto  en  el  plazo  desig- 
nsulo,  podrá  prorrogarse  éste  por  acuer- 
do del  Juez  que  hubiere  mandado  expe- 
dir el  exhorto. 

Art.  77.  Los  plazos  de  que  tratan  los 
artículos  75  y  76  serán  designados  por 
el  Juez,  teniendo  en  cuenta  la  distan- 
cia, la  facilidad  de  las  comunicaciones 
y  la  naturaleza  de  la  diligencia,  en  los 
términos  siguientes: 

1.°  En  los  exhortos  para  citación  ó 
notificación  no  podrá  el  plazo  ser  infe- 
rior á  cinco  días  ni  exceder  de  veinte, 
cuando  el  lugar  de  la  citación  ó  noti- 
ficación y  el  de  la  comparecencia  estén 
en  la  parte  continental  del  Reino  ó  en 
alguna  délas  islas  adyacentes;  no  po- 
drá ser  inferior  á  treinta  días  ni  exce- 
der de  noventa,  cuando  uno  de  estos  lu- 
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gares  esté  en  la  parte  continental  del 
Reino  y  el  otro  en  cualquiera  de  las 
islas  adyacentes^  ó  cuando  alguno  de 
ellos  esté  en  una  isla  y  el  otro  en  otra; 
y  no  podrá  ser  inferior  á  un  mes  ni  ex- 
ceder de  un  año,  cuando  el  lugar  citado 
se  halle  en  alguna  de  las  provincias  de 
Ultramar  ó  en  país  extranjero; 

2.**  En  los  exhortes  para  practicar 
cualquier  otra  diligencia  que  no  sea  de 
citación  ó  intimación,  el  plazo  no  podrá 
ser  inferior  á  veinte  días  ni  exceder  de 
cuarenta,  cuando  el  Juez  ó  Tribunal  que 
expida  el  exhorto  y  el  que  hubiere  de 
cumplimentarlo  tengan  ambos  su  resi- 
dencia en  la  parte  continental  del  Reí- 
no  ó  en  la  misma  isla  adyacente;  no 
podrá  ser  inferior  á  sesenta  días  ni  ex- 
ceder de  noventa,  cuando  uno  de  ellos 
tenga  su  residencia  en  la  parte  conti- 
nental del  Reino  y  el  otro  en  cualquiera 
de  las  islas  antedichas,  ó  cuando  uno 
la  tenga  en  una  isla  y  el  otro  en  otra;  y 
no  podrá  ser  inferior  á  sesenta  días  ni 
exceder  de  un  año,  cuando  la  diligencia 
haya  de  efectuarse  en  cualquiera  de  Jas 
provincias  de  Ultramar  ó  en  país  ex- 
tranjero. 

g  único.— -Cuando  proceda  la  prórro- 
ga, no  podrá  exceder  de  un  plazo  igual 
al  que  estaba  designado. 

Art.  78.  El  exhorto  deberá  entregar- 
se á  quien  lo  haya  solicitado,  salvo  lo 
dispuesto  en  el  párrafo  único  del  ar- 
ticulo 74  y  en  el  3.°  del  art.  248. 

§  único.— La  entrega  ó  expedición 
del  exhorto  deberá  ser  notifícada  á  la 
parte  contraria. 

Art.  79.  Los  exhortes  serán  cumpli- 
mentados en  sus  términos  precisos, 
aunque  hayan  transcurrido  los  plazos 
designados. 

Art.  80.  El  Juez  ó  Tribunal  á  quien 
se  dirija  un  exhorto  no  podrá  admi- 
tir oposición  al  cumplimiento  del  mis- 


mo, salvo  si  se  verifícase  alguna  de  las 
hipótesis  previstas  en  el  art.  87;  pero 
en  todo  caso,  cuando  lo  devuelvan 
cumplimentado,  remitirá  los  documen- 
tos y  escritos  relativos  á  la  oposición 
que  ante  él  se  había  propuesto. 

Art,  81.  Los  exhortes  para  citación 
ó  intimación  se  cumplimentarán  prece- 
diendo simplemente  auto  del  Juez  á 
quien  se  hayan  dirigido,  extendiéndose 
en  aquél  la  certificación  consiguiente. 

Art.  82.  Practicada  la  diligencia,  se 
entregará  el  exhorto  á  quien  lo  haya 
solicitado  ó  se  devolverá  al  Juez  ó  Tri- 
bunal que  lo  expidió  cuando  se  haya 
enviado  de  oficio. 

§  1.*^— Kn  el  juzgado  donde  se  cumpli- 
menta el  exhorto,  se  extenderá  y  expe- 
dirá traslado  del  acta  ó  diligencia  que 
allí  se  haya  practicado. 

§  2.'*— Las  declaraciones  de  los  testi- 
gos y  su  traslado  serán  fechadas  y  ce- 
rradas, y  el  traslado  sólo  podrá  abrir- 
se á  petición  del  Juez  que  entienda  en 
el  negocio. 

§  3.**— De  los  exhortes  para  citación 
ó  notificación  no  se  extenderá  trasla- 
do alguno. 

Art.  83.  La  expedición  del  exhorto 
no  obsta  para  que  prosigan  las  diligen- 
cias que  no  dependan  en  absoluto  de 
la  pedida;  pero  no  podrá  dictarse  reso- 
lución sino  después  de  devuelto  aquél 
ó  de  haber  espirado  el  plazo  concedido 
para  su  devolución. 

§  único.— El  exhorte  devuelto  después 
de  haber  espirado  el  pi^izo  deberá,  sin 
embargo,  recibirse,  si  no  se  hubiere  fa- 
llado todavía  el  negocie. 

Art.  84.  Si  se  concediere  prórroga 
del  plazo,  con  arreglo  á  lo  prescrito  en 
el  art.  76.  para  la  presentación  del 
exhorto  expedido  á  alguna  de  las  pro- 
vincias ultramarinas  ó  á  país  extran- 
jero, seguirá  sus  trámites  el  negocio 
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hasta  el  final,  sin  tener  en  cuenta  di- 
cho plazo;  pero  si  se  presentare  el 
exhorto  dentro  de  aquél  y  ya  se  hubie- 
re dictado  sentencia,  será  revisada  en 
los  términos  siguientes: 

§  1.°— Si  el  negocio  estuviere  en  pri- 
mera instancia^  será  revisada  la  sen- 
tencia por  el  Juez  cuando  se  presente 
el  exhorto  cumplimentado. 

§  g.**— Si  el  pleito  estuviere  en  segun- 
da instancia,  se  unirá  á  él  el  exhorto» 
y  el  Tribunal  apreciará  el  resultado  de 
la  diligencia,  ya  conociendo  del  recur- 
so, si  no  hubiere  resuelto  en  definitiva, 
ya  revisando  la  sentencia  si  la  hubiere 
dictado. 

§3.*^— Si  el  pleito  estuviere  pendiente* 
de  recurso  en  el  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  deberá  unirse  el  exhorto,  cual- 
quiera que  sea  el  estado  del  recurso,  y 
aunque  ya  esté  decidido,  bajarán  los 
autos  á  la  Audiencia  para  revisar  allí 
la  sentencia  en  un  nuevo  juicio  por  los 
mismos  Magistrados  y  por  los  demás 
que  sean  necesarios. 

§  4.®— Lo  dispuesto  en  este  artículo 
no  es  aplicable  á  los  pleitos  en  que  no 
se  escriban  las  declaraciones,  y  el  fa- 
llo sólo  podrá  dictarse  después  de  pre- 
sentados el  exhorto  6  de  haber  termi- 
nado el  plazo. 

Sección  segunda 

De   las   cartas-órdenes 

Art.  85.  Las  ^  cartas-órdenes  se  ex- 
tenderán én  nombre  del  Rey  y  serán 
firmadas  por  el  Juez  instructor  y  por  el 
Escribano. 

Sección  tercera 

De  loa  exhortes  (cartas  precatorias) 

Art.  86.    Los  exhortos   se  expedirán 


en  nombre  del  Rey,  é  irán  firmados 
por  el  Juez  de  derecho,  por  el  ordinario 
ó  por  el  instructor,  y  por  el  Escribano. 

Art.  87.  El  Juez  ó  Tribunal  á  quien 
vaya  dirigido  un  exhorto,  sólo  podrá 
dejar  de  cumplimentarlo  en  cualquiera 
de  los  casos  siguientes: 

1.®  Si  fuere  incompetente  para  prac- 
ticar la  diligencia  pedida; 

2.®  Si  se  le  pidiere  una  cosa  absolu- 
tamente prohibida  por  la  ley; 

3.**  Si  el  acto  llevare  consigo  ejecu- 
ción de  sentencia  de  un  Tribunal  ex- 
tranjero que  no  aparezca  revisada  y 
confirmada  por  el  Tribunal  portugués 
competente. 

Sección  cuarta 

De  los  suplicatorios  (cartas  rogatorias) 

Art.  88.  A  los  suplicatorios  expedi- 
dos por  Jueces  ó  Tribunales  portugue- 
ses será  aplicable  lo  dispuesto  en  el 
artículo  86. 

Art.  89.  Los  suplicatorios  emana- 
dos de  Autoridades  extranjeras  serán 
recibidos  por  la  vía  diplomática,  y  no 
se  les  dará  cumplimiento  sin  oir  pre- 
viamente al  Ministerio  público. 

§  1.°— Remitido  el  suplicatorio  á quien 
corresponda,  se  dará  vista  de  él  al  Mi- 
nisterio público  por  cuarenta  y  ocho 
horas,  é  inmediatamente  decidirá  el 
Juez  si  se  le  debe  dar  ó  no  cumpli- 
miento. 

§  2.°--Corresponde  al  Ministerio  pú- 
blico fiscalizar  el  cumplimiento  de  los 
suplicatorios,  pudiendo  interponer  re- 
curso de  agravio  contra  los  autos  que 
se  dicten. 

§  3.— El  recurso  de  agravio  que  con- 
tra el  auto  que  manda  cumplimentar 
el  suplicatorio  interponga  el  Ministerio 
público,  tendrá  efecto  suspensivo. 
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§  4.*— Las  citaciones  y  notificaciones 
á  que  haya  de  precederse  se  harán  por 
el  Escribano  ó  por  el  Oficial  mayor  (de 
diligencias),  en  la  forma  prescrita  en 
los  artículos  179  y  180. 

§  5.®— En  las  Cámaras  de  Lisboa  y 
Oporto  estará  representado  el  Ministe- 
rio público  por  los  Curadores  generales 
de  huérfanos  cuando  el  acto  de  que  se 
trata  tenga  alguna  relación  con  éstos. 

Sección  quinta 

De   los   mandamientos 

Art.  90.  Los  mandamientos  se  exten- 
derán en  nombre  del  Juez  de  derecho  ú 
ordinario  ó  en  el  del  Juez  instructor,  se- 
rán rubricados  por  él  y  firmados  por  el 
Escribano. 

Art.  91.  El  mandamiento  sólo  con- 
tendrá la  indicación  de  la  orden  del 
Juez  en  las  declaraciones  indispensa- 
bles para  su  cumplimiento,  observán- 
dose lo  siguiente: 

1.**  Cuando  tenga  por  objeto  una  ci- 
tación ó  comenzar  alguna  acción,  sólo 
contendrá  los  nombres  de  las  partes, 
con  indicación  de  los  días  de  la  semana 
y  del  local  en  que  se  verifiquen  las  au- 
diencias, y  se  entregarán  los  respecti- 
vos duplicados  del  mandamiento  al  em- 
pleado que  se  encargue  de  practicar  la 
diligencia; 

2.®  Cuando  tenga  por  objeto  cual- 
quier otra  citación  ó  intimación  de  una 
parte,  sólo  contendrá,  además  de  los 
nombres  de  las  partes,  la  indicación 
del  objeto  de  la  citación  ó  intimación,  y 
del  día,  hora  y  lugar  de  la  comparecen- 
cia, así  como  también  la  declaración 
expresa  de  cualquier  pena  en  que  pueda 
incurrir  el  citado  ó  notificado; 

3."  Cuando  tenga  por  objeto  convo- 
car al  consejo  de  familia,  contendrá  sólo 


los  nombres  de  las  personas  que  deben 
ser  citadas,  con  indicación  del  objeto 
para  que  se  convoca  al  consejo,  y  el  lo- 
cal, día  y  hora  en  que  hade  reunirse; 

4.**  Cuando  tenga  por  objeto  la  ci- 
tación de  testigos,  peritos,  arbitros  ó 
cualesquieraotras  personas  que  no  sean 
parte  en  el  pleito,  contendrá  sólo  los 
nombres  de  las  partes  y  los  de  las  per- 
sonas que  deben  ser  citadas,  con  decla- 
ración de  la  cualidad  en  que  éstas  son 
llamadas  á  juicio,  y  el  día,  hora  y  lugar 
en  que  deben  comparecer; 

5.°  Cuando  se  trate  de  prenda,  con- 
tendrá sólo  la  indicación  de  los  bienes 
que  han  de  ser  pignorados,  y  se  especi- 
ficarán los  que  ya  sean  objeto  del  li- 
tigio; 

6."  Cuando  tenga  por  objeto  la  for- 
mación de  inventario,  contendrá  los 
nombres  de  los  peritos  y  el  de  quien 
practica  el  inventario,  uniendo  á  éste  la 
relación  de  los  bienes; 

7.''  Cuando  tenga  por  objeto  cual- 
quier otra  evaluación,  sólo  contendrá, 
además  de  los  nombres  de  los  peritos, 
la  indicación  de  los  bienes,  especifican- 
do los  que  ya  estuviesen  en  los  autos. 

§l.®^Cuando  se  expida  mandamien- 
to para  notificación  á  las  partes,  cual- 
quier auto  ó  sentencia,  se  entregará  al 
empleado  que  se  encargue  de  evacuar 
esta  diligencia  una  copia  del  auto  ó 
sentencia,  escrita  y  firmada  por  el  Es- 
cribano, y  también  se  entregará  otra 
copia  igual  de  cualquier  pieza  de  los 
autos  á  que  el  notificado  deba  contes- 
tar cuando  esto  sea  necesario.  Estas 
copias  serán  entregadas  al  notificado 
por  el  funcionario  encargado  de  la  no- 
tificación. 

§2.**— Está  prohibido  transcribir  en 
los  mandamientos  cualquier  pieza  de 
los  autos. 

Art,  92.    Las  diligencias  ó  actuacio- 
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nes  delegadas  en  el  Juez  ordinario, 
serán  practicadas  en  vista  del  manda- 
miento del  Juez  de  derecho. 

§  1,®— "Para  recibir  juramento  á  los 
arbitros,  tutores  y  curadores,  sólo  con- 
tendrá el  mandamiento  indicación  de 
los  nombres  y  residencia  de  las  perso- 
nas que  han  de  prestarlo  y  la  calidad 
en  que  deben  hacerlo,  y  la  de  cuales- 
quiera declaraciones  especiales  que 
deban  prestar  en  ese  acto. 

§  2.®— Para  el  inventario  y  evaluación 
de  los  bienes  sólo  contendrá  el  man- 
damiento la  declaración  de  los  nombres 
y  residencia  del  causante  de  la  heren- 
cia y  del  poseedor  de  los  bienes,  y  en 
cuanto  á  la  situación  de  éstos,  las  indi- 
caciones y  noticias  que  consten  en 
autos. 

§  3.® — En  los  mandamientos  de  rema- 
te se  observará  lo  dispuesto  en  el  nú- 
mero 7.''  del  art.  73. 

§  4.*"— El  Juez  ordinario  designará  por 
auto  transcrito  en  el  mandamiento,  in- 
dependientemente de  otros  extremos,  el 
día  en  que  ha  de  practicarse  la  diligen- 
cia delegada,  y  las  notificaciones  que 
sean  necesarias  se  harán  por  el  mismo 
mandamiento. 

§  5.°— Practicada  la  diligencia,  se  de- 
volverá el  rollo  al  Juez  de  derecho,  sa- 
tisfechas las  costas,  que  deberán  pa- 
garse inmediatamente,  y  sin  quedar 
traslado  alguno. 

CAPÍTULO  V 

De  los  requerimientos,  articulaciones, 
alegaciones,  despachos  y  sentencias 

Art.  93.  Los  requerimientos  para  in- 
coar una  acción,  las  contestaciones  y 
cualesquiera  otros  artículos,  las  minu- 
tas y  recursos  y  las  alegaciones  pres- 
critas, no  se  recibirán  en  juicio  sin  ir 


firmadas  con  el  nombre  del  Abogado,  ó 
el  del  Procurador  si  no  hubiere  Aboga- 
do, y  por  la  parte  cuando  no  haya  Pro- 
curador en  los  autos. 

Todos  los  demás  requerimientos  po- 
drán ir  firmados  por  las  partes  ó  por 
sus  Procuradores. 

§  único. —Podrán  hacerse verbalmen- 
te  los  requerimientos  para  citar  en  au- 
diencia, y  cualesquiera  otros  que  de- 
ban mencionarse  en  las  actas. 

Art.  94.  Cuando  intervengan  en  el 
mismo  negocio  diferentes  demanda- 
dos, podrá  cada  cual  articular  por  se- 
parado. 

Art.  95.  Las  sentencias  y  autos  se- 
rán escritos,  fechados  y  firmados  por 
los  respectivos  Jueces, 

§  1.®— Los  acuerdos  serán  escritos  y 
fechados  por  el  Juez  competente  y  fir- 
mados por  él  y  por  los  demás  Jueces 
que  hubiesen  tomado  parte  en  la  dis- 
cusión, ó  por  los  que  fallaren  ó  estu- 
vieren presentes  en  la  sesión  en  que  se 
publique  el  acuerdo. 

§  2.**— Las  sentencias  llevarán  la  fir- 
ma entera. 

Art.  96.  Los  acuerdos,  sentencias  y 
autos  decretados  sobre  cualquier  de- 
manda ó  sobre  alguna  duda  suscitada 
durante  el  procedimiento,  serán  siem- 
pre fundados,  ora  sea  el  acuerdo  afir- 
mativo ó  negativo. 

Art.  97.  Los  Jueces  no  podrán  dejar 
de  juzgar,  á  pretexto  de  falta  ú  oscu- 
ridad de  la  ley,  falta  de  prueba  ó  por 
cualquier  otro  motivo,  salvo  lo  dispues- 
to en  el  art.  235,  que  les  permite  orde- 
nar un  reconocimiento  ó  examen  peri-. 
cial  en  cualquier  estado  del  pleito. 

Art.  98.  Los  Abogados  ó  Procurado- 
res que  de  palabra  ó  por  escrito  falten 
al  respeto  debido  al  Tribunal  ó  las  le- 
yes, serán  amonestados  por  el  Juez  ó 
Presidente,  que  podrá,  además,  mandar 
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borrar  las  expresiones  ofensivas  y  re- 
tirarles la  palabra  en  el  informe  oral, 
sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  la  le- 
gislación penal.  • 

§  1/— En  los  pleitos  pendientes  en 
las  Audiencias  ó  en  el  Tribunal  Su- 
premo, sólo  por  providencia  ú  auto 
acordado  podrá  mandarse  borrar  lo 
escrito  ó  suspender  al  Abogado  ó  Pro- 
curador. 

§  2.**— Contra  las  decisiones  dictadas 
en  primera  ó  segunda  instancia,  en 
cualquiera  de  estos  casos  podrá  inter- 
ponerse recurso  de  agravio  con  efecto 
suspensivo;  de  los  del  Tribunal  Supre- 
mo el  recurso  de  oposición. 

Art.  90.  Los  autos  sólo  podrán  con- 
tinuar con  vista  al  Ministerio  público  y 
á  los  Abogados  de  las  partes  y  á  sus 
Procuradores  en  los  juicios  en  que  no 
haya  Abogados,  y  unos  y  otros  están 
obligados  á  entregarlos  en  el  día  en 
que  espire  el  plazo,  salvo  si  la  parte 
contraria,  en  requerimiento  firmado  por 
ella  ó  por  su  Procurador,  conviniere  en 
que  Sé  dé  mayor  plazo. 

§  1. — No  podrá  continuar  el  procedi- 
miento con  vista  al  Abogado  ó  Procu- 
rador que  no  haya  elegido  domicilio  en 
la  capital  del  distrito  ó  dentro  del  Juz- 
gado donde  se  tramite  el  pleito. 

§  2.^— Dentro  de  los  tres  días  después 
«le  terminado  el  plazo  legal  recogerá  el 
Escribano  los  autos,  independiente- 
mente de  lo  mandado,  ó  presentará  cer- 
tificación de  haber  citado,  con  arreglo 
á  lo  que  prescribe  el  art.  189,  al  Aboga- 
do ó  al  Procurador,  para  la  entrega  de 
los  autos,  con  la  declaración  de  no  ha- 
ber sido  entregados. 

§  3.**— El  Abogado  ó  Procurador  que 
transcurridos  dos  días  después  de  ve- 
rificada la  citación,  según  lo  prescrito 
en  el  párrafo  2.*',  no  haya  hecho  en- 
trega de  los  autos  en  la  escribanía, 


incurrirá  en  la  multa  de  50.000  reis. 

§  4."— En  caso  de  no  hacer  la  entre- 
ga en  un  plazo  que  exceda  de  cinco 
días,  incurrirá  en  doble  multa  y  en  sus- 
pensión por  un  mes. 

§  5.**-— Si  transcurrido  el  mes  no  hu- 
biese verificado  aún  la  entrega,  conti- 
nuará suspensa  hasta  que  la  verifique. 

§  6.°— El  importe  de  las  multas  nun- 
ca podrá  exceder  del  valor  del  pleito. 

§7.**— El  Abogado  ó  Procurador  que 
deje  de  entregar  los  autos  dentro  del 
plazo  legal,  habiéndole  sido  pedidos,  no 
podrá  volver  á  examinarlos  sino  en  la 
escribanía,  si  así  lo  pidiere  la  parte 
contraria. 

§  8.°— Si  el  representante  del  Minis- 
terio público  no  devolviere  los  autos 
en  el  plazo  legal,  procederá  el  Escriba- 
no en  la  forma  prescrita  en  ej  párra- 
fo 2.**  y  entregará  á  la  parte  la  certifi- 
cación y  declaración  á  que  el  mismo 
párrafo  se  refiere  para  que  aquélla  pue- 
da quejarse  á  la  Autoridad  competente. 

§  9.**— Los  Jueces  podrán  conceder  al 
Ministerio  público  una  prórroga  del 
plazo  por  igual  tiempo,  cuando  los  mu- 
chos asuntos  del  servicio  lo  hagan  ne- 
cesario, si  pidieran  la  prórroga  antes 
de  terminar  el  primer  plazo. 

§  10.— Los  representantes,  del  Minis- 
terio público  en  los  negocios  en  que 
intervengan  como  Abogados  de  una 
parte,  quedan  sujetos  á  las  mismas 
disposiciones  que  se  aplican  á  los  Abo- 
gados. 

§  11.— Las  disposiciones  de  este  ar- 
tículo no  obstan  á  lo  que  proceda  con 
arreglo  á  las  leyes  penales. 

Art.  100.  Los  Jueces  deberán  entre- 
gar los  autos  con  sus  providencias, 
sentencias  y  acuerdos,  dentro  de  los 
plazos  consignados  en  este  Código. 

§  1.°— A  falta  de  disposición  especial, 
será  de  treinta  días  para  las  senten- 
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cías,  proyectos  y  acuerdos  definitivos, 
y  de  diez  días  para  los  autos  interlocu- 
torios. 

§  2.°— Para  todos  los  efectos,  se  des- 
contarán á  los  Jueces,  del  tiempo  de 
servicio,  los  días  que  excedieren  de  es- 
tos plazos  sin  dictar  las  resoluciones 
que  proceden - 

§3.®- A  falta  de  cumplimiento  de  lo 
dispuesto  en  este  artículo  y  su  párra- 
fo 1.",  si  el  pleito  estuviere  pendiente 
ante  el  Juez  ordinario  ó  el  de  derecho, 
podrá  la  parte  pedir  al  Juez  ó  al  Tribu- 
nal superior  que,  oído  el  inferior  en 
plazo  corto,  ordene  el  envío  de  los  au- 
tos al  Juzgado  ó  Tribunal  más  próxi- 
mo, á  fin  de  que  éste  dicte  la  sentencia 
ó  providencia  que  proceda  y  prosiga 
las  actuaciones;  y  si  el  pleito  se  halla- 
re en  la  Audiencia  ó  en  el  Tribunal  Su- 
premo, podrá  pedir  la  parte,  al  respec- 
tivo Presidente,  la  reunión  del  Tribu- 
nal, á  fin  de  decidir  que  prosigan  las 
actuaciones  pasando  á  otro  ponente. 

Art.  101.  El  Escribano  ó  Secretario, 
cuando  el  negocio  esté  en  condiciones 
de  ultimarlo  6  dictar  sentencia,  deberá 
darlo  por  concluso  en  el  plazo  de  cua- 
renta y  ocho  horas. 

§  1.**— El  Escribano  ó  Secretario  que 
dejare  de  cumplir  lo  anteriormente  dis- 
puesto será  por  primera  vez  multado 
en  10.000  reis,  la  segunda  será  multado 
en  20  000  y  suspendido  hasta  por  seis 
meses,  y  á  la  tercera  será  destituido. 

§  2.**->La  pena  de  suspensión  no  será 
impuesta  sin  oir  previamente  al  fun- 
cionario en  el  término  de  cuarenta  y 
ocho  horas. 

§  3.**— Las  penas  de  multa  y  de  sus- 
pensión en  el  Tribunal  Supremo  y  en 
las  Audiencias  se  impondrán  por  auto 
acordado. 

§  4.°— Del  auto  que  en  primera  ó  se- 
gunda instancia  imponga  la  pena  de 


suspensión,  podrá  interponerse  recur- 
so de  agravio  con  efecto  suspensivo. 

Art.  102.  De  todos  los  negocios  en 
que  se  dicte  una  resolución  ó  sentencia 
definitiva,  después  de  hecha  la  corres- 
pondiente notificación  á  las  partes,  y 
expedir  traslado,  si  hubiere  lugar  ¿l 
ello,  continuará  dándose  vista  al  Mi- 
nisterio público  por  veinticuatro  horas. 

§  único.— El  Escribano  ó  Secretario 
que  deje  de  cumplir  lo  dispuesto  en  este 
artículo  incurrirá  en  las  penas  consig- 
nadas en  el  anterior. 

Art.  103.  El  Ministerio  público  exa- 
minará si  los  Jueces  han  dejado  de 
cumplir  lo  dispuesto  en  los  artículos  96 
y  100,  y  dará  parte  á  la  Secretaría  de 
Justicia  y  al  Presidente  del  Tribunal 
Supremo  de  todas  las  faltas  que  no- 
tare. 

§  1.**— Los  partes  á  que  se  refiere  este 
artículo  se  darán  para  los  efectos  de  la 
promoción  y  del  sueldo. 

§  2.^— El  Ministerio  público  dará  á  la 
vez  conocimiento  al  Juez  del  parte  que 
haya  dado,  con  arreglo  á  este  artículo, 
á  fin  de  que  aquél  alegue  ante  quien 
corresponda  lo  que  tenga  por  conve- 
niente. 

§  3.*^— El  Ministerio  público  examina- 
rá también  si  los  Escribanos,  Secreta- 
rios y  demás  empleados  judiciales  de- 
jan de  cumplir  las  obligaciones  im- 
puestas en  este  Código;  pedirá  que  sean 
condenados  á  las  penas  de  multa  y  sus- 
pensión en  que  hayan  incurrido,  cuan- 
do los  Jueces  no  se  las  hayan  impues- 
to, y  dará  parte  á  la  Secretaría  de  Jus- 
ticia de  todas  las  faltas  que  encuentre, 
remitiendo  las  certificaciones  respecti- 
vas cuando  el  empleado  haya  incurrido 
en  la  pena  de  destitución. 
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CAPÍTULO  VI 

De  las  costas  y  multas 

Sección   primera 

De  las  costas 

Art.  104.  La  sentencia  ó  resolución 
que  ponga  término  al  pleito  ó  á  cual- 
quiera de  los  incidentes  ó  recursos, 
condenará  en  costas  á  la  parte  venci- 
da, en  la  proporción  en  que  lo  fuere. 

§  1.*'— Las  sentencian  del  Tribunal 
Supremo  sólo  condenarán  en  costas: 

1."  En  los  pleitos  en  que  le  corres- 
ponda conocer  en  única  instancia  ó  en 
apelación; 

2."  Cuando  denieguen  el  recurso  ó 
anulen  todo  lo  actuado; 

3.°  Cuando  juzguen  el  desistimien- 
to, la  transacción  ó  la  confesión. 

§  2.**— Las  costas  de  habilitación  no 
impugnadas  se  pagarán  por  quien  la 
haya  pedido;  pero  al  final  se  incluirán 
en  las  del  pleito. 

Art.  105.  Las  costas  causadas  ante 
el  Juez  de  paz  se  incluirán  en  el  pleito 
que  sea  objeto  de  la  conciliación,  con 
arreglo  á  lo  prescrito  en  el  artículo  an- 
terior. 

Art.  106.  En  las  demandas  en  que  no 
haya  contestación  ú  oposición  y  que  no 
tengan  por  objeto  hacer  efectiva  algu- 
na obligación,  pagará  el  actor  las 
costas. ' 

Art,  107.  En  las  demandas  de  inter- 
dicción pagará  las  costas  el  interdicto, 
si  fuere  juzgada  procedente,  y  por  el 
requirente  en  caso  contrario. 

Art.  108.  En  las  acciones  de  reden- 
ción de  foros  ó  censos  y  en  las  de  re- 
ducción de  prestaciones  inciertas  á 
prestaciones  ciertas  y  determinadas. 


se  pagarán  las  costas  por  los  foreros  ó 
censatarios  en  la  proporción  áef  las 
cuotas  que  les  correspondan;  pero  si 
hubiere  oposición,  las  costas  de  ésta 
serán  pagadas  por  el  vencido,  en  la 
proporción  en  que  lo  fuere. 

Art  109.  En  las  acciones  de  demar- 
cación y  deslinde  pagará  el  actor  las 
costas;  pero  si  hubiere  oposición,  las 
costas  causadas  por  ésta  serán  paga- 
das por  el  vencido  en  la  proporción  en 
que  lo  fuere. 

§  único.— En  el  caso  previsto  en  el 
articulo  740,  las  costas  serán  pagadas 
en  proporción  por  todos  los  intere- 
sados. 

Art.  110.  En  las  acciones  de  caduci- 
dad ó  mudanza  de  servidumbre  pagará 
el  actor  todas  las  costas;  pero  si  hubie- 
re oposición,  pagará  las  de  ésta  el  ven- 
cido, en  la  proporción  en  que  lo  fuere. 

Art.  111.  Cuando  termine  el  pleito 
por  desistimiento  ó  allanamiento  á  la 
demanda,  pagará  las  costas  la  parte 
que  desistió  ó  se  allanó;  y  si  terminare 
por  transacción,  se  pagarán  las  costas 
por  partes  iguales  si  no  hubiese  acuer- 
do en  contrario. 

§  único.— El  que  desistiere  de  parte 
de  lo  pedido  ó  se  allanare  en  parte,  pa- 
gará de  las  costas  devengadas  la  cuota 
proporcional  á  la  parte  de  que  hubiere 
desistido  ó  á  que  se  hubiere  allanado. 

Art.  112.  Las  costas  del  inventario 
se  pagarán  por  los  herederos,  por  el 
mejorado  y  por  el  cónyuge  supervi- 
viente, ó  por  los  legatarios,  en  el  caso 
previsto  en  el  art.  1.794  del  Código  civil, 
en  la  proporción  de  lo  que  reciban. 

§  1.**— Los  gastos  del  inventario  por 
separación  de  bienes  entre  los  cónyu- 
ges serán  de  cuenta  del  vencido. 

§  2.®— A  las  costas  y  gastos  de  los  in- 
cidentes y  recursos  es  aplicable  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  anteriores. 
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Art.  113.  En  los  pleitos  de  ejecución 
serán  las  costas  de  cuenta  del  ejecuta- 
do, pero  á  las  de  los  incidentes  y  recur- 
sos serán  aplicables  las  reglas  prescri- 
tas en  los  artículos  anteriores. 

Art.  114.  En  los  litigios  promovidos 
por  el  Ministerio  público,  no  estará 
éste  obligado  á  hacer  depósito  alguno, 
y  las  costas  se  pagarán  al  ñnal  por  la 
otra  parte  si  fuere  vencida,  ya  sea  actor 
ó  demandado. 

Art.  115.  No  entrarán  en  la  cuenta 
de  las  costas  y  gastos  las  diligencias  y 
actuaciones  que  según  este  Código  no 
sean  necesarios  parala  marcha  regular 
del  procedimiento  ni  los  escritos  su- 
pérfluos. 

§  1.°— Las  actuaciones  ó  diligencias 
que  no  siendo  necesarias  para  la  mar- 
cha regular  del  procedimiento  sean 
exigidas  por  alguna  délas  partes,  serán 
de  cuenta  del  que  las  haya  pedido;  pero 
las  que  siendo  necesarias  hubieren  sido 
pagadas  por  la  parte  vencedora,  for- 
marán parte  de  las  costas;  así  como  los 
gastos  de  los  documentos  que  hubiere 
aportado  á  los  autos,  si  no  fueran  im- 
pertinentes. 

§  2.°— La  sentencia  declarará  qué  do- 
cumentos no  deben  entrar  en  las  costas. 

§  3.°— Si  surgiere  alguna  duda,  infor- 
II. aran  los  contadores  y  el  Juez  resol- 
verá con  audiencia  de  los  interesados 
y  del  Ministerio  público,  respondiendo 
cada  uno  en  el  término  de  veinticuatro 
horas.  . 

Art.  116.  Las  costas  de  las  diligen- 
cias ó  actuaciones  judiciales  que  sea 
necesario  repetir  por  culpa  de  algún 
funcionario,  serán  pagadas  por  éste,  y 
responderá,  además,  de  cualquier  per- 
juicio que  resulte. 

Art.  117.  Las  costas  que  resulten  del 
aplazamiento  de  cualquier  diligencia 
judicial  que  deje  de  practicarse  por  fal- 


ta de  la  persona  que  debía  compare- 
cer, serán  pagadas  por  ella,  salvo  si 
probare  algún  impedimento  legítimo. 

§  único.— Si  la  falta  se  cometiere  por 
más  de  una  persona,  serán  condenadas 
todas  solidariamente  en  las  costas, 
quedando  á  salvo,  á  la  que  pague,  el 
derecho  de  exigir  á  las  demás  la  cuota 
que  les  corresponda. 

Art.  118.  En  los  recursos  serán  con- 
denados en  costas  ios  Jueces,  además 
de  estar  sujetos  á  la  responsabilidad 
por  daños  y  perjuicios  cuando  la  deci- 
sión sea  contraría  á  la  ley. 

Art.  119.  El, Escribano,  Secretario  ú 
otro  funcionario  judicial  que  reciba, 
sin  estar  tasados,  honorarios  que  de- 
ben serlo  con  arreglo  á  los  aranceles 
judiciales,  será  multado  por  primera 
vez  en  10.000  reis,  por  la  segunda  en 
20.000  reis  y  suspenso  por  seis  meses, 
y  por  la  tercera  será  destituido. 

§  1.°— En  igual  pena  incurrirá  el  Escri- 
bano, Secretario  ó  cualquier  otro  fun- 
cionario judicial  que  reciba  honorarios, 
costas  ó  anticipo  sin  consignar  en  la 
diligencia  respectiva  la  nota  de  lo  reci- 
bido. 

§  2.°— A  las  penas  de  multa  y  suspen- 
sión será  aplicable  lo  dispuesto  en  los 
párrafos  2.°,  3.**  y  4.®  del  art.  101. 

Art.  120.  El  tasador  (contador)  que 
incluyere  escritos  supérfluos  ó  costas 
indebidas  será  multado,  por  la  primera 
vez  en  1.000  á  10.000 reis,  por  la  segunda 
de  10.000  á  20.000  y  suspenso  hasta  por 
seis  meses,  y  por  la  tercera  será  desti- 
tuido. 

§1.°— En  igual  pena  incurrirá  el  ta- 
sador que  demore  formal  la  cuenta  de 
gastos  ó  cualquier  liquidación  por  más 
de  cinco  días,  pudiendo,  sin  embargo, 
el  Juez  prorrogar  este  plazo  cuando  sea 
indispensable. 

§2.°— A  las  penas  de  multa  y  suspen- 
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sión  deberá  aplicarse  lo  dispuesto  en 
los  párrafos  2.^  3.*»  y  4.*»  del  art.  101. 

Sección  segunda 

De  ]nn  multas 

Art.  121.  Cuando  el  Juez  entienda 
que  la  parte  vencida  litigó  de  mala  fe, 
le  impondrá  en  la  sentencia  la  multa 
del  10  por  100  del  valor  de  lo  que  se  li- 
tigue. 

§  1.°— Cualqdiera  que  sea  el  valor  ó 
importe  de  la  condena,  la  multa  no  po- 
drá exceder  de  un  millón  de  reis. 

§  2.**— Cuando  haya  varias  partes  en 
el  pleito,  pagarán  una  sola  multa,  dis- 
tribuida en  la  proporción  correspon- 
diente, y  si  alguno  quedare  exceptuado 
ó  exento,  caducará  la  parte  respectiva. 

Art.  122.  Cuando  se  trate  de  autos 
ejecutivos,  sólo  tendrá  lugar  la  impo- 
sición de  la  multa  á  que  en  el  artículo 
anterior  se  refiere: 

1.®  En  los  embargos  contra  el  eje- 
lado; 

2.°    En  los  embargos  contra  tercero. 

§  1.**— El  actor  que  sea  vencido  en  los 
embargos  contra  terrero  no  pagará 
multa. 

§  2.*^— Es  aplicable  á  estas  multas  lo 
demás  que  queda  dispuesto  en  el  ar- 
tículo anterior. 

Art.  123.    Están  exentos  de  multa: 

1.°  El  Estado,  las  corporaciones 
municipales  y  las  juntas  de  parroquia; 

2.^  Los  establecimientos  y  asocia- 
ciones de  beneficencia; 

3.°  Los  menores,  los  interdictos,  las 
personas  inciertas  y  los  ausentes,  así 
como  también  las  personas  que  pidan 
en  nombre  ó  en  beneficio  de  dichas  en- 
tidades; 

4.*^    Los  cónyuges  en  los  pleitos  que 
entre  sí  tuvieren. 
Tomo  VIL— Instituciones  jurídicas. 


Art.  124.  En  las  acciones  se  regula- 
rá la  multa  por  el  valor  de  ellas;  pero 
cuando  no  pudiere  determinarse  en 
esta  forma,  podrá  haber  mediado  con- 
dena ó  absolución  sólo  en  parte,  ó 
cuando  el  Ministerio  público  entienda 
que  el  valor  lesiona  al  Estado,  se  liqui- 
dará la  multa  por  partes  en  la  ejecu- 
ción respectiva. 

§  1.**-  La  multa  en  los  embargos  del 
ejecutado  se  regulará  por  el  valor  de 
la  ejecución. 

§  2."— En  los  embargos  contra  terce- 
ro se  regulará  la  multa  por  el  valor  de 
los  bienes  á  que  aquéllos  se  refieran,  ó 
por  el  de  la  ejecución  cuando  sea  me- 
nor éste. 

Art.  125.  Lí\s  multas  que  excedan 
de  100.000  reis  ingresarán  en  las  arcas 
del  Estado,  y  las  que  no  excedan  de 
aquella  cuantía  se  considerarán  como 
costas  y  serán  aplicadas  á  los  gastos 
y  obras  del  Tribunal  donde  se  haya 
fallado  el  pleito  en  primera  instancia. 

Art.  126.  En  los  casos  previstos  en 
los  artículos  121  y  122,  condenará  el 
Juez  también  á  la  parte  vencida  á  pa- 
gar á  la  otra  una  indemnización,  que 
ésta  designará  en  cantidad  fija. 

§  1.''— La  indemnización  nunca  podrá 
exceder  del  doble  de  las  costas,  y  que- 
dará reducida  á  esta  importancia  cuan- 
do por  la  cuenta  final  se  vea  que  era 
mayor  la  suma  propuesta. 

§  2."— En  esta  indemnización  no  es- 
tarán comprendidas  las  costas  del 
pleito. 

Art.  127.  Todas  las  demás  multas 
impuestas  por  la  ley  ó  por  acuerdo  ju- 
dicial, por  omisión  ó  faltas  cometidas 
en  las  actuaciones,  serán  impuestas 
por  auto  del  Juez  ó  por  acuerdo,  si  el 
pleito  se  tramitare  en  alguno  de  los 
Tribunales  superiores. 

§  únioo.— Toda  oposición  se  deducirá 
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por  medio  de  inter'Uctos  {embargos)  en 
la  ejecución. 

CAPÍTULO  Vil 

De   las   nulidades 

Art.  128.  Será  nulo  el  procedimien- 
to cuando  se  omita  algún  trámite  pres- 
crito en  la  ley,  cuando  se  practique  al- 
gún sucto  ó  diligpncia  q^ie  la  ley  no  ad- 
mita, ó  cuando  se  efectúe  sin  las  for- 
malidades legales. 

Art.  120.  Las  nulidades  son  subsa- 
nables  ó  insubsanables. 

§  1.**— Las  nulidades  insubsanables 
hacen  nulo  todo  lo  actuado  desde  que 
tuvieron  lugar. 

§2.^— Las  subsanables  sólo  anulan 
el  acto  á  que  se  refieran  y  las  diligen- 
cias y  actuaciones  subsiguientes  que 
de  él  dependan  en  absoluto. 

Art.  130.  La  ley  sólo  considera  in- 
subsanables las  nulidades  siguientes: 

1.°  La  improcedencia  (inepiidao)  de 
la  demanda  en  que  se  proponga  la 
acción; 

2.**  La  falta  de  primera  citación; 
poro  después  de  la  sentencia  final,  esta 
falta  sólo  constituirá  nulidad  cuando 
sea  invocada  por  la  persona  contra 
.quien  fué  dictada  la  sentencia,  en  todo 
ó  en  parte,  sin  haber  sido  citada,  ó  por 
sus  representantes; 

3.**  La  faltado  intervención  del  Mi- 
nisterio público  en  los  pleitos  en  que  la 
ley  lo  exija; 

4.®  La  falta  do  repartimiento,  cuan- 
do de  éste  dependa  la  competencia  del 
Juez;  poro  cl  error  en  el  repartimiento 
no  equivale  á  su  falla; 

5."  El  empleo  de  procedimiento  es- 
pecial para  el  caso  en  que  la  ley  no  lo 
admita. 

§  único.— No  puede  considerarse  in- 


adecuado el  requerimiento  cuando  de 
la  narración  ó  conclusión  pueda  dee- 
prenderse  qué  es  lo  (fue  se  pide  y  el 
fundamento  de  la  acción. 

Art.  131.  Las  nulidades  insubsana- 
bles podrán  alegarse  en  cualquier  es- 
tado del  pleito. 

§  único.— Los  Tribunales  de  cual- 
quier instancia  podrán  conocer  de  es- 
tas nulidades  sin  depender  de  recla- 
mación de  los  interesadoís,  salvo  lo 
dispuesto  en  el  núm.  2.**  del  articulo 
anterior.  • 

Art.  132.  Los  Tribunales  sólo  po- 
drán conocer  de  las  nulidades  subsa- 
nables á  instancia  de  los  interesados  y 
en  cuanto  no  se  consideren  ya  subsa- 
nadas. 

§  1.®— El  interesado  que  pretenda 
alegar  alguna  de  estas  nulidades,  pedi- 
rá que  se  declare  nulo  el  acto  ó  dili- 
gencia que  se  haya  practicado  ó  que  se 
mande  practicar,  con  las  formalidades 
necesarias. 

§  2.**— Esta  reclamación  sólo  podrá, 
admitirse  durante  el  plazo  de  cinco 
días,  á  contar  de  aquel  en  que  deba 
reputarse  que  el  interesado  tuvo  cono- 
cimiento de  la  nulidad. 

§  3."— Se  presume  que  el  interesado 
tiene  este  conocimiento  cuando,  des- 
pués de  la  omisión  ó  irregularidad, 
haya  citado  para  cualquier  diligencia 
ó  intervenido  en  cualquier  actuación 
practicada. 

Art.  133.  Los  Jueces  conocerán  de 
la  nulidad  luego  que  les  sea  presentada 
la  reclamación  correspondiente, 

§  1."— Si  la  reclamación  se  hiciere 
ante  la  Audiencia  ó  ante  el  Tribunal 
Supremo,  presentará  el  Magistrado  po- 
nente los  autos  á  la  Sala  para  que  ésta 
resuelva  lo  que  proceda. 

§  2.''— Si  juzgare  procedente  la  nuli- 
dad, la  suplirá  la  Sala  mandando  re- 
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petir  las  diligencias  ó  actos  á  quearec- 
tare,  ó  practicar  lo  que  se  hubiere  omi- 
tido, ó  declarará  sin  efecto  la  actua- 
ción practicada  indebidamente. 

§  3.**— La  nulidad  prevista  en  el  nú- 
mero 1.°  del  art.  130  se  apreciará  en  la 
sentencia  ó  acuerdo  definitivo,  salvo  lo 
dispuesto  en  el  párrafo  único  del  ar- 
ticulo 458. 

Art.  134.  Las  nulidades  de  que  el  in- 
teresado tuviere  conocim¡ento<después 
de  publicada  la  sentencia  6  el  acuerdo 
definitivo,  y  que  sean  anteriores  á  esa 
publicación,  sólo  podrán  ser  aprecia- 
das con  ocasión  del  recurso  interpues- 
to contra  dicha  resolución  ó  sentencia. 

§  1.*»— El  Juez  ó  Tribunal  ante  el  cual 
se  recurra  no  podrá,  sin  embargo,  co- 
nocer de  la  nulidad  subsanable  si  el 
interesado  no  hubiere  reclamado  con- 
tra ella  en  la  forma  prescrita  en  el  ar- 
tículo 132. 

§  2.°-  Si  el  pleito  se  hubiere  remitido 
á  la  superioridad  antes  de  espirar  el 
plazo  para  la  reclamación,  podrá  ha- 
cerse ésta  ante  el  Juez  ó  Tribunal  que 
entienda  del  recurso,  dentro  de  los  cin- 
co días  siguientes  al  del  repartimiento. 

Art.  135.  La  nulidad  posterior  á  la 
publicación  de  la  sentencia  ó  acuerdo 
deberá  pedirse  ante  el  Juez  ó  Tribunal 
que  la  haya  dictado  ó  acordado,  y  tam- 
bién podrá  reclamarse  ante  el  Juez  ó 
Tribunal  ante  el  que  se  haya  recurrido, 
según  lo  prescrito  en  el  párrafo  2.®  del 
artículo  anterior,  cuando  los  autos  se 
hayan  remitido  con  el  recurso  antes  de 
espirar  el  término  para  la  reclamación. 

§  único.— El  Juez  ó  Tribunal  ante  el 
cual  se  presente  la  reclamación  será 
el  competente  para  conocer  de  ella. 

Art.  136.  Ningún  Juez  ó  Tribunal 
podrá  conocer  de  nulidad  subsanable 
que  haya  ocurrido  ante  otro  Juez  ó  Tri- 
bunal inferior  sino  por  medio  de  recur- 


so directamente  interpuesto  contra  el 
auto  ó  acuerdo  dictado  á  petición  del 
interesado,  salvas  únicamente  las  hi- 
pótesis de  los  dos  artículos  anteriores. 

Art.  137.  No  habiéndose  presentado 
reclamación  con  arreglo  á  lo  prescrito 
en  los  artículos  132  á  135,  ó  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada  la  resolu- 
ción que  ha  de  declararse  improceden- 
te, se  tendrá  por  subsanada  la  nulidad 
que  sea  susceptible  de  ella  y  ningún 
Tribuna]  podrá  anular  por  ese  funda- 
mento lo  actuado. 

Art.  133.  De  las  providencias  ó 
acuerdo  dictados  sobre  nulidad  proce- 
de el  recurso  de  agravio. 

§  único.— Este  recurso  irá  unido  á 
los  autos  cuando  haya  sido  anulado 
todo  lo  actuado. 

Art.  139.  Los  empleados  que  hayan 
sido  causa  de  la  omisión  ó  irregulari- 
dad de  que  la  nulidad  procede,  podrán 
ser  condenados  á  una  multa  de  500  á 
10.000  reis,  ó  suspendidos  hasta  por 
seis  meses,  según  las  circunstancias, 
sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo IIG. 

§  único.— A  estas  penas  será  aplica- 
ble lo  dispuesto  en  los  párrafos  2.**,  3.® 
y  4.*»  del  art.  101. 

CAPÍTULO   VIH 

Del  allanamiento  ó  desistimiento  de  la 
demanda  tj  de  la  transacción 

Art.  140.  En  cualquier  estado  del 
pleito  podrá  el  actor  desistir  de  él  ó  el 
demandado  allanarse  á  la  demanda. 

§  1."— También  podrá  el  actor  desis- 
tir de  parte  de  lo  pedido,  y  el  demanda- 
do allanarse  también  en  parte. 

§2.'*-Podrán  igualmente  las  partes 
transigir  sobre  el  objeto  del  pleito  en 
cualquier  estado  que  éste  se  halle* 
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Art.  141.  El  allanamienlo,  desisti- 
miento ó  transacción  podrá  hacerse 
por  medio  de  diligencia,  consignada  en 
los  autos,  ó  por  documento  separado, 
interviniendo  la  parte,  ó  con  Procura- 
dor con  poderes  especiales  con  expre- 
sa referencia  al  pleito. 

Art.  142.  El  actor  sólo  podrá  inten- 
tar de  nuevo  la  misma  acción  si  hu- 
biere desistido  antes  de  comenzar  la 
prueba  testifical,  ó  antes  de  haber  pro- 
cedido al  arbitraje  como  medio  de  prue- 
ba, si  á  éste  hubiere  precedido  la  in- 
quisitoria correspondiente. 

Art.  143.  Los  representantes  de  las 
personas  morales  y  de  los  incapacita- 
dos ó  ausentes  sólo  podrán  desistir, 
allanarse  ó  transigir,  dentro  de  los  lí- 
mites de  sus  atribuciones,  ó  precedien- 
do autorización  especial  de  quien  deba 
concederla. 

Art.  144.  No  estará  permitido  el  alla- 
namiento, desistimiento  ó  transacción 
que  lleve  consigo  enajenación  de  bie- 
nes, renuncia  de  derechos  ó  extinción 
de  obligaciones  que  la  ley  prohiba. 

Art.  145.  Extendida  la  diligencia  ó 
unido  á  los  autos  el  documento  á  que 
se  refiere  el  art.  141,  examinará  el  Juez 
si  el  allanamiento,  desistimiento  ó 
transacción  son  válidos,  según  su  ob- 
jeto, y  la  calidad  délas  personas  que 
en  ella  intervengan,  y  caso  afirmativo 
dictará  sentencia,  condenando  ó  absol- 
viendo en  términos  precisos. 

Art.  146.  La  sentencia  dictada  por 
confesión,  desistimiento  ó  transacción, 
que  fuere  nula,  ya  por  razón  de  las  per- 
sonas ó  por  razón  del  objeto,  no  pasa- 
rá nunca  en  autoridad  de  cosa  juzgada. 

§  único.— Cuando  la  nulidad  provi- 
niere únicamente  de  ilegitimidad  del 
Procurador,  quedará  subsanada  y  pro- 
diiicirá  la  sentencia  todos  sus  efectos 
contra  la  parte,  si  le  fuere  notificada 


personalmente  y  no  interpusiere  recur- 
so dentro  del  plazo  legal. 

Art.  147.  El  allanamiento,  desisti- 
miento ó  transacción  sólo  podrán  ser 
revocados  por  error  de  hecho  en  acción 
promovida  al  efecto. 

g  único.— Cuando  la  acción  de  revo- 
cación no  se  estime  procedente,  no 
obstará  para  que  produzca  todos  sus 
efectos  la  sentencia  dictada  respecto 
del  allanamiento,  desistimiento  ó  tran- 
sacción. 

CAPÍTULO  IX 

De  la  cosa  juzgada 

Art.  148.  La  sentencia  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada  no  podrá  ser 
anulada,  en  un  nuevo  pleito,  sino  por 
alguno  de  los  siguientes  fundamentos: 

1.°  Cuando  por  sentencia  condena- 
toria, pasada  en  autoridad  de  cosa  juz- 
gada, en  causa  criminal,  se  demostrare 
que  fué  dictada  por  regalos,  soborno  y 
corrupción,  ó  por  prevaricación,  la 
sentencia  que  se  pretende  anular; 

2."  Cuando  se  demostrare  la  false- 
dad de  algún  documento  en  que  se  fun- 
de la  sentencia,  si  no  se  hubiese  discu- 
tido esa  materia  en  el  pleito  en  que 
aquélla  fué  dictada; 

3.®  Cuando  se  presente  un  documen- 
to nuevo  que  la  parte  no  pudo  tener 
en  el  tiempo  en  que  se  dictó  la  senten- 
cia, y  que  por  si  sólo  sea  suficiente 
para  destruir  la  prueba  en  que  se  fun- 
de aquélla; 

4.**  Cuando  se  haya  revocado  ó  haya 
fundamento  para  revocar,  por  error  de 
hecho,  el  allanamiento,  desistimiento 
ó  transacción  en  que  la  sentencia  se 
funde; 

5.**  Cuando  habiéndose  seguido  en 
rebeldía  la  acción  ó  la  ejecución,    se 
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demostrare  que  no  se  hizo  ó  fué  nula 
la  primera  citación. 

§  1."*  Esta  acción  no  suspenderá  la 
ejecución,  pero  si  se  incoare  antes  de 
haber  recibido  el  demandante  el  objeto 
(le  ella,  se  observará  lo  dispuesto  en 
el  art.  806  para  el  caso  de  haber  recur- 
so pendiente. 

§2.*"— Lo  dispuesto  en  este  artículo' 
es  igualmente  aplicable  á  las  senten- 
cias dictadas  por  arbitros. 

Art.    149.     La   ejecución    llevada   á 


cabo  en  rebeldía  del  ejecutado  podrá 
anularse  por  medio  de  acción,  en  caso 
de  no  haberse  hecho  ó  ser  nula  la  pri- 
mera citación. 

Art.  150.  La  parte  que  intente  cual- 
quiera de  las  acciones  de  que  tratan 
los  artículos  anteriores  y  sea  vencida, 
será  considerada  como  de  mala  fe  para  ■ 
el  efecto  de  ser  condenada  á  la  multa 
é  indemnización  á  que  se  refieren  los 
artículos  121  y  126. 


LIBRO  SEGUNDO 

DEL  PROCEDIMIENTO  EN  LOS  TRIBUNALES  DE  PRIMERA  INSTANCIA 


TÍTULO  PRIMERO 

DISPOSICIONES     COMUNES 

CAPÍTULO  PRIMERO 

Del  eonUetuo  del  pleito 

Sección  primera 

De  la  audiencia 

Art.  151.  Los  Jueces  de  derecho  y 
ordinarios  darán  audiencia  dos  veces 
por-semana  para  el  despaciio  ordina- 
rio de  los  negocios  forenses. 

§  1.®— Estas  audiencias  tendrán  lu- 
gar en  los  lunes  y  jueves  de  cada  se- 
mana (feriaa  segunda  y  quinta),  pero 
en  las  comarcas  donde  se  acostumbre 
hacerlo  en  otro  día,  se  observará  esa 
costumbre. 

§  2.^~Cuando  alguno  de  estos  días 
sea  festivo,  no  estando  comprendido  en 
las  vacaciones,  tendrá  lugar  la  audien- 
cia en  el  díasiguiente,  no  siendo  tam- 
bién festivo  ó  feriado. 

§  3."— Estas  audiencias  comenzarán 
á  las  diez  del  día  y  durarán  por  lo  me- 
nos una  hora. 

§  4.**— El  principio  y  el  fin  de  la  au- 
diencia se  anunciarán  por  un  Oñcial  de 
diligencias  á  la  puerta  de  la  Sala  del 
Tribunal. 


Art.  152.  A  la  audiencia  ordinaria 
asistirán  todos  los  Escribanos  y  Oficia- 
les de  Sala  del  Juzgado,  incluso  el  re- 
partidor de  los  negocios. 

§  único.— Cada  Escribano  tendrá  un 
libro  (/)ro/oco//o)  numerado  y  rubrica- 
do por  el  Juez,  y  en  él  tomará  nota  de 
todo  lo  que  ocurra  en  la  audiencia  res- 
pecto de  los  pleitos  que  le  hayan  co- 
rrespondido. 

Art.  153.  Abierta  la  audiencia,  co- 
menzará el  Juez  por  la  publicación  de 
las  sentencias  y  autos  que  no  haya  dado 
por  publicados,  por  medio  del  Escri- 
bano. 

§  único.— Si  después  de  haber  comen- 
zado el  reparto  de  los  negocios,  hasta 
el  momento  de  terminar  la  audiencia, 
se  presentare  algún  escrito  ó  alegado 
que  debió  presentarse  más  temprano 
en  esa  audiencia,  será  recibido. 

Art.  154.  Al  terminar  la  audiencia 
firmará  el  Juez  el  libro  de  actas  (proto- 
eolio)  de  cada  Escribano. 

Art.  155.  Para  el  juicio  y  demás  ac- 
tuaciones de  los  pleitos  que  no  deban 
tener  lugar  en  audiencia  de  despacho, 
designará  el  Juez  las  audiencias  que 
sean  necesarias, pudiendo  señalar  cual- 
quier hora,  de  las  diez  del  día  en  ade- 
lante. 

Art.  156.  En  el  estrado  ó  lugar  re- 
servado para  el  Tribunal  podrán  tam- 
bién tomar  asiento,  además  de  las  per- 
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senas  que  lo  constituyan,  los  Aboga- 
dos, Procuradores,  testigos  v  demás 
personns  judicialmente  llamadas. 

Alt.  157.  Los  funcionarios  judiciales 
que  liavan  de  actuar  en  la  audiencia 
deberán  comparecer  antes  de  la  hora 
designada  para  dar  principio  á  ústa,  y 
en  caso  de  falta,  podrá  el  Juez  ó  Magis- 
trado que  presida  la  audiencia  impo- 
nerles una  multa  de  500  á  10.000  reis. 

§  único.— Cuando  dichos  funciona- 
rios se  dirijan  al  Juez  ó  al  representan- 
te del  Ministerio  público,  deberán  ha- 
cerlo puestos  de  pié. 

Sección  segunda 

Del  repartimiento  de  los  negocios 

Art.  158,  El  repartimiento  tiene  por 
objeto  igualar  el  servicio  entre  los  Es- 
cribanos y  designar  el  Juez  en  las  po- 
blaciones (comarcas)  en  que  haya  más 
de  uno. 

Art.  159.  Serán  repartidos,  sin  lo 
cual  no  se  practicará  diligencia  alguna 
después  de  la  primera  citación,  todas 
las  piezas  ó  escritos  en  que  se  incoe 
un  pleito,  cualquiera  que  sea  su  natu- 
raleza y  su  objeto,  >  que  no  afecten  á 
un  pleito  ya  repartido. 

§  1.**— Los  requerimientos  ó  notifica- 
ciones, posesiones,  prendas  ó  depósi- 
tos, al  principio  de  una  acción  ejecu- 
tiva, embargos  preventivos,  imposición 
de  sellos,  interdicto  de  obra  nueva,  de- 
pósitos, protestos  y  cualesquiera  otras 
diligencias  urgentes  que  no  dependan 
de  un  negocio  ya  repartido,  podrán 
hacerse  sin  que  preceda  repartimiento. 

§2.®— El  requerimiento  para  incoar 
una  acción  será  repartido  en  la  au- 
diencia en  que  se  dé  cuenta  de  la  cita- 
ción del  primer  demandado,  si  no  lo  hu- 
biere sido  antes. 


§  3.°— Repartido  el  requerimiento,  las 
citaciones  que  fallen  se  liarán  por  el 
respectivo  Escribano  ó  por  el  Oficial,  en 
vista  del  mandamiento. 

Art.  160.  Si  no  se  hubiese  hecho  el 
repartimiento  ó  hubiere  error  en  él  por 
haberse  hecho  en  forma  distinta  de  la 
que  correspondía,  se  cargará  el  nego- 
cio á  la  clase  que  le  corresponda,  á  pe- 
tición de  cualquiera  de  los  Escribanos 
perjudicados,  ó  por  decisión  del  Juez, 
antes  de  dictar  la  sentencia  definitiva. 

§  único.—Queda  á  salvo  lo  dispuesto 
en  el  núm.  4.**  del  art.  130. 

Art.  161.  No  estarán  sujetos  á  re- 
partimiento los  negocios,  de  cualquier 
naturaleza,  que  dependan  de  otro  ya 
repartido,  incluso  los  inventarios. 

§  I."— Estos  negocios  serán  acumu- 
lados á  aquel  de  que  dependieren. 

§  2.**— El  inventario  acumulado  á  otro 
negocio  principal  de  que  dependa  no 
podrá,  sin  embargo,  continuar  después 
del  juramento  del  cabeza  de  la  heren- 
cia sin  haberse  registrado  en  el  libro 
de  repartimientos,  pero  no  se  cargará 
en  cuenta  al  Escribano. 

Art.  162.  Después  de  distribuido  el 
negocio,  sólo  podrá  ser  baja  por  con- 
currir alguna  de  las  circunstancias  si- 
guientes: 

!.■  Cuando  no  estuviere  preparado 
dentro  de  seis  mesCs,  á  contar  de  la  fe- 
cha d?l  repartimiento,  en  los  casos  en 
que  la  parte  haya  de  contribuir  á  la 
preparación; 

2*  Cuando  quede  sin  efecto  por  ha- 
ber sido  declarada  procedente  la  ex- 
cepción de  incompetencia; 

3.*  Cuando  fuere  dec.'arada  proce- 
dente la  recusación  del  Escribano; 

4."  Cuando  siendo  cuestión  de  in- 
ventario, termine  éste  por  cualquier 
motivo  antes  de  haber  hecho  la  des- 
cripción de  bienes. 
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§  1.*"— En  cualquiera  de  estas  hipóte- 
sis, se  compensará  al  Escribano  con 
otro  negocio  de  la  misma  clase. 

§  2.^— El  segundo  repartimiento  he- 
cho á  consecuencia  de  recusación  del 
Escribano  se  limitará,  en  las  poblacio- 
nes en  donde  haya  más  de  un  Juez,  á 
los  Escribanos  del  mismo  Juzgado,  en- 
trando en  el  sorteo  todos  ellos. 

Art.  163.  El  repartimiento  será  de 
negocios  civiles,  de  huérfanos  ó  espe- 
ciales. 

§1.*^— Para  cada  clase  de  repartimien- 
to habrá  un  libro,  un  indicador  del 
reparto  y  los  registros  necesarios. 

§  2.°~Los  libros  estarán  en  poder  del 
repartidor,  serán  suministrados  por  él 
y  estarán  numerados  y  rubricados  por 
el  Juez. 

SUBSECCTÓN   PRIMERA 
Del  repartimiento  de  negocios  civiles 

Art.  161.  Para  los  efectos  del  repar- 
timiento civil  habrá  las  siguientes 
clases: 

1.*  Acciones  de  procedimiento  ordi- 
nario; 

2.*  Acciones  de  procedimiento  es- 
pecial; 

3."  Acciones  6  ejecuciones  en  que 
sea  parte  la  Hacienda  pública; 

4.*  Ejecuciones  que  no  provengan 
de  acciones  propuestas  en  juicio; 

5.*    Justificaciones  rechazadas; 

6.*  Inventarios  entre  mayores  de 
edad; 

7."  Recursos  eclesiásticos,  conflic- 
tos de  jurisdicción  y  recursos  contra 
los  jueces  ordinarios; 

8.*  Cartas-órdenes  ó  exhortos  que 
no  sean  para  simple  citación  ó  reque- 
rimiento, suplicatorios  y  cualesquiera 
otros  negocios  ó  documentos  no  clasi- 
ficados. 


Art.  165.  El  repartimiento  se  hará 
en  las  audiencias  ordinarias  por  el  re- 
partidor y  por  dos  Escribanos,  que  el 
Juez  designará  en  ese  acto. 

Art.  166.  El  repartidor,  á  medida 
que  le  sean  presentados  los  negocios 
para  el  repartimiento,  irá  consignando 
en  ellos  la  cíase  á  que  pertenecen,  y 
pondrá  un  número  de  orden  á  cada 
negocio  de  la  misma  clase. 

§  único.— Las  dudas  que  se  susciten 
sobre  la  clasificación  y  demás  actos 
del  repartimiento  serán  verbalmente 
resueltas  por  el  Juez  que  lo  presida. 

Art.  167.  El  repartimiento  se  hará 
por  bolas  numeradas,  entrando  en  una 
urna  los  números  correspondientes  á 
los  negocios  de  cada  clase,  y  en  otra 
los  números  de  las  escribanías  á  que 
correspondan  dichos  negocios,  debien- 
do sacarse  las  bolas  una  por  una  alter- 
nativamente de  una  urna  por  un  Escri- 
bano, y  de  la  otra  por  el  otro. 

§1.°— Cuando  el  número  de  escriba- 
-nías  que  hayan  entrado  en  la  urna  sea 
menor  que  el  de  los  negocios  que  han 
entrado  en  la  otra,  se  sortearán  prime- 
ro esas  escribanías,  y  los  negocios  que 
queden  se  sortearán  entre  todos  los  Es- 
cribanos. 

§2.®— Cuando  hubiere  un  solo  nego- 
cio de  una  clase  y  sólo  faltare  de  la 
misma  á  un  Escribano,  pertenecerá  á 
éste  y  se  le  cargará  en  el  repartimiento 
sin  necesidad  de  sorteo. 

§  3."— A  medida  que  los  negocios  va- 
yan repartiéndose,  escribirá  el  Juez  en 
el  libro  de  repartimientos  el  número  de 
la  escribanía,  el  apellido  del  Escriba- 
no y  el  número  del  negocio  que  le  haya 
correspondido  en  el  sorteo,  y  el  repar- 
tidor consignará  por  extenso  en  el  ne- 
gocio respectivo  el  número  de  la  escri- 
banía y  el  apellido  del  Escribano. 

§  4."— Hecho  ol  repartimiento  de  los 
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negocios  de  una  clase,  se  procederá  al 
repartimiento  de  los  de  las  demás 
clases. 

§  5.*^— Terminado  el  repartimiento  de 
todas  las  clases,  el  Juez  y  el  repartidor 
firmarán  el  acta  de  repartimiento  y  las 
diligencias  del  mismo  puestas  en  los 
autos. 

§  6.**— Acto  seguido  se  publicará  el 
repartimiento  en  el  tablón  correspon- 
diente fijadp  á  la  puerta  del  Tribunal, 
con  especificación  de  las  clases,  nom- 
bres de  los  Escribanos  y  de  las  partes. 

§  7.**— El  repartimiento  será  registra- 
do por  el  repartidor  en  los  respectivos 
libros,  y  los  Escribanos  firmarán  en  el 
libro  correspondiente  el  recibo  de  la 
entrega  de  los  negocios  que  les  hayan 
turnado. 

§  8.®— La  responsabilidad  del  reparti- 
dor por  el  negocio  repartido  sólo  ter- 
mina con  el  recibo  del  Escribano. 

Art.  168.  Ningún  negocio  podrá  ser 
repartido  sin  estar  firmado  por  Aboga- 
do ó  por  Procurador,  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  el  art.  93,  y  por  la  parte, 
legalizada  esta  firma  por  Notario  cuan- 
do no  se  presente  poder  bastante. 

Art.  169.  Los  inventarios  de  mayo- 
res, que  por  cualquier  circunstancia 
pasen  á  ser  de  menores,  proseguirán 
en  el  mismo  juicio  y  en  la  misma  es- 
cribanía á  que  hubiesen  turnado,  ob- 
servándose lo  mismo  cuando  los  inven- 
tarios de  menores  pasen  á  ser  de  ma- 
yores. 

§  único.— En  ninguno  de  estos  casos 
será  baja  el  negocio  en  el  repartimien- 
to, ni  se  cargará  á  otro. 

SUBSECCIÓN  SEGUNDA 

Del  repartimiento  de  negocios 
or/anológicos 

Art.  170.     Para  los  efectos  del  repar- 


timiento de  negocios  orfanológicos,  se 
dividirán  éstos  en  las  siguientes  cla- 
ses: 

!.•  Autos  de  pobreza  é  inventarios 
hasta  60.000  reis; 

2.»  Inventarios  de  60.000  á  120.000 
reis; 

3.»  Inventariosdesdel20.000á500.000 
reis; 

4.*  Inventarios  desde  500.000  á  2  mi- 
llones de  reis; 

5."  Desde  2.000.000  á  5.000.000  de 
reis; 

6.'  Desde  5.000.000  á  10.000.000  de 
reis; 

7.»  Desde  10.000.000  de  reis  en  ade- 
lante; 

8."  Interdictos  de  cualquier  natu- 
raleza; 

9.*  Cartas-órdenes  ó  exhortos  para 
diligencias  que  no  sean  simples  cita- 
ciones ó  requerimientosy  suplicatorios; 

10.  Emancipaciones,  autorizaciones 
y  consejos  de  familia  cuando  no  haya 
inventario  y  cualesquiera  otros  nego- 
cios que  no  estén  clasificados. 

Art.  I7l.  El  repartimiento  orfano- 
lógico  se  hará  por  el  Juez,  por  el  repar- 
tidor y  por  dos  Escribanos,  en  cual- 
quier día  no  festivo,  siempre  que  haya 
negocios  que  repartir. 

§  único.— En  los  distritos  de  Lisboa 
y  Oporto,  y  en  todos  los  demás  en  que 
hubiere  más  de  un  Juez,  se  hará  este 
repartimiento  en  la  forma  establecida 
por  un  Reglamento  especial. 

Art.  172.  Este  repartimiento  se  hará 
por  medio  de  bolas  en  la  forma  indica- 
da para  la  distribución  civil,  pero  en 
el  cuadro  de  publicación  se  omitirá  la 
clase  de  los  interdictos. 

Art.  173.  Hecha  la  partición,  si  el 
valor  de  los  bienes  inventariados  no 
correspondiese  al  de  la  clase  en  que  fué 
repartido  el  inventario,  se  descargará 
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éste   de  dicha  clase  y  se  cargará   á 
aquella  á  que  perteneciere. 

§  único.— Para  este  efecto  estará 
obligado  el  Escribano  á  presentar  el 
inventario  al  Juez  que  presidió  el  re- 
partimiento en  los  diez  días  siguientes 
á  aquel  en  que  se  haya  dictado  la  sen- 
tencia de  partición,  y  si  no  lo  hiciere, 
será  condenado  á  una  multa  de  10.000 
á  50.000  reis. 

SUBSECCIÓN   TERCERA 

Del  repartimiento  especial 

Art.  174.  Para  el  efecto  del  reparti- 
miento especial  habrá  las  siguientes 
clases: 

1.*    Recaudaciones; 

2.*  Recursos  de  Registradores  y  re- 
clamaciones sobre  la  reforma  de  libros 
de  los  Registros; 

3 '    Recursos  electorales. 

Art.  175.  Rste  repartimiento  se  hará 
también  en  la  forma  indicada  para  el 
repartimiento  orfanológico. 

Art.  176.  Las  recaudaciones  urgen- 
tes podrán  hacerse  independientemen- 
te del  repartimiento;  pero^  después  se 
llevarán  á  éste  para  cargarlas  al  Escri- 
bano que  las  haya  hecho. 

Art.  177.  La  recaudación  que  por 
cualquier  motivo  se  convierta  en  in- 
ventario, será  descargada  de  aquella 
clase  y  cargada  al  mismo  Escribano 
como  inventario  en  la  clase  respectiva. 

Sección  tercera 

De  las  citaciones  y  notiBcaciones 

Art.  178.  La  citación  tendrá  lugar  al 
incoarse  el  pleito:  para  renovación  de 
instancia  ó  para  acto  en  que  no  pueda 


la  parte  hacerse  representar  por  Pro- 
curador. 

La  notificación  {intimacao)  tiene  lu- 
gar cuando  so  da  conocimiento  de  al- 
gún acto  judicial  á  las  partes  ó  á  cual- 
quier otra  persona,  ó  cuando  se  llama 
ante  el  Juez  á  quien  haya  de  intervenir 
accidentalmente  en  el  pleito. 

Art,  179.  Los  Escribanos  y  Secreta- 
rios serán  los  competentes  para  hacer 
citaciones  ó  notificaciones  á  las  partes 
y  á  sus  Abogados  ó  Procuradores  en 
litigios  pendientes. 

§  1.**— Las  demás  notificaciones  se 
harán  por  los  Oficiales  de  diligencias, 
á  los  que  compote  también  hacer  las 
citaciones  ó  notificaciones  alas  partes, 
y  á  sus  Abogados  ó  Procuradores, 
cuando  los  Escribanos  ó  Secretarios  no 
puedan  ó  no  quieran  hacerlas. 

§  2.**— Las  citaciones  para  incoar  una 
acción  antes  de  hacer  e)  repartimiento 
correspondiente  se  efectuarán  por  cual- 
quier Escribano  ú  Oficial,  y  después 
del  repartimiento  podrán  hacerse  tanto 
por  el  Escribano  como  por  el  Oficial 
correspondiente. 

Art.  180.  La  citación  ó  notificación 
podrá  ordenarse  por  Juez  competente, 
y  sólo  podrá  efectuarse  por  providen- 
cia ú  orden  expedida  con  arreglo  á  la 
ley. 

§  1.°— Para  la  citación  ó  notificación, 
no  será  necesario  auto  ó  mandamicQto 
cuando  la  orden  se  dicte  á  virtud  de  re- 
querimiento que  no  obre  en  autos. 

tí  2."— Tampoco  dependerán  de  man- 
damiento las  citaciones  ó  notificacio- 
nes que  el  Escribano  del  pleito  haga, 
en  virtud  de  despacho  que  obre  en 
autos. 

§  3.**  -Para  la  citación  ó  notificación 
que  los  Oficiales  de  diligencias  hayan 
de  hacer  en  virtud  de  diligencia  que 
no  obre  en  autos  ó  de  requerimiento 
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para  incoar  la  acción  en  negocio  ya  re- 
partido, habrá  de  extenderse  manda- 
miento. 

§  4.**— Cuando  la  citación  ó  notifica- 
ción ordenada  por  el  Juez  de  derecho 
haya  de  verificarse  á  más  de  diez  kiló- 
metros de  donde  el  Tribunal  resida,  en 
alguno  de  los  juzgados  del  distrito,  se 
practicará  la  diligencia  por  el  Escriba- 
no ú  Oficial  del  respectivo  juzgado,  en 
vista  del  requerimiento  y  despacho,  ó 
por  mandamiento,  cuando  el  auto  se 
haya  dictado  en  negocio  ó  demanda 
ya  repartidos. 

§  5.**— La  citación  ó  notificación  á 
persona  que  resida  fuera  de  los  límites 
de  la  jurisdicción  del  Juez  ó  Tribunal 
que  lo  ordene,  se  hará  por  carta-orden 
ó  por  exhorto. 

Art.  181.  Ningún  Juez  podrá  ordenar 
la  citación  para  incoar  una  acción  sin 
que  el  actor  haya  nombrado  Abogado 
ó  Procurador  domiciliado  en  la  capital 
del  distrito  en  que  haya  de  tramitarse 
el  litigio  ó  sin  indicar  en  la  demanda  el 
domicilio  en  que  ha  de  recibir  la  cita- 
ción para  reconvención,  estando  ese 
domicilio  dentro  del  distrito. 

§  único. —Exceptúase  la  citación  en 
acciones  que  no  admitan  reconven- 
ción. 

Art.  182.  Si  algún  Escribano  ú  Ofi- 
cial se  negare  á  hacer  la  notificación  ó 
citación  ó  la  demorase  sin  causa  legí- 
tima, recurrirá  la  parte  al  Juez,  y  éste 
providenciará,  pudiendo suspender  has- 
la  por  seis  meses  al  funcionario  res- 
pectivo. 

§  único.— A  esta  suspensión  es  apli- 
cable lo  dispuesto  en  los  párrafos  2.° 
y  4.*  del  art.  101. 

Art.  183.  La  citación  ó  notificación 
deberá  efectuarse  en  el  domicilio  de  la 
persona  citada  ó  notificada,  y  si  no  se 
encontrase  en  él,  podrá  efectuarse  en 


cualquier  punto  que  se  le  hallare,  salvo 
las  excepciones  siguientes: 

1.*  Los  Pares  del  Reino,  los  Diputa- 
dos, los  Ministros  del  culto  y  los  em- 
pleados ó  funcionarios  públicos  no  po- 
drán ser  citados  en  los  edificios  ú  ofici- 
nas pútlicas  respectivas  ó  cuando  se 
hallen  ejerciendo  sus  funciones; 

2."  Nadie  podrá  ser  citado  ni  notifi- 
cado dentro,  de  los  templos  ó  cuando 
asista  á  cualquier  acto  religioso. 

Art.  184.  Con  los  embajadores,  en- 
viados y  encargados  de  negocios  y  cua- 
lesquiera otros  representantes  de  Po- 
tencias extranjeras,  se  observará  lo 
dispuesto  en  los  tratados  y  convencio- 
nes, y,  á  falta  de  tratados,  el  principio 
de  reciprocidad. 

Art.  185.  Nadie  podrá  ser  citado  ó 
notificado  en  el  día  del  fallecimiento  de 
su  cónyuge,  de  algún  ascendiente, 
descendiente,  hermano  ó  afin  en  el  mis- 
mo grado,  ni  en  los  ocho  días  siguientes. 

Art.  180.  La  citación  no  podrá  ha- 
cerse en  la  persona  del  Procurador, 
salvo  cuando  fuere  al  comenzar  el  liti- 
gio y  tenga  poderes  especiales  para  re- 
cibirla, ó  cuando  sea  para  reconven- 
ción y  tenga  poder  en  la  acción  prin- 
cipal. 

§  único.— Las  notificaciones  se  harán 
al  Abogado  ó  Procurador,  y  sólo  se  ha- 
rán á  la  parte  cuando  no  los  tenga  nom- 
brados ó  la  ley  exija  notificación  per- 
sonal. 

Art.  187.  De  la  citación  ó  notifica- 
ción deberá  entregarse  certificado  de- 
clarando el  día,  hora  y  lugar  en  que 
habrá  de  comparecer  el  citado,  llegado 
el  caso. 

§  único.— Cuando  el  empleado  corres- 
pondiente no  conozca  al  citado  ó  noti- 
ficado, ó  cuando  éste  no  pueda,  no  sepa 
ó  no  quiera  firmar,  intervendrán  dos 
testigos  que  identifiquen  su  persona. 
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declarándose  en  la  certi/icación  los 
nombres  y  residencia  de  esos  testigos, 
y  fírmando  éstos  cuando  sepan. 

Art.  188.  El  empleado  que  haga  la 
citación  ó  notificación  en  vista  de  pro- 
videncia dictada  al  efecto,  entregará  al 
citado  ó  notificado  una  copia  de  la  cita- 
ción y  de  la  providencia,  con  indica- 
ción del  día,  hora  y  local  donde  deba 
comparecer,  si  se  tratasede  esto.  Cuan- 
do la  citación  ó  notificación  se  haga 
por  mandamiento,  entregará  una  acta 
del  objeto  de  la  citación  y  del  día,  hora 
y  lugar  donde  deba  comparecerse. 

§  1.°— En  las  citaciones  para  incoar  la 
acción  se  sustituirá  la  copia  por  el  du- 
plicado del  requerimiento,  y  en  ese  du- 
plicado deberá  el  funcionario  declarar 
el  día,  hora  y  lugar  en  que  deba  com- 
parecer el  citado;  y  entregará  uno  á 
cada  demandado  si  fueren  varios  y  no 
vivieren  juntos. 

§  2.®— De  las  notificaciones  de  senten- 
cias ó  autos  efectuados  por  manda- 
miento se  entregará  al  notificado  una 
copia  de  la  sentencia  ó  auto,  escrita  ó 
suscrita  por  el  Escribano;  cuando  la 
notificación  se  consigne  en  los  autos, 
sólo  se  entregará  copia  si  el  notificado 
la  exigiere. 

§  3.*^— La  copia  duplicada  ó  nota  de- 
berá firmarla  el  funcionario  que  hicie- 
re la  citación  ó  notificación,  declarando 
por  extenso  el  día  y  la  hora  en  que  lo 
haya  verificado. 

Art.  189.  El  empleado  encargado  de 
la  citación  ó  notificación  no  podrá  en- 
trar en  la  casa  de  la  persona  á  quien 
vaya  dirigida  sin  permiso  de  la  misma; 
pero  cuando  no  le  permitan  la  entrada 
ó  no  encuentre  en  su  domicilio  á  dicha 
persona,  dejará  nota  para  la  hora  fija 
en  que  haya  de  volver  al  día  siguiente, 
cuando  no  sea  festivo  ó  feriado,  á  cual- 
quier persona    de  Ja   familia,   cajero. 


factor  ó  administrador,  ó  á  falta  de  és- 
tos, á  cualquier  vecino,  y  á  dicha  per- 
sona entregará  una  nota  en  que  se  ex- 
prese el  objeto  de  la  citación  ó  notifica- 
ción, declarando  por  extenso  el  día  y 
la  hora  en  que  haya  de  verificarse,  ex- 
tendiendo certificación  de  todo  ello,  in- 
terviniendo dos  testigos,  cuyos  nom- 
bres y  residencia  se  declararán,  con- 
signando además  el  motivo  por  qué 
señaló  hora  fija,  y  firmando  dichos  tes- 
tigos, cuando  sepan. 

§  1.**— Al  día  siguiente,  y  en  la  hora 
designada,  efectuará  la  c'tación  ó  noti- 
ficación á  la  persona  que  haya  de  ser 
citada  ó  notificada,  si  está  presente,  ó 
en  caso  contrario  á  la  persona  á  quien 
diga  la  nota,  y  si  tampoco  ésta  estuvie- 
re presente,  á  cualquiera  de  la  familia, 
cajero,  factor  ó  administrador,  ó  á  fal- 
ta de  éstos,  á  cualquier  vecino.  En  este 
último  caso  entregará  á  la  persona  que 
recibiera  la  citación  ó  m  tificación  otra 
nota  con  el  objeto  de  la  misma,  entre- 
gándole, además,  una  declaración  por 
extenso  del  día  y  hora  en  que  se  verifi- 
có la  citación  ó  notificación,  y  firmando 
esta  declaración. 

§  2.°— Cuando  la  citación  ó  notifica- 
ción no  se  verifique  en  la  persona  á 
quien  se  refiera,  el  Oficial  que  la  baga 
fijará  en  la  puerta  de  la  casa  donde  el 
citado  ó  notificado  resida,  y  á  presen- 
cia de  dos  testigos,  una  nota  del  objeto 
de  la  citación  ó  notificación,  indicando, 
además,  el  día,  hora  y  lugar  de  la  com- 
parecencia, entregando  á  un  vecino  el 
duplicado,  copia  ó  nota  que  deba  en- 
tregar al  citado,  con  arreglo  á  lo  pres- 
crito en  el  art.  188,  extendiendo  de  todo 
ello  certificación,  en  que  especificará 
los  nombres  y  residencia  de  los  testi- 
gos, firmando  éstos,  cuando  sepan,  así 
como  el  vecino. 

§  3.*"— Si  el  citado  no  tuviere  vecinos 
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ó  no  los  encontrare  el  Oficial,  el  dupli- 
cado ó  copia  se  fijará  en  la  puerta  de 
la  pasa  donde  el  citado  resida. 

Art.  190.  Si  el  funcionario  encarga- 
do de  la  citación  tuviere  noticia  de  que 
el  citado  está  ausente  de  su  domicilio, 
pero  en  un  lugar  cierto,  dentro  ó  fuera 
del  distrito,  extenderá  certificación  de 
ella,  firmada  por  dos  testigos,  y  se  lle- 
vará la  citación  al  lugar  indicado  ó  se 
remitirá  por  carta  si  fuere  necesario. 

§  único.— Si  por  la  nueva  diligencia 
se  viniere  en  conocimiento  de  que  dicha 
persona  no  se  encuentra  en  el  lugar 
indicado,  se  efectuará  la  citación  en  su 
domicilio,  en  la  forma  prescrita  en  el 
articulo  anterior. 

Art.  191.  Aunque  esté  ausente  la 
persona  á  quien  ha  de  citarse,  se  veri- 
ficará en  el  domicilio  correspondiente, 
observándose  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 189: 

1."  La  citación  por  reconvención,  la 
cual  se  hará  en  el  domicilio  indicado 
por  el  actor  de  la  acción  principal  ó  en 
el  de  su  Abogado  ó  Procurador; 

2.®  La  citación  para  el  acreedor  que 
se  haya  inscrito  para  asistir  al  remate 
ó  á  la  práctica  de  un  embargo,  ó  para 
la  cancelación  de  hipotecas,  cuya  cita- 
ción se  hará  en  el  domicilio  indicado 
en  el  registro. 

Art.  192.  Las  citaciones  ó  notifica- 
ciones que  la  ley  declare  personales 
sólo  podrán  verificarse  en  la  persona 
que  deba  ser  citada  ó  notificada. 

Art.  193.  El  funcionario  encargado 
de  la  citación,  que  no  pueda  verificarla 
por  estar  demente  la  persona  á  quien 
se  dirija,  extenderá  certificación  en  que 
declare  esta  circunstancia,  y  se  obser- 
vará lo  siguiente: 

§1.°— Si  dicha  persona  estuviere  re- 
cogida como  demente  en  algún  esta- 
blecimiento de  enajenados,  se  dará  por 


probada  la  demencia  con  la  presenta- 
ción del  certificado  extendido  por  el  Di- 
rector del  establecimiento. 

§  2.**— Si  no  concurriesen  las  circuns- 
tancias del  párrafo  anterior,  deberá  la 
parte  interesada  probar,  por  medio  de 
testigos,  la  notoriedad  de  la  demencia, 
pudiendo,  además,  agregar  documen- 
tos. 

§3.®— En  cualquiera  de  ambas  hipó- 
tesis deberá  oirse  al  Ministerio  público, 
que  podrá  solicitar  las  diligencias  ó  in- 
formes que  juzgue  necesarios. 

§  4.®— Reconocida  la  demencia,  nom- 
brará el  Juez  un  curador  al  demente, 
prefiriendo  á  la  persona  á  quien  co- 
rrespondería la  tutela,  en  caso  de  in- 
terdicción, siguiendo  el  orden  estable- 
cido en  los  números  1.",  2.**  y  3.°  del  ar- 
tículo 320  del  Código  civil. 

§  5.*^— Este  nombramiento  se  limitará 
á  las  necesidades  del  pleito,  sin  otros 
efectos. 

§  6.**— Lo  mismo  se  observará  cuando 
estuviere  demente  la  parte  que  debía 
ser  notificada. 

Art.  194.  Si  el  funcionario  encarga- 
do de  la  citación  tuviere  conocimiento 
de  que  la  persona  á  quien  va  á  citar 
está  ausente,  sin  que  se  sepa  el  lugar 
fijo,  extenderá  certificación  en  que  así 
se  declare,  y  que  será  firmada  por  dos 
testigos  de  los  que  afirman  la  au- 
sencia. 

§  1."— El  Juez  mandará  citar  al  au- 
sente por  medio  de  edictos,  designando, 
según  las  circunstancias,  el  plazo  en 
que  deba  comparecer,  no  pudiendo  ser 
inferior  á  treinta  días  ni  exceder  de 
seis  meses. 

§  2.°— Los  edictos  se  fijarán  por  el 
Oficial  de  diligencias,  uno  en  la  puerta 
del  Tribunal,  otro  en  la  de  la  casa  del 
último  domicilio  del  citado,  y  otro  en  la 
de  la  iglesia  á  cuya  feligresía  corres- 
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ponda  esa  casa,  6  en  la  de  la  capilla 
del  lugar  respectivo. 

Art.  195.  Las  personas  inciertas  se- 
rán también  citadas  por  edictos,  y  el 
Juez  designará,  según  las  circunstan- 
cias, el  plazo  en  que  deba  comparecer 
ó  desde  que  deban  contarse  las  audien- 
cias, no  debiendo  ser  inferior  á  treinta 
ni  exceder  de  sesenta  días. 

§  I.*"— Para  esta  citación  no  será  ne- 
cesario justificar  la  incertidumbre  de 
que  se  trata. 

§  2."— Cuando  los  inciertos  sean  cita- 
dos como  herederos  ó  representantes 
de  otra  persona,  se  fijará  un  edicto  en 
la  puerta  de  la  casa  del  último  domici- 
lio de  esa  persona,  otro  en  la  de  la 
iglesia  ó  capilla  del  lugar  de  su  natu- 
raleza, si  fuere  conocido  y  otro  á  la 
puerta  del  Tribunal. 

En  cualquier  otro  caso  sólo  se  fijará 
un  edicto  á  la  puerta  del  Tribunal. 

Art.  196.  En  ios  edictos  habrá  de  in- 
dicarse con  claridad'el  objeto  de  la  ci- 
tación, consignándose  el  nombre  de  la 
persona  que  ha  hecho  el  requerimiento 
y  el  tórmino  dentro  del  cual  debe  com- 
parecer el  citado  ó  desde  cuándo  han  de 
comenzar  á  contarse  las  audiencias  ó 
el  plazo  que  se  le  ha  señalado. 

§  único.— Está  prohibido  transcribir 
en  los  edictos  cualquier  pieza  de  los 
autos. 

Art.  197.  La  citación  que  ha  de  ha- 
cerse por  medio  de  edictos  se  anuncia- 
rá después  de  la  fijación  de  éstos  en 
dos  números  del  diario  oficial  y  en 
otros  dos  de  algún  periódico,  si  lo  hu- 
biere, de  cada  localidad  donde  los  edic- 
tos se  hayan  fijado. 

§  l.*>— Los  anuncios  se  publicarán  en 
extracto,  indicando  con  claridad  el  ob- 
jeto de  la  citación  y  el  plazo  dentro  del 
cual  deba  comparecer  el  citado  ó  des- 
de cuándo  deben  comenzar  á  contarse 


las  audiencias  ó  cl  término  que  se  le 
haya  señalado,  y  el  Juez  rubricará  el 
extracto,  dando  fe  de  su  exactitud. 

§2.°— El  plazo  dentro  del  cual  deba 
comparecer  el  citado,  ó  desde  el  que 
hayan  de  contarse  las  audiencias  ó  el 
término,  comenzará  á  correr  desde  el 
día  en  que  se  publique  el  último 
anuncio. 

Art.  198.  En  las  hipótesis  de  los  ar- 
tículos anteriores,  deberán  unirse  á  los 
autos  los  diarios  en  que  se  hayan  pu- 
blicado los  anuncios  y  una  copia  del 
edicto,  escrita  ó  firmada  por  el  Escri- 
bano, y  en  esta  copia  certificará  el  Ofi- 
cial el  día  y  los  lugares  en  que  haya 
fijado  los  edictos. 

§  único.— Cuando  el  periódico  en  que 
se  publicó  el  anuncio  tenga  más  de  una 
hoja,  bastará  unir  á  los  autos  a(|uella 
que  contenga  el  anuncio  y  el  titulo  del 
periódico. 

Art.  199.  Durante  el  plazo  de  los 
ed  ictos  para  la  citación  de  las  personas 
inciertas,  ó  des[»ués  que  termine,  podrá 
cualquier  persona  qjc  se  considere 
comprendida  en  la  citación  presentar- 
se para  intervenir  en  los  autos,  dedu- 
ciendo los  fundamentos  de  su  legiti- 
midad. 

§1.**— La  legitimidad  será  deducida 
al  articular  prueba,  ó  en  los  términos 
prescritos  en  los  artículos  343  á346, 
cuando  no  haya  lugar  á  la  articulación 
de  prueba  por  haber  espirado  el  térmi- 
no ó  por  no  existir  en  el  negocio  de  que 
se  trata. 

§  2."— Siendo  deducida  la  legitimidad 
ó  admitida  la  oposición  en  la  forma 
prescrita  en  los  artículos  345  y  316,  el 
incidente  se  sustanciará  en  pieza  sepa- 
rada, con  arreglo  al  art.  348. 

§  3."— La  legitimidad  deducida  al  ar- 
ticular la  prueba  será  apreciada  en  la 
sentencia  definitiva. 
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§  4 .•— La  persona  que.  ae  haya  pre- 
sentado para  interven  ir  será  considera- 
da como  parte,  y  con  ella  se  seguirán 
las  actuaciones  mientras  no  haya  sido 
excluida  por  sentencia  pasada  en  au- 
toridad de  cosa  juzgada. 

§  5  **— B}  Ministerio  público  continua- 
rá también  interviniendo  en  los  autos 
mientras  no  se  haya  reconocido  por 
otra  parte  ó  por  sentencia  firme  la  legi- 
timidad del  que  se  haya  presentado. 

Art.  200.  Hasta  que  el  demandado, 
citado  personalmente  ó  en  los  términos 
prescritos  en  el  art.  190,  no  se  haya 
presentado  en  juicio,  seguirán  contra 
él  todas  Jas  actuaciones  sin  necesidad 
de  u.áá  intimación,  salvo  los  casos  en 
que  la  ley  exija  la  notificación  personal- 

§  1."— Los  autos  seguirán  también  en 
rebeldía  de  cualquiera  de  las  partes, 
aunque  haya  comparecido  en  juicio, 
cuando  residiendo  fuera  del  juzgado  ó 
capital  del  distrito  no  haya  designado. 
Abogado  ó  Procurador  allí  avecinda- 
dos, ó  no  haya  elegirlo  domicilio  espe- 
cial para  recibir  allí  las  notificaciones. 

§  2.°— En  cualquiera  de  estos  casos, 
los  plazos  para  interponer  los  recursos 
comenzarán  á  correr  desde  la  publica- 
ción de  las  sentencias  ó  autos,  sin  ne- 
cesidad de  notificación,  y  para  este 
efecto  Jos  autos  dictados  á  instancia  de 
parte  se  considerarán  publicados  en  la 
fecha  en  que  se  unan  al  rollo. 

Sección  cuarta 

Del  interrogatorio   relativo  á   la  citación  y    del 
ofrecimiento  de  prueb:is 

Art.  201.  El  interrogatorio  relativo  á 
la  citación  para  incoar  una  acción  se 
verificará  en  la  segunda  audiencia,  sal- 
vo las  disposiciones  especiales  de  este 
Código.  El  citado  será  interpelado  por 


d  Oficial  de  diligencia»,  y  el  Escribano 
tomará  nota  en  el  acta. 

§  1.®— Cuando  dejare  de  hacerse  di- 
cho interrogatorio  en  la  audiencia  co- 
rrespondiente, no  producirá  efecto  al- 
guno la  citación  para  incoar  una  ac- 
ción. 

§  2.**— Cuando  en  una  misma  acción 
hubiere  más  de  un  demandado  y  no 
fueren  citados  todos  para  la  misma  au- 
diencia, se  harán  sucesivamente  los 
interrogatorios  á  medida  que  aquéllos 
vayan  compareciendo. 

§3.**-Si  alguno  de  los  acusados  se 
allanare  á  la  demanda  ó  confesare  lo 
pedido  en  la  audiencia  para  que  se  le 
cite,  será  condenado  verbalmente  por 
el  Juez  que  la  presida,  tomándose  nota 
en  el  acta  y  quedando  terminada  de 
este  modo  la  acción  respecto  del 
mismo. 

Art.  202.  El  pleito  que  esté  paraliza- 
do por  más  de  un  ano  en  el  archivo  de 
la  escribanía,  sin  que  reclame  ninguna 
de  las  partes,  no  podrá  continuar  sin 
nueva  citación  de  la  parte. 

Art.  203.  El  Juez  que  presida  la  au- 
diencia en  que  se  verifique  el  interro- 
gatorio relativo  á  la  citación  nombrará 
Abogado  á  los  ausentes  citados  por 
edictos  que  no  comparezcan,  y  lo  mis- 
mo á  los  incapaces  ó  dementes,  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  13, 
nombrando  también  representante  es- 
pecial del  Ministerio  público  para  las 
personas  inciertas,  en  el  caso  de  que 
trata  el  párrafo  1.®  del  art.  14. 

Art.  201.  Cuando  se  ofrezca  algún 
alegato  contra  un  ausente,  incapaz  ó 
demente  que  tenga  nombrado  Aboga- 
do, ó  contra  personas  inciertas,  se  co- 
municarán los  autos  al  Abogado  nom- 
brado ó  al  Ministerio  público,  aunque 
no  se  haya  presentado  documento  al- 
guno. 
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Art.  205.  En  cualquier  estado  del 
pleito  podrá  el  demandado  nombrar 
Procurador  y  personarse  en  aquél  sin 
efecto  alguno  retroactivo. 

Art.  206.  Los  alegatos,  de  cualquier 
naturaleza,  se  formularán  en  la  corres- 
pondiente audiencia  y  no  podrán  ser 
admitidos  después. 

§  1.**— Al  Ministerio  público  podrá 
concederse,  cuando  carezca  de  infor- 
mes, el  plazo  que  pida,  no  excediendo 
de  tres  meses  cuando  haya  de  solicitar 
dichos  informes  en  la  parte  continental 
del  Reino  ó  en  las  islas  adyacentes,  ó 
seis  meses  cuando  los  haya  de  pedir  á 
otro  lugar. 

§  2.®— En  caso  de  reconvención,  po- 
drá el  Procurador  que  no  tenga  datos 
para  contestar,  pedir  un  plazo,  que  el 
Juez  le  concederá,  hasta  de  sesenta 
días,  cuando  el  representado  resida  en 
la  parte  continental  del  Reino  ó  en 
las  islas  adyacentes,  ó  hasta  de  seis 
meses  cuando  resida  en  otro  lugar. 

Art.  207.  Los  alegatos  se  presenta- 
rán por  duplicado,  so  pena  de  no  ser 
admitidos;  y  si  se  dirigieran  contra  va- 
rias partes,  se  presentarán  tantos  du- 
plicados cuantas  sean  las  partes  que 
vivan  separadas. 

§  único.— Exceptúase  el  requerimien- 
to en  que  se  deduzca  la  acción,  cuando 
no  se  haya  repartido  antes  de  la  cita- 
ción, porque  en  este  caso  el  duplicado 
ó  duplicados  se  presentarán  al  reque- 
rirse la  citación,  y  se  entregarán  en  el 
acto  de  ésta,  como  queda  dispuesto  en 
los  artículos  188  y  189. 

Art.  208.  En  cada  escribanía  se  lle- 
vará un  libro  destinado  al  registro  de 
estos  alegatos,  y  será  foliado  y  rubri- 
cado por  el  Juez,  debiendo  extender 
éste  y  firmar  la  diligencia  de  apertura 
y  cierre  con  declaración  del  número  de 
hojas  que  contenga. 


§  1.**— En  este  libro  se  copiarán  todas 
las  alegaciones  de  los  negocios  ya  re- 
partidos al  respectivo  Escribano,  y  en 
el  plazo  de  diez  días,  á  contar  de  su 
ofrecimiento. 

§  2.*'— Es  aplicable  á  estas  copias  lo 
dispuesto  en  el  párrafo  único  del  art.  61, 
certificando  en  los  autos  el  Escribano 
que  se  efectuó  el  registro. 

§  3.**— Los  honorarios  devengados  por 
este  acta  formarán  parte  de  las  costas. 

CAPÍTULO    II 

De  las  pruebas 

Sección  primera 

De  la  prueba  documental 

Art.  209.  Los  documentos  mencio- 
nados en  la  demanda  en  que  fuere  de- 
ducida la  acción  ó  en  otro  alegato,  irán 
unidos  al  mismo  si  no  estuvieren  ya  en 
los  autos  ó  ea  poder  de  la  parte  contra- 
ria, so  pena  de  no  ser  recibidos. 

§  1.®— Si  alguna  de  las  partes,  al  ha- 
cer cualquier  alegato,  no  tuviere  el  do- 
cumento ni  pueda  obtenerlo  inmediata- 
mente, podrá  el  Juez  concederle  para 
ese  efecto  un  plazo,  que  no  excederá  de 
tres  meses,  debiendo  declararsi;  en  la 
contestación,  en  la  réplica  ó  en  la  iré- 
plica,  en  qué  consiste  el  documento, 
cuáles  son  los  extremos  á  que  se  refie- 
re ó  los  motivos  que  impidan  mandar- 
lo unido  al  escrito. 

§  2.^— Durante  este  plazo  proseguirán 
las  actuaciones  hasta  poner  el  pleito 
en  situación  de  dar  vista  á  las  partes 
para  las  conclusiones  definitivas  ó  de 
designar  día  para  la  vista  ó  para  el 
fallo. 

Art.  210.  Si  cualquiera  de  las  partes 
agregare  algún  documento  á  la  deman- 
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da  en  que  deduce  la  acción,  ó  á  otro  es- 
crito á  que  deba  contestar  la  parte  con- 
traria, continuarán  inmediatamente  las 
actuaciones  dando  vista  al  Abogado,  ó 
al  Ministerio  público  cuando  interven- 
ga como  parte  ó  como  representante 
de  personas  inciertas. 

§  1.°— El  Abogado  entregará  los  au- 
tos hasta  el  día  en  que  haya  de  presen- 
tar su  escrito  ó  alegato. 

§  2.®— Debiendo  comunicarse  el  pleito 
á  más  de  un  Abogado  ó  á  uno  ó  más 
Abogados  y  al  Ministerio  público,  se 
dividirá  el  plazo  entre  ellos  según 
acuerden,  y  á  falta  de  conformidad, 
quedarán  los  autos  en  la  escribanía 
para  ser  allí  examinados;  pero  termi- 
nado el  plazo,  se  comunicarán  al  Abo- 
gado nombrado  á  los  ausentes,  incapa- 
ces ó  dementes,  ó  al  Ministerio  público 
como  representante  de  las  personas 
inciertas. 

Art.  211.  La  parte  que  expontanea- 
mente  ó  intimada  para  elk)  declare  que 
existen  en  su  poder  documentos  que  se 
refieren  al  pleito,  y  se  negare  á  unirlos 
siendo  requerida  para  ello  por  la  otra 
parte,  será  considerada  como  litigante 
de  mala  fe  para  todos  los  efectos  le- 
gales. 

Art.  212.  Hasta  las  conclusiones  ó 
discusión  final  podrán  las  partes  unir 
documentos,  con  tal  que  no  sean  de  los 
mencionados  en  el  art.  209. 

§  1."— Si  el  demandado  uniese  docu- 
mentos con  algún  escrito,  se  dará  vis- 
ta al  actor  por  cinco  días  para  con- 
testar. 

§  2.®— En  los  pleitos  en  que  haya  dis- 
cusión oral  ó  alguna  de  las  partes  ofre- 
ciere documentos  en  el  acto  de  la  dis- 
cusión ó  antes  de  ésta,  podrá  la  parte 
contraria  pedir  vista  de  ellos  y  se  le 
concederá  por  cinco  días. 

§  3.**— La  parte  á  la  cual  se  entreguen 
Tomo  Vil.— Instituciones  jurídicas/ 


los  autos  para  examinar  los  documen- 
tos podrá  unir  otros,  y  en  este  caso 
tendrá  la  parte  contraria  vista  por 
igual  plazo,  y  asi  sucesivamente. 

Art.  213.  Los  documentos  escritos 
en  lengua  extranjera  sólo  podrán  ad- 
mitirse cuando  vengan  acompañados 
de  traducción  legalizada  por  el  Cónsul 
de  la  Nación  respectiva;  y  si  dichos 
documentos  han  sido  expedidos  por 
Autoridades  extranjeras,  sólo  tendrán 
validez  cuando  estén  visados  por  el 
funcionario  diplomático  ó  consular  por- 
tugués en  la  Nación  respectiva  y  lega- 
lizada la  firma  de  éste  en  el  Ministerio 
de  Negocios  extranjeros. 

§  único.— Sien  el  Reino  no  hubiere 
Cónsul  de  la  Nación  respectiva,  el  do- 
cumento será  traducido  por  peritos. 

Art.  214.  Si  algún  documento,  aun- 
que escrito  en  lengua  portuguesa,  es- 
tuviere en  letra  que  ofrezca  mucha  di- 
ficultad para  su  lectura,  ordenará  el' 
Juez  á  la  parte  que  presente  una  copia 
que  pueda  leerse  fácilmente,  so  pena 
de  no  ser  admitido. 

§  único.— Si  el  documento  fuere  de 
fecha  anterior  al  siglo  XVI,  se  observa- 
rá lo  dispuesto  en  el  art.  2.497  del  Códi- 
go civil. 

Art.  215.  Los  documentos  presenta- 
dos con  los  alegatos  ó  escritos  antes 
citados,  ó  después  de  ellos,  serán  uni- 
dos á  los  autos. 

§  1.°— Los  documentos  sólo  podrán 
ser  devueltos  al  que  los  haya  presen- 
tado, después  de  terminado  el  pleito  y 
dejando  traslado,  salvo  las  disposicio- 
nes especiales  de  este  Código. 

§2.°— De  los  documentos  que  estuvie- 
ren permanentemente  en  escribanía  ó 
archivo  público  sólo  quedará  nota  de 
la  escribanía  ó  archivo  en  donde  esté 
el  documento. 

§  3.**— Anulado  el  procedimiento,  se 
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devolverán  los  documentos  sin  dejar 
traslado  ó  copia. 

§  4.^— La  entrega  se  hará  por  diligen- 
cia extendida  al  efecto  en  los  autos. 


Sección  segimda 

De  la  prueba  por  juramento  6  confesión 

Art.  216.  La  declaración  jurada  de 
la  parte  podrá  pedirse  en  cualquier  es- 
tado del  pleito  antes  de  hallarse  con- 
cluso para  sentencia  en  primera  ins- 
tancia. 

§  único.— El  juramento  sólo  tendrá 
lugar  después  de  concluidas  las  alega- 
ciones, salvo  si  la  parto  que  lo  pidiere 
alegare  y  probare  sumariamente  la 
próxima  ausencia  ó  enfermedad  grave 
de  la  persona  que  haya  de  prestarlo. 

Art.  217.  Para  que  la  parte  pueda 
ser  considerada  como  confesa  con  re- 
lación á  cualquier  hecho,  en  caso  de  no 
comparecer  á  declarar,  es  indispensa- 
ble que  haya  sido  citada  personalmente 
con  esta  conminación,  y  que  esté  obli- 
gada á  declarar,  con  arreglo  á  lo  pres- 
crito en  el  art.  2.411  del  Código  civil. 

Art.  218.  No  podrá  obligarse  á  la 
parte  á  declarar  sobre  hechos  punibles 
que  se  le  imputan,  ni  por  segunda  vez 
en  el  mismo  pleito,  salvo  en  cualquier 
incidente  posterior  á  la  primera  decla- 
ración. 

Art.  219.  El  juramento  desusorio  ó 
supletorio  sólo  será  deferido  en  los  ca- 
sos en  que  esté  permitido  por  el  Código 
civil. 

Art.  220.  La  parte  declarará  ó  jura- 
rá siempre  á  presencia  del  Juez,  y  éste 
le  pedirá  el  juramento  según  el  rito  de 
la  religión  que  profese. 

§  1.°— Si  la  parte  reside  fuera  del  dis- 
trito, declarará  ante  el  Juez  de  su  resi- 


dencia, expidiéndose  al  objeto  el  corres- 
pondiente exhorto  ó  carta-orden. 

§  2.^— La  parte  podrá  pedir  que  su  de- 
claración tenga  lugar  en  su  misma  re- 
sidencia, siendo  de  su  cuenta  las  cos- 
tas que  ésta  ocasione. 

Art.  221.  Si  fuere  parte  en  el  pleito 
alguna  persona  moral  de  las  mencio- 
nadas en  el  art.  12,  podrá  exigirse  la 
declaración  de  quien  la  represente. 

Art.  222.  En  los  pleitos  en  que  sea 
parte  algún  incapaz ,  ausente  ó  d  emen- 
te, no  podrá  exigirse  la  declaración  de 
quien  lo  represente. 

Art.  223.  No  podrá  prestarse  por 
Procurador  la  declaración  en  el  jura- 
mento como  medio  de  prueba. 

Art.  224.  Cuando  la  parte  preste  ju- 
ramento decisorio  ó  supletorio,  con- 
vertirá el  Juez  en  auto  lo  que  hubiere 
jurado. 

§  L°— La  redacción  pertenece  prefe- 
rentemente á  la  parte,  y  al  Juez  cuando 
ésta  no  quiera  redactarla. 

§  2.®— La  parte  contraria  no  podrá 
hacer  pregunta  ni  reclamación  alguna. 

Art.  225.  Si  se  pidiere  juramento  en 
los  casos  previstos  por  los  artículos 
542  y  1.3S7  del  Código  civil,  se  tendrá 
por  confesada  la  falta  de  pago  si  la 
parte  se  negare  á  jurar  ó  si  dejare  de 
comparecer  y  no  probare  impedimento 
legítimo  dentio  de  los  cinco  días  si- 
guientes. 

Art.  226.  En  la  declaración  sólo  será 
preguntada  la  parte  por  el  Juez  sobre 
los  hechos  aducidos  á  que  tenga  obli- 
gación de  contestar. 

§  1.°— El  interrogado  responderá  con 
precisión  y  claridad  á  las  preguntas 
que  se  le  dirijan,  y  la  parle  contraria 
podrá  pedir  al  Juez  que  le  haga  las  ob- 
servaciones necesarias  para  el  escla- 
recimiento de  la  verdad. 

§  2.®— A  la  declaración  de  la  parte  es 


CÓDIGO  DE  PROCEDIMIENTO  CIVIL  PORTUGUÉS 


691 


aplicable  lo  dispuesto  en  Jos  párra- 
fos 3.^  4.*»  y  5.°  del  art.  273,  y  en  el  ar- 
tículo 274. 

Art.  227.  Si  ambas  partes  tuvieren 
que  declarar  ante  el  Juez,  declarará  en 
primer  lugar  el  demandado  y  después 
el  actor. 

§  único.— Si  tuviere  que  declarar  más 
de  un  actor  ó  más  de  un  demandado, 
no  podrán  asistir  ala  declaración  de 
uno  de  ellos  los  que  aún  no  hubiesen 
declarado,  y  cuando  comparezcan  á  de- 
clarar en  un  mismo  día,  serán  encerra- 
dos en  una  sala  y  de  ella  irán  saliendo, 
según  el  orden  en  que  hayan  de  de- 
clarar. 

Art.  228.  La  parte  que  citada  perso- 
nalmente para  declarar  dejare  de  com- 
parecer en  el  día  y  hora  señalados, 
será  tenida  por  confesa  en  la  sentencia 
fínal  en  lo  relativo  á  los  hechos  sobre 
que  se  interesó  la  declaración,  y  que 
ésta  sea  obligatoria  si  en  los  cinco 
días  siguientes  á  aquel  para  que  fué 
citada  no  probare  impedimento  legí- 
timo. 

§  1.**— Si  la  parte  probare  dicho  impe- 
dimento, señalará  el  Juez  otro  día  para 
la  declaración . 

§  2.®— También  se  tendrá  por  confesa 
á  la  parte  que  habiendo  comparecido 
se  negare  á  declarar  sobre  los  hechos 
respecto  de  los  cuales  pueda  ser  pre- 
guntado de  derecho. 

Art.  229.  La  declaración  será  escri- 
ta, salvo  las  disposiciones  especiales 
de  este  Código  ó  cuando  las  partes  re- 
nuncien al  recurso. 

§  1.®— Sea  cualquiera  la  naturaleza 
del  pleito,  se  escribirá  siempre  la  de- 
ciaración  cuando  se  preste  por  exhor- 
to ó  carta-orden,  ó  antes  de  la  audien- 
cia definitiva. 

§  2.'— La  redacción  de  la  declaración 
corresponde  preferentemente  al  decla- 


rante, y  al  Juez  cuando  aquél  no  qui- 
siere redactarla,  pudiendo  cualquiera 
de  las  partes  formular  reclamación 
respecto  de  la  redacción. 

§  3.°— A  la  declaración  de  la  parte  es 
aplicable  lo  dispuesto  en  los  párrafos 
2.«y3.Melart.  276. 

Art.  230.  La  confesión  hecha  en  de- 
claración sólo  es  indivisible  con  rela- 
ción á  cada  hecho. 

Art.  23L  La  declaración  escrita  se 
entregará  á  la  parte  que  la  exigió,  y 
ésta  deberá  indicar  cuáles  son  los  he- 
chos sobre  que  pretende  utilizarla. 

§  1.**— Esta  designación  deberá  hacer- 
se inmediatamente  después  de  ladéela- 
ración  hecha  por  la  otra  parte,  cuando 
ésta  no  se  haya  escrito. 

§  2.**— A  falta  de  designación,  se  en- 
tenderá que  la  parte  pretende  utilizar 
la  declaración  respecto  de  todos  los 
hechos  que  haya  confesado. 

Art.  232.  El  declarante  podrá  pedir 
certificación  de  su  declaración  antes 
de  que  se  entregue  á  la  otra  parte. 

Art.  233.  Cualquiera  de  las  partes 
podrá  confesar  en  los  escritos  ó  por 
comparecencia  los  hechos  alegados  por 
la  parte  contraria. 

§  1.'— Las  confesiones  hechas  en  los 
escritos  sólo  podrán  retirarse  cuando 
la  parte  contraría  no  los  haya  aceptado. 
§  2.**— No  podrá  confesar  ni  allanarse 
el  Abogado  nombrado  á  los  ausentes, 
incapaces  ó  dementes,  ni  el  Ministerio 
público  como  representante  de  las  per- 
sonas inciertas. 

§  3.°— La  diligencia  de  confesión  sólo 
podrá  ser  firmada  por  la  parte  ó  por 
Procurador  que  tenga  poderes  especia- 
les con  referencia  expresa  al  pleito  en 
que  tuvo  lugar  el  allanamiento. 

Art.  234.  La  confesión  judicial  sólo 
podrá  ser  revocada  por  error  de  hecho, 
en  acción  intentada  al  efecto. 
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§  Único.— La  acción  de  revocación  no 
obsta  á  que  se  prosigan  las  actuaciones 
en  el  pleito  á  que  la  confesión  se  re- 
fiere. 

Sección  tercera 

Del  arbitraje 
SÜBSECCIÓN  PRIMERA 

De  la  inspección  y  examen 

Art.  235.  El  arbitraje  por  medio  de 
examen  ó  inspección  para  la  averigua- 
ción de  algún  hecho  puede  tener  lugar 
en  cualquier  estado  del  pleito  antes  de 
dictar  sentencia  de  que  sólo  quepa  ó  se 
admita  el  recurso  de  revisión. 

§  1.°— Esta  diligencia  podrá  pedirse 
por  cualquiera  de  las  partes,  ú  ordena- 
da por  el  Juez  cuando  la  crea  nece- 
saria. 

§  2.°— La  parte  que  promueva  la  dili- 
gencia mandará  citar  á  las  otras  para 
que  en  la  primera  audiencia  nombren 
peritos. 

§  3."-  El  Escribano  ú  Oficial  hará  las 
citaciones  de  modo  que  todas  las  partes 
deban  comparecer  en  la  misma  au- 
diencia. 

Art.  236.  El  examen  ó  la  inspección 
se  efectuará  por  uno  ó  por  tres  peritos 
nombrados  por  las  parles  y  juramenta- 
dos por  el  Juez,  con  arreglo  al  rito  en 
la  religión  de  cada  uno. 

fcí  único.— Tratándose  de  objeto  cuya 
operación  exija  conocimientos  especia- 
les de  alguna  ciencia  ó  arte,  sólo  po- 
drán servir  como  peritos  las  personas 
que  tengan  esos  conocimientos. 

Art.  237.  A  falta  de  acuerdo  para  el 
nombramiento  de  perito,  nombrará 
uno  cada  parte  y  el  Juez  un  tercero  en 
discordia. 

§  1.°— Cuando  el  Juez  tenga  que  nom- 


brar perito  ó  arbitro  tercero  en  discor- 
dia, no  elegirá  nuncaentre  los  propues- 
tos por  las  partes. 

§  2."— Habiendo  más  de  un  actor  ó 
más  de  un  demandado,  y  no  compare- 
ciendo todos,  se  hará  el  nombramiento 
por  los  que  hayan  comparecido. 

§3.°— A  falta  de  acuerdo  entre  los  ac- 
tores y  demandados  que  hayan  compa- 
recido, prevalecerá  el  voto  de  la  mayo- 
ría de  cada  uno  de  los  grupos  en  cuan- 
to al  nombramiento  de  su  perito  res- 
pectivo, y  en  caso  de  empate  decidirá 
la  suerte. 

§  4.**— Si  dejaren  de  comparecer  todos 
los  actores  ó  todos  los  demandados, 
nombrará  el  Juez  perito  por  los  que  hu- 
bieren faltado. 

§  5.®— Las  partes  podrán  nombrar 
peritos  residentes  fuera  de  la  comarca, 
siendo  aquéllas  responsables  de  su 
comparecencia.  Estos  peritos  no  serán 
citados. 

Art.  238.  Si  el  examen  ó  tasación  ha 
de  ordenarse  por  medio  de  exhorto,  se 
hará  el  nombramiento  de  peritos  ante  el 
Juez  á  quien  seexíja  la  diligencia,  salvo 
acuerdo  expreso  de  las  partes  en  con- 
trario. 

.  Art.  239.  No  podrán  ser  nombrados 
peritos: 

1.®    Los  miembros  de  la  familia  real ; 

2.**    Los  Ministros; 

3.**    Los  Arzobispos  y  Obispos; 

4.®  Los  que  no  puedan  ser  Jueces, 
con  arreglo  al  art.  292. 

Art.  240.  Sólo  podrán  excusarse  de 
servir  como  peritos: 

L**  Los  Pares  del  Reino  y  los  Dipu- 
tados, cuando  estén  abiertas  las  Cal- 
maras; 

2.°  Los  Consejeros  de  Estado,  los 
Jueces  y  Magistrados  en  efectivo  servi- 
cio y  los  representantes  del  Ministerio 
público; 
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3.**  Los  eclesiásticos  que  tengan  cura 
de  almas; 

4,^    Los  miJitares  en  activo  servicio; 

5.**  Los  que  tengan  setenta  años  de 
edad. 

§  1.°— Los  nombrados  sólo  podrán 
alegar  excusa  en  el  término  de  veinti- 
cuatro horas,  á  contar  de  la  notifica- 
ción. 

§  2.**— Se  accederá  á  la  excusa  ó  se  de- 
negará por  auto  del  Juez  antes  de  la 
segunda  audiencia,  de  cuyo  acto  podrá 
interponerse  apelación. 

Art.  241.  Podrán  ser  recusados  los 
peritos  que,  con  arreglo  al  párrafo  úni- 
co del  art.  236,  no  tengan  competencia 
para  el  examen  ó  tasación,  así  como 
también  aquellos  en  quienes  concurra 
alguna  de  las  circunstancias  por  las 
que  pueden  ser  recusados  los  Jueces, 
con  arreglo  al  art.  293. 

§  1.**— Las  recu^^aciones  sólo  podrán 
proponerse  en  el  acto  del  nombramien- 
to, y  deberán  decidirse  por  el  Juez  en 
ese  mismo  acto,  salvo  si  alguna  do  las 
partes  quisiere  articular  prueba  que  no 
pueda  presentar  inmediatamente. 

§2.''--Si  la  recusación  se  decidiere 
en  seguida,  se  proseguirán  las  actua- 
ciones. 

§  3.**— La  decisión  de  las  recusaciones 
a[)lazada  por  la  articulación  do  prue- 
ba, lo  será  hasta  la  segunda  audiencia, 
en  la  que  se  ultimará  el  nombramiento 
sin  necesidad  de  nueva  notificación. 

§  4."— De  lasdecisionos  dictadas  sobre 
recusaciones  cabe  recurso  de  agravio. 
§5."— En  los  distritos  ó  poblaciones 
donde  haya  más  de  un  Juez,  se  suspen- 
derá el  nombramiento  luego  que  se 
proponga  la  recusación,  debiendo  resol- 
verse ésta  por  el  Juez  que  entienda  en 
el  negocio,  observándose  lo  demás  que 
queda  dispuesto  en  los  párrafos  ante- 
riores. 


Art.  242.  El  perito  que  falleciere,  es- 
tuviere imposibilitado  para  comparecer 
en  el  día  designado,  por  ausencia  ó  por 
otro  motivo,  ó  que  hubiere  obtenido 
excusa,  será  sustituido  por  otro,  nom- 
brado por  la  misma  parte  ó  por  el  Juez, 
cuando  fuere  el  tercero  en  discordia. 

§  L**— Para  el  nuevo  nombramiento 
no  será  necesaria  audiencia  cuando  co- 
rresponda al  Juez  ó  cuando,  correspon- 
diendo á  la  parte,  proceda  ésta  sin  inti- 
mación alguna  á  nombrar  otro  perito; 
pero  en  cualquiera  de  estos  dos  casos 
se  notificará  el  nombramiento  y  podrá 
proponerse  contra  el  nombrado  re- 
cusación en  el  término  de  veinticuatro 
horas. 

§  2.*'— La  sustitución  podrá  hacerse 
en  el  acto  del  examen  ó  tasación,  pro- 
cediéndose  á  ella  si  la  parte  contraria, 
ó  ambas,  cuando  el  nombramiento  co- 
rresponda al  Juez,  estuvieren  presentes 
ó  representadas»  y  no  interpusieren  in- 
mediatamente recusación  ó  si  se  decla- 
rase improcedente  la  que  se  haj^a  inter- 
puesto. 

§  3.°— El  nuevo  nombramiento  se 
limitará  siempre  á  la  sustitución  del 
perito  que  falte. 

§  4.'*— Faltando  alguno  de  los  peritos 
que  resida  fuera  del  distrito,  será  susti- 
tuido por  otro,  que  nombrará  el  Juez, 
pudiendo  efectuarse  el  nombramiento 
en  el  acto  de  la  diligencia;  y  contra  el 
que  nombre  no  podrá  proponerse  re- 
cusación alguna  por  la  parte  que  haya 
nombrado  el  perito  que  falte.  Si  la  falta 
fuere  causa  de  un  aplazamiento,  las 
costas  de  éste  se  pagarán  por  la  parte 
que  baya  nombrado  el  perito. 

Art.  243.  En  el  examen  por  peritos, 
ora  sea  pedido  por  las  partes,  ora  or- 
denado de  oficio,  podrán  éstas  ó  el 
Juez  proponer  cualquier  pregunta  ó  in- 
cidente, con  tal  que  tengan  relación  con 
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hechos  que  hayan  dejado  vestigios  ó 
puedan  estar  sujetos  á  inspección  ó 
examen  ocular. 

Art.  244.  Las  partes  y  sus  Abogados 
6  Procuradores  podrán  asistir  al  acto 
de  la  inspección  ó  examen,  pedir  en  ese 
acto  lo  que  crean  conveniente  con  rela- 
ción al  objeto  de  la  diligencia,  y  con 
permiso  del  Juez  podrán  hacer  algunas 
observaciones  á  los  peritos,  pero  no 
podrán  asistir  á  la  votación,  la  cual 
será  consignada  en  el  acta  á  presencia 
del  Juez  y  publicada  inmediatamente. 

§  único.— El  perito  que  intervenga 
como  tercero  en  discordia  estará  obliga- 
do á  conformarse  con  uno  de  los  dictá- 
menes, de  modo  que  constituya  mayoría 
^n  todos  aquellos  puntos  en  que  haya 
divergencia. 

Art.  245.  Si  las  partes  ó  el  Juez  cre- 
yeren necesaria  alguna  aclaración,  po- 
drán indicarlo  inmediatamente  y  los 
peritos  darán  la  oportuna  respuesta. 

§  único.— Lá  aclaración  sólo  podrá 
referirse  á  deficiencia  ú  oscuridad  del 
dictamen  de  los  peritos,  y  dada  la  res- 
puesta, se  publicará  ésta  y  se  cerrará  y 
firmará  en  seguida  el  acta. 

Art.  246.  Cualquiera  de  las  partes 
podrá  unir  á  los  autos  el  plano  del  te- 
rreno ó  edificio,  para  que  sirva  de  base 
á  la  inspección  ó  examen  pericial,  y  en 
este  caso  se  comprobará  su  exactitud. 

Art.  247.  Estará  permitido  pedir  el 
examen  pericial  ó  inspección  ocular 
antes  de  comenzar  el  pleito  ó  cuando 
sea  necesario  comprobar  algún  hecho 
que,  si  se  aplazara,  sería  difícil  apre- 
ciarlo. 

§  único.— Para  el  examen  ó  inspec- 
ción ocular  deberá  citarse  siempre  á 
los  interesados  ciertos  que  residan  en 
la  parte  continental  del  Reino  ó  en  la 
isla  donde  tengan  lugar  aquellos  actos, 
y  al  Ministerio  público   cuando  algún 


interesado  resida  en  otro  lugar  ó  sea 
desconocido. 

Art.  248.  En  el  examen  para  recono- 
cimiento ó  cotejo  de  letra  se  observa- 
rán las  siguientes  disposiciones: 

§  1.**— Los  peritos  deberán  comparar 
la  letra  del  escrito  que  tengan  que  exa- 
minar con  otra  letra  de  la  persona  á 
quien  se  atribuya. 

§  2.**— Para  este  objeto  podrán  servir 
cualesquiera  documentos  auténticos,  y 
aun  los  privados  si  la  parte  los  recono- 
ciere, ó  si  3  a  hubieren  sido  judicial- 
mente reconocidos. 

§  3.°— Si  el  interesado  reconociere 
como  verdadera  alguna  parte  del  docu- 
mento, podrá  servir  la  letra  de  esa  par- 
te de  comparación  para  el  examen  de 
la  otra. 

§  4.**— El  Juez  podrá  pedir,  para  que  se 
presenten  en  el  acto  del  examen,  cua- 
lesquiera documentos  que  se  hallen  de- 
positados en  los  archivos  ú  oficinas  de 
los  funcionarios  públicos,  y  el  examen 
tendrá  lugar  en  la  oficina  ó  archivo 
cuando  los  documentos  no  puedan  salir 
de  ellos. 

Art.  249.  La  parte  á  quien  se  atribu- 
ya la  letra  está  obligada  á  comparecer 
en  el  acto  del  examen,  si  fuere  perso- 
nalmente citada  para  ello  y  residiere 
en  la  comarca. 

§  L"— Si  compareciere,  estará  obliga- 
da á  escribir,  en  presencia  de  los  peri- 
tos, las  palabras  que  éstos  ó  el  Juez  le 
indiquen. 

§2.°— Si  la  parte  residiere  en  distinta 
jurisdicción,  podrá  expedirse  exhorto 
para  el  Juez  competente,  á  fin  de  que  se 
la  obligue  allí  á  escribir  las  palabras 
que  el  Juez  ó  los  peritos  hayan  indica- 
do, remitiendo  aquéllas  bajo  sobre  ce- 
rrado, en  unión  del  exhorto. 

§  3.®— El  exhorto  se  remitirá  de  oficio 
al  Juez  que  haya  de  actuar  en  la  dili- 
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gencia  y  se  devolverádel  mismo  modo. 

§  4.**— Si  habiendo  sido  citada  perso- 
nalmente dejare  la  parte  de  compare- 
cer anteelJuez,  sin  causa justiñcada,  ó 
se  negare  á  escribir  las  palabras  que  se 
le  indiquen,  se  tendrá  por  reconocida 
la  letra. 

Art.  250.  El  examen  que  tenga  por 
objeto  averiguar  la  exactitud  de  cual- 
quier certifícación  ó  traslado  se  verifi- 
cará por  la  comparación  de  una  ú  otro 
con  el  acta,  libro  ó  documento  de  don- 
de hayan  sido  copiados. 

§  único.— A  este  examen  será  aplica- 
ble lo  dispuesto  en  el  párrafo  4.**  del  ar- 
tículo 248. 

Art.  251.  Cualquiera  de  las  partes 
podrá  pedir  nuevo  examen  ó  inspec- 
ción sobre  diferentes  objetos. 

^UBSECCIÓN    SEGUNDA 

Del  avalúo 

Art.  252.  El  avalúo  se  practicará  por 
peritos  nombrados  y  juramentados, 
en  los  términos  prescritos  en  los  ar- 
tículos 233  á  242. 

§  1.**— Los  peritos  harán  el  avalúo  en 
vista  del  mandamiento,  y  certificarán 
el  valor  de  los  bienes,  describiéndolos 
con  declaración  expresa  de  la  situación 
y  confrontación  de  los  inmuebles  y  de 
los  números  silos  tuvieren.  Cuando  no 
sepan  escribir,  se  hará  constar  también 
el  avalúo  por  diligencia  en  los  autos. 

§  2.**— El  Juez  sólo  podrá  asistir  cuan- 
do alguna  de  las  partes  lo  pida,  y  en 
este  caso  se  hará  constar  el  avalúo  en 
el  acta. 

Art.  253.  En  la  determinación  del 
valor  de  los  bienes  se  observará  lo  si- 
guiente: 

1.**  Los  predios  rústicos  ó  urbanos 
serán  evaluados  con  relación  á  su  renta 


ó  producto  medio, al  tiempo  que  puedan 
continuar  dando  el  mismo  producto  ó 
renta,  al  uso  á  que  puedan  aplicarse,  á 
las  circunstancias  delalocalídad  donde 
estén  situados  y  á  los  gastos  de  conser- 
vación y  entretenimiento; 

2J^  Los  muebles  se  evaluarán  tenien- 
do en  cuenta  su  materia  y  su  mérito, 
y  según  el  estado  en  que  se  hallen; 

3.°  El  valor  del  dominio  directo  en 
la  enfiteusis  ó  el  del  enfitéutico  en  la 
subenfiteusis,  se  reputará  igual  á  vein- 
te pensiones  anuales,  aumentando  un 
laudemio  ó  prestación  eventual  cuando 
lo  haya,  y  el  laudemio  será  calculado 
por  el  valor  del  predio  después  de  de- 
ducido el  capital  de  la  pensión; 

4.**  El  valor  del  censo  ó  de  cualquier 
otra  prestación  perpetua  se  reputará 
igual  á  veinte  prestaciones  anuales; 

5.*^  El  valor  del  censo  ó  de  cualquier 
otra  prestación  temporal  será  determi- 
nado por  la  suma  de  los  que  faltaren, 
deduciendo  el  interés  anual  del  5  por  100 
calculado  sobre -la  prestación  durante 
el  plazo  que  falte  para  su  vencimiento; 

6.**  El  valor  del  usufructo  y  el  del  uso 
y  habitación  se  reputará  igual  á  la 
renta  de  diez  años; 

7.®  El  valor  del  dominio  útil  de  los 
predios  se  estimará  con  arreglo  á  lo 
prescrito  en  el  núm.  1.®,  descontando 
el  valor  del  dominio  directo  ó  el  del  en- 
fitéutico, con  arreglo  alo  dispuesto  en 
el  núm.  3.**,  y  el  valor  de  los  demás  bie- 
nes, gravados  con  usufructo  ó  con  cual- 
quier otra  prestación  perpetua  ó  tem- 
poral, se  determinará  deduciendo  el  va- 
lor de  la  carga; 

8.**  El  valor  de  cualquier  derecho  y 
acción  se  determinará  por  el  valor  de 
aquella  á  que  se  refiere,  teniéndose  en 
cuenta  la  dificultad  que  haya  para  ha- 
cerlo efectivo; 

9.**    Los  derechos  de  servidumbre  y 
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Otros  análogos  serán  evaluados  por  la 
mayor  estimación  de  las  comodidades 
á  que  den  lugar,  y  las  cargas  por  los 
perjuicios  que  causen. 

§  1.*^— Para  determinar  el  valor  de  los 
bienes,  su  renta  ó  producto  medio  será 
el  de  los  últimos  cinco  años,  compután- 
dose el  valor  de  los  cereales  ú  otros 
frutos  por  el  precio  medio  durante  el 
mismo  plazo. 

§  2.**— Los  frutos  pendientes  serán 
evaluados  por  separado. 

§  3.®— En  el  avalúo  no  se  atenderá  á 
las  contribuciones,  excepto  cuando  por 
convención  estén  á  cargo  de  otra  per- 
sona, en  cuyo  caso  el  importe  de  la 
contribución  aumentará  la  renta  anual 
para  el  cálculo  del  avalúo. 

Art.  254.  Los  peritos  deberán  decla- 
rar siempre  en  el  avalúo  cuáles  son  las 
bases  que  han  adoptado. 

Art.  255.  Los  peritos  que  dejen  de 
hacer  el  avalúo  en  el  plazo  que  el  Juez 
designe,  serán  castigados  como  des- 
obedientes, pudierido  Ma  parte,  desde 
luego,  pedir  el  nombramiento  de  otros. 

§  único.— El  Juez  podrá  prorrogar  el 
plazo  cuando  se  demuestre  que  esto  es 
necesario,  y  pidiendo  la  prórroga  antes 
que  espire  el  ordinario. 

Art.  256.  Se  tendrán  por  determina- 
dos, sin  atender  al  nombramiento  de 
peritos: 

1.®  En  cuanto  al  valor  de  los  fondos 
públicos,  acciones  ú  obligaciones  de 
Bancos  ó  coiyipañías  y  cualesquiera 
otros  títulos  de  crédito  portugueses  ó 
extranjeros,  lo  que  se  justifique  por  la 
última  cotización  oficial  conocida; 

2.**  En  cuanto  al  valor  de  la  plata, 
oro  y  piedras  preciosas,  lo  que  conste 
de  la  certificación  del  respectivo  con- 
traste. 

Art.  257.  El  valor  de  cualquier  pres- 
tación, consistente  en  cereales  ú  otros 


frutos,  será  determinado  por  el  precio 
medio  de  los  últimos  cinco  años. 

§  único.— Este  precio  será  el  de  la  ta- 
rifa del  mercado,  si  la  hubiere. 

Art.  258.  Será  determinado  por  el 
perito  del  Juzgado  el  valor  del  dominio 
directo  ó  el  de  la  enfiteusis  principal, 
asi  como  el  derecho  á  cualquier  pres- 
tación perpetua  ó  temporal,  ya  con- 
sista en  dinero,  ya  en  cereales  ú  otros 
frutos  de  los  consignados  en  la  tarifa 
del  mercado,  excepto  cuando  haya  lau- 
demio  ó  prestación  eventual  que  deba 
calcularse  sobre  el  valor  del  predio. 

Art.  259.  Si  después  de  hecho  el  ava- 
lúo se  descubriere  carga  ó  derecho  que 
aumente  ó  disminuya  el  valor  de  algu- 
nos bienes,  ó  que  no  existe  la  carga  ó 
derecho  con  que  se  han  evaluado,  se 
rectificará  el  avalúo  por  el  perito  del 
juzgado,  cuando  éste  intervenga,  ó  en 
caso  contrario  por  los  peritos  que  lo 
hayan  hecho. 

SUBSKCCIÓN    TERCERA 

Del  segundo  arbitraje 

Art.  260.  Cualquiera  de  las  partes 
podrá  pedir  segundo  examen,  inspec- 
ción ó  avalúo,  siempre  que  lo  pida  en 
el  término  de  ocho  días,  después  de 
efectuado  el  primero. 

§  único.— -Esta  segunda  tasación  ó 
arbitraje  será  presidida  siempre  por  el 
Juez,  y  serán  aplicables  á  ella  las  dis- 
posiciones de  las  subsecciones  anterio- 
res, salvo  las  modificaciones  siguientes: 

1.*  Si  en  el  primer  arbitraje  ó  tasa- 
ción hubiere  intervenido  un  solo  perito, 
intervendrán  tres  en  el  segundo; 

2.*  Si  en  el  primer  arbitraje  hnbiesen 
intervenido  tres  peritos,  intervendrán 
cinco  en  el  segundo,  y  á  falta  de  acuer- 
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do,  nombrará  dos  cada  parte  y  el  Juez 
nombrará  el  quinto; 

3.*  En  el  segundo  arbitraje  no  po- 
drán intervenir  los  peritos  que  hayan 
votado  en  el  primero. 

Sección  cuarta 

De  la  prueba  testifical 

Art.  261.  Las  listas  de  testigos,  ya 
residan  éstos  en  el  distrito,  ya  fuera  de 
él,  serán  unidas  hasta  la  segunda  au- 
diencia, después  de  terminado  el  perio- 
do de  prueba,  salvo  las  disposiciones 
especiales  de  este  Código. 

§  1."— En  los  sumarios  é  incidentes 
de  los  pleitos,  las  listas  de  testigos 
irán  unidas  á  la  demanda  ó  escrito  so- 
bre cuyo  objeto  deben  declarar. 

§  2.°— La  lista  de  testigos  podrá  alte- 
rarse y  adicionarse  en  todo  tiempo, 
con  tal  que  esta  alteración  ó  adición 
pueda  ser  notificada  á  las  partes  tres 
días  antes  del  designado  para  la  inqui- 
sitiva. 

Art.  262.  Los  testigos  serán  desig- 
nados por  sus  nombres,  profesiones  ó 
moradas,  pudiendo  añadirse  cuales- 
quiera otras  circunstancias  que  tien- 
dan á  probar  su  identidad. 

§  L°— No  está  permitido  presentar 
más  de  ocho  testigos  para  cada  hecho, 
sin  que  sea  necesario  indicar  en  la  lis- 
ta los  que  deben  declarar. 

§  2.®— Después  de  expedido  exhorto 
para  la  inquisitiva,  sólo  podrán  ofre- 
cerse en  sustitución  testigos  que  resi- 
dan en  la  comarca  ó  distrito  en  que  se 
tramita  el  pleito,  ó  que  la  parte  se  com- 
prometa á  presentarlos  el  día  en  que 
hayan  de  ser  examinados. 

§  3.''— Cuando  después  de  expedido 
exhorto  para  el  examen  de  algún  tes- 
tigo no  fuere  éste  hallado  por  haber 


variado  de  domicilio  después  de  pre- 
sentada la  lista,  podrá  la  parte  susti- 
tuirlo en  la  forma  indicada  en  el  párra- 
fo anterior,  ó  pedir  nuevo  exhorto,  con 
tal  que  no  sea  para  fuera  del  continen- 
te é  islas  adyacentes;  pero  en  este 
caso,  si  no  se  encontrare  al  testigo,  no 
podrá  la  parte  pedir  otro  exhorto  para 
la  inquisitiva. 

Art.  263.  El  testigo  tiene  derecho  á 
una  indemnización,  que  fijará  el  Juez, 
si  la  pidiere,  al  terminar  su  declara- 
ción. 

§  1.°— Esta  indemnización  no  podrá 
ser  inferior  á  200  reis  ni  exceder  de 
1.000  por  cada  día  que  el  testigo  haya 
sido  obligado  á  comparecer. 

§  2.°— La  indemnización  á  los  testi- 
gos se  pagará  por  la  parte  que  los  haya 
presentado,  incluyéndose  luego  en  las 
costas. 

Art.  264.  Serán  examinados  en  au- 
diencia, ante  el  Juez  correspondiente, 
los  testigos  que  residan  en  el  juzgado  ó 
territorio  donde  se  tramita  el  pleito,  y 
los  que  residiendo  fuera  sean  presen- 
tados por  la  parte. 

Art.  265.  Los  testigos  que  residan 
fuera  del  respectivo  juzgado  ó  territo- 
rio serán  examinados  por  medio  de 
exhorto,  á  excepción  de  aquellos  que 
se  presenten  por  la  parte  ante  el  Juez 
que  entienda  en  el  pleito. 

§  1.**— El  exhorto  se  expedirá  inme- 
diatamente después  de  presentada  la 
respectiva  lista. 

§  2.**— Los  testigos  que  residan  fuera 
del  juzgado  ó  territorio,  que  la  parte 
haya  declarado  que  se  compromete  á 
presentar,  no  serán  citados. 

Art.  266.  Serán  examinados  en  su 
residencia  las  siguientes  personas: 

L°  Los  miembros  de  la  familia  real, 
precediendo  decreto  que  autorice  la 
declaración  y  regule  el  ceremonial  que 
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ha  de   observarse   en   el  acto  de  la 
misma; 

2.®  Los  Consejeros  de  Estado  y  los 
Ministros; 

3.°    Los  Arzobispos  y  Obispos; 

4/  Los  Embajadores,  enviados  y 
encargados  de  negocios,  y  cualesquie- 
ra otros  representantes  de  Potencias 
extranjeras,  observándose  lo  estipula- 
do en  los  tratados  y  convenciones,  y  á 
falta  de.  tratados,  el  principio  de  reci- 
procidad; 

5.®  Las  personas  que  se  demuestre 
están  imposibilitadas  para  comparecer 
ante  el  Tribunal. 

Art,  267.  Los  miembros  de  los  Cuer- 
pos Colegisladores  no  podrán  ser  cita- 
dos durante  el  período  de  las  sesiones 
para  declarar  ante  el  Juez,  sin  permiso 
de  la  respectiva  Cámara,  salvo  si  re- 
nunciasen á  ello. 

Art.  268.  Si  alguna  de  las  partes 
ofreciere  como  testigo  al  Juez  que  en- 
tiende en  los  autos,  declarará  éste  bajo 
juramento  y  por  diligencia  si  tiene  co- 
nocimiento de  hechos  que  puedan  in- 
fluir en  su  decisión.  En  caso  afirmati- 
vo, dejará  de  entender  en  el  pleito,  y 
en  caso  negativo,  quedará  sin  efecto  la 
indicación  de  la  parte. 

Art.  269.  La  declaración  del  Escri- 
bano que  entienda  en  el  pleito,  y  que 
sea  presentado  como  testigo,  deberá 
extenderse  por  otro  Escribano,  y  será 
el  primero  que  declare,  aunque  sea 
testigo  del  demandado. 

Art.  270.  Antes  del  día  designado 
para  el  examen  de  los  testigos,  y  aun 
antes  de  comenzar  el  pleito,  podrán  ser 
examinados,  á  petición  de  cualquiera 
de  las  partes,  los  testigos  que  indique, 
alegando  justo  motivo  para  anticipar 
la  declaración,  como  próxima  ausen- 
cia, edad  avanzada  ó  enfermedad  del 
testigo. 


§  único.— Para  esta  indagatoria, 
cuando  se  pida  antes  de  comenzar  las 
actuaciones,  se  citará  á  los  interesados 
conocidos  que  residan  en  el  continente 
ó  en  la  isla  en  que  haya  de  prestarse  la 
declaración,  y  el  Ministerio  público, 
cuando  alguno  de  los  interesados  resi- 
da en  otra  localidad  ó  no  sea  conocido. 

Art.  271.  Antes  de  comenzar  el  exa- 
men de  los  testigos  serán  todos  ence- 
rrados en  una  sala  é  irán  saliendo  de 
ella  por  orden  de  lista,  primero  los  del 
actor  y  después  los  del  demandado, 
salvo  si  las  partes  acordaren  la  altera- 
ción de  este  orden;  y  salvo  también  lo 
dispuesto  en  el  art.  209. 

§  1.®— El  testigo  prestará,  según  el 
rito  de  su  religión,  el  juramento  que  el 
Juez  le  pida,  y  éste  le  preguntará  su 
nombre,  estado,  edad,  profesión,  natu- 
raleza y  residencia,  si  es  pariente,  ami- 
go ó  enemigo  de  alguna  de  las  partes, 
y  si  tiene  algún  interés  directo  ó  indi- 
recto en  el  pleito. 

§  2.°— Cuando  por  las  respuestas  del 
testigo  resulte  que  no  puede  serlo  con 
arreglo  á  la  ley  civil,  no  se  le  admitirá 
á  declarar,  consignando  esto  mismo  in- 
mediatamente después  de  las  respues- 
tas y  firmando  el  testigo  con  el  Juez. 

Art.  272.  La  parte  contra  quien  se 
presentare  el  testigo  podrá  impugnar 
su  admisión,  alegando  las  tachas  por 
que  le  considera  inhábil,  cuando  no 
estuviere  así  declarado  con  arreglo  á 
lo  prescrito  en  el  artículo  anterior. 

§  L"-E1  testigo  será  preguntado  bajo 
juramento  acerca  de  la  materia  de  que 
se  trata,  y  si  no  confesara,  podrá  la 
parte  comprobarla  por  documentos  ó 
testigos,  que  presentará  en  el  acto,  pero 
no  podrá  presentar  más  de  tres  para 
cada  h  echó. 

§  2."— La  respuesta  del  testigo  y  las 
declaraciones  de  los  que  se  presenten 
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en  este  incidente  deberán  consignarse 
por  escrito,  salvo  cuando  las  partes 
hayan  renunciado  al  recurso. 

§  3.°~En  vista  de  la  respuesta  y  de 
las  pruebas,  decidirá  el  Juez  si  debe  ó 
no  tener  lugar  la  declaración. 

Art.  273.  El  testigo  será  preguntado 
acerca  de  los  hechos  que  se  hayan  ale- 
gado, y  declarará  con  precisión,  indi- 
cando la  razón  de  su  afirmación  y  cua- 
lesquiera circunstancias  que  puedan 
justificar  el  conocimiento  que  tenga  de 
los  hechos. 

§  1.°— Las  preguntas  se  harán  por  el 
Abogado  de  la  parte  que  haya  jpresen- 
tado  al  testigo,  y  el  Abogado  de  la  par- 
te contraria  podrá  hacerle  repregun- 
tas, pero  sólo  con  referencia  á  los  he- 
chos sobre  que  haya  declarado. 

§  2."— El  Juez  deberá  preguntar  al 
testigo,  cuando  no  esté  presente  el  Abo- 
gado de  la  parte,  y  siempre  podrá  ha- 
cerle las  preguntas  que  estime  necesa- 
rias para  el  esclarecimiento  de  la  ver- 
dad, y  se  opondrá  á  que  los  Abogados 
hagan  preguntas  capciosas  ó  imperti- 
nentes. 

§  3.®— El  testigo  no  podrá  prestar 
su  declaración  por  escrito;  mas  para 
responder  á  las  preguntas  que  se  le  di- 
rijan podrá  recurrir  á  cualquier  docu- 
mento ó  apunte  que  lleve  para  compro- 
bar ó  recordar  hechos  ó  fechas. 

§  4.®— También  podrá  el  testigo  pre- 
sentar en  el  acto  de  la  declaración  cual- 
quier objeto  ó  documento  que  crea 
conveniente  para  justificar  su  declara- 
ción, y  podrá  exigir  que  le  sean  pre- 
sentados los  que  obran  en  autos. 

§  5.**— Los  documentos  presentados 
por  el  testigo  para  corroborar  su  decla- 
ración, quedarán  unidos  á  los  autos. 

Art.  274.  Si  el  testigo  no  hablare  el 
portugués,  nombrará  el  Juez  un  intér- 
prete, que  bajo  juramento  le  transmita 


las  preguntas  y  al  Juez  las  respuestas 
que  aquél  diere. 

§  L°— Lo  mismo  se  hará  respecto  del 
sordo-mudo  que  no  sepa  leer  ni  escri- 
bir; pues  si  supiere  deberá  ser  pregun- 
tado y  contestar  por  escrito. 

§  2.**— El  que  únicamente  fuere  sordo 
y  supiere  leer,  contestará  de  viva  voz  á 
las  preguntas  que  se  le  dirijan  por  es- 
crito. 

Art.  275.  Es  aplicable  á  las  declara- 
ciones de  los  testigos  lo  determinado 
en  el  párrafo  \°  del  art.  229. 

Art.  276.  Cuando  se  haya  de  escri- 
bir la  declaración,  se  redactará  de  modo 
que  el  testigo  comprenda  todas  las  res- 
puestas. • 

g  1.°— La  redacción  corresponde  pre- 
ferentemente al  testigo,  y  después  al 
Juez,  ó  con  permiso  de  éste  á  los  Abo- 
gados, pudiendo  éstos  hacer  cualquier 
reclamación  sobre  los  términos  en  que 
la  declaración  haya  sido  redactada. 

§  2.°— El  testigo  firmará  la  declara- 
ción, que  le  será  leída  y  rubricará  todas 
las  hojas,  asi  como  el  Juez  y  los  Abo- 
gados de  ambas  partes,  poniendo  el 
Juez  su  firma  entera  al  pie  de  las  decla- 
raciones de  los  testigos  que  no  sepan  ó 
no  puedan  escribir. 

§  3.®— Si  interviniere  intérprete,  fir- 
mará éste  y  rubricará  también  la  de- 
claración. 

Art.  277.  Cualquiera  de  las  partes 
podrá  pedir  el  careo  entre  los  testigos 
ó  con  las  partes  si  residieran  en  el 
mismo  distrito,  y  podrá  también  el  Juez 
ordenarlo  de  oficio  cuando  lo  crea  ne- 
cesario. 

§  L**— El  careo  tendrá  lugar  cuando 
exista  oposición  directa  sobre  un  he- 
cho determinado,  entre  las  declaracio- 
nes de  los  testigos  ó  entre  aquéllos  y  la 
de  la  parte. 

§  2.°— El  careo  se  verificará  después 
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de  terminada  la  inquisitiva,  é  inmedia- 
tamente si  estuvieren  presentes  las 
personas  que  deben  ser  careadas,  ó  en 
el  día  que  el  Juez  designe,  en  caso  de 
no  estar  presentes. 

§  3.**— Si  la  parte  dejara  de  compare- 
cer en  el  día  designado,  después  de  ha- 
ber sido  legalmente  citada,  se  dará  por 
confesado  el  hecho  aseverado  por  el 
testigo. 

§  4/— El  resultado  del  careo  se  con- 
signará en  las  diligencias. 

Art.  278.  La  parte  contra  quien  se 
presente  el  testigo  podrá  alegar  en 
contra  cualquier  circunstancia  que  in- 
fluya en  la  fuerza  probatoria  de  la  de- 
claración.     * 

§  1.*"— Cuando  el  testigo  termine  su 
declaración,  podrá  impugnarse  por  la 
parte  interesada  en  ella  y  ser  repre- 
guntado sobre  la  materia. 

§  2.°— Si  el  testigo  no  confesare  la 
contradicción,  podrá  la  parte  probarla 
por  documentos  ó  por  otros  testigos 
que  presentará  en  el  acto,  no  pudien- 
do  presentar  más  de  tres  para  cada 
hecho. 

§  3.°— Cuando  haya  de  escribirse  la 
declaración  del  testigo  contradicho,  se 
escribirán  inmediatamente  después  de 
ella  los  fundamentos  de  la  contradic- 
ción y  las  declaraciones  de  los  testigos 
presentados  para  su  prueba,  fechándo- 
se después  la  declaración,  que  será  fir- 
mada por  el  testigo  de  referencia  y  por 
los  que  se  hayan  ofrecido  para  probar 
la  contradicción. 

§  4.°— Siendo  el  testigo  examinado 
por  exhorto,  sólo  podrá  contradecír- 
sele ante  el  Juez  que  reciba  la  de- 
claración. 

Art.  279.  Si  en  el  día  designado  para 
el  examen  faltare  algún  testigo,  de  que 
la  parte  no  prescinda,  se  observará  lo 
siguiente: 


1.°  Si  las  declaraciones  han  de  ser 
por  escrito,  serán  examinados  los  testi- 
gos presentes,  aplazando  el  examen  de 
los  que  falten  para  un  día  después  del 
último  designado  para  dicho  examen; 

2.°  En  los  negocios  en  que  no  hayan 
de  escribirse  las  declaraciones,  se 
aplazará  la  inquisitiva  ó  examen  de  to- 
dos los  testigos; 

3."  Si  el  testigo  no  compareciere  por 
haberse  ausentado  después  de  presen- 
tada la  respectiva  lista,  se  expedirá 
exhorto  para  que  se  le  reciba  declara- 
ción en  el  lugar  donde  resida,  si  no 
prefiriere  la  parte  sustituirlo,  con  arre- 
glo á  lo  prescrito  en  el  párrafo  2.®  del 
artículo  262;  pero  el  exhorto  no  podrá 
expedirse  para  fuera  del  continente  é 
islas  adyacentes,  y  si  una  vez  expedido 
no  se  encontrare  el  testigo  en  el  lugar 
indicado,  no  podrá  la  parte  pedir  otro 
exhorto  parala  inquisitiva; 

4.®  Cuando  el  testigo  deje  de  compa- 
recer por  causa  de  enfermedad,  se  le 
recibirá  declaración  en  su  domicilio,  y 
si  estuviere  imposibilitado  para  decla- 
rar, se  aplazará  el  examen  por  el  tiem- 
po que  parezca  indispensable,  según  las 
circunstancias,  pero  no  podrá  exceder 
de  treinta  días. 

§  1."— El  examen  del  testigo  podrá  ser 
aplazado  sin  acuerdo  expreso  de  las 
partes  por  falta  del  no  citado,  si  la  par- 
te ha  dejado  de  pedir  la  citación,  ó  si  re- 
sidiendo el  testigo  fuera  del  distrito,  la 
parte  se  hubiere  comprometido  á  pre- 
sentarla. 

§  2.°— La  parte  que  haya  ofrecido  un 
testigo  que  falte  podrá  sustituirle,  pero 
no  podrá  pedir  exhorto  para  el  examen 
del  nuevo  testigo. 

§3.^— El  testigo  que  no  justifique  su 
falta  de  comparecencia,  vendrá  á  de- 
clarar bajo  pena  de  prisión. 

§  4.**— Por  falta  del  mismo  ó  de  otro 


CÓDIGO  DE  PROCEDIMIENTO  CIVIL  PORTUGUÉS 


701 


testigo  no  podrá,  sin  acuerdo  expreso 
de  las  partes,  darse  nuevo  plazo. 

Art.  280.  Si  no  fuere  posible  exami- 
nar en  un  mismo  día  todos  los  testigos 
presentados  por  ambas  partes,  se  ce- 
rrarán y  sellarán  al  final  de  cada  au- 
diencia las  declaraciones  que  se  hayan 
prestado,  y  se  abrirán  cuando  termine 
el  examen  de  todos  los  testigos. 

§  único.— Lo  mismo  deberá  observar- 
se cuando  haya  testigos  para  cuyo  exa- 
men se  expida  exhorto,  excepto  en  el 
caso  previsto  en  el  art.  84. 

CAPÍTULO  II 

De   la   sentencia 

Art.  28L  Presentadas  las  pruebas  y 
terminadas  las  alegaciones,  compro- 
bando el  Juez  la  legitimidad  de  las  par- 
tes, pronunciará  sentencia,  en  la  que 
resolverá  toda  la  cuestión,  no  pudiendo 
condenar  en  más  ni  en  cosa  distinta  de 
la  que  se  haya  pedido. 

§  1.°— Además  de  los  fundamentos  de 
la  decisión,  mencionará  la  sentencia 
los  nombres  de  las  partes  y  hará  un  re- 
lato claro  de  la  cuestión  y  de  las 
pruebas. 

§  2.®— Cuando  en  la  sentencia  haya 
de  conocerse  de  alguna  excepción,  co- 
menzará el  juicio  por  ésta. 

Art.  282.  No  pudiendo  determinar- 
se con  precisión  en  la  sentencia  el  ob- 
jeto ó  cantidad  sobre  que  haya  de  re- 
caer la  condena,  quedará  esa  determi- 
nación dependiente  de  liquidación. 

Art.  283.  El  Juez  deberá  abstenerse 
de  conocer  de  lo  pedido,  y  sólo  obser- 
vará de  la  instancia  al  demandado: 

1.®    Cuando  anule  todo  lo  actuado; 

2.**  Cuando  en  la  sentencia  final  re- 
suelva que  las  partes  no  son  legítimas, 
ó  que  procede  alguna  excepción  que  no 


lleve  consigo  la  extinción  de  la  obli- 
gación. 

Art.  284.  La  absolución  de  la  instan- 
cia no  obstará  en  ningún  caso  para 
que  se  proponga  otra  acción  sobre  el 
mismo  objeto. 

§  único.— El  actor  no  podrá,  sin  em- 
bargo, proponer  nueva  acción  sin  ha- 
ber pagado  las  costas  en  que  esté  con- 
denado, y  si  lo  hiciera  antes,  podrá  el 
demandado  pedir  nueva  observación 
de  instancia  en  cualquier  estado  del 
pleito. 

Art.  285.  Todas  las  sentencias  debe- 
rán registrarse  en  el  libro  á  que  se  re- 
fiere el  art.  208,  en  el  plazo  y  forma 
que  allí  se  prescribe  respecto  de  los 
alegatos. 

§  1.®— El  plazo  para  este  registro  co- 
menzará en  el  día  que  se  publique  la 
sentencia. 

§  2.''— -Cuando  la  sentencia  sea  firme 
en  primera  instancia,  lo  consignará 
así  el  Escribano  en  el  registro,  en  el 
plazo  de  tres  días. 

Art.  286.  El  demandado  que  sea  con- 
denado en  primera  instancia  y  apelare, 
estará  obligado  á  prestar  caución  en 
la  forma  prescrita  en  el  art.  806,  si  el 
actor  lo  exigiere. 

§1.°— Tratándose  de  bienes  inmue- 
bles, el  valor  de  la  caución  se  referirá 
sólo  á  las  rentas,  calculadas  al  5  por 
100  con  arreglo  á  la  condena,  atendién- 
dose respecto  de  los  futuros  á  la  dura- 
ción probable  del  pleito. 

§2.®— Si  se  tratara  de  bienes  inmue- 
bles, la  caución  se  referirá  á  todo  el  ob- 
jeto de  la  condena. 

§  3.®— Cuando  la  condena  comprenda 
todo  lo  pedido,  se  regulará  la  caución 
por  el  valor  dado  en  el  pleito.  Cuando 
comprenda  sólo  una  parte,  se  tendrá 
en  cuenta  el  valor  de  la  misma,  siendo 
evaluada  en  la  forma  prescrita  en  los 
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artículos  252  y  siguientes;  pero  ese  va- 
lor nunca  podrá  exceder  del  de  la 
acción. 

Art.  287.  Si  el  demandado  no  presta- 
re canción  en  el  término  que  se  le  haya 
señalado,  podrá  el  actor,  cuando  se 
trate  de  bienes  muebles,  pedir  su  depó- 
sito, y  cuando  se  trate  de  otros  bienes 
ó  de  rentas  vencidas  de  inmuebles,  po- 
drá pedir  el  embargo  de  los  muebles  ó 
inmuebles  suficientes  para  garantir  la 
condena. 

§  único.— Al  embargo  de  los  bienes 
inmuebles  es  aplicable  lo  dispuesto  en 
el  art.  370. 

Art.  288.  Cuando  lo  pedido  ve  se  so- 
bre bienes  inmuebles,  podrá  el  actor, 
cualquiera  que  sea  el  estado  del  pleito, 
y  cuando  le  conste  que  el  demandado 
los  deteriora,  deja  de  cultivarlos  ó  no 
hace  las  reparaciones  indispensables, 
pedir  que  se  le  intime  ó  que  se  absten- 
ga de  realizar  actos  que  perjudiquen  al 
predio,  que  lo  cultive  ó  que  haga  las  re- 
paraciones indispensables. 

§  único.— En  cualquiera  de  estos  ca- 
sos podrá  el  actor  pedir  que  se  ponga 
el  predio  en  depósito,  y  el  Juez  accede- 
rá, verificando  previamente  por  inspec- 
ción ocular,  ó  por  cualquier  otro  medio 
de  prueba,  con  audiencia  del  demanda- 
do, la  existencia  de  los  hechos  ale- 
gados. 

CAPÍTULO  VI 

Disposiciones  especiales  para  las  pobla- 
ciones ó  comarcas  en  que  haya  más 
de  un  Juez, 

Art.  289.  En  las  ciudades  de  Lisboa 
y  Oporto,  y  en  cualesquiera  otras  en 
donde  haya  más  de  un  luez,  presidirá 
uno  de  éstos,  por  turno,  la  audiencia  or- 


dinaria para  el  despacho  6  repartimien- 
to de  todos  los  asuntos. 

§  1.®— A  la  audiencia  asistirán  el  re- 
partidor, uno  de  los  Escríbanos  de  cada 
juzgado  y  todos  los  Oficiales  adscritos 
al  del  Juez  que  presida. 

§  2.**— Cada  Escribano  tomará  nota 
en  su  libro  respectivo  de  todo  lo  que  se 
refieraá  los  negocios  que  hayan  corres- 
pondido á  su  juzgado. 

§  3.®— La  distribución  de  este  servicio 
entre  los  Jueces  y  Escribanos  de  las 
ciudades  de  Lisboa  y  Oporto  se  regula 
en  el  cuadro  núm.  1.** 

Art.  290.  Para  los  actos  que  puedan 
practicarse  sin  previa  distribución,  será 
competente  el  Juez  de  cualquiera  de  los 
distritos,  salvo  las  excepciones  si- 
guientes: 

1."  Para  los  interdictos  de  obra  nue- 
va y  posesión  y  para  el  desahucio  pedi- 
do con  arreglo  al  art,  502,  sólo  será 
competente  el  Juez  del  distrito  á  que 
perteneciere  la  feligresía  en  que  esté 
situado  el  predio; 

2."  Para  los  embargos  pedidos  antes 
de  haberse  propuesto  la  acción  sólo 
será  competente  el  Juez  del  distrito  á 
que  pertenezca  la  feligresía  del  domici- 
lio del  deudor. 

§  único — Estas  excepciones  son  tam- 
bién aplicables  para  determinar  el  Juez 
á  quien  compete  conocer  de  los  inter- 
dictos de  obra  nueva  y  de  los  embargos 
preventivos  á  que  hayan  mandado  pro- 
ceder los  Jueces  ordinarios  con  arreglo 
al  núm.  8.«  del  art.  34. 

Art.  291.  Todo  lo  que  se  refiere  al 
pleito  pendiente  será  de  la  exclusiva 
competencia  del  Juez  del  distrito  á  que 
haya  turnado. 

§  único.— El  Juez  que  presida  la  au- 
diencia ordinaria  será  competente  para 
todo  aquello  que  haya  de  tratarse  ó  de- 
cidirse en  dicha  audiencia  con  relación 
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á  los  negocios  que  hayan  turnado  á 
cualquiera  de  los  distritos. 

TÍTULO  II 

DE  LOS  INCIDENTES  DE  LOS  PLEITOS  EN 
GENERAL 

CAPÍTULO  PRIMERO 
De  las  recusaciones 

Art.  292.  El  Juez  no  podrá  actuar  en 
un  negocio: 

1,®  Cuando  él  ó  su  cónyuge  sean 
parte  en  el  mismo,  directamente  ó  en 
represe atación  de  otra  persona; 

2.**  Cuando  sea  parte  algún  ascen- 
diente ó  descendiente,  hermano  ó  añn 
en  los  mismos  grados; 

3.®  Cuando  haya  intervenido  en  el 
pleito  como  representante  del  Ministe- 
rio público  Abogado  ó  perito; 

4."  Cuando  haya  declarado  ó  tenga 
que  declarar  como  testigo. 

§  1.**— El  Juez  que  tenga  alguno  de 
estos  impedimentos,  deberá  hacerlo 
constar  así  en  los  autos,  pasando  éstos 
al  Juez  inmediato,  y  si  no  lo  hiciere,  po- 
drá cualquiera  de  las  partes  pedir  que 
se  declare  recusado. 

§  2.**— Del  auto  dictado  sobre  esta  pe- 
tición podrá  alzarse  el  que  la  hubiese 
prese  itado. 

Art.  293.  El  Juez  no  podrá  declarar- 
se voluntariamente  recusado,  y  las  par- 
tes sólo  podrán  recusarle  por  alguno  de 
los  fundamentos  siguientes: 

1.**  Si  existiere  parentesco  por  con- 
sanguinidad ó  afínidad  hasta  el  cuarto 
grado  entre  el  Juez  ó  su  mujer  y  alguna 
de  las  partes  ó  el  cónyuge  de  éstas; 

2.®  Si  hubiere  algún  pleito  en  que 
sea  parte  el  Juez,  su  mujer  ó  algún  pa- 
riente de  cualquiera  de  ellos  por  con- 


sanguinidad ó  afinidad  en  línea  recta, 
y  alguna  de  las  partes  fuere  Juez  en 
esa  causa; 

3.'  Si  hay  ó  ha  habido  en  los  cinco 
años  anteriores  causa  criminal  entre 
alguna  de  las  partes  ó  su  cónyuge,  y  el 
Juez,  su  mujer  ó  algún  pariente  de  éstos 
por  consanguinidad  ó  añnidad  en  linea 
recta,  ó  entre  algún  pariente,  en  la 
misma  línea,  de  cualquiera  de  las  par- 
tes ó  de  sus  cónyuges,  y  el  Juez  ó  su 
mujer; 

4.^  Si  hubiere  ó  ha  habido  en  los 
seis  meses  anteriores  pleito  civil  entre 
alguna  de  las  partes  y  el  Juez,  su  mu- 
jer ó  algún  pariente  de  cualquiera  de 
ellos,  por  consanguinidad  ó  añnidad 
en  línea  recta,  cuando  ese  pleito  haya 
sido  propuesto  por  alguna  de  las  partes 
antes  de  propuesta  la  recusación; 

5.**  Si  el  Juez,  su  mujer  ó  algún  pa- 
riente de  cualquiera  de  ellos,  por  con- 
sanguinidad ó  afinidad  en  línea  recta^ 
fuere  acreedor  ó  deudor  de  alguna  de 
las  partes; 

6.®  Si  el  Juez  fuere  pro  tutor,  herede- 
ro presunto,  patrono  ó  comensal  de  al- 
guna de  las  partes;  si  formare  parte  de 
la  dirección  ó  administración  de  cual- 
quiera corporación  colectiva,  que  sea 
parte  en  el  pleito,  ó  sí  alguna  de  las 
partes  fuere  su  heredero  presunto; 

7.**  Si  el  Juez  hubiere  aconsejado  á 
alguna  de  las  partes  sobre  el  objeto 
del  pleito,  si  hubiere  proporcionado 
medios  para  los  gastos  del  mismo  ó  si 
después  de  incoado  éste  hubiere  recibi- 
do dádiva  de  alguna  de  las  partes; 

8.**  Si  hubiere  enemistad  conocida 
entre  el  Juez  y  alguna  de  las  parces. 

Art.  294.  La  recusación  por  cual- 
quiera de  las  partes  se  pre^^entará  en 
la  audiencia  en  que  haya  de  darse 
cuenta  de  la  primera  citación,  por  me- 
dio de  escrito,  articulando  los  hechos 
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que  motiven  la  recusación  y  uniendo 
en  seguida  la  lista  de  testigos  ó  los  do- 
cumentos que  tuviere. 

§  l.*~De!  escrito  y  los  documentos 
se  formará  rollo  aparte. 

§  2.*'— Si  el  Juez  recusado  presidiere 
la  audiencia,  podrA  contestar  inmedia- 
tamente la  recusación,  pero  si  no  estu- 
viere presente  ó  dejare  de  responder, 
se  dará  por  concluso  el  incidente  y  el 
Juez  contestará  antes  de  la  primera 
audiencia  siguiente. 

§  3.°— En  la  contestación  podrá  el 
Juez  darse  por  recusado,  con  tal  que 
confiese  alguno  de  los  hechos  alegados 
que  sea  motivo  legal  de  recusación; 
pero  si  negare  los  hechos  ó  entendiere 
que  no  son  motivo  suficiente,  nombra- 
rá en  seguida  un  arbitro  y  podrá  remi- 
tirle los  documentos  ó  la  lista  de  tes- 
tigos. 

§  4.°— La  falta  de  respuesta  del  Juez 
antes  de  la  primera  audiencia  llevará 
consigo  la  confesión  de  la  recusación 
y  de  todos  los  hechos  alegados. 

§  5.''— Tan  pronto  como  el  Escribano 
reciba  el  rollo  con  respuesta  del  Juez,  ó 
sin  ella,  lo  remitirá  al  Juez  que  deba 
sustituir  al  recusado,  para  que  éste  co- 
nozca en  los  autos  si  la  suspensión  es- 
tuviere expresa  ó  tácitamente  confesa- 
da, ó  para  resolver  el  incidente  si  no 
hubiere  confesión. 

§  6.®— Este  Juez  mandará  notificar  á 
la  parte  recusante  para  que  nombre  un 
arbitro  dentro  del  término  de  veinticua- 
tro horas,  y  hecho  este  nombramiento, 
designará  él  un  tercero  en  discordia, 
dentro  del  mismo  plazo.  En  rebeldía 
del  recusado  nombrará  el  mismo  Juez 
otro  arbitro  cuando  aquél  haya  dejado 
de  nombrarlo. 

§  7.*'— A  falta  de  nombramiento  por 
el  recusante,  en  el  plazo  señalado,  se 
entenderá  que  desiste  de  la  recusación, 


y  proseguirá  las  actuaciones  el  Juez 
primitivo. 

Art.  295.  El  nombramiento  de  arbi- 
tro sólo  podrá  recaer  en  personas  que 
residan  en  la  comarca  ó  distrito  donde 
se  tramite  el  pleito. 

§  único.— No  podrán  ser  nombrados 
arbitros  los  que  no  puedan  ser  peritos, 
con  arreglo  al  art.  239. 

Art.  296.  Sólo  podrán  excusarse  de 
ser  arbitros  los  que  puedan  hacerlo  de 
ser  peritos,  con  arreglo  á  los  núme- 
ros 1.^  ais.'' del  art.  240. 

§  único.— La  excusa  sólo  podrá  pre- 
sentarse en  el  plazo  de  veinticuatro  ho- 
ras á  contar  de  la  notificación  al  arbi- 
tro para  prestar  juramento 

Art.  297.  Al  Juez  del  incidente  co- 
rresponderá conocer  de  la  excusa  y  de 
cualquier  duda  ó  cuestión  que  surja 
sobre  la  existencia  del  impedimento,  y 
no  podrá  recusársele  en  lo  que  se  refie- 
re al  incidente. 

§  1.°— La  decisión  se  dictará  antes  de 
la  primera  audiencia,  sin  que  se  admita 
contra  ella  recurso  alguno. 

§  2.®— Si  alguno  de  los  arbitros  no  se 
hallare  en  el  distrito,  tuviere  algún  im- 
pedimento de  los  consignados  en  el  pá- 
rrafo único  del  art.  205,  ó  se  excusare, 
corresponderá  al  Juez  del  incidente 
nombrar  otro  que  lo  sustituya. 

Art.  298.  El  Juez  del  incidente  toma- 
rá juramento  á  los  arbitros  en  el  tér- 
mino de  cinco  días  á  contar  del  nom- 
bramiento definitivo,  y  fijará  día  para 
el  juicio  dentro  de  los  diez  siguientes, 
mandando  citar  á  los  arbitros  y  á  los 
testigos  para  que  comparezcan  en  ese 
día. 

§  1.°— En  estos  incidentes  no  se  ad- 
mitirán indagatorias  por  medio  de 
exhorto,  ni  otros  testigos  que  los  ofre- 
cidos en  el  escrito  ó  en  la  contestación. 

§  2.°— La  vista  ó  juicio  no  podrá  apla- 
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zarse  nunca  por  falta  de  comparecen- 
cia de  los  testigos. 

§  3.**— La  decisión  de  los  arbitros  se 
dictará  en  la  audiencia  misma  en  que 
so  vea  el  incidente  y  se  convertirá  su 
acuerdo,  so  pena  de  una  multa  de  20.000 
rois,  que  se  impondrá  por  el  Juez  del 
incidente,  á  cada  uno  de  los  árV)itros 
que  hayan  sido  causa  de  que  no  se 
efectúe  el  acuerdo,  sin  motivo  justi- 
ficado. 

§  4."— Si  el  juicio  no  se  verificare  en 
el  día  designado,  fijará  el  Juez  otro 
dentro  de  los  diez  siguientes,  y  por 
cualquier  nueva  falta  será  multado 
en  50.000  reis  cada  uno  de  los  arbitros 
que  fuesen  causa  de  ello,  sin  motivo 
justificado. 

§5.**— Si  se  juzgare  improcedente  la 
recusación,  será  el  recusante  conde- 
nado por  los  arbitros  á  una  multa 
de  5.00)  á  30.000  reis. 

S  B."— Contra  la  decisión  no  cabrá 
recurso  alguno. 

Art.  299.  En  los  negocios  relativos  á 
inventarios,  ejecución  ú  otros  en  que 
no  sea  necesaria  la  audiencia  á  la  pri- 
mera citación,  el  plazo  para  proponer 
la  recusación  será  de  cinco  días  á  con- 
tar del  repartimiento,  cuando  el  recu- 
sante sea  el  actor,  y  á  contar  de  la  ci- 
tación, cuando  sea  el  demandado. 

Art.  300.  Si  estando  pendiente  el 
pleito  viniere  un  Juez  contra  el  cual 
haya  motivo  de  recusación,  la  parte 
sólo  podrá  proponerlo  en  el  término  de 
cinco  días,  á  contar  de  la  notificación 
del  primer  acto  en  que  haya  de  interve- 
nir el  nuevo  Juez. 

Art.  301.  Si  la  parte  alegare  y  jurare 
que  el  fundamento  de  la  recusación  ó 
la  noticia  del  mismo  ha  sobrevenido 
después  de  los  plazos  designados  en 
los  artículos  294  y  209,  será  admitida  á 
proponerla  hasta  la  conclusión  por  sen- 
Tuno    VII.  — l-VaTITífOIONES  JUUÍlUCAa. 


tencia  definitiva,  siempre  en  el  plazo 
de  cinco  días  á  contar  de  aquel  en  que 
hubiese  tenido  dicha  noticia,  observán- 
dose en  todo  lo  demás  lo  dispuesto  en 
los  referidos  artículos. 

§1.**— No  se  admitirá  la  recusación 
si  en  los  autos  constare  que  la  parte  co- 
nocía anteriormente  el  fundamento  de 
aquélla,  y  se  declarará  improcedente  si 
se  probare  esta  circunstancia. 

§  2.°— Tampoco  será  admitida  la  re- 
cusación, ó  se  declarará  improcedente, 
si  se  demostrare  que  la  parte,  después 
de  conocer  el  fundamento  de  aquélla, 
aceptó  al  Juez  recusado. 

Art.  302.  El  incidente  de  la  recusa- 
ción no  obstará  para  que  se  cursen  las 
citaciones  de  los  demandados  y  se  pre- 
sente la  excepción  de  incompetencia;- 
pero  el  conocimiento  de  ésta  y  de  las 
demás  actuaciones  quedará  en  suspen- 
so hasta  que  se  decida  el  incidente. 

§  1.°— Si  el  Juez  se  diere  por  recusado 
en  la  audiencia  en  que  la  recusación 
se  presente,  seguirán  las  demás  actua- 
ciones desde  la  audiencia  siguiente, 
fijándose  en  ésta  el  plazo  para  la  con- 
testación. 

§2.^— Cuando  el  Juez  se  oponga  á  la 
recusación  en  dicha  audiencia,  se  noti- 
ficará á  las  partes  la  decisión  del  inci- 
dente, y  proseguirán  los  trámites  ordi- 
narios desde  la  primera  audiencia  pos- 
terior á  la  notificación. 

§  3."— Decidida  la  recusación,  se  uni- 
rá el  rollo  del  incidente  á  los  autos 
principales. 

Art.  303.  Mientras  esté  pendiente  la 
recusación,  el  Juez  del  incidente  será 
competente  para  resolver  las  cuestio- 
nes que  no  puedan  aplazarse  sin  per- 
juicio irreparable. 

Art.  304.  Es  aplicable  á  los  repre- 
sentantes del  Ministerio  público  y  álos 
Escribanos  Jo  dispuesto  en  los  núme- 
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ros  1,"  al  a^  det  ari-  2^2,  en  la  parte 
que  pueden  serlo, 

ArU  305.  Las  parles  podrán  también 
recusar  á  los  Escribanos  cuando  se  ha- 
llen en  aJguno  de  \o^  rasos  previstos 
en  los  Humeros  t.",  3,^  5,",  6.**  y  8.**  del 
artículo  293,  observándose  lo  dispuesto 
en  los  artÍL'uloR  anteriores,  con  las  mo- 
difiCHciones  siguientes: 

1."  Esta  recusación  no  suspenderá 
el  proced í miento, >' mientras  no  se  haya 
resuelto  el  incidente,  servirá  como  tal 
el  Escribano  inmediato,  según  el  orden 
de  las  escribanías; 

2-*  El  escrito  en  que  se  pide  la  recu- 
sacióHj  y  los  documentos  que  le  acom- 
pañen, formarán  pie/a  separada,  que 
se  comunicará  al  Escribano  recusado 
para  que  la  conteste  antes  de  la  pri- 
mera audiencia; 

3,"  De  esta  recusación  conocerá  el 
Juez  de  la  causa  sin  recuiso; 

•1.*  Presentada  la  recusación  contra 
el  Juez  ó  contra  el  Escribano,  sólo  pro- 
seguirá el  incidente  en  la  parte  relativa 
á  éste,  después  de  haberse  decidido  en 
la  relativa  al  Juez. 

CAPÍTULO  11 

De  la  tncompeíencca 

Art.  306  Lti  excepción  de  incompe- 
tf^ncía  por  razón  de  las  personas  se  de- 
ducirá en  la  audiencia  en  que  se  haga 
la  primera  citación. 

§  K"~Este  incidente  ^suspenderá  el 
procedimiento  regular  del  pleito  des- 
pués de  hechas  todas  las  citaciones,  y 
en  seguida  mandará  el  Juez  contestar  á 
la  parte  contraría  ames  de  la  audien- 
cia siguiente, 

§  2/'— Si  alguna  de  las  partes  quisie- 
re presentar  testigos,  mandará  unida 
la  lista  al  escrito  de  demanda  ó  de  con- 


testación, y  el  Juez  fijará  el  día  dentro 
de  los  cinco  siguientes  para  la  declara- 
ción ó  inquisitiva,  pronunciando  des- 
pués las  sentencias. 

§  3.®— En  este  incidente  no  se  permi- 
tirá presentar  testigos  que  tengan  que 
declarar  por  medio  de  exhorto. 

Art.  307.  En  los  inventarios,  ejecu- 
ciones y  otros  negocios  en  que  no  se 
notifique  en  audiencia  la  primera  cita- 
ción, sólo  podrá  deducirse  la  excepción 
de  incompetencia  en  el  término  de  cin- 
co días,  á  contar  de  la  citación. 

Art.  308.  Si  hubiere  más  de  un  de- 
mandado^ la  sentencia  que  declare  in- 
competente al  Juez  producirá  efecto 
contra  todos,  aunque  la  excepción  se 
haya  propuesto  por  uno  sólo. 

Art.  309.  Declarada  procedente  la 
excepción,  quedará  sin  efecto  lo  actua- 
do, y  se  devolverán  los  documentos  sin 
necesidad  de  traslado. 

CAPÍTULO  III 

De  la  comprobación  del  ralor  de  la 
acción 

Art.  310.  En  el  fescrito  en  que  se  de- 
duzca la  acción  declarará  el  actor  el 
valor  de  la  misma  en  reis,  y  si  no  se  im- 
pugnare dicho  valor,  se  determinarán 
por  él  los  recursos  y  forma  del  proce- 
dimiento, salvo  las  disposiciones  espe- 
ciales consignadas  en  este  Código. 

§  1.**  La  impugnación  se  hará  en  la 
contestación  á  la  demanda,  indicándo- 
se y  especificándose  el  valor  que  debe 
fijarse  en  sustitución. 

§  2."*  En  Jas  siguientes  actuaciones 
ó  escritos,  si  se  presentaren,  podrán 
las  partes  convenir  en  un  valor  deter- 
minado. 

Art.  311.  Terminados  los  alegatos, 
si  las  partes  no  se  hubieren  puesto  de 
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acuerdo  respecto  del  valor  ó  cuantía, 
se  determinará  ésta  con  arreglo  á  los 
artículos  siguientes. 

Art.  312.  Tratándose  de  bienes  ins- 
critos en  el  Registro  de  la  Propiedad,  se 
determinará  el  valor  por  el  tasador  ju- 
dicial, multiplicando  por  veinte  la  ren- 
ta líquida,  y  observando  lo  demás  que 
queda  dispuesto  en  los  números  3.",  6." 
y  7,"  del  art.  253. 

§  único. -Se  determinará  también 
por  el  tasador  el  valor  del  dominio  di- 
recto, el  del  enfitéutico  en  la  subenfi- 
teusis  y  el  del  censo  en  cualquier  otra 
prestación  perpetua  ó  temporal,  que 
consista  en  dinero,  en  cereales  ú  otros 
géneros  de  que  haya  tarifa  en  el  mer- 
cado, observándose  lo  dispuesto  en  el 
artículo  253,  números  3.°,  4."  y  5."  del 
artículo  257,  y  determinando  por  la 
renta  cobrable  el  valor  del  pretiio  para 
el  cálculo  del  laudemio  ó  de  la  presta- 
ción eventual. 

Art.  313.  Tratándose  de  fondos  pú- 
blicos, acciones  ú  obligaciones  de  Ban- 
cos ó  compañías  y  cualesquiera  otros 
documentos  de  crédito  que  se  coticen 
en  el  mercado,  el  valor  se  determinará 
por  certificación  de  corredor,  y  será 
también  determinado  en  vista  de  la 
certificación  respectiva,  el  valor  de  lo 
pedido  que  consista  en  cereales  ú  otros 
géneros  de  que  haya  tarifa  en  el  mer- 
cado. 

Árt.  314.  El  valor  se  determinará 
por  arbitraje: 

1.^  Cuando  se  trate  de  bienes  in- 
muebles, cuya  renta  no  esté  especifica- 
da en  el  Registro,  ó  de  muebles  cuyo 
valor  no  pueda  determinarse  con  arre- 
glo á  los  artículos  anteriores; 

2.**  Cuando  la  pérdida  se  refiera  á 
algún  derecho  de  servidumbre  y  otros 
análogos. 

Art.  315     El  arbitraje  se  efectuará 


por  medio  de  bandos,  dando  comuni- 
cación de  los  autos  por  tres  días  á  cada 
uno  de  los  arbitros. 

§1.°— Al  nombramiento  de  arbitros 
es  aplicable  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 235  y  237;  pero  no  se  permitirá 
nombrar  personas  residentes  fuera  del 
distrito. 

§  2.°— El  Juez  recibirá  juramento  á 
los  arbitros,  según  el  rilo  de  su  respec- 
tiva religión. 

§  3.** -También  será  aplicable  á  estos 
arbitros  lo  di'^puesto  en  los  artículos  239 
á241. 

§  4.®— Si  falleciere,  se  imposibilitare 
ó  se  excusare  algún  arbitro,  será  sus- 
tituido por  otro,  nombrado  por  la  mis- 
ma parte  ó  por  el  Juez,  cuando  sea  para 
resolver  el  empate,  observándose  lo 
dispuesto  en  los  párrafos  1.°  y  3.°  del  ar- 
tículo 242. 

§  5."— El  arbitro  tercero  en  discordia, 
deberá  conformarse  con  uno  de  los 
laudos,  en  los  términos  prescritos  en 
el  párrafo  único  del  art.  244. 

g  6."— Será  aplicable  á  los  arbitros  lo 
dispuesto  en  los  párrafos  2."  y  4.®  del 
artículo  99. 

§  7.**— No  será  permitido  pedir  un  se- 
gundo arbitraje. 

Art.  316.  Si  se  pidiere  una  cantidad 
fija  en  dinero,  se  considerará  esc  mis- 
mo el  valor  de  la  acción,  sin  que  pueda 
admitirse  impugnación  alguna. 

Art.  317.  Si  la  demanda  fuere  por 
rentas,  foros  ó  cualesquiera  otras  pres- 
taciones futuras,  se  determinará  el 
valor,  según  lo  prescrito  en  los  artícu- 
los anteriores,  por  la  suma  de  presta- 
ciones que  puedan  vencer  mientras 
subsista  la  obligación,  siendo  ésta  por 
tiempo  determinado,  ó  por  la  suma  de 
veinte  prestaciones  si  fuere  por  tiempo 
indeterminado. 

Art.  318.     Si   la  demanda  compren^ 
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diere  intereses,  sólo  se  acumularán  al 
capital  para  determinar  el  valor  de  la 
acción  los  que  estén  vencidos  al  propo- 
nerla. 

Art.  319.  Si  se  mostrare  por  medio 
de  documento  que  el  valor  de  los  bie- 
nes sobre  que  versa  la  acción  es  distin- 
to de  aquel  en  que  las  partes  ó  los  ar- 
bitros han  convenido,  mandará  el  Juez 
seguir  la  acción  por  dicho  valor. 

§  único.— Para  este  efecto,  si  el  valor 
se  hubiere' determinado  por  acuerdo  de 
las  partes,  podrá  el  Juez  ordenar, 
cuando  el  procedimiento  estuviere  con- 
cluso por  primera  vez,  que  se  presente 
certificación  del  Registro,  de  la  tarifa  ó 
cotización  del  mercado,  según  la  natu- 
raleza de  los  bienes. 

Art.  320.  Si  el  valor  fijado  por  los 
arbitros,  ó  comprobado  por  documento, 
determinare  la  incompetencia  del  Juez, 
quedará  sin  efecto  el  procedimiento  y 
se  entregarán  sin  traslado  los  docu- 
mentos. 

CAPÍTULO  IV 
Del  llamamiento  á  la  acción 

Art.  321.  El  demandado  que  posea 
una  cosa  mueble  ó  inmueble  en  nom- 
bre de  otro,  llamará  á  la  acción  en  la 
primera  audiencia,  para  que  se  le  em- 
place, al  verdadero  dueño. 

§  1.®— El  actor  declarará,  antes  de  la 
audiencia  siguiente,  si  acepta  la  indi- 
cación, y  si  la  aceptare  ó  nada  decla- 
rare, no  podrá  proseguir  la  acción  sin 
citar  á  la  persona  designada  como 
dueño. 

§  2."— Cuando  el  actor  declare  que  no 
acepta  la  indicación,  seguirán  las  ac- 
tuaciones contra  el  demandado,  seña- 
lándole plazo  para  contestar  en  la  pri- 


mera audiencia,  después  de  la  declara- 
ción. 

§  3.°— Si  la  persona  indicada  como 
verdadero  dueño  de  la  cosa  fuere  cita- 
da y  no  compareciere  ó  negare  esa  cua- 
lidad, podrá  proseguir  el  actor  el  pro- 
cedimiento contra  ambos  ó  contra  cual- 
quiera de  ellos;  pero  si  quisiere  prose- 
guirlo contra  el  primer  demandado,  lo 
hará  citar  para  que  en  la  primera  au- 
diencia se  le  señale  plazo  para  contes- 
tar á  la  demanda. 

Art.  322.  El  demandado  que  preten- 
da llamar  á  alguno  á  la  acción  deberá 
declararlo  en  la  audiencia  en  que  se  le 
notifique  la  primera  citación,  y  suspen- 
diendo el  procedimiento  mandará  el 
Juez  citar  á  la  persona  indicada,  seña- 
lando al  demandado  un  plazo,  que  no 
excederá  de  quince  días,  á  contar  de 
dicha  audiencia,  cuando  aquel  á  quien 
se  ha  de  citar  resida  en  el  distrito. 

§  1.°— Si  residiere  fuera  del  distrito, 
se  regulará  el  plazo  por  lo  prescrito  en 
el  núm.  2."  del  art.  77. 

§  2.°— Si  el  citado  no  compareciere  ó 
negare  ser  el  dueño,  proseguirá  la  ac- 
ción contra  el  primer  demandado,  y 
éste  deberá  seguirla  en  todos  sus  trá- 
mites é  interponer  y  sostener  el  recur- 
so de  apelación  para  quedar  con  dere- 
cho para  proponer  contra  el  llamado  la 
acción  de  evicción  y  de  indemnización 
correspondientes. 

§  3.^-— Cuando  el  llamado  acepte  la 
defensa,  se  entenderán  con  él  las  actua- 
ciones, así  como  también  con  el  pri- 
mer citado,  si  éste  quisiere  intervenir. 

§  4.°— Cuando  el  llamado  á  la  acción 
comparezca  en  juicio  para  aceptar  6 
rechazar  la  defensa,  señalará  un  tér- 
mino para  esa  aceptación  ó  negativa. 

§  5.°— La  confesión  del  llamado  no 
exime  al  otro  demandado  de  proseguir 
la  acción. 
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§  6.° — La  acción  seguirá  contra  el 
primer  demandado  si  en  el  plazo  mar- 
cado no  hiciere  citar  al  llamado  á  la 
acción;  pero  si  éste  compareciere,  será 
admitido  en  cualquier  estado  de  la  ac- 
ción, tomando  la  defensa  en  los  térmi- 
nos en  que  se  halle. 

Art.  323.  El  demandado  llamado  á 
la  acción  podrá  pedir,  á  su  vez,  en  la 
audiencia  en  que  se  le  notifique  su  ci- 
tación, el  llamamiento  de  otra  perso- 
na para  el  mismo  objeto,  y  así  sucesi- 
vamente, observándose  siempre  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  anterior, 

Art.  324.  Las  audiencias  para  la 
contestación  comenzarán  á  contarse 
desde  aquella  en  que  se  notifique  la  ci- 
tación del  llamado,  ó  desde  la  primera 
siguiente  á  la  terminación  del  plazo  en 
que  debió  ser  citado. 

Art.  325.  En  los  gastos  que  el  evic- 
cionado  tiene  derecho  á  exigir,  con 
arreglo  al  núm.  2.°  del  art.  1.047  del  Có- 
digo civil,  se  comprenderá  la  multa  en 
que  haya  sido  condenado,  aunque  esté 
exenta  de  pagarla  la  persona  qur»  no 
haya  aceptado  el  llamamiento  á  la 
acción. 

Art.  326.  Serán  igualmente  aplica- 
bles las  disposiciones  del  art.  322,  cuan- 
do al  ser  demandado  el  fiador  quiera 
citar  al  deudor,  ó  cuando  siendo  varios 
los  fiadores,  el  que  fuere  demandado 
quiera  citar  á  los  otros,  con  arreglo  á 
lo  prescrito  en  los  artículos  832  y  835 
del  Código  civil. 

§  único.— El  deudor  ó  el  cofiador  que 
después  de  citado  dejare  de  compare- 
cer ó  de  defenderse  con  el  fiador  de- 
mandado, será  condenado  juntamente 
con  éste. 

Art.  327.  El  deudor  solidario  que 
fuere  demandado  por  la  totalidad  de  la 
deuda  podrá  también  pedir  que  se  cite 
á  los  demás  deudores,  y  el  que  no  com-  ' 


parezca  ó  deje  de  defenderse  será  con- 
denado conjuntamente  con  el  deman- 
dado. 

Art.  328.  El  llamamiento  á  la  acción 
precederá  á  los  incidentes  de  recusa- 
ción é  incompetencia,  los  cuales  serán 
deducidos  en  la  primera  audiencia  des- 
pués de  aquella  en  que  se  notifique  la 
citación  al  llamado,  ó  en  la  primera  si- 
guiente á  la  terminación  del  plazo  en 
que  haya  debido  ser  citado. 

§  único.— El  demandado  llamado  á  la 
acción  no  podrá  proponer  excepción  de 
incompetencia  fundándola  en  su  domi- 
cilio. 

CAPÍTULO  V 

De  los  coadyuvantes 

Art.  329.  Además  de  las  partes  que 
figuren  como  principales  en  el  pleito, 
podrán  intervenir  como  coadyuvantes 
de  una  ú  otra,  en  los  casos  prescritos 
en  el  art.  634  del  Código  civil,  y  en  cua- 
lesquiera otros,  las  personas  que  se 
consideren  interesadas  en  la  cuestión 
controvertida. 

Art.  330.  La  marcha  regular  del  pro- 
cedimiento no  se  alterará  por  la  inter- 
vención del  coadyuvante,  debiendo  éste 
presentar  sus  alegatos  en  las  mismas 
audiencias  en  que  los  presente  la  parte 
principal,  no  siéndole  después  admi- 
tidos. 

§  único. — La  intervención  del  coad- 
yuvante no  altera  en  nada  los  derechos 
de  las  partes,  pudiendo  éstas  allanarse 
ó  desistir  libremente,  acabando  en 
cualquiera  de  esos  casos  la  interven- 
ción. 
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CAPITULO  VI 
De  la  reconvención 

Art.  331.  El  demandado  podrá  pedir 
al  actor  en  reconvención  el  cumpli- 
miento de  cualquier  obligación. 

§  1/— No  admiten  reconvención: 

1.**  Las  acciones  sobre  estado  de  las 
personas; 

2,^  Las  acciones  sobre  bienes  in- 
muebles; 

3.**    Las  acciones  ejecutivas; 

4.^    Las  acciones  sobre  alimentos; 

5.**  Las  acciones  de  guarda  ó  depó- 
sito; 

6."    Las  acciones  posesorias. 

§  2."— No  podrán  presentarse  en  re- 
convención demandas  sobre  bienes  in- 
muebles. 

§  3.®— Cuando  cualquiera  de  las  ac- 
ciones tuviere  Juez  ó  procedimiento  es- 
pecial, no  será  admisible  en  reconven- 
ción, salvo  si  tanto  ésta  como  la  acción 
principal  debieran  seguir  el  mismo  pro- 
cedimiento y  correspondieren  al  mis- 
mo Juez. 

§  4.®— Las  acciones  intentadas  ante  el 
Juez  ordinario  sólo  admiten  reconven- 
ción sobre  la  petición  que  sea  de  la 
competencia  del  mismo. 

Art.  332.  El  demandado  que  preten- 
da reconvenir,  deberá  presentar  en  la 
audiencia  en  que  formule  la  contesta- 
ción la  demanda  en  que  deduzca  su  ac- 
ción, pidiendo  la  citación  del  actor  para 
los  efectos  consiguientes. 

§  único.— La  acción  principal  prose- 
guirá, y  no  se  admitirá  la  reconvención 
si  no  se  hiciere  la  citación  para  ésta  en 
el  término  de  veinte  días,  á  contar  de 
aquel  en  que  se  presentó  la  contes- 
tación. 


En  este  plazo  no  se  cuentan  los  días 
feriados. 

Art.  333.  El  procedimiento  de  reco- 
nocimiento se  unirá  al  de  la  acción 
principal  como  dependiente  de  éste; 
considerándose  distintos  uno  de  otro 
hasta  terminar  los  alegatos. 

§  1.**— Se  reputan  comunes  á  la  acción 
principal  y  á  la  de  reconvención  las 
pruebas  presentadas  en  cualquiera  df> 
las  piezas,  sin  que  sea  necesario  repro- 
ducirla en  la  otra. 

§2.*'— Ambas  acciones  serán  juzga- 
das en  la  misma  ocasión,  pero  el  Juez 
dictará  sentenciadistintaen  cada  pieza. 

§  3.''— En  virtud  de  estas  sentencias 
podrá  efectuarse  cualquier  compensa- 
ción permitida  en  derecho.' 

Art.  334.  Si  el  actor  de  la  acción 
principal  desistiere  de  ella  después  de 
notificada  su  citación  para  la  de  recon- 
vención, proseguirá  ésta;  pero  si  desis- 
tiere antes,  no  tendrá  lugar  la  recon- 
vención. 

Art.  335.  Si  se  interpusiere  apelación 
de  una  de  las  sentencias,  la  acompaña- 
rá también  la  otra  pieza,  dando  trasla- 
do para  la  ejecución,  si  procediere. 

CAPÍTULO    VII 

De  la  falsedad 

Art.  336.  En  los  procedimientos  en 
que  haya  alegatos,  sólo  después  de  ter- 
minar éstos  podrá  argüirse  de  falsedad 
cualquier  documento.  En  los  negocios 
en  que  no  haya  alegatos,  podrá  promo- 
verse el  incidente  desde  el  momento  en 
que  el  documento  se  presente. 

En  cualquiera  de  estos  casos  deberá 
observarse  lo  siguiente: 

§1.°— Deducidos  los  fundamentos  de 
la  falsedad  con  escrito  fundado,  se  in- 
timará á  la  parte  contraria  para  quoen 
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el  término  de  tres  audiencias,  á  contar 
de  la  notificc^ción,  conteste  ó  declare 
por  medio  de  escrito  que  no  quiere  ha- 
cer uso  del  documento. 

§  2.°--Si  la  parte  declara  que  no  quie- 
re hacer  uso  de  él,  el  incidente  termi- 
nará con  esa  declaración,  y  el  docu- 
mento quedará  unido  á  los  autos,  pero 
no  se  tendrá  en  cuenta  para  nada. 

§  3.**— En  caso  contrario  seguirá  el 
incidente  los  trámites  del  procedimiento 
ordinario. 

§  4.**— Cuando  el  documento  sea  ar- 
güido de  falsedad  sólo  en  parte,  seguirá 
el  incidente  los  mismos  trámites,  pero 
el  documento  producirá  los  efectos  con- 
siguientes en  la  parte  que  no  sea  ar- 
güida de  falsedad. 

Art.  337.  Deducida  la  falsedad  en 
cuestión  afecta  al  juicio  arbitral,  se 
remitirán  inmediatamente  los  autos 
al  Juez  de  derecho  del  distrito  para  que 
conozca  del  incidente. 

Art.  338.  Promovido  este  incidente, 
quedará  en  suspenso  el  procedimiento 
de  la  acción  hasta  la  decisión  definitiva 
de  éste. 

§  único.— En  las  ejecuciones  y  sus  in- 
cidentes se  proseguirán  las  actuaciones 
hasta  llegar  á  la  sentencia  de  remate. 

.Vrt.  339.  La  falsedad  de  cualquier 
trámite  ó  actuación  judicial  se  deducirá 
también  en  escrito  fundado,  con  arre- 
í^lo  á  lo  prescrito  en  los  artículos  ante- 
riores, debiendo  notificarse  á  la  parte 
para  que  conteste  en  el  término  de  tres 
audiencias,  á  contarde  la  notificación, 
y  citando  para  contestar,  en  igual  pla- 
zo, á  los  empleados  que  hayan  interve- 
nido en  el  trámite  .ó  actuación,  ó  á 
aquellos  á  quien  se  haya  atribuido. 

§  único.— Este  incidente  sólo  suspen- 
derá los  trámites  del  procedimiento 
ruando  la  falsedad  pueda  influir  en  la 
decisión  final. 


Art.  340.  La  parte  podrá  promover 
en  todo  tiempo  el  incidente  de  falsedad. 

El  que  haya  reconocido  como  verda- 
dero el  documento,  sólo  podrá  argüir 
la  falsedad  posterior  del  mismo. 

Art.  341.  Promovido  el  incidente  de 
falsedad,  el  Juez  mandará  dar  vista  de 
los  autos  al  Ministerio  público,  y  éste 
intervendrá  en  los  trámites  y  actuacio- 
nes del  mismo  incidente,  pudiendo  pe- 
dir lo  que  considere  necesario  para  su 
prosecución. 

§  1.**— Si  íjubiera  motivo  para  proce- 
der criminalmente,  sólo  podrá  comen- 
zar la  causa  después  de  terminado  el 
incidente  civil,  por  sentencia  definitiva 
ó  en  cualquier  otra  forma. 

§  2.°— Cuando  en  el  incidente  civil  se 
considere  probada  la  falsedad,  se  cons- 
tituirá el  cuerpo  del  delito  para  el  pro- 
cedimiento criminal,  con  la  certifica- 
ción del  dictamen  pericial  y  de  las  sen- 
tencias, sin  necesidad  de  otra  formali- 
dad alguna. 

CAPÍTULO  VIH 

De^  la   habilitación 

Art.  342.  Desde  el  momento  en  qup 
conste  la  muerte  de  cualquiera  de  los 
litigantes,  por  la  partida  correspon- 
pondiente  ó  por  documento  oficial  uni- 
do á  los  autos,  no  proseguirán  las  ac- 
tuaciones sin  estar  habilitados  los  re- 
presentes del  difunto  ó  comprobada  su 
no  existencia, 

§  único.  -  Cuando  no  se  presenten  ha- 
bilitados estos  representantes  6  no  esté 
comprobada  su  no  existencia,  queda- 
rán en  suspenso  las  actuaciones,  así 
como  los  plazos  para  la  interposición 
de  los  recursos,  comenzando  á  correr 
de  nuevo  después  de  notificarse  el  auto 
6  sentencia  á  los  habilitados  ó  al  Mi- 


712 


INSTITUCIONES  JURÍDICAS   Y   POLÍTICAS 


nisterio  público  como  representante  de 
los  inciertos. 

Art.  343.  Tratándose  de  habilitación 
pasiva,  se  considerarán  habilitados 
aquellos  á  quienes  una  sentencia  pasa- 
da en  autoridad  de  cosa  juzgada  haya 
atribuido  en  cualquier  litigio  la  cuali- 
dad de  herederos,  ó  aquello  de  que  de- 
penda su  legitimidad  para  intervenir 
en  el  pleito. 

§  único.— Si  hubiere  inventario,  se 
tendrán  por  habilitados  como  herede- 
ros los  que  hayan  sido  indicmdos  por  el 
jefe  de  la  familia,  si  todos  estuvieren 
citados  para  intervenir  en  el  inventa- 
rio y  ninguno  hubiere  impugnado  su 
legitimidad  ó  la  de  los  demás,  con  arre- 
glo al  art.  699. 

Art.  344.  En  cualquiera  de  los  casos 
previstos  en  el  artículo  anterior,  unida 
la  certificación  á  los  autos,  examinará 
el  Juez  si  está  probada  en  ella  la  habi- 
litación, y  caso  afirmativo,  considerará 
habilitados  á  los  representantes  del 
finado,  ordenando  que  se  entiendan 
con  ellos  las  actuaciones. 

Art.  3!45.  Tratándose  de  habilitación 
activa,  se  presumirán  habilitados  aque- 
llos en  quienes  concurran  alguna  de 
las  circunstancias  designadas  en  el  ar- 
tículo 343. 

§1."— Presentado  el  correspondiente 
documento,  se  citará  á  la  parte  contra- 
ria para  proponer,  dentro  del  plazo  de 
la  tercera  audiencia  después  de  efec- 
tuada la  citación,  la  oposición  que  pro- 
ceda. 

§  2.**— Los  impedimentos  ó  interdic- 
tos que  se  presenten  podrán  intentarse 
en  el  término  del  tercer  día,  siguiendo, 
sin  necesidad  de  nuevos  escritos,  los 
trámites  del  procedimiento  ordinario. 

§  3.**— Estas  oposiciones  no  suspen- 
derán los  trámites  del  pleito  cuando  no 
se  consideren  procedentes. 


§  4.''— No  presentándose  oposición, 
considerará  el  Juez  habilitados  á  los 
representantes  que  consten  en  el  docu- 
mento. 

§  5.°--No  admitirá  impugnación  algu- 
na á  la  habilitación  activa  reconocida 
en  cualquier  proceso  entre  las  mismas 
partes,  y  en  este  caso,  unido  el  docu- 
mento á  los  autos,  se  tendrán  por  habi- 
litados á  los  representantes  que  en 
61  constare. 

Art.  346.  No  estando  habilitados  en 
otro  pleito  los  representantes  del  fina- 
do,, según  lo  prescrito  en  los  artículos 
anteriores,  se  propondrá  por  escritos 
fundados  su  habilitación,  si  fueren 
ciertos. 

§  1.**— La  habilitación  podrá  propo- 
nerse por  los  representantes  de  la  par- 
te fallecida,  ó  por  otro  cualesquier  in- 
teresado. 

§  2.°— La  parte  contra  la  cual  se  pro- 
ponga la  habilitación  será  citada  para 
contestar  en  el  plazo  de  tres  audien- 
cias, después  de  comunicada  la  cita- 
ción, siguiéndose  sin  más  los  trámites 
del  procedimiento  ordinario. 

§  3.**— Juzgadas  improcedentes  las 
propuestas  de  habilitación,  podrá  el 
justificante  presentar  otras  pruebas  en 
el  mismo  procedimiento. 

Art.  317,  Si  los  herederos  ó  repre- 
sentantes del  finado  fueren  inciertos, 
serán  citados  con  arreglo  á  lo  prescrito 
en  los  artículos  195  á  197,  y  terminado 
el  plazo  de  los  edictos  sin  haber  com- 
parecido, mandará  el  Juez  que  siga  el 
procedimiento  entendiéndose  con  el  Mi- 
nisterio público. 

§  único.— Si  compareciere,  durante 
el  plazo  de  los  edictos  ó  después  de  ter- 
minar éste,  algún  heredero  ó  represen- 
tante del  fallecido,  se  observará  lo  dis- 
!  puesto  en  el  art.  199. 
¡       Art.  348.    El  incidente  de  habilitación 
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se  tramitará  como  pioza  separada;  pero 
después  de  juzgada  definitivamente,  se 
acumulará  al  pleito  principal. 

Art.  349.  Si  el  pleito  estuviere  con- 
cluso para  sentencia,  sólo  podrá  pre- 
sentarse la  habilitación  después  de  pu- 
blicada aquélla. 

Art.  350.  Terminado  el  incidente  de 
habilitación,  proseguirán  los  autos  los 
demás  trámites. 

Art.  351.  El  cesionario  será  admi- 
tido en  la  causa  como  representante 
del  cedente,  sin  dependencia  de  que  se 
notifique  ó  no  al  deudor. 

§  1.°— Consignada  en  los  autos  la  ce- 
sión, ó  unido  el  título  respectivo,  exa- 
minará el  Juez  si  aquélla  es  ó  no  váli- 
da, según  su  objeto  y  la  calidad  de  las 
personas  que  en  ella  intervengan,  y  en 
caso  afirmativo,  mandará  que  se  en- 
tiendan las  actuaciones  con  el  cesio- 
nario. 

§  2.**— No  habiéndose  efectuado  la  ce- 
sión por  diligencia  en  los  autos,  deberá 
probar  el  cesionario  su  identidad  si  no 
fuere  reconocida  en  juicio. 

CAPÍTULO   IX 

Del  error  en  las  cuentas 

Art.  352.  Si  hubiere  error  en  lacuen- 
ta  presentada  por  el  Contador  del  juz- 
gado, podrá  cualquiera  de  las  partes 
pedir  que  se  enmiende  ese  error. 

§  1.**— La  parte  contraria  será  intima- 
da para  que  conteste  antes  de  la  terce- 
ra audiencia,  á  contar  de  la  notifica- 
ción. 

§  2.®— Si  las  partes  convinieran  en  la 
existencia  del  error,  se  reformará  la 
cuenta  con  arreglo  á  ese  acuerdo. 

§  3."— A  falta  de  acuerdo,  mandará 
el  Juez  al  Contador  que  informe,  y  lue- 
go decidirá  conforme  á  derecho. 


I      §  4.°— En  este  incidente  caben  los  re- 
i  cursos  competentes,  según  la  cuantía 
del  juicio,  regulados  por  el  importe  del 
.  error. 

Art.  353.  Cerrada  la  cuenta  de  cos- 
tas, podrá  reclamarse  por  cualquier 
!  perjudicado  la  enmienda  del  error. 
I  §  1.®— Las  partes  serán  oídas  sobre- 
!  esta  reclamación,  comunicándose  los 
I  autos  por  tres  días  al  Abogado  ó  Pro- 
.  curador  de  cada  una,  ó  citándose  para 
que  conteste  en  igual  plazo  aquella  que 
j  no  se  hubiere  constituido. 
I  §  2.® — Inmediatamente  se  dará  vista 
'  al  Ministerio  público,  por  igual  térmi- 
j  no,  y  el  Juez  resolverá  la  reclamación, 
,  previo  informe  del  contador. 

CAPÍTULO  X 

Del  registro  de  las  acciones 

Art.  354.  Cuando  deba  tener  lugar  el 
registro  de  las  acciones,  podrá  efec- 
tuarse en  cualquier  estado  del  pleito 
después  de  repartido. 

§  único.— Este  registro  producirá  to- 
dos sus  efectos,  independientemente  de 
la  renovación",  mientras  dure  el  pleito. 
Art.  355.    Las  sentencias  dictadas  en 
la  acción  producirán  todos  sus  efectos, 
!   y  serán  exigibles    contra    tercero    á 
:  quien  se  hayan  transmitido  los  bienes 
I  ó  cualquier  derecho  sobre  ellos   por 
'  acta  inscrita  con  posterioridad  al  del 
registro  de  la  acción. 

§  único.— Cuando  se  trate  de  ejecu- 
ción de  sentencia,  mandará  el  Juez  can- 
celar cualquier  registro  posterior  al  de 
la  acción,  que  debe  caducar  por  efecto 
de  la  misma  sentencia. 

Art.  356.  La  falta  de  registro  de  las 
acciones  no  obsta  para  que  las  senten- 
cias en  ellas  dictadas  produzcan  todos 
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SUS  efectos  entre  las  partes  ó  sus  here- 
deros 6  representantes. 

TÍTULO  III 

DE   LOS  ACTOS  PREVENTIVOS  Y  PREPARA- 
TORIOS   PARA    ALGUNOS   PLEITOS 

CAPÍTULO  PRIMERO 

De  la  coneili ación 

•  Art.  357.  No  podrá  proponerse  en 
juicio  ninguna  acción  sin  que  preceda 
tentativa  de  conciliación. 

§  L®— Exceptúanse  de  lo  dispuesto 
en  este  artículo  las  acciones  siguientes: 

1."  Sobre  asunto  que  no  admita 
transacción; 

2.'  En  que  alguna  de  las  partes  no 
esté  habilitada  para  transigir; 

3."  En  que  haya  más  de  un  demaur 
dado,  cuando  no  residan  todos  en  el 
mismo  distrito  del  juzgado  de  paz; 

4.*  Las  de  competencia  de  los  Jue- 
ces ordinarios; 

5.'  Las  propuestas  contra  personas 
que  residan  fuera  del  continente,  isla  ó 
provincia  ultramarina  donde  la  acción 
se  proponga; 

6.'  Las  de  que  tratan  It)s  artículos 
631  y  633; 

7.*    Las  de  reconvención; 

8."  Las  que  tengan  procedimiento 
especial. 

§  2.*— Tampoco  es  necesaria  la  con- 
ciliación en  los  juicios  preparatorios  é 
incidentes  de  cualquier  pleito. 

Art.  358.  El  actor  presentará  por  es- 
crito la  demanda  ó  sus  fundamentos  en 
petición  firmada  por  él  ó  por  Procura- 
dor, y  dirigida  al  Juez  de  paz  del  distri- 
to en  que  resida  el  demandado,  pidien- 
do la  citación  de  éste. 

S  1."— F.l  Juez  mandará   ^itar  al  de- 


mandado para  que  comparezca  en  la 
Sala  de  la  Audiencia  en  el  día  y  hora 
que  se  le  designe,  no  pudiendo  exceder 
el  plazo  de  cinco  días,  á  contar  de  la 
fecha  de  la  citación. 

§  2.°— El  demandado  será  citado  con 
anticipación  de  tres  días  por  lo  menos. 

Art.  359.  Las  partes  podrán  compa- 
recer por  sí  ó  por  Procurador,  con  po- 
deres para  transigir  sobre  el  objeto  del 
litigio. 

§  1.**— Si  el  actor  dejare  de  compare- 
cer por  sí  ó  por  Procurador,  no  podrá 
intentar  la  acción  sin  renovar  el  juicio 
de  conciliación.  Faltando  el  demanda- 
do, podrá  el  actor  intentar  la  acción  y 
proseguir  las  actuaciones. 

§  2.^— Si  comparecieren  las  partes 
por  sí  ó  por  Procurador,  procurará  el 
Juez  de  paz  conciliarias,  y  si  lo  consi- 
guiera, mandará  levantar  acta,  especi- 
ficando en  ella  con  claridad  los  térmi- 
nos y  condiciones  de  la  conciliación. 

§  3.**— Siendo  la  conciliación  parcial, 
se  levantará  igualmente  acta,  especi- 
ficando sólo  las  declaraciones  en  que 
estén  de  acuerdo  las  partes. 

§  4.°— Si  dejare  de  comparecer  algu- 
na de  las  partes  ó  no  hubiere  concilia- 
ción, se  levantará  también  acta,  con- 
signando aquella  circunstancia  á  esto 
resultado. 

Art.  360.  Las  actas  de  que  trata  el 
artículo  anterior  serán  redactadas  por 
el  Escribano,  k  continuación  de  la  dili- 
gencia de  citación,  y  firmadas  por  el 
Juez  de  paz,  por  la^  partes  ó  sus  Procu- 
radores, y  á  falta  de  cualquiera  de  ellas, 
por  dos  testigos. 

§  1."— La  citación  y  el  acta  serán  co- 
piadas por  el  Escribano  en  un  libro  ru- 
bricado por  el  Juez,  y  con  diligencias 
de  apertura  y  cierre,  firmadas  por  oí 
mismo  Juez,  con  declaración  del  númo- 
ro  dp  folios  qup  contii^nc. 
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^  ^.**— Los  poderes  quedarán  archi- 
vados. 

§  3.®— Del  libro  se  sacarán  las  certi- 
ficaciones que  se  pidan,  sin  que  sea 
necesario  transcribir  en  ellos  los  po- 
deres. 

Art.  361.  La  petición  6  la  parte  de 
ella  sobre  que  haya  habido  concilia- 
ción, no  podrá  llevarse  al  juicio  con- 
tencioso. 

Art.  362.  La  falta  ó  irregularidad  de 
la  conciliación,  en  los  casos  en  que  la 
ley  la  exige,  sólo  podrá  ser  alegada  por 
el  demandado,  en  el  término  de  cinco 
días,  á  contar  de  aquel  en  que  le  sea 
notificada  la  citación,  observándose, 
en  la  parte  que  le  sea  aplicable,  lo  que 
queda  dispuesto  en  los  artículos  132  y 
siguientes. 

§  único.— La  falta  é  irregularidad  á 
que  este  artículo  se  refiere  no  suspende 
el  procedimiento  hasta  el  período  de 
sentencia,  aunque  aquélla  haya  de  su- 
plirse. 

CAPÍTULO  II 
De  la  retención  y  del  embargo  preventivo 

Art.  363.  El  embargo  ó  retención 
tendrá  lugar  en  los  casos  de  reproduc- 
ción fraudulenta  de  cualquier  obra,  ó 
de  falsificación,  según  lo  prescrito  en 
los  artículos  611  y  637  del  .Código  civil. 

Art.  364.  También  podrá  el  acreedor 
pedir  el  embargo  preventivo  ó  reten- 
ción de  bienes  suficientes  para  seguri- 
dad de  la  deuda,  probando: 

L"    La  certeza  de  ésta; 

2.®  El  recelo  justificado  de  insolven- 
cia, de  ocultación  ó  do  disipación  de 
bienes. 

Art.  365.  El  que  pida  esta  providen- 
cia presentará  por  escrito  los  funda- 


mentos de  su  petición,  y  ofrecerá  las 
pruebas. 

§  L°— Examinadas  éstas  y  conside- 
rando suficientemente  justificados  los 
fundamentos,  decretará  el  Juez  el  em- 
bargo preventivo,  que  se  hará  por  el 
Escribano  de  los  autos,  acompañado 
por  el  Oficial  de  diligencias. 

§  2.°— Si  el  Escribano  del  Juez  de  de- 
recho tuviere  algún  impedimento,  se 
hará  el  embargo  por  el  Escribano  del 
juzgado,  acompañado  del  Oficial  de  di- 
ligencias de  dicho  Juez  de  derecho. 

Art.  366.  La  retención  no  podrá  or- 
denarse sin  que  el  requirente  preste 
caución  para  responder  á  los  daños  y 
perjuicios,  si  en  definitiva  se  juzgare 
improcedente  y  nula  dicha  retención, 
I  por  haber  ést"  ocultado  la  verdad  ó 
;  afirmado  lo  contrario  á  ella. 

Art.  367.  Sólo  podrán  ser  retenidos 
los  bienes  que  puedan  ser  pignorados. 

§  1.®— Cualquiera  que  sea  la  natura- 
leza de  los  bienes,  se  nombrará  siem- 
pre depositario  particular. 

§  2."— .\  la  retención  ó  depósito  de- 
berá aplicarse  lo  dispuesto  respecto  de 
la  prenda  en  los  artículos  819  á  825, 
830  y  831. 

§  3.°— En  el  caso  previsto  en  el  artícu- 
lo 827,  sólo  podrá  autorizarse  la  ven- 
ta de  los  bienes  con  expresa  anuencia 
del  embargado,  ó  cuando  el  depositario 
declare  que  no  puede  conservarlos. 

Art.  368.  Si  en  el  plazo  de  treinta 
días,  á  contar  de  la  fecha  del  embargo, 
el  requirente  no  uniere  á  los  autos  cer- 
tificación en  que  pruebe  que  está  re- 
partido el  pleito,  se  levantará  el  em- 
bargo ó  retención,  si  el  embargado  lo 
pide,  y  sin  audiencia  le  la  parte  con- 
traria. 

§  único. —  Se  levantará  ta  nbién  el 
embargo  si  el  actor,  aun  habiéndose 
repartido  el  pleito,  dojare  de  promover 
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las  actuaciones  procedentes  durante 
tres  meses,  ó  cuando  el  embargado  pa- 
gue la  deuda  ó  preste  fianza,  según  lo 
prescrito  en  el  art.  806. 

Art.  369.  La  pieza  de  embargo  se 
unirá  al  pleito  principal,  y  si  éste  se 
hubiere  propuesto  en  otro  juzgado,  se 
remitirá  al  mismo  tan  pronto  como 
se  presente  certificación  del  reparti- 
miento. 

§  1.**— Cuando  haya  un  litigio  pen- 
diente sobre  la  deuda,  sólo  podrá  or- 
denar el  embargo  el  Juez  de  ese  pleito. 

§  2.**— Repartido  el  pleito,  sólo  el  Juez 
que  entiende  en  él  podrá  resolver  las 
cuestiones  relativas  al  embargo. 

Art.  370.  El  embargo  de  bienes  in- 
muebles producirá  los  efectos  de  la 
prenda. 

§  l.**—Salvo  el  caso  previsto  en  el  ar- 
tículo 288,  no  podrá  el  embargado  ser 
desposeído  de  los  bienes  inmuebles, 
pudiendo  constituirse  en  depositario  de 
las  rentas  cuando  las  fincas  no  estén 
arrendadas. 

§  2.^— Cuando  el  embargo  compren- 
da los  bienes  y  las  rentas,  no  podrá 
privarse  al  embargado  de  las  rentas 
estrictamente  indispensables  para  los 
alimentos  de  la  familia  y  costeo  de  los 
gastos  de  la  demanda,  siguiendo  á  este 
efecto  el  procedimiento  marcado  en  el  • 
artículo  391. 

Art.  371.  Contra  los  tesoreros,  re- 
caudadores ó  cualesquiera  funciona- 
rios que  tengan  á  su  cargo  dinero  ó 
valores  del  Estado,  podrá  pedir  la  re- 
tención el  Ministerio  público  cuando 
por  visita  inesperada  ó  cualquiera  otra 
forma  se  los  encuentre  en  descubierto 
ó  alcanzados. 

§  1.°— Igual  procedimiento  podrá  en- 
tablar el  Ministerio  público  contra  los 
deudores  á  la  Hacienda,  por  efecto  de 
couliata  ó  contra  sus  fiadores. 


§  2.®— La  certeza  de  la  deuda  se  pro- 
bará por  certificación  del  acta  de  visi- 
ta, de  la  cuenta  ó  de  las  condiciones 
del  contrato. 

§  3.**— Para  estos  embargos  no  será 
necesario  más  prueba  de  responsabili- 
dad ni  demostrar  lo  fundado  del  recelo 
de  insolvencia,  de  ocultación  ó  de  disi- 
pación de  los  bienes. 

Art.  372.  Igual  procedimiento  podrá 
seguirse  por  los  tesoreros,  recaudado- 
res y  cualesquiera  empleados  que  ten- 
gan á  su  cargo  dinero  ó  valores  del 
Estado  contra  sus  encargados,  y  por 
los  rematantes  contra  sus  subarrenda- 
tarios. 

Art.  373.  El  Ministerio  público  po- 
drá pedir,  además  de  la  retención,  la 
prisión  del  responsable,  cuando  sea  te- 
sorero, recaudador  ó  cualquier  emplea- 
do que  tenga  á  su  cargo  dinero  ó  valo- 
res del  Estado. 

Art.  374.  El  embargo  se  levantará  y 
cesará  la  prisión  cuando  se  pruebe  que 
está  garantido  el  pago  del  alcance,  no 
pudiendo  en  níYigún  caso  prolongarse 
la  prisión  por  más  de  dos  años. 

Art.  375.  Lo  dispuesto  en  el  art.  368 
no  será  aplicable  al  embargo  de  que 
trata  el  371,  cuando  la  liquidación  de  la 
responsabilidad  sea  de  la  competencia 
del  Tribunal  de  Cuentas. 

Art.  376.  Procede  la  alzada  contra 
el  auto  que  ordene  el  embargo  ó  lo  con- 
firme, cuando  haya  sido  dictado  por 
Juez  ordinario,  así  como  también  con- 
tra aquel  que  mande  levantarlo. 

Art.  377.  Practicad9  el  embargo,  po- 
drá también  el  embargado  oponerle 
otros  embargos. 

§  único.— El  que  pida  la  retención 
será  intimado  para  que  conteste  á  di- 
chos embargos  en  el  término  de  cinco 
días,  á  contar  de  la  notificación,  y  ter- 
minado este  plazo,  se  seguirá  el  prore- 
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dimiento  en  la  misma  forma,  según  su 
valor,  sin  necesidad  de  otros  alegatos. 

Art.  378.  A  la  retención  podrá  opo- 
nerse tercería,  y  en  este  caso  se  obser- 
vará lo  dispuesto  en  los  artículos  922  y 
siguientes. 

Art.  379.  El  Juez  que  haya  ordenado 
el  embargo  ó  que  lo  haya  confirmado 
cuando  haya  sido  ordenado  por  el  Juez 
ordinario,  será  competente  para  todos 
los  incidentes  y  trámites  de  los  embar- 
gos y  recursos  cuando  los  autos  no  co- 
rrespondan y  se  remitan  á  otro  Juez, 
con  arreglo  al  art.  369. 

CAPÍTULO   IIl 
Del  interdicto  de  obra  nueva 

Art.  380.  Todo  el  que  se  considere 
perjudicado  en  su  derecho  á  consecuen- 
cia de  una  obra  nueva  que  le  cause  al- 
gún daño,  ó  que  por  su  dirección  pueda 
causársele,  podrá  pedir  que  se  suspen- 
da la  obra,  indicando  en  seguida  los 
fundamentos  de  la  petición. 

§  1.**— El  interesado  podrá  también 
parar  la  obra  extrajudicialmente,  inti- 
mando, verbalmente,  ante  dos  testigos, 
al  dueño  y  álos  operarios  en  ella  em- 
pleados para  que  no  continúen,  y  recu- 
rriendo luego  á  los  Tribunales  para  ra- 
tificar el  interdicto. 

§  2.**— Esta  ratificación  tendrá  lugar 
dentro  del  plazo  fie  tres  días,  so  pena 
de  quedar  sin  efecto  el  interdicto. 

Art.  381.  No  podrán  suspenderse  las 
obras  del  Estado  en  terrenos  públicos 
ó  comunales,  ó  en  terrenos  particula- 
res expropiados. 

§  1.^^— Tampoco  podrán  pararse  las 
obras  municipales  en  terreno  del  Mu- 
nicipio, ni  las  parroquiales  en  terrenos 
de  la  parroquia. 


§2.'*— En  todos  estos  casos  quedará 
salvo  el  derecho  á  la  indemnización. 

Art.  382.  El  Juez  ordenará  el  inter- 
dicto y  podrá  asistir  á  la  interdicción  si 
la  parte  lo  pide. 

§  1."— El  Escribano  formalizará  el 
interdicto  describiendo  en  el  acta  res- 
pectiva el  estado  de  la  obra  y  sus  di- 
mensiones. 

§  2.**— Se  hará  la  intimación  al  dueño 
de  la  obra  y  á  los  obreros  empleados 
en  ella  para  que  no  la  continúen. 

Art.  383.  El  interdicto  quedará  sin 
efecto  si  el  actor  dejare  de  incoar  la 
acción  dentro  de  los  treinta  días  si- 
guientes al  en  que  fué  judicialmente 
hecho  ó  ratificado. 

Es  te  plazo  no  correrá  en  di  as  feriados. 

§  1.°— Formalizado  el  interdicto,  po- 
drá el  Juez  autorizar  la  continuación 
de  la  obra,  á  petición  del  demandado, 
cuando  por  lainspección  se  comprobare 
que  resulta  perjuicio  de  no  continuar 
y  el  demandado  prestare  caución  en 
los  términos  del  art.  806,  para  el  caso 
en  que  se  ordene  en  definitiva  el  de- 
rribo. 

§  2.°— No  estará  permitido  formular 
segundo  interdicto  en  la  parte  de  obra 
que  haya  sido  suspendida.  En  caso  de 
haberse  formulado,  se  mandará  levan- 
tar por  el  Juez  que  lo  ordenó,  una  vez 
probada  la  existencia  del  primero. 

Art.  384.  Si  el  notificado  continuare 
la  obra  después  del  interdicto  y  del  re- 
conocimiento, y  antes  de  ser  declarado 
sin  efecto  dicho  interdicto  ó  de  ser  au- 
torizada la  continuación,  podrá  el  ac- 
tor pedir  que  sea  destruida  la  parte 
nueva  de  la  obra. 

§  1."— -El  Juez  mandará  proceder  á  la 
inspección  ocular  con  citación  de  la 
parte,  y  comprobada  la  existencia  de  la 
obra  nueva,  hará  reponer  las  cosas  al 
ser  y  estado  anterior. 
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§  2.°— Contra  esta  decisión  podrá  en- 
tablarse el  recurso  de  agravio. 

§  3.®— Si  el  interdicto  hubiere  sido 
extrajudicial  y  respecto  de  él  ocurriese 
el  caso  previsto  en  el  presente  artículo, 
el  Juez,  en  el  acto  de  la  inspección  ó 
después  de  ésta,  interrogará  á  los  tes- 
tigos que  asistieran  al  interdicto  y  á  la 
continuación  de  la  obra,  y  en  seguida 
resolverá. 

Art.  385.  El  incidente  de  interdicto 
se  unirá  al  de  la  acción,  y  si  ésta  fuere 
propuesta  en  otro  juzgado,  se  remitirá 
á  éste  luego  que  se  adquiera  la  certifi- 
cación del  repartimiento. 

§  1."— Efectuado  el  repartimiento,  sólo 
al  Juez  que  entienda  en  los  autos  co- 
rresponderá resolver  las  cuestiones  re- 
lativas al  interdicto. 

§  2.'^-El  Juez  que  haya  ordenado  el 
interdicto  ó  lo  haya  confirmado  cuando 
haya  sido  ordenado  por  Juez  ordinario, 
será  el  competente  para  todos  los  inci- 
dentes cuando  los  autos  no  se  hayan 
enviado  á  otro  Juez  ó  Tribunal 

CAPÍTUIX)  IV 
De  las  denuncias  y  aprehensioiths 

Art.  386.  Las  denuncias  por  defrau- 
dación (falta  de  manifestó)  podrán  pre- 
sentarse por  el  Ministerio  público  ó  por 
cualquiera  otra  persona. 

§  1.**— El  denunciante  presentará  los 
fundamentos  de  la  denuncia  y  adjunta- 
rá los  documentos  comprobantes  de  la 
defraudación. 

§  2.^— El  Juez  mandará  que  se  con- 
signe por  el  Escribano  de  semana  la 
materia  de  la  denuncia,  y  en  seguida 
dará  vista  al  Ministerio  público,  cuando 
no  sea  éste  el  denunciante. 

§  3.°— El  Escribano  remitirá  una  co- 


pia de  la  diligencia  al  respectivo  Escri- 
bano de  Hacienda. 

§  4.®— Contra  el  denunciado  se  pro- 
pondrá acción  por  el  medio  competen- 
te, uniéndose  á  ella  el  proceso  origina- 
rio de  la  denuncia. 

Art.  387.  En  los  expedientes  de"  con- 
trabando ó  defraudación  en  que  la  Ha- 
cienda comienza  por  decomisar  ó  por 
aprehender  géneros,  el  Juez,  recibido 
el  expediente  administrativo  contenien- 
do el  despacho  de  tener  por  válida  y 
sulísistente  la  aprehensión  ó  el  decomi- 
so, mandará  dar  vista  al  Ministerio  pú- 
blico, y  éste,  si  no  hubiere  lugar  al  pro- 
cedimiento criminal ,  propondrá  la 
competente  acción  civil. 

Art.  388.  A  falta  de  Autoridad  fiscal 
competente,  el  Juez  mandará  consig- 
nar por  el  Escribano  de  semana  las 
declaraciones  de  los  aprehensores  é  in- 
teresados y  las  de  los  testigos,  así  como 
la  relación  de  los  objetos  aprehendidos, 
y  después  de  hechas  la  tasación  ó  va- 
loraciones necesarias  por  peritos,  dic- 
tará providencia,  declarando  válida  y 
subsistente,  ó  nula  é  insubsistente,  la 
aprehensión,  siguiéndose  en  el  primor 
caso  los  procedimientos  prescritos  en 
el  artículo  anterior. 

CAPÍTULO  V 

De  los  depósitos  y  protestas 

Art.  389.  El  depósito,  para  los  efec- 
tos del  art.  1.423  y  sus  análogos  del  Có- 
digo civil,  se  mandará  hacer  por  el 
Juez,  á  petición  del  interesado,  notifica- 
das las  personas  á  quienes  se  refiera. 

fcí  único. -En  estas  actuaciones  no  se 
admitirá  investigación  alguna,  y  las 
costas  serán  depositadas  al  incoar  la 
acción  que  se  propusiere,  uniéndose  á 
los  autos  la  diligencia  de  depósito. 
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Art.  390.  Las  protestas  para  inte- 
rrumpir la  prescripción,  y  cualesquiera 
otras  que  deban  hacerse  judicialmen- 
te, se  harán  ante  el  Juez  y  se  consigna- 
rán en  la  correspondiente  diligencia, 
que  se  notificará  á  los  interesados,  sin 
que  se  admita  cuestión  alguna. 

§  l.**-Se  hará  la  notificación  sin  ne- 
cesidad de  mandamiento,  entregándose 
al  intimado  una  copia  de  la  protesta. 

§  2.°— Hecha  la  notificación,  se  en- 
tregará la  protesta,  ya  tramitada,  al 
que  la  haya  hecho. 

CAPÍTULO  VI 

De  los  alimentos  provisionales 

Art.  39L  El  que  tenga  derecho  á  ali- 
mentos podrá,  antes  de  entablar  la  ac- 
ción ó  estando  pendiente  ésta,  pedir 
que  se  le  suministren  provisionalmente 
los  que  debe  recibir,  no  habiendo  re- 
caído sentencia  ejecutiva  en  la  acción 
principal. 

§  1.°— El  actor  articulará  los  funda- 
mentos de  la  demanda  y  podrá  presen- 
tar hasta  cinco  testigos. 

§  2.^— El  demandado,  cuando  haya 
acción  pendiente,  será  requerido  para 
que  conteste  en  el  plazo  de  una  audien- 
cia, después  de  efectuado  el  requeri- 
miento, ó  será  citado  con  el  mismo  fin 
cuando  los  alimentos  se  pidan  antes  de 
entablarse  la  acción. 

§  3.®— El  requerimiento  ó  citación  se 
efectuará  en  la  segunda  audiencia. 

§  4."*— El  demandado  no  podrá  pedir 
exhorto  para  la  inquisitiva,  y  los  testi- 
gos que  deban  declarar  ante  el  Juez 
competente  serán  interrogados  dentro 
de  los  cinco  días  siguientes  á  la  audien- 
cia designada  para  la  contestación. 

§  5."— Los  alimentos  serán  señalados 
por  mensualidades,  teniendo  en  cuenta 


lo  que  sea  estrictamente  necesario 
para  sustento,  habitación  y  vestidos 
del  actor,  y  para  los  gastos  de  la  de- 
manda. 

Art.  392.  En  la  acción  de  separación, 
cualquiera  de  los  dos  cónyuges  puede 
pedir,  por  este  medio,  alimentos  provi- 
sionales, cuando  carezca  de  recursos. 

Art.  393.  Si  estando  pendiente  en 
los  Tribunales  superiores  la  acción  de 
alimentos  definitivos  ó  la  de  separa- 
ción, hubiere  necesidad  de  pedir  ali- 
mentos provisionales,  se  presentará 
esta  petición  ante  el  Juzgado  donde  se 
entabló  la  acción  en  primera  instancia. 

TtTÜLO  IV 

DEL   PROCEDIMIENTO  PARTICULAR 

CAPÍTULO  PRIMERO 
Disposiciones   generales 

Art.  394.  Toda  acción  tendrá  por 
base  una  demanda,  en  la  que  el  actor, 
pidiendo  la  citación  del  demandado, 
consignará  los  fundamentos  de  su  ac- 
ción, concluyendo  por  lo  pedido. 

§  único.— Los  fundamentos  de  la  de- 
manda se  deducirán  por  artículos,  sal- 
vo las  disposiciones  en  contrario. 

Art.  395.  El  demandado  podrá  im- 
pugnar la  demanda  por  medio  de  ex- 
cepción ó  por  contestación,  en  la  terce- 
ra audiencia  posterior  á  la  en  que  se  le 
notificó  la  citación. 

§  1."— Cuando  sean  varios  los  deman- 
dados y  no  se  hayan  citado  todos  para 
la  misma  audiencia,  cada  cual  podrá 
impugnar  la  demanda  en  la  tercera  au- 
diencia, después  de  notificada  su  cita- 
ción, ó  en  cualquiera  otra  hasta  aque- 
lla en  que  deba  presentarse  la  contes* 
tación'del  último  citado. 
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§  2.°— La  excepción  ó  la  contestación 
por  parte  de  los  ausentes,  incapaces  y 
dementes  á  quien  se  haya  nombrado 
Abogado,  ó  por  parte  de  los  inciertos, 
se  presentará  en  la  tercera  audiencia 
posterior  á  la  fecha  en  que  se  continuó 
el  procedimiento  por  el  Abogado  nom- 
brado ó  por  el  Ministerio  público. 

§  3."— La  excepción  ó  contestación  se 
presentará  articulada. 

CAPÍTULO  II 

Del  procedimiento  ordinario 

Sección  primera 

Disposiciones  generales 

Art.  396.  En  el  procedimiento  ordi- 
nario, si  el  demandado  dedujere  excep- 
ción ó  contestare  articulando  prueba  ó 
uniendo  documentos,  el  actor  podrá 
replicar  en  la  segunda  audiencia,  con- 
tando desde  la  en  que  deba  presentar- 
se la  última  defensa. 

§  único.— En  la  réplica  podrá  el  actor 
ampliar  ó  explicar  la  demanda. 

Art.  397.  Si  replicare  el  actor  articu- 
lando prueba  ó  remitiendo  documentos, 
el  demandado  podrá  duplicar  en  el  pla- 
zo de  dos  audiencias,  á  contar  de  la  de- 
signada para  la  presentación  de  la  ré- 
plica, 

§  único. —La  réplica  por  parte  de  los 
ausentes,  incapaces  ó  dementes  á  quien 
se  haya  nombrado  Abogado,  ó  por  par- 
te de  los  inciertos,  se  presentará  hasta 
la  segunda  audiencia  posterior  á  la  fe- 
cha en  que  se  continúe  el  procedimien- 
to, por  el  Abogado  ó  por  el  Ministerio 
público. 

Art.  398.  Terminadas  las  alegacio- 
nes, el  Juez  designará  día  para  oir  á  las 
partes,  cuando  proceda,  y  para  las  in- 


quisitivas ó  inspecciones  oculares  que 
se  pidan. 

Art.  399.  Practicadas  estas  diligen- 
cias, el  Juez,  habiendo  testigos  que  de- 
ban ser  interrogados  por  él,  designará 
sucesivamente  los  días  que  sean  nece- 
sarios para  dicho  interrogatorio. 

§  único.— Para  cada  día  sólo  serán 
citados  los  testigos  que  probablemente 
puedan  declarar,  y  el  Juez  designará 
cuantos  deban  ser  interrogados  por  el 
orden  de  su  inscripción  en  la  lista. 

Art.  400.  Terminado  el  interrogato- 
rio de  los  testigos,  se  dará  traslado,  du- 
rante quince  días,  al  Abogado  de  cada 
una  de  las  partes  para  alegar  por  es- 
crito lo  que  estime  procedente. 

Sección  segunda 

Juicios  especiales  en  que   intervengan  jurados 

Art.  40L  La  intervención  de  los  ju- 
rados sólo  tendrá  lugar  en  el  juicio  or- 
dinario, por  acuerdo  expreso  de  las 
partes,  convertido  en  providencia  antes 
de  estar  designado  el  día  para  el  inte- 
rrogatorio de  los  testigos  por  el  Juez 
competente,  y  en  este  caso  el  juicio 
tendrá  lugar  en  la  forma  siguiente: 

§  L"— Hallándose  los  autos  en  estado 
de  procederse  al  interrogatorio  de  los 
testigos  por  el  Juez,  designará  éste  día 
para  el  juicio,  haciéndolo  fijar  en  el  ta- 
blón de  anuncios  para  la  primera  au- 
diencia general. 

§  2.°— En  la  audiencia  en  que  tengan 
lugar  debates,  se  leerán  los  alegatos 
de  las  partes  y  los  documentos  que  se 
hayan  unido  á  los  autos,  y  el  Juez,  es- 
tando ambas  partes  presentes  por  si  ó 
por  sus  Procuradores,  procurará  fijar 
los  puntos  de  hecho  en  que  concuerden 
ó  en  que  disientan,  y  tomará  las  decla- 
raciones que  se  hayan  interesado. 


CÓDIGO  DE  PROCEDIMIENTO  CIVIL  PORTUGUÉS 


721 


§  3.''— En  sepuifla  serán  interrogados 
los  testigos  sobre  los  hechos  en  que  no 
hnya  acuerdo.  Terminado  el  interroga- 
torio, si  lo  hubiere,  se  leerán  las  decla- 
raciones 6  los  interrogatorios  escritos, 
y  luego  concederá  el  Juez  la  palabra  á 
los  Abogados  de  las  partes,  comenzan- 
do por  el  del  actor,  y  pudicndo  cada  uno 
replicar  una  sola  vez.  Se  levantará  acta 
de  todo,  mencionándose  sumariamente 
los  incidentes  que  hayan  ocurrido,  de 
modo  que  se  conozca  que  se  han  llena- 
do las  formalidades  legales. 

§  4."— Quedará  aplazado  el  debate  si 
en  el  día  designado  dejaren  de  compa- 
recer las  partes  y  sus  Procura  lores. 

Pero  faltando  una  de  las  partes,  ten- 
drá lugar  el  debate  en  su  rebeldía  si  la 
otra  no  solicitare  el  aplazamiento. 

§  5.°— El  debate  versará  únicamente 
sobre  los  objetos  controvertidos,  y  sólo 
se  podrán  agregar  documentos  antes 
de  constituirse  el  jurado. 

§  6.**— No  ocurriendo  incidentes  que 
hagan  aplazar  el  juicio,  tendrá  lugar  la 
designación  del  jurado  por  medio  del 
sorteo,  en  el  que  entrarán  los  nombres 
de  los  jurados  de  la  respectiva  lista  que 
estuvieren  presentes. 

§  7.®— Se  compondrá  el  jurado  de  nue- 
ve individuos  y  de  un  suplente,  que  sólo 
intervendrá  cuando  alguno  de  ellos  se 
imposibilite  durante  el  juicio. 

§  8.°— Podrán  ser  recusados  los  jura- 
dos que  no  puedan  ser  Jueces,  con 
arreglo  al  art.  292,  y  además  de  esto 
pueden  Jos  actores  recusar  tres  y  otros 
tres  los  demandados,  decidiendo  la 
suerte  el  orden  de  las  recusaciones 
cuando  entre  los  actores  ó  entre  los  de- 
nnandados  no  hubi(!rc  acuerdo  respecto 
de  esto. 

§  9."— Sorteado  el  jurado,  recibirá  el 
Juez  á  cada  uno  de  Jos  juraiíos  el  jura- 
mento de  cumplir  bien  sus  deberes. 
Tomo   VII.  — Tnstiti'ciones  jurídicas. 


§  10.— Los  jurados  podrán  solicitar 
del  Juez  que  dirija  cualquier  pregunta 
que  crean  necesaria  para  ilustrarse  y 
formar  juicio. 

§  11.— Terminados  los  debates,  invi- 
tará el  Juez  á  los  Abogados  á  que  pre- 
senten por  escrito  la  indicación  de  Jas 
cuestiones  que  deban  proponerse,  y 
teniendo  en  cuenta  esta  propuesta,  for- 
mulará aquellas  á  que  debe  contestar 
el  jurado,  y  mandará  unir  á  los  autos 
la  indicación  presentada  por  los  Abo- 
gados. 

§  12.— Los  autos  y  las  cuestiones  se 
entregarán  al  Presidente  del  jurado,  y 
éste  se  retirará  á  la  sala  destinada 
para  sus  deliberaciones.  • 

§  13.— El  Presidente  será  el  primer 
jurado  designado  por  la  suerte,  salvo 
cuando  con  su  consentimiento  elijan 
los  jurados  otro  por  mayoría  absoluta. 

Art.  402.  Los  jurados  decidirán  por 
mayoría  absoluta,  y  sus  contestaciones 
serán  escritas  por  el  Presidente,  inme- 
diatamente después  de  cada  cuestión, 
de  modo  que  no  puedan  ser  adiciona- 
das, y  salvándose  Jas  ennúendas  y  en- 
trerrenglones. 

§  único  .—Si  el  jurado,  para  contes- 
tar á  las  cuestiones,  necesitare  de  al- 
guna explicación  respecto  de  las  mis- 
mas, volverá  á  la  sala  de  audiencia,  y 
el  Presidente,  en  presencia  de  lodos 
los  jurados,  expondrá  la  duda,  á  la  que 
contestará  el  Juez,  oídos  los  Abogados 
de  las  partes,  y  de  todo  se  hará  men- 
ción en  el  acta. 

Art.  403.  Contestadasdefinitivamen- 
te  las  cuestiones,  firmarán  todos  los 
jurados  y  volverán  á  la  sala  de  audien- 
cia, en  la  que  leerá  el  Presidente  las 
respuestas. 

§  único.— En  seguida,  el  Juez  conce- 
derá la  palabra  á  los  Abogados  para 
que  hagan  cualquier  reclamación  so- 
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bre  ambigüedad  en  las  respuestas, 
y  cuando  entienda  que  es  necesaria 
alguna  explicación,  formulará  respec- 
to de  ellas  las  cuestiones  convenientes, 
á  las  que  contestará  el  jurado  nueva- 
mente en  la  forma  indicada. 

Art.  404.  Después  del  veredicto  del 
jurado,  cualquiera  de  las  partes  podrá 
pedir  vista  para  alegar  por  escrito  en 
los  autos,  y  se  le  concederá  por  diez 
días. 

§  único.— En  seguida  quedará  el  plei- 
to concluso  para  que  el  Juez  pronuncie 
el  fallo. 

Art.  405.  En  estos i)rocesos  son  nu- 
lidades insubsanables,  ndemás  de  las 
que  quedan  especificadas  en  el  artícu- 
lo 130: 

1.°  La  deficiencia  de  las  cuestiones 
sobre  la  materia  de  hecho; 

2,**  La  deficiencia,  oscuridad  ó  con- 
tradicción en  las  respuestas  del  jurado. 

CAPÍTULO  111 

De  los  juicios  especiales 

Sección  primera 

De  Ih  curaduría  detinitiva  de  los  bienes  del 
ausente 

Art.  406.  El  que  pretenda  la  curadu- 
ría definitiva  de  los  bienes  del  ausente 
presentará,  numerados,  todos  los  fun- 
damentos de  su  petición. 

§  1."— Serán  citados  para  contestar 
en  la  tercera  audiencia,  después  de  no- 
tificada la  citación,  cl  poseedor  de  los 
bienes,  el  administrador  ó  procurador 
y  cualesquiera  interosados  ciertos,  así 
como  el  Ministerio  público;  y  por  edicto 
á.Jos  interesados  inciertos. 

§2.'  —  El  ausente  será  citado  por  edic- 
tos de  seis  meses,  fijándose  uno  en  la 


puerta  de  la  iglesia  ó  capilla  del  lugac 
de  su  último  domicilio,  y  otro  en  la  puer- 
ta del  Tribunal,  y  publicándose  anun- 
cios. 

En  cuanto  corran  estos  edictos  podrá 
seguir  el  procedimiento  entre  los  inte- 
resados hasta  la  sentencia,  pero  ésta  no 
se  pronunciará  sin  terminar  el  plazo 
délos  edictos. 

§  3.**-~A  los  edictos  y  anuncios  es 
aplicable  lo  que  queda  dispuesto  en  los 
artículos  196  á  198. 

§  4.°—  En  la  audiencia  designada  para 
la  réplica,  podrán  los  interesados  de- 
ducir por  artículos  su  habilitación;  y, 
en  este  caso,  cualquier  interesado  po- 
diá  contestar  las  alegaciones  del  con- 
trario hasta  la  segunda  audiencia  des- 
pués de  aquella  en  que  podrían  presen- 
tarse los  alegatos  del  último  citado. 

Art.  407.  Estas  acciones  seguirán 
los  mismos  trámites  del  juicio  ordina- 
rio, sin  poder  alegarse  nada  después 
de  la  última  réplica. 

§  1.°-- La  sentencia  deferirá  la  cura- 
duría á  quien  alegue  y  pruebe  mejor 
derecho. 

§  2.*— No  podrá  ejecutarse  la  senten- 
cia sin  que  transcurran  cuatro  meses 
después  de  la  publicación,  por  edictos 
fijados  y  anuncios  publicados,  con  arre- 
glo á  los  párrafos  2."  y  3.'  del  artículo 
anterior. 

Art.  408.  La  demanda  de  curaduría 
definitiva  se  agregará  al  expediente  de 
curaduría  provisional  si  se  hubiere  de- 
ferido ésta. 

Art.  400.  Deferida  la  curaduría,  los 
herederos  que,  sepún  cl  ord(ín  de  la  su- 
cesión, deban  excluir  á  los  curadores 
habilitados  ó  partir  con  ellos  bienes 
del  ausente,  deducirán  sus  derechos 
por  medio  de  acción  enlabiada  contra 
los  mismos  curadores. 

Art.  410.     En  ejecución  de  la  senlen- 
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cía  que  defiera  la  curaduría,  se  entre- 
garán por  inventario  á  los  curadores 
habilitados,  y  á  cualesquiera  otros  in- 
teresados, los  bienes  que  les  pertenez- 
can, previa  caución  y  partición,  cuando 
sean  necesarias. 

§  1."— Se  hará  el  inventario  como  de 
menores  en  el  mismo  juicio  en  que  se 
pronunció  la  sentencia,  salvo  si  hubiere 
ya  inventario  de  los  bienes  del  ausente, 
pues  en  este  caso  la  entrega  se  hará 
con  arreglo  á  dicho  inventario,  previa 
caución  y  partición,  cuando  sea  nece- 
sario. 

§  2.**— Para  regular  la  caución  de 
cada  uno  de  los  interesados,  se  aten- 
derá al  valor  de  los  bienes  muebles  que 
reciba  y  de  las  rentas  que  no  hicieren 
suyas. 

§  3.**— La  caución  se  prestará  según 
lo  prescrito  en  el  art.  806. 

Art.  411.  Transcurridos  cuatro  años 
(le  ausencia,  con  arreglo  á  lo  proscrito 
en  el  «rt.  64  del  Código  civil,  sin  que  se 
haya  deferido  la  curadurln,  y  habiendo 
dejado  el  ausente  tef^tamento  cerra- 
do, podrá  abrirse  éste  á  petición  del  de- 
positario de  diclio  testamento,  de  cual- 
quier persona  que  se  considere  intere- 
sada en  la  sucesión  ó  del  Ministerio  pú- 
blico. 

§  1.®-La  persona  que  pn'tenda  la 
apr-rtura  del  testamento  podrá  solici- 
tarla, alegando  la  ausencia,  acompa- 
ñando el  testamento  ó  indicando  el  lu- 
gar en  donde  se  halla,  y  pidiendo  la 
citación  dei  Ministerio  público,  del  de- 
positario del  testamento,  de  los  intere- 
sados ciertos  y  de  los  inciertos,  así 
como  la  del  ausente  por  edictos  por  se- 
senta dias. 

?5  2.°— En  prueba  de  la  ausencia  podrá 
presentar  hasta  cinco  testigos  y  cual- 
quier documento. 

§  3.®— Los  citados  podrán   contestar 


en  el  plazo  de  tres  audiencias  después 
de  notificada  la  citación,  y  presentar 
hasta  cinco  testigos  cada  uno,  ó  docu- 
mentos. 

§  4.®— La  lista  de  los  testigos  sólo 
podrá  presentarse  con  la  demanda  ó 
con  la  contestación. 

§  5.°— El  Juez,  interrogados  los  testi- 
gos, conocerá  luego  de  la  ausencia,  y 
si  la  juzgare  probada,  mandará  i^emitir 
el  testamento  al  respectivo  administra- 
dor del  concejo  ó  barrio  para  que  lo 
abra,  ó  requerirá  del  respectivo  Gobier- 
no civil  su  apertura,  si  estuviere  depo- 
sitado en  el  archivo  testamentario. 

§  6.®— Abierto  y  registrado  el  testa- 
mento, será  considerado  como  público 
para  todos  los  efectos,  y  los  herederos 
instituidos  en  él  podrán  solicitar  la  cu- 
raduría definitiva. 

Art.  412.  Transcurridos  cuatro  años 
de  duración  de  la  curaduría  provisio- 
nal, si  no  vinieren  al  juicio  presuntos 
herederos  del  ausente  á  solicitar  la 
curaduría  definitiva,  el  Ministeriopúbli- 
co  deberá  pedirla  en  beneficio  de  la  Ha- 
cienda nacional,  por  el  derecho  que  le 
confieren  los  artículos  1.9GÍ),  número 
6.",  y  2.000  á  2,00i  del  Código  civil,  y  en 
esta  demanda  seguirá  los  trámites 
prescritos  en  los  artículos  anteriores 
para  el  juicio  de  la  curaduría  solicitada 
por  los  demás  presuntos  herederos. 

§  único.— La  Hacienda  nacional  no 
prestará  caución. 

Art.  413.  Los  legatarios  y  cuales- 
quiera otras  personas  que  tengan  de- 
recho á  recibir  los  bienes  que  el  ausen- 
te poseía  ó  que  le  corresponderían  des- 
pués de  la  ausencia,  podrán  á  este  efec- 
to solicitar  la  justificación  de  la  ausen- 
cia en  los  léruiinos  del  artículo  400  y 
siguientes,  si  no  hubieren  pedido  la 
curaduría  los  herederos. 

§  único. -Justificada  la  ausencia,  se 
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entregarán  á  estos  interesados  los  bie- 
nes que  les  pertenezcan,  por  medio  de 
inventario  y  previa  caución,  en  los  tér- 
minos del  art.  410. 

Art.  414.  El  procedimiento  estable- 
cido en  los  artículos  anteriores  será 
igualmente  aplicable  cuando,  debiendo 
considerarse  muerto  el  ausente,  los 
herederos  ó  demás  interesados  pidan 
la  sucesión  ó  entrega  de  los  b'enes,  y 
en  ese  caso  no  habrá  lugar  á  ia  presta- 
ción de  la  caución. 

Art.  415.  Para  que  se  considere  ter- 
minada la  curaduría  definitiva  por  la 
vuelta  del  ausente,  deberá  óste  solici- 
tar la  citación  de  los  curadores  defini- 
tivos para  que  le  entreguen  los  bienes 
ó  nieguen  su  identidad. 

§  1."— Acerca  de  esta  demanda  será 
oído  el  curador  de  los  huérfanos. 

§  2."— Si  ni  el  curador  de  los  huérfa- 
nos ni  los  curadores  definitivos  nega- 
ren la  identidad  del  demandante  hasta 
la  segunda  audiencia  después  de  hecha 
la  citación,  mandará  el  Juez  que  se  en- 
treguen inmediatamente  los  bienes,  de- 
clarando terminada  la  curaduría,  sin 
admitir  oposición  alguna. 

§  3.**— Siendo  negada  la  identidad  del 
demandante,  deberá  éste  justificarla, 
en  pieza  separada,  en  los  términos  del 
artículo  34G,  y  antes  que  sea  juzgada 
su  identidad  sólo  podrá  recibir  los  bie- 
nes si  prestare  caución  en  los  términos 
del  art.  806. 

Art.  41Ü.  Para  que  se  considere  ter- 
minada la  curaduría  definitiva  por  el 
lapso  de  tiempo  de  veinte  anos,  deberá 
citarse  nuevamente  al  ausente  por  edic- 
tos de  noventa  días  y  anuncios  en  los 
términos  de  los  párrafos  2."  y  3.°  del 
artículo  40Ü,  y  no  compareciendo,  el 
Juez  declarará  extinguida  la  caución. 

§  1.®— Habiendo  cumplido  el  ausente 
noventa  y  cinco  años  de  edad,  unida  al 


proceso  la  competente  certificación, 
declarará  el  Juez  terminada  la  curadu- 
ría y  extinguida  la  caución,  sin  otra 
formalidad  alguna. 

§2."— Lo  mismo  se  observará  para 
declarar  extinguida  la  caución  presta- 
da por  otros  interesados,  que  no  sean 
los  curadores  definitivos. 

Art.  417.  Habiendo  noticias  de  la 
existencia  del  ausente,  declarará  el 
Juez  la  curaduría  provisional,  nombra- 
rá curador  provisional  al  que  lo  era  de- 
finitivo, ó  elegirá  el  más  idóneo  cuan- 
do Ijaya  más  de  uno,  y  hará  notificarlo 
al  ausente  en  los  términos  del  artícu- 
lo 088. 

Art.  418.  Las  cuestiones  sobre  cuen- 
tas se  resolverán  en  los  términos  de 
los  artículos  011  á  014,  como  incidentes 
del  juicio  en  que  so  haya  realizado  la 
entrega  do  los  bienes. 

Sección  segunda 

De  la  interdicciÓD 
SUBSCCCIÓN    PRIMERA 

De  la  interdicción  de  personas  ó  hieness 

Art.  419.  La  acción  de  interdicción 
por  demencia  se  deducirá  en  escrito 
fundado,  declamándose  luego  cuáles 
son  los  parientes  que,  según  la  ley,  de- 
ben componer  el  consejo  de  familia  y 
ejercer  la  tutela,  y  acompañándose  los 
documentos  y  la  lista  de  los  testigos 
que  deben  comprobar  la  demencia. 

§  1."- Repartido  el  negocio,  sedará 
vista  por  dos  días  al  Ministerio  público, 
cuando  sea  éste  el  demandante,  al  de- 
fensor que  nombre  el  Juez,  y  cualquie- 
ra de  ellos  podrá,  en  ese  plazo,  alegar 
lo  que  creyere  necesario  en  cuanto  á 
la  organización  del  consejo  de  familia 
y  legitimidad  del  demandante. 
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§2.°- En  seguida  nombrará  el  Juez 
el  consejo  de  familia  y  lo  convocará 
para  que  emiía  su  parecer  sobre  la  pe- 
tición, con  asistencia  del  Ministerio 
público  y  notificación  al  defensor,  si  lo 
hubiere. 

§  3."— Si  el  parecer  del  consejo  de 
familia  fuere  favorable  al  demandante, 
el  Juez  procederá  al  interrogatorio  y 
examen  del  individuo  en  cuestión  por 
dos  facultativos,  con  asistencia  del  Mi- 
nisterio público,  y  si  de  este  interroga- 
torio y  examen,  y  de  los  documentos 
presentados,  resultare  prueba  plena  de 
la  demencia,  se  decretará  luego  la  in- 
terdicción. 

Art.  420.  Si  el  parecer  del  consejo 
de  familia  fuere  contrario  al  deman- 
dante, podrá  éste  exigir  que  se  proceda 
al  interrogatorio  y  examen  de  dicho 
individuo  por  dos  facultativos,  y  si  este 
examen  confirmase  el  parecer  del  con- 
sejo, no  se  deferirá  al  pedimento. 

Art.  421.  Si  habiendo  sido  el  parecer 
del  consejo  contrario  al  demandante, 
en  el  interrogatorio  y  examen  se  com- 
probase que  hay  fundamento  para  la 
<lemandá,  proseguirán  las  actuaciones 
fx\  los  términos  siguientes: 

§  1.^— Se  citará,  además  del  defensor, 
al  argüido  para  que  contesten  en  el 
plazo  de  una  audiencia,  á  contar  desde 
la  notificación  de  la  citación,  dándose 
copia,  no  sólo  al  defensor,  sino  al  argüi- 
do, si  ésto  pudiera  recibirla,  del  pedi- 
mento inicial  de  la  acción,  del  parecer 
del  consejo  de  familia  y  del  acta  de 
examen. 

§  2.**—Con  la  contestación  se  presen- 
tarán los  documentos  y  el  rol  de  los 
testigos. 

§  3.°— Cualquiera  de  las  partes  podrá 

solicitar  nuevo  examen  con  sus  peritos. 

§  4.**-  La  acción  seguirá  los  mismos 

trámites  que  el  juicio  ordinario    sin 


otros  alegatos;  mas  el  Juez  no  podrá 
decretar  la  interdicción  sino  habiendo 
otras  pruebas  de  la  demencia  además 
del  primer  examen. 

Art.  422.  Las  disposiciones  del  ar- 
ticulo anterior  son  igualmente  aplica- 
bles, si  habiendo  sido  el  parecer  del 
consejo  favorable  al  demandante,  del 
interrogatorio,  examen  y  documentos 
no  resultare  prueba  plena  de  la  de- 
mencia. 

Art.  423.  La  acción  de  interdicción 
del  sordo-mudo  se  deducirá  en  los  tér- 
minos del  art.  419;  y  repartido  el  nego- 
cio, se  observará  lo  que  queda  dispues- 
to en  los  párrafos  1.®  y  2.**  del  mismo 
artículo,  siendo  el  sordo-mudo  citado 
para  que  asista  á  la  reunión  del  con- 
sejo. 

§  1.°— Es  igualmente  aplicable  á  esta 
acción  lo  que  queda  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 420. 

§  2."— Habiendo  sido  el  parecer  del 
consejo  de  familia  favorable  al  deman- 
dante, ó  comprobándose  en  el  interro- 
gatorio y  examen  que  hay  fundamento 
para  la  acción,  se  proseguirá  ('»sta  en 
los  términos  del  art.  421,  siendo  citado 
el  interesado  para  que  conteste,  y  el 
Juez  dictará  el  fallo  conforme  á  las 
pruebas  aducidas. 

§  3."— La  sentencia  declarará  siem- 
pre la  extensión  y  los  límites  de  la  tu- 
tela, según  el  grado  de  incapacidad  del 
interdicto. 

Art.  424.  La  acción  de  interdicción 
por  prodigalidad  se  deducirá  en  escrito, 
fundado  en  los  términos  del  art.  119, 
especificándose  cada  uno  de  los  hechos 
característicos  de  la  prodigalidad. 

§  1."— Se  tramitará  la  acción  hasta  Ja 
sentencia  final  sin  citación  ni  audiencia 
del  interesado. 

§  2.®— Repartido  el  negocio,  nombra- 
rá luego  el  Juez  el  consejo  de  familia,  y 
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lo  convocará  para  que  emita  su  pare- 
cer, con  asistencia  del  Ministerio  pú- 
blico. 

§  3.*^— Si  el  consejo  emitiere  parecer 
favorable  al  demandante,  certificando 
la  existencia  de  los  hechos  alegados  ó 
de  alguno  de  ellos,  el  Juez  decretará 
luego  la  interdicción,  si  entendiere  quo 
dichos  hechos  son  suficientes  para  cn- 
racte rizar  la  prodigalidad. 

§  4.*"— Si  el  parecer  del  consejo  fuero 
contrario  al  demandante,  podrá  éste 
presentar  testigos  y  cualesquiera  otras 
pruebas,  y  el  Juez,  apreciándolas,  de- 
cretará la  interdicción,  si  hubiere  fun- 
damento para  ello. 

§  5.**— La  sentencia  declarará  siem- 
pre si  la  interdicción  es  general  ó  cuá- 
les son  sus  límites. 

Art.  425.  Siendo  decretada  la  inter- 
dicción en  primera  instancia,  el  Juez, 
en  la  sentencia  en  que  la  decretare,  de- 
ferirá la  tutela  ó  cúratela  á  quien  co- 
rresponda. 

§  único.— Si  se  decretare  la  interdic- 
ción por  el  Tribunal  de  apelación,  re- 
vocando la  sentencia  que  no  la  decretó, 
se  deferirá  la  tutela  ó  cúratela  por  el 
Juez  de  primera  instancia,  lnec:o  que 
bajen  los  autos  ó  el  traslado. 

Art.  426.  Si  resultare  la  interdicción 
de  sentencia,  penal  condenatoria  dis- 
tribuida como  cuestión  de  interdicción, 
una  certificación  de  la  sentencia  pasa- 
da en  autoridad  de  cosa  juzgada,  defe- 
rirá el  Juez  la  cúratela  á  quien  corres- 
ponda. 

Art.  427.  La  sentencia  que  decrete 
la  interdicción  se  inscribirá  en  el  Re- 
gistro de  tutelas  y  se  publicará  en  ex- 
tracto, en  Lisboa,  en  el  diario  oficial 
del  Gobierno,  y  en  los  demás  puntos  en 
algún  periódico  de  la  comarca,  ó  no 
habiéndolo,  por  edictos  fijados  é  la 
puerta  dp  la  iglesia  ó  capilla  del  lucrar 


del  domicilio  del  interdicto  y  á  la  puer- 
ta del  Tribunal. 

§  1."— Se  notificará  esta  sentencia  al 
Ministerio  público  y  al  defensor  del' in- 
terdicto, y  aun  á  éste  si  no  fuere  de- 
mente. 

§  2.®— La  sentencia  que  juzgue  im- 
procedente la  demanda  de  interdicción, 
se  notificará  también,  menos  al  intere- 
sado, cuando  se  trate  de  prodigalidad. 

§  3.°— En  los  edictos  y  anuncios  sólo 
se  declarará  el  nombre  y  la  residencia 
del  interdicto,  la  causa  de  la  interdic- 
ción Y  la  fecha  de  la  sentencia,  estando 
expresamente  prohibido  copiar  cual- 
quiera pieza  de  los  autos. 

§  4."-'Los  anuncios  irán  rubricados 
por  el  Juez,  comprobando  su  exactitud. 

§  5/'— Sólo  producirá  la  sentencia 
efectos  contra  terceros  después  de  re- 
gistrada y  publicada  en  los  términos 
de  este  artículo. 

Art.  428.    Podrán  apelar  de  la  sen- 
tencia que  decreta  la  interdicción  el 
Ministerio  público  ó  el  interdicto,    y 
también  el  defensor  de  éste,  en  caso  de 
interdicción  por  demencia. 

§  1.**— Contra  la  sentencia  que  decre- 
te la  interdicción  por  prodigalidad  ó 
por  demencia,  en  los  términos  del  pá- 
rrafo 3.**  del  art.  4l9,  podrá  también  in- 
terponerse oposición. 

§  2.**— Si  una  parte  se  opusiere  y  la 
otra  apelase,  sólo  se  dará  curso  al  re- 
curso de  apelación  después  de  juzgada 
la  oposición. 

§  3.**— Procede  la  apelación  contra  la 
sentencia  que  admita  la  oposición. 

§4."— El  Ministerio  público  apelará 
siempre  de  la  semencia  que  decrete  la 
interdicción  del  demente  ó  del  sordo- 
mudo, cuando  no  presente  oposición,  v 
habiéndola  deducido,  apelará  de  la  sen- 
tpncia  que  hubiere  recaído  sobre  la 
misma,  s¡  confirmare  la  interdicción. 
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Art.  429.  Se  interpondrá  oposición 
en  la  tercera  audiencia  después  de  la 
notificación,  y  podrán  ser  contestados 
en  el  plazo  de  dos  audiencias  por  el  de- 
mandante, y  también  por  el  Ministerio 
publico,  cuando  no  sea  éste  el  que  for- 
mule la  oposición.  En  la  designación 
de  las  cantidades  necesarias  para  los 
gastos  de  interdicto  por  [)rod¡galidad, 
en  los  términos  del  art.  348  del  Código 
civil,  deberán  también  tenerse  en  cuen- 
ta las  costas  de  la  demanda,  para  el 
ca*í0  de  apelación  de  la  sentencia. 

§  I.**— La  nlkteria  de  las  oposiciones 
y  de  las  contestaciones  admiten  cual- 
quier medio  de  prueba,  y  sin  más  ale- 
gatos se  tramitarán  como  juicio  ordi- 
nario hasta  su  decisión  final. 

§  2."— Las  oposiciones  no  suspende- 
rán la  ejecución  de  la  sentencia. 

Art.  430.  El  inventario  de  los  bienes 
del  interdicto,  cuando  tenga  lugar,  sólo 
se  hará  habiendo  sentencia  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada  ó  que  sólo 
admita  recurso  de  revista. 

§  I.**— De  los  bienes  del  pródigo  ó  del 
sordo-mudo  sólo  se  hará  inventario 
cuando  sea  general  la  interdicción. 

§2.**— Las  disposiciones  de  este  ar- 
tículo no  obstan  para  las  providencias 
que  sean  indispensables  para  la  con- 
servación de  los  bienes  dol  interdicto. 

Art.  431 .  El  que  haya  sido  declarado 
interdicto,  como  demente  ó  sordo-mu- 
do, podrá  solicitar  el  alzamiento  de  la 
interdicción,  mostrando  que  cesó  la 
causa  de  aquélla. 

§  L**— Deducida  la  demanda  en  escri- 
to fundado,  y,  unido  éste  á  los  autos,  el 
Juez  convocará  el  consejo  de  familia 
para  que  emita  su  parecer,  con  asis- 
tencia del  Ministerio  público  y  notifica- 
ción del  interdicto,  de  su  tutor  y  de 
quien  hubiere  solicitado  la  interdic- 
ción. 


§  2.°— Si  el  consejo  emitiere  parecer 
en  contra  del  demandante,  podrá  éste 
exigir  que  se  proceda  á  su  interroga- 
torio y  examen  por  dos  facultativos,  y 
si  el  examen  confirmase  el  parecer  del 
consejo,  no  se  dará  curso  á  la  de- 
manda. 

§  3.**— Cuando  el  parecer  del  consejo 
sea  favorable  al  demandante,  ó  fcuando 
en  el  examen  se  comprobase  que  hay 
fundamento  para  alzar  la  interdicción, 
se  seguirán  los  trámites  prescritos  en 
el  art.  421,  siendo  citados  para  contes- 
tar el  Ministerio  público  y  los  parientes 
que  hayan  pedido  la  interdicción,  ó,  en 
su  defecto,  ios  presuntos  herederos  del 
interdicto. 

Art.  432.  El  interdicto  por  prodigali- 
dad podrá,  transcurridos  cinco  anos 
después  de  pasada  la  sentencia  en  au- 
toridad de  cosa  juzgarla,  solicitar  el  al- 
zamiento de  la  interdicción,  mostrando 
que  cesó  la  causa  de  ésta. 

§  1.'— El  Juez,  mandando  unir  la  pe- 
tición al  rollo  de  la  interdicción,  con- 
vocará el  consejo  de  familia  y  al  Mi- 
nisterio público  para  que  deliberen,  con 
notificación  ó  citación  del  interdicto, 
de  su  curador  y  de  quien  hubiera  pedi- 
do la  interdicción. 

§  2."— Si  el  consejo  de  familia  y  el 
Ministerio  público  se  allanaren  á  la  do- 
manda,  el  Juez  declarará  levantada  la 
interdicción,  y,  en  caso  contrario,  no  le 
dará  curso. 

§  3.^— No  allanándose  al  alzamiento 
de  la  interdicción  el  consejo  de  familia  ó 
el  Ministerio  público,  podrá  el  interdic- 
to oponerse  hasta  la  tercera  audiencia, 
después  de  la  notificación  del  auto, 
desesfimando  la  demanda,  y  para  con- 
testarlos, serán  citados  el  Ministerio 
público  y  los  parientes  que  hubieren 
pedido  la  interdicción,  ó,  en  su  defecto, 
los  que  serian  competentes  para  pedirla. 
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§  4.**-rLa  sentencia  que  levante  la  in- 
terdicción se  notiflcará  á  las  personas 
designadas  en  al  párrafo  anterior,  y  és- 
tas podrán  apelar  de  la  sentencia  ú  opo- 
nerse hasta  la  tercera  audiencia  des- 
pués de  la  notificación.  Si  se  presenta- 
re la  oposición,  se  citará  al  interdicto 
para  que  la  conteste. 

§  5.**— Si  una  parte  se  opusiere  y  la 
otra  apelare,  el  recurso  de  apelación  no 
se  tramitará  hasta  después  de  fallada 
la  oposición. 

§  O.**— Procederá  la  apelación  contra 
la  sentencia  que  juzgue  procedente  la 
oposición. 

§  7.®— Podrá  contestarse  la  oposición 
hasta  la  segunda  audiencia  después  de 
hecha  la  citación,  y  se  seguirán  sin  más 
alegatos  los  trámites  del  juicio  ordi- 
nario. 

§  8.^— Declarada  improcedente  la  pe- 
tición, no  podrá  pedirse  nuevamente  el 
alzamiento  de  la  interdicción  hasta  pa- 
sados cinco  años. 

Art.  433.  Los  facultativos  para  el 
examen  á  que  haya  de  procederse,  se- 
rán siempre  nombrados  por  el  Juez. 

Art.  434.  En  los  distritos  do  Lisboa 
yOporto,  el  Ministerio  público  estará 
representado  en  estas  acciones  por  los 
curadores  generales  de  los  huérfanos. 

Art.  435.  La  sentencia  alzando  la  in- 
terdicción no  producirá  efecto  alguno 
cuando  esté  pendiente  do  recurso;  mas 
si  pasare  en  autoridad  de  cosa  juzgada, 
se  tendrá  por  levantada  la  interdicción 
para  todos  los  efectos,  á  contar  de  la 
fecha  de  la  sentencia. 

SUBSECCIÓN  SEGUNDA 

De  la  interdicción  de  la  patria  potestad 

Art.  43Í).  Si  algún  pariente  ó  el  Mi- 
nisterio público  pretendiere  privar  á  los 


padres  durante  el  matrimonio,  ó  al  pa- 
dre después  de  la  disolución  del  mismo, 
de  regir  la  persona  y  los  bienes  de  su 
hijo  menor,  se  observará  lo  siguiente: 

L**  La  petición  se  hará  en  forma, 
exponiéndose  la  queja  y  sus  fundamen- 
tos é  indicándose  cuáles  son  los  pa- 
rientes más  próximos  del  menor  que 
deben  componer  el  consejo  de  familia; 

2.**  El  argüido  será  citado  para  que 
conteste  en  el  plazo  de  tres  audiencias 
después  de  hecha  la  citación; 

3.**  Si  el  argüido  pretendiere  impug- 
nar el  nombramiento  de  fes  personas 
que  el  demandante  haya  indicado  para 
el  consejo  de  familia,  deberá  formular 
dicha  impugnación  en  el  plazo  de  vein- 
ticuatro horas,  después  de  hecha  la 
citación,  é  indicará  después  cuáles  son 
las  personas  que  juzga  competentes 
para  componer  el  consejo; 

4.**  Si  hubiere  impugnación,  el  Juez 
conocerá  de  ella  después  de  las  infor- 
maciones que  juzgue  necesarias. 

Art.  437.  Se  organizará  el  consejo 
de  familia  en  los  términos  del  art.  207 
y  siguientes  del  Código  civil. 

§  L**— Siendo  especialmente  argüido 
uno  de  los  padres,  se  compondrá  el 
consejo  do  dos  parientes  del  argüido  y 
de  tres  de  la  otra  linea;  á  falta  de  pa- 
rientes del  argüido,  nombrará  éste  dos 
vocales,  y  á  falta  de  parientes  de  la  otra 
linea,  nombrará  el  demandante  dos  vo- 
cales y  el  Juez  nombrará  el  tercero; 

§  2."— Tendrá  efecto  suspensivo  el  re- 
curso de  agravio  interpuesto  contra  las 
decisiones  del  Juez  respecto  do  la  orga- 
nización del  consejo. 

Art.  438.  El  consejo  de  familia,  lue- 
go que  esté  organizado,  será  convoca- 
do para  que  se  reúna  dentro  de  tres 
días  después  del  plazo  para  ser  impug- 
nado, con  citación  del  argüido:  y  oído 
éste,  así  como  el  hijo,  que  deberá  asis- 
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iir,  el  mismo  consejo  deliberará  sobre 
si  es  procedente  la  petición,  y,  en  caso 
afirmativo,  se  señalará  alimentos  al 
menor. 

§  1.^— Las  partes  deberán  declarar  si 
se  conforman  con  el  acuerdo  del  conse- 
jo, en  el  mismo  acto  si  estuvieren  pre- 
sentes ó  representadas,  ó,  en  caso  con- 
trario, dentro  de  tres  días,  á  contar  de 
la  notificación. 

La  falta  de  declaración  implica  la 
conformidad. 

§  2.°— Si  se  hubiere  considerado  im- 
procedente la  petición  y  declarado  las 
partes  que  se  conforman  coala  delibe- 
ración, se  levantará  el  depósito,  si  lo 
hubiere,  entregándose  el  menor  á  su 
padre. 

§  3."— Si  el  consejo  declarare  proce- 
dente la  petición,  nombrará  en  el  acto 
tutor  para  el  menor. 

§  4.**--Cuando  el  consejo  considere 
improcedente  la  petición,  señalará  ali- 
mentos provisionales  al  menor,  si  el  de- 
mandante declara  que  pretende  conti- 
nuar el  procedimiento.  Contra  este 
acuerdo  no  habrá  recurso  alguno,  y  al 
depositario  del  menor  corresponderá  el 
recibir  los  alimentos. 

Art.  439.  La  parte  que  no  se  confor- 
me con  el  acuerdo  del  consejo,  en  todo 
ó  en  parte,  podi*á  hacer  que  se  prosiga 
la  acción,  observándose  los  trámites 
del  juicio  ordinario,  sin  más  alegatos  é 
interviniendo  el  Ministerio  público. 

§  1."— Contra  las  decisiones  del  Juez 
caben  los  recursos  ordinarios. 

§2.°— La  ejecución  por  alimentos 
cuando  tenga  lugar  antes  de  la  senten- 
cia final,  seguirá  en  pieza  separada, 
uniéndose  á  los  autos  la  certificación  de 
la  citación. 

Art.  440.  Privado  de  la  patria  potes- 
tad uno  de  los  padres,  quedará  el  otro 
igualmente  privado  de  regir  la  persona 


y  los  bienes  del  hijo  mientras  dure  el 
matrimonio,  y  al  menor  se  le  nombrará 
tutor. 

§  único.— -Queda  á  salvo  el  acuerdo 
del  consejo  de  familia  en  el  caso  de  se- 
paración de  los  padres. 

Art.  44 L  Como  preparatorio  de  la 
acción  ó  después  de  entablada  ésta, 
puede  el  Juez,  á  petición  de  cualquiera 
de  las  partes  ó  del  Ministerio  público,  ó 
tatínbién  por  queja  del  propio  menor, 
ordenar  el  depósito  de  éste,  previa  in- 
formación sumaria. 

§  único.— Este  depósito,  cuando  se 
efectúe  antes  de  propuesta  la  acción, 
caducará  si  no  fuere  distribuida  en  el 
plazo  de  quince  días. 

Art.  442.  Es  aplicable  á  estas  accio- 
nes lo  que  queda  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 434. 

Secoión  tercera 

De  la  separación  de  los  cónyupfcs 
SUBSECCIÓN   PRIMERA 

De  la  separación  de  persona  y  bienes 

Art.  413.  Las  acciones  de  separa- 
ción de  persona  y.bienes  seguirán  el 
procedimiento  ordinario  hasta  la  ter- 
minación de  las  alegaciones. 

§  L"— En  la  demanda  en  que  deduz- 
ca la  acción,  deberá  el  actor  alegar  pre- 
cisamente alguno  de  los  hechos  clasifi- 
cados en  la  ley  civil  como  legitima 
causa  de  separación. 

§2.°— En  la  misma  demanda  deberá 
declarar  cuáles  son  sus  tres  parientes 
más  cercanos  á  quienes  competa  ser- 
vir como  vocales  en  el  consejo  de  fa- 
milia, y  á  falta  de  parientes  indicará 
las  personas  que  en  los  térmjnos  de  la 
ley  civil  deban  suplir  esa  falta.  Entrí» 


730 


INSTITUCIONES  JURÍDICAS  Y  POLÍTICAS 


los  parientes  del  mismo  grado  serán 
preferidos  los  de  más  edad. 

§  3."— La  demanda  que  no  estuviere 
fundamentada  en  los  términos  de  los 
párrafos  anteriores  será  desestimada, 
y  contra  este  auto  podrá  el  demandan- 
te interponer  el  recurso  de  agravio. 

§  4."— En  la  contestación  indicará  el 
demandado,  en  los  términos  expuestos, 
cuáles  son  los  tres  vocales  que  por  su 
parte  deben  constituir  el  consejo  de  fa- 
milia. 

Art.  444.  No  pueden  ser  vocales  del 
consejo  los  ascendientes  y  descendien- 
tes de  los  cónyuges  ni  las  personas  que 
residan  fuera  de  la  comarca,  excepto 
cuando  sean  parientesymuestren.su 
ausencia,  y  en  ningún  caso  podrán  ser 
nombradas  las  personas  que  residan 
fuera  del  continente  ó  de  la  isla  donde 
se  entai^le  la  acción. 

Art.  145.  Entablando  el  marido  la 
acción  de  separación  por  adulterio,  la 
'  mujer,  si  quisiere  probar  que  al  come- 
ter el  adulterio  tenia  derecho  de  pro- 
mover igual  acción,  fundándose  en  el 
número  2.®  del  art.  1.204  del  Código  ci- 
vil, deberá  alegarlo  en  la  contestación 
para  los  efectos  del  art.  1.210,  párrafo 
único,  del  mismo  Código. 

Art.  446.  Entablando  la  mujer  la  ac- 
ción de  separación,  cualquiera  que  sea 
su  fundamento,  el  marido,  si  quisiere 
proponer  contra  ella  igual  acción  por 
motivo  de  adulterio,  sólo  podrá  dedu- 
cirla en  reconvención. 

§  1."— La  reconvención  será  deduci- 
da y  tramitada  en  los  términos  indica- 
dos en  este  capítulo,  interviniendo  en 
ella  el  mismo  consejo  de  familia  de  la 
acción  principal. 

§  2/*— La  acción  principal  y  la  de  re- 
convención serán  juzgadas  como  una 
sola,  y  la  deliberación  del  consejo  ó  la 
septencia  del  Juez,  que  se  intercalará 


en  los  autos  de  la  acción  principal,  de- 
clarará cuándo  procede  la  separación, 
si  autoriza  ésta  por  los  fundamentos  de 
una  ú  otra  acción. 

Art.  447.  El  demandado,  cuando  ne- 
cesite alimentos,  podrá  pedirlos  en  la 
contestación. 

Art.  448.  Si  estas  acciones  se  juzga- 
ren procedentes  en  definitiva,  produci- 
rán efectos,  respecto  de  terceros,  desde 
que  se  hayan  anunciado  enla  comarca 
donde  se  entablaron. 

Los  efectos  consisten  en  que  las  obli- 
gaciones que  contraiga  uno  de  los  cón- 
yuges, en  ningún  caso  pueden  afectar 
los  bienes  del  otro. 

§  único.— Declararán  los  anuncios 
solamente  los  nombres  y  residencia  de 
las  partes  y  la  naturaleza  de  la  acción, 
omitiendo  sus  fundamentos,  y  se  pu- 
blicarán en  la  forma  prescrita  en  el  ar- 
tículo 427,  fijándose  los  edictos,  cuando 
procedan,  en  el  lugar  del  domicilio  de 
los  cónyuges  y  en  la  puerta  del  Tri- 
bunal. 

Art.  449.  Los  vocales  indicados  para 
el  consejo  de  familia  podrán  ser  re- 
cusados por  incompatibilidad  ó  por  al- 
guna de  las  causas  consignadas  en  la 
ley  civil,  y  también  por  incompetencia 
cuando  sean  otras  las  personas  que  de- 
ban componerlo,  según  las  leyes. 

§  1."— Las  recusaciones  por  parte  del 
demandado  se  propondrán  en  la  con- 
testación, y  por  parte  del  actor  en  la 
réplica. 

§  2.**— El  actor  en  la  réplica  y  el  de- 
mandado en  la  duplica,  deberán  impug- 
nar ó  confesar  las  recusaciones  pro- 
puestas por  la  otra  parte,  y  si  las  con- 
fesaren, indicarán  luego  las  personas 
que  deben  sustituir  á los  vocales  recu- 
sados. 

Art.  450.  Terminadas  las  alegacio- 
nes, si  las  partes  estuvieren  de  acuerdo 
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respecto  de  las  personas  que  deben 
componer  el  consejo  de  familia,  queda- 
rá éste  constituido  con  los  vocales  indi- 
cados, si  alguno  de  ellos  no  tuviere  im- 
compatibilidad  legal. 

Art.  451.  Confesada  ó  juzgada  pro- 
cedente la  recusación,  se  intimará  á  la 
parte  que  nombró  el  vocal  recusado 
para  que  lo  sustituya  en  la  primera  au- 
diencia siguiente. 

§  1  ®— El  voc^l  nombrado  en  sustitu- 
ción podrá  ser  recusado  en  la  primera 
audiencia  después  del  nombramiento, 
y  la  recusación  podrá  impugnarse  en 
igual  plazo. 

§  2.*— Confesada  ó  juzgada  proceden- 
te la  segunda  recusación,  se  sustituirá 
el  vocal  por  nombramiento  del  Juez. 

Art.  452.  Si  al  demandado  se  le  hu- 
biere declarado  en  rebel-iía  ó  no  hubie- 
re indicado  en  la  conte«?tac¡ón  sus  vo- 
cales, los  nombrará  el  Juez,  después 
de  tomados  los  informes  que  juzgue  ne- 
cesarios. 

§  tínico.— Corresponderá  también  el 
nombramiento  al  Juez  cuando,  confe- 
sada ó  decIara<Ja  procedente  la  recusa- 
ción, la  parte  que  nombró  al  recusado 
deje  de  sustituirlo  en  la  primera  au- 
diencia. 

Art.  4.53.  El  vocal  nombrado  por  el 
Juez,  en  los  casos  previstos  en  el  ar- 
tículo anterior  ó  en  el  del  párrafo  2."  del 
articulo  451,  podrá  también  ser  recu- 
sado, pero  si  esta  recusación  fuere  con- 
fesada ó  declarada  procedente,  el  Juez 
nombrará  otro  vocal,  y  contra  éste  no 
podrá  proponerse  recusación  alguna. 

Art.  154.  Si  la  recusación  se  funda 
en  la  incompetencia  del  nombrado,  de- 
berá declararse  luego  cuál  es  la  perso- 
na que  tiene  derecho  preferente  segiín 
el  orden  legal. 

§  único.— En  este  caso,  cualquier  re- 
í^usación  que  haya  que  oponer  contra 


Ja  persona  indicada  se  propondrá  en  la 
contestación,  y  si  se  juzgare  ésta  impro- 
cedente, no  podrá  recusarse  después  al 
nombrado  ^n  sustitución. 

Art  455.  Las  recusaciones  sólo  po- 
drán ser  propuestas  é  impugnadas  en 
plazos  e?tab!e3¡  los  en  los  artículos 
anteriores.  La  falta  de  impugnación 
implica  la  conformidad  con  la  recu- 
sación. 

§  L**— Los  documentos  y  la  lista  de 
testigos  sólo  podrán  presentarse  con 
la  recusación  ó  con  la  impugnación,  y 
no  podrán  proponerse  más  de  tres  tes- 
tigos para  cada  recusación  ó  impugna- 
ción, ni  pedir  exhorto  para  interro- 
garlos. 

§  2.®— Si  se  hubiere  presentado  algu- 
na recusación  que  no  sea  confesada,  el 
Juez,  examinados  los  documentos  é  in- 
terrogados los  testigos,  decidirá  acto 
continuo  ó  hasta  la  primera  audiencia. 
Contra  esta  decisión  podrá  interponer- 
se recurso  de  agravio. 

Art.  45G.  Organizado  definitivamen- 
te el  consejo  de  familia,  podrán  las  par- 
tes presentar  las  listas  de  testigos  has- 
ta la  primera  audiencia  siguiente. 

Art.  457.  A  la  incompetencia  y  re- 
cusación es  a[)licable  lo  que  queda  dis- 
puesto en  loscapítulos  I  y  II del  título  II. 

§  único.— Cualesquiera  otras  excep- 
ciones se  deducirán  en  la  contestación, 
y  serán  resueltas  por  el  Juez,  hasta  la 
segunda  audiencia,  después  de  termi- 
nados los  alegatos.  Contra  dichas  reso- 
luciones procederán  los  recursos  de 
agravio. 

Art.  458.  Es  de  la  exclusiva  compe- 
tencia del  Juez  la  resolución  de  cuales- 
quiera cuestiones  que  puedan  suscitar- 
se sobre  los  trámites  y  formalidades 
del  procedimiento,  y  de  ellas  conocerá 
en  los  términos  del  capítulo  Vil  del  libro 
primero, 


732 


INSTITUCIONES  JURÍDICAS  Y    POLÍTICAS 


§  único.— De  la  improcedencia  de  la 
demanda  en  que  se  deduzca  la  acción, 
sólo  el  Juez  podrá  conocer,  por  medio 
de  providencia,  formulada  antes  de  la 
convocatoria  del  consejo  de  familia,  y 
contra  esta  decisión  procederá  el  recur- 
so de  agravio,  que  se  unirá  á  los  mis- 
mos autos. 

Art.  459.  Los  testigos  de  fuera  del 
distrito  serán  interrogados  por  exhorto, 
excepto  cuando  la  parte  que  los  presen- 
te prefiera  hacerlo  el  día  de  la  dis- 
cusión. 

§  1."— Si  se  interrogasen,  por  exhorto 
ó  en  los  términos  de  los  artículos  266 
y  270,  testigos  que  declaren  sobre  los 
fundamentos  de  la  separación  y  sobre 
los  alimentos,  se  escribirán  separada- 
mente las  declaraciones  respecto  de  los 
últimos. 

§  2.®— Las  declaraciones  de  los  testi- 
gos con  referencia  á  loís  fundamentos 
de  la  reparación  se  unirán  como  pieza 
separada  á  los  autos  relativos  álos  ali- 
mentos, y  formarán  parte  de  los  mis- 
mos autos. 

Art.  460.  Los  parientes  que  deban 
constituirel  consejo  de  familia,  sólopor 
impedimento  legal  podrán  eximirse,  y 
ninguna  de  las  partes  podrá  incapací- 
tanos de  aquellas  funciones,  presen- 
tándolos como  testigos. 

§  único. —No  podrán  ser  testigos  las 
personas  nombradas  para  formar  el 
consejo  de  familia. 

Art.  461.  El  juicio  tendrá  lugar  en 
audiencia  á  puerta  cerrada,  con  suje- 
ción alas  disposiciones  siguientes: 

§  1.**— Si  en  el  día  designado  para  el 
juicio  fallare  alguno  de  los  vocales  del 
consejo  ó  algún  testigo  de  que  no  pres- 
cinda la  parte,  se  aplazará  el  juicio 
para  otro  día,  que  designará  el  Juez. 

§  2.®— Por  falta  de  testigos  no  se  con- 
cederá otro  plazo,  sin  acuerdo  expreso 


de  las  partes,  y  si  en  el  día  nuevamen- 
te designado  faltare  alguno  de  los  vo- 
cales del  consejo,  la  parte  que  lo  nom- 
bró podrá  proponer  otro,  presentándo- 
lo en  dicho  acto. 

§  3.°— (^irá  el  Juez  á  la  parte  contra- 
ria, si  estuviere  presente,  por  si  ó  por 
Procurador,  y  si  ésta  opusiere  recusa- 
ción que  sea  confesada  ó  probada,  será 
luego  sustituido  el  vocal  que  faltó  por 
otro  de  nombramiento  del  Juez,  eligien- 
do persona  que  pueda  entrar  en  funcio- 
nes inmediatamente. 

§  4.®  —  Corresponderá  asimismo  al 
Juez  el  nombramiento  cuando  la  parte 
que  haya  nombrado  al  vocal  que  faltó 
no  proponga  ni  presente  otro. 

§  5.^— Si  la  parte  contraria  necesitara 
plazo  para  probar  la  materia  de  la  re- 
cusación, se  le  concederá  hasta  la  pri- 
mera audiencia,  aplazándose  la  vista. 

§  6.**— Recogidos  los  testimonios,  el 
Juez  y  los  vocales  del  consejo,  sin  emi- 
tir opinión  sobre  la  cuestión,  procura- 
rán conciliar  á  los  cónyuges,  si  estu- 
vieren presentes,  y  en  caso  de  conse- 
guirlo, se  levantará  acta  de  dicha  re- 
conciliación, y  el  Juez  condenará  á  am- 
bas partes  en  costas,  dando  por  termi- 
nada la  acción. 

§  7."— Si  los  cónyuges  no  se  reconci- 
liaren, tendrá  lugar  la  lectura  de  las 
alegaciones  y  de  todas  las  pruebas  es- 
critas que  hubiere  en  los  autos,  y  en 
seguida  se  procederá  al  interrogatorio 
de  las  partes,  si  hubiere  lugar  á  ello,  y 
al  de  los  testigos  presentes,  escribién- 
dose solamente  las  declaraciones  en  la 
parte  relativa  á  los  elementos  del  jui- 
cio. 

§  8."— Terminada  la  presentación  de 
pruebas,  harán  uso  de  la  palabra  los 
Allegados  de  las  partes;  y  en  seguida 
el  Juez,  los  vocales  del  consejo  de  fa- 
milia, el  Ministerio  público  y  el  Escri- 
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baño,  se  retirarán  á  la  sala  de  confe- 
rencias. 

§  9.**— El  consejo  tomará  acuerdo  por 
ma  orla  de  votos  de  sus  vocales;  el  Mi- 
nisterio público  tendrá  voto  consultivo, 
y  el  Juez  presidirá  la  conferencia,  pero 
no  votará. 

Art.  462.  Si  el  consejo  autorizare  la 
separación,  resolverá,  en  la  forma  ex- 
puesta, acerca  de  los  alimentos  de  los 
cónyuí^es  cuando  proceda,  y  providen- 
ciará respecto  de  los  hijo«,  si  los  hu- 
biere, de  los  alimentos  de  éstos  y  de 
cualquier  otro  punto  que  sea  necesario 
regular,  oyendo,  no  obstante,  á  los  cón- 
yuges después  de  votada  la  separación 
\  deciiiondo  sólo  sobre  los  puntos  en 
que  aquéllos  no  estuvieren  de  acuerdo. 

Art.  403.  Se  consignarán  en  el  acta 
todas  las  decisiones  del  consejo,  así 
como  el  acuerdo  de  los  cónyuges  en  la 
parte  en  que  pueda  haberlo,  y  se  apro- 
bará todo  por  sentencia  del  Juez. 

Art.  464.  Habiendo  empate  entre  los 
vocales  del  consejo  de  familia  tocante 
á  la  separación,  se  levantará  acta,  y  la 
acción  seguirá  los  trámites  del  juicio 
ordinario,  salvas  las  siguientes  modifi- 
caciones: 

!.•  Se  unirán  las  declaraciones  de 
las  partes  y  las  de  los  testigos; 

2."  Se  dará  vista  de  los  autos  á  las 
partes,  pero  sólo  al  final  habrá  discu- 
sión oral;  , 

3.*  Las  declaraciones  de  las  partes, 
el  interrogatorio  de  los  testigos  y  la 
discusión,  tendrán  lugar  en  audiencia 
á  puertas  cerradas; 

4.*  La  sentencia  declarará  si  autori- 
za ó  no  la  separación,  mencionando  so- 
lamente su  causa  y  los  nombres  de  las 
partes,  sin  fundamentar  la  decisión  ni 
hacer  relación  de  las  cuestiívií^s  ó  de 
las  pruebas. 

§  1.°— Las  declaraciones  de  las  partos 


6  de  los  testigos  no  se  reproducirán 
cuando  se  hayan  escrito. 

§  2.°— Para  ambos  efectos  procederá 
la  apelación  de  la  sentencia  del  Juez. 

Art.  465.  Dictada  la  sentencia  que 
autorice  la  separación,  y  habiendo  ne- 
cesidad de  dictar  providencia  acerca  de 
los  alimentos  de  los  cónyuges  respec- 
to de  los  hijos  ó  de  cualquier  otro 
punto,  el  Juez  convocará  á  los  cónyu- 
ges para  una  conferencia,  y  si  hubiere 
acuerdo,  se  aprobará  éste  por  sen- 
tencia. 

§  1.**— Si  alguno  de  los  cónyuges  de- 
jare de  comparecer  á  la  conferencia, 
por  sí  ó  por  Procurador,  ó  á  falta  de 
acuerdo,  el  Juez  convocará  al  consejo 
de  familia  para  deliberar,  en  vista  de 
las  pruebas  que  obren  en  autos  y  oídos 
los  cónyuges,  si  comparecieren. 

§  2.*'— Ante  el  consejo  no  podrán  pre- 
sentarse nuevas  pruebas,  y,  después 
de  la  lectura  de  las  que  hubiere  en  los 
autos,  se  observará  lo  que  queda  dis- 
puesto en  los  párrafos  8.°  y  9.°  del  ar- 
tículo 401,  y  en  el  art.  462. 

§  3.**— Si  hubiere  empate  entre  los 
vocales  del  consejo,  quedará  el  pleito 
concluso  para  que  el  Juez  dicte  senten- 
cia sobre  los  puntos  que  no  estén  re- 
sueltos. 

§  4.*^— En  el  caso  previsto  en  este  ar- 
tículo, la  apelación  de  la  sentencia  que 
haya  autorizado  la  separación  sólo  po- 
drá interponerse,  después  de  resueltos 
los  demás  puntos,  por  acuerdo  de  los 
cónyuges,  deliberación  del  consejo  ó 
sentencia  del  Juez. 

§  5.°— La  apelación  podrá  compren- 
der ambas  sentencias,  y  el  plazo  para 
interponerla  se  contará  desde  la  publi- 
cación ó  intimación  de  la  última,  6  de 
la  que  aprobare  el  acuerdo  de  los  cón- 
yuges ó  la  deliberación  del  consejo. 

Art.  466.    Autorizada  la    separación 
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por  el  Tribunal  de  segunda  instancia, 
se  observará  igualmente  lo  que  queda 
dispuesto  en  el  artículo  anterior. 

§  único.— Para  este  efecto  se  traerá 
traslado  cuando  se  interponga  recurso 
de  revi$5Íón. 

Art.  467.  No  habrá  recurso  alguno 
contra  las  decisiones  del  consejo  de  fa- 
milia, exceptuando  únicamente  la  de- 
cisión sobre  alimentos,  de  la  que  pro- 
ceda la  apelación,  observándose,  to- 
cante á  ésta,  lo  que  se  dispone  en  el 
párrafo  2.°  del  art.  996. 

Art.  468.  Las  decisiones  finales  se 
publicarán  y  anunciarán  en  la  forma 
prescrita  en  el  art.  448,  declarándose 
únicamente  los  nombres  y  residencias 
de  las  partes,  si  fué  ó  no  autorizada  la 
separación,  y  cuáles  son  sus  efectos 
con  relación  á  los  bienes. 

Art.  469.  Si  el  consejo  de  familia  ó 
los  Jueces  ordinarios  juzgaren  impro-, 
cedente  ó  no  probada  la  acción  de  se- 
paración de  persona  y  de  bienes,  po- 
drán todavía  autorizar  temporalmente 
á  su  arbitrio  la  separación  provisional 
de  personas,  señalando  alimentos  á  la 
mujer,  si  hubiere  lugar  á  ello. 

Art.  470.  Decidida  definitivamente  la 
acción,  serán  inutilizadas,  en  presen- 
cia del  Juez  y  del  Ministerio  público, 
todas  las  declaraciones  í]ue  no  se  refie- 
ran á  alimentos,  levantándose  acta, 
que  quedará  unida  á  los  autos. 

§  1."— El  traslado  de  las  declaracio- 
nes de  las  partes  ó  de  los  testigos  inte- 
rrogados en  otro  juicio  será  asimismo 
inutilizado  á  petición  del  Juez  que  en- 
tienda en  el  j)leito. 

§  2.*^— Los  documentos  que  no  se  re- 
fieran á  alimentos  se  entregarán,  ter- 
minado el  pleito,  á  la  parte  que  los 
h^ya  traído  á  los  autos,  sin  que  quede 
traslado. 

Art.  47L     Si  los  cónyuges  quedaren 


separados  á  consecuencia  de  la  deci- 
sión formulada  en  causa  criminal,  en 
los  términos  del  art.  L209  del  Código 
civil,  y  fuere  necesario  tomar  alguna 
providencia  respecto  de  los  hijos  ó  de 
alimentos,  se  observará  lo  siguiente: 

§  L®— Se  presentará  la  petición  en  es- 
crito fundado,  y  se  citará  á  la  parte 
contraria  para  que  conteste  en  el  plazo 
de  tres  audiencias,  después  de  notifica- 
da la  citación. 

§  2.**— No  habrá  más  escritos,  y  en  lo 
demás  se  observará,  en  la  parte  apli- 
cable, lo  que  queda  dispuesto  en  los  ar- 
tículos anteriores. 

Art.  472.  Lo  que  queda  dispuesto  en 
el  artículo  anterior  es  igualmente  apli- 
cable cuando,  anulado  el  matrimonio, 
sea  necesario  providenciar  respecto  de 
los  hijos,  en  los  términos  de  los  artícu- 
los L093  y  1.094  del  Código  civil. 

Art.  473.  Si  por  circunstancias  que 
después  sobrevinieren  fuere  necesario 
variar  lo  que  se  Iiubiere  acordado  res- 
pecto de  lo§  hijos  ó  de  alimentos,  ó 
cuando  hubiere  necesidad  de  tomar  al- 
guna nueva  providencia  á  ese  respec- 
to, se  seguirá  el  procedimiento  estable- 
cido en  el  art.  471. 

Art.  474.  El  inventario  á  que  haya 
de  precederse  para  separación  de  los 
bienes  quedará  unido  á  los  autos,  aun- 
que en  pieza  ó  rollo  separado. 

§,único.— Está  permitido  á  los  cón- 
yuges hacer,  por  común  acuerdo,  la  di- 
visión de  bienes  sin  necesidad  de  in- 
ventario. 

Art.  475.  Los  cónyuges  están  obliga- 
dos á-  presentar  reclprocamenle  cuen- 
tas de  cuaiesquieía  valores  comunes 
que  hayan  recibido  después  de  pedida 
la  separación. 

Art.  4"^.  Si  los  cónyuges  se  recon- 
ciliaren, unirán  á  los  autos  el  acta  de 
reconciliación,  y  el  Juez,  en  nueva  sen- 
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teñe í a,  declarará  sin  efecto,  para  en 
adelante,  la  sentencia  de  la  separación. 

§único.— Esta  sentencia  sólo  produ- 
cirá efectos,  respecto  de  terceros,  des- 
pués de  anunciada,  como  queda  deter- 
minado en  el  art.  448. 

Art.  177.  El  depósito  de  la  mujer  ca- 
sada puede  efectuarse  provisionalmen- 
te ó  como  consecuencia  de  la  acción  de 
separación. 

§  único.—EI  depósito  sólo  podrá  ser 
autorizado  á  petición  de  la  mujer,  sea 
ella  actora  ó  demandada. 

Art.  478.  Para  autorizar  el  depósito 
como  preparatorio  de  la  acción,  ó  como 
consecuencia  de  la  misma,  basta  que 
la  mujer  lo  solicite,  sin  que  sea  nece- 
sario justificar  su  necesidad. 

§  1.®— Cuando  este  depósito  se  efec- 
túe antes  de  proponerse  la  acción,  ca- 
ducará si  ésta  no  se  incoa  y  reparte  el ' 
negocio  en  el  plazo  de  treinta  días. 

§2.®— Incoada  la  acción  y  repartido 
el  negocio,  se  unirán  por  certificación 
las  diligencias  de  depósito,  aunque  for- 
mando rollo  distinto. 

§  3. ''—Sólo  el  Juez  del  pleito  es  com- 
petente para  autorizar  el  depósito, 
cuando  se  solicite,  después  de  repar- 
tido. 

Art.  479.  La  mujer  será  depositada, 
pudiendo  llevarse  consigo  las  ropas  y 
objetos  de  su  uso. 

Art.  480.  El  depósito  se  hará  en  casa 
de  familia  honesta,  que  elegirá  el  Juez, 
prefiriendo  á  los  parientes  de  la  mujer. 

§  único.— El  Escribano  hará  el  depó- 
sito y  levantará  el  acta  El  Juez  presi- 
dirá la  diligencia  si  la  parte  lo  solicita. 

AVt.  481.  Con  motivo  del  depósito,  ó 
hecho  é?te,  el  Juez  providenciará  provi- 
sionalmente respecto  de  los  hijos  me- 
nores, pudiendo  entregarlos  á  cual- 
quiera de  los  pudres  ó  á  otra  persoga, 
conforme  más  convenga. 


SUBSECCIÓN  SEGUNDA 

De  la  Himple  separación  judicial 
de  bienefi 

Art.  482.  En  las  acciones  de  simple 
separación  judicial  de  bienes  entre  los 
cónyuges,  se  seguirá  el  procedimiento 
ordinario,  salvas  las  disposiciones  si- 
guientes: 

1."  Se  citará  por  edictos,  durante 
treinta  días,  á  las  personas  que  preten- 
dan oponerse,  declarándose  en  los  edic- 
tos y  anuncios  solamente  los  nombres 
de  las  partes  y  el  objeto  de  la  acción; 

2.*  Esta  oposición  se  presentará  por 
medio  de  contestación; 

3.*  Las  contestaciones  de  los  opo- 
nentes y  la  del  cónyuge  demandado  se 
presentarán  en  la  tercera  audiencia, 
después  de  transcurrido  el  plazo  de  los 
edictos. 

§  l.^-La  sentencia  apreciará  la  ma- 
teria de  todas  las  contestaciones. 

§  2.**— Se  anunciará  la  sentencia  en 
los  términos  prescritos  en  el  art.  448, 
y  los  edictos  y  anuncios  no  contendrán 
más  que  la  declaración  de  los  nombres 
de  las  partes,  del  objeto  de  la  acción  y 
la  decisión  que  sobre  ella  haya  recaído. 

§  3."— La  separación  judicial  sólo  pro- 
ducirá efectos  respecto  de  terceros,  á 
contar  de  la  publicación  del  primer 
anuncio  para  citación  de  ios  oponentes. 

Art.  483.  Si  los  cónyuges  convinie- 
ren en  anular  la  separación,  unido  el 
convenio  á  los  autos  ó'realizado  por  los 
trámites  de  los  mismos,  se  dictará  so- 
bre ello  sentencia;  mas  el  convenio  y 
la  sentencia  no  producirán  efectos  res- 
pecto de  terceros  hasta  después  de 
anunciados  en  los  términos  del  párra- 
fo 2.**  del  artículo  anterior. 
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Sección  cuarta 

Del  modo  de  suplir  el  consentimiento 

Art.  484.  El  que  para  cualquier  acto 
quiera  hacer  suplir  el  conseiitiniiento 
de  persona  que  se  negare  á  dailo,  for- 
mulará la  petición  en  demanda  funda- 
da, y  liará  que  se  cite  al  denegante 
para  que  conteste  en  la  tercera  audien- 
cia después  de  Iicclia  la  citación. 

§  l.^'—Si  el  citado  no  contestare,  po- 
drá suplirse  inmediatamente  el  con- 
sentimiento por  el  Juez;  y  si  contesta- 
re se  seguirán,  sin  más  alegaciones, 
los  demás  trámites  del  juicio  ordi- 
nario. 

§  2.'*-~Suplido  el  consentimiento  por 
resolución  pasada  en  autoridad  de  cosa 
juzgada,  podrá  val  idamente  practicarse 
el  acto  que  de  61  dependa. 

Art.  485.  Cuando,  según  lo  dispues- 
to en  el  art.  1.5G5  del  Código  civil,  co- 
rresponda al  consejo  de  familia  suplir 
el  consentimiento,  se  observará  lo  que 
queda  dispuesto  en  el  artículo  anterior, 
salvas  las  disposiciones  siguientes: 

§  1."— Terminadas  las  alegaciones, 
se  convocará  al  consejo  de  familia 
para  que  delibere. 

§  2.**— El  consejo  de  familia  se  com- 
pondrá del  Juez,  que  presidirá,  y  de 
seis  vocales,  nombrados  tres  por  cada 
una  de  las  partes  entre  sus  parientes 
más  cercanos,  con  exclusión  de  los 
que  tuvieren  interés  inmediato  en  el 
contrato. 

§  3."— Los  vocales  por  parte  del  actor 
serán  nombrados  en  la  demanda  on 
que  se  deduzca  la  acción,  y  por  parte 
del  demandado  en  la  contestación. 

§4.**— Es  aplicable  á  estas  acciones 
lo  que  queda  dispuesto  en  los  artícu- 
los 449  á  458,  y  460,  y  en  los  párrafos  1." 


al  5."  del  art.  461;  pero  los  vocales  indi- 
cados por  el  demandado  sólo  podrán 
ser  recusados  en  la  primera  audiencia, 
después  de  la  en  que  deba  presentarse 
la  contestación,  y  las  recusaciones  sólo 
podrán  impugnarse  hasta  la  primera 
audiencia,  después  de  la  en  que  deben 
proponerse. 

§  5.**— -Las  declaraciones  serán  es- 
critas. 

§  6.°— El  consejo  deliberará  en  con_ 
ferencia,  y  el  Juez  sólo  votará  en  caso 
de  empate  entre  los  vocales  del  con- 
sejo. 

§  7.**-  La  deliberación  del  consejo  se 
reducirá  á  auto  y  se  aprobará  por  sen- 
tencia del  Juez. 

§  8.®— Contra  la  deliberación  del  con- 
sejo podrrá  interponerse  recurso  de 
apelación. 

Art.  486.  El  cónyuge  que  pretenda 
hacer  suplir  el  consentimiento  del  otro, 
por  estar  en  entredicho,  expondrá  en 
un  escrito  la  necesidad  ó  la  convenien- 
cia del  acto 

§  1.**— Sobre  él  se  oirá  al  curador  de 
los  huérfanos  y  también  á  los  parientes 
más  cercanos  del  interdicto,  por  demen- 
cia, y  su  tutor  cuando  no  sea  el  cónyu- 
ge, ó  el  interdicto,  por  prodigalidad  y 
su  curador. 

§  2.**— El  Juez,  en  vista  de  las  prue- 
bas que  se  presenten,  suplirá  el  consen- 
timiento, si  fuere  procedente  el  funda- 
mento invocado. 

§  3.'*— Sólo  el  Juez  de  la  interdicción 
podrá  conocer  de  la  petición. 

§  4."— La  venta  de  los  bienes,  aunque 
sean  inmuebles,  no  habrá  de  hacerse 
necesariamente. 

Sección  quinta 

üe  la  precaución  contra  el  daño 
Art.  4.S7.     El  que  á  falta  de  regí  amen- 
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tos  administrativos  pretenda  que  se 
fijen  judicialmente  las  precauciones 
necesarias  en  los  términos  de  la  ley  ci- 
vil para  evitar  el  perjuicio  que  para  su 
predio  pueda  resultar  de  alguna  obra 
ajena  junto  al  muro  común  ó  ajeno, 
formulará  su  demanda  como  se  dispo- 
ne en  los  artículos  siguientes. 

Art.  488-  El  demandante,  deducien- 
do los  fundamentos  de  la  petición,  sin 
necesidad  de  alegarla  ordenaxiamente, 
hará  citar  á  la  parte  contraria  para 
que,  en  la  tercera  audiencia,  después 
de  notificada  la  citación,  se  designen 
los  peritos  para  la  inspección  ocular. 

§  1.**— Si  hubiere  más  de  un  deman- 
dado y  no  se  hubiesen  citado  todos  para 
la  misma  audiencia,  se  les  intimará, 
después  de  la  última  citación,  para  que 
designen  los  peritos,  en  la  primera  au- 
diencia, todos  los  que  no  deban  consi- 
derarse rebeldes,  en  los  términos  del 
artículo  200. 

§  2.**— Hecha  la  designación,  el  Juez 
fijará  día  para  la  inspección  ocular,  y 
en  ella  se  averiguará  cuáles  son  las 
precauciones  necesarias  para  evitar 
el  daño  que  pueda  resultar  de  la  obra. 

§  3.®— Cualquier  oposición  se  deduci- 
rá por  interdictos  en  la  tercera  au- 
diencia, después  de  la  inspección  ocu- 
lar, y  podrá  formularse  según  prudente 
arbitrio. 

§  4.°— Los  interdictos  podrán  con- 
testarse hasta  la  segunda  audiencia,  y 
seguirán,  sin  más  alegaciones,  los  trá- 
mites ordinarios. 

§  5.**— Si  el  Juez  entendiere  que  proce- 
de la  petición,  determinará  las  condi- 
ciones en  que  deberá  ejecutarse  la  obra 
ó  mandará  reducirla  á  los  limites  de- 
bidos si  ya  estuviere  comenzada. 

Art,  489.  El  demandado,  luego  que 
sea  citado,  deberá  suspender  la  cons- 
trucción de  la  obra,  y  si  no  lo  hiciere, 
Tomo  VII.— Instituciones  jurídicas. 


podrá  el  actor  oponer  el  interdicto  co- 
rrespondiente. 

Art.  490.  Si  en  la  construcción  de  la 
obra  se  contraviniere  á  lo  que  se  haya 
ordenado,  el  Juez,  á  petición  del  intere- 
sado, hará  destruir  la  obra  ó  remover 
los  objetos,  comprobando  previamente 
la  contravención  por  medio  de  nueva 
inspección,  á  la  que  se  procederá  con 
los  mismos  peritos,  siempre  que  sea 
posible. 

Art.  491.  La  apelación  interpuesta 
contra  la  sentencia  dictada  en  estas 
cuestiones  será  admitida  solamente  en 
el  efecto  devolutivo. 

Sección  sexta 

De  la  conservación  y  de  la  restitución  de  posesión 

Art.  492.  El  poseedor  que  tenga  jus- 
to recelo  de  ser  perturbado  ó  atropella- 
do en  la  posesión,  pedirá,  sin  necesidad 
de  fundar  su  escrito,  que  se  cite  al  que  le 
amenaza  para  que  se  abstenga  de  infe- 
rirle agravio,  so  pena  de  10.000  á  30.000 
reis  de  multa,  además  de  las  penas  y 
daños,  ó  para  que  deduzca  su  oposi- 
ción por  medio  de  interdictos,  en  la  ter- 
cera audiencia  después  de  hecha  la  ci- 
tación. 

§  1.**— Si  el  demandado  no  propusiere 
interdicto,  se  impondrá  por  sentencia 
la  conminación. 

§  2.®— Si  pusiere  interdicto,  podrá  el 
actor  contestarlo  en  la  segunda  audien- 
cia, y  seguirán  sin  más  los  trámites  del 
juicio  ordinario. 

Art.  493.  El  poseedor  que  haya  sido 
perturbado  ó  desposeído  sin  violen- 
cia y  no  se  le  hubiere  mantenido  en  la 
posesión  ó  no  la  haya  recobrado  por  su 
propia  fuerza  y  autoridad,  deducirá 
acción  por  escrito  fundando  la  petición, 
y  solicitará  del  Juez  que  lo  mantenga  ó 
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restituya,  con  citación  del  perturbador 
ó  expoliador. 

§  1.**— El  demandado  podrá  contestar 
en  el  plazo  de  tres  audiencias,  á  contar 
de  4a  en  que  se  haga  la  citación,  y  la 
acción  seguirá  los  trámites  del  juicio 
ordinario,  sin  más  alegaciones. 

§  2.®— Cuando  no  se  conteste  á  la  de- 
manda, el  Juez  ordenará  inmediatamen- 
te que  el  actor  sea  mantenido  en  su  po- 
sesión ó  restituido  en  ella. 

Art.  494.  El  poseedor  que  sea  expul- 
sado violentamente,  solicitará  del  Juez 
que  lo  mande  restituir  en  su  posesión, 
alegando  el  fundamento  de  la  petición 
y  presentando  luego  las  pruebas  de  la 
violencia. 

§  1.®— El  Juez  examinará  las  pruebas, 
y  si  por  ellas  conociere  que  hubo  vio- 
lencia, ordenará  la  restitución  sin  cita- 
ción ni  audiencia  del  expoliador. 

§  2.®— Efectuada  la  restitución,  se  ci- 
tará al  demandado  para  que  conteste 
en  el  plazo  de  tres  audiencias,  á  contar 
de  la  en  que  se  haga  la  citación,  y  la 
acción  seguirá  los  trámites  del  juicio 
ordinario. 

Art.  495.  Si  ambas  posesiones  fue- 
ren de  menos  de  año,  y  por  este  medio 
se  averiguare  cuál  es  la  mejor,  se  pon- 
drá la  cosa  en  depósito  cuando  por  la 
acción  competente  no  se  descubra  á 
quién  pertenece  el  dominio. 

Art.  496.  En  los  casos  previstos  en 
los  artículos  493  y  494,  el  demandado, 
cuando  sea  condenado  á  respetar  ó 
restituir,  lo  será  también  á  la  indemni- 
zación de  los  perjuicios  que  haya  oca- 
sionado, liquidándose  dicha  indemniza- 
ción en  la  ejecución  de  la  sentencia. 

Art.  497.  En  ninguna  de  estas  ac- 
ciones puede  cuestionarse  sobre  la  pro- 
piedad. 


SeccSón  séptima 


Del  desahucio 


Art.  498.  *  El  propietario  á  quien  no 
convenga  continuar  el  arrendamiento 
más  allá  del  plazo  estipulado  ó  más 
allá  de  aquel  por  el  cual  la  ley  lo  presu- 
me hecho,  despedirá  al  arrendatario, 
haciéndolo  citar  para  desocupar  la  An- 
ca al  terminar  el  arrendamiento. 

§  l.^—En  los  arriendos  de  predios  ur- 
banos, deberá  efectuarse  la  citación 
hasta  el  día  en  que  deban  avisarse,  por 
papeles  en  las  comarcas  donde  se  usen, 
ó  cuarenta  días  antes  de  que  termine 
el  arrendamiento  donde  no  exista  di- 
cha costumbre;  en  los  arriendos  de 
predios  rústicos,  con  la  anticipación 
acostumbrada  en  el  país,  ó  con  la  de. 
sesenta  días  antes  de  que  fíne  el  año 
agrícola,  á  falta  de  costumbre  respecto 
de  esto. 

§  2.**— En  los  países  donde  se  use  avi- 
sar por  papeles,  se  citará  al  arrenda- 
tario, no  sólo  para  desalojar,  sino  tam- 
bién para  poner  los  anuncios  en  día 
competente,  so  pena  de  que  se  pongan 
á  costa  suya. 

§  3.*'— Esta  petición  se  formulará  por 
medio  de  demanda  sencilla. 

Art.  499.  Notificada  la  citación,  po- 
drá el  arrendatario  formular  cualquier 
oposición  por  medio  de  interdicto  {em- 
bargo) en  la  primera  audiencia  si- 
guiente. 

§  I.**— Podrán  contestarse  los  inter- 
dictos hasta  la  segunda  audiencia,  y  se 
seguirán  sin  más  los  trámites  del  jui- 
cio ordinario, 

§  2.°— Las  oposiciones  ó  interdictos 
sólo  suspenden  el  desahucio  cuando 
estén  fundados  en  beneficios  que  auto- 
ricen la  retención,  en  los  términos  pre- 
cisos del  art.  1.614  del  Código  civil. 
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§3.®— Si  el  arrendatario  no  pusiere 
interdictos  en  el  plazo  correspondiente, 
se  tendrá  por  consentido  el  desahucio 
y  el  demandante  (requirente)  abonará 
¡as  costas. 

Art.  500.  Cuando  el  propietario,  an- 
tes de  terminar  el  plazo  por  el  que  se 
contrató  el  arriendo,  solicite  el  des- 
ahucio por  cualquier  motivo  que  le  dé 
ese  derecho,  formulará  la  petición  en 
escrito  fundado  y  hará  citar  al  arren- 
datario para  que  conteste. 

§  1.°— Se  presentará  la  contestación 
en  la  primera  audiencia  después  de 
hecha  la  citación,  y  se  seguirán  sin  más 
alegaciones  los  trámites  del  juicio  or- 
dinario. 

§  2.°— La  contestación  suspenderá  el 
deshaucio,  salvo  si  habiendo  sidoenaje- 
nado  el  predio  después  del  contrato 
del  arrendamiento,  no  produjera  éste 
efectos  contra  el  nuevo  adquirente,  ó  si 
habiendo  sido  solicitado  el  desahucio 
por  falta  de  pago  de  la  renta,  el  arren- 
datario no  presentase  en  seguida  docu- 
mento que  pruebe  dicho  pago. 

§  3.®— Si  el  demandado,  sin  impugnar 
el  fundamento  de  la  petición,  quisiera 
oponer  beneficios,  deberá  pedirlos  por 
interdicto  en  la  audiencia  en  que  puede 
contestar,  y  si  impugnando  el  funda- 
mento de  la  petición  quisiera  también 
oponer  beneficios,  deberá  pedirlo  por 
medio  de  interdicto,  juntamente  con 
la  contestación.  En  cualquiera  de  es- 
tos casos  los  interdictos  podrán  contes- 
tarse hasta  la  segunda  audiencia,  y  se- 
guirán sin  más  alegatos  los  trámites 
del  juicio  ordinario. 

§4.^— Los  interdictos  por  beneficios, 
no  impugnándose  el  fundamento  de  la 
petición,  sólo  suspenden  el  desahucio 
cuando  dichos  beneficios  autoricen  la 
retención  en  los  términos  precisos  del 
artículo  L614  del  Código  civil. 


§  5.°— Si  el  arrendatario  no  contesta- 
se ni  opusiere  interdictos,  se  obser- 
vará lo  que  queda  dispuesto  en  el  pá- 
rrafo  3.*»  del  art.  499. 

Art.  501.  Los  interdictos  fundados 
en  beneficios  no  suspenderán  el  des- 
ahucio si  el  propietario,  antes  de  la  au- 
diencia en  que  debe  presentar  la  con- 
testación, presentare  documento  que 
pruebe  el  pago  de  la  cantidad  pedida,  • 
ó  depositare,  sin  perjuicio  de  la  contes- 
tación, la  misma  cantidad. 

§  único.— El  depósito  no  perjudicará, 
sin  embargo,  los  efectos  de  los  inter- 
dictos cuando  se  haya  convenido  en 
pagar  los  beneficios  poi^  medio  de  pró- 
rroga de  arrendamiento. 

Art.  502.  Si  el  arrendatario  pusiere 
papeles,  se  tendrá  el  desahucio  por 
confesado,  y  justificado  este  hecho  á 
petición  del  propietario  y  sin  citación 
ni  audiencia  del  arrendatario,  el  Juez 
ordenará  el  desahucio  sin  necesidad  de 
que  el  negocio  vaya  á  repartimiento. 

Art.  503.  Confesado  ó  decretado  el 
desahucio,  ó  admitidos  los  interdictos 
sin  suspensión,  deberá  el  arrendatario 
dejar  el  predio  en  ni  día  correspondien- 
te, y,  si  no  lo  hiciere,  se  procederá  al 
desahucio  por  mandato  del  Juez. 

§  único.  ~En  cualquiera  de  los  casos 
previstos  en  este  artículo,  si  en  el  día 
correspondiente  el  arrendatario  dejare 
de  poner  los  papeles,  se  pondrán  éstos 
por  mandato  del  Juez,  á  petición  del 
propietario. 

Art.  504.  Siendo  necesario  efectuar 
el  desahucio  ó  poner  los  papeles  en 
ausencia  del  arrendatario,  ó  cuando 
éste  se  niegue  á  abrir  las  puertas,  se 
forzarán  éstas  con  las  formalidades 
prescritas  en  el  art.  831,  y  se  deposita- 
rán  todos  los  objetos  ó  frutos  que  se 
encuentren. 
Art.  505.     El  arrendatario  es  respon- 
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sable  de  las  costas  y  gastos  á  que  dé 
lugar  el  desahucio,  y  en  el  mismo  jui- 
cio se  le  ejecutará  por  dicho  pago. 

Art.  506.  Si  se  hubiere  ordenado  el 
desahucio  á  consecuencia  de  deterio- 
ros en  el  predio,  podrá  el  propietario 
exigir  la  indemnización  de  ellos  en  la 
ejecución  de  la  sentencia,  liquidándose 
su  importe  en  la  misma  ejecución 
cuando  no  se  haya  liquidado  en  la 
acción. 

Art.  507.  El  arrendatario  á  quien  no 
convenga  continuar  el  arriendo  en  los 
términos  del  art.  498,  deberá  avisar  al 
propietario,  notificándolo  con  la  anti- 
cipación designada  en  el  párrafo  I.**  del 
mismo  artículo. 

§  1.®— En  los  arriendos  de  predios  ur- 
banos, en  las  localidades  donde  se  usen 
papeles,  no  será  necesaria  dicha  noti- 
ficación, y  el  arrendatario  podrá  despe- 
dirse poniendo  los  papeles  en  tiempo 
oportuno. 

§  2-®— Es  aplicable  á  estas  notifica- 
ciones lo  que  se  dispone  en  los  artícu- 
los 645  y  649. 

§  3.'*— La  notificación  hecha  fuera  de 
tiempo  no  producirá  efecto  alguno,  y  el 
propietario  podrá  hacer  uso  de  sus  de- 
rechos contra  el  arrendatario  por  los 
medios  que  procedan. 

Secolón  octava 

De  las  fianzas 

Art.  508.  El  que  esté  obligado  á  dar 
fianza  y  no  la  preste  oportunamente, 
solicitará  del  Juez  que  lo  admita  á  pres- 
tarla. 

§  1.®— En  la  instancia  deberá  decla- 
rar, sin  necesidad  de  fundamentos, 
cuál  es  el  valor  que  está  obligado  á 
afianzar,  y  cómo  quiere  prestar  la  cau- 
ción. 


§  2.**  -Aquel  en  cuyo  favor  deba  pres- 
tar la  fianza  será  citado  para  que  en  la 
tercera  audiencia,  después  de  hecha  la 
citación,  presente  cualquier  impugna- 
ción que  estime  procedente. 

§  3.®— Podrán  contestarse  las  oposi- 
ciones hasta  la  segunda  audiencia  y  se 
seguirán  en  lo  demás  los  trámites  del 
juicio  ordinario. 

§  4.®— El  Juez,  en  vista  de  lo  que  se 
haya  alegado  y  probado  por  una  y  otra 
parte,  fijará  el  valor  de  la  caución  y  re- 
solverá cualesquiera  dudas  sobre  el 
modo  dp  prestarlas. 

Art.  509.  Podrán  prestar  la  fianza  el 
mismo  responsable  ú  otra  persona, 
bien  sea  por  medio  de  depósito  judi- 
cial de  dinero,  fondos  públicos,  objetos 
de  oro,  plata  ó  piedras  preciosas,  bien 
por  medio  de  hipotecas  constituidas  en 
predios,  que  tengan  un  valor,  libre  y 
sin  cargas,  equivalente  por  lo  menos 
al  que  se  debe  afianzar. 

§  1.®-— Cuando  se  preste  la  fianza  en 
papel  del  Estado,  se  regulará  su  valor 
por  la  cotización  oficial  del  mercado, 
menos  un  quinto,  debiendo  ser  los  tí- 
tulos al  portador  ó  anotados  con  la 
carga  de  la  fianza. 

§  2.**— El  valor  de  los  objetos  de  oro, 
plata  ó  piedras  preciosas  y  el  de  Iqs 
predios,  se  determinará  por  medio  de 
avalúo  á  falta  de  acuerdo  entre  las 
partes. 

§  3.**— Cuando  se  preste  caución  por 
medio  de  hipoteca,  se  presentará  certi- 
ficación del  registro  provisional. 

Art,  510.  La  misma  forma  de  juicio 
se  observará  cuando  se  exija  la  fianza 
por  aquel  en  cuyo  favor  debe  prestarse. 

Art.  511.  De  la  nansa  relativa  á  los 
bienes  entregados  por  inventario  ó  por 
cualquier  otro  procedimiento,  conoce- 
rá.el  Juez  del  negocio,  como  un  inci- 
dente de  éste. 


CÓDIGO  DE  PROCEDIMIENTO  CIVIL  PORTUGUfeS 


741 


Art.  512.  La  ñanza  á  que  están  obli- 
gados los  padres,  con  arreglo  al  ar- 
ticulo 151  del  Código  civil,  puede  ser 
pedida  por  cualquier  pariente  de  los 
menores  ó  por  el  curador  de  los  huér- 
fanos. 

§  1.*— Es  aplicable  á  esta  ñanza  lo 
dispuesto  en  los  artículos  508, 509  y  510, 
si  se  hubieren  entregado  los  bienes 
por  inventario. 

§  2."— El  curador  de  los  huérfanos 
intervendrá  siempre  en  el  juicio,  aun- 
que no  sea  el  demandante. 

Art.  513.  De  la  ñanza  que  deben 
prestar  los  padres,  tutores,  adminis- 
tradores ó.  curadores  de  menores,  in- 
terdictos ó  ausentes  respecto  de  los 
bienes  descritos  en  cualquier  inventa- 
rio, conocerá  el  Juez  ó  el  consejo  de 
familia,  previo  escrito  simple  del  cu- 
rador de  los  huérfanos,  del  protutor, 
de  un  pariente  del  menor  ó  del  in- 
terdicto, ó  de  cualquier  interesado  en 
los  bienes  del  ausente,  oído  el  que  deba 
prestar  la  fianza. 

§  l.«— En  el  caso  del  art.  151  del  Có- 
digo civil,  el  JÍiez  declarará  por  provi- 
dencia si  es  necesaria  la  ñanza. 

g  2.**— Correspondiendo  al  consejo  de 
familia  acordar  el  valor  de  la  ñanza  y 
designar  el  medio  como  debe  prestarse, 
será  convocado  para  que  delibere  con 
esté  objeto,  procediéndose  luego  á  las 
diligencias  que  el  mismo  consejo  juz- 
gue necesarias. 

§  3.°— Si  correspondiere  al  Juez,  or- 
denará éste  las  diligencias  que  juzgue 
necesarias  para  la  cuestión  de  la  ñan- 
za y  conocer  el  valor  de  los  bienes  en 
que  debe  constituirse. 

Art.  514.  Solicitada  cualquier  fianza, 
podrá  el  Juez  ordenar  las  providencias 
necesarias  para  evitar  el  extravío  de 
los  valores  en  que  debe  constituirse 
aquél^. 


Art.  515.  Determinado  el  valor  de  la 
fianza  y  el  modo  como  debe  prestarse, 
se  efectuará  el  depósito  ó  será  anotado 
como  definitivo  en  el  registro  déla  hipo- 
teca, y  sólo  después  de  esto  declarará 
el  Juez  por  sentencia  que  está  prestada 
la  fianza. 

Art.  516.  No  prestándose  la  fianza 
en  el  plazo  designado^  se  hará  efectiva 
en  el  mismo  juicio  la  pena  que  impon- 
ga la  ley  á  dicha  falta. 

§  1.**— Cuando  tenga  lugar  la  venta 
de  bienes,  se  hará  en  pública  subasta, 
salvo  si  los  interesados,  siendo  todos 
mayores  y  capaces,  están  de  acuerdo  en 
la  venta  particular. 

§  2.**— Los  bienes  en  que  esté  intere- 
sado algún  menor,  ausente  ó  interdic- 
to, cuando  no  hayan  sido  evaluados  to- 
davía, lo  serán  por  peritos  nombrados 
por  el  Juez. 

§  3.®— Teniendo  lugar  el  remate  en 
pública  subasta,  se  observará,  en  la 
parte  aplicable,  lo  que  se  dispone  en  el 
artículo  721. 

Art.  517.  El  procedimiento  estable- 
cido en  los  artículos  anteriores  no  es 
aplicable  á  las  fianzas  que,  con  arreglo 
á  este  Código,  deban  prestarse  por  te- 
ner recurso  pendiente. 

Sección  novena 

Del  aumento  de  hipoteca,  prenda  ó  fianza 

Art.  518.  Si  por  cualquier  motilo 
viniere  á  ser  insuficiente  la  hipoteca 
para  garantía  de  la  obligación,  podrá 
exigirse  que  la  aumente  el  deudor. 

§  1.^— La  petición  se  hará  por  medio 
de  instancia,  sin  necesidad  de  fundar- 
la, uniéndose  el  título  constitutivo  de  la 
hipoteca  y  la  certificación  del  registro. 

§  2."— Se  citará  al  demandeulo  para 
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que  en  la  tercera  audiencia,  después  de 
hecha  la  citación,  indique  los  bienes  con 
que  pretenda  aumentar  la  hipoteca  ó  se 
oponga  con  las  razones  que  para  ello 
tenga. 

Art.  519.  Si  el  demandado  indicare 
los  bienes  para  aumento  de  hipoteca  y 
el  actor  acepta  la  indicación,  se  consig- 
nará el  acuerdo  en  diligencia  y  se  re- 
solverá lo  que  proceda. 

Art.  520.  Podrá  el  actor,  en  el  plazo 
de  dos  audiencias,  impugnar  las  alega- 
ciones ó  la  suficiencia  de  los  bienes 
que  el  demandado  haya  propuesto,  y 
sin  más  pruebas  se  seguirán  los  trá- 
mites del  procedimiento  ordinario. 

Art.  521.  Si  el  demandado  impugna- 
re la  necesidad  del  aumento  ó  propu- 
siere bienes  que  no  acepte  el  actor,  y  al 
final  se  decidiere  que  procede  la  peti- 
ción ó  que  los  bienes  propuestos  no 
son  suficientes,  autorizará  la  sentencia 
la  inscripción  de  la  hipoteca  sobre  cua- 
lesquiera otros  bienes  del  responsable, 
cuando  se  haya  constituido  para  ga- 
rantir: 

1.**  La  responsabilidad  futura  de 
funcionarios  del  Estado,  de  los  Muni- 
cipios ó  de  establecimientos  pablicos; 

2.**    Valores  muebles  dótales; 

3.°  Rentas,  alimentos  ó  cualesquie- 
ra prestaciones  periódicas; 

4.**  La  responsabilidad  futura,  pro- 
cedente de  cualquier  otro  origen. 

§  1.**— En  cualquier  otro  caso  decla- 
rará exigible  la  obligación  como  si  hu- 
biera vencido. 

§  2.''— El  Juez  autorizará  igualmente 
la  inscripción  de  la  hipoteca  sobre 
cualesquiera  otros  bienes  del  respon- 
sable, ó  declarará  exigible  laobligación 
cuando  el  demandado  no  proponga  bie- 
nes para  aumentar  la  hipoteca  ni  de- 
duzca oposición. 

§  3.**  -La  ejecución,  cuando  deba  te- 


ner lugar,  se  seguirá  como  hipotecaria 
en  el  mismo  juicio. 

Art.  522.  Si  el  demandado  indicare 
algunos  bienes  para  aumento,  deberá 
procederse  inmediatamente  á  la  ins- 
cripción provisional. 

Art.  523.  Es  titulo  inscribible  la  cer- 
tificación del  acuerdo  y  de  la  sentencia 
que  lo  apruebe,  asi  como  la  certifica- 
ción de  la  sentencia  que  declare  au- 
mentada la  hipoteca  con  los  bienes 
propuestos  por  el  deudor  ó  autorice  la 
inscripción  de  otros. 

Art.  524.  El  acreedor  que  tenga  de- 
recho á  exigir  de  otro  prenda,  en  los 
términos  prescritos  en  el  núm.  4."  de! 
articulo  860  del  Código  civil,  aducirá 
los  fundamentos  de  su  petición  por  me- 
dio de  escrito,  sin  necesidad  de  alega- 
ciones, y  pedirá  la  citación  del  deudor 
para  que  dé  otra  prenda  ó  hipoteca 
hasta  la  tercera  audiencia  después  de 
hecha  la  citación,  ó  aduzca  en  dicha 
audiencia  las  razones  que  para  opo- 
nerse tenga. 

í?  I.**— Es  aplicable  á  estas  acciones 
lo  dispuesto  en  los  artículos  519  y  520. 

{i  2.**— Si  el  demandado  impugnare  la 
petición  ó  propusiere  bienes  que  no 
acepte  el  actor,  y  al  final  se  decidiere 
que  procede  la  petición  ó  que  los  bie- 
nes propuestos  no  son  suficientes,  el 
Juez  autorizará  la  inscripción  de  hipo- 
teca sobre  cualesquiera  bienes  del  res- 
ponsable cuando  la  prenda  garantice 
alguna  de  las  responsabilidades  referi- 
das en  los  números  1.*^  al  4.°  del  articu- 
lo 521,  ó  en  cualquier  otro  caso,  decla- 
rará exigible  la  obligación  como  si  hu- 
biera vencido. 

§3.°— ElJuez  autorizará  también  ia 
inscripción  de  hipoteca  ó  declarará  exi- 
gible la  obligación,  si  el  demandado  no 
propusiere  nueva  prenda  ni  presentase 
oposición. 
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§  4.®— Declarada  exigible  la  obliga- 
ción, se  venderá  la  prenda  en  el  mismo 
juicio,  en  los  términos  del  art.  623  y  si- 
guientes. 

Art.  525.  Lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo anterior  es  igualmente  aplicable  al 
acreedor  que  pretenda  exigir  otro  fia- 
dor, en  los  términos  prescritos  en  el  ar- 
tículo 825  del  Código  civil. 

§  único.— Declarada  exigible  la  obli- 
gación, seguirá  la  ejecución  en  el  mis- 
mo juicio. 

Art.  526.  Del  aumento  de  la  fianza 
constituida  en  favor  de  los  menores, 
ausentes  ó  interdictos,  conocerá  el  Juez 
ó  el  consejo  de  familia  que  la  hubiere 
acordado. 

§  1.®— Es  competente  para  pedir  di- 
cho aumento,  por  parte  del  menor  ó  in- 
terdicto, el  curador  de  los  huérfanos, 
el  protutor  ó  cualquier  pariente,  ó  vo- 
cal del  consejo  de  familia;  y  por  parte 
del  ausente,  el  Ministerio  público  ó 
cualquier  interesado  en  los  bienes. 

§  2.**— Presentada  la  petición  por  me- 
dio de  simple  escrito,  el  Juez  ó  el  con- 
sejo de  familia  decidirá,  previas  las  di- 
ligencias que  crean  necesarias  y  oído 
el  responsable. 

Art.  527.  El  recurso  interpuesto  con- 
tra la  decisión  que,  en  los  términos  de 
los  artículos  anteriores,  declare  exigi- 
ble la  deuda  ó  autorice  la  inscripción 
de  hipoteca  sobre  otros 'bienes,  será 
admitido  sólo  en  el  efecto  devolutivo. 

Seccida  décima 

De  la  reducción  de  hipoteca 

Art.  528.  El  deudor  que  pretenda  la 
reducción  de  la  hipoteca  presentará  el 
título  por  medio  del  cual  se  constituyó, 
asi  como  la  certificación  del  registro,  y 
especificando  los  bienes  á  que  deba 


quedar  reducida,  pedirá  por  medio  de 
escrito  fundado  la  citación  del  acreedor 
para  que  en  la  tercera  audiencia,  des- 
pués de  hecha  la  citación,  presente  las 
razones  en  que  funda  la  oposición,  si 
la  hiciere. 

§  1.^— Podrá  contestarse  la  oposición 
hasta  la  segunda  audiencia,  y  se  segui- 
rán, sin  más  alegaciones,  los  trámites 
del  procedimiento  ordinario. 

§  2.°— Aunque  no  se  presente  oposi- 
ción, el  Juez  sólo  podrá  ordenar  la  re* 
ducción  probándose  la  suficiencia  de 
los  bienes  indicados. 

Art.  529.  No  se  admitirá  reducción 
respecto  de  los  bienes  especificados  en 
el  título  en  que  se  constituyó  la  hipo- 
teca. 

Art.  530.  Tratándose  de  hipotecale- 
gal,  en  ios  casos  de  los  números  1.*, 
2.**  ó  3.°  del  art.  906  del  Código  civil,  se 
citará  al  Ministerio  público,  y  si  se  hu- 
biere constituido  para  seguridad  de 
dote,  se  citará  también  á  las  personas 
que  deben  citarse  para  la  enajenación 
de  bienes  dótales,  en  los  términos  del 
artículo  601. 

Art.  531.  La  reducción  de  hipoteca 
constituida  en  favor  de  menores,  inter- 
dictos ó  ausentes,  sólo  podrá  ser  auto- 
rizada por  el  Juez  ó  consejo  de  familia 
que  la  hubiere  acordado. 

§  único.— Deducida  la  petición  por 
medio  de  simple  requerimiento,  el  Juez 
ó  el  consejo  de  familia  resolverá,  pre- 
vias las  diligencias  que  repute  necesa- 
rias, y  después  de  oído  el  curador  de 
los  huérfanos. 

Sección  décimapricnera 

De  la  cdncelación  de  hipotecas 

Art.  532.  La  cancelación  de  hipote- 
cas es  de  la  exclusiva  competencia  de 
los  Tribunales  civiles. 
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§1.**— Si  los  bienes  se  hubieren  ad- 
quirido en  venta  judicial  ante  algún 
Tribunal  civil,  será  éste  el  Juez  compe- 
tente para  la  cancelación. 

§  2.**— Habiéndose  efectuado  la  ad- 
quisición por  cualquier  otro  medio,  será 
competente  parala  cancelación  el  Juez 
en  cuya  jurisdicción  esté  situado  el 
predio. 

Art.  533.  Es  persona  competente 
para  pedir  la  cancelación  la  que  adqui- 
rió nuevamente  el  predio  hipotecado, 
presentándola  certificación  del  registro 
de  la  transmisión,  y  deberán  citarse,  en 
los  términos  del  art.  191,  para  los  trá- 
mites del  procedimiento,  á  todas  las 
personas  en  cuyo  favor  se  pruebe,  por 
certificación  del  Registrador,  que  exis- 
terfilguna  inscripción  hipotecaria  ante- 
rior á  la  de  la  transmisión. 

Art.  534.  El  valor  de  los  bienes  se 
fijará  en  los  términos  siguientes: 

§  1.*^— El  adquirente  declarará  cuál 
es  la  cuantía  por  la  cual  los  obtiene,  ó 
cuál  es  la  en  que  los  estima,  cuando  no 
los  haya  adquirido  á  título  oneroso. 

§2.**— Los  acreedores  serán  citados 
para  que,  en  el  plazo  de  una  audiencia, 
que  se  les  asignará  en  la  segunda, 
cuando  se  notifique  la  citación,  decla- 
ren si  aceptan  la  cuantía  propuesta,  y 
si  en  dicho  plazo  no  la  impugnaren,  se 
entenderá  fijado  en  dicha  cuantía  el 
valor  de  los  bienes. 

§  3.®— Si  alguno  de  los  acreedores 
impugnare  la  tasación  de  los  bienes, 
se  sacarán  éstos  á  pública  subasta  y 
se  rematarán  por  el  mayor  precio  que 
obtengan  sobre  la  cantidad  ofrecida 
por  el  adquirente.  A  fedtade  rematante, 
subsistirá  el  precio  de  tasación. 

§  4.°— La  impugnación  de  los  acree- 
dores sólo  podrá  ser  admitida  cuando 
se  pruebe  que  el  importe  de  la  tasación 
es  inferior  al  de  los  créditos  hipoteca- 


rios registrados  y  al  de  los  privilegia- 
dos de  que  trata  el  art.  887  del  Código 
civil,  computándose  el  privilegio  del  nú- 
mero 2.**  de  dicho  artículo  en  la  pro- 
porción que  en  él  se  indica. 

Art.  535.  Sólo  podrá  efectuarse  el 
remate  después  de  citados,  en  los  tér- 
minos del  art.  191,  todos  los  acreedo- 
res hipotecarios  inscritos. 

§  1.**— Cualquiera  de  los  acreedores 
hipotecarios  podrá  rematar,  en  los  tér- 
minos del  art.  861,  depositando  sólo  la 
parte  del  precio  que  exceda  de  la  im- 
portancia del  respectivo  crédito,  según 
lo  que  conste  del  registro. 

§  2.**— Se  rematarán  los  bienes  libres 
de  toda  carga  real  que  no  tuviese  ins- 
cripción anterior  á  la  de  la  primera  hi- 
poteca, salvo,  sin  embargo,  las  cargas 
reales  que,  habiéndose  constituido  con 
fecha  anterior,  subsistan  sin  inscrip- 
ción. 

§  3.°— Es  aplicable  además  á  estos 
remates  lo  que  se  áispone  en  los  ar- 
tículos 841,  842.  845,  848,  849,  854  pá- 
rrafo único,  860  y  863  á  866. 

§  4.**— Durante  el  plazo  de  los  edictos 
estará  el  requirente  obligado  á  enseñar 
el  predio  á  quien  quisiere  examinarlo. 
§  5."— Inmediatamente  después  del 
remate,  el  Juez  mandará  cancelar  las 
inscripciones  de  las  cargas  reales  que 
hayan  caducado,  con  arreglo  á  lo  pres- 
crito en  el  párrafo  2.° 

§  6.°— Si  el  rematante  dejare  de  hacer 
el  depósito  del  importe  en  el  plazo  de- 
bido, volverán  los  bienes  á  subastarse 
bajo  el  mismo  tipo  y  se  detendrá  y  eje- 
cutará al  rematante  por  la  responsabi- 
lidad en  que  haya  incurrido,  con  arre- 
glo al  art.  859. 

Art.  536.  Si  se  hubieren  adquirido 
los  bienes  por  medio  de  remate  en  su- 
basta pública  ó  por  adjudicación,  pre- 
via dicha  subasta,    en  pleito  seguido 
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ante  algún  Tribunal  civil,  no  podrán 
impugnar  el  valor  los  acreedores  que 
hayan  sido  citados  para  asistir  al  re- 
mate ó  para  los  trámites  anteriores. 

Art.  537.  Fijado  el  valor  de  los  bie- 
nes, el  adquirente  depositará  su  impor- 
te, y  el  Juez  pronunciará  sentencia, 
mandando  cancelar  las  hipotecas  de 
los  acreedores  citados,  declarando  los 
bienes  libres  de  dichas  hipotecas  y  he- 
cha la  transmisión  de  los  derechos  de 
los  respectivos  acreedores. 

§  único.— Lo  mismo  se  observará 
cuando,  rematados  los  bienes,  haya  de- 
positado el  rematante  el  precio  6  la 
parte  de  éste  que  estuviere  obligado  á 
depositar. 

Art.  538.  Si  el  rematante  quisiera  li- 
berar los  bienes  pagando  las  deudas  á 
que  estén  hipotecados,  pedirá  que  sean 
citados,  en  los  términos  del  art.  191,  los 
respectivos  acreedores,  para  que,  en  el 
día  y  hora  que  se  designe,  vayan  á  las 
oficinas  del  Escribano  á  recibir  el  im- 
porte de  sus  créditos. 

§  1.**— De  la  entrega  se  hará  mención 
en  el  acta  y  se  depositarán  las  cantida- 
des debidas  á  los  acreedores  que  no 
comparezcan. 

§  2."— Pagadas  las  deudas  hipoteca- 
rias, ó  depositado  su  importe  en  la  for- 
ma prescrita  en  el  párrafo  anterior, 
declarará  el  Juez  liberados  los  bienes 
y  mandará  cancelar  las  hipotecas  que 
estén  registradas  á  favor  de  los  acree- 
dores citados. 

Art.  539.  Efectuada  la  cancelación, 
los  acreedores  deducirán  sus  derechos 
sobre  el  producto  en  el  mismo  juicio, 
incoándose  acto  continuo  el  concurso 
de  preferencia,  si  para  ello  hubiere 
fundamento. 

§  !.•— Si  hubiere  habido  subasta,  se 
presentarán  los  alegatos  de  preferen- 
cia basta  el  décimo  día  después  del  re- 


mate, y  en  cualquier  otro  caso  se  inti- 
mará, para  que  los  deduzcan  en  el  plazo 
de  diez  días,  á  los  acreedores  que  no 
deban  ser  considerados  rebeldes,  con 
arreglo  al  art.  200 

§2.®— En  el  juicio  del  concurso  se 
observará  lo  que  se  dispone  en  el  ar- 
tículo 958  respecto  á  que  sean  atendi- 
dos los  derechos  de  los  acreedores  que 
dejende  deducir  demandas  de  preferen- 
cia no  habiendo  sido  citados  personal- 
mente. 

§  3.**—Si  por  efecto  del  concurso  e! 
acreedor  remata^nte  no  tuviera  derecho 
al  producto  del  remate,  depositará  en 
el  plazo  de  tres  días  la  cantidad  de  lo 
que  no  le  pertenezca,  y  si  no  lo  hiciere, 
se  observará  lo  que  queda  dispuesto  en 
el  párrafo  6.*  del  art.  535. 

Art.  540.  En  el  procedimiento  incoa- 
do por  el  donante  que,  rescindida  la  do- 
nación por  superveniencia  de  hijos,  qui- 
siere liberar  los  bienes  de  las  hipotecas 
constituidas  por  el  donatario,  se  obser- 
vará, en  la  parte  que  sea  aplicable,  lo 
dispuesto  en  los  artículos  anteriores. 

Art.  541.  Lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos anteriores  es  igualmente  apli- 
cable á  la  cancelación  de  las  hipotecas 
legales,  salvas  las  disposiciones  si- 
guientes: 

1.*  Para  la  cancelación  de  las  hipo- 
tecas constituidas  á  favor  de  menores, 
de  un  ausente  ó  de  un  interdicto,  se  ci- 
tará siempre  al  respectivo  curador  de 
los  huérfanos  y  también  al  protutor  en 
los  casos  en  que  deba  haberlo; 

2.*  Para  la  cancelación  de  hipeteca 
relativa  á  la  dote  constituida  por  terce- 
ra persona,  se  citará  al  dotante,  si  exis- 
tiere; 

3.*  La  parte  del  producto  correspon- 
diente "á  la  hipoteca  legal,  por  deuda  no 
exigible  aún,  se  convertirá  en  títulos  de 
la  Deuda  consolidada,  que  serán  ano- 
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tados  con  la  declaración  del  destino,  y 
entregados  á  la  persona  á  quien  perte- 
nezca el  capital; 

4.*  El  Ministerio  público  intervendrá 
siempre  en  el  pleito,  aunque  no  sea  par- 
te principal,  excepto  en  la  hipótesis 
del  núm.  1." 

Art.  542.  Si  la  obligación  garantida 
por  la  hipoteca  consistiere  en  presta- 
ciones periódicas,  el  capital  correspon- 
diente á  estas  prestaciones  será  con- 
vertido en  títulos  de  la  Deuda  consoli- 
dada, y  el  acreedor  recibirá,  por  intere- 
ses de  los  mismos,  el  importe  de  las 
prestaciones  á  que  tenga  derecho,  ano- 
tándose los  títulos  de  conformidad  con 
lo  aquí  prescrito. 

Art.  543.  La  parte  del  producto  que 
haya  de  emplearse  en  títulos  de  la  Deu- 
da consolidada  se  determinará  por  la 
cotización  de  la  plaza,  certifícada  por 
corredor,  ejccepto  en  la  hipótesis  del  ar- 
ticulo anterior,  pues  en  ese  caso  sólo 
se  empleará  la  cantidad  que  sea  nece- 
saria para  que  los  títulos  comprados 
produzcan  igual  prestación. 

Seccida    décimasegunda 

Del  procedimiento  para  la  ejecución  de  los  ar- 
tículos 456,  457,  460,  468  y  2.309  del  Códiyo 
civil. 

Art.  544.  El  que  pretenda  hacer  efec- 
tiva alguna  de  las  expropiaciones  ad- 
mitidas por  los  artículos  456,  457,  460, 
463  y  2.309  del  Código  civil,  presentará 
la  petición  en  escrito  fundado,  decla- 
rando precisamente  el  importe  de  la 
indemnización  que  ofrece,  y  hará  que 
se  citen  á  los  interesados  para  que  en 
la  tercera  audiencia,  después  de  hecha 
la  citación,  contesten  los  fundamentos 
de  la  petición. 

§  único.— Si  se  opusiere  alguno  de  los 


interesados,  se  seguirán  en  todo  lo  de- 
más los  trámites  del  juicio  ordinario. 

Art,  545.  No  habiendo  oposición  ó 
siendo  ésta  declarada  improcedente, 
se  procederá  á  la  inspección  ocular  y 
tasación  pericial  para  determinar  la 
indemnización. 

§  1.**— En  la  audiencia  fijada  para  el 
arreglo  si  comparecieren  todos  los  in- 
teresados, por  sí  ó  por  apoderado,  el 
Juez  que  presida  procurará  conciliar- 
ios respecto  de  la  cuantía  de  la  indem- 
nización. Hab  endo  conformidad,  se 
consignará  esto  en  un  acta,  por  la  que 
se  considerará  fijada  la  indemnización, 
y  á  falta  de  conformidad,  consignará 
igualmente  el  Juez  en  el  acta  cualquier 
valor  que  los  interesados  hayan  pedido 
ú  ofrecido. 

§2.°— Los  peritos  serán  nombrados 
en  los.  términos  prescritos  en  los  ar- 
tículos 235  y  siguientes. 

Art.  546.  En  la  inspección  ocular 
hecha  por  los  peritos  fijarán  éstos  la  in- 
demnización, atendiendo  á  todos  los 
perjuicios  que  se  reconozca  en  dicho 
acto  que  deban  resultar  necesariamen- 
te, con  arreglo  á  la  ley  civil. 

§  único.— En  el  caso  previsto  en  el 
artículo  460  del  Código  civil,  determi- 
narán los  peritos  la  cuota  que  corres- 
ponde al  expropiante  proporcionalmen- 
te  al  gasto  hecho  en  la  conducción  de 
las  aguas  hasta  el  punto  donde  se  pre- 
tendan llevar,  y  en  el  caso  del  artícu- 
lo 463,  determinarán  q»  é  parte  de  los 
gastos  de  la  obra  deberá  pagar  el  que 
pretenda  hacerla  común,  según  lo  pres- 
crito en  el  art.  464  del  mismo  Código. 

Art  547.  El  dueño  del  predio  sir- 
viente, que  pretenda  desde  luego  hacer 
la  obra  común,  deberá  declararlo  has- 
ta la  segunda  audiencia  después  de  la 
información  pericial. 

§  único.  -La  falta  de  declaración  en 
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este  plazo  no  obsta^  sin  embargo,  para 
que  el  dueño  del  predio  pueda  adquirir 
derecho  de  comunidad  en  la  obra,  por 
medio  de  expropiación,  con  arreglo  á  lo 
prescrito  en  esta  sección,  pagando  la 
parte  de  gastos  que  le  corresponda. 

Art.  548.  Cualquiera  de  los  interesa- 
dos podrá  impugnar  el  avalúo  por  me- 
dio de  oposición,  hasta  la  segunda  au- 
diencia después  de  la  información  pe- 
ricial. 

§  único.— Esta  oposición  podrá  con- 
testarse en  el  plazo  de  dos  audiencias, 
y  se  seguirán  en  lo  demás  los  trámites 
del  procedimiento  ordinario. 

Art.  549.  El  Juez  fijará  la  indemni- 
zación con  arreglo  á  las  prescripciones 
de  la  ley  civil. 

Art.  560.  En  el  caso  previsto  en  el 
artículo  2.266  del  Código  civil,  se  obser- 
vará el  procedimiento  establecido  en 
esta  sección,  citándose  sólo  á  las  per- 
sonas en  cuyo  favor  se  hubiere  estable- 
cido la  carga  y  repartiéndose  entre 
ellas  la  indemnización. 

Sección  décimatercera 

De  la  cesación  ó  variación  de  servidumbre 

Art.  551.  El  que  pretenda  variar  ó 
mudar  una  servidumbre,  en  los  casos 
de  los  articules  459,  2.278'y  2.313  del  Có- 
digo civil,  y  otros  análogos,  presentará 
la  petición  en  escrito  fundado  y  hará 
citar  á  las  personas  en  cuyo  favor  esté 
constituida  la  servidumbre  para  que 
contesten  en  la  tercera  audiencia  des- 
pués de  hecha  la  citación. 

§  único.— No  habrá  lugar  á  más  ale- 
gaciones, y  después  de  la  contestación 
se  procederá  á  la  inspección  ocular, 
siguiéndose  los  trámites  del  procedi- 
miento ordinario. 

Art.  552.    En  la  inspección  ocular  se 


averiguará,  siempre  que  sea  posible, 
las  condiciones  en  que  debe  admitirse 
el  cambio  de  la  servidumbre  y  las 
obras  que  será  necesario  hacer  para 
que  se  verifíque  sin  perjuicio  para  el 
demandado. 

Art.  553.  La  sentencia  que  juzgue 
procedente  la  petición  no  producirá 
efecto  sin  que  estén  (;oncluidas  las 
obras  de  que  dependa  el  cambio  ó  ce- 
sación de  la  servidumbre,  y  sin  que,  en 
la  hipótesis  del  art.  2.313  del  Código  ci- 
vil, haya  el  actor  restituido  la  indem- 
nización. 

Art.  554.  Las  dudas  que  se*  susciten 
sobre  si  está  ó  no  hecha  la  obra  en  los 
términos  prescritos,  serán  resueltas 
por  el  Juez,  previa  nueva  inspección, 
en  la  que  intervendrán  los  mismos  pe- 
ritos, siempre  que  sea  posible. 

Sección  déclmacuarta 

Del  deslinde    ó  amojonamiento 

Art.  555.  El  propietario  que  preten- 
da deslindar  su  predio,  presentará  los 
títulos  que  tenga  y  pedirá  que  se  cite  á 
los  propietarios  colindantes  para  que 
en  la  segunda  audiencia,  después  de 
hecha^la  citación,  nombren  peritos  y 
presenten  en  la  misma  sus  títulos. 

§  único.— Habiendo  más  de  un  de- 
mandado, se  procederá  como  queda  dis- 
puesto en  el  párrafo  1.**  del  art.  488. 

Art.  556.  Hecho  el  nombramiento  de 
peritos,  el  Juez  designará  día  para  que 
se  proceda  á  la  medición  y  deslinde. 

§  únicc— Los  peritos  harán  la  medi- 
ción y  deslinde  tomando  por  base  los 
títulos  y  las  certificaciones  del  Regis- 
tro de  la  Propiedad,  y  cuando  con  vista 
de  estos  documentos  no  sea  posible 
deslindar  el  predio,  el  Juez  dará  por 
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terminado  el  acto,  remitiendo  las  par- 
tes al  procedimiento  ordinario. 

Art.  557.  Hecha  la  medición  y  des- 
linde, podrán  los  interesados  opolierse 
en  la  segunda  audiencia  siguiente  si  no 
se  conforman  con  el  resultado. 

§  1.'— Podrá  contestarse  la  oposición 
hasta  la  segunda  audiencia,  y  se  segui- 
rán los  de  más*  trámites  del  juicio  ordi- 
nario. 

§  2."--Juzgada  la  oposición,  la  medi- 
ción y  deslinde  quedarán  subsistentes  ó 
se  rectificarán  en  nueva  operación,  de 
conformidad  con  la  decisión  de  la  sen- 
tencia. 

Art.  558.  No  habiendo  oposición,  se 
resolverá  por  sentencia  la  medición  y 
confrontación,  y  también  se  decidirá  la 
parte  impugnada  cuando  la  impugna- 
ción sea  parcial. 

Sección  décimaquinta 

De  la  división  de  foros  y  censos 

Art.  559.  Dividido  un  predio  en  feu- 
dos, si  el  dueño  directo  y  los  interesa- 
dos en  el  dominio  útil  no  se  pusieren  de 
acuerdo  en  cuanto  á  la  división  del 
foro,  podrán  solicitar  el  reparto,  tanto 
el  dueño  directo  como  cualquiera  de  los 
enfiteutas,  observándose  lo  siguiente: 

§  i.**— El  demandante  unirá  el-^ocu- 
mento  que  legalmente  pruebe  la  divi- 
sión del  predio  con  la  indicación  de  los 
feudos  en  que  se  hubiere  dividido,  de 
los  nombres  y  residencia  de  los  intere- 
sados, y  del  foro  que  hayan  convenido. 

§  2/— Se  citará  á  los  interesados  para 
que  contesten  en  la  tercera  audiencia, 
después  de  hecha  la  citación. 

Art.  560.  No  habiendo  oposición,  ó 
juzgándose  ésta  improcedente,  nom- 
brarán las  partes  peritos  para  que  pro- 
cedan á  la  medición  de  los  predios  y  el 
reparto  proporcional  del  foro. 


§  único.— Tomado  el  juramento  á  los 
peritos,  harán  éstos  la  medición  y  re- 
parto, viniendo  á  dar  en  la  escribanía 
sus  declaraciones,  que  se  consignarán 
en  una  diligencia  firmada  por  los  mis- 
mos peritos. 

Art.  561.  La  medición  y  reparto  se 
notificarán  á  l^s  partes,  y  éstas  podrán 
presentar  su  oposición  en  la  segunda 
audiencia. 

§  1.**— Las  oposiciones  podrán  con- 
testarse en  el  plazo  de  dos  audiencias, 
y  se  seguirán,  sin  más  alegaciones,  los 
trámites  del  procedimiento  ordinario. 

§  2.**— Si  se  presenta  oposición,  está 
permitido  pedir  segunda  tasación,  pre- 
sidida por  el  Juez. 

Art.  562.  Hecha  definitivamente  la 
medición  y  reparto,  se  dictará  la  reso- 
lución que  proceda. 

Art.  563.  Las  disposiciones  de  este 
capitulo  son  igualmente  aplicables  á 
los  censos. 

Sección  décimasexta 

De  la  reducción  de  prestaciones  inciertas 

Art.  564.  El  que  pretenda  hacer  re- 
ducir á  prestación  cierta  la  que  sea  in- 
cierta, pedirá  por  escrito,  acompañando 
el  título  que  tenga,  la  citación  del  inte- 
resado para  que  conteste  en  la  tercera 
audiencia  después  de  hecha  la  citación. 

§  único.— Habiendo  impugnación  se 
seguirán,  sin  más  alegaciones,  los  trá- 
mites del  procedimiento  ordinario. 

Art.  565.  No  habiendo  impugnación 
ó  juzgándose  ésta  improcedente,  se 
seguirán  los  trámites  prescritos  en  los 
artículos  560  á  562. 
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Seceión  décimasóptima 

De  la  distribución  de  a^uas 

"Art.  566.  El  dueño  ó  poseedor  del 
predio  contiguo  á  )a  corriente,  que  pre- 
tenda hacer  regular  el  uso  del  agua  que 
no  sea  sobrante,  con  arreglo  al  art.  436 
del  Código  civil,  pedirá  que  sean  cita- 
dos los  demás  interesados  para  que  en 
la  tercera  audiencia,  después  de  hecha 
la  citación,  contesten  á  la  petición. 

§  único.—Si  hubiere  oposición  se  se- 
guirán, sin  más  alegaciones,  los  trámi- 
tes del  procedimiento  ordinario. 

Art.  5G7.  No  habiendo  oposición  ó 
juzgándose  ésta  improcedente,  se  se- 
guirán los  trámites  prescritos  en  los 
artículos  560  á  562. 

Sección  décimaoctava 

De  la  división  de  cosa  común 

Art.  568.  El  copropietario  de  predio 
común  que  pretenda  su  división,  pedirá 
que  se  cite  á  los  demás  interesados 
para  que  en  la  tercera  audiencia,  des- 
pués de  hecha  la  citación,  nombren  pe- 
ritos que  hagan  la  división. 

§  !.•— Habiendo  más  de  un  demanda- 
do, se  observará  lo  que  queda  dispues- 
to en  el  párrafo  1.**  del  art.  488. 

§2.°— Si  alguno  de  los  interesados 
plantease  la  cuestión  de  dominio  ó  po- 
sesión exclusiva,  deducirá  esa  oposi- 
ción hasta  la  audiencia  del  nombra- 
miento dt»  peritos,  y  el  Juez  remitirá  las 
partes  al  procedimiento  ordinario. 

Art.  569.  Se  hará  la  división  en  ins- 
pección ocular,  y  en  la  segunda  audien- 
cia siguiente  podrá  cualquiera  de  los 
interesados  presentar  por  escrito  la 
oposición,  si  lo  considera  oportuno. 


g  único.— Podrán  contestarse  los  es- 
critos de  oposición  hasta  la  segunda 
audiencia,  y  se  seguirán  sin  más  alega- 
ciones los  trámites  del  procedimiento 
ofdinario. 

Art.  570.  Si  el  predio  no  pudiera  ser 
dividido  en  sustancia,  convocará  el  Juez 
á  los  interesados  para  una  conferencia, 
á  fín  de  que  declaren  si  están  conformes 
en  que  se  adjudique  á  alguno  de  ellos, 
reintegrándose  los  otros  en  dinero. 

§  1/— Si  los  interesados  llegaren  á  un 
acuerdo,  se  observará  éste. 

§  2.**-— A  falta  de  acuerdo,  el  Juez  hará 
vender  el  predio  en  pública  subasta, 
citados,/en  los  términos  del  art.  191,  to- 
dos los  acreedores  en  favor  de  quienes 
exista  alguna  inscrip::ión  hipotecaria. 

§3."— Cualquiera  de  los  acreedores 
hipotecarios  podrá  rematar  el  predio 
en  los  términos  del  art.  801,  depositan- 
do solamente  la  parte  del  precio  que 
exceda  del  importe  del  crédito  respecti- 
vo, según  lo  que  conste. 

§4.°--Si  se  rematare  el  predio  por 
alguno  de  los  interesados,  no  estará 
éste  obligado  á  depositar  la  parte  del 
precio  correspondiente  á  su  quiñón,  ni 
pagará  derechos  de  registro  sino  por 
el  valor  que  exceda  el  del  mismo  quiñón. 

§  5.®— Si  el  predio  estuviere  hipoteca- 
do, se  rematará  libre  de  cualquier  car- 
ga real  que  no  tenga  inscripción  an- 
terior al  de  la  primera  hipoteca,  salvo, 
sin  embargo,  las  cargas  reales  que, 
habiendo  sido  constituidas  con  fecha 
anterior,  subsistan  sin  inscripción. 

§  6.®— Durante  el  plazo  de  los  edictos 
estará  el  poseedor  del  predio  obligado 
á  enseñarlo  á  quien  quiera  verlo. 

§  7.**— El  valor  de  los  bienes  para  la 
primera  subasta  se  determinará  con 
arreglo  á  lo.prescrito  en  el  art.  838,  sal- 
vo pacto  en  contrario. 

§  8.**— Es  aplicable  á  estos  remates  lo 
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demás  que  se  dispone  en  los  artículos 
841,  842,  845,  848  á  852, 854,  párrafo  úni- 
co, 859,  860  y  863  á  866. 

§  9.'— Después  del  remate,  el  Juez 
mandará  cancelar  las  inscripciones  de 
las  cargas  reales  que  hayan  caducado, 
con  arreglo  al  párrafo  5.° 

§  10.  — El  precio  se  repartirá  entre  los 
interesados;  pero  habiendo  alguna  hi- 
poteca, sólo  se  entregará  á  los  intere- 
sados lo  que  quede  después  de  pagar  á 
los  acreedores,  y  si  hubiere  fundamen- 
to para  concurso  de  preferencia,  se  ob- 
servará lo  que  queda  dispuesto  en  los 
párrafos  1.**  y  2/  del  art.  539. 

§11.— Si  por  efecto  del  concurso,  el 
acreedor  rematante  no  tuviere  derecho 
al  producto  del  remate,  se  observará  lo 
que  se  dispone  en  el  art.  862. 

Art.  571.  Lo  dispuesto  en  los  dos  ar- 
tículos anteriores  es  igualmente  aplica- 
ble cuando  la  división  haya  de  efectuar- 
se en  ejecución  de  sentencia. 

Sección  décimanovena 

De  la  reforma  de  autos  y  de  libros  de  registros 

Art.  572.  Extraviado  algún  rollo  ó 
documento,  podrá  cualquiera  de  las 
partes  solicitar  su  reposición  probando 
la  pérdida,  por  medio  de  certificación, 
que  el  Escribano  ó  Secretario  extende- 
rá, declarando  cuál  era  el  estado  del  ro- 
llo, según  lo  que  recuerda  y  con  refe- 
rencia alo  que  conste  en  los  protocolos 
y  registros. 

Art.  573.  Las  demás  partes  que  in- 
tervengan en  los  autos  serán  citadas 
con  ocho  días  de  anticipación  por  lo 
menos  para  que  en  el  que  se  designe 
comparezcan  en  juicio  y  conferencien 
con  el  demandante  sobre  la  reforma, 
presentando  en  dicha  ocasión,  unos  y 
otros,  los  duplicados,  contrafés,  certifi- 


caciones y  cualesquiera  otros  docu- 
mentos iguales  á  los  que  se  perdieron. 

§1.®  El  Juez  presidirá  la  conferen- 
cia, y  se  levantará  acta,  en  la  que  se  de- 
clararán los  puntos  sobre  los  cuales  sí' 
hayan  puesto  de  acuerdo  las  partes.  ' 

§  2.**— Los  duplicados,  contrafés  y 
documentos  presentados  por  las  partes 
quejarán  siempre  unidos  á  los  autos. 

Art.  574.  El  acta  de  que  se  trata  su- 
plirá el  rollo  ó  documento  perdido  en 
los  puntos  en  que  estén  de  acuerdo  las 
partes,  y  á  falta  de  acuerdo  ó  cuando 
éste  no  sea  completo,  seguirá  el  proce- 
dimiento respecto  de  los  puntos  ó  prue- 
bas en  que  las  partes  no  estén  de 
acuerdo,  como  se  dispone  en  los  artícu- 
los siguientes. 

Art.  575.  La  parte  que  quiera  la  re- 
forma especificará  en  escrito  fundado 
los  puntos  objeto  del  litigio,  las  pruebas 
que  se  hayan  presentado  y  las  decisio- 
nes que  hayan  recaído. 

§  único.— Se  citarán  las  demás  partes 
para  que  contesten,  siguiéndose  los 
demás  trámites  del  juicio  ordinario. 

Art.  576.  El  incidente  de  reforma  se 
cargará  al  Escribano  del  rollo  extra- 
viado, sin  que  se  le  tome  en  cuenta  para 
el  repartimiento. 

Art.  577.  Si  en  el  rollo  perdido  no  se 
hubiere  llegado  á  la  presentación  de 
pruebas,  se  limitará  la  reforma  á  la 
reproducción  de  los  escritos  ó  alegatos, 
y  presentándose  los  duplicados  ó  la 
certificación  del  registro,  el  Juez  decla- 
rará reformado  el  rollo  y  éste  seguirá 
los  demás  trámites. 

§  único.  -  A  falta  de  duplicados  y  de 
registro ,  las  partes  formularán  de  nue- 
vo sus  peticiones. 

Art.  578.  Si  se  hubiere  llegado  á  la 
presentación  de  pruebas,  se  reproduci- 
rán éstas. 

§  1.®-  La  prueba  testifical  sólo  podrá 
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reproducirse  por  interrogatorio  de  los 
testigos  que  hayan  declarado  ya,  salvo 
si  hubiere  fallecido  alguno  ó  estuviere 
imposibilitado  para  declarar,  porque  en 
este  caso  su  declaración  podrá  compro- 
barse por  otros  testigos. 

§2.°--Las  inspecciones  oculares  y  los 
informes  se  repetirán  con  los  mismos 
peritos,  si  fuere  posible,  ó  con  otros  en 
cstso  contrario. 

§  3.**— La  prueba  documental  se  re- 
producirá por  medio  de  certificación 
sacada  del  diario,  ó,  en  caso  de  haberse 
perdido  éste,  por  medio  de  testigos  que 
declaren  sobre  el  contenido  del  docu- 
mento ó  sobre  su  extravio. 

Art.57().  Siendo  ejecutivos  los  autos 
extraviados,  se  observará  lo  dispuesto 
en  los  artículos  anteriores,  y  el  deman- 
dante unirá  nueva  copia  de  la  sentencia 
ó  del  documento  que  haya  servido  de 
base  á  la  ejecución. 

§  1.°— -Cuando  la  ejecución  se  refiera 
á  los  mismos  autos,  se  unirá  una  certi- 
ficación sacada  del  registro. 

§  2.*'— El  depositario,  el  Oficial  de  dili- 
gencias y  los  testigos  que  hayan  asisti- 
do á  la  constitución  de  prenda  y  los 
peritos  que  hayan  hecho  el  avalúo,  de- 
clararán siempre  como  testigos  si  resi- 
den en  la  parte  continental  del  Reino  ó 
en  la  isla  donde  se  tramite  el  incidente 
de  reforma. 

Art.  580.  Ultimado  el  incidente  de 
reforma,  el  juicio  seguirá  los  trámi- 
tes subsiguientes  á  los  que  se  reformen 
cuando  esté  pendiente,  ó  se  archivará 
cuando  esté  terminado. 

§  único  —Si  luego  pareciere  el  rollo 
original,  se  seguirán  en  él  los  trámites 
que  no  se  hayan  cumplido  en  el  de  re- 
forma, uniéndose  á  éste. 

Art.  581.  Si  se  extraviase  algún  rollo 
pendiente  en  la  relatoría  ó  en  el  Tribu, 
nal  Supremo  de  Justicia    se  incoará  el 


procedimiento  de  reforma  en  primera 
instancia,  en  los  términos  de  los  artícu- 
los anteriores,  uniéndosele  el  traslado, 
si  lo  hubiere. 

Art.  582.  Aquel  en  cuyo  poder  se  ex- 
travíen algunos  autos,  no  siendo  por 
caso  fortuito,  estará  obligado  á  refor- 
marlos á  costa  suya. 

§  único.— Para  la  reforma  se  citará  á 
todos  los  que  eran  partes  en  los  autos 
perdidos. 

Art.  583.  El  empleado  que  haya  de- 
jado de  hacer  las  inscripciones  á  que 
está  obligado  en  el  Registro,  será  con- 
denado al  pago  de  todas  las  costas  á 
que  dé  lugar  su  omisión. 

Art.  584.  El  Ministerio  público  inter- 
vendrá en  todos  los  incidentes  de  re- 
constitución^ dándosele  vista  por  cinco 
días  antes  de  la  sentencia. 

Art.  585.  Si  hubiere  reclamación  so- 
bre la  reforma  de  los  libros  de  registro, 
el  Juez,  repartiendo  el  rollo  remitido 
por  el  Registrador,  mandará  que  se  cite 
á  los  interesados,  para  que,  en  el  plazo 
de  cinco  días,  aleguen  lo  que  crean 
convenirles,  y,  oído  el  Ministerio  públi- 
co en  igual  plazo,  fallará  sobre  la  re- 
clamación. 

Art.  586.  En  la  reforma  de  los  ins- 
trumentos se  observarán  los  trámites 
del  procedimiento  ordinario. 

Sección  vigésima 

Del  juramento    decisorio 

Art.  587.  El  que  antes  de  incoarse  la 
acción  quiera  que  se  decida  sobre  el 
objeto  de  la  misma  por  juramento  de  la 
parte  contraria,  en  los  casos  en  que 
está  permitido  por  el  art.  2.523  del  Có- 
digo civil,  expondrá  por  escrito  su  peti- 
ción y  solicitará  que  se  cite  personal- 
mente á  la  otra  parte  para  que  preste 
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juramento  en  la  segunda  audiencia,  no- 
tificándose en  ésta  la  citación. 

Art.  588.  Si  el  citado  compareciere, 
el  Juez  le  tomará  juramento,  ó  al  de- 
mandante si  estuviere  presente  y  el  ci- 
tado quisiere  y  pudiere  referírselo,  en 
los  términos  del  art.  2.526  del  Código 
civil. 

Art.  589.  Si  el  citado  dejare  de  com- 
parecer, probando  justo  impedimento, 
quedará  aplazado  para  la  primera  au- 
diencia, pasados  quince  días. 

§  único.— Si  el  citado  dejare  también 
de  comparecer  en  dicha  audiencia,  pro- 
bando justo  impedimento,  podrá  el  de- 
mandante pedir  que  se  le  cite  de  nuevo. 

Art.  590.  De  lo  que  ocurra  en  la  au- 
diencia se  levantará  acta  en  el  libro 
correspondiente,  y  el  acta  del  juramen- 
to, deferido  ó  referido,  se  levantará  se- 
paradamente. 

§  único.— Terminada  la  audiencia,  el 
Escribano  extenderá  la  diligencia  co- 
rrespondiente, y  se  unirá  á  los  autos  el 
acta  de  juramento,  si  se  hubiese  pres- 
tado. 

Art.  591.  Prestadoel  juramento,  de- 
ferido ó  referido,  dictará  el  Juez  sen- 
tencia, condenando  ó  absolviendo,  con 
arreglo  á  los  términos  precisos  del  ju- 
ramento. 

§  único.— Sólo  se  admitirá  la  apela- 
ción en  el  efecto  devolutivo. 

Art.  592  El  Juez  declarará  sin  efec- 
to el  procedimiento: 

1.°  Cuando  el  citado  deje  de  compa- 
recer sin  probar  impedimento  legí- 
timo; 

2.**  Cuando  el  citado  se  niegue  á  ju- 
rar sin  referir  el  juramento  á  otra  par- 
te si  pudiera  hacerlo; 

3.®  Cuando  el  demandante  se  niegue 
á  prestar  el  juramento  referido  por  la 
otra  parte  pudiendo  ésta  referirlo; 

4.°    Cuando  queriendo  y  pudiendo  el 


citado  referir  el  juramento  á  otra  parte 
no  se  halle  ésta  presente; 

5.®  Cuando  llegado  el  caso  del  pá- 
rrafo único  del  art.  589,  deje  el  deman- 
dante de  pedir  en  ese  acto  la  nueva  ci- 
tación. 

Art.  593.  Quedará  incapacitado  para 
proponer  otra  acción  sobre  el  mismo 
objeto  y  de  presentar  cualquiera  prue- 
ba en  la  acción  que  propusiere  la  otra 
parte: 

1.**  La  parte  que  se  niegue  á  jurar 
sin  referir  el  juramento  pudiendo  ha- 
cerlo; 

2.°  La  parte  que  se  niegue  á  prestar 
el  juramento  referido  pudiendo  ha- 
cerlo; 

3.°  La  parte  que  debidamente  citada 
deje  de  comparecer  sin  probar  justo 
impedimento; 

4.^  La  parte  que,  habiendo  pedido  el 
juramento,  deje  de  comparecer,  sin 
alegar  y  probar  impedimento  legítimo, 
en  la  audiencia  en  que  deba  prestarse, 
si  el  citado  hubiere  comparecido  y  qui- 
siere ó  pudiere  referir  el  juramento. 

Art.  594.  Lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 587  á  591  es  también  aplicable 
cuando  durante  el  pleito  quiera  una  de 
las  partes  que  se  decida  por  el  jura- 
mento de  la  otra. 

§  único.— En  cualquiera  de  Jos  casos 
previstos  en  el  art.  593,  será  absuelto  el 
demandado  si  la  recusación  procedie- 
re del  actor,  y  si  procediere  del  deman- 
dado, quedará  éste  imposibilitado  para 
producir  cualquier  prueba,  y  no  serán 
atendidas  en  ningún  efecto  las  que 
ya  haya  presentado. 

Sección  vigésimaprimera 

De  las  jufltifícacionea  en  pieza  separada  (ai^tUsaa) 
Art.  595.    El  que  pretenda  justificar 
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la  mera  posesión  para  los  efectos  del 
artículo  524  del  Código  civil,  ó  cual- 
quier otro  acto  en  que  no  exista  un  in- 
teresado cierto,  lo  pedirá  por  escrito 
motivado^  y  requerirá  la  citación,  por 
medio  de  edictos,  del  Ministerio  públi- 
co y  la  de  los  interesados  muertos. 

§  único.— Las  citaciones  se  harán 
dentro  del  término  de  Ja  segunda  au- 
diencia, y  se  fijará  en  ésta  el  plazo  de 
otras  tres  para  su  impugnación. 

Art.  596.  Si  la  justificación  tuviere 
por  objeto  ej  registro  de  mera  pose- 
sión, se  formulará  la  oposición  por  me- 
dio de  contestación,  uniéndose  después 
los  documentos  y  la  lista  de  testigos. 

§  único.-— Presentada  la  contestación 
ó  terminado  el  plazo  en  que  podía  pre- 
sentarse, se  seguirán  sin  nuevas  prue- 
bas los  trámites  del  procedimiento  or- 
dinario. 

Art.  597.  Si  la  justificación  tuviere 
por  objeto  la  habilitación  de  alguna 
persona  como  heredera  ó  como  repre- 
sentante de  otra,  podrá  todo  interesado 
presentar  su  habilitación  en  la  audien- 
cia designada  para  contestar,  y  en  este 
caso  podrá  hacerlo  cualquiera  de  los 
interesados  hasta  la  segunda  audien- 
cia, después  de  aquella  en  que  puedan 
presentarse  las  alegaciones  del  último 
citado. 

§  l.^— No  habrá  otros  alegatos,  y  se 
observarán  en  los  demás  los  trámites 
del  procedimiento  ordinario. 

§  2.**— En  la  sentencia  definitiva  se 
apreciará  el  derecho  de  los  que  hayan 
pedido  habilitación. 

§  3.*^— Declarada  ésta  improcedente 
por  falta  de  prueba,  podrá  el  que  la  pi- 
dió presentar  otras  en  el  mismo  pleito, 
6  producir  nueva  justificación. 

Art.  598  Si  la  justificación  tuviere 
cualquier  otro  objeto  que  no  sea  el  re- 
gistro de  la  mera  posesión  ó  habilita- 
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ción,  quedará  sin  efecto  después  de  la 
contestación  lo  actuado,  y  el  Juez  re- 
mitirá las  partes  al  procedimiento  ordi- 
nario. 

§  único.-  Si  no  se  presentare  la  con- 
testación dentro  del  plazo  legal,  se  pro- 
cederá á  la  presentación  de  pruebas  y 
al  fallo,  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  el 
párrafo  único  del  art.  596. 

Art.  599.  Si  la  justificación  hubiere 
de  producir  efecto  en  país  extranjero, 
se  entregará  á  la  parte  el  rollo  original, 
si  lo  pidiere,  dejando  copia. 

Art.  600.  Lo  dispuesto  en  el  art.  595 
y  en  la  primera  parte  del  596,  será  tam- 
bién aplicable  á  la  justificación  que 
tenga  por  objeto  conseguir  que  se  juz- 
gue improcedente  algún  impedimento 
opuesto  á  la  celebración  del  matrimo- 
nio, con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 1.078  del  Código  civil. 

§  único.— Para  esta  justificación  de- 
berá citarse  la  persona  que  haya  de- 
nunciado el  impedimento,  si  fuere  co- 
nocida, y  después  de  la  contestación,  ó 
transcurrido  el  plazo  de  la  misma,  con- 
tinuará el  procedimiento  ordinario,  de- 
biendo el  Juez  dictar  sentencia,  para  la 
primera  audiencia. 

Sección  vigésimasegunda 

Dp   la  enajenación   de   bienes   dótales 

Art.  601 .  La  mujer  que  pretenda  ena- 
jenar bienes  dótales  presentará  la  peti- 
ción, con  autorización  del  marido,  en 
escrito  fundado,  especificando  el  objeto 
de  la  enajenación  y  los  motivos  que  la 
justifican. 

§  1.**— En  el  mismo  escrito  declarará 
los  nombres,  edad  y  residencia  de  los 
*  hijos  que  tenga  ó  de  los  herederos  pre- 
suntos, á  falta  de  hijos,  así  como  la  re- 
sidencia del  dotante,  si  lo  hubiere. 
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g  2."— Serán  personalmente  citados 
para  contestar  en  )a  tercera  audiencia 
después  de  hecha  la  citación,  el  Minis- 
terio público,  los  hijos  ó  los  otros  here- 
deros presuntos  que  sean  mayores  de 
edad,  y  los  dotantes,  si  los  hubiere,  si- 
guiéndose en  lo  demás  los  trámites  del 
procedimiento  ordinario. 

§  3.°— Si  hubiere  hijos  menores,  se  les 
nombrará  por  el  Juez  un  tutor  especial, 
y  í?e  citará  á  éste  para  contestar. 

§  4.°— Si  á  falta  de  hijos  interviniere 
algún  heredero  presunto  que  sea  menor 
ó  interdicto,  será  éste  representado  por 
su  padre,  por  sú  tutor  ó  curador. 

§  5.®— En  los  distritos  de  Lisboa  y 
Oporto,  cuando  fuere  menor  ó  interdic- 
to, ó  estuviere  ausente  alguno  de  los 
hijos  ó  de  los  herederos  presuntos,  ó 
alguno  de  los  dotantes,  se  citará  tam- 
bién al  respectivo  curador  general. 

Art.  602.  La  mujer  podrá  pedir  la 
enajenación,  y  á  la  vez  que  se  supla  el 
consentimiento  del  marido,  si  éste  lo 
negare,  y  el  marido  podrá  también  pe- 
dir la  enajenación,  fundado  en  el  nú- 
mero 2.**  ó  en  el  4.°  del  art.  L149del  Có- 
digo civil,  pidiendo  á  la  vez  que  se  su- 
pla el  consentimiento  de  la  mujer. 

§  único.— En  cualquiera  de  estos  ca- 
sos se  citará  al  que  deniega  la  autori- 
zación, para  que  manifieste  los  funda- 
mentos de  su  negativa. 

Art.  603.  Si  se  pidiere  la  enajena- 
ción para  proveer  al  sustento  de  la  fa- 
milia, no  se  tendrá  por  justificada  su 
necesidad  si  no  se  prueba: 

L**  La  falta  absoluta  de  otros  bie- 
nes; 

?."  La  imposibilidad  absoluta  de  pro- 
veer á  los  alimentos  indispensables  con 
la  cantidad  que  represente  la  renta  de 
la  dote; 

3."  La  imposibilidad  del  marido  para 
ganar  los  alimentos  á  consf  cuencia  de 


su  avanzada  edad  ó  de  enfermedad  que 
le  impida  trabajar. 

§  1.®— Esta  enajenación  sólo  po<lrá 
ser  autorizada  para  alimentos  de  los 
cónyuges  ó  de  sus  descendientes  ó  as- 
cendientes que  vivan  con  ellos  y  que 
por  su  edad  ó  sus  dolencias  no  puedan 
ganar  los  medios  de  subsistencia. 

§  2.^— La  imposibilidad  para  trabajar 
sólo  podrá  probarse  por  declaración  de 
facultativos  nombrados  por  el  Juez. 

§  3.®— Sólo  se  aplicará  para  alimen- 
tos la  cantidad  absolutamente  indispen- 
sable. 

Art.  604.  Si  se  pidiere  la  enajena- 
ción para  pagar  deudas,  á  que  estén  su- 
jetos los  bienes  dótales,  con  arreglo  al 
número  3.®  del  art.  L149  del  Código  ci- 
vil, deberá  acompañarse  la  petición  con 
los  documentos  que  justifiquen  las  deu- 
das, y  probar  la  imposibilidad  de  pa- 
garlas con  otros  bienes. 

§  único.— La  parte  del  producto  equi- 
valente á  las  deudas  se  entregará  di- 
rectamente á  los  acreedores,  dando  és- 
tos el  oportuno  recibo,  que  se  unirá  á 
las  diligencias. 

Art.  605.  En  los  casos  de  los  núnne- 
ros  4.\  5.*»  y  6.*»  del  art.  1.149  del  Código 
civil,  no  podrá  autorizarse  la  enajena- 
ción sin  que  precédala  inspección  co- 
rrespondiente, y  en  el  caso  del  núme- 
ro 6.",  no  se  inscribirá  el  titulo  de  la 
subrogación  ni  podrá  cancelarse  la 
inscripción  de  la  carga  dotal  en  los 
bienes  que  formen  parte  de  la  dote,  sin 
inscribir  esa  carga  sobre  los  bienes 
subrogados. 

Art.  606.  Los  bienes  se  venderán  en 
pública  subasta  y  depositarán  el  precio 
los  compradores. 

§  L"— A  la  venta  precederá  el  avalúo, 
con  arreglo  á  los  artículos  252  y  si- 
guientes, interviniendo  en  el  nombra- 
miento de  los  peritos  las  personas  que 
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hayan  sido  citadas,  para  notiñcarles  ó 
impugnar  la  petición. 

§  2.'*— Los  bienes  sólo  podrán  ser  re- 
matados por  precio  inferior  al  en  que 
se  hayan  evaluado,  cuando  se  ha3'a  au- 
torizado la  venta  para  alimentos. 

§  3.°— El  remate  sólo  podrá  efectuar- 
se después  de  citados,  con  arreglo  al 
artículo  191,  los  acreedores  á  favor  de 
los  cuales  exista  alguna  hipoteca  que 
legalmente  deba  subsistir  á  pesar  de  la 
carga  dota). 

§  4.®— Cualquiera  de  estos  acreedo- 
res hipotecarios  podrá  rematar  por  su 
cuenta,  con  arreglo  al  art.  861,  deposi- 
tando solamente  la  parte  del  precio  que 
exceda  del  importe  de  su  respectivo 
crédito,  según  lo  que  conste  en  el  Re- 
gistro. 

§  5.**— Los  bienes  se  rematarán  libres 
de  toda  carga  real  que  no  haya  sido  re- 
gistrada anteriormente  á  la  de  la  dote 
ó  á  la  de  la  primera  hipoteca,  salvo  las 
cargas  reales  que,  habiéndose  consti- 
tuido en  fecha  anterior,  subsistan  sin 
haber  sido  registradas. 

§  0.**  A  estos  remates  será  también 
aplicable  lo  dispuesto  en  los  artículos 
841,  842,  845,  848  á  852,  854,  párrafo 
único,  859,  860  y  863  á  866. 

§  7.°  — Inmediatamente  después  del 
remate,  mandará  el  Juez  cancelar  los 
registros.de  las  cargas  reales  que  ha- 
yan caducado,  con  arreglo  á  lo  pres- 
crito en  el  párrafo  5.° 

§  8,°— Si  el  rematante  no  depositare 
el  precio  en  el  plazo  debido,  volverá  á 
abrirse  la  subasta  por  el  mismo  valor, 
y  el  rematante  será  detenido  y  declara- 
do responsable,  ejecutándola  con  arre- 
glo á  lo  dispuesto  en  el  art.  850. 

§  P.**— Si  hubiere  fundamento  para  el 
concurso  de  preferencia,  se  observará 
lo  dispuesto  en  el  art.  530. 

Art.  607.    Los  fondos  públicos  y  las 


acciones  ú  obligaciones  cotizables  en 
Bolsa  se  venderán  sin  necesidad  de  pú- 
blica subasta  al  precio  de  cotización  en 
la  fecha  del  remate. 

§  único.— Ajustada  la;  venta,  deposi- 
tará el  comprador  el  precio,  recibiendo 
•en  seguida  los  títulos. 

Art.  608.  Si  el  producto  ó  parte  de 
él  se  destinare  á  establecer  algún  hijo, 
recibirá  éste  directamente  la  cantidad 
destinada  al  efecto. 

§  único.— Si  se  autorizare  la  enaje- 
nación para  la  dote,  la  parte  del  pro- 
ducto destinado  á  este  ñn  se  empleará 
en  bienes  inmuebles  ó  fondos  públicos 
consolidados,  y  el  dinero  sólo  se  entre- 
gará á  los  vendedores  después  de  ins- 
crita la  carga  dotal. 

Art.  609.  Si  se  destinare  una  parte 
del  producto  para  reparación  de  otros 
bienes  dótales,  se  sacará  á  pública 
subasta  dicha  reparación,  precediendo 
edictos  y  anuncios,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 842,  y  el  rematante  recibirá  di- 
rectamente el  precio  después  de  haber- 
se comprobado  por  medio  de  inspec- 
ción ocular,  con  intervención  de  los  in- 
teresados, que  la  obra  está  concluida 
y  se  han  cumplido  las  condiciones  del 
ajuste. 

Art.  610.  Fl  producto,  ó  parte  de  él, 
que  no  se  aplicare  á  los  alimentos,  á 
establecer  los  hijos,  pagar  (ieudas  ó  re- 
parar otros  bienes,  se  invertirá  en  la 
adquisición  de  bienes  inmuebles  ó  fon- 
dos públicos  consolidados. 

§  1.°— Ajustada  por  los  cónyuges  la 
compra  de  estos  bienes,  y  comprobado 
el  valor  de  ellos  con  audiencia  de  los 
interesados,  se  entregará  directamente 
el  precio  al  comprador  después  de  ha- 
berse inscrito  la  carga  total. 

§  2."— El  valor  de  los  fondos  públicos 
se  comprobará  con  la  certificación  del 
corredor. 
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§  3."*— Las  disposiciones  de  este  ar- 
tículo y  del  anterior  serán  igualmente 
aplicables  al  producto  de  los  bienes  ex- 
propiados por  causa  de  utilidad  públi- 
ca ó  particular. 

Sección    vigésiinatercera 

De  la  preRentación  de  cuenta» 

Art.  611.  Las  acciones  que  tengan 
por  objeto  exigir  que  alguno  dé  cuen- 
tas cuando  esté  obligado  á  ello,  se  tra- 
mitarán, cualquiera  que  sea  su  valor, 
en  la  forma  siguiente: 

§  1.°— El  demandado  será  citado  para 
presentar  en  la  tercera  audiencia,  des- 
pués de  hecha  la  citación,  las  cuentas 
ó  impugnarla  obligación  de  presentar- 
las, so  pena  de  ser  condenado  á  lo  que 
el  actor  demande. 

§  2."— Si  dentro  de  este  plazo  no  pre- 
sentare el  demandado  las  cuentas  ni  se 
opusiere,  se  liquidarán  éstas  por  el  ac- 
tor en  la  audiencia  siguiente  y  serán 
aprobadas  sin  necesidad  de  otra  prueba. 

g  3.°— S  se  formulare  oposición,  po- 
drá contestarse  á  ésta  hasta  la  segunda 
audiencia,  siguiéndose  en  lo  demás  los 
trámites  del  procedimiento  ordinario. 

§  4.°— Pesentadas  las  cuentas  por  el 
demandado  dentro  del  plazo  legal,  po- 
drá el  actor^impugnarlas  hasta  la  se- 
gunda audiencia  siguiente,  pudiendo 
contestarse  á  los  reparos  dentro  del 
plazo  de  dos  audiencias,  siguiéndose 
en  lo  demás  los  trámites  del  procedi- 
miento ordinar  o. 

Art.  612.  Si  la  oposición  se  conside- 
rase improcedente,  se  intimará  al  de- 
♦  mandado  para  presentar  las  cuentas, 
dentro  del  término  de  la  tercera  au- 
diencia, so  pena  de  ser  condenado  por 
los  que  el  actor  presentare. 

§  1.®— Si  dentro  de  este  plazo  dejare 


de  presentar  las  cuentas  el  demandado, 
serán  éstas  presentadas  por  el  actor  en 
la  segunda  audiencia  siguiente,  y  apro- 
badas sin  necesidad  de  otras  pruebas. 

§  2.**— Si  el  demandado  presentare 
las  cuentas  dentro  del  plazo  legal,  se 
observará  lo  dispuesto  en  el  párra- 
fo 4.^  del  artículo  anterior. 

Art.  613.  Si  se  ofrecieren  voluntaria- 
mente las  cuentas,  se  citará  á  la  parte 
contraria  para  que  presente,  en  la  se- 
gunda audiencia  después  de  notificada 
la  citación,  los  reparos  que  tenga  por 
conveniente,  siguiéndose  en  lo  demás 
el  procedimiento  indicado  en  el  párra- 
fo 4  f  del  art.  611. 

Art.  614.  Las  cuentas  presentadas 
por  una  ú  otra  parte  lo  serán  siempre 
en  forma  de  cuenta  corriente. 

Sección  vigésimacuarta 

De  las  acciones  ejecutivas 

Art.  615.  El.acreedor  de  foros,  cen- 
sos, pensiones,  quiñones  ó  rentas  de 
cualesquiera  bienes  inmuebles  podrá, 
si  tuviere  título  auténtico,  pedir  reten- 
ción de  bienes  suficientes  para  el  pago 
de  la  deuda,  comenzando  por  aquellos 
sobre  que  tenga  privilegio,  cuando  los 
haya. 

§  l.^—La  retención  por  deuda  de  foros 
podrá  efectuarse  en  frutos  ó  rentas,  se- 
gún convenga  al  due^o  directo. 

§  á.**-  Para  los  efectos  de  este  artícu- 
lo será  título  Suficiente  la  certificación 
del  Registro. 

Art.  616.  Constituida  la  prenda,  se 
citará  al  deudor  para  que  en  la  tercera 
audiencia,  después  dehecha  la  citación, 
presente  su  defensa,  debiendo  entregár- 
sele el  duplicado  de  la  petición  primiti- 
va en  el  acto  de  la  citación. 
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§  único.— La  oposición  podrá  contes- 
tarse en  el  téraino  de  dos  audiencias» 
siguiéndose  en  lo  demás  los  trámites 
del  procedimiento  ordinario. 

Art.  617.  Si  no  se  formulare  oposi- 
ción dentro  del  plazo  legal,  ó  si  se  de- 
clarare improcedente,  se  seguirán  los 
trámites  de  la  ejecución  posteriores  á 
la  retención  ó  embargo. 

Art.  618.  Luego  que  el  Ministerio  pú- 
blico reciba  la  cuenta  corriente  que 
contenga  el  saldo  líquido  contra  algún 
rematante  de  rentas  fiscales  ó  respon- 
sable de  alguna  cantidad  procedente  de 
contratos,  pedirá,  aduciendo  los  funda- 
mentos de  la  acción,  que  se  cite  al  de- 
mandado para  que  en  el  término  de 
diez  días  pague  ó  deposite  igual  canti- 
dad en  dinero  ó  en  fondos  públicos  al 
portador,  so  pena  de  ser  condenado  en 
rebeldía.  El  valor  de  los  fondos  se  re- 
gulará por  lacotización  de  la  Bolsa,  me- 
nos un  quinto. 

§  1."— La  petición  irá  acompañada  de 
la  cuenta  corriente,  contrato  ó  certifi- 
cación de  las  condiciones  del  mismo, 
pudiendo  unirse,  además,  cualquier  otro 
documento. 

§  2.**— Si  el  demandado  compareciere, 
hiciere  el  depósito  ó  probase  el  pago, 
se  le  señalarán  tres  audiencias  para 
contestar,  y  se  seguirá  laacción  sin  más 
alegaciones  por  los  trámites  del  proce- 
dimiento ordinario. 

§  3.**— El  pago  sólo  podrá  probarse 
por  documento. 

§  4.**— Si  el  demandado  no  hiciere  el 
depósito,  no  formulare  oposición  ó  se 
declarase  ésta  improcedente,  seguirá 
la  ejecución  sin  nuevas  citaciones. 

Art.  619.  Las  mismas  formalidades 
se  observarán  contra  los  herederos  ha- 
bilitados, contra  los  fiadores  que  se  ha- 
yan obligado  romo  principales  pagado- 
res V  contra  los  deudores  de  los  deudo- 


res, cuando  las  deudas  procedan  de 
obligación  principal. 

Art.  620.  A  los  recaudadores  contra 
sus  representantes,  á  los  arrendatarios 
ó  rematantes  contra  los  subarrendata- 
rios, á  los  fiadores  contra  sus  fiados,  y 
álos  que  paguen  ala  Hacienda  pública 
deudas  de  otros,  competirá  la  misma 
acción  que  á  la  Hacienda  pública,  que- 
dando á  salvo  al  demandado,  en  el  úl- 
timo caso,  la  defensa  que  podría  opo- 
ner á  la  misma  Hacienda. 

Art.  621.  Cesará  este  procedimiento 
especial  cuando  la  deuda  sea  de  fecha 
anterior  á  cinco  años,  siendo  en  este 
caso  las  Autoridades,  á  cuyo  cargo  esté 
el  cobro  de  la  deuda,  solidariamente 
responsables  por  la  omisión  ó  negligen- 
cia en  incoar  la  acción  á  su  debido 
tiempo. 

Sección  vlgésimaquinta 

De  la  venta  de  la  prenda 

Art.  622.  K]  acreedor  que  terminado 
el  plazo  convenido,  ó  si  éste  no  se  hu- 
biere estipulado,  pretenda  hacerse  pa- 
gado con  la  prenda,  pedirá  que  se  cite 
al  deudor,  para  que  en  el  término  de  la 
tercera  audiencia  después  de  notificada 
la  acción,  pague  la  deuda  ó  alegue  en 
esa  audiencia  las  razones  que  tenga 
para  oponerse  á  la  demaivda. 

§1."— Para  fundar  la  petición  no  es 
necesario  exhibir  título  alguno  de  la 
deuda,  correspondiendo  al  deudor  pro- 
bar la  importancia  de  ésta  cuando  ale- 
gue que  es  exagerada  la  cantidad  que 
se  pide. 

§  2.°— Si  se  formulare  oposición,  po- 
drá el  actor  contestarla  hasta  la  segun- 
da audiencia,  siguiendo  en  lo  demás  la 
acción  los  trámites  del  procedimiento 
ordinario. 
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§  3.®— Si  no  se  interpusiere  oposición, 
autorizará  el  Juez  el  pago  de  la  deuda 
con  la  venta  de  la  prenda. 

Art.  623.  Cuando  deba  tener  lugar  la 
venta  de  la  prenda  por  no  haberse  pre- 
sentado oposición,  ó  en  ejecución  de  la 
sentencia  que  la  haya  desestimado,  se 
hará  en  subasta  pública,  citando  al 
deudor  y  sin  necesidad  de  avalúo,  anun- 
ciándose la  venta  con  diez  días  de  anti- 
cipación por  un  edicto  fijado  á  la  puer- 
ta del  Tribunal  y  por  anuncio  en  el  pe- 
riódico de  la  localidad,  si  le  hubiere,  y 
observándose,  en  la  parte  que  les  sea 
aplicable,  lo  dispuesto  en  los  artículos 
481  y  siguientes. 

§  único.— Con  el  producto  de  la  venta 
se  pagará  al  acreedor,  entregándose  al 
deudor  el  remanente,  si  lo  huliiere. 

Art.  624.  Si  se  hubiere  estipulado 
que  el  acreedor  se  quedara  con  el  obje- 
to empeñado  por  el  precio  en  que  esté 
evaluado,  se  hará  el  avalúo  en  los  tér- 
minos prescritos  en  los  artículos  252  y 
siguientes,  adjudicándose  después  al 
acreedor. 

§  único.— Si  la  cantidad  en  que  se 
evaluase  fuere  superior  á  la  deuda,  no 
se  efectuará  la  adjudicación  sin  que  el 
acreedor  pague  ó  deposite  el  exceso  de 
valor. 

Art.  625  Si  la  deuda  no  quedare  pa- 
gada íntegramente  con  el  producto  ó 
con  la  adjudicación  de  la  prenda,  sola- 
mente por  los  medios  ordinarios  podrá 
el  acreedor  exigir  lo  que  falte. 

Art.  626.  En  cualquier  estado  de  las 
actuaciones  podrá  el  deudor  rescatar 
la  prenda  pagando  la  deuda  y  las 
costas. 

Art.  627.  Con  la  petición  de  la  deu- 
da pignoraticia  podrá  acumularse  la 
de  la  indemnización  de  los  gastos  ne- 
cesarios y  útiles  hechos  en  el  objeto 
pignorado. 


Sección  vi^ésimasexta 

De  la  oferta  de  pago  y  de  la  consignación  en 
depósito 

Art.  628.  La  consignación  en  depó- 
sito, para  que  produzca  los  efectos  del 
pago,  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  los 
artículos  759  y  siguientes  del  Código 
civil,  se  hará  á  petición  del  deudor,  de- 
clarando el  motivo  por  que  pide  el  de- 
pósito. 

§  1.^— Si  el  motivo  fuere  la  incertí- 
dumbre  del  acreedor,  no  podrá  efec- 
tuarse el  depósito  sin  que  se  comprue- 
be esa  incertidumbre  por  la  falta  de 
comparecencia  de  alguna  persona  en 
calidad  de  acreedor,  después  de  llama- 
dos, por  edictos  en  el  plazo  de  treinta 
días,  en  los  términos  prescritos  en  los 
artículos  195  y  siguientes,  todos  los  que 
se  consideren  con  derecho  á  percibir 
la  cantidad  ó  la  cosa  que  se  trate  de  de- 
positar. 

§  2.®— Si  alegaren  cualquier  otro  mo- 
tivo, no  se  exigirá  prueba  alguna  para 
ordeftar  el  depósito. 

§  3.°— Sólo  tendrá  lugar  el  depósito 
que  se  funde  en  la  incapacidad  del 
acreedor,  cuando  no  haya  quien  legal- 
mente  represente  á  éste. 

§  4."— El  depósito  sólo  podrá  efectuar- 
se en  la  misma  clase  de  juicio  en  que 
sea  exigible  la  obligación. 

Art.  629.  Verificado  el  depósito,  se 
citará  al  acreedor  para  impugnarla. 

§  único.— Si  el  acreedor  fuere  incier- 
to, se  citará  al  Ministerio  público,  y  si 
fuere  un  incapaz,  se  citará  á  su  repre- 
sentante cuando  esté  debidamente 
nombrado. 

Art.  630.  La  impugnación  se  presen- 
tará por  escrito  en  la  tercera  audien- 
cia después  de  hecha  la  citación,  salvo 
lo  dispuesto  en  el  artículo  sigujente. 
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§  único. —Esta  impugnación  podrá 
ser  contestada  hasta  la  segunda  au- 
diencia, siguiéndose  en  lo  demás  los 
trámites  del  procedimiento  ordinario. 

Art.  631.  Si  el  acreedor  citado  qui- 
siere impugnar  el  depósito  fundándose 
en  que  es  mayor  ó  distinta  la  cantidad 
ó  cosa  debida,  lo  declarará  asi  en  la 
audiencia  designada  para  presentar  la 
oposición  y  sus  pruebas. 

§  1.°— La  declaración  se  hará  en  un 
plazo  dado,  y  el  acreedor  presentará  su 
petición  en  la  forma  correspondiente  y 
sin  necesidad  de  Ja  previa  citación  del 
deudor,  en  la  tercera  audiencia  siguien- 
te á  aquella  en  que  haya  hecho  la  de- 
claración, 

§  2."— Si  el  acreedor  pidiere  amplia- 
ción de  término  para  proponer  la  ac- 
ción, le  concederá  el  Juez  el  plazo  de 
treinta  días,  en  cuyo  caso  presentará  la 
acción  en  los  términos  prescritos  en  el 
párrafo  anterior,  en  la  tercera  audien- 
cia después  de  terminado  el  plazo. 

§  3.**— Si  deducida  la  acción  nece^^ita- 
re  el  actor  un  plazo  para  unir  docu- 
mentos, se  le  concederá  en  los  términos 
prescritos  en  el  párrafo  1.**  del  art.  2<i9, 
quedando  en  suspenso  el  plazo  para  la 
contestación,  y  una  vez  unidos  los  do- 
cumentos, se  notificará  al  demandado, 
contándose  el  plazo  para  la  contesta- 
ción desde  la  primera  audiencia  si- 
guiente. 

Art.  632.  Los  escritos  de  oposición 
se  distribuirán  en  la  audiencia  en  que 
se  presenten,  y  se  unirán  después  á  las 
diligencias  incoadas  para  el   depósito. 

§  único.  -  La  acción  se  repartirá 
también  en  la  audiencia  en  que  se  pre- 
sente, uniéndose  á  ella  las  diligencias 
ó  actuaciones  del  depósito. 

Art.  633.  Lo  dispuesto  en  los  tres 
artículos  anteriores  es  también  aplica- 
ble cuando  se  haya  citado  á  distintos 


acreedores,  por  ser  dudoso  su  respecti- 
vo derecho. 

§  único.— Si  cualquiera  de  los  acree- 
dores incoase  acción  contra  el  deudor, 
en  la  forma  prescrita  en  el  art.  631,  po- 
drá justificar  en  la  misma  acción  su 
derecho  contra  los  demás  acreedores, 
citándolos  para  que  contesten  en  la 
tercera  audiencia  después  de  notificada 
la  citación. 

Art.  634.  El  Juez  declarará  por  sen- 
tencia extinguida  la  obligación: 

1,*^  Cuando  hechas  las  citaciones 
prescritas  en  el  art.  629,  no  se  presen- 
tare oposición  dentro  del  término  se- 
ñalado en  los  artículos  630  y  631; 

2."  Cuando  la  impugnación  deduci- 
da por  cualquiera  de  estos  medios  se 
juzgue  improcedente. 

§  único.— Declarada  procedente  la 
impugnación,  no  producirá  el  depósito 
efecto  alguno,  y  podrá  levantarse. 

Art.  635.  Estando  pendiente  la  ac- 
ción ó  ejecución  relativa  á  la  deuda, 
podrá  el  deudor  pedir  el  depósito  de  la 
cantidad  ó  cosa  que  crea  deber,  instan- 
do previamente  al  acreedor  para  que  la 
reciba  en  el  día  y  hora  en  que  el  Juez 
designe. 

§  único.— La  obligación  se  tendrá  por 
extinguida  á  contar  de  la  fecha  del  de- 
pósito, si  al  final  se  juzgare  que  el 
acreedor  sólo  tiene  derecho  á  recibir  la 
cantidad  ó  cosa  depositada;  pero  en 
caso  contrario,  no  producirá  el  depósi- 
to efecto  alguno  y  podrá  levantarse. 

Art.  636.  Lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 628  y  629  es  también  aplicable  á 
la  entrega  del  censo  consignativo,  con 
arreglo  á  lo  prescrito  en  los  artículos 
1.648,  1.650  y  1651  del  Código  civil, 
cuando  el  censualista  sea  incierto  ó  in- 
capaz para  recibir,  ruando  no  quiera 
recibir  el  capital  ó  dar  recibo^  ó  cuan- 
do sea  dudoso  su  derecho. 
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§  !.•— Para  este  depósito  será  compe- 
tente el  Juez  del  lugar  en  que  deba 
pagarse  el  censo. 

§  2.**— La  oposición  se  presentará 
siempre  en  forma,  cualquiera  que  sea 
su  fundamento,  observándose  lo  dis- 
puesto en  el  art.  630. 

§  3.®— Si  no  se  presentare  impugna- 
ción ó  se  declarare  ésta  improcedente, 
decretará  el  Juez,  por  sentencia,  extin- 
guida la  carga,  mandando  cancelar  el 
respectivo  registro. 

Art.  637.  Si  la  consignación  en  d(*- 
pósito  fuere  pedida  en  el  caso  previsto 
en  el  art.  1.584  del  Código  civil,  una  vez 
hecho  el  depósito,  se  citará  al  vende- 
dor para  impugnarlo,  según  se  prescri- 
be en  los  artículos  629  y  631. 

§  1.**— Si  no  se  efectuare  la  impugna- 
ción ó  se  juzgare  improcedente,  decla- 
rará el  Juez 'subsistente  el  depósito 
para  el  efecto  de  no  poder  el  vendedor 
levantarlo  sin  prestar  caución. 

§  2.**— La  caución  se  prestará  obser- 
vándose lo  dispuesto  en  los  artículos 
508  y  siguientes,  y  una  vez  prestada 
mandará  el  Juez  entregar  al  vendedor 
el  precio  del  depósito. 

Sección  vigésima  séptima 

De    las    citaciones    ccnmuiiatorias 

Art.  638.  Las  citaciones  autorizadas 
por  los  artículos  844,  párrafo  único, 
1.611  y  cualesquiera  otros  del  Código 
civil,  con  el  fin  de  obtener  que  el  citado 
ejecute  algún  acto  dentro' de  plazo  cier- 
to, se  presentarán  y  repartirán  en  la 
segunda  audiencia. 

§  1.*^— Cuando  el  plazo  no  estuviere 
designado  enla  ley,  lo  fijará  el  Juez  con 
arreglo  á  las  circunstancias. 

§2.**— Kl  citado   podrá  deducir  cual- 


quier oposición  en  la  tercera  audiencia 
después  de  notificada  la  citación. 

§  3.®— La  oposición  podrá  contestarse 
hasta  la  segunda  audiencia,  y  se  segui- 
rán, sin  nuevas  alegaciones,  los  trámi- 
tes del  procedimiento  ordinario. 

Art.  639.  Si  no  se  dedujere  oposición 
ó  se  juzgare  ésta  improcedente,  decla- 
rará el  Juez  hecha  la  conminación  que 
la  ley  civil  autoriza  y  seguirá  la  ejecu- 
ción. 

Art.  640.  El  heredero  forzoso  que 
haya  sido  desheredado  y  quiera  impug- 
nar la  desheredación,  en  los  términos 
prescritos  en  el  art.  1.884  del  Código 
civil,  pedirá  la  citación  de  las  personas 
á  quienes  la  desheredación  aproveche, 
para  que  prueben  su  justa  causa,  in- 
coando la  competente  acción  en  el  tér- 
mino de  treinta  días,  á  contar  de  aquel 
en  que  se  notifique  la  citación. 

§  1.°— Al  requerimiento  deberá  ir  uni- 
do el  testamento  ó  copia  certificada  del 
mismo. 

§  2.**— Esta  citación  se  notificará  y 
repartirá  en  la  segunda  audiencia  y  no 
admite  oposición  alguna. 

§  3.°— Si  dentro  de  los  treinta  días  no 
se  aportare  documento  que  pruebe  es- 
tar repartida  la  acción,  declarará  el 
Juez  la  desheredación  sin  efecto  res- 
pecto á  los  citados. 

Sección  vigésímaoctava 

r>p  )a  misión  <\o\  Juez 
SUBSECCIÓN    PRIMERA 

De  las  noUficaciones  para  prereneión, 
preferencia  ó  cualesquiera  oirás 

Art.  641.  Las  notificaciones  para 
preferencia,  en  los  contratos  de  enaje- 
nación de  bienes,  según  lo  prescrito  en 
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los  artículos  1.566,  1.678,  1.704,  1.708  y 
2.195  del  Código  civil,  y  los  casos  análo- 
gos, se  harán  á  petición  del  interesado, 
especificando  éste  el  precio  y  las  con- 
diciones del  contrato. 

§  1.''— Cuando  el  derecho  de  preferen- 
cia corresponda  sucesivamente  á  va- 
rias personas,  podrán  ser  citadas  to- 
da? para  que  en  el  mismo  plazo  decla- 
ren si  pretenden  usar  de  dicho  derecho, 
en  el  caso  de  que  llegue  á  pertene- 
cerles. 

§  2.**— El  requerimiento  se  repartirá 
pn  la  segunda  audiencia  después  de 
hecha  la  primera  notificarión,  y  el  inte- 
resado que  pretenda  hacer  uso  de  su 
derecho  deberá  declararlo  así  dentro 
del  plazo  de  treinta  días,  á  contar  de 
aquel  en  que  se  le  hubiere  hecho  la  no- 
tificación. 

§  3.**— No  se  admitirá  oposición  algu- 
na á  la  notificación,  y  sólo  podrán  los 
interesados  hacer  valer,  por  los  medios 
ordinarios,  su  derecho  contra  el  fraude 
ó  simulación  del  contrato  ó  cualquier 
otro. 

§  4.®— La  notificación  que  no  se  haga 
en  la  segunda  audiencia  no  producirá 
efecto  alguno. 

Art.  642.  Si  los  bienes  pertenecieren 
á  una  herencia  indivisa,  se  notificará 
al  cabeza  de  herencia,  y  si  éste  no  la 
prefiriere,  podrá  cualquiera  de  los  he- 
rederos usar  de  igual  derecho  dentro 
del  mismo  plazo,  sin  necesidad  de  otra 
notificación. 

§  único. -^Si  pretendiere  hacer  valer 
su  derecho  de  preferencia  más  de  un 
heredero,  quedarán  los  bienes  -á  favor 
de  aquel  que  tuviere  mayor  parte  en  la 
herencia,  ó  al  que  por  medio  de  licita- 
ción ofreciere  mayor  precio,  si  las  par- 
tes fueren  iguales. 

Art.  643.  Si  la  acción  de  separación 
entre  los  cónyuges  estuviere  pendientp 


ó  juzgada,  y  los  bienes  fueren  propios, 
se  notificará  á  aquel  á  quien  pertenez- 
can, y  si  fueren  comunes,  se  notificará 
al  cabeza  de  herencia;  pero  el  derecho 
de  preferencia  podrá  ejercitarse  tam- 
bién por  el  otro  cónyuge  sin  necesidad 
de  nueva  notificación,  si  el  cabeza  de 
familia  no  hiciere  uso  de  su  derecho. 

Art.  644.  El  interesado  q.ue  pretenda 
hacer  uso  del  derecho  de  preferencia, 
podrá  pedir  el  depósito  del  precio,  inti- 
mando previamente  por  diligencia  al 
requirente,  para  que  la  reciba  en  el  día 
y  hora  que  el  Juez  designe. 

§  1.''— Si  el  derecho  de  preferencia  co- 
rrespondiere sucesivamente  á  varias 
personas,  aquella  á  quien  corresponda 
en  segundo  lugar  podrá  pedir  el  depó- 
sito dentro  de  los  cinco  días  siguientes 
al  en  que  espire  el  plazo  en  que  el  pri- 
mero podía  hacer  uso  de  aquel  dere- 
cho, y  así  sucesivamente. 

§  2.°— Pagado  ó  depositado  el  precio 
y  satisfecho  el  importe  del  registro,  ad- 
judicará el  Juez  los  bienes  al  que  haya 
hecho  uso  de  su  derecho  de  preferencia. 

Art.  615.  No  podrá  presentarse  opo- 
sición alguna  á  las  notificaciones  para 
los  efectos  de  los  artículos  711,  núme- 
ro 2.^;  789,  838,  párrafo  único;  857, 1.451, 
1.608,  párrafo  4.";  1.641,  1.677,  1.679  y 
2.240  del  Código  civil,  y  otros  análogos. 

§  único.  — Estas  notificaciones  no  irán 
á  repartimiento,  y  después  de  hechas 
se  entregarán  á  (juien  las  haya  pedido. 

Art.  646.  La  notificación  que  tenga 
por  objeto  la  revocación  del  mandato, 
se  hará  al  mandatario  y  á  la  persona 
con  quien  deba  contratar,  si  el  mandato 
se  hubiere  conferido  para  tratar  con 
cierta  y  determinada  persona. 

§  1.**— De  no  verificarse  este  último 
caso,  sólo  producirá  efecto  para  con 
terceros  la  revocación  cuando  se  anun- 
cie en  dos  números  del  periódico  oficial 
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y  en  otros  dos  de  cualquier  otro  perió- 
dico, si  lo  hubiere,  de  la  residencia  del 
mandatario. 

§  2.^— A  estas  notificaciones  será  apli- 
cable también  lo  dispuesto  en  el  párra- 
fo único  del  articulo  anterior. 

Art  647.  El  poder  unido  á  algún  ro- 
llo sólo  podrá  ser  revocado  por  medio 
de  notificación  hecha  al  Procurador 
personado  en  autos,  sin  necesidad  de 
otras  formalidades. 

§  único.— Estas  notificaciones  no  ad- 
mitirán oposición  alguna  y  se  unirán 
á  los  autos. 

Art.  648.  El  que  pretenda  renunciar 
el  mandato  que  haya  aceptado,  notifi- 
cará la  renuncia  al  poderdante. 

§  único.— Si  el  poder  estuviere  unido 
á  algunos  autos,  la  renuncia  sólo  pro- 
ducirá efecto  después  de  presentada 
certificación  de  haber  sido  notificada. 

Art.  649.  El  requerimiento  en  que 
se  pida  cualquier  notificación  se  pre- 
sentará por  duplicado,  y  debiendo  ser 
notificada  á  más  de  una  persona,  se 
presentarán  también  tantos  duplicados 
cuantos  sean  los  que  vivan  separados. 

§  único.— A  la  notificación  es  aplica- 
ble lo  dispuesto  en  los  artículos  183  á 
185  y  187  á  190,  entregándose  en  el  acto 
el  duplicado, 

SUB SECCIÓN   SEGUNDA 

De  la  justificación  del  embarajgo 

Art.  650.  La  viuda  que  para  cual- 
quier efecto  quiera  justificar  si  está  ó 
no  embarazada,  pedirá  que  se  proceda 
al  reconocimiento  consiguiente,  pre- 
sentando certificación  del  matrimonio 
y  de  la  defunción  del  marido,  y  desig- 
nando un  facultativo  para  dicho  reco- 
nocimiento. 

§  1."    El  Juez  mandará  dar  vista  al 


Ministerio  público  para  que  designe 
otro  facultativo,  nombrando  él  un  ter- 
cero en  discordia. 

^2.**- Del  acto  del  reconocimiento  se 
dará  vista  por  tres  días  al  Ministerio 
público,  y  dictará  el  Juez  en  seguida  la 
resolución  que  proceda  dando  por  ave- 
riguado el  estado  de  la  requirente,  se- 
gún la  respuesta  de  los  peritos,  si  fue- 
ren precisas  y  concluyentes. 

§  3.*^— Esta  diligencia  sólo  podrá  pe- 
dirse por  la  viuda. 

SUBSECCIÓN  TERCERA 

De  la!<  venias  y  arrendamientos  hechos 
de  oficio 

Art.  651.  Kl  quiñonero  que  pretenda 
hacer  uso  del  derecho  que  le  confiere 
el  art.  2.191  del  Código  civil,  hará  citar 
á  los  demás  copartícipes,  así  como  al 
poseedor,  para  que  en  la  tercera  au- 
diencia, después  de  efectuada  la  cita- 
ción, declaren  si  convienen  en  que  se 
haga  el  arrendamiento  en  pública  su- 
basta. 

§  1."— Si  la  mayoría  de  los  quiñone- 
ros estuviere  conforme  con  esto,  desig- 
nará el  juez  el  día  en  que  haya  de  efec- 
tuarse el  arrendamiento. 

§  2.®- Se  presumirá  que  acceden  á  la 
petición  los  quiñoneros  que  no  asistan. 

§  3."— Es  aplicable  al  arrendamiento 
lo  dispuesto  en  el  art.  8S2. 

Art.  652.— En  estas  mismas  diligen- 
cias podrá  intervenir  el  poseedor,  en  la 
segundíL  audiencia  después  del  remato, 
para  pedir  las  mejoras  hechas  por  él  y 
que  contribuyan  al  aumento  de  la 
renta. 

§  único.— Los  demás  interesados  po- 
drán impugnar  estas  alegaciones  en  el 
término  de  dos   audiencias,  ajustándo- 
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se  en  lo  demás  á  los  trámites  del  pro- 
cedimiento ordinario. 

Art.  653.  Lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los anteriores  será  también  aplicable 
al  arrendamiento  en  bienes  comunes, 
citándose  á  los  copropietarios;  y  cual- 
quiera de  éstos  podrá  pedir  el  importe 
de  las  mejoras  á  que  tenga  derecho 

Art.  654.  El  testamentario  que  ne- 
cesite dinero  para  atender  A  los  gastos 
del  cargo,  con  arreglo  á  las  disposicio- 
nes testamentarias  ó  legales,  presenta- 
rá el  testamento,  el  documento  que 
pruebe  que  está  ejerciendo  sus  funcio- 
nes, y  la  cuenta  de  los  gastos  hechos  ó 
que  debe  hacer,  y  pedirá  la  citación  de 
los  herederos,  para  que  en  el  plazo  de 
tres  audiencias,  después  de  hecha  la 
citación,  le  provean  de  los  fondos  ne- 
cesarios ó  designen  los  bienes  que  ha- 
yan de  venderse. 

§  1.^— Si  los  herederos  designaren 
bienes,  se  venderán  éstos,  y  á  falta  de 
designación,  se  venderán  los  que  el  tes- 
tamentario indique. 

§  2.**— Sí  no  hubiere  acuerdo  entre  los 
herederos  en  cuanto  á  la  designación 
de  bienes,  ó  cuando  el  producto  de  los 
vendidos  no  sea  suficiente,  designará 
p]  Juez  los  diímás  que  sean  necesarios, 
por  el  orden  establecido  en  el  art.  2.151 
del  Código  civil. 

§  3.**— La  venta  se  hará  en  pública 
subasta,  salvo  cuando  todos  los  intere- 
sados, siendo  mayores  y  capaces,  es- 
tén de  acuerdo  en  que  la  venta  sea  pri- 
vada. 

§  4.°— Es  aplicable  á  los  remates  lo 
que  disponen  los  artículos  721#y  850 
,á  852,  y  se  determinará  el  valor  de  los 
bienes  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  los 
artículos  838  y  siguientes,  si  no  estuvie. 
ren  ya  evaluados. 

Art.  655.  Si  los  herederos  quisieren 
innpugnar  los  gastos,  no  podrán  hacer- 


lo sin  depositar  previamente  el  importe 
de  aquellos  que  hubieran  sido  autori- 
zados en  el  testamento,  ó  que  sean  ne- 
cesarios para  que  el  testamentario  des- 
empeñe su  cargo  con  arreglo  á  la  ley. 

§  1.®— La  impugnación  se  deducirá 
por  escrito,  y  el  Juez  resolverá,  oído 
previamente  el  testamentario. 

§  2.°— Antes  de  que  se  resuelva  la  im- 
pugnación, podrá  el  testamentario  to- 
mar la  cantidad  depositada,  prestando 
caución. 

§  3."— La  caución  se  prestará  en  los 
términos  prescritos  en  el  art.  806. 

Art.  656.  Esta  petición  se  hará  con 
arreglo  al  inventario,  cuando  lo  hu- 
biere. 

Art.  657.  Los  padres  que  pretendan 
yender,  gravar  con  censo,  hipotecar  ú 
obligar  de  cualquier  otro  modo  los  bie- 
nes de  los  hijos  menores  ó  interdictos, 
deberán  pedir  autorización  judicial, 
exponiendo  por  escrito  el  fundamento 
de  la  petición. 

§  1.*"— En  vista  de  las  pruebas  que 
presentan,  y  oído  el  curador  de  los 
huérfanos  y  el  menor  cuando  sea  ma- 
yor de  catorce  años,  concederá  el  Juez 
la  autorización  si  la  considera  fundada. 

§  2."— La  venta  ó  acensuamiento  de 
bienes  inmuebles  se  hará  en  pública 
subasta,  con  arreglo  á  los  artículos 
758  y  759. 

§  3.**— Habiendo  inventario,  sólo  com- 
pete al  Juez  del  mismo  conocer  de  la 
petición. 

Art.  658.  Lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior  es  también  aplicable  cuando 
se  trate  de  vender,  acensuar,  hipotecar 
ú  obligar  de  cualquier  otro  modo  los 
bienes  del  pródigo,  salvo  lo  dispuesto 
en  el  art.  486,  y  el  Juez,  antes  de  resol- 
ver, oirá  al  interdicto  ó  al  consejo  de 
familia. 

§  único.   -Sólo  al  Juez  de  la  interdic- 
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ción  compete  conocer  de  la  petición  de 
que  se  trata. 

Art.  659.  Lo  dispuesto  en  el  art.  657 
será  igualmente  aplicable  al  curador 
definitivo  ó  provisional  de  los  bienes 
del  ausente,  cuando  sea  necesario  ena- 
jenar, hipotecar  ú  obligar  de  cualquier 
otro  modo  bienes  muebles  ó  inmuebles 
para  evitar  su  deterioro  ó  destrucción, 
pagar  deudas,  costear  mejoras  necesa- 
rias ó  útiles  ó  atender  á  otra  necesidad 
urgente. 

§  único.— Sólo  al  Juez  del  inventario 
ó  de  la  recaudación  compete  conocer 
de  lo  pedido. 

SUBSECCIÓN    CUARTA 

Del  nombramieniOy  excusa  y  renuncia 
del  testamentario 

Art.  660.  Cualquier  interesado  podrá 
pedir  el  nombramiento  del  testamenta- 
rio cuando  corresponda  al  Juez  hacerlo, 
con  arreglo  á  lo  prescrito  en  los  artícu- 
los 1.839  y  1.893  del  Código  civil. 

§  único.— El  Juez  oirá  á  los  interesa- 
dos, mandándoles  citar  para  que  con- 
testen en  el  término  de  cinco  días,  á 
contar  de  la  citación,  y  hará  en  seguida 
el  nombramiento. 

Art.  661.  El  testamentario  que  quie- 
ra renunciar  después  de  aceptado  el 
cargo,  deberá  pedir  su  excusa  al  Juez, 
alegando  motivo  justificado. 

§  1.°— Es  motivo  de  excusa  la  imposi- 
bilidad que  sobrevenga  por  causa  de 
enfermedad,  ausencia  prolongada  ó 
incompatibilidad  en  el  ejercicio  de  al- 
gún cargo  público. 

§  2.®— El  Juez  mandará  citar  á  los  in- 
teresados para  que  contesten  en  el  pla- 
zo de  cinco  días,  á  contar  de  la  cita- 
ción, y  resolverá  inmediatamente. 

Art.  662.     El  interesado  que  pretenda 


remover  al  testamentario,  presentará 
por  escrito  los  fundamentos  de  su  peti- 
ción, ofreciendo  las  pruebas. 

§  1."— El  Juez  mandará  citar  al  testa- 
mentario para  que  conteste  en  el  plazo 
de  cinco  días,  á  contar  de  la  citación, 
pudiendo  en  este  plazo  ofrecer  las  prue- 
bas de  que  disponga. 

§  2.*^— No  se  admitirá  indagatoria  por 
carta,  y  presentadas  las  pruebas,  re- 
solverá el  Juez  lo  que  estime  proce- 
dente. 

Art.  663.  El  interesado  que  pretenda 
examinar  el  testamento  ó  sacar  de  él 
alguna  copia,  podrá  pedir  que  Ja  pre- 
sente el  testamentario  en  el  juicio  para 
ese  objeto. 

§  único.— El  Juez  mandará  citar  al 
testamentario,  y  lo  removerá  del  cargo 
si  dejare  de  presentar  el  testamento  en 
el  plazo  designado  sin  probar  justa 
causa  que  lo  impida. 

Art.  664.  Existiendo  inventario,  sólo 
el  Juez  de  éste  será  competente  para 
conocer  de  cualquiera  de  estas  peticio- 
nes como  incidente. 

SUBííECCIÓN     QUíNTA 

Del  ejercicio  de  los  derechos  conyugales 
y  de  la  patria  potestad 

Art.  665.  El  marido  que  pretenda 
hacer  efectivo  el  derecho  consignado 
en  los  artículos  1.184,  núm.  2.^  y  1.186 
del  Código  civil,  pedirá  que  se  le  entre- 
gue judicialmente  su  mujer. 

§  1.^— Para  esta  diligencia  será  com- 
petente el  Juez  del  distrito  donde  la 
mujer  se  halle. 

íií  2.°— El  Juez,  presentada  la  partida 
de  matrimonio,  procederá  á  la  diligen- 
cia en  el  día  y  hora  que  designe. 

§  3."-_No  se  admitirá  oposición  de 
ninguna  clase  que  no  se  funde; 
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1.®  En  4ocu mentó  que  pruebe  ha- 
llarse pendiente,  ó  haberse  declarado 
procedente,  la  acción  de  separación,  ó 
estar  la  mujer  depositada  para  propo- 
ner esta  acción,  si  aún  no  hubiere  ca- 
ducado el  depósito,  con  arreglo  á  lo 
prescrito  en  el  párrafo  1.®  del  artícu- 
lo 478; 

2.'*  La  petición  de  la  mujer  para  que 
se  la  deposite,  á  fln  de  proponer  la  ac- 
ción de  separación. 

En  cualquiera  de  los  casos  del  nú- 
mero 1.",  no  practicará  el  Juez  la  dili- 
gencia, declarando  improcedente  la 
petición  del  marido;  y  en  el  caso  del 
número  2.°,  ordenará  el  depósito  de  la 
mujer. 

Art.  666.  Del  mismo  modo  se  proce- 
derá cuando  habiendo  abandonado  el 
marido  á  la  mujer  pida  ésta  que  la  re- 
ciba en  casa. 

§  único.— Sólo  se  admitirá  como  opo- 
sición el  documento  que  pruebe  estar 
decretada  la  separación,  pues  en  este 
caso  no  procederá  el  Juez  á  practicar 
la  diligencia,  declarando  no  haber  lu- 
gar á  lo  pedido. 

Art.  667.  Los  padres  podrán  pedir 
que  se  les  entreguen  judicialmente  sus 
hijos  menores  que  los  hayan  abando- 
nado. 

§  1.®— Para  esta  diligencia  será  com- 
petente el  Juez  del  distrito  donde  se 
encuentren  los  menores. 

§  2.°— -Presentados  los  documentos 
que  prueben  la  patria  potestad,  practi- 
cará el  Juez  la  diligencia  en  el  día  y 
hora  que  designe,  asistiendo  el  cura- 
dor de  los  huérfanos.  • 

§  S.**— No  se  admitirá  oposición  de 
ninguna  clase  que  no  se  funde: 

1.®  En  documento  que  pruebe  la  in- 
terdicción de  la  patria  potestad,  ó  que 
el  menor  está  depositado  con  ese  obje- 
to, si  no  hubiere  caducado  el  depósito, 


según  lo  prescrito  en  el  párrafo  único 
del  art.  441; 

2.®  En  documento  que  pruebe  haber- 
se dictado,  con  motivo  de  la  separación 
de  los  padres,  ó  depósito  de  la  madre, 
decisión  judicial  que  se  oponga  á  la  di- 
ligencia pedida; 

S.**  En  petición  del  curador  de  huér- 
fanos ó  de  cualquier  pariente  del  me- 
nor, para  el  depósito  de  éste  como  pre- 
paratorio de  la  acción  de  interdicción 
de  la  patria  potestad. 

En  los  casos  de  los  números  1.*^  y  2.**, 
el  Juez  dejará  de  practicar  la  diligencia 
y  declarará  no  haber  lugar  á  lo  pedido; 
y  en  el  del  núm.  3.°,  procederá  al  depó- 
sito del  menor. 

Art.  668.  Los  padres  que,  con  arre- 
glo á  lo  prescrito  en  el  art.  143  del  Có- 
digo civil,  pretendan  encerrar  en  una 
casa  de  corrección  al  hijo  desobediente 
ó  incorregible,  alegarán  por  escrito  los 
fundamentos  de  su  petición,  pudiendo 
presentar  hasta  cinco  testigos. 

§1.®  Examinados  los  testigos  con 
asistencia  del  curador  de  huérfanos,  y 
oído  el  menor,  autorizará  el  Juez  la  de- 
tención por  el  tiempo  que  le  parezca 
justo,  no  excediendo  de  treinta  días  si 
le  parecen  procedentes  los  fundamen- 
tos de  la  petición. 

§  2.**— Esta  providencia  sólo  podrá 
autorizarse  respecto  de  los  hijos  varo- 
nes, y  en  los  puntos  donde  haya  casa 
de  corrección  especialmente  destinada 
á  este  fln. 
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Seocldn  vlgésimanovena 

Del  inventarío 

SUBSECCIÓN   PRIMERA 

Disposiciones  generales 

División  primera 

Determinación  de  los  herederos  instituidos 
genéricamente 

Art.  669.  La  herencia  que  haya  de 
dividirse  en  cierto  número  de  perso- 
nas, con  arreglo  al  art.  1.740  del  Có- 
digo civil,  no  podrá  repartirse  sin  que 
proceda  decisión  judicial  que  determi- 
ne quiénes  son  los  interesados,  obser- 
vándose lo  dispuesto  en  los  artículos 
siguientes. 

Art.  670.  El  encargado  de  la  parti- 
ción de  la  herencia  dirigirá  la  petición 
declarando  quiénes  son  las  personas 
que  considera  comprendidas  en  la  ge- 
neralidad de  la  institución,  y  pidiendo 
que  se  cite  por  edictos  á  cualesquiera 
otros  que  se  consideren  en  estas  cir- 
cunstancias ó  que  pretendan  impugnar 
el  derecho  de  los  indicados. 

§  1.**— Los  interesados  ciertos  serán 
citados  para  asistir  á  las  correspon- 
dientes diligencias. 

§  2.®— Los  inciertos  serán  también 
citados  para  que  se  presenten,  justifi- 
cando la  cualidad  de  que  depende  el 
estar  comprendidos  en  la  institución. 
Esta  justificación  se  presentará  por 
escrito  en  la  tercera  audiencia,  después 
de  espirar  el  plazo  de  los  edictos,  que 
será  de  treinta  días. 

§  3.°— En  la  audiencia  en  que  se  pre. 
senten  los  justificantes  del  respectivo 
derecho,  se  señalará  el  plazo  de   dos 


audiencias  para  que  cualquiera  de  los 
interesados  pueda  impugnar  el  derecho 
de  los  demás,  por  medio  de  escrito  fun- 
dado. 

Art.  671.  Tanto  los  interesados  in- 
dicados por  el  ejecutor  testamentario, 
como  los  citados  por  edictos,  podrán 
ofrecer  cualquier  clase  de  pruebas 
para  justiñcar  la  cualidad  de  que  de- 
pende su  derecho  ó  para  impugnar  el 
de  los  demás. 

Art.  672.  Presentadas  las  pruebas, 
se  entregarán  los  autos  al  Ministerio 
público  por  el  término  de  cinco  días,  y 
el  Juez  dictará  en  seguida  sentencia. 

Art.  673.  Una  vez  admitidos  los  in- 
teresados, se  seguirá  el  inventario  or- 
fanológico,  si  hubiere  algún  menor, 
ausente  ó  interdicto,  y  en  caso  contra- 
rio, deberá  dividirse  la  herencia  en  el 
término  de  treinta  dias,  interviniendo 
en  la  partición  todos  los  interesados 
que  hayan  sido  admitidos  por  la  sen- 
tencia. 

§  1.°— Si  terminare  este  plazo  sin  ha- 
berse dividido  la  herencia,  podrá  cual- 
quiera de  los  interesados  pedir  que  se 
proceda  al  inventario. 

§  2.^  El  Juez  podrá  prorrogar  el  tér- 
mino por  otros  treinta  días  si  hubiere 
motivo  justificado  para  ello. 

Art.  674.  Si  estuvieren  de  acuerdo 
los  interesados,  podrá  efectuarse  la  par- 
tición en  la  misma  diligencia  en  que  se 
haya  declarado  el  derecho  de  los  here- 
deros. 

División  segunda 

De  la  imposición  de  sellos 

Art.  675.  Si  se  hubiere  de  proceder 
al  inventario  de  los  bienes,  de  oficio  ó 
á  petición  de  parte,  se  podrá  ordenar 
la  imposición  de  sellos  si  hubiere  mo- 
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tivo  para  sospechar  que  pueda  sufrir 
extravío  algún  objeto. 

Art.  676.  La  imposición  de  sellos 
podrá  efectuarse  á  petición  de  cual- 
quier interesado  ó  acreedor  del  curador 
de  huérfanos  ó  del  representante  del 
Fiscal  y  del  testamentario,  cuando  el 
testador  le  haya  autorizado  para  tomar 
posesión  de  la  herencia  ó  haya  ordena- 
do que  se  haga  inventario  con  su  inter- 
vención. 

§  I.'— El  requirente  alegará  siempre 
el  fundamento  de  temor  de  extravío;  y 
si  fuere  un  particular,  indicará  la  cuali- 
dad en  virtud  de  la  cuál  se  persona  en 
el  juicio,  y  firmará  la  diligencia  de  res- 
ponsabilidad por  los  daños  y  perjuicios 
que  puedan  resultar  por  haber  oculta- 
do la  verdad  ó  afirmado  lo  contrario 
á  ella. 

§  2.®— Las  puertas  de  las  casas  ó  los 
muebles  donde  estén  los  objetos  que 
pertenezcan  á  la  herencia  y  cuyo  extra- 
vío se  teme,  se  cerrarán  y  lacrarán  con 
un  sello,  y  el  Juez  nombrará  á  la  per- 
sona que  ha  de  quedar  encargada  de 
la  custodia  ó  guarda  de  la  casa  ó  de  los 
muebles  sellados,  adoptando  ert  ese 
acto  cuantas  medidas  sean  necesarias 
para  seguridad  de  los  objetos. 

Art.  677.  Comenzado  el  inventario, 
se  levantarán  los  sellos  cuando  se  in- 
ventaríen los  objetos,  sellándose  nue- 
vannente  las  puertas  y  muebles  que 
contengan  aquellos  que  no  sea  posible 
inventariar  en  un  mismo  día. 

Art.  678.  Las  diligencias  de  que  tra- 
tan los  artículos  anteriores  serán  siem- 
pre presididas  por  el  Juez,  asistiendo 
el  curador  de  los  huérfanos  ó  el  dele. 
gado^  según  deba  intervenir  uno  ú  otro, 
cuando  presida  el  Juez  de  derecho,  pu- 
diendo  también  intervenir  l^s  intere- 
sados. 

§  único.— En  el  acta  se  mencionarán 


todas  las  circunstancias  é  incidentes 
que  hayan  ocurrido. 

Art.  679.  El  Juez  que  haya  ordenado 
la  imposición  de  sellos  será  competen- 
te para  practicar  cualesquiera  diligen- 
cias urgentes  antes  déla  partición. 

División  tercera 

De  la  formación  de  la  lista  6  inventario 

Art.  680.  La  formación  de  inventario 
podrá  tener  lugar  como  consecuencia 
de  la  imposición  de  sellos,  ó  en  los  ca- 
sos de  abandono  de  bienes,  herencia 
yacente  ú  otros  análogos. 

§  1.°— En  el  acto  de  inventariarse  de- 
berán irse  evaluando  los  bienes  por  un 
tasador,  que  nombrará  el  Juez. 

§2.®- El  inventario  se  hará  por  el 
Escribano,  levantando  acta,  en  que  se 
describan  los  bienes  en  cláusulas  nu- 
meradas con  declaración  del  valor  res- 
pectivo. 

§  3.**  Este  acto  servirá  de  descrip- 
ción en  el  inventario  general  que  haya 
de  hacerse. 

§  4."  -  Los  bienes  incluidos  en  esta 
lista  serán  entregados  al  encargado  de 
hacer  el  inventario  general,  y  no  ha- 
biéndolo, nombrará  el  Juez  un  deposita- 
rio que  administre  los  bienes  y  rinda 
cuentas,  según  prescriben  los  artícu- 
los 824  y  825. 

Art.  681.  La  lista  ó  inventario  par- 
cial podrá  hacerse  á  petición  del  repre- 
sentante fiscal,  del  curador  de  huérfa- 
nos ó  de  cualquier  interesado,  y  será 
presidido  el  acto  por  el  Juez,  asistiendo 
dicho  representante  ó  curador,  según 
deba  intervenir  uno  ú  otro,  cuando 
presida  el  Juez  de  derecho,  pudiendo 
asistir  también  los  interesados. 

Art.  682.  La  formación  de  la  lista 
de  los  bienes  de  que  el  testamentario 
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haya  de  tomar  cuenta,  con  arreglo  al 
párrafo  único,  del  art.  1.900  del  Código 
civil,  deberá  pedirse  en  el  juicio  de  la 
apertura  de  herencia  y  formarse  por  el 
Escribano  ó  Notario  que  el  Juez  desig- 
ne, observando  lo  dispuesto  en  los  ar- 
lículos  anteriores,  salvo  las  variacio- 
nes siguientes: 

!.■  La  presidencia  del  Juez  sólo  ten- 
drá lugar  á  petición  y  á  costa  de  algún 
interesado; 

2.*  Serán  citados  para  asistir  á  la 
formación  de  la  lista  los  interesados 
que  residan  en  la  comarca,  y  si  alguno 
de  ellos  estuviere  ausente,  se  citará  al 
curador  de  huérfanos; 

3."  La  lista  se  formará  en  presencia 
de  dos  testigos  cuando  no  comparezcan 
los  interesados  ó  no  presida  el  Juez. 

Art.  683.  En  cualquiera  de  los  casos 
de  los  artículos  anteriores,  si  existieren 
bienes  situados  fuera  del  distrito  donde 
se  ordene  la  formación  de  la  lista,  debe- 
rá pedir  al  Juez  correspondiete  que  for- 
me la  lista  de  aquéllos  con  las  formali- 
dades indicadas. 

División  cuarta 

De  las  providencias  conservatorias  y  de  la  cu- 
raduría provisional  de  Ioh  bienes  de  los  au- 
sentes. 

Art.  684.  En  los  casos  previstos  en 
el  art.  55  del  Código  civil,  mandará  el 
Juez  respectivo  reunir  los  bienes  del 
ausente,  procediendo  á  formar  lista  de 
ellos  y  á  su  depósito. 

§  único.— Si  estas  diligencias  las  pi- 
diere el  curador  de  huérfanos,  se  orde- 
narán desde  luego;  pero  si  las  pide  cual- 
quier otra  persona,  deberá  ésta  probar, 
por  medio  de  testigos,  la  ausencia  y  la 
necesidad  de  la  providencia  que  recla- 
ma, y  después  de  examinados  los  testi- 


gos acordará  el  Juez  lo  que  estime  jus- 
to, exigiendo  previamente  el  informe 
del  Párroco  y  de  las  Autoridades  admi- 
nistrativas, si  lo  cree  necesario. 

Art.  685.  La  curaduría  provisional 
podrá  pedirse  por  el  curador  de  huér- 
fanos ó  por  cualq  ier  persona  que  se 
considere  interesada. 

§  1.**— El  requirente  deberá  manifes- 
tar en  su  petición  los  motivos  que  de- 
terminan la  necesidad  de  la  curaduría, 
y  pedirá  que  se  citen,  por  edictos  de 
treinta  días  y  por  anuncios,  al  ausente 
y  á  cualesquiera  otros  interesados  en 
los  bienes  de  que  se  trata,  fijando  los 
edictos  en  la  forma  establecida  en  el 
párrafo  2.**  del  art.  195.  El  curador  de 
huérfanos  deberá,  ser  también  citado 
cuando  él  no  sea  el  requirente,  y  en 
este  caso  la  persona  que  pida  la  cura- 
duría deberá  justificar  la  necesidad  de 
la  misma,  pudiendo  presentar  hasta 
cinco  testigos. 

§  2.**— Terminado  el  plazo  de  los  edic- 
tos, interrogará  el  Juez  á  los  testigos,  y 
nombrará  curador  provisional  si  hubie- 
re fundamento  para  ello. 

§  3.®*— Si  concurriere  más  de  un  here- 
dero presunto,  ó  á  falta  de  éstos  más 
de  un  interesado  en  la  conservación  de 
los  bienes  del  ausente,  elegirá  el  Juez 
para  curador  al  que  entre  ellos  le  pa- 
rezca más  idóneo. 

§  4."— La  decisión  se  publicará  duran- 
te quince  días  por  un  edicto  fijado  á  la 
puerta  de  la  iglesia  ó  capilla  del  último 
domicilio  del  ausente,  y  por  anuncios^ 
según  lo  prescrito  en  el  art.  197. 

§  5."— Estos  edictos  y  anuncios  sólo 
contendrán  los  nombres  del  ausente  y 
de  los  curadores  habilitados  y  la  indi- 
cación del  último  domicilio  de  aquél. 

§  6.*^— Terminada  la  publicación  de  la 
resolución  judicial,  se  procederá  al  in- 
ventario en  el  mismo  rollo. 
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§  7.**— Los  bienes  descritos  en  otro 
inventario  se  tendrán  por  inventariados 
en  vista  de  la  certificación  que  se  pre- 
sente. 

Art.  686.  De  la  fianza  que  deba  pres- 
tar el  curador  provisional,  con  arreglo 
al  art.  58  del  Código  civil,  conocerá  el 
Juez  en  los  mismos  autos. 

§  único.— Esta  fianza  podrá  prestarse 
por  medio  de  hipoteca  ó  depósito,  y  de 
la  suficiencia  de  la  misma  conocerá 
el  Juez,  oído  el  curador  de  huérfanos  y 
previas  las  diligencias  necesarias  para 
averiguar  el  valor  délos  bienes 

Art.  687.  Para  considerar  terminada 
la  curaduría  provisional  por  la  vuelta 
del  ausente,  deberá  éste  pedir  la  cita- 
ción de  dicho  curador  para  que  le  en- 
tregue los  bienes  ó  negar  su  identidad, 
observándose  lo  demás  que  queda  dis- 
puesto en  los  artículos  415  y  418. 

Art.  688.  Cuando  de  cualquier  modo 
conste  en  juicio  la  existencia  del  au- 
sente y  el  lugar  donde  resida,  mandará 
el  Juez  que  se  le  notifique  que  los  bie- 
nes están  en  curaduría  provisional,  á 
fin  de  que  él  disponga,  y  si  nada  hicie- 
re, continuará  la  misma  curaduría. 

División  quinta 

De  la   herencia   yacente 

Art.  689.  Abierta  la  herencia,  si  los 
herederos,  siendo  conocidos,  no  acepta- 
ren expresamente,  ni  practicaren  acto 
alguno  que  indique  la  aceptación,  po- 
drá el  Ministerio  público  ó  cualquier 
interesado  ó  acreedor,  pedir  en  el  juicio 
de  apertura  que  se  les  designe  un  plazo 
para  que  d  celaren  si  aceptan  ó  repud  ian 
la  herencia. 

§  1.  —Este  plazo  no  podrá  exceder  de 
treinta  días,  á  contar  de  la  citación. 

§  2.**— La  herencia  se  tendrá  por  acep- 
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tada  si  los  citados  no  comparecieren  ni 
hicieren  declaración  alguna  en  el  refe- 
rido plazo;  y  si  la  hicieren,  se  consig- 
nará por  diligencia,  que,  en  caso  de  re- 
pudio, se  insertará  después  en  el  libro 
correspondiente. 

§  3.®--Si  repudiaren  la  herencia,  se- 
rán citados  sucesivamente  los  herede- 
ros conocidos  que  sigan,  hasta  que  lle- 
gue el  caso  de  la  sucesión  del  Estado. 

Art  690.  Si  el  acreedor  del  herede- 
ro que  la  haya  repudiado  pretendiere 
aceptar  la  herencia  para  hacerse  paga* 
do  con  los  bienes  de  la  misma,  con  arre- 
glo al  art.  2.040  del  Código  civil,  pre- 
sentará la  petición  de  su  crédito  por  el 
procedimiento  competente  contra  el 
repudiante  y  contra  aquellos  á  quienes 
deben  pasar  los  bienes  por  consecuen- 
cia del  repudio,  y  obtenida !a  sentencia, 
podrá  ejecutarla  contra  la  herencia. 

Art.  691.  Si  no  fueren  conocidos  los 
herederos,  el  Ministerio  público  impug- 
nare la  legitimidad  de  los  que  se  pre- 
senten, ó  todos  los  herederos  conoci- 
dos repudiaren  la  herencia,  deberá  pro- 
cederse  de  oficio  ó  á  petición  del  Mi- 
nisterio fiscal,  de  algún  acreedor  ó  in- 
teresado, á  la  formación  del  inventario 
ó  lista  de  los  bienes  de  la  herencia,  si 
no  estuviere  hecha,  nombrando  un  ad- 
ministrador provisional  cuando  sea  ne- 
cesario. 

§  1.**— Se  citará  en  seguida  por  edic- 
tos á  los  herederos  inciertos,  con  arre- 
glo al  art.  195  y  siguientes,  para  que 
presenten  su  habilitación  en  la  segunda 
audiencia  después  de  terminado  el  pla- 
zo de  los  edictos. 

§  2.®— Terminado  el  plazo  de  los  edic- 
tos sin  haber  comparecido  ningún  he- 
redero, se  declarará  la  herencia  aban- 
donada y  se  adjudicará  al  Estado. 

§  S.**— Si  concurrieren  distintas  per- 
sonas á  pedir  su  habilitación,  se  ¡m* 
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pugnarán  mutuamente  sus  alegaciones 
en  el  término  de  dos  audiencias,  si- 
guiéndose en  lo  demás  los  trámites  del 
procedimiento  ordinario. 

S  4.°— Cuando  en  la  habilitación  se 
dicte  sentencia,  declarándola  improce- 
dente, respecto  de  todos  los  que  se  ha- 
yan present  do  como  herederos,  debe- 
rá el  Juez  declarar  vacante  la  herencia 
en  esa  misma  sentencia. 

§  5.**— Cuando  no  h  ya  sentencia  que 
declare  vacante  la  herencia,  podrán 
venderse  los  semovientes  ó  los  mue- 
bles, siendo  previamente  evaluados  por 
peritos  que  nombrará  el  Juez;  pero  no 
tendrá  lugar  la  venta  si  alguno  de  los 
interesados  la  impugnare,  declarándo- 
se responsable  por  la  guarda  y  conser- 
vación de  los  bienes. 

§  6.°— La  venta  de  los  bienes  se  hará 
en  pública  subasta,  con  arreglo  á  lo 
que  prescriben  los  artículos  841,  843, 
815,849  y  851,  asistiendo  al  remate  el 
Ministerio  público. 

Art.  692.  Antes  que  terminen  los 
plazos  designados  en  los  artículos  689 
y  691,  nombrará  el  Juez  curador  ó  ad- 
ministrador de  la  herencia  yacente, 
cuando  haya  bienes  que  necesiten  ser 
administrados,  ó  cuando  lo  pida  algún 
legatario,  a9reedor  ú  otra  persona  in- 
teresada, paira  que  haya  quien  repre- 
sente la  herencia  en  juicio. 

§  único. — Las  atribuciones  del  cura- 
dor ó  administrador  cesarán  tan  luego 
como  la  herencia  esté  aceptada  ó  de- 
clarada vacante. 

Art.  693.  Declarada  vacante  la  he- 
rencia, se  procederá  á  la  liquidación 
evaluando  y  ^vendiendo  los  bienes  en 
pública  subasta,  según  lo  p.^escrito  en 
el  art.  721,  pagando  las  deudas  y  adju- 
dicando al  Estado  el  remanente. 

§  1.**— Los  fondos  públicos  sólo  se 
venderán  cuando  el  producto  de  los  de- 


más bienes  no  baste  para  pagar  las 
deudas. 

§  2."— Serán  citados  para  que  presen- 
ten sus  reclamaciones  los  acreedores 
conocidos,  y  los  inciertos,  por  edictos, 
durante  treinta  días. 

§  3.®— Se  pagarán  independientemen- 
te de  toda  acción  las  deudas  que  no 
impugne  el  Ministerio  público. 

§  4.*  Si  el  Ministerio  público  impug- 
nare la  petición,  se  proseguirá  el  cobro 
como  incidencia  por  el  procedimiento 
correspondiente. 

^  5.**— Las  deudas  que  por  razón  de 
la  materia  pertenezcan  á  un  juicio  es- 
pecial, se  demandarán  en  ese  juicio 
por  el  procedimiento  que  corresponda. 

§  6.°— No  se  pagará  deuda  alguna 
mientras  no  recaiga  resblución  decla- 
rando el  derecho  de  los  acreedores  im- 
pugnados. 

§  7.®— Cuando  tenga  lugar  el  concur- 
so de  acreedores,  podrá  unirse,  á  peti- 
ción de  cualquiera  de  ellos,  al  rollo 
principal,  con  arreglo  á  lo  prescrito  ou 
el  art.  539. 

§  8.**— Cesar^  la  intervención  del  Mi- 
nisterio público  cuando  estén  reconoci- 
das ó  declaradas  procedentes  reclama- 
ciones de  créditos  en  cantidad  equiva- 
lente ó  superior  al  producto  de  la  he- 
rencia. 

§  9.°— Lo  dispuesto  en  este  artículo 
no  perjudicará  á  las  acciones  ó  ejecu- 
ciones pendientes,  ni  á  los  efectos  de 
cualquier  sentencia  dictada  contra  el 
causante  de  la  herencia  ó  contra  el  ad- 
ministrador de  la  misma. 

Art.  694.  Los  productos  que  entren 
en  la  Caja  (depósito)  pública,  proceden- 
tes de  herencias  recogidas  en  las  pro- 
vincias de  Ultramar  ó  por  los  Cónsules 
portugueses,  quedarán  depositados  á. 
disposición  del  Juez  del  primer  distrito 
de  Lisboa. 
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§  1.*— El  Presidente  de  la  Caja,  tan 
pronto  como  se  le  remita  el  producto, 
oficiará  al  Juez  del  primer  distrito  dán- 
dole conocimiento  de  la  entrada  y  re- 
mitiéndole todos  los  papeles  y  aclara- 
ciones que  haya  recibido. 

§  2."— El  oficio  con  los  documentos 
que  le  acompañen  entrará  en  reparto,  y 
se  observará  además  lo  dispuesto  en 
los  artículos  anteriores. 

§  3.®— El  reparto  de  estos  negocios  se 
limitará  á  los  Escribanos  del  primer 
distrito,  á  los  que  se  cargarán  en  la 
clase  respectiva. 

SUBSBCCIÓN  SEGUNDA 

De  la  deseripeión,  aoalúo  y  Ueitación 

Art.  695.  Repartido  el  inventario, 
mandará  el  Juez  citar  al  cabeza  de  la 
herencia  á  ñn  de  que,  en  el  día  que  se 
le  señale,  venga  á  prestar  juramento 
para  describir  los  bienes  de  la  heren- 
cia y  unir  los  documentos  que  sean  ne- 
cesarios, haciendo  en  ese  acto  las  de- 
claraciones exigidas  en  el  art.  2.072  del 
Código  civil. 

§  único.— El  cabeza  de  la  herencia 
declarará  también  si  existen  valores 
que  colacionar  y  los  nombres  de  los  co- 
lacionantes, é  indicará  la  naturaleza  de 
todos  los  bienes  de  que  tenga  conoci- 
miento y  las  comarcas  ó  distritos  en 
que  estén  situados. 

Art.  696.  Hechas  estas  declaracio- 
nes, se  citará  para  todas  las  diligencias 
del  inventario,  hasta  el  fin,  á  los  here- 
deros que  residan  en  el  continente  é  is- 
las adyacentes. 

§  1.*^— También  se  citará  á  los  cola- 
cionantes para  que  presten  juramento 
y  describan  los  bienes  que  deban  cola- 
cionar, declarando  los  cambios  que  ha- 
yan experimentado  desde  que  los  reci- 


bieron, cuando  de  esos  cambios  pueda 
resultar  aumento  ó  disminución  de 
valor. 

§  2.^-^Los  herederos  residentes  en  lu- 
gar fijo  .en  las  provincias  de  Ultramar 
ó  en  país  extranjero,  serán  también  ci- 
tados para  las  diligencias  del  inventa- 
rio, sin  que  se  interrumpa  la  marcha  de 
éste. 

§3.**— Los  herederos  que  residan  en 
lugar  incierto  serán  citados  por  edic- 
tos, sin  perjuicio  de  la  marcha  dal  in- 
ventario. 

§  4.®— Los  acreedores  y  legatarios  co- 
nocidos y  residentes  en  la  comarca  se- 
rán citados  para  que  aleguen^  sus  dere- 
chos durante  el  inventario,  siéndolo 
también  para  el  mismo  objeto  y  por 
edictos,  durante  treinta  días,  los  acree- 
dores y  legatarios  desconocidos  ó  que 
residan  fuera  del  distrito. 

§  5.°— Ninguna  de  estas  citaciones  se 
notificarán  en  audiencia. 

Art.  697  Si  alguno  de  los  citados 
entendiere  que  no  hay  fundamento  para 
ei  inventario,  formulará  su  oposición 
en  la  segunda  audiencia  después  de  la 
citación. 

§  1.®— Las  oposiciones  de  que  se  trata 
podrán  ser  contestadas  en  el  plazo  de 
dos  audiencias,  y  transcurrido  éste,  se 
continuarán  sin  nuevos  alegatos  por 
los  trámites  del  procedimiento  ordi- 
nario. 

§  2.**— El  inventario  no  continuará 
cuando  las  oposiciones  formuladas  no 
hayan  sido  declaradas  improcedentes. 

§  3.®— La  apelación  interpuesta  con- 
tra la  sentencia  que  declare  improce- 
dentes las  oposiciones  formuladas,  se 
admitirá  sólo  en  su  efecto  devolutivo. 

Art.  698.  Si  algún  coheredero  qui- 
siere impugnar  la  competencia  del  ca- 
beza de  la  herencia,  sólo  podrá  hacerlo 
hasta  la  fecha  de  la  tasación* 
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§  1."— Esta  iiiípugnación  se  presenta- 
rá por  escrito,  y  el  Juez  mandará  notiíi- 
canla  al  cabeza  de  la  herencia  y  á  los 
deraás  herederos,  ó  á  sus  representan^ 
tes,  para  que  en  el  término  de  tres  días 
contesten  en  la  misma  forma,  y  termi- 
nado este  plazo  resol  verá  lo  que  proceda. 
.  §  2.**— Del  auto  que  resuelva  este  in- 
cidente podrá  interponerse  recurso  de 
agravio. 

Art.  699.  Si  alguno  de  los  citados 
pretendiere  impugnar  su  legitimidad  ó 
la  de  los  otros,  sólo  podrá  hacerlo  en  el 
plazo  de  diez  días,  á  contar  del  de  la 
citación. 

§  1.°— Si  la  materia  de  la  impugna- 
ción pudiera  resolverse  por  el  simple 
examen  de  documentos  auténticos,  co- 
nocerá de  ella  el  Juez  luego  que  estén 
citados  todos  los  interesados  residen- 
tes en  el  continente  del  Reino  é  islas 
adyacentes,  después  de  oídos  éstos,  asi 
como  también  el  curador  de  huérfanos 
por  aquellos  que  represente,  con  arre- 
glo á  lo  prescrito  en  el  artículo  si- 
guiente. 

§  2.**— En  caso  contrario,  si  el  citado 
negare  su  legitimidad,  no  se  le  tendrá 
por  interesado,  á  no  ser  que  cualquiera 
de  los  otros  la  habilite,  con  arreglo  á  lo 
prescrito  en  los  artículos  343  á  346,  y  si 
alguno  de  los  citados  impugnare  la  le- 
gitimidad de  otro,  deberá  habilitarse 
también  éste. 

§  3.**— El  incidente  de  la  habilitación 
no  obstará  para  que  prosigan  los  de- 
más trámites  del  inventario  hasta  con- 
cluir la  descripción. 

§  4."— Es  aplicable  á  estas  habilita- 
ciones lo  dispuesto  en  el  art.  348. 

Art.  700.  La  existencia  de  interesa- 
dos ausentes  en  lugar  cierto  de  las  pro- 
vincias de  Ultramar  ó  en  país  extran- 
jero no  hace  obligatorio  el  inventario, 
y  cuando  se  pida  éste  por  alguno  de  los 


interesados,  seguirá  en  el  juicio  gene- 
ral los  trámites  legales  de  inventario 
entre  mayores  de  edad,  siendo  los  refe- 
ridos ausentes  representados  por  el  cu- 
rador de  huérfanos. 

§  1.**— Concluido  el  avalúo  y  la  des- 
cripción de  los  bienes,  no  continuará  el 
inventario  hasta  que  hayan  sido  cita- 
dos los  interesados,  continuando  des- 
pués las  diligencias,  dando  vista  de 
ellas  á  todos  los  que  hayan  presentado 
poder. 

§  2.°— Hechas  las  citas,  dejará  de  in- 
tervenir el  curador  de  huérfanos. 

Art.  701.  Citados  los  herédeos  que 
residen  en  la  parte  continental  del  Reino 
é  islas  adyacentes,  serán  intimados  los 
interesados,  ó  sus  representantes,  para 
que  en  la  primera  audiencia  nombren 
peritos. 

§  1.° — Los  peritos  serán  nombrados 
de  acuerdo  entre  los  interesados  ó  sus 
representantes,  y  á  falta  de  acuerdo 
nombrará  el  Juez  tres  peritos  para  los 
bienes  de  cualquier  clase,  situados  en 
el  mismo  Juzgado,  no  pudiendo  nom- 
brar ninguno  de  los  que  hayan  sido 
propuestos  por  los  interesados. 

§  2."— Si  por  existir  bienes  de  distinta 
naturaleza  no  es  posible  nombrar  tres 
peritos  que  sepan  evaluar  todos  los 
que  existan  en  el  mismo  juzgado,  á  fal- 
ta de  acuerdo  enti'e  los  interesados, 
nombrará  el  Juez  tres  peritos  para  los 
bienes  inmuebles  y  otros  tres  para  los 
muebles. 

§3."*— Si  aun  así  hutnere  bienes  es- 
peciales que  los  peritos  no  sepan  eva- 
luar, serán  evaluados  dichos  bienes 
por  uno  ó  tres  peritos  que  nombrará 
el  Jue¿,  quedando  á  salvo  el  derecho 
de  los  interesados  para  impugnar  la 
competencia  de  los  peritos  nombrados, 
en  el  término  de  tres  días  á  contar  de 
la  fecha  del  nombramienio. 
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§  4.**— El  nombramiento  de  los  peritos 
se  limitará  á  las  personas  residentes 
en  la  comarca,  salvo  el  acuerdo  expre- 
so de  los  interesados  en  contrario. 

§  5.**- Si  lodos  los  bienes  estuvieren 
inventariados,  el  nombramiento  de  los 
peritos  sólo  tendrá  lugar  cuando  algu- 
no de  los  interesados  lo  pida,  declaran- 
do que  no  acepta  el  avalúo  hecho  en 
el  acto  do  inventariar  los  bienes. 

Art.  702.  Los  peritos  no  podrán  ser 
recusados,  ya  hayan  sido  nombrados 
por  los  interesados  ó  por  el  Juez,  salvo, 
sin  embargo,  lo  dispuesto  en  el  párra- 
fo 3.°  del  artículo  anterior. 

§  l.^^— Es  aplicable  á  los  impedimen- 
tos y  excusas  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 239  y  240. 

§  2.°— El  perito  que  fallezca,  esté  im- 
posibilitado de  comparecer  por  ausen- 
cia ó  por  otro  motivo,  ó  que  se  haya  ex- 
cusado, será  sustituido  por  otro,  norn- 
brado  por  el  mismo  que  nombró  al  ail- 
lerior,  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  el 
artículo  precedente. 

§  3.**-~El  nuevo  nombramiento  no  es- 
tará sujeto  á  audiencia  cuando  compe- 
ta al  Juez,  ó  cuando  siendo  de  la  com- 
petencia de  los  interesados,  vinieren 
éstos  á  nombrar  otro  perito  sin  necesi- 
dad de  citación. 

Art.  703.  El  cabeza  de  herencia  y  los 
colacionantes  deberán  presentar  la  lis- 
ta de  los  bienes  que  existan  en  cada 
comarca,  en  el  término  que  el  Juez  de- 
signe, no  excediendo  de  treinta  días. 

§  1.®— Si  hubiere  bienes  inmuebles 
que  estén  descritos  en  algún  registro, 
se  indicará  el  número  de  orden  de  la 
inscripción  á  fin  de  que  se  transcriba 
al   inventario. 

§  2.**-— Estas  relaciones  ó  listas  serán 
firmada^  y  rubricaílas  todas  sus  hojas 
por  el  cabeza  de  herencia  ó  colacio- 
nante, ó  por  alguno,  á  su  ruego,  cuando 


no*pueda  ó  no  sepa  escribir,  y  el  Escri- 
bano, cuando  las  reciba,  deberá  tam- 
bién rubricarlas. 

Art.  704.  Si  el  cabeza  de  herencia  ó 
el  colacionante  negara  la  existencia  de 
bienes  en  su  poder  ó  la  obligación  de 
colacionar,  resolverá  el  Juez  la  cues- 
tión en  el  inventario  cuando  pueda  de- 
cidirse por  la  simple  inspección  de  los 
documentos  presentados;  pero  cuando 
haya  necesidad  de  otras  pruebas,  se 
resolverá  la  cuestión  por  los  medios 
ordinarios,  sin  perjuicio  de  que  conti- 
núe el  inventario  y  la  partición  en 
cuanto  á  los  bienes  sobre  que  no  haya 
cuestión  alguna. 

Art.  705.  Si  el  heredero  negare  sólo 
la  obligación  de  colacionar  aquella  que 
conste  haber  recibido,  ó  si  hubiere 
cuestión  sobre  cuáles  sean  los  bienes 
que  recibió  y  ha  de  colacionar,  con 
arreglo  alo  prescrito  en  el  art.  2.112 
del  Código  civil,  y  si  esas  cuestiones  no 
pudieren  resolverse  con  el  auxilio  de 
los  documentos  presentados,  se  obliga- 
rá á  ese  heredero  á  que  preste  la  cau- 
ción correspondiente  con  arreglo  al  va- 
lor de  los  bienes  sobre  que  haya  dudas. 

§1.'*— Si  en  la  hijuela  del  heredero 
entraren  bienes  inmuebles,  quedarán 
éstos  hipotecados  al  valor  que  deba 
afianzar,  y  á  falta  de  bienes  inmuebles, 
serán  anotados  con  la  carga  de  la  fian- 
za los  fondos  públicos,  acciones  ú  obli- 
gaciones consolidadas  que  le  corres- 
pondan en  la  partición. 

§  2.®— La  sentencia  que  ordene  la  par- 
tición declarará  siempre  cuál  es  el  va- 
lor que  debe  afianzarse,  y  en  cualquie- 
ra de  los  casos  del  párrafo  anterior  es- 
pecificará los  bienes  en  que  ha  de  que- 
dar constituida  la  hipoteca  ó  los  títulos 
que  han  de  ser  anotados  con  la  carga 
de  la  fianza. 

§  3.**— De  los  bienes  en  que  quede 
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constituida  la  hipoteca  no  se  inscribirá 
el  titulo  sin  declaración  expresa  de  la 
carga^  y  el  Registrador  no  podrá  inscri- 
bir la  transmisión  sin  que  en  la  misma 
fecha  se  registre  la  hipoteca.  Los  fon- 
dos públicos,  acciones  ú  obligaciones 
que  deban  servir  de  fíanza  serán  ano- 
tados con  la  declaración  de  la  carga. 

§  4.®— Si  en  la  hijuela  del  heredero  no 
entraren  bienes  inmuebles  ó  fondos  pú- 
blicos consolidados  por  valor  equiva- 
lente á  aquel  por  que  debe  añanzar,  no 
se  le  entregarán  los  bienes  que  le  ha- 
yan correspondido  en  la  partición  sin 
que  preste  fianza,  con  arreglo  á  lo  pres- 
crito en  los  artículos  508  y  siguientes. 

Art.  706.  Nombrados  los  peritos,  se- 
rán intimados  para  prestar  juramento 
el  día  que  el  Juez  señale,  y  recibirán  en 
ese  acto  las  órdenes  y  la  relación  de  los 
bienes,  designándose  el  plazo  dentro 
del  cual  deberán  presentar  el  avalúo. 

§  único.— Si  hubiere  bienes  fuera  de 
la  comarca,  se  remitirá  exhorto  para 
que  sean  evaluados,  envíándose  la  rela- 
ción de  aquéllos  y  sometiéndose  al  Juez 
exhortado  el  nombramiento  de  peritos 
cuando  no  esté  hecho  en  el  inventario. 

Art.  707.  El  cabeza  de  la  herencia  y 
los  herederos  colacionantes  están  obli- 
gados á  presentar  á  los  peritos  los  bie- 
nes que  éstos  deban  evaluar. 

Art.  708.  Los  peritos  extenderán  cer- 
tificación del  avalúo  á  continuación 
del  mandamiento^  designando  el  valor 
de  los  diversos  bienes,  describiéndolos 
con  los  detalles  necesarios  para  cono- 
cer su  identidad,  y  declarando  siempre 
la  situación  y  límites  de  los  inmuebles, 
ó  con  los  números  de  policía  si  los  tu- 
vieren. 

Art.  709.  Las  deudas  activas  ó  cual- 
quier otro  derecho  ó  acción  no  necesi- 
tan avalúo. 

§  único.— En  todo  lo  demás  se  apli- 


cará lo  dispuesto  en  los  artículos  253 
á259. 

Art.  710.  Hecho  el  avalúo,  el  Escriba- 
no, con  vista  de  las  relaciones  y  de  la 
certificación  de  los  peritos,  describirá 
los  bienes  en  cláusulas  numeradas  con 
la  declaración  de  su  valor,  haciendo 
sólo  las  declaraciones  indispensables 
para  conocer  ó  comprobar  su  iden- 
tidad. 

§  1.®  -Para  la  descripción  de  los  mue- 
bles de  poco  valor  se  formarán  lotes, 
de  modo  que  en  cada  cláusula  se  com- 
prenderán bienes  de  valor  que  no  sea 
inferior  á  1.000  reis. 

§2.*^— Serán  descritos  en  una  sola 
cláusula,  con  la  declaración  de  los  nú- 
raeros  respectivos,  todos  los  títulos  de 
los  fondos  públicos  de  la  misma  espe- 
cie y  que  tengan  el  mismo  valor  nomi- 
nal; y  lo  mismo  se  observará  en  cuanto 
á  las  obligaciones  y  acciones  de  Ban- 
cos ó  Compañías,  describiéndose  en 
una  sola  partida  los  títulos  de  cada  es- 
tablecimiento que  sean  de  la  misma 
naturaleza,  y  tengan  el  mismo  valor 
nominal. 

§  3.**— Las  deudas  activas  ó  cualquier 
otro  derecho  ó  acción  serán  descritas, 
declarándose  la  cantidsui  que  represen- 
tan, si  son  líquidas,  y  en  caso  contra- 
rio se  describirán  como  no  liquidadas. 

§  4.°— Habiendo  entre  los  bienes  divi- 
sibles algún  establecimiento  comercial 
ó  industrial,  será  evaluado  y  descrito 
en  globo,  con  vista  del  respectivo  ba- 
lance, cuando  estén  conformes  en  ello 
todos  los  interesados. 

Art.  7U.  Si  hubiere  bienes  cuyo  va- 
lor deba  determinarse,  con  arreglo  á 
lo  prescrito  en  el  art.  258,  pasarán  los 
autos  al  Contador  para  ese  objeto,  y  el 
Escribano  agregará  después  *á  cada 
cláusula  el  valor  liquidado. 

§  único.— Cuando  algún  avalúo  haya 
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de  rectificarse  por  el  Contador,  con 
arreglo  al  art.  259,  no  se  repetirá  ni 
sustituirá  por  éste  la  descripción,  y 
únicamente  se  declarará  al  margen  de 
la  respectiva  cláusula  el  valor  rectifica- 
do, y  lo  mismo  se  observará  cuando, 
habiéndose  inventariado  los  bienes,  se 
proceda  á  nueva  evaluación. 

Art.  712.  Acto  seguido  continuará  el 
Escribano  las  actuaciones  con  vista 
por  cinco  días  á  cada  heredero  que 
haya  nombrado  Abogado,  según  el  or- 
den en  que  se  hayan  presentado  los  po- 
deres, y  en  último  término  al  cabeza  de 
la  herencia. 

§  1 .°— Cuando  se  le  com  uniquen  los  au- 
tos podrá  cualquiera  de  los  interesados, 
heredero  ó  legatario,  denunciar  falta  de 
descripción,  reclamar  contra  lo  excesi- 
vo de  los  avalúos,  declarando  el  valor 
que  él  atribuye  á  los  bienes,  indicar  en 
cuáles  licita  y  el  precio  que  ofrece  por 
cada  uno,  y,  finalmente,  deberán  indi- 
car su  parecer  sobre  la  forma  de  la  par- 
tición. 

§2.®— Lo  mismopodrán  hacer  por  me- 
dio de  requerimiento  los  que  no  hayan 
mandado  poder,  con  tal  que  lo  hagan 
antes  de  que  estén  conclusos  los  autos 
para  que  contesten  los  demás  intere- 
sados. 

§  3.°— Si  después  de  las  respuestas  se 
describiesen  otros  bienes,  ó  si  hubiese 
licitacíonos,  nuevo  avalúo,  venta  de 
rúenes  ó  colación,  se  dará  de  nuevo  vis- 
ta por  veinticuatro  horas  á  los  intere- 
sados que  la  hayan  pedido,  y  los  que  no 
hayan  dado  poderes  podrán  contestar 
por  escrito,  según  lo  dispuesto  en  el  pá- 
rrafo anterior. 

Art.  713.  Si  se  señalare  falta  de  des- 
cripción de  algunos  bienes,  se  intima- 
rá al  interesado  que  debe  describirlos 
para  que  en  el  plazo  de  tres  días  decla- 
re si  confiesa  ó  no  su  existencia. 


§  1."— Si  el  intimado  confesare  la  exis- 
tencia de  los  bienes,  serán  éstos  eva- 
luados ó  descritos  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  los  artículos  anteriores. 

§  2.**— Si  el  intimado  negare  la  exis- 
tencia de  los  bienes,  se  consignará  la 
negativa  en  diligencia,  que  firmará  él 
mismo. 

§  3.*^— Si  no  contestare  dentro  del  pla- 
zo señalado,  equivaldrá  esto  á  la  nega- 
tiva para  todos  los  efectos,  sin  perjuicio 
de  lo  dispuesto  en  los  artículos  704y  705. 

Art.  714.  Después  de  las  respuestas 
de  los  interesados,  deberá  el  Juez  con- 
vocarlos á  una  conferencia,  cuando  sea 
necesaria  para  el  fin  determinado  en  el 
artículo  719,  para  arreglar  la  cuestión 
de  los  plazos  y  para  tratar  de  la  aproba- 
ción de  las  deudas  y  forma  de  su  pago, 
para  regular  la  forma  en  que  ha  de  pa- 
garse á  los  herederos  que  no  colacio- 
nen, á  falta  de  otros  bienes  de  la  mis- 
ma especie  y  naturaleza,  en  los  térmi- 
nos prescritos  en  los  artículos  2.109, 
2.110  y  2.139  del  Código  civil,  ó  para  es- 
clarecer y  resolver  cualquier  duda  so- 
bre una  materia  que  pueda  influir  en  la 
determinación  de  la  partición. 

§  único.— El  acuerdo  de  los  interesa- 
dos presentes  es  obligatorio  para  los 
que  no  comparezcan  habiendo  sido  no- 
tificados respecto  del  asunto  que  había 
de  ser  objeto  de  la  conferencia. 

Art.  715.  A  los  legatarios  correspon- 
de también  deliberar  sobre  las  deudas 
y  sobre  el  modo  de  pagarlas  cuando 
toda  la  herencia  se  divida  en  legados  ó 
cuando  de  la  aprobación  de  las  deudas 
resulte  deducción  para  éstos. 

Art.  716.  Si  alguno  de  los  interesa- 
dos hubiere  declarado  que  no  quiere 
tomar  p^rte  en  la  licitación,  designará 
el  Juez  el  día  en  que  ha  de  efectuarse, 
verificándose  como  si  fuera  en  un  acto 
de  remate,  admitiéndose  únicamente  á 
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los  interesados,  que  serán  intimados  al 
efecto. 

§  1.**— Cada  partida  de  aquellas  á  que 
se  refieran  las  declaraciones  de  los  in- 
teresados, se  sacará  á  subasta  aislada- 
mente, salvo  si  todos  convinieren  en  la 
formación  de  lotes  para  este  efecto  ó  si 
hubiere  algunas  que  no  puedan  sepa- 
rarse sin  inconveniente. 

§  2.®— Puestos  de  acuerdo  entre  sí, 
podrán  varios  interesados  licitar  en  el 
mismo  lote  para  que  se  les  adjudique 
en  común. 

§  3.®— En  el  acto  de  la  licitación  debe- 
rá el  Escribano  presentar  una  nota  con 
la  suma  de  todos  los  valores  descritos, 
excluyendo  las  deudas  activas,  de  las 
deducciones  procedentes  de  deudas  pa- 
sivas aprobadas  ó  de  legados  y  cargas 
de  la  herencia,  así  como  también  de  los 
nombres  de  todos  los  interesados,  indi- 
cando la  cualidad  en  que  concurren  á 
la  partición. 

§  4.*^— Concluidas  las  licitaciones,  se 
agregará  su  importe  á  la  suma  de  los 
valores  de  que  trata  el  párrafo  anterior, 
y  hechas  las  deducciones  á  que  se  re- 
fiere el  mismo  párrafo,  se  calculará 
para  los  efectos  de  la  licitación  cuál  es 
el  valor  probable  del  quiñón  ó  parte  de 
cada  interesado. 

§  5.°— De  todas  las  licitaciones  sólo 
se  levantará  un  acta. 

Ari.  717.  Concluidas  las  licitaciones 
deliberarán  los  interesados  en  el  mis- 
mo acto  sobre  la  forma  en  que  ha  de 
darse  cuenta  á  los  no  licitadores,  á  fal- 
ta de  bienes  de  la  misma  especie  y  na- 
turaleza, con  arreglo  á  lo  prescrito  en 
los  artículos  2.109,  2.110  y  2.139  del  Có- 
digo civil. 

§  1.**— El  acuerdo  de  los  interesados 
presentes  será  obligatorio  para  todos 
aquellos  que,  habiendo  sido  intimados, 
dejen  de  comparecer. 


§  2.®— A  falta  de  acuerdo  se  observa- 
rá lo  dispuesto  en  el  art.  2.110  del  Códi- 
go civil. 

Art.  718.  El  licitador  adquiere  por 
la  licitación  el  derecho  de  recibir  en 
pago  los  bienes  sobre  que  ésta  haya 
versado,  cuando  el  valor  en  que  se  la 
hayan  adjudicado  no  exceda  de  la  par- 
te que  le  corresponde,  calculada  con 
arreglo  al  art.  716,  ó  cuando  deposite 
lo  que  exceda  en  el  término  de  tres 
días. 

§  1.*^— Si  el  licitíidor  dejare  de  hacer 
el  depósito  dentro  de  este  plazo  sin 
acuerdo  de  los  otros  interesados,  se  se- 
pararán por  suerte  para  su  pago,  entre 
los  bienes  que  hayan  entrado  en  licita- 
ción, los  necesarios  para  formar  su 
quiñón  ó  parte,  calculado,  como  queda 
dicho;  y  si  los  lotes  sorteados  excedie- 
ren del  valor  del  quiñón,  quedará  obli- 
gado á  pagar  el  exceso  con  hipoteca  de 
todos  los  bienes  inmuebles  que  llevare. 

§  2.°— Este  sorteo  tendrá  lugar  el  día 
que  el  Juez  designe,  con  citación  de  los 
demás  interesados,  y  los  restantes  bie- 
nes objeto  de  la  licitación  se  pondrán 
en  seguida  en  pública  subasta. 

§  3.®— En  esta  subasta  se  rematarán 
los  bienes  en  la  mayor  cantidad  ofreci- 
da que  sea  superior  al  avalúo,  y  si  fue- 
ren rematados  por  alguno  de  los  inte- 
resados, no  estará  éste  obligado  á  de- 
positar el  precio  hasta  el  valor  de  €u 
parte,  calculado,  como  queda  dicho,  ni 
pagará  el  importe  del  registro  sino  por 
el  valor  que  exceda  de  dicha  parte. 

§  4."— A  falta  de  rematante  se  prose- 
guirá la  partición  como  si  no  hubiese 
licitación  en  cuanto  á  los  bienes,  y  él 
licitador  que  haya  dejado  de  hacer  el 
depósito  pagará  las  costas  del  inci- 
dente. 

Art.  719.  Si  alguno  de  los  interesa- 
dos hubiere  reclamado  contra  el  exce- 
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so  del  avalúo,  se  propondrá  este  asun- 
to en  la  conferencia  de  que  trata  el  ar- 
tículo 714. 

§  1/— Si  todos  los  interesados  convi- 
nieren en  el  precio  ofrecido,  ó  en  cual- 
quier otro  inferior  á  la  tasación,  se  re- 
gulará por  él  la  partición. 

§  2.°— Si  alguno  de  los  interesados 
declarare  que  acepta  la  cosa  por  el  pre- 
cio de  tasación,  se  le  adjudicará  en 
pago,  no  excediendo  el  valor  de  su  parte 
respectiva,  calculada  con  arreglo  al  ar- 
tículo 716,  y  también  lesera  adjudicada, 
aunque  exceda  de  dicho  valor,  si  depo- 
sitare el  exceso  á  costa  suya  en  el  tér- 
mino de'  tres  días,  ó  si  los  demás  inte- 
resados convinieren  en  que  se  le  adju- 
dique sin  depósito. 

§  3.°— Cuando  no  se  pongan  de  acuer- 
do los  interesados,  en  los  términos  in- 
dicados en  el  párrafo  1.®,  ó  cuando  deje 
de  efectuarse  el  depósito,  siendo  nece- 
sario, con  arreglo  al  párrafo  2.°,  se  sa- 
cará la  cosa  á  que  la  reclamación  se 
refiera  á  pública  subasta,  y  se  remata- 
rá por  la  mayor  puja  sobre  el  valor 
ofrecido,  observándose  lo  dispuesto  en 
el  párrafo  3.®  del  artículo  anterior. 

§  4/*— No  habiendo  postor,  entrarán 
los  bienes  en  la  partición  por  el  valor 
de  tasación. 

Art.  720.  Si  algún  interesado  decla- 
rare que  pretende  tomar  parte  en  la 
subasta  de  un  objeto  que  por  su  natu- 
raleza ó  sin  detrimento  no  pueda  divi- 
dirse, y  en  que  algún  coheredero  tenga 
la  mayor  parte  por  título  que  no  sea  el 
de  la  sucesión,  ó  en  la  que  necesaria- 
mente haya  de  incluirse,  no  procederá 
la  subasta  si  ese  coheredero  la  impug- 
na, pero  se  procederá  de  nuevo  al  ava- 
lúo, con  arreglo  al  art.  260,  intervinien- 
do en  la  tasación,  de  un  lado  el  intere- 
sado que  haya  impugnado  la  primera, 
y  de  otro  todos  los  demás. 


§  1.°— Lo  mismo  se  observará  cuando 
el  coheredero  reclame  contra  lo  excesi- 
vo del  avalúo. 

§2.°— Las  disposiciones  de  este  ar- 
tículo son  igualmente  aplicables  á  los 
legatarios  cuando  de  las  tasaciones  re- 
sulte reducción  de  legados. 

Art.  721.  Cuando  tenga  lugar  la  ven- 
ta de  bienes  se  hará  en  pública  subas- 
ta, salvo  acuerdo  e'Yi  contrario. 

§  1.°— Es  aplicable  á  las  subastas  lo 
dispuesto'  en  los  artículos  841  á  843, 845, 
848,  849,  854,  860  y  863  á  866,  declarán- 
dose en  los  edictos  y  anuncios  los  nom- 
bres del  inventariado  y  del  cabeza  de 
herencia. 

§  2.®— Se  citarán  para  que  asistan  á 
la  subasta,  con  arreglo  al  art..  191,  los 
acreedores  á  cuyo  favor  exista  alguna 
inscripción  hipotecaria,  prenda  ó  em- 
bargo, y  que  según  las  declaraciones 
hechas  en  el  Registro  tengan  domicilio 
en  la  parte  continental  del  Reino  ó  en 
la  isla  en  que  esté  situado  el  predio  ó 
donde  tenga  su  residencia  el  Tribunal; 
pero  los  que  hayan  sido  citados  para  el 
inventario  ó  hayan  concurrido  á  su  for- 
mación, únicamente  serán  intimados  si 
deben  serlo  con  arreglo  al  art.  200. 

§  3.**— Se  citarán  por  los  edictos  y 
anuncios  que  se  hagan  para  la  subas- 
ta, los  demás  acreedores  inscritos,  de- 
clarando sus  nombres  y  el  importe  de 
sus  respectivos  créditos,  según  lo  que 
conste  en  el  Registro. 

§  4.°— Durante  el  plazo  de  los  edictos, 
el  cabeza  de  herencia  ó  el  colacionante 
que  tenga  los  bienes  está  obligado  á 
enseñarlos  á  quien  los  quiera  exami- 
nar, y  en  el  día  designado  mandará  lle- 
var los  muebles  al  local  donde  la  subas- 
ta deba  efectuarse. 

§  5.**— El  derecho  consignado  en  el  ar- 
tículo 861  se  podrá  ejercitar  en  la  forma 
ya  indicada,  tanto  por  los  acreedores 
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inscritos  como  por  cualesquiera  otros 
reconocidos  en  el  inventario. 

§  6.**-  Habiendo  inscripción  de  hipote- 
ca, prenda  6  embargo,  se  subastarán 
los  bienes  libres  de  toda  carga  real 
posterior  á  dicha  inscripción,  salvo,  sin 
embargo,  los  constituidos  en  fecha  an- 
terior y  que  subsistan  en  el  Registro. 

§  7.°— Después  del.  remate  mandará  el 
Juez  conceder  las  inscripciones  de  car- 
gas reales  y  las  de  hipotecas  que  hayan 
.  caducado,  con  arreglo  arpárráfo6.°  de 
este  artículo  y  á  los  artículos  370,  835 
y  836. 

§  8.**— Si  el  rematante  no  hiciera  el 
depósito  en  el  plazo  debido,  volverán 
los  bienes  á  subastarse  para  ser  rema- 
tados por  el  precio  en  que  los  interesa- 
dos convengan,  y  el  rematante  será  de- 
tenido y  ejecutado  por  la  responsabili- 
dad contraída,  con  arreglo  al  art.  859. 

§  9.°— A  falta  de  rematante,  podrán 
adjudicarse  los  bienes  á  los  acreedores, 
si  éstos  convienen  en  ello,  y  también 
podrá  hacerse  la  adjudicación,  sin  ne- 
cesidad de  subasta,  por  acuerdo  de  los 
interesados  y  de  los  acreedores. 

§  10.— Habiendo  fundamento  para  el 
concurso  de  preferencia,  se  observará 
lo  dispuesto  en  el  art.  539. 

Art.  722.  El  inventario  del  cónyuge 
supérstite,  cuando  se  incoe  en  el  mismo 
distrito,  dependerá  del  otro  cónyuge. 

§  1.®— Si  no  existen  otros  bienes  que 
los  evaluados  y  descritos  en  el  primer 
inventario,  los  trámites  necesarios  para 
la  segunda  partición  se  seguirán  como 
continuación  de  ese  mismo  inventario. 

§  2.**— Cuando  se  haga  segundo  in- 
ventario, sólo  se  describirán  en  él  los 
bienes  que  no  hayan  sido  descritos  en 
el  primero. 

§  3.®— Para  la  segunda  partición  se 
considerará  como  valor  de  los  bienes 
el  que  conste  en  la  primera,  salvo  si 


hubieren  transcurrido  más  de  dos  años 
ó  se  demostrare  ó  declarase  el  cabeza 
de  herencia  que  los  bienes  han  sufrido 
alteración  después  de  la  partición,  pues 
en  cualquiera  de  estos  casos  se  proce- 
derá á  nueva  tasación. 

§  4.**— -Las  partidas  del  segundo  in- 
ventario tendrán  los  números  de  orden 
que  les  correspondan,  partiendo  de  la 
última  del  primero. 

§  5.**— Cuando  se  proceda  á  nueva  ta- 
sación de  algunos  bienes,  sólo  se  de- 
clarará al  margen  de  las  respectivas 
partidas  la  sustitución  de  valor. 

Art.  723.  Si  falleciere  alguno  de  los 
interesados  antes  que  se  concluya  el 
inventario,  se  tendrán  como  herederos 
suyos,  y  serán  citados,  según  lo  pres- 
crito en  el  art.  696,  los  indicados  por  el 
cabeza  de  herencia,  notificándose  esta 
indicación  á  los  demás  interesados. 

§  1.®— La  legitimidad  de  los  que  ha- 
yan sido  indicados  como  herederos  po- 
drá ser  impugnada  por  ellos  mismos  ó 
por  los  demás  interesados,  en  el  térmi- 
no de  diez  días,  á  contar  de  la  citación 
ó  notificación. 

§2.°— Si  se  formulare  oposición,  se 
observará  lo  dispuesto  en  el  art.  699. 

SUBSECCIÓN   TERCERA 

De  la  partición 

Art.  724.  Después  de  la  ultimares- 
puesta  sobre  la  forma  de  la  partición, 
y  cumplidos  los  demás  requisitos  exi- 
gidos por  los  artículos  anteriores,  que- 
dará concluido  el  juicio  para  que  el 
Juez  dicte  auto  de  hallarse  conclusa  la 
partición,  en  harmonía  con  lo  dispues- 
to en  los  artículos  anteriores  y  en  el 
Código  civil. 

§  1.°— En  dicho  auto  mandará  el  Juez 
reducir  las  donaciones  inoficiosas  en 
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términos  de  derecho,  y  resolverá  las 
cuestiones  pendientes,  incluso  las  que 
se  refieren  á  la  validez  del  testamento 
ó  de  sus  disposiciones,  si  pudieran  re- 
solverse únicamente  por  el  examen  de 
documentos. 

§  2.^— A  este  auto  no  puede  interpo- 
nerse recurso  especial. 

Art.  725.  En  los  ocho  días  siguien- 
tes formará  el  Escribano  eí  cuadro  de 
la  partición  con  arreglo  al  auto. 

§  1.®— Para  demostrar  el  importe  del 
caudal  divisible,  sólo  se  consignará  en 
el  cuadro,  con  relación  á  cada  clase  de 
bienes,  la  suma  total  de  sus  valores  y 
la  de  las  bajas  que  hayan  de  ha- 
cerse. 

§  2.°— Conocido  el  importe  de  lo  que 
corresponde  á  cada  interesado,  se  for- 
mará su  hijuela,  designando  la  suma 
de  los  valores  de  cada  especie  que  se  le 
adjudiquen,  haciendo  referencia  única- 
mente á  los  números  de  las  partidas 
respectivas,  y  cuando  esos  números 
sean  consecutivos,  se  mencionará  sólo 
el  primero  y  el  último,  quedando  com- 
prendidos de  este  modo  los  números 
intermedios. 

§  3."— Todos  los  números  y  valores  se 
designarán  por  guarismos. 

§  4.°--Lo8  lotes  que  deban  ser  sortea- 
dos se  designarán  por  letras  del  alfa- 
beto. 

Art.  726.  Formado  el  cuadro,  se  cita- 
rá á  los  interesados,  en  el  término  de 
cinco  dias,  para  que  examinen  y  pre- 
senten por  escrito  las  reclamaciones 
relativas  á  los  lotes  ó  á  la  formación 
del  cuadro  en  lo  que  se  haya  separado 
de  lo  prescrito  en  el  auto  que  determi- 
nó la  partición. 

§  1.**— Si  hay  reclamaciones,  convo- 
cará el  Juez  á  una  conferencia,  con 
arreglo  al  art.  714,  y  si  no  hubiere 
acuerdo,  resolverá  en  ese  mismo  acto. 


formándose  en  seguida  el  nuevo  cua- 
dro, cuando  sea  necesario. 

§  2.®— El  cuadro  se  incluirá  después 
en  el  acta,  en  que  se  consignará  por 
extenso  lo  que  en  él  conste. 

Art.  727.  Terminado  el  cuadro,  ten- 
drá lugar  el  sorteo,  con  citación  de 
los  interesados  ó  de  sus  represen- 
tantes. 

§  1.**— Para  este  acto  deberá  hacer  el 
Escribano  tantas  suertes  cuantos  sean 
los  lotes  designados  por  letras  del  alfa- 
beto. 

§  2.®— Echadas  las  suertes  en  una 
urna,  cada  interesado  ó  su  represen- 
tante sacará  una  suerte,  que  designará 
el  lote  que  ha  de  adjudicársele  Si  al- 
guno no  compareciere,  sacará  el  Juez 
por  él  la  suerte. 

§  3.**— Concluido  el  sorteo,  podrán  los 
interesados  cambiar  entre  sí  los  lotes 
que  les  hayan  correspondido. 

§  4.°— De  todo  se  levantará  acta,  que 
será  firmada  por  el  Juez,  el  Escribano 
y  los  interesados,  ó  sus  representantes 
presentes. 

Art.  728.  Si  hubiere  cónyuge  media- 
dora, se  formarán  para  el  sorteo  dos 
lotes  iguales,  y  después  se  subdividirá 
la  mitad  del  inventario  en  lotes  para 
los  representantes  del  nuevo  sorteo. 

§  1.®— Si  los  lotes  de  los  coherederos 
fueren  desiguales,  por  haber  algunos 
que  sucedan  por  derecho  de  represen- 
tación, se  formarán  para  el  sorteo 
lotes  iguales  incluyendo  el  del  herede- 
ro representado,  y  el  quiñón  de  éste  se 
subdividirá  de  nuevo  y  se  hará  el  sor- 
teo entre  sus  representantes. 

§  2.**— Cuando  la  desigualdad  de  los 
lotes  reconozcÉ^  otra  causa,  sólo  se  sor- 
tearán los  lotes  iguales. 

Art.  72^.  Acto  continuo  se  aprobará 
la  partición  por  sentencia,  y  la  apela- 
ción que  contra  ella  pueda  interponer- 
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se  comprenderá  el  auto  que  haya  de- 
terminado la  partición. 

Art.  730.  Si  algún  interesado  quisie- 
re recibir  los  bienes  que  le  hayan  co- 
rrespondido en  la  partición,  antes  que 
sea  firme  la  sentencia,  se  observará  lo 
siguiente: 

1.°  En  el  título  que  se  extienda  para 
la  inscripción  y  la  posesión  de  los 
bienes  inmuebles,  se  declarará  expre- 
samente que  la  sentencia  no  es  firme, 
y  el  Registrador  no  podrá  inscribir  la 
traslación  de  dominio  sin  mencionar 
esta  circunstancia; 

2,^  Los  fondos  públicos,  acciones  ú 
obligaciones,  consolidados,  serán  ano- 
tados pon  la  declaración  de  que  el  inte- 
resado no  puede  disponer  libremente  de 
ellos  hasta  que  la  sentencia  sea  firme; 

3.'  •  Los  demás  bienes  muebles  sólo 
serán  entregados  si  el  interesado  pres- 
ta fianza,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
los  artículos  508  y  siguientes;  ó  si  lo 
prefiere,  se  invertirán,  con  audiencia 
de  los  demás  interesados,  en  bienes  in- 
muebles ó  fondos  públicos  consolida- 
dos, según  lo  prescrito  en  los  números 
l.*^y  2.« 

§  único.— Lo  dispuesto  en  este  ar- 
tículo será  igualmente  aplicable  cuan- 
do esté  pendiente  una  acción  de  recono- 
cimiento de  hijo  ó  de  nulidad  de  testa- 
mento; y  en  el  título  para  el  registro  ó 
en  la  nota  se  declarará  la  naturaleza  de 
^a  acción  y  los  nombres  de  las  partes. 

Art.  731.  Las  declaraciones  hechas 
en  el  Registro  ó  en  la  nota  reducirán 
los  efectos  mencionados  en  el  art.  355 
respecto  á  la  inscripción  de  las  ac- 
ciones. 

fí  L°— Estos  efectos  subsistirán  mien- 
*^ras  no  se  declaren  extinguidos  por  un 
auto  judicial. 

§  2.**— Si  hubiere  de  precederse  á  nue- 
va partición  por  efecto  de  la  decisión 


del  recurso  ó  de  la  acción,  el  cabeza  de 
herencia  entrará  inmediatamente  en 
posesión  de  los  bienes  que,  con  arreglo 
á  dicha  decisión,  dejen  de  pertenecer  al 
interesado  que  los  recibió. 

§3.®— En  la  sentencia  que  juzgue  la 
nueva  partición  ó  por  auto  cuando  la 
ejecución  de  la  sentencia  no  dependa 
de  aquélla,  mandará  el  Juez  cancelar 
las  inscripciones  ó  notas  que  deban  ca- 
ducar por  efecto  de  la  sentencia  ó  de  la 
nueva  partición. 

§  4.°— Si  el  interesado  dejare  de  res- 
tituir los  bienes  muebles  que  haya  re- 
cibido, será  ejecutado  por  ellos  y  por 
las  rentas  que  deba  restituir,  presen- 
tando cuentas,  con  arreglo  á  las  pres- 
cripciones de  los  artículos  738  y  739. 

§  5."— Hecha  la  citación,  seguirán  los 
demás  trámites  de  la  ejecución  en  los 
bienes  de  la  fianza  y  en  los  demás  que 
sean  necesarios. 

Art.  732.  Después  de  quedar  firme  la 
sentencia,  podrá  enmendarse  la  parti- 
ción en  el  mismo  inventario  por  acuer- 
do de  los  interesados,  si  hubiere  habido 
error  de  hecho  en  la  descripción  ó  cali- 
ficación de  los  bienes,óerrorde  cálculo. 

Art.  733.  Si  después  de  hecha  la  par- 
tición falleciere  algún  coheredero  sin 
dejar  otros  bienes  que  los  descritos,  se 
hará  la  partición  de  su  quiñón  en  el 
mismo  inventario,  prestando  juramen- 
to el  cabeza  de  herencia  á  quien  corres- 
ponda, y  observándose  las  demás  dis- 
posiciones de  esta  sección  y  de  la  an- 
terior. 

§  único.— A  esta  partición  es  aplica- 
ble lo  dispuesto  en  los  párrafos  3."  y  5.** 
del  art.  722. 

Art.  734.  Cuando  haya  que  proceder 
á  una  partición  adicional  se  observará, 
en  lo  que  sea  aplicable,  lo  dispuesto  en 
esta  sección  y  en  la  anterior. 
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SUBSECCÍÓN    CUARTA 

De  los  incide nies  de  los  inventarios 

Art.  735.  El  cabeza  de  herencia  que 
demore,  sin  causa  legítima,  la  descrip- 
ción, deje  de  indicar  los  bienes  á  los 
peritos,  ó  de  cualquier  otro  modo  de- 
more la  marcha  del  inventario,  será 
privado  de  la  posesión  do  los  bienes  á 
instancia  de  cualquier  interesado,  y  se 
entregarán  éstos  á  un  depositario. 

§  1.®— El  cabeza  de  herencia  será  oído 
previamenie,  intimándosele  para  que 
conteste  en  el  término  de  veinticuatro 
horas. 

§  2."  -Removido  el  cabeza  de  heren- 
cia, nombrará  el  Juez  otro,  á  quien  se 
entregará  la  administración  de  la  mis- 
ma, con  arreglo  al  art.  2.088  del  Código 
civil. 

Art.  736.  También  será  privado  de 
la  posesión  de  los  bienes,  después  de 
oído,  el  que  deba  colacionar  si  dejare  de 
indirar  los  bienes  á  peritos  cuando  sea 
necesario,  ó  en  cualquier  otra  forma 
demore  ú  obstruya  la  marcha  del  in- 
ventario. 

Art.  737.  El  heredero  beneficiario 
que  se  halle  en  posesión  de  la  heren- 
cia podrá  ser  obligado  á  prestar  fianza 
á  petición  de  cualquier  interesado,  si 
hubiere  peligro  de  extravío. 

§  1.**— Justificada  la  necesidad  de  la 
íianza,  con  audiencia  del  heredero  fija- 
rá el  Juez  el  plazo  y  el  modo  en  que 
debe  prestarse,  con  arreglo  al  art.  806, 
si  Jo  considerase  necesario. 

§  2.®— Si  el  heredero  no  prestase  fian- 
za en  el  plazo  designado,  oídos  los  de- 
más interesados,  nombrará  el  Juez  un 
cabeza  de  herencia,  al  que  entregará  la 
administración  de  los  bienes. 

Art.  738.    Las  cuentas  del  cabeza  de 


herencia  se  unirán  al  inventario,  y  con 
ellas  todos  los  documentos  que  las 
comprueben. 

§  1.**  Los  interesados  serán  intima- 
dos para  que  en  el  plazo  de  diez  días 
formulen  cualquier  oposición  que  con- 
sideren procedente,  pudiendo  contes- 
tarse estos  escritos  dentro  del  mismo 
plazo. 

§  2."  -Con  esto  tern)inarán  las  alega- 
ciones, observándose  en  lo  demás  los 
trámites  del  procedimiento  ordinario, 
debiendo  el  Juez  apreciar  las  cuentas 
con  arreglo  á  las  pruebas  presentadas. 

Art.  739.  El  cabeza  de  herencia  que 
no  presente  voluntariamente  las  cuen- 
tas, será  intimado  para  presentarlas 
en  el  plazo  que  el  Juez  designe,  no 
siendo  inferior  á  diez  ni  excediendo  de 
treinta  días,  so  pena  de  ser  presenta- 
das por  los  interesados  en  su  rebeldía. 

§  I.'*— Si  sólo  algunos  interesados  pi- 
dieren la  intimación  al  cabeza  de  he- 
rencia, serán  citados  los  demás  para 
que  asistan  á  las  diligencias  del  inci- 
dente. 

§  2."— Si  en  el  plazo  designado  no  se 
presentaren  las  cuentas  ni  se  justifica- 
re impedimento  legítimo,  se  considera- 
rán liquidadas,  sin  más  prueba,  las  que 
los  interesados  presenten. 

§  3."— Si  los  interesados  presentaren 
distintas  cuentas,  se  liquidará  la  res- 
ponsabilidad del  cabeza  de  herencia  fíor 
la  que  presente  mayor  saldo  contra  él. 

§  4.°— Presentadas  las  cuentas  por  el 
cabeza  de  herencia  dentro  del  plazo 
marcado,  se  seguirán  los  trámites  pres- 
critoá  en  el  artículo  anterior. 

Art.  740.  Si  á  consecuencia  de  la  par- 
tición fuere  necesario  dividir  algún  pre- 
dio, se  procederá  á  la  división  y  deslin- 
de, consignándolo  en  el  mismo  rollo  del 
inventario. 

§  L*^— La  división  y  demarcación  se 
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harán  en  harmonía  con  la  partición  por 
los  peritos  que  hayan  evaluado  el  pre- 
dio, en  presencia  del  Escribano. 

§  2.*^— Los  peritos  que  ya  no  existan  ó 
que  estén  imposibilitados,  serán  susti* 
tuldos  por  otros  nombrados  por  los  in- 
teresados ó  por  el  Juez,  si  éstos  no  se 
pusieren  de  acuerdo,  en  la  forma  pres- 
crita en  los  artículos  701  y  702. 

§  3." -Esta  diligencia  podrá  pedirse 
por  cualquiera  de  los  que  estén  intere- 
sados en  la  división. 

§  4."— El  Juez  sólo  asistirá  cuando  lo 
pida  alguno  de  los  interesados. 

§  5.*^— En  el  acto  de  la  demarcación  se 
señalarán  las  servidumbres  que  sea  ne- 
cesario establecer  á  consecuencia  de  la 
división,  y  también  se  designarán  las 
servidumbres  antiguas  que  deban  des- 
aparecer. 

§  6.°— Acto  continuo  se  notificará  á 
los  interesados  en  la  división  para  que 
formulen  oposición  si  lo  estiman  con- 
veniente, dentro  del  término  de  la  se- 
gunda audiencia. 

§.7.<*— Si  se  formulare  oposición  se 
observará  lo  dispuesto  en  el  art.  557,  y 
si  no  la  hubiere,  dictará  el  Juez  senten- 
cia de  división  y  demarcación  en  har- 
monía con  la  partición. 

SUBSECCIÓN  QUINTA 

Especialidades  de  loa  inoeniarios  de 
menores  y  de  personas  equiparadas  á 
ellos, 

Art.  741.  Cuando  el  cabeza  de  he- 
rencia preste  juramento,  hará  las  de- 
claraciones mencionadas  en  el  artícu- 
lo 695  é  indicará  cuáles  son  las  perso- 
nas á  quienes  corresponde  formar  el 
consejo  de  familia. 

§  único.— El  Juez  nombrará  á  los  vo- 
cales del  consejo. 


Art.  742  Citados  los  herederos  que 
residen  en  la  parte  continental  del  Rei- 
no é  islas  adyacentes,  se  verificará  el 
nombramiento  délos  peritos  en  los  tér- 
minos siguientes: 

1.®  Habiendo  interesados  menores  ó 
asimilados  á  éstos,  y  mayores,  nom- 
brarán éstos  un  perito,  el  curador  de 
los  huérfanos  nombrará  otro  y  el  Juez 
el  tercero  en  discordia; 

2.''  Habiendo  sólo  interesados  me- 
nores ó  asimilados  á  éstos,  su  repre- 
sentante nombrará  un  perito,  otro  el 
curador  de  huérfanos,  y  el  Juez  el  ter- 
cero en  discordia. 

§  1.*^— Si  la  tasación  fuere  sola  de  los 
bienes  muebles,  podrá  nombrarse  sólo 
un  perito  si  se  pusieren  todos  de 
acuerdo. 

§  2.®— Cuando  los  interesados  mayo- 
res de  edad  no  se  pongan  de  acuerdo 
para  nombrar  su  perito,  será  éste  nom- 
brado por  el  Juez,  pero  entre  los  pro- 
puestos por  los  interesados. 

S  3.°— En  todo  lo  demás  se  observará 
lo  dispuesto  en  los  artículos  701  y  702. 

§  4.®— En  cuanto  los  menores  cum- 
plan catorce  años  podrán  asistir  al  con- 
sejo de  familia  si  estuvieren  en  el  dis- 
trito, pudiendo  el  Juez  oirles  siempre 
que  lo  crea  conveniente. 

Art.  743.  El  consejo  de  familia,  con 
los  interesados  mayores  de  edad  que 
estén  presentes,  conocerá  de  las  deudas 
exigibles,  con  arreglo  á  la  ley  civil,  y 
designadas  por  el  cabeza  de  herencia  ó 
reclamadas  por  los  acreedores. 

§  único.— Los  acreedores  que  no  ha- 
yan comparecido  al  reunirse  el  consejo 
podrán  pedir  nueva  convocatoria  á  su 
costa,  con  tal  que  la  hagan  antes  de  ter- 
minada la  partición. 

Art.  744.  Aprobadas  las  deudas,  el 
consejo  de  familia  y  los  interesados 
mayores  de  edad  deliberarán  acercado 
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la  forma  de  pago,  designando  los  bie- 
nes que  han  de  venderse,  si  hubiere 
necesidad  de  ello. 

§  1.®— A  falla  de  acuerdo  entre  el  con- 
sejo y  los  interesados  mayores  de  edad " 
presentes,  respecto  de  ladesignación  de 
bienes,  serán  éstos  designados  por  el 
Juez,  siguiendo  el  orden  establecido  en 
el  art.  2.151  del  Código  civil. 

§  2.®--La  venta  de  los  bienes  se  hará 
en  pública  subasta,  salvo  lo  dispuesto 
en  el  párrafo  único  del  art.  758  de  este 
Código. 

Art.  745.  Si  el  consejo  de  familia 
aprobare  cualquier  deuda,  y  alguno  de 
los  interesados  mayores  de  edad  se 
opusiere,  se  pagará  la  cuota  respectiva 
á  los  herederos  menores  ó  sus  asimila- 
dos, si  hubiere  dinero  disponible,  ó  des- 
pués de  la  partición  por  los  bienes  que 
pertenezcan  á  estos  herederos. 

Art.  746.  Corresponde  al  consejo  de 
familia  deliberar  si  los  interesados  me- 
nores ó  sus  asimilados  deben  tomar 
parte  en  la  licitación,  y  caso  afirmati- 
vo, nombrará  para  este  objeto  un  tutor 
especial,  si  el  representante  de  estos 
interesados  concurriere  con  ellos  á  la 
partición. 

Art.  747.  Después  de  la  respuesta 
del  cabeza  de  herencia,  se  dará  vista 
del  inventario  a!  curador  de  huérfanos 
por  cinco  días  para  si  tiene  algo  que 
objetar  acerca  de  aquél  ó  de  la  forma 
de  la  partición. 

Art.  748.  La  conferencia  de  que  tra- 
ta el  art.  714  será  presidida  por  el  Juez, 
con  asistencia  del  curgtdor  de  huér- 
fanos. 

Art.  749.  Corresponde  á  los  repre- 
sentantes de  los  incapaces  ó  ausentes 
deliberar  por  ellos,  con  anuencia  ex- 
presa del  curador  de  huérfanos,  acerca 
de  la  forma  cómo  ha  de  enterarse  á  los 
que  no  concurran  á  tomar  parte  en  la 


licitación,  según  lo  prescrito  en  los  ar- 
tículos 714  y  717. 

Art.  750.  En  cualquiera  de  los  casos 
previstos  en  el  art.  720,  si  hubiere  co- 
herederos ó  legatarios  mayores  de  edad 
con  interés  igual  al  de  los  coherederos 
ó  legatarios  menores  ó  sus  asimilados, 
se  nombrarán  los  respectivos  peritos 
por  acuerdo  entre  los  mayores  y  el  cu- 
rador de  los  huérfanos,  ó  si  no  hubiere 
acuerdo,  por  el  Juez. 

Art.  751.  El  sorteo  tendrá  lugar  con 
arreglo  á  lo  prescrito  en  los  artícu- 
los 727  y  728,  y  los  padres  ó  tutores,  y 
el  Juez  á  falta  de  ellos,  serán  los  encar- 
gados de  sacar  las  suertes  poi^  los  me- 
nores. 

§  1.°— Efectuado  el  sorteo,  podrán 
aceptar  los  padres  ó  tutores  de  los  me- 
nores y  los  curadores  de  los  dementes 
ó  ausentes,  el  cambio  de  los  lotes  que 
les  hayan  cabido  en  suerte,  si,  oído  el 
curador  de  huérfanos,  autoriza  el  Juez 
■  dicho  cambio. 

§  2.®— El  cambio  del  lote  que  haya 
correspondido  al  pródigo  sólo  podrá 
efectuarse  con  su  consentimiento  y  el 
de  su  curador. 

§  3.°— De  todo  se  levantará  acta,  que 
será  firmada  por  el  Juez,  el  curador,  el 
Escribano  y  los  interesados  presentes 
ó  sus  representantes. 

Art.  752.    Decretada  la  partición,  si 
la  administración  corresponde  á  ofc*o 
Juez,  se  remitirá  á  éste  certificación  de 
los  bienes  que  hayan  correspondido  al  . 
respectivo  interesado. 

SUBSECCIÓN   SEXTA 

Incidentes  de  loa  inventarios  de  menores 
y  personas  asimiladas  á  ellos 

Art.  753.  Cuando  haya  de  precederse 
á  la  división  y  demarcación  de  algún 
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predio,  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  el 
artículo  740,  presidirá  el  Juez  el  acto  y 
asistirá  el  curador  de  huérfanos. 

Art.  754.  La  excusa,  remoción  ó  ex- 
clusií^n  del  tutor  ó  protutor  se  pedirá 
por  escrito,  especificando  los  funda- 
mentos. 

§  1.°  La  exclusión  ó  remoción  podrá 
pedirla  el  curador  de  huérfanos  á  cual- 
quier vocal  del  consejo  de  familia  ó  pa- 
riente del  pupilo. 

También  podrá  el  protutor  pedir  la 
exclusión  ó  remoción  del  tutor,  y  éste 
la  de  aquél. 

§  2.**— Acerca  de  la  petición,  se  oirá 
al  curador  de  huérfanos,  cuando  no 
sea  éste  el  requirente. 

§  3.®— Tratándose  de  la  exclusión  ó 
remoción,  deberá  citarse  al  argüido 
para  que  conteste  en  el  plazo  de  cinco 
días,  dándole  copia  del  requerimiento*. 

§  4.°— Terminado  este  plazo,  convo- 
cará el  Juez  al  consejo  de  familia  para 
deliberar  sobre  la  petición,  notifican-' 
dose  al  argüido  para  que  asista  á  la  de- 
liberación, de  la  cual  se  levantará  acta, 
que  se  unirá  al  inventario. 

§  5.°— Las  pruebas  podrán  presen- 
tarse al  consejo  de  familia.  Los  docu- 
mentos se  unirán  á  los  autos  y  los  tes- 
tigos serán  examinados  por  el  Juez, 
consignándose  en  el  acta  las  declara- 
ciones. 
^  6."— Contra  la  decisión  del  consejo 
de  familia  podrá  interponerse  recurso 
ante  el  consejo  de  tutela. 

Art.  755.  Lo  dispuesto  en  el  articulo 
anterior  es  igualmente  aplicable  á  la 
exención,  remoción  ó  exclusión  del  cu- 
rador del  pródigo,  salvo  las  modifica- 
ciones siguientes: 

1.*  El  interdicto  será  siempre  oído, 
y  podrá  también  pedir  la  exclusión  ó 
remoción; 

2."    El  voto  del  consejo  de  familia  | 


será  consultivo  y  corresponderá  al  Juez 
la  resolución; 

3.*  Los  testigos  serán  examinados 
ante  el  Juez  cuando  éste  lo  considere 
necesario,  después  de  oído  el  consejo 
de  familia; 

4."  Contra  la  decisión  del  Juez  podrá 
interponerse  recurso  de  agravio. 

Art  756.  De  la  excusa,  exclusión  ó 
remoción  de  los  vocales  del  consejo  de 
familia  conocerá  el  Juez,  oído  el  cura- 
dor de  huérfanos  y  el  vocal  argüido, 
cuando  se  trate  de  exclusión  ó  remo- 
ción, siendo  citados  para  responder  se- 
gún lo  prescrito  en  el  párrafo  3.**  del 
artículo  754. 

§  1.®— La  exclusión  ó  remoción  podrá 
pedirse  por  el  curador  de  huérfanos, 
por  el  tutor,  por  el  protutor  ó  por  cual- 
quier pariente. 

§  2.^-  Contra  la  decisión  del  Juez  po- 
drá interponerse  recurso  de  agravio. 

Art.  757.  Si  hubiere  fundamento  pa- 
ra pedir  que  después  de  disuelto  el  ma- 
trimonio se  inhabilite  á  la  madre  para 
regir  las  personas  y  los  bienes  de  sus 
hijos  menores,  según  lo  prescrito  en  el 
artículo  161  del  Código  civil,  se  obser- 
vará lo  dispuesto  en  el  art.  754  en  cuan- 
to á  la  exclusión  ó  renovación  del 
tutor. 

Art.  758.  La  venta  ó  extrañamiento 
de  bienes  tendrá  lugar  en  pública  su- 
basta, citando  para  que  asistan  al  cu- 
rador de  huérfanos  y  al  protutor,  si  lo 
hubiere. 

§  único.— Se  venderán  en  pública  su- 
basta: 

1.**  Los  fondos  públicos  y  las  accio- 
nes ú  obligaciones  de  Bancos  ó  Com- 
pañías por  precio  que  no  sea  inferior 
al  de  la  Bolsa,  comprobados  por  certi- 
ficación del  corredor; 

2.'^  Los  muebles  de  poco  valor,  si  se 
autorizare  la  venta  particular  por  el 
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consejo  de  familia  ó  por  el  Juez,  con 
arreglo  á  los  artículos  267  y  274  del  Có- 
digo civil. 

Art.  759.  Es  aplicable  á  los  remates 
lo  dispuesto  en  el  art.  721. 

Art.  760.  Es  aplicable  á  los  arrenda- 
mientos en  pública  subasta  lo  dispues- 
to en  el  art.  882,  y  serán  notificados 
para  que  asistan  el  curador  de  huérfa- 
nos y  el  protutor  si  lo  hubiere. 

Art.  761.  Si  tuviere  lugar  la  presen- 
tación de  cuentas,  deberá  el  tutor,  cu- 
rador ó  administrador  presentarlas  en 
forma  de  cuenta  corriente,  firmada  por 
él  ó  por  alguno  á  su  ruego,  si  no  pu- 
diere ó  no  supiere  escribir,  uniendo  á 
ella  todos  los  comprobantes. 

§  1.**— Estas  cuentas  se  unirán  ai  in- 
ventario y  se  dará  comunicación  de 
f»llas  al  curador  de  huérfanos  para  que 
las  examine  y  promueva  lo  que  estime 
necesario. 

§  2.**- Cuando  corresponda  al  Juez 
conocer  de  las  cuentas,  designará  día 
para  recibirlas,  notificándolo  al  respon- 
sable y  al  curador  de  huérfanos,  levan- 
tándose acta,  que  será  firmada  por 
todos. 

§  3.**— Cuando  corresponda  conocer 
de  las  cuentsks  al  consejo  de  familia, 
será  convocado  para  ese  objeto  y  nom- 
brará las  personas  que  deban  exami- 
narlas. 

§  4.**— Si  las  personas  encargadas  del 
examen  estuvieren  presentes  y  pudie- 
rain  dar  su  parecer  en  el  mismo  acto, 
deliberará  el  consejo  sobre  dichas  cuen- 
tas. En  caso  contrario,  será  convocado 
de  nuevo  el  consejo  para  deliberar,  des- 
pués de  presentado  el  dictamen 

§  5.®— Cuando  corresponda  al  Juez 
conocer  de  las  cuentas,  podrá  nombrar 
también  quien  las  examine  previamen- 
te, si  lo  considerare  necesario. 

§  6.**— El  acta  de  la  deliberación  del 
Tíniáo    vil.  — Tnstitücionbs  jurídicas. 


consejo  ó  de  la  decisión  del  Juez  debe- 
rá unirse  al  inventario. 

Art.  762  Si  se  suscitaren  dudas  que 
no  puedan  resolverse  sin  previo  exa- 
men ó  dictamen.pericial,  se  nombrarán 
los  peritos  por  el  consejo,  ó  por  el  Juez 
cuando  le  corresponda  conocer  de  las 
cuentas,  y  sólo  tendrá  lugar  la  deli- 
beración después  de  cumplimentada 
aquella  diligencia. 

Art.  763.  Si  la  administración  com- 
prendiere bienes  de  varios  interesados, 
se  presentará  una  cuenta  respecto  de 
cada  cual. 

Art.  764.  El  interdicto  por  pro<ligali- 
dad  ó  por  sentencia  penal  condenato- 
ria, y  el  menor  que  tenga  más  de  ca- 
torce años,  deberán  ser  oídos  en  el  acto 
de  la  rendición  de  cuentas,  siendo  cita- 
dos para  que  asistan,  si  residen  en  el 
mismo  distrito. 

Art.  765.  La  decisión  que  sobre  las 
cuentas  dicte  el  Juez  ó  el  consejo  de  fa- 
milia será  ejecutoria. 

§  1.°— Contra  la  decisión  del  Juez  po- 
drá interponerse  apelación  sólo  con 
efecto  devolutivo,  y  contra  la  decisión 
del  consejo  de  familia  podrá  interpo- 
nerse recurso  ante  el  consejo  de  tutela, 
con  efecto  suspensivo. 

§  2.**—  Una  vez  efectuada  la  citación, 
seguirán  los  demás  trámites  de  la  eje- 
cución. 

Art.  766.  Si  el  tutor,  curador  ó  ad- 
ministrador no  presentare  voluntaria- 
mente las  cuentas,  será  intimado,  á  pe- 
tición del  curador  de  huérfanos  ó  del 
protutor,  para  que  las  presente  en  el 
término  de  diez  días,  pudiendo  prorro- 
garse este  plazo,  según  el  prudente  ar- 
bitrio del  Juez,  cuando  así  se  exija  con 
legítimo  fundamento. 

§  1.**— Una  vez  presentadas  las  cuen- 
tas, se  seguirán  los  trámites  indicados 
en  los  anteriores  artículos. 

50 
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§  2.**— No  presentándose  las  cuentas, 
se  liquidarán  éstas  por  el  Contador 
del  Juzgado,  organizando! as  en  rela- 
ción con  el  inventario  y  calculando  las 
rentas  de  los  bienes  inmuebles  al  5  por 
100  de  su  valor,  cuando  dichas  rentas 
no  sean  conocidas. 

§  3.°— Liquidadas  de  este  modo  las 
cuentas,  será  condenado  el  tutor  ó  cu- 
rador por  el  Juez  á  pagar  el  alcance,  si 
lo  hubiere. 

Art.  767.  Si  hubiere  fallecido  ó.  estu- 
viere ausente  el  responsable,  presenta- 
rán las  cuentas  sus  representantes,  de- 
biendo citarse  para  ello  á  los  que  fue- 
ren conocidos  como  tales. 

§  único.-  El  citado  podrá  impugnar 
la  cualidad  que  se  le  atribuya,  si  no  es- 
tuviere comprobada  en  la  forma  pres- 
crita por  el  Mrt.  343;  y  en  este  caso  se 
observará  lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los 346  y  348. 

Art.  768.  Cuando  el  consejo  de  fami- 
lio  delibere  sobre  la  hipoteca  que  debe 
prestar  el  tutor  ó  administrador  de  me- 
nores ó  de  personas  equiparadas  á  és- 
tos, fijará  también  el  plazo  para  la  pre- 
sentación de  cuentas. 

§  único.— Este  plazo  no  podrá  exce- 
der de  cuatro  años,  y  se  entenderá  que 
es  de  un  año  cuando  no  se  designe 
otro. 

Art.  769.  A  las  cuentas  que  deban 
presentarse  en  caso  de  emancipación  ó 
de  mayor  edad,  será  aplicable  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  61 1  y  siguientes, 
siendo  citados  el  curador  de  huérfanos 
y  el  prolutor,  si  lo  liubiere. 

§  1.**— Estas  cuentas  se  unirán  al  in- 
ventario. 

§  2."— Si  hubiere  acuerdo  entre  el 
omaticipado  ó  mnyor  de  edad  y  su  tutor 
ó  administrador,  se  declarara  así  por 
diligoiiciA  en  el  inventario,  y  decretado 
por  el  Juez  sin  otra  formalidad  alguna. 


Art.  770.  La  emancipación  sólo  po- 
drá pedirse  por  el  padre  ó  la  madre 
cuando  les  corresponda  concederla. 

§  1.**  La  emancipación  se  acordará 
por  auto  firmado  por  el  Juez,  por  el  pa- 
dre ó  por  la  madre  y  por  el  menor,  pu- 
diendo  cualquiera  de  ellos  hacerse  re- 
presentar por  apoderado  especial. 

§  2."— El  menor  podrá  ser  citado  para 
que  comparezca  ante  el  Juez  y  declare 
si  acepta  ó  no  la  emancipación. 

Art.  771.  Cuando  la  emancipación 
corresponda  al  consejo  de  familia,  sólo 
podrá  ser  pedida  por  el  menor;  pero  el 
consejo  podrá  concederla  aunque  el  me- 
nor no  la  pida. 

§  1.**— En  este  último  caso  se  citará 
ante  el  Juez  al  menor  para  que  declare 
si  acepta  ó  no  la  emancipación. 

§  2.°— El  menor  podrá  hacerse  repre- 
sentar por  Procurador  con  poderes  es- 
peciales. 

§  3.**— De  la  deliberación  del  consejo 
de  famiiia  podrá  recurrir  el  menor  al 
consejo  de  tutela. 

Art.  772.  El  Juez  mandará  extender 
el  decreto  ó  cédula  de  emancipación 
después  de  oído  el  curador  de  huérfanos 
y  previa  la  presentación  del  documento 
que  pruebe  haber  cumplido  el  menor 
dieciocho  años. 

Art.  773.  El  consentimiento  de  los 
padres  ó  de  los  abuelos  para  el  casa- 
miento de  los  menores  no  depende  de 
formalidad  alguna  judicial,  y  se  presta- 
rá por  escrito,  firmado  por  ellos  ó  por 
otro  á  su  ruego,  con  testigos,  cuando  no 
puedan  ó  no  sepan  escribir,  auténtica- 
mente reconocido,  con  arreglo  á  lo  pres- 
crito en  el  párrafo  único  del  art.  2.436 
del  Código  civil. 

§  único  —También  podrá  prestarse 
el  consentimiento  en  el  acto  del  matri- 
monio, en  presencia  de  los  testigos  que 
en  él  intervengan. 
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Art.  774.  Si  el  matrimonio  fuera  au- 
torizado por  el  consejo  de  familia, 
mandará  el  Juez,  con  vista  del  acuerdo 
de  dicho  consejo,  extender  el  oportuno 
ílecreto. 

§  único.— Si  el  consejo  hubiere  acor- 
dado que  se  celebre  el  contrato  ante- 
nupcial, no  se  extenderá  dicho  decreto 
sin  que  sp  presente  el  traslado  de  la  es- 
critura, redactada  con  intervención  del 
curador  de  huérfanos,  y  la  certificación 
(le  la.  inscripción  provisional  ó  de  la 
presentación,  en  caso  de  dote,  ó  de  hi- 
poteca para  asef?urarla. 

SUBSECCIÓN   SÉPTIMA 

Especialidad  de  los  inventarios  para  se- 
paración de  bienes,  por  efecto  de  la 
separación  de  personas  ó  de  nulidad 
de  matrimonio, 

Art.  775.  Decretada  la  separación  de 
personas  ó  la  nulidad  del  matrimonio, 
podrán  los  cónyuges  partir  los  bienes 
por  escritura  ó  acta  pública,  pudiendo 
•extenderse  ésta  en  el  rollo  del  pleito  en 
que  se  halla  pronunciada  la  sentencia 
de  separación. 

Art.  776.  Si  hubiere  inventario  se 
observarán  los  trámites  del  procedi- 
miento ordinario,  salvólas  disposicio- 
nes siguientes: 

1."  En  los  matrimonios  con  comuni- 
dad de  bienes,  será  cabeza  de  herencia 
el  marido; 

2.*  En  los  matrimonios  con  separa- 
ción de  bienes,  cada  uno  de  los  cónyu- 
ges entrará  inmediatamente  en  pose- 
sión y  administración  de  los  bienes 
propios  ó  dótales; 

3.*  Las  rentas  de  los  bienes  de  cual- 
quier especie,  vencidas  antes  de  la 
sentencia,  serán  siempre  percibidas  por 
el  marido. 


TITULO  V 

DE  LOS  CONFLICTOS  Y  RECURSOS  DE  QUE 
CONOCEN  LOS  JUECES  DE  DERECHO 

CAPÍTULO  PRIMERO 

De  los  conflictos 

Art.  777.  Los  conñictos,  positivos  ó 
negativos,  entre  los  Jueces  de  paz  ó  en- 
tre los  Jueces  ordinarios  de  la  misma 
comarca,  los  decidirá  el  respectivo  Juez 
de  derecho. 

§  único.— Cualquiera  d#  los  interesa- 
dos podrá  pedir  la  decisión  del  conflicto 
por  medio  de  escrito,  en  que  especifique 
los  actos  que  lo  constituyen,  remitien- 
do los  documentos  necesarios  y  ofre- 
ciendo cualesquiera  otras  pruebas. 

Art.  778.  Repartido  el  escrito,  man- 
dará el  Juez  notificar  á  las  Autorida- 
des en  conflicto  positivo  para  que  sus- 
pendan el  procedimiento  respecto  del 
asunto. 

§  1.®— Hecha  esta  intimación,  ó  si  no 
hubiere  fundamento  para  ella,  mandará 
el  Juez  oir  á  las  Autoridades  en  conflic- 
to, haciendo  que  se  las  notifique  para 
que  contesten  en  el  plazo  designado. 

§  2.'*— Estas  notificaciones  serán  per- 
sonales y  hechas  por  el  Escribano  cc- 
rrespondiente. 

§  3.**— Los  Jueces  en  conflicto  podrán 
contestar  por  medio  de  oficio  y  remitir 
cualquier  certificación. 

§  4.'*— Concluido  el  plazo  designado 
para  las  respuestas,  seguirá  la  presen- 
tación de  pruebas,  y  el  Juez  decidirá  el 
conflicto,  dándose  previamente  vista  al 
Ministerio  público  y  á  los  interesados 
que  hayan  remitido  poder,  por  plazo  de 
I  cinco  días  á  cada  parte. 
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CAPÍTULO  II 

De   los  recursos 

Sección  primera 

De  los  recursos  de  fuerza  en  conocer 

Aru  779.  En  los  casos  de  violencia, 
exceso  de  jurisdicción  ó  ejercicio  ilegí- 
timo de  funciones,  cometidos  por  cual- 
quier Autoridad  eclesiástica  no  dioce- 
sana, podrá  quejarse  cualquier  intere- 
sado al  respectivo  Juez  de  derecho,  por 
medio  de  escrito,  en  que  exponga  la 
cualidad  y  raí5n  de  la  violencia,  exce- 
so de  jurisdicción  ó  ejercicio  ilegítimo 
de  funciones,  remitiendo  á  la  vez  los 
documentos  justificativos  del  recurso. 

§  1.®— El  Juez  mandará  notificar  per- 
sonalmente ála  respectiva  Autoridad 
eclesiástica  para  que  en  el  plazo  de  cin- 
co días  conteste  al  recurso  y  remita  los 
autos  á  que  éste  se  refiera. 

§  2.**— La  notificación  se  hará  por  el 
Escribano,  que,  en  el  acto  de  hacerla, 
entregará  al  notificado  una  copia  del 
recurso. 

§  3.^— Transcurrido  el  plazo,  manda- 
rá el  Juez  dar  vista  al  Ministerio  públi- 
co y  dictará  en  seguida  sentencia,  si  la 
Autoridad  eclesiástica  hubiere  remitido 
los  autos,  ó  si  en  el  recurso  hubiere  ele- 
mentos para  decidirlo,  prescindiendo 
de  aquéllos . 

Art.  780.  Si  la  Autoridad  eclesiástica 
no  remitiere  los  autos  ó  dejare  de  cum- 
plir la  sentencia  en  el  plazo  que  se  le 
hubiere  señalado,  mandará  el  Juez  pro- 
ceder contra  ella  y  sus  temporalidades, 
secuestrando  los  bienes  y  rentas  que  le 
pertenezcan,  y  declarando  en  suspenso 
cualquier  sueldo  que  perciba  del  Teso- 
ro público,  sin  perjuicio  del   procedi- 


miento criminal,  si  hubiere  lugar  á  él. 

§  único.— Del  decreto  que  mande  pro- 
ceder contra  las  temporalidades  se  da- 
rá vista  al  Ministerio  público,  y  éste  re- 
mitirá al  Gobierno  certificación  de  la 
decisión  que  se  dicte. 

Art.  781.  Contra  los  autos  y  senten- 
cias dictados  en  esta  clase  de  juicios 
podrán  interponerse  los  recursos  ordi- 
narios. 

Sección  segunda 

De  los   recursos  interpuestos  contra  los  Jueces 
ordinarios 

Art.  782.  Los  recursos  de  apelación 
que  se  interpongan  serán  repartidos  en 
la  primera  audiencia  después  de  pre- 
sentados. 

§  único.— El  repartidor  que  no  lleve 
el  acta  de  reparto  á  la  primera  au- 
diencia, será  suspendido  hasta  por  tres 
meses,  observándose  lo  dispuesto  en  el 
párrafo  2.**  del  art.  101. 

Art.  783.    Repartida  la  apelación  y 
verificadas  las  diligencias  prepárate-* 
rias  cuando  sean  necesarias,  el  Escri- 
bano presentará  inmediatamente  el  ro- 
llo concluido. 

§  1.**— El  Juez  examinará  si  existe  al- 
gún agravio  en  la  resolución  apelada, 
y  si  lo  hubiere  conocerá  de  él  inmedia- 
tamente. 

§  2.**— Si  el  Juez  entendiere  que  debe 
proveerse  respecto  del  agravio,  conoce- 
rá de  la  materia  de  la  apelación. 

§  3  **— Si  el  Juez  se  negare  á  proveer 
respecto  del  agravio,  ó- si  no  lo  hubiere, 
mandará  dar  vista  por  diez  días  á  cada 
una  de  las  partes,  dictando  en  seguida 
sentencia  en  apelación. 

Art.  781.  Los  pleitos  en  que  se  inter- 
ponga recurso  de  agravio,  después  de 
repartidos  y  hechas  las  primeras  di! i- 
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gencias  cuando  sean  necesarias^  se  da- 
rán por  caducados  para  su  resolución 
definitiva. 

Art.  785.  Si  el  apelante  dejare  de  pre- 
pararla en  el  plazo  de  quince  días,  á 
contar  del  repartimiento,  podrá  la  par- 
te contraria  pedir  que  se  declare  de- 
sierta la  apelación. 

§  1.**— El  apelante  será  citado  y  notifi- 
cado en  la  persona  de  su  Abogado  ó 
Procurador,  ó  en  el  domicilio  que  haya 
elegido  en  la  capital  del  distrito,  para 
preparar  las  actuaciones  en  el  término 
de  veinticuatro  horas. 

§  2.**— Terminado  este  plazo  sin  que 
el  apelante  haya  llenado  este  trámite, 
se  declarará  desierto  el  recurso,  y  tam- 
bién lo  será  sin  necesidad  de  intima- 
ción del  recurrente  cuando  éste  deba 
considerarse  rebelde,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 200. 

Art.  786.  El  agraviante  deberá  prac- 
ticar las  diligencias  preparatorias  en 
el  plazo  de  cinco  días,  á  contar  del  re- 
partimiento, y  si  dejare  de  hacerlo  se 
considerará  desierto  el  recurso,  sin  ne- 
cesidad de  intimación  alguna. 

Art.  787.  De  la  decisión  del  Juez  de 
derecho,  ya  se  dicte  en  apelación,  ya  en 
recurso  de  agravio,  no  procederá  otra 
alguna,  salvo  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 42. 

§  único.— Una  vez  resuelto  ó  declara- 
do resuelto  el  recurso,  se  devolverán 
los  autos  al  Juzgado  sin  dejar  traslado 
alguno. 

Sección  tercera 

De  los  recursos  de  los  Registradores 

Art.  788.  Si  el  Registrador  hubiere 
dudado  ó  se  hubiere  negado  á  hacer  al- 
guna inscripción,  se  interpondrá  el  re- 
curso ante  el  respectivo  Juez  de  dere-  I 


cho  por  medio  de  una  petición,  en  que 
se  exponga  la  improcedencia  del  repa- 
ro ó  de  la  negativa. 

§  1.®— A  esta  petición  deberá  unir  el 
recurrente  los  títulos  sobre  que  haya 
recaído  el  reparo  ó  la  negativa  y  la  de- 
claración del  Registrador. 

§2.°~Unavez  repartido  el  recurso,  se 
dará  vista  al  Ministerio  público  para 
que  conteste  en  el  término  de  tres  días. 

§  3.**— Concluido  este  plazo,  se  recoge- 
rán los  autos,  con  la  contestación  ó  sin 
ella,  y  se  entregarán  al  Tribunal  para 
su  decisión  final. 

Art.  789.  Contra  la  sentencia  del 
Juez  podrá  entablar  recurso  de  agravio 
la  parte  ó  el  Ministerio  público. 

§  único.— Contra  el  acuerdo  que  re- 
suelva el  agravio  puede  interponerse 
igual  recurso  ante  el  Tribunal  Supremo 
de  Justicia. 

Art.  790.  Si  el  recurso  versare  sobre 
reparos  del  Registrador,  y  habiéndose 
efectuado  la  inscripción  provisional, 
una  vez  dictada  la  resolución  definitiva, 
remitirá  de  oficio  el  Escribano  una  cer- 
tificación de  ésta  al  Registrador  res- 
pectivo. 

§  único.— Resuelto  el  recurso,  se  en- 
tregarán á  la  parte,  sin  dejar  copia  al- 
guna, los  títulos  y  documentos  que  hu- 
biere remitido. 

Art.  791.  Las  cuestiones  suscitadas 
entre  los  interesados  sobre  rectifica- 
ción de  error  en  el  registro,  se  resolve- 
rán con  arreglo  á  lo  prescrito  en  los 
párrafos  2."  y  3.®  del  art.  788  y  en  el  ar- 
tículo 789. 

Sección  cuarta 

De  los  recursos  ante  el  consejo  de  tutela 

Art.  792.  El  consejo  de  tutela  se 
compondrá  del  Juez  del  distrito,  de  sus 
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dos^  primeros  sustitutos  y  del  curador 
de  huérfanos. 

§  1.**— Si  estuviere  impedido  alguno 
de  los  sustitutos,  servirá  el  siguiente 
por  orden  de  nombramiento  ó  de  sus- 
titución. 

§  2.^ — El  Juez  que  esté  sirviendo  en  el 
distrito  será  el  presidente  del  consejo. 

§  3.*^— En  los  distritos  de  Lisboa  y 
Oporto  funcionarán  como  sustitutos 
los  Jueces  de  los  distritos  que  se  suce- 
dan en  el  orden  en  que  esté  regulada 
la  sustitución,  y  sólo  á  falta  de  ellos 
podrá  apelarse  á  otros  sustitutos. 

§  4.®— En  Funchal  se  compondrá  el 
consejo,  del  Juez  de  la  respectiva  co- 
marca como  presidente,  del  Juez  del 
otro  distrito  y  del  sustituto  del  Juez  que 
presida.  Si  estuviere  vacante  el  otro 
distrito  ó  ausente  ó  impedido  el  Juez 
propietario,  entrarán  en  el  consejo  los 
dos  sustitutos  del  Juez  presidente.  No 
podrán  funcionar  en  el  consejo  dos  Jue- 
ces que  sean  parientes  por  consangui- 
nidad ó  afinidad,  en  la  línea  recta  ó  en 
segundo  grado  de  la  colateral,  y  cuan- 
do ocurra  este  caso  intervendrá  el  que 
fuere  llamado  en  primer  lugar,  según 
el  orden  de  la  sustitución.^ 

§  5.®~E1  consejo  no  podrá  funcionar 
sin  que  estén  presentes  los  tres  Jueces. 
Los  acu3rdos  se  tomarán  por  mayoría 
absoluta  de  votos. 

§  6."— El  curador  de  huérfanos  tendrá 
voto  consultivo.    . 

Art.  793.  El  recurso  ante  el  consejo 
do  tutela  se  interpondrá  en  los  autos 
en  que  conste  el  acuerdo  del  consejo  de 
familia,  pudiendo  interponerse  en  el 
acta  en  que  se  haga  constar  el  acuerdo, 
ó  en  escrito  separado,  en  el  plazo  de 
tres  días. 

§  único.— Si  el  Juez  negare  la  inter- 
posición del  recurso,  se  interpondrá  el 
de  agravio  ante  la  audiencia. 


Art.  794.  Interpuesto  el  recurso,  que- 
darán los  autos  en  la  mesa  del  Escri- 
bano durante  tres  días,  para  que  las 
partes  ó  sus  Procuradores  puedan  exa- 
minarlos y  unir  cualquier  documento, 
y,  terminado  este  plazo,  se  dará  por 
concluso  el  procedimiento. 

§  ún  co.— El  Juez  designará  el  día  en 
que  ha.de  tener  lugar  el  juicio,  dentro 
de  los  cinco  siguientes  al  de  la  conclu- 
sión. 

Art.  795.  Constituido  el  consejo  el 
día  que  ha  de  tener  lugar  el  juicio,  po- 
drá cada  parte  alegar  oralmente  lo  que 
crea  necesario,  ó  presentar  por  escrito 
estas  aleíiaciones. 

§  L''— Terminados  los  debates,  sal- 
drán de  la  Sala  las  parles  y  sus  Procu- 
radores, y  el  consejo  resolverá,  cen 
asistencia  del  curador  de  huérfanos. 

§  2."— La  decisión  será  fundada  v 
consignada  en  acuerdo  escrito  por  el 
presidente  y  firmada  por  todos  los  in- 
dividuos del  consejo 

§  S.*"— El  acuerdo  será  publicado,  y 
dicha  circunstancia,  con  todo  lo  demás 
que  haya  ocurrido,  se  consignará  en  el 
acta,  que  se  extenderá  por  el  Secreta- 
rio y  será  firmada  por  los  individuos 
del  consejo  y  por  las  partes  ó  sus  Pro- 
curadores que  se  hallen  presentes. 

Art.  796.  El  recurso  ante  el  conse- 
jo de  tutela  producirá  efecto  suspen- 
sivo. 

§  1.°— El  recurso  dejará  de  tener  efec- 
to suspensivo  cuando  se  haya  inter- 
puesto contra  el  acuerdo  tomado  sobn» 
caución  del  tutor  ó  administrador,  ex- 
cepto si  se  hubiere  autorizado  la  reduc- 
ción. 

§  S.**— La  interposición  de  recurso  no 
obstará,  sin  embargo,  para  que  se 
adopten  las  providencias  que  se  .juz- 
guen necesarias  en  caso  de  exclusión  ó 
remoción  del  tutor  ó  administrador. 
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Art.  797.  Contra  la  decisión  del  con- 
sejo de  tutela  que  revoque  la  del  con- 
sejo de  familia,  podrá  entablarse  re- 
curso de  Éigravio  con  efecto  suspensivo. 

§  único.— Contra  el  acuerdo  que  re- 
suelva esté  recurso  no  podrá  interpo- 
nerse otro  alguno,  y  tampoco  procede- 
rá contra  la  decisión  del  consejo  de  tu- 
tela cuando  sea  confirmatoria  de  la  del 
consejo  de  familia. 

TtTULO  VI 

DE  LAS   EJECUCIONES 

CAPÍTULO    PRIMERO 
Disposiciones  generales 

Art.  798.  Podrán  servir  de  base  para 
la  ejecución: 

1."    Los  actos  de  conciliación; 

2.**  Las  sentencias  firmes  y  las  recu- 
rridas, cuando  el  recurso  no  produzca 
efecto  suspensivo; 

3.**  Los  documentos  públicos  en  que 
conste  algún  crédito  que  se  pruebe  es- 
lar  vencido  con  las  mismas  escrituras 
ó  con  los  documentos  á  que  se  refie- 
ren; pero  en  ambos  casos  únicamente 
con  relación  á  las  personas  que  en 
ellos  se  obligaron; 

4.*"  Los  documentos  cobratorios  de 
impuestos  y  otros  créditos  de  la  Hacien- 
da que  por  las  leyes  tengan  la  misma 
fuerza  que  una  sentencia. 

Art.  799.  Podrán  acumularse  en  un 
solo  juicio,  y  contra  el  mismo  deudor, 
diversas  ejecuciones  por  varios  títulos, 
aun  después  de  incoado  el  procedi- 
miento respecto  de  un  título,  mientras 
no  se  baya  terminado  la  primera. 

§  L'*— No  se  permitirá  acumular  en  ol 
mismo  juicio  las  ejeí!Uciones  que  ten- 
gan por  base: 


L"  Sentencias  que  deban  ser  ejecu- 
tadas en  los  mismos  actos; 

2.'  Títulos  que  por  le/  ó  convenio 
deban  ejecutarse  en  juicios  diversos. 

§  2.°— A  la  ejecución  de  sentencia  que 
deba  efectuarse  en  los  mismos  autos  ó 
con  copia  de  ellos,  podrá,  sin  embargo, 
acumularse  la  de  copias  de  sentencias 
ú  otros  títulos  que  puedan  ejecutarse 
en  el  mismo  juicio. 

Art.  800.  La  ejecución  que  so  funde 
en  una  sentencia  se  proseguirá  en  los 
mismos  autos. 

§  L"— Cuando  la  apelación  se  admita 
sólo  con  efecto  devolutivo  y  quede  trail- 
lado, seguirá  en  éste  la  ejecución  de  la 
sentencia. 

§  2.°— En  los  distritos  de  Lisboa  y 
Oporto  las  ejecuciones  de  las  senten- 
cias comerciales  tendrán  por  base  la 
copia  de  la  sentencia  expedida  por  el 
Tribunal  competente;  [)ero  en  las  de- 
más continuará  la  ejecución  en  los  au- 
tos ó  en  el  traslado  de  los  mismos. 

§  3."— La  ejecución  de  las  sentencias 
dictadas  por  el  Tribunal  de  Cuentas  ó 
por  los  Tribunales  eclesiásticos,  ten- 
drán por  base  la  copia  de  la  sentencia 
expedida  por  el  Tribunal  competente. 

Art.  801.  Habrá  copias  de  sentencias 
para  servir  de  título,  que  contendrán  los 
fundamentos,  la  resolución  final  y  los 
documentos  que  se  mencionen,  los 
acuerdos,  las  habilitaciones,  si  las  hu- 
biere, y  las  providencias  que  sobre  ellas 
hayan  recaído. 

§  1.**— Estos  títulos  se  pagarán  por  el 
vencido  en  juicio,  en  las  cuestiones  so- 
bre dominio  ó  posesión  de  bienes  in- 
muebles. 

§  2.°— Todas  las  demás  piezas  las  pa- 
gará el  que  las  pida,  asi  como  el  título 
en  cualquier  otro  caso. 

§  3.''— Los  de  pirtición  contendrán  el 
acta  de  juramento  del  cabeza  de  heren- 
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cia,  la  descripción  de  los  bienes  que  el 
interesado  indique  entre  los  que  le  ha- 
yan correspondido,  con  la  designación 
de  su  valor  en  guarismos;  el  auto  que 
haya  aprobado  la  partición,  y  fuera  de 
ésta,  solamente  la  que  se  pida  de  una 
manera  expresa  por  el  interesado.  Es- 
tos títulos  se  pagarán  por  el  que  los 
pida. 

Art.  802.  Si  el  asuüto  estuviere  en 
apelación  que  haya  sido  admitida  en 
ambos  efectos,  y  habiéndose  dictado 
acuerdo  firme  en  segunda  instancia,  se 
ejecutará  la  sentencia  con  los  mismos 
autos  cuando  sean  devueltos. 

§  1.®- Cuando  se  interponga  recurso 
de  revista  y  éste  no  tenga  efecto  sus- 
pensivo, se  ejecutará  la  sentencia  en  el 
traslado  que  se  remita  de  la  Audiencia. 
§  2.*"— Si  el  recurso  de  revista  tuviere 
efecto  suspensivo,  sólo  podrá  ejecutar- 
se la  sentencia  en  los  autos  originales 
cuando  sean  devueltos  con  la  sentencia 
firme. 

Art.  803.  La  ejecución  se  extingue  ó 
se  modifica  con  arreglo  á  la  decisión 
del  recurso,  comprobada  con  certifica- 
ción, excepto  cuando  se  haya  interpues- 
to contra  dicha  decisión  otro  recurso 
que  tenga  efecto  suspensivo. 

Art.  804.  Las  ejecuciones  de  las  sen- 
tencias de  partición  se  incoarán  por 
simples  peticiones  como  un  incidente 
del  inventario  y  con  referencia  á  éste, 
tramitándose  cada  una  por  separado. 
§  1.^— Si  se  hubiere  interpuesto  re- 
curso de  apelación,  se  incoarán  las  eje- 
cuciones con  la  copia  de  los  autos. 

§  2.**— Estas  ejecuciones  podrán  pe- 
dirse por  los  herederos,  por  los  legata- 
rios ó  por  los  acreedores,  cada  uno  se- 
gún su  derecho. 

Art  805.  Las  sentencias  dictadas 
por  los  Tribunales  extranjeros  no  po- 
drán ejecutarse  sin  estar  revisadas  y 


haber  sido  confirmadas  por  un  Tribu- 
nal de  segunda  instancia. 

Art.  806.  Cuando  la  sentencia  que  se 
ejecute  se  halle  pendiente  de  recurso, 
no  podrá  el  ejecutante,  ni  otro  acreedor, 
percibir  el  producto  de  los  bienes  ó  re- 
tirarlos, cuando  éstos  sean  muebles,  sin 
prestar  antes  fianza  hipotecaria  ó  cons- 
tituir depósito,  según  las  circunstan- 
cias.      * 

§  1.**— La  suficiencia  de  la  fianza  de- 
berá apreciarla  el  Juez,  después  de  oír 
al  ejecutante,  en  el  término  que  le  fije, 
y  que  no  excederá  de  tres  días. 

§  2.**~Lo  mismo  se  observará  cuando 
se  halle  pendiente  algún  recurso  inter- 
puesto en  la  ejecución,  ó  cuando  la  sen- 
tencia que  se  ejecute  esté  sujeta  á  revi- 
sión por  no  haber  terminado  la  prórro- 
ga del  plazo  concedido  para  la  ejecu- 
ciónde  algún  exhorto, con  arreglo  al  ar- 
ticulo 84. 

§  3.°— Quedan  exceptuados  de  lo  dis- 
puesto en  este  artículo: 

1.°  Las  ejecuciones  de  partición, 
salvo  lo  dispuesto  en  el  art.  730; 

2.**    Las  de  alimentos; 

3.°  Las  de  acciones  de  conservación 
y  restitución  de  la  posesión. 

Art.  807.  Si  una  parte  de  la  condena 
fuere  ilíquida  y  otra  líquida,  podrá  eje- 
cutarse la  sentencia  respecto  de  ésta. 

§  único.— La  liquidación  se  promove- 
rá como  incidente,  y  si  se  interpusiere 
apelación,  deberá  unírsele  certifica- 
ción de  los  alegatos  y  de  la  sentencia 
del  pleito  principal,  pudiendo  unirse, 
además  de  ésta,  lo  que  las  partes  pidan 
á  costa  suya. 
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CAPÍTULO  II 

De  la  ejecución  por  cantidad  cierta 

Sección  primera 

De  la  citación  y  g'arantía  (penhora) 

Art.  808.  En  la  ejecución  por  canti- 
dad cierta  pedirá  el  actor  que  se  cite  al 
demandado,  para  que  dentro  del  tér- 
mino de  diez  días,  á  contar  de  Ja  fecha 
de  la  citación,  le  pague  ó  designe  bie- 
nes que  garanticen  el  cobro. 

jí  1.** — Si  el  demandado  se  hubiere  de- 
clarado ausente  en  la  acción  principal, 
ó  cuando  se  justifique  que  se  marcha 
al  extranjero  ó  á  las  provincias  ultra- 
marinas, bastará  que  se  le  cite  por 
edictos. 

§  2.**— Si  el  ejecutado  tuviere  su  do- 
micilio fuera  del  distrito  donde  se  siga 
)a  ejecución,  deberá  nombrar  Abogado 
6  Procurador  en  el  plazo  de  diez  días,  y 
elegir  domicilio,  con  arreglo  al  art.  200, 
y  si  no  lo  hiciere,  se  seguirá  el  procedi- 
miento en  rebeldía. 

§  3."— Estas  citaciones  sólo  podrán 
hacerse  después  del  repartimiento, 
cuando  éste  proceda. 

Art.  809.  Las  ejecuciones  por  foros, 
rentas  ú  otras  prestaciones  debidas,  se 
considerarán  seguidas  para  las  que 
después  vayan  venciendo,  cuando  así 
se  haya  pedido. 

Art.  810.  Después  de  citado  para  la 
ejecución  el  demandado,  no  podrá  acu- 
mularse, sin  nueva  citación,  la  ejecu- 
ción por  otro  título. 

Art.  811.  El  ejecutado  podrá  desig- 
nar, como  prenda  ó  garantía,  cualquier 
clase  de  bienes,  salvo  las  restricciones 
siguientes: 

J.*    Los  bienes  designados  deberán 


ser  enajenables  y  suficientes  para  el 
pago  de  la  ejecución  y  de  las  costas; 

2."  La  designación  comenzará  por 
los  bienes  muebles  ó  inmuebles  situa- 
dos en  el  distrito; 

3."  A  falta  de  bienes  situados  en  el 
distrito,  podrán  designarse  los  que  es- 
tén fuera  del  mismo; 

4."  Sólo  á  falta  de  bienes  muebles  ó 
inmuebles  podrán  designarse  derechos 
y  acciones. 

Art.  812.  Tratándose  de  deuda  privi- 
legiada, hipoteca  ó  consignación,  con- 
servará la  garantía  por  los  bienes  á 
que  afecte  el  privilegio,  la  hipoteca  ó  la 
consignación. 

§  único.— ^o  tendrá  efecto  lo  dispues- 
to en  este  artículo  en  cuanto  á  los  bie- 
nes á  que  se  refiera  el  privilegio  ó  la 
consignación,  si  designados  otros  bie- 
nes, no  impugnare  el  ejecutante  la  de- 
signación en  el  plazo  de  cuarenta  y 
ocho  horas  después  de  habérsele  noti- 
ficado ó  de  tener  conocimiento  de  ello. 

Art.  813.  Si  el  ejecutado  designare 
bienes  inmuebles,  presentará  en  el  acto 
de  la  designación  los  títulos  respecti- 
vos, y  si  declarare  que  no  los  tiene,  in- 
dicará la  procedencia  de  los  bienes. 

§  único.— Los  títulos  presentados  no 
se  unirán  á  los  autos,  sino  que  quedarán 
depositados  en  la  escribanía  para  en- 
tregarlos al  rematante  ó  al  adjudica- 
tario. 

Art.  814.  La  designación  de  bienes 
se  devolverá  al  ejecutante: 

1.**  Cuando  el  ejecutado  no  desig- 
nare en  el  término  de  diez  días; 

2.®  Cuando  en  su  designación  haya 
infringido  el  ejecutado  lo  dispuesto  en 
los  artículos  anteriores; 

3.**  Cuando  por  el  avalúo,  remate  ó 
adjudicación  se  comprenda  que  los  bie- 
nes designados  no  alcanzan  para  ^1 
pago  de  la  ejecución; 
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4.**    Si  hubiere  oposición  de  terceros; 

5/  Cuando  incoado  concurso  de  pre- 
lación  se  comprenda  que  los  bienes  de- 
signados no  alcanzan  para  pagar  á  to- 
dos los  concursantes  habilitados,  por 
no  haberse  presentado  ó  por  haber  sido 
rechazada  ó  declarada  improcedente  la 
impugnación  de  que  trata  el  art.  935. 

§  único.— En  los  casos  previstos  en 
los  números  3.®  y  6.^  el  derecho  de  de- 
signación quedará  limitado  á  los  bie- 
nes que  sean  necesarios  para  el  pago 
de  la  ejecución  ó  de  los  acreedores, 
subsistiendo  la  designación  del  ejecu- 
tado. 

Art.  815.    No  podrán  ser  jpignorados: 

1.^  Los  bienes  del  Estado,  de  los 
Municipios,  de  las  parroquias  ó  de  las 
demás  personas  morales  (Comprendi- 
dos en  la  disposición  del  art.  37  del  Có- 
digo civil,  salvo  si  se  tratare  de  una 
deuda  privilegiada  ó  hipotecaría; 

2.**  El  vestuario  que  los  empleados 
públicos  deban  usar  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones  y  el  equipo  de  los  mili- 
tares; 

3.°  Los  libros  necesarios  para  la 
profesión  de  los  Jueces,  representantes 
del  Ministerio  fiscal  y  Profesores  pú- 
blicos; 

4.°  Los  sueldos  de  los  militares  y  de 
los  funcionarios  públicos,  y  cualesquie- 
ra otros  emolumentos  que  puedan  co- 
rresponderles  en  las  referidas  cualida- 
des; mas  para  los  alimentos  que  sean 
debidos  por  la  ley  y  decretados  por 
sentencia  á  favor  de  los  cónyuges,  des- 
cendientes ó  ascendientes,  podrá  veri- 
ficarse la  retención  por  la  parte  que 
haya  sido  decretada,  sin  que  pueda  ex- 
ceder de  la  mitad  en  ningún  caso; 

5."  El  dinero  en  depósito  procedente 
de  bienes, rematados  en  subasta  judi- 
cial, en  la  parte  necesaria  para  pago  del 
ejecutante  de  los  acreedores  que   se 


hayan  presentado  al  concurso;  así  co- 
mo tambiém  el  dinero  ya  retenido  judi- 
cialmente, cualquiera  que  sea  su  pro- 
cedencia; 

6."    Los  sepulcros; 

7."  Los  objetos  cuya  retención  ó 
prenda  seria  ofensivo  para  la  moral 
pública; 

8.°  El  material  fijo  ó  móvil  de  los 
ferrocarriles; 

9.^  Las  pensiones  alimenticias  debi- 
das por  vínculos  de  sangre  ó  paga- 
das por  el  Estado  ó  por  cualquier  Mon- 
tepío, Compañía  ó  establecimiento,  ex- 
cepto cuando  la  deuda  proceda  de  co- 
mestibles ógéneros  suministrados  para 
la  alimentación  del  ejecutado,  en  cuyo 
caso  podrán  ser  retenidos  hasta  el  im- 
porte de  la  tercera  parte; 

10.  Todos  los  bienes  ó  derechos 
que,  según  la  ley  civil,  no  puedan  ser 
enajenados  ó  sobre  los  cuales  no  pueda 
transigirse; 

11.  Los  objetos  indispensables  para 
la  cama  y  vestido  del  ejecutado  y  de  su 
familia; 

12.  Las  provisiones  de  boca  que  se 
hallen  en  casa  del  ejecutado  y  que  sean 
necesarias  para  el  sustento  de  éste  y  de 
su  familia  durante  una  semana. 

§  único.— Los  bienes  pertenecientes  á 
varios  interesados  y  que  se  conserven 
indivisos,  sólo  podrán  ser  embargados 
en  ejecución  dirigida  contra  todos  ellos; 
pero  sí  se  podrá  embargar  en  una  eje- 
cución contra  cualquiera  de  los  intere- 
sados el  derecho  que  tenga  á  los  bienes 
proindivisos. 

Art.  816.  Sólo  podrán  embargarse 
por  designación  expresa  del  ejecu- 
tado: 

1.°  Los  libros,  máquinas  ó  instru- 
mentos destinados  á  la  enseñanza,  á  la 
práctica  ó  ejercicio  de  las  artes  libera- 
les  y  de  las  ciencias,  y  los  libros  nece- 
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sarios  para  el  ejercicio  de  la  profesión 
de  Abogado; 

2.**  Los  utensilios  y  herramientas  in- 
dispensables para  las  ocupaciones  or- 
dinarias de  los  maestros  y  auxiliares 
de  los  oficios  mecánicos; 

3.**  Las  máquinas,  herramientas  é 
instrumentos  destinados  á  la  agricul- 
tura; 

4**  Las  sagiadas  imágenes,  orna- 
mentos y  todo  lo  demás  que  sirva. para 
el  ejercicio  del  culto; 

5.°  Los  demás  bienes  exentos  de 
embargo  por  leyes  especiales. 

§  ónico.—No  rige  lo  dispuesto  en  este 
artículo  para  los  bienes  mencionados 
en  los  números  L"  al  4.°,  cuando  la  eje- 
cución proceda  del  precio  por  que  hayan 
sido  comprados;  y  además,  respecto  de 
las  del  núm.  3.**,  cuando  hayan  sido 
designados  para  el  embargo  juntamen- 
te con  las  tierras,  ó  cuando  estén  ex- 
presamente obligados  á  la  deud-a,  y  en 
cuanto  á  los  del  núm.  4.",  cuando  sean 
de  gran  valor  y  el  ejecutado  no  posea 
otros  bienes. 

Art.  817.  La  designación  de  bienes 
para  el  embargo  se  hará  constar  por 
diligencia  en  los  autos,  la  cual  será  fir- 
mada por  la  parte  ó  por  su  Procu- 
rador. 

§  1."— Los  bienes  serán  especificados 
en  dicha  diligencia,  sin  que  puedan  ad- 
mitirse simples  referencias  ó  cualquier 
relación  presentada. 

§  2."— Cuando  se  designaren  bienes 
muebles    no    será   necesario   especifi-* 
Carlos. 

§  3.®— Hecha  la  designación,  proce- 
derá el  Escribano  al  embargo  ó  exten- 
derá una  orden  para  que  se  lleve  á  efec- 
to, según  lo  prescrito  en  el  artículo  si- 
guiente. 

§  4.*'-Cuando  se  extienda  la  orden, 
comprenderá  todos  los  bienes  situados 


en  el  distrito  ó  en  el  Juzgado  donde  se 
curse  la  ejecución. 

Art.  818.  El  Escribano  de  autos, 
acompañado  por  el  Oficial  de  diligen- 
cias, practicará  el  embargo  en  el  tér- 
mino de  cinco  días  á  contar  de  la  de- 
signación, cuando  ésta  se  haya  hecho, 
ó  de  la  terminación  del  plazo  de  diez 
días  cuando  el  embargo  no  dependa  de 
la  designación . 

§  único.— Si  el  Escribano  del  Juez  de 
derecho  tuviere  algún  impedimento,  lo 
comunicará  en  el  término  de  veinticua- 
tro horas,  y  se  practicará  un  embargo 
por  el  Escribano  del  Juzgado,  acompa- 
ñado del  Oficial  de  diligencias  del  Juez 
de  derecho,  en  cuyo  caso  se  efectuará  el 
embargo  en  el  término  de  cinco  días  á 
contarde  la  comunicación,  de  la^ cual 
acusará  recibo  el  Escribano. 

Art.  819.  El  embargo  se  practicará 
con  la  aprehensión  efectiva  de  los  bie- 
nes, sacándolos  de  poder  del  ejecutado 
y  entregándolos  á  un  depositario  de 
responsabilidad  suficiente,  según  el  va- 
lor probable  de  ellos,  cuando  sean 
muebles;  á  la  renta  de  un  año,  cuando 
sean  inmuebles. 

§  1."— Donde  hubiere  depósito  públi- 
co se  llevarán  al  mismo  los  bienes 
muebles,  excepto  si  el  ejecutante  con- 
sintiere en  que  se  entreguen  á  un  depo- 
sitario particular  ó  cuando  no  puedan 
trasladarse  sin  grave  inconveniente. 

§  2.''— El  depositario  será  elegido  por 
el  Escribano,  bajo  su  responsabilidad. 

§  3."  -  El  ejecutante  sólo  podrá  ser  de- 
positario cuando  el  ejecutado  lo  con- 
sintiere expresamente. 

§  4.' —Cuando  los  bienes  estén  en 
arrendamiento,  será  depositario  de 
ellos  el  arrendatario. 

§  5."— Cuando  la  retención  se  efectúe 
en  el  sueldo  ú  otros  emolumentos  de 
militares  ó  funcionarios  públicos,  se 
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constituirá  en  depositario  el  Tesorero 
ó  empleado  á  cargo  de  quien  esté  el 
pago. 

Art.  820.  Efectuándose  el  embargo 
en  foros,  rentas,  intereses  ó  cualesquie- 
ra otras  prestaciones  que  deba  percibir 
el  ejecutado,  ó  en  capitales  de  que  sea 
acreedor,  será  depositario  aquel  que 
tenga  obligación  de  pagar  á.su  legíti- 
mo representante. 

§  1.**— En  el  acta  ó  retención  deberá 
el  depositario  declarar  expresamente 
si  reconoce  la  obligación  de  pagar  y 
cuál  es  el  importe  del  capital  ó  de  las 
prestaciones  debidas. 

§  2.**— Si  negare  en  todo  ó  en  parte, 
no  dejará  de  efectuarse  el  embargo  del 
derecho  que  pueda  tener  el  ejecutado, 
y  además  en  la  cantidad  ó  responsabi- 
lidad confesada,  si  lo  hubiere  sido  al- 
guna. 

§  3.**— En  la  diligencia  de  embargo  se 
especificarán  todas  las  declaraciones. 

§  4.°— El  depositario  contrae  por  el 
depósito  la  obligación  de  no  pagar  sin 
orden  del  Juez  y  la  de  no  transigir  so- 
bre la  responsabilidad  que  tenga. 

Art.  821.  De  todos  los  embargos  que 
puedan  efectuarse  en  un  mismo  día  y 
que  comprendan  bienes  muebles  situa- 
dos á  menos  de  un  kilómetro  de  distan- 
cia, se  extenderá  una  sola  acta. 

§  único.— Si  el  embargo  comprendie- 
re bienes  inmuebles,  se  levantará  un 
acta  para  cada  finca. 

Art.  822.  En  el  acta  de  embargo  se 
describirán,  especificándose  los  bienes 
embargados,  haciéndose  mención  de 
las  señales  y  linderos  necesarios  para 
comprobar  su  identidad. 

Art.  823.  En  el  acto  de  realizar  el  de- 
pósito entregará  el  Escribano  al  depo- 
sitario una  relación  firmada  por  éJ  de 
todos  los  objetos  depositados. 

Art.  824-    Corresponde  al  depositario 


la  guarda  y  administración  de  los  bie- 
nes embargados,  estando  obligado  á 
presentarlos  cuando  se  le  ordene  y  á 
rendir  cuentas  al  Juzgado  ejecutor, 
oídos  el  ejecutante  y  el  ejecutado. 

§  1.**— Las  cuentas  serán  presentadas 
á  petición  de  cualquier  interesado,  en 
el  término  que  el  Juez  designe  y  en  for- 
ma de  cuenta  corriente,  uniéndose  á 
ellas  los  comprobantes. 

§  2.**— Presentadas  las  cuentas,  man- 
dará el  Juez  al  ejecutante  y  al  ejecuta- 
do que  hagan  las  observaciones  que 
estimen  procedentes,  en  el  término  de 
cinco  días,  y  resolverá  en  seguida. 

§  3."— Si  después  de  intimado  no  pre- 
sentare el  depositario  las  cuentas  en  el 
plazo  designado,  se  liquidaráji  á  su 
costa  y  bajo  su  responsabilidad  las  que 
los  interesados  presenten,,  y  si  fueren 
distintas  las  presentadas  por  éstos,  se 
aprobará  la  que  arroje  mayor  saldo 
contra  el  depositario. 

§  4.**— La  apelación  de  la  sentencia 
que  condene  al  depositario  sólo  se  ad- 
mitirá en  su  efecto  devolutivo. 

Art.  825.  Si  después  de  intimado  de- 
jare el  depositario  de  presentar  los  bie- 
nes en  el  término  de  cinco  días,  será 
detenido  por  el  tiempo  correspondiente 
al  valor  del  depósito,  á  razón  de  1  000 
reis  por  día. 

§  1.*^— Esta  pena  no  podrá  exceder 
nunca  de  dos  años,  y  cesará  cuando 
pague  el  depositario  ó  cuando  comien- 
ce á  extinguir  la  condena  que  por  el 
mismo  hecho  se  le  haya  impuesto  en 
causa  criminal. 

§2.°— En  las  diligencias  para  la  eje- 
cución se  ejecutará  al  depositario  por 
el  valor  del  depósito,  y  realizado  el  co- 
bro, cesará  la  pena. 

Art.  826.  Los  bienes  que  por  estar 
sujetos  á  corrupción  no  puedan  con- 
servarse, se  venderán  después  del  em- 
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bargo>  siendo  previamente  evaluados 
por  un  perito  nombrado  por  el  Juez. 

§  único.— También  podrá  el  Juez,  á 
petición  de  algunas  de  las  partes  y  des- 
pués de  oida  la  otra,  autorizar  la  venta 
de  los  semovientes,  inmediatamente 
después  del  embargo,  cuando  la  consi- 
dere necesaria;  pero  no  se  llevará  á 
efecto  si  alguna  de  las  partes  se  ofre- 
ciere á  satisfacer  los  gastos  de  conser- 
vación. 

Art.  827.  Si  se  efectuare  el  embargo 
en  un  predio  rústico  ó  urbano  que  esté 
arrendado,  quedará  encargado  de  la 
cobranza  de  las  rentas  un  solo  deposi- 
tario, aunque  los  arrendatarios  sean 
muchos. 

§  1.**— El  depositario  podrá  hacer  nue- 
vos arrendamientos  con  las  mismas 
condiciones,  y  por  renta  igual  6  supe- 
perior;  pero  el  plazo  no  excederá  de  un 
año  en  los  predios  rústicos  y  de  un  año 
ó  seis  meses  en  las  fincas  urbanas,  se- 
gún la  costumbre  del  lugar. 

§2.**— Si  alguno  de  los  interesados 
ofreciere  arrendatario  en  mejores  con- 
diciones, estará  obligado  á  aceptarlo  el 
depositario. 

§  3.**— El  arrendamiento  se  hará  en 
pública  subasta,  con  arreglo  á  lo  pres- 
crito en  el  art.  882,  si  alguno  de  los  in- 
teresados lo  exige;  pero  si  no  se  pre- 
sentare quien  ofrezca  mayor  renta,  pa- 
gará las  costas  del  incidente  el  que  pi- 
dió la  subasta. 

Art.  828.  Si  el  predio  no  estuviere 
arrendado,  ó  si  terminado  el  arrenda- 
miento no  se  presentare  arrendatario 
en  las  condiciones  indicadas  en  el  pá- 
rrafo \.°  del  artículo  anterior,  se  arren- 
dará el  mismo  predio  en  pública  subas- 
ta, en  la  forma  prescrita  en  el  art.  882, 
por  la  mayor  renta  que  se  ofrezca,  sin 
previo  avalúo. 

g  1.^— El   arrendamiento  de  los  pre- 


dios rústicos  se  hará  por  un  año,  y  el 
de  los  urbanos  no  excederá  de  un  año 
óde-seis  meses,  según  la  costumbre 
del  lugar. 

§  2.**— El  ejecutante  y  el  ejecutado  de- 
berán ser  citados  para  que  asistan  á  la 
subasta,  pudiendo  rematarse  á  favor 
de  cualquiera  de  ellos. 

§  3.^— Terminado  el  plazo  del  arren- 
damiento, se  observará  lo  dispuesto  en 
el  articulo  anterior. 

Art.  829.  Si  hubiere  acuerdo  entre 
el  ejecutante  y  el  ejecutado  en  cuanto 
al  modo  de  administrar  los  bienes  em- 
bargados, se  observará  este  acuerdo. 

Art.  830.  El  depositario  tiene  dere- 
cho á  una  retribución,  que  señalará  el 
Juez,  según  el  trabajo  ó  molestia  del 
depósito,  después  de  oir  al  ejecutante 
y  al  ejecutado,  no  pudiendo  exceder 
del  1  por  lOO  del  valor  de  los  bienes,  ni 
del  5  por  100  del  producto  líquido. 

Art.  831.  Si  enladiligenciade  embar- 
go no  se  facultare  al  Escribano,  y  éste 
encontrare  las  puertas  cerradas  ú  opo- 
sición á  que  entre  en  el  predio,  pedirá, 
por  medio  del  Oficial  de  diligencias,  el 
auxilio  del  Regidor  de  la  feligresía 
ó  la  del  Juez  ordinario,  y  á  presencia 
de  éste  y  de  dos  testigos  se  abrirán  ó 
descerrajarán  las  puertas  ó  los  mue- 
bles, extendiéndose  acta  en  que  se  es- 
pecifiquen los  incidentes' ocurridos,  y 
que  será  firmada  por  todos. 

Art.  832.  Si  hubiere  bienes  secues- 
trados, el  auto  de  secuestro  sustituirá 
al  embargo  para  todos  los  efectos. 

Art.  833.  Efectuado  el  embargo  en 
bienes  inmuebles,  se  citará  á  la  mujer 
del  ejecutado  para  qu<i  asista  á  las  ulte- 
riores diligencias  de  la  ejecución. 

Art.  834.  El  auto  de  embargo  de  bie- 
nes inmuebles  deberá  ser  inscrito,  de- 
biendo en  seguida  ser  citados  en  el  do- 
micilio declarado  en  el  Registro,  para 
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que  asistan  á  las  diligencias  de  la  eje- 
cución: 

1.®  Los  acreedores  hipotecarios  ins- 
critos; 

2.**  Los  acreedores  á  favor  de  los 
cuales  exista  alguna  inscripción  de  em- 
bargo. 

§  1.*'— No  se  citará,  sin  embargóla  los 
que,  según  las  declaraciones  hechas  en 
el  Registro,  tengan  su  domicilio  fuera 
de  la  parte  continental  del  Reino  ó  de  la 
isla  donde  la  ejecución  se  lleve  A  cabo. 

§  2.*"— Cuando  no  se  hayan  practica- 
do estas  diligencias  no  se  proseguirá  la 
ejecución  en  los  bienes  respectivos. 

Art.  835.  La  inscripción  del  embargo 
producirá  el  efecto  de  que  no  puedan 
los  bienes  transmitirse  sin  esa  carga, 
salvo  cuando  se  rematen  por  otra  eje- 
cución, por  inventario,  antes  de  decre- 
tarse la  partición. 

§  único.— Las  cargas  reales  y  las  hi- 
potecas con  inscripción  posterior  cadu- 
carán para  todos  los  efectos  si  se  rema- 
tase el  predio  ó  fuese  adjudicado  sin 
haberse  pagado  la  deuda  que  dio  moti- 
vo al  embargo,  salvo  las  cargas  reales 
que,  habiéndose  constituido  en  fecha  art 
terior,  subsistan  sin  haberse  registrado. 

Art.  836.  El  ejecutante  adquiere  por 
el  embargo  el  derecho  á  que  se  le  pa- 
gue, con  preferencia  á  cualquier  otro 
acreedor  que  no  tenga  privilegio  ó  hi- 
poteca anterior. 

Art.  837.  El  cobro  de  las  cantidades 
á  que  sea  condenado  el  Estado  ú  otra 
de  las  personas  morales  mencionadas 
en  el  núm.  \.^  del  art.  815,  será  solici- 
tado en  la  forma  prescrita  en  las  le.ves 
especiales. 

§  único.-  Lo  dispuesto  en  este  ar- 
tículo no  será  aplicable  á  las  ejecucio- 
nes para  la  entrega  de  cosa  cierta  ó 
para  el  pago  de  deuda  privilegiada  ó 
hipotecaria. 


Sección  seguiida 

De  la  detenninación  del  valor  de  los  bienes 

Art.  838.  El  valor  de  los  bienes  em- 
bargados se  determinará  del  modo  e^:- 
tablecido  en  el  art.  252  y  siguientes, 
salvo  lo  dispuesto  en  los  artículos  que 
siguen. 

§  único.— El  ejecutante  es  la  persona 
legítima  para  pedir  la  inscripción  de 
los  bienes  que  no  estén  en  el  libro  ma- 
triz, ó  la  rectificación  de  los  linderos  si 
el  predio  estuviese  descrito  conjunta- 
mente con  otro  y  con  alguna  inexac- 
titud. 

Art.  839.  Los  bienes  cuyo  valor  pro- 
bable no  exceda  de  20.000  reís,  serán 
evaluados  por  un  solo  perito,  nombra- 
do por  el  Juez. 

Art.  840.  Los  peritos  prestarán  jura- 
mento en  el  día  que  el  Juez  designe  y 
recibirán  en  seguida  la  orden  y  harán 
el  avalúo  en  el  plazo  de  ocho  días,  so 
pena  de  desobediencia,  observándose 
lo  dispuesto  en  el  párrafo  1  .**  del  ar- 
tículo 2i52. 

Sección  tercera 

Del  remate 

Art.  84L  Determinado  el  valor  de 
los  bienes,  designará  el  Juez  el  día  en 
que  ha  de  efectuarse  la  subasta. 

§  1.'*— Las  subastas  de  remate  se  ha- 
rán á  la  puerta  del  Tribunal;  pero  los 
bienes  muebles  podrán  rematarse  en  el 
local  donde  se  hallen  depositados  cuan- 
do de  su  traslación  pueda  resultar  dete- 
rioro ó  cualquier  otro  inconveniente. 

§  2." -Fuera  de  Lisboa  y  Oporto,  las 
subastas  de  remate  se  efectuarán  siem- 
pi'o  en  domingo  ó  día  festivo. 
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Art.  842.  El  remate  de  bienes  mue- 
bles se  anunciará  por  edictos,  ñjados 
con  veinte  dias  de  anticipación,  uno  en 
ia  puerta  del  Tribunal,  y  otro  en  la  del 
predio,  si  la  tiene;  y  fuera  de  Lisboa  y 
Oporto,  se  fijaráotro  edicto  á  la  puerta 
de  la  iglesia  ó  capilla  del  lugar  donde 
esté  situada  la  ñnca  ó  de  la  del  más 
próximo. 

§  1.**— Durante  el  plazo  de  los  edictos 
se  publicarán  dos  anuncios,  en  Lisboa 
en  el  periódico  oficial,  y  en  los  d  emás  pun- 
tos en  algún  diario  local,  si  lo  hubiere- 

§  2.®— En  los  edictos  y  anuncios  no 
se  copiará  la  descripción  de  los  bienes, 
y  éstos  serán  designados  por  su  cuali- 
dad y  situación,  declarándose  también 
el  valor  por  que  se  sacan  á  subasta  y 
los  nombres  del  ejecutante  y  del  ejecu- 
tado. 

§  3.**— La  copia  de  los  anuncios  será 
rubricada  por  el  Juez,  según  prescribe 
el  párrafo  L^'del  art.  197. 

Art.  843.  El  remate  de  los  bienes 
muebles  se  anunciará  igualmente  por 
edictos,  fijados  con  diez  días  de  antici- 
pación, uno  á  la  puerta  del  Tribunal  y 
otro  en  la  puerta  del  edificio  donde 
haya  de  efectuarse  la  subasta,  cuando 
ésta  no  tenga  lugar  en  el  Tribunal,  y 
fuera  de  Lisboa  y  Oporto  se  fijará  otro 
edicto  en  la  puerta  de  la  iglesia  ó  capi- 
lla del  lugar  donde  el  remate  se  efectúa 
ó  de  la  del  más  próximo. 

§  1  ®— Durante  el  plazo  de  los  edictos 
se  publicarán  anuncios,  en  los  t<^'rmi- 
nos  prescritos  en  los  párrafos  L®  y  3.® 
del  artículo  anterior. 

§  2.°— En  los  edictos  y  anuncios  sólo 
se  designará  la  clase  de  los  bienes,  el 
lugar  de  la  subasta  y  los  nombres  del 
ejecutante  y  del  ejecutado. 

Art.  844.  Serán  citados  por  los  edic- 
tos que  se  fijen  y  por  los  anuncios  que 
se  publiquen  para  el  remate: 


L°    Los  acreedores  inciertos; 

2.^  Los  acreedores  á  favor  de  Io4 
cuales  baya  alguna  inscripción  hipote- 
caría ó  embargo,  y  que,  según  las  de- 
claraciones hechas  en  el  Registro,  ten- 
gan su  domicilio  fuera  de  la  parte  con- 
tinental defReino  ó  de  la  isla  donde  la 
ejecución  se  lleve  á  cabo. 

§  único.— En  el  caso  del  núm.  2.*',  se 
consignará  en  los  edictos  los  nombres 
de  los  acreedores  y  el  importe  de  sus 
créditos,  según  lo  que  conste  en  el  Re- 
gistro. 

Art.  845.  A  las  diligencias  se  unirán 
los  periódicos  en  que  se  hayan  publi- 
cado los  anuncios,  y  una  copia  del  edic- 
to con  la  certificación  de  haber  sido 
fijado,  con  arreglo  al  art.  198. 

Art.  846.  Los  muebles  que  se  hallen 
en  el  depósito  público  serán  subastados 
en  el  mismo  lugar. 

§  1.**— A  cada  Juez  de  los  de  Lisboa  y 
Oporto  corresponderá  este  servicio  en 
los  días  designados  en  el  cuadro  núme- 
ro 2.®,  pudiendo,  sin  embargo,  designar 
otro  día  que  esté  desocupado,  ponién- 
dose de  acuerdo  con  el  Juez  correspon- 
diente. 

§  2.*'— Para  estas  subastas  bastará 
con  un  edicto,  que  se  fijará  en  la  puer- 
ta del  Tribunal,  y  se  publicarán  anun- 
cios en  la  forma  prescrita  en  los  párra- 
fos 1."  y  3.«  del  art.  842. 

Art.  847.  Durante  el  plazo  de  los 
edictos  estará  obligado  el  depositario  á 
mostrar  los  bienes  á  quien  pretenda 
examinarlos,  y  el  día  designado  los 
mandará  conducir  al  lugar  donde  deba 
efectuarse  el  remate,  pagando  el  eje- 
cutante los  gastos  de  transporte,  que 
se  incluirán  después  en  las  costas. 

Art.  848.  A  fin  de  poder  usar  del  de- 
recho de  preferencia,  serán  citados 
para  asistir  á  la  subasta: 

1.®    El  dueño  directo,  cuando  se  tra- 
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te  del  remate  de  un  predio  enfitéutico; 
*  2.**  El  dueño  directo  y  el  enfiteuta, 
cuando  se  trate  del  remate  de  un  pre- 
dio dado  en  subenñteusis; 

3.**  El  censualista,  cuando  sé  trate 
del  remate  de  un  predio  dado  á  censo 
reservativo; 

4/  El  enfiteuta  y  subenfiteuta,  si  lo 
hubiere,  cuando  se  trate  del  remate  del 
dominio  directo; 

5.°  El  dueño  directo  y  el  subenfiteu- 
ta, cuando  se  trate  del  remate  del  do- 
minio enfitéutico; 

6."  El  censatario,  cuando  se  trate 
del  remate  del  censo  reservativo. 

7.®  Los  copropietarios,  cuando  se 
trate  del  remate  de  la  paríe  que  perte- 
nezca al  consorte  en  la  cosa  indivisa; 

8."  Los  quiñoneros,  cuando  se  trate 
del  remate  de  algún  quiñón  ó  de  la  po- 
sesión. 

§  1."-— Los  que  tengan  derecho  prefe- 
rente y  residan  fuera  de  la  parte  conti- 
nental del  Reino  é  islas  adyacentes,  se- 
rán citados  por  edictos. 

§  2."— Los  citados  sólo  podrán  usar 
del  derecho  de  preferencia  en  el  acto  de 
la  subasta,  inmediatamente  después 
del  remate. 

§  3."— Si  se  presentaren  con  este  de- 
recho varias  personas,  que  la  ley  civil 
considere  que  tienen  el  mismo,  conti- 
nuará la  licitación  sólo  entre  ellos,  y 
se  adjudicarán  los  bienes  al  que  ofrez- 
ca mayor  cantidad. 

§  4."— Lo  dispuesto  en  este  artículo 
no  es  aplicable  á  las  personas  morales 
que  no  gozan  del  derecho  de  preferen- 
cia, según  el  art.  1.679  del  Código  civil, 

Art.  849.  En  el  día  de  la  subasta  y  á 
la  hora  designada,  mandará  el  Juez  al 
alguacil  que  anuncie  la  apertura  de  la 
subasta  y  ponga'en  licitación  sucesiva- 
mente cada  objeto  por  su  valor  respec- 
tivo. 


§  I."*— El  alguacil  tomará  nota  dé  los 
licitadores  y  de  las  cantidades  que  ofre- 
cen, y  cuando  haya  cesado  la  licitación 
respecto  de  cualquier  objeto,  declarará 
cuál  ha  sido  la  mayor  puja  y  el  nom- 
bre del  que  la  haya  hecho. 

§  2.®— Acto  continuo  ordenará  elJuez 
que  sean  interpelados  los  que  tengan 
derecho  preferente,  según  el  articulo 
anterior,  si  los  hubiere,  y  mandará  ad- 
judicar el  objeto  al  rematante  ó  al  que 
tenga  derecho  preferente. 

Art.  850.  No  habiendo  quien  ofrezca 
precio  superior  al  valor  de  los  bienes, 
volverán  éstos  á  subastarse  por  mitad 
déla  tasación  primera. 

§  único.— Si  aun  así  no  hubiere  re- 
matante, volverán  á  tercera  subas- 
ta, para  ser  rematados  por  cualquier 
precio. 

Art.  851.  De  la  primera  á  la  segunda 
subasta,  y  de  ésta  á  la  tercera,  mediará 
un  intervalo  de  siete  días  por  lo  menos. 

fcí  1."— Para  anunciar  la  segunda  ó 
tercera  subasta,  se  pondrá  sólo  un  edic- 
to, que  se  fijará  en  Lisboa  y  Oporto,  en 
la  puerta  de  la  casa  y  en  los  demás  dis- 
tritos, ó  cuando  se  trate  de  un  predio 
rústico  que  no  tenga  puerta,  se  fijará 
en  la  de  la  iglesia  ó  capilla. 

§  2.*^— Si  la  subasta  fuere  de  bienes 
muebles,  se  fijará  el  edicto  á  la  puerta 
del  Tribunal  ó  del  edificio  donde  haya 
de  efectuarse  el  remate. 

§  3.**— En  este  edicto  se  hará  la  desig- 
nación de  los  bienes  por  su  naturaleza, 
y  por  su  situación  cuando  sean  inmue- 
bles, refiriéndose  al  primer  edicto  y  de- 
clarando el  valor  en  que  salen  á  su- 
basta. 

§  4.°— Los  anuncios  serán  iguales  á 
los  indicados  para  la  primera  subasta. 

Art.  852.  Los  bienes  inmuebles  no 
se  rematarán  en  la  tercera  subasta  sin 
que  ésta  haya  durado  una  hora. 
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Art.  853.  En  cualquiera  de  las  subas- 
tas cesará  el  remate  de  los  demás  bie- 
nes embargados  cuando  se  comprenda 
que  el  precio  de  los  rematados  es  su- 
ficiente para  pagar  al  ejecutante  y  á 
los  acreedores  hipotecarios  ó  que  es- 
tén definitivamente  habilitados  para  el 
concurso,  por  no  haberse  presentado 
la  impugnación  de  que  trata  el  ar- 
tículo 935,  ó  haberse  declarado  improce- 
dente. 

Art.  854.  Se  levantará  sólo  un  acta 
de  todos  los  remates  de  bienes  muebles 
efectuados  en  el  mismo  día  y  por  los 
mismos  autos. 

§  1.**— Si  los  bienes  rematados  fueren 
inmuebles,  se  levantará  un  acta  para 
cada  finca. 

§  2.°— Con  referencia  á  todos  los  bie- 
nes que  dejen  de  rematarse  en  el  mis- 
mo día,  y  por  los  mismos  autos,  sólo  se 
levantará  un  acta. 

Art.  855.  Los  bienes  inmuebles  se 
subastarán  siempre  por  su  valor  ins- 
crito, cualquiera  que  sea  la  relación 
que  exista  entre  su  valor  y  la  cantidad 
por  que  se  ejecuta,  salvo  acuerdo  de 
las  partes  en  contrario. 

§  único.— Si  la  finca  ofreciere  cómo- 
da división,  podrá  pedir  el  ejecutado 
que  se  saque  á  subasta  por  el  valor  de 
la  ejecución  la  parte  que  indique  como 
suficiente  para  el  pago  de  la  misma  eje- 
cución; pero  si  no  hubiese  reinataníe 
por  ese  valor,  se  sacará  á  subasta  toda 
la  propiedad. 

Art.  856.  Los  bienes  se  subastarán 
libres  de  las  cargas  reales  que  no  estén 
inscritas  en  el  Registro  anterior  al  de 
cualquier  embargo  ó  hipoteca,  salvo 
las  cargas  reales  que  habiendo  sido 
constituidas  con  fecha  anterior  no  se 
hayan  registrado. 

§  único.— Inmediatamente  después  de 
la  subasta  mandará  el  Juez  cancelar 
Tomo   VIL  — Institucionbs  juuídicas. 


las  inscripciones  de  las  cargas  reales  é 
hipotecarias  que  hayan  caducado,  con 
arreglo  á  lo  prescrito  en  este  artículo  y 
en  el  párrafo  único  del  835. 

Art.  857.  El  derecho  á  una  cantidad 
ó  valor  líquido  y  cierto  se  sacará  á  su- 
basta por  tres  cuartas  partes  del  mis- 
mo; y  no  habiendo  rematante,  volverá 
á  serlo  por  la  mitad,  y  en  la  tercera  no 
se  fijará  valor  alguno. 

Art.  858.  Los  derechos  líquidos  se- 
rán evaluados  y  sacados  á  subasta:  la 
primera  vez  por  la  tasación,  la  segunda 
por  la  mitad  y  la  tercera  sin  fijar  valor 
alguno. 

Art.  859.  El  rematante  está  obligado 
á  depositar  el  precio  en  el  término  de 
tres  días,  so  pena  de  detención  y  costas. 

§  1."— Si  no  lo  depositare  será  inme- 
diatamente preso,  y  el  Juez  mandará 
abrir  nueva  subasta  para  que  se  rema- 
ten los  bienes  por  cualquier  precio, 
precediendo  anuncios  y  edictos  con  in- 
tervalo de  siete  días. 

§2.®— Si  el  rematante  depositare  el 
precio  antes  del  día  designado  para  la 
nueva  subasta,  subsistirá  su  remate. 

§  3.°— Verificada  la  nueva  subasta  y 
rematados  los  bienes  por  un  precio  in- 
ferior, quedará  obligado  á  depositar  la 
diferencia. 

§  4.**— Si  los  bienes  se  vendieren  en  la 
segunda  subasta  por  un  precio  igual  ó 
superior  al  del  primer  remate,  cesará 
la  responsabilidad  del  rematante  en 
cuanto  al  precio. 

§  5.**— Tanto  en  este  caso  como  en 
los  anteriores,  será  el  rematante  res- 
ponsable de  los  gastos  y  costas  que 
haya  ocasionado. 

§  6.^— Liquidada  por  el  Contador  la 
responsabilidad  del  rematante,  será 
éste  ejecutado  en  los  mismos  autos,  á 
petición  del  ejecutante,  del  ejecutado  ó 
de  cualquier  interesado,  uniéndose  cer* 
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tificación  de  la  citación  y  siguiendo  los 
demás  trámites  como  incidente. 

§  7.**— La  prisión  no  podrá  durar  más 
de  un  año,  y  cesará  cuando  el  rema- 
tante pague  la  cantidad  en  que  se  haya 
fijado  su  responsabilidad. 

§  8.*^— El  rematante  no  será  admitido 
á  pujar  en  la  nueva  subasta. 

Art.  860.  El  rematante  pagará  los 
gastos  de  la  subasta  y  la  mitad  del  im- 
puesto por  la  inscripción,  salvo  pacto 
en  contrario. 

Art.  861.  Si  el  rematante  fuere  el 
mismo  ejecutante  ú  otro  acreedor  que 
tenga  sentencia  á  titulo  que  le  habilite 
para  el  concurso,  sólo  estará  obligado 
á  depositar  la  parte  del  precio  que  ex- 
ceda del  importe  líquido  de  su  crédito. 

§  1.°-  Cuando  los  bienes  así  remata- 
dos sean  títulos  de  la  Deuda  consolida- 
da, serán  anotados  con  la  declaración 
de  no  poder  el  rematante  disponer  de 
aquellos  cuyo  precio  no  tenga  deposi- 
tado. 

§  2.°— Cuando  los  bienes  sean  inmue- 
bles, quedarán  hipotecados  á  la  parte 
del  precio  que  no  se  haya  depositado. 

§  3.^— El  acta  de  remate  hará  men- 
ción expresa  de  estas  declaraciones. 

§4."— El  Registrador  no  podrá  inscri- 
bir la  transmisión  sin  inscribir  ai  mis- 
mo tiempo  la  hipoteca. 

g  5.0— No  se  podrá  cancelar  la  ins- 
cripción de  la  hipoteca  ni  la  declara- 
ción ó  nota  en  los  títulos  sin  que  pre- 
ceda auto  del  Juez  que  expresamente 
lo  determine. 

§6."— Si  se  remataren  otros  bienes 
muebles,  no  se  entregarán  éstos  al  re- 
matante sin  que  preste  caución,  con 
arreglo  al  art.  806,  y  si  dejare  de  pres- 
tarla en  el  plazo  que  el  Juez  designe, 
volverán  á  subastarse  los  bienes  á  cos- 
ta del  rematante,  y  éste  no  será  admi- 
tido en  la  nueva  subasta. 


Art.  862.  Si  por  efecto  de  concurso 
el  ejecutante  ó  el  acreedor  rematante 
no  tuviere  derecho  al  producto  de  la 
subasta,  depositará,  en  el  plazo  de  tres 
días,  la  cantidad  que  no  le  pertenezca. 

§  único.— Dejando  de  efectuar  el  de- 
pósito, será  preso  y  se  procederá  con- 
tra él,  según  lo  prescrito  en  el  art.  859, 
subastándose  sus  propios  bienes  ó  los 
de  la  fianza. 

Art.  863.  La  escritura  de  remate 
será  pagada  por  el  rematante  y  conten- 
drá el  auto  de  embargo  y  el  de  la  su- 
basta, el  importe  de  los  derechos  de 
inscripción  y  el  depósito  del  precio,  y 
todo  lo  demás  que  sea  expresamente 
requerido  por  el  interesado. 

Art.  864.  Si  después  del  remate  se 
tuviere  conocimiento  de  la  existencia 
de  alguna  carga  real  que  no  se  haya 
tenido  en  cuenta  en  la  determinación 
del  valor,  tendrá  el  rematante  derecho 
á  pedir  la  indemnización  del  importe 
de  esa  carga  ó  la  anulación  de  la  su- 
basta. 

§  único.— El  Juez,  oídos  los  interesa- 
dos, mandará  indemnizar  al  rematante 
ó  declarará  nula  la  subasta. 

Art.  865.  Podrá  anularse  el  remate 
por  decisión  del  Juez  si  sobreviniere 
alguna  causa  de  nulidad  que  no  sea 
subsanable. 

Art.  866.  Entregado  el  título,  sólo 
podrá  anularse  el  remate  por  los  me- 
dios ordinarios  ó  indemnizársele  al  re- 
matante del  valor  á  que  tenga  dere- 
cho, con  arreglo  al  art.  864. 

Sección  cuarta 

De  la  adjudicación 

Art.  867.  Hasta  el  dia  designado  para 
la  segunda  ó  tercera  subasta,  podrá  el 
ejecutante'  ó  cualquier  otro  acreedor 
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habilitado  para  el  concurso  pedir  que 
se  le  adjudiquen^  en  el  precio  en  que 
se  hayan  subastado,  bienes  suficientes 
para  el  pago  de  su  crédito. 

§  1.**— Se  intimará,  al  ejecutado  para 
que  en  el  término  de  tres  días  presente 
postor,  y  en  el  caso  de  no  presentarlo 
se  hará  la  adjudicación  de  los  bie- 
nes. 

§  2.°— Una  vez  presentado  postor,  de- 
berá éste  firmar  una  diligencia,  ofre- 
ciendo responder  de  la  postura  ó  puja 
como  rematante,  y  los  bienes  volverán 
á  subastarse  por  ese  precio. 

§  3.''— El  plazo  para  depositar  el  pre- 
cio el  postor,  en  caso  de  no  haber  ma- 
yor puja,  correrá  desde  el  día  de  la  su- 
basta. 

Art.  868.  Si  no  hubiere  rematante  en 
la  tercera  subasta,  podrá  el  ejecutante 
apelar  á  otros  bienes  y  pedir  su  adjudi- 
cación por  cualquier  precio,  así  como 
cualquier  otro  acreedor  habilitado  para 
el  concurso. 

§  1."— Si  pidiere  la  adjudicación,  se 
intimará  al  ejecutado  para  que  ofrezca 
postor,  según  lo  prescrito  en  el  artícu- 
lo anterior. 

§2. '—Esta  adjudicación  sólo  podrá 
pedirse  en  el  plazo  de  tres  días,  á  con- 
tar de  la  tercera  subasta. 

Art.  869.  Si  se  pidiere  la  adjudica- 
ción después  de  la  primera  ó  segunda 
subasta  por  más  de  un  acreedor,  será 
preferido  el  ejecutante,  y  entre  los  de- 
más acreedores  se  preferirá  al  que  lo 
sea  por  mayor  crédito,  salvo  el  derecho 
de  pedir  nueva  subasta,  saliendo  res- 
ponsable el  requirente  por  el  precio  su- 
perior ofrecido. 

§  único.— SI  se  pidiere  la  adjudica- 
ción después  de  la  tercera  subasta,  se 
preferirá  al  que  ofrezca  mayor  precio. 

Art.  870.  Los  preferentes  menciona- 
dos en  el  art.  844  sólo  podrán  usar  de 


su  derecho,  respecto  de  la  adjudica- 
ción, en  los  términos  siguientes: 

1.**  Hasta  la  segunda  ó  tercera  su- 
basta podrán  pedir  la  adjudicación  por 
el  valor  en  que  se  hayan  subastado  los 
bienes,  y  si  lo  piden,  serán  preferidos  á 
cualquier  otro  acreedor; 

2.**  Después  de  la  tercera  subasta  no 
podrán  pedir  la  adjudicación;  pero  si  se 
pidiere  ésta  por  algún  acreedor,  podrán 
hacer  uso  de  su  preferencia  en  el  plazo 
de  tres  días,  para  lo  cual  serán  intima- 
dos los  Ljue  hayan  nombrado  represen- 
tante ó  elegido  domicilio  en  el  dis- 
trito. 

§  1.*»— Si  se  presentare  la  preferencia 
por  más  de  una  persona  á  las  que  la  ley 
civil  considere  con  igual  derecho,  habrá 
licitación  entre  ellas  y  el  día  que  el 
Juez  designe,  adjudicándose  los  bienes 
al  mejor  postor. 

§  2.**— El  adjudicatario  por  preferen- 
cia será  equiparado  en  todo  al  rema- 
tante; pero  si  estuviere  habilitado  para 
el  concurso,  estará  obligado  á  deposi- 
tar lo  que  exceda  del  importe  líquido  de 
su  crédito,  observándose  en  lo  demás 
lo  dispuesto  en  el  art.  861. 

Art.  871.  Si  la  adjudicación  debiere 
verificarse  á  favor  del  ejecutante  ó  de 
algún  otro  acreedor,  con  arreglo  á  los 
artículos  anteriores,  dictará  el  Juez 
sentencia  adjudicando  provisionalmen- 
te ios  bienes  á  ese  acreedor. 

§  1.®— Los  efectos  de  la  adjudicación 
quedarán  en  suspenso  hasta  terminar 
el  plazo  fijado  en  el  art.  932,  ó  hasta  la 
resolución  del  concurso  cuando  tenga 
lugar. 

§  2.®— El  adjudicatorio  provisional 
entrará  luego  en  posesión  de  los  bienes 
como  depositario.    • 

Art.  872.  Graduado  con  preferencia 
al  adjudicatorio  otro  acreedor  que  haya 
pedido  la  adjudicación,  después  de  la 
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primera  ó  segunda  subasta,  se  adjudi- 
carán los  bienes  á  ese  acreedor. 

§  1.**— Si  el  acreedor  graduado  no  hu- 
biere pedido  la  adjudicación  después  de 
la  primera  ó  segunda  subasta,  podrá 
pedir  que  vuelvan  á  subastarse  los  bie- 
nes para  ser  rematados  por  cualquier 
precio. 

§  2.**— El  acreedor  graduado  en  pri- 
mero ó  segundo  lugar  sólo  podrá  pe- 
dir el  remate  en  el  término  de  cinco 
días,  á  contar  de  aquel  en  que  sea  firme 
la  sentencia  que  haya  decidido  el  con- 
curso, y  si  no  lo  hiciere  en  este  plazo, 
quedará  considerado  como  adjudicata- 
rio para  todos  los  efectos. 

§  3.**— El  requerimiento  en  que  se  pi- 
da el  remate  se  notificará  al  adjudica- 
tario, y  si  éste  depositare,  en  el  término 
de  tres  días,  el  importe  por  que  le  fue- 
ron adjudicados  los  bienes,  subsistirá 
la  adjudicación. 

§  4.**— La  adjudicación  también  sub- 
sistirá si  en  el  mismo  plazo  depositare 
el  adjudicatario  la  cantidad  necesaria 
para  pago  de  los  acreedores  gradua- 
dos con  derecho  preferente  á  éste. 

Art.  873.  Si  estuviere  graduado  con 
preferencia  al  adjudicatario  otro  acree- 
dor que  haya  pedido  la  adjudicación, 
después  de  la  tercera  subasta,  por  el 
valor  en  que  se  haya  efectuado,  á  ese 
acreedor  quedarán  adjudicados  los  bie- 
nes. 

§  1.**— Si  el  acreedor  graduado  no  hu- 
biere pedido  la  adjudicación  ó  ha  ofre- 
cido cantidad  inferior  á  aquella  poi-  que 
la  adjudicación  se  efectuó,  podrá  ne- 
garse á  recibir  los  bienes,  quedando  en 
este  caso  el  adjudicatario  como  rema- 
tante para  todos  los  efectos. 

§  2."— El  acreedor  graduado  sólo  po- 
drá declarar  que  se  niega  á  recibir  los 
bienes  en  el  término  de  cinco  días,  á 
contar  de  aquel  en  quo  quedó  firme  la 


sentencia  que  hubiere  resuelto  el  con- 
curso, y  no  declarándolo  en  este  plazo, 
se  considerará  como  adjudicatario  para 
todos  los  efectos. 

Art.  874.  Si  varios  acreedores  obtu- 
viesen igual  graduación  con  preferencia 
al  adjudicatario,  todos  ellos  tendrán  de- 
recho á  la  adjudicación  en  proporción 
de  los  créditos  graduados,  si  ninguno  de 
ellos  pidiere  que  los  bienes  sean  rema- 
tados ni  declarase  que  se  niega  á  reci- 
birlos en  la  forma  indicada  en  los  ar- 
tículos anteriores. 

§  1.**— No  podrá  solicitar  el  remate  el 
acreedor  que  haya  pedido  la  adjudica- 
ción de  los  bienes  por  el  valor  en  que 
hayan  sido  adjudicados. 

§  2.°— Solicitado  el  remate  por  algunos 
de  los  acreedores  graduados,  y  no  ha- 
biendo hecho  el  adjudicatario  el  depósi- 
to consignado  en  los  párrafos  3.®  y  4." 
del  artículo  872,  podrá  cualquiera  de  los 
acreedores  que  tenga  igual  gradua- 
ción pedir  para  sí  la  adjudicación  de  los 
bienes,  solicitándolo  en  el  término  de 
tres  días,  á  contar  del  último  en  que 
el  adjudicatario  podía  hacerel  depósito. 

§  3.^—81  se  pidiere  laadjudicación  por 
más  de  un  acreedor,  será  preferido 
aquel  que  por  igual  valor  lo  haya  pedi- 
do después  de  la  subasta,  y  entre  los 
demás  será  preferido  aquel  á  quien  per- 
tenezca mayor  crédito. 

Art.  875.  Graduados  otros  acreedo- 
res para  que  se  les  pague  en  prorrateo 
con  el  adjudicatario,  subsistirá  la  ad- 
judicación. 

Art.  876.  Sacados  los  bienes  á  subas- 
ta, con  arreglo  á  los  artículos  anterio- 
res, cuando  el  rematante  sea  alguno  de 
los  acreedores  graduados,  sólo  estará, 
obligado  á  depositar  el  exceso  sobre  la 
carttidad  que  le  corresponda,  según  el 
orden  de  graduación. 

Art.  877.    Hecho  el  depósito  ó  rema- 
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tados  los  bienes,  se  pagará  á  los  acree- 
dores con  el  producto,  siguiendo  el  or- 
den de  su  graduación. 

Art.  878.  No  pidiéndose  el  remate  ni 
habiendo  fundamento  alguno  para  or- 
denarlo, dictará  el  Juez  sentencia  adju-' 
dicando  definitivamente  los  bienes  á 
quien  corresponda. 

§  1.**— Liquidadas  por  el  Contador,  con 
arreglo  á  la  resolución  del  concurso,  las 
cantidades  que  correspondan  á  los  de- 
más acreedores,  asi  como  cualquier 
excedente  que  quede  para  el  ejecutado, 
pagará  el  adjudicatario  esas  sumas  en 
el  plazo  de  tres  días,  á  contar  de  aquel 
en  que  se  le  notifique  la  liquidación. 

§  2.®— La  responsabilidad  del  adjudi- 
catario por  estos  pagos  será  equipara- 
da á  la  del  rematante,  y  se  le  exigirá, 
según  lo  prescrito  en  el  art.  859,  limi- 
tándose, sin  embargo,  su  responsabili- 
dad en  cuanto  al  valor  de  los  bienes,  á 
la  cantidad  necesaria  para  el  pago  de 
los  demás  acreedores  y  del  ejecutado. 

Art.  879.  Los  bienes  serán  adjudica- 
dos libres  de  toda  carga  real  que  deba 
caducar  por  efecto  del  remate,  con  arre- 
glo á  los  artículos  835  y  85í>. 

§  único.—  La  sentencia  de  adjudica- 
ción definitiva  mandará  cancelar  las 
inscripciones  de  cargas  reales  y  las  hi- 
potecarias que  hayan  caducado. 

Art.  880.  Adjudicándose  definitiva- 
mente los  bienes  al  mismo  acreedor 
que  hubiere  obtenido  la  adjudicación 
provisional,  se  considerará  extinguido 
su  crédito  para  todos  los  efectos,  en  la 
cantidad  equivalente  al  valor  de  la  ad- 
judicación, á  contar  de  la  primera  sen- 
tencia. 

§  único.— El  adjudicatario  provisional 
rendirá  cuentas  de  las  rpntas,  como 
depositario,  cuando  á  consecuencia  de 
la  decisión  del  concurso  se  adjudica- 
ren definitivamente  los  bienes  á  otro 


acreedor  ó  fuesen  rematados,  ó  cuan- 
do el  valor  de  la  adjudicación  sea  su- 
perior á  la  cantidad  que  le  correspon- 
da. En  el  primer  caso  restituirá  todos 
los  productos  ó  rentas,  y  en  el  segundo 
la  parte  que  proporcionalmente  corres- 
ponda al  exceso  de  valor. 

Art.  88L  Si  no  conviniere  la  adjudi- 
cación al  ejecutante,  después  de  la  se- 
gunda subasta  podrá  pedir  que  la  eje- 
cución se  limite  á  las  rentas. 

§  1.°— El  ejecutante  será  intimado  á 
presentar  licitador  en  el  plazo  de  tres 
días  por  precio  que  no  sea  inferior  al 
de  la  segunda  subasta,  y  si  lo  ofreciere, 
se  observará  lo  prescrito  en  los  párra- 
fos 2.**  y  3.^  del  art.  867. 

§  2.°— A  falta  de  licitador  serán  arren- 
dados los  bienes  en  pública  subasta, 
fijándose  el  plazo  del  arrendamiento  se- 
gún el  prudente  arbitrio  del  Juez,  oídas 
las  partes. 

§  3.**— Las  rentas  se  adjudicarán  al 
ejecutante,  y  éste  percibirá  la  renta 
del  rematante,  renovándose  sucesiva- 
mente el  arrendamiento  hasta  pagar 
la,  ejecución. 

§  4.**— Habiendo  acreedores  comunes 
habilitados  para  el  concurso,  sólo  po- 
drán subastarse  las  rentas  con  anuen- 
cia expresa  de  los  mismos,  y  si  no  la 
prestaren,  volverá  el  predio  á  subastar- 
se para  rematarlo  por  cualquier  precio. 

Art.  882.  El  arrendamiento  se  hará 
en  pública  subasta,  observándose  lo 
dispuesto  en  los  artículos  841  y  849,  y 
precediendo  edictos  y  anuncios  en  la 
forma  prescrita  en  el  art.  842. 

Art.  883.  El  título  de  adjudicación 
será  firmado  por  el  Juez  y  por  el  Escri- 
bano. 

§  único.— Este  título  equivaldrá  al 
pago  para  el  adjudicatario  y  contendrá 
el  auto  de  embargo,  la  sentencia  de  ad- 
judicación y  la  diligencia  de  haber  pa- 
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gado  los  derechos  de  registro  cuando 
se  haya  adjudicado  la  propiedad,  y  ade- 
más de  esto  lo  que  se  pida  expresamen- 
te por  el  interesado  y  á  costa  suya. 

Art.  884.  La  adjudicación  de  rentas 
se  inscribirá  como  carga  real  con  vista 
de  la  sentencia. 

Art.  885.  Es  aplicable  á  la  adjudica- 
ción lo  dispuesto  en  cuanto  al  remate 
en  los  artículos  864  á  866. 

Art.  886.  La  adjudicación  caducará, 
y  se  rematarán  los  bienes  como  libres 
de  toda  carga,  cuando  embargados  por 
otro  acreedor  se  demuestre  que  existe 
alguna  hipoteca  inscrita  anteriormente 
á  la  adjudicación. 

Art.  887.  El  acreedor  adjudicatario 
de  rentas  por  efecto  de  sentencia  ó  de 
contrato,  en  caso  de  que  los  bienes  se 
rematen  libres  de  toda  carga,  será  pa- 
gado con  el  producto  de  ellos,  con  pre- 
ferencia á  cualesquiera  otros  acreedo- 
res comunes  y  á  los  hipotecarios  que 
hayan  inscrito  su  derecho  con  posterio- 
ridad ala  adjudicación. 

Sección  quinta 

Del  rescate 

Art.  888.  El  cónyuge  y  los  descen- 
dientes ó  ascendientes  del  ejecutado 
podrán,  antes  de  firmado  el  auto  de  re- 
mate ó  de  que  sea  firme  la  sentencia 
de  adjudicación  definitiva,  rescatar  to- 
dos ó  parte  de  los  bienes  rematados  ó 
adjudicados,  presentando  en  ese  acto 
el  precio  por  que  hayan  sido  remata- 
dos ó  adjudicados. 

§  único.— A  la  persona  que  haya  res- 
catado los  bienes  se  le  dará  el  título 
como  rematante. 

Art.  889.  En  cualquier  estado  de  la 
ejecución,  podrá  el  ejecutado  rescatar 
pagando  la  deuda  y  las  costas. 


§  I.''— Este  pago  no  perjudica,  sin 
embargo,  á  los  remates  ya  efectuados 
ni  á  la  adjudicación,  si  se  hubiere  publi- 
cado la  sentencia  definitiva,  y  no  obsta 
á  que  en  cualquiera  de  estos  casos  se 
*  incoe  el  concurso  de  preferencia  sobre 
el  producto  del  remate  ó  sobre  la  adju- 
dicación. 

tj  2.^— Si  hubiere  concurso  de  prefe- 
rencia incoado  y  no  se  hubiere  presen- 
tado ó  se  hubiere  calificado  de  impro- 
cedente la  impugnación  admitida  por 
el  art.  935,  proseguirá  la  ejecución,  á 
pesar  del  pago  del  crédito  del  ejecuta- 
do, cuando  no  se  pague  á  los  acreedo- 
res habilitados  para  el  concurso. 

Art.  890.  Cualquiera  podrá  pagar  la 
ejecución;  pero  sólo  quedará  subroga- 
do en  los  derechos  del  ejecutante,  mos- 
trando que  adquirió  esos  derechos  con 
arreglo  á  lo  prescrito  en  los  artículos 
778  y  siguientes  del  Código  civil. 

Art.  891.  Si  el  ejecutante  ó  alguno 
de  los  acreedores  concurrentes  se  ne- 
gare á  recibir  el  importe  del  crédito  li- 
quidado, á  pesar  de  haber  sido  intima- 
do á  ello,  se  depositará  ese  importe  Á 
su  costa,  y  el  Juez  declarará  efectuado 
el  pago,  á  contar  de  la  fecha  del  depó- 
sito, sin  admitir  oposición. 

Sección  sexta 

Disposiciones  especiales 

Art.  892.  El  fiador  que  sea  ejecutado 
como  principal  pagador  por  haber  sido 
condenado,  conjuntamente  con  el  deu- 
dor, ó  por  haberse  obligado  en  el  titulo 
que  sirva  de  base  á  la  ejecución,  podrá, 
proponer  que  se  embarguen  los  bienes 
del  deudor  si  los  tuviere  libres,  suscep- 
tibles de  embargo  y  situados  en  el  mis- 
mo distrito. 

Art.  893.    El  fiador  podrá  ejecutar  al 
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deudor  en  los  mismos  autos  por  la  can- 
tidad que  haya  pagado  al  ejecutante,  y 
por  los  intereses,  si  fuere  exigible  tam- 
bién contra  el  deudor  la  sentencia  6  el 
título  en  que  la  ejecución  se  funde,  ó  si 
la  ñanza  se  hubiere  prestado  en  los 
mismos  autos. 

Art.  894.  El  deudor  solidario  que  pa- 
gue la  totalidad  de  la  deuda,  podrá  eje- 
cutar en  Jos  mismos  autos  por  las  res- 
pectivas cantidades  á  los  demás  res- 
ponsables que  hayan  sido  condenados 
en  la  sentencia  ó  que  se  hayan  obliga- 
do en  el  titulo  que  haya  servido  de  base 
para  la  ejecución. 

§  único.— El  cofiador  podrá  también 
ejecutar  en  los  mismos  autos  á  los  de- 
más fiadores,  por  las  cantidades  que 
les  correspondan. 

Art.  895  Si  hecha  la  excusión  de 
bienes  del  deudor  principal  continuare 
la  ejecución  en  las  del  fiador,  podrá 
éste  hacer  que  se  suspenda,  indicando 
los  bienes  que  el  deudor  haya  adquiri- 
do después  de  la  ejecución  ó  que  se 
descubran  de  nuevo. 

Art.  896.  El  fiador  quo  fuere  ejecuta- 
do sin  previa  excusión  de  todos  l«s  bie- 
nes del  deudor  principal,  podrá  desig- 
nar para  el  embargo  bienes  de  éste. 

Art.  897. .  Efectuado  el  embargo  en 
algún  derecho  del  ejecutado,  si  el  deu- 
dor hubiere  reconocido  en  el  acto  de 
aquél  la  obligación  inmediata  de  pa- 
gar, será  ejecutado  por  ello  en  el  mis- 
mo procedimiento. 

Art.  898.  Anulada  ó  revocada  en 
todo  ó  en  parte  la  sentencia  que  se  eje- 
rruta,  ó  anulado  el  procedimiento  de  la 
ejecución,  serán  restituidos  por  el  mis- 
mo al  ejecutante  los  bienes  vendidos  ó 
adjudicados  que  deben  serlo  con  arre- 
glo á  la  decisión  dictada,  declarando 
sin  efecto  los  remates  ó  adjudica- 
ciones. 


§  1.**— La  restitución  no  se  efectuará 
sin  que  el  rematante  haya  recibido,  por 
Jos  bienes  del  ejecutante  ó  de  su  fiador, 
el  precio  y  los  gastos  del  remate. 

§  2.°— Cesará  lo  dispuesto  en  este  ar- 
tículo, y  el  ejecutado  sólo  tendrá  dere 
cho  á  recibir  el  precio,  cuando  no  se 
pida  la  restitución  de  los  bienes  dentro 
del  plazo  de  tres  meses,  á  contar  del 
día  en  que  sea  firme  el  acuerdo  ó  sen- 
tencia. 

CAPÍTULO  III 

De  la  ejecución  por  cosa  cierta 

Art.  899.  Si  la  ejecución  tuviere  por 
objeto  la  entrega  de  cosa  cierta,  se  ci- 
tará al  ejecutado  para  que  lo  verifique 
en  el  término  de  diez  días. 

§  único.— Terminado  este  plazo  sin 
que  el  ejecutado  haya  hecho  la  entre- 
ga, se  extenderá  el  mandamiento  ú  or- 
den para  que  el  ejecutante  sea  judicial- 
'  mente  puesto  en  posesión. 

Art.  900.  No  realizándose  la  entrega 
por  no  encontrarse  la  cosa  que  el  eje- 
cutante debe  recibir,  podrá  pedir  que 
se  liquide  en  los  mismos  autos  el  valor, 
así  como  los  daños  y  perjuicios  prove- 
nientes Je  la  falta  de  enirega,  y  segui- 
rá la  ejecución  por  la  cantidad  liquida- 
da, según  lo  prescrito  en  el  artículo  an- 
terior. 

CAPÍTULO  IV 

De  la  ejecución  por  preatación  de  hechos 

Art.  90L  Si  la  ejecución  tuviere  por 
objeto  la  prestación  de  algún  hecho 
dentro  de  un  plazo  ya  determinado,  se 
citará  al  ejecutado  para  que  lo  realice 
en  ese  plazo. 

§  único.— Si  el  plazo  no  estuviere  de- 
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signado,  será,  previamente  determinado 
por  el  Juez,  previo  arbitraje  si  fuere 
necesario. 

Art.  902.  L^Si  el  ejecutado  no  prestare 
el  hecho  en  el  p  azodeterminado,  podrá 
el  ejecutante  pedir  la  prestación  por 
otro  á  costa  del  ejecutado,  salvo  esti- 
pulación en  contrario. 

§  1.**— El  Juez  mandará  rematar  en 
pública  subasta  el  servicio  de  que  so 
trata,  precediendo  edictos  y  anuncios, 
según  lo  prescrito  en  el  art.  842,  y  el  re- 
matante prestará  caución  por  cantidad 
equivalente  al  precio  del  remate. 

§  2.®— Ultimado  éste,  seguirá  la  eje- 
cución contra  el  ejecutado,  según  lo 
prescrito  en  el  capítulo  II  de  este  título, 
hasta  que  se  deposite  la  cantidad  equi- 
valente al  precio  del  remate  y  las  cos- 
tas, y  sólo  después  de  esto  comenzará 
á  correr  el  término  para  que  el  rema- 
tante preste  el  servicio. 

Art.  903.  Después  que  el  rematante 
dé  por  cumplida  su  obligación,  manda- 
rá el  Juez  oir  al  ejecutante,  y  si  éste 
nada  opusiere,  declarará  prestado  el 
servicio. 

§  único.— Si  el  ejecutante  pusiere  al- 
guna duda,  decidirá  el  Juez  si  el  servi- 
cio está  ó  no  prestado,  previa  inspec- 
ción ocular  ó  examen  si  fuere  nece- 
sario. 

Art.  904.  Si  el  rematante  dejare  de 
prestar  el  servicio,  será  ejecutado  por 
el  importe  de  la  fianza,  y  se  pagará  con 
él,  en  primer  lugar,  la  prestación  del 
servicio,  precediéndose  á  nuevo  re- 
mate. 

§  1.®— Si  se  comprobase  que  la  obra 
está  incompleta  ó  mal  hecha,  se  auto- 
rizará al  ejecutante  para  hacerla  con- 
cluir ó  enmendar,  pagando  los  gastos 
que  hiciere  con  cargo  á  la  fianza,  dando 
cuenta  al  Juez,  con  arreglo  á  lo  pres- 
crito en  el  art.  824. 


§  2.**— Para  obligar  al  rematante  ó  á 
su  fiador  al  pago,  seguirá  contra  ellos 
la  ejecución  en  los  mismos  autos. 

Art.  905.  A  falta  de  postor  se  eva- 
luará la  prestación  del  servicio,  y  se 
autorizará  al  ejecutante  para  mandarlo 
prestar,  siguiendo  después  del  avalúo 
los  demás  trámites  de  la  ejecución, 
hasta  depositar  el  importe  de  dicho 
avalúo  y  las  costas. 

§  único.— Prestado  el  servicio,  dará 
el  ejecutante  cuenta  al  Juez  en  los  tér- 
minos prescritos  en  el  art.  824,  y  apro- 
bados éstos,  se  pagará  con  los  fondos 
depositados. 

Art.  006.  Si  el  ejecutante  optare  por 
la  indemnización  de  los  daños  y  perjui- 
cios procedentes  de  la  inejecución  del 
contrato,  tendrá  lugar  la  liquidación 
pasado  el  plazo  de  la  prestación,  si- 
guiendo después  la  ejecución  los  trá- 
mites prescritos  en  el  capítulo  II. 

Art.  907.  Si  el  ejecutado  hubiere 
sido  condenado  á  no  practicar  algún 
hecho,  según  lo  prescrito  en  el  art.  713 
del  Código  civil,  y  existiere  algún  tra- 
bajo efectuado,  mandará  el  Juez  des- 
truirlo á  costa  del  ejecutado,  verificada 
previamente  la  contravención  por  me- 
dio de  inspección  ocular. 

§  único.— En  todo  lo  demás  Ja  ejecu- 
ción se  resolverá  en  la  liquidación  de 
daños  y  perjuicios. 

CAPÍTULO  V 

De  la  extinción  de  la  ejecución 

Art.  908.  En  cualquiera  de  los  casos 
previstos  en  este  título,  cumplida  la 
obligación  por  el  ejecutado  y  pagadas 
las  costas,  el  Juez,  oído  previamente  al 
ejecutante,  declarará  extinguida  la  eje- 
cución. 
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CAPÍTULO  VI 

De  los  incidentes  de  la  ejecución 

Sección  primera 

De  1h  liquidación 

Art.  909.  Si  el  título  ejecutivo  ver- 
sare sobre  cantidad  no  liquidada,  co- 
menzará la  ejecución  por  la  liquida- 
ción. 

§  1.**— La  liquidación  se  pedirá  por 
escrito,  en  el  que  el  ejecutante  designa- 
rá por  separado  cada  objeto  ó  parte 
por  liquidar,  y  concluirá  pidiendo  can- 
tidad ó  cosa  determinada. 

§  2.°— Se  citará  al  ejecutado  para  que 
conteste  en  el  plazo  de  tres  audiencias 
después  de  hecha  la  notificación,  si- 
guiéndose después  los  trámites  del  pro- 
cedimiento ordinario,  sin  más  alega- 
ciones. 

Art.  910.  Se  liquidarán  por  el  Con- 
tador, sin  necesidad  de  petición: 

1.°  "Los  intereses  de  un  capital  de- 
terminado; 

2.^  Los  géneros  para  que  haya  tari- 
fa en  el  mercado; 

3.**  El  valor  de  los  títulos  de  la  Deu- 
da pública,  acciones  ú  obligaciones  de 
Bancos  y  Compañías,  y  cualesquiera 
otros  títulos  de  crédito  que  se  coticen 
en  el  mercado.        ^ 

§  L*'— La  liquidación  se  hará,  en  el 
caso  del  núm.  2.**,  por  medio  de  la  cer- 
tificación respectiva ,  y  en  el  del  núme- 
ro 3.^  por  el  diario  en  que  se  publique 
oficialmente  la  última  cotización,  ó  por 
certificado  de  corredor. 

§  2.®— Cuando  la  sentencia  haya  con- 
denado en  intereses,  sin  determinar 
precisamente  desde  qué  día  han  de  co- 


menzar á  contarse,  se  fijará  ese  día  por 
auto  del  Juez,  oídas  las  partes. 

Art.  911.  Tendrá  lugar  la  informa- 
ción pericial,  como  medio  de  prueba, 
cuando  sea  pedida  por  cualquiera  de 
las  partes. 

§  único.— Por  el  examen  pericial,  sin 
embargo,  se  hará  la  liquidación  sin  ne- 
cesidad de  otra  prueba: 

1."  Cuando  las  partes esténde  acuer- 
do en  la  forma  de  la  liquidación; 

2.®  Cuando  así  lo  pida  el  ejecutante 
en  rebeldía  del  ejecutado; 

3.**  Cuando  la  ley  expresamente  lo 
determine,  como  en  el  caso  previsto  en 
el  art.  1.263  del  Código  civil,  ó  cuando 
el  Juez  lo  ordene  por  no  ser  posible  ha- 
cer la  liquidación  de  otro  modo. 

Sección  undécima 

De  la  oposición  del  ejecutado 

Art.  912.  El  ejecutado  sólo  podrá  pa- 
ralizar la  ejecución  cuando  ésta  se  fun- 
de en  una  sentencia  por  alguno  de  los 
fundamentos  siguientes: 

1.®  Ilegitimidad  del  ejecutante  ó  del 
ejecutado; 

2.°  Falsedad  del  procedimiento,  del 
traslado  ó  de  la  copia  de  la  sentencia  en 
que  la  ejecución  se  funde; 

3.°  Nulidad  de  la  copia  de  la  senten- 
cia por  no  estar  conforme  con  el  origi- 
nal ó  con  el  fallo; 

4.®  Falta  ó  nulidad  de  primera  cita- 
ción cuando  la  acción  se  haya  seguido 
en  rebeldía; 

5.®  Prescripción  del  derecho  de  eje- 
cución; 

6.**  Prescripción  délos  intereses,  ren- 
tas, foros  ó  cualesquiera  otras  presta- 
ciones, vencidos  después  de  la  sen- 
tencia; 

7.**    Pago,  probado  con  docuiíiento, 
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que  no  se  haya  presentado  en  la  ac- 
ción; 

8.®  Compensación  líquida,  con  eje- 
cución aparejada,  cuando  sea  admisi- 
ble con  arreglo  á  derecho,  ó  cualquier 
otro  fundamento  que  extinga  ó  modifi- 
que la  obligación,  cuando  se  pruebe 
por  documento; 

9.**  Retención  por  mejoras  cuando 
hubiere  derecho  á  pedirlas. 

Art.  913.  En  la  ejecución  de  las  sen- 
tencias emanadas  del  Tribunal  de  Cuen- 
tas, cuando  la  oposición  del  ejecutado 
tenga  por  fundamento  alguno  de  los  ca- 
sos mencionados  en  los  números  1.",  2.** 
y  7° del  artículo  anterior,  ó  cuando  de 
cualquier  modo  perjudiquen  ó  tiendan 
á  alterar  la  sentencia  que  ha  de  ejecu- 
tarse, mandará  el  Juez  tramitarlas  por 
separado  y  remitir  á  dicho  Tribunal,  al 
que  corresponde  exclusivamente  deci- 
dirlas. 

§  1.**— La  ejecución  continuará  y  sólo 
podrá  suspenderse  cuando  la  garantía 
presentada  en  bienes  raíces  que  se  con- 
sideren suficientes  esté  registrada  en 
la  forma  prescrita  en  el  art.  835,  ó 
cuando  á  falta  de  bienes  raíces,  en  todo 
ó  en  parte  se  halle  garantida  la  diferen- 
cia, mediante  depósito  efectivo. 

§  2.**— Lo  mismo  deberá  observarse 
cuando  conste  por  la  sentencia  ó  se 
muestre  por  certificación  que  pende 
recurso  interpuesto  en  el  pleito  origi- 
nal, según  los  artículos  147  á  152  del 
Reglamento  de  21  de  Abril  de  1869. 

Art.  914.  Si  la  sentencia  se  hubiere 
dictado  en  juicio  arbitral,  podrá  el  eje- 
rutado  fundar  su  oposición,  no  sólo  en 
cualquiera  de  las  razones  indicadas  en 
los  artículos  anteriores,  sino  también 
cuando  concurra  alguna  de  las  circuns- 
tancias siguientes: 

1."  Si  el  compromiso  fuere  nulo  ó 
hubiere  caducado  antes  de  la  sentencia 


por  incapacidad  de  las  partes  ó  de  los 
arbitros,  ó  por  alguna  otra  razón; 

2."  Si  la  sentencia  se  hubiere  dicta- 
do fuera  del  plazo  designado  en  el  com- 
promiso, excepto  en  el  caso  previsto 
en  el  art.  57; 

3.'  Si  en  la  sentencia  hubiere  deci- 
siones contradictorias,  ó  si  se  hubiere 
dictado  fuera  del  plazo,  según  lo  pres- 
crito en  el  art.  53. 

§  único.— Probada  cualquiera  de  es- 
tas circunstancias,  declarará  el  Juez 
nula  la  sentencia. 

Art.  915.  La  oposición  sólo  podrá 
deducirse  en  el  plazo  de  diez  días,  ex- 
cepto cuando  sobreviniere  posterior- 
mente el  motivo  en  que  se  funda. 

Art.  916.  Las  oposiciones  se  presen- 
tarán en  escrito  fundado. 

§  1.°— Si  la  oposición  no  fuere  admi- 
sible, con  arreglo  alo  dispuesto  en  los 
artículos  anteriores,  la  rechazará  el  Juez 
inmediatamente,  y.  en  caso  contrario, 
deberá  admitirla  y  ordenar  que  contes- 
te el  ejecutante. 

§  2."— Recibido  el  escrito  de  oposi- 
ción se  tramitará  como  incidente. 

§  3.— El  plazo  para  la  contestación 
será  de  cinco  días,  y  para  ese  objeto 
deberá  comunicar  el  Escribano  lo  ac- 
tuado al  ejecutante  en  el  término  de 
veinticuatro  horas. 

§  4.**— La  admisión  del  escrito  sus- 
penderá la  ejecución  en  los  trámites 
posteriores  al  embargo. 

§  5.**— Si  se  admitiere  la  oposición 
antes  de  haberse  efectuado  el  embargo, 
no  podrá  el  ejecutante  oponerse  á  que 
el  ejecutado  sea  depositario  de  los 
bienes. 

§  6.'^— Después  de  la  contestación  no 
se  admitirán  nuevos  alegatos,  siguien- 
do en  lo  demás  los  trámites  del  proce- 
dimiento ordinario. 

§  7.°— Si  el  escrito  de  oposición   no 
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comprendiere  toda  la  ejecución,  prose- 
guirá ésta  en  la  parte  á  que  no  afecte 
dicho  escrito. 

'Art.  917.  Si  la  ejecución  no  se  funda 
en  sentencia,  podrán  servir  de  funda- 
mento á  la  oposición,  no  solamente  los 
consignados  en  el  art.  912,  sino  cuales- 
quiera otros  que  anulen  ó  invaliden  los 
contratos  y  extingan  ó  modifiquen  las 
obligaciones. 

§  1.°— En  este  caso  admitirá  siempre 
el  Juez  la  oposición,  cualquiera  que  sea 
su  fundamento,  y  podrá  mandar  sus- 
pender ó  continuar  la  ejecución,  según 
la  prueba  presentada. 

§  2.**— El  oponente  podrá  obtener  en 
todo  caso  la  suspensión  de  la  ejecución 
prestando  fianza,  en  los  términos  pres- 
critos en  el  art.  806. 

§  3.°— En  lo  demás  se  observará  lo 
dispuesto  en  los  artículos  915  y  916. 

§4.®— Lo  dispuesto  en  este  artículo 
es  igualmente  aplicable  á  las  ejecucio- 
nes que  se  funden  en  una  conciliación. 

Art.  918.  Aunque  la  parte  no  se 
oponga,  no  admitirá  el  Juez  la  ejecu- 
ción fundada  en  conciliación  ó  en  con- 
trato sobre  objetos  que  no  admitan 
transacción. 

Art.  919.  La  oposición  ó  la  retención 
por  mejoras  no  suspenderá  nunca  la 
ejecución,  si  el  ejecutante  depositare  ó 
diere  fianza  en  los  términos  prescritos 
en  el  art.  806,  por  el  importe  de  lo  que 
se  litigue  ó  por  el  que  el  oponente  jure 
en  el  plazo  de  veinticuatro  horas. 

Art.  920.  Mientras  se  hallen  pen- 
dientes las  oposici#nes  admitidas  sin 
suspensión,  no  podrá  recibir  el  ejecu- 
tante el  objeto  ó  su  importe  sin  prestar 
fianza,  con  arreglo  al  art.  806,  para  po- 
der restituirlo  en  el  caso  de  que  se  con- 
sidere procedente  dicha  oposición. 

Art.  921.  Contra  el  auto  admitiendo 
la  oposición  podrá  interponerse  recur- 


so de  agravio;  y  del  que  lo  deniegue,  el 
de  apelación  con  efecto  devolutivo. 

Sección  tercera 

De  las  tercerías 

Art.  922.  Podrá  deducirse  tercería 
de  dominio  alegando  y  probando  la  po- 
sesión en  la  cosa  embargada  ó  en  ló 
que  se  ordena  entregar  al  ejecutante, 
por  aquél  que  no  hubiere  sido  oído  ni  se 
allanare  en  la  demanda,  ni  hubiere  sido 
condenado  en  ello. 

§  único.— En  las  ejecuciones  que  no 
se  funden  en  sentencia  podrá  oponerse 
el  tercero  que,  estando  en  posesión  de 
los  bienes  embargados,  no  hubiere  in- 
tervenido á  la  ejecución,  ni  tenga  la 
representación  del  ejecutado. 

Art.  923.  El  ejecutado  podrá  formu- 
lar siempre  su  oposición,  con  respecto 
á  los  bienes  que  no  estén  sujetos  á  em- 
bargo por  razón  del  título  de  propiedad 
ó  por  la  calidad  de  la  posesión  que  so- 
bre los  mismos  tenga. 

Art.  924.  La  mujer  casada  puede,  sin 
necesidad  de  autorización  de  su  mari- 
do, presentarse,  oponiéndose  á  la  eje- 
cución intentada  por  un  tercero  contra 
sus  bienes  dótales  ó  propios,  así  como 
en  los  casos  previstos  en  los  artícu- 
los 1.114,  párrafo  1.^  y  1.230  del  Código 
civil. 

Art.  925.  Las  tercerías  se  formula- 
rán en  escrito  fundado,  y  una  vez 
presentada  la  prueba  propuesta,  pasa- 
rán al  Juez  para  la  admisión  ó  denega- 
ción de  la  misma. 

§  único. —El  auto  admitiendo  la  ter- 
cería ordenará  al  ejecutante  que  se 
presente  para  contestar,  en  el  término 
de  cinco  días,  dándole  copia  de  la  de- 
manda y  documentos  si  se  hubiere  {Per- 
sonado en  los  autos,  ó  notificándole  en 
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caso  contrario,  sustanciándose  sin  más 
trámites  después  de  la  contestación. 

Art.  926.  Admitida  la  tercería,  se 
suspenderá  el  curso  de  la  ejecución,  en 
los  bienes  que  corresponda,  hasta  su 
resolución  definitiva,  continuando  el 
ejecutante  en  la  posesión  si  prestare 
fianza,  en  los  términos  del  art.  806,  por 
el  producto  de  los  bienes  ó  por  el  valor 
total  de  éstos  si  fueren  muebles. 

Art.  927.  La  tercería  únicamente  po- 
drá formularse  antes  de  la  adjudicación 
definitiva  ó  de  la  sentencia  de  remate. 

Art.  928.  El  procedimiento  de  las 
tercerías  admite  toda  clase  de  pruebas. 

§  único.— El  ejecutante  podrá  exigir 
la  declaración  del  ejecutado,  bajo  pena 
de  desobediencia. 

Art.  929.  Del  auto  admitiendo  la  de- 
manda de  tercería  podrá  interponerse 
el  recurso  de  agravio;  y  del  que  dene- 
gare su  admisión  podrá  apelarse  en  el 
efecto  devolutivo. 

Sección  cuarta 

Del  concurso  de  acreedores 

Art.  930.  El  concurso  de  acreedores 
podrá  tener  lugar  en  cualquier  procedi- 
miento en  que  haya  ejecuciones  pen- 
dientes, expropiación  ó  adjudicación  de 
bienes. 

i?  único.— Si  nohubiere  ejecución  pen- 
diente, podrán  acumularse  ambos  pro- 
cedimientos. 

Art.  931.  Cuando  los  bienes  embar- 
gados consistan  en  dinero  metálico,  no 
podrá  recibirlo  el  ejecutante  si  no  pre- 
cediere citación  de  acreedores,  por  edic- 
tos durante  diez  días  y  por  anuncios, 
para  que  se  presenten  á  hacer  valer  sus 
derechos. 

An.  032.  Los  acreedores  deberán 
presentar    sus    alegaciones    antes    de 


transcurridos  los  diez  días  después  de 
la  sentencia  de  remate  ó  de  la  adjudi- 
cación provisional. 

§  1.°— Cuando  el  embargo  consistiere 
en  dinero  metálico,  las  alegaciones  se 
deducirán  dentro  de  los  diez  días  des- 
pués de  transcurrido  el  término  de  los 
edictos. 

§  2."— El  derecho  del  ejecutante  se 
apreciará  con  independencia  de  los  ale- 
gatos. 

Art.  933.  El  concurso  solamente  pro- 
cederá en  caso  de  que  existan  créditos 
privihegiados  ó  hipotecarios  sobre  los 
bienes  embargados  ó  adjudicados,  ó 
cuando  los  bienes  del  deudor  sean  insu- 
ficientes para  el  pago  íntegro  de  los 
acreedores. 

§  1.**— En  este  último  caso,  la  prue- 
ba de  la  no  existencia  de  bienes  su- 
ficientes incumbe  á  los  acreedores  que 
soliciten  la  declaración  del  concurso, 
si  el  procedimiento  fuere  ejecutivo,  y 
en  los  demás  casos  á  cualquiera  de  los 
concursantes. 

§  2.°— La  prueba  presentada  por  cual- 
quiera de  los  concursantes  aprovecha- 
rá á  los  demás. 

Art.  934.  Cada  acreedor  deberá  pro- 
bar sus  alegaciones  con  certificación 
de  la  sentencia,  ó  acompañando  el  títu- 
lo de  su  crédito,  ya  siendo  ejecutivo, 
sin  cuyos  requisitos  no  serán  admi- 
tidos. 

§  l.*^— Se  admitirán,  aunque  no  pre- 
senten otros  alegatos,  los  créditos  de 
los  acreedores  hipotecarios  que  no  ha- 
yan sido  citados  p^sonalmente. 

§  2."— Para  el  concurso  en  las  diligen- 
cias de  inventarios  se  considerarán  ha- 
bilitados los  acreedores  con  derechos 
reconocidos  en  el  mismo. 

Art.  935.  Transcurrido  el  término  de 
presentación  de  reclamaciones,  el  eje- 
cutante, ó  cualquiera  de  los  acreedores. 
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podrá  impugnar  el  derecho  de  los  de- 
más, oponiéndose  en  los  términos 
prescritos  en  los  artículos  912,  914,  917 
y  956. 

§  1.*— Esta  misma  impugnación  po- 
drá deducirse  por  el  ejecutado. 

§  2.®— Las  impugnaciones  se  presen- 
tarán por  duplicado,  en  el  término  de 
diez  dias,  y  se  transmitirán  con  ía  eje- 
cución. • 

§  3.**— El  Juez  admitirá  ó  denegará  la 
impugnación,  según  su  naturaleza  y 
pruebas,  conforme  á  lo  dispuesto  para 
la  oposición  del  ejecutado. 

§  4.®— Si  se  admitiere  la  impugna- 
ción, se  notificará  al  acreedor  á  quien 
corresponda  para  que  conteste  en  el 
término  de  cinco  días,  entregándole  co- 
pia de  la  misma  en  el  acto  de  hacerle 
Ir  notificación. 

§  5.°  -Una  vez  contestado,  ó  trans- 
currido el  término  para  contestar,  se 
practicará  la  prueba  propuesta  y  se  de- 
clarará terminado  el  incidente  para 
sentencia. 

§  6."— Del  auto  admitiendo  la  impug- 
nación cabe  el  recurso  de  agravio,  y 
del  que  lo  deniegue  ó  de  la  sentencia 
recaída,  podrá  apelarse  en  el  efecto 
devolutivo. 

Art.  936.  No  habiéndose  presentado 
impugnación  en  los  términos  del  ar- 
tículo anterior,  ó  habiendo  sido  dene- 
gada, ó  en  el  caso  de  estar  ya  resuelta, 
se  procederá  á  la  práctica  de  las  prue- 
bas ofrecidas  en  los  artícuFos  de  pr^la- 
ción,  y  se  declarará  concluso  el  proce- 
dimiento para  la  graduación  de  crédi- 
tos por  el  Juez,  con  arreglo  á  los  prin- 
cipios establecidos  en  la  ley  civil  y  en 
el  presente  Código. 

Art.  937.  Las  actuaciones  del  con- 
curso no  se  comunicarán  á  las  partes, 
si  bien  podrán  examinarlas  en  la  es- 
cribanía y  presentar  cualquier  alega- 


ción por  medio  de  escrito  hasta  la  con- 
clusión para  la  graduación  de  créditos 
ó  decisión  de  las  impugnaciones. 

§  único. —Los  documentos  ó  listas  de 
testigos  únicamente  podrán  presen- 
tarse con  los  alegatos  ó  acompañarse 
con  la  impugnación  ó  contestación. 

Art.  938.  El  acreedor  privilegiado,  ó 
el  acreedor  con  hipoteca  inscrita  provi- 
sionalmente, según  el  art.  976  del  Có- 
digo civil,  que  no  se  halle  habilitado 
para  el  concurso,  por  falta  de  título  con 
fuerza  ejecutiva,  podrá  protestar  por 
preferencias. 

§  único.— Igual  protesta  podrá  pre- 
sentar cualquier  otro  acreedor  que  tu- 
viere acción  pendiente  cuando  se  soli- 
citó el  concurso. 

Art.  939.  Presentada  la  protesta,  no 
se  levantará  el  depósito  de  los  bienes  á 
que  se  refiera  sin  que  haya  recaído 
sentencia  ejecutoria  en  la  referida  ac- 
ción. 

§  1.®— Cuando  la  protesta  se  funde  en 
el  privilegio  de  que  trata  el  art.  887,  nú- 
mero 2°,  del  Código  civil,  únicamente 
podrá  depositarse  la  quinta  parte  del 
producto. 

§  2.*^— Los  acreedores  graduados  po- 
drán, sin  embargo,  levantar  el  depósito 
total  prestando  caución  en  los  térmi- 
nos del  art.  806. 

§  3.°— Los  efectos  de  la  protesta  ca- 
ducarán si  el  acreedor  no  entablare  la 
acción  en  él  término  de  treinta  días,  á 
contar  de  aquel  en  que  hubiere  queda- 
do firme  la  sentencia  recaída  en  el  con- 
curso, para  lo  cual  se  le  notificará, 
cuando  proceda,  con  arreglo  al  art.  983. 

Art.  940.  El  acreedor  que  hubiere 
protestado  deberá,  al  proponer  su  ac- 
ción, justificar  ante  los  demás  acree- 
dores la  legitimidad  de  la  deuda  y  el 
derecho  de  preferencia  ó  al  prorrateo 
que  le  asiste. 
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§  1.®— Esta  acción  deberá  deducirse 
en  el  juicio  en  que  se  tramite  el  con. 
curso  como  pieza  del  mismo. 

§  2.®— Si,  por  razón  de  la  materia,  el 
reconocimiento  de  la  deuda  fuere  de  la 
exclusiva  competencia  de  otro  Juez, 
ante  éste  se  interpondrá  la  acción  con- 
tra los  acreedores  graduados  para  ob- 
tener el  reconocimiento  del  crédito,  y 
con  la  sentencia  recaída  podrá  el  acree- 
dor hacer  valer  sus  derechos  en  el  jui- 
cio en  que  hubiere  formulado  su  opo- 
sición. 

Art.  941.  En  la  hipótesis  del  párrafo 
único  del  art.  938,  hecho  el  protesto,  no 
podrá  prosperar  la  acción  sino  después 
de  terminado  el  concurso  y  con  notifi- 
cación de  los  acreedores  graduados. 

§  único.— Obtenida  sentencia  favora- 
ble en  la  acción  en  que  se  hubiere  fun- 
dado la  protesta,  se  declarará  el  con- 
curso, en  el  juicio  ejecutivo,  entre  los 
acreedores  graduados  y  el  que  proteste. 

Art.  942.  ínterin  no  recaiga  resolu- 
ción definitiva  en  el  recurso  interpues- 
to contra  la  sentencia  que  juzgó  proce- 
dente la  impugnación  presentada  con- 
tra el  derecho  de  cualquiera  de  los  con- 
currentes ,  los  acreedores  graduados 
no  podrán  retirar  el  producto  ni  reci- 
bir los  bienes  adjudicados,  si  no  pres- 
tan fianza,  con  arreglo  á  lo  prescrito  en 
el  art.  806. 

§  1.**— Esta  misma  fianza  deberá  pres- 
tarse por  el  acreedor  graduado  en  el 
caso  de  que,  habiendo  sido  impugnado 
su  derecho,  estuviere  pendiente  el  re- 
curso contra  el  auto  denegatorio  de  la 
impugnación  ó  contra  la  sentencia,  de- 
clarándola procedente. 

§  2."— Decidiéndose,  por  efecto  del  re- 
curso, que  el  acreedor  no  debió  ser  ex- 
cluido del  concurso,  se  practicarán  las 
pruebas  ofrecidas  por  el  mismo,  pasan- 
do después  los  autos  al  Juez  para  el  re- 


conocimiento de  su  derecho  y  clasifica- 
ción de  su  crédito  en  concurrencia  con 
los  acreedores  graduados. 

Art.  943.  Si  cualquier  acreedor  tu- 
viere ejecución  pendiente  en  la  misma 
comarca,  deberán  los  autos  acumular- 
se al  juicio  en  que  primeramente  se  hu- 
biere promovido  el  concurso,  decretán- 
dolo asi  el  Juez  á  solicitud  de  cualquie- 
ra#de  los  interesados,  y  aun  de  oficio, 
tan  pronto  como  en  éste  conste  la  exis- 
tencia de  otras  ejecuciones. 

§  único.— Promoviéndose  simultanea- 
mente  más  de  un  concurso,  se  preferirá 
la  ejecución  de  fecha  anterior,  y  siendo 
todas  de  la  misma  fecha,  la  que  proce- 
da de  pleito  más  antiguo. 

Art.  944.  Promovido  el  concurso  en 
un  juicio  ejecutivo,  si  constare  que  el 
deudor  posee  otros  bienes  además  de 
los  embargados,  se  ampliará  la  ejecu- 
ción á  petición  de  cualquiera  de  los 
acreedores  en  los  bienes  suficientes 
para  el  pago  de  los  créditos  reconoci- 
dos, y  no  impugnados,  en  la  forma  del 
artículo  935,  cuya  impugnación  haya 
sido  denegada  ó  juzgada  improcedente. 

Art.  945.  La  parte  del  producto  co- 
rrespondiente á  la  hipoteca  legal,  por 
cualquier  responsabilidad  pecuniaria, 
no  liquidada,  se  convertirá  en  títulos 
de  la  Deuda  consolidada,  en  los  térmi- 
nos del  núm.  3.^  del  art.  541  y  de  los  ar- 
tículos 542  y  543. 

.§  1.®— Mientras  no  exista  deuda  exi* 
gible,  los  intereses  se  percibirán  por 
los  demás  acreedores  hasta  el  pago 
íntegro  de  sus  respectivos  créditos,  se- 
gún el  orden  de  su  graduación,  expi- 
diéndose en  este  concepto  los  títulos 
correspondientes. 

§  2."— Lo  mismo  se  observará  en  el 
caso  de  que  la  obligación,  garantida 
con  hipoteca,  consista  en  prestaciones 
periódicas,  y,  extinguida  la  obligación 
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el  capital  de  los  títulos  revertirá,  á  los 
demás  acreedores,  según  su  gradua- 
ción, hasta  el  pago  íntegro  de  sus  cré- 
ditos, 6  se  entregará  á  los  mismos 
acreedores  los  intereses,  Ínterin  no 
venzan  los  plazos  de  las  prestaciones. 

Art.  946.  Con  el  producto  de  los  bie- 
nes depositados  se  pagarán,  en  pri- 
mer lugar,  las  costas  y  los  gastos  he- 
chos en  beneficio  común  de  los  acree- 
dores. 

Art.  947.  La  sentencia  que  se  dicte 
en  el  concurso  declarará  los  bienes  li- 
berados de  las  hipotecas  constituidas  á 
favor  de  los  acreedores  cuyos  dere- 
chos se  hubieren  reconocido,  y  de  cual- 
quiera otras  constituidas  con  posterio- 
ridad á  la  anotación  de  los  embargos 
en  el  registro,  y  ordenará  la  cancela- 
ción de  las  insicripciones  correspon- 
dientes, asi  como  los  de  cualquiera  em- 
bargos ó  secuestros  á  favor  de  los 
acreedores  citados  en  los  términos  de 
los  artículos  834  y  844,  núm.  2.^ 

§  único.~Lo  dispuesto  en  este  ar- 
tículo no  obsta  á  la  liberación  exigida 
por  el  rematante,  aun  antes  de  promo- 
vido el  concurso. 

Art.  948.  El  Juez  que  conociere  del 
concurso  es  el  competente  para  orde- 
nar el  levantamiento  de  los  embargos 
hechos  á  solicitud  de  los  acreedores 
concursantes  ó  citados,  y  los  decreta- 
dos con  posterioridad  á  la  declaración 
del  concurso. 

CAPÍTULO  VII 

Especialidades  de  las  ejecuciones  por 
créditos  hipotecarios 

Art.  949.  El  conocimiento  de  las  re- 
clamaciones por  créditos  hipotecarios 
corresponde  á  los  Tribunales  civiles. 

Art.  950.    Es  competente  para  cono- 


cer de  estos  negocios  el  Juez  del  lugar 
en  que  estén  sitos  los  bienes,  á  no  me- 
diar pacto  en  contrario. 

§  único.—Si  los  bienes  hipotecados 
estuvieren  sitos  en  más  de  una  comar- 
ca, será  competente  el  Juez  de  cual- 
quiera de  ellos,  á  elección  del  deman- 
dante. 

Art.  951.  No  podrá  considerarse  co- 
mo hipotecaria  la  ejecución  á  cuya  de- 
manda no  se  acompañe  certificación  del 
Registro  correspondiente. 

Art.  952.  La  ejecución  se  dirigirá 
siempre  contra  el  poseedor  de  los  bie- 
nes hipotecados,  cualquiera  que  sea, 
sin  necesidad  de  habilitación. 

§  único.— El  ejecutado,  cuando  sea  el 
deudor  originario,  será  citado  en  el  do- 
micilio que  aparezca  del  registro,  en 
los  términos  del  art.  191. 

Art.  953.  Si  el  ejecutado  no  pagare 
en  el  término  de  diez  días,  después  de 
requerido  al  efecto,  se  procederá  al  em- 
bargo de  los  bienes  hipotecados,  sin 
necesidad  de  notificación  ni  otro  aviso. 

Art.  954.  La  oposición  del  ejecutado 
sólo  será  admisible  si  se  funda  en  cual- 
quiera de  las  circunstancias  siguientes: 

!.■  Falta  de  personalidad  del  ejecu- 
tante; 

2."  Falta  de  personalidad  en  el  eje- 
cutado, por  no  ser  el  poseedor  de  los 
bienes  hipotecados; 

3."  Nulidad  del  título  constitutivo  de 
la  hipoteca; 

4."  Nulidad  ó  extinción  de  la  hipo- 
teca; 

5."    Prescripción; 

6.'  Novación  ó  pago,  que  conste  de 
documento; 

?.■  Compensación  líquida  que  lleve 
aparejada  ejecución  y  admisible  con 
arreglo  á  derecho,  cuya  existencia 
conste  de  documento. 

§  I.'— Si  se  argüyere  título  de  false- 
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dad  se  estará  á.  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 336  á  341. 

§  2.°— A  estas  excepciones  es  aplica- 
ble lo  establecido  en  el  art.  916. 

Art.  955.  La  semencia  firme  recaída 
en  la  oposición  y  que  declare  la  nulidad 
ó  extinción  de  la  hipoteca,  es  título  su- 
ficiente para  la  cancelación  del  Regis- 
tro correspondiente.     . 

Art.  956.  El  derecho  del  acreedor  hi- 
potecario en  cualquier  concurso  de  pre- 
lación  solamente  podrá  impugnarse  si 
la  oposición  admisible  se  deduce  en  los 
términos  del  art.  954. 

Art.  957.  Las  tercerías  únicamente 
podrán  fundarse  en  un  acto  jurídico 
con  registro  de  fecha  anterior  al  de  la 
constitución  de  hipoteca,  ó  en  la  pose- 
sión anterior  á  la  fecha  de  la  constitu- 
ción de  la  misma. 

Art.  958.  No  serán  admitidos  en  el 
concurso  los  acreedores  hipotecarios 
que,  citados  personalmente,  hubieren 
dejado  de  presentar  sus  oportunas  de- 
mandas, si  bien  serán  reconocidos  y 
graduados  en  todo  caso  los  que  lo  hu- 
bieren sido  en  los  términos  del  art.  19L 

§  único.— No  se  tramitará  el  concur- 
so sin  que  por  certificación  del  Regis- 
trador se  acredite  quiénes  eran  los 
acreedores  inscritos  en  Ja  fecha  de  la 
anotación  del  embargo. 

Art.  959.  Embargados  los  bienes  hi- 
potecados sin  que  quede  extinguida  to- 
talmente la  deuda,  se  proseguirán  las 
actuaciones  como  ejecución  ordinaria 
contra  el  deudor  originario  ó  sus  legí- 
timos representantes. 

§  único.— El  deudor,  aun  en  el  caso 
de  que  sea  contra  quien  se  promovió  la 
ejecución,  será  citado  para  que,  en  el 
término  de  diez  días,  pague  ó  designe 
los  bienes  que  han  de  ser  embargados. 


CAPÍTULO  VIII 

Especialidades  de  las  ejecuciones  por 
alimentos 

Art.  960.  Las  pensiones  alimenticias 
se  pagarán  por  adelantado  el  día  pri- 
mero de  cada  mes. 

§  único.— En  otro  caso,  será  ejecuta- 
do el  obligado  á  prestar  los  alimentos, 
sin  necesidad  de  nueva  citación,  y  el 
ejecutante  podrá  solicitar  la  adjudica- 
ción de  los  productos,  arrendándose, 
con  este  objeto,  en  subasta  pública,  los 
bienes  que  fueren  necesarios. 

Art.  961 .  La  ejecución  por  alimentos 
provisionales  se  suspenderá  á  petición 
del  demandado,  acreditando  que  el  ac- 
tor dejó  de  proponer  la  acción  en  el 
término  de  quince  días,  á  contar  de  la 
primera  mensualidad,  ó  que  después  la 
abandonó  en  la  escribanía  por  más  de 
seis  meses,  recibiendo  las  prestaciones. 

§  único.— Contra  auto  que  decrete  la 
suspensión  de  la  ejecución  procede  la 
apelación  en  el  efecto  devolutivo. 

Art.  962.  Cuando  existan  fundamen- 
tos para  la  reducción  de  los  alimentos 
ó  variación  de  la  forma  de  prestarlos, 
se  solicitará  al  deducir  la  oposición  á 
la  ejecución. 

§  1.°— El  ejecutante  será  citado,  para 
que  conteste  á  la  oposición,  en  la  se- 
gunda audiencia  después  de  acusada  la 
citación,  siguiéndose  los  trámites  de  la 
ejecución  ordinaria. 

§  2.°— La  oposición  no  suspenderá  el 
curso  de  la  ejecución  mientras  no  sea 
declarada  procedente. 

§  3.°— La  apelación  interpuesta  con- 
tra la  sentencia  que  declara  procedente 
la  oposición,  se  admitirá  en  el  efecto 
devolutivo  únicamente. 

§4."- No  son  aplicables  las  disposi- 
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ciones  del  presente  artículo  cuando  los 
alimentos  hayan  sido  acordados  por  el 
consejo  de  familia. 

Art.  963.  En  la  ejecución  por  alimen- 
tos deñnittvos  se  abonarán  las  cantida- 
des que  el  ejecutado  hubiere  recibido  en 
calidad  de  alimentos  provisionales. 

CAPÍTULO  IX 

Especialidades  de  las  ej'eeueiones  por 
multas 

Art.  964.  Corresponde  al  Ministerio 
público  promover  la  ejecución  por  las 
multas  impuestas  á  los  litigantes  y  la 
de  las  que  deban  pagarse,  según  la  ley 
ó  la  decisión  de  los  Jueces  ó  Tribuna- 
les, ya  por  omisión,  ya  por  comisión, 
en  cualquiera  negocio  judicial. 

Art.  965.  Estas  ejecuciones  se  pro- 
moverán en  el  litigio  en  que  se  haya 
condenado  al  pago  de  la  multa,  formán- 
dose pieza  separada,  que  conservará 
con  la  certificación  de  la  citación. 

§  único.— Interponiéndose  recurso  en 
cualquier  negocio,  se  unirá  á  la  ejecu- 
ción por  multa  la  certificación  del  fallo, 
auto  ó  sentencia  que  la  hubiere  im- 
puesto. 

Art.  966.  Si  la  multa  hubiere  sido 
impuesta  por  la  Audiencia  ó  por  el  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia,  la  ejecu- 
ción se  hará  en  la  certificación  de  la 
sentencia. 

g  1.**— La  ejecución  se  repartirá  en  la 
capital  donde  resida  la  Audiencia  ó  el 
Tribunal  Supremo,  cuando  el  condena- 
do al  pago  de  la  misma  sea  un  funcio- 
nario de  estos  Tribunales  y  el  pleito  se 
hubiere  seguido  en  otro  distrito  ó  terri- 
torio. 

§  2.'*— En  cualquier  otro  caso,  la  cer- 
tificación se  expedirá  por  el  Juez  que 
hubiere  conocido  del  negocio  en  prime- 
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ra  instancia  como  incidente  del  mis- 
mo, y  la  ejecución  se  acumulará  á  los 
autos  ó  al  traslado  cuando  se  devuel- 
van aquéllos  al  inferior. 

Art.  967.  En  el  caso  del  art.  127,  la 
oposición  del  ejecutado  podrá  ser  com- 
prensiva de  la  defensa,  encaminada  á 
probar  que  no  incurrió  en  multa  el  que 
formuló  la  oposición. 

§  único.— Juzgándose  procedente^  la 
defensa,  el  Juez  declarará  sin  efecto  la 
imposición  de  la  multa. 

Art.  968.  Cuando  el  multado  sea  el 
Escribano  de  la  causa,  actuará  en  ésta, 
mientras  no  se  haga  efectiva  aquélla, 
el  que  deba  sustituirle,  según  el  orden 
de  los  oficios. 

Art.  969.  Las  multas  que  con  arre- 
glo al  Código  civil  deban  aplicarse  á 
establecimientos  de  beneficencia  de 
huérfanos,  revertirán  en  Lisboa  al  es- 
tablecimiento, y  en  los  demás  puntos, 
á  los  asilos  de  huérfanos,  y,  no  exis- 
tiendo, á  la  Inclusa,  ínterin  no  se  pro- 
ceda ala  creación  de  los  establecimien- 
tos á  que  se  refiere  aquel  Código. 

Art.  970.  Las  multas  á  que  la  ley  no 
dé  un  destino  especial,  ingresarán  en 
las  arcas  del  Tesoro. 

CAPÍTULO  X 

Especialidades  de  las  ejecuciones  por 
costas  é  indemnización 

Art.  971.  Las  costas  é  indemnizacio- 
nes se  ejecutarán  en  los  mismos  autos, 
extendiéndose  la  certificación  de  la  ci- 
tación y  tramitándose  lo  demás  por  se- 
parado. 

§  único  —Para  promover  estas  eje- 
cuciones es  competente  el  interesado  á 
quien  deba  satisfacerse  la  indemniza- 
ción, ó  que  deba  recibir  de  cualquier 
persona  las  costas  que  hubiere  abona- 
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do  el  Escribano  ó  Secretario  respecto 
dé  los  honorarios  y  emolumentos  debi- 
dos y  no  pagados,  y  eualqjier  funcio- 
nario judicial,  con  relación  á  los  ho- 
norarios y  emolumentos  igualmente 
debidos. 

Art,  972.  Las  costas  ó  indemniza- 
ción en  que  cualquiera  de  los  litigantes 
sea  condenado  por  la  Audiencia  ó  por 
el  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  y  las 
costas  debidas  por  actuaciones  en  los 
mismos  Tribunales,  se  ejecutarán  en 
primera  instancia  por  certificación  ex- 
pedida de  los  autos,  ó  en  éstos  cuando 
se  devuelvan  al  inferior. 

§  único.  —Es  siempre  competente  pa- 
ra estas  ejecuciones  el  Juez  que  haya 
conocido  de  la  causa  en  primera  ins- 
tancia como  incidente  de  la  misma. 

Art.  973.  A  las  ejecuciones  por  cos- 
tas contra  Jueces  es  aplicable  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  31  y  32. 

g  único.— Estas  ejecuciones  comen- 
zarán por  la  certificación  de  la  senten- 
cia y  de  la  tasación. 

CAPÍTULO  XI 

De  loa  actos  para  que  es  competente  el 
Juez  del  lugar  en  que  estén  sitos  los 
bienes,  cuando  conozca  otro  de  la  eje- 
cución, 

Art.  974.  La  entrega  de  cosa  cierta, 
embargo,  tasación  y  remate,  se  practi- 
cará en  el  Juzgado  en  que  estén  sitos 
los  bienes. 

§  1.®— Sin  embargo,  el  remate  se  po- 
drá verificar  en  el  Juzgado  en  que  se 
tramite  la  ejecución,  aunque  estuvie- 
ren enclavados  los  bienes  en  el  territo- 
rio de  otro  Juzgado,  cuando  haya  pre- 
cedido expresa  conformidad  de  las  par- 
tes. 

§  2."— Cuando  el  remate  se  verifique 


en  Juzgado  diferente  de  aquel  en  que 
se  esté  conociendo  de  la  ejecución,  el 
producto  se  depositará  en  aquél,  á  dis- 
posición del  Juez  de  la  ejecución. 

Art.  975.  Transcurridos  los  diez  días, 
ó  hecha  la  designación  de  bienes  cuan- 
do proceda,  se  dictará  auto  decretando 
el  embargo,  que  se  notificará  al  ejecu- 
tado cuando  deba  considerársele  rebel- 
de en  los  términos  del  art.  808,  párra- 
fo 2.^ 

§  único.— El  Juez  del  lugar  en  que  es- 
tén sitos  los  bienes  es  el  competente 
para  autorizar  la  venta  de  aquellos  que 
ofrezca  peligro  su  conservación,  con- 
forme al  art.  826. 

Art.  970.  Practicado  el  embargo  y 
devuelto  el  auto,  se  procederá  al  regis- 
tro y  citaciones  señaladas  en  el  artícu- 
lo 834,  cuando  procedieren,  y  á  conti- 
nuación se  dictará  nuevo  auto  orde- 
nando la  tasación  y  la  subasta,  notifi- 
cándosele al  ejecutado  para  que  desig- 
ne Procurador  que  le  represente  en  el 
Juzgado  en  cuyo  territorio  se  hallen 
enclavados  los  bienes,  ó  elija  domicilio 
en  que  deban  hacérsele  las  notificacio- 
nes necesarias. 

§  1.°— Se  expedirá  el  exhorto  sin  ne- 
cesidad de  notificación  y  se  declarará, 
la  rebeldía  del  ejecutado,  cuando  pro- 
ceda, con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el 
artículo  808,  párrafo  2.** 

§  2.°— Si  el  ejecutado  no  designare 
Procurador,  ni  eligiere  domicilio  en  el 
Juzgado  en  cuyo  territorio  estén  sitos 
los  bienes,  se  procederá  sin  más  citar- 
le ni  oirle. 

Art.  977.  La  oposición  del  ejecutado 
sólo  podrá  deducirse  en  el  juicio  ejecu- 
tivo, y,  presentado  ante  el  Juez  exhorto 
de  certificación  de  su  admisión,  se  sus- 
penderá el  asunto  hasta  la  resolución 
de  aquélla,  según  se  dispone  en  los  ar- 
tículos 916  y  917. 


CÓDIGO  DB  PROCBDtMiBNTO  CIVIL  PORTUGUÉS 


8i9 


Art.  978.  Las  tercerías  podrán  dedu- 
cirse ante  el  Juez  del  lugar  en  que  es- 
tén sitos  los  bienes  ó  en  el  de  la  ejecu- 
ción; pero  formuladas  ante  el  primero, 
éste  será  el  único  competente  para  su 
admisión  ó  denegación. 

§  1.°— Si  la  tercería  se  presentare 
mientras  se  halle  en  el  Juzgado,  en 
cuyo  territorio  estén  sitos  los  bienes  el 
auto  decretando  el  embargo,  se  devol- 
verá juntamente  con  éste. 

§  2.^— Cuando  la  tercería  se  hubiere 
deducido  y  admitido  ante  el  Juez  del  lu- 
gar en  que  estén  sitos  los  bienes,  des- 
pués de  dictado  el  auto  ordenándolos 
trámites  posteriores  al  embargo,  se  re- 
mitirá, una  vez  recibido,  al  Juez  que  es- 
tuviere conociendo  de  la  ejecución,  que- 
dando en  el  Juzgado  el  auto  en  todo 
caso,  y  no  prosiguiéndose  más  adelan- 
te con  relación  á  los  bienes  sobre  que 
verse  la  tercería,  Ínterin  no  se  presente 
la  certificación  de  la  semencia  que  de- 
niega su  admisión. 

§  3.*»— El  recurso  contra  el  auto  admi- 
tiendo la  tercería  podrá  interponerse 
únicainente  ante  el  Juez  que  conociere 
de  la  ejecución,  contándose  el  término 
desde  la  fecha  de  presentación  en  el 
mismo. 

Art.  979.  Hecha  la  subasta,  se  de- 
volverá el  auto  seguidamente  al  Juez 
que  conozca  de  la  ejecución,  con  objeto 
de  promover  allí  el  concurso,  cuando 
proceda,  ó  hacer  el  pago  y  declarar  ter- 
minada la  ejecución. 

§  único.— Esto  mismo  se  observará 
cuando,  solicitada  la  ejecución,  el  eje- 
cutado no  hubiere  mejorado  la  postura. 
Art.  980.  La  sentencia  de  renftate  se 
dictará  por  el  Juez  del  lugar  en  que  es- 
tén sitos  los  bienes;  pero  la  adjudica- 
ción sólo  se  hará  por  el  que  hubiere  co- 
nocido de  la  ejecución. 
§  único.— La  cancelación  de  hipote- 


cas sólo  podrá  efectuarse  por  el  Juez 
del  lugar  en  que  estén  sitos  los  bienes 
y  á  petición  del  rematante. 

TÍTULO  VII 

DE  LOS  RECURSOS  CONTRA  LAS  RESOLU- 
CIONES DE  LOS  JUECES  DE  PRIMERA  INS- 
TANCIA. 

CAPÍTULO  PRIMERO 
Disposiciones  generales 

Art.  98L  Los  recursos  son  la  oposi- 
ción, apelación,  agravios  y  testimo- 
nios. 

Art.  982.  Los  plazos  y  términos  para 
la  interposición  y  sustanciación  de  los 
recursos  se  dan  sin  solución  de  conti- 
nuidad. 

Art.  983.  El  plazo  para  la  interposi- 
ción de  cualquier  recurso  se  contará 
desde  la  publicación  del  auto  ó  senten- 
cia, si  la  parte  ó  su  Procurador  se  ha- 
llaban presentes  y  firmaron  el  acto  ó 
diligencia. 

§  1.**— En  caso  contrario,  el  plazo  se 
contará  desde  la  fecha  de  la  notifica- 
ción. 

§  2.**— Cuando  sea  precisa  la  notifica- 
ción, deberá  practicarlael  Escribano  en 
el  término  de  cinco  días,  ó  dar  orden  al 
inferior  en  el  plazo  de  veinticuatro  ho- 
ras para  que  lo  verifique  en  el  término 
de  cinco  días,  bajo  pena  de  suspen- 
sión. 

§  3."— Queda  á  salvo  lo  dispuesto  en 
el  art.  200,  párrafo  2." 

Art.  984.  Mediando  justa  causa  que 
impida  la  interposición  del  recurso 
en  el  plazo  legal,  se  podrá  interponer 
fuera  del  mismo,  alegando  y  probando 
ante  el  Jaez  a  quo  la  existencia  del  im- 
pedimento. 
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§  l.°~Oída  la  parte  contraria  y  prac- 
ticada la  prueba  propuesta,  el  Juez  de- 
cidirá del  impedimento,  y  si  lo  declara- 
se probado,  decretará  la  admisión  del 
recurso. 

§  2.^— Lo  mismo  se  observará  en  lo 
relativo  á  la  sustanciación  del  recurso, 
si  la  parte  pretendiere  probar  la  exis- 
tencia ó  causa  que  le  impide  realizar 
los  hechos  relacionados  con  la  misma. 

Art.  985.  No  podrá  recurrir  el  que 
hubiere  consentido  la  sentencia  ó  au- 
tos, expresa  ó  tácitamente,  practican- 
do cualquier  acto  que  demuestre  su 
aprobación;  asi  como  tampoco  la  parte 
que  hubiere  transigido. 

Art.  986.  El  recurso  interpuesto  por 
cualquiera  de  los  interesados  sólo  apro- 
vechará á  los  demás  cuando  se  trate  de 
intereses  comunes  y  de  objeto  indivisi- 
ble; el  interpuesto  por  una  parte  apro- 
vecha á  la  contraria,  salvo  si  ésta  hu- 
biere consentido  la  sentencia  ó  au- 
to, en  los  términos  del  artículo  ante- 
rior. 

Art.  987.  Si  el  auto  ó  sentencia  con- 
tuviera partes  distintas,  podrá  el  recur- 
so limitarse  á  cualquiera  de  ellas,  es- 
pecificándose en  el  escrito  cuál  es  la 
parte  de  que  se  recurre. 

§1.°— El  que  recurriese  únicamente 
de  una  parte  se  entenderá  que  se  alla- 
na al  resto  de  la  sentencia. 

§  2.**— Los  efectos  de  lo  juzgado,  en  la 
parte  contra  lo  que  no  se  recurre,  no 
pueden  ser  perjudicados  por  la  decisión 
del  recurso  ni  por  la  anulación  del  pro- 
cedimiento. 

§  3.**— Si  el  escrito  no  contuviere  limi- 
tación alguna,  el  recurso  se  entiende 
de  todo  el  auto  ó  sentencia. 

Art.  988.  Cualquier  interesado  podrá 
pedir,  en  el  término  de  veinticuatro  ho- 
ras, que  se  aclare  el  auto  ó  sentencia, 
sea  de  la  naturaleza  (^ue  fuere,  cuando 


adolezca  de  oscuridad  6  ambigüedad, 
ó  para  que  se  reforme  en  lo  relativo  á 
costas  y  multa. 

§  1.°— Dicho  término  se  contará  des- 
de la  publicación  ó  notificación,  en  los 
términos  del  art.  983. 

§  2.®  — La  decisión  se  publicará  en 
la  primera  audiencia,  no  pudiendo  in- 
troducirse alteración  en  ningún  otro 
punto. 

§  3.°— Los  términos  para  la  interposi- 
ción de  los  recursos  se  cuentan  desde 
la  publicación  ó  notificación  del  nuevo 
auto  ó  sentencia. 

CAPÍTULO  II 

De  la  oposición  á  las  sentencias 

Art.  989  Únicamente  podrá  interpo- 
nerse el  recurso  de  oposición  contra 
las  sentencias  dictadas  en  primera  ins- 
tancia por  los  Jueces  de  derecho,  cuan- 
do pongan  término  al  pleito,  si  la  cuan- 
tía de  la  misma  no  excediere  de  50.000 
reís  en  bienes  muebles  ó  30.000  en  in- 
muebles, y  no  admitiere  por  su  natura- 
leza todos  los  recursos  en  los  términos 
del  art.  42. 

Art.  990.  La  parte  que  pretenda  opo- 
nerse á  la  sentencia  pedirá  vista  de  la 
misma  y  presentará  su  oposición  en  el 
plazo  de  cinco  días. 

§  L**— Si  dentro  de  los  cinco  días  otra 
parte  solicitare  vista  para  oponerse,  el 
plazo  para  el  segundo  comenzará  á  co- 
rrer terminado  el  primero,  y  así  suce- 
sivamente. 

§  2.°-— De  los  autos  se  dará  vista  á  la 
parte  contraria,  por  cinco  días,  para 
contestar,  y  por  igual  término  al  recu- 
rrente para  sostener  su  pretensión. 

§  3.'— No  se  admitirá  prueba  testifi- 
cal, si  bien  cualquiera  délas  partes  po- 
drá acompañar  documentos    y    pedir 
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inspección  ocular  ó  reconocimiento  pe- 
ricial. 

§  4.®— No  practicándose  nada  de  esto, 
se  declarará  concluso  el  pleito  para 
sentencia. 

§  5."— Cuando  se  proceda  á  la  inspec- 
ción ó  reconocimiento,  se  dará  á  cada 
parte  vista,  por  cinco  días,  para  que 
alegue  por  escrito  lo  que  estime  conve- 
niente, y  por  igual  plazo  se  dará  á  la 
contraria  cuando  se  presenten  docu- 
mentos con  la  contestación  ó  con  las 
alegaciones. 

Art.  991.  Contra  la  sentencia  que 
declare  procedente  el  recurso  puede 
presentarse  oposición  por  la  parte  con- 
traria; pero  decidida  ésta  no  se  admiti- 
rá otra. 

Art.  992.  Si  una  de  las  partes  pre- 
sentare recurso  de  oposición  y  la  otra 
de  agravio,  los  términos  de  este  último 
recurso  sólo  comenzarán  acorrer  des- 
pués de  la  resolución  definitiva  de  la 
oposición. 

CAPÍTULO  III 

De   la    apelación 

Art,  993.  En  los  negocios  de  que  tra- 
ta el  art.  42,  y  en  los  de  cuantía  supe- 
rior á  50.000  reis  en  bienes  muebles, 
30.000  en  inmuebles  y  en  los  de  compe- 
tencia de  los  Jueces  ordinarios,  proce- 
de el  recurso  de  apelación: 

1."  Contra  los  autos  ó  sentencias 
que  pongan  término  á  la  causa; 

2.**  Contra  las  sentencias  que  deci- 
dan las  particiones  ó  pongan  término 
al  inventario; 

3-**  Contra  las  sentencias  que  deci- 
dan el  incidente  de  falsedad; 

1.®  Contra  las  sentencias  que  decla- 
ren terminadas  las  ejecuciones; 

5."    Contra  las  sentencias  definitivas 


en  los  incidentes  de  liquidación,  prela- 
ción,  tercerías,  oposición  del  ejecutado 
y  de  la  de  adjudicación  definitiva; 

6.**  Cuando  en  la  ejecución  se  que- 
brante la  forma  de  la  misma,  autori- 
zándola por  mayor  cantidad,  ó  en  cosa 
diversa  de  lo  que  se  declare  en  la  sen- 
tencia ó  en  el  título  en  que  se  hubiere 
fundado. 

Art.  994.  El  término  para  interponer 
la  apelación  es  el  de  diez  días. 

§  I.**— Este  recurso  se  interpondrá 
por  medio  de  escrito  en  el  pleito  prece- 
diendo auto  del  Juez. 

§2.**— El  Juez  denegará  la  admisión 
del  recurso  cuando  no  se  halle  com- 
prendido en  ios  casos  marcados  en  la 
ley. 

Art.  995.  Interpuesta  la  apelación, 
pasará  al  Juez,  que  decidirá  sobre  su 
admisión,  según  su  criterio. 

§  1.^— El  auto  de  admisión  de  la  ape- 
lación declarará  en  qué  efecto  se  en- 
tiende admitida,  y  cuando  la  admita  en 
el  efecto  devolutivo,  señalará  el  plazo  en 
que  se  ha  de  expedir  el  traslado  y  que 
conceptúe  necesario,  sin  que  pueda  ex- 
ceder de  cuarenta  días. 

§  2.**— El  auto  admitiendo  ó  denegan- 
do la  apelación  se  notificará  á  las  par- 
tes, y  admitiéndose  el  recurso  sin  efec- 
to suspensivo,  podrá  la  parte  vencedo- 
ra exigir  que  se  dé  copia  á  costa  del 
vencido,  declarándolo  en  el  acto  de  la 
notificación. 

§  3.®--La  parte  vencedora  puede  exi- 
gir igualmente  que  quede  copia,  si,  .ad- 
mitiéndose la  apelación  en  ambos  efec- 
tos, quiere  pedir  la  fianza  de  que  se  tra- 
ta en  el  art.  286. 

§  4.®— Mientras  no  se  haya  decidido 
el  recurso,  el  Juez  que  lo  hubiere  ad- 
mitido será  el  competente  para  deferir 
á  cualesquiera  peticiones  que  no  tien- 
dan á  alterar  la  resolución  del  mismo. 
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Art.  996.  La  apelacióti  interpuesta 
contra  la  resolución  del  Juez  de  dere- 
cho para  ante  la  Audiencia  se  admiti- 
rá, en  el  efecto  suspensivo,  salvo  en  los 
casos  expresamente  exceptuados  por 
la  ley. 

§  1.®— Se  admitirán  sólo  en  el  efecto 
devolutivo: 

1.**  Las  sentencias  fundadas  en  do- 
cumento auténtico  ó  reconocido  en  jui- 
cio, con  arreglo  á  lo  civil,  y  dictadas 
contra  las  mismas  personas  que  en  él 
se  obligaron; 

2.°  Las  sentencias  ó  autos  que  de- 
creten demoliciones  ó  reparaciones  ur- 
gentes, y  de  cuya  demora  pueda  resul- 
tar dafío  irreparable; 

3.°  Las  sentencias  dictadas  en  ac- 
ciones posesorias  y  en  las  de  depósito, 
salarios  ó  jornales; 

4.°  Las  sentencias  que  decreten  el 
deslinde  de  predios  rústicos  ó  urbanos; 

5.°  Las  sentencias  que  estimen  im- 
procedente la  oposición  ó  contestación 
en  las  acciones  ejecutivas; 

6.®  Las  sentencias  que  resuelvan  so- 
bre particiones  en  los  inventarios  so- 
bre bienes  inmuebles; 

7.®  Las  sentencias  dictadas  contra 
el  ejecutado,  en  los  juicios  ejecutivos  y 
sus  incidentes; 

8.**  Las  sentencias  ó  autos  que  auto- 
ricen la  ampliación  de  la  ejecución,  en 
los  términos  del  núm.  6.°  del  art.  993; 

9.**  Las  sentencias  que  declaren  im- 
procedentes las  tercerías;    ^ 

10.  Las  sentencias  dictadas  sobre 
errores  en  las  cuentas; 

IL  Las  sentencias  que  decretan  la 
interdicción; 

12.  Las  sentencias  recaídas  en  tran- 
sacciones; 

13.  Las  sentencias  que  autorizan  la 
venta  de  los  bienes  embargados,  en 
conformidad  con  el  art.  622; 


14.  Las  sentencias  que  concedan  ali- 
mentos  provisionales. 

§  2.®— Las  sentencias  que  decidan  so- 
bre alimentos  futuros  son  ejecutables 
en  la  mitad,  si  no  se  hubieren  decretado 
alimentos  provisionales,  ó  si  lo  hubie- 
ren sido  en  cantidad  menor,  en  cuyo  ca- 
so cesarán  los  alimentos  provisionales. 

Art.  997.  La  apelación  interpuesta 
contra  la  resolución  del  Juez  ordinario 
para  ante  el  Juez  de  derecho  es  .siem- 
pre en  el  efecto  suspensivo. 

Art.  998.  El  traslado  contendrá  sólo 
la  parte  esencial  (rosto)  de  los  autos,  la 
primera  citación,  los  alegatos,  la  sen- 
tencia definitiva,  artículos  de  habilita- 
ción, si  existen,  y  las  sentencias  re- 
caídas en  los  mismos. 

§  1.®— En  los  negocios  de  testamenta- 
rias, el  traslado  contendrá  únicamente 
la  descripción  de  los  bienes,  el  estado 
en  cifras,  el  acta  del  sorteo  y  la  senten- 
cia que  decida  la  partición.  Si  el  inven- 
tario fuere  de  menores  ó  asimilados  á 
éstos,  el  traslado  comprenderá,  ade- 
más, el  acta  de  juramento  del  tutor  ó 
curador,  y  las  actas  del  consejo  de  fa- 
milia ó  autos  en  que  se  hubieren  re- 
suelto asuntos  relativos  á  la  admini- 
tración. 

§  2.°— En  las  ejecuciones,  el  traslado 
se  limitirá  á  la  parte  de  los  autos  indis- 
pensables para  continuar  la  ejecución, 
según  lo  indicado  por  el  Juez,  oídas  las 
partes. 

Art.  999.  De  las  causas  de  interdic- 
ción y  de  los  inventarios  de  menores 
se  dará  siempre  traslado;  de  los  inven- 
tarios de  mayores  únicamente  dejará 
de  darse  traslado  cuando  en  ello  con- 
vinieren las  partes. 

§  1.**— De  las  demás  causas  sólo  que- 
dará traslado  cuando  la  parte  vencedo- 
ra lo  hubiese  exigido  con  arreglo  á  los 
párrafos  2/»  y  3.**  del  art.  995.  En  caso 
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contrario,  no  quedará  traslado  alguno. 

§  2.^— Cuando  los  interesados  mayo- 
res de  edad  hubieren  convenido  en  que 
no  quede  traslado  del  inventario,  y  hu- 
biere interesados  menores  ó  asimila- 
dos á  éstos,  el  traslado  de  la  descrip- 
♦ción  de  los  bienes  comprenderá  única- 
mente los  conceptos  que  en  particiones 
hubieren  pertenecido  á  los  interesados 
menores  de  edad  ó  asimilados  á  ellos. 

Art.  1.000.  El  Escribano  no  está  obli- 
gado á  remitir  los  autos  al  superior 
cuando  no  se  hubieren  abonado  las 
costas  del  pleito. 

Art.  1.001.  El  apelante,  en  el  plazo 
de  diez  días,  á  contar  de  la  publicación 
del  auto  admitiendo  la  apelación,  pa- 
gará las  costas  y  hará  la  provisión  con- 
conveniente para  la  copia  ó  traslado, 
si  procediere,  y  para  la  remisión  del 
recurso,  incluyendo  el  importe  en  se- 
llos de  Correos. 

Art.  1.002.  Si  el  apelante  dejare  de 
hacer  provisión  ó  de  pagar  las  costas 
dentro  del  plazo  señalado  por  la  ley, 
se  declarará  desierto  el  recurso. 

S  único.— Contra  la  sentencia  que  de- 
clare desiena  la  apelación  puede  inter- 
ponerse recurso  de  agravio. 

Art.  1.003  Apelando  ambas  partes, 
cada  una  abonará  la  mitad  del  depósi- 
to, y  si  dejare  alguna  de  hacerlo,  se 
declarará  desierto  el  recurso  respecto 
de  la  misma,  debiendo  la  otra  hacer  to- 
do el  depósito  en  el  término  de  veinti- 
cuatro horas,  bajo  la  misma  pena. 

Art.  1.004.  Cualquiera  de  las  partes 
puede  solicitar  vista  para  preparar  el 
recurso  antes  de  su  envío,  si  bien  en 
este  caso  sólo  tendrá  lugar  la  vista  en 
la  segunda  instancia,  cuando  la  parte 
contraria  presente  documentos  ó  al- 
gún escrito,  en  los  términos  del  artícu- 
lo 1.049,  párrafo  3.^  1.050,  párrafo  úni- 
co y  1.051.  » 


§  único.— El  Escribano,  una  vez  pa- 
gadas las  costas  y  hecho  el  depósito, 
en  los  términos  de  los  artículos  an- 
teriores, se  dará  vista  de  los  autos 
por  diez  días  á  cada  una  de  las  partes 
que  lo  hubieren  solicitado,  con  arreglo 
á  los  párrafos  I.**  y  2.*"  del  art.  1.0Í9. 

Art.  1.005.  Habiéndose  admitido  la 
apelación  en  ambos  efectos,  el  Escri- 
bano, en  el  término  de  címco  días  des- 
pués de  recibidas  las  costas  y  de  hecha 
provisión,  depositará  en  el  correo  los 
autos  con  sobre  dirigido  al  Oficial  de 
Sala  de  la  Audiencia  correspondiente, 
archivando  el  oportuno  recibo  de  la 
entrega  y  haciendo  mención  de  él  en 
el  Registro. 

§  1.**— Cuando  la  apelación  sea  admi- 
tida en  el  efecto  devolutivo,  los  cinco 
días  comenzarán  á  correr  desde  que 
termine  el  plazo  señalado  para  el  tras- 
lado. 

§  2.**— En  los  distritos  de  las  islas  y 
de  Ultramar,  el  Escribano  deberá  de- 
positar los  autos  en  el  correo  con  la 
anticipación  conveniente  para  que  pue- 
dan ser  remitidos  en  el  primer  buque 
que  salga  para  dichos  puntos  después 
de  transcurridos  los  cinco  días. 

Arl.  1.006.  En  la  localidad  que  sea 
capital  de  Audiencia,  deberá  el  Escri- 
bano, dentro  del  término  fijado,  pre- 
sentar los  autos  en  el  Tribunal,  previo 
recibo  del  Oficial  de  Sala. 

§  1.®— Lo  mismo  se  observará  cuan- 
do el  recurso  se  interpusiere  ante  el 
Juez  ordinario,  exig¡énd:)se  el  recibo 
al  repartidor. 

§  2.^— El  Escribano  que  no  cumpliere 
|as  disposiciones  del  presente  artículo 
será  suspendido  hasta  por  seis  meses, 
oyéndosele  previamente  en  los  térmi- 
nos del  párrafo  2.°  del  árt.  101,  y  en  caso 
de  reincidencia  será  destituido. 

Art.  1.007.    Si  alguna  de  las   partes 
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hubiere  solicitado  vista,  el  plazo  mar- 
cado en  los  artículos  anteriores  para 
la  remisión  del  recurso  únicamente 
comenzará  á  correr  después  de  recogi- 
dos los  autos. 

CAPÍTl'L(^  IV 
De  los  recursos  de  agracio 

Art.  1.008.  Procederá  el  recurso  de 
agravio  contra  el  auto  de  procedimiento 
que  admita  la  apelación  y  declare  sus 
efectos. 

§  !.•— Este  recurso  se  interpondrá  sin 
necesidad  de  providencia,  pero  si  el 
Escribano  rehusare  recibirlo,  podrá  re- 
currlrse  al  Juez,  que  ordenará  la  admi- 
sión del  escrito. 

§  2."— De  todos  los  autos  de  que  no 
puede  apelarse  procede  el  recurso  de 
agravio. 

Art.  1.009.  Compete  igualmente  el 
recurso  de  agravio  de  las  sentencias 
dictadas  por  los  Jueces  de  derecho  en 
primera  instancia,  cuando  pongan  tér- 
mino al  pleito,  si  la  cuantía  del  litigio 
no  excediere  de  50.000  reis  en  bienes 
muebles  ó  de  30.000  en  inmuebles,  y  en 
el  pleito  que  por  su  naturaleza  no  ad- 
mitiere todos  los  recursos,  conforme 
al  art.  42. 

§  único.— Este  recurso  se  reducirá  á 
la  nulidad  de  lo  actuado  ó  de  la  senten- 
cia por  haberse  fallado  contra  derecho 
ó  por  concurrir  cualquiera  de  los  casos 
previstos  en  los  números  3.",  4.®  y  5.® 
del  art.  1.054. 

Art.  1.010.  También  puede  interpo- 
nerse recurso  de  agravio  de  petición: 

1.®  Contra  la  sentencia  que  decida 
la  excepción  de  iticompetencia; 

2.'  Contraía  sentencia  que  juzgue 
de  la  habilitación  en  pieza  separada, 


estando  el  asuntó  principal  en  apela, 
ción  ó  en  revista; 

3."*  Contra  lasentencia  que  juzgue  de 
la  habilitación  deducida  como  inciden- 
te en  cualquier  litigio; 

4.°  Contra  la  sentencia  dictada  so- 
bre recurso  de  un  Registrador; 

5.**  Contra  los  acuerdos  del  Juez, 
cuando  le  corresponda  ejercer  las  atri- 
buciones del  consejo  de  familia; 

6.®  Contra  los  acuerdos  del  consejo 
de  tutela,  cuando  revoquen  los  del  con- 
sejo de  familia. 

Art.  1.011.  Tanto  el  recurso  de  agra- 
vio en  el  auto  del  procedimiento  como 
el  de  petición,  se  interpondrán  por  es- 
crito firmado  por  la  parte  y  su  Procu- 
rador. 

§  1.®— El  término  para  la  imposición 
de  cualquier  recurso  de  agravio  será 
de  cinco  días. 

§  2.**— No  se  admitirá  ningún  recurso 
de  agravio  sin  que  se  exprese  la  ley 
violada. 

Art.  1.012.  El  recurso  de  agravio  de 
petición  únicamente  podrá  interponer- 
se precediendo  auto  del  Juez,  por  peti- 
ción escrita  en  que  la  parte  declare  la 
ley  violada. 

Art.  1.013.  Los  recursos  de  agravio 
de  petición  se  interpondrán  por  separa- 
do, salvo  los  casos  .expresamente  ex- 
ceptuados en  la  ley. 

§  único.— El  recurso  de  agravio  se 
interpondrá  y  tramitirá  con  los  autos, 
cuando  su  interposición  suspenda  el 
procedimiento. 

Art.  1.014.  Si  el  recurrente  interpu- 
siere el  recurso  por  separado,  el  recu- 
rrente señalará  en  su  escrito  la  parte 
de  los  autos  que  sea  preciso  para  inter- 
poner el  recurso,  y  sólo  se  expedirá, 
certificación  de  esas  piezas. 

§  1.**— La  certificación  contendrá, 
siempre  ^  escrito  de  agravio  y  la  peti- 
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ción  que  se  hubiere  hecho,  el  auto,  el 
escrito  de  la  publicación  ó  la  certiñca- 
ción  de  la  notificación  y  la  declaración 
de  la  cuantía  de  lo  que  se  litiga. 

§  2.®— En  las  certificaciones  se  guar- 
dará el  orden  de  las  actuaciones. 

Art.  1.015.  Admitido  el  recurso  de 
agravio  de  petición,  se  notificará  en  el 
término  de  veinticuatro  horas  á  la 
parte  contraria  y  al  Ministerio  fiscal  en 
su  caso. 

§  1.**— Cuando  el  recurso  de  agravio 
se  interponga  por  separado,  deberá 
el  recurrente,  en  el  término  de  ocho 
días,  contados  desde  la  interposición 
del  recurso,  presentar  en  la  escribanía 
su  escrito  de  agravios,  acompañado  de 
la  certificación  correspondiente  y  de- 
más documentos.  El  recurrido  podrá, 
en  igual  término  desde  la  notificación, 
presentar  en  la  escribanía  cualquier 
alegación,  así  como  las  certificaciones 
de  los  actos  ó  documentos  que  consi- 
dere oportunos. 

§  2.**— Cuando  el  recurso  de  agravio 
se  elevare  con  los  autos,  deberá  el  recu- 
rrente, en  el  plazo  de  ocho  días,  conta- 
dos desde  la  interposición  del  recurso, 
presentar  en  la  escribanía  su  petición, 
y  podrá,  en  igual  término,  acompañar 
otros  documentos.  El  recurrido  podrá, 
en  igual  término,  á  contar  de  la  notifi- 
cación, presentar  cualesquiera  alega- 
ciones ó  documentos. 

Art.  1.016.  Durante  los  plazos  mar- 
cados en  el  artículo  anterior,  el  Escri- 
bano tendrá  de  manifiesto  la  causa  á 
Jas  partes  ó  sus  Procuradores  para  que 
puedan  tomar  las  notas  convenientes, 
y  expedirá  la  certificación  presentada 
por  el  recurrente  y  cualquiera  otra  que 
la  parle  contraria  solicite,  siendo  pre- 
ferente este  servicio  á  cualquier  otro. 

Art.  1.017.  Transcurridos  los  plazos 
señalados,  el  Escribano   unirá  á  los 


autos  el  recurso  de  agravio,  alegacio- 
nes de  la  otra  parte  y  cualesquiera 
otros  documentos  presentados  cuando 
el  recurso  se  eleve  con  los  autos,  ó  ex- 
pedirá la  petición  del  recurso,  la  alega- 
ción de  la  parte  contraria  y  la^  oportu- 
nas certificaciones  y  documentos  cuan- 
do se  eleve  por  separado,  pasando  lue- 
go al  Juez  los  autos  para  que,  dentro  de 
cuarenta  y  ocho  horas,  mantenga  el 
auto  ó  repare  el  agravio  cometido. 

§  1.®— Si  el  recurrido  estuviere  decla- 
rado en  rebeldía,  podrá  el  Juez,  al  pro- 
veer sobre  el  agravio  que  deba  elevar- 
se por  separado,  mandar  unir  las  certi- 
ficaciones de  las  diligencias  que  estime 
convenientes  para  mantener  el  auto. 

§  2.**— Si  el  Juez  reparase  el  agravio, 
cabe  interponer  nuevo  recurso  contra 
este  auto;  pero  el  Juez  no  podrá  modifi- 
carlo, y  para  resolver  este  último  se 
elevarán  los  autos  al  mismo'. 

§  3.®— Si  en  el  caso  del  párrafo  ante- 
rior, el  primer  recurso  de  agravio  no 
suspendiere  la  ejecución  de  la  decisión 
recurrida,  se  unirá  á  los  autos  una  cer- 
tificación del  nuevo  auto  para  su  eje- 
cución. 

Art.  1.018.  Transcurridas  las  cua- 
renta y  ocho  horas,  el  Escribano  reco- 
gerá los  autos,  con  contestación  ó  sin 
ella. 

§1.**— En  las  veinticuatro  horas  si- 
guientes, el  recurrente  abonará  las 
costas  del  recurso  y  hará  la  provisión 
conveniente  para  las  certificaciones  que 
hubiere  mandado  expedir  el  Juez  y  para 
la  tramitación  del  recurso. 

§  2.**— El  Escribano  depositará  los 
autos  en  el  correo  en  el  término  de 
veinticuatro  horas  después  de  hecha  la 
provisión  de  fondos,  pudiendo  el  Juez 
prorrogarlo  hasta  ocho  días  cuando 
fuere  necesario  más  tiempo  para  la  ex- 
pedición de  las  certificaciones. 
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§  3.**— Es  aplicable  en  todo  lo  demás 
lo  dispuesto  en  los  artículos  1.001  á 
1.006,  siendo,  sin  embargo,  de  veinti- 
cuatro horas  el  plazo  señalado  en  el  ar- 
ticulo 1.003. 

Art.  1.019.  Si  el  recurso  de  agravio 
se  interpusiere  contra  auto  dictado  en 
negocio  que  aún  no  haya  sido  reparti- 
do, el  Escribano  de  semana  extenderá 
la  diligencia  á  continuación  del  reque- 
rimiento; y  después  de  haberse  presen- 
tado por  el  recurrente  la  petición  y 
cualesquiera  otros  documentos,  se  tra- 
mitará conforme  á  lo  dispuesto  en  los 
artículos  anteriores. 

Art.  1.020.  La  interposición  del  re- 
curso de  agravio  no  suspende  la  sus- 
tanciación  del  pleito,  á  no  ser  por  el 
tiempo  absolutamente  necesario  para 
que  las  partes  puedan  examinarlo  y 
expedirse  las  certificaciones  oportu- 
nas, si  bien  dentro  de  los  plazos  seña- 
lados. 

§  único.— Exceptúanse  los  recursos 
de  agravio  interpuestos: 

1.**  Contraía  sentencia  que  decida 
la  cuestión  de  incompetencia; 

2."*  Contra  la  sentencia  que  declare 
no  probada  la  habilitación; 

3.'*  Contra  la  sentencia  que  declare 
probada  ó  no  probada  la  habilitación 
deducida  en  juicio  pendiente  ante  la 
Audiencia  ó  el  Tribunal  Supremo  de 
Justicia; 

4.**  Contra  la  sentencia  recaída  so- 
bre recurso  del  Registrador; 

5.®  El  que  fuere  interpuesto  contra 
el  auto  que  ordenare  la  cancelación  de 
cualquier  registro; 

6.**  El  que  se  interpusiere  contra  el 
auto  decretando  la  entrega  de  dinero  ó 
la  prisión  estando  el  juicio  asegurado 
con  depósito  ó  caución; 


7.^  El  que  se  interpusiere  contra  el 
auto  ordenando  la  venta  de  bienes  para 
pago  de  acreedores  en  juicio  de  testa- 
mentaría. 

Art.  1.021.  El  Escribano  convicto  de 
negligencia,  malicia  6  dolo,  ya  por  ne- 
garse á  facilitar  los  autos  en  su  escri- 
banía ó  por  no  expedir  con  prontitud 
las  certificaciones,  ya  por  no  recoger 
los  autos  y  presentar  el  recurso  de 
agravio  en  ios  plazos  marcados,  será 
suspendido  hasta  seismeses,  oyéndose- 
le previamente,  en  los  términos  del  ar- 
ticulo 101,  y  siendo  destituido  en  caso 
de  reincidencia. 

CAPÍTULO  V 
De  los  testimonios 

Art.  1.022.  Si  el  Juez  impidiere  que 
se  haga  constar  por  escrito  algún  agra- 
vio, Ja  parte  podrá  protestar  en  la  vis- 
ta á  presencia  de  dos  testigos,  expi- 
diéndole el  Escribano  testimonio,  en  el. 
cual  se  insertará  la  parte  de  los  autos 
que  el  interesado  designe  de  palabra 
en  el  acto,  ó  en  la  escribanía,  en  el  tér- 
mino de  veinticuatro  horas. 

§  1.°— También  podrá  la  parte,  en  el 
término  de  diez  días,  pedir  al  Presiden- 
te del  Tribunal  Superior  que  ordene  se 
haga  constar  por  escrito  el  agravio. 

§  2.*— El  Escribano  que  se  niegue  á 
expedir  el  testimonio  ó  dar  cumpli- 
miento á  la  orden  del  superior,  cual- 
quiera que  sea  el  pretexto,  será  desti- 
tuido. 

Art.  1.023.  La  Audiencia  ó  el  Juez  de 
derecho,  en  vista  del  testimonio,  orde- 
nará que  conste  el  recurso  de  agravio 
por  escrito,  cuando  proceda. 


LIBRO  TERCERO 

DEL  PROCEDIMIENTO  AKTE  LAS  AUDIENCIAS 


TtTULO  PRIMERO 


.  DISPOSICIONES  GENERALES 

Art.  1.024.  En  las  Audiencias  de  Lis- 
boa y  Oporto  habrá  dos  secciones,  de 
las  cuales  celebrará  cada  una  una  se- 
sión por  semana  6  mé,s  cuando  las  ne- 
cesidades del  servicio  así  lo  exigieren. 

§1.**— Enla  Audiencia  de  las  Azores 
habrá  una  sola  sección,  que  celebrará 
dos  sesiones  semanales. 

§  2,**— Cuando  el  día  señalado  para 
sesión  fuere  festivo  ó  feriado,  se  cele- 
brará el  siguiente  ó  el  anterior,  en  el 
caso  de  que  éste  también  lo  fuera. 

Art.  1.025.  Los  Magistrados  de  las 
Audiencias  de  Lisboa  y  Oporto  forma- 
rán anualmente  por  sorteo  cada  una 
de-  las  secciones,  celebrándose  este 
acto  en  sesión  extraordinaria  del  Tri- 
bunal pleno  el  último  día  útil  de 
Agosto. 

§  1.**— Para  estb  objeto  serán  nume- 
rados todos  los  Magistrados  por  orden 
de  antigüedad  y  depositadas  otras  tan- 
tas bolas  con  los  números  correspon- 
dientes en  una  urna:  el  Presidente  irá 
sacando  una  á  una  tantas  bolas  cuan- 
tos sean  los  Magistrados  que  deban 
componer  una  sección. 


§  2."— Los  Magistrados  así  sorteados 
formarán  la  sección  primera  y  los  res- 
tantes la  segunda 

§  3.®— Cuando  en  el  Tribunal  hubiere 
dos  Magistrados  que  no  puedan  cono-» 
cer  juntos  del  mismo  pleito,  con  arre- 
glo al  art.  L107,  párrafo  2.°,  se  celebra- 
rá un  sorteo  entre  ellos  con  objeto  de 
que  pertenezcan  á  distinta  sección. 

§  4."— El  Presidente,  al  sacar  de  la 
urna  cada  una  de  las  bolas,  leerá  el 
número  en  alta  voz,  y  el  Oficial  de  Sala, 
tomando  nota  del  mismo,  leerá  el  nom- 
bre del  Juez  correspondiente. 

§  '5.°— A  continuación  se  procederá 
á  formar  la  lista  de  los  Magistrados 
que  han  de  componer  cada  una  de  las 
secciones  durante  el  año  judicial  si- 
guíente,  guardándose  el  orden  de  anti- 
güedad entre  los  Magistrados  de  una 
misma  sección,  y  una  copia  de  esta 
lista,  suscrita  por  el  Oficial  do  Sala  y 
rubricada  por  el  Presidente,  se  fijará 
en  el  atrio  del  Tribunal  y  publicará  en 
el  periódico  oficial  durante  el  mes  de 
Septiembre. 

§  6.®— De  todo  esto  el  Oficial  de  Sala 
extenderá  acta,  que  se  firmará  por  el 
Presidente  y  por  los  Magistrados  que 
estuvieren  presentes. 

Art.  1.026.  Las  sesiones  comenzarán 
á  las  diez  de  la  mañana,  abriéndose 
por  el  Presidente,  Vicepresidente  ó  Ma- 
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gistrado  de  mayor  antigüedad  que  es- 
tuviere presente. 

Art.  1.027.  Cada  Magistrado  inscri- 
birá SU  nombre  en  un  libro  destinado 
al  efecto,  cerrándose  la  inscripción  por 
una  nota  del  Oficial  de  Sala,  y  rubrica- 
da por  el  Presidente,  que  declare  el 
nombre  de  los  Jueces  inscritos. 

Art.  1.028.    Los  trabajos  comenzarán 
por  el  repartimiento,  hecho  ante  el  Pre-- 
sidente,  Jueces,  Oficial  de  Sala  y  Auxi- 
liar de  éste. 

§  único.—  El  Oficial  de  Sala  llevará 
los  negocios  á  repartimiento  á  la  pri- 
mera sesión  que  se  celebre  después  de 
su  presentación,  bajo  pena  de  suspen- 
sión temporal  al  arbitrio  del  Presiden- 
te, no  excediendo  de  tres  meses. 

Art.  1.029.  Para  el  repartimiento 
habrá  las  siguientes  clases: 

1.*    Apelaciones  civiles; 

2.*  Apelaciones  en  negocios  de  co- 
mercio; 

3.'    Apelaciones  en  lo  criminal; 

4."  Apelaciones  en  las  causas  en 
que  sea  parte  la  Hacienda  pública; 

5^*  Recursos  de  fuerza  en  conocer 
competencias  y  revisión  de  sentencias 
dictadas  por   Tribunales  extranjeros; 

6.*  Recursos  en  materia  electoral  y 
alistamiento  de  jurados; 

7."  Recursos  de  agravio  y  testi- 
monios; 

8."  Negocios  de  que  la  Audiencia 
conoce  en  única  instancia. 

§  1.''— Los  negocios  se  clasificarán 
por  uno  de  los  Magistrados  de  la  res- 
pectiva sección,  á  quien  el  Oficial  de 
Sala  los  presentará  con  este  objeto. 

§  2.°— El  Presidente  designará  el  Ma" 
gistrado  ó  Magistrados  que  han  de 
desempeñar  este  servicio,  por  turno 
mensual. 

Art.  1.030.  El  repartimiento  se  hará 
conforme  á  la  antigüedad  de  los  Magis- 


trados y  Escribanos,  sin  alterar  nunca 
e.ste  orden,  bajo  la  responsabilidad  del 
Presidente. 

§  único. —En  las  Audiencias  en  que 
haya  más  de  una  sección,  los  negocios 
se  repartirán  indistintamente  entre  to- 
dos los  Magistrados,  como  si  no  hubie- 
re más  que  una. 

Art.  1.031.  Numerados  los  negocios 
de  cada  clase,  se  depositarán  en  una 
urna  las  bolas  correspondientes  á  los 
números  que  hubiere  que  repartir,  y  el 
Presidente,  sacándolas  una  á  una,  lee- 
rá en  alta  voz  el  número  que  saliere,  el 
Oficial  leerá  los  apellidos  del  Magistra- 
do y  del  Escribano  á  quien  correspon- 
diere, y  escribirá  en  la  carpeta  de  los 
autos  dichos  apellidos,  extendiendo  en 
el  Registro  el  asiento  correspondiente. 

§  1.**— Esto  mismo  se  repetirá  sucesi- 
vamente en  cada  clase  de  negocios. 

§  2.**— Cuando  haya  un  solo  negocio 
de  una  clase,  se  depositarán  en  una 
urna  cuatro  bolas  correspondientes  á 
los  cuatro  Magistrados  siguientes  á 
aquel  á  quien  hubiere  correspondido 
anteriormente  un  negocio  de  está  clase, 
y  el  número  que  se  extraiga  designará 
el  Magistrado  á  quien  corresponda. 

Art.  1.032.  El  Magistrado  que  hubie- 
re hecho  el  repartimiento,  tomará  nota 
de  los  números  que  fueren  saliendo,  y 
revisará  el  libro-registro,  á  cuyo  fin  le 
será  presentado  por  el  Oficial  de  Sala, 
juntamente  con  los  negocios,  después 
de  hecho  el  repartimiento,  y  el  Magis- 
trado lo  fechará  y 'firmará  si  lo  halla 
conforme. 

Art.  1.033.  Si  en  el  acto  del  reparti- 
miento constare -que  el  Magistrado  á 
quien  haya  correspondido  un  negocio 
se  encuentra  enfermo,  se  hará  un  se- 
gundo repartimiento  entre  los  Jueces 
de  la  sección  respectiva. 

§  único.— Lo    mismo   se    practicará 
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cuando  Ja  imposibilidad  sobreviniere 
después  del  repartimiento. 

Art.  1.034.  En  los  negocios  juzgados 
por  dictamen,  si  el  impedimento  del 
primer  ponente  ó  instructor  desare  an- 
tes del  vencimiento,  el  negocio  pasará 
á  él  y  á  los  Magistrados  que  le  sigan, 
quedando  asi  en  vigor  el  primer  repar- 
timiento hecho,  y  teniendo  en  cuenta 
para  toda  clase  de  efectos  los  dictáme- 
nes ya  emitidos. 

Art.  1.035.  En  los  negocios  que  ha- 
yan de  ser  resueltos  en  Sala  de  conse- 
jo, dejará  de  ser  instructor  el  Magistra- 
do á  quien  en  el  segundo  repartimiento 
le  hubiere  correspondido  el  negocio,  y 
á  éste  y  á  los  Magistrados  que  le  sigan 
pasaráR  los  autos  conclusos  para  po- 
ner el  visto,  en  su  caso,  y  teniéndose 
en  cuenta  para  los  efectos  oportunos 
los  vistos  puestos  en  los  autos,  juzgán- 
dose el  negocio  en  definitiva  por  los 
respectivos  Magistrados. 

Art.  1.036.  En  los  negocios  que  ha- 
yan de  juzgarse  en  las  Audiencias  se 
abonarán  los  derechos  señalados  en  el 
arancel,  anotando  los  Escribanos  en 
los  autos  el  pago  hecho,  y  recibiendo 
su  importe  el  Oficial  de  Sala  como  te- 
sorero. 

§  único.— Se  exceptúan  de  esta  dispo- 
sición los  negocios  que  por  el  arancel 
estén  exentos  de  provisión  ó  depósito. 

Art.  1.037.  Al  recurrido  se  le  permi- 
te pagar,  después  del  repartimiento, 
los  gastos  de  preparación,  que  serán 
tenidos  en  cuenta  al  hacer  la  tasación 
de  costas;  y  si  el  recurrente  dejare  de 
preparar  el  recurso  después  de  treinta 
días,  á  contar  desde  el  repartimien- 
to, puede  pedir  que  sea  intimado  para 
hacerlo  en  el  término  de  veinticuatro 
horas. 

§  1.®  — Si  el  recurrente  no  hubiere 
nofpbrado  Procurador,  podrá  ser  noti- 


ficado por  medio  de  anuncio  en  el  pe- 
riódico oficial,  para  que  haga  el  depó- 
sito ó  provisión  de  fondos  en  el  término 
de  treinta  días.  Fuera  de  Lisboa,  este 
anuncio  se  insertará  en  cualquier  pe- 
riódico de  la  capital  de  la  Audiencia,  ó 
por  medio  de  edictos  cuando  no  haya 
periódico. 

§  2.**— Terminado  el  plazo  sin  que  el 
recurrente  haya  hecho  la  provisión  de 
fondos,  se  declarará  desierto  el  recurso, 
á  instancia  del  recurrido,  volviendo  los 
autos  al  inferior. 

§  3.*^— Con  respecto  á  la  multa,  se  de- 
clarará desierto  el  recurso  sin  necesi- 
dad de  notificación  alguna,  tan  pronto 
como  transcurra  el  plazo  señalado. 

Art.  1.038.  Para  los  demás  efectos, 
será  considerada  en  rebeldía  la  parte 
que,  en  el  término  de  diez  días,  á  con- 
tar del  repartimiento,  dejare  de  nom- 
brar Procurador  ó  elegir  domicilio  en 
la  capital  de  la  Audiencia,  conforme  á 
lo  dispuesto  en  el  art.  200. 

Art.  1.039.  Los  Magistrados  de  la 
.sección  á  que  pertenezca  aquel  á  quien 
haya  correspondido  el  negocio,  son  los 
competentes  para  su  decisión. 

§  único.  —  Cuando  en  la  respectiva 
sección  no  se  obtuviere  el  número  de 
votos  necesarios  para  formar  mayoría, 
se  llamarán  á  la  votación  los  Magistra- 
dos de  la  otra  sección,  empezando  por 
los  que  sigan  inmediatamente  al  que 
hubiere  votado  en  último  término. 

Art.  1.0 10.  Cuando  cambie  de  sec- 
ción el  Magistrado  instructor,  se  obser- 
vará lo  siguiente: 

§  1.**— En  los  negocios  en  que  ya  haya 
dictamen  votarán,  hasta  que  se  obten- 
ga mayoría,  los  Magistrados  que  sigan 
al  ponente,  según  la  nueva  colocación 
de  éste,  teniéndose  en  cuenta  para  los 
efectos  oportunos  los  dictámenes  emi- 
tidos. 
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g  2.®— Los  negocios  que  hubieren  de 
resolverse  en  Sala  pasarán  á  los  Jue- 
ces que  sigan  al  instructor,  en  los  tér- 
minos del  párrafo  anterior,  hasta  com- 
pletar el  número  legal,  contándose  los 
vistos  anteriores,  y  en  su  resolución  in- 
tervendrán los  Magistrados  que  hubie- 
ren conocido  del  negocio  y  los  demás 
que  sean  necesarios  de  la  sección  á 
que  pertenezca  el  instructor.  Esta  dis- 
posición es  igualmente  aplicable  á  los 
negocios  de  comercio  y  de  lo  criminal 
cuando  el  Magistrado  instructor  varíe 
de  sección. 

Art.  1.041.  Si  falleciere  antes  del 
fallo  alguno  de  los  Magistrados  que  hu- 
bieren conocido  del  negocio,  no  se  ten- 
drá en  cuenta  el  visto  puesto  por  aquél, 
y  lo  mismo  se  observará  en  el  caso  de 
que  el  Magistrado  dejare  de  pertenecer 
al  Tribunal  por  jubilación,  destitución, 
traslado,  y  en  caso  de  suspensión. 

§  único.— En  cualquiera  de  estos  ca- 
sos será  nulo  el  dictamen  presentado. 

Art.  1.042.  El  Magistrado  á  quien 
haya  correspondido  el  negocio  que-, 
dará  siendo  ponente  y  será  de  su  com- 
petencia proveer  á  las  peticiones  que  se 
hagan  antes  de  la  sentencia. 

§  único.— La  parte  que  se  considere 
agraviada  por  cualquier  providencia 
del  instructor,  podrá  pedir,  en  el  tér- 
mino de  cinco  días,  que  lleve  los  autos 
á  la  sesión  para  que  se  confirme  ó  mo- 
difique la  providencia  en  la  Sala. 

Art.  1.043.  Cuando  haya  de  aplazarse 
el  negocio  para  otra  audiencia  por  falta 
de  Magistrados,  en  los  términos  del  ar- 
tículo 39,  párrafos  1."  y  2.°,  el  aplaza- 
miento se  efectuará  por  auto  acordado 
en  Sala. 

§  1.**— Los  dictámenes  emitidos  surti- 
rán toda  clase  de  efectos. 

§  2.^- El  Magistrado  á  quien  hubiere 
correspondido  el  negocio,  después  de  la 


remesa  quedará  siendo  instructor,  y 
los  incidentes  que  sobrevengan  se  re- 
solverán por  él  y  los  demás  Magistra- 
dos que  le  sigan. 

Art.  1.044.  Repartido  el  negocio,  se 
despachará  por  el  Escribano,  y  después 
de  hecha  la  oportuna  preparación,  pa- 
sará al  Magistrado  instructor. 

§  1.°— El  instructor,  luego  que  reciba 
los  autos,  examinará  si  hay  en  ellos  re- 
curso interpuesto  del  auto  que  admitió 
la  apelación,  y  ca  íO  afirmativo,  llevará 
el  negocio  á  la  Sala  para  decidir  el  re- 
curso, con  tres  votos  conformes,  con 
los  Magistrados  que  le  sigan  y  que  es- 
tuvieren presentes  en  la  sesión. 

§  2.**— Acordándose  que  el  recurso 
competente  era  el  de  agravio,  continua- 
rá como  tal  el  procedimiento,  siendo 
instructor  el  Magistrado  á  quien  haya 
correspondido,  dándose  de  baja  en  la 
clase  en  que  fué  repartido,  y  cargándo- 
se de  la  correspondiente. 

Art.  1.045.  Si  á  pesar  de  no  existir 
agravio  en  el  auto  del  procedimiento, 
alguno  de  los  Magistrados  entendiere 
que  el  recurso  correspondiente  era  el 
de  agravio  y  no  el  de  apelación,  ó  esti- 
mare que  contra  la  sentencia  ó  el  auto 
no  cabía  recurso  alguno,  llevará  el  ne- 
gocio á  la  Sala  para  que  recaiga  acuer- 
do en  la  cuestión,  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  anterior,  intervi- 
niendo los  que  ya  hubiesen  deliberado 
y  los  que  sigan  hasta  reunir  mayo- 
ría. 

Art.  1.046.  Decidiéndose  que  la  ape- 
lación, admitida  solamente  en  el  efec- 
to devolutivo,  debió  serlo  en  ambos,  los 
Magistrados  dictarán  auto,  ordenando 
la  suspensión  de  la  ejecución  si  en  la 
primera  instanciahubierequeda4o  tras- 
lado. 

§  único.— Esto  sólo  podrá  hacerse  á 
instancia  de  algún  interesado  y  singue 
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pueda   comprender   ningún    otro    ex- 
tremo. 

Art.  1.047.  Una  vez  resuelto  que  la 
apelación  admitida  en  ambos  efectos 
solamente  debió  serlo  en  el  devolutivo, 
los  Magistrados  expedirán  traslado  al 
inferior  para  que  se  ejecute  la  sen. 
tencia. 

§  único.— Este  traslado  sólo  podrá 
darse  á  petición  de  alguno  de  los  inte- 
resadosi  conteniendo  únicamente  las 
piezas  enumeradas  en  el  art.  998,  y  el 
fallo. 

Art.  1.048.  Estimándose  que  del  auto 
ó  sentencia  no  podía  interponerse  re- 
curso alguno,  volverán  los  autos  al  in- 
ferior, sin  quedar  en  la  Audiencia  nin- 
gún traslado. 

Art.  1.049.  El  Juez  á  quien  hubiere 
correspondido  el  negocio  nombrará 
Abogado  á  cualquiera  de  las  partes  que 
lo  necesite,  con  arreglo  al  art.  13,  y 
mandará  que  se  dé  vista  á  los  Aboga- 
dos nombrados  y  al  Ministerio  público, 
cuando  accesoria  ó  principalmentedeba 
intervenir  en  los  autos,  para  que  ale- 
guen por  escrito  lo  que  tengan  por  con- 
veniente. 

§  1.°— El  plazo  de  la  instrucción  será 
de  diez  días  para  los  recurrentes  y  de 
otros  diez  para  los  recurridos. 

§  2.°— Cuando  haya  más  de  un  recu- 
rrente ó  más  de  un  recurrido,  y  hayan 
nombrado  varios  Abogados,  el  término^ 
será  el  de  diez  días  para  cada  uno. 

§  3.®— Cada  vez  que  alguno  de  los 
Abogados  presente  algún  documento, 
se  dará  vista  nuevamente  á  los  demás 
por  cinco  dias. 

Art.  1,050.  En  el  recurso  de  apela- 
ción interpuesto  de  sentencia  que  auto- 
rice la  separación  de  los  cónyuges  no 
habrá  alegaciones  escritas,  y  el  pleito 
se  pasará  á  los  Abogados  y  al  Ministe- 
rio público,  en  los  términos  del  articulo 


anterior,  al  efecto  de  que  lo  examinen 
y  pongan  el  «Visto». 

§  único.— Cualquiera  de  los  Aboga- 
dos, cuando  se  le  comuniquen  los  autos 
para  instrucción,  podrá  unir  los  docu 
mentos  que  estime  conveniente,  en  cu- 
yo caso  se  dará  vista  nuevamente  á  los 
demás  por  cinco  días. 

Art.  1.051.  Presentado,  después  de 
tramitado  el  recurso,  algún  escrito  que 
deba  ser  atendido  en  los  términos  del 
artículo  84,  se  dará  vista  nuevamente 
por  cinco  días  á  los  demás  Aboga- 
dos. 

§  único.— Si  hubiere  de  reformarse  el 
fallo  por  hacerse  la  presentación  des- 
pués de  recaído  éste,  se  dará  vista 
igualmente  á  los  Abogados  y  al  Minis- 
terio público,  subsistiendo  el  primer  re- 
partimiento, y  con  intervención  de  los 
mismos  Magistrados  si  no  se  hallaren 
impedidos. 

Art.  1.052.  Cuando  el  Juez  de  prime- 
ra instancia  no  haya  fallado  el  nego- 
cio por  cualquier  motivo,  si  la  Audien- 
cia estimare  que  este  motivo  no  obsta 
para  que  se  conozca  de  la  demanda, 
juzgará  la  causa  como  debiera  haberlo 
hecho  el  Juez. 

Art,  1.053.  Será  considerado  nulo 
cualquier  fallo  recaído  en  negocio  que 
no  sea  de  la  competencia  de  otro  Tri- 
bunal. 

§  único.— Cuando  la  Audiencia  fue- 
re competente  para  conocer  del  pleito 
por  razón  de  la  materia,  se  prorrogará 
su  jurisdicción  si  no  se  impugnare  por 
ninguna  de  las  partes  al  hacer  la  pri- 
mera alegación. 

Art.  1.054.  Es  nulo  insubsanable- 
mente el  fallo: 

1.°  Cuando  se  haya  dictado  contra 
el  voto  de  la  mayoría; 

2."  Cuando  se  haya  dictado  sin  que 
haya  precedido  la  oportuna  votación; 
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3.°  Cuando  no  sea  comprensivo  de 
todo  el  objeto  del  recurso; 

4.**  Cuando  comprenda  más  de  lo 
que  sea  objeto  del  recurso; 

5.°  Cuando  resuelva  más  de  lo  pedi- 
do en  el  recurso. 

§  1.^— La  nulidad  se  limitará  al  fallo, 
y  anulado  éste  por  cualquier  clase  de 
oposición  ó  por  la  concesión  del  recur- 
so de  revisión,  se  reformará  por  los 
mismos  Jueces  y  demás  que  fueren  ne- 
cesarios, subsistiendo  en  todo  caso  el 
primer  repartimiento  hecho. 

§  2.**— Lo  dispuesto  en  el  art.  1.145  es 
igualmente  aplicable  cuando  el  fallo 
sea  anulado  por  el  Tribunal  Supremo 
de  Justicia;  pero  en  este  caso,  si  la  nuli- 
dad proviniere  de  no  haber  comprendi- 
do todo  el  objeto  del  recurso  ó  haber 
resuelto  más  de  lo  pedido,  ó  en  materia 
que  no  sea  objeto  del  mismo,  los  Ma- 
gistrados sólo  podrán  dictaminar  sobre 
el  objeto  del  recurso  en  los  términos 
precisos  que  él  Tribunal  Supremo  haya 
definido. 

§  3.^— Si  el  fallo  anulado  se  hubiere 
dictado  en  Sala,  se  reformará  también 
en  la  misma  forma,  interviniendo  los 
Magistrados  que  conocieron  del  negocio 
y  los  demás  que  fueren  precisos  hasta 
formar  mayoría  acerca  del  objetodel  re- 
curso, en  los  términos  precisos  defini- 
dos por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia. 

§  4.^— Anulado  el  fallo,  ya  por  medio 
de  oposición,  ya  por  la  admisión  del  re- 
curso de  revista,  no  se  admitirán  nue- 
vas alegaciones. 

Art.  1.055.  Publicado  cualquier  fa- 
llo, podrán  las  partes,  en  el  término  de 
veinticuatro  horas,  pedir  que  se  aclare 
en  algún  punto,  por  notarse  en  él  oscu- 
ridad ó  ambigüedad,  y  solicitar  igual- 
mente que  se  resuelva  sobre  las  costas 
y  multas,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
los  párrafos  1."  y  3."  del  art.  988. 


§  único. —Esta  petición  se  resolverá 
en  Sala. 

Art.  1.056.  En  las  Audiencias  nunca 
quedará  traslado  alguno,  bien  se  de- 
vuelvan los  autos  al  inferior,  bien  se 
eleven  en  recurso  de  revista. 

Art.  1.057.  En  cada  escribanía  ha- 
brá un  libro-registro,  foliado  y  rubrica- 
do por  el  Presidente,  con  nota  declara- 
tiva de  los  folios  que  contiene,  y  otra 
final,  firmadas  por  el  mismo. 

§  1.®— Los  Escribanos  copiarán  ó  ha- 
rán copiar  en  este  libro  todos  los  fallos 
y  dictámenes,  en  el  plazo  de  diez  días, 
contados  desde  el  de  su  publicación,  y 
expresándose  los  nombres  de  las  par- 
tes. 

§  2.^— A  estas  copias  será  aplicable 
lo  dispuesto  en  el  art.  61,  párrafo  úni- 
co, consignándose  este  registro  en  los 
autos. 

§  3.®— Cuando  el  fallo  quedare  firme 
en  la  segunda  instancia,  lo  hará  c  ns- 
tar  así  el  Escribano  en  el  término  de 
tres  días.  * 

§  4.°— El  Escribano  que  dejare  de 
efectuar  estos  requisitos  será  condena- 
do en.  las  costas  del  negocio  de  la  re- 
Constitución  de  los  autos,  si  éstos  se 
extraviaren. 

§  5.**— En  la  tasación  de  costas  se  in- 
cluirán los  honorarios  de  los  registros 
establecidos  en  este  artículo, 

TÍTULO  II 

DEL  FALLO  POR  DICTÁMENES  (ten^Oes) 

Art.  1.058.  Se  resolverán  por  dictá- 
menes (iencoes)  los  recursos  de  apela- 
ción interpuestos  en  negocios  civiles. 

§  1,°— Recibidos  los  autos  con  las  ale- 
gaciones, el  Escribano  los  pasará  al 
Magistrado  instructor  (Relator), 

%  a."  -  Si  éste  estimare  que  el  negocio 
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no  está  terminado  para  ser  juzgado  de- 
finitivamente, por  faJtade  algún  trámi- 
te 6  diligencia  á  que  deba  precederse, 
no  emitirá  dictamen,  llevándolo  á  Sala 
para  acordar  con  los  demás  Magistra- 
dos, por  tres  votos  conformes,  lo  que 
sea  de  justicia. 

§  3.**- Cuando  después  de  emitido  un 
dictamen  en  la  causa,  se  propusiere  la 
necesidad  de  la  práctica  de  alguna  di- 
ligencia por  cualquiera  de  los  demás 
Magistrados,  el  que  la  solicitare  pasa- 
rá los  autos  á  la  Sala,  y  con  los  que  ya 
hubieren  dictaminado  y  los  demás  que 
sean  necesarios,  decidirán  por  tres  vo- 
tos conformes. 

§  4.®— Acordada  la  necesidad  de  la 
práctica  de  la  diligencia,  se  ordenará 
proceder  á  ella,  conservando  en  pliego 
cerrado  los  autos,  en  cuya  cubierta  el 
Magistrado  proponente  extenderá  el 
acuerdo  tomado. 

§  5.°— Cuando  se  resuelva  que  la 
práctica  de  la  diligencia  no  es  necesa- 
ria, se  expedirá  auto  declarándolo,  y 
los  demás  Magistrados  no  podrán  vol- 
ver á  suscitar  la  cuestión,  ni  el  que  la 
hubiere  suscitado  podrá  suscitar  nin- 
guna otra. 

§  6.®— Practicada  la  diligencia,  el  Es- 
cribano pasará  los  autos  conclusos  al 
Magistrado  que  hubiere  expedido  el 
auto,  y  por  medio  de  otro  se  ordenará 
la  apertura  de  los  dictámenes  y  que  pa- 
sen los  autos  á  los  Magistrados  que  ha- 
yan dictaminado,  para  que,  en  vista  del 
resultado  de  la  diligencia,  puedan  re- 
formar, ampliar,  modificar  ó  mantener 
los  dictámenes  emitidos. 

Art.  1.059.  El  Magistrado  instructor 
(Relator),  después  de  practicadas  las 
diligencias  que  hayan  sido  necesarias, 
dictaminará  por  escrito,  pasándolo  al 
Magistrado  que  le  siga  y  éste  al  inme- 
diato. 
Tomo  VIL— Institítcionbs  jurídicas. 


§  1.®— Cada  uno  de  los  Magistrados 
especifícará  claramente  en  su  dicta- 
men los  fundamentos  de  su  voto,  aun 
cuando  se  conforme  con  el  del  anterior, 
firmando  y  consignando  el  día,  mes  y 
año  en  que  comunique  los  autos  al  Ma- 
gistrado que  le  siga. 

§  2.®— El  contenido  de  los  dictámenes 
será  secreto  hasta  la  publicación  del 
fallo. 

Art.  1.060.  Una  vez  que  se  haya  co- 
menzado á  emitir  dictámenes,  sólo  se 
abrirá  la  conclusión  para  unir  algún 
escrito  que  deba  tenerse  en  cuenta,  se- 
gún lo  dispuesto  en  el  art.  84. 

§  1."— Presentado  el  escrito  al  Magis- 
trado en  cuyo  poder  estén  los  autos, 
Iq. presentará  á  la  Sala  para. resolver 
si  debe  ó  no  ser  admitido,  y,  en  caso 
afirmativo,  conservando  en  pliego  ce- 
rrado los  dictámenes,  se  dará  vista  á 
las  partes  nuevamente  y  observándose 
lo  dispuesto  en  el  párrafo  6,*  del  ar- 
tículo 1.058. 

§  2.°— La  habilitación  solamente  po- 
drá tener  lugar  después  de  la  publica- 
ción del  folleto,  suspendiéndose  sus 
efectos. 

Art.  1.061.  Si  alguno  de  los  Magis- 
trados estimare  que  existe  en  el  proce- 
dimiento nulidad  insubsanable,  única- 
mente dictaminará  sobre  la  nulidad,  y 
lo  mismo  los  demás  Jueces,  hasta  que 
recaigan  tres  votos  conformes. 
•  §  1.°— Habiendo  mayoría  que  opte  por 
la  nulidad  y  existiendo  ya  algún  dicta- 
men acerca  de  la  cuf^stión  principal,  se 
conservará  éste  en  pliego  cerrado,  y  se 
extenderá  el  acuerdo  en  conformidad  de 
lo  resuelto. 

§  2.°— Acordándose  la  validez,  se  dic- 
tará auto  en  este  sentido,  dictaminando 
los  Jueces  sobre  el  asunto  principal  co- 
mo si  no  se  hubiere  suscitado  el  inci- 
dente.    • 
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Art.  1.062.  Estando  impedido  por 
más  de  quince  dias  cualquiera  de  los 
Magistrados  que  haya  de  dictaminar  en 
el  negocio^  pasará  éste  al  Magistrado 
que  le  siga;  pero  si  antes  de  la  votación 
desapareciere  la  imposibilidad  del  pri- 
mero, se  le  entregarán  los  autos  para 
que  dictamine. 

Art.  1.063.  Habiendo  tres  votos  con- 
formes en  la  revocación  ó  confirmación 
de  la  sentencia,  el  Magistrado  que  com- 
plete la  mayoría  dictará  auto  y  lo  lleva- 
rá á  la  Sala  para  que  los  demás  lo 
firmen. 

§  1.°— Cuando  los  Magistrados  partan 
de  fundamentos  distintos  para  votar 
por  la  revocación  ó  confirmación,  sólo 
habrá  mayoría  cuando  se  reúnan  tres 
votos  conformes,  por  lo  menos,  sobre 
alguno  de  los  fundamentos. 

§  2.**  -Si  los  tres  primeros  estuvieren 
en  parte  conformes  y  en  parte  discor- 
des, pasarán  los  autos  á  los  Magistra- 
dos siguientes  para  que  dictaminen 
acerca  de  la  divergencia,  hasta  que  re- 
caigan tres  votos  conformes,  y  el  último 
será  el  que  redacte  el  fallo. 

§  3.°— El  fallo  se  publicará  por  el  Juez 
que  lo  haya  dictado,  en  la  misma  se 
sión  en  que  se  firme,  y  si  alguno  no  pu- 
diere firmar  por  no  estar  presente,  se 
hará  constar  así  en  el  fallo. 

§  4.°— La  falta  de  firma  de  cualquier 
Magistrado  ó  de  la  declaración  de  un 
voto  en  los  términos  de  este  artículo, 
no  implica  nulidad  cuando  el  fallo  esté 
dictado  con  arreglo  al  voto  de  la  mayo- 
ría; pero  cualquiera  de  las  partes  podrá 
pedir  la  subsunación  de  esta  falta  en  el 
término  de  veinticuatro  horas. 

Art.  1.064.  Si  el  Magistrado  que  de- 
c  diere  con  su  voto  fuere  el  primero  en 
suscitar  algún  incidente  que  no  afecte 
directamente  á  la  cuestión  principal, 
no  se  pasarán  los  autos  al  Magistrado 


siguiente,  sino  que  se  llevarán  á  con- 
sejo, para  su  decisión,  por  los  que  hu- 
bieren dictaminado,  y  los  siguientes, 
hasta  que  se  reúna  mayoría. 

Art.  1.065.  Existiendo  en  los  dictá- 
menes divergencia  respecto  de  las  car- 
tas, se  resolverá,  en  último  término,  en 
Sala,  votando  los  Magistrados  siguien- 
tes, si  los  que  hubieren  dictaminado  no 
constituyeren  mayoría. 

Art.  1.066.  El  Magistrado  que  decida 
la  votación  quedará  siendo  instructor 
en  todos  los  incidentes  que  se  susciten; 
en  su  ausencia  ó  enfermedad,  le  susti- 
tuirá aquel  á  quien  el  negocio  haya  co- 
rrespondido, si  no  fuere  el  mismo,  en 
cuyo  caso  le  sustituirá  el  primero  que 
hubiere  dictaminado,  y  estando  éste 
impedido,  hará  sus  veces  el  que  le  siga. 

TÍTULO  m 

DEL  JUICIO  EN  SALA 

CAPÍTULO    PRlTMERO 
Disposiciones  generales 

Art.  1067.  Se  decidirán  en  Sala  por 
tres  votos  conformes: 

1."    Los  recursos  de  agravio; 

2.®  Los  recursos  de  fuerza  en  cono- 
cer; 

3.®    Las  contiendas  de  jurisdicción; 

4.°  Las  apelaciones  interpuestas  con- 
tra las  sentencias  que  autoricen  la  se- 
paración de  los  cónyuges; 

5.°  Las  revisiones  de  sentencias  dic- 
tadas por  Tribunales  extranjeros; 

6.°  Las  habilitaciones  y  demás  inci- 
dentes. 

Art.  1.^68.  Cuando  se  pida  ó  propon- 
ga por  alguno  de  los  Jueces  la  necesi- 
dad de  practicar  cualquiera  diligencia, 
se  resolverá  en  Sala  este  incidente 
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§  Único.— Acordándose  dicha  prácti- 
ca, se  extenderá  la  providencia  que  or- 
dene proceder  á  ella^  suspendiéndose  el 
juicio,  y  una  vez  practicada,  pasarán 
los  autos  nuevamente  á  los  Magistra- 
dos para  dictamen. 

Art.  1.069.  Los  fallos  se  redactarán 
por  el  Magistrado  ponente  (Relator), 
excepto  cuando  no  esté  conforme  con 
el  voto  de  la  mayoría,  en  cuyo  caso  se 
extenderán  por  el  primer  Magistrado 
que  haya  votado  en  este  sentido. 

CAPÍTULO  11 
De  los  recursos  de  agramo 

Art.  LOTO.  Después  de  hecho  el  re- 
partimiento de  cualquier  recurso  de 
agravio,  se  pasarán  los  autos  al  Magis- 
trado instructor,  por  el  Escribano,  en  el 
plazo  de  veinticuatro  horas  después  del 
repartimiento  ó  de  hecha  la  provisión 
de  fondos,  cuando  sea  procedente. 

Art.  L071.  El  recurrente  deberá  pre- 
parar el  recurso  en  el  término  de  cinco 
días,  á  contar  del  repartimiento,  y  si 
dejare  de  hacerlo,  se  declarará  desier- 
to el  recurso,  sin  necesidad  de  notifica- 
ción ó  aviso  alguno. 

Art.  L072.  El  ponente  examinará  el 
recurso  y  le  pondrá  el  visto,  fechado  y 
firmado,  en  el  término  de  cuarenta  y 
ocho  horas. 

!i  único.— Transcurrido  este  plazo,  el 
Escribano,  bMJo  su  responsabilidad,  re- 
cogerá inmediatamente  los  autos  y  los 
pasará  conclusos  á  los  dos  Magistra- 
dos que  le  sigan,  para  lo  mismo  y  por 
el  mismo  término. 

Art.  L073.  El  Escribano  presentará 
los  autos  en  la  primera  sesión  después 
de  transcurrido  el  plazo  de  los  vistos, 
decidiéndose  el  recurso  en  Sala   por 


tres  votos  conformes  de  los  Magistra- 
dos presentes. 

§  L°— En  ausencia  del  ponente  le  sus- 
tituirá el  primer  Magistrado  que  hubie- 
re conocido  del  negocio  después  de  él, 
si.  bien  no  se  resolverá  el  recurso  sin 
estar  presentes  dos  de  estos  Magis- 
trados. 

§  2.**— Si  sólo  estuviere  presente  uno 
de  los  Magistrados,  quedará  aplazada 
la  resolución  para  la  sesión  siguiente, 
viéndose  en  este  intervalo  el  negocio 
por  otros  dos  Magistrados. 

Art.  1 .074.  El  acuerdo,  ya  conceda  ó 
niegue  el  recurso  de  agravio,  deberá 
siempre  fundarse,  fecharse  y  firmarse 
por  los  Magistrados  que  intervengan  en 
el  juicio,  y  los  que  obtengan  mayoría  se 
firmarán  con  esta  declaración.  El  fallo 
se  publicará  en  la  misma  sesión. 

Art.  L075.  El  acuerdo  que  revoque 
cualquief  auto  se  cumplimentará  por 
el  Juez  de  primera  instancia  luego  que 
se  expida  certificación  del  mismo,  y 
aunque  se  haya  interpuesto  recurso 
ante  el  Tribunal  Supremo,  salvo,  en 
este  caso,  la  prestación  de  fianza  para 
la  entrega  de  bienes  muebles  ó  levanta- 
miento de  depósito. 

CAPÍTULO  III 

De  los  recargos  de  fuerza  en  conocer 

Art  L076.  Los  recursos  de  fuerza  en 
conocer  interpuestos  contra  los  Obis- 
pos, Metropolitanos,  Vicarios  genera- 
les ú  otras  Autoridades  eclesiásticas 
diocesanas,  después  del  repartimiento 
y  preparación  pasarán  al  Magistrado 
instructor,  el  cual  intimará  á  la  Auto- 
ridad eclesiástica  para  que  en  el  térmi- 
no de  cinco  días  conteste  y  remita  los 
autos  que  den  origen  al  recurso. 

§  L**— La  intimación  se  hará  por  el 
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Juezjde  derecho  del  domicilio  del  de  la 
Autoridad  eclesiástica  en  el  término  de 
veinte  días,  haciéndole  en  el  acto  entre- 
ga de  una  copia  del  recurso  y  de  los 
documentos  que  á  este  objeto  se  le  re- 
mitirán por  la  Audiencia.  En  las  ciuda- 
des en  que  haya  más  de  un  Juez,  se 
practicará  la  diligencia  por  el  que  la 
Audiencia  designe. 

§  2,^—E]  auto  de  la  intimación  se  ex- 
tenderá por  uno  de  los  Escribanos  del 
Juez  de  derecho,  y  se  firmará  por  el 
Juez,  y  por  el  notificado  ó  dos  testigos. 

§  3.**— El  Juez  de  derecho,  luego  que 
reciba  la  contestación  y  los  autos,  los 
remitirá  con  la  diligencia  ó  acta  en 
pliego  cerrado  al  Magistrado  instruc- 
tor, ó  de  la  certificación  de  la  falta  de 
contestación  y  de  entrega  de  los  autos, 
en  el  caso  de  que  la  Autoridad  ecle- 
siástica no  los  entregare  en  el  plazo 
marcado. 

Art.  1.077.  Recibida  el  acta  con  la 
contestación  y  autos,  ó  sin  ellos,  el  Ma- 
gistrado instructor  ordenará  que  se  dé 
vista  en  los  términos  del  art.  Í.04Í)  á  las 
partes  y  al  Ministerio  público.  . 

Jí  I.**— Devueltos  los  autos  con  las  ale- 
gaciones, el  Escribano  los  entregará  al 
Magistrado  ponente  y  á  los  cuatro  si- 
guientes para  el  «visto»,  y  después  se 
llevarán  al  Consejo  para  sentencia. 

§  2.° -Aunque  no  se  hubieren  remiti- 
do los  autos,  se  decidirá  el  recurso  si 
los  Jueces  estimaren  que  existen  los 
elementos  suficientes  para  ello. 

§  3.°— Las  decisiones  se  tomarán  por 
tres  votos  conformes,  interviniendo 
tres  Magistrados,  por  lo  menos,  de  los 
que  hubieren  conocido  del  negocio. 

Art.  1.078.  Si  la  Autoridad  eclesiás- 
tica no  remitiere  los  autos  ó  dejare  de 
cumplimentar  el  acuerdo  en  el  plazo 
que  se  le  señale,  ordenarán  los  Magis- 
trados proceder  contra   ella,    secues- 


trando los  bienes  y  rentas  que  le  perte- 
nezcan, y  declarando  suspenso  cual- 
quier emolumento  que  reciba  de  las  ar- 
cas del  Tesoro,  sin  perjuicio  del  proce- 
dimiento criminal  consiguiente. 

§  único.— Del  auto  que  ordene  proce- 
der contra  las  temporalidades  se  dará 
vista  al  Ministerio  público,  y  éste  remi- 
tirá al  Gobierno  una  certificación  del 
acuerdo  tomado. 

Art.  1.079.  El  procedimiento  estable- 
cido en  este  capiculo  es  aplicable  á  las 
apelaciones  de  las  sentencias  en  que 
los  Jueces  de  derecho  hubieren  decidi- 
do los  recursos  de  fuerza  en  conocer, 
omitiéndose,  sin  embargo,  la  iatima- 
ción  á  la  Autoridad  eclesiástica. 

CAPÍTULO  IV 

De  las  competencias 

Art.  1.080.  Las  competencias  positi- 
vas ó  negativas  entre  los  Jueces  de  de- 
recho ó  entre  otras  Autoridades  del  or- 
den judicial  de  distintos  Juzgados  de 
un  mismo  distrito,  se  decidirán  por  la 
Audiencia  correspondiente. 

§  único. —Tanto  el  Ministerio  públi- 
co como  cualquiera  de  los  interesados 
puede  solicitar  la  decisión  de  la  compe- 
tencia por  medio  de  escrito,  en  que  es- 
pecificará los  autos  que  constituyen  el 
conflicto  y  acompañando  los  documen- 
tos justificativos. 

Art.  1.081.  Repartido  el  negocio,  el 
Magistrado  instructor  ordenará  inme- 
diatamente á  las  Autoridades,  en  caso 
de  competencia  positiva,  que  se  inhi- 
ban del  conocimiento  del  negocio. 

§  único.— El  Ministerio  público  pro- 
moverá el  cumplimiento  de  dichas  ór- 
denes, que  se  unirán  á  los  autos  origen 
de  la  competencia. 

Art.  1.082.    Comunicada  la  orden  en 
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SU  caso,  el  Relator  pasará  los  autos 
para  instrucción  al  Ministerio  público 
por  veinticuatro  horas,  y  con  su  infor- 
me llevará  el  negocio  á  la  Sala  para 
que  se  acuerde  oir  á  las  Autoridades 
respectivas  y  se  señale  él  plazo  en  que 
debe  verificarse. 

§1.®-EI  representante  fiscal  cerca 
de  la  Audiencia,  ordenará  á  sus  delega- 
dos que  interesen  la  contestación  á  los 
respectivos  Jueces,  remitiéndose  por 
conducto  de  los  mismos,  las  contesta- 
ciones y  uniéndose  á  los  autos. 

§  2/'— Los  Jueces  contestarán  por  es- 
crito á  continuación  del  exhorto,  pu- 
diendo  acompañar,  si  lo  estiman  con- 
veniente, certificaciones  de  los  autos. 

§  3.**— Transcurrido  el  plazo  señala- 
do para  contestar,  y  unido  al  exhorto 
el  oficio  participando  la  entrega  de  la 
misma,  se  dará  traslado  al  Ministerio 
público  y  á  las  partes  que  se  hubieren 
personado,  por  cinco  días  á  cada  una, 
tramitándose  después  como  recurso  do 
agravio. 

Art  1.083.  Resuelta  definitivamente 
la  competencia,  el  Ministerio  público 
remitirá  certificación  de  la  decisión  á 
sus  delegados  para  que  la  hagan  eje- 
cutar. 

CAPITII/)  V 

De  las  apelaciones  interpuestas  contra 
las  sentencias  que  autoricen  la  sepa- 
ración de  los  cónf/ufjes, 

Art.  1.084.  Hecho  el  repartimiento, 
se  dará  traslado  á  los  Abogados  de  las 
partes  y  al  Ministerio  público,  en  los 
términos  del  art.  1.050,  pasando  des- 
pués los  autos  al  Magistrado  instructor 
y  á  los  cuatro  siguientes  para  el  visto. 

Art.    1.085.     Rl   f<illo    se    dictará  en 


Sala,  discutiéndose  previamente  el  día 
señalado  en  sesión  secreta. 

§  1.®-— El  auto  de  señalamiento  de  día 
para  la  vista  se  notificará  á  las  partes, 
no  suspendiéndose  la  misma  por  la  fal- 
ta de  comparecencia  de  los  Abogados. 

§  2.**--Leído  el  apuntamiento  por  el 
Magistrado  instructor,  usarán  de  la 
palabra  los  Abogados  de  las  partes, 
empezando  por  el  apelante  y  pudiendo 
replicar  una  sola  vez,  é  informando  en 
último  término  el  Ministerio  público. 

Art.  1.086.  El  fallo  no  podrá  dictar- 
se sin  que  se  hallen  presentes  tres  por 
lo  menos  de  los  Magistrados  que  hayan 
conocido  del  negocio. 

§  1.**— El  acuerdo  se  tomará  en  Sala 
por  tres  votos  conformes,  intervinien- 
do, cuando  sea  necesario,  los  Magis- 
trados siguientes  que  estuvieren  pre- 
sentes, hasta  que  resulte  mayoría. 

§  2.''— El  fallo  decidiendo  la  apelación 
no  contendrá  relación  de  los  hechos  ni 
será  fundamentado,  limitándose  á  au- 
torizar ó  no  la  separación,  expresando 
la  causa  de  la  misma  y  los  nombres  de 
las  partes,  y  haciéndose  la  publicación 
en  la  misma  sesión. 

CAPÍTULO  VI 

Dé  la  revisión  de  las  sentencias  dictadas 
por  Tribunales  extranjeros 

Art.  1.087.  Las  sentencias  dictadas 
por  Tribunales  extranjeros  á  que  se  re- 
fiere el  art.  31  del  Código  civil,  no  po- 
drán ejecutarse  en  el  Reino  sin  que  se 
revisen  y  confirmen  por  alguna  de  las 
Audiencias,  oyéndose  á  las  partes  in 
teresadas  y  al  Ministerio  público,  salvo 
si  se  hubiere  estipulado  otra  cosa  en 
los  tratados. 

§  único.— Es  competente  paralare- 
visión  V  confirmación  la  Audiencia  del 
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distrito  en  que  resida  el  demandado  ó 
en  que  estén  sitos  los  bienes,  en  el  caso 
de  que  el  demandado  no  resida  en  el 
Reino. 

Art.  1.088.  Recibida  la  sentencia  y 
hecho  el  repartimiento,  el  Relator  or- 
denará que  se  cite  á  la  parte  para  que 
formule  su  oposición  en  el  término 
de  ocho  días,  y  se  conteste  por  la  par- 
te actora,  en  igual  término,  dicha  opo- 
sición. 

§  1.®— Puede  servir  de  fundamento  á 
la  oposición: 

1.°  Cualquier  duda  acerca  de  la  au- 
tenticidad del  documento  ó  inteligencia 
de  la  sentencia; 

2.®    No  ser  fírme  la  sentencia; 

3.**  Haberse  dictado  por  Tribunal  in- 
competente; 

4.®  No  haber  precedido  la  oportuna 
citación  á  las  partes,  ó  hecho  legal- 
mente  la  declaración  de  rebeldía,  en  el 
caso  de  que  hayan  dejado  de  compa- 
recer; 

5.**  Contener  la  sentencia  decisiones 
contrarias  á  los  principios  del  derecho 
público  portugués,  ó  que  ataquen  á  los 
principios  de  orden  público; 

6.*  Haberse  dictado  sentencia  con- 
tra cualquier  subdito  de  Portugal,  con- 
trariando los  principios  del  derecho  ci- 
vil portugués ,  cuando  debiere  haber 
sido  resuelta  la  cuestión  conforme  á 
éste. 

§  2.°— En  este  procedimiento  es  ad- 
misible la  producción  de  prueba  sobre 
el  fondo  de  la  cuestión  resuelta  por  la 
sentencia. 

Art.  1.089.  Después  de  la  contesta, 
cióri,  ó  transcurrido  el  plazo  para  con- 
testar, se  dará  traslado  á  las  partes  y 
al  Ministerio  público,  en  los  términos 
del  art.  1.049,  pasando  con  las  alega- 
ciones al  instructor  y  demá«  Magis- 
trailos. 


§  único.—La  sentencia  se  dictará  en 
•Sala,  interviniendo  tres  Magistrados, 
por  lo  menos,  de  los  que  hubieren  vis- 
to el  negocio,  concediéndose  ó  dene- 
gándose la  confirmación  por  tres  votof* 
conformes. 

Art.  1.090.  Lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos anteriores  es  igualmente  apli- 
cable á  las  sentencias  dictadas  en  plei- 
tos en  que  los  litigantes  sean  ambos 
extranjeros  ó  ambos  portugueses. 

Art.  1.091.  Confirmada  la  sentencia, 
se  enviarán  los  autos  ó  el  traslado, 
cuando  se  interponga  el  recurso  de  re- 
visión, al  Juez  competente  para  su 
ejecución. 

CAPÍTULO  Vil 

De  los  negocios  de  que  conocen  las  Au- 
diencias en  primera  instancia 

Art.  1.092.  Los  Jueces  y  funciona- 
rios del  Ministerio  público  podrán  ser 
condenados  por  daños  y  perjuicios: 

1."  Cuando  lo  hubieren  sido  por  el 
delito  de  cohecho,  soborno,  prevarica- 
ción ó  concusión; 

2."    En  los  casos  de  dolo; 

3."*  Cuando  la  ley  los  haga  expresa- 
mente responsables  de  daños  y  per- 
juicios; 

4.'*  Cuando  haya  denegación  de  jus- 
ticia rehusando  tproveer  sobre  cual- 
quier asunto,  dictar  sentencia  en  nego- 
cio pendiente,  ó  cumplimentar,  con 
arreglo  á  la  ley,  las  resoluciones  de  los 
Tribunales  superiores. 

Art.  1.093.'  La  acción  de  daños  y 
perjuicios  contra  un  Juez  ó  funcionario 
del  Ministerio  público  en  primera  ins- 
tancia se  entablará  ante  la  Audiencia 
á  cuyo  distrito  pertenezca  la  comarca 
pn  que  desempeñe  sus  funciones  pI 
Magistrado  ó  funcionario  del    Ministp- 
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rio  público^  cuando  tenga  lugar  el  he- 
cho ú  omisión  en  que  se  funde  la  de- 
manda. 

Art.  1.094.  Hecho  el  repartimiento, 
el  instructor  mandará  que  se  expida 
orden  para  que  el  Juez  ó  funcionario 
del  Ministerio  público  contesten  acerca 
de  los  fundamentos  de  la  demanda  en 
el  término  de  quince  días,  á  contar 
de  la  intimación,  remitiéndose  con  el 
exhorto  copia  de  la  demanda  y  docu- 
mentos presentados. 

§  !.•— Si  el  argüido  fuere  Juez  de  de- 
recho, la  intimación  se  practicará  por 
el  Juez  de  la  comarca  más  próxima,  y 
cuando  fuere  funcionario  del  Ministe- 
rio público,  por  el  Juez  cerca  del  cual 
sirva. 

§  2.®— La  diligencia  se  extenderá  por 
unode  los  Escribanos  del  Juez  que  prac- 
tique la  intimación,  firmándose  por  el 
Juez  y  por  el  notificado  ó  dos  testigos. 

Art.  1.095.  El  Juez  comisionado  para 
la  diligencia,  luego  que  reciba  la  con- 
testación y  cualesquiera  documentos, 
los  unirá  al  exhorto,  y  remitirá  en  plie- 
go cerrado  al  Magistrado  instructor,  ó 
el  exhorto,  acta  y  certificación  de  la  fal- 
ta de  contestión  en  su  caso. 

Art.  1.096.  Recibida  en  la  Audiencia 
la  carta-orden,  el  acta  y  la  contesta- 
ción ó  certificación  negativa,  se  unirá 
todo  álos  autos,  pasando  al  Magistrado 
instructor  y  á  los  que  le  sigan. 

§  único.— Después  se  resolverán  en 
Sala  si  debe  ó  no  admitirse  la  acción, 
tomándose  el  acuerdo  por  mayoría  de 
los  Magistrados  presentes  é  intervi- 
niendo tres  por  lo  menos  de  los  que  ha- 
yan visto  el  negocio. 

Art.  1.097.  Admitida  la  demanda,  se 
citará  al  demandado  para  que  contest? 
en  el  término  de  quince  días,  entregán- 
dosele en  el  acto  únicamente  nota  del 
objeto  de  la  misma. 


§  1.®— La  réplica,  cuando  proceda,  se 
ofrecerá  en  el  plazo  de  ocho  dias,  á 
contar  del  último  del  de  la  contesta- 
ción, y  la  c^úplica  en  igual  plazo  ácon- 
.  tar  del  último  día  del  plazo  para  la  ré- 
plica. 

§  2.®— Los  escritos  se  presentarán  en 
el  despacho  del  Escribano,  que  facilita- 
rá el  oportuno  recibo. 

Art.  1.098.  Terminado  el  plazo  de 
presentación  de  escritos,  se  seguirá  el 
procedimiento  ordinario  en  primera 
instancia. 

§  único.— Para  estas  acciones  nó  es 
necesaria  la  conciliación  ni  se  admite 
la  intervención  deWurado. 

Art.  1.099.  La  admisión  de  la  de- 
manda no  depende  del  acuerdo  del  Tri- 
bunal, cuando  éste,  por  sentencia  fir- 
me, hubiere  declarado  á  salvo  el  dere- 
cho para  la  interposición  de  la  acción. 

§  único.- En  este  caso,  hecho  el  re- 
partimiento, se  citará  al  demandado 
para  que  conteste,  entregándole  copia 
de  la  misma. 

Art.  1.100.  Si  la  indemnización  de 
daños  y  perjuicios  fuere  consecuencia 
necesaria  del  hecho  por  el  que  el  de- 
mandado estuviere  condenado  por  sen- 
tencia firme,  la  demanda  se  presentará 
ante  la  Audiencia,  para  liquidación  de 
la  condena,  en  los  términos  de  los 
artículos  909  y  911. 

§  1.°— La  contestación  se  presentará 
en  la  escribanía  en  el  término  de  quin- 
ce días. 

§  2.®— La  liquidación  de  la  condena 
de  la  sentencia  dictada  por  la  Audien- 
cia se  solicitará  del  mismo  Tribunal 
cuando  fuere  liquida. 

Art.  l.lOl.  Compete  al  Magistrado 
instructor  proveer  á  todos  los  trámites 
preparatorios  del  juicio,  en  los  térmi- 
nos del  art.  1.042,  y  presidir  la  prác- 
tica   de  cualesquiera  diligencias   que 
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hayan  de  efectuarse  en  la  capital  de  la 
Audiencia. 

§  único.— Las  declaraciones  de  las 
partes  y  de  los  testigos  se  efectuarán 
en  la  capital  de  la  Audiencia  y  en  se- 
sión pública  de  la  sección  á  que  el 
instructor  pertenezca. 

Art.  1.102.  Terminado  el  procedi- 
miento, pasarán  los  autos  al  ponente  y 
á  los  seis  Jueces  siguientes^  para  el 
visto. 

§  único.— El  Juicio  se  celebrará  en 
sesión  del  Tribunal  pleno,  y  el  acuerdo 
se  tomará  por  mayoría  de  votos  de  los 
Magistrados  presentes,  con  interven- 
ción, por  lo  menos,  ^e  cinco  de  los  que 
hubieren  conocido  del  negocio. 

Art.  1.103.  Cuando  el. Tribunal  dene- 
gare la  petición,  condenará  al  deman- 
dante en  multa  de  20.000  á  200.000  reís, 
si  estimare  que  procedió  con  dolo. 

Art.  1.104.  De  las  sentencias  defini- 
tivas recaídas  en  esta  clase  de  negocios 
y  de  los  que  denieguen  la  admisión  de 
la  demanda,  cabe  apelación  en  ambos 
efectos  ante  el  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  cualquiera  que  sea  la  cuantía. 

§  único.— De  las  sentencias  interlocu- 
torias  cabe  recurso  de  agravio  para 
ame  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia. 

Art.  1.105.  Desde  el  momento  de  la 
admisión  de  la  demanda  hasta  su  de- 
cisión definitiva,  queda*  inhabilitado  el 
Juez  para  conocer  de  negocio  alguno 
del  actor,  descendientes,  ascendientes, 
hermanos  ó  afines  en  el  mismo  grado. 

Art:  1.106.  Luego  que  haya  recaído 
condena  líquida,  se  ejecutará  en  prime- 
ra instancia,  devolviéndose  los  autos 
al  inferior. 

§  único.— Para  su  ejecución  es  'com- 
petente el  Juez  del  domicilio  del  conde- 
nado, excepto  si  fuere  Juez  do  derecho 
en  ejercicio,  en  cuyo  caso  se  observará 
lo  dispuesto  en  el  art.  31. 


TÍTULO  IV 

DE  LOS  INCIDENTKS 

CAPÍTULO  PRIMERO 
De  las  recusaciones 

Art.  1.107.  A  los  Magistrados  de  las 
Audiencias  es  aplicable  lo  dispuesto  en 
el  art.  292. 

§1."— Ningún  Magistrado  podrá  in- 
tervenir en  la  decisión  de  recurso  in- 
terpuesto y  sentencia  ó  auto  dictado 
por  el  mismo,  ó  por  cualquier  pariente 
suyo  por  consanguinidad  ó  afinidad  en 
línea  recta,  ó  en  el  segundo  grado  den- 
tro de  la  línea  colateral. 

§  2,^— No  pueden  intervenir  en  la  de- 
cisión de  un  recurso  dos  Magistrados 
que  sean  parientes  por  consanguinidad 
ó  afinidad  en  línea  recta  ó  dentro  del 
segundo  de  la  línea  colateral,  y  en  el 
caso  en  que  deban  conocer  de  un  mis- 
mo recurso,  intervendrá  únicamente  el 
primero  de  ellos,  según  el  orden  en  que 
deban  votar. 

Art.  1 .108.  A  los  funcionarios  del  Mi- 
nisterio público  ante  las  Audiencias,  y 
á  los  Escribanos,  es  igualmente  aplica- 
ble lo  dispuesto  en  el  art.  292,  en  lo  que 
diga  relación  á  los  mismos^ 

Art.  1.109.  La  recusación  de  cual- 
quiera de  los  Magistrados,  hecha  por 
alguna  de  las  partes,  deberá  interpo- 
nerse en  el  término  de  cinco  días,  á  con- 
tar del  repartimiento,  por  medio  de  es- 
crito, especificando  los  hechos  en  que 
se  funde,  y  acompañando  la  lista  de  tes- 
tigos y  prueba  documental  que  sean  del 
caso. 

§  1."— La  recusación  podrá  deducirse 
fuera  de  este  plazo  si  la  parte  jura  que 
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sobrevino  Ja  causa  de  nuevo,  en  los  tér- 
minos del  art.  301. 

§  2.®— El  escrito  irá  dirigido  al  Presi- 
dente, el  cual  ordenará  que  el  Escriba- 
no lo  comunique  al  recusado  para  que 
antes  de  la  primera  sesión  conteste,  y 
caso  de  no  estar  conforme  designe  un 
arbitro,  en  1'  s  términos  de  los  párra- 
fos 3.<»  y  4.*  del  art.  294. 

Art.  1.110.  Confesada  la  exactitud  de 
la  causa  de  la  recusación,  exprés^  ó  tá- 
citamente, se  unirá  el  escrito  á  los  au- 
tos, y  repartidos  nuevamente,  si  el  re- 
cusado fuere  el  instructor,  y  si  fuere 
cualquier  otro  Magistrado,  quedará 
aquél  impedido  de  dictaminar  ó  de  vo- 
tar en  el  negocio. 

Art.  1.111.  Cuando  el  recusado  ne- 
gare la  causa  de  la  recusación,  el  recu- 
sante nombrará  un  arbitro  en  la  sesión 
en  que  deba  presentarse  la  contes- 
tación. 

§  único.— La  falta  de  comparecencia 
del  recusante  en  esta  sesión,  ó  de  nom- 
bramiento de  arbitro  por  su  parte,  im- 
plica el  desistimiento,  y  continuará  en 
este  caso  el  recusado  conociendo  del 
negocio. 

Art.  1.112.  El  Presidente  del  Tribu- 
nal, en  la  sesión  en  que  se  presente  la 
contestación,  nombrará  un  tercero  pa- 
ra dirimir  la  discordia,  y  designará  otro 
si  el  Magistrado  hubiere  dejado  de  ha- 
cerlo. 

Art.  1.113.  A  estas  recusaciones  es 
aplicable  lo  dispuesto  en  Jos  artícu- 
los 295  y  296. 

Art.  1.114.  El  Presidente  tomará  ju- 
ramento á  los  arbitros,  en  el  término 
de  cinco  días,  á  contar  del  nombra- 
miento definitivo  de  los  mismos,  cono- 
ciendo á  seguida  de  la  recusación,  en 
los  términos  del  art.  298. 

Art.  1.115.  El  Presidente  ejercerá  las 
funciones  de  Juez  en  este  incidente,  con 


arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
297  y  298. 

§  único.— Cuando  el  recusado  sea  el 
instructor,  el  Magistrado  que  le  siga 
será  competente,  mientras  se  resuelve 
el  incidente,  para  la  práctica  de  las  di- 
ligencias cuyo  retraso  pueda  causar 
perjuicio  irreparable. 

Art.  1.116.  Los  Escribanos  de  las  Au- 
diencias no  pueden  ser  recusados. 

§  único.— Si  el  Escribano  no  debiere 
actuar  en  el  negocio,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 1.108,  se  nombrará  quien  deba 
sustituirle. 

Art.  1.117.  Se  suspenderá  el  proce- 
dimiento del  negocio  principal  mientras 
se  decide  el  incidente  de  recusación, 
salvo  lo  dispuesto  en  el  párrafo  único 
del  art.  1.115. 

CAPÍTULO  II 

De  las  habilitaciones 

Art.  1.118.  A  los  negocios  pendien- 
tes en  las  Audiencias  es  aplicable  lo 
dispuesto  en  los  artículos  342  á  351,  con 
las  modificaciones  siguientes. 

Art.  1.119.  La  tramitación  de  la  ha- 
bilitación, una  vez  presentada  ésta,  se 
acumulará  al  procedimiento,  mandan- 
do el  instructor  citar  á  la  parte  deman- 
dada para  que  confiese  las  *  alegacio- 
nes presentadas,  ó  conteste  en  el  plazo 
de  diez  días. 

§  1.®— Confesados  los  alegatos,  se  re- 
solverá la  confesión  por  auto  acordado 
en  Sala. 

§  2.°— Transcurrido  el  plazo  sin  que 
la  parte  confiese,  ó  si  hubiere  contes- 
tado, el  instructor  ordenará  que  se  re- 
mitan los  autos  al  inferior  para  que  se 
decida,  en  vista  de  la  prueba  ofrecida. 

§  3.**— Si  la  parte  contra  quien  se  haya 
presentado  la  habilitación  no  tuviere 
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capacidad  para  confesar  las  alegacio- 
,  nes,  se  remitirán  al  inferior  para  que 
cite  al  representante  del  incapaz  y  á 
los  demás  interesados. 

Art.  1.120.  Si  estando  pendiente  en 
primera  instancia  la  habilitación  falle- 
ciere alguna  de  las  partes,  se  presenta- 
rá ante  el  mismo  Juez  nueva  habilita- 
ción. 

Art.  1.121.  El  recurso  interpuesto 
contra  la  sentencia  decidiendo  la  habi- 
litación en  primera  instancia,  se  deci- 
dirá por  los  Magistrados  que  conocie- 
ren del  negocio  principal  acumulándo- 
se al  rollo  respectivo. 

Art  1.122.  Siendo  firme  la  sentencia 
dictada  en  primera  instancia  que  de- 
clare probada  la  habilitación,  se  remi- 
tirán los  autos  á  la  Audiencia,  sin  dejar 
traslado  alguno,  y  acumulándose  a] 
pleito  principal. 

Art.  1.123.  La  legitimidad  del  cesio- 
nario, con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el 
artículo  351,  se  decidirá  por  auto  acor- 
dado en  Sala. 

§  único.— El  instructor  presidirá  el 
interrogatorio  de  los  testigos,  si  debie- 
ren declarar  en  la  capital  de  la  Audien- 
cia, y  expedirá  exhorto  en  otro  caso  con 
dicho  objeto. 

CAPÍTULO  111 

De  la  confesión  ó  desistimiento  y  de  la 
transacción 

Art.  1.124.  La  confesión,  desistimien- 
to ó  transacción  serán  admitidas  ó  des- 
estimadas por  auto  acordado  en  Sala. 

Art.  1.125.  La  parte  que  pretenda 
confesar  ó  desistir,  ó  que  haya  transi- 
gido, pedirá  al  instructor  que  ordene 
hacerlo  constar  en  ios  autos. 

§  1.®— Si  los  autos  estuvieren  para 


dictaminar,  se  conservarán  los  dictá- 
menes emitidos  en  pliego  cerrado. 

§  2."— Hecha  constar  en  los  autos  la 
confesión,  desistimiento  ó  transacción, 
el  instructor  los  llevará  á  la  Sala. 

§  3.°— Desestimada  la  confesión,  de- 
sistimiento ó  transacción,  el  aifto  acor- 
dado determinará  que  se  siga  el  proce- 
dimiento del  recurso,  y  si  hubiere  dic- 
támenes, se  abrirán  y  pasarán  los  au- 
tos á  los  Magistrados  que  aún  no  hu- 
bieren dictaminado. 

§  4.°— Lo  mismo  se  observará,  cuan- 
do admitida  la  confesión  ó  desistimien* 
to,  ésta  no  comprendiere  todo  lo  pedi- 
do, si  bien  en  este  caso  pasarán  los  au- 
tos á  los  Magistrados  que  hayan  puesto 
el  visto,  ó  á  los  que  ya  hubieren  dicta- 
minado para  que  reformen,  amplíen, 
modifiquen  ó  sostengan  los  dictámenes 
respectivos. 

§  5.°— Admitida  la  transacción,  con- 
fesión ó  desistimiento  de  toda  la  peti- 
ción, se  conservarán  en  pliego  cerrado 
los  dictámenes  que  existieren. 

CAPÍTULO  IV 

De  La  falsedad  de  documentos 

Art.  1.126.  Deducidos  los  fundamen- 
tos de  la  falsedad  en  escrito  articulado, 
se  acumulará  al  procedimiento,  orde- 
nando el  instructor  que  se  cite  á  la  par- 
te demandante  para  que  en  el  término 
de  diez  días  manifieste  si  persiste,  y 
para  que  se  conteste,  en  caso  afirmati- 
vo, á  los  fundamentos  de  la  falsedad  en 
el  mismo  plazo. 

§  l.°—Si  la  parte  manifestare  que  no 
hace  uso  del  documento,  quedará  ter- 
minado el  incidente  con  tal  declara- 
ción, quedando  aquél  en  los  autos,  sí 
bien  no  influirá  en  la  decisión  del  pleito. 

§  2.**— No  haciéndose  dicha  manifesta. 
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ción,  se  remitirán  los  autos  al  inferior 
para  que  continúe  el  procedimiento. 

Art  1.127.  De  la  sentencia  que  deci* 
da  este  incidente  en  primera  instancia, 
cabe  interponer  el  recurso  de  agravio, 
que  se  sustanciará  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  1.121. 

CAPÍTULO  V 

De  los  errores  en  la  tasación  de  costas 

Ari.  1.128.  El  interesado  que  preten- 
da impugnar  la  tasación  hecha  por  el 
tasador  del  Tribunal,  deducirá  su  re- 
clamación por  escrito,  y  el  Magistrado 
instructor,  después  de  oir  al  tasador  y 
á  la  parte  contraria,  llevará  el  pleito  á 
Consejo  para  decidir  por  auto  acordado. 

TÍTULO  V 

DE  LOS    RECURSOS 

CAPÍTULOPRlMERíJ 
Disposiciones  generales 

Ari.  1.129.  De  las  decisiones  dicta- 
das por  las  Audiencias  podrán  interpo- 
nerse los  recursos  siguientes: 

1.^    El  de  apelación; 

2.®    El  de  agravio  y  testimonios; 

3.®    El  de  oposición; 

4.^    El  de  revisión. 

§  1.''— A  estos  recursos  es  aplicable  lo 
dispuesto  en  los  artículos  982  á  988. 

§  2."— Cuando  se  alegare  justa  causa 
que  impida  la  interposición  ó  remisión 
del  recurso  en  el  plazo  marcado  en  la 
ley,  se  resolverá  este  incidente  por  auto 
acordado  en  Sala. 


CAPÍTULO  n 
De  la  apelación 

Art.  1.130.  Puede  interponerse  el  re- 
curso de  apelación  ante  el  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia,  de  los  autos  acorda- 
dos que  pongan  término  á  los  pleitos 
de  que  las  Audiencias  conocen  en  pri- 
mera instancia  y  de  los  que  no  admi- 
tan la  acción  entablada. 

§  único.— El  plazo  para  la  interposi- 
ción de  este  recurso  es  el  de  diez  días. 

Art.  1.131.  La  apelación  se  interpon- 
drá por  medio  de  escrito  precediendo 
providencia  del  Magistrado  instructor 
ó  del  primer  Magistrado,  en  caso  de 
imposibilidad  de  éste,  y  admitido  por 
providencia  del  mismo. 

§  único.— Si  el  instructor  estimare 
que  no  procede  ó  no  debe  admitir  el  re- 
curso, llevará  los  autos  á  la  Sala  para 
que  los  Magistrados  que  hayan  tomado 
parte  en  la  votación,  ó  los  siguientes 
hasta  que  recaiga  mayoría,  decidan 
por  auto  acordado.' 

Art.  1.Í32.  A  la  remisión  de  este  re- 
cursó  es  aplicable  lo  dispuesto  en  los 
artículos  1.000  á  1.007. 

§  único.— En  la  Audiencia  no  quedará 
traslado  en  ningún  caso. 

CAPÍTULO  IIl 

De  los  ofjraoios  y  testimonios 

.^»rt.  1.133.  Puede  interponerse  el  re- 
curso de  agravio  de  petición  para  ante 
el  Tribunal  Supremo  de  Justicia: 

I.®    Contra  las  sentencias  que  deci- 
dan los  recursos  de  agravio  de  peti 
rión,  interpuestos  en  prinipra  in^^tan- 
ria; 
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2."  Contra  las  sentencias  que  deses- 
timen la  interposición  ó  la  admisión 
del  recurso  de  revisión  ó  de  apelación; 

3.®  Contra  las  sentencias  interlocu- 
torias. 

Art.  1.134.  El  término  para  interpo- 
ner este  recurso  es  el  de  cinco  días. 

§  1.**— El  recurso  de  agravio  se  inter- 
pondrá por  medio  de  escrito,  precedido 
de  providencia  del  instructor  ó  del  que 
le  siga,  en  caso  de  imposibilidad  de 
aquél. 

§  2.°— Si  el  instructor  estimare  que  no 
es  procedente  la  admisión  del  recurso, 
llevará  los  autos  á  la  Sala  para  su  dé- 
cisión. 

Art.  1.135.  El  recurso  de  agravio  se 
remitirá  al  superior  con  los  autos  ori- 
ginales: 

1.**  Cuando  se  hAya  interpuesto  con- 
tra sentencia  dictada  en  agravio  que 
proceda  de  primera  instancia  y  se  haya 
remitido  traslado  de  los  autos  á  la  Au- 
diencia; 

2.°  Cuando  se  interponga  contra 
sentencia  que  declarare  no  probada  la 
habilitación,  confirmando  la  de  prime- 
ra instancia. 

§  único.— Todos  los  demás  recursos 
de  agravios  se  elevarán  por  medio  de 
traslado. 

Art.  1.136.  Es  aplicable  á  este  re- 
curso lo  dispuesto  en  los  artículos  1.014 
á  1.016. 

Art.  1 .137.  El  recurrente  abonará  las' 
costas  del  recurso  y  los  gastos  necesa- 
rios para  la  expedición  del  mismo  du- 
rante los  plazos  marcados  en  el  artícu- 
lo anterior,  y  una  vez  transcurridos,  el 
Escribano  unirá  á  los  autos  la  petición 
de  agravio  y  la  alegación  de  la  parte 
contraria;  ó  á  las  certificaciones  corres- 
pondientes cuando  no  se  remitan  los 
•  autos  originales,  depositando  los  autos 
en   el   corrreo  ó  en   la  secretaria  del 


Tribunal  Supremo  de  Justicia,  en  el 
término  de  veinticuatro  horas. 

§  único.— En  todo  lo  demás  se  obser- 
vará lo  dispuesto  en  los  artículos  1 .001 
á  1.004,  reduciéndose,  sin  embargo,  á 
veinticuatro  horas  el  plazo  señalado  en 
el  art.  1.003. 

Art.  1.138.  El  recurso  de  agravio  no 
tiene  efecto  suspensivo. 

Art.  1.139.  A  los  Escribanos  de  las 
Audiencias  es  aplicable  lodispuesto  en 
el  art.  1.021. 

Art.  1.140.  Cuando  se  deniegue  la  in- 
terposición del  recurso,  la  parte  podrá 
protestar  en  el  despacho  del  Escribano 
á  presencia  de  dos  testigos,  expidiéndo- 
le aquél  testimonio  de  las  piezas  de  la 
causa  que  el  interesado  le  designe,  en 
el  momento  ó  en  el  término  de  veinti- 
cuatro horas 

§  único.— El  Escribano  que  se  niegue, 
bajo  cualquier  pretexto,  á  expedir  el 
testimonio  solicitado,  será  destituido. 

Art.  1.141.  El  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  en  vista  del  testimonio,  orde- 
nará que  se  consigne  por  escrito  el 
agravio,  cuando  fuere  procedente.  * 

CAPÍTULO  IV 

De  la  oposición 

Art.  4.142.  Sólo  admiten  oposición 
las  resoluciones  definitivas  dictadas  en 
causas  falladas  en  Sala  (por  tencoes). 

§  1.®— La  oposición  se  formulará  en 
los  autos  en  el  término  de  cinco  días, 
pudiendo  para  este  objeto  pedir  vista  la 
parte  que  trate  de  interponer  el  re- 
curso. 

§  2."— Si  dentro  de  los  cinco  días  pi- 
diere vista  de  los  autos  más  de  una  par- 
to, el  plazo  para  el  segundo  recurrente 
comenzará  á  correr  desde  el  día  en  que 
se  le  hayan  entregado  aquéllos,  trans- 
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currido  el  plazo  del  prinier  recurrente, 
y  así  sucesivamente. 

Art.  1.143.  Formulada  la  oposición, 
se  dará  vista  del  pleito  á  la  parte  con- 
traria para  que  conteste,  y  después  al 
recurrente  para  sostener  la  oposición, 
por  cinco  días  á  cada  ano. 

§  1."— Habiendo  más  de  un  recurren- 
te, cada  cual  de  ellos  tendrá  cinco  días 
para  impugnar  la  oposición  de  la  parte 
contraria  y  sustentar  la  suya. 

§  2."— Con  la  oposición,  impugnación 
y  sustentación  podrán  las  partes  acom- 
pañar los  documentos  que  estimen  con- 
veniente, y  si  la  parte  contraria  hubie- 
re contestado,  tendrá  vista  nuevamente 
por  cinco  días. 

Art.  1.144.  Impugnada  y  sustentada 
la  oposición,  el  Escribano  pasará  los 
autos  al  Magistrado  instructor,  y  éste 
los  llevará  á  Sala,  y  estimando  la  ma- 
yoría de  los  Magistrados  que  se  puede 
conocer  del  negocio  sin  necesidad  de 
dictámenes,  lo  declarará  así;  no  ha- 
biendo prevalecido  la  opinión  del  Ma- 
gistrado á  quien  hubiere  correspondido 
el  negocio,  será  instructor  el  primero 
de  los  Magistrados  de  la  mayoría. 

§  1.®- Resolviéndose  que  proceden 
los  dictámenes,  pasarán  los  autos  al 
primer  Magistrado  para  que  emita  el 
suyo,  y  después  á  los  siguientes  hasta 
obtener  mayoría. 

§  2.°— Son  competentes  para  conocer 
de  la  oposición  los  Magistrados  que  re- 
presenten la  mayoría  de  la  sentencia 
recurrida,  y  los  que  hubieren  prevaleci- 
do en  parte  votarán  sólo  en  la  misma. 

§  3.°— Si  los  Magistrados  que  hubie- 
ren votado  en  la  oposición  no  estuvie- 
ren de  acuerdo  acerca  de  su  decisión, 
sollamarán  á  votar  en  Sala  ó  á  dicta- 
minar los  Magistrados  siguientes,  has- 
ta obtener  mayoría  por  tres  votos  con- 
formes. 


§  4."— Si  estuviere  por  más  de  quince 
días  impedido  alguno  de  los  Magistra- 
dos que  hayan  de  dictaminar,  se  ob- 
servará lo  establecide  en  el  art.  1.062. 

Art.  1.145.  Acordándose  la  nulidad 
de  la  primera  sentencia  por  cualquie- 
ra de  las  causas  enumeradas  en  el  ar- 
tículo 1.054,  no  se  publicará  la  decisión, 
sino  que  se  declarará  anulada  la  pri- 
mera sentencia  y  se  procederá  en  los 
términos  siguientes: 

§  1.**— Anulada  la  sentencia  por  ha- 
berse dictado  en  contra  del  voto  de  la 
mayoría,  volverán  los  autos  al  mismo 
Magistrado  para  que  redacte  nueva 
sentencia. 

§  2.°— Si  la  primera  sentencia  se  de- 
clarase nula  por  falta  de  mayoría  le- 
gal, pasarán  los  autos  á  los  Magistra- 
dos siguientes,  y  el  que  decidiere  la  vo- 
tación redactará  nueva  sentencia;  pero 
si  la  falta  de  mayoría  proviniere  de  no 
haber  dictaminado  cualquiera  de  los 
Magistrados  acerca  de  alguna  parte  de 
la  petición,  pasarán  los  autos  á  ese 
Magistrado  para  que  complete  su  dic- 
tamen, y  después  á  los  demás  que  fue- 
re necesario,  hasta  obtener  mayoría. 

§  3."— Si  se  anulare  la  primera  sen- 
tencia por  no  comprender  todo  el  ob- 
jeto del  recurso,  volverán  los  autos  á 
los  mismos  Magistrados  para  que  acla- 
ren ó  amplíen  sus  dictámenes  en  el 
punto  omitido,  y  si  éstos  no  constitu- 
yeren mayoría,  votarán  los  Magistra- 
dos siguientes  que  sean  menester,  y  el 
que  decida  la  votación  redactará  nueva 
sentencia. 

§  4.°— Si  se  anulare  la  primera  sen- 
tencia por  haber  concedido  más  de  lo 
que  se  pedía  ó  por  comprender  más  de 
lo  que  sea  objeto  del  recurso,  volverán 
los  autos  á  los  mismos  Magistrados 
para  que  aclaren  ó  reformen  sus  dictá- 
menes, y  no  recayendo  mayoría,  vota- 


846 


INSTITUCIONES  JURIoICAS  Y  POlItICAS 


rán  los  Magistrados  siguientes,  hasta  ¡ 
obtenerla,  y  el  que  decida  la  votación 
redactará  la  nueva  sentencia. 

En  este  caso  no  podrán  votar  ni  re- 
formar su  voto  los  Magistrados  cuya 
opinión  acerca  de  la  nulidad  no  haya 
prevalecido. 

§  5.®— En*  cualquiera  de  los  casos  de 
los  párrafos  anteriores  contra  la  sen- 
tencia nuevamente  dictada  cabe,  como 
contra  la  pripiera,  el  recurso  de  oposi- 
ción. 

Art.  1.146.  La  sentencia  que  reforme 
la  primeramente  dictada,  podrá  ser  re- 
currida por  la  parte  contraria,  si  bien 
decidido  este  recurso  no  podrá  interpo- 
nerse otro. 

Art.  1.147.  Si  una  parte  se  opusiere 
y  la  otra  interpusiere  el  recurso  de  re- 
vista, los  términos  establecidos  para 
este  recurso  sólo  comenzarán  á  correr 
después  de  la  decis^ión  definitiva  de  la 
oposición. 

CAPÍTULO   V 

De  la  revisión 

Art.  1.148.  Compete  el  recurso  de  re- 
visión ante  el  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia contra  las  sentencias  definitivas 
dictadas  por  las  Audiencias  en  causas 
cuya  cuantía  exceda  de  400.000  reis,  ó 
en  aquellas  que,  según  la  ley,  excedan 
de  la  competencia  de  cualquier  otro 
Juez  ó  Tribunal. 

Art.  1.149.  La  revisión  se  interpon- 
drá por  medio  de  escrito  en  los  autos, 
precedido  de  providencia  del  Instructor 
ó  del  primer  Magistrado  que  siga  á  éste 


en  caso.de  imposibilidad  y  se  admitirá 
por  auto  del  mismo. 

§  único.— Si  el  Instructor  estimare 
que  no  procede  ó  no  debe  admitir  el  re- 
ourso,  llevará  los  autos  á  Sala  para 
que  los  Magistrados  que  constituyeron 
la  mayoría  ó  los  siguientes  que  sean 
necesarios  decidan  por  tres  votos  con- 
formes. 

Art.  1.150.  El  recurso  de  revisión 
únicamente  se  admitirá  en  el  efecto 
suspensivo,  cuando  fuere  interpuesto 
en  litigios  acerca  del  estado  civil  de  las 
personas,  en  contiendas  de  jurisdic- 
ción ó  en  recursos  de  fuerza  en  co- 
nocer. 

Art.  1.151.  Si  la  revisión  no  tuviere 
efecto  suspensivo,  podrá  exigir  el  recu- 
rrido que  se  saque  traslado  antes  de 
remitir  los  autos. 

§  1.°— Recibido  el  recurso,  será  notifi- 
cado ala  parte  contraria,  y  si  ésta  qui- 
siere traslado,  deberá  declararlo  en  el 
termino  de  dos  días. 

§  2.®~Cuando  ya  lo  hubiere  en  prime- 
ra instancia,  contendrá  el  traslado  lo 
esencial  de  los  autos,  las  providencias 
y  acuerdos,  y  si  no  lo  hubiere  en  dicha 
instancia,  contendrá  lo  que  queda  de- 
terminado en  el  ar  t.  198  y  además  las 
providencias  y  ac  uerdos. 

§  3.®— El  traslado  se  remitirá  á  prime- 
ra instancia. 

§  4."— El  plazo  para  sacar  el  traslado 
se  designará  por  el  Magistrado  instruc- 
tor, pero  no  podrá  exceder  de  cuarenta 
días. 

Art.  1.152.  Es  aplicable  á  estos  re- 
cursos lo  que  queda  dispuesto  en  los  ar^ 
tículos  1.000  á  1.007. 


LIBRO  CUARTO 


DEL  PROCEDIMIKNTO  ANTE  EL  TRIBUNAL   SUPREMO   DE  JUSTICIA 


TÍTULO  PRIMERO 

DISPOSICIONES    GENERALES 

Art.  1.153.  El  Tribunal  Supremo  de 
Justicia  ejercerá  las  atribuciones  que 
le  corrresponden,  reunido  en  pleno  ó 
dividido  en  secciones  6  Salas. 

§  1.**— La  división  en  secciones  tendrá 
lugar  cuando  haya  el  número  necesario 
de  Magistrados,  con  arreglo  á  la  legis- 
lación vigente. 

§  2.®— El  Tribunal,  dividido  en  seccio- 
nes, conocerá  de  los  negocios  compren- 
didos en  las  clases  segunda  á  séptima 
del  art.  1.156 

§3.°— Los  asuntos  comprendidos  en 
la  última  clase  de  dicho  articulo  corres- 
ponden al  Tribunal  en  pleno,  ó  á  las 
secciones,  según  su  naturaleza. 

§  4.°— Las  segundas  revisiones,  con 
arreglo  al  párrafo  único  del  art.  1.163; 
los  negocios  comprendidos  en  la  clase 
primera,  excepto  las  acciones  por  da- 
ños y  perjuicios  que  pertenecen  á  las 
secciones;  las  consultas  á  petición  del 
Gobierno  y  todos  los  demás  asuntos, 
corresponden  al  Tribunal  en  pleno. 

Art.  1.154.  Cada  sección  tendrá  una 
sesión  por  semana,  en  días  alternos;  y 
las  mismas  tendrá  el  Tribunal  cuando 
no  haya  secciones. 


§  1.**— Podrá  haber,  además,  una  se- 
sión los  jueves,  cuando  haya  asuntos 
que  tratar,  que  sean  de  la  competencia 
del  Tribunal  en  pleno. 

§  2."— Si  fuere  día  festivo  el  destinado 
para  la  sesión,  se  observará  lo  dispues- 
to en  el  párrafo  2.**  del  art.  1.024. 

Art.  1.155.  Los  trabajos  comenza- 
rán por  el  repartimiento,  para  el  cual 
llevará  el  Secretario  los  escritos  y  do- 
cumentos que  se  hayan  presentado  des- 
pués de  la  última  sesión. 

Art.  1.156.  La  distribución  compren- 
derá las  siguientes  clases: 

1."  Negocios  de  que  el  Tribunal  co- 
noce en  única  instancia; 

2.'  Revisión  y  apelaciones  en  pleitos 
civiles  y  revisión  en  negocios  mercan- 
tiles; 

3.°    Revisión  en  causas  criminales; 

4.*  Revisión  en  negocios  de  la  Ha- 
cienda pública; 

5."    Recursos  de  agravio; 

6."  Conflictos  de  jurisdicción  y  com- 
petencia; 

7."    Recursos  en  asuntos  electorales; 

8.'  Consultas  á  petición  del  Go- 
bierno; 

9.*  Requerimientos  sobre  asuntos 
que  no  estén  pendientes  en  el  Tribunal. 

Art.  1.157.  El  Magistrado  á  quien 
correspondiere  el  asunto  será  su  ins- 
tructor;  y    si    probare    impedimento, 


848 


INSTITUCIONES   JURÍDICAS  Y   POÜTICAS 


con  arreglo  al  art.  1.033,  tendrá  lugar 
otro  repartimiento  provisional. 

Art.  1.158.  En  el  repartimiento  y 
otros  trabajos  del  Tribunal  se  obser- 
vará lo  dispuesto  para  las  Audiencias 
en  la  parte  que  sea  aplicable. 

Art.  1.159.  En  el  recurso  de  revisión 
ó  de  agravio  conocerá  el  Tribunal  Su- 
premo de  la  nulidad  del  procedimiento 
ó  de  la  nulidad  de  la  sentencia. 

§  1."— Es  nulo  el  procedimiento  en 
que  haya  alguna  nulidad  insubsanable, 
ú  otra  que,  con  arreglo  á  este  Código, 
no  pueda  reputarse  subsanada. 

§  2.®— Será  nula  la  sentencia: 

l.°  Cuando  ocurra  alguno  de  los  ca- 
sos previstos  en  el  art.  1.054; 

2.°  Cuando  se  hubiere  fallado  contra 
derecho. 

Art.  1.160.  El  Tribunal  Supremo  re- 
solverá en  definitiva  sobre  los  trámites 
y  formalidades  del  procedimiento,  y  si 
se  declara  nulo,  mandará  proceder,  á 
su  reforma  en  el  mismo  Juzgado  ó  en 
la  misma  Audiencia,  siguiendo  en  este 
caso  el  procedimiento  con  los  Jueces  á 
quienes  corresponda  en  virtud  del  pri- 
mer repartimiento. 

§  único.  -  El  Tribunal  Supremo  falla- 
rá en  definitiva  sobre  la  nulidad  de  la 
sentencia,  con  arreglo  al  núm.  1.**  del 
artículo  anterior,  y  si  la  declara  nula, 
mandará  reformarla  en  la  misma  Au- 
diencia, como  queda  dispuesto  en  el 
artículo  1.054. 

Art.  1.161.  Cuando  el  Tribunal  Su- 
premo anule  una  sentencia  por  haber 
fallado  contra  derecho,  mandará  fallar 
de  nuevo  el  asunto  en  la  misma  Au- 
diencia, si  hubiere  los  Magistrados  ne- 
cesarios, para  que  puedan  entender  en 
ella  otros  distintos  de  los  que  intervi- 
nieron en  el  fallo  anulado,  y  así  lo  cre- 
yere conveniente,  ó  en  otra  Audiencia. 

Art.  1.162.    Cuando  se  acuerde  la  re- 


visión á  consecuencia  de  nulidad  de  la 
sentencia  por  haber  fallado  contra  de- 
recho, se  dictará  el  fallo  por  tres  votos 
conformes,  en  el  caso  de  seguir  la  opi- 
nión emitida  por  el  Tribunal  Supremo; 
pero  si  venciere  la  opinión  contraria, 
se  necesitarán  cinco  votos  conformes. 

Art.  1.J63.  Del  acuerdo  de  la  Au- 
diencia, dictado  en  harmonía  con  la  de- 
cisión del  Tribunal  Supremo,  no  cabrá 
nuevo  recurso  de  revisión. 

§  único.— Contra  el  acuerdo  que  no 
estuviere  conforme  con  la  opinión  del 
Tribunal  Supremo,  procederá  nuevo 
recurso,  sean  cualesquiera  sus  funda- 
mentos, recurso  que  será  decidido  por 
el  Tribunal  en  pleno,  previo  el  examen 
de  todos  los  Consejeros. 

Art.  1.164.  Si  en  el  segundo  recurso 
anulare  el  Tribunal  la  sentencia  por 
haberse  dictado  contra  derecho,  man- 
dará remitir  los  autos  á  la  Audiencia, 
y  ésta  fallará  en  harmonía  con  la  deci- 
sión de  derecho  dictada  por  el  Tribu- 
nal Supremo. 

Art.  1.165.  El  recurso  que  no  se  haya 
preparado  en  el  plazo  de  treinta  días,  á 
contar  del  repartimiento,  se  declarará 
desierto  con  arreglo  al  art.  1.037. 

Arti  1.166.  Al  Magistrado  instructor 
corresponde  nombrar  Abogado  cuando 
sea  necesario  hacerlo,  con  arreglo  al 
artículo  13. 

Art.  1.167.  Los  acuerdos  se  redacta- 
rán por  el  Instructor,  excepto  cuando 
no  prevalezca  su  dictamen,  en  cuyo 
caso  serán  redactados  por  el  primer 
Magistrado  de  aquellos  cuyo  parecer 
hava  triunfado. 
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TlTUIiO  II 

DEL    JUICIO 

CAPÍTULO  PRIMERO 
De  la  revi8ión 

Art.  1.168.  Repartido  el  negocio,  y 
preparado  cuando  sea  necesario,  man- 
dará el  Instructor  dar  vista  á  los  Abo- 
gados nombrados,  6  á  los  que  nombre, 
y  al  Ministerio  público  cuando  deba  in- 
tervenir, por  diez  días  á  cada  uno. 

§  1.*^— Cuando  haya  más  de  un  re- 
currente ó  más  de  un  recurrido,  y  no 
tengan  el  mismo  Abogado,  se  dará  á 
cada  uno  de  éstos  vista  por  cinco  días. 

§  2.®— Las  minutas  concluirán  siem- 
pre con  un  resumen  de  los  fundamen- 
tos en  que  apoyen  su  petición  las  partes. 

§  3."— Si  cualquiera  de  las  partes  ó 
el  Ministerio  público  formularen  algu- 
na petición,  llevará  el  Instructor  los 
autos  á  la  Sala  para  resolvor  lo  que 
proceda. 

Art.  1.169.  Acto  continuo  pasarán  los 
autos,  ya  conclusos,  al  Instructor  y  á 
los  cuatro  Magistrados  que  sigan  para 
que  los  examinen  y  pongan  el  visto. 

Art.  1.170.  El  día  de  la  vista  hará  el 
Instructor,  en  sesión  pública,  una  ex- 
posición sumaria  de  los  fundamentos 
del  recursOj.discutiéndose  y  votándose 
éstos. 

§  único.— La  decisión  se  tomará  por 
tres  votos  conformes,  votando,  en  pri- 
mer lugar,  los  Magistrados  que  hayan 
examinado  los  autos,  y  después  los  que 
sigan,  hasta  reunirse  mayoría.  En  caso 
de  empate  votará  el  Presidente. 

Art.  1.171.  La  sentencia  que  conce- 
da ó  deniegue  el  recurso  será  siempre 
fundada  y  contendrá  la  exposición  y 
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apreciación  de  los  fundamentos  de 
aquél,  siguiendo  las  conclusiones  del 
escrito. 

CAPÍTULO  II 

De  las  apelaciones,  recursos  de  agravios 
y  competencias 

Art.  1.172.  A  las  apelaciones,  recur- 
sos de  agravios  y  competencias,  será 
aplicable  lo  que  queda  dispuesto  res- 
pecto de  la  materia  en  las  Audiencias. 

CAPÍTULO  III 

De  los  negocios  en  que  el  Tribunal  Su- 
premo conoce  en  única  instancia 

Art.  1.173.  A  los  Magistrados  del 
Tribunal  Supremo,  á  los  de  las  Audien- 
cias y  á  los  funcionarios  del  Ministerio 
público  cerca  de  cualquiera  de  estos 
Tribunales,  será  aplicable  lo  dispuesto 
en  el  art.  1.092. 

Art.  1.174.  En  la  deducción  de  lo  pe- 
dido,  admisión  y  juicio,  se  observará  en 
el  Tribunal  Supremo  lo  dispuesto  en  los 
artículos  1.093  á  I.IOG. 

TÍTULO  III 

DK  LOS   INCIDENTES 

Art.  1.175.  A  los  incidentes  de  habili- 
tación, recusación,  confesión  ó  desisti- 
miento, transacción  y  error  de  cuentas, 
es  aplicable  lo  dispuesto  para  el  proce- 
dimiento respectivo  ante  las  Audien- 
cias. 

TÍTULO  IV 

DE  LOS  RECURSOS 

Art.  1.176.    Las  resoluciones  del  Tri- 
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bunal  Supremo  no  admitirán  más  re- 
curso que  el  de  oposición. 

§  1.°— Este  recurso  se  interpondrá  y 
tramitará  como  queda  dispuesto  para 
el  que  se  interponga  ante  las  Audien- 
cias, y  se  juzgará  en  Sala  como  el  de 
agravio. 

Art.  1.177.  Es  también  aplicable  á 
los  fallos  del  Tribunal  Supremo  lo  dis- 
puesto en  el  art.  1.055. 


TtTXJLO  V 

DE   LA  CANCILLERÍA 

Art.  1.178.  Todas  las  sentencias,  su- 
plicatorios, exhortes,  órdenes  y  dili- 
gencias mandadas  expedir  por  los  Tri- 
bunales, no  serán  ejecutorias  si  no  pa- 
san por  la  Cancillería. 

DISPOSICIONES  TRANSITORIAS 

(Comprenden  ocho  artículos  que  no 
tienen  ya  aplicación  ni  interés  alguno.) 

Palacio,  8  de  Noviembre  de  1876.— 
Augusto  César  Bar  joña  de  Freitas, 


FIN  DEL  CÓDiaO  DE  PROCEDIMIENTO  CIVIL 


DISPOSICIONES  VIGENTES 

SOBRE 

ORGANKACIÓÍI  DE  TRIBUNALES 

Y 

PROCEDIMIENTO  PENAL  EN  PORTUGAL 

TRADUCIDAS,  ANOTADAS  Y  PRECEDIDAS 

de  una 

IHTRODÜCCIÓH 

GUSTAVO  LA  IGLESIA 


INTRODUCCIÓN 


La  legislación  portuguesa  sobre  en- 
juiciamiento criminal,  á  diferencia  de 
lo  que  ocurrre  con  otras  ramas  de 
la  misma,  que  se  nos  ofrecen  en  com- 
pletos  y  perfectos  Códigos,  se  en- 
cuentra actualmente  en  un  estado  de 
confusión  grandísimo  y  dispersa  en 
varias  leyes,  decretos  y  cuerpos  le- 
gales, de  época  relativamente  reciente 
algunos,  y  de  principios  y  mediados  de 
siglo  los  más;  otro  tanto  sucede  con 
la  relativa  á  determinar  la  organiza- 
ción de  Tribunales  y  atribuciones  de 
los  mismos,  que  al  par  que  se  rigen 
por  disposiciones  modernas,  no  por 
eso  se  hallan  derogadas  otras  de  la 
época  indicada.  Y  como  quiera  que  las 
reformas,  ora  intentadas,  ora  llevadas 
á  la  práctica,  son  de  gran  importancia 
y  de  no  reducido  número»  vamos  á  in- 
tentar dar  aquí,  á  modo  de  introduc- 
ción, una  ligera  idea  de  todas  ellas,  con 
el  fin  de  que  pueda  formarse  un  juicio, 
si  no  exacto,  por  lo  menos  aproximado, 
de  las  vicisitudes  y  reformas  que  ha 
sufrido  en  el  presente  siglo  la  legisla- 
ción en  los  dos  órdenes  referidos. 

A  principios  del  mismo  los  progresos 
del  derecho  penal,  las  exigencias  de  la 
opinión,  los  informes  de  los  funciona- 
rios judiciales  y  el  convencimiento  de 
la  deficiencia  é  imperfección  de  las  le- 
yes reguladoras  del  enjuiciamiento  cri- 
minal, movieron  á  los  Gobiernos  del 
vecino  Reino  á  introducir  algunas  re- 


formas, si  bien  parciales  ó  incomple- 
tas, unas  relativas  á  la  organización  de 
los  Tribunales  y  otras  referentes  al  pro- 
cedimimiento. 

La  antigua  organización  judicial  y 
formas  del  procedimiento  penal  fueron 
sustituidas  y  reformadas  por  el  decreto 
de  16  de  Mayo  de  183;^,  que  introdujo  en 
Portugal  la  institución  del  consejo  de 
familia,  tomándola  de  la  legislación 
francesa. 

En  lo  relativo  á  organización  y  pro- 
cedimiento, asunto  principal  de  estas 
observaciones,  el  anterior  decreto  fué 
refundido,  reformado  y  ampliado  suce- 
sivamente por  la  Reforma  Judicial  de 
29  de  Noviembre  de  1836,  y  nueva  Re- 
forma Judicial  de  1837;  por  las  leyes 
de  17  de  Marzo  y  10  de  Abril  de  1838, 
que  establecieron  reglas  acerca  de  la 
instrucción  y  sentencia  de  las  causas 
incoadas  por  determinados  delitos  y 
prorrogadas  por  las  de  17  de  Julio 
de  1839,  26  de  Septiembre  de  1840  y  por 
la  de  28  de  Noviembre  de  1840,  y  de  una 
manera  más  radical  por  la  Novísima 
Reforma  Judicial  de  21  de  Mayo  de  1841 . 

Es  éste  un  cuerpo  legal  de  suma  im- 
portancia, comprensivo  de  disposicio- 
nes referentes  á  organización  de  Tribu- 
nales, procedimiento  civil  y  procedi- 
miento penal.    , 

En  general  podemos  decir  que  en 
ninguna  de  estas  ramas  sus  disposicio- 
nes están  vigentes  en   absoluto;  por 
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cuanto  á  seguida  indicaremos  las  refor- 
mas que  se  introdujeron  en  la  organi- 
zación judicial.  En  lo  relativo  al  proce- 
dimiento civil  quedaron  totalmente  de- 
rogadas por  la  publicación,  en  8  de  No- 
viembre de  1876,  del  Código  de  procedi- 
miento, siguiendo  la  corriente  de  con- 
signar en  Códigos  distintos  las  reglas 
del  enjuiciamiento  civily  penal  iniciada 
en  Francia,  que  tiene  sus  dos  Códigos, 
de  procedimiento  civil  y  de  instrucción 
criminal  de  1806  y  1808  respectivamen- 
te, y  seguida  por  España  con  las  leyes 
de  1855  y  provisional  de  1872,  por  Aus- 
tria con  la  publicación  en  1873  de  una 
ley  de  procedimiento  penal  y  dos  so- 
bre elJurado,  en  reemplazo  del  hasta 
entonces  vigente  Código  de  1853,  y  lo 
practicado  en  igual  sentido  por  Bélgi- 
ca, Holanda,  Italia,  etc.;  y  por  último, 
las  disposiciones  de  la  Novísima  Refor- 
ma acerca  del  procedimiento  penal, 
si  bien  son  las  vigentes,  han  sufrido 
infinidad  de  modificaciones  y  altera- 
ciones. 

Por  el  sumario  de  los  epígrafes  del 
título  XXII,  según  la  traducción  que  de 
los  mismos  hace  Labra  en  la  obra  Por- 
tugal y  sus  Códigos,  y  que  en  algunos 
términos  tendremos  el  atrevimiento  de 
introducir  ligeras  variaciones,  se  ve 
que  la  distribución  y  el  plan  dejan  bas- 
tante que  desear  bajo  el  aspecto  cientí- 
fico y  si  bien  pudo  responder  á  las  exi- 
gencias de  la  época  en  que  se  redactó, 
hoy  en  día  no  satisface  ni  á  los  Tribu- 
nales ni  á  los  Jurisconsultos  del  vecino 
país,  y,  como  veremos  más  adelante, 
preocupa  asimismo  á  los  Gobiernos. 

El  título  XXII  comprende  22  capí- 
tulos: 

Disposiciones  generales.  —  De  las 
querellas.— De  la  participación  de  los 
crímenes.— De  los  cuerpos  del  delito.— 
Délas  fianzas.— De  los  sumarios.— De 


las  preguntas.— Del  pronunciamiento. 
—De  la  prisión.— De  la  competencia  en 
los  hechos  criminales.— De  la  ratifica- 
ción del  pronunciamiento.— De  la  acu- 
sación.—De  la  sentencia.— De  los  re- 
cursos.—De  la  ejecución  de  la  senten- 
tencia.— De  las  prescripciones.— Del 
reconocimiento  de  la  identidad.— Del 
procedimiento  de  los  crímenes  cometi- 
dos por  los  Jueces  ó  agentes  del  Minis- 
terio público  fuera  del  ejercicio  de  sus 
funciones.— Del  procedimiento  en  los 
errores  de  oficio  y  los  crímenes  come- 
tidos por  los  Jueces  y  agentes  del  Mi- 
nisterio público  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones.  —De  la  acción  de  pérdidas  y 
daños  contra  los  Jueces  y  agentes  del 
Ministerio  público.— Del  procedimiento 
en  los  crímenes  de  policía  correccional 
en  primera  y  segunda  instancia.— Pro- 
videncias especiales. 

En  primer  lugar,  la  Novísima  Refor- 
ma Judicial  no  contiene  más  que  21  tí- 
tulos, y  este  último  es  el  que,  en  reali- 
dad, se  divide  en  22  capítulos. 

Creemos  que  el  traducir  ade  la  partí- 
Cípagao  dos  er¿mesy>  por  ((participación 
de  los  delitos,»  no  es  todo  lo  jurídico 
que  debiera,  y  aun  en  todo  caso,  po- 
dría suponerse,  á  primera  vista,  que  se 
trata  del  grado  de  la  misma  para  los 
efectos  penales;  atendiendo  á  esto  y 
á  lo  que  en  dicho  capítulo  se  contiene, 
no  hemos  vacilado  en  sustituir  ese  epí- 
grafe por  el  de  ((de  la  denuncia.» 

En  cuanto  á  traducir  pronunciamien- 
to, la  palabra  ((pronuncia»  será  muy  li- 
teral; pero  suiemás  de  adolecer  del  mis- 
mo defecto,  indica  que  la  traducción 
que  nos  ocupa  fué  hecha  bastante  de 
ligero  y  con  completo  desconocimiento 
de  una  particularidad  sumamente  no- 
table del  Derecho  portugués,  cual  es 
la  siguiente: 

Lo  que  en  el  Enjuiciamiento  criminal 


LBYB8  ORGÁNICAS  Y  DE  PROCEDIMIENTO  PENAL. —INTRODUCCIÓN 


855 


español  se  designa  con  el  nombre  de 
«auto  de  procesamiento,»  no  tiene  se- 
mejante en  el  Derecho  procesal  d:-  nin- 
guna Nación,  más  que  el  «despacho  de 
pronuncia»  de  los  portugueses;  es  ésta, 
opinión  que  hemos  oído  de  labios  de 
persona  autorizadísima  en  estas  mate- 
rias y  verdadera  especialidad:  D.  Víc- 
tor Covián  y  Junco. 

Esto  mismo  es  aplicable  al  epígrafe 
«de  la  ratificación  del  pronunciamien- 
to,» y  éstas  las  razones  que  nos  han 
hecho  introducir,  sin  vacilar,  tales  co- 
rrecciones. 

Ocurre  otro  tanto  con  la  división  de 
los  delitos  en  públicos  y  particulares 
(traducción  literal),  que  si  no  la  prohi- 
biera el  tecnicismo  jurídico  español, 
sería  bastante  á  condenarla  la  sola  con- 
sideración de  que,  lo  opuesto  á'  público, 
es  privado,  y  lo  opuesto  á  particular 
podrá  ser  universal,  general  ó  lo  que  se 
quiera,  pero  todo  menos  público. 


Los  mapas  de  la  división  territorial  á 
que  hace  referencia  la  Novísima  Refor- 
ma son  los  de  28  de  Noviembre  de  1840, 
el  de  28  de  Diciembre  del  mismo  año, 
en  que  se  hizo  la  división  de  los  distri- 
tos de  Lisboa,  y  otro  de  la  misma  fecha 
para  el  de  Oporto,  el  de  las  islas  adya- 
centes de  Madera  y  Puerto  Santo  de  7 
de  Junio  de  1838,  y  el  de  la  Audiencia 
de  las  Azores  de  7  de  Enero  de  1841. 

Sobre  creación  y  organización  de  co- 
marcas y  distritos  judiciales  se  dicta- 
ron las  leyes  de  áO  y  21  de  Julio  que  de- 
rogaron la  establecida  por  decreto  de  31 
de  Diciembre  de  1853,  que  había  á  su  vez 
derogado  las  anteriores  á  la  promulga- 
ción de  la  Novísima  Reforma,  y  todas 
ellas  lo  fueron  por  la  de24de  Octubrede 
1855,  en  que  se  estableció  la  división  de 


comarcas.  Juzgados,  Concejos,  Tribu- 
nales del  Jurado,  distritos  de  paz  y  pa- 
rroquias, que  fué  también  reformada 
en  1874,  por  la  ley  de  16  de  Abril. 

En  16  de  Junio  de  1864  se  dictó  un 
•nuevo  Arancel  para  los  negocios  de  los 
Juzorados;  y,  por  último, 

Por  ley  de  3  de  Mayo  de  1845  y  decre- 
to de  Iti  de  Julio  del  mismo  año  se  esta- 
bleció la  organización  del  Consejo  de 
Estado. 

Sobre  organízaciónjudicial  se  presen- 
tó á  la  Cámara  de  los  Diputados,  en  3 
de  Julio  de  1887,  por  el  Ministro  de  Ne- 
gocios eclesiásticos  y  de  justicia,  Fran- 
cisco Antonio  da  VeigaBeirao,  un  pro- 
yecto de  ley,  comprensivo  de  226  artícu- 
los y  ocho  disposiciones  transitorias, 
acompañado  de  Aranceles  para  los  fun- 
cionarios judiciales;  este  proyecto  se 
volvió  á  presentar  á  las  Cortes,  en  12 
de  Mayo  de  1888,  revisado  y  precedido 
del  informe  de  la  Comisión  de  Legisla- 
ción civil,  y, que  en  la  imposibilidad  de 
hacer  un  examen  detenido  de  las  refor- 
mas queenélsepretenden,  y  ni  siquiera 
concordar  y  diferenciar  su  articulado 
con  el  de  las  disposiciones  vigentes,  nos 
limitaremos  á  presentar  el  índice  del 
mismo.  Se  divide  en  tres  títulos:  el  pri- 
mero trata  de  la  Magistratura  judicial, 
y  se  divide  en  16  capítulos: 

Disposiciones  generales.— De  la  divi- 
sión judicial  del  Continente  é  islas  ad- 
yacentes.—Derechos  y  obligaciones  ge- 
nerales de  los  Jueces.— Del  nombra- 
miento, promoción,  traslaciones,  jubi- 
laciones, suspensión  y  dimisión  de  los 
Jueces.— -De  los  Jueces  de  paz.— De  los 
Jueces  municipales.— De  los  Jueces  de 
derecho.— De  los  Jurados.— De  los  Jue- 
ces de  comercio.— De  los  Jueces  de  de- 
recho en  las  comarcas  de  Lisboa  y 
Oporto.— De  las  Audiencias.— Del  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia.  —De  las  se- 
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siones  y  vistas  de  los  Tribunales  judi- 
ciales.—De  las  correcciones  disciplina- 
rias.—Del  Consejo  Supremo  de  la  Ma- 
gistratura.—De  la  circunscripción  ju- 
dicial. 

El  título  II  trata  del  Ministerio  públi-^ 
co  en  cuatro  capítulos: 

Disposiciones  generales.  —  Distribu- 
ción del  Ministerio  público  ante  los  Tri- 
bunales.—De  los  derechos  y  obligacio- 
nes generales  de  los  funcionarios  del 
Ministerio  público.  -  Del  nombramien- 
to, promoción,  traslación,  jubilación, 
suspensión  y  dimisión  de  los  funciona- 
rios del  Ministerio  público. 

El  título  III  reglamenta  el  ejercicio 
de  la  abogacía  en  dos  capítulos: 

De  la  profesión  y  orden  de  los  Abo- 
gados y  de  la  asistencia  judicial;  y  por 
último,  el  título  IV  se  ocupa  de  la  cla- 
sificación de  los  auxiliares  de  la  admi- 
nistración de  justicia,  de  su  nombra- 
miento, traslación,  suspensión,  dimi- 
sión, y  de  sus  derechos  y  obligaciones; 
terminando  con  las  disposiciones  tran- 
sitorias, Aranceles  y  el  informe  de  la 
Comisión  de  Hacienda. 

En  cuanto  á  organización  de  los  Tri- 
bunales de  Comercio,  tenemos  la  crea- 
ción de  los  de  primera  y  segunda  ins- 
tancia por  el  Código  de  Comercio  de 
1833,  y  por  decreto  de  18  de  Septiembre 
del  mismo  año. 

El  decreto  de  28  de  Diciembre  de  1835, 
.regulando  las  obligaciones  de  los  Dele- 
gados del  Ministerio  fiscal  en  los  Juz- 
gados de  Comercio. 

La  supresión  en  30  de  Septiembre  de 
•  1836  de  la  Suprema  Magistratura  de 
Comercio,  y  determinación  de  quién  ha 
de  desempeñar  sus  funciones. 

Las  disposiciones  de  la  Novísima  Re- 
forma Judicial  de  1841;  la  ley  de  6  de 
Noviembre  de  1841,  sobre  jurados  mer- 
cantiles; la  ley  de  23  de  Abril  de  1845, 


aplicando  á  las  causas  juzgadas  en  los 
Tribunales  de  Comercio  las  disposicio- 
nes de  la  Novísima  Reforma  Judicial 
acerca  de  los  arbitros  voluntarios  y 
multas;  y  por  último,  el  decreto  de  23 
de  Junio  de  1870,  suprimiendo  el  Tribu- 
nal de  segunda  instancia  de  Comercio. 

En  lo  relativo  al  procedimiento  civil, 
fué  reformada,  con  anterioridad  al  Có- 
digo, la  Novísima  Reforma  por  la  ley 
de  19  de  Diciembre  de  1843,  que  trata 
del  recurso  de  revisión  ante  el  'Tribu- 
nal Supremo. 

Existiendo  en  la  legislación  portu- 
guesa un  vacío  en  lo  referente  al  pro- 
cedimiento contra  los  reos  ausentes  y 
rebeldes  (contumaces),  se  dictó  el  de- 
creto de  18  de  Febrero  de  1817,  cuyas 
disposiciones,  en  lo  relativo  á prescrip- 
ción, fueron  suspendidas  por  decreto 
de  30  de  Julio  del  mismo  año  (art.  3/). 

Publicado  el  Código  penal,  aprobado 
por  decreto  de  10  de  Diciembre  de  1852, 
que  introduce  algunas  variaciones  en 
la  Novísima  Reforma,  apareció  en  la 
misma  fecha  otro  decreto  regulando  el 
probedimiento  sobre  fianzas  en  los  de- 
litos castigados  con  penas  correcciona- 
les, cuyasdisposiciones  fueron  deroga- 
das, en  parte,  por  la  ley  de  18  de  Agosto 
de  1853. 

La  ley  de  18  de  Julio  de  1855  contiene 
disposiciones  concernientes  á  la  mane- 
ra de  sustituir  los  Jueces  y  la  instruc- 
ción y  sentencia  de  los  procesos  crimi- 
nales. 

En  la  ley  de  4  de  Junio  de  1859,  cuya 
ejecución  se  reguló  por  decreto  de  4  de 
Agosto  del  mismo  año,  se  contienen 
disposiciones  acerca  de  la  organización 
y  constitución  del  Jurado  especial  para 
conocer  de  los  delitos  de  falsificación 
de  moneda  nacional  ó  extranjera,  bi- 
lletes, documentos  de  crédito  públi- 
co, etc. 
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No  hallándose  de  acuerdo  con  las 
exigencias  de  la  época  las  leyes  regu- 
ladoras de  la  libre  manifestación  del 
pensamiento,  se  dictó  la  ley  de  17  de 
Mayo  de  1866,  en  que  se  conceden  ma- 
yores libertades  á  la  prensa  periódica. 

Careciendo  la  legislación  del  vecino 
Reino  de  disposiciones  referentes  al 
castigo  de  los  hechos  punibles  cometi- 
dos por  portugueses  en  el  extranjero, 
la  ley  de  1°  de  Julio  de  1867  proveyó  á 
estas  deñciencias. 

Una  nueva  organización  de  Jueces 
ordinarios ,  establecida  por  decreto 
de  29  de  Diciembre  de  1869,  fué  susti- 
tuida por  la  ley  de  16  de  Abril  de  1874. 

En  1.°  de  Julio  de  1867  se  dictó  la  ley 
sobre  reforma  penal  y  de  prisiones»  de 
la  cual  nos  hemos  ocupado  en  su  lugar 
oportuno  en  el  Código  penal  vigente 
de  1886,  y  que  por  su  gran  importancia, 
y  referirse  también  á  materias  propias 
del  Enjuiciamiento  criminal,  copiamos 
á  continuación  los  títulos  de  la  misma: 

De  la  abolición  de  la  pena  de  muerte 
y  de  trabajos  públicos  y  de  la  sustitu- 
ción de  entrambas  penas  en  los  delitos 
civiles.— De  las  penas  de  prisión  ma- 
yor y  deportación  y  de  la  aplicación  de 
las  mismas.  — De  la  aplicación  de  las 
penas  de  prisión  mayor  celular  y  de- 
portación en  los  casos  en  que  concu- 
rran circunstancias  agravantes  ó  ate- 
nuantes.—De  la  aplicación  de  las  pe- 
nas de  prisión  mayor  celular  y  de  de- 
portación en  los  casos  de  reincidencia, 
delito  frustrado,  tentativa,  complicidad 
y  acumulación  de  delitos.— De  la  eje- 
cución de  la  pena  de  prisión  mayor  ce- 
lular.—De  las  cárceles  penitenciarias. 
—De  los  empleados  de  las  cárceles  pe- 
nitenciarias.—De  las  cárceles  de  distri- 
to.—De  las  cárceles  de  comarca.— De 
la  administración  de  éstas.  -De  la  pri- 
sión preventiva.— De  la  inspección   y 


gobierno  de  las  cárceles.— Disposicio- 
nes generales.— Disposiciones  transi- 
torias. (En  lo  militar  se  conserva  la 
pena  de  muerte.)  Código  militar  de  9  de 
Abril  de  1875. 

Grandes  reformas  legislativas  se  lle- 
varon á  cabo  en  Portugal  en  el  citado 
año  de  1867,  pues  además  de  estas  le- 
yes y  de  su  excelente  Código  civil, 
en  l.°de  Julio  se  dictó  una  ley  refor- 
mando la  organización  del  Jurado,  que 
rige  combinadamente  con  la  de  21  de 
Julio  de  1855  y  el  capítulo  II  del  títu- 
lo XV  de  la  Novísima  Reforma  Judicial; 
dándose,  asimismo,  para  su  ejecución, 
el  Reglamento  de  29  de  Agosto  del  mis- 
mo año,  y  por  último,  la  ley  de  2  de  Ju- 
lio, creando  cuerpos  de  policía  en  Lis- 
boa, Oporto  y  capitales  de  los  distritos. 

En  1872  se  creó  el  Registro  Criminal 
por  decreto  de  7  de  Noviembre;  en  cum- 
plimiento de  lo  dispuesto  en  la  ley 
de  1867,  se  construyó  una  penitenciaría 
celular  en  Lisboa,  publicándose  un  Re- 
glamento modelo  en  12  de  Diciembre 
de  1872,  y,  por  último,  en  16  de  Abril 
de  1886  se  dictó  una  ley  sobre  fianzas  y 
prisión  preventiva. 


*  * 


Si  de  las  medidas  legislativas  volve- 
mos la  vista  á  los  esfuerzos  de  la  ini- 
ciativa ministerial,  veremos  una  serie 
de  tentativas  de  reformas,  tales  como 
los  proyectos  de  ley  de  18  de  Junio 
de  1850,  28  de  Febrero  de  1860,  9  de 
Enero  de  1861,  3  de  Enero  de  1863, 26  de 
Abril  de  1880,  etc.,  unos  de  organiza- 
ción judicial,  y  otros  sobre  la  forma  del 
procedimiento,  de  los  cuales  algunos 
no  llegaron  á  salir  del  seno  de  las  res- 
pectivas comisiones,  y  otros,  á  pesar  de 
las  modificaciones  en  ellos  introduci- 
das, no  llegaron  á  convertirse  en  le^^. 
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Todo  esto  revela  la  imperiosa  necesi- 
dad de  comprender  en  un  cuerpo,  único 
y  homogéneo,  la  legislación  portuguesa 
sobre  enjuiciamiento  criminal.  En  prue- 
ba de  ello,  ya  en  22  de  Marzo  de  1783  fué 
llamado  de  la  Universidad  de  Coimbra 
el  Dr.  Pascual  José  de  Mello  Freiré,  que 
elaboró  una  reforma  de  legislación  pe- 
nal y  procedimiento  criminal,  termina- 
da en  1789  y  publicada  en  Lisboa  en  1823 
por  Miguel  Setaro,  con  el  titulo  de  En- 
sayo de  Código  criminal,  á  que  mandó 
proceder  la  Reina  Fidelísima  Doña  Ma- 
ría I,  compuesto  por  Pascual  José  de 
Mello  Freiré, 

Nombróse  por  decreto  de  3  de  Febre- 
ro de  1789  una  Comisión  de  Magistra- 
dos y  Jurisconsultos  para  el  examen  y 
revisión  de  este  importante  trabajo, 
oído  su  autor,  para  que  emitieren  opi- 
nión y  propusieran  las  modificaciones 
convenientes. 

Las  leyes  de  14  de  Enero  de  1823  y  25 
de  Abril  de  1835  hablan  ofrecido  pre- 
mios y  recompensas  en  metálico  al  au- 
tor de  un  Código,  en  harmonía  con  el 
progreso  de  los  tiempos  y  los  principios 
constitucionales  vigentes,  y  por  el  decre- 
to de  6  de  Julio  de  1853,  se  nombró  una 
Comisión  para  que  formulase  un  pro- 
yecto de  ley,  tarea  que  fué  nuevamente 
encomendada  á  otra  Comisión  en  30  de 
Diciembre  de  1857,  y  á  otra  que  recibie-  - 
ra  los  informes  délos  Magistrados  y  del 
Ministerio  público  y  procediera  á  for- 
mular una  reforma  de  la  ley  penal  y  del 
procedimiento,  en  el  decreto  de  13  de 
Enero  de  1870. 

En  este  estado  de  cosas,  el  ¡lustre  Ju- 
risconsulto y  Magistrado  portugués  don 
José  da  Cunha  Navarro  de  Paiva  publi- 
có en  Noviembre  de  1874  un  ensayo  so- 
bre Ja  reforma  de  la  Legislación  del  pro- 
cedimiento criminal,  con  el  título  de  Pro- 
yecto de  Código  de  procedimiento  penal. 


En  1.*»  de  Mayo  de  1875  se  nombró 
una  Comisión,  compuesta  de  nueve 
miembros,  entre  los  que  fíguraba  el  au- 
tor del  mencionado  proyecto,  para  que, 
en  vista  del  mismo  y  de  las  disposicio- 
nes de  la  Novísima  Reforma  Judicial, 
elaborase  un  proyecto  de  Código  de 
procedimiento. 

Procedieron  á  los  trabajos  con  estos 
antecedentes  y  teniendo  á  la  vista  la 
Legislación  italiana;  el  Código  de  ins- 
trucción criminal  de  Austria,  aprobado 
por  la  ley  de  23  de  Mayo  de  1873;  la  Le- 
gislación del  Brasil,  de  1871,  sobre  or- 
ganización judicial,  prisión  y  fianza;  la 
ley  española  provisional  de  Enjuicia- 
miento criminal,  de  22  de  Diciembre 
de  1872;  el  proyecto  de  reforma  del  pro- 
cedimiento de  Instrucción  criminal,  pre- 
sentado al  Senado  francés  en  27  de  No- 
viembre de  1879  por  el  Ministro  de  Jus- 
ticia Le  Royer,  y  terminaron  sus  tareas 
publicando  en  1882,  en  la  imprenta  Na- 
cional de  Lisboa,  un  Proyecto  definitivo 
de  Código  de  procedimiento  penal, 

A  continuación  traducimos  el  índice 
del  mismo  para  que  pueda  formarse 
¡dea  de  su  plan  y  divisiones,  así  como 
de  las  materias  en  él  tratadas,  y  termi- 
naremos esta  ligera  introducción  expo- 
niendo algunas  de  las  principales  inno- 
vaciones y  reformas  que  en  el  mismo 
se  establecen,  tanto  porque  indican  las 
tendencias  de  esta  rama  del  Derecho  en 
Portugal,  como  por  ser  lo  más  proba- 
ble que,  pasadas  determinadas  circuns- 
tancias, llegue  á  ser  ley  el  proyecto  quí* 
nos  ocupa. 

Se  divide  en  cuatro  libros: 

Libro  primero,  artículos  1.°  á  65;  Dis- 
posiciones generales.— Título  1,  De  las 
acciones  provenientes  de  la  infraccióii 
de  la  ley  penal. —Título  II,  De  las  cau- 
sas suspensivas  y  extintivas  de  las  ac- 
ciones provenientes  de  la  infracción  de 
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la  ley  penal.— Capítulo  1,  Disposiciones 
generales.— Capítulo  II,  De  las  excep- 
ciones.—Título  III,  De  la  competencia. 
—Capítulo  I,  Disposiciones  generales.— 
Capítulo  II,  De  los  Jueces  y  Tribunales 
en  materia  criminal.— Capítulo  III,  De 
los  Magistrados  que  ejercen  la  acción 
penal.— Capitulo  IV,  De  los  Escriba- 
nos y  Secretarios.— Título  IV,  De  las 
actuaciones  y  términos  del  procedi- 
miento criminal.— Título  V,  De  las  eos" 
tas.— Título  VI,  De  las  nulidades.— Tí- 
tulo VII,  De  las  pruebas. 

Libro  segundo,  artículos  66  á  402;  De 
la  forma  del  procedimiento  penal.— 
Parte  primera,  Del  procedimiento  pe- 
nal preparatorio.  —  Título  preliminar. 
Del  conocimiento  judicial  de  los  críme- 
nes ó  delitos.— Título  I,  Disposiciones 
generales.— Titulo  II,  De  la  querella.  - 
Título  III,  De  la  prueba  en  el  procedi- 
miento penal  preparatorio.  —  Capítu- 
lo I,  De  la  confesión  de  las  partes.— 
Capítulo  II,  De  la  inspección  ocular.— 
Capítulo  III,  De  la  prueba  documental. 
—Capítulo  IV,  De  la  prueba  testifical.— 
Capítulo  V,  De  los  indicios  ó  presun- 
ciones.- Título  IV,  De  la  identificación 
del  delincuente,  armas,  instrumentos  y 
efectos  del  delito.— Título  V,  Del  pro- 
cesamiento.—Título  VI,  De  la  prisión. 
—Título  VII,  De  la  busca.— Título  VIII, 
De  la  fianza.— Título  IX,  De  los  interro- 
gatorios. 

Parte  segunda,  Del  procedimiento 
acusatorio.— Título  único.  Capítulo  I; 
Disposiciones  generales.— Capítulo  II, 
De  la  acusación.— Capítulo  III,  De  la 
defensa. 

Parte  tercera.  Procedimiento  del  jui- 
cio.—División  primera,  Del  juicio  de 
crímenes  ó  delitos  castigados  con  pe- 
nas mayores.— Título  I,  Disposiciones 
generales. -Título  II,  De  la  Audiencia 
general.— Título  III,  De  la  discusión  de 


la  causa.— Capitulo  I,  Disposiciones  ge- 
nerales.—Capítulo  II,  De  la  constitu- 
ción del  Jurado.— Capítulo  III,  De  la 
prueba  de  la  acusación  y  de  la  de  la  de- 
fensa.—Capítulo  IV,  De  los  debates.— 
Titulo  IV,  De  laspreguntas  (quesUos),-^ 
Capítulo  I,  De  la  proposición  de  las  pre- 
guntas.—Capítulo  II,  De  las  decisiones 
y  respuestas  del  Jurado.— Título  V,  De! 
segundo  juicio,  en  caso  de  anularse  por 
inicuas  las  respuestas  del  Jurado.— Tí- 
tulo VI,  De  la  sentencia. -Título  VII, 
De  la  fianza  posterior  á  la  sentencia.— 
Título  VIII,  De  la  acusación  y  juicio  de 
los  crímenes  ó  delitos  cometidos,  ó  des- 
cubiertos 'durante  la  Audiencia  gene- 
ral.—Título  IX,  De  la  ejecución  de  la 
sentencia.— Capítulo  I,  Disposiciones 
generales.— Capítulo  II,  de  las  causas 
suspensivas  de  la  ejecución  de  la  sen- 
tencia.—Sección  primera.  Disposicio- 
nes generales.— Sección  segunda.  De  la 
identidad  del  condenado.— Título  I,  De 
la  acusación  y  juicio  de  los  reos  ausen- 
tes y  rebeldes.— División  segunda.  Del 
juicio  de  crímenes  ó  delitos  castigados 
con  penas  correccionales.— Título  úni- 
co, De  la  forma  del  procedimiento  del 
juicio  de  los  delitos  castigados  con  pe- 
nas correccionales.  -División  tercera. 
Del  juicio  dé  faltas,  por  daños  causa- 
dos por  animales  en  heredades  (coimas) , 
y  transgresiones  de  las  Ordenanzas 
municipales. 

Libro  tercero,  artículos  403  á  457;,  De 
los  procedimientos  especiales.- Títu- 
lo I,  De  la  forma  del  procedimiento  pe- 
nal contra  los  miembros  de  la  Familia 
Real,  Ministros  y  Subsecretarios,  Con- 
sejeros de  Estado,  Pares  del  Reino  y 
Diputados  de  la  Nación.— Capítulo  I, 
Del  procedimiento  preparatorio. -Capí - 
tulo  II,  Del  procedimiento  acusatorio  y 
del  juicio.— Título  II,  De  la  formíi  del 
procedimiento  penal  contra  los  Emba- 
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jadores.  Ministros  plenipotenciarios, 
Ministros  residentes  y  Agentes  diplo- 
máticos de  las  Naciones  extranjeras. 
—Capítulo  I,  Del  procedimiento  prepa- 
ratorio.—Capítulo  II,  Del  procedimien- 
to acusatorio  y  del  juicio.— Título  III, 
De  la  forma  del  procedimiento  penal 
contra  los  Magistrados  del  orden  judi- 
cial y  del  Ministerio  fiscal.— Capítulo  I, 
De  la  forma  del  procedimiento  penal 
en  los  crímenes  ó  delitos  cometidos 
por  los  Magistrados  judiciales  y  del 
Ministerio  público  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones.— Sección  primera.  Disposi- 
ciones generales.  —  Sección  segunda, 
Del  procedimiento  preparatorio.— Sec- 
ción tercera,  Del  procedimiento  acusa- 
torio y  de  juicio.— Capítulo  II,  De  la 
forma  del  procedimiento  penal  en  los 
crímenes  ó  delitos  coinetidos  por  los 
Magistrados  judiciales  y  del  Ministerio 
público  fuera  del  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones.—Sección  primera,  Del  proce- 
dimiento preparatorio.  —  Sección  se- 
gunda, Del  procedimiento  acusatorio  y 
del  juicio.  —  Título  IV,  Del  juicio  de 
faltas  no  calificadas  de  crímenes  ó  de- 
litos cometidos  por  los  Jueces,  funcio- 
narios judiciales  y  Abogados.— Capítu- 
lo I,  De  la  jurisdicción  disciplinaria.— 
Capítulo  II,  De  la  forma  del  procedi- 
miento de  represión  de  faltas  que  reve- 
lan y  menosprecio  de  la  dignidad  de  la 
magistratura  y  del  cumplimiento  celo- 
so de  los  deberes.— Capítulo  líl,  De  la 
forma  del  procedimiento  de  represión 
de  faltas  cometidas  en  los  procedi- 
mientos penales  por  los  Jueces  de  dere- 
cho de  primera  instancia,  funcionarios 
judiciales  y  Abogados. 

Libro  cuarto,  artículos  458  á  545;  De 
los  recursos.— Titulo  I,  Disposiciones 
generales.— Título  II,  Del  agravio.— Ca- 
pítulo I,  Del  agravio  de  auto  del  pro- 
cedimiento.   Capítulo  II,  Del  agravio 


de  petición  ante  la  Audiencia.— Capí- 
tulo III,  Del  agravio  de  petición  ante  el 
Tribunal  Supremo  de  Justicia.- Títu- 
lo III,  De  la  apelación.— Título  IV,  De 
la  revisión  (revista).— Título  V,  De  la 
decisión  de  los  recursos  ante  las  Au- 
diencias. —  Capítulo  I,  Disposiciones 
generales.— Capítulo  II,  De  la  decisión 
de  los  agravios  de  petición.— Capítu- 
lo III,  De  la  decisión  de  la  apelación.— 
Sección  primera,  Disposiciones  gene- 
rales.—Sección  segunda.  De  la  decisión 
de  la  apelación  en  el  caso  de  senten- 
cias contradictorias.— Título  VI,  De  la 
decisión  de  los  recursos  ante  el  Tribu- 
nal Supremo  de  Justicia.— Capítulo  1, 
Disposiciones  generales.— Capítulo  II, 
De  la  decisión  de  los  agravios  ante  el 
Tribunal  Supremo  de  Justicia.— Capí- 
tulo III,  De  la  decisión  de  los  recursos 
de  revisión  ante  el  Tribunal  Supremo 
de  Justicia.— Sección  primera.  Disposi- 
ciones generales  —Sección  segunda,  De 
la  decisión  de  la  revisión  en  los  casos 
de  sentencias  contradictorias,  falso 
testimonio,  corrupción,  soborno  de  ju- 
rados y  de  existir  la  persona  que  el 
procesó  declara  muerta.— Título  Vil, 
De  la  oposición. 

Se  juzga  en  este  proyecto  que  el  pía 
zo  de  treinta  días  que  la  Legislación 
vigente  señala  para  la  terminación  de 
la  instrucción  (processo  preparatorio), 
podrá  ser  insuficiente  y  escaso  alguna 
vez,  y  se  establece  su  prórroga  por  se- 
senta días,  siempre  que  en  el  primero 
no  se  hubiera  comprobado  la  comisión 
del  delito  y  la  culpabilidad  del  proce- 
sado. 

Asimismo  se  entiende  que,  en  el  ca- 
so de  tener  que  prestar  declaración,  an- 
te el  Tribunal >  peritos,  testigos  ó  intér- 
pretes qu^  no  profesen  religión  alguna, 
no  puede  obligárseles  á  que  hagan  otra 
protesta  que  la  de  su  palabra  de  honor, 
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sin  violentar  los  sagrados  fueros  de  la 
libertad  de  conciencia. 

La  incomunicación  del  presunto  reo 
no  podrá  prolongarse  por  más  de  ocho 
días,  y  se  autoriza  al  Juez  para  que  pue- 
da hacerla  menos  penosa,  concediendo 
al  detenido  el  uso  de  libros  ó  instru- 
mentos de  trabajo  profesional,  siempre 
que  no  sean  de  tal  naturaleza  que  pue- 
da atentar  contra  su  vida  6  hagan  ilu- 
sorio el  estado  de  incomunicación. 

En  el  art.  325  se  establece  una  teoría 
desconocida  entre  los  Jurisconsultos  del 
vecino  Reino  y  noadmitida  hasta  ahora 
en  disposición  legal  alguna:  nos  referi- 
mos á  la  represión  de  los  Jurados  que  se 
abstengan  de  votar.  Fundándose  en  que 
la  ley  española  provisional  de  Enjuicia- 
miento criminal,  de  22  de  Diciembre 
de  1872,  castigaba  con  la  pena  de  inha- 
bilitación temporal  especial  al  Jurado 
que,  siendo  instado  por  tres  veces  para 
votar,  se  abstuviera  de  hacerlo;  y  esti- 
mando que  esta  abstención  tiene  entera 
y  completa  analogía  con  el  abandono 
de  empleo,  equipárase  en  el  citado  ar- 
tículo, este  acto  á  esta  infracción,  y  se 
considera  asimismo  la  abstención  como 
voto  negativo  de  la  culpabilidad  del 
procesado. 

Tanto  la  Carta  constitucional,  como 
el  art.  4.®  del  Reglamento  interior  de  la 
Cámara  de  los  Pares  de  2  de  Mayo 
de  1843,  disponen  que  ésta  es  competen- 
te para  conocer  de  la  acusación  y  juz- 
garen primera  y  única  instancia,  como 
Tribunal  de  Justicia  en  lo  Criminal, 
de  los  delitos  cometidos  por  los  miem- 
bros de  la  Real  Familia,  Ministros  y 
Subsecretarios,  Consejeros  do  Estado, 
Pares  del  Reino  y  Diputados  de  la  Na- 
ción durante  la  legislatura  correspon- 
diente^ en  conformidad  asimismo  con 
lo  que  en  1849  dispuso  la  ley  de  15  de 
Febrero  en  su  art.  4.®;  por  otra  parte. 


el  citado  Reglamento,  art  5.^,  concede 
en  esta  materia  idénticas  atribuciones 
al  Presidente  de  la  Cámara,  que  las  que 
competen  al  Presidente  del  Tribunal 
Supremo  de  Justicia. 

Por  último,  en  el  art.  544  previene  la 
Comisión  redactora  del  proyecto  que 
nos  ocupa,  la  hipótesis  de  aparecer  la 
persona  que  resultare  muerta  como 
víctima  de  un  delito  ya  juzgado;  y  ma- 
nifiesta que,  desde  que  este  caso  puede 
ocurrir,  tiene  el  legislador  el  ineludible 
deber  de  estatuir  los  medios  necesarios 
para  su  identificación,  con  el  objeto  de 
que  pueda  ponerse  en  libertad  inmedia- 
tamente aquel  á  quien  la  contingencia 
de  la  prueba  moral  y  la  falibilidad  de 
los  juicios  humanos  pudieron  aparen- 
tar criminal. 

Algunas  otras  diferencias  con  la  le- 
gislación vigente  podríamos  señalar; 
pero  el  tiempo  y  el  deseo  de  no  hacer 
interminable  este  ligero  trabajo  nos  lo 
impiden;  para  concluir,  indicaremos  la 
razón  de  algunas  concordancias  y  el 
orden  de  las  disposiciones  que  van  á 
continuación. 

En  primer  lugar,  procuraremos  rela^ 
cionar  los  artículos  de  la  Novísima  Re- 
forma con  los  del  proyecto  definitivo 
de  1882;  con  la  legislación  austríaca  y 
del  Brasil,  por  no  formar  aún  parte  de 
la  presente  Colección  las  instituciones 
de  dichos  países;  los  artículos  que  de 
ello  sean  susceptibles  los  referiremos 
á  sus  similares  de  la  Constitución,  Có- 
digo civil, administrativo.  Procedimien- 
to civil  y  determinadas  leyes,  regla- 
mentos y  decretos  portugueses;  tam- 
bién señalaremos  alguna  concordancia 
con  el  Proyecto  de  reforma  del  Código 
de  Instrucción  criminal  francés,  pre- 
sentado al  Senado  en  27  de  Noviembre 
de  1879  por  el  Ministro  de  Justicia  Le 
Royer,  y  por  último,  anotaremos  algu- 
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nos  accordáoB  6  sentencias  del  Tribunal 
Supremo  de  Justicia. 

El  plan  de  las  disposiciones  que  van 
á  continuación  es  el  siguiente:  Después 
de  los  174  primeros  artículos  de  la  No- 
vísima Reforma  que  se  refieren  á  orga- 
nización de  Tribunales,  se  insertan  las 
leyes  que  los  modifican  ó  complemen- 
tan, y  que  son : 

La  ley  de  18  de  Julio  de  1855  supri- 
miendo los  Jueces  ordinarios  en  las  ca- 
pitales de  comarca; 

La  de  16  de  Abril  de  1874,  suprimiendo 
los  Jueces  electivos  y  modificando  las 
atribuciones  de  los  Jueces  ordinarios; 

La  ley  de  21  de  Julio  de  1855,  sobre 
el  Jurado; 


La  ley  de  l.*>  de  Julio  de  1867,  refor- 
mando la  organización  del  Jurado; 

El  Reglamento  de  29  de  Agosto  de 
1867,  para  la  ejecución  de  la  ley  ante- 
rior; 

Y  el  decreto  de  28  de  Junio  de  1870, 
sobre  jurisdicción  de  comercio. 

Después  se  insertan  los  artículos  854 
al  1.272  de  la  Novísima  Reforma  Judi- 
cial, referentes  al  procedimiento  penal, 
y  se  concluye  con  la  ley  de  15  de  Abril 
de  1886  sobre  fianza  y  prisión  provisio- 
nal, dando  aquí  por  terminadas  las  pre- 
sentes notas  que,  á  título  de  datos  con- 
venientes, hemos  creído  oportuno  con- 
signar. 

Gustavo  La  Iglesia. 
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REFORMA  JUDICIAL  DE  2l  DE  MAYO  DE  1841 
(ARTÍCULOS  i/  Á  17^) 


DECRETO 

Usando  de  la  autorízación  concedida 
al  Gobierno  por  la  ley  de  28  de  Noviem- 
bre de  1840|  para  revisar  los  decretos 
de  18  de  Mayo  de  1832, 12  de  Diciembre 
de  1833,  29  de  Noviembre  de  1836  y  13 
de  Enero  de  1837,  y  estados  respecti- 
vos, y  para  introducir  en  los  mismos 
las  reformas  necesarias,  en  cumpli- 
miento de  la  referida  ley,  he  tenido  á 
bien  decretar  lo  siguiente: 

TlTUL.0  PIUMERO 

DE  LA    DIVISIÓN    JUDICIAL 

CAPÍTULO  ÚNICO 

De  la  división  judicial  del  territorio  en 
distritos,  comarcas,  juzgados  y  pa- 
rroquias. 

Articulo  1.**  El  territorio  del  conti- 
nente del  Reino  de  Portugal  é  islas 
adyacentes  se  dividirá  para  lo  judicial 


en  distritos,  comarcas,  juzgados  y  pa- 
rroquias. 

En  cada  distrito  habrá  una  Audien- 
cia; en  cada  comarca,  excepto  en  Lis- 
boa y  Oporto,  habrá  un  Juez  de  dere- 
cho, y  uno  ó  varios  circuios  de  Jurados; 
en  cada  juzgado  un  Juez  ordinario  y 
uno  ó  varios  Jueces  de  paz;  en  cada 
parroquia  un  Juez  electivo. 

En  todas  las  comarcas,  excepción 
hecha  de  las  que  sean  capitales  de  Au- 
diencia, habrá  un  Tribunal  de  policía 
correccional . 

§  I.*— En  la  comarca  de  Lisboa  ha- 
brá seis  Jueces  de  derecho.de  primera 
instancia  para  lo  civil,  un  Juez  de  pri- 
mera instancia  de  Comercio  (1),  y  tres 
Jueces  de  derecho  de  primera  instancia 
para  lo  criminal. 

§  2.°— En  la  de  Oporto  habrá  tres  Jue- 
ces de  derecho  de  primera  instancia 
para  lo  civil,  un  Juez  de  primera  ins- 
tancia de  Comercio  (2),  y  un  Juez  de 
derecho  de  primera  instancia  para  lo 
criminal. 


(1)    Véase  el  decreto  de  23  de  Junio  de  18*70. 
^2)     Véase  el  decreto  de  28  de  Junio  de  1870. 
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Art.  B."*  En  las  ciudades  de  Lisboa 
y  Oporto  no  habrá  juzgados  ni  Jueces 
ordinarios. 

Art.  3.**  En  el  continente  del  Reino 
é  islas  adyacentes,  en  las  del  Cabo 
Verde  y  en  las  posesiones  del  África 
occidental,  el  distrito  de  las  Audiencias 
de  Lisboa,  Oporto  y  Punta  Delgada  es 
el  señalado  en  el  estado  que  forma  par- 
te de  este  decreto  (2). 

Art.  4.**  Los  círculos  de  Jurados  de 
cada  comarca  se  fijarán  oídos  los  con- 
sejos de  distrito  y  Jueces  de  derecho 
respectivos. 

Art.  5.^  El  número  de  Jueces  de  paz 
se  fijará  por  un  decreto. 

TtTULO  U 

DEL  TRIBUNAL  SUPREMO  DE  JUSTICIA 

CAPÍTULO  PRIMERO 
De  su  organización 

Art.  6.^  El  Tribunal  Supremo  de 
Justicia  reside  en  Lisboa  y  su  jurisdic- 
ción se  extiende  á  todo  el  Reino  y  sus 
posesiones  (3). 

Art.  7.®  Se  compone  de  11  Magis- 
trados, uno  de  los  cuales  ejerce  la  Pre- 
sidencia. 

Art.  8.®  Los  Magistrados  del  Tribu- 
nal Supremo  de  Justicia  son  nombra- 
dos por  el  Rey,  tienen  el  título  del  Con- 
sejo, tratamiento  de  excelencia  y  usan 
beca  sobre  la  toga.  El  Presidente  les 
recibirá  el  juramento. 


(1)  No  se  inserta  por  carecer  de  interés,  ser 
ajeno  á  la  índole  de  la  presente  obra  y  estar  de- 
rogado por  el  establecido  en  la  ley  de  16  de  Abril 
de  18*74. 

(2)  Concuerda  con  el  art.  39  del  Proyecto  de- 
finitivo de  Código  de  Proceíiimiento  criminal 
iie  1882. 


Art.  9.**  El  Presidente  se  nombra 
por  el  Rey,  de  entre  los  Magistrados; 
tiene  el  mismo  título  y  usa  igual  traje. 
El  Ministro  y  Subsecretario  de  los  Ne- 
gocios de  Justicia  le  reciben  el  jura- 
mento. 

Art.  10.  El  Ministerio  fiscal  del  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia  se  compone 
del  Fiscal  de  S.  M.,  con  título,  trata- 
miento y  traje  como  los  anteriores,  y 
de  dos  ayudantes;  el  Presidente  del  Tri- 
bunal les  toma  el  juramento. 

Art.  11.  Los  empleados  subalternos 
del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  son: 
un  Secretario,  que  en  lo  sucesivo  habrá 
de  ser  Bachiller  graduado  en  Derecho, 
un  Oficial  de  secretaría,  dos  escribien- 
tes, un  portero,  dos  hugieres,  un  Oficial 
de  Sala  y  un  Escribano  del  Oficial  de 
Sala.  Todos  ellos  son  de  real  nombra- 
miento é  inamovibles.  Para  el  servicio 
del  Tribunal  habrá  un  correo  (1). 

Art.  12.  Los  Magistrados  del  Tribu- 
nal Supremo  de  Justificiason  perpetuos 
y  no  pueden  ser  depuestos  sino  por  sen- 
tencia firme;  no  obstante,  pueden  ser 
suspendidos  por  Real  decreto  y  con  suje- 
ción á  los  requisitos  legales,  ó  á  conse- 
cuencia de  procesamiento,  por  ignoran- 
cia inexcusable  ó  por  delito,  pudiéndo 
ser  jubilados  con  justa  causa,  probada 
ésta  y  previo  informe  del  Tribunal, 
aplicándose  á  los  que  se  imposibilita- 
ren en  el  servicio  las  disposiciones 
correspondientes  de  la  ley  de  12  de  No- 
viembre de  1822. 

Art.  13.  La  antigüedad  de  los  Magis- 
trados del  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia, tanto  antes  como  después  de  la 
presente  Organización,  se  determinará 
por  la  prioridad  de  fecha  del  respectivo 
nombramiento. 


(l)     Téngase  en  cuenta  el  estado  de  las  comu- 
nicaciones en  el  aüo  1841. 
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Art.  14.  Oirán  con  urbanidad  á  las 
partes,  resolviendo  los  negocios  con 
brevedad  y  justicia. 

Art.  15.  El  Presidente  y  los  Magis- 
trados, el  Fiscal  de  S.  M.  y  los  ayudan- 
teS|  así  como  los  demás  empleados  del 
Tribuna],  percibirán  los  sueldos  seña- 
lados por  la  ley. 

§  1.®— El  que  solicitare  y  obtuviere  li- 
cencia deberá  registrarla  en  la  oñcina 
correspondiente;  la  omisión  de  este  re- 
quisito producirá  el  descuento  de  un 
trimestre  de  su  sueldo. 

§  2.**— El  que  disfrutare  de  licencia 
por  más  de  treinta  días  cada  año,  deja- 
rá de  percibir  la  tercera  parte  del  suel- 
do correspondiente  á  la  duración  de  la 
ausencia. 

CAPÍTULO  II 

Del  modo  de  suplir  la  falta  de  los  Ma- 
gistrados 

Art.  16.  El  número  legal  de  Magis- 
trados se  completará,  en  caso  necesa- 
rio, habilitando  como  suplentes  á  los 
Magistrados  de  la  Audiencia  de  Lisboa, 
excepto  al  Presidente  y  Vicepresidente, 

Art.  17.  El  nombramiento  de  los 
Magistrados  suplentes  se  efectuará  en 
la  forma  establecida  en  el  art.  21,  nú- 
mero 9.° 

Art.  18.  Los  Magistrados  suplentes 
se  nombrarán  observando  la  preferen- 
cia que  guarden  entre  sí,  sin  que  esto 
perjudique  las  antigüedades. 

Art.  19.  Los  Magistrados  suplentes, 
aunque  cese  el  motivo  que  hubiere  ori- 
ginadlo su  nombramiento,  despacharán 
los  negocios  que  en  aquel  tiempo  tuvie- 
ren día  señalado. 


TOÜO  VIL— iNaTlTUGZONW  JUBÍDICAJU. 


CAPÍTULO   lil 

De  la  competencia   del  Tribunal   Su- 
premo de  Justicia 

Art.  20.  Compete  al  Tribunal  Supre- 
mo de  Justicia: 

1.^  Conocer  de  la  admisión  de  la  re- 
visión en  los  casos  y  en  la  forma  esta- 
blecidos por  la  ley,  designar,  cuando 
proceda,  el  Juez  ó  Tribunal  que  haya  de 
juzgar  nuevamente  el  hecho  (1); 

2.°  Ordenar  la  suspensión  de  la  eje- 
cución de  sentencias  contradictorias 
en  que  dos  ó  más  reos  aparezcan  con- 
denados como  autores  del  mismo  deli-' 
to,  cuando  el  Fiscal  de  S.  M.,  de  oficio, 
ó  á  instancia  de  cualquiera  de  los  sen- 
tenciados, participe  la  existencia  de 
las  mismas,  y  proceder  con  arreglo 
al  art.  1.263; 

3°  Ordenar  la  suspensión,  á  peti- 
ción del  Fiscal  de  S.  M.,  de  la  ejecución 
de  sentencia  condenatoria,  cuando  el 
reo  hubiere  interpuesto  querella  por 
falso  testimonio  contra  algún  testigo 
de  la  acusación,  en  el  plenarío,  proce- 
diendo de  conformidad  con  lo  dispues- 
to en  los  artículos  1.2G5  y  siguientes; 

4.°  Proceder  de  igual  modo  que  en 
el  número  precedente,  cuando  el  reo 
condenado  se  querellare  por  soborno  ó 
cohecho  de  cualquiera  de  los  jurados 
que  intervinieron  en  la  causa; 

5.°  Conocer  del  procedimiento  por 
ignorancia  inexcusable  y  de  los  delitos 
cometidos  por  los  Magistrados  del  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia,  por  los  de 
las  Audiencias  y  por  los  funcionarios 
del  Ministerio  fiscal  de  estos  Tribuna- 
les, hayanse  cometido  ó  no  los  delitos 


(1}    Concuerda  con  el  art.   40  del  proyecto  de 
1882. 
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citados  en  el  ejercicio  de  las  funciones; 

6.°  Conocer  de  las  acciones  de  da- 
ños y  perjuicios  interpuestas  contra 
Magistrados  y  funcionarios  del  Minis- 
terio fiscal  á  que  se  refiere  el  número 
anterior; 

7.®  Señalar  la  Audiencia  que  haya 
de  juzgar  las  acciones  de  daños  y  per- 
juicios que  sean  de  la  competencia  de 
las  mismas,  en  el  caso  del  núm.  3."  del 
arttculo  43; 

8.®  Conocer  de  las  contiendas  de  ju- 
risdicción 6  de  las  cuestiones  de  com- 
petencia promovidas  entre  Autoridades 
del  orden  judicial  del  distrito  de  Audien- 
cia diferente,  entre  las  Audiencias  y  en- 
tre Autoridades  administrativas  y  judi- 
ciales (1); 

9.®  Resolver  las  dudas  que  se  susci- 
ten acerca  de  la  antigüedad  de  los  Ma- 
gistrados, conforme  á  derecho,  oídos 
los  interesados; 

10.  Informar  sobre  las  traslaciones 
de  los  Jueces  de  derecho  de  primera 
instancia,  por  causa  de  conveniencia 
pública,  antes  de  transcurrido  el  trie- 
nio, conforme  á  lo  dispuesto  en  la  ley 
de  31  de. Octubre  de  1840; 

11.  Informaren  los  expedientes  de 
jubilación  de  los  Magistrados  y  demás 
Jueces  de  derecho,  según  el  art.  12. 

CAPÍTULO  IV 

De  las  atribudones  del  Presidente  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia  y  forma 
de  sustituirle. 

Árt.  21.    Compete  al  Presidente  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia: 
1.®    Formar  parte  de  la    Regencia 


(1}  Concuerda  con  el  núm.  2."  del  art.  40  del 
proyecto  de  1882,  y  el  núm.  l.°del  nrt.  227  del 
Código  de  Justicia  Militar  portugués. 


provisional,  según  lo  establecido  en  el 
artículo  104  de  la  Constitución ; 

2.®  Mantener  el  orden  y  dirigirlos 
trabajos  en  el  seno  del  Tribunal  reuni- 
do ó  en  secciones,  y  proceder  contra  las 
personas  del  público  que  asistan  á  las: 
sesiones,  si  lo  perturbaren,  hasta  con 
prisión,  poniéndolos  á  disposición  del 
Juez  competente  para  que  deduzca  el 
tanto  de  culpa  según  la  gravedad  del 
caso; 

3.°  Mantener  el  orden  en  las  sesio- 
nes y  decidir  las  votaciones; 

4."  Velar  porque  los  Magistrados 
del  Tribunal  y  demás  empleados  cum- 
plan los  deberes  de  sus  respectivos  <5ar- 
gos,  ordenando  la  formación  de  caiisa 
contra  los  mismos  por  los  delitos  que 
cometan  y  responsabilidad  en  que  in- 
curran por  ignorancia  inexcusable; 

5.^  Ordenar  que  se  fije  á  la  puerta 
del  Tribunal  una  relación  de  los  nego- 
cios que  hayan  de  decidirse  en  cada  se- 
sión; 

6.**  Conceder  licencia  á  los  Magis- 
trados y  emp'eados  del  Tribunal  por 
treinta  días,  existiendo  causa  justifica- 
da, y  poniéndolo  en  conocimiento  del 
Gobierno; 

7.°  Firmar  todas  las  órdenes  que  se 
expidan  por  el  Tribunal  en  asuntos  de 
su  compotencia; 

8.**  Decidir  con  su  voto  en  caso  de 
empate; 

9.*"  Oficiar  al  Presidente  de  la  Au- 
diencia de  Lisboa  cuando  sea  preci- 
so proceder  al  nombramien  o  de  su- 
plentes; 

10.  Hacer  ejecutar  las  leyes  dentro 
del  círculo  de  sus  atribuciones. 

Art.  22.  En  ausencias  y  enfermeda- 
des del  Presidente  hará  sus  veces  el 
Magistrado  más  antiguo,  el  cual  conti- 
nuará conociendo  en  los  negocios  en 
que  hubiere  puesto  el  visto. 
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CAPÍTULO  V 

Del  Ministerio  fseal  del  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia 

Art.  23.  Los  cargos  del  Ministerio 
fiscal  en  el  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia constituyen  comisiones  de  Real 
nombramiento  y  amovibles  á  voluntad 
del  Rey;  pero  las  personas  que  los  des- 
empeñen, procedentes  de  la  clase  de 
Jueces,  recobran  los  cargos  que  antes 
ocupaban  y  otros  si  hubieren  ascen- 
dido. 

§  único.— Esta  disposición  se  entien- 
de sin  perjuicio  de  los  derechos  adqui- 
ridos con  anterioridad  al  decreto  de  29 
de  Noviembre  de  1836. 

Art.  24.  El  Fiscal  de  S.  M.  es  el  su- 
perior de  todos  los  de  su  Ministerio,  y 
además  de  las  atribuciones  que  ejerce 
ante  el  Tribunal  y  que  son  análogas  á 
las  de  los  Fiscales  de  las  Audiencias, 
le  compete: 

L**  Acusar  ante  el  Senado  por  los 
delitos  cuya  acusación  no  corresponda 
á  la  Cámara  de  los  Diputados,  á  las 
personas  señaladas  en  el  art.  61  de  la 
Constitución  (1); 

2.**  Informar  por  escrito  en  los  asun- 
tos que  le  ordene  el  Gobierno; 

3.**  Vigilar  la  conducta  de  sus  subor- 
dinados en  el  desempeño  de  sus  car- 
gos, dándoles  las  órdenes  é  instruccio- 
nes oportunas,  comunicándose  con  sus 
inmediatos  ó  con  cualesquiera  otros 
empleados  del  Ministerio  público  cuan- 
do lo  estime  conveniente; 

4.®  Informar  al  Gobierno  de  los  deli- 
tos y  casos  de  responsabilidad  por  ig- 


(1)  Art.  413  del  proyecto  de  1882,  5.*  de  la  ley 
de  15  de  Febrero  de  1849,  2."  del  Regflamento  de 
la  Cámara  de  los  Pares  de  2  de  Mayo  de  1843. 


norancia  inexcusable  cometidos  en  ^l 
desempeño  de  sus  funciones  por  los 
Jueces  de  derecho  de  primera  instan-, 
cia,  cuando  se  le  exija,  conforme  á  los 
párrafos  1.°  y  3.**  del  art.  8.*^  de  la  ley 
de  28  de  Noviembre  de  1840  (1). 

Art.  25.  El  Fiscal  de  S.  M  observa- 
rá la  más  estricta  imparcialidad  en  el 
desempeño  de  su  cargo,  y  sostendrá 
siempre,  como  Fiscal  de  la  ejecución 
de  las  leyes,  los  intereses  de  la  jus- 
ticia. 

Art.  26.  El  expediente  de  la  procu- 
raduría del  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia está  á  cargo  de  la  secretaría  del 
mismo. 

CAPÍTULO  VI 

Del  Secretario  y  demás  empleados  su* 
halternos  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia. 

Art.  27.  Corresponde  al  Secretario 
del  Tribunal  Supremo  de  Justicia: 

1.®  Asistir  á  las  sesiones  del  Tribu- 
nal, presentar  en  ellas  los  procesos  y 
papeles  que  hubieren  de  repartirse, 
anotando  el  repartimiento  hecho  en  el 
libro  destinado  al  efecto,  escribir  en  las 
actuaciones  y  continuar  todos  sus  trá- 
mites; 

2.°  Registrar  en  el  libro  correspon- 
diente los  procesos  terminados  para 
sentenciarse  definitivamente,  y  firmar 
las  notas  de  aquellos  para  cuyo  despa- 
cho se  hubiere  señalado  día  y  hacer  las 
citaciones  correspondientes; 

3.°  Ejecutar  cuanto  le  ordene  el  Prcr 
sidente,  y  cumplir  lo  que  determina 
este  decreto. 

§  1.°— En  ausencias  ó  enfermedades 
del  Secretario,  desempeña  sus  funcio- 


(1)    Concuerda  con    el    art.   46  del  proyecto 
de  1882.  -  > 
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nes  el  Oñcial  de  secretaría^  y  las  de 
ambos,  en  caso  necesario,  uno  de  los 
dos  escribientes. 

§2.®— Todos  los  empleados  del  Tri- 
bunal están  á  sus  órdenes  inmediatas. 

§  3.®— El  Secretario  usará  ,  durante 
las  sesiones,  traje  negro,  y  ocupará  en 
el  Tribunal  el  mismo  sitio  que  en  las 
Audiencias  los  Oñciales  de  Sala. 

§  4.®— El  Secretario  y  demás  subalter- 
nos del  Tribunal  perciben  los  sueldos 
señalados  por  la  ley. 

Art.  28,  El  portero,  además  de  las 
obligaciones  que  tiene  en  este  concep- 
to, es  el  Archivero  del  Tribunal,  y  lo 
mismo  que  los  demás  empleados,  cuan- 
do asistan  á  las  sesiones,  usarán  tam- 
bién traje  negro. 

TITULO  III 

DE   LAS  AUDIENCIAS 

CAPÍTULO    PRIMERO 
De  8u  organización 

Art.  29.  La  capital  de  las  Audiencias 
del  continente  del  Reino,  islas  de  la 
Madera,  Puerto  Santo,  Cabo  Verde  y 
Azores,  y  posesiones  del  África  occi- 
dental, se  halla  establecida  en  Lisboa, 
Oporto  y  Punta  Delgada,  extendiéndo- 
se la  jurisdicción  de  cada  unaá  su  res- 
pectivo distrito  (1). 

Art.  30.  En  cada  una  de  las  Audien- 
cias habrá  un  Presidente  y  un  Vicepre- 
sidente, nombrado  por  el  Rey,  que  pres- 
tarán juramento  ante  el  Ministro  y 
Subsecretario  de  Negocios  eclesiásti- 
cos y  de  justicia. 

§  único.— Los  Presidentes  se  nom- 


(1)    Concuerda   con   el  art.    39    del    proyecto 
de  1882. 


brarán  de  entre  los  Jueces  de  segunda 
instancia,  y  los  Vicepresidentes  de  en- 
tre los  de  la  respectiva  Audiencia. 

Art.  31.  Los  Presidentes  tienen  títu- 
lo del  Consejo,  tratamiento  de  excelen- 
cia, y  usarán  de  beca  sobre  la  toga. 

Art.  32.  Las  Audiencias  de  Lisboa  y 
Oporto  constarán  de  veintiún  Magistra- 
dos, y  la  de  Punta  Delgada  de  siete,  en 
cuyo  número  se  incluyen  los  Vicepre- 
sidentes. 

Art.  33.  Los  Magistrados  de  las  Au- 
diencias se  nombrarán  por  el  Rey,  de  la 
clase  de  Jueces  de  derecho  de  primera 
instancia,  según  la  antigüedad. 

§  L°— Prestarán  juramento  ante  el 
Presidente,  oirán  á  las  partes  con  ur- 
banidad, despachándoles  los  asuntos 
con  justicia  y  prontitud. 

§  2.**— Tendrán  acceso  al  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia,  según  su  antigüe- 
dad. 

§3.®— Usarán  de  beca  solamente,  y 
de  toga  y  beca  si  tuvieren  el  título  del 
Consejo. 

Art.  31.  En  cada  una  de  las  Audien- 
cias de  Lisboa  y  Oporto  habrá  un  Fis- 
cal de  S.  M.,  con  dos  ayudantes,  y  en  la 
de  Punta  Delgada  solamente  un  Fiscal. 

Art.  35.  Los  empleados  subalternos 
de  la  Audiencia  de  Lisboa  son:  un  Ofi- 
cial de  Sala,  un  revisor,  un  tasador, 
cuatro  Escribanos,  cinco  Oílciales  auxi- 
liares de  los  de  Sala  y  dos  alguaciles. 
La  de  Punta  Delgado  tendrá  un  Oficial 
de  Sala,  un  revisor,  dos  Escribanos,  dos 
Oficiales  auxiliaros  de  los  de  Sala  y  dos 
alguaciles.  Todos  estos  empleados  son 
de  nombramiento  del  Rey,  é  inamo- 
vibles. 

Art.  3G.  La  antigüedad  de  los  Ma- 
gistrados nombrados  para  la  primera 
organización  de  las  Audiencias  se  re- 
gulará según  el  art.  15  del  decreto  de  16 
de  Mayo  de  1832,  y  la  de  los  nombrados 
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con  posterioridad,  por  la  fecha  del 
nombramiento  respectivo. 

Art.  37.  A  los  Magistrados  es  apli- 
cable lo  dispuesto  en  el  art.  12. 

Art.  38.  El  Presidente,  Magistrados, 
Ministerio  fiscal  y  demás  empleados 
percibirán  los  sueldos  y  emolumentos 
señalados  por  la  ley. 

Art.  39.  A  los  citados  en  el  articulo 
anterior  que  se  hallen  disfrutando  de 
licencia  les  son  aplicables  las  disposi- 
ciones de  los  párrafos  1.®  y  2.**  del  ar- 
tículo 15. 

Art.  40.  Los  Magistrados  de  Lisboa 
que  prestaren  servicio  como  suplentes 
en  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  se 
considerarán  en  lo  relativo  á  la  percep- 
ción de  emolumentos  como  si  se  halla- 
ren en  la  Audiencia. 

Art.  41.  La  Audiencia  de  Goa,  por  lo 
que  respecta  á  su  distrito,  organiza- 
ción, competencia  y  servicio,  continua- 
rá rigiéndose  por  leyes  especiales,  aco- 
modadas á  sus  circunstancias  y  utili- 
dad de  los  pueblos. 

CAPÍTULO  II 

De  la  competencia  de  las  Audiencias 

Art.  42.  Las  Audiencias  conocerán 
en  segunda  y  última  instancia,  en  la 
forma  establecida  por  el  presente  de- 
creto: 

1.**  De  las  apelaciones  civiles  y  cri- 
minales interpuestas  por  los  Jueces  de 
primera  instancia  de  su  distrito; 

2.®  De  las  revisiones  admitidas  por 
el  Tribunal  Supremo  de  Justicia; 

3.®  De  las  apelaciones  interpuestas 
contra  los  fallos  de  los  Jueces  arbitros, 
voluntarios  ó  necesarios,  en  los  casos 
que  sean  procedentes; 

4.®  De  los  recursos  de  fuerza,  agra- 
rios de  petición,  de  instrumento,  y  en  el 


auto  de  proceso,  cartas  testimoniales  y 
demás  incidentes  (1). 

Art.  43.  Conocerán  en  primera  y 
única  instancia: 

1.°  De  las  responsabilidades  por  ig- 
norancia inexcusable  de  todos  los  Jue- 
ces de  derecho  de  primera  instancia  y 
sus  Fiscales,  así  como  de  los  delitos 
cometidos  por  los  mismos  en  ó  fuera 
del  desempeño  de  sus  funciones; 

2.®  De  las  acciones  por  daños  y  per- 
juicios entabladas  contra  los  Jueces  y 
funcionarios  del  Ministerio  fiscal  cita- 
dos en  el  número  anterior; 

3.°  De  las  acciones  de  daños  y  per- 
juicios entabladas  contra  los  Jueces  de 
derecho  y  funcionarios  del  Ministerio 
fiscal  respectivo,  fuera  de  su  distrito, 
cuando  se  les  ordenare  conocer  de  las 
mismas  por  no  existir  en  la  Audiencia 
correspondiente  dos  secciones; 

4.°  De  las  contiendas  de  jurisdicción 
ó  cuestiones  de  competencia  entre  los 
Jueces  de  derecho  de  sus  respectivos 
distritos  y  entre  los  Jueces  ordinarios, 
electivos  ó  de  paz,  de  distintas  comar- 
cas del  mismo  distrito; 

5.°  De  las  causas  de  reposición  de 
autos  que  se  pierdan  en  las  mismas; 

6.**  De  las  recusaciones  propuestas 
en  la  forma  y  casos  señalados  en  el 
presente  decreto; 

7.**  De  las  habilitaciones,  cuando  sus 
artículos  sean  confesados  en  los  autos 
pendientes  ante  las  mismas. 

Art.  44.  Asimismo  es  de  su  compe- 
tencia: 

1.**  Proceder,  cuando  ante  ellas  pen- 
dieren sentencias  contradictorias,  en  la 
forma  prevenida  en  el  art.  1.264; 

2,**  Anular  los  procedimientos  pen- 
dientes ante  las  mismas  cuando  ado- 


(l)     Concuerda    con  el   art    41    del   proyecto 
de  1882. 
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lezcan  de  defecto  insubsanable  ó  de 
falta  de  algún  requisito  sustancial; 

3.®  Corregir  á  los  Jueces  inferiores 
por  medio  de  advertencia,  asi  como 
multarlos  y  condenarlos  en  las  costas, 
en  los  casos  señalados  en  las  leyes; 

4.°  Advertir  é  imponer  multas  á  los 
Abogados, de  10.000  á  100.000  reis,  y  sus- 
penderlos hasta  por  seis  meses; 

5.**  Revisar  y  confirmar  las  senten- 
cias dictadas  por  Tribunales  extranje- 
ros para  que  puedan  ejecutarse,  salvo 
lo  que  se  determine  en  los  Tratados  y 
en  el  caso  de  convenio  entre  partes, 
confirmado  por  el  Juez  competente  de 
la  ejecución; 

6.**  Conceder  autorización  para  de- 
mandar á  un  Juez  de  derecho  ó  funcio- 
nario del  Ministerio  fiscal  por  daños  y 
perjuicios; 

7.®  Poner  en  conocimiento  del  Mi- 
nisterio fiscal  la  comisión  de  cualquier 
hecho  criminal,  para  que  proceda  con 
arreglo  á  las  leyes  cuando  haya  lugar 
á  la  acusación  por  parte  del  Ministerio 
público; 

8.**  Ordenar  que  se  proceda  al  em- 
bargo cuando,  pendiente  aún  de  apela- 
ción, el  apelante,  condenado  á  entregar 
alguna  cosa  inmueble,  disipare  ó  gas- 
tare los  frutos  ó  rentas  de  ella  (1). 

Art.  45.  De  las  resoluciones  de  las 
Audiencias  no  se  dará,  recurso  para 
otro  Tribunal,  excepto  el  de  revisión, 
conforme  al  presente  decreto. 

§único.— La  jurisdicción  de  las  Au- 
diencias por  la  cuantía  de  los  negocios 
es  de  600.000  reis,  excepto  en  lo  mer- 
cantil, que  será  la  que  fije  el  Código  de 
Comercio  (2). 

Art.  46.    A  la  Audiencia  de  Lisboa 


(1)  Concuerda  con  el  art.  41  del  proyecto  de 
1882. 

(2)  V.  el  decreto  de  23  de  Junio  de  1870. 


corresponde  exclusivamente  juzgar  ios 
asuntos  pertenecientes  á  las  Audien- 
cias de  las  Azores  y  del  Estado  de  la 
India,  si  en  ellas  fueren  recusados  tal 
número  de  Magistrados  que.  no  haya 
número  legal  para  fallarlos. 

CAPÍTULO  III 

De  las  aíribueiones  de  los  Presidentes 
de  Audiencia  y  forma  de  suplir  su 
falta. 

Art.  47.  A  los  Presidentes  de  las  Au- 
diencias corresponde: 

1.®  Mantener  la  compostura,  aten- 
ción y  orden  en  las  sesiones,  proce- 
diendo, contra  los  que  no  lo  guardaren, 
hasta  con  prisión,  si  fuere  necesario;  " 

2.®  Repartir  y  dirigir  los  negocios  de 
la  Audiencia,  cuidando  de  que  los  Ma- 
gistrados y  funcionarios  de  la  misma 
no  se  ocupen  en  negocios  extraños  ó 
no  despachen  los  que  deban,  y  procu- 
rando que  todos  cumplan  con  celo  sus 
obligaciones.  Cuando  no  sea  posible 
celebrar  sesión  por  falta  de  Magistra- 
dos, ordenará  levantar  acta  de  ello  y  la 
remitirá  al  Ministro  de  Justicia; 

3.®  Mantener  el  orden  debido  en  las 
sesiones,  no  permitiendo  que  los  Ma- 
gistrados se  interrumpan  unos  á  otros 
ó  que  hablen  más  de  dos  veces,  excep- 
to si  fuese  para  pedir  alguna  aclara- 
ción ó  hacerla,  asi  como  para  modifi- 
car ó  reformar  su  parecer; 

4.°  Emplear  el  cuidado  y  celo  preci- 
sos para  que  todos  los  funcionarios  y 
empleados  de  la  Audiencia  cumplan 
íiel,  pronta  y  exactamente  sus  obliga- 
ciones, reprendiéndoles  por  las  omisio- 
nes leves  y  haciendo  efectiva  su  res- 
ponsabilidad en  los  casos  en  que  pro- 
ceda; 

5.°    Informar  al  Gobierno  acerca  de 
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los  funcionarios  de  la  Administración 
de  justicia  que  no  cumplan  los  deberes 
de  su  cargo; 

6.°  Cuidar  de  la  provisión  de  los  car- 
gos de  la  Audiencia  y  de  todos  los  de- 
más de  justicia  de  las  ciudades  que  sean 
capital  de  las  mismas^en  cuanto  no  dis- 
ponga de  ellos  el  Gobierno,  y  dar  parte 
á  éste  de  los  fallecimientos  que  ocu- 
rrieren ; 

7.°  Hacer  los  nombramientos  á  que 
están  autorizados  por  este  decreto; 

8.**  Registrar  ó  hacer  que  se  regis- 
tre en  el  libro  destinado  al  efecto  el  sig- 
no de  los  Notarios; 

9."  Conceder  licencia  á  los  emplea- 
dos subalternos  por  treinta  días,  me- 
diando causa  justificada,  y  ponerlo  en 
conocimiento  del  Gobierno; 

10.  Mandar  registrar  en  el  libro  co- 
rrespondiente los  Bachilleres  gradua- 
dos en  Derecho  que  pretendan  ejercer 
la  abogacía  en  las  Audiencias  y  en  los 
juzgados  de  primera  instancia  de  la 
comarca,  previa  la  presentación  de  los 
títulos  ó  diplomas  que  acrediten  ha- 
llarse habilitados  para  el  ejercicio  de 
la  profesión;  así  como  otorgar  autori- 
zación para  abogar  á  los  que  no  estén 
habilitados  para  ellolegalmente,  cuan- 
do sea  preciso,  y  haciéndolos  exami- 
nar por  un  Juez  de  derecho.  Los  Abo- 
gados, en  el  ejercicio  de  sus  funciones, 
usarán  toga  y  birrete  negros; 

11.  Ordenar  que  se  fije  á  la  puerta 
del  Tribunal  nota  de  los  pleitos  y  cau- 
sas que  hayan  de  despacharse  en  cada 
sesión,  y  un  edicto,  el  último  día  de 
Agosto,  declarando  de  vacaciones  el  de 
Septiembre  y  ordenando  que  el  día  1.® 
fie  Octubre  habrá  de  encontrarse  pre- 
sente en  sus  puestos  todo  el  personal; 

12.  Decidir  con  su  voto,  en  caso  de 
empate,  y  cuando  corresponda,  según 
este  decreto; 


13.  Ejercer  las  funciones  de  Canci- 
ller en  los  puntos  que  sean  capital  de 
Audiencia,  sellando  todas  las  senten- 
cias, cartas  y  demás  papeles; 

14.  Firmar  las  órdenes  que  se  expi- 
dan por  las  Audiencias  que  no  corres- 
pondan privativamente  á  los  Relatores; 

15.  En  las  comarcas  de  Lisboa  y 
Oporto,  nombrar  el  Juez  de  derecho 
que  deba  sustituir  al  impedido  ó  au- 
sente; 

16.  Visitar  las  cárceles  civiles,  ios* 
peccionándolas,  reprimiendo  los  abu- 
sos y  excesos  de  los  empleados,  oyen- 
do álos  detenidos  en  ellas,  proveyendo 
en  cada  caso,  según  sus  atribuciones,  y 
cuando  excedan,  informar  al  Gobierno 
acerca  de  las  medidas  que  deben  adop- 
tarse. Al  Presidente  de  la  Audiencia  de 
Lisboa  incumbe  también  visitar  el  pre- 
sidio de  la  Cueva  de  la  Mora; 

17.  Dar  la  posesión  á  los  Jueces  y 
tomarles  juramento,  así  como  á  los 
funcionarios  del  Ministerio  fiscal  y  á 
los  empleados  de  la  Audiencia;  dar  po- 
sesión al  Vicepresidente  cuando  le 
constare  que  prestó  juramento  ante  el 
Ministro  y  Subsecretario  de  Negocios 
de  justicia,  y  recibir  juramento  á  los 
Jueces  de  primera  instancia.  Delegados 
fiscales  y  curadores  de  huérfanos; 

18.  Designar  qué  Juez  de  la  Audien- 
cia ha  de  ir  á  recibir  la  declaración  de 
algún  miembro  de  la  Familia  Real  ó 
Ministril  en  activo  servicio  que  residie- 
ren en  el  mismo  punto; 

19.  Consignar  el  día  de  presentación 
en  las  peticiones  de  agravio,  cuando 
haya  lugar; 

20.  Repartir  las  solicitudes  de  que- 
rella contra  los  Jueces  de  derecho  y 
Delegados  del  Fiscal  de  S.  M.; 

21.  Mandar  poner  cláusulas  de  cie- 
rre en  el  libro-registro  de  Jueces; 

22.  Firmar   las   certificaciones   del 
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Oficial  de  Sala,  de  no  haberse  inter- 
puesto apelación; 

23.  Examinar  los  libros-registros  de 
multas  judiciales  que  los  Escríbanos  de 
las  Audiencias  deben  llevar; 

24.  Proponer  al  Gobierno  las  perso- 
nas que  hayan  de  sustituir  á  los  Jueces 
de  derecho  en  las  comarcas  del  Reino, 
conforme  al  presente  decreto; 

25.  Finalmente,  hacer  ejecutar  las 
leyes,  reglamentos  y  decretos  dentro 
de  los  límites  de  sus  atribuciones,  pro- 
cediendo contra  sus  infractores. 

Art.  48.  En  ausencias  y  enfermeda- 
des del  Presidente,  hará  sus  veces  el 
Vicepresidente,  que  únicamente  dejará 
de  desempeñar  las  funciones  de  Magis- 
trado cuando  ocupe  el  cargo  de  Presi- 
dente, y  seguirá  conociendo  de  los 
asuntos  en  que  hubiere  dictaminado  ó 
puesto  el  visto. 

Art.  49.  En  ausencias  y  enfermeda- 
des del  Presidente  y  del  Vicepresiden- 
te, desempeñará  estos  cargos  el  pri- 
mer Magistrado,  por  orden  de  antigüe- 
dad. 

§  único.— No  hallándose  presente  en 
alguna  sesión  ninguno  de  los  referidos, 
hará  las  veces  de  Presidente,  para  el 
desempeño  del  servicio,  el  Magistrado 
que  siguiera  en  antigüedad  en  aquella 
sección,  y  cuando  hubiere  de  relatar 
algún  hecho,  le  sustituirá  durante  este 
incidente  el  inmediato. 

Art.  50.  Los  Oficiales  de  Sala  son 
los  Secretarios  de  los  Presidentes. 

CAPÍTULO  IV 

Del  Ministerio  fiscal  de  las  Audiencias 

Art.  51.  Los  cargos  del  Ministerio 
fiscal  de  las  Audiencias  son  comisiones 
amovibles,  según  arbitrio  del  Gobier- 


no, y  á  las  personas  que  los  desempe- 
ñen son  aplicables  las  disposiciones 
del  art.  23. 

Art.  52.  Al  Ministerio  fiscal  corres- 
ponde: 

1.*^  Requerir  y  dictaminar  de  pala- 
bra ó  por  escrito  en  t  odas  las  acciones, 
tíjecuciones  y  demás  litigios  en  que 
sea  parte  ó  esté  interesada  la  Hacienda 
pública; 

2.®  Informar  en  los  delitos  públicos 
y  en  sus  incidentes  y  promover  su  se- 
guimiento; 

3.®  Promover  la  formación  de  causa 
á  los  Jueces  y  funcionarios  de  la  Admi- 
nistración de  Justicia  por  abusos  ó 
errores  inexcusables  en  el  ejercicio  de 
sus  cargos,  y  requerir  que  sean  censu- 
rados, amonestados  ó  multados,  según 
los  casos; 

4.°  Interponer  los  recursos  corres- 
pondientes en  las  causas  en  que  el  Mi- 
nisterio público  deba  intervenir; 

5.°  Recurrir  de  la  sentencia  que  no 
condenare  á  multa  á  la  parte  vencida, 
cuando  debiere  tener  lugar  esta  conde- 
nación; 

6.°    Promover  el  cobro  de  las  multas; 

7.°  Dictar  providencias  dentro  de  sus 
atribuciones,  cuando  tengan  conoci- 
miento que  en  cualquier  Juzgado  no  se 
tramita  con  la  regularidad  debida  algu- 
na causa  criminal  ó  de  Hacienda,  y 
cuando  sean  menester  otras  que  exce 
dan  de  sus  atribuciones,  solicitarlas  del 
Gobierno  por  intervención  del  Fiscal 
del  Tribunal  Supremo  do  Justicia; 

8.^  Demandar  y  ser  demandados  sin 
que  preceda  autorización; 

9.®  Promover  la  ejecución  de  las  pe- 
nas á  que  hayan  sido  condenados  los 
reos  de  cualquier  delito; 

10.  Requerir  la  suspensión  de  las 
sentencias  en  causa  criminal  cuando 
sean  incompatibles  y  contradictorias. 
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en  tal  forma,  que  una  constituya  la 
prueba  de  ]a  inocencia  del  reo. 

Art.  53.  Al  Ministerio  fiscal  incumbe 
intervenir: 

1.°  En  las  contiendas  de  jurisdicción 
^  cuestiones  de  competencia; 

2.®  En  los  recursos  de  fuerza  en  co- 
nocer; 

3.^    En  las  reformas  de  autos; 

4.**  En  las  justificaciones  sobre  he- 
rencias de  Ultramar  que  vayan  á  las 
Audiencias; 

5.**  En  las  habilitaciones  y  justifica- 
ciones sobre  sucesión  de  bienes  de  la 
Corona,  ó  solicitud  de  concesión  de 
mercedes  6  recompensas  por  servicios 
prestados  al  Estado; 

6.**  En  las  apelaciones  de  los  expe- 
dientes de  expropiaciones  de  terreno 
por  causa  de  utilidad  pública; 

7.**  En  la  confirmación  de  sentencias 
de  Tribunales  extranjeros; 

8.®  En  las  apelaciones  sobre  nom- 
bramiento de  curador  para  bienes  de 
un  ausente; 

9.**  En  las  apelaciones  de  las  senten- 
cias que  confirmen  ó  revoquen  las  Or- 
denanzas municipales; 

10.  En  cualesquiera  cuestiones  sobre 
tasación  de  costas  ú  honorarios,  cui- 
dando de  que  los  funcionarios  de  la  Ad- 
ministración de  justicia  no  reciban  más 
délos  debidos; 

11.  En  los  actos  pertenecientes  á 
personas  que  necesiten  la  protección 
del  Estado,  y  en  aquellos  en  que  todas 
ó  alguna  de  las  partes  se  defendiere 
por  medio  de  Procurador; 

12.  En  las  acciones  de  daños  y  per- 
juicios contra  Jueces,  é  igualmente 
cuando,  antes  de  entablarse  la  acción, 
hubiera  la  parte  solicitado  autorización 
para  interponerla; 

13.  En  las  cuestiones  sobre  el  estado 
civil  de  líts  personas  y  tutelas. 


Art.  54.  En  las  traslaciones  de  los 
Jueces  de  derecho  de  primera  instancia 
compete  al  Fiscal  de  la  Audiencia  res- 
pectiva trasladarse  por  orden  del  Go- 
bierno al  lugar  en  donde  prestaba  sus' 
servicios  el  Juez  trasladado  para  averi- 
guar é  informar  si  existen  motivos  de 
responsabilidad. 

Art.  55.  A  los  Fiscales  de  las  Audien- 
cias corresponde  igualmente: 

1.®  Visitar  las  cárceles  civiles,  pro- 
mover el  seguimiento  de  las  causas  en 
lo  criminal,  traslaciones  de  presos,  y 
que  los  reos  condenados  á  trabajos  pú- 
blicos salgan  para  su  respectivo  des- 
tino; 

2.**  Comunicar  órdenes  á  sus  subal- 
ternos relativas  al  servicio  público,  sos- 
tener con  ellos  correspondencia  con 
objeto  de  poder  informar  al  Gobierno 
de  cuanto  fuere  conveniente,  por  inter- 
vención del  Fiscal  del  Tribunal  Supre- 
mo de  Justicia; 

3.**  Nombrar  los  Subdelegados  á 
propuesta  de  los  Delegados,  y  exone- 
rarlos, cuando  convenga  para  el  mejor 
servicio; 

4.®  Fiscalizar  el  cumplimiento  de  las 
leyes,  reglamentos  y  decretos,  y  la  ma- 
nera como  los  funcionariosdela  Admi- 
nistración de  justicia  cumplen  sus  de- 
beres. 

Art.  56.  Los  Fiscales  de  S.  M.,  por 
conducto  del  Fiscal  del  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia,  informarán  al  Go- 
bierno del  modo  como  se  practica 
cualquier  ley  y  de  los  inconvenientes 
que  ofrece  su  ejecución. 

Art.  57.  Los  Fis  ales  de  las  Audien- 
cias y  sus  ayudantes  son  responsables 
de  las  omisiones  ó  faltas  cometidas  en 
el  desempeño  de  sus  obligaciones,  y 
serán  castigados  en  la  forma  preveni- 
da en  las  leyes. 

Art.  58.    Los  Fiscales  y  sus  ayudan  - 
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tes  prestarán  juramento  ante  el  Presi- 
dente de  la  Audiencia  respectiva  y  usa- 
rán la  beca  en  los  actos  de  servicio. 

Art.  59.  Los  Fiscales  y  sus  ayudan- 
tes estarán  exentos  de  los  encargos  de] 
Consejo  y  de  todo  servicio  personal, 
mientras  estén  desempeñando  el  cargo. 

§  único.— Esta  exención  es  aplicable 
á  todos  los  funcionarios  del  Ministerio 
público. 

CAPÍTULO  V 

De  los  Oficiales  de  Sala,  Oficiales  auxi- 
liares de  éstos  y  alguaciles  de  las  Aü- 
diencías, 

Art.  60.  Los  Oficiales  de  Sala  y  de- 
más empleados  subalternos  de  las  Au- 
diencias prestarán  juramento  ante  el 
Presidente  y  usarán  en  los  actos  de 
servicio,  dentro  del  Tribunal,  traje 
negro. 

Art.  6L  Tendrán  á  su  cargo,  bajo  su 
responsabilidad,  la  custodia  de  los  Au- 
tos y  papeles  que  queden  en  el  Tribu- 
nal, los  libros,  muebles,  utensilios  y 
demás  objetos  pertenecientes  á  la  Au- 
diencia; cuidando  de  que  las  mesas, 
asientos,  tinteros  y  todo  lo  necesario 
para  el  servicio  se  hallen  en  buena  con- 
servación y  orden,  y  que  las  puertas  del 
Tribunal  se  abran  á  las  horas  señala- 
das los  días  de  sesión. 

Art.  62.  Todos  los  pleitos  y  demás 
papeles  que  se  remitan  á  las  Audien- 
cias, se  entregarán  al  Oficial  de  Sala 
respectivo  para  que  éste  les  dé  el  des- 
tino correspondiente. 

Art.  63.  Los  Oficiales  de  Sala,  como 
Secretarios  de  los  Presidentes,  tendrán 
á  su  cargo  la  dirección  y  distribución 
de  los  trabajos  por  los  Oficiales  de  la 
secretaría  de  los  Presidentes  y  debe- 
rán emplear  el  celo  necesario  para  evi- 


tar la  demora  de  los  expedientes  y  que 
todos  los  papeles  se  hallen  en  buen  or- 
den y  clasificación. 

Art.  64.  A  los  Oficiales  de  Sala  in- 
cumbe: 

1.°.  Presentar  inmediatamente  de  re- 
cibidos los  pleitos  y  causas  á  la  prime- 
ra sesión  para  el  repartimiento,  bajo 
pena  de  suspensión  temporal,  al  arbi- 
trio del  Presidente; 

2.**  Recibir  los  escritos  de  apelacio- 
nes y  agravios,  siendo  responsables  de 
las  faltas  que  se  hubieren  cometido; 

3.®  Extender  nota  de  las  causas  que 
se  hallen  pendientes  de  señalamiento 
de  día  parxi  la  vista  en  el  libro  corres- 
pondiente, expresando  los  nombres  de 
las  partes,  de  los  Magistrados  instruc- 
tores y  adjuntos,  y  del  Escribano  res- 
pectivo, fecha  del  repartimiento  y  de- 
más declaraciones  convenientes  para 
poder  hacer  constar  la  antigüedad  ó 
motivos  de  preferencia; 

4.°  Poner  notas  de  cierre  en  los  li- 
bros de  inscripción  de  Magistrados; 

5.°  Firmar  las  listas  de  las  causas 
que  tengan  día  señalado  para  la  sen- 
tencia ó  vista; 

6.°  Expedir  certificaciones  á  las  par- 
tes de  que  no  se  han  interpuesto  ape- 
laciones; 

7."  Informar  al  Presidente  de  las 
omisiones  y  faltas  cometidas  por  los 
empleados  subalternos,  y  cuidar  con  di- 
ligencia que  todos  desempeñen  con 
prontitud  el  servicio  que  les  esté  enco  - 
mendado; 

8,°  Ejecutar  las  órdenes  que  reciban 
de  los  Presidentes; 

9.®  Permanecer  en  el  Tribunal  du- 
rante la  celebración  de  las  sesiones. 

Art.  65.  En  ausencias  y  enfermeda- 
des de  un  Oficial  de  Sala,  le  sustituirá 
el  Escribano  más  antiguo  al  servicio 
del  Tribunal,  y  en  la  secretaría,  el  em- 
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pleado  de  la  misma  que  el  Presidente 
designe. 

Art.  66.  Los  Oñciales  de  Sala  son 
los  archiveros  de  los  protocolos  finali- 
zados depositados  en  las  Audiencias,  y 
percibirán,  bajo  este  concepto,  los  emo- 
lumentos que  se  les  señale  por  la  ley. 

Art.  67.  Los  Oficiales  de  Sala,  como 
archiveros,  conservarán  los  autos,  li 
bros,  papeles  y  demás  objetos  archiva- 
dos, con  cuidado,  aseo,  buena  coloca- 
ción y  distribución,  percibiendo  por  las 
buscas,  certificaciones,  exámenes  y  re- 
mesas, los  emolumentos  señalados  por 
la  ley. 

Art.  68.  Los  Oficiales  auxiliares  de 
los  de  Sala  prestarán  servicio  bajo  las 
inmediatas  órdenes  del  Oficial  de  Sala 
en  lo  correspondiente  al  Tribunal,  Can- 
cillería y  secretaría  del  Presidente,  sus- 
tituyéndose recíprocamente  unos  á 
otros  en  ausencias  y  enfermedades. 

Art.  69.  Los  Oficiales  de  Sala  de  las 
Audiencias  tendrán  las  mismas  obliga- 
ciones que  los  de  los  juzgados  de  dere- 
cho de  primera  instancia  en  igualdad 
de  circunstancias,  y  se  hallan  también 
á  las  órdenes  del  Oficial  de  Sala  en  todo 
lo  relativo  á  las  necesidades  del  ser- 
vicio. 

CAPÍTULO  VI 

De  lo»  revisores  y  tasadores  de  las 
Audiencias 

Art.  70.  Al  revisor  corresponde  exa- 
minar con  todo  cuidado  y  revisar  es- 
crupulosamente si  en  las  sentencias, 
despachos  y  demás  papeles  hubiere  ex- 
ceso en  la  tasación  de  honorarios,  cos- 
tas y  emolumentos;  si  cada  folio  tiene 
el  número  legal  de  renglones  y  éstos 
el  de  letras;  si  se  observan  repeticiones 
ociosas  de  palabras  ó  si  faltan  las  ne- 


cesarias, produciendo  oscuridad  ó  am- 
bigüedad; si  la  letra  es  inteligible,  y,  úU 
timamente,  si  existe  alguna  falta  que 
deba  repararse  ó  enmendarse,  seña- 
lando al  margen  de  los  documentos  lo 
que  encontrare  hecho  fuera  de  lo  legal. 

Art.  7L  El  revisor  que  dejare  de 
practicar  lo  prescrito  en  el  artículo  an- 
terior, incurrirá  en  responsabilidad  pe- 
nal y  abonará  á  las  partes  los  daños  que 
haya  podido  ocasionarles. 

Art.  72.  En  ausencias  y  enfermeda- 
des hará  sus  veces  el  tasador  de  la  Au- 
diencia, excepto  en  los  casos  en  que 
fuere  recusado. 

Art.  73.  El  tasador  de  la  Audiencia 
llenará  los  deberes  de  su  cargo  con 
prontitud,  esmero  y  exactitud;  tasará 
los  emolumentos  y  firmas  de  los  Ma- 
gistrados y  Cancillería,  las  costas  del 
proceso,  honorarios  y  lo  demás  que 
deba  sujetarse  á  esta  operación,  con 
arreglo  al  Arancel  que  forma  parte  de 
este  decreto  (1). 

Art.  74.  En  ausencias  y  enfermeda- 
des del  tasador  hará  sus  veces  el  revi- 
sor y  donde  no  exista  ó  se  halle  impe- 
dido, una  persona  sin  tacha,  nombrada 
por  el  Presidente. 

§  único. —Lo  dispuesto  en  el  art.  71 
respecto  á  los  revisores  es  igualmente 
aplicable  á  los  tasadores. 

CAPÍTULO   Vil 

De  los  Escribanos  de  lan  Audiencias 

Art.  75.  Corresponde  á  los  Escriba- 
nos de  las  Audiencias  desempeñar  con 
fidelidad  y  diligencia  las  obligaciones 
de  su  cargo,  siendo  responsables  de 
las  faltas,  omisiones,  yerros  y  prevari- 

(1)  El  hoy  vigente  es  el  de  16  de  Junio  de  1864, 
y  que  no  se  inserta  por  no  corresponder  á  la  ín- 
dole de  la  presente  obra. 
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caciones  que  cometan.  Deben  observar 
preferentemente  en  las  actuaciones  los 
términos  señalados  en  este  decreto,  y 
concurrir  al  Tribunal  con  traje  negro. 

Art.  76.    También  les  incumbe: 

1."  Ser  diligentes  en  expedir  las  sen- 
tencias, despachos  y  órdenes  que  dicte 
el  Tribunal; 

2,^  Remitir  al  tasador,  en  el  término 
de  un  mes,  las  causas  fenecidas  que 
estén  pendientes  de  tasación; 

3.**  Registrar  en  el  libro  destinado 
al  efecto  las  multas  judiciales,  cuando 
se  impusieren  en  virtud  de  sentencias 
dictadas  en  segunda  instancia; 

4.®  No  recibip  los  honorarios  deven- 
gados sin  que  preceda  la  tasación  co- 
rrespondiente; 

5.®  Tramitar  las  causas  y  pleitos 
con  arreglo  á  los  términos  señalados 
en  este  decreto,  no  admitir  artículos, 
escritos  ó  razones  que  no  vayan  firma- 
dos con  nombre  entero  del  respectivo 
Abogado,  y  proceder  á  la  recogida  de 
autos  cuando  corresponda; 

6.**  Expedir  mandamiento  de  soltura 
del  reo  que  estuviere  preso,  tan  pronto 
como  la  sentencia  que  lo  ordene  haya 
quedado  firme,  informando  cuando  no 
sea  conveniente  proceder  de  este  modo 
ó  se  siga  perjuicio  irreparable  á  la  jus- 
ticia, ó  cuando  el  reo  estuviere  proce- 
sado por  otro  delito; 

7.®  Expedir  certificación  al  Ministe- 
rio fiscal  de  la  sentencia  condenatoria 
del  reo,  cuando  ésta  hubiere  quedado 
firme,  y  lo  mismo  de  las  dictadas  á  fa- 
vor de  la  Hacienda  pública,  de  las  mul- 
tas impuestas  á  funcionarios  judiciales, 
y  cuantas  certificaciones  se  les  exigie- 
ren por  aquél  para  la  mejor  fiscaliza- 
ción de  la  Hacienda  y  de  la  Adminis- 
tración de  justicia; 

8.®  Anotar  en  el  libro-registro  de 
Hutos  de  prisión  las  declaraciones  res- 


pectivas del  repartimiento  del  proceso, 
de  la  condenación  ó  absolución,  envío 
del  procesado  y  remesa  de  autos  áJuez 
diferente,  de  su  fallecimiento  y  las  de- 
más que  sean  necesarias  para  el  buen 
orden  y  régimen  en  esta  materia; 

9.®  Firmar  y  presentar  al  fin  de  cada 
año  al  Presidente  tres  estados  de  las 
causas  repartidas  y  juzgadas,  ó  pen- 
dientes de  resolución,  durante  el  mis- 
mo: uno  de  las  civiles,  otro  de  las  cri- 
minales y  otro  de  las  de  Hacienda; 

10.  Entregar  al  Oficial  de  Sala  una 
nota  de  los  negocios  pendientes  de  se- 
ñalamiento para  que  se  registren  en  el 
libro  correspondiente; 

11.  Citar  á  los  Magistrados,  Fisca- 
les, Abogados,  curadores  y  defensores, 
y  extender  en  los  autos  diligencia  ex- 
presiva de  haberse  Ibínado  este  requi- 
sito; 

12.  Levantar  las  actas  de  las  sesio- 
nes, consignando  lo  que  en  ellas  ocu- 
rriere; 

13.  Hacer  constar  en  los  autos  las 
fianzas  que  recibieren,  entregándolas 
al  Oficial  de  Sala; 

14.  Practicar  á  su  costa  las  diligen- 
cias que  se  ordenen  nuevamente  por 
culpa  suya,  sin  perjuicio  de  las  penas 
en  que  puedan  haber  incurrido; 

15.  Extender  con  prontitud  las  cer- 
tificaciones cuando  sean  requeridos 
para  ello; 

16.  Permanecer  durante  las  sesio- 
nes en  el  Tribunal,  no  ausentándose 
sin  venia  del  Presidente,  salvo  por  mo- 
tivos que  no  puedan  excusarse; 

17.  Conservar  los  protocolos  en  buen 
orden  y  custodiar  y  guardar  como  fie- 
les depositarios  los  procesos  corres- 
pondientes; 

18.  Nombrar  quien  deba  sustituirlos 
en  sus  ausencias,  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  100; 
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19.  Llevar  por  orden  alfabético  un 
libro,  en  que  expresarán  el  objeto  de 
las  causas; 

20.  Cumplir  con  diligencia  cuanto 
los  superiores  les  ordenen; 

21.  Tratar  á  las  partes  con  cortesía 
y  despacharlas  con  brevedad. 

Art.  77.  En  ausencias  y  enfermeda- 
des de  cualquiera  de  los  Escribanos 
les  sustituirá  el  compatiero  que  el  Pre- 
sidente designe. 

CAPÍTULO  VIH 

Déla  A udiencia  de  Comercio  (1) 

Art.  78.  De  las  causas  mercantiles  y 
de  presas,  ya  sean  hechas  por  buques  de 
guerra  ó  por  apresamiento  por  arma- 
dores portugueses,  y  de  las  menciona- 
das en  el  art.  104,  conocerá  en  segunda 
y  ultima  instancia,  en  todo  el  Reino  y 
sus  posesiones,  un  Tribunal  denomi- 
nado Audiencia  de  Comercio. 

§  único.— La  organización,  jurisdic- 
ción, competencia,  orden  de  los  servi- 
cios y  forma  de  proceder  este  Tribunal, 
es  la  establecida  en  el  Código  de  Co- 
mercio (2)  y  leyes  posteriores. 

TtTULO  IV 

DE  LOS  TRIBUNALES   DE  POLICÍA   CORREC- 
CIONAL 

CAPÍTULO  ÚNICO 

De  8u  organización  y  competencia 

Art.  79.  Habrá  en  cada  comarca,  ex- 
cepto en  las  capitales  de  las  Audien- 
cias, un  Tribunal  de  Policía  correccio- 


(1)  Véase  el  decreto  de  23  de  Junio  de  1870. 

(2)  Se  refiere  al  de  18  de  Septiembre  de  1838. 


nal,  compuesto  del  respectivo  Jaez  de 
derecho,  que  lo  presidirá,  de  cuatro 
vocales  y  dos  suplentes,  elegidos  anual- 
mente por  la  Cámara  y  Concejo  muni- 
cipal de  los  que  tengan  capacidad  para 
ser  elegidos  Concejales,  y  no  siendo 
empleados  de  la  Administración  gene- 
ral ó  municipal,  reúnan  el  titulo  de  Le- 
trados, siempre  que  los  hubiere.  Estos 
vocales  no  podrán  desempeñar  ningún 
cargo  administrativo. 

Art.  80  Compete  á  este  Tribunal  co- 
nocer de  las  apelaciones  de  las  senten- 
cias dictadas  por  los  Jueces  ordinarios 
en  los  procesos  por  delitos  de  policía 
correccional. 

Art.  81.  También  le  corresponde  co- 
nocer de  las  apelaciones  de  las  senten- 
cias dictadas  en  causas  por  daños  cau- 
sados por  ganados  en  heredades,  ó  de 
infracciones  de  bandos  municipales, 
cuando  excedan  de  la  competencia  del 
Juez  de  derecho  de  la  comarca. 

TtTULO   V 

DE  LOS  JUECES  DE  DERECHO  DE  PRIMERA 
INSTANCIA,  JUECES  ORDINARIOS,  JUECES 
DE  PAZ,  JUECES  ELECTIVOS  Y  ARBITROS; 
DEL  MINISTERIO  FISCAL  Y  EMPLEADOS 
ANTE  LOS  MISMOS,  Y  DEL  JURADO. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

De  los  Jueces  de  derecho  de  primera  ins- 
tancia, Delegados  del  Fiscal  de  S.  M., 
Escribanos  y  demás  funcionarios  ante 
los  mismos. 

Art.  82.  Los  Jueces  de  derecho  de 
primera  instancia  ejercen  jurisdicción, 
cada  uno  en  su  respectiva  comarca,  y 
conocen  en  primera  instancia  de  los 
negocios  no  exceptuados  por  la  ley. 

Su  competencia  en  los  negocios  civi- 
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les  es  de  20.000  reís  en  bienes  inmue- 
bles, y  30.000  en  bienes  muebles;  en  los 
de  policía  correccional  es  de  10.000  reis 
ó  de  un  mes  de  prisión  (I). 

§  1.®— En  las  comarcas  de  Lisboa  y 
Oporto  la  distribución  de  los  Jueces  se 
hará  en  la  forma  dispuesta  en  el  pre- 
sente decreto. 

ii  2.°— En  estas  comarcas  habrá  para 
las  causas  criminales  Jueces  espe- 
ciales. 

§  3.^— La  reglas  de  competencia  por 
razón  de  fuero  en  las  causas  civiles  y 
criminales,  y  las  excepciones  de  las 
mismas,  son  las  que  este  decreto  esta- 
blece. 

Art.  83.  Los  Jueces  de  derecho  de 
primera  instancia  ó  instruyen  y  juzgan 
las  causas,  ó  las  juzgan  solamente.  En 
uno  y  otro  caso,  juzgan  con  recurso  ó 
sin  él,  y  aplican  el  derecho,  y  deciden 
también  sobre  el  hecho  según  la  natu- 
raleza y  cuantía  de  las  mismas  y  los 
casos  en  que  deba  ó  no  intervenir  el 
Jurado  según  este  decreto. 

Art.  84.  A  los  Jueces  de  derecho  de 
primera  instancia  corresponde  la  ju- 
risdicción sobre  guarda  de  huérfanos, 
con  arreglo  á  las  leyes. 

Art.  85.    También  les  compete: 

1.®  Conocer  de  los  recursos  inter- 
puestos contra  la  resolución  de  los  Jue- 
ces inferiores  en  los  casos  que  sean 
procedentes; 

2."  Conocer  de  las  causas  por  igno- 
rancia inexcusable  y  delitos  cometidos 
por  los  Jueces  ordinarios,  Jueces  de 
paz  y  Subdelegados  del  Ministerio  fis- 
cal de  la  comarca,  hayan  ó  no  sido  co- 
metidos en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones; 

3.®    Conocer  de  las  demandas  de  da- 


(1)    Concuerda  con  el  art.   39    del    proyecto 
de  1682. 


ños  y  perjuicios  entabladas  contra  los 
Jueces  y  agentes  del  Ministerio  fiscal, 
señalados  en  el  número  anterior; 

4.**  Conocer  de  los  recursos  de  fuer- 
za en  conocer  de  los  interpuestos  por 
violencia  ó  exceso  de  jurisdicción  ó 
competencia; 

5.**  Conocer  de  las  contiendas  de  ju- 
risdicción ó  cuestiones  de  competen- 
cia promovidas  entre  Autoridades  de 
su  comarca; 

6.°  Practicar  los  catastros  y  demar- 
caciones á  que  autorizaba  antiguamen- 
te el  decreto  de  16  de  Mayo  de  1832; 

7.°  Suplir  el  consentimiento  de  los 
padres,  tutores  y  curadores,  necesario 
para  contraer  matrimonio  los  hijos  de 
familia  y  menores,  según  las  leyes  vi- 
gentes; 

8.**  Conocer  de  la  protocolización  de 
testamentos  nuncupativos; 

9.**  Determinar  las  particiones  entre 
mayores  mediando  contestación; 

10.  Corregir  disciplinariamente  á  los 
funcionarios  de  la  Administración  de 
justicia  antes  de  terminar  las  vistas  y 
suspenderlos  en  caso  de  que  se  deba 
proceder  contra  los  mismos;  en  Lisboa 
y  Oporto  corresponde  esta  facultad  á 
los  Jueces  de  lo  criminal,  en  la  forma 
prevenida  en  el  art.  110; 

11.  Tonocer  y  juzgar  en  las  causas 
de  aprehensión  y  decomiso  por  contra- 
bando y  defraudación; 

12.  Conocer  y  juzgar  de  las  causas 
contra  contratistas  y  recaudadores  de 
contribuciones  y  rentas  fiscales; 

13.  Decidir  las  causas  de  vincula- 
ción y  reducción  de  las  vinculaciones 
que  excedan  de  la  tasa  legal,  las  de 
deslinde  de  heredades  y  curaduría  de 
bienes  de  los  ausentes; 

14.  Ejercer  el  cargo  de  Canciller  en 
la  capital  de  la  comarca,  excepto  cuan- 
do resida  en  ella  la  Audiencia; 
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15.  Proveer  interinamente,  excepto 
en  las  capitales  de  las  Audiencias,  cual- 
quier empleo  de  Administración  de  jus- 
ticia que  vacare,  dando  inmediatamen- 
te cuenta  al  Gobierno; 

16.  Conceder  hasta  treinta  días  de 
licencia  á  los  subalternos,  cada  año, 
comunicándolo  al  Presidente  de  la  Au- 
diencia; 

17.  Multar  y  suspender  á  los  Escri- 
banos y  demás  funcionarios,  en  los  ca- 
sos y  forma  prevenidos  por  las  leyes  y 
salvo  los  recursos  correspondientes  an- 
te la  Audiencia; 

18.  Presidir  los  Tribunales  de  poli- 
cía con  eccional,  los  consejos  de  fami- 
lia y  ejercer  las  funciones  de  Presiden- 
te de  Tribunal  en  cuanto  les  sean  apli- 
cables; 

19.  Finalmente,  ejercer  las  demás 
atribuciones  que  les  concedan  las  le- 
yes (1). 

Art.  86.  En  el  territorio  de  la  Au- 
diencia de  Lisboa  son  del  exclusivo  co- 
nocimiento del  Juez  de  primera  instan- 
cia las  habilitaciones  é  informaciones 
para  suceder  en  bienes  de  la  Corona  y 
solicitar  mercedes  y  recompensas  por 
servicios  prestados  al  Estado. 

Art.  87.  Los  Jueces  de  derecho,  en 
sus  ausencias  y  enfermedades,  serán 
sustituidos  por  un  Bachiller  graduado 
en  Derecho,  cuando  exista,  y  que  no 
ejerza  la  abogacía  en  aquel  territorio, 
ó  por  un  hombre  bueno  propuesto  por 
el  Presidente  de  la  Audiencia  respecti- 
va, al  fin  de  cada  año,  para  el  siguien- 
te, quien  señalará  desde  luego  tres  para 
suplir  las  ausencias  y  enfermedades  de 
cualquiera  de  ellos,  según  el  orden  de 
su  nombramiento,  que  será  confirmado 
por  el  Rey. 

(1)  Concuerda  con  el  art.  42  del  proyecto  do 
1882. 


§  1."— En  las  comarcas  de  Lisboa  y 
Oporto,  y  en  la  de  la  Madera  y  Puerto 
Santo,  se  sustituirán  los  Jueces  de  de- 
recho, en  ausencias  y  enfermedades, 
unos  á  otros,  y  solamente  cuando  esto 
no  pueda  verificarse  se  hará  en  la  for- 
ma prevenida  para  las  demás  comar- 
cas del  Reino. 

§2.°— Cuando  los  Jueces  de  derecho 
estuvieren  ausentes  de  las  capitales  de 
las  comarcas  respectivas,  pero  se  en- 
contraren en  el  territorio  de  la  misma 
desempeñando  servicios  de  la  Adminis- 
tración de  justicia,  serán  sustituidos 
por  los  ordinarios,  quienes  asumirán 
su  jurisdicción  para  instruir  y  juzgar 
todos  los  negocios  que  por  su  cuantía 
no  excedan  de  su  competencia,  y  darán 
curso  á  los  que  sefin  de  mera  tramita- 
ción que  deban  resolverse  por  el  Juez 
de  derecho  y  no  sean  de  los  que  trata 
el  cap.  II  del  tít.  XII. 

Esta  disposición  no  es  aplicable  á 
Lisboa  y  Oporto,  donde  no  hay  Jueces 
ordinarios.  En  estas  ciudades  los  reem- 
plazarán los  sustitutos. 

§  3." -Los  sustitutos  de  los  Jueces  de 
derecho  son  competentes  para  ejercer 
todas  las  funciones  y  autoridad  que  las 
leyes  conceden  á  los  sustituidos,  salvo 
en  aquello  que  expresamente  se  decla- 
ra otra  cosa  por  el  presente  decreto. 

§  4.®— Los  sustitutos  de  los  Jueces  de 
derecho  gozarán,  mientras  dure  la  sus- 
titución, las  mismas  garantías  que  los 
propietarios. 

§  5.**— Cuando  de  los  varios  sustitu- 
tos nombrados  tomase  uno  de  ellos  po- 
sesión, seguirá  desempeñando  el  cargo 
durante  la  ausencia  ó  enfermedad  del 
Juez  sustituido. 

Art.  88.  Los  Jueces  de  derecho  de 
primera  instancia  son  nombrados  por 
el  Rey,  y  prestan  juramento  ante  el 
Presidente  de  la  respectiva  Audiencia. 
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§  1.®— Nadie  puede  ser  Juez  de  dere- 
cho en  la  comarca  de  su  naturaleza. 

§  2.®— Los  Jueces  de  derecho  pueden 
pasar  á  la  Audiencia,  conforme  á  su 
antigüedad  y  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 36. 

§  3.**— Usarán  la  beca  en  los  actos 
públicos. 

Art.  89.  Son  aplicables  á  los  Jueces 
de  derecho  de  primera  instancia  las 
disposiciones  del  art.  12; deben  ser  tras- 
ladados á  los  tres  años  de  encontrarse 
en  un  punto  (1),  y  aun  antes  de  este 
tiempo  podrán  serlo  en  los  casos  y  for- 
ma señalados  en  la  ley  de  31  de  Octubre 
de  1840. 

§  único.— Cuando  se  efectúe  un  tras- 
lado, el  Gobierno  designará  los  funcio- 
narios del  Ministerio  fiscal  del  Tribu- 
nal Supremo  de  Justicia,  ó  cerca  de  las 
Audiencias  que  hayan  de  proceder  á  la 
investigación  y  examen  de  los  procesos 
criminales,  y  otros  papeles  y  libros, 
para  averiguar  si  existe  motivo  de  res- 
ponsabilidad contratos  mismos,  y  para 
que  admitan  las  denuncias  y  quejas 
que  por  delitos  ó  ignorancia  inexcusa- 
ble, cometidos  en  el  ejercicio  desús  fun- 
ciones, se  les  hagan,  y  las  transmitan 
al  Gobierno  para  proceder  con  arreglo 
á  las  leyes. 

Art.  90.  En  cada  juzgado  de  dere- 
cho de  primera  instancia  habrá  un  De- 
legado. 

Art.  91.  Los  Delegados  del  Fiscal 
de  S.  M.  se  nombrarán  por  el  Rey  de 
entre  los  Bachilleres  graduados  en  De- 
recho. 

§  único.— Estos  cargos  tienen  la  na- 
turaleza de  comisiones  y  son  amovi- 
bles, como  los  demás  del  Ministerio 
público;  pero  los  que  los  hayan  desem- 

(1)  Esto  constituye  una  diferencia  notable  con 
respecto  ¿  la  legislación  española. 


peñado  seis  meses  á  lo  meaos,  gozan 
de  la  consideración  de  aspirantes  lega- 
les á  la  Magistratura  judicial. 

Art.  92.  Los  Delegados  del  Fiscal 
de  S.  M.  deben  observar  el  Reglamento 
del  Ministerio  ñscal  (1)  y  además  lo 
prevenido  en  este  decreto,  y  ejercen 
igualmente  sus  funciones  ante  cual- 
quier Juez  privativo  establecido  en  su 
distrito. 

Art.  93.  Los  Delegados  del  Fiscal 
de  S.  M.  son  curadores  natos  de  los 
huérfanos  (excepto  en  Lisboa  y  Opor- 
to),  siempre  que  no  tengan  impedimen- 
to, y  serán  nombrados  por  el  Juez  de 
derecho  respectivo  personas  idóneas 
que  los  sustituyan  cuando  se  hallen  im- 
pedidos, prefiriéndose  los  Abogados,  y 
de  éstos  los  Bachilleres. 

§  1.**— En  la  comarca  de  Oporto  habrá 
uno,  y  en  la  de  Lisboa  tres  curadores 
generales  para  huérfanos. 

§2.**— Los  curadores  generales  para 
huérfanos  son  de  nombramiento  del 
Gobierno,  elegidos  entre  los  Bachille- 
res graduados  en  Derecho  que  hayan 
servido  algún  cargo  de  la  Magistratura 
judicial  ó  que  lleven  por  lo  menos  dos 
años  desempeñando  la  abogacía.  Estos 
cargos  son  amovibles,  al  arbitrio  del 
Gobierno. 

Art.  94.  A  los  Delegados  del  Fiscal 
de  S.  M.  les  está  prohibido  abogar  en 
todas  l8is  causas  en  que  deba  interve- 
nir el  Ministerio  público;  y  esta  prohi- 
bición es  extensiva  á  los  demás  funcio- 
narios de  dicho  Ministerio. 

Art.  95.  Los  Delegados  del  Fiscal 
de  S.  M.  usarán  la  beca  en  los  actos 
públicos  y  durante  el  ejercicio  de  sus 
funciones. 

Art.  96.  En  cada  comarca,  además 
de  los  tres  Escribanos,  dos  alguaciles 


(1)    De  15  de  Diciembre  de  1885. 
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y  un  tasador,  que  existían  antes  de  la 
ley  de  28  de  Noviembre  de  1840,  habrá 
los  Escribanos  y  alguaciles  necesarios 
para  atender  á  las  necesidades  del  ser- 
vicio. 

§  único.— En  Lisboa  seguirá  habien- 
do un  tasador  y  un  repartidor,  y  en 
Oporto  dos  tasadores  y  un  repartidor. 

Art.  97.  Los  Escribanos,  actuarios, 
repartidores  y  tasadores  son  cargos 
inanrtovibles  y  de  nombramiento  del 
Rey.  Los  alguaciles  se  nombrarán  por 
el  Presidente  de  la  Audiencia  respecti- 
va, á  propuesta  del  Juez  de  derecho,  y 
ejercen  las  funciones  de  hugicres  y  de 
pregoneros. 

Art.  98.  Los  Escribanos  son  tam- 
bién Notarios  (1),  excepto  en  Lisboa  y 
Oporto,  y  en  los  demás  puntos  que  el 
Gobierno  considere  conveniente  sepa- 
rar estos  dos  cargos. 

Art.  99.  Se  prohibe  la  concesión  de 
estos  oficios  por  el  Gobierno  ni  por  los 
Presidentes  de  las  Audiencias  á  favor 
de  los  sustitutos  de  Escribanos  y  No- 
tarios para  adquirir  la  propiedad  de 
estos  cargos,  debiendo  observarse  lo 
dispuesto  en  23  de  Noviembre  de  1612 
en  aquello  que  se  acomode  á  la  organi- 
zación actual. 

Art.  100.  Los  Escribanos  deberán 
designar  quién  naya  de  sustituirles,  en 
ausencias  y  enfermedades,  aprobándo- 
se el  nombramiento  por  el  Juez  de  de- 
recho correspondiente;  los  Escribanos 
responderán  de  las  faltas  cometidas 
por  los  sustitutos. 

Art.  101.  Las  dotaciones  de  los  Jue- 
ces de  derecho  se  reducen  á  400.000 
reis,  y  las  de  los  Delegados  á  300.000. 
En  Lisboa  y  Oporto  continuarán  los 
Delegados  percibiendo  los  sueldos  que 


(1)     Es  decir,  reúnen  1h  fe  publica  ju«iicial    y 
extrajudicial. 
Tomo   Vil.  —Instituciones  juuídica». 


tenían  asignados  con  anterioridad  á  la 
ley  de  28  de  Noviembre  de  1840. 

Art.  102.  Percibirán  además  los  ho- 
norarios del  Arancel  los  Jueces  de  de- 
recho. Delegados,  curadores  generales 
de  huérfanos  y  demás  funcionarios  que 
en  los  mismos  se  expresan. 

§  único.—  Los  sustitutos  de  los  Jue- 
ces de  derecho  percibirán  los  sueldos 
correspondientes  á  aquellos  á  quienes 
sustituyan. 

CAPÍTULO  II 

De  los  Jueces  de  derecho  de  primera  ins- 
tancia de  Comercio  y  sus  Escribanos. 

Art.  103.  Los  Jueces  de  derecho  de 
primera  instancia  de  Comercio  cono- 
cerán: 

l.^    De  las  causas  de  comercio; 

2."  De  las  causas  sobre  presas  he- 
chas por  buques  de  guerra  ó  armado- 
ros  portugueses. 

§  único.  — En  las  posesiones  portu- 
guesas en  que  no  residiere  Juez  de  pri- 
mera instancia  de  Comercio,  estas  cau- 
sas se  ventilarán  ante  las  Autoridades 
del  orden  civil  y  decidirán  con  arreglo 
al  Código  de  Comercio. 

Art.  104.  Además  de  las  atribucio- 
nes comunes  á  los  Jueces  de  primera 
instancia  do  Comercio,  son  de  la  exclu- 
siva competencia  del  de  Lisboa: 

1.®    Las  informaciones  ultramarinas: 

2°  Los  pleitos  sobre  herencias  de 
Ultramar; 

3.°  Las  demandas  que  los  acreedo- 
res hereditarios  de  fallecidos  en  Ultra- 
mar interpongan  para  hacer  efectivo  el 
importe  de  sus  créditos. 

§  único.— Para  estos  negocios  habrá 
un  Escribano  especial. 

Art.  105.  La  organización  de  los  Jue- 
ces de  primera  instancia  de  Comercio 
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y  la  forma  del  procedimiento  es  lo  que 
determina  el  Código  de  Comercio  y  le- 
yes especiales. 

Art.  106.  Los  Jueces  de  derecho  de 
primera  instancia  de  Comercio  percibi- 
rán los  sueldos  que  disfrutaban  con  an- 
terioridad á  la  ley  de  28  de  Noviembre 
de  1840,  siéndoles  aplicable  lodispuesto 
en  los  párrafos  1."  y  2.®  del  art.  15. 

§  único.— Perciben  asimismo  los  de- 
rechos señalados  en  el  Arancel.     . 

CAPÍTULO  III 

De  los  Jueces  de  derecho  de  primera  ins- 
tancia de  lo  criminal  de  las  comarcas 
de  Lisboa  y  Oporto;  del  Ministerio  fis- 
cal tj  demás  funcionarios  ante  los 
mismos, 

Art.  107.  En  las  comarcas  de  Lisboa 
y  Oporto,  los  Magistrados  de  policía  co- 
rreccional continuarán  siendo  los  úni- 
cos competentes  para  el  procedimiento 
de  acusación  y  sentencia  definitiva,  de 
todos  los  delitos  en  que  hasta  ahora  les 
correspondía  únicamente  la  instruc- 
ción y  demás  actuaciones  que  preceden 
á  la  acusación. 

Art.  108.  Cada  uno  de  los  Jueces  de 
lo  criminal  de  la  comarca  de  Lisboa 
tendrá  la  jurisdicción  que  se  le  señale 
en  los  mapas  vigentes;  el  territorio  de 
cada  uno  se  denomirá  Distrito  de  lo 
criminal.  El  Juez  de  lo  criminal  de 
Oporto  tendrá  jurisdicción  en  toda  la 
comarca  (1). 

Art.  109.  En  los  delitos  de  policía 
correccional  la  competencia  de  los  Jue- 
ces de  lo  criminal  de  LisLoa  y  Oporto 
será  de  10.000  reis  6  un  mes  de  cárcel. 


(1)     Concuerda   con  el    art.   31»,  núm.   3.".  del 
proyecto  de  1882. 


Art.  110.  Los  Jueces  de  lo  criminal 
de  Lisboa  y  Oporto  conocerán  en  pri- 
mera instancia  de  los  delitos  que  no  se 
hallen  exceptuados  de  su  competencia, 
y  por  vía  de  apelación  en  los  casos  en 
que  se  mande  interponer  el  recurso  ante 
los  mismos  Les  corresponde  también 
el  derecho  de  corrección  que  en  las  de- 
más comarcas  compete  á  los  Jueces  de 
derecho,  sobre  los  actuarios  y  Escriba- 
nos de  los  Jueces  de  paz  y  de  los  Jueces 
electivos. 

Art.  111.  Para  hacer  que  se.  respete 
su  autoridad  y  mantener  el  orden  en  las 
vistas  públicas,  observarán  los  Jueces 
de  lo  crim  nal  de  Lisboa  y  Oporto  lo 
dispuesto  en  el  párrafo  único  del  arti- 
culo 1.253. 

Art.  112.  Los  Jueces  de  lo  criminal 
de  Lisboa  y  Oporto  podrán  pasar  á  las 
Audiencias,  y  se  consideran  en  todo  lo 
demás  como  los  Jueces  de  derecho, 
usando  el  mismo  traje  y  bastón  que 
éstos. 

Art.  113.  Los  Jueces  de  lo  criminal 
de  Lisboa  serán  sustituidos  en  sus  au- 
sencias y  enfermedades  por  los  de  igual 
clase. 

El  Juez  de  io  criminal  de  Oporto  será 
sustituido  en  la  forma  que  lo  son  los 
demás  Jueces  de  derecho  de  las  comar- 
cas del  Reino,  y  de  la  misma  fornia  lo 
serán  los  de  Lisboa  cuando  la  sustitu- 
ción antes  indicada  no  pueda  verifi- 
carse. 

Art.  lU.  Cerca  délos  Jueces  délo 
criminal  de  Lisboa  y  Oporto  prestarán 
servicio  los  Delegados  del  Fiscal  de  Su 
Majestad,  los  cuales,  para  la  acusación 
de  los  delitos  de  policía  correccional, 
podrán  ser  sustituidos  por  los  Subde- 
legados correspondientes. 

Art.  115.  Los  empleados  subalternos 
de  cada  juzgado  de  lo  crimiual  de  Li'^- 
boa  y  Oporto  serán,  además  de   tres 
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Escribanos  y  tres  alguaciles  que  exis- 
tían antes  de  la  ley  de  28  de  Noviembre 
de  1840,  los  demás  Escribanos  y  algua- 
ciles que  las  necesidades  del  servicio 
exijan. 

§  1."— Los  Escribanos  son  de  nombra- 
miento del  Royé  inamovibles;  los  al- 
guaciles se  nombrarán  como  los  de  los 
juzgados  de  derecho. 

§  2.*^— Los  comisarios  y  cabos  de  poli- 
cía correccional  se  considerarán  como 
funcionarios  judiciales. 

Art.  116.  Los  Jueces  de  lo  criminal 
de  Lisboa  y  Oporto  percibirán  los  suel- 
dos que  disfrutaban  los  Magistrados  de 
policía  correccional  antes  de  la  ley  de  28 
de  Noviembre  de  1840. 

Art.  117.  Los  Jueces  de  lo  criminal 
de  Lisboa  y  Oporto,  y  los  empleados  su- 
balternos, percibirán  además  los  emo- 
lumentos establecidos  en  los  Aranceles 
vigentes. 

CAPÍTULO  IV 

De  los  Jueces  ordinarios,  del  Ministerio 
fiscal  y  empleados  ante  los  mismos  (1) 

Art.  118.  Los  Jueces  ordinarios  tie- 
nen jurisdicción,  cada  uno  en  su  juzga- 
do, y  les  compete: 

1."  Instruir  y  juzgar  en  definitiva,  sin 
apelación,  las  causas  civiles  (incluso  las 
de  juramento  decisorio)  y  las  de  los  de- 
litos de  policía  correccional  que  no  ex- 
cedan de  su  competencia,  ni  estén  ex- 
ceptuadas (2),  y  con  apelación  ante  el 


(1)  Véanse  las  leyeisde  18  de  Julio  de  1H55  y  16 
de  Abril  de  18^4,  ü  continuación  del  art.  n4  del 
presente  decreto. 

(2)  Jurisprudencia.— V,9A  causas  por  aprehen- 
sión de  contrabando  de  tabaco  no  corresponden  á 
los  Jueces  ordinarios.  (Sentencia  de  31  de  Agosto 
de  1846.) — Concuerda  este  artículo  con  el  39  del 
proyecto  de  1882. 


Juez  de  derecho  de  la  comarca,  las  cau- 
sas civiles  que,  excediendo  de  su  juris- 
dicción, pertenezcan  á  éste.  La  compe- 
tencia se  determina  por  la  cuantía,  que 
será  de  4.000  reis  en  bienes  inmuebles, 
6,000  en  bienes  muebles,  y  de  tres  días 
de  cárcel  ó  2.000  reis  en  lo  criminal; 

2.°  Instruir  las  causas  civiles  y  cri- 
minales no  exceptuadas,  que  deban  ser 
juzgadas  por  los  Jueces  de  derecho. 

§  1.**— Las  reglas  de  competencia  para 
el  procedimiento  y  resolución  de  las 
acciones  y  excepciones  se  consignan 
en  los  artículos  correspondientes  de 
este  decreto  (1). 

§  2.°— En  los  juzgados  que  sean  ca- 
pital de  comarca,  las  atribuciones  de 
los  Jueces  ordinarios  corresponden  á 
los  Jueces  de  derecho.  Sin  embargo, 
cuando  éstos  tengan  que  abandonar  su 
residencia  por  asuntos  del  servicio,  los 
Jueces  ordinarios  asumirán  las  atribu- 
ciones que  corresponden  á  los  Jueces 
ordinarios  de  los  demás  Juzgados,  ex- 
cepto decidir  en  las  causas  que  por  su 
cuantía  no  les  correspondiere,  en  con- 
formidad al  párrafo  2.®  del  art.  87.  Y 
cuando  fueren  reemplazados  por  los 
sustitutos  por  hallarse  impedidos,  los 
Jueces  ordinarios  de  la  capital  de  la 
comarca  sólo  desempeñarán  en  ella  las 
funciones  relativas  ala  guarda  de  huér- 
fanos, según  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 388  (2). 

Art.  119.  Corresponde  además  á  los 
Jueces  ordinarios: 

1.°  Conocer  de  los  recursos  inter- 
puestos contra  las  resoluciones  de  los 
Jueces  electivos,  en  los  casos  que  así 
lo  ordena  la  ley; 

2.®    Ejercer  las  atribuciones  referen- 


(1)  En  lo  civil,  en  el  Código  de  procedimiento 
vigente. 

(2)  Véase  el  Código  de  procedimiento  civil. 
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tes  á  la  guarda  de  huérfanos  determi- 
nadas en  este  decreto,  y  practicar  los 
inventarios  y  particiones  entre  mayo- 
res de  edad,  en  los  términos  del  artícu- 
lo 299(1); 

3.°  Ejercer  el  cargo  de  Canciller, 
sellando  todos  los  despachos  y  sen- 
tencias; 

4.°  Conocer  de  las  ejecuciones  y  sus 
incidentes  en  los  casos  y  forma  esta- 
blecidos en  este  decreto; 

5.^  Ejercer  las  demás  atribuciones 
que  les  señalan  las  leyes. 

Art.  120.  Los  Jueces  ordinarios  son 
elegidos  por  el  pueblo  y  sirven  por  dos 
años;  pueden  ser  reelegidos,  pero  no 
obligados  á  desempeñar  el  cargo  cua- 
tro años  seguidos. 

Art.  121.  La  elección  se  hará  votan- 
do tres  candidatos,  y  el  que  reúna  ma- 
yor número  de  votos  será  proclamado 
Juez  ordinario;  los  dos  que  le  sigan  le 
sustituirán,  por  su  orden,  en  ausencias 
y  enfermedades. 

§  1  .**— Los  electores  que  tomaren  par- 
te en  la  votación  depositarán  en  la  urna 
una  papeleta  con  cuatro  nombres  si  de- 
searen que  se  reelija  al  Juez  anterior, 
y  la  plantilla  constará  en  este  caso  de 
cuatro  Jueces,  si  éste  fuera  uno  de  los 
tres  primeros  que  reúnan  mayor  núme- 
ro de  votos  para  proveer,  en  el  caso  de 
que  el  reelegido  no  quisiere  seguir  des- 
empeñando el  cargo. 

§  2.**— El  Juez  de  derecho,  después  de 
terminado  el  escrutinio  en  la  capital 
del  Juzgado  y  remitida  la  lista  en  otro 
caso,  tomará  juramento  á  los  elegidos, 
entrando  el  primero  desde  luego  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones,  sin  necesi- 
dad de  confirmación  por  parte  del  Go- 
bierno ni  de  Autoridad  alguna. 

§  3.®  —  Cuando  haya    empate  entre 


(1)    Véase  e]  Códig-o  de  procedimiento  civil. 


cualesquiera  de  los  que  reúnan  las  tres 
primeras  cifras  de  votación,  será  pro- 
clamado Juez  el  de  más  edad. 

Art.  122.  La  elección  de  los  Jueces 
ordinarios  se  verificará  en  los  días  se- 
ñalados por  el  Ayuntamiento,  una  vez 
terminado  el  censo  de  los  electores  y 
elegibles,  y  de  conformidad  con  las  le- 
yes administrativas  en  esta  materia. 

Art.  123.  Los  Jueces  ordinarios  no 
podrán  excusarse  sino  en  el  caso  de 
imposibilidad  probada  ó  en  el  de  in- 
compatibilidad con  empleo  que  se  ha- 
llen desempeñando. 

§  1.°— Las  excusas  se  harán  valer 
ante  el  Ayuntamiento,  y  éste,  previo 
informe  de  los  miembros  de  las  Mesas 
para  la  elección  y  audiencia  del  que 
reúna  el  número  inmediatamente  infe- 
rior de  votos,  decidirá  en  sesión  pública 
según  justicia  y  sin  apelación. 

§  2.*  — Los  elegidos  que  rehusaren 
desempeñar  el  cargo  sin  alegar  justa 
causa,  incurrirán  en  las  penas  señala- 
das en  la  ley. 

Art.  124.  Los  Jueces  ordinarios  esta- 
rán exentos,  durante  el  desempeño  de 
sus  funciones,  de  toda  carga  ó  servicio 
personal. 

Art.  125.  El  Gobierno  podrá  suspen- 
der á  los  Jueces  ordinarios  y  sujetarlos 
á  procedimiento,  guardando  siempre 
las  formalidades  prevenidas  en  el  pre- 
sente decreto. 

Art.  126.  El  Gobierno,  transcurridos 
los  dos  años,  señalará  los  Delegados 
del  Ministerio  fiscal  que  hayan  de  pro- 
ceder á  lo  que  establece  el  art.  89,  pá- 
rrafo único. 

Art.  127.  Los  Jueces  ordinarios  usa- 
rán banda  azul  y  blanca,  con  las  armas 
del  Reino  en  un  lado,  y  en  otro  las  de 
la  ciudad  ó  villa  respectiva. 

Art.  128.  Cerca  de  cada  Juez  orflina- 
ria  habrá  un  Subdelegado, 
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§1.®— Los  Subdelegados,  siendo  Ba- 
chilles  graduados  en  Derecho,  y  lle- 
vando un  año  de  ejercicio,  son  candi- 
datos legales  de  la  Magistratura  judi- 
cial. 

§  2.°— El  titulo  de  su  nombramiento 
será  gratuito. 

Art.  129.  Los  Subdelegados  observa- 
rán el  reglamento  de  los  Delegados,  en 
la  parte  que  les  sea  aplicable,  y  cumpli- 
rán todos  los  deberes  señalados  en  la 
ley. 

§  L®— En  el  ejercicio  de  las  funciones 
de  su  ministerio,  serán  considerados 
como  los  propios  Delegados  por  las  Au- 
toridades locales. 

§  2.**— El  Fiscal  de  S.  M.  es  responsa- 
ble ante  el  Gobierno  de  las  faltas  come- 
tidas en  el  desempeño  de  sus  funciones 
por  los  Subdelegados. 

§3.**— Los  Subdelegados  remitirán  al 
respectivo  Delegado  un  estado  de  los 
asuntos  despachados,  conforme  se  dis- 
pone, y  con  arreglo  á  los  modelos  que 
lo  acompañan  en  el  decreto  de  15  de 
Diciembre  de  1835. 

Art.  130.  En  cada  juzgado  habrá  dos 
Escribanos  y  dos  aJguaciles.  Los  Sub- 
delegados desempeñarán  las  funciones 
(le  repartidores  y  tasadores. 

Art.  l3l.  Los  Escribanos  de  los  Juz- 
gados tendrán  el  carácter  de  Nota- 
rios (1). 

Art.  132.  Los  Escribanos  de  los  Juz- 
gados podrán  ser  suspendidos  por  los 
respectivos  Jueces,  ó  por  el  Juez  de  de- 
recho de  la  comarca,  oyéndoseles  pre- 
viamente y  salvo  el  recurso  para  ante 
la  Audiencia. 

Art.  133.  Los  Jueces  ordinarios.  Sub- 
delegados y  demás  empleados,  percibi- 


(1)     Ea  decir,  reúnen  la  fe  pública  judicial  y 
^xtrajudicial. 


rán  los  honorarios    que   señalen    los 
Aranceles  vigentes . 

CAPÍTULO  V 

De  los  Jueces  de  pax  y  sus  Escribanos 

Art.  134.  Los  Jueces  de  paz  son  ele- 
gidos por  el  pueblo,  y  sus  atribuciones 
son:  conciliar  las  partes  litigantes  y 
las  que  les  concede  el  Código  de  Co- 
mercio. 

Art.  135.  Para  conseguir  la  conci- 
liación, deben  los  Jueces  de  paz  em- 
plear todos  los  medios  que  la  pruden- 
cia y  la  equidad  les  sugieran,  haciendo 
ver  á  las  partes  los  males  que  les  re- 
resultarían  de  litigar,  y  absteniéndose 
de  emplear  medios  violentos  ó  falaces, 
bajo  pena  de  incurrir  en  responsabili- 
dad por  daños  y  perjuicios  y  por  abuso 
de  poder. 

Art.  136.  La  competencia  del  fuero 
para  la  conciliación  y  causas  en  que  es 
necesario  intentarla,  se  determinan'en 
las  leyes. 

Art.  137.  Las  partes  que  comparez- 
can ante  el  Juez,  deberán  conducirse 
con  el  respeto  que  merece  la  ley;  en  el 
caso  de  que  se  excedieren,  el  Juez  les 
amonestará  en  nombre  de  ella,  y  si  aún 
asi  no  se  reportaren,  mandará  levan- 
lar  acta,  en  que  se  exprese  la  clase  de 
expresiones  ó  acciones  y  la  preceden- 
cia de  la  amonestación;  se  firmará  por 
dos  testigos  y  remitirá  al  Juez  com- 
petente para  que  proceda  contra  los 
Iransgresores. 

Art.  138.  Los  Jueces  de  paz,  al  fin  de 
cada  trimestre,  remitirán  al  Delegado 
respectivo  ó  Subdelegado  del  Fiscal 
de  S.  M.  un  estado  de  las  cuestiones 
resueltas  y  su  resultado. 

Art.  139.  Son  aplicables  á  los  Jue- 
ces de  paz  las  disposiciones  de  los  ar- 


INSTITUCIONES  JURÍDICAS   Y  POLÍTICAS 


tjculos  120, 121,  122,  123, 124, 125  y  126, 
con  la  diferencia,  respecto  del  art.  121t 
párrafo  2.^  de  que  los  incluidos  en  la 
plantilla  para  Jueces  de  paz  prestarán 
juramento  en  el  acto  mismo  de  la  elec- 
ción ante  el  Presidente  de  la  Junta  elec- 
toral, y  si  éste  fuere  uno  de  los  elegi- 
dos, lo  prestará  ante  el  Presidente  del 
Ayuntamiento,  y  lo  mismo  cuando  al- 
guno de  los  elegidos  estuviere  ausente. 

Art.  140.  Los  Jueces  de  paz  usarán 
faja  azul  con  borlas  de  seda  blanca,  y 
deben  tener  á  la  puerta  de  su  domicilio, 
en  forma  visible,  un  rótulo  que  diga: 
Juez  de  paz  del  distrito  de 

§  único.— Los  distritos  toman  el  nom 
bre  de  la  parroquia  más  populosa. 

Art.  141.  En  cada  distrito  con  Juz- 
gado de  paz  habrá  un  solo  Escribano, 
nombrado  por  el  Gobierno,  prefirién- 
dose á  los  que  existían  antes  de  la  ley 
de  28  de  Noviembre  de  1840,  y  cuales- 
quiera otros  que  hubieren  sido  separa- 
dos á  consecuencia  de  reforma,  siem- 
pre que  hubieren  desempeñado  sus  fun- 
ciones con  probidad  é  inteligencia. 

Art.  142.  Los  Escribanos  de  los  Jue- 
ces de  paz,  excepto  los  de  Lisboa  y 
Oporto,  son  también  Notarios. 

Art.  143.  Es  aplicable  á  los  Escriba- 
nos de  los  Jueces  de  paz  lo  que  se  halla 
establecido  en  el  art.  132, 

§  único.— Los  Escribanos  de  los  Jue- 
ces de  paz  percibirán  los  honorarios 
que  señalan  los  Aranceles  vigentes. 

CAPÍTULO  VI 

De  los  Jueces  electivos  y  sus  Escriba- 
nos (1) 

Art.  144.    Los  Jueces  electivos  son 


(1)    V.  la  ley  de  16  de  Abril  de  18'74,  A  conti- 
nuación del  art.  174  del  presente  decreto. 


nombrados  por  el  pueblo;  ejercen  juris- 
dicción cada  uno  en  su  parroquia,  y  su 
cargo  es  bienal. 

Art.  145.  Compete  á  los  Jueces  elec- 
tivoí»  conocer,  decidiendo  sobre  el  he- 
cho y  aplican«io  el  derecho: 

1."  De  las  causas  sobre  bienes  mue- 
bles, ó  dinero,  que  no  excedan  de  2.500 
reis  en  Lisboa  y  Oporto,  y  de  la  mitad 
de  esta  cuantía  en  las  demás  ciudades 
del  Reino; 

2."  De  las  demandas  por  daños  cau- 
sados por  personas  ó  ganados  pertene- 
cientes á  vecinos  de  la  parroquia,  en 
plantaciones,  viñas,  huertas,  pomara- 
das, pastos  y  arbolados  situados  den- 
tro de  los  límites  de  su  jurisdicción, 
cuando  por  su  entidad  no  excedan  de 
su  competencia: 

3.^  Las  demandas  sobre  daños  en 
heredades  causados  por  ganados  é  in- 
fracciones de  las  Ordenanzas  munici- 
pales, á  las  cuales  corresponde  vigilar 
para  que  observen,  en  lo  relativo  á  fon- 
das y  posadas,  tabernas  y  demás  esta- 
blecimientos públicos,  y  en  toda  la  pa- 
rroquia. 

En  el  primero  y  sec^ündo  caso  no  se 
da  recurso  contra  sus  resoluciones;  en 
el  último,  excediendo  las  multas  por 
daños  causados  por  ganados  en  el  cam- 
po de  su  competencia  por  su  cuantía, 
habrá  lugar  á  los  establecidos  en  la  ley. 

Art.  146.  Les  corresponde  juntamen- 
te con  las  demás  Autoridades  judi- 
ciales: 

1.®  Ordenar,  de  Qficio  en  los  delitos 
públicos  y  á  instancia  de  parte  en  los 
privados,  que  se  practiquen  á  su  pre- 
sencia por  el  Escribano  las  primeras  di- 
ligencias de  cualquier  delito  cometido 
en  la  parroquia; 

2.**  Conservar  el  orden  público  en  la 
parroquia,  procurando  á  este  fin  evitar 
toda  riña  ó  motín; 
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3.**  Detener  á  las  personas  sorpren- 
didas en  flagrante  delito,  y  hacerlas 
conducir  ante  el  Juez  correspondiente; 

4.**  Prender  á  los  ladrones  y  saltea- 
dores, á  los  desertores  y  á  las  demás 
personas  contra  quienes  se  haya  expe- 
dido mandamiento  ó  auto  de  prisión 
firmado  por  Juez  ó  Autoridad  compe- 
tente; 

5.**  Desempeñar  las  comisiones  que 
se  les  encomienden  por  los  Jueces  ó 
Autoridades  competentes,  ó  por  los  fun- 
cionarios del  Ministerio  fiscal. 

Art.  147.  Son  aplicables  á  los  Jueces 
electivos  las  disposiciones  de  los  artícu- 
los 120,  121,  122, 123, 124, 125  y  126,  con 
la  diferencia  de  que  prestarán  jura- 
mento ante  el  respectivo  Juez  de  dere- 
cho ú  ordinario. 

§  único.— Los  Jueces  electivos  usarán 
el  mismo  distintivo  que  los  Jueces  or- 
dinarios, y  están,  como  éstos  y  los  de- 
más Jueces  del  Ministerio  fiscal  y  fun- 
cionarios de  la  Administración  de  jus- 
ticia, exentos  de  toda  carga  ó  servicio 
personal. 

Art.  148.  Los  Presidentes  de  las  Au- 
diencias podrán  suspender,  oyéndolos, 
á  los  Jueces  electivos;  podrán  asimismo 
ser  procesados,  con  arreglo  á  la  ley,  y 
suspendidos  por  ignorancia  ó  yerro 
inexcusable  ó  por  delitos  como  los  de- 
más Jueces  y  empleados  de  la  Admi- 
nistración de  justicia. 

Art.  149.  Cada  Juez  electivo  tendrá 
un  Escribano. 

§1.*"— Los  Escribanos  de  los  Jueces 
electivos  se  nombran  por  éstos,  ante 
los  mismos  prestan  juramento  y  su 
cargo  es  de  igual  duración. 

§  2.°— Es  aplicable  lo  dispuesto,  acer- 
ca de  la  suspensión,  en  el  art.  132  á  los 
Escribanos  de  los  Jueces  electivos. 

§  3.**— Los  Escribanos  de  los  Jueces 
electivos  tienen  derecho  á  la  percep-  I 


ción  de  los  honorarios  que  señalan  los 
Aranceles  vigentes. 

CAPÍTULO  VII 

De  los  arbitros 

Art.  150.  Todas  las  acciones  civiles 
ó  penales  sobre  derechos  de  que  las 
partes  tengan  la  libre  disposición,  y 
en  que  no  deba,  con  arreglo  á  la  ley, 
intervenir  el  Ministerio  fiscal,  pueden 
ser  decididas  por  uno  ó  más  arbitros 
nombrados  voluntariamente  por  las 
partes. 

§  1.^— Además  de  los  casos  en  que  co- 
rresponde á  las  partes  hacer  uso  de 
este  derecho,  se  someterán  á  su  deci- 
sión las  cuestiones  que  la  ley  determina 
y  en  los  casos  que  la  misma  ordena. 

§  2."  — Cuando  las  partes  nombren 
más  de  un  arbitro  é  igual  número  cada 
una,  se  elegirá  siempre  otro  para  caso 
de  discordia; ^el  compromiso,  sin  esta 
condición,  es  nulo  (1). 

§  3."— Nadie,  sin  causa  justa,  podrá 
excusarse  de  ser  Juez  arbitro. 

Art  151.  Pueden  las  partes  compro- 
meter'^en  arbitros  los  bienes  ó  derechos 
objeto  del  litigio,  aun  después  de  dicta- 
da sentencia  en  primera  instancia,  ha- 
llándose pendiente  la  apelación  ó  en 
segunda  instancia. 

Art.  152.  Cualesquiera  Jueces,  aun 
los  de  segunda  instancia,  pueden  ser 
nombrados  arbitros,  renunciando  en 
este  caso  las  partes  á  la  apelación. 

Art.  153.  El  compromiso  puede  ha- 
cerse por  escritura  pública,  en  los  autos 
ó  en  documento  privado,  firmado  por  las 
partes  y  por  dos  testigos;  en  él  se  hará 
mención  de  los  nombres  de  los  arbitros 


(1)  Sent  de  24  de  Julio  de  1848  y  12  de  Knero 
de  1860. 
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nombrados  y  del  objeto  del  litigio,  bajo 
pena  de  nulidad. 

Art.  154.  Para  las  actuaciones  del 
proceso  podrá  designarse  por  las  par- 
tes cualquier  Escribano  de  la  loca- 
lidad. 

Art.  155.  Los  arbitros  son  Jueces  de 
hecho  y  de  derecho;  cuando  conocen  en 
primera  instancia,  tienen  la  misma 
competencia,  por  razón  de  la  cuantía, 
que  los  Jueces  ordinarios;  de  sus  reso- 
luciones excediéndose,  se  da  recurso  de 
apelación  ante  la  Audiencia;  cuando 
conocen  de  causas  apeladas  para  se- 
gunda instancia  ó  pendientes  en  la  mis- 
ma, se  da  contra  sus  resoluciones  el 
recurso  de  revisión.  En  uno  y  otro  caso 
no  procederá  el  recurso  cuando  las  par- 
tes lo  hubieran  renunciado. 

Art.  156.  Por  fallecimiento  de  cual- 
quiera de  los  arbitros  queda  sin  efecto 
el  compromiso. 

CAPÍTULO  VIII 

DelJurado  (1) 

Art.  157.  El  Jurado  decide  sobre  el 
hecho  en  las  causas  civiles  y  crimi- 
nales no  exceptuadas  de  su  conoci- 
miento (2). 

§  1.®— No  tiene  lugar  la  intervención 
del  Jurado  en  las  siguientes  causas  ci- 
viles: 

1.**    En  las  sumarias  y  de  Hacienda; 

2.°  En  las  causas  ó  artículos  en  que 
las  partes  se  hallen  conformes  sobre  el 
hecho; 


(1)  Véanse  las  leyes  de  21  de  Julio  de  1855,  l.° 
de  Julio  de  1867  y  Reglamento  de  29  de  Agosto 
de  1867,  que  van  á  continuación  del  art.  174  del 
presente  decreto. 

(2)  Concuerda  con  el  art.  43  del  proyecto  de 
18?<2  y  119  de  la  Constitución. 


3.**  En  las  causas  ó  artículos  que  se 
hallen  probados  de  modo  fehaciente 
por  documentos,  inspección  ocular, 
examen  ó  reconocimiento  hecho  por 
escrito  por  testigos; 

4.®  En  todas  las  causas  en  que  am- 
bas jíartes  ó  una  de  ellas  no  solicite  el 
juicio  por  jurados,  declarando  que  re- 
nuncia á  él  antes  de  la  vista; 

5.°  En  los  casos  expresamente  se- 
ñalados por  la  ley. 

§  2.**— No  interviene  el  Jurado  en  las 
siguientes  causas  criminales: 

L®    En  las  de  policía  correccional; 

2.°  En  las  expresamente  señaladlas 
por  la  ley. 

Art.  158.  El  Jurado  es  de  acusación 
y  de  calificación.  El  primero  es  compe- 
tente en  lo  criminal  para  el  efecto  de 
declarar  ó  no  procedente  el  procesa- 
miento y  si  há  lugar  á  la  acusación. 

El  segundo,  en  las  causas  civiles  y 
criminales  declarará  si  está  ó  no  pro- 
bado el  hecho  controvertido  ó  el  hecho 
de  que  se  acusa  al  procesado. 

Art.  159.  El  Jurado  de  calificación  se 
compondrá  en  lo  civil  y  en  lo  criminal 
de  12  ó  de  9  jurados;  constará  de  9  cuan- 
do la  plantilla  respectiva  tenga  3G  úni- 
camente, y  de  12  cuando  se  componga 
de  48.  La  plantilla  debe  contener  136 
nombres  cuando  los  jurados  de  la  cir- 
cunscripción fueren  menos  de  200,  y  de 
48  cuando  lleguen  ó  excedan  de  este 
número. 

Art.  IGO.  El  Jurado  de  acusación  se 
compondrá  también  de  12  ó  de  9  jura- 
dos; de  9  cuando  la  plantilla  conste  de 
27  nombres,  y  de  12  cuando  esté  fornna- 
da  de  33;  debiendo  constar  la  plantilla 
de  27  cuando  el  número  de  la  circuns- 
cripción no  llegue  á  200,  y  de  36  cuando 
llegue  ó  exceda  de  este  número. 

Art.  161.  La  constitución  del  Tribu- 
nal del  Jurado  tendrá  lugar  en  sesión 
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pública  y  en  la  forma  señalada  en  el 
título  XV,  capítulo  II  para  lo  civil  (1),  y 
el  título  XX  í,  capítulos  XI  y  XIII  para 
lo  criminal. 

Art.  162.  Únicamente  pueden  ser  ju- 
rados los  ciudadanos  activos  con  dere- 
cho de  sufragio»  que  sepan  leer,  escri- 
bir y  contar,  y  que  paguen  de  contribu- 
ción en  Lisboa  y  Oporto  6.000  reis  á  lo 
menos,  y  en  el  resto  del  Reino  2.400, 
con  las  modificaciones  siguientes: 

1.**  Siendo  procedente  de  empleos, 
solamente  serán  elegidos  jurados  los 
empleados  que,  además  de  tener  la  ca- 
pacidad legal ,  satisfagan  á  lo  me- 
nos 20.000  reis  en  Lisboa  y  Oporto, 
y  10.000  reis  en  el  resto  del  continente; 

2.®  De  entre  los  militares  y  demás 
empleados  del  Estado  que  no  paguen 
contribución,  podrán  ser  jurados  los 
que,  además  de  reunir  la  capacidad  le- 
gal, tengan  un  sueldo  ó  gratificación 
de  20.000  reis  á  lo  menos  en  Lisboa  y 
Oporto,  y  100.000  en  el  resto  del  conti- 
nente del  Reino; 

3.**  En  las  islas  adyacentes  no  es 
preciso  el  pago  de  contribución,  y  son 
jurados  todos  aquellos  ciudadanos  que, 
además  de  reunir  la  capacidad  nece- 
saria, disfruten  de  una  renta  líquida 
de  100.000  reis  cuando  menos. 

Art.  163.  No  pueden  ser  jurados, 
aunque  reúnan  las  condiciones  del  ar- 
tículo anterfo.": 

1."  Los  miembros  del  Poder  Legis- 
lativo durante  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones; 

2.°  Los  Ministros  y  Subsecretarios 
en  activo  servicio; 

3.**  Los  Magistrados  del  Tribunal 
Supremo  de  Justicia; 

4.®  Los  Magistrados  de  las  Audien- 
cias; 

(1)  Hoy,  spirtin  el  Córli^o  de  procedimiento 
vigente. 


5.®  Los  Jueces  de  derecho  de  prime- 
ra instancia  y  sus  sustitutos; 

6.^  Los  funcionarios  del  Ministerio 
fiscal; 

7.®  Los  Jueces  ordinarios,  Jueces  de 
paz  y  Jueces  electivos; 

8.**  Los  empleados  subalternos  de  la 
Administración  de  justicia; 

9.*^  Los  miembros  de  los  Tribunales 
administrativos  y  de  Hacienda; 

10.  Los  funcionarios  de  Administra- 
ción civil  nombrados  por  el  Gobierno,  y 
sus  subalternos; 

IL    Los  militares  en  activo  servicio; 

12.  Los  Eclesiásticos  de  Órdenes  sa- 
gradas; 

13.  Los  Médicos  y  Cirujanos  de  par- 
tido; 

14.  Los  mayores  de  sesenta  años; 

15.  Los  que  tengan  algún  impedi- 
mento físico  ó  moral. 

Art.  104.  En  cada  concejo  habrá  un 
libro  de  matrícula,  en  el  que  el  Ayunta- 
miento hará  inscribir  todos  los  ciuda- 
danos que  reúnan  las  circunstancias 
exigidas  por  la  ley,  y  suprimirá  los  re- 
gistrados que  las  pierdan  por  cualquier 
causa. 

§  único.— Estas  operaciones  deberán 
estar  terminadas  el  último  domingo  del 
mes  de  Noviembre  de  cada  año. 

Art.  165.  Todo  el  que,  reuniendo  las 
cualidades  exigidas  por  la  ley,  no  se  hi- 
ciere inscribir  en  el  libro  de  matrícula 
de  jurados,  será  castigado  con  multa 
de  8.000  á  25.000  reis,  según  su  haber  y 
grado  de  malicia,  que  quedarán  en  be- 
neficio del  concejo. 

§  único.— Estas  multas  se  impondrán 
á  solicitud  de  cualquier  ciudadano,  ó  de 
oficio  por  el  Delegado  ó  Subdelegado 
correspondiente. 

Art.  166.  Con  los  jurados  incluidos 
en  el  censo,  se  formarán  dos  listas  que 
se  fijarán   á  las  puertas  de    la  Casa 
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Ayuntamiento  é  iglesia  parroquial  res- 
pectivamente, por  espacio  de  diez  días, 
dentro  de  cuyo  término  podrán  ha-* 
cer  los  interesados  las  reclamaciones 
oportunas  ante  la  municipalidad,  y  pro- 
veerse de  las  certificaciones  necesarias 
para  presentar  las  reclamaciones  ante 
la  Junta  general,  de  que  se  trata  en  el 
artículo  siguiente. 

Art.  167.  Cada  uno  de  los  Ayunta- 
mientos comisionará  todos  los  años,  el 
primer  domingo  del  mes  de  Diciembre, 
dos  Concejales,  que  se  trasladarán,  con 
la  lista  del  censo,  á  la  ciudad  ó  villa 
capital  de  la  circunscripción. 

g  único— Los  interesados  reclaman- 
tes por  inclusiones  ó  exclusiones  inde- 
bidas que  no  hubieren  sido  atendidos 
en  el  caso  del  artículo  anterior,  po- 
drán presentarse  ante  la  Junta  de  co- 
misionados de  que  se  trata  en  este  ar- 
tículo, la  cual,  después  de  oídos,  pro- 
veerá á  sus  solicitudes  conforme  ajui- 
cio y  sin  apelación. 

Art.  168.  Las  Juntas  de  que  trata  el 
artículo  anterior  se  reunirán  en  la  Casa 
Ayuntamiento,  serán  públicas  y  las 
presidirá  el  Concejal  de  más  edad,  sir- 
viendo de  Secretario  el  del  Ayunta- 
miento respectivo. 

Art.  169.  Hecha  la  revisión  de  las 
listas  parciales,  se  formará  la  lista  ge- 
neral de  jurados.  Esta  se  depositará  en 
el  archivo  del  Ayuntamiento,  librándo- 
se copia  de  la  misma  al  Juez  de  dere-- 
cho  de  la  comarca  ú  ordinario  de  la  ca- 
pital de  la  circunscripción. 

§  único.— Las  listas  parciales  se  ar- 
chivarán igualmente,  sacando  copia  de 
las  alteraciones  hechas  en  las  mismas 
los  comisionados  de  los  concejos,  con 
objeto  de  que  se  fijen  en  los  sitios  ante- 
riormente indicados. 

Art.  170.  En  la  circunscripción  del 
Jurado  que  sólo  tenga  un  Ayuntamien- 


to, la  revisión  de  las  listas  se  efectua- 
rá por  los  individuos  del  mismo  en  se- 
sión pública,  observándose  en  todo  lo 
demás  lo  que  determinan  los  artículos 
anteriores. 

Art.  171.  Todos  los  años,  en  el  se- 
gundo domingo  del  mes  de  Diciembre, 
se  reunirá  el  Ayuntamiento  de  la  capi- 
tal de  la  circunscripción,  y  con  asisten- 
cia del  Delegado  ó  Subdelegado  del  Mi- 
nisterio fiscal,  y  en  sesión  pública,  se 
procederá  á  la  formación  de  las  planti- 
llas de  los  jurados  que  han  de  servir 
en  el  primer  semestre  de  aquel  año,  y 
lo  mismo  se  practicará  en  el  segundo 
domingo  del  mes  de  Junio  para  la  for- 
mación de  plantillas  del  segundo  se- 
mestre. 

§  1.®— Después  de  la  lectura  de  la  lis- 
ta general  depositada  en  el  archivo,  se 
harán  tantas  papeletas  cuantos  sean 
los  nombres,  y  colocadas  en  una  urna, 
se  irán  extrayendo  por  un  menor  de 
diez  años.  Los  36  primeros  nombres 
formarán  la  plantilla  del  Jurado  de  acu- 
sación, y  los  48  siguientes  la  del  de  ca- 
lificación; sin  embargo,  si  la  lista  gene- 
ral no  contuviere  200  nombres,  las 
plantillas  constarán  de  27  y  36  jurados 
respectivamente.  Las  papeletas  prime- 
ramente extraídas  se  depositarán  en 
otra  urna  para  proceder  á  la  extrac- 
ción, una  vez  terminada  la  primera. 

§2.**— Se  sorteará  luego- la  segunda 
plantilla  de  jurados  de  acusación  y  de 
calificación,  remitiéndose  éstas  y  las 
primeras  al  Juez  de  derecho  ú  ordina- 
rio de  la  capital  de  la  circunscripción 
para  que  ordene  fijarlas  á  las  puertas 
del  Tribunal.  Cada  una  de  estas  planti- 
llas de  acusación  servirá  tres  meses 
consecutivos,  y  cada  una  de  las  de  ca- 
lificación alternará  cada  mes  en  el  se- 
mestre. 

Art.  172.    Los  Jueces  de  derecho  ú 
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ordinarios  harán  que  se  notifique  á  los 
interesados  el  día  en  que  deban  compa- 
recer, señalando  la  hora  y  local  para 
proceder  á  abrir  la  sesión. 

§  único.— Esta?  notificaciones  se  prac- 
ticarán por  los  Escribanos  de  los  Jue- 
ces electivos,  con  expresión  de  que  no 
habrá  de  hacérseles  nueva  citación. 
Habrán  de  verificarse  con  la  necesaria 
antelación  para  que  puedan  los  intere- 
sados presentar  las  excusas  correspon- 
dientes. 

Art.  173.  Los  jurados  solamente  po- 
drán excusarse  de  comparecer  los  días 
señalados  mediando  justa  causa,  debi- 
damente acreditada,  y  que  habrá  de  po- 
nerse en  conocimiento  del  Juez  respec- 
tivo con  tres  días  de  anticipación  á  la 
sesión  ó  luego  que  sobrevenga  la  impo- 
sibilidad, si  fuere  después. 

g  1."— El  jurado  que  dejare  de  compa- 
recer sin  alegar  la  causa  ó  no  la  hiciere 
constar  dentro  de  las  veinticuatro  ho- 
ras de  comenzada  la  sesión,  será  casti- 
gado con  multa  de  10.000  á  20.000  reis 
en  Lisboa  y  Oporto,  y  la  mitad  en  las 
provincias. 

§  2."— Cuando  la  imposibilidad  sobre- 
viniere después  de  abierta  la  sesión,  y 
ocasionada  por  enfermedad,  se  expre- 
sará en  la  declaración  del  facultativo 
que  la  enfermedad  se  manifestó  de  im- 
proviso. La  falta  de  este  requisito  hará 
incurrir  al  jurado  en  la  multa  señalada 
en  el  párrafo  anterior. 

g  3."  — El  facultativo  que  expidiere 
certificación  falsa,  además  de  esta 
multa  quedará  sujeto  á  responsabili- 
dad criminal. 

§  4.**— Cuando  en  la  parroquia  en  que 
resida  el  jurado  no  hubiere  facultativo, 
será  suficiente  un  atestado  jurado  del 
Párroco  respectivo,  firmado  por  el  Juez 
electivo,  los  cuales  quedarán  sujetos  á 
la  responsabilidad  en  caso  de  falsedaíJ. 


j}  5.*— El  Magistrado  tomará  en  con- 
sideración las  excusas  alegadas  para 
relevar  ó  no  de  multa. 

Art.  174.  Para  los  abusos  de  libertad 
de  imprenta  habrá  un  Jurado  especial, 
al  cual  serán  aplicables  las  disposicio- 
nes anteriores  en  cuanto  no  contradi- 
gan las  que,  referentes  á  su  organiza- 
ción y  atribuciones,  se  consignan  en  la 
ley  de  19  de  Octubre  de. 1840. 


Ley  de  18  de  Julio  de  1855  suprimien- 
do los  Jueces  ordinarios  en  las  capi- 
tales de  comarca. 

Artículo  1.°  Quedan  suprimidos  los 
Jueces  ordinarios  en  los  Juzgados  ca- 
bezas de  comarca,  y  las  atribuciones 
que  les  competían  pasan  á  los  sustitu- 
tos de  los  Jueces  de  derecho,  en  los  ca- 
sos señalados  en  el  párrafo  2.°  del  ar- 
tículo 118  de  la  Novísima  Reforma  Ju- 
dicial. 

§  l.^—Las  atribuciones  de  los  Jueces 
ordinarios  continuarán  correspondien- 
do á  los  sustitutos  cuando  los  Jueces 
de  derecho  ordenen  que  las  asuman. 

§  2.°— En  el  caso  de  imposibilidad 
proveniente  de  servicio  del  Juez  de  de- 
recho, asumirá  el  sustituto  las  atribu- 
ciones señaladas  en  el  párrafo  2."  del 
artículo  87  de  la  Novísima  Reforma, 
correspondientes  al  Juez  ordinario. 


Ley  de  16  de  Abril  de  1874  suprimien- 
do los  Jaeces  electivos  y  modificando 
las  atribucienes  de  los  Jueces  ordi- 
narios, etc.  (i). 

Articulo  1.^    Quedan  suprimidos  los 

(l)     Deroga  expresamente  el  decreto  de  29  de 
Diciembre  de  1869. 
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Jueces  electivos  y  los  cargos  de  Subde- 
legados del  Ministerio  físcal. 

Art.  2.°    Se  autoriza  al  Gobierno: 

1.°  A  llevar  á  cabo  una  nueva  divi- 
sión de  los  juzgados; 

2.**  A  crear  nuevas  comarcas  donde 
existieren  actualmente  más  de  9.000 
vecinos  ó  una  cuarta  parte  de  su  pobla- 
ción quedare  á  má«  de  15  kilómetros  de 
la  capital  de  la  comarca; 

3.**  A  alterar,  en  caso  necesario,  la 
clasificación  actual  de  Jas  comarcas 
en  cuya  circunscripción  se  hiciere  alte- 
ración, aumentándola  ó  reduciéndola, 
y  á  trasladar  la  capital,  en  los  casos  en 
que  razones  de  gran  utilidad  lo  acon- 
sejen. 

§  1.®— Cuando  hubiere  necesidad  de 
crear  alguna  nueva  comarca  se  proce- 
derá á  su  organización,  de  modo  que  las 
antiguas  no  queden  con  menos  de  6.000 
vecinos  cada  una. 

§  2.**— La  regla  establecida  en  el  pre- 
sente artículo  y  párrafo  1.**  solamente 
podrá  dejar  de  llevarse  á  efecto  cuando 
la  necesidad  debida  y  plenamente  acre- 
ditada lo  exigiere;  pero,  en  todo  caso, 
el  número  de  las  comarcas  creadas 
nuevamente  no  podrá  exceder  de 
treinta. 

§  3.**— Los  Ayuntamientos  interesa- 
dos serán  oídos  necesariamente  acerca 
de  la  división  y  circunscripción  de  que 
este  artículo  trata. 

Art.  3.*^  En  cada  Juzgado  habrá  un 
Juez  ordinaria. 

Art.  4.°  Los  Jueces  ordinarios  serán 
de  Real  nombramiento,  por  tres  años,  á 
propuesta,  en  terna  hecha  por  el  Presi- 
dente de  la  Audiencia. 

§  1.°— Para  estas  propuestas  se  oirá 
necesariamente  á  los  Jueces  de  derecho 
de  las  comarcas  respectivas  y  á  los 
Ayuntamientos. 

§  2  *"  >  Para  desempeñar  el  cargo  de 


Jueces  ordinarios  serán  preferidos  en 
igualdad  de  circunstancias: 

1 .®  Los  Bachilleres  graduados  en  De- 
recho; 

2.*  Los  que  tengan  algún  curso  de 
instrucción  superior  ó  secundaria. 

Art.  5.**  Los  Jueces  ordinarios  no 
podrán  ser  suspendidos ,  dimitidos  6 
trasladados,  sino  en  los  mismos  casos 
que  los  Jueces  de  derecho. 

Art.  6.**  Transcurrido  el  trienio,  el 
Juez  ordinario  que  hubiere  desempeña- 
do fielmente  su  cargo  podrá  ser  pro- 
puesto nuevamente,  y  reelegido  sin  li- 
mitación alguna. 

Art.  7."  En  ausencias  y  enfermeda- 
des de  los  Jueces  ordinarios  hará  sus 
veces  cualquiera  de  los  dos  sustitutos, 
los  cuales  serán  propuestos  y  nombra- 
dos en  los  casos  y  forma  que  los  susti- 
tutos de  los  Jueces  de  derecho. 

§  1."— En  las  ausencias  y  enfermeda- 
des del  Juez  ordinario  y  de  sus  sustitu- 
tos, los  reemplazará  el  Juez  ordinario 
del  Juzgado  más  próximo  de  la  comar- 
ca, y  habiendo  dos  ó  varios  en  igualdad 
de  circunstancias,  el  Juez  de  derecho 
procederá  á  sortearlos. 

§  2.**— Para  determinar  la  competen- 
cia á  que  se  refiere  el  párrafo  anterior, 
se  tomará  como  base  la  capital  de  los 
juzgados  respectivos. 

Art.  8.°  En  las  recusaciones,  habien- 
do discordia  entre  el  Juez  recusado  y  la 
parte  recusante  sobre  la  elección  de  ár- 
IWtro,  se  procederá  al  sorteo  de  todos 
los  propuestos  por  las  partes. 

Art.  9.**  Corresponde álosJuecesordi- 
narios,  dentrode  su  respectivo  territorio: 

1."  Ejercer  todas  las  atribuciones 
que  la  legislación  vigente  concede  á  los 
Jueces  electivos,  excepto  las  meramen- 
te de  policía,  de  que  se  trata  en  la  se- 
gunda parte  del  núm.  3.®  del  art.  145  de 
la  Novísima  Reforma  Judicial; 


OkGANl2AClÓN  DE  TRIBUNALES  t>ORTUGÜB8B8 


2.°  Conocer  de  las  demandas  sobre 
bienes  muebles  que  no  excedan  de  10.000 
reis; 

3.®  Conocer  de  las  cuestiones  sobre 
daños  ocasionados  dentro  de  su  res- 
pectivo territorio  por  valor  hasta  de 
10.000  reis,  á  menos  que  los  hechos 
puedan  ser  constitutivos  de  delito; 

4.®  Practicar  por  delegación  del  Juez 
de  derecho  toda  clase  de  diligencias  que 
éstos  les  encomienden;  tomar  juramen- 
to á  los  cabezas  de  la  herencia,  tutores, 
protutores,  curadores  y  arbitros,  presi- 
dir el  inventario,  avalúo  y  descripción 
de  bienes,  subastas  y  otras  semejantes, 
con  exclusión,  sin  embargo,  de  los 
actos  referentes  á  la  producción  de 
prueba; 

5.**  Cumplimentar  las  órdenes  y 
exhortes  de  Jueces  de  igual  ó  superior 
categoría,  para  citaciones  ó  emplaza- 
mientos, así  como  los  exhortes  de  Jue- 
ces de  igual  categoría,  para  interroga- 
torio de  testigos  ó  para  cualesquiera 
otras  diligencias; 

6.**  Cumplimentar,  sólo  por  delega- 
ción del  Juez  de  derecho,  los  suplicato- 
rios para  citaciones  ó  emplazamiento; 

7.®  Tomar  las  medidas  necesarias 
para  evitar  la  pérdida  de  bienes  perte- 
necientes á  herencias  yacentes,  á  me- 
nores, ausentes  ó  incapacitados,  ó  per- 
sonas capaces,  pero  ausentes,  ponién- 
dolo siempre  en  conocimiento  del  Juez 
de  derecho  con  veinticuatro  horas  de 
anticipación. 

§  I.**— Las  causas  que  hayan  de  fallar 
los  Jueces  no  necesitan  ir  precedidas 
del  acto  de  conciliación. 

§  2.**— En  los  juzgados  que  no  sean 
capital  de  comarca,  serán  también  es- 
tos Jueces  competentes  para  proceder 
á  los  interdictos  de  obra  nueva  y  resol- 
ver con  arreglo  á  derecho,  aunque  ex- 
cedan de  10.000  reis. 


§  3.®— Las  causas  resueltas  se  remi- 
tirán al  Juez  de  derecho  dentro  de  las 
veinticuatro  horas ,  para  su  ratifica- 
ción, conforme  á  derecho,  y  práctica 
de  diligencias  posteriores. 

§  4.**— Todas  las  demás  atribuciones 
que  por  la  legislación  vigente  corres- 
ponden á  los  Jueces  ordinarios,  pasan 
á  los  Jueces  de  derecho. 

%  5."— Ninguna  orden  ó  despacho  del 
Juez  de  derecho,  dentro  de  su  territo- 
rio, necesita  del  «visto»  del  Juez  or- 
dinario respectivo  para  su  cumpli- 
miento. 

§  6.°  — Los  Escribanos  y  alguaciles 
de  los  juzgados  practicarán  las  citacio- 
nes y  emplazamientos  ordenados  por 
el  Juez  de  derecho,  sin  que  sea  preciso 
el  «visto»  ó  la  autorización  del  Juez  de 
derecho. 

Art.  10.  Los  Jueces  ordinarios  cele- 
brarán audiencia  los  jueves  de  cada 
semana,  ó  los  inmediatos  si  no  fuere 
posible. 

Art.  11.  En  cada  juzgado  de  esta 
clase  habrá  un  Escribano  y  un  al- 
guacil. 

Art.  12.  El  Delegado  del  Fiscal  de  Su 
Majestad  en  la  comarca,  desempeñará 
sus  funciones  junto  á  los  Jueces  ordi- 
narios, pudiendo  ejercerlas  por  sí  ó  por 
delegación  en  otra  persona. 

Art.  13.  Los  Jueces  ordinarios  no 
percibirán  sueldo  alguno  más  que  los 
honorarios  correspondientes,  según  la 
ley. 

Art.  14.  Los  honorarios  de  los  Jue- 
ces ordinarios.  Escribanos  y  alguaci- 
les, se  regirán  por  los  Aranceles  vi- 
gentes. 

Art.  15.  El  procedimiento  seguido 
ante  los  Jueces  ordinarios  por  negocios 
que  excedan  de  2.000  reis,  se  ajus- 
tará á  lo  prevenido  en  el  art.  248  y  si- 
guientes de  la  Novísima  Reforma  Ju- 
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dicial,  salvo  las  excepciones  siguientes: 

0). 

Art.  19.  La  tasación  de  estas  causas 
se  practicará  por  el  Escribano  y  com- 
probará y  firmará  por  el  Juez. 

§  1.^— El  Escribano  percibirá  por  la 
tasación  los  honorarios  que  señalen  los 
Aranceles  para  los  Subdelegados  del 
Ministerio  fiscal  como  tasadores. 

§  2.^— El  Escribano  es  el  tesorero 
de  las  multas  menores  en  el  juzgado. 
(2) 

Ley  de  21  de  Julio  de  1655  sobre 
el  Jurado 

Artículo  1.**  Serán  incluidos  en  el 
censo,  como  jurados,  todos  los  ciuda- 
danos que,  por  la  legislación  vigente  en 
la  época  de  la  inclusión  en  el  censo,  tu- 
vieren derecho  para  votar  en  las  elec- 
ciones de  Diputados  en  la  Nación,  y 
además  de  esto  gozaren  de  una  renta  lí- 
quida anual,  en  Lisboa  y  Oporto  de 
400.(XK)  reis  y  200.000  en  el  resto  del 
continente  é  islas  adyacentes,  proce- 
dente del  mismo  origen  y  probado  por 
la  misma  forma  por  que  se  \  rueba  la 
renta  necesaria  p3,ra  ser  elector,  guar- 
dando la  debida  proporción;  los  que  tu- 
vieren grados  ó  títulos  literarios,  les 
estará  dispensada  toda  otra  prueba. 

§  único.— Cuando  en  alguna  comarca 
no  hubiere  120  ciudadanos  hábiles  para 
ser  jurados,  que  tengan  la  renta  líqui» 
da  señalada  en  este  artículo,  se  com- 
pletará dicho  número  con  los  que  tu- 
vieren una  renta  líquida  de  cuantía  in- 
mediata inferior. 


(1)  Hoy,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  Código 
de  procedimiento  civil,  y  lo  mismo  en  las  que 
excedan  de  esta  cuantía,  y  en  las  ejecuciones  de 
las  sentencias  de  los  Jueces  ordinarios. 

(2)  Los  restantes  artículos  se  reñercn  á  la  co- 
locación, derechos,  antigüedad,  etc.,  de  estos 
funcionarios. 


Art.  2.*  No  pueden  ser  jurados,  aun- 
que reúnan  las  condiciones  exigidas  en 
el  artículo  anterior: 

1.**  Los  que  no  supieren  leer  ni  es- 
cribir; 

2.°  Los  miembros  del  Cuerpo  Legis- 
lativo durante  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones; 

3.**  Los  Ministros  y  Subsecretarios 
y  los  Consejeros  de  Estado  en  activo 
servicio; 

4."  Los  Oficinles  mayores  y  Jefes  de 
Negociado  de  todas  las  secretarías  de 
Estado,  los  Directores  generales  y  Je- 
fes de  Negociado  del  Tesoro  público  y 
el  Secretario  general  del  Consejo  de 
Estado; 

5.**  Los  Oficiales  mayores,  Di  recto- 
res de  las  secretarías  de  las  dos  Cámaras 
Legislativas  y  los  redactores  y  taquí- 
grafos de  número  de  dichas  Cámaras, 
únicamente  durante  el  período  legisla- 
tivo de  las  mismas; 

6®  Los  Magistrados  del  Tribunal 
Supremo  de  Justicia  y  de  Cuentas; 

7.**  Los  Magistrados  de  las  Audien- 
cias; 

8.®  Los  Jueces  de  derecho  de  prime- 
ra instancia  y  sus  sustitutos  cuando 
estuvieren  en  efectivo  servicio; 

9.®  Los  Relatores  del  Consejo  Supre- 
mo de  Guerra  y  su  Ayudante  y  los  Au- 
ditores del  Ejército; 

10.  Los  funcionarios  del  Ministerio 
público,  comprendidos  los  curadores 
generales  de  los  huérfanos  de  Lisboa  y 
Oporto; 

n.  Los  Jueces  ordinarios  en  efectivo 
servicio; 

12.  El  Secretario  del  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia,  los  Escribanos  de 
asuntos  civiles  y  de  conriercio,  los  Es- 
cribanos de  los  Jueces  de  derecho  de 
los  Tribunales  de  Comercio,  los  de  los 
Jueces  ordinarios  y  los  alguaciles; 
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13.  Los  Magistrados  de  los  Tribuna- 
les Administrativos  y  Fiscales.  No  se 
comprenden  en  esta  excepción  los 
miembros  de  los  consejos  de  distrito 
y  de  las  Cámaras  municipales,  en  los 
días  en  que  no  tuvieren  sesión;  los 
miembros  de  las  Juntas  de  distrito 
cuando  no  estuvieren  reunidas;  en  nin- 
gún caso  los  miembros  de  las  Juntas 
de  parroquias; 

14.  Los  Gobernadores  civiles.  Secre- 
tarios generales.  Delegados  del  Tesoro, 
tesoreros,  pagadores.  Administrado- 
res de  concejo,  Oñciales  de  éstos  y  de 
Hacienda,  los  de  las  Cámaras  munici- 
pales y  ios  cobradores  de  concejo; 

15.  Los  militares  en  activo  servicio, 
no  considerándose  como  tales  á  los  que 
se  hallen  en  disponibilidad; 

16.  Los  Eclesiásticos  de  Órdenes  sa- 
gradas; 

17.  Los  Profesores  de  instrucción 
primaria; 

18.  Los  empleados  de  Correos; 

19.  Los  Médicos  y  Cirujanos  del 
partido  de  las  Cámaras  municipales; 

20.  Los  Boticarios,  cuando  en  la  pa- 
rroquia ó  villa  en  que  cada  uno  de  ellos 
tuviere  su  botica,  no  exista  otra; 

21.  Los  que  tuvieren  más  de  sesenta 
y  cinco  años,  si  con  motivo  de  la  revi- 
sión anual  hubieren  reclamado  para  no 
ser  jurados; 

22.  Los  que  tuvieren  algún  impedi- 
mento físico  ó  moral  que  les  imposibi- 
lite absolutamente  de  ejercer  sus  res- 
pectivas funciones; 

23.  Los  Vicecónsules  de  las  Nacio- 
nes extranjeras  con  que  haya  Trata- 
dos, en  virtud  de  los  cuales  sus  subdi- 
tos, Vicecónsules  de  la  Nación  portu- 
guesa, gocen  de  igual  exención. 

§  único.— Esta  ley  no  reconoce  nin- 
guna otra  excepción  más  que  las  que 
están   expresamente   consignadas    en 


este  artículo,  salvas  ó  hecha  excepción 
las  que  estuvieren  establecidas  por  las 
leyes  especiales  sobre  contratos. 

Art.  3.**  Los  ciudadanos  que  tuvieren 
dos  domicilios  en  diferentes  círculos  de 
jurados,  serán  incluidos  en  ambos,  si 
antes  de  concluido  el  censo  no  hubie- 
ren declarado  en  cuál  de  los  domicilios 
prefieren  servir  de  jurados;  debiendo 
hacer  esta  declaración  ante  la  Comi- 
sión del  censo  del  domicilio  en  que  pre- 
fiera servir,  ó  presentar  ante  la  del 
otro  certificado  de  haber  hecho  esta  de- 
claración. 

Art.  4.**  El  censo  de  jurados  será  he- 
cho en  cada  concejo  por  la  misma  Co- 
misión que  hiciere  el  de  electores  y  ele- 
gibles para  todos  los  cargos  públicos. 

Art.  5.°  El  censo  de  los  jurados  se 
hará  en  las  mismas  condiciones  y  for- 
ma que  el  censo  de  los  electores  y  ele- 
gibles. 

§  1  **— En  el  libro  del  censo  general  de 
los  electores  y  elegibles,  además  de  las 
casillas  que  conforme  á  la  legislación 
vigente  se  deben  abrir  para  cada  nom- 
bre, habrá  una  más,  en  la  cual  se  de- 
signará si  el  ciudadano  incluido  como 
elector  es  también  jurado. 

§  2.**— Las  Comisiones  del  censo  están 
obligadas  á  inscribir  como  jurados  to- 
dos los  ciudadanos  que  tuvieren  la  ren- 
ta señalada  en  el  art.  1,**,  y  no  podrán 
atender  á  ninguna  de  las  excepciones 
del  art.  2.**  sin  que  los  interesados  ale- 
guen y  prueben  con  documentos  justifi- 
cados los  motivos  de  excusa  que  pue- 
den tener,  toda  vez  que  estos  motivos 
no  sean  de  notoriedad  pública  ó  cono- 
cidos por  dichas  Comisiones. 

Art.  6.**  La  legislación  relativa  á  re- 
clamaciones, recursos  y  penas  del  cen- 
so de  electores  y  elegibles  para  los  car- 
gos públicos,  será  también  aplicable  al 
censo  de  los  jurados. 
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§  l.^-Los  Administradores  de  conce- 
jo, con  relación  á  este  objeto,  ejercen 
las  funciones  de  funcionarios  del  Mi- 
nisterio público  ante  las  Comisiones  del 
censo. 

§  2.°— De  las  providencias  de  dichas 
Comisiones  que  eximieren  á  algún  ciu- 
dadano del  cargo  de  jurado,  podrá  el 
Administrador  del  concejo,  6  cualquiera 
de  los  ciudadanos  inscritos,  interponer 
el  recurso  correspondiente. 

Art.  7.®  Las  mismas  Comisiones,  ter- 
minado el  censo  ó  hechas  en  él  todas 
las  correcciones  en  la  forma  prescrita 
por  la  ley,  remitirán  al  Juez  de  derecho 
de  la  respectiva  comarca  una  relación 
auténtica  de  todos  los  ciudadanos  que 
hubieren  sido  incluidos  en  aquél  como 
jurados,  y  en  Lisboa  y  Oporto  á  los 
Jueces  de  derecho  en  lo  criminal. 

§  1.®— Cuando  el  círculo  de  jurados 
comprendiere  más  de  un  concejo,  las 
comisiones  de  aquéllos  que  no  fueren 
capital  de  partidogf»  círculo,  enviarán  á 
la  Comisión  de  éste  otra  relación  igual, 
y  de  estas  diversas  relaciones  se  for- 
mará una  lista  general  del  círculo  de 
jurados  respectivos. 

§  2.®  De  esta  lista  general  se  saca- 
rán, por  medio  de  sorteo,  todas  las 
plantillas  de  los  jurados  que  han  de  ac- 
tuar en  cada  círculo  de  jurados,  hasta 
que  se  forme  de  nuevo  otra  lista  gene 
ral  después  de  la  revisión  del  censo. 

§  3.^— El  sorteo  tendrá  lugar  en  los 
primeros  domingos  de  Enero  y  de  Julio, 
en  sesión  pública  y  solemne  de  la  Co- 
misión del  censo  de  la  capital  de  la  co- 
marca, asistiendo  y  fiscalizando  el  Juez 
de  derecho  y  el  Delegado.  En  Lisboa  y 
Oporto  incumbe  á  los  Jueces  de  dere- 
cho d(»  lo  civil  y  de  lo  criminal  asistir 
respectivamente  á  este  sorteo,  alter- 
nando entre  sí. 

§  4.**— Cuando  en  la  comarca  haya 


más  de  un  círculo  de  jurados  el  sorteo 
relativo  al  círculo  que  no  fuere  capital 
de  comarca  se  verificará  el  domingo 
siguiente  á  aquel  en  que  tuviere  lugar 
el  sorteo  de  la  capital  de  comarca  con 
las  mismas  solemnidades,  y  en  sesión 
pública  de  la  Comisión  del  censo  de  la 
capital  de  ese  segundo  círculo. 

§  5.°— En  los  círculos  de  jurados  don- 
de no  hubiere  más  de  240,  se  formará 
solamente  una  plantilla  para  cada  se- 
mestre. 

§  6.®— La  misma  plantilla  servirá  para 
lo  civil,  para  lo  criminal  y  para  los  de- 
litos especiales  de  libertad  de  imprenta. 

Art.  8.°  La  notificación  á  cada  uno 
de  los  jurados  del  día  en  que  deben 
comparecer  á  las  sesiones,  conforme 
al  art.  172  de  la  Novísima  Reforma  Ju- 
dicial y  respectivo  párrafo,  se  hará  per- 
sonal mente  si  el  jurado  se  encontrare 
en  la  casa  de  su  residencia,  y  cuando 
no  lo  sea,  podrá  desde  luego  ser  hecha 
á  cualquier  persona  de  su  familia.  Para 
estas  notificaciones  son  competentes, 
tanto  los  alguaciles  como  los  Escriba- 
nos de  los  Jueces  electivos. 

Art.  9J*  El  Gobierno  queda  autoriza- 
do para  dictar  los  Reglamentos  nece- 
sarios en  harmonía  con  las  disposicio- 
nes de  esta  ley  y  para  su  ejecución. 

Art.  10.  Queda  en  vigor  la  ley  de  12 
de  Marzo  de  1845,  acerca  del  Jurado 
mixto  en  ella  decretado  (1),  y  derogada 
toda  la  legislación  en  contrario. 


(1)  Por  esta  ley  se  eVütablere  para  los  exti*anje- 
ros  ol  derecho  á  ser  juzgados  por  un  Jurado  mixto 
de  portugf ueses  y  extranjeros  de  la  Nación  corres- 
pondiente, si  bien  no  tiene  esto  lug^ar  en  todos  los 
casos;  por  ley  de  21  de  Marzo  del  mismo  año  se 
hizo  aplicación  de  este  beneficio,  por  existir  la 
reciprocidad,  ¿  Ijigluterra. 
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Ley  de  1.^  de  Julio  de  1867  reformando 
la  organización  del  Jurado 

Artículo  1.®  En  cada  comarca  exis- 
tirá únicamente  un  Tribunal  del  Jurado. 

§  l/*~La  plantilla  constará  de  36  ju 
rados,  y  el  Jurado  para  cada  causa  se 
compondrá  de  nueve  jurados  y  un  su- 
plente, que  sólo  tomará  parte  en  la  vo- 
tación cuando  durante  la  discusión  se 
imposibilitare  alguno  de  los  nueve  pri- 
meramente sorteados. 

§  2.*— Sin  causa  justificada  sólo  po- 
drán ser  recusados  tres  jurados  por  la 
acusación  y  tres  por  la  defensa. 

Art.  2.°  Serán  incluidos  en  el  censo 
para  jurados  todos  los  que  gocen  de  las 
condiciones  literarias  que  dispensan 
las  pruebas  del  censo,  en  los  términos 
de  la  legislación  actual. 

§  1.°— Cuando  los  jurados  no  llegaren 
á  120,  se  incluirán  en  el  censo,  además 
de  éstos,  todos  los  que  disfruten  de  una 
renta  líquida  anual  de  400.000  ó  más 
reis,  y  si  no  llegaren  aún  á  completarse 
los  120,.  se  incluirán  los  contribuyentes 
inmediatos,  por  su  orden,  en  los  térmi- 
nos del  párrafo  único  del  art.  1.°  de  la 
ley  de  21  de  Julio  de  i855. 

§  2.**— En  las  comarcas  de  Lisboa, 
Porto  y  Coimbra,  60  jurados,  á  lo  me- 
nos, se  incluirán  en4el  censo  de  los  que 
reúnan  las  condiciones  literarias  que 
dispensan  la  pruebadel  censo,  y  otros  60, 
por  lo  menos,  de  los  contribuyentes,  en 
la  forma  prescrita 

§  3.®— En  las  comarcas  mencionadas 
en  el  párrafo  anterior,  la  plantilla  se 
formará  colocando  en  una  urna  los 
nombres  de  los  incluidos  en  el  censo 
que  tengan  las  condiciones  literarias,  y 
en  otra  los  de  los  que  figuren  como 
contribuyentes,  y  de  cada  una  de  ellas 
se  sortearán  18  nombres. 
Tomo  Vil.— iNSTirrciONM  jurídicas. 


Art.  3.°  El  censo  se  efectuará  por 
una  Comisión,  compuesta  del  Juez  de 
derecho  de  la  comarca,  Presidente  y 
Vicepresidente  de  la  Comisión  del  cen- 
so del  concejo  que  sea  capital  del  dis- 
trito. Presidente  del  Ayuntamiento  y 
Alcalde  del  concejo. 

En  Lisboa  y  Porto  los  Jueces  de  dere- 
cho, Presidente  y  Vicepresidentes  de 
las  Comisiones  del  censo  y  Alcaldes  de 
barrio,  formarán  parte  de  la  Comisión 
por  turno,  según  se  determine  en  el  Re- 
glamento que  habrá  de  dictarse  para  1^ 
ejecución  de  esta  ley  (1). 

A  esta  Comisión,  de  que  es  Presiden- 
te el  Juez  de  derecho,  compete  la  deci- 
sión de  las  reclamaciones. 

§  1."— La  lista  general  del  censo  se 
publicará  según  previene  la  legislación 
vigente;  y  en  el  término  de  ocho  días, 
contados  desde  la  publicación,  se  ad- 
mitirá toda  clase  de  reclamaciones  por 
inclusión  ó  exclusión  de  los  individuos 
que  tengan  derecho  á  serlo,  según  la 
presente  ley. 

Además  de  la  publicación  del  censo, 
la  inclusión  se  notificará  á  cada  uno  de 
los  jurados,  en  los  términos  del  art.  8.® 
de  la  ley  de  21  de  Julio  de  1855,  admitién- 
dose en  el  mismo  término  de  ocho  días, 
á  contar  de  la  notificación,  las  reclama- 
ciones contraía  inclusión  de  los  indivi- 
duos que  sufran  cualquier  impedimen- 
to físico  ó  moral  que  los  imposibilite 
absolutamente  para  ejercer  las  funcio- 
nes de  jurados. 

§  2.**— Cuando  alguno  de  los  incluidos 
pretenda  eximirse,  fundándose  en  el 
número  22  del  art.  2.°  de  la  ley  de  21 
de  Julio  de  1855,  se  procederá  de  oficio 
al  examen  pericial,  con  asistencia  del 
Juez  de  derecho  y  Delegado  del  Fiscal 
de  S.  M.,  y  demostrada  la  falsedad  de 


(1)     Se  inserta  á  continuación. 
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la  excusa  alegada,  será  condenado  á 
multa  de  10.000  á  50.000  reís,  para  cuya 
exacción  se  practicará  lo  dispuesto 
para  el  cobro  de  las  multas  impuestas 
por  falta  de  comparecencia  á  constituir 
el  Tribunal  del  Jurado. 

§  3."~Se  condenará  á  la  mitad  de  la 
multa  de  que  se  trata  en  el  párrafo  an- 
terior al  que,  hallándose  ya  impedido 
al  tiempo  de  verificarse  el  sorteo  de  ju- 
rados, únicamente  alegare  dicha  ex- 
cusa después  de  terminada  la  plantilla, 
con  arreglo  al  párrafo  2S  del  art.  7.**  de 
la  ley  de  21  de  Julio  de  1855. 

§  4.°— Cuando  alguno  de  los  jurados 
sorteados  alegare  dolencia  que  lo  im- 
posibilite para  comparecer  á  todas  6 
solo  6  alguna  de  las  sesiones  del  Tribu- 
nal, se  procederá  del  modo  prescrito  en 
el  párrafo  2.",  siempre  que  sea  compa- 
tible con  el  régimen  y  gobierno  del 
mismo. 

§  5.®— La  Comisión,  en  los  dos  su- 
puestos del   párrafo  1.**,   pronunciará 
sus  decisiones  motivadas  en  el  término 
de  seis  días,  y,  notificadas  á  los  recla- 
mantes, se  admitirán  los  recursos  para 
ante  la  Audiencia  y  Tribunal  Supremo 
de  Justicia,  en  los  plazos  establecidos 
en  el  art.  36  de  la  ley  de  30  de  Septiem- 
bre de  1852,  á  contar  de  la  notificación. 
Art.  4.®    Si    en    cualquier    comarca, 
con  referencia  á  algún  procedimiento 
por  delito  que  se  castigue  con  pena  de 
las  mayores,  ocurrieren  circunstancias 
de  tal  gravedad  que  aconsejen  la  con- 
veniencia de  proceder  á  la  formación 
de  la  plantilla  del  Tribunal  del  Jurado 
del  distrito  y  dos  de  los  dos  más  próxi- 
mos, el  Delegado  del  Fiscal  de  S.  M.,  la 
parte  acusadora  ó  el  reo,  requerirán  al 
Juez  para  suspender  la  sentencia  de  la 
causa,  recurriendo  á  seguida  al  Presi- 
dente deJ  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
que,  después  de  oir  al  respectivo  Presi- 


dente de  la  Audiencia,  convocará  con 
urgencia  el  mismo  Tribunal  reunido  en 
Consejo,  para  resolver  inmediatamente 
sobre  el  objeto  de  la  representación. 

§  1.°— Cuando  la  representación  sea 
atendida,  el  Juez  de  derecho  reclamará 
de  cada  una  de  las  dos  comarcas  más 
próximas  los  nombres  de  los  12  jurados 
sorteados  primeramente,  y  éstos,  con 
los  sorteados  primeramente  del  distrito 
en  que  pendan  el  proceso  ó  procesos  á 
que  se  refiere  dicha  autorización,  for- 
marán la  plantilla  del  Jurado,  debiendo 
celebrarse  la  vista  en  sesión  extraordi- 
naria y  con  la  brevedad  posible,  de 
modo  que  el  reo  no  quede  detenido  en 
la  cárcel  hasta  el  semestre  siguiente. 

§  2.^— La  resolución  del  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia  será  tomada  y  comu- 
nicada al  Juez  de  derecho  del  distrito 
correspondiente,  en  el  plazo  de  treinta 
dias,  contados  desde  la  presentación. 
Si  no  lo  fuere,  continuará  el  procedi- 
miento sus  trámites  regulares,  confor- 
me á  la  legislación  común. 

Art.  5."  Queda  derogada  la  legisla- 
ción en  contrario. 

Reglamento  de  29  de  Agosto  de  1867 
para  la  ejecución  de  la  ley  de  1  ^  de 
Jolio  de  1867,  ^obre  organización  del 
Jurado. 

Artículo  1.^  El  día  1.°  de  Julio  de  ca- 
da año  el  Juez  de  derecho  de  cada  co- 
marca, en  unión  del  Presidente  y  Vice- 
presidente de  la  Comisión  revisora  del 
censo,  Presidente  del  Ayuntamiento  y 
Administrador  del  concejo  capital  de  la 
misma,  se  reunirá  á  las  diez  de  la  ma- 
ñana en  la  Casa  Ayuntamiento,  y  pro- 
cederán ala  constitución  de  la  Comi- 
sión encargada  del  censo  del  Jurado, 
con  arreglo  al  art.  3  °  de  la  ley  de  l.°de 
Julio  de  1867. 
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Art.  2.**  El  Juez  de  derecho  será  el 
Presidente  de  esta  Comisión,  y  el  Vice- 
presidente de  la  Comisión  revisora  del 
censo  desempeñará  las  funciones  de 
Secretario. 

Art.  3.°  Constituida  la  Comisión, 
dará  principio  á  sus  trabajos,  recla- 
mando de  las  Comisiones  del  censo  de 
los  concejos  de  la  comarca  copia  auto- 
rizada del  mismo  para  todos  los  cargos 
públicos,  que  habrá  de  remitirse  en  el 
improrrogable  término  de  cinco  días. 

Art.  4.°    De  estas  copias  se  sacará: 

1.°  Lista  de  los  nombres  de  los  ciu- 
dadanos que  se  hallen  comprendidos  en 
los  números  4.**  al  8.°  inclusive  del  ar- 
tículo 7.  **  del  decreto  de  30  de  Septiembre 
de  1852,  cuando  no  llegaren  á  120; 

2.^  Lista  de  los  nombres  de  todos  los 
ciudadanos  que  gocen  de  400.000  ó  más 
reis  de  renta  líquida  anual.  Y  si  no 
completaren  el  número  de  120,  se  com- 
pletará con  los  individuos  que  tengan 
la  renta  inmediatamente  inferior,  con 
arreglo  al  párrafo  único  del  art.  1.^  de 
la  ley  de  21  de  Julio  de  1855. 

Art.  5.**  La  Comisión  citará  á  los  in- 
dividuos comprendidos  en  el  párra- 
fo 4.*»  del  art.  26  del  decreto  de  30  de 
Septiembre  de  1852,  para  que  faciliten 
los  datos  y  documentos  necesarios  para 
procurar  la  mayor  exactitud  en  lo  re- 
ferente á  nombres,  apellidos,  profesión, 
edad  y  capacidad  de  los  incluidos  en  el 
censo. 

§  único.— El  Secretario  será  auxilia- 
do por  ios  funcionarios  del  Ayunta- 
miento respectivo,  de  orden  de  la  Comi- 
sión, los  cuales  serán  gratiñcados  á 
cuenta,  así  como  los  demás  gastos,  de 
los  Ayuntamientos. 

Art.  6.®  La  Comisión  llevará  un  libro 
especial  para  el  censo,  debidamente  le- 
galizado y  rubricadas  sus  hojas  por  los 
miembros  de  aquélla,  en  el  que  se  ins- 


cribirán por  orden  alfabético  y  nume- 
ración corrida  los  nombres  de  los  in- 
cluidos en  el  censo,  y  además  conten- 
drá casillas  para  expresar: 

1.®    El  empleo  ó  profesión; 

2.^    El  estado; 

3.**    La  edad; 

4.**    El  domicilio; 

5.^  La  renta  que  disfruta  ó  capaci- 
dad literaria  que  le  adorna . 

No  se  dejarán  espacios  ni  hojas  en 
blanco  en  el  mismo. 

Art.  7.**  En  todas  las  comarcas,  ex- 
cepto en  Lisboa,  Oporto  y  Coimbra,  si 
los  ciudadanos  comprendidos  en  el  nú- 
mero l.'del  art.  4.°  fueren  120  ó  más, 
se  incluirán  todos  en  la  lista;  si  no  hu- 
biere este  número,  se  completará  la 
lista  con  los  comprendidos  en  el  núme- 
ro 2.°  del  citado  artículo,  y  si  aún  en 
este  caso  no  fuere  posible  completarla, 
se  añadirán  los  ciudadanos  aptos  que 
disfruten  de  renta  inmediatamente  infe- 
rior á  400.000  reis. 

Art.  8.*  Todas  estas  operaciones  ha- 
brán de  terminarse  para  el  20  de  Julio. 

Art  9.®  El  día  25  de  Julio  publicará 
la  Comisión  la  lista  de  los  ciudadanos 
incluidos  en  el  censo  de  jurados,  efec- 
tuándose la  publicación  por  medio  de 
edictos,  ñjados  en  los  sitios  de  cos- 
tumbre. 

Art.  10.  En  el  término  de  ocho  días, 
contados  desde  la  fecha  en  que  fueron 
fijados  los  edictos,  se  podrá  hacer  to- 
da la  clase  de  reclamaciones  por  inclu- 
sión ó  exclusión  indebida  de  algún  ciu- 
dadano. 

Art.  11.  Las  reclamaciones  que  se 
presenten,  en  los  términos  del  artículo 
anterior,  se  entregarán,  en  el  plazo  le- 
gal, al  Secretario  de  la  Comisión,  quien 
facilitará  recibo  de  las  mismas,  si  se 
exigiere,  y  tomará  nota  de  la  presenta- 
ción. 
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Art.  12.  En  el  mismo  día  de  la  fija- 
ción de  los  edictos,  la  Comisión  tomará 
las  providencias  oportunas  para  que 
cada  uno  de  los  individuos  sea  notifica- 
do, siendo  competentes  para  hacer  es- 
tas notificaciones  los  alguaciles  de  los 
juzgados  de  derecho  y  de  paz,  entre  los 
cuales  distribuirá  el  servicio  la  Comi- 
sión de  la  manera  que  estime  más  con- 
veniente. 

Art.  13.  Se  certificará  de  estas  noti- 
ficaciones, y  el  día  10  de  Agosto  habrán 
de  estar  hechas  improrrogablemente. 

Art.  14.  Las  notificaciones  se  harán 
en  la  persona  del  interesado,  y  cuando 
no  fueren  hallados  en  sus  domicilios, 
en  la  persona  de  un  familiar,  ó  de  un 
vecino  á  falta  de  éste. 

Art.  15.  Se  permite  á  los  notificados, 
en  el  término  de  ocho  días,  reclamar 
contra  su  inclusión,  fundándose  en  im- 
posibilidad física  ó  moral  que  les  impi- 
da de  una  manera  absoluta  desempe- 
ñar las  funciones  de  jurados. 

Art.  16.  El  día  26  de  Agosto  se  re- 
unirá la  Comisión,  y  resolverá,  en  el 
término  de  seis  días,  todas  las  recla- 
maciones presentadas,  motivando  sus 
decisiones,  que  se  notificarán  á  los  in- 
teresados en  el  término  de  ocho  días, 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 14. 

Art.  17.  Contra  las  resoluciones  de 
la  Comisión  se  dará  recurso  para  ante 
la  Audiencia,  y  de  las  de  ésta  para  el 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  en  los 
términos  establecidos  en  el  art.  36  del 
decreto  de  30  de  Septiembre  de  1852. 

Art.  18.  De  las  resoluciones  de  las 
Audiencias  de  que  no  se  interpusiere 
recurso,  y  de  las  del  Tribunal  Supremo 
de  Justicia,  ordenarán  que  se  expidan 
certificaciones  los  respectivos  Presi- 
dentes, en  el  término  de  ocho  días,  una 
vez  que  hayan  quedado  firmes,  y  se  re- 


mitirán á  los  Jueces  de  las  comarcas 
respectivas. 

Art.  19.  Si,  en  virtud  de  las  resolu- 
ciones de  la  Comisión,  algún  ciudada- 
no fuere  excluido  de  la  lista,  y  ésta  no 
quedare  compuesta  de  120  nombres,  se 
completarán  en  la  forma  prevenida  en 
el  art.  7.**  del  presente  Reglamento. 

Art.  20.  El  día  2  de  Diciembre  se  re- 
unirá la  Comisión  para  introducir  en  el 
censo  las  alteraciones  convenientes  or- 
denadas por  los  Tribunales  superiores, 
en  vista  de  las  certificaciones  remiti- 
das de  oficio  por  los  respectivos  Presi- 
dentes, con  arreglo  al  art.  18,  ó  de  cer- 
tificaciones de  las  sentencias  presenta- 
das por  los  interesados. 

§  único.— En  el  caso  de  quedar  la  lis- 
ta con  menos  de  120  nombres  por  con- 
secuencia de  estas  alteraciones,  se  pro- 
cederá en  los  términos  del  art.  19. 

Art.  21.  El  día  1.*»  de  Enerodecada 
año  se  reunirá  la  Comisión  en  sesión 
pública  para  proceder  al  sorteo  de  los 
jurados  que  han  de  formar  la  plantilla, 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art  1.°, 
párrafo  I.**,  de  la  ley  de  1.**  de  Julio 
de  1867. 

Art.  22.  El  acto  del  sorteo  comenza- 
rá por  la  lectura  de  los  incluidos  en  el 
censo»  haciéndose  en  seguida  tantas 
papeletas  cuantos  sean  los  nombres,  y 
con  expresión  del  número  correspon- 
diente. Todas  las  papeletas  se  coloca- 
rán en  una  urna,  y  de  ella  un  menor  de 
diez  años  extraerá  36  nombres,  que 
serán  los  que  habrán  de  constituir  la 
plantilla. 

§  único.— Cuando  la  lista  de  jurados 
contuviere  240  nombres  ó  más,  se  con- 
tinuará la  extracción  de  la  segunda 
plantilla,  que  servirá  para  el  segundo 
semestre. 

Art.  23.  Esta  plantilla  se  publicará  á 
seguida  por  medio  de  edictos  y  se  re- 
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mitirá  copia  certificada  a]  Juez  de  de- 
recho de  la  comarca. 

Art.  24.  Los  36  ciudadanos  cuyos 
nombres  compongan  la  plantilla  serán 
notificados  del  día  y  hora  en  que  debe- 
rán comparecer  á  las  sesiones,  en  los 
términos  del  art.  172  de  la  Novísima 
Reforma  Judicial. 

Art.  26.  Para  hacer  estas  notifica- 
ciones serán  competentes  los  Oficiales 
de  los  juzgados  de  derecho  y  de  paz, 
observándose,  en  cuanto  á  la  forma  de 
practicarlas,  lo  dispuesto  en  el  art.  14 
del  presente  Reglamento,  y  de  las  mis- 
mas se  expedirán  las  certificaciones 
oportunas. 

Art.  26.  No  efectuándose  la  hipóte- 
sis del  párrafo  único  del  art.  22  en  el 
día  1."  de  Julio  de  cada  ailo,  la  Comi- 
sión procederá  al  sorteo  de  la  plantilla 
que  ha  de  servir  en  el  segundo  semes- 
tre, observándose  las  prescripciones  de 
este  Reglamento  y  demás  disposiciones 
vigentes. 

Art.  27.  En  las  comarcas  de  Lisboa, 
O  porto  y  Coimbra  se  procederá  á  la  for- 
mación de  las  listas  de  jurados  con  los 
nombres  de  todos  los  individuos  com- 
prendidos en  los  números  1.**  y  2.**  del 
artículo  4.°,  y  cuando  no  lleguen  á  120, 
con  los  ciudadanos  que  tuvieren  una 
renta  inmediatamente  inferior  á  400.000 
reis. 

Art.  28.  Los  nombres  <le  los  ciuda- 
danos comprendidos  en  el  núm.  1.**  del 
artículo  4."  se  depositarán  en  una  urna, 
y  el  de  los  ciudadanos  comprendidos 
en  el  núm.  2.*^  del  mismo  en  otra,  y  de 
cada  una  de  ellas  se  extraerán  por 
sorteo  18  nombres  para  la  formación 
de  la  plahtilla. 

Art.  20.  En  las  comarcas  de  Lisboa 
y  Oporto  la  Comisión  se  compondrá, 
además  del  Presidente  del  Ayuntamien- 
to, de  uno  de  los  Jueces  de   derecho, 


nombrado  por  turno  por  el  Presidente 
de  la  Audiencia,  de  un  Alcalde  de  ba- 
rrio, nombrado  por  turno  por  el  Gober- 
nador civil  del  distrito,  y  del  Presiden- 
te y  Vicepresidente  de  la  Comisión  del 
censo  del  barrio  respectivo. 

Art.  30.  En  las  comarcas  de  Lisboa 
y  Oporto  se  observará  lo  dispuesto  en 
ios  párrafos  4°  y  5.®  del  art.  3."  del  Re- 
glamento de  31  de  Octubre  de  1^55. 

Art.  31.  Si  con  relación  alas  comar- 
cas de  Lisboa,  Oporto  y  Coimbra,  se 
efectuare  la  hipótesis  del  párrafo  único 
del  art.  22,  se  procederá  con  arreglo  al 
mismo. 

Art.  32.  A  las  Comisiones  creadas 
por  la  ley  de  1.®  de  Julio  de  1867  para 
la  formación  del  censo  general  del  Ju- 
rado continuará  correspondiendo  ha- 
cer las  operaciones  del  censo  de  los 
jurados,  tanto  para  los  delitos  de  falsi- 
ficación de  moneda  como  para  los  de- 
litos en  que  deba  intervenir  el  Jurado 
mixto,  observándose  en  todo  lo  demás 
lo  dispuesto  en  las  leyes  de  4  de  Junio 
de  1859  y  12  de  Marzo  de  1845,  y  respec- 
tivos Reglamentos. 

Art.  33.  De  todos  los  actos  de  la  Co- 
misión se  extenderán  las  oportunas 
actas,  que  deberán  suscribir  todos  los 
presentes. 

JT7BX3DXCCIÓ27  DE  COICEBGIO 
Decreto  de  23  de  Junio  de  1870 

Artículo  1.°  Queda  suprimido  el  Tri- 
bunal de  segunda  instancia  de  Co- 
mercio. 

Art.  5.°  Los  negocios  de  que  cono- 
cía hasta  ahora  este  Tribunal  pasarán 
á  las  Audiencias  de  Lisboa,  Oporto  y 
Azores . 
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(ARTÍCULOS  854  Á  1.272) 


TÍTULO  XXI 

DBL    PROCEDIMIENTO    PENAL 

CAPÍTULO  PRIMERO 
Disposiciones  preliminares 

Art.  854.  Los  delitos  son  públicos  ó 
privados. 

ínterin  no  se  publique  el  nuevo  Códi- 
go Penal  (1),  tendrán  la  consideración 
de  privados: 

L*    El  adulterio  voluntario; 

2.®    El  estupro  voluntario; 

3.®    El  rapto  de  seducción; 

4  ^  Las  injurias  por  escrito  ó  de  pa- 
labra no  siendo  cualifícadas  por  alguna 
circunstancia  que  aumente  su  imputa- 
ción, por  razón  de  la  persona,  tiempo, 
lugar  ó  modo; 

5.**  Las  contusiones  ó  lesiones  que 
no  hayan  sido  causadas  con  arma  pro- 
hibida, de  noche,  en  el  rostro,  en  riña. 


(1)     El  que  hoy  rige  es  el  de  16  de  Septiembre 
de  1886,  inserto  en  este  tomo. 


ni  de  las  que  resulte  pérdida  de  miem- 
bro ó  deformidad,  ni  producidas  á  per- 
sona ó  en  lugar  que  aumente  su  impu- 
tación; 

6.®    La  suposición  de  parto; 

7.**    La  corta  de  árbol  fructífero; 

8.®    El  daño  propiamente  dicho; 

9.°  El  simple  hurto  que  no  exceda 
de  100  reis  (1). 

§  único.— Todos  los  demás  delitos  se 
consideran  públicos. 

Art.  855.  Los  delitos  públicos  se 
perseguirán  de  oficio,  haya  ó  no  parte 
querellante;  sin  embargo,  la  acción  in- 
terpuesta por  el  Ministerio  público 
tendrá  por  objeto  la  imposición  de  la 
pena,  y  no  la  reparación  civil,  excepto 
en  el  caso  de  que  ésta  interese  al  Es- 
tado (2). 

Art.  856.  El  Fiscal  de  S.  M.,  sus  De- 
legados y  Subdelegados  están  encarga- 
dos del  descubrimiento  y  acusación  de 


(1)  0*50  pesetas  próximamente. 

(2)  Concuerda  con  el  art.  1.'  del  proyecto  de 
1882,  con  el  2.361,  2.363  y  2.364  del  Código  civil, 
y  con  el  1."  y  10  del  Código  de  procedimiento 
civil. 
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]os  delitos  públicos  en  la  forma  que  de- 
termina la  ley  (1). 

Art  857.  Sólo  podrán  acusar,  en  los 
delitos  públics  ó  privados,  los  que  de 
los  mismos  se  hubieren  querellado  (2). 

Art.  858.  La  acción  de  daños  y  per- 
juicios proveniente  de  cualquier  delito, 
compete  á  los  ofendidos  y  sus  herede- 
ros, y  sólo  podrá  ejercitarse  contra  los 
autores,  cómplices  y  los  herederos  de 
éstos.  Podrá  hacerse  uso  de  esta  ac- 
ción, aunque  se  haya  renunciado  al  de- 
recho de  querellarse. 

Art.  869.  La  acción  de  daños  y  per- 
juicios es  acumulable  á  la  querella,  y 
puede  entablarse  separadamente;  sin 
embargo,  en  este  caso  no  se  decidi- 
rá mientras  esté  pendiente  la  acusa- 
ción (3). 

Art.  860.  Si  durante  el  procedimien- 
to de  acusación,  y  antes  de  la  sentencia 
de  primera  instancia,  falleciere  el  acu- 
sado, la  acción  de  daños  y  perjuicios, 
acumulada  á  la  querella,  se  sustancia- 
rá en  el  mismo  en  la  forma  establecida 
para  las  acciones  civiles. 

Art.  86L  Ni  el  perdón  de  la  parle 
ofendida,  ni  la  renuncia  ó  desistimien- 
to de  la  acción  civil,  impedirá  el  ejerci- 
cio de  la  acción  penal  en  los  casos 
que  ésta  corresponda  al  Ministerio 
fiscal. 

Art.  862.  El  portugués  que  en  país 
extranjero  cometiere  los  delitos  de  alta 
traición,  falsificación  de  sellos  del  Es- 
tado, de  monedas  portuguesas  con  cur- 


(1)  Jurisprufiencia.— En  áeWtoH  públicos  debe 
acusar  el  Ministerio  fiscal,  y  no  podrá  el  Juez  ne- 
garle su  intervención.  (Sentencia  de  9  de  Noviem- 
bre de  1 846.) 

(2)  Proyecto  definitivo  de  Códipo  de  procedi- 
miento penal  de  1882,  art.  85. 

(3)  Concuerda  con  el  art.  2.»  del  proyecto 
de  1882. 


80  legal  en  el  Reino,  de  documentos  de 
crédito  público  y  de  billetes  de  Banco 
cuya  emisión  esté  legalmente  autoriza- 
da, podrá  ser  procesado,  juzgado  y  cas- 
tigado en  Portugal  y  sus  dominios,  con 
arreglo  á  las  disposiciones  portuguesas 
vigentes. 

§  único.— Lo  dispuesto  en  este  articu- 
lo es  aplicable  á  los  extranjeros  auto- 
res ó  cómplices  de  los  citados  delitos, 
cuando  sean  aprehendidos  en  Portugal 
y  sus  dominios,  ó  haya  el  Gobierno  ob- 
tenido su  extradición. 

Art.  863.  £1  portugués  que  en  país 
extranjero  cometiere  cualquier  delito 
contra  otro  portugués,  podrá,  siendo 
aprehendido  en  estos  Reinos  y  sus  do- 
minios, ser  procesado,  juzgado  y  casti- 
gado en  ellos,  á  menos  que  lo  hubiera 
ya  sido  en  el  país  en  que  cometió  el  de- 
lito, y  si  el  ofendido  se  querellase  (1). 

CAPÍTULO    II 

De  las  querellas 

Art.  864.  Querella  es  la  declaración 
de  un  delito  hecha  en  juicio  conjunta- 
mente con  el  requerimiento  para  que  se 
conozca  del  mismo  examinando  los  tes- 
tigos presentados  (2). 

Art.  865.  En  los  delitos  públicos  so- 
lamente pueden  ejercitar  la  acción  pe- 
nal el  Ministerio  fiscal  y  la  parte  ofen- 
dida (3). 

§  1.®— Exceptúan  se,  en  primer  lugar, 
los  delitos  de  soborno, cohecho,  pecula- 
do y  concusión,  cometidos  por  Jueces, 


( 1)  Sentencias  de  5  de  Marzo  de  1849  y  8  de 
Noviembre  de  1855. 

(2)  Proyecto,  art.  81,  Código  de  procedimiento 
penal  del  Brasil,  art.  79.  (Sentencia  de  6  de  Junio 
de  184.5.) 

(3)  Concuerda  con  los  artículos  8.*  y  9.*  del 
proyecto  de  1882. 
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jurados,  funcionarios  d«  la  Administra- 
ción de  justicia  y  cualesquiera  otros 
empleados  públicos,  de  los  cuales  po- 
drá querellarse  todo  ciudadano,  aunque 
no  sea  el  ofendido  particularmente  por 
estos  delitos. 

§  2.**— Exceptúase,  en  segundo  lugar, 
el  homicidio  ó  asesinato  (crime  de  mor- 
te)y  del  cual  pueden  querellarse  simul- 
táneamente el  cónyuge  supérstite  que 
no  haya  pasado  á  segundas  nupcias,  y 
los  ascendientes  ó  descendientes  de  la 
víctima.  A  falta  de  éstos,  se  adipitirála 
querella  presentada  por  los  parientes 
colaterales  dentro  del  cuarto  grado  ci- 
vil; sin  embargo,  el  más  próximo  exclu- 
ye al  más  remoto,  y  siendo  varios  que 
estén  en  el  mismo  grado,  admitida  la 
querella  de  uno  de  ellos,  no  podrá  ad- 
mitirse la  de  ningún  otro,  bajo  pena  de 
nulidad. 

Art.  866.  En  los  delitos  privados  úni- 
camente puede  querellarse  la  parte 
ofendida  (1). 

§  1.®— Exceptúanse  los  delitos  de  es- 
tupro no  violento,  y  rapto  por  seduc- 
ción, por  los  cuales  pueden  querellarse 
los  padres,  tutores  ó  curadores  de  las 
estupradas,  y,  en  su  defecto,  los  herma- 
nos. Las  estupradas  ó  raptadas  podrán 
querellarse,  no  excediendo  de  diecisie- 
te años  de  edad. 

§  2.°— En  los  delitos  de  estupro  y  de 
adulterio  no  violentos,  y  rapto  por  se- 
ducción, querellándose  y  acusando  las 
partes  particularmente  of  ndidas,  ó 
aquellas  á  quienes  les  está  permitido, 
según  el  párrafo  anterior,  el  Ministerio 
fiscal  deberá  querellarse  y  sostener  la 
acusación  igualmente;  pero  esta  quere- 
lla ó  acusación  cesará  tan  pronto  como 
las  partes  desistan  ó  perdonen.  De  igual 

(1)  Concuerda  con  el  art.  1.209  del  Código  ci- 
vil, y  con  el  párrafo  2.*  del  art.  '7.°  del  proyecto 
ríe  1882. 


modo,  el  Ministerio  fiscal  se  querellará 
y  sostendrá  la  acusación  de  estos  deli- 
tos, á  instancia  de  las  partes  particu- 
larmente ofendidas,  aunque  éstas  no  se 
querellen  ni  acusen;  sin  embargo,  el 
perdón  de  éstas  hará  cesar  la  acción 
del  Ministerio  público. 

Art.  867.  En  los  delitos  públicos  y  en 
los  privados,  los  padres  podrán  quere- 
llarse de  los  cometidos  contra  sus  hijos 
impúberes,  los  tutores  de  los  cometidos 
contra  sus  pupilos  impúberes,  y  los  cu- 
radores de  los  perpetrados  contra  los 
dementes  y  furiosos  que  estén  bajo  su 
guarda,  y  los  maridos  de  los  cometidos 
contra  sus  mujeres. 

Art.  868.  Los  menores  púberes  no 
podrán  querellarse  sin  autorización  de 
sus  padres  ó  curadores,  y  las  mujeres 
casadas  sin  autorización  de  su  marido. 
Se  considerarán  nulas  las  querellas  ad- 
mitidas contra  lo  dispuesto  en  este  ar- 
ticulo (1) 

Art.  869.  Los  condenados  á  pena  ca- 
pital (2)  ó  á  deportación  perpetua  no 
pueden  querellarse. 

Art.  870.  Los  Delegados  y  Subdele- 
gados del  Ministerio  fiscal  están  obli- 
gados á  querellarse  por  todos  los  deli- 
tos públicos  cometidos  en  el  territorio 
de  su  juzgado,  y  aun  de  los  cometidos 
fuera,  en  el  caso  de  que  los  reos  fueran 
aprehendidos  en  aquél  (3). 


(1)  La  acción  propuesta  en  nombre  de  un  me- 
nor exige  autorización  del  consejo  de  familia.  (De- 
creto de  18  de  Mayo  de  1862.— Sentencia  de  24 
de  Noviembre  de  IS45.)— (Véase  Código  civil,  ar- 
tículo 224,  núm.  H,  y  243.  núm.  9.**)— Concuer- 
da cím  el  art.  10  del  proyecto  de  1882,  con  el  71, 
98  y  100  del  Código  civil,  y  con  el  9.'  y  12  del  de 
procedimiento. 

(2)  Suprimida  por  la  ley  de  1.°  de  Julid 
de  18G7. 

(8)  Concuerda  con  el  art.  28  del  proyecto 
de  1882, 
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Art.  871.  En  los  delitos  públicos  la 
querella  puede  presentarse  contra  per- 
sonas  ciertas  y  determinadas,  6  contra 
las  inciertas  que  aparezcan  responsa- 
bles criminalmente  en  el  sumario. 

Art.  872.  Pueden  ser  declaradas  sos- 
pechosas en  cualquier  querella  por  de- 
lito público,  no  sólo  las  personas  cier- 
tas, sino  también  las  demás  que  apa- 
rezcan responsables  en  el  sumario  (\). 

Art.  873.  En  los  delitos  privados  la 
querella  se  interpondrá  contra  perso- 
nas ciertas  y  determinadas,  no  pudien- 
do  en  ella  hacerse  mención  de  otras  (2). 

Art.  874.  El  querellante  que  no  sea 
el  Ministerio  fiscal  prestará,  bajo  pena 
de  nulidad,  juramento  de  calumnia  ante 
el  Juez  en  el  acto  de  presentación  de  la 
querella. 

Art.  875.  Podrá  querellarse  conjun- 
tamente por  diversos  delitos  contra  un 
solo  delincuente  (3). 

Art.  876.  En  las  querellas  por  delitos 
públicos,  el  Ministerio  fiscal  y  las  par- 
tes querellantes  podrán  desi^rnar  cada 
una  hasfa  20  testipros;  en  los  delitos  pri- 
vados, los  querellantes  podrán  nom- 
brar hasta  ocho. 

Art.  877.  La  querella  de  la  parte 
ofendida  puede  interponerse  por  medio 
de  Procurador,  que  deberá  acompañar 
poder  bastante,  en  que  declarará  el 
hecho  con  todas  sus  circunstancias 
particulares,  la  persona  contra  quien 
se  trata  de  ejercitar  la  querella  y  poder 
especial  para  el  juramento  (4). 

Art.  878.  La  petición  de  que  se  ad- 
mita la   querella    deberá  contener   el 


(l)y(2)  Art.  Hl,  párrafo  2.",  del  proyocto 
de  1882,  y  art.  "id,  párrafc»  3.*.  fiel  CófUfro  de  pro- 
cedimiento penal  del  Brnsil. 

(3)  Concuerda  con  el  art.  83  del  proyecto  de 
Código  de  procedimiento  penal  de  1882. 

(4)  Proyecto,  art.  81,  párrafo  3." 


nombre  del  querellante,  su  profesión 
domicilio,  cuando  no  se  trate  del  Mi- 
nisterio fiscal;  la  naturaleza,  calidad  y 
circunstancias  del  hecho,  y  el  lugar  y 
tiempo  en  que  fué  realizado,  á  ser  po- 
sible. Si  el  Ministerio  fiscal  fuera  el 
querellante,  citará,  en  la  petición  de 
que  se  admita  la  querella,  la  ley  que 
prohibe  el  hecho  denunciado  (1) 

Art.  879.  Si  el  querellante  no  resi- 
diere en  el  juzgado  en  que  deba  presen- 
tarla, escogerá  domicilio  dentro  del 
mismo,  y  en  éste  se  le  harán  todas  las 
notificaciones  necesarias  para  la  mar- 
cha del  procedimiento. 

Art.  880.  En  el  auto  admitiendo  la 
querella  se  copiará  la  petición  é  inser- 
tará todo  lo  demás  que  los  querellantes 
manifiesten;  se  designarán  los  testigos 
por  sus  nombres,  apellidos,  apodos, 
profesión  y  domicilio.  Se  dará  leíítura 
de  este  auto,  bajo  pena  de  nulidad,  por 
el  Escribano  al  querellante,  á  presencia 
del  Juez,  mencionándose  en  el  mismo 
esta  circunstancia.  Una  vez  leído,  bajo 
la  misma  pena,  se  firmará  por  el  Juez, 
por  el  Escribano  y  por  el  querellante; 
sin  embargo,  si  éste  no  supiere  ó  no 
pudiere  hacerlo,  bastarán  únicamente 
las  firmas  del  Juez  y  del  Escribano,  ex- 
presando éste  que  el  querellante  no  sa- 
bía ó  no  podía  hacerlo  (2). 

§  único.— El  auto  de  la  querella  no  se 
insertará  en  libro,  sino  que  formará  la 
cabeza  del  procedimiento  preparato- 
rio (3). 

Art.  88L    Si  el  querellante  fuere  des- 


(1)  Proyecto,  art.  81,  párrafo  1.";  Códi^ro  de 
procedimiento  penal  del  Brasil,  art.  '78. 

(2)  Concuerda  con  el   art.  75  del  proyecto  de 
1882. 

(3)  ídem  con  el  art.  51  del  proyecto  de  1882,  y 
ron  el  59  del  Código  de  procedimiento  civil  por- 


906 


INSTITUCIONES  JURÍDICAS  Y  POLÍTICAS 


conocido  en  el  juzgado,  no  se  le  admi- 
tirá la  querella  sin  que  presente  pre- 
viamente un  testigo  de  conocimiento 
que  responda  de  su  identidad  y  domici- 
lio, bajo  pena  de  uno  á  seis  meses  de 
suspensión  al  Escribano  que  aceptare 
la  querella  sin  este  requisito.  El  testigo 
fírmará  también  el  auto. 

Art.  882.  No  le  será  admitida  la  que- 
rella al  que  baya  interpuesto  por  el 
mismo  hecho  la  correspondiente  ac- 
ción civil,  salvo  en  el  caso  de  haber 
hecho  protesta  de  la  misma  cuando  in- 
tentó la  acción  (1). 

Art.  883.  Sobre  un  mismo  delito,  y 
entre  las  mismas  personas,  no  podrá 
admitirse  segunda  querella,  excepto 
cuando  la  primera  haya  sido  declarada 
nula  por  sentencia  firme  (2). 

Art.  884.  Cuando  por  un  mismo  de- 
lito público  puedan  querellarse  varias 
personas,  una  vez  terminado  el  suma- 
rio de  la  primera  no  podrá  admitirse 
ninguna  otra. 

Art.  885.  Se  reputarán  como  una  mis- 
ma querella  la  del  Ministerio  fiscal  y  la 
de  la  de  cualquiera  parte  ofendida,  cons* 
tituyendo  ambasun  solo  procedimiento. 

Art.  886.  Únicamente  podrá  inter- 
ponerse la  querella  ante  el  Juez  del  lu- 
gar en  que  se  cometió  el  delito  ó  fué 
aprehendido  el  presunto  culpable  (3). 

Art.  887.  Cuando  se  trate  de  un  de- 
lito cometido  en  alta  mar,  será  Juez 
competente  para  la  admisión  de  la  que- 
rella el  del  primer  punto  del  territorio 
portugués  en  que  toque  el  buque  (4). 


(1)  Sentencia  de  16  de  Junio  de  1860  j  21  de 
Julio  de  1863. 

(2)  Proyecto,  art.  86,  y  210  del  Reglamento 
brasileño  de  3  de  Diciembre  de  1841,  y  sentencia 
de  22  de  Agosto  de  1845, 

(3)  Artículos  84  y  30  del  proyecto  de  1882. 

(4)  Concuerda  con  el  art.  32  del  proyecto 
de  1882. 


Art. '888.  Cuando  la  querella  haya 
sido  interpuesta  ante  dos  Jueces  dife- 
rentes, será  competente  aquel  que  pri- 
mero la  admita,  al  cual  se  remitirán 
los  documentos  y  diligencias  practica- 
das en  el  otro  ju7gado. 

Art.  889.  Admitida  que  sea  una  que- 
rella interpuesta  por  la  parte  ofendida 
por  un  delito  público,  el  Escribano  lo 
pondrá  en  conocimiento  del  Ministerio 
fiscal. 

Art.  890.  Las  querellas  se  reparti- 
rán por  el  Juez;  y  el  Escribano  que  sin 
este  requisito  diere  á  alguna  curso,  in- 
currirá en  multa  de  50.000  á  200.000 
reis,  sin  que  por  esto  se  anule  lo  ac- 
tuado (1). 

CAPÍTULO  111 

De  la  denuncia  (participaqao  dos 
crimes) 

Art.  83L  £1  que  presenciare  la  per- 
petración de  cualquier  delito  público, 
ó  tuviere  noticia  del  mismo,  podrá  po- 
nerlo en  conocimiento  del  Juez  ordina- 
rio del  lugar  en  que  fué  cometido,  al 
Fiscal  del  mismo  ó  al  Juez  electivo  de 
la  parroquia,  expresando  en  la  denun- 
cia las  circunstancias  del  hecho  y  los 
nombres,  domicilio  y  profesión  de  los 
testigos  (2). 

Art.  892.  La  denuncia  hecha  al  Mi- 
nisterio fiscal  deberá  ser  por  escrito  y 
firmada  por  el  denunciante;  la  firma  se 
reconocerá  debidamente. 

La  hecha  ante  el  Juez  ordinario  ó 
electivo  podrá  ser  verbal,  en  cuyo  caso 
se  extenderá  un  acta  de  la  misma  por 

(1)  Concuerda  con  el  art.  88  del  proyecto 
de  1882. 

("i)  ídem  con  el  art.  66  del  proyecto  d«: 
1882  y  con  el  86  del  Código  de  instrucción  cri- 
minal de  Austria, 
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el  Escribano,  que  se  firmaré,  por  el 
Juez,  por  éste  y  por  la  persona  que  la 
presente;  s¡  ésta  no  supiere,  no  pudiere 
ó  no  quisiere  hacerlo,  se  hará  mención 
de  esta  circunstancia  por  el  Escribano. 

§  único— Cuando  la  persona  del  de- 
nunciante fuere  desconocida  en  el  juz- 
gado, deberá  presentar,  por  lo  menos, 
un  testigo  de  conocimiento,  que  firma- 
rá con  las  personas  antedichas. 

Art.  893.  Los  Jueces  electivos  que 
tengan  conocimiento  de  la  comisión  de 
un  delito  público  en  su  parroquia  lo 
comunicarán  al  Juez  ordinario  corres- 
pondiente, remitiéndole  la  denuncia  que 
hubieren  recibido  y  las  diligencias  del 
cuerpo  del  delito  á  que  deban  proceder 
conforme  á  la  ley.  Cuando  hubieren 
hecho  detención  de  alguna  persona  in 
fraganü,  la  pondrán  á  su  disposición, 
á  ser  posible. 

Art.  891.  Los  Administradores  ge- 
nerales y  los  Administradores  de  los 
concejos  est^n  obligados  á  denunciar 
al  Ministerio  fiscal  los  delitos  públicos 
cometidos  en  su  territorio,  remitiéndo- 
les las  diligencias  y  documentos  que 
puedan  constituir  prueba  (1). 

Art.  895.  Cualquiera  otra  Autoridad 
que  descubriere,  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones,  algún  delito  público,  lo  pon- 
drá inmediatamente  en  conocimiento 
del  Ministerio  fiscal  del  lugar  en  que  se 
liubiere  cometido  (2). 

§  ún¡co.~Si  el  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  alguna  de  las  Audiencias  ó 
Jueces  de  derecho  descubrieren  en  cual- 
quier hecho  un  delito  público,  lo  parti- 


(1)  Concuerda  con  el  art.  204,  núm.  22,  del 
Código  administrativo  de  1 8*78,  y  con  el  71  del 
proyecto  de  1882. 

(2)  ídem  con  el  art  "2  del  proyecto  por- 
tugues  de  1882,  29  del  francés  y  84  del  Códij^o 
de  instrucción  criminal  de  Austria. 


ciparán  al  Fiscal  respectivo,  y  su  de- 
nuncia no  podrá  incluirse  en  el  pro- 
ceso. 

Art.  896.  La  parte  ofendida  por  cual- 
quier delito  público,  aunque  no  se  que- 
relle por  el  mismo,  podrá  denunciarlo 
en  la  forma  prevenida  en  este  capítulo. 

Art.  897.  El  Ministerio  fiscal,  una 
vez  recibida  la  denuncia  de  un  delito  pú- 
blico, la  pondrá  en  conocimiento  del 
Juez,  y  le  requerirá  para  que  proceda, 
ú  ordene  proceder,  á  la  formación  del 
cuerpo  del  delito,  cuando  corresponda. 

CAPÍTULO  IV 
Del  cuerpo  del  delito  (1) 

Art.  898.  Para  la  formación  del  cuer- 
po del  delito  son  competentes  las  dife- 
rentes Autoridades  judiciales  del  lugar 
en  que  se  haya  cometido. 

§  único.— Concurriendo  varias  Auto- 
ridades á  la  formación  del  cuerpo  del 
delito,  será  preferido  á  todas  el  Juez  de 
derecho;  cualquier  Juez  ordinario  á  los 
Jueces  electivos;  el  Juez  ordinario  del 
lugar  á  cualquiera  otro  ordinario,  y  el 
Juez  electivo  de  la  parroquia  á  cual- 
quier otro  de  la  misma  clase  (2). 


(1)  Jurisprudencia.— En  caao  de  pérdida  del 
primero,  es  válido  el  sejj^undo,  hecho  con  las  for- 
malidades leg-ales  y  sin  introducir  reforma  aljfu- 
na.  (Sentencia  de  13  de  Octubre  de  1851.) 

El  cuerpo  del  delito,  como  base  del  procedimien- 
to penal,  debe  suministrar  la  certeza  del  hecho 
con  todjis  sus  circunstancias  esenciales  para  re- 
gulat  la  conducta  del  Juez,  tanto  en  el  seguimien- 
to del  proceso  como  en  la  aplicación  de  la  pena. 
(Sentencias  de  23  de  Marzo  de  1838,  11  de  Agosto 
de  1854,  18  de  Octubre  de  1861  y  3  de  Marzo  de 

l86^.) 

No  pudiéndose  determinar  la  causa  de  la  muer- 
te, no  hay  cuerpo  del  delito.  (Sentencia  de  30  de 
Enero  de  1866.) 

(2)  Jurisprudencia,— E\  hecho  en  España  por 
Autoridad  española,  aun  sin  que  proceda  exhorto 
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Art.  899.  Los  Jueces  tienen  obliga- 
ción d€  proceder  á  la  formación  del 
cuerpo  del  delito  de  todos  los  públicos 
cometidos  en  su  parroquia,  bajo  pena 
de  incurrir  en  multa  de  10.000  á  100.000 
reis  (1),  salvo  en  el  caso  siguiente. 

§  único.— En  los  delitos  en  que  no  se 
admite  fianza,  cometidos  en  la  ciudad  ó 
villa  residencia  del  Juez  ordinario,  el 
cuerpo  del  delito  se  formará  á  presen- 
cia de  éste,  con  asistencia  del  Ministe- 
rio fiscal,  bajo  pena  de  10.000  á  100.000 
reis  (2). 


de  la  portug-uesa,  en  el  cadáver  de  un  asesinado, 
y  remitido  á  ésta  para  la  formación  de  causa  con- 
tra reos  portug'ueses,  deberá  admitirse  y  esti- 
marlo válido,  no  solamente  por  la  consideración 
de  ser  imposible  formarlo  en  Portugal  ó  renovar- 
lo, sino  atendiendo  á  los  principios  de  amistad  y 
mutuo  auxilio  para  castigar  los  delitos  cometidos 
en  la  frontera  de  ambas  Naciones.  (Sentencia 
de  21  de  Febrero  de  1861.) 

(1)  Jitriaprudencia.  —  Bajo  pena  de  nulidad, 
debe  procederse  á  su  formación  en  todos  los  deli- 
tos por  que  el  reo  esté  acusado  ó  s  3  haya  inter- 
puesto y  admitido  querella.  (Sentencias  de  9  de 
Diciembre  de  1839;  4  de  Mayo  de  1844;  14  de 
Mayo  y  8  de  Julio  de  1850;  5  de  Mayo  de  1858;  6 
de  Marzo  de  1860;  30  de  Mayo  de  1862;  23  de 
Junio  y  2  de  Diciembre  de  1863;  11  de  Marzo 
de  18(54:  30  de  Abril,  27  de  Mayo  y  12  de  Junio 
de  1866  ) 

(2)  Concuerda  con  el  art.  42  del  proyecto 
de  1882. 

Jurispmd encía. — En  los  delitos  que  no  admiten 
fianza  deberá  hacerse  ante  el  Juez  de  derecho  ú 
ordinario,  con  asistencia  del  Ministerio  fis^cal,  y 
no  ante  el  Juez  electivo,  bajo  pena  de  nulidad. 
(Sentencia  de  20  de  Octubre  de  1852.) 

Hecho  ante  el  Juez  electivo,  con  peritos  sobre 
lieridas,  es  válido  sin  asistencia  del  Ministerio 
público,  porque  el  párrafo  1.'*  del  art.  903  de  la 
Novísima  Reforma  es  sólo  aplicable  al  Juez  de 
derecho  ú  ordinario.  (Sentencia  de  24  de  Ag^osto 
de  1846.) 

Al  acto  de  su  formación  no  puede  asistir  el  reo 
ni  el  defensor,  por  ser  secreto  el  procedimien- 


Art.  900.  A  la  formación  del  cuerpo 
del  delito  podrá  procederse,  6  por  ins- 
pección ocular  ó  por  testigos.  La  ins- 
pección ocular  se  verificará,  siempre 
que  sea  posible,  en  los  delitos  que  de- 
jen vestigios  permanentes,  bajo  pena  de 
nulidad  (1). 

Art.  901.  La  confesión  del  reo  no 
suple  la  falta  del  cuerpo  del  delito,  y  la 
no  existencia  de  éste  anula  todo  el  pro- 
cedimiento (2). 

Art.  902.  En  los  cuerpos  de  delito  de 
hecho  que  deje  huellas  permanentes, 
no  sólo  se  comprobarán  por  medio  de 
reconocimiento  todos  los  vestigios  del 
crimen  y  el  estado  del  lugar  en  que  se 
haya  cometido,  sino  que  también  se  in- 
vestigarán todas  las  circunstancias  re- 
lativas al  modo  como  se  cometió,  y  se 
recogerán  con  todo  esmero  ios  indicios 
que  existan  contra  los  presuntos  cul- 
pables, tomándose  declaraciones  ver- 
bales y  sumarias  á  los  que  estuvieren 
presentes,  vecinos,  criados  y  cuantas 
personas  se  estime  veroshnil  que  pue- 
dan suministrar  alguna  noticia;  estas 
declaraciones  se  consignarán  en  el 
acta  y  se  firmarán  por  los  declaran- 
tes. 

Art.  903.  Cuando  se  conceptúe  nece- 
sario practicar  algún  reconocimiento  ó 
examen,  que  exija  conocimientos  espe- 
ciales en  cualquier  ciencia  ó  arte,  se 
hará  por  dos  peritos.  El  Juez  tomará, 


to  preparatorio.  (Sentencia  de   24  de  Noviembre 
de  1845.) 

(1)  Juri.sp?*udencia.— Sentencia  de  21  de  Julio 
de  1848;  14  de  Febrero  de  1851;  23  de  Junio 
de  1862;  2  de  Diciembre  de  1863,  y  8  de  Mayo 
de  1866. 

(2)  Concuerda  con  el  art.  91  del  proyecto 
de  1882,  206  del  Código  de  instrucción  criminal 
de  .\uMria  y  121  del  proyecto  francés  de  2*7  de  No- 
viembre de  18'7í». 
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bajo  pena  de  nulidad  (1),  juramento  á 
los  peritos  que  hayan  de  reconocer  el 
objeto,  de  que  declararán  con  verdad  y 
exactitud  lo  que  aparezca  dif^no  de 
mención. 

Este  juramento  se  hará  constar  en  el 
acta;  no  constando,  se  presumirá  no 
prestado,  sin  que  se  admita  prueba  en 
contrario  (2). 

§  1.**— El  examen  se  practicará  á  pre- 
sencia del  Juez,  del  Ministerio  fiscal, 
del  Escribano  y  de  dos  testigos,  bajo 
pena  de  nulidad;  los  informes  do  los 
peritos  se  consignarán  en  el  acta  co- 
rrespondiente, que,  bajóla mismapena, 
se  liimará  por  todos  (3). 

§  2."— Si  en  el  lugar  en  que  haya  de 
practicarse  el  examen,  y  en  una  legua 
en  derredor,  no  hubiere  más  que  un 
perito,  se  expresará  así  en  el  acta,  que 
será  válida  con  intervención  de  un  solo 
perito. 

§  3.°— Cuando  no  hubiere  ningún  pe- 
rito, ni  en  el  lugar  en  que  deba  hacerse 
el  examen,  ni  en  tres  leguas  en  derre- 
dor, el  Juez  designará  dos  personas  que 
tengan  conocimiento  en  la  ciencia  ó 
arte  respectiva,  y  éstos  reemplazarán  á 
los  peritos  para  el  examen,  consignán- 
dose por  el  Escribano  en  el  acta  el  mo- 
tivo de  su  nombramiento. 


(1)  Sentencia  de  4  de  Mayo  de  1844.— Con- 
cuerda con  el  art.  í'8  del  Código  de  instrucción 
criminal  de  Austria^  134  del  Brasil^  y  con  el  párra- 
fo 2.»  del  im  y  92  de!  proyecto  de  1SS2. 

(2)  Ídem  con  el  art.  93  del  proyecto  de  1882, 
artículo  135  del  Códip^o  del  Brnftil^  y  13  y  118  del 
de  Aufttria. 

Jurii^prudencin. — Para  que  pueda  aer  válido, 
con  intervención  de  un  sólo  perito,  es  esencial 
consignar  en  el  acta  que  no  existía  otro  en  una  le- 
gua en  derredor.  (Sentencias  de  4  de  Mayo  de  1852 
y  de  20  de  Knero  de  1856.) 

(3)  Art.  99  del  proyecto  de  IHH2  y  124  del  Có- 
di^füde  instrucción  criminal  de  Austr-ia 


§  4.*»— El  perito  que  citado  en  forma 
para  practicar  cualquier  examen  no 
compareciere  en  el  día,  hora  y  sitio  se- 
ñalado, incurrirá  en  multa  de  20.000 
á  200.000  reis,  según  la  malicia  y  gra- 
vedad del  caso  (1). 

Art.  904.  En  los  delitos  de  sangre, 
los  peritos  declararán  acerca  de  la  ca- 
lidad y  número  de  las  Heridas,  si  son 
mortales  ó  solamente  peligrosas,  el 
instrumento  con  que  aparecieren  he- 
chas, así  como  si  la  muerte  resultó  ne- 
cesariamente de  ellas  ó  fué  producida 
por  causas  independientes  (2). 

Art.  905.  En  los  primeros  momentos 
se  recogerán  también  todas  las  armas 
é  instrumentos  que  hubieren  servido  ó 
estuvieren  destinados  para  la  comisión 
del  delito,  así  como  los  objetos  abando- 
nados por  los  delincuentes  y  cuales- 
quiera otros  que  puedan  servir  para  el 
descubrimiento  de  la  verdad;  de  todo 
esto  se  hará  mención  en  la  oportuna 
acta  (3). 

Art.  906.  Mientras  no  se  termine  la 
formación  del  cuerpo  del  delito,  no  po- 
drá hacerse  alteración  alguna  en  el  lu- 
gar en  que  fué  cometido,  vestigios  y 
objeto  del  mismo,  bajo  pena  de  10.000 
á  200.000  reis  de  multa,  según  la  mali- 
cia y  la  gravedad  del  caso  (4). 

(1)  Este  párrafo  concuerda  con  el  art.  96  del 
proyecto  de  1882,  y  Portaria  del  Ministerio  del 
Reino  de  29  de  Setiembre  de  1855— lín  los  deli- 
tos de  estupro  puede  ser  hecho  por  matronas. 
(Sentencia  de  30  de  Octubre  de  1848.) 

(2)  Artículos  102  del  proyecto  de  1882,  y  129 
y  132  del  Códij^'o  de  instrucción  criminal  de  Aun- 
tria. 

(3)  Art.  lOT  d.d  proyecto  de  1882,  y  47  del 
proyecto  francés  de  18'79. 

(4)  J}ir'titpru<l('nrin.—Dehe  formarse  en  el  lu- 
^!ir  en  que  se  apreliendan  los  efectos  é  instru- 
mentos del  delito,  ^in  que  éstos  sean  apartados, 
bajo  pena  de  nulidad,  (Sentencia  de  3  de  No- 
viembre de  1859.)  Art    108  del  proyecto  de  1882. 
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Art.  907.  También  evitarán  los  Jue- 
ces que  se  alteren  los  vestigios  del  de- 
lito, ni  se  aparten  del  lugar  en  que  fué 
cometido  las  personas  que  puedan 
prestar  alguna  declaración  (1). 

Art.  908.  Si  el  delito  fuere  de  los  que 
no  dejan  huellas  de  su  perpetración,  el 
cuerpo  del  delito  se  formará  con  las 
declaraciones  que  bajo  juramento  pres- 
tarán los  circunstantes,  vecinos,  cria- 
dos y  demás  personas  que  puedan  su- 
ministrar alguna  noticia.  Estas  decla- 
raciones se  consignarán  en  acta  que 
fírmarán  el  Juez,  el  Escribano  y  los  de- 
clarantes; si  éstos  no  supieren  ó  no  pu- 
dieren hacerlo,  se  mencionará  esta  cir- 
cunstancia por  el  Escribano. 

§  único.— En  esta  clase  de  delitos,  las 
declaraciones  de  los  testigos  en  el  su- 
mario de  la  querella  corroboran  el 
cuerpo  del  delito  y  suplen  cualquier 
falta  que  en  el  mismo  haya  podido  co- 
meterse. 

Art.  909.  En  los  delitos  de  hurto  y 
robo  se  hará  en  el  cuerpo  del  delito, 
bajo  pena  de  10.000  á  100.000  reis,  ex- 
presa mención  del  valor  de  la  cosa  hur- 
tada ó  robada,  para  cuyo  efecto  se  to- 
mará juramento  á  la  victima  ó  á  las 
personas  que  puedan  declarar  acerca 
de  este  punto. 

Art.  910.  En  el  acta  de  la  formación 
del  cuerpo  del  delito  se  hará  expresa 
mención  de  los  nombres,  domicilios  y 
profesión  de  las  personas  que  se  pre- 
suma puedan  conocer  la  verdad. 

§  único.— El  Ministerio  fiscal  podrá, 
en  el  acto  del  examen,  requerir  cuanto 
considere  conveniente  para  el  esclare- 
cimiento de  la  verdad. 

Art.  911.     Todos  los  folios  del  acta 


(1)  Art.  108,  párrafo  único,  del  proyecto  de 
1882;  artículos  38,  40,  41  y  42  del  decreto  del 
Brasil  du  22  de  Noviembre  de  IS*?!. 


del  cuerpo  del  delito  se  rubricarán  por 
el  Juez. 

Art.  912.  Los  cuerpos  de  delito  for- 
mados por  los  Jueces  electivos  se  re- 
mitirán á  los  ordinarios  correspon- 
dientes en  el  término  improrrogable  de 
veinticuatro  horas,  bajo  la  multa  de 
5.000  a  20.000  reis,  según  la  gravedad 
de  la  culpa  en  que  incurrieren. 

Art.  913.  El  Juez  que  recibiere  un 
cuerpo  de  delito  en  que  se  haya  emiti- 
do cualquier  requisito  esencial  ordena- 
rá la  subsanación  de  la  falta;  si  no 
lo  hiciere  incurrirá  en  multa  de  20.000 
á  100.000  reis,  quedando  además  suje- 
to á  la  responsabilidad  por  daños  y 
perjuicios,  como  si  fuere  el  autor  de  la 
misma. 

Art.  914.  Cuando  se  trate  de  un  de- 
lito cuya  comprobación  se  estime  ra- 
cionalmente que  podrá  obtenerse  por 
medio  de  papeles  ú  otros  objetos  exis- 
tentes en  el  domicilio  del  presunto  reo, 
ó  en  el  de  otra  persona,  el  Juez,  previo 
requerimiento  del  Ministerio  fiscal  ó  de 
las  partes,  y  aun  de  oficio,  dictará  auto 
con  la  relación  de  los  motivos  y  razo- 
nes que  aparezcan  en  los  autos,  y  se 
trasladará,  con  asistencia  del  Escriba- 
no, del  representante  del  Ministerio  fis- 
cal y  de  dos  testigos,  á  la  casa  sospe- 
chosa, en  la  cual  no  podrá  penetrar, 
antes  de  la  salida  ni  de  la  puesta  del 
sol,  si  bien  podrá  tomar  las  medidas 
oportunas  en  la  parte  exterior  del  edifi- 
cio para  impedir  la  fuga  del  procesado 
ó  la  sustracción  de  cualquier  objeto  (1). 

Art.  915.  Si  los  papeles  ú  objetos  se 
hallaren  fuera  del  territorio  de  su  ju- 
risdicción, se  dirigirá  por  medio    de 


(1)  Artículos  116  y  169  del  proyecto  de  1882, 
139  del  Código  d^  instrucción  criminal  de  Auntria, 
189  y  190  ddl  Brasil,  y  art.  1 15  del  Reglamento  del 
Brasil  de  31  de  Enero  de  1842. 


iPROCB&lMlENtO  PENAL  PORtUOufeS 


911 


exhorto  al  Juez  competente,  interesán- 
dole la  busca  y  aprehensión  de  los 
mismos. 

Art.  916.  El  registro  y  aprehensión 
se  verificará  siempre  en  presencia  del 
Juez,  del  Ministerio  fiscal  y  de  dos  tes- 
tigos. Si  el  reo  estuviere  preso  ó  en  li- 
bertad bajo  fianza,  habrá  de  presen- 
ciarlo; y  en  el  caso  de  que  no  quisiere 
ó  no  pudiere  asistir,  nombrará  Procu- 
rador especial  que  le  represente,  y  si 
no  lo  nombrare,  se  le  declarará  rebel- 
de (1). 

§  1.**— El  reo  ó  su  Procurador  rubri- 
carán los  papeles  aprehendidos;  si  no 
quisiere  6  no  pudiere  hacerlo,  los  ru- 
bricará uno  de  los  testigos,  expresán- 
dose asi  por  el  Escribano;  esto  mismo 
se  practicará  en  el  caso  de  rebeldía 
del  reo. 

§  2.'— Se  levantará  acta  expresiva  del 
número  y  calidad  de  los  papeles  apre- 
hendidos. Si  el  reo  reconociere  como 
suyos  algunos  de  los  papeles  ú  objetos, 
se  hará  mención  de  esta  circunstan- 
cia (2). 

§  3.®— El  acta  se  firmará^  bajo  pena 
dé  nulidad,  por  el  Juez,  Fiscal,  Es- 
cribano, testigos  y  reo,  ó  su  Procura- 
dor; si  cualquiera  de  los  testigos,  el 
reo  ó  su  Procurador  no  quisiera  ó  no 
pudiera  firmar,  se  hará  de  ello  mención 
por  el  Escribano. 

§4.*»— Los  papeles  y  objetos  que  no 
tengan  relación  con  el  delito  no  serán 
aprehendidos.  El  acta  del  registro  y 
los  papeles  aprehendidos  se  unirán  á 
los  autos  (3). 


(1}  Artículos  m  y  182  del  p'oyecto  de  1882. 
140  y  141  del  Código  de  instrucción  crimina-1  de 
AiLstria. 

(2)  Art.  185  del  proyecto  de  1882,  142  del  Có- 
digo de  instrucción  criminal  de  Austria  y  210  del 
Brasil. 

(ü)    Jurisprudencia. -^EX  registro  debe  practi- 


Art.  917.  Los  Jueces  de  derecho  ú  or- 
dinarios, una  vez  que  reciban  de  los 
electivos  los  cuerpos  de  delito,  darán 
traslado  de  los  mismos,  encontrándolos 
formados  con  arreglo  á  la  ley,  al  Minis- 
terio fiscal,  el  cual  presentará  su  que- 
rella en  el  improrrogable  término  de 
veinticuatro  horas,  6  expondrá  al  mar- 
gen de  los  autos  del  cuerpo  del  delito 
las  razones  que  entienda  existen  para 
no  hacerlo  así,  remitiéndolos  con  este 
informe  al  Juez  respectivo. 

§  l.°— El  funcionario  del  Ministerio 
fiscal  que,  en  los  casos  en  que  la  quere- 
lla sea  procedente,  no  la  interpusiere, 
incurrirá  en  la  multa  de  50.000  á  200.000 
reis,  quedando  sujeto  á  la  responsabili- 
dad de  daños  y  perjuicios,  y  mediando 
dolo,  será  castigado  con  arreglo  á  de- 
recho. 

§  2.*"— Los  Subdelegados  del  Ministe- 
rio fiscal  participarán  al  Delegado  co- 
rrespondiente los  cuerpos  de  delito  co- 
municados por  los  Jueces  ordinarios, 
así  como  el  estado  del  procedimiento 
respectivo,  con  la  obligación  de  cum- 
plir cuantas  órdenes  les  sean  comuni- 
cadas por  los  mismos  relativas  á  las 
actuaciones  del  procedimienta  prepa- 
ratorio. 

Art.  918.  Cuando  el  Juez  electivo  de 
la  parroquia  en  que  haya  sido  cometido 
un  delito  no  procediere  á  la  formación 
del  correspondiente  cuerpo  del  delito, 
el  Juez,  á  instancia  del  Ministerio  fis- 
cal ó  de  las  partes;  ordenará  su  forma- 
ción al -Juez  electivo  de  cualquiera  de 

carse  siempre  en  casa  de  los  reos,  á  seguida  de 
ser  reducidos  á  prisión,  para  recoger  los  vesti- 
g  os  del  delito.  (Sentencia  de  21  de  Noviembre 
de  1840.) 

Encontrados  los  efectos  del  delito  en  poder  del 
reo,  después  de  transcurrido  el  tiempo  de  pres- 
cripción, no  tiene  lugar  la  acusación.  (Sentencia 
de  11  de  Marzo  de  1852.) 
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las  parroquias  más  próximas,  é  impon- 
drá al  Juez  negligente  la  pena  señalada 
en  el  art.  899. 

Art.  919.  Para  la  formación  de  los 
cuerpos  de  delito  no  se  exceptuarán  los 
días  festivos  ni  los  religiosos,  siendo 
válidos  los  que  se  formen  de  noche  ó  en 
días  santificados  por  la  Iglesia. 

CAPÍTULO  V 

De  las  fianzas  (1) 

Art.  920.  Ningún  reo  será  reducido 
á  prisión  antes  de  liaber  sido  condena- 
do por  sentencia  definitiva,  por  delitos 
á  que  la  ley  no  señale  pena  mayor  de 
seis  meses  de  prisión  ó  destierro  fuera 
de  la  comarca  (2). 

Art.  921.  En  los  delitos  castigados 
con  pena  superior  á  la  mencionada  en 
el  articulo  anterior,  pero  menor  que  las 
exceptuadas  de  fianza,  no  se  reducirá  á 
prisión  á  ningún  reo,  ni  podrá  conti- 
nuar en  ella  ínterin  no  recaiga  senten- 
cia, si  prestare  fianza  bastante  de  la 
culpa  ante  el  Juez,  de  presentarse  en 
los  autos  en  todos  actos  para  que  se  le 
llame,  hasta  la  sentencia  definitiva  y  su 
ejecución. 

Art.  922.  La  fianza  podrá  prestarse 
y  admitirse  durante  el  período  de  la 
acusación  y  en  el  juicio  de  apelación 
por  los  Jueces  de  hecho.  Cuando  se  so- 
licite en  el  grado  de  revisión,  se  conce- 
derá ó  denegará  por  la  Audiencia  sen- 
tenciadora, á  la  cual  se  remitirán  por  el 
Tribunal  Supremo  de  Justicia  los  autos 
con  este  objeto. 

(IJ  Véase  la  ley  de  15  de  Abril  de  1886.  á  con- 
tinuarióii  del  art.  1.272  del  presente  decreto. 

(2)  Jurisprutlencia.—h^  fianza  tiene  lug-ar  en 
loH  delitos  de  lesiones.  (Sentencia  de  19  de  Julio 
de  186-.) 


Art.  923.  Del  auto  concediendo  ó  de* 
negando  la  fianza,  dict€uJo  por  el  Juez 
ordinario,  cabe  agravio  de  petición  para 
ante  el  Juez  de  derecho;  del  que  éste 
dicte  cabe  agravio  de  petición  ó  instru- 
mento, según  los  casos. 

Art.  924.  Si  la  Audiencia  confirmare 
el  auto  de  primera  instancia  derogato- 
rio de  la  admisión  de  la  fianza,  no  podrá 
pedirse  nuevamente,  ni  decretarse  en 
el  juicio  de  apelación. 

Art.  925.  La  fianza  nunca  podrá  ser 
menor  de  50.000  reís,  y  de  esta  canti- 
dad en  adelante  se  fijará,  según  el  pru- 
dente arbitrio  del  Juez,  atendiendo  ala 
gravedad  del  delito,  pena,  daño  y  con- 
diciones personales  del  delincuente  (1). 

Art.  926.  El  reo  no  estará  obligado  á 
presentar  fiador  depositando  judicial- 
mente la  suma  señalada  (2). 

Art.  927.  Podrán  presentarse  uno  ó 
más  fiadores  abonados  por  dos  testi- 
gos, unos  y  otros  ricos  y  domiciliados 
en  el  distrito  sujeto  á  la  jurisdicción 
del  Juez  que  haya  de  admitir  la  fian- 
za (3). 

§  único.— Si  los  fiadores  depositaren 
en  el  juzgado  la  fianza  exigida,  queda- 
rán dispensados  del  abonamiento. 

Art.  928.  De  los  autos  en.que  se  de- 
termine la  cuantía  de  la  fianza,  ó  que 
decidan  acerca  de  la  idoneidad  de  los 
fiadores,  cabe  agravio  de  petición  ó  ins- 
trumento en  los  términos  del  art.  923. 

(1)  Artículos  193  del  proyecto  de  1882;  109 
del  Códiíjco  del  Brasü\  art  11,  párrafo  2".  de  la 
ley  núm.  2.U33  de  20  de  Septiembre  de  1871;  de- 
creto núra.  4.824  de  22  de  Noviembre  de  18"J1  del 
Brasil,  y  art.  192  del  Código  de  instrucción  cri- 
minal de  Aiisfria. 

(2)  Artículos  194  y  201  del  proyecto  de  1882, 
artículos  14  y  15  de  la  ley  citada  del  Braail,  193 
del  Códiífo  de  instrucción  criminal  de  Austria  y 
112  y  114  del  proyecto  francés  de  1879. 

(3)  Art  201,  párrafo  3.",  del  proyecto  de  1882. 
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Art.  929.  Los  Escribanos  llevarán  un 
libro  foliado  y  rubricado»por  ol  Juez,  en 
el  cual  registrarán  las  fianzas  admiti- 
das, certificándose  de  ello  en  los  autos. 
Art.  930.  El  Juez  y  el  Escribano  se- 
rán responsables  de  toda  la  negligencia 
6  mala  fe  en  la  averiguación  de  la  ido- 
neidad é  identidad  del  fiador. 

Art.  931.  No  se  decretará  la  fianza 
cuando  el  reo  no  declare  su  domicilio, 
residiendo  en  el  mismo  juzgado,  6  no 
lo  elija  dentro  del  mismo  en  otro 
(•aso(l). 

Art.  932.  Cuando  el  afianzado,  estan- 
do pendiente  la  acusación,  dejare  de 
asistir  á  algún  término  del  procedimien- 
to á  que  deba  concurrir,  se  citará  á  los 
fiadores  para  que  presenten  al  rebelde 
í*n  el  juicio,  dentro  de  cuatro  días  pe- 
rentorios, transcurridos  los  cuales  sin 
comparecer,  se  declarará  caducada  la 
fianza,  aplicándose  su  importe,  por  mi- 
tad, á  la  parte  acusadora  y  á  la  Hacien- 
da, ó  todo  en  favor  de  ésta  cuando  no 
haya  parte  acusadora.  El  reo  será  re- 
ducido á  prisión,  continuándose  el  pro- 
cedimiento sin  que  se  le  pueda  admitir 
nueva  fianza  (2). 

Art.  933.  Cuando  el  reo  no  fuere  cap- 
turado, en  virtud  de  requisitoria  por 
consecuencia  de  condena  de  pena  cor- 
poral, se  citará  al  fiador  para  que  pre- 
sente al  rebelde,  en  el  término  perento- 
rio de  quince  días,  transcurridos  los 
cuales  sin  que  hubiere  comparecido,  se 
declarará  caducada  la  fianza,  aplicán- 
dose su  importe  en  la  forma  prevenida 

(1)  Art.  21)2  del  proyerto  <lc  1js82,  y  106  del 
Código  del  Drn^il. 

(2)  ídem  206  dol  ílemde  1882;  nrl.  45  de  la 
ley  del  Bmsi/  de  3  do  üiciembrc  de  1811;  art.  14, 
piirrnfo  4.",  de  la  de  21  do  Soptiembre  de  1841 ;  ar- 
tículo? 418  y  466  del  Repflamento  do  31  de  Enero 
de  1842;  art.  193  del  Códinro  de  Aufilnn^  y  111  y 
115  del  proyecto  francés  de  18~9. 

Tomo  VII.-— Institucionbs  jurídica». 


en  el  articulo  anterior,  no  publicándose 
la  sentencia  condenatoria  hasta  que  el 
reo  sea  reducido  á  prisión,  en  cuyo  caso 
se  procederá  á  la  ejecución  de .  aqué- 
lla (1). 

Art.  934.  Si  el  reo  hubiere  deposita- 
do en  el  juzgado  la  cuantía  de  la  fianza, 
el  requerimiento  de  que  se  trata  en  los 
dos  artículos  anteriores  se  practicará 
en  su  domicilio  ó  en  aquel  que  hu- 
biere designado,  y  no  compareciendo 
en  los  términos  señalados,  se  tendrá 
por  caducada  la  fianza  y  se  procederá  á 
su  prisión. 

Art.  935.  Caducada  la  fianza,  á  ins- 
tancia del  Ministerio  fiscal  se  requeri- 
rá á  los  fiadores  al  pago  en  el  término 
de  tercero  día;  transcurrido  este  plazo 
y  no  habiéndose  hecho  efectivo  aquél, 
serán  reducidos  á  prisión  hasta  que  lo 
verifiquen  ó  completen  los  días  de  pri 
sión  correspondientes,  á  razón  de  1.000 
reis  por  día;  no  pudiendo  pasar  la  pri- 
sión, por  esta  causa,  de  un  ano. 

Art.  936.  Mediando  absolución  del 
afianzado  por  sentencia  firme,  la  canti- 
dad depositada  se  entregará  sin  dila- 
ción á  quien  la  hubiere  constituido,  y 
sin  que  pueda  demorarse  por  causa  al- 
guna (2). 

Art.  937.  Las  diligencias  á  que  el  reo 
debe  asistir  personalmente  son  las  si- 
guientes: interrogatorios,  juramento  y 
declaraciones  de  testigos,  careos  con 
éstos,  con  el  acusador  ó  con  los  co- 
reos, y  publicación  de  la  sentencia  defi- 
nitiva (3), 
§  1.**— El  acusador,  en  los  casos  en 


(1)  Art.  141,  párrafo  único,  dei  proyecto 
de  1882;  artículos  4.*  y  12  del  decreto  de  7  de 
Noviembre  de  IS"2. 

(2)  Concuerda  con  el  art.  116  del  proyecto 
francés  i\o  IrfTí),  y  con  el  pírrafo  único  del  208 
del  proyecto  portiujués  de  1882. 

(3)  Art.  190  del  proyecto  de  1882. 
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que  sea  parte,  hará  asistir  personal- 
mente á  los  mismos  cuando  así  lo  exija 
el  reo, ó  se  ordene  por  el  Juez. 

§  2."— Fuera  de  estos  casos,  se  per- 
mite acusar  ó  defenderse  por  interven- 
ción de  Procurador,  cualquiera  que  sea 
el  delito  de  que  se  trate. 

CAPÍTULO  VI 

De  los  sumarlos 

Art.  938.  En  los  sumarios  de  delitos 
públicos,  el  Juez  interrogará  siempre 
veinte  testigos,  fuera  de  los  señalados, 
prefiriéndose  aquellos  que  se  designen 
por  el  Ministerio  fiscal  ó  parte  quere- 
llante (1). 

§  único.  En  los  sumarios  de  los  de- 
litos privados,  el  Juez  no  deberá  inte- 
rrogar más  testigos  que  los  designados 
por  el  acusador  privado. 

Art.  939.  Cuando  en  los  delitos  pú- 
blicos hubiere  acusador  privado,  ade- 
más del  Ministerio  fiscal,  el  Juez  inte- 
rrogará á  los  testigos  señalados  por 
uno  y  otro,  siempre  que  no  excedan  de 
veinte;  cuando  excedieren,  el  Juez  exa- 
minará los  diez  primeros  de  las  listas 
presentadas  por  aquéllos. 

§1.®— Si  hubiere  más  de  una  parte 
actora,  después  de  interrogados  todos 
los  testigos  señalados  por  el  Ministerio 
fiscal,  no  excediendo  de  diez  ó  los  diez 
primeros  de  la  lista  excediendo  de  este 
número,  los  que  resten  para  completar 
el  número  de  veinte  se  eligirán  de  los 
primeros  designados  por  cada  uno  de 
los  querellantes;  si  en  la  distribución 
quedare  alguno  sin  examinar,  se  hará 

(1)  Jurisprudencia.— El  autor  de  la  denuncia 
tío  puede  ser  testigo  en  el  sumario,  bajo  pena  de 
nulidad.  (Sentencia  de  16  de  Marzo  de  1852.)  Ar- 
tículo 123  del  proyecto  de  1882. 


el  interrogatorio  de  los  que  hubiere 
presentado  el  jirimer  querellante. 

§  2.®— Si  el  ofendido  se  mostrare  par- 
te después  de  incoada  la  causa  promo- 
vida por  el  Ministerio  público  ó  vice- 
versa, el  número  de  testigos  que  falta- 
ren se  designarán  por  el  nuevo  quere- 
llante, siempre  que  el  número  no  exce- 
da de  diez. 

g  3.®— Si  el  número  de  veinte  testigos 
estuviere  ya  completo,  el  nuevo  quere- 
llatite  podrá  presentar  cinco  más  en 
este  caso  (1). 

Art.  940.  Los  testigos  serán  citados 
para  declarar  en  el  sumario,  señalán- 
doseles día,  hora  y  lugar  en  que  deben 
comparecer.  La  certificación  de  la  ci- 
tación se  unirá  á  los  autos. 

Art.  94L  La  citación  de  los  testigos 
se  practicará,  en  los  delitos  públicos,  á 
petición  del  Ministerio  público,  y  en  los 
delitos  privados,  á  instancia  del  quere- 
llante. 

Art.  942.  No  se  consignarán  en  el  su- 
mario las  declaraciones  de  testigos  que 
se  presentaren  en  el  juicio  sin  haber 
sido  citados. 

Art.  943.  Los  testigos  serán  interro- 
gados separadamente  por  el  Juez,  á  pre- 
sencia del  Escribano,  que  escribirá  las 
declaraciones,  bajo  pena  de  nulidad. 
Ninguna  de  las  partes,  ni  aun  el  Minis- 
terio fiscal,  podrá  presenciar  los  inte- 
rrogatorios, bajo  la  misma  pena  (2). 

Art.  944.  Los  testigos,  bajo  la  pena 
que  se  señala  en  el  artículo  precedente, 
prestarán  juramento,  ante  los  Santos 
Evangelios,  de  decir  verdad.  En  las  de- 
claraciones se  hará  mención  de  esta 
circunstancia;  no  practicándose  así,  se 

(1)  Jurifq)ru(icncia. — No  se  incluye  en  el  nú- 
mero de  testigos  al  menor  de  catorce  años.  (Sen- 
tencia de  4  de  Junio  de  186"J.) 

(2)  Art.  125  del  proyecto  de  1882;  88  del  Códi- 
go del  Drasily  y  162  y  165  del  Código  de  Auntria . 
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entenderá  que  no  se  prestór,  sin  que  pue- 
da ser  admitida  prueba  en  contrario. 

§  único.— Los  extranjeros  prestarán 
juramento  conforme  á  la  religión  que 
profesen  (I). 

Art.  945.  Los  testigos  serán  interro- 
gados por  sus  nombres,  apellidos,  apo- 
dos, edad,  estado,  profesión  y  domici- 
lio; si  son  criados,  dependientes,  pa- 
rientes de  cualquiera  de  las  partes,  y  si 
tienen  con  ellas  amistad  ó  les  profesan 
odio;  sus  declaraciones  se  consignarán 
por  escrito  (2). 

Art.  946.  Se  leerán  á  los  testigos  los 
autos  de  la  querella  y  cuerpo  del  delito, 
y  después  serán  preguntados  sobre  las 
circunstancias  del  delito,  tiempo,  lugar 
y  modo  en  que  fué  cometido  (3). 

Art.  947.  Los  testigos  serán  pregun- 
tados acerca  de  la  razón  de  su  ciencia: 
si  dijeren  que  lo  saben  por  haberlo  vis- 
to, se  les  preguntará  en  qué  tiempo  y 
lugar  lo  presenciaron,  si  se  encontra- 
ban presentes  otras  personas  y  quiénes 
eran;  si  manifestaren  haberlo  visto,  se 
les  interrogará  que  á  qué  personas  y  si 
se  hallaban  presentes  otras  y  quiénes 
fuesen;  todas  las  respuestas  se  consig- 
narán por  escrito  (4). 

§  único.— Queda  absolutamente  pro- 
hibido á  los  testigos  declarar  que  saben 
de  ciencia  cierta  lo  que  manifiestan:  el 
Juez  que  se  diere  por  satisfecho  con 
esta  respuesta  y  la  ordenare  consignar, 

(1)  Art.  12"  del  proyecto  de  18«2:  86  del  C6- 
iligo  del  Drasil,  y  160  del  de  Austria. 

(2)  Ídem  127  del  ídem  de  18í'2;  2'71,  párra- 
fo !.•  del  C6dig"o  de  prorediraiento  civil;  lí56   del 

Códitfo  eje  Austria,  y  65  del  proyecto  francos 
de  18"79. 

(3)  ídem  132  del  ídem  de  1882  y  165  del 
Código  de  Austria. 

(4)  Ídem  130  del  idem  de  1882  y  1(50  de^ 
Código  de  Austria.  (Sentencia  de  1."  de  Agosto 
de  1866.) 


y  el  Escribano  que  lo  hiciere,  incurri- 
rán en  multa  de  5.000  á  50.000  reís,  que 
se  impondrán  de  plano  por  la  Audiencia 
tan  pronto  como  tuviere  conocimiento 
de  ello. 

Art.  948.  Si  el  testigo,  en  el  acto  de 
declarar,  presentare  algún  objeto  que 
pueda  servir  en  su  día  para  agravar  la 
situación  del  presunto  reo,  ó  bien  para 
su  defensa,  se  hará  mención  de  la  pre- 
sentación en  la  declaración  y  se  unirá 
á  los  autos,  siendo  posible,  conserván- 
dose, en  caso  contrario,  en  la  escriba- 
nía. Si  el  objeto  presentado  fuere  algún 
documento,  se  rubricará  por  el  Juez  y 
por  el  testigo,  y  si  no  supiere,  por  el 
Escribano  (1). 

Art  949.  Cuando  algún  testigo  no  se 
expresare  en  lengua  portuguesa,  el 
Juez,  bajo  pena  de  nulidad,  nombrará 
un  intérprete,  al  cual,  bajo  la  misma 
pena,  exigirá  juramento  de  traducir 
fielmente  y  transmitir  al  testigo  todas 
las  preguntas  hechas  por  el  Juez,  y  de 
igual  modo  al  Juez  las  contestaciones 
dadas  por  el  testigo. 

§  1.**— El  intérprete  no  podrá  ser  tes- 
tigo, ni  el  Escribano  de  la  causa,  bajo 
pena  de  nulidad. 

§  2.'*— El  juramento  exigido  al  intér- 
prete habrá  de  constar  .en  los  autos;  de 
otro  modo  se  presumirá  no  prestado, 
sin  que  se  admita  prueba  en  contrario. 

§  3.°— El  intérprete,  bajo  pena  de  nu- 
lidad, firmará  fon  el  testigo  la  decla- 
ración en  que  hubiere  intervenido  (2). 

Art.  950.  Si  el  testigo  fuere  sordo, 
pero  supiera  leer,  las  preguntas  se  le 
harán  por  escrito  y  contestará  de  viva 
voz;  si  fuere  sordo-mudo.  y  supiere  leer 

(1)  Vrt.  133  del  proyecto  de  1882.  y  2'73,  pá- 
rrafo 4.'*,  dol  Códií?o  do  procedimiento  civil  portu- 
gués. 

(2)  Sentencia  de  22  de  Mayo  de  1848. 
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y  escribir,  se  le  harán  las  preguntas  y 
contestará  por  escrito;  si  no  supiere 
leer  ni  escribir,  el  Jaez  nombrará  intér- 
prete á  la  persona  que  más  fácilmente 
pueda  entenderse  con  el  testigo,  res- 
pecto de  la  cual  se  observará  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  anterior  (1). 

Art.  951.  Los  testigos  tendrán  facul- 
tad de  dictar  sus  declaraciones,  que  se 
escribirán  por  el  Escribano;  pero  si  no 
usaren  de  esta  facultad,  se  dictarán  por 
el  Juez,  conservando  cuanto  sea  posi- 
ble las  expresiones  empleadas  por  el 
testigo,  y  de  modo  que  cada  palabra 
pueda  ser  comprendida  por  éste  (2) 

Art.  952.  Las  declaraciones,  antes 
de  firmarse,  se  leerán  á  los  que  las  hu- 
bieren prestado,  bajo  pena  de  nulidad; 
el  Escribano  hará  mención  de  esta  lec- 
tura, en  otro  caso  se  presumirá  como 
no  hecha,  sin  que  se  admita  prueba  en 
contrario.  Los  testigos  podrán  ratifi- 
carse en  sus  declaraciones,  ampliarlas, 
reducirlas  ó  introducir  en  ellas  cual- 
quiera otra  alteración,  de  todo  lo  cual 
se  hará  mención  oportunamente,  pero 
sin  que  pueda  enmendarse  lo  escrito. 

§  único.— Después  de  leídas  las  de- 
claraciones, se  firmarán  por  el  testigo, 
el  Juez  y  el  Escribano;  si  los  testigos  no 
supieren  ó  no  pudieren  hacerlo,  se  hará 
constar  esta  circunstancia,  y  serán,  en 


(1)  Art.  129  del  proyecto  de  1882;  art.  274, 
párrafo  2.',  del  Códig-o  de  procedimiento  civil: 
artículo  164  del  Oódigo  de  Aiwíría,  y  66  y  67  del 
proyecto  francés  de  1879. 

(2)  Artículos  135  del  proyecto  de  1882,  y  276 
del  Código  de  procedimiento  civil. 

Jur 'imprudencia.— Los  testisfos  no  deben  limi- 
tarse á  reproducir  lo  declarado  en  el  cuerpo  del 
delito,  sino  que  deberán  ser  interrogarlos  acerca 
de  las  circunstancias  del  hecho  para  corroborar 
las  deficiencias  de  la  formación  de  aquél.  (Sen- 
tencia de  12  de  Junio  de  1865.} 


este  caso,  válidas  con  la  firma  del  Juez 
y  Escribano  únicamente  (1). 

Art.  953.  Xas  declaraciones  de  los 
testigos  no  contendrán  entrerrenglona- 
duras, raspaduras  ni  enmiendas;  éstas 
se  salvarán  al  margen,  y  firmarán  por 
el  Juez,  Escribano  y  testigos;  en  otro 
caso,  se  tendrán  por  no  hechas;  con- 
traviniendo á  lo  dispuesto  en  este  ar- 
tículo, el  Escribano  incurrirá  en  la 
multa  de  5.000  á  30.000  reis  (2). 

Art.  954.  Las  declaraciones  de  los 
testigos  se  escribirán  de  modo  que  pue- 
dan foliarse  y  coserse,  sin  perjuicio  de 
las  otras  partes  de  los  autos. 

Art.  955.  Los  folios  que  contuvieren 
las  declaraciones  de  los  testigos  se  ru- 
bricarán por  el  Juez,  por  el  Escribano 
y  por  el  testigo,  si  supiere  y  pudiere 
hacerlo. 

Art.  956.  Cuando  los  testigos  resi- 
dan fuera  del  juzgado  en  que  se  haya 
interpuesto  la  querellla,  se  les  interro- 
gará por  medio  de  exhorto  dirigido  al 
Juez  del  lugar. 

Art.  957.  Con  el  exhorto  se  acompa- 
ñará copia  del  auto  de  la  (querella  y  del 
cuerpo  del  delito,  y  de  cuantos  escritos, 
instrucciones  y  aclaraciones  sean  con- 
venientes para  indicar  los  particulares 
sobre  que  el  testigo  deberá  ser  interro- 
gado. 

Art.  958.  En  los  delitos  públicos,  el 
Ministerio  fiscal  promoverá  y  hará  que 
se  dé  cumplimiento  á  los  exhortos  de 
que  se  trata  en  el  artículo  anterior,  em- 
plazamientos y  demás  diligencias  orde- 
nadas por  el  Juez  que  esté  conociendo 
de  la  querella  y  que  sean  necesarias 
para  la  instrucción  (3). 


(1)  Art.  135,  párrafo  2.",  del  proyecto  de  1882, 
y  69  del  proyecto  francés  de  1819. 

(2)  ídem  135,  párrafo  4.*,  id.,  y  10  id.  fd. 

(3)  Concuerda  con  loa  artículos  45  y  154   <\e\ 
proyecto  de  1882,  art.  7."  del   reglamento   pnrhi- 
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Art.  959.  La  persona  que  haya  sido 
citada  con  las  formalidades  exigidas 
por  la  ley,  debe  comparecer  á  declarar 
en  el  sitio,  día  y  hora  señados;  si  no 
compareciere,  será  condenada,  á  ins- 
tancia de  parte  ó  del  Ministerio  fiscal, 
sin  apelación,  á  la  multa  señalada  en 
el  art.  534  (1),  y  será  citada  nuevamente 
ó  reducida  á  prisión. 

Art.  960.  Si  á  la  segunda  citación  el 
testigo  compareciere,  ó  al  ser  reducido 
á  prisión  alegare  excusa  legal,  podrá 
levantársele  la  multa,  oído  el  Ministe- 
rio fiscal. 

§  único.— Cuando  el  testigo  no  fuere 
citado  segunda  vez  ni  reducido  á  pri- 
sión, podrá,  por  sí  ó  por  medio  de  Pro- 
curador, alegar  en  juicio  las  excusas 
legales  de  su  falta,  en  el  improrrogable 
término  de  cinco  días. 

Art.  961.  Cuando  los  testigos  pre- 
sentaren certificación  de  facultativo 
correspondiente,  ó  en  su  caso  de  los 
Jueces  electivos  de  las  respectivas  pa- 
rroquias, de  hallarse  por  dolencia  gra- 
ve imposibilitados  de  comparecer  á 
prestar  declaración,  el  Juez,  acompa- 
ñado del  Escribano,  se  trasladará  á  su 
domicilio  para  recibírsela. 

Art.  962.  Cuando  el  Juez  que  se  hu- 
biere trasladado  al  domicilio  del  testi- 
go estimare  que  éste  no  se  hallaba  im- 
posibilitado de  comparecer,  ordenará 
que  sea  reconocido  por  otro  facultativo 
distinto  del  que  dio  la  certificación,  y 
si  resultare  del  informe  del  mismo  que 
pudo  haber  concurrido,  será  condenado 
á  la  pena  de  quince  días  á  dos  meses  de 
prisión  y  multa  de  10.000  á  100.000  reis; 


gués  de  15  de  Diciembre  de  1835,  y  art.  1.°  del  de- 
creto de  23  de  Junio  de  1845. 

(1)  Según  este  artículo,  ea  la  de  12.000  reis  6 
doce  días  de  prisión;  hoy,  conforme  a  lo  dispues- 
to en  el  Código  de  procedimiento  civil  vij^'cnte. 


enlamismapenaincurrirá el  facultativo 
que  expidió  la  certificación.  De  esta  re- 
solución no  podráaplarse  (1). 

Art.  963.  Si  el  testigo,  comparecien- 
do, no  respondiere  á  las  preguntas  que 
se  le  hagan,  será  procesado  como  reo 
de  desobediencia  á  la  Autoridad. 

Art,  984.  No  podrán  ser  testigos  los 
ascendientes  ,  descendientes ,  herma- 
nos, afines  en  el  mismo  grado,  el  cón- 
yuge de  cualquiera  de  las  partes,  los 
autores  de  la  denuncia,  ni  los  cónyuges 
de  éstos. 

Art.  965.  Los  reclusos  no  podrán  ser 
testigos,  salvo  en  el  caso  que  hubieren 
sido  designados  antes  de  su  prisión  ó 
deban  declarar  en  causas  P'^r  delitos 
cometidos  en  la  cárcel  respectiva. 

Art.  966.  Los  Abogados,  Confesores, 
Médicos,  Cirujanos  y  Parteras,  no  tie- 
nen obligación  al  declarar  de  hacer  re- 
velaciones sobre  secretos  de  que  sean 
depositarios  en  virtud  del  ejercicio  de 
su  profesión  (2). 

Art.  967.  Los  menores  de  catorce 
años  y  mayores  de  siete  podrán  ser 
testigos,  pero  no  tienen  obligación  de 
prestar  juramento. 

Art.  968.  El  acusador  privado  no 
puede  ser  oído  como  testigo;  y  única- 
mente se  le  tomará  declaración,  pero 
sin  juramento,  cuando  no  tenga  el  ca- 
rácter de  querellante. 

Art.  969.  No  podrán  ser  testigos  en 
las  querellas  los  que  por  derecho  están 
incapacitados  para  ello. 

Art.  970.  Si  los  testigos  no  estuvie- 
ren contestes  entre  sí  acerca  de  las 
circunstancias  esenciales  del  hecho,  el 

(1)  Art.  in,  párrafo  4.**,  del  proyecto  de  1882; 
154  del  Código  de  Austria j  y  61  del  proyecto  fran- 
cés de  1879. 

(2)  Tdom  116,  núm.  6.",  del  proyecto  de  1882; 
57  del  proyecto  francés  de  1879,  y  151  del  Códifro 
de  Austria. 
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Juez,  si  lo  creyere  necesario,  ordenará 
el  careo  entre  unos  y  otros,  levantán- 
dose acta  del  resultado  del  mismo»  que 
se  unirá  á  los  autos  (1). 

Art.  971.  Cuando  existan  dudas  acer- 
ca de  la  persona  del  presunto  culpable, 
y  sea  necesario  proceder  al  reconoci- 
miento de  éste  por  el  testigo,  se  practi- 
cará, bajo  la  pena  de  10.000  á  100  000 
reis,  á  presencia  del  Juez  y  del  Escri- 
bano, presentando  á  aquél  confundido 
con  btros  varios,  entre  los  cuales  pro- 
curará reconocerlo  el  testigo;  del  re- 
sultado del  reconocimiento  se  extende- 
rá la  oportuna  acta  (2). 

§  único  —Cuando  el  reconocimiento 
sea  necesario  practicarlo  por  más  de 
un  tes  igo,  se  hará  con  cada  uno  de 
ellos  separadamente  (3). 

CAPÍTULO  VII 

De  los  interrogatorios 

Art.  972.  Dentro  de  las  cuarenta  y 
ocho  horas  siguientes  al  ingreso  en  la 
cárcel  de  los  detenidos,  serán  interro- 
gados por  el  Juez,  pudiéndose  repetir 
los  interrogatorios  antes  de  la  termi- 
nación del  procedimiento  preparatorio 
cuantas  veces  estime  el  Juez  conve- 
niente para  el  esclarecimiento  de  los 
hechos,  de  oficio  ó  á  petición  de  las  par- 
tes, (4). 


(1)  Concuerda  con  el  art.  277  del  Código  de 
procedimiento  civil,  136  y  137  del  proyecto  de 
1882,  y  168  del  Código  de  Austria. 

(2;  Diligencia  designada  vulgarmente  con  el 
nombre  de  «reconocimiento  en  rueda  de  presos.» 

(3)  Concuerda  con  el  art.  141  del  proyecto 
de  1882. 

(4)  ídem  con  el  art.  209  del  proyecto  de  1882, 
y  con  el  198  del  Código  de  instrucción  crimi- 
nal austríaco. 


Art.  973.  En  las  primeras  cuarenta 
y  ocho  horas  siguientes  de  ser  reduci- 
dos á  prisión  los  presuntos  reos  de  de- 
litos que  no  admiten  fianza,  no  podrán 
comunicarse  con  persona  alguna;  salvo 
los  padres,  hijos,  mujer  ó  maridos  y 
hermanos,  previa  licencia  del  Juez  y  á 
presencia  de  un  funcionario  del  juzga- 
do (1). 

Art.  874.  Los  interrogatorios,  bajo 
pena  de  nulidad,  se  dirigirán  por  el 
Juez  á  presencia  de  dos  Escribanos; 
cuando  no  sea  posible  que  asista  más 
que  uno  (2),  la  declaración  se  tomará 
á  presencia  de  dos  testigos,  á  los  que 
se  exigirá  juramento  de  que  vigilarán 
que  se  escriban  las  preguntas  confor- 
me sean  hechas,  y  guardarán  secreto 
de  las  mismas  hasta  la  ratificación  del 
auto  de  procesamiento,  en  los  casos  y 
época  en  que  deba  tener  lugar  (3). 

Art.  975.  Si  hubiere  varios  co-reos 
del  mismo  delito,  se  tomará  declara- 
ción separadamente  á  cada  uno,  y 
cuando  sea  necesario  para  el  mejor  es- 
clarecimiento de  la  verdad,  se  procede- 
rá á  la  celebración  de  careos  entre  los 
mismos  (4). 

Art.  976.  Los  reos  serán  interroga- 
dos por  sus  nombres,  apellidos,  edad, 
naturaleza,  filiación,  estado,  profesión, 


(1)  Art.  166  del  proyecto  de  1882,  103  del 
proyecto  francés  de  1879,  3.°  del  decreto  de  Por- 
tugal  de  20  de  Diciembre  de  1889  y  186  del  Có- 
digo de  instrucción  criminal  de  Austria. 

(2)  Esto  constituye  una  diferencia  respecto  h 
la  leg^islación  española. 

(8)  La  ciencia  no  está  conforme  con  este  par- 
ticular que  contraría  al  secreto  del  sumario; 
sin  embargo,  se  reproduce  esta  disposición  en 
ni  art.  219  del  proyecto  de  1882. 

(4)  Concuerda  con  el  párrafo  único  del  artícu- 
lo 211  del  proyecto  de  1882,  205  del  Código  de 
Austria  j  124  y  136  del  proyecto  francés  de  1879. 
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Última  residencia  y  si  han  estado  pre- 
sos alguna  vez  (1). 

§  único.— Si  el  reo  fuere  menor,  se  le 
proveerá,  bajo  pena  de  nulidad,  de  cu- 
rador que  asista  al  acto  del  interroga- 
torio, que  deberá,  bajo  la  misma  pena, 
firmar  la  declaración. 

Art.  977.  Si  los  reos  negaren  hechos 
cuya  existencia  constase  por  las  decla- 
raciones de  los  testigos  de  la  querella, 
les  serán  leídas  éstas  é  instados  sobre 
aquéllos  (2). 

Art.  978.  No  se  obligará  al  reo  á 
contestar  precipitadamente;  se  le  repe- 
tirán las  preguntas  siempre  que  parez- 
ca no  haberlas  comprendido  la  prime- 
ra vez;  esta  repetición  se  practicará 
principalmente  cuando  la  respuesta  no 
concuerde  con  la  pregunta,  y,  en  este 
caso,  no  se  consignará  sino  la  respues- 
ta dada  á  la  pregunta  repetida.  En  las 
preguntas  sobre  circunstancias  deter- 
minadas ó  épocas  lejanas,  se  concede- 
rá al  reo  el  tiempo  conveniente  para 
que  pueda  con  exactitud  recordar  los 
hechos  (3). 

Art.  979.  Si  el  reo  confesare  su  deli- 
to, será  preguntado  con  especialidad 
acerca  de  los  motivos  para  su  comi- 
sión (4;,  tiempo,  lugar,  forma  y  medios 
empleados  en  la  misma;  si  es  reinci- 
dente, y  cuando  la  naturaleza  del  deli- 
to lo  consienta,  si  tiene  cómplices  (5). 

Art.  980.  Si  el  presunto  reo  negare 
el  delito  que  se  le  imputa,  alegando  al- 
gún hecho  que  excluya  la  culpabilidad, 
ofreciendo  probarlo  por  medio  de  docu- 

(1)  Concuerda  con  el  art.  98  del  Códiyo  de 
procedimiento  penal  del  Brasil  y  con  el  211  del 
proyecto  de  1882. 

(2)  ídem  con  el  art.  210  del  proyecto  por- 
tuyúes  de  1882  y  con  el  119  del  francés  de  IMIQ. 

(3)  ídem  con  el  214  id. 

(4)  Preguntas  que  tienden  a  la  defensa  del  reo. 
(5;     Concuerda  con  el  art.  218  id. 


mentos,  el  Juez  los  admitirá,  ordenan- 
do que  se  unan  á  los  autos. 

Art.  981.  Si  el  reo  desconociere  el 
idioma  portugués,  ó  fuere  sordomudo, 
se  procederá  con  arreglo  alo  estableci- 
do en  los  artículos  949  y  950  (1). 

Art.  982.  El  reo  dictará  al  Escribano 
sus  respuestas,  y  caso  de  no  hacerlo, 
se  dictarán  por  ^1  Juez  en  la  forma  in- 
dicada en  el  art.  951  (2;. 

Art.  983.  Las  respuestas,  bajo  pena 
de  multa  de  10.000  á  100.000  reis,  se 
leerán  al  reo  antes  de  firmar  su  decla- 
ración, haciéndose  expresa  mención 
de  esta  circunstancia.  Si  el  reo  no  se 
ratificare  en  ellas,  sino  que  las  altera- 
re, ampliare  ó  redujere,  no  se  tacharán 
las  primeras,  insertándose  las  altera- 
ciones hechas  á  continuación. 

Art.  984.  En  las  declaraciones  no  de- 
berá haber  entrerrenglonaduras,  en- 
miendas, etc.,  conforme  á  lo  estableci- 
do en  el  art.  953. 

Art.  985.  El  acta  de  la  declaración 
se  firmará,  bajo  pena  de  nulidad,  por  el 
Juez,  Escribanos  presentes  ó  testigos  y 
por  el  interrogado.  Si  no  supiere  ó  no 
pudiere  hacerlo,  el  Escribano  hará 
mención  de  ello,  considerándose  válida 
en  esta  forma  (3). 

§  único.—- Cada  uno  de  los  folios  se 
rubricará  por  el  Juez,  Escribano  y  reo, 
si  supiere,  quisiere  y  pudiere  hacerlo. 

Art.  986.  Las  preguntas  no  serán  su- 
jestivas,  capciosas,  ni  hechas  con  per- 
suasiones insidiosas,  falsas  promesas 


(1)  Concuerda  con  el  art.  212  del  proyectil 
de  1882. 

(2;  Art.  123  del  proyecto  fraficés  y  222  del 
portugués  de  1882. 

(8)  Sentencia  de  3  de  Abril  de  1843,  14  de 
Mayo  de  1841,  9  de  Marzo  de  1852,  20  de  Mayo 
de  1853  y  U  de  Julio  de  1866.  Art.  222,  párra- 
fo 2.",  del  proyecto  de  1882;  art.  1)9  del  Código  del 
/i /«.Sí/,  y  123  del  proyecto /7'artC^s  de  18^9. 
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Ó  amenazas.  El  Juez  que  violare  esta 
disposición  incurrirá  en  responsabili- 
dad por  abuso  de  poder  (1). 

CAPÍTULO  VIH 

Del  procesamiento 

Art.  987.  El  auto  de  procesamiento 
se  dictará  en  el  sumario  de  la  querella, 
tan  pronto  como  existan  indicios  racio- 
nales de  responsabilidad  contra  alguno 
de  los  querellados,  prosiguiéndose  el 
sumario  hasta  completar  el  número 
de  testigos  que  marca  la  ley,  y  dictán- 
dose nuevos  autos  á  medida  que  se 
descubran  nuevos  culpables  (2). 

Art.  988.  Si  alguno  de  los  querella- 
dos estuviere  preso,  el  auto  de  procesa- 
miento deberá  dictarse  dentro  de  los 
ocho  días  siguientes  al  en  que  fué  re- 
ducido á  prisión;  transcurrido  este  tér- 
mino, el  preso  será  puesto  en  libertad; 
y  si  en  la  continuación  del  sumario 
apareciere  culpable,  después  de  proce- 
sado será  reducido  nuevamente  á  pri- 
sión (3). 

Art.  989.  En  el  auto  de  procesamien- 
to obligatorio,  el  Juez  declarará  siem- 
pre la  ley  que  prohibe  el  hecho  y  que 
lo  califica  de  delito  (4). 

Art.  9ÍX).  Si  el  Juez  estimare  que  por 
el  sumario  de  la  querella  no  aparecen 


(1)  Concuerda  con  el  art.  120  del  proyecto 
francés  de  ISTQ,  con  el  199  del  Códi^ro  de  ins- 
trucción criminal  austríaco  y  con  el  213  del  pro- 
yecto de  1882. 

(2)  Art.  144  del  proyecto  de  1882,  firt.  11  de 
la  ley  portuguesa  de  18  de  Julio  de  1855  y  144  del 
Código  del  Brasil. 

(3)  ídem  168  del  j)royecto  de  IH82  y  148  del 
Código  del  Brasil. 

(4)  Concuerda  con  el  art.  198  del  Código  de 
Austria^  proyecto  francés  de  1879,  art.  129,  y 
proyecto  poWit(7ué8  de  1882,  art.  217. 


pruebas  ni  indicios  suficientes  contra 
todos  ó  alguno  de  los  querellados,  lo 
expresará  así  en  el  auto,  dictando  man- 
damiento de  soltura  á  favor  de  los  que 
estuvieren  presos.  Este  auto  se  notifi- 
cará al  Ministerio  fiscal  y  á  las  partes 
querellantes,  y  éstas,  así  como  aquél, 
podrán,  en  el  término  de  tres  días,  re- 
querir que  el  proceso  pase  al  Jurado  de 
acusación,  y  examinados  nuevamente 
los  testigos  del  sumario  por  ellas  pre- 
sentados, con  objeto  de  que  se  procese 
por  el  Jurado  los  que  no  lo  hayan  sido 
por  el  Juez,  sin  que  esto  obste  á  la  sol- 
tura de  los  detenidos  (1). 

Art.  991.  Si  el  Juez  estimare  que  el 
hecho  imputable  no  es  constitutivo  de 
delito,  ni  calificado  de  tal  por  la  ley,  así 
lo  declarará  en  el  auto,  ordenando  la 
soltura  si  el  querellado  estuviere  dete- 
nido; este  auto  será  notificado  al  que- 
rellante y  al  Fiscal  de  S.  M.,  los  cuales 
podrán  apelar  ante  la  Audiencia  del 
distrito  en  el  término  de  tres  días,  con- 
tados desde  la  notificación,  si  bien  esta 
apelación  no  obstará  la  soltura. 

Art.  992.  Si  el  Juez  declarase  en  el 
auto  que  ni  el  hecho  es  justiciable  ni 
existen  méritos  suficientes  contra  el 
querellado,  la  parte  querellante  y  el 
Fiscal  podrán,  en  el  término  señalado 
en  el  artículo  anterior,  ape  ar  ante  la 
Audiencia  correspondiente,  y  declara- 
do por  ésta  que  el  hecho  es  constitutivo 
de  delito,  pedir  que  latiausapase  al  Ju- 
rado de  acusación  en  la  forma  estable- 
cida en  el  art.  990. 

Art.  993.  En  estas  apelaciones  los 
autos  se  remitirán  al  Superior,  cerra- 
dos y  lacrados,  y  con  toda  reserva. 

Art.  994.  Si  el  procesamiento  obli- 
gare únicamente  á  comparecer  en  jui- 
cio, se  notificará  así  al  reo,  cuando  ter- 


(1)     .\rt.  145  del  proyecto  de  1882. 
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mine  el  sumario;  pero  si  obligare  tam- 
bién á  la  prisión,  se  le  notificará  cuan- 
do esté  preso  ó  afianzado. 

Art.  995.  Si  el  procesado  entendiere 
que  el  hecho  que  se  le  imputa  no  es  de 
los  prohibidos  y  calificados  de  delitos 
por  la  ley,  podrá,  en  el  término  de  ter- 
cero día  desde  la  notificación,  interpo- 
ner recurso  de  agravio,  en  caso  que 
proceda,  para  ante  la  Audiencia  del  dis- 
trito, del  auto  de  procesamiento  que  así 
lo  declare.  En  este  recurso,  y  en  las  ape- 
laciones de  que  se  trata  en  los  artícu- 
los 991  y  992,  la  Audiencia  no  podrá  de- 
cidir más  que  acerca  de  la  criminalidad 
del  hecho,  y  si  éste  es  ó  no  de  los  pro- 
hibidos por  la  ley. 

Art.  996.  Cuando  estuviere  en  sus- 
penso la  ratificación  del  procesamien- 
to, ó  en  los  casos  en  que  no  tenga  lu- 
gar, el  Ministerio  fiscal  y  las  partes 
querellantes  podrán  interponer  recur- 
so de  agravio,  en  el  caso  que  que- 
pa, para  ante  la  Audiencia,  dentro 
del  término  de  cinco  días,  á  contar 
desde  el  que  se  les  hizo  la  notificación, 
y  sin  que  este  recurso  obste  la  soltu- 
ra (1). 

También  podrán  interponer  dicho  re- 
curso, si  el  Juez,  en  un  delito  público,  no 
procesare  á  cualquier  individuo  contra 
el  cual  exista  prueba,  aunque  de  él  no 
se  hayan  querellado  expresamente. 

Art.  997.  En  las  querellas  de  delitos 
públicos,  si  el  Fiscal  de  S.  M.  dejare  de 
apelar  ó  de  interponer  recurso  de  agra- 
vio del  auto  de  procesamiento,  y  ape- 


(l)  Jurisprudencia.— DeM  interponerse  el  re- 
curso de  agravio  del  auto  declarando  no  haber 
lugar  al  procesamiento  dentro  de  los  cinco  días 
siguientes  al  de  su  notificación.  (Sentencia  de  23 
de  Febrero  de  1849  y  3  de  Marzo  de  1854.)  Cabe 
apelación  de  este  auto  por  ser  definitivo  y  hacer 
imposible  la  continuación  del  proceso.  (Sentencias 
de  19  .le  Julio  de  1841  y  2  de  Mayo  de  1843.) 


lando  ó  interponiéndolo  la  parte  quere- 
llante obtuviere  resolución  favorable,  la 
acusación  del  delito  continuará  siendo 
de  la  competencia  tanto  á  la  parte  co- 
mo al  Ministerio  fiscal.  Lo  mismo  se 
observará  cuando  el  Ministerio  público 
y  no  la  parte  querellante  sea  el  apelante 
ó  recurrente. 

Art.  998.  En  el  auto  de  procesamien- 
to no  se  decretará  nunca  proceder  al 
embargo  de  los  bienes  del  procesado. 

Art.  999.  La  enajenación  de  bienes 
hecha  por  los  procesados  ó  detenidos 
en  flagrante  delito,  desde  la  fecha  del 
auto  de  procesamiento  ó  de  la  prisión 
hasta  la  de  la  sentencia  firme,  no  obsta 
para  que  sean  embargados,  aun- en  po- 
der de  terceros,  en  lo  suficiente  para 
las  restituciones  ó  reparaciones  á  que 
hubieren  sido  condenados  los  reos,  en 
el  caso  de  que  los  poseedores  no  acre- 
diten la  existencia  de  otros  bienes  li- 
bres en  poder  de  aquéllos. 

Art.  1.(00.  Cada  uno  de  los  Escriba- 
nos llevará,  por  orden  alfabético,  un 
libro,  en  el  que  anotará  el  nombre  de 
los  procesados,  con  expresión  de  la 
clase  de  responsabilidad  y  de  la  fecha 
en  que  se  cometieron  los  delitos. 

Art.  1.001.  El  procedimiento  prepa- 
ratorio hasta  la  vista  de  la  ratificación 
del  procesamiento  es  secreto  (1). 

§  único.— En  los  casos  en  que  ésta 
no  tenga  lugar,  continuará  el  secretó 
hasta  que  el  reo  sea  afianzado. 

CAPÍTULO  IX 

De  la  prisión 

Art.  1.002.  Tan  pronto  como  en  un 
proceso  aparezcan  indicios  de  culpabi- 

(1)  Juriaprudcncia.—Dehe  conservarse  el  se- 
creto en  la  formación  del  cuerpo  del  delito.  (Sen- 
tencia de  24  de  Noviembre  de  1845.) 
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lidad  contra  cualquier  persona,  se  dic- 
tará auto  de  prisión  con  objeto  de  que 
sea  conducida  á  la  cárcel  del  juzga- 
do (1). 

Art.  1.003.  Sin  embargo,  si  el  pre- 
sunto culpable  fuere  algún  miembro  de 
la  Real  Familia,  Ministro,  Consejero  ó 
miembro  de  los  Cuerpos  Colegislado- 
res durante  el  período  de  la  legislatura 
respectiva,  el  Juez  no  podrá  dictar 
mandamiento  de  prisión  contra  el  mis- 
mo, sino  que,  una  vez  dictado  el  de  pro- 
cesamiento, remitirá  secretamente  lOs 
autos  al  Tribunal  que  deba  conocer  de 
la  causa  (2). 

Art.  1.004.  Si  el  presunto  culpable 
fuere  un  Magistrado  del  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia  ó  de  Audiencia,  ó  fun- 
cionario del  Ministerio  fiscal  junto  á 
cualquiera  de  estos  Tribunales,  el  Juez 
no  expedirá  contra  ellos  mandamiento 
de  prisión,  sino  que  remitirá  secreta- 
mente el  proceso  al  Tribunal  Supremo 
de  Justicia;  y  de  igual  modo  se  envia- 
rán á  las  Audiencias  respectivas  las 
causas  en  que  aparezcan  responsables 
Jueces  de  derecho  ó  Delegados  del  Fis- 
cal de  S.  M.  (3). 

Art.  1.005.  Los  mandamientos  de 
prisión  se  expedirán  por  duplicado,  fe- 
chados y  firmados  por  el  Juez,  y  con- 
tendrán relación  del  delito  que  los  mo- 
tiva y  designación  de  la  persona  que  ha 
de  ser  reducida  á  prisión,  su  nombre, 
apellidos,  apodos  y  el  mayor  número 
de  circunstancias  posibles;  se  expresa- 
rá también  si  la  prisión  puede  ó  no  sus- 


(1)  Art.  154,  párrafo  1.%  del  proyecto  de  1882; 
14,  párrafo  5.**,  de  la  ley  del  Brasil  citada;  artícu- 
los "76,  "7  y  79  del  proyecto  francés  de  Le  Royer. 

(2)  ídem  406  del  proyecto  de  1882,  27  de  la 
Constitución,  y  10 y  13  del  Reglamento  interior  de 
la  Cámam  de  los  dig-noa  Pares  de  2  de  Mayo 
de  1S43. 

(3}    Artículos  234  y  437  del  proyecto  de  1882. 


tituirse  por  fianza.  El  Escribano  que  no 
cumpla  lo  dispuesto  en  este  artículo 
incurrirá  en  multa  de  10.000  á  100.000 
reis  y  podrá  ser  suspendido  de  uno  á 
seis  meses. 

Art.  1.006.  En  el  acto  de  la  prisión 
se  le  entregará  al  interesado  uno  de  los 
ejemplares,  y  el  alguacil  que  no  cum- 
pliere este  requisito  será  castigado 
con  la  pena  de  suspensión  de  tres  me- 
ses á  un  año  y  multa  de  10.000  á  50.000 
reis. 

Art.  1.007.  Los  mandamientos  y  au- 
tos de  prisión  son  válidos  en  cualquier 
parte  del  Reino;  pero  si  el  presunto 
culpable  fuere  hallado  en  el  territorio 
de  otro  juzgado,  no  se  dará  cumpli- 
miento al  auto  sin  el  «cúmplase»  del 
Juez  correspondiente  á  este  último  {{). 

Ningún  Juez  ordinario  podrá  negarse 
á  cumplir  cualquier  mandamiento  de 
prisión  que  se  le  presente,  excepto  si 
no  reuniere  las  solemnidades  externas 
exigidas  por  la  ley. 

Art.  1.008.  El  funcionario  que  proce- 
da á  la  prisión  de  cualquier  persona 
por  mandamiento  de  Juez  de  otro  juz- 
gado sin  el  cccúmplase»  del  Juez  del 
territorio,  incurrirá  en  multa  de  5.000  á 
50.000  reis,  quedando  además  sujeto  á 
la  responsabilidad  proveniente  de  da- 
ños y  perjuicios,  en  el  caso  de  no  ser 
legal  el  mandato. 

Art.  1.009.  Para  el  cumplimiento  de 
los  mandamientos  y  autos  de  prisión 
no  podrá  entrarse  en  el  domicilio  de  los 
presuntos  culpables  ni  de  las  personas 
en  que  se  suponga  albergado,  antes  de 
la  salida  ni  después  de  la  puesta  del 
sol,  pudiendo  tomarse  las  precauciones 
convenientes  por  la  parte  exterior  del 
edificio,  con  objeto  de  impedir  la  eva- 

(1)  Concuerda  con  el  art,  55  del  proyecl" 
dtí  1882. 
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sión.  De  día  se  permitirá  la  entrada  en 
la  casa,  cuando  así  se  disponga  en  el 
auto,  y  en  este  caso  el  funcionario  en- 
cargado de  hacer  la  detención  deberá 
presentar  uno  de  los  ejemplares  men- 
cionados á  los  moradores  de  la  misma 
6  ir  acompañado  de  dos  testigos  (1). 

Art.  1.010.  El  funcionario  que  entra- 
re en  la  casa  sin  estar  autorizado  para 
ello,  incurrirá  en  la  pena  de  suspensión 
de  uno  á  tres  años  y  multa  de  100.000  á 
500.000  reís,  y  el  doble  en  caso  de  rein- 
cidencia; si  dejare  de  cumplir  las  pres- 
cripciones restantes,  incurrirá  en  mul- 
ta de  5.000  á  20.000  reis  y  suspensión  de 
uno  á  tres  meses,  siendo  castigado  en 
el  duplo  en  caso  de  reincidencia. 

Art.  1.011.  Sólo  se  podrá  decretar  la 
entrada  en  el  domicilio  de  día,  por  los 
delitos  que  no  admiten  fianza;  el  Juez 
que  en  otro  caso  ordenare  la  entrada, 
incurrirá  en  suspensión  de  uno  á  tres 
años  y  100.000  á  300.000  reis  de  multa. 

Art.  1.012.  La  entrada  en  el  domici- 
lio de  cualquier  ciudadano  para  proce- 
der á  la  detención  del  individuo  que  su- 
pone albergado  en  él,  sólo  se  podrá 
decretar  su  práctica  de  día,  en  los  deli- 
tos que  no  admiten  fianza,  y  declarán- 
dose en  el  auto  las  razones  y  motivos 
que  lo  aconsejen.  En  la  orden  de  entra- 
da, que  se  expedirá  separadamente  del 
mandamiento  de  prisión,  se  hará  men- 
ción del  auto;  la  orden  se  extenderá 
por  duplicado,  entregándose  una  de  las 
copias  al  dueño  de  la  casa  y  practicán- 
dose la  entrada  á  presencia  de  dos  tes- 
tigos (2).  El  Juez  que  contraviniere  esta 
disposición,  será  castigado  con  la  pena 
establecida  en  el  artículo  anterior,  y  el 
funcionario  que  entrare  en  la  casa  sin 


(I)     Art.  156,  párrafo  1.",  del  proyecto  de  1W82. 
y  artículos  116  y  199  del  Código  del  Brasil. 
(2J     ídem  136  del  proyecto  de  1882. 


las  formalidades  expresadas  en  el  pre- 
sente artículo,  con  la  señalada  en  la 
segunda  parte  del  art.  1.010. 

Art.  1.013.  El  funcionario  que,  en- 
trando en  el  domicilio  del  presunto  cul- 
pable ó  en  el  de  un  tercero,  no  lo  en- 
contrare, extenderá  acta  de  ello,  que 
se  firmará  por  él  y  los  testigos,  unién- 
dose á  los  autos  (1). 

Art.  1.011.  Efectuada  la  prisión  del 
presunto  culpable,  se  conducirá  á  éste 
á  la  cárcel  del  juzgado  que  la  hubiere 
ordenado,  consignándose  el  recibo  del 
preso  en  el  dorso  del  mandamiento,  y 
el  nombre,  apellido,  profesión,  estado, 
naturaleza,  filiación  y  edad  del  mismo, 
para  lo  cual  el  Jefe  del  establecimiento 
le  hará  las  preguntas  necesarias.  Este 
mandamiento  se  unirá  á  los  autos  (2). 

Art.  1.015.  Se  prohibe  á.los  funcio- 
narios que  practiquen  la  detención,  el 
maltratar,  insultar  ó  ejercer  violencia 
alguna  en  la  persona  del  preso,  y  sólo 
en  caso  de  resistencia  podrán  emplear 
la  fuerza  necesaria  para  repeler  la 
agresión  y  efectuar  la  detención  (3). 

Art.  1.016.  El  funcionario  encargado 
de  ejecutar  un  mandamiento  ó  auto  de 
prisión,  podrá  requerir  el  auxilio  de  la 
fuerza  militar  para  impedir  la  evasión, 
solicitándolo  del  puesto  más  cercano, 
y  bajo  ningún  pretexto  le  podrá  ser  de- 
negado este  auxilio,  siempre  que  pre- 
sentare el  mandamiento  en  forma  y  que 
así  lo  exija  (4). 


(1)  Art.  150,  párrafo  5.",  del  proyecto  de  1882. 

(2)  ídem  158  del  proyecto  de  1882,  art.  18  de 
la  ley  núm.  2.033  del  Brasil  de  20  de  Septiembre 
de  1871,  y  art.  ^O^'del  proyecto  francés  de  1879. 

(3}     ídem  160  del  proyecto  de  1882. 

(4)  ídem  155,  párrafo  1.",  del  proyecto  de  1882; 
Portarías  de  18  de  Diciembre  de  1869  y  8  de  Julio 
de  1879;  orden  del  ejército,  núm.  18,  de  30  de  Sep- 
tiembre de  1879;  art.  80  del  proyecto  francés 
de  1879,  y  180  y  182  del  Código  del  Brasil. 
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Art.  1.017.  Si  el  mandamiento  ex- 
presare la  admisión  de  fianza  y  el  pre- 
sunto culpable  hiciere  ofrecimiento  de 
prestarla,  no  será  conducido  á  la  cár- 
cel, sino  que  le  llevará  á  presencia  del 
Juez,  y  una  vez  prestada  ó  depositada 
su  cuantía,  será  puesto  en  libertad. 
Esto  se  practicará  sin  dilación  y  sin 
más  intervalos  que  los  precisos  para 
satisfacción  de  las  necesidades  de  co- 
mida y  reposo  (1). 

Art.  1.018.  Si  la  prisión  se  efectuare 
en  juzgado  distinto,  la  diligencia  men- 
cionada en  el  artículo  anterior  se  prac- 
ticará ante  el  Juez  que  cumplimentó  el 
mandamiento,  el  cual  remitirá  al  Juez 
de  la  causa  certificación  de  haberse 
prestado  la  fianza  y  de  la  notificación 
hecha  al  presunto  culpable  de  que  en 
el  término  señalado,  á  razón  de  cuatro 
leguas  por  día,  comparezca  ante  este 
Juez  (2). 

§  único.— Si  el  presunto  culpable  no 
compareciere  en  el  término  fijado  en 
este  artículo,  quedará  caducada  la 
fianza  y  no  se  le  admitirá  otra. 

Art.  1.019.  Cualquier  funcionario  de 
la  Administración  de  justicia.  Autori- 
dad pública  y  cualquier  persona,  podrá 
prender  al  delincuente  sorprendido  en 
flagrante  delito,  conduciéndolo  inme- 
diatamente á  presencia  del  Juez  electi- 
vo correspondiente  ó  de  lo  criminal  en 
Lisboa  y  Oporto  (3). 


(1)  Art.  199  del  proyecto  de  1882.  Ley  del 
Brasil,  núm.  2.033,  do  20  de  Septiembre  de  1874, 
artículo  14,  párrafo  3.°;  decreto  núm.  4.824  de  22 
de  Noviembre  de  1871,  art.  3.* 

(2)  Ídem  200  del  proyecto  de  1882. 

(3)  Ídem  151  del  proyecto  de  1882;  145,  párra- 
fo 9.",  de  la  Constitución;  204,  núm.  24,  del  Có- 
digo administrativo;  12  de  la  ley  del  Brasil  de  22 
de  Noviembre  de  1871;  117  del  Reglamento  del 
Brasil  de  13  de  Enero  de  1842,  y  157  del  proyec- 
to francés  de  1879. 


Art.  1.0.0  Se  considera  flagrante  de- 
lito el  que  se  está  cometiendo  ó  acaba 
de  cometerse.  Además,  el  caso  en  que 
el  delincuente,  á  seguida  de  cometer  el 
delito,  huye  del  lugar  y  es  perseguido 
continua  y  sucesivamente  por  la  justi- 
cia ó  por  cualquier  ciudadano  (1). 

Art.  1.021.  Para  proceder  á  la  pri- 
sión de  los  reos  sorprendidos  en  fla- 
grante delito,  de  los  que  no  admiten 
fianza,  los  fufjcionarios  de  la  Adminis- 
tración de  justicia  y  particulares  po- 
drán entrar  de  día,  tanto  en  el  local  en 
que  se  está  cometiendo  el  delito  como 
en  donde  se  hubiere  alojado  el  reo,  sin 
requisito  ni  formalidad  alguna;  de  no- 
che sólo  podrá  entrarse  cuando  se  re- 
clame auxilio  desde  el  interior. 

Art.  1.022.  Si  el  detenido  en  flagrante 
delito,  conducido  á  presencia  del  Juez, 
ofreciere  prestar  fianza  idónea  ó  depó- 
sito judicial  de  la  cantidad  que  sede- 
signe,  y  el  delito  no  fuere  de  los  excep- 
tuados, será  puesto  en  libertad  inme- 
diatamente, observándose  lo  dispuesto 
en  el  art.  1.017. 

Art.  1.023.  Fuera  de  los  casos  de  de- 
lito flagrante,  nadie  podrá  ser  preso  sin 
formación  de  causa,  excepto  en  los  de- 
litos de  alta  traición,  hurto  violento  ó 
doméstico,  homicidio  y  alzamiento  de 
bienes  (2). 

Art.  1.024.  En  todo  caso  el  Juez  hará 
saber,  en  auto  fundado,  los  motivos  de 
la  prisión,  y  los  nombres  de  los  testigos 


(1)  Concuerda  con  el  art.  74  del  proyecto  de 
1882  y  113  del  Códiiío  del  Brasil. 

(2)  Artículos  150,  núm.  3.°,  y  152,  párrafo  1.", 
del  proyecto  de  1882;  art.  6.*'de  la  ley  de  4  de  Junio 
de  1859;  145  <kí  la  Constitución;  13,  párrafo  2.", 
de  la  ley  del  Brasil  de  22  de  Noviembre  de  1871; 
175  y  177  del  Coligo  de  Austria,  y  art.  157  del 
proyecto  de  Códiiío  francés  de  27  de  Noviera br»' 
de  1879. 
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y  acusadores  cuando  los  hubiere  (1). 
§  único.— El  auto  se  notificará  al  pro- 
so  por  el  Escribano  á  presencia  de  dos 
testigos  y  en  el  término  de  las  veinti- 
cuatro horas  siguientes  á  la  prisión  si 
tuviere  lugar  en  las  ciudades,  villas  ó 
poblaciones  cercanas  á  la  capital  del 
juzgado;  y  en  el  de  las  veinticuatro  ho- 
ras siguientes  al  ingreso  en  la  cárcel, 
en  el  caso  de  haber  sido  reducido  á  pri- 
í?ión  en  lugar  diferente. 

CAPÍTULO  X 
De  la  competencia 

Art.  1.025.  La  ratificación  del  proce- 
samiento cuando  deba  tener  lugar  la 
acusación  de  los  delitos,  se  practicará 
en  el  juzgado  que  hubiere  conocido  de 
la  querella,  salvo  si  los  reos  estuvieren 
procesados  en  otros  por  diferentes  de- 
litos ó  gozaren  de  fuero  especial,  en 
cuyo  caso  se  observará  lo  dispuesto  on 
el  presente  decreto;  sin  embargo,  en 
los  juzgados  en  que  no  exista  Tribunal 
del  Jurado,  los  Jueces  ordinarios  remi- 
tirán los  autos  y  procesados  al  Juez  de 
la  capital  del  Tribunal  del  Jurado  para 
que  se  verifique  allí  la  ratificación  del 
procesan)iento. 

§  único.— Durante  la  suspensión  de 
la  ratificación  del  procesamiento,  ó  en 
los  casos  en  que  no  teng**  lugar  la  re- 
mesa indicada  en  este  artículo,  se  efiíc- 
tuará  después  de  terminado  el  procedi- 
miento preparatorio. 

Art.  1.026.  Gozan  de  fuero  especial 
en  las  causas  criminales  (2): 


(1)  Art.  m  dol  proyecto  dp  1882,  200  dol 
Código  de  procedimiento  civil,  85  del  Códip^o  del 
Brasil  y  155  del  Códigí  de  Axiatrin. 

(2)  Concuerda  con  Iok  artículos  38  y  10  del 
proyecto  de  1882. 


1.®  Los  miembro_s  de  la  Real  Fami- 
lia, los  de  los  Cuerpos  Colegisladores 
durante  el  período  de  la  legislatura,  los 
Ministros  y  Consejeros  de  Estado; 

2.®  Los  Magistrados  del  Tribunal 
Supremo  de  Jufsticia,  los  Magistrados 
de. las  Audiencias  y  funcionarios  del 
Ministerio  fiscal  junto  á  estos  Tribu- 
nales; 

3.°  Los  Jueces  de  derecho  y  Delega- 
dos del  Fiscal  de  S.  M.; 

4.°  Los  Jueces  electivos,  de  paz,  or- 
dinarios y  Subdelegados  del  Ministerio 
fiscal; 

5.°  Los  militares  en  los  casos  en 
que,  según  la  ley,  conservan  el  fue- 
ro (1). 

Art.  1.027.  Son  competentes  para  la 
admisión  de  la  querella,  en  Lisboa  y 
Oporto,  los  Jueces  de  derecho  en  lo  cri- 
minal; en  los  demás  Juzgados  que  sean 
capital  de  comarca,  el  respectivo  Juez 
de  derecho,  y  en  los  que  no  lo  sean,  el 
Juez  ordinario  (2). 

Art.  1.028.  En  las  causas  criminales 
pendientes  de  resolución  ante  los  Jue- 
ces de  derecho  de  las  comarcas  de  Lis- 
boa y  Oporto  se  observará  lo  dispuesto 
en  el  párrafo  único  del  art.  107. 

Art.  1  029.  Él  conocimiento  de  las 
causas  por  delitos  castigados  con  pena 
correccional  corresponde,  en  Lisboa  y 
Oporto,  á  los  Jueces  de  derecho  de  lo 
criminal,  y  en  las  demás  comarcas  á 
los  Jueces  de  derecho  y  ordinarios  res- 
pectivos. 

Art.  1.030.  De  los  delitos  cometidos 
en  el  desempeño  de  sus  funciones  ó 
fuera  de  él  por  los  Jueces  electivos,  de 
paz,  ordinarios  y  Subdelegados  del  Mi- 
nisterio fiscal,  conocerán  los  Jueces  de 
derecho  de  las  comarcas  respectivas. 

(1)  Códipfo  de  justicia  militar  portugués. 

(2)  Sentencias  de  20  de  Marzo  de  1846,  11  de 
Knero  de  1850  y  15  de  Abril  de  1858. 
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§  Único.— De  los  delitos  cometidos 
por  los  Jueces  de  derecho  de  primera 
instancia  y  funcionarios  del  Ministerio 
flsc^  cerca  de  los  mismos  conocerán 
las  Audiencias;  y  de  los  cometidos  por 
ios  Magistrados  de  éstas,  Magistrados 
del  Tribuna]  Supremo  de  Justicia  y  Mi- 
nisterio fiscal  junto  á  estos  Tribunales 
conocerá  el  Supremo. 

Art.  1.031.  Las  demandas  sobreda- 
ños  y  perjuicios  contra  Jueces  electi- 
vos, depaz,  ordinarios  y  Subdelegados, 
se  interpondrán  ante  los  Jueces  de  de- 
recho; si  se  dirigieran  contra  los  Jue- 
ces de  derecho  de  primera  instancia  y 
funcionarios  del  Mió isterio  fiscal  corres- 
pondientes, se  interpondrán  ante  las  Au- 
diencias; si  fueren  contra  Magistrados 
de  éstas,  Magistrados  del  Supremo  y 
funcionarios  del  Ministerio  fiscal  jun- 
to á  estos  Tribunales,  se  interpondrán 
ante  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia. 

CAPÍTULO  XI 

De  la  ratijicaeión  del  procesamiento 

Art.  1.032.  Concluido  el  sumario  de 
la  querella  con  procesamiento  y  no  ha- 
biéndose interpuesto  ninguno  de  los  re- 
cursos de  que  trata  el  capítulo  VIH,  el 
Juez  dará  traslado  del  mismo,  por  tres 
días  improrrogables,  al  Ministerio  fis- 
cal y  querellante  particular,  si  lo  hu- 
biere, para  que  en  su  vista  propongan 
las  diligencias  señaladas  en  la  ley  y 
que  no  se  hubieren  practicado,  y  pre- 
senten la  lista  de  los  testigos  del  suma- 
rio que  han  de  ser  citados  para  la  rati- 
ficación del  procesamiento. 

Art.  1.033.  Presos  ó  en  libertad  bajo 
fianza,  en  los  casos  que  proceda,  los 
presuntos  reos,  y  transcurrido  el  tér- 
mino señalado  en  el  artículo  anterior, 
el  Juez  les  proveerá  de  curador,  si  fue- 


ren menores,  ordenará  que  se  cite  á 
los  testigos  propuestos  por  el  Fiscal  y 
las  partes  para  que  comparezcan  el 
primer  día  de  la  vista  de  ratificación  (1). 
Cuando  el  mismo  reo  estuviere  proce- 
sado por  otros  delitos,  las  causas  se 
verán  por  el  orden  de  su  gravedad,  y 
podrá  ser  citado,  si  estuvieren  en  otro 
juzg9.do,  por  medio  de  exhorto  al  Juez 
correspondiente  (2). 

Art  1.034.  .El  reo  y  su  Abogado,  ha- 
biéndole nombrado,  y  su  curador  cuan- 
do fuere  menor,  y  el  Ministerio  fiscal, 
asistirán  á  la  vista;  también  podrá  asis- 
tir el  querellante  particular  cuando 
exista;  el  reo  no  estará  maniatado  (en 
ferros),  pero  se  tomarán  las  precaucio- 
nes convenientes  para  impedir  su  eva- 
sión (3). 

Art.  1.035.  El  reo  podrá  elegir  Abo- 
gado; pero  siendo  varios  los  co-reos  de 
un  mismo  delito,  no  habrá  más  que  do» 
para  todos  ellos.  Si  se  hubieren  nom- 
brado más  de  dos,  sólo  continuarán  en 
su  cargo  los  dos  primeramente  desig- 
nados, y  lo  mismo  se  observará  res- 
pecto de  los  querellantes. 

Art.  1.036.  El  día  15  de  cada  mes,  y 
siendo  festivo  en  el  siguiente,  se  cele- 
brará la  vista  de  ratificación  del  proce- 
samiento, que  durará  todos  los  necesa- 
rios para  resolver  los  procesos  termi- 
nados. 

Art.  1.037.  La  plantilla  del  Jurado  se 
formará  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
el  art  160(4). 


(1)  Concuerda  con  el  art.  80,  párrafo  2.",  del 
proyecto  de  1882. 

(2)  ídem  con  el  art.  2¿4  id. 

(3)  ídem  con  el  art,  198  del  Código  de 
Austria  j  con  el  párrafo  2-  del  art.  213  del  pro- 
yecto de  1882. 

(4)  Véanse,  además,  las  leyes  y  retrlamentos 
insertos  anteriormente. 
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Art.  1.038.  El  Juez,  tan  pronto  como 
recibiere  la  plantilla  de  acusación  de  la 
municipalidad  correspondiente,  hará 
que  sean  citados  inmediatamente,  se- 
ñalando el  día  en  que  debe  celebrarse 
la  primera  sesión,  y  declarando  que  no 
serán  nuevamente  citados. 

§  único.— Esta  citación  deberá  ha- 
cerse con  ocho  días  de  anticipación  al 
día  de  la  vista,  y  no  pudiéndose  hacer 
en  la  persona  del  jurado,  se  hará  en  la 
lie  un  criado,  familiar  ó  vecino. 

Art.  1.039.  En  la  vista  do  la  ratifica- 
ción se  despacharán  las  causas  por  or- 
den de  antigüedad. 

Art.  1.040.  En  la  vista,  el  Escribano 
llamará  á  todos  los  jurados,  y  una  vez 
reunidos,  se  depositarán  en  una  urna 
tantas  papeletas  cuantos  fueren  los 
presentes. 

Art.  1.041.  Las  papeletas  se  irán  ex- 
trayendo de  la  urna  por  un  menor  de 
diez  años,  y  el  Jurado  constituido  para 
la  primera  causa  continuará  conocien- 
do de  todas  las  que  hayan  de  verse  en 
el  mismo  día. 

Art.  1.042.  Si  la  vista  hubiere  de  pro- 
longarse por  más  de  una  sesión,  se 
procederá  al  sorteo  indicado  al  co- 
mienzo de  cada  una. 

Art.  1.043.  En  la  ratificación  del  pro- 
cesamiento no  existe  la  recusación  vo- 
luntaria de  los  jurados;  sin  embargo, 
no  podrán  serlo,  bajo  pena  de  nulidad: 

1.^  Los  ascendientes,  descendientes, 
colaterales  hasta  el  cuarto  grado  civil, 
cónyuge  ó  cunado  del  reo  ó  de  la  parte 
querellante; 

2.**  Las  personas  particularmente 
ofendidas  por  el  delito,  aun  en  el  caso 
de  que  hubieren  renunciado  el  derecho 
de  querellarse  ó  de  exigir  la  responsa- 
bilidad civil, y  los  ascendientes,  descen- 
dientes, hermanos,  cuñados  y  cónyu- 
ges de  éstos; 


3.**    Los  autores  de  la  denuncia; 

4.®  Los  Abogados  personados  en  el 
juicio; 

5.®  Los  que  hubieren  declarado  en 
el  sumario  ó  servido  de  intérpretes  ó 
de  peritos  en  la  formación  del  cuerpo 
del  delito. 

Art.  1.044.  La  parte  querellante,  el 
Ministerio  fiscal  y  los  reos  podrán,  por 
cualquiera  de  las  causas  mencionadas 
en  el  artículo  anterior,  recusar  los  ju- 
rados de  acusación  probando  la  exis- 
tencia de  ella.  El  Juez,  eslimándola 
procedente,  Sustituirá  los  jurados  re- 
cusados por  otros  sacados  de  la  urna, 
y,  en  su  defecto,  por  cualquiera  de  los 
presentes  que  reúna  las  condiciones  le- 
gales, y  si  aún  en  este  caso  no  fuere 
posible  constituir  el  Jurado,  el  Juez  sus- 
penderá la  sesión  y  requerirá  del  Pre- 
sidente de  la  municipalidad  que  le  faci- 
lite los  jurados  necesarios,  los  cuales 
serán  citados  inmediatamente,  seña- 
lándoles la  hora  en  que  deberá  comen- 
zar la  vista,  sin  que  sea  preciso,  en  este 
caso,  que  medien  ocho  días  entre  la  ce- 
lebración y  la  citación  (1). 

§  único.— El  Presidente  de  la  muni- 
cipalidad remitirá  al  Juez  una  lista 
conteniendo  un  número  doble  de  los 
jurados  pedidos,  sorteándose  en  la  for- 
ma prevenida  los  que  sean  necesarios. 

Art.  1.015.  Cada  jurado  podrá  darse 
por  recusado  cuando  concurra  cual- 
quiera de  las  causas  expresadas  en  el 
artículo  1.043,  probando  en  el  acto  su 
existencia,  y,  en  este  caso,  el  Juez  re- 
solverá con  arreglo  á  lo  prevenido  en 
el  artículo  anterior. 

Art.  1.046.  Ocho  días  antes  de  la  ce- 
lebración de  la  vista  se  entregará  á  los 

(1)  Art.  2':4  del  proyecto  de  1882;  art.  4ül, 
párrafo  8.",  del  Códig-o  de  procedimiento  civil,  y 
artículo  2*77  del  Códig-o  de  procedimiento  penal 
del  Braftil. 
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reos  una  copia  de  la  lista  de  jurados, 
bajo  pena  de  nulidad.  Si  los  reos  estu- 
vieren presos,  se  hará  la  entrega  á  pre- 
sencia de  dos  testigos,  expresándose 
asi  en  los  autos.  Si  los  reos  estuvieren 
en  libertad,  la  copia  se  dejará  en  su 
domicilio  por  el  Escribano,  acompaña- 
do de  dos  testigos,  que  firmarán  la  di- 
ligencia. Cuando  los  reos  no  hubieren 
declarado  su  domicilio  ni  expresado 
otro,  y  residieren  fuera  del  territorio 
del  juzgado,  no  se  les  entregará  la  co- 
pia referida  (1). 

Art.  1.047.  Se  tomará,  bajo  pena  de 
nulidad,  en  cada  causa  que  haya  de  fa 
liarse,  juramento  á  los  jurados  de  que 
examinarán  con  atención  y  escrúpulo 
las  pruebas  é  indicios  que  aparezcan 
contra  el  reo,  y  decidirán  con  impar- 
cialidad, pronunciando  el  veredicto  se- 
gún su  conciencia,  y  sin  odio  ni  afecto, 
sin  esperanza  ni  temor.  Cada  uno  de  los 
jurados,  poniendo  las  manos  en  los 
Santos  Evangelios,  dirá:  asilo  juro.  En 
este  acto  los  jurados  y  circunstantes 
permanecerán  de  pie.  Prestado  el  jura- 
mento, el  Juez,  ron  sencillez,  claridad  y 
brevedad,  explicará  á  los  jurados  que 
no  les  compete  averiguar  si  el  reo  es  ó 
no  culpable,  sino  únicamente  si  existen 
contra  él  pruebas  ó  indicios  tales  que 
puedan  servir  de  fundamento  á  la  acu- 
sación. 

Art.  1.048.  Terminado  este  acto,  se 
leerán  por  el  Escribano  todas  las  piezas 
del  proceso,  excepto  las  declaraciones 
de  testigos  en  el  sumario  y  las  respues- 
tas del  reo;  hecha  esta  lectura,  se  pro- 
cederá al  examen  de  los  testigos  por  el 
orden  que  hubieren  sido  presentados 
por  el  Ministerio  fiscal  ó  parte  quere- 
llante. 

Art.  1.049.     Los  testigos,   antes  de 

(1)     Art.  25G(lol  provecto  do  1X82. 


prestar  declaración,  estarán  en  un  lo- 
cal, del  cual  irán  saliendo  para  decla- 
rar; se  tomarán  las  precauciones  nece- 
sarias para  que  los  testigos  no  se  co- 
muniquen unos  con  otros  acerca  del 
delito  ó  de  los  reos,  y  á  este  efecto  esta- 
rán vigilados  constantemente  por  un  al- 
guacil del  juzgado. 

Art.  1.050.  El  Juez  tomará  juramen- 
to á  los  testigos  de  decir  verdad,  bajo 
pena  de  10.000  á  100.000  reis.  Este  jura- 
mento se  prestará  en  la  forma  estable- 
cida en  el  art.  994. 

Art.  1.051.  El  Juez  les  hará  las  pre- 
guntas señaladas  en  el  art.  945  bajo  la 
misma  pena,  y  sus  respuestas  se  con- 
signarán en  el  acta  de  la  sesión  (1). 

Art.  1.052.  Si  el  testigo  ó  reo  no  se 
expresare  en  lengua  portuguesa,  ó  fue- 
re sordo-mudo,  se  procederá  en  la 
forma  prevenida  en  los  artículos  04í> 
y  950.  El  intérprete  no  podrá  ser  jura- 
do, bajo  pena  de  nulidad;  el  Ministerio 
fiscal,  las  partes  querellantes  y  los  reo« 
podrán  recusar  á  los  intérpretes  por 
las  mismas  causas  que  á  los  juradoís, 
y  probándolas,  el  Juez  decidirá. 

Art.  1.053.  No  podrán  ser  interro- 
gados otros  testigos  que  los  del  su- 
mario. 

Art.  1.054.  Los  testigos  declararán 
oralmente  .en  la  vista  y  con  separación 
unos  de  otros;  serán  interrogados  por 
el  Fiscal  en  los  delitos  públicos,  y  por 
el  querellante  ó  su  Abogado  en  los  de- 
litos privados  (2j. 

Art.  1.055.  Se  presentará  á  los  tes- 
tigos, cuando  se  estinie  procedente,  1o«í 


(1)  Sentencias  de  IS  de  Mayo  dp  1845  y  31  vi' 
Diciembre  de  1852. 

(2)  Artículos 324  del  proyecto  de  1 8S2, 34^  doi 
Código  de  justicia  militar,  270  del  C6dig-ode  pro- 
cedimiento penal  del  CrasiZ  y  329  del  CódiiTi-^  <«*• 
instrucción  criminal  atw/riaco. 
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escritos  ó  documentos  producidos  en 
favor  ó  en  contra  del  reo,  así  como  los 
instrumentos  del  delito  y  demás  obje- 
tos aprehendidos,  que  deberán  estarde 
manifiesto  en  la  Audiencia  (i). 

Art.  1.056.  La  audiencia  no  se  inte- 
rrumpirá ni  suspenderá  por  la  falta  de 
un  testigo  que  no  hubiere  sido  citado  en 
tiempo  oportuno  (•^). 

Art.  1.057.  Los  testigos  no  serán  in- 
terrumpidos en  sus  declaraciones;  pero 
terminadas,  tanto  el  Juez  como  las  par- 
tes, 6  sus  Procuradores  y  los  jurados, 
podrán  dirigirles  cuantas  preguntas  es- 
timen necesarias  para  el  esclarecimien- 
to de  la  verdad,  previa  la  venia  del 
Juez. 

Art.  1.058.  Los  reos  contra  quienes 
declaren  los  testigos  podrán  contestar 
contra  ellos  y  sus  declaraciones  todo  lo 
que  á  su  defensa  convenga,  sin  inju- 
riarles; en  este  caso  el  Juez  les  impon- 
drá silencio. 

Art.  1.059.  Los  testigos,  una  vez  que 
hayan  prestado  declaración,  permane- 
cerán en  el  local  hasta  el  momento  de 
retirarse  los  jurados  á  deliberar. 

Art.  1  060.  No  se  leeráná  los  testigos 
las  declaraciones  prestadas  en  el  suma- 
rio, sino  después  de  haberlo  hecho  en 
la  audiencia  y  con  objeto  de  que  expli- 
quen las  contradicciones  en  que  hayan 
podido  incurrir. 

Art.  1  061.  Los  testigos  que  residie- 
ren fuera  de  la  comarca  no  estarán 
obligados  á  concurrir  ala  vista;  pero 
sus  declaraciones  del  sumario  se  leerán 
á  los  jurados,  excepto  en  el  caso  del 


íl)  Art.  289  del  proyecto  de  1882,  artículos 
230  y  2r>3  del  Código  de  Austria.  Sentencias  de  a 
de  Febrero  de  185¿  y  3ü  de  Noviembre  de  1855. 

(2)    ídem  327.  párrafo  único,  del  proyecto  de 
1882,  C  di^o  de  justicia  militar,  art.  351  y  decre- 
to  del  Brasil  de   81' de  Enero  de  1842,  artícu- 
los 369  y  3'72. 
Tomo  VII.— Institücionbs  jübídioaíj. 


párrafo  1.**  del  art.  1.067,  en  que  tendrán 
obligación  de  concurrir. 

Art.  1.062.  Los  testigos  que  residan 
fuera  dpi  juzgado,  pero  en  la  misma 
comarca,  tendrán  obligación  de  con- 
currir. 

Art.  1.063.  Si  los  testigos  que. decla- 
raron en' el  sumario  hubieren  fallecido 
ó  ausentádose  de  la  comarca  ó.  residie- 
ren en  puntos  en  que  no  puedan  ser  ci- 
tados, ó  se  ignorase  su  paradero,  se 
dará  lectura  de  las  declaraciones  pres- 
tadas en  el  sumario. 

Art.  1.084.  Si  el  testigo  incurriere 
en  falso  testimonio,  se  procederá  en  la 
forma  establecida  en  la  ley,  y  su  decla- 
ración no  producirá  efecto  alguno. 

§  único.  —  Cuando  la  contradicción 
del  testigo  existiere  únicamente  entre 
su  declaración  y  la  del  sumario,  no 
procederá  lo  dispuesto  en  el  presente 
artículo. 

Art.  1.065.  Si  el  testigo  citado  no 
compareciere,  se  procederá  con  arre- 
glo á  lo  dispuesto  en  este  decreto  (1). 

Art.  1.066.  Si  el  Ministerio  fiscal,  las 
partes  querellantes  ó  el  reo  estimaren 
de  absoluta  necesidad  la  declaración 
de  cualquier  testigo,  se  suspenderá,  á 
petición  suya,  el  juicio  hasta  el  día  si- 
guiente. 

Art.  l.OüT.  Si  en  este  día  no  compa- 
reciere el  testigo  en  cuestión,  se  dará 
lectura  de  su  declaración  en  el  suma- 
rio, y  el  Juez  preguntará  á  los  jurados 
si  están  suficientemente  impuestos  pa- 
ra dar  su  veredicto  sin  necesidad  áe  la 
declaración  oral  del  testigo.  Los  jura- 
dos se  retirarán  á  deliberar,  tomando 
el  acuerdo  por  mayoría  absoluta  de  vo- 
tos y  consignándose  éste  por  escrito  en 
los  autos.  Si  respondieren  aílrmativa- 


(1)    Artículos  451  del  proyecto  de  1882  y4l2 
del  Código  de  justicia  miíiUiT  portugués. 
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mente,  continuará  el  acto  de  la  ratifi- 
cación; si  fuere  negativa  la  resolución, 
el  proceso  se  aplazará  hasta  la  audien- 
cia del  mes  siguiente,  practicándose 
en  este  intervalo  cuantas  diligencias 
fueren  necesarias  para  obligar  al  tes- 
tigo á  que  comparezca.  Si  el  testigo 
dejó  de  comparecer  sin  causa  justa, 
será  reducido  A  prisión  hasta  el  día  en 
que  deba  prestar  su  declaración  ( 1).. 

§  1.°— En  la  misma  forma  se  proce- 
derá cuando  el  Ministerio  fiscal,  ó  cual- 
quiera de  las  partes,  pretendiere  la  con- 
veniencia de  la  declaración  oral  ó  ca- 
reo de  algún  testigo  residente  fuera  del 
territorio  del  juzgado,  ó  imposibilitado 
por  enfermedad  ú  otra  cualquera  cau- 
sa legítima  y  temporal  de  compare- 
cer (2). 

§  2.°— En  la  segunda  audiencia  se  re- 
petirán todos  los  actos  señalados,  pro- 
cediéndose  á  nuevo  sorteo  de  jurados 
y  nuevo  interrogatorio  de  testigos,  si 
bien  la  falta  de  comparecencia  no  sus- 
penderá la  resolución  de  la  causa. 

Art.  1.068.  Terminado  el  interroga- 
torio de  testigos,  se  interrogará,  bajo 
pena  de  nulidad,  al  reo,  sin  que  se  le 
lean  las  actuaciones  del  sumario  más 
que  para  mostrarle  las  contradicciones 
en  que  pueda  haber  incurrido,  ó  alte- 
ciones  hechas  con  posterioridad.  Si  al- 
guno de  los  co-reos  hubiere  fallecido, 
evadidose  de  la  cárcel  ó  estuviere  por 
otra  cualquier  causa  imposibilitado  de 
comparecer,  se  dará  lectura  de  sus  de- 
clarskciones  prestadas  en  el  sumario, 
cuando  resultare  de  las  mismas  cul- 
pabilidad para  alguno  de  los  reos  pre- 
sentes. 

§  único.— Sólo  se  consignarán  en  el 
acta  las  preguntas  y  respuestas  gene- 


(1)  Art.  266  del  proyecto  de  1882. 

(2)  Ídem  242  de  id.  id. 


rales,  y  esto  se  hará  por  el  Secretario. 

Art,  1.069.  Con  ocasión  de  los  inte- 
rrogatorios se  pondrán  de  manifiesto 
al  reo  los  documentos,  papeles,  instru- 
mentos y  demás  efectos  aprehendidos 
para  que  los  reconozca,  negué  ó  inter- 
prete; esta  exhibición  se  hará  constar 
en  el  acta. 

Art.  1.070.  Los  Abogados  ó  curado- 
res de  los  menores  estarán  presentes 
á  los  interrogatorios;  pero  no  podrán 
responder  por  los  reos  ni  sugerirles  las 
contestaciones. 

Art.  1.071.  Si  hubiere  co-reos,  po- 
drán ser  interrogados  junta  ó  separa- 
damente, conforme  estime  el  Juez  más 
conveniente  para  el  esclarecimiento  de 
la  verdad. 

§  único.-^Con  relación  al  interrogato- 
rio de  los  reos  en  la  ratificación  del 
procesamiento,  se  observará  lo  dis- 
puesto en  el  capítulo  VIH,  en  la  parte 
que  sea  aplicable. 

Art.  1.072.  El  Juez,  á  instancia  del 
Ministerio  fiscal,  de  cualquiera  de  las 
partes  ó  de  los  jurados,  y  aun  de  oficio 
cuando  lo  estime  necesario,  procederá 
al  careo  de  los  testigos  entre  sí  ó  con 
los  reos,  y  de  los  co-reos  entre  sí  ó  con 
los  testigos  (1). 

Art.  1.073.  El  Ministerio  fiscal,  Abo- 
gados de  las  partes  y  curadores  de  los 
reos  podrán,  por  una  vez  solamente, 
dirigir  al  Jurado  breves  reflexiones 
acerca  de  la  naturaleza  y  calidad  de  las 
pruebas,  y  hablando  el  Abogado  del  reo 
en  último  lugar. 

Art.  1.074.  Terminado  el  examen  y 
retirado  el  reo  del  local,  el  Juez  pro- 

( l)  Jurisprudencia.  —Los  co-reos  deben  ser  ca- 
reados principalmente  cuando  uno  imputare  al 
otro  el  delito.  (Sentencias  de  18  de  Mayo  de  1840 
y  19  de  Octubre  de  1860).  Concuerda  con  los  ar- 
tículos 292  del  proyecto  de  1882  y  248  del  Códigro 
de  Au8trio. 
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pondrá  por  escrito  la  siguiente  pregun- 
ta: «¿Existen  ó  no  motivos  para  que  la 
declaración  hecha  en  este  proceso  acer- 
ca del  ciudadano  F ,  presunto  reo  de 

tal  delito,  pueda  producir  el  efecto  com- 
pleto del  procesamiento  y  proceda  la 
acusación  contra  el  mismo?»  Y  entre- 
gará al  Presidente  del  Jurado  los  autos 
y  los  pliegos  cerrados  conteniendo  las 
declaraciones  de  los  testigos  y  reo  en 
el  sumario,  bajo  pena  de  nulidad  (1). 

Art.  1.075.  Después  de  deliberar,  se 
conducirá  al  reo  á  presencia  del  Tribu- 
nal, y  el  Presidente  del  Jurado  leerá  en 
voz  alta  el  veredicto,  que  estará  redac- 
tado en  esta  forma:  «Existe  (ó  no  exis- 
te) motivo  suficiente  para  completar  el 

procesamiento  del  ciudadano  F por 

tal  delito  y  para  proceder  á  su  acusa- 
ción.» 

Art.  1.076.  El  veredicto  del  Jurado  se 
unirá  á  los  autos  y  deberá  ir  firmado 
por  el  Presidente  y  todos  los  jurados, 
sin  declaración  alguna,  aunque  sean  de 
opinión  contraria  (2). 

Art.  1.077.  Para  considerar  proce- 
dente ó  no  el  procesamiento^  y  lo  mis- 
mo la  acusación,  es  necesario  el  voto 
unánime  de  dos  tercios  de  los  jurados. 

Art.  1.078.  Cuando  haya  varios  co- 
reos de  un  mismo  delito,  se  hará  una 
pregunta  especial  para  cada  uno  de 
ellos ,  pudiendo  los  jurados  declarar 
procedente  la  acusación    respecto  de 


(1)  Sentencias  de  2  de  Majo  y  15  de  Junio 
de  1840,  21  de  Febrero  de  1841,  20  de  Abril  y  6 
de  Ag-osto  de  1842. 

(2)  Jurispi^dencia.—La  omisión  del  nombre 
Je  alguno  de  los  jurados  en  el  acta  es  causa  de 
nulidad.  (Sentencia  de  21  de  Enero  de  1847.)  No 
pueden  declatar  su  voto  bajo  pena  de  nulidad. 
(.Sentencia  de  14  de  Junio  de  1839;  esto  mismo 
se  dispone  en  la  legislación  española  vigente 
de  1888.) 


unos  é  improcedente  con  relación  á 
otros. 

§  único.— De  igual  modo,  si  un  solo 
reo  estuviere  procesado  por  varios  de- 
litos en  el  mismo  sumario,  se  hará  por 
cada  uno  de  ellos  una  pregunta  espe- 
cial al  Jurado,  y  la  acusación  podrá  de- 
clararse procedente  respecto  de  un  de- 
lito é  improcedente  de  otro. 

Art.  1.079.  Si  el  Ministerio  fiscal  ó 
la  parte  querellante,  dentro  de  los  tres 
días  en  que  se  les  habrán  comunicado 
los  autos,  estimaren  que  debía  prece- 
derse contra  alguna  otra  persona,  indi- 
carán quiénes  deben  ser  procesados  y 
qué  testigos  del  s  mario  deban  exami- 
narse; en  este  caso,  en  la  audiencia  se 
hará  la  siguiente  pregunta:  «¿Existe  ó 
no  motivo  suficiente  para  procesar  por 

tal  delito  al  ciudadano  F ,  y  declarar 

procedente  la  acusación  contra  el  mis- 
mo?» La  respuesta  se  dará  en  la  forma 
siguiente:  «Existe  (ó  no  existe)  motivo 
suficiente  para  procesar  por  tal  delito 
al  ciudadano  F ,  y  declarar  proce- 
dente la  acusación  contra  el  mismo.» 

§  único.— En  igual  forma  se  procede- 
rá cuando  el  Juez  no  declarare  á  nadie 
procesado  y  el  Miniserio  fiscal  ó  parte 
querellante  estime  que  debe  serlo  al- 
guien. 

Art.  1.080.  En  el  caso  del  artículo 
anterior,  el  veredicto  del  Jurado  se  con- 
signará en  los  autos,  pero  en  acta  se- 
parada, que  el  Presidente  del  mismo 
entregará  al  Juez  en  pliego  cerrado, 
conteniendo  al  exterior  referencia  á  la 
causa  á  que  corresponde.  El  Juez,  ter- 
minada la  audiencia,  abrirá  en  secreto 
el  pliego;  si  no  declarare  la  proceden- 
cia, se  unirá  á  los  autcs;  pero  en  caso 
contrario  dictará  auto  de  prisión  con- 
tra los  procesados,  y  una  vez  presos 
éstos,  se  unirá  á  los  autos  para  proce- 
der á  la  acusación. 
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§  único.— Únicamente  se  tendrá  por 
completa  la  ratificación  del  procesa- 
miento que  fué  hecha  por  el  Jurado  ó 
de  nuevo  en  los  casos  en  que  deba  tener 
lugar  por  el  mismo,  según  el  ári.  158. 

Art.  1.081.  Si  el  Jurado  declarare 
que  no  existen  méritos  para  la  acusa- 
ción y  el  procesado  no  estuviere  com- 
plicado en  otros  delitos,  el  Juez,  por 
medio  de  auto,  ordenará  que  sea  pues- 
to en  libertad;  contra  este  auto  no  se 
da  recurso  alguno,  sino  el  de  revisión 
si  se  hubiere  quebrantado  la  forma  del 
procedimiento,  si  bien  no  impedirá  que 
el  procesado  sea  puesto  en  libertad. 

Art.  1.082.  Si  el  procesado  estuviere 
pendiente  de  otros  procesos,  el  Juez 
procederá  á  la  ratificación  de  los  em- 
pezados en  su  juzgado,  remitiéndolos 
con  el  reo  al  Juez  que  estuviere  cono- 
ciendo del  delito  más  grave. 

Art.  1.083.  Cuando  el  Jurado  no  ra- 
tifique el  procesamiento  }'  haya  parte 
querellante,  el  Juez,  á  petición  del  in- 
teresado, preguntará  al  Jurado  acerca 
de  si  hubo  dolo  en  la  querella,  oyendo 
previamente  lo  que  el  querellante  ten- 
ga que  manifestar  en  su  defensa;  si  el 
Jurado  contestare  afirmaiivamente,  el 
Juez  le  impondrá  de  10.000  á  100.000  reis 
de  multa,  que  se  distribuirá  por  mitad 
entre  el  querellado  y  la  Hacienda,  que- 
dando á  salvo  á  éste  su  derecho  para 
ejercitar  la  acción  de  daños  y  perjui- 
cios. Si  el  Jurado  respondiere  negati- 
vamente, el  Juez,  á  petición  del  quere- 
llado, preguntará  nuevamente  al  Jura- 
do acerca  de  si  há  lugar  ó  no  á  ejerci- 
tar la  acción  de  daños  y  perjuicios,  y 
según  la  respuesta,  fuere  afirmativa  ó 
negativa,  podrá  ó  no  el  querellado  in- 
terponer la  demanda  correspondiente. 

§  úiiico.— Únicamente  se  procederá 
en  la  fonna  establecida  en  este  articu- 
lo cuando  la  querella  se  hubiere  referi- 


do expresamente  al  querellado;  cuando 
en  el  auto  de  soltura  en  virtud  del  vere- 
dicto del  Jurado  no  se  hiciere  mención 
del  derecho  para  exigir  daños  y  perjui- 
cios, no  habrá  lugar  á  ejercitarlo. 

Art.  1.084.  Si  el  Jurado  ratificare  el 
procesamiento  y  el  reo  estuviere  pro- 
cesado en  otros  sumarios,  el  Juez  pro- 
cederá á  continuación  á  la  ratificación 
de  los  mismos,  si  bien  en  aquellos  que 
hubieren  sido  formados  en  juzgado  di- 
ferente únicamente  se  dará  lectura  de 
las  declaraciones  de  los  testigos. 
'  Art.  1.085.  Si  durante  la  audiencia, 
el  reo,  por  declaraciones  de  testigos  ó 
documentos,  apareciere  culpable  de 
cualquier  otro  delito  aún  no  prescrito, 
si  fuere  absuelto  del  delito  por  que  se 
hallaba  procesado,  no  será  puesto  en 
libertad  sino  á  petición  del  Ministerio 
fiscal,  remitido  al  Juez  del  territorio  en 
que  el  delito  descubierto  fué  cometido, 
copiando  el  Escribano  las  declaracio- 
nes ó  documentos  correspondientes 
para  ser  igualmente  remitidos. 

Art.  1.086.  La  vista  será  permanen- 
te; el  Juez  podrá  suspenderla  única- 
mente por  el  tiempo  preciso  para  la  sa- 
tisfacción de  las  necesidades  más  in- 
dispensables, y  esperar  que  sea  obliga- 
do á  comparecer  el  testigo  que,  habien- 
do sido  citado  en  forma,  no  lo  hubiere 
hecho. 

S  1.°— Cuando  se  suspenda  la  vista, 
el  Juez  expresará  en  alta  voz  la  hora 
del  mismo  día  ó  de  cualquier  otro  en 
que  debe  continuar. 

§  2.°— La  vista  podrá  continuar  de 
noche. 

Art.  1.087.  Cuando  se  declare  que 
existen  méritos  para  la  acusación,  el 
roo  será  trasladado  á  la  cárcel,  y  en  el 
término  de  ocho  días,  improrrogables, 
el  Ministerio  fiscal  deberá  presentar  el 
escrito  de  calificación. 
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§  único.— La  parte  querellante  ten- 
drá el  mismo  término  para  presenlar 
el  suyo  en  el  estudio  del  Escribano. 

Art.  1.088.  La  audiencia  do  ratifica- 
ción del  procesamiento  será  siempre 
]'úbl¡ca,  bajo  pena  de  nulidad  (1),  ex- 
cepto en  el  caso  siguiente: 

§  1.*^— Si  el  delito  fuere  de  tal  natura- 
leza que  la  discusión  pueda  ofender  á 
la  decencia  O  á  la  moral  pública,  el 
Juez,  en  auto  motivado,  ordenará  que  la 
sesión  sea  secreta,  y  una  vez  leído,  los 
espectadores  se  retirarán,  quedando 
únicamente  las  partes  y  sus  Procurado- 
res, curadores  y  Abogados,  aunque  no 
lo  sean  déla  causa.  El  público  penetra- 
rá en  el  local  cuando  se  dé  lectura  del 
veredicto  del  Jurado. 

§  2./*— Aun  cuando  la  vista  haya  de 
ser  secreta,  el  sorteo  y  reuniones  de 
los  jurados  deberán  ser  públicas,  bajo 
pena  de  nulidad. 

Art.  1.089.  Cuando  en  la  vista  uno 
ó  más  espectadores  dieran  muestras  de 
aprobación  ó  desaprobación,  ó  promo- 
vieren tumulto  de  cualquier  clase  que 
sea,  el  Juez  inmediatamente  les  hará 
salir  del  local;  si  se  resistieren  ó  vol- 
víeren  á  entrar  de  nuevo,  el  Juez  man- 
dará que  sean  reducidos  á  prisión  por 
espacio  de  tres  á  quince  días,  levantan- 
do de  todo  ello  acta  el  Secretario  para 
los  efectos  oportunos  (2). 

§  único.— Sin  embargo,  si  el  tumulto 
fuere  jseguido  de  injurias  al  Juez,  ó  de 
cualquier  otro  delito,  éste  ordenará  que 
sea  detenido  el  delincuente  y  que  se  le 
forme  el  proceso  correspondiente. 

Art.  1.090.  Se  permite  á  cualquier 
persona  tomar  nota  de  las  vistas,  y  lo 

(1)  Concuerda  con  el  art.  51  del  proyecto  de. 
1882  y  con  el  59  del  Código  de  procedimiento 
civil. 

(8)  Artículos  265  del  proy»>rto  dn  1882  y  238 
del  Códipo  de  Austria. 


mismo  los  taquígrafos,  á  los  que  el  Juez 
destinará  un  sitio  conveniente  (1). 

Art.  1.091.  Los  Jueces  no  podrán,  ni 
de  palabra  ni  por  escrito,  censurar  ó  re- 
prender á  los  representantes  del  Minis- 
terio fiscal,  sino  que  lo  pondrán  en  co- 
nocimiento del  Fiscal  de  S.  M.  cuando 
estimen  que  no  cumplen  los  deberes  de 
su  cargo  ó  menoscaban  la  honr»  v  Híor. 
nidad  del  mismo. 

Art.  1.092.    La  ratificación  dCi  ^ . 
samiento  hecha  á  un  menor  sin  asis- 
tencia de  su  curador  es  nula  y  no  pro- 
duce efecto  alguno. 

Art.  1.093.  Al  terminar  la  audiencia 
de  ratificación  del  procesamiento,  el 
Juez  anunciará  á  los  jurados  el  día  en 
que  debe  celebrarse  la  siguiente,  sin 
que  sea  preciso  hacerles  otra  citación. 

Art.  1.094.  La  falta  de  procesamien- 
to por  el  Juez  ó  la  de  la  ratificación  por 
el  Jurado  no  obstan  al  ejercicio  de  la 
acción  de  daños  y  perjuicios  contra  el 
querellado  (2). 

Art.  1.095.  Mientras  estuviere  el  pro- 
cesamiento pendiente  de  ratificación, 
ó  en  los  casos  en  que  ésta  no  deba 
tener  lugar,  tan  pronto  como  espire  el 
plazo  en  el  cual  el  Ministerio  fiscal  y 
las  partes  pueden  alzarse  del  auto  de 
procesamiento,  el  Juez,  después  de 
nombrar  curador  á  los  reos  menores, 
dará  por  terminado  el  sumario,  é  inti- 
mará al  Ministerio  fiscal  para  que  for- 
mule su  escrito  de  calificación  en  el  tér- 
mino de  ocho  días. 


(1)  Art.  264  del  proyecto  de  1882. 

(2)  Concuerda  con  el  art,  2.505  áti  Código  ci- 
vil y  con  el  5.**  del  proyecto  de  1882.  (Véanse, 
ademá.s,  lo8  artículos  2,361  «  2.302  del  üódiífo 
civil  portfiguéff. ) 
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CAPÍTULO  XII 
De  ha  acusación  (1) 

Art.  1.096.  La  ratificación  del  proce- 
samiento en  los  casos  en  que  sea  pro- 
cedente, deberá  preceder  al  escrito 
de  calificación  del  delito  ó  delitos  de 
que  se  trate,  bajo  pena  de  10.000  á 
100.000  reis  (2). 

Art.  1.097.  El  escrito  de  calificacio- 
nes será  articulado  y  conforme  á  la 
querella  y  al  sumario;  deberá  contener: 
primero,  la  narración  circunstanciada 
del  hecho  ó  hechos  criminosos,  con  ex- 
presión del  tiempo  y  lugar  en  que  fue- 


(1)  Jurisprudencia. —Se  forma  por  un  juicio 
en  que  deben  concurrir  como  elementos  sustan- 
ciaos actividad  voluntaria  y  libre,  un  hecho  que 
se  pruebe,  una  acción  que  se  estime  y  una  pena 
que  se  aplique.  (Sentencia  de  16  de  Julio  de  1855.) 

—No  puede  existir  sin  procedimiento.  (Senten- 
cia de  13  de  Enero  de  1852.) 

—  No  puede  seguir  adelante  el  procesamiento, 
si  del  cuerpo  del  delito  no  constan  los  elementos 
constitutivos  del  mismo  y  de  su  existencia,  que 
dé  origen  á  la  investigación  secundaria  sobre  la 
persona  del  delincuente  para  que  no  se  compro- 
meta la  inocencia  de  los  ciudadanos.  (Sentencia  de 
13  de  Marzo  de  1855.) 

—Debe  hacerse  según  el  sumario,  procesa- 
miento y  cuerpo  del  delito,  sin  poder  sustituirse 
6  variarse  en  el  escrito  de  calificación;  procesado 
el  reo  por  lesiones  de  que  resultó  la  muerte,  debe 
ser  acusado  por  éste  y  no  por  el  delito  de  homi- 
cidio. (Sentencias  de  15  de  Octubre  de  1861 ,  1 ."  de 
Octubre  de  1862  y  22  de  Octubre  de  1863.) 

— Procediéndose  por  hurto,  no  puede  acusarse 
del  delito  de  robo  ni  hacer  al  Jurado  preguntas 
sobre  éste  (Sentencias  de  8  de  Abril  de  1859,  1« 
de  Octubre  de  1860,  15  de  Julio  y  2  de  Diciembre 
de  1862,  y  13  de  Febrero  de  1863.) 

(2)  En  los  delitos  de  imprenta,  la  presentación 
del  escrito  de  calificación  y  la  reunión  del  Jurado 
se  verificarán  en  el  término  de  ocho  días,  impro- 
rrogables, bajo  pena  de  nulidad.  (Sentencia  de  1 1 
de  Junio  de  1849  y  ley  de  13  dp    Octubre  de  1840.) 


ron  cometidos  y  de  las  circunstancias 
que  los  precedieron  ó  acompañaron,  si 
fuere  posible;  segundo,  el  nombre  y 
mayor  número  de  señas  posibles  del 
acusado;  tercero,  la  cita  de  la  ley  que 
prohibe  y  castiga  el  hecho  (1). 

§  I.**— Si  el  escrito  fuere  de  gran  ex- 
tensión, se  hará  al  final,  en  un  articulo, 
un  breve  resumen,  que  manifieste  de 
modo  claro  y  ejcacto  el  delito  de  que  se 
acusa  al  reo  y  las  circunstancias  ate- 
nuantes ó  agravantes  que  concurren. 

§  2.^— Si  el  escrito  de  calificación  se 
fundare  en  la  tentativa  de  algún  delito, 
se  expresarán  en  el  mismo  las  circuns- 
tancias que  son  necesarias  para  cons- 
tituir la  tentativa. 

§  3.°— De  igual  modo  el  escrito  de  ca- 
lificación deberá  contener  la  relación 
de  cualquier  hecho  que,  según  el  pre- 
sente decreto  ú  otras  leyes,  sean  cons- 
titutivos de  la  complicidad,  cuando  los 
reos  sean  acusados  con  este  carácter. 

Art.  1,098.  En  los  delitos  públicos  se 
comunicarán  los  autos  al  Ministerio  fis- 
cal para  la  formación  del  escrito,  pero 
no  á  la  parte  querellante  (2). 

Art.  1.099.  Aunque  el  reo  esté  com- 
plicado en  varios  delitos,  únicamente  se 
formará  un  escrito  de  calificación. 

Art.  l.K  0.  Cuando  haya  varios  acu- 
sadores privados  del  mismo  delito  con- 
tra el  mismo  reo,  redactarán  todos  un 
solo  escrito  de  calificación  (3). 

Art.  l.lOl.    Si  fueren  varios  co-reos 

(1)  Art.  230  del  proyecto  do  l«82y  254  del  Có- 
digo del  brasil'y  Reglamento  del  Brasil  de  31  de 
Enero  de  1842,  art.  340;  Código  austríaco,  artícu- 
lo 207.  Sentencias  de  23  de  Enero  de  1875,  18  de 
Febrero  de  1876  y  16  de  Nt>viembre  de  1877,  17  de 
Julio  de  1837,  11  de  Julio  de  1845,  !.•  de  Abril 
de  1856  y  23  de  Agosto  de  1867. 

(2)  ídem  236  del  proyecto  de  1882. 

(3)  ídem  236.  párrafo  único,  del  proyecta 
di*  1882. 
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de  cualquier  delito  acusados  al  mismo 
tiempo,  se  formará  un  escrito  de  califi- 
cación contra  todos  ellos,  excepto  sí  al- 
guno hubiere  solicitado  la  separación 
del  procedimiento. 

Art.  1.102.  La  separación  del  proce- 
dimiento podrá  requerirse  una  vez  ter- 
minado el  sumario;  pero  en  los  casos 
en  que  deba  preceder  la  ratificación  del 
procedimiento,  después  de  ésta  (1;. 

Art.  1.103,  Los  co-reos  acusados  del 
mismo  delito  y  juntamente  serán  juz- 
gados por  el  mismo  Jurado,  aunque  ha- 
yan sido  procesados  separadamente  (2); 
pero^n  este  caso,  terminada  la  discu- 
sión de  la  causa,  las  preguntas  se  ha- 
rán con  separación  en  cada  proceso,  y 
el  veredicto  del  Jurado  y  sentencia  del 
Juez  se  dictará  igualmente  en  cada 
uno  de  ellos  (3). 

Art.  1.104.  Tanto  el  Ministerio  fiscal 
como  la  parte  acusadora,  al  final  del 
escrito  indicarán  los  testigos  que  pre- 
sentan como  prueba,  expresando  sus 
nombres,  domicilio  y  profesión.  Estos 
testigos  podrán  ser,  tanto  los  que  de- 
clararon en  contra  de  los  reos  en  el  su- 
mario, como  cualesquiera  otras  perso- 
nas de  que  el  Ministerio  fiscal  ó  parte 
acusadora  tuvieren  noticia  (4). 

Art.  1.105.  Transcurrido  el  término 
de  ocho  días  para  la  presentación  del 
escrito  de  calificación,  el  Escribano  re- 
cogerá el  hecho  por  el  Ministerio  fiscal, 
uniendo  el  de  la  parte  acusadora,  si  lo 
hubiere  presentado  (5). 


(1)  Art.  22*7  del  proyecto  de  188¿;  decreto  de 
11  de  Agosto  de  1870;  Código  del  Brasi/,  art.  258. 

(2)  Sentencia  de  12  de  Julio  de  1844. 

(3)  Articules  276  y  306  del  proyecto  de  1882. 

(4)  Jurisprudencia.— La  Lsta  de  tobtigos  debe 
contener  los  nombres  de  los  que  figuran  en  los 
autos.  (Sentencia  de  7  de  Mayo  de  1838.) 

(5)  Art.  235  del  proyecto  de  1882  y  339  del 
Re^laiDPnto  del  Brasil  de  31  de  Fnero  de  1842. 


§  único.— El  Ministerio  fiscal  no  po- 
drá eludir  esta  obligación,  bajo  pretex- 
to alguno;  y  transcurrido  el  término 
sin  presentarlo,  incurrirá  en  multa  de 
5.000  reis,  sin  perjuicio  de  la  respon- 
sabilidad para  con  los  reos  por  los  per- 
juicios de  su  demora.  En  la  misma 
pena  incurrirá  el  Escribano  que  no  re- 
clamare el  escrito  el  día  siguiente  de 
transcurrido  el  término  sen/ 

Art.  1.106.  El  Escribano 
al  reo,  bajo  pena  de  nulidad,  una  copia 
del  escrito  de  calificación,  de  los  docu- 
mentos que  con  él  se  acompañen  y  de 
la  lista  de  testigos;  si  hubiere  varios,  se 
entregará  una  copia  á  cada  uno  (1). 

§  l.^'—Si  los  reos  estuvieren  presos, 
la  copia  firmada  por  el  Escribano  se  les 
entregará  dentro  de  las  cuarenta  y  ocho 
horas  siguientes  á  la  devolución  de  los 
autos  por  el  Ministerio  fiscal;  por  cada 
día  de  retraso  pagará  el  Escribano  5.000 
reis. 

§  2.^— La  entrega  se  efectuará  á  pre- 
sencia do  dos  testigos,  consignándoso 
en  los  autos,  firmando  el  Escribano, 
reo  y  testigos,  si  supieren;  los  nombres, 
domicilio  y  profesión  de  éstos  se  hará 
constar  igualmente;  el  Escribano  re- 
querirá á  los  reos  para  que,  en  el  tér- 
mino de  quince  días,  presenten  en  la 
escribanía  el  escrito  correspondiente, 
de  todo  lo  cual  se  hará  mención  en  los 
autos. 

§  3.**-S¡  los  reos  se  hallaren  en  liber- 
tad ó  bajo  fianza,  serán  llamados  en  la 
primera  audiencia  después  de  la  devo- 
lución del  proceso  por  el  Ministerio  fis- 
cal; y  si  comparecieren  por  sí  ó  por 

(1)  Art.  238  del  proyecto  de  1882;  Código  de 
procedimiento  civil,  art.  210;  Código  de  Austria, 
artículo  207;  art.  341  del  Reglamento  del  Brasil 
de  31  de  Enero  de  1842.  Sentencias  de  18  de  Oc- 
tubre de  1830.  21  de  Agosto  de  1846,  7  de  Eneri^ 
de  1850  y  21  df»  Agosto  de  1857. 
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medio  de  sus  Procuradores,  se  les  en- 
tregarán las  copias  del  escrito  de  ca- 
liñcación,  señalándoseles  quince  días 
para  contestar;  si  no  compareqieren, 
se  esperará  hasta  la  audiencia  siguien- 
te, en  la  cual  serán  llamados  nueva- 
mente, y  comparezcan  ó  no,  señalados 
quince  días  para  que  contesten,  trans- 
curridos los  cuales  seguirá  el  proceso 
sus  trámites  subsiguientes  (1). 

Art.  1.107.  Si  el  reo,  al  tiempo  de 
la  presentación  del  escrito  de  califica- 
ción, no  hubiere  designado  Abogado 
encargado  de  su  defensa,  el  Juez  lo 
nombrará  de  oficio,  bajo  pena  de  nuli- 
dad (2).  Este  nombramiento  quedará 
sin  efecto  si  el  reo,  después  de  abierta 
la  discusión  de  la  causa,  nombrara 
Abogado,  y  lo  mismo  la  nulidad  prove- 
niente de  la  falta  del  nombramiento 
hasta  este  momento. 

§  1.®-  Si  el  reo  fuere  menor,  el  Abo- 
gado nombrado  será  su  curador,  to- 
mándosele juramento. 

§  2.**— Al  entregar  al  reo  la  copia  del 
escrito  de  calificación  se  pondrá  en  su 
conocimiento  el  nombre  y  domicilio 
del  Abogado  nombrado  de  oficio. 

§  3.**— Si  hubiere  co-reos  del  mismo 
delito  y  cualquiera  de  ellos  hubiere 
nombrado  .Abogado,  éste  será  defensor 
de  oficio  de  los  demás. 


(1)  Sentencias  do  15  de  Junio  de  1810,  14  de 
Junio  de  1841,  10  de  Octubre  de  1851,  16  de  Mar- 
zo y  7  de  Diciembre  de  1852,  y  22  de  Febrero 
de  1853. 

(2)  Jurisprudencia.  —La  defensa  es  de  derecho 
natural ,  y  sin  ella  no  puede  discutirse  causa  al« 
gana.  (Sentencias  dj  1."  de  Agosto  de  1834  y  23 
de  Octubre  de  1837.) 

—No  puede,  por  tanto,  ser  renunciada  por  los 
reos  y  criminales.  (Sentencia  de  3  de  Noviembre 
de  1840.) 

—La  defensa  por  un  medio  no  excluye  ol  em- 
pleo de  otro  que  tienda  al  mismo  fin.  (Sentencia 
dp  20  de  Mayo  de  1859.) 


§  4.**— Al  Abogado  se  le  comunicará 
el  nombramiento  y  la  hora  en  que  ha 
de  celebrarse  la  vista,  con  tres  días  de 
anticipación,  bajo  pena  de  1<».0ÜC  á 
lO'.OOO  reis  impuesta  al  Juez  que  no 
diere  las  órdenes  oportunas  ó'al  Escri- 
bano que  no  las  diere  cumplimiento;  el 
Abogado  nombrado,  alegando  causa 
justa,  será  dispensado  de  la  defensa  de 
oficio,  y  aun  sin  ella  podrá,  con  licen- 
cia del  Juez,  encargar  á  otro  compañe- 
ro la  defensa,  siempre  que  éste  acepte 
voluntariamente.  Pero  si  dejare  de  com- 
parecer á  la  vista  sin  justa  causa  y  sin 
aquella  licencia,  será  suspendido  en  el 
ejercicio  de  su  profesión  por  uno  á  seis 
meses. 

§  5."— El  Juez  de  derecho,  después 
de  juzgada  la  causa,  arbitrará  al  Abo- 
gado nombrado  de  oficio  los  honora- 
rios correspondientes  por  la  defensa, 
incluyéndolos  en  la  tasación  de  costas. 

Art.  1.108.  Hasta  la  apertura  de  la 
vista  el  reo  podrá  cambiar  de  Aboga- 
do, sin  que  esto  retrase  el  seguimiento 
del  proceso  (I). 

Art.  1.109.  Si  abierta  la  vista  no 
compareciere  el  Abogado  nombrado 
por  el  reo,  ó  de  oficio  por  el  Juez,  éste 
nombrará,  bajo  pena  de  nulidad,  á 
cualquer  Abogado  presente,  y  en  su 
defecto  un  Procurador  ó  Escribano  ha- 
bilitado para  funcionar  en  el  juzgado, 
que  no  interviniere  en  la  causa,  para 
que  se  encargue  de  la  defensa  de  los 
reos. 

§  único.— El  defensor  nombrado  en 
estas  condiciones  podrá  solicitar  algún 
tiempo  para  conferenciar  con  los  reos 
y  para  examinar  la  causa,  siéndole  con- 
cedido, pero  sin  que  por  esto  se  sus- 
penda la  vista. 


(1)     Art.  239  del  proyecto  de  1882, 
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Art.  1.110.  Es  aplicable  á  la  acusa- 
ción lo  dispuesto  en  el  art.  1.035. 

Arl.  1.111.  Dentro  del  término  de 
quince  días,  acontar  del  en  que  se  hu- 
biere entroprado  al  reo  la  copia  del  es- 
crito de  caliílcación,  ó  hecho  el  seña- 
lamiento en  audiencia  al  reo,  en  liber- 
tad ó  bajo  fianza,  presentará  éste  en  el 
estudio  del  Escribano  el  escrito  de  con- 
testación, con  la  lista  de  testigos  de 
que  intente  valerse,  expresando  sus 
nombres,  domicilio  y  profesión. 

§1.**— El  Escribano  firmará  y  entre- 
gará al  Ministerio  fiscal  y  acusador  pri- 
vado una  copia  de  dicho  escrito  y  de 
los  documentos  que  con  él  se  acompa- 
ñen, así  como  de  las  listas  de  los  testi- 
gos; si  fueren  varios  acusadores,  se 
entregará  una  copia  á  cada  uno  de 
ellos  (1). 

§  2.**— La  entrega  se  efectuará  á  pre- 
'  sencia  de  dos  testigos,  en  el  domicilio 
de  las  partes  6  en  el  que  hubieren  de- 
signado, si  residieren  fuera  del  juzga- 
do, haciéndose  constar  en  los  autos  y 
firmando  la  persona  que  la  reciba,  si 
supiere  escribir,  y  los  dos  testigos,  ha- 
ciéndose mención  de  los  nombres,  do- 
micilio y  profesión  de  los  mismos.  Si 
los  acusadores  no  hubieren  declarado 
en  los  autos  su  domicilio,  ni  escogido 
otro,  no  se  les  entregará  la  copia,  ni 
será  esta  falta  causa  de  nulidad. 

Art.  1.112.  Si  hubiere  co-reos  que 
hayan  de  ser  defendidos  en  la  misma 
causa,  no  se  presentará  más  que  un 
solo  escrito  por  todos,  y  habiendo  dos 
Abogados  nombrados,  éstos  concerta- 
rán entre  si  la  defensa  do  aquéllos,  y 
ambos  firmarán  el  escrito. 

Art.  1.113.  Si  el  reo  no  presentare  el 
escrito  en  el  plazo  señalado,  no  se  le 

(1)  Sentencias  de  21  de  .Tulio  d«»  IH41,  26  de 
.Junio  do  1842  y  8  de  Mayo  de  1843. 


admitirá  después;  pero  podrá  sor  de- 
fendido oralmente  en  el  acto  de  la  vis- 
ta La  defensa  oral  que  dicte  el  reo  ó 
su  defensor,  se  escribirá  en  el  acta  de 
la  sesión,  para  que,  con  arreglo  á  la 
misma,  sean  examinados  los  testi- 
gos (1). 

Art.  1.114.  Si  los  co-reos  hubieren 
de  ser  defendidos  en  procesos  diversos, 
en  cada  uno  de  ellos  h'^^  '  .  '-  lir/.. 
de  calificación  y  otro  '  .  .  ;>.  '.  i 
las  copias  de  los  primeros  se  entrega- 
rán á  los  reos  simultáneamente. 

Art.  1.115.  El.  número  de  testigos 
propuesto  en  el  escrito  de  calificación 
podrá  aumentarse  ó  sustituirse  unos 
por  otros,  siempre  que  los  nombres, 
domicilio  y  profesión  de  los  nuevos  tes- 
tigos se  comuniquen  al  reo,  cuando 
menos,  con  ocho  días  de  anticipación  á 
la  celebración  de  la  vista. 

§  1.°-  El  número  de  testigos  incluidos 
en  la  lista  presentada  con  el  escrito  del 
procesado  puede  aumentarse  y  susti- 
tuirse unos  por  otros,  comunicando  al 
Ministerio  fiscal  los  nombres,  domici- 
lio y  profesión  de  los  nuevos  testigos, 
y  lo  mismo  al  acusador  privado,  con 
tres  días  de  anticipación  por  lo  menos 
á  la  celebración  de  la  vista. 

§  2."— Estas  notificaciones  se  practi- 
carán en  la  persona  de  los  reos  si  es- 
tuvieren presos,  y  en  otro  caso  en  sus 
domicilios;  á  los  acusadores  se  les  no- 
tificará en  su  domicilio,  si  bien  en  el 
caso  de  no  hallarse  declarado  ó  ele- 
gido no  será  preciso  hacerlas  (2). 

Art.  1.116.  Cuando  algún  testigo  pre- 
sentado por  la  acusación  ó  por  la  de- 

(1)  Jurisprudencia.— La  no  confrontación  del 
acusado  con  el  testigo  es  caiisíi  de  nulidad.  (Sen 
tenciade  18  de  Aposto  de  1843.)  Concuerda  con 
el  art.  281  del  proyecto  de  1882. 

(2)  Art.  234,  párrafo  2.",  del  proyecto  de  1882, 
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fensa  residiere  fuera  de  la  comarca,  la 
parte  que  intente  valerse  del  misrao 
se  dirigirá  por  medio  de  exhorto  al 
Juez  de  su  domicilio;  el  término  para 
su  práctica  no  podrá  exceder  de  dos 
meses,  improrrogables,  suspendiéndo- 
se la  vista  el  tiempo  necesario  (1). 

Art.  1.117.  No  se  expedirán  exhor- 
tes al  extranjero,  excepto  cuando 
los  delitos  se  hubieren  cometido  fuera 
del  territorio  portugués,  ó  cuando  el 
Juez  estimare  indispensable  para  la 
prueba  de  algún  artículo  esencial  de  la 
acusación  ó  de  la  defensa;  la  dilación, 
en  estos  casos,  quedará  al  prudente  ar- 
bitrio del  Juez  (2). 

Art.  1.118.  En  los  exhortes  se  ex- 
presará los  nombres,  domicilio  y  pro- 
fesión de  los  testigos  que  han  de  ser 
examinados,  y  los  artículos  del  escrito 
de  calificación  acerca  de  los  que  deban 
declarar. 

Art.  1.119.  Los  testigos  prestarán 
declaración  en  vista  pública,  á  presen- 
cia de  las  partes  ó  de  sus  Procurado- 
res, en  el  término  de  diez  días,  y  si  se 
tratare  de  delitos  públicos,  declararán 
á  presencia  del  Ministerio  fiscal  (3). 

§  único.— Sus  declaraciones  se  con- 
signarán por  escrito,  y  firmarán  con- 
forme se  dispone  en  los  artículos  951 
y  952. 

Art.  1.120.  Si  el  testigo  propuesto  se 
hallare  imposibilitado  de  comparecer, 
por  su  edad,  enfermedad  ú  otra  causa 
de  carácter  permanente,  el  Juez  le  re- 
cibirá declaración  en  su  domicilio, 
uniéndose  á  los  autos.  La  parte  propo- 
nente requerirá  al  Juez  que  proceda  á 
recibirle  declaración,  si  residiere  en  el 


(1)    Art.  242  del  provecto  de  1882.  Sentencia.-* 
de  14  Julio  de  1843  y  21  de  Enero  de  1851. 
(2;     ídem  243  de  id.  id. 
'3)     Mera  244  de  id.  id. 


mismo  juzgado,  ó  que  se  expida  exhor- 
to, suplicatorio  ó  carta-orden  al  Juez 
del  domicilio  del  testigo. 

§  único.— Lo  dispuesto  en  este  ar- 
tículo no  tendrá  lugar  si  no  se  hubiere 
presentado  certificación  del  facultativo 
correspondiente,  y,  en  su  defecto,  del 
Juez  electivo,  acreditando  la  imposibi- 
lidad referida,  y  si  ésta  no  fuere  cierta, 
la  parte  que  la  hubiere  alegado  incurri- 
rá-en  la  pena  establecida  en  el  art.  962. 

Art.  1.121.  Los  testigos  residentes 
en  la  misma  comarca  serán  citados 
oportunamente,  y  si  residieren  fuera, 
se  practicará  lo  establecido  en  los  ar- 
tículos anteriores. 

§  único.  -En  este  último  caso  serán 
indemnizados  por  cada  día  de  viaje,  á 
razón  de  cuatro  leguas,  con  la  cantidad 
de  300  reis. 

Art.  1.122.  Los  miembros  de  la  Fa- 
milia Real,  Ministros  y  Consejeros  de 
Estado  en  activo  servicio  no  podrán  ser 
citados  para  comparecer  á  declarar 
como  testigos  en  ninguna  vista  sin  que 
preceda  Real  decreto  autorizando  su 
comparecencia,  el  cual  se  dictará  á  ins- 
tancia de  cualquiera  délas  partes  ó  del 
Ministerio  fiscal,  previo  informe  del 
Ministro  de  Justicia,  regulándose  en  el 
mismo  el  ceremonial  que  haya  de  ob- 
servarse en  el  acto  de  la  declaración  (1). 

Art.  1.123.  Fuera  del  caso  del  artícu- 
lo anterior,  si  las  personas  expresadas, 
propuestas  como  testigos,  residieren 
en  la  capital  de  alguna  Audiencia,  el 
Juez  de  la  causa  remitirá  al  respectivo 
Presidente  una  copia  de  los  artículos 
del  escrito  de  calificación,  presentado 
por  la  acusación  ó  por  la  defensa,  so- 
bre que  haya  de  versar  la  declaración. 
El   Presidente,    previo    repartimiento, 

(1)  Art.  235  del  proyecto  de  1882  y  206  del 
ródig:»!  de  procedimionto  civil. 
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designará  el  Magistrado  de  la  Audien- 
cia y  el  Escribano  que  deban  recibir  la 
declaración,  á  cuyo  efecto  éstos  se  tras- 
ladarán al  domicilio  de  dichas  perso- 
nas,* remitiéndose  las  declaraciones 
prestadas,  en  pliego  cerrado,  al  Juez 
que  lo  hubiere  solicitado. 

§  1.**— Si  las  personas  mencionadas 
en  el  artículo  anterior  residieren  fuera 
de  las  capitales  de  Audiencia,  les  toma- 
rán las  declaraciones  en  la  forma  arri- 
ba indicada  los  Jueces  de  derecho  co- 
rrespondientes, á  los  cuales  deberá  re- 
mitírseles las  copias  del  respectivo  es- 
crito de  calificación. 

§  2.°— Estas  declaraciones  se  unirán 
á  los  autos,  se  leerán  en  la  vista  y  se 
discutirán  en  la  misma,  bajo  pena  de 
nulidad. 

Art.  1.124.  Cuando  en  el  sumario 
fuere  preciso  el  testimonio  de  cualquie- 
ra de  las  personas  mencionadas  en  el 
artículo  1.122,  se  procederá  en  la  forma 
establecida  en  el  articulo  anterior,  re- 
mitiéndose al  Magistrado  que  haya  de 
recibir  la  declaración  copia  de  la  quere- 
lla y  del  acta  del  cuerpo  del  delito. 

Art.  1.125.  Los  Senadores  y  Diputa- 
dos no  podrán,  durante  el  período  de 
la  legislatura,  ser  citados,  ni  compare- 
cer como  testigos  en  juicio,  sin  la  au- 
torización de  la  Cámara  respectiva, 
concedida  á  instancia  del  Ministro  de 
Justicia;  fuera  de  este  caso,  sus  decla- 
raciones se  recibirán  por  los  Jueces 
de  derecho  de  la  comarca  en  que  resi- 
dan, según  lo  establecido  en  el  artícu- 
lo 1.123. 

Art.  1.12G.  Los  Administradores  ge- 
nerales de  distrito  están  obligados  á 
declarar  como  testigos,  si  residiere 
Juez  en  el  mismo  punto;  fuera  de  este 
caso,  podrán  ser  autorizados  para  de- 
clarar por  medio  de  Real  decreto,  to- 
mándolas por  pscrito  pus  declaraciones 


el  Juez  del  punto  en  que  residieren,  á 
cuyo  efecto  serán  oportunamente  cita- 
dos (1). 

CAPÍTULO  XIII 

De  la  vista  para  sentencia 

Art.  1.127.  En  la  constitución  del  Ju- 
rado, discusión  de  la  causa  y  senten- 
cia, además  de  lo  esppcí'^!. 
puesto  en  este  capítui  ,'»  '--i-  '\^ 
lo  establecido  en  el  títuiu  XV^  capítu- 
lo II  (2). 

Art.  1.128.  No  pueden  ser,  bajo  pena 
de  nulidad,  jurados  de  calificación  los 
incapacitados  y  exceptuados  para  ser- 
lo de  acusación;  así  como  los  que  hu- 
bieran sido  de  esta  clase  en  la  misma 
causa,  cuando  haya  lugar  á  la  ratifica- 
ción del  procesamiento. 

§  único.-— Las  recusaciones  y  exclu- 
siones por  estas  causas  se  sujetarán  á 
lo  establecido  en  los  artículos  1.043  y 
siguientes  (3). 

Art.,  1.129.  Se  entregará  á  los  reos, 
bajo  pena  de  nulidad,  ocho  días  antes 
de  comenzar  la  vista,  una  copia  de  la 
lista  de  los  jurados  de  calificación;  esta 
entrega  se  practicará  en  la  forma  esta- 
blecida en  el  art.  1.046  (4). 

Art.  1.13).  Constituido  el  Jurado,  el 
Juez,  bajo  pena  de  nulidad,  tomará  á 
cada  uno  juramento  en  la  forma  si- 
guiente: Puestos  todos  de  pre,  el  Juez 
pronunciará  esta  fórmula:  «¿Juráis  en 
presencia  de  Dios  Todopoderoso  y  de 


(1)  Art.  245  del  proyecto  de  18»2. 

(2)  Hoy  en  el  Código  de  procedimiento  civil, 

(3)  Art.  436  del  proyecto  de  1882. 

(4)  ídem  269  de  id.  id.;  artículos  348,  351,  3»2 
y  355  del  Reglamento  del  Brasil  de  31  de  Enero 
de  1842;  art.  299  del  Código  do  Austria  y  401  del 
Códiífo  de  procedimiento  civil, 
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los  hombres,  que  examinaréis  con  cui- 
dp.dosa  atención  la  acusación  que  se  os 
presenta,  sin  iiacer  traición  á  los  inte- 
reses de  la  sociedad  ni  á  los  derechos 
de  la  inocencia  y  de  la  humanidad,  sin 
comunicaros,  sino  en  caso  de  extrema 
necesidad,  con  persona  alguna  hasta 
pronunciar  vuestro  veredicto,  para  lo 
cual  no  os  inclinaréis  por  odio  ni  afec- 
to, sino  ejecutando  el  dictamen  de  vues- 
tra conciencia  é  íntima  convicción,  con 
aquella  imparcialidad  y  firmeza  de  ca- 
rácter propia  del  hombre  libre  y  hon- 
rado?» Cada  uno  de  los  jurados,  po- 
niendo la  mano  en  los  Santos  Evange- 
lios y  besándolos,  dirá:  «Así  lo  juro»>  (1). 

Art.  1.131.  Terminado  este  acto,  el 
Escribano,  bajo  pena  de  nulidad,  dará 
lectura  de  las  actuaciones  que  constitu- 
yan el  cuerpo  del  delito,  el  veredicto  del 
Jurado  de  acusación,  si  hubiere  tenido 
lugar  el  escrito  de  calificación  y  docu- 
mentos con  él  acompañados,  el  escrito 
de  la  defensa  y  los  docunientos  presen- 
tados por  la  misma,  si  los  hubiere,  y 
las  listas  de  testigos  presentados  por 
ambas  partes. 

Art.  1.132.  Los  testigos  de  cargo  se- 
rán examinados  antes  que  los  de  la  de- 
fensa, y  unos  y  otros  por  el  orden  de 
las  respectivas  listas;  las  preguntas  ge- 
nerales de  la  ley  se  harán  por  el  Juez, 
consignándose  las  contestaciones  en  el 
acta  de  la  sesión. 

Art.  1.183.  El  examen  de  los  testi- 
gos se  practicará  por  la  parte  propo- 
ponente  ó  su  Procurador;  las  partes 
contrarias  y  sus  Abogados,  cada  uno 

(l)  Jurisprudencia.  —  El  juramento  deberá 
constar  en  el  acta,  pero  sin  que  sea  preciso  re- 
producir la  fórmula.  (Sentencias  de  15  de  Diciem- 
bre de  1835,  1."  de  Marzo  de  1S47,  16  de  Octubre 
de  1848  y  24  de  Agosto  de  1852.)  Art.  253  del 
Código  del  Brasil  y  2'i9  del  proyecto  <\p  1882. 


de  los  jurados  y  el  Juez,  podrán  dirigir- 
les las  preguntas  que  estimen  conve- 
niente para  el  mejor  esclarecimiento 
de  la  verdad  (I). 

Art.  1.131.  Los  testigos  prestarán 
juramento  con  arreglo  á  lo  establecido 
en  este  decreto,  observándose,  con  res- 
pecto á  los  mismos,  lo  que  se  dispone 
en  los  capítulos  VI  y  XI  del  presente 
título,  en  cuanto  sea  aplicable  (2). 

Art.  1.135.  No  podrán  prestar  decla- 
ración como  testigos  las  personas  ex- 
cluidas por  este  decreto  (3). 

Art.  1.136.  Bajo  pena  de  10.000  á 
100.000  reis  no  podrán  ser  interrogados 
los  testigos  presentados  por  la  acusa- 
ción, cuyos  nombres,  domicilio  y  pro- 
fesión no  hubieren  sido  notificados  á 
los  reos  con  ocho  días  de  anticipación 
por  lo  menos;  y  asimismo  los  testigos 
presentados  por  la  defensa,  cuyos 
nombres,  domicilio  y  profesión  no  se 
hubieren  notificado  al  Ministerio  fiscal 
y  acusador  privado,  en  su  caso,  con  tres 
días  de  anticipación,  no  podrán  prestar 
declaración,  bajo  la  pena  arriba  indi- 
cada. 

Art.  1.137.  Si  durante  la  discusión 
de  la  causa  llegare  á  noticia  del  reo  la 
existencia  de  cualquier  persona  cuya 
declaración  pueda  favorecer  á  su  de- 
fensa, y  cuyo  nombre,  domicilio  y  pro- 
fesión no  se  hubiere  notificado  á  la  acu- 
sación, lo  propondrá  verbalmente  en  la 
vista  al  Juez,  así  como  la  causa  de  la 
falta  de  conocimiento  anterior  de  la 
existencia  del  mismo,  y  el  artículo  del 
escrito  acerca  del  cual  deberá  ser  inte- 


( 1)  Art.  287  del  proyecto  de  1882  y  359  del  Re- 
glamento del  Brasil  de  31   de  Enero  de  1842. 

(2)  Ídem  291  de   id.   id.,  de  1882  y  252  del 
Código  (le  Austria. 

(3)  Véanse,  además,  los  artículos  2.5í>6  á  2.$15 
del  Código  civil. 
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rrogado  (1).  El  Juez  podrá  otorgar  el 
plazo  de  veinticuatro  horas  para  prac- 
ticar la  oportuna  citación  y  suspender 
la  vista  por  el  mismo  espacio  de  tiem- 
po. En  este  caso,  el  testigo  podrá  ser 
interrogado  veinticuatro  lioras  después 
de  hecha  la  notificación  á  la  acusación 
de  su  nombre,, domicilio  y  profesión. 

Art.  1.138.  Es  aplicable  á  la  discu- 
sión de  la  causa  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 10.55  y  1.056. 

Art.  1.139.  Si  dejare  de  comparecer 
cualquier  testigo  presentado  por  la 
acusación  ó  por  la  defensa,  y  que  hu- 
biere sido  oportunamente  citado,  el 
Juez,  á  instancia  de  la  parte  proponen- 
te, suspenderá  la  vista  hasta  el  siguien- 
te día;  si  tampoco  compareciere  el  tes- 
tigo, se  dará  lectura  de  su  declaración, 
si  constare  en  los  autos,  y,  en  otro  ca- 
so, la  parte  alegará  verbalmente  las 
razones  que  le  asistan  para  considerar 
de  necesidad  el  interrogatorio  de  dicho 
testigo;  hecho  esto  continuará  la  vi.sta, 
si  bien  el  Juez  propondrá  previamente 
al  Jurado  la  siguiente  pregunta:  «¿La 
declaración  del  testigo  F ,  es  absolu- 
tamente necesaria  para  la  justa  deci- 
sión de  esta  causa?»  El  Jurado  se  reti- 
rará á  deliberar,  tomándose  acuerdo 
por  mayoría  absoluta  de  votos,  y  si 
fuere  negativo^  continuará  la  vista; 
pero,  en  otro  caso,  se  suspenderá  hasta 
la  próxima  audiencia  general,  en  la 
cual  se  volverán  á  practicar  los  mis- 
mos actos,  sin  que  pueda  suspenderse 
pdr  la  falta  de  ningún  testigo,  prece- 
diéndose, con  relación  á  lo  demás, 
conforme  á  lo  establecido  en  el  artícu- 
lo Í.0G7  (2). 

§  único.— De  igual  modo  se  procede- 

(IJ  Art  208,  párrafo  1.",  del  proyecto  de  1882. 

(2)  Sentencias  de  21  de  Marzo  de  1840,  29  de 
Mayo  de  1853  y  14  de  Mayo  de  1858.  Concuerda 
con  el  art.  266  del  proyecto  de  1882. 


rá,  cuando  el  Ministerio  fiscal  ó  cual- 
quiera de  las  partes  estimase  necesa- 
ria la  declaración  oral,  ó  careo  de  al- 
gún testigo  examinado  por  medio  de 
exhorto,  ó  imposibilitado  de  compare- 
cer por  enfermedad  ó  cualquier  otra 
causa. 

Art.  1.140.  Terminado  el  examen  de 
testigos,  se  interrogará  nuevamente  á 
los  reos,  bajo  pena  de  nulidad,  obser- 
vándose lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los 1.068  y  siguientes  (1). 

Art.  1.141.  Después  de  esto,  el  Juez 
advertirá  á  los  Abogados  de  las  partes 
que  no  pueden  hablar  contra  su  con- 
ciencia, ni  contra  el  respeto  y  obedien- 
cia deb  dos  á  las  leyes,  pudiendo  expre- 
sarse con  toda  libertad,  pero  con  de- 
cencia y  moderación;  seguirán  las  ale- 
gaciones orales,  primero  del  Ministe- 
rio fiscal  y  Abogado  de  la  parte,  en  su 
caso,  y  después  las  de  los  Abogados  de 
los  reos;  pudiéndose  rectificar  una  sola 
vez.  si  el  Juez  lo  permitiere,  pero,  sin 
embargo,  el  Abogado  del  reo  será  el 
último  que  hable  (2). 

Art.  1.14.\  En  todos  los  incidentes 
de  la  discusión  de  la  causa  en  que  ha- 
blare el  Ministerio  fiscal  ó  el  Abogado 
del  acusador,  en  su  caso,  será  oído 
igualmente  el  reo  ó  su  Abogado,  bajo 
pena  de  10.000  á  10  .000  reis,  y  del  mis- 
mo modo  se  procederá  cuando  el  reo  6 
su  Abogado  hablaren  en  primer  lu- 
gar (3). 

Art.  1.143.  Si  los  Abogados,  en  sus 
alegaciones  orales,  faltaren  al  respeto 
debido  á  las  ley^^s  ó  excedieren  de  los 
límites  de  la  defensa,  el  Juez  les  amo- 

(1)  Art.  295  del  proyecto  de  1882.  3.'>8  del  Re- 
fjlamento  del  Drnsil  citado,  y  245  del  Código  de 
AiLS'.ria. 

(2)  ídem  301  de  id.  id.  y  255  del  Código  de  ins- 
trucción criminal  austríaco. 

(3)  ídem  268  de  id.  id. 
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nestará  con  urbanidad,  y  si  á  pesar  de 
advertidos  continuaren,  les  retirará  el 
uso  de  la  palabra,  encomendando  la 
defensa  de  los  reos  á  cualquier  Aboga- 
gado  presente;  si  el  exceso  del  Aboga-, 
do  llegare  á  revestir  los  caracteres  de 
delito,  se  procederá  en  la  forma  preve- 
nida en  las  leyes  (1). 

Art.  1.144.  Terminados  los  informes, 
el  Juez,  bajo  p^na  de  nulidad^  pregun- 
tará al  reo  si  tiene  algo  que  manifestar 
en  su  defensa,  oyéndosele  cuanto  dije- 
re en  este  concepto;  hecho  esto,  el  Juez 
declarará  terminada  la  discusión  de 
la  causa,  y  ninguna  de  las  partes  ó  sus 
Abogados,  ni  el  Ministerio  fiscal,  podrá 
hablar  nuevamente.  El  Juez,  bajo  la 
misma  pena,  resumirá  el  hecho,  ha- 
ciendo del  mismo  y  de  sus  circunstan- 
cias un  relato  sencillo  y  claro,  indican- 
do con  imparcialidad  á  los  Jurados  las 
pruebas  principales,  ya  en  favor,  ya  en 
contra  de  los  reos,  y  despu^'S  redactará 
las  preguntas,  que  se  leerán  en  alta  voz 
por  el  mismo,  después  de  escritas  por 
el  Escribano  (2). 

Art.  1.145.  El  Juez  no  podrá  ser  in- 
terrumpido en  su  resumen  por  ninguna 
observación  ó  reclamación  del  Minis- 
terio fiscal,  de  las  partes  ó  de  sus  Pro- 
curadores, si  bien  éstos  podrán  recla- 
mar lo  que  estimen  conveniente  con 
respecto  á  la  redacción  de  las  pregun- 
tas (3). 


(1)  Art.  302  del  proyecto  de  1882  y  236  del 
Código  de  instrucción  criminal  austríaco. 

(2)  Jurifqirudencia.—E\  Juez  debe  prcguutar 
al  reo  si  tiene  algo  que  aletrar  en  su  defensa, 
bajo  pena  de  nulidnd.  (Sentencias  de  9  y  20  de 
Agosto  de  1840,  17  de  Diciembre  dp  1842.  2  de 
Julio  de  1849  y  1  Mayo  de  1852. ) 

(3)  Art.  304  del  proyecto  de  1882.  art.  325  del 
Código  de  Austria^  art.  366  del  Reglamento  del 
Brasil  y  5 '  de  la  ley  hrasUeña  de  3  de  Diciembre 
de  1841. 


Art.  1.146.  Las  preguntas  se  propon- 
drán al  Jurado  en  la  forma  siguiente: 
a¿Está  ó  no  probado  el  delito  de  que  se 
acusa  al  reo  F ,  en  el  escrito  de  cali- 
ficación?» Si  en  el  escrito  se  hubieren 
acumulado  diversos  delitos,  se  hará 
una  pregunta  por  cada  uno;  y  habien- 
do co-reos  acusados  del  mismo  delito, 
se  redactará  para  cada  uno  una  pre- 
gunta separada  (1). 

Art.  1.147.  No  se  redactará  pregun- 
ta acercado  delitos  no  comprendidos 
en  el  escrito  de  calificación;  las  res- 
puestas del  Jurado  á  preguntas  de  esta 
clase  se  considerarán  nulas,  sin  que 
esta  nulidad  afecte  á  lo  relativo  á  los 
delitos  comprendidos  en  el  escrito  de 
calificación  (2). 

Art.  1.148.  Si  en  el  escrito  de  califi- 
cación se  comprendieren  circunstan- 
cias agravantes,  que,  según  la  ley,  de- 
ban producir  aumento  en  la  pena,  des- 
pués de  la  primera  pregunta  se  redac- 
tará, bajo  pena  de  nulidad,  la  siguien- 
te: «¿El  reo  cometió  el  delito  con  tal 
circunstancia  agravante?»  De  igual 
modo  se  procederá  cuando  las  circuns- 
tancias agravantes  no  se  mencionen  en 
el  escrito  de  calificación,  pero  aparez- 
can de  la  discusión  de  la  causa  (3). 


(l)y(2)  Artículos  30"7  y  308  del  proyecto  de 
1882,  342  del  Código  de  justicia  militar,  63  de  la 
ley  brasileña  de  3  de  Diciembre  de  1841  y  STl  del 
Reglamento  del  Brasil  de  31  de  Enero  de  1842. 

Jurisprudencia.— h'ds  preguntas  dirigidas  al 
Jurado  no  pueden  contener  materia  de  derecho, 
bajo  pena  de  nulidad.  (Sentencias  de  8  de  Mayo 
de  183'7,  4  de  Mayo  de  1839  y  22  de  Julio  de  1844. ) 

(3)  /dení.— Debe  preguntarse  al  Jurado  acer- 
ca de  la  reincidencia.  (Sentencias  de  6  de  Ju- 
nio de  1861.  1.°  de  Febrero  y  21  de  Marzo  de 
18tí4.j  Art  313,  párrafo  2.%  del  proyecto  de  1882; 
artículo  342,  números  2.°  y  3."  del  Código  de 
justicia  militar,  y  Reglamento  citado  del  Brasilf 
artículos  368  y  369. 
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Art.  1.149.  Si  el  reo  en  su  escrito  ó 
en  la  defensa  oral  pretendiere  la  exis- 
tencia de  cualquier  circunstancia  que, 
según  la  ley,  disminuya  ó  extinga  la 
responsabilidad,  el  Juez,  bajo  pena  de 
nulidad,  formulará  al  Jurado  la  si- 
guiente pregunta:  «¿Tal  circunstancia 
atenuante  está  ó  no  probada?»  Y  lo 
mismo  en  el  caso  de  que  no  hubiere  sido 
propuesto  por  el  reo,  pero  naciere  de  la 
discusión  de  la  causa  (1). 

Art.  1.150.  Si  el  reo  fuere  acusado 
en  el  escrito  de  calificación  de  tentati- 
va de  cualquier  delito,  la  pregunta  se 
formulará  de  este  modo:  «¿La  tentativa 
del  delito  (tal)  de  que  se  acusa  al  reo 
F \  está  ó  no  probada?  ¿Esta  tenta- 
tiva tuvo  comienzo  de  ejecución  y  no 
dejó  de  consumarse  sino  por  circuns- 
tancias independientes  de  la  voluntad 
del  reo?» 

§  único.— Si  en  el  escrito  de  califica- 
ción el  reo  fuere  acusado  de  complici- 
dad en  cualquier  tentativa  ó  delito,  en 
la  pregunta  se  incluirá  el  hecho  demos- 
trativo de  la  misma,  ^egún  aparezca  en 
el  escrito,  y  se  redactará  en  la  forma 
siguiente:  «¿La  complicidad  en  el  delito 
(tal)  6  en  la  tentativa  del  delito  (¿al)  de 

que  se  acusa  al  reo  F ,  por  haber 

(aquí  el  hecho  ó  hechos  demostrativos  de 
complicidad  del  delito)  está  ó  no  pro- 
bada? (2). 

(1)  Jurisprudencia. — Debe  propoiierMe  h1  Ju- 
rado, bajo  pena  de  nulidad,  si  están  6  uo  proba- 
das determinadas  circunstancias  atenuantes.  (Sen- 
tencias de  20  de  Julio  de  1844, 16  de  Febrero  de 
1845  y  30  de  Junio  de  I8ó3.)  Concuerda  con  el  ar- 
tículo 342  del  Codillo  de  justicia  militar;  311  del 
proyecto  de  1882;  Código  de  instrucción  criminal 
arjslriaco,  art.  319:  rewrlamento  citado  del  Brasil, 
artículo  3G9;  y  ley  de  13  de  Diciembre  de  1841, 
artículo  (51. 

(2)  Sentencias  de  1.*  de  Febrero  de  1841,  11 
de  Marzo  de  1842  y  23  de  Abril  de  1844. 


Art  1.151.  Si  los  reos  estuvieren  acu- 
sados de  algún  delito  consumado  y  de 
la  discusión  apareciere  que  sólo  hubo 
tentativa,  ó  si  acusados  como  autores 
del  delito,  resultare  de  la  discusión  que 
sólo  fueron  cómplices  del  mismo,  el 
Juez,  á  solicitud  del  Ministerio  fiscal, 
de  la  acusación  ó  de  oficio,  formulará 
subsidiariamente  las  preguntas  de  ten- 
tativa y  complicidad  (1 ). 

Art.  1.152.  Insertas  las  preguntas  en 
los  autos,  el  Escribano  entregará  al 
Presidente  del  Jurado  copia  de  las  mis- 
nias  y  las  declaraciones  de  los  testigos 
y  reos,  bajo  pena  de  10.000  á  lOO.OCO 
reis. 

Art.  1.153.  Entregado  el  proceso  al 
PrQsidente  del  Jurado,  el  Juez  ordenará 
que  se  retire  al  reo  del  local,  y  los  ju- 
rados pasarán  á  la  sala  destinada  para 
deliberar,  de  la  cual  no  podrán  salir 
sino  después  de  haber  dado  su  vere- 
dicto. 

Art.  1.154.  El  veredicto  del  Jurado, 
ya  en  favor,  ya  en  contra  de  los  reos, 
se  pronunciará  por  mayoría  de  dos  ter- 
cios, expresándose  si  hubo  unanimidad 
ó  mayoría,  pero  sin  que  se  mencione  el 
número  de  votos  (2). 

Art.  1.155.  Si  todos  los  jurados  ó  las 
dos  terceras  partes  estuvieren  confor- 
mes en  que  no  existió  el  hecho,  ó  que 
existió,  pero  que  el  acusado  no  fué  el 
autor,  ó  que  existiendo  y  siendo  autor 
el  reo,  no  obró  con  intención  crimino- 
sa, formularán  el  veredicto  del  siguien- 

(1)  Art.  313  del  proyecto  de  1882. 

(2)  Jurisprudencia.— La  decisión  del  Jurado 
debe  3er  tomida  por  unanimidad  ó  por  mayoría, 
bajo  pena  de  nulidad  si  se  procediere  en  otra 
forma.  (Sentencias  de  8  de  Febrero  de  1850  y  IT 
de  Noviembre  de  1862.) 

— Debe  constar  de  modo  claro  ó  inteligible  si 
fué  por  mayoría  ó  por  unanimidad.  (Sentencia  de 
12  de  Junio  de  1849.) 
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te  modo:  «Por  mayoría  (ó  por  unanimi- 
dad) el  delito  de  quese  acusa  al  reo  F.... 
no  está  probado.» 

Art.  1-156.  Si  el  Jurado  entendiere 
que  existió  el  hecho,  que  el  reo  acusa- 
do fué  el  autor,  que  obió  con  intención 
criminosa  y  que  concurren  todas  las 
circunstancias  agravantes  incluidas  en 
las  preguntas,  formulará  la  respuesta 
en  esta  forma:  (cPor  unanimidad  (ó  por 
mayoría)  el  delito  (tal)  de  que  se  acusa 

al  reo  F está  probado  con  todas  las 

circunstancias  agravantes  menciona- 
das en  las  preguntas.» 

§  único.— Cuando  los  jurados  entien- 
dan que  no  está  probada  ninguna  de 
las  circunstancias  agravantes,  especi- 
ficadas en  las  preguntas,  darán  la  res- 
puesta de  este  modo:  «Por  unanimidad 
(ó  por  mayoría)  el  delito  (tal)  de  que  se 

acusa  al  reo  F está  probado,  pero 

no  concurre  ninguna  de  las  circunstan- 
cias agravantes  comprendidas  en  las 
preguntas.»  Si  estimaren  que  unas  cir- 
cunstancias agravantes  están  proba- 
das y  otras  no,  responderán:  «Por  una- 
nimidad (ó  por  mayoría)  el  delito  (tal) 
de  que  se  acusa  al  reo  F está  pro- 
bado, concurriendo  estas  ó  aquellas 
circunstancias  agravantes.i> 

Art.  1.157.  Si  en  las  preguntas  se 
hiciere  mención  de  circunstancias  ate- 
nuantes, el  Jurado  responderá  del  mis- 
mo modo,  declarando  probado  el  delito 
con  todas,  con  a'guna  ó  sin  ninguna 
circunstancia  de  esta  clase. 

Art.  1.158.  La  declaración  de  la  una- 
nimidad ó  de  la  mayoría  será  única- 
menie  respecto  del  hecho  principal, 
pero  no  de  las  circunstancias  agravan- 
tes ó  atenuantes  que  hayan  podido  con- 
currir (1). 

Art.  1.159.    Si  las  preguntas  fueren 


(Ij    Art.  328  del  proyecto  de  1882. 


acerca  de  la  tentativa  y  el  Jurado  la  es- 
timare probada,  declarará  expresa- 
mente, en  la  respuesta,  las  dos  circuns- 
tancias esenciales  y  necesarias  para 
que  exista,  formulándose  de  este  modo: 
«La  tentativa  del  delito  (tal)  que  se  acu- 
sa al  reo  F está  probada,  por  ha- 
llarse probado  igualmente  que  hubo 
comienzo  de  ejecución,  suspendida  por 
circunstancias  (aquí  se  expresarán  cuá- 
les sean)  independientes  de  su  volun- 
tad» (1). 

Art.  1.160.  Si  las  preguntas  fueren 
acerca  de  la  complicidad,  y  el  Jurado 
creyere  que  está  probada,  declarará 
expresamente  el  hecho  demostrativo 
de  la  misma  que  se  halla  probado. 

Art.  1.161.  Las  respuestas  del  Jura- 
do no  podrán  referirse  á  delitos  ó  cir- 
cunstancias que  no  se  mencionen  en 
las  preguntas,  bajo  pena  de  nulidad  (2). 

§  único.— Extendidas  en  los  autos  las 
respuestas,  volverán  todos  á  la  Sala,  y 
en  presencia  de  los  reos,  el  Presidente, 
puesto  en  pié,  dará  lectura  en  alta  voz 
del  veredicto  del  Jurado  (3). 

Art.  1.162.  Si  las  respuestas  del  Ju- 
rado fueren  regulares  y  compl>  tas, pero 
evidentemente  inicuas  é  injustas,  el 
Juez  anulará  la  discusión  y  el  veredic- 
to del  Jurado,  señalando  para  el  día  si- 
guiente nueva  discusión  de  la  causa 
ante  otro  Jurado,  en  el  cual  no  podrá 
entrar  á  constituirlo  ninguno  de  los  pri- 
meros; ante  el  nuevo  Jurado  se  volverá 
á  practicar  el  examen  de  testigos  y  de- 
más diligencias,  y  según  el  veredicto  de 
éste,  aunque  sea  conforme  con  el  del 


(1)  Sentencia  de  9  de  Enero  de  18Í6. 

(2)  Art.  330  del  proyecto  de  1882,  y  art.  13. 
párrafo  único,  de  ia  ley  de  18  de  Julio  de  18.*>5. 

(3)  ídem  333  de  id.  id.,  3*8  riel  decreto  del 
Brasil  de  31  de  Enero  de  1842  y  330  del  Código 
de  instrucción  criminal  de  Austria, 
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primer  Jurado,  el  Juez  deberá  dictar 
sentencia  (1). 

§  1.®—  No  podrá  el  Ministerio  fiscal  ni 
las  partes  requerir  este  procedimiento, 
que  sólo  tendrá  lugar  de  oficio. 

§  2.*— Excepto  en  el  caso  previsto  en 
este  articulo,  el  veredicto  del  Jurado  es 
irrevocable  y  contra  él  no  se  da  recur- 
so alguno. 

Art.  1.163.  Cuando  el  Jurado  declare 
no  probado  el  delito,  el  Juez  dictará 
auto  ordenando  que  se  ponga  en  liber- 
tad al  procesado;  de  este  auto  no  se  po- 
drá  apelar  sino  en  revisión,  existiendo 
nulidad  en  el  procedimiento  y  habién- 
dose hecho  la  oportuna  protesta  antes 
de  la  resolución  del  Jurado  (2). 

§  único.— Para  que  este  recurso  pue- 
da suspender  la  excarcelación  del  pro- 
cesado, es  necesario  que  se  interponga 
inmediatamente  de  la  publicación  del 
auto  en  que  se  ordene. 

Art.  1.164.  Si  el  Jurado  declarare  no 
probado  eldelito,  y  el  acusado  preten- 
diere  exigir  la  indemnización  de  daños 
y  perjuicios  de  la  parte  acusadora,  lo 
requerirá  verbalmente  en  la  vista  al 
Juez,  el  cual,  oída  la  parte,  interrogará 


(1)  Jurisprudencia.— L&s  reaipuestas  del  Jura- 
do no  deben  ser  deficientes,  porque  obstan  á  la 
decisión  de  la  causa.  (iSentencia  de  23  de  Julio 
de  1841.} 

—Son  contradictorias  y  nulas  no  declarando 
probado  el  delito,  pero  si  la  premeditación,  que 
presupone  la  existencia  de  aquél.  (Sentencia  de 
13  de  Noviembre  de  1860.) 

— Hay  contradicción  cuando  se  declara  proba- 
da la  intención  criminosa  y  al  mismo  tfempo  que 
el  hecho  fué  casual.  (Sentencia  de  25  de  Mayo  de 
1846.)  Concuerda  este  artículo  con  el  836  del  pro- 
yecto de  1882,  a53  del  Código  de  justicia  mi- 
litar y  332  del  Código  de  instrucción  criminal 
axtstriaco. 

(2)  Artículos  48  y  494  del  proyecto  de  1882  y 
1.*'  de  la  ley  de  19  de  Diciembre  de  1843. 
Tomo   Vil.  —  Institucionss  juuíüicab. 


á  los  jurados  acerca  de  la  existencia  de 
dolo  en  la  acusación,  ó  si  no  habién- 
dolo, há  lugar  á  la  reclamación  de  da- 
ños y  perjuicios.  Si  el  Jurado  declarare 
que  hubo  dolo,  el  Juez  condenará  á  la 
parte  acusadora  á  la  multa  de  50.000 
á  300.000  reis,  que  se  distribuirán  por 
mitad  entre  el  acusado  y  la  Hacienda 
pública,  y  asimismo  en  la  reparación 
civil;  si  declarase  que  no  existió  dolo, 
pero  que  há  lugar  á  la  indemnización 
de  daños  y  perjuicios,  condenará  el 
Juez  á  ella  á  laparte  acusadora. 

Art.  1.165.  Aun  cuando  el  Jurado  no 
hubiere  declarado  probado  el  delito,  si 
en  el  escrito  de  calificación  de  la  acu- 
sación se  hubieren  reclamado  daños  y 
perjuicios,  el  Juez,  oyendo  primera- 
mente sobre  este  particular  al  acusado 
ó  su  Abogado,  preguntará  á  los  jurados 
si  existió  el  hecho  y  si  el  reo  es  respon- 
sable de  Jos  dañoR  y  perjuicios  sufri- 
dos; contestando  el  Jurado  á  ambas 
preguntas  afirmativamente,  el  Juez  sen- 
tenciará imponiendo  su  pago  al  reo. 

Art.  I.IGG.  Siempre  que  el  Jurado 
declare  procedente  la  indemnización 
de  daños  y  perjuicios,  podrá  fijar  su 
importe  cuando  tenga  los  datos  sufi- 
cientes. 

Art.  1.167.  De  la  sentencia  conde- 
nando ó  absolviendo  en  la  multa  y  en 
los  danos  y  perjuicios  puede  interpo- 
nerse apelación. 

Art.  1.168.  Cuando  el  Jurado  declare 
probado  el  delito,  el  Ministerio  fiscal 
requerirá  al  Juez  la  aplicación  de  la 
pena  establecida  en  la  ley,  y  lo  mismo 
la  parte  acusadora  cuando  exista,  re- 
clamando la  condenación  por  daños  y 
perjuicios  si  se  hubiere  pedido  en  el  es- 
crito de  calificación  respectivo. 

Art.  1.169.  El  Juez,  bajo  pena  de 
10.000  á  100.000  reis,  preguntará  al  acu- 
sado si  tiene  algo  que  manifestar  en  su 
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defensa;  el  reo  y  su  Abogado  podrán 
hablar  una  sola  vez,  no  sobre  la  exis- 
tencia del  hecho,  sino  acerca  de  si  es  ó 
no  punible;  también  podrán  demostrar 
que  el  delito  está  amnistiado  ó  prescri- 
to, que  no  debe  castigarse  con  la  pena 
solicitada  por  el  Fiscal,  que  no  produ- 
ce obligación  de  indemnizar  por  daños 
y  perjuicios,  ó  que  los  exigidos  por  la 
acusación  son  excesivos  (1). 

Art.  1.170.    El  Juez  preguntará,  ade- 
más, á  los  Jurados  si  há  lugar  á  la  in 
demnización  á  favor  de  la  parte  acusa- 
dora, cuando  ésta  no  los  hubiere  solici- 
tado en  su  escrito  de  calificación. 

Art.  1.171.  El  Juez,  á  continuación, 
dictará  sentencia,  absolviendo  ó  con- 
denando al  reo,  y  declarando  sobre  los 
daños  y  perjuicios  con  arreglo  al  vere- 
dicto del  Jurado  (2). 

Art.  1.172.  Aun  cuando  el  Jurado 
hubiere  declarado  probado  eLdelito,  si 
el  hecho  no  estuviere  prohibido  por  la 
ley,  el  Juez  dictará  sentencia  absoluto- 
ria. La  absolución  por  esta  rausa  no 

(1)  Artículos  34(í  del  proyecto  de  IHH'¿^  381 
del  decreto  del  Brasil  de  31  <le  Knero  de  1812  y 
M35  del  Código  de  instrucción  criminal  nnstriaro. 

(2)  Jurisprudencia.  —La  condenación  debe  ba- 
sarse en  prueba  plena  y  conclu vente,  y  nunca  en 
meras  presunciones  6  indicios.  (Sentencia  de  16 
de  .lulio  de  1858.) 

Sólo  es  leijfílima  cuando  descansa  en  el  vere- 
dicto del  Jurado,  sef^ún  el  que  la  culpabilidad  del 
reo  aparece  de  modo  claro,  preciso  y  que  no  deja 
lufrar  á  duda.  (Sentencia  de  4  de  Agosto  de  18G4.) 

— Kn  las  causas  de  contrabando,  la  condena- 
ción debe  ser  cierta  y  determinada,  seírúu  la  ley, 
fijando  la  responsabilidad  civil  y  penal,  bajo 
pena  de  nulidad.  (Sentencia  de  5  de  Mayo  de  1845.) 

—En  materia  de  hechos,  el  Juez  tiene  el  es- 
tricto deber  de  conformarse  con  el  Jurado.  (Sen- 
tencias de  2  de  Julio  de  183-',  22  de  Julio  de 
1839,  21  de  Enero  de  1812,  y  U^  de  Enero  y  30  de 
Marzo  de  m\0.)  Concuerda  con  los  artículos  342  y 
345  del  proyecto  «le  1882. 


tendrá  lugar,  cuando  por  sentencia  de 
la  Audiencia,  dictada  en  recurso  eleva- 
do ante  la  misma,  se  hubiere  declarado 
punible  el  hecho. 

Art.  1.173.  Si  el  reo  estuviere  convic- 
to de  varios  delitos,  únicamente  se  le 
impondrá  la  pena  más  grave. 

Art.  1.174.  La  sentencia  se  extende- 
rá por  escrito,  firmada  y  fundamentada 
por  el  Juez,  insertándose  en  ella  el  tex- 
to de  la  ley,  si  fuere  condenatoria;  ol 
Juez  que  dejare  de  fundamentar  su  sen- 
tencia incurrirá  en  milita  de  20.000  á 
200.000  reis,  y  la  sentencia  se  conside- 
rará nula  (1). 

Art.  1.175.  Dictada  la  sentencia  se 
publicará  seguidamente  por  el  Escriba- 
no, y  siendo  condenatoria,  se  ilustrará 
al  reo  para  que  si  lo  desea  pueda  inter- 
poner el  recurso  correspondiente  y  el 
tiempo  que  le  concede  la  ley  para 
ello  (2). 

§  único.— Si  el  reo  estuviere  en  liber- 
tad, bajo  fianza,  y  la  condena  fuere  de 
pena  corporal,  antes  de  la  publicación 
de  la  sentencia  se  dictará  mandamien- 
to de  prisión  contra  el  mismo,  y  se  le 
notificará  aquélla  en  el  establecimiento 
penitenciario;  si  no  fuere  hallado,  se 
procederá  en  la  forma  establecida  en 
el  art.  933. 

Art.  I  176.  Publicada  la  sentencia,  el 
Juez  dirigirá  una  breve  alocución  al 
reo,  exhortándolo,  si  fuere  condenato- 
ria, á  la  resignación  y  conformidad  con 
la  ley;  y  si  fuere  absolutoria,  á  que  su 
comportamiento  posterior  justifique  la 
absolución  (3). 


(1)  Sentencia  de  3  de  Julio  de  1857.  Concuer- 
da con  el  art.  311  del  proyecto  de  1882,  270  del 
Código  de  Austria  y  37  del  Código  de  justicia  mi- 
litar portugués. 

(2)  Art.  347  del  proyecto  de  18*12  y  decreto  dt» 
21  de  Marzo  de  1842. 

'¿j     Ídem  343  de  id.  id. 
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Art.  1.177.  Si  durante  la  vista  el  reo 
acusado  apareciere  culpado  por  testi- 
gos ó  documentos  de  otro  delito  públi- 
co distinto  y  que  aún  no  hubiere  pres- 
crito, el  Ministerio  fiscal,  antes  de  su 
terminación,  protestará  de  su  conoci- 
miento, y  siendo  absuelto  el  reo,  se 
procederá  con  arreglo  á  lo  establecido 
en  el  art.  1.085. 

Art.  1.178.  Si  el  reo  fuere  condenado 
y  los  delitos  descubiertos  merecieren 
pena  más  grave  que  la  impuesta  al  pri- 
mero, el  Juez  decretará  que  se  tome  co- 
nocimiento, mandando  remitir  al  reo 
preso  al  Juez  del  territorio  en  que  éstos 
se  hubieren  cometido;  si  bien  en  este 
caso  la  sentencia  dictada  en  el  primer 
delito  se  ejecutará  entre  tanto  que  el 
reo  no  sea  juzgado  por  los  nuevamente 
descubiertos  (1). 

Art.  1.179.  La  vista,  una  vez  comen- 
zada,  se  continuará  hasta  el  momento 
de  dictar  sentencia,  pudiendo  suspen- 
derla el  Juez  en  los  casos  taxativamen- 
te señalados  en  ,  los  artículos  1.086 
y  1.137  (2). 

Art.  1.180.  A  la  discusión  de  la  cau- 
sa es  aplicable  lo  dispuesto  en  el  pá- 
rrafo 2.'*  del  art.  1.086  y  artículos  1.088 
y  1.089(3). 

Art.  1.181.  Si  el  reo,  antes  de  Ja 
apertura  de  la  vista,  acreditare  por  cer- 
tificación facultativa  hallarse  grave- 
mente enfermo,  el  Juez  aplazará  su  ce- 
lebración hasta  que  pueda,  según  in* 
forme  de  los  Médicos,  comparecer  per- 
sonalmente (4). 

Art.  1.182.  Si  durante  la  vista  el  reo 
presentare    síntomas   de    enajenación 

(I  Art.  351  del  proyecto  de  1882,  y  263  y  218 
del  Código  de  instrucción  criminal  de  Austria. 

(2)  ídem  261  de  id.  id.  y  213  del  Código  aus- 
tríaco. 

(3)  ídem  261  de  id.  id. 
[4}     ídem  266  de  id.  id. 


mental  ó  pérdida  de  los  sentidos,  el 
Juez  ordenará  que  sea  reconocido  por 
dos  facultativos,  y  declarando  éstos  la 
existencia  de  enfermedad,  suspenderá 
la  ^ista  hasta  que  el  reo  pueda  respon- 
der; si  se  fingiere  accidentado,  prose- 
guirá ésta  sin  su  presencia  (1). 

Art.  1.183.  La  acusación  en  los  deli- 
tos públicos  se  extingue  por  las  pres- 
cripciones determinadas  en  el  presente 
decreto,  por  la  muerte  del  acusado  y 
porlaabsoluciónlegalmente  dictada  (2). 

Art.  1.184.  En  los  delitos  privados 
cesa  la  acusación: 

1.®  Por  las  prescripciones  estableci- 
das en  este  decreto; 

2.®  Por  muerte  del  acusado  ó  acusa- 
dor, salvo  la  acción  de  daños  y  perjui- 
cios que  se  transmite  á  los  herederos; 

3.®  Por  desistimiento,  transacción  ó 
perdón  del  acusador; 

4."  Por  la  absolución  legalmente  dic- 
tada (3). 

CAPÍTULO  XIV 

De  los  recursos 

Art.  1.185.  De  la  sentencia  definitiva 
absolutoria  ó  condenatoria  cabe  inter- 
poner el  recurso  de  apelación  ante  la 
Audiencia  correspondiente,  excepto  en 
los  casos  de  los  artículos  920  y  1.163. 
También  procede  de  todas  las  demás 
sentencias,  de  las  cuales  se  otorga  ex- 
presamente en  este  decreto  (4). 


(1)  Concuerda  con  el  párrafo  4.**  del  art.  12 
del  proyecto  de  1882. 

v2)  y  (3)     Art.  13  de  id. 

(4)  Jurisprudencia,— ^o  procede  la  apelación 
del  mandamiento  de  soltura  en  virtud  de  absolu- 
ción del  Jurado.  (Sentencia  de  15  de  Diciembre 
de  1845.)  Véase  el  art.  1.163  de  este  decreto, 

—  Debe  decidirse  por  cinco  .Jueces,  bajo  pena 
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§  Único.— El  Ministerio  fiscal  deberá 
apelar  siempre  de  las  semencias  con- 
denatorias, que  sólo  puedan  ejecutarse 
una  vez  confirmadas  por  la  Audiencia, 
aunque  el  reo  condenado  no  apelase. 

Art.  1.186.  Son  aplicables  á  las  ape- 
laciones en  lo  criminal  todas  las  dis- 
posiciones referentes  á  las  mismas  en 
lo  civil,  salvo  en  los  casos  en  que  la 
ley  establezca  alguna  disposición  es- 
pecial. 

§  único.— No  podrá  decidirse  ninguna 
apelación  sin  asistencia  de  algún  fun- 
cionario del  Ministerio  fiscal  que  haya 
conocido  de  la  causa,  y  hallándose  éste 
impedido,  se  dará  traslado  á  otro  (1). 

Art.  1.187.  Del  auto  a,dmit¡endo  la 
apelación  proceded  recurso  de  agra- 
vio en  la  forma;  del  que  la  deniega  pue- 
de interponerse  el  recurso  de  agravio 
en  el  fondo,  según  proceda  (2). 

§  único.— En  las  apelaciones  inter- 
puestas de  sentencias  condenatorias, 
que  sólo  puedan  ejecutarse  después  de 
confirmadas  por  la  Audiencia,  no  es 
necesaria  la  admisión  ni  señalamiento 
de  término  para  la  misma. 

Art.  1.188.  Las  apelaciones  en  ma- 
teria criminal  son  siempre  en  el  efecto 
suspensivo.  En  los  delitos  en  que  no  se 
admite  fianza,  y  en  que,  con  arreglo  al 
artículo  1.185  no  procede  la  apelación, 
la  sentencia  será  firme  y  ejecutoria  (3). 


de  nulidad.  (Sentencias  de  17  de  Marzo  de  1843  y 
2  de  Marzo  de  1846.) 

—Interpuesto  ron  arreglo  al  art.  1.16H,  sus- 
pende la  soltura  del  reo.  (Sentencia  de  2  de  Mar- 
zo de  1866.)  Concuerda  est*í  artículo  con  el  487 
del  proyecto  de  1882  y  1."  dí»l  decreto  de  10  de 
Diciembre  de  1852. 

(1)  Art.  484,  párrafo  único,  del  proyecto  de 
1882,  y  398  del  Código  de  procedimiento  civil. 

(2)  Jurisprudencia.— Hon  necesarios  tres  vo- 
toH  conformes.  (Sentencia  de  16  de  Julio  de  1849.) 

(3)  Art.  490  del  proyecto  de  1882. 


Art.  1.189.  Los  reos  presos  no  esta- 
rán obligados  á  trasladarse  al  punto  en 
que  se  decida  la  segunda  instancia, 
pero  puede  accederse  á  su  pretensión 
si  se  comprometen  á  satisfacer  los  gas- 
tos que  origine  la  traslación,  que  se 
rodeará  de  las  precauciones  conve- 
nientes. 

g  único.— La  remesa  de  autos  en  la 
segunda  instancia  se  hará  de  oficio  en 
los  delitos  públicos  y  á  solicitud  del 
Ministerio  fiscal. 

Art.  1.190.  El  recurso  de  agravio  en 
laforma  puede  interponerse  de  todas  las 
sentencias  interlocutorias  para  subsa- 
nar el  defecto  cometido  en  el  procedi- 
miento, y  le  es  aplicable  todo  lo  dis- 
puesto en  materia  civil. 

Art.  1.191.  El  recurso  de  agravio 
en  el  fondo  cabe  en  todos  los  casos  en 
que  este  decreto  lo  establece,  y  tanto 
al  uno  como  al  otro,  en  materia  penal, 
les  son  aplicables  las  disposiciones  es- 
tablecidas por  la  ley  en  materia  civil, 
excepto  en  los  casos  en  que  el  presente 
decreto  consigne  alguna  regla  espe- 
cial (1). 

Art.  1.192.  El  recurso  de  revisión 
puede  interponerse  de  las  sentencias 
dictadas  en  apelación  por  las  Audien- 
cias, y  de  los  autos  y  sentencias,  ya  en 
primera,  ya  en  segunda  instancia,  de 
que  se  concede  de  una  manera  termi- 
nante en  la  ley  (2). 

§  único.— Pueden  interponer  este  re- 
curso los  reos  condenados,  los  acusa- 


(1)  Art.  502  del  proyecto  de  1882  y  1.070  del 
Código  de  procedimiento  civil  portugués. 

(2)  Jurisprudeticia  —El  recurso  de  revisión 
aprovecha  únicamente  al  que  lo  interpone*  pero 
no  á  álos  consortes.  (Sentencia  de  11  de  Febre- 
ro de  1842  ) 

Ks  de  efecto  suspensivo.  (Sentencia  de  13  de 
Mayo  de  1836.) 


PROCEDIMIENTO  PENAL  PORTUGUÉS 


949 


dores  privados^  y  en  los  delitos  públi- 
cos, el  Ministerio  ílscal. 

Art.  1.193.  En  la  interposición  y  pre- 
sentación de  este  recurso  en  materia 
penal  se  observará  lo  dispuesto  en  la 
ley  para  el  de  igual  clase  en  lo  civil,  sí 
bien  observándose  los  plazos  más  bre* 
ves  cuando  el  presente  decreto  asi  lo 
establezca. 

Art.  1.194.  El  recurso  de  revisión 
suspende  la  ejecución  de  las  penas  cor- 
porales; pero  si  la  pena  impuesta  fuere 
menor  á  la  de  deportación  fuera  del 
Continente  ó  á  la  de  trabajos  públi- 
cos (2),  podrá  ejecutarse  durante  la 
tramitación  del  recurso  si  el  reo  así  lo 
solicitare. 

§  único.— Si  la  sentencia,  además  de 
pena  corporal,  fuere  condenatoria  en 
pena  pecuniaria  ó  reparación  civil,  se 
ejecutará  en  esta  parte  en  igual  forma 
que  lo  dispuesto  por  la  ley  en  materia 
civil. 

Art.  1.195.  El  recurso  de  revisión  in- 
^terpuesto  contra  sentencias  absoluto- 
rias, dictadas  por  la  Audiencia,  sus- 
pende la  excarcelación  de  los  reos. 

Art.  1.196.  El  recurso  de  revisión  in- 
terpuesto contra  los  autos  de  soltura 
dictados  en  primera  instancia,  suspen- 
derá ó  no  su  ejecución,  según  lo  esta- 
blecido en  el  presente  decreto. 

CAPÍTULO  XV 
De  la  ejecución  de  las  sentencias 

Art.  1.197.  Las  sentencias  en  lo  cri- 
minal que  hubieren  quedado  fírmes 
serán  inmediatamente  ejecutadas,  sal- 
vo si  fueren  condenatorias  á  penas 
mayores  que  la  de  cinco  años  de  de- 


(l)     Hoy  supr imida  por  la  ley  de  I."  de  Julio 
de  186*7. 


portación  en  África  ó  Asia  ó  tres  de 
trabajos  públicos  (1),  que  no  se  ejecu- 
tarán sino  después  de  confirmadas  por 
el  Tribunal  en  segunda  instancia  (2). 

Art.  L198.  Si  se  hubiere  interpuesto 
recurso  de  revisión,  no  se  ejecutarán 
sino  después  de  negado  éste. 
*  Art.  1.199.  Hallándose  preso  el  reo 
en  la  cárcel  del  lugar  en  que  se  hubie- 
re fallado  la  causa  en  primera  instan- 
cia, se  ejecutará  allí  mismo,  aunque  sea 
la  de  muerte  (3).  Si  el  reo  hubiere  sido 
trasladado  al  punto  de  residencia  del 
Tribunal  de  segunda  instancia,  se  eje- 
cutará en  éste. 

Art.  1.200.  La  ejecución  deberá  ser 
con  arreglo  á  lo  determinado  en  la  sen- 
tencia. Ningún  accidente  podrá  impe- 
dir su  cumplimiento. 

Art.  1.201.  Las  penas  se  ejecutarán 
seguidamente,  excepto  la  de  muerte  (4). 

Art.  1.206.  Las  penas  pecuniarias, 
costas,  daños  y  perjuicios  é  intereses, 
se  ejecutarán  con  arreglo  á  lo  dispues- 
to en  materia  civil. 

CAPÍTULO  XVI 
De  las  prescripciones 

Art.  1.207.  Las  prescripciones  esta- 
blecidas en  el  presente  decreto  podrán 
alegarse  en  cualquier  estado  de  la  cau- 


(1)  Suprimida  por  la  ley  citada. 

(2)  Jumprudencia.— En  los  casos  del  artículo 
1.197,  la  sentencia  DO  queda  firme  sin  la  conñr> 
mación  de  la  Audiencia,  y  por  esto  deberá  admi- 
tirse el  recurso  aunque  se  interponga  después  de 
diez  días.  (Sentencias  de  15  de  Enero  de  1849  y 
21  de  Mayo  de  1864.)  Concuerda  con  el  art.  448 
del  proyecto  de  1882. 

(3)  y  (4)  Suprimida  por  la  ley  de  1."  de  Julio 
de  1867. 
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sa,  y  ante  las  Audiencias,  juzgándose 
de  oficio  por  el  Juez,  aunque  las  partes 
no  lo  hubieren  solicitado  (1). 

Art.  1-20^.  En  los  delitos  públicos, 
ni  el  Ministerio  fiscal,  ni  la  parte  ofen- 
dida podrán  querellarse,  pasados  tres 
años  desde  el  día  de  su  perpetración. 
En  los  privados  no  se  admitirá  la  que-, 
relia  transcurrido  un  año  y  un  día  des- 
de la  fecha  de  la  misma. 

Art.  1.209.  En  los  delitos  que  cons- 
tan de  actos  sucesivos  y  reiterados  los 
plazos  para  laprescripcíón,  se  contarán 
desde  el  último  practicado  (2). 

Art.  1.210.  En  los  delitos  privados 
no  se  seguirá  conociendo  de  la  quere- 
lla si  no  se  probaren  en  el  término  de 
veinte  días,  á  contar  de  la  fechadel  auto 
de  admisión. 

Art.  1.211.  En  todos  los  delitos  pú- 
blicos ó  privados  la  acción  penal  pres- 
cribe, tanto  con  relación  al  Ministerio 
fiscal  como  á  los  ofendidos,  á  los  diez 
años,  contados  desde  el  día  de  fsu  comi- 
sión. Pero  si  hubiere  habido  cualquier 
acto  de  acusación  con  posterioridad  á 
la  ratificación  del  procesamiento,  el 
plazo  de  prescripción  se  contará  desde 
su  fecha.  En  los  casos  en  que  no  proce- 
da la  ratificación  y  durante  la  suspen- 
sión de  la  misma,  el  tiempo  se  cuenta 
desde  la  fecha  del  aulo  de  procesa- 
miento. 

Art.  1.212.  La  acción  de  daños  y  per- 
juicios, acumulada  á  laacusación,  pres- 
cribe por  el  mismo  lapso  de  tiempo  que 


(1)  Concuerda  con  el  art.  25  del  proyecto 
de  1882. 

(2)  Jurisprudencia.— "So  contando  el  día  de  la 
perpetración  del  delito  no  hay  punto  de  partida 
para  contarse.  (¡Sentencia  de  16  de  Julio  de  1862.) 
—Corre  siempre  que  en  los  auto.s  no  consta  nin- 
^Min  ac-ti»  que  la  interrumpa.  (Sentencia  de  11  de 
Marzo  de  1862.; 


ésta;  pero  en  otro  caso  no  prescribe 
hasta  transcurridos  treinta  años. 

Ar.  1.213.    Con  relación  á  los  delitos 
de  libertad  de  imprenta  se  observará  lo 
dispuesto  en  las  leyes  especiales. 
(1). 

Art.  1.216.  Las  restituciones  y  repa- 
raciones civiles  decretadas  en  las  sen- 
tencias prescribirán  según  lo  estable- 
cido en  materia  civil. 

CAPÍTULO  XVII 

Del  reconocí  miento  de  la  identidad 

Art.  1.217.  Siempre  que  hubiere  con- 
troversia ó  duda  acerca  de  la  identidad 
de  cualquier  reo  condenado,  evadido  de 
presidio  ó  del  lugar  de  la  deportación, 
la  identificación  del  mismo  se  practica- 
rá por  el  Juez  de  primera  instancia  que 
hubiere  condenado  al  reo  y  con  inter. 
vención  del  Jurado  correspondiente  f2). 

§  único.  — Si  el  reo  hubiere  sido  mili- 
tar ó  condenado  por  un  Consejo  de 
guerra,  el  reconocimiento  de  la  idenli-' 
dad  se  practicará  por  los  Tribunales  de 
este  fuero. 

Art.  1.218.  El  reconocimiento  de  la 
identidad  se  hará  en  el  mismo  proceso 
que  el  de  la  condenación,  el  cual,  para 
este  efecto,  y  á  petición  del  Ministerio 
fiscal,  será  remitido  al  Juzgado  de  pri- 
mera instancia,  si  por  cualquier  causa 
no  se  custodiare  en  él. 

Art.  1.219.  El  procedimiento  prepa- 
ratorio consistirá  en  el  interrogatorio 


(1)  Véase  el  Código  penal  vigente,  de  16  dp 
Septiembre  de  1886 

(2)  Jurisprudencia.— La  identidad  de  nombres 
no  debe  contundirse  con  la  identidad  de  personas, 
según  el  párrafo  2.'',  título  II,  de  la  ley  de  22  do 
Diciembre  de  16~l.  (Sentencia  de  13  de  Diciem- 
bre de  1841.)  Concuerda  este  artículo  con  el  365. 
número  fi.'\  del  proyecto  do  1882. 
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de  testigos,  en  la  reunión  de  documen- 
tos ú  objetos  probatorios  y  en  las  pre- 
guntas que  se  dirigirán  al  reo  aprehen- 
dido (1). 

Art.  1.220.  Terminado  el  procedi- 
miento preparatorio,  el  Ministerio  fis- 
cal presentará  por  escrito  los  artículos 
de  identidad,  acompañando  los  docu- 
mentos y  lista  de  testigos  de  que  inten- 
te valerse,  de  todo  lo  cual  se  entregará 
copia  al  reo  (2). 

Art.  1.221.  En  el  término  de  ocho 
días,  á  contar  de  la  fecha  de  la  entre- 
ga, el  reo  podrá  presentar  su  contesta- 
ción con  los  documentos  que  interesen 
á  su  mejor  defensa,  y  la  lista  de  los  tes- 
tigos que  presente  como  prueba,  de 
todo  lo  cual  se  dará  copia  al  Ministerio 
fiscal. 

Art.  1.222.  El  día  en  que  haya  de 
verse  la  cuestión  de  identidad,  será  no- 
tificado al  reo  con  tres  de  anticipación 
por  lo  menos. 

Art.  1223.  El  día  señalado,  en  vista 
pública  y  con  asistencia  del  reo  y  del 
Ministerio  fiscal,  se  procederá  al  exa- 
men de  los  testigos  de  uno  y  otro,  ha- 
ciéndose al  primero  el  oportuno  inte- 
rrogatorio. 

Art.  1.221.  Acerca  de  la  constitución 
del  Jurado,  recusaciones,  interrogato- 
rio de  testigos  y  discusión  de  la  causa, 
se  observará  lo  dispuesto  en  el  presen- 
te decreto  (3). 

Art.  1.225.  El  Juez  dirigirá  al  Jurado 
la  siguiente  pregunta:  «¿Está  ó  no  pro- 
bado que  el  ciudadano  F que  se  ha- 
lla presente,  sea  el  reo  que  fué  acusado 
en  este  procedimiento  y  condenado  por 
la  sentencia  que  obra  en  autos  á  la  pe- 
na de....f))  Con  arreglo  al  veredicto  del 

(l)    Art.  3(n  del  proyecto  de  18H2. 

'2)     ídem  369  de  id.  id. 

(3)     Artículos  372  y  314  de  id.  id. 


Jurado,  dictará  el  Juez  sentencia,  de  la 
que  sólo  cabe  interponer  el  recurso  de 
revisión  por  nulidad  del  procedimien- 
to (1). 

Art.  1.226.  En  el  caso  de  que  el  reo 
se  hubiere  fugado  del  punto  de  depor- 
tación, en  la  sentencia  se  condenará, 
en  su  caso,  á  la  pena  correspondiente 
por  quebrantamiento  de  condena. 

Art.  1.227.  De  la  sentencia  condena- 
toria en  la  pena  referida  en  el  artículo 
anterior  cabe  apelación  para  ante  la 
Audiencia  del  distrito. 

CAPÍTULO  XVIII 

Del  procedimiento  por  delitos  eometidof^ 
por  Jueces  y  funcionarios  del  Ministe- 
rio fiscal  fuera  del  ejercicio  de  sus 
funciones. 

Art.  1.228.  Únicamente  podrá  admi- 
tirse querella  contra  los  Jueces  electi- 
vos (2),  de  paz,  ordinarios,  de  derecho 
y  funcionarios  del  Ministerio  fiscal  por 
delitos  cometidos  fuera  del  ejercicio  de 
sus  funciones,  por  el  Juez  de  derecho 
de  la  comarca  en  que  se  hubiere  come- 
tido el  delito,  y  en  imposibilidad  de  éste, 
por  su  sustituto.  A  dicho  Juez  se  remi- 
tirán las  querellas  que  ante  cualquiera 
otro  se  hubieren  presentado  sin  desig- 
nación de  delincuente,  pero  en  cuyo  su- 
mario aparecieren  indicios  de  culpabi- 
lidad contra  alguno  de  los  Jueces  men- 
cionados (3). 

§  1.»— Si  el  querellado  fuere  el  Juez 
de  derecho  de  la  comarca,  la  querella 
se  presentará  al  Juez  de  derecho  de  la 


(1)  Art  311  del  proyecta  de  18S2. 

(2/  H«)y  suprimidos. 

(3'í  foní'uerdn  con  p1  art.  42  del   proyecto    He 
I     IS82. 
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comarca  más  cercana,  y  en  imposibili- 
dad de  éste,  á  su  sustituto. 

S  2.*^— El  Juez  que  admita  la  querella 
se  trasladará  al  lugar  de  la  comisión 
del  delito  para  proceder  á  la  formación 
del  cuerpo  del  mismo  y  demás  diligen- 
cias del  Sumario. 

Art.  1.229.  Los  delitos  de  que  trata 
el  artículo  anterior,  cometidos  por  Jue- 
ces electivos  (1),  de  paz,  ordinarios  y 
Subdelegados  del  Ministerio  fiscal,  se 
juzgarán  por  los  Jueces  de  derecho,  con 
arreglo  á  las  formalidades  ordinarias, 
pero  sin  la  intervención  del  Jurado  y 
con  las  especialidades  siguientes. 

Art.  1.230.  Una  vez  procesad  o  el  pre- 
sunto culpable,  será  suspendido  en  el 
cargo;  si  lo  fuere  por  delito  de  los  que 
no  admiten  fianza,  se  dictará  auto  de 
prisión,  y  en  todo  lo  demás  se  observa- 
rá lo  establecido  en  el  presente  decreto. 

§  único.— Si  el  delito  admitiere  fianza, 
no  se  le  exigirá  al  reo,  sino  que  se  le 
emplazará  para  que  comparezca  ante 
el  Juez;  y  si  no  compareciere  el  día  se- 
ñalado, se  procederá  á  su  captura  y  no 
le  será  admitida  aquélla. 

Art.  1.232.  Con  respecto  á  la  cele- 
bración de  la  vista,  se  observará  lo  dis- 
puesto en  el  capítulo  XIII  de  este  tí- 
tulo, en  aquello  que  sea  aplicable. 

Art.  1.233.  Las  declaraciones  de  los 
testigos  ó  interrogatorios  del  reo  se  ex- 
tenderán por  escrito  y  firmarán  por  el 
Juez,  Escribano  y  procesado,  ó  testigo 
si  supiere;  si  no  supiere  ó  no  pudiere 
hacerlo,  se  expresará  esta  circunstan- 
cia, y  será  válida  la  declaración  firma- 
da por  el  Juez  y  el  Escribano  única- 
mente. 

Art.  1.234.  De  la  sentencia  definiti- 
va, absolutoria  ó  condenatoria,  podrá 


(Ij     Suprimidos. 


apelarse  en  ambos  efectos  ante  la  Au- 
diencia. 

§  único.— Estas  causas  se  verán  con 
preferencia  á  cualesquiera  otras,  sin 
subordinación  á  las  vistas  generales, 
pudiendo  decidirse  en  éstas  ó  en  las  or- 
dinarias. 


CAPÍTULO  XIX 

Del  procedimiento  por  ignorancia  inex- 
cusable y  delitos  cometidos  por  los 
Jueces  y  funcionarios  del  Ministerio 
fiscal  en  el  ejercicio  de  sus  funciones, 

Art.  1.236.  De  las  causas  por  igno- 
rancia inexcusable  y  delitos  cometidos 
por  Jueces  electivos  (1),  de  paz,  ordina- 
rios y  Subdelegados  del  Ministerio  fis- 
cal en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  co- 
nocerán los  Jueces  de  derecho,  y  los 
reos  serán  procesados  y  juzgados  en  la 
forma  ordinaria,  pero  sin  la  interven- 
ción del  Jurado  y  con  las  modificacio- 
nes siguientes. 

Art.  1.237.  El  Ministerio  fiscal,  la 
parte  ofendida  y  aun  cualquier  ciuda- 
dano, podrán  querellarse  ante  el  Juez 
de  derecho  por  los  delitos  de  soborno, 
cohecho,  peculado  y  concusión,  obser- 
vándose acerca  de  su  admisión  y  for- 
mación del  sumario  las  reglas  gene- 
rales establecidas  en  el  presente  de- 
creto. 

Art.  1.238 

Si  el  Juez  procesare  al  querellado,  se 
suspenderá  áésie  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones,  observándose  lo  dispuesto 
en  el  art.  1.230  y  siguientes. 


(1)    Suprimidos 
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CAPÍTULO  XX 

De  la  acción  de  daños  y  perjuicios  con- 
tra Jueces  y  funcionarios  del  Ministe- 
rio fiscal, 

Art.  1.241.  Ningún  Juez  ni  funciona- 
rio del  Ministerio  fiscal  podrá  ser  con- 
denado á  indemnización  de  daños  y 
perjuicios  fuera  de  los  casos  siguien- 
tes: 

1.®  En  los  delitos  de  peculado,  con- 
cusión, cohecho  y  soborno; 

2."    Envíos  casos  de  dolo; 

3,**  Cuando  la  ley  lo  castigue  expre- 
samente por  cualquier  omisión  ó  comi- 
sión; 

4.**  Cuando  hubiere  denegación  de 
justicia. 

Art.  1.242.  Existe  denegación  de  jus- 
ticia cuando  los  Jueces  se  nieguen  á 
juzgar  causas  que  estén  terminadas, 
sin  justa  causa,  ó  á  practicar  lo  que  les 
ordene  la  ley. 

Art.  1.243.  El  silencio,  oscuridad  ó 
falta  de  ley  no  son  fundamento  sufi- 
ciente para  que  el  Juez  se  niegue  á 
juzgar. 

Art.  1.244.  Ningún  Juez  podrá  ser  ci- 
tado ni  demandado  por  daños  y  perjui- 
cios sin  autorización  del  Juez  ó  Tribu- 
nal que  haya  de  conocer  de  la  acción, 
excepto  cuando  por  sentencia  firme  se 
hubiere  dejado  á  salvo  este  derecho  á 
la  parte. 

Art.  1.246.  Del  auto  del  Juez  de  de- 
recho concediendo  ó  denegando  la  au- 
torización puede  interponerse  el  re- 
curso de  agravio  de  petición  ó  instru- 
mento ante  la  Audiencia. 

Art.  1.247.  Concedida  la  autoriza- 
ción, la  parte  interpondrá  la  acción 
con  arreglo  la  la  ley. 


CAPÍTULO  XXI 

Del  procedimiento  en  los  delitos  de  poli- 
cía correccional  en  primera  y  segunda 
instancia. 


Art.  1.251.  En  los  procesos  de  poli- 
cía correccional  sólo  existirá  el  auto 
de  formación  del  cuerpo  del  delito,  fir- 
mado por  la  parte  querellante  cuando 
la  haya,  ó  por  el  denunciante  ó  por  el 
funcionario  que  la  ordene  y  el  Escri- 
bano. 

§  1."— Al  dorso  del  auto  se  anotarán 
los  testigos  de  cargo,  no  siendo  más  de 
tres,  y  los  que  el  reo  presente,  no  exce- 
diendo de  este  número;  si  manifestare 
que  no  puede  presentar  ninguno,  se 
hará  constar,  firmando  él  mismo  esta 
declaración. 

§  2.**— Entre  la  formación  del  cuerpo 
del  delito  y  la  vista  en  que  el  reo  debe- 
rá comparecer  mediarán,  á  lo  menos, 
cuarenta  y  ocho  horas;  en  las  primeras 
veinticuatro  se  harán  las  citaciones  á 
las  partes  y  testigos,  acreditándose  por 
diligencia  por  medio  del  Escribano;  el 
testigo  que  no  compareciere,  no  acre- 
ditando la  imposibilidad  de  hacerlo  por 
certificación  facultativa  antes  de  trans- 
curridas las  veinticuatro  horas,  podrá 
ser  compelido  á  comparecer  y  castiga- 
do con  prisión,  que  no  excederá  de  diez 
días. 

§  3.*^— En  la  vista  á  que  deberán  com- 
parecer los  reos,  el  Juez,  después  de  la 
lectura  del  auto  del  cuerpo  del  delito, 
interrogará  al  reo,  advirtiéndole  de  que 
podrán  ampliar  su  declaración  nueva- 
mente. Si  el  reo  alegare  hechos  que 
necesiten  comprobación,  el  Juez  orde- 
nará que  se  consignen  por  escrito. 

§  4.^— A  continuación  se  practicará  la 
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prueba  testifical;  el  Ministerio  fiscal  in 
terrogará  á  los  de  la  acusación,  si  bien 
el  Abogado  de  la  parte  y  el  del  reo  po- 
drán dirigirles  las  preguntas  que  esti- 
.men  necesarias,  con  permiso  del  Juez. 
El  Abogado  del  reo  interrogará  á  los  de 
la  defensa,  y  las  otras  partes  podrán 
igualmente  dirigirles  las  preguntas 
oportunas;  si  el  reo  no  hubiere  nom- 
brado Abogado,  se  le  designará  de  ofi- 
cio por  el  Juez. 

§  5.**— Las  declaraciones  de  los  testi- 
gos, tanto  de  la  acusación  como  de  la 
defensa,  se  extenderán  por  escrito, 
siempre  que  el  máximum  de  la  pena  ex- 
cediere de  la  competencia  del  Juez,  no 
escribiéndose  en  otro  caso,  si  bien  los 
Abogados  y  las  partes  podrán  tomar 
los  apuntes  que  consideren  conve- 
niente. 

§  e.*^— Terminado  el  examen  de  los 
testigos,  el  funcionario  del  Ministerio 
fiscal  resumirá  la  cuestión  y  pronun- 
ciará la  acusación;  el  Abogado  del  reo 
podrá  hacer  uso  de  la  palabra,  sin  que 
haya  más  alegaciones;  á  seguida  el 
Juez  declarará  terminado  el  debate  y 
dictará  y  escribirá  la  sentencia,  que  se 
publicará  en  el  acto. 

Art.  1.252.  La  parte  ofendida  podrá 
ayudar  á  la  justicia,  y  tanto  el  actor 
como  el  reo  comparecerán  á  la  vista 
personalmente,  pudiendo  ser  asistidos 
por  uno  ó  dos  Abogados. 

Art.  1.253.  El  Juez  resolverá  todas 
las  dudas  que  se  susciten  en  la  vista,  y 
siendo  necesaria  la  práctica  de  alguna 
diligencia,  podrá  suspender  la  resolu- 
ción de  la  causa  hasta  la  audiencia 
próxima,  siempre  que  no  se  demore 
por  más  de  veinticuatro  horas. 

§  único.— Igualmente  debe  hacer  res- 
petar su  autoridad  y  mantener  la  poli- 
cía interior,  imponiendo  á  los  perturba- 
dores la  pena  de  detención  por  vía  de 


corrección,  sin  más  requisito  que  orde- 
nar que  el  Escribano  tome  nota  de  ello; 
no  podrá  exceder  la  detención  de  tres 
días,  á  menos  que  el  caso  fuere  califi- 
cado de  delito,  cuyo  conocimiento  no 
le  corresponda,  y  en  el  cual  se  estará  á 
lo  que  previenen  las  leyes. 

Art.  1.25Í.  Las  sentencias  dictadas 
en  juicio  de  policía  correccional  por 
Juez  competente  se  ejecutarán  inme- 
diatamente, y  contra  ellas  no  se  da  re- 
curso alguno. 

Art.  1.255.  De  las  sentencias  dicta- 
das por  Juez  ordinario  en  causas  quo 
no  sean  de  su  competencia,  *y  si  de'la 
del  Juez  de  derecho,  podrá  apelarse 
ante  éste;  si  excedieren  aún  de  la  del 
Juez  de  derecho,  se  podrá  apelar  ante 
el  respectivo  Tribunal  de  policíacorrec- 
cional;  de  las  sentencias  dictadas  en 
primera  instancia  por  los  Jueces  de  de- 
recho de  lo  criminal  de  Lisboa  y  Opor- 
to  en  causas  que  excedan  de  su  compe- 
tencia, podrá  apelarse  ante  las  Audien- 
cias del  distrito. 

Art.  1.256.  La  apelación  se  interpon- 
drá en  ó  fuera  de  las  horas  de  audien- 
cia dentro  de  las  veinticuatro  siguien- 
tes á  la  publicación  de  la  sentencia, 
por  medio  de  escrito  extendido  por  el 
Escribano  y  firmado  por  la  parte  ó  su 
Procurador. 

Art.  1.257.  Cuando  se  absuelva  á  los 
reos,  serán  puestos  inmediatamente  en 
libertad,  sin  pago  de  costas.  En  caso 
de  condenación,  si  fuere  á  pena  de  pri- 
sión ó  destierro,  quedará  el  reo  en  cus- 
todia hasta  la  sustanciación  del  recur- 
so; pero  este  tiempo  le  será  de  abono 
para  el  cumplimiento  de  la  sentencia 
y  será  puesto  en  libertad  tan  pronto 
como  transcurra  el  tiempo  de  la  conde- 
na, aunque  el  recurso  se  halle  todavía 
pendiente,  sin  perjuicio  de  la  resolución 
(jue  pueda  recaer.  Cuando  se  agravare 
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la  pena  en  ]a  última  instancia,  habrá 
de' cumplir  el  resto. 

Art.  1.258.  Interpuesta  la  apelación, 
el  Juez  llamará  á  sí  los  autos  y  admiti- 
rá ó  denegará  el  recurso,  señalando 
plazo  para  el  emplazamiento  y  presen- 
tación del  recurso. 

§  1."— En  última  instancia  se  remiti- 
rán los  autos  sin  que  quede  traslado, 
cuando  la  sentencia  apelada  haya  sido 
dictada  por  un  Juez  ordinario  ó  de  dere- 
cho de  la  comarca  en  que  radique  la 
Audiencia. 

§  2.°— Del  auto  admitiendo  la  apela- 
ción  procede  el  recurso  de  agravio  en 
la  forma;  del  que  lo  deniega,  el  recur- 
so de  agravio  en  el  fondo  ante  el  Juez  ó 
Tribunal  que  habría  de  conocer  del  re- 
curso si  fuere  admitido. 

Art.  1.259.  Evacuado  el  traslado,  el 
Escribano  de  oficio  remitirá  los  autos 
en  pliego  cerrado  al  Oficial  de  Sala  de 
la  Audiencia  ó  al  Juez  de  derecho,  se- 
^ún  los  casos. 

§  único.— En  las  ciudades  de  Lisboa, 
Oporto  y  Punta  Delgada,  los  procesos 
se  remitirán  de  oficio  por  el  Escribano 
respectivo  en  la  primera  sesión,  bajo 
pena  de  suspensión. 

Art.  1.26).  Presentada  la  apelación 
ante  la  Audiencia,  se  procederá  con 
arreglo  alo  establecido  enolart.741  (1). 
Presentada  ante  el  Juez  de  derecho,  so 
repartirá  á  uno  de  los  Escribanos  del 
juzgado,  que  quedará  siendo  competen- 
te para  su  tramitación. 

§  1.®— El  Escribano  dará  vista  de  los 
autos  al  Ministerio  fiscal  por  término 
de  cinco  días;  si  en  este  término  se  hu- 
bieren personado  las  partes,  se  les  en- 
tregarán para  instrucción  por  igual 
tiempo  á  cada  una. 

(1)  Hoy  en  el  Códipfo  do  procedimionto  civil 
vigente. 


§  2.®— Transcurridos  estos  términos 
y  recogidos  los  autos,  el  Escribano  los 
dará  por  conclusos,  y  el  Juez,  visto  que 
la  apelación  fué  ante  él  interpuesta,  se- 
ñalará día  para  la  vista. 

§  3.®— El  Ministerio  fiscal,  las  partes 
y  sus  Abogados  comparecerán  el  día 
señalado,  y,  abierta  la  vista,  el  Juez 
hará  el  relato  oportuno,  al  cual  segui- 
rán las  alegaciones  orales,  y,  termina- 
das, dictará  aquél  sentencia  á  conti- 
nuación. 

Art.  1.261.  Si  la  apelación  hubiere 
sido  interpuesta  ante  el  Tribunal  de  po- 
licía correccional,  el  Juez  de  derecho 
señalará  día  para  la  vista  y  tomará  las 
medidas  oportunas  para  la  convoca- 
ción del  Tribunal  el  día  y  hora  fijados. 

§  1.®— Abierta  la  sesión,  el  Juez  pre- 
sente hará  el  oportuno  relato,  al  cual 
seguirán  las  alegaciones  orales,  y  des- 
pués el  Tribunal  decidirá  el  recurso  en 
Consejo,  en  el  mismo  local  ó  en  otro 
diferente,  siempre  que  la  sentencia  se 
dicte  en  la  misma  sesión. 

§  2.®— Cuando  la  decisión  fuere  tal 
que  en  virtud  de  ella  haya  de  reducirse 
al  reo  á  prisión,  no  se  publicará  la  sen- 
tencia hasta  que  se  lleve  á  cabo  la  pri- 
sión. 

Art.  1.262.  De  las  resoluciones  defi- 
nitivas en  causas  de  policía  correccio- 
nal cabe  el  recurso  de  revisión  por  in- 
competencia ó  abuso  de  jurisdicción. 

CAPÍTULO  XXII 

Providencias  especiales 

Art.  1.263.  Si  dos  ó  más  reos  fueren 
condenados  por  sentencias  diversas 
como  autores  de  un  mismo  delito,  y  las 
sentencias,  lejos  de  poderse  conciliar, 
constituyeran  prueba  evidente  de  la 
inocencia  de  uno  de  los  condenados,  se 
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suspenderá  su  ejecución,  aunque  se  hu- 
biere negado  la  revisión  de  ambas.  El 
Fiscal  de  S.  M.,  de  oñcio  ó  á  instancia 
de  cualquiera  de  los  condenados,  pon- 
drá en  conocimiento  del  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia  la  existencia  de  di 
chas  sentencias,  y  requerirá  que  orde- 
ne la  suspensión  de  su  ejecución  y  la 
remesa  de  los  autos  al  Tribunal.  El 
Tribunal  Supremo  de  Justicia  reunido 
en  Salas  ^  visto  que  las  sentencias 
son  de  imposible  conciliación,  anulará 
ambas,  remitiendo  á  los  condenados  á 
un  juzgado  de  primera  instancia  dis- 
tinto de  los  primeros,  en  el  cual  serán 
acusados  juntamente  (1). 

Art.  1.264.  Si  ante  una  misma  Au- 
diencia pendieren  de  apelación  dos  ó 
más  sentencias  en  las  circunstancias 
del  artículo  anterior,  antes  de  resolver 
deñnitivamente  ninguna  de  ellas,  el  Fis- 
cal de  S.  M.,  de  oñcio  ó  á  instancia  de 
parte,  requerirá  que  se  reúnan  los  pro- 
cedimientos, y  la  Audiencia  procede- 
rá en  la  forma  establecida  en  dicho  ar- 
ticulo. 

Art.  1.265.  Si  dictada  sentencia  con* 
denatoria,  el  reo  se  querellare  de  algún 
testigo  que  hubiere  declarado  contra  él 
en  cualquier  estado  de  la  causa,  por 
perjuro,  se  suspenderá  la  ejecución  de 
la  sentencia  por  el  Tribunal  Supremo 
de  Justicia,  á  solicitud  del  Fiscal  de 
S.  M.,  de  ofício  ó  á  instancia  del  reo. 
Si  los  testigos  fueren  condenados  por 
sentencia  ñrme,  el  Fiscal  de  S.  M.,  de 
oñcio  ó  á  instancia  de  parte,  requerirá 
al  Tribunal  que  ordene  se  le  remita  el 
proceso  en  que  fué  condenado  el  reo  y 
los  que  se  siguieron  contra  los  testigos, 
y  una  vez  recibidos,  el  Tribunal  Supre- 
mo de  Justicia,  reunido  en  secciones. 


(1)    Art.  540  del  proyecto  de  1882  y  410  y   414 
del  Código  de  justicia  militar  portugués. 


anulará  la  sentencia,  comproba4o  q.ue 
los  reos  fueron  condenados  por  el  deli- 
to de  falso  testimonio,  y  remitirá  la 
causa  á  un  Juez  de  primera  instancia 
distinto  de  aquel  que' dictó  sentencia 
condenando  á  los  reos  y  testigos,  para 
que  proceda  de  nuevo  á  la  acusación. 

g  1.°— En  esta  acusación  no  se  oirá 
á  los  testigos  condenados  por  falso  tes- 
timonio, bajo  pena  de  nulidad. 

§  2.**— Lo  dispuesto  en  este  artículo 
no  tendrá  lugar  cuando  en  la  vista  de 
la  causa  no  se  hubiere  anulado  la  de- 
claración de  los  testigos. 

Art.  1.266.  Si  los  testigos  acusados 
de  falso  testimonio  fueren  absueltos, 
la  sentencia  condenatoria  del  reo  se 
ejecutará  seguidamente,  lo  mismo  que 
si  antes  de  sentenciarse  la  causa  falle- 
cieren aquéllos  (1). 

Art.  1.267.  Ningún  reo  condenado 
podrá  querellarse  de  falso  testimonio 
contra  cualquier  testigo  cuando  no  hu- 
biere requerido  en  la  audiencia  de  la 
discusión  de  la  causa  ó  acto  de  perju- 
rio, ó  requerimiento  acerca  del  mismo, 
salvo  si  los  hechos  demostrativos  del 
delito  no  hubieren  llegado  á  su  cono- 
cimiento hasta  después  de  este  tiem- 
po (2). 

Art.  1.268.  Se  procederá  en  la  forma 
prevenida  en  el  art.  1.268  cuando  el  reo 
condenado  se  querellare  por  soborno  ó 
cohecho  contra  cualquiera  de  los  jura- 
dos de  caliñcación  (3). 

Art.  1.269.  En  los  delitos  cometidos 
por  la  mayoría  de  los  habitantes  de 
cualquier  juzgado,  el  Juez  de  derecho 


(1) 

1882. 


Art.  3H5,  párrafo  único,  del  proyecto  de 

(2)  ídem  548  del  proyecto  de  1882  y  412  del 
Código  de  justicia  militar  portugués. 

(3j  ídem  365,  núm.  4.',  del  proyecto  de  1882  y 
412  del  Código  de  justicia  militar  portugués» 
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de  la  comarca  respectiva,  y  en  ausencia 
ó  imposibilidad  de  éste  el  sustituto,  es 
el  competente  para  admitir  la  querella 
y  proceder  á  la  formación  del  sumario 
hasta  el  procesamiento  inclusive;  el 
Ministerio  físcal,  junto  á  dicho  Juez,  es 
igualmente  competente  para  querellar- 
se por  estos  delitos  (1). 

Art.  1.270.  Admitida  la  querella,  el 
Juez  de  derecho  de  la  comarca  y  el  fun- 
cionario del  Ministerio  ñscal  se  trasla- 
darán al  juzgado  en  que  se  hubiere  co- 
metido el  delito  para  la  instrucción  del 
sumario. 

Art.  1.271.  Concluso  el  sumario,  se 
remitirá  al  Juez  de  derecho  de  la  co- 
marca más  próxima,  el  cual  procederá 
á  la  ratificación  del  procesamiento, 
cuando  proceda,  y  á  la  acusación  del 
delito  hasta  su  definitiva  sentencia. 

Art.  1.272.  Queda  derogada  la  legis- 
lación en  contrario. 

El  Ministro  y  Subsecretario  de  Nego- 
cios eclesiásticos  y  de  justicia  entién- 
danlo asi  y  háganlo  ejecutar. 

Palacio  de  las  Necesidades,  á  21  de 
Mayo  de  1841. 

Rainha. 

Antonio  Bernardo  da  Costa  CabraL 


Ley  de  15  de  Abril  de  1886  sobre  fian- 
zas y  prisión  provisional 

Artículo  1.**  Los  acusados  en  cual- 
quier causa  criminal  podrán  ser  pues- 
tos en  libertad,  con  arreglo  á  la  presen- 
te ley,  excepto  cuando  lo  sean  por  deli- 
tos castigados  con  cualquiera  de  las 
penas  fijas  establecidas  en  los  artícu- 
los 49  y  5ü  de  la  ley  de  14  de  Junio 


(1)    Concuerda  con  el  art.  30,    párrafo  I."*,  del 
proyecto  de  I88íi. 


de  1884  (1),  ó  las  correspondientes  con- 
forme al  sistema  penitenciario. 

Art.  2.^  Los  reos  de  delitos  castiga- 
dos por  la  ley  con  pena  correccional 
podrán  ser  puestos  en  libertad,  una  vez 
que  acrediten  su  identidad;  si  fueren 
desconocidos  en  el  lugar  del  juicio,  que 
manifiesten  su  residencia  y  se  obliguen 
á  comparecer  cuantas  veces  fuere  nece- 
sario y  á  comunicar  los  cambios  de  do- 
micilio. 

§  1."— Si  el  reo  residiere  fuera  de  la 
circunscripción  donde  deba  seguirse  el 
procedimiento, presentaráen  juicio  una 
persona  que  resida  dentro  de  la  cir- 
cunscripción y  tome  sobre  si  la  obliga- 
ción de  recibir  las  citaciones  y  requeri- 
mientos necesarios  para  la  marcha  del 
proceso,  quedando  aquél  obligado  á 
comparecer  enjuicio,  á  fin  de  dar  cuen- 
ta de  los  cambios  de  residencia  de  esa 
persona. 

§  2.®— En  el  caso  de  fallecimiento  de  la 
persona  á  que  se  refiere  el  párrafo  an- 
terior, ó  de  variación  de  residencia  de 
la  misma  á  otra  circunscripción,  ó  en 


(1)  Art,  49  A  los  delitos  á  que  segdn  el  Có- 
digo penal  era  aplicable  la  pena  de  muerte,  se  im- 
pondrá la  de  prisión  mayor  celular  por  ocho  aüos, 
según  el  sistema  penitenciario,  seguida  de  veinte 
de  deportación  con  prisión  hasta  dos  años  en  el 
lugar  de  su  cumplimiento,  ó  sin  ella,  según  esti- 
mare el  Juez. 

Art.  50.  Para  los  efectos  de  la  ley  de  1."  de 
•Tul  i  o  de  1867  se  observará  lo  siguiente,  con  rela- 
ción á  las  ponas  establecidas  en  el  Código  penal: 
I.*'  La  pona  de  muerte  será  Sustituida  por  la  pena 
fija  de  deportación  por  veintiocho  años,  con  pri- 
sión en  el  lugar  de  la  misma  por  ocho  á  diez 
años.  3."  La  pena  de  trabajos  públicos  perpetuos 
será  sustituida  por  la  fíja  de  deportación  por 
veinticinco  años.  8."  La  pena  de  prisión  perpetua 
por  la  fíja  de  veinte  años  de  deportación.  Y  4.°  La 
de  deportación  perpetua  se  sustituirá  por  la  de 
quince  años  de  deportación. 
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qué  por  cualquier  causa  quedare  inca- 
pacitado para  practicar  lo  que  se  dis- 
pone en  el  párrafo  precedente,  el  reo 
tendrá  obligación  de  sustituirla  inme- 
diatamente por  otra  que  reúna  las  con- 
diciones requeridas. 

§  3.®— Si  el  reo  no  compareciere  en 
juicio  cuando,  según  la  ley,  estuviere 
obligado  á  hacerlo,  no  alegando  justa 
causa  será  reducido  á  prisión,  y  úni- 
camente podrá  recobrar  la  libertad  pro- 
visional con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
el  artículo  siguiente. 

Art.  3."  Los  reos  acusados  de  delitos 
que  no  deban  ser  castigados  con  las 
penas  señaladas  en  el  art.  1.**  de  esta 
ley,  ó  que  no  deban  ser  procesados  co- 
rreccionalmente,  podrán  ser  puestos  en 
libertad  provisional,  bajo  ñanza,  en  los 
términos  del  art.  O.' 

§  único.—Sin  embargo,  los  reos  de 
delitos  castigados  con  penas  de  prisión 
mayor  ó  deportación  serán  reducidos 
á  prisión;  pero  la  prisión  anterior  á  la 
sentencia  se  tendrá  en  cuenta  por  los 
Tribunales  superiores  como  circuns- 
tancia atenuante  para  el  efecto  de  la 
reducción  de  la  pena. 

Art.  4."  Los  reos  absueltos  de  deli- 
tos de  cuya  sentencia  se  hubiere  inter- 
puesto recurso  de  revisión  serán  pues- 
tos inmediatamente  en  libertad,  si  el 
delito  no  fuere  de  los  mencionados  en 
el  art.  1.®  de  esta  ley,  y  si  lo  fuera,  una 
vez  cumplidas  las  prescripciones  del 
artículo  3.** 

Art.  5.®  La  caución  podrá  prestarse 
por  medio  de  depósito,  prenda,  hipoteca 
y  fianza. 

Art.  6.°  En  los  recursos  sobre  fian- 
zas compete  á  todos  los  Jueces  y  Tri- 
bunales conocer,  además  del  objeto  del 
recurso,  de  todas  las  nulidades  del  pro- 


cedimiento y  de  la  existencia  y  califica- 
ción del  delito,  sin  perjuicio  de  las  ape- 
laciones correspondientes  del  auto  de 
procesamiento  ó  de  no  procesamiento 
de  los  acusados. 

§  único.— Los  procesos  comprendidos 
en  este  artículo  y  cualesquiera  otros 
que  en  la  Audiencia  sean  juzgados  sólo 
con  el  visto  del  Magistrado  instructor, 
el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  habrá 
de  juzgarlos  con  el  de  tres  Magistrados. 

Art.  7.®  La  caución  subsistirá  mien- 
tras se  deciden  los  recursos  interpues- 
tos, salvo  lo  establecido  en  el  art.  3.*^, 
párrafo  único. 

§  único  —Si  el  fiador  reclamare  la  li- 
beración de  su  obligación,  el  reo  estará 
obligado  á  prestar  la  fianza  nueva- 
mente. 

Art.  8.®  En  los  delitos  correcciona- 
les, si  el  reo  entendiere  que  el  hecho 
imputado  no  es  constitutivo  de  delito  se- 
gún la  ley,  podrá  interponer  el  recurso 
de  agravio,  con  efecto  suspensivo  del 
auto  en  que  se  acordare  que  se  presen- 
te en  juicio. 

Art  9.**  Las  disposiciones  de  la  pre- 
sente ley  son  aplicables  á  los  reos  con- 
denados ó  absueltos  en  cualquier  pro- 
cedimiento pendiente  al  tiempo  en  que 
deí)a  comenzar  á  regir. 

§  único.— Para  los  efectos  de  este  ar- 
ticulo, las  penas  perpetuas  establecidas 
en  el  Código  penal  (1)  y  en  la  ley  de  1." 
de  Julio  de  1867,  se  equipararán  á  las 
penas  fijas  que  las  sustituirían  con 
arreglo  á  la  ley  de  14  de  J^nio  de  1884, 

Art.  10.  Queda  derogada  la  legisla- 
ción en  contrario. 


(1)     En  esta  feí-ha  uo  se  había  publicado  el  hoy 
viifeüte. 
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ADVERTENCIA 


Los  señores  suscriptores  actuales  á  esta  obra  y  los  que  en  adelante  se 
suscriban,  tendrán  derecho  á  que  se  les  haga  el  descuento  de  un  15 
por  100  si  desean  adquirir  y  piden  directamente  al  Administrador  de  la 
Colección  de  ¡as  Instituciones  Jurídicas  (San  Roque,  1,  Madrid),  las  obras 
siguientes: 

JURÍDICAS 

FioRE.—Derecho  Internacional  codijtcado,  traducción  y  comentarios 
de  A*  García  Moreno,  dos  tomos  en  4.''  mayor,  13  pesetas. 

ÍDEM.— Derecho  Internacional  publico,  traducción  anotada  por  A.  Gar- 
cía Moreno,  tres  tomos  en  4."*  mayoi;,  24  pesetas  en  Madrid  y  26  en 
provincias. 

\i>Eu,— Derecho  Internacional  privado,  traducción  anotada  por  A,  Gar- 
cía Moreno,  tres  tomos  en  4/  mayor,  19  pesetas  Madrid  y  21  pro- 
vincias. 

Bu^-sT^cwiA.—Derectio  publico  universal,  cuatro  tomos  en  4."  mayor,  26 
péselas  Madrid  y  28  en  provincias. 

Carrara. —  Teoría  de  la  tentativa  y  la  complicidad,  traducción  con  un 
prólogo  de  Romero  Girón,  un  tomo  6  y  7  pesetas. 

TissoT,— Z)erec/io  penal,  traducción  de  A.  García  Moreno,  tres  to- 
mos, 20  pesetas  Madrid  y  22  provincias. 

HISTÓRICAS 

MoMMSE^,— Historia  de  Roma,  traducción  de  A.  García  Moreno,  nueve 
tomos  en  8.**  prolongado,  45  pesetas. 

CvRTius.— Historia  de  Grecia,  traducción  y  notas  de  A,  García  More- 
no, ocho  tomos  en  8.'  mayor,  40  pesetas. 

WEBER.—Historia  contemporánea,  traducción  y  notas  de  A.  García 
Moreno,  cuatro  tomos  en  8.%  20  pesetas. 
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